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I  de  easiicion  (^  de  diciembre  de  186J.).— Ad- 
iDDicácioif  DB  LOS  111X3066  DB  UNA  CAPBLL4NÍA.— Se  declara  pof  la 
Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  logar  al  recurso  de 
casacioQ  íaterpuealo  jM)r  el  ministerio  fiscal,  contra  la  sentencia 
dictada  por  la  Sala  primera  de  la  Andiencia  de  Yalladolid,  en  pleito 
con  D.  Felipe  Cabello,  y  se  resuelve: 

1.*  Que  el  Real  decreto  de  28  de  noviembre  de  i886,  que  sus- 
pendió Un  efectos  del  de  5  de  febrero  de  1858,  se  refiere  úmcamen^ 
Uálas  capellanías  colativas  y  demás  fundaciones  piadosas  de  igual 
clase,  y  no  alas  capellanias  laicales; 

Yi^  que  no  puede  admitirse  el  recurso  de  casamn ,  cuando 
se  apofa  en  la  infraetíoit  de  leyes  que  no  son  apUeables  al  caso  de 
que  se  trola. 

Bn  la  tilla  y  cárte  de  Madrid,  á  28  de  diciembre  de  i861 :  en  el  pleito 
peidieBle  tnle  Nos  por  recurso  de  casación  seguido  en  el  Juzgado  de  pri- 
mera instaacia  del  distrito  de  la  Andieocia  de  valiadolid  y  en  la  Sala  pri- 
tera  del  Tribunal  superior  de  dicho  territorio,  por  D.  Felipe  Cabello  con 
eLMinifterío  fiscal,  sobre  adjudicación  de  los  bienes  de  una  capeJlaoia: 

Resiytando  que  Dona  María  Dies  otorgó  escritura  en  Simancas,  á  3  de 
abril  de  Í6t6,  en  la  que  dijo  fundaba  una  capellanía  de  misas  con  bienes 
éesQ  proiúedad  en  la  iglesia  del  SalTador  de  aquella  yilla,  para  que  se  dije- 
na  peipetuamenla  por  su  alma,  la  de  su  marido  y  demás  difuntos  de  au 
ebUgacwn,  dos  misas  semanales,  nombrando  por  Capellán  á  un  sobrino  su- 
yo, que  entraría  á  disfrutar  los  bienes  cuando  se  ordenase  á  titulo  de  dicha 
capellanía;  por  su  falta  ó  para  el  caso  de  no  ordenarse,  requisito  indispen- 
saMe  para  obtenerla,  á  otros  parientes  que  espresó:  y  por  último,  al  mas 
cercano  que  primero  eantase  misa,  nombrando,  dn  ulta  de  todos,  por  pa- 
trones de  la  capellanía  al  Cura  y  Alcalde  mas  antiguos  de  Simancas,  á  quie- 
nes dio  fiacultad  para  que  nombrasen  Callan  que  dijera  las  misas,  siendo 

(1)   Como  eo  el  ifio  aoterior.  sefulmos  ea  este  el  érdeo  de  fediM  de  lai  sentencias,  pero 
'^idonos  alafiodelas  fi«MÍMflo  qnesepoMIcan. 
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SU  voluntad  que  8i  ée  auisjera  imponer  aloun  gravimeñ  fiQbrelos  bienes,  se 
considerase  memoria  ae  misas  y  no  capellania  para  qué  estuvieran  libres:    ' 

Resultando  oue  en  i9  de  mayoüel  alio  1700,  el  Gura  de  la  iglesia  par- 
roquial de  la  villa  de  Osorno,  como  patrón  y  Capellán  que  dijo  ser  de  la  ci- 
tada capellania,  cuyos  patronos  adjuntos  eran  el  Gura  y  Alcalde  mas  anti- 
guo de  Simancas,  nombró  Capellán  á  un  pariente  de  la  fundadora^  previ- 
niéndole que,  con  el  beneptatmo  v  véBi^  oe  los  defDis  compatronos,  se  pre- 
sentase al  Provisob  de  Valladolid  para  que  mándase  hacer  é  hiciera  en  él 
colación  y  canónica  institución:  que  vacante  la  capellanía  en  el  año  de 
ni 8;  los  patronos,  titulando  la  capellanía  y  memoria  de  misas  patronato 
real  de  legos,  nombraron  nara  ella,  en  13  oe  agosto  de  i733,  á  D.  Felipe 
González  de  la  Villa  y  Vallejp,  pariente  de  la  fundadora,  suplicando  al  se- 
ñor Obispo  se  sifvieiie  lauíndarle  ordenar  á  título  de  dicQi  caiellanía,  y  que 
se  librase  título  y  colación  de  la  misma  y  de  la  posesión  de  los  bienes  y 
efectos  sobre  que  estaba  fundada:  que  el  -eitado  Capellán,  haciendo  mérito 
de  que  se  le  íiabia  despachado  titulo  y  colación  de  ella,  la  renunció  en  14 
de  diciembre  de  1734,  y  que  en  1761  ^mbraron  á  D.  Ambrosio  Maestro, 
pariente  de  la  fundadora,  suplicando  igualmente  al  Sr.  Obispo  que  le  orde- 
nase á  título  de.  ellas,  y  que  se. le  librase  título  v  colaeion  de  Umifmay 
de  la  posesión  de  sqá  bienes  y  efectos:  '''' 

Resultando  que  muerto  el  D.  Ambrosio  en  8  de  febren^  dfelSil,  em  iB 
de  mayo  de  ,1850.  entabló  demanda  D.  Felipe  Gabeho  en  reclameeionda  los 
bienes'de  la  capeUanía,  como  pariente  de  aquel,  su  últiiM  poseedor,  soive 
lo  que  presento  instificacion.,  pidiendo  que,  en  atencioD  i  que  era  tula  fun- 
dación civil  y  á  ser  el  pariente  va»s  próximo  de  dicho  poseedor,  se  dedairasa 
vacante  y.  se  le  adjudicasen  los  bienes:  '      <        ; 

Resultando  que,  trascurHdo  el  término  por  el  que  fueron  llainndas^  por 
medio  de  edictos,  las  personas  que  se  creyesen  con  derecho  á  aouetlos,  s^ 
conílrió  de  la  demanda  al  Promotor  fiscal,  quien,  alegando  que  el  Estado  no 
tenia  interés  en  el  negocio^  sostuvo  que  el  pleito  habla  debido  entenderse 
con  las  personas  que  poseyeran  íes  bienes,  y  que  la  fundación  era  unaí  ca- 
pellania colativa  para  cuya  obtención  se  necesitaban  cualidades  qoeii^  con- 
currían en  el  demandante,  no  siendo  admisible  la  reclamación. '.se^ua  k 
legislación  vigente,  pidiendo  en  su  virtud  gue  se  desestimara  la  demanda: 

Resultando  que  sustanciado  el  juicio,  dictó  sentencia  el  Juea  dé  prime- 
ra instancia,  en  M  de  enero  de  1860,  por  la  que,  declarando  que  ta  fon^ 
d»cion  era  laical  ó  memoria  de  misas  cometida  á  persona  eclesintfQa.  adja- 
^ieó  sus  bienes,  en  <ial¡dad  de  Hbres,  á  D.  Felipe  Cabello,  con  la  obli^cioii 
del  (".umplíraiento  de  sos  cargas,  sin  perjuicio  de  otro  de  mejor  derecb6:  • 

Resultando^ue  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia  de  Yaitadolid,  ¿vir- 
tud de  la  apelación  que  él  Ministerio  fiscal  Interpuso,  solicitó  al  manilla, 
qna  se  declarase  queno  habia  habido  lugar  á  admitir  fadeounda  pon  estar 
comprendida  la  fundación  en  las  disposicioDes  del  decreto  de  28  de  noviem- 
bre de  1856;  y. Que,  cónñrraada  por  la  Sala  primera  de  diobo  Trilmoai  eü  6 
de  julity  de  18^60  la  sentencia  apelada,  interpuso  aonel  Ministerio  recurso  de 
Casación  citando,  como  infringido,  el  mencionado  Real  decretp: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Ventura  de  Golsa  j  Pando: 

Considerando  que  la  Sola  sentenciadora  ha  declarado  qoe  ki  fundaoion 
que  hizo  doña  María  Diez,  en  escritora  de  3  de  abrH  de  1626,  era  una  ca- 
pellanía laical,  y  que  Contra  esta  decisión  el  recQrrsnte  no  ha  ckado  como 
4üff  ¡Bgida  ley  aigima;  -  ,^     ^ —       

Considerando  qoe  el  Real  decreto  de  28  de  noviembre  de  1856,  qoe 
suspendió  lo^  efectos  del  de  5  de  febrero  de  1855,  se  refiere  únictnieate  á 
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Jtf  eapeUtolts  colatiTu  y  demás  fundaciones  piadoapis  de  igual  etase,  y  qae 
,por  lo  lanto  no  es  aplicable  á  este  pleito; 

Fallamos  (}iie  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lagar  ai  recurso 
^«T casación  interpuesto  por  el  liinisterío  fiscal  en  la  Audiencit  de  Valiado- 
lid,  7  mandamos  oue  las  costas  se  paguen  de  los  fondos  retenidos  y  proce- 
dentes de  la  mitad  de  los  depósitos  cuya  pérdida  ha  sido  declarada,  según 
k  prescribe  el  art.  1098  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  devolviéndose 
Jos  autos  ¿  la  Audiencia  de.  donde  proceden  con  la  certificación  correspon« 
diente. 

.  Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  qué  se  ptiblícará  en  la  Gaceta  é'  inserta-» 
rá  en  la  Colección  legislativa ^p^úniof^  al  efecto  las  copias  oportunas,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— Ramón  López  Ydzauez.— -Gabriei 
Ceruelo  de  Velasco.— Joaquín  de  Palma  y  Vínuesa.—Pedro  Gómez  de  Her- 
mosa.—Pablo  Jiménez  de  Pálacio.-^Laureano  Rojo  de  Norzagaray.— Ven- 
tura de  Colsa  y  Pando.  .' 

Publicación. — Leida'y  publicada  fué  la  precedente  sentencia'  por  el  EX- 
«celentíáimo  é  limo.  Sr^  D.  Ramón  López  Vázquez,  Presidenta  de*  la  Sala 
primera  del  Supremo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  ^udietiQla  pública  la 
misma  Sala  en  el  dia  ,de  lioy,  de  que  yo  ef  flscribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  28ded¡cíembreidél86i.— Juan  de  Dios  Rubio.^Gacetá  del 
l.'^deenero  de  i862p)    . 


ReeoPM  de  easaeloñ  (28  de  diciembre  de  i861.).— Nü- 

UDAD  DK  UNA  INSTITUCIÓN  DE  HEaSDEBOi.— EnTREGA  DE  BIENES.— Se 

declara  por  la  Sala  piiinera  del  Tribunal  Supremo  jxq  haber  lugar 
al  recurso  de  casaeíoii  iqterpuesto  por  Haría  Muñoz  vlUis-sóaos 
eontra  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de 
Valencia,  en  el  pleito  con  el  Hospital  general  dé  dicha  ciudad,  y  se 
resuelve  I 

1."  Que  según  to  dispuesto  en  la  ley  22,  ttí.  5.*»  de  la  Part  6.», 
Zas  tres  épocas  en  que  los  herederos  estrafios  han  detener  capaci- 
dad para  adquirir  tas  herencias ,  son  la  del  otorgamiento  de  los  tes- 
íamfintoB  ^  ¡adela  muerte  de  los  testadores  y  la  en  que  los  instüui* 
áos  se  otorgan  por  herederos: 

S.""  Que  aun  en  fcs  hipótesis  de  que  la  tercera  ¿poca  6  tempo- 
ral de  que  habla  la  ley  de  Partida,  sea  la  en  que  se  entra  en  la  po* 
sesión  material  de  la  herencia ,  no  puede  decirse  que  los  estableéis 
míenlos  de  beneficencia  estén  incapacitados  para  adquirir  bienes 
raices  con  posterioridad  al  año  1855 ,  porque  por  la  ley  de  1/  de 
.mayo  de  este  año  se  faculta  á  dichos  establecimientos  para  tales 
adquisiciones ,  aunque  i  condición  de  convertirlos  en  efectos  pú- 
nicos: 

SJ"  Que  la  leg  deíl  de  octubre  de  1820  ha  sido  modificada 
esencialmente  en  sus  arts.  i4, 1^  y  16,  por  la  ya  mencionada  de  1.^ 
de  mayo  de  1868; 

Y  4a*    que  habidn/iose  dictado  las  sentencias  del  Supremo  7rf- 
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bunal  de  JuBÍida  deTde  octubre  de  18S2y  26  dejuüó  de  ISüif  con- 
lanterioridad  á  la  dicha  ley  de  L°  de  mayo  de  1855»  ei  doro  que  la 
jurisprudencia  [establecida  por  aqueUas  ha  sido  revocada  por  Un 
disposiciones  de  ésta. 

Ed  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  28  de  diciembre  de  f S6i,  en  los  antos 
que  penden  ante  Nos  en  Tírtnd  de  casación,  segnidos  en  el  Juzgado  de  pri*' 
mera  instancia  del  distrito  de  Serranos  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Real  Aa- 
diencia  de  Valencia  por  María  Muñoz  ^  sus  hijos  y  sobrinos  Pelegrin-Gomez^ 
.T  otros  contra  el  Hospital  general  ae  aquella  ciudad  sobre  nulidad  de-la 
institución  de  heredero  hecha  á  favor  de  éste  por  Doña  Vicenta  Ibaiez  y 
consiguiente  entrega  de  sus  bienes: 

Resultando  que  por  Real  orden  de  20  de  diciembre  de  4827  se  facultó 
al  Hospital  general  de  Valencia  para  adquirir  bienes  rafees  basta  el  capital 
necesario  para  dar  al  3  por  100  anual  una  renta  liquida  de  423»758  rs.,  y 
que  en  virtud  de  dicha  autorización  adquirió  desde  aquel  año  al  de  1834 
inclusive  por  valor  de  68,866 » faltándole  13.956,418  rs.  para  completar  el 
capital  de  i4.i25,3S4  rs.;  necesario  para  producir  la  espresada  renta: 

Resultando  que  Doña  Florentina  y  Doña  Vicenta  Ibañez  otorgaron  tes» 
tamento  de  común  acuerdo  en  23  de  enero  de  (828,  nombrándose  mütuar 
mente  herederas,  previniendo  que  al  fallecimiento  dft  la  úftima ,  que  so- 
breviviese, se  considerasen  los  oieoes  jcomo  propios  de  las  mismas  por  mi- 
tad,  y  que  después  de  nombrar  usufructuarias  de  ellos  á  sus  hennanas 
Doña  Manuela,  Doña  Josefa  Carmela  y  Doña  Josefo  Teresa  Balaguer,  insti- 
tuyeron heredero  en  propiedad,  por  muerte  de  la  última  de  éstas,  al  Santo 
Hospital  general  de  Valencia ,  iacaltado  entonces  por  privilegio  par«  ad- 
quirir bienes ;  y  previnieron  que  si  al  tiempo  de  entrar  á  poseerios  se  en- 
contrase ya  sin  facultades  para  poderios  adquirir ,  sus  albaceas  procediesen 
á  la  venta  de  todos  ellos  y  entregaren  el  producto  liquido  é  los  administra- 
dores del  mismo ,  para  atender  á  las  urgencias  y  neoeádadea  de  los  po- 
bres enfermos: 

Resulundo  que  habiendo  muerto  Doña  Florencia  Ibañez  en  27  dé  fe- 
brero de  i830,  BU  hermana  Doña  Vicenta  otorgó  un  codicilo  en  5  de  abril 
siguiente,  por  el  que  refiriéndose  á  la  institución  del  Hospital ,  hecha  en 
el  testamento  precedente,  dijo  «que  confirmada  en  aquellos  sentimientos, 
y  hiendo  su  voluntad  que  la  mitad  de  los  bienes  que  correspondían  á  su  he- 
rencia no  se  vendieran  por  ningún  titulo ,  causa  ni  razón ,  prevenía  que  si 
el  Hospital  no  tuviese  privilegio  para  adquirir  bienes,  en  el  caso  de  entrar 
á  poseer  los  de  que  se  trataba ,  se  acudiese  á  S.  M.  á  fin  de  obtener  un  pri- 
vilegio particular  para  que  los  adquiriese  y  diera  el  destino  que  la  otorgan- 
te dejaba  dispuesto  con  titulo  de  administrador,  y  con  el  que  tuviese  por 
conveniente  la  Real  munificencia:» 

Resultando  que  por  muerte  de  Doña  Manuela  Balaguer,  acaecida  en  3^1 
de  julio  de  1858,  última  de  las  usufructuarias  nombradas  en  el  testamento 
de  23  de  enero  de  1828,  acudió  el  último  albacea,  que  quedaba  de  los  nom- 
brados por  Doña  Vicenta  Ibañez,  al  Gobernador  dvtl  de  la  provincia,  para 
qne,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  ley  de  8  de  enero  de  i865  sobre  Dipu- 
taciones provinciales,  declarase  la  de  aquella  provincia,  si  el  Hospital,  como 
establecimiento  provincial,  nódia  y  debía  aceptar  la  hei^nda  de  Doña  Vi- 
centa Ibañez,  de  la  cusí  había  sido  puesto  en  posesión  por  la  Autoridad 
judicial;  y  que  instruido  el  oportuno  espediente  declaró  dicha  corporación 
.  en  29  del  mismo  año  que  el  Hospital  podía  y  dehia  aceptar  con  beneficio  de 
inventarié  las  herencias  de  Doña  Florentina  y  Doña  Ticenta  Ibañei: 


Digitized  by  VjOOQIC 


ResoTtando  41101  amparado  eLüospital  en  la  posesión  qaa^  le  habla  aidp. 
'^ada  iadicialmente  con  reserva  de  sa  derecho  á  Doñ9  Manuela  Muñoz  y 
•consortes  para  que  le  ejercitasen  enjuicio  correspondiente  presentaron  de- 
manda en  21  de  febrero  de  1859,  pidiendo  se  declarase  nula  la  institución 
de  berederoy  gue  Dona  Vicenta  Ibañez  hizo  en  los  espresados  testamento  y 
codicilo,  en  la  parte  que  se  referia  á  los  bienes  raices,  y  se  condenase  aL 
BBspiUil  general  de  aquella  ciudad  á  que  les  entregase  los  que  constituían 
la  herencia  de  aquella  como  herederos  abintestato  de  la  misma,  con  los  fríi- 
tos  producidos  y  debidos  producir  desde  su  fallecimiento^  alegando  que  di- 
cho establecimiento  no  podía  adquirir  bienes  raices  en  i. *^  de  agosto  de 
1858,  eu  que  falleció  la  última  de  las  herederas  usufructuarias,  por  la  pro- 
hibición espresada  en  la  ley  de  27  de  setiembre  de  1820 ,  restablecida  en 
30  de  agosto  de  1836  en  sus  artículos  14  y  15 :  que  siendo  nula  dicha  ins- 
'titQcion  de  heredero  pw  la  incapacidad  del  nombrado,  se  estaba  en  el  caso  de 
«codir  á  la  sucesión  abintestato  de  ios  parientes  de  la  Doña  Vicenta  hasta 
-el  décimo  grado,  en  que  ellos  se  encontraban,  con  arreglo  á  la  ley  22»  tl« 
tuio  e.""  de  la  Partida  3.': 

Resultando  que  el  Hospital  pidió  se  le  absolviera  libremente  de  la  de« 
manda,  para  lo  cual ,  y  sin  conceder  á  los  demandantes  el  parentesco  que 
alegaban,  espuso:  que  habla  adquirido  y  podido  adquirir  los  bienes  que  se 
pedían,  según  las  leyes,  y  especiaUnente  las  de  8  de  enero  de  1845,  art.  56, 
y  1/  de  mayo  de  1855  en  sus  artículos  25  y  26: 

Resaltando  que  recibido  el  pleito  é  prueba,  se  cotejaron  los  documentos 
-ifOi»  cada  una  de  las  partes  había  presentado;  y  que  dictada  sentencia  por 
4\  Juez  de  primera  instancia  en  1.^  de  setiembre  de  1859,  absolviendo  al 
Presidente  y  demás  individuos  de  la  Junta  administrativa  del  Hospital  de 
Valencia  de  la  delnanda  de  María  Muñoz  y  consortes,  la  confirmó  por  la  su- 
ya la  Sala  primeca  de  k  Real  Aadiencia  de  la  misma  ciudad  en  12  de  mar- 
20  de  1860; 

y  eesuitando  que  los  demandantes  interpusieron  recurso  de  casación 
|)or  conceptuar  infringidas  la  ley.22,.. título  3.%  Partida  6.*,  y  la  de  27  de 
teliembre  de  1820,  restablecida  en  30  de  agosto  de  1836,  en  sus  artlcalos 
14, 15  y  16,  como  también  la  doctrina  sancionada  por  este  Supremo  Tribu-» 
«nal  en  sus  aentenclas  de  7  de  octubre  de  1852  y  20  de  julio  de  1854 : 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Antero  de  Echarri : 

Considerando  que  lu  tm  épocas  en  que  toa  herederos  estraaos  hi^  de 
Heoer  capacidad  para  adquirir  las  herencias,  se^un  lo  dispuesto  en  la  ley  22, 
'titulo  3.°  de  la  Partida  6.%  son  la  del  otorgamiento  de  los  testamentos,  la¡; 
-dléla  muerte  de  los  testadores  y  la  en  que  los  instituidos  se  otorgan  por 
he^rederos: 

'"  Considerando  que  el  Hospital  da  Valencia  tenia  capacidad  para  recibir 
la  herencia  de  Dona  Vicenta  Ibañez  cuando  testó ,  cnando  falleció  y  cuan^. 
^P^poc  efecto  ée  su  dtopoücion  tealamentaria  adquirió  la  propiedad  dts  éus 


Considerando  que,  ana  aceptada  la  hipótesia  de  que  la  tercera  ópoca  6 
l^niporo/y  djB  que  habla  la  ley  oe  Partida  citada,  sea  la  en  que  se  entra  en 
la  posesión  material  de  la  herencia,  también  en  ese  tiempo,  que  fué  en  ju- 
tio  de  1858y  tenia  el  Hospital  la  capacidad  necesaria,  por(]ue  la  ley  de  1.^ 
•de  mayo  de  1855  autoriza  espresamente  á  los  establecimientos  de  benefi* 
4éoda  para  recibir  ó  adquirir  bienes  raices,  aunqne  á  condición  de  con  ver* 
tirios  en  efectos  públicos: 

Conaidariaiido,  po^  cénsigiilinte.  que  la  sentencia  de  la  Sala  primera  de 
1« A«ttMieift49  VMmit Mili  Uragklo  la  ley  ito  (teOda  eUa|a»  «i  tw- 
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poco  la:  de  Tt  áé  ^etietnbre»  é  roas  bien  de  li  de  octubre  de  1820 ,  porifa» 
esta  ha  sido  modificada  esencialmente  en  sus  artículos  i  4,  15  y  16  por  la* 
ya  mencionada  de  4.**  de  mayo  dé  4855  y  por  otras  dísposicioBes: 

Considerando  que  tas  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal,' cuya  doe*-  ' 
trina  sé  supone  también  infringida,  fueron  dictadas  cuando  no  se  babia- 
dado  la  ley  de  i.*  de  mayo,  según  io  demuestran  sus  fechas,  y  míe,  además, 
en  el  caso  de  la  primera  de  ellas  los  establecimientos  de  beneficencia  fayo«> 
recidos  por  el  testador  carecieron  de  capacidad,  no  solo  en  la  tercera  época^ 
designada  por  la  ley  de  Partida,  sino  también  en  la  primera  y  segunda: 

Considerando  (|i2e  no  habiéndose  infringido  las  leyes  ni  la  doctrina  cita* 
da  en  el  recurso,  no  procede  este; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  á  él ,  con-- 
denando  á  los  recurrentes  María  Muñoz  y  Ktissdcios  en  las  costas  y  en  la 
pérdida  de  la  cantidad  porque  prestaron  caución ,  para  cuando  mejoren  de 
fortuna,  devolviéndose  los  autos  ¿  la  Audiencia  de  donde  proceden  con  la 
certificación  correspondiente. 

Asi. por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Crooeta  é  inserta^* 
rá  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— Ramón  López  Vázquez.— Sebastian 
González  Nandín.— Antero  de  Echarri.— €abriei  Gemelo  de  Vélasco.— Joa- 
quin  de  Palma  y  Vinuesa.— Laureano  Rojo  de  Norzagaray.— Ventura  d» 
¿olsa  y  Pando.  -' 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Ifustrí- 
simo  Sr.  D.  Antero  de  Echarri,  Ministro  de  la  Sala  primera  del  Tribunal' 
Supremo  de  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  eií  la  misma, 
dé  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  habilitado  de  .dicho  Supremo 
Tribunal. 

Madrid  28  de  diciembre  de  i861.-^Lais€alatñYe8o.*-(0ace(ade  4  de- 
enero  de  1862.) 


Recurso  de  easaeloii  (28  efe  dieíembre  de  1861.).— Rsi* 
vtifDiGACioN  DE  ÜN4  UAsfA.— Sc  dccIara  por  la  Sala  primera  del  Tri.* 
bunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  Joaquín  Martin  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  segunda 
de  la  Audiencia  de  Zaragoza,  eo  pleito  con  el  Ayuntamiento  de- 
Manzanera,  y  se  resuelve: 

1.^  Que  los  decreU^  de  las  Cartee  de  lÁ  d&  enero  de  4812  9» 
8  de  junio  de  1813,  al  autorizar  á  los  dueños  de  terrenos  de  domi- 
nió  particular  para  cercarlos  y  aprovechar  sus  frutos  y  prúductíO" 
lies  como  quisiesen^  suponen  en  aquellos  el  pleno  dominio,  tanto  ¿fisT 
meló,  como  de  los  arbolados: 

.  S.°  Que  cuando  en  una  sentenda  no  se  reconoce  el  dominio  de 
una  cosa;  menos  pueden  declararse  facultades  que  sean  emanado^ 
nes  del  mismo  dominio; 

FS/  queia Real  órdende  17 dejHmyúie  1838  l^ot  deam- 
pHat  las  dieposicMies  de  ke  deerem  de  OSrtes  vftadOf ,  (ae  reeIrtnH 
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gió,  mftndmdo  qtke  mse  diese  ai  art:  I.*"  del  de  8  de  junio  de  1813 
\  etíiemion  que  la  que  espresan  ^u  letra  y  espíritu» 


En  la  Tilla  j  corte  de  Madrid,  á  28  de  diciembre  de  186},  eo  los  autos 
que  pepdea  ante  Nos  {wr  recqrso  de  casación  seguidos  ea  el  Juzgado  de  pri- 
mera iostaDcia  del  partido  de  Mora  de  Rubielos  y  eo  la  Real  Audiencia  de 
Zaragooa  por  Joaquín  Martin,  vecino  de  Torrijas,  con  el  Ayuntamiento  de  la 
▼íUa  de  Majazanera,  sobre  reivindicación  del  pleno  dominio  de  la  masada 
Uamada  del  Jlor  da  Moreno: 

Resultando  que  el  Rey  D.  Pedro  de  Aragón  concedió  i  Berenguer  de 
Acenia  y  sos  sabores,  ea  remuneración  de  servicios  prestados  en  la  guer- 
ra contra  los  sarracenos,  el  lugar  de  Manzanera,  fronterizo  con  los  moros, 
para  que  le  poblase  y  pusiera  en  defensa,  espidiéndole  Real  privilegio  da 
eeta  gracia  en  1.°  de  junio  de  1202,  era  de  1240: 

Resultando  que  en  21  de  mayo  de  1390  el  Rey  D.  Juan  de  Aragón  le- 
vó i  la  4igoidad  de  Vizconde  de  Villanova  á  D.  Pedro  Ladrón  da  Villano  va, 
eoneediéodosela  para  él  y  sus  sucesores  sobre  las  villas^  lugares  y  fortalezas 
que  poseía,  una  de  ellas  la  de  Manzanera:    . 

Resultando  que  el  sucesor  de  dicho  D.  Pedro,  llamado  también  con  el 
misnao  nombre,  vendió  pojr:espritura  de  26  de  agosto  de  1537  al  Duque  de 
Calabria  D.  Fernando  de  Aragón  la  villa  y  castillo  de  Uanz^era  con  su  ju- 
risdicdon  civil  y  criminal:    . 

•Resultando  que  el  Duque  de  Calabria,  por  testamento  de  25  de  octubre 
de  1550,  dejó  dicba  villa  con  sus  masías  y  otros  bienes  al  monasterio  de 
San  Migod  dalos  Reyes  de  Valencia,  con  prohibición  de  poder  enajenarlos 
y  obligación  de  conservarlos  perpetuamente: 

Resultando  aue  &  petición  de  Francisco  Tarín,  dueño  del  Mas  de  More-- 
no,  situado  eo  el  lórmino  de  Manzauera,  se  procedió  á  su  delinde  en  29  de 
mayo  de  1600  con  asistencia  del  Bayle  [>or  la  Seiíoria  de  aquella  villa  y  de 
varios  oficíales  é  individuos  de  su  concejo,  y  que  habiendo  recibido  infor- 
naacioá  de  dos  de  sus  vecinos,  conocedores  del  terreno,  que  fijaron  los  limi- 
tes j  dijeron,  que  lo  que  dentro  de  ellos  se  incluía,  era  masada, de  Francisco 
Tarín,  escepto  las  majadas,  sesteros  y  pasos  de  la  villa,  y  que  en  la  umbría 
de  la  oarretera  arriba  no  se  podía  cortar  ningún  árbol,  pudiendo  hacerlo  li- 
bremente eo  \^  de  abajo  por  no  perjudicar  á  dichos  pasos,  majadas  y  ses- 
teros: 

Resiátandp  que,  por  escritura  de  26  de  setiembre  de  1723,  el  monaste- 
rio de  San  Miguel  de  los  Reyes  dio  en  establecimiento  á  D.  Juan  Antonio 
Mancho  y  sus  sucesores  una  cerrada  ea  la  partida  del  Mas  de  Moreno  por 
treudo  perpetuo  de  cinco  sueldos  jagueses  con  sujeción  á  luismo  y  fadiga: 

Resultando  que  D,  Francisco  Mancho  vendió,  por  escritura  de  i?  de 
abril  de  1749  y  {urecio  de  1,^00  libras  jaquesas,  ¿  D.  Gaspar  Gómez  la  ma- 
sada sita  en  término  de  Manzanera,  llamada  Ma$  de  Moreno,  libre  de  todo 
giavánieD,  y  al  mismo  tiempo,  y  en  la  propia  escritura^  le  vendió  también, 
eon  licencia  del  referido  monasterio,  la  cerrada  que  había  adquirido  de  este 
00  1723»  contigua  á  aquella  otra|Con  las  mismas  condiciones  de  luismo, 
ladka  y  pago  de  treudo  perpetuo  de  20  sueldos  jaqueses: 

Resoltande  que  entre  el  concejo  y  vecinos  de  Manzanera  y  el  monaste- 
rio de  San  Miguel  da  los  Reyes  hubo  un  pleito  sobre  el  aprovechamiento  de 
la  leña  de  los  términos  de.  dicha  villa^que  pretendía  esta  pertenecerle,  y 
flue  por  sentencias- de  11  de  setiembre  de  1714  y  12  de  abril  de  1715  se 
aecltf  ó,  qne  la  villa  de  Manzanera  no  podia  vender  ni  cortar  leña  alguna 
pan  ean)on|.id  otros  o^os  q^e  los  espresaidos  w  una  sentencia . sifbitral  de 
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4583  OD  las  partidas  ^adas  de  la*  Soeiguia^  ni  vender,  ñrUgar  ni-Mu* 
rnr  tierras  algunas  sin  permiso  del  monaateriOy  en  los  tíampes  y  casos  <pie 
le  pudiese  dar  y  le  fuesen  permitidos  por  la  ley,  y  á  beneficio  y  utilidad  da 
la  villa  y  sus  vecinos  solamente: 

Resultando  que  en  el  a&o  de  1794,  D.  loaqoin  Peinado,  oomo  marida 
de  Doña  Joaquina  Gómez,  poseedora  del  Mamo  ée  Moreno^  soliáít^  permiso 
del  Ministerio  de  Marina  de  Valencia  para  corta^  4,000  pinos  da  los  que  se 
liallaaen  en  la  umbrfa  situada  de  carretera  abajo,  sobre  lo  cual  se  pidld  in«- 
forme  á  la  justicia  de  Manzanera,  que  dio  su  Alcalde,  manifestáoao  que  al 
terreno  que  se  oiencionaba  en  la  instancia,  era  sin  dada  del  D.  Joaquín ,  y 
que  sería  provechosa  para  el  monte  la  corta  que  se  pedia  para  peder  ma-^ 
arar  los  demás  árboles,  y  que  en  tal  estado  quedó  el  espediente,  sin  eya-*' 
cuar  el  monasterio  de  San  Miguel  de  los  Reyes  el  informe  que  se  le  pidlá 
tambieo  como  señor  temporaide  dicha  villa: 

Resultando  qne  por  ejecutoria  4^1  Consejo  de  Hacienda  de  9  de  i|o- 
vtembre  de  1804  se  aeclaró  incorporada  á  la  Corona  la  villa  de  Mansanera, 
sus  términos  y  derechos,  y  que  en  su  virtud  y  en  i6  de  diciembre  de  ^8S8 
otorsó  el  referido  monasterio  la  escritura  de  retroventa,  percHAende  el  pre* 
cío  de  ella: 

Resultando  que  habiendo  procedido  en  i835  la  viada  v  herederos  de 
D.  Joaquin  Peinado  y  Gómez  á  la  corta  de  árboles  dentro  de  los  límites  del 
Manso  de  Moreno  en  virtud  de  autorización  del  Comandante  de  Marina  da 
Valencia,  dada  por  orden  de  la  Dirección  general  de  Montes  y  Plantk»  del 
Reino,  después  de  haber  hecho  aoneltos  una  información  de  tener  la  pro-* 
piedad  de  dicho  motaao  por  derivación  de  D.  Gaspar  Gómez,  que  te  adqui* 
rió  por  la  referida  escritura  de  I.®  de  abril  de  1740,  mandó  suspender  la- 
corta  el  Alcalde  de  Manzanera,  á  cuya  comunidad  mandó  depues  la  misma 
Dirección  general  de  Montes  se  mantuviese  en  la  posesión  y  disfrute  de  loa 
arbolados  comprendidos  en  la  demarcación  de  dicha  masía: 

Resultando  que  en  31  de  enero  de  18ÍS7  D.  Juan  Bautista  Formenlin  y 
demás  condueños  del  Maneo  de  Moreno^  lo  permutaron  con  sus  edificioa^ 
tierras  y  un  molino  harinero,  peretras  fincas  de  Joaquin  Martin^ «esprasan^ 
sando  ser  libres  unas  y  oirás  de  todo  gravamen: 

Resultando  que  Joaquin  Martin,  apoyado  en  el  precedente  titulo  da 
adquisición  del  Maího  de  Moreno^  en  el  deslinde  que  del  mismo  se  hlio 
en  4600  y  demás  documentos  referidos,  presentó  demanda  en  i8  de  febrero 
de  1858,  por  la  qne,  ejercitando  la  acción  reivindicatoría,  pidió  se  declara- 
se  que  como  dueño  indubitado  de  dicho  Maneo  le  pertenecían  esctusiva'- 
mente  el  uso  y  aprovechamiento  de  todo  el  arbolado,  yerbas  y  demás  pra-^ 
duelos  de  cualquier  especie  que  existiesen  d 


'  especie  que  existiesen  dentro  de  los  límites  de  su  i 
lo ,  y  la  facultad  de  deslioar  este  á  la  clase  de  cultivo  que  mas  le  acomoda- 
se, sin  perjuicio  de  las  servidumbres  que  sobre  sí  tuviese  legftimamente 
establecidas,  y  en  su  consecuencia  que  se  mandase  al*  Ayuntamiento  de 
Manzanera  dejase  espeditos  aquellos  derechos,  y  no  le  perturbase  con  nln^ 
guu  motivo  ni  protesto  en  el  libre  ejercicio  de  los  mismos: 

Resultando  que  el  Ayuntamiento  de  Manzanera,  oponiendo  á  la  deman* 
da  varias  escepciones  dilatorias,  solicitó  se  le  absolviese  libremente  de  alfa, 
alegando,  en  lo  principal,  que  los  dueños  del  Mae  de  Moreno  no  16  habían 
sido  DUDca  mas  que  de  los  terrenos  puestos  en  cnltívo.  y  esto  mientras  loa 
cultivaban,  pasando  después  que  los  dejaban  á  comunaiest  que  jamás  ta^^a-^ 
ron  el  libre,  omnímoclo  v  esclusivo  aprovechamiento  de  vastos  y  arbolado^  / 
V  por  consiguiente  nó  hanian  cuidado  de  este,  ni  arreikdauo  aouelles^  ai  se 
les  graduaron  per  to  mismo  coiAo  riqueza  propia^  para  al  aaíiiaiamiaQto  y 
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raimrto  decdAtrümcfoneí:  qué  Iw  IfCuloa  preMBftados  p^r  el  demandmta 
no  eran  stiObientes  para  destruir  lo»  derechos  td^irides  por  la  villa»  tanto 
por  no  bacer  especiftcacíon,  de  pastos,  yerbas  oi  ariiolado^  eomo  porque, 
ami  habiéndola  becho,  la  ebiftiinidad  de  San  Miguel  de  los  Reyes  uo  pudo 
enajenar  terreno  alguno,  por  la  prohibición  que  le  impuso  el  Duque  deCa-  ' 
lam  al  donárselos  pbr  su  testamento  de  i890;  y  edanás,  y  por  otra  parte, 

rae  reeibió  el  preció  Integro  de  su  seflorioaHnóorfiorarlet  la  Corona  por* 
mtoria  de  1804:  por  último,,  que  el  mismo:  demandante  tenia  reeeno** 
cidOy  al  declarar  como  testigo  en  dm  informaciones,^  omnímodo  dominio 
qne  de  inmemorial  había  ejercido  e(  Ajmtamiéntd  y  sus  causantes  «i  to^ 
009  los  montes,  yerbis  y  paslos  calados  denM  de  todas  las  masadas  que  ra« 
dican  en  su  jurisdicción,  á  escepcion  de  las  dos  ceivadas  do  Allm%a  y 
Morai:  » 

Resaltando  que  el  demándame  sostoro  que  por  el  deslinito  de  iOOO  apt^ 
rochi  que  eó  aquélla  época  el  Maifdé  Moreno  eonstitola  una  prhpiedadfar- 
tienlar,  sobre  la  cual  ni  el.monasterio  ni  ia  vfHa  de  Manxanen  tenían  mas 
derechos  que  los  de  ooneemr  las  majadas,  sesteros  y  pasos,  y  que  como  tal 
propiedad  particular  se  encontraba  comprendida  en  las  leyes  de  Cortes  de 
I8f2  y  Í8i3  y  Real  orden  de  17  de  mayo  de  1838: 

Resultando  que  reteibldo  él  plefto  á  prueba,  se  cotejaron  iosdoenmen*» 
tos  presentados  por  el  actor,  y  ei  Aynnlamienlo  dirigid  la^suye  á  demostrar 
oue  desde  que  su  común  de  vecinos  se  subrogó,  por  efecto  de  la  refersioa 
i  la  Corona  de  dicha  villa,  en  el  s^orío  y  deraobos  territoriales  que  perte- 
nederon  al  monasterio,  habia  ejercido  Kbtemente  sohre.leediMaéos  y  de^ 
niisfrutos  naturales  de  sus  términos  y  jurísdicoion;  inolmoslos  derla  Jía*. 
sin  de  Jíoreno,  todos  los  actos  de  dominio  V  posesión: 

ResQiundo que  dictada  sentencia  por  el  kmdewtmerainstaneís  en  4- 
de  enero  de  1859,  se  revocó  por  la  Sala  segunda  de  la  Audlenda  de  Zara-» 
ma  en  12  de  marzo  (to  4800;  absolviendo  al  Ayuntamienlodnla  demanda 
de  Joaqoin  Martiii,  y  que  en  su  vista  interpuso  este  el  aeíaal  recurso  de 
casación,  poír  conceptuar  inIHngidas  las  tefes  de  i4  de  enero  de  iS12 ,  de  - 
S  de  junio  de  1813  j  la  Real  orden  de  47  de  mayo  de  ittS,  oomai  también 
la  práctica  de  los  Tribunales  y  ala  observancia  novena  áeproBscríptíombuB 
ju8Hgmma,pa9C9iM  0^a4aqaanáifJts$ípmcHlki  íéMifkih  átatUo  tem- 
fore  eaAra  quod  memoria  hornmum  %n  eontrario  non  exishi^n  toda  vet  qae» 
la  sentencia  parte  del  supuesto  de  que  el  Mamo  de  Moreno  trae  su  origen 
del  señorío  de  Maozanera.  siendo  asi  qué  óT'^destinde  del  año  de  4600  resul- 
ta que  era  propiedad  particular,  y  el  Ayuntamiento  no  ha  justificado  que  en 
4804  fuese  parte  integrante  de  aquel,  ni  que  el  monasterio  ejerciese  actos 
de  dominio  .y  poeesion  en  ios  arbolados- y  productos  naturales  enclavados 
dentro  de  los  liarites  de  dicho  Manso ,  ni  aparecer  de  la  escritura  de  retí^o- 
venta  de  1828  que  ée  Te  atribuyesen  tales  derechos,  no  siendo  bastantes  los 
que  haya  polido  ejercer  á  la  sombra  y  con  el  preteato  de  Ja  mal  enHendida^ 
proteociott  abolida  per  la  ley  de  Cortes  de  8  de  junio  de  4813 ,  para  ndquK 
rír  un  tltolode  dominio  de  qne  eareee  ^  ni  per  sa  Itllt  hulear  hipóse*^ 
eripcion  que  aun  habiendo  sidooouthMnr»  no  cabe  cenia  t»  d¡sp(ieilO:ea  el 
doradlo  y  en  la  citada  observancia  0/ 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Anteio  de  Bcharri: 
^    Considerando  que  los  decretos  de  las  Cortes  de  44  de  enero  de  481 2  y 
8  de  junio  de  1813,  al  autorizar  á  los  dueños  de  terrenos  d^  dominio  parti^- 
ootar  para  cercarlos  y  aprovechar  sus  fhitos  y  producciones  como  quisieren, 
suponen  en  aqnellos  el  pleno  dominio  tanto  del  suelo,  eomo  dé  los  arboladoss 

Mraade  q«Mely  esta  perenasioiií  sin  doáSi  el' mmteatt  dirigid 
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su  demaiidtt  en  páxMt  In^v ^  á  retf indicar  el  domiiúo  jfkem  y  eidaeifi^ 
de  todos  los  productos  exiatantes  deatro  de  loa  límites  del  Manso  ó  iíoaia 
d^  Moreno,  y  en  segmido,  y  oomo  eonsecuencia  de  él,  á  pedir  ia  decJara- 
cion  del  derecbo  de  destinar  aa  suelo  ¿la  clase  <fe  cultivo  que  mas  le  acor 
modase:  « 

,  Ckmsiderando^e,  no  habiéndosele  reconeeido  en  la  sentencia  aquel 
dominio,  no  podían  taoDpooo  declararse  en  su  favor  facultades  que  son  una  < 
emattacion  del  mismo,  y  que^  porconsecaenciap  no  se  han  infringido  ios 
decretos  citados,  y  menos  la  Real  drden  de  i7  de  mayo  de  1838,  la  cual, 
lejos  de  ampliar  aquellas  disposiciones,  las  restringió,  mandando  que  no  sd 
diese  al'  art.  i.^  del  de  8  de  jnnio  de  Í813  mas  ostensión  que  ia  que  es* 
presa  su  letra  y  esfüritu: 

Considerando  que  tampoco  sé  ba  infringido  la  observancia  novena  de 
AraoMi  de  prcMentntioHifrttf,  al  negarse  al  recurrente  el  pleno  dominio  en 
lairasia ó Jldnso litigioso, porqueel Tribunal senieociador no  se  hafun* 
dado  tanto  en  la  posesión  alegada  ñor  el  Ayuntamiento  de  Hazañera,  coiao 
en  el  valor  y  eficacia  de  los  documentos  producidos  por  los  intere- 


Faiiamos  que  debemos  declarar  y  dedaramos  no  haber  lugar  al  re-* 
eunodacasacion  interpuesto  por  Joaquín  Martin,  ¿  quien  coodenar&os  en 
las  costas,  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  Zarafooza  con  la  cer- 
tifieaeioB  4K)rre8poiidicnte. 

-  Asi  por  esta  nuestra  sentenda,  aue  se  publicará  en  Gaoe^  é  insertaré 
en  ia  €oiscefofi  Ugislatiloat  pasuidose  al  efecto  las  copias  necesarias,,  lo 
]>renunciamos,  mandamos  y  nrmamos.— Ramoa  Lopes  Vázquez,— S^bas* 
tian  González  Nandin.— tAateio  de  fiebarri. Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa. 
--Pedro GomeSi doHermesa^-^ablo iimenez de  Palacio.— Laureano  Rojo 
d»Nortagaray.  • .  :        . 

PtthUoaci0n«^Liida  y  publicada  ftié  la  sentencia  que  precede  por  el 
limo.  Sr.  O.  Antero  de  Bcbarri^  Ministro  de  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  de  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  ia  misma» 
de  ^ue  certifico  como  Bscrtbano  de  Cámara  habilitado  de  dicho  Supremo 
Tribunal. 

liadríd28dedicieaibrodoi861.HE'iiiaCalatraveño«--*((;?aoi(a  del  4 
de  enero  de  i86a.) 


.  lleea|»so  de  easaelon  (30  de  diciemhre  de  4861.).— Par- 
TicioN  bx  QiENBs.-rSe  dccIara  por  la  Sala  primera  del  tribunal  Su- 
pr;emo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  ioterpuesto  porEuge* 
nio.lfáriscal,  como  marido  de  Maria  Akiama,  contraía  aentoncia 
pronunciada  por  fai  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Burgos,  en 
pleito  cdn  Miguel  Aldsma,  y  se  resoelte: 

1.°  Que  no  pueden  considerarse  como  inflingidas  por  una  aen- 
tencia,  leye^  que,  por  no  tener  ntíiguna  conexión  ni  eongruettcia 
con  ló  Seducido  en  ta  demanda  y  con  lo  escepcioiíado  en  la  contesta- 
cionf  ni  por  tanto  con  la  sentencia  cuya  casación  se  pretende,  no 
puede  decirse  quesean  aplicables  al  caso  objeto  del  littgio: 

S*""    Q^enopr0ee4fi4fem'$Qde(ma6i(mimk^$eMemda  q^ 


Digitized  by  VjOOQIC 


RBCoüD»  vdumfnneuis.  11 ' 

no*  re9ol9iendo  definUwarnmtef  deja  pendiente  eljuieio  para  qu& 
las  partee  puedan  ^ercitar  9u$  derechos;  > 

F  3.*  que  no  procede  tampoco  él  recurso,  cuando  no  se  cita  kt 
le^quese  supone  infringida. 

En  la  tilla  y  corte  de  Midríd,  á  30  de  dioiembie  de  186i»  enel  pleito 
pendiente  ante  Nos  por  reciirso  de  casacíoQ  segpddo  en  ehJogado  de  pri* 
mera  instancia  de  Bribleeca  y  «a  la  Salí  primende'la  Retí;  Andienda  de 
Eúrgos  por  Bngeoio  Mariscal»  como  mando  de  Mada^Aldamay  con  Mignei 
Aldama,  sobre  partición  dé  bienes:  > 

Resultando  que  Mlgoel  Áldaoia  ligarte  otorgó  lestameato  en  Bríbiesea 
el  26  de  jalio  de  i838;  en  el  qne  Instituyó  por  sos  nniírarsaies'  herederos  á 
sos  hijee  de  dos  matrtmonios,  Mignei,  Isabel,  Josó,  Manuel,  María  y  Mipa. 
y  nombró  por  testamentarios,  contadeíres  y  píortídoretf  t»  «ottdum  á  D.  Asé 
Y  D.  Joan  Solé,  faenitándoles  para  apoderarse  de  loe  bienes,  tender  lee 
predses  pUra  cnmplir  sa  voluntad  y  nacer  >inTenlano,  tasación,  cuenta  y 
partición  de  ellos  sin  interrencion  de  olni  persona,  deiiiendosdio  presentar 
estas  operaciones'  á  la  jq3ticia  para  sa  aprobación  y  piotócoliíacion  ea 
uirniai' 

Resultando  (}ue'fallecido  en  dicho  a&o  Mísuel  Aldama  Ugarte,  se  formó» 
inventario  y  tasaden  de  sus  bienes,  ^ue  sehaJÁB.esteoáido  en  papel  comun^. 
firmado  por  I.  M.  de  Soto,  en  20  de  mayo  de  i84i,  pero  que.se  dice  hecho 
por  los  referidos  testamttiarios  en  i3  de  «osto  de  1838*  y  que  pera  ello  se 
MÍHan  talldo>de  persona  entendidas,  dando  por,  ■pilaoo  un  caudal  líqui- 
do partible  de  47,006  rs.  y  6  mrs.;  hallándose  unraa  á  su  continuación  la 
certifleacion  de  este  inventorío  de  ñscba  27  de  mayo  de  1843.  escrHaen  pa- 
pel del  sello- cuarto,  sin. Arma  alguna,  la  cual  se  supone  hecne  éi»  reunioi» 
celebrada  en  dicho  dia  ante  el  Escribano  Timoteo  Aldama,  curador  de  Mi- 
guel é  Isabel  Aldama,  por  sus  lutorésy  euradotes  de  los  otros  cuatro  here- 
Mrosy  el  testamentafío D¿  José  de  soto,  reauitaado  de  ella  6nkamehte 
12,472  n.  de  caudal4lquido  partible  entre  aqueRoe: 

Resultando  queendi  de  octubre  de  4843  Felipe  Mata,  priiiaer  marido» 
de  Marü  Aldama,  acudió  el  Joa^do  de  primera  instancia  solicitando  que 
ae  mandase  proceder  á  la  parlíeion  y  adjudicación  és  tos  bienes  de  qae  dijo^ 
eetahan^meoerados  Miguel  élsabel  Aldama.  y  que  le  pualefen  en  depósito; 
y  que  estnnada  esta  pretenden,  y  •depositados  los  bienes  en  las  peleonas. 
que  se  nombrivon,  escepto  las  caballerías,  carruajes  ydemás  efeotos  del 
servido  de  la  posta,  que  quedaron  en  poder  del  Miguel  Aldama^  bajo  fíanaa,. 
se  mandó  por  providencia  de  20  dé  dicismbre  de  iM3'añe  se  entrecaaea 
él  inventario  y  demás  actuaciones  á  toe  contadores  .nombrados  pahi.  nacer 
la  liquidación  y  partición  del  caudal,  y  per  otrtf  de  30:  de  enero  ás  1844,  y 
mediante  á  estar  conformes  los  interesados  en  estar  y  pasar  por  el  invente- 
Tk)  y  tasaden  dé  iS  de  agosee  de  1838,  teetiflcado  de  cenun  áouerdoení 27 
de  mi^o  dé  i843^  qne  airvieeeeate  de  bese  i  preoedeale  para,  k  lefisride 
partidon:  < 

ResuUánde  que  eonduida  y  presentada  al  Joigado^  se  opnsieiieii  á  día 
dffinentee  reparos  por  Miguel  *  Aldama;  v  oomanícades  a  lee  demis  herede^ 
IOS, no  Uegaíon ievacuar la comunicaision,  practicándose iinaa diligencias 
rdatlvas  ainombramiento  de  nuevos  curadolres  y  al  pa^  de  ooslas,.  psni  le 
mw  el  depodtaifo  vendió  en  pública  subasta  varios  Ineoes  en  cantiaad  de 
i,S33r8.^  en  cuyeesladequecfaroa  los  autos:  .  .    < 

Resoltándose  en  lO^de  didembrede  ISSaEngeaio  Maifeed,  como. 
lOiritedeMMft  AldiaMyOBtablódamiiitoeeiiraMign^ 
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estaba  poie^iido  todof  loa  bienes  de  lahe^ancia  de  m  padre^  paya  <pa,8B 
procediese  inmediatamente  á  su  pariícion  y  distribocioOi  sirfieodo  de  ñor-? 
mael  primer  iniíeauno  hecho  por  los  albaceas  D.  José  y  D.  Juan  de  Mata, 
previaiéodose  al  demandado  que  rindiera  desde  lueso  cuenta  justificada 
de  todos  los  bienes  de  la  testamentaría  de  que  se  bailaba  apoderadd,  entre* 
gándolos  al  depositaría  cve  ae  nombtaie^  y  oobd^ndoie  á  la  devolución  do 
'  loa  frutos  y  rentes  que  babiese  peroibíde  desda  i83S  hasta  la  fecha^ 

Resultando  que  él  demaBdaidO:  Mainel  Aldama  contaradiye  la  demanda 
íuadado  en  que  no  poseía  otDoa  bienes  de  la  herei»2i«  de  su  padre  que  laa 
caballerías,  que  importaban  menos  que  lo  qne  lé  correspondía  por  la  dote 
de  su  madre,  babieado  paaado  todo  el  oandál  é  manos  de  los  deppsiiarios: 

Resultando  gue  praeticada -prueba  por  una  y  otra  parte,  eJ.  Juez  de  pri- 
mera instancia  aictéraeolencia,  que  fué  apelada  por  Migoel  Aldama«  y  re« 
mitidos  loa  autiiB  á  ia  Audiencia  de  Bár^,  por. la  que  pronunció  la  Sala 
primera  de  dicbe  Tribunal  en  6  de  junio  de  18M  se  declaró  no  haber  lu- 
^ar  á  la  partleíon  db  los  bianaa  en  los  términos  pretendidos  por  Eugied^io, 
Mariscal,  y  siá  laconünuacion  del  ioicio  de  testamentaría  Incoado  en  i%44 
bajo  la  base  del  inveptario.reetíficada  en  £7  de  mayo  del  mismo  ano.  decía- . 
rándose  asimismo,  en  cuanto  á  la  devolución  de  bienes  demandada,  qu^ 
Miguel  Aldama  solo  debirresponder  de  ios  ganados»  diutto  y  ef^os,  que  se 
depositaron  en  él  bajo  iaoKa,  pero  no  de  lee  bienes  que  paaaron  4  otros  de- 
pontanos,  contra  ouienes  podían  en  su  caso  dirigirse  los  interesados,  ni  de 
les  fratos  del  caudal  hereditario  y  prodnctoeda  la^ta^  que  se  entendiaa 
compensados  con  los  gasta|  y  alimentos  que  había  suministrado  á  sus  her- 
manos: ^ 

Resultando  que  Bugenio  Mariscal  interpuso  recuiso  de  casación  citaiido 
como  uñringidas  las  leyes  6.%  tít.  iO,  Part.  6.';  iO,  Ut.,21,  libro  10  de  U 
Novísima  Recopilación,  y  02,  tit.  !8,  Partida  3.'2 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Laureano  Rojo  de  Noñagaray: 

Goosiderando  que  r4fi0iándose  las  iiyytos  citadas  en  apoyo  del  recur^  al 
tiempo  en  que  han  de  cumplir  su  cas9ii'4ee  albaceaa.^  testtHOentarios,  a  laa^ 
facultades  de  estos  para  biM)er  las  .cuentas  y  particiones,  y  á  la  manera  en 
que  deban  hacer  la  escritura  é^  venta  de  loe  bienes  del  fiordo»  niQ^^naoon• 
nei^ionmcongniencialieilen  estas  disposiciones,  ni  con  lo  deducido  en  la. 
demanda,  ni  oea  Jo  eseepeionade  en  la'  Oontestaden,  ni  por  consiguíepta, 
con  lo  resucite  en  la  sentencia  cuya  ^Mtsaeion  ae  pretende,  por  lo  que,  s^ea-*/ 
do  inaplicables  alicaso  dichas  leyes,  so  han  podido  ser  inÓringidí^: 

.  Gonsidettodo  que  Itt  espresada:seot^ncia,  en  cuanto  manda  que  conjtiqiíe 
eljniáedeteslameiDtaria  incoadoíeo  i843,  nada  resuelve  defiúitfvameatey 
ylque  en  éste  sentido»  hallándose  pendiente  dicbo  juicio,  eo  el  que  las  par-» 
tei  podrán  ejerdter  su  respectivo  derecho,  no  es  precedente  el  re^nrso  ds^ 
«asadonc 

Considerando,,  respecto  al  estremo  de  b  aentencia  releUvo  á  la  devolu-» 
<áoú  de  bienes  y  frutee,  qne  np  habíéodose  alegado,  sobm  es^rpariicalar  leu . 
•alguna  infringida,  tampoco  procede  dicho  recurso; 

FaUamoa  que  debamos .  declarar  y  declaramos  no  haber  lugfur  al  inter- 
puesto por  Eugenio  Martsaaly  i  quien  condenamos  á  la  párdída  de  la  «^anti^^*, 
dad  por  la  que  tibne  prestada  caución»  quepagará  cuando  viniere  á  mejor 
fortuna,  y  en  las  costas;  devolviéndoee  los  autos  con  ia  certificación  corres- 
pondiente á  la  Audiencia  de  donde  proceden:  y  se  advierte  al  Lioenciadot 
I).  Antonio  Turmo  que  en  lo  sucnaivo  no  deje  de  asistir  á  in£)rmAr  en 
estrados  en  los  tiegas^»  cuya  defensa  le  esté  enoomeadada  de  oficio.    . 

Aeipor^eatainneati^  abBleiieM^4Mjerpttlitto^ 
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ri  €11  ]a  CúUeciOñ  fegiHativa^  pesándole  al  ^«cto  tes  copias  necesarias»  lo 
pronQDOtafDos^  maadamos  y  firmanio8.-~*RaoieD  Lopeií  Vazattez«-*<S«b«sUaD 
González  NaiKlin.^Atitero  de  BohtiTi.-^-Pedro  Gomes  4e  Hermosa.-^Pablo 
limeaes  de  Palacio.— Laareano  Rojo  de  NenBgara}.--^VenCara  de  Qolsa  7 
Pando. 

PaUicaeion.— Leida  7  pabiicada  fué  la  precederle  sentencia  por  el  ¡los- 
trfsimo  Sr.  D.  Laureano  Rojo  de  Nonagáray,  Uitiístrode  la  Sala  primeie 
dei.Supremo  Tribanal  de  Jasticia,  celebraiodo  andieneia  pública  la  missaa 
Sala  en  el  día  de  hoy,  de  qoe  yo  el  Escribano  de  Gámara  certifico. 

Madrid  30  de  didembre  de  i86i.*-HjQftii  de  Dios  ñMci-^Goeeta  de  3 
de  enero  de  1802.) 


5/ 

Iteears*  de  «asaeton  (30  de  dMewbre  de  i861.)*-^ 
BiiYirmicAGioN  DE  uivA  FINCA.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del 
Tribailal  Sapreoio  haber  lugar  al  recarso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Rafael  Merino  A.Ivarez  de  la  sentencia  pronunciada  p^or  la 
Sala  seguoda  de  la  Audiencia  de  Albacete,  en  pleito  coa  D.  Vicente 
Salas  Quiroga  y  otro,  y  se  resuelve: 

iJ^  Que  en  1753  no  se  neeesUaba  para  fundar  un  mayora%gú 
la  licencia  Real,  siempre  que  no  gravase  las  legUimasde  loí  inme- 
diatos sucesores  del  fundador. 

2.*"  Que  en  su  mrtud,  un  mai¡oraz^o  fundado  en  dkha  época^ 
para  cuya  fundación  se  establecía  que  se  pidiera  la  Real  Ucencia, 
aunque  así  no  se  hiciese^  adquirió  toda  su  fuerza^  tan  luego  como 
admiirió  valor  la  disposuHon.testatnentaria  en  que  $e  fundó; 

Y  3.^  que  separándose  una  sentencia  de  la  espresa  voluntad  de 
los  testadores,  que  es  la  ley  en  ios  títigios  sobre  sucesión,  inft'inge 
dicha  ley,  y  procede  contra  ella  el  recurso  de  casación. 

En  la  Villa  y  corte  de  Madrid,  i  28  de  diciembre  de  1801,  en  los  antes 
que  penden  ante  Nos  en  Tirtud  de  recurso  de  casación  seguidos  en  el  Jna- 
cido  de  primera  instancia  de  Cañete  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Real  Au- 
aléñela  de  Albacete  por  el  Presbítero  D.  Rafael  Merino  Alvares  contra  Don 
"Vicente  Salas  Quiroga  y  D.  Marñino  Rojo  Rarberá,  Sobh*e  reivindicación  de 
una  finca: 

'  Resultando  que  D.  Andrés  Aimonacíd  y  su  esposa  D<«a  Ana  Maris  Sa- 
lasar  otorgaron  teslamento  de  común  acuerdo  en  8  de  noviembre  de  i753, 
ordenando  por  fas  cláusulas  7.%  8/  y  9.*  se  fundase  un  vínculo  o  mayo- 
razgo can  el  tercio  y  remanente  del  quinto  de  sus  bienes,  señalando  is  Deoa 
Ana  Mari»  para  en  parte  de  él  (a  heredad,  casa  y  edificios  de  Prado'ré^ 
dondo,  oue  hubo  de  s^  primer  marido,  y  Hamanm  á  su  goce  y  posesión  á 
su  bija  única  Doña  Mariana,  casada  con  D.  Nicolis  Peinado,  y  por  su  falle- 
Cimiento  á  ta  hijii  de  esta,  nieta  de  loe' otorgantes,  Doña  Manuela  Peinado 
y  Almonacid,  y  á  sus  hijos  y  herederos,  con  preferencia' del  mayor  al  me» 
nor  y  del  varón  á  la  hembra,  aunque  su  medre  Doña  Mariana  llegase  á  te** 
ner  nijos,  y  dispusieron  que.  para  mayor  validación  y  firmeza  de  la  fun- 
dadoD^  se  obtuviese  la  Real  licencia,  solieitindola  con  toda  lirevedad  ios 
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•oUrg&ttM,  ^  el  qa^  sobreviviera,  y  gae  sí  no  ee  ejeefiUee  f  ooniigQierft, 
«e  eiftertdiede  de  todos  modospor  mejora  de  tercio  y  refloeoeote  del  qaiato, 
señalado  en  dfclia  lieredad  para  la  remrída  s$u  nieta  Dona  Maoueia: 

Resultando  qne  &  la  nuierte^de  Doña  HañaBa  Almooacid  y  ¡Salaur,  hya 
de  los  espresados  fundadores,  ocarrida  en  4  de  octubre  de  1798,  se  soscHí) 
eaesiioA  énire*su  foijaDeikr  Ana  Haría  Peinado  y  Alinooiiacíd^  esposa  de  Don 
^goHo  Merino  Gallo,  abuelos  del  actiial  demandante,  j  D.  fgpacio  Llo- 
^,  €onde  de  la  Concepción,  marido  de  la  dtra  bija  Dorna  Hanuelai  llama- 
da á  la  sucesión  del  tinculo,  acerca  de  los  bieoea  qne.  debieran  adjudiclntse 
4 esle,  h cual  trauB^ieroQ par «aotítnrade  30 del misaáoraes, C(myiniendo, 
entre  otras  cosas,  en  que  el  tercio  y  remanente  del  quinto  quedase  como 
Tiflculado  en  el  Conde  de  la  Concepción,  aplicado  en  la  heredad  del  PradO' 
redondo: 

Resultando  que  al  fallecimiento  de.D.  Ignacio  Joaaoin.  Llopis  ocurrido 
en  2  de  enero  de  i 834,  acucieron  al  áfcalde-Corregiüor  de  Moya  en  28  de 
abril  siguiente  su  madre  Doña  Joaquina  Vivanco  y  su  viuda  Doña  Rita 
{(i^gaimiendo  les  diese  la poáesion  de^oa  bienes  libregroue,  había  dejado, 
yiqueeei^s.mandédat,  ydiésin  peijalcio  de  tercero  de  mejor  derecho, 
«lediante  i  ser  público  la  en  que  había  estado  el  D.  Ignacio  dé  las  hereda- 
des de  Santo  Domingo,  Pradh  redondo  y.ptras. 

Résultstndo  que  en  13  de  abril  de  4^58 '  presentó  demanda  D.-  Rafael 
llerindGalto'^n  el  Juzgado  dé  primera  instancia  de  Ga^íe',  coa  la  solici- 
tud de  que  se  decltfrase  que,  con  arreglo  á  la  ley  1.%  tft.  24,  libro  i  i  de 
laNotíamia  Ret^opílacion,  adquirió  al  faltecimiento  de  D.  Igninno  Llopis, 
^erlílcado  eád^  da  enero  da  1834,  como,  su  inmediato  sucesor,  la  paaesioü 
civil  y  natural  de  los  bienes  del  mayorazgo,  que  fundaron  D.  Andrea ^Al- 
.monapid  y  6u. mujer  Doña  Ana  Salazar  en  84e  noviembre  de  1753;  y  qué. 
restablecido  en  30  de  agosto  de  1836  el  decretó  de  las  Cortes  de  27  de  se- 
tiembre de  1820,  hizo  suyos  dichos  bienes,  conforme  á  su  art.  2.*  fa  mi- 
tad én  pleno  dominio  y  en  usufructo  la  otra  mitad  reservada  a(  inmediato 
sucesor;  y  en  su  consecuencia  que  se  condenase  á  D.  Viceiite  Salad,  como 
marido  de  Dona  Benita  Riégé,  viuda  que  fué  de  D.  Ignacio  JOaquin  LlépiS| 
C;ondedeJa'Coiioé|)cio«;  ya  D.  Mariano  Royo,  hereaerode  Dona  Joaquina 
Vivanco,  madre  de  aquel,  á  que  dejasen  á  su  disposición  la  heredad  tilula<- 
da  Prado-redondo,  perteneciente  á  dicho  vínculo  por  designación  de  los 
fundadok'es  y  adjudicación  hecha  al  mismo  por  la  escritura  de  transacción 
4»  30  de  octubre  de  1798,  de  la  que  se  hablan  apoderado  y  estaban  pose- 
oyendo  sift  justo  título  ni  buena  lé,  como  también  á  la  devolución  de  los 
ínltos  ó^rentaequa  kie  miamos  y  sus  causantes  hubiesen  percibido  desde 
•él  2  de  enero  de  1834,  en  que  falleció  el  áltimo  poseedor,  y  al  pago  de 
todas  las  costas: 

Resultando  que  los  demandados  pidieron  se  les  ebeolviera, lugamente, 
aleando  paraelloque  D.  Andrés  Aimonacid  y  su  esposa  mejoraron  pura  y 
•simp^eniente  en  el  tercio  y  quinto  de  sus^ienes  á  su  hija  Doña  Mariana  y 
su  nieta  Doña  Manuela;  pero  instituyeron  un  vínculo  con  oondicion  mista 
<le  potestativa  y  cnsual,  que  dejaron  de  cumplir  por  su  voluntad,  y  por  con- 
siguiente,* debia  considerarse  la  mejora  sin  gravimen;  como  espresamente 
lo  estableciepon*:  que  la  indicada  escritura  de  transacción  no.podia  surtir  el 
efecto  de  corroborar  y  confirmar  el  vínculo,  .por  prohibbrlo  terminanten^en- 
te  en  aquelbí  épo^a  la  ley  12^  tit.  17,  libro  10  de  la  Novísiñaa  Recopilación: 
que  aun  supuesta  laexistencia  del  vinculo,  estaba  eschiida  de  la  aucesion 
•por  la  cláusula' novena  la  línea,  que  representaba  el. demandante:  que  la 
acción  vincúlat  deducida  nQ.proGedia  despuea  del 4Cl de  agpsto  dé  18d^i  ^ 
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-qod  se  restableció,  la  ley  de  27  de  setiembre  de  1S20^,  que  redtrío  los  bienes 
▼iocQlados  á  h  clase  de  absoiutamanCe  Ubres,  y  qae  la  ret^índieatoria  e»- 
inan  petitoria  estaba  píesorita  con  arreglo  á  la  ley  i8,  tlt.  29,  Partida  3.^; 
Resultando  queMcibido  el  pleito  ú  praeba,  y  practicadas  tas  qae  se  ar- 
ticularon, dictó  sentencia  el  Juez  en  28  de  noviembre  de  {SS^^  que  confir- 
mó la  Sala  segunda  de< la- Audiencia  de  Albacete  en  cnarnto  aiMolTia  á  don 
Vicente  Salas  y  Qairoga,  como  marido  de  Dona  Benita  Riega,  y  é  D.. María* 
no  Royo  Barbera,  como  heredero  de  jDofla  Joaquina  Vivanoo,  de  ia  deman- 
da de  D.  Rafael  Merino  Alvares;  .... 

Y  resultando  que  este  interpuso  el  actual  recurso  de  casación  luot- 
dado: 

1.*  Bn  qne  habiendo  los  testadores  establecido  por  sí  é  instituido  un 
Tínculo,  dotándole  con  les  fincas  que  espresaron,  y  haciendo  los  llamamieB- 
tos  de  sucesión  para  la  perpetuidad,  si  nispusieron  que  se  óbtuTíese  la  li- 
cencia Real,  fné  por  creerla  requisito  indispensable  para  su  mayor  TalidA^ 
don  y  firmeaa,  cuando  en  n&3  no  se  necesitaba  nara  fundar  mayorasgO'qüe 
no  gravase  las  legitimas:  por  consiguiente  al  declarar  la  sentencia  que  Ine 


2.^  Que  trayendo  causa  los  demandados  de  I>.  Ignacio  Llopis  Ferriz ,  y 
habiendo  este  reconocido  terminantemente  pw  la  escfitura  de  30  de>ocla- 
bte  de  1798  la  existencia  del  vínculo ,  obligándose  ano*  ir  entíenipo  alguno 
^contra  este  reconocimiento,  y  renunciando  cualquier  dorecho  queen  con- 
eepto  de  bienes  libres  pndier»  corresponderá  su  representación  s^re  los 
que  vindicaren  los  testadores,  se  ha  Infringido  la  regla  de  derecho  san^ 
Clonada  en  la  ley  i 2,  tft.  3i,  Partida  7/  de  qw  ningún  orne  non  puede  dar 
mae  derecho  á  otro  en  aigxma  cosa  de  a^^neüo  gua  le  pertenece  en  elle^ 
principio  consignado  y  desenvuelto  en  la  senteoQ^a  de. este  Tribunal  Sa«- 
preno  en  23  de  junio  de  1858,  citada,  en  la  de  la  Audiencia ,  aunque  sin 
aplicación  al  case  presente  bajo  el  sentido  qae  lo  hace,  pnes  en  la  eeoritur 
ffa  ¿  que  se  refiere  nada  se  hiio  á  nombre  de  los  testadores,  sino  qne  se  de- 
finieron V  determinaron  derechos  propios  de  Jos  otorgantes  prevenientes  de 
aquella  disposición  testamentaria: 

3.^  Que  si  ha  podido  tomarse  en  cuenta  para  ia  absolución  de  los  dd- 
mandados,  aunque  no  se  espreee  en  la  sentencia,  la  esoépcion  propuesta  de 
^ne  el  recurrente  no  tiene  llamamiento  en  la  fundación,  ^eha  infringido 
esta  en  sus  cláusulas  sátima  y  octava ,  pues  en  ia  primera,  son  llamados  los 
sucesores  de  las  personas  que  se  designan  en  la  siguiente,  y  en  esta  se  de*- 
signó  como  primera  á  Doña  Mariana  Almonacid ,  ascendiente  suya  por  li- 
nea recta,  á  la  vex  que  solo  se  designan  como  sucesores  del  vínculo  á  los 
parroquiales  de  Moya  y  Landete  para  el  caso  de  que,  tai|to  la  Deua> Mariana 
como  Doña  Manuela  falleciesen  ^n  dejar  sucesión: 

4.**  Que  si  ha  podido  también  tomarse  en  cuenta ,  aunque  tampoco  se 
esprese,  la  estincion  de  las  acciones  jíaales  sobre  bienes  que  fueron  vincu- 
lados, como  se  alegó  y  escepciooó  por  los  demandados ,  se  ha  infringido  la 
kyde  il  de  octubre  de  1820,  restablecida,  y  ia  dactrioa  consignada  por 
-este  Tribunal  Supremo  en  repetidas  sentencias,  entre  otras  en  la  de  23  de 
mayo  de  1855 : 

.T  por  último,  que  si  ha  podido  ser  fundamento  de  la  absolncion  la  pres- 
cripción, se  lian  infringido  las  leyes  18  y  19,  tft.  29,  Partida  3/,  pues  ca- 
Tecen  los  demandados  de  titulo,  toda  vez  que  solo  tienen  de  los  bienes  li- 
bres, y  de  buena  fé,  porque  Doüa  Joaquina  Yivanco  no  podía  ignorar  que 
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«fas  tíwmladosj  toda  tes  qoe  sa  marido,  como  apod^ade  da  su  padra^iiH 
lerviDO  ea.la  traosaccíoQ  de  1798^»  y  D«  Igoacio  Joaquio  Llopis,  caso  de  ha- 
ber c[aerído  trasmitir»  ^que  oo  qaiso»  la  heredad  de  Prado'^edondOi  lo  hiso 
á  saiMendas  de  que  no  tenia  derecho  de  enajedar,  supoeato  que  yíqo  i  él 
como  vioottlada  y  £illeeíd  en  1834  en  que  subsiatia  Ja  yinculacíon: 
Visto,  siendo  Poneate  ei  Ministro  D.  Antero  de  Bcbarrk 
Considerando  que  D.  Andrés  Almonacid  y  sa  es^^osa  Dona  Ana  María 
Saiaaar  manifestaron  del  modo  mas  espUctto  su  deseo  v  voluntad  de  fundar 
un  Tincólo  ó  mayorazgo  con  el  tercio  y  el  remanenteéei  quinto  de  sus  i)ie- 


Considerando  que  si  bien  ordenaron  igualmente  que  para  mayor  estabi- 
lidad y  firmeza  de  la  fondaciiMí  se  solicitara  y  obtufiese  la  Real  lioeneia,  es 
iBCiiestioñable  que  en  la  época  en  que  otorgaron  su  testamento,  no  era  n^ 
cesarlo  ese  requisito  para  que  fuesen  válidas  y  eubsistentes  las  fundaciones 
^cohires  que  solo  myaban  aquella  parte  de  bienes^  "t  por  \»  mismono  pue* 
de  suponerse  que  saniendo  no  habia  tal  necesidad,  buiueran  querido  aponer 
obstáculos  ó  dificultades  á  la  ejecudoo  de  sus  deseos: 

Considerando,  por  consecuencia,  que  la  fundación  quedó  hecha  válida- 
mente  en  el  momento  en  que  por  la  muerte  de  D.  Andrés  Almonacid  y  so 
esposa  adquirió  so  disposición  testamentaria  todo  el  valor  y  eficacia  propios 
de  tales  actos,  y  que  asi  se  creyó  y  reconoció  por  loe  individuos  de  la  fami* 
lia  45  años  despoes  de  la  üscba  del  testamento: 

Considerando  que  la  sentencia  de  la  Sala  secunda  de  la  Ileal  Audiencia 
de  Albacete,  separándose  de  los  principios  cansitfnados  en  esta,  contraria  ó 
infringe  la  voluntad  de  los  testadores,  que  es  la  ley  en  el  caso  concreto  de 
este  litigio  y  el  primer  fundamento  del  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  á  él,  y  en  so 
consecoeocia  casamos  y  anulamos  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  se« 
gonda  de  la  Audiencia  de  Albacete  en  7  de  mayo  de  4860. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,. qoe  se  publicará  en  la  Gaeeta  é  insertará 
en  \i  Coleookm  legisUUivay  pasándose  lil  efecto  las  copias  necesarias,  lo  pro- 
nunciamos, mandamos  y  firmamos. — Ramón  López  Vázquez.— Sebastian 
González  Nandin.^^-^ntero  de.  Echarri.— Pedro  Gómez  de  Hermosa.-— Joa- 
quín de  Palma  y  Vinuesa.— Laureano  Rojo  de  Norzagaray.— Ventura  de 
Colsa  y  Pando. 

Publicaeion.-- Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Uustri- 
simo  Sr;  D.  Antero  de  Ecbarri,  Ministro  de  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  de  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  la  misma, 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  babilitado  de  dicho  Supremo 
TribunaL 

Madrid  80  de  Diciembre  de  i86L— -Luis  Cala traveño.--<Gaoata  de  4 
de  enero  de  i862.) 


Recurso  de  easaelon  (31  de  dicienU>re  de  1861.).--Pago 
BE  DIETAS.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo 
no  baber  lugar  al  recurso  de  casacioQ  interpuesto  por  José  Marín  y 
ütiS'Sócios  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Safa  segunda  de 
la  Audiencia  de  Valencia,  en  pleito  con  el  conde  de  Casa-Rojas  y 
otros,  7  se  resuelve: 
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.  1.^  Que  á  la  Sala  sentenciadora  ccrrespande  apreciar  el  valor 
de  la  prueba  lestificalf  en  virtud  de  las  facultades  que  la  concede  el 
orí.  517  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil; 

Y  iJ"  que  no  pueden  cüarse  como  infringidas  las  leyes  24 ,  22  y 
84,  HL  12,  Part.  S/,  911^  tratan  de  las  varias  clases  de  mandato  y 
de  la  manera  en  que  puede  hacerse ,  en  un  caso  en  que  no  está  le- 
galmente  juitificada  ta  existencia  del  mandato. 

Eq  la  villa  y  corte  de  Madrid.  ¿  31  de  diciembre  de  1861 ,  en  los  autos 
goe  penden  ante  Nos  en  Tirtud  de  recurso  de  casación,  seguidos  en  el 
Jas^ado  de  primera  instancia  de  Alicante  v  en  la  Sala  segunda  de  la  Real 
AodieDcia  de  Valencia  por  José  y  Pedro  Marín,  Antonio  Roíg  y  Antonio 
García,  Cabos  de  mar  de  la^matrlcula  del  primero  de  dichos  puertos,  con- 
tra el  Conde  de  Casa-Rojas  y  los  herederos  del  Marqués  de  Algorfa,  sobre 
pago  de  dietas: 

Resaltando  que  José  Marín  y  sus  compa&eros  dirigieron  una  esposicion 
«Q  13  de  mayo  de  i856  al  Comandante  general  de  Marina  del  departamento 
de  Cartajena  por  conducto  del  de  Alicante,  para  que  de  ios  fondos  de  ta 
testamentaría  del  Marqués  de  Algorfa,  cuyos  autos  obraban  en  su  Juzgado, 
lee  mandara  abonar  lo  que  les  correspondiese  por  los  serricios  prestados  en 
la  guarda  y  custodia  de  la  casa  mortuoria  del  Marqués: 

Resaltando  que  comunicada  ía  esposicion  al  Fiscal,  pidió  ,  para  emitir 
so  dlclámen,  y  se  puso  testimonio  de  no  aparecer  en  los  espedientes  de  la 
testamentaria  de  Algorfa,  pro?idencia  alguna  del  Juzgado  de  primera  ins- 
tanda  de  Alicante,  por  la  cual  se  hubiese  nombrado  á  Marín  y  consortes 
para  la  guarda  y  custodia  de  la  casa  y  bienes  del  Marqués ,  ni  diligencia  de 
la  que  se  dedujese  haber  desempeñado  semejante  encargo;  y  aue  en  su  vis- 
ta, y  de  conformidad  con  lo  que  espuso  el  Fiscal,  se  proTeyó  auto  en  2  de 
Mtiembre  del  mismo  año  de  1856,  por  el  goe  se  abstufo  el  Juzgado  de  pro- 
Tidenciar  por  entonces  sobre  la  solicitud  de  dichos  intiiresados,  dejánaoles 
i  salvo  el  derecho  de  que  se  creyesen  asistidos  para  qae  lo  ejercitaran  ante 
}  contra  qu\en  correspondiese:. 

Resaltando  qae  en  el  uso  de  esa  reser?a  presentaron  demanda  en  i  8  de 
Jolio  de  1857  en  el  juzgado  de  primera  instancia  de  Alicante ,  pidiendo  se 
condenase  al  Conde  de  Gasa-Rojas,  socesor  délos  víncalos  del  Marqués  de 
Algorfa,  y  i  los  herederos  de  este,  D.  Francisco  Triay,  D.  Jnan  José  Mar- 
eo y  D.  Miguel  Astoria,  ai  pago  de  12,870  rs.  á  qoe  ascendían  |a  dietas 
devengadas  en  la  referida  guarda  y  custodia  desde  14  de  noviembre  de  1855 
basta  5  de  abril  de  1856,  y  alegaron  qae  el  Comandante  de  Marina  de  aquel 
paerto  ios  nembró  para  desempeñar  dicho  servicio  á  instancia  del  Conde 
de  Casa- Rojas,  y  le  prestaron  con  conocimiento  y  consentimiento  tácito 
4e  los  herederos,  por  lo  cual  debían  abonárselo  y  ser  condenados  á  ello: 

Resaltando  que  D.  Francisco  Triay  y  D.  Juan  José  Marco  y  D.  Miguel 
Astorza  se  opusieron  á  la  demanda,  porque  lejos  de  haber  pedido,  autoriza- 
do ni  consentido  en  que  se  pusieraB  tales  guardas,  protestaron  la  nulidad, 
qae  luego  declaró  el  Juzgado  del  departamento  de  Cartajena,  de  todos  los 
actos  del  de  Alicante  relativos  á  la  taecton  de  inventarios  judiciales  y  sus 
consecaencias,  y  por  no  resaltar  además  del  espediente  de  testamentaría 
qae  loe  demandantes  hubiesen  ddo  nombrados  ai  desémpeBado  tal  ehcarao: 
qoe  por  lo  tanto,  y  asegurando  los  mismos  qoe  el  Conde  de  Casa-Rcyas  loé 
«I  qoe  soüeitó  aqoeUa  medida,  era  evidente  qoe  no  oaeiendo  la  acción  en- 
tablada contra  ellos  de  la  ley,  de  mandato  jodii^il »  ai  de  pacto  espreso  6 
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tácito,  por  el  qae  rasaren  obligados,  era  de  todo  panto  íofandada  é  imd- 
misíbie  en  el  tererno  tegaf: 

Resultando  que  el  Conde  de  Casa-Rojas  contestó  h  demanda  eo  el  mis^ 
mo  seotído  de  ño  haber  pedido  por  au  parte,  ni  oonsentido  que  se  pusieran 
los  guardas,  pues  por  el  contrario  la  case  estuvo  por  algunos  días  «1  cqi«> 
dado  de  hombres  ae  confianza,  que  puso  y  pagó  de  su  propio  peculio: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  y  hechas  las  que  las  partee 
articularon  por  testigos,  dictó  sentencia  el  Juez  en  30  de  junio  de  1859,  que 
revocó  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Valencia  en  4  de  mayo  de  1860» 
absolviendo  de  la  demanda  al  Condf»  de  Gasa^Rojas,  ¿  D.  Juan  José  Marco, 
D.  Miguel  Astorza  y  D.  Francisco  Triay: 

Resultando ,  por  último,  que  contra  este  fallo  interpusieron  los  deman* 
dantos  recurso  de  casación  por  haber  sido  infringidas  en  su  concepto  las  le* 
yes  21,  22  y  24,  tít.  12,  Part.  5/,  áegun  las  cuales  el  Conde  de  Casa-Rojas 
y  demás  demandados  venían  obligaos  á  las  resultas  del  mandato,  toda  vez 
que  este  fué  promovido  por  el  primero  y  consentido  por  los  otros,  hación* 
aose  en  su  utilidad  y  beneficio: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Gabriel  Gemelo  de  Volasco: 

Considerando  que  sobre  los  hechos  que  han  servido  de  fundamento  á  la 
demanda  deducida  en  estos  autos ,  se  ha  suministrado  prueba  de  testigos, 
que  ha  apreciado  la  Sala  sentenciadora  como  ha  estimado  juvto,  en  uso  de 
las  facultades  que  la  concede  el  articulo  dl7  de  la  ley  de  Bnjuictamienté 
Civil,  sin  que  cmtra  dicha  apreciación  se  haya  alegado  Infracción  alguna; 

Y  considerando ,  por  lo  mismo ,  que  no  pueden  invocarse  útilmente  en 
apoyo  del  recurso  las  leyes  de  Partida  citadas,  que  tratan  de  las  varias  cía* 
ses  de  mandato  y  de  la  manera  en  que  debe  hacerse,  pues  suponen  la  exis- 
tencia de  él  legalmente  justificada,  lo  que  no  sucede  en  este  caso; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  reeursé 
de  casación  interpuesto  por  José  Marin  y  litis-sócios,  á  quienes  condenamos 
en  las  costas,  y  oevuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  donde  proceden  coft 
la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inserta^ 
rá  en  la  Colección  legislativa ,  p8^:ándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  to 
pronunciamos,  mantiamos  y  firmamos.— -Ramón  López  Vázquez. — Gabriel 
Ceruelo  de  Veínsco. — ^Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa.— Pedro  Gómez  de  H»«rw 
mosa.— Pablo  Jiménez  de  Palacío.^^Laureano  Rojo  de  Norzagaray. — ^Ven^ 
tura  de  Colsa  y  Pando. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  ei  fHistrf* 
simo  Sr.  f>.  Gabriel  Ceruelo  de  Vetasco,  Ministro  de  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  de  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia jpública  en  li 
misma,  de  que  certlBco  como  Escribano  de  Cámara  habilitadofie  dicho  Su« 
premo  Tribunal. 

Madrid  31  de  dióiembre  de  1861.— Luis  Ga1atr&veBo.^Gf(ie0lff  de  4d« 
enero  de  1862.) 


(31  de  diciembre  de  1861.).*— Aaighagioii  r 
PAM  Dc  AbBRMToe  ni6visMiiALV8.*^Se  dccIara  por  la  Sala  segunda 
del  Tribunal  Supremo  «sKunporáaea  v  nral  formada  la  competen^ 
eia  suscitada  entre  el  Juzgaao  de  la  Capitanía  general  de  Aadalti*- 
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<fa  7  el  Jé  primera  iostasoia  del  Puerto  de  Santa  María,  acerca 
del  coDOcímieate  de  la  redamación  de  Dona  Elvira  Viaoa  contra  su 
liermaoo  D.  José  sobre  asignación  y  pago  de  alimentos  provisional 
les;  se  manda  devolver  á  dada  Jnzgado  sus  respectivas  actuacio- 
lies,  y  se  resuelve: 

.  i.^  Que  no  pueden  aeumular$e  al  juicio  de  concurso  necesaria 
4e  acreedores  los  actos  de  jurisdicción  voluntaria^  porque  además 
ée  radicar  en  los  Juagados  de  primera  instancia^  según  la  regla  1.^ 
M  arU  1808  de  to  I^  de  Enjuioiamienío  üvil,  no  son  de  los.  pleitos 
^eculivos  comprendidos  en  el  art.  595,  y  tienen  trámiles  e$&e4Áalet 

Í rescritos  en  los  iüulos  1  /  y  siguientes  déla  segunda  parte  áe  dicha 
ey; 

.  Y  S.""  aue  en  el  juicio  de  alimentos  queda  fenecido  con  la  desig- 
ilación  de  la  cantidad  alimenticia  el  acto  de  jurisdicción  voluntaria^ 
^n  mas  aetuamnes  ulteriores  que  las  necesarias  para  la  ejecución 
de  lojmgado,  conforme  al  art.  1217  de  la  misma  lejfp 

Gtt  la  villa  yeórle da  Madrid,  á  31  de  diciembre  de  i861,  en  los  autos 
óscMBMleDcki  que  amo  Nos  pendea  entre  el  Juzgado  de  Ja  Capitanía  go- 
neral  de  Andalucía  y  el  de  primera  ioalaocia  drél  Puerto  de  Santa  María 
«eeroadelconoQÍniiantode  la  reclamación  de  Dona  Elvjra  Viaña  contra  su 
iMrmanoO.  José  sobre  asigaacieo  y  pago  de  aitroentos^rovisionales: 

Resultando  que  á.íDstaacia  de  D.  Aaionío  de  Pont0  fué  declarado  ep 
«nBcarsQ  ooeesario  D.  José  María  Vi^na  por  auto  que  en  iS  de  mayo  de  18^ 
dictó  el  Juzgado  de  la  Capitanía  general  de  Andalucía: 

ResQliaodaque  en  tO  de  junio  de  1860  Dona  Elvira  Yiana,  hermana 
del  D.  José,  é  iomcdiata.aueetiora  i  las  mayorazgos  que  este  poseía,  pidió 
«ote  ek  Juez  oiidinariodel  Poarto^de  Sania  Maria  que  en  tal  concepto  sa  ia 
señalasen  alimentos  profisionales,  oCreeiendo  la  oportuna  iqformacion;.y 
que  dtdaasla,  aé  la  asignó  la  oaniída4  de  3,307  rs.  anuales,  que  aatiafaria 
«1  D.  José  por  mensualidades  anticipadas: 

RainHindo  que  trascurrido  el  £rímer  mes,  y  no  habiéndose  verificado  él 
pago,  se  acowié,  4  solicUod  de  Dona  Elvira,  el  embarco  de  las  casas  calle 
del  Postigo,  nám.  22,  y  de  la  Charaa^oúms.  12  y  13,  Tas  cuales  se  entre- 
garían á  la  misma  en  prenda  pretoria  para  que  de  sus  productos  se  cobrara 
los  alímenlos.  y  mediante  é  constar  al,  .Juzgado  ^ue  en  el  de  la  Capitanía 
general  se  hallaba  concursado  el  D.  José,  se  man^ó  también  que  se  pusiera 
en  conocimiento  del  mi.<mo  aquel  auto  é  los  efectos  i^onsíguieiitesj 

Resultando  que  el  Capitán  general,  después  de  haber  oidb  á  los  slndi^ 
eos  del  concurso, 'y  de  conformidad  con  le  que  estos  pidieron,  reclamó  et 
'ceooeimiealo  de  loe  autos,  akegaodo  que,  segan  el  art.  1(32  de  I»  ley  de  Eujr 
jnieiaarfento  dvit,  el  Jioaz  que  conoce  de  un  concurso  es  el  único  conip# 
tente  para  avocar  i  sí  el  de  tedas  las  d9inandas  que  directa  ó  indirecta* 
iMBie  puedan  diaoúnuir  los  iotareses  del  mismo: 

Y  resultando  que  el  Juez  del  Puerto  de  Santa  María  se  negó  é  inhibirse 
«sponiendo  que  los  juicios  sobre  asignación  de  alimentos  proví^'onale^^ 
como  actos  de  jorísdiocion  voluntaria,  son  de  la  esdusíva  competencia  d^ 
lajorisdiecíon  ordinaria,  según  previenen  ia  citada  ley  de  Enjuidamíeoto  y 
las  decisiones  de  este  Tribunal  Sajmmo;  y  que  además  no  existe  fuero  alv> 
gpio  en  Md  lo  raliilifo  é  la  aaossian  de  vuicnlaoioiies  y  sus  iocidentes  coa 
aneglo  al  tratado  S."",  tít.  t.%  art*  4.^  de  las  Reales  Ordenanzas,  y  la  petU 
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don  de  alliAdiitos  b«cha  por  Doña  Elfira  debe  contfdMtne  iueidentadr 
una  cDMtioo  de  mayoraigo  por  reclaouurlosooiiio  auceaora  de  loa  que  poaao 
D.  Jóaé  Maria  Viana: 

Vistos,  sieodo  Ponente  el  Ministro  de  este  Supremo  Tribunal  D.  Juan* 
María  Biec: 

Considerando  gue  do  pueden  acumularse  al  juicio  de  concurso  necesa« 
rio  de  acreedores  los  actos  de  jurisdicción  Toluntaria,  porque  además  de* 
radicar  en  los  Juzoados  de  primera  instancia  según  la  regla  I.*  del  ártica* 
lo  1208  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci?il»  no  son  de  tos  pleitos  ejecntiTO» 
comprendidos  en  el  art.  523»  y  tienen  trámites  espeeiaies  preacrttoa  en  loe 
títulos  1.*  y  siguientes  de  la  séigunda  parte  de  dicha  ley: 

Cooaiderando,  por  tanto,  que  el  lúea  de  primera  instancia  del  Puerto  de 
Saota  María  tufo  jurísdiccioo  para  dictar  providencia  en  la  petición  de  ali« 
montos  pro? isionales  de  Pona  Elvira  Viaña: 

Y  considerando  que  con  la  designación  de  la  cantidad  alimenticia  (Jue- 
dó  fenecido  el  acto  de  jurisdicción  voluntaria  sin  mas  actuaciones  ulterior» 
res  que  las  necesarias  para  la  ejecución  de  lo  jutgadOi  conforme  al  ártico* 
lo  4217  de  la  citada  ley; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  infundada  y  estemporánet 
la  presente  competencia  formada  por  el  Juagado  de  la  Capitanía  ceneral  de 
Andalucía,  al  que  se  devolverán  sus  actuaciones,  y  toa  auyae  ai  áe  prlnen 
instancia  del  Puerto  de  Santa  María. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  pubiieará  en  la  GaoetaMQo^ 
bierno  e  insertari  en  la  Coleeeion  UgUlaiiva^  para  lo  cnal  se  pasea  lu 
oportunas  copias  certificadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— 
Juan  Martin  Carramolino.— Ramón  Maria  de  Arrióla  .-^Fólix  Berrera  éa  It 
Riva.— Juan  María  Biec— Eduardo  Blio.-« Domingo  Moreno. 

Ptiblicaeion.--Leida  y  publicada  fué  la  precedente  seoieneia  por  el 
nmo.  Sr.  D.  Juan  María  Biec,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  loaticii^ 
estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  segunda  boy  de  la  fedm^ 
deque  certifico  como  Escribano  de  Cámara  habilitado. 

Madrid  3f  de  diciembre  de  1861. —Gregorio  G.  Garcia.**((9iioala  de  5 
de  enero  de  1862.) 


CoBnpeten«I«  (31  de  diciembre  de  1801. ).-*DfS acato  i  on 
TiNiENTs  ALCALDE.  —  Se  dccidc  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal 
Supremo  á  favor  dei  Juzgado  de  primera  instancia  de  Guadalijjará 
la  competencia  euscitada  con  el  especial  de  Ingenieros  de  la  misma 
^odad,  acerca  del  conocimiento  de  la  causa  formada  al  alumno  de 
%  Academia  de  ingenieros  D.  Félix  Suarez  Casas  por  desacato  al 
ateniente  Alcalde  de  aquella  población ,  y  se  resnel ve: 

1.^  Que  para  determinar  la  jurisiteeíon  c&mpetente  me  Me 
eiUetukr  de  un  proceso  cuyo  sutnario  no  está  perfecto  todavía^  e$ 
necesario  atender  á  la  naturaleza  del  delito  objeto  del  procedimieyí* 
te.ymá  los  miriUíe  probatorios  que  de  su  efectiva  existenciaofreX' 
ca  k  sumario: 

9.^  Que  los  AkaUes  y  sus  Tenientes  jeteen  fúaeioiim  pemuh 
nenies  de  iustkia;  ^       . 
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7  3.®  fue  produce  desafuero  el  desacato  cometido  contra  dichas 
Hmtoridades,  tanto  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  las  leyes  8  y  9^ 
4tt.  iO » tíb.  i2  de  la  Nov.  Reeop.  y  Real  orden  de  8  de  abril  de 
4831, 921^  por  la  época  en  que  se  espidió  tiene  fuerza  derogatoria 
de  las  disposiciones  anteriores  dictadas  en  sentido  contrario^  cuanto 
^en  virtud  de  la  jurisprudencia  establecida  por  el  Supremo  Trffctt- 
nál  de  Justicia^  entre  otras  decisiones,  en  las  deíS  de  enero,  1/  ¡f 
36deo€tubreyl  de  diciembre  de  l8S9ydeil  de  setiembre  de  1861. 

Cd  la  villa  7  corte  de  Madrid ,  á  31  de  diciembre  de  i 861,  ea  los  ¿otos 
da  competeDcia  que  ante  Nos  penden  entre  el  Juzgado  especial  de  Ingenie* 
JOS  de  Gaadaiaiara  7  el  de  primera  instancia  de  la  misma  ciudad  acerca  del 
•>eoBocimiento  de  la  causa  formada  contra  el  alumno  del  Colegio  de  Ingenie* 
ros  D.  Félix  Suarez  Casas: 

Resultando  que  en  la  noche  del  i  8  de  noviembre  último  se  hallaba  el 
•D.  Félix  dando  golpes  con  la  espada  al  ¡paisano  Máximo  Montalván;  y  aper- 
<4ábido  da  ello  el  Teniente  Alcalde,  acudió  al  sitio  de  la  ocurrencia,  e  invo- 
cando el  nombre  de  S.  M.  la  Reina  piando  favor  á  la  justicia,  y  mostrando 
i  dicho  alumno  el  bastón  de  Autoridad,  le  previno  que  se  contuviese,  á  lo 
cual  contestó  que  para  él  no  habia  justicia,  y  continuó  dando  golpes  al 
paisano: 

Resaltando  que  con  este  motivo  la  jurisdicción  ordinaria  instruyó  la 
correspondiente  causa ,  cuyo  conoeimianto  ha  reclamado  el  Juzgado  espa- 
da! da  Ingenieros;  y  que  el  de  primera  instancia,  sosteniendo  que  el  hecho 
ejecutado  por  Suarez  constituye  tres  delitos,  á  saber:  el  de  lesiones  aue  in- 
nrió  á  Montalván ,  el  de  desacato  x  el  de  desobediencia  á  la  Autoridad  por 
las  asiwesianes  q«ia  inrofirió,  se  inhibió  en  cuanto  al  primero,  y  dijo  que  la 
4a)rrespond¡a- conocer  respecto  de  los  otros  dos,  originándole  la  presenVs 
•contienda  jurisdiccional : 

Resultando  que  el  Juzgado  militar  se  funda  en  que  no  puede  legalmentie 
^lificarse  como  desacato  ni  desobediencia  á  la  Aoioridad  el  hecbo  atribuido 
i  dicho  alsmno,  y  de  consiguiente  no  hay  razón  de  desafuero: 

Y  resaltando  qua  el  Juez  ordinario,  tupoesta  tal  calificación,  invoca  las 

^isposicioiías  da  la  ley  9,  Ut.  10 ,  libro  i2  de  la  Novísima  Recopilación ,  y 

'4a  la  Real  órdan  da  8  de  abril  de  i 83 i,  y  ia  jurisprudencia  establecida  por 

asta  Supremo  Tribanal  en  sus  decisiones,  entre  ellas  la  de  7  de  diclembí» 

«da  i8S9: 

Vistos,  siendo Ponanta  al  Ministro  D.  Ramón  María  da  Arrióla: 

Consiaerando  que  la  naturaleza  del  delito  que  dá  ocasión  á  estos  proca« 

«dimientos,  y  no  los  méritos  probatorios  que  de  su  efectiva  existencia  oíire- 

«a  un  soroario  imperfecto  todavía, cuando  hay  un  fundamento  racional  que 

fitina  su  instrucción,  as  lo  que  ha  de  tenerse  presente  para  determinar 

4  qoé  jarisdiccion  competa  entender  en  el  proceso: 

Considarando  qaa  la  naturaleza  del  delito  por  qae  se  procede  contra  el 
alomno  da  la  Academia  de  Ingenieros,  Subteniente  de  caballería  D.  Félix 
Suarez  Gasas ,  es  la  de  desacato  y  desobediencia  al  Teniente  Alcalde  de  la 
ciudad  da  Guadalajara  D.  Meliton  Gil ,  que  como  tal  ejerce  funciones  judi- 
ciaias  permanentes,  por  haber  proferido  las  espresiones  de  qoe  para  él  no 
había  justicia,  contestando  al  referido  Teniente  Alcalde  cuando  este  la  in- 
vocaba á  nombra  4a  S.  M*  ia  Reina  y  presentaba  el  bastón,  signo  distintivo 
áa  so  jmtoridad: 

T  eoosíderaado  qoe  an  asta  c«so  procede  al  desafuero,  con  arreglo  i  lo 
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que  previenen  las  )«yes  8  y  9,  th.  40,  libro  it  de  la  P9ovUHBa  Recopilación, 
y^  la  Real  orden  de  8  de  abril  de  i 83),  que  por  )a  época  ea  aae  se  «xpidi6 
Ijene  fuerza  derogatoria  de  las  anteriores  disposiciones  dictaoaa'en.  setiüdi^ 
eonirario,  y  en  conformidad  á  la  jurisprudencia  de  este  Suprema  trjbaiial 
establecida,  entre  otras,  por  las  decisiones  de  28  de  enero,  1.^  y  26  de  oo«» 
tubre  y  7  de  diciembre  de  1859,  y  de  21  de  setiembre  del  corriente  ano; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  de> 
esta  cHusa ,  en  cuanto  á  los  iúdicados  delitos  de  desacato  y  desobediencia  I 
la  Autoridad ,  corresponde  ai  Juzgado  de  primera  Instancia  de  Guadala- 
jara,  ai  cual  se  remitan  las  actuaciones  para  lo  que  proceda  con  arreglo- 
á  derecho. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  Gñceta  del  Gobierno 
é  insertará  en  la  Colección  legislativct,  para  lo  cual  se  pasen  las  oportunas^ 
copias  certiGcadas,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  firmamos. — ^Juan  Martin 
Carramdlino.— Ramón  María  de  Arrióla.— Juan  María  Biec— Felipe  de  Ur<*> 
bina.    Eduardo  Elío. 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  poret 
limo.  Sr.  D.  Ramón  María  de  Arrióla,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de 
Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  segunda  hoy 
(lia  de  la  fecha,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  habilitado. 

Madrid  3i  de  diciembre  de  <891. — Gregorio  G.  Garcia.-«((?aceto  de  5> 
de  enero  de  1862.) 


Apelueion  por  deneg^atorla  dereenréo  de  easa- 
e^on  (8  de  enero  de  1862.)— PsATEnsifciA  de  unos  BrEifES. — S& 
confirma  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  la  sentenciaape- 
lada  de  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Cáceres,  denegatoria 
del  recurso  de  casacioa  interpuesto  por  el  Ministerio  fisc4il,  ea  pleito 
eon  D.  Diego  Carvajal,  y  se  resuelve: 

Que  el  término  para  ia  interposición  del  recurso  de  easaám  ee 
improrogable,  no  pudiendo  abrirse  de  nueüo  niaun  por  vía  de  ret» 
tituríon. 

En  la  villa  v  corte  de  Madrid,  á  8  de  enero  de  48<{i,  en  el  pleito  segui* 
do  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Hacienda  de  Cáceres  y  en  la  Sala 
segunda  de  ía  Real  Audiencia  de  la  misma  ciudad  por  D.  Diego  Carvajal  con 
el  Ministerio  fiscal  en  representación  de  la  Hacienda  pública,  sobre  perte- 
nenencia  de  unos  bienes ,  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  apelación  de- 
.providencia  denegatoria  de  la  admisión  de  recnrso  de  casación: 

Resultando  que  pronunciada  sentencia  en  dicho  pleito  por  la  Sah  se» 
(runda  de  la  Audiencia  de  Cáceres,  declarando  que  correspondían  á  D.  Dfeffo 
Carvajal  los  bienes  que  constituyen  la  obra  pía  fundada  por  D.  Pedro  Anto- 
nio Roco  de  Godoy,  interpuso  el  Ministerio  fiscal  recurso  de  casación,  que 
le  fué  admitido;  pero  que  desistió  después  y  se  le  hubo  por  desistido  en 
providencia  de  i5  de  enero  de  i859: 

Resultando  que  el  propio  Ministerio  en  29  deeetiembre  de  <8§i  dedujo 
el  recurso  de  restitución  in  integrwn  por  el  daño  que  habia  recibido  la  Ik* 
tienda  con  la  aeparadon  del  de  casación,  soUiitando  en  su  virlttd  que  se 
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ni|ni<ieni  al  pleito  al  estado  que  tenia  cuando  el  segundo  se  admitió,  lo 
cual  le  fué  negado  en  providencia  de  23  de  octubre  último: 

Resultando  que  interpuesto  contra  ella  por  ei  Ministerio  liscal  recurso 
de  casación,  le  fué  también  denegado,  negativa  que  produjo  ia  presente 
apelación: 

Visto,  siendo  Ponente,  el  Ministro  D.  Pablo  Jiménez  de  Palacio: 

Considerando  que  según  el  art.  30  de  ia  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  el 
término  para  la  interposición  del  recurso  de  casación  es  improrogable,  y  no 
puede  abrirse  de  nuevo  ni  aun  por  vía  de  restitución,  según  dispone  el  3 1 : 

Considerando  que  la  pretensión  deducida  en  estos  autos  por  ei  Miníete* 
xje  fiscal,  solicitando  U  reposición  de  los  mismos  al  estado  que  tenian  antes 
de  baber  desistido  del  que  oportunamente  interpuso  y  se  le  nabia  admitido, 
equivale  á  abrirse  nuevamente  dicho  término; 

Fallamos  que  debemos  conGrmar  y  confirmamos  la  providencia  apelada 
de  7  de  noviembre  último,  y  mandamos  que. las  costas  ee  paguen  de  los 
fondos  retenidos  y  procedentes  do  la  mitad  de  los  depósitos,  cuya  pérdida 
ba  sido  declarada,  según  lo  prescribe  el  art«  i098  de  la  ley  de  Enjuicia- 
iBieüto  civil;  devolviéndose  los  autos  á  la  Real  Audiencia  de  Cáceres  con  la 
certificación  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  dpntro 
,de  los  cinco  días  siguientes  á  su  fecha,  y  á  su  tiempo  en  la  Colección  legis- 
lotttHi,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  manda- 
mos y  firmamos.— Ramón  López  Vázquez.— Sebastian  González  Nandin. 
— Antero  de  Ecbarrl.— Pablo  Jiménez  de  Palacio.— Laureano  Rojo  de  Ñor* 
zagaray. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
limo.  Sr.  D.  Pablo  Jiménez  de  Palacio,  Ministro  de  la  Sala  primera  del  Su- 
premo Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  Sala  en 
el  día  de  hoy,  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  8  de  enero  de  1869.— Juan  de  Dioe  Rubio.— (Gaceta  de  i  1  de 
enero  de  1862.) 


Apelaeion  pm*  deneg^atoriia  del  reenrso  de  ea- 
aaeion  (8  de  enero  de  i862.)— NuudAd  dk  la  ybnta  de  unas 
rracAS.— Se  confirma  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  la 
aenteiicia  apelada  de  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Granada, 
denegatoria  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Antonio  Gu- 
tiérrez 7  J>.  Francisco  Ureta  en  pleito  con  D.  Baldomero  Murga,  y 
se  resuelve: 

Qtie  contra  las  decisiones  de  las  Audieniria»  sobre  cuestiones  de 
tompetentíay  vo  se  dá  otro  recÑurso  qw  el  de  ca$aáún^  en  su  caso  y 
iBgar. 

En  la  vilía  y  eórte  de  Madrid,  á  8de  enero  de  4862,  en  los  autos  neo» 
dientes  ante  Nos  en  virtud  de  apelación  de  providencia  denegatoria  ae  la 
admisión  de  recurso  de  casación  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instan* 
|3a  de  la  Carolina  y  en  la  Sala  primera  de  la  I^al  Audiencia  de  Granada  por 
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D.  Antonio  Gatierrez  y  D.  Francisco  Uretacon  D.  Btldomero  Margai  sobré 
nulidad  de  la  venta  de  varías  fincas: 

Resultando  que  entablada  demanda  en  el  referído  Juzgado  por  D.  Anto- 
nio Gutiérrez,  á  que  se  adliiríó  D.  Francisco  Ureta,  para  que  se  declarase 
nula  la  venta  de  unos  bienes  de  la  propiedad  de  aquel,  bectia  á  favor  de 
D.  Baldomero  Murga,  opuso  este  la  escepcion  de  incompetencia  por  ser  ve* 
ciño  de  la  villa  de  Torrelaguna;  y  que  desestimada  por  el  Juez,  fué  estima- 
da  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Granada  en  sentencia  de  11  de 
mayo,  declarando  que  correspondía  el  conocimiento  de  aquella  al  Juzgado 
de  primera  instancia  de  dicha  villa: 

Resultando  que  interpuesto  por  Ureta  y  Gutiérrez  recurso  de  casación, 
fundado  en  ser  la  sentencia  contra  ley  y  doctrina  admitida  por  la'jarispra- 
dencia  de  los  Tribunales,  les  fué  negada  su  admisión,  negativa  que  produjo 
la  presente  apelación: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Laureano  Rojo  de  Norzagaray: 

Considerando  que  contra  las  decisiones  de  las  Audiencias  sobre  cuestio- 
nes de  competencia,  con  arreglo  al  art.  1 1 1  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, no  se  dá  otro  recurso  que  el  de  casación,  en  su  caso  y  lugar,  circuns- 
tancias  que  no  se  han  verificado  en  la  cuestión  presente; 

Fallamos  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  con  las  costas  la  provi- 
dencia apelada  de  28  de  mayo  de  1861,  devolviéndose  los  autos  con  la  cer- 
tificación correspondiente  á  la  Audiencia  de  doAde  proceden. 

'  Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicara  en  la  Gaceta  dentro  de 
los  cinco  días  siguientes  á  su  fecha,  y  á  su  tiempo  en  la  Colección  legisla^ 
tiva,  pasándose  ai  efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos 
y  firmamos.— Ramón  López  Vázquez.— Sebastian  González  Nandin.— An- 
tero  de  Echarri»— Pablo  Jiménez  de  Palacio.— Laureano  Rojo  de  Norza- 
garay. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ilns- 
trisimo  Sr.  D.  Laureano  Rojo  de  Norzagaray,  Ministro  de  la  Sala  primera 
del  Supremo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma 
Sala  en  el  dia  de  hoy,  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  8  de  enero  de  1862.--Juan  de  Dios  Rubio.— (Gac«to  de  11  de 
enero  de  1862.) 


ReeariM»  de  easaeion  (9  de  enero  de  4862.).— Pago  di 
MARAVEDÍS. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo 
DO  haber  lugar  al  recurso  de  casaoion  interpuesto  por  la  viuda  y 
herederos  de  D.  Melchor  Ordonez,  contra  la  sentencia  dictada  por 
la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Anto- 
nio Izquierdo,  y  se  resuelve: 

Que  segtm  tas  leyes  8.%  tU.  29,  Part.  3.*,  y  2.* ,  lU.  49,  lib.  44 
de  la  Novísima  Recopilación^  para  que  á  un  demandante  se  le  ^mr 
dene  en  las  costas  es  preciso  que  la  demanda  sea  maliciosa,  que  el 
litigante  carezca  de  razón  derecha  ó  que  proceda  con  temeridad  co- 
nocida. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  i  9  de  enero  de  1802|  en  el  pleito  peo« 
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dfeate  ante  Nos  por  recurso  de  easaciop  seguido  en  ei  Jtñgado  de  primera: 
itastaDCia  del  distrito  de  Maraviflas'de  esta  capital  j  en  la  Sala  tercera  de 
la  Real  Aadiencia  de  la  misma  por  D.  Antonio  Izguierdo^  hoy  su  viada  Do^ 
Ba  Josefa  Ibarn,  por  si  y  como  curadora  de  su  hija ,  con  D.  Bfelchor  Ordo- 
nez,  y  por  sa  aefancion  con  sa  viada  ér hijos,  sobre  pago  de  14,108 
reales. 

Resaltando  qae  en  20  de  abril  de  1857  dedujo  demanda  D.  Antonio  Iz« 
qalerdo ,  reclamando  de  D.  Melchor  Ordoñez  la  citada  cantidad ,  resto  de 
Ja  de  34,108  rs.,  importe  de  los  muebles  que  había  construido  en  el  ano 
de  1852  para  las  oficinas  del  Gobierno  cini  de  esta  provincia  por  encargo 
de  Ordoñez,  Gobernador  á  la  sazón,  el  cual  se  había  obligado  á  satisfacep. 
le  al  conoluir  la  entrega: 

Resaltando  q«e  el  demandado  impugnó  la  demanda,  negando  queha« 
ktera  contratado  como  particular  ni  como  Gobernador  con  Izquierdo,  el  cual 
se  había  entendido  con  D.  Francisco  Palacios,  Interventor  délas  obras  eje- 
catadas  en  las  oficinas  del  Gobierno  civil,  y  de  quien  habia  recibido  parte 
óí\  precio  de  los  muebles: 

Resaltando  que  practicada  prueba  por  una  y  otra  parte,  dictó  sentencia 
él  Juez  de  primera  instancia,  que  confirmó  después  de  una  discordia  la  Sala 
tercera  de  la  Audiencia  d^  esta  corte,  absolviendo  á  Ordonez  de  la  demanda 
entablada  por  Izquierdo,  con  reserva  á  este  de  su  derecho  contra  quien  vie- 
re convenirle,  sin  hacer  espresa  condenación  de  costas: 

Resultando  que  el  demandante  interpuse  contra  esta  sentencia  recurso 
de  casación,  citando  al  efecto  las  leyes  á  su  juicio  infringidas,  pero  que  en 
este  Supremo  tribunal  su  viuda  Doña  loseia  Ibarra  por  sí  y  como  curado- 
ra de  su  hija  menor,  se  separó  de  él  por  haber  sido  satisfecha  por  las  ofí- 
daas  del  Gobierno  de  la  cantidad  demandada: 

Resultando  que  Doña  Rosalía  Ortega,  viuda  deD.  Melchor  Ordoñez, 
eomo  caradora  de  sus  hijos  menores ,  interpuso  también  recurso  de  casa- 
ción contra  la  mencionada  sentencia,  por  ser  ¿  su  juicio  contraria  á  las  le- 
yes 8.",  tít.  22,  Partida  3.*,  y  2.%  lít.  19,  libro  11  de  la  Novísima  Becopi» 
lacion  y  sus  concordantes: 

Visto,  siendo  Ponente  et  Ministro  D.  Pablo  Jiménez  de  Palacio: 

Gonriderando  que  las  dos  leyes  que  se  citan  como  fundamento  del  pre* 
senté  recurso  ezi^en  para  la  condenación  de  costas  que  la  demanda  sea  ma« 
Ikiosa,  qae  el  litigante  carezca  de  razón  derecha  ó  qve  proceda  con  terne* 
ridad  conocida: 

Considerando  que  nhiguna  de  esUs  circunstancias  resalta  de  la  deman- 
da interpuesta  por  D.  Antonio  Izquierdo,  ni  del  ¡olcio  seguido  en  sa . 
Tlrlnd; 

Fallamos  qae  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar ,  con  las 
costas,  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  la  viuda  y  herederos  de  Don 
Melchor  Ordoñez,  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Real  Aadiencia  de  esta  cor* 
te  con  la  certificación  correspondiente* 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  quesepaMtearáevla  Gac^  é  insertará 
en  la  Coieedon  legislaiiva^  lasándose  al  efecto  las  copias  oportunas,  lo  pro« 
nancianos ,  mandamos  y  firmamos. — Ramón  López  Vazqoez.— Sebastian 
González  Nandin^^Antero  de  Ecbarri.-4sabriel  Gemelo  de  Yélasoo.^Joa- 
guin  de  Palma  y  Vinuesa.— Pedro  Gómez  de  Hermosa.— Pablo  iimenez  de 
Palacio. 

PobKcacion.— Leída  y  pablicada  fué  la  precedente  senteneia  por  el  efl« 
celentfsiffloé  Ilmo.'Sr.  D.  Ramón  López  Vázquez,  Presidente  de  la  Sala 
primera  del  Supremo  Trlbanai  de  taticia,  ceieMando  audiencia  pública  i| 
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iBtsaM  Sai*  ea  el  día  de  ím>7,  de  que  yo  el  KscríbAao  de  Gároara  certifico. 
Madrid  O  de  enero  de  18<l2.--^)ttaa  de  Dios  Rabio.  {Gaceta  de  12  d» 
•ñero  do  1862.) 


1«. 

Apelaelon  po»  denecaioria  de  rccavso  de  ea* 
saeioa  (10  de  enero  de  1<86C).--<Sucssion  m  ün  patronato.-— 
Se  conBrma  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  la  seDiencia 
apelada  de  la  Sala  eeganda  de  la  Andíeocia  de  Albacete,  denega- 
toria del  recorso  de  casacron  interpuesto  por  D.  Demeirío  José 
García  Aifaro,  en  el  pleito  con  el  Ministerio  fiscal;  7  se  resuelve:     ' 

Que  solo  se  admite  recurso  de  casación  contra  sentencias  definir 
lívas  que  poniendo  término  aljuicio^  hacen  inqtosible  su  continua-- 
tíon.  r 

Ed  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  10  de  enero  de  1862,  en  los  aatos  que 

Senden  ante  Nos  por  apeiacioo  que  interpuso  D.  Demetrio  José  Garoia  Alfaro 
e  la  prof  Ideacia  de  la  Sala  segunda  de  la  Real  Audiencia  de  Albacete,  que 
le  negó  la  admisión  del  recurso  de  casación: 

Resultando  que  en  26  de  julio  de  i61i  otorgó  testamwtd  D*  Juan  Car* 
naco  Alfaro  instituyendo  con  sus  bieaes  un  patronato  Real  de  legos  coq 
varias  disposiciones  y  cargas,  una  de  ellas  la  de  fundar,  como  fundaron, 
los  patronatos,  ona  caaa-nospital  en  la  villa  de  Roda  con  la  dotación  de 
400  ducados  de  renta  para  el  socorro  de  los  pobres  y  sostenimiento  del 
edificio: 

'  Resaltando  que  en  3  de  febrero  de  1859  presentó  demanda  D.  Demetrio 
José  García  Alfaro  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Roda  pidiendo  se 
le  declarase  sucesor  inmediato  del  úHImo  poseedor  de  los  bieaes  del  indi"- 
eado  patronato,  sin  periuioio  de  tercero  de  mejor  derecho,  alegando,  estar 
desvinculados  por  la  ley  de  li  de  octubre  de  i820,  restablecida  en  30  de 
egosto  de  1836,  en  beneficio  del  patrono  que  lo  era  en  dioha  época  y  sue 
sucesores,  á  reserva  de  cumplir  las  cargas: 

•  Resaltando  que  elasifíoada  esta  demanda  de  ua  juicio  alHniestato,  y  co- 
•  mnnieada  al .  Promotor  fiscal,  pidió  que  antes  de  entrar  en  el  Tondo  de  la 
cuestión  acreditase  el  demandante  que  ios  bienes  objeto  del  litigio  estaban 
declarados  ^bemativamente  exentos  de  incorporación  al  Catado  con  arreglo 
á  las  disposiciones  vigentes: 

Resultando  que  después  de  oido  García  Alfaro,  que  se  opuso  á  la  peti* 
cion  del  Promotor,  declaró  el  Juez  por  auto  de  20  de  febroro  de  1861  que 
«M  faabia  lugar  ü  ella^  y  mandó  devolver  los  autos  al  Promotor  fiscal  para 
^UB  espusíese  lo  que  entendiera  respecto  al  fondo  de  dicha  demanda: 

Resultando <|He  la  Sala  secundado  la  Audiencia  de  Albacete  revocó  di- 
eho  auto,  por  el  que  pronuneió  en  1.^  de  junio  siguiente,  mandando  que* 
dasen  en  suspenso  los  antoe  hasta  que  el  demandante  hiciese  constar  <{oe 
los  bienes  estaban  declarados  gubernativamente  exentos  de  incorporación 
el  Estado:  y  que  interpuesto  por  aquel  reonrao  de  casación  con  arreglo  á  . 
les  artículos  1010  ,  1011  y  10i2  déla  ley  de  Enjuiciamienlo  civil,  declaró 
|ior  auto  del  16|  que  no  habia  lugar  i  su  admisión;  y  que  habiendo  apelado 
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dé  «a  negativa  Garela  Albro,  se  rtmitáirmí  ka  aotoa  á  asi*  SoptaoM  Td*» 
iwoal: 

VislM.  siendo  Ponente  el  Vinístro  D.  Pedro  Gómez  de  Hermosa: 

Considerando  que  la  sentencia,  contca  la  coal  se  lia  inierpoeano  el  re- 
wcm  de  casiadon,  dictada  en  un  incidente,  no  es  definiti?a  ni  pone  tér« 
mino  ai  juicio  faaciiMidoiaiposi^ie  su  eonUnnacíon,  cirounstancias  indispen- 
safóles  para  que  aqnei  aea  admitido  segan  lo  dispuesto  en  el  art.  iOl  i  de  la 
ley  de  Bnjnicianiiettto  clfit; 

Fallamos  uue  debemos  confimar  y  confinnamos  con  las  costas  la  pro** 
videncia  apelada,  devolviéndose  los  autos  á  la  Audiencia  de  dondn  proce^ 
den  con  la  certitfcacien  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publieará- dentro  de  loa  cinoo  diaa 
siguientes  ¿  su  fecha  en  la  Gaceta  de  Madrid  ó  insevtaii  en.  la  CoUceUm 
idgiüaUva,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  io  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamoB.-^Ramon  Lopes  Vazquex.^Seiíastian  Gonzalea 
Nandid.— Anuro  do  Echarri.-Joaquin  de  Palma  y  Vinuesa.— Pedro  Go* 
mez  de  Hermosa. 

.Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Esco- 
Jantktoo  é  limo.  Sr.  D.  Ramón  López  Vázquez,  Presidente  de  la  Sala.  pri« 
mera  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pú- 
blica en  la  misma,  de  que  certifico  como  Bscrtbano  de  Cámara  iiabiiitado. 

Madrid  iO  de  enero  de  1862.--Lui3  Gatatraveño.— (Gaeoto  de  i4  dd 
de  1892.) 


Comapeienela  (11  de  enero  de  1862.).— Desacato  k  un  Te-^ 
nuuTK  Alcalde.— Se  decide  por  la  Sala  segunda  del  Tribui^al  Su- 
^mo,  en  la  competencia  suscitada  entre  los  juzgados  de  primera 
metaaeia  de  Castrojeriz  y  Astudillo  sobre  coaocioiiento  de  la  cansa 
por  desacoto  al  Ateiide  de  Itero  de  la  Vega,  que  correspoiule  al 
primero  el  conocimiento  por  el  desacato  á  aicha  autoridad  local,  y 
al  segundo  el  de  la  desobediencia  al  Alcalde  de  Itero  del  Castillo» 
y  se  resuelve: 

1.^  Que  el  fuero  competente  para  conocer  de  I09  delitos,  e$  el 
del  sitio  en  que  se  cometen; 

Y  2.^  qw  esta  eompetencia  adquiere  doble  carácter^  cuanda 
las  tratados  como  reos  eMn  domiciliados  en  el  Itigar  de  la  comisión 
id  delito. 

En  la  villa  y  corte  der  Madrid,  á  4  i  de  enero  de  \%%1^  en  les  autos  de 
OBinpetencla  que  ante  Nos  penden  eutre  el  Juzgado  de  primera  instancia  de 
Castrojeriz  y  el  de  igual  ciase  de  Astudillo  acerca  del  conocimiento  de  la 
cansa  formada  contra  Manual  Tofin  y  otros  por  desacato  al  Alcalde  de  Itero 
delaVeca: 

Resultando  que  á  conaecuencia  de  una  disputa  OGonrída  entre  los  veci- 
nos del  pueblo  de  Itero  del  Castillo  y  los  de  Itero  de  la  Vega,  cc^respoi»- 
dientes  á  los  partidos  judiciales  de  Castrojeriz  y  Astudillo,  se  presentaron 
los  dos  Alcaldes  y  AyuntamienlOL.ea  el  puente  divisorio  de  ambas  juris- 
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dietíMM»;  y  cfae  Tarios  tndivfdnos  de  los  referidos  pudrios  de$de  el  término 
jurisdicGioDal  del  suyo  arrojaron  piedras  á  las  Aatoridades  locales  del 
otro:  •    .   . 

•  Resaltando  que  con  este  motiiro  la  de  Itero  de  la  Vega  empead  á  instruir 
las  oportunas  diligencias,  que  remitid  después  al  Juez  de  Astudíllo^  por  éí 
delito  de  desacato  al  Alcalde  de  dicho  pueblo;  y  que  habiendo  manifestado 
▼arios  testigos  que  Manuel  Tolin  y  Víctor  Tapia,  vecinos  de  Itero  del  Gas- 
tillo,  fueron  los  que  arrojaron  las  piedras,  el  referido  iues  libró  despacho 
«I  de  Gastrojeriz  para  que  compareciesen  aquellos  á  prestar  declaración  in« 
dagatoria: 

Resultando  que  el  Juez  de  Gastrojeriz,  que  instruia  también  diligencias 
«n  virtud  del  indicado  suceso,  retuvo  el  exhorto  pretendiendo  que  á  él  le 
«orresponde  conocer  de  la  causa  contra  los  vecinos  de  Itero  del  Gastillo  que 
arrojaron  piedras  al  Alcalde  y  A-vuntamiento  de  Itero  de  la  Vega,  por  na« 
berlo  hecho  desde  el  término  jurisdiccional  de  su  pueblo,  y  que  por  la  mis» 
ma  razón  al  de  Astudillo  toca  el  conocimiento  del  proceso  respecto  de  los 
vecinos  de  Itero  de  la  Vega,  que  cometieron  igual  desmán  contra  los  Gon** 
«ojales  de  Itero  del  Gastillo: 

Y  resultando  que  el  referido  Juez  de  Astudillo  se  opuso  i  esta  reclaiha« 
don  defendiendo  su  derecho  para  procesar  á  Tolin  y  sus  consortes  y  reci* 
birles  indagatoria,  según  había  acordado,  con  lo  cual  se  originó  la  presente 
competencia: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  de  este  Supremo  Tribunal  D.  Fel^ 
de  Urbina: 

Considerando  que  los  vecinos  de  Itero  del  Gastillo,  correspondiente  al 
distrito  del  Juzgado  de  Gastrojeriz,  se  hallaron  dentro  del  término  jurísdio* 
cional  de  su  pueblo  cuando  cometían  el  delito  de  desacato  ó  desobedien* 
cia  que  se  les  atribuye  contra  la  Autoridad  local  de  Itero  de  la  Vega,  y  que 
Jos  vecinos  de  este  pueblo  tampoco  estraiimitaroh  su  término  cuando  f>er-> 
pelraron  el  delito  espresado  contra  la  Autoridad  local  de  Itero  del  Castillo: 

Considerando  que  el  fuero  competente  en  primer  lugar  para  conocer  de 
los  delitos  es  el  del  sitio  en  que  se  cometen,  y  que  en  el  caso  actual  con- 
curre además  la  cireunstaAcia  de  que  en  los  términos  en  que  respectiva* 
mente  se  causaron  los  desacatos  ó  desobediencias  se  hallan  doinicibadoslos 
tratados  como  reos; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  por 
el  desacato  6  deísobediencia  contra  la  Autoridad  local  de  Itero  del  Castillo 
corresponde  al  Juzgado  de  Astudillo,  y  al  de  Gastrojeriz  el  desacato  come* 
tidó  contra  la  Autoridad  local  de  Iiero  de  la  Vega;  y  devuélvanse  ¿  ambos 
Juzgados  sus  respectivas  actuaciones. 

Asi  por  esta  npestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Go« 
9>lemo  é  insertará  en  la  Coacción  íegUlativa,  para  lo  cual  se  pasen  las 
oportunas  copias  certiOcadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— 
Ramón  María  de  Arrióla.— Félix  Herrera  de  la  Riva.— Juan  Maria  Biec— 
Felipe  da  Urbína.--Eduardo  Elio.— Domingo  Moreno. 

Publicación  ^--Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  IlttS* 
trisimo  Sr.  D.  Felipe  de  Urbina,  MinisUq  del  Tribunal  Supremo  de  Justi- 
cia, estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  segunda  boy  dia  de 
*]a  fecha,  de  que  certifico  como  Escrioano  de  Cámara  habilitado. 

Madrid  li  de  enero  de  i86S,-^Gregorio  G.  6arela.*-<Gacsto  de  i5  de 

ndema.) 
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Apelación  por  deiieffaeldn  de  reenrso  de  mm^ 
eion  (13  de  emro  de  186C]|.*^Ni)Udad  dkl  bsmatk  di  uiu 
CASA.— Se  confirma  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  la 
sentencia  apelada  de  la  Sala  pnm^era  de  la  Áodiencia  de  Granada, 
denegatoria  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Ignacio  Ro- 
mero, en  pleito  con  D.  José  Peso,  y  se  resuelve: 

i/  Que  en  los  pleitos  ejecutivos  no  se  dá  recurso  decasaeían 
fundado  en  ser  las  sentencias  contrarias  á  ley  ó  doctrina  legal; 

Y  2.^  que  solo  proceden  en  esta  clase  de  juicios  los  recursos  de 
casación  fundados  en  alguna  de  las  causas  señaladas  enelart.  1013 
déla  Jey  de  EnjmciamievUú  dvü. 

Eo  la  villa  y  corte  de  Hadrid^  i  13  de  enero  de  |862|  ea  éí  pleito  se- 
guido en  el  iazgado  de  primera  mstancia  del  distrito- del  Sagrario  de  Gra* 
nada  y  en  la  Sala  primera  de  la  Real  Audiencia  de  la  misma  ciudad,  por 
D.  José  Peso  conD.  Ignacio  Bomero  sobre  nulidad  del  remate  de  una  casa, 
pleito  oendiente  ante  Nos  en  virtud  de  apelación  de  providencia  denegato* 
ría  déla  admisión  de  recurso  de  casación: 

Resultando  que  rematada  en  pública  subasta  á  favor  de  D^  José  Peso  una 
casa  sita  en  la  calle  de  la  Colcha,^  laciudad^de  Granada,  pnopia  de  Don 
Ignacio  Romero,  á  consecoeneia  de  un  procedimiento  ejecutivo  seguido  con- 
tra él  en  d  iQigado de  primera iostancia del  dtotraodel  SaWidor,  <|tte  re- 
mitió deepues  las  diligencias  al  del  Sagrario,  y  fué  al  pronto  tíemoo  vendí*- 
da  ea  igual  Ibrma  por  el  Juagado  de  Hacienda  para  pago  oe  contribuciones: 

Resultando  que  pedido  por  el  rematante  Peso,  que  se  oGciara  á  esta 
Joigado  pereque  de6larase  la  naildad  del  remate  verificado  ante  él,. el  luei 
de  primera  instancia  negé  esta  praMsion  .en  provideneie  deSO  de  ootobn 
de  1860,  que  fué  confirmada  por  la  Sala  primera  de  la  Real  Audieneia  de 
Granada  por  sentencia  de  8  de  mayo  del  siguiente  año: 

Resaltando  que  O.  Ignacio  Romeio  interpuso  contra  ella  neuiao  de  ca« 
«eion  por  no  haberse  condenado  á  Peso  en  las  costas:  y  que  negada  su  ad* 
misión  por  providencia  ¿e  24  de  mayo  de  i861»  p>odujo  esta  negativa  la 
presente  apetaciom 

Visto,  siendo  Pénenle  el  Ministro  D^  loaq uin  de  Palma  y  Vinueaa: 

Considerando  que  la  providencia  contra  la  que  se  interpuso  el  recurso 
de  casación  fué  dictada  en  un  pleito  eieoutivo,  y  que  no  procede  en  los  de 
asta  dase,  segua  lo  dispuesto  ea  el  art.  1014  de  la  ley  de  Enjuieiamieato 
civil,  no  siendo  por  algunas  de  las  causas  comprendidas  en  el  1013  de  la 


Fallamos  que  debemos  confirmar  y  eanfirmamoe  eon  las  costas  la  previa 
dsncia: apelada  qna  dictó  la  Sala* primera. d<k la Heal  Andienoia.  de  Granada 
ma4demayode.-ia6i,  por  la  cual  declaré  aa  haber  hiMar  á  la  Bdfl|isie« 
del  lacursodeeasacidn  interputsio.  por  D.  Igoácio  Romero,  y  mandamqs 
^pie  se  devuelvan  losaaio8.i  ditha  Audieacia  en  lá  Ibrma  preivenida  en  el 
ertiealo  iOd?  de  la  espresada  ley  de  Enjujciamlento. .  - 

Asi  por  esta  nieetra  senleDCia,  que  «e^ubliearé  en  la  Gooeto  deatre.de 
los  cinco  días  siguientes  á  su  fecha,  y  4  Su  tiempo  en  k  GoUeHonlegisMi* 
va,  pasáadesé  al  alecto  la»  copias  joportuBast  io  proimneianoe^  «aadamos  y 
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firmanios.— Ramón  Lopes  Vasqoez.— Sebattian  Gonzalos  Nand^i.— Antero 
de  Echarri.— Joaquín  de  Palma  y  Vinopsa.— Pedro  Gómez  de  Hermosa. 

Publicación.— Leída  y  pubíicadaTilS  la  precedente  senteocia  por  eí  Es- 
celentísyno  é  Ilastrisimo  $r.  D.  Jpaqain  de  Palma  y  Viauesa,  Míoistrqde  la 
^ra  pimera  del  Supremo  TrAnnaf  tfe Jaeticiá,  cetabrando  áonmeiieiá  pú« 
bfíeala  misma  Sala^  en  étdift  deiioy,  de  que  ye  el  Escribano  de  fifanm 
oertlfloD.  .  . 

ifadrid  43  de  enctoo  do  18i2«--4iian  de  Dios  ñnbio^Gaoeta  de  i6 
4e-6A^odel8l2L) 


¡j   .   •    •  . 

Apelaeioia  por  deneg^aiorla  de  rewarao  da  casa» 
«ion  (14  de  enero  de  i86i.),"-Pxeo  dk  cantidad. — Se  confirma 
por  la  Safe  ^gunda  del  Tribofaal  Snpremo  ta  sentencia  apelada  de 
la  Safa  primera  de  la  Audiencia  de  Crránada,  denegatth^ia  del  re«- 
curso  de  casación  interpuesto  por  D.  Pe4ro  'Merodio  y  su  esposa» 
lea  pleil9  con  D.  Francis.co  López  Garrido,  y  se  resuelve: 

Que  consentida  6  no  reclamada  en  el  procedimvsnto  una  falla 
que  podría  dar  iugar  al  recurso  de  casación^  ne  há1u>gar  á  la  ad- 
mufsUm  de  etíe  €(m  mótípo  de  aqueíku 

-  Sn  la  villa  y  edrte  de  Madrid^  á  i4  de  enere  de  i86t,  en  tos  aetos  s^ 
fieidoeen  eIJuAgadede  prímara  insuncia  del  distrito  del  Salvador  de  la 
eiudad  de  Granada  y  en  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  sn  territorio  por 
f>.  Francisco  López  Garrido  6on  D.  Pedro  Merodio  y  su  esposa  sobre  pago 
de  17,000  rs. ,  pendientes  ame  Nos  en  viiüad  de  aaeiaciee  jmeiteitieiie- 
Tnaeatea  4e  ta  prtwtéwflta-  de  14  de  tnayo  del  año  nltiiiio,  en  la  que  la  re^ 
Ibrida. Sala  denegó  laadmialondelrecorse  de caBaoion  entablado  por  iea 
mismos: 

Resiiltantfi)  que  á  Instancia  ée  D.  Franoisee  López  Garrido  se  despachó 
mandanileato  de  ejecución  contra  Merbdio  y  su  esposa  por  la  citada  caoti* 
tidad  de  97,000  rs«  y  las*  coeta^;  jr  que  babiéoilose  opuesto  el  D:  Pedro,  se 
sustanció  el  juicio  en  la  primera  mstancia,  recibiéndose  á  prueba  por  iO 
dias,  dentro  de  los  cuales  el  ejeeutado  presenté  dos  testigos  que  fueron 
«laminados  al  tenor  del  interrogHtorlo  que  obra  al  folio  83  de  los  autos: 

Resultando  que  el  mismo  D.  Pedro  Merodio  pidió  próroga  del  termine 
^e  prueba,  ouya  seticltud  fué  denegada  por  haberse  opueaio  el  ejecutante^ 

Íf  ed  el  ultime  dia  de  dicho  término  pretendió  aquel  que  eon  vista  de  cier» 
os  documentos  declarasen  D.  Francisco  López  Gsrndo  y  su  criado  Jeté 
Clarrido;  y  annqne  eaf  ae  mmáó^  no  Negaron  á  declarH: 

Resultando  qneen  tf  de  setiembre  se  dictó  eenleneia  de  reoete;  y  ve* 
«itidoe  los  autoeen  apelación  á  la  Audiencia,  solicitaron  allí  losejeeotadna 
que  se  veoibiese  el  pléite  é  ptñeba  para  practicaren  la  aegonda  instancia  la 

fie  artíeulada  y  admitida  en  la  primera  el  último  dia  del  término  no  llegó 
practicarse  por  falta  de  tiempo,  y  también  para  presentar  étfSfe  testigos 
•qne  declaralMaat  tenor  del  intenrogarie  del  felio  83,  per  el  cnal  feérén  ya 
«aaminades  dos  en  dicha  ptlmeía  instando.  '  t   • 

'     üeéoHande  fne  la  Sala  primera  por  eate  4i  M  de  enere  del  a&é  ( 


Digitized  by  VjOOQIC 


RKGÜMÓS  t  G0feMCTÍN€íkA8.  JA 

ncibM  el  pleito  i  t)rtiebft  parli  qD«  se  prldic&se  la  (Hropotttt^e&el  esorto 
de  9  de  mayo  «nteríor,  declarando  ser  esta  la  ónica  admisible: 

fUBaltaoáo  4]iie*coB8eniido  este  auto,  aígu16  lasqstaocíMion;  y  en  30 
de  abril  se  confirmó  eon  cosías  la  een^OfOla  da  remate  por  tres  Magistrados 
de  Ja  indicada  Sala : 

Y  resultando  que  contra  ^te  tallo  interpusferoD  en  tiempo  íos  ejecuta* 
dos  recurso  de  casación  fundado  ert  las  óaoáas  6/  y  9/  del  art.  1013  de  lá 
iay  de  Enjuiciamiepto  civil ;  que  por  auto  de  14  de  mayo  se  decfhírá  no  lni<^ 
i>er  lugar  á  la  admisión  del  recurso  por  no  haberse  recfafnado  en  tiempo  It 
«ubsanaciott  de  las  faltas  que  se  alegabnn ,  y  que  de  esta  providenda  apela* 
nm  aquellos  para  anie  este  Soptemo  Tribunal: 

Vistes,  meodo  Ponente  ei  Ministro  D,  Felipe  de  Urblna : 

CSoiMíderandí^  que  D.  Pedro  Merodio  consintió  el  auto  de  la  Sala  de  2$ 
de  enero  del  año  último,  por  el  cual  se  le  denegó  fuesen  examinados  mas 
testigos  que  los  qiie  lo  ha¿¡»«  sido  en  primera  instancia  al  tenor  del  ínter* 
rogatorio <|ue  presentó: 

Considerando,  por  lo  tanto,  que  no  eirstfendo  de^part^  de  Méredtó  ré^ 
elamacion  alguna  referente  á  que  haya  podido  causarle  indefensión  el  que 
los  indicados  testigos  no  fuesen  examinado^*  hi  Sala,  aricándose  á  lo  esta- 
blecido por  los  artículos  <0Í9  y  4025  de  la  ley  de  Bnioiciamiento  eíYít, 
denegó  bien  este  recurso,  en  el  que  se  designé  como  causa  de  Aulidad  la  d*^ 
del  art.  1013: 

•  Considerando  que  aunque  la  sentencia  de  vista  no  fué  dictada  por  todos 
los  Magistrados  que  componen  la  Sala  primera,  sino  solamente  por  Iros; 
aun  prescindiendo  de  que  este  número  fuese* suSéiente  para  bator  ñiilado 
este  pleito,  es  lo  cierto  que  esta  folta  que  supone  et  ireeurrente  no  se  reda* 
mó  de  modo  alguno: 

Fallamos  que  deoemos  confirmar  y  oonQrtíiaroos  eon  tas  tostaa  el  aut» 
arlado  de  14  de  mayo  último;  y  deruéivonse  los  presentes  é  la  Audienoia 
de  Granada  en  la  forma  que  i)reTiene  el  art.  1^67  de  la  cHada  ley  de  fin* 
juiciamiento  cirih 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  ki  Gaceta  del  Go<*' 
Memo  é  insertará  err  la  €bleeeim  Ugistatíva,  para  I»  cual  se  pasen  lak 
oportunas  copias  certificadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.*** 
Joan  Martin  Carramolino.— Ramón  María  de  Arrióla. *-Félix  Herrera  de  la 
RiTa.--Juan  María  Biec.-^Felipe  de  Urbina.-^Bduardo  Btlo. 

Publicacion.'--Leida  y  publicada  Toé  la  precedente  sentencia  poreillus* 
trfsimo  Sr.  D.  Felipe  de  Úrbina,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justi-^ 
da,  estándoso  celebrando  audiencia  f^úblioa  en  su  Sala  secunda  hoy  día  da 
la  fecha,  de  qde  certifico  como  Secretarlo  de  S.  M.  7  su  Escribano  de  Gá« 
mafa; 

Madrid  14  de  enero  de  1862.— Dionisio  Antonio  de  Puga.— (<?<ieeldi  él 
17  de  enero  de  <  962.) 


le. 


4e  casMieiMí  (16  de  enero  de  1862.).- Nuudahí 
«  LA  tkuta  m  miAs  fiiigas.-*S6  declara  por  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpaefrr 
to  por  T^ribioflernandcí,  como  marido  de  Josefa  OcaSa»  coDtm  la 
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iotteocia  pronancMa  por  la  Sala  tercent  de  la  Aadiencia  de  Ma^ 
dríd,  en  pleito  con  Francisco  Mateo  Bravo  v  otro,  y  se  resuelve: 

1/  Qiu  td  hijo  cuyos  bienes ,  de  proceéknda  nuUemaf  hubiesen 
eido  vendidos  por  m  padre,  mientras  Iús  poseyó ,  solo  compete  te 
acción  reivíndicatoria  cqntra  los  que  los  compraron  y  cuando  non 
bobíere  (¡aerido  heredar,  nin  haber  parte  en  los  bienes  de  su  padre; 
ca  si  quiso  heredar  en  ellos,  entonce  non  podríe  demandar  los  sus 
bienes  propios  á  aquellos  i  quien  los  hobiere  su  padre  enagenado: 
-  i.^  Que  no  se  infringe  la  doctrina  legal  de  que  la  sentencia  ha 
de  recaer  necesariamente  sobre  todas  y  cada  una  de  las  cuestionee 
litigiosas  y  délos  fmntos  de  derecho  alegados  por  la$  oartes,  cuan» 
do- se  resuelve  sobre  todos  los  puntos  c&mprendutos  en  la  demanda  y 
en  la  contestación; 

YZ/"  que  según  tiene  establecido  et  Tribunal  Supremo ,  no  car 
be  el  recurso  de  casatíion  contra  las  motiuaciones  de  tos  fajfos. 

Eo  It  villa  y  eórte  de  Madrid,  á  16  de  enero  de  1862,  en  el  oieíto  pen- 
diente ante  Nos  por  recurso  de  casación  seguido  ea  el  Juzgado  ae  primera 
instanúa  de  Iltescas  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Real  Audiencia  de  esta  corte 

Sor  Toribio  Hernández,  como  marido  de  Josefa  Ocaña,  con  Francisco  Mateo 
ravo  y  Julián  Rodriguez,  y  hoy  con  su  viuda  y  herederos,  sobre  nulidad 
de  la  venta  de  unas  fincas; 

Resultando  que  en  29  de  diciembre  de  iS3i ,  otorgó  escritura  Pablo 
Oeana  en  la  villa  de  Boróx  declarando  ^ue  á  su  mujer  Juana  García  Zapero 
la  habian  correspondido,  por  el  fallecimiento  de  sus  padres  José  García  Zar 
pero  y  María  Ramos,  diíerenles  ilíones  y  efectos  que  para  el  completo  de 
eos  legitimas  se  bailaban  pro  tncliviio  al  fallecimiento  de  la  última,  y  ouo 
para  aumento  de  sn  dote  le  había  entregado  dicha  su  esposa  •  y  entre  ellos 
la  cuarta  parte  de  una  tierra  llamada  del  Portillo,  compuesta  de  dos  fanegas, 
y  la  casa  mortuoria,  sita  en  la  calle  de  la  Virgen,  con  tres  cámaras  que  se 
hallaban  reunidas  á  las  del  otorgante,  bienes  que  confesó  haber  recibido, 
•  agregándolos  á  la  carta  de  dote  de  su  mujer,  otorgada  en  30  de  julio 
de  1831: 

ResulUndo  que  en  27  de  mano  de  1839  Pablo  Ocana.  viudo  ya  de  Jua- 
na Zapero,  vendió  á  Julián  Rodríguez  una  tierra  sita  en  el  Portillo  de  Val* 
decabañas,  de  tres  fanegas  y  media  de  cabida,  dos  de  las  que  había  adqui- 
rido en  cambio  de  una  cámara  que  había  dado  por  ellas  á  Micaela  Zapero, 
aubrogaAdo  las  restantes  á  sus  hijos  en  lo  que  le  correspondiera  en  la  casa 
de  su  morada,  sita  en  la  calle  de  la  Virgen;  y  aue  en  2  de  mayo  de  1841  el 
Süsaao  Pablo  Ocanv  vendió  á  Francisco  Mateo  Bravo  el  pajar  que  estaba  en- 
cima de  la  sala  y  caballeriza  de  la  citada  casa  de  la  calle  de  la  Virgen ,  que 
había  adquirido  por  compra  hecha  á  los  hijps  y  berederos  de  Pedro  García 
Zapero,  según  escritura  de  6  de  octubre  de  1822 : 

Resultando  que  en  13  de  setiembre  de  1853  Toribio  Hernández ,  como 
marido  de  Jorja  Ocaña  yhija  de  Psb{Q  f  de  Juana  Zapero,  entabló  demanda 
para  que  se  declarase  que,  como  heredera  de  su  madre,  la  pertenecían  en 
propiedad  y  posesión  las  citadas  ^pas,  siq  que  su  padre  hubiera  oodido 
Sonta  disponer  de  ellas,  y  que  se  condenase  á  Mateo  BtafO  y  IcrflSQ  Rodri* 
gues  á  dejarlas  á  su  diSpoeition,  con  los  íiraUMi  y  reatas  desde  su  eaaje* 
nacioo: 
:.  RfiBultando  que  los  demiiidedos  impugnaron  la  demanda  alegando,,  qnf 
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h4ote,  como  confesada ,  no  podía  gerjadicar  ¿  un  tercero  sin  que  se  pro- 
base la  verdad  de  lo  manifestado  en  etta :  que  Tarias  de  las  fincas  quedadas 
al  fallecimiento  de  Juana  García  Zapero  habían  sido  comprada^  durante  la 
sociedad  conyugal,  y  entre  ellas  la  casu  de  la  calla  de  la  Virgen;  y  que  ha- 
bieiido  recibido  los  tiíjos  y  lierederos  de  Jorge  Oca&a  la  herencia  de  esta» 
lisa  y  llanamente,  siempre  estarían  sujetos  á  la  eviccion  y  saneamiento,  y 
serian  responsables  del  precio  de  la  renta: 

Resultando  que,  practicada  prueba  por  una  y  otra  parte,  dictó  senten* 
cía  el  Juez  de  primera  instancia,  que  revocó  la  Sala  tercera  de  la  Audien- 
cia de  esta  corte,  en  U  de  febrero  de  1860,  absoltiendo  á  los  demandados 
de  la  demanda: 

Resutundo  qn^  Torlbio  Hernández  interpuso  recurso  de  casación  citan- 
do como  infringidas  la  jurisprudencia,  según  la  que,  los  bienes  de  los  me- 
nores no  se  pueden  vender  sin  preceder  información  de  utilidad  y  necesi- 
dad; las  leyes  59  y  60,  tít.  18,  Partida  3.',  referentes  á  cómo  debe  hacerse 
la  venta  siendo  menor  el  vendedor,  ó  cuando  el  guardador  lo  verifique  de  la 
eosa  raiz  del  huérfano;  las  18,  tít.  16,  Partida  6/  y  4.%  tit.  5  %  Partida  5.*, 
que  prohil>en  ¿  los  guardadores  enajenar  los  bienes  del  huérfano  y  comprar 
eosa  alguna  perteneciente  á  ellos;  y  fas  40  y  41,  tlt.  28,  Partida  3.*,  que  . 
tratan  de  cómo  deban  pagarse  los  frutos  de  la  heredad  comprada  á  mala  fé» 
y  á  quién  d^be  pertenecer  el  dominio  de  las  mejoras,  Jiechas  de  buena  fó 
en  heredad  ajena;  citándose  también  en  tiempo  oportuno  ante  este  Supre- 
mo Tribunal,  las  doctrinas.Iegales,  según  Las  que,  la  sentencia  ha  do  recaer 
necesariamente  sobre  todas  y  cada  una  de  la9  cuestiones  litigiosas  y  de  los 
punU^  de  derecho  alegados  por  las  partes;  y  las  leyes  54,  tít.  5.^  Parti- 
da 5/ y  3.%  tít.  13,  Partida  6.%  conceroíentes  á  la  venta  de  cosa  ajena  en 
nombre  del  dueño  de  ella,  y  al  derecho  de  tos  hijos  y  nietos  para  heredar  á 
sus  padrea  y-abuelos,  muertos  m  testamento: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Sebastian  Gonzalez.Nandin: 

Considerando  que  con  arreglo  á  la  terminante  disposición  de  la  ley  24, 
Utolo  i3.  Partida  5.%  al  hijo  cuyos  bienes,  de  procedencia  materna,  hu- 
bieran sido  vendidos  por  su  padre;  mientras  los  poseyó,  que  es  el  case  de 
que  se  trata,  solo  compete  laacdon  reivindicatoría  contra  los  que  los  com- 
praron, cuando  non  hobiese  querido  heredar,  nin  haber  parte  en  los  bienes 
de  su  fodre;  ca  si  quiso  heredar  en  ellos,  entonce  non  podrie  demandar  loe 
sus  hunes  propios  á  aquellos  á  quien  los  hobiese  su  padre  enajenado: 

Considerando  que  en  el  presente  pleito  aparece,  que  el  demandante 
quiso  heredar  y  heredó,  sin  protesta  ni  reserva  eiguna,  á  Pablo  Ocaña,  su 
padre,  vendedor  de  las  fincas  que  como  propias  reclama,  quedando  por  ello 
privado,  según  la  indicada  prescripción  legal,  da  la  acción  que  dedujo: 

Considerando  que  las  leyes  alegadas  como  infringidas  son  inaplicables 
al  caso  concreto  y  espresamente  previsto  y  resuelto  por  h  referida  ley  de 
Partida,  coo  cuya  doctrina,  en  su  parte  dispositiva,  está  conforme  la  seu- 
teneia  de  la  Sala: 

Considerando  que  esta,  absolviendo  á  los  demandados,  resolvió  todos 
ios  punios  comprendidos  en  la  demanda  y  la  contestación: 

Considerando,  por  último,  que  contra  las  motivaciooei  de  los  fallos  no 
cabe  el  recurso  de  casación,  según  lo  ha  establecido  repetidas  veces  este 
Supremo  Tribuna^ 

FiltaiDoe,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
interpuesto  por  Toríbio  flernandez  en  la  representación  indicada,  y  le  con- 
denamos en  les  costai;  devolviéndose  los  aátos  á  la  Real  Audiencia  de  esta 
corte,  con  la  certificación  correspondiente,  á  los  efeotea  pportunos. 
TOMO  TU.  5 
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Y  por  es^  oudstra  sontoncit,  que  se  publicará  en  la  Gacela  del  Gob¡er«- 
DO  é  insertará  en  la  ColeQcion  íegislatióa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias»  así  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. -^Ramon  Lopes 
Vaiquez.^Sebastian  Gonzalos  Naodin.— Joaguin  de  Palma  y  Vinuesa.— . 
Pedro  Gom«z  de  Hermosa.— Pablo  Jiménez  de.  Palacio.-^-Laureano  Rojo  do 
Norzagaray.— Ventura  de  Qolsa  y  Pando. 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  precedente  «sentencia  por  el  Ex- 
celentísimo ó  Kmo.  Sr.  D.  Ramón  López  Vázquez^  Presidente  de  la  Sala 
primera  de  este  Supremo  Tribunal  de  Justicia,,  celebrando  audiencia  pu« 
olica  la  misma  Sala  en  el  día  de  hoy,  de  que  yo  el  Gscribano  de  Cámara  cer* 
tifico. 

Madrid  i  6  de  enero  de  1862.— Juan  de  Dios  Rubio,— (Goosta  de  19  de 
^nero  de  i8&2.) 


■1. 

C!ompeieiieia  (16  de  enero  de  1862.).— Desacato  á  la  au* 
.TORiDAD.--Se  decide  por  la  Sala  primera  delcTribunal  Supremo  ¿ 
favor  del  Juzgado  de  primera  iastancia  de  Colmenar  Viejo,  la  com*^ 

S ciencia  suscitada  con  el  de  la  Capitanía  general  de  Castilla  la 
ueva,  acerca  del  conocimiento  de  la  causa  formada  contra  Juan 
Merino  y  otros  soldados  que  trabajaban  como  jornaleros  en  el  fer* 
ro-carril  del  Norte,  y  se  resuelve: 

1.*"  Que  los  Jueces  de  paz  son  justicias  en  el  sentido  de  las  le* 
yes  8.'  y  9^,  tlt.  10,  libro  12  de  la  Novísim  Recopilación,  porque 
tienen  m  atribuciones  iudiiciales  que  están  determinadas  en  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil: 

2."*  Que  los  que  ejercen  el  cargo  de  Juez  de  pd%  ó  suplente^  son 
autoridcuies,  y  que  eon  arreglo  al  decreto  de  su  creación  disfrutan 
de  la  misma  consideración  y  exenciones  que  les  Aloddes  de  lo$ 
fueblos; 

Y  ZJ"  que  él  desafuero  que  declaran  las  citadas  leyes  8.*  y  9.% 
titulo  10,  libro  IS  de  la  Novísima  Recopilación^  comprende  á  los 
que  resisten  ó  desacatan  de  obra  ó  palabra  á  la  justicia. 

9 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  i 6  de  enero  de  18612,  en  los  autos  áp 
competencia  aue  ante  Nos  penden  entre  el  Juzgado  de  la  Capitanía  general 
de  Castilla  la  Nueva  y  el  de  primera  instancia  de  Colmenar  Víejoacerca.  del 
oonocimiento  de  la  causa  formada  contra  Juan  Merino  y  otros  soldados  qde 
trabajaban-corno  jornaleros  en  el  ferro-carril  del  Norte,  por  el  delito  de 
desacato  á  la  Autoridad: 

Resultando  que  en  la  villa  del  Collado- Villalva  la  tarde  del  1  i  de  agosr 
lo  último,  varios  aoldados  destinados  á  los  trabajos  de  dicho  ferro-carril  se 
empeñaron  en  que  se  abriese  una  taberna  qu^  estaba  cerrada  de  orden  da 
la  Autoridad  local;  y  habiendo  tratado  algunos  paisanos  de 'defender  los 
mandatos  dft.e9ta,  aquellos  les  maltrataron  y  despreciaron  las  amooestacio- 
Bes  del  Juez  de  paz  y  de  su  primer  supleate^  que  anunciaron  su  carácter 
-oficial,  dando  á  este  una  bofetada  ó  hiriéndole  con  un  palo,  y  dirigiendo  á 
aquel  otro  golpe  que  pudo  evitar:  ^ 
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.  Resaltando  que  con  eate  motí?o  se  instruyeron  diligencias  por  la  jurls-^ 
dicción  ordinana  y  la  militar,  en  las  cuales  se  ha  suscitado  la  presente 
competencia,  sosteniendo  el  Juez  de  Colmenar  Viejo  que  le  corresponde 
conocer  de  la  causa  en  atención  á  que  en  ella  se  persigue  el  delito  de  desa- 
cato, Y  este  causa  desafuero  con  arreglo  á  las  leyes  8.*  v  9/,  tit.  10,  lib.  12 
de  la  Novísima  Recopilación,  á  la  Real  orden  de  8  de  abril  de  1631  y  á  Ya« 
rías  decisiones  de  este  Tribunal  Supremo; 

Y  resaltando  que  el  Jazgado  de  la  Gapitania  general  se  apoya,  para  ne« 
garse  á  la  inhibición  reclamada  por  el  de  primera  instancia,  en  que  de  sos 
actuaciones  no  aparece  prueba  del  desacato,  y  en  el  Real  decreto  de  O  de 
febrero  de  1793: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Eduardo  Elfo: 

Considerando  que  los  Jueces  de  paz  son  Justicias  en  el  sentido  de  las 
leyes  8.*  y  9.%  tit.  iO,  lib.  12  de  la  Novísima  Recopilación,  porque  tienea 
las  atribaciooes  jodidales  qoe  esMin  determinadas  en  la  ley  de  Enjaida- 
miento  civil: 

Considerando,  (wr  tanto,  que  los  que  ejercen  el  cargo  de  Jaez  de  paz  ó 
sapiente  son  Autoridades,  y  que  con  arreglo  al  decreto  de  su  creación  dis* 
ínitan  de  la  misma  consideración  y  exenciones  que  los  Alcaldes  de  los  pue* 
bles: 

Considerando  que  las  agresiones  y  los  insultos  que  motivaron  el  proco* 
dfmiento  vienen  callñcados  por  la  jurisdicción  ordinaria  de  resistencia  y 
desacato  á  la  Aatorída*),  y  qué  .cabe  esta  calificación  conforme  á  las  prea* 
cripciones  del  cap.  3.^,  tft.  3.^  lib.  2.*  del  Código  penal,  por  cuanto  á  loa 
«oldadoa  procesados.se  atribnyeque  insistieron  en  el  dosóraen  y  dirigieron 
golpes  contra  el  Juez  de  paz  y  suplente  de  la  villa,  del  Coliado  -  villalva  des- 
pués que  se  anonctaron  estos  como  tales  Autoridades: 

Considerando  aue  el  desafuero  que  declaran  las  citadas  leyes  8/  y  9.% 
titulo  10,  lib.  12  de  la  Novísima  Recopilación,  cu  vas  disposiciones  confirma 
1a  Real  orden  de  8  ile  abril  de.  1831,  comprende  a  los  que  resisten  y  á  loa 
que  de  palabra  ú  obra  desacatan  á  la  Justicia; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  de 
'esta  causa  corresponde  al  Juez  de  primera  instancia  do  Colmenar  Violo,  al 
«que  se  remitan  unas  y  otras  actuaciones  para  lo  qoe  proceda  con  arreglo  á 
-derecho. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  puiílicará  en  la  Gaceta  del  Go« 
'foierno  e  insertará  en  la  ColeoGion  legislativa^  para  lo  cual  se  pasen  las 
oportunas  copias  cerliticadas,  to  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.-— 
Juan  Martin  Carramolino.— Ramón  María  de  Arrióla.— Félix  Herreri^  de  la 
l^iva.— Manuel  Ortiz  de  Záñiga.-^Juan  Maria  Biec.«— Felipe  de  Urbma.— 
Eduardo  Elío, — Joaquín  Melchor  y  Pinazo. — Domingo  Moreno. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  IlaO' 
trisimo  Sr.  D.  Eduardo  Btio, '  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia, 
'  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sata  segunda  hoy  dia  de  la 
fecha,  de  que  certifico  como  Secretario  de  S.  M.  y  sa  Escribano  de  Cá- 
mara. 

Madrid  i7  de  enero  de  1862.— Dionisio  Antonio  de  Paga.— (GaoeMí  de 
¡to  de  enero  de  !862.) 
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Reearso  de  easaeion  en  anto  de  Oltraaar  (24  de  enero  de' 
i862.)* — Reclabúgioii  de  parte  de  una  HEiiBiicu.--Se  declara  por 
la  Sala  de  Indias  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Esteban  Pons.  como  marido  de  Do- 
na Beatriz  Pachón ,  contra  la  sentencia  de  la  Sala  se^nda  de  la 
Audiencia  pretorial  de  la  Habana»  en  pleito  con  Dona  Petrona 
Acosta,  y  se  resuelve: 

i."^  Que  según  el  arU  89delü  Red  cédula  d^ZO  de  enero  de 
18S5  para  la  procedencia  del  recurso  de  súplica  en  los  pleitos  der 
XJllramwry  es  nreciso  que  no  haya  contrariedad  entre  las  disposición 
nes  del  fallo  ae  que  se  suplica: 

2."*  Que  no  puede  alegarse  que  hay  sorvresa  ó  maquinación 
fraudulenta  en  ios  medios  de  defensa  ^  cuanao  estos  medios  y  los 
rasunumiieíUos  en  (¡ue  se  presentan ,  son  los  mismos  en  todas  las 
infancias  del  juicio^  y  cuando  en  la  segunda  no  se  presetüa  nin-- 
gun  documento  nuevo  ^  de  donde  pueda  inferirse  semejante  sor- 
presa: 

3.^  Qm,  los  herederos  nombrados  para  obtener  una  herencia  no 
pueden  entrar  en  ella  ni  renunciarla,  sino  después  de  estar  ciertos 
de  la  muerte  del  testador  que  los  nombró  sus  herederos; 

Y  4**  que  no  puede  llegar  el  caso  del  derecho  de  acrecer,  mien- 
tras no  quede  vacante  la  herencia  en  una  de  las  partes  en  que  fué 
instituido  algún  coheredero. 

En  la  ▼illa  y  corte  do  Madrid,  á  24  de  enaro  de  i86¿,  en  el  pleito  se- 
guido en  la  Alcaldía  mayor  de  Bejucal  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Beal  Au* 
díencia  de  la  Habana  por  D.  Esteban  Pons ,  como  marido  de  Doña  Beatris 
Pachón ,  con  Dona  Petrona  Acosta  sobre  reclamación  de  parte  de  la  heren- 
cia de  D.  Pedro  Acosta;  pleito  pendiente  anta  Nos  en  virtud  de  recurso  de 
casación  interpuesto  por  el  Pons  de  la  sentencia  dictada  por  tres  Magistra- 
dos de  la  referida  Sala: 

Resultando  que  en  20  de  abril  de  i84i  el  Presbítero  D.  Pedro  Ignacio 
Acosta  otorgó  testamento,  «en  el  que  instituyó  por  sus  únicas  y  universales 
Dherederas  á  Doña  Patrocinio  y  Doña  Petrona  Acosta ,  sus  hermanas  6  sus 
^sucesores  en  dos  partes;  y  si  los  sucesores  no  tuvieren  hijos  legítimos,  las 
Bherenoias,  pasando  de  unos  en  otros,  lo  gozarán;  mas  en  el  caso  que  no 
»los  tuvieran  legítimos,  la  parte  se  divldíria,  falleciendo  el  último,  eu  cua- 
»tro  iguales  para  los  objetos  piadosos  gue  designaba:» 

Resultando  que  en  2  de  aorii  de  1844  el  mismo  D.  Pedro  Acosta  otorgó 
codícilo,  por  el  que  previno  que  la  cláusula  de  su  testamento,  en  que  nom- 
braba por  suf>  herederas  á  Doña  Petrona  y  Doña  Patrocinio  Acosta,  y  en  su 
defecto  á  la  sucesión  de  estas ,  se  entendiera  que  lo  eran  Doña  María  Pe- 
trena  y  su  sucesión ,  y  la  sucesión  de  Doña  Patrocinio  por  haber  fallecido 
esta  última ,  haciéndose  dos  partes ,  la  una  para  la  citada  Doña  Petrona  y 
su  sucesión»  y  la  otra  para  la  sucesión  de  Doña  Patrocinio,  cuyas  herma- 
nas las  gozaran  á  su  voluntad  sin  trabas  ni  sujeción  alguna,  mediante  la 
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'Confianza  ooe  de  ellas  tenia  de  que  cumptirian  exactamente  cuanto  las  te* 
nía  comunicado: 

Resultado  que  en  i  I  de  octubre  de  1847  Doña  María  del  Rosario ,  Dona 
Ana  Qautísta  y  Doña  Catalina  Rívas  y  Aoosta,  h^as  de  Doña  Patrocinio 
Acosta,  Yi?i6ndo  aun  el  Presbítero  D.  Pedro  Ignacio  Acosta,  otorgaron  q9- 
critora,  porla  quOy  despnesde  manifestar  que  aquel  las  tenia  instituidas 
por  hereaeras  en  unión  de  otras  personas,  declararon  que  en  la  mas  bastante 
forma  y  del  modo  mas  eficaz  renunciaban  la  herencia,  y  á  cuantos  legados, 
derechos  y  acciones  pudieran  asistirles  á  virtud  del  citado  testamento, 
apartándose  de  cuantas  les  correspondiesen,  con  todas  las  cargas  y  respon- 
sabiliiiades  á  que  estuvieran  tenidos  á  virtud  de  ta  adición  de  la  referida 
herencia ;  y  en  ei  caso  de  que  esta  renuncia  no  fuese  aceptada  ,  no  por  eso 
desi^Urián  de  su  propósito ,  ni  quedaría  sin  efecto ,  antes  la  ratificaíban  de 
nueyo,*  obligándose  a  no  revocarla  total  ni  parcialmente  bajo  pretesto  al- 
-gURo: 

Resultando  que  por  escritura  de  3  de  diciembre  de  1856 ,  incoado  ya  el 
actual  pleito,  Üoña  Ana  Bautista  Rívas  y  Acosta,  por  sí  y  como  coheredera 

2ue  espresó  ser  con  sus  hermanas  Doña  Catalina  v  Doña  María  del  Rosario, 
e  su  roádre  Doña  Patrocinio  Acosta  de  Rivas,  y  heredera  universal  de  con- 
fianza de  la  Doña  Catalina .  y  vitalicia  nombrada  de  la  Doña  María  del  Ro- 
sario, otorgó  que  atendienao  á  que  ella  y  sus  hermanas  por  escritura  sebre 
el  año  de  1846  renunciaron  ¿  favor  de  su  tia  Doña  Petrona  Acosta  la  parte 
de  herencia  que  les  correspondía  de  su  tio  D.  Pedro  Ignacio  Acosta ,  cuya 
renuncia  había  sido  impugnada  para  legitimar  aquel  acto,  proceáiendpá 
«una  nueva  otorgacion ,  renunciaba  ¿  favor  de  su  tia  Doña  Petrona  Acosta 
■la  parte  qué  le  correspondía  de  la  espresada  herencia  de  D.  Pedro  Ignacit 
Acosta ,  promatiendo  tener  siempre  por  válida  la  renuncia ,  y  no  revocarla 
por  causa  ni  pretesto  alguno,  declarando  que  con  ella  secundaba  y  cumplía 
b  voluntad  gue  la  tenían  manifestada  sus  referidns  hermanas  antes  de  sus 
respectivos  fallecimientos;  cuya  renuncia  aprobó  y  ratificó,  en  cuanto  le 
interesaba,  el  Presbítero  D.  Antonio  Ruiz,  heredero  con  facultad  de  dispo- 
ner libremente  instituido  por  Doña  María  del  Rosario  Rivas  y  Acosta: 

Resultando  que  fallecido  en  el  año  de  1849  D.  Pedro  Ignacio  Acosta, 
6n  13  de  marzo  de  1856  D.  Esteban  Pons,  como  marido  de  Doña  Beatriz 
Pachen,  dedujo  demanda  contra  Doña  Petrona  Acosta;  y  fundado  en  el  pa- 
,  xentesco  de  su  consorte  con  el  Presbítero  Acosta,  en  la  renuncia  hecha  por 
la  sucesión  de  Doña  Patrocinio,  que  equivalía  al  fallecimiento  intestado  del 
Presbítero  en  esta  parte  de  herencia,  y  en  lo  dispuesto  en  la  ley  2.*,  tít. 
^.*,  Partida  6/,  pidió  se  condenase  á  la  Doña  Petrona,  tenedora  de  la  parte 
de  herencia  renunciada,  á  que  en  término  de  tercero  día  procediese  á  la 
división  y  partición  de  ta  mitad  de  dicha  parte  de  herencia  entre  los 
parientes  del  testador  ,  que  según  la  ley  tenian  derecho  i  8ucederle 
abinlesuto,  y  hacer  entrega  á  cada  uno  del  haber  que  te  correspondiese, 
«como  de  los  frutos  de  los  bienes  que  había  estado  percibienoo;  apercibida 
^ue  de  no  verificarlo  lo  baria  el  Tribunal,  pasándose  los  autos  al  Contador 
judicial: 

Resultando  que  Doña  Petrona  Acosta  impugnó  la  demanda  alegando  que 
la  ley  de  Partida  que  se  citaba  de  contrario  no  era  aplicable  al  caso,  pues- 
to que  se  referia  á  la  sustitución,  vulgar,  y  Doña  Beatriz  Pachón  no  había 
8ido  instituida  heredera,  sino  soló  legataria  de  ciertos  terrenos  en  unión  de 
otras  personas;  y  que  la  parte  de  herencia  renuncnda  había  acrecido  á  la 
Doña  Petrona  Acosta,  no  solo  por  el  derecho  de  acrecer  titulado  volutitario, 
consignado  en  la  ley  33|  t!t,  9»^  Partida  6.%  sino  porque  la  voluntad  del 
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testador  había  sHo  escluir  á  los  dem^s  parientes  abintestato  do  h  hereQ* 
ota  que  dejaba  á  sus  hermanas  Doña  Putroeinio  y  Dona  Petrona  al  llaiDar-* 
las  conjuDtaniente  y  sin  espresion  de  parte,  al  dividir  ia  herencia  en  áo^ 
partes  al  tratar  de  sus  hijos,  y  al.  prevenir  que  careciendo  de  sujecfon  le- 
gitima se  fuesen  sucediendo  de  unas  en  otras,  acreciendo  la  parte  de  aqui^l* 
que  muriese  sin  dejar  sucesión  legítima  á  los  demás  hasta  que  por  muerte- 
de)  último  la  helrencia  pasase  á  los  objetos  piadosos  que  designó: 

Resultnndo  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  dictada  aentenciar 
por  el  Alcalde  mayor,  fué  revocada  por  la  que  pronunció  la  referida  Sal» 
de  la  Audiencia  en  17  de  julio  de  1858,  absolviendo  á  Doña  Petrona  Acostar 
de  la  demanda  sin  especial  condenación  de  costas: 

Resultando  am  denegada  la  Fúplica  que  interpuso  D.  Esteban  Pons, 
fundado  en  el  párrafo  primero  del  art.  ^9,  y  párrafo  cuarto  del  art.  62  de 
la  Real  cédula  de  30  de  enero  de  i 855,  le  fué  admitido  el  recurso  de  casa- 
ción que  subsidiariamente  habia  interpuesto  con  arreglo  al  art.  494  de  di- 
cha Real  cédula,  y  en  cuyo  apoyo  alegó,  que  se  habla  violado  la  ley  11,  ti- 
tulo 3.*,  Part.  6.*,  porque  el  Presbítero  Acosta  en  la  cláusula  de  su  testa- 
mento no  designó  heredero  después  de  la  renuncia  hecha  por  la  su- 
cesión de  Dona  Patrocinio  durante  la  vida  de  aquel ,  y  la  citada  ley 
solo   trata  de  nombramiento  de  heredero  cierto ,  y  el  derecho  de  su* 
ceder  no  se  presume  ni  se  infiere,  sino  que  es  indispensable  conste  por 
su  nombre  ó  de  una  manera  cierta,  hágase  la  institución  por  el  testador  6 
ppr  él  mandatario,  nada  de  lo  que  existía  en  el  presente  caso:  que  tambieo 
sé  habia  infringido  la  ley  1.',  tit.  18,  lib.  10  de  la  Novísima  Recopilación^ 
según  la  que  debe  ser  respetada  la  voluntad  del  testador,  porque  obser- 
vando la  disposición  testamentaria  del  Presbítero  Acosta  se  ^veia  que  prefi- 
rió que  la  parte  de  herencia  en  que  faltara  sucesión  le^íuma,  antes  qtie- 
pasar  á  la  otra  herencia,  fuera  á  lugares  piadosos,  á  quienes  después  es- 
cluyó  por  la  cláusula  codicilar;  y  que  hnbia  una  doble  violación  de  dicha- 
ley,  pues  que.  en  caso  de  duda  la  equidad  aconsejaba  que  se  estuviere  por 
lo  que  ella  determina  y  la  caridad,  atendiendo  al  ministerio  del  Presbítero 
Acosta,  y  el  deber  (]ue  tenia  de  socorrer  á  sus  parientes  pobres:  que  exis- 
tía asimismo  violación  de  la  ley  33,  tít.  9.®,  Partida  6.%  porque  nabiendo 
señalamiento  de  parto  no  tiene  lugar  el  derecho  de  acrecer  en  las  gMindas 
y  menos  en  las  herencias:  que  desoansando  la  sentencia  en  el  dato  de  la 
escritura  otorgada  en  3  de  diciembre  de  1856  por  Doña  Ana  Bautista  Ruis 
de  Acosta,  por  sí  y  á  nombre  de  sus  otras  hermanas,  ratificando  la  anterior 
renuncia  y  declarando  que  se  hizo  y  debía  entenderse  en  favor  de  la  Doña 
Petrona  Acosta  se  hablan  violado  las  leyes  18  y  19,  tít  6.^  Partida  6.% 
que  al  prohibir  al  heredero  abintestato,  que  renunció  la  herencia,  haberla^ 
después,  hacían  ineficaz  la  precitada  escritura: 

Vistos  en  esta  Sala  de  Indias: 

Considerando  que  la  ejecutoria  dictada  en  estos  autos,  contra  la  cual  se 
ba  interpuesto  el  presente  recurso  de  casación  en  la  fdrma  y  en  él  fondo, 
absolviendo  á  Doña  Petrona  Acosta  de  la  demanda  propuesta  por  D.  Bsté- 
han  Pons,  como  marido  de  Doña  Beatriz  Pachón,  bt  venido  á  declarar  que- 
el  Presbítero  D.  Pedro  Ignacio  Acosta  no  murió  parte  testado  y  parte  intes- 
tado, única  cuestión  debatida  en  este  litigio: 

Considerando  que  no  puede  sostenerse  con  razón  que  en  este  fallo  haya 
contrariedad,  porque  no  contiene  otras  disposiciones  que  le  sean  contrarias, 
cemo  era  précl^o  que  sucediera,  para  la  procedencia  del  recurso  de  súplica^, 
según  el  art.  59  de  la  Real  cédula  de  30  de  enerado  4855: 

Considerando  que  tampoco  puede  fundamentarse  dicho  recurso  de  b6* 
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pfica  eo  el  motivo  del  párrafo  cuarto  det  art.'  62  de  la  tiñstáz  cédula,  á  sa* 
ber:  en  la  sorpresa  ó  maquinación  fraudulenta  dé  parte  de  Dona  Petrona 
Aeosla  para  ganar  el  pleito,  porque  los  razonamientos  y  medios  de  defensa 
de  que  se  ha  valido  en  ks  iostancias  de  este  juicio  fueron  siempre  los  mis- 
mos, sin  liaber  producido  en  la  segunda  documento  alguno  de  donde  pu- 
diera inferirse  siquiera  tal  fundamento: 

Considerando,  en  cnanto  al  recurso  en  el  fondo,  que  según  las  prescrip- 
dones  de  la  ley  14,  Ik.  6.%  Partida  Q.\  no  pueden  entrar  en  la  herencia 
ni  renondaria  los  herederos  nombrados  para  oblenerla  sino  después  de  es-» 
tar  cíertoe  de  la  muerte  del  testador  que  les  nombró  sus  herederos: 

Coneíderando,  por  tanto,  que  si  bien  la  sucesión  de  Doña  Patrocinio  no 
pado  válidamente  renunciar  la  herencia  de  su  tío  D.  Pedro  Ignacio  Acosta 
por  la  escritura  de  11  de  octubre  de  1847.  por  vivir  este  en  la  fecha  de  su 
Olorgamieoto.  podo  si  indudablemente  hacer  la  misma  cesión  ó  renuncia. 
por  ia  de  3  de  diciembre  de  i836,  después  de  estar  segura  de  su  muerte, , 
■eteeida  en  15  de  julio  de  1849,  á  favor  de  $:u  tia  Doña  Petroná  ó  de  cual- 
quiera otra  persona,  porque  la  cesión  es  un  acto  voluntario  del  heredero, 
qo»  puede  ejercer  libremente  dentro  de  lo^  preceptos  de  dicha  ley  14,  que 
•s  la  aplicable  á  la  cuestión  Gjada  en  este  pleito: 

Considerando  que  no  habiendo  quedado  vacante  la  herencia  en  la  mitad 
tá  que  fué  instiíuida  la  sucesión  de  Doña  Patrocinio,  no  pudo  llegar  el  caso 
M  derecho  de  acrecer: 

Y  considerando  que  por  tal  razón  las  leyes  que  se  invocan  como  infrin- 
gidas para  apoyar  el  recorso  no  son  aplicables  al  caso  de  autos,  que  resuel- 
fe  la  eOcacia  y  mérito  de  la  escritura  de  3  de  diciembre  de  1856  y  la  ley 
«nunciada; 

Fallamos  que  debemos  declarar  v  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
áe  casación  interpuesto  por  D.  Estéoan  Pons,  como  marido  de  Doña  Beatriz 
PacboD,  á  qoien  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  por 
foe  prestó  caodon  nara  su  interposición;  cuya  cantidad,  caso  de  hacerse 
efectiva  pw  mejorar  ae  fortuna  el  recurrente,  se  distribulni  con  arreglo  á 
derecho. 

Asi  por  la  presente  sentencia,  que  se  insertará  en  la  Gacfita  del  Go- 
biarao,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— José  Gamarra  y  Cambro- 
iiero.-rlfanael  Garcia  ae  la  Gotera.— Miguel  de  Nájera  Meneos.— Vicente 
Vaior^— José  Portilla.  ^Manuel  Ortiz  de  Zúñiga.— Joaquín  Melchor  y  Pi- 
jiazo. 

Pbblicadon.-^Letda  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Es- 
«elentlsiaoéllustrisimóSr.  D.  José  Gamarra  y  Cambronero,;  Mmistro  del 
Snpremo  Tribunal  de  Justicia  y  Presidente  de  su  Sala  de  Indias,  de  que  yo 
€l  iSscribano  habilitado  certifico. 

Madrid  24  de  enero  de  1862.— Rogelio  Montes.— (Goceto  de  30  de 
de  1862.) 


la. 


ReMarso  de  easaeioa  (25  de  enero  de  1862.).— Nulidad 
BBCiiA  VKiiTA.— Se  dccIara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 

C«mo  no  haber  logar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  José 
onteagudo  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  tercera 
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de  la  Aadieiicta  de  la  Corana,  ea  pleito  con  Maauel  llonieagudo 
y  otro,  y  se  resuelve: 

Que  á  la  Sala-Benteneiadara  earre^ponde  el  caüfiear  el  valor  de 
la  prueba  testifical^  en  modela  facultad  que  le  concede  el  art.  317 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  cívU  y  dentro  del  límite  en  él  señalado. 

En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid^  á  25  de  eoerp  de  1862»  eo  los  aotos  qoe 
por  recurso  de  casación  peoden  ante  Nos,  seguidos  en  ei  Juzgado  de  pri- 
meFa  iastaucia  de  Caldas  de  Revés  y  eo  la  Sala  tercera  déla  Real  Andien* 
cía  de  la  Goruua  por  Manuel  Monteagudo  y  Alberto  Riopa,  eñ  representa - 
cioQ  de  sus  hijas  Josefa  y  GármeOy  coa  José  Monteagudo  sobre  nolldad  de 
una  venta: 

Resultando  que  Manuela  CñUú,  viuda  de  Manuel  Monteagudo,  eslavo 
^  en  eomoañia  mtato  con  su  hijo  y  nuera  José  Monteagudo  y  Ana  María  Ca- 
sal desde  que  estos  contrajeron  matrimonio;  y  que  habiéndoseles  seguido 
perjuicios  se  separaron  de  ella  con  el  fin  de  evitar  otros,  y  medíante  á  qae 
acababa  de  hacerse  la  partición  de  los  bienes  de  Manuel  Monteagudo,  e^** 
tendiendo  un  documento  privado  que  firmaron  ei  José  y  tres  testigos  en  24 
de  marzo  de  1845,  facultándose  mutuamente  para  que  desde  agüella  fecha 
cada  uno  pudiera  vender,  cambiar  y  enajenar  lo  suvo  como  mejor  leparen 
ciere,  sin  que  después  del  abono  de  5  rs.  que  la  madre  debia  hacer  á  su  hgo 
tuvieran  mas  que  pedir  ios  unos  de  los  otros  por  efecto  de  esta  separa- 
ción: 

Resultando  que'Manueia  Calvo,  por  escritura  pública  de  19  de  junto 
de  1846,  de  que  se  tomó  razón  en  la  Contaduría  de  Hipotecas,  vendió  cua- 
tro heredades  de  su  pertenencia,  libres  de  toda  pensión,  á  su  hijo  José  Mon- 
teagudo, ausente  á  la  sazón  del  lugar  del  contrato,  pero  representado  pot 
su  mujer  Ana  María  Casal ,  por  precio  de  3,356  rs.  que  antes  de  aquella  fe- 
cha y  en  diferentes  partidas  la  bahía  entregado,  recibiendo  en  el  acto  para  ei 
completo  de  dicha  suma  640  rs.  de  la  Ana  María  Casal,  á  nombre  de  su 
mando: 

Resultando  que  Manuela  Calvo  otorgó  testamento  en  30  de  enero  de 
i83S  haciendo  varios  legados,  uno  de  ellos  á<suhijo  José^  con  quien  teoit 
sociedad  doméstica^  é  instituyó  herederos  al  mismo  y  á  su  hermano  Manuel, 
y  á  sus  nietas  Josefa  y  Carmen,  en  representación  de  su  otra  hya  y  madre 
de  estas  Justa  Monteagudo: 

Resultando  que  después  del  fallecimiento  de  la  anterior  testadorSt  su 
hijo  Manuel  y  el  padre  de  dichas  menores  Alberto  Riopa  presentaron  de- 
manda en  14  de  mayo  de  1859  pidiendo  se  declarase  simulada  y  fraudulenta 
la  venta  hecha  por  Manuela  Calvo  á  su  hijo  José  en  19  de  junio  de  1840,  y 
en  su  consecuencia  se  anulara  ó  en  otro  caso  rescindiera,  mandando  se  tu- 
vieran las  fincas  como  pertenecientes  al  capital  y  herencia  de  la  supuesla 
vendedora,  con  los  frutos  percibidos  desde  su  muerte;  y  alegaron  quecuan* 
do  se  verificó  el  contrato  estaba  Manuela  Calvo  en  compañía  ó  sociedad 


doméstica  con  su  hijo  José,  y  no  constaba  la  entrega  del  precio  en  su  ma- 
vor  parte:  que  por  derecho  no  tienen  valor  las  ventas  hechas  por  padres  á 
hijos,  y  se  consideran  fraudulenta^  cuando  no  hay  entrega  del  precio  á  la 


vista  de  los  testiffos  y  Escribano;  y  ^ue  según  la  ley  y  la  jurisprudencia  ad- 
mitida, se  considera  formada  la  sociedad  tácita  gatíega  entre  padres  é  hi- 
jos casados  que  viven  en  compañía,  y  se  comunican  entre  sí  las  aanancias 
y  adquisiciones  que  por  cualquiera  de  eiios  se  hacen  dorante  di(»a  com- 
pañía: 
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Resultando  qae  José  Montesgudo  solicitii  se  le  absolTiera  libremente  da 
la  demanda,  espooiendo  que  no  habla  existido  la  sociedad  que  se  invocaba 
comiD  fundamento  de  la  misma,  y  que  aun  habiendo  existido  seria  itaproce* 
danta  la  reclamación  por  no  tiaber  ley  alguna  que  declare  simulaaas  las 
irentas  de  padres  á  hijos  que  pueden  obligarse  y  contratar  por  no  hfillai;se 
bajo  la  patria  potestad;  por  consiguiente,  estando  otorgada  la  que  le  hizo  su 
madre  con  todos  los  requisitos  ^gaíes,  y  registrada  en  el  oficio  de  hipote- 
cas, era  válida  y  firme,  y  no  podían  comprenderse  en  el  inventario  las  fin- 
cas que  fueron  objeto  de  ella: 

Resultando  (juo  después  de  practicadas  las  pruebas  de  testigos  que  una 
j  otra  parte  articularon,  y  de  reconocer  sus  firmas  los  que  lo  fueron  del 
Mpel  privado  de  21  de  marzo  de  1845,  aseverando  además  su  contenido, 
akió  sentencia  el  Juez  en  26  de  noyiembre  de  1859,  que  revocó  la  Sala 
lareara  da  la  Aadieincia  de  h  Coruña  en  23  de  marzo  de  1860,  rescindien- 
do la  ascrítnrade  venta  de  19  de  junio  de  1816,  otorgada  por  Manuela  Cal- 
vo en  perjuicio  de  los  demás  hijos  Manuel  y  Justa  Monteagudo,  declarándola 
de  ningún  valor  ni  efecto  legal,  y  sujetas  por  tanto  á  la  partición  de  la  fin- 
cabilidad de  la  misma  las  partidas  de  bienes  que  suenan  enajenados  en  la  in- 
dicada  escritura,  con  los  frutos  desde  su  fallecimiento: 

Y  resultando  que  contra  la  anterior  sentencia  interpuso  José  Monteagn» 
do  racarao  da  casación  por  ser  contraria  en  sacopieepto  á  las  disposiciones 
*da  las  leyes  2.*,  Utulo  5.%  Partida  5.%  1.%  Ut.  I."",  libro  10  de  la  Novlsi- 
iBa  Racf^ilacion,  y  á  la  doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia  de  que, 
rigiéndose  un- acto  cualquiera  por  lo  establecido  en  contrato  otorgado  por 
personas  hábiles,  no  puede  presuponerse  su  ineficacia  ni  prescindirse  de  su 
rigorosa  observancia  en  tanto  no  se  decida  así  por  una  ejecutoria  en  térmi- 
nos legales,  toda  vez  qtie  en  el  caso  presente  se  ha  prescindido  del  convenio 
da  24  de  marzo  de  1845,  suponiendo  que  la  madre  y  el  hijo  vivian  en  so- 
ciedad, aplicando  á  este  concepto  el  testamento  que  aquella  otorgó  en  1858, 
00  ofaatanta  que  sin  establecar  nada  sobre  lo  pasado  aa  concreto  á  la  aauar 
lidad: 

Vistos,  siendo  Ponente  al  Ministro  D.  Ventura  de  Golea  y  Pando: 

Considerando  que  la  cuestión  debatida  en  este  pleito  versa  sobre  si  la 
antrega  de  los  3,356  rs.  consignada  eala  escritura 'de  venta  de  1846  fué  ó 
DO  una  simulación  hecha  por  Manuela  Calvo  en  perjuicio  de  sus  hijos  Ma- 
nuel y  Justa  Monteagudo: 

Considerando  que  para  justificar  asa  hecho  no  han  practicado  las  partes 
mas  prueba  que  la  de  testigos,  la  cual  en  uso  de  la  focuitad  que  la  conceda 
el  art.  317  de  la  ley  de  Enjuidamiento,  y  dentro  def  limite  en  él  señalado, 
«preció  la  Sala  sentenciadora,  sin  que  contra  esta  apreciación  se  haya  cita- 
do como  infringida  ley  ni  disposición  alguna: 

Considerando,  por  consiguiente,  que  las  leyes  y  doctrinas  citadas  en  el 
recurso  son  aplicables  al  punto  controvertido; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  deducido 
por  José  Monteagudo,  á  quien  condenamos  en  las  costas;  y  devuélvanse  los 
antos  á  la  Audiencia  da  la  Coruña  con  la  certificación  correspondiente. 

Asi  por  asta  nuestra  sentencia,  qua  se  publicará  en  la  Oaotta  é  ínaer- 
tara  en  la  ColectUm  legislativa,  librándose  al  efecto  las  copias  neoatariaf , 
K)  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— Ramón  López  Vázquez.— ^- 
basüan  González  Nandin.— Antero  de  Echarri.— Gabriel  Geruelo  de  Velas- 
eo.— Pedro  Gómez  de  Hermosa.— Laureano  Rojo  da  Norzagaray.— Ventara 
da  Colsa  y  Pando. 

PQbUcao¡on.-*Laida  y  publicada  fué  I»  aantenoia  aolarior  par  al  Uaa« 
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trisimo  Sr.  D.  Ventura  de  Colsa  y  Pando,  Ministro  de  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  de  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  la 
misma,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  habilitado. 

Madrid  25  de  enero  de  1862.— Luis  GalatraTe&o.—<  Gaceta  de  30  de 
enero  de  i862.) 


Recarsó  de  Msaei^ii  (25  de  enero  de  i8ñÍ.).^?kG0  de 

MNSIONBS  ATRASADAS  DE  ÜN  TREUDC— CoMlSÓ  DK  LA  TIICCA.— Se  de- 
clara por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  haber  lugar  á  los 
recursos  de  casación  interpuestos  por  la  testamentaría  del  Condd 
deAtarés  y  el  Ayuntamiento  de  Javíerre^ay,  contra  la  sentencia 
pronunciada  por  la  Sala  primera  do  la  Auaiencia  de  Zaragoza,  en 
el  pleito  que  nan  sostenido  entre  si  y  con  el  Ministerio  fiscaU  y  se 
resnelve: 

i.^    Que  si  Hen  par  el  decreto  de  las  Caries  de  6  de  agosto  de 
i8ii  y  por  las  leyes  de  Zde  mayo  de  1823  j^  26  de  agosto  de  i837* 
quedaron  abolidos  los  señoríos  jurisdiccionales  y  las  prestaciones 
asi  reales  como  personales  que  trajeren  su  origen  de  elloi,  se  es- 
ceptuaron  sin  embargo  aquellos  que  procedieren  de  contrato  libre: 

i.""  Que  según  eiarL  S.""  de  la  Uy  de  26  de  agosto  de  1857,  los 
poseedores  de  las  prestaciones  procedentes  de  contrato  libre  nó  e»- 
tan  obligados  d  presentar  los  títulos  de  adquisición  para  no  serper^ 
turbados  en  su  posesiony  ni  en  la  de  los  predios,  censos  y  derechos 
que  les  hubiesen  pertenecido  como  propiedad  particular ,  aun  euan^ 
do  estuviesen  situados  en  pueblos  en  (¡onde  ejercieron  el  señorío  ju^ 
risdiccional: 

S.""  Que  si  bieti  en  caso  de  duda  ó  de  contradicción  debe  justi- 
ficarse la  cualidad  de  posesión  por  otras  jnrudas  legales^  este  deber 
es  e^ecial  y  distinto  del  de  la  presentación  de  los  títulos  de  adqui- 
sición de  los  señoríos; 

YA.''  que  por  ta  misma  ley  de  1837  se  respetaron  los  enfUéusis 
constituidos  por  los  poseedores  sobre  terrenos  que  fuesen  de  señorlOt 
üunque  éste  fuese,de  los  revertiblesó  incorporables;  u  se  dispuso  que 
el  dominio  útil  habría  de  permanecer  en  los  que  le  adquirieron, 
tonsiderándose  como  de  propiedad  particular^  quedando  por  tardo 
los  predios  en  que  dicho  dominio  estuviere  constituido ,  fUera  del 
alcance  del  secuestro  establecido  para  el  caso  en  aue  los  titulados 
señores  f  debiendo  presentar  sus  títulos,  no  lo  huoiesen  cumplida 
en  elpla%o  prefijado. 

En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  24  de  enero  de  1862 ,  en  los  autos  qu» 
penden  ante  Nos  por  recurso  de  casación  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera 
Instancia  de  Jaca  y  en  la  Real  Audiencia  de  Zaragoza  por  O.  Vicente  San-» 
cbez,  como  apoderado  de  la  testamentaría  del  últuno  Conde  de  Atares,  con 
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€l  Ayñnlamiento  de  Javierregay  y^  el  Ministerio  Osea!  sobre  pago  de  pensio« 
nes  atrasadas  de  un  tréu4¡o  y  comiso  de  las  ñocas. ' 

Resultando  que  en  i8  de  octubre  de  1769  otorgaron  una  escritora  pú- 
blica el  Alcalde,  Regidores  y  Sindico  del  lugar  de  Ja?¡erregay ,  por  lo  cual» 
y  en  vista  del  cabreo  6  centena  que  les  presentó  el  apoderado  del  Conde  de 
Atarás,  escrito  en  papel  común,  en  13  de  setiembre  de  1752,  donde  se  ha* 
liaban  anotados  todos  los  campos  y  tierras  de  los  lugares  del  Condado  d» 
AtaréetUno  de  ellos  aquel  de  Javierregay,  que  llevaban  en  arriendo  su 
Ayuntamiento  y  vecinos^  por  suerte  entre  ellos,  esceptuadas  lasque  este* 
reservaba  hacia  mochos  anos  ¿  titulo  de  Campos  del  Concejo,  para  cullívar* 
laá  á  beneficio  del  mismo,  pagando  por  su  arrendamiento  y  por  el  de- las 
demás  qoe  pertenecian  al  señor  temporal,  y  sorteaban  los  vecinos  de  seis  . 
en  seis  anos,  ocho  cahíces  de  trigo;  dijeron  que  eran  los  mismos  campos 

Í tierras  que  en  el  espresado  año  de  1752  se  anotaron  con  asistencia  del 
yuntamiento  en  dicno  catastro  ó  centena,  y  -pertenecían,  y  eran  propios 
del  Conde  de  Atares,  habiendo  ido  siempre  unidos  al  palacio,  y  que  existían 
otros  dados  por  el  señor  á  los  vecinos,  de  que  no  podian  dar  razón  por 
liaber  desaparecido  el  cabreo  ó  centena  qoe  tenia  el  Ayuntamiento  de  los 
casales  y  tierras  pertenecientes  á  ellos  y  dicho  palacio: 

Resultando  qoe  el  Qonde  de  Atarás,  por  escritura  pública  que  otorgó^ 
en  i5  de  octubre  de  1783  á  petición  del  Ayuntamiento  de  Javierregay  con 
objeto  de  evitar  la  revalidación  de  escrituras  y  otros  perjQícios ,  concedió  é 
treódo  y  censo  perpetuo  enfiténtico  sin  luismo  al  común  y  vecinos,  sus  va* 
salios  de  dicho  lugar,  tas  fincas  espresadas  en  la  escritura  '  anterior  que 
lenian  arrendadas,  y  además  el  monte  y  fincas  que  llevaba  en  arrendamien- 
lo  el  Ayuntamiento;  con  facultad  de  roturar  tierras  en  ál  bajo  el  canon  que 
fijó,  y  con  la  condición  de  que  falUndo  al  pago  de  este  ó  de  cualquiera  de 
los  otros  pactos  el  Conde  o  sus  sucesores  podrían  comisar  desde  luego  las 
tierras,  yerbas  y  derechos  dados  á  tréodo  por  esta  escritura ,  todo  lo  cual 
aceptó  el  apoderado  especial  que  para  su  otorgamiento  nombró  el  Ayunta^ 
miento,  y  oe  la  cual  se  tomó  razón  en  la  Contaduría  de  Hipotecas: 

Resnitando  que  el  Conde  de  Atarás  por  medio  de  apoderado,  y  el  Ayun- 
tamiento  y  12  vecinos  pudientes  de  Javierregay  con  el  consentimiento  de  los 
ñemás,  otiurffaron  una  escritura  en  i5  de  setiembre  de  1850,  pqr  la  que  ha- 
biendo accedido  el  primero  á  transigir  las  cuestiones  que  tenían  sobre  el 
pa^  de  cánones  y  demás  prestaciones ,  y  deseosos  de  establecer  las  bases 
principales  para  llevarlo  á  efecto,  lo  cual  no  habia  podido  verificarse  por  la 
dificultad  de  fijar  de  una  manera  clara  el  canon  que  cada  individuo  en  par- 
ticular y  todos  en  común  debian  satisfacer,  acordaron  las  cantidades  de  tri- 
go y  dinero  qoe  por  todos  los  tráiidos  de  particulares  y  por  las  yerbas  de 
monte  habia  de  percibir  el  Conde;  y  que  este,  como  señor  solariego  que 
balHa  sido  y  se  le  reconoclif  ser,  tendría  obligación  de  ventilar  á  sus  espen* 
sas  las  coestiooes  con  los  pueblos  circunvecinos  sobre  pastos  ó  propiedades 
pertenecientes  ai  tárminodel  pueblo,  y  cuyo  goce  hubiese  tenido  de  in- 
memorial; debiendo  otorgarse  najo  estas  bases  las  escrituras  en  los  meses 
de  mayo  y  junio  de  1851,  ó  antes  si  pudiera  personarse  el  apoderado  del 
Conde:  '   « 

Resultando  que  la  Condesa  viuda  de«Atarás,  y  los  hijos  v  herederos  deV 
último  Conde  del  mismo  titulo,  presentaron  demanda  en  21  de  julio  d» 
1857  pidiendo  se  condenase  al  Avntamíento  de  Javierregay»  en  representa- 
ción del  Tedndario,  al  pa^o  de  10fi,0l7rs.  90  cánis.  por  18  pensiones  ven- 
cidas desde  1837  y  no  satisf^has  del  tráudo  convenido  en  la  escritura  de  15 
de  octubre  de  1783,  declarando  al  mismo  tiempo  el  oomiso  de  todas  las 

{ 
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fincas  y  derechos  atreudados,  y  la  incorporación  del  dominio  útil  al  directo 
por  la  Taita  de  pago  de  aquellas,  con  arreglo  á  lo  pactado  en  la  condición 
Qoyena  de  la  misma  escritura,  alegando  que  el  Ayuntamiento  no  podia  in« 
Tocar  en  contrario  ni  el  tiempo  trascurrido  desde  1837,  ni  los  decretos  da 
las  Cortes,  puesto  que  el  trascurso  de  aquel  no  alcanzaba  á  formar  nna 
prescripción,  ni  por  los  segundos  se  suprimió  el  derecho  del  Conde  por  no 
f>roceder  de  señorío  jurisdiccional,  sino  de  pura  y  verdadera  propiedad  par* 
tícular,  no  solo  respecto  á  las  tierras  comprendidas  en  la  espritura  de  ca* 
breo  de  i 8  de  octubre  de  1769,  sino  también  á  las  del  monte  y  fincas  que 
tomó  el  Ayuntamiento  en  tréudo  por  la  de  15  de  octubre  de  1783,  des- 
pués de  llevar  unas  y  otras  en  arrendamiento  por  muchos  años;  y  que 
bastaba  tener  presente  el  art.  3.*  de  la  ley  de  26  de  agosto  de  1837,  y  que 
«I  censo  era  enfitéutico  para  convencerse  de  que  tale^  tributos  no  fueron 
suprimidos  por  las  leyes  de  señoríos: 

Resultando  que  el  Ayuntamiento  contradijo  la  demanda,  fundado  en 
^ue  el  Conde  de  Atares  no  cumplió  en  el  término  señalado  en  el  art.  5.^  de 
la  citada  ley,  ni  aun  después,  con  la  presentación  del  título  de  señorío  ju- 
risdiccional que  ejercieron  sus  antecesores  en  el  pueblo,  y  de  las  fincas  t 
derechos  acensuados,  y  de  consiguiente  no  tenían  sus  sucesores  derecho  a 
reclamación  alguna:  que  las  escrituras  presentadas  por  estos  en  equivalen* 
cía  de  aquel  Ululo  carecían  de  valor,  toda  vez  que*  el  vecindarip  no  inter- 
vino en  su  otorgamiento,  y  la  representación  del  Ayuntamiento  no  alcan- 
zaba á  imponer  a  los  vecinos  ni  a  los  poseedores  de  las  tierras  llamadas  de 
Palacio,  que  se  decían  del  Conde,  condiciones  tributarias ,  sin  admitirlas 
ellos  por  si  ó  por  medio  de  apoderado,  y  carecían  también  de  la  aprobación 
del  Real  acuerdo  de  la  Audiencia,  que  era  entonces  la  Autoridad  .adminis* 
trativa  superior:  que  tampoco  procedería  en  otro  caso  la  declaración  del 
comiso,  mediante  á  que  no  se  habían  dejado  de  cumplir  voluntariamente 
las  condiciones  sino  envirtud  de  disposiciones  legales;  por  61tfmo,  que  aun 
en  el  caso  de  que  pudiera  tener  lugar  la  demanda,  sena  siempre  escesiva 
tespecto  del  precio  á  que  se  regulaba  la  fanega  de  trigo,  que  era  el  mas 
alto,  cuando  ia  costumbre  en  casos  idénticos  regulaba  el  valor  de  los  frutos 
al  precio  medio: 

Resultando  (|ue  recibido  el  oleito  á  prueba  y  hechas  las  que  las  partes 
articuraron,' pidió  el  Promotor  nscal,  en  vista  de  ellas,  para  cuyo  estado  se 
reservó  hacerlo,  que  con  arreglo  al  art.  5.^  de  la  ley  de  26  de  agosto  de 
1837  debía  procederse  al  secue:»Lro  de  los  predios,  derechos  y  prestaciones 
<]ue  el  Condado  de  Atares  poseyese  en  el  pueblo  deiavíerregay,  á  fin  de 
^ue  el  Ministerio  fiscal  pudiese  proponer  la  demanda  correspondiente  de  in- 
torporacion: 

Resultando  que  dictada  sentencia  |5orel  Juez  de  primera  instancia  en 
10  de  junio  de  1858,1a  revocó  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Zaragoza 
por  la  que  pronunció  en  28  de  enero  de  1860,  absolviendo  al  Ayuntamien- 
to de  Javierre^ay  de  la  demanda  de  la  testamentaria  del  Conde  de  Atares, 
en  cuanto  pedia  se  le  condenase  á  entregar  la  cantidad  que  estaba  debien- 
do á  dicho  Conde  por  las  pensiones  vencidas  del  censo  de  que  se  trataba,  y 
mandando  se  procediese  al  secuestro  de  los  bienes,  rentas  y  derechos  oue 
coQstiUiyeron  el  siaorio  territorial  .del  Conde  de  Ataros  en  el  pueblo  de  Ja- 
Tierregay,  inclusas  las  pensiones  espresadas;  salvando  el  dercho  á  las  partes 
para  que  lo  usen  como  vieren  convenhrles  en  el  juicio  correspondiente: 

Resultando,  por  último,  que  contra  esta  settencia  interpusieron  ambos 
liti^tes  recurso  de  casación,  fundando  el  suyo  el  demandante  en  que  por 
lo  cuspueeto  en  las  leyes  4e  eenorto  interpreUtoas  y  esplicadas  por  este  Trl« 
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Imnal  Sopremo  en  negocios  de  naturaleza  idéntfca  al  presente,  toda  presta* 
don,  aun  de  las  existentes  en  pueblos  en  que  tos  antfgnoa  senore*)  hubieran 
ejercido  el  señorío  jurisdiccional,  no  siendo  de  las  conocidamente  abolidas 
por  dichas  leyes,  aue  proveogan  de  contrato  libre,  ó  cuyo  origen  legítimo  é 
inmediato  se  acredite,  debe  coniinuar;  y  que  habiendo  acreditado  el  recur- 
rente el  origen  inmediato  y  legitimo  de  las  prestaciones  censuarías  que  re- 
clama y  que  traen  su  orí|;en  de  un  contrato  Kbre.  y  que  antes  de  efectuarlo 
hasta  tal  punto  pertenecían  á  los  Condes  de  Atares  las  fincas  que  dieron  en 
enfitéusis,  que  las  tenían  encatastradas  á  su  nombre  como  propias  de  ellos, 
7  el  pueblo  t  el  Ayuntamiento  lo  reconocieron  así  en  todas  las  ocasiones, 
tomándolas  de  los  mismos  en  arriendos  temporales^  es  visto  que  la  senten- 
cia referida  es  contraria  i  lo  dispuesto  en  el  art.  6."  del  decreto  de  las  Cor- 
tes de  6  de  agosto  de  1811;  al  8.*  de  la  ley  de  3  de  mayo  de  i823;  al  3.^  de 
la  de  26  de  agosto  de  1837,  y  á  las  doctrinas  admitidas  por  la  jurispruden- 
cia de  los  Tribunales,  consignadas  en  las  sentencias  de  este  Supremo  de  30 
de  setiembre  y  2  de  octubre  de  1850, 3  de  febrero  de  1851  y  25  de  junio  de 
i8S6.  Y  el  Ayuntamiento  funda  su  recurso  en  conceptuar  el  fallo  contrarío 
alas  leyes 2/  y  5/,  título  22,  Partida  3.\  y  á  la  doctrína  admitida  por  la 
jurisprudencia  ade  que  no  cabe  dejar  en  suspenso  los  derechos  ventilados  en 
on  pleito  cuya  nulidad  no  se  declare  espresamente;»  al  art.  333  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil;  á  los  2.®,  6.^  y  7.®  de  la  de  3  de  mayo  de  1823;  a  los 
3.*  y  5.®  de  la  de  26  de  agosto  de  1*837,  en  cuanto  por  dicho  fallo  se  reser- 
va el  derecho  á  la  testamentaría  y  al  pueblo  de  Javíerregay  para  que  lo  usen 
como  vieren  convenirles  en  el  juicio  correspondiente;  se  acuerda  el  secues- 
tro de  las  pensiones,  y  se  proclama  en  tos  considerandos,  como  doctrina  le* 
S,  la  misma  oue  impugna  y  combate  por  contraria  á  las  disposiciones  de 
;  lejes  de  señoríos  citadas: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Pedro  Gómez*  de  Hermosa: 

Considerando,  en  cuanto  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  la  tes  - 
tamentaría  del  último  Conde  de  Atares,  que  si  bien  por  el  decreto  de  las 
Corteada  6  de  agosto  de  1811,  y  por  las  leyes  de  3  de  mayo  de  1823  y  26 
de  agosto  de  1837,  quedaron  abolidos  los  señoríos  jurisdiccionales  y  las 
prestaciones  así  reales  como  personales  que  trajesen  de  ellos  su  orígen,  se 
eaceptuaron  sin  embargo  aquellas  que  procediesen  de  contrato  libre: 

Considerando,  que  seguu  el  art.  3'.^  de  la  ley  de  %6  de  agosto  de  1837, 
los  poseedores  de  estas  prestaciones  no  están  obligados  á  presentar  los  títu- 
los de  adquisición  para  no  ser  perturbados  en  su  posesión,  ni  en  la  de  los 
prédica,  censos  y  derechos  que  íes  hubiesen  pertenecido  como  propiedad 
particular^  aun  cuando  estuvieren  situadas  en  pueblos  en  donde  ejercieron 
el  señorío  jurisdiccional;  y  que  ai  bien  en  caso  ae  duda  é  contradicción  de- 
ben jostíGcar  aquella  cualidad  por  otras  pruebas  .legales,  este  deber  es  es- 
pecial y  distmio  del  de  la  presentación  de  los  títulos  de  adquisición  de  ios 
señoríos: 

Considerando  que  la  demamla  de  los  herederos  del  último  Conde  de 
Atar¿  se  dirige  al  pago  de  pensiones  procedentes  del  contrato  de  enQléusui 
celebrado  por  conveniencia  y  voluntan  libre  del  Ayuntamiento  y  vecinos  de 
lavierregay,  según  se  justifica  por  la  escritura  pública  de  1783,  registrada 
60  el  respectivo  oficio  de  hipotecas,  la  cual  sirve  de  fundamento  y  es  hoy  la 
causa  y  título  inmediato  de  deber: 

Considerando  que  este  contrato  y  las  pensiones  en  él  concertadas  no  en- 
vuelven la  trasformacíon  de  una  prestación  impuesta  en  su  orígen ,  y  ya 
abolida,  sino  que  su  independencia  del  señorío  jurisdiccional  se  halla  justí- 
IScada  como  renta  convenida  en  el  cabreo^  catastro  de  1752  en  la  escritura 
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pábtica  dt  1769,  y  mi  el  beoho  relacionado  en  la  de  4783  de  que  los  terre* 
nos  dados  en  eooteusis  los  venían  aprovechando  de  ¡nmemorialel  Concejo  J 
vecinos  en  virtud  de  arriendos  qoe  se  renovaban  cada  seis  anos: 

Considerando,  que  cada  uno  de  estos  contrates  envuelve  un  acto  demos- 
trativo de  la  conveniencia  recíproca  y  de  la  libre  voluntad  de  las  partes  con* 
tratantes: 

Considerando  en  cuanto  al  recurso  del  Ayuntamiento  de  Javierregay, 
que  por  la  misma  ley  de  1837  se  respeun  los  enfitóusis  construidos  por  los 
poseedores  sobre  terrenos  que  fueron  de  señorío,  aunaue  este  fuese  de  los 
reversibles  ó  incorporables,  y  el  dominio  útil  babria  de  permanecer  en  los 
que  le  adquirieron,  coo>iderándo5e  como  propiedad  particular»  quedando 
por  tanto  estos  predios  fuera  del  alcance  del  secuestro  establecido  para  e! 
caso  en  que  los  titulados  señores,  debiendo  presentar  sus  títulos,  no  lo  bu* 
biesen  cumplido  en  el  j^lazo  preGjado: 

Considerando,  por  último,  que  según  lo  espuesto  en  los  precedentes 
fundamentos,  la  sentencia  infringe  la  ley  de  26  de  agosto  de  18á7  »  en  sus 
artículos  8.^  y  10  alegada  en  el  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  baber  lugar  á  los  ínter* 

Íiuestos  por  la  testamentaría  del  Conde  de  Atares  y  por  el  Ayuntamiento  de 
avierregay:  en  su  consecuencia  casamos  la  citada  sentencia. 

Así  por  esta  nuestra,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  insertará  en  la  Co^ 
lección  legisiatif^ja^  librándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronuncia- 
dos, mandamos  y  firmamos. — Uamon  López  Vázquez. — Sebastian  Gonzá- 
lez Nandin. — Antero  de  Echarri.--Cabriel  Ceruelo  de  Velasco. — Joaquín  de 
Palma  y  Vinuesa. — Pedro  Gómez  de  Hermosa.-— Ven  tu  t'a  de  Colsa  y  Pando. 
Publicación. — En  Madrid,  á  2o  de  enero  de  1862:  Leida  y  publicada 
fué  la  sentencia  anterior  por  el  limo.  Sr.  D.  Pedro  Gómez  de  Hermosa,  Mi- 
nistro de  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  estándose  cele- 
l)rando  audiencia  pública  en  la  misinai  de  que  certifico.— Luis  Calatraveño. 
^Gaceta  de  31  de  enero  de  1862.) 


«I. 

Reenrso  de  easaelon  (27  de  enero  de  1863.).— Dcsabü* 
CIO.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  ha- 
ber lugar  al  irecurso  de  casación  interpuesto  por  Dona  Francisca 
Lauz,  por  sí  y  como  tu  tora  de  sus  hijos,  contra  la  sentencia  dicta- 
da por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  la  Coruna,  en  pleito  coa 
Pedro  Rodrigaez,  y  se  resuelve: 

Que  limitado  aun  fomta  el  dominio  útil  de  un  foro  por  condp- 
cimes  que  imponga  el  dueFio  del  dominio  directo^  no  puede  agiiel, 
ni  sus  sucesores f  hacer  en  el  arriendo  de  las  fincas  en  que  esté  cons* 
tituido  el  foro ,  innovación  alguna  contraria  á  las  condiciones  im^ , 
puestas  por  el  señor  directo^  sin  la  aulorizacion  ,ó  al  menos  sin  la 
aquiescienciay  conoeimiento  de  este^  ó  del  qw  le  hubiere  sucedido 
en  sus  derechos. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  27  de  enero  de  1862,  en  los  autos  qoe 
ante  Nos  penden  por  recurso  de  casadon  seguidos  en  el  Juzgado  de  prime*, 
jra  instancia  de  Carballo  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Real  Audiencia  de  la 


Digitized  by  VjOOQIC 


CoroBft  por  Qofia  Franelsca  Lanz^  viada  de  D.  Ramón  Blaneo,  por  si  y  como 
intora  de  sus  hijos,  contra  Pedro  Rodríguez,  sobre  desahacio  de  la  mitad 
de)  logar  de  Bárdenlos  : 

Resultaodo  que  el  mooasteno  de  San  Martín  de  Santiago ,  como  dueño 
directo  del  lugar  de  Bárdenlos  y  de  Perrería,  ambos  en  la  feligresía  de  Santa 
María  Magdalena  de  Montemayor,  otorgó  una  escritura  en  14  de  agosto  de 
(747,  por  la  que,  espresando  estaban  poseyéndolos  Juan  y  Jacinto  Rodri* 
guez  como  caseros  ae  Dona  Rosa  Saco  Quiroga,  se  los  dieron  á  esta  en  foro 
COD  oíros  bienes^  bajo  la  condición  »  entre  otras»  de  que  la  enfiteuta,  sus 
(lerederos  y  sucesores  habían  de  conservar  en  dicUos  bienes  á  los  caseros  ][ 
colonos,  sin  aumentarles  renta  alguna  ¿  la.  que  pagaban  entonces;  y  que  si 
eo  contra?encion  de  ello  lo  intentasen  6  cunsiguíesen ,  había  de  ser  el  tal 
aumento  para  el  monasterio ,  además  de  ia  pensión  estipulada  ;  todo  lo 
eaal  aceptó  O.  Manuel  Saco  en  nombro  y  con  poder  de  su  hermana  Doña 
Rosa: 

Resultaodo  que  en  5  de  mayo  de  4838  arrendó  D.  Ramos  Blanco  á  Pe* 
dro  Rodríguez,  por  término  de  seis  años,  la  mitad  del  lugar  y  bienes  de 
Bárdenlos  que  llevaba  en  colonia  por  ia  renta  de  26  ferrailos  de  trigo  al  año, 
incluso  los  ires  y  medio  que  se  pagaban  al  priorato,  y  además  cuatro  galli- 
nas y  cuatro  libras  de  manteca,  con  la  condición  lie  que  pasados  los  seis 
años  del  arriendo  le  babia  de  dejar  á  su  disposicioo  dicho  lugar  y  bienes, 
eiopoder  pretender  derecho  á  continuar  en  él;  orriendo  y  condición  que 
oceptó  el  Rodríguez,  obligándose  á  su  curopiinriento: 

Resultando  que  D.  Ramón  Blanco  adquirió  de  ia  nación  en  3  de  mayo 
ñ»  1844  el  dominio  directo,  ó  sean  los  58  f(rrrados  que  pagaban  Bernardo 
de  Fonte  y  otros  por  el  lugar  de  Bárdenlos  y  demás  que  se  espresaron  en 
la  escritura  al  monasterio  de  San  Martin  por  el  foro  de  i 4  de  agosto  de 
4747,  con  las  mismas  prerogativas  y  condiciones  con  que  lo  disfrutaba  di« 
cha  corporación,  y  con  la  de  que  no  pudiesen  ser  despojados  del  dominio 
6til  los  Heladores  de  las  Ancas  sobvH  que  gravitaba,  ni  sufrir  alteración  en 
el  canon,  á  no  ser  en  los  casos  consiguientes  á  la  naturaleza  del  contrato 
i^rivativo,  que  en  cuanto  á  los  arríeedos  se  entendía  equiparado  al  de  foro, 
•eo  virtud  del  decreto  de  las  Cortes  de  28  de  mayo  de  1837,  sancionado  por 
S.  M.  en  Sli  del  mismo,  adquiriendo  por  lo  tanto  el  coffijprador  el  derecho  á 
percibir  solo  la  renta: 

Resultando  que  en  19^de  julio  de  4859  Doña  Francisca  Lauz,  por  sí  y 
como  tutora  de  sus  hijos,  presentó  demanda  de  desahucio,  pidiendo  que 
Pedro  Rodríguez  dejase  á  su  disposición  la  mitad  del  lugar  de  Bárdenlos, 
coo  las  costas,  daños  y  perjuicios,  alegando  ser  dueña  de  él  como  lo  fueron 
ao  marido  y  causantes  en  virtud  de  la  escritura  de  foro  otorgada  por  el  mo- 
aasterio  de  San  Martin  de  Santiago  eo  44  de  agosto  de  4747  y  de  la  de  3  de 
«ayo  de  4844,  por  la  que  su  marido  redimió  la  pensión  estipulada  en  dicho 
Xoro,  a*lquiriendp  de  Ja  nación  el  dominio  directo  ()ue  corresipoudió  ul  su-* 
i)ríinido  monasterio:  que  desde  muy  antiguo  veoian  llevando  en  arriendo 
dicho  lugar  diferentes  colonos  por  determinada  renta,' siéndolo  en  la  actua«- 
lidad  el  demandado  jior  escritura  de  5  de  mayo  de  4838  de  la  mitad  integra 
por  tiempo  de  seis  anos;  y  que  habiendo  trascurrido  estos^  continuaba  por 
ia  aoniesceocia  de  Ja  espooente  pegando  la  renta  convenida;  pero  que  con* 
viniéndola  renovar  el  CMitrato  le  había  requerido  para  ello,  ó  para  que  de^ 
ítse  ia  tinca,  á  lo  eaal  se  negaba,  viéndose  por  lo  tanto  en  ia  precisión  de 
desahuciarlo: 

Resultando  que  Pedro  Rodríguez  se  opuso  y  contradijo  la  demanda  fun- 
dado en  que,  como  nieto  de  Jacinto  Rodríguez  que  llevaba  la  mitad  del  lu* 
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Sarde  Bárdenlos  al  tiempo  de  constítairse  el  Toro  de  1747,  no  pudia  ser 
esahuciado  con  arreglo  ¿  la  condición  impuesta  en  la  escrílura  de  aqnel 
año  á  la  enfíteuta  Doña  Rosa  Saco  j  Quiroga  de  que  babia  de  conservar  y 
dos  sucesores  á  los  caseros  y  colonos  que  entonces  poseían  los  bienes  afora- 
dos, sin  aumentarles  renta  alguna,  y  en  virtud  de  la  cual  continuó  José 
Rodríguez,  hijo  del  Jacinto  y  padre  del  esponente;  en  qae  si  en  el  año  de 
1814  adquirió  D.  Ramón  Blanco  el  dominio  directo,  no  por  eso  quedó  su- 
primida aquella  estipulación  hecha  en  favor  de  terceros  que  la  aceptaron,  y 
en  virtud  de  la  cual  llevaban  mas  de  100  años  de  posesión;  en  que  no  era 
cierto  que  diferentes  colonos  hubiesen  llevado  el  lugar  de  Bárdenlos  en  el 
sentido  verdadero  de  esta  palabra,  pues  nunca  habia  salido  de  la  familia  del 
esponente,  como  tampoco  que  hubiese  concurrido  él  á  otorgar  el  arriendo 
de  5  de  mayo  de  1838,  el  que  redargüía  desde  luego  de  falso: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  y  hechas  las  que  se  arlica- 
laron,  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instancia  en  22  de  febrero  dé 
18((0,  que  revocó  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  la  Coruña  en  17  de 
junio  absolviendo  á  Pedro  Rodrigues  de  la  demanda  de  desahucio: 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  la  demandante  el  presente 
recurso  de  casación  por  conceptuar:  primero,  que  al  destituir  aquel  de  toda 
importancia  y  valor  legal  al  documento  de  arriendo  de  9  de  mayo  de  18^, 
base  de  la  demanda  cuva  autenticidad  es  incontestable  se  hablan  infringido 
las  leyes  1/,  tít.  1.^  tib.  10  de  la  Noviáima  Recopilación;  iU,  titulo  18  de 
la  Partida  3.';  la  de  8  de  junio  de  Í8I3,  restablecida  en  i836,  y  lajurispra- 
deneia  establecida  por  este  Tribunal  Supremo  en  tas  sentencias  de  26  de  oc- 
tubre de  i850, 29  de  diciembre  de  1854  y3l  de  diciembre  de  1857:  secundo 
que  al  consignar  que  aun  cuando  do  sea  falso  dicho  documento  de  arriendo 
es  evidentemente  contra  derecho  y  fundado  en  falsa  causa  buscando  en  apo* 
yo  de  ese  aserto  otros  títulos  y  antecedentes  del  todo  ajenos  ¿  la  cuestión  de 
desahucio  ventilada,  se  ha  infringido  lo  convenido  y  pactado  en  dicha  es* 
critora  de  arriendo,  que  debe  ser  ley  en  la  materia,  y  las  terminantes  dis- 
posiciones del  tit.  12  déla  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  y  tercero,  que  la 
doctrina  que  establece  la  Sala  juzgadora  respecto  de  que  haya  de  favorecer 
al  demandado  como  arriendo  anterior  al  año  de  1800,  la  llevanza  de  la  fin^i^ 
ea  desde  su  abuelo,  suponiendo  por  un  lado  en  los  llevadores  de  los  bienes 
del  foro  el  derecho  útil,  toda  vez  que  les  aplica  la  condición  de  i844,  y  por 
otra  parte  dando  valor  á  un  arriendo  que  no  puede  existir  anterior  á  1800, 
derivado  del  monasterio,  deduciendo  (fe  aquí  que  la  demanda  de  desahucio 
se  propuso  con  evidente  injusticia,  se  ha  quebrantado  la  ley  de  31  de  mayo 
de  1837  y  lo  convenido  y  estipulado  en  las  escrituras  de  1747  y  1844,  ha* 
biéodose  citado  además  en  este  Supremo  Tribunal  como  infringidas,  no  so* 
lamente  la  jurisprudencia  constantemente  admitida  por  los  Tribunales  de 
que  las  obligaciones  no  producen  ni  pueden  producir  efecto  mas  que  entre 
los  que  las  celebran,  sino  el  inconcuso  principio  de  derecho  sancionado  tam* 
bien  por  la  misma,  según  el  cual,  concluido  el  derecho  del  que  dá,  se  acá* 
ba  el  del  que  recibe: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  O.  Joaquín  de  Palma  y  Vinoesa: 

Considerando  que  la  demanda  deducida  en  este  pleito  reconoce  por  úni* 
co  fundamento  el  de  la  validez  y  eficacia  legal  del  arriendo  que  por  la  es* 
critura  de  9  de  mayo  de  1838  liizo  D.  Ramón  Blanco  á  Pedro  Rodríguez  de 
la  mitad  del  logar  y  bienes' de  Bárdenlos,  suponiendo  qtie  como  forista  de 
ellos  le  correspondía  el  dominio  útil  en  toda  su  estension : 

Considerando,  en  cuanto  á  este  supuesto  que  el  monasterio  de  San  Mar- 
tin  de  Santiago,  al  dar  eo  foro  á  Doña  Rosa  Saco  Quiroga  los  bienes  que  se 
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especiflcoroo  en  la  escrUora  de  14  de  agosto  de  1747,  pactd  con  aquella  que 
habia  de  consetTar,  lo  mismo  que  sus  herederos  y  sucesores,  á  loa  caseros  j 
eolonos  sin  aumentarles  renta  alguna  á  la  que  pagnibaQ  entonces;  y  que  sí 
contra  lo  estipulado  intentaban  ó  conseguían  el  aumentOi  debía  ser  este  pa- 
ra el  monasterio,  además  de  la  pensión  foral: 

Considerando  que  por  estas  condiciones  y  limitación  del  dQminio  útil 
concedido  á  losforistas,  no  podían  estos  liacer  innovación  alguna  en  el  ar- 
riendo de  las  ñncas  respecto  á  sus  llevadores,  ni  al  tiempo  porque  debiesen 
tenerlas,  sin  la  autorización  ó  al  menos  sin  el  conocimiento  y  aquieí^cencia 
del  monasterio,  ó  de  quien  te  sucediera  en  sus  derechos;  y  que  habiéndose 
verificado,  sin  que  concurriese  ninguna  de  estas  circunstancias  el  arriendo 
y  otorgamiento  de  la  escritura  que  en  5  de  mayo  de  1^38  hizo  D.  Ramón 
Blanco  en  oontravencton  á  lo  que  se  estipuló  con  Dona  Rosa  Saco,  de  quien 
únicamebte  derivaba  sus  derechos,  no  pudo  por  este  medio  adquirir  otro 
alguno  que  no  tuviera  su  causante: 

Considerando  que'  tampoco  pudo  dárselo  la  escritura  de  3  de  mayo  de 
1844.  porque  se  circunscribieron  los  que  le  confirió  á  percibir  la  renta  que 
pagaoan  los  colonos,  siendo  condición  espresa  que  no  pudiera  despedirlos 
ni  alterar  aquella  sino  en  los  casos  consiguientes  á  la  naturaleza  del  contra* 
to,  equiparado  al  foro  por  el  decreto  de  las  Cortes  de  28  de  mayo  de  i 837; 

Y  considerando  por  lo  espuesto,  que  careciendo  de  fundamento  y  sien- 
do por  ello  imorocedente  la  acción  y  demanda  de  desahucio  propuesta  por 
los  nerederos  de  D.  Ramón  Blanco,  son  inaplicables  al  caso  presente^  y  no 
han  podido  infringirse  por  la  sentencia  contra  la  que  se  ha  interpuesto  el 
recurso,  las  leyes,  jurisprudencia  y  doctrinas  citadas  en  su  apoyo; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  inter- 
puesto por  Dona  Francisca  Lauz  en  el  concepto  que  ha  litigado,  condenán- 
dola en  las  costas,  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  donde  proce* 
den  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inserta- 
rá en  la  Colección  ¡egislatíva^  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.^Ramon  López  Vázquez. — Gabriel 
Cemelo  de  Velasco.— Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa.— -Pedro  Gómez  de  Her- 
mosa.—Pablo  Jiménez  de  Palacio.— Laureano  Rojo  de  Norzagaraj.— Ven- 
tora de  Colea  y  Pando.     . 

Publicación. — Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Exce- 
i«itisimo  é  limo.  Sr.  D.  Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa,  Ministro  de  la  Sala 
primera  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia 
pública* en  la  misma  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  habilitado 
de  dicho  Supremo  Tribunal. 

Madrid  27  de  enero  de  1862.— Luis  Calatraveño.— (Gocato  de;4  de  fe- 
bttfo  de  1862.) 
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Apelaeien  por  denegpaiopia  de  reearsM»  de  ea- 
mkmu  (31  de  enero  de  1862.).-— Pago  de  diebechos.— Se  confir- 
ma por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supreno  la  sentencia  apelada 
do  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Sevilla»  denegatoria  del  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  ei  sindico  del  Marqués  de  Medina, 
TOMO  vil.  7 
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en  el  pleito  con  D.  Ignacio  Cantabrana  y  el  ICnisterio  fiscal ,  y  se 
resuelve: 

Que  el  recurso  de  cazacUm  no  es  aplicable  á  los  litigios  seguidos 
con  an^eglo  al  procedimiento  anaguo,\toda  vez  que  aquel  no  se  CO' 
7iocia  en  la  antigua  legislación. 

En  ia  villa  y  corte  de  Madrid,  á  31  de  enero  de  1862,  en  los  autos  peo* 
dientes  ante  Nos  en  virtud  de  apelación  de  providencia  denegatoria  de  la 
admisión  del  recurso  de  casación,  seguidos  en  ei  Juzgado  de  Hacienda  de 
Sevilla  y  eo  la  Sala  segunda  de  la  Real  Audiencia  de  la  misma  ciudad  por 
Don  U'nacio  Ganiabrana  con  el  sindico  del  concurso  del  Marqués  de  Medtna 
y  el  Ministerio  fiscal  sobre  pago  de  derechos: 

Resultando  que  promovidos  ios  autos  del  concurso  del  Marqués  de  Mer 
dina  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Vicente  de  Se* 
villa,  y  radicados  después  en  el  año  de  1^50  en  el  de  la  Subdelegacioa  de 
Rentas  por  el  interés  que  tenia  la  Hacienda  pública,  el  Licenciado  D.  Igoa-^ 
cío  María  Cantabrana,  que  como  Fiscal  dQ  la  Subdelegacion  habia  iriterve* 
nido  en  ellos,  solicitó  en  12  de  octubre  de  1858  que  se  tasaran  los  dereclios 
que  en  tal  concepto  había  devengado,  y  que  se  le  pagasen  de  los  bienes  del 
concurso:     * 

Resultando  que  estimada  e*;ta  pretensión  después  de  haber  oido  sobre 
ella  al  síndico  de  aquel  y  al  Ministerio  fiscal ,  pidió  el  primero  reposición, 
que  le  fué  negada;  y  que  admitida  la  apelación  que  interpuso  ■,  y  remitidos 
los  autos  ¿  ia  Audiencia  de  Sevilla,  entregados  á  las  partes  para  iostrucion 
por  término  de  dos  días,  la  Sala  segunda,  por  sentencia  de  25  de  enero  de 
1860,  confirmó  el  auto  apelado: 

Resultando  que  interpuesto  por  el  sindico  recurso  de  casación,  con  ar- 
reglo al  art.  1012  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  ia  Audiencia  denegó  su  ad- 
misión por  tratarse  de  un  incidente  que  procedía  de  un  pleito  anterior  á 
aquella,  y  que  además  se  babia  sustanciado  con  arreglo  á  lo  establecido  en 
la  antigua  legislación,  negativa  que  produjo  la  presente  apelación: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Gaforiei  CSeruelo  de  Velasco: 

Considerando  que  ni  el  recurrente  al  entablar  la  pretensión  que  ha  dade 
lugar  á  este  incidente,  ni  la  otra  parte  al  contestarla,  pidieron  que  se  aco- 
modase á  la  nueva  ley  de  Enjuiciamiento,  consintiendo  además ,  sin  hacer 
reclamación  alguna ,  que  se  sustanciara ,  asi  en  ta  primera  como  en  la  se- 
gunda instancia,  con  arreglo  á  ios  trámites  establecidos  en  la  antigua  legis- 
lación, para  conceptuar  sin  duda  la  cuestión  promovida  como  un  incidente 
de  actuaciones  anteriores  á  la  publicación  de  la  referida  ley: 

Y  considerando ,  por  consiguiente ,  que  no  es  aplicable  á  este  procedió 
miento  un  recurso  no  establecido  en  la  legislación  antigua; 

Fallamos  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  con  las  costas  ia  senten- 
tencia  apelada,  devolviéndose  los  autos  á  la  Real  Audiencia  de  Sevilla  con  la 
certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  dentro  de 
los  cinco  dias  siguientes  á  su  fecha,  y  á  su  tiempo  en  la  Colección  legisla^ 
tivaj  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— Ramón  López  Vázquez. — 
Sebastian  González  Nandia. — Gabriel  Ceruele  de  Velasco.*- Pedro  Gómez 
de  Hermosa. — Pablo  Jiménez  de  Palacio. 

Publicación. — Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Hus- 
trísimo  Sr.  D.  Gabriel  Cerueto  de  Velasco,  Ministro  de  la  Sala  primera  del 
Supremo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  Salí 
•B  el  dia  de  hoy,  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  certifico. 
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Madrid  31  de  enero  de  i862.— Joan  de  Oíos  Rubio.— (Gaceta  de  4  d« 
febrero  de  1862.) 
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Rtfcairsa  ám  ensaaion  (27  de  enero  de  4863.).^DiraifS4 
POE  POBÜK.—Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Suprema 
DO  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Eladio  Moli- 
na Jiménez  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  tercera  de 
la  Audiencia  de  Granada,  en  pleito  con  Francisca  Jiménez  Ferrer  y 
el  Ministerio  fiscal,  y  se  resuelve: 

i.""  Que  el  articulo  182  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  ha  de 
^nUnderse  y  aplicarse  en  unión  con  el  184,  eon  arreglo  al  euaU 
cuando  ee  infiera^  á  juicio  del  jue%,  por  cualquiera  mno  estertor 
que  los  comprendidos  en  los  casos  del  primero  de  dichos  articulos 
tieneti  medios  superiores  al  jornal  doble  de  un  h^acero  en  cada  (o* 
calidady  no  se  les  otorgará  la  defensa  por  pobre; 

y  2.?  que  las  Salas  sentenciadoras,  al  apreciar  tanto  la  pí^ue^ 
ha  de  testigos  como  los  demás  dalos  deducibles  del  proceso  respec^ 
to  á  los  medios  del  que  solicita  la  pobreza^  con  arreglo  á  lafacuU 
tad  que  les  concede  el  dicho  articulo  184,  no  tnfritigen  disposición 
alguna  legaL   , 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  27  de  enero  de  1862,  en  el  pleito  pen* 
diente  ante  Nos  por  recurso  de  cesación  seguido  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia  de  Velez*Rubio  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Real  Audiencia  de  Gra- 
nada  por  Eladio  Molina  Jiménez,  con  Francisca  Jiménez  Ferrer  y  el  Minis- 
terio fiscal  sobre  defensa  por  pobre: 

Resultando  que,  entablada  demanda  por  Francisca  Jiménez  Ferrer  con* 
tra  los  hermanos  Bartolomé  y  Eladio  Molina,  sobre  división  de  una  casa  > 
propiedad  de  un  palomar,  solicitó  el  último,  durante  el  término  de  prueba^ 
qne  se  le  recibiera  información  de  pobreza,  en  atención  á  que,  habiéndola 
vendido  sq  hermano  la  parte  de  casa  que  le  pertenecía,  tenia  que  sostener 
por  8i  solo  el  pleito,  y  que  no  poseía  roas  qae  la  casa  referida  y  unos  olivos 
de  corto  valor,  no  bastando  su  trabajo  personal  para  el  sustento  de  su  fami- 
lia, por  loque  tenia  que  vivir  en  compañía  de  su  abuela  política: 

Resultando  que  Francisca  Jiménez  impugnó  la  solicitud  de  pobreza,  ya 
poraue  las  leves  prohibían  la  enajenscion  de  la  cosa  litigiosa,  ya  porque 
Elaaio  había  heredado  bienes  de  su  suegro  y  se  hallaba,  además,  dedicado 
al  oficio  de  confitero,  por  el  que  debía  satisfacer  la  coota  de  210  rs.: 

Resultando  <|Qe  recibido  el  incidente  á  prueba,  una  y  otra  parte  la  arti* 
colaron  de  taetigos,  dirigiéndose  la  de  Eladio  á  justificar  que  la  confiteria 
efa  de  su  suegra,  y  que  los  productos  de  la  casa  de  su  propiedad  los  tenia 
cedidos  para  pago  de  uoa  deuda,  habiéndose  además  certificado  á  su  instao- 
eia  por  los  Secretarios  de  Estadística  y  Ayuntamiento  que  en  el  ano  de  1859 
pagó  13  rs.  y  80  céntimos  de  contribución  territorial,  no  hallándose  inscrito 
eo  la  industrial: 

Resultando  que,  en  30  de  junio  de  1860,  la  Sala  tercera  de  la  Audien- 
cia de  Granada,  por  sentencia  confirmatoria  con  costas  de  la  deUoez  da 
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primen  insUDcia,  den«g6  á  Eladio  Molina  su  solicitud,  y  que  este  inter- 
puso recurso  de  casación,  citando  como  infringido  el  artículo  182  de  la  tey^ 
de  Enjuiciamiento  civil: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Sebastian  González  Nandin: 

Considerando  que  el  art.  482  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ha  de  enten- 
derse y  apUcarse  en  unión  con  el  184,  con  arreglo  al  cual,  cuando  se  in6e- 
ra,  á  juicio  del  Juez,  par  cualquiera  signo  esterior,  que  los  comprendidos 
eD  los  casos  del  primero  de  dichos  artículos  tieoea  medios  superiores  ai 
joroal  .doble  de  un  bracero  en  cada  localidad,  no  se  les  otorgará  la  defensa 
por  pobre:  « 

Considerando  que  la  Sala,  al  apreciar  del  modo  que  lo  ha  hecho,  tanto- 
la  prueba  de  testigos  presentada  por  las  partes,  como  los  demás  datos  dedu- 
dbles  del  proceso,  respecto  á  los  medios  del  recurrente,  usó  de  la  facul- 
tad que  el  referido  artículo  184  la  concede,  no  habiendo,  por  consiguiente, 
iofriogido  disposición  alguna  legal; 

Fállanos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
d<^  casacioo  interpuesto  por  Eladio  Molina  Jiménez,  á  qi;íen  condenamos  eo 
las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  por  que  prestó  caución,  que  se  dis-* 
tribuirá  con  arreglo  ú  la  ley;  devolviéndose  los  autos  á  la  Audiencia  de  Gra- 
nada  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  insertará 
en  la  (Colección  legislativa,  pasándole  al  efecto  las  copias  necesarias»  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  Armamos.— -Ramón  López  Vázquez.— Sebas- 
tian González  Nandin. — Gabriel  Geruelo  de  Volateo.— Pedro  Gómez  de 
Hermose.^Pablo  Jiménez  de  Palacio.— LadÜ^eano  Rojo  de  Norzagaray.— 
Ventura  de  Golsa  y  Pando. 

Publicación.— Leída  v  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo é  limo.  Sr.  U.  Ramón  López  Vázquez^  Presidente  de  la  Sala 
primera  del  Supremo  Tribunal  do  Justicia,  ceieorando  audiencia  pública  la 
misma  Sala  en  el  dia  de  boy,  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  certifico* 

Madrid  27  de  enero  de  1862.— Juan  de  Dios  Rubio.— (Gaceto  de  6  da 
febrero  de  1862.) 


Reears»  de  «asaeloia  (28  de  enero  de  1863.).— Entbb- 
oji  DE  BiENKs.— Se  dccjara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supre- 
mo haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Ramón  de 
Tiedra  y  consortes  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  primera 
de  la  Audiencia  de  Valladolid,  en  pleito  con  Manuel  Taiegon  y 
otros,  y  «e  resuelve: 

.  i.^  Que  cuando  para  tertninar  un  litigio  se  celebra  una  tran- 
$aeeion,  la  cual  se  eleva  á  escrüwa  pública^  y  continuado  poste^ 
riormente  el  mismo  pleito  se  prescinde  en  la  sentencia  de  dicha 
transacción,  sin  que  contra  ella  se  haya  espuesto  ni  alegado  nada 
en  contra,  antes  al  contrario,  apoyando  en  ella  su  acción  los  de- 
mandantes, se  infiinge  la  ley  úi,  ttí.  14,  Part.  ».■  que  establece 
que  lo  que  el  orne  quita  á  su  contendor,  por  enojo  de  non  seguir 
pleyto,  non  lo  puede  después  demandar: 
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%^  Que  el  no  haberse  e$tendidd  la  copia  de  dicha  e$erítura  de 
'fransaeeion  en  el  papel  eorrespendiente,  ni  lomado  razón  de  ella 
en  el  oficio  de  hipotecas;  no  afecta  á  su  validez  ni  puede  desvirtuar 
el  mérito  y  eficacia  legal  de  la  transacción,  porque  ni  semejantes 
defectos  son  insulfsanables^  ni  se  trata  de  perseguir  una  finca  de- 
terminada ó  de  exigir  gravámenes  impuestos.sobre  ella; 

Y  S.""  que  cuando  la  seiHeneia  resuelve  cuestiones  que  no  han 
^sído  objeto  de  la  demanda  ni  del  pleito,  infringe  la  ley  46,  tíl.  22 
de  la  Partida  S/  y  procede  contra  ella  el  reamo  de  casación. 

En  la  irilla  y  corte  de  Madrid,  ¿  88  de  enero  de  4868,  en  los  autos  que 
penden  ante  Nos  en  virtod  de  recurso  de  casación  seguidos  en  el  Juzgado 
-de  primera  instancia  de  Toro  y  en  la  Sala  primera  de  la  Real  Audiencia  de 
VaiiadoUd  por  Manuel  Talegon  y  otros  contra  Ramón  de  Tiedra  y  consor- 
tes sobre  entrega  de  ciertos  bienes: 

Resultando,  que  Miguel  Talegon,  casado  y  sin  hijos,  otorguen  i 8  de 
agosto  de  i  834  una  cédula  testamentaria  ante  el  Fiel  de  fechos  de  Taga* 
"rabuena  y  cinco  testigos  de  la  misma  vecindad,  por  la  que,  después  de  te- 
^r  á  su  padre  y  sus  hermanos  varias  ropas,  institu^rd  heredera  de  sus  bie- 
nes á  su  mujer  Cipriana  Talegon,  prohibiéndola  enajenarios  hasta  no  ven- 
der primeramente  los  suyos  propios,  añadiendo  que  después  hs  cogieran  su 
-padre  y  st»  Aemuniof  con  la  bendición  de  Dios  y  la  suya,  que  asi  era  su 
voluntad: 

Resultando  que  al  fallecimiento  de  este  testador,  demandó  su  padre 
«Francisco  Talegon  en  29  de  octubre  del  mismo  año  á  la  viuda  Cipriana  Ta- 
legón,  pidiendo  se  declarase  nula  la  áltima  voluntad  de  su  citado  hijo,  y  ¿ 
él  su  heredero  abintestato  en  concepto  de  legitimo  y  forzoso;  v  que  habien- 
do pedido  la  Cipriana  que  absolviera  ciertas  posiciones,  quedo  el  pleito  en 
-i^il  estado: 

Resultando  que  entre  las  escrituras  que  otorgó  en  noviembre  de  1834 
•el  escribano  de  número  de  la  ciudad  de  toro  D.  Juan  María  Santistéban  se 
-halló  un  pliego  del  sello  4.*  del  mismo  año,  que  principiaba:  anoviembre  84, 
-escritura  de  transacción  y  convenio  entre  Francisco  Talegon  y  Cipriana 
Talegon,  viuda  y  vecina  del  lugar  Tagarabuena,»  y  siguiendo  en  blanco  el 
-resto  del  papel,  al  final  de  la  última  Uaná  estaba  la  Grma  de  Francisco  Ta- 
legon y  de  Manuel  Pumar,  testigo  á  ruego,  y  dentro  una  nota  escrita  en 
-papel  común,  espresiva  de  que  el  Francisco  y  la  Cipriana  Talegon  se  con- 
veoian  en  transigir  y  sobreseer  la  instaueta  qu*  el  primero  había  promovi- 
•do  contra  la  segunda  sobre  nulidad  del  testamento  otorgado  por  el  Miguel 
•su  hijO  y  marido  respectivo,  quedando  en  propiedad  y  posesión  para  la  Ci- 
priana la  tercera  parte  de  los  bienes  que  á  su  defunción  correspondían  á 
4C|uel  de  su  legitima  materna,  y  del  Francisco  las  otras  dos  terceras  partes, 
^endo  testigos  los  que  se  espresaban: 

Resaltando  que  k»  mismos  interesados  otorgaron  una  escritura  públi- 
^  en  6  de  abril  de  1835,  en  la  que,  haciendo  mérito  de  los  antecedentes 
espuestos  y  de  lo  que  habían  convenido  por  la  precedente  transacción,  di- 
jeron lestualmente;  y  que  ahora  para  que  se  reinte^prase  de  dicho  oútnio 
también  habían  eommridOy  por  virtud  de  la  presente,  que  iodos  hs  bienes^ 
asi  muebles,  raices^  como  semovientes  que  aportó  el  Miguel  al  fnatrtmo- 
Ato  con  la  Cipriana^  y  que  los  estuvieron  poseyendo  durante  él,  corres^ 
fondián  á  aquel  por  su  legitima  materno';  que  todos  ellos  quedasen  en 
beneficio  de  la  misma  en  usufructo  y  propiedad,  éejomdo  la  Cipriana 
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para  d  Frandseo  losdentá$  bienes  que  no  íuviesem  tal  freferm(^  y  eosis* 
Uesen  del  caudal^  bien  fuesen  entregados  por  el  ndetno  Francisco  á  su 
hijo  Miguel  por  cuentade  'Su  paterna^  6  bien  de  los  que  apareciesen  §a^ 
nqnciales  en  lo  que  fiuró  el  matrimonio,  disfrutando  ambos  otorgantes 
respectivamente  y  sin  contradicción  ni  oposición  alguna,  los  que  pudiesen 
pertenecer  por  los  espresados  conceptos ;  sin  poder  uno  ni  otro  recia-  ' 
mar  en  ninguri  tiempo  contra  este  convenio  y  transacción,  quedando  ade^ 
más  ¡a  Cipriana  por  estar  satisfecha  de  los  bienes  del  caudal  de  su  ma" 
rido  ton  la  responsabilidad  y  obligación  de  pagar  todas  las  deudas  que 
resultasen  contra  el  mismo,  según  disponía  la  ley: 

Resultando  qm,  en  cumplimiento  del  convenio  precedente,  procedie- 
ron en  2  de  abril  de  i84«  Francisco  Tfllegon  y  su  nuera  Cipriana»  casada 
ya  en  segundas  nupcias  con  Ramón  de  tíedra,  uno  de  los  actuales  de-< 
mandados,  á  hacer  ante  el  Fiel  de  fechos  de  Tagarabuena  y  tres  testigos  I» 
liquidación  y  respectiva  entrega  de  los  bienes,  y  se  dieron  por  entregados 
y  satisfechos  de  \o  que  les  correspondió  haciendo  las  renuncias  y  protestas 
consiguientes: 

Resultando  que  Ramón  de  Tiedra  y  su  mujer  Cipriana  Talegon  otor*> 
garon  testamento  de  mancomun<en  20  de  agosto  de  4855,  instituyéodos» 
mutuamente  herederos  nsofructuarios,  mediante  á  no  tenerlos  forzosos,  y 
en  propiedad  á  sus  parientes  y  sobrinos  respectivos,  que  lo  eran  por  part0 
de  la  Cipriana  los  hoy  demandados: 

Resultando  que  á  la  muerte  de  esta  en  4857  íuó  eíUdo  á  juido  de  con* 
ciliacion  su  viudo  Ramón  de  Tiedra  por  los  herederos  de  Francisco  Tale* 
gon,  en  cuyo  acto  le  pidieron  les  entregase  ios  bienes  que  constituían  el 
tercio  de  los  que  á  su  fallecimiento  dejó  éste  á  su  esposa  Cipriana  por  la 
cédula  testamentaria  de  48  de  agosto  de  1834,  con  los  Tratos  y  rentas  qne 
hubiesen  producido  desde  el  fallecimiento  de  la  mismo;  y  que  habiéndose 
opuesto  á  ello  el  demandado,  se  dio  por  terminado  el  juicio: 

Resultando  que  á  solicitud  de  los  mismos  Manuel  Talegon  y  consorte» 
declaró  el  Juez  de  primera  instancia  de  Toro,  por  auto  de  10  de  diciembre 
de  4857,  precedidos  los  requisitos  legales,  oue  la  memoria  hecha  y  firmada 
en  48  de  agosto  de  4834  era  el  testamento  ae  Miguel  Talegon,  sin  perjui- 
cio de  tercero,  y  mandó  protocolizar  el  espediente  en  la  secretaria  de  Ta» 
garabuena: 

•  Resultando  que  en  5  de  febrero  de  4858  Manuel  Deogracias  y  Pedro- 
Talegon,  Lorenzo  Alonso  y  Manuel  de  Tiedra,  en  represenbicion  estos  dos 
de  sus  Jiijos,  presentaron  demanda  pidiendo  se  condenara  á  Ramoo  de  Tie» 
dra  ¿  que  posiera  ¿  su  disposición  todos  los  bienes  que  por  fallecimiento  de 
Miguel  Talegon  quedaron  eñ  poder  de  su  esposa  Cipriana,  ya  como  capital 
aportado  al  matrimonio  ó  como  ganandaies  adquiridos  durante  él,  los  cua* 
les  se  encontraban  en  poder  del  demandado,  segundo  marido  de  la  misma,, 
con  los  productos  que  hubiesen  rendido  y  rindieran  desde  la  muerte  de 
aquella  hasta  su  entrega,  y  alegaron  que  los  había  poseído  la  Cipriaúa  comi> 
heredera  usufructuaria  de  su  primer  orando;  y  que  habiendo  fallecido  sin 
haber  vendido  ni  tenido  necesidad  de  vender  bnenes  algunos,  era  llegado  el 
caso  de  que  se  cumpliese  la  voluntad  de  Mlgnel  Talegon,  consignada  en  sa 
testamento,  conforme  á  la  cual  debían  pasar  sus  bienes  ¿  su  padre  y  her- 
manos, y  por  tanto  ¿  los  demandantes  por  muerte  del  primero  en  9  de 
agosto  de  1854: 

Resultando  que  Ramón  de  Tiedra  solicitó  se  le  absolf  ieee  libremente  do 
la  demanda  espootendo  para  ello  que  no  procedía  contra  él  por  reclamane 
bmes  que  correspondían  á  la  faerencit  do  Cipriana  Talegon,  da  la  cnei  em 
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usufroclQ ario,  y  otros  loe  herederos  propietarios,  contra  loe  cuales  debía 
dirigirse  cualquiera  reclamacioD  <)ue  vcr>a.^e  sobré  los  propios  bienes:  que 
00  se  determinaba  la  clase  de  acción  que  se  ejercitaba:  (|ue  en  el  juicio  de 
conciliación  pidieron  ios  demandantes  el  tercio  de  los  bienes  de  Miguel  Ta~ 
legón,  y  ahora  pedian  todos  los  que  había  dejado,  lo  cual  demostraba  la 
contradicción  é  incertidumbre  con  que  obraban:  que  había  alteración  en  la 
cédula  testamentaria  original ,  pues  se  habla  convertido  en  y  la  partícula 
disycntifa  ó,  diciendo  que  después  pasasen  los  bienes  á  su  padre  y  herma- 
nos, y  que  además  la  demanda  careció  de  fundamento  legal,  toda  vez  que 
en  virtud  de  It  escritura  de  6  de  abril  de  1835,  con  la  cual  vino  á  robuste- 
cerse la  de  24  de  noviembre  de  4834,  Francisco  Taleoon,  como  única  per- 
sona legitima,  tanto  por  la  ley,  como  por  la  voluntad  de  su  hijo  Miguel,  lie* 
▼ó  el  acto  de  Institucioo  de  heredero  de  este  á  un  término  ya  consumado, 
y  del  qne  ninguno  podia  reclamar  con  derecho: 

Resultando  que  á  instancia  de  ios  demandantes  se  personaron  Roque, 
Félii,  Carlos,  Ramón  y  María,  Angela  Talegon,  herederos  propietarios  ins- 
tifiidos  por  Gipriana,  que  dedujeron  la  misma  pretensión  que  Ramón  de 
Tiedra,  alegando  iguales  fundamentos: 

Resultando  que  al  replicar  los  actores  en  vista  de  los  documentos  que 
esteáltimo  presentó  rectificaron  su  demanda  reclamando  las  tres  partes  de 
loe  bienes  en  oue  consideraron  dividida  la  üncabilidad  del  tesi ador,  una 
porque  este  pudo  disponer  legalmente  de  ella,  como  lo  hizo  en  f^vor  de 
ellos,  falleciaa  que  fuese  su  mujer,  y  las  otras  dos  en  concepto  de  herede- 
ros de  Francisco  Talegon,  á  quien  la  misma  las  debía  entregar  en  virtud  de 
la  transacción  que  celebraron: 

Resultando  que  después  de  insistir  los  demandados  en  la  solicitud  que 
tenían  hecha  se  recibió  el  pleito  á  prueba,  y  practicadas  las  que  artieula- 
lOB  unos  y  otros,  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia  en  27  de 
abril  de  1859,  que  modificó  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  do  Vailadolid, 
por  la  que  pronunció  en  19  de  mayo  de  1860,  declarando  válido  y  subsis- 
tente el  testamento  de  Miguel  Talegon  y  de  ningún  valor  ni  efecto  las  es- 
cepdones  contra  él  opuestas,  condenando  á  Ramón  de  Tiedra  tenedor  de 
los  bienes  que  por  muerte  de  Miguel  Talegon  quedaron  en  poder  de  su  mu- 
jer Ciprtana  Talegon  á  que  los  entregase  den  tro  del  término  de  30  días  á 
Manuel  Deogradas  y  Pedro  Talegon,  Manuel  de  Tiedra  y  Lorenzo  Alonso, 
á  estos  en  concepto  de  padres  de  Eugenio  Wenceslao,  Eladia  y  Marcos  Tie- 
dra Homobono  y  Rafael  Alonso  con  los  frutos  percibidos  desde  la  contesta- 
ción de  la  demanda,  y  mandando  inutilizar  el  papel  blanco  de  In  escritura 
de  24  de  noviembre  de  1834; 

Y  resultando  que  contra  este  fallo  interpusieron  los  demandados  recur- 
so de  casación  por  haberse  infringido  en  su  conrepto  la  ley  34,  tít.  14, 
Partida  5.*,  porque  demandándose  los  derechos  de  Francisco  Talegon,  y  ha* 
hiendo  noediado  una  transacción  sobre  los  mismos,  estaba  concluida  para 
sos  herederos  la  acción  de  petición  de  herencia  estimada  por  la  sentencia, 
estando  fuera  de  su  lugar  las  citas  legales  que  hacia,  asi  como  la  declara- 
eioii  de  nulidad  de  la  escrítara  de  6  de  abril  de  1835,  tanto  por  no  haberla 
pedido  nadie  ni  poderse  hacer  de  oficio,  como  por  no  ser  aplicables  al  caso 
los  Reales  decretos  de  31  de  diciembre  de  1829  y  23  de  mayo  de  1845,  ci- 
tándose en  este  Supremo  Tribunal  como  infringidas  también: 

1.^  La  ley  8.%  tft.  6.^,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  que  es  la 
té  de  Toro  que  ordena  «valga  la  mejora  de  tercio  y  quinto  aunque  se  anule 
al  testamento  en  que  se  baga,»  en  obedecimiento  de  la  cual,  la  sentencia 
no  ha  podido  deelarar  válido  y  subsistente  el  de  Miguel  Talegon  sino  en  la 
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parte  en  <|ue  legal  y  racionairoenle  interpretado  &e  debía  entender  ro^'ertda 
8U  mujer  Cipriana,  es  decir,  en  el  tercio  de  todos  los  bienes  hereditarios  de 
que  podía  disponer,  libremente  el  testador: 

Z}  Las  leyes  i/  y  2.*,  título  SO»  libro  iO  de  la  NoTÍiñma  Recopila- 
ción, pues  si  el  testamento  en  cuestión  fué  nulo  oo  hubo  toas  heredero 
abintestato  que  el  padre  y  está  infringida  la  2.%  y  si  es  válido  no  se  respec- 
tó en  la  sentencia  el  derecho  de  disponer  libremente  de  la  tercera  parte,  y 
si  solo  es  válido  en  la  parte  que  debe  entenderse  como  mejora,  se  ban  iQ«- 
fringido  ambas  y  al  mismo  tiempo  por  Ja  citada  en  el  párrafo  anterior: 

3."  Las  leyes  I.*  y  ¿/,  tít.  i.%  libro  10  de  la  Novísima  Recopiladon» 
así  como  la  de  34,  tít.  i4,  Partida  5.*,  toda  vez  que  por  la  1.^  se  ordena 
aqne  en  cualquier  manera  que  parezca  que  uno  qui¡>o  obligarle  queda  obli* 

gado,»  y  per  la  3/  «que  cualquiera  que  se  obligue  por  cualquier  contrato 
e  compra  ó  vendida  ó  troque  ó  por  otra  causa  o- razón  cualquiera  ó  de  otra 
forma  o  calidad  si  fuese  mayor  de  25  años,  aunque  en  tal  contrato  haya  en* 
gaño  que  no  sea  mas  de  la  mitad  del  justo  precio,  si  fuesen  celebrados  loe 
tales  contratos  sin  dolo  y  con  buena  fé  valan ,  y  aquellos  que  por  ellos  se  ha* 
Han  obligados  sean  tenidos  de  los  cumplir»  pues  en  este  juicio  loa  deman- 
dantes no  han  probado  ni  intentado  probar  que  en  el  contrato  de  transac- 
ción celebrado  por  Francisco  Taiegon  con  la  viuda  de  su  hijo  Miguel  hubie- 
se engaño  que  escediera  de  la  mitad  del  justo  precio»  nt  mucho  menos  que 
fuese  celebrado  con  dolo  y  sin  bueiia  fó. 

4.*^  La  doctrina  legal  que  se  desprende  naturalmente  de  la  regla  12  del 
derecho,  tít.  34  de  la  7.*  Partida  admitida  por  la  jurisprudencia  de  todqs 
ios  Tribunales  «de  que  nadie  puede  trasmitir  á  otros»  ínter  vivos  ni  mortis 
causa  lo  que  no  tiene  6  le  corresponde.» 

5.®  Las  leires  1.*  y  3.*  del  tit.  I.*',  libro  iO  de  la  Novísima  Recopilación, 
y  la  7/,  tft.  13  de  la  Partida  3.*  al  desconocer  la  Real  Audiencia  de  Valla- 
dolid  la  obligación,  compromiso  v  contrato  que  contiene  el  papel  de  2  de 
abril  de  1846,  hecho  ante  el  Fiel  de  fechos  de  Tagarabuena  y  tres  testigos» 
pues  si  bien  uno  de  ios  considerandos  se  refiere  á  la  declaración  de  los  pe- 
ritos calígrafos  para  declarar  Ineficaz  al  objeto  que  se  presentó  dicho  papel» 
se  han  infringido  las  leyes  117  y  118  del  tít.  18  de  la  Partida  3.^,  como  lo 
demuestra  su  simple  lectura,  y  que  no  está  en  oposición  con  el  art.  317  de 
la  de  Enjuiciamiento  civil,  refiriéndose  á  cosas  distintas  y  que  nada  tienen 
que  ver  entre  sí: 

Y  6.®  La  ley  16,  tft.  22  de  la  Partida  3.*.  toda  vez  que  el  fallo  declara 
la  nulidad  de  la  escritura  de  6  de  abril  de  1835  que  no  se  habla  solicitado 
ni  hnbia  para  que  hacer  de  oficio  cmi  declaración: 

VistoF,  siendo  Ponente,  el  ministro  D.  Joaquín  de  Palma  y  Yinnesa: 
Considerando  que  es  un  hecho  reconocido  por  los  litigantes  que  para 
finalizar  el  pleito  suscitado  por  Francisco  Taiegon  sobre  la  nulidad  del  tes<* 
tamento  que  otorgó  su  hijo  Miguel  en  18  de  agosto  de  1834,  se  verificó  una 
traD>accion  que  después  se  hizo  constar  por  la  escritura  pública  de  6  de 
abril  de  1833: 

Considerando  que  contra  este  documento  nada  se  ha  espuesto  ni  alegar 
do,  antes  por  el  contrario  apoyándose  en  él  los  demandantes  como  funda- 
mento de  su  acción,  pidieron  delermínadamente  por  su  escrito  de  réplica  las 
dos  terceras  partes  de  la  herencia  que  reclamaban:  r 

Considerando  que  los  vicios  atribuidos  á  la  referida  escritura  por  no  ha- 
berse estendido  su  copia  en  el  papel  correspondiente,  ni  tomado  razón  de 
ella  en  el  Oficio  de  hipotecas,  no  afectan  á  su  validez»  ni  pueden  desviriaar 
su  mérito  y  eficacia  legal  en  cuanto  á  la  transacción»  porque  no  se  trau  de 
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penegaiff  nna  finca  determiiuMfa  ó  de  exigir  gravámenes  impaestos  sobré 
ella,  ni  aquel  defecto  era  iosabsanable; 

Y  considerando  por  consiguiente  que,  prescindiendo  la  sentencia  de  la 
transacción  menciooada^  y  declarando  Tálido  y  subsistente  el  testamento  de 
Miguel  Talegon»  que  por  )a  misma  se  caliñcaoa  de  inoficioso,  ha  infringido 
la  ley  34,  tft.  i4  de  la  Partida  5/,  y  la  16,  tit.  22  de  la  3."^  citadas  en  el 
Tecuteo,  porque  resuelve  cuestiones  que  no  han  sido  objeto  de  la  demanda 
Bi  del  pleito; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso,  y 
en  su  eonsecueocia  casamos  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  primera 
de  la  Audiencia  de  Valkdolid  en  i  9  de  mayo  de  1860. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inserta* 
rá  en  la  Colección  legislatiüa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 

Sonnnciamos,  mandamos  y  firmamos. — Ramón  López  Yazquez.^Antero 
I  Echarrí.— Gabriel  Cerueio  de  Velasco. — Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa. — 
PaMo  Jiménez  de  Palacio.— Laureano  Rojo  de  Norzagaray.— Ventura  de 
Golsa  y  Pando, 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Exce- 
lentísimo ó  Ilaatrfsiroo  Sr.  D.  Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa,  Ministro  de  la 
Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  estándose  celebrando  au- 
diencia núbliea  en  la  misma,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara 
habilitado. 

Madrid  28  de  enero  de  I862.*-Luis  Galatraveoo.— (Gaosto  de  5  de  fe« 
hiere  de  1862). 


»5. 

Reears»  de  easasclesi  (38  de  enero  de  1863.).— EirrnsGA 
m uivASGASAS.— Se  dcclara por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 

Sremo  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Blas 
ojo,  heredero  fideicomisario  de  Dona  MaríaAütonía  Serrano,  con- 
tra la  sentencia  dictada  por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Ma« 
dríd,  en  pleito  con  el  Gobernador  de  esta  provincia,  como  Presi- 
dente de  la  Junta  de  Benefioeneia,  y  Dona  Magdalena  Norabuena, 
Tiiida.de  D.  Antonio  Serrano,  y  sus  hijos,  y  se  resuelve; 

IJ"  Que  la  jurisprudencia  constante  y  la  nueva  ley  de  Enjuicia- 
wiento  civil  han  reconocido  el  valor  y  eficacia  de  las  memorias 
tetíamentariaSf  cuando  reúnen  las  circunstancias  designadas  por 
los  testadores  para  acreditar  su  identidad^  ó  por  otro  medio  de 
frueba  ul  exactíiud  y  la  conformidad  de  sus  disposiciones  con  la 
90bmtad  de  tos  que  las  dictaron: 

i."*  Que  aunque  el  testador  solo  hable  en  su  testameniode  una 
memoria,  tf  después  se  halle  mayin^  número  de  días,  sm  válidas 
todas  y  deben  considerarse  como  la  continuación  de  la  única  indi- 
cada  en  el  testamento,  siempre  que  su  contesto  nsl  lo  revele,  haya 
^nlre  ellas  conexión  y  enlace,  hubiesen  ocurrido  hechos  que  hideren 
necesarias  las  postenores,  sea  una  misma  la  forma  de  redacción  en 
todas,  estén  las  mas  escritas  sin  ningún  epígrafe  ó  can  la  adverten- 
cia de  que  son  notas  ó  concurra  cualquier  otra  tírcunstaneia  quie 
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indique  que  la  mente  del  testador  no  fué  otra  que  contintuir  la  me^ 
moria  de  que  liabia  hecho  referencia  en  su  testamento. 

S.^  Que  debiendo  reputarse  todas  las  memorias  como  una  soktf 
la  voluntad  del  testador  ha  de  buscarse  en  todas  ellas: 

4.^  Que  las  palabras  de  los  testadores  deben  entenderse  llana- 
meóte  y  como  suenan,  y  que  solo  cuando  pareciese  ciertamente  que 
su  voluntad  fué  otra^  puede  prescíndirse  de  la  letra  y  significaeum 
de  aauella: 

5.^  Que  ni  las  leyes  m  la  jurisprudencia  de  los  TrOmnaks  mi- 
torizan  eti  ningún  caso  la  imposición  de  las  costas  de  la  segunda 
instancia  al  litigante  que  ha  tenido  que  acudir  á  ella  ñor  la  apela^ 
don  de  su  competidor  y  y  que  por  el  contrario  lo  repruehán  el  e-splri'- 
tu  de  aauelías  y  los  fallos  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia; 

T  6.  que  la  falta- de  personalidad  de  uno  de  los  colitigantes  e^ 
un  obstáculo  para  que  se  decidan  sus  pretensiones. 

En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  28  de  enero  de  1802,  en  el  pleito  pen- 
diente ante  Nos  por  recurso  de  casación,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera 
iostancia  del  diatrito  de  Palacio  de  esta  corte  y  en  la  Sala  iercera  de  la  Real 
Audiencia  de  la. misma  por  el  Gobernador  civil  de  esta  provincia,  como  Pre* 
sidente  de  la  Junta  de  Beneficencia,  eon  D.  Blas  Rojo,  botadero  fideicomi- 
sario  de  Doña  Maria  Antonia  Serrano,  en  el  que  también  han  comparecida 
Dona  Magdalena  Norabuena,  viuda  de  D.  Antonio  Serrano,  y  sus  hijos  so- 
bre entrega  al  establecimiento  de  niños  espósilos  de  tres  casas,  sitas  en  esta 
Corte,  procedentes  de  la  herencia  de  Ja  Doña  María  Antonia: 

Resultando  que  esta  otorgó  testamento  en  esta  corte  en  25  de  abril  de 
i 830,  en  el  aué dispqso  que,  si  entre  sus  papeles,  con  aquella  disposición 
y  al  tiempo  de  su  fallecimiento,  se  encontrase  una  memoria  escrita  ó  fir- 
mada de  su  puño,  que  contuviese  mandas,  declaraciones  á  otras  cosas  con- 
cernientes á  su  última  voluntad,  se  tuviese  y  estimase  por  parte  de  aquel 
testamento,  protocolizándose  con  él,  y  observándose  íntegra  é  inviolable- 
mente: para  cumpliría ,  si  la  dejase,  nombró  por  sus  albaceas  testamenta- 
rios in  iolidum  á  D.  Juan  Antonio  Rodrigues ,  Presbítero,  D.  Láiaro  de 
Bada  y  D.  Félix  Rniz  de  Agoilar,  dándoles  facultad  para  apoderarse  de  sos 
bienes  y  venderlos;  y  por  último,  ios  instituyó  herederos  fideicomisarios 
para  ^e  inviniesen  sus  bienes  en  los  fines  que  les  tenia  comunicados  con- 
fidencialmente para  descargo  de  su  conciencin,  sin  (|ue  por  ningún  Jues 
eclesiástico  ni  secular  se  les  obligase  á  manifestar  su  inversión: 

Resultando  que  al  fallecimiento  de  Doña  Maria  Antonia  Serrano ,  ocur- 
rido en  esta  corte  el  día  19  de  noviembre  de  1841 ,  se  encontró  con  la  co« 
pja  de  su  testamento  un  pliego  cerrado,  en  cuyo  sobre  se  leía:  «Memoria  é 
Dinstrucciones  reservadas  que  yo  Doña  Maria  Antonia  S^rnio ,  dejo  á  mw 
i^fideicomisarios  D.  Juan  Antonio  Rodríguez,  Presbítero,  D»  Juan  Fernan- 
»dez  Gahaldon  y  D.  Blas  Rojo,  la  cual  no  será  abierta  ain  que  dichos  tres 
2»aeñores  se  encuentren  reunidos;  y  si  D.  Juan  Antonio  Rodríguez  estuvie- 
»se  ausente,  se  le  dará  aviso  para  que  se  venga  inmediatamente,  pues  asf 
»me  lo  tiene  ofrecido.  Madrid  12  de  mayo  de  i835.— María  Antonia  Serra- 
»no;)>  y  que  además  se  encontraron  con  dicho  testamento  otras  ocho  me- 
morias ó  papeles,  todos  los  que  los  referidos  fideicomisarios  acordaron  se 
protocolizasen,  redaciónd<^os  á  instrumento  públrco,  á  cuyo  efecto  otorga- 
von  la  correspondiente  escritura  en  18  de  febrero  de  1841 : 
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RaralUndo  que  ki  mamoria  encontrada  en  el  pliego  cerrado  se  halla  fir* 
mada  por  Doña  María  Antonia  Serrano  en  n  de  mayo  de  1830,  encabezan-* 
dose  en  estos  términos:  aMemoria  é  inUrucciones  reaervadas  que  yo  Dona 
«liaría  Antonia  Serrano  dejo  á  mis  lierederos  Gdeicomisarios  tos  seüores 
]»D.  Joan  Antonio  Rodríguez,  Presbítero,  D.  Lázaro  de  Rada  y  D.  Félix 
dRoíz  de  Aguüar  ,,á  quienea,  en  testimonio  del  mucho  aprecio  que  siem» 
vpre  me  han  merecido  por  ]as  buenas  cualidades  que  les  adornan  y  la 
namistad  que  me  profesan,  les  mego  aoe  iomediatamenle  que  ye  fallezca 
^lleven  líteraknento  á  efecto  cuanto  a  continuación  espreso ,  siendo  cir- 


sevostancia  indispensable  que  ésta  mi  memoria  «casa  abierta  hasta 
9tanto  que  se  hallen  todos  reunidos » como  lo  dejo  prevenido  en  el  sobre  da 
sella.» 

Resultando  que  en  la  misma  nombré  heredero  universal  á  su  sobrínO' 
D.  Antonio  Sánchez  Serrano,  ausente,  según  las  últimas  noticias,  en  la  Ha* 
baña,  y  cuyo  paradero  encargó  á  aquellos  averígoasen,  noticiándole  la  vo* 
luntad  de  la  otorgante,  pudiendo  disponer  de  los  bienes  en  favor  de  sus  hi- 
jos, y  depositánaose  los  productos  en  un  arca  de  tres  llaves  hasu  entre-^ 
gárselos  á  aquel,  ordenando  que,  si  después  que  sus  fideicomisarios  hubie* 
sen  hecho  todas  las  diligencias  posibles  para  averiguar  el  paradero,  de  su 
sobrino,  para  lo  cual  podrían  tomar  todo  el  tiempo  que  hubieran  menester, 
no  lobubieaen  averiguado,  é  adquirieran  noticias  de  haber  fallecido,  en  tal 
caso  entregarían  los  bienes  al  estableciroiento  de  niños  espésitos  de  esta 
corte;  y  ñ  Verificado  resultasen  falsas  aquellas  noticias,  le  serian  devueltos 
lea  bienes  á  su  citado  «obríno:  hizo  por  último  varios  legados  á  sus  criadas 
y  otras  personas,  y  entre  ellos  i  D.  Lázaro  de  Rada  el  del  usufructo  de  la 
mitad  de  una  casa,  que  la  pertenecía  en  la  calle  de  los  Dosllancebos,  que 
recaería  á  su  muerte  en  su  mujer  Doña  Maquerioa  Ocaña,  y  muertos  los 
dos,  pasaría  al  heredero  de  la  otórgame,  y  en  su  defecto  á  los  niños  es- 
pósitos: 

ResuUaodo  que  la  segunda  memoria,  firmada  como  la  anterior  y  todas 
Jas  demás,  por  Doña  María  Antonia  Serrano,  y  fechada  en  el  mismo  día  i 7 
de  mayo  de  1830,  es  referente  á  la  parte  piadosa:  que  en  la  3.*  fecha  10  d» 
abril  de  1831,  y  que  se  encabeza  «Nota  é  mi  testamento,»  dispuso  que  en 
atención  á  halier  enajenado  la  mitad  de  la  casa  que  la  pertenecía  en  la  ea- 
Ue  da  ios  Dos  MaDcebos,  disfrutasen  en  su  lugar  y  en  los  mismos  términos 
D.  Lázaro  de  Rada  y  su  mujer  de  la  casa  calle  del  Escorial,  disponiendo  se 
entregasen  á  su  criada  Francisca  Serrano  1,000  reales;  que  en  la  4/  de  1^ 
de  marzo  de  1834  nombró  por  sus  testamenlariofl  y  fideicomisarios ,  en  lu- 

fa  de  D.  Lázaro  de  Rada  y  D.  Félix  Ruiz  de  Aguílar  que  habían  fallecido» 
D.  Juan  Fernandez  Gabaldon  y  á  D.  Blas  Rojo :  que  en  la  5/  de  11  de 
maya  de  1831^  ordenó  que  los  tesUmentarios,  además  de  que  encogieren  la 
que  les  pareciera  de  lo  que  hubiere  en  la  casa^  tonaasén ,  concluido  todo, 
6,000  rs.  cada  uno:  que  en  la  6/  de  17  de  junio  de  1837  advirtió  á  los  tes* 
taneaUrios  Gabaldon  y  Rejo,  que  si  Rodríguez  se  hallase  ausente  al  tiem- 
po da  su  fallecimiento,  se  le  diera  conocimiento,  siendo  los  gastos  de  viaje 
y  loa  de  so  peraanenda  en  Madrid  de  cuenta  de  los  bienes  de  la  otorgante: 
que  en  la  7/  de  S3  de  marzo  de  1838  previno  que  nunca  había  usado  de  rú- 
brica en  sos  escritos:  que  en  la  8.'  de  18  de  mayo  de  1^36  legó  á  Gabaldoii 
el  nsofiructode  una  haoitaclon  de  la  casa  que  mas  le  agrsdase:  á  aas  dea 
ertadas  Polonia  Lago  y  Martina  Cestero,  si  se  hallasen  á  la  hora  de  snmuer^ 
le,  2 18.  diarios  dorante  su  vida  á  cada  una  y  una  de  las  buhardillas  de  la 
casa  da  la  caHe  de  la  Corredera,  y  á  Doña  Gertrodis  Pelleporii  un  rehij ;  y 
queeaia9.''7iiltHoadeSft  de  mayo  de  1838  indicó  á  sos  tastaoiBBAarioa 
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la  persona  á  quien  debían  dirigirse  para  aTerigoarel  paradero  deso  sobrino» 
ordenando  que  no  se  dispusiera  de  los  bienes  para  ei  fin  qoe  tenia  indicado, 
basta  que  pasasen  los  años  de  una  edad  avanzada,  en  la  inteligencia  que  en 
ei  día  debía  tener  33  años;  y  que  durante  este  tiempo,  lo  que  produjeran 
los  bienes,  después  de  pagadas  todas  las  cargas,  se  emplease  en  el  socorro 
de  los  pobres ,  pndiendo  unidos  los  tres  testamentarios  echar  mano  de  los 
fondos  que  hubiese,  si  se  viesen  en  at^un  apuro,  repitiendo  era  su  voluntad 
que  Gabaldon  siguiera  con  la  administración  de  las  casas: 

Resultando  que  en  la  escritura  mencionada  de  i 8  de  febrero  de  i841, 
en  la  que  se  insertaron  las  anteriores  memorias  por  el  orden  que  se  han  re- 
ferido, declararon  dichos  testamentarios  que  haoian  cumplido  lo  piadoso  y 
entregado  los  legados,  encargando  á  Gabaldon  la  administración  de  las  fia- 
cas,  consistentes  únicamente  en  tres  casas  en  esta  corte  en  la  calle  del  Es* 
coríal,  núm.  4;  en  la  Corredera  Baja  de  San  Pablo,  núm.  3 ,  y  en  la  del 
Barco,  núm.  7,  el  cual  había  escogido  para  su  habitación  el  cuarto  princi- 
pal de  la  Corredera,  cuyos  productos  haría  suyos  hasta  su  fallecimiento,  lo 
mismo  que  las  criadas  Polonia  del  Lago  y  Martina  Gestero,  los  de  la  buhar- 
dilla que  se  las  señalaba  en  la  propia  casa :  que  hablan  practicado  cuantas 
diligencias  hablan  creido  oportunas  para  averiguar  la  existencia  det  sobrino 
de  Doña  María  Antonia  Serrano,  las  que  continuarían  sin  omitir  medio  al- 
guno, y  que  la  edad  avanzada  del  mismo  se  habia  de  considerar  cumplida 
en  22  de  diciembre  de  i  879,  en  cuyo  dia,  si  no  fuese  habido,  ni  ae  presen- 
tasen hijos  suyos,  se  entregarían  las  tres  espresadas  casas  á  la  Inclusa  de 
esta  corte,  sin  que  hasta  entonces  pudiera  reclamar  cosa  alguna;  prohibleo- 
do^  por  último^  que  ninguna  persona  ni  Autoridad  pudiera  entrometerse  á 
tomar  conocimiento  de  la  testamentaria: 

Resultando  que  en  31  de  octubre  de  1848  otorgaron  otra  escritura  el 
Presbítero  D.  Juan  Antonio  Rodríguez  y  D.  Qlas  Rojo,  como  herederos  fi- 
deicomisarios y  albaceas  testamentarios,  de  Doña  María  Antonia  Serrano,  por 
la  que  en  atención  á  haber  trascurrido  ocho  años  sin  que  se  hubiese  averi- 
guado la  existencia  del  heredero ,  pndiendo  suceder  que  los  otorgantes  no 
Tíviesen  todo  el  tiempo  que  la  testadora  habia  mandado  se  espresase,  acor- 
daron qoe  cada  uno  de  los  testamentarios,  que  existían  de  los  tres  nombra- 
dos por  aquella,  nombrase  un  sucesor  para  después  de  su  muerte,  los  que 
desempeñarían  su  cargo  con  las  mismas  facultades  que  ai  las  hubteseo  re» 
cibido  directamente  de  la  testadora,  tos  cuales  á  su  vez  podrían  también 
nombrar  quien  les  sustituyese  á  su  falledmiento,  si  no  hubiese  llegado  á  su 
término  la  testamentaría,  estableciendo  la  manera  con  que  hablan  de  diri* 
xnirse  las  discordias  y  distribuirse  los  productos  de  los  bienes ^  con  cuyos 
artículos  sancionaron  la  escritura  de  protocolización,  nombrando  por  sos  aa- 
cesores  para  después  de  sus  respectivos  fallecimientos,  D.  Juan  Antonio  Ro- 
dríguez á  Dé  Pedro  Martines,  y  D.  Blas  Rojo  al  Licenciado  D.  Juan  Peres 
Roiz: 

Resultando  que  el  Gobernador  civil  de  esta  provincia,  eomo  Presidente 
de  la  Junta  de  Beneficencia,  entabló  demanda  en  17  de  julio  de  1856,  en 
la  que,  alegando  que  solo  era  válida  la  primera  de  dichas  memorias,  por- 
que en  el  testamento  de  Doña  Haría  Serrano  solo  se  hablaba  de  una,  y  que 
aquella  se  habia  encontrado  bajo  cubierta  y  cerrada,  precaución  que  de- 
mostraba que  i  ella  se  refería  la  testadora:  que  eran  nulas  las  escritaraa  de 
18  de  febrero  de  1841  y  31  de  octubre  de  1848,  porque  los  otorgantes  de 
ellas  carecían  de  facultades  para  fijar  el  dia  en  que  la  Boiefioencia  htbia  da 
entrar  en  posesión  de  los  bienes,  para  reducir  á  mstromento  público  tas  ONh 
monas  teataoMnlaTissy  y  para  nombrar  snoesores^y  qoe  eop  erregio  á  til 
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dió se  ooDdenDse  á  D.  Blas  Rojo  á  entregar  al  esublecimíento  de  niños  es- 
pósitos  de  esta  corte  una  casa  en  la  calle  del  Escorial,  otra  en  la  de  la  Cor- 
redera Baja  de  San  Pablo  y  otra  en  la  del  Barco,  qae  constituían  los  bienes 
de  la  herencia  de  Dona  María  Antonia  Serrano,  con  los  frutos  producidos  y 
debidos  producir  desde  el  día  8  de  noviembre  de  1854,  en  que  se  liabia  he- 
cho la  primera  reclamación  á-D.  Blas  Rojo: 

Resultando  que  por  este  se  impugnó  la  demanda,  sosteniendo  la  validez 
de  todas  las  memorias  y  de  las  dos  escritoras  mencionadas ,  cuyas  declara- 
ciones se  hallaban  ajustadas  á  las  facultades  concedidas  á  los  fideicomisa- 
rios, y  que  la  entre^  de  los  bianes  á  la  Beneficencia  no  debia  hacerse  con 
arrpglo.á  las  di8|>osicione8  de  la  testadora  hasta  que  existiesen  pruebas  cum* 
plidas  de  la  inexistencia  del  heredero,  ó  pasase  el  tiempo  marcado  para  su- 
poner el  fallecimiento,  y  no  haber  sucesión: 

Resultando  que  practicada  prueba  poruña  y  otra  part<«,  y  trascurrido  sn 
término,  se  personó  en  los  autos  en  26  de  enero  de  1859  D.  Joaquín  de 
Osma,  ¿  nombre  de  Doña  Magdalena  Norabuena,  viuda  de  D.  Antonio  Sán- 
chez Serrano,  y  de  sus  hijos  D.  Garlos,  menor  de  edad,  Doña  María  del 
Carmen  y  Doña  María  del  Rosario  ^  representadas  por  sus  respectivos  es- 
posos D.  Dionisio  Romero  y  D.  Tonbio  Melendez  ViUon,  de  quienes  presen- 
tó poder  conferido  en  la  ciudad  de  Ruaras,  República  peruana,  v  habido 
por  parte  con  cierta  reserve,  solicitó,  sosteniendo  que  no  eran  validas  las 
memorias,  á  escepcion  de  la  primera,  que  se  condenase  á  D.  Blas  Rojo  á  la 
entrega  délas  casas  y  á  la  rendición  de  cuentas  de  su  administración,  re- 
cibiéndose de  nuevo  el  pleito  á  prueba  para  justificar  la  personalidad  de  sus 


Resultando  que  llamados  los  autos  á  la  vista,  dictó  sentencia  el  Juez  de 
primera  instancia  en  13  de  julio  de  1859,  por  la  que  absolvió  á  D.  Blas 
Rojo  de  la  demanda  interpuesta  por  el  Gobernador  civil  de  la  provincia, 
eooM)  Presidente  de  la  Junta  de  Beneficencia ,  reservando  su  dereclio  á 
Doña  Magdalena  Norabuena  y  consortes  para  que  le  dediyeran  en  debida 
forma: 

Resultando  ^ue  apelada  esta  sentencia  á  nombre  de  la  Junta  de  Beoefí- 
oencia,  y  adheridos  a  la  apelación  Doña  Magdalena  Norabuena  é  hijos,  fué 
avocada  por  la  que  en  25  de  abril  de  1860  pronunció  la  Sala  tercera  de  la 
Audiencia  de  esUi  corte,  condenando  á  D.  Blas  Rojo  á  entregar  á  la  Junta' 

Srovincial  de  Beneficencia  las  tres  fincas  que  componen  la  herencia  de  Dcma 
aria  Sánchez  Serrano,  con  los  frutos  producidos  y  debidos  producir  desde 
el  día  27  de  enero  de  1859,  y  en  las  costas  causadas  en  la  primera  instan- 
cia desde  el  alegato  de  bien  probado  ¿  nombre  de  Rojo,  y  en  todas  las  oca- 
sionadas en  la  segunda,  reservando  los  derechos  que  pudieran  asistir  á  Doña 
Magdalena  Norabuena  y  consortes,  si  comprobaban  debidamente  su  repre- 
senucion  y  personalidad,  para  que  los  ejercitasen  como  correspondiera: 

Resultando  que  D.  Blas  Rojo  Interpuso  recurso  de  casación ,  citando 
como  infringidas  las  leyes  16,  tic  22,  Partida  3.^;  39,  tit.  9.%  y  7/  y  8/, 
titulo  3.%  Partida  6/;  5.%  Ut.  33 ,  Partida  7.** ;  la  voluotad  de  la  testadora 
consignada  eni^a  memorias:  la  doctrina  alegada  y  admitida  en  los  Tribu- 
nales, según  la  que  son  válidas  todas  las  memorias  de  una  misma  persona, 
siempre  que  no  se  revoquen  nisean  contrarias  en  sus  disposiciones,  y  bq 
este  caso  la  última  voluntad  es  preferible  ¿  la  primera;  las  resoluciones  de 
este  Supremo  Tribunal ,  consignadas  en  las  sentencias  de  16  de  noviembre 
de  1844,^  10  de  juUode  1850,  10  de  octubre  de  1857,  17  de  mayo  de  1858 
y  28  de  marzo  de  1859,  y  por  último,  la  doctrina  inconcusa  eo  los  Tribu- 
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1M)60  ecmtraria  i  imponer  costas  en  s^onda  instancia  al  apelado,  y  consig- 
nada en  la  semencia  de  este  Supremo  Tribonat  de  i  3  de  junio  de  1860 : 

Visto,  Mondo  Ponente  ei  Ministro  D.  Antero  de  Bcharri: 
Considerando  que  fa  jurisprudencia  constante  y  la  nueva  ley  de  Enjui* 
ciamiento  iian  reconocido  et  valor  y  eficacia  de  las  memorias  testamenta- 
rias cuando  reúnen  las  circunstancias  des>ignadas  por  los  testadores  para 
«creditar  su  identidad;  ó  por  otro  medio  se  prueba  su  exactitud  y  la  confor* 
fnidad  de  sus  disposiciones  con  la  voluntad  de  los  que  las  dictaron: 

Considerando  que  Dona  María  Antonia  Serrano  anunció  en  su  testa* 
mentó  la  existencia  de  una  memoria,  disponiendo  que  si  se  encontraba  en- 
tre sus  papeles  con  el  mismo  testamento  y  al  tiempo  de  su  fallecimiento,  es- 
crita ó  firmada  de  su  puño,  y  contuviera  mandas,  declaraciones  ú  otras  co^ 
«as  concernientes  ¿su  última  voluntad,  se  tuviese  y  estimase  por  parte  de 
^quel,  protocolizándose  para  que  su  contesto  se  observase  íntegra  é  inviola- 
blemente: 

Considerando  que  no  ha  habido  cuestión  acerca  de  la  identidad  de  los 
papeles  calificados  de  memorias,  bailados  entre  los  de  Doña  Maria  Antonia 
Serrano,  ;  firmados  todos  por  la  misma: 

Considerando  que  si  bien  la  testadora  solo  habló  de  una  memoria  y  el 
número  de  las  halladas,  6  mas  bien  él  de  los  papeles  á  que  se  ha  dado  ese 
nombre,  es  el  de  nueve,  el  coíitesto  de  todas  ellas  revela  aue  las  segundas 
no  eran  mas  que  una  Continuación  de  la  primera,  porque  la  conexión  y  el 
enlace  de  las  segundas  declaraciones  con  las  anteriores,  los  sucesos  que  mo- 
tivaron é  hicieron  necesarias  las  posteriores,  las  sencillas  advertencias  que 
contienen  et  sesto  y  sétimo  papel,  á  los  que  también  se  les  dá  el  nombre  de 
memorias,  y  hasta  la  forma  de  la  redacción  de  todos,  llamando  notas  á  aU 
^unos  de  ellos  y  escribiendo  los  mas  sin  ningún  epígrafe,  persuaden  de 
^que  la  mente  de  la  testadora  no  era  otra  que  continuar  la  única  memoria 
<qw)  Imbli  íodioiid»  cD  m  testamento: 

Considerando  que  esta  calificación  de  lar  flamadas  memorias  es  tanto 
mas  fundada,  cuanto  que,  eliminadas  las  ocho  postefíores,  no  podría  espür 
carse  ni  sostenerse  la  contradicción  que  se  observa  entre  lo  dispuesto  en  Ik 
-primera  y  lo  escrito  en  su  carpeta^  pues  en  aquella  designa  como  fideico- 
misarios á  dos  distintos  sugetos  de  los  espresados  en  esta,  pero  que  son  los 
.  mismos  á  quienes  por  elfallecimiento  de  los  primeros  nombró  en  el  cuarto 
papel  ó  memoria,  lo  cual  demuestra  que  la  testadora  puso  dicha  carpeta 
después  de  escribir  esa  aclaración,  manifestando  de  este  modo  su  voluntad 
deque  se  respetase  y  cumpliera  ,1o  mismo  que  las  anteriores: 

Considerando  que,  debiendo  reputarse  todas  como  partes  de  una  sola,  la 
Toluntad  de  Doña  María  Antonia  Serrano  debe  buscarse  en  todas  ellas: 

Considerando  que  en  la  última  de  sus  notas  ó  declaraciones  ordenó, 
^ue  si  no  se  pudiera  averiguar  el  paradero  de  su  sobrino  D.  Antonio  Sán- 
chez Serrano,  no  se  dispondría  de  los  bienes  para  el  fin  que  tenia  indicado 
liasta  que  pasasen  los  anos  de  una  edad  avanzada,  siendo  la  que  aquel  de- 
bia  tener  entonces  (mayo  de  1838)  la  de  33  años: 

Considerando  que  esta  cláusula  no  era  mas  que  una  aclaración  de  lo* 
que  ya  tenia  dispuesto  en  la  primera  memoría,  en  la  cual  dijo  que  no  que- 
ría prefijar  tiempo  alguno  para  que  se  averíguase  el  paradero  de  su  sobrino, 
sino  que  por  ei  contrario  rogó  y  encar^  á  los  fideicomisarios  que  se  toma- 
sen todo  el  que  hubieren  menester  al  intento;  y  que  si  después  que  hubie- 
-sen  hecho  todas  las  diligencias  posibles  no  tuvieran  noticia  de  el,  ó  la  ta- 
'viesen  de  haber  fallecido,  en  tal  caso  entregarían  los  bienes  al  eatableci* 
«liento  de  niños  espósitos: 
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Goosideniodo  que  eoo  arreglo  á  esta»  disposioion^s  no  puede  decirse 
^oe,  cuando  se  interpuso  la  demanda  por  el  Presidente  de  la  luota  de, Be* 
neficencia,  hubiese  trascurrido  el  término  fijado  por  la  testadora  para  la  en- 
trega de  los  bienes  al  establecimiento  piadoso  designado  por  la  misma: 

♦  Considerando  que  las  palabras  de  los  testadores  deben  entenderse  liana^^ 
mente  y  como  suenan,  y  que  solo  cuando  pareciere  ciertamente  que  su  to* 
luntad  fué  otra,  puede  prescindirse  de  la  letra  y  significación  de  aquellas» 
según  lo  dispuesto  en  la  ley  5.*,  tít.  33  de  la  Paitidli  7.%  y  lo  declarado  re* 
petidamente  por  este  Supremo  Tribunal: 

Considerando  que  ni  las  leyes  ni  la  jurisprudencia  délos  Tribunales  au- 
torizan en  ningún  caso  la  imposición  de  las  costas  de  la  segunda  insUncia 
«1  litigante  que  lia  tenido  que  acudir  á  ella  por  la  apelación  de  su  competí* 
dor,  y  que  por  el  contrario  lo  reprueban  el  espíritu  de  las  primeras  y  los 
fallos  de  este  Tribunal: 

Considerando  que  la  sentencia  de  la  Sala  tercera  de  la  Real  Audiencia 
4e  esta  corte,  pronunciada  en  este  pleito,  infringe  la  ley  citada  y  la  doctri- 
na  y  la  jurisprudencia  invocadas  en  el  recurso: 

Considerando  que  el  estado  del  litigio  en  el  momento  en  que  se  presentó 
el  apoderado  de  Dona  Magdalena  Norabuena  y  de  sus  bijos  y  la  falla  de  jus- 
tificación de  su  personalidad  oponen  un  obstáculo  á  que  boy  se  decidan  sus 
pretensiones; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  habar  lugar  al  recurso  de 
casación  interpuesto  por  D.  Blas  Rojo,  y  en  su  consecuencia  casamos  y  anu- 
lamos la  .«entencia  que  dictó  la  Sala  tercera  de  la  Real  Audiencia  de  esta 
corte  en  25  de  abril  de  1860. 

Y  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  insertará 
«D  la  Colecdcn  legislativa^  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  así  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— Ramón  López  Vázquez  .-^-Sebas- 
tian González  Nandin. — Anlero  de  Echarri.— Gabriel  Gemelo  de  Yelasco. 
Pablo  Jiménez  de  Palacio.— Laureano  Rojo  de  Norzagaray. — Ventura  de 
€olsa  y  Pando. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ilus« 
Iri^mo  Sr.  O.  Antero  de  Gcharri,  Ministro  de  la  Sala  primera  del  Supre- 
mo Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  Sala  en  el 
día  de  boy,  de  que  yo  ei  fiseríbano  de  Cámara  certiOco. 

Madrid  28  de  enero  de  1862.--Juan  de  Dios  Rubio.— (¿raceta  de  7  de 
febrero  de  18«2.). 


«6. 


í  de  easaelon  (30  de  enero  de  1862.).— Bbscision 
DB  i)N  CONTRATO  DK  TINTA. — Se  dcclara  por  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpues- 
to por  Ventura  Cervera  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  se- 
gonda  de  la  Audiencia  de  Valencia,  en  pleito  con  Doña  Isabel  Rí- 
ves,  y  se  resuelve: 

1/  Que  la  mujer  puede  contratar  válidamente,  con  licencia  de 
m  WiOridOf  sobre  sus  bienes  parafernales; 

Y%!^  que  ¡a  ley  61  de  Toro,  refiriéndose  únicamenU  á  las  fían-' 
ífOñ  y  obligaciones  eotUraidas  por  la  muja*  y  de  mancomún  con  su 


Digltizedby  Google 


marido  para  ti  pago  de  las  deadM  de  esUf  neeon^^rmiée  el  contra^ 
to  de  venta. 

Eo  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  29  de  enero  de  4802,  en  los  autos  que 
•penden  ante  Nos  en  tirtud  de  recurso  de  casación  seguidos  en  el  loagado 
de  primera  ínstaocia  del  Mercado  de  Valencia  y  en  la  SaJa  segunda  de  la 
Aeal  Audiencia  de  la  misma  por  Ventura  Gervera,  viuda  de  Vicente  Serra, 
contra  Doña  Isabel  Rives,  que  lo  es  de  D.  Feliciano  Salazar,  sobre  rescisión 
de  un  contrato  (je  venta: 

Resultando  que  á  la  muerte  de  Mariana  MoreU«  viuda  de  Antonio  Cer« 
vera,  se  biio  la  partición  de  sus  bienes  en  22  de  febrero  de  1831 ,  corres- 
pondiendo á  su  bija,  boy  demandante,  la  cantidad  de  857  libras  43  sueldos 
y  6  dineros,  para  el  pago  de  las  cuales  se  le  adjudicó,  entre  otros  bienes, 
una  casa  sita  en  la  calle  de  la  Sangre,  de  la  villa  de  Alcira,  con  el  grava* 
men  de  un  censo: 

Resultando  gue  por  escritura  de  24  de  abril  de  4845,  y  para  pago  de  laa 
deudas  que  designaron,  vendieron  dkba  casa  Vicente  Serra  y  su  mujer 
Ventura  Gervera,  á  quien  este  dio  su  licencia  marital,  á  D.  Feliciano  Sala- 
zar,  reteniendo  este  del  valor  convenido  las  cantidades  que  importaban  aque» 
Has  para  aolveotarias,  con  la  condición  que  si  dentro  de  seis  anos  le  devol- 
vían los  vendedores  el  precio,  les  habia  de  otorgar  escritura  de  retroventa, 
y  que  Ventura  Gervera  renunció  la  ley  61  de  Toro  y  demás  que  por  razón 
de  mancomunidad  la  pudieran  favorecer,  porque  sabedora  de  ella  y  avisada 
de  sos  efectos  por  el  Escribano  ante  auien  otorgaba  esta  venta,  quería  que 
no  le  valiesen  ni  aprovechasen,  jurando  en  forma  que  no  se  opondría  á  ellt 
por  su  dote,  arras,  parafernales,  ni  por  otro  algún  derecho  que  tuviera  y 
pudiese  tener,  por  ser  de  su  utilidad  y  conveniencia  el  hacerla,  y  por  lo 
mismo  la  otorgaba  sin  premia  ni  fuerza  y  de  fu  libre  voluntad,  sin  tener 
hecha  protestación  alguna,  pero  que  si  aparecía,  la  revocaba  y  anulaba  y 
no  pediría  absolución  ni  reíaiacion  de  este  Juramento: 

Resultando  que,  por  fallecimiento  de  D.  Feliciano  Salazar  en  4  i  de 
mayo  de  4850,  se  hizo  la  liquidación  y  partición  de  sus  bienes  en  3  de  ju- 
lio siguiente,  y  adjudicó  á  su  viuda  Dona  Isabel  Rives  en  parte  de  pago  de 
su  baoer  la  casa  de  la  calle  de  la  Sangre,  en  Alcira,  por  valor  de  14,297 
reales  22  mrs.,  y  que  dicha  operación  la  aprobó  el  Juzgado  de  la  Gapitanít 
general  por  auto  de  26  de  junio  del  mismo  año: 

Resultando  que  Vicente  Serra  falleció  en  9  de  enero  de  4858,  y  que  su 
viuda  Ventura  Gervera  presentó  demanda  en  23  de  febrero  de  1859,  pi- 
diendo se  declarase  haber  lugar  á  la  rescisión  de  la  venta  que  comprendía 
la  escritura  de  24  de  abril  de  4845,  y  en  su  consecuencia  se  condenase  á 
Dona  Isabel  Rives  como  causa  habiente  y  poseedora  á  que  la  entregase  la 
casa  con  las  rentas  cobradas  desde  el  dia  que  tuvo  logar  aquel  contrato 
basta  el  en  que  se  verificase  la  entrega,  y  alegó  que  dicha  venta  se  hizo  en 
pago  de  deudas  de  su  marido  y  otros,  y  por  consiguiente  fué  una  obliga- 
ción mancomunada  entre  marido  y  mujer,  prohibida  por  U  ley  43,  tit.  41, 
libro  40  de  la  Novísima  Recopilación:  . 

Resultando  que  Dona  Isabel  Rives  contestó  la  demanda  esponiendo  que 
del  simple  examen  de  la  escritura  se  comprendía  que  no  hubo  error  en  el 
consenlimtento  prestado  por  la  demandante,  pues  en  ella  se  refirieron  otras 
anteriores  de  créditos  en  favor  del  comprador  y  en  contra  de  los  vendedo- 
res y  de  terceras  personas  que  se  tomaron  en  cuenta  del  precio  convenido: 
que  la  vendedora  no  contrajo  obligación  alguna  por  su  marido  ni  de  man- 
común, sino  que  vendió  una  casa  suya,  renunciando  deliberadamente  cdaii* 
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t«  Jtyes  piidifnn  tiYONoerla:  qae  traseorrído  el  plazo  dantro  del  que  loa 
TBodedorea  podienn  doTOlfar  el  precio  y  exigir  la  retroTenta,  quedó  ia  fin- 
ca de  la  absolata  propiedad  y  dominio  del  comprador:  que  la  ley  citada  de 
eoQtrario-ee  refiere  á  laa  fianzas  de  ia  mujer  por  el  marido  y  á  ia  obligacioQ 
mancomunada  coa  el  mismo,  pero  no  á  los  contratos  de  venta;  y  por  últi« 
mo,  <|ae  habla  adquirido  el  dominio  y  posesión  de  la  finca  p(ur  la  prescríp- 
don  con  art eglo  á  las  leyes: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  y  heefaas  las  que  se  articu* 
laron,  dictó  senteuGla  ei  Juez  en  ai  de  diciembre  de  1859  que  confirmó  con 
las  costas  de  ambas  instancias  la  Safa  sef^unda-de  la  Audiencia  de  Valencia 
en  8  de  jutilo  de  1860^  absolviendo  á  Doña  Isabel  Rivesy  viuda  de  D,  Feli- 
ciano Salazar,  de  la  demapda  propuesta  por  Ventura  Gervera; 

T  resultando  qué  esta  interpuso  el  actual  recurso  de  casación  por  con- 
ceptuar contraria  dicha  sentencia  al  precepto  de  la  ley  61  de  Toro;  al  de 
la  3.%  tít.  ily  lib.  10  de  la  Novísima  Recopilación  y  á  los  principios  gene- 
rales de  derecho  y  jurisprudencia  de  los  Tribunales; 

1.^  Porque  el  contenido  de  la  escritura  de  venta  revela  que  esta  fué  si- 
nnhida,  y  no  tuvo  otro  objeto  que  garantizar  por  seis  años  el  crédito  del 
comprador  Salaaar  centra  el  marido  de  la.  recurrente,  conteniendo  esencial-» 
asnte  la  fianza  de  «la  á  favor  del  acreedor  ea  fraude  de  la  ley: 

2/  Porque  la  prescripción  no  pudo  empezar  hasta  la  muerte  de  su  ma-» 
rído»  ó  cuando  menos,  hasta  que  acabó  el  derecho  de  retraer  en  1851; 

T  3.*  Porque  lá  acción  personal  intentada  era  procedente  y  maniüesta, 
hallándose  este  fundamento  de  la  sentencia  en  contradicción  con  la  ley  en 
que  se  apo^a,  á  todo  lo  cual  se  han  añadido  en  este  Tribunal  como  infrin- 
gidas también,  la  ley  2/,  tit.  11,  lib.  10  de  la  Novísima  Recopilación  en 
cnanto  espllca  ó  pnede  servir  de  medio  para  interpretar  rectamente  la  61 
de  Toro  y  la  doctrma  admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales  con- 
aágnada  en  el  folio  de  este  Tribunal  Supremo  de  3  de  enero  de  1857,  en 
qoe  se  interpreta  la  citada  61  de  Toro  del  modo  mas  conducente  á  las  pre- 
tensiones del  recurrente: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa: 

Considerando  que  la  casa,  objeto  de  la  demaqda,  pertenecía  á  ios  bienes 
parafernales  de  Ventura  Gervera,  y  que  por  lo  tanto  esta  pudo  válidamente 
contratar  sobre  ella  y  venderla  con  licencia  de  su  marido: 

Considerando  que  la  le^  61  de  Toro,  ó  sea  la  3.*,  tit.  II,  lib.  10  de  la 
Novísima  Recopilación,  reliríéndose  únictmente  á  las  fianzas  y  obligaciones 
GOBtFaádas  por  la  mujer  y  de  mancomún  con  su  marido  para  el  pago  de  las 
deudas  de  este,  no  comprende  al  contrato  de  venta,  y  asi  lo  ha  reconocido 
k  recurrente  esponiendo,  aunque  sin  haberlo  probado,  que  fué  simulada  la 
que  hizo; 

T  considerando  por  lo  espuesto  que  la  sentencia  contra  la  que  se  ha  in- 
terpuesto el  recurso  no  ha  infringido  la  espresada  ley,  ni  por  consiguiente 
su  concordante  la  2/  del  mismo  Código,  titulo  y  libro,  citadas  en  su  apo- 
yo, y  qoe  la  doctrina  coasignada  en  elníilo  de  esle  Supremo  Tribunal  de  17, 
y  no  de  3  de  enero,  de  1857.  no  es  aplicable  al  caso  ¡Mresente,  porque  en  el 

Sleito  que  lo  motivó  se  trataba  de  hacer  efectiva  una.  obligación  comprendió 
a  en  la  mencionada  ley  61  de  Toro; 

Fallamos*  que  debemos  deciarai;  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  Ventura  Gervera  y  Moreil,  viuda  de  Vicenta 
Serra,  á  la  cual  condenamos  en  las  costas,  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Au- 
diencia de  donde  proceden  coa  la  certificación  correspondiente. 

A4  ^r  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inserta- 
TOMO  yn.  9 
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rá  60  ia  Coleeeion  ¡egitiaHca.  paiándose  al  efecto  las  erotat  aaoeaariaat  ^ 
prooünciamos,  mandamos  y  ñrmamos,--<Ramon  López  Vazaaez.--^Sebaa« 
tían  González  Nandin.—ADlero  de  Echarri.— Gabriel  Geruelo  de  Velaseo. 
— Joaquia  de  Palma  y  Víduom.— Laaroaoo  Rojo  de  Norzagaray^— Veatura 
de  Celsa  y  Pando. 

•  PablicadoD.--Leida  y  publicada  foé  la  sentencia  anteiitr  por  el  bco» 
lentísimo  é  limo.  Sr.  D.  joaqoin  de  Palma  y  Vinuesa,  Ministro  de  la  Sala 
primera  del  Thbonal  Supremo  do  Justicia,  estándose  celebrando  aadieiicia 
pública  en  la  misma,  do  qoo  certifico  como  Bscribaiio  de  GáoMra  babi« 
liUdo. 

Madrid  30  do  enero  do  1862.*»Ltiis  Galatrai«ao.^Ga0ota  do  O  de  fe» 
brero  de  1862.) 


RMmifso  de  sMiMieion  (I.*"  de  febrero  de  1862.).— Pam 
BB  MABAvsDís.— RsGoif?BNGiOM. — ^Se  deciara  por  la  Sala  primera  dei 
Tribunal  Supremo  no  haber  lagar  en  parte,  y  en  parte  sí,  al  re* 
curso  de  casacron  interpuesto  por  D.  Damián  de  Gaona  contra  la 
sentencia  dictada  por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Burgos, 
en  pleito  con  D.  Cayetano  Saenz,  y  se  resuelve: 

I.""  Que  siendo  de  hecho  las  cuestiones  á  que  han  dado  origen 
la  demanda  y  reconvención,  y  habiendo  suministrado  sobre  ellas  las. 
partes  prueba  testifical,  á  la  Sala  sentenciadora  eorreqfonde  el 
apreciar  el  valor  de  dicha  prueba; 

S.""  Que  las  leyes  32  y  40,  tü.  16,  ParHda  3.*,  han  eUo  esm- 
cialmente  modificadas  por  el  art.  347  de  la  Ley  de  Enjuieimniertío 
civil : 

S.""  Que  la  prueba  incumbe  al  que  afirma,  según  se  tiene  ya 
consignado  por  el  Supremo  Tribunal  en  las  dedtíones  de  22  de 
enero  de  1849  y  28  de  junio  de  1852: 

4."^  Que  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  ha  derogado  la  i.\  tí- 
fulo  6.^,  libro  11  de  la  Novísima  Recopilación: 

5.^  Que  no  meden  tomarse  en  cuenta  al  fallar  sobre  un  feeur-- 
so  decisiones  del  Tribunal  Supremo  que  no  tienen  relación  con  H 
caso  objeto  del  recurso: 

6.''  Que  la  doctrina  consignada  en  la  decisión  del  Tribunal  Su-^ 
premo  de  51  de  dicienibre  de  1857,  de  que  cuatido  en  una  sentencia 
se.  interpreta  mal  un  contrato  ó  se  viola  con  fundatnetUos  inexaC'^ 
tos,  no  tiene  aplieaeion  cuando  no  existiendo  documento  que  acre'- 
dUe  el  contrato  á  que  se  alude,  no  ha  podido  ser  bien  ni  mal  calt^* 
cado  ni  interpretado: 

I.""  Que  los  fundamentos  ó  parte  espositiva  de  las  seiftendas  no 
pueden  ser  objeto  de  recurso  de  casación,  el  cual  solo  procede  con^ 
ira  la  parte  resolutiva  de  las  mismas; 

Y  S.""  que  no  es  valedero  el  juicio  en  que  no  se  dé  pgr  quito  al 
demandado  ó  se  le  condone  en  toda  la  demanda  ó  en  cierta  parte 
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4eMat  mm  to  éMrina  MMignada  en  las  de^i$ione$  4M  Suprema 
Tribunal  OeUéc  mane  de  1846 ,  6  de  nairimbre  da  1856  y  4  de 
tnero  de  1888. 

Ba  It  YíUa  y  cdrtd  de  Madrid,  á  31  de  enero  de  1862,  eo  les  autos  que 

rideo  ante  Nos  eo  virtud  de  reeurao  de  casacipn»  seguidos  en  ei  Jiíuado 
primera  iostancia  de  Logroño,  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Real  Audí^* 
«n  de  Burgos  por  D.  Cayeuno  Saena ,  contra  el  Licenciado  D.  Damián  de 
€aona  sobre  pago  da  3^412  n,  y  reconvención  de  este  por  la  suma  da 
37,652  rs. : 

Resoitando  que  D.  Damián  de  Gaone,  al  salir  en  10  de  agosto  de  186S 
ds  la  casa  de  D.  Cayetano  SaeoS|  en  Logroño,  donde  estaba  hospedado,  es* 
leodió  V  firmó  una  cuenta  y  liquidación,  que  na  reconocido  baeiéodose  car- 
go de  deber  al  segundo  3,412  rs.  por  su  pupilaje  desde  2  de  diciembre  an« 
tenor  hasu  sopeña  íecba  i  rasen  de  12. re.  diarios,  y  por  400  que  le  habla 
entregado  én  oioero: 

Rosultando  que  á  continuación  de  la  misma  cuenta  sentó  una  partida 
é&  22,000  rs.  qnn  había  dado  á  S^ns  con  interés  de  6  por  100,  y  después 
«otra  de  1,100  ib.  qoe  ie  enUegó  para  hacer  un  pago  á  Daña  Josefa  Merinoj 
I  el  importe  de  varios  muebles  q«e  obraban  en  poder  de  aquel,  sacando  una 
suma  total  contra  el  mismo  de  28,;$0  rs.,  de  les  que  rebajados  los  3,412 
^1  cargo,  deduje  un  alcance  á  su  favor  de  25,171  rs. ,  diciendo  por  ultimo 
qoe  si  querían  nrorogar  hasta  un  año  mas  la  entrega  de  lo#  20,000  rs« ,  le 
entregasen  desde  luego  los  5,171  ra. : 

Resulundo  que  D.  Cayetano  Saenz  presentó  demanda  de  menor  cuantía 
fn  18  de  agosto  de  1S58  y  pidió,  acompañando  la  cuenta  reCsrida,  que  me-* 
dianie  á  confesar  en  ella  Gaona  serle  en  deber  3,412  rs.,  y  no  siendo  cierV^ 
qne  eele  le  hubiese  entregado  cantidad  alguna  de  las  que  en  la  misma  es«* 
presaba,  se  le  condenase  al  pago  de  2^78  rs»  á  que  quedaban  reducidos 
eqoellos,  descontando  ei  importe  de  ios  mueblas  qne  en  ella4ecia  haberlA 
vendido: 

ResultandflkAue  Gaooa  sen^.á  contestar  la  demand»  formando  ar- 
ticulo previo ,  rondado  en  que,  sibien  entre  los  dos  hubo  un  convenio  de 
leota  de  los  muebles,  quedó  sin  efecto  por  mátuo  disenso,  entregándolos 
Saena,  á  quien  se  otorgó  escritura  de  fianza  para  responderle  de*  su  roicla» 
maeton;  y  que  por  conaigniente  debía  pedir  el  todo  de  su  crédito,  ó  renun-* 
«lar  é  su  aecien: 

Resulumdo  que  estimado  el  articulo  per  senteaoia  de  14  de  diciembre 
del  mismo  año,  presenté  Saena  demanda  en  3  de  enero  siguiente,  pidiendo, 
por  los  motivos  que  espuso  en  la  anterior,  que  se  condenase  á  D.  Damián 
Gaona  al  pago  de  los  3,412  rs.: 

Resulundo  qne  este  solicitó  se  le  absolviese  de  ella  y  por  mutua  petl- 
don  que  se  condenase  al  demandante  á  que  le  pagase  37,304  rs.  que  le  de- 
ÍMS,  deduciéndose  de  ellos  400  rs.  dados  á  cuenta  y  lo  que  iroportaso  el  pu« 
pilaie,  regulado  que  fuese,  y  á  la  restitución  de  ios  efectos  que  retenia  in« 
debidaffleBte.  ak^ando,  respecto  á  lo  primero,  que  el  importe  del  pupilaje 
no  fué  estipulado,  aino  qne  él  admitió  la  regulación  que  hicieron  D.  Gabriel 
Xichel  y  Ix  Marcos  Aguirre  para  Uegar  al  arregló  que  le  propusieron ,  uq 
obstante  la  lesión  enormfsima  que  le  causaban ^  por  consiguiente,  y  siendo 
ineuestionable  que  cuando  por  un  contrato  perfecto  é  incondicional  no.se 
fija  el  valor  de  lo  que  es  objeto  del  mismo,  debe  estarse  é  la  regulación  que 
se  haga  en  vista  de  los  antecedentes  en  que  convengan  las  partes  ó  se  jus* 
tifiquo  era  indiqwnseUe  psoceder  á  la  del  pupilaje  re^tamado ;  y  en  cutmto 
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i]ii,reó(^^ticfc)nv  <|tí6  debía  dar  éondensrdo  Stfenz  al  pagó  de  las  eaiiúda« 
des  que  le  tenia  entregadas  coó  sus  inteiiftses  por  la  aeciea  ei?il  persooil 
que  nace  de  todo  contrato ,  para  qae  el  deudor,  vencido  ei.pla^Oy  pague  Ja 
cantidad  qae  recibió  á  préstamo  con  los  intereses  que  por  escrito  se  pac- 
taron ,  asi  como  á  entregar  todos  los  efectos  que  obraban  en  su  poder  y  lo» 
títulos  y  otros  papeles  del  esponénie  en  virtud  de  la  acción  real  que  nae# 
contra  el  que  siu  titulo  legitimo  retiene  indebidamente  le  que  no  es  suyo: 

Besallando  querSaent  al  replicar  negó  que  Gaona  le  hubiese  entregado 
cantidad  alguua,  como  que  obrasen  en  su  poder  efectos  del  mismor 

Resultando  que  el  segundo  en  el  escrito  de  duplica  manifestó  haber  pe* 
decido  el  olvido  dé  no  espresar  hallarse  comprendidos  en  los  37,304  reale? 
de  su  reconvención  34S  reales  que  tenia  devengados  como  Abogado  en  lu 
defensa  de  Saenz  y  su  mujer  en  ios  varios  asuntos  qoe  espresó,  sin  oita^ 
época:  ■   . 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  praeba  faMcieron  de  testíffos  una 
y  otra  parte  para  justificar  los  hechos  que  hablan  alegado/ t  que  el  Juez  de 
tirimera  ini^tancfa  dictó  sentiESncla  eu  31  de  octub^e  oe  1889 ,  que  confirmó 
fa  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Burgos  en  1 7  de  maño* de  i  860  conde- 
nando al  Licenciado  D.  Damián  de  Gaona  al  pago  de  3,412  rs.  que  se  le  re- 
elamaban  por  D.  Cayetano  Saenz,  y  absolviendo  á  este  de  la  reconveticioii 
h  inútua  petición  de  ios  37,304  reales  con  4as  costas  de  este  pleito  al  prt- 
aero; 

y  r^oltando  que  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  este,  se  fonda 
en  conceptuar  contrarío  dicho  fallo,  que  nada  resuelve  sobre  la  restituciei» 
de  efectos,  tlttilos  y  documentos,  materia  también  de  la  reconvención,  á  las 
leyes  1.*,  tít.  6.^  nbro  11  de  la  Novísima  Recopilación;  32  y  40,  tft.  16  de 
laPañida  3.^;  á  la  disposición  del  párrafo  final  del  art.  61  de  la  Ley  de  Bn- 
julciamiento  civil,  ¿  fa  del  art:  62  de  la  misma ,  y  á  la  doctrina  admitida 
p^u*  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales  de  que  los  Letrados  tienen  acción  é 
reelámar  dentro  del  trienio  legal  sus  honorario»  mientras  no  ee  pruebe  ha* 
bórselos  satisfecho; 

Y  en  este  Supremo  Tribunal  se  han  citado  además  üemo  infringida! 
también: 

1.^  La  ley  15,  tit.  22,  Partida  3.*,  y  las  decisiones  del  mismo  de  24 de 
marzo  de  1846 .  6  de  noviembre  de  1956  y  4  de  enero  de  1858  por  no  ha« 
berse  alusiado  a  ellas  la  sentencia  cuya  casación  se  solicita. 

2.**  Las  leyes  1/  y  2/,  tit.  14,  Partida  3.*,  y  las  decisiones  de  estel^i- 
banal  de  22  de  enero  de  1849  y  28  de  junio  de  1852,  como  asimismo  el  co- 
nocido y  respetable  principio  de  que  la  prueba  incumbe  al  que  afirma. 

a.*  La  ley  22^  tft.  16,  Partida  5.*,  y  las  decisiones  de  este  misino  Tri- 
bunal de  1."  de  diciembre  de  1857  y  15  de  juniade  1858  relativa  ú  la  es-' 
c^ion  de  cosa  juzgada. ' 

4.*  La  decisión  de  este  Supremo  Tribunal  de  31  de  diciembre  de  1857^ 
párrafQ  segundo ,  acerca  de  la  calificación  del  contrate  entre  el  recurrente 
y'bu  adversario  sobre  la  permanencia  de  losliijos  de  éste  en  casa  de  aquel. 

5.*  La  ley  5.%  tit.  22,  Partida  3.%  y  el  art.  61  de  la  de  Enjuieiamiente 
civil;  porque  no  resuelve,  no  declara  si  fué  pura  ó  hipetótica  la  aceptación 
de  la  cUota  del  pupilaje  por  el  recurrente,  esoepdon  que  opuso  el  conteeutf 
la  demanda  y  ha  Sostenido  hasta  el  dia. 

6.^    El  art.  62  de'  la  citada  Ley  de  Enjuiciamiento^  porque  con  ser  mu^ 
chos  ios  puntos  litigiosos,  solo  hay  utí  fallo  solidario  para  todos,  bajo  la  ge* 
nehil  fórmula  ebstielw ,  condeno : 
'    Y7/   El  ait.  333  de  la  nusma  ley,  perqué  no  preoedea  i  la  fleatencia 
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los  resnUandos  y  eonsiderendos  que  la  misma  eiig»,  poM  na  pueden  40 
manera  alguna  suplir  párrafos  con  nombres  de  tales«  pero  sin  los  elementos 
406  según  la  lev  y  la  raion  eoraun  ios  constituyera. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Laureano  Rojo  de  Norzasaray: 

CoDsiderandOy  que  siendo  de  liecbo  I<^  cuestionáis  á  upe  ban  dado  orí« 
^n  la  demanda  y  reoonfencion,  objeto  de  estos  aufoá,  soore.las  que  los:  li« 
aigantes  lun  suministrado  prueba  testiScai,  que  ba  sidq  apreciada  por  h 
Safa  sentenciadora  al  dictar  su  fallo,  con  arreglo  al  art.  317  de  la  ley  da 
Enjuieiamlento df il,  sia  que  contra  dicba apreciación  se  baya  alegado. in- 
fivecioa  alguna,  no  se  ban  quebrantado  las  leyes  3^  y  40,  tíU  iS,  Partida 
B.*  citada  en  el  recurso*  relativas  á  la  prueba  de  testigos,  las  cuales  han 
sido  esencialmente  modificadas  por  aquella,  y  por  tanto  que  la  sentencia  al 
condenar  y  absoher  respectivamente  de  la  manera  que  lo  ba  becho,  no  ha 
inCringido  las  leyes  1/  y  2»%  tH.  Í4,  Partida  d.%  respetando  el  principio  de 
oue  la  prueba  incumbe  al  que  afirma,  consignado  en  las  decisiones  de  este 
Supremo  Tribunal  de  22  de  enero  de  i  849  y  28  de  junio  de  1852|  que  por 
lo  mismo  no  ban  sido  infringidas: 

Considerando  que  no  existe  la  ley  22,  tít.  16,  Partida  5.*,  que  \^  de  En- 
juiciamiento ba  derogado  la  1.*,  ti^.a.^i  libro  11  de  la  Novísima  Recopila- 
ción: que  no  ha  sido  objeto  de  h  discusionjdel  pleito  ni  la  oportunidad  de 
la  contestación  á  la  demanda  ni  la  escepcion  de  cosa  juzgada  que  se  invoca 
j  á  que  se  refieren  las  decisiones  de  este  Supremo  Tribunal  de  1/  de  di- 
ciembre de  1857  y  15  de  jumo  de  1858,  y  que  por  lo  mismo  no  pueden  to- 
marse ahora  en  cuenta  al  decidirse  el  recurso: 

Considerando  que  la  dootrioa  consignada  en  la  decisión  de  este  Supre- 
mo Tríbnnal  de  31  de  diciembre  de  1857,  de  que  cuando  en  una  sentencia 
se  interpreta  mal  un  contrato  6  se  viola  con  inexactos  foadamentos,  proce- 
de el  recurso  de  casación,  no  tiene  aplicación  en  el  presente  case,  porgue 
no  existiendo  documento  que  acredite  el  contrato  á  que  sq  alude,  no  ha  po- 
Sao  ser  bien  ni  mal  calificado  ni  interpretado: 

Considerando  que  los  fundamentos  o  parte  espositiva  de  las  senteoícias 
^0  pueden  ser  objeto  dé!  recurso  de  casación,  el  cual  solo  procede  contra  la 
parte  resolutiva  de  las  mismas,  como  repetidamente  lo  tiene  declarado  este 
supremo  Tribunal: 

Considerando  que  la  sentencia  cuya  casación  se  pretende,  si.  bien  re* 
suelve  respecto  á  to  deducido  en  la  demanda  y  al  primer  estremo  de  la  re- 
convención, Qo  lo  hace  en  cuanto  al  segundo,  relativo  6  la  restitución  de 
efectos ,  títulos  y  documentos  reclamados,  infringiéndose  por  consiguiente 
las  leves  5.*  y  15,  tit.  22,  Partida  3.%  que  previenen  que  al  demandado 
40  íe  áé  por  qwUo  ó  te  le  condene  en  toda  la  demanda  ó  de  cierta  parte 
de  ella ,  no  siendo  valedero  el  juicio  en  que  no  se  haga  una  ú  otra  declara- 
•tíoa ;  doctrina  consignada  también  en  las  decisiones  que  se  citan  de  este 
fcpremo  Tribunal ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  el  Licenciado  D.  Damián  Gaona  contra  la  sen- 
tencia dictada  por  la  Sata  segunda  de  la  Real  Audiencia  de  Burgos  en  17 
de  marzo  de  1860 ,  en  cuanto  por  ella  se  condena  al  referido  Gaona  al  pago 
ée  3,412  rs.  que  se  le  reclamaban  por  D.  Cayetano  Saenz ,  y  se  absuelve  i 
este  de  la  reconvención  ó  mutua  petición  por  la  qqe  se  le  peaian  los  37^304 
leales ;  y  que  há  lugar  á  diclio  recurso  >  en  cuanto  la  referida  sentencia  no 

Ííuelve  ni  condena  ni  hace  ninguna  declaración  respecto  á  la  restitución 
efectos,  títulos  y  documentos  que  comprende  la  segunda  parte  de  la  re- 
MivendOD  j  y  en  su  eonsecoen^a  daheiq^?  d^  c^sar  como  casamos  y  aun* 
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lálnos  fh  «sprésádá  Iseíitoncia  tn^t6  úlUmo  partiootar,  alsáoéosA  y  devol** 
fféodb^e  6l  depósito  eoDBtítaido: 

As!  por  68(9  nqestra  fiefitMoia,  que  se  poblicará  en  la  Goúeta  é  loaertai* 
tí  en  la  VólBetíion  ^^«taNoa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
prévianeianios.  maMamos  y  flrmamos.—Ramon  Lopes  Vaiqnei.—Antero* 
H^  echarri.^-Gabriel  Cieraelo  de  Vetasco.— Joaquín  de  Pelma  y  Vlnoesa.-^ 
^editú  Gómez  de  Hermosa.^-PaUo  Ümeiies  de  Fatecio.-^Lanreaiié  Rojo  áé^ 
!96n¿^ffara]r. 

PablicacioQ.-^Jieida  y  publicada  fué  esta  sentencia  por  el  limo.  Sr.  üoé 
Laureano  RoK)  de  Nortacaray,  Ministro  de  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  de  Justicia ,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  la  misma» 
de  que  certifico  como  Escribano  de  €ámara  habilitado  de  dicho  Supremo 
THbtrnal. 

Ifadrid  4/  de  febreí^  de  i862.--Lui8€alatraye&o.— (baceta  de  9  do 
flabrero  de  1862.) 


Itc^eaanMi  <lé  easaeiMí  (3  de  febrero  de  1^2.).— Pago  dv 
UNA  LBTRA.— Gastos  dk  protesto,  rjisaca  é  mrEBESss. — Se  decla«* 
ra  por  la  Sala  primera  del  Tribuna!  Sapremo  no  haber  lugar  al  re* 
eureo  de  casación  interpuesto  por  D.  José  Garrido  contra  la  sen* 
lencia  pronunciada  por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Tallador 
Kd,  en  pleito  con  D.  José  GrijaKo  y  otros,  y  se  resuelve : 

1.^  Que  con  arreglo  á  la  ley  13,  tU.  i4,  Partida  8/  para  que 
ñhya  novación  de  contrato  por  subrogación  de  un  nuevo  deudor  en 
lugar  del  primero^  quedando  este  librea  es  necesario  aue  dicha  sub^ 
rogación  sea  á  placer  del  acreedor,  y  que  aquel  se  obligue  diciendo 
abiertamente  que  lo  hacía  con  voluntad  que  el  primero  fuese  des- 
atado, quedando  el  nuevo  deudor  obligado  por  la  deuda  y  el  anti* 
guoquüo; 

¥  2.°  que  las  opiniones  de  los  autores,  por  muy  respetables  que 
sean,  no  constituyen  la  doctrina  legal  en  que  debe  fumarse  un  re» 
curso  de  casación. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  3  de  febrero  de  4862^  en  el  pleito  pen« 
diente  ante  Nos  por  recurso  de  casación^  seguido  en  el  Juzgado  de  fwimera 
instancia  de  Medina  de  Riosdco  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Real  Audiencia . 
de  Valladolid,  primero  por  D.  José  y  D.  Manuel  Grijalvo,  y  después  y  ei^ 
subrogación  suya  por  D.  Domingo  Garzón,  con  D.  José  Garrido,  sobre  pago 
do  una  letra,  gastos  de  protesto,  resaca  é  intereses: 

Resultando  que  la  casa  de  comercio  establecida  en  Valladolid ,  bajo  la 
razón  social  de  Grijalvo  y  hermano  giró  una  letra  en  dicha  ciudad  el  21  de 
noviembre  de  i854  para  el  di  de  enero  siguiente  á  su  propia  orden  y  cargo 
9e  D.  José  Garrido,  vecino  de  Ríoseco,  por  cantidad  de  23,100  rs. ,  valor 
recibido :  é  indicada  en  caso  necesario  á  Riva,  hermanos ;  que  aceptada 
por  Gamdo,  v  endosada  á  DoSa  Tomasa  Vinagre,  fué  protestada  á  su  ven* 
cimiento  por  falta  de  pago,  entendiéndose  la  diligencia  con  D.  Antonio» 
Garrido,  padre  del  D.  José,  que  manifeetó  hattirse  eslA  anaentOy  siemlo  aa^ 
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tiabeha  al  dia  siguiente,  en  udíod  de  los  gastos  del  pretesto,  por  Riva,  her- 
miDOSf-á  quien  reembolsó  la  casa  di  Grijalfo  y  hermano: 

Resultando  que  por  esta  se  entabló  demanda  ordinaria  en  7  de  mayo  de 
1859  reclamando  de  D.  José  Garrido  el  pago  de  los  23,100  rs. ,  importe 
da  la  letra,  los  gastos  de  protesto  y  resaca  de  la  misma,  los  réditos  desde  31 
de  enero  de  1855  y  las  costas,  cantidad  qtie  dijeron  procedía  de  préstamo 
qoe  le  habían  hecho : 

Resaltando  que  Garrido  Impugnó  la  demanda  negando  hubiera  recibido 
de  los  demandantes  la  cantidad  reclamada ,  j  esponiendo ,  además  que  le 
aeeptadon  de  la  letra  habia  sido  un  favor  dispensado  é  aqoeltos  para  ga^ 
mtisarlee  el  giro  hasta  que  se  hiciese  efectivo  su  importe  de  Manuel  Peres, 
Jo  cual  se  snponia  realizable  á  la  facha  del  ? encimiento,  y  que  aquella  ha* 
liia  quedado  sin  efecto  por  otra  de  27,000  y  mas  reales  que  se  había  estén* 
dido  á  nombre  y  por  virtud  de  poder  de  su  padre  D.  Antonio  Garrido,  única 
que  en  su  caso  debía  haberse  presentado  y  exigido: 

Resultando  que,  practicada  prueba  por  una  y  otra  parte,  el  Juez  de 

fimera  instancia  <&ctó  sentencia,  que  con  ligeras  modificaciones  confirmó 
Sale  leroera  de  la  Real  Audiencia  de  VUlladolid  por  la  que  pronunció  en 
11  de  julio  de  1860,  condenando  á  O.  José  Gurrído  á  pagar  á  D.  Dominge 
Garzón,  subrogado  en  los  derechos  de  D.  José  y  D.  Manuel  GrijaWo,  la  can* 
tidad  de  23,100  rs.  con  los  intereses  al  5  por  100  desde  6  de  junio  de  1859, 
los«istoa  de  protesto  y  resaca,  y  las  costas  de  ambas  instancias: 

Resultando  que  D.  José  Garrido  interpuso  recurso  de  casación,  citando 
como  inlfingtda  la  ley  15,  tít.  14,  Partida  5.*,  y  la  doctrina  que  con  res- 
pecte á  ella  sostiene  su  comentador  Gregorio  López: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Laureano  Rojo  de  Norzagaray: 

Considerando  que,  con  arreglo  á  la  ley  15,  tít.  14,  Partida  5/,  para  que 
baya  novacioo  de  contrato  por  subrogación  de  un  nuevo  deudor  en  lugar 
del  primero,  quedando  este  libre,  es  necesario  que  dicha  subrogación  sea  á 
flloeer  del  acreedor,  y  que  aquel  se  obligue  diciendo  úbieriamerUe  que  h. 
Macia  con  voluntad  que  el  primero  fueese  deealado  é  este  debdor^  ó  mane  - 
fo,  que  metieron  en  ati  lugar  de  ntisüo,  fineatee  obligado  por  la  debda,  i 
el  oiro  quiU>\  circunstancia  que  no  concurre  en  la  obligación  de  que  se 
traía  en  estos  autos: 

.  Considerando  que  las  opiniones  de  los  autores,  por  muy  respetables  que 
sean,  no  censtitayen  la  doctrina  legal  en  que  debe  fundarse  un  recurso  de 
casación,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interonesto  por  D.  José  Garrido,  á  quien  condenamos  en  las 
coatas;  devolviéndose  los  autos  coo  la  oertifleacion  correspondiente  á  la  Au- 
diencia de  donde  proceden. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  (Hiblicará  en  la  Qaeeia  é  insertará 
en  la  CoUcáon  Ugielalwa^  pasándose  al  efecto  las  copias  necesaria^,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— Ramón  López  Vázquez.— Sebas* 
tian  González  Nandin.— Antero  de  Echarri.— Gabriel  Gerueto  de  Veiasco.  — 
Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa.— Laureano  Rojo  de  Norzagaray.— Ventura  de 
Golsa  y  Pando. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fné  la  precedente  sentencia  por  el  Ilus- 
trísímo  Sf.  D.  Laureano  Rojo  de  Norzagaray,  Ministro  de  la  Sala  primera 
del  Supremo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma 
Sala  en  el  dia  de  hoy,  de  que  yo  ei  Escribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  3  de  íi^irero  de  1862.— Juan  de  Dios  Rubio.H^aceta  ^^  <^  ^^ 
.lebrero  de  18620 
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Reearso  <le  easacion  (6  ¿6  /i$ftr^ro  (te  1862.)— -Entrega 
x>£  CANTIDAD.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Sapre* 
mo  no  haber  lu^r  en  parle,  y  en  parte  sí  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  U.  Juan  Bautista  Jaquet»  contra  la  sentencia  dicta-  ' 
da  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Canarias*  en  pleito  con 
Dona  Ignacia  María  Uóníca  de  la  Vega  y  otros,  y  se  resuelve: 

I.""  Que  para  que  pueda  tener  lugar  la  pre9cripcUm  de  diez  p 
veifUe  años,  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  la  ley  18,  tít.  29,  Partí- 
da  3.\  no  soló  se  necesita  la  posesión  constante^  sino  que  ha  de  ir 
acompañada  de  buena  fé  y  justó  titulo. 

i."*  Que  hay  accioíies  procedentes  de  derecho  real,  que  sin  em* 
bargo  no  son  reivindicatorías; 

y  3.*"  que  al  poseedor  de  buena  fé  no  debe  privársele  de  los  fru- 
tos que  haya  percibido  haUa  la  litis  contestación* 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  6  de  febrero  de  1862,  en  los  autos  que 
penden  ante  Nos  por  recurso  de  casacíAi  seguidos  en  el  Jazmdo  de  prime- 
ra instancia  del  partido  de  Guía  y  en  la  Sala  orimera  de  la  Real  Auaiencia 
de  Canarias  por  Dona  Ignacia  María  Ménica  de  la  Vega,  Dofia  Bstébana  y 
Doña  Antonia  González  de  la  Fé,  con  D.  Juan  Bautista  Jaqaet,  sobre  entre- 
ga de  5,080  rs.,  valor  de  dos  quintas  partes  de  una  casa  y  alquiler  de  la 
misma: 

Resultando  qne  por  el  testamento  que  Doña  Antonia  Rosalía  de  Totar 
otorgó  en  10  de  mayo  de  1792,  en  el  que  declaró  pertenecería,  entreoíros 
bienes,  un  pedazo  de  tierra  cercada,  con  agua  de  riego  y  contiguo  á  él  las 
casas  de  su  habitación  de  alto  y  bi¡o,  con  las  cargas  de  que  hizo  mérito» 
instituyó  heredero  usufructuario  á  su  marido  D.  Francisco  Biverol,  facul- 
tándole para  vender  ó  atributar  en  todo  ó  en  parte»  según  tuviere  por  con- 
veniente, el  referido  pedazo  de  tierra,  en  el  caso  de  no  serle  bastantes  para 
sus  alimentos  los  frutos  que  rindiese;  y  que  después  de  su  muerte  lo  que 
restase  de  los  raices  se  hiciera  cinco  partes  para  las  personas  que  señaló, 
entre  ellas  Doña  María  Ménica  de  Tovar,  abuela  de  una  de  las  actuales  de- 
mandantes y  Tomás  González  de  la  Fé,  hermano  de  las  otras  dos;  añadien- 
do ser  su  voluntad  que  después  del  fallecimiento  de  su  citado  esposo,  que- 
dasen gravados  dichos  bienes  raices  con  una  memoria  perpetua  de  15  misas 
rezadas: 

Resultando  que  por  un  codicUo  de  la  misma  testadora  de  19  de  diciem- 
bre de  1795,  bajo  del  cual  falleció  en  el  21,  después  de  declarar  que  su 
marido  habla  vendido  durante  el  matrimonio  un  pedazo  de  tierra  que  le 
donó  una  llamada  Jacinta,  v  que  con  su  valor  fabricaron  el  cuarto  de  alto 
y  bajo  en  la  casa  de  su  haoitacíon,  manifestó:  que  además  de  la  quinta 
parte  de  los  bienes  que  dejaba  á  Tomás  González  de  la  Fé,  queda  disfrutase 
también  durante  su  vida  el  pedacito  de  tierra  contiguo  á  la  casa  de  su  ha- 
bitación, pasando  después  de  su  muerte  á  los  herederos  que  tenia  nombra- 
dos en  su  testamento,  con  la  pensión  y  en  la  forma  ordenada  en  el  mismo, 
el  cual  revocaba  en  lo  que  no  fuese  conforme  con  esta  disposición: 

Resultando  que  casado  en  segundas  nupcias  D.  "Piiacísco  Riverol  con 
Doña  María  Ruis  de  Guzman,  testó  en  10  de  mayo  de  181  Ij  habióndese 
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miKrto  en  18  de  marzo  de  i8f4)  institaféiidok  heredera  pftf  do  tenefios 
Ibrzososy  y  ea  reconocimienlo  de  la  asistencia  que  ie  había  prestado  en  aa 
avanzada  edad  de  85  años: 

Besttltando  (¡ne  Doña  María  Rafz  de  Gnzman  en  sa  testamento  otargaw 
de  en  20  de  setiemive  de  1834  declaró  que  la  casa  que  habitaba  con  todo 
*)o  á  ella  anejo  y  perteneciente,  formaba  parte  de  los  bienes  que  haiña  he- 
redado de*8ii  marido  D.  Eraneisco  Riverol,  y  nombró  heiederos  así  por  su 
representación  como  por  ia  de  su  marido,  á  D.  Juan  Jaquel  y  su  esnosa 
Doña  Bstóbana  Merino,  en  atención  á  los  muchos  beneficios  que  le  báoian 
dispensado  y  sin  los  cuales  hubiera  tenido  que  mendigar. el  sustentOi  aña- 
diendo que  no  les  podía  recompensar  aunque  tuviese  muchos  mas  bienes 
de  que  disponer: 

Resultando  que  D.  Juan  Bautista  Jaquet,  hoy  demandado  y  uno.de  les 
herederos  de  su  padre  D.  Juan,  donó  en  9  de  abril  de  ^856  á  María  del  Pino 
García  la  cuarta  parte  de  casa  que  le  correspondía  por  berencm  de  sus  pa- 
dres y  que  estos  hubieron  de  la  de  Doña  María  Ruíz,  tasada  por  pantos 
en  496  rs.;  y  ^e  aoentada  esta  donación  por  Juan  Ramírez,  marido  de  la 
donataria,  satisfizo  el  derecho  de  trasferencía  y  pasó  la  escritura  por  la 
Cmitadnría  de  Hipotecas: 

Resultando  que  oon  posterioridad,  en  1.^  de  acostó  v  3  de  octubre  si- 
guientes, cedió  el  propio  D.  Juan  Bautista  Jaquet  a  la  misma  María  del  Pi- 
no^ por  medio  de.  aooumentbs  privados,  otras  dos  cuarUs  partes  de  dichaea- 
ea,  que  sus  cuñados,  en  representación  de  sus  respectivas  e^sas  hermanas 
soyas,  le  habían  ceoido  en  igual  forma: 

Resultando  que  en  virtud  de  dicha  cesión  desahució  Juan  Ramírez, 
•marido  de  María  del  Pino,  á  la  ioquilina  de  la  casa,  y  el  Juez  de  primera 
instancia  de  Guia  declaró  procedente  el  desahucio  por  auto  de  3  de  febrero 
de  4857: 

Resultando  que  ante  el  mismo  y  en  30  de  abril  de  1858  se  personaron 
Doña  Ignada  María  Mónicade  la  Vega,  Dona  Bstébana  y  Doña  Antonia  Gon- 
zález de  ia  Fé ,  pidiendo  se  decíanse  que  la  casa  que  se  había  apropiado,  y 
demolido  D.  Juan  Bautista  Jaquet  procedía  de  la  herencia  de  Dona  Antonia 
Rosalía  de  Tovar,  y  que  por  lo  tanto' eonrespondia  por  quintas  partes  á  sus 
herederos  instituidos  j^r  su  testamento  de  JO  de  mayo  de  i  792,  condenán- 
dole en  su  conaecuenoia  á  que  las  entregase  5,080  rs.  en  que  consistían  las 
dos  quintas  partes  del  valor  y  alquiler  de  dicha  casa,  ó  bien  2,540  rs.  ¿Do- 
ña Ignacia,  y  otros  2,540  rs.  á  Doña  Estébana  y  Doña  Antonia,  como  su- 
cesoras  de  dos  de  los  herederos  nombrados  por  aquella: 

Resultando  que  el  demandado  contestó  solicitando  que  se  ie  absolviese 
libremente,  alegando  para  ello,  que  facultado  D.  Franciaeo  Riberoi  por  el 
testamento  de  su  esposa  Doña  Antonia  Rosalía  para  enajenar  de  sus  bienea 
los  que  necesitase  para  su  subsistencia  hubiera  tenido  que  vender  dicha  ca>» 
sa  á  no  encontrar  en  la  de  D.  Juan  Jaquet  el  auxilio  y  protección  mas  efi- 
caces, los  cuales  sin  duda  le  impulsaron  á  nombrar  heredera  á  su  segunda 
esposa  Doña  María  Ruiz,  y  esta  al  D.  Juan:  que  teún  cedida  la  parte  que 
de  ella  pudiera  corresponderle  por  la  testamentaría  de  su  padre  á  María  del 
Pino  García,  cuyo  marido  la  demolió  en  4857  por  hallarse  sumamente  dete- 
riorada, y  por  consiguiente  que  la  acción  deducida,  como  reivindicatoría, 
no  podía  dirigirse  contra  él  por  no  poseer  la  finca,  que  per  otra  parte  esUi« 
ha  prescrita: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  ¿  prueba  y  hechas  las  que  se  articula*» 
fon  por  medio  de  testigos,  dictó  sentencüi  el  Juez  de  primera  instancia  en 
10  ite  noviembre  de  4858,  que  ftid  modificada  ^  la  que  prounndó  la  Sala 
TOMO  TO.  10 
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|ffiBi0rti  dfl  k  Aodieoeia  dé  CaDariü  en  i7  de  setiembee  de  18!M^»  conde- 
aflodo  á  O.  Joan  BautitU  iaqaet  á  que  entregue  á  loe  desiaiidaotes  200 
pesos,  ó  sean  3,000  rs,  vd.,  ó  en  so  defecto  el  valor  de  ias  dos  qaiatas  pi&* 
•taée  )a  casa  dn  que  se  tratabaí  previa  tasación  de  peritos;  á  qne  las  .abo- 
Be  la  coarta  del  importe  de  los  alquileres  devengados  desde  1841  eo  q«e 
M  demandado  sa  padre  en  juicio  de  oendliacion  baeta  1851  en  qae  dm»- 
Tióy  j  por  completo  desde  1851  basta  el  presente,  previa  también  la  debida 
tasación  peridai; 

Y  resultando  que  contra  este  fallo  interpaso  el  demandado  recurso  de 
<»8acioD|  por  conceptuar  infringidas  la  ley  18,  tit«  29,  Partida  3/;  lado^ 
trina  admitida  por  los  Tribunales  de  que  la  acción  reivindicatoría  no  seda 
contra  cualquiera  persona  sino  contra  el  que  posee  la  cosa;  y  la  ley  30,  líta- 
lo 28,Part.  8.*: 

Vistos,  alendo  Ponente  ellltnistro  D.  Pablo  Giménez  de  Palacio: 

Considerando  que  la  ley  18,  tft.  29,  ParU  3/  que  se  cita  come  primer 
fundamento  del  recurso,  contrayéndose  ¿  las  prescripciones  de  10  y  20  anos 
además  de  la  posesión  constante,  exige  como  indispensables  el  justo  titak> 
j  la  buena  fé: 

Considerando  que  habiendo  recibido  D.  Francisco  Riverol  la  6oua  de 
me  se  trata  en  estos  autos  de  su  primera  esposa  Dona  Antonia  Rosalía  de 
Tovar,  á  condioion  de  que  si  moría  sin  haberla  enajenado  para  ocurrir  á  sus 
necesidades  hubiera  de  trasmitirla  ¿  los  herederos  nombrados  en  su  testa- 
taento,  es  indudable  que  aquel  carecía  de  derecho  para  darle  otro  destino, 
y  que  por  lo  tanto  al  dejársela  á  su  segunda  mujer  Dona  María  Ruis,  dispa- 
sodelo  k{ue  no  lecomepondia,  y  por  consiguiente  sin  título  justo  para  ello; 

Considerando  en  cuanto  al  segundo  punto,  que  la  acción  deducida  po« 
las  demandantes  no  es  reivindicatoría  aun  cuando  proceda  de  un  derecho 
real,  pues  las  demandantes  pidieron  el  importe  de  una  finca  que  tas  cor- 
respondía y  que  habla  desaparecido  en  manca  del  demandado: 

Considerando  que  por  las  razones  espuestas  no  se  han  infringido  en  la 
ejecutoría  la  ley  y  doctrina  en  que  se  apoyan  los  dos  primeros  fundamentos 
del  recurso: 

Considerando  respecto  del  tercero,  que  supuesta  la  buena  fé  en  el 
•recunrente.  no  ha  debido  privársele  de  los  frutos  ó  rendimientos  de  la  caea 
liereibidos  hasta  la  litis  contestacioo,  y  por  consigniente  que  no  habiéndose 
reenetado  por  la  Sala  sentenciadora  el  principio  de  derecho  que  el  poseedor 
de  buena  lé  hace  suyos  los  frutos  percmidos,  se  ha  infringido  la  ley  39,  ti- 
tulo 28  de  la  Partida  3.*; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recursa 
de  casación  interpuesto  contra  la  sentencia  pronunciada  en  estos  autos  por 
la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Canarias,  en  cuando  por  ella  se  condena 
4  D.  Joan  Bautista  Jaquel  al  abono  de  la  cantidad  que  en  la  demanda  se  re* 
clamaba;  y  declaramos  haber  lugar  al  mismo  en  la  parte  que  ae  refiere  á  la 
condena  día  frutee  en  los  términos  en  que  se  ha  hecho. 

Así  por  esta  nuestfá  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gofieta  é  inserta 
táen  la  C<^eeokin  legislaiiva^  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
prononciamos,  mandamos  y  firmamos,— «Ramón  López  Vázquez.— El  Señor 
Don  Sebastian  González  Nandin  votó  en  la  Sala,  y  no  puede  firmar  por  fa»*- 
llarse  enfermo.^Lopez  Vázquez. — Gabríel  Cernelo  de  Velasco.-^oaquin 
de  Palma  y  Vinuesa. — Pedro  Gómez  de  Hermosa. — Pablo  Jiménez  de  Pala- 
cio.—Ventura  de  Cdsa  y  Pando. 

Pubiicacion.-^Leida  y  pubficada  fué  la  sentencia  anteríor  por  el  Ilustrí*> 
moK)  Sr.  D.  PaUo  limenet  de  Palacio»  Ministra  de  la  Sala  primera  del  Tii- 
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banal  So|Mrei&o  de  JpsIícmí,  estáqdofie  t^eiebraada  a¡adí«ieía  póUioa  en  U 
nísma,  de  que  terlífica  come  BacrÜNUM  de  GámaFa  habilitado  de  dicbe  Sup- 
¡vemoTribuoal. 

Madrid  7  de  febrero  de  áSdl-^Luia  Calatra? eoo,— (fioMto  de  lid» 
fabreio  de  1802.) 


de  casacUii  (7  de  febrero  de  1861)— Beivindi- 
CACiON  m  BiBNis.— Se  declara  por  la  Sala  primera  ael  TribuDí^ 
fiopremo  no  haber  logar  al  recurso  de  casaeion  interpuestopor  Doa 
Migoei  Roselló  y  doSa  Maria  Dañas  contra  la  sentencia  pronuneia* 
ibjpor  la  Sala  segunda  de  la  Andiencia  de  Mallorca»  en  pleito  coa 
4ona  Gerónima  Abadía,  y  se  resuelve: 

i.^  Que  para  la  rdoindicacimí  de  bienes  en  concepto  de  vinca-^ 
lares,  Jm  de  justificarse  especial  y  no  genéricamente  que  son  parta 
integrante  del  vínculo  f  porque  se  presumen  libres ,  mientras  na 
eonsta  plenamente  probado  el  graoámen: 

S.""  Que  eaníra  las  fundamenios  deuna  seiUeneia  nose  dá  re* 
corsa  de  casaeioni 

3/  Que  a  axioma  «lo  que  en  el  principio  es  nula  no  eonmleea 
por  d  trascwrso'dél  tiempo,  \  ha  de  entenderse  cuando  la  ley,  dadas^ 
darías  circunstancias,  no  reconoce  ó  crea  un  derecho; 

¥  4.°  que  no  puede  admitirse  como  nueva  escepcion  la  que  no  ^ 
otra  cosa  oue  la  corroboración  de  la  alegada  en  la  contestación  á 
la  demanda  y  ha  sido  objeto  de  discusión  y  prueba* 

fin  la  villa  y  edrte  de  Madrid,  á  7  de  febrero  de  i%e¡t,  en  los  autos  pea« 
dlantes  ante  Nos  en  virtod  de  recurso  de  easacion  seguidos  en  e)  Juzgada 
Ae  primera  instancia  de  Manacor  y  en  la  Sala  aeguoda  de  la  Real  Audiencia 
de  Mallorca  por  el  curador  de  D.  Miguel  Roselló  j  su  madre  doña  Mafia 
Beños  contra  doie  Gerónima  Abadía  sobre  reivindtoaeiou  de  bienes  perte«- 
aecientes  al  fideicomiso  del  predio  TermeDor: 

Resultando  que  en  i6  de  enero  de  I56B  el  presbítero  D.  iUbriel  Soler 
donó  irrevocabtemeute  para  después  de  su  fallecimiento  el  predio  Termeoor 
en  la  propia  forma  que  »  babia  adquirido  en  enfítéusis»  coa  espresion  do 
UndereSy  pero  no  de  cabida,  á  au  primo  hermano  Rafael  Soler,  con  la  con«» 
didon  ó  pacto  valedero  tn  perpelutii»  de  que  ntoguno  que  no  fiíese  de  s<» 
parentela  de  losSoler^  varón  y  no  hembra,  descendiente  en  línea  recta  del 
aonatario  y  de  su  mujer  Sebastiana»  pudiese  heredarlo,  prohibiendo  á  estoa 
3f  ¿  sus  sucesores  el  comprar  derechos  ni  afianzar  por  mayor  suma  de  doa> 
rauteradas  de  tierra,  pena  de  revocación  de  dicha  heredáis  la  que  se  apli- 
aaria  en  tal  caso  al  mas  próiimo  en  grado  de  la  parentela  de  Soler  que  fuese^ 
▼anm  y  no  hembra: 

Resallando  ipM  por  escritura  de  5  de  octubre  de  i  599  Rafael  Soler  y 
an  mujer  Sebastiana,  reservándose  dnco  sueldos  para  le  legitime  de  sus  hi« 
joe  y  nietos,  y  fSO  bbras  pam  poéeat  disponer  de  ellas,  donaron  irrevocable-^ 
neite  todos  loe  demás  bienes  á  su  ^ro  hijo  presbítero  D.  Gabriel  Soler: 

: 
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BasQltaiido  que  por  d  tefttamento  qoeestehicoen  i7  deMararo  de  i(M 
dispuso  que,  si  sa  mdre  moría  con  hqos ,  faese  heredero  Ubre  de  todos  loe 
bienes  no  tojetos  al  fideicomiso  del  predio  Termenor,  insUtaldo  en  favor  de 
loe^varones  aeseeodientes  de  djclio  su  padre.y  desomajer  Sebastiana,  y 
nombró  para  la  posesión  del  fideicomiso  á  Jorge  Oliver ,  eieto  de  aquel ,  e 
hijo  de  Monserrate  Soler  y  de  Miguel  Olivar,  con  la  obligación  de  tomar  el 
nombre  y  armas  de  Soler:  

Resultando  que  D.  Rafael  Soler  murió  en  20  de  febrero  de  1109 ,  y  sa 
bijo  el  presbítero  D.  Gabriel  en  23  de  uñero  de  1623,  por  muerte  del  cual 
entró  á  poseer  el  predio  Termenor  Jorge  Oliver  y  Soler;  y  que  habiendo  este 
dejado  instituidos  herederos  por  partes  icuales  á  sus  tres  hijos .  acudió  el 
prnnero  de  ellos  Pedro  Oliver  y  Soler  en  aS  de^tiembré  de  1613  al  Lugar- 
teniente y  Capitán  general  de  he  Islas  Baleares  para  que  le  permitiese  dará 
censa  reservativo  dicho  predio,  de  ostensión  de  300  cnarteradas,  que  estt^ 
bft  siqeto  á  fideicomiso,  con  la  entrada  de  5  sueldos  y  en  ia  cantidad  suft* 
dente  para  pagar  lee  gastos  y  créditos  que  manifestó  tenia  oontra  si  la  Ae* 
redad,  uno  ae  estos  el  de  Bernardo.  Oliver  y  Nadal^  alegando  el  poco  frutp  y 
utilidad  aue  daba;  estar  una  tercera  parte  casi  inculta,  y  el  beneficio  que 
del  estoblecimienU)  redundaría  al  Rey,  al  poseedor  y  á  los  sucesores:  T  que 
recibida  la  información  que  ofreció,  el  Lugarteniente,  con  acuerdo  del  Re» 

gente  de  la  Ghancillería,  concedió  la  licencia  pedida,  quedando  sujetos  al 
deicomiso  los  censos  de  las  tierras  eUableddai: 
Resultando  que  á  aelteitiid  de  Pedro  Oliver  y  Soler  el  oanónige  D.  Sal- 
vador Sureda,  dueño  directo  de  dicho  predio  como  sucesor  de  la  eaballerk 
de  Aríany,  eon  prestación  de  lidiga  y  censo  irredimiUe  alodial  de  .34  cuar- 
teras de  trigo,  otorgó  una  escritura  en  4  de  noviembre  de  1643^  por  la  que» 
y  en  consideración  á  que  el  Pedro  Oliver  poseía  el  útil  del  predio,  de  cabida 
de 200 cuarteras  poco  masómenos, bajo  los  linderos  deque  hizo  mérito, 
del  que  no  tenia  roas  título  que  la  antigua  posesión,  le  concedió  uno  nuevo 
por  150  libras  que  le  había  entregado  por  todos  sus  derechos  para  que 
tanto  él  como  los  demás  enfiteutas  lo  poseyesen  pacíficamente  y  padiesea 
venderlo,  establecerlo  y  de  cualquier  otro  modo  enajenarlo,  sin  que  por  este 
titulo  pudiera  inferirse  perjuicio  alguno  al  otorgante  ni  menos  á  tercero: 

Resultando  que  en  13  de  mareo  de  1650  Gabriel  Soler  y  Oliver,  po* 
eeedor  del  fideicomiso,  y  Bernardo  Ferrer  y  Nadal ,  antecesor  de  la  actual 
demandada,  otorgaron  una  escritura  de  transacción,  por  la  que  el  primero 
entregó  al  segundo  11  cuarteradas  de  tierra  del  sobredicho  predio  en  paga 
de  los  créditos  que  tenia  contra  su  difunto  hermano  Pedro,  poseedor  ante* 
rior  del  fideicomiso,  diciendo  Ferrer  en  la  misma  escritura  que  pur  otra  de 
t  de  mareo  de  1644  le  habla  vendido  el  último  14  cuarteradas: 

Resultando  que  Gabriel  Soler  y  Oliver  oo6reod  el  predio  en  4  de  diciem- 
bre del  mismo  año  de  1659,  manifestando  tenia  200  cuarteradas  de  tierra 
poco  mas  ó  menos,  y  que  era  de  alodio  y  directo  dominio  de  la  caballería  de 
Ariany,  V  que  le  poseía  en  virtud  de  nuevo  titulo  y  nueva  investidnra  con* 
cedida  a  aquel  por  el  canónigo  D;  Salvador  Sureda  en  4  de  noviembre 
de  1643: 

Remiltando  que  á  la  muerte  de  D.  Gabriel  Soler  y  Oliver  entró  á  poseer 
el  fideicomiso  su  hijo  D.  Mateo,  i  quien  por  sentencia  de  la  Curia  civil  de 
la  Inquisición  de  Mallorca  de  9  de  octubre  de  1686  le  fué  adjudicado  con 
los  arreos  y  ganados  en  subrogación  de  los  que  había  al  tiempo  de  ordenar- 
se dicho  fideicomiso,  declarando  además  comprendidos  los  bienes  que  en 
tiempo  de  su  padre  se  hallaban  ya- en  poder  de  terceros  poseedores ,  reser* 
Tindele  su  derecho  para  que  pidiere  lo  i^  le  con^ioieie  respecto  á  loa  qnOt 
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i  i  dicbo  fideieooilao^  habiesea  enajeiuida  los  poflMdores  á  so 
Hasen  en  poder  de  terceros: 

Refialtaodo  qoe  lUtao  OHfer  eabrevó  eo  26  de  setiembre  de  1703^, en-- 
tre  808  bienes,  e)  {wédb  Termenor  sin  espresat  ia  cabida  y  loa  censos  que 
eobraba  de  ios  25  sogeios  qne  aoonbrói  y  adeoite  tr^s  bnerlot  dados  en 
utableeimieiUo  por  su  padre  D.  Gabriel,  por  su  tío  D.  Pedro  y  por  ól  eo  los 
Mes  de  1656  al  de  la  fecha;  t  que  eo  el  catastro  fommdo  en  17i7  se  anol^ 
entra  loe  bienes  del  mismo,  oicbo  predio,  nlaado  eo  11,000  Hbras,  y  ade- 
más f  arios  ceosos,  por  los  que  pereibia  1,401  libras  17  sueldos: 
•  Resollando  que  eo  14>de  eoero  de  1783  presaotó  deoModa,  D.  Miguel 
Resella  y  Ameogual  pidiendo  se  declarase  que  el  Presbítero  i).<kbcíei  •Si>lev 
fondo  oft  fideicomiso  perpetuo  del  predio  Termenor,  el  cual  te  pertAueda 
como  varón  descendieote  de  Jorge  Olher,  y  que  eo  so  coosecpencia  se  con- 
denara á  José- Fcnt  á  la  entrega  de  los  bieoes  del  mismo  con  sus  frutos]  j 
qne  segindo  el  juicio  por  sus  trámites  y  tres  iostaociaa,  se  prononciá  sep'* 
leoeia  de  remu  en  20  de  ocjUibre  de  IMO  por  la  Audieocia  de  IfaUorca 
ooDfopMnde  k  de  vista  de  20  de  ooviembise  de  1838,  que  declaró  corres- 
Donder  dicho  fideicomiso  á  Miguel  Reselló,  y  Danos,  y  se  condeoó  á  0.  Ga« 
,  Mel  y  Doiía  Catalina  Ana  Font,  sucesores  del  primer  demandado,  á  la  en- 
trega de  ios  bienes  correspondientes  á  dicho  fideicomiso  eon  ios  frutos: 

Resaltando  qoe  Doña  Atostioa  Salom,.como  totora  de  su  hijo  D.  Miguel 
Roseiló,  y  sucesor  mte  del  espre^ado  fideicomiso,  presentó  demanda  en  28 
de  noviembre  de  1850  contra  D.  Miguel,  Dona  Margarita;  y  Doua  Qatalioa 
FoÉt,  pidiendo  se  .lea  condenara  á  la  entrega  con  sus  (rotes  de  26  cuartera- 
das  de  tierra  que  poseían  y  eran  pertenecientes  al  predio  vtnpulado  Ter^* 
menor;  y  qoer  sustanciada  dicha  demanda»  por  leotoacta  de  reri^ta  de  4  da 
abril  de  1854  se  condenó  á  ios  demandado»  á  la  entrega  dial  terreno  de  per- 
toiencia  de  aqoel  predio^  precediendo  solo  el  justiprecio  de  mejoras  ó  des« 
perfectos,  y  la  cuenta  de  las  detracciones  accidentales  que  acaso  debieran 
simarse  áÁos  demandados:  .i 

ResoUando  q«ie  en  O  de  uiüado  1857  O*  Antonio  Reselló  y  Oaous,  como 
carador  de  D.  Miguel  Roseuó  j  Salom  y  Dona  María  Josefa  Danus,  en  con- 
cepto de  heredera  da  su  mande  D.  MiguelRoseUó  y  Mastra,;  fallecido  en 
26  de  dicíemtwe  de  1820,  presanUron  demanda,  motivo  del  pleito  actual^ 
cao  la  solieitod  de  qoe  se  condenase  á  Doña  Jeróoima  Abadía  á  que  les  en- 
tregara 21  coartaradas  y  tres  cuartones  de  tierra  que  del  pródio  Termenor 
detentaba  indebidamente  con  sus  frutos,  precedido  el  justiprecio  de  mejoras, 
ó  desperfectos  y  las  cuantas  de  las  detraecionas  aocideotaiea  que  acaso  da* 
Vieran  serle  abonadas,  con  arreglo  y  eoconibrmidadá, lo. prescrito  en. U 
sjecntoria  de  4  de  abril  de  1854,  por  lo  cual  dedocian  la  acción  reivindioa- 
loria  y  sapyndtMto;  y  alagaroo  qoe  la.adqoisicion  de  dicho  terreno  tayo  ori« 
gen  en  la  tranaccioD  de  13  de  mayo  de  1650  entre  D.  Gabriel  Soler  y  Oli- 
var y  D.  Bernardo  Ferrer  y  Nadal^  baslando  para  ^yrnocor  sn  nulidad  com- 
parar su  fecha  con  la  de  lar  foodiKian  del  fideioofni^;  y^oa  siendo^  cama 
ecan,  k»  Manes  de  esto  inalienables  é  iodi?isiWesv  no  podiao  meóos  da  sen 
ilefales  y  nulas  las  enajeaacioees  de  las  dos  porciones  de  terreno  hecbaa 
4  JD.  Bemtfdo  Ferrer  por  aquella'  transacción:    . 

Resdttando  qtte{)opaMleróaima  AJtadísiContraduc  la  demanda  pidiendo 
sa  la  abaoAvsesaae  eha  libremente,  y  espuso  qp^t  oa  debía  haberse  iotar- 
posaCa,  sino  después  de  la  que  se  intentó  contra  otros  terceros  poseedores^ 
oarque  tal  vei  con  la  entre^  que  hicieran  de  ios  bienes  que  poseían  que- 
daría completado  el  vínculo:  que  al  demandante,  cumplía  justifioar  la  pasiva 
del  juicio»  desBostrando  qoe  Dona  ieró«ima  Abadía  poseía  bienes  da  on  vín* 
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tiif0  <i«eúf«iidd  i  mi  ttfVMv  presentando  pm  ello  todoi  les  tfMee  deeta  si 
primitif  o  de  adquisición  hasta  el  último  ae  traspaso,  io  enat  no  iiabia  teri^i 
fiíBado,  porque  ta  escritora  de  eténvadon  otorgada  por  O.  Matías  Abadía 
no  podía  perjudicar  á  sn  bija,  toda  vez  qae  esta  no  «fa  poseedora  de  las 
*  tierras  demandadas  en  virtud  de  titulo  bereditttio  paterno,  sino  como  8a« 
^eesora  del  fideicomiso  fondado  por  D.  BeraaiHio  Ferrer  y  Nadal,  y  ademte 
<en  la  misma  escritura  se  citabim  otros  títalos  de  enya  presentación  no  pow 
dian  dt^penaarse  los  demandantes:  que  si  estos  hubiesen  acompañado  dicbes 
títulos  se  yeria  ai  la  segregación  de  las  tierras  del  piiédioTermenor  era  dao ' 
«nteríor  á  lalundaclon  del  vfncnlo,  6  si  tenían,  ó  no,  diferente  ptoeeden- 
-eia,.  porque  i  veces  bajo  el  nombre  genérico  de  un  predio  se  comprendiatt 
tierras  que,  si  alguna  ves  le  pertenecieron,  habían  sido  ya  desmembradas 
mucho  antes  de  la  fundación  del  vinculo  por  ntabkcimimio  6  de  otro  modo: 
^ue  sin  embargo,  y  aun  cuando  loa  demandantes  hubiesen  justifiisade  pie* 
na  y  coropletaitiente  la  activa  t  pasiva  del  juicio,  y  demandados  los  teren* 
fos  poseedores  por  el  orden  debido,  quedase  incompleto  todavía  el  vínouto 
7  cocase  el  torno  á  Doña  Jerónima  Abadia  para  ei  reintegro  del  ftáetcoais», 
aun  entonces  serla  desestímable  y  temeraria  la  demanda^  pama  le  asiatía 
la  eseepcion  de  prescripción  inmenrorial  qce  «stinguia  y  acababa  con  la  ac* 
•don  vincular  tnterpoeata  de  contrario: 

Resultando  que  abiiHto  el  pHálO'á  prueba,  y  hechas  las  que  se  estimaron 
•ü6nducentes,  dietéseoiemiia  el  Juez  en  7  de  junio  de  4859  que  confirmó  en 
eu  parte  dieniisHiva  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Mallorca  por  la  que 
ftéñwiM  en  12  de  mayo  de  1860,  absolviendo  de  la  demanda  á  Dona  Íe« 
tMina  Abadía: 

(lesultando,  por  último,  que  contra  este  fallo  interpusieron  raourso  de 
tasación  los  demandantes,  fondado  en  que  por  el  pHmer  considerando  ém 
h  sentenda  se  han  infringido  en  su  concepto  los  artículos  2$4,  259  v  833 
lan  la  regla  tercera  de  la  ley  <)e  Bojúicíamíento  civil  v  la  jurisprudencia  es^ 
tablecida  en  la  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de  2í  de  mayo  de  ISSd, 
teda  vez  que  se  ha  apreciado  una  escepcfoo  que  no  se  opuso  cuando  debia, 
sino  al  alegar  de  bien  probado,  y  se  considera  como  no  acreditada  por  las 
'demandantes  la  consistencia  del  predio  Termenor  al  fundar  el  vinculo  del 
•mismo,  siendo  así  que  no  apoyaron  su  derecho  en  tal  ooncepto,  d  sea  en  «I 
vAmero  de  cuarteradas  ipMi  contuviese:  que  se  ha  faltado  también  á  lo 
dispuesto  en  el  epígrafe  del  tít.  44,  Partida  3/,  y  á  la  doctrina  legal  de 
«que  las  pruebas  deben  aducirse  sobre  las  cosas  negadas  ó  dudosas,  puesto 
tfue  se  espresa  en  diclio  considerando  que  los  demandantes  no  acreditaron 
la  consistencia  ó  cabida  total  del  predio  vioculado,  siendo  así  que  lo  estaba 
por  el  Pretidal  daera^  y  actuaciones  que  le  precedieron,  en  que  consta  mis 
tenia  300  cuartefradas,  reste  hecho  jamás  le  negaron:  que  se  ha  infrinjo 
por  dicho  primer  considerando  la  regla  de  derecho  de  que  «las  obligacionas 
no  se  presuman,  sino  que  deben  probarse  por  el  que  las  opone,»  al  sen* 
tarse  el  principio  de  que  en  la  herencia  del*udeieomitente  debía  haber  na-* 
turaly  necesariamente  detracciones  por  el  simple  dicho  del  demandado, 
que  debid  justificarlo:  que  al  establecerse  por  el  segundo  considerando  uue 
la  demandada  ha  acreditado  la  eseepcion  de  prescripción  himemorkl  ae  m« 
f^lngleron,  no  solo  las  mismas  Ictcs  que  se  citaban,  i/,  tit.  i7,  fitaro  40^ 
y  4.*,  tlt.  8/,  libro  4  de  la  Novísima  Recopilación,  dad»  que  fueran  apÜ*- 
iHibles,.pueato  sue  la  justificación  hecha  al  efecto  carecía  cíe  los  requlBitos 
que  exigen  dichas  leyes,  sino  también  las  doctrinas  legales  admitidas  por 
todos  tos  autoras  y  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales  sobre  la  pre»* 
«rípcion  inmemorial  é  imprescnplibilídad  de  los  bienes  vinculados,  como 
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k  doeltiiift  flilabAMiái  fM>r  este  Sapremo  Tribunal  «o  !•  smleMift  4o  %k  te 
«nevo  dé  1854;  que  al  admitúrae  por  ei  teroer  considerando  la  Meepdoa  d« 
hgiliiiiidad  de  laeaajeDaeioQ  de  los  bienes,  por  haber  mediado  previaoMMa* 
te  la  aotonzacion  del  Logartenienie  y  Capitán  genarai,  se  tieo  quebrao-*  , 
ttdo  lae  dispodoíoQea  oüedas  al  hablar  del  primer  coosideraado  de  la  le» 
de  Enjalciamiento  y  doctrina  de  este  Suprema  Tribanal,  puesto  que  m 
'  eseepcien  no  foé  amnesia  hasta  «I  alefato  de  bien  probedo;  se  ha  infrin- 
gido la  ley  7/,  tíi.  S.%  üb.  3.*  de  la  Noflsima  Reeopiiaoion»  reooaocienda 
iMaltad  ea  ék  LugestanieiÉte  y  Capltan  general  paradippenser  la  ley  de  1« 
ráeriaciaa,  oome  tamidiea  la  jurísprudeneia  admitida  isobre  talea  autoriza* 
alones  6  /^rssMialef  decretos  que  no  tes  consideró  bastantes  para  ^a^iaar 
iasenaíeiiacieaes  de  bienee  nneiiladee,  y  por  último,  la.  ley  dul  tealamea* 
te  6  de  la  fandaelon  del  ff nenio  á  que  estañan  anjetos  los  bienes  redama*' 
ios:  qoe  aun  supooiende  enel  easo  estremo  que  dicha  autoriiaeion  d  Frém 
Máal  decreto  pudiese  suplir  la  Real  licencia,  se  ha  infringida  sa  precepto» 
ynesnosecaaiplieronlascoBdieionesdeqQa  ios  bienes  se  enajenasen  & 
eeoao  reaertatifo  y  se  subrogasen  para  los  sucesores  en  lugar  (to  ios  bienea 
enajenados:  que  al  conaignarse  en  el  considerando  cuarto  que  ,no  consta  ea 
qa¿  t^oiinos  tendría  lugar  la  enajenación  anlerior  do  las  lé  ouarteradaa 
ds  tierra  por  no  haberse  preseotado  la  escritura  que  se  otorgara,  se  ha  úi« 
friogido  la  ley  lU,  Ut.  i8| .Partida  3. V toda  vez  quede  la  eaeritura  de  12 
de  mano  da  ift59  resalta  que  fué  por  Tanta:  que  al  estableoerse  en  la  saa-* 
teada  qttOy  aun  ea  el  caso  de  no  haberse  cumplidoras  condiciones  qua 
exigiera  el  PreMaü  deereto,  carecían  de  acción  4o8  recurrentes  para  reda^r» 
narsn  nulidad  por  haber  quedado  prescrita,  se  ha  proclamado  el  priaci« 
I»  de  que  «la  nulo  puede  ser  gélido  por  el  tiempo,»  infringiéndose  al 
propio  tiempo  el  aiioma  que  domina  en  todas  lasf  rescripciones  contra  aon 
•sleatem  agef  non  oamrü  praeriptio,  asi  como  ^  loy  ^  •%  ^^  2^>  P^^^*  3-% 
qae  en.  tanto  permite  la  pérdida  de  las  cosas  por  el  tiempo,  en  cuanto  hayai 
ae¡gligeneia  en  no  requerirlas  o^ubUm  cuyos  /aerea  pticUendo^o  facer:  ai 
piindpie  dfl  jurisprudenda  de  que  ios  actos  tan  solo  pueden  .perjudicar  k 
los  ^e  los  ejecutau  y  á  sus  sucesores,  lo  cual  no  es  aplicable  á  los  6ltimot 
fidetcoansaiÍDS  por  no  ser  herederos  del  Gabriel  Oliver;  la  reglrde  derecho 
de  que  «les  fideicomisarios  sueedea  por  derecho  f^pio  al  fundador  y  na  al 
po8eador,»y  lasleyes  y  doctrinas  sobre  imprescriptihiitdad  de  biaites  vinctt-^ 
lados  consignada  en  h  indicada  sentencia  de  este  Tribunal  Suprema  de  3A 
ds  enero  de  1854: 

Vistosy  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Pedro  Gomea  de  Heraaosa: 

Considerando  ^e  para  la  reivindicación  de  bienes  ea  concepto  de  vía- 
CBlares  ha  de  josiificarse  especial»  no  genéricamente,  que  son  parte  inta* 
grante  del  vinculo,  porque  se  presumen  übiee  mientras  no  consta.  pleaa-« 
■ente  probado  el  gra? amen: 

Considerando  que  establecido  el  Gdeicomiso  del  predio  Termenor  por 
eLPrasUtero  D,  Gabriel  Soler  en  la  misma  forma  que  le  adquirió  en  enü-* 
téusis  Goaespresíoa  de  linderos,  pero  no  de  su  cabida,  no  resulta  esta  Oja- 
a»Di^  oi  si  so  habla  segregado  antes  ó  adquirido  después  alguna  de  sus 
pertsnsacias,  atendida  ya  la  falta  de  eapresion  en  la  fondacion,  ya  la  diver* 
gsocia  que  existe  ea  los  diversos  documentos  de  los  autos: 

Considerando  que  aun  en  el  supuesto  de  afectar  el  gravamen  á  los  hie* 
Bes  redamados,  Pedro  Soler,  sucesor  en  el  fideicomiso,  impetré  la  debida 
faculud  para  darle  á  eenso  reservativo  y  pagar  las  deudas  que  centra  si  te-* 
nía  el  citado  predio,  que  en  gran  parte  se  hallaba  inculto;  y  qoe  previa  la. 
JOBÜieacien  correspoadlentei  le  fiií§  otorgada  en  2  de  octubre  de  1643  por 
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el  Ltt#arCeBÍMit0:de  Mallorca  en  uso  de  las  üBcuHades  Rétiea  que  los  oila^ 

ban  >dolegadÉs  por  el  Monarca,  las  cuales  se  comprueban  por  las  esiraoedi-* 
nartas  conaignadas  en  los  títulos  que  se  les  eepediaoy  y  por  los  ejemplares 
.  deigoaíea  oooeesioQes  de  época  anlerior  y  posterior  á  la  de  que  se  trata, 
sto  que  tenga  analogía  la  resolución  del  Consejo  alegada,  por  rei»rírse  á  lí^ 
doa  de  una  transacción: 

'  Considerando  que  contra  la  facultad  concedida  no  ímiIio  reclamación  al-» 
guna  ni  por  falta  de  potestad  ni  por  la  forma  |K)r  los  sucesores  en  el  fidei* 
comiso;  antes  por  M  contrariOi  constituyen  boy  ^an  parte  de  este  lea  con* 
sos:  seservalifos  que  no  existían  al  tiempo  de.«u  instltooion;  sin  giie  taiiipo«<' 
üú  D; Mateo Oliver^  que  sucedió  ai D*  Gabriel  Soler,  hiciese  üseodatra  Doth 
Bernardo  Ferrer  y  Nadal  y  sus  cansa-babientea  del  derecho  que  la  seoien* 
da  de  9  de  octubre  de  1d8#  le  reservó  para  que  pudiese  reclamar  contrai 
terceros  poseedores  los  bienea; anteriormente  enhenados  pertenecientes  ai 
predio  Termanor: 

Considerando  que  de  la»  mismas  diligencias  instituidai  para  obtener  e| 
dtado  permiso,  asi  como  de  la  sentencia;  de  graduación  "de  loa.  aoreederet 
contra  el  secuestro  del  referido  predio;  dictada  por  la  Curia  ci? il  de  la  ln«* 
quisicion,  resulta  serlo  en  (Hnmer  grado  ei  D.  Bernardo  Ferrer  y  Nadal,  de- 
donde  traen  causa  las  enajena^ones  de  las  14  y  11  cuarteradas  hechas  res^ 
p«ctivamente  por  Pedro  y  Gabriel  Soler  en  1644  y  1659  á  favor  del  dicho 
NñM,  y  que  proviniendo  las  adquisiciones  hechas  por  este  de  los  derechos 
reconocidos  contra  el  mismo  predio  fideicomisado,  la  enaienadon  de  las  es- 
presadas cuarteradas  aparece  válida  y  firme  según  derecoé: 

-  Considerando  que  liun^en  la  hipótesis  de  que  fuese  cuestionable  la^pose^^ 
sien  inmemorial  alegada  por  Doña  Jeróaima.  Abadía  para  atribuirle  filena 
di^  titulo  V  concesión,  los  mismos  documenlioá  y  antecedentes  coosignados 
eñ  los  autos  revelan  que  los  sucesores  en  el  fideioomieo  han  reoenocldo  et 
derechd  del  Nadal  y  sus  causa*  habientes,  puesto  que  han  perraanecido  es* 
tos  en  la  quieta  y  pacíica  posesión  de  lo»  bienes  demandados  desde  1^44  y 
{659  basta  la  «demanda  de  IT  de' julio  de  i857,  sin  haber  mediado  en  tan 
larga  sirte  de  años  contradicción  ni  redamación  algunas 

'  Considerando  que  cont^a  los  fundamentos  de  una  sentencia  no  sedare-^ 
onnH)  de  casaeiohs  que  loque  en  el  prindpio  es  nute^no  convalece  per  d 
trascurso  dei  tiempo^  hade  entenderse  cuando  la  ley,  dadas  ciertas outuns» 
tandas,  no  reconoce  ó. eitoa  un  derecho;  y  que  la  llamada  nueva  escepdon 
no  es  otra  cosa  que  la  corroboración  de  la  alegada  en  la  contestación  á  la 
demanda,  y  ha  sido  objeto  de  discusión  y  prueba: 

-  í; Considerando,  por  último,  que  según  lo  e^uesto  an  los  precedentes 
fundamentos,  no  tienen  aplicación^  en  el  presente  caso  las  leyes,  prindpios 
y- deettioas  alegadas  en  el  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  inter- 
puesto por  D.  Miguel  Reselló  y  Doña  Marra  Danus^  á  quienes  condenamos 
en  las  eoslas  y  a  la  pérdida  de  la  cantidad  depositada,  devdviéiAlose  loa 
autos  á  la*  Audienda  de  Mallorca  con  la  certificación  eorrespondiente. 

Así  por  esta -nuestra  sentenoia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inser* 
tafá  en  la  Catecdon  legiélaUüa,  pas^Hidose  al  efecto,  las  coplas  necesarias,' 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.-^Ramon  Lopes  Vázquez. — BISe«» 
ñer  D.  Sebastian  González  NandIn  votó  en  la  Sala  y  no  puede  firmar  por 
liallarseenfenno.^Lopez  Vázquez.— AiKero  de  Gcharri.-^'Pedro  Gómez  do 
Hermosa .^^Pablo  Jiménez  de  Palacio.-«-LauTeane-floío  de  Norzagaray. — 
V«nlura  de  Cotsa  y  Pando. 

Pablioacion.^Leida  y  publicada  fué  h  sentencia  anterior  por  el  iluBtii»< 
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almo  Sr.  D.  Pedro  Gómez  de  Hermosa^  Ministro  de  la  Sala  primera  del  Tri- 
bunal Supremo  dé  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  la 
misma,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  habilitado  de  dicbo  Su- 
premo Tribunal. 

Madrid  7  de  febrero  de  1862.— Luis  Calatravent.— (Gaceta  de  13  de 
febrero  de  1862.) 


81. 

Rrenrso  de  easaelon  (7  de  febrero  de  1862.).— Cümpli- 
MfBNTo  DB  UN  .CONTRATO  DE  VENTA.— Se  dccIara  por  la  Sala  segunda 
del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  mter- 
piiesto  por  D.  Manuel  Megia  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la 
Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  la  Coruna,  en  el  pleito  con  Don 
Francisco  Valcárce;  y  se  resuelve: 

1.*  Que  al  dictar  sentencia  el  Juzgado  inferior  con  las  forma- 
lidades de  la  ley  y  y  previas  las  citaciones  que  la  misma  determina, 
queda  concluida  en  forma  la  sustanciacion  del  pleito  en  primera 


2.^  Que  d  escrito  de  recusación  de  un  juez  ó  magistrado  ha  de 
preseníarse  en  tiempo  hábilj  y  debe  ir  firmado  por  letrado  ^  según  se 
dispone  en  el  arL  125  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil; 

Y  S.*  que  fallando  éstas  dreunstancias,  se  procede  bien  al  de- 
sestimar la  recusación  intentada,  y  por  consiguiente  no  puede  decir- 
se por  ello  que  exista  la  causa  8/  del  articulo  1013  de  la  espresada 
ley  como  fundamento  de  casación. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  7  de  febrero  de  1862 ,  en  los  autos  que 
en  e(  Juzgado  de  primera  instancia  de  Becerrea  y  en  la  Sala  segunda  de  la 
Audiencia  territorial  de  la  Goruña  ha  seguido  D.  Francisco  Valcárce  con  Don 
Manuel  Megía,  sobre  cumplimiento  de  un  contrato  de  venta,  pendientes  an- 
te Nos  en  virtud  del  recurso  de  casación  que  interpuso  el  D.  Manuel  contra 
la  sentencia  aue  en  8  de  junio  último  pronunció  la  referida  Sala: 

Resultando  que  por  documento  privado  de  21  de  julio  de  1857,  el  refe- 
lido  D.  Manuel  Megía  vendió  en  precio  de  3,000  rs.,  que  recibió  en  el  acto» 
á  O.  Francisco  Valcárce  3,000  manojos  de  verba  seca,  de  peso  de  20  libras, 
ofreciendo  entregarle  1,500  en  la  época  de  la  recolección  de  aquel  año  y  los 
restantes  en  la  del  siguiente: 

Resultando  que  en  18  de  febrero  de  1859,  Valcárce  demandó  á  Megia 
exigiendo  el  cumplimiento  de  este  contrato;  y  que  acumulada  á  esta  deman- 
da la  que  Megía  propuso  pidiendo  la  rescisión  por  lesión  en  mas  de  la  mitad 
del  justo  precio,  se  sustanció  el  juicio  por  los  trámites  ordinarios,  y  en  3  de 
jomo  de  1860  el  Juez  dictó  sentencia  declarando  responsable  ai  D.  Manuel 
de  la  cantidad  de  5J22  rs.  y  medio  que  importaban  2,289  manojos  de  yer- 
ba seca  que  dejó  de  entregar  á  Valcárce,  á  razón  de  2  rs.  y  medio  cada 
uno,  y  condenándole  á  su  pago  dentro  de  seis  días,  bsyo  apercibimiento  de 
apremio: 

Resultando  que  interpuesta  apelación  por  Megía,  la  Sala  segunda  de  la 
Andieocia  dejó  sin  efecto  la  referida  sentencia  y  mandó  que  se  devolviesen 
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los  autos  al  Jaez  para  qae,  con  arreglo  á  los  arts.  61  y  ITT.de  la  ley  de  En- 

Í'uiciamicQto  civit,  dictase  otra  nue^a  decidiendo  las  dos  demandas  qae  ha- 
)ian  sido  discutidas: 

Resultando  que  deTueltos  los  autos,  el  Juez  mandó  por  proTídencia  de  1 
de  enero  de  i8(^i  guardar  y  cumplir  lo  acordado  por  la  Sala,  y  que  se  hicie- 
ra saber  ¿  las  partes  la  llegada  del  pleito,  y  se  llevase  con  citación  para  sen- 
tencia, facilitando  los  interesados  el  papel  correspondiente: 

Resultando  que  notificado  este  auto  á  los  dos  Procuradores  ep  el  mismo 
dia  de  su  fecha,  y  hechas  las  citaciones,  el  de  D.  Manuel  Megía  solicitó  que 
respecto  de  su  principal  se  dictase  la  sentencia  en  papel  de  pobres  en  aten- 
ción á  que,  según  constaba  al  Juzgado  y  ofrecía  justifícar,  habia  variado  su 
fortuna;  y  por  auto  del  i  O  se  estimó  dicha  sQJicitud,  sin  perjuicio  de  que  se 
formase  pieza  separada  para  acreditar  en  ella  la  pobreza  de  Blegfa: 

Resuttandoque este  presentó  escrito  en  el  día  i2,  que  firmó  él  mismo, 
y  en  el  cual  recusó  al  Juez  por  los  motivaos  que  espresaba,  habiéndose  nega- 
do la  reeosacion  por  estar  ya  citadas  las  partes  para  oír  sentencia: 

Resultando  que  en  el  15  el  referido  Juez  pronunció  su  definitivo,  del  qa« 
apeló  el  Procurador  de  Megía,  y  seguida  la  instancia,  la  Sala  segunda  de  !a 
Audieucia  en  8  de  junio  último  absolvió  á  D.  Francisco  Valcárce  de  la  áe^ 
manda  de  lesión  contra  él  propuesta  por  D.  Manuel  Megía,  y  condenó  á  éste 
á  que  cumpliendo  lo  pactado,  paga^^e  á  Valcárce  la  yerba  reclamada  en  es- 
pecie en  tanto  número  de  manojos  cuantos  sean  necesarios,  según  el  valor 
actuad  de  la  verba,  para  cubrirel  que  tenian  al  tiempo  en  que  debió  hacerse 
el  pago;  connrmando  la  sentencia  apelada  en  lo  que  fuere  conforme,  y  re- 
vocándola en  lo  que  no  lo  fuere: 

Y  resultando  que  el  D.  Manuel  Megfa  interpuso  recurso  de  casación, 
fundado  en  la  causa  octava  del  art.  1013  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y 
en  infracción  de  las  leyes  que  citó: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  de  este  Supremo  Tribunal  D.  Domin- 
go Moreno: 

Considerando  qjA«el  Juzgado  inferior  dictó  su  sentencia  en  3  de  junio 
de  4 860  con  las  fornmlrdadesde  la  ley  y  previas  las  citaciones  que  la  misma 
determina,  de  modo  que  al  publicarla  estaba  concluida  en  forma  la  sustan- 
ciacion  del  pleito  en  prjmera  instancia: 

Considerando  que,  si  bien  lafiaTa  de^  sin  efecto  el  fallo  indicado  y  acor^ 
dó  en  su  virtud  la  devolución* 'dS  autos  al  Juez'inferior  para  que  este  sen- 
tenciara sobre  todos  los  puntos  controvertidos  en  el  juicio,  es  lo  cierto  que 
de  uno  solo  habla  pre.)ciodido ,  ó  sea  del  referente  á  la  lesión  que  MBJía 
creyó  habérsele  inferido  por  el  contrato,  sin  aue  esta  omisión  anulara  bajo 
concepto  alguüa  las  demás  actuaciones  del  litigio: 

Considerando  que  citadas  otra  vez  la  partes  para  oir  nueva  sentencia,  la 
de  Megia,  con  posterioridad  á  la  notificación  en  que  se  le  hizo  saber  dicha 
providencia,  adujo  en  forma  una  pretensión,  que  le  fué  concedida,  y  por  sí 
solo  presentó  luego  el  escirito  de  recusación  que  ha  dado  origen  al  presente 
recurso: 

Considerando  que,  si  de  una  parte  carecía  aquel  de  la  firma  de  letrado^ 
V  por  consiguiente  del  requisito  prevenido  en  el  art.  19  y  125  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  y  de  otra  se  intentó  la  recusación  fuera  de  tiempo,  se 
procedió  bien  en  desestinrarla,  arreglándose  en  ello  á  lo  que  dispone  el  ar- 
ticulo i 24,, Cualquiera  qae  fuere  el  motivo  en  gue  Megía  1a  apoyaba; 

Y  considerando  por  estas  razones  que  no  existe  la  causa  octava  del  artf  «^ 
culo  1013  en  que  se  funda  este  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  i  él,  coq^* 
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^á  D.  IfMHMl  Majgh  ea  iaa  eostasy  á  la  pérdida  de  los  2,000  rs.  de. 

que  tiene  prestada  caocioD.  qae  abonará  cuando  mejore  de  fortuna,  y  se 
4lietribairáo  entonces  en  )a  forma  prevenida  por  la  ley ,  y  raandamoii  que  se, 
pasen  los  auloe  á  la  Sala  primera  mediante  a  que  el  Megía  interpuso  tam* 
0MB  reeorso  de  casación  en  el  fondo. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Go- 
bierno e  insertará  en  la  Coleoeión  legislativa^  para  lo  cual  se  pasen  las 
ofwrtunas  copias  certificadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — 
Juan  Martin  Garramoline.--»'Kamon  María  de  Arríela. -*Félix  Herrera  déla 
Riva.-— Juan  María  Biec.-^Felipe  de  Urbina.— Eduardo  £lio.— Domingo 
iloreoo. 

Publicación. — Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
lllfflo.  Sr.  D.  Eduardo  Etio,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia ,  es- 
liHÉHB-atfihraBéii  «Müeacia  publica  ^n  su  Sala  segunda  hoy  día  de  la 
fecha,  de  que  certifico  como  Soa^Hsb  de  S.  M.  y  su  Escribano  de  Gi- 


Madrld  8  de  febrero  de  1862.— Dionisio  Antonio  de  PügfU'^Gaceta  de 
13  de  febrero  de  1862.) 


B9. 

Conipeieiieia  (7  de  febrero  de  1862.).-^yENTA  dr  una  pkr- 
-CBA  ARRoiAOA  POR  EL  MAR.— Se  decídc  poF  la  Sala  segunda  del  Tri- 
bmal  Supremo  á  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  de  Muros 
la  competencia  suscitada  con  ei  de  la  Comandancia  de  Marina  de  la 
Corana,  acerca  del  conocimiento  de  las  diligencias  para  la  espresa*' 
da  venta,  y  se  resuelve: 

!.•  Que  corresponde  al  Estado  lo  que  la  mar  arroje  á  las  pla^ 
Sfos,  sea  ó  no  procedente  de  buques  que  hubiesen  naufragado,  cuan- 
do resuUe  no  tener  dueíío  conocido: 

^J^  Que  trascurrido  el  término  prefijado  en  la  Ordenanza  de 
nuMeulas  para  que  los  que  se  crean  con  derecho  á  reclamar  los  ob- 
jetos arrojados  por  la  mar  ó  salvados  de  un  naufragio,  y  no  habién^ 
dose  presentado  nadie  á  verificar  la  reclamación,  quedan  dichos  ob- 
jetos á  disposición  de  los  Jueces  de  primera  instancia,  con  arreglo  á 
lo  dispuesto  en  el  art.  13  dedicha  Ordenanza  y  al  17  de  la  ley  de 
9  de  mayo  delS5S; 

F3.^  que  si  bien  los  Juzgados  de  las  Comandancias  de  Marina 
deben  entender  en  la  sustanciacion  de  varias  diligencias,  carecen  de 
competencia  para  adjudicar  al  Estado  dicha  clase  de  efectos,  porque 
esta  competencia  solo  reside  en  los  Juzgados  deprimera  instancia. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid ,  á  7  de  febrero  de  i862 ,  en  los  autos  de 
competencia  que  ante  Nos  penden  entre  el  Juzgado  de  la  Comandancia  de 
Marina  de  la  Gomñay  el  de  primera  instancia  de  Muros  acerca  del  eo<^ 
nocimiento  de  las  diligencias  para  la  venta  de  una  percha  arrojada  por 
el  mar: 

Resultando  que  habiéndose  dado  parte  al  Ayudante  de  Marina  del  dis* 
Irilo  de  Moros  del  baiiaigo  de  una  percha  ó  viga  de  pino  de  Holanda,  prac^ 
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tieó  las  oportonas  dillg^ndas  para  recoserla  y  depositarla ,  pubüeándola- 
después  per  edictos,  i  pesar  de  lo  cual  j  de  la  ioformaoion  recibida  no  pu» 
do  descuorirse  su  dueño;  y  veriBeada  su  tasación  y  consignados  k»  gastos- 
Ocurridos,  remitió  el  espediente  á  la  Comandancia  de  la  Corana: 

Resultando  que  esta,  después  de  anunciar  el  hallazgo  en  el  BoUUn  siii- 
que  compareciese  persona  alguna  ¿  reclamar  la  percha ,  acordó  la  renta  do 
la  misma  en  pública  subasta,  y  dio  comisión  para  verificarlo  al  Ayudanta 
de  Muros;  y  que  habiendo  tenido  noticia  el  Juzgado  de  primera  instancia 
de  las  diligencias  que  se  practicaban,  reclamó  el  conocimiento  de  las  mis- 
mas fundado  en  la  disposición  del  art.  i7  de  la  ley  de  10  de  mayo  de  4835 
y  en  la  decisión  de  este  Supremo  Tribunal  de  25  de  abril  de^  i86i: 

Y  resultando  que  la  Comandancia  de  Marina  se  negó  á  inhibirse,  ysos- 
tuvo  que  la  correspondía  conocer  de  las  diligencias  de  subasta  de  la  percha 

Sara  reintegrar  los  gastos ,  sin  perjuicio  de  poner  el  sobrante  á  disposición* 
el  Juzsado  de  primera  instancia,  con  arreglo  ¿  los  artículos  i2 ,  13  y  i8, 
tit.  6.*^  de  la  Ordenanza  de  matriculas,  declarada  ley  del  reino  por  el  Reat 
decreto  de  14  de  octubre  de  1837  y  Reales  órdenes  de  27  de  noviembre  d« 
1840  y  8  de  octubre  de  1844,  y  á  la  sentencia  de  este  Tribunal  de  20  de 
marzo  de  i  858: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Domingo  Moreno: 

Considerando  que,  con  arreglo  al  párrafo  tercero  del  art.  1.*  de  la  ley 
de  9  de  mayo  de  1835,  corresponde  al  Estado  lo  que  la  mar  arrojare  á  las 
playas,  sea  ó  no  procedente  de  buques  que  hubiesen  naufragado,  cuando 
resulte  no  tener  dueño  conocido: 

Considerando  que  ninguno  se  ha  presentado  en  tal  concepto  á  reolamar 
la  percha  de  que  se  trata  á  pesar  de  haber  trascurrido  con  mucho  escesa 
el  término  prefijado  en  la  Ordenanza  de  matrículas,  y  ^ue  llegado  este  caso 
quedaban  antes  á  disposición  de  los  Subdelegados  de  bienes  mostrencois  los 
efectos  salvados  del  naufragio  ó  hallados  en  el  mar,  y  abofa  á  la  de  los  jue- 
ces de  primera  instancia ,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  13  de  dicha 
Ordenanza  y  en  el  17  de  la  mencionada  ley: 

Considerando  que,  ateniéndose  este  Supremo  Tribunal  á  las  prescrip- 
ciones de  los  mismos ,  ha  resuelto  ya  cuestiones  Iguales  ó  análogas  á  la 
presente ,  y  declarado  además  que  si  bien  los  Juzgados  de  las  Comandan- 
cias de  Marina  deben  entender  en  la  sustanciacion  de  varias  diligencias^ 
carecen  de  competencia  para  hacer  adjudicación  al  Estado  de  los  efectos  ó 
bienes  comprendidos  en  la  ley  de  9  de  mayo  antes  citada: 

Y  considerando,  por  último,  que  la  subasta  y  venta  consiguiente  de  la 
percha  á  nombre  del  Estado  supone  hecha  antes  á  favor  suyo  la  oportuna 
adjudicación ,  para  la  cual  carecía  de  facultades  el  Juzgado  de  la  Coman- 
dancia de  Marina  de  la  Coruña; 

Fallamos  qUe  debemos  declarar  y  declaramos  que  corresponde  al  de 
primera  instancia  de  Muros  el  conocimiento  de  dichas  diligencias ,  á  quiea 
se  pasen  todas  las  instruidas,  para  lo  que  proceda  con  arreglo  á  derecho; 
debiendo  la  Comandancia  ser  reintegrada  con  preferencia  de  los  gastos  que 
hubiese  verificado  con  motivo  del  encuentro  ó  nallazgo  que  ha  producido  la 
presente  competencia. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Go- 
bierno é  insertará  en  la  CoUceUm  tegislaíivaf  para  lo  cual  se  pasen  las 
oportunas  copias  certificadas ,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— 
Juan  Martin  Carramolino.— Ramón  María  de  Arrióla.— Félix  Herrera  de  la 
Riva.— Juan  María  Biec— Felipe  de  Urbina.— Eduardo  Elio.— Domingo 
Moreno* 
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PobüeaeioD.— -Ldda  7  paUicada  fué  la  precedente  sentenda  por  el 
limo.  Sr.  D.  Edaardo  Elfo,  Hioístro  del  Tribuoal  Supremo  de  Justicia^  es- 
tándose celebrando  audiencia  pública  en  sa  Sala  segunda  boy  dia  de  la  fe* 
cha ,  de  que  certifico  como  Secretario  de  S.  M .  y  su  Bscribaao  de  Cámara. 

Madrid  8  de  febrero  de  i862.— Dionisio  Antonio  de  Puga. ---((raceía  de 
«4  de  febrero  de  1862.) 


Recurso  de  easaeion  en  cansa  de  Badenda  (8  de  febrero 
ide  1862.). — Aprehensión  db  dos  machos  sin  el  pase  correspondien- 
n.— S«  declara  poí  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Fiscal  de  S.  M. 
•contra  la  sentencia  pronunciada  en  discordia  por  siete  magistrados 
de  la  Audrencia  de  ramplona,  en  la  causa  formada  contra  Salva. 
dor  Esteban  y  Sesmo  por  haberle  aprehendido  á  su  regreso  del  ye 
'4¿ño  Imperio  dos  machos  sin  el  pase  correspondiente,  y  se  re- 
soelve:  , 

Que  para  que  la  violaeion  de  las  reglas  administrativas  cons- 
iUuya  delito  de  defraudadon^  es  preciso  que  dicha  violación  tenga 
tendencia  manifiesta  v  directa  á  eludir  ó  disminuir  el  pago  dew 
que  legilimamerUe  debe  satisfacerse^  por  raxon  de  una  contribución 
úbretía  ó  indire-ctá. 

Bn  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  ¿  8  de  febrero  de  1862,  en  la  causa  que 
fende  ante  Nos  por  recurso  de  casación,  seguido  en  el  Juzgado  de  Hacien- 
da pública  de  Pamplona  y  en  la  Real  Audiencia  de  la  misma  contra  SaWa* 
dor  Esteban  y  Sesmo  por  haberle  aprehendido  á  su  regreso  del  vecino  Im- 
perio francés  dos  machos  sin  el  pase  correspondiente: 

Resaltando  que  Salvador  Esteban,  menor  de  edad  y  yecino  de  Marca* 
latn,  fué  detenido  per  un  carabinero  el  dia  6  de  setiembre  de  1860  entre 
Eüzoodo  y  Oancbúina,  dentro  de  la  zona  fiscal,  con  dos  caballerías  con 
sus  comportas  vacías,  regresando  de  llevar  de  su  pueblo  y  vender  en  Ba- 
fona  dos  cargas  de  u^s  de  orden  de  una  tia  suya,  al  servicio  de  la  cual  os- 
laba, por  no  llevar  documento  algA)o  que  acreditase  la  procedencia  de  di- 
chas cabaUerfUfl: 

Resallando  que  la  Junta  administrativa  de  Hacienda,  reunida  el  dia  iO  del 
^mismo  mes,  declaró,  en  vista  de  la  falta  de  aquel  requisito  y  con  arreglo  al 
•  aníeulo  2.*  del  Real  decreto  de  20  de  junio  dfe  1852,  el  comiso  de  las  dos 
««abeklerías,  tasadas  en  920  rs.»  y  libre  de  pena  corporal  á  Salvador  Es* 
4^n: 

Resaltando  que  no  habiéndose  conformado  este  con  la  declaración  de 
^comiso,  se  pasó  el  espediente  al  Juez  de  Hacienda  para  la  formación  de  la 
correspondiente  causa,  en  la  cual  resultó  comprobado  que  Salvador  Esté- 
hm  no  llevaba  et  pase  de  las  caballerías  por  ignorar  que  tuviera  que  pro- 
VBvse  de  él,  ni  haberse  hecho  advertencia  alguna  de  su  necesidad  al  jja- 
far  por  Ja  Aduana  de  Bliaondo;  y  que  dichas  caballerías  eran  de  la  propie- 
dad de  su  tía  Josefa  Esteban,  quien  hacía  mas  de  tres  anos  oue  las  habia 
«nprado  y  tenía  sascritas  en  el  catastro  de  su  pueblo  de  Marcalain»  par 
gando  por  ellas  la  contribución  correspondiente: 
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^esoluado  que  8l  Promotor  fiscal,  confonqe  cqd  los  beefaot  etfMiostos^ 
piMpusOy  con  arreglo  á  los  artículos  4t5  y  465  de  la  Ordcoanza  do  Adtu» 
nás,  que  se  conOrinase  el  comiso  dictado  por  la  JuQta  adminiatratiray  y  ae- 
declarasen  de  oficio  las  costas  y  gastos  del  jaiaio: 

Resultando  que  el  curador  ailiUm  del  procesado,  convínieudo  con  -  el 
último  estremo  del  dictamen  Gscal,  solicitó  se  declarase,  oo  solo  que  au 
menor  no  habla  incurrido  en  pena  alguna,  sino  también  que  do  le  parase- 
perjuicio  la  formación  de  la  causa,  alegando  que  á  haber  sospechado  ai-> 
quiera  que  le  convenia  presentar  las. (^ba Herías  y  cargamento  de  uvas  á* 
alguna  Autoridad  ó  agente,  lo  habría  becho  antes  que  comprometer  su  se- 
guridad, mezclándose  qu  ei  tráfico  de  contrabando  y  defraudación  de  que 
nói  kra  capaz  por  su  honradez  y  probidad,  pues  de  la  causa  resul^ba  su 
buena  conducta  y  no  haber  sido  procesado  por  tales  delitos: 

Resultando  que  el  Juez  de  Hacienda  dictó  sentencia  en  24  de«d¡cieoK 
bre  del  mismo  ano  de  1860,  que  revocaron  previa  discordia  siete  Ma« 
gistrados  de  la  Real  Audiencia  de  Pamplona  ep  14  de  marzo  último,  de« 
clarando  improcedente  el  comiso  de  los  dos  machos  deitenidos,  mandáor 
dolos  devolver  á  su  dueño  ó  su  valor  en  venta  si  se  hubiese  veríOcadOy  abr 
solviendo  libremente  al  procesado: 

Resultando  que  el  Fiscal  de  S.  M.  interpuso  el  actual  recurso  de  casa- 
ción por  haberse  infringido  por  la  referida  sentencia  las  prescripciones  de 
ios  artículos  411,  4!f ,  413,  414,  415, 410  y  420  de  las  Ordenanzas generalee 
de  las  Aduanas,  en  los  que  se  consignan  los  requisitos  que  d^ten  llenarse 
(tora  que  los  ganados  circulen  libremente  dentra  dentro  de  la  zona  fiscal: 

Las  de  los  articules  691  y  692  de  las  mismas,  que  espedfican  las  ditt* 
genclas  que  en  todo  caso  han  de  practicar  los  conductores  de  carruajes  y 
caballerías  si  no  quisieren  esponerse  á  ser  encausados  y  castigados  como  de- 
fraoda^pres;  puea  según  el  contexto  de  la  Real  orden  de  10  de  febrera 
de  1860,  en  los  delitos  de  contrabando  y  defraudación  no  se  atiende  á  si  loe 
artículos  de  comercio  son  naturales,  sino  si  al  importarlos  ó  exportarlos  ae 
lia  cumplido  con  las  prescripciones  establecidas  en  las  leyes  fiscales; 

Y  el  nrincipio  Inconcuso  en  materia  de  delitos  de  contrabando  y  deCrau- 
dación  aae  oue  loe  oéneros  que  se  esportan,  prescindiendo  de  los  requisitos^ 
indispensables  establecidos  para  evitar  fraudes,  por  este  solo  becho  se  Jes 
considera  estranjeros,»  que  fué  ei  princifHO  que  sirvió  de  base  á  los  ártica* 
ios  21  y  26  de  la  reforma  de  la  instrucción  de  Aduanas  de  5  de  marzo  de 
i852,  y  á  las  disposiciones  de  varios  artículos  de  las  Ordenanzas  citadas^ 
especialmeote  de  la  segunda  parte  del  279,  y  de  los  410,  450  y  451;  de  for- 
ma que  siempre  que  para  facilitar  el  comercio  de  buena  fé  se  lian  querido 
evitar  á  los  particulares  las  consecuencias  inflexibles  de  tal  doctrina,  se  lee 
ba  impuesto  la  obligación  de  cuidar  de  la  toma  de  razón  en  las  Aduanas, 
como  se  demuestra  por  los  artículos  citados  450, 691  y  692,  y  por  las  Rea- 
Jes  órdenes  de  21  de  agosto  de  1842,  23  de  setiembre  y  16  de  diciembre^ 
de  1854: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Ventura  de  Golsaj  Pando: 

Considerando  que,  según  la  calificación  hecha  por  la  Sala  sentenciado- 
ra, eran  de  procedencia  nacional  las  caballerías  que  fueron  detenidas  á  Sai* 
vador  Esteban,  el  cual,  si  bien  al  conducirlas  sin  la  autorización  eorrespen^ 
diente  dejó  de  cumplir  con  lo  prevenido  en  las  Ordenanzas  de  Aduanas^ 
dando  con  esto  motivo  á  la  formación  de  la  presente  causa,  no  aparece  que 
con  tal  omisión  se  hubiese  propuesto  eludir  ei  pago  de  derechos  ascalea: 

Considerando  (|ue  para  que  la  violación  de  las  reglas  administrativa» 
constituyan  ei  delito  de  defraudación,  según  lo  esprasamente  dispuesto  e» 
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el  párrafo  undécimo  del  art.  19  del  Real  decreto  de  20  de  jonio  de  4852, 
es  preciso  que  tanga  dicha  violación  tendencia  manifiesta  y  directa  A  eludir 
ú  disminuir  el  pago  de  lo  que  legítimamente  debe  satisfacerse  por  razón  de 
una  coDiribucioD  directa  ó  indirecta: 

Considerando  que  los  artículos  de  las  Ordenanzas  de  Aduanas  y  demás 
disposiciones  vigentes  alegadas  en  apoyo  del  recurso  no  son  aplicables  á  la 
presente  causa,  en  la  cual  no  se  ha  atribuido  al  tratado  como  reo  ni  la  inten- 
eion  siquiera  do  defraudar  al  Estado  de  ló  que  legítimamente  le  corres- 
ponde; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no. haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal,  devolviéndose  los  autos  á  la 
Beal  Audiencia  de  Pamplona  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  ó  inserta- 
rá en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  oportunas  copias,  lo 
Cundamos,  mandamos  y  firmamos. — Ramón  López  YHzquez.— El  señor 
Sebastian  González Nandin  votó  por  escrito. — López  Vázquez.— Gabriel 
Geruelo  de  Vélasco.— Pedro  Gómez  de  Hermosa.— Pablo  Jiménez  de  Pala- 
do.— Laureano  Rojo  de  Norzagara y. —Ventura  de  Colsa  y  Pando. 

Publicación. — Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  lUistrí* 
simo  Sr.  D.  Ventura  de  Colsa  y  Pando,  Ministro  de  la  Sala  primera  del  Tri- 
Iwoal  Supremo  de  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  la 
misma»  de  aue  certifico  como  Escribano  de  Cámara  habilitado. 

Madrid  8  de  febrero  de  1862.— Luis  Calatraveño.— (Gaceta  de  14  da 
febrero  de  1862.) 


84. 


Recurso  de  easaeíon  (40  de  febrero  de  4863.).— Asig- 
luciorf  DK  AUMENTOS.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribu- 
nal Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
D.  Andrés  da  Riva  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  tercera 
de  la  Audiencia  de  la  CornSa,  en  pleito  con  Dona  Águeda  López,  y 
se.re8uelve: 

iJ"  Que  cuando  el  padre  no  se  acordase  de  $u  hijo  natural  no 
dejándole  cosa  alguna  en  el  testamento,  están  obligados  sus  herede- 
ros  á  darle  alimentos  en  proporción  á  la  imjtortancia  de  la  he- 
renda: 

2/  Que  lasí  cuestiones  de  hecho  deben  decidirse  por  los  datos  y 
pruebas  suministradas  en  el  juicio; 

Y  3.^  que  á  la  Sala  sentenciadorli  corresponde  apieciar  el  valor 
de  kt  prueba  testifical  que  las  parles  presenten. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  (O  de  febrero  de  1862,  en  los  autos  que 
penden  ante  Ños  en  virtud  de  recurso  de  casación  seguidos  en  el  Juzgado 
de  primera  instancia  de  la  Coruña  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Real  Audien- 
cia de  la  misma  por  D.  Andrés  da  Riva,  en  concepto  de  curador  ad  liiem 
de  Blas  Gómez  y  Luis  Carro,  en  el  de  marido  de  Ventura  Gayoso,  contra 
Doña  Affueda  López,  por  sí  y  como  iutora  y  curadora  de  Juan  Clemente  Gó- 
mez, sobre  asignación  de  alimentos: 

Resultando  que  por  el  testamento  que  otorgó  en  24  de  marzo  do  1857 
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D.  Aneel  Gómez,  marido  y  padre  respectivamente  de  los  demandados,  de- 
claró naber  tenido,  siendo  soltero,  en  las  mujeres  también  solteras  qoe 
nombró,  tres  bijos  naturales  llamados  Ventura,  Andrea  y  Blas,'  y  legó  á  las 
dos  primeras  tres  y  cinco  ferrados  de  trigo,  é  igual  número  de  centeno  de 
renta  anual  v  200  rs.  por  una  vez  al,  último,  imponiendo  é  su  esposa  Dona 
Águeda  la  obligación  ae  pasarlo  con  el  quinto  de  sus  bienes  que  la  dejó,  é 
instituyendo  heredero  ¿  su  hijo  legitimo  0.  Juan  Clemente: 

Resultando  que,  muerto  O.  Ángel  Gómez,  presentaron  demanda  en  27 
de  junio  de  1859  Luis  Carro,  como  marido  de  Ventura  Gayoso,  y  D.  Andrés 
da  Riva,  curador  del  Blas  Gómez,  por  la  que  fundados  en  la  declaración 
hecha  por  aquel  en  su  referido  testamento,  y  en  las  disposiciones  de  las 
loyes  8/  y  9.%  tít.  13,  Part.  6.',  y  9.»  y  10  de  Toro,  propusieron  acción 
de  alimentos,  petición  de  herencia,  ó  lo  que  mas  hubiere  lugar  en  derecho, 
contra  Doña  Águeda  López,  por  sí,  como  legataria  del  quinto,  y  como  tu- 
tura  de  su  hijo  D.  Juan,  heredero  de  su  padre  D.  Ángel,  pidiendo  se  le  con* 
denase  á  contribuir  y  entregar  á  sus  representados  la  parte  de  bienes  ó 
cantidad  que  según  las  leyes  les  correspondiese  ó  se  regulase  necesaria  para 
sus  alimentos,  conforme  á  sus  circunstancias  y  fortuna  que  dejó  D.  Ángel, 
bien  fijando  una  asignación  diaria,  ó  una  cantidad  alzada,  á  contar  la  pri- 
mera desde  su  nacimiento: 

Resultando  que  Doña  Águeda  López  contradijo  en  los  conceptos  indi- 
cados esta  demanda,  fundándose  en  no  ser  cierto  que  la  herencia  de  su  ma- 
rido fuese  cuantiosa,  sino  por  la  inversa,  mas  bien  corta  por  los  muchos 
créditos  que  dejó  contra  ella,  de  manera  que  lo  que  legó  i  fos  demandantes 
fué  á  lo  que  puao  llegar  su  disposición: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba  y  hechas  las  que  se  articu- 
laron, dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instancia  en  4  de  febrero  de  1860, 
que  revocó  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  la  Coruña  por  la  suya  de  19 
de  mayo  siguiente,  absolviendo  de  la  demanda  á  Doña  Águeda  López,  y  de- 
cljirando  que  cumple  con  entregar  á  Blas  Gómez  y  Ventura  Gayoso  los  l6« 
gados  que  su  padre  les  dejó: 

Y  resultando  que  interpuesto  por  estos  recurso  de  casación,  lo  fundan 
en  que,  siendo  una  verdad  reconocida  en  el  proemio  del  título  19  de  la  Par- 
tida 4.*,  que  la  obligación  de  los  padres  á  alimentar  á  sus  hijos ,  es  de  de- 
recho natural,  y  estando  acreditado  que  son  insuficientes  los  gue  dejó  á  los 
recurrentes  su  padre,  cuya  herencia  es  cuantiosa,  se  han  infringido  las  le- 
yes 3.%  tít.  8/,  libro  3.*»  del  Fuero  Real;  las  2.*  y  6.',  tít.  19,  Partida  4.*; 
la  S.\  tft.  13,  Partida  6.'  y  su  oclaratoria,  10  de  Toro,  habiéndose  citado 
en  este  Supremo  Tribunal  también  como  infringida^  las  4.*^  y  5.*  del  referí* 
do  tít.  19  de  la  Partida  4.*: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Gabriel  Ceruelo  de  Velasco: 

Considerando  que,  según  la  ley  8.%  tít.  13,  Partida  6.*  si  el  padre  no  se 
acordase  de  su  hijo  natural  no  dejándole  alguna  cosa  en  el  testamento ,  es- 
tán obligados  sus  herederos  á  darle  alimentos  en  proporción  á  la  importan* 
cia  do  la  herencia,  ó  conforme  la  espresion  de  la  misma  ley  de  manera  que 
U)  puedan  sofrir  sin  gran  su  daño : 

Considerando  aue  D.  Ángel  Gómez  dejó  á  sus  hijos  naturales  los  lega- 
dos que  aparecen  ae  «u  testamento ,  y  que  por  consecuencia,  la  cuestión  de 
este  pleito  quedó  reducida  á  saber  si  esos  eran  proporcionados  á  la  impor- 
tancia de  su  herencia : 

Considerando  que,  reducida  á  estos  términos ,  la  cuestión  es  «de  puro 
hecho  y  debe  decidirse  por  los  datos  ó  pruebas  suministradas  en  el  juicio: 

Y  considerando  que,  no  ofreciéndolas  bastantes  los  documentos  presen- 
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tadoe»  se  didron  testificales  que  It  Sala  sentenciadora  apreció  en  nso  de  sos 
fecnltadee,  sin  qne  contra  esta  apreciación  se  haya  citado  como  infringida 
iey  algana,  no  habiéndose  por  tanto  infringido  tampoco  las  citadas  en  apoyo 
dá  recarso; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lug^r  al  inter- 
puesto  por  D.  Andrés  da  Riya  y  Luis  Garro  en  la  representación  con  qae 
nan  litigado,  á  guienes  condenamos  en  las  costas;  y  devuélvanse  los  autos 
á  la  Aodieftcía  de  la  Goruña  con  la  certificación  correspondiente. 

Asf  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inserta* 
rá  en  la  Colección  leoislaUva,  librándose  al  efecto  las  copias  necesarias ,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. ^Ramon  López  Vázquez. — Sebas- 
tian González  Nandin.— Antero  de  Echarri.^Gabriel  Gemelo  de  Velasco.— 
loaquin  de  Palma  y  Ytnuesa.-— Pedro  Gómez  de  Hermosa.— Pablo  Jiménez 
de  Palacio.  ^ 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Ilustri- 
simo  Sr.  D.  Gabriel  Cerueto  de  Velasco ,  Ministro  de  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  de  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en 
la  misma,  de  que  certifico  como  Bscribano  de  Gámara  habilitado. 

Madrid  i2  de  febrero  de  1862.— Luis  Galatraveüo.— ^Gaceta  de  15  de 
febrero  de  1862.). 


85. 

C^Mnpetenelaa  (14  de  febrero  cl6l862.).— Lesiones.— Se  de- 
cide por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo,  á  favor  del  Juzga- 
do de  primera  instancia  de  Cartagena  la  competencia  suscitada  con 
el  de  la  Capitanía  general  de  Valencia,  acerca  del  conocimiento  de 
k  cansa  formada  contra  D.  Hermenegildo  Paredes,  y  se  resuelve: 

Que  lo$  militares  que  voluíariamente  sirvan  cargos  de  Ayunta* 
miento.  Hacienda  ú  otros  polUícos,  están  privadoSf  en  todo  lo  con- 
cerniente á  dichos  cargos f  del  fuero  de  guerra. 

En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid/á  14  de  febrero  d^  1862,  en  los  autos  de 
competencia  que  ante  Nos^enden  entre  el  Juzgado  de  la  Gapitanía  general 
de  Valencia  j  el  de  primera  instancia  de  Gartagena  acerca  del  conocimiento 
de  la  causa  formada  contra  D.  Hermenegildo  Paredes  per  lesiones  á  Barto- 
fcxné  Otón: 

Resultando  que  en  1.®  de  octtbre  de  i860  se  presentó  el  referido  Barto- 
lomé Otón  en  la  oficina  del  D.  Hermenegildo,  Administrador  subalterno  de 
Propiedades  y  Derechos  del  Estado  en  el  partido  de  Gartagena,  á  pedirle 
esplicaciones  relatiTas  á  ciertas  pensiones  de  censos  que  le  había  reclamado 
y  que  en  concepto  de  aquel  no  debia  satisfacer,  con  cuyo  motivo  se  suscitó 
cuestión  entre  ambos;  y  exasperado  Paredes  dio  á  Otón  varios  golpes,  cau- 
sándole las  lesiones  gue  ha  sufrido: 

Resultando  que  instruida  sobre  este  suceso  la  correspondiente  causa, 
el  Capitán  general  de  Valencia  reclamó  su  conocimiento  en  razón  de  ser 
el  D.  Hermenegildo  militar  retirado  con  sueldo,  y  gozar  por  tanto  del  fuero 
de  guerra,  alegando  que  el  delito  de  lesiones  no  es  de  los  que  producen 
desafuero,  ni  propiamente  cometido  por  un  empleado  civil  en  el  ejercicio 
de  las  funciones  materiales  de  su  destino,  ó  por  mal  desempeño  de  sus 
obligaciones: 
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Y, resultando  que  el  Juez  de  primera  iosUncia  de  Cartagena  se  ha  nega* 
do  á  inhibirse,  espQoiendo  que  el  hecho  que  se  atribuye  á  Paredes  fué  oo-^ 
metido  con  ocasión  del  cargo  público  que  ^ercía  como  Administrador  4^ 
Propiedades  y  Derechos  del  Estado,  y  que  en  tal  concepto  está  sujeto  ¿1 
lu^o  ordinario  cot  arreglo  á  la  ley  25,  tit.  4.%  llb.  6.®  ae  la  Novísima  Be- 
Gopilacioo  y  á  la  Real  orden  de  i 6  da  agosto  de  Í818: 

Yisto^f  siendo  Ponente  el  Ministro  de  oste  Supremo  Tribunal  D.  Juan 
María  Biec: 

Considerando  que  la  ley  25,  Ut.  4.^.  lib.  6.^  de  la  Novísima  Recopila- 
ción y  las  Reales  órdenes  de  30  de  noviembre  de  i  795,  8  de  diciembre  de 
4800,  5  de  octubre  de  i 8i 9,  18  de  noviembre  de  1831  y  20  de  setiembre 
de  1842  privan  del  fuero  de  guerra  en  todo  lo  concerniente  á  cargos  de 
Ayuntamiento,  de  Hacienda  ú  otros  políticos  á  los  militares  que  voluntaria- 
mente  los  sirvan:  ' 

Y  considerando  que  en  este  caso  se  halla  D.  Hermenegildo  Paredes^ 
que  si  bien  militar  retirado  con  sueldo  y  fuero,  es  Administrador  subalter* 
no  de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado  del  partido  de  Cartagena,  habíén* 
dose  suscitado  con  ocasión  de  este  cargo  la  ocurrencia  que  dio  origen  á  es* 
tos  autos; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  de 
esta  causa  corresponde  al  Juez  de  primera  instancia  de  Cartagena,  al  que 
se  remitan  unas  y  otras  actuaciones  para  to  que  proceda  con  arreglo  á  de- 
recho. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Go- 
bierno é  insertará  en  la  Colección  legisUUivaf .  para  lo  cu£|l  se  pasen  las 
oportunas  coplas  certtflcadas,  lo  pronunciamos,  mandatnos  y  firmamos.— 
Juan  Martin  Garraraoli no.— Ramón  Haría  de  Arrióla.— Félix  Herrera  de  ia 
Riva.— Juan  María  Biec— Felipe  de  Urbioa.— Bduanio:Elío.  . 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  ^recendente  sentencia  por  el 
limo.  Sr.  D.  Juan  María  Biec,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia, 
estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  segunda  hoy  día  de  la 
fecha,  de  que  certifico  como  Secretario  de  S.  M.  y  su  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  14  de  febrero  de  1862. — Dionisio  Antonio  de  .Pi(ga.— ((rácela 
de  19  de  febrero  de  1862.) 


9». 

Competoneta  (14  de  febrero  db  1863.).— Rbsistbncia  i  la 
Guardia  civil.— Se  decide  por  ia  Sala  segunda  del  Tribunal  Supre- 
mo á  favor  del  Juzgado  de  la  Capitanía  general  de  Burgos  la  com- 
petencia suscitada  con  el  de  primera  instancia  de  Laredo,  acerca  del 
conocimiento  de  la  causa  formada  contra  alejandro  Izaguirre  por 
resistencia  á  la  Guardia  civil,  y  se  resuelve ; 

I.*"    Que  la  resistencia  á  un  Guardia  mvü  en  el  aeto  de  citmplir 
con  una  obligación  de  su  instiluio  causa  desafuero  en  la  persona 

Íue  lo  comete ,  según  se  tiene  dedarado  por  las  decisiones  del  Tri- 
unal  Supremo  en  casos  análogos; 
Y  2.'  que  para  resolver  las  cuestiones  jurisdiccionales  de  esta 
clase f  debe  eslarse  á  la  naturaleza  del  delüo  que  se  persigue  y  cali- 
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/ktdon  que  haya  obtenido,  tín  jferjuicio  del  resultado  de  las  diliV 
pendas  ypruem  queeon  poekriaridad  ee  practiquen. 

En  la  Tina  ;  eorte  de  Madrid,  á  14  de  febrero  de  1862,  ^  ios  autos  de 
eMDpetencia  goe  ante  Nos  penden  entre  el  Juzgado  de  la  Gapíunía  general 
de  Burgos  y  el  de  primera  ioatancia  de  Uredo  acerca  del  cooociroíento  da 
kcauaa  tomada  oantra  Alejandro  Lsaguirna  portesisteacia.á  la  Guardia 
üvil: 

Resultando  que  «n  21  de  julio  del  año  próximo. pasado  el  guardia  civil 
José  Gutiérrez  Sainz  dio  parte  al  Alcalde  de  la  villa  ae  Laredo  y  al  Gomanr 
doAlede  su  cuerpo  de  que  en  la  tarde  de  aquel  dia  observó  que  en  la  ta- 
berna de  A^ustin  Gutieirez  había  una  disputa  entre  dos  hambres,  á  los 
onales  consiguió  apaciguar;  pjeroque  al  salir  de  dicho  establecimiento  se- 
abalaszó  ¿  él  Alejandro  Izaguirre,  le  agarró  del  pecho  y  quiso  quitarle  el 
sable,  insultándole  can  palabras  y  oprioúéndole  contra  el  dintel  de  la 
poerta. 

Reenltando  que  con  este  motivo,  Unto  la  Autoridad  erdinafía  como  la 
militar,  empezaron  á  instruir  el  correspondiente  sumario;  ?  que  no  apare* 
eíendo  confianada  por  las  declaFadones  de  los  testigo»  la  relación  del  guar-* 
dia  civil  en  el  que  principió  el  Alcalde  y  continuó  eU  Juez  de  primera  in3<<- 
tancía  de  Lared0¿  este  dictó  con  fecha  25  de  agosto  auto  de  sobreseimien- 
to ,  mandando  al  propio  tiempo  que^  préria  consulta  eon  la  Audiencia  del 
territorio^  se  remitieran  las  diligencias  al  Alcalde  para  que  conociera  de  la 
causaren  juicio  de  faltas: 

Resultando  ^ue  en  20  de  setiembre  el  Juzgado  de  la  Capitanía  general 
de  Bárgos  reauírió  de  inhibición  al  espresado  Juez ,  y  este  remitió  el  oBcio 
inhibitorio  i  la  Audiencia ,  donde  se  naltaba  la  causa  en  consulta ;  y  que 
devuelta -la  misma  por  el  Tribunal  superior  para  que.se  sustanciase  la  com- 
petencia, dicho  Juez  se  negó  á  inhibirse,  alegando  en  primer  lugar  que  con 
arregle  a  las  Reales  órdenes  de  30  de  marzo  de  1827  y  30  de  marzo  de- 
1831,  V  á  varias  decisiones  deeste  Tribunal  Supremo,  entre  ellas  las  de 
23  de  diciembre  de  18S8  y  26  de  julio  de  1850,  es  estem{K>ránea  la  recla- 
mación del  Juzgado  militar,  y  esponiendo  en  segundo  término  que  si  la 
competencia  hubiera  sido  denunciada  en  tiempo  sería  Improcedente ,  por- 
^e  del  sumario  no  aparece  prueba  del  delito  de  resistencia  á  la  Guardia 
dril,  ano  de  una  folta,  y  el  conodraiento  de  estas  es  asoli^ivo  de  la  juria* 
dicción  ordinaria,  en  conformidad  de  lo  dispuesto  en  las  reglas  i.^  y  56  de 
la  ley  provisional  para  la  aplicación  del  Código  penal: 

Y  resultando  que  el  Juzgado  de  la  Capitanía  general  insistió  en  su  re- 
elamadon  sosteniendo  que  se  hizo  en  tiempo  debido ;  y  que  calificado  el 
hecho  objeto  de  la  causa  de  delito  de  resistencia  á  la  fuerza  armada  ,  nada 
ünporta  que  la  prueba  sea  mas  ó  menos  robusta,  siempre  que  existan  algu- 
nos datos  en  apoyo  de  aquella  calificación,  pues  que  en  las  cuestiones  ju- 
risdiccionales se  debe  atender  á  la  naturaleza  de  los  delitos  que  se  persif* 
goen,  según  que  en  su  origen  hayan  sido  calificados: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  de  este  Supremo  Tribunal  D.  Félix 
Herrera  de  Li  Riva: 

Considerando  que  el  delito  deque  se  trata  ha  sido  calificado  en  su  orí- 
gen  de  resistencia  á  un  guardia  civil  en  el  acto  de  llenar  una  de  las  obú" 
gaoiones  de  sa  instituto,  y  que  este  delito  es  de  los  que  causan  desafuero  de 
la  persona  nue  le  comete,  s¿B;un  las  diaposiciones  vigentes  y  la  jurispruden-' 
cja  establecida  en  casos  análogos  por  este  Tribunal  Supremo: 

fionaidaiando  que  para  resolver  las  .cuestiones  jurisdiccionales  de  ^ta 
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dtM  ddbe  estañe  á  la  naturaleza  del  delito  que  se  penigQe  y  eaüfioadoá 
que  haya  obtenido»  aio  perjuicio  del  resultado  de  las  diligencias  y  pruebas 
que  con  posterioridad  se  practiquen: 

Y  considerapdo,  Bnalmente,  que  el  Juzgado  militar  reclamé  el  conocí- 
miento  de  la  causa,  é  insistió  en  su  pretensión,  á  cuyi  Tirtnd  el  Tribunal 
superior  doTolvió  la  causa  para  que  se  sustanciase  la  competencia; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  de 
esta  causa  corresponde  al  Juzgado  de  la  Gapitania  general  de  Burgos,  al 
«ue  se  remitan  unas  y  otras  actuaciones  para  lo  que  proceda  con  arreglo  á 


Así  por  esta  nuestra  sentencia,  qie  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Go- 
bierno é  insertará  en  la  Coleeeicn  legislativa^  para  lo  cual  se  pasen  las 
oportunas  copias  certificadas,  lo  prenunciamos,  mandamos  y  firmamos.— 
Juan  Martín  Garramolino.— Ramón  María  de  Arrióla.— Félix  Herrera  de. la 
Ríva. —Felipe  de  Urbina.— Eduardo  Eiío.— Domingo  Moreno. 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Has* 
trfsimo  Sr.  D.  Félix  Herrera  de  la  Riva,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  da 
Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  segunda»  boy 
dia  de  la  fedia,  de  que  certifico  como  Secretario  de  S.  M.  y  Escribano  ds 
Cámara. 

Madrid  14  de  febrero  de  1862.-^ionÍ8io  Antonio  de  Poga.  (Goesta  de 
i9  de  febrero  de  1862.) 


37. 

Recurso  de  easaetoia  (14  de  febrero  de  1862.).— Dbsa- 
SUCIO  DE  uifA  FINCA.-— Se  dccIara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  An- 
drés País  contra-la  sentencia  dictada  por  la  Sala  primera  de  la  Au- 
diencia de  la  Coruna,'en  pleito  con  Juan  Lado,  y  se  resuelve: 

Que  cuando  por  llevar  unas  tierras  se  paga  anualmente  cierta 
eantidúd  de  finitos,  queda  demostrado  que  el  pagador  las  lleva  en 
concepto  de  arrendatario,  y  por  tanto  que  puede  ser  desahuciado. 

En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid  á  14  de  febrero  de  1862,  en  los  autos  que 
penden  ante  Nos  por  recurso  de  casación  seguidos  en  el  Juzgado  de  prime- 
ra instancia  de  Muros  y  en  la  Sala  primera  de  la  Real  Audiencia  de  ia  Go- 
mña  por  Juan  Lado  contra  Andrés  País,  sobre  desahucio  de  utta  finca: 

Resultando  que  por  escritura  de  26  de  enero  de  1744  Tendieron  Alber- 
to García  y  Ana  Casal  á  María  Vaz(]uez  la  era  de  heredad  de  Riveiriños  y 
Mulo  Pando,  en  el  sitio  y  con  los  linderos  que  espresan,  por  la  cantidad  de 
200  rs.,  libre  de  todo  graTámen  y  si  alguno  tuviese  cargándole  sobre  sus 
demás  bienes,  añadiendo  «que  la  daban  poder  en  forma  para  que  la  pudiese 
9)tomar  por  propia  autoridad,  la  de  ia  justicia  ó  como  le  conviniese;  y  que 
Ben  e!  ínterin  otra  mas  no  tonMSé,  si  los  vendedores,  sus  hijos  ó  herederos 
Dvolviesen  á  poseer  la  referida  heredad,  seria  por  y  en  nombre  de  la  com« 
«pradera  y  los  suyos,  como  sus  caseros,  colonos,  tenedores  y  precarios  po* 
Dseedores,  bajo  la  cláusula  de  constitutOy  obligándose  á  la  OTiccion  y  8a« 
»neamiento:9 

Resultando  que  Juan  Lado,  como  descendiente  de  la  compradora  Maria 
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VifqiMK.  praflanló  demanda  eo  17  de  marzo  de  1857  pidiendo  el-desahneio 
de  Andrés  Fais  que  estaba  detentando  dicha  finca,  y  alegó:  qne  sin  embar- 
fio  de  la  venta  que  de  esta  hicieron  Alberto  Garda  y  Ana  Casal  á  María 
Vázquez  la  habían  yenido  poseyendo  ellos  y  sus  descendientes  basta  Andrés 
Pala,  como  colonos  y  precarios  poseedores,  conforme  á  la  cláasula  de  cons* 
ututo  contenida  en  la  escritura  pagando  al  ano  tres  ferrados  de  centeno  á 
los  compradores  y  sus  herederos,  y  en  el  dia  al  esponente,  quien  por  el 
derecho  de  dominio  trasferido  por  la  referida  escritura  lo  tenia  para  recla- 
mar U  finca: 

Resultando  que  el  demandado  solicitó  se  le  absolviera  libremente  y  des- 
pues  de  redargüir  civilmente  de  falsa  la  escritura  por  haberse  traído  sin  su 
eílaclon  ni  cotejado  con  el  original,  según  lo  dispuesto  por  el  art.  281  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  esposo:  que  él  y  sus  causantes  hablan  estada 
siempre  en  la  precisión  de  pagar  tres  ferrados  de  centeno  al  demandante  y 
los  suyos,  pero  no  en  el  concepto  de  titulo  alguno  precario,  como  lo  demos- 
traba el  que  estos  en  las  particiones  de  bienes  hechas  en  su  familia,  nunca 
tomaron  en  cuenta  la  finca,  sino  la  renta  y  que  no  se  presentaba  arriendo 
alguno  que  justificase  el  desahucio,  pues  la  escritura  solo  podía  dar  lugar  á 
la  acción  reivindicatoría,  debiendo  considerarse  cuando  mas,  como  un  foro 
presunto,  la  renta  pagada: 

Resultando  que  practicadas  las  pruebas  que  se  articularon  por  las  par- 
tes, dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instancia  en  6  de  octubre  de  1859, 
que  revocó  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  la  Coruña  en  28  de  enero  si- 
guiente^ declarando  haber  logar  al  desahucio  solicitado  por  Juan  Lfiáó  y  al 
lanzamiento  en  el  acto  de  Andrés  País  de  la  heredad  nombrada  dos  ñivei' 
riños  y  Mulo  Pando: 

Resultando  por  último,  que  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  An- 
drés País  se  fonda  en  haberse  infringido  en  su  concepto  la  ley  i.',  tlt.  18, 
Partida  5.',  que  ordena  «que  en  todo  arriendo  hava  merced  cierta  y  deter- 
minada,» lo  cual  no  se  verifica  en  el  documento  folio  primero: 

La  3/,  tlt.  10,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  de  la  cual.se  des- 
prende que  solo  en  los  arriendos  puede  fundarse  el  desahucio,  y  (¡ue  en  los 
nechos  sin  tiempo  determinado  debe  avisarse  con  un  ano  de  anticipación: 

El  art.  6.**  del  Real  decreto  de  8  de  setiembre  de  1813,  restablecido  en 
1836  j  las  disposiciones  contenidas  en  el  tít.  12  de  la  ley  ae  Enjuiciamien- 
to civil,  en  cuanto  por  ellos  solo  se  marca  el  arriendo  por  el  desahucio: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Pablo  Giménez  de  Palacio: 

Considerando  que  liabiéndose  trasmitido  á  Doña  María  Vázquez  el  do- 
minio pleno  de  la  heredad  que  ha  dado  motivo  á  este  pleito  por  virtud  de  la 
escritura  de  venta  de  26  de  enero  de  1744,  en  este  documento  se  pactó 
también  aque  si  por  cualquier  motivo  los  vendedores,  sus  hijos  ó  herederos 
»cootinuasen  poseyéndola,  se  entendiese  que  lo  hacían  precariamente,  co- 
a»mo  colonos  ó  caseros  y  á  nombre  de  la  compradora  y  los  suyos:» 

Considerando  que  el  hecho  de  haber  asi  sucedido,  pagando  aquellos 
anualmente  tres  ferrados  de  centeno  que  el  recurrente  confiesa  había  tam- 
bién satisfecho  hasta  el  día,  demuestra  que  como  sus  antecesores  ha  lle- 
vado las  tierras  en  el  concepto  de  arrendatario: 

Considerando  que  en  fuerza  de  tales  antecedentes,  el  demandante  estu- 
vo en  su  derecho  pidiendo  contra  el  demandado  el  desahucio  de  las  tierras, 
y  j|ue  al  declararlo  así  la  Sala  sentenciadora  no  ha  infriogido  las  leyes,  doc- 
trinas V  disposiciones  que  se  citan; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  Andrés  País,  al  que  condenamos  en  las  costas» 
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dé9^6lvf§ná09e  1<M1t(itos'á  U  A^idiétooia  don  (a  ceniOeMItm'^mspotfdima. 

Así  por  esta  ntiestra  sentencia,  que  se  pablicará  en  la  Qae$ta  é  inserta*^ 

rá  eti  la  CoteccianlegistaHvA,  pasándose  ai  efecto  las  copias  necesarias,  lo 

Sronüitciamos,  mandamos  y  firmamos.-^Ramon  López  Vázquez. — húVsté 
e  Bcfharrf .— loaquin  de  Palma  y  Yinnesa.— -Pedro  Gómez  de  Hermosv.— 
Pablo  Jiménez  de  Palacio.— Laureano  Rojo  de  NQrzagariy.— Ventara  de 
Üoissv  Pando.  . 

Pcmlieacion.—Leida  y  pabiicada  mé  la  sentencia  aiñerior  por  el  Ilnstrf* 
«imo  Sr.  D.  Pablo  Jiménez  de  Palacio,  Ministro  de  la  Sala  primera  del  Tri- 
l)unRl  Sapreroo  de  Jasticia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  la 
inísrtia,  de  que  certifieo  como  Bscríbano  de  Cámara  habilitado. 

Madi^id  ié  de  febrero  á»  1802.— Luis  Gaiatraveuo.-^G«e0to  de  19  40' 
Marero  de  4S62.) 

Competeneta  (IS  de  febrero  de  1862.).--<I«MKmmNTO  dk 
v^A  TEstAAi£NTARÍA.-~Se  dccide  por  la  Sala  8^ioí(]a  del  Tribunal 
Supremo  á  favor  del  Juzgado  de  la  Cafiflafiffa  general  de  GaKcia, 
como  Juzgado  de  estranjería ,  la  compentencia  suscitada  con  el  de 
primera  instancia  de  la  Cofuoft,  acerca  del  conocimiento  de  los  aa« 
tos  de  testameniaria  de  Doila  Benita  do  Regó,  y  se  resuelve.: 

Que  cuando  unapenofia  resulta  inscrita  en  el  doble  registro^ 
tiene  derecho  á  qu^  se  la  califique  de  estranjera  en  caso  dé  faUeei^ 
miento,  y  que  corresponde  conocer  de  su  testamentaria  al  Juzgado 
4e  estranjeros. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  15  de  febrero  de  1862,  en  los  autos  de 
competencia  oue  ante  Nos  penden  entre  el  Juzgado  de  la  Capitanía  general 
<l9  Galicia  y  el  de  primera  instancia  de  la  Coruña  acerca  del  conootmieuto 
de  los  autos  de  testamentaria  de  Doña  Benita  do  Regó : 

Resultando  que  después  de  haber  obtenido  D.  Manuel  Pérez  que  Doña 
Benita  do  Regó  reconociera  ante  el  Juez  de  primera  instancia  de  la  Cora-* 
ña  un  pagaré  que  firmó  en  unión  de  su  hijo  D.  Jorge  Ulbrich,  pidió  que  se 
despachase  ejecución  contra  los  bienes  de  aquella;  y  espedido  el  mandamiea* 
to,  no  se  practicó  dili^ncia  alguna  por  la  muerte  de  Dona  Benita : 

Resultando  que  con  este  motivo  solicitó  el  acreedor  Pérez  que  se  pre-** 
viniese  el  juicio  neoesario  de  testamentaria ;  y  estimado  asi ,  fueron  inter-* 
venidas  dos  casas  que  el  mismo  manifestó  haber  pertenecido  en  vida  á  la 
0oña  Benita  do  Regó: 

Resultando  que  el  yerno  de  esta,  D.  José  Benito  Serantes,  Comisario  de 
<]f0erra  de  segunda  clase,  acudió  al  Juzgado  de  la  Capitanía  general  de  Ga- 
licia presentando  la  escritura  de  venta  de  las  citadas  casas  que  su  suegra 
otorgó  á  favor  del  mismo  en  15  de  diciembre  de  1860  y  otros  documentos, 
y  pidiendo  que  se  oQciase  al  de  primera  instancia  de  la  Goruiía  para  que  se 
inhibiera  de  todo  conocimiento  respecto  á  las  casas,  en  atención  á  que  eran 
de  su  propiedad,  y  al  fuero  que  como  tal  Comisario  disfrutaba: 

Resultando  que  el  Fiscal  del  referido  Juzgado  militar,  no  solo  se  adhi- 
rió á  la  solicitud  de  Serantes,  sino  que,  con  vista  de  las  certificaciones  es- 
pedidas  por  el  Cónsul  derimperio  de  Austria  y  del  Secretario  del  Gobierno 
civil  de  la  Coruña,  de  las  que  aparece  que  la  Dona  Benita  y  sus  bijos  esta** 
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ban  Inscritos  en  el  registro  de  estranmros  como  subditos  del  imperio  aus« 
tríaco,  sostuvo  que  aquel  Juzgado  debfa  conocer  del  juicio  de  testamentaría 
de  Doña  Benita: 

Resultando  gue  dIHgído  en  su  vfrtud  e!  oportuno  oficio  íohfbftorio ,  el 
Juez  de  la  Goruoa,  oido  et  acreedor  Pérez  y  el  Promotc^  fiscal,  y  de  con* 
formídad  con  lo  propoesto  porambos,  aceptó  la  competencia  funaádo  en  qae 
el  fuero  personal  de  D.  José  Benito  Seraates  ho  podía  ya4er  eo  el  presente 
negocio  por  tener  en  el  mismo  el  carácter  de  demandante;  en  que  no  cons- 
taba que  el  difunto  marido  dé  la  Doña  Benita  gozase  el  de  estranjeria  á  su, 
muerte  y  le  trasfiriese  á  su  viuda,  la  cual  en  todo  caso  le  habría  perdido 
por  haberse  dedicado  al  comercio  y  por  haberse  sometido  tácitamente  á  la 
jürisdtcdon  de  aquel  Juzgado  ordinario  cuando  D.  Manuel  Pérez  solicitó  y 
obtavfi  fjoe  ante  el  mismo  seconoeíera  lá  firma  del  pagaré  y  prestara  cierta 
declaración,  y  en  que  las  competencias  no  pueden  promoverse  de  oficio: 

Resultando  que  tí  Juzgado  de  la  Capitanía  goiverai ,  insistíendo  en  su 
reetamaeioD,  mandó  en  14  de  octubre  remitir  los  autos  ¿  este  Supremo  Tri- 
bunal para  la  decisión  de  la  contienda ,  lo  que  hizo  en  efecto,  no  obstante 
que  el  D.  José  Benito  Serantes  en  escrito  de  )  o  de  dicho  mes  manifestó 
qne  habla  transigido  con  D.  Manuel  Pérez,  y  que  en  su  virtud  retiraba  su 
reclamación,  y  pedia  que  se  tuviese  por  terminado  el  asunto,  pues  que  sa 
continaacioir  no  tenia  ya  objeto: 

Y  resultando  que  el  Juez  de  la  Goruña,  antes  de  redbtr  la  oonteetacion 
de  la  Capitanía  general,  á  solicitud  de  Pérez  alzó  la  intervención  puesta  en 
las  casas,  y  declaró  en  9  de  octubre  terminado  et  juicio  de  testamentaría  de 
Doña  Benita  do  Regó;  y  luego,  con  vista  del  oficio  del  Juzgado  militar,  re- 
mitió también  sus  actuaciones  á  este  Tribunal  Supremo: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Felipe  de  Urbina: 

Considerando  que  provocada  esta  competencia  por  el  Juzgado  de  la  Ca- 
pitanía general,  el  de  primera  instancia  no  pudo  dictar  ya  el  auto  de  9  de' 
octubre  que  se  ha  espresado,  el  cual  por  lo  tanto  no  produce  efecto  al- 
guno : 

Considerando  que  Doña  Benita  do  Regó*  estuvo  casada  con  D.  Jorge  UI- 
brích,  sábdito  austríaco,  y  que  la  misma  y  sus  hijos  resultan  inscritos  en 
ios  registros  del  Consulado  del  imperio  de  Austria  y  del  Gobierno  de  la  pfo- 
▼inda,  por  cuyas  circunstancias  la  Doña  Benita  cuando  falleció  tenia  dere- 
cho á  que  se  la  calificase  como  estranjera,  conforme  á  las  disposiciones  vi- 
gentes, y  con  especialidad  al  Real  decreto  de  17  de  noviembre  de  1852; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  de  la 
testamentaría  de  Doña  Benita  do  Regó  corresponde  al  Juzgado  de  la  Capí- 
taofa  ^neral  de  Galicia  como  de  estranjeros,  al  que  se  remitan  unas  y  otras 
actuaciones  para  lo  que  proceda  con  arreglo  á  derecho. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  gue  se  publicará  en  la  Gaceta  del  6o « 
bierno  é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  para  lo  cual  se  pasen  las 
oportunas  copias  certificadas,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  firmamos. — 
Ramón  María  de  Arrióla.— Félix  Herrera  de  la  Riva.— Juan  María  Biec.-^ 
Felipe  de  Urbina.— Bduardo  filio.-— Demingo  Moreno. 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Bus- 
trísimo  Sr.  D.  Felipe  de  Urbina,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Jaslicía, 
estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  segunda  hoy  día  de  la 
fecha,  de  que  certifico  como  Secretario  de  S.  M.  y  su  Escribano  de  Cal- 
mara. 

Madrid  i  5  de  febrero  de  1862.— Dionisio  Antonio  de  Puga.-^(6r¿ice(a  da 
20  de  febrero  de  1862.) 
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96  JÓBISPRODUMUA  CIVII» 

ReeartM  de  easaeion  (IS  de  febrero  de  1862.).— Dk* 

GLARAGION  DE   UBSRTAD  DI  LOS  BIBNBS  DB  UNA  CAPELLANÍA.— Se  de* 

ciara  por  la  Sala  primera  del  Tribanal  Supremo  no  haber  lagar  al 
recorso  de  casación  iaterpiíeslo  por  D.  Mauricio  Egana  contra  la 
sentencia  dictada  porla  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Burgos» 
en  pleito  con  Dona  Fulgencia  Iturralde  y  hermanas,  y  se  resuelve: 

I."*  Que  para  que  las  sentencias  aprovechen  ó  perjudiquen  á  los 
herederos  de  los  que  litigaron^  es  menester  que  aquellos  traigan  su 
dierecho  de  esíos,  y  que  el  titub  i  la  causa  del  pleito  sea  el  mismo 
que  él  del  anterior: 

S.""    Que  el  articulo  i.""  de  la  ley  de  H  de  octubre  de  1820,  no 

Sdo  tener  aplicación,  en  la  época  de  su  restablecimiento,  á  cape-- 
mías  cuyo  poseedor  no  fuese  de  la  familia  llamada  por  el  funda- 
dor^ ni  tuviese  otro  carácter  que  la  de  servidor  interino  hasta  que 
en  la  misma  hubiere  un  individuo  sacerdote; 

Y  3.^  aue  las  decisiones  gubernativas  en  el  orden  adminiUrati-^ 
vo  no  pueden  servir  de  fundamento,  á  un  reeurso  de  casación. 

En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  15  de  febrero  de  1862,  en  el  pleito  peo- 
diente  ante  Nos  por  recurso  de  casación,  seguido  en  el  Juzgado  de  prinrara 
instancia  de  San  Sebastian  y  en  la  Sala  seganda  de  la  Real  Audiencia  da 
Burgos  por  Doña  Puigencia,  Doña  Concepción,  Doña  Modesta  y  Doña  Mó«- 
níca  Iturralde,  representadas  las  dos  primeras  por  sus  respectÍTos  maridos 
D.  Juan  Aguirre  y  D.  Ignacio  Navasal,  y  las  otras  dos  por  su  madre  y  cura* 
dora  Doña  María  Cruz  Sarratea,  con  D.  Mauricio  Egaña,  como  marido  de 
Doña  Gervasia  Iturralde,  hermana  de  aquellas,  sobre  que  se  declare  que  los 
bienes  pertenecientes  á  la  capellanía  fundada  por  D.  Félix  de  Berrotaran 
son  libres  y  divisibles  entre  todas  las  bijas  del  difunto  D.  Francisco  Javier 
Iturralde: 

Resultando  que  D.  Félix  de  Berrotaran  otorgó  testamento  en  la  villa  de 
Rentería  á  26  de  abril  de  1691,  en  el  cual  dispuso  que  los  bienes  de  que 
hizo  espresion  quedasen  vinculados,  para  que  con  el  usufruto  de  ellos  pu- 
diera ser  sufragada  su  alma  y  la  de  su  esposa  Doña  Bárbara  Unanue;  hí£a 
varios  nombramientos  para  capellanes  con  ciertos  gravámenes  y  obligacio- 
nes; y  en  falta  de  los  que  designó,  dispuso  que  entrase  á  poseer  la  capella- 
nía el  pariente  mas  cercano  siendo  clérigo  sacerdote,  y  no  habiéndole»  se 
hiciera  el  nombramiento  de  interino  por  los  patronos  en  el  hijo  natural  y 
vecino  que  fuese  de  aquella  viJIa,  siendo  sacerdote;  pero  si  con  el  tiempa 
hubiese  algún  pariente,  en  tal  caso  fuese  escluldo  el  interino;  espresando, 
por  úitimo,  que  era  su  voluntad  que  dicha  capellanía  no  fuera  colativa: 

Resultando  que  nombrando  capellán  D.  Antonio  María  Iturralde,  pa- 
riente de  Doña  Agustina  de  Unanue,  llamada  en  primer  lugar  en  su  des- 
cendencia por  su  renuncia  hecha  en  1806,  nombraron  los  patronos  al  pres- 
bítero D.  José  María  de  Urigoitia,  natural  y  vecino  de  Rentería,  por  no  ha« 
berse  presentado  ningún  pariente  á  [«sar  de  los  edictos  Ojados: 

Resultando  que,  fallecido  D.  Antonio  María  Iturralde  en  30  de  agosta 
de  1839,  so  hermano  menor  D.  Francisco  Javier  enlabió  demanda  en  el  aña 
de  1848  reclamando  los  bienes  de  la  capellanía,  con  arreglo  á  la  ley  de  i& 


Digitized  by  VjOOQIC 


óéhgMxk  d»  iMl\  f  que  separad»  de  aquella  por  no  ser  oolat¡?a,  y  habién- 
dola entablado  de  nuevo  con  arreglo  á  las  disposiciooes  de  la  ley  de  i  1  de 
octubre  de  1820»  sustanciado  el  juicio  con  audiencia  del  Ministerio  fiscal  y 
d^l  preflbftero  Urigpitía»  se  dicté  sentencia  por  el  luei  de  primera  instanciíf 
de  San  Seba^^iiaa  en  17  de  febrero  de  1851,  declarando  comprendida  la  fun* 
dadoQ  en  la  «liada  ley^  y  adjadioando  sus  bienal  ¿  D.  Francisco  Javier  Itur-^ 
nide,  sin  perjuicio  de  tercero,  pudiendo  desde  luego  disppner  libremente 
déla  mitad  con  las  solemnidades  legales  y  la  obligación  de  reservar  la  otra 
mitad  pera  el  inmediato  sucesor  y  cumplir  las  cargas  de  la  fundación,  res- 
petando durante  la  vida  del  presbítero  Urigoitia  los  derechos  que  le  asistian 
7  le  habían  sido  reconocidos: 

Resultando  oue  O.  Francisco  Javier  Iturralde  falleció  dejando  <;eis  biias. 
Doña  Gervasia,  Doña  Josefa,  Doña  Fulgencia,  Doña  Goncppcion,  Doña  Mo- 
desta y  Doña  Ménica,  y  que  las  cuatro  últimas,  legalmente  representadas, 
entablaron  demanda  en  5  de  octubre  de  1859 ,  para  que  se  declarase  que 
lee  bienes  de  la  citada  capellanía  eran  en  su  totalidad  Ubres ,  y  por  lo  tanto 
divisibles  entra  todas  las  hermanas ,  fundándose  en  que  su  padre  na  habia 
Sido  d  poseedor  actual,  sino  el  íumédiato  sucesor ,  puesto  que  ai  tlegopo  de 
desvincularse  los  bienes  vivia  su  hermano  mayor  D.  Aotomo  María  IturraU 
de,  á  quien  por  lo  tanto  se  habia  trasmitido  por  ministerio  de  la  ley  la  po« 
sesión  de  ellos ;  trasmisión  que  tenia  lugar  a*  pesar  de  cualquier  providencia 
judicial  dada  en  favor  de  un  tercero,  por  no  poderse  perjudicar  nunca  ios 
derechos  adquiridos  por  ministerio  de  la  ley,  ni  destruirse  sus  efectos: 

Resultando  que  D.  Mauricio  Bgaña,  como  marido  de  Doña  Gervasia 
liarralde,  imeogné  la  demanda,  fundado  en  que,  habiendo  sido  el  D.  Fí'aa* 
dsco  Javier  el  prínaer  poseedor  legal  reconocido  y  declarado  desde  el  resta- 
Üoeimiento  de  la  ley,  no  podia  menos  de  pesar  sobre  él  la  obligación  de  re- 
servar la  mitad  pera  el  inmediato  sucesor;  obligación  que  hauia  sido  con- 
firmada per  una  sentencia  obtenida  por  aquel  en  beneficio  de  todas  sus 
híjes: 

Resultando  que,  sustanciado  el  juicio  en  forma  y  dictada  sentencia  por 
el  loes  de  primera  instancia,  fué  revocada  por  la  que  en  2  de  junio  de  1860 
preñando  la  Sala  segunda  de  la  Real  Audiencia  de  Burgos ,  declarando  que 
loB  bienes  adjudicados  á  D.  Francisco  Javier  Iturralde ,  como  pertenecientes 
á  la  capellanía  fundada  por  D.  Félix  de  Berrotaran,  eran  divisibles  entre  sus 
hijas: 

Resultando  que  D.  Mauricio  Egaña,  en  la  representación  indicada,  in- 
terpuse reoorse  de  casación,  citando  como  infringidas  la  ley  19,  tit.  22, 
Partida  3/;  los  artículos  1.%  S."*  y  a.""  de  la  ley  de  11  de  octubre  de  1820, 
restablecida  en  30  de  agosto  de  1836;  lajurisprudencia  funcionada  por  este 
Supremo  Tribunal  en  sentencia  de  7  de  mayo  de  1850,  y  el  Real  decreto  de , 
31  denaarso  de  1858,  espedido  por  el  Ministerio  de  la  Gobernación,  que, 
decidiendo  una  competencia,  establece  la  doctrina  de  que  la  ejecutoría  dé. 
QD  pleito,  que  fija  la  naturaleza  y  condición  de  una  fundación,  y  con  arre- 
glo  á  la  cual  declara  los  derechos,  no  puede  ser  alterada,  aun  cuando  una 
nueva  jArisprudencia  venga  á  demostrar  que  aquella  calificación  no  era 
conducente,  ni  justos  los  derechos  declarados:  j 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Áptero  de  Echarri: 

Considerando  que  los  derechos  reclamados  [)or  las  demandantes  no  se 
fandan  en  el  título  de  herederas  de  se^padre,  sino  en  el  que  les  compete 
por  ministerio  de  la  ley,  ó  sea  por  su  parentesco  con  el  fundador  de  la  ca- 
pellanía, objetade  este  pleito : 

Considerando  que  no  teniendo  aquel  origen  la  demanda,  y  no  habiendo., 

TOMO  Vil.  13 
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ioterTenido  las  hljátf  en  el  pleito  pramoYide  por  «o  padre/ lo  en  él  dool« 

d!do  no  podía  menoscabar  los  derechos  que  las  pnmeras  tuWesen  segno 
la  lev. 

Confilderando  que  atendidos  estos  antecedente!,  no  se  in  iníHogklo  la  i9 
título  22  de  la  Partida  3/,  porque  al  disponer  que  las  sentencias  aprovecben 
6  perjudlqaen  á  los  herederos  de  los  oue  litigaron,  supone  que  teqaellos 
traen  su  derecho  de  los  últimos,  y  que  el  título  ó  la  causa  del  segundo  pleb» 
toes  la  misma  que  la  del  anterior: 

Considerando  que  tampoco  se  alega  con  oportunidad  ni  fundamento  la 
infracción  del  art.  f  .*  de  la  ley  de  11  de  octubre  de  1820,  porque  la  sen* 
tencia,  objeto  del  recurso,  lejos  de  revocar  la  desvinculacion  ya  acordada 
en  la  de  17  de  febrero  de  1851,  la  confirma,  y  hasta  cierto  punto  la  amplia, 
ordenando  una  mayor  división  de  los  bienes: 

Considerando  que  en  la  época  del  restablecimiento  de  la  ley  de  11  da 
octubre  no  podia  tener  su  art.  2.*  aplicación  á  la  capellanía  litiga,  por- 
que su  poseedor  no  era  de  la  familia  llamada  por  el  fundador,  m  tenia  otro 
carácter  que  el  de  un  servidor  interino,  hasta  que  en  ella  hubiese  un  indi- 
víduo  sacerdote,  y  porque  tampoco  existía  un  sucesor  inmediato,  ni  podk 
atribuirse  este  carácter  á  quien  no  tuviera  aptitud  para  ser  capellán: 

Considerando  por  consecuencia,  que  no  se  ha  infringido  el  citado  ártica* 
lo  2.'',  ni  el  3.%  únicamente  dirigido  á  espresar  las  formalidades  con  qua 
debía  hacerse  la  división  de  los  bienes  que  fueron  vinculados  cuando  ba« 
biese  poseedor  é  inmediato  sucesor: 

Considerando  que  no  se  ha  faltado  á  la  doctrina  establecida  en  la  sen- 
tencia de  este  Supremo  Tribunal  de  7  de  maye  de  1880,  porque  en  ella  sa- 
lo se  declaró  la  eficacia  de  la  lev  de  1 1  de  octubre  de  1820  para  el  efecto  da 
desamortizar  los  bienes  vinculados;  y  en  la  sentencia,  origen  de  este  recur- 
so, lejos  de  ordenarse  nada  contrario  á  aquel  principio,  ha  sido  fielmenta 
respetado: 

Considerando,  por  último,  uua  las  decisiones  gubematívas  en  el  órdea 
administrativo  no  puede  servir  de  fundamento  á  un  recurso  de  casación; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  inter- 
puesto por  D.  filauricío  Egaña  en  la  representación  indicada,  y  le  condena- 
mos en  las  costas,  devolviéndose  los  autos  á  la  Audiencia  de  Burgos  con  la 
correspondiente  certificación. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inserta- 
rla en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
S renunciamos,  mandamos  y  firmamos.— Ramón  López  Vázquez.— Antera 
e  Echarri.— Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa.— Pedro  Gómez  de  Hermosa. — 
Pablo  Jiménez  de  Palacio.— -Laureano  Rojo  de  Norzagay.— Ventura  de  Col- 
ea y  Pando. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  ei'Ilus- 
trfsimo  Sr.  D.  Antero  de  Echarri,  Ministro  de  la  Sala  primera  del  Suprema 
Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  Sala  en  el  día 
de  hoy.  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  certífíco.        * 

lladrid  15  de  febrero  de  1862.— Juan  de  Dios  Rubic-^Gscefa  de  21  da- 
febrero  de  1862.) 


Recarao  de  casaeiim  (17  de  febrero  de  186Í.).— Rbitiü- 
DiaaoN  DK  UNOS  TiREBnos.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del 
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Tribanal  Supremo  no  haber  lagar  al  recurso  de  casación  iuter* 
puesto  por  D.  Eugenio  Lemus  y  consortes  contra  la  sentencia  pro- 
nunciada por  la  Sala  segunda  Se  la  Audiencia  de  Cáceres,  en  pleito 
con  D.  Tomás  de  Soto  Moreno,  y  se  resuelve: 

Que  ha  de  estarse  á  la  apreciación  que  haga  la  Sala  sentencia- 
d&ra  de  tas  pruebas  tetíifieal  ó  pericial  que  las  partes  presenten  pa* 
ra  acreditar  la  exactittid  y  existencia  de  los  hechos  objeto  de  la  de* 
manda,  eumdo  en  dicha  apreciación  no  haya  infringido  ley  alguna. 

En  la  orilla  y  corte  de  Madrid,  á  17  de  febrero  de  i  862,  en  el  pleito  pen- 
iliente  ante  Nos  por  recurso  de  casación  seguido  en  el  Juzgado  Je  primera 
instancia  de  D.  Benito  y  en  la  Sata  segunda  de  la  Real  Audiencia  de  Gáce- 
res  por  D.  Bugenio,  D.  Joan  y  dona  María  de  Lemus  con  D.  Tomás  de  Soto 
Moreno  sobre  reíTíndicaeion  de  unos  terrenos: 

Resultando  que  por  escritura  de  19  de  marzo  de  1813  la  lonta  munici- 
pal de  Propios  de  Guareüa  y  el  Comisionado  en  ella  para  la  venta  de  terre- 
nos de  propios  y  baldíos  Tendieron  á  D.  Francisco  de  Lemus,  Q.  Pedro  de 
Lemu!?,  Juan  Pirez  Llano  y  Pedro  Galán,  en  precio  y  pago  de  29,200  rs. 
fne  tenían  satisfechos  por  suministros,  un  pedazo  de  terreno  de  i2i  fane- 
gas de  cabida  en  el  baldío  llamado  la  Canaaa,  término  de  dicha  viUa,  que 
les  fué  adjudicado  en  la  proporción  correspondiente  á  las  cantidades  que 
respecÜTa mente  tenían  salisfechas:  que  en  2  de  abril  del  siguiente  año  1814 
Juan  Pérez  Llanos  enajené  su  parte  á  O.  Francisco  Lemus,  el  cual  en  10  de 
noviembre  de  1815  las  vendió  con  pacto  de  retro  á  Doña  Victoríana  de  Le-* 
mus  y  testamentaría  de  su  marido  D.  Tomás  González;  y  que  habiendo 
recaído  en  la  hija  de  estos  Doña  Marja  González  de  Lemus  en  cumplimiento 
de  dicho  pacto,  y  accediendo  á  las  instancias  de  D.  Eugenio ,  D.  Juan  y 
Doña  María  Lemus,  tes  retrofendíé  por  escritura  de  7  de  noviembre  de  185$ 
la  espresada  porción  de  dehesa  pro  inditnia,  en  la  misma  forma  que  sus  pa- 
dres lo  habían  comprado: 

Resutundo  que  en  29  de  julio  de  1813  la  referida  Junta  y  (Comisionado 
adjudicaron  en  venta  y  pago  de  suministros  á  Miguel  Siles  Cortés  ¿  la  tes* . 
lamentarla  de  Pedro  Andrés  Rega ,  ¿  María  Martínez  y  á  Doña  Francisca 
del  Cerro  un  pedazo  de  terreno  de  43  fanegas  en  dicho  baldío  de  la  Gañada> 
contiguo  ai  enajenado  á  D.  Francisco  Lemus  y  consortes,  con  el  que  lindaba 
por  un  lado,  en  precio  de  8,600  rs.  en  tas  proporciones  que  se  espresaron; 
V  que  vendido  en  9  de  noviembre  de  18i4  á  D.  Francisco  de  Lemus ,  se 
ueclaró  nula  la  venta  por  sentencia  de  i.**  de  octubre  de  1844.  condenán- 
dose á  aquel  ¿  restituir  las  43  fanegas  de  tierra  cou  ios  frutos  desde  su  ad- 
jodieseion: 

Resultando  que  habiéndose  mandado  en  ejecución  de  esta  sentencia  que 
se  diese  posesión  del  indicado  terreno  á  los  herederos  de  O.  Pedro  Andrés 
Rega,  con  citación  de  Lemus,  y  proceder  al  deslinde  con  asistencia  de  pe« 
ritos  de  respectivo  nombramiento,  se  les  dio  en  efecto  en  28  de  diciembre 
de  1844  sin  que  asistiera  aquel,  precediéndose  acto  continuo  al  apeo,  des- 
linda y  amojonamiento  por  solo  el  perito  de  los  herederos,  el  cual  señaló,  y 
amojonó  la  línea  divisoria  de  las  43  fanegas  dudas  y  de  las  pertenecientes 
«D  el  citado  terreno  á  D.  Francisco  Lemus;  y  que  habiéndose  presentado 
este  at  concluirse  la  operación,  protestó  contra  ella  por  haberse  hecho  en 
fin  doble  de  la  tierra  mandada  devolver,  reservándose  solicitar  ia  medieíon 
del  terreno  con  pfMentaclon  de  testigos  que  liieieran  el  deslinde  sin  agrá* 
vio  de  parte,  no  obstante  Ío  cual  el  Juez  mantuvo  á  dichos  herederos.6n  it  • 


Digitized  by  VjOOQIC 


I 


100 

pMasioB.  reserañda  á  Leous  so  derecho  sobre  eoalqiiier  igr^Tio  que  eon- 
siéerase  baUnela  causado  para  que  usara  de  él  en  el  juicio  y  fanna  eorret- 
pOQdíeDto: 

Resultando  que  por  escritora  de  27  de  agosto  de  i  849  Jos  herederos  de 
D.  Pedro  Rega,  á  escepdoD  de  d0S|  D.  José  y  D.  Ensebio  de  Rega,  Tendie- 
ron á  D.  Diego  González  36  fanegas,  2  celemines  y  2  cuartillos  que  les  ha- 
bían correspondido  en  las  43  fanegas  espresadas,  con  la  condición  de  que 
n6  serian  nunca  responsables  de  lo  que  pudiera  darse  ó  quitarse  á  la  floca 
por  ser  roas  ó  menos  de  la  cabida  espresada,  limítáudose  su  obiigaeíoa  á 
responder  tan  solo  de  las  36  fanegas,  2  celemines  y  2  cuartillos;  y  que  el 
Gomales,  por  escritura  de  i  1  de  setiembre  de  i897,las  rendid  á  D.  Tema» 
de  Soto  Moreno: 

Resulundo  que  en  28  de  setiembre  de  1858  entaUaroa  demanda  Do» 
Engenio,  D.  Juan  y  Dona  María  de  Lemus,  por  la  que.  ejercitando  la  «ccioa 
reivindicatoría  y  fundándose  en  que  por  virtud  del  Oesliode  antes  referido 
se  habian  devuelto  mayor  número  de  fanegas  del  mandado  en  la  sentencia, 
pidieron  que,  con  citación  de  los  dos  paHicipes  D.  José  y  D.  Gusebio  Reca 
f  de  loe  aneaos  de  los  terrenos  limítrofes,  se  procediese  á  la  medición  de 
tas  36  fanegas,  2  celemines  y  2  cuartillos,  que  era  lo  comprado  por  D.  To- 
más de  Soto  y  Moreno,  y  deslindadas  se  les  pusiera  en  posesión  de  la  parte 
2ue  resultase  escedente,  mandándose  que  aquel  devolviese  h»  frutos  pro^ 
uddos  y  debidos  producir  desde  la  detentación  del  terreno: 

Reswtando  que  Soto  Moreno  impugnó  la  demanda  alegando  que  los  de- 
mandantes no  eran  dueños  únicos  de  las  i2i  fanegas  de  terreno  de  la  Ca* 
nada,  puesto  que  no  acreditaban  la  trasmisión  délos  otros  partícipes  que 
poseían  indudablemente  mas  de  aquel  número  de  fanegas,  y  que  en  todo 
caso  tendrían  derecho,  si  algún  perjuicio  se  les  hubiese  causado,  á  que  se 
les  indemnizara  por  quien  correspondiera;  pero  debiendo  tenerse  presente 
que  eran  varios  los  interesados  en  el  terreno  que  se  reclamaba: 

Resultando  que  practicada  norias  partes  prueba  documental,  pericial  j 
de  testigos,  dicto  sentencia  el  Juez  de  primera  instancia,  que  confirmó  coq 
costas  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Cacares  en  19  de  junio  de  4860, 
absolviendo  á  D.  Tomás  de  Soto  Moreno  de  la  demanda,  y  qne  contra  ella 
interpusieron  D.  Eugenio  de  Lemus  y  consortes  recurso  de  casación  citando 
como  infringidas  las  leyes  28,  tít.  2.*"  y  40,  tít.  14  de  la  Partida  3/: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa: 

Considerando  que  por  los  documentos  presentados  en  apoyo  de  la  de«* 
manda  no  se  acredita  que  el  terreno  objeto  de  ella  pertenezca  ni  haya  per- 
tenecido 4  los  recurrentes;  y  que  habiéndose  apreciado  la  prueba  perícUl  y 
de  testigos  aducida  sobre  este  hecho  por  la  Sala  juzgadora  en  uso  densos 
facultades,  no  se  han  infringido  por  la  sentencia  las  leyes  23,  tít.  2/  y  iO, 
título  14  de  la  Partida  3/  que  se  citan  en  tal  concepto; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Eugenio  de  Lemus  y  consortes,  á  quienee 
condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  depositada,  que  se 
distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  devolviéndoee  los  autos  á  la  Audiencia  de 
Cáceres  coa  la  cerUÓcacion  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  insertará 
en  la  Coleemn  ¡eoMaUva,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo  pro* 
nunciamos,  mandamos  y  firmamos.-*Ramon  Lopes  Vázquez.— Sebastian 
González  NaRdin.— Antero  de  Bcharri.— Gabriel'  Gemelo  de  Velasco. —  ■ 
Joaquín  de  Palma  y  Vinnesa."-Pablo  Jiménez  de  Paiaoio.-«-LattreaAo  Rojo 
doNoizagaray. 
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PaMfetdon.-^Leida  7  pnbKcada  foéla  pree«deiite  feotmeia  por  el  Bf*- 
"celaDtisfino  é  limo.  Sr.  D.  ioaqain  de  Palma  y  Viaaeta,  Ministro  de  It  Sala 
pnmera  del  Supremo  Trlbonal  de  Jasticia,  celebrando  audiencia  pábliea  la 
misma  Sala  en  el  día  de  boy,  de  qne  yo  el  Escribano  de  Cámara  eerUflea* 

Madrid  i7  de  febrero  de  i662.--ma  de  Dios  Rabio.— ((jaoeld  de  tt 
4e  febrero  de  i862.) 


41. 

I  de  easaeliMa  (17  de  febrero  dá  i862.)«— Paoo  itt 
-CANTIDAD.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Suprmno 
Bo  haber  lagar  al  recarso  de  casación  interpneeto  por  D.  Juan 
D*Esprer  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  seganda  de  )a 
Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  cotí  D.  Canato  Carreras,  y  se  re- 
auelveí 

1.'  Que  las  le]/e$  1.'  y  14,  lib.  ff.%  tU.  30  del  Código;  lo  esta- 
Mecido  en  el  líb.  S.\  tU.  ^,penel  párrafo  í.""  del  Hb.  4.%  tit.  13 
de  las  Instítucionesde  JuetintanOt  referentes  al  eániralo  literal,  no 
tienen  aplieaeion  cuando  se  trata  de  pagarés  estendidos  en  conee- 
euencia  de  obHgaeiones  calificadas  de  itidlasi 

Y  9.^  que  la  escepcion  non  numeratas  pecunia  solo  puede  utili- 
Jixarse  cuando  se  alega  en  tiempo  oportuno. 

En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  i7de  febrero  de  1862,  en  el  pleito  pén- 
drente ante  Nos  por  recurso  de  casación  se]^uido  en  el  Juagado  ae  primera 
tnstaneia  del  distrito  de  San  Pedro  de  Barcelona  y  en  la  Sala  segunaa  de  la 
Real  Audiencia  dé  la  misma  ciudad  por  D.  Canuto  Garrertis  con  D.  Juan 
O'Esprer  sobre  pago  de  2,202  duros  y  iO  rs. 

Resultando  que  en  il  de  abril  de  i8t$7  entabló  demanda  D.  <Üanato 
Carreras  reclamando  de  D.  Juan  D*Bsprei^  la  cantidad  de  2,20fe  duros  y  lO 
reales,  importe  de  dos  pagarés  firmados  por  este  en  Barcelona  á  17  de  julio 
de  1856  á  la  orden  del  demandante,  valor  recibido  en  efectifo  del  mismo, 
para  el  17  de  octubre  siguiente,  y  gue  emplazado  D'Esprer  en  el  concejo  de 
•lile,  en  el  imperio  de  Francia,  remitió  al  Juez  por  el  correo  una  carta,  fe- 
cha 28  de  enero  de  1858,  suplicándole  que  en  atención  á  no  s^rle  posible 
presentarse,  se  uniera  á  los  autos  el  escrito  que  acompañó  Y  en  el  que  es- 
puso: que  el  importe  de  ios  pagarérprocedia  de  pérdidas  sufridas  en  el  jue- 
•¿o  de  bolsa  á  plazo,  en  que  Carreras  habia  intervenido  como  corredor  intru- 
se, ofr«cióodole  al  firmarlos  qOjs  jamás  serian  presentados  en  los  Tribu* 
4tties: 

Resultando  que  seauido  el  juicio  en  rebeldía,  dictó  sentencia  el  Juez  de 
4>rimera  instancia  condenando  á  D'fisprer  al  pago  de  la  cantidad  demanda- 
•da  con  las  costas  6  intereses  al  6  por  iOO  desde  el  dia  de  la  demanda: 

Resultando  que  interpuesta  apelación  por  D.  Juan  D'Esprer,  que  se  per- 
sonó al  efecto  en  los  autos,  al  mejorarla  opuso  la  escepcion  non  numerata 
fterntía,  que  impugnó  Carreras  por  no  haber  sido  opuesta  en  tieoapoopor- 
toDo: 

Resultando  que  confirmada  con  las  costas  la  sentencia  apelada,  por  la 

rt  en  26  de  junio  de  1860  pronunció  la  Sala  segunda  de  la  Real  Audien- 
de  BaieeloBa,  Interposo  D^Bsperer  recarso  de  casación,  fondado  en  qu^e 
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optesU  la  68Q«pdoB  referkk -antea  de  dos  «Qos  por  medio  4iA  eserito  que* 
habm  dirigido  desdo  Ule  al  Jaez  de  primera  iostancia,  se  lütbiaQ  ÍDÍringido* 
las  leyes  i/  y  14,  libro  4.%  Ut.  ao  Codids;  ie  establecido  en  el  libra  3.^ 
titulo  22,  y  en  el  párrafo  2^^  del  libro  4.®,  título  13  de  ias  lasütuoioaes  de- 
Jfistiniano,  y  la  doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  Trabonales 
que  se  desprende  de  estas  disposiciones: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Pedro  Gómez  de  Hermosa: 

Gonáiderando  que  las  leyes  i.*  y  14,  libro  5.^,  tft.  30  del  Código;  lo  es- 
tablecido en  el  libro  3.^,  tft.  22,  y  en  el  párrafo  segundo  del  libro  4.®,  ti- 
tulo 13  de  las  Instituciones  de  Justiniano,  referentes  al  contrato  literal, 
aue  se  invocan  como  fundamento  del  recurso,  no  tienen  aplicación  en  este 
ítigio,  porque  el  mismo  recurrente  manifiesta  qae  loe  dos  pagarés  fueron 
estendido^  en  consecuencia  de  obligaciones  contraídas,  que  caliñca  de  iiícÁ- 
tas,  circunstancia  no  acreditada  en  la  prueba  apreciada  por  la  Sala  aente»- 
ciadora: 

Considerando  que  la  escepcion  propuesta  en  la  segunda  instancia,  ade- 
más de  ser  improcedente,  según  lo  espuesto  en  el  anterior  fundamento,  \xy 
fué  trascurrido  el  término  para  poder  utilizarla,  por  no  tener  el  escrito  di- 
rigido al  Juez  de  primera  instancia^  tanto  por  su  forma,  como  per  falta  de 
las  solemnidades  requeridas,  eflcacia  legal; 

Fallamos  oue  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recursD' 
da  casación  interpuesto  porD.  Juan  D^Bsprer,  ¿quien  condenamos  á  la 
pérdida  de  la  cantidad  por  que  prestó  caución,  que  satisfará  cuando  llega- 
re á  mejor  fortuna,  y  al  pago  de  las  costas,  devolviéndose  los  autos  i  la  Beai 
Audiencia  de  Barcelona,  con  la  certificación  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicara  en  la  Gaceta^  é  inser- 
tará en  la  Colección  legislativa^  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias, 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  armamos. — Ramón  López  Vázquez*— Se* 
bastían  González  Nandin. — Antero  de  JScharri.— Gabriel  Ceruelo  de  Velas- 
co.-^oaquin  de  Palma  y  Vinuesa. — Pedro  Gómez  de  Hermosa.— Ventora 
de  Colsa  y  Pando. 

Publicación. — Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exce- 
lentisimo  é  limo.  Sr.  D.  Ramón  López  Vázquez,  Presidente  de  la  Sala 
primera  del  Supremo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la 
misma  Sala  en  el  dia  de  hoy,  de  que  yo  el  Bscribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  17  de  febrero  de  1862.— Juan  de  Dios  Rubio.— (Gaceto  de  25^ 
de  febrero  de  1862.) 


4L9. 


>  Recursn  de  easacion  (17  de  febrero  áe  í862.)-^Rbtiio^ 

^NTA  DE  UNA  FINCA.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 
Joaquín  Garanena,  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  tercera 
da  la  Audiencia  de  Valencia,  en  pleito  con  D.  Carlos  Ferrandis,  y 
se  resuelve: 

Que  en  cuestiones  de  hecho  en  que  no  cabe  otra  prueba  que  la 
testifical  ó  pericial^  á  la  Sala  sentenciadora  corresponde  apreciar  et 
valor  de  dicha  prueba. 

Sq  la  yüla  y  corte  de  Madrídi  á  17  de  febrero  de  i862»  eo  el  pleito* 
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ptfulMDte  aoU  Nos  por  reeprso  de  casaeioa  seguido  en  el  iQigado  de  pri- 
BMra  inetaocia  dei  distrito  de  San  Viceote  de  valencia  y  ea  la  Sala  terceía 
de  la  Real  Audieocia  de  la  misma  ciudad  por  D.  Joaquín  Caraííeaa  con  Don 
CárkM  Ferrandis  sebre  retroventa  de  una  finca : 

Resultando  que  por  escotara  de  i 9  de  mayo  de  1840  D.  Vicente  Rode- 
óos Tendió,  con  pacto  de  retro  por  término  de  cuatro  aaos.j  á  0.  Carlos 
Fenrandis  una  tierra  arrozar  de  43  hanegadas  por  precio  de  500  libras, 

r^  confesó  tener  recibidas,  can  condición  de  que  trascurrido  el  día  18 
mayo  de  1844  sin  que  el  vendedor,  ó  quien  su  dereclio  representase, 
huiúeca  retraído  la  tierra,  daba  por  celebrada  la  venta  como  si  á  la  sazón 
laese  absoluta: 

Resaltando  que  en  17  de  agosto  de  1848  demandó  Rodenes  á  juicio  de 
oondliacion  á  D.  Garlos  Ferrandis  para  que  le  otorgase  la  correspondiente 
escritora  de  retrovenMi  de  la  citada  finca  mediante  á  estar  pronto  á  entre- 
garle su  precio,  qae  no  le  había  devuelto  antes  por  haberle  aquel  manifes* 
tado  que  no  tuviera  prisa;  v  que  negado  á  ello  Ferrandis,  convinieron  en 
nombrar  cada  uno  un  letraao  y  un  tercero  en  discordia  á  la  suerte  que  deci- 
dieran acerca  de  su  derecho: 

Resultando  que  en  15  de  abril  de  1857  D.  Joaquín  Caranena,  cesonario 
iñ  Rodenes,  entabló  demanda  con  el  propio  objeto  deque  Ferrandis  le  otor- 
gase la  escritura  de  retroventa  dé  la  finca  previa  la  devolución  de  su  precio, 
niesto  que,  invitada  &  requerido  para  que  se  entregase  de  él  antes  de  fina* 
líiar  el  término  desi^ado  al  intento,  no  babia  querido  recibirlo,  y  aten- 
diendo á  que  no  había  tenido  efecto  lo  convenido  en  el  juicio  de  concilia- 
ción por  la  muerte  de  uno  de  los  arbitros  sin  que  se  dictara  el  laudo  que 
correspondía: 

Resultando  qoe  impugnada  la  demanda  por  Ferrandis  apoyándose  en  lo 
convenido  en  la  escritura,  y  practicada  por  una  y  otra  parte  prueb^i  testifí- 
enl  •  el  Juez  dictó  senteneía  en  15  de  julio  de  1858,  que  confirmó  con  cos- 
tas la  Sala  tercera  de  la  Audiencia.de  Valencia  en  i  a  de  febrero  de  1859, 
absolviendo  de  la  demanda  á  O,  Garios  Ferrandis; 

Resultando  que  Carañena  interpuso  recurso  de  casación  citando  como 
infrin^das  la  ley  42,  tít.  5.%  ParUda  5.*;  la  1.',  tít.  l.^  libro  10  de  Ja 
Novísima  Recopuacion,  y  el  art.  317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa : 

Gonmerando  qne  no  habiéndose  podido  llevar  á  efecto  lo  convenido  en 
él  juicio  de  conciliación  de  19  de  agosto  de  1848,  la  cuestión  del  pleito 
quedó  reducida  al  hecho  de  si  antes  de  que  trascurriera  el  término  desig- 
nado en  la  escritora  de  18  de  mayo  de  1840  para  retraer  la  finca  que  con 
«ste  pacto  se  vendió  á  D.  Carlos  Ferrandis,  fué  este  requerido  y  se  negó  á 
xecibir  el  precio  que  se  le  ofrecía  devolver: 

Considerando  que  las  pruebas  aducidas  sobre  este  hecho  solo  han  sido 
testificales,  y  que  habiéndolas  apreciado  la  Sala  sentenciadora,  como  lo  ve- 
rificó, en  uso  de  sus  atribuciones  y  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  no  ha  infringido  este  artículo, 
ni  por  consiguiente  las  leyes  que  también  se  citan  en  apoyo  del  recurso 
42,  tít.  6/  dé  la  Partida  5.\  y  1.',  tít.  1.*,  libro  10  de  la  Novísima  Re- 
copilación; 

.  Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  de  ca- 
sación interpuesto  por  D.  Joaquín  Carañena,  ¿  quien  condenamos  á  la  per* 
dida  de  la  cantidad  por  que  prestó  caución,  que  satisfará  cuando  llegue  á 
jnajor  fortuna^  y  al  pago  de  las  costas;  devolviéndose  los  autos  á  la  Audien- 
•oia  de  Valencia  con  la  certificación  correspondiente. 
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Asf  por  eéU  nottira  0Mtonda,  qae  se  poblfeará  «n  la  OmMlá  é  fUMAt^ 

rá  en  la  CoJeodon  legislaHvQj,  pasándose  al  efecto  las  copias  Bocesárías,  to 
pronunciamos,  mandaiDOS  y  firmamos. — ^Ramon  López  Vazonex.-^abrtel 
Ceruek)  de  Veíasoo.T-Joaquin  d»  Palma  y  Vinuesa.-^-Peéro  Gómez  é^  HeM 
mosa.— Pablo  Jiménez  de  Palacio.— Laureano  Rojo  de  Norzagaray.-^Ven* 
tnra  de  Colsa  y  Pando. 

Poblicacíon.-^Léida  y  pnblfcada  fué  la  fireced^nte  seoleneta  por  el  ISs* 
ceientfsimo  é  limo.  Sr.  D.  Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa,  Ministro  de  la  Salí 
primera  del  Supremo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  aa<ttenoia  páblica  la 
misma  Sala  en  el  día  de  hoy^  de  que  yo  el  Bsortbaoo  de  Gomara  certifice. 

Madrid  i8  de  febrero  de  i86t^Juan  de  Dios  Rubio.— (GooaC»  de  26  éé 
febrero  de  18^2.) 


48. 

• 

Conapeteiaela  (18  de  febrero  de  1862.)*^Rr9I8tengia  i  la 
GTAftDu  GiviL.--Se  dccíde  por  ta  Sala  segunda  del  Tríbaaal  Sa* 
premo  á  favor  del  Juzgado  de  la  Capitanía  General  de  Valencia  le 
competencia  suscitada  coa  el  de  primera  instancia  de  Gijona, 
acerca  del  conocimiento  de  la  causa  formada  contra  Pascual  Ga* 
liana  y  otros,  y  se  resuelve: " 

I.""  Que  la  resistencia  á  la  Guardia  civil  en  (^cíos  de  $u  insti- 
tuto causa  desafuero; 

Y  2.**  que  también  se  causa  cuando  se  hace  la  resistencia  á  ma 
partida  formada  por  disposicioíi  del  alcalde^  pero  en  ausencia  de 
este  y  estando  á  tas  órdenes  de  un  guardia  dvil  en  pcrseeneion  dé 
malhechores. 

En  la  villa  y  cdrte  de  Madrid,  á  18  de  febrero  de  1862,  en  los  antos  de 
competencia  que  ante  Nos  penden  entre  el  Juzgado  de  la  Capitanía  gene- 
ral de  Valencia  y  el  de  primera  instancia  de  Gijona  acerca  del  conocimiento 
de  ia  causa  formada  contra  Pascual  Galiana  y  otros  por  resistencia  á  la 
Guardia  civil: 

Resultando  que  á  consecuencia  de  denuncia  que  se  hizo  al  Alcalde  de 
Tibi  de  un  burtode  almendras,  dictó  auto  de  oficio 'mandando  que  el 
cuardia  civil  Aotonio  Belda,  auxiliado  de  los  guardas  de  campo  y  rurales 
ne  la  villa  Pedro  López,  Francisco  Bemabeu  Ridaura  y  Antonio  Terol, 
practicase  un  reconocimiento  en  los  puntos  necesarios  para  descabrir  y 
prender  á  los  autores  del  delito: 

Resultando  que  en  cumplimiento  de  esta  providencia  se  constituyó  en 
ta  noche  del  día  18  de  agosto  último  diclia  fuerza,  acompañada  del  denun- 
ciante, en  una  tierra  de  este,  en  donde  encontró  tres  hombres  cogiendo 
almendras^  dos  de  los  cuales  fueron  aprehendidos  con  tres  armas  de  fuego 
cargadas  y  algunas  municiones,  no  sin  haber  intentado  hacer  dos  disparos 
contra  dos  guardias  rurales  que  se  hallaban  separados,  si  bien  afortunada* 
mente  solo  se  inflamaron  los  cebos  sin  que  salieran  los  tiros: 

Resultando  que  aun  cuando  al  guardia  civil  Belda  dice  que  hnbo  otro 
disparo,  cuyos  proyectiles  pasaron  muy  cerca  de  su  cafa,  añade  que  no  sabe 
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eafl  fbese  la  persona  qne  lo  ca^^,  y  los  guardas  raratos  afirman  en  sus  de- 
eteraciones  qne  no  tieron  se  resistiese  el  gnardia  citil: 

Hesnitando  que  instruidas  diligencias  por  la  jurisdicción  ordinaria 
y 'por  la  Autoridad  militar ,  se  ha  promótido  por  esta  la  presente  compe* 
tencía: 

Hesnitando  que  el  Juez  de  primera  instancia  alega  qne  le  corresponde 
«I  conocimiento  de  la  causa:  primero,  porque  no  consta  de  las  diligencias 
que  se  hiciera  resistencia  al  guardia  civil  Belda,  y  sí  en  primer  término  á 
ios  guardas  rurales  que  iban  en  su  ceopañla:  segundo,  porque  al  proceder 
aquel  y  estos  á  la  captura  de  los  procesados,  obraron  como  auxiliares  de  la 
Autoridad  gubernativa^  c^aiplíenda  Ja  providencia  que  dictó  el  Alcalde  de 
Tibí,  y  que  les  fué  üOtiíScada;  y  tercero,  por  haberlo  a^í  acordado  este  Su- 
premo Tribunal  en  varias  decisiones»  entre  ellas  las  de  1/  de  mayo,  23  de 
|ulio  y  7  de  diciembre  de  1860  y  i7  de  abril  de  1861: 

Y  resultando  que  el  Juzgada  de  la  Capitanía  general  sostiene  su  com- 
pelenda  fundado  enque  no  halláfndose,  como  no  se  halló»  presente  el  Ali- 
caído de  Tibi  á  bi  aMoheosion  de  los:  procesados»  la  resistencia  de  estos  n» 
fttéá  la  aoürldad  ae. aquel,  dao  al  guardia  civil  en  un  acto  de  servicio  de 
su  instítutOjí  y  en  el  art.  4.%  tít.  d."".  tratado  8.^  de  las  Reales  Ordenan- 
zas, Real  órdei^  de  S  de  noviembre  ae  1846,  y  decisiones  de  este  Tribunal 
de  3  de  noviembre  de  1853.  11  de  marzo  y  4  de  agosto  de  1834,  23  de  se- 
tiembre de  1858,  5  de  abril,  14  de  mayo  y  I.*  de  ag03to  de  1859,  24  de 
febrero  de  1860  y  15  de  julio  de  1861: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Ramón  María  de  Arrióla: 
Considerando  qne  la  fuerza  destinada  por  el  Alcalde  de  Tibi  á  la  perse- 
cución de  los  delincuentes,  de  que  se  trata  en  estos  autos,  iba  á  las  órde- 
nes de  un  guardia  civil,  á  quien  servían  de  auxiliares  los  demás  individuos 
qne  la  componían,  y  tanto  por  esta  razón,  cuánto  por  el  objeto  á  que  se 
dirigía  é  instrucciones  que  llevaba  su  Jefe,  debe  conceptuarse  que  prestaba 
un  servicio  propio  de  aqueMnstituto: 

Considerando  que  sorprendidos  infraganti  los  procesados,  hicieron  la 
resistencia  qne  estuvo  á  su  alcance,  disparando  sus  armas  contra  la  par* 
tida,  y  que  tal/esisCencia  debe  reputarse  hecha  á  fuerza  de  dicho  cuerpo, 
DO  pudiendo  por  consiguiente  privársele  del  fuero  que  le  está  reco- 
nocido: 

Y  considerando  que  aun  cuando  el  guardia  Beida  con  la  partida  de  su 
mando,  al  proceder  á  la  captura  de  los  procesados,  lo  hiciese  en  virtud  de 
disposición  del  Alcalde,  no  hallándose  este  presente,  la  resistencia  debe 
considerarse  hecha  directa  y  esclusivamente  i  dicha  fuerza; 

Faliaraos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  db 
esta  causa  corresponde  al  Juzgado  de  la  Gapitanfa  general  de  Valencia ,  al 
que  se  remitirán  sus  actuaciones;  devolviéndose  igualmente  las  suyas  al  de 
prímera  instancia  de  Gijona  por  tratarse  además  en  ella  del  delito  de  hurto 
de  aio&endras,  con  encargo  de  que  haga  sacar  el  oportuno  testimonio  de  lo 
que  en  las  mismas  resulta  relativo  á  la  resistencia  á  la  Guardia  civil  y  le 
dilija  á  dicho  Juzgado  militar  para  lo  que  proceda  con  arreglo  ^  derecho. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Go- 
lyíemo  é  insertará  en  la  Coleeeion  legislativa^  para  lo  cual  se  pasen  las 
oportunas  coplas  certiGcadas,  lo  pronuclamos,  mandamos  y  firmamos. — 
Ramón  María  de  Arrióla.— Félix  Herrera  déla  Riva.— Felipe  de  Urbina. 
—Eduardo  Elfo.— Domingo  Moreno. 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
fiostrfsimo  Sr.  D.  Ramón  María  de  Arrióla^  Ministro  del  Tribunal  Supremo 
TOMO  TU.  «  14 
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de  Justicia,  estándose  celebrando  audieocia  pública  en  sa^U  seminda  hof 
día  de  la  fecha,  de  que  certifico  como  Secretario  de  S,  M.  y  su  fiscrlbano 
de  Cámara. 

Madrid  19  de  febrero  de  1862,— ^loniaio  Antonio  de  Puga.— (6áeita 
de  24  de  febrero  de  i862.) 


4A. 


Competelicla  (i9  de  febrero  de  1862.).— Diligencias  vk 
APRBMio.— Se  decide  por  la  Sala  segunda  del  Tríbonal  Supremo  & 
favor  del  Juzgado  de  primera  iiistancia  de  Gaucin  la  competencia 
«Hcitada  con  el  Juegado  especial  de  Hacienda  de  Algeciras*  acer- 
ca del  conocimiento  de  las  diligencias  de  apremio  conira  una  casa 
embargada  á  Jaan  Gotizalez  Jiménez,  v  se  resuelve: 

Que  terminado  en  un  Juagado  de  ílaeienda  un  procedimiento 
de  apremio  por  haberse  interpuesto  terceria  de  mejor  derecho,  no 
puede  continuarlo  y  entablar  competencia  al  Jugado  ordinario^ 
porque  este  en  otra  causa  proceda  contra  los  mismos  bienes  que 
aquel  tuvo  embargados. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  19  de  febrero  de  1862,  en  los  aatos  de 
competencia  que  ante  Nos  peoden  enlre  el  Juzgado  especial  de  Hacienda  de 
Aigeciras  y  el  de  primera  instancia  de  Gaucin,  acerca  del  conocimiento  de 
ias  düigeocias  de  apremio  contra  una  casa  embargada  á  Juan  Gonzalo  Ji* 
menez: 

Resultando  que  en  22  de  abril  de  1857  se  instruyó  causa  ^ntra  el  refe- 
rido Juan  Gonzalos  en  el  espresado  Juzgado  de  Hacienda  por  el  delito  de 
contrabando,  en  la  cual  se  embargó  en  25  de  mayo  una  casa  sita  en  la  calle 
Nueva  de  la  ciudad  de  San  Roaue,  habiéndose  tomado  razón  del  embargo 
en  la  Gootadoria  de  Hipotecas  el  dia  10  de  julio: 

Resultando  que  terminada  dicha  causa  por  sentencia  ejecutoria  de  22 
de  diciembre  del  mismo  ano,  en  laque  se  condenó  á  González  en  la  multa 
del  cuadruplo  valor  del  tabaco  aprehendido  y  las  costas,  con  el  apremio 
personal  correspondiente,  declarándole  al  mismo  tiempo  comprendido  en  la 
Real  gracia  de  indulto  de  7  de  aquel  mes  respecto  de  la  prisión  subsidiaria, 
ae  practicaron  diligencias  para  el  «obro  de  la  multa  y  costas,  que  no  pudo 
hacerse  efectiva  por  haber  interpuesto  su  mujer  Vicenta  Jurado  demandado 
terceria  á  la  indicada  casa,  únicos  bienes  que  se  hallaron,  y  haberse  esti- 
mado dicha  demanda  por  sentencia  que  dictó  el  Juez  de  Hacienda  en  19  de 
febrero  de  1859  y  conjirmó  la  Audiencia  en  8  de  noviembre: 

Resultando  oue  en  el  año  de  1847  se  formó  otra  causa  en  el  Juzgado  de 
Gaucin  contra  el  mismo  Juan  González  por  heridas,  la  que  se  sustanció  pri- 
mero en  rebeldfa  y  después  hallándose  presente  el  Juan,  y  terminó  por  eje*' 
cotoria  de  15  de  setiembre  de  1857,  condenándole  en  dos  meses  de  prisión 
redimibles  con  200  rs.,  al  pago  de  60  reales  al  herido  y  en  parte  de  las  cos- 
tas del  proceso: 

Resultando  que  indultado  posteriormente  González  de  la  pena  personal, 
se  procedió  ai  embargo  de  la  citada  casa,  su  tasación  y  remate  para  obtener 
ei  cumplimiento  de  la  ^ecutoria  en  k  parte  de  indemnización  y  costa8|.ha.» 
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Madosa  Jntorpa^sto  también  por  ViceaU  Jarado  damaada  de  tecceria  qae 
aun  no  se  baila  resuelta: 

Resaltande  que  el  Juez  de  Hacienda  de  Algeciras,  con  noticia  de  las  di- 
ligencias que  para  el  remate  de  la  oesa  practicaba  el  de  primera  instancia  de 
Gaucin»  no  obstante  haber  dictado  ya  sentencia  estimando  la  demanda  de 
tercería  que  ante  él  proimso  la  Vicenta,  reclamó  el  conocimiento  de  dichas 
actuaciones,  y  á  pesar  ae  aue  la  Audiencia  conGrmó  su  fallo,  ejecutorían* 
dose  aai  el  pleito  de  tercería,  inslstíó  en  la  reclamación,  alegairoo  que  es 
preferente  el  derecho  de  la  Hacienda  para  la  cobranza  de  la  multa  y  el  délos 
euriaias  de  aquel  Juzgado,  para  la  de  las  costas  al  de  los  curiales  de  Gau- 
dn,  y  que  por  lo  mismo  debe  conocer  de  las  diligencias  sobre  el  remate  de 
]a  casa,  sin  perjuicio  de  dejar  á  disposición  del  dicho  Juzgado  ordinario  lo 
que  sobre  def  precio  de  la  venta: 

T  resultando  que  el  Juez  de  Gandn  se  negó  á  desprenderse  del  conoci- 
miento, esponienao  que  decidida  á  favor  de  Vicenta  Jurado  la  terceHa  que 
inteiiimso  en  el  Juzgado  de  Hacienda  de  Aigeciras ,  no  puede  eHe  conocer 
de  las  diligencias  de  apremio  contra  la  fiooa  ep  cuestión,  ni  hay  térmiaos 
bábiles  para  sostener  una  competencia,  toda  vez  que  él  no  pretende  enten- 
der de  la  causa  de  contrabando  ni  aquel  puede  solicitar  hacerlo  de  la  de 
heridas  ni  de  la  ejecución  de  la  sentencia  que  en  la  misma  recayó: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  de  este  Supremo  Tribunal  D.  Eduar- 
do Ello: 

Considerando  que  el  Juez  de  Hacienda  pública  de  Aigeciras  aspira  á  co- 
noeer  del  procedimiento  de  apremio  pendiente  en  el  Juzgado  de  primera 
inatanda  de  Gaudn,  sobre  ejecución  de  sentenda  dictada  en  causa  fue  for- 
mó este  i  Juan  González,  por  heridas,  en  cuanto  se  dirigen  las  actuadones 
oontra  una  casa  sita  en  la  calle  Nueva  de  la  ciudad  de  San  Roque: 

Considerando  que  el  Juez  de  primera  instancia  de  Gaucio  no  pretende 
ei  conocimiento  de  las  diligencias  practicadas  por  el  de  Hacienda  en  eje- 
cqcion  de  laaentencia  que  pronunció  conlra  dicho  González  en  causa  por 
contrabando,  en  las  cuales  se  siguió,  á  instancia  de  su  mujer  Vicenta  Jurar- 
do,  tercería  de  mejor  derecho  respecto  de  la  misma  casa  embargada  en  ella 
al  reo  para  asegurar  las  resultas  del  juicio : 

Considerando  qiie  el  desembargo  de  aquel  edificio  resuelto  por  ejecuto- 
ria en  favor  de  la  demandante,  impide  al  Juez  de  Hacienda  entender  en  las 
indicadas  diligencias  de  remate,  aunque  sin  perjuicio  de  la  facultad  de  ha- 
car  en  su  caso  al  ordinario  las  oportunas  reclamaciones  para  que  las  respon- 
aabilidadea  pecuniarias  procedentes  de  la  causa  de  contrabando,  en  cuanta 
sea  procedente,  no  queden  ilusorias; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  cooodmiento  de  laa 
refaridas  diligencias  corresponde  al  Juez  de  primera  instanda  de  Gaudn ;  y 
devuélvanse  a  ambos  sus  respectivas  actuaciones. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  ia  Gaceta  del  Go« 
biemo  e  insertará  en  la  CoUcciw  legitlaUva ,  para  lo  cual  se  pasen  laa 
oportunas  copias  certificadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — 
Juan  Martin  Carramolino. — Ramón  María  de  Arrióla. — Félix.  Herrera  de  la 
Riva.— Juan  María  Biec— Felipe  de  Urbina.— Eduardo  Elío.— DomingO' 
Moreno. 

Publicadon. — Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ilua- 
trísimo  Sr.  D.  Eduardo  Elío,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,. 
estándose  celebrando  audiencia  páblica  en  ao  Sala  segunda  boy  día  de  la 
léclia,  de  que  certifico  como  Secretario  de  S.  M.  y  su  Escríbano  de  Cá*^ 
mará* 

t 
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IOS  lUttMUMlICtA  eiVtt* 

'    IMrid  i9  de  febrero  de  1862.— Dionisio  Antottio  de  Pitga.-<OaetM 

de  25  de  febrero  de  1862.) 

Apet««i#n  Mn»  AeneMiMÍii  dfel  i*ee«m9  dfe  e»- 
«aeioB  (20  de  fmtro  de  i8ü2.)--4BC(nfociifixim>  db  un  biu* 
CBo.— Se  coafirma  por  la  Sala  primera  del  Tribonal  Supremo  la 

Í)roYÍdeHcia  apelada  por  D.  José  Halfeíto  y  litis  socios ,  que  dicl6 
a  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Cáceres,  denegatoria  del  recar- 
m  de  caeactoii  inlerpueeto  por  los  mifoios  en  pleilo  coa  el  Marqués 
de  Perales  y  otros,  y  se  resuelve: 

Que  no  procede  d  recurso  de  MMctan  contra  praeUentíim  que 
mo  ponen  término  ál  Juicio  ni  impiden  9u  corUinuadan. 

En  la  filia  y  corte  de  Madrid ,  á  20  de  febrero  de  1862,  en  fos  adiós 
que  penden  ante  Nos  en  virtud  de  apelación  interpuesta  por  D.  José  Mal^ 
íeito  y  otros  ganaderos  de  YillanueTa  de  )a  Serena  del  auto  dictado  por  la 
Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Cáceres,  denegatorio  de  la  admisión  d^ 
recurso  de  casación: 

Resultando  que  en  9  de  junio  de  1861  presentaron  demanda  el  Mar- 
qués d§  Perales,  el  tutor  de  Doña  María  Labrador  y  D.  Lorenzo  Múxlca  eH 
el  Juzgado  de  primera  instancia  del  partido  de  la  Serena ,  y  alegando  qUe 
eran  dueños  respectiyamente  de  unos  millares  de  tierra  en  término  de  CanEl- 
panario,  correspondientes  á  la  tercera  parte  de  la  Real  dehesa  de  la  Serena; 
que  para  su  disrnite  tenían  ios  ganaderos  de  aquel  partido  el  priTílegfo  de 
ser  preferidos  por  el  tanto;  que  bajo  tal  concepto  los  estaban  disfrutando 
D.  /osé  Malfeito  y  otros  nueve ,  en  la  parte  que  á  cada  uno  le  estaba  asiff* 
nada ,  los  cuales  se  negaban  á  reconocerles  el  derecho  que  teniati  de  eletar 
•el  precio  del  arriendo  hasta  lo  justo,  pagándole  con  alza  y  baja,  según  el 
mayor  ó  menor  valor  que  el  tiempo  diese  á  las  yerbas  de  invierno,  solicita- 
ron se  les  declarase  el  espresado  derecho ,  y  que  D.  José  Malfeito  y  deoiás 
manaderos  estaban  obligados  á  pagar  las  yerbas  con  arreglo  ai  mismo,  como 
<íisfrutadores  que  oran  de  ellas  por  asignación  de  tercera  parte,  respeté n- 
-doles  la  forma  del  disfrute  y  el  privilegio  de  preferencia  en  el  arrenda<- 
miento  ¿  todo  estraño ,  á  efecto  de  lo  cual  entaolabati  contra  ellos  la  opor- 
tuna acción  Real ,  como  emanación  del  dominio  pleno  que  les  correspondía 
<n  dichas  posesiones,  según  los  documentos  justificativos  que  acompa- 
ñaban: 

Resultando  que  D.  José  Malfeito  y  demás  demandados  se  opusieron  á 
contestar  (brmando  artículo  de  previo  y  especial  pronunciamiento ,  fundado 
en  los  defectos  legales  quiB  contenia  la  demanda,  en  el  modo  de  proponerla^ 
que  constituían  una  de  las  causas  de  escepcion  dilatoria  señaladni  en  el  af*- 
t^ulo  237  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  los  cuales  consistían  en  atri- 
buirles la  pertenencia  de  la  cosa  objeto  de  la  cuestión,  ó  fuese  el  derecho  de 
precio  fijo  de  las  yerbas  de  tercera  parte  á  personas  determinadas ,  como 
«ran  ellos,  no  compitiéndoles  ni  correspondténdoles  por  la  ley,  sido  á  la  co- 
'munidad  de  la  ciudad  y  villa  de  la  Serena ,  que  ftieron  las  que  celebraron 
4a  concordia  de  1T74.  y  á  las  que  S.  M.  concedió  dicha  tercera  parte;  en 
pedirse  la  alteración  ue  esos  derechos ,  y  que  se  obligase  á  otros  nuevos  y 
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distintos,  i  quien  por  la  ley  no  podia  alterarlos,  ni  obligársele  á  nuevas  es- 
tipalaciones  sobre  ellos ,  toda  rez  qt^a  an  el  día  eran  dísfmtadores  de  la» 
yerbas,  y  podían  dejar  de  sedo;  en  no  proponerse  la  demanda  contra  Ja  per* 
sopa  á  qitteQ  \U9  teyee  oonfleren  la  representacioa  y  defensa  de  los  derechos 
como  el  de  qae  se  trataba,  que  eran  los  vecinos  del  antiguo  partido  de  la 
Serena,  sin  cuya  personalidad  y  representación  en  el  juicio  no  podia  ser 
eficaz,  legitimo  ni  valedero,  y  en  no  espresaraede  un  modo  fijo  y  determi- 
nado en  la  demanda  la  cuautia  de  la  cosa  pedida: 

Resultando  que  el  Ifarqués  de  Peralea  y  liiis-sócios  solicitaron  se  desea» 
tipMae  el  articulo  propuesto,  y,  deolarándole  improcedente,  se  mandase  & 
MalMto  y  consortes  que  contestasen  directaaoente  la  demanda,  esponienda 
para  ello  que  los  cuatro  defectos  que  se  la  oponían,  atacaban  de  lleno  á  la 
eueation  prmcipal,  á  la  acción  ejercitada,  y  al  derecho  de  que  los  esponen- 
tes  estaban  asistidos,  y  de  ningún  modo  se  referían  á  la  forma  de  aquella,  la 
cual  estaba  ajustada  á  las  prescripciones  de  los  artículos  224  y  225  del  pro-^ 
cedíraiento  civil: 

Resultando  que,  practicadas  las  pruelias  que  los  demandados  articularon^ 
dictó  sentencia  el  Juez  en  20  de  julio  de  1861,  que  confirmó  la  Sala  prime- 
ra de  la  Audiencia  de  Gáceres  en  30  de  octubre  «iguient^,  declarando  sin 
lugar  la  escepcion  dilatoria  de  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  de-* 
manda,  y  en  su  consecuencia  que  luego  aue- causase  ejecutoria  esta  senten- 
cia se  entregasen  los  autos  á  Malft)ito  y  socios  para  que  ia  c^tntestasen  en  ek 
Urmino  de  seis  dias  improrogables; 

Y  resultando  que,  denegada  á  los  mismos  por  auto  de  14  de  noviembre 
la  admisión  del  recurso  de  casación  que  interpusieron,  apelaron  deesa  ne* 
gativa  para  ante  este  Tribunal  Supremo: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Antero  de  Echarri: 

Considerando  que  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  primera  de  la  Real 
Audiencia  de  Gáceres  en  30  de  octubre  último  lo  ha  siao  en  un  artículo;  y 
que  lejos  de  poner  término  al  juicio  y  de  impedir  su  continuación,  la  orde- 
na t6];fflinantemente,  mandan(K>  contestar  á  la  demanda: 

Considerando  que  contra  tales  sentencias  ne  se  d¿  recurso  de  casación: 

Fallamos  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  con  las  costas  el  auto 
apelado,  que  aictó  la  misma  Sala  primera  de  la  Real  Audiencia  de  Cácerea 
en  14  de  noviembre  último. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  dentro  de  los  cinco  dias 
siguientes  á  su  feclia  en  la  Gaceta  a$  Madrid,  6  insertará  en  la  Coleeoion 
Uffislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos^ 
mandamos  y  fírmamos.^Ramon  López  Yazqoez.^Sebastian  González 
Nandio.— Antero  de  JEcharri.*— Gabriel  Geruelo  de  Velasco.'-- Ventura  do 
Colsa  y  Pando. 

PuDücacion.^Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Ilus- 
trisimo  Sr.  O.  Antero  de  Echarri,  Ministro  de  la  Sala  primera  del  Tribu- 
nal Supremo  de  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  la  mis* 
ma,  de  que  certifico  como  Escribauo  de  Cámara  habiliuda  de  dicho  Su- 
premo Tribunal. 

Madrid  20  de  febrero;  de  1862.--Luis  Calatiaveño.— (Gócete  de  23  dd 
febrero  de  1862.) 
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Apelación  por  deneramie  la  admisión  del  Jtemnr^ 
so  de  eaoaeion  (20  de  feUrero  de  1862.).—P&evencion  de  tk»- 
TAMENTAAÍA.—Se  coDÜfíiía  poF  U  SaU  primera  del  Tribunal  Supre- 
mo la  providencia  apelada  por  D/  Celestina  Bruguera  y  D.  Manuel 
Torrens»  que  dictó  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Barceioaia, 
en  pleito  con  D.  José  Romeu  y  D.'  Celestina  Tomns,  y  se  resuelYer 

Que  no  se  dá  el  recurso  ae  casación  contra  sentencias  que  reeoU 
viendo  solo  sobre  la  personalidad  de  los  actores ,  no  deciden  en  el 
fondo  la  cuestión  objeto  del  litipo  y  por  tanto  no  hacen  imponible 
la  continuación  de  los  procediimenios  puOdales. 

En  It  Tílto  y  cdrte  de  Madrid,  á  20  de  febrero  de  1862»  en  los  autos  pei^ 
^ntes  ante  Nos  por  la  apelación  que  interpusieron  Doña  Celestina  Drogue- 
ra y  su  hijo  D.  Manuel  Tórreos,  del  auto  dictado  por  la  Sala  primera  de  la 
Real  Audiencia  de  Barcelona,  en  7  de  febrero  de  1861,  denegatorio  de  Ift 
admisión  del  recurso  de  casación: 

ResulUndo  que  D.  Garlos  Torrens  y  Míralda  y  su  esposa  Doña  Celestina 
Bruguera  donaron  á  su  hija  Doña  Celestina  Torrens,  al  contraer  matrímonb 
con  D.  José  Romeu,  10,000  libras  catalanas  y  varios  efectos,  en  pago  de  su9 
legítimas  paterna  y  materna,  suplemento  de  ellas,  esponsalicios  y  demás  de- 
rechos que  pudiera  pratender  scbre  sus  bienes,  y  la  otorgaron,  además^  he- 
redamiento y  donación  pura  é  irrevocable  desde  entonces  para  después  cte  sa 
muerte  de  la  parte  de  bienes  que  dejasen  respectivamente  el  día  de  su  falle- 
cimiento, qoe  fuese  igual  á  lo  que  por  ratón  de  matrimonio  ó  testamento 
hubiesen  donado  ¿  aquella  de  sus  hijas  á  quien  más  hubieran  agraciado,  ó 
bien  el  teroio  de  lo  que  en  cartas  matrimoniales  ó  en  testamento,  y  no  de 
otro  modo,  legasen  y  donasen  al  hijo  varón  más  favorecido  por  ellos,  según 
lo  exigiese  la  misma  donataria,  la  cual,  sin  embargo,  debería  llevar  á  cola- 
ción é  imputársela  á  cuenta  de  dicha  parte  de  bienes  (Junados,  las  10,000  li- 
bras prometidas: 

Resultando  que  los  mismos  D.  Carlos  Torrens  y  su  mnjer  Doña  Celes- 
tina Bruguera  donaron  por  escritura  de  17  de  mayo  de  1853,  para  después 
de  la  muerte  de  ambos,  á  su  hijo  D.  Manuel  y  á  los  suyos  todos  sus  bienes 
habidos  y  por  haber  que  les  perteneciesen  en  el  dia  de  su  fallecimiento,  con 
la  condición,  entre  otras,  de  reservarse  juntos  y  cada  uno,  mientras  ▼ivíere, 
la  facultad  de  rescindir,  modificar  y  alterar  todo  cuanto  se  contenia  en 
aquella  donación ,  en  todo  ó  en  parte,  y  añadirla  algunas  condiciones ,  gra- 
vámenes y  demás  que  juzgasen  conveniente,  con  tal  que  lo  efectuasen  por 
acto  entre  vivos  y  no  por  disposición  tesumentaria  ó  codicitar ,  ni  por  do- 
nación por  cansa  de  muerte: 

Resultando  que  D.  Carlos  Torrens  y  Míralda  otorgó  su  última  voluntad, 
en  20  de  febrero  de  1857,  legando  á  su  esposa  Doña  Celestina  Bruguera,  i 
quien  nombró  albacea,  el  usufrueto  de  las  50,000  libras  que  se  habla  re- 
servado para  testar,  e  instituyó  herederos  en  propiedacf  de  las  mismad, 
únicos  bienes  de  que  podia  disponer,  á  sos  hijos  é  hijas  en  las  porciones 
que  señaló: 

Resultando  que  el  mismo  testador,  por  eodicilo  de  25  de  diciembre  de 
1859,  enmendando  su  anterior  disposición ,  dejó  á  su  esposa  las  50.000  li- 
bras que  se  reservó  para  testar,  en  la  donación  hecha  á  su  hijo  D.  Manuely 
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álkt  de  qué  d^pasiese  de  ellas  conforme  la  tenia verbalmente  encargado  en 
confianza : 

Resaltando  que  al  fallecimiento  del  testador,  ocarrido  en  6  de  enero  de 
1860,  procedieron  su  Tiuda  Doña  Celestina  Bruguera ,  como  tenateria  por 
sn  dote,  es])on8aHcio  y  demás  créditos  dótales  de  I03  bienes  de  su  esposo  y 
iisufructnaria  en  los  mismos,  y  su  hijo  D.  Manuel,  como  donatario  univer- 
sal de  sn  padre,  á  hacer  ante  Escribano  y  testigos  el  inventario  de  todos  )o9 
muebles,  rafees,  créditos  y  demás  perteneciente  al  cuerpb  hereditario: 

Resultando  oue  en  este  estado,  y  con  fecha  de  6  y  de  i4  de  marzo  del 
mismo  año  de  1860,  presentaron  escrito  D.  José  Romea  y  su  esposa  Doña 
Celestina  Tovens,  por  el  que,  acompañando  la  partida  de  matrimonio  de 
esta,  la  de  defunción  de  sa  padre  D.  Carlos,  él  testamento  y  codicilo  del 
mismo  y  las  capitulaciones  de  i8  de  enero  de  i839,  solieitaron  que  en  vista 
de  dichos  docnmentos  justificativos  de  la  cualidad  de  coheredera  de  la  in- 
dicada Doña  Celestina  y  demás  requisitos  exigidos  por  el  art.  406  del  proce- 
dnníento  civil  ,80  hubiese  por  prevenido  el  juicio  de  testamentaria  de  Don 
Carias  Torrens ,  y  se  mandase  aue  al  efecto  fuesen  emplazados  la  viuda 
Doña  Celestina  Braguera  y  los  aemás  hijos  é  hijas  en  concepto  de  cohere- 
deros: 

Resaltando  que,  previa  ratificación  de  Romeo  y  su  esposa,  el  Juez  de 
primera  instancia,  en  auto  de  23' del  mismo  mes,  hubo  por  prevenido  el  in- 
dicado juicio,  y  que,  hechas  las  citaciones  correspondientes,  se  personaron 
Doña  Celestina  Bruguera  y  D.  Manuel  Torrens  pidiendo  se  repusiera  y  de- 
jara sin  efecto  aquel  auto  v  se  mandase  á  los  consortes  Romeu,  que  si  pre- 
tendían tener  algún  derecho  en  los  bienes  que  fueron  de  D.  Garlos  Torrens 
y  Mlralda,  lo  otiltzasen  en  juicio  ordinario,  oonforme  proeedía,  alegando, 
que  con  arreglo  á  los  articules  406  y  414  y  siguientes  del  procedimiento  ci- 
vil, los  consortes  Romea  carecían  de  personalidad  para  promover  el  juicio 
voluntario  de  testamentaria  de  D«  Carlos  Torrens  y  Miralda,  toda  vez  que 
este  hizo  cesión  y  donación  de  todos  sus  bienes  á  su  hijo  0.  Manuel  por  la 
escritura  de  17  ae  mayo  de  i 853,  en  virtud  de  la  cual  era  su  único  y  uni- 
versal heredero;  pues  si  bien  por  el  testamento  que  otorgó  en  20  de  febrero 
de  i857,  instituyó  á  sus  hijos  herederos  de  las  $0,000  libras  reservadas  eo 
dicha  donación,  lo  revoca  for  el  codicilo  de  25  de  diciembre  de  1859,  por 
el  <pie  las  dejó  y  legó  á  aa  viada: 

Resultando  que  Doúa  Celestina  Torrens  y  su  marido  D.  José  Romeu  im- 
jHignaron  la  anterior  pretensión  pidiendo  se  declarase  no  había  lugar  á  de- 
jar sin  efecto  el  auto  de  23  marzo  anterior,  ni  á  lo  demás  solicitado,  y  se 
mandase  siguiera  adelante  el  juicio  de  testamentaría  por  los  trámites  de  la 
ley,  esponiendo  para  ello,  que  la  institución  de  heredero  hecha  en  el  testa- 
mento del  D.  Carlos  Torrens  y  Miralda,  no  pudo  destruirse  por  el  codicilo 
del  mismo,  ni  invalidarse  el  heredamiento  del  pacto  segundo  de  las  capítu  - 
iaciones  matrimoniales  de  i  8  de  enero  de  1839,  por  la  cesión  de  bienes 
de  17  de  mayo  de  1853: 

Resultando  que  el  Jaez  dictó  sentencia  en  10  de  mayo  de  I86O9  que 
confirmó  con  las  costas  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  19 
de  enero  de  1861,  declarando  no  haber  lugar  á  la  reposición  del  auto  de  23 
de  marzo  aoterior> 

Resultando  qae  interpuesto  recurso  de  casación  por  Doña  Celestina  Bra- 
goera  y  D.  Manuel  Torrens  contra  dicho  fallo,  conforme  al  art.  1012  de  la 
ley  de  Bnjuiciümienlo  civil  esponiendo  ser  procedente  su  admisión  con  ar- 
reglo al  101  i  dala  misma,  porque  ponia  término  ál  juicio  y  hacia  imposi- 
ble su  eontinnacion,  la  Sala  primem,  por  auto  de  7  de  febrero  de  1861,  de« 
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claró  DO  haber  lugar  <  ella,  y  que  de  esa  negatifa  apelana  afMHM  paii 
ante  este  Sapremo  Tríbunal: 

Viato»  siendo  Ponente  el  Blimstro  D.  Sebaatian  Genules  Naodín: 

Considerando  que  la  sentencia  de  la  Sala, que  declara  no  haber  Ingar  á 
la  renosicion  del  anto  del  Jaez  de  primera  instancia,  en  que  hubo  por  pre* 
venido  el  juicio  voluntario  de  testamentarfay  resolviendo  solo  el  punto  refe- 
rente á  la  nuu'a  personalidad  de  la  actora,  ne  comprendió  ni  pudo  por  con- 
siguiente decidir,  en  el  fondo,  las  cuestiones  de  derecho  en  que  ambos  lita* 
gantes  fundaron  con  sus  respectivas  pretensiones,  ni  imposibilitar,  resp^c* 
toa  ellas,  la  continuación  de  los  procedimientos  judiciales: 

Considerando  que  contra  las  sentencias  de  esa  clase  no  se  di  el  recurso 
de  casación,  con  arreglo  al  art.  iOll  de  la  ley  de  Bojuiciamiento; 

Fallamos,  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  con  las  costas  el  auto 
apelado. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga^la  dentro  de 
los  cinco  días  siguientes  á  su  fecha,  y  á  su  tiempo  en  la  Colíbokm  Uffisla^ 
tiva^  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos 
y  firmamos.— Ramón  López  Vázquez.— Sebastian  González  Nandin.--Ante - 
ro  de  Echarri.— Gabriel  Ceruelo  de  Velasco.— Ventura  de  Golsa  y  Pando» 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Esee» 
lenlisimo  ó Ilttstrísimo  Sr.  D.  Sebastian  González  Nandin,  Ministro  de  la 
Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  estándose  celebrando  au-* 
diencia  pública  en  la  misma,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara 
habilitado  de  dicho  Supremo  TribanaL 

Madrid  20  de  febrero  de  isa2.-— Luis  Galatraveño.— ((jooato  de  23  de 
febrero  de  1862.) 

Recarso  de  easacton  en  asonto  de  Ultramar  (20  de  febrero 
de  186S.).— Entrxga  de  un  depósito. — Se  declara  por  la  Sala  de 
Indias  del  Tribunal  Sapremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casacíoQ 
interpaesto  por  D.  Juan  José  Barrios,  contra  la  sentencia  dictada 

Kr  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  pleito  cim 
Luis  de  la  Fuente,  y  se  resuelve: 

Que  en  los  pleitos  de  Ultramar,  la  calificación  de  las  cuestiones 
de  hecho  corresponde  al  tribunal  á  quo,  teniendo  que  conformarse 
la  Sala  de  Indias  con  didha  calificación. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  20  de  febrero  de  1862,  en  los  autos  se- 
guidos en  la  Alcaldía  mayor  de  Belén  y  en  la  S;ila  primera  de  la  Heal  Au- 
diencia de  la  Habana  por  D.  Juan  José  Barrios  con  D.  Luis  de  la  Puente, 
como  heredero  de  Dona  Ana  Eduarda  Abren,  sobre  entrega  de  8,000  pesos; 

Sleito  pendiente  ante  Nos  eo  virtud  de  recurso  de  capación  interpuesto  por 
larrios  de  la  sentencia  dictada  por  dicha  Sala,  compuesta  de  cinco  Magis* 
irados: 

Resultando  que  con  fecha  8  de  marzo  de  1838  aparece  un  documento 
privado  con  la  firma  Ana  Eduarda  de  Abreu.  que  d¡ce:,<(Tenffo  en  mi  po* 
der  la  cantidad  de  8,500  ps.  pertenecientes  a  D.  Juan  José  Barrios,  cuya 
suma  tengo  en  depósito  para  entregárselos  cuando  los  necesite:»  ^e  fecha- 
da en  11  del  mismo  mes  y  coi^  igual  firma  existe  una  carta  dirigida  á  Bar- 
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rioi  del  tenor  sígaiente:  aAprecíable  amigo:  He  recibido  sus  últimas,  y  por 
ellas  veo  lo  que  me  dice  V«,  de  lo  qae  quedo  enterada:  importa  poco  que 
los  de  mi  familia  digaa  que  V.  do  tiene  nada;  yo  tengo  y  basta:  asi  es  que 
existe  eo  mi  poder,  como  verá,  la  cantidad  que  me  entregó,  y  le  suplico  do 
ponga  asunto  en  mi  familia:  sin  mas  por  ahora,  coosérv^e  V.  bueno  como 
desea  su  afectísima.» 

Resultando  que  faHecida  la  Abreu,  y  previa  la  práctica  de  ciertas  dili* 
geneías,  D.  Ju|P  José  Barrios  dedujo  demanda  contra  O.  Luis  de  la  Fuen* 
te,  heredero  de  aquella,  para  que  le  abonase  8,000  ps.,  resto  de  los  8,060 
confesados  en  .el  documento  de  depósito  que  acompañaba^  habiendo  poste* 
nórmente  solicitado  que  Fuente  le  pagase  además  el  i  por  100  de  interés 
desde  la  demanda  de  coociliacioo;  y  por  un  otrosí  consignó  que  se  dirigía  á 
Fuente  porque  en  su  poder  existían  los  bienes  de  la  Abreu,  sin  que  por  ello 
M  entendiera  que  renunciaba  el  derecho  que,  con»)  pariente,  le  asistía  para 
impugnar  la  disposición  testamentaria  que  se  la  atributa: 

Resultando  que  D.  Luis'de  la  Fuente  contradijo  la  demanda  fundado  en 
que  el  documento  en  que  se  apoyaba  era  falso,  y  falsa  por  lo  tanto  la  obli- 
gación que  contenia,  como  asilo  habla  antes  manifestado  bajo  juramento 
al  presentársele  para  que  le  reconociera;  y  pidió  se  condenase  á  Barrios  á 
perpetuo  silencio  y  las  costas,  con  reserva  de  las  penas  á  que  se  hubiera 
bectio  acreedor  por  la  falsedad  del  documento: 

Resultando  que  seguido  el  pleito  por  sus  trámites,  practicándose  las 
pruebas  que  respectivamente  articularon  las  parles,  el  Alcalde  mayor  dictó 
sentencia,  que  fué  confirmada,  con  las  cof^tas  también,  por  la  que  pronun- 
ció la  referida  Sala  de  la  Audiencia  en  30  de  marzo  de  1860,  declarando 
sin  lugar  la  demanda  interpuesta  por  D:  Juan  José  Barrios: 

Y  resultando  que  este  interpuso  recurso  de  casación,  en  cuyo  apoyo  ale- 
gó, que  se  habiá  infringido  por  la  senteneia  la  ley  32,  tit.  46,  Partida  3.*, 
porque  siendo  el  puúto  esencial  litigado  si  por  el  recurrente  se  habia  hecho 
el  depósito  que  reclamaba,  y  consistiendo  la  prueba  directa  del  depóaitb  en 
las  declaraciones  de  dos  personas  que  lo  presenciaron,  y  la  de  otra  que  tu- 
To  conocimiento  de  él  por  haberlo  oído  á  la  misma  depositaría,  no  habia 
podido  ser  desechado  el  dicho  de  tales  testigos,  que  por  sf  solo  formaba  pler 
oa  prueba  por  reunir  aquellos  las  condiciones  previsnidas  en  la  ley:  que 
asimismo  se  habia  infringido  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales,  porque  en 
la  sentencia  se  admitían  y  presumían  hechos  que  no  constaban  en  el  espe* 
diente,  ni  se  habia  tratado,  cuales  eran  el  de  si  debió  ó  no  contarse  el  di- 
nero que  se  entregaba,  si  debía  ó  no  admitirse  recibo  de  él,  formándose  así 
un  criterio  por  conjeturas;  y  según  lo  establecido  por  sentencia  de  este  Tri- 
l»unal  Supremo  de  28  de  julio  de  1852  se  declaró  que  los  Tribunales  noson 
arbitros  de  calificar  de  plena  prueba  *lo  que  no  reconocen  jas  leyes  como 
tal,  ni  deben  formar  su  criterio  judicial  fuera  de  las  jeglas  establecidas  por 
derecho,  ni  pueden  hacer  uso  de  conjeturas;  y  que  la  Sala  segunda  de  la 
misma  Audiencia,  por  sentencia  de  15  de  noviembre  de  1856,  dictaminó 
contra  un  fallo  dado  por  un  Alcalde  mayor  que  las  leyes  no  conceden  á  los 
Jueces  la  facultad  omnímoda  de  sentenciar  los  pleitos  según  su  corazón, 
sino  por  el  juicio  que  formen  con  arreglo  á  la  prueba  contenida  en  el  pro- . 
ccio: 

Vistos  en  esta  Sala  de  Indias: 

Ck)nsiderando  que  la  cuestión  debatida  en  estos  autos  és  de  puro  hecho, 
y  que  viniehdo  calificada  por  el  Tribunal  á  quo^  esta  Sala  debe  atenerse- en 
su  fallo  á  lo  prevenido  en  el  art.  211  de  la  Real  cédula  de  30  de  enero 
de  1855^ 

TOMO  TU.  i5 
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Fal)atli09'qiM  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recorto 
de  casación  interpuesto  por  D.  luán  José  Barrios,  á  quien  condenamos  ea 
laa  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  por  que  presto*caución,  la  cual,  ca- 
so de  bacerse  lectiva,  se  disiribuirá  conforme  á  la  ley. 

Asi  p'dt^  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaeeía  del  Go- 
bierno, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.^osé  Gatnarra  y  GiiB« 
bronero.—Nannel  García  de  la  Gotera.— Miguel  de  Nájera  Meneos. — Viceo- 
*te  Valor.-^José  Portilla.— Manuel  Oftiz  de  Záñiga .-Polquín  Melchor  y 

'  PÍDáZO. 

Publicacfon.-r^Lelda  y  publicada  fué  la  anterior  nenteticis  por  el  Bsce- 
fentisimo  ó  limo.  Sr.  D.  José  Gamarra  y  Gambronero,  Ministro  del  Supre- 
"rao  Tribunal  de  Justicia  y  Presidente  de  su  Sala  de  Indias,  de  que  yo  el 
Escribano  de  Gároara  habilitado  certifico. 

Madrid  20  de  febrero  de  i862.— Rogelio  Montes.— (Gmoeto  de  26  de' fe- 
brero de  1862.) 


'48. 

Apelación  por  deiiiMrAiorta  del  peearM»  ée  ca- 
'Éa^toia  (20  de  féoreto  de  i8^.).— Declabagioit  di  htjo  NAtCRAL. 
—Se  confitma  por  la  Sala  segunaa  del  Tribunal  Supremo  la  previ- 
déncia  dé  la  Sala  primera  de  ia  audiencia  de  MaNorca,  apeiaaa  por 
D.  Mateo  Liado,  denegaioria  del  recurso  de  casación  por  éi  iüter- 
puesto  en  pleito  con  D.  José  Amengual,  y-se  resuelve: 

Que  fofa  que  tea  admisible  el  recuno  de  eaeadon  fundado  en 
alguna  de  las  cawas  espresadas  en  el'artículo  1013  de  la  ley  de 
'Enjúieiamiento  tlvil,  es  indispensable  óitar  y  fijar  la  senteneia  eon^ 
tra  que  se  interpole,  á  fin  de  que  la  Sala  sentenciadoi^a  pueda  ea^- 
'Ufkar  la  ntíturaleza'deV fallo. 

B(1  la  viHk  y  corte  de^'Mddrid,  á'^SO  de  fetfrero  delttS,  en  losautos  que 
en  tBl  Juzgado  'dé  primera  instancia  deldistrito  de  la  Chitedral  de  la  ciuoad 
de  Pafma  y  en  la  Sala  prinlertf  de  la  Audiffncial  de  Mallorca  ha  seguido  Ooa 
José  Amengual,  cuhidor  ad  lüem  de  fa'  rtlfía  Francisca  con'D.  Mateo  Liado» 
'Sobre  que  se  declarase  á  'su  'menor'  hifa^'mitural  de  éste;  autos  poA'dfeiiiea 
áhtef  Nos  en  Vi^tud'de  ln  apelación  áue  interpuso  el  D.  Mateo  de  la  proii» 

'denóíaque'en  f5*de  abrildel  iiño'úmmodfctó  la  referida  Sala  declarando 
só  haber  logar  á  la  ádnlisioii  del  recurso  de  casación  entablado  por  el 
mismo: 
'ResuUamlo.que  en  17  de  mayo  de  t859  D.'José'  AtAengúal  en  el  espre* 

^'ftáUb  ei]ihcet)to,' presenté  d«mafSda  para  que  se  declarase  qué  la  niña  'Pran- 

'  tSsca  'ei  bija  néfbrifrdd  D:  M^teó  LMdd,  y  que  como  á  tal  la  correspondea 
h)s' derechos  que  Mas  le]fes  conceden  á  los  de  su  clase;  y  que  seguido  b1 

'pleito' {toi^  to^s  sus*  ei^TMtes,  inchiso  el  die  prueba,  el  Jaez  dictó  sentencia 
en  16  de  agosto  de  1860  estimando  la  demanda,  sin  hacer  espreta  conde^ 
napion  de  costas: 
•  ReSuirarítio'^qulft'Mnffrtdaláápéla\éfon  qué  Lládó  interpuso,  «oHcitó  eo 

'tin'othisi' del' escrito  'tM^eépréston  de  agravios  que  se  abriera  el  pleito  á 

EKíbi!'tA%(fidell«1^áténdii'p^ajU8lifit»r  los  hechos  que  indicó,  cuyaso- 
tud  contradijo  la  otra  parte;  y  que  visto  esto  incidente  se  dicíó  seaten* 
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-  f¡ia«ba  áobre  los  dostltiaios  hechos  que  Liado  había,  propuesto,  y  rení- 
tieodo  el  negocie  en  discordia  á  masHinistres  con  respecto  ai  primer  be- 
•elM  alegado: 

Resultando  gue  celebrad»  nueva  Tíatt-sobre  el  paflionlar»  ee  pronmcíó 
^sentencia,  qae  rué  pablfCada  en  4«^  de  marso,  y  en  la  que  pe  declaré  no 
%aber  lugar  á  recibiré!  pleito  aprueba  en  cuanto*  al  estremo  discordado» 
«andañdto  que  Tolfieeen  los  aiites  al  'Relator  para  ver  y  fallar  sobre  lo 
principal  del  litigio: 

Resultando  que  dé  esta- sentencia  supKodD.  liated  IMd,  á  los  efectos 
prevenidos  en  el  art.  16^19  de  la  Ley  de'BniolciffmieDta  civil,  y  para  pr^ 
parar  el  r^urso  de  casación  en  Su  casor^que  por  auto  del  7  sé  oenegó  la 
súplica,  teniendo  por  hecha' la  reclamación  que  contenía  el  es^to  é  los 
efectos  del  erticQlo  citado;- y  que  mas  adelante  se  prenunéió  sentencia, 
que  fué  publicada  el  dia  23,  y  notificada  en  el  26, 4K>nfirmaifdo  Ia4el  Juez 
coü  las  costas  de  ambas  insuincias: 

Resultando  que  en  II  de  abril  presentó  escrito  D.  Mateo  Liado,  en  el 
^e  espuso  que  en  la  sentencia  puWiiíada  en  1.^  de  marzo,  declarando  no 
Daber  lugar  ¿  recibir  el  pleito  á  prueba,  se  habla  infringido  la  disposición 
,€eoififM«Len.el.f|^m«  8.  .¿eL^i^t.  ,8611  da  J«.U)^4e.Gr4tticittmienta;.di^cur* 
«id  astensameotapara  convencer  esto  oni^mb,  y  justíocar  que  era  admisible 
la  pmeba:  a&adió  que  en  el  art*  i  1 13  (debe  decir  1013)  de  la  citada  ley  do 
Enjuiciamiento  civil  se  dispone  que  pueda  fundarse  el. recurso  de  capación 
en  la  felta  de  recibimiento  d«ll  plejló  á  nruéba  en  caalquiera  de  las,  instan- 
cias, cuando  procede  con.  arreglo  á  áeraeho^  que  por  taoto  era  iodispata-» 
•  blaqae  ea  al  aasotaataúMebia  haber  lu^aral^teearao  índioeMlai  y  que  la 

-  unta  preparado  JKir  ^akep  iradamaéa  opoiinuinieiite<  los  vsabápnaeion  da ,  la 
íatta;  y  concluyó  suplicando  que  se  admitiese  el  recurso  de  casación ,  ^n 
aipuéaaria  santenoia  cooira  U  ^ual  l^iaterponia,  ni  mepcionar  en  U)4o  al 
ascrito  la  definitiva  de  vista: 

Y  resultando  que  la  Sala  primera  de  la  Audiencia,  en  15  de  abrí!  decla- 
ró no  haber  lugar  á  admitir  dicho  recqrso,  porque  en  su  juicio  estaba  in- 
terpuesto contra  la  sentencia  (Publicada  en  I.®  de  marzo,  denegatoria  de  la 
pnleba,  laeóal  no  era  definitiva  ni'pénia  término  al  juicio,  y  además  hablan 
araseorrída  con  eecéso  deadela  aa|ifiaficion*de  la  misma  Joi>  10  dios  ksaoa- 
lados  como  término  fatal  en  la  ley: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  de  este  Supremo  Tribunal  D.  Eduar* 

CoDSideraiidaqaapara  que  sea,admisible  el  recur-«o,de  casseion  fundado 
ao  alguna  de  la§  causas  aspresadas  en  el  art.  1013  üe  la  ley  da  Enjuicia- 
miamo  eitll,  ee  indispensable  altar  y  fijar  la*  sentencia  contra  que  se  inier- 
pone,  á  fin  de  que  la  Sala  sentenciadora  pueda  calificar  la  naturaleza  del 
fallo  en  oonformidad  del  art.  1025: 

Considerando  que  la  parte  de  D.  Mateo  Liado,  en  su  escrito  de  i  i  da 
i%nl|  tejoadeastamecer  como  fundamento  del  recurso  la  sentencia  deíini- 
aita  dé  23  da  aMrzo,  le  razonó  an  términos  de  convencer  á  la  Sala  de  que 
al  raeorso  m  interponía  del  auto  iatertocuierio  da  K^  de  marzo,  por  el  que 
aaéaoagé^el  re<)mnileDto  del  pleito  á'proeba: 

Go0sklerando  que  esta  circunstaacia  del  escrito,  en  que  IMta  la  manl- 
faataelon  aapraea  o»  la  aaataécla  aenira^que  se  iaterpoM  al  aecurso,  y  mu 
4abia  existir  con  arreglo  al  art.  1025,  demuestra  que  no  procede  la  admi- 
alou  da  dicha  rbanrso,  cualquiera  que  aea  la  sentencia  á  que  en  el  escrito 
^  alodavr-tiampaan  que  se  fraséate; 
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Fattamos  que  debemos  oonfirmir  y  cdnfirmamos  coo  las  costas  el  a«t(H 
8i)elado  en  U  de  abril;  y  devaelvánee  los  presentes  á  la  Andieacia  ée  lia* 
lloroa  eo  ia  forma  qae  previoBe  el  art.  4067  de  dicha  ley. 

Así  per  esta  naestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gofieta  del  go- 
bierno 6  iosendrá  en  la  (7olsoeten  kgidaUfíaf  para  io  eUaí  se  gasen  las- 
oportunas  copias  certificadas,  lo  pronuociamoSy  mandamos  v  firmamos**— 
iuan  Martia  Garramolitto.?«**Ramoa  María  de  Arrióla.— Félix  Herrera  de 
h  Riva.— Joan  liaría .  Biec— «Felipe  de  Urbina.— Eduardo  filio.— Domingo 
Moreno. 

PobUeacion;— Leidaiy  ^ubUcada  fué  la  precedepte  sentencia  por  el 
limo.  Sr.  D.  Eduardo  Elio,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  es* 
tándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  segunda  hoy  dia  de  la  fe- 
cha, deooe  certifico  como  Secretario  de  S.  M.  y  su  Escribano  de  Cámara. 

U^ná  2i  de  febrero  de  1662.— Dionisio  Antonio  de  Puga«^(^aoeia 
de  27  de  febrero  de  1862.)  x  . 


Ilecarsa  de  ea9a^tM(22  de'febreroÍei86'i,):-^TKncnU 

.DE  DOMINIO.— Se  declara  por  ía  Sala  secunda  del  Tribunal  Supremo 

no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  pQr  María  Valles 

contra  la  sentencia. dictada  por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de 

Barcelona,  en  pleito  con  D.  José  Planas,  y  se  resuelve: 

i."*  Qh&  después  de  citadas  las  partes  para  sentencia  no  smeden 
lof  Jueces  y  Tribunales  admitir  pruebas  ni  justificaóionesuB  itin- 
guna  clase: 

2.*  Que  es  potestativo  en  los  Tribunales  el  eitiinar  ú  ordenar 
que  se  practiquen  las  diligencias  para  mejor  proveer,  que  tengan  por 
conveniente; 

Y  5°  que  no  mediando  falta  de  recibimiento  d  prueba  proce- 
dente con  arreglo  á  derecho^  ni  denegación  de  diligencia  alguna  ad- 
•  misible  según  las  leyes  y  que  haya  podido  producir  indefensim^  no 
procede  el  recurso  de  casación. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  22  de  febrero  de  1862,  en  los  autos  pro- 
movidas en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  ViUaCraaca  de  Panales  por 
María  Vallós  contra  D.  José  Plaoas,  sobre  tercería  de  dominio  de  una.  eaaa 
que  á  instancia  de  este  fué  embargada  á  Gabriel  Rius>  pendiente  ante  Nos 
en  virtud  de  recurso  de  casación  que  interpuso  la  María  contra  Ja  senten- 
cia que  en  29  de  abril  último  pronunció  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de 
Barcelona:  '.        . 

Resultando  que  un  juicio  sumaríaimode  posesión  entablado  por  D.^lesé 
Planas  contra  Gabriel  Rius  fué  oondenado  este  en.  las  costas,  y  para  el  c^ 
bro  de  su  importe  se  procedió  aJ  eovbargo  d^  une  casa  sita  ea  el  pneUo  de 
Gasielvi  de  la  Marca,  con  cuyo  motivo  Marta  Valles,  muje?  del  Rius»  inter- 
puso demanda  de  tercería,  alegando  que.  ^  casa  era  suya,  perqué^  había 
construido  en  su  meyor  parte  y  reedificado  después  á  espensas  de  sua  pi- 
(Ires:"  «    •  •      .  . 

Resultando  que  contradicha  esta  demanda  por  Planas,  y  seguida  por  bus 
trámites  ordinarios,  practicaron  ambas  partea  lee  praenas  dncuqienUte» 
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'periokiesy  tflttímofliftiet  que  estiaiaroQ  eooveoirles.  ea  el  térmiiio  de  60 
dies,  y  91»  en  20  4e  octubre  de  1860  el  Jaez  de  primera  iaetaocie  dictó 
eeoteoeía  dedaraodo  do  ser  procedente  la  iereerfa  de  domioio  entablada 
por  María  Yailóa,  y  que  debía  abonarse,  á  esta  el  importe  de  lae  obras  <)e 
receíoposicion  fijadas  por  los  peritos  en  l,i48  rs.: 

'  iUsoUando  que  ai  éapresar  sgraTioa  la  María  en  la  Audiencia  del  tecri* 
torio  solicitó  se  recibiese  el  pleito  á  prueba  en  aquella  inataneia,  para  jp0-* 
tíDcar  que  la  casa  estaba  edificada  en  terreno  de  su  propiedad:  que  siempre 
Ja  babia  poseido  como  dueña»  y  que  no  constaba  registrado  en  bipotecas 
documento  alguno  que  acrediuse  que  Gabriel  Rius  bubiera  adquirido  dicho 
solar,  esponiendo  que  no  habia  podido  probar  estos  bachos  en  el  Jazgado 
por  causa  de  la  parálisis  que  sufria:  . 

Resultando  que  por  auto  de  25  de  febrero  de  1861  se  desestima  esta  so* 
ücitud,  por  no  bailarle  comprendida  en  ninguno  de  los  casos  del  art.  869 
de  la  ley  de  Bojuíeiamiento  civil,  y  que  cftadas  las  partes  para  ^onteaoia  de- 
^fifiiiifa,  y  señalado  dia  para  la  vista  del  pleito,  presentó  María  Valles  in« 
terrogatorio  de  posiciones  y  cierto  documento  pidiendo  que  seadmitieseo  y 
qne  se  librara  por  el  Contador  de  Hfpolecas  de  Viljafraoca  oerlilicacióo  de 
'lo  que  constase  en  su  otí¿io  sobre  los  particulares  que  indicaba,  cuya  pe- 
tición se  denegó  igualmente  por  estemporánea: 

Resultando  que  en  29  de  abril  la  Sala  de  la  Audiencia  confirmó  con 
costas  la  sentencia  del  Juez,  v  contra  aquel  fallo  interpuso  en  tiempo  la 
María  recurso  de  casación,  diciendo  que  era  contraria  á  las  leyes  que  cHóy 
7  que  concurrían  las  causas  4.*  y  6.*  del  art.  1013  de  la  espresada  ley  dé 
Bmjuiciamiento  eívtl: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  de  e^  Supremo  Tribunal  D.  Félix  , 
Berrera  de  la  Riva: 

Considerando  que  no  se  ha  espueslo  por  la  parte  recurrente,  ni  inten* 
«tado  probar  en  la  sejguiida  instancia  hecho  ajguno  ocurrido  ó  llegado  á  su 
-noticia  después  del  ultimo  dia  del  término  señalado  en  la  primera  para  ías 
pruebas  que  á  su  nombre  se  propusieron  y  practicaron,  existiendo  ya  la  en- 
mmedad  que  se  ha  alegado  posteriormente  como  impeaímento: 

Considerando  que  después  de  citadas  las  partes  para  sentencia  no  pue- 
-deo  ios  Jueces  y  Tribunales  admitir  pruebas  ni  justificaciones  de  ninguna 
elase;  siendo  potestativo  en  ellos  estimar  ú  ordenar  que  se  practiquen  las 
diligencias  Dará  mejor  proveer  que  tengan  por  coe venientes: 

Y  ooosiaerando»  por  consiguiente,  que  00  ha  mediado  en  el  caao  actual 
falta  de  recibimiento  á  prueba  procedente  con  arreglo  á  derecho,  ni  dene- 
gación de  diligencia  alguna  admisible  según  las  leyes,  y  que  haya  podido 
producir  inderensioo,  que  son  las  causas  4/  y  6.*  del  art.  1013  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  que  se  alegan  como  fundamento  del  presente  re- 
corso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaraoios  no  haber  lugaz  á  él:  cdn- 
denamo»  á  Marfa  Valles  en  las  costas  y  al  pegó  de  2,000  rs.  cuando  mejore 
de  fortuna,  distribuyéndose  entonces  con  arreglo  á  la  ley;  y  mandamos  que 
\  esloB  autos  á  la  Sala  primera  respecto  del  recurso  de  casacipn  en  el 


Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Oo-> 
Ivierno  é  insertaré  en  la  Colección  legitlativaj  para  lo  cual  se  pasen  las 
oportunas  copias  certificadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— 
loséGaoiarra  Cambrooero.—RaBooA  María  de  Arrióte.— Félix  Herrera  de  la 
Riva.— Joan  María  Biec. ^Felipe  de  Urbina.— Gduardo  Blio.-'DoaÚDgo 
MMeDO,. 
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Poblítfibioti.-^L^fda''  y  pobliOMk'  faé  la  praceáeote  sedletida-  |ior  tí 
Ilmd.  SrJ'Sn  D.  Pélh:  Herrara  del  la  ñ\n^  MtiriiitM  fiel' TrllNi nal  Supremo 
úftixkMíéhí;  dsMndose*'cei0bnmdo  attdierteta  pública  eaíea  Sak  sesood», . 
lidy-diÉi«fe  hr  fechan  de'qiüo  cefti6c(y  como  Secretaria  de  S.  M/y  aufieM'i*'* 
baño  de  Cámara. 

tfvArfd^aíSi'de  feb^ere  de<  iSeS^^^ioníáo  Antonio  de  Pugk.— (óroolta 
de  ÍT  dél^br^ero  de't862'.)  f 


50. 


ifeiwirgo  de  easaclon  es caasa de ladenda  (22  de  febrero-, 
de  4862.)/ — GdiithABANDo  db  tjlbaco'Y  HABiNA.-^Se  declara  por  la 
Saitt  primera  del  Tribunal  Supremo  do*  haber  lugar  al  recurso  de^ 
cflsaíeíoa  interpuesto  por  Bartolomé  Barriga  y  que  ha  lugar  al  det 
igualclase  íaterpnesto  por  Ramón  Maristaoy  y  Pedro  Cisa  contra' 
la  sentencia  dictada  por  la  Sata  primera  de  la  Audiencia  de  Barce- 
lona, en  causa  por  contrabando  Je  tabaco  y  harina»  en  la  cual  ha* 
sido  partCt  además  del  Ministerio  fiscal,  la  razón  social  Spragne  y 
0«nard»  de  Marsella,  y  se  resuelve: 

1.^  Que  para  (fue  pueda  tener  lugar  lo  prescrito  en  la  ptimera 
parte  de  la  dispóstehn  i:^  del  art,  8i4el  Be^n^nto  provisional 
para  la  administración  deiusticiaf  es  necesario  que  aparezca  ino*. 
centé  el  procesado: 

2J**  Que  esta  calificounon  de  inocencia  ha  de  hacerla  la  Sala  sen^ 
tenciadora  con  arreglo  á  los  indicios^  datos  y  comprobantes  de  toda 
especie  que  obren  en  la  causa: 

ZJ"  Que  solo  se  pueden  recibir  á  prueba  en  segunda  instancia 
la$  eausas'  por  contrabando,  cuando  así  lo  piden  las  rnrte^^  ó  ctieif»» 
do  conewren  las  drcunstímcias  que  previene  el  aí*L  wdel  Real  de» 
creto  de  20  de  junio  de  1882: 

4.'*  Que  el'árL  78  de  dicho  Real  decreto  al  hablar  de  diKgeneias 
de  reeonorimientOf  inspección  ocular  y  claslficaeion,  solo  se  refUre  á 
géneros  ó  efectos: 

&/"  Que  según  el  artículo  2S  del  mismo  decreto^  la  multa  por 
delito  de  contrabando  de  géneros  estancados  no  ha  de  esceder  del 
séxtuplo  valür  del  género  anrehendidoó  que  del  proceso-  resulte  $er 
delito;  yen  el  contrabando  de  géneros  prMbÜoSf  delacúadrupUt 
valor  de  los  mismos: 

Sl^  Que  estas  muUas  cómo  fundadas  eH  un  sistema  6  pHn^pto^ 
de  proporción  del  perjuicio  causado,  deben  di^cunscribirse  dentro  de 
los  limites  que  la  ley  señala: 

7.^  Que  la  multiplicación  falseoiiá  la  base  de  la  ley,  y  produd- 
ría  un  aumetüo  exhorbitante  en  la  penalidadf  segm  A^^  d  núr- 
mero  de  los  procesados; 

Y  8.^    que  para  evitar  esto,  la  multa  impuesta  d  todos  los  ¡ 
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tade»,  euanda  fueren  vorío^  iUK.d«be  euíidw^MmMmo  fijáis  m 
dicho  ari.  23. 

Bq  U  villa  y  corte  de  Matlrid»  á^'22  ddif(i]Kero,d9  i8é2v6D|Ja  causa  pen«  . 
diente  ante  Nee  por  recuela  dé  Ga^acion  seguida,  eo .el  Ju:i¿9d0|,da»Haciai)4^i. 
de  Barcelona  y^a  la.SaUpríinei:»  de  la  Real  Audiencia  <le  la/^ima  ciudad., 
contra  Hamon  Marístany,  Pedro  GisBy  Barloieroó.  Barxigft  y  otros  dos  por 
coBtralHuuto.de.Müía^  y  tu^rínai,  habieodo  sido  piMTiOi  adámi?  del  Míe  je « 
terío  fisc^lj  ,la,moa480GÍal.Spragnery  Oiu^rd)  de  Il4r8ella^  dueuA.de  la  ha-' 
rí«a: 

Resnltandoque  conmoícado  por  el  Cónsul  de  Esff^aeaJIarsella  eu  el 
mea  de  enero  de  1855  al-Admioiatrador  de  la  Aduaoa«de  Caj^tagena  que  el , 
iaod  español  San  ÁnUmío,  de  lá  matrícula  deJBareaJooa»  á  cargo, del  patrón 
Ideó  Agwtin  Alsó^  habia  salido  de  aquel  puerto.,cen.una  partida  de  tabaep.de 
20  fardoa  en  hoja  y  nueve  de  picadurai^que^ debido  ^er  desembarcados,  se^ 
gun  sus  noticias,  en  las  costas  de  España,  se  dio  órá^ú  al  Corniíajdanla  d^ 
la  cuirta .división  de^guar^da-costas  para  que  redoblase  la  vigilancia ,  y  que 
en  15  de  febrero  siguiente,  el  patrón  de  la.escampf^vía  Cotwha,  Pablo  Ser^ 
ra,  perteneciente  á  aquella,  dio  parte  á  su  Comandante  de  que  hallándose  al 
amane<^v  del  dia.  i  4. cruzando  en  las  aguas /le  las  islas  Medas  habia  avj^ud/) 
un  laúd  que  se  mantéala, sobre  la  costa,  y  que  dirigiéndose,  á  recpoocerla, 
le  abamdonarQn  loa.  tripuiaoteai  yéndose  á  (ierra  en  la  Janclia,  quoi  dejaron 
también  .abandonada  en  la  playa  de  Mongó^  y. de  la  qu^,  así.  como  la  det 
laúd  que  se  encontraba  á  media  milla  de  tierra  sin: ninguna  clase  de  docu.- 
mentó,  se  babia  apoderado,  conduciéndole,  a  I  puerto  de  Barcelona: 

Resultando  que  el  buque  contenia  diferentes  sacos  y  fardos  de  picadura 

Íboja  de  tabaco,  (jue.  fué  valuado  en  69,749  r$.  18  mrs.,  y  259  sacos  de 
arína  con  667  qumtalea,  que  se  valoraron  en  48,024  rs.,  y  se  calificaron 
de^neroprobibido|)orno estar  permitida  su  introducción  por  la  ley  de 
cereales»,  declaréndose;  el  comiso  de  unp  y  otip  genere  y  del  buque  por  U. 
Ittnta  administrativa; 

Resultando  que  José  Agustín  Aisó,  patrón  de  la  matrícula  de  Tortosa, 
Jetó  Vidal,  Juan  Mariatany,  Francisco  Uiller,  Agustin  Castellar,  marine-» 
m,  presentaron  una  instancia  al  Gobernador  civil  en  16  de  dicho  mes  de 
febrero,  que  reprodujeron  á  la  Junta  administrativa  en  26  del  miamo,  espo- 
niendo  que  habían  salido  de.  Marsella  con  destinoi  Gibraltar  tripulando 
el  laúd  Son  ArUoniQ  con  harina. y  tabaco,  debidamente  despachados  de  do- 
camentos  yllevando  de  pasajero  á  Ramón  Maristany;  que  el  temporal  les 
habla  obligado  á  refugiarse  en  las  Islas  Medas,  Y  continuando  su  viuje  se  lea , 
había  presentado  á  las  siete  de  la  mañana  del  dia  13  la  escampavía  Cancha^ 
que  ae  habia  apoderado  de  todos  los  papeles,  espresando  que  ouedaba 
aprehendido  el  laúd,  y  obligándoles  á  bajar  al  bote  que  los  trasbordó  ¿  dos 
barcaa  pescadoras,  y  pidiendo  en  su  virtud  que  se  les  devolviera  el  buque  y 
cargamento,  indemnizándoles  de  los  perjuicios  originados-: 

Reaultando  queinslruida  causa  por  el  Juzgado  de  Hacienda,  el  patrón 
y  loa  13  tripulanteti  de  la  escamnaivia.  Concha^  reprodujeron  lo  manifestado 
en  .el  acta  de  aprehensión,  añadiendo  cince  que  al  verificarse  esta  se  en- 
contraban varios  de  los  bultos  doi  tabaco  sobre  la  cubierta  y  preparados  para. 
la  desear^;  y  que  José.  Agustín  Ai0  y  los  marineros  del  laúd  reproduje^ 
roa  también  el  contenido  de  sus  esposicionea,  espresando  además  el  pri- 
mero que  el  buque  correspondía  á  un  >tal  Maristany,  cuyo  nombre  ignora* 
ha,  y  declarando  Ramón  Maristany  que  venia  en  él  como  pasajero  comer* 
cjtfintn,  y  q«e  en  ManMiila  pjDoporcioiú)  el^cargameatAde  talMkco.y  harina  pa* 
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ra  Gibraitar  y  conió  con  habiHur  toa  papotaspor  babéi^tiBlo  suplicado  el  pa- 
trón, que  sé  hallaba  enfermo: 

Resultando  que  recibida  la  causa  ¿  prueba,  José  A^stin  Alsó  la  articu* 
ló  testifical,  librándose  ezborto  oara  el  examen  de  aleunos  testigos  ai  Co- 
mandante de  Marina  de  lá  villa  de  Escala,  habiéndose  neciio  todas  las  noti* 
fieaciones  que  en  estas  diligencias  ocurrieron  á  Bartolomé  Barriga ,  como  ' 
portador  del  exhorto,  que  las  firmó: 

Resultando  que  durante  la  práctica  de  ellas  presentó  José  Agustín  Alsó 
al  Juzsado  un  escrito  en  que  se  ratificó,  manifestando  que  el  único  resgon- 
sable  del  delito  que  se  perseguia  era  Ramón  llaristany,  verdadero  dueño  j 

Eatron  de\  buque;  que  nabía  figurado  sin  embargo  como  pasajero ,  y  que  le 
abía  obligado  á  ejercer  el  cargo,  >de  patrón ,  habiéndole  contratado  para 
hacer  el  viaje  en  clase  de  marinero,  sin  que  hubiera  celebrado  contrato 
alguno  con  la  casa  de  comercio  de  Marsella  para  conducir  harinas  á  Gibrai- 
tar, por  mas  que  se  hubiera  usado  de  su  nombre  aprovechando  ia  circuns- 
tancia de  que  no  sabía  leer  ni  escribir: 

Resultando  que  ia  razón  social  Spragne,  Oxnard  y  compañía,  de  Mar- 
sella,  se  presento  en  la  causa  solicitando  la  entrega  de  la  harina  que  se  es-* 
timó,  previo  depósito  de  su  valor;  y  habiendo  pretendido  que  este  se  en  ten* 
diese  de  cuenta  del  Capitán  José  Agustín  Alsó,  denegada  esta  pretensión, 
pidió  se  la  tuviese  por  parte,  como  en  efecto  se  la  tuvo: 

Resultando  que  repuesta  la  causa  al  estado  de  sumario ,  y  practicadas 
varias  diligencias  á  instancia  de  la  razón  social  espresada,  resultó  de  ellas 
que  una  parte  de  los  tabacos  embarcados  en  el  laúd  San  Antonio  eran  de 
la  proaiedad  de  Pedro  Císa,  otra  comprada  por  su  cuenta,  y  el  todo  em- 
barcaao  por  su  orden  á  la  consignación  de  D.  José  Bartotoso,  de  Gibraitar, 
habiendo  enviado  á  Marsella  á  Bartolomé  Barriga  en  clase  de  agente,  el 
cual  habla  dado  las  órdenes  y  corrido  con  la  espeaicion: 

Resultando  que  comprendidos  en  el  procedimiento  Ramón  Marlstany, 
Pedro  Cisa,  y  Bartolomé  Barriga,  negaron  haber  tenido  participación  en  el 
delito,  añadiendo  el  último  que  no  habla  sido  portador  del  exhorto  dirigido 
á  la  Comandancia  de  Marina  de  la  Escala  para  practicar  las  diligencias  de 
prueba  á  instancia  de  José  Agustín  Alsó,  si  bien  reconoció  como  suyas  las 
firmas  que  con  su  nombre  y  apellido  se  hallan  en  las  diligencias  de  cum- 
plimiento de  dicho  exhorto: 

Resultando  que  Bartolomé  Barriga  en  su  escrito  de  defensa  articuló 
prueba  testifical,  solicitando  además  que  para  mejor  proveer,  ó  ed  la  forma 
que  el  Juzgado  tuviese  por  conveniente,  se  nombrasen  dos  calígrafos  que 
cotejasen  las  firmas  de  las  citadas  diligencias  con  las  que  se  encontraban  al 
final  de  sus  declaraciones;  y  que  recioida  la  causa  á  prueba,  practicaron  los 
calígrafos  el  reconocimiento  con  citación  del  Promotor  fiscal  y  de  la  parte 
actora,  üegnn  so  mandó,  declarando  que  las  firmas  referidas  estaban  hechas 
por  la  misma  mano  que  las  indubitadas,  si  bien  se  había  tratado  de  desfi* 
gurarlas: 

insultando  que  dictada  sentencia  por  el  Juez  de  Hacienda ,  fué  revocada 
por  la  que  en  1.  de  junio  de  4860  pronunció  la  Sala  primera  de  la  Audien- 
cia de  Barcelona ,  que  ratificando  el  comiso  del  tabaco ,  harina  y  buque, 
condenó  á  cada  uno  de  los  cuatro  procesados  José  Agustín  Alsó,  Ramón 
Maristany,  Bartolomé  Barrica  y  Pedro  Cisa  en  la  multa  del  cuadruplo  va- 
lor del  tabaco  y  en  la  del  tnple  valor  de  la  harina  y  sus  accesorias ,  reser- 
vando á  la  razón  social  de  Spragne  y  Oxnard  el  derecho  que  contra  aque- 
llos creyera  asístírla  para  que  usara  de  él  donde  y  como  correspondiera: 

Resultando  que  Ramón  Maristany  y  Pedio  Cisa  interpusieran  recarB# 
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de  casación  alegando  qne  en  primer  logar  se  había  Imitado  á  lo  prevenido  en 
la  disposición  cuarta  del  art.  51  del  reglamento  provisional  para  la  admi- 
nfetraeion  de  josUda,  toda  vez  qae  no  se  les  había  absnelto  siendo  inocen- 
tes: qne  en  segando  logar  había  debido  abrirse  la  causa  á  prueba,  aunque 
Dolo  soKdtasea  las  partes,  según  disponía  la  regla  coarta  del  art.  96  de  la 
ley  penal  de  Hacienda;  j  que  por  último^  se  había  impuesto  la  multa  á  ca- 
da uno  de  los  procesados  cuando  debía  ser  de  mancomún  entre  todos  en 
Conformidad  al  art.  ^7  de  la  misma  ley: 

Resaltando  qoe  Bartolomé  Barriga  interpuso  también  recurso  de  casa- 
ción fundado  en  la  primera  de  dichas  causas,  y  además  por  la  infracción  del 
art.  78  del  Real  decreto  de  20  de  junio  de  1852  por  no  habérsele  citado 
para  una  diligencia  probatoria  cual  era  el  cotejo  de  las  firmas: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Gabriel  Geruelo  de  Velasco: 

Considerando,  en  cuanto  al  primer  motivo  de  casación  atf*gado  por  todos 
los  recurrentes,  que  para  que  pueda  .tener  lugar  lo  prescrito  en  la  primera 
parte  de  la  disposición  cuarta  del  art.  51  del  reglamento  provisional  para 
la  administración  de  justicia  es  necesario  qae  aparezca  inocente  el  proce- 
sado; que  esta  califlcacion  corresponde  haeeria  á  la  Sala  sentenciadora  con 
arreglo  á  los  indicios,  datos  y  comprobantes  de  toda  especie  que  obren  en 
la  caosa;  y  que  por  eonsigutente,  nabiendo  apreciado  los  hechos  relativos 
á  esta  particular  en  uso  de  sus  facultades,  como  lo  ha  veriücado  en  la  pre- 
•ente,  no  ha  infringido  la  disposición  citada: 

Considerando,  respecto  al  segundo  fundamento  en  que  apoyan  el  reear- 
só  Ramón  Maristaoy  y  Pedro  Cisa,  que  la  causa  se  recibió  á  prueba  en  pri- 
mera instancia,  y  que  para  poderlo  ser  también  en  la  segunda,  ni  lo  solici- 
taron los  procesados  ni  concurrían  además  las  circunstancias  que  previene 
el  art.  90  del  Real  decreto  de  20  de  junio  de  i852,  Siendo  por  lo  tanto  im- 
procedente dicho  recurso  fundado  en  el  caso  coarto  del  art.  M  del  mismo: 

Considerando  que  tampoco  ha  sido  infringido  el  af  tículo  78  del  espresa- 
do Real  decreto,  como  pretende  BaHolomé  Barriga,  por  no  habérsele  citado 
en  la  primera  instancia  para  el  cotejo  de  sus  firmas  indobitadas  con  las  qoe 
se  suponían  ser  suyas,  pues  dicho  artículo  habla  solo  de  las  diligencias  de 
reconocimiento,  inspección  ocular  y  claaificacioD  de  géneros  ó  efectos,  y  no 
de  las  de  otra  clase,  como  era  la  de  que  se  trata: 

Considerando,  en  cuanto  al  tercer  motivo  de  casación  invocado  por  los 
referidos  Maristany  y  Cisa,  que  consiste  en  haberse  faltado  á  lo  prescrito 
6B  el  art.  27  del  mencionado  Real  decreto,  citado  indudablemente  por  equi- 
vocación en  lugar  del  25,  atendidos  \on  términos  de  que  se  valen  al  propo- 
nerie,  que  este  último  establece  como  pena  máxima  del  delito  de  contra - 
bando  de  géneros  estancados  una  multa  que  no  esceda  del  séxtuplo  valor 
del  género  aprehendido,  ó  oue  del  proceso  resulte  ser  materia  del  delito,  y 
ooe  en  el  opntrabando  de  géneros  prohibidos  no  esoederá  la  multa  del  cuá- 
drtiplo  valor  de  los  mismos:  que  esta  pena,  como  fondada  en  nn  principio  ó 
sistema  de  proporción  del  perjuicio  causado,  debe  circunscribirse  dentro  de 
los  limites  que  la  ley  señala:  qne  su  mnltiplicadon  falsearla  esa  base  y  pro- 
dadria  un  aumento  exhorbitaote  en  la  penandad,  según  fuese  el  número 
de  tos  procesados,  y  qoe  esto  solo  puede  evitarse  entendiendo  el  articulo  ci- 
tado en  el  sentido  de  qne  la  multa  impuesta  á  todos  ellos  no  esceda  el 
méxfino  6jado  en  el  ralismo: 

T  considerando  que  reunidas  las  malta»  impuestas  á  los  recurrentes  es* 
ceden  del  séxtuplo  y  cuadruplo  valor  ó  máximo  fijado  respectivamente  en  d 
espresado  articulo  25; 

Fallamos  goe  debemos  dedtfar  y  dedaittnoe  no  haber  logav  al  reooreo 
TOMO  viu  16 
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d»ca3ftc¡oaiDtArpa^o  pqr  Bartolcunó  Buriga,  á  qnien  ^adeoamM  ea J«f. 
tercera  parte.. da  cosUsdel  raUmoy  en  lapéfdida  de  lavsmiia.da.  qi^eedi 
obligó  á  responder,  que.ae  aplicara  en  sa  caso  cop  arref^o i. derecho;  j  qoi^, 
ba, lugar  solamenie  al  que  ínterpusieroQ.  Ramón  MiirísUioy  y  Pedro, Cisa. 
por  iniraecion  del  art.  25  del  Real  decreto  de. 20  de  iunk)  de  185^^  y  nm? 
d^mo»  que  pase  Ja  causa  ala  Sala  segunda  para  los  efectoa;  carri^poiv^ 
dientes» 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  ae  publicará  en  la  Gaceta  é  in8erta#^. 
rá  eo  la  Colección  l^úíatíva»  pasándose  para  ello  las  oportunas  copiasi  lo 
pronuoeíumos,  mandamos  y  firmainos,^Ramon  López  VaEquez.r-Sebaisr 
tían  González  Nandln.r^An^no  de  Bcharri^-HGabriel  GaruelQi  da.VelascOp 
— Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa« 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por.  el  llus- 
trL^imo  Sr.  D.  Gabriel  CÍeruelo  de  Velasco,  Ministro  de  la  Sala  primera  del 
Supremo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la.mí^ma  Sala^ 
en  el  dia  de  lioy^  de  que  yo  el  Escribano  de  cámara  certifico^ 

Madrid  22  de  febrero  de  1862.— Juay  de  Dios  aubio.*<-((irac«|a.dat4.^ 
de  marzo  de  1862.) 


»1. 

Conkpeienela  (^  de  l^l^ero  de  1863.).— Rsclamacioic  dk  üü 
LEGADO.— Se  decide  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo  k 
favor  del  juzgado  de  primera  in.stancia  de  Cabra  la  competencia 
suscitada  con  el  de  la  Gapitaoía  general  de  Sevilla,  aoopca  del  co* 
nocimienlo  de  la  demai^a  deducida  por  Fraaeiaeo  Sereaoo  conlra 
Manuel  Arévalo,  y  se  resuelves 

Que  sometido  un  litigante  aforado  á  la  jítírisdiodon'orttináriap^ 
contestando  á  la  demanda  que  ante  ella  y  contra  él  se  hayaentabía-' 
do  en  vez  de  proponer  declarat^iia  de  jurisdicción  en  el  tiempo  y 
forma  establecidos  en  la  ley  de  Eníüiciamiento  ciüil,  no  puede  pre- 
tender después  que  se  le  juzgue  por  su  fuero  y  triJmnqli 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  24  de  febrero  de  1862,  ea.  los  autos  de 
competencia  que  ante  Nos  penden  entre  el  Juzgado  de  la  Capitanía  genjsral 
de  Sevilla  v  el  de  primera  instancia  de  Cabra,  acerca  del  conocimiento  da  la 
demaoda  oeducída  por  Francisco  Serrano  contra  Manuel.  Aróvalo»  sobre  re- 
clamación de  00  legado: 

Resultando  que  en  4  de  julio  de  1834  Francisco  Isaac  Serrano  y  su  mu* 
jer  Ana  de  Arévalo  otorgaron  testamento  de.  mancomún,  qfkA  raUGcaroa 
desdes  en  20  de  mayo  de  1840,  en  el  cual  legaron  á  Francisco  Serrano  y 
Guijarro  la  casa  en  que  vivían,  con  e^cluaioa  de  los  muebles  colocados  en 
ella: 

Resultando  que  en.  6  de  mayo  de  1853  falleoiiiS  el  Prancisco^  bajo  el  iui» 
dicado  testamento,  y  pop  disfrutar  del  fuero  de  guerra. cooocio  de  la;testa-* 
mentaría  el  Juzgado  militar,  y  la  terminó  adjudicando  los  bienes  á  la.  viuda 
en  pago  de  8udote>  la  cual  biza  despn€K»x>tro  testamento,  nombrando  b^e« 
dero  á  su  hermano  Manuel: 

Resultando  que  en  6  de  mayo  de  1858  Francisco  Serrano  y  Guijarro  en» 
UUó  demaiida<eA  el  Jos^iadAídb^tiiiriiyevatiaaltaacia.de  Cabra  contra  el  jr^fe» 
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rilo*  llaiiii6VAr6iiiia/«Mn«  bvr^derod»  su -berai9iutp»ra  que  ie<  eoU^gase. 
la  mitad  d^Ia-oaai  qae^sla  habitó  <coii««i..asposo^  y  queel  mismo  le  i^ 
611811  eludo  testameolo: 

Resaltando  que  cooferido  traslado  al  Manuel  se  sustanció  el  pleito  por- 
gas trámites»  sin  que  el  demandado  propusiera  en  forma  la  declinatoria  de* 
jarisdiecion,  v  qoe  habiéndose  dirlgWe  ¿n  eihorto  al  Juzjjade  de  la  Gapita- 
nfa  general  ae  Andalucía  para  la  práctica  de  cierta  diligencia  de  prueba^ 
como  consignase  aquel  que  era  el  úni<)«'cempetente  para  conocer  de  la  tes- 
tamentaria de  Francisco  Serrano  y  so  esposa  y  de  sus  incidencias,  el  Jue&. 
d«Cl*ni^totg(r^e'la6'pluie»'alo^ron^de«bMn  pfobad^'V  Hatn^S-tQ^fautos. 
á toTiifta!^«miMó<^dar»il'QapitaB^eikeMlpamqttemaAi£iatase si proponia-  > 
ó  ao  «malioii  da  compétenciai 

Reaoltando  que  dicho  Juzgado ,  á  instancia  de  su  Fiscal ,  reclamó  el  co* 
nocímiento  de  los  autos,  y  que  si  bien  los  dos  litigantes.  Francisco  Serrano- 
y  Manuel  Arévalo,  se  conformaron  en  que^l'JueZ:  de  Cabra  se  inhibiese,  es- 
ta,  de  acuerdo  con  el  Promotor ,  sustuvo  su  jurisdicción  originándose  la 
presente  tompeteneitt^ 

ResoHanétvqua  la' GapItaDía  general  sa  fundaren  qoe^  segDO  lo  dispuestos 
entlaf'RéahMeoide  48  díi^eotabie  de  ^1776  y  *  otiras  ^soberafiasf  resoluoíonefl,>< 
los  Juzgados  militares  son  los  únicos  competentes  para  cqnooer  de-Jas  testa* 
mentarlas  de  los  aforados  de  guerra  j  sus  incidencias ;  en  que  Francisco^ 
laaac  Sama»  t  au^ujec^goaaban  de  dicho  fnero  por  ser  aquel  soldado  re- 
timdo«con  sueldo;  f¡  /an  que  la  reolamacipn  de  un  legado  dejado  por  el  mis- 
mo ea  su  testamento  es  una  incidencia  dio  la  testamentaría : 

Y  resultando  que  el  Juez  de  Cabra  se  apoya  en  aue  el  demandado  Ma- 
noei  ArÓTalo  no  ha  propuesto  en  tiempo  y  forma  la  declinatoria  ni  la  inhi-> 
Utoría  de  juríadieaioni  y>por  consiguieitte  se  sometió  á  la  de  aquel  Juzgada 
onfioario  segua  el  arl«  3*°  y  4/  de  la  ley  de  Eniniciamiento  civil ;  en  que 
las  coaipetendas  no  puedan  promo vertía  de  oficio;  y  en  que  terminada,  como 
lo  está,  Ja  testamentaria  de  Francisco  Isaac  Serrano,  no  es  posible  coni>ide- 
rar  eomo  incidente  de  la  misma  la  demanda  entablada  por  su  sobrüno: 

Vistos»  siendo  Ponenta  el  Ministro  de  este  Supremo  Tribunal  D.  JuaU- 
HariaBieo: 

Gensideraodo  que  el  pleito  actual  ninguna  conexión  tiene  con  el  juicio 
de  testamentaría  del  aforado  militar  Francisco  Isaac  Serrano ,  que  quedó* 
tarainaáo  en  el  Juzgado  de  guerra  con  la  adjudicación  de  la  casa  á  la  viada 
Ana  de  Aráfalo  eB'psgo  de  sus  créditos  dótales: 

Goaaiderando  además  que  en  vez  de  proponjsr  Manuel  Arévalo  la  xlecli- 
natofia  de»  jurisdicción  ante  el  Juez  ordinario  de  Cabra  en  el  tiempo  y  forman 
requeridos  {lor  el  art.  239  de  la  ley  de  Gnjuiciamieiito  civil ,  contestó  dere-*- 
ebamenie  á  la  demanda  de  Francisco  Serrano  Guijarro  pidiendo  su  absolu- 
ción, y  sometiéndose  así  tácitamente  á  aquella  jurisdiccioa ,  según  el  arií- 
eQlo4,''deélebaley: 

Pallamos  que  debeonos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  d» 
eeles  atttoa  oerresponde al  Juez  de  primera  instancia  de  Cabra,  al  que  se  re*^ 
milaft  unae  y  otras  ecáuaciones  para  lo  que  proceda  cou  arreglo  á  derecho^ 

Aaí  jioreata  aaeslra^entencia,  que  se  publicará  en  la  tocata  del  Go- 
bierno e  insertará  en  la  CoUeeion  legislativa  ^  para  lo  cual  se  pasen  las 
oportuna»  eeptaaceníieadas,  lo  promHMíiaiqos ,  mándame)^  y  Ormamoa.— 
lUnsea  Markda^Aifíola^^-Pólir  Qerreie  de  la  Riva..<— Juan  María  Biecv— 
Bdoapdo  Blíó. 

Pablioaaiso.  ^  Laida fy  pukUeada  fa4  la  precedente  sentencia  pt>r  el 
llnwbiSr«  Aitea^Marto  9iee)iMfais)ioi  del  Tfibuáal  Supremo*  de  Justicias, 
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124  imus^fttTDKiieu  citit. 

«stánddse  celtfbrsodo  aadíenefa  pública  en  so  S&Ia  Mganda ,  hoy  dfa  4e  la 
íecba,  de  que  certifico  como  Secretario  de  S.  M.  y  sa  Escribano  de^^ámara. 
Madrid  24  de  febrero  de  i  862.— Dionisio  Antonio  de  Paga.— (Rocela  de ' 
i.*  de  marzo  de  1862.) 


5». 


Competencia  (24  de  febrero  de  i862.).^RnisTsifaA  k  míos 
«ARABiNEiios.— Se  decIdc  por  la  Sala  segnnda del  Tribunal  Sapremo 
i  favor  del  Juzgado, de  primera  instancia  de  Marbella  Ja  competen^ 
cía  suscitada  con  el  de  la  Capitanía  general  de  Granada  acerca  del 
«onocimienlo  de  la  causa  formada  contra  Pedro  de  ios  Santos  y 
otros,  y  se  resuelve: 

Que  los  carabineros  solo  deben  reputarse  soldados  de  facdon  y 
€n  servicio  permanente,  reepeelo  á  la  peneeucian  del  contrabofidOt 
y  no  en  cualquier  otra  circunstancia  ú  oeaíim  en  que  voluntaria* 
mente  puedan  hallarse. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  24  de  febrero  de  4862,  en  los  autos  de 
•competc^ucia  que  ante  Nos  penden  entre  el  Juzgado  de  ta  Gaf^tanfa  general 
de  Grauada  y  el  de  primera  instancia  de  Marbella,  acerca  del  conocimiento 
•de  la  causa  formada  contra  Pedro  do'^los  Santos  y  otros  por  resistencia  á 
irnos  carabineros: 

Resultando  que  en  la  tarde  del  30  de  mayo  del  a&o  último  se  promovió 
cierta  disputa  entre  Pedro  de  los  Santos  y  Cristóbal  Parra,  en  ta  quetfoisie*- 
ron  mediar  unbs  carabineros,  y  según  estos  refieren,  resentidos  de  ellos  loe 
paisanos  desobedecieron  sus  intimaciones  y  les  resistieron  con  navajas:  que 
avisado  el  teniente  del  Cuerpo  D.  Jaime  Llort,  acudió  i^rmado  con  la  espa* 
da  7  una  pistólo,  de  que  hizo  uso  contra  los  paisanos,  que  se  negaron  tam- 
bién á  obedecerle,  encerrándole  en  la  casa  del  estanquero;  pero  que  luego 
que  se  presentó  la  Autoridad  local  y  la  Guardia  civil  se  entregaron  presos 
sin  resistencia  alguna : 

Resultando  que  con  este  motivo  se  instruyeron  eni  el  Juzgado  de  pri- 
mera'instancia  de  Marbella  las  oportunas  diligencias,  cuyo  conocimiento 
faa  reclamado  el  de  la  Cnpltania  general  de  Granada,  alegando  que  la  resis- 
tencia á  la  fuerza  de  carabineros  produce  desafuero,  por  considerarse  aque- 
llos de  servicio  permanente,  con  arreglo  á  tas  Reales  órdenes  de  30  de  ja- 
llo v  17  de  setiembre  de  1855  y  los  arts.  4.%  45,  94  y  95  del  regla«Mnto 
militar  de  25  de  octubre  de  1 856 : 

Y  resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  se  negó  á  inhibirse,  fon-- 
4ado  en  que  el  hecho  que  se  perdigue  no  tiene  conexión  alguna  con  el  ser- 
vicio especial  del  Cuerpo  de  carabineros,  y  en  que  fuera  de  él  no  tienen  loa 
mismos  fuero  atractivo  de  guerra,  según  está  declarado  en  varias  decisionot 
de  esto  Supremo  Tribunal,  ofítre  ellas  tas  de  31  de  agosto  y  13  de  oclid)re  ' 
de  1859: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  FéKz  Herrera  do  la  RIva: 

Considerando  que  la  íntervenoion  de  los  iadivfduos  det cuerpo  á%  CSara- 
bioeros  en  la  dispula  y  acontecimientos  que  resultan  de  las  actoacionea  fué 
casual  y  voluntaría  de  su  parte,  y  un  acto  independiente  del  cargo  especial 
dafltt  HMtilutOy  en  cojo  desempefio  taioamenie  deben  repialarae  aomdos 
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aoe  se  liaUaQ  de  üm^oq  y  como  de  senríeio  permaDeate  contra  la  defraa- 
dación  y  el  cootrabando: 

Y  eoQsíderaodo  por  lo  mismo  que  en  el  caso  actual  no  hay  desafuero, 
legan  la  jurisprudencia  lepelidaineole  establecida  y  fundada  por  este  Tn- 
banal  Supremo; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  cooocimienlo  de 
esta  causa  corresponde  al  Juez  de  primera  instancia  de  Marbella ,  ai  qud 
ee  remitan  unas  y  otras  actuaciones  para  lo  que  proceda  con  arreglo  á  ae- 
recho. 

Asi  |M)r  esta  iraestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Caceta  del  Go- 
bierno é  insertará  en  la  CcUccion  IfigislaHva,  para  lo  cual  se  pasen  las  opor^ 
tswa^  copias  certificadas^  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — Ramón 
María  de  Arrióla.— Félix  Herrera  de  la  Riva.— Felipe  de  Urbina.-*Eduardo 
Ello.— Domingo  Moreno. 

publicación.— Leída  y  publicada  fu4  Is  precedente  sentencia  por  el  IIus- 
trbimo  Sr.  D.  Félix  Herrera  de  la  Riva,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de 
Justicia  y  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  segunda »  hoy 
día  de  la  fecha  >  de  que  certifico  como  Secretario  de  S.  M.  y  su  Escribano 
de  Cámara.  ... 

Madrid  24  de  febrero  de  i862.— Dionisio  Antonio  de  Paga.— ((?aeeto  de 
i."^  de  marzo  de  1362.) 


5S, 

€}oiii|»eiencta  (26  de  febrero  de  i 863.).— Concurso  necesa- 
rio db  ACRiftXDOBEs.— Se  dccide  por  la  SaU  segunds^  del  Tribunal 
Supremo  á  favor  del  juzgado  de  primera  instancia  de  Manresa,  la 
competeneia  soscftada  oon  el  de  la  Capitanía  general  dt  Cataluña , 
acerca  del  conocimiento  del  jaicio  de «oneurso  á  los  bienesde  Don 
José  Rives,  y  se  resuelve: 

Que  el  privilegio  del  fuero  militar  na  debe  ni  puede  reconocerse 
d  persona  alguna  por  meras  suposícionesy  sino  que  es  necesario 
acredilarlo  con  la  Real  cédula  de  su  concesión^ 

En  la  ¥¡lla  y  corte  de  Madrid,  á  26  de  febrero  de  1862,  en  los  autos  de 

competencia  que  ante  Nos  penden  entre  el  Juzgado  de  la  Capitanía  general 

.  4e  Qitaluaa.y.el  ^e  primera  instancia  de  Manresa  acerca  del  conocimiento 

de!  juicio  de  concurso  necesario  de  acreedores  á  los  bienes  de  D.  José 

Ritas; 

Resultando  que  en  el  segundo  de  los  referidos  Juzgados  se  promovieron 
contra. el  D.  José  tres  demandas. ejecutivas:  la  una  á  instencia  de  D.  Manuel 
Galuellas;  la  pira  por  la  comunidad  de  Presbíteros  de  la  iglesia  de  la  Seo,  y 
la  tercera  .por  D.  Juan  Carreras,  en  ninguna  de  las  cuales  de,ciinó  aquel  la 
jurisdicción  ni  alegó  que  gozase  del  fuero  militar; 

Resultando  que  tampoco  lo  bizo  en  la  ordinaria  que  siguieron  én  el  mis* 
mo  Juzgado  D.  Pablo  Míralda  y  compañía,  ni  en  la  ele  tercería  que  propuso 
D.  Ignacio  Rive8  á  los  bienes  .embargs^dosá  su  padre  fundándose  en  que  es- 
taban sñjetos  á  un  fideicomiso  establecido  á  su  favor; 

Resultando  que  los  acreedores  Gatúellas,  Miralda  y  Carreras^  por  no  ha* 
ber  podido  cobrar  la  totalidad  de  sus  créditos,  los  dos  primeros,  y  no  haber 
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'  hallado  «I  teréarol^tooes'Kbref  de  «mbargoen  qwté'  ti^bftrá-fa  *  ^jeedistoii 
despachada  á  su  instancia,  pidieron  en  3  de  setiembre  y  5  de  octubre  de  1899 

^  eu  el  mtsoio  Juzgado  que  se  acordase  la  formación  de  concurso  ceceadlo  de 
acreedores,  lo  queaff  se  estimó  en  auto  de  i  4  mandatMo  que  se  acttmute'* 
sen  á  aquel  juicio  universal  los  demás  pleitos,,  y  oficiara  además  á  la  Capi- 
tanía general  de  Cataluña  para  que  remitiera  dos  que  allí  estaban  pen- 
*  dientes: 

-Resultando  que  lejosdeaccederseáesta^raclamffeion'per  -el  Ittgado 
militar,  pidió  al  ordinario  Jos  de  concurso,  asegurando  que  el  D.  José  Üfres 
fiozaba  del  fuero  de  guerra,  á  lo  cual-  se  opuso  el  mismo  después  de'oir  á 
las  partes  que  ante  él  litigaban,  y  aceptó  la  competencia  fundándose  en  que 
DO  coa3taba  que  D.  José  Rives  faese  miKtar  retirado  con  sueldo,  y  por  con - 
siguiente  gozara  fuero;  en  aue  si  le  hubiera  gozado  se  habría  e9tingii!do 
por  sn  fallecimiento,  ocurrido  según  la  partida  traida  á  loa  autos  eq  15  de 
febrero  de  1860;  en  que  con  arreglo  al  art.  522  de  la  ley  de  Enjuiciamiea* 
to  civil,  cualquierade  los  Jueces  qoe  conozca  de  las  ejecuciones  pendien- 
tes puede  legalniente  declarar  el  concurro;  y  como  él  conocía  de  tres  por  no 
haber  declinado  la  jurisdicción  O.  José  Rives,  pudo  hacer  tal  declaración,  y 
«ina  vez  hecha,  e|  juicio  de  concurso  como  universal  atrae  á  si  todos  loa  de* 
más  pleilos;  j  finalmente,  en  que  nunca  podria  el  Juzgado  de  la  Capitanía, 
general  conocer  de  la  demanda  de  tercería  eatabUda  porlY.igiiasn  Rlv«i» 
puesto  gue  versando  sobre  bíenet  jmak^ám  en  asetaávode  ia  juriadiGciiHt 
ordinaria  el  conodmíesto  d»  eiU: 

Resulundo  q«e  recibido  por  el  l«9gado  militar  el  oficio  del  de  primera 
instancia  de  Manresa,  pidió  á  la  Intendencia  copia  del  despacho  de  retiro  de 
D.  José  Rives,  y  se  reipilióla  del  que  en  27  de  noviembre  de  1817  sf^espi* 
dio  por.S.  M.  concediendo  á  dicho  D.  José,  Sableniente  del  regimietito  de 
ihfanterfa  dé  Ñápeles,  agregación  al  Estado  Mayor  de  la  plaza  de  Barcelona 

'*6n  calidad  de  Subteniente  de  infbnterfa  conet  sueldodelBO  rs.  al  mes: 
«'Resultando  iquacofi  irieta»  de  este. despacho  la  Gapüanfa  general  se.ne^ 

I  "ó  desistir  de  au^eclamaokm»  tiegando  que  le  comasporido  conocer  del'.joi* 
cío  de  concurso  de  Rtves,  porque  este  era  militar  reüfado^on  sueldo,  ycp- 
mo  tal  gozaba  fuero- de. guerra,  que  es  irrenunciable;  porque  la  ley  de  En- 
juioiamienlQ  civil  no  priva  á  los  Ju;Egado.^  especiales  del  ddrecho  de  enten- 
der en  los  concursos  de  sus  aforados,  y  porque  el  (atlecimiento  de  Rives, 
ocurrido  según  se  dice  en  13  de  febrero  de  1960,  en  nada  altera  la  cuestión 

,  por  haberse  declarado  el  concurso  con  anterioridad,  y  tener  obliffacion  sus 

-  herederos  de  aceptar  el  negocio  en  el  estadoen  que  le  hallaban  f  continuar  *•> 
lo  hasta  su  terminación: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  de  este  Supremo  Tribunal  D.*  Dé* 
mingo  Moreno: 

Considerando  que  las  razones  espuestas  por  el  Juzgado  militar  para  sos- 
tener su  competencia  en  el  caso  de  autos,  descansan  únicamente  en  el 
«poyo  que  les  presta  la  cualidad  militar  que  en  <817  gozaba  D.  losé  Rivea^ 
egreg.iao  en  calidad  de  Subteniente  de  infantería  al  Estado  Mayor  de  la  pié- 
sa  de  Barcelona,  circunstancia  probada  en  estas  actuaciones;  pero  que,  lejos 
de  conservarla  Rives  á  su  fallecimiento  en  <860,  la  habia  perdido  antes  é% 
él  puesto  que  se  le  supone  á  la  sazón  en  situación  de  retiro  con  sueldo^  y 
por  consiguiente  en  el  goce  de  fuero: 

Con<;tderando  que  este  privilegio  no  debe  ni  puede  reconocerse  é  per- 
sona alguna  por  meras  suposiciofxes,  sino  que  es  necesario  acreditarfo  eon 
la  Real  cédula  de  su  concesión  i  la  cual  no  consta  justificado  por  este  medio 
ni  otro  legal  i  favor  de  dicho  Rives: 
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y  00MIMmMo,  foi'úUittio,  <fi&1a  f«ná  ét  fdfero  pi'bNdo  hiee  de  teda 
potito  itmocesarío  el  eiáriMn  vlterbr 'respecto  á  la  naturaleza  del  jtitcio  de 
cencvrso  para  deducir  fli  en  el  de  los  bienes  de  Rive»  debía  entender  ó  bo 
el  iDxgido  de  Gaerra  de  la  GapHanfa  general  de  Gaiahifiti; 

FaTiamos  que  debemos  declarar  )  declaramos  qoe  corresponde  al  ordi* 

dinariodellánresael^comM^imiento  de  dicho  juicio  de  concurso  necesario 

de  acreedores  á  toa  bienes  de  D.  José  Rives^  y  mandamos  que  se  remitan  al 

mismo  unas  y  otras  actaaeiooea'ptra' lo  que  proceda  con  arreglo  áde* 

^  fecfao. 

Asá  {Mr  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  QacHa  del  Go« 

I  bieraoé  insertará  en  la  Colweion  legislativa,  para  Cocual  se  pasen  las  opor- 

r  taaas  copias  certificadas,  io  pronuncinmon,  matidavnoay  Ürmamos.— Juan 

HartÍD  Carramotino.— Ramón  María  de  Arrióla.— Fólíx  Herrera  de  la.Riva. 

^oan  MarSe  Biec.-*-Feltpe  dé  Urbina.— Eduardo  Ello.— 4)omingo  Moreno. 

Publicación.— Leída  v  pcrbltcada  toé  la  precedíanle  sentenci»  por  el  llus  « 

trfsinio  Sr.  D.  Domingo  Moreno,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  JustJ- 

eia,  estándose  eelebmndo  audiencia  publica  en  su  Sala  set^unrda  hoy  día  de 

la  fecha,  de  que  certifico  como  Secretario  de  S.  M.  y  su  Escribano  de  Gá« 


Madrid  1K6  de  febr6rode4862.-^Dtouisio  Antonio  de  Puga.^ftoceto  de 
2  de  manto  de  1802.) 


541. 


dk»  «aameloii  (38  de  febrero  de  1862.).  --Pam 
M  Dif  GÁRoir.-^Se  declara  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Sapre* 
mo  no  haber  lugar  al  recurso  <ie  casación  interpuesto  por  D.  Bu- 
genio  García  Ruiz  contra  1^  sentencia  dictada  por  la  Sala  tercera 
de  la  Audiencia  de  Yailadolid,  en  pleito  con  D.  Mauricio  Pérez  Saa 
Míllan,  y  se  resuelve: 

Que  es  Juez  competente  para  conocer  de  las  demandas  por  ae^ 
tion  personal  f  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación; 
yá  falta  de  este^  á  elección  del  demandante,  el  del  domicilio  del 
demiffi^dado^  óüdel  lugar  del  eanirato ,  ai  hallándose  en  él  el  de- 
mudado^  amupiesea  aeeidentalmerHe^  puede  ser  emplazado. 

-Gff  la  TíHá  y  éórte  de  Madrid,  á  28  de  febrero  de  1862,  en  los  autos  que 
en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Palenaia  y  en  la  Sala  tercp.ra  de  la 
Audiencia  territorial' de  Valladolid  ba  seguido  D.Mauricio  Pérez  San  Mi- 
ttan  con  D.  Bugeaio  García  Ruiz ,  sobre  pago  de  233  cargas  de  trigo ,  pen- 
dientes ante  Nos  en  tirtud  de  reeurso  de  casación  interpuesto  por  el  Don 
Eugenio: 

Resultando  jne^  por  escritura  otorgada  en  !.*  de  abril  de  1852  ante  Don 
Joan  Montero»  escribano  numerario  de  la  ciudad  de  Palencia,  D.  Eugenio 
García  Ruiz,  vecino  que  era  de  la  villa  de  Amusco,  cedió ,  traspasó  y  ven- 
diáé'D;  Alaurício  Pérez  San  Millan,  vecino  de  dicha  ciudad,  la  décima  parte 
de  la  quinta  que  correspondia*á  aquel  como  empresario  de  la  canalización 
MrioGteza,'en'et'per«bo  de  granos  por  el  oánon  impuesto  á  las  tierras 
cue  le  circundan ,  j  caya  décima  parte  eran  75  cargas  de  trigo  en  cada  año 
ueide  f.^  áé setienábre  de  18S^2  hasta  la  recofecetoo  de  frutos  de  ld58,  y 
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.  cuatro  cargas  en  cada  uno  de  los  ám  aaos  siguíaQUa ,  obUgiodoee  al  Don 
Eugenio  á  entregarlas  al  D.  Mauricio  siú  baja  ni.descaento  alguno  por  ca- 
aos fortuitos,  cobranza^  conducción  y  paneraje  an  el  plazo  estipulado,  y  coa 
la  condición  de  que  el  grano  seria  puro,  limpio,  seco  y  bien  acondicionada, 

.  y  de  peso  por  lo  menos  de  90  libras  fanega: 

Resultando  oue  en  27  de  agoste  de  1860  D,  Maqriclo  Pera^  San  Mílian 
acudió  al  Juzgado  de  primera  instancia  de  Paleocia  presentando  una  segun- 
da copia  de  la  escritura  referida  dada  de  mandato  judicial  y  coa  citación 
contraria;  y  fundado  en  ella  entabló  demanda  ejecutiva  contra  García  Ruiz 
para  que  condenase  á  este  al  pago  de  2S9  cargas  de  trigo,  qiie  aseguró  es- 
tar debiendo  por  tres  plazos  de  á  7^  cargas  cada  uno  vencidos  en  i.^  de 
setiembre  de  1858,  y  aod  de  á  cuatro  cargas,  correspondientes  á  los  años 
de  1859  y  1860: 

Resultando  que .  el  Juez  de  Falencia  dictó  auto  didendo ,  que  siendo 
personal  la  acción  que  se  ejercitaba  y  no  cooslando.en  la  escritura  el  lugar 
en  donde  debia  cumplirse  íi  obligación ¿  se  proveerla  al  escrito  si  se  acre* 
ditaba  que  García  Ruiz  se  hallaba  en  aquel  partido  judicial  ^  aunque  fuese 
accidentalmente:   . 

Resultando  que  denegada  la  reforma  que  pidió  Pérez  San  Hilian,  reco- 
gió el  mismo  la  escritura  y  testimonio  de  las  dllígeocias,  y  acudió  con  sa 
demanda,  como  punto  de  la  residencia  fija  de  García  Ruiz,  al  Juzgado  del 
Barquillo  de  Madrid,  el  cual  se  declaró  incompetente  para  conocer  de  ella: 
Resultando  que  en  15  de  octubre  de  1860  la  formuló  de  nuevo  ante  el 
Juez  de  Palencia,  pidiendo  se  despacliara  ejecución  contra  los  bienes  de 

«García  Ruiz. para  el  pago  de  233  cargas  de  trigo  de  plazos  vencidos  hasta 
entonces:  que  despachado  el  mandamiento  por  el  Juez  que  regentaba  la 
jurisdicción,  sé  opuso  el  D.  Eugenio  en  tiempo,  y  alegando  sus  escepciones 
pidió  que  se  declarase  nula  la  ejecución;  i  °,  por  no  ser  aquel  Juzgado 
competente  en  atención  á  que  en  el  contrato  no  se  designó  el  lugar  donde 
debia  cumplirse  la  obligación,  y  él  no  era  vecino  de  Palencia,  ni  acciden- 
talmente se  encontró  en  esta  ciudad  para  ser  emplazado  en  ella;  2.%  por 
no  ser  liquida  la  cantidad,  3.^,  por  no  haberse  hecho  legalmenle  la  citación 

'  de  remate;  y  4.®,  por  no  traer  aparejada  ejecución  el  documento  presen- 
tado; solicitando  además  que  si  no,  se  declarase  al  menos  que  no  tiabia  lu- 
gar á  sentenciar  los  autos  de  remate  por  los  hechos  que  hablan  mediado  j 
espondria: 

Resultando  que  evacuado  el  traslado  que  se  confirió  a]  ejecutante,  y 
practicadas  por  ambos  las  prueinis  que  estimaron  coavenirles,  en  la  que 
presentó  García  Ruiz  un  recibo  firmado  por  Pérez  San  Millan,   fechado  en 

.  Palencia  á  6  de  marzo  de  1836,  en  el  que  se  lee  haberrecibido  de  D.  Fer- 
mín López  de  la  Molina,  la  cantidad  (fe  300  fanegas  de  trigo,  correspon- 
dientes al  ano  de  1855,  por  el  producto  de  la  acción  de  la  empresa  del  rio 
Gieza  que  compró  áD.  Eugenio  García  Ruiz,  el  Juez  dictó  sentencia  de 
remate;  é  interpuesta  apelación  por  el  ejecutado»  la  Sala  tercera  de  la  Au- 
diencia, en  12  de  julio  de  1861,  confirmó  el  fallo  del  Juez  con  las  costas, 
escepto  las  originadas  en  el  Juzgado  del  Barquillo  de. Madrid,  que  declaró 
ser  de  cuenta  de  Pérez: 

Y  resultando  que  contra  c^sta  sentencia  entabló  García  Ruiz  recurso  de 
casación,  fundado  en  la  caiisa  7..'  del  artículo  1013  de  la  ley  de  Enjuicia- 
raienlo  civil: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  de  este  Supremo  Tribunal  D.  Felipe 
de  Urbina:  . 

Considerando  que  D.Mauricio  Psrez  San  Millan  pidió  eo  sa  demanda,  s» 
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dMptehase^fMQeiaii  oontra  Iw  bitoM  de  D.  BoMori»  (Surtía  Rqíz,  sin  de- 
termíMf  Diogouas  «ipMialflMDU,  y  que  te  eoDdeqade  al  mismo  ai  pago  de 
233  cargas  de  trigo  qne  adeudaba  eo  virtad  de  la  obligacioo  qua  contrajo, 
seguD  Ja  e^crítura  de  i.®  de  abril  de  <852,  de  que  se  ha  hecho  mérito:  que 
por  lo  tanto  la.  aedon  deducida  en  la  espresada  demanda  es  persona^  y 
que  para  las  d»  esta  clase  m  hM  competente  el  del  logar  en  que  deba  ctrai  -  • 
pUfse  la  obligadoB,  y  á  íalta  de-  estOi  á  eiaoeion  del  demandante»  el  del  do- 
midlio  del  demandaoo,  6  el  del  logar  del  contrato  si  Jnlláodose  eo  él,  aun- 
que sea  accidentalmente,  puede  ser  emplazado: 

Considerando  que,  aunque-  en  dicha  escritura  no  se  designó  el  lugar  del 
cuflaplímienio  de  la  ebligaciooy  se  estableció,  sin  embargo,  que  García  Ruiz, . 
Teeíno  entonces  de  Amusoo,  entregarla  el  grano  sin  baja  ni  descuento  algu- 
no por  caaos  fortuitos,  cobransa,  conducción  y  paoeraje,  y  con  el  peso  por 
lo  osenos  de  00  libras  fiínega,  eirounstaneias  que  persuaden  dobla  Teri&car- 
se  la  entrega  en  Falencia,  donde  tiene  su  ▼ectndao  Pérez  San  Millao: 

Gonsidanndo  qie  este  coneept*  se  eonfiroaa  por  el  recibo  de  las  30  fs- 
nagas  de  trigo,  ieeoado  en  Palentía: 

Y  considerando  por  lo  que  os  ha  espoeslo  infundado  el  recurso  de  Gar- 
da Rttiz; 

Fallamos  que  debemos  deelarar  Y  deellaramos  no  haber  lugar  á  dicho  re- 
corso, y  condenamos  á  D.  Eugenio  Garda  Rniz  en  las  costas  y  en  Ja 
pérdida  da  los  2,000  rs.  depositados,  que  se  distribuirin  con  arreglo  á 

Asi  por  esta  ouestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Go- 
bierno é  insertará  en  la  CoUocion  UgMUwa^  para  lo  cual  se  pasen  las  opor« 
tunas  copias  certificadas,  lo  pronunciemos,  mandamos  y  firmamos.— Juan  • 
Martin  CarramoUno.^Ramon  María  de  Arriola.*-Féliz  Herrera  de  la  Ri?a. 
•*4uan  María  Bíec.«*-Feiipe  da  Urbina.-— Bduardo  Ello.— Oommgo  Moreno. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  precedente  santaneia  por  el  lius- 
trfsimo  Sr¿  D.  Fetipe'de  Urbina,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia, 
estándoaa  aelebrando  audienen  pública  en  so  Sala  segunda,  hoy  dia  de  la 
fecha,  da  que  certifico  como  Secretario  de  S*  M.  y  su  Eseríbsno  de  Gá- 


Madríd  28  de  febrero  de  i862.— Dionisino  Antonio  de  Puga.—(  Gocsta 
da  3  da  roano  da  1862.) 


CSeaapeieiieh  (28  de  febrero  de  i869.).^pROCBoiinBNTo  cri- 
xufAL  coimu  mros  carabineros.— Se  decide  por  la  Sala  segunda  del 
Tríimnal  Supremo  &  favor  del  Juzgado  especial  de  Hacienda  de 
CáoereB  la  competencia  suscitada  con  el  de  la  Capitanía  general  de 
Estremadura,  acerca  del  conocimieoto  de  la  causa  formada  contra . 
k»  carabÍBeroe  Benito  Alburquerque  y  José  Esteban,  v  m  resoelf  e: 
iJ"  Que  soH  delUo%  conexos  con  los  de  eonlrabatiáo  y  defrauda^ 
don  loe  ommones  yébtme  de  los  empleados  públicos  en  el  cumplí- * 
nderito de  las  obligaciones  qne,  para  perseguir  el  contrabando  y 
defraudación  les  impongan  los,  reglamentos  é  instructíones,  y  cua- 
lesquiera otros  delitos  comunes  que  se  cometan  para  cubrir  aquellos  , 
eseesos;  .,  • 
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Y  a.""  que  dtehoi  ddüós  conexos  deben  ser  ju%gadm  ala  ven 
que  los  de  contrahofido  y  defraudación,  ante  los  mismos  tribunales 
y  en  el  mismo  proceso. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  28  de  febrero  de  1862,  eo  loe  autos  de 
competencia  qoe  aote  Nos  penden  entre  el  Jucglido  de  la  Capitanía  general 
de  Bstremadura  y  el  especial  de  Hacienda  de  Gáceres,  acerca  del  conoci- 
miento de  ia  causa  formada  contra  los  carabineros  Benito  AUmrqnerque  y 
José  Esteban: 

Resultando  que  en  i9  de  julio  de  iMi  los  dos  citados  carabineros 
aprehendieron  en  las  inmediaciones  de  Herrera  de  Alcántara  ¿  cuatro  pai- 
sanos que  coBdacian  en  40  caballerías  cal  portuguesa  sin  la  autorización 
que  exigen  las  leyes  de  Hacienda,  t  dirigíéiidose  con  ellos  ú  Santiago  de 
Garbajo  se  fugaron  con  las  caballerías  antes  de  \HtSSf  á  dicho  pueblo,  de-^ 
jando  la  cal  en  poder  de  ttUs  aprehensores: 

Resultando  que  iustruida  la  correspondiente  causa  por  el  delito  de  de- 
fraudación, se  comprendió  en  ella  ¿  los  diados  Átburquerque  y  Bstóban 
por  atribuirles  connivencia  en  la  fuga  de  los  reos  pribeipales  y  haber  inuti  - 
fizado  parte  de  la  cal  aprehendida,  arrojándola  á  un  charco  y  presentando 
solo  en  las  Oficinas  de  la  Hacienda  19  arrobas  en  siete*  costales  y  otros  tres 
vados: 

Resultando  que  acerca  del  conocinúento  del  proceso  en  cuanto  á  los  ca- 
rabineros se  ha  suscitado  la  presente  competencia,  en  la  que  sostiene  el 
luez  especial  de  Hacienda  de  Gáoeres  que  le  corresponde  con  arreglo  al  ar- 
tículo 20  del  Real  decreto  de  20  de  junio  de  1852  por  ser  un  delito  conexo 
del  de  defraudación  según  el  ai:t.  47,  caso  sesto  de  dicho  Real  decreto,  j  la 
Capitanía  general  alega  que  el  cuerpo  de  Carabineros  es  una  fuerza  militar 
sujeta  al  Ministerio  de  la  Guerra  y  á  las  Ordenanzas  generales  del  ejército 
y  que  por  tanto  aquel  Juzgado  multar  es  el  úoloo  competente  para  juzgar 
¿  los  mismos  por  los  delitos  qoe  cometan,  y  mas  especialnñente  en  este  ca- 
so, porque  la  conducción  de  los  neos  de  contrabando,  en  cuya  fu^  se  sa* 
pone  conniventes  á  Alburquerqoe  y  Esteban,  era  un  acto  del  servicio,  y  el 
inutilizar  parle  de  la  cal  no  les  constituiría  nunca  contrabandistas  ni  de« 
fraudadores  de  la  Hacienda: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  de  este  SupreQio  Tribanai  D.  Ramón 
María  de  Arrióla; 

Considerando  que  según  los  ctfSOS  sesto  y  sétimo  del  art.  17  del  Real 
decreto  de  20  de  junio  de  4852,  son  delitos  conexos  las  omisiones  y  abusos 
de  los  empleados  públicos  en  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  que,  para 
perseguir  los  de  contrabando  ó  defraudación,  les  iapongín  los  reglamentos 
e  instrucciones,  y  cualesquiera  otrojs  delitos  comunes  que  se  cometan  para 
encubrir  aquellos  escesos: 

Considerando  que  el  art.  20  del  mismo  Real  decreto  previene  que  los 
delitos  conexos  sean  juzgados  á  la  vez  que  los  de  contrabando  ó  defraudad- 
cien,  ante  los  mismos  Tribunales  y  en  el  mismo  proceso: 

Y  considerando  nne  los  hechos  que  se  imputan  á  los  carabineros  Benito 
Alburquerque  v  José  Esteban  son  el  de  haber  dejado  en  libertad  á  los  de- 
fraudadores y  el  de  haber  inutilizado  parte  del  género  aprehendido,  hechos 
que  se  hallan  comprendidos  eo  los  indicados  casos  del  art.  47  del  Real  de* 
érelo  citado; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  gu^  el  conocimiento  de 
esta  causa  corre9ponde  al  Juez  especial  de  Hacienda  de  Cáceres,  al  que  se 
lemltan  unas  y  otras  actuaciones  para  lo  que  proceda  con  arreglo  á  derecho. 
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/Ásf  por  ésta  dUoIb  wnliecity  goe  wfUifi«aHi  Mi»  »i0MiM  44420-* 
bienio  é  insertará  ení  la  CoJee^ion  íegUlaiikfay  pAra  lo  cual  ae,*  pnea  •  iaa 
o^iaiiaB.c<»Ma»oertificada8,  lo  pronaociaiBO^,  inaojd^iQos  y  firmamo^.T- 
Joao  Martin  GariamoUno. — Ramón  liaría  de  ÁTiñola^-rFálii  Herrera  de.  la 
Bi\a.— Xaan  María  Biec— Felipe,  de  Urbina.— Cdqardo  Etfo.^Domingo 
Iforeno. 

Pubfícicion.— LeHIaj  pabUcada  faé  la  precedente  eéntendá  por  él  tfvn** 
trisímo  Sr.  O.  Ramón  varfa  de  Arrióla  Mínlsfro  del  Trfbannl  Supremo  de 
Jastida,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  segunda,  hoy 
diadela  fedia»  de  qoeíoettílloocoiiiO'SeorataiW^eS.  M.  yanEsciibano 
deCéoitra. 

Madrid  S8  4b  fsblwr»  de  IM^.^Dionisio  Antonio  da  Paga.^í7aasto 
de  3  de  mano  da  isas.) 


as. 

» 4e  wmmm^mm  (8»  ie  febrera  de  im.).^VAti^ 
Mz  r  suBsisTKfcrA  DE  UfToe  cKüsoa.^Se  declara  por  la  Sala*  primera 
del  Tríbanal  Supremo  haber  lugar  al  recurso  de  casacftifi  ínter- 

SQestoporel  Ayuntamiento  del  Valle  de  Mena  Qontfa  la  sentencia 
iciadajpor  la  Sata  s^uo(ia  de  la  Audiencia  de  Madri^j^  en.pleíjto 
coa  Dona  María  Clara  Gaoehegui  y  otro,  y  se  resuelve;  ' 

i.^  Que  cumolida  la.voluntad  de  mi  Ustador  por  a^^  irreva^ 
V9eeble$  que  reewensuelicacia  del  mi$mo  testamentó^  yumee  po^ 
vble  alterarla  ni  destruir  las  dereehoe^  adqiiiriios  en  jmiad  de  esos 
edos:  '  . 

S.'  Que  el  objeto  de  la  ley  de  li  de  octubre  de  1820  al  suprimir 
todas  las  vinculaciones  de  biens  raices ,  muebles ,  semovientes,  cen* 
loí,  juros ,  (oros,  ó  de  cualquiera  otra  naturaleza,  fué  poner  téry, 
miao  á  la  amortvuteion,  restituyendo  á  la  clase  de  ubres  todos  . 
squeUos  bienes  ó  propiedades ,  pero  no  destruir  ó  anular  las  imtüu- 
asnea  ó  eséaUeeinneníes  que  pudieran  subsistir  sin  la-amorti* 
«Ktofi:  /       . 

3."*  Que  los  arts,  Uy  ifide  dicha  ley ,  fundados  eri  la  base  ge* 
nend  en  que  ésta  descansa ,  solo  prohibieron  las  fundaciones  y  ád- 
qtmeiones  en  eüos  espresadas  en  cuanto  se  opusieran  á  la  completa 
üsamortixacion  y  libertad  de  los  bienes  sobre  que  se  establecieron: 

V  Que  si  bien  el  arí.  16  de  la^n'opia  ley  prohibió  á  los  estable- 
tkñentos  conocidos  con  el  nombre  de  manos  muertas  la,adqMisieiQn 
éseapüales  de  eeneos  impuestos  sobre  bienes  raíces » la. ley  deSde 
niajfo  de  1837  modificó  aquella  prohibición  respecto  de  los  estaUe^ 
ámkntos  de  instrucción  pública^  permitiendo  que  se  les  dolase  con 
tensos  ú  oíros  efectos  de  rédito  fijoi 

5/    Que  esta  disposición ,  lejos  de  contraerse  á  los  establedmien'' 
k  t»  antifflios  ó  existentes  en  aquella  fechá^  fufí  gc^ieiál  y  dictada  para 
\i»  fue  en  lo  sudtsivo,se  creasen,  cotí  plena  conocimiento  de  que  se 
elkraba  ó  corregía  ¡aprokibieimée  laley  de  il  de  octubre  deiSSKí,. 
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lamA^  rMáUeiMa  y  Tilidaoieiite  en  observaoeift  deide  30  de 
agoftU  de  WSñ ,  no  podo  Mrto,  ni  lú  fué^  en  1841; 

F 6.*  quelaleyde  1/ (tema¡fo de  18S5 oí oeerdar  la (AH^bOa 
desamortización  y  encaenacion  dé  iúdot  lo$  biáu^^  y  Uf  rédenewn 
de  los  censos  pertenecientes  d  manos  muertas,  no  suprimió  las  ins- 
tUueian^s  ó  establecimientos  que  con  elhs  se  sostenían »  sino  que 
ánieanmte  di^imso  el  cambio  de  forma  de  las  reñ^ 

Bb  la  ▼Hla  y  eórte  de  Madrid»  á  28  de  febrero  de  iee2,  en  ká  aatos  qoe 

Senden  ante  Nos  ^n  Tirtad  de  recurso  de  .casación,  seguidos  en  el  iiugado 
e  ptUúétst  íMlaneia  del  distrito  de  la  OníTeraidad  de  esta  corte  y  en  la  Sa- 
la segunda  de  la  Real  Aadienda  de  la  misma  por  el  Ayuntenieolo  del  Valle 
de  Mena  contra  Doña  María  Clara  Ganchegui  y  Doña  Anaela  Matilde  Ortir 
de  Taranco,  sobre  validez  y  subsistencia  de  una  imposición  de  tres  censos 
para  dotación  de  dos  escuelas  de  niños. de  ambos  sexos  en  dicho  Valle: 

Resultando  que  D.  Manuel  Ortiz  deTaraoco  y  su  esposa  Doña  María  Cía* 
ra  Gaochegoi  otorgaron  de  común  acuerdo  su  testamento  en  10  de  julio 
de  W&kf  djspoaie'Ddo  por  la  dáusula^  quiote,  queeiaendilÜMiada  ?QÍea- 
tad.de  acensuar  desde  entQnces.  para  después  de  su  fiallscimianto  lastres 
dehesas,  que  desigoarQn  de  su  propiedad  en  la.proTincia  de  Avila,  Mpid  lo 
permitiera  la  legislación,  y  con  especialidad  el  decreto  de  las  Corles  de  3  de 
mayo  de  1Í37,  sancionado  y  publicado  en  5  del  mismo  mes  y  año',  oon  una 
carga  anual  y  efectiva  para  sus  perceptores  de  42,000  rs.  en  metálico,  en 

X porción  que  señalaron,  calculaoab  el  rédito  al  dos  y  medio  por  100^ 
ando  que  dichas  tres  dehesas  ni  ninguna  de  ellas  pudiera  venderse, 
peffmutarseí  donarse  ni  trasmitirse  de  ningún  modo  so  propiedad  d  usnfcnc- 
tosía  llevar  »eiire.aí  la  meocionada carga: 

Resultando  que  por  las  cláusulas  sesta  y  sétima  consignaron  era  igual*  . 
mente  su.deliberada  voluntad  fundar,  en  .su  nombre  y  ep  el  de  aa  duento 
hijo  D.  Francisco  Ortiz  de  Taranco  jf  Ganchegui ,  dos  escuelas  en  ellufiar 
de  Villanueva  de  Mena,  una  para  niños  y  otra  para  niñas  naturales  del  mis- 
mo pnebío  y  de  todos  los  demás  lugares  de  aquel  Valle>  que  quisieran  eon- 
corrir  á  ellas;  debiendo  enseñarse  gratuitamente  y  c^n  toda  perfección  por 
los  tratados  que  tuviese  designados  el  Gobierno,  destinando  por  entero  para 
su  dotación  perpetua  los  13,000  ts.  anuales,  000  que  dsjaban  acensuadas  las 
tres  dehesas^  los  cuales  se  habían  de  aplicar  y  distribuir  siempre  en  loa  tér* 
minos  que  fisión; 

Resultando  que  por  las  cláusula^  octi^ya,  novena  y  décima  se  noiptiraron 
asimismo  por  primeros  patronos  de  las  espresadas  escuelas ,  y  para,  que  lo 
fuesen  perpetuamente  después  de  sus  días,  el  Alcalde  del  Valle  de  filena. 
Cura  párroco  y  Alcalde  ó  Regidor  pedáneo  de  VlllaDueva,  asociado  siempre 
del  que  &  de  los  que  poseyesen  ó  usufructuasen  las  dehesas  censadas,  si  re- 
sidiesen «n  alguno  de  los  pueblos  de  aquel  Valle,  y  Jes  eneomendaroii  la 
insMCcion  oonatanle  de  las  escuelas  y  la  percepción,  ousledia  y  aplioacion 
de  Jes  fondos  destinados  á  sn  dotaoioo: 

Resultando  que  por  la  cláusula  undécima  dispusieron^  que  al  en  algún 
Üempose  intentasis  por  el  Gobierno  ú  otras  cualesquiera  ijíatoridades  ó  per« 
sonas  dar  otro  destino  distinto  al  que  dejaban  prevenido  á  los  12,000  reales 
anuales  ó  á  alguna  parte  de  ellos,  ó  variar  elloffar  de  las  escuelas,  ó  si  es- 
tas, por  cualquiera  causa  no  prevista,  dejasen  de  continuar  en  dicho  logar 
de  Villanueva,  Según  y  como  las  dejaban  establecidas,  era  su  deliberada  vo- 
luntad quedase  nula  ó  ioeficaa  yeia  ntagon  valor  nt  efseto  la  Amdaeíon  de 
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pnolQil  de  los  I2,<N)0  reales  aaosles,  les  que  mtísd  apUesdos^  en  u 
proporeion  qfoe  senalarniy  á  ióa  estableofaileiites  de  bsMficeneia^qM  iumi« 
BteroD: 

Resviuiido  que  por  la  eláiuQla  dédasateroera  iiiaiBfé8laroii,8ar  aa  deli« 
tierada  Mtafltad  eondui»  de  foranalínr  entótioea,  para  deapaea  qae  oemie* 
ae  MI  filleoiflDieiiley  la  imposieioD  da  los  tres  eeoses  eoorignathros  esnesa* 
des  eo  la  cMosola  qoinia»  la  oaal,  jtntttimte  son  eata,  •onerian  que  nsia- 
dtotaoMiile  despose  de  sa  faUeeiaaisiite  equhralisse  á  eséntora  soleiiiiie^  es* 
pmiYa  y  espedal,  y  a)  efecto,  oars  su  estera  TilldsokiD,  luego  de  falíeoBT 
I  otorgantes,  imoeáisroii  i  todos  los  <qoe  por  onalqoier  tftalo  les  éoee* 
í  oD  la  propiBdad  y  usafnicto  de  fas  tres  dehetas,  eotte  etras  oondldo* 


SMS,  ladeqseJdMDplíeMn  iofiolslileaiiente,  od  ealídad  de  eenastallosi  l^do 
•el  coDtenklo  de  la  cléurala  quinta: 

Reserftando  qoe  habiendo  fiiléeido  D.  Man«Sl  Ortit  de  Taraneean  i7  de 
flstienibre  de  í%íki ,  proesdíó  sa  fiuda  Doña  MarfaClare  GanelmQi»  en  29  de 
jQoie  de  1  S^a,  á  otorgar  por  sf  y  como  elliacea  testassentarie  de  su  aoerldo 
eres  essntnrss  de  inpeslciso  ds  eenso  sobra  cada  una  de  lea  Iras:  debsiaa, 
iaHN>rtafttM>en  jnnto  12,000  rs.,  para  los  fines* estsblesidos  en  el  feferido 
testamento)  aprobando,  ratifieande  y  vsprodoeíendo^  ett-csso>neeeiarief  todas 
j  eada  «na  de  sub  diiposicionsg,  y  previnlendo-se  tQ?iese  á  ios  {Mtronos  de 
tts  amielas  por  terdaderos  oensualistas^  y  que  con  eNos  aa  enlsndiaaeB  los 


MI  mis 

hípoteesade  Anta  eo  los  días  6  y  e  de  julio  defr  misoeo  afta  de  i9SBtf  y  que 
'  pnbltoada  la  ley  dedesaadortnseion  de  i.^  de  mayo  de  iHt$,  acoitíé  Do&a 
Jlarfa Clan  Ganehegsl'  á  la Oirecelon general  de  bienes  nackmalesen  soli- 
citod  de  ooe  se  deeTansen  esceptusdos  de  los  efsctosde  la  aifsma  ios  tres 
meocienados  cenaos:  qoe  instroido  espediente  sobre  ellot  lesoWió  dicha  M* 
reeeion  general  en  19  de  enero  de  1856,  de  eenfonnlded  con  el  dictamen 
eaaltido  por  la  Asesoría  general  del  Ministeno  de  Hscienda,  que  la  referida 
faodaclon  deMa  ser  nula  y  de  ningnn  valor  ni  efscte,  como  cdntiaria  i  la 
4ey  de  27  de  setiembre  de  ISdOi  resUblscida  por  Real  decreto  db  80  de 
agosto  de  1888:  que  la  dsclaracion  de  nulidad  correspondía  á  loa  Tribunales 
de  jusiicis,  y  per  censíaiifeote  quedaban  loa  eapreeadoe  ceiiaea  taera  de  los 
^Kéetos  de  la  ley  de  I.*  de  mayo  de  Y858:  ' 

Resultando  que  en  virtud  do  esa  determlRaclon  se  pressntó  Dofis  María 

deldl^ril 


^\nn  Ganebeguí  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  dl^rilo  de  la  Uni« 
'«isrstdad  deesUcdrteeoi7dejunfc>  de  1887,  pidiendo,  como  acto  de 
4ar<idKcion  vohiotaria,  que  se  declarase  qoe 'los  gJMfámenes  fanpnestos  so- 
-«re  las  tres  meocionadas  dsbens,  por  tinnd  de  las  escrituras  cenáosles  de 
-tt  de  junio  de  1852,  ei^n  nulos,  y  en  isb  consecuencia  que  se  mandasen 
•^ncelsscn  los  r^istroe  hipotecarios  de  les  misoáos;  y  que  oido  el  Promotor 
'fiscal,  se  accedió,  de  conibrmidad  con  este,  á  dicha  sdicltod  por  auto  de  3 
'  de  octubre  de  aquel  aik>:' 

Resultando  qoe  denegada  al  Ayuntamiento  del  Valle  de  Mena  la  petU 
ekMque  dedujo,  por  conselsueoGla  de  dfcbo  auto,  para  que  sé  le  résUtn* 
Tcseen  la  possaSon  ds  qoe  bable  sido  prlfado,  presentó  demanda  cftí  I."  de 
snayo  de  1858,  con  autorización  del  Gobernador  civil  de  la  provfíitie,  pl- 
iliendo  se  declense  válida  y  sdbaistenie  la  constitución  de  los  tres  censos 
"rtalisada  en  22  de  jimio:  de  fg^,  y  se  dejase  por  consiguiente  sin  efeibto  el 
inte  de  3  de  octubre  dé  <I887,  dictado  en  el  espediente  de  jurisdicción  te* 
-hMiarla»  yaleg^qde  laley  de  Ido  mayo  dé  1887  modüeó  la  de  11  ^ee- 
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.  blin  oBáceAsos  ú  (ArdJi «feotes  de  rédüo  ^:  qae  cqo  esa  diapoaiobD  le 
iMNüfoMiiroD 0«  Mnael.ÚPllS'dB.ljmQeoy  sa  evpoMt  puMto .qu«. no  bi* 
cieron  mas  que  dotar  coa  las  rentas  de  tres  censos  impuestos  sobre,  .propia- 
-drilerdB^suiliiirb^díspoiíciott  latiidts  tfiauelaft  (iue.dBtenDifiaroo:es(ablecery 
-qrtyoa  fao^ó  en  efeofto.  Dqaa  liarfa  Cteira.6(monegttK>qiw  •na.ditnda  -para 
'  il'^niMe^  !f  eonseraciofi  da  alUs  designapc»  ponNoa»  qoadeeempciaeeo 
^ciertas eangav y  no fwdia  eooskiararaa  sttfaDdamon  pomOidCoosttiiMÍoiijda 

•  ^na'pBtroDatafxtoda'  ve£qtt6«ai?eeia  de.ias  ckcoDsUiioita  sBoa^irias  para 
-:  tener  sémetaiitfe.ioaréétec;  y  qais  si  bien  loó  'reToaabie  iduranla  la  vida  de 

•  ¿mboa'filDd8d0m%  ¡dcjói  da  aarle^>  adquiriendo  Ja  Índole  da. constiUieioD 
'  peapólaai  por  oonseouenda  de  loa  diferentes  actos  llevados  á  cabo  par-  Doia 

•  ¡Maria  Cttim  drapabs  ide  mtseoto  .sq'  eapaaOi  reouQciaiida  de  esa  ama  .ai  da* 
recbo  estableciao  en  su  favor:  .      t.  ,•  >    .;    .    . 

'  "  tRüultando  qob  Doña '  Marf ir  Glara  Ganébegui  y  Dona  .Áageb  Hatilde 

iOrtis  deTaranao  a^üoitaren.  jé  cooOrotaBa  e4  auto  de  3  de  oetnbrttáa  IB^?» 

'díatadaieDiieé'espadiaaleí  de.  juriadiccioa  voluatariav  y  en  ¿u eonaecMicla 

/-quaise  lea.abaolviasa  de.lia..daináiida ,  deelacaada  el  flaisma  üempo-  rafa- 

'.oadayiadaiDáaaiita^  de  aiagati  valor  ni  efecto  eQ.todaa  au»  parlas  iaffiaa- 

daaion  deF^asdos  esouetas-  como  íooompaiiUe  coní  .las  di^KtaieloDea  del 

^aiacbo  wUs$ntMi  7:C)0Qiraría  áJa  voluntad  de. la  .foadadura  Duina  María 

'  Ctaia, -qaii'jBD  «se  da  m  legítima  derodio- habla  tenida  por  jeanvaDlaDle  ra- 

vocarla:  y  alegaron  que  siendo  mudable  á  voluntad  de  los  otorgaataa  la  es-^ 

tabWeiaD.eO'  las  dispostcíoDea.testamentAriaSi  iia:podia< eaujMr.  deraobos  ni 

obligacionea  hasta  después  de. au  CaliecianeatOy-y  per  tanto,  que^ prace- 

'  diando  la  fuoáadon  y  dotación  da  las .  escuelaa  iée  uaa  dispoeiciatt  teata- 

-  inentaria,.ara  revocable  por  sn  naturalasa,  espresándalaasli  oíayatabaa- 

damíento  Ben  Manuel  Orlia  de  Taraaeo  y  ea  esposa  en  la  aiánsula  décima* 

-JtérceraycondiciQB  quinta  da  su  testamento:  qae  nocoostiiBdada4aae8crí- 

''tnras  censuales  otArgadis  par  la  última,  ni  de  ios  demás  actoa.  despneade 

'  fiíttecido  su  esposo,  qua  renonoiase  tácita  ni  espre.'^maata  á  la-observancia 

.  de  dichas  atáoflula  y  emidicion^  y  sí»  poté  contrario,  que  en  aquel  acto  las 

aprobó,  rstiiieó  y  ñ|>rodajo,>éra  visto  quedó  en.  aptil¿d  legal<  dar«)Vocar, 

tariaróenmandar  la  fundación:.. por.  último,  que  aun. considerando  esta 

cosbo.parfleela'y  canannMda  pac  parte  de  los  fiMkdadores,  absUria.á  au  éiia* 

tencia  la  ley  de  11  de  octubre  de  ISiidy  la  de  l.^.de.mayo  de  1855,  aun 

.qmríólidoseaupoQet  deragada.  ia  primera  por  al  decreto  deias  Cortas  de  ^ 

-deroayode.iSíl?:' 

.   .  Basttltando  qae  despees  de  recibido  el  pleito  i  prueba,  y  beehas  laa^ua 

ae  estimapia  condoeentes,  dictó  sentencia  el  ^uez  de  primera  instancia  ea 

:ée^jiilio  de  i859,que  (^nSiyaó  la  Sala  segunda  d(B.fia  Audiencia  de  esta 

cóKte  perla  que  prenunció.en  13  de  octubre  de  .1860,  absolviendo  á  Dona 

María  Clara  Ganeliegui  y  Dona  AngdalíaUlda.  lOrtia  de  Taraooo  de  la  de* 

manda  del  AvunUmienta  del  Valle  de  Mena^  y. declarando  subaistenla el 

auto  en  vista  de  3  de  mayo  de  1857  en  el  espediente  de  jurisdiccioB  tc* 

luntftri^s  . 

,  It^siiltando»  por  últifl^o,,  qpe<  contra  este  Dallo  interpuso  dicho  Ayunta- 
miento reaürso  de  casación  por  habecse  infringido:  en  sucoocepta  ia  ley  é^ 
.$de  ma;x>del8B7:  ., 

'  Vistes,  alenda  Poneqte.el  lijmistro  D.  Aotero  de  Ecbarrí:      . . 
Consioerando  que  el  tpatamento  otorgada  «^a. I O  de  julio  de  ISM  per 
O.  JUanuel  Ortia.de.Taranoo  y  su  esposa  en  el  que  de  común aouerda  diji- 
.pusK^^i  esublecer  enet  Valla  dcMenadosascnelas  gntuitasparaliLi — 
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naaiftdft  tos  bíSos  deambot  uxoSfM  im?ac«bl<)  respecto  del  primero  ea 
et  momento  da  sa  (allecimienuí: 

Goos¡doniQ4a<|Qa8U  viuda,  si  bien  pado,  .aio  responsalidad  .legal,  diíe*- 
lir  au  ejecocioQy  á  petar  4eL  propiÍ3iio  recíproco  de  nacer  por  ai  itiiriinos  ei 
eatablecimienlo  de  laa  escuelas,  es  ioctteaticoabie  qxk%  reconociendo  eomo 
wi  iia¿«r  sagrado  4$  ixmcitneié  dar  eooaetú  cumfnirMento  á  euanio  dejó 
dúpueUo  $u  4spo8Qf  renuneíando  á  sus  dereciioa  y  i^ndo  de  aus  faculta^- 
é0¿y  procedió  ea  i^  de  ittoio  de  i852  «1  oiorgamieato  de  trea  escrituras  de 
imposición  deolroa  Unios  censos  en  loa  (érmiaos  y  con  laa  ciáusuias  en  ú 
-teatameoto  eapreaadaa,  y  subsiguientemente  á  las  demás  gestiones  necesa* 
aias  para  establecer  Ua  escuelas,  que  fueron  abiertas  á  la  enseñanza  en  el 
aibl854: 

Considerando  que  estos  actos  de  la  viuda  de  Ortia  de  Taranco  fueron 
también  irrofocables»  ya  porque  respecta  de.au  marido  recibian  su  eflcacia 
éá  teatameoto,  ya  porque,  ejecutados  espontáneamente  por  la  misma,  ad- 
qniriaroa  el  valor  y  subsisteacia  propios  de  Ips  actos  entre  vwos: 

Gonaideraiido  que,  aai  cumplida  la  voluntad  de  ambos  consortes,  ya  oo 
estaba  ea  el  arbitrio  de  ia  solnrevivieoie  alterarla,  ni  destruir  loa  derechos 
•dquiridoe  por  el  Valle  de  Mena,  j  que  solo  una  iey  podia  privarle  dé  ellos, 
dejando  sin  efecto  laa  benéficas  disposíciones.eii«l  testamento  consignadas: 

Considerando  que  tai  ley  oq  e»ste,  porque  el  objeto  escJusivo  de  )a  de 
1^1  de  octubre  de  1820,  al  suprimir  todas  las  vhiculacieoes  de  bienes  raicea, 
muebles,  semovientes,  censos,  juros,  forof>  ó  de  cualquiera  otra  naturaleza, 
fué  poner  térm'ino.á  la  amortización,  restituyendo  á  la  clase  d^  libres  todos 
•quelloe  bíenea  ó  propiedadea,  pero  no'  destruir  ó  anular  laa  instituciones  ó 
establecimientoa  que  pudieran  subsistir  sin  la  amortización: 

Considerando  que^  fendadaa  sobre  esta  ba^e ,  7  obedeciendo  á  aquel 
principio,  laa  dispo^cioneseoflsigaadaa  en  loa  articules  14  y  15  de  dicha  ley 
solo  prohibieron  la$  fundaciones  y  adquisiciones  en  ellos  espresadas,  en 
cuanto  ae  opusieran  á  la  oeoapleta  desamortización  y  libertad  de  loa  bienes 
aobre  que  se  eatablecieraa:. 

Considerando  q[ue  ai  bien  el  art.  16  de  la  misma  ley  probibió  á  los  esta* 
bledmíentoe  coBocidoe,con  el  nombre  de  fii0ooa  mneríae  la  adoaisicion  de 
capitales  de  censos  impuestos  sobre  bienes  raíces,  la  lev  de  5  de  mayo  de 
1837  modiflcd  aquella  probibicion  raspee^  de  loa  establecimientos  de  ins- 
trucción páblica,  permitiendo  que  se  los  dotase  con  censos  ú  qtros  efectos 
de  rédito  fijo: 

Considerando  que  esta  disposición,  lejos  de  contraerse  á  los  estableci- 
mientos antiguos  ó  ya  existentes,  fu^  general  y  dictada,  no  solo  con  un  es- 
pfirítu  eminentemente  útil  y  benéñco,  y  en  términos  tan  espresivos  que  no 
jfoeáe  dudarae  que  debía  .a^vir  de  norma  para  los  ea^tablecimientos  de 
UAtruccicm  que  se  creasen  en  lo  sucesivo,  sino  también  con  pleno  conoci- 
miento de  que  se  alteraba  6  corregía  U  prohibición  dé  la  ley  de  1 1  de  octu- 
bre de  Í820.  la  cual  re$tablecida  y  válidam&Ue  en  observancia  desde  30  de 
mgosto  de  IS'76.  no  pudo  serlo,  ni  Jd  fué,  én  1841: 

Considerando  que  la  imposición  de  los  tres  censos,  con  que  Ortiz  de 
Taiuneo  y  au  esposa  gravaron  las  tres  dehesas  de  su  propiedad  para  soste- 
aar  laa  eeonelaa,  no  eavohiaia  amortización  de  aquellaa  fincas,  ni  aun  im- 
pedía la  redención  del  gravamen  censal;  pues  suponiendo  la  donación,  ena- 
jeoadoa  ó  permuta  y  aun  la  división  de  las  primeras,  y  previendo  también 
uoe  se  las  quisiera  librar  del  segundo,  dispusieron  lo  que  en  uno  y  otro  caso. 
debiera  baearse: 

G9Baidiraad(bpqr  ^uaeoiiancliai  goe  aqueUa  disposición  no  fué  coolra- 
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m  á  la  tef  d«  ü  di  oetobre  bqo  él  puolo  de  vMa  de  la  deninortisieieD; 
y  que,  hallándose  Tigeote  la  de  5  de  mayo  de  I8d7,  asf  eaando  Ortii  de  Ta* 
raneo  y  su  esposa  dioUroB  su  teetamentOy  ooobo  cuando  la  áltimai  ioTeean- 
do  esa  misma  ley,  lleró  á  efeelo  la  coostitoeion  de  h»  ceasce,  ya  oo  existía 
íla  prohibición  del  arl.  16  de  la  primera: 

Considerando  que  tampoco  se  opone  á  la  siAsistenda  de  las  escuelas 
establecidas  por  ios  esposos  Ortia  de  Taranco  la  ley  4e  I  .*  de  mayo  de  4815, 

Sorqne,  además  de  ser  posterior  tanto  al  testamento  como  á  la  iasposicion 
e  los  censos  y  á  la  apertura  de  aquellas,  al  acordar  la  absoluta  deaamortl*- 
lacion  y  euaienaeion  de  todea  loe  meiies.  y  la  redención  de  loi  censes  per- 
tenecientes a  manos  mtiertaa»  no  suprimió  las  Institucicnes  ó  establed- 
lúientos  que  con  ellos  se  sostenían,  sino  que  únicamente  dispuso  el  cambio 
de  forma  de  las  rentas: 

Considerando,  por  último,  que  la  sentencia  de  la  Sala  eegnnda  de  la 

Real  Audiencia  de  esta  corte,  separándose  de  los  principios  consignados  en 

esta,  y  declarando  la  nulidad  de  las  tres  imposielones  censales  beclias  por 

»Doña  María  Clara  Ganebegui  para  el  sostenimienlo  de  las  escuelas  de  niños 

y  niñas  del  Valle  de  llené,  ha  infringido  la  ley  de  5  de  mayo  de  4837; 

Fallamos  que  debemos  (toolarar  ?  declaramos  haber  lugar  al  recurso  de 
casación  interpuesto  por  el  Ayuntamiento  del  Valle  de  Mena;  en  su  conse- 
cuencia casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  pronunció  la  Sala  segunda  de 
la  Real  Audiencia  de  esta  corte  en  13  de  octubre  de  4860,  y  mandamos  se 
devuelva  el  depósito  constituido  para  la  interposición  de  aquel. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaeeía  é  inserta* 
rá  en  la  Cokceion  iegiskiHvaf  pasándose  al  efecto  las  coplas  necesarias,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— >Ramon  Looec  Vaiques.— Antero  de 
Echarrí.— Josquin  de  Palma  y  Vinuesa.— Pedro  Gomes  de  Hermosa.— Pa- 
JMo  Jiménez  de  Palacic—Laureano  Roje  de  Noraagaray.— Ventura  de  Colaa 
y  Pando. 

Publicación. ^Leida  y  puticada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Ilustri- 
simo  Sr.  J).  Anterode  Bcharri,  Ministro  de  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  de  Justicia,  estándose  celebrando  aodiencia  pública  en  la  misma, 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  habilitado  de  dicho  Supremo 
Tribunal. 

Madrid  4."^  de  mano  de  486S.-*LuiB  Gatatra^eBo.-<G«cal»  de  6  de 
marzo  de  4862.) 


5*. 

CeiBipetemciía  (í.^  de  marzo  de  4862.).— Coivocniísirm  db 
UN  cofvccRso  volüntario;dk  AGREtooRKe.— Se  dccíde  por  ia  Sala  pri- 
mera del  Tribunal  Supremo  á  favor  del  juzgado  de  primera  instan- 
cia del  distrito  de  las  Vistillas  de  Vadrid  la  competencia  suscitada 
con  el  de  igual  clase  del  partido  de  Trujillo,  y  se  resuelve: 

I.""  Que  aceptada^  sin  el  beneficio  4e  ifweniatio,  la  hei^eneia  de 
una  persoruif  no  es  posible  después  promover  juicio  de  teekuneníaria 
sobre  la  misma  herencia; 

Y  9.^  que  el  juez  del  domicilio  del  que  se  preíerüe  en  concuño 
voluntario  es  el  competente  para  conocer  de  este  Juicio. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  i."" demarco  dé  i969í,  ea  leamites  de 
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eompetetieii  ewtre  eV  Jan  d«  priiaera  imtinda  del  partido  de  Trojillo  t  •! 
de  fguatelase  de  las  Vistillas  oe  esta  eórte,  sebre  el  GOBodnlento  del  jolcio 
ireimilirie  de  aereedorea  eit  <|iie  ha  sido  declarado  por  el  aegondo  la  Mar'- 
queaa  yiode  de  la  Mantilla  Doda  Maiifi  de  la  Goiieepoio&  Gliavea: 

ReettRaiido  que  asiai  aeonipritafido  Im  retaolooea  de  bienes  de  lereedo* 
rea  y  la  meMona  de  las  oausaa  que  motivaba»  sil  pt^Bsentaeion*,  acadió  al 
«góndo  de  dicbos  Jaece^r  eo  13  de  abril  de  1861,  pidiendo  se  declaraae  el 
eooewso  volmitario  de  acreedores  en  los  bioDea  de  la  haveacia  de  sa  b^o 
éifoDto  D.  Joan  Laia  Loalaa,  qae  estaba  posej eado: 

Resaltando  qne  por  dos  olrosfea  maníMste  qne  los  pleitos  qoe  habla  pen- 
dientes radicaban  tedos  en  el  Juagado  de  IVajillo,  y  todos  loa  acreedores 
-pertenecían  á  paebloa  de  la  jorisdioeíon  del  mismo,  é  la  ciudad  de  Gáoeres 
y  i  esta  córtOi  y  pidió  so  oraase  con  arsencia  á  dicho  Jnes»  para  que  remi- 
tiese los  plelios  y  enalquilnra  otra  recTamaoiOD  para  acnainlarlos  al  jQieio 
ODlversal  de  acreedores  y  qne  se  contocase  á  esüos  por  medio  de  edictos  y 
de  los  BcUimei  de  la  provincia: 

Resallando  qne  en  la  relación  de  bieoee  eepreaó  hallarse  estos  en  el  tér- 
mino de  Trojillo  y  ooe  eran  los  únicos  inmuebles  que  poseía  de  la  herencia 
de  80  hijo,  y  en  la  de  acreedores  ae  comprendía  como  tal  por  su  dote  y  la 
pensión  de  12,000  rs.  que  le«  hablan  señalado  so  marido  l>.  Antonio  y  sa 
Mjo  D.  inan  Lnis  Loaisa: 

Resultando  qne  en  la  memeria  de  cansas  atribayó  la  critica  sitnaeion 
en  qne  se  encontraba  á  qne  declarada  heredera  de  sn  hijo  en  4  de  agosto  de 
1600,  y  procurado  cubrir,  las  deudas  erae  dejaron  este  y  su  padre  hasta  el 
punto  de  tratar  de  vender  la  mejor  anca,  no  habla  podido  conseguirlo,  y 
babia  llegado  la  castf  á  un  estado  insostenible  de  que  no  podía  aalír  si  no 
promoviendo  el  concbrio  voluntario: 

Resultando  que  después  de  ratificarre  la  Marquesa  en  su  precedente  ea- 
eríto,  dictó  auto  el  lúes  en  22  del  mismo  mes,  declarándota  en  eoneurso  vo- 
taotario  y  mandó,  entre  otras  cosas,  exhortar  al  Jues  de  primera  instaneia 
de  Tit^ilio  para  qne  le  remitiese  los  pleitos  que  tn^ieoe  pendientes  centra  la 
misma: 

Resultando  qne  recibido  por  este  el  eriiorto  oyó  á  too  acreedores,  quie- 
nes se  opusieron  á  su  cumplimiento  solicitando  se  declara^  OMnpetente<y 
cootraezhertase  al  de  eau  corle  para  qne  enviase  laa  actuaciones  que  pen- 
dían ante  él,  previniendo  á  la  Marqnesa  acudiese  allí  é  ejercitar  sus  accio- 
nes, y  alegaren  qne  habiendo  aido  el  motivo  de  provocar  esta  el  concnrsoel 
ver  que  las  demandas  que  pesaban  sobre  la  herencia  de  su  hijo  eran  mas 
qne  los  bienes,  como  lo  demostraba  el  pedir  la  misma  su  crédito  dotal,  no 
podía  dudarse  que^  juicio  universal  que  provocaba  era  el  necesario  de  toBr- 
támentaría,  acogiéndose  al  derecho  que  la  concedía  el  núm.  3  del  art.  407 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  aíque  se  adherían  ellos  y  prevoeaban  de 
nuevo,  siendo  en  su  consecuencia  aquel  Juagado  competente  pm  conocer 
de  él,  con  arreglo  al  art.  410  de  la  ley  diada: 

Resultando  que  el  Juez,  fundado  en  que  las  deudas  qne  figuraban  en  el 
estado  correspondiente  á  la  testamentarla  del  finado  D.  Juan  Lnis  Loaisa, 
-isf  oíNtio  los  bienes  que  comprendía  la  relación  presentada  por  su  madre  y 
fius  acreedores  debiao  solicitarlas  en  aquel  Juzgado,  que  fué  el  del  domid- 
Vú  del  deudor,  y  promover  ante  el  mismo  el  juicio  necesario  de  testamenta^ 
ría:  que  h  procedencia  de  dichos  bienes,  asi  como  la  de  las  deudas  y  la  me» 
yor  cuantfa  de  aqueltoe hadan  inefieas  la  pretensión  de  la  hereden  en  concur- 
00  vofuntarío,  y  el  Juzgado  oficiante  debía  reformar  semejante  declaración, 
-pneate  que  U  herendaofrada  d  oaildd  aofidento  para  faosüoor  4  todoa  Jos 
TOMO  va.  18 
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aoreedoMdt  qoe  pnaontiodose  como  aereedort  Ia.lierad6m6a  eieeocurMí 
volantarioy  eibfliíaina  deatniia  ao  preleoBÍon,  y  joslifleaba  que  aus  accío- 
nercorreépoudian  a)  juicio  neeeaano  de  lealamMitarfa,  que  segua  k»  Iqyaa 
ea ei del doroieíüo de  au cauaante:  y  que lenieodaea  coosideíacioa  que  los 
acreedora!  preaentadoa  en  aquel  Juz^do.  se  adherían  á  aua  solipitudea  para 
el  inicio  necesario  de  teatamenUria^  y  i  su  tos  le  provooabaS|.dedaró  no 
haber  logar  á  la  remesa  de  los  pleiloa,  y  mandó  ooolraoficiar  al  de  esta  cor- 
te para  que  ae  inbibieeA  deiaa  actuaciones  pendientes  en  au  Juzgado  y  las 
remitiese,  previniendo  •  á  la  Marqueaa  acudiese  á  ejarcitar  iaa  ti^uonea  qu6 
viere  convenirla,  teniendo  en  otro  caso  por  provocadii  la  cempetenoiai 

Reaultando  que  el  Juez  de  eata  corte,  deapuoa  de  oír  á  la  Marquesa  y  á 
au  hija  política  viuda  de  O.  Juan  Luis.  Loaiaa»  ae  opuso  á  la  inhibieíoa,  fun« 
dado  en  qu«  habiendo  muerto  hacia  mucho  tiempo  D.  Juan  I^uis  de  I^aisa, 

Íijo  de  la  concursada,  pasaron  al  dominio  de  eata  todos  los  bieoee,  derechos 
obligaciones  de  aquel^  qua  la  misma  aceptd  la  lierescia  constituida  ya  en 
esta  corte,  y  pidió  y  obtuvo  la  posesión;  y  por  lo  tanto,  la  que  úntea  y  ea- 
elusivamente  debe  responder  á  todos  loa  aoreedorea,  puesto  que  temblón  ad- 
quirió  todas  las  obligaciones!  que  declarada  en  concurso  voluntario»  cedieiH 
no  á  sus  acreedores  los  bienes  y  acogiéodoae  á  loa  beneficios.de  aquel,  no 
podía  ni  debin  aoraeténeia  á  la  traaBÜaclon  del  concurso  Qsceaaríe»  como 
se  pretendía,  tanto  por  ser  dicha  declaración  anterior  á  ia  piovidenoia  del 
Juez  de  Truiillo,  oelno  porque  ae  la  eCasMwdM  una  vejación  inftiil  y  contra- 
ria á  los  buenos  prínclpioa  de  derecho;  que  una  regla  de  eatOf  y  de  juatieia 
universal  ea  que,  cuando  hajr  diversas  acciones  para  conseguir  un  misno 
fin,  ae  adopte  la  msnoa  vejatoria  para  el  deudor,  y  en  el  caao  actual  e»  evi- 
dente que  la  Marquesa  no  qulm  verse  concursada  por  necesidad,  y  á  su  so- 
licitud han  deferido  el  mayor  número  de  acreedores:  por  último,  que  aun 
sn  la  Upótesjs  de  aplisaras  .*el  art.  522  de  la  ley  de  Cojuiciamieoto  civil,, 
aeria  más  preferentsel  Juzgado  de  eaia  corte,  por  razan  del  domicilio  de  Is 
deudora,  como  por  ser  el  del  mayor  número  de  sus  acreedorea  y  haber  de- 
ducido ante  61  aus  pretensionss  según  ei  art.  505  déla  misma  leyi  único 
aplicable  al  caso: 

T  resnitondo  wb  aiunanoisis  ia  comprtencia  as  han  rsmitidopor  ios 
Jnsoea  aus  reapectivaa  actuaciones: 
:    Vistos*  siendo  Ponente  el  lünislro  D.  Venturado  €ol9a  v  Pande: 

Considerando  que  habiendo  aceptada  la  M arc^uesa  viuda  da  la  Malilla» 
sin  si  beneficio  de  inventario,  la  herencia  da  su  liijo  O.  Jqan  Luis  de  Lsaú- 
aa^  no  es  posible  ya  promover  el  juicio  de  testamentarla  desate: 
.  Considerando ;,qus  al  pnesenurse  la  Marquesa  an  concurso  voluntarlo, 
sn  uas  ds  au  derecho,  lo  ha  verificado  anta  el  Juez  de  las  Viatillas  de  esta 
sdrte,  qus  ss  el  de  au  domicilio  y  el  competente  pars  conocer  de  eate  jul- 
dOi  oonferme  i  lo  dispuesto  en  el  att^  505  da  la  ley  de  iCiúuiciamientp  civil: 

Fallamoa  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  ei  conocimiento  ds 
estos  autos  corresponde  al  espresado  Juez  de  las  Vistillas,  á  quien  se  remi- 
tan unaa  y  otras  a(^uacio^e8  para  quo  proceda  con  arreglo  á  derecho. 

Ai!  por  esta  nuestra  sentencia  que  se  publicará  en  la  Gaceta  dentro  ds 
loa  tres  dias  aiguisntea  al  de  su  fecha  y  se  insertará  en  la  ^iecooi»  kgisla^ 
-Uva,  lo  i^nnunclamoa».  mandamos  y  firmaaMiB.--Ramon  López  Vázquez.*- 
Antero  de  Ecbavri.r-Pablo  Jiménez  de  Palacio.^-Xiattreano  Rojo  de  Noraa*- 
•garáy.-^Ventnra  de  Colsa  y  Pandq. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fuó  eatsseatencla  por  el  Ilustrlsimo  Se*» 
iior  O.  Ventura  ds  Coiss  y  Pando»  Ministro  de  la  Sala  primera  del  Tribu- 
nal Sopremods  Justicial  ssiindkMs  osíabraBdo  audisuois- pública  en  ia  niía<* 
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att  di  qie  oétüSco  Mm  ewibano  de  Gámu»  htblttudo  d«  dielM  Sapra^ 
ooTdbanaL 

Madrid  i.""  de  mano  de  i862.— Luis  Gaialfa.T6D0.— (ffaoato  de  &  de 
Biifio  de  iB6Í.)    .;       .        i 


ltoeiiMM»dl0M»aeloii(i.''ifo  marzo  d«  í862.).--Dbci»a- 

RACIOlf  DE  MBJOR  DERECHO  i  LA  MITAD  RESERVARLE  DB  Ulf  VÍltCULO. — 

S^  d^i^ls^rápot  la  Sala  primera  del  Tríbacal  Stipremo  no  haber  la- 

Sr  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Dona  María  Benita  Re- 
lio ooDira  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  segunda  de  la  Audiea- 
eiade  la  Corana,  ie«  pleito  con  D.  Manuel  Mosquera,  y  se  resuelve: 
-  •  Qm  m  la  $uoemn  de-  vínculos  y  mayoraí^s  se  Halla  espresa^ 
mérito  ^icpuaüo  qñe  ^suceda  por  representación^  á  no  estar  man^ 
dodé' aiffw y-Hteraimente  en  la  fündacUm  ló  contPario. 

Ba  te  iWt  5  odrlüdelladrfd»  á  i.^  de  murEO  de  ^862»  en  los  autoiqae 
'fmém  aate  me.eo  vírlnd  <d6  reeorso  de  casMieo  seguidos  éo  el  Juzgada 
de  priinera  instancia  de  Úelaaove  y  eo  laSala  segoada^e  ia  Real  Audieo- 
cit  de  la  Cefttfia  perOeila  Maob  Bedita  Rebello  oeaini  O.  MaaneJMosque* 
ft^  sd^ee iB^r  derecbo á  lamilad raservable  de  un  vfocuro: 

ftasaltando  am  los.Utigaales  están  cen£9rmes  en  que  el  Abad  de  Sao 
•llaiiiéBde:fl»iftiund6 on.vaaoolo desncesíen regular  deaomiimdo  de  Ca- 
deeal,  en  cabeza  de  b,  Pedro  Feijóo,  el  cual  entró  á  poseerle,  y  después  y 
aiieeeiifameote  si^aoeésotes  hasta  D.  José  Benito,  que  ialléciósin  sucesión» 
dejiíide  inatiluída  beredera  á  s»  criada  María  Benita  Ambrosio: 

ResBllaiMbúne  baMéndeee apoderado  esta  de  los  bienes  como  tal  ber»- 
dará»  la  éamandó  í>.  Mawie)  Mosquera  por  la  mitad  reservable  de  loshtenes 
de  dicho  vínculo:  que  seguido  el  juicio  por  sus  tramites  ía  condenó  á  sa 
eatnigafaitc^  elJises  dé^^mera  ínalaoeia  de  Gekoova,  ampliando  la 
Andknoia  deJaálonina,  por  sentencia  de  O  de  marzo  de  1859^  dicha  con- 
dena  al  abeao  de.íhitoi  desde  is  muerto  del  üdUroo  poseedor: 

Aaoillando.gue'peadianto  ^loieito  anterior,  presentó  demanda  en  i7 
de  jaUo  de  i85$  ante  el  mismo  Juzgado  Dona  María  Benita  R(^bollo,pídleii^ 
•4o  aa  oaolanse  milo.;  de  BíopMi  valor  ni  efecto  el  testamento  de  O.  Jos6 
Benito  Féijóo»  para  privar  al  sucesor  inmediato  del  citado  tinculo  déla  rol- 
todsaservablelde  ana  bienes,  con  arreglo  é  la  JegisJacíen  vigente,  y  que 
dicho  inmediato  sucesor  lo  era  ella  como  pariente  mas  próxima  del  funda«- 
dar7  detiííkiado  poseedor.  pór«haber  naoido  su  madre  Doña  Josefa  Feijóo 
.  antea  ^m  su  hennana  Dona  Luisa,  abuete.delD.  Manuel  Mosquera,  al  que 
pidiáseiBipiiaieraaitaBCio^  y  seeoodaaase  á  María  Benita  Ambrosio  á  que 
U  oDlregase  la  IbltodHPeservaWe  coo  abono  de  desperfectos»  previa  su  regut* 
toeioo  pericial,  y. la  parSeearrespOndieBto  de  frutos  desde  el  fallecimiento* 
del  áltjmo  poseedor: 

Bésttitande  qoeooníMdotnsládo  áMerfa  Benita  Ambrosio  y  á  D.  Ma- 
inel Moaqiie«a»>  evacuó  este,  despnas  de  renunciar  aquella  á  contestar,  y 
de  habéiMa  por  aepanday  pidiendo  se  idesestimase  la  pMeosion  de  Dona 
Marfai  BeoíU  Rabelio,  y  sedeolatfase  oorrespeoderle  á  él  hi  sucesiop  en  la 
mitad  de  ididioviacalov'y^Alefl^  ser  de  mefec  Uoea,  toda  vez  aue  su  abuela 
Doña  Luisa  Feijóo  fué  mayor  en  dias  que  su  hermana  Dopa  ioeeiai 
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de  la  demandante;  qoe  por  dereeho  de  repreientacieD  oeopakt  m  ivgar,  y 
porque  estíngoida  la  línea  del  primogénito  era  neoesario  paaa^  ala  om  «i» 
^Bcio  génito  para  buscar  el  iuéeaor; 

Resulundo  que  después  de  haber  hecho  las  partesenel  término  de  pmn- 
ba,  las  de  testigos  que  creyeron  convenieotes  á  sureapactivo  propósito,  dic- 
tó sentencia  el  jues  en  6  de  febrero  de  4860,  que  connrmó  la  Sala  eegundi 
de  la  Audiencia  de  la  Goruña  en  asdejuniosisulente,  eseepto  en  cuanto 
á  la  condenación  de  costas,  absolviendo  á  D.  Manuel  Mosquera  de  la  de* 
«landi,  como  también  á  Maria  Benito  AmhiMio  nepeele  al  eilwnw'de  la 
misma  que  se  dirigía  contra  ella:  .  .  ... 

Resultando,  por  último,  que  Ooíia  María  Benita.  Bebollo  interpuso^  $q* 
tual  recurso  de  casación  por  creer  infringidas  las  leyes  9.^  tit.  ií¡^J  i*\ 
titulo  15  de  la  Partida  2/  y  la  jurisprudencia  consignada  por  e^é  Trina** 
nal  en  las  sentencias  de  31  de  enero  de  íMi  j  tí  de  mayo  de  iSSt,  aemkn 
las  cuales,  muerte  sin  descendientes  el  poséedar  de  un  mayoral^  regular» 
-debía  sucederte  su  mas  próximo  pariente,  y  no  obstante  de  «tener  «te  ca* 
fácter  la  recurrente  respecto  del  último  poseedor  D.  José  BenMo  W^ijfi^fm 
la  ha  postergado  áJD.  Manuel  Mosquera  oonsideréAdolede.Qi^jor  iia#a,4m- 
do  así  que  se  hallan  ambos  en  la  misma,  como  que  su  tronco  está  en  Don 
José  Feijóo,  y  además  se  ha  dado  lugar  al  dereehe  de'  NpieaentMioa  que 
solo  se  dá  cuando  disputan  la  auceeion  de  nn  nayeraigo  nevÉoMiiee  y  otaos 
ferientes  trasversales  mas  remotos  del  último  poseedor; 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Yeatura  de  Gom  y  Pando: 

Considerando  que  ee  la  sucesión  de  Tfnculos  y  mayorAigoa  «e  Mía  et^ 
fyresamente  dispuesto  se  suceda  por  representación,  á  no  estar  lo  oeatrarío 
«lera  y  literalmente  mandado  en  la  fundación,  looaal  no  aMBode  en  #1  «ato 
presente: 

Considerando  que  en  virtud  de  dicho  dereehe  de  repreaentaelOB  -en  In 
vacante  ocnrrída  por  muerte  del  último  pooeeder  D.  lose  Benilo  Feqóo^>#- 
i»ryó  el  derecho  á  la  j^sion  y  propiedad  del  vincuto,  y  abera  á  ea  outad 
reservable,  en  los  hijos  de  i>oña  Luisa  Feijóo  per  ser  mayor  de  edad  que 
«u  hermana  Doña  Josefa: 

Considerando  que  por  este  eoneepto  nopiKde  negarse  en  eüa  liiMr  á 
'  f)on  Manuel  Mosquera  la  representación  de  su  abaela  Doña  Lolaa  Feijío^j 
•que  en  su  consecuencia  adjudicándole  la  esptoMda  mllad.raeemble,  la  Sala 
^sentenciadora  no  ha  infringido  las  leyes  y  juñapnadenoia  que  setcilÉA  en 
^te  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  decláranos  no  haber  logar  al  dedud- 
do  por  Doña  María  Benita  Rebollo,  á  quien  condeoamoa  eo  las  oeátaa;deí- 
volviéndose  los  autos  con  la  certüeaoion  eerreapondieole  ala  Real  A«diea« 
cia  de  la  Corona. 

Así  por  esu  nuestra  sentencia,  que  se  poblicará  en  la  úosaMé  inser* 
tara  en  la  Cokotúm  legislátioa^  pasándose  al  efecto  las  oopiat  noqeaaite» 
io  prononciamos,  mandamos  y  firroaaaes.<*<^Ramon  iiopeí  Vaiqaes.— Sebu* 
tian  Gontalez  Nandin.-^yabriel  Geroelo  de  Velaaee.^MJoemiiii  de  Palma  y 
Vinuesa.— Pedro  Gomes  de  Herme8a.-«*PeblolineoeBde  Pata6¡o.^Ventea 
de  Colsa  y  Pando. 

Publicacion.^Leida  v  pdUieadá  fué  la  jentendii  anterior  por  el  Ilostri- 
«imo  Sr.  D.  Ventura  de  Cotos  y  Pando,  Mmiatro  de  la  Sala  prioMM  del  Tri* 
ibunal  Supremo  de  Justicia,  estándoae  celebrando  aodéeocb  páMOa  en  la 
«nisma,  de  que  certifico  come  Baoribano  de  Cámara  habüüadó. 

Madrid  I.'*  de  marzo  de  t«<9«*«Luii  Calétravaiko.«^<;aosá»  de  ti  de 
«iaraodei69i*>  :  .     .  i .  .u     . 
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uBiiTo  DI  HiRBDAttBs. — Sc  declurft  poT  la  Sata  primera  del  Tríba- 
naí  Sopremo  no  haber  logar  al  recurso  de  casacioii  interpaesto  por 
D.  Jqaa  Francisco  Femaodez  7  lilis  socios,  contra  la  sentencia  oic- 
tsda  por  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Pamplona,  en  pleito  con 
la  Junta  general  del  Talle  4^  Roncal »  y  se  resuelve : 

1.^  Qm  la  kydáS  de  junio  de  1813»  restablecida  en  6  de  sep- 
tiembre de  1886»  étoMtarimrá  los  duO^  de  tierras  pata  eerearlae 
yntilkutr  dd  moáe  9119  quieran  sus  frutas  ^  se  refiere  únieameiUe 
i aquelhs  4ue  Uu  peiéan  enpletw  y  absoluto  dominio: 

2.*  Que  las  leyes'' iO  u  U,  tü.  31,  Pari.  5/  que  tratan  de  quién 
puede  imponer  serridumbres  7  en  qué  cosas  v  ae  qué  modo  deban 
imponerse  no  pueden  tener  aplicación  á  un  litigio  que  verse  sobre  si 
son  ó  no  de  absoluto  dominio  unas  tierras  que  se  hayan  pretendido 


3.^  Que  la  tnserden^  en  una  sentencia  de  ima  espreám  ffitas  ó 
menos  exacta  ú  oportuna  no  basta  para  desnaturalizar  la  esencia 
detjnmto  litigioso ,  en  el  terreno  de  la  easacionz 

Y  4/  que  no  redamada  en  tiempo  oportuno  ¡a  legalidad  ó  vera^ 
áiad  de  los  instrumentos  probatorios ,  no  puede  decirse  que  se  han 
infringido  las  regjlais  aue  prescribe  el  ar¿.  281  de  ley  de  EniuiciO' 
miento  civil  para  la  epcacui ,  en  juicio ,  de  los  documentos  públicos, 
nitamsoeo,  aun^en  el  supuesto  de  ser  aplicable  al  caso  litigioso^ 
las  leyes  114 ,  118  y  119,  tU.  18;  y  10,  OLlQdela  Partida  3/ 

En  la  filia  7  eórta  de  Madrid,  á  i.*  de  mino  de  1862 ,  en  los  autos  que 
pandeo  anta  Naa  por  raeorso  da  oasadon  seguidos  en  al  Jaigado  de  prime- 
ra instancia  de  Aoii  y  en  ta  Sala  primera  de  la  Real  Audiencia  de  Pamplo* 
na,  por  D.  Joan  Francisco.  Pamandez  7  otros  contra  la  Junta  general  á 
Ayuntamiento  del  Talle  dai  Rencal ,  sobre  acetamiaoio  de  heredades : 

Resultando  que  por  el  Rey  D.  Carlos  de  Navarra  se  dié  oonnsíon  al  Pro» 
motor  fiscal  Lope  Lopit  de  Bario «  para  oir  á  loa  vecines  de  laa  villas  de 
Roneal  7  fallar  sus  debates  sobre  la  guarda  del  puerto ,  ganados  y  demás; 
qna  en  cumplimiento  de  ella,  asociado  aquel  de  hombres  buenos  elegidos 
pam  representar  al  ulIe,  y  «manifestando,  que  los  vecinos  de  él  debían  vivir 
en  boana  fraternidad  oomo  «mi  casa  soto,  dictó  sentencia  en  19  de  julio 
de  1401,  que  confirmé  S.  M.  en  a  de  SMyo  simiiento,  estableciendo  las  con* 
dieiones  que  dabian  cumplirse  para  llevar  ¿  efecto  la  unión  7  confraternidad 
en  que  hablan  de  vivir  las  siete  vUlaa  del  valle : 

ResuUando  que  habiendo  obtenido  la  de  Borgai  de  los  señores  Reyes 
de  Navarra,  en  21  de  febrero  de  1439,  la  propiedad  y  posesión  de  sus  ter- 
mhies  diesmarios  con  entem  separación  del  valle,  7  redamado  las  demás 
villas  el  perjineio'que  les  icfogiiba  aquella  eoocesien  7  el  haberse  obtenido 
Boteeptioianisnte,  la  dejésia  electo,  en  %t  de  setiembre!  de  1441,  el  Prin«* 
cipe  &.  Garios: 

Resttitendo  que  en  9  de  octubre  de  1534  los  pueblos,  vednos  y  Gonce- 
jos  de  Roneal  so  dieron^  per  medio  de  «as  respectivo?  oomlsionades  y  hom- 
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bres  bueno9y  tas  ordenanzas  que  hablan  de  redr  en  adelante  para  el  ^oee  y 
^sufrueto  de  sus  términos  y  montes»  iNüTándolas  ((Capítulos  de  la  unión  del 
Valle,»  las  cuales  conGrmó  la  Real  corte  en  31  de  julio  de  i543,  mandando 
curtiese  ^u  debido  eTeoto  ^«onfornto  aF  prifilégi»  y-  eentelcia  ^^tel^BriiMpe 
D.  Carlos  i  án  per joido  del  dececho^  .de  tereetas  {lersQnaa ;    : .    .  i  ; . 

Re¡$ultamlo  que ,  pt^omovido  pleito  por  aeisde ^s  filtas^^ p^ra, <)á^  s^ Te« 
corrieseu  los  mojone^  y  endereceras  por  donáe  lÜa  el  diáisiiariode  ca(Ía^¡ 
una,  reponíéndqlos  y  aclarándolos  donde  b,QÍ>Íese  necesidad^  y  se  máqdürft 
que  en  adeilni»esCttTÍMai  loe  gMUns  dft<teJMffaiigi¿tes'aé  pa^ra  cada  ' 
una  en  el  diezmarlo  del  pueblo,  ás{  cotno  de  fiíeilit  y  acttbflunwÉte;  y ftt» 
habiéndose  opaesto  á  ello  la  de  Ur^anrguí,  pidiendo  so  raaádasón 'guardar 
l2í8  sentenciáis  antiguas  y  4»D0rmBeiOh  de  la  comunidad^  y  JímlAiddail  y  no 
hubiese  ni  ee  nonumise  diezoAirío  ni  amojonamiento'  envíos  lérmÍDoe»  se 
pronunciaron  senteoeiaa  por  la  Real  corteen  7  do  fiehrero  de  i568;  y  p9r 
«I  Consejo  Supremo  en  20  de  abril  de.l5ai  y:7  dei^ualpias  de  1599  «Mm- 
dando  qbserYair  y  guardar  las  sentencia  anilguas ;  que  30  yari%áse  un  s^n  . 
conocimiento  dé  los  mojones  que  sirviese  soUmenle  paVá'lbs  diezmó:^  y  pn- 
micias^en  el  tiempo  que  los  ganados  nó  estuviesen  en  los  puertos,  para 
ejercer  la  jurisdicción,  poner  guardas  y  recoger  cada'\)Uéblo  en  su  diezma*  ' 
no  los  ganados  enfermos ,  así  propios  como  estranjeros ,  quedando  én  eik 
fñerza  y  vigor  la  comonidad  del  valle  en  todosso^vírmUioii,  én*  eHüntd'á 
lospasiosr 

Resultando  nue  el  comisionado  para  eloupiplimtenio  de  dicha  egecuto» 
ría  declaró ,  en  4  de  noviembre  de  1590 ,  los  términos  qqe ,  para  los  efectos 
prevenidos  en  la  misma,  correspondían  á  Isaba.^  Ur;an^u(,* Roncal  y  <^arqei 
fiégun  los  amojonamientos  hechos :  ...a. 

Resultahdo  que  suscitado  pleito  por  la  primera  de  di^bas  villas  para  que 
80  deshiciese  la  unión  y  comunidad  en  que  habían  -estado  hasta  enPtonoes, 
para  el  uso  de  las  yerbas  en  su  díezmarío  y  juriadíedon ,  recayeron  senteii* 
cías  de  la  corte  y  del  Consejo  eif  3  de  junio  de  .4d36  j  30  de  marzo  de  1689, ' 
desesiiroando  la  pretensión  de  Isaba  y  condenándole  á  que  guardase  y  cnm* 
ptiese  la  unión  y  comunidad ,  como  hasta  allf  lo  había  ejecutado: 

Resultando  que  la* misma  villa  acudté  en  ^  de  enero  de  4M5 ,  al  Yírey 
de  Navarra  pidiendo  su- separación  de  los  demás  pueblos  del  valle,  y  que, 
habiéndosela  concedido  en  t4  de  febrero  8ig|uienle,  el  Consejo^  de'  quien  so- 
licitó sobre  carta  4e  la  cédula  de  dicha  gracia,  se  la  ne^  por  sentencia  de 
24  de  mano  del  mbmo  ano : 

•  Resultando  que  á  consecuencia  de  haber  vendido  un  vedoo  de  Burgui  á 
otro  de  Sigues,  en  Aragón,  una  partida  de  pinos ,  reclamó  el  iralie  dicha 
venta,  y  sometida  la  cuestión  á  juicio  de  arbitros,  á  solicitud^  aquella  vi* 
lia,  pronunciaron  sentencia ,  en  5  de  enero  de  1768  disponiendo  que  cuan* 
d(i  ocurriese  vender  maderas,  lo  voríGcase  la  Junta  ganeeal  dando  cuenta  á 
sus  concejos,  se^un  era  el  uso  y  costumbre  que  habían  guardado,  confotfme 
á  la  unión,  privilegios  y  sentencias,  que  habían  de  quedar  sin  innovación  ni 
alteración ,  y  que  ninguna  de  las  villas  pudiese  arrendar  maderas  ni  porción 
de  tierras  paro  sembrar  ñi  otrob  usos,  en  lo  que  fuese  eoaaun ,  sin  preceder 
licencia  del  valle: 

.  ResulUñdo  que  la  villa  de  fsaba  seficító  del  valle  la  facuitad  para  sue 
Vecinos  de  cerrar  ciertas  porciones  de  sus  propiedades,  para  el  pasto  de  sus 
ganados ,  en  el  tiempo  de  sus  labores,  y  qw  deapaaede  eir  la  Jnnta  gene^ 
ral  á  los  demás  concejos,  denegó  dicha  solicitud  en  19  de  junio  de  1794  ,'y 
mandó  se  estímese  á  la  costumbre  que  regia ;  que  preteooieado  posterior- 
mente» ta- misma  villa  el  permiso  de  oecraT  tos  éaDradorea  dos  yuntas  de  ter- 
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rtifDéii  beradadM  i^repíai/eonr  impofticíoii  de  penas  al  ifsarjbridie,  algas 
jMsn/MdeMstimó  Umbien  con  audíenda  de  los  doinás  ooneeioo» «n  junta 
general  de  28  de  octubre  de  i80l : 

ResaUando  que  la  propia  villa  f  la'de^Burffui  demandaron  en  el  año 
de  48tf  i  las  otras  cinco  del  valle  pare  que.,  en  fiel  coeopUmlento  de  la  le} 
de  8  de  junio  de  1813,  se  abstovieran  de  introducir  sus  ganados  en  las  tier- 
ras y  heredades  que  los  vecinos  de  ambas  viikaa  cultivaban  y  poseían  den- 
tro de  SU8  términos,  7  que  bebiéndose  opoeato  el  valle ,  por  las  mismas  ra** 
zones  que  en  el  pteíto  actual,  pre«Mmei5  sentencia- la  Corte  mayor  de  Navar*- 
ra  en  i4  de  febrero  de  i826,  declarando  no  haber  Ingar  á  lo  pedido  por 
Isaba  y  Burgnf : 

Resultando  que  en  i2  de  julio  de  1824,  reclamaron  algunos  vecinos  de 
la  primera  de  dichas  dos  villas  al  despo^  causado  por  unos  pastoresíd»  U^^ 
taroz  con  la  tala  de  los  sembrados  que  tenían  en  tierraa  ruluwÉw»  en  el  tér  ^ 
mino  de  Erroizu,  y  pidieron  el  abono  de  dano»y  fecfUfcios;  que  contradi- 
cha esta  pretensión  por  los  dueños  de  togpNMlbt  y  por  ^  valle»  fundados 
en  que  aquellos  terrenos  eran  majadeleaó  reposaderos;^  en  los  que  no  podi» 
hacerse  roturación  alguna^  nmjmm  sentencias  en  3i  dé  jaKo  de  1829^  2 
de  marso  y  20  de  ageéK^de  i8di,  por  las  que  se  condenó  ¿  los  demancfa*» 
dos  al  abono  deddos  y  perjuicios,  y  á  los  demandantes  en  10  ducados  de 
multa,  por  haber  sembrado  contra  el  acuerdo  del  valle,  se  mandé  á  este 
qn#«nei  término  de  un  mes  arreglaíse  los  reposaderas,  envilajes  y  de}es 
qué  necesitase  el  ganado,  y  procediese  á  talar  las  tierras  tiitimameote  sem« 
bradas  en  dicho  término,  y  se  impuso  ia  multa  de  500  libras  á  todos  los  que 
las  hubiesen  preparado  y  sembrado,  y  al  Alcalde  de  I^aba  otras  500  por  no 
haber  celado  el  cumplimiento  de  cuanto  le  había  marcado  la  corte;  y  que 
si  en  lo  sueesivo  se  propasasen,  se  diese  cuenta  al  valle  para  formarles  la 
correspondiente  causa: 

Resultando  qoe  en  iS  de  marzo  de  1820  reformaron  las  villas,  por  me- 
dio desús  comisionados,  las  ordenanzae  que  regian  desde  17  de  enera  res- 
pecto á  panificados,  lo  cual  aprobé  la  Junta  del  valle  y  confirmé  el  Gonseie 
en  30  de  diciembre  de  1829,  disponiendo  por  el  primer  capitulo,  que  Bur- 
go! quedase  sin  panificados,  como  siempre  lo  habla  estado,  y  que  á  I^aba  7 
Ostarroz  se  les  reservaba  el  derecho  que  tenían  adquirido  de  sembrar  y 
resembraren  sus  términos,  pero  sin  gozar  entonces  4te  los  tales  panidca*- 
dos  y  tener  que  dar  cuenta  al  valle  cuando  lo  verifiesse,  guardando  siem- 
pre las  sentencias  del  Real  y  Supremo  Consejo  y  uño  de  1500,  con  las  síe-* 
te  eafrftulas  de  la  unión: 

Resultando  que  de  loe  libros  de  actas  y  acnerdoe  de  las  Jontas  genera- 
les del  valle  desde  4716,  en  que  tuvieron  principio,  hasta  ek  de  4853  apa- 
rece, que  en  todas  ellas  y  dia  24  de  agosto  se  acordaba  la  suelta  de  los  pa- 
nificados é  se  aplazaba  por  algunos  dias,  según  las  circunstancias  de  los 
tiempos,  y  también  los  arriendos  de  las  yerbas  de  ios  miemos  á  los  vecioos 
del  valle,  y  por  su  falta  á  tos  forasteros: 

Resultando  que  de  las  actas  de  las  juntas  celebradas  desde  1772  á  1842 
apareci  haber  pagado  los  vecinos  del  valle,  bajo  el  titulo  de  montajes,  por 
maderas  cortadas  con  licencia  del  mismo  en  sus  heredades  é  campos  pro- 
idos,  situados  en  comunes,  como  en  algunas  se  esprsaa: 

ResulUndo  que  en  24  de  agosto  de  1823,  10  de  abril  de  1824  y  24  da 
ngoeto  de  1825,  se  concedió  permiso  por  las  juntas  generales  á  la  villa  de 
Ijrzaingui  para  resembrar  los  campos  que  había  asolado  un  pedrisco  y  po- 
ner guardas  para  custodiar  los  frutos: 

Resultanoo  que  en  el  certificado  espe£dn  por  el  Escribano  D.  Hilarión 
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Rom  m  IS  dé  joab  de  18i0,  se  oeiwigiia  que  avoet  ee  haUi  reptrtido  m 
el  valle  eiaeoieo  dí  centfikueioú  alffaoa  por  pfopiedad  teitUorial,  siao  per 
los  prodoctos  del  ganado  y  frolos  de  la  tiarm: 

Resultando  que  de  i5  Instramentos  públicos  otoñados  eo  los  anos  de 
1741, 4747  á  1760»  mZ  i  1855,  apareee,  que  á  tíluío  de  tenU,  dooMsion, 
testamento  y  otros  contrates,  se  trasfiríó  el  dominio  é  hipoteeeroo  pinares, 
tierras,  heredades  y  varios  bienes  jaropaos  de  diferentes  veoinos  del  valle, 
simados  en  algunas  de  sus  villas,  sin  hacer  espresion  en  ellos  de  que  para 
su  otorgamiento,  precediese  licencia  del  vaUe,  ni  que  lo  trumitido  ó  hipo«^ 
tocado  estuviese  sfocto  á  la  mancomunidad  de  pastos: 

Resultando  que  por  Real  decreto  de  7  de  diciembre  de  1849,  espedido  á 
consulta  del  Gonseio  Real  en  el  pleito  seguido  entre  el  Ayuntamiento  de 
liaba  y  ol  valle,  sobre  amparo,  en  la  posesión,  á  sus  vecinos  del  Jibre  uso  y 
aprovechamiento  de  las  tierras  de  su  propiedad,  se  mandó  que  con  arreglo 
á  las  ordénenlas  vigentes  se  mantuviese  al  valle  de  Roncal  en  la  posesioa 
de  maneomunidad  de  pastos  en  las  tierras  del  término  de  Isaba  sobre  que 
versaba  el  litigio: 

Resultando  que  D.  Juan  Francisco  Femandes,  por  sí  y  en  representa- 
cion  de  otros  197  vecinos  de  Isaba,  y  de  43  de  Vidangoa,  presentó  de- 
manda el  dia  13;  de  mayo  de  1856,  en  el  Juzgado  de  primera  Instancia  do 
Aois,  pidiendo  sedeclarsae  á  su  favor  el  derecho  de  Ubre  y  eaclusiva  pro« 
piedad  en  las  tierras  que  poseían  en  los  términos  de  dichas  villas,  sin  que 
el  valle  de  Roncal  ni  los  ganaderos  del  mismo  pudieran  pretender  ni  atri* 
huirse  goce  alguno  en  ellas,  antes  por  el  contrario,  que  debian  respetarlas 
inviolablemente,  como  si  estuvieran  de  hecho  cerradas  y  acotadas,  y  alegé 
la  propiedad  y  posesión  en  que  esuban  como  adquiridas  por  diferentes  u«> 
tulos  y  medios  legitimos;  que  por  antigua  costumbre,  fundada  en  motivos 
y  circunstancias  que  habian  variado  mucho,  se  introducían  en  los  términos 
de  Inba  y  Vidangoz  los  ganados  de  las  demás  villas,  observándose  una 
maoeomunidad  de  pastos,  origen  de  invasiones  y  danos  frecuentes  en  las 
tierras  de  dominio  particular;  que  era  contraria  al  derecho  natural  y  oívU 
de  todo  propietario,  y  sin  embargo  de  deberse  considerar  lagalmente  oer- 
radas  y  acotadas,  con  arreglo  al  Real  decreto  de  8  de  junio  de  1813,  res- 
tablecido en  0  de  setiembre  de  1866,  sin  perjuicio  de  los  caminos,  cañadas 
y  servidumbres,  pudieado  sus  dueños  disfrutarlas  libre  y  -  esclusivamente» 
destinándolas  al  uso  que  mejor  les  pareciese: 

Resultando  que  la  Junta  general  del  valle  solicitó  se  la  absolviera  li- 
bremente de  la  demanda  y  se  declarase,  en  caso  necesario,  la  manoooMio* 
nidad  de  los  pastos  on  el  mismo,  apn  en  lu  heredades  que  materialmente 
se  deciao  de  la  propiedad  y  dominio  parttcular  de  los  demandantes,  y  es- 
puso  que,  escepto  los  terrenos  conocidos  con  el  nombre  de  boyerales,  sal- 
sas ó  corseras  que  cada  una  de  las  villas  tenia  de  su  esclusiva  pertenencia, 
todos  los  demás  eran  eomunea  del  valle  en  toda  su  estension,  aunque  radi- 
casen dentro  de  los  límites  de  cada  villa,  por  no  ser  la  designación  de  tér- 
minos para  dividir  la  propiedad  sino  para  los  diezmos  y  primicias,  poner 
guardas  y  ejercer  la  jurisdicción;  ano  iodos  los  vecinos  podían  rolu^r  en 
los  comunes,  señalando  el  terreno  dentro  del  término  de  cualquiera  villa, 
y  aprovecharse  de  los  árboles  existentes  en  el  mismo,  pero  no  reducirlos  á 
maderas  y  venderlas  sin  espresa  licencia  del  valle,  al  que  pagaban  en  tal 
caso  la  cantidad  que  la  Junta  señalaba  por  montaje;  que  el  vecino  roturan- 
te  hacia  suya  la  tierra  en  el  hecho  de  cultivarla  y  sembrarla  por  tres  años» 
al  cabo  de  los  que  se  anotaban  en  el  libro  de  aboieogo  del  pueblo  de  su  ve- 
cindad y  en  el  de  aquel  en  cuya  jurísdioeioo  había  roturado,  quedando  sua 
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pastos,  despoesde  leranUidos  los  frutos^  para  aprofecbamiento  comon;  que 
este  era  el  modo  de  adquirir  conocido  en  nqoel  yaile,  sin  que  Fernandez 
ni  ninguno  de  sus  representados  pudiera  presentar  otro  título  originario  de 
adquisicíoDy  pues  todos  los  particulares  que  se  proclamaban  dueños  de  fin- 
cas, solo  yenian  á  tener  el  dereciio  de  cultíyo  y  utilidad  de  los  productos; 
aai  q«e  cualesquiera  actos  de  dominio  que  se  hubieren  ejercido  o  ejercie- 
ran, de  familia  en  fomilia^  ó  de  otro  modo,  eran  sfai  perjuicio  de  los  pastos 
comunes,  y  por  consiguiente,  que  faltando,  como  faltaba,  la  propiedad  pie* 
na  ó  absoluta  que  las  leyes  protegen  y  estando  fundado  el  goce  de  pastos  y 
yerbas  que  sostenía  el  yaile,  en  justos  y  legítimos  títulos,  resoluciones  de 
la  Corona  y  ejecutorías,  mediando,  además,  la  convenienoia  y  aun  la  ne- 
cesidad páblica  por  la  conservación  de  la  riqueza  pecuaria ,  una  de  las 
Srincipaies  del  mismo,  no  podían  tener  aplicación,  al  caso  los  decretos  y 
eales  órdenes  inyocadas  por  Fernandez  y  liti-sócios,  como  tampoco  el 
acotamiento,  objeto  de  su  demanda: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba  y  articuladas  las  que  los  in- 
teresados creyeron  conducentes á su  propósito,  para  justificarlos  hechos 
alegados,  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instancia  en  dO  de  octubre  de 
4857,  declarando  no  haber  lugar  al  cerramiento  y  ncottfmiento  de  las  here- 
dades que  pertenecían  á  los  demandantes,  fuera  de  los  vedados,  boyerales, 
salsas  ó  corseras  por  bailarse  sujetos  á  la  servidumbre  ó  gravamen  de  pas* 
tos  con  que  fueron  adquiridos  desde  su  primitivo  origen,  aunque  estén  si- 
>  tos  dentro  de  sus  términos  jurisdiccionales,  pues  que  estos  no  se  fijaron 
con  mas  objetos  que  los-  referidos,  y  que  en  su  consecuencia,  absolvía  de 
k  demanda  al  Ayuntamiento  ó  JunCa  del  valle  de  Roncal: 

Resultando  que  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Pamplona  en  31  de 
nnyo  de  1860,  confirmó  la  referida  sentencia,  por  la  que  se  absolvió  al 
Ayuntamiento  ó  Junta  del  valle  de  Roncal: 

Resultando  que  contra  este  folio  interpusieron  D.  Juan  Francisco  Fer- 
nandez y  liti-sóoios  el  presente  recorso  ae  casación,  porgue  en  su  concep- 
to, se  habian  infringido  la  ley  de  acoumiento  de  8  de  junio  de  18i3;  la 
ileai  orden  de  11  de  febrero  de  1836  y  otras  leyes  y  doctrinas  que  en  su 
lugar  y  dia  se  citarían,  habiéndose  citado  en  este  Supremo  Tribunal,  para 
el  caso  de  que  la  sentencia  de  la  Audiencia  no  se  comidere  confirmatoria  de 
la  de  primera  instancia,  en  todas  tas  partes  que  contiene,  las  disposiciones 
de  los  articulos  61  y  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  y  en  la  hipótesis 
de  que  fues<^  conformes  de  toda  conformidad,  en  su  parte  declaratoria, 
las  leyes  10  y  14  del  tíU  31  de  la  Partida  3.*,  y  bajo  cualquiera  de  los  dos 
referidos  aspectos  en  que  se  considerue  la  de  la  Audiencie,  las  leyes  1 14, 
lis  y  1 19,  tit.  18,  Part.  3.';  la  10,  tlt.  19  de  la  misma  Partida,  y  el  artícu- 
lo 281  de  la  de  Bniuiciamíento  civil: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Sebastian  González  Nandin: 

Coosiderando  que  la  ley  de  8  de  iunio  de  1813,  restablecida  en  6  de  se* 
tiembre  de  1836,  al  autorizar  á  los  dueños  de  tierras  para  cercarlas  y  uti- 
lizar del  modo  que  quieran  sus  frutos,  se  refiere  únicamente  á  aquellos  que 
las  posean  en  pleno  y  absoluto  dominio: 

Gonsideraodo  ea  I  a  hipótesis  de  que  una  Real  orden  pueda  legalmente 
dtarae,  como  fundamento  de  un  recurso,  atendidos  los  términos  precisos 
del  art.  1012  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  la  de  11  de  febrero  de 
1836,  al  eacluír  todos  los  títulos  que  fundados  en  invasiones  ó  en  malas 
prácticas  y  costumbres  se  opusieren  al  libre  goce  de  la  propiedad,  se  refie* 
re  también  al  dominio  pleno  y  absoluto  del  propietario: 

Considerando  que  los  pastos  de  las  heredades,  cuyo  acotamiento  se  pre« 
TOMO  vil.  19 
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tende,  estovieron  siempre,  no  eií  yirtod  de  invasiones  ni  de  malas  ó  abusi- 
vas prácticas,  liao  por  pactos  y  convenios  solemnes,  consagrados  por  el 
tiempo  y  sancionados  en  distintas  épocas,  por  sentencias  ejecotorias,  desli* 
nados  para  aproveclianúento  de  los  ganados  del  valle,  una  vez  levantados 
los  frutos: 

Considerando  que  ese  gravamen,  limitando  el  derecho  de  los  dernan- 
dantos  en  las  tierras  de  que  se  trata,  impide  que  puedan  alegar  respecto  á 
ellas,  el  de  una  libre  y  plena  propiedad: 

Considerando,  por  tanto,  que  careciendo  estos  del  principal  requisito 
exigido  por  las  indicadas  ley  y  Real  orden,  no  han  podido,  legalmente,  in* 
voear  sus  disposiciones,  ni  alegar  su  infracción: 

Considerando  que,  siendo  conformes  de  toda  conformidad,  en  su  parte- 
dispositiva,  que  es  la  que  constituye  el  fallo,  las  sentencias  de  primera  y 
segunda  instancia,  según  lo  reconocieron  los  mismos  recurrentes  al  hacer 
sin  reclamación  alguna,  el  depósito  de  los  4,000  rs.,  las  leyes  10  y  14,  ti* 
tulo  31,  Partida  3.*,  paráoste  caso  citadas  como  infringidas,  que  tratan  de 
^uten  puede  im'paitivr  semdumfrree  y  en  qfue  cosae  y  de  quemado  deban 
imponerse,  carecen  de  aplicación  á  la  cuestión  del  litigiOi  el  cual  ha  versa- 
do sobre  si  eran  de  libre  ^  absoluto  dominio  las  tierras  cuyo  cerramiento  se 
pretende,  y  no  respecto  á  la  naturaleza  de  la  restricción  ó  limitación  alega* 
da  por  los  demandados: 

Considerando,  además,  que  auque  en  la  sentencia  de  primera  instancia, 
adoptada  por  la  Audiencia,  se  lea  la  palabra  servidumbre^  para  designar  la 
carga  á  que  están  sujetas  las  heredades  de  los  recurrentes,  ni  esa  palabra 
á  la  que  disyuntivamente  añadió  el  Juez  la  de  gravamen,  se  usó  en  eoncep* 
to  calificativo,  ni  en  todo  caso  la  inserción  en  una  sentencia  de  una  espre- 
sion  más  ó  menos  exacta  ú  oportuna,  bastarla  para  desnaturalizar  la  esencia 
del  punto  litigioso,  en  el  terreno  de  la  casación: 

Considerando  que  los  recurrentes  no  reclamaron  en  tiempo  oportuno 
contra  la  legalidad  ó  veracidad  de  los  títulos  ó  instrumentos  probatorios, 
presentados  ^r  los  demandados  y  que  por  consiguiente,  tampoco  se  han 
infringido,  ni  las  reglas  que  para  la  eficacia  en  juicio  de  los  documentos 
públicos  prescribe  el  art.  281  del  Enjuiciamiento  civil;  ni  menos,  en  la  su» 
posición  de  que  fuesen  aplicables,  las  leyes  114, 118  y  119,  tit.  18;  y  10, 
título  19,  Partida  3.*,  referentes  al  modo  con  que  debe  ser  hecha  una  car» 
ta  para  que  valga;  á  U>  que  ha^  de  hacer  el  lúes  cuando  una  de  las  par- 
tes impugnase  la  carta  contra  él  presentada,  espresando  quería  letra  de 
ella  no  era  de  aouel  que  manifiesta  haberla  escrito,  y  á  cómo  debe  el  Es-» 
eribano  volver  a  haósr  la  carta,  cuando  aquel  á  quien  la  diere  dijese  iWi* 
berla  perdido; 

Faltamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  tusar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  O.  Juan  Francisco  Fernandez yiítisrsócios,  á 
quien  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  del  depósito;  devolviéndose 
Jos  autos  á  la  Audiencia  de  Pamplona,  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  insertará 
en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  electo  las  copias  necesarias,  lo  pro- 
nunciamos,  mandamos  y  firmamos.— Ramón  López  Vázquez.-— Sebastian 
González  Nandin.— Gabriel  Gemelo  de  Velasco.— Joaquín  de  Palma  y  Vi-  • 
nuesa.— Pedro  Gómez  de  Hermosa.— Pablo  Jiménez  de  Palacio.*— Ventura 
de  Colsa  y  Pando. 

Publicación.— Leída  y  nublicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  fisoe-- 
lentísimo  é  Ilustríáimo  Srr  D.  Sebastian  González  Nandin,  Ministro  de  la 
Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  estándose  oelebrando  au* 
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habiiiudo 

Madrid  l.'^de  manió  de  1862.— Lqís  Galatrareño.— (Gaceta  de  7  de 
laano  de  i8620 


Reenrse  de  eaMieien  (3  de  mar^o  de  1862.)«^Aproba* 
ciON  DI  cuBRTAS  DI  unA  SOCIEDAD.— Pago  db  ALCANCES.— Se  dccIara' 
por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Sopremo  no  haber  lagar  al  recur- 
so de  casación  interpuesto  por  D:  Gabriel  Fornés  contra  la  senten-. 
cía  dictada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Mallorca,  en 
pleito  con  D.  Lorenzo  Truyol ,  y  se  resuelve: 

1.^  Que  el  recurso  de  casación  no  procede,  ni  contra  los  fUnda^ 
mentas  de  las  sentencias ,  ni  porque,  con  mas  ó  menos  oportunidady 
se  haya /citado  entre  ellos  alguna  ley: 

iJ"  Que  debe  estarse  d  la  apreciación  que  la  Sala  sentenciadora 
haya  hecho  del  valor  de  la  prueba  de  testigos  presentada  por  las 
partes,  cuando  en  dicha  apreciación  no  ha  infringido  ley  alguna  ni 
la  doctrina  legal; 

Y  3."*  que  no  pueden  citarse  con  oportunidad  como  inflingidos 
en  pleitos  en  que  no  se  trate  de  una  sociedad  mercantil,  artículos 
del  Código  de  comercio ,  la  Real  orden  de  30  de  noviembre  de  1833, 
y  el  principio  ó  doctrina  legal  de  que  los  fueros  privilegiados  na 
pueden  renunciarse^ 

En  la  Tilla  j  corta  de  Madrid ,  á  3  de  marzo  de  1862,  en  los  autos  que 
penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado 
de  primera  instancia  de  Manacor  y  en  ta  Sala  primera  de  la  Real  Audiencia 
de  Mtilorca  por  D.  Lorenzo  Truyoi  contra  D.  Gabriel  Fornés  sobre  aproba- 
cion  de  cuentas  de  una  sociedad  y  pago  de  su  alcance: 

Resultando  que  en  18  de  setiembre  de  1854  se  asociaron  ambos  litigan- 
tavfit  láraaino  de  un  ano  para  la  compra  y  venta  ea>  pérdidas  y  ganancias 
de  vinoB,  agnacdíMiles  y  espíritus,  debiendo  Truyol  adelantar  los  fondos 
necesarios  y  FoméiBft  ai  encargado  de  los  líquidos,  y  por  consiguiente 
da  llevar  la  cuenta  y  razón  deam^operaciones,  y  de  rendirla  con  cargo  y 
daU: 

Resultando  que  D.  Lorenzo  Truyol  preeantó  en  el  Juznido  de  primera 
Instancia  de  Manacor  en  27  ,de  febrero  de  1856  un  borrador  sin  fecha  ni 
inoa  que  le  había  entregado  Fornés  de  las  cuentas  de  la  compra  y  venta  de 
vinos  que  debía  rendirle;  y  pidió,  á  fin  de  preparar  su  demanda,  que  éste 
manifestase  si  ratificaba  aquellas  cuentas,  y  en  caso  afirmatiyo  que  las  fe- 
chase y  formase,  presentando  dentro  de  seis  días  los  documentos  que  legi- 
limasen;  y  habiéndose  mandado  así,  declaró  Fornés  que  no  se  ratificaba 
porque  solo  era  un  papel  que  habia  presentado  á  Truyol  para  que  ezamioán- 
dolo  le  dijese  las  dificultades  que  encontraba  para  solventarlas,  y  aun  no 
habia  recibido  conlestacion: 

Resttiundo  que  en  vista  de  la  anterior  pidió  Truyol  que  Fornés,  dentro 
de  tercero  día,  presentase  las  cuentas  de  la  sociedad  con  toda  claridad  y 
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detaHe,  bajo  apercibimiento  de  lo  qne  hubiese  loger :  y  p«r  auto  de  8  de* 
mano  del  mismo  año  se  accedió  ¿  ello,  y  se  seiíat^  a  Fornés  el  término  de  ■ 
dnccf  días: 

Resultando  que  de  este  auto  reclamó  pidiendo  se  mandase  é  Truyol  que" 
usara  de  su  derecho  con  arreglo  á  las  leyes  mercantiles,  puesto  que  se  tra- 
taba de  una  sociedad  mercantil;  y  en  su  vista  solicitó  Truyol  sé  ordenase  á 
aquel  que  depositara  el  libro -reígistro  que  habla  espresado  llevaba  de  las 
enentas  y  ventas,  ó  los  libros  de  comercio  que  conservase  á  los  efectos  coa- 
Big^enteSy  lo  cual,  estimado  asi,  por  auto  de  31  del  mismo  mes  lo  confirmé 
la  Audiencia  por  otro  de  18  de  enero  de  1858: 

Resultando  que  pendiente  la  cuestión  anterior,  otorgaron  ambos  intere- 
sados una  escritura  privada  en  17  de  junio  de  1856,  en  la  que  Fornés  re- 
conoció su  obligación  de  rendir  la  cuenta  circunstanciada  de  la  soeiedad  y 
reaaUado  que  había  tenido  la  especulación  de  vinos,  y  se-comprometió  á 
presentarla  á  Tmyol  para  que  la  examinase  y  opusiera  los  reparos  que  tu- 
viera por  conveniente,  conviniendo  uno  y  otro  en  someter  á  la  decisión  de 
arbitros  arbitradores  y  amigables  componedores  todos  los  puntos  en  que  na 
estuviesen  acordes: 

Resultando  que  por  consecuencia  del  convenio  precedente  entregó  Per^ 
nés  á  Truyol  otras  cuentas  en  17  de  junio,  con  las  que  no  estuvoéste  con- 
forme; y  en  cumplimiento  de  la  cláusula  tercera  de  dicho  convenio  otom-^ 
ron  eecritora  pública  en  5  de  diciembre  del  mismo  aike  nombrando  los  arbi<- 
tros  arbitradores,  y  acordando  que  cada  uno  de  los  interesados  pjiediese  pe- 
Át  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Manacor  las  justificaciones  que  le 
oonvíDíese  producir  con  citación  del  otro: 

Resultando  que  habiendo  acudido  Truyol  á  dicho  Juzgado  con  objeto  de 
fiacer  las  pruebas  que  creyó  le  eran  convenientes,  y  de  pedir  que  Fornés 
exhibiese  los  documentos  justificativos  délas  cuentas;  como  no  pudiese 
conseguirlo  sin  embargo  de  las  providencias  dictadas  al  efecto,  se  declaró  4 
su  instancia,  de  conformidad  de  Fornés,  por  terminado  el  compromiso, 
protestando  Truyol  por  los  perioicios  que  le  causase  le  resistencia  de  aquel: 

Resultando  que  en  19  de  febrero  de  1858,  alegando  Truyol  estarse  eu 
el  caso  de  llevar  á  efecto  los  autos  de  8  y  31  de  marzo  de  1856,  pidió  que 
Fomés,(dentro  de  quinto  día,  presentase  las  cuentas  déla  sociedad  coa  la 
elaridad  y  detalle  debidos,  y  dentro  de  tercero  depositase  el  (ibro  ó  Kbros  de 
comercio,  bajo  apercibimiento  de  lo  que  hubiese  lugar:  acordado  asi  como 
no  lojcumpiiese,  se  le  volvió  á  mandar  lo  verificase  en  el  término  de  una 
audiencia,  y  en  su  vista  presentó  un  escrito  en  que  se  ratificó,  manifettan- 
do  no  tener  libro  ni  libros  de  comercio,  ni  cuentas  de  la  sociedad,  ni  mas 
documentos  que  los  presentados  en  el  espediente^  que  eran  des  pto^icato», 
los  cuales  podrían  traerse  á  estos  autos  por  testimonio  ú  originales; 

Resultando  que  después  de  otras  gestiones  de  Trujo!  en  el  mismo  sen- 
tido, solicitó  se  le  autorízase  para  presentar  las  cuentas,  y  se  le  obligase  á 
Fornés  ¿  estar  y  pasar  por  su  resultado  no  justificando  lo  contrario  en  un 
término  dado:  y  llamados  los  antecedentes,  se  proveyó  en  in  de  marzo  de 
1858  que  no  nabiendo  presentado  Fornés  ni  las  cuentas  ni  los  libros  de  la 
sociedad  á  pesar  de  los  diferentes  requerimientos  é  intimaciones,  se  autori- 
zaba á  D.  Lorenzo  Truyol  para  que  verificase  su  presentación  dé  ellas,  y  se 
daba  por  terminado  el  incidente,  con  espresa  condenación  de  costas  á 
Fornés: 

Resultando  que  en  uso  de  dicha  autorización  formuló  Truyol  las  cuea- 
tas,  comprendiendo  bajo  diferentes  partidas  de  cargo  el  importe  de  los  vinos 
que  ingresaron  en  la  sociedad,  el  de  los  gastos  que  tuvo  la  misma,  las  caa>^ 
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tidades  qne  en  vinos  y  metálioo  había  entregado  á  Fornés  y  las  que  este 
cobró  de  O.  Salvador  Noguera,  sacando  á  su  favor  un  saldo  de  8,057  libras 
9  dineros,  de  que  te  era  responsable  Fornés: 

Resollando  qoe  en  44  de  julio  del  mismo  ano  presentó  demanda  D.  Lo* 
renzo  Trnyol  con  la  solicitud  de  qne  se  aprobasen  dichas  eúentas,  y  en  su 
«consecuencia  se  condenase  á  D.  Gabriel  Fornés  á  qne  le  satisfaciese  las 
^89057  libras  2  dineros,  equivalentes  á  i07,055  rs.  S6  céntimos  á  qne,  salvo 
error,  ascendiasn  responsabilidad,  con  mas  los  intereses  de  6  por  400  ven« 
-ddos  7  qoe  se  venciesen  desde  el  i8  de  setiembre  de  <855  basta  el  efectivo 
'pago,  y  alegó  haciendo  mérito  de  ios  antecedentes  y  de  que  el  pacto  terce- 
ro del  contrato  úñ  sociedad  en  lo  relativo  á  ia  distribución  de  pérdidas  6 
^ganancias  había  sido  modificada  por  acuerdo  verbal  de  ambos,  conviniendo 
se  dividieran  unas  y  otras  por  mitad;  qne  la  obligación  de  Fornés  al  pago 
4e  dicha  cantidad  con  sus  intereses  era  indispensable  como  resultado  del 
eontrato  de  asociación,  y  por  ordenar  las  leyes  que  las  oblijaciones 
-coDlraidas  lícitamente  sean  cumplidas  y  que  se  indemnicen  los  danos  cau- 
sados: 

Resultando  qne  el  demandado  contestó  esponiendo  como  eseepciónes  27 
reparos  ó  afpravios  ¿  las  cuentas  presentadas  por  Truyol,  y  pidió,  en  uso  del 
lemedío  de  la  reconvención,  que  se  declarase  haber  lugar  á  cada  uno  de 
•«líos,  y  en  su  conseeoencia  que  se  le  absolviese  de  la  demanda  y  se  conde* 
ñera  á  aquel  ai  pago  de  las  cuentas  reformadas  según  la  declaración  de  los 
mismos,  y  ademas  en  todas  las  costas  por  no  haber  llevado  el  libro  corneó- 
te, como  era  de  su  obligación: 

Resultando  que  O.  Lorenzo  Truyol  contestó  á  cada  uno  de  los  agravios 
reconociendo  haber  padecido  equivocación  en  tres  de  ellos;  pero  se  opuso  á 
me  se  diese  higar  á  los  demás,  pidiendo  se  accediera  á  lo  pretendido  en  su 
•aemanda: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  ordinario,  y  recibido  á  prueba,  articu- 
laron las  partes  las  que  estimaron  conducentes,  y  el  Juez  dictó  sentencia 
^OB  30  de  setiembre  de  i8S9,  que  confirmó  en  parte  la  Sala  primera  de  la 
Aodienciade  Mallorca  por  la  que  pronunció  en  23  de  abril  de  1860,  apro- 
rbando  las  cuentas  presentadas  por  D.  L(»renzo  Truyol,  menos  en  cuanto  á 
4a8  partidas  de  los  números  1 1 ,  23,  44  y  76,  en  orden  á  las  cuales  se  man- 
•4aben  rectificar  las  equivocaciones  padecidas  en  los  tres  primeros,  é  igual- 
mente que  por  D.  Lorenzo  Truvol  se  rectificasen  dichas  cuentas  con  arre- 
glo é  esta  ejecutoria,  condenanoo  á  O.  Gabriel  Fornés  á  qué  dentro  del  tér- 
mino de  10  diaü  después  de  presentada  dicha  rectificación  pagase  su  resul- 
tado al  mismo  Truyol,  con  los  intereses  al  6  por  100  vencidos  desde  la 
fecha  de  la  publicacioa  de  esta  sentencia,  y  absolviendo  á  uno  y  otro  recl- 
procanMnte  de  la  demt^n^a  y  reconvención  en  cuanto  á  lo  demás  quecom- 
•preodian,  confirmando  la  sentencia  apelada  en  lo  que  con  esta  fuese  eon- 
ierme,  y  revocándola  en  lo  demás: 

Resultando  que  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Fornés  se  funda 
«n  haberse  aplicado  indebidamente,  v  por  lo  mismo  infringido  los  mismos 
«rucólos  9i3  y  918  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

4k®  Porque  según  el  art.  910  de  la  misma,  solo  tienen  aplicación  en  el 
4Saflo  de  tratarse  del  pago  de  perjuicios,  y  precisamente  la  sentencia  contie- 
ne la  absolución  de  los  reclamados: 

2."^    Por  ser  solo  aplicables  tratándose  de  formar  cuentas  procedentes  de 
mía  senleneia,  y  en  el  caso  actual  las  cuentan  se  presentaron  en  un  juicio 
ordinario,  según  lo  espresa  uno  de  los  resultandos  de  dicha  sentencia: 
3.^    raque  requieren  para  comprometer  ai  deudor  un  apercibimiento 
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,«spreso,  y  en  este  no  se  hizo  así,  sino  qué  el  Tribunal  autorizó  pura  y  sim* 
plómente  á  Tro  yol  para  que  presentase  las  cuentas: 

Y  4.®  Porque  exigiendo,  en  cuanto  á  las  cuentas  ¿  que  se  refieren ,  nnft 
tramitación  especial,  no  se  ha  seguido  esta ,  como  lo  demuestra  el  procedi- 
miento comparándolo  con  los  artículos  914»  9t5,  916  y  90i  al  906: 

Que  también  se  han  infringido  las  leyes  28,  tit.  2.%  Partida  3/;  39  del' 
mismo  título  y  Partida,  y  2.*,  tit.  14  de  la  misma  Partida»  así  como  la  doc- 
trina ó  axioqoa  legal  de  que  no  justificando  el  actor  debe  ser  absuetio  el  de- 
mandado, toda  vez  que  llamando  ordinario  los  resultandos  de  la  sentencia  4 
este  juicio,  y  reconociendo  que  Troyol  ba  sido  el  demandante,  pues  que  los 
mismos  espresan  que  este,  con  las  cuentas,  interpuso  demanda  ordinaria  pi- 
diendo se  aprobasen,  y  aue  Fornés  contestó  á  esta  denianda;  sin  embargOy 
se  ha  dicho  en  los  considerandos  que  debe  Pornés  estar  y  pasar  por  las  cuen- 
tas de  TruYOl  en  todo  lo  que  no  baya  justificado  ser  inexactas,  y  que  For- 
nés no  ba  justificado  ninguna  inexactitud  de  las  operaciones  objeto  de  los 
reparos;  cambio  de  obligaciones  que  justifica  la  infracción  de  las  cüadas 
leyes: 

Finalmente,  que  habiéndose  tratado  de  reparos  á  cuentas  de  oca  Socie- 
dad, debieron  sujetarse  al  fuero  mercantil  y  á  su  arbitramento  fcrzoso,  con- 
forme al  art.  323  del  Códice  de  Ck>mercio,  y  no  habiéndolo  hecho  se  ha  in- 
fringido dicho  articulo  y  Tos  2."*,  354  y  355  del  propio  Código,  y  la  Reai 
orden  de  30  de  noviembre  de  <833,  con  el  principio  ó  doctrina  legal  de  que 
los  fueros  privilegiados  no  pueden  renunciarse: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Ventura  de  Col^  j  Pando: 

Considerando  que  el  recurso  de  casación  no  procede,  ni  contra  los  fun- 
damentos de  las  sentencias,  ni  porque  con  más  ó  menos  oportunidad  se  ha- 
ya  citado  en  aquellos  alguna  ley,  y  en  su  consecuencia  que  no  ha  podido 
fundarse. este  en  que  la  Audiencia  invocara  para  su  fallo  los  artículos  913 
y  918  de  la  ley  de  Enjuiciamento  civil: 

Considerando  que  por  no  haber  cumplido  Fornés  con  presentar  las  cuen- 
tas de  la  sociedad  que  tuvo  con  Tmyol,  según  estaba  obligado  y  él  mismo 
ha  reconocido,  lo  verificó  éste,  previa  la  competente  autorización,  sin  que 
por  esto  se  eximiera  Fornés  de  hacer  las  pruebas  y  justificaciones  necesa- 
rias en  virtud  del  deber  que  contrajo  cuando  se  constituyó  dicha  sociedads 

Considerando  que  practicada  por  ambas  partes  la  prueba  de  testigos  !& 
Sala  sentenciadora,  en  la  apreciación  que  ha  hecho  en  uso  de¡la  facultad  que 
le  concede  el  art.  317  de  la  lev  de  Enjuiciamiento  civil,  no  ha  infringid» 
las  leyes  28  y  39  del  tit.  2.°,  Partida  3.';  la  2/  del  tit.  i4  de  la  misma  Par- 
tida, ni  tampoco  la  doctrina  legal  de  que  no  probando  el  actor  debe  ser  ab* 
suelto  el  demandado: 

Considerando  que  no  tratándose  en  este  pleito  de  ninguna  sociedad 
mercantil,  no  pueden  citarse  con  oportunidad  como  infringidos  los  artículos 
del  Código  de  Comercio,  la  Real  orden  de  30  de  noviembre  de  1833  y  el 
priiícipio  ó  doctrina  legal  de  que  los  fueros  priviligiados  no  pueden  renun- 
ciarse; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Gabriel  Fornés,  á  quien  condenamos  en  las 
costas;  devolviéndose  los  autos  con  la  certificación  correspondiente  á  la  Reai 
Audiencia  de  Mallorca. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  (?ac#(a  é  inserta- 
rá en  la  C7o¿eoeion  ie^útotíva,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— Ramón  López  Va2quez.—Sebastiaa 
González  Nandin.— Antero  de  Echarrí.^Pedro  Gómez  de  Hermosa.^— Pabla 
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de  Palacio.^Laureaiio  Rojo  de  Ndrzagaray.— «Ventura  de  Golsa  y 
Pando. 

Pablicaeieo.— 'Laida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  linio. 
Sr.  O.  Ventura  de  Colsa  y  Pando,  Ministro  de  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  Sala  en  el  dia 
de  boy,  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  3  de  marzo  de  1862.— Juan  de  Dios  Rubio.— (Gaceta  de  8  de 
mano  de  lSd2.) 


61. 

Recurso  de  casaelon  (4  de  marzo  de  1862.)--— Dkclará* 
GiON  DE  SE&viDDiiBRE  DE  RIEGO.— Se  declara  por  la  Sala  segunda 
del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  in» 
terpuesio  por  D.  Vicente  Bayarri  contra  la  sentencia  dictada  por  la 
Sala  segnna  de  la  Audiencia  de  Valencia,  en  pleito  con  D.  Vícen* 
te  Fcrrer,  y  se  resuelve  : 

Que  el  recibimiento  á  prueba  en  la  segunda  instancia  solo  pue^» 
de  otorgarse  con  arreglo  al  párra[o  1.*  del  art,  869  de  la  ley  de 
Enjuiciamie)üo  civiU  cuatido  por  causa  no  imputable  al  que  la  so- 
Ikite  no  huHese  podido  hacerse  en  la  primera  instancia. 

En  la  villa  y  eortede Madrid ,  á  4  de  marzo  de  4862,  en  los  aulos  que 
en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Moneado  y  en  la  Sala  segunda  de  la 
Audiencia  territorial  de  Valencia  ha  seguido  D.  Vicente  Ferrer  y  Tranco 
con  O.  Vicente  Bayarri  sobre  que  se  declare  ¿  faYor  del  primero  cierta  ser- 
vidumbre de  riego;  auntos  pendientes  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  ca- 
sación interpuesto  por  el  demandado  contra  la  sentencia  que  en  25  de  junio 
último  dictó  la  referida  Sala: 

Resyllando  que  en  21  de  enero  de  1859  D.  Miguel  Sabater  yendió  á  Don 
Vicente  fiayarri  á  censo  reservativo  una  parte  de  solar  en  el  pueblo  de  Bon- 
repós  para  que  construyera  un  edificio,  y  que  el  Bayarri  entaiJló  un  inter- 
dicto asegurando  que  dicbo  solar  estaba  en  (iDsesion  del  derecho  de  no  con- 
áantir  que  por  la  acequia  inmediata  pasaran  aguas  destinadas  al  riego  del 
campo  de  D.  Vicente  Ferrer,  y  que  en  perjuieio  de  semejante  derecho  ha- 
bía levantado  este  terraplén  oon  objeto  de  llevar  el  riego  por  la  espresada 
acequia  causando  un  despojo: 

Resultando  que  sustanciado  el  interdicto,  el  Juez  de  Moneada  dictó  sen- 
tencia en  i  9  de  mayo  reintegrando  á  Biyarri  en  la  posesión  y  condenando  á 
Ferrer  á  destruir  el  terraplén  y  dejar  las  cosas  en  el  estado  que  antes  te- 
nían, con  las  costas  y  apercibimientos  consiguientes,  y  con  reserva  al  mis- 
nao  del  derecho  que  pudiera  asistirle,  para  que,  si  lo  tenia  por  conveniente, 
k)  ejercitase  en  la  vía  ordinaria: 

Resultando  que  en  uso  de  esta  reserva  D.  Vicente  Ferrer  entabló  de- 
manda ordinaria  para  que  se  dejara  sin  efecto  el  auto  de  reintegro  dictado 
en  el  interdicto  y  se  declarase  que  le  corresponde  el  derecho  de  regar  su 
campo  por  la  acequia  lindante  con  el  solar  de  Bayarri,  previniendo  á  este 
que  ba¡o  las  penas  prescritas  por  las  leyes  se  abstenga  ue  molestarle  en  el 
aso  de  este  derechOi  y  condenándole  al  pago  de  las  costas  causadas  en  el 
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interdicto  y  las  que  se  caasasen  por  aquella  deinaaday  y  A  ia  ¡ndemniuoloii 
de  perjoicios: 

Resultando  que  contradicha  esta  solicitud  por  D.  .Viceoie  Bayarrí  sin 
que  en  el  escrito  espusiera  cosa  alguna  sobre  incompeteacia  del  Juagado,  y 
puestos  los  de  réplica  y  dáplica,  en  los  cuales  tampoco  sdiciió  la  iohibicioii 
ninguna  de  las  partes,  se  recibió  el  pleito  ¿  prueba  por  lórmíno  de  20  días 
comunes,  que  se  prorogaron  por  todo  el  de  la  ley: 

Resúlundo  que  en  la  parte  de  la  suya  pidió  D.  Vicente  Bayarrí  que  as 
oficiara  al  Gobernador  ci¥il  de  la  provincia  para  que  por  la  sección  corres- 
pondiente se  certificase,  (Son  presencia  del  plano  y  espediente  que  se  foroió 
para  la  construcción  del  camino  vecinal  entre  Bonrepód  y  Mirambeil  en  el 
año  de  i860,  si  se  dejó  como  servicio  de  dicho  camino  destinada  á  su  des- 
agüe en  toda  la  ostensión  del  mismo  una  escorrentía  de  dos  nalmos  escasos, 
y  si  el  referido  camino  tomó  todo  el  terreno  de  lo  que  en  su  aia  fué  lavado* 
ro  público;  (¡ue  él  Juez  estimó  esta  solicitud,  y  en  el  dta  2  de  marsó  se  di- 
rigió el  oficio,  según  la  nota  puesta  por  el  BscribaBo,  sin  que  fues»  remili- 
da  la  certificación : 

Resultando  que  hecha  á  su  tiempo  publicación  de  probanxas,  alegaron 
las  partes  insistiendo  en  sus  respectivas  pretensiones:  y  aunqu^el  deman- 
dado Bayarri  no  pidió  que  se  inhibiese  el  Juzgado  del  conocimiento  del 
pleito,  dijo  por  primera  vez  entonces  que  correspondía  á  las  Autoridades  ad* 
ministrativas  por  las  razones  que  espuso  : 

Resultando  que  en  10  de  enero  de  i86i  el  Juez  dictó  sentencia  en  la 
oue  declaró  que  corresponde  á  D.  Vicente  Ferrer  la  serviduogibre  de  aoue- 
duelo,  ó  sea  el  derecho  de  regar  el  campo  que  posee  en  jurisdicción  de 
Bonrepós  por  la  acequia  que  contigua  al  mismo  existe  entra  el  solar  de 
D.  Vicente  Bayarri  y  el  camino  vecinal  que  divido  aquel  pueblo  y  el  de  Mi- 
rambeil, y  mandó  queso  reintegrase  á  Ferrer  en  la  posesión  de'dicha  ser* 
▼idumbre,  de  que  fué  privado  por  el  auto  de  19  de  mayo  de  i859  con  mo- 
tivo del  Interdicto  que  contra  él  interpuso  Bayarri,  condenando  á  este  á  que 
Bo  le  Interrumpa  en  el  goce  y  disfrute  de  ella,  á  que  le  indemnizase  los  da- 
nos y  perjuicios  que  se  le  hayan  ocasionado  con  motivo  de  este  juicio  y  del 
sumarisimo,  y  al  pago  de  las  costas  que  hubiese  tenido  que  abonar  en 
ambos: 

Resultando  que  interpuesta  apelación  |>or  Bayarri,  al  espresar  agravios, 
sin  que  espusiera  cosa  alguna  respecto  de  incompetencia  del  Tribunal,  so- 
licitó que  se  recibiese  el  pleito  á  prueba  en  aquella  segunda  instancia  para 
llenar  el  objeto  de  la  certificación  que  en  la  primera  se  bahía  reclamado  al 
Gobernador  civil,  y  que  no  había  remitido: 

Resultando  que  la  Sala  por  auto  de  27  de  mayo  desestimó  esta  solid- 
tud  ;  y  después  de  haber  reclamado  Bayarri  la  suosaoacion  de  la  falta  para 
preparar  ed  recurso  de  casación,  se  vio  el  pleito  sobre  lo  principal,  y  por 
sentencia  de  22  de  junio  se  confirmó  con  costas  la  apelada: 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  en  tiempo  D.  Vicente  Bayarri 
recurso  de  casación  ,  fundado  en  la  causa  4.*  del  art.  1013  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  oivil  por  no  haberse  recibido  los  autos  á  prueba  en  la  se- 
gunda instancia ,  y  en  la  sétima  por  ser  manifiesta  la  incompetencia  de  la 
jurisdicción  ordinaria  para  tratar  y  resolver  este  oleito  que  afectaba  gran- 
des intereses  de  la  Administración,  y  además  en  la  infracción  de  las  leyes 
que  citaba: 

Vistos ,  siendo  Ponente  el  Ministro  de  este  Supremo  Tribunal  D*  Juan 
María  Biec: 

Considerando,  acerca  de  la  causa  4.*  del  art.  1013  de  la  ley  de  Enjui- 
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«iimimitoeivil  en  que  ee  funda  «ste  reoarso,  qoe  el  reetbimiento  á  proel» 
60  la  aej^unda  iostaacia  solo  puede  otorgarse  eoo  arreglo  al  párrafo  primero 
4et  ui.  869  cuando  por  causa  no  imputable  ai  que  la  solicite  no  hubiese 
podido  hacerse  en  la  primera  instancia: 

Considerando  que  D.  Vicente  Bajarri  no  ha  acreditado  en  manera  al* 
¿una  que  no  le  es  imputable  ta  falta  de  la  certificación  pedida  á  su  instan- 
tía  al  Gobierno  civil  de  Valencia  en  2  de  manso  de  1860  j  la  de  otra  prueba 
que  llenase  au  objeto; 

Y  considerando,  en  cuantié  la  causa  7/  alenda .  ó  sea  la  de  compe* 
liocia  de  jurisdicción^  que  en  el  pleito  actual  fl<wre  el  derecho  de  conducir 
D.  Vicente  Ferrer  aguas  que  no  se  le  disputan  á  un  campa  de  su  propiedad 
fer  un  cauce  paralelo  al  camino  entre  Mirambell  y  Bonrepós  no  aparece  in* 
tensado  derecho  alj^no  comunal,  y  ai  solo  ei  priyado  de  las  partes  que  li« 
tígan  coa  conocimiento  indudable  y  sin  oposición  de  la  Autoridad  adminis* 
trativa; 

FaltanM»  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  que,  fundado  en  las  caneas  4/  y  7/  del  art.  f#l3  interpuso 
D.  Vicente  myarri,  4  quien  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  los 
2,000  rs.  de  que  presto  caución ,  los  cuales  abonará  cuando  mejore  de  for- 
Inna,  distribuyéodoee  entonces  con  arreglo  á  la  ley  ;  y  mandamos  que  res* 
pecio  al  recurso  de  casación  ene!  fondo  pasen  los  autos  á  la  Sata  pri- 


Asl  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaata  del  Go^ 
ti§mo  ó  insertará  en  la  CoUedon  legMtUoa ,  para  lo  cual  se  pasen  iaa 
oportunas  copias  certificadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.*— 
loan  Mariin  Garramotino.— Ramón  María  de  Arrióla.-— Félix  Herrera  de  la 
Rita.-^uan  María  Biec.— Felipe  de  Urbina.— Eduardo  Elfo«-- Domingo 
Mofeno. 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Uu»* 
trfsiao  Sr.  O.  Juan  María  Biec,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia, 
estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  segunda  hoy  dia  de  la 
feeh»,  de  que  cerUfieo  como  SecreUrio  de  S.  M.  y  su  Escribano  de  Cá« 


Madrid  4  de  mano  de  i862.— Dionisio  Antonio  de  Puga.— (ffaceki  de 
9  de  marzo  de  1802.) 


•9. 

« 

Recurso  de  easaeloia  (7  de  marzo  de  1882.).— liinBinfi- 

ZAOWí  DB  pttiuicios.-^e  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 

Supremo,  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 

D.  Manuel  Villanneva  y  consortes,  contra  la  sentencia  pronunciada 

Kr  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Zaragoza,  en.  el  pleito  con 
iestino  Traeba  y  otros,  y  se  resuelve: 
!.•    Que  á  la  Sala  sentenciadora  corresponde  apreciar  el  valor 
de  ¡aprueba  testifical  presentada  por  las  partes,  en  virtud  del  at" 
tículo  317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

St.""    Que  laley  32,  tít.  16,  Part.  3/  se  halla  modificada,  rea- 
poeto  i  la  apreciación  de  la  prueba  testificalt  por  el  art.  317  de  la 
TOMO  viu  20 
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ieydede  Enjuidamientú  dtril^  y  que  por  tmío,  en  tal  mUidú,  no 
puede  alegara  su  infracción: 

S."  Que  las  circulares  de  los  Gobernadores  de  provincia  no 
pueden,  atendido  su  carácter 9  procedencia  y  objeto,  ser  legalrhente 
citadas  como  fundamentos  de  un  recurso.de  casación; 

T  4/  que  solo  á  las  tasaciones  hechas  en  juicio  es  aplicable  lo 
dispuesto  en  el  art.  303  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  dvil. 

Ea  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  7  de  marzo  de  1862,  en  los  antos  que 
penden  ante  Nos  por  recarso  de  casación,  segaidos  en  el  Juzgado  de  pri-* 
mera  instancia  del  distrito  de  San  Pablo  de  latindad  de  Zaragoza  y  en  la 
Sala  tercera  de  la  Real  Audiencia  de  la  misma  por  Celestino  Trueba  y  otroi» 
contra  D.  Manuel  Villanueva,  D.  Eusebio  Lobera,  D.  Mariano  Bnil  y  Don 
Manuel  Hernández  sobre  pago  de  6,401  rs.  procedentes  de  perjuicios: 

Resultando  que  los  demandantes  Celestino  Trueba  y  consortes  son  due- 
ños reepectivamente  de  unos  campos  en  el  término  y  monte  de  la  Tilla  d« 
Alfajarin,  que  se  hallan  anotados  en  el  catastro  de  la  misma  con  ei  V.^  B«^ 
del  Alcalde  y  espresion  de  su  cabida: 

Resultando  que,  acordado  y  llevado  á  efecto  por  el  Ayuntamiento  de 
dicha  vitia,  que  lo  componian  los  boy  demandados,  el  señalamiento  de  paso 
para  los  ganados  por  las  indicadas  heredades  ó  campos,  con  orden  á  los  pas- 
4ores  para  que  entrasen  en  ellos  sin  embargo  de  estar  sembrados,  acudie- 
ron BUS  dueños  Trueba  y  consortes  á  la  diputación  provincial  en  10  d€ 
abril  de  1856  reclamando  la  indemnización  de  los  perjuicios  que  se  les  ha*» 
bian  causado  con  semejante  medida: 

Resultando  que  la  Diputación  acordó  en  7  de  junto  siguiente  que  el  Al- 
calda  de  Villafranca  del  Blbro  nombrase  dos  peritos  para  que  reconociesen 
V  valuasen  los  daños  causados,  y  que  en  su  cumplimiento  lo  fueron  dos  la- 
bradores, que  bajo  juramento,  pero  sin  noticia  del  Ayuntamiento  de  Alfa- 
jarin,  hicieron  el  justiprecio: 

Resultando  que  por  otro  acuerdo  de  la  misma  corporación  de  16  de 
agosto  se  aprobó,  después  de  oir  á  dicho  Ayuntamiento,  la  determinaeioa 
de  este,  y  se  señaló  á  Trueba  y  consortes  el  término  de  ocho  días  para  que 
justificasen  hallarse  comprendidos  en  alguno  de  los  arts.  1.%  2.*^,  3.^  y  4.^ 
de  la  ley  de  6  de  mayo  de  1855: 

Resultando  que  los  mismos  interesados  reprodujeron  su  anterior  solici- 
tud de  10  de  abril  negando  hubiesen  hecho  roturación  alguna  en  el  monte 
de  Alfajarin,  limitándose  á  sembrar  los  campos  de  su  propiedad;  que  el 
monte  era  del  Barón  do  Espes  y  no  del  común  de  vecinos,  y  que  en  él  te- 
ñían los  (R  Nuez  y  Villafranca  sus  campos  y  otros  derechos,  en  justificación 
de  lo  cual  acompañaron  una  Real  provisión  librada  por  la  Audiencia  de 
Zaragoza  en  25  de  noviembre  de  1833,  preceptiva  de  qae  el  Alcalde  de  Al- 
fajarin, inmediatamente  que  algún  vecino  de  Villafranca  reclamase  los  per- 
juicios que  por  pasturar  los  ganados  se  le  hubiesen  originado  en  los  campos 
que  cultivase  en  el  monte  de  dicha  villa;  procediera  al  nombramiento  de 
peritos  para  su  Valuación  á  fin  de  que  fuesen  respetadas  las  propiedades^»  lo 
cual  mandó  cumplir  el  Alcalde  y  se  hizo  saber  al  Ayuntamiento: 

Resultando  que  el  déla  villa  de  Nuez,  al  que  la  Diputación  pidió  infor- 
me sobre  la  reclamación  de  Trueba  y  consortes,  lo  evacuó  en  17  da  junio 
de  1857  manifestando  que  era  cierta  y  exacta  en  todas  sos  partes,  y  por 
consiguiente  insta: 

Resultando  que,  según  afirman  Xrueba  y  consortes,  el  Gobernador  ci« 
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vil  ks  raserfá  aa  deraobo  para  reclaoitr  los  perjuíoíes  en  la  forma  y  moda 
corr68iH>DdjeQles;  y  que,  acompañando  la  cuenta  justiGcada  de  ellos,  pre- 
seoiaroQ  demanda  en  23  de  junto  de  1858  en  el  Juzgado  de  primera  insUn 
da  del  diatrilo  de  San  Pablo  de  Zaragoza  pidiendo  se  condenase  á  D.  Ma« 
nael  YiIlaoue?a»  D.  Cusebio  Lobera,  O.  Manuel  Buil  y  D.  Manuel  Hernán-* 
dez  al  pago  de  5,595  rs.,  yalor  del  trigo  y  cebada  que  por  su  causa  babíaa 
perdido,  y  al  de  806  rs.,  importe  de  la  cuenta  de  gastos  causados  en  el  es- 
pediente seguido  en  el  Consejo  provincial,  y  en  las  costas;  y  alegaron  que 
los  demandados,  abusando  de  la  cualidad  de  Concejales  en  1855,  señalaron 
pasos  i  los  ganados  por  medio  de  sus  beredades,  dando  orden  á  los  pastores 

ri  qoe  entrasen,  como  le  hicieron,  causando  considerables  perjuicios  en 
sembrados:  que  no  teniendo  para  ello  facultad,  ni  como  Concejales  ni 
como  particulares,  infringieron,  no  solo  los  fueros  de  Aragón,  sino  también 
las  leyes  ^neralesde  España,  cometiendo  un  atropello  á  la  propiedad;  y  que 
por  lo  mismo,  y  con  arreglo  á  la  legislación  municipal,  leyes  recopiladas  y 
otas  posteriores,  tenian  espedito  su  dereoho  los  esponentes  para  que  se  les 
indemnizase  de  los  daños  y  perjuicios  sufridos  y  de  los  gastos  que  se  lee 
hablan  ocasionado: 

Resultando  que  los  demandados  D.  Manuel  VillanuoYa  y  lUis-sócios,  so- 
lídtaroni  no  solo  que  se  les  absolviese  libremente,  sino  que  se  condenase  4 
Celestino  Trueba  y  consortes  á  que  dejasen  ¿  disposición  del  común  de  ye* 
cióos  el  terreno  que  le  tenian  usurpado,  y  que  en  parte  constituían  los  pa* 
soe  cabañales  que  reprensiblemente  sembraron  y  el  Ayuntamiento  les  man* 
dó  desamparar,  y  espusieron  que  Trueba  y  consortes  no  eran  poseedores 
sioo  detentadores  de  los  terrenos  por  los  que  el  Ayuntamiento  autorizó  eV 
paso  de  los  ganados  por  ser  cañadas,  pasadas  y  demás  que,  correspondien- 
do al  común,  no  podían  roturarse  sin  el  previo  espediente  instructivo,  pago 
del  oánoa  y  superior  aprobación,  y  por  consiguiente  que  eran  culpables  de 
usurpación  y  de  desobediencia  á  la  Autoridad  municipal,  y  de  haber  acusa- 
do calumniosamente  á  los  que  se  habían  conducido  bien  y  fielmente  en  el 
desempeño  de  sus  cargos  como  individuos  del  Ayuntamiento,  bajo  cuyo 
concepto  y  en  cumplimiento  de  las  leyes  no  podían  ser  responsables  en  par- 
licoUr: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  y  articuladas  las  que  las 
partes  estimaron  á  su  propósito,  dictó  sentencia  el  Juez  en  22  de  setiembre 
de  i859,  que  confirmó  la  Saia  tercera  de  la  Audiencia  de  Zaragoza  en  16  do 
octubre  de  4860,  condenando  á  D.  Manuel  Villanueva  y  litis-sócios  á  que 
de  sus  propios  bienes  pagasen  á  los  demandados  5,595  rs.  que  importaba  el 
valor  del  trigo  y  cebaoa  que  perdieron  á  consecuencia  de  haber  pasado  {|or 
sos  campos  ios  ganados  en  virtud  del  señalamiento  de  los  pasos  por  los  mis- 
mos, j  además  806  rs.  á  que  ascendía  la  cuenta  de  los  castos  causados  en  el 
espediente  segoido  eb  el  Consejo  provincial,  absolviendo  á  los  demandantes 
de  la  reoonveneloa  de  los  demandados: 

Resulundo,  porúltimOy.qneD.  Manuel  Villanueva  y  litis  «socios  interpu* 
sieroD  el  actual  recurso,  por<|ue  no  habiendo  otra  justificación  respecto  á 
los  perjuicios  que  la  de  las  diligencias  practicadas  por  el  alcalde  de  Villa- 
ínaca»  fuera  del  proceso,  sin  citación,  y  por  consiguiente  sin  conocimiento 
del  Ayuntamiento  de  Alfajarin  y  sus  individuos,  se  daba  á  entender  en  la 
sentencia  que  el  acuerdo  fué  de  estos  v  no  de  aquel,  separándolos  del  ca- 
rácter de  constituir  corporación,  siendo  asi  que  lo  iúcieron  como  Ayunta- 
jDíeoto,  y  se  dice  no  resultar  justificada  la  usurpación  de  servidumbres  y 
terrenos,  hallándose  contestada  y  declarada  por  nueve  testigos  y  sin  tacha^ 
oon  iníréecioni  eami  eonoepto,  de  las  Ordenanzas  de  2i  de  diciembre  da 
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1893»  las  de  31  de  marzo  de  1841, 13  de  octabrede  1844  y  t.*  de  seUein* 
hre  de  1848;  las  circulares  del  gobierno  de  provincia  de  21  de  janio  de 
i  844, 14  de  enero  y  16  de  febrero  de  1845  y  31  de  setiembre  de  1848;  las 
leyes  de  8  de  enero  de  1845  y  6  de  mayo  de  1855;  el  arUcalo  303  de  la  de 
Enjuiciamiento  civil,  y  los  21, 22^  23  y  24  de  la  misma,  y  la  ley  32,  tít.  16 
de  la  Partida  3.': 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Sebastian  Goncalez  Nandin: 

Considerando  que  los  demandantes  han  acreditado  poseer  con  legitimo 
Utulo  los  terrenos  que  por  orden  de  los  recurrentes  invadieron  y  talaron  los 
ganados: 

Considerando  que  la  cuestión  referente  Ihta  existencia  en  ellos  de  veré* 
das,  cañadas  y  pasos  cabañares  y  otras  servidumbres,  constituidas  á  favor 
del  común  de  vecinos  de  Alfajarin,  se  sujeté  á  prueba  testifical,  la  cual  fué 
apreciada  por  la  Sala  sentenciadora,  en  uso  del  derecho  que  le  concede  el 
articulo  317  del  Enjuiciamiento  civil,  cuya  infra<^ion  no  se  ha  alegado: 

Considerando  que,  modificada  esencialmente  por  dicho  articulo  la  ley 
32,  tit.  16,  Partida  3.*  en  la  parte  referente  á  la  apreciación  de  la  prueba 
testiGcal,  no  es  ya  alegable  en  tal  sentido  su  infracción: 

Considerando  que  las  leves  de  8  de  enero  de  1845  y  6  de  mayo  de  1855, 
y  las  Ordenanzas  y  Reales  ordenes  que  se  citan,  en  la  suposición  de  que  9S^ 
tas  últimas,  con  arreglo  á  la  terminante  disposición  del  art.  1(M2  del  Ba« 
juiciamiento  civil,  puedan  legalmeate  alegarse  como  infringidas,  refirtén* 
dose  nerp<»riamente  á  las  heredades  en  que  existan  las  servidumbres  de 
aprovecliHuiiento  común  q^ie  mencionan,  y  de  cuyo  arreglo  y  conaervacien 
tratan,  tampoco  han  podido  infringirse  por  resultar  de  la  prueba  de  testi* 
gos  apreciada  por  le  Sala  que  las  tierras  de  los  demandantes  estaban  libres 
de  esa  clase  de  gravamen: 

Considerando  que  las  circulares  de  los  gobernadores  de  provincia  no 
{raeden,  atendidos  su  carácter,  procedencia  y  objeto^  ser  legaimente  citadas 
<;omo  fundamentos  de  un  recurso: 

Considerando  que  los  demandados  no  impugnaron  oportunamente,  res* 
pecto  á  su  origen,  la  tasación  por  la  vía  gubernativa  practicada,  de  los  da* 
DOS  causados  en  las  heredades  de  los  demandantes,  siendo,  por  tanto,  inapli- 
cable á  aquella  tasación  lo  dispuesto  en  el  art.  303  de  la  ley  de  Enjuicia* 
miento,  concerniente  solo  á  las  que  se  hacen  en  juicio: 

Considerando  que  no  se  han  infringido  los  21,  22,  23  y  24  de  la  refe* 
rida  ley,  porque  ro  habiendo  entablado  á  su  tiempo  los  recurrentes  articulo 
de  incon  testación  á  la  demanda  en  cuanto  á  deber  esta  dirigirse  esclusira- 
mente  contra  el  Ayuntamiento,  no  aparece  defecto  alguno  en  las  notifica- 
ciones (jue  se  les  hicieron  y  debieron  hacérseles,  en  el  eoncepte  en  que 
consintieron  litigar; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  luffar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Manuel  Yillanueva  y  litis-sócios,  á  quienes 
condenamos  en  las  costas  yá  la  pérdida  de  la  cantidad  depositada;  y  de- 
vuélvanse los  autos  á  la  Audiencia  de  Zaragoza  con  la  certificación  corres-^ 
pendiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inserta» 
rá  en  la  Colección  legislaUva,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
pronunciamos,  mandannis  y  firmamos.— Ramón  López  Vázquez.— Sebas- 
tian González  Nandin.— Joaquín  de  Palma  y  Viñuesa. — Pedro  Gómez  de 
Hermosa.— Pablo  Jiménez  de  Palacio.— Laureano  Rojo  de  Norzagany.— 
Ventura  de  Colsa  y  Pando. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  precedente  seoteooia  por  el 
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Efcmo.  é  limo.  Sr;  D.  Sebastian  Gonsalaa  Nandio,  MinisiTo  de  la  Sala  pri- 
men del  Tribaoal  Sapiemo  de  JusUeiay  celebrando  aadiencla  pública  la 
misma  Sata  en  el  día  de  hoy,  de  qoe  yo  el  Escribano  de  Cámara  certifico* 
Madrid  7  de  mano  de  1862.— Joan  de  Dios  Rabio.«-(6ae0to  de  10  da 
mano  de  1802.) 


ea. 


)  Aé  eaMMima  (8  de  marzo  de  1862.).— Pago  dk 
GAifTiDAD.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Mariano» 
Pí  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  la  Au- 
diencia de  Barcelona,  en  pleito  con  Doña  María  Oria  y  otro;  y  se 
resuelve: 

I."*  Que  la  obligación  de  fianza,  como  accesoria  de  otra  pritici^ 
pah  9^  entiende  contraída  en  los  propios  términos  y  con  la  misma 
etíension  que  aquella  á  que  sirve  de  garantía,  cuando  no  se  ha  li- 
mitado y  restringido  espresamentei     . 

2.*  Que  no  es  doctrina  Uffal  la  ck  qué  ningún  sedo  debe  ser 
reintegrado  del  total  de  las  pérdidas,  antes  al  contrario  que  el  de- 
recho reprueba  que  uno  de  los  sucios  perciba  todas  Ufá  utilidades  sin 
tener  parte  en  las  pérdidas: 

3."*  Qus  siendo  subsistente,  válida  y  eficaz  la  obligación  princt- 
paldela  sociedad^  lo  es  también  la  accesoria  de  fianza; 

¥  4.''  que  cuando  no  se  ha  dado  mas  estension  á  lo  accesorio  que^ 
áloprincipcd,  no  se  infringe  la  ley  34,  Dig.^  de  fidejussoribusí  ni 
el  párrafo  S.\  lib.  S  ^  í«.'21  de  lalnstiU  deJusl. 

En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  8  de  marzo  de  1862,  en  el  pleito  pen- 
diente amé  Nos  por  recurro  de  caaaclon»  seguido  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia  de  Palset  y  en  la  Sala  primera  de  la  R^al  Audiencia  de  Barcelona 
por  Dona  Haría  Oria,  viuda  de  D.  losé  Diego  Mtdrazo,  y  el  curador  de  su 
nijo  menor  D.  José  Madrazo,  cqo  D.  Mariano  Pí,  como  úador  de  Tomás 
Frató,  sobre  pago  de  cierta  cantidad  procedente  ae  dicha  ñanza: 

Resultando  qoe  formada  sociedad  por  D.  Jusé  Diego  Madrazo  y  Tomás 
Praté  para  el  trasporte  de  granos  y  otros  arifcubs,  Grmaronen  1.^  de  eúe^ 
70  de  JS55  un  docomeoto  eí^tableciendo  en  ios  artículos  2.°,  3.^  y  4."  qoe 
la  dirección  de  la  sociedad  estaría  á  cargo  de  Madraso,  quien  pondría  los 
fondos  necesarios  en  frutos  ó  en  metálico,  y  Frató  todos .  los  trabajos  qua 
fueran  menester  para  el  trasporte  de  granos  y  demás  géneros  adonde  con^ 
i^niera,  á  fin  de  poderlos  Tender  con  mas  ventaja;  en  el  5.°  y  %.%  que  laa 
ganancias  se  partirían  por  partes  iguales,  obligándose  Frató  á  satisfacer  á 
Madrazo  la  mitad  do  Ihs  pérdidas  que  resoltaran  de  la  misma,  y  asimismo  á 
devolver  á  Madrazo  todas  las  entregas  que  éste  le  hiciese,  ya  en  frutos,  ya 
dinero,  así  como  Madrazo  se  obligaba  á  darle  recibo  de  todas  las  cantidades 
que  le  fuese  entregando  durante  la  soeied^d;  y  en  el  8.°  y  úilimo,  que  Pra« 
té  daba  f>or  fiador  para  responder  de  las  pérdidas  que  tal  vez  pudiera  haber 
en  la  sociedad  á  MarianO'  Pí,  que  acAptó,  y  como  tal  fiador  obligó  todos  sus 
bienes,  si  no  eran  básiantes  los  de  Frató: 
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Resultando,  que  fallecido  Ifadn^o  en  jnnio  de  dicho  año,  á  fofteneit  de 
8Q  Tiuda  y  del  carador  de  so  hijo  menor  rindió  Frató  las  cuentaa  de  la  ci- 
tada sociedad,  comprensivas  desde  45  de  diciembre  de  1854;  y  qne  agre* 
viadas  por  aquellos,  que  adicionaron  el  cargo  con  Tarias  partidas  de  granos 
y  dinero  entregados  á  Fralói  seguido  un  juicio  sobre  el  particular,  fué  eate- 
condenado  por  ejecutoría  de  8  de  marzo  de  1858  al  pago  de  57,010  rea- 
les 8  maravedís,  con  les  ínteres  legales  desde  el  diade  la  contestación  á  la 
demanda: 

Resultando  que  vendidos  al  deudor  sus  bienes,  que  produjeron  5,601 
reales,  entablaron  demanda  Doña  María  Oria  y  el  curador  de  su  hijo  meqor 
en  l2;de'noviembre  de  1858  redamando  do  D.Mariano  Pi,  como  íiador  de 
Frató,  59,183  rs*,  resto  de  su  crédito  é  intereses: 

Resultando  que  el  demandado  impugnó  la  demanda  fundado  en  que  no 
habla  salido  fiador  mas  que  de  la  mitad  de  las  pérdidas  que  esperimentase  1  a 
sociedad  en  sus  tratos  y  negociaciones;  pero  no  de  la  entrega  de  capitales  y 
demás  contingencias  que  pudieran  ocurrir,  negando  que  la  clantidad  á  cuyo 
pago  habla  sido  condenoao  Frató  proviniera  de  pérdidas  de  la  sociedad/ 
porque  á'ser  asi  no  se  le  hubiera  hecho  responsable  mas  que  de  la  mitad  de 
ellas: 

Resultando  que  practicada  prueba  por  las  partes,  dictó  sentencia  el  Inee 
de  primera  instancia,  que  confiraió  con  Us  costas  la  Sala  priraera  de  la 
Real  Audiencia  de  Barcelona  en  f  do  marzo  de  1860,  condenando  á  Pí  como 
fiador  de  Frató,  al  pago  de  la  cantidad  de  51,345  rs.  con  las  costas: 

Resultando  que  el  demandado  interpuso  recurso  de  casación,  citando 
como  infringidas  la  doctrina  legal  admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  Trí- 
Ibunales,  según  la  que  ningún  socio  debe  ser  reintegrado  del  total  de  las 
pérdidas  que  haya  tenido  la  sociedad;  la  doctrina  de  derecho  por  la  cual  se 
considera  de  esencia  de  la  obligación  de  Oanza  el  que  haya  una  oblig4cion 
principal  á  que  se  refiera,  oum  causa  prütcipaUs  non  eonsisíU  nec  ea  qwB 
mauuntur  locum  habent,  ley  178  Dig.  de  regulis  juris;  la  ley  34  Dig.  de 
/m^jmimibus;  el  párrafo  quinto,  lib.  Z.^^  tlt.  21  ínst,  Just;  y  por  último, 
la  doctrina  qwm  se  da8|irefiaft.da  la  ley  68,  párrafo  primero  Dig,  de  fiiejue» 
wfibus: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Laureano  Rojo  ée  NécMpinfr 

Considerando  que  la  obligacion.de  fianza,  como  accesoria  de  otra  prín-/ 
cipal,  cuando  no  se  ha  limitado  y  restringido  espresamente,  se  entiende 
contraída  en  los  propios  términos  y  con  la. misma  ostensión  que  aquella  á 
que  sirve  de  garatitla: 

Considerando  oue  no  es  exacta  en  los  términos  que  «e  propone  la  que 
se  llama  doctrina  legal  de  que  ningún  socio  debe  ser  reintegrado  del  total 
de  las  pérdidas,  y  que  además,  en  el  caso  concreto,  no  se  ha  acreditado  á 
juicio  del  Tribunal  sentenciador  que  uno  de  los  socios  baya  percibido  todas 
las  utilidades  sin  tener  parte  en  las  pérdidas,  que  es  lo  que  reprueba  el  de- 
recho: 

Considerando  que  la  obligación  constituida  por  el  demandado  en  el  ar- 
ticulo 8.®  del  contrato  se  refiere  necesariamente  á  la  precedente  consignada 
en  los  artículos  5.*  y  6.*  del  mismo;  y  por  consiguiente,  que  siendo  subsis- 
tente, válida  y  eficaz  la  obligación  prmcipal  de  la  sociedad,  lo  es  también  la 
accesoria  de  fianza,  y  por  lo  tanto  que  no  se  ha  infringido  la  doctrina  con- 
vtenida  en  el  principio  de  derecho  que  se  cita,  ley  178  mg*  de  ngulis  Juris: 

Considerando  que  el  demandado,  como  fiador,  se  obligó  simple,  para  y 
^neralmente  á  responder  de  las  pérdidas  que  pudieran  resultar  en  la  so- 
ciedad, las  cuales  no  pueden  ser  otras  que  las  del  eapital  social  ó  fondos 
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piMstos  en  poder  del  socio  índostrial ,  á  cayo  reiik/Bgro  fué  condenado  este» . 
y  sabsidUnamente  lo  ha  sido  el  demandado,  sin  qae  se  haya  dado  mas  es- . 
tensión  á  lo  accesofio  que  á  lo  principal,  no  habiéndose  infringido  por  tan* 
tola  ley  34  Dig^  de  fÍdeju$sonlm$,  ni  el  párrafo  quinto,  líb.  3.°,  tit.  21» 
Ihsi.  Just.: 

Considerando  que  no  habiéndose  hecho  responsable  al  demandado  por 
la  sentencia  de  los  intereses  del  capital  que  fueron  también  objeto  de  ia  de- 
manda, siéndole  aauella  favorable  en  esta  |)arte,  no  soto  no  ha  podido  fan« 
darse  eo  este  motivo  un  recurso  de  casación,  sino  que  no  se  ha  infringido 
la  doctrina  qne  deduce  el  recurrente  de  la  ley  68  DÍg.  de  fidejussoribus; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Mariano  Pf,  á  quien  condenamos  en  las  cos- 
tas y  á  la  pérdida  de  los  4,000  rs.,  importe  del  depósito  constituido;  deyoU 
viéndose  los  autos  con  la  certificación  correspondiente  á  la  Audiencia  do 
donde  proceden. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaeeía  é  inaer« 
tara  en  la  ColecqUm  legiBlaUva^  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  \(k 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. --Ramón  López  Vázquez.— Sebas* 
tian  González  Nandin* — Antero  de  Bctiarri. — Gabriel  Ceruelo  de  Velasen. 
^-Joaaain  de  Palma  y  Vinuesa.^-Pedro  Gómez  de  Hermosa.— Laureano 
flojo  de  Noreagaray. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ilus<» 
trfsimo  Sr.  D.  Laureano  Rojo  de  Norzagaray,  Ministro  de  la  Sala  primera 
del  Supremo  Tribunal  de  JustíQia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma 
Sala  en  el  día  de  hoy,  de  que  yo  el  G^cribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  8  de  marzo  de  1862.— Juan  de  Dios  Rubio.— (Gaceta  de  42  de. 
marzo  de  1862.) 


«1. 

Reenroo  de  eaisaelon  ea  asnitode  nitraisar  (iO  de  mano  de 

i862*). — PrIYACIOII  al  marido  de  la  ADHimSTRACIOIf  DÉ    LOS   BIEIfES. 

APORTADOS  POR  LA  MU6ER  AL  MATRIMONIO. — Sc  dccIara  pof  la  Sala  de 
ladras  del  Tribunal  Supremo,  no  haber  lugar  al  recurso  de  casa- 
eioQ  ioterpuesto  por  Dona  Carmen  Alers  contra  la  sentencia  dicta- 
da por  la  Sala  de  justicia  de  la  A.udiencia  de  Puerto-Rico,  en  pleito 
con  su  esposo  D.  José  Gaztambide,  y  se  resuelve: 

I.""  Que  la  ley  29,  tU.  ii,  Partida  4/,  no  ei  aplicable  al  caso 
en  que  no  se  ha  probado  que  el  marido  es  un  malversador  de  sus 
tienes,  de  manera  que  la  muger  entienda  que  el  marido  viene  ápo- 
breza  por  su  culpa; 

Y  2.*  que  en  la  calificación  de  los  hechos  en  que  se  funde  el  fa- 
llo deque  se  interpone  casacionf  la  Sala  de  Indias  del  Tribunal 
Supremo  debe  atenerse  á  la  hecha  por  la  Áudienáa  que  conoció  del 
negocio. 

Eo  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  10  de  marzo  de  1862,  en  los  autos  se- 
iraidos  en  la  Alcaldía  moTor  de  Mayaguas  y  en  la  Audiencia  Gbancillería  do 
Paerto*Rico  por  Dona  Garmen  Alers  con  su  esposo  D.  José  Gaztambide  so- 
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bre  que  se  le  prive  de  la  administración  de  los  bienes  aDortados  por  la  mis- 
ma al  matrimonio;  pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  ae  reeurao  de  casa« 
clon  interpuesto  por  la  Dona  Carmen  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sa* 
la  de  Jasticia  de  la  referida  Andtencia,  compuesta  de  tres  M sflstrado^: 

Resultando  que  Doña  Carmen  Alers  entabló  demanda  alegando  que  at 
contraer  matrimonio  con  D.  José  Gaztambide  aporté  41,934,  pesos,  cuyo 
Cft{Htal  se  habia  reducido  á  25,135  pesos,  según  aprecia  de  los  estados  que 
acompañaba,  naciendo  tan  perjudicial  resultado  de  que,  sin  embargo  de  loe 
buenos  deseos  y  honradez  ae  su  marido,  cuya  conducta  era  irreprensible  á 
toda  prueba,  no  tenia  la  pericia  y  actividad  administrativa  que  había  de  te- 
nerse en  el  manejo  de  los  intereses;  y  pidió  que  en  obsequio  de  la  conser* 
Tacion  del  resto  ae  lo  que  aportó  al  matrimonio  se  roai^dase  ponerle  en  ad- 
ministración de  manos  aptas  y  de  confianza  de  la  Doña  Carmen  para  con  - 
servado,  y  que  sus  productos  se  les  entregasen  para  proporcionar  con  ellos 
la  subsistencia  de  ambos  cónyuges  con  la  tranquilidad  y  quietud  que  era 
necesaria  á  su  edad: 

Resultando  que  D.  José  Gaztambide  contradijo  la  demanda  pidiendo  se 
deelarase  sin  lugar,  y  al  efecto  alegó  que  en  la  administración  de  los  bienes 
de  su  mujer  no  habia  contraído  empeños, ni  obligaciones  ruinosas;  y  que 
cualauiera  que  fuese  «I  estado  de  adelanto  ó  atraso  en  que  se  hallasen 
aquellos  por  efecto  de  circunstancias  que  no  le  eran  imputables,  no  podía 
privársele  de  la  administración  según  la  ley,  sino  en  los  únicos  casos  de 
enajenación  mental  ó  malversación  del  haber: 

Resultando  que  corridos  otros  traslados  y  recibido  el  pleito  á  prueba, 
se  practicó  la  qae  respectivamente  propusieron  los  interesados,  dirigida  la 
de  Doña  Carmen  Alers,  entre  otros  particulares,  á  justificar  que  su  esposo 
era  aficionado  al  juego;  y  alegando  en  su  vista  la  Doña  Carmen,  esplano  las 
anteriores  observaciones  diciendo  que  las  pérdidas  en  su  capital  procedían 
de  la  afición  que  tenia  á  jugar  el  Gaztambide,  y  que  la  acción  administra- 
tiva que  este  quería  sostener  era  improcedente,  puesto  que  se  trataba  de 
bienes  parafernales,  toda  vez  que  ni  habia  habido  capitulaciones  matrimo- 
niales ni  promesa  de  dote,  y  estababan  por  lo  tanto  fuera  de  la  dependencia 
del  marido,  que  solo  de  hecho  los  habia  manejado  y  administrado»  corres- 
pondiendo á  la  mujer  disponer  de  ellos  sin  la  menor  intervención  da 
aquel: 

Resultando  que  dictada  sentencia  par  el  Alcalde  ma^or  declaran  do  4Con 
lugar  la  demanda,  é  interpuesta  apelación  por  D.  José  Gaztambide,  la  refe- 
rida Sala  de  Justicia,  por  la  que  pronunció  en  34  de  julio  de  1860  con  re- 
vocación de>  aquella,  absolvió  al  Gaztambide  sin  especial  condenación  de 
costas: 

Resultando  que  denegada  la  súplica  qne  Doña  Carmen  Alers  ioterpusOp 
fundada  -en  que  la  sentencia  era  contraria  á  la  del  inferior,  caso  compren* 
dido  entre  los  que  marea  la  Real  cédula  de  30  de  enero  de  1855,  dedujo  el 
presente  recursode  casación  alegando  en  su  apoyo  que  se  habia  violado  la 
ley  29,  tlt.  11,  Partida  4/  en  su  espíritu  y  letra: 

Vistos  en  esta  Sala  de  Indias: 

Considerando  que  la  l<íy  que  se  cita  cómo  infringida  en  este  recurso  no 
es  apKcable  al  caso  en  que  no  se  ha  probado  que  el  marido  es  un  malversa- 
dor de  sus  bienes  de  manera  que  la  mujer  entifítida  que  el  marido  mene  4 
pobreza  por  su  culpa,  y  así  lo  ha  declarado  la  Sala  sentenciadora  al  califi- 
car la  prueba  dada  en  este  pleito: 

Considerando  que  en  la  calificación  de  los  hechos  esta  Sala  debe  atener* 
se  á  la  que  hubiere  iiecbo  la  Audiencia  de  aquellos  en  que  se  fonda  el  fallo 
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de  qne  se  Interpone  el  recurso,  según  el  art.  211  de  la  Real  cédala  de  39 
de  enero  de  1855: 

Faltamos  qoe  clebemos  declarar  y  declaramos  no  biber  lagar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  Doña  Carmen  Alers,  á  quíem  condenamos  en  las 
costas  V  á  la  pérdida  de  la  cantidad  por  que  prestó  fianza  para  la  interpost- 
don  del  mismo,  cuya  suma  se  distribuirá  en  la  forma  que  pretiene  el  arq- 
uéalo 218  de  la  citada  Real  cédula. 

Aaf  po.r  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  6o« 
biemo,  lo  pronancíamos,  mandamos  y  firmamos.— José  Gamarra  y  Cam- 
bronero.— Manuel  García  de  la  Gotera.— Miguel  de  Nájera  de  Meneos.-— Vi'> 
Gente  Valor.— José  Portilla.— Manuel  Ortiz  de  Záñiga.- Joaquín  Melchor 
j  Pínazo. 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Bsce« 
lentísimo  é  limo  Sr.  D.  José  Gnmarra  y  Gambronero,  Ministro  oel  Supremo 
Tribunal  de  Justicia  y  Presidente  de  su  Sala  de  Indias,  de  que  yo  el  Kscri« 
baño  de  Cámara  habilitado  certifico. 

Madrid  10  de  marzo  de  1862.— Rogelio  Montes.— (Goodta  del  12  de 
marzo  de  1862.) 


•5. 

>  de  easucloii  (8  de  marzo  de  1862.)«— :Cüiipu<- 
MCDiTo  m  UN  CONTRATO.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Trí^- 
bunat  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpueate 
por  D.  Antonio  Tauste,  contra  la  sentencia  dictada  pof  la  Sala  se- 
gunda de  la  Audiencia  de  Granada,  en  pleito  con  D.  Ignacio  Lillo^ 
y  se  resuelve: 

1.*  Que  en  la  prueba  testifical  9uministrada  por  las  partes^ 
tey  que  atenerse  d  la  apreciaeion  que  haya  hecho  la  Sala  sentencia-' 
dora,  mi^tras  no  se  alegue  que  al  hacerla  se  ha  infringido  alguna 
disposición  legal; 

Y  9.""  que  no  há  lugar  al  recurso  dé  casación,  cuando  en  la 
sentencia  contra  que  se  interpone,  no  se  ha  infringido  el  principio  6 
doctrina  que  sirve  de  fundamento  al  recurso. 

En  la  Tilla  y  córt^  de  Madrid,  á  8  de  marzo  de  1862,  en  los  aotos  que 
Muden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casacionf,  seguidos  en  el  Juzgado 
de  primera  instancia  de  Andúiar  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Real  Audiencia 
de  Granada  por  D.  Ignacio  Lilio  contra  D.  Antonio  Tauste,  sobre  cumplí* 
miento  de  un  contrato: 

Resultando  que  D.  Ramón  Molina  vendió  por  escritura  de  5  de  junio 
de  1855' á  D.  Antonio  Tauste  la  parte  que  tenia  y  le  óorrespondia  en  la  de«- 
lieea  de  los  Vélaseos,  término  de  Menjívar,  por  precio  de  90,000  rs.: 

Resultando  que  en  7  del  mismo  mes  D.  Antonio  Tauste  y  D.  Juan  Lillo^ 
0ñ  representación  este  de  su  hermano  D.  Ignacio,  firmaron  en  Córdoba, 
éonde  se  habla  otorgado  la  anterior  escritura  de  venta,  una  obligación  prl- 
vwh,  por  la  que,  confesando  haber  comprado  el  primero  la  mitad  de  la  de- 
beea  de  Ids  Vélaseos,  y  el  segundo  tener  contratada  la  adquisición  de  la 
otra  milad,  declararon,  entre  otras  cosas,  ser  objeto  de  dichas  adquisicioDee 
el  de  enajenarlas  á  los  vecinos  de  la  Tilla  de  Menjfvar  de  una  á  seia  fanegas 
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isuerda,  y  se  obligaron,  en  la  mas  solemne  forma,  D.  Antonio  Taaste  por  sí, 
y  D.  Juan  Lillo  en  representación  de  su  hermano  D.  Ignacio,  á  practicar 

odas  la»  operaciones  y  ventas  de  común  acuerdo,  sin  que  ninguno  de  los 

iqs  pudiera  liacer  las  enajenaciones  con  condiciones  que  alterasen  aquellas 

ajo  las  cuales  adquirían: 
Resultando  que  en  25  de  febrero  de  1850  acudió  D,  Ignacio  Lillo  al 
Juzgado  de  primera  instancia  de  Andújar  deduciendo  contra  Taaste  la  ac- 
ción de  recíproco  mandato  y  pidiendo  se  le  condenase  á  entregar  al  pueblo 
de  Menjívar  la  porción  de  dehesa  que  habia  adquirido  de  D.  Ramón  Molina 
para  que  pudiera  llevarse  á  efecto  el  reparto  entre  sus  vecinos^  bajo  las  ba- 
^s,  precio  y  condiciones  que  se  hablan  acordado  en  las  reuniones  popula- 
res celebradas  para  ello,  sin  poder  exigir  por  dicho  terreno  mas  que  el  pre- 
cio de  6U  adquisición,  los  gastos  ocasionados  paro  pasar  á  tratar  con  Don 
Ramón  Molina  y  el  medio  por  100  de  conducción  del  dinero»  y  alegó  ai 
efecto  que  Tauste  no  había  podido  adquirir  para  sí  sino  para  el  pueblo  da 
Menjívar,  del  que  habia  sido  mandatario: 

Resultando  que  D.  Antonio  Tauste  contradijo  la  demanda  pidiendo  se  le 
absolviese  de  ella,  y  se  declarase  además  á  Lillo  incompetente  para  dedacir* 
la,  toda  vez  que  él  adquirió  la  mitad  de  la  dehesa  por  título  oneroso: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  las  articularon  una  y  otra 
parte  de  testigos  con  objeto  de  justificar  si  hubo  ó  no  mandato,  y  que  el 
Juez  dictó  sentencia  en  3  de  octubre  de  1850,  que  confirmó  la  Sala  seguo  - 
da  de  la  Audiencia  de  Granada  en  6  de  julio  de  1857,  declarando  que  Don 
Ignacio  Lillo  era  parte  legitima  para  reclamar  de  D.  Antonio  Tauste  el 
x^umplimieoto  de  lo  pactado  en  la  reunión  habida  entre  ambos  y  D.  Manuel 
da  cuica  y  consortes,  en  principios  de  febrero  de  1855,  y  en  su  consecuen- 
cia condenó  á  Tauste  á  que  entregase  y  dejase  á  disposición  del  ^mun  de 
vecinos  de  Menjívar  la  porción  de  dehesa  de  los  Vétaseos  que  habia  adqui* 
rido  de  D.  Ramón  Molina,  á  fin  de  que  se  llevase  á  puro  y  debido  efecto  el 
reparto  de  la  misma  entre  sus  vecinos  bajo  las  bases,  precio  y  eondicionm 
aoerdadaeen  las  reuniones  populares  celebradas  con  dicho  objeto,  sin  que 
pudiese  percibir  por  el  terreno  ea  cuestión  mas  que  el  precio  de  su  adqui- 
sición y  tos  fiastos  de  ida  v  vuelta  de  su  viaje,  con  mas  el  media  por  100  de 
conducción  del  dinero,  y  le  condenó  también  en  los  danos  y  pequicios  que 
se  hubiesen  ocasionado  y  causasen  por  falta  de  cumplimiento  por  su  parte 
i  lo  pactado: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  Tauste  recurso  de  casa« 
cion^  fundado  en  que  la  acción  de  mandato  puesta  en  ejercicio  y  adoptada 
por  la  Sala  sentenciadora,  conforme  ¿  la  demanda,  y  contraria  al  documen- 
to de  7  de  junio  de  1855,  que  cita  como  apoyo  de  su  resolucton,  no  existe 
Di  ha  podido  ser  estimada: 

1.''  Porque  dirigida  la  demanda  á  que  Teuste  entregase  su  finca  para 
dividirla  en  suertes  y  ponerlas  de  olivos,  y  apareciendo  de  dicho  documento 
haberse  pactado  aue  cada  terrateniente  plantase  ó  no,  como  le  conviniese, 
es  visto  que  el  fallo  que  á  la  vez  dá  valor  á  ese  convenio  y  decide  eonforme 
á  la  demanda,  peca  contra  el  principio  legal  de  que  ano  probando  el  actor, 
debe  ser  absuelto  el  demandado.» 

2.''  Porque  si  la  obligación  exigida  á  Tauste  se  deriva  de  los  acuerdos 
de  lasjuntas  celebradas  a  principios  de  febrero  de  1855,  tiene  confesado 
Litio,  al  absolver  la  segunda  posición,  que  en  dichas  juntas  no  se  otorgó 
ningún  convenio  escrito,  ni  se  confirió  manaato  alguno  solemne;  ni  se  pu- 
sieron fondos  á  disposion  de  los  pretendidos  mandatarios: 

Y  3..^    Porque  si  la  obligación  se  decia  provenir  del  convenio  de  7  de 
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^nio  de  4859,  no  s»  encuentra  en  él  semejante  mandato  á  favor  del  pttehtp 
de  Menjívar,  y  ni  aan  siquiera  al  de  0.  Ignacio  Lillo,  quien  por*  otra  ¡ugrle 
to  intervino  en  aquel  documento  por  al  ni  ^r  legflimo  representante  por 
cuanto  no  lo  era  su  hermano  D.  Juan  qqie  carecia  dé  poder,  de  forma  que 
es  evidente  haberse  faltado  al  principio  legal  referido. 

Resultando,  por  último,  que  en  este  Supremo  Tribunal  se  ha  citado 
también  como  iúfringfda  la  doctrina  de  que  «en  un  contrato ,  ninguno  pue* 
de  ser  obligado  á  mae  de  aquello  á  que  Be  obligó  y  prestó  su  eonsen- 
timfento:» 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Gabriel  Geruelo  de  Vdlasco: 

Considerando  que  sobre  la  cuestión  discutida  en  estos  autos  de  si  ha  ha- 
bido ó  no  un  contrato  de  mandato  á  que  Quedase  obligado  ¡0.  Antonio  Taos- 
te  y  los  términos  y  condiciones  de  dicha  obligación,  se  suministró  por  una 
y  otra  parte  prueba  de  testigos,  que  ha  apreciado  ta  SaU  sentendadot'a  en 
«so  de  las  faeuitades  que  la  concede  el  árt.  317  de  la  ley  de  BnjU|eia0iien« 
to  civil,  sin  que  contra  esta  apreciación  se  haya  citado  íntracoioa  alguna 
■legaí; 

Y  considerando  que  en  la  sentencia  ejecutoria^  resolviendo  el  punto  11» 
tígioso,  como  lo  ha  hecho,  no  han  sido  infringidos  el  principio  y  doctrina 
que  se  invocan  en  apoyo  dei  recurso; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  inter- 
i^esto  por  D.  Antonio  Tauste,  á  quien  condenamos  en  las  costas'  y  en  la 
^rdida  del  depósito,  devolviéndose  los  autos  á  la  Real  Audiencia  de  donde 
proceden,  con  la  certificación  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inserta* 
fá  en  la  Colección  legitkUiva^  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y.  firmamos.— Ramón  Lonea  Vázquez.-— Sebas- 
tian González  Nandin.— Anlero  de  Bcharri.-^abriel  Geruelo  de  Velasco. 
-^Pedro  Gómez  de  Hermosa.-^Pablo  Jiménez  de  Palacio.*-Yentura  deCo^ 
sa  y  Pando. 

Pnblicacion.^Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Ilustri* 
simo  Sr.  D.  Gabriel  Gemelo  de  Velasco,  Ministro  de  la  Sala  primera  dei 
Tribunal  Supremo  de  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en 
la  misma,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  de  dicho  Supremo 
Tribunal. 

Madrid  8  de  marzo  do  i862.--Juan  de  Dios  Rubio. ^(Gacela  de  13  de 
marzo  de  i86S.) 


Reenraio  de  casaelon  (12  de  marzo  de  1862.)-— Rstrag- 
To.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  ha- 
ber lagar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Lorenzo  Rodri- 
Suez  Murías  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  primera  de  la 
odiencia  de  la  Coruña,  en  pleito  con  Ángel  Bermudez;  y  se  re- 
suelve : 

i.^    Que  $1  retracto  de  dominio  directo  es  distinto  por  m  natu^ 
raleza  y  carácter  del  gentilicio : 
iJ"    Que  las  disposiciones  de  la  ley  S^,  titulo  13,  libro  10  de  la 
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N<mMma  JtasopüMiofit  úmeamente  $e  refieren  y  ten  AfiUcaUe$  tí 
retracto  gentüieiú: 

Z^  Que  la  ley  9.\  tUulo  iS,  litro  iO  de  la  NmMma  Reeopir 
lacton  $e  haUa  esencialmente  n^odificada  por  la  de  Enjuiciamiento 

4.^  Que  no  es  doctrina  legal  que  d  falta  de  frece/io  apreso  res^ 
feeto  al  retracto  de  dominio  directo  ó  superñeial  se^  aplicable  á  ¿t 
h  dispuesto  en  las  leyes  anteriormente  cüadas  y  en  el  art.  677  de  la 
de  Enjuiciamiento  citnl; 

F  S.^  Que  no  pueden  ser  fundamento  de  un  recurso  de  easa^ 
cion  di^mciones  que  no  han  sido  objeto  de  discusión  durante  el 
pleito^  ni  se  refieren  d  ñ. 

En  la  ▼illa  y  eérte  de  Madrídi  á  12  de  mano  de  1862,  en  el  pleito  pea* 
diente  ante  Nos  por  rocano  de  casación  seguido  en  ei  Joigado  de  prímert 
instaneia  de  RíTadeo  y  en  la  Sala  primera  de  la  Real  Audiencia  de  la  Cora* 
Ba  por  Ángel  Bermndez  con  D.  Lorenzo  Rodrígoei  Itatias  aolire  retracto: 

Reenltando  qne  el  Marqués  de  Santa  Cruz  de  Marcenado  por  escrituia 
de  3  de  diciembre  de  1839  dio  en  foro  á  Juan  y  á  Ángel  Bermudei  y  á  sus 
respectins  mujerea  diferentes  bienes,  sitos  en  la  parroquia  de  Gabarcos» 
partido  judicial  de  RiYadeo,  por  los  que  habi)m  de  satisfacerle  anualmenle 
22  ferrados  y  medio  de  trigo  y  21  de  centeno  de  renta  y  canon  foral,  siendo 
condición  que  el  dueño  del  dominio  (ítil  podría*  tantear  y  ser  preferido  den- 
ih>  de  30  días  después  de  vendido  el  directo: 

Resultando  que  en  23  de  enero  de  1860  entabló  demanda  Annel  Bermtt- 
dei  espoolendo:  que  el  dominio  directo  y  derecho  de  cobrar  dicha  pensión 
foral  habia  sido  enajenado  con  otros  bienes  del  citado  Marqués  en  subasta 
pública  judicial  el  .día  17  de  aquel  mes,  bajo  el  pliego  de  condiciones  que 
entre  otros  contenia  la  de  que  se  verificaría  el  remate  p<Nr  caseríos,  badeas 
dose  después  en  globo  por  si  algún  Hcitador  mejorase  las  licitaciones  par«- 
ciales  en  mas  de  500  rs.,  en  cuyo  caso  seria  preferido;  que  la  postura  mas 
favorable  que  se  habia  hecho  al  caaerfo  de  San  Julián  de  Gabaroos  habia  si* 
do  de  6,500  rs.,  ascendiendo  las  hechas  á  loe  tres  caseríos  subastados  4 
27.420  rs.,  las  cuales  habían  sido  mejoradas  en  globo  por  D.  Lorenzo  Ro* 
drigues  Murías,  ofreciendo  por  todos  los  bienes  30,200  ts.,  por  cuya  canti- 
dad le  habían  sido  adjudicados;  pereque  siendo  el  dtmandante  dueh» 
del  dominio  6til  de  dicho  caserío,  le  correspondía  el  derecho  de  retracto 
del  dominio  directo  del  mismo,  al  cual  pidió  se  declarase  haber  lugar, 
consignando  para  ello  la  cantidad  de  6,804  rs.,  precio  del  caserío,  y  pro- 
metiendo conservar  ambos  domipíM  durante  los  seis  anos  prefijados  por 
la  lev: 

Resultando  que  el  Juez  tuvo  por  admitida  la  demapda  y  por  consignada 
la  cantidad ,  que  mandó  se  recogiera ,  acreditándose  dentro  de  15  días  ha- 
berse depositado  en  la  Gaía  general  de  la  provincia,  reservándose  acordar  la 
demás  qne  procediera,  exhibida  que  fuera  la  certücacioa  del  acto  concilia- 
torio, y  q^ne  presentada  esta,  confirió  traslado  de  la  demanda  á  Rodrigues 
llurias,  sin  perjuicio  de  que  se  acredUaca  haberse  hecho  el  referido  deposi- 
to, lo  cual  no  aparece  se  veríficara: 

Resultando  que  Rodríguez  Murías  presentando  la  escritura  de  venta  ju- 
dicial que  le  había  sido  otorgada  en  22  de  febrero,  impugnó  la  demanda, 
fondado  eh  aue  habiéndose  rematado  todas  las  fincas  en  globo  y  por  un  so- 
lo precio  debía  considerarse  una  sola  la  venta ,  y  no  podía  retraerse  lo  uno 
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-ria  lo  otio,  Infaiaiido  debido  ooiMigiiane  los  30,200  n.,  proelo  de  aqaeltae» 
aprestado  fianxa  de  presentarlos  siempre  que  no  acomodase  al  demandado 
la  cesión  parcial: 

Resaltando  qae  practicada  pniriM  por  tas  partes,  dictó  sentencia  el  Inés 
de  primera  instancia  qne,  revocó  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  la  Co- 
rona en  22  de  octubre  de  1866|  declaiHmuo  haber  lugar  al  retracto,  y  man* 
dando  en  su  virtud  que  D.  Lorenzo  Rodrigues  Murías  otorgase  á  favor  de  ^ 
Ángel  Bermudes  la  correspondiente  escritura  en  el  término  de  quinto  dia, 
pando  el  cual  lo  verificase  el  iuez  de  oficio: 

Resultando  que  Rodrigues  Murias  interpuso  recurso  de  casación,  ei« 
tando  como  iofnngidas  las  leyes  5.*  y  9.^,  tft.  13,  libro  iO  de  la  Novísima 
Recopilación;  la  doctrina  admitida  por  la  jurisprodencia  de  los  Tribunales 
como  derivada  de  aquellas,  según  la  que,  á  falta  de  precepto  espreso  fes* 
pecto  al  retracto  de  dominio  directo  ó  saperficiario,  habia  sido  aplicabla  á 
ilí  lo  dispuesto  en  dichas  leyes  y  el  art.  677  de  la  ley  de  Eújuiciamieilto 
bebiendo  citado  en  tiempo  oportuno  en  este  Supremo  Tribunal,  en  el  mis» 
ino  concepto  de  infringidos,  loa  ai^tfeulos  074, 079, 080,  681  y  082  de  ia 
misma  ley: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Joaqnin  de  Palma  y  Visuesa: 

Considerando  en  el  retracto  objeto  de  este  plulto^  es  distinto  por  su 
naturaieBa*  v  carácter  del  gentilicio,  ai  que  únicamente  se  refieren  las  dia- 
posiciones os  la  lev  5.*,  tit.  13.  libro  10  de  la  Novísima  Reco^laoon;  y  que 
aun  cuando  estas  fueran  apKcebles  al  primero,  no  se  habrían  infringido  por 
la  sentencia,  porque  si  bien  vendiéndose  por  un  preoio  mmhas  eosa»  do 
/Ntfrtmonto  ó  abolengo,  imponen  al  pariente  la  obligación  de  retraerlas  to« 
das  ó  ninguna,  en  el  caso  de  autos  el  superficiario  solo  io  era  del  caserio^  de 
-San  Julián  de  Cabarcos,  sin  que  tuviera  igual  derecho  en  los  otros  que  con 
-él  se  subastaron:  « 

Considerando  que  la  ley  9.*  del  mismo  Código,  titulo  y  libro  se  halla 
esencialmente  modificada  por  la  de  Enjuiciamiento  civil;  y  que  no  es  ni 
puede  estimarse  doctrina  legal,  ni  por  lo  espuesto  seria  tampoco  aplioable 
al  caso  presente  la  que  se  cita  en  apoyo  del  recurso  como  derivada  da  las 
mencionadas  leyes: 

T  considerando  que  por  no  haber  sido  objeto  de  discusioB  en  el  pleito  no 
ha  podido  fundarse  el  recurso  en  las  infracciones  que  se  alegan  de  los  ar- 
tículos 674  y  677  de  la  mencionada  ley  de  Enjuiciamiento,  ni  tampoco  in- 
vocar en  su  apoyo  el  679,  680,  081  y  682  de  la  misma,  que  solo  se  reieréoi 
«1  orden  del  procedimiento; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D*  Lorenzo  Rodriguez  Murias^  á  quien  conde- 
namos en  las  costas,  devolviéndose  los  autos  á  la  Aud¡enet\  de  donde  ¡mpo- 
•ceden,  con  la  certificación  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inser- 
tari  en  la  Colección  legiélaUwi,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  firnfamos.— Ramón  López  Vázquez. — Se- 
bastian González  Nandin.-— Antero  de  Bcharri. ^Gabriel  Gemelo  de  Velas- 
«0.— Joaquín  de  Palma  y  Yinuesa.— Laureano  Rojo  de  Norzagaray.-^Ven- 
iuradeColsay  Pando. 

Publicación.— Leida  y  publicada  toé  la  precedente  sentencia  por  el  Ex- 
eelentlsiffloé  Ihno.  Sr.  D.  Joaquín  de  Palma  y.Vinuesa,  Ministro  de  la  Sala 
primera  del  Supremo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  públiea 
la  misma  Sala  en  el  dia  de  hoy  de  que  yo  el  Escribanos  de  Cámara  oer-» 
lifioo. 
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Madrid  {2  de  mazro  de  l8G2.^aaii  de  Dios  HxúÁo.^Gmtefa  de  16  dé- 
mano  de  1862.) 


•7. 

G^mpeteMela  (iZ  de  marzo  (fei863.)---DmAi}5ACioN.--Se 
decide  por  la  Sala  segunda  del  Tríl>anal  Sapremo  á  favor  del  Juz* 

Sido  de  Hacienda  de  León,  la  competepcia  suscitada  con  el  de  igual 
ase  de  Orense,  acerca  del  conocimiento  de  la  causa  formada  con- 
tra D.  Esteban  Torres  y  otros  por  defraudación,  y  se  resuelve: 

.  Que  de  las  causas  que  se  forman  por  delitos  de  contrabando  y 
defraudación,  cualquiera  que  sea  la  provincia  de  donde  procedan 
las  fuensas  anrehensoras  de  las  reos,  átbe  cotwcer  el  Juez  en  cuyo 
t^riifrío  se  haya  verificado  la  aprehensión. 

Eo  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  13  de  marzo  de  186),  en  los  autos  de 
competencia  que  ante  Nos  penden  entre  el  Juez  especial  de  Hacienda  de 
León  y  el  do  igual  dase  de  Orense  acerca  del  conocimiento  de  la  causa  for* 
mada  contra  D.  Esteban  Torres  y  otros  por  el  delito  de  defraudación: 

Resultando  que  en  lamafiana  del  17  de  diciembre  de  1860  recibió  aviso 
el  cabo  de  Carabineros  Bernardo  Hebia  Alvirez  de  que  venían  de  Portugal 
varias  cargas  de  contrabando,  con  cuyo  motivo  se  puso  en  marcha  con  la 
fuerza  que  estaba  ¿  sos  órdenes,  reunióndose  luego  á  la  Guardia  civil. 
'  Resultando  que  en  la  Sierra  de  Porto  divisaron  15  caballerías,  13  de 
ellas  cargadas,  y  seis  hombres,  el  uno  á  caballo  y  los  otrps  á  pié;  y  que  si- 
guiéndolos basta  el  pueblo  de  Puente  Domingo  Florez,  hallaron  en  casa  del 
posadero  José  Arguelles  á  Dichos  seis  hombres  y  las  15  caballerías  y  12  car- 
^s  con  96  arrobas  de  canela  en  una  cuadra  propia  del  mismo  Arguelles,  y 
sita  á  alguna  distancia  de  la  casa,  y  los  condujeron  al  Barco  de  Valdeoms 
'  y  después  á  la  ciudad  de  Orense: 

Resultando  que  reunida  la  Junta  adminislratíva  de  dicha  provincia,  de- 
claró el  comiso  de  la  canela  y  caballerías  aprehendidas,  y  acordó  que  se  pa-* 
sara  copia  del  acta  al  Juzgado  especial  de  Hacienda,  poniendo  á  los  reos  á 
Aspdlicion  del  mismo,  el  cual  empezó  en  su  virtud  á  instruir  las  oportunas 
diligencias: 

llesultandoque  la  Dirección  general  de  Aduanas  y  Aranceles,  á  donde 
se  remitió  el  espediente  gubernativo  por  apelación  que  D.  Esteban  Torrea 
y  consortes  interpusieron  del  acuerdo  de  la  Junta,  resolvió  que  el  conoci- 
miento del  asunto  correspondía  á  la  Administración  de  la  proYincia  de  Leoír 
por  pertenecer  á  esta  el  pueblo  de  Puente  Domingo  Florez,  en  que  se  verificó 
la  aprehensión  del  género,  y  que  en  su  virtud  la  de  Orense  debía  remitir 
á  aquella  los  reos  y  efectos  aprehendidos: 

Resultando  que  el  Gobierno  de  S.  M .  decidió  que  estaba  legalmente  jus- 
tificada la  procedencia  legitima  de  la  canela,  t  escepcion  de  235  libras,  y- 
declarando  el  comiso  de  estas  mandó  que  las  restantes  y  el  valor  de  las  ca*- ' 
balterias  fuese  entregado  á  D.  Esteban  Torres: 

Resultando  que  el  Juez  de  Hacienda  de  Orense,  eon  el  objeto  de  averi- 
guar si  el  sitio  en  que  se  hizo  la  aprehensión  correspondía  en  realidad  ¿  svt 
provincia  ó  á  la  de  León,  mandó  practicar  varias  diligencias,  en  cuya  eje- 
cución declararon  los  carabineros  y  guardias  civiles  aprehensores  convi- ' 
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niendo  todos  ellos  en  que  las  cargas  y  caballerías  estaban  en  la  cuadra  de 
Puente  Domingo  Florez,  la  cual  sabían,  por  las  razones  que  cada  uno  es«^ 
presa,  que  correspondía  á  la  provincia  de  Orense:  ' , . 

Resultando  que  también  se  practicó  un  xeconoclmieoto  del  terreno  por' 
el  acalde  y  Procurador  Síndico  del  pueblo  de  Carballeda^  con  asistencia  de  - 
tres  vecinos  del  lugar  de  San  Justo,  los  cuales  dijeron  que  la  citada  cuddra 
6  mesón  estaba  dentro  de  los  límites  dé  la  provincia  de  León;  y  que  repetí* 
da  la  diligencia  por  el  mismo  Alcalde,  con  asistencia  de  los  apreheDSoreSi* 
de  siete  vecinos  de  Garballeda  y  tres  del  Puente  Domingo  Florez,  afirmaron 
eatos  por  el  contifario  que  el  referido  mesón  ó  cuadra  pertenecía  á  la  pro-' 
vincia  de  Orense:  '       , 

Resultando  que  por  mérito  de  estas  diligencias  desestimó  el  Juez  de  Ha- 
cienda déla  referida  ciudad  la  petición  de  inhibición  hecha  por  el  procesa-^ 
do  D.  Esteban  Torres,  y  contmuó  en  la  sustanciacíon  de  la  causa,  por  lo 
cual  el  Torres  acudió  al  Juez  de  Hacienda  de  León,  y  esle  promovió  la  pre.*' 
senté  competencia,  que  aceptó  aquel  fundado  en  el  motivo  ya  espuesto  de' 
croe  el  sitio  donde,  se  verificó  la  aprehensión  corresponde  á  la  provincia  de' 
Orense;  en  que  los  carabineros  de  la  misma  provincia  fueron  los  que  per«; 
siguieron  á  ios  reos  y  aprehendieron  á  eslos  con  las  cargas  y  caballerías  que 
llevaban,  y  en  que  la  introducción  del  género  s^  hizo  por. dicha  provincia,' 
j  en  ella  por  consiguiente  se  cometió  el  fraude: 

Resaltando  que  el  Juez  de  León  sostiene  su  reclamación  fundado  en  une, 
según  se  espresa  en  una  certiGcucion  del  Interventor  de '  Hacienda  pilblica. 
de  aquella  provincia,  con  referencia  á  los  amillaramientos  v'matrfculas  de' 
la  contribución  industrial,  y  se  confirma  en  un  informe  del  Administrador 
de  Realas  Estancadas  de  Puente  Domingo  Florez,  incluido  en  la  misma,  et 
sitio  en  que  tuvo  lugar  la  aprehensión  corresponde  á  la  provincia  de  León  j. 
no  á  la  de  Orense:  * 

Y  resultando  que,  además  de  la  compatencia  indicada,  el  Juez  de  Ha- 
denda  de  esta  última  ciudad  promovió  otra  á'  la  Capitanía  general  de  Cali- 
da sobre  el  conocimiento  de  una  causa  fue  en  esta  se  instruye  contra  el  Te« 
mente  de  Carabineros  D.  Manuel  García  Labora  por  abusos  en  el  desempe- 
ño  de  su  carj^o  con  relación  A  la  defraudación  cometida  en  la  introducción 
de  las  mencionadas  cargas  de  canela,  la  cual  no  está  sustanciada  en  forma 
por  haberse  negado  dicho  Juzgado  militar  á  admitirra,  alegando  que  el  de- 
Oreose  no  tiene  espedita  su  jurisdicción  hasta  que  se  decida  la  que  con  an- 
taríoridad  le  Imbia  promovido  ei  Juez  de  León: 

Vistos,  siendo  ponente  el  Ministro  de  este  Sapremo  Tribunal  D.  Bduar«* 
do  filio: 

Gooaiderando  que  la  reclamación  del  Juez  de  Hacienda  de  León  y  la 
e|K>«iclon  que  á  inhibirse  ha  hecho  el  de  Hacienda  de  Orense  están  fundar 
£s  en  que  el  primero  sostiene  que  es  perteneciente  i  la  provincia  de  León 
el  lugar  de  la  aprehensión  de  los  bultos  de  canela,  caballerías  y  conducto- 
ns,  ai  paso  que  ei  segundo  defiende  que  corresponde  á  la  de  Orense: 

Considerando  que  en  esta  cuestión  de  hecho,  no  siendo  apreciables  las 
dirigencias  de  prueoa  practicadas  por  el  Juzgado  de  Orense,  en  las  qne  unos 
testimonios  se  desvirtúan  por  otros,  es  necesario  atender  á  la  certificación 
remitida  al  Juzgado  de  León  por  el  Interventor  de  Hacienda  de  la  provinciSi 
flegun  la  cual  figura  Arguelles  como  ciuitribuyente  en  Puente  Domingo 
Floreí,  y  á  aue  el  referido  Interventor  y  [Administrador  de  Rentas  Están-  r 
cadas  de  díeho  pueblo  manifiestan  conformes  que  et  corral  y  la  casa  de  Ar- 
guelles, lugar  de  la  aprehensión,  están  sitos  en  Puente  Demlngp  Florez; 
perteneciente  á  la  provincia  de  León: 
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GoDHiderando  qu<^de  las  causas  que  se  forman  por  delitos  de  contrabaB- 
doy  defraudación,  cualquiera  que  sea  la  provincia  deque  procedan  las 
iíerzaB  aprehensoras,  dero  conocer  el  Juez  respectivo  en  cuyo  territorio  se 
haya  efectuado  la  aprehensión,  sesun  lo  dispuesto  en  el  decreto  de  20  de 
]^nio  de  1852  y  Real  orden  de  18  de  diciembre  de  1855: 

Considerando  que  no  habiendo  llegado  i  sustanciarse  la  competencia 
que  el  juez  de  Orense  tiene  anunciada  al  Juzgado  de  Guerra  de  la  Capita-* 
Bia  general  de  Galicia  sobre  conocimiento  de  la  causa  aue  la  jurisdicción 

Silitar  sigue  al  Teniente  de  Carabineros  D.  Manuel  García  Labora,  este  in- 
dente  no  se  encuentra  todavía  en  estado  de  resolución; 
Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  da 
esta  causa  corresponde  ai  Juez  de  Hacienda  de  León,  al  que  se  remitan 
unas  y  otras  actuaciones  para  lo  que  proceda  con  arreglo  á  derecho:  y  re- 
servamos la  decbion  de  la  competencia  suscitada  al  Juzgado  de  la  Capita« 
nía  general  de  Galicia  en  la  causa  contra  el  Teniente  de  Carabineros  D.  Ma- 
nuelGarcia  Labora  para  cuando  se  formalice  y  esté  sustanciada  debida*» 
mente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  lá  Gacela  del  Go- 
bierno é  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  para  lo  cual  se  pasen  las 
oportunas  copias  certificadas ,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — 
Ramón  María  de  Arrióla.— Félix  Herrera  de  la  Riva.—- Juan  María  Biec.^» 
Felipe  de  Urbina.— Eduardo  Elío.— Domingo  Moreno. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ilus- 
trfsimuSr.  D.  Eduardo  Elfo,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia, 
estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  segunda  hoy  día  de  la 
fecha ,  de  que  certifico  como  Secretario  de.S.  M.  y  su  Escribano  de  Cámara. 
Madrid  13  de  marzo  de  1862.— Dionisio  Antonio  de  Puga.— (Gooeia 
ée  17  de  marzo  de  1862.) 


Comiieteíacia  (13  de  íhannu)  de  i862.).— RssiSTBifOÁ  Á  la 
«UARDU  CIVIL.— Se  decide  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Sa- 
premo  á  favor  del  Juzgado  de  la  Capitanía  general  de  Estremadu^ 
ra  la  competencia  suscitada  con  el  de  primera  instancia  de  Plaaen* 
«ía,  acerca  del  conooímieDio  de  la  causa  formada  contra  Domingo 
Arellano  y  otros  por  resistencia  á  la  Guardia  civil,  y  se  resuelve: 

Que  quedan  somtíidos  á  la  jurisdicción  müüar  los  que  insutUm 
6  resistefi  á  la  Guardia  eivily  cuando  esta  obra  no  como  auxiliar  ie 
la  autoridad  dvíl,  sino  cumpliendo  uno  de  los  deberes  de  su  ins- 
tituto. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  13  de  marzo  de  1862,  eq  los  autos  da 
competencia  que  ante  Nos  penden  entre  el  Juzgado  de  la  Capitanía  gene- 
ral de  Estremadora  y  el  de  primera  instancia  de  Piasencia  acerca  del  cono- 
miento  de  la  causa  formada  contra  Domingo  Arellano  y  otros  por  resisten- 
cia a  la  Guardia  civil:  "* 

Resultando  que  en  la  noche  del  12  de  enero  último  vajrios  paisanos  de 
la  indicada  ciudad  de  Piasencia  promovieron  una  quimera,  que  trataron  de 
apaciguar  la  Guardia  civil  y  el  Jefe  de  Municipales  D,  Francisco  Garaje  { 
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un  jarro  al  niardia  cItíí  Jaiian  Matas  Salgado,  dáQdoIe  en  la  nuca;  y  aeo* 
metíéodole  despoes  con  navajas  eo  uníoQ  de  otros: 

Besultaodo  que  constitaído  eo  el  sitio  el  Juez  de  primera  lostancia, 
empezó  á  instruir  la  cportoDa  causa,  en  la  que  el  citado  guardia  civil  Bla« 
tas  deelaró  qoe  en  la  noche  referida  estaban  á  las  órdenes  del  Jefe  de  llu- 
nici^hia;  v  Eugenio  Gil,  otro  de  los  guardias,  manifestó  que  estando  en  la 
iriaza,  de  orden  de  sn  Jefe,  con  el  objeto  de  impedir  se  alterase  la  tranqui- 
lidad pública,  se  aoercaion  é  los  que  disputaban  jior  mandato  de  dicho  Jefe 
de  los  Binniclpales:  que  fundándose  en  ello,  sostiene  él  espresado  Jnez^e 
la  resistencia,  que  pudo  hacerse  i  la  Guardia  civil  tuvo  lugar  cuando  esta 
obraba  como  auxiliar  de  la  Autoridad  local,  en  cuyo  caso  no  produce  desa- 
fioero,  según  ha  resuelto  este  Tribunal  Supremo  en  diferentes  sentencias» 
entre  ellas  las  de  3  de  mayo,  23  de  julio,  7  y  19  de  diciembre  de  1860, 
y  O  de  setiembre  de  1861;  y  en  tal  concepto  alega  que  le  corresponde  el 
conocimiento  de  la  causa: 

Y  resultando  que  la  Autoridad  militar,  que  también  Instruyó  la  corres- 
pondieDte  sumaria,  v  ante  la  om\  nada  dijeron  loe  guardias  civiles  rehitivo 
t  hallarse  á  las  óréanee  del  Jefe  de  Municipales,  sino  únicamente  que 
este  requirió  su  auxilio  para  contener  á  los  que  disputaban,  pretende  que 
debe  conocer  del  proceso  con  arroffio  á  lo  dispuesto  en  las  Ordenanzas 
generales  del  ejército  v  en  la  Real  orden  de  8  de  noviembre  de  1846,  y  á 
la  jurisprudencia  establecida  por  las  decisiones  dé  este  Tribunal: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Felipe  de  Urbina: 

Considerando  que  no  resulta  de  estas  actuaciones  que  el  Jefe  de  los  Mo«> 
«icipales  D.  Francisco  Garay  procurase  contener  el  desorden  promovido 
por  la  quimera  de  que  se  ha  he«he  mérito  en  virtud  de  orden  que  le  hubie- 
se comunicado  el  Alcalde,  que  tampoco  estaba  presente,  y  que  por  lo  mb-* 
mo  no  puede  decirse  que  fué  desobedecida  esta  Autoridad,  ni  que  los  guar- 
dias civiles  obraron  como  auxiliares  de  la  misma: 

Considerando  que  aunque  existe  alguna  variedad  entre  las  declaración 
nea  de  los  dos  guardias  civiles,  porque  uno  afirma  que  estaba  en  la  plaza  de 
'orden  de  su  Jefe  con  el  objeto  de  impedir  se  alterase  la  tranquilidad  públi- 
ca, la  circunstancia  de  que  fuesen  mandados  por  el  Jefe  de  los  Municipa- 
les cuando  se  aproximaron  á  los  que  disputaban  no  puede  causar  el  efecto 
^ue  pretende  el  Juez  de  primera  instancia,  porque  el  indicado  Jefe  no  es 
Autoridad,  sino  agente  de  ella: 

Coasiderando  que  el  guardia  civil  Julián  Matas  Salgado  recibió  un  gol- 
pe enla  nuca  con  el  jarro  que  se  le  arrojó,  y  que  fué  acometido  con  navajas 
r\r  algunos  de  los  oue  disputaban:  que  los  ^ardías  civiles,  contribuyendo 
restablecer  él  orden  sin  oue  fuesen  auxiliares  de  ninguna  Autoridad» 
camplieron  con  uno  de  los  deberes  de  su  instituto;  y  que  los  que  les  in- 
sultaron quedaron  sometidos  á  la  ¡urisdiccion  militar,  conforme  á  lo  dis- 
puesto por  las  Ordenanzas  del  ejército  en  su  art.  4.*^,  tít.  3.%  tratado  8.^  y 
Keal  orden  de  8  de  noviembre  de  1846: 

T  considerando  que  las  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  citadas  por 
el  Juez  de  primera  instancia  se  dictaron  en  casos  que  no  sen  análogos  al  de 
que  se  trata; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  de 
eata  causa  corresponde  al  Juzgado  de  la  Capitanía  general  de  Estremadura» 
ai  que  se  remitan  unas  y  otras  actuaciones  para  lo  que  proceda  con  arregle 
A  derecho. 

Asi  por  esta  nuestra  sentenciai  que  se  publicará  en  la  Gateta  del  Go- 
TOMO  TU.  82 
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bierno  é  insertará  619  ln  CúUceion  legislaíivay  para  lo  eaal  se  pasen  las 
oportufiascopias certificadas,  lo  pronunciamos,  mandansos  y  firmamos. — 
Jaan  Martin  Carramollno;— Ramón  María  de  Arrióla.— Félix  Herrera  dé  la 
Riva.—iuan  María  Biec— Felipe  do  Urbina.— Eduardo  Elío.— Domingo 
Moreno. 

Publieacion.^Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
limo.  Sr.  D.  Felipe  de  Urfaina^  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia» 
estándose  celebrando  audiencia  páblica  en  su  Sala  segunda  hoy  dia  de  la 
fecha,  de  que  certifico  como  Secretario  de  S.  M.  y  su  Escribano  de  Gá- 
man. 

Madrjd  i  3  de  marzo  de  1862*— Dionisio  Antonio  de  ^QgA.-^Gaceta  de* 
18  de  marzo  de  4862.) 


e 


69. 

ReeoMto  de  easaeton  (13  de  marw  de  1862.).^DmNSA. 
POB.POBRB.— Se  declara  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  D.  Juan  Félix  Pou,  contra  la  sentencia  pronunciada 
*^or  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con 
Francisco  Sala  y  el  Ministerio  fiscal,  y  se  resuelve: 
1/  Que  no  puede  ser  reputado  pobre  en  el  cancepío  legal  el  que 
tiene  bienes,  aunque  estos  los  tenga  hipotecados  ó  áaéos  en  garm- 
ífa,  siempre  que  perciba  sus  productos; 

Y  ^."^  aue  á  la  Sala  sentenciadora  corresponde  la  apreciación 
de  la  prueba  testifical  aducida  por  las  partes,  cuya  apreóiacion  es 
legitima  mientras  no  se  pruebe  que  at  verificarla  se  ha  cometido  tn- 
fracción  de  ley. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  13  de  marzo  de  1862,  en  Ips  autos  que^ 
penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  seguidos  en  el  Juzgado 
de  primera  instancia  del  distrito  de  Palacio  de  Barcelona  j  en  la  Sata  pri- 
mera de  la  Real  Audiencia  de  la  misma  por  D.  Juan  Félix  Poucon  D.  Fran- 
cisco Sala  y  el  Ministerio  fiscal,  sobre  que  se  le  concediese  el  beneficio  de- 
litigar  como  pobre: 

Resultando  gue  asociados  D.  Juan  Félix  Pou,  D.  Francisco  Sala  y  otros 
para  la  elaboración  y  venta  de  artículos  de  vidrio  y  crisul,  y  que  teniendo- 
el  segundo  en  su  poder  las  llaves  del  establecimiento,  que  recogía  todos  los- 
dias  después  de  concluidos  los  trabajos,  se  negó  en  una  de  ellos  á  entregar^ 
las  mientras  Pou  no  lo  hiciese  de  las  cantidades  procedentes  de  ventas  par» 
su  ingreso  en  la  caja: 

Resultando  que  Pou  entabló  interdicto  de  recobrar  la  posesión  en  que* 
Sala  le  había  perturbado,  y  que  al  apelar  de  la  sentencia  que  dictó  el  J.oer 
de  primera  instancia  desestimando  el  interdicto,  pidió  se  le  mandara  ayu- 
dar y  defender  como  pobre  por  carecer  de  rentas  ó  sueldos  equivalentes  al 
jornal  de  un  bracero,  ínterin  no  se  liquidase  dicha  sociedad  y  se  recobrase 
la  parte  de  fortuna  que  tenia  en  ella:  * 

Resultando  que  D.  Francisco  Sala,  como  administrador  de  la  indicada 
sociedad  colectiva  Vidriera  catalana,  se  opuso  á  la  pretensión  de  Pou, 
alegando  que  siempre  se  habia  defendido  como  rico,  que  no  ofrecía  justi- 
ficación ni  pedia  prueba  para  acreditar  su  estado  de  fortuna: 
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RésulUadoqne  recibido  el  racidente  á  prueba,  presentó  Pou  testigos  y^ 
tastíiBooio  da  on  acta  del  tribanal  de  eomercio  de  28  de  noviembre  de 
1859,  dado  con  aadiencia  del  Promotor  fiscal  t  administrador  de  Hacienda 
pública»  por  ei  qm  le  mandó  defender  como  pobre,  b^o  ia  caacioa  que  lia* 
bia  prestado: 

Resultando  que  D.  Francisco  Sala  exigió  evacuase  ciertas  posiciones  y 
presentó  testimonio  de  la  escritura  de  fianza  que  Pou  tenia  otorgada  á  fa« 
vor  de  sus  consocios,  por  la  que  hipotecó  la  parte  que  tenía  en  varias  fin- 
cas j  embarcaciones: 

Reiultando  qne  después  de  oir  al  promotor  fiscal  y  al  administrador  de 
Hacienda  pftblica,  que  opinaron  se  desestimase  la  defensa  por  pobre  solida 
teda»  adhiriéndose  á  lo  pretendido  por  D.  Francisco  Sala,  dictó  eeaiencia  el 
Juez  en  19  de  enero  de  1860,  que  confirmó  con  las  costas  la  Sala  primera 
de  la  Audiencia  eq  14  de  setiembre  siguiente,  declarando  sin  lugar  el  bene-^ 
ficlo  de  pobreza  pretendido  por  Pou  con  las  costas  del  incidente: 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  reeqrso  de  casación,  fundado 
en  ser  opuesto  en  su  concepto  á  lo  que  dispone  el  art.  182  de  la  ley  de  Bu* 
juidamienio  civil  y  á  la  doctrina  consignada  por  eete  Tribunal  en  la  sentén-* 
da  de  27  de  junio  de  1859: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Laureano  Rojo  de  Norzagaray: 

Considerando  qne  tanto  de  la  confesión  del  demandante,  como  del  testi-» 
monio  aduddo  por  el  demandado,  aparece  que  aquel  posee  bienes  suficien- 
tes para  no  aer  reputado  pobre  en  el  concepto  legal,  pues  si  bien  los  tiene* 
Upotecades  ó  dados  en  garantía  á  la  sociedad ,  percibe  sus  productos : 

Considerando  que  la  prueba  testifical  suministrada  en  este  inddente  ha 
sido  apreciada  por  la  Sala  sentenciadora  con  arreglo  al  art.  317  de  la  ley  de 
Eojniciamiento  civil,  sin  que  contra  dicha  apreciación  se  haya  alegado  in*^ 
IfiecioD  alguna: 

Considerando,  por  oonsigniente,  que  al  denegar  como  ha  denegado  la 
misffla  la  defensa  por  pobre  al  recurrente,  no  ha  infringido  el  art.  182  de  la 
espesada  ley,  asi  como  tampoco  lo  doctrina  consignada  por  este  Supremo 
Tnbanal  en  la  sentencia  qne  se  cita,  por  ser  diferente  al  case  actual  el  que 
per  ella  se  decidió: 

Fallamos  que  debemos  dedarar  y  dedarames  no  haber  hiffar  al  recurso- 
de  casación  interpuesto  por  D.  Juan  Félix  Pon^  á  quien-  condenamos  á  la 
pérdida  de  4,000  rs.  porque  tiene  prestada  caución  y  en  las  costas,  doToU 
viéndose  los  autos  con  la  certificación  correspondiente  á  la  Audienda  de 
^oade  proceden. 

Asf  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gae$taé  inserta- 
rá oi  hi  OsÍBodon  le^ülatim,  pasándose  las  copias  necesarias ,  lo  pronun-^ 
ciamos,  mandamos  y  firmaaDÍ08.~Ramon  López  Vazqaez.---Seba8tian  Gon- 
zález Nandin.—Antero  de  Bdiarri.-*€8bríel  Gemelo  de  Velasco.-4oaouin 
de  Palma  y  Vínuesa.— -Pedro  Gómez  de  Hermosa.— Laureano  Rojo  de  Nor«^ 
zagaray, 

Poblicacion.-^Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Ilnstrí^ 
aímo  Sr.  D.  Laureano  Rojo  de  Norsagaray,  Ministro  de  la  Sala  primera  del 
Tribonai  Supremo  de  Justicia,  estáddose  celebrando  audiencia  pública  en  la^ 
BoisiDa,  de  que  certifico  como  Bscríbano  de  Cámara  habilitado  de  dicho  Sa<  . 
premo  Tribunal. 

Madrid  13  de.  marzo  de  1862.-*Luis  Calatraveio.— ((vaeski  de  19  detr 
I  de  id%%.) 
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ReMimM»  dfo  «mmmAmi  (43  de  mar^o  de  4862.).— Bcnrm* 

DICACrON  DE  UNAS  FINCAS  DK  CAPELLAMÍa. — PaGO  DE  SUS  RENTAS.-—^ 

Se  dedara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Sopremo  ao  haber  la- 
gar el  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Valeriano  Rodrigues 
•y  D.  Cayetano  Alonso  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Salaterce* 
ra  de  la  Audiencia  de  VaHadolid»  en  pleito  eoa  D.  Fiorenfiao  ftd* 
4lríguez,  y  se  resu^vet 

1."^   Queecn^eridaátmapei^m^fréow 
ca,  la  posesión  de  una  eapettanla  con  tos  ftutos  y  rentas  prodneSlú$ 
desde  la  vacante,  elposedor  puede  dirigir  legiamamente  'm  [acción 
<ontra  los  que  hayan  disfrutado  dichas  rentas  durantela  vacante; 

Y  S.""  '911^  la  ley  del  contrato  lo  es  solo  para  los  contratantes  $ 
los  que  de  eUas  írom  cauw. 

En  la  TiUi  y  corte  de  Madrid^  á  13  de  cnan»  de  1862,  en  el  pleito  peo- 
diente  ante  Nos  por  recurso  de  casacieo  seguido  en  el  iuxgado  de  primara 
instancia  de  Tiurdesillas  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Real  Audiencia  de  Valla* 
dolid  por  D.  Florentino  Rodríguez  con  O.  Valeriano  Rodríguei  y  D.  Gaye* 
taño  Alouso  sobre  reiríndicacion  de  11  fincas,  como  pertenecientes  á  una 
capellanía,  y  pago  de  sus  rentas: 

Resultando  que  adjudicada  á  D.  Florentino  Rodrigase  por  sentencia  del 
Tribunal  metropolítaoo  de  Burgos  en  26  de  marzo  de  1855  la  oapellaaia 
eclesiástica  colativa  Tuodada  por  Dona  iacinU  Rodríguez  en  la  parroquia  de 
Santa  María'de  Torrelobaton,  tacante  por  muerte  de  D.  Jacobo  Velante,  su 
<Utimo  poseedor,  puesto  en  posesioo  de  ella  por  habérsele  despachado  el  Ü« 
tuio  de  colación  y  canónica  institución,  entabló  demanda  en  27  de  marso 
de  1857,  en  la  que,  haciendo  espresion  de  la  fincas  que  correspondian  &  la 
capellanía,  que  seis  de  ellas  las  poseía  D.  Cayetano  Alonso,  y  cineo  D.  V»» 
leriano  Rodríguez  y  uue  se  negaban  á  su  entrega,  pidió  se  les  condenase  á 
ijue  las  dejasen  á  su  disposición  con  loé  frutos  y  rentas  desde  la  muerta  del 
ultimo  y  legitimo  poseedor: 

Resultando  que  ios  demandados  impugnaron  la  demanda,  negando  Den 
Valeriano  Rodríguez  que  fuera  llevador  por  ningún  concepto  de  las  tierras* 
que  se  le  reclamaban,  y  esponiendo  D.  Cayetano  Alonso  que  las  que  poseía 
le  hablan  sido  arrendadas  por  la  Administración  de  Bienes  nacionales»  i  la 
t;ual  debía  acudir  el  demandante. 

Resultando  que  practicada  prueba  por  las  partes  en  la  primera  y  ssgiui* 
<da  instancia,  se  trajo  á  los  autos  una  escritura  otorgada  en  8  de  mayo  de 
i849,  por  la  que  D.  Cayetano  Alonso  recibió  en  arendamiento  del  Adminis* 
trador  de  Fincas  del  Estado  en  TordesiUas  por  cuatro  anoB|  que  principiaron 
en  el  de  1850,  cinco  pedazos  de  tierra  y  un  prado  en  término  de  Torrelofaa- 
ton,  que  bahía  cultivado  en  ios  anos  anteriores  y  que  habían  pertenecido  á' 
la  capellanía  fundada  por  Jacinta  Rodríguez  en  la  parroquia  de  dicha  filia, 
y  que*entonces  pertenecian  á  la  Hacienda: 

Resultando  qUe  D.  Manuel  Luengo  presentó  copia  de  otra  escritura  es- 
tendida en  los  mismos  términos  con  respecto  é  cuatro  tierras  y  mr  prado^  da 
la  dicha  capellanía: 

Resultando  que  en  1807  y  en  4810  fué  fisitada,  entre  otrasi  la  capaila- 
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ala  Anidada  por  Doüa  JaoínU  RodriRoes,  y  eo  )a  nota  se  dice  ser  poseedor 
de  aqneHa  D.  Benito  Yelarde,  Datarai  de  Laaeea,  y  que  ed  dteha  Tilla  falle» 
ció  eo  8  de  julio  de  1845  oo  Presbítero  del  mismo  nombre: 

Aeealtando  que  el  Juez  de  primera  Instaneia  dictó  sentencia,  que  eon* 
fimd  en  16  de  junio  de  i990  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  ValUdolid» 
condenando  á  loa  demandados  á  dejar  á  disposición  del  demandante  las  tier» 
ras  reclamadas  con  los  frutos,  D.  Valeriano  Rodríguez  desde  el  año  de  185t 
y  el  D.  Cayetano  desde  el  de  t840,  en  que  había  ocurrido  la  Tacante,  reeer» 
vendóles  su  derecho  para  que  le  dedujeran  contra  quien  Tieren  couTenlrles- 
ii  tSTiesen  satisfechas  atgnnas  rentas  de  las  que  se  les  reclamaban: 

Resultando  que  los  demandadoi  interpusieron  recorso  do  casación  con» 
tra  este  fallo^  oilando  como  infringidos  los  arts.  280  y  281  de  la  ley  de  Bnjuit- 
6Í«BientooiTil;  las  leyese/ y  2.%  tít.  14,  Partida  3.*:  la  jurisprudencia  ad- 
mitida por  loa  Tribunales  que  esublece  el  principio  de  derecho  de  que  aeü 
que  afirma  prueba,  y  el  que  niega  nada  tiene  gue  probar;»  y  por  último  el 
contrato  do  arriendo,  cuya  nulidad  no  se  había  pedido  ni  declaradO|  y  aue 
era  ley  en  la  materia,  según  la  doctrina  legal  y  jurisprudencia  establecida: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Pedro  Gomes  de  Hermosa: 

Considerando  que  conferida,  préria  la  institución  canónica,  posesión  de 
la  capellania  fundada  por  f>oña  Jacinta  Rodríguez  á  D.  Florentina  Rodríguez» 
con  los  frutos  y  rentas  producidas  desde  la  Tacante,  ha  dirígido  éste  legfti- 
■nmenle  la  acción  contra  D.  Cayetano  Alonso  y  D.  Valeriano  Rodríguez» 
para  que  dejasen  á  su  disposición  las  fincas  demandadas  v  le  pagasen  sus 
rentas;  porque  perteneciendo  á  la  espresada  capellanía  y  formando  parte  de 
au  dotación,  están  apoderados  de  ellas: 

Considerando  que  la  apreciadon  de  la  prueba  no  ha  sido  hecha  por  la 
Sala  aeotenciadimí  en  el  concepto  de  const^lerar  preferentes  las  declaracio» 
nos  de  los  testigos  á  las  escrituras  públicas  y  otros  documentos  auténticos» 
lino  por  carecer  estos  de  eficacia  para  el  objeto  con  que  han  sido  aducidos 
par  los  demandadoe»  aunque  la  tengan  para  otros  efectos: 

Considerando  que  dicbas  escrituras  y  documentos  no  prueban  la  legiti* 
ma  pertenencia  de  las  fincas  á  la  Hacienda ;  porque  oí  en  la  Intervención 
principal  de  Bienes  nacionales  de  la  provincia  aparece  antecedente  alguno 
bberse  incautado  aquella  de  los  bienes  de  la  capellanía,  ni  mucho  menos  el 
eoneepto  por  el  cual  habiau  de  satisfacerse  las  rentas ,  y  porque  tampoco 
eraste  en  la  Adminiatracion  subalterna  de  Tordesiliasel  espediente  á  que  se 
n  las  escrituras  de  arrendamiento,  no  siendo  al  Capellán  á  quien  in* 
I  la  prueba  acerca  de  estos  particulares: 

Considerando,  por  consiguiente,  que  no  tienen  aplicación  en  este  litigio 
k»  artículos 280  y  281  de  la  ley  de  Enjuiciamiento;  las  leves  1.*  y  2.*,  tí- 
tulo 14,  Partida  3.*,  ni  la  doctrína  legal  de  que  eel  que  afirma  prueba  y  el 
qué  niega  nada  tiene  que  probar»  alegadas  en  el  recurso: 

Considerando  que  si  bien  D.  Manuel  Luengo  fué  arrendatario  desde  184t> 
á  4852  de  parte  de  las  tierras  reclamadas,  consta  que  desde  esta  última  fe- 
dM  no  tenia  ya  riqueza  imponible ,  y  sí  el  aumento  de  la  del  D.  Valeriano 
Rodriguez,  el  cual  confiesa  que  labra  con  sus  yuntas  las  espresadas  fincas, 
ñn  que  pueda  afectar  al  valor  del  hecho  apreciado  por  el  Tribunal  senten- 
éutAot  decir  que  lo  verifica  para  su  suegro  el  D.  Manuel ,  en  cuya  compa- 
ñía vive: 

Considerando  que  las  notas  de  Visita  eclesiástica  de  la  Capellanía  y  la  fé 
del  fallecimiento  ael  Presbítero  D.  Benito  Velarde  prueban  únicamente  la 
época  de  su  muerte,  y  que  en  1807  y  1820  era  poseedor  de  la  citada  cape- 
Raola,  pero  no  hasta  cuándo,  con  qué  título,  ni  en  qué  concepto ,  y  que  do 
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AúáoB  modos  no  paedon  tenei^  Talor  contra  el  hecho  consignado  en.  ku  ej^r 
cutoria del  Tribusal  eclesiástico  de  hahersoverífioadot- la- Tacante  en  i840 
por  defunción  de  D.  Jacobo  Velarde,  último  Capellán: 

Considerando,  por  último,  que  tampoco  se  ha  infringido  el  contrjito, 
porque  soto  es  ley  para  los  contrayentes  y  los  que  de.  ellos  traen  causa ,  j 
que  por  tanto  no  tienen  aplicacioa  en  este  caso  la  doctrina  legal  y  juríapra* 
dencia  invocadas;  , 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  O.  Valeriano  Bodrlguez  y  D.  Cayetano  Alonso^ 
á  quienes  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  Ja  cantidad  depoúta-- 
da,  que  se  distribuirA  con  arreglo  á  la  ley.»  devoWiéodose  los  autos  con  la 
certificación  correspondiente  á  la  Real  Audiencia  de  Valladolid.   , 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicari  en  la  boceto  é  inserta* 
*iá  en  la'  Colección  hffUlatíva,  pasándose  al  efecto  las  copias  aeeessMrias ,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  fiírmamos.-r-Ramon  López  Vazquea.—Sebastiaa 
González  Nandin.^loaquin  de  Palma  y  Vinuesa. — Pedro  Gómez  de  Hermo- 
sa.^Pablolim^aez  de  Palacio. --Laureano  Rojo  de  Norzagaray.**- Ventara 
de  Colía  y  Panda.  . 

Pablicacion^-^Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  lias- 
trísimoSr.D.  Pedro  Gómez  de  Hermosa,  Ministro  de  la  Sala  primera  del 
Supremo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  Sala 
en  el  día  de  hojr,  de  que  yo  el  Bscribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  14  de  marzo  de  1862.— Juan  de  Dios  Rubio.--(Gaoeto  de  19  de 
«marzo  de  1862.) 


Recurso  de  easaeton  (14  de  marzo  de  1862.).— Pbrts* 
ifENciA  oE  UNOS  VÍNCULOS.— Se  dccIara  por  la  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpues- 
to por  D.  Rosendo  Pardiuas  Villar  de  Francos  contra  la  sentencia 
.pronunciada  por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  la  Gorunai  en 
j>leiío  con  D.  Antonio  Maseda  y  Aguiar,  y  se  resuelve: 

1.^  Que  la  inexistencia  de  las  acciones  vinculares  no  autoriza 
que  las  demás  acciones  legales  que  las  han  sustituido,  se  intenten 
-prescindiendo  de  los  principios  de  derecho  en  que  tienen  su  origen  y 
que  arreglan  su  ejerció; 

2.^  Que  la  acción  reivindicatoriaf  como  que  nace  del  dominio, 
.solo  puede  ejercitarse  por  quien  lo  tenga  y  lo  acredite  legalmetüe: 

S.""  Que  adjudicados  á  una  persona  unos  bienes  vinculares^  d 
que  litigó  con  ella  sobre  la  adjudicación  no  puede  después  sostener 
que  le  pertenece  el  dominio  de  tales  bienes^  sin  declarar  y  probar 
nntes  que  la  adjudicación  ha  sido  injusta  ó  improcedente: 

4.**  Que  esta  declaración  no  puede  obtenerse  legalmente,  ruan- 
do se  litiga  con  un  tercer  poseedor  gue  no  tiene  mas  que  el  dorrinio 
útil  de  alguno  de  aquellos  bienes  vinculares  transferido  por  el  cali- 
ficado judicialme2ite  de  dueño  legitimo: 

Y  5.""    que  es  un  principio  inconcuso  en  materia  de  casación,  reí- 
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Uradamenteeanstgnñdopor  el  Tribunal  Supremo,  que  no  sonobjer 
to  del  recur$0  los  fundamentos  de  las  sentencias,  sino  únicamente  su 
parte  decisiva^  6  mas, bien  las  infraceioties  de  ley  ó  de  éoetrína  le- 
nal  qtíe  en  ella  se  cometan. 

Bd  k  villa  y  corte  de  Madrid  á,  14  de  marzo  de  1862,  eo  los  autos  pen* 
-dientes  aote  Nos  por  recurso  de  casación,  seguidos  éo  el  Juzgado  de  prime- 
ra losUocia  de  MondouQdo  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Real  Audiencia, de  la 
<^ruQa  por  D.  Rosendo  Pardiñas  Villar  de  Francos  coo  D.  Aotonio  lAaseda 
y  Aguiar,  sobre  pertenencncia  de  los  aniversarios  vinculares  que  fundaron 
«I  Licenciado  D.  Alonso  Pardiñas  Villar  de  Francos  y  su  sobrino  D.  Vicente 
Pardiñas  Villar  de  Francos: 

Resultando  que  el  Licenciado  D.  Alonso  Pardiñas  Villar  de  Francos, 
<]nra  de  San  Pedro  de  Soñar  y  Santiago  de  Soa,  otorgó  e<icritura  en  i 5  de 
jalio  de  I69S,  por  la  cual  donó  á  su  sobrino  D.  Fraacisco  Pardiñas  Villar  de 
Francos,  hijo  de  su  hermano  D.  Pedro  y  de  Doña  María  Basauta  Maseda 
Mentenegtf ,  su  mujer,  una  renta  anual  do  40  ducados  para  que  le  sirrieran 
dé  patrimonio  eclesiástico,  á  título  del  cual  pudiera  ordenarse  hasta  tanto 

206  obtuviera  otra  renta  eclesiástica  superior;  y  para  el  caso,  de  morir  el 
osante  sin  disponer  de  sus  bienes,  los  había  de  gozar  dicho  0«  Francisco 
dorante  sus  días:  por  su  falta,  con  la  cláusula  de  vinculo  y  Mayorazgo,  su 
hermano  mayor  D.  Antonio  y  sos  hijos  legítimos,  no. teniendo  herederos,  su 
otro  hermano  D.  Vicente  y  los  suyos,  recayendo  por  su  falta  en  hembras, 
con  preferecia  del  mayor  al  menor,  y  con  la  carga  de  30  misas  anuales; 
disposición  que  confírmó  en  el  testamento  que  otorgó  en  i.^  de  julio  de  i706: 
Resultando  que  el  Presbítero  D.  Vicente  Pardiñas,  llamado  en  tercer  lu- 
gar en  la  anterior  fundación ,  dispuso  por  su  testamento  de  ii  de  agosto 
de  1749  que  se  entregasen  á  su  sobrino,  José  Cipriano  Jorge,  hijo  de  Pedro 
Pardiñas,  también  su  sobrino,  y. de  Lorenza  Fernandez,  varias  fincas*  con 
la  earga  y  pensión  de  una  misa  de  aniversario,  gozándolas  perpetuamente  y 
sus  sucesores  legítimos,  sin  poderlas  vender,  preO  riéndose  el  varón  ala 
hembra,  pasando  en  el  caso  de  no  tener  aquel  sucesión  á  su  sobrino'  Alonso 
Pardiñas  y  á  sus  hijos  legítimos,  coo  ía  misma  carga,  arrimado  al  vínculo 
del  tio  del  otorgante  D.  Alonso  de  Pardiñas: 

Resultando  que  D.Antonio  Pardiñas,  llamado  en  segundo  lugar  en  la 
fundación  de  su  tio  D.  Alonso,  tuvo,  augun  el  árbol  presentado  por  el  de- 
mafldante,  tres  hijos,  D.  Alonso,  D.  Pedro  Alonso  y  D.  Francisco;  que  el 
primero  estuvo  casado  con  Doña  Vicenta  del  Valle,  de  quien  tuvo  una  hija, 
Dooa  Juana,  que  murió  después  que  su  padre,  pero  en  la  menor  edad,  con- 
irayendo  la  Deña  Vicenta  segundo  matrimonio  con  D.  Andrés  Maseda ,  del 
xoai  es  hijo  el  dentando  D.  Antonio  Maseda;  que  el  segundo  contrajo  ma- 
irimonio  con  Lorenza  Fernandez,  del  cual  tuvieron  por  hijo  á  Ciprian  Jor- 
^e  José,  abuelo  del  demandante,  y  que  el  tercero  no  tuvo  descendencia: 

Resultando  que  á  virtud  de  Real  auto  de  5  de  octubre  de  1791  se  dio 
posesión  de  los  vínculos  mencionados  al  Presbítero  D.  Domingo  Luis  de  No-  . 
Toa,  como  nieto  de  Doña  María  Maseda  Montenegro,  en  la  que  hablan  re- 
.eaido,  por  estiocion  de  la  línea  de  D.  Antonio  Pardiñas,  según  se  espresó,  y 

3oe  D.  Francisco  Saavedra  y  Novoa,  sobrino  del  Domingo  Luis  v  viznieto 
e  la  Doña  María  otorgó  escritura  en  3l  de  enero  de  i  807,  por  la  que  dio 
jso  foro  á  D,  Andrés  Maseda  y  Aguiar  y  á  su  mujer  Doña  Vicenta  del  Valle 
diferentes  bienes  de  su  propiedad,  procedentes  del  vínculo  fundado  por  el 
Licenciado  D.  Alonso  Pardiñas: 

Resultando  que  en  11  de  junio  de  1859  entabló  demanda  D.  Rosendo 
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PtrdlñaSy  reclamando  de  D.  Antonio  Masada,  hijo  del  D.  Andrés,  por  haceloii 
reivindieatoria  los  bienes  de  ios  citados  aniversarios  Tincnlares,  que  dilo 
Msefa  indebídanente  y  por  la  circanstancia  de  que,  habiéodolos  poseído 
Doña  Juana  Pardinas,  hija  de  D.  Alonso  y  de  Vioenta  del  Valle»  muerta 
aquella  después  que  su  padre,  los  habia  continuadp  poseyendo  su  madre  en 
lugar  de  entregarlos  ¿  José  Jor^e  Giprian;  hijo  de  D.  Pedro  Alonso  Pardiñas 
y  abuelo  del  demandante,  i  quien  correspondian  con  arroi^lo  á  la  fxindaeion: 

Resultando  que  el  demandado  impugnó  la  demanda  negando  la  filiación 
del  demandante,  porque  D.  Antonio  ParaiBas,  no  babia  tenido  mas  que  dos 
hijos,  D.  Pedro  Alonso  y  D.  Francisco,  pues  que  el  Alonso  y  el  Pedro  Alen- 
so  eran  una  misma  persona;  que  habia  tenido  por  hija  ¿  Doha  Juana,  muerta 
sin  sucesión,  y  por  lo  que  habían  pasado  los  aniversarios  á  D.  Francisco 
SaaTedra  y  Novoa,  descendiente  de  DoBa  Maria  Maseda,  del  cual  habia  ad- 
quirido su  padre  los  bienes  en  foro  hacia  52  años,  tiempo  suficiente  para 
que  no  puaieran  ya  serle  reclamados: 

Resultando  que  durante  el  término  de  prueba  se  trajeron  ( los  autos 
las  partidas  de  bautismo  de  Pedro  Alonso  v  de  Francisco  Pardiñas  sin  que 
se  encontrara  en  los  libros  en  que  estas  se  hallaban,  ninguna  otra  referente 
á  otros  hijos  de  D.  Antonio  Pardiñas  t  María  Da  Balsa,  habiéndose  además 

Eresentado  varios  documentos  para  deducir  de  ellos  la  etistenda  de  tres 
ijos: 

Resultando  que  absuetto  D.  Antonio  Maseda  y  Aguiarde  la  demanda  por 
la  sentencia  del  Juez  de  primera  instancia,  que  confirmó  en  tí  de  mayo 
de  1860  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  la  Ck)ruñR,  interpuso  el  deman* 
dante  recurso  de  casación,  citando  como  infringidas:  primero,  la  doctrina 
legal  consignada  en  la  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de  7  de  junio 
de  1856,  según  la  cual  la  neffacion  de  un  hecho  legalmente  comprobado  no 
puede  ser  aceptable  en  juicio  si  no  por  la  demostración  afirhiativa  de  otro 
hecho,  de  cuya  existencia  se  deduzca  la  absoluta  imposibilidad  del  primero: 
segundo,  la  ley  7.^,  tit.  14,  Part.  3/  en  su  último  periodo:  tercero,  ladoc- 
tnna  legal  de  que  á  las  partes  no  se  las  puede  exigir  mas  prueba  que  la  que 
conduce  á  justificar  el  derecho  relativo  que  reciprocamente  disputan,  nun- 
ca el  absoluto  6  con  relación  á  personaliaades  desconocidas  estragas  al  liti- 
gio: cuarto,  las  leyes  29;  tít.  2.''  y  20,  tit. 22,  Partida  3.*:  quinto,  la  ley  I.* 
titulo  24,  libro  11  de  la  Novisíma  RecopilHcion,  y  la  doctrina  legal  recono- 
cida en  todos  los  fallos  de  este  Supremo  Tribunal  en  cuanto  se  fundaba  la 
absolución  declarada  en  la  sentencia  en  la  suposición  de  que  eldemandante 
no  era  poseedor  legal  de  vinculo  alguno,  aunque  apoyaba  su  intención  en 
este  titulo;  habiendo  citado  en  tiempo  oportuno  en  este  Supremo  Tribunal 
en  el  concepto  también  de  infringidas:  sesto,  las  doctrinas  legales  consig- 
nadas en  las  sentencias  del  mismo  de  11  de  setiembre  do  1847, 24  de  ene- 
ro de  1854  y  23  de  mayo  de  1855,  según  las  que,  de  no  probarse  la  false- 
dad ó  suplantación  de  una  partida  de  bautismo  de  una  persona,  con  la  que 
se  acredita  el  mejor  derecho  á  un  patronato,  queda  justificado  su  entronque 
con  el  fundador:  sétimo,  que  la  prescripción  no  tiene  lugar  cuando  se  trata 
de  bienes  vinculares;  y  octavo,  que  si  bien  es  prescriptible  la  acción  con- 
cedida para  hacer  valer  el  derecho  compensatorio  creado  por  la  ley  de  des- 
vinculacion  en  pro  de  los  que,  subdstiendo  los  mayorazgos,  debían  ser  los 
actuales  poseeaores  y  sucesores  inmediatos  al  protnulgarFe  ó  restablecerse 
para  contar  el  tiempo  de  esta  prescripción  habia  que  partir  de  la  fecha  del 
restablecimiento  de  la  misma  ley: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Antero  de  Echarrí: 
Considerando  que  la  inexistencia  de  las  acciones  vioculareS|  efecto  ne* 
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eMifo  fe  la.«mMftNi4É  lM  TkíeolM»  no  tumrlKá  m  te  4émti  acci^aes 
leifitei^  cmlM  m  tOBÜtliido,  te  ialtillmi  ptesánmoé^  de  loe  prtaeijpiee 
de  derecno  en  míe  UeoeQ  so  origen  j  que  arreglaa  sq  ejercleio! 

GoMdemiaoqiie  le  aocioo  ravlodkatorie^  qm  ha  sido  la  lalentada  ^r 
el  recvreate  eomo  que  nace  del  domioio,  apio  puede  ejercitarse'  por-qoieo 
lo  tenga  J  lo  acredite  leaalmento: 

Considerando  que  adjadicadoé  por  brovlaénéfa  jndicial  i  ta  familia  No* 
toe  los  fíncalos  cuyos  bienes,  recramo  en  este  pfiello  el  detttandaote,  00 
puede  sostener  co(r  randamento  qué  le  néftenetea  en  domiole,  sin  que  an* 
vm  «e  deeltfre  que  eqoelle  edjQdiicacion  loé  itojdsta  d  fitibrocettentec 

Considerando  qne  esta  declaración  tampoeo  puede  obfenérse  iegalmenle 
Ktigaodo,  con  un  tercer  poseedor  que,  por  otra  parte,  no  tiene  mas  que  el 
dooafiilo  6tM  dealgtitío9Dieiies>  trasférido por  elcaUOcattejodlaialniente de 
doeie'leftkino: 

OeasideraDdo'qiM»  apresada  ta  demanda  eon  arreglo  á  eatoe  principioB 
eomo  lo  lie  sido  en  le  sentencie  objeto  del  recurso»  era  itiefitable  que  so 
deee9lineffe,por*mes  que  seiiubiere  acreditado  compNdamenle  la  filiacioii 
del  recurrente,  y  que  al  hacerlo  asf  el  Trfbuíial  sentenciedor  no  be  infrin- 
gido las  le  jes  nt  las  doctrinas  citadas  en  el  ncorso; 

CoteideraodOy  ademis,  quedes  un  principio  inooneuso  eo  molería  de  ca*- 
eaeiooy  reiteradamente  cofisigoido  por  este  Tribunal,  que  tio  son  objeto  del 
feeureo  los  (andamentos  de  lasientenciasi  sino  áoieamente  su  parte  decisi- 
▼a,  ó  mas  bien  <as  Infracciones  de  ley  6  do  doctrina  legal  que  en  ella  seco» 
metan; 

Fallamos  que  debemos  declarar  ;  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  caeaeteo  Intefpüesto  pof  D.  Bo^endo  Pardiftas  Villar  de  Fraaco^y  á  quien 
eoodenamos  á  la  pérdtda  de  la  cantidad  por  que  prestó  caución,  y  que  sa- 
tisfará si  finiere  a  mejor  fortuna,  y  en  las  castas;  dofolfiéndose  los  autos 
tOD  la  oertideacíon  correspondiente  d  la  Real  Audiencia  de  la  Goruña. 

Asf  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Rocela  6  inserta- 
rá'na  la  OUeeeion  kgislatiaa^  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
aroaunciamos,  mandamos  y  firtnamos.^Ramon  Lopes  Vazques.-— Antero 
defioharri.—- Cabriel  Gemelo  de  Velasco.-— Joacniin  de  Palma  y  Vinuesa.— 
Pedro  Gómez  de  Hermosa.— Pablo  GiUienez  de  Palacio.— Laureano  Rojo  de 
Ménaffaray. 

Publicación.— Leída  yjmblicada  M  la  precedente  sentencia  aor  el  Iloe» 
trfsimo  8r.  D.  Antero  deecharri,  Ministro  de  la  Sala  primera  del  Supremo 
Trflmnal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  Sala  en  el  día 
de  hoy.  de  que  yo  el  Escribano  de  cámara  certifico. 

Madrid  f  4  de  mano  de  i8e2.— Joan  de  Dios  Rubic^— (G^oaiadel  21  de 
I  de  1892.) 


»«. 


Itee«an«  de  easaei«ia  (18  de  mano  de  1862.).— Okf khsa 
I FOBRK.— Se  declara  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Fiscal  de  S«W. 
coiilfm  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  secunda  de  la  Audiencia  de 
Sargos,  en  el  pleito  seguido  entre  D.  Sínforiaiio  Huerta  y  D.  Nico- 
lás García  Briz,  y  se  resuelve: 

TOMO  f  u.  2Z 
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miento f  en  tualifuiera  de  bu  in$kmeia»f  de  ha  que  áMerm  ser  ti* 

lados  para  etfufcia: 

•  2/*    Que  en  lasinformaeienes  de  pcbrexa  que  se  nolieiten  rnite 
las  Audiencias  6  Jugados  de  prímera  instancia.'han  de  ser  atados, 
.  además  de  lo^  Fiscales  y  Prmotoref  respectivos,  los  Administra- 
jdóres  de  Hacienda  pública; 

Y  3.^  que  esta  disposieion  no  se  halladerogada  por  los  artíaUos 
187  y  ida  de  la  ley  ae  Enjuiciamiento  civil,  seffun  lo  reemUojen 
Real  orden  deSde  febrero  de  48S8. 

i     ••:  .      •  ■  ... 

.  fin  la  ?iDa..7  eórta  de  Mtdrkf,  é  18  de  iqmtíq  do  4862,  ea  les  antos  qoe 
en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Santander  j  en  ia  Satasegimfe  de 
>U  Ao^eooia  terHtoríal  de  Bórgoa  ba  seguido  O.  SinfiirMiMHoofift.ooo  Don 
i^ioo|á:«  Garda  Brii  sobre  defcnsso  |M>r  pobre^  pendientes  ante  Nos  foc  re» 
«orsú  de  casación  qoe  interpuso  el  Fi&cal  de  6.  M.  contra  la  senloacia  pfo* 
nuoBciada  en  7  de  enero  del  aao  último  por  la  referida  Sala: 

Resultando  oue  en  16  de  mano  de  i680  el  D.  Sinforiano  acudió  al  to* 
gado  de  Sastaoaer  espoiHeado<{ao  tenia  que  proponer  demanda  conira  Don 
'Nicolás  García  Bria  sobre  vesclsion  de  la  venta  de  ciertos  bienes;  y  que  ca* 
secietido  de  recoraoa  para  soportar  los  gastos  del  üU^o,  pedia  que  se  le 
admitiese  la  oportuna  información  do  pobreza  eoo  citación  del  D.  Nicolás  y 
del  Promotor,  y  por  los  méritos  de  la  misma  se  le  declarase  pobre  y  coo  de- 
recho á  defienderse  como  tal: 

Respltaodo  que  cooferido  traslado  á  Garcia  Briz  y  al  Promotor,  le  eva- 
cuaron o])00iéndose  el  primero  á  la  solicitud  de  Huerta,  y  aplazando  el  se- 
-gando  emkir  su  opinión  para  después  de  practicsdaa  las  pruebas,  solicicaa- 
do  que  se  recibieran  á  ella  los  autos  y  se  pidiese  cierto  iníbrme  al  Adminia* 
treaor  de  Hacienda  pública: 

Hesultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  practicadas  las  qoe  artícu- 
hron  las  partes  y  unidas  después  á  los  autos»  se  llevaron  estos  á  la  vista, 
citadas  las  partes;  y  no  habiéndose  pedido  por  ninguna  de  ellas  senalamieo» 
co  de  día,  se  proounoió  sentencia  en  28  de  juuio  declarando  pobre  para  litt- 

far  á  D.  Sinforiano  Huerta,  y  con  derecho  mientras-no  mejorase  de  foriuna» 
disfrutar  tos  beoeflcios  del  art.  181  de  la  Iny  de  Enjuiciamiento  civü: 

Resultando  que  D.  Nicolás  García  Briz  interpuso  apelación,  que  le  fué 
admiüda;  y  sustanciándose  la  instancia  en .  la  Audiencia,  se  comunlcaroo 
los  autos  al  Fiscal  de  S.  M.,  ol  cual  pidió  que  dejando  sin  efecto  el  fallo 
4ipelado  se  deirolvierii  el  pleito  al  Juez  inferíer  para  que  subsanase  loa  de- 
fectos que  se  advertían  de  no  haber  oido  al  Administrador  de  Haciendaí  y 
de  no  haber  emitido  su  dictamen  el  Promotor  por  no  habérsele  entregado 
ios  autos  después  de  practicadas  las  pruebas: 

Resultando  que  oido  D.  Sinforiano  Huerta  y  D.  Nicolás  García  Briz,  que 
impugnaron  dicha  petición,  mandó la.Sala  que  volviera  el  pleito  al  Fiscal 
de  S.  M.  para  que  emitiera  dictamen  sobre  lo  principal;  y  habiendo  supli- 
cado ci«  reserva  de  ios  derechos  que  procedieran  según,  la  ley,  se  determi- 
nó estar  á  16  acordado,'  en  cuya  virtud  el  Ministerio  ñscat,  repitiendo  sus 
reservas  y  protestas,  emitió  dictamen  sobre  lo  principal  pidiendo  la  revodl- 
cion'de  la  sentencia: 

Resultando  que  visto  el  pleito,  la  Sala  segunda  declaró  no  haber  lojnr  á 
la  petición  de  nulidad  ó  reposiciOQ 'deducida  por  la  parte  fiscal,  y  ooBoinné 
el  fallo  del  Juez: 
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•  Y,  mmUaildj».  que  .^mn  ^  yepuncia  el  fíical  4e  $•  M.  interpuso,  eo 
Geropo  hábil  recurso. de  casación^  Aínoado  én  la  caasii  ¿rim<{rft  del  árt  Üfii 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  eb  éüanto  no  habta  eido  «nplizadoeQ 

£riméra  ni  en  segunda  in^taoeia  el  Administrador  de  Hacienda  ¿)U>lica;  ni 
abia  dado  dietároen  el  Promotor  Bscat,  cnjoreeorBO  admitió  esta  Seta  re- 
«ocamlo.el  a«tiodela  Aodieodát  .• 

Visto-s  siendo  Ponente  el  Minisiro  D,  Edoacdo  EUo:  .         .    .  ^ 

G^aiderando  qne  a^qn  la  causa  priquera  del  art.  iO.id  de  la  ley  de  En« 
juíciamleoto cml,  procede elrecarso de <;asacion  cuando  falta ^1  emplaza- 
miento  en  caalqníera  de  las  instancias  de  los  que  debieran  haber  sido  cita- 
tados  para  el  juicio:  .      .    ..  v 

Considerando^  acerca  de  la  faHá  de  emplatanitento  dé  qoe  eétTklak  qw 
procedía  la  citación  del  Administrador  poretlgírla  la  Real  inálrtieéíonae  i.^ 
de  octubre  de  1851,  la^cual  pce?iene  terminantemente  que  en  las  infonna- 
dones  6  juicios  de  pobreza  que  sé  soliciten  antenas  Audieneias  ó  lozgádoa 
de  primera  instancia,  á  más  de  tos  Fiscales  y  Promotores  respectitos,  de- 
ben ser  citados  los  Aamini«tradores  en  represeutaciou  de  la  Hacienda: 

Considerando  qoe  esta  disposición,,  vigente  conforme  á  la  Real  orden 
de  4  de  setiembre  de  1852,  no  está  derogada  por  los  ariículos  187  y  194  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  s^an  lo  resuelto  en  Real  orden  de  3  de  fe** 
brerode  1898: 

Considerando,  por  áltímo„  que  la  sentencia  de  7  de  enero  de  18i(l,  pro« 
nañelada  por  la  Sala  segunda  oe  la  Audiencia  de  Burgos,  recayó  aobre  án- 
los  de  defensa  por  pobre,  en  que  se  había  omitido  emplazar  en  primera  y 
segunda  instancia  al  Administrador  de  Hacienda,  cuya  citacien  era  indis- 
pensable, conforme,  alo  prescrito  en  la  espresada  .Real  instrucción; 

Fallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recorso  de 
casación  interpuesto  por  el  UíQísterlo  fiscal  contra  la  sehtencia  dictada  eo 
estos  autos,  la  cual  casamos  y  anulamos;  y  mandamos  que  se  devuelvan  al 
Tribunal  de  qoe  preceden  para  míe,  reponiéndolos  al  estaidó  que  tenían 
cuando  se  cometió  la  falta  que  ha  dado  motivo  al  recurso,  los  haga  sustan- 
ciar y  delermloar  con  arreglo  á  derecho. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaeeta  detOO'^ 
¡nemo  é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  para  lo  cual  se  pasen  his 
oportunas  copias  certihcadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — 
loan  Martin  Carramolino.— Rámon  María  de  Arrióla. ^Félix  Herrera  de  la 
Riva.— Juan  María  Bíec.j-Felipe  de  Urbioa.-^Eduardo  Elfo.^-Domlúgo 
Moreno. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  laVecedente  sentencia  ppr  el  Rqs- 
trísimo  Sr.  D.  Eduardo  Blto,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicid,  es- 
tándose celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  segunda  hoy  dia  de  la  fe- 
cha, de  que  certifico  cpma  Secretario  de  S.  M.  y  su  Escribano  de  Cámara. 

5fadrid  18  de  marzo  de  1862.— Dionisio  Antonio  de  Pa^.  {Gaceta  *del 
22  de  marzo  de.  <862.) 


»8. 

ai#M  {tSd&nmno  de  4862.).-^Propii. 

'  VAD  T  ueo  DB  TOAS  AOüAs.— Sc  declara  por  la  Sala  segunda  del  Trí- 

bonal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 

por  D.  José  Márquez  Moltó  contra  la  s^ntencisi  pronunciada  por  la 
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JMi  primenJde  te  XtulieiiclU  de  Vatéa^íiá,  eñ  pfe!to  con  Ids  bérede^ 
ns  dfr  D.  Andrés  IGnlles  y  otros,  v  se  resuelve: 

1.?  Que  wú  puede  eaUficwne  de  ineongruefUe  la  sentencia  que 
eMrfmmenoeis  lo  fM  m  la  iemanda  tehaéiaeolíeiladOt  par  ma$ 
que  en  ella  se  haua  usado  de  un  ¡enmure  impropie,  eumulo  por  cira 
parU.no  ofireee  áida  ku  áetermlnamn; 

r  t/  que  háUándou  los  AyuntanHetúos  mcBr^júéos  de  ta  dís- 
iríbutíon  de  las  aguas  de  común  aproúeehánUeMo,  tos  etftiisos  que 
en  esta  nuderia  pueda  cometer  una  municipalidad  no  son  de  la 
oompetonda  de  los  tribunales  ordinarios^  aun  en  él  caso  dequeer^ 
iniemm  la  infraedan  de  algunas  disposiciones  Icoles. 

Ea  U  vilU  j  corte  de  Madrid»  á  18  de  marzo  de  iS^,  en  el  pleito  peo-^ 
dieote  ante  Nos  por  recurso  de  casación,  seruldo  en  el  Juzgado  de  primert 
instancia  de  ^^coy  j  en  la  Sala  primera  de  k  Real  Audiencia  de  Valencia, 
por  los  herederos  de  D.  Andrés  Miraltes,  los  de  D.  Guilleritio  Gosai?ez  j  la 
«R^no  social»»  Pérez  Pascnal  Poig  y  compaSia  con  D.  iM  líartinez  y  Mol* 
tó|  sobra  propiedad  y  uso  de  uñas  aguas: 

Resultando  que  por  escritura  de  29  de  didémbre  de  f  Mt,  el  Ayunta- 
miento de  Aleojr  estableció,  y  en  caso  necesario  Tendió  para  inéiiñ^re,  á  Dod 
Antonio  ifíralles  y  D,  Gnillermo  Gosalyez,  por  la  cantidad  de  5,000  rs.  ve- 
llón, las  aguas  sobrantes  de  las  fuentes  y  riegos  del  paseo  llamado  dé  la  Glo- 
rieta,  las  mismas  que  el  Ayuntamiento  habia  enajenado  y  establecido  por 
escritura  del  dia  anterior  i  favor  de  la  fábrica  nacional  de  paños  de  aquella 
villa  para  el  servicio  de  tintes,  tomándolas  Miralles  y  Gtf^alVez  al  desagüe 
de  Acbo  tinte,  7  conduciéndolas  por  el  acueducto  construido  en  ta  calle  de' 
San  iosé  y  bajada  de  San  luán  al  tinte  de  Miralles,  dejándolas  espeditas 
desjuies  para  que  pudiera  utilizarlas  Gosalvez  en  el  edificio  de  máquinas  que 
pfMoia  á  la  parte  inferior;  aguas  que  dijeron  pertenecer  al  común  de  veci- 
nos, y  bajo  este  concepto  las  establecían  en  favor  de  Miralles  y  Gosalvez: 

Resultandoque  reintegrado  Gosalvez  en  la  posesión  de  aprovechar  di- 
chas aguas  para  su  fábrica^  suponiendo  haberle  despojado  de  ellas  D.  Rafael 
Pascual  y  Miró  utilizándolas  con  otras  distintas  en  el  riego  de  una  tierra, 
propuso  Pascual  demanda  ordinaria  para  que  se  declarase  que  tenia  de<^ 
recoo  á  aprovecharlas;  demanda  que  terminó  por  tfansacciQp  oue  celebra- 
ron en  it  de  noviembre  de  i850,  y  en  la  que  convinieron  que  Pascual  dis* 
firutaria  las  aguas  que  bajaban  por  la  acequia  ó  brazal  del  riego:  que  las  que 
aalian  del  tinte  de  Guillemet  e  iban  á  desembocar  en  el  nuevo  acueducto 
formado  por  la  fábrica  nacional  de  Paños  en  la  calle  de  San  Joáé,  se  parti- 
rían por  la  mitad  entre  Gosalvez  y  Pascual ,  ejecutándose  las  obras  necesa- 
rias para  ello:  que  antes  de  su  reunión  con  las  del  tinte  de  aquella  fábrica 
llevarla  Pascual  su  mitad  á  lá  acequia  ó  brazal  del  riego;  que  las  aguas  so- 
brantes del  tinte  de  ^a  fábrica,  la  miud  de  la  del  tinte  de  Guillemet  y  todas 
las  demás  que  corrieran  por  el  nuevo  acueducto  construido  en  la  calle  de 
San  José  pertenecían  esclusivamente  á  O.  Guillermo  Gosalvez  y  á  D.  Anto« 
Dio  Miralles,  debiendo  el  primero  ccM^uir  para  su  conducción  un  conduc- 
to particular  desde  donde  concluía  el  de  la  calle  de  San  José  y  antes  de  la 
umen  do  este  oon  la  acequia  ó  brasal  M  Hega;4e  nedo  que  hubiese  dos 
eonductoa  separadoe,  uno.  pare  las  aguu  de  Gosalvez  y  otro  para  las  de  Pu- 
cual,  debiendo  este  dejarlas  correr  al  tinte  de  Miralles  y  máquinas  de  Go* 
aalvez,  siempre  que  no  hiciera  uso  de  ellas: 

Resultando  que.  en  8  de  taarzo  de  1858  otorgaron  escritura  D.  Andrés 
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VirtllM  heredero  da  19  bermano  D.  AiitOQio«  Um  de  D«  GniUenao  Gm&\fw 
j  al  8ódQ  ABreota  dcf  la  laxoo  aodal  aPereí»  Pascaali  Poig  v  CoiopaAia;», 
por  Ja  qua  loa  |>riiBaro8  oomo  ^uanoa  de  las  aguas  sobraDtas  de  las  fuentes 
y  riego  del  paseo  llamado  de  la  GlorieU»  eoQyiDieroío  con  la  Sociedad  en  ra- 
liar  MI  dkeccion  desde  la  salid^  del  tinte  de  la  ftbrica  de  Pa&oé  hasta  la 
presa  de  Uiralles,  QniépdólaB  aon  otraa  de  pertenencia  de  la  Socie^id,  bajo 
dertaa  condíctenee,  para  lo  cual  yapara  formor  copdgctoa  subterráneos»  ao* 
licitaron  el  competente  permiso  que  les  concedió  eliAjruntamientOi  por  ht^T 
ber  acreditada  que  las,agnaaqua  preteodi^A.  dirigir  á  la  f^brjca  eran  de  pro  • 
piedad  particular:/ 

Resallando  q«e  dueño  0.  José  Vartiaez'HpItS  dé  upa  casa  sita  ¡en  la.ca^ 
lie  de  San  Roque  ó  Baiada  da  Sao  Francisco,  por  compra  qpe  de  ella  hizO 
•«D  26  de  febrero  de  1858,  en  t^  del  mismo  mes  solicitó,  autorisaoion  del 
AjQDtamieQtó  paía  eniplear  aguas  Mbr^ites  de  las  que  se  ulilizaban(.en  la, 
•caacada  y  riego  del.  paseo  de  la  Glorieta  y  dé  las  fueotes^de  la  c^ílede  Cpr- 
irella  y  plaweUda  San  Francisco  que  pasaban,  por  el  corral  de  aquella  en 
dirección  al  puente/denominada'EI  Diablet  y  á  la  máquina  del  difunto  DOi^' 
€a¡llermo*  Go^lveí,^  á  fin.  de  utiliiarju  para  el  m^ivimiento  de  una  rueda 
'Udráuiica;  autoriíacion  que  le  fué  concedida  por  la  Municipalidad  sin  per- 
juicio  de  taroaro:      .  4 

Resoltando  qjue  interpuesto  por  Hartinéa  Molió  ante  el  Jaez,  de  primera 
'instaDcia  en  26  de  marzo  de  dicho  dfio,  interdicto  de  adquirir  la  poseen 
da  la  citada  casa  y  de  laa.amias  sin  perjuicio  de  tefceix),  a  pesar  de  haberse 
-^ipoeeto  á  elk»  D.  Andrés.  IKralles  diieno  de  la  fábrica  denominada  Diablet 
j  ios  heladeros  de  0.  Guillermo  Gosal?ez»  el  Juez  de  primera  instancia  por 
aenteoola  de  Si  de.  julio  de  1858.  gué  confirmó  con.  costas  la  Audiencia  de 
ITateneia,  amparó  á  Martínez  Moito  en  la  posesión  de  la  casa  y  uso  de  las 


Rasallando  que  loa  herederos  de  Miralles  y  Gosalvez  y  la  Sociedad  «Pe* 
reí»  Pseoual,  Puig y  oompañíae  entablaron  demanda  ordinaria  en  i9.  de, 
mafo  de  i859»  solicitando  que  en  Tirtud  del  domiaio  aué  hablan  adqAífido 
aa  las  aguas»  se  declaraae  q.ue  les  de  la  cascada  y  rie^o  del  paseo  de  if  G|or 
-fleta»  desde  aue  salian  del  tinte  de  la  fábrica  de  panos»  pertenedan  enórO'- 
píedad  á  lee  aenandrates»  y  que  en, su  yirlud  podían  disponer  de  ellas  i  su 
lolutttad  y  conducirlas  por  doade  mejor  oooTioíera  .á  sus  interoiies»  decía- 
xando  asimismo  no  existir  posesión  ni  dominio  á  favor  de  0.  José  Martínez 
con  respecto  á  las  de  las  fuentes  de  la  calle  de  (ior?elIa  y  plazuela  de  San 
#!raiiG¡seo»  cendenáodole  en  todas  las  coatas». tanto  del  interdicto  como 
•4a  aquel  juicio»  y  al  abono  de  d^tlo%  y  perjuicios »  previa  tasación  de  pe* 
ritos: 

Resoltaado  que  D.  José  Martioez  Molt4  imppgpd  la  demanda »  fundado 
<«iiqnejos  dajqandantea  no  teaian  dominio  aobré  las  aguas»  porque  el 
Ayuntamiento  solo  les  habia  concedido  el  uso  de  ellas  para  un  objeto  da« 
4emioado«  aío  que  por  tal  concesioa  qaadasa  priyado  de  hacer  otras,  igua- 
laaiin  periuicio  de  tercero,  como  lo  habia  hed^o  con  Mirall^  y  GosalTez 
•ad  dia  siguiente  de  haberla  otorgado  á  la  fábrica  de  panos;  .    ,     . 

Resultando  que  practicada  prueba  por  las  partes»  dictó  sentencia  el  Juez 
4»  primara  Jnatanda,  que  re?ooé  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Talen- 
cía  en  2  de  octubre  de  1860»  declarando  que  á  los  dueiíos  de  jos  edificios 
¿brtles  tinte  de  lanas»  conocido  por  el  Diablet»  bajada  de  San  Roque  y  ma- 
znaría de  cardar  é  Ular»  que  lo  habían  sido  D.  Antonio  Miralles  y  Don 
unilkHrmo  Gosalvez»  pertenecía  la*  propieídad  en  el  uso  7  aprovechamiento  de 
ke  aguas  aobrantas  de  las  fuentes  y  riego  del  paseo  de  la  Glorieta»  desda 
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qoe  saUan  detUaU  de  la  Fibrica  nadó&al  de  pauM  haata  dicho  i^nto ,  y^ 
qúñ  en  virtud  de  eate  derecho  sos  causantes  hablan  podido  hacer  i  la  So- 
ciedad algodonara  «Perex».  Pascual,  Pute  y  companfa»  las  oonceskmés  que- 
de elloe  había  obtenido  para  utifrzar  dichas  aguas  en  su  fábrica ,  con  vana- 
cioQ  de  acueductos  j  dirección  de  las  mismas  en  terreno  común ,  que  auto-' 
riso  et  ayuntamiento,  j  absolvid  de  la  demanda  i  D.  José  Martínez  Ifoltd- 
eñ  cuanto  al  uso  que  nada  de  his  aguas  de  las  fuentes  de  la  calle  de  la  Cor- 
nelia y  platuela  de  San  Francisco: 

Resultando  que  él  demandante  interpuso  recurso  def  casacish  eitanSo- 
como  infnngídM  las  leves  3/  j  16,  Utulp  22;  i.\  tlu  28  y  20,  tit.  3 f  de  la 
Partida  3.*:  el  art.  01  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,,  y  fa  ley  I  .*,  lít.  1  ,\ 
libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  habiendo  citado  en  tiempo  oportuno 
en  este  Supremo  Tribunal  en  el  mismo  concento  de  infringidos,  fos  artícu- 
los 331  y  805  de  la  mencionada  ley  de  Bnjuiciamiento;  M  jurísprudeneti 
admitida  por  este  Sunremo  Tribunal  de  que  la  sentencia  debe  ser  eon<- 
gruente  con  la  demanda;  la  ley  15,  tit.  8.^  Partida  8.*,  y  per  Mimo,  la  ñ& 
8  de  enero  de  1845: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Pablo  Jimenea  de  Palacio: 

Considerando  que  no  puede  calificarse  de  incongfiaente  fa  sentencia  que 
otorga  menos  de  lo  que  en  la  demanda  se  habia  soliciudo,  por  mas  que  ea 
ella  se  haya  usado  de  un  letiguaje  impropio,  cuando  por  otra  parte  no  okt^ 
ce  duda  su  determinación: 

Coof  ¡dorando  que'  por  las  razones  indicadas  y  aunque  los  demandantes 
solicitasen  la  propiedad  de  las  aguas  objeto  de  este  pleito,  habiendo  la  Sait 
acordado  únicamente  el  u?o  y  aprovechamiento  de  las  mismas,  si  bten  coa 
la  inexactitud  de  lenguaje  que  queda  indicad^,  no  ha  ipfríngiáo  las  dispoei* 
clones,  leyes  y  doctrinas  que  á  este  propósitoí  se  ckan: 

.Considerando  que  hallándose  los  Afuntamientos  encargados  de  la  distri- 
bución de  las  aguas  de  cómun  aprovechamiento,  según  el  Real  decreto  de 
8  de  enero  de  1845,  los  abusos  que  la  municipalidad  pudiera  haber  cometí* 
do  en  las  concesiones  otorgadas  á  los  litigantes,  no  son  de  la  competencft 
de  los  Tribunales  ordinarios,  aun  en  el  caso  de  que  envueWan  la  tnfraecioD 
de  algunas  disposiciones  legales; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recoran- 
de  casadon  ln)óipuesto  por  D.  José  Martinet  Moltó,  i  quien  condehamos  ea 
las  costas,  de?olt]éndose  los  autos  i  la  Real  Audiencia-  de  Valencia  con  la 
certificación  corfes'pondlente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inserta'» 
rá  en  la  Colección  kgislúHva,  pasándose  ai  eíseto  las  copias  necesarias,  h- 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.«-Ramon  López  Vazquez.^Antero- 
de  Echarri.— Gabriel  Ceruelo  de  Velasco.— Joaquín  de  Palma  y  Viñuesa.— 
Pedro  Gomes  de  Hermosa.^Pablo  Jiménez  de  Palacio.^Laoreano  Rojo  de 
Norzagaray. 

Publicacion.^K^éidá  y  bubKeada  fué  la  precedente  seiltencia  por  e^ 
Ifmo.  Sr.  D.  Pablo  Jiménez  de  Palacio,  Ministro  de  la  Sala  primera  del  Su«  • 
previo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  Sala  en* 
el  dia  de  hoy,  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  18  de  marzo  dé  1882.-^uaú  de  Dios  Rubio. «-(Ge^sela  del  23  de 
mayo  de  1882.) 
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BecaPAo  de  eaMiei#p  «i  etnt  le  WmkmU  (18  de  mano  áe^ 

B2,).— Contrabando.— CoNTtiAVKNcioN  a  Us  DispoéiciOKKs  ii  Las 

ORDUANZAS  DB  \DUAiu8wr-Se  declara  por  la  Sab  primera  del  Tribu-/ 

Bal  Sapremo  baber  lugar  ai  recur&q  d^  casacióq  lalerpueAo  por  Doa . 

Francisco  Ca^n  coDtra  la  aeuteDoia  profNinciaikkpor.laSala.priiiie-^ 


rade  la  Aadioaeía  de  PsaniploBa ,  en  la-  caasa  fonoada  it  mkilo  •  f^ 
dos  eriadoB  aoyos  por  los  deliUis  de  coalrabaiidé'  y  bonlráveiicioB  M 
las  A'sposieioiies  de  las  ordeofantas  de  Aduanas,  yit  re^aeliré: 

V  Que  para  que  haya  delito  tfe  defrqúSüdon  yprádti^a  mi! 
consecuencias  penales,  es  indispensable  que  se  tienda  mnxfiesúi^ 
dntetameuUd  eludir  ó  disminuii-  el  pago  de  ü  que  dfiba  satisfacer'-, 
se  legüimamente  por  rasan  de  wia  contrítmimí  directaé  iudirecta'p,, 

Y  i.*  que  declarada  la  ineúlpalnlidad  del  íratado  soma  reo.  no  i 
procede  el  tcmiso  de  las  eabaUaria»  if  efectos  m  Que  sa  supmse  coa^^ 
í^itelddlUo  deáefrmdatkm. 

Bb  la  vBla  y  córie  de  Madrid,  á  IB  dé  riiiinio  de  i^Cfíi,  éo  te  esnsa^  fue 
pnde  ante  Nos  por  reearso  de  eassoion  Maaida  eo  é4  l«í;«do  d«  Habieodlr'' 
póblica  de  PsmptOBa  y  en  la  Sala  prlneraoe  la  Real  AndioBcis  de  is'misma- 
ooatra  D.  Praaciseo  Cagea  j  sus  eriadiM  V%éfo  Bobevarrta  t  -AtitODio  Car-»  • 
m  per  los  delkós de  cootrabaBdo  y  cetitravendoB  ¿  tos  mposlcioneb  le* 
iu  Ordenanzas  generales  de  Adoana:  '  i         '     ,. 

ResuRande  que  los  dos  áltímos  hieren  delenides  en  M  piletse  de- Arrli*' 
taeas,  el  dia  10  de  abril  de  1801,  per  loscsrabkieresdel  poatedeBonóesva-i 
llM,  i  poca  disUocla  de  la  raya  de  Franeva,  per  óbodoeir  ires  csballeHas  sin^ 
doeoneoto alguno ^ae acreditaie su psoeedeoeift,  y  naa  de  eHaa  eat^gada* 
de  mafz:  *       .   * 

Resnilando  que  la  JimU  admmistratiñi  (k  Riciends,  reattida  en  13  del 
minno  mes,  declaró  en  ?isU  de  la  falla  de  acrael  reqoislte  y  de  eiui*  prehi* ' 
bída  k  ittirodoeeien  de  mafz  en  la  Península,  el  eooiiso  de  eite  lasado  en 
97  rs.  50  cents.,  y  del  maeho  qué  te  oondudia,  ypreeedente  el  do  las  otras  • 
dw eaballerfas,  iraloradas  eo  2,700  rs. ,  y  tltuesde  pena  corporal  é  K>S date-'; 
díSds  Bclidfarria  ]t  Carrera: 

Resnitando  qne  no  habiéndose  conformado  estos  con  la  declaración  del « 
eomne,  ae  pasó  el  espediente  «I  Juez  de  liaeienda  para  la  formadoa  de  fa ' 
earrespondiente  cansa,  en  la  cual  se  conspreM  ^e  las  tres  cafaallerf as  per ^' 
teneeian  á  D.  Francisco  Cagen,  de  ^den  del  cual  sus  ertados<  Bcbenrríá  y*> 
Carrera  Uevaraa  dos  para  conducir  á  no  coiegfe  de  Francia  doa  niños  de  * 
aqoel  y  iraer  de  regreso  la  yeona  que  se  bailaba  en  una  casa  de  bmmiU  ' 
fraaeeflk:  queelmali  aprendido  lo  compiarea  Bc^e Varr la  f  Garitera  ^  sita 
árdeo  ni  conocimiento  de  su  amo ;  t  quelas  tres  caballerías  eran  preceden*  < 
tes  de  Bspana ,  marcadas  y  reseiMas  én  la  Aduana  de  Bonbesvalles  j  ano-  > 
tadaaen  loslilirosdeenipadronamieBie:  '  -i 

RaniRando  que  el  Promotor  fiacal,  eenforme  con  lecfieebos  espuestos,- 
propaso,  con  arreglo  á  los  aiiíenlos  «19  y  iWi  de  las  ordenanzas  generales  * 
de  Adnaoaa,  r^oá  t«,  oám»  0;  (3,  ném.  %  21, 25^  21  j^aa  del  Real  de-'^ 
oeto  de  20  de  junio  de  1852,  que  conQrmándose  el  comiso  dicftadó*  por  ia^' 
Juata  aÉniflisMtí?a,  se  impusleía  i  Bebef aniá  y^  Gatfteéa^  por '  el  danto  de 
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contrabtDdo  de  maíz,  la  malta  del  daplo  de  su  valor  por  mitad»  absolmii* 
do  libremente  de  él  á  D.  Francisco  Gaga^,  é  imponiendo  á  loa  tres  las  cos- 
tas y  gastos  M  juicio,  por  partea  igiíalesi  con  la  prisión  sutisldiaria  en  ñ 
caao:  <  ..  •     *  ,  j       •.     ./ 

ResaltApflo,qiie  |os:jproc9aádo8  conteatarpui  que  baátal^  7  sobralM  lo 
eónfésado  y  reconocido  en  Ja  acusación ;  para  qjue  se  declarase  la  improce- 
dencia del  comiso  délas  cúmüerfaff,  porque  siendo  e!  Anico  objeto  de  las  or- 
denanzas generales  deiá  renta  de  Aduanas,  aprobadas  por  Heal  drden  dé  10 
4e  aetiemm  de  18S7»  ^*de  evitar  todo  imm  en  «eiyitcio  de  kis  intereses 
da  la  Haeiande;  .y  aptracaando  ^ptenameote  probaao  en  el  nroeeao  que  ne 
lubía  eúaUdor  eae  fraude,  ni  eometídose^l  delito  detdefrandacíoQ  teigna» 
do  en  el  Real  .decreto  de  20  dejimíQ  de  189%:  faltaba  la  .base  del^íonedl- 
liento:  y  tVie^al  wpp^r  el  Promojtoj:  fiscal  él  coaai^  del, macho  ^n  qne  se 
Conducia  el  ipafz,  fundado  en  la. disposición  del  art.  24  del  Real  decreto  de 
20  de  junio  de  iS52,  por  estar  prohibida  la  Intróduccjon  de'diobo  género^ 
prescindía  de  to  qtie  en  el  mísnio.  artfóuló  se  ditíe,  de  que  no  podrán  deco* 
misarse  lee  objetos  úmndo  tetum  que  pertenecen  i  un  tercero  que  no  lu^va 
tenido  eomplieidad  en  el  delito,  lii  conocimienio  del  neo  orimioal  qoe  de 
eUos  ae  Um,  qoft  era  lo  qne  áneediii^  praoisaaiettte'^n  el  ^so  eotuai;  y  eon* 
cluveron  pidiendo  se  deeclarase  la  improcedencia^  ooeaifio  de  laa  caba- 
llerías, absolviéndose  libremente  á  su  dueño: 

Aeanltandoqaeellue»  de  Hacienda  dicté  sentencia  ea  2S  de  jnnio 
dé  l8#l,qoeQ004riiid  eon  loa  ansloa  f. costas  de  la.primera  Inatandala 
Sala  primera  de  ta  Aodiencia  )la  Pampione  en  2$  de  octubre  signíente*  de*- 
ctarando  piuc9dentt  el  comiso  da  las  tres  caballerías  y  del  maia,  dictado  por 
U  Junta  administrativa^  en:  Í3  de  abril,  anterior^  condenando  é  los  procesa- 
4I0S  Pedro  Echevarría  y  Antonio  Carrero  por  el  delito  de  contrabando  del 
mal«,en.iamiii|n:del:dunledelvaloridelmiamo^ósean  105  realea  vellón 
iMr.mitad.  y  ea  defecto  de  pago  en  on.dia  de  prwioo  per  cada<  10  lealea,  y 
absob4endo  de  cae  deliM»  i  O.  Freocíaoo  Cageii».con  imposición  á  este  y  loe 
otxw  dea  proeesaAos  de  las  ooataa  y  gastíM  dei  juicio  por  terceras  pesies 
iguales: 
i  Resf  mB<ki,  poa  áltknOi  üm  D.  Franciaco  Cagan,  dediyo  cpnhra  ese  Csllo 
recneao  de>casaeion,  por  najíerae  infringido  eu  sn.sentir: 

Prieaero.  El  art.  ii  de  la  ley  penal  4e  3  de  mayo  de  1830  y  el  10  del 
Beal  decreto  de  2<04e  jnn^  d^  I8B2,  porque  estando  probado  beata  la  evi- 
dencia y  eopsigiiado  eael-  cuarto«resultando  de  Ja  sentencia  qqe  las  treí  ca- 
l)ullerias  eran  procedentes  del  país,  y  se  hallaban  mareadas  .y  rteaenadae  eo 
la  Aduana  de  Aoaceavalle»  y.anotadas  en  loe.libro$4e empadronamiento, 
era  también  evidente  qne.  no  pronedian  del  estnain^o^  ni  podían  oonfon- 
dirse.con  la$»de  eate  claee»  q^e  no  ae  reseñan  ni  «mpadronan  -00010  eqaellta 
en  Aduana  alguna  espe&ola..y  por  consiguiente  no  se, defraudé  oi  pudo  de* 
fraudar  á  la  Hacienda  náblica  en  el  pago  de  dereohoedearaAcel  con  «es 
cabaUerías  qne  noeetaban  sujetas  á^esepago. 
.  Segundo.  El  art.  412  de  laaordenanaas  generales  de  la  renta  de  Adoa« 
ñas,  aiirobadaa  por  Real.drden  de  10  de  setiembre  ¿b  1857.  toda  ves  que  lo 
mandado  en  ^1  M  i>aM .  evilar  á  la  Hadenda  pública  la  defcaudaeton  qne 
pudieran  hacer  los  liabitantes  de  laiena  fiscal  establecida  por  el  anlenor 
a^i.  41 1 ,  y.  aaber  qne  no  era  defeaadador  el  que  cumplía  con  ese  mandato» 
y  haUáodoae  el  reoiirente  en:este  caso^  tampoco  pnede  conaíderáraelenono 
taJ.  ni  perder  onas  caballería qneneen^ y  empadroné. éli complimiento de 
dieÍ)oarU4«2.  . 

Tercero.    Lee  artlciiha4l5  :y  405  da  dichas  oninnaaMS»  per  no  Imberaa 
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lando  hfl  cabilleriu  á  Frauda  pmMtUr,  lino  pon  distintos  usos. 
Coarto.  El  ait.  %i  del  Real  deerelo  jM  20  de  jnnlo  de  1852 ,  por  ha- 
hvne  probado  complidaúiente  y  eoosignado  en  el  tercer  resaltando  de  la 
MQteneia ,  qne  e(  maobo.  ca^^g/^  con  e(  mí^p  Jo ,  [Qé  sin  orden  n^  conod- 
miento  del  recurrente:  .  ,   *       *      " 

Finalmente,  los  buenos  prindpios  dé  jbn^prtidelicfa  erímlnal,  gné  la 
Sala  sentenciadora  consigná-en  el  niH<ydte&do  en  la  causa  formada  a  Sal* 
ndor  Bstéban,  y  en  qne  se  fbodó  para  absolwki'nbrenientb s* 

Visla,. siendo  flinentael  Ministro D^ Sebastián €onulei Nandfai: 

Considerando  qne  es  un  heclio  resultante  de  aotos  y  espr^sjBwnta  i»- . 
«osneido  por  Ja  Sala  s^nj^^pHdori  t  <m^  ^  ^*^  jabaitorias  d^oomisadas 
«roeedian  dci.Bspaia  y<,estábaa.niarpadfi^,y  re^uadas  en, la  Aduanado 
RoncesTallaSy.y  aootadas  ef)\los libros  de  empadronamiento: 

Con«iderAndOy  por  ello,  que  cqjq  su  introducción  no  se  cometió,  ni 
pudo  cometerse  fraude  alguno  en  perjuicio  de  los  inteteses  de  la  Hacienda: 

Considerando  que  si  bien  did  ju$to  i^oUyo  é  la  detención  de  la»  caba- 
Ueflae  la  falta  del  dooefmento  que  díganlas  Ordenanzas  mnenles  de  la 
feola  de  Adnanas,  para ^pie  esa  fitoa  conatit^fa  el  4elito  de.defrandaeton 
j  produfcn  sos  oonaeeneaeiai  (lenaies,  te  indispensaMe ,  segas  lo  que  preí* 
Tiene  el  pérraíaniidéQima  del  art»  i9^del  Eeal  depret^.  de  20  de  junio  do. 
1832,  qne  Itsiutamoiií/Ssi^.y^ifictamsnted  eítHfirá  dt^mmutr  élpagQ 
éB  lo  que  deba  saíi$facerie  le^imamente  por  nijson  de  una  contribución 
éirteta  6  tmitriela,  prepósito  imalizable,  y,  por  consiguiente,  impresumí- 
Ue  en  el  beelw  que  ha  mqtivf^o  esta  pausa: 

Considerando^  por  tanto;  que  se  ba  infringido  el  art  Í9  de  la  ley  penai 
de  20  de  junio  de  i  852,  oitada  en«el  recurso,  que  trata  d^  los.  casos  en  que 
en  comete  el  delilio  de  defniudacion,  éntrelos  coales  no  se  halla  ni  espresa  ^ 
ni  YinualaMiite,eomprendida  la  mera  omisión  d^  que  se  trata: 

Considerando  además,  qne  consignada  igualmente  en.  la  sentencia  la  in« 
cnIpabilidadAleIt  recurrente,  en  el  delüo  de  oontrabapqo  del  maix,  tampoco 
podo  ser,  por  eOe  jmoUro  procedente  el  deoomisp  4^,  bi  caballería  une  lo 
HeTaba,  según  io  termiosntemente  dispuesto  en, la  conUnuación  al.pirrafa 
quinto  del  art.  24  del.  Real  decreto  de  20  de  junio  de  1852,  disposición 
citada  también  en  él  recurso: 

Declaramos  babor  lugar  al  interpuesto  por  Csgsn  de  la  sentencia  de  la 
SéU  primen  de.la  Real  Audiencia  do.Pantplona  por  infracción  de  los  ar* 
tícolos  19  y  viárraib  quinto,  en  au  parte  mencionada,  del  24  de  la  ley  penal 
lie  20  de  jumo  de  1852,  y  mandamos  que  se  pasen  los  autos  á  la  Sala  se* 
ganda  pan  los  efectos  de^derscbo. 

Asi  por  esta  nnesta  nuestra  sentepcia,  que  se  publicirá  en  la  Gaeekt  A . 
insertará  en  la  Colección  Js^iottiHi,  Msandoee  al  afecto  las  copias  necesa- 
rias, lo  pronunciamos,  mandamos  y,fi¡miamqs."*TRamon  López  Yazquex.-* 
Sebastian  Goñsalea  Nandin — loaquin  de  l^ahna  y  Vlnuesa.-r-Pedro  Gomes 
da  Hermosa.-^Pablo  Jimenei^  ^  l^lacio^-^Laureano  Rojo  de  Nonagany.— 
ITantara  de  Colsa  y  Pando. 

PubUcacion.«-Leida  y  publicada  fué  la  aentoncial  anterior  sor  el  Esce* 
lentísimo  é  limo.  Sr.  D.  Sebastian  GonaaloaNandiUi  Ministro  deja  Sala 
primera  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia 
liáblica  en  b  misma,  de  que  certifico  como  Escribano  da  Cfanara  habi«> 

Madrid  18  de  mano  da  l882.---iUís.GalaUa?eío.«*K(?«os(a  de  28  de 
TOMotn.  •  S4 
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■        »*. 

'  BiBearai»  de  emmimímn  (20  de  mano  de  1862.).— iRtBft- 
DICTO  DK  aicouuft.— Se  declarit  por  la  Sala  seganda  del  TribunaJ 
Sttpreono  no  haber  lagar  al  recurso  M  casación  inlerpaesto  por  Don 
Severiano  Saaches  contra  la  sentencia  pronunciada  ¿or  la  Sala  ter* 
cera  de  la  Airdieacia  de  Madrid »  en  pleito  con  D.  Mannel  Loecbes, 
y  se  resuelve: 

i.**  Que  ne  pueden,  en  rigor^  ealífiear$e  de  düigeneiae  de  piw- 
ha  los  aanadones  en  ejecución  de  auiospara  mejor  proveer; 

%^  Que  en  una  vüta  ocular  no  hay  faüa  de  citación  que  pueda 
producir  indefensión,  aiando  $e  títa  prejvtamente  á  lo$  Procurada^ 
res  de  las  partes. 

FS.""  que  si  ¡rím  en  ¡a  regla  13  delarí.  303  de  la  ley  de  Un* 
juidamiento  dvil  se  previene  que  al  juicio  dd  ieeeer  petUo  cancar'^ 
ran  los  interesados,  se  añaden  bu  palabras  en  la  forma  antes  pre- 
venida, cuya  foíma  es  la  de  la  regla  ¡luknta  dd  mismo  artkulo,  en 
la  cual  se  espresa  que  es  potestativo  en  las  partes  Mgántes  el  con- 
currir  6  no  al  acto. 

En  la  villa  y  corte  de.Uadrli^,  ¿  20  de  mtrso  de  1862,  én  k)t  autos  que 
en  el  lusgado  de  "primera  idstancía  de  Pastrtna  y  en  la  Sala  t«roera  de  la 
Audiencia  de  esta  corte  ha  seguido  D.  Seferíano  Sánchez  con  D.  Manuel 
LoecheSy  á  quien  hoy  representa  su  vínda  Dona  Bustasta  de  Bustos,  sobre 
recobrar  la  posesión  de  cuatro  fanegas  de  tierra;  autos  pendientes  ante  Nos 
en  virtud  del  recurso  de  casación  que  interpuso  Sancbes  contra  la  senten- 
cia pronunciada  por  to  referida  Salar  en  26  oe  junio  del  año  ultime: 

Resultando  que  en  7  de  febrero  de  i 659  acudió  Safnchez  al  Jntgado' 
querellándose  de  qué  Loaches  le  baMa  pri fado  déla  posesión  de  cuatro  fa- 
negas de  tierra  junto  al  camino  llamado  de  los  Olitos,  que  formaban  parte^ 
de  los  terrenos  que  compró  al  Ayuntamiento  de  Drie^es,  j  pidió  que  se  le 
admitiera  información  sumaría  sobre  la  posesión  y  despojo;  y  por  sus  mé- 
ritos, nréfla  la  ñanza  que  ofrecía,  'se  condenase  i  Loecbes  i  dejar  libre  f 
desemnarazada  la  tierra,  con  la  pérdida'  de  la$  labores  y  frutos  y  pago  de  la» 
costas: 

Resultando  aue  sustanciado  el  interdicto,  dictó  el  loes  auto  restltuto-^ 
rio,  del  cual  apeló  Loeches;  y  después  de  ejecutado  el  reintegro  en  la  pose- 
sión que  en  el  mi^^mo  se  prevenía,  se  remitieron  los  autos  i  la  Audiencia: 

Resultando  que  vistos  á  su  tiempo  en  la  Sala  tercera,  mandó  esta,  para 
mejor  proveer,  que  se  Revolvieseis  con  ta  Oportuna  ceKificaclon  ál  Inez  de 
Pastrana,  á  quien  dio  oomisloiif  eu  forma  para  que,  asistido  dé  peritos  nom- 
brados por  las  partes  y  tercero  en  caso  de  discordia,  practicase  diligencia 
de  vista  ocular  del  terreno  en  que  aj^arecia  hecha  por  Loebhes  la  labor  que 
aseguraba  Sandiet  ^ue  le  infirió  el  de«tN)jo,é  hiciera' constar  si  dicho  tM're*^ 
no  estaba  ó  no  comprendido  en  el  que  Sánchez  poseía  por  compra  ai  Ayuo- 
miento  de  Drieves: 

.  Resultando  que  acordado  por  el  Juez  el  cumplimiento  del  precepto  de  ta 
Sáía,  se  requirió  á  ambos  litigantes  pdre  que  nombrasen  peritos;  y  habién- 
dolos nombrado,  se  señaló  para  la  práctica  de  la  diligencia  el  día  30  de  ene* 
ro  de  i860j  mandando  el  Juez  quajwuUfiiara  saber  á  lo9  Procuradores  de 
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las  Mrtes  pihi  qot  «>ftiaokSfodo4éi6  á  esta  pttdIéraD  asfelir  ál  aota  ood  Ios^ 
pantos  ^pe  iMihD  etogiáos: 

Rasultando  qoe  hecho  así,  se  procedió  eú  el  diaaeftalado  á  ladifígencia* 
daviataobQlar.'ásidtiéndoieUa  tos  interesados  Saiichec  y  Loec!)e8,quft^ 
espQrferon  cuanto  tatieron  por  conveniente  en  apoyo  de  sn  derecho,  pre- 
sentando además  el  D.  Manuel  cierta  escrilnra,  y  qne  los  peritos  discorda- 
ron én  sus  manifeMacfonét^ 

Resaltando  qne  no  habiendo  contenido  las  partes  en  la  designados  de>' 
tareero,  le  eligió  el  Inez  de  oScio  praetleSndose  en  sencida  nuevo  reoono- 
clinieoto,  tV  qne  no  asistieron  los  otros  peiites  ni  los  interesados,  y  en  il(  * 
coal  se  consignó  la  opinión  del  tercero,  remitléndoéedespaes  las  actuado  <- 
nes ala  Sala: 

Resaltando  qne  esta  dejó  sin  efecto  el  nombramiento  del  tercer  periiof 
y  las  dmgéndas  posteriores,  y  devolWó  los  antes  al  Juea  para  <|ue  se  ajos-, 
use  á  lo  qne  preriene  la  regla  8.*  del  art.  303  de  la  ley  de  Enjuidaniiento^ 
dvil,  y  en  su  caso  las  cuatro  siguientes,  y  consignase  en  las  actuaciones'  la 
opinión  que  formara  de  lá  cuestión  litigiosa  como  resultado  de  la  inspeo* 
ebn  ocular: 

Resultando  qne  en  su  Ürtud  el  Juesde  primera  instanda  reclamó  not» 
de  loe  sds  labradores  itoayores  contribuyentes  del  pueblo  da  Drieves,  entre 
los  cuales  mandó  qu^  á'presetfda  de  los  Procuraaores  de  las  partes,  quo- 
íaeron  notificados,  se  procediese  á  practicar  el  sorteo,  como  en  efecto  so 
hixo^  habiendo  designado  la  snerte  para  el  cargo  de  p^to  tercero  ¿  Ral- 
mimdo  Rojas: 

Resultando  que  estimada  la  recusación  que  del  mismo  proposo  Saiiohesa 
86  jirocedió  á  nuevo  sorteo  cóii  Igual  forndalRlad  entre  los  otros  cinco  suje* 
tos  que  comprendía  la  lista,  y  aceptado  el  cargo  por  Julián  Herreros,  que 
salió  en  suerte,  se  señaló  por  auto  de  18  de  mayo  de  18(^1  él  dia  82  pan 
llevar  á  efecto  la  rospecdon  -ocular,  msndando  que  ss  faldera  saber  a  las 
partes:  ' 

Resaltando  que  notificado  este  auto  á  los  Procuradores  en  el  ^a  18.  y 
no  á  las  partes  en  persona,  en  el  21  presentó  escrito  D.  Eugenio  Gumief, 
Procurador  que  hanfe  sido  de  Sañ«;het.  dldendo  que  habla  cesado  en  la  re*. 
presentación  de  éste  por  beber  trasmitido  el  poder  á  D.  Timoteo  Barco,  con'' 
el  cual  pidió  que  se  entendieran  las  actuadones:  ' 

Resultando  que  por  auto  del  mismo  dia  se  mandó  que  Se  hicieran  las  no*' 
tiOea'dones  al  Procurador  Barco,  en  el  óaso  de  estar  legalihente  apoderido 
por  D.  Severiano  Sánchez,  lo  cual  se  haría  constarpor  medio  de  la  oportu-  • 
na  dtligenda;  que  en  seguida  se  estettdió  ésta,  de  k  q^  aparece  qne  Barco, 
tenia  poder,  v  I  continuación  lo  fueron  notificados  en  el  misólo  dia  21  el . 
aoto  de  aqudia  fecha  >f  el  del  i8:     '        ' 

Resultando  que  en  el  siguiente  22  sepalado  para  ello,  se  practicó  la  dilí^^ 
geocia  de  vista  ocular  (;on  aébtencia  del  perito  terOero  y  Sin  la  de  los  otros., 
ni  de  los  hitet^sados,  remitiendo  en  seguida  él  Idet  las  actuaciones  á  la  Sa-» ' 
la  á  la  cual  acudió  con  escrito  el  D.  Severíanb  quejándose  entre  otras  cosas, 
de  que  no  se  le  habla  dtado  personalmente  (Mira  la  vista  ocular,  y  que  se 
había  faltado  á  lo  que  prescnbe  la  regla  décimatercera  del  art.  303,  y  á  lo 
que  disponen  el  304y  3ó9d^ia  dtada  ley  de  InjUiciamieiito,  y  pidiendo 
qoe  se  dejara  sin  efecto: 

Resultando  que  la  Sala,  por  sentencia  de  25  de  junio  último,  revocó  la 
qoe  el  Juez  babia  dictado  en  el  intordlcto,  y  mandó  qne  se  restituyera  á 
Loeches,  y  por  su  íalledmieoto  ¿  su  viuda  en  la  poaedon  de  la  tierra  del 
obj^  del  litigiOy  dejando  sin  efecto  la  que  se  dio  á  Sánchez,  y  condenanda 
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resern  á  ambos  de  su  derecho  para  hacer  ha  réciai)M¡m^  W^  lea  coptU 
Di^re»  ea  iaido  ordinario: 

Y  ^reaolumlo  qM<coQtra.eaU  aentoocia  iiiterpiuo  en  UeipDO  el  D.  Seve* 
riaoo  reoocaode  caaaeioaíiuidadanala  c^naaqoiiilUd«ilt«rtr  iOi3  de  It  re« 
ferUa  le?  de  Eajuidamiento  cifil,  alegaado  qiie,|{ar«  el  acto  de  |á  iaapec* 
€ioD  ocular,  que  se  practicó  con  asistencia  del  pento  tercero^  se  jiahia  cita^ 
de  úaicamenta i  las ProcQndore9,4etlaS:parles»  omUiendola cilacion per- 
sonal de  estasy^qne  ara. nefAsarla. pera  su  coocuirencia.et  reconocimiento;  j 
qne  si  este  tema  el  oarfe&e r  de  pff«ebti  pericial,  se  habla  infringido  (^1  articu- 
lo 303;  jf' si  se  califi^aha  d« TecoiM>eimienito  jadicifü». lo babíaii  sido  el  304  j 
j  305  de  dicha  ley,  cuyo  recurso  ha  sido  admitido  por  esta  Sala  revocando 
^1  aiitodn'la.Aodieiieta:  • 

Vistos,  sifuido  Pópente  el  MinisUo  de  este  Súpceoio  TribnAÍ)  h.  lUmon 
liarla  de  Arnola: . 

Ck>n8iderando  que.  laaectnacfames  en  Ilación  d^^oU»  para  mejor  prot 
Teer  no  pueden  en  ritfor  calificarse  de  diligencias  de  prñeha: . 

Considerando  que,  aun  cuando  se  conceptuase  de  esta  natunlese  la  rá* 
la  ocular  deaipe  se  Cnta  en  estos  auies»-  no  s^:  frooedió  A. practicarla  «on 
falla  de  citacioi  que  hu|)iese  podida  producir  indefensioni  t^i^^to  qne  r»r 
eoUe  haberse  citadoprévian^nie  4  los  Procuradores  de  laa  partes : 

Considerando  que  si  Meo  en  la  regla  i  3  del  art.  303  dé  la  ley  de  Eigni* 
i:iamiento  jcívíI  se  preyieoe  que  al  juicio  del  is^rcer  perito  concurran  iQf  in« . 
leresados,  ¿e  añaden  las  palabras  <cen  la  forma  antes  preTenida,».7  eaia  Ibr- 
tna es  la  dala  regla  quinta  del nñsnoar Meólo»  en  la  cual  fe eupresa.que ee 
potestativo  en  laa  partes  litigaptes.el  conqurric  ó  no  al  acto: 

Y  considerando  qoe  D.  Severiano  Sánchez  pudo  concnrrir  á  ü  en  Tir« 
tud  de  la  notificación. hecha  á  s^  Procurador,  en  rsMu.de  que  el  arU  i^ 
de  la  citada  Jey  dispone  que  los  emplazamientos,  citaciones  ;  notificaciones 
de  todas  clases  que  se  hagan  al  Procurador,  inclusa  la  de  las  sentencias» 
tendrán  Ja  misma  íi]^ena.que  ei^  hici^nal  pederdai^ei  sin  que  sea  per- 
mHiUo  pedir  que  se  entiendan  con  este: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramoe  no  haber  lugar  alcecofio 
^  casacioninterpuesto.por  O.  Severíano  Sancbei»á  quien  condenamos  en 
las cosus  y  en  la  pérdida  de  los 2,000  rs.  depositados, que aedislribnirin 
•con  arreglo  ¿  la  ley. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  qua  sa  publiopri  en  la  GactUi  del  Go* 
Jbieirao  e  insertará  en  la  Cotsocidii  iegidaiiüa,  para  lo  cual  se  pasen  las 
•oportunas  copias  certificadas,  lo  prónunoiamos,  mandamos  yfirmamoB.— 
Juan  Martin  Canrai^lino^^Ramon  Ma^ia  de  Arriola.r**Féliz  perrera  de  la 
E¡?a.— Juan  María  Biec.— Felipe  de  Urbiaa.-^duar4p  BlIo.-^Oomingo 
Moreno. 

Publicacion.-4ieida  y  pobUcada  fpé  la  ptecedehle  sentencia  por  el 
Umo.  Sr«  D.  lyimon  Mpria  de  Arrióla,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de 
Justicis,  estándose  eelebrando  audiencia  pública  en  au  Sala  segunda  boy 
día  de  la  fecba»  de  quei  certifico  como  Semtario  de  $.  M.,  y  su  EflGribap<» 
de  Gáma^« 

^    Madrid  20  de  marzo  án  1862,— Pioniaío  Antonia  A%  pQga.— (<v«Mto 
4e26demanodei862.). 
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lOMM ^ii HoMi  (91  ié marxo d» 
1869.).— GoffnaiiHtbo  t  MnAobÁcioir.-^Se  deólifa  por  ta  Sala 
primera  del  Tribonal  Sapremo  no  haber  fugar  al  recurso  de  casa^ 
cioa  itterpuesto,por  el  MlnUterio  fiscal  coatra  la  sentencia  proñun- 
cáada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Pamplona/  en  la  cau- 
M  seguida  i  la  casa  de  comercio  de  Poal  ¿  hijos,  de  Vitoria,  por 
contrabando  y  defraudación,  y  se  «rosuelfe: 

Qme  pma^ifue  to  nMÉoimt'ife  ia$  regkmiWimMUewtioa»  emmti^ 

iuifñeláeUíetledefirmiimkmf  e9  ngemttriB  que  imtgm^  ieñdencitt 

manifietta  y  directa  i  eludir  6  disminuir  el  vaga  de  loque  leglH^ 

wutmente  düAe  $aHsfacer$e  par  razan  de  una  tontríbueian  directa  <f- 

•  indirecía. 

En  Is  tillt  y  cóite  de  Vadrid,  áti  éñ  túñttú  de  4  96t ,  en  !t  ceuss  400^ 
Mude  ante  Noa  por  recurso  de  casación,  seguida  en  el  lutgadd  de  Hacienda 
06  Pamplona  y  en  la  Sala  primera  de  la  Real  Audiencia  de  la  misma  contra 
la  casa  de  comercio  de  Poal'é  hijos,  de  "Vitoria,  por  contrabando  y  defraU-^ 
dación: 

Resultando  que  en  la  tarde  del  10  de  noviembre  de  f  859  al  Ite^r  4 
Pamplona  el  cocne-corréo  de  Vitoria  aprehendieron  los  carabineros  un  bul^ 
to  do  cuatro  pletas  de  tartanes  6  mara&as  y  ít  pañuelos  de  algodón  y 
neicla: 

Resultaitdo  qoe  después  de  reconocido  el  género  por  un  Vista  de  Ai 
Aduana,  que  canflcó  la  mayor  parte  de  licito  comercio ,  tacándolo  en  260 
reales,  y  de  prohibidos  seis  de  los  paiuelos,  valorados  en  30  rs.,  y  de  to- 
mar declaración  al  mayoral  del  coche ,  que  dijo  Ignorar  la  procedencia  y 
que  k»  géneros  fuesen  en  éste,  decfaróla  lunta  admínistratWa  el  comiso  de 
ellos  y  libre  al  conductor  de  pena  personal: 

Resultando  que  habiendo  pasado  el  espediente  al  Inzgado  de  Hacienda, 
se  procedió  á  instralr  cansa  contra  el  mayoral  Prudencio  Indorain ,  al  que 
absolvió  la  Sala  primera  de  la  Aodieocla  de  Pamplona  por  sentencia  de  i» 
de  junio  de  1860,  revocatoria  de  la  del  inferior ,  mandando  sacar  el  corres* 
poodiente  testimonio,  pan  que  éste  procediese  con  arreglo  á  derecho  con- 
tra los  que  resultasen  autores  de  los  delitos  de  contrabando  y  defraudación: 

Resultando  que  Instmlda  causa  contra  D.  José  García  Pastor  represen- 
tanto  de  la  casa  de  Poal  é  hijos,  de  Vitoria ,  que  se  había  presentado  reda- 
mando la  nulidad  del  comiso  y  la  devolución  de  los  géneros  como  de  so 
profiedad ,  se  comprobó  en  elfa  que  García  Pastor,  bajo  el  indicado  con- 
cento, dirigió  los  géneros  como  de  libre  circulación  por  ser  procedentes  do 
iinrícas  del  reino  en  nn  paquete  con  sobre  á  D.  Manuel  Labin »  del  comer- 
do  ambulante ,  que  se  los  nabia  pedido  y  designación  de  la  venu  de  Ur- 
diaio,  entregándole  ál  efecto  en  la  Administración  del  coche -correo  de  Vi^ 
toña,  por  haher  salido  ya  el  ordinario  conocido  por  el  Rojo,  que  debía  con- 
ducirlo, y  al  que  había  dado  la  carta  de  porte :  Que  al'  paso  del  coche  por 
dicba  Tonta,  salió  Labin  á  reclamar  el  paquete ,  y  no  se  le  dló  por  no  ha^ 
berse  puesto  en  la  hoja  por  olvido  Involontario  de  la  Administración :  qne^ 
llegido  á  Pamplona ,  se  halló  en  la  vaca  del  coche  por  los  carabineros ;  y 
que  los  tartanes  y  pa&uelos  eran  procedentes  de  fábricas  de  Catalufia ,  sin 
poderse  asimiter  de  ninguna  manera  á  los  estranjeros: 
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Resaltando  que  el  Promotor  fiscal  acosó  al  procesado  de  los  delitos  de 
contratando  y  defraudación,  previsjtipyn  el  número  6.^  del  art*  18  y  en  el 
3.®  del  19  del  Real  decreto  de  20  de  janio  de  1852,  y  penados  en  los  siguien- 


Hes  ilefde«l.%4al  2a:y  «1(^33  4Mft  oUcMütoria^af r»«iQ|a'^l9HMfy  con 
te  ateDuania  segunda  del  ^n.  23«  y  (irop^/so  que,  «pipbáii^oao  Icileclamciaii 
del  comiso,  becjoa  por  la  Junta  ^^mioLstratiTa^^  se  imposierihá  fi.  José  Gar; 
cía  Pastor  en  lá  representación  indipaila.  la  multa  del  duplo  def  derecho 
defraudado  con  tos  géneros  permitidos,  sin  perjuicio  det  reintegro  del  mis- 
mo ¿  la  Hacienda  pablicá,  y 'otra  multa  del  duplo  del  Valor  délos  pMiH>i* 
<doá  y  hs- costas  y  gasUnr  del  juicio ,  alegando  que ,  «tin  átfpioáíeii^o  que  tos 
fléneros  fuesen  del  reino,  debtatf  ser  deconaisados  cotí  Mrt^gky^l'ínrt.  988 
ik las ordenaasÉs ^ikáMM*,  aprobadaspor fteal arden  da  104e>aÉtiem- 
4ire  de  4857^  por  ao  ir  aeompaaadoe  del  atestada  de  tejfábnoa* do  au  pooeet 
denota,  cctm^K  previene. el  mismo:  ^ 

Resultando  que ei  procesado  pidióse  Ip  absolviera  Ubreqiénte^.y  se  de- 
clarase improcedente  el  comiso,'  mandando  devolverle  el  valor  del  género, 
con  pronuncioimiento  de  que  esta  causa  no  le  parase  el  menor  pefimcio  eh 
'611  buena  opinión  y  lima,  como  tampoco  á  la  «aaa  su  repirepenta^a»  en  de- 
fensa de  la  cual,  y  no  por  el  interés  de  la  insigoíBcanta  suma  de  296  rs.  ep 
«que^se  hablan  tasado  los  géneros,  se  hsibia  mostrado  parte,  y  espuso  que  el 
4>rooedimiento  adolecía  desde  un  principio  del  viejo  de  nulidad,  porque  ni  el 
acta  de  ¿prehensión  se  esténdió,  ni  la  Junta  lídmínistratíva  se  coleteó  ceai 
los  requisU08.y  eircmistaa^ias  prescritos  en  los  artículos.Sé  al  57  del  c|tado 
fteal  decreto,  y  que  al  fundar  el  Ministerio  fiscal"  su  acusación  eo  lo  dispuee* 
lo  por  el  arL  388,  se  había  olvidado  de  que  establece  el  463  I9  pena  de  (¡pe 
las  mercancías  á  que  se  refiere  paguen  los  derechos  señalados  ¿  las  simila- 
res, caso  em  que  no  se  estabai  porque  el  atestado  de  la  fábrica  es  p«ra  las  que 
«puedan  coafúndirse.  con  las  estranjeras,  y  los  tartanes  j  pañuelos  catalanes 
aprehendidos  no  podían  confundirse  por  no  ¿aber  comerciante  alguno  que 
00  los  conozca  á  primera  vista: 

Resultando  que  hecha  por  el  procesado  la  prueba  que  articuló,  dictó 
sentencia  el  Juez  de  Hacienda  en  29  de  eneró  de  1861,  que  revocó  la  Sala 
primera  de  la  Audiencia  de  Pamplona  en  26  de  junio  del  mismo  año,  de- 
-clarando  improcedeote  ei  comiso  del  género  aprehendido,  mandando  lie- 
volverle,  ó  su  importe  en  venta,  si  se  hubiese  verifícado,  á  la  casa  de  Poal 
é  hijos,  de  Vitoria  ó  á  su  gerente  D.  José  García  Pastor,  y  absolviendo  ¿ 
este,  con  declaración  de  ser  de  su  cuenta  las  costas  y  gastos  del  juicio  por 
-él  causados,  y  los  restantes  de  oficio; 

Y  resultando  que  contra  esta  semencia  interpuso  el  Mioisterio  fiscal  re- 
curso de  casación  por  con^derarla  inmsta  y  nula; 

1.^  Por  haberse  desentendido  la, Sala  sentenciadora  de  lo  preceptuado 
porelert.  82  dQl  citado  Re»l;depretOy  toda  vez  que  por  una  parte,  en  la 
•causa^  lejos  de  haber  ii^diaio^,  duios  ni  comprobantes  de  ninguna  especie, 
deque  los  géneros  no  eran  confundibles,  según  afirmaba  dicha  Sa](a  eñ  el  8.* 
resultando,  precisamente  aprecia  demostrado  todo  lo  contrario,  y  por  otra 
el  juicio  formado  por  el  Tribunal  ni  aun  hal^iá  podido  tener  por  bas^  la  ins- 
pección ó  reconocimiento  de  los  tartanes  v  pañuelos  hechos  por  los  Magis- 
trados, porque  la  Administración  procedió  a  la  venta  tan  pronto  como  de* 
•claró  el  comiso. 

2.^  Porque  si  los  géneros  eran  confundibles  con  los  estranjeros,  debió 
el  procesado  acompañarlos  con  el-  atesiado  que  prescribe  el  art.  32  de  las 
disposiciones  sobre  el  comercio  interior,  publicadas  en  27  de  marzo  de 
1858,  y  al  obrar  de  otro.modo.se  conftitáyó  en  reo  del  dplito^reiylsto  en  ei 
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artfcttlo  471  á»  las  ordenanzas  de  Aduanas  de  3  de  octubre  de  4857« 

3/  Porque  dicho  aiesudo  era  i/4i|>ensable  en  el  caso  de  la  cuesUoo, 
aun  cnando  los  géneros  fuesen  destinados  á  la  Tenia  de  Urdiain  por  hallar- 
M  eeUy  áXMDO  lidoe  Me  énri»  pneblo^  ét*llawMra»'dealto^  laiMiiaÜBeal , 
«eguD  el  aru  i  J*  de  laa.iodicfdas  4UpqMCioiM|9  vigentes  iQbM  ^  oemmjio 
interior: 

T  4.*  Porque  respecto  á  la  pebnlidad  procedente  podría  ^usoiiarse  dur 
da  acerca  de  si  deberla  ser  la  marcada  én  et  art.  ATt  o  más  bien  fa  del  463 
x)e  las  ordenanzas,  pero  cfae  etrecnrreofe  crefa  a^lícabfe  ta  primera  por  re^ 
ferirse  el  art.  463,  únicamente  á  le^  dmfetfclas  que  -se  advierten  al  baeér 
«I  cotejo  de  las  guias  en  la»  Adoanaa  6  jmiitos  de  reooiioeimleiiio.^ 

Per  eenaigiiientet  so  habtw  Infrini^iáD  Joánallaiilof  del  Real  4lecBBta4t 
20  de  junio  de  1652,  los  de  las  ordenanzas  de  las  AduanQs^y.las  álapoíieio* 
•oes  Ttgeates  aobie  el  eeoMício .interior:  '  ^    .  i 

\h\fi8y  siendo  ponente  el  Ministro  D.  Yenmra  de  Colsa  j  Pando: ' 

Considerando  que»  según  la  caliGcacion  heona  por  la  Sala  sentenciado- 
ra,  procedían  de  laS  fábricas  del  reino  lo^  géneros  que  fueron  ](preíiendido<( 
en  el  cocbe^-eorreo  de  Vitoria  á- Panana,  que  la.  casa,  de  Po^  é  hijos  si 
biea  al  remitirlos  sin  la  autorízucion  correspoiidieute  dejó  d^  cumplir  con 
lo  prevenido  en  las  ordenanzas  de  Aduanas,  dando  cqii  esto  nsotivo  á  la  for- 
jsacion  de  la  presente  causa, .  no  aparece  que  con  tal  omisión  se  hubiera 
propuesto  eludir  el  pago  de  los  derephof  fiscales; 

Considerando  que  para  que  la  violación  de  las  reglas  ádmibistratim 
constituya  el  delito  de  defraudación»  según  1^  espresainente  dispuesto  en  el 
párrafo  once  del  arljeulo  i9  del.  Real  decreto  de  20  de  junio  de  1852^08 
preciso  que  tenga  dicha  violaeioo  tendencia  manifiesta  v  directa  á  eludir  6 
disminuir  el  pago  de  lo  que  legítimamente  debe  satisfacerse  por  razón  de 
una  contribución  directa  ó  indirecta: 

Considerando  que  los  artículos  de  las  ordenanzas  de  Aduanas  y  demás 
disposiciones  vigentes  alegadas  en  apoyo  del  recurso  que  tratan  de  la  de-* 
frandacion  no  son  aplioables  á  la  presiente  causa^  en  la  cual  no  se  ha  atri- 
buido al  tratado  como  reo  ni  aun  la  intención  de.defraudiar  al  Estado  de  lo 
que  legítimamente  le  corresponde; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declárenlos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  el  Mloisteri'i  fiscal»  devolviéndose  la  causa  á  la 
Beal  Audiencia  de  Pamplona  con  la  certificación  correspoodiente: 

Así  por  esta  nuestra  sentencia»  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inserta- 
rá en  la  Colección  legistcUivaf  pasándose  ai  efeplo  las  copias  necesarias»  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— Ramón  López  Vázquez.— Sebas* 
tían  "González'  Nonaiñ.— Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa. — Pedro  Gómez  de 
Hermosa. — Pablo  Jiménez  de  Palacio. — Laureano  Rojo  de  Norzagaray. — 
Ventura  de  Colsa  y  Pando,. 

Publicación.— iLeida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  IIus: 
Jtrisimo  Sr.  D.  Ventura  de  Colsa  y  Pando»  Ministro  de  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  de  Justicia»  estándose  celebrando  audiencia  publica  en 
la  misma»  de  que  certifico  como  Escribano.de  Cámara  habilitado  de  dicho 
Sopreroo  Tribuna). 

Madrid  21  de  marzo  de  1862.— Luis  Calatraveno.'-!-((irACS(a  de  27  de 
jnarzo  de  1862.) 
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dON  DI  ALiiieirros.— Se  declara  por  la  Sala  primera  'de3  Tribua&l 
Supremo  no  haber  lagar  al  recurso  de  canción  interpae^  ppr  Doa 
Andrés  EsCruch  «poaüra  la  senteocia  próooocíada  por  la  Sala  priáe- 
ra  de  la  Ajudieacia  de  Barcelona,  ea  pleitip  eon  Eulalia  Tkaüa»  oomi^ 
UUoia  de  su  hijo  natural  Pedro  Éstrueh»  y  ae  reanelTe: 

i/  Quf  00  te/Nüjre  fa»  pre&cniHimiei  M  ^ri.  S86  4a  la  ley  dd 
j^igitUtamento  íMl  ü  miUMeim  qMfmria  ^$mpM»  eó^ifinmldai 
emladémmiUi; 

Y  S.^  qat  no  $e  infringen  las  leyes  r^títivas  á  la  reguUfdén  de 
aümentoi,  cuániio  esta  regulaáon  te  hace  con  cetwcímiento  de  la 
iimportancia  del  caudal  de  la  persona  que  los  ha  de  prestar.. 

En  la  Tilta  j  corte  de  Madrid,  á  2f  de  marzo  át  Í869»  ea  k)9  autos  peo* 
dientes  anta  Nos  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Jazgado  de  prime* 
ra  instancia  del  distrito  de  Palacio  de  Barcelona  y  en  la  Sata  príinera  de  la 
Real  Audiencia  de  la  misma  ciudad  por  Eulalia  Viralta,  como  tutora  de  {« 
hijo  natural  Pedro  Gstruch,  con  D.  Andrés  Bstrúdh,  sotire  prestación  dt 
alimentos: 

Resultando  que  nombrada  Eulalia  Viralta  totora  de  su  referido  hijo,  en- 
tabló demanda  en  tal  concepto  en  tt  de  octubre  de  1859.  esponieado  en  ella 
que  de  sus  relaciones  amorosas  con  D.  Pedro  Estroch,  tiudo»  á  quien  había 
servido  hasta  su  faneclmiento,  habla  nacido  aquel  ni&o  en  f  i  de  noYíembre 
de  1843:  que  el  D.  Pedro  le  habla  tenido  en  su  casa,  dándole  edacacion  en 
▼arios  colegios,  en  los  cuales  lo  habia  suscrito  como  hijo  suyo:  y  que  í  su 
fallecimiento  ocurrido  repentinamente  en  30  de  junio  de  i852  sin  tiempo 
para  otorgar  testamento,  su  hijo  legítimo  y  único  D.  Andrés  Estruch  habia 
continuado  costeando  la  educación  ▼  alimentando  á  su  hermano  natural, 
basta  que  últimamento  se  habia  negado  i  ▼erificarto;  y  deduciendo  de  todo 
que  entre  la  demandante  y  D.  Pedro  Bstruch  habia  capacidad  de  matrimo* 
nio,  asf  en  el  tiempo  de  la  concepción  como  en  el  parto:  que  tos  hijos  natu- 
rales tenían  derecho  á  ser  alimentados  de  tos  bienes  de  sus  padres  y  que  los 
alimentos  debían  satisfacerse  por  los  hijos  legítimos,  en  proporcioo  al  caudal 
y  circunstancias  del  padre,  pidió  se  declarase  obligado  a  D.  Andrés  Estruch 
a  alimentar  á  su  hermano  natural  D.  Pedro  Estruch  y  Viralt^  entregando^ 
le  la  cantidad  diaría  que  el  Juzgado  creyera  procedente,  á  contar  desde  i4 
ie  julio  de  1856,  en  que  fe  había  retirado  los  alimentos: 

.  Resultando  que  D.  Andrés  Estruch  impugnó  la  demanda  oponiendo  la 
escepcion  de  falta  de  acción,  puesto  que  no  babiendo  D.  Pedro  Estrueb  re- 
conocido por  su  Irijo  natural  al  demandante,  ni  haber  sido  este  declarado 
como  tal  por  ningún  Tribunal^  carecía  de  titulo  y  derecho  para  pedir  aü* 
mentos; 

Resultando  que  en  el  escrito  de  réplica  pretendió  la  Viralta  que  se  de* 
clarase  á  Pedro  Estruch  hijo  natural  del  padre  del  demandado,  af  efecto  de 
tener  derecho  á  los  alimentos;  pretensión  contra  la  cual  protestó  el  deman- 
dado por  estemporánea: 

Resultando  que  practicada  por  las  partes  prueba  testifical,  dictó  senten- 
cia el  Juez  de  primera  instancia,  que  revocó  la  Sala  primera  de  la  Audien- 
cia de  Barcelona  en  i7  de  noviembre  de  1860»  condenando  á  D.  Andrés 
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Estnich  en  calidad  de  heredero  de  su  padre  D.  Pedro»  á  satisfacer  por 
vfa  de  alimentos  á  sa  hermaao  D.  Pedro  Bstracb  y  Viralta  20  reales  dia- 
rios por  tercios  anticipados  y  al  importe  de  todos  los  vencidos  desde  14  de 
jolio  de  1856: 

Resultando  que  D.  Andrés  Estruch  Interpuso  recurso  de  casación  ci- 
tando como  infringidos  el  art.  256  de  la  ley  de  Enjuiciamiento ,  puesto  que 
se  declaraba  implícitamente  al  demandante  hijo  natural  de  D.Pedro  B»-^ 
Irach:  declaración  improcedente  se^un  los  considerandos  de'lá  misma  sen- 
tencia,  por  haber  sido  deducida  la  petición  en  el  escrito  de  réplica,  y  la  ley 
i  %  ÜL  5/,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  que  exise  que  el  hijo 
natural  haya  nacido  de  una  verdadera  concubina  ó  que  el  padre  lo  haya  re- 
conocido; y  alegando  que  aun  en  el  supuesto  de  proceder  la  prestación  de 
alimentos  eran  escesivos  los  señalados,  habiéodose  infringido  las  leyes  con- 
cernientes á  este  punto,  según  las  que  aquellos  deben  estimarse  ,  teniendo 
en  cuenta  la  necesidad  del  que  los  reclama  y  las  facultades  del  que  los  de-^ 
be;  y,  por  último,  la  Novela  89,  cap.  i2: 

Visto^  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Pablo  Jiménez  de  Palacio: 

Considerando  que  la  sentencia  pronunciada  en  estoa  autos  guarda  tal 
conformidad  con  la  demanda  que  reproduce  literalmente  la  súplica  de  ella 
y  á  la  vez  se  desentiende  de  la  nueva  pretensión  deducida  por  JSulalia  Vi* 
nlta  en  su  escrito  de  réplica ,  atemperándose  estrictamente  á  las  prescrip- 
eioaes  del  art.  256  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  cívil^  que  se  supone  in- 
fringido: 

Considerando  que  al  declararse  en  dicha  sentencia  que  el  recurrente, 
como  heredero  de  su  padre,  viene  obligado  ¿  dar  alimentos  ¿  su  hermano 
oaUírai  D.  Pedro  Estruch,  se  resuelve  también  como  una  consecuencia  in*. 
dedioable  la  cuestión  ^e  filiación  del  menor  en  los  mismos  términos  que  en 
la  demanda  se  había  esptiesto;  y  tanto  por  esta  razón  cuanto  por  haberse 
tenido  en  cuenta  aue  la  madre  mientras  permaneció  en  casa  de  D.  Pedro 
Estruch  mayor  y  hasta  la  muerte  de  este,  se  hallaba  en  el  caso  de  escep- 
eioD  marcado  por  la  ley  i.*,  tít.  5.®,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación , 
no  se  ha  infrincido  esta  en  la  sentencia : 

Considerando  qué  la  regulación  de  los  alimentos  se  hizo  con  conoci- 
miento de  la  importancia  del  patrimonio  heredado  por  D.  Andrés,  puesto 
qoB  sobre  este  punto  se  hicieron  pruebas  testiQcales  que  apreció  la  Audíen  • 
cía  y  la  cual  por  otra  parte  se  atuvo  á  lo  que  prescribe  el  párrafo  sesto  de  la 
Novela  89,  que  también  se  cita  como  infringida; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Andrés  Eslrueh,  á  quien  condenamos  en  las 
costas;  devolviéndose  los  autoe  á  la  Real  Audiencia  de  Barcelona  con  la  cer- 
tificación correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inser- 
tará en  la  CoUecUm  legislativa^  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias ,  lo 
vronnnciamos ,  mandamos  y  firmamos.— Ramón  López  Vázquez.— Antero 
de  Ectiarrí.— Gabriel  Gemelo  de  Veiasco.— Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa, 
«—Pedro  Gómez  de  Hermosa.— Pablo  Jiménez  de  Palacio. — Ventura  de  GoU 
sa  y  Pando. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  precedente  isentencia  por'  el  llu^^ 
trfsimo  Sr.  D.  Pablo  Jiménez  de  Palacio ,  Ministro  de  la  Sala  primera 
del  Supremo  Tribunal  de  Ju^sticia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma 
Sala  en  el  día  de  hoy,  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  21  de  marzo  de.  1862.— Juan  de  Dios  Rubio.— (Gaceto  de  28  de 
marzo  de  1862.) 

TOMO  vn.  25 
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Reearso  de  easael^M  (21  de  manto  de  1862.).«^*CciflK.i- 

MiiNTo  DB  UN  coffTftATO.^Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tri- 
banal  Supremo  bo  haber  logar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Tomad  Estrany  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala 
primera  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  D«  José  Parte- 
f;á8;  y  se  resoelve; 

I.""  Que  el  Real  decreto  de  8  de  febrero  de  18S4,  referente  é 
operaeUmes  de  BolWy  no  puede  servir  para  regular  los  contratos 
que  se  celebren  en  otro  punto  en  que  aquella  no  se  haUe  establecida; 

Y  2.^  que  no  pueden  considerarse  como  infHngidas  por  una  sen- 
tencia, disposiciones  legales  que  no  tienen  aplicación  al  caso  liti- 


fin  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  2i  de  marzo  da  1862,  en  los  autos  qoa 
penden  anta  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado 
de  primera  instancia  del  distrito  de  Palacio  de  Barcelona  y  en  la  Sala  pri« 
mora  de  la  Real  Audiencia  de  la  misma  por  D.  José  Partegás  contra  0.  To- 
más Cslrany  sobre  cumplimiento  de  un  contrato: 

Resultando  que  D.  Tomjs  Bstrany  y  D.  José  Partegás  celebraron  un 
contrato  en  30  de  setiembre  de  1858,  por  el  que  cedió  el  primero  á  este  un 
millón  de  reales  en  títulos  al  portador  de  la  Deuda  interior  del  3  por  100 
consolidado  con  el  cupón  corriente  en  aquella  fecha  por  precio  de  41  nuevo 
décimos  sestos  avos  por  100  de  valor,  y  plazo  de  30  días  libres  para  él  ce- 
dente,  que  cumplirian  el  día  29  del  siguiepte  octubre,  con  ocho  días  fijos  y 
con  la  condición  de  hacer  el  pago  en  metálico  en  el  acto  de  recibir  los  títu- 
los, al  camplimfento  de  lo  cual  y  fines  que  fueran  necesarios  se  obligaroa 
con  sus  bienes  habidos  y  por  haber,  y  renuncia  de  toda  ley  que  les  favore*^ 
cíese : 

Resultando  que  no  habiendo  cumplido  C!strany  al  vencimiento  de  la 
obligación  con  la  entrega  de  los  títulos,  presentó  demanda  0.  José  Partegáa 
en  10  de  noviembre  del  mismo  ano  pidiendo  se  condenase  á  Estrany  á  eo<* 
tregárselos  previo  el  pago  de  su  precio,  con  indemnización  al  propio  tierapa 
de  iodos  tos  danos  y  perjuicios  que  con  el  retardo  de  la  entrega  le  hAibiese 
causado  y  ocasionare,  y  con  los  intereses  legales  correspondientes,  y  en  todo 
caso  al  abono  de  estos  y  de  aquella  si  dejase  de  cumplir  el  contrato;  y  alegé 
que  por  este  se  obligó  el  vendedor  á  entregar  la  cosa  vendida  llegado  el  pla« 
zo  estipulado  para  la  entroMi  y  ^ue  habiendo  faltado  á  ella  debía  indemni- 
sar  al  comprador  de  todos  Tos  oanos  y  perjuicios  que  le  ocasionare : 

Resultando  que  D,  Tomás  Bstrany  contradijo  la  demanda  fundado  en 

3ne  las  operaciones  de  Bolsa  á  plazo  estaban  prohibidas  por  la  lev,  y  no  pro-* 
ncian  por  lo  mismo  acción  ef  caz  para  su  cumplimiento:  que  siendo  de  esa 
clase  la  celebrada  entre  él  y  Partegás,  no  podía  compelerse  judicialmente  é 
ninguno  de  los  dos  á  cumplir  lo  pactado;  y  que  tampoco  existia  acción  legal 
m  la  correlativa  obligación  perfecta,  aun  cuando  se  tratase  de  una  opera- 
ción lícita,  por  haberse  prescindido  de  sus  formalidades  y  requisilos  esta- 
blecidos para  su  validez  por  los  arts,  36  y  37  del  proyecto  de  ley  de  Bolsa 
vigente  por  Real  decreto  de  5  de  abril  de  i%iñ,  y  40  y  41  del  de  8  de  igual 
mes  de  1851  sobre  el  uso  del  papel  sellado:  , 
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KMtiKaodo  qa«y  al  replicar  e>  demacdanle,  espuso  que  el  primero  de  d¡«*^ 
thos  decrf  tos  estaba  derogado,  y  que  tanto  el  art.  <5  del  de  8  de  febrero  de 
1854,  que  permitia  las  operaciones  á  plazo,  como  todos  los  demás  que  ea 
époea^  aiileriores  se  dictaron  sobre  lajnaieija,  eran  aplicables  úoícamenie 
en  esta  oórte,  pero  noien  el  resto  de  la  Península,  á  lo  cual  contestó  Bstra- 
ny  al  duplicar  que  ninguna  de  las  di8pQ9iciones  sobre  Bolsa,  incluso  el  de- 
creto de  1854,  autorizaban  el  pago  de  Banca  en  Barcelona ,  así  que  las  ope- 
raciones hechas  en  ella  no  producían  efecto  legal:  que  las  verificadas  á  pla- 
zo no  tenían  fuerza  civil  de  obligar,  ni  sus  pólizas  valor  en  juicio  "sino  en 
cuanto  contuviesen  las  fofinatídades  prescritas  en  los  arts.  45  y  26  del  cita«« 
do  daereto;  y  que  aun  consideráíndolas  legales,  no  podría  dt'járseias  de  apli- 
car las  leyes  soore  Bolsa,  aunque  dictadas  solo  para  Madrid,  por  no  poder 
snjetarlaB  á  la  iegtelacion  común»  ni  abandonar  materia  tan  grave  á  una  fu- 
nesta y  peligrosa  anarquía: 

Resultando  que  dícuda  sentencia  por  el  Juez  en  1  i  de  abril  de  1859^  la 
revocó  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Barcelona  en  24  de  octubre  si- 
guiente condenando  á  D.  Tomás  Bslrany  á  entregar  á  D.  José  Partegás  un 
millón  en  títulos  al  portador  de  la  Deuda  interior  del  3  por  ÍOO  consoli- 
dado con  el  cupón  corriente  ón  30  de  setiembre  de  1858,  y  los  posteriosee 
al  precio  de  41  nueve  décimos  sestos  avos  por  100,  previo  el  pago  con  Par- 
tegás de  dicho  precio: 

Resultando,  finalmente,  que  contra  este  fallo  interpuso  Estrany  recurso 
4m  eaeníoB  per  exceptuar  que  al  condenarle  al  cuipplimiento  de  la  obliga- 
ción, suponiéndola  válida,  se  ha  ínfria|^do  la  doclrma  admitida  por  la  ju- 
risprudencia de  los  Tribunales  consignada  en  el  artículo  Bolsas  de  Córner-^ 
<io  de  la  Bociclopedia  de  Derecho  y  Administración,  y  el  Real  decreto  de  8 
de  febrero  de  1854,  dado  en  consonancia  con  todas  las  disposiciones  ante- 
riores publicadas  sobre  la  materia :      . 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Ventura  de  Colsa  y  Pando: 

Considerando  que  el  Real  decreto  de  8  de  febrero  de  1854,  referente  á 
operaciones  de  Bolsa,  no  puede  servir  para  regular  los  contratos  que  se  ce* 
lebren  en  otro  punto  en  que  aquella  no  se  halle  establecida,  como  sucede  ea 
Barcelona: 

Considerando  que  aun  por  el  art.  9.^  de  dicho  Real  decreto  y  por  las  le- 
yes comunes  y  mercantiles  pudieron  otorgar  D.  Tomás  Estrany  y  D.  José 
Partegás  el  de  30  de  setiembre  de  1858: 

Considerando,  por  consiguiente,  que  el  Real  decreto  citado,  único  fun- 
damento legal  del  recurso,  no  es  aplicable  al  mismo,  y  por  lo  tanto  que  no  . 
Jia  pedido  ser  infringido; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Tomás  Estrany,  á  quien  condenamos  en  las 
costas;  devolviéndose  los  autos  á  la  Audiencia  de'Barcelona  con  la  certifica- 
ción correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  GaceUí  é  inserta- 
rá eo  la  CoUecian  colegislaHva,  pasándose  al  efecto  las  copias  n^sarias  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— Ramón  López  Vázquez. — Sebae^ 
tiao  González  Nandin. — Anlero  de  Echarri.--Gabriel  Geruelo  de  Velasco« 
— Pablo  Jiménez  de  Palacio.—Laureano  Rojo  de  Norzagaray.— Ventura  de 
Golea  y  Pando. 

Publicacion.—Leida  y  publicada  fué  la  sentenda  anterior  por  el  IluUrí- 
simo  Sr.  D.  Ventura  de  Colsa  y  Pando^  Ministro  de  la  Sala  primera  del  Tri- 
bunal Supremo  de  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  la. 
misma )  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  habilitado  del  mismou 
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Madrid  ii  de  marzo  de  1862.— Luis  GalatraveBo.— (Gacefa  de  30  ds 
marzo  de  i 862.)  . 


79. 


Rccopso  de  easaelon  en  amito  de  Dltraaar  (22  de  mar%o  d# 
1862.). — Nulidad  db  üma  V£nta  y  oevolucioii  de  tkbrenos.-í-S^ 
declara  por  la  Sala  de  Indias  del  Tribuaal  Supremo »  no  haber  la* 

gr  al  recurso  de  casación  íoterpuesto  por  D.  José  Fraactsco  Aéuiar 
ysel  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  seguodaHo  la 
Audiencia  de  la  Habana,  en  pleito  con  Dolores  Ordonea^»  y  se  le* 
suelve: 

4  .^  Que  la  Sala  de  Lidias  del  Tribunal  Supremo  debe  aienerse^ 
en  cuanto  á  la  calificación  de  los  hechoSy  á  la  verificada  por  el  2Vi« 
bunal  á  quo; 

2.°  Que  la  ley  8.\  tü.  29,  Partida  3/ ,  que  determina  que  rf 
d  maridó  fuese  desgastador  de  la  dote^  y  la  mujer  después  que  lo 
supiese  no  le  demandase  f  si  en  adelante  alguno  la  ganase  por 
tiempo  debe  el  poseedor  adquirir  los  bienes  por  preseripdonf  m 
dispensa  de  las  condiciones  esenciales  de  esta; 

Y  3.**  que  no  son  aplicables  la  ley  7/,  titulo  i),  Partida  S.*, 
y  10,  titulo  i9.  Partida  Q^,  cuando  se  trata  de  ejercüar  la  acdon 
reivindicatoria  de  bienes  parafernales. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  22  de  marzo  de  1862,  en  los  autos  se- 
guidos en  la  Alcaldía  mayor  de  Matanzas  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Real 
Audiencia  de  la  Habana  por  Dolores  Ordonez  contra  D.  Jo$é  Francisco  Aguiar 
Loysel,  sobre  nulidad  ^e  la  venta  de  uno3  terreóos  y  devofucion  de  los  mis- 
mos; pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  idterpues* 
to  por  el  demandado  contra  la  sentencia  dictada  por  la  referida  Sala,  com- 
puesta de  cuatro  Magistrados: 

Resultando  que  por  escritura  de  20  de  diciembre  de  i83l,  Francisco 
•  Ordonez  é  Ignacio  Alvarez  y  Martin  Aivarez  estos  como  consortes  de  Ma- 
nuela y  Dolores  Ordonez,  y  espresando  veriflcarlo  por  sus  respectivos  po- 
deres, que  juraban  no  estarles  revocados  y  ser  bastantes  para  el  efecto,  pero 
de  los  que  no  se  unió  testimonio,  ni  dijo  cuando  ni  antelquien  se  hubiesen 
otorgado,  vendieron  á  D.  Gerónimo  José  de  Aguiar,  el  primero,  cuatro  ca- 
ballerías de  tierra,  el  segundo  dos  y  el  tercero  35,  y  194  cordeles  de  la  ha- 
cienda Guayabo -largo  f  en  precio  de  2^310  pesos: 

Resultando  que  füllecido  sin  testar  en  1.^  de  agosto  de  1847  Martin  Al- 
varez, su  esposa  Dolores  Ordonez  en  4  de  marzo  de  1857  entabló  demanda 
solicitando  se  declarase  nula,  de  ningún  valor  ni  efecto  la  referida  escritora 
de  venta,  en  la  parte  que  á  la  demandante  y  su  marido  se  contraía,  y  se* 
condenase  á  D.  José  Francisco  Aguiar  y  Loysel,  hijo  del  D.  Gerónimo,  á  la 
devolución  de  los  terrenos,  con  mas  las  rentas  y  frutos  que  hablan  debido 
producir,  fundando  esta  pretensión  en  que  no  habia  conterido  á  su  esposo 
poder  para  la  venta,  y  en  que  aun  cuando  lo  hubiera  veriGcado,  cosa  que 
negaba,  aquel  jamás  habría  podido  celebrar  válidamente  la  enajenación  por 
tratarse  de  bienes  parafernales  de  la  demandante: 
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ResolUodo  que  el  espresado  Aguiar  eontradijo  la  demanda  pidiendo  se 
le  absolviese  de  ella»  porgae  las  tierras  en  cuestión  las  iiabia  lieredado  de 
sa  padre,  quien  las  adquirió  le^timamente,  según  constaba  de  dicha  escri* 
tora,  y  porque  las  cosas  prescriben  por  10  años  entre  presentes  y  20  entre 
tusenteSy  sobre  lo  cual  replicó  ta  demandante  que  no  tenia  lugar  la  pres- 
«rípciony  porque  el  titulo  de  adquirir  era  nulo,  como  vicioso  de  derecho  eo 
su  oase,  y  siendo  bienes  parafernales  los  enajenados,  había  estado  aquella 
<fñváda  de  su  administración  durante  el  matrimonio,  y  después  de  este,  que 
-se disolvió  en  1/  de  agosto  de  1847,  no  habían  trascurrido  los  10  anos;  á 
lo  que  contestó  el  demandado  que  se  había  celebrado  el  contrato  de  venta 
con  intervención  de  la  demandante  antes  de  otorgarse  la  escritura,  y  que 
aun  veriflcado  sin  su  intervención,  debiera  aquella  haber  reclamado  inme- 
diatafflente>  ao  pena  de  poder  de  lo  contrario  el  comprador  ganarlos  por 
preseripcion: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  practicaron  las  partes  la 
^ipe*  respectivamente  propusieron  y  el  Alcalde  mayor  dictó  sentencia  absol*- 
▼ieado  de  la  demanda  al  demandado,  ta  cual,  en  virtud  de  apelación,  fué 
revocada  por  la  que  pronunció  dicha  Sala  en  26  de  enero  de  1860,  conde-* 
oando  ¿  aquel  ¿  que  en  el  término  de  10  días  restituya  á  la  demahdante 
los  terrenos  reclamados  con  los  frutos  ó  rentas  desde  la  contestación  de  la 
demanda;  * 

T  reaoltaqdo  que  contra  dicha  sentencia  interpuso  el  demandado  el 
presente  recorso,  citando  como  infringidas: 

Primero,  las  leyes  32  y  40,  tft.  16,  Partida  3/,  que  disponen  que  des 
testigos,  que  reúnan  los  requisitos  que  tenían  los  presentados  por  el  recur* 
rente,  bagan  prueba  plena  enjuicio. 

Segundo,  tas  leyes  115  y  118,  tit.  18;  Partida  3.*,  que  ordenan  que  en 
caso  de  duda  tea  creído  el  Escribano  que  hizo  la  escritura^  aun  cuando 
Hos  testigos' que  fuesen  escritos  en  ella  dijeren  que  non  se  acertaran. 

Tercero,  la  ley  de  Partida  que  declara  que  si  la  mujer,  después  que 
Tíere  que  el  marido  le  gastaba  sus  bienes,. no  le  demandase  su  dote,  a» 
'  Sende  adelanie  alguno  la  ganase  por  tiempo,  seria  ella  en  autpa  iMo  y  el 
otro  lo  podría  ganar: 

Y  cuarto,  la  7/,  tft.  29,  Partida  3.%  y. la  10,  tít.  19,  Partida  6."  que 
eoneeden  á  los  impedidossoio  el  término  de  cuatro  anos  para  reclamar  des* 
«pnés  qne  cesa  el  impedimento: 

Vistos  en  esta  Sala  de  Indias: 

Considerando  respecto  del  primer  motivo  alegado  en  apoyo  del  recurso, 
'que  esta  Sala  debe  atenerse,  eñ  cuanto  á  los  hechos,  según  lo  prescrito  en 
el  art.  211  de  la  Real  cédula  de  30  de  enero  de  1855,  á  la  calificación  del 
Tribunal  sentenciador,  y  que  por  consiguiente  no  es  licito  entrar  á  apreciar 
si  la  prueba  está  ó  no  ajustada  á  Jas  leyes  32  y  40,  tít.  16,  Partida  3.',  que 
por  lo  mismo  no  pueden  reputarse  InfringÉdas: 

Considerando  que  ninguno  de  los  lies  easos  á  que  se  refiere  la  ley  115, 
Utoto  16,  Partidas/,  ni  el  contenida  déla  llS,  tienen  analogía  con  el 
IHinlo  de  este  litigio,  reducido  á  saber  si  el  marido  de  la  demandante  estaba 
o  DO  antorizado  con  poder  especial  para  la  enajenación,  hecho  que  someti- 
do á  ia  prueba  documental  y  testifical  ha  sido  igualmente  calificado  por  la 
Sala  jozgadora,  no  siendo,  por  consiguiente,  aplicables  dichas  leyes  al  pre- 
sente recurso: 

Considerando  que,  si  bien  la  ley  que  se  refiere  sin  dtarse,  y  que  debe 
Mr  la€/,  tft.  29,  Partida  3/,  determina  que.  si  el  marido  fuese  desgasta* 
áot  de  la  dote,  y  la  mujer  después  que  lo  supiese  no  te  demandase,  si  en 
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adelante  alguno  ta  ganase  por  tiempo,  debe  et  poseedor  adquirir  fos  btenes 

Sor  prescripción,  no  puede  boy  invocarse  con  éxito,  porque  dicha  ley  no 
iapenaa  de  Un  condiciones  esenciales  de  la  prescripclotí,  t|cre,  ssKun  ta 
apreciacioii  hecba  por  la  Audiencia,  no  han  concurrido  en  el  ^res^nté 
caso: 

Considerando  que  no  pueden  ser  aplicable»  al  actual  recurso  la  ley  7.% 
tiluio  29,  Partida  3/,  y  lO,  til.  19,  Partida  6.*,  que  tratan  esclusiramenle 
de  ta  restitución  contra  diversas  clases  de  prescnpcíone9,  ea^os  muy  dife- 
rentes  ^ue  los  del  presente  litigio,  en  que  se  ha  ejercitado  la  acción  reivln- 
dlcatoria  de  bienes  parafernales; 

Fallamos  que  deoemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso- 
de  casación  interpuesto  por  D.  José  Francisco  Agdiar  Loysef,  á  quien  con- 
denamos en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  que  depo^ó,  la  cnal  ae^ 
distribuirá  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  art.  218  de  la  citadla  Real  cé- 
dttla« 

Asf  ñor  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  én  la  Gaceta  del  Go- 
bierno, 10  pronunciamos,  mandamos  y  irmamos. — José  Gamarra  ^  Cam- 
bronero.— Manuel  García  de  la  Gotera.— Miguel  dé  Nájera  Mencos.^^Vi- 
cenie  Valor.— José  Portilla.— Manuel  Ortiz  de  Zúniga.— Joaquín  Melchor  f 
Pinazo.  » 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Btce- 
lentísimo  é  limo.  Sr.  D.  José  Gamarra  y  Cambronero,  Ministro  del  Snpremo^ 

Íribunal  de  Justicia  y  Presidente  de  su  Sala  de  Indias,  de  que  yo  el  Eseri- 
ano  de  Cámara  habilitado  certifico. 

Madrid  22  de  marzo  de  1862.— Rogelio  Montes.-^ffaeeto  de)  29  de 
marzo  de  1862.) 


neeiarso  de  easaeion  (22  de  mano  de  1862.).--DfeVOLD- 
ciON  DE  RFBGTos  Ó  PAGO  DB  BU  IMPORTE.— Se  dccUra  por  la  Sala 
primera  del  Tribanal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casa» 
cioQ  interpuesto  por  D.  Juan  Hiarons  costra  la  sentencia  dictada 

SíT  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  ttadríd,  en  pleito  eon  doa 
amon  Momblanc,  y  se  resuelve: 

i."^  Que  los  contrayentes^  en  el  contrato  de  tocación,  jmeden 
vresdndir  de  las  condiciones  naturales  del  mismo  establecidas  en  la 
\e^  8.^,  tit.  S."",  Vari.  S/  y  podar  las  que  tengan  por  convenientes^ 
siendalícitas: 

2.*  Que  esta  misma  doctrina  e$  aiplieable  tambim  á  los  ariicu^ 
los  208  y  209  del  Código  de  Comerm: 

3.^  Que  poetada  esplMtamente  una  miemniAocUm  para  ti  ea$a 
de  estravio  ae  la  cosa  conducida,  no  puede  después  reelamar$e  útn 
diferente; 

¥  4.®  que  el  deducir  la  acción  que  nace  del  contrato  celebrado, 
no  escluye  que  se  deduzca  la  que  nace  del  dolo,  porque  esta  es  in- 
dependiente y  puede  utUisuvrse  en  la  forma  prescrita,  por  las  leyes, 
tas  cuales  en  ningún  caso,  ni  bajo  ninguna  condición  le  favorecen*. 

En  la  tilla  y  corte  de  Madrid^  á  22  de  marzo  de  4862,  en  tos  atttds  tf» 
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pmdm  «ate  Nos^oo  ^¡rlad  dexacurso  de  cssadon,  seguidos  en  el  Juigado 
de  firjmeminsUiicía  del  dúirito  del  Prado  ea  ota  eórte  j  en  la  Sala  pri« 


L  de  ia  Rea)  Audiencia  de  la  misiAa  por  D.  laan  Miarons  contra  D. 

i  Hooblano,  eomq  adminiatrador  de  la  Empresa  áé  dilígeBeias  primiti- 
s,  sobre  entrega  de  un  cajón  rexnHido  desde  Valeoda  d  patfgo  del  Importe 
iesn  eoQtenido: 

ReaultaJDde  que  en  14  de  enero  de  1859  se  entregó  afadmíDistrador  de 
lae  áitfgeQeiaa  valencianas  un  cajón  sin  espresar  su  contenido  para  remitirlo 
á  estacarle  y  entregarle^  con  presentación  de  sa  recibo,  á  D.  Juan  Miarons 
7  se  satisfizo  por  su  porte  36  rs.: 

B^enUané»  qp»  al  dorso  de  dicho  recibo  se  espresa  por  la  segunda  de 
89B  cendíeíones  que  la  empresa  abonará  por  los  encargos  que  se  estraviea 
nseeptóen  los  oasos  de  robo  4  mano  armada  6  incendio  ioTOluntario  100  rea« 
ka  por  cada  20  qoe  se  hubiesen  pagado  de  porte,  y  proporcionalmente 
enando  este  fuese  de  menor  cantidad: 

.  Reenlundo  que  el  bulto  6  c^n  llegó  en  el  mismo  dia  á  la  empresa  del 
farre-oarril  de  esta  corte,  según  los  talones  exhibidos  pót  la  miaina  y  le 
boja  del  oocfae  núnu  i.^  que  recibió  el  administrador  Momblanc: 

Resultando  que  habiendo  acudido  á  recogerlo  D.  Juan  Miaf  ons,  y  no  po-^ 
dido  entregársele  por  haberse  estraviado,  presentó  demanda  en  24  de  fe** 
Inoro  siguiente  pioieodo  ssi  compeliese  á  D.  Ramón  Momblanc,  administra-* 
dorde  la  empresa  en  esta  corte,  ¿  qae  por  la  aceion  cénáueti  entregase 'é4 
cajoft  designado  en  el  recibo,  ó  en  su  defecto  4,684  ra.  que.  según  factura 
que  acompañaba,  importaban  los  géneros  que  contenía,  conaenandole  ade- 
aiáfl'eq  las  postan  y  gastos  del  juicio:  y  alegó  que  toda  obligación  general 
implica  las  especiales  que  de  ella  se  deri?an ,  y  por  lo  mismo  estaba  aquel 
obligado,  tanto  por  su  cargo  de  administrador  como  en  virtud  del  recibo,  d 
eutrogar  el  cajón,  que  contenia  las  piens  de  sedería  que  espresaba  la  frotura: 
^ue  en  todo  contrato  relativo  á  custodia  de  un  objeto  se  responde  cuando 
aieiios  de  la  culpa  lata,  y  que  esta  debió  haber  en  un  administrador  que 
liahía  deiado  perder  el  encargo  después  de  recibido  de  la  empresa  del  ffarro«* 
carril  dm  Mediterráneo  y  de  tenerlo  por  consiguiente  en  la  estación  de  esta 
eórte,  y  que  en  el  contrato  actual  hubo  mas  que  depósito,  pues  medió  pago 
de  port<9,  y  por  eHo  locación  de  servicios: 

Resultando  qae  eif  (tomandado  solicitó  se  le  absolviese  Hbtemente,  fun^ 
ilndaae  empae  con  él  no  se  oontsató  la  conducción,  sino  con  el  administra- 
dor de  Valencia,  que  recibió  por  ello  36  rs.,  oeo  la  condición  de  pecar,  en 
el  caso  deun  estravlo,  el  100  por  20:  que  aqn  cuando  con  él  se  hubiese 
centratado  seria  responsable  la  empresa  que  puso  las  condiciones;  y  que  en 
títím  hipótesis,  si  él  lo  fuese,  la  demanaa  adolecía  de  la  plus  petición  por 
no  poderse  hacer  por  el  valor  del  encargo,  sino  con  arreglo  al  tipo  que  fijaba 
k  segunda  condición  del  recibo: 

Resaltande  que  recibido  el  pleito  á  pruebe,  y  hechas  tas  que  se  articu- 
kron,  dictó  sentencia  el  Jues  en  4  de  octubre  de  1859,  que  confiítnó  le 
Sak pfíoiora  de  la  Aadienoía  déosla  corte  en  22  de  junio  de  1860,  conde- 
nando á  B.  Ramón  Momblanc  al  abono  de  100  por  20  del  importe  satisfecho 
per  D.  Inan  Miarons  para  la  conducción  del  cajón  que  le  vmo  consignado, 
j  no  á  la  cantidad  reclamada  en  ia  demanda: 

Resultando,  por  liltimo,  que  el  recurso  de  casación  se  funda  en  haberse 
infiringido  la  ley  8.»,  tit.  g.""  de  la  Partida  6.",  y  los  artículos  208  v  206  del 
€S6drgo  de  Comercio,  toda  ves  que  el  recurrente  Miarons  tiene  probado  qua 
el  estravlo  del  cajón,  caso  de  haberse  verificado,  debió  ser  por  culpa  del 
portador^  poeslo  qi^e  llegó  á  k  admiídstnoion  de  Madrid  y  no  se  puéó  du- 
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rtnte  «I  /tránsHo,  úDteo  periodo  deTetcUdem  eveatwMiést  y;  potí^fosv  il 
paso  que  el  demandado  no  ha  podido  deslniir  dicbtspsoebiB:*  v 

Yiatt),  lileodo  fúñente  el  Ministro  D.  Pedro  Gomei  ih  fienaosas' 

Considerando  qae  la  ley  S.\  tit.  8.%  Partida  5.%  alegada  ai  élneeono» 
en  cuanto  et  rafiBffBBte  al  «ootrato»  objeto  de  eate  litigio^  «stableeai  ias  oondi* 
ciónos  naturales  al  mismo,  de  las  cuales  ^n  arbitros  los  cotofmyeittBa  és 
prescindir,  pactando  las  qqe  tengan  por  conveniente,  siendo  lícitas,  y  que 
esta  misma  doctrina  es  aplicable  ¿  los  artículos  208  y  209  del  Código  de  Go* 
mercio^  también  alegados,  aun  en  la  hipótesis  de  que  una  iegialadon  espe- 
cial fuese  aplicable  en  este  caso: 

Considerando  que  entre  la  empresa  de  diligencias  Valencianas  y  el  due* 
io  de  la  caja^ot  bMa  de  conducirse  á  esta  oorie  ae  oalobró  wi  .w^adero 
contrato  de  locacioa  de  un  servicio  por  cierto  precio  bajo  las  cooidiciooaa 
consignadas  en  el  documento  recibido  y  aceptado  por  el  ioteresado: 

Considerando  que  en  virtud  del  espresado  contrato  la  empresa  contrajo^ 
la  obligación  aceptada  por  la  otra  parte  de  conducir  y  entregar  en  esta  cor- 
te á  don  Juan  Miarons  el  bulto,  cuyo  contenido  ignoraba,  por  el  precio 
de  36  rs.  y  bajo  la  espresa  eondicion  de  abonar  en  caso  de  estratfo  por  in- 
demoixacioB  del  valor,  cualquiera  gue  este  fuese,  190  rs.  por  cada  20  del 
porte  satisfeobo;  y  que  por  consiguiente,  según  el  pacto  eeplleito,  no  «priH 
vecbarfa  ni  á  una  parte  para  librarse  de  la  re8pon3abilidad  convenida  ni  á  la 
otra  para  redamar  diferente  iodemnixacioo  recurrir  á  iaa  condicíonea  natu- 
rales al  contrato: 

GoBSideeando  que  fundada  la  demanda  en  el  estravfo  de  la  caja»  aleffan* 
do'oomo  prindpai  motivo  de  su  pretensión  haber  tenido  logar  en  la  admi- 
Bislracion  de  Jas  diligencias  prímitívaa  de  esta  corte,  se  summiatró  prueba 
de  testigos,  la  cual  fué  apreciada  por  la  Sala  sentenciadora  eu  «o  deístas  fa^^ 
cultadea,  y  que  además  el  pacto  fué  úü  limitación  de  logar  desde  el  muDea- 
to  del  Beoibo  intsla  el  en  que  debia  de  entregarse: 

Considerando  que  si  el  demandante  ne  creyó  suficiente  la  garantía  ea 
80  arbitrio  estuvo  estipular  las  que  hubiese  tenido  por  conveniente,  nanifea- 
taodo  el  contenido  del  bulto  y  su  valor,  y  en  el  de  la  empresa  fijar  elpreci» 
en  vhrtnd  del  cual  faabia  de  constituirse  responsable  á  la  completa  íodeni* 
nízacion: 

Conaideraido  auela  acción  deducida  no  escluye  á  la  que  mee  del  dolo, 
la  cual  es  independiente  y  puede  utilizarse  en  la  forma  prescrita  por  Iaa  le*^ 
yes,  las  ^ue  en  ningún  caso  ni  bajo  ninguna  condición  lo  favoreoen: 

Considerando,  por  último,  que  según  lo  espuesto  no  tienen  apücacton 
en  este  litigio  los  artículos  invocados  del  Código  de  Comercio,  oi  ¡ha  sido 
infringida  por  la  sentencia  la  ley  8/,  tít.  8.%  Partida  5.",  alegada  en  el•re^ 
curso; 

FailamoB  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  ínter* 
puesto  por  D.  Juan  José  Hiarons,  á  quien  eondenamos  en  las  coatas  y  á  la 
pendida  del  depósito  que  tiene  constituido,  que  se  distribuirá  con  .erróglo  i 
la  ley;  devolviéndose  los  autos  á  la  Real  Auaienda  da  esta  corte  con  k  cer^ 
tificaeinn  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaeetaé  inserte* 
rá  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efeeto  las  copias  necesarias,  le 
prenunciamos,  mandamos  y  firmamos.-^Ramon  Lopes  Vaiquez.-*-Sebastian 
GonEalez  Nandin.— Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa.— Pedro  Gómez  de  Hermo* 
ae.— Pablo  Jiménez  de  Palaclo.^Laureano  Rojo  de  Nonagaray .^Ventura 
de  Colsa  y  Pando. 

Publicacion.^^Leida  y  publicada  fué  la  senteneia  que  preoede  per  d 
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IliiMK.99;  Ou  PBdi#GoiMkide  OBmatoM,  Miaiatit)  da  la  Siia  primera  del  Tri- 
bnnal  Supremo  ée  i«tieia,  estáadeie  eelebiaodo  aodieocia  pública  en  la 
misma,  define  oeiftHiea  «eme  EBeribaoad»  Cámara  habiiiudo  de  dicho  Sa* 
premalIrilMiMil/ 

'  iUáMn  demaiso  deftMft«— Lnle  Gtktawwo.^Güaeia  deL^'d» 
abril  de  i862*) 


SI. 

Aipelttdlem  por  dema^f^torim  de  veemrso  de  •*« 
leiofli  f26  de  mar%o (f0'i80!!.).-*-PA6O  dr  CAt«TmAM9.--Se  con* 
firma  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  la  sentencia  ape-» 
lada  por  D.  Domingo  Arderíus.  que  dictó  la  Sala  primera  de  la  Áu- 
dieiicia  de  Barcelona  denegando  el  recurso  de  casación  interpuesto 
por  el  mismo  •  en  pleito  con  D.  Juan  Farell,  y  se  resuelve: 

Que  no  proifede.el  recurso  de  ca$acion  contra  las  prouidencfas 
dietadat  en  los  incidentes  sobre  ejecución  de  una  sentencia. 

Ba  It  villa  7  eórte  de  Madrid,  á  26  de  mano  de  4862,  en  los  pleitos  se-- 

2 lides  en  los  Juzgados  de  primera  instancia  de  Tarrasa  ▼  del  distrito  de  Pa« 
cío  de  Birceiona  y  en  la  Sala  primera  dir  la  Real  Andienoia  de  la  misma 
eíadad  entra  IX  Joan  Farsll  y  D.  Domingo  Arderins ,  sstere  pago  de  eanti- 
dad€s,  pendientes  ante  Nos  por  apelación  de  proridenoia  denegatoria  de  re-* 
eiirs»  de  casación: 

Rasnltando  que.D.  Juan  Faroll  demandó  en  5  de  diciembre  de  1850  en 
el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Tarrasa  á  B.  Domingo  Arderíus  para  el 
pegoc»  40,300  libras  procedentes  de  cierta  escritura ,  y  •  qne  condenado 
eele  á  sa  paao  per  ejecutoria  de  40  de  marzo  de  4851,  para  lleTarJa  á  efec* 
lo  se  procedió  ^eeutiTamente  contra  sus  bienes,  oue  produjeron  5,000  li- 
bras, alcanranoo  todavía  6,219  y  6  dineros,  cantidad  en  que  sa  declaró  li« 
qnódado  el  crédito  de  Farell  por  auto  de  44  de  noviembre  de  4856: 

ResolUttdo  que  demandado  Fareil  por  Arderius  en  8  de  julio  del  mismo 
alo  en  el  juagado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Palacio  de  Barcelona 
para  que  jusüficase  la  inveraion  que  hubiese  dado  á  3^933  libras  que  según 
la  meneíanada  escritora  había  ratenido,  reintegrándole  de  la  que  resultase 
sobrante  en  su  peder,  fué  condenado  Farell  por  ejecutoria  de  44  de  julio 
de  4  858  á  satisfacer  á  Arderius  47,109  rs.  y  34  mrs.: 

Resulundo  que  reclamado  por  el  Juzgado  de  Tarrasa  el  embargo  de  este 
«rédito  á  las  resultas  de  la  ejecución  pendiente  en  él  á  instancia  de  Farell 
y  contra  Arderius,  el  cual  fué  estimado,  esto  produjo  varias  apelaciones  en 
«DOS  y  otres  autos,  y  qne  remitidos  á  la  Andienda  de  Barcelona  y  acordada 
sa  aoumolaciop,  la  Sala  primen  pronunció  seotenoia  en  46  de  lÉayo  de 
i864,  por  la  que  declaró  compensado  en  la  cantidad  ooncurrenta  el  crédito. 
que  Arderius  tenia  contra  Farell,  y  mandó  qne  se  alzase  el  embargo  de  loa 
17,400  n.  y  34  mre.,  los  cuales  quedasea  adjudicados  á  Farell  en  parte  de 
pago4el  crédito  liquidado  á  su  favor  en  los  autos  del  Juzgado  de  Tar- 


Resultando  que  contra  esta  sentencia  interimso  Arderius  recurso  de  ca« 
^imi,  con  arreglo  al  art.  4042  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  y  que  denega* 
éM  m  adflHsioo,  produje  esta  negativa  la  presente  apelación: 

TOMO  TU.  26 
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-    Visto,  flMDdt  Púnenlfr  él  MiaiBüE^  D,  Unnaii»  ñm  ieffMUffmft 

:GoQ8ideraDdo  que  la  provídMm »  eoatra  UcuaiaeiM  iotarjfMiesfto  al 
recurso  de  oasaóOR»  se  Jia  dktadoen  fíete' da  los  moidaotas  eotailadoa  ait 
^jecQcioa  de  las  seotencias  da  10  da  marzo  de  I85i  y  14  da  j«lio  da  i8ftS». 
■Buidos  coB aeragla á iaadíaposicioaaadal IftnlO'IS da íalaf  d^Eoiiaiola* 
miento  ci?  iH 

Y  considaraqdo  qoa  contra  las  providencias  da  asta  clasa  no  sa  di  al  ra- 
corso  da  casación^  con  arreglo  á  lo  dispueslo  en  la  misma  la;  y  á  la  jiuris* 
prudencia  de  este  Sopremo  Tribunal; 

Fallamos  qoa  dábamos  confirmar  i  confirmamos  con  las  costas  la  pro- 
tidencia  apelada  que  dictó  la  Real  Audiencia  da  Barcelona  an  1.*  da  jonj» 
da  M6i ,  por  iaattai  declaró  no  habar  Itigar  á  k  adorisíon  4at dicho,  re* 
Gttvso/davolvióndosa  ios  autos  á  la  misma  oonla  aartiOoaeíoa  aosraspoi»* 
diente. 

▲si  por  esta  nuestra  sentencia^  que  se  publicará  en  la  ffacato  dentro  de 
los  cinco  dias  siguientes  á  su  feolia,  y  á  so  tiempo  en  la  Colección  fo^ta- 
Uva,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias»  lo  pronunciamos,  mandamos 
y  firmamos.---Ramon  López  Vázquez.— Antero  de  Echerri.^-Gabríel  Garúa* 
lo  de  Velasoo.— Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa. — Pedro  Gómez  da  Hermosa. 
-^Pablo  Jimaiiei  da  Palaclo.-*L8ttraano  Roió  dé  Iforzagaray. 

Publicacioo«^Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  al  ilus- 
Iffisimo  Sr«  D.  Laoraano  Rojo  de  Norzagaray,  Hinistro  da  la«Sala  primera  del 
Suprema  Tribunal  de  Josticia»  celebrando  audiencia  pública  lá  misma  Sala 
en  al  día  da  hov,  da  qué  yo  él  Escribano  da  Cámara  certifico. 

Madrid  27  da  marzo  da  1862.— Joan  da  Dios  Roblo.-— (Gacela  de  1/  de 
ihrll  de  i86jí.> 


8». 


Reeurso  de  easaelon  (38  de  marzo  de.i862.).— TíRCtafA 
bOTAL.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Dona  Agustina 
Mestre  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  la 
Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  coa  la  razón  social  de  llestre  y 
Bstany»  y  ae  resuelve: 

i.^  (fue  el  privilegio  ecneedido  á  la  mujer  por  su  doU  no  pf9« 
cede  en  perjuicio  de  terceros  acreedores^  si  legamente  no  se  prueba 
su  entrega; 

Y  2.^  que  la  ley  única  de  reí  uxorioe  actione,  párrafo  primero 
del  Código,  y  la  23»  tít.  i5dela  Partida  5.'  y  ¡as  de  la  pragmáti-' 
ea  ó  constUveion  farol  de  Cataluña  que  dadla  mujer  el  derecho  do 
tiegir  de  entre  los  bimei  del  marido  para  el  reintegro  de  mi  dote^ 
suponen  me  ha  sido  veráaáiera  la  entrega^  y  que  etío  ee  ka  probado 
en  legal  forma. 

Bn  la  Yilia  y  eórta  de  Madrid,  á  28  de  marzo  de  4862,  en  las  aotoi  qae 
pandan  anta  Nos  en  virtud  da  recurso  de  casación  seguidos  en  al  Juagado 
da  primara  instancia  del  distrito  del  Pina  da  Baroalana  y  an  la  Sala  aagmida 
de  la  Real  Aodianda  da  la  misma  por  Doña  Agnstina  Mestre  contra  la  i 
social  de  Mastray  Bstany  aatea  taraaiia  dotai: 
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ResblUfi^ qtM éb^ 9 <l« mf^fo dé  4Sd4 oMrgdmn  ntíi  «fierUcirapúbUcfr' 
B.'Luis  Sflütflig^  Gódinaf,  fabricanle  de  sdd»,  00  esposo  Doft«  AgosiiM  Iks-p 
Ire^  y  el  pi^dre  (le  esta  D.  Luís  Mesire,  del  comercio  de<Bi»Moiia,  <per  la 
qjie  esté  último  dSky  dabn  én  dote  6  so  hija  3,009  dUMs  f  due  eOmodas  eon 
las  ropas  y  vesUdos  corrés^odientes  qtio  ttabia  etftfegtdo^  «I  dia  de^  i» 
boda,  todo  lo  que  la  Doña  Af^ustina  constituid  en  dote  á  sa  maHdOy  pro- 
ineiíéodda  esté  1,00<^  duros  de  ééponsalido,  dando  ámboa  eoiisovtes  á  Don 
Lqís  Mostré  cana  d<^  pago  4^  aquella  cantidad,  efiterados  ile  sus  eféetoa^^ 
f  renundando  la  escepeion  éUftvs  non  ao/tii«: 

Besatlando  qae  demandado  ejeentivaniente  D.  Santiago  -Codina  por  la> 
tvton  soctai  de  Méstre  y  Estany,  y  hecho  el  embargó  pretentifo  de  varioa 
bienes,  salió  á  los  autos  Doña  Agustina  Mestre  en  l(*  do  enero  de  1856,  y 
fundada  em  la  referida  escritura  y  en  la  hipoteca  tácita  legal  «ve  á  ta  mnjer 
conceden  por  su  dote  y  esponsalicio  las  ieyes,  así  como  en  el  derecho  de  ies<^ 
coger  de  éntrelos  bienes  de' su  marido  lo  convenienle  para  eobrirta,  aolici«^ 
t6  se  hubiese  por  opuesta  á  I»  demanda  ejecutiva  la  opción  dolal  y  tas  aa- 
cepciones  de  pt^fétencia  y  dominio,  mandando  suspisDder  toda  diligencia 
contra  los  bienes  y  créditos  que  tuviese  su  esposo,  por  los  caales  optaimpars 
eobrir  y  asegurar  su  dote  y  esponsalicio: 

Resultando  que  la  razón  social  de  Mesfre  y  8stany  negó  á  la  d«ma»dan«^ 
té  lodá  acción  ó  privilegio' de  opción  dotal,  y  por  consiguiente  oponienfdo  la 
escepeion  de  sine  aeHon$  agüy  alegó  en  apoyo  que  la  dote  confesada  du- 
rante el  matrimonio  se  reputa  como  donación  y  está  probtbída  por  1»  ieyt 
que  el  privilegio  dotal  no  procede  cuando  la  ejecución  se  hnce  por  una  can- 
tidad módica:  que  la  referida  eacritura  ó  carta  dotal  nojustiflckba  la  en-* 
tre^  de  la  dote,  ni  estando  registrada  en  hipotecas,  conforme  á  las  disp^ 
siciones  de  la  materia,  podria  ser  eficaz  para  obtener  prelaeion  en  con« 
currencia  de  otros  acreedores  de  grado  inferior,  según  lo  prescrito  en  el> 
articulo  27  del  Código  de  Comercio. 

Resultando  que  renunciado  el  término  de  prueba  por  ser  la  cuestión 
de  mero  derecho,  dictó  sentencia  el  Jaez  en  24  de  enero  de  1860»  la  cual 
revocó  la  Sala  segunda  de  la  Audiencii^  de  Barcelona  en  14  de  julio  siguien- 
te, declarando  no  haber  lugar  á  la  teróeria  propuesta  por  Doña  Agustina 
Veatre  de  Codiqa; 

T  resultando  que  esta  interpuso  contra  esté  fUtlo  recurso  d«  casación, 
|K>rqüe  apareciendo  dala  escritora  de  9  de  enero  de  i864  qne  la  dote  pro- 
metida ae'eatregó  real  y  efectivamente  á  su  marido,  ya  por  la  confesión  del 
«tsmo^  cono  por  la  de  su  padre,  y  la  renuncia  que  biao  la  recurrente  á  fa- 
vor de  este  de  loa  derechos  iegiUniarios,  por  la  época  de  la  recepción  de  la 
dota  y  renuncia  de  la  escepeion  doíis  non  solutce,  por  la  existencia  de  laa 
dos  cómodas  embargadas  por  Mastre  y  Codina.  que  eran  las  mismas  entre- 

Sadas  con  los  3,000  duros  por  razón  de  dicha  dote,  y  por  la  tácita  confesioa 
e  su  entrega  por  la  misma  parte  contraria,  se  habían  infringido  \fi9  leyea 
única,  párrafo  primero  del  Código  de  re»  uoDorU  oefiona,  23,  tft.  13,  Par* 
tlda  5;*  y  otras  qte  dan  hipoteca  támta  legal  á  la  mujer  por  su  dote  y  ea^^ 
fMDsalJcio,  y  la  constitución  1.%  tit.  2.%  libro  5."*»  volúmeD  2.®  de  las  d» 
Cataluña,  que  dá  derecho  á  la  mujer  psra  escoger  de  entre  los  bienes  d^  su 
marido  lo  conveniente  para  cubrir  su  dote: 

ViMos,  siendo  Ponente  el  Ministro  O.  Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa: 
GoosMerindfi  que  el  privilegio  concedido  é  4a  mujer  por  su  dele  no  pre- 
«ede  en  peijuicio  de  lerceros  acreedores  si  Ic^almente  tto^ae  prueba  sq  eo<* 
trega: 

ConaMarttido  que  na  se  aeradiu  este  preeiao  é  iodispansable  «qüaita 
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por  la  «critaní  de  9  de  mayo  de  1884,  que  fo&oMgada  yA^iis(«Me  elioa- 
trimoQiOy  refiriéiidose^Q  en  cuanto  á  ia  entrega  oe  la.dpte^  confesada  en 
ella,' á  época  ancerior; 

Gonsklerandogne  la  deanndase  faadó  úntcaroente^n  U  r^eridajesoH*- 
tora,  y  qtie  no  se  na  aducido  otra  prueba  que  la  juatifiai^e;  , 

Y  considerando  por  lo  eairaesto,  que  no  son  aplioaoles  al  caso  presenta: 
las  disposiciones  de  las  leyes  única  de  rei  ti¿corúB  ooliofte»  párrafo  (irimero 
del  GédigOf  y  neintresy  tlt.  13  de  la  Partida  $.*^  que  ae  eitan  oomoJnfríngí-. 
das  en  el  fecarso,  ni  las  de  la  pragmática  á  oonaütuclon  íorai  de  Cataluña 
que  dé  ala  muferei  derecho  de  elegir  de  enu«  los  bienes  del  marido  para 
el  reintegro  de  su  dote»  porque  todas  ellas  suponen  que  haya  Aldo  v^dadeca 
la  entrega,  y  que  efto  se  hafa  probado  en  legal  fonna; 

Faliamoa  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  Doña  Agustina  Mestre  de  Codina,  á  quien  con- 
tienamoa  en  las  costas,  devolviéndose  loa  autos  á  la  Audiencia  de  Barcelpnt 
con  la  certificación  correspondiente. 

Asf  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inserta- 
rá en  laOoleceton  kmsloHva^  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
prbnunciaroos,  man&raos  y  firmamos.— Ramón  López  Vazquez.^Sebastian 
Gonsalea  Nandin.-^Antero  de  £cbarri.— Gabriel  Geruelo  de  Yela8co.r-4oa* 
quin  de  Palma  y  Vinuesa.— Laureano  Rojo  de  Norzagaray.— Ventura  áe 
Goisa  7  Pando. 

.  Publicación.-— Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Exce- 
lentísimo éllmo.  Sr.  D,.  Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa,  Ministro  de  la  Sala 
prtmem  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  estándose  celebrandiK.  audienda 
pública  en  la  misma,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  habilitado 
de  dicho  Supremo  Tribunal. 

Madrid  28  de  marao  de  1862.— Luis  Calatraveño.— (fiacato  de  2  de 
abril  de  1862.}. 


83. 


ReeuPM  de  eaflUMloia  en  canaa  de  Hadeada  (31  de  marzo 
ie  1862.).--Co!fTftABANno  y  DBFRAunACioif.— Se  declara  por  U 
Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso,  de 
casación  interpuesto  por  D.  Salvador  Valencia  y  consortes  contra 
la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  la  Audi^eia  de 
Valenciat  en  causa  seguida  á  los  mismos  por  contrabando  y  de- 
fraudación de  derechos,  y  se  resuelve: 

Que  radicado  legalmente  el  conocimiento  de  wia  causa  en  la 
Salajmgadora  por  apelación  interpuesta  y  admitida  de  la  senten» 
•eia  del  jue%  inferior,  no  puede  negarse  á  dicha  Sala  jwisdicchn  y 
ix>mpetencia,para  fallar  la  causa. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  31  de  marzo  de  1862,  en  la  causa  pen- 
diente ante  Nos  por  recurso  de  casación,  seguida  en  el  Juzgado  de  Hacien- 
da de  Valencia  y  en  la  Sala  primera  de  la  Real  Audiencia  de  la  misma  ciu- 
dad contra  D.  Salvador  Valencia  y  otros  por  contrabando  y  defraudación  de 
derechos: 

Resultando  que  apresada  en  17  de  diciembre  de  19$8  por  el  falucho 
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gimrda-eofltas  lüuro  la  balandra  inglesa  Heron  cao  S8  bultos  de  género» 
da  algodón  y  seis  de  tabaco»  é  instruida  la  correspondiente  causa  oontni 
el  Capitán  D.  Saltador  Valencia  y  ios  tripulantes,  en  número  de  cinco,  dic- 
tó el  7Qe2  sentencia  en  29  de  julio  deM859,  por  la  ifue  absolvió  del  eargo 
á  los  procesados,  declarando  en  su  consecuencia  de  oficio  las  cosUa  y  Raa^ 
tos  de)  )oidOy  t  que  no  babia  lugar  ai  comise  del  buque  y  géneros  epre« 
hendidos,  que  les  serían  devueltos: 

Resultando  que  interpuesta  apelación  por  el  Promotor  fiscal  y  remitida 
la  causa  á  la  Audiencia,  el  Fiscal  de  S.  M.  solicitó  en  su  dictimefl  la  con* 
finnadon  de  la  sentencia  apelada,  pretensión  que  hicieron  también  los 
procesados  evacuando  el  traslado  que  se  les  confirió,  si  bien  eu-  el  acto  de 
)a  vista  espusieron,  según  se  refiere  en  la  sentencia,  que  no  sosteaienda 
e)  Ministerio  público  la  apelación,  carecía  la  Sala  de  jncisdioeion  para  Ca* 
llar,  y  en  su  caso  debería  limitarse  á  la  devolución,  que>era  k>  fallado  y  pe« 
dido,  iranstieodo  por  su  parte  aquel  Ministerio  en  lo  alegado  por  escrito  sio 
desistir  de  la  apelación: 

Resultando  que  dictada  sentencia  por  la  Audiencia  en  8  de  mayo  de  1860 
condenando  á  D.  Salvador  Valencia  y  consortes  en  la  multa  del  triple  los 
valor  del  tabaco  y  en  la  del  duplp  delgénero  ilícito ,  contirmando  el  comise 
de  géneros  y  duque,  declarado  pop  la  Junta  administrativa,  ioterpusieroR 
aquellos  recurso  de  casación  que  fundaron,  con  arreglo  al  párrafo  «elimo 
del  art.  96  del  Real  decreto  de  20  de  junio  de  1852,  en  la  ineompeteftcia 
del  Tribunal,  que  si  bieo  podo  oonfirmar  la  sentencia  del  iuez  de  Haden** 
da  ó  declararla  consentida  por  conformidad  de  las  partes,  no  tenia  juris** 
dicción  pera  revocarla  desde  el  momento  en  que  todas  ellas  habían  solici» 
tado  su  confirmación: 

Vista,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Joaquín  de  PsHna  v  Vtnueea: 

Considerando  que  radicado  kegalmente  el  conocimiento  de  esta  causa  en 
la  Sala  juzgadora,  por  la  apelación  que  se  interpuso  y  admitió  de  la  oao^ 
tencia  dictada  por  el  Juez  de  Hacienda,  ne  podía  negársele  su  jurisdiocion 
y  competencia  para  fallarla;  y  que  esto  lo  reaonocierón  los  recurrentes  ea 
ei  hecho  de  pedir  que  se  confirmara  aquella  sentencia: 

Considerando  por  lo  tanto,  que  no  era  procedente  ni  legal  la  cuestión 
de  incompetencia  posteriormente  suscitada;  y  quo  tampoco  desis.tió  el  Mi* 
nisterio  fiscal  de  la  ape!ac¡on  interpuesta; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber.lugar  al  recur* 
so  de  oasaeíon  interpuesto  por  D.  Salvador  Valencia  y  consortes,  á  auieoei 
coadenamos  en  las  costas  y  en  la  pérdida  de  la  cantidad  depositaaa;  de* 
solviéndose  la  causa  á  la  Audiencia  de  Valencia  con  la  certificación  cori» 
reapondiente^ 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inser* 
tara  en  la  CoUccian  legislativa,  pasáuclpse  al  efecto  las  copias  necesarias, 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.-«-Ramon  López  Vaaques. — ^Anta- 
TO  de  Bcbarri.— -Óabriel  Gemelo  de  V0tasco.~-Joaqtttn  de  Palma  y  Viikia* 
aa.^Pedro  Gómez  de  Hermosa.— I^blo  Jiménez  da  Palacio.— Laureana 
Rojo  de  Norzagaray. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Eicmo  é  limo.  Sr.  D.  Joaquín  da  Palma  y  Vinuesa ,  Ministro  de  la  Sala 
primera  del  Supremo  Tribunal  de  Justicia,,  cetebrandoaudiencia  pública  la 
nlsraa  Sala  en  el  dia  de  hoy,  de  que  yo  el  Esoribano  de  Cámara  cer« 
tífico. 

Madrid  31  de  marzo  de  1862.^Juan  de  Dios  Rubio.*— (Gadsta  de  3  de 
AfüdelStt.) 
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de  MMeÍMft(l/  ieahrüie  i8e2.).«-StRTi* 
mniiBiiB8.--Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Saprem» 
no  haber  fugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Bonifacio 
paz  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  tercera  de  la  Au- 
diencia de  Madrid,  en  pleito  con  el  Ayuntamiento  de  Avila;  y  se  re* 
suelve: 

i*"*  Que  para  que  tenga  lugar  la  acción  negcUoría  deservidium^ 
brebade  pertenecer  mr  un  tüuio  legal  al  que  la  ejercita  la  finca 
que  se  pretende  no  deberla: 

2.**  Que  no  puede  prevalecer  contra  lo  Cfpresado  m  un  docu- 
mento solemne,  la  alegación  infundada  de  ligereza  6  e^ivoeadon 
de  peritos  encargados  de  una  operación  pericial: 

SJ"  Que  las  disposiciones  del  orden  adminl^rativo  no  timen 
lapUcacion  i  las  cuestiones  judiciales  en  que  se  veniüa  el  derecho 
4e  propiedad; 

y  4."^  que  no  se  puede  citar  opwtunanfnte  el  principio  legal 
úe  que  •la  sentencia  debe  ser  conforme  á  la  demanda^*  cuando  aquc' 
Ua  se  ha  ajustado  en' un  todo  á  las  peticiones  consignadas  en  esta. 

En  la  villa  y  corte  de  Bladríd,  á  i.^  de  abril  de  4862,  en  los  autos  pen* 
dientes  ante  Nos  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Jusgado  de  prir 
mera  instancia  de  Avila  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Real  Audieneia  deretfa 
corte,  porD.  Bonifacio  Pas  con  el  A  juntamiento  de  dicha  eiodidi  sobre 
«ervídurobré: 

Resultando  que  en  i4  dejunie  de  1859  entablé  demimda  D.  Boniboie 
Pat,  esponiendo  que  era  dueño  de  la  heredad  de  tierrai,  titulada  Pahmars^ 
Jo,  en  el  término  de  Avila,  adquirida  de  la  Hacíeiida  pública,  oooKi  prooa- 
dente*de  aquel  Cabildo  catedral,  la  cual  venia  labrando  sin  contradicción 
basta  ^ue  la  babia  querido  gravar  el  Ayuntamiento  de  aquella  ciudad  coo 
la  servidumbre  de  un  camino  carretero  que  atravesaba  su  heredad,  partien- 
do desde  el  sitio  llamado  Bobinson  basta  la  hermita  titulada  de  las  aguas,  y 
desde  este  ponto  al  rio  Grajal;  servidumbre  que  nunca  babia  tenido,  y  ea 
uso  de  la  acción  negatoria,  pidté  que  se  declarase  libre  de  aquella,  so  es^ 
presada  heredad: 

Resultando  que  el  Ayuntamiento  impugné  la  demanda  sosteniendo  que 
la  Corporación  eclesiástica,  de  quien  procedía  la  finca,  la  babia  disfrutado 
tu>n  la  servidumbre  del  camino,  y  con  ella  la  había  enajenado  el  Bstado  al 
•demandante,  eomolo  probaba  la  escritura  de  adquisición  que  se  presentaba, 
-en  la  eual  se  dan  por  lindeit»  á  cinco  tierras  de  las  24  de  que  consta  la  he** 
fedad,  el  canmio  que  baja  de  los  molinos  de  viento  por  la  ermita  de  las 
Aguas: 

Resultando  que  el  demandante  replieé  que  ios  linderos  que  se  daban  á 
á  alguna  ds  las  tierras  proeedia  de  una  lígeresa  é  equivocación  de  los  pe«> 
ritos,  rechatando  la  idea  de  la  existencia  del  camine  el  número  de  obradas 
de  que  constaba  la  heredad ,  que  resultaría  de  meaos  cabida  dando  (  aquel 
la  estensioq  que  se  pretendía: 

Resultando  oue  practicada  por-laa  partes  prueba  pericial  y  testifical, 
dicté  sentencia  el  Juez  de  primera  instancia,  que  revecé  en  13  de  ectubra 
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ds  IMO  hi  SftUteieeni  de  la.  Aadtonoia  de  esU  corte,  thmlvieiido  el  Ayoiw 
tamiento  de  la  ciudad  de  Avila  de  la  demanda  deducida  por  D.  Bonífado 
Pu: 

HanrlUado 400  por e»(e se Mierposarsoarao da casaeioft.oooira biea^ 
tencia,  oítinde  oomoiofríagidas  las  leyes  46  v  47^  tít.  2&,  28,  tít.  t.%  y  iO^ 
titulo  i4  de  la  Partida  3.*;  la  6.*,  tít.  2.°  de  la  misma  Partida  y  sus  codgoc-« 
daotes;  Ja  4.%  tft.  8.?,  libro  il  y  la  {.\  tit.  1.^  lib.  10  do  la  Novisiroa  He^ 
pilacion;  habiendo  también  citado  en  tiempo  oportuno  en  este  Supremo 
Tribunal  el  principio  legal  de  que  «la  sentencia  debe  ser  conforme  á  la  de* 
manda»  la  doctrina  según  la  que  «todo  predio  se  presume  libre  mientras  no 
se  apruebe  lo  eootrano:»  la  ley  15,  título  31,  Partida  3.*;  y  el  Aeal  de« 
nto  de  7  de  abril  de  i 848  sobre  conservación  y  mejora  de  caminos  veci* 
sales,  como  también  el  reglamento  para  su  ejecución: 

Visto,  siendo  Pouente  el  Mioistro  D.Pedro  Gomes  44  Herjn^sa: 

Considerando  que  para  que  tenga  lugar  la  accioa  negatoriade  »er?ídum« 
bre  ha  de  pertenecer  por  un  titulo  legal  al  que  la  ejercita  la  finca  que  se 
pretende  no  deberla: 

Considerando  que  eT  demandante  dedujo  la  espresada  acción  en  concep- 
to de  dueño  de  las  tierras  que  constituian  ía  heredad  titulada  Palúmarejo; 
de  la  cual  solo  puede  serlo  en  los  términos  contenidos  en  la  escritura  dfi 
▼ente,  eeteadida  en  consonncia  con  los  aouncios  que  la  procedieron,  y  que 
«a  este  titulo  de  adquísíoion  se  consignó  por  Umiles  en  varaos  puntos  el  ca- 
mino público,  objeto  de  este  litigio;  sin  que  pueda  prevalecer  contra  lo  ea«« 
presado  en  uu  documento  tan  solemne  la  infundada  alegación  de  ligereza  d 
eqiúvocacioo  de  los  peritos: 

Considerando  que  no  acreditada  por  titulo  de  adquisición  la  propiedad 
del  terreno  acotado  como  servidumbre  pública  por  el  Ayuntamiento  de  Avi- 
la, se  suministró  prueba  de  testigos;  y  que;  sin  embargo  de  no  creer  nece« 
mía  su  apreciación  la  Sala  sentanoiadora,  por  faltar  la  base  de  la  ju&tiAo*» 
don  de  la  propiedad,  la  hiso  sin  embargo,  usando  de  sus  faeultadea: 

Considerando  que  según  lo  espuesto  00  tienen  aplicación  en  este  pleita 
el  principio  legal  de  aquo  debe  presumirse  libre  todo  pródio,  mientras  no  se 
pmebe  lo  oootrariotolae  leyes  46  y  47,  tft.  28»  d.'  y  28,  tít  2,'',  iO,  titulo 
14,  y  15,  tit«  di  de  la-ParUda  3.^  la  l.%  Ut.  4.%  iib.  10,  y  la  4.*,  tit.  8.% 
libro  11  de  la  Novísima  Recopilación,  referentes  al  dominio,  4  la  prescrip* 
cion  y  á  la  eQcacia.de  los  oontratoa,  cuyos  priooipios  00  se  han  desconocido 
en  la  sentencia: 

Considerando  que  el  Real  decreto  de  7  de  abril  de  1848  sobre  conserva^ 
€ioD  y  mejora  de  caminos  vecinales  y  el  reglamento  para  su  ejecución,  como 
del  ófdBQ  admÍBistrative,  no  tienen  aplicación  &  las  cuestiones  judiciales, 
en  que  «e  ventila  el  derecho  de  propiedad: 

Considerando,  por  último,  que  la  Sala  sentenciadora,  absolviendo  de  lo 
demanda  al  Ayuntamiento  de  Avila,  resolvió  toda  la  cue^tlott  lttigiosa«.| 
que  por  tanto  se  invoca  inoportunamente  por  el  recurrente  el  principio  le^ 
i/á  de  aue  «la  senteoeia  debe  de  ser  conforme  á  la  demanda;» 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
da  casación  ioierpueslo  por  D«  fioai&cie  Paz,  á  quien  condenamos  en  laa 
eostas,  devolviéndose  los  autos  á  la  Real  Audieooia  de  esta  cdrte  con  la  oer<» 
lücaeíoD  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  GoMta  é  insertari 
en  la  Cofseeíotí  ie^isMitMi,.  pasánoese  ai  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
fMronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — Ramón  Lopes  Vasquez.— ^bas* 
lian  Censales  Nandin^-^Antero  de  Ecbarn.--Gaiiriel  Ceruelo  de  Veiasoo% 
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«^oaqttiQ  de  Palma  y  Vinaesa.-- Pedio  Gómez  de  HemoMu-— Veston  da 
Goisa  yPabdo. 

PuDlicacíoD.-^Leida  y  publicada  fué  la  procedente  seotoncia  por  el 
limo.  Sr.  D.  Pedro  Gómez  de  Hermoea,  Ministro  de  la  Sala  primera  del  Su- 
premo Tritmoai  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  Sala  e» 
el  dia  de  hoy,  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  i."*  de  abril  de  1862.— Juan  de  Dios  Rubio.— (&<i6^  ^^  ^  ^^ 
abril  de  i862.) 


S5. 
Reearso  de  easaeion  ^i.''  de  ébril  de  1862.).— Dkcla- 

RÁGION  DE   MBJOR  DERECHO  Á  UNOS  BIENES  TINCDLADOS.— Se  declara 

por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recur- 
so de  casación  interpuesto  por  Clemente  Crespo  contra  la  senten- 
cia de  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Valladolid,  en  pleito  con 
Dionisio  Pérez  Perena,  y  se  resuelve : 

i.""  Que  como  consecuencia  necesaria  del  carácter  ordinario  de 
perptíuidad  inherente  á  los  mayorazgos^  faltando  los  llamados  á 
suceder  en  la  fundación,  entran  á  suceder  ^  siempre  que  espresar 
mente  no  haya  manifestado  el  fundador  ser  otra  su  voluntad^  los 
demás  parientes  suyos,  aunque  carezcan  de  las  cualidades  por  él 
exigidas ; 

Y  2.^  que  llegado  este  caso,  d  mayorazgo  se  reputa  como  re* 
guiar,,  aunque  los  primeros  UamamienU>s  lo  hubiesen  hecho  separar 
de  las  cualidades  de  los  de  esta  clase  dándole  el  carácter  de  trre- 
guiar. 

en  la  villa  y  corto  de  Madrid,  á  i."  de  abril  de  18(12,  en  los  autos  que 
penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación,  segoidos  en  el  Juzgado 
de  ptímera  instancia  de  Ledesma  y  en  la  Sala  primera  de  la  Real  Audiencia 
de  Valiadolid  por  Clemente  Crespo,  contra  Dionisio  Pérez Pereña  sobre  me- 
jor derecho  á  unos  bienes  vinculados : 

Resultando  que  Pedro  Martin  otorgó  testameoto  en  30  de  mayo  de  1589 ' 
por  el  que,  instituyendo  heredero  á  su  hijo  Andrés,  dispuso  que  si  este  mo- 
ría en  edad  pupilar  le  sucediese  su  primo  Franciscotfartin,  con  la  condición 
de  que  tanto  él  como  Jos  demás  que  de  ellos  hubiese  habían  de  cumplir 
cierta  carga  de  misas,  para  lo  cual  el  heredero  conservaría  en  pié  y  segura 
toda  la  hacienda;  y  que  después  del  fallecimiento  de  so  citado  primo  bere*- 
dase  los  bienes  y  los  hubiese  siempre  con  la  misma  carga  el  pariente  varón 
mas  cercano  de  su  parentela,  y  en  caso  de  no  ser  en  igual  grado  los  hubiera 
el  mas  anciano  en  edad: 

Resultando  que  por  un  codicilo  que  el  mismo  testador  otorgó  en  2  de 
junio  del  mismo  año,  y  que  con  su  testamento  se  redujo  á  escritura  publi- 
ca en  22  de  mayo  de  1590.  ordenó  que  muriendo  su  hijo  quedase  el  Fran* 
cisco  Martin  por  patrono^  ue  alli  á  su  hijo,  y  falleciendo  ambos  el  mas  alie- 
nado pariente  que  tuviese;  y  que  habiendo  alguno  que  quisiera  ser  clérigo, 
fuese  preferido  aun  siendo  de  « rado  roas  remoto : 

Resultondo  que  en  el  año  de  1756  Diego  Pereaa,  como  marido  de  Isabel 
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do,  perteoecieote  al  vincalo  que  díi^frutaba  su  mujer;  y  que  pur'^enteMki 
4%449  if«ppM>minm»«ñ»8e>eoDdenáá  la  demaniiiidft  á*  oniregarfea  god 
)o^P^ffi$üf.mn'W  (Vifftiid  itoBÓJaipiA  la*  posesión  de  ella  y  de  todas  las  de^ 
ttMMlaA  «oiAponían  tliélÉirivisearto:! 

Resultando  <|ue'ViiíS8'deiaiÍD  de  48M-  liaría  Per^Sa,  madre'  del  aetual 
defn«Ddo  ümi^Q  Peree^  reauoeió  á  su  fkvor  ante  el  Jt»ez  de  primera  fut- 
íase» de  Ledesma  el  derecho  que  tenia  al  t inculo  fundado  por  Péáw  llar* 
Ud;  y  que  en  su  consecuencia  Joan  María  Pérez,  marido  de  la  renunciante 
y  padre  del  Dionisio,  tomó  posesión  de  loe  1>ÍAnex  que  le  consiituínn : 

Reanltando  que  en  5  de  octubre  de  4839  acudió  el  reftírído  Pérez  al 
I  ioigado  pidiendo  le  autorizase,  como  padre  y  administrador  de  lo» 
( de  su  hijo  Dionisio,  y  con  objeto  de  darle  la  carrera  ¿  que  aspiraba, 
|i»f%áMjeikap  hi  Hiitad  del  vinculo  con  arreiH&  á  ki  ley  vigente  ei*la  roate- 
lii^efteciendo  justificar  la  neoestdad  y  utilidad  de  la  tente  een  citacieo  dei 
Procurador  Síndico: 

Resultando  que  admitida  y  dada  la  ju<atiúcac¡on  ofrecida  con  audiencia 

Resultando  que  admitida  y  dada  la  justificación  ofrecida  con  audiencia 
del^ curador  ad  liUmqw  se  nombró  al  menor,  se  hizo  la  tasación  de  los 
bienes,  que  aiiceridió  á  9,400  rs.;  y  se  aplicaron  al  mih-mo  en  pago  de  8u  mi-* 
üd-nDÍne  Ancas,  aulortzando  á  su  padre  pera  venderlas,  lo  cualrealizó  sin 
Ofosieio»  alguna  en  4>ütiliea  snbesta : 

.  üeeultdDdo  que  en  2  de  abril  de  1859  Clemente  Crespo  Yieeote  presen* 
tó  demande  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Ledesma  con  Ja  solici- 
tod  de  queso  fe  declarase  único  >  legitimo  poseedor  de*  la  vinculación  que 
disfrutó  hasta  su  muerte  8U  lio  Diego  Vicente,  y  se  condenase  en  su  con* 
secuencia  á  Dionisio  Pérez  Pereñs  á  dejar  libres  y  á  fu  disposición  las  fintas 
qfO»  posefa  propias  de  la  misma  con  los  frutos  producidos,  y  alfgó  para  ello 

a  «I  Tlncvle  fondado  por  P^dro  Martin  era  irregular:  que  á  la  muerte  de 
:o  Vicente^  #timo  poseedor,  debió  pusarla  sacesiim  al  varón  de  su 
Uo0a,  bijft  de  üu  hermana  Bonifacia,  y  do  á  María  Pereña,  por  llamar  le 
fmdeoien  al-  pariente  mas  anciano:  qoe  si  la  última  tomó  posesión  al  falle* 
ciMieQtede  0i<^  Vicente,  fué  porqne  el  hijo  de  eqoeHa  estiba  en  e^eer* 
vím^-do^lae^armas  y  no  tenia  el  peder  necesariod  qoe  n  ambos  liligantes  se^ 
htlluilían  á  igual  gradAde  di^taiiaa  del  fundador,  debía  ser  él  el  preferido, 
yt /oese  r«!gular,  ya  saltuario  el  vínculo,  por  ser  mas  ancianoi,  y  djstar  solo' 
tres  Jurados  del  állimo  poseedor  y  cinco  el  l>ioDÍ¥Ío;  y  que  sí  su  tío  Diego 
Prnoaiioseyó,  nefuó  por  trasmisión  de  stt  madre,  sínoeomo  vafTonmas 
ceccaoo  ai  tiempo  de  la  vacante:  - 

Reeultiinda  que  Oionieio  Peres  Perene  pidió  se  le  absoh»ieee  libremente ' 
dala  demanda  fundado  en  qoe  el  testamento  y  oodicüo  de  Pedro  Martin' 
eonatítoiaB  una  /uadecien  r<*|iaiar,  qne  baMa  de  regirse  conforme  á  lo  áh^ 
poeelO'no.ia-léyS/,  tiu  i  5,  Partida  .2.%  y^por  oHo  debía  pasar  á  Francfieeo 
Merlin;  en  so  defecto  ¿  su  hijo  varón,  y  por  lilta  de  e>te  á  la  hembra,  y: 
aei  fliieeeívamente»  no  entrando  Ja  linee  det  secundo  géoito  basta  estinguir* 
so  "in  del  primero,  qoe  era  la  de  Francisco  Pertüa,  abuelo  del  esponénle: 
qa»  sjeoflotpfeferida. siempre  I»  linea  al  grado. -no  pudo  legaimente  entrar 
&  j»AiiV*BÍii'P6^^d> conprelaciqn A  la  de  su  hermano  Francisco,  por  ser 
ente  varón  y^primogéoitorque  Qjego  Pereña  tuvo  la  leni^neia  material  del 
fiocolo,  pero  no  la  posesiun  civil;  y  haciendo  mas  de  20  años  que  el  espo- 
nettle  le  pnería.sio  contradiecion,  i^  podía  disputársele  su  derecho  con  ar* 
reglo  á  la  ley  d.\  \iL  8.^  lib,  ^0'  de  la  N'^vlnima  RecnpHacion,  y  qoe  era 
impiocedeota  U  demanUa*  según  el  art;  Vde  te  de- 27  de  setiembre  de 
TOMO  vil.  S7 
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iS30,  y  lo  séHa  aan  existiendo  el  tlaculo,  por  no  nr  el  demaiidtnte  da  !• 
familia  preamada  por  e(  fundador: 

Resultando  qae  recibido  el  pleito  á  prueba,  y  hechas  las  que  se  aníea* 
laroD,  dictó  sentencia  el  Juas  de  primera  instancia  en  6  de  diciembre  de 
i859,  qoA  conOnnó  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  VaUadolideo  i(^ áe 
julio  dn  4860,  absolviendo  á  Dionisio  Pérez  Pereña  de  la  demanda  de  Gie- 
mente  Crespo: 

Resultaade,  por  último,  que  este  interpuso  recurso  de  casación  cootrt 
dicho  fallo,  porque  estando  declarado  por  éste  Tfibunal  Snpremo  que  m 
eran  vincolacienes  regulares,  y  por  ello  no  podían  regirse  por  la  let  de  la 
sucesión  de  la  Corona  todas  las  en  aue  el  óraen  de  suceder  no  era  el  esta- 
bleciJo  según  la  misma,  iii  podía  deteranoarse  de  antemano  qué  graáe  ni 
aun  qué  línea  podía  ser  la  inmediata  sucesora,  en  rason  de  depender  la  «•> 
lidttd. preferente  de  sucesor  de  circunstancia  eventual  i|ue  podía  haber  ea 
cualquier  pariente  de  peor  grado  y  línea  que  otro  si  rigiera  el  óréen  regu- 
lar, se  ha  (Hitado  á  ese  principio  de  doctrioa,  puesto  (|ue  considera  regular 
la  vinculación  de  Pedro  Marün,  sin  embargo  de  ser  irregular  por  las  cláu- 
sulas del  testamento  no  modificadas  por  el  codicito  al  hablar  de  proxinidad 
de  parentesco,  refiriéndose  la  sucesión  en  el  patronato  de  misas  y  ao  á  It 
de  (os  bienes  que  para  atender  á  su  cumpltmieoto  vinculó,  y  porque  aun 
no  sieodo  así,  el  mismo  codieilo  lo  hizo  irregular  llamando  en  primer  togir 
siempre  al  que  fuese  clérigo,  aunque  de  grado  mas  remoto  y  de  linea  oms 
l^ana,  con  lo  cual  hizo  imposible  la  sucesión  y  el  carácter  de  regular  ea  el 
vinculo: 

Y  también  porque,  siendo  otro  principio  de  doctrina  consignado  por  es- 
te  Snpremo  Toibuual  que  el  hecbo  de  la  posesión  al  establecerse  en  {836  la 
ley  de  desvinculaciones,  no  pudo  perjudicar  en  el  conoeplo  mllmo  de  esa 
ley  el  derecho  mas  legítimo  preferente  que  otro  pudiera  tener  á  la  sazón  al 
vinculo  que  se  desamortizaba,  y  al  oue  por  ello  debieran  oorrespomler  kM 
bienes  de  la  dotación  en  propiedad  basta  su  mitad  y  en  usufructo  la  otm 
reservable  ai  inmediato  sucesor,  se  ha  contravenido  á  dicho  prínci|MO  coa- 
siderando  poseedor  legítimo  en  i836  á  Dionisio  Pérez,  alende  asi  que  el  me* 
Fo  hecho  oe  su  posesión  no  bastaba  á  privar  al  recurrente  de  sa  prefereoie 
derecho,  ya  como  pariente  mas  cercano  del  último  poseedor,  ;a  réspede 
de  Diego  Pereña,  marido  de  Isabel  Criado,  por  ser  de  mayor  edad  que  Dio* 
nisio  Pérez  Percha: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ilitiistro  D.  Gabriel  Geruelo  de  Y^aseo: 

Considerando  que,  como  consecuencia  necesaria  del  carácter  ordinaile 
de  perpetuidad  inherente  á  los  mayorazgos,  faltando  los  llaroanientos  heehoa 
e»  Ht  fundación  entraban  á  suceder,  siempre  que  no  hubiera  espresado  el 
fundador  ser  otra  su  vohintad,  los  demás  parientes  soyos  sin  embargo  de 
que  DO  tuviesen  ia  cualidad  exigida  por  el  mismo,  y  que  llegado  esle  «caso  se 
reputaba  como  mayorazgo  regular,  por  más  que  los  primeros  llanaamienion 
80  separasen  en  uno  6  otro  punto  de  los  de  esta  dase: 

Considerando  que,  aunque  para  obtener  el  vhieole  de  que  en  este  pleito 
80  trata,  prefiriese  el  fundador  a  sus  parientes  varones  en  quienes  conour* 
riera  cierta  cualidad,  razón  por  la  que  debía  de  calificarse  de  naturaleía 
irregular,  es  un  hecho  reconocido  por  las  partes,  y  aereditado  además  én  les 
autos  que  Isabel  Criado  fué  poseedora  legltioia  de  dicho  vinculo,  lo  cual  on 
pudo  tener  logar  sino  por  haber  faltadolos  llamamientos  que  en  favor  M 
aquellos  se  hablan  hecho  en  la  fhndaoion,  viniendo  por  consinuieate  á  que* 
dar  desde  entonces  convertido  ea  regular  y  soislo  en  el  orden  de  suceder 
enélá  iMpiesGdpdonea  delalef  2.%  tft.  iS  de  la  Partida  2.^ 
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CoiMIdéfanáo  ^ué  don drregto  á  élhis,  después  del  faRéeinifeiito  de  la 
Dona  babel  Criado,  hasta  la  que  únicainente  bao  tratado  de  justiflear  sa 
eBlrooifue  (08  lítigaDles,  debiaii  de  Bucedar  an  el  vínculo  las  personas  de  la 
famüia  del  fundadur  en  quieiiiM)  oeqoínrneseD  tae  circunstancias  preferentes 
de  linea»  grado,  sexo  y  edad^  circunstancias  que,  sefjun  la  apreciación  de 
ias  pruebas  hecha  por  la  Sala  senlenciadora,  cuntra  la  cual  nada  se  ha  ale- 
gadOy  reunían  á  su  fa?or  las  de  la  líoea  del  demandado,  á  quien  por  la  mis* 
tna  razón  se  trasOrió  por  ministerio  de  la  \ej  en  la  última  vacante  la  pose- 
■ioQ  cifil  y  natural  de  los  bienes  entonces  vinculados,  de  los  que  además  se 
I  le  dio  después  posesión  judicial  ain  contradicción: 

Goosiaerando,  por  tanlo,  que  debiendo  sttoedesse  en  eate  vfnoalo,  al 
menos  desde  Dona  Isabel  Criado,  por  los  fundamentos  que  quedan  eepuet'* 
toa,  eonforme  á  las.  regias  de  los  mayoraagoa  regulares  ó  en  qu»  ae  seguía  el 
orden  establecido  por  la  ley  de  Partida  para  la  sucesión  de  la  Corona,  no 
tienn  aplicación  ai  caso  presente,  y^no  puede  por  lo  mismo  ii^uber  sido  lUr 
fríngída  la  doctrina  de  este  Supremo  Tribunal  que  en  apoyo  del  recurso  sé 
cita  en  primer  logar: 

Y  considerando,  por  áltimo,  que  tampoco  se  ha  infringido  la  que  en  se* 
gando  lugar  se  invoca  sobre  la  inteligencia  de  la  ley  de  ií  deoctubre  de 
4820  respeeto  al  derecho  preferente  al  del  peseador  aduat  da  que  bnbla  la 
misiaa,  que  pudiera  otro  tener  á  los  bienes  de  las  vinculaciones  auprimidas » 
puesto  que  en  la  sentencia  no  ae  absuelve  al  demandado  solo  porque  estu^ 
viese  en  posesión  del  mayorazgo  cuando  se  restableció  dicha  ley,  sino  por 
faaber  acreditado  que  le  asistía  mejor  dereolio  que  el  que  pretendía  tener  el 
recurrente; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  do  haber  logar  a)  recurso 
de  casación  interpuesto  por  Clemente  Crespo,  á  quien  condenamos  en  las 
cortas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  porque  na  prestado  caución  para  cuan-^ 
do  llegue  á  mpjor  fortuna;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  Valla- 
dólid  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  insertará 
eo  la  Colección  legiBlativa^  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— Ramón  López  Vázquez. -^Sebas* 
tian  González  Nandin.— Antero  de  Ccharri.— Gabriel  Gemelo  de  Velasco. 
-^Pedro  Gómez  de  Hermosa.— Pablo  Jiménez  de  Palaoio.^Ventnra  de  Gol* 
sa  y  Pando. 

Publicación.— *Le]da  y  Publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  IluS"' 
trfstmo  Sr.  D.  Gabriel  Geruelo  de  Velasco,  Hinistro  de  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  de  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  publica  en 
la  misma,  de  que  certifico  como  Bscribano  de  Cámara  habifitado  de  dicho 
Sapremo  Tribunal. 

Madrid  1."*  de  abril  de  i862.-^QÍ8  GalatrBvefio.--(6raeee<i  de  5  dé 
«brílde4862.) 


■eearso  de  easa^Un  (i/  de  abril  de  i862.)«*-TKacBiÍA 
MMioNio.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo 
BO  haber  logar  al  recurso  de  oasaeion  interpuesto  por  D.  >íaime  Ní^ 
colatt  y  vtros  contra  la  sentencia  prononciada  por  ia  Sala  prioaer» 
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de  la  Audiencia  de  Hailorca,  eu  pleito  con  Matgarita  Vidal»  y  se 

Tfisuelve* 

i.*'  Que  la  ley  i.\  tU.  46,  lib.  iOdsla  NmHsima  Recapilacim, 
en  que  se  estableció  el  registro  de  hipotecas,  solo  exigió  la  formali- 
dad de  anotarse  en  él  para  los  documentos  en  que  se  impusiera  un 
gravamen  esperíal  sobre  fincas  determinadas: 

2  ""  Que  el  decreto  de  23  de  mayo  de  i84S,  en  que  se  dictaron 
algunas  reglas  fiscales  para  la  recaudación  del  impuesto  hipotecario^ 
no  comprendió  entre  los  documentos  sujetos  á  registro  lasseiitenciai 
pronunciadas  en  causa  seguida  á  un  notaiio  por  faltas  en  las  escri- 
turas de  su  protocolo: 

3.^  Que  el  beneficio  de  excusión  establecido  en  favor  de  los  ter* 
ceros  poseedores  exige  como  condición  indispensable  que  el  titulo  en 
virtud  del  cual  poseen  sea  legitimo  y  bastante,  y  que  el  deudor  ó  pri- 
mer obligado  tenga  bienes: 

,4,"*  Que  no  pueden  considerarse  como  infringidas  leyes  que  no 
tieneti  aplicación  al  caso  objeto  del  litigio; 

Y  &*"  que  es  condición  necesaria  para  que  proceda  el  depósito 
en  la  interposición  del  recurso  de  casación,'  que  las  seníeficia$  de 
primer ay  segunda  instancia  sean  conformes  de  toda  confonnidad. 

£n  la  villa  y  cérte  de  Madrid^  á  1.^  de  abril  de  1862,  en  ios  autos  que 
penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado 
06  primera  instancia  de  llanacor  y  en  la  Sala  primera  de  la  Real  Audiencia 
de  Mallorca  por  D.  Jaime  Nicolau,  Miguel  Verger,  Marcos  Cervera  y  Sebas* 
tiaii  Ri«elló  contra  Margarita  Vidal  sobre  tercería  de  dominio: 

Resultando  que  O.  Damián  Luis  Adrover  fué  condenado  por  la  Audien- 
cia de  Mallorca  en  26  de  Abril  de  1843,  entre  otras  penas,  á  la  itidemniza- 
oion  de  todos  los  perjuicios  causados  y  que  se  ocasionasen  por  las  faltas  ^ue 
se  notaban  en  los  testamentos  y  escrituras  de  su  protocolo  y  á  la  privacioo 
del  oGcio  de  Notario: 

Rtisultando  que  en  30  de  diciembre  del  mismo  ano  D.  Damián  Luis 
Adrover,  por  medio  de  escritura,  que  se  re^stró  en  la  Contaduría  de  Hipo- 
tecas en  18  de  enero  de  1844,  donó  á  su  hijo  D.  Jaime,  para  después  de  su 
fallecimiento  y  d*»)  de  su  esposa^  la  mitad  de  los  bienes  muebles  y  semo- 
vientes que  en  aquel  dia  tuviese,  y  además  la  ventaja  de  la  casa  predio  Olí- 
ver,  con  la  condición  de  pagar  la  mitad  de  las  deudas  y.  obligaciones  qu6 
gravasen  sobre  todos  sus  bienes  al  tiempo  de  la  muerte  del  otorgante: 

Re>uitaudo  que  por  otra  escritura  de  26  de  enero  de  I84ü  liiiv)  efectiva 
la  donación,  que  de  la  mitad  desús  bienes  tenía  otorgada  desde  i 9  de  abril 
de  1836  á  su  otro  hijo  D.  Antonio,  con  espresi  m  de  los  en  que  cposi>tian^ 
bajo  la  intelígf^ncia  y  condición,  entre  otras,  de  mantener,  calzar  y  vestir 
ai  otorgante  y  á  su  esposa  mientras  viviesen: 

ResuiUindo  que  estos  otorgaron  una  escritura  en  6  de  agosto  de  1847, 
por  la  que,  en  contemplación  al  matrimonio  que  iba  á  contraer  su  citada 
nijo  D.  Jaime,  le  donaron,  su  padre  todos  los  bienes  que  le  quedaron  dif^po- 
nibles  después  de  la  donación  hecba  é  su  otro  hijo  D.  Antonio,  y  su  ma- 
dre  tod««  y  cualesquiera  bienes,  derechos  y  acciones  que  la  pertenecieran 
y  pudieran  pertenecer,  con  lacondicioo  de  pagarla  mitad  de  las  deudas» 
cargas  y  gr^vámenee  que  pasasen  aobre  ios  de  su  padre  y  la  de  los  gaBt08> 
de  au  Cttcaoioo  ei  enferoMse; 
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Resultando  que  por  escrituras  de  4,  40,  30  de  setiembre  y  30  de  do« 
Sembré  de  i848  y  iO  de  julio  de  1850,  de  las  que  se  tomó  razón  en  la 
Contaduría  de  Hipotecas,  D.  iáime  Adrover  vendió  y  dio  en  establecimiento 
á  Miguel  Verger,  Sebastian  Roselló,  Marcos  Cer?era  y  D.  iaime  Nicoiau  va- 
rias partidas  de  tierra,  que  le  pertenecían  por  donación  de  su  padre  y  tran- 
sacción con  su  hermano: 

Resultando  que  antes  de  otorgarse  dichas  escritoras  pidieron  Juan  Bur* 
ffuera  y  otros  la  nulidad  del  testamento  de  Sebastian  Burguera  por  los  de- 
lectes cometidos  por  el  Notario  Adrover,  y  que,  seguido  el  pleito  con  Cata- 
una  Ana  Forrer^  se  declaró  por  sentencia  de  revista  de  O  de  agosto  de 
1841  haber  muerto  aquel  intestado,  y  se  condenó  i  la  demanda  á  entregar 
la  herencia  del  mismo  con  los  frutos  percibidos  y  podidos  percibir: 

Resultando  que  privada  por  esa  ejecutoria  Margarita  Vidal  del  legado 
de  unas  casas,  que  la  iúzo  Sebastian  Burguera,  reclamó  contra  el  Not»rio 
Adrover,  el  cual  fué  condenado  por  sentencia  de  27  de  noviembre  de  1850 
á  indemnizarla  á  juicíp  de  peritos: 

Resultando  que  por  no  haberse  encontrado  bienes  propios  de  D.  Damián 
Adrover,  dirigió  la  Vidal  su  reclamación  contra  los  hijos  de  éste,  D.  Jaime 
y  D.  Antonio,  sosteniendo  la  nulidad  de  las  donacionns  de  30  de  diciembre 
de  1843,  26  de  enero  de  1846  y  6  de  agosto  de  1847,  las  cuales  se  decla- 
raron nulas  por  sentencia  de  31  de  mayo  de  1853,  en  cuanto  pi>rjudicaban 
el  crédito  de  Margarita  Vidal,  y  que  los  bienes  donados  debían  responder 
por  el  orden  inverso  de  anti^^uedad  y  toma  de  razón  en  el  oficio  de  hipote- 
cas de  dichas  escrituras: 

Resultando  que,  despachada  ejecución  por  la  cantidad  de  700  libras, 
üue  era  la  indemiiiZficion  que  debía  hacerse  á  Margarita  Vidal,  de^^ígnó  Don 
Jaime  Adrover  dus  fincas  para  el  embargo;  y  que,  verificado  este  y  señala-» 
do  día  para  el  remate,  presentaron  demanda  de  tercería  de  dominio  en  it 
de  junio  de  1858  D.  Juime  Nicnlau,  Miguel  Verger,  Marcos  Cervera  y  Se- 
bastian Rosel  ó,  pidiendo  la  suspensión  de  los  procedimientos  ejecutivos,  y 
que  se  declarasen  las  fincas  embargadas  libres  del  pago  de  los  perjuicios 
que  reclamaba  la  Vidal,  alegando  que  las  tenían  legítimamente  adquiridas 
por  liis  referidas  escrituras,  poseyéndolas  hasta  entonces  quieta  y  pacifica- 
mente, mejorándolas  considerablemente:  que  el  valor  de  esta  mejora  de- 
biera dejárseles  siempre  á  salvo;  y  que  la  donación  hecha  en  30  de  diciem^ 
brede  1843  por  D.  Damián  y  su  esposa  para  después  de  su  muerte,  fué 
registrada  en  hipotecas  en  18  de  enero  de  1844,  por  consiguiente  que,  aun 
cuando  Margarita  Vidal   tuviese  derecho  para  nírigirse  contra  los  bienes 

gne  fueron  de  D.  Damián,  debía  hacerlo  primeramente  contra  los  que  este 
ubíese  enajenado  con  posterioridad  á  las  enajenaciones  hechas  ¿  los  espo- 
oentes,  (oda  vez  que  habiendo  de  aquellas  no  podia  decirse  que  ejtas  fue- 
ron en  perjuicio  suyo: 

Resultando  que  Margarita  Vidal  solicitó  se  desestimase  la  tercería  pro^- 
pnesta  y  se  mandasen  continuar  las  diligencias  de  apremio  basta  ultimarse 
la  venta  judicial,  esponierido  en  apoyo  que  Adro? er  no  pudo  hacer  á  su 
hno  D.  Jbime  la  donación  en  razón  de  la  condena  que  le  fué  impuesta  éü 
27  de  abril  de  1843,  la  cual  le  inhabilitó  para  otorgar  acto  alguno,  gracio- 
so ú  oneroso,  traslativo  de  ^U9  bienes  en  perjuicio  de  la  esponente;  qne  lU 
otra  donación  de  30  de^  diciembre  de  t843.  como  de  bienes  muebles  v  se«- 
movientes,  cenada  servia  a  ios  demandantes  para  ei  oojeto  de  la  tercena; 
que  la  de  6  de  agosto  de  1847  no  podia  perjudicarla  tampoco,  ob$tándol$ 
«demás,  la  sentencia  de  31  de  mavo  de  1853,  que  declaró  nulas  dichas 
douaeioaes;  y  que  habiéndose  seguido  el  orden  inverso  de  antigüedad  d6 
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los  biene»  transmitidos  por  D.  Danuan  á  sas  hijos,  y  tíen^o  el  último  dona* 
tario  D.  Jaime,  debió  principiarse, la  ^ecuciOQ  por  las  Qooas  enajenadla 
por  este  ¿  los  demundHiUes: 

ResuUnQílo  que,  recibido  el  pleito  á  prueba  y  becbas  las  que  se  artícola- 
70D,  dictó  seotenciü  el  Juez  de  primera  iostancia  eo  31  de  agosto  de  i85d. 
declarando  no  haber  lugar  á  la  tercería,  con  reserva  á  los  demandantes  del 
derecho  que  creyeran  competirles,  tanto  sobre  venta  cuanto  sobre  las  me- 
joras respectivas  hechas  en  la  6nca,  mandando  continuar  las  diligencias  de 
apremio  hasta  su  terminación,  y  que  esta  sentencia  fué  cnoGrmada  por  Ifi 
Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Mallorca  en  18  de  febrero  de  1660,  enteof- 
diéndose  la  reserva  de  derechos  ostensiva  á  los  perjuicios  que  los  deman- 
dantes hubiesen  sufrido  por  la  falta  de  estabilidad  de  las  adcfuisiciones  que 
hielen  n  y  á  las  coüta.%  que  se  les  hablan  ocasionado  y  ocasionaren  por  el 
mismo  motivo,  imponiendo  á  D.  Damián  Adrover  todas  las  causadas  á  Mar- 
garita  Vidal  en  las  dos  instancias  de  estos  autos: 

Y  resultando  que  contra  ese  fallo  se  interpuso  recurso  de  casación  por 
D.  Jaime  Nícolau  y  consortes,  fund/mdolo  en  creer  infringidas  por  el  mismo 
la  ley  1«*,  Üt.  16,  lib.  10  de  la  Novísima  Recopilación,  el  Real  decreto  de 
23  de  mayo  de  1845  v  los  principios  sentados  por  este  Tribunal  Supremo 
en  los  considerándosele  la  sentencia  de  9  de  junio  de  1857,  puesto  que  se 
ha  estimado  el  embarco  contra  terceros,  cuando  no  resulta  tomada  razón 
en  la  Contaduría  de  Hipotecas  de  la  sentencia  de  27  de  abril  de  1843,  ai 
hecha  esclu^ion  en  los  bienes  del  deudor: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Antero  de  Echarri: 

Considerando  que  la  ley  1/,  tít.  16,  libro  10  de  la  Novísima  Recopila- 
eion,  en  que  se  estableció  el  registro  de  hipotecas,  solo  exigió  la  formalidad 
de  anotarse  eo  él  para  los  doc^mentoa  en  que  se  impusiera  un  gravámea 
especial  y  sobre  fincas  delerniinadas: 

Considerando  que  la  responsabilidad  impuesta  al  Notario  D.  Damián 
Luis  Adrover  por  la  ejecutoria  de  27  de  abril  de  1843  no  fué  esencial  ni  ii*- 
mitad»  á  determinados  bienes,  sino  que  pesaba  sobretodos  los  que  tenia  en 
aquella  época: 

Gaisiderando,  además,  que  declarada  por  otra  ejecutoria  de  31  de  mayo 
de  1853  la  nulidad  de  las  donaciones  hechas  por  aquel  en  favor  de  aoa 
hijos,  el  efecto  natural  y  consisuientees,  que  lo  fueron  igualmente  las  ena* 
jeoaciones  realizadas  por  los  úlüroa<«  en  favor  de  lo<(  recurrentes: 

Considerando  que  el  decreto  de  23  de  mayo  de  1845,  en  que  se  dUtaroii 
algunas  reglas  en  el  orden  fiscal  6  de  recaudación  del  impuesto  bipotecai- 
fio,  no  comprendió  entre  los  documentos  sujetos  al  registro  las  senteocias 
de  la  clase  de  la  pronunciada  en  la  causa  del  Notario  Adrover: 

Ciinsiderando  que  no  ^s  aplicable  á  este  litigio  la  doctrina  establecida 
en  la  sentencia  de  este  Tribunal  de  9  de  junio  de  1857,  porquo  entre  uno 

Lotro  caso  eiisteo  diferencias  muy  esenciales,  siendo  una  de  ellas  la  de  no 
iberse  declarado  nula  en  el  primero  la  venta  hecha  al  tercer  poseedor;  cUr- 
cunstanria  que  tuvo  muy  presente  y  de  que  hizo  especial  oiiencioa  la  Sala 
qae  dictó  aquel  fallo: 

Cou^iiderando  que  el  beneficio  de  excusión  establecido  en  favor  de  loa 
terceros  poseed*  res  exige  como  condición  indispensable  que  el  titulo  en 
virtud  del  cual  poseen  sea  legítipQo  y  bastante,  y  que  el  deudor  ó  prinaer 
obligado  tenga  bienes;  circunstancias  que  no  concurren  en  el  caso  concre- 
to de  eale  pleito,  atendida  la  nolidad  de  las  donaciones  hechas  por  al 
Notario  Adrover  y  su  ahsolnia  despraBdúnienU)  de  loa  bianea  que  le  pvte-» 
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Cootideranda»  por  t»oto,  que  no  se  han  inlrtDgido  la  ley,  él  deereto  ni 
la  doctrina  que  se  citarqn  en  el  recurro: 

Considerando  que,  según  el  ar(.  4027  de  la  ley  de  enjuiciamiento  civfl, 
•s  oondijcion  necesaria  p^ra  que  proceda  el  depósito  en  la  interposición  del 
Tecurso  de  casación,  que  las  sentencias  de  primera  y  segunda  instancia 
sean  conformes  de  toda  cooformidad^  lo  que  no  se  veríflca  en  las  pronun- 
ciadas en  este  pleito,  pues  la  última  amplía  notablemente  la  reserva  hecha 
«a  la  primera; 

Fallamos  q«e  debemos  deelarar  y  declaremos  no  haber  logar  al  recurso 
interpuesto  por  D.  Jaime  Nicolao,  Miguel  Yerger,  Marcos  CerTora  y  Sebas- 
tian Roselló,  á  quienes  condenamos  en  las  costas,  mandando  que  se  les  de- 
^elv«  el  depósito  constituido  y  los  autos  á  la  Audiencia  de  Mallorca  con  la 
certificación  correspondiente. 

Aáí  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inser- 
tará aa  ta  Coieecion  legülativa^  pasándose  al  efecto  las  copias  necesariss, 
lo  pranapoiaoiüs,  ^«andamos  y  firmaraoft.-— Ramón  López  Vázquez.— Ante- 
ro  da  Echarri.— ^Sabriel  Gemelo  de  Velasco.— Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa. 
^Pedro  Gómez  de  Hermosa.-— Patrio  JimencE  de  Palacio.— Laureano  Rojo 
de  Norzpgaray. 

Pubüeacton. — Leída  y  publicada  fué  esta  sentencia  por  el  limo.  Sr.  Don 
Antero  de  Bcharrí,  Ministro  de  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  de 
Josüeia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  la  misma,  de  que  cer- 
tifico oomo  Escribano  de  Cámara  habilitado  de  dicho  Supremo  Tribunal, 

Madrid  1.^  de  abril  de  1862.-— Luis  Calatraveño.— (i^aoeto  de  8  de  abril 
éBi86S.) 


W. 

Recpim»  de  injusiieia  laoiorla  (2  de  abril  de  i862.). 
— Paoo^  o«  cai<t(dao.— rSe  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Sopremo  no  haber  lugar  al  reeurso  de  injusticia  notaría  intep- 

Eoesto  por  D.  Ramón  Salvado  contra  la  sentencia  pronunciada  por 
i  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  el  pi* 
leetor  dtí  la  Sociedad  anónima  Fundición  Barcelonesa  de  broncas 
If  otros  metales,  y  se  resuelve: 

i.*  Que  según  el  art,  26S  del  Código  de  Comercio,  el  gerente 
de  una  sociedad  anónima  tiene  el  concepto  de  mandatario,  y  que 
par  lo  tanto  awique  sus  poderes  fuesen  generales,  solo  esiáauloriMi- 
do  pava  los  actos  que  exije  la  dirección  del  establecimiento  ó  só- 
eéedad: 

3.*  Que  para  imponer  á  los  fondos  de  una  sociedad  anónima  la 
responsabilidad  de  las  obligaciones  contraidas  en  su  manejo  y,  ad- 
minislracwn  es  indispensable  que  se  hayan  hecho  por  persona  legí- 
tima  y  bajo  la  forma  presctitaen  los  reglameiitos;  no  siendo  nece- 
Mario,  por  lo  mismo,  una  proUbicion  espresa,  y  bastando  que  la  obli- 
gadon  no  se  comprenda  en  la  naturakza  ó  en  el  orden  comwi  y  rd- 
guiar  de  las  opetracienee  propias  al  objeU^  de  la  empresa; 
Z.^    Que  n  gerente  ó  administrador  de  un  esMleeimiento  fabrU 
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no  puede  tener  úlro  concepto  kfal  áueeldeuií  fátíor,  y^qitotn  eáe 
mentido  le  non  aplicables  los  artículos  iH,  175,  177,  .181,  182.]f 
187  del  Código  de  Comercio; 

¥  4.®  que  una  sentencia  en  materta  mcrcantU  no  es  injutta 
aunque  se  oponga  á  lo  dispuesto  sobre  di€?ui  materia  por  las  leye$ 
del  Digesto  y  demás  romanas,  con  tal  que  se  halle  ajutíada  á  Uu 
prescripciones  del  Código  de  Comercio  vigente^  que  es  el  general 
para  toda  la  monarquia  y  derogatorio  por  eomiguieníe  de  todas 
las  leyes  anteriores  en  la  materia. 

En  la  Tilla  y  corle  de  Madrid,  á  2  de  abril  de  1862,  eo  ios  aotoe  <|ae 

Senden  ante  Nos  por  recurso  de  injusticia  notoria,  seguidos  eo  el  Triboiiil 
e  Comercio  y  en  M  Real  Audiencia  de  Barcelona  por  D.  Ramoo  Salvada 
4iontra  el  Director  y  Administrador  interino  de  la  sociedad  anónifiM  febril 
y  mercantil  tilul»da  Fundición  barcelonesa  de  bronoesy  oíros  melakr»  so- 
ore  pago  de  i  6,000  duros: 

Resultando  que  por  los  estatutos  bajo  los  qiie  se  constituyó  dicha  socia* 
dad  con  Real  aprobación  se  estableció  que  babia  de  regirse  por  la  (anta  ge- 
neral de  accionistas,  por  una  de  gobierno  y  por  una  direccMHi,  ssoalando  á 
cada  una  »U9  atribuciones;  siendo  las  de  la  úitiroa^r  el  arU  20:  aLa  dirae- 
cion,  administración  y  manejo  de  las  operaciones  de  la  sociedad  correspoih 
derá  esclusivaroente  durante  los  i  O  «ñus  primeros  de  la  misma  al  DirecUir 

3Qe  nombre  la  Junta  de  gobierno  á  pluralidad  ab^^eluta  de  votos:  trasourri* 
os  los  dichos,  10  Huos  primeros  del  cargo  del  referido  Director,  correspon- 
derá á  la  junta  general  de  accionistas  la  elección  del  que  baya  de  sucederi 
pudiendo  ser  reelegido  el  mismo.»  Por  el  art.  34:  «Dispondrá  el  Directoría 
aplicación  de  los  fondos  á  los  objetos  propios  de  la  sociedad;  y  después  de 
estar  montado  y  en  marcha  el  establecimiento  principal,  podrá  adquirir  de 
nuevo  las  máquinas  que  fueren  necesarias,  siempre  que  el  valor  de  ellas  en 
un  semestre  no  esceda  de  100,000  rs.  vn.:  pasando  de  esta  suma,  tendrá 

3ue  obtener  la  aprobación  de  la  Junta  de  gobiemo;D  y  por  el  art.  39  se 
ispuso:  ((Bl  Director  puede  ser  removido  habiendo  causa  justa  y  probada 
coa  arreglo  á  la  legislación  vigente:» 

Resultabdo  que  en  el  art.  ti  del  reglamento  de  la  misaaa  sociedad  se 
coDsij^nó:  «La  administración  de  la  compañía  está  esclusivameole  á  cargo 
del  Director,  el  cual  la  representará  en  todo  lo  relativo  ai  objeto  de  su  ioa- 
titucion:»  en  el  36,  «que  solo  el  Director  podrá  usar  de  la  Brasa  social,  y 
en  su  ausencia  ó  enfermedad  la  persona  que,  perteneciendo  á  al  Junia  da 
gobierno,  delegue  él  mismo  con  acuerdo  de  dicha  Junta;»  y  en  el  37  ael  Di- 
rector es  el  jefe  inmediato  y  único  del  establecimiento,  todos  los  empleados 
del  establecimiento  dependerán  ánica  y  esdusivamente  del  Director.» 

Resultando  qu*"  con  el  seUo  de  la  sociedad  y  firma  del  Diredor  y  Admi- 
nistrador D.  José  Molas  y  Val  vé  se  espidieron  cuatro  pagarés  en  15  de  eaa-  i 
YO,  16  de  febrero,  1.*  y  45  de  marzo  de  i855  á  la  orden  de  D.  Ramón  Sal-  { 
vado  por  vnlor  en  junto  de  I6»000  duros  recibidos  de  él  en  metálico  y  á  car-  | 
go  de  U  misma  sociedad,  que  debía  pagarlos  en  16  de  octubre,  15  y  30  ds 
noviembre  y  45  de  diciembre  de  aquel  ai^o: 

Resultando  que  en  3  de  abril  del  mismo  se  celebró  junta  general  de  ac- 
cionistas sin  qne  conste  asistió  O.  Ramón  Satv^tdó,  en  fa  roa*,  habiendo 
berh<»  el  presidente  una  re^ei&ii  del  estado  de  la  sociedad  manifestando  que 
para  darla  el  impulso  necesario  se  bacía  indispensable  aumentar  et  capital  ó 
tecttrrir  á  un  préstame,  ó  bien  aceptar  la  proposiciaa  da  arriando  por  ocho 
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«te  pntm/Uáñ  ñor  6l  Director  D.  José  Motas,  faé  aceptado  este  último  me- 
dio después  de  discotidos  los  tres  propuestos: 

Resultando  que  para  i  (erar  á  eiectd  dicho  acuerdo  otorgó  una  escritora 
ia  Junta  de  gobierno  en  ^  del  roismo  mes,  por  la  que  díd  en  arrendamten* 
to  á  D.  José  Molas  por  término  de  ocho  a&os  foreosos,  para  los  dos  que  fina- 
lixanan  en  fin  de  1862,  todos  los  edificios,  talleres,  máquinas,  útiles,  ense- 
resy  primeras  materias,  géneros  elaborados,  créditos  y  débitos  que  tenia  la 
sociedad  por  el  mismo  inventario  y  justiprecio  en  que  figuraban  en  el  últi- 
mo balance  de  31  de  diciembre  de  1854,  con  los  pacto?,  entre  otros,  de  que 
Molas  aseguraría  á  cada  una  de  las  acciones  que  estaban  en  circulación ,  j  á 
las  245  industriales  que  en  clase^de  Director  le  estaban  asignadas  en  el  ar- 
ticulo 37  de  los  estatutos  v  de  las  que  hacia  cesión  á  la  sociedad  un  interés 
de  9  por  100  anual  en  cada  uno  de  los  primeros  cuatro  anos  del  arriendo  y 
toe|j[0  el  10 por  100  en  los  restantes;  que  quedaba  obligado  é  apartar  un 
capital  minimo  de  165,000  duros  en  efectivo,  que  iria  quedando  afecto  á 
medida  que  ingresase  al  cnmfyiimieato  de  los  pactos  estipulados  en  este 
contrato  nasta  hacerse  liquidación  al  espirar  so  plazo :  que  en  virtud  de  re- 
sultar del  inventario  de  3  i  de  dicienibre  de  1654  que  Molas  era  acreedor  de 
la  sociedad  por  cantidad  de  84,600  duros,  quedaba  esta  cancelada  y  admi- 
tida á  buena  cuenta  de  165,000  á  que  el  pacto  anterior  se  refería,  y  que  del 
mlnimun  capital  que  tenia  que  apartar  solo  podría  emplear  15,000  duros  en 
nuevas  máquinas ,  permaneciendo  el  resto  en  clase  de  capital  circulante 
hasta  la  conclusión  de  este  contrato: 

Resultando  que  presentados  los  referídos  pagarés  por  no  haber  sido  sa- 
tisfeefaofté  su  respectivo  vencimiento,  presentó  demanda  D.  Ramón  Salva- 
do en  12  de  abril  de  1856  pidiendo  se  condenase  á  la  sociedad  anónima 
Fvtndicion  bare^onesa  ds  brtmees  y  otros  metales,  6  fuese  á  su  Director- 
administrador,  á  que  le  pagase  aquellos  16,000  duros,  con  roas  los  intere- 
ses mercantiles  desde  la  fecha  de  los  protestos  y  las  costas  cansadas  y  que 
se  csosaren  hasta  el  efectivo  y  total  pego : 

Resoltando  que  D.  Tomás  Pábregas,  Director-administrador  interino  de 
la  sodedad,  solicitó  m  le  absolviese  de  la  demanda  con  reserva  de  su  dere- 
ebosl  actor  para  reclamar  lo  que  legftimamente  aicanza^^e  después  de  da- 
sifieados  los  créditos  pasivos  de  la  misma,  y  alegó  falla  de  acción  en  el  de- 
msodantA  y  venir  aquella  Injustificada,  fundándolo  en  que  la  fuga  y  aban- 
dono de  D.  José  Molas  y  Valvé,  Director  que  fué  de  la  empresa,  comprome- 
tió doblemente  los  intereses  de  los  accionit^tas  por  cuanto  no  solo  se  d(>.scu- 
bné  hi  duplicación  de  acciones,  y  con  ella  el  esceso  de  valores  circulantes 
sobre  el  capital  nominal,  sino  que  dei^pues  se  descubrieron  no  pocas  v  cre- 
cidas obligactones  contraidas  en  nombre  de  la  sociedad,  y  por  el  que  lleva- 
be  so  firma  de  uii  modo  ilegal  y  abusivo  que  no  permitía  aceptarla  sin  ulte- 
rior examen :  que  en  situación  tan  anómala  y  escepcional,  el  Director  de  il 
compañía  y  su  Junta  de  gobierno  no  podían  pagar  ni  reconocer  obligación 
alguna  de  las  reconocidas  en  nombre  de  D.  José  Molas  hasta  que,  resuelto 
por  el  GeiNerno  de  S.  M.  el  espediente  que  sobre  los  sucesos  de  la  misma  le 
mbia  sido  remitido  en  consulta,  pudieran  someterse  al  acuerdo  especial  de 
la  Junta  general :  que  D.  José  Molas,  como  Director^admioistrador ,  usando 
de  las  facultades  que  le  competían  según  los  estatutos ,  podía  contratar  y 
obligaba  á  la  9ñ(^iH\n^  «»n  todo  lo  rotativo  al  curso  de  la  administración;  pe- 
ro que  no  era  tatí  cierto  como  de  contrarío  se  suponía,  ni  este  podía  dis- 
pensarse de  justitorle;  que  las  atribuciones  de  aquel  como  g<^rente  alcan- 
zasen pan  toaoar  préstamo  en  cantidades  crecidas  y  comprometer  los  inte* 
•fosas  oe  la  sociedad,  y  que  los  que  hubiesen  contratado  oonf  él  en  negocios 
TOMO  YU.  28 
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cbo  teoian  contra  eita  si  habían  participado  del  doJo  j  nula  (é  dei  exDir6Q« 
tor,  y  »on  cuando  no  cwreciao  tfíiobieo  de  accien  si  tr^alaroQ  en  operacionea 
que  el  Director  no  podía  emprender  sin  esiralimilarse  de  las  faoultadea  que  . 
al  tenor  de  los  estatutos  le  competian : 

Besultai^do  que  después  de  hecha  la  prueba  de  teatigos  q«e  articulé  el 
demandantPy  dictó  santancia  el  Tribunal  de  Gonercie  ea  23  de  diciembiie 
de  4656^  que  revocó  la  Sula  tercera  de  la  Real  Audiencia  de  BareelMia  ea 
S  de  mayo.de  i«58,  absolviendo  al  Admi«Í9irador  interino  de  la  refeiiáa 
8ocit>d8il  D.  To(9¿.s  F^bregad,  en  cepresenlacion  de  la  misma,  de  la  deman- 
da de  D.  Ramón  Sujvadó: 

Y  resultando  que  confirmada  con  costas  dicha  seatencia  por  la  de  rer 
▼isla  q^ie  eo  U  de  setiembre  de  iB59  pronunciaron  el  Regenlo  y  caalio 
Magistrados  de  U  Sala  primera^  interpuso  D.  Ramón  Salvado  recuraaáa 
injttüticia  notoria  fundado: 

Pximero,  en  que  al  calificar  al  gerente  de  mandatario»  se  han  quakran* 
lado  los  articulos  29  y  39  de  les  estatutos,  1/ey  especial  en  la  materia,  a^e 
escluíao  dicha  clasilicacion  y  demostraban  que  el  poder  que  tuvo  MíOlas  día- 
taba  mucho  de  poderse  eslimar  como  un  aaero  mandato: 

Segundo,  porque  al  calificarse  de  acto  de  di$po»icion  ei  levantamíenlo 

de  emp^é^t¡tofl,  se  han  infringido  la  ley  4.',  párrafo  octavo,  ¿)t^«  eawreítorta; 

la  5.',  párrafo  irt^ce  Úig,  imii^vk  aciione^  y  la  (íl^  párrafo  veinte,  Dig, 

pro  socio,  que  los  conbideran  como  meros  actos  adminiatrativos: 

Tercero,  porque  iV9  ascendiendo  las  leyes  del  Dig,  i6  dt  rebu$  eréiitis, 

J27  de  pacUs,  para  que  sea  eficaz  la  acción  crédito  pecunio,  al  usoifoe  ae 
aya  h4»cbo  del  dinero  prestado,  sino  á  la  averiguaeion  de  quióo  lo  pidió  y 
de  quióo  se  obligó  á  devolverlo,  no  se  ha  eondenado,  cualquiera  4|tio  ter 
biese  sido  el  ut^o  que  se  hiciera  del  préstamo,  á  la  devolución  del  mismo: 

Cuarto,  por  ser  as^imi-^mo  contraria  la  sentencia  á  las  prescripcioiies  de 
los  artículos  277,  279  y  320  del  Código  de  Comercio  at  absolver  á  la  aocifr 
dad  y  relevarla  del  consiguiente  pago  de  las  obligacionos  conlraidaa  en  aa 
Jiombre  por  la  persona  que  legítimamente  la  representaba  y  en  la^farma  me 
contraía  todas:;  siendo  asi  que  no  podía  dudarse  que  los  actoe  de  la  FWrm- 
otof>  barcelonesa  habían  sido  tales,  aue  no  solo  podía  infenrae  de  elloa»  ai* 
no  4ledtirir.se  lógicamente  que  aprobaron  que  su  Admíaiatrador  levaíáar 
ra  nréstamos: 

Otimit»,  que  coniradecia  asimismo  la  sentencia  las  dispeaiciones  de  loa 
artículos  174.  17S,  177,  181,  m  y  187  del  Código  de  Comercio  y  las  l«ye0 
del  Derecho  Romano  que  hablan  de  inttítorsa,  toda  vea  que  sobre  hacer  el 
Admínístriklor  de  una  sociedad  de  ínieríor  condioion  á  la  de  un  factor,  m 
opone  á  la  filosofía  de  dicho  Código,  que  parte  del  conoepto  y  principio  ge* 
neral  de  qMa  todo  apoderado  en  el  comercio  que  esté  al  freate  de  algún  m- 

SQclo  ó  establecimiento,  puede  hacer  lodo  aquello  qqe  bacAr  podría  eliMia* 
ante  mientras  no  se  le  bubíere  prohibido: 

Y  sesto,  que  era  contraria  igualmente  á  loa  principios  da  equidad  unUt* 
rsl  y  leyes  del  derecho  oomoo,  que  eooeeden  la  aecion  llamada  tu  rmn  «er- 
ao  para  repetir  de  aquel  que  se  aprovechó  de  lo  que  prestado  á  qn  lerteio 
sirvió  para  su  utilidad^  puesto  que  resultaba  que  Molas,  que  recibió  el  prée^ 
tamo  por  y  para  la  sociedad,  dejó  á  esta  su  capital  íntegro  y  mas  de  lo  qoa 
debía  dejarle  para  cubrir  el  préstamo  reclamado  y  otros  mw^hos: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Mureano  Rofo  de  Nonagaray : 
Considerando  que  según  el  act.  265  del  Código  da  Comercio  el  geMnto 
i$  una  aqciedad  aadicMma  lieoe  el  eaue^pto  do  maMai^rio^  y  que  oMifitá»- 
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éom  de  tel  en  la  sMUncia  contra  la  cual  ae  ba  íAlerpaesto  el  presenta  ran 
corso  al  Director  administrador  de .  .la  tUqlada  FunéUokm  bar^h^ 
iMMi,  no  ae  liaa  q<|eÍNraiHa/da  loa  armonios J|9  j  39  de  los  esUtqiea  4e  M 
miaiDoa: 

Considerando  que  aun  cuando  los  poderes  del  Director  de  dicha  socie- 
dad foesen  generales  y  no  estuTíesen'ihnitadoSy  como  lo  están  por  el  ar- 
Ucnlo  34  de  dichos  estatutos,  no  le  autorizaban  para  otros  actos  <|iie  los  que 
exigía  la  dirección  del  eaiablecimiento,  según  el  art.  i  75  del  citudo  Códi- 
go, entre  los  cuales  no  puede  considerarse  comprendido  el  tomar  préstamos 
como  los  coAtraMos  en  farer  de  B.  ft^non  Salvado^  povqua  asta-oparacion 
BO  ea  peculiar  de  un  estabLeeimienfcD  de  fabricación  y  es^endicion,  subordi- 
nado al  capital  Ojo  y  preexistente  que  farma  al  fondo  social,  lo  cual  coostí- 
toye  una  de  las  reglas  que  deben  tenerse  presentes,  según  el  art.  181  del 
eapresado  CiSdígo,  para  calificar  la  conducta  de  los  factores  y  la  responsabl- 
Rdad  de  sos  comitentes: 

Considerando,  además,  que  para  imponer  á  los  fondos  de  ona  sociedad 
aBónima  la  re«pORsabi;tdad  da  las  obtiy^adoDea  coBtraidaa  an  su  manejo  y 
administracioi»,  es  iodispeiiBabla  qoe  aa^hayan  hecho  por  peíaona  legítima 
y  bajo  la  forma  prescrita  en  sus  reglamentos;  no  siendo  ned^asario,  por  k> 
mismo,  una  prohibición  espresa,  y  bastando  que  la  obligación  no  se  com- 
prenda en  la  naturaleta  ó  en  el  ócden  cpmuo  y  regular  de  las  operaaionea 
propias  al  objeto  de  la  empresa: 

0»o«iderHDdo  que  el  gerenta  ó  adminiatradar  de  un  establecimiento  for 
kríl  DO  puede  tenar  otro  coopepto  legal  que  el  de  un  íactor,  y  que  en  este 
aaoiido  la  sob  aplicables  los  artículos  citados  d^  Código  de  Comercio,  loa 
cnalea,  lejos  da  contrariar,  oooGrman  la  doctrioa  que  se  deja  sentada: 

Ganaiderando  que  las  leyes  del  Oigeato  y  demás  del  Derecho  Romano 
qna  ae  invocan  están  en  oposición  con  la  misma  doctrina,  y  que  dado  aqa 
Mi  fuera  no  seria  par  ello  injusta  la  sentencia  objeto  del  recurso,  habióoda- 
86  ajo^tado  á  laa  prescripciones  del  Código  da  Comercio  vigente,  oua  ea  al 
ganaral  para  toda  ia  llonarquia,  y  derogatorio  por  tanto  de  todas  las  leyes 
iBtoriores  en  esta  materia: 

Considerando  que  no  habiendo  ingresado  en  la  sociedad  los  préstamos 
aoBtiaidos  por  Molas,  ni  habiendo  redundado  en  utilidad  da  la  roisoia,  so* 
¿re  lo  cual  no  se  ha  suministrado  prueba  suficiente  á  juicio  de  la  Sala  san- 
teociadara,  no  proceda  la  acción  t»  r$m  varao  contra  aquella,  y  por  coosi- 
niente  que  la  sentencia  no  ea  contraria  tampoco  i  los  principios  da  aquí- 
-2ad  natural  y  kyas  del  derecho  cooiun  que  concedan  dicha  acción; 

Fallamoa  que  debenjos  dccjlaxar  y  dMlaraníios  no  haber  lugar  al  recurso 
4^  ÍQiu^icta  notoria  interpuesto  poa  D»  Bamoo  Salvado,  á  quien  condenar 
ame  en  las  costas  y  en  la  pérdida  del  depósito  constituido,  al  que  se  dará  ^ 
«BlicacioD  ordinaria;  devolviéndose  los  autoa  con  la  cerUtleacioQ  coixaspon* 
dIeBtB  á  la  Audieoeia  de  donde  jf^rocedeo. 

ké  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  an  la  Gae$ta  é  inserAfr 
fá  en  la  Coleecüm  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  jb 
j^ounciaoios,  mandamos  y  firnuaasna.r-Ramian  López  Vaaquez.-~Seba«r 
tíao  Goqaales  Nandin.— A^ntero  da  ScbarrL-^Gabriel  Ceruelo  de  Velasca* 
—Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa.— Pedro  Gomes  da  Hermosa»-^Pabio  Jima* 
laea  de  Palacio.— LaipraaBO  Rojo  da  Noraagaray^— «Ventura  4a  Colsa  j 
Pando. 

PublieacíoB. — Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  al  Bicce- 

'  taaÜaliBo  é  Una.  Sr.  D,  Raaion  Lapaz  Vazquaz»  Presidente  da  la  Sala  prir 

wñgrm  dal'TfiluiBAl  &noraiBO  de  Juaücia.  aaláiidasa  ealebrando  audianoia  d&i« 


Digitized  by  VjOOQIC 


220  ^      iDBISnODIHCU  CIVIL* 

Mica  en  ta  misma,  de  q«M  eerfffieo  como  Secretario  de  S.  M.  y  Eflcríbano 
de  Cámara  de  dicho  Supremo  Tribunal. 

Madrid  2  de  abril  de  1882.— DíoiOno  Antonio  de  Poga.— (Goosto  de  t 
de  abril  de  1862.) 
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Reenria»  die«iisftéi#n  (2  de  abril  de  i862./--RtcLASA«- 
cíoif  DE  PARTE  DB  uifA  HERENcu.— Se  dccIara  por  la  Sala  primera 
del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  intcr- 
pueslo  por  Carmelo  Sánchez  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la 
Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Valencia,  en  pleito  coa  D.  Félix 
Xerrí;  y  se  resuelve: 

Que  la  senUítieia  que  eraiende  y  esplica  conforme  á  su  letra  p 
¡»pküu  una  cláumla  testameníariat  no  infringe  esta  ni  la  ley  Br^ 
tó.  83,  Parí.  7/ 

En  la  tilla  y  corte  de  Madrid,  á  2  de  abril  de  1862,  en  los  autos  que 
penden  ante  Nos,  por  recurso  dn  casación,  se^^uitlos  en  el  Juzg<)do  de  pri- 
mera instancia  del  distrito  de  Serranos  de  Valencia,  y  en  la  Sala  segunda  de 
la  Real  Audiencia  de  la  misma  por  Carmelo  Sánchez,  como  marido  de  Isa- 
bel Catata,  contra  D.  Félix  Xerrf,  en  concepto  de  curador  de  los  menores 
José  María' y  Emilia  Carruana,  sobre  reclamación  de  parte  de  una  herencia: 

Resultando  que  D.  Jo^  Garruapa  otogó  testamento  en  4  de  setiembre  de 
1854,  instituyendo  herederos  de  sus  bienes  á  pu  hermana  Margarita  y  á  los 
referidos  menores  José  Maria  y  Emilia,  á  ios  que  desde  muy  pequeños  te- 
nia en  su  casa  y  compHnfa,  cuidando  de  su  asistencia  y  educación: 

Resultando  que  D(»ña  Margarita  Carruana ,  de  estado  soltera,  y  sin  as- 
cendientes ni  descendientes,  otorgó  su  testamento  en  3  de  octubre  de  1996, 
por  el  cual,  después  de  hacer  ?aríos  legados,  dispuso  que  del  remanente  da 
todos  sus  bienes,  derechos  y  acrinnes,  fueseO  sus  herederos  únicos  y  unl- 
Tersales  José  Maria  Esteban  y  Emilia  Facunda,  para  que  los  disfrutasen  ellos 
y  sus  hijos,  y  si  apareciese  alguna  persona,  que  se  titulase  madre  de  ios  di- 
chos José  Maria  y  Emilia ,  d^sde  luego,  ni  ella  ni  sus  descendientes  perci- 
biesen cosa  alguna,  y  que  muriendo  los  instituidos  sin  tener  hijos,  se  distri- 
buyesen sus  bienes  por  cuartas  partes .  en  la  forma  que  dispuso ,  una  da 
ellas  para  los  parientes  suyos ,  tanto  de  parte  de  padre  como  de  madre, 
basta  el  cuarto  grado  inclusive  y  por  partes  iguales : 

Rí!sultando  que  á  la  muerte  de  D.  José  Carruana,  acudió  Facunda  Jims- 
no  al  Juez  del  distrito  del  Mercado  dé  Valencia,  pidit^ndo  se  declarase  ser 
bijos  suyos  naturales  y  del  D.  José,  los  niñns  José  Haría  y  Emilia  Fecun- 
da, y  que  oidos  el  curador  de  fos  mismos  y  Doña  Margarita  Carruana,  que 
no  opusieron  dificuUad,  se  tes  declaró  tales  por  sentencia  de  24  de  enero 
de  1857,  con  todos  los  derechos  qué  las  leyes  conceden  á  los  de  su  clase,  y 
se  mandó  oficiar  al  Provisor  de  la'  diócesis,  para  que  dispusiese  se  insértala 
en  las  oartidas  ^sacramentales  de  los  mismos,  los  nombres  de  sus  padres  tan- 
to con  la  mdicada  declaración : 

ResutCandoque  habiendo  fallecido  Doña  Marffarita  Carruana,  presentó  de- 
manda en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Serranos  de  Valen- 
cia, en  7  de  janto  de  1869,  Camelo.  Sánchez,  como  marido  de  Isabel  GataÜ» 
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nUfoD^o  se  declarase  á  esta  heredera  de  la  euarU  parte  de  los  bienes  de 
Doña  Marfi;arít8,  y  se  condenase  á  Ifis  bermaoos  José  y  BmUia » á  que  se  la 
entregaran  coo  los  frutos  producidpst.y  podidos  producir  desde  ei  día  en 
que  su  madre  Facunda  Jimeoo  compareció  en  ei  juicio  de.  testaoieatarfa  de 
aquella,  reclamando  los  alimentos  provisionales  que  disfrutaba»' y  als^d  que 
su  esposa  era  parienta  en  tercer  grado  de  Doña  Margarita  Carruana ,  cuya 
voluntad  debia  ser  cumplida  con  arreglo  á  la  ley,  y  que  habiendo  dispuesto 
que  la  coarta  parte  de  sus  bienes  fuesen  para  sus  parientes  de  ambas  líneas, 

Lser  principio  legal,  que  iostituido  un  heredero  condiciooalmente,  como  lo 
eron  aquellos,  llegada  la  condición  de  haber  aparecido  una  mujer  que  se 
titulaba  su  madre,  debia  cesar  el  heredero  en  el  goce  de.  i%  heranoia,  y 
coraplirse  la  voluntad  de  la  testadora : 

Resultando  que  D  Félix  Xarrf,  como  curador  de  dichos  menores ,  solí* 
cité  se  les  absolviese  libremente  de  la  demanda,  y  espuso  para  ello  que,  te* 
miendo  Dona  Margarita  Carruana  que  alguna  aventurera  apareciese  llaman* 
dose  floadre  de  los  mismos,  puesto  que  tenían  algunos  intereses,  y  no  padrea 
conocidos,  quiso  precaverlo  declarando,  que  en  tal  casiQ  ni  ella  ni  sus  des- 
cendientes participasen  de  los  bienes,  y  era  grave  equivocación  del  deman«* 
danto  suponer,  que  Facunda  Jimeno  era  aquella  mujer  aparecida  y  no  la 
verdadera  madre  de  ios  menores,  declarada  tal  legalmenaa,  y  reconocida  de 
buen  grado  por  Dona  Margarita  Carruana: 

Raiultaodo  que  al  replicar  el  demandante  añadid  i  lo  que  lanía  espuea- 
to«  ^ue  se  fundaba  también  para  que-  se  entendiese  llanamente  la  cltoula 
litigiosa,  en  la  ley  5.*,  titulo  33,  Partida  7.*,  y  en  lo  que  la  crítica  racional, 
enseña: 

Resultando  que  después  de  recibido  el  pleito  ¿  prueba ,  y  de  trascurrir 
SQ  término,  sin  articular  ninguna  las  partes ,  dicté  sentencia  el  Juez  en  31 
de  enero  de  18C0,  que  conllrmó  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Valen- 
cia en  i.^  de  junio  siguiente,  absolviendo  de  la  demanda  á  los  menores  don 
José  María  y  Doña  Emilia  Carruana  y  Jimeno; 

Y  resultando  que  contra  ese  fallo  interpuso  Carmelo  Sánchez  el  actual 
raenrso  &*:  casación,  por  ser  contrarío  en  su  sentir,  al  testameoiode  Duna 
Margarita  Carruana,  t«»da  vez  que  debían  entenderse  llaiiaav^ole  sus  psla-^ 
bra^  como  dispone  la  ley  5.',  tíu  á3,  Partida  7.%  que  trata  de  dmo  debe 
decUvrane  ia  diibda  cuando  acaasciese  en  l€ís  palabras  delfaredor  del  lee ' 
lámanlo,  y  el  principio  de  derecho  Ubi  verba  non  annt  ambigua^  non  eei 
loeus  inUÍjíretationi: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Sebastian  González  Nandin: 

Considerando  que  Doña  Margarita  Carrnanü,  á  los  28  días  de  otorgado 
saleetamento,  .convino  en  que  fuese  reconocida  judicialmente  Facunda  Ji« 
meoo,  como  madre  natural  de  los  menores  instituidos  por  ella  herederos: 

Considerando,  por  tanto,  que  la, cláusula  del  testamento  referente  ala 
esdosiop  de  toda  participación  en  los  bienes  de  la  herencia  á  la  que  apa- 
reciese, titulándose  madre  de  los  menores  y  á  la  descendencia  de  ésta, 
cláusula  en  que  fundó  su  d**manda  el  recurrente,  no  pudo  comprender  á  la 
qoe  ya  estaba  solemnemente  declarada  tal,  con  el  beneplácito  y  aquiescen - 
áa  de  la  testadora,  y  menos  aun  ,  eb  el  concepto  de  descendientes  de  la 
aparecida ,  podría  esa  esclu«üon  estenderse  á  los  demandados  f  á  qoienes' 
jMHDbréndidoa  y  desi^nándcdos  dos  veces,  instituye  aquella  herederos, au!. 
reatriccion  ni  cuodicum  alguna: 

Coniiiderando ,  además,  que  lá  ejecución  de  la  indicada  cláusula  prohi- 
bitiva solo  era  posible  después  dei  fallepimiito  de  Duna  Margarita  Carrua- 
nt,  época  en  que  empezaba  ^  tener :  efecto,  su.  ultima  voluntad, .  y  ea  la  que 
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podría  pMseilUrse  Id  fMrsotiB  comprendida  en  su  e^liisiMí;  ifue  €sis  üMM, 
único  en  el  que  habría  s(do  oportona  la  dem^iQda»  no  llegó  é  TéHfiearse,  ha<« 
Mendoso  declarado  y  reconocido  (a  maternidad  de  Facunda  Jimeoo,  darao- 
fe  la  vida  do  la  testadera: 

Considerando,  por  consígniente,  que  la  sentencia,  enteofllendo  y  esplH 
eando  conforme  con  so  tetra  y  espíritu  la  ctánsola  testamentaria  de  que  M 
trata,  ni  ha  infringido  esta  ni  1m  denois  dispoMctones  legales  citadas; 

Fallamos  qtte  debemos  declarar  y  declaramos  no  hiber  lugtr  al  recaraa 
ée  casación  interpoesto  por  Garm<^lo  Sinchee,  en  la  representación  indica^ 
éa,  á  quien  oomienamos  á  la  (iérdida  de  la  cantidad  por  qne  prestó  caocimí, 
q'uo  satisfará  siUegase  á  mejor  fortuna,  y  en  tas  costas,  detotiiéodose  loa 
autos  á  la  Real  Audiencia  de  donde  proceden,  con  la  certiQcaeton  correa^ 
pondiente. 

Así  pnr  esta  nuestra  sentencia,  qtie  se  pubticará  en  la  Gaceta  é  inserta- 
rá en  la  Coleeei&n  legislnliva,  pasándose  al  efecto  las  cooías  necesarias,  le 
prononciamos,'  mandamos  y  Ormamos.— Ramón  López  Vnzquez.^Sebaa^ 
tian  González  Nmdin. — Antero  de  Echarri. -^Gabriel  Cerueio  de  Yelasco.— 
Joaqnin  de  Palma  y  Vitfuesa.^Pedro  Gómez  de  Hermoea. — Ventara  4a 
Golsa  y  Pando. 

Pubficaeton. — Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  precedemte  por  el 
Ezcmo.  ó  limo.  Sr.  D.  Sebastian  González  N^mlin,  Ministro  de  la  Sala  pfi<» 
mera  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia 
pública  en  la  misma,  de  que  certifico  como  Secretario  de  S.  M.  y  Escriba» 
tío  de  Cámara. 

Madrid  2  de  abril  de  1862.— Dionisio  Antonio  de  Paga. ^(Gaceta  de  fO 
de  abril  de  i862.} 


S». 


R«e«rs«  de  eamiei^n  en  aaasa  de  lattaida  (3  de  eArü  ie 
iS62.).^DRFRjiUDAGioif  DB  DBaBCRos  Á  L\  HAcrBiVDA. — Sg  casa  por 
la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo  la  sentencia  pronunciada 

Sor  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  causa  seguida 
D.  Juan  Cfampmany ,  y  otros  por  defraudacioQ  de  derechos  á  la 
Hacienda  pública,  y  se  resaeive: 

I.""  Que  entre  las  penas  impuestas  al  delito  de  defraudación  se 
cuenta  la  de  una  multa  que  no  baje  del  dupto  ni  eseeda  del  cuadru- 
plo del  derecho  ó  impuesto  defraítdado: 

2.**  Que  cuando  sean  varios  los  reos  de  defraudación  no  se  les 
puede  considerar  aisladamente  para  el  efecto  de  imponer  á  cada 
uno  él  total  de  la  multa; 

Y  3.®  que  perdida  de  vista  la  unidad  del  delito  para  multiplicar 
las  multas  en  cabeza  de  av^reSy  y  aun  de  cÓH^)lices  4  encubridores 
de  una  sola  defraudación  vendría  á  resuUar  que  un  hecho  de  per* 
juiáo  exifciamenu  vatorado  causaba  una  penalidad  desproporcionar 
da  al  daño  y  á  las  bases  establecidas  para  castigarlo. 

Bn  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  i  3  de  abril  de  i862,  en  la  causa  «ogni^ 
primeramente  en  el  Juzgado  especial  de  Hacienda  de  Barcelona  y  deapne* 
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Mr  e»mi8iini  «n  df  é«  piimera  foslanoia  de  San  Feliú  de  Lfoforégat  y  en  la 
Sal«  primera  de  la  Audiencia  de  aquel  terrilorio  contra  D.  Jüftn  Campmi-» 
»j,  l>o8a  Jiiaquina  Joeeñi  Meroadal  y  Doña  Dolores  Garcfa  por  d^frandiicioii 
dé  derechos  á  la  Hicienda  pública;  pendiente  ante  Nos  en  tlrtud  del  recurro 
de  cnacioA  qoe  interpusieron  los  tres  procesados  cotitra  h  sen  teñera  de  la 
ofenda  Sala,  al  cual  la  primera  de  este  Supremo  Tribunal  declaró  habata 
lugar  por  el  concepto  que  se  esoreeará  luego: 

Resultando  que  en  Tirtud  ae  denuncia  hecha  en  t9  de  noTíembre  de 
f^<(  por  D.  Gabriel  Pérez  Ruiz  al  Capitán  graduado.  Subteniente  de  Gbkh 
Moefos  de  la  Comandancia  de  Bircelona,  D.  Antonio  CcbMilos,  sé  constitti- 

Íeste»  previa  ta  anitorizacion  á^l  Gobernador  civil,  al  siguiente  din  30  en 
casa  núm.  6  de  la  calle  de  la  Palma  de  San  Juste,  acompañado  de  la  fuer* 
st  de  su  mando  y  auxiliado  del  Alcalde  de  barrio;  y  que,  según  se  espresa 
en  el  acta  de  aprehensión,  se  hallaron  en  un  cuarto  interior  del  pi<o  tercero^ 
de  dieiM  cesa,  que  estaba  cerrado  y  abrió  un  cerrajero  por  no  entregarle  la 
Uave,  Tarios  géneros,  entre  ellos  una  caja  grande  de  puntillas  y  tules  de  al« 
0odoR  estrenjeros  y  42  trozos  de  pañorde  la  misma  procedencia;  todo  á  es- 
eepeion  de  dos  piesas  y  un  retazo  de  paño,  ain  documento  que  acreditase 
80  legal  introducción: 

Reeoltando  que  en  la  referida  acta  se  consignó  que  D.  Juan  Gamprnany 
manifestó  en  el  acto  que  aquel  piso  tercero,  habitado  en  la  actuntidad  por  el 
nísmo,  había  pertenecido  a  D.  Migoei  Mercadal;  y  firmada  dospues  por  el 
Jefe  Ceballos,  el  Subteniente  D.  Antonio  López  y  treü  individuos  de  los 
aprebensores  y  por  el  Alcalde  de  barrio,  la  pasó  el  primero  con  los  géneros 
aprehendidos  á  la  Administración  de  Rentas,  en  ía  que,  reconocidos  estos 

Sr  los  peritos,  los  declararon  en  su  nrayor  parte  de  lícito  comercio  y  de 
iricacioQ  estranjera,  graduando  ios  derechos  que  debieron  adeudar 
m  59,212  rs.: 

Resultando  que  reunida  la  Junta  administrativa  para  los  efectos  del  artí- 
culo 57  del  Real  decreto  de  20  dé  junio  de  1852,  dio  cuenta  su  Presidente 
de  la  comunieaeiün  que  te  había  dfriffide  D.  Juan  Campmany ,  manifestán- 
dole que  00  tenía  que  ver  nada  con  el  acto  de  ta  apreliension  por  no  haberse 
iFerificado  en  au  almecen  y  casa,  sino  en  el  piso  tereero  habitado  por  el  Don 
Ifiguel  Mercadal  y  su  hermana  Doña  Josefa,  la  cual  continuaba  ocupándole 
por  la  muerte  do  aquel,  ocurrida  en  25  de  noviembre;  y  que  habiétidose 

Sreseotado  á  la  Juma  la  Doña  Josefa  Mercada!  asociada  de  un  comerciante 
íeieodo  hacerlo  como  dueña  y  para  reclamar  los  géneros  que  de  mucho 
tiempo  tenia  su  hermano  en  su  casa,  por  saber  que  lu  mnyor  parte  era  del 
peb,  elaborados  en  fábricas  de  Cataluña,  y  que  deseaba  recobrar  lo  que  efo 
tal  concepto  fuese  justo  y  legal,  presentando  al  mismo  tiempo  el  reciño  del 
iMfoilináto  de  los  pisos  tercero  y  coarto  de  la  espresada  Casa,  hecho  por  el 
doeio  é  fator  del  citado  D.  Miguel  Mercadal  desde  agoslode  1855,  la  Junta» 
en  vista  de  todo,  declaró  el  comiso  de  los  géneros  lícitos  hallados  sin  pfo* 
mofi  y  que  no  había  incofrido  en  pena  personal  la  interesada,  con  lo  cual 
DO  ae  conformó  esia,  insistiendo  eo  que  28  piezas  de  paño  procedían  de  fá* 
bricas  del  país: 

Resultando  qoe  remitido  el  espediente  al  Juzgado  de  Hacienda  para  la 
iosCruceion  de  ta  correspottcfíente  causa,  se  dió  prmciplo  á  ella  practicándo- 
ae  varias  dHrgencias:  que  deepoes  la  Audiencia  del  territorio ,  por  especia^ 
left  metivos,  cometía  el  conocimiento  al  Juez  de  primera  insuncia  de  San 
Fétift  de  Llobregat,  el  coal  contiooó  el  proceso,  comprendiéndole  en  él  á 
Doña  Joaquina  Josefa  Mercadal  y  Doña  Dolores  Garcfa,  y  además  á  D.  Joas 
CMipmaáy  par  apairecar  de  las  comonicaeiOQes  que  pasó  el  Jefe  apreheoaor 
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al  de  su  cuerpo  y  al  Gabéraador  civil  al  poner  en  mi  ooBOdmieiito  k  apta* 
bensíoo  délos  géoeros,  que  la  de  la  caja  grande  de  puntillas  y  tulea  de  al- 
godón lo  habla  sido  en  el  piso  bajo,  donde  Gampmany  tenia  su  almacén, 
anadif^ndo  en  la  dirigida  al  primero  que  también  io  fueron  en  el  mismo  Ta«» 
liot»  irosos  de  paño  y  tana  dolce,  ie  cuyas  trienudeneias  no  ae  ^*so  mérüo 
üt  estender  el  acta  ie  la  aprehensión  por  ser  Campmany  tan  dueño  dd 
fUmacen  como  de  toda  la  casa  é  inqutiino  del  piso  tercero: 

Resultando  que  el  Juea  dirigió  principalmente  las  aTerígoaclones  del 
sumario  á  esclarecer:  primero,  dónde  tuvo  lugar  la  ocupación  de  dicba 
caja,  y  segundo,  quién  era  el  ingoilino  ó  habitante  del  piso  tercero,  á  cuyo 
fio  recibió  declaraciones  al  Jefe  Ceballos,  al  Subteniente  López,  á  los  cara- 
bineros, al  Alcalde  de  barrio,  á  cuatro  sujetos  qua  dijeron  haber  presencia*  j 
do  el  reconocimiento,  al  propietario  de  la  finca  y  á  otras  personas  que  se  ¡ 
espresaron  en  los  términos  que  aparecen  de  la  cau^a: 

Resultando  qua  admitido  á  ser  parte  en  ella  el  denunciador  privado  DKm 
Gabriel  Pérez  Ruiz^  pidió  en  su  escrito  con  arreglo  á  diferentes  articules 
del  Real  decreto  de  20  de  junio  de  1852  y  del  Código  penal  la  ratificación 
del  comiso  de  los  géneros  aprehendidos,  y  que  se  impu^^iera  á  D.  Juan 
Campmany,  como  autor  de  la  defraudación,  la  multa  de  296,060  reales,  y 
áDoña  Dolores  García  j  Doña  Joaquina  Josefa  Mercadal  como  encubridoras 
del  mismo  detito  ,  la  de  59,212  rs.  y  la  prisión  subsidiaría  en  caso  de  io^ 
solvencia;  que  se  condenase  ademes  á  Campmany  y  á  la  Mercadal  por  el'de- 
lito  conexo  ó  hecho  criminal  de  valerse  á  sabiendas  de  una  líbrela  de  inqui- 
linato falsa  para  engañar  á  la  Junta  administrativa  y  sustraerse  dolosamen- 
te de  toda  penalidad  á  cuatro  años  y  siete  meses  de  prisión  menor  y  650  da* 
ros  de  multa,  con  suspensión  de  todo  cargo  y  derecho  político  durante  la 
condena  y  prisión  supletoria  en  su  caso ,  y  por  último,  que  se  impusieran 
,  ocho  dozavas  partes  de  costas  y  gastos  del  juicio  á  Campmany,  tres  á  lá 
Mercadal  y  una  á  Doña  Dolores  García: 

Resultando  que  el  Promotor  fiscal  caliñcó  también  á  D.Juan  Campmany 
de  autor  del  deliio  de  defraudación  á  la  Hacienda  pública  y  á  Doña  Dolores 
García  y  Doña  Joaquina  Josefa  Mercada!  de  encubridoras  del  mismo  delito, 
en  cuyo  concepto  solicitó  que  se  les  impusieran  respectivamente  las  multas 
y  penas  que  consignó  en  su  dictamen,  sosteniendo  además  que  no  hallaba 
méritos  en  la  causa  para  que  ninguno  de  los  comprendidos  en  ella  fuese 
penado  por  falsedad  del  recibo  de  inquilinato  exhibido  por  la  Doña  Josefa: 

Resultando  que  hechas  sus  defensas  por  Campmany  y  las  otras  dos  pro- 
cesadas, en  las  que  pidieron  todos  tres  que  se  les  absolviese  libremente  y 
sin  costas,  declarándose  calumniosa  la  acusación,  y  practicadas  las  prue- 
bas que  propusieron  las  partes  ¿  se  dictó. sentencia  condenando  á  Camp* 
roany  ctimo  autor,  y  á  la  Mercadal  y  García  como  encubridoras  del  delito 
de  defraudación  á  la  Hacienda »  en  las  penaa  que  en  la  misma  se  re* 
fieren: 

Resultando  que  interpuesta  apelación  por  los  procesados  insistieron  en 
la  segunda  instancia  en  la  pretensión  que  tenían  deducida  en  la  primerai 
solicitando  además  que  fo  mandase  formar  causa  para  la  aplicación  de  la 
correspondiente  pena  al  autor  ó  autores  de  la  falsedad  cometida  en  el  acta 
de  aprehensitm  ,  y  el  Fiscal  de  S.  M.  opinó  que  debía  revocarse  la  senten- 
cia^ abitolviendo  de  la  instancia  á  D.  Juan  Campmany,  y  condenando  á  Doña 
Josefu  Mercada),  como  autora  del  delito  de  defraudación ,  en  la  multa  del 
triple  importe  de  los  derechos  defraudados  y  dos  cuartas  partos  de  las  costas 
y^gaslos  del  juicio,  con  la  prision.oorrecoiOQal  supletoria  para  el  casode  insol-* 
T^ncia,  y  á  Doña  Dolores  Garda,  como  encubridanii  en  59,212  is.  de  multa 
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t  Otra  odtrta  paH6  ée  costas  y  gastds  con  Sgnal  prisiott  supletoria »  aña* 
atondo  en  ^n  otrosí,  qne  mediante  á  qae  aparecía  de  ona  manera  clara  y 
efidante  qne  en  la  forma  y  en  el  fondo  se  había  cometido  falsedad  en  ei  acta 
de  aprehensión  qae  era  un  documento  oficial  debía  formarse  el  oporliino 
limo  separado  don  los  insertos  correspondientes,  y  remitirse  con  el  acta 
.original  at  loez  Inferior  para  el  descnbrimiento  de  sus  aotorea  6  imposición 
á  sa  lieoipo  de  la  pena  merecida: 

Resultando  que  practicadas  las  nuevas  pi'aebaa  que  sé  propusieron  en* 
)a  segnnda  instancia,  la  Sala  primera  de  la  Audieacia  de  Barcelona  pronun- 
ció sentencia  en  Í9  de  setiembre  de  1859,  por  la  qoe  revocó  la  del  info* 
rior;  V  ratificando  el  comiso  decretado  por  la  Innta  administrativa^  condené 
á  D.  Juan  Campmany  como  autor  convicto,  segnn  las  reglas  da  la  crítica 
raeiooal,  del  delito  de  defraudación  á  -la  Hacienda  pública,  en  cantidad  d» 
59,212  rs. ,  á  la  muKa  de  23d,8'48  rs.  reintegro  de  los  derechos  defrau«>« 
dado6,j  pago  de  una  tercera  parte  de  gastos  de!  juicio  y  cestas  procesales; 
y  á  Dona  Joaquina  Josefa  Mercada!  y  Dona  Dolores  García  como  eneubrido- 
fts,  á  la  multa  de  66,613  rs.  y  50  cénu.  y  al  pago  de  otra  tercera  parte  de 
costas  y  gastos  cada  ana,  debiendo  sufrir  los  tres  en  caso  de  insolirencia  la 
prisión  subsidiaria  correspondiente,  y  declaró  no  haber  logar  á  la  forma-* 
cíon  de  causa  por  falsedad  en  ei  acta  de  aprehensión,  mediante  á  que  te 
ioexaciitttd  qoe  se  uota  en  la  misma  oo  afecta  á  lo  sustancial  del  hecho,  en- 
cargando al  Jefe  aurehensor  O.  Antonio  Gevalles  que  en  lo  sucesivo  se  aten*' 
ga  estridamente^n  la  redacción  de  tales  actas,  á  lo  prescrito  en  el  Real 
decreto  de  20  de  junio  de  1632,  y  evite  dar  htgar  á  apreciaciones  desfa- 
vorables:   . 

Resultando  qoe  contra  esta  sentencia  interpnsieron  lotf  procesados  re- 
curso dp  casación  fondado  en  haber  sido  infringidas  las  reglas  del  proce« 
ittmiento,  y  en^er  contraría  á  las  leyes  qne  citaron  ,  entre  ellas  el  art.  27 
éel  Real  decreto  de  20  de  junio  de  4852,  porque  reunidas  las  maltas  qoe  se 
taponian  ¿  los  tres,  escedian  del  cuadruplo  del  derecho  defraudado,  ouo 
dicho  articulo  señala  como  máximo  de  la  pena  del  delito  de  defraudación: 
Resaltando  que,  previo  el  depósito  de  300  duros  que  hizo  D.  Juan 
Campmany,  y  la  caución  de  responder  de  igual  sumapn  su  caso  qae  pres- 
taron la  Mercadal  y  GarcTa,  se  admitieron  los  recursos  interpuestos  por  los 
nisiBOs  y  se  remitieron  Jos  sotos  á  este  Supremo  Ttíbonal,.  librándose  al 
laes  de  primera  instancia  certificación  para  ejecución  de  la  sentencia,  apa- 
fociendo  de  ana  certificación  traída  por  la  parte  acusadora  qué'  acreditada 
k  insolvencia  de  Dona  Joaquina  Josefa  mercadal  y  Doña  Dolores  García,  la 
Audiencia  en  15  de  mayo  de  1860  las  declaró  comprendidas  en  la  Real  gra- 
da de  indulto  de  7  de  cficiembre  de  1857  para  los  efectos  del  art.  8.^: 

Resultando  que  sustanciado  el  recarso  de  casación,  la  Sala  primera  de 
cate  Tribunal  dictó  sentencia  en  13  de  noviembre  del  ano  último,  declaran- 
do haber  lugar  á  dicho  recurso  por  la  infracción  del  art.  27  del  citado  Real 
decreto  de  20  dejunio  de  1852,  el  cual  espresó  que  debe  entenderse  de 
ffierte  qoe  las  multas  impuestas  á  lodos  los  reos  del  delito  de  defraadacíon 
■o  han  de  esceder  del  cuadruplo  del  importe  del  derecho  defraudado,  qué 
68  el  máximo  de  la  pena  señalada  en  el  mismo  á  dicho  delito,  y  mandando 
qae  se  pasaran  los  autos  á  esta  Sala  segunda  para  los  efectos  de  derecho, 
como  asi  se  biso;  y  al  mismo  tiempo  consignó  en  los  fundamentos  de  dicha 
•entencia  qne  los  otros  motivos  de  casación  que  se  hablan  alegado  no  eran 
bastantes  para  legitimar  la  procedencia  del  recurso  por  las  razones  que 
respecto  de  cada  uno  de  ellos  seinditfan: 

Vistos,  siendo  EH>nente  el  Ministro  D.  Juan  María  Blec: 
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Conúderando  qae  enire  las  penas  impaesU»  por  el  Real  decreto  de  2(^ 
ée  jaolo  de  i  852  al  delito  de  defraudación  se  cuenta  ia  del  art.  27,  seguo  el 
cual  deben  sufrir  ios  reos  una  mulla  que  no  baje  del  duplo  ai  esceda  del 
Ctt&druplo  del  dereciio  ó  impueRto  defraudado; 

Considerando  que  en  ninguna  otra  de  sus  disposiciones  manda  dicho 
Real  deereto  que  ¿.cada  reo,  ni  aun  á  iodo  roo  de  aquel  delito^  coando  con- 
curran varios,  se  le  haya  de  considerar  aisladamente  para  la  Cacaltad  de 
imponerle  hasta  el  total  de  la  multa: 

Considerando  que  si  se  pierde  de  vista  la  unidad  del  delito  para  malli* 
plic^r  las  multas  en  cabeza  de  autores,  y  aun  de  cómplices  y  encubridores 
de  una  sola  v  mera  defraudación,  aunque  en  cada  indivídao  no  pasen  del 
límite  de  dicho  articulo,  vendrá  con  frecuencia  á  resultar  que  an  hecho  da 
perjuicio  exaetameate  valorado  causaba  una  penalidad  sin  propordon  cono- 
cida con  el  daño  iii  con  las  bases  establecidas  para  castigarlo: 

Considerando  infringidas  estas  por  la  Sata  primera  de  la  Audiencia  de 
Barcelona  por  haber  penado  con  la  multa  máxima  á  O.  Juan  Campmaoy  y. 
además  con  otras  menores  á  Doña  Joaquina  Josefa  Mercadal  y  Doña  Dolores 
García  por  el  solo  hecho  de  una  defraudación,  como  autor  aquel  y  encubrii 
doras  estas,  segua.  lo  tiene  ya  declarado  la  Sala  primera  de  este  Tribunal 
Supremo: 

Y  considerando,  en  vista  de  lo  dispuesto  en  el  art.  109  del  citado  Reai 
decreto,  que  esta  Sala  segunda  debe  determinar  en  última  instancia  la  úoi* 
ea  cpestion  pendiente  sobre  violacinn  de  ley;  y  vistos  ademas  los.  artícu- 
los 21,  caso  segundo  del  22,  32,  33  y  82,  y  loa  14,  64  y  82  del  Código 
pena^ 

Fallamos,  que  debemos  casar  y  casamos  la  sentencia  de  la  Sala  primera 
de  la  Audiencia  de  Barcelona  en  la  parte  <]ae  contiene  la  imposición  de  omi- 
tes á  D.  Juan  Campmany,  Doña  Joaquina  Josefa  Mercadal  y  Doña  Dolores 
García,  y  en  su  consecuencia  condenamos.al  primero  como  reo  del  delito  de 
defraudación  en  cantidad  de  59,212  rs.  en  la  OHilta  de  157,898  rs.,  y  A  las 
referidas  Doña  Joaquina  Josefa  Mercadal  y  Doña  Dolores  García  como  encu^ 
brii}oras  del  mismo  detito  en  la  de  39,475  rs.  á  cada  una,  cuyas  maltas 
reunidas  completan  la  del  cuadruplo  del  importe  de  la  defraudación,  im(Ki* 
siendo  además  las  dos  terceras  partes  de  costas  y  gastos  del  juicio  ocasio- 
nados en  este  Supremo  Tribunal  á  ac]|uei,  y  la  tercera  restante  por  mitad  á 
estas;  y  mandamos  aue  se  devuelvan  a  Campmany  los  300  duros  que  depo- 
sitó y  que  se  cancelen  las  cauciones  que  prestaron  la  Mercadal  y  Garete 
l^ra  las  resaltas  del  recurso  de  casación* 

Así  por  esta  i^ue^tra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Go- 
bierno é  insertará  en  la  Colección  legislativa^  para  le  cual  se  pasen  las 
oportunas  copias  certificadas,  lo. pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— 
Juan  Martin  Carramolino. — Ramón  María  de  Arrióla. — Félix  Herrera  de  la 
Riva.— Manuel  Ortiz  de  Záñjga.^Juan  María  Biec. — Felipe  de  Urbína.— 
Bduardo  Glío.— Joaquín  Melchor  y  Pinazo.  ^Domingo  Moreno. 

Publicacion«-T.Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  líos- 
Uísimo  Sr.  D.  Juan  María  Biec,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia» 
estándose  celebrandQ  audiencia  púfílica  en  su  Sala  segunda  en  el  dia  de  hoy, 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  habilitado. 

Madrid  3  de  abril  de  1862.— Gregorio  Camilo  García.— (Gaeeto  del  di 
abril  de  1862.) 
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4e  easaelon  (5  de  abril  de  i862.]).— Rsco- 
nocuiuufTo  Bi  Muo  MÁTURAL.-^Se  declara  por  la  Sala  primera  del 
TribóDal  Sopremo  no  haber  lagar  al  recarso  de  casación  interpues^ 
io  por  Jacinto  Gonsalez,  como  carador  de  Ramón  Sanches,  contra 
k  sentencia  nronanciada  por  la  Andiencta  de  la  Corana^  en  pleito 
con  Ignacio  (jonzalez  Faentemayor,  y  se  resuelve: 

i/  Que  la  solución  de  las  cuestiones  de  hecho  sujetas  á  prueba 
testifical  es  de  la  competencia  esclusiva  de  las  Audiencias  con  la 
¿nica  limitación  que  contiene  el  art.  317  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil,  esto  esy  que  las  pruebas  sean  apreciadas  según  las  reglas  de 
la  sana  crttieai 

S."^  Que  no  se  infHnge  el  art.  317  títado^  cuando  la  aprecia^ 
rían  de  las  pruebas  se  hace  dentro  del  límite  prevenido  en  ti 
mismo; 

Y  S.""  aue  no  pueden  citarse  como  fundamento  de  un  recurso  de 
casación  disposiciones  que  no  son  aplicables  al  punto  objeto  del 
migio. 

En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  5  de  abril  de  i862,  en  los  autos  qué 
penden  anta  Nos  por  recarso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  de  Monforte  y  en  la  Real  Aadiencia  de  la  Corana  por  Ramón 
Sánchez  y  so  curador  Jacinto  González  contra  D.  Ignacio  González  Fuente- 
auyor  sobre  que  este  le  reconociese  por  su  hijo  natural  con  los  derechos 
«oDsígaientes: 

Resulundo  que  en  11  de  abril  de  1838  fué  bautizado  un  niño,  al  que  áe 
poso  por  nombre  Ramón,  dicieudo  era  bijo  de  María  Senchez  y  de  padre 
desconocido,  y  que  en  5  de  julio  de  1858,  acudió  esta,  ya  casada  cou  Ja- 
ciato  González,  ai  Juzgado  de  primera  instancia  de  Monforte  con  la  solici- 
4Dd  de  que  O.  Ignacio  González  Fuentemayor  reconociese  al  Ramón  por  sa 
bijo  natural,  habido  de  las  relaciones  amorosas  con  ella  siendo  los  dos  soN 
lares,  y  la  abonase  los  gastos  invertidos  en  sus  alimentos: 

Resaltando  que  impugnada  esa  solicitud  por  el  demandado,  y  hallándoe 
«n  el  tirimite  de ,  prueba,  transigieron  ambos  lliigantes,  apartándose  la 
Sánchez  por  sí,  suá  herederos  y  sucesores,  previa  autorización  de*  su  mari- 
dOy  de  la  prosecución  de  su  demanda  por  considerarla  injusta  y  carecer  por 
lo  mismo  de  derecho  para  continuarla,  lo  cual  declaró  hacerlo  de  su  libre  y 
«epontánea  voluntad  y  no  violentada;  separación  que  aceptó  D.  Ignacio 
González,  obligándose á  pagarlos  gastos  y  costas  invertidos,  perdonando 
eoalqoíeH  injuria  quede  palabra  ó  por  escrito  se  le  hubiese  beclio;  y  que 
iwr  aoto  de  13  de  ¿osto  del  mismo  sño  se  dio  por  terminado  y  fenecido  et 
pleito,  imponiendo  a  Marta  Sánchez  perpetuo  silencio  sobre  ello: 

Resultando  que  en  tal  estado,  y  en  26  de  julio  de  Í859,  Ramón  Sanchos 
•Qtorízado  por  so  corador,  présenlo  demanda  en  el  mismo  Juzgado:  y  refi* 
riendo  los  antecedentes  espuestos,  pidió  se  condenase  á  D.  Ignacio  Guuzales 
Fueatemayor  á  que  le  reconociese  por  su  hijo  natural  con  las  declaracionea 
eonsigoientes,  y  alegó  que,  si  bien  su  madre  María  Sánchez  desistió  del 
pleito  referido  porque  aquel  ia  dio  4,000  rs*,  esto  no  le  perjudicaba  en  ma- 

: 
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sera  «Igaot  sus  derechos,  sino  que  por  la  inversa  estaba  oMigado  D.  Igna*- 
cio  GoDznez  á  reconocerle,  saminüNrarle  alimentos  y  proporcionarle  una 
carrera  literaria  con  arreglo  á  la  Tentajosa  sitaacion  social  que  tenia: 

Basuitaado  <iue  el  demandado  contradijo  esta  solicitud  esponiéndo  paia 
f  lio  oSe  todo  era  una  suposición  gratuita  y  una  flagrante  Msedad/pnes  el 
DsotiTo  que  la  Sánchez  tato  para  depararse  de!  pleito  fué  el  eonsldenurioin» 
Justo  y  carecer  dedereclM)  para  connloiiarlo;  yquaBifeBdio  gntee  las  oUiga- 
ef  oniBS  qiM  etige  la  pater&idad,  no  era  bastante  una  ainple  presunción  para 
^diidfta,  moobe  maa  enando  la  interesada  misaaa  había  reoeooeido  lo  con- 
trario: 

ReidtaQdo  qae  recibido  el  pleito  i,  prueba»  y  hechas  las  que  articularon 

Ís  p^rteai  dictó  sentencia  el  Juez  en  12  de  abril  de  i86Ü,  que  refocaron  el 
égente  y  cuatro  Magistrados  de  la  Audiencia  de  la  Corona  en  3  de  octu- 
bre siguiente,  absolviendo  de  la  deriíanda  á  D.  Ignacfio  Gonsales  Faente* 
maYon 

Y  resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  Jacinto  OonnleK,<;oBo  en* 
rador  de  Ramón  Sandiex,  el  recurso  lotuai  de  easMiem  per  oenceptuarlo 
ieoBtiartec 

i.®  Al  principio  de  derecho  conforme  con  la  jurisprudencia  «de  que  loa 
epntratas^io  9bliga9  á  ios  que^en^ellos  interTieneii,sin  que  en  manera  al- 
^a  piMMlan  per|udicar  á  un  tercero,»  puesto  que  se  ha  hecho  surtir  efbcto 
para  su  nijo  la  renuncia  de  Maris  Sancliez: 

2.*  A  la  ley  5.%  til.  i9,  Partida  4.*,  que  imponiendo  al  padre  la  oblU 
gacion  de  alimentar  y  educar  á  sus  hijos  ilegítimos  que  no  procedan  de 
adulterio  ni  incesto,  se  ha  absuelto  de  la  dematida  á  D.  Ignacio  Gonulez: 

Por  último,  se  ha  citado  en  este  Tribunal  Supremo  como  infriogide 
también  el  art.  317  de  la  ley  de  Rnjuieiamiento  cItíI: 

Vistos,  siendo  Ponente  ei  Ministro  D.  Ventora  de  Colea  y  Pando: 
Considerando  que  la  cuestión  que  es  objeto  de  este  lití^  versa  sobre 

Sne  D.  Ignacio  Gqnzalez  Puentemayor  reconozca  por  su  hijo  natural  con  los 
érechos  consiguiente  á  Ramón  Sánchez,  y  que  respecto  á  ella  no  han  prac- 
ticado las  partes  mas  prueba  que  la  de  testigos: 

Considerando  oue  la  solucroo  de  las  cuestiones  de  hecho  sujetas  á  prue*^ 
ba  testiGcal  es  de  fa  competencia  esclU8i?a  da  las  Aodlenofas,  con  la  única 
limitación  que  contiene  el  art.  317  de  la  ley  de  BnjuicItiflMenta  eivll,  este 
es,  que  las  pruebas  sean  apreciadas  spgun  las  reglas  de  la  sana  crítica: 

Considerando  que  la  Sata  sentenciadora,  habiendo  apreoiado'lae  pfoebu 
dentro  dellímite  que  previene  el  espresado  art.  3-17,  no  ha  infrlnglao  este: 

Considerando,  por  consiguiente,  que  el  prinoipio  de  dere^e  y  la  ley  de 
Partida  que  se  citan  en  el  recurso  no  son  spticables  al  mismo; 

Faltamos  que  debemos  declarar  y  dectarsmos  no  haber  higar  al  deduei"» 
do  por  Jacinto  González,  como  curador  de  Ramón  Sánchez,  a  quien  conde* 
namos  en  las  costas,  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  la  Corana 
con  la  certificación  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  senteocia,  que  se  publicará  en  la  Gatekí  é  inserta* 
tí  en  la  Coleoeion  legislativa,  pasándose  para  ello  las  copias  necesarias,  lo 
pronunciamos  mandamos  y  firmamos.— Ramón  Lopes  V«eq«iez.--^eba9tian 
González  Nandin.-^Antero  de  Ccharri. --Pedro  Gómez  de  Hermosa.— Pablo 
Jiménez  de  Palacio.— Laureano  Rojo  de  Norzagaray.— Ventura  de  Golsa  y 
Pando. 

Publicación.— Leida  y  publicada  fVié  ta  sentencia  anterior  por  el  líos* 
trísimo  Sr.  D.  Ventura  de  Colsa  y  Pando,  Ministro  de  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  de  Justicia,  efstándoee  oelebraado  aaéieocia  pública,  da 


Digitizedby  VjOOQIC        .  I 


ucimsos  T  wmnmMctAB.  SKI 

ri  ecrtifleoeomo  flMipetarío  de  S.  M.  y  EBcribano  dé  Cámara  en  el  refári* 
Sopremo  Trílmoal. 

Madrid  S  de  abril  de  ISOS.^^Dionisio  Aotonio  de  Paga.— (Goeela  de  11 
4%  abril  de  1 8e2.)- 


M. 

f  lie  «MMiei^oa  (5  de  abrü  de  1862.)-— Pago  i>« 
ONA  CArrriDAD. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribuaal  Sa- 

Esmo  Qo  haber  lugar  al  recurso  de  caaacíoa  interpaesto  por  Nor- 
rio Giménez,  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  segmi» 
ék  de  la  Audiencia  de  Zaragoza,  en  pleito  con  D.  Yieenie  Emper»» 
*dof»  Y  se  resuelve: 

1/  (}ue  á  la  Sala  sentenciadora  corresponde  la  apretiaelon  de 
la  nriieba  testifical  aducida  por  tas  partes,  y  que  esta  apredacion 
^  tegUima  mientras  no  se  pruebe  que  al  hacerla  se  ha  infringido 
aimna  disposición  legái: 

3.*  Que  no  inflinge  la  ley  ?•%  tU.  13  de  la  Partida  3.%  la  eja- 
esUoria  que  declara  ineficaz  un  acto  de  coneiliaeion  en  que  falta  Us 
dreunstanüa  esencial  de  las  firmas  de  los  interesados; 

Y  3/  que  las  Observancias  de  Aragón  3/  y  13,  solo  son  apU* 
cables  al  caso  en  que  conste  de  una  manera  indubitable  que  una 
persona  se  obligó  como  fiador  de  otra* 

*  En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  5  de  abril  de  1862,  en  loa  autos  que  por 
Tseuno  de  casación  penden  ante  Nos,  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera 
laalaaeiade  Egea  de  ios  Caballeros  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Real  Audíen« 
<isi  de  Zaragoza  por  D.  Joaquín  Gastell  y  boy  JNorberto  Jiménez,  como  sub- 
rogado en  los  derechos  de  este,  centra  D»  Vicente  Emperador  sobre  pago 
da  noa  cantidad : 

Resultando  que  D.  Joaquín  Gastell  demandó  el  13  de  noviembre  de  1887 
«B  juicio  de  conciliación  á  D.  Vicente  Emperador  que  le  pagase  el  importe 
de  80  cahíces  de  trigo  vendidos  é  Celedonio  Martinez,  de  que  habla  salido 
fiador,  entregando  en  señal  de  la  venta  320  rs.;  á  lo  cual  repuso  el  deman- 
dado que  era  cierto  entrega  esa  cantidad  á  Gastell  á  cuenta  dei  trigo,  pero 
qme  no  sopo  la  porción  vendida  ni  su  precio;  y  que  aun  cuando  salió  fiador, 
le  parecía  debía  reclamsr  antes  al  deudor,  y  cuando  este  fuera  ínaolvente, 
Mpetír  contra  la  fianza: 

Resultando  que  terminado  asi  dicho  juicio,  autorizando  el  acta  con  sus 
firmas  el  Juez  y  el  Secretario,  aunque  no  los  interesados,  presentó  deman- 
da D.  Joaquín  Gastell  en  26  de  enero  de  1658  pidiendo  se  condenase  á  Don 
Vicente  Emperador  como  fiador  y  prlnci|Nil  pagador  de  Geledonio  Martinez, 
,  á  que  le  pagase  15,040  ra.,  importe,  del  precio  del  trigo  vendido,  con  mas 
el  rédito  de  6  por  100  y  las  costas: 

Resultando  qne  el  demandado  solicitó  se  le  absolviese  libremente,  en 
razón  á  que  él  no  se  constituyó  fiador,  ni  se  enteró  del  contrato,  ni  tuvo 
UMB  inlervenclon  que  entregar  al  demandante  una  odza  de  oro  por  encargo 
del  Martínez;  y  en  el  escrito  de  súplica  añadió  qne  el  acto  de  conciliación 
^ue  se  supone  celebrado,  y  con  el  que  se  intenta  persuadir  au  lespopsehi- 
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lidfld,  no  fdé  mas  que  una  tentativa  de  juicio,  en  la  ^Qo  tanto  Castell  como- 
Careas  se  empeñaron  en  que  ae  confesase  fiador  j  pagador  de  Cefedonio* 
Martínez,  pero  que  nada  se  escribid,  ni  se  estendió  acta  alguna  de  lo  ocur* 
rido  en  dicha  sesión: 

.  Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  "y  hechas  las  que  se  articu» 
iaron  por  las  partes,  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instancia  en  i7  de 
julio  del  mismo  año  de  1858,  que  medicó  en  sus  términos  la  Sala  segunda 
de  la  Audiencia  de  Zaragoza  en  3  de  jufío  de  1860,  absolviendo  de  la  de-^ 
manda  á  D.  Vicente  Emperador,  6  imponiendo  las  costas  de  aquella  Instan* 
cfa  á  Norberto  Jiménez,  que  se  había  subrogado  en  los  derechos  del  de-^ 
mandante: 

Y  resultando  que  este  interpuso  recurso  de  casación,  fondado  en  primer 
tagar  en  haberse  abiueito  al  demandado  contra  lo  que  disponen  las  obser- 
vanciae  3/  De  fid^'uioribus,  j  14  De  generalibue  priviíegiU  Miue  regni 
Áragonum,  de  que  el  acreedor  puede  repetir  contra  el  deudor  ó  corttra  la 
fianza  siempre  que  el  primero  no  haya  hipotecado  especialmente  alguna  fin- 
ca, en  cuyo  solo  caso,  que  no  era  el  del  pleito,  puede  el  fiador  pemr  se  di- 
rija la  acción  contra  aquel: 

En  segundo  lugar,  porque  aun  prescindiendo  de  las  faltas  de  las  firmas 
délos  interesados  en  el  acto  de  la  conciliación,  U  cual  no  lo  anulalM,  pues 
en  otro  caso  el  Juez  habría  mandado  celebrar  otro  nuevo,  conforme  el  ar- 
tioulo  203  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  se  ha  infringido  la  7/,  tít.  13,. 
Partida  3/  por  no  haber  tomado  la  sentencia  en  cuéntala  confesión  hecha. 
por  el  demandado  en  aquel  acto,  toda  vez  que,  aun  considerado  como  es-' 
trajudicial,  ordena  la  citada  ley  se  tenga  por  prueba  completa  la  hecha  á 
presencia  oe  la  parte  contraría  ó  de  so  Procurador,  y  espresando  la  razon- 
dei  reconocimiento,  como  sucedió  en  el  caso  en  cuestión: 

Y  en  tercer  lugar,  por  haberse  infringido  la  ley  32,  tít.  16,  Partida  3.*, 
puesto  que  la  sentencia  viene  i  declarar  que  las  deposiciones  de  cuatro  tes* 
tigos  de  la  prueba  del  recurrente  no  prodncen  motivo  legal  bastante  por 
haber  dicho  la  mujer  de  uno  de  ellos  que  su  marido  era  dueño  de  parte  del 
trigo,  y  por  consiguiente  interesado  en  el  pleito;  lo  cual  hace  que  tal  apre- 
ciación, como  contraría  á  la  ley,  sea  motivo  de  casación,  no  obstante  lo  qno 
dispone  el  art.  317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  atendida  la  declara- 
ción de  este  Tribunal  Supremo  en  su  sentencia  de  28  de  julio  de  1852,  de 
que  los  Tribunales  no  pueden  calificar  de  prueba  plena  la  que  las  leyes  no 
reconocen  como  tal,  ni  deben  formar  su  criterio  por  conjeturas: 

'    Tistes,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Pablo  Jiménez  de  Palacio: 

Considerando  que  habiéndose  negado  por  D.  Vicente  Emperador  la  par- 
ticipación que  como  fiador  de  Celedonio  Martínez  se  le  atribuye  en  el  contra* 
to  verbal  que  el  último  celebró  con  Joaquín  Castell,  la  justificación  de  isste 
hecho,  único  en  que  la  demanda  se  funda,  quedó  sometido  á  la  prueba  de 
testigos  que  Ids  partes  respectivamente  suministraron,  y  que  apreció  la  Sala 
sentenciadora  en  uso  de  sus  atribuciones,  sin  que  al  hacerio  haya  infringi- 
do las  reglas  de  la  sana  crítica,  ni  la  ley  32,  tít.  16  de  la  Partida  3/.  esen* 
cialmente  modificada  por  la  de  Enjuiciamiento  civil,  ni  la  doctrina  de  este 
Supremo  Tribunal  que  se  invoca,  puesto  que  el  caso  á  que  se  refiere  la  sen-  « 
teneia  citada  es  diferente  del  que  se  ba  debatido  en  este  litigio: 

Considerando  que  al  desestimarse  por  la  ejecutoria  el  acta  de  concilia- 
ción que  obra  en  estos  autos,  suponiéndola  ineficaz  para  producir  la  cono- 
eencia  de  que  habla  la  ley  7/,  tít.  13  de  la  Partida  3/,  no  se  ha  inñringfdo 
esta  ley,  puesto  que  aquel  documento  carece  de  la  circunstancia  esencial  d» 
las  firmas  de  los  rnteresados: 
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Y  oonsideraodo  fna  las  ob^erwDcras  3.*  y  15  De  fide  jusoribus  y  De 
priviUgiis  toUus  regni  Aragonii  ünicameote  pudierafr  ser  aplicables,  al  ca- 
w  aclaal»  cátodo  ooDstáse  de  ona  manera  indabitada  (|ae  Bmperador  era 
fiador  de  Martines^  y  praGÍsimente  esto  hecbo  es  el  qae  constituye  la  cues-* 
tioD  del  pleito; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  recurso 
de  cesación  Interpuesto  pOr  Norberto  Jiménez,  á  qoien  condenamos  en  las 
tsostas;  y  doTuélvanse  tos  autos  ¿  la  Audiencia  de  donde  proceden  con  la 
eertífeaclon  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  que  se  publicaríi  en  lá  Gaeei;a  é  insertará 
ea  la  Colseoioft  legülaíway  pasándose  at  efecto  las  copias  necesarias,  le 
nroDuneiamos,  mandamos  y  firmamos. — Ramón  López  Vázquez.— Sebastian 
6onEateFftmdin.--Anterode  Ecbarri.— Gabriel  Ceruelo  de  Velasco.— fa- 
Uo  Jiménez  de  Palacio.— Laureano  RojodePTonagaray.— Ventura  de  Golsaf 
7  Pando.  %  . 

E^oblieacíon.— Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  llustri- 
simo  Sr.  D.  Pablo  Jiménez  de  Palacio,  Ministro  de  la  Sala  primera  del  Tri^ 
banal  Supreofo  de  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  la 
misnoa.  de  que  oertiQoo  como  Secretario  de  S.  M.  y  Escribano  de  Cámara 
de  dicho  Supremo  Tribunal. 

Madrid  5  de  abril  de  1862.— Dionisio  Antonio  de  Pnga.-^Gaóato  de  14 
de  abril  de  1862.) 


»». 


^de  easaeioia  (8  de  abril  de  1^2.).— Pago  dk  lx-» 
GfriMA  PATERNA.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Sa- 

fremo,  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D. 
rancisco  Figueras  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  pri- 
mera de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  su  hermano  don 
Antonio  Figueras,  y  se  resuelve: 

i.*  Que  na  procede  el  recurga  de  easadon  fundado  en  la  impro^ 
eedenda  de  la  aecUm  que  se  ejercita  en  el  litigio  que  dá  lugar  al 
recurso,  cuando  en  tiempo  oportuno  no  se  esceptímió  dicha  impro^ 
eedenciai 

2.*  Que  tampoco  procede  el  recurso  contra  providencias  que 
lejos  de  perjudicar  favorecen  los  intereses  del  que  lo  intenta; 

¥  3.^  que  á  la  Sala  sentenciadora  corresponde  apreciar  el  valor 
de  la  prueba  testifical  presentada  por  las  partes,  y  que  al  hacer  esta 
apreciación  en  uso  de  sus  atribuciones  no  inflringe  principio  ni  prác» 
Uea  alguna.  . 

En  la  Tilla  y  cérte  de  Madrid,  á  8  de  abril  de  1862,  en  el  pleito  pendien- 
te ante  Nos  por  recurso  de  casación,  seguido  én  el  Juzgado  de  primera  ins'^ 
Uncia  de  Igualada  y  en  la  Sa|a  primera  de  la  Real  Audiencia  de  Barcelona 
por  D.  Antonio  Pigueras  y  OUvella  con  su  hermano  D.  Francisco  Figueras  y 
Olivella,.  sobre  pago  de  legítima  paterna: 

BesuUando  que  luán  Pigueras  y  Catalina  OtÍTolla  otorgaron  escritura  en 
26  de  abril  de  1810,  con  motivo  de  su  matrimonio,  por  la  que  el  padre  de 
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1«  segunda  ta  Uso  doniaon  de*  600  libras.y  varia»  ippi«,  iu  enaias  oonaU- 
tDfó  en  dote  la  Catalina  á  sa  marido,  qae  la  aceptó,  amneotéodoseU  por  ra<* 
100  de  bodas  eo  200  libras  mas,  prometieodo  neredar  á  los  bijos  varones 
de  aquel  matrimonio,  j  previoieodo  aue»  ,oaao  de  morir  ski  testaipeiito,  se 
obserTasen  entre  sus  hijos  é  hijas  ^1  orden  de  primogenitura,  ecu  preferet- 
eia  de  ios  varonee  á  lae  hembras: 

Resultando  que  GataUaa  Figueraa  falleció  en  31  de  Julio  de  1^38»  j  su 
marido  el  dia  siguiente,  1.^  de  agosto,  dejando  oueve  hijos,  entre  elli>s  los 
dos  litigaotes,  de  los  que  el  D.  Francisco,  como  mayor,  sueedió  en  loe  liie* 
ves  de  su  paive  en  virtud  del  heredamiento  preventivo  beoho  en  las  capi- 
tulaciones matrimoniales  referidas;  y  que  el  D.  AntoniOt  en  7  de  julio  da 
183$,  entabló  demanda  deduciendo  la  acción  de  petición  de  herenaa  j  le^ 
clamando  de  su  hermano  D.  Francisco  su  legitima  patdma,  importante,  con 
arreglo  á  los  bienes  del  padre»  que  especifico,  Í8.I02  rs.  30  mrs.«  y  además 
por  el  iostestado  de  su  madre,  por  razón  de  su  dote  y  esponsalicio,  948  n. 
5  mrs.,  una  y  otra  suma  con  los  intereses  desde  el  fallecimianto  de  sus 
ladres: 

Resultando  que  0.  Francisco  Figueras,  recopooiendo  el  derecho  de  se 
hermano  i  reclamar  so  porción  legítima,  impugnó  la  demanda  como  eses- 
si  va,  yá  por  haberse  disminuido  el  número  de  los  liemanos,  ya  también  por 
liaberse  mduido  bienes  que  no  eiistiao;  y  finalmente  y  con  relación  al  in- 
testado materno,  por  no  constar  la  entrega  de  la  dote  y  esponsalicio,  solici' 
tando  que  se  fijara  en  lo  que  fuere  justo  la  porción  que  por  sus  derechos  le- 
gitimarios correspondía  al  demandante  sobre  la  herencia  paterna,  faeoltan- 
do  al  demandado  para  satisfacerla  en  fincas  ó  en  dinero,  a  su  voluntad: 

Resultando  que  practicada  prueba  per  una  y  otra  parte,  el  demandante 
redujo  su  petición  á  la  cantidad  de  i2,898  rs.  iO  mrs.  por  razón  de  su  le- ' 
gitima  paterna»  y  <  la  de  478  rs.  i%  mrs.  por  el  intestado  de  s«  madr#,  con 
ios  intereses  A  razón  de  3  por  100  desde  sus  fallecimientos;  y  el  demanda- 
do, reconociendo  á  su  hermano  por  el  primer  concepto  2,2i2  rs.  32  cents., 
y  por  el  segundo  474  rs.  2  mrs.,  con  los  intereses  correspondientes,  reser- 
yéndose  el  derecho  de  verificar  su  pago  en  efectivo  ó  en  fincas,  conforme  al 
uso  del  pais: 

'  Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia,  que  con- 
firmó eon  costas  la  Saja  primera  de  la  Audiencia  de  Barcelona  en  22  de  jo- 
mo de  1860,  condenando  al  demandado  á  satisfacer  al  demandante  por  la 
parte  de  legitima  que  le  correspondía  de  la  herencia  de  su  padre  y  de  la 
dote  y  esponsalicio  de  su  madre  li,432  rs.  3  mrs.  en  dinero  ó  en  bienes 
inmuebles,  con  los  frutos  é  intereses  ¿razón  de  3  por  100  desde  el  falleci- 
miento del  padre: 

Resultando  qtke  D.  Francisco  Figueras  interpuso  recurso  de  casación, 
en  el  que  alegando  que  la  demanda  se  había  fondado  en  una  acción  impro- 
cadente,  puesto  que  la  de  petición  de  herencia  solo  competía  al  heredero 
testamentarioó  legitimo,  contra  cualqurara  que  peyese  como  heredero  ó 
como  detentador,  y  que  el  hijo  legitimario  no  era  heredero,  cib6  como  in-^ 
fringidas  las  leyes  !.■  y  3.%  tít.  3.%  lib.  5/,  Digesto  De  hereditatis  petitio- 
ne;  la  3.%  tít  13,  Partida  6.*,  y  el  epígrafe  de  la  1/.  tit.  14  de  la  misma 
Partida;  «{ derecho  y  práctioa  de  Cataluña  sobre  arbitrio  del  heredero  á 
pagar  la  legítima  en  fincas  ó  en  dinero,  que  la  sentencia  había  hecho  es- 
tensivo  al  intestadp  de  la  madre  que  consistia  esclusivameote  en  dinero;  y 
por  último,  el  principio  universal  según  el  que  para  saber  el  valor.de  una 
legitima  ha  de  atenderse  al  tiempo  de  la  muerte  de  aquel  de  cuya  lierencia 
80  trate: 
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.  Ví9t0,  siendo  PofMote  el  NiniaUe  D.  ^Ue  JiUtener  de  Palacio: 

Considerando  en  cuanto  al  primer  punto  de  la  casadon,  que  no  habién*« 
doee  escepcionado  en  tiempo  oportuno  por  parte  del  recurrente  la  improce- 

deaeít  de  ia  aooíon  q«^  —  "^ '"'" '"^'^^ '--  *"^ 

ee  k  qo»  le  empetía, 
Oí^eato  Romuio ;   * 
niioeMlo; 

Genaideraiido  por  \á  que  respecta  al  sagondOt  q«a  la  fiMuRad  mte  la  eje* 
«atona  concede  ú  deoaandaéo^de  satisfacer  ea  ftiianes  ó  en  metálico  el  ioh- 
porte  de  las  legitimas  á  que  ha  sido  condenado^  lejos  de  perjudicar  favorece 
^siODctdamenfte  eos  inlereaes^  y  eo  tal  caÉ>  tampoco  procede  el  reclino, 
CMae  Jo  tiene  dedaradocoB  repetídea  este  Supremo  Tribunal: 

Goosiderandoporloqiie'tl  tereero  se  refiere,  que  al  estimarse  perla 
Seto  seniendadoi»  la  importancia  de  los  bienes  hereditarios,  ha  tenido  prin* 
«ífMilmeDte  eo  cuenta  la  proeba  taslifioal,  en  ratón  i  Ja  divergencia  que  laa 
raladoDes  perioiales  ofrecían,  y  por  consiguiente  que  al  hacerlo  asi  ha 
obrado  con  anreglo  á  lae  atríbocione»  que  la  coofiece  la  ley  de.  Enjuicia* 
miento  civil  y  no  ha  infringido  el  principio  y  la  práctica  que  inoportuna- 
nMSle  se  dtan;     - 

Fallemos  que  debemos  declarar  y  decianmos  no  haber  logar  al  recurso 
d^casacioa  interpuesto  por  D.  Francisco  Flgueras,  á  quien  condenamos  á 
la  pérdida  de  It  cantidad  depositada,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley, 
y  eo  las  costas;  devolviéndose  los  autos  á  ia  Real  Audiencia  4ddonde  proce- 
den con  la  oertipcacion  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia»  que  se  publioerá  en  la  Gaceta  é  inser- 
tará en  la  Colección  tegislativa,  pasándose  al  efecto  Jas  copias  neceearias, 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.*— Ramón  López  Vázquez.— Se- 
bestian  González  Nandln.— Anterode  ficharri.— Gabriel  Ceruelo  de  Velas- 
co.*-4oaquin  de  Palma  y  VimieBa.— Pedro  Gómez  de  Hermosa.— Pablo  Ji- 
men^z  de  Pidacio. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Ilustrisimo  Sr.  D.  Pablo  limenei  de  Patocio,  Mmistro  de  la  Sala  primera  del 
Supremo  Tribunal  de  Justick,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  Sala 
en  el  día  de  hoy^  de  que  yo  el  Bsoribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  9  de  abril  de  1862.— 4iian  de  Dios  Rubio.— (Gacela  de  i  5  de 
abril  de  1862.) 


Apelación  mor  deiaeg^atovla .  de  reemrso  de  eai- 

nMo  {9deabru  de  186S.).--Ai.zAifunrB0  u  uiuk  miilta  impüwta 
DisciPLiNARiAMxiiTs. — Sc  coofirma  por  la  Sala  segunda  del  Tri« 
banal  Supremo  la  sentencia  apelada  de  la  Sala  segunda  de  la  Au- 
diencia de  Burgos,  denegatoria  del  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Toribio  Alvarez  en  el  espediente  para  que  se  le  alzara  la 
advertencia  ;  multa  impuesta  por  el  juez  de  Castrojeriz,  y  se  re- 
suelve: 

Que  d  recurso  de  casaúion  solo  fuede  fundarse  en  loe  motms 
TOMO  vn.  30 
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prescritos  en  la  ley  de  Bn}uieidmtefrio  eitfU,  pero  nunca  en  tífusas 
estrañas  á  dichos  motivos. 

Bn  lá  viú^  y  eórte  de  Madrid,  ¿  9  de  abril'  de  48M,  en  los  aatea  pea* 
dfontes  ante  este  Supremo  Trfboiml  en  Tirtud  de  la  apelacíoo  qae  iaterpa^ 
so  d.  Toribie  Altares  de  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sale  aegnoda  ú» 
la  Audiencia  territorial  de  B&rgos  declarando  no  baber  lugar  á  la  adñiiafoft 
del  recurso  de  casación  ifue  encabid  e^  mismo  en  cierto  espedirte  sobre 
^ue  66  te  alzara  la  advertencia  y  multa  que  le  impuso  el  Juez  de  GasUro* 
jeris: 

Resultando  que  en  la  demanda  qué  en  el  referido  Juagado  propuso  don 
Elias  Alvarcz  contra  D.  Antonio  Ortíz  Vega,  y  en  la  que  defendía  al  actor 
el  Licenciado  D.  Toribio  Alvaret,  omitió  este  fijar  los  honorarios  al  pió  de  su 
¿rma,  habiendo  ¡ncnrridoen  igual  omision'en  otro  escrito  que  presenta 
posteriormente,  por  lo  cual  el  Jaez  de  primera  insuncia  dicto  «uto,  en  14 
de  mayo  de  i86l,  diciendo  que,  luego  que  el  referido  Abogado  cumplíase 
con  lo  mandado  en  el  art.  6S6de  los  araneetes  judiciales  ▼igentes,  acorde* 
ría  previdencia: 

Resultando  que  pedida  reforma  de  este  auto,  fuó  denegada  por  el  luen 
de  paz,  que  por  enfermedad  del  de  primera  instancia  despachaba  el  Juzga- 
do, y  la  parte  interpaso  apetaeion,  comprendiendo  en  el  escrito  ciertas  es* 
presiones  que  el  dicho  Juez  de  primera  instancia  creyó  ofensivas  á  su  ^- 
sena,  por  id  cual  en  auto  de  3  de  junio  hizo  una  advertencia  al  Licenciado 
Alvarez,  conminándole  con  la  malta  de  300  rs.,  y  al  Procurador  con  la  de 
iOO,  si  en  lo  sucesivo  no  se  atemperaban  i  lo  prevenido  en  el  art.  42  de  la 
ley  de  Bnjaiciamiento  civil: 

Resultando  que  de  este  auto  se  pidió  también  reforma  apelando  subsi* 
diariamente;  y  que  en  otro  del  8,  al  mismo  tiempo  que  se  sdmitió  la  ape- 
lación, impuso  el  Juez  las  mottas  de  300  y  400  rs.  á  tos  espresados  Abo-* 
gado  y  Procurador  porque  en  el  último  escrito  reincidían,  según  su  opi- 
nión, en  la  falta  de  consideración  y  respeto: 

Resultando  que  estos  soliciuron  que  se  les  eyese  en  justicia;  y  otorga- 
da la  audiencia  en  la  forma  que  aparece  de  autos,  remitidos  los  mismos  al* 
Tribunal  superior  del  territorio,  la  Sala  segunda  en  sentencia  de  2  de  di- 
ciembre confirmó  las  providencias  apeladas  de  i4  de  mayo,  3  y  8  de 
junio: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  D.  Toribio  Alvarez  re- 
curso de  casación,  fundado  en  la  causa  cuarta  del  art.  1013  de  la  ley  do 
Enjuiciamiento  civil ,  y  en  ser  contraría  ¿  las  disposiciones  legales  que- 
cito; 

Y  resultando  que  la  Sala  denegó  hiadmision  del  recurso  en  atención  4 
que  la  naturaleza  del  asunto  era^  de  corrección  simplemente  disciplinaria 
y  no  comprendida  en  los  artículos  1010,  101  i,  1013  y  1025  de  la  cita- 
da ley: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Miuslro  de  esté  Supremo  Tribunal  D.  Ramo» 
María  de  Arrióla: 

Goosideraqdo  que  en  la  apreciación  de  los  bechos  resueltos  por  el  Juz- 
gado de  primera  instancia  de  Castrojeriz  en  sus  providencias  de  14  de  ma- 
yo, 3  y  8  de  junio  del  aup  último,  y  confirmadas  por  la  referída  Sala  en  su 
sentencia  de  2  de  dicienibre,  no  puede  comprenderse  ninguno  de  los  fun- 
damentos en  que  so  apoya  el  presente  recurso;  el  cual  se  refiere  á  causas 
completamente  estrañas  á  los  motivos  de  casación  previstos  en  la  ley  de 
Snjuiciamiento  civil; 
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FaDaiiM»  que  d«beiii08  coofirmtr  y  oonftmamoi  o^  las  costas  el  aoUh 
«palado  de  17  de  dicho  raes  de  dieíerabre»  y  devaélvaase  los  presentes  á» 
Ja  Audieocia  de  doode  proceden  en  la  forma  establecida  eo  el  art.  1067  áñ 
It^dtada  ley  de  Eojalcfanienlo. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Go« 
biemo  é  iosertará  e»  la  O^lMcum  hgigUaifía^  para  lo  cual  se  pasen* las 
ofMrtonaff  copias  certificadas,  lo  pronuimianoos,  roandaraos  y  firmamos.— 
hmn  Martin  Oarramoiiao.-^lamon  Maria  de  Arrióla.— Jnao  María  Biec.-^ 
Mipe  de  Urbioa.—- Eduardo  Ello.— Domingo  Moreno. 

Pobüeacion.— Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  iN>r  el  Iius«« 
arísimo  Sr.  D.  Ramón  MaHa  de  Arríela ,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  do 
húúáBy  estándose  celebrando  audiencia  pábiica  en  su  Sala  segunda*  en  el 
dis  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  habilitado. 

Madrid  10  de  abril  de  1862.— Gregorio  Camilo  García.— (Gacela  de  18 
do  abril  de  1862.) 


Com>|ieteaiatai  (9  de  abril  de  1862.). — ^Beivinucagion  ob 
vBEBUfoo.— Se  decide  por  la  Sola  yeguada  del  Tribunal  Supreoio  i. 
favor  del  Juzgado  especial  de  Hacienda  de  Granada,  la  competen*- 
cia  suscitada  con  el  de  la  Capitanía  eenerai  de  la  misma  ciudad, 
acerca  del  conocimiento  de  la  demanda  entablada  por  el  Duque  de 
AbraotQs  contra  el  de  Wellington.,  sobre  reivindicacioD  de  ciertos 
terrenos,  y  se  resuelve: 

i/  Que  el  estraiijero  avecindado  fuera  de  España  ^  no  puede 
gosar  en  esU  remo  del  fuero  de  estrameria : 

3«*^  Que  en  falta  de  la  condición  de  un  fuero  especial  no  puede 
un  litigante  someterié  á  la  jurisdkeion  müitar  con  perjuicio  de  la 
ordinaria; 

X  3.*  que  corresponde  privativamente  á  los  juzgados  especiales 
de  Hacienaa  el  conocimiento  de  los  neldos  en  que  tenga  interés 
jtresente  ó  futuro  el  Erario  público  f  ó  üueda  esperimentar  daño  6 
^perjuicio  en  sus  rentas^  acciones  y  derechos ,  y  además  de  todas  las, 
ísmdensiasi  hnexidades  ó  conexidades  que  de  los  mismos  negocios 


So  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  9  de  abril  de  i  862 ,  en  los  autos  d» 
competencia  que  ante  Nos  penden  entre  el  Juzgado  de  la  Capitsnla  general 
de  Granada  y  el  especial  de  Hacienda  de  la  misma  ciudad ,  sobre  conocí* 
miento  de  la  demanda  entablada  por  el  Duque  de  Abrantes  contra  el  do- 
Wellftigion  y  Ciudad- Rodrigo,  sobre  reivindicación  de  ciertos  terrenos: 

Resultando  que  en  3  de  noviembre  de  1859  el  Duque  de  Abrantes  acu-^ 
did  al  referido  Juagado  militar,  y  después  de  hacer  mérito  de  un  litigio  que 
eo  el  mismo  habia  seguido  en  reclamación  de  unos  terrenos,  parte  del  cor- 
tijo llamado  del  Corral  de  la  Reina,  pidió  se  condenara  á  los  hijos  y  herede» 
Toe  diel  difunto  Conde  de  Wellington  á  que  restituyeran  al  demandante  otros 
terrenos  que  le  pertenecían  eneí  Gspinar  del  Jaco,  comprendido  en  el  refe-- 
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riéo  corüjo,  yquea<|oeHoB.poaefaii  comodtteños  dslMode  Roém,  txm 
.  tus  accionas,  frulos  y  rentas  qoe  hobiesen  producido  y  debido  predadir 
desde  la  detentacian,  cuya  demanda  reformo  ^lespoes  diritfiéndolfc  tan  solo 
«ontra  el  actual  Duque  de  Wellington  y  Giudad-Rodfigo,  nijo  primogóttl» 
del  anterior:  ^ 

Resulumdo  qne  al  contestar  k  demanda  ei  Doqne  de  Wellington  dee« 
pues  de  solicitar  se  le  absolviese  de  ella  pidió  por  on  otrosí  se  citara  ^ 
«Tiecion  á  la  Hacienda  pública  por  el  interée  qne  pndfera  tener  en  1m  re- 
ooltas  del  pleito,  fundado  en  que  etia  era  la  poseedora  do  todos  las  temnoOi 
que  comprendía  dicbo  Eeal  Soto  de  Roma  cuando  por  cauíia  remuneftilona 
se  hizo  donación  de  ellos  i  su  padre  el  anterior  Dnque»  con  cuyo  escrito  no 
presentó  documento  alguno  que  justificara  los  términos  en  q^o  fuóhechn 
la  donación  del  mencionado  Soto,  ni  que  al  mismo  correspondieite  los  ler^ 
ren(i8  demandados: 

Resultando  que  hecha  la  citación  al  Promotor  Fiscal  de  Hadeilda,  ha« 
blando  protestado  el  demandante  que  no  le  perjudicase  en  concepto  alftuno 
en  8U  derecho,  presentó  escrito  aqnel,  en  el  que  espuso  que  sin  que  raese 
Tísto  por  la  citación  consentirse  en  la  Racienda  obligación  alguna,  bastaba 
que  los  dos  litigantes  convinieran  en  qoe  debía  ser  citada  para  que  se  la  so- 
pusiera  interés  y  aun  responsabilidAd  en  el  negocio,  aunque  fuese  remotOi 
debiendo  por  lo  tanto  avocar  la  contienda  á  su  fuero  especial,  por  lo  que, 
fundado  en  la  Real  orden  de  24  de  agosto  de  4840,  ooiíforme  *  la  ley  reco* 
pilada,  pidió  se  oficiara  de  inhibición  ai  Juzgado  de  Guerra,  oomo  asi  a» 
aerificó,  promoviendo  en  su  virtud  la  presente  competencia: 

Resultando  que  el  Juzgado  de  la  Capitanía  general  fonda  isu  iurisdiecion 
on  que  no  es  aplicable  al  caso  actual  lo  dispuesto  en  la  Real  orden  de  24 
de  agosto  de  1840,  porque  ni  el  Duque  de  Ciudad -Rodrigo  ha  justificado 
que  proceden  de  la  Hacienda  los  terrenos  litigiosos  bajo  el  concepto  de  do* 
nación  remuneratoria,  ni  aquella  ha  reconocido  dicho  trato,  en  que  no  ha- 
biéndose presentado  ei  titulo  traslativo  de  dominio  del  Real  Soto  de  Roma, 
negada  por  el  demandante  la  donación  que  refirió  el  demandado,  y  citada 
otra  procedencia  distinta  de  dicbo  Soto,  y  no  existiendo  justificación  ea 
contrario,  no  se  eeplica  ni  ann  remotamente  el  interés  de  la  Hacienda: 

Resultando  que  el  Juzgado  especial  de  aquella  pretende  le  corresponde 
«1  conocimiento  porque  el  de  guerra  al  decretar  la  citación  de  evicoion,  y 
los  litigantes  al  pedirla  el  uno  y  consentirla  el  otro,  reconocieron  de  hecho 
el  interés  de  la  Huclends  pública,  y  asimismo  la  jurisdicción  de  su  Juzgado 
especial,  puesto  que  el  Promotor  fiscal  no  puede  fuera  de  él  ejercitar  la  ac« 
«ion  que  producía  la  citación:  que  la  protesta  hecha  por  dicho  Ministerio 
para  que  no  se  entendiera  obligación  alguna  en  la  Haeienda  estaba  en  ar» 
monia  con  la  instrucción  de  25  de  julio  de  1852  y  Reales  órdenes  posterio- 
res,  que  prescriben '  que  los  Fiscales  del  ramo  para  formular  ó  contestar 
una  demanda  consulten  á  la  Asesoría  del  Miniateno,  y  que  la  esoepcioade 
no  ostar  justificado  que  los  terrenos  litigiosos  procediesen  de  la  Hacienda 
es  un  punto  qne  no  puede  prejuzgarse,  porque  siendo  el  fundamenta  oapi* 
tai  del  pleito,  debe  reservarse  para  el  fallo  ejecutorío: 

Vistos,  siendo  Ponente  ei  liinisiro  de  este  Supremo  Tribunal  D.  Joan 
María  Biec: 

Considerando  que  no  resulta  en  estos  autos  que  el  actual  Duque  de  Cia* 
dad-Rodrígo,  avecindado,  según  se  ha  espnesto,  en  Londres,  tenga  en  Es- 
paila  el  fuero  de  estranjeria: 

Considerando  que  en  falta  deia  condición  de  on  ftiero  especial  no  haa 
podido  los  Utigantas  someterse  á  la  jurisdíocion  del  Juzgado  miMtar  en  per* 
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ráMo  do  l#  orüiwria,  segon  lo  dispoesiooift  loi  «rtt.  3.^  y  4>  de  la  le^  de 
B^ulcianitfito  eivll: 

GoBsidereiido  por  oira  parte  gue  en  el  pleilo  aeUiat  sobre  rehríndieacioo 
de  QII08  raarjalea  de  tierra  ba  sido  ciuda  oe  oTiecion  la  Hacieoda  pública 
pera  el  aaneaimeiito  de  la  denadna  del  Sdto  de  Roma,  beeha  al  aatecesor 
del  demandado: 

€oB8iderando  qae  la  proeedeneia  de  la  oitaolon  te  ba  impagoado  por  el 
deaQandaate  aolo  porque  no  sé  preseatava  el  doeumento  original  tra&lativo 
del  dominio  del  Soto  de  Roma,  y  por  el  concepto  de  qcM  este  feabia  porte* 
neeido  al  Patrimonio  Real  y  no  á  ta  nación: 

Considerando  que  la  citación  es  á  perjuicio  de  la  Hacienda  páblica,  y  q[oe 
■e  puede  bey  asegurarse  ^e  no  tiene  ni  tendrá  interés  en  el  presente  li* 
ligio: 

T  considerando  que  ia  lev  7.*,  titulo  iO,  libro  6«®  de  la  Nov.  Recop.  y  la 
RmI  orden  de  24  de  agosto  ue  i840  cometen  privativamente  á  tos  inagados 
enpeeiales  de  Hacienda  el  conocimiento  de  los  negocios  en  que  tenga  interés 
pñsente  ó  faturo  el  Brarlo  públioD,  ó  pueda  esperímentar  daño  ó  ¡lerjaicio 
aa  sus  rentas,  acciones  ó  derechos,  y  de  todas  las  inoidencias^  aneiidades  6 
cooeiidades  ^ue  de  las  mismas  proiMan; 

Fallamos  que  en  el  estado  actual  de  estos  autos  debemos  declarar  y  de* 
dafamos  la  competancfa  á  fevor  del  Josgado  especial  de  Hacienda  de  Grana  <• 
da,  al  cual  deberán  remitirse  unas  y  otras  actuaciones  para  lo  que  proceda 
cen  arreglo  é  derecho. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  GaeHa  del  Go* 
Memo  é  insertará  en  la  CokeoioH  legMaU»aj  para  lo  cual  se  pasen  las  opor* 
tonas  coplas  certificadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  Ormamos.-^-Juan 
IfarUn  Carramoüno.— Ramón  liaría  de  Arrióla.— ^élix  Herrera  de  la  Rivaé 
— 4nan  Haria  Biec.— Felipe  de  Urbtna.-^Bduardo  Eiio.^Domingo  Moreno. 

PobUcacioo.«*L.eida  y  publicada  fué  la  precédeme  sentencia  por  el  Ilus- 
tffsimo  Sr.  D.  Juan  Marfa  Biec,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia, 
estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  segunda  en  el  dia  de  hoy^ 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  habilitado. 

Madrid  9  de  abríl  de  i802.^Gregorio  Camilo  Garcia.»-(Ga6Sto  de  20 
de  abril  de  4862.) 


05. 

i«loB  (tO  de  abril  de  i862.).— Desahucio.— Se  confirma  por  la 
Sala  primera  del  Tribunal  Supremo,  la  sentencia  apelada  de  la  Sala 
tercera  de  la  Audiencia  de  valladolid,  denegatoria  del  recurso  de 
easacíon  interpuesto  por  Dona  Juana  Rebult,  en  pleito  con  D.  Anter 
ro  Fernandez,  y  se  resuelve: 

Que  no  procede  el  recurso  de  casación  contra  providencias  que 
no  ponen  término  al  juicio  ni  hacen  imposible  su  contitmadon. 

En  Ja  villa  y  cárte  de  Madrid,  á  áO*dlé  abril  de  i862,  en  los  autos  que 
penden  ante  Nos  en  virtud  de  apelación  interpuesta  por  Doña  JuaivEí  Rebult 
del  auto  dictado  por  la  Sala  tercera  de  la  Real  Audiencia  de  VaMadolid,  de- 
negatorio de  la  admiiioo  del  recurso  de  casación: 
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RésnlUiído  <|Qe  D«  Antera  Foraandex  Fuertes  adquirió  M  pábüeora- 
nale  la  casa  qoe  ocupáis  Doña  Juana  Rebult,  viada  de  D.  Bameo  Vikr^ 
delty  ea  la  calle  de  Panaderos  de  Valladolid,  n6m.  id;  y  qae  bebiendo  solU 
eitado  el  deeabucio  de  aquella,  y  opuesta  á  él  por  los  motiTos  que  espreaé 
en  el  juieto  verbal  celebrado  en  7  de  junio  de  1860,  el  >ttea  la  confirió  tras- 
lado de  la  demanda: 

Resultando  que  en  24  del  mismo  presenta  esocito  D.  Antero  Fernandez 
pidiendo  se  le  mandase  poner  inmediatamente  en  posesión  de  dicba  casa 
naciendo  saber  á  Dofia  luana  Rebult  que  sin  pérdida  de  momento  la  des-* 
ocupase,  entendiéndose  todo  esto  para  el  caso  de  que  llevando  á  ejecaqión 
"la  providencia  de  posesión  ya  mandada  dar  no  se  considerase  innecesario  y 
supérfluo  el  ejercicio  del  interdicto  de  adquirir  que  subsidiariamente  ioter*» 
ponía,  conforme  á  su  título  de  dominio  y  á  las  disposiciones  de  los  articulos 
'  d9l  ai  700  de  la  ley  de  BnjuiciamientQ  civil:  . 

Resultando  que  después  de  des  providencias,  por  la  primera  délas  coa* 
lee  se  confirió  al  D¿  Antero  la  posesión  de  la  casa  y  se  requirió  á  los  ínqui* 
linos  para  que  le  reconociesen  como  dueño ,  contestando  Doña  Juana  que 
le  reconecia  cono  tal  sin  perjuida  del  uso  de  su  derecho^  solicitó  la  misma 
en  28  de  agosto  la  acumulación  del  interdicto  á  la  demanda  de  desabucio: 

Resultando  que  en  virtud  de  ios  dos  espedientes,  dictó  el  Juez  provi- 
dencia en  i  i  de  setiembre  denéjeando  la  acumulación  pretendida  de  los 
mismos,  y  mandó  baoer  saber  á  D.  Antero  Fernandez  que  reprodujese  en 
el  de  desahucio  el  desistimiento  que  habia  becho  al  oponerse  i  la  acumula* 
«ion,  y  que  confirmada  esa  providencia  por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia 
-en  iO  de  enero  de  4861,  con  esolusion  del  estremo  referente  á  tener  por  de^ 
sistido  al  D.  Antero  de  la  prosecución  del  juicio  de  desabucio,  interpuso 
Dona  Juana  Rebult  recurso  de  casación;  y  qoe  do  iiabiéodosale  admitidOi 
«peló  de  la  negativa  para  ante  este  Tribunal  Supremo: . 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Pablo  Jiménez  dePalacío: 

Considerando  que  ni  por  la  naturaleza,  ni  por  los  efectos  de  la  providen^ 
cía  dictada  en  estos  autos  por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Vallado*» 
lid,  denegando  la  acumulación  solicitada  por  Doña  Juana  Rebult,  procede 
contra  ella  al  recurso  de  casación; 

Fallamos  que  la  debemos  confirmar  y  confirmamos  con. costas. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  dentro  de 
los  cinco  dias  siguientes  á  su  fecha,  é  insertará  en  la  Colección  legislaUva^ 
(pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fir* 
tnamos.— Ramón  López  Vázquez.— Sebastian  González  Nandin.^-Antero 
de  Echarri. — Gabriel  Gemelo  de  Velasco.-— Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa.-^ 
'IVMiro  Gomes  de  Hermosa.^Pablo  Jiménez  de  Palacio. 

Publicación. -^Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el 
limo.  Sr.  D.  Pablo  Jiménez  de  Palacio,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de 
Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  primera  hoy  día 
de  la  fecha,  de  que  certifico  como  Secretario  de  S.  M.  y  Escribano  de  Cá- 
mara en  dicho  Supremo  Tribunal. 

Madrid  10  de  abril  de  1862.—- Dionision  Antonio  de  Puga.  (GaceHi  da 
13  de  abril  de  1862.) 


Reennw  de.  •aflMaeUn  (10  deábrü  de  1862.).— Sdgbsiow 
i  UN  VÍNCULO.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Snpre- 
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OM»  ao  bkM  iMár  ti  recarto  de  c&sacton-  isteifpiiesU)  pbt  D.  Ui*^ 
^el  Martínez  Carrasco '«oatra  la  seQteDcia  pronunciada  por  la  Sala 
primera  dé  (a  Audiencia  de  Altacete,  en  pleiCb  con  Gonzalo  Marín» 
y  se  resuelve: 

1/  Que  contra  tas  motivaciones  ó  fundamentos  de  las  senten^ 
-eias  no  se  di  el  recuso  de  casación-^ 

T  2.^  que  las  doctrinas  legalmente,alegables  en  casación  no  son 
las  meras  razones  ó  deducciones  que  con  el  supuedo  nombre  de 
talesy  y  con  mas  ó  mcttos  oporiUtridad  y  aplicación  al  caso  del  liti- 
gio, formulm  las  parles^  sino  las  que  directa  y  necesariamente 
amanan  de  los  preceptos  ecmsignados  en  las  leyes,  y  las  adoptadas 
por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales. 

En  la  villa  y  oórte  de  Madrid ,  á  10  fie  abril  de  1862 ,  en  los  autos  pen-. 
dientesante  Nos  por  recurso  de  casación ,  seguidos  en  el  Jusgadode  pri-« 
mera  instancia  de  Hellin  y  en  la  Saia  primera  da  la  Audiencia  de  Albacete 
fNDr  Gonzalo  Marín ,  como  marido  de  Catalina  Herrera»  con  1).  Micael  Mar^ 
iln6S.Gaarra|C0«  soiMrague  se  la  Jeelara  inmediata  sucesora  ^un  vínculo: 

Reaulundoque  D»  Franeisce.  Maestro  otorgó  testamento  ea e)  hereda* 
miento  del  río  Segura  ^  téroúnD  da  HaJIio,  en  9  de  abrí!  del  año  i61i,  por 
el  que  fundó  un  vinculo  regular  de  todos  lo4  bienes^ralces  que  por  su  muer^ 
íb  quedasen  en  la  referida  villa,  üaimodo  en  primer  logar  á  Francisco 
Maestro f  en  primo  hermano,  y  á  sus  hijos  legítimos  y  descendientes,  y  por 
tfQ  falta  y  en  segundo  iugar.á  Rafael  Molina,  umbien  su  primo  hermano ,  f 
4  los  suyos: 

Resultando  qoe  poseyendo. fcte  vínculo  D.  José  María  Buitrago»  como 

r'nto  nieto  del  primer  llamado,  entabló  demanda  en  12  de  julio  de  183^ 
Pedro  Sánchez  Molina,  descendiente  del  designado  en  segundo  lugar» 
mfk  qne  se  deoiarase  que  le  correspondía  en  tai  concepto  el  mayorazgo  por 
las  razones  que  alegó: 

Reanltando  que  en  13  de  abril  de  IS4i  otorgaron  escritura  D.  José  Bui- 
trago  y  D.  Antonio  Sánchez  Molina,  hijo  de  D.  Pedro,  ya  difunto,  por  la 
^oa  trassigiieron.el  pleito,  establedeodo  que  na  se  estimara  la  posesión  ci- 
^il  y  natural  en  ninguno  délos  dos  esciosivamente:  que  el  primero  duran* 
ts  su  vida  continuara  disfrutandojloa  frutes  y  loaUs  de  los  bienes :  que  á  su 
laBeeinlento  la  mitad  libre  del  vínculo  quedaría  á  disposición  de  Sancbea 
Molina:  que  no  conoeiendo  Buíérago  mas  parientes  por  la  línea  que  gozaba 
loe  bienes  que  su  liermana  Dona  Pascuala ,  de  edad  sexagenaria  y  sin  sucer 
^n  como  el  otorgaoto,  consideraba  quo  aun  sin  necesidad  del  litigio  entra* 
ría  Sánchez  Molina  en  el  goce  de  los4>ien6S  por  la  muerte  de  ambos  her- 
manos: que  si  Dona  Pascuala  sobre? ivia  á  D.  José,  no  había  de  ser  visto  que 
<esta  escritufa  le  aumentara  ni  disminuyera  derechos;  y  que  si  fallecía  antes 
teMa  di  entenderse  índísputai>Ie  la  suceaion  de  la  mitad  vinculada  para 
4>.  Antonio  ó  sua  hijos;  conriniando  por  último,  en  que  para  evitar  contien- 
das y  dis^stos  fuera  administrador»  director  y  juez  arbitro  en  todo  y  para 
todo  D.  Miguel  Martínez  Carrasco»  á  quien  otorgabah  poder  suficiente  y  ar- 
fondaraiento  sin.  límite  da  tiempo,  bajo  las  condiciones  que  en  escritnra 
de  7  de  febrero  do  aquel  ano  habían  coofonído,  y  que  ratificaban  con  la- 
adicion  de  que  durante  la  vida  de  Buitrago  había  do  permanecer  Martines 
Carrasco  con  la  hacienda: 

Resultando  qne  practicada 4a  división  del  víneoio  en  el  año  de  i8tó,por 
oscritorade  IS^  de  febrero  de  1846  vendió  D.  AnUmio  Sánchez.  Molina  á 
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D.  Miguel  MartaflB  iSmwaco  todos  fos  é»ntítm  que  tetk  m  Itt  úmm&W't 
doB  de  aqoely  ja  por  la  accíoo  fasuliar,  ya  por  laa  coftsikaidas  en  la  eam»» 
tura  de  traoaaccioo;  y  qi^  habiendo  sobrevenido  desaveneneins  énire  Car- 
rasco y  Baitrago  sobre  el  aprovechamiento  de  los  bienes,  las  Iraosigieron 
por  escritura  de  30  de  setiembre  de  i  848,  estableciendo  que  aquel  se  baUa- 
ba,  en  yirtad  de  la  compra  hecha  á  Sánchez  Molina,  en  el  dominio  directo 
de  la  mitad  libre  del  vínculo  que  Constaba  en  el  espediente  de  divisbm» 
entendiéndose  reunida  en  dicho  O.  Miguel  la  acción  sueestonal  de  la  etra 
mitad,  según  la  tenia  Sánchez  Molina: 

Resulundo  que  fallecida  Doña  Mark  Pasouala  Bmtrago  «n  ft4  de  mayo 
de  i  8^7,  Gonzalo  Marín,  como  marido  de  Doña  Catalina  Herrera  Salniereny 
descendiente  del  primer  llamado,  entabló  demanda  en  24  de  mayo  de  dicho 
año  para  que  se  la  declarase  inmediata  suoesora  al  mavorazgo,  y  se  la  asig- 
nasen alimentos  proporcionados  á  la  importancia  de  ios  bienes^  pretensión 
con  que  estuvo  conforme  D.  José  Marta  Buitrago.  y  que  fué  estimada  man- 
dAndose  en  sa  virtud  proeeder  al  aprecio  de  kw  bienes: 

ResuiUndo  .^ue  personado  en  lee  autos  O.  Misuel  Martínez  Carrasco 
oponiéndose  á  las  pretensiones  de  Buitrago  y  de  Maiin ,  y  habiéndose  num- 
dado  que  éste  por  si  6  en  unión  con  Buitrago  propusiera  la  demanda  ifoe  le 
conviniera ,  en  la  inteitgencia  de  que  habia  de  saguirse  con  a<}uel  opositor 
y  cualquiera  otro  que  saliera  á  los  autos,  reprodujo  la  deducida  en  24  de 
mayo: 

•  Resultando  que  conferido  traslado  á  Martines  Carrasco  y  á  todos  los  qaa 
se  creyesen  con  derecho  á  los  bienes,  para  lo  cual  se  fijaron  edictos,  impug- 
né Carrasco  la  demanda  negando  que  CalaUDa  Herrera  descendiera  de  Fran* 
cisco  Maestro,  primo  del  fundador  y  primer  llamado  por  este,  y  esponiende 
que  aun  en  el  caso  de  llegar  á  obtener  la  demandante  los  alimentos,  habiin 
estos  de  entenderse  á  cargo  de  Buitrago,  por  sus  rentan  ¿  dinero  y  no  por  la 
administraeionly  usufraclo  de  fincas  procedentes  del  vfaicuio,  pon]ue  el  de* 
fecho  superfieiario  de  estas  había  sido  enajenado  vitaliciamente  por  Bni« 
traffp: 

Resultando  que  practicada  prueba  por  las  partes  sobre  la  filiación  de  la 
demandante,  que  el  demandado  impugné  eosteniendo  que  no  deseendia  dsl 
,  primer  Kamado  Francisco  Maestro,  sino  de  nn  Fraocisco  Martínez  Viüanve- 
'  va  é  Isabel  Arpe,  dictó  sentencia  el  Juez,  que  confirmó  con  las  coates  de 
ambas  instancias  la  Sala  primera  de  la  Real  Audienda  de  Albncete  en  i%  de 
junio  de  1860,  declarando  á  Doña  Catalina  Herrera  legítima  soceaora  á  la 
mitad  reservable  del  mayorazgo  fundado  por  Francisco  Maestro,  y  cen  dé^ 
recho  á  percibir  los  alimentoa  oue  en  tal  concepto  la  oonespondMrtti,  y  can 
Ibs  que  deberla  contribuir  D.  José  María  Buitrago  como  actual  poseedor  de 
aquel: 

Resultando  que  D.  Misoei  Martínez  Carrasco  interpuso  recurso  de  casa>- 
eion  citando  como  infringidas  la  ley  5/  tlt.  33,  Part.  7/,  y  la  doctrina  san- 
clonada  per  este  Supremo  Tribunal  en  sentencia  de  17  de  febrero  de  4858, 
según  la  que  no  há  lugar  á  la  interoretacion  de  la  voluntad  d^  testador 
coando  ni  el  caso  es  equívoco,  ni  produce  perplegidad.  ni  sp  contraria  con 
la  inteligencia  dada  á  sus  palabras  la  intención  que  se  deduce  de  otras  cláu- 
aulas  del  testamento;  y  con  relación  é  los  con^oerandosde  la  sentenoia,  las 
«guiantes  doctrinas  legales^  establecidas  y  admitidas,  por  la  jurisprudencia 
de  los  Tribunales:  primera,  que  no  pUede  considerarse  que  los  litigantes 
que  defienden  un  derecho  vincular  carecen  de  tal  derecho,  ni  tampooo  qiR 
lo  gozao'determinada  y  esclusivamente,  sino  que  existe  en  incierto  mien- 
tras no  se  decida  por  ejeonCoria:  segunda,  fue  los  Tribunales  ne  cambian  ni 
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estáo  esUbfeddoárpM  cambiar  los  derftcíhos  de  fós  Rtf'gdntda,  éído  para  de* 
datar,  préf io  jaicio,  ed  coál  de  los  liii^antes  existéti  los  derecboí  disputa- 
dos: tercera,  qt^er  ningtitKf  "puede  trasmitir  mas  derechos  que  los  que  tiene, 
ley  12,  tft.  31,  Part.  7.*:  cuarta,  que  la  projimidad  del  parentesco  do  pro-* 
doce  por  sf  solfr  mas  derechos  en  ra  sucesión  del  mayorazgo  regular  que  el 
qpie  Ánaba  su  antecesor:  quinta,  y  por  último,  que  la  ocupación  de  los  bi^ 
oes  de  un  mayorazgo  no  significa  la  posesión  de  él  én  derecho,  sino  que  soa 
'Cosas  distintas,  que  pueden  darse  en  distintas  pierso/ias,  leyes  4í  y  45  de 
Toro: 

Resultando  que  eñ  este  Supremo  Tribunal  citd  en  tiempo  oportuno  et 
recurrente  como  infringidas,  en  el  concepto  de  hita  de  conformidad  de  la 
seoteoeia  con  la  demanda,  las  leyes  5.*,  t5  y  Í6,  tft.  22,  Part.  3.*:  los  ar^ 
tkolOB  ei,  62  y  333  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  .cini,  y  las  doctrinas  cón« 
signadas  en  fas  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  dfií6  de  octubre  de 
I34S,  27  de  noviembre  de  1849, 2  de  mayo  de  1853,  11  de  mayo  ^  6  de  oo« 
tabre  de  1855,  j  28  de  mayo  y  16  de  octubre  de  1858:  en  ei  sentido  de  in- 
t^tretar  ó  entender  como  no  suena  al  oido  la  palabra  del  testador,  la  le^ 
S.%  tft.  33,  Part.  7.*  ya  citada,  y  las  doctrinas  consignadas  en  las  senten- 
cias dé  este  Supremo  Tribunal  de  26  de  diciembre  de  1856, 36  de  junio  de 
1852,  2jB  de  junio  de  1854,  11  de  octubre  de  18ür5,  36  de  abril  de  1857, 
17  de  febrero  y  16  de  octubre  de  1858;  en  el  concepto  de  fallar  por  falsos 
hechos  ó  por  falsas  razones,  las  leyes  12  y  13,  tit.  22,  Part.  3.*,  en  relación 
con  la  1.«,  tft.  26,  y  6.%  tft.  4.*  de  dicha  Partida,  y  la  28,  tft.  22,  y  12,  tí- 
iQlo  4.*  de  la  misma;  y  ñor  último,  y  en  lo  relativo  á  posesión,  en  el  con- 
cepto de  cuáles  son  yerdaderas  y  cuales  no,  las  leyes  9.",  tit.  7.^,  y  2.*,  ti** 
tato  15,  Pan.  2.*;  la  46  y  la  45  de  Toro;  16,  tft  36,  Pan.  Z.\  art.  8.*  de 
la  ley  de  27  de  mayo  de  1826,  y  las  dbctrinas  sancionadas  en  las  sentencias 
de  este  Supremo  Tribunal  de  24  de  enero  de  1834,  14  de  diciembre  do 
1848,  23  de  mayo  de  1855,  16  de  octubre  de  1858  j  7  de  enero  de  1859: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Sebastian  González  Nandin: 

Considerando  que  la  cuestión  en  el  presente  pleito  debatida  no  ha  gira^ . 
do  sot>re  la  inteligencia  ó  interpretación  de  ona  cláusula  testamentaria,  sino 
respecto  al  valor  legal,  bajo  el  solo  punto  de  vista  de  los  nombres- en  ellos 
comprendidos  de  varios  documentos  traídos  á  los  autos  para  acreditar  una 
filiación: 

Considerando  qué  esa  cuestión,  puramente  dé  hecho  ha  sido  resuelta  ea 
aa  relación  con  la  demanda  por  el  Tribunal  sentenciador,  el  cuaf,  al  resol- 
Teria,  se  arregló  estrictamente  al  claro,  espticito,  y  circunstanciado,  llama- 
lúieoto  del  fundador  del  vinculo  y  á  la  letra,  clara  también  y  esplfcita,  de 
documentos  reconocidos  como  verdaderos  y  legales  por  el  recurrente: 

Gonsidererando  que  de  ellos,  entre  los  cuales  constan  el  árbol  geneald- 
gico  y  las  partidas  sacramentales  que  los  justifican,  aparece  incuestionable 
la  procedencia  de  D.  José  Buitrago  de  la  línea  ilamaia  en  primer  lugar  por 
el  fundador: 

Considerando  que  de  los  certificados  de  las  contribuciones  qrie  los  pre* 
decesores  de  Buitrago  pagaron  por  las  heredades  que  constituyen  el  vínculo 
y  por  los  de  las  posesionen  judiciales  que  de  las  mismas  tomaron  desde  1752, 
que  es  hasta  donde  alcanzan  los  datos  acerca  de  este  punto  por  haber  sido 
destruidos  los  archivos  del  pueblo  de  Hetlin  durante  la  invasión  francesa, 
resalta  que  aquellos  poseyeron  sin  reclamación  ni  oposición  alguna  el  ma- 
yorazgo de  que  se  trata: 

Considerando  que  no  consta,  ñ\  Se  ha  intentado  hacer  constar,  que  loa 
qoe  antes  de  la  mencionada  época  lo  disfrutaron  desde  la  muerte  del  primer 
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llamado,  y  á  quienes  los  posterioree  de  ella  snoedieroD»  huUefen  ñdo  taa-. 
poco  inauietados  en  su  posesión: 

Goaaiderando  que  probada  la  legitimidad  de  Boitrago  en  su  carácter  de 
actual  poseedor,  solo  mcumbia  á  la  demandante  acreditar  sn  inmediación 
respecto  á  él  para  obtener  la  declaración  de  los  dos  pantos  que  comprende 
la  demanda: 

i  Considerando,  por  tanto,  que  la  Sala,  dando  á  la  prueba  documentaj  la 
fuerza  que  las  leyes  atribuyen  cuando  no  ha  sido  desvirtuada,  y  apreciando 
la  testifical  del  modo  que  lo  ba  Ijecho,  ni  ha  interpretado  lo  que,  por  haber 
sido  clara  é  inequiTOcamenté  redactado,  no^dia  ser  objeto  de  interpreta- 
cien,  ni  dado  ¿  la  actora  mas  derechos  que  los  que  la  correspondían»  ni 
atendido,  en  fin,  para  su  decisión  á  hechos  y  razonamientos  falsos: 

Considerando  que  dirigiéndose  la  demanda  entablada  á  nombre  de  Dona 
Catalina  Herrera  á  que  se  la  declare  inmediata  sucesora  al  mayorazgo  y  se 
la  asignen  alimentos  proporcionados  á  la  importancia  de  los  bienes,  preten- 
sión 6  que  desde  luego  accedió  el  actual  poseedor,  la  Sala  declarándolo  así 
falló  con  completa  sujeción  á  aquella: 

Considerando  que  la  transacción  celebrada  entre  fiuitrago  y  Sanchei 
Molina  no  facultó  á  este  para  vender  á  Carrasco  derechos  que  ningún  Tri- 
bunal le  había  declarado  ni  podia  declarade  con  perjuicio  da  tercero: 

Considerando  que  contra  las  motivaciones  ó  fundamentos  de  las  senten- 
cias no  Se  dá  el  recurso  de  casación,  según  lo  ha  declarado  repetidas  veces 
este  Supremo  Tribunal: 

Considerando  que  las  doctrinas  legalmente  alegables  en  casación  no  son 
las  meras  razones  ó  deducciones  que  con  el  supuesto  nombre  de  tales,  y  con 
mas  ó  menos  oportunidad  y  aplicación  al  caso  del  litigio,  formulen  las  par- 
tes, sino  las  que  directa  y  necesariamente  emanan  de  los  preceptos  consig- 
nados en  las  leyes,  y  las  adoptadas  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales: 

Considerando,  por  consiguiente,  que  la  sentencia  de  que  se  trata,  en  el 
supuesto  de  aue  fuesen  todos  pertinentes  en  los  distintos  conceptos  en  que 
han  sido  citados,  y  i  los  que  se  refiere  la  precedente  motivación,  no  ha  m* 
fringido  ninguno  de  los  cuarenta  motivos  de  casación,  que  apoyados  en  le«;, 
yes  y  en  doctrinas  consignadas  en  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  se' 
han  alegado  en  el  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  á  él,  j 
condenamos  en  las  costas  á  D.  Miguel  MarUnez  Carrasco;  devolviéndose  los 
antos  á  la  Audiencia  de  Albacete  con  la  oertíQcacion  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta^  é  insac"- 

taré  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  io 

pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.*-Ramon  López  Vazquez.^Sebas- 

•  tian  González  Nandin.— Antero  de  Echarri.— Joaquín  de  Paloui  y  Vinuesa. 

*— Pedro  Gómez  de  Hermosa.— Pablo   Jiménez  de  Palacio. ^Ventura  de 

'  Celsa  Y  Pando. 

Publicación. — ^Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  6s* 
celentíáimo  é  Uustrísimo  Sr.  D.  Sebastian  González  Nandin,  Ministro  de  la 

ala  primera  del  Supremo  Tribunal  de  Justicia^  celebrando  audiencia  p(¡i- 
ica  la  misma  Sala  en  el  día  de  hoy,  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara 
certifico. 

Madrid  10  de  abril  de  1862.--Juan  de  Dios  Rubio.H^raceta  de  i7  de 
abril  de  1862.) 
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^de  nalldad  (iO  de  oMJ  da  t86l.).-^PAGO  m. 
ftíüiTos  m  UN  cuno  Kiiniwrn60.-*^e  declara  por  fat  Sala  segunda 
^  Tribonai  Sopremo  haber  lagar  at  recarso  de  nalidad  inlerpiies^ 
to  por  O.  Pedro  de  la  Gnardfa,  contraía  sentencia  de  ia  Sala  pri^ 
mera  de  la  Audiencia  de  Canarias,  denegatoria  de  la  suplica  qoe 
interpaso  de  la  sentencia  de  vista  de  ja  misma  Sala,  en  pleito  con. 
D.  Tomás  Fidel  Cologao,  y  se  resuelve; 

Que  en  el  hecho  ie  declarar  el  art.  i.%  cato  6/  del  Reaí  deere-^ 
io  deide  noviembre  de  1858  que  hay  nulidad  en  la  denegación  de 
la  súplica  que  ee  conforme  d  derecho,  dedara  etío  miemo  euanda 
no  remita  que  le  tea  contraria^  porque  en  amhoe  eatot  la  done*' 
Mcion  te  apoya  tan  tolo  en  al  arbitrio  Judicial  indebidamente  to- 
hrepuetto  a  la  ky. 

En  1i  villa  7  corte  da  Madrid,  á  10  de  abril  de  1862,  én  los  autos  seffui- 
dos  ante  el  Joz^do  de  primera  instancia  de  Orota?a  y  Sala  primera  de  la 
Andiencta  territorial  de  Ganarías  por  D.  Pedro  de  la  Guardia  v  consortes 
con  D.  Tomás  Ffdél  Cologan  sobre  p^go  de  réditos  y  laudemios  de  un  cen- 
an enútéatico,  pendientes  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  nulidad  que  in« 
terpuso  Guardia  por  la  denegación  de  la  súplica  IntrodudMa  contra  la  sen-* 
lencia  que  dictó  dicba  Sala: 

Resuftanljo  de  escritura  que  en  1566  Beatrít  Nuñez  dio  á  censo  enfitéu* 
tico  á  Gonzalo  Pérez  y  Qit&hna  González  un  pedazo  de  tierra  de  pan  llevar 
Como  de  15  fenegas  de  sembradora  en  el  término  de  la  Higa,  de  la  Tilla  de 
Orotova,  con  la  obligación  de  pagar  nuoTe  fanegas  de  centeno  y  tres  de  tri- 
go en  cada  un  año,  y  á  condición  de  que  la  vendedora  habla  de  tener  el  de- 
rédbo  de  tanteo  cuando  se  tratase  de  vender  la  finca  acensuada,  y  no  que- 
riéndola comprar,  daría  licencia  para^u  venta  y  cobraría  la  decima  del 
precio: 

Resultando  de  otra  escritura  otorgada  en  17  de  enero  de  1803  que  Don 
Antonio  Díaz  Borges  veodió  con  pacto  de  retco  á  D.  Tomás  Cologan  un  pe- 
dazo de  viña  de  nuefe  almudes  én  precio  de  4,725  rs.,  libres  del  principal 
L décima  de  siete  almudes  de  centeno  y  dos  de  trigo  que  á  prorata  se  paga- 
m  por  dicha  Tíña: 

Resultando  que  en  15  de  abril  de  1807  D.  Miguel  Llarena  y  Mesa,  como 
administrador  de  los  bienes  pertenecientes  al  hospital  de  la  Santísima  Trl* 
nidad  y  San  Juan  de  Dios  de  la  Tilla  de  Orota^,  otorgó  escritura  de  venta 
en  favor  de  D.  José  Francisco  Paez  por  remate  que  e^te  hizo  de  lina  here- 
dad de  riSa  con  su  casa  y  lagar,  situado  en  el  pago  de  la  Luz,  compuesta  de 
10  fiínegas,  un  almud  y  32  brazas  en  precio  de  132,092  rs.  6  y  medio  ma- 
ravedís, verificándose  la  eoajenacioo  y  pago  al  tenor  de  la  Real  orden  de  19 
de  setiembrede  1798  ^molrienes  pertenecientes  á  obra  pía,  de  los  que  el 
comprador  hizo  en  debida  forma  cesión  y  traspaso  é  D.  Tomás  Gologan: 

Resultando  que  desestimada  la  demanda  ejecutiva  que  interpuso  D.  Pe- 
dro de  Ji^  Guardia,  y  obligado  después  á  fijar  la  cantidad  líquida  qoe  pedia 
«D  joitio  ordinario,  maniiestó,  por  último,  que  Solo  y  Cologan  debían  pa- 
gar, el  primero  dos  aUnudes  y  nueve  cuartos  de  trigo  y  siete  almudes  y  un 
ooartodo  centeno,  y  ei  segundo  dos  almudes  y  dos  cuartos  de  trigo  y  una 
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fanega  y  tres  cuartos  de  centedo,  j  que  por  el  importe  de  estas  proratas  efr 
29  anos  y  dos  tercios,  y  por  el  de  tos  tjiuilemiee  que  resultaban  de  las  escri- 
turas refacioDadaSy  proponía  la  demaMr 

Resultando  que  losrdemapdadps  contegtaroq  que  por  los  bienes  adquirí* 
¿Md^  tbtad(>esl»ban  Ubres  del^patted^tMM  (ARi^,f  iKf^to»démi9*(^ 
pMciBíB  debiMí  esAír  pegidee  les»  rédnee  M  oanseí  y  pkwiroii  I»  absetudoi 
del«.dénm<|i  eoi  ímpoeieioQ  de#eapétao  sil«Kíei  y  lia  «oslan  al  aetor, 
atondo  al  efecto  le  que  Rimaron  opectuoí»: 

nesultando  que  el  alc9ldft  mayer  i»  Orotan  dictó  seoiaici»  en  20  de  no* 
v{jQmb;r^  de  Í829  declarando  suietos  á  décímii  y  prorateo  del  ciñen  Los  naa- 
Te  aímudes  de  vifia  que  yen^lló  p.  Antonio  Díaz'  Borges  4  Coiog^«  y  reser« 
Tó  al  dcmsnjdante  so  derecho  para  redamar  lo  que  por  (fichos  respectos  pn- . 
diera  adeadárseie;  r  étt  to  tecant*  á  la  tenta  faeeba  i  D.  Jos^  Francjsee 
.Pnea,  que  esieeedio  en  fiívoriTe  D.  Tomte  Ck)legMy,  abaolvid  ai  deasandadi» 
dil^  InadiníDf  pontee  de  loreenaae  poe  no  ceosarla  lai  ptineraS  enajena- 
oiaaee  dal  BsUdo,  caofMrnai  i  Isa  leyes  4b  la  malaria^  y  meilanta  liMbena 
na^dn  yeayttnAo^  én  la  Rea)  Cw^  da  AinoütiVMiaiitek  talar  taialdelas 
Socas: 

Resultando  que  interpuesta  apelación  por  el  demandantOi  quedó  el  piel- 
to.sin  curso  hasta  i8S9^  separándose  da  41  ao  Tirttfdde  timisai»ioQ  loabe* 
rederos  del  demandado  Soto:  que  mejorando  la  a^acion»  pi(Gó  el  actor  se 
condenara  i  Goiog^n  al  pago  del  importe  que  á  nrorata  eorsespondiera  de 
los  29  años  y  dos  tercies  de  los  réditos  del  censo  deveng«doa;liasta  ai  día  en 
que  se  le  notificó  la  demanda,,  y  además  los  Tenddos  aod  posterioridad^  y 
los  laudemios  que  se  hablan  cajisado  por  virtud  de  las  enijf»acianes  del 
predio  acumulado  que  poseia: 

Resultando  que  CQnQrQiada.la  aenU^ncia  de  primera  instancia  par  la  ene 

-pronunció  la  referida  Sala  de  la  Audiencia  en  li  de  juaioda  i86l,  el  de* 

^laudante  ínterpusp  súplica  porque  la  cuantía  de  la  cosa  litigiosa  escedia 

por  su.  cálculo  de  i^OOO  ps.,  y  porque  se  trataba  de  un  derecho  perpéinoyi 

cual  era  el  que  compelía  ai  dueño  de  un  censo  enfitéotico: 

Y  resultando  que  denegada  la  súplica^  el  D.  Pedro  de  la  Guardia  ia* 

Í^puso  el  presente  recurso  de  nulidad»  espooiendo  que  ae  había  infringide 
art.  67  del  reglamento  provisional:  primero,  porque  la  finca  que  possía 
Ollogan  valia  i32»092  rs.,  y  debiendo  considerarse  qQe<asat valor  le  repre- 
sentaban por  mitad  el  dominio  útil  y  el  directo,  vecsaba  el  plaito  sobre 
06,046  rs.;  y  segundo,  porque  la  finca  censida  era  dé.  15  Ainegas.de  cabida 
y  estaba  gravada,  con  una  pensión  de  nueve  fanegas  de>centeno  y  tres  de 
trigo;  y  siendo  la  tierra  que  poseía  Cologan  de  mas  de  iO  fanegaik  le  cor- 
re»ondia  pagar  dos  teroeras,  partea  de  la.  pensión*  qiie, calculada  a  30  rea- 
les la  fhnega  d¿  centeno  y  45.laide  trígo^  importaban  las  dos  terceras  par- 
tes en  los  29  anos  y  dos  tercios  8,010  rs.,  y  las  vencidas  desde  que  se  en- 
tabló la  demanda,  que  eran  38  años,  10,260  rs..,  y  el  laudeinio  del  tras|>aso 
aue  hia^o  Paez  á  Cologan  13,200  m.  20  cónts;,,  cuyas  tres  partidas  objeio 
de  su  reclamación  fonaabao  íii  suma  de  3 i, 479  rs.  20  cents.»  superior  á  la 
que  requer¡<t  la  ley  para  qpe  fuese  admisible  la  súplica: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Minbtxo  de  este  Supremo  Tribunal  D.  Félix 
Berrera  de  la  Riva; 

Copsiderando  que  no  se  niega  en  el  presente  litigio  la  naturaleza  de  fos 
créditos  pedidos  en  conce{)to  de.enfitéuti^os,  y  ú  únicamente  que  la  per- 
sona contra  quien  se  reclama  sea  h  obligada  S  pagar  los  réditos  y  laude- 
mios que  se  dicen  dfe vengados: 

Considerando  que.,  auA  cuiíndo  no  se  cuestionan  derec^  perpétoo^ 
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GopaidapaQda  ^ne  asta  Trlbaiiil  So^famo  ha  aaublacido  |K>r  saaloaeia 
pobticada  an,  28  da  octobra  da  1^1  qaa  eo  ai  haobo  de  deolariMr  al  ^U  4.% 
ooo  6/  del  Real  decreto  de  4  de  noviembre  de  1838  que  hay  nulidad  09 
la  daoagacioD  da  la  sáplica,  que  es  conformé  á  derecho,  declara  esto  mis- 
mo cuando  do  resalta  qae  k)  sea  contraría»  porque  en  ambos  casos  la  da* 
«agasiSD  se  apoya  tan  solo  en  el  arbitrio  judicial  indehLdamente  Mbré* 
IRusio  i  h  ley: 

Y  considerando  qne  la  denegaoion  da  la  súplica  que  modVa  et  pfasenla 
noorso  se  halla  en  ^te  caso,  porque  Interpuesta  lisa  y.  llanamente  ^or  don 
Podro  de  Fa  Guardia,  fué,  deaesthiifeda  bajo  al  concepto  de  no  tener  lo  que 
«e  litiga  el  talor  que  pre6ja  el  art.  07,  párraVd  segundo  del  reglamento  pro»- 
«vlBiooal  pait  la  admiolstraeioa  de  juslioia,  sin  resaltar  de  autos  pruebtt 
baotanta  aobra  dicho  eatremo; 

faMaiftos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  at  recorto  da 
ntHdad  interpuealo  por  D.  Pedro  de  la  Guardia,  y  mandamos  que  se  de<> 
iruelvan  los  autos  á  la  Audieneia  de  Canarias  para  que.  repoifieooo  el  pro«> 
-«eao  ai  estado  que  tenia  atites  de  cometerse  la  oundad,  lo  sustancie  y  de^ 
termine  con  arreglo  á  las  leyes;  y  cancélese  la  tianza  prestada  para  la  ia* 
4erposioion  del  recurso. 

Así  por  esta  uoeetra  sentencia,  que^  publicará  én  la  Gaceta  M  Go^» 
4iíerQ0  é  Insertará  en  la  Co^aaeíon  /0^at«fNi,^para  lo  cual  se  pasen  las 
oportunaa  copias  eertiflcadas.  lo  proouncfamos,  mandamos  y  firmamos.— 
Joan  Martin  Carramolino.— Ramón  María  de  ArrioIa.-^Félii  Herrera  de  la 
liiva.--4uan  María  Kec.-^etipe  de  Urbioa.— Eduardo  B1fo.-^Domingo 
Moreno. 

Pobtieaeioii.-^Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Rus- 
trfiimo  Sr.  D.  Péllz  Herrera  de  la  Rira,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de 
insticia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  segunda  «n  el 
dia  ée  boy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  habilftado. 

Madrid  iO  de  abrU  de  i862.--Gregorío  Camilo  6arcía.-<6doM  da 
If  do  abril  da  i86S.) 


CaacsitoB  previa  en  esMMicIoB  (11  de  abril  de  1803.). 
^-^RisTitiiaoii  ui  ifnn6Kini.--Se  declara  por  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  improcedente  la  euestion  Jprévia  promorida  ^ 
€l  Ministerio  fiscal  acerca  de  la  admisión  del  recurso  de  casación  in* 
terpuesto  por  D.  Ramón  de  River  y  Sarra^,  contra  la  senlenda 
pronunciada  por  la  Sala  primera  de  la  Aucueada  de  Barcelona ,  y 
«e  resuelve: 

i.""  Que  la  deelwraeion  de  la  Sala  eeatendadora  aeerea  de  la 
feehA  en  que  se  ha  inlerpueilo  d  recurso  de  easacion  no  puede 
destruirse  wr  la  omisión  del  Eseríbatw  de  Cámara  en  poner  la 
noiapreufua  en  la  regla  3/  ddart.i^de  las  ordenanzas  de  las 
JhntiencsttSi 
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Y  2/  üue  ^háliéniose  en  un  pleito  wm  cuestUmp  noimiieit^ 
Mmenteemopor  todas  los  tfiámitee  de  un  juicio  ordinario^  y  ifeei^ 
diénáose  sí^eéUüde modoque no  quepa^ontrü  laprmHdenma  m 
fueMtí  se  haga  reforma  alAma  ni  discusión,  dkha  proeidenda  « 
tiene  eí  carácter  de  deftnittva  y  contra  ella  procede  et  recurso  i$ 
casación^ 

.  En  la  villa  y  córtA  da  Madrid,  á  11  da  abril  1862,  ea  las  áatoa'aagaidoi 
eo  el  Juzgado  da  primera  insfaocia  del  distrito  del  Pino  de  Barcelona  y  aa 
la  Real  Audiencia  de  la  roiama  por  el  Miniatario  fiacal  o«n  D.  Ramoo  da 
Bliver  y  da  Sarraga  sobre  resütaclon  m  integrum;  autos  que  penden  aata 
Mo^  por  recurso  de  casación  que  interpuso  el  último  contra  la  sentencia 
pronunciada  por  la  Sala  primera  de  dicha  Audienoia^y  sobre  cuya  admisión 
aa  ha  promovido  la  cuestión  previa  á  que  se  contrae  ^1  art.  i090  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil: 

Resultando  que  en  20  de  noviembre  da  Í8ft8  dednjo  D.  Fernando  da 
River.  padre  del  recurrente,  interdicto  4e  adquirir  la  posesión  de  cuatro 
mojadas  de  terreno  situado  en  el  glasia  da  aquella  ciudad,  junto  á  la  Tama 
de  Ganaletu,  que  babian  sido  ocupadas  sin  previa  indemoiíacion  para  las 
murallas  y  fortificación  de  la  plaza: 

Resultando  aue  por  auto  ael  Juez  de  primera  instancia  de  22  del  misma 
mea  aa  le  mando  dar  y  dio  la  posesión;  y  qua  publicado  dicho  auto  eonfor* 
me  al  art,  700  da  la  ley  de  Eojuiciamientp  civiJ,  no  habiéndose  presentada 
redamación  alguna,  se  le  atnparó  en  ella  por  otro  de  2^  de  febrero  de  1859: 

Resultando,  que  habiéndose  mostrado  parte  el  Promotor  fiscal  de  Ha* 
cienda,  y  denegádosele  la  apelación  que  da  dicho  auto  interpuso»  presenté 
escrito  en  10  de  marzo  siguiente  pidiendo  á  nombre  del  Estado  el  baDeficia 
dala  rastü^ciofi  m  tntaj^rum  y  en  su  conáecuancia  que  se  repusiesen  ios 
autos  al  estado  que  tenían  coando  se  dictó  la  providenaia  mandando  fijar* 
los  edictos  A  fin  de  oponerse  á  la  posesión  dada  á  River: 

Resultando  que  por  auto  de  17  de  abril  del  mismo  ano«  que  confirmó  la 
Sala  primera  déla  Audiencia  en  5  de  febrero  de  i 86 1,  se  negó  dicha  peti- 
ción como  opuesta  al  art  31  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  sin  que  por 
ello  se  entendiesen  prejuzgadas  ni  perjudicadas  las  acciones  de  nulidad,  res* 
titudon  por  entero  y  de  propiedad  qne  correspondieran  al  Estado: 

Resultando  que  el  Promotor  fiscat  presentó  en  10  de  junio  siguiente  de- 
manda de  restitución,  pidiendo  se  dejase  sin  efecto  el  auto  de'22  de  no- 
viembre  de  1858  y  lá  posesión  dada  en  virtud  del  mismo  sin  citación  previa 
y  en  perjuicio  del  Estado,  al  cual  se  repusiera  ^n  Ja  que  tenia  del  terreno 
en  cneitionc 

Resolttodo  que  el  Jnes  de  primera  instancia  absolvió  de  la  demanda  á 
O*  Ramón  de  River  por  sentencia  de  1,^  de  agosto^  la  cual  revocó  la  Sala 
primera  de  la  Audiencia  en  28  do  octubre,  decjaraodo  haber  lugar  al  beae« 
fício  de  restitución  in  integrum^  pedido  á  nombre  dei  Estado,  dejando  én  sa 
consecuoDcia  sin  efecto  el  auto  de  posesión  de  22  de  noviembre  de  1858, 
en  virtud  del  cual  se  dio  á  D.  Fefnando  de  River  la  de  las  cuatro  mojadas 
de  terreno,  objeto  del  interdicto  de  aquirir,  que  promovió  en  20  del  mismo 
mes,  y  reponiendo  los  procedimientos  •  al  estado  que  tenían  al  presentar 
aquel  ia  demanda,  mandó  devolver  al  inferior  los  autos  á  los  aiactos  corres«^ 
pondientes; 

ResulUndo  <)ne  notificada  esta  sentencia  en  el  oHsmo  día,  presentó  Bi* 
ver  en  9  de  noviembre  siguiente  recurso  de  casación,  conforme  4  los  arii- 
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^Um  ItfOy  fOiS  de  hi  tey  de  enjuiciamientos  cftil,  que  le  fué  adnltídn 
por  providencia  de  22,  remittéodose  los  aoUm  á  esto  Supremo  Trfbntial:  ' 
ftesoltando,  por  últimOy  que  llegados  é  óiv«ha  promovido  el  llinlsterio 
fiecil  la  CQMtioD  previa  de  qae  btbla  el  art.  lOIK)  de  i«  ley  de  Eojuici»« 
jQieuio  civil  por  juzgar  ioadiniüibla' el  recurso,  ya  por  no  haberse  ínter* 
puesto  en  el  térmioo  competente,  como  por  no  ser  aefínitiva  en  el  sentidp 
de  la  ley  la  sentencia:. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Pedro  Gómez  de  Hermosa: 
Considerando  que  la  fecha  del  recurso  de  casación  y  la  espUcite  declara* 
ríBú  de  ta  Sala  sentenciadora  acreditan  que  aquel  sé  presentó  éti'el  término 
seBahido  por  la  ley,  siit  que  esto  pueda  destruirse  por  la  omisión  del  B>'crl*- 
bflno  de  GAníkara  en  poner  \%  nota  prescrita  en  la  regla  '3.*  del  art:  134  de 
las  ordenanzas  de  las  Audiencias*. 

Considerando  que  la  cuestión  debatida  en  este  pleito  ha  sido  si  procede 
^  DO^  beneficio  dé  la  resUtueion  in  iñteprun,  la  cual  no  se  ha  tratado  in« 
eidentalmente,  sino  como  única  y  por  todos  los  trámites  de  un  juicio  ordi* 
mirio,  constituyendo  su  verdadero  fondo;  y  que  una  vez  decidida  en  el,  no 
pnede  ser  ya  objeto  de  discusión  ni  reforma,  lo  cual  dá  el  carácter  de  defi- 
nitiva é  la 'sentencia  en  que  se  decidid; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  improcedente  la  cuestión 
previa  promovida  por  ñ\  Ministerio  fiscal,  pitándose  las  costas  ocasionadas 
eft  ella  a  la  part^  de  D.  Fernando  Rtver  de  los  fondos*  retenidos,  con  arreglo 
al  art.  4008  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  procódase  á  la  sustancia** 
clon  del  recursb  con  arreglo  á  derecho. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  dentro  de  los  cinco  diaH 
siguientes  á  su  fecha  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  ai 
efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— Ra« 
mon  López  Vazquez.-^Sebastian  González  Nnndin.— Antero  de  Echarri.-* 
Gabriel  Ceruélo  de  Velasen.— Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa.— Pedro  Gomes 
de  Hermosa.^'-Pablo  Jiménez  de  Palacio. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  que  antecede  por  el 
limo.  Sr.  D.  Pedro  Gómez  de  Hermosa,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de 
laalida,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  la  Sala  primera  del  mis* 
mo  boy  dia  de  la  fecha,  de  que  certifico  como  Secretario  de  S.  M.  y  su  Es<^ 
eribono  de  Cámara. 

Madrid  i%  de  abril  de  1862.— Dionisio  Antjuio  de  Paga.— (Gacefa  Je 
16  de  abril  de  ^862.) 


R«e«mM  de  easaelon  (i2  de  abril  de  iS62.).— Tebgbría 
DB  DOMiíMo.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supre- 
mo no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Gre- 
gorio Díaz  Reguero  coptra  la  semencia  pronunciada  por  la  Sala  pri'» 
mera  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Miguel  Qermosi- 
Ha,  y  se  resuelve: 

i.""  Que  tí  bien  In  poseedores  de  las  mnculatíones  wfrmidas 
por  la  ley  de  H  de  octubre  de  i820,  pueden  disponer  libremente  de 
lamiiaAdelos  bienes  en  que  aquellas  hubiesen  eonsistído^  estánt' 
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m  embarao,  obUg^B  á  reservar  para  iespwé  is  tfí  tmarteté 
0tra  mUaa  bUegra  del  mee^ar  inmediato; 

Y  S.*  que  la  tentenda  que  no  eontrarta.  el  contrito,  que  es  la  ley 
fara  los  eontrataníee,  no  puede  decirse  que  infringe  la  ley  i.\  Itt»- 
to  4/,  lüfro  ÍO  dé  la  Noülsima  Recopiíaeiony  aue  ordena  que  en 
malflider  manera  que  aparezca  que  uno  quiso,  ooligqr  d  otro,  quede 
obligado.         ,      . 

Cd  la  viifa  y  cárte  d(B  Madrid,  á  12  de  abril  de  {862.  en  loa  aotoe  pas- 
dientes  aote  Nos  por  recorso  de  casacioD  seguidos  en  ei  Juzgado  de  pnmera 
ñistsncia  del  distrito  de  las  Vistillas  y  ao  la  Sala  primera  de  la  Real  Aadieo- 
cia  de  esta  eórte  por  D.  Migael  Hermosilla  ootí  D.  (üregorío  Diax  Reguarp 
lobre  tercería  de  dominio: 

Resultando  que  O.  Luis  HeroMMilla»  poseedor  de  la  Tíncolacion  fondada 

tor  Dofia  Teresa  Mudarra,  á  la  que  pertenece  una  casa  sita  en  la  plasipeUde 
anta  María  de  esta  corte  y  otros  bienes  por  valor  todos  de  1.201,263  rea- 
Jes  16  cents.,  de  los  que  corresponden  Mquella  1.026,913  rs.,  solicita  ao 
1.^  de  julio  de>1853  que  con  citación  y  audiencia  del  curador  od  Utsm  de 
en  hijo  menor  D.  Miguel,  inmediato  sucesor  de  la  vinculación,  ee  le  fkdml- 
tiese  información  acerca  de  la  utilidad  y  necesidad  de  tomar  i  préataoM) 
,  25,000  duros  sobre  la  referida  casa  con  objeto  de  satisfacer  á  sus  acreedores 
y  levanUr  el  concurso  necesario  en  que  se  habían  declarado  sus  bíeoea: 

Resultando  que  conformes  los  síndicos  del  concurso  con  esta  pretsoaion, 
y  mandádose  que  la  informacioo  se  entendiese  á  justificar  que  los  25,000 
duros  cabían  en  la  mitad  de  los  bienes  de  que  podía  disponer  el  poseeúto, 
A0  recibió  no  obstante  también  sobre  ei  estremo  solicitado  por  este,  y  qoe 
previa  conformidad  y  aprobación  del  Regidor  Sindico  del  Ayuntamiento  y 
del  curador /i4  liiem^  por  providencia  de  15  de  setiembre  de  1853  se  auto* 
rizó  ¿  0.  Lilis  Hermosilla  para  contratar  el  referido  prosterno,  otorgáodoae 
la  correspondiente  escritura  con  asistencia  del  curador: 

Resultando  que  en  su  virtud  por  la  que  se  otorgó  en  17  de  noviembre  de 
dlcbo  ano  reconoció  D.  Luis  Hermosilla  recibir  en  aquel  acto  de  D.  Grego* 
fio  Díaz  Reguero  la  cantidad  de  500,000  rs.,  que  se  obligó  á  devolverle  eo 
el  término  de  seis  sños,  abonándole  por  semestres  vencidos  el  interés  de  oo 
é  por  100  anual,  é  bipotecando  á  la  seguridad  de  su  pago  la  citada  casa 
afecta  á  diversas  responsabilidades  que  babian  de  ser  estinguidas  cmi  el 
importe  del  préstamo;  y  que  presente  á  esta  escritura,  el  curador  ad  litem 
del  menor,  se  conformó  con  ella,  ofreciendo  no  reclamarla  en  tiempo  al- 
guno: 

Resultando  que  fallecido  D.  Luis  Hermosilla,  y  reconocido  por  su  viuda 
y  testamenUrio  un  crédito  á  favor  del  Reguero  de  71,480  rs.  29  mrs.  por 
réditos  del  préstamo  é  intereses  que  babian  devengado  desde  el  vencimien- 
tp  de  los  semeatres  liaste  el  ano  de  1856,  i  iostabc^a  del  jUcfeedor  ae  de^pa* 
cbó  ejecución  por  la  citada  Cfintidad,^  y  que  dictada  en  11  de  mayo  de  1857 
sentencia  de  remate  que  fué  conseoliaa,  se  procedió  á  la  venta  de  la  casa 
que  se  tasó  en  4.011,245  rs.  con  deducción  de  cargas: 

Resultando  que  en  este  estado  el  curador  del  menor  D.  Miguel  Qermo- 
silla  entabló  demanda  de  tercería  de  dominio,  fundándola  en  qoe,  siendo 
Inmediato  sucesor  en  la  vinculación,  le  correspondía  la  mitad  de  la  casa 
eomo  de  todos  los  demás  bienes,  y  qoe.estando  estos  sin  dividir,  no  había 
podido  hipotecarse  válidamente,  ni  la  bipot^  podía  perjudicar  los  dere« 
cbos  del  próximo  supesor,  solicitando  ep  su  virtud  q%9  ^  ^ofipepdieaea  los 
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Am«difliieftto8  de  i^t nulo  hasta  gue  9%  temínafo  y  «pvobaBe  ta  fartioion 
él  aqucUoa  bienes: 

Resultando  ^ue  D.  Gregorio  Dias  Reguero  impugnó  hi  demanda,  ftiQ* 
da^o  60  oue  habiéndose  Uepaáo  eoo  esoeso  las  furmaiMidea  pnseritaa  por 
h  ley  de)8  dejnQio  de  18ti  para  la  en^ienaeioo  da  bianes  vinculados  j 
las  astablecidas  por  las  leyes  generales  del  reino»  cuando  se  trata  de  bia* 
Has  da  menores,  no  tienia  acción  el  demandañta  para  rfclaraar  contra  una 
hipoteca  constituida  .co9  el  consentimiento  4e  so  curador  ad  iitám  y  del 
Sindica  del  Ayuntamiento/y  desfktuar  un  coolrato  aelabrado  bajo  la  Té  da 
la  autoridad  judicial: 

Resultando  que,  practicada  prueba  por  las  partes,  dictó  sentencia  el 
Joai  de  primera  ioslaocía,  que  conOrmo  an  4  da  iunio  de  iS60  la  Sala  prir 
mera  da  la  Audiencia  de  esta  corla,  aatimaado  la  tercería,  y  por  coosiguiao-  ^ 
ta  qaa  solo  la  mitad,  de  la  casa  ya  citada  sa  consideraba  hipotecada  para 
HBspoadar  de  los  25,000  duioa  prestados  por  Regoaro  y  sas  consecuen- 
€iaa:   . 

Resultando  que  por  este  se  interpuso  recurso  de  casación  citando  como 
infringidas  la  ley  del  contrato,  que  ara  la  supreaia  ¿  que  debían  sujetarse 
las  partes:  las  de  i  1  de  octubre  de  1810  y  28  de  junio  de  1821  en  sus  ar- 
ticaíos  1.  y  2/;  la  primera,  tit.  1/,  lib.  10  de  la  Novísima  Recopilación, 
7  las  II,  13;  tit.  S.^"  y  20,  tit.  11  da  la  Partida  5.*: 

Vistos,  fiando  Ponente  el  Mioistro  D.  Gabriel  Ceruelo  de  Velasco: 

Considerando  que  si  bien  los  poiteedares  de  las  ?inculaciooes  suprimidas 
por  la  ley  de  11  de  octubre  de  1820«  pueden  disponer  libremente»  se^n  el 
artículo  2.%  de  la  mitad  de  los  bienes  en  que  aquellas  hubieren  consistido, 
están,  sin  embargo,  obligados  ¿  reserfar  para  después  de  sq  muerte  la  otra 
mitad  integra  al  sucesor  inmediato: 

Goudiderando  que  por  los  artículos  1.®  y  2.^  de  la  de  28  de  junio  de 
1821  se  estab:eceo  las  formalidades  que  deben  observarse  para  que  el  po- 
aaador  actual  pueda  enajenar,  sin  previa  tasación  de  todos  los  bienes,  basta 
la  mitad  de  que  tiene  facultad  de  disponer: 

Considerando  que  sin  embargo  de  que,  por  auto  de  15  de  setiembre 
da  1853,.  se  autorisé  á  D.  Luis  Henaosilla  para  contratar  al  préstamo 
da  25,000  duros  sobre  la  casa  de  la  plasuela  cíe  Santa  María,  mandándose 
otorgar  la  correspondiente  escritura  con  asistaaeia  del  curador  od  UUm  de 
D.  Miguel  Hermosilla,  esto  no  podia  entenderse  si  no  en  el  sentido  en  que 
sa  habian  dictado  tas  providencias  anteriores,  por  Iss  que  se  previno  que  Ja 
información  ofrecida  por  el  primero  se  recibiefte  con  el  objeto  tan  solo  de 
}0sti6car  que  dicho  préstamo  cabla  aa  la  mitad  de  los  bienes  de  que  podia 
disponer  el  poseedor: 

Conjtidt^rando  que,  por  Consiguiente,  el  gravamen  que  se  permitía  Im- 
poner sobre  dicha  finca  no  debía  ni  pódia  recaer  mas  que  en  la  parte  aue  en 
«lia  correspondiese  al  D.  Luis,  y  de  ningún  modo  afectar  á  la  que  habla  de 
ffliedar  raaarvada  al  inmediato  sucesor,  pues  aun  cuando  pudiera  présete* 
dirse  de  Is  naturaleza  del  daradm  meramente  eventual  que  i  eeta  le  daba 
la  ley,  no  se  habia  pedido  ni  menos  conoedido  la  autorización  judicial  que 
para  obligar  ios  bienes  del  menor  necesitaba  el  curador,  no  debiendo  tener 
otro  objeto  su  concurrencia  al  acto  de  otorgarse  la  escritura  que  el  de  que 
constase  el  consentimiento  que  para  la  validez  de  la  obligación  habia  de 
prestar  él  m^ ñor  como  inmediato  sucesor  de  la  vincqlaclon: 

Coosideranéo  que  esto  mismo^se  deduce  también  del  contesta  de  la  es- 
€ritura,'on  la  cual  no  aparece  que  al  curador  sa  obligaae  ni  oontrajesa  ree« 
poosabilidad  alguna  ja  en  concepto  de  deudor  principal,  ya  en  al  oe  fiador,. 

TOMO  Til.  3S 
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^  que  en  ningtinf  caso  podría  por  t««  razones  espaést^r  tener  Talor  ni  efiea« 
cía  dicbo  doeumento  en  cuanto  por  él  quedasen  perjudicados  ios  ínteres  del 
menor:    ■  ^ 

Considerando,  por  tanto,  que  ta  sentencia,  declarando  iiabcr  tugar  á  lá 
'  teféerfa  de  dominio  propuesta  Y^r  D.  Miguel  Heitoosiila,  intee^íato  anee* 
eór  de  la  fincuiacion  á  que  pertenecía  la  casa  de  que  sé  trata,  no  iia  con* 
trariado  lo  estipulado  en^l  contrato  cuyo  cumplimiento  dispone  la  parte  efl* 
eíá  y  Tafedera,  V  qiié  por  consiguiente  no  lia  podido  infringir  la  ley  i.% 
tft.  {.%  iib.  10  de  Ib  Novfeima  Recopilación,  qae  okdena  qué%n  cualquier 
manera  gue  parezca  que  uno  se  quiso  obligar  a  otro  quede  obligado: 
'  Considerando  que  tampoco  han  sido  infnngidós  los  artículos  que  se  citau 
délas  leyes  de  11  de  octubre  de  1920  y  28  de  junio  de  1821,  aun  cuando 
tuirieran  exacta  aplicación  al  caso  presente: 

T  considerando,  por  último,  que-  no  le  son  de  modo  alguno  aplicables 
las  leyes  1 1  y  13,  tít.~S.®  de  la  Partida  5/  que  tratan  d«  qué  cosas  pued^ 
Her  fecha  la  vendida,  y  cómo  puede  orne  vender  el  derecho  que  espera  ar>»t' 
¿n  los  bienes  de  otri,  ni  la  SO,  tít.  11  de  la  misma  Partida,  que  establece  . 
de  qué  cosas  se  puede  facer  el  ¡¡rometimienlo^  porque  el  demandante  no  ha 
tratado  de  vender  ó  enajenar,  ni  lia  hecho  promwi'on  alffuna; 

Fallamos  que  c^ebemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu^ar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Gregorio  Diaz  Reguero,  á  quien  condena^ 
mos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  depositada,  que  se  distri- 
bufrá  con  arreglo  á  la  ley,  devolfiéndose  los  autos  á  la  Audiencia  de  esta 
corte  con  la  certiñcacion  correspondiente. 

Ásf  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inserta- 
rá en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesari»!!,  la 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— Ramón  López  Vázquez.— Sebas- 
tian González  Nandin.— Antéro  de  Echarri.— Gabriel  Ceruelo  de  Velasco. — 
Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa.^Pablo  Jiménez  de  Palacio. -^Ventura  dé 
Golsa  y  Pando. 

Publicación. — ^Leida  y  publicbdafué  la  precedente  sentencia  por  el  llus' 
trfslmo  Sr.  D.  Gabriel  Ceruelo  de  Velasen,  Ministro  de  la  Sala  primera  del 
Supremo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  publica  la  misma  Sala 
en  el  dia  de  hoy,  de  que  yo  ei  Escribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  12  de  abnl  de  1802.— Juan  de  Dios  Rubio. -((baceta  de  22  de 
abril  de  1802.) 

too. 

Recurso  de  easaelon  (12  de  abril  de  1862.|.— Rbivinui- 
G4Ci<^i|»  OK  UNA  CASA.--EviccioN  Y  SANSA HiENTO.— Se  declara  por  la^ 
Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de 
casacioQ  interpuesto  por  Dona  María  Jesús  Booanegra  contra  la. 
sentencia  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  d^  Sevi^ 
Ha,  en  pleito  con  Dona  Manuela  Oalan  ,  y  se  resuelve: 

i  .*    Que  la  acdon  reivindicatoría  nace  del  dominio: 

2.**    Que  declarada  la  iiulidád  de  una  venta ,  el  comprador  no' 
adquiere  dominio  alguno  sobre  la  cosa  vendida; 

Y  3.°    que  no  pueden  considerarse  infringidas  poruña  sentencia 
las  leyes  y  dodrinas  que  son  inaplicables  al  objeto  del  litigiOm 

En  la  ?illa  y  corte  de  Madrid,  á  i%  de  abril  de  1862 ,  en  los  autos  gu^ 
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,  I  ante  Nos  por  recuraa  dé'casacion,  seguidos  en  el  Jdzf;edo  <le  prime-» 
Et  insUotíft  del  dbUito  de  la  Mecdaleaa  de  Sevilla  y  en  la  Reat  Audiencia 
•de  la  ndsoia  dtdad  for  Doiia  liaría  Jesús  Bocanegra  y  sos  hijos  D.  Juan  j 
D.  Franeiseo  Jtmenes  contra  DoBa  Manuela  Oslan  y  ser  bija  Doña  Ufarla  det 
'Roearío  Bustos  sobte  jreiviDdicacion  de  «na  casa,  ó  sn  eviccion  y  sanea» 
•miento  en  oinxsaao:  : 

RafliltaBdo  i|i]e  psoimesta  denanda  de  disereío  por  D.  Pedro  Bustos 
eontni  su  asujer  Dofia  Mannala  Galán  ^fi^ndió  el  misnio ,  entre  otras ,  una 
casa  en  Sevilla  y  su  calle  de  los  Dados  por  precio  de  3,08(^ts.  á  J>oña  Maria 
Loiano,  oblígáadose  per  k  escritura  que  otorgd  é«u  Üivor  en  i6  de  febre- 
ro de  1854  á  la  evUscion  y  saneamiento: 

Resultando  goe  en  el  mismo  día  la  cedió  la  compradora  á  D.  Francisca 
Mima,  para  quien^  declaré  fasberlá  adotnrido  con  ainero  de  él,  y  que  este 
la  ▼endié  en  27  de  agosto  sigalento  con  las  misnias  condiciones  y  por  pflaei6 
da  «7,350  rs.  á  D.  José  Jimeaea: 

Resultando  que  bebiendo  fatlecide  sin  4estar  D.  Pedro  Bustos ,  fué  de« 
clarada  ttsredera  suya  su  hija  Doña  Menuda  del  Rosario ,  casada*  con  Don 
Agustín  Rodrigues ,  el  cual  en  3'de  febrero  de  1852  denunció  á  la  Autori- 
dad judicial  el  fraude  y  simulación  de  las  ventas  hachas  por  D.  Pedi'o 
Bustos: 

Resnilando  queformada  causa  contra  D.  Fernando  Martínez»  Haría  Lo- 
zimo  y  D.  Francisco  Balboa,  compradores  estos  dos  de  las  casas  indicadas, 
DNseotó  eliúlümo  iftescritufa  que  babian  otorgado  en  24  de  mayo  de  1853 
t>oña  Manuela  Galán  y  su  hija,  dando  por  nulos  tos  espedientes  instruidos 
y  separándose  del  seguimiento  de  dicha  causa  por  reconocer  que  aquellaa 
foeroa  Tendidas  legítimamente  por  su  justo  precio  y  ^In  intervenir  dolo, 
«tcor,  miedo  ^i  Yíoleneia;  y  one  en  contradicción  de  esto  presientaron  tam-> 
bien  Doña  Manuela  y  su  hija  1^  escrítara  que  otorgaron  en  la  propia  fecha, 
y  eoD  antorioridad  según  su  contesto,  protestando  la  nulidad  oe  aquella: 

Resultando  que  seguida  la  causa  por  sus  trámites ,  pronuncié  sentencia 
la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Sevilla  en  20  de  junio  de  1857  con6r- 
mando  la  del  inferior,  por  la  que  ,  imponiendo  las  penas  correspondientes  á 
lea  culpables  de  la  simulación,  se  mandó  entregar  la  casa  de  la  calle  de  lo9 
Dados  y  demás  que  babian  sido  objeto  del  juicio  á  Doña  Manuela  Galán  y  su 
bija  J)ona  María  del  Rosario  Bustos: 

Resultando  que  habiéndoseles  dado  posesión  de  ellas  en  5  de  agesto  enf 
Tírtud  de  la  anterior  ejecutoria,  presentaron  demanda  en  27  de  enero  de  i838 
Doña  María  Jeeás  Bocanegra  ysus^bijosD.  Juan  y  D.Francisco  Jiménez 
con  la  solicitud  de  que  se  declarase  les  correspondía  la  casa  de  la  calle  de  lo^ 
Dados,  y  se  eondenara  en  su  consecuencia  á  Doña  Manuela  Galán  y  su  bija 
ft  que  se  la  restituyeran  con  los  frutos  percibidos  ó  podido  percibir,  ó  cuan- 
do á  ella  n6  hubiese  lugar  al  reintegro  y  eTiccioQ  del  capital  dado  por  la  Gn* 
ca,  con  las  mejoras,  daños  y  perjuicios  que  se  ocasionasen;  alegando  en  so* 
favor  ti  mérito  de  loa  doemnentos'de  traslación  de  dominio  de  la  casa,  el 
no  haber  sido  parte  en  la  causa  referida,  y  el  ser  válidas  las  enajenaciones 
hechas  por  D.  Pedro  Bustos  por  haber  concurrido  todos  los  requisitos  de  ley 
y  ser  dueño  con  facultad  libérrima  para  disponer  de  sus  bienes,  constitu- 
yéndose obligado  á  la  eviocion  y  saneamiento  que  deftiia  ser  efectiva  en  lo» 
qae  bahía  dejado  por  no  teneslos  la  tostamentaría  de  D.  Francisco  Balbea: 

Reanllando  que  halhg  Manuela  Galán  y  su  bija  pidieron  se  les  absolviese' 
de  la  demanda,  y  se  condenara  al  propio  tiempo  á  los  actores  á  que  rindie* 
ran cuenta»  déla  casa  y  suaceesoria, con  pag^de  sus  productos, desde- 
V  de  agoste  de  185!  hasta  fin  de  jalto,de  1857  que  la  hablan  disfrutado,  y 
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.    naoMnammmAJaam»  - 

á  k  entrega  de  Iob  lítalos  respeetivos  á  D;  fiíedro  Boeloi;  y  topittieroii  « 
declarada  por  í  a  .ejecutoria  de  i  857  simulada  y  fiaodtileBta  la  venta  de  di- 
cba  cusa,  no  podían  sus  poBeectoree  reclamar  contra  ella  coaodó  Uniendo 
conocimiento  de  loa  becboe  no  >los  contradijeron:  que  tambíeii  se  declaró  sin 
efecto  la  escritura  de  desistimienlo  de  la  casa  con  andioMia  del  terdadetn 
interesado;  y  que  no  habiendo  celebrado  D.  Pedro  Bastea  contrato  alpuso 
«on  D.  Francisco  Balbod,  no  podía  prest»  la  encdon  y  saneamienley  por« 
qoe  sobre  aquella  falsodad  estas  condiciones  nieiao  de  la  obligación  qae  el 
Tendedor  contraía  con  el  comprader: 

Resultando  que  después  de  alegar  las  partes»  en  vista  de  las  pruebas  i|iie 
articularon^  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instancia  en  6  de  feiirero 
de  iBS9y  (]ue  confirmó  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  SevilM  en  95  de 
octubre  siguiente,  absolriendo  á  Doña  .Maiuida  Galán  y  su  hija  de  li  dé» 
inajida  de  Ooiia  liarla  Jes6s  fiocanegra  y  sos  hqos,  y  á  estos  del  primer  ea* 
tremo  de  la  reconYencion,  condenándoles,  resoecto  al  segundo»  á  que  ea* 
tragasen  la  titulación  de  la  casa,  con  reaerva  de  su  derecho  para  que  pu- 
dieran deducirlo  contra  quien  lee  pareciere  sobre  la  redamación  de  mejoraa: 

Resultando,  por  últiox),  oue  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  los 
demandantes  se  funda  en  nacerse  infringido  en  su  concepto  el  principio 
de  derecho  admitido  constantemente  por  la  jurisprudencia  de  los  -  Trilm* 
nsles  de  que  nadie  puede  s^  privado'de  su  propiedad  sin  ser  eido  y  venci- 
do en  juicio: 

Primero,  porque  d  contrato  en  virtod  del  cual  adquirió  D.  José  Jime^ 
nez  la  ca:m  cuestión,  no  solo  no  fué  simuhido,  sino  que  no  se  fe  tachó 
de  tal: 

Segundo^  porque  semejante  simulación  no  pudo  referirse  á  él  por  ha^ 
ber  concurrido  á  la  venta  una  persona  que  ostentaba  un  Utnlo  traslativo  del 
dominio,  cuya  eficacia  no  podía  desconocerse: 

Y  tercero,  porque  los  artículos  416  y  il8  del  Código  penal,  invocados  en 
la  sentencia  que  se  dictó  en  la  causa  que  dio  motivo  á  este  pleito,  no  eran 
aplicables  por  haberse  seguido  sin  citación  ni  audiencia  de  aquel,  ni  de  la 
viuda  y  herederos,  por  lo  cual,  sobre  no  poder  surtir  efecto  alguno  y  que- 
brantarse squel  principio,  resultaba  que  fueron  desposeidos  de  lo  que  les 
pertenecia: 

A  lo  cual  se  han  añadido  en  este  Supremo  Tribunal,  cocno  inflrittdldaa 
también: 

!.•    La  ley  20.  tlt.  22,  ParÜda  3.*: 

2/  El  prhicipio  deqOe  las  ejecutorias  solo  perjudican  á  los  que  han  li- 
tigado: 

3.""  La  ley  7.*,  tit.  15,  Partida  5/  según  la  cual  no  es  nula,  sino  revo- 
cable, en  el  término  de  un  ano,  la  enajenación  liecha  en  fraude  de  acreedo* 
les,  y  no  procede  la  revocación  contra  el  tercero  que  adquirió  de  boéoi  lé 
d  titulo  oneroso: 

.  4.*^  El  principio  de  jurisprudencia  que  reconoce  que  el  padre  v  marido 
á  quien  no  se  ha  puesto  interdicción  en  la  administración  de  sus  bienes  tie* 
no  la  facultad  de  enajenarlos  válidamente,  sean  ó  no  gananciales: 

5.**  La  regla  7.%  Cómo  ti  siBñor  que  vee  algún  suyo  faoer  mal  é  non  h 
vteda,  es  visto  consentíUo.  La  22,  Cámo  daño  que  orne  recibe  por  su  out- 
|Mi,  lo  debe  asi  imputar;  y  la  25,  Cámo  del  que  entiende  é  h  permite^  non 
es  oisto  facérsele  engaño.  Todas  del  Ut.  34,  Partida  7.*,  que  son  aplicables 
á  las  demandadas,  que  conociendo  la  enajenación  hecha  á  D.  Manuel  Loia- 
no  y  á^Balboa  de  la  casa  referida,  no  solo  no  trataren  de  impedir,  pudién- 
dolo, lá  poeterior  veou  hecha  á  D.  José  Jimenes,  aino  que  ahandonarcm  la 
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inUffWicioD  q«e  había»  ioauíUdo»  m  reCnoUaon  d»  la»  gestipUeé  que  pm 
éüo  habian  becbo,  y  aun  coafimaronafoalia  eoajeoaaion^ 

6«*    La  ley  l.\  ttt»  i.%  Ubra  40  de  la  Noviairoa  Rccopilaeioos 

1.^  La  presunción  jwris  et  de  jure,  en  cuya  virtad  la>  <|ua  sa  declaró  so» 
leiDn«BieiUe  bajo  jiirasaeDl»8t  be  de  eaUnst  cDiae  eiefle  centra  el  que  de* 
claró,  sin  que  j^ueda  admitirse  prueba  en  contrarío: 

S.®  El  principio,  aun  mas  de  moralidad  que  de  jurísprudencfa,  en  cuya 
virtud  no  pueden  destruirse  ni  enerrarse  loa  efectos  ciriles  de  una  obll^* 
don  contraída  por  escritura  pública  en  virtud  de  una  protesta  becba  por 
separado  y  con  dobJez,  y  menos  si  iHi  consta  claramente  la  prioridad  de  la 
protesta  respecto  á  la  obligación  que  se  trataba  de  inutilizar  con  ella: 

9,*  El  prneipio  hoBnefmeamumdefmneíii  am*inat>  ptiuflt^  aplioable 
i  todaa  las  responsabilidades  ci?ileS|  lo  mismo  4  las  naeioaa  de  eontiato  qoa. 
I  lea  de  delito  6  cuasi  delito: 

10.  Los  artículos  {19  y  f1^  delGódtgo  pena%  que  esfiendeá  los  l^** 
redero9?a  responsabilfdadTciYil  délos  delitos,  fia  conceden  aun  en  favor* 
de  tereerae  personas  perjudicade^. 

Vistof ,  alende  Ponente  el  Minialro'  Ü.  I^raquin  de  Palma  y  Vlnuesa: 
Gaosiderando  que  la  aeeioa  reiviedicacorÍB,  ejercitada  eo  pvlnnr  térmi'* 
no  en  la  demanda,  nace  del.  doniflior 

Considerando  áoe  declarada  ejecutoriaoi^ota,  por  fraude  y  ñmuladoii 
del  contrato,  la  nulidad  de  la.  venta  q^ae  de  la  casa  veciamada  biao  IX  PadM^ 
de  Bustoa  á  D.  Francisco  Balboa,  este  no  adquirió  ni  pudo  adquirir  el  do^ 
minio  de  elta,  y  que  por  consiguiente  tampoco  pudo  trasmitirlo  á  D.  Jos6 
Jimenea,  de  quien  los  recurrentes  derivan  su  derecbo: 

Conalderandb,  peif  lo  espneatti,  que  siendo  improcedente  la  demanda  j 
aedoD  deducida  eir  esta  parte,  sen  tambleM  inaplicables,  v  ho  ban  podido' 
lirfmgírae  per  It  aeniencia^  laaleyes  y  doctviaa  que»  peatteodo  de  m  aa- 
puesto  contrario,  se  citan  en  apoyo  del  recurso: 

Considerando  que  se  encuentran  en  igual  caso  las  que  también  se  citan 
por  no  baharseestimaéala  desiande  eo  sa  ae^mido  ealremo,  ó  sea  en 
eoanto  á  la  eviccion,  porque  la  improcedencia  de  esta  acción  personal  era 
manifiesta  contra  los  berederos-de  D.  Pedro  de  Bustos,  que  no  contrató  ni 
contrajo  obligación  alguna  con  D.  ^só  Jimenei,  y  á  quien  taffl|)oco  se  im* 
poso  pena  ni  responsabilidad  por  el  proeedinaíenlo  erimáual  y  ejecutoria  ya 
ipencionada:  . 

T  oonsiderande,  por  últímo^  que  refiríéudoae  á  esta  las  demás  alega- 
ciones y  citas  en  que  ae  funda  el  recurso,  no  sen  masperiinenUis  ni  aten^ 
díblesy  porque  b  ejecutoriado  debe  reapetane  y  no  es  nr  pueda  ser  objeto 
da  discuten; 

FaJlamosque  debemos  declarar  y  declaramos  no  baber  logar  al  recurso 
de.  casación  interpuesto  por  Doña  liarla  ^sú^  Bocanegra  j  sus  bijos  Dea 
Joan  y  D.  Francisco  Jiménez,  á  quienes  condenamos  en  las  costas  y  á  la 
péyrdíaa  da  la  cantidad  depositada,  que  se  dislríbnitá  como  previene  la  ley» 
y  devuélvanse  los  autos  á^la  Aadieneia  do  Sevilla  con  la  certificación  oer** 
respondiente* 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  ae  ptfblíeará  en  la  Gaceta é  itiser- 
tari  en  la  Cokceiúti  legisUUwa,  pasándose  al  eleeio  las  copias  necesarias, 
lo  pronundamosi  mandamos  y  firm«aio9»^RaaH)n  Lepez  Vazqnez. — Aú«- 
taro  de  Ccharri.-*-6abrieL.C0Puele  de  Vela««o.--loaaaiD  de  Palma  y  Vi» 
nnesa;-.PedRo  Gómez  da  HemQsa.^{)atilo^  Jioienea  de  Pala0Se«-!-VeDtura 
deColsa  y  Pando. 

.  Publicacion.-^Leí4a  y  pubUoada  ftií&  laisentenaia  anterior  por  el  Exce» 
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hntísIfRo  6;Ilmo.  Sr.  D.  loiquio  de  Pafioa  y  Vinaesa;  Walltro  del  TfÜm^ 
nal  Supremo  de  Justicia,  estándose  eelébrando  aadieneia  p(ííblica  eh  so  Sal  a 
primera  hoy  día  de  la  fecha,  de  qtte  icertífieo  come  SecreUrío  de  S.  11.  y 
stt  Bseribano  de  Cámara. 

Madrid  12-de  abril  de  f  861.— Dionisio  Antonio  de  Paga. •-<  Gaceta  de 
121  de  abril  de  i862.) 


■01. 

C!ttesti«ii  préTiéa  en  easaeloai  (i5  de  abril  de  Í8&Í.). 

— Pabvbncíoiv  db  juicio  NSGfcSARfo  DB  TESTAMENTARÍA.— Sc  dccIara 

.  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo,  no  proceder  la  cuestión 

fffévia  promovida  en  viptud  de  lo  dispuesto  eaeí  art.  1090  de  ia 
ey  de  Eojuiciamiento  civil  por  los  alb^ceas  de  D.  Pedro  González, 
acerca  de  ia  admisión  del  recacso  de  casacioa  interpuesto  por  doa 
C&rlos  González  de  Mello  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la 
Sala  primera  de  la  Audiencia  de  SeviHa,  y  se  resuelve: 

ii""    Que  resuelta  en  un  éentído  ó  en  otro  la  cuestUm  de  si  un 
Juicio  de  testamentarla  hade  ser  necesario  6  volmtaiió,  no  es  posi-- 
ble  ^promoverla  de  nuevo,  ni  convertir  en  necesario  el  juicio  qué  se 
ha  declarado  debe  ser  voluntario; 

.  Y  i.""  que  como  la  ley  ha^  estableado  entre  una  y  otra  clase  de 
juicio  diferencias  esenciales  que  afectan  á  los  derechos  de  los  title- 
r^sados,  la  resolución  en  un  sentido  ó  en  otro  debe  ser  irreparable 
€n  sus  efecto^. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  15  de  abril  de  1862;  en  el  pleito  seguido 
en  el  Juzgado  de  prkUera  instancia  'del  distrito  de  San  Antonio  de  Cádiz  y 
en  la  Sala  primera  de  la  Real  Audiencia  de  Sevilla  por  D.  Carlos  González 
de  Mello  con  loa  allraceas  de  su  padre  D.  Pedro  González,  sobre  prevención 
del  juicio  necesario  de>te8tamenCarfa;  pleito  pendiente  ante  Nos  por  recurso 
<le  casación  interpuesto  por  González  ae  Mello,  y  en  el  que  se  bá  promovido 
^R  este  Supremo  Tribntutl  hi  boeeüon  previa  que  permite  el  art.  1090  de 
•la  ley  de  Enjuiciamiento  eivH: 

Resultando  que  fatleoido  D.  Pedro  González  en  la  ciudad  de  Cádiz  bajo 
'testamento,  en  que  dejó  por  herederos  á  los  cuatro  hijos  de  su  primer  ma» 
trímooio  y  á  los  siete  menores  de  edad  def  segundo,  y  nombró  á  su  mujer 
■Dona  Magría  del  Carmen  Pont  y  á  D.  José  María  albaceas  testamentarios  y 
contadores  y  liquidadores  de  su  caudal,  practicaron  el  inventario,  tasación 
y.division  de  menee  que  presentaron  al  Juzgado,  el  cual  mandó  que  se  co« 
«Minicara  á  los  trijos  mayores  de  D.  Pedro  Gontelez: 

Resultando  que,  al  evacuar  la  comunicación,  D.  Carlos  González  de  Me* 
lio  solicitó  que  é  primera  providench  se  declarase  nulo  cuanto  se  había 
practicado,  previniéndose  inmediatamente  «I  iuicio  necesario  de  testamen- 
tarla; pretensión  900,  impagoada  por  loa  citanos  albaceas,  foé  desestimada 
con  las  eostas  por  el  Juez  de  primera  instancia  en  providencia  de  91  de 
agosto  de  1860,.  que  confirmó  con  iijoal  condenación  la  Sala  primera  de  I» 
•  Real  Audiencia  de  Sevilla  en  21  de  junio  de  1861: 

ResultaRdo  fie  ioterpoesto  por  González  Mello  reeurso  de  casación^  eoa 
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^irreglo  á  los  artícalos  i012  y  13  de  la  ley  de  Eajoíciamiento;  faé  admitid* 
•«n  uno  y  otro  concepto,, mandáac(p|B:lq|cer  el  depósito  de  4,000  rs.»  qu» 
86  hizo  en  efecto: 

Resultando. q^e  remitidos  los  autos  4  este  SopfetDO  TríbnuaLy.aQ&tao- 
eiado  en  la  Sala  segunda  el  recurso  en  caanlo  á  iaiofma,  señalado  ^a  dia 

Sara  la  vista,  se  separó  de  él  el  recurrente  y  se  le  hubo  por  separado,  con- 
enándole  á  la  pérdida  de  I»  mitad  del  depósito  de  2,000  rs»  que  corres* 
pondia  hacer  para  la  interposición  del  r<purso  fundado  on  las  causas  del  ar- 
ticulo 1013: 

Resultando  oue  pasados  los  autos  á  esta  Sala  f  ara  la  decisión  del  reeur^ 
00  en  el  fondo,  l>.  Cirios  González  de  Mello  acreditó  el  def>d)itó  de  1,§00' 
leales  hecho  para  reintegrar  los  en.qne  se  había  dfemióuido,  y  los  albaeoas 
del  O.  Pedro  González  promovieron  la  cuestión  previa  á  que  se  reQerejel 
articulo  1090  de  la  ley  de  Gi^uiciamiento,  pretendiendo  que  sie  decíare  mal 
admitido  ti  recurso  por.  no  ser  definitiva  parja  este  efecto  la  sen^ncia  da 
gne  se  interpuso;  y  cuando  no,  que  no  há  lugar  á  sustanciarle  por  la  insu- 
Dcíencia  del  depósito^que  debia>ser  de  6,000  rs,»  y  qo  bastar  que  se  com- 
pleta, por  exigir  la  ley  precisamente  su  coosignacipa  en  ai  Tctuunal  origi- 
nario: 

Yisto^  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Antero  de  Ecbarri: 

Considerando  que  la  única  cuestión  propuesta  en  este  pleito  y  deddida 
por  la  Sala  primera  de  la  Real  Audiencia  de  Sevilla  ha  sido,  la  de  si  el  jui- 
cio de  testamentaría  de  0.  Pedro  González  dehe  ser  necesario  ó  voluntario^ 
y  que  resuelta  detinitivamente  en  el  segundo  concepto,  como  lo  está,  no  ea 
posible  que  se  promueva  de  nuevo  la  misma  cuestión,  ni  que  el  juicio  se 
convierta  en  pecesario: 

Considerando  que  la  ley  ha  establecido  entre  uno  y  otro  juici/)  diferen- 
cias esenciales,  que  afectan  á  los  derechos  de  loa  interesados,  y  aue,  por  lo 
mismo,  la  resolución  en  uno  ú  otro. sentido  pu^de  ^r  irreparable  an  sua 
«laCtos: 

Considerando,  en  cuanto  é  la  cuestioi)  del  dep^ito,  .que  habiéndose 
arreglado  exactamente  el  recurrente  á  lo  mandado  por  el  Tribunal  senten- 
ciador y  completédose  ia  cantidad  máxima  necesaria  par^  el  recurso  en  el 
fondo,  en  el  mománto  ^n  que,  abandonado  el  de  formai  hubo  á^  sustanciar"* 
ae  el  primero,  se  ha  cumplido  lo  dispuesto  en  la  ley; 

Declaramos  que  no  procede  la  cuestión  previa  propuesta  á  nombre  de  loa 
albaceas  de  O  Pedro  Goozalez,  á  quienes  condenamos  en  las  costas  (^  este 
incidente,  y  dése  á  los  autos  el  curso  que  corresponda. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,'  que  se  publicará  en  la  Gaee^  dentre 
de  los  cinco  dias  siguientes  á  su  fecha,  y  á  su  tiéippo  en  la  Colección  légiS'^ 
kUivaf  pasándose  al  efeicto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  manda- 
mos y  ürmamus.— Ramón  I^opez  Vázquez.— Antero  de  Ech^rri. — Gabriel 
Cerutilo  de  V^iasco.— Pedro  Gómez  de  Hermosa.—- Pablo  Jiménez  de  Pala- 
cio.— Ventura  de  Colsa  y  Pando. 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Uus-^ 
tzisimo  Sr.  D.  Antero  de  Eobarrí,  Ministro  de  la  Sala  primera  del  Siipremo 
Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  Sala  en  el  dia 
da  hoy,  da  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  15  de  abril  de  1862.— Juan  de  Píos  Rubio«— (Caerla  de  18  de 
abril  de  1862.) 
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» 4e  —a t^ton  (15  de  abril  de  1861).-*^RKy8mDi- 
t4cA)N  0R  iniA  FINCA.— Se  declant  por  la  Sala  primera  del  Trítmaal 
Sapremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  cas8cí(m  interpuesto  por 
Dona  Práitedes  Montojacontra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala 
tercera  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  con  la  Hacienda  pA- 
biioa  7  O.  Joaé  Larraaába!,  y  se  resuelve: 

i/  (^tese;0oiiloriaaa0loslHtofiatesjr«ii^a¿nlen(en^pei}ii'* 
iúm  sino  álm  que  han  $ido  parte  en  ei  juMo  en  que  honre* 
eaido^, 

Y  i^  que  no  pueden  reputarse  como  infringidas  por  una  seh^ 
tencia  leyes  que  no  tienen  aplicación  al  caso  objeto  del  litigio* 

Eq  la  villa  y  corte  de  Madrid,  i  15  de  abril  de  4862,  en  los  autos  qaé 
penden  anta  Nos  por  recurso  de  easaeion,  seguidos  en  et  Juzgado  espacial  da 
Hacienda  de  Sevilla  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Real  Audiencia  de  la  rolsmi 
ciudad  por  Doña  Práxedes  Moetoya  contra  la  Hacienda  páblica  y  D.  losé  Lar- 
razaba!  sobre  reivindicación  de  una  finca: 

Resultando  que  en  24  de  mayo  de  1739  D.  Diego  de  Reza  Tevar,  vedno 
de  Eclja,  otorsó  testamento,  por  el  que,  y  en  cumplimiento  de  lo  que  le  ha^ 
bia  comunicado  D^üa  Francisca  Bermudez,  instituyó  dos  fundaciones  parpó* 
tuas,  una  para  dotar  doncellas  religiosas  M  convento  de  la  Concepción  dé 
aquella  ciudad  en  los  términos  v  con  los  bienes  que  expresó,  y  la  otra  para 
que  el'conv^nto  de  Carmelitas  descalzos  de  la  misma  cumpliese  varias  Car- 
gas piadosas,  dejándole  al  efecto  dos  casérfoa  y  60  aranzaaas  de  tierra  en  tí 
término  de  Mingo  Andrés  de  aquella  ciudad:* 

Resultando  que  4  consecuencia  del  Real  dacreto  de  18  de  febrero  é  ins* 
truecion  de  l.^de  marzo  de  1836,  y  como  pertenecientes  al  citado  confió- 
te de  Carmelitas  descalzos,  se  sacó  á  público  rematé  un  molino  aceitero 
nombrado  de  los  Descalzos,  con  su  caserío  y  artefactos  y  108  aranzadas  éH 
olWar  con  34  de  tierra  Siiancben  bajo  linderos  conocidos,  que  se  hallaba  afee-' 
to  únicamente  al  capital  de  10^000  rs.  con  réditos  anuales  de  cinco  arrobas 
dé  aceite  pagadas  á  la  parroquia  de  Santiago  de  Bcija,  el  cual  qoedó  á  favor 
de  D.  Francisco  GusCodio,  a  ooien  el  Juez  de  primera  instancia  de  SeviHa 
otorgó  en  nombre  del  Estado  la  correspondiente  escritura  de  venta  en  18  de 
octubre  de  1842,  tomándose  razón  de  .ella  en  la  Contaduría  de  Hipotecas: 

Resultando  que  en  31  de  enero  de  1844  D.  Francisco  Custodio  vendió 
la  finca  á  D.  Manuel  María  Menendez,  y  este  en  15  de  marzo  de  1850  ai 
Conde  dB  Atares,  el  cual  la  traspasó  con  pacto  de  retro  en  31  de  marzo  de 
1853  á  D.  Juan  Fernando  Wauroonk,  de  ^uien  la  adquirió  Üon  Tomás  Lar- 
razábal  en  29  de  marzo  de  1856  por  cesión  que  le  nizo  del  derecho  de  re* 
tracto: 

Resuftandoque  antes  de  adquirirla  el  Conde  de  Atares  acudió  D.  Juan 
Tomás  Alfaro,  como  cesionario  de  su  tío  D.  Antonio,  al  Juez  de  primera 
instancia  de.  Bcija  pidiendo  se  declarase  á  su  fsfor  el  derecho  á  tos  bienes 
de  los  patronatos  fundados  por  D*.  Diego  de  Reza  por  ser  descendientes  de 
la  primera  linea  llamada  por  este  á  la  obtención  de  las  dotes;  y  que  seguido 
el  espediente  con  audiencia  del  Promotor  fiscal,  se  dictó  sentencia  en  16  de 
setiembre  de  1845  que  pasó  en  autoridad  de  cosa  iozgada,  por  la  que  en 
consideración  al  próximo  parentesco  probado  del  D.  Antonio  Alfaro  con  el 
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findador,  á  no  haberse  presentado  opositor  algubo  ^embargo  de  los  lJaina'> 
mieDtos  hechos,  y  ¿  lo  propuesto  por  el  Promotor  fiscal,  se  declaró  á  favor 
del  D.  Juan,  cesionario  de  su  tío  D.  AntoDÍo,  el  derecho  á  dichos  bienes  con. 
arreglo  á  las  leyes  de  desvioculacion  y  sin  perjuicio  del  que  tuviese  uo  ter- 
cero acerca  de  la  posesión  y  propiedad  de  los  mismos: 

Resultando  que  después  de  haber  reclamado  por  la  YÍa  gubernativa  los 
bienes  de  que, se  trata,  Dona  Práxedes  Monioya,  cpmo  heredera  de  O.  Juan 
Tomás  Alfaro,  presentó  demanda  en  2  de  junio  de  1857  ante  el  espresada, 
luez  de  primera  instancia  de  Ecijay  pidiendo  se  condenase  á  Q,  Joró  Larra.-, 
zabal  á  que  dejase  á  su  disposición  libres  y  espeditos  el  olivar,  molino  y  ca<^ 
serios  situados  en  el  pago  de  Mingo  Andrés,  vuIa)  de  los  Descalzos,  proce- 
dentes de  los  patronatos  fundados  por^D.  Diego  de  Reza^  con  los  frutos  peo-, 
ducidos,  alegando  para  la  ejecutoria  de  i6  de  setiembre  de  1845,  la  volun- 
tad del  fundador  y  ser  ella  heredera  de  D.  Juan  Tomás  Alfaro: 

Resultando  que  por  inhibición  del  dicho  Juez  se  remitieron  los  au^os  al 
espeeial  de  Hacienda  de  Sevilla,  y  que  habiendo  solicitado  Doña  Práxedes 
Mooteya  que  se  comunicase  al  Promotor  fiscal  para,  que  en  uombre  del  as- 
tado contestase  la  demanda  á  peücioi)  de  la  misma  por  no  haberlo  aquel  ve- 
rificado, y  se  llamaron  los  autos  á  la  vista  con  citación: 

Resultando  que  después  de  uno  para  mejor  proveer,  dictó  sentencia  et 
Juez  de  Hacienda  en  27  d&mavo  de  i 869,  que  confirmó  la  Sala  tercera  de 
la  Audiencia  de  Sevilla  en  14  ue  julio  de  1860»  absolviendo  á  D.  Josó  Lar- 
razábal  y  la  Hacienda  pública  de  la  demanda  de  Dona  Práxedes  Montoya: 

Resultando  que  ésta  interpuso  contra  dicho  fallo  recurso  de  casación  por 
conceptuar  infringidas  las  leyes  19  y  20»  tit.  22,Part.  3/  al  absolver  á  Lar- 
razábai  de  la  demanda,  siendo  asi  que  se  halla  en  posesión  de  una  finca 
comprendida  en^Oilos  bienes  de.lasíuDdeciepes  declaradas  á  favor  de.Don 
Juan  Tomás  Alfaro  por  la  ejecutoria  de  i  845  que  le  perjudíQaba^  aun  cuan- 
do entonces  no  hubiese  litigado,  adiccionándose  en  este  Tribunal  Supremo 
como  infringidas  también  por  la  sentencia  la  jurisprudencia  consignada  por 
el  mismo  en  la  que  pronunció  en  1."  de, diciembre  de  1857,  y  la  ley  13  del 
tit.  22,  Part.  3/: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Gabriel  Gemelo  de  Velasco: 
Considerando  que  la  acción  reivindicatoría  propuesta  en  estos  autos  por 
la  recurrente  se  funda  en  la  ejecutoria  de  16  de  setiembre  de  1845,  dictada 
iolo  con  audiencia  del  Promotor  fiscal  dial  Juzgado: 

Considerando  que  las  ejecutorias  de  los  Tribunales  generalmentA  no 
perjudican  sino  á  los  que  han  sido  parte  en  el  juicio  en  que  han  recaidoi 
conforme  lo  dispone  la  ley  20,  tit.  22  de  la  Part.  3.*: 

Considerando  que  cuando  se  promovió  el  en  que  recayó  dicha  sentencia 
había  enajenado  sin  contradicción  el  Estado  la  finca  que  ahora  se  reclama, 
y  que  su  dueño  y  poseedor  legítimo  no  fué  citado  ni  oido  en  aquel,  por  lo 
que  no  puede  perjudicarle  lo  que  en  él  se  decidió,  ni  por  consiguiente  á 
D.  José  de  Larrazábal,  dueño  actual  de  la  finca; 

Considerando,  per  tanto,  que  habiéndose  absuelto  de  la  demanda  á  Don 
José  de  Urrazábal,  no  ha  infringido  la  sentencia  la  le;^  13,  tit.  22,  Parti- 
da 3.*,  que  prescribe  ios  requisitos  que  deben  concurrir  para  que  no  valga 
et  segundo  juicio  que  fuere  dado  contra  el  primero,  siendo  uno  de  ellos  que 
intervengan  en  ambos  las  mismas  personas,  lo  que  no  sucede  en  este  caso: 
Considerando  que  tampoco  han  sido  infringidas  las  leyes  19  y  20  del 
mismo  titulo  y^artida,  pues  la  primera  trata  de  la  fuerza  que  tiene  el  jui* 
do  que  da  el  judgador  entre  las  partee  derechamente,  de  que  no  se  aloe 
ísmgurM,  ó  si  absándose  fwere  die¿pum  oon firmado,  lo  cual  demuestra  que 
TOMO  vil.  33 
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lo  que  dispone  es  tan  solo  con  relación  ¿  las  personas  qae  han  litigado;  y 
fa  Segunda  establece  como  regla  general  que  el  juicio  que  fuere  dado  con- 
tra alguno  no  puede  perjudicar  á  otro,  salvas  las  escepciones  gue  contie- 
ne, entre  las  cuales  no  se  encuentra  el  caso  que  ba  sido  objeto  de  este 
pleito: 

Y  considerando  que  no  se  ha  contrariado  la  jurisprudencia  consignada 
por  este  Supremo  Tribunal  en  la  sentencia  que  se  cita,  porque  en  ella  se 
resolvió  una  cuestión  en  la  que  concurrían  diferentes  circunstancias,  y  no 
puede  tener  por  lo  mismo  aplicación  á  la  que  se  ha  discutido  eo  estos 
autos; 
^  Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  Doña  Práxedes  Montoya,  á  la  que  condenamos 
en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  por  la  que  tiene  constituida  cau- 
ción para  cuando  llegue  á  mejor  fortuna;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Au- 
diencia de  Sevilla  con  la  certificación  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inserta- 
rá en  la  Colección  tegitUUiva,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  órmamos.^Ramon  López  Vazguez.— Antefo 
de  Echarri.— Gabriel  Ceruelo  de  Velasco— El  Sr.  O.  Joaquín  de  Palma  y 
Vinuesa  voló  en  la  Sala  y  no  puede  firmar. — López  Vazauez.— Pedro  Gó- 
mez de  Hermosa. — Pabló  Jiménez  de  Palacio.— Ventura  oe  Colsa  y  Pando. 

Publicacion.—Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Hus- 
trísimo  Sr.  D.  Gabriel  Gemelo  de  Velasco,  Ministro  del  Tribunal  Supremo 
<fe  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  la  Sala  primera  hoy 
dia  de  la  fecha,  de  que  certifico  como  Secretario  de  S.  M.  y  su  Escribano 
de  Cámara. 

Madrid  45  de  abril  de  i862.—Dionisio  Antonio  de  Puga.  {Gaceta  del  23 
de  abril  de  1862.) 


103. 

Competencia  (18  de  abril  de  1862.).— Falsificación  db 
üN  TESTAMENTO.— Se  declara  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Su- 
premo mal  formada  y  que  no  na  lugar  á  decidirla,  la  competencia 
suscitada  entre  el  Juzgado  de  la  Capitanía  General  de  Galicia  y  el 
de  primera  instancia  del  Ferrol,  acerca  del  conocimiento  de  las  di- 
ligencias formadas  en  averiguación  déla  falsedad  del  testamento 
de  D.  Dionisio  Rodríguez  Cousilias,  y  se  resuelve: 

Que  toda  autoridad  que  ejerce  jurisdicción  es  competente  para 
instfiíir  las  diligencias  primeras  en  averiguación  de  la  eanstencia 
de  un  delito,  sin  perjuicio  de  poner  á  disposición  de  la  jurisdicción 
ordinaria  las  personas  que  resultasen  culpables  y  no  disfrutasen 
de  fuero  especial. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  15  de  abril  de  1862,  en  los  autos  de 
competencia  que  ante  Nos  penden  entre  el  Juzgado  de  la  Capitanía  gene- 
ral de  Galicia  y  el  de  primera  instancia  del  Ferrol  acerca  del  conocimiento 
de  las  diligencias  farma<ia8  en  averiguación  de  la  falsedad  del  testamento 
de  D.  Dionisio  Rodríguez  Cousilias: 
.  Resultando  que  en  el  referido  Juzgado  militar  se  siguen  autos  de  testa-* 


Digitized  by  VjOOQIC 


RKG0R8O8  T  GOMPKTBNGUS.  289 

ipentarfa  del  D.  Dionisio.  Capitán  que  fué  del  cuerpo  de  Estados  Mayores 
4e  plazas,  y  que  á  Tiitud  de  denuncia  anónima  comunicada  al  Fiscal  de 
dicno  Juzgado,  en  que  se  afirmaba  que  era  falso  el  testamento  bajo  que 
aparecía  haber  fallecido  Rodrigoez,  otorgado  ante  el  Escribano  del  Ferrol 
D.  Fermín  Formóse,  pidió  aquel  la  formación  de  pieza  separada  sobre  el 
heciio  denunciado  y  que  se  procediese  á  la  práctica  de  varias  diligencias 
con  el  objeto  de  averjguar  si  se  babia  cometido  ó  no  el  indicado  delito  de 
falsedad. 

Resultando  oue  estimada  esta  solicitud,  la  Capitanía  general  dié  comi- 
sión al  Gobernador  militar  del  Ferrol;  por  quien,  entre  otras  diligencias, 
se  procedió  á  un  reconocimiento  del  protocolo  del  Escribano  Formóse  y  á 
recibir  ¿  este  declaración  jurada;  y  que  sabedor  dicho  Escribano  con  este 
motivo  de  que  se  estaba  actuando  para  averiguar  si  era  ó  no  falso  el  testa- 
mento de  D.  Dionisio  Rodríguez,  acudió  al  Juez  de  primera  instancia  de 
aque\lla  ciudad  para  que  oficiase  de  inhibición  al  Juzgado  militar  de  Ga- 
licia : 

Resultando  que  el  indicado  Juez,  después  de  oír  al  Promotor  fiscal ,  y 
4e  acuerdo  con  su  dictamen,  reclamó  el  conocimiento  de  las  diligencias, 
del  cual  se  ha  negado  á  desprenderse  la  Capitanía  general,  originándose  la 
^presente  cnmpetencia: 

« Resultando  que  el  Juzgado  militar  se  funda  en  que  hasta  ahora  solo  se 
trata  de  las  diligencias  que  está  formando  con  objeto  de  descubrir  la  ^xis* 
tencia  de  un  delito  común,  sin  proceder  contra  persona  determinada,  y  que 
para  aquello  es  competente  su  Autoridad  y  cualquiera  otra  que  ejerza  juris- 
dicción, ofreciendo  poner  á  disposición  de  la  justicia  ordinaria,  con  las  ac- 
tuaciones origínales  ó  testimonio  de  ellas,  las  personas  que  en  lo  sucesivo 
puedan  aparecer  responsables  de  la  falsificación  si  se  comprobase  esta,  y 
aquellas  no  disfrutasen  del  fuero  de  Guerra; 

Y  resultando  que  el  Juez  del  Ferrol  se  apoya  en  que  el  testamento  de 
D.  Dionisio  Rodríguez  Cousillas  se  otorgó  en  aquella  ciudad  por  ante  Es- 
cribapo  y  testigos,  vecinos  de  ella ,  ninguno  de  los  cuales  gozan  del  fuero 
militar,  y  en  que  del  sumario  acerca  de  la  fülsedad  de  un  testamento  solo 
puede  conocer  el  Juez,  á  cuya  jurisdicción  corresponde  el  Escribano  quo 
lo  autorizó,  y  que  en  su  casó  tiene  que  ser  el  principal,  directa  é  inmedia- 
tamente responsable  del  delito,  añadiendo  que  si  cualquiera  otro  Juez  que 
tenga  ocasión  de  veríficarío  puede  instruir  las  prín^eras  diligencias,  cesa 
esta  facultad  en  el  momento  que  el  especialmente  llamado  por  la  ley  para 
entender  en  la  causa  reclama  el  conocimiento: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  de  este  Supremo  Tribunal  D.  Ra- 
món Haría  de  Arrióla: 

Considerando  que  las  diligencias  practicadas  hasta  ahora  por  el  Juzga- 
do de  la  Capitanía  general  de  Galicia  se  han  limitado  á  ín(iu¡rír  la  existen- 
cia del  delito  de  falsificación  de  un  testamento,  sin  perjuicio  de  poner  á 
disposición  del  ordinario  las  personas  que  puedan  aparecer  responsables  si 
no  disfrutasen  del  fuero  de  Guerra; 

Y  considerando  que  para  este  afecto  es  competente  toda  Autoridad  que 
ejerce  jurisdicción; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  mal  formada  la  presente 
competencia,  y  que  por  tanto  no  ha  lugar  á  decidir  sobre  ella.  Devuélvase 
á  uno  y  otro  Juzgado  sus  respectivas  actuaciones  para  que  procedan  con 
atreglo  ¿  derecho. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Go- 
bierno ó  insertará  en  la  CcUceion  legislativa ,  para  lo  cual  se  pasen  iaa 
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oportunas  copias  cerlificadas,  lo  pranunciamos ,  mandaono^  y  firmamos.—. 
Jqan  Martio  Curramolíno.— Ramón  Marfa  de  irrfota.— Pénx  Herrera  de 
la  Riya.— Juan  liaría  Biec— Felipe  de  Urbina.-~Bduardo  de  Ello.— Do- 
mingo Moreno. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Ilrno.  Sr.  O.  Ramón  Maria  de  Arrióla,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de 
Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  segunda  el  día- 
dé  boy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  habilitado. 

Madrid  15  de  abril  de  1862.— Gregorio  Camilo  Gai;cía.— (GoMki  del  24 
dé  abril  de  1862.) 


1«C 


Reeopso  de  easaeloia  (i  5  de  abril  de  i88S.)-— Pago  i« 
MiEAVBDÍs.— Se  declara  por  la  Sala  segunda,  del  Trjbuoal  Supremo 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Pedro 
Francisco  de  Pablos  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala 
primera  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  con  D.  Pedro  Crespo 
García  y  otro,  y  se  resuelve: 

Que  para  que  los  documenton  públicos  .sean  eficaces  en  juicio^  es 
menester  que  se  cotejen  con  sus  originaleSy  previa  citación  con- 
traria. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid^  á  15  de  abril  de  1862»  en  los  autos  que 
en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Posadas  y  en  la  Sala  primera  de  la 
Audiencia  territorial  de  Sevilla  ba  seguido  D.  Pedro  Francisco  de  Pablos  con 
D.  Pedro  Crespo  García  y  Doña  Rafaela  Camacho  sobre  pago  de  maravedís;, 
autos  peudienies  ante  Nos  en  virtud  del  recurso  de  casación  interpuesto 
por  el  demandante  contra  la  sentencia  que  en  26  de  setiembre  último  dictó 
la  referida  Sala: 

Resultando  que  en  13  de  marzo  de  1833  D.  José  María  Camacho  otorgó 
una  escritura  en  Córdoba  abte  el  Escribano  O.  Antonio  barroso,  en  la  que 
declaró  deber  á  D«  Pedro  Francisco  de  Pablos  10,668  rs.  por  razón  de  prés- 
tamo sin  interés,  y  se  obligó  á  pagarle  dicha  suma  el  31  de  diciembre  de  1836, 
hipotecando  especialmente  un  olivar  t  porción  de  tierra  con  monte. alto  y. 
iMijo  en  las  laderaa  del  rio  Guadiato^  de  cuya  escritura  se.  tomó  razqn  en  la 
Contaduría  de  Hipotecas: 

Resultando  que  al  fallecimiento  del  D.  José  María  Camacho,  ocurrido  en 
30  de  abril  de  1852,  se  procedió  á  formar  la  partición  de  bienes  entre  sus 
cuatro  hijos  y  los  nietos  descendientes  de  otra  hija,  á  quienes  fué  adjudica- 
da la  referida  finca  en  parte  de  pago  del  haber  de  su  madre,  que  había 
muerto  en  el  año  de  1832,  sin  que  quedara  sobrante  cosa  alguna  que  cons- 
tituyese la  herencia  del  padre: 

Resultando  que  posteriormente  tres  de  los  hijos,  llamados  D.  Pedro» 
D»  Francisco  y  D.  José  Camacho,  y  el  tutor  de  los  nietos  vendieron  á  don 
Pedro  Crespo  y  García  las  cuatro  quintas  partes  que  les  habían  sido  adjodi- 
*cadas  en  la  espresada  finca,  sin  mas  gravamen  que  el  de  dos  censos,  de  que 
se  hizo  mención  eú  la  escritura  otorgada  en  su  virtud,  quedando  por  lo 
tanto  dueños  de  ella  D.  Pedro  Crespo  y  Doña  Rafaela  Camacho^  esta  res- 
pecto de  la  quinta  parte,  y  aquel  de  las  cuatro  quintas: 
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'  Resultando  que  en  21  de  julio  de  1858  D.  Pedro  Francisco  de  Pablos  ra- 
llando el  pago  de  los  10,6d8  rs.  que  le  debia  Gamacho  dirigiendo  la  acción 
real  bipotecaría  €Onln  D.  Pedro  Crespo  en  concepto  de  poseedor  de  la  hi« 
poteca: 

Resultando  que  este  evacuó  el  traslado  pidiendo  que  se  le  absolviese  de 
la  demanda,  fundado  en  que  el  D.  José  no  podo  hipotecar  válidamente  la 
ÜDca,  cuyas  cuatro  quintas  partes  habia  comprado  él  libres  de  semejante 
gravamen,  porque  estaba  tácita  y  legalmente  obligada  á  favor  de  sus  faijos 
por  la  legítima  materna,  que  no  alcanzó  á  cubrir;  y  presentó  para  demos* 
trar  este  aserto  varios  documentos,  pidiendo  al  mismo  tiempo  que  se  citara 
.  ^  Doña  Rafaela  Gamacho,  dueña  de  parte  de  la  finca,  y  á  los  que  le  vendie- 
ron sus  porciones  por  la  evíccion  y  saneamiento  á  que  estaban  tenidos: 
'  Resultando  que  hechas  las  citaciones  comparecieron  al  juicio  en  la  pri* 
mera  instancia  todos  los  citados,  coadyuvando  la  pretensión  de  Crespo,  el 
cual  y  el  demandante  convinieron  en  que  se  fallara  el  pleito  sin  necesidad 
de  recibirle  á  prueba;  y  en  su  virtud  el  Juez  dictó  sentencia  en  17  de  di- 
ciembre de  1859  condenando  á  Crespo  y  á  Dona  Rafaela  Gamacho  al  pagoda 
los  10,668  rs.  reclamados  por  el  actor,  con  reserva  de  su  derecho  al  primero 
para  ejercitarlo  contra  sus  causahabientes. 

Resultando  que  admitida  la  apelación  que  interpusieron  Crespo  y  Doña 
Rafaela,  espresaron  agravios  ante  la  Audiencia  del  territorio;  y  conferido 
traslado  á  la  de  Pablos  le  evacuó  adhiriéndose  á  la  apelación  en  cuanto  no 
se  habia  condenado  á  aquellos  en  las  costas  y  presentando  al  mismo  tiempo 
las  partidas  de  bautismo  de  Doña  Dolores,  D.  Pedro,  D.  Francisco  y  D.  José 
Gamacho,  las  cuales  dije  que  acompañaba  con  el  juramento  que  requiere  el 
articulo  867  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  no  haber  tenido  hasta  en- 
tonces conocimiento  de  ellas,  y  que  eran  muy  interesantes  para  acreditar 
qne  los  cuatro  hijos  de  D.  José  María  Gamacho  que  le  vendiéronla  hacienda 
eran  mayores  de  edad  mucho  tiempo  antes  de  que  muriese  su  padre;  y  si 
dejaron  en  poder  de  este  sus  hijuelas  maternas,  serian  acreedores  simpl^ 
del  mismo,  pero  no  con  hipoteca  ni  privilegio: 

'  Resultando  que  ni  evacuar  doña  Rafaela  Gamacho  y  D.  Pedro  Crespo  el 
traslado  que  se  les  confirió  del  escrito  de  adhesión  á  la  apelación,  se  opusie- 
ron á  que  se  tuvieran  por  presentadas  las  partidas,  y  la  Sala  mandó  que  se 
llevaran  los  autos  á  la  vista,  y  que  encella  se  tuviese  presente  dicha  opo- 
sicioD: 

Resultando  que  vistos  los  autos  en  el  dia  señalado  se  dictó  sentencia 
^n  20  de  setiembre  de  i861  revocando  la  apelada,  absolviendo  á  D.  Pedro 
Crespo  y  Doña  Rafaela  Gamacho  de  la  demanda  y  mandando  que  se  desglo* 
sasen  y  entregaran  á  la  de  Pablos  las  páttidas,  como  de  prohibida  presenta- 
'cion  en  la  segunda  instancia: 

I  Y  resultando  que  contra  esta  sentencia  Interpuso  el  mismo  recurso  de 
casación  por  infracción  de  las  leyes  que  citó,  y  por  la  causa  sesta  del  arti- 
culo 1013  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  en  cuanto  no  se  hablan  unido  á 

\  los  autos  ni  tomado  en  cuenta  dichas. partidas,  cuyo  recurso  fué  admitido, 

habiendo  hecho  de  Pablos  el  depósito  correspondiente: 

,-  Vistos,  siendo  Pópente  el  Ministro  de  este  Supremo  Tribunal  D.  Juan 

liaría  Blec:  ^ 

^  Considerando  que  al  adherirse  D.  Pedro  Francisco  de  Pábbs  á  la  ape- 

II  lacion,  se  limitó  á  presentar  las  partidas  de  bautismo  de  los  hijos  de  Don 
(  ^José  María  Gamacho  con  el  juramento  requerido  por  el  art.  867  de  la  ley  de 
J  Enjuiciamiento  civil : 

'     Considerando  que  venhlos  á  los  autos  aquellos  documentos  sin  cita* 
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eion  contraria,  eran,  según  la  regla  primera  del  artículo  281  de  dicha  ley> 
ineficaces  en  juicio,  mientras  no  se  cotejaran  coa  sus  originales ,  previa- 
aquella  citación: 

Gonsideraiído  que  no  se  ha  pedido  la  diligencia  del  cotejo  ni  el  recibi- 
miento á  prueba  para  verificarlo: 

Considerando  que  aunque  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Sevilla 
se  estendió.á  calificar  de  prohibida  presentación  la  de  aquellas  partidas  en 
la  segunda  instancia,  le  bastó  para  no  tomarlas  en  óuenta  su  notoria  inefi- 
cacia en  el  juicio; 

Y  considerando  que  dicha  Sala  no  ba  denegado  diligencia  alguna  do 
prueba  admisible,  según  lajs  leyes,  porque  ninguna  se  le  pidió  por  parte  de 
D.  Pedro  Francisco  de  Pablos;  ^ 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  el  referido  D.  Podro  Francisco  de  Pablos,  eb 
cuanto  se  funda  en  la  causa  sesta  del  art.  i013  de  la  citada  ley  de  En- 
juiciamiento civil ,  condenándole  en  las  costas  y  en  la  pérdida  del  depó- 
sito ,  que  se  distribuirá  en  la  forma  que  previene  el  i 063 ;  y  mandamos 
que ,  respecto  del  recurso  de  casación  en  el  fondo,  pasen  los  autos  á  la  Sala 
primera. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Go* 
biernb  é  insertará  en  la  Colección  íegülativa,  para  lo^  cual  se  pasen  las 
oportunas  copias  certificadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.-^ 
Juan  Martin  Garramplino.— Ramón  María  de  Arrióla.— Félix  Herrera  de 
la  Riva.— Juan  María  Biec.^Felipe  de  Urfoina.— Eduardo  Elfo.— Domingo 
Moreno. 

Publicación. — Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  ilus- 
trísimo  Sr.  D.  Juan  María  Biec,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia, 
estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  segunda  en  el  dia  de  hoy,, 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  habilitado. 

Madrid  4^  de  abril  de  1862.— Gregorio  Camilo  García.— (Gacela  del  26- 
abril  de  1862.) 


105. 

Apelación  poi»deneg^atiMPÍa  del  reenrso  de  easa- 

elan  (15  de  abril  de  i862.).— Declaración  de  servidumbre.— S& 
conlirma  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo  la  sentencia 
apelada  de  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  deDeg;a- 
toriadel  recurso  de  casación  que.  interpusieron  D.  Narciso  Liado  y 
Dona  Josefa  Beilsolell,  en  pleito  con  D.  Jaime  Valentí,  y  se  re- 
suelve: 

Que  para  ser  admisible  el  recurso  de  casación,  bajo  cualquiera 
de  los  dos  aspectos  porque  puede  interponerse,  es  necesario,  entre 
otras,  la  circunstancia  de  que  lo  sea  contra  sentencia  que  haya  re^ 
eaido  sobre  definitiva. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  15  de  abril  de  1862,  en  los  autos  que- 
en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Mataró  y  en  la  Sala  segunda  de  la 
Audiencia  territorial ile  Barcelona  ha  seguido  0.  Jaime  Yalonti  con  D.  Nar* 
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dso  Liado  v  Doia  Josefa  Bellsolell  jiobre  qae  se  declare  que  una  finca  de  la 
propiedad  de  aquel  no  tiene  mas  servidumbre  que  la  de  acueducto;  autos 
pendientes  ante  Nos  en,yirtud  de  apelación  que  interpusieron  los  demanda- 
dos de  la  providencia  que  en  4  de  octubre  último  dictó  la  referida  Sala  de- 
negando la  admisión  dei  recurso  de  casación  entablado  por  los  mismos: 

Resultando  qae  en  3  de  agosto  de  i 860  D.  Jaime  Valentí  presentó  de- 
manda en  el  referido  Juzgado  para  que  se  declarase  que  la  servidumbre  que 
sobre  una  finca  de  su  propiedad  tenian  ¿  favor  de  otra  suya  D.  Narciso  Lia- 
do y  Doña  Josefa  Bellsoletl  era  simplemente  de  acueducto,  y  en  su  conser 
caencia  no  podían  impedirle  las  obras  que  trataba  de  ejecutar  para  recoger 
y  utilizar  todas  las  aguas  que  nacian  y  corrían  por  su  fíoca  ó  para  algmi 
otro  objeto,  y  se  les  condenase  á  reponer  las  que  tenia  practicadas  y  se  des- 
truyeran ¿  virtud  del  interdicto  que  entablaron  aquellos,  á  dar  caución  de 
no  perturbarle  en  el  uso  de  su  derecho  y  en  las  costas  y  perjuicios: 

Resultando  que  sustanciada  esta  demanda  por  sus  trámites,  se  recibió 
el  pleito  á  prueba  por  12  días,  que  se  prorogaron  después  hasta  los  60  de  la 
Jey,  ]^  en  13  de  abril  de  186  i  los.  demandados  pidieron  la  suspensión  del 
término  probatorio,  alegando  que  en  lo  que  restaba  del  mismo  no  podían 
presentar  cierto  testimonio  de  otros  autos  que  existían  en  este  Supremo 
Tribunal,  y  que  no  habían  pedido  antes  creyendo  que  serian  devueltos  á 
Üempo  y  podrían  acumularse  á  los  presentes: 

Resultando  que  en  providencia  del  25  se  negó  la  suspensión  del  término 
de  prueba;  y  admitida  la  apelación  que  interpusieron  D.  Narciso  y  Doña 
Josefa,  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  en  19  de  setiembre  confirmó  con 
las  costas  ^  auto  apelado: 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpusieron  los  mismos  recursos  de 
casación  diciendo  aue  infringía  el  art.  272  de  la  Lev  de  Enjuiciamiento 
civil  conforme  con  la  práctica  de  los  Tribunales  inclinada  á  ampliar  los  me- 
dios de  defensa,  y  mas  si  se  atiende  al  espíritu  de  la  ley,  considerado  el  nú- 
mero 6.^  del  art.  1013,  y  por  tanto  que  procedía  el  recurso  á  tenor  de  lo 
que  establece  el  (012  y  siguientes; 

Y  resultando  aue  por  auto  de  4  de  octubre  de  que  apelaron  aquellos,  se 
declaró  no  haber  lugar  á  su  admisión  por  no  ser  definitiva  ni  poner  térmi- 
no al  juicio  la  sentencia  contra  la  cual  se  entablaba: 

Visios,  siendo  Ponente  el  Ministro  de  este  Supremo  Tribunal  D.  Eduar- 
do Elio. 

Considerando  que  en  el  auto  apelado  se  denegó  la  admisión  de  un  re- 
carao  de  casación  fundado  al  mismo  tiempo  en  infracción  del  art.  272  de  la 
ley  do  Enjuiciamiento  civil  y  en  la  causa  6.*  del  1013  según  la  cita  de  di- 
chos artículos  que  se  hace  en  el  recurso,  y  la  espresion  que  se  añade  de 
que  procede  conforme  al  1012  y  siguientes: 

Considerando  que  con  arrefjlo  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  1025  el  re- 
curso de  casación  para  ser  admisible  bajo  cualquiera  de  los  dos  aspectos  de- 
be tener,  entre  otras,  la  circunstaacia  de  estar  Interpuesto  contra  sentencia 
que  haya  recaído  sobre  definitiva: 

Considerando  que  la  sentencia  de  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de 
Barcelona,  en  el  caso  actual,  dictada  en  artículo  sobre  suspensión  del  tér- 
mino de  prueba  y  confirmando  el  auto  en  que  lo  desestimó  el  Juez  de  pri- 
mera instancia  de  Mataró,  no  es  definitiva  para  los  efectos  de  los  artículos 
lOiO  y  1011  de  la  misma  ley,  porque  semejante  negativa  no  ha  puesto  tér- 
mino al  juicio,  ni  ha  hecho  imposible  su  continuación; 

Fallamos  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  con  las  costas  el  auto 
apelado  de  4  de  octubre  últimoi  y  mandamos  que  se  devuelvan  los  presen - 
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tes  á  la  Audiencia  de  donde  proceden  en  la  forma  qne  preTieae  el  art  4091 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  insertará  en  la  Gaceta  del  Go- 
bierno e  insertará  en  la  Colección  íégist^tiva^  para  lo  cual  se  pasen  las  onor« 
tonas  copias  certifícsdas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — Jota 
Martin  Cfarramolino. — Ramón  María  de  Arriola.^Fólix  Herrera  de  la  Riya. 
— Juan  María  Biec* — Felipe  de  Urbina.— Eduardo  EHo.-*Dofflingo  Morene. 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
limo.  Sr.  D.  Eduardo  Ello,  Ministro  del  Tribiltial  Supremo  de  iusiieia,  es- 
tándose celebrando  audiencia  pública  en  ^u  Sala  segundaren  el  día  de  boy, 
de  que  certitico  como  escribano  de  Cámara  babilitado. 

Madrid  i5  de  abril  de  1862.— Gregorio  Camilo  García.-— (^ooela  de  114 
de  abril  de  1862.) 


toe. 

Reeurse  de  easaeioat  (25  de  abril  de  1862.1.— Alza- 
BflENTo  DE  UNA  MULTA.— Sc  dcclara  por  la  Sala  primera  del  Tribu- 
nal Supremo  improcedente  el  recurso  de  casación,  interpuesto  por 
Di  Carlos  Herrero  y  D.  Nicasio  Cercas  contra  la  sentencia  pronun- 
ciada por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con 
el  Ministerio  Fiscal,  y  se  resuelve: 

i  «^  Que  el  recurso  de  casación  solo  tiene  lugar  en  los  pleitos  en 
que  se  redamaun  derecho^  ó  se  ejercita  una  acdon: 

2.^    Que  todo  lo  relativo  á  la  imposición  y  exacción  de  multas 

?or  las  ocultaciones  de  bienes  á  que  se  refiere  la  ley  de  i  J*  de  maso 
e  1855,  debe  decidirse  administrativamente: 
Z.^    Que  contra  las  resoluciones  administrativas  que  causan  es- 
tado, solo  puede  reclamarse  por  la  vía  contenciosa  ante  el  Consejo 
de.  Estado; 

Y  i."  que  las  reclamaciones  que  los  reglamentos  autorizan  por 
la  via  contenciosa  para  ante  los  Juzgados  de  Hacienda,  se  limitan  i 
las  declaraciones  que  acerca  de  la  pertenencia  de  los  bienes  se  hagan 
por  la  Junta  Superior  de  Ventas. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  25  de  abril  de  1862,  en  los  autos  peo- 
dientes  ante  Nos  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  de  Hacienda  de  esta  provincia  y  en  la  Sala  tercera  de  la 
Real  Audiencia  de  esta  corte  por  D.  Carlos  Herrero  y  D.  Nicasio  Cercas, 
Alcalde  y  procurador  síndico  del  Ayuntamiento  de  Pelayos  en  los  años  de 
1855  y  1856,  con  el  Ministerio  fiscal  sobre  alzamiento  de  una  multa: 

Resultando  que  la  Junta  superior  de  Ventas  de  fincas  del  Estado,  coa 
presencia  del  espediente  instruido  por  el  Investigador  de  la  provincia  de 
Madrid  sobre  denuncia  de  tres  terrenos  nominados  Pinarejos,  Valle  Loren- 
zo y  Cisneros,  que  comprendían  2,980  fanegas  de  tierra  pobladas  de  mon- 
te, sitos  en  la  villa  de  Navas  del  Rey,  pertenecientes  á  los  propios  de  la  de 
Pelayos,  declaró  en  sesión  de  2  de  marzo  de  1858,  de  conrormidad  con  lo 
propuesto  por  el  Asesor  general  del  Ministerio  y  la  4)ireccion  general  de 
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Pro|)fedades  d«M!8tado,  profcedente  ta  déDuneiir;  qae  M  adidonasen  las 
fincas  en  los  inYentaríos  de  su  referencia;  el  pr«tnio  del  8  y  del  2  por  iOO 
respectivamente  al  Inve^tigddbr  y  Comisionado,  é  incarsos  los  Concejales 
«o  la  mttlta  de  10  por  i 00,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  los  artículos  12  y  13 
é&  la  Real  orden  de  10  de  julio  de  f  856: 

'Resultando  que  en  3  de  abril  del  referido  bBo  acudieron  los  individuos 
del  citado  ayuntamiento  á  la  Dirección  general  de  Propiedades  y  Derechos 
d«l  Estado  solicitando  la  reforma  de  la  resotucidn  de  la  Junta,  en  atención 
á  t|ue  era  inconcebible  !a  ocultación  de  los  terrenos,  ya  por  tratarse  de 
ton  estensa  superficie,  ya  porque  hablan  figurado  y  Agoraban  en  los  amí- 
Hararoientos  y  repartimientos  de  contribuciones,  satisfaciendo  el  20  por  100 
4)116  les  babia  correspondido  en  razón  de  áus  productos,  habiéndose  arren- 
dado publicamente  después  de  Instruido  para  ello  el  oportuno  espediente  y 
concedidose  autorización: 

Resultando  que  desestimada  esta  reclanfacion  por  la  Dirección,  sin  per- 
juicio de  que  usaran  los  Concejales,  si  les  pareciere  conveniente,  del  dere- 
cho que  les  concedía  la  regla  8.*  del  art.  15  de  la  Real  orden  de  10  de  ju<- 
nío  de  1856,  y  comunicada  esta  resolución  al  Alcalde  de  Pelayos  por  el  Go- 
bernador civil  de  la  provincia  en  oíléio  de  13  de  junio  de  1858,  en  7  de 
agosto  siguiente  el  Alcalde  y  Procurador  fíndico  del  Ayuntamiento  de  dl- 
ebo  pueblo  en  los  años  de  1855  j  1856,  entablaron  demanda,  en  la  cual, 
apoyados  en  que  no  habla  habido  ni  era  posible  ocultación,  pidieron  se  de- 
clarase que  no  se  hablan  hecho  merecedores  á  ({ue  se  fes  declarase  incursos 
en  la  multa  del  10  por  fOO,  y  que  no  habia  habido  términos  hábiles  para  la 
denuncia  del  Investigador  y  Comisionado  principal,  á  quienes,  no  solo  de- 
bía privarse  del  premio  que  se  les  habia  concedido,  bino  apercibirlos  por  su 
conducta  abusiva: 

Resultando  que  los  demandantes  presentarou  tres  certiñcaciones  del  da- 
tado Ayuntamiento,  de  las  cuales  aparece  que  la  Diputación  provincial,  con- 
cedió, en  abril  de  1855,  á  los  de  Navas  del  Rey  y  de  Pehyos  el  permiso  que 
solicitaron  para  permutar  los  terrenos  de  los  cuarteles  de  Pinarejo  y  de  So- 
cancho,  pertenecientes  á  los  propios  de  ambos  pueblos;  que  en  setiembre 
del  mismo  año  el  Gobernador  civil  autorizó  al  Apuntamiento  de  Pelayos 
para  la  subasta  de  los  pastos  de  los  terrenos  de  Pinareios,  Valle  Lorenzo  y 
Cisnerus  para  el  año  de  1856;  qne  en  5  de  octubre  de  dicho  año  1855  le 
autorizó  para  el  de  1857,  y  no  habiendo  tenido  efecto  la  subasta,  que  se  ha- 
bia anunciado  en  los  Boletines  de  esta  provincia  y  de  la  de  Segovia,  fué  au- 
torizado nuevamente  en  ndviembre  de  1856: 

Resultando  que  el  Promotor  fiscal  de  Hacienda  impugnó  la  demanda 
fiinidado  en  áae  él  'Ayuntamiento  de  Pelayos  no  estaba  dispensado  de  cum- 
plir los  mandatos  de  la  Autoridad,  por  mas  que  los  bienes  que  administraba 
fuesen  conocidos,  proponiendo,  sin  embargo,  que  si  probaban  de  un  -modo 
mas  fehaciente  que  los  terrenos  se  hallaban  bajo  la  intervención  del  Gobier* 
no  de  provincia,  se  rebajase  la  multa  al  5  ñor  100: 

Resultando  que  declarado  firme  y  subsistente  el  acuerdo  de  la  Junta  de 
Ventas,  y  absaelto  el  Estado  de  la  demanda  por  la  sentencia  de  ^ista,  que, 
revocando  la  del  Juez  de  Hacienda,  dictó  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de 
•asta  corte  eti  1 1  de  febrero  de  1860,  ioterpnsieron  los  demandantes  recurso 
de  casación,  citando  como  infringidos  el  art.  67  de  la  instrucción  de  31  de 
mayo  de  1855  para  la  ejecución  de  la  ley  de  desamortización,  y  la  jurispru- 
dencia de  los  Tribunales,  que  en*los  hechos  improbables  tiene  por  suQciea- 
tes  las  pruebas  análogas  y  las  presunciones: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Antero  de  Ecbarri:  ^ 

TOMO  YU.  34 


Digitized  by  VjOOQIC 


986  IOIIUPMD0ICIA  CIVIL. 

CiPQsiderando  que  el  reeorso  de  casación  estabieddo  eo  el  art,  1010  de 
la  ley  de  Enjuiciamieato  civil^  aoio  tiene  lugar  en  los  pleitos  en  que  se  re- 
clama un  derecho,  ó  se  ejercita  una  acción,  con  arreglo  á  las  prescripciones 
de  la  mifmaley: 

Considerando  que  en  este  espediente  ni  se  ha  reclamado  derecho  al^- 
Do,  ni  se  ha  ejercitado  ninguna  acción  civil,  sino  que  únicamente  ha  tenido 
por  objeto  la  relevación  de  una  multa  impuesta  administrativamente: 

Considerando  además  que»  se^un  la  terminante  disposición  de  loe  re- 
glamentos vigentes,  lodo  lo  relativo*  á  la  imposiciou  y  exacción  de  las  mul- 
tas que  ocasionen  las  ocultaciones  de  bienes  á  <|ue  se  refiere  la  ley  de  1.^ 
de  mayo  de  1855,  debe  decidirse  administrativamente;  y  que  contra  las 
resoluciones  administrativas  que  causan  estado,  solo  puede  reclamarse  por 
4a  vía  contenciosa  ante  el  Consejo  de  Estado ,  según  lo  dispuesto  en  la  ley 
de  17  de  agosto  de  1866: 

Considerando  ^ue  las  reclamaciones  que  los  reglamentos  mencionados 
autorizan  por  la  vía  contenciosa  para  ante  los  Juzgados  de  Hacienda,  se  li- 
mitan á  las  declaraciones  que  acerca  de  la  pertenencia  de  los  bienes  se 
hagan  por  la  Junta  superior  de  Ventas;  y  por  tanto  que,  cualquiera  que  fue- 
se la  razón  que  asistiera  á  ios  recurrentes  para  qae  se  les  relevará  de  la 
multa  impuesta  por  dicha  Junta,  no  debió  admitirse  ni  sustanciarse  la  re- 
clamación que  hicieron  en  el  Juzgado  de  Hacienda  de  esta  corte,  y  que  for- 
ma la  base  y  principio  de  este  espediente; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  improcedente  el  recurso 
de  casación,  nulo  y  de  ningún  valor  todo  lo  obrado  y  de  oficio  las  costas  á 
escepcion  de  las  causadas  por  los  recurrentes  y  para  su  defensa,  sin  per- 
juicio de  que  puedan  acudir  adonde  y  como  corresponda,  y  lo  acordado,  de- 
volviéndose  los  autos  á  la  Real  Audiencia  de  esta  corte  con  la  certificacioo 
correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inser- 
tará en  la  Colección  legielaUva,  msknáos^  al  efecto  las  copias  necesarias» 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— Ramón  López  Vázquez. — Se- 
bastian González  Nandin.— Antero  de  Bcharri.-^Pedro  Gómez  de  Hermo- 
sa.—Pablo  Jiménez  de  Palacio. — Laureano  Rojo  de  No rzagaray.— -Ventura 
de  Colsa  y  Pando. 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  es- 
celentísimo  é  limo.  Sr.  D.  Ramón  López  Vázquez,  Presidente  de  la  Sala 
primera  del  Supremo  Tribunal  de  Justicia ,  celebrando  audiencia  pública 
la  misma  Sala  en  el  dia  de  hoy ,  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  cer- 
tifico. 

Madrid  25  de  abril  de  1862.— Juan  de  Dios  Rubio.— (Gaceta  de  30  de 
abril  de  1862.) 

lOl. 

Conapaeteneia  (S8  de  abril  de  1862.).— Resistencia  y 
DESACATO  Á  UN  ALCALDE.— Sc  dccldc  por  la  Sala  segunda  del  Tribu* 
nal  Supremo  á  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  de  Ateca,  la 
competencia  suscitada  con  el  de  la  Capitanía  general  de  Aragón, 
acerca  del  conocimiento  de  la  causa  ^formada  contra  Ignacio  Jara- 
be y  Martínez  por  resistencia  y  desacato  al  Alcalde  de  Jaraba,  y  se 
resuelve: 
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1.^  Que  el  ieiito  de  desacato  á  un  Alcalde  produce  deiafuero,  tf 
m  conocimiento  corresponde  á  la  jwisdiccion  ordinaria,  según  lo 
ley  9/,  tu.  iO,  lib.  i2  de  la  Novísima  Recopilación,  y  la  Real  dr- 
dcn  deSde  abril  de  i831,  derogatoria  de  otras  disposiciones; 

F2.®  que  es  de  todo  conforme  con  dicha  ley  y  Real  orden  la 
jurisprudencia  establecida  constantemente  sobre  la  materia  por  el 
Tribunal  Supremo  de  Justicia,  que  es  el  único  competente  para  deci- 
dir las  cuestiones  jurisdiccionales  de  esta  clase,  y  cuyas  determina* 
dones,  obligatorias  para  todos  los  Jueces  y  Tribunales,  cualesquiera 
quesea  su  fuero  y  categoría,  deben  consultarse  antes  de  promover 
una  contienda  de  jurisdicción. 

Ed  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  25  de  abril  de  i 862,  en  los  autos  d» 
competencia  qoe  ante  Nos  penden  entre  el  Juzgado  de  la  Gapi lanía  general 
de  Aragón  y  el  de  primera  instancia  de  Ateca  acerca  del  conocimiento  de  la 
eaui»  formada  contra  Ignacio  Jarabo  y  Martinez  por  resistencia  y  desacato 
al  Alcalde  de  Jaraba. 

Resultando  ^ue  en  la  noche  del  27  de  octubre  del  año  último,  el  indica- 
do Alcalde,  auxiliado  de  su  alguacil  y  de  dos  guardias  civiles,  salió  á  rondar 
¡wr  el  pueblo,  habiéndosele  incorporado  después  dos  Regidores  del  Ayunta- 
miento: que  al  llegar  á  la  plaza  observó  que  un  grupo  bastante  numeroso, 
eompuesto  de  jóvenes  del  inmediato  lugar  de  Ibdes  que  babian  ido  á  Jara- 
ba con  motivo  de  la  función,  estaban  escandalizando  con  sus  cantares,  eu 
eoya  virtud  les  mandó  que  callaran  y  se  retiraran  á  sus  posadas,  y  que  lejos 
de  obedecerle  resistieron  sus  mandatos  con  ademanes  descompuestos  y  pa- 
labras irrespetuosas,  y  con  provocaciones  y  amenazas  á  la  Autoridad,  que 
algaoo  de  ellos  trató  de  poner  en  ejecución  sacando  un  puñal  que  le  fué 
arrancado  de  las  manos: 

Resaltando  qae  terminado  el  alboroto  por  la  intervención  de  personas 
partícalaree  que  lograron  persuadir  á  los  jóvenes  de  Ibdes,  varios  de  estos, 
7  entre  ellos  Ignacio  Jarabo,  llevaron  su  atrevimiento  basta  presentarse  a^ 
Alealde  á  reclamar  el  puñal  quitado  á  Pascual  Cortés,  y  á  repetir  sus  ame- 
nazas, cuando  en  la  mañana  siguiente  *se  trató  de  arrestarle: 

Resultando  que  con  este  motivo  se  formó  por  la  jurisdicción  ordinaria 
la  correspondiente  causa,  y  habiéndose  comprendido  en  ella,  entre  otros,  á 

Sacio  Jarabb  Martinez,  soldado  del  batallón  provincial  de  Calatayud,  el 
^do  de  la  Capitanía  general  de  Aragón  reclamó  que  respecto  de  dicho 
r'ocesado  se  inhibiese  el  Juez  de  primera  instancia  de  Ateca,  quien  se  negé 
asta  solicitud  originándose  la  presente  competencia: 
ResalUndo  que  la  Autoridad  militar  se  fonda  en  que  el  hecho  por  parte- 
de  Ignacio  Jarabo  no  pasó  los  límites  de  una  inobediencia,  y  que  esta,  lo 
mismo  que  la  resistencia  á  las  intimaciones  de  la  Autoridad,  constituyen  so- 
lamente  desobediencia  y  no  desacato  según  las  disposiciones  del  cap.  5.% 
tit.  8.%  libro  2/  del  Código  penal,  y  en  que,  aun  admitiendo  que  existiera 
desacato,  no  se  piorde  por  e^te  delito  el  fuero  militar,  en  atención  á  que 
las  leyes  8.*  y  9.%  tit.  10,  libro  12  de  la  Novísima  Recopilación,  están  de- 
rogadas por  la  21,  tit.  4.%  libro  6.^  del  mismo  Código,  posterior  en  fecha 
i  aquellas,  y  que  la  Real  orden  de  8  de  abril  de  1831  no  alteró  dicha  ley  21 , 
7  en  todo  caso  estaría  derogada  á  su  vez  por  la  Real  orden  de  8  de  julio 
de  1852: 

Y  resaltando  que  el  Juez  ordinario  alega  en  apoyo  de  su  jurisdicción  qae 
;4  delito  por  qae  se  persigne  á  Jarabo  es  el  de  desacato  á  la  justicia^  y  qao* 
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'€9te  prodacd  desafaero  con  arreglo  á  la  citada  Real  6rdmi  del  aflof  délflSI» 
<que  renovó  ía  observancia  de  las  leyes  8/  y  9.*,  tít.  iO,  libro  12  de  la  No- 
vísima Recopilación,  y  i  lo  resuelto  en  varías  decisioñeb  de  este  dopreni» 
Tribunal: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Félix  Herrera  de  la  Ríva: 

Considerando  que  el  delito  que  se  perí^igue  en  esU  cansa  coniza  el  sol- 
dado li^nacio  Jarano  fué  calificado  desde  las  primeras  diligencies  de  resisten- 
cia y  desacato  al  Alcalde  de  Jaraba,  y  que  en  tal  concepto,  sin  f^rejuzgar 
nada  sobre  su  perpetración,  produce  desafuero  y  corresponde  sü  conoct- 
mieoto  á  la  jurisdicción  ordinaria,  según  lo  dispuesto  por  la  ley  9.*,  tSt.  10, 
libro  42  de  la  Feotísima  Recopilación,  y  por  la  Real  orden  de  8  de  abril 
de  1831-,  derogatoria  de  otras  disposiciones: 

Considerando  que  es  en  todo  conforme  é  la  ley  y  Real  orden  citadas  la 
Jurisprudencia  sobfe  el  particular  constantemente  establecida  y  fundada  por 
este  Tribunal  Supremo,  único  competente  para  decidir  las  ouestiooe»  juris» 
•diccionales  dee^ta  clase,  y  cuyas  determinaciones,  obligatorias  para  todos 
los  Jueces  y  Tribunales,  cualquiera  que  sea  su  fnero  y  categoría,  deben 
consultarse  antes  de  promover  contiendas  infundadas  é  improcendentee  co- 
mo la  actual,  causando  con  ellas  dilaciones  y  peijuicios  á  la  buena  adminis- 
tración de  justicia, 

Y  considerando  que  por  iguales  razones  se  dijo  al  Auditor  de  Guem 
•que  \\n  entendido  én  este  asunto,  y  en  el  que  motivó  la  sentencia  publicada 
en  13  do  setiembre  de  1860,  en  competencia  con  el  Juez  de  primera  instan- 
cia de  S.irínena,  que  en  lo  sucesivo  se  atemperase  en  casos  análogos  á  las 
resoluciones  indicadas,  entre  ellas  las  de  19  de  setiembre  y  7  de  diciembie 
de  4S59,  relativas  á  las  competencias  sostenidas  entre  el  referido  Juzgado 
de  Guerra  y  el  de  primera  instancia  de  Sos; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  de  es* 
ta  causa  corresponde  al  Juez  de  primera  instancia  de  Ateca,  al  que  se  re- 
mitan unas  y  otras  actuaciones  para  lo  que  proceda  con  arreglo  á  derecbo» 
y  se  condena  al  Auditor  de  Guerra  D.  Manuel  Rioja  en  las  costas  originadas 
por  esta  competencia. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Ge- 
bierno  é  insertará  en  la  Goleccion  iegislativQy  para  lo  cual  se  pasen  las 
oportunas  copias  certíGcadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  flrtaamo's. — 
Juan  Martin  Carramolino. — Ramón  María  de  Arriola.^Félix  Herrera  de  1^ 
iliva.--Juan  María  Biec— Felipe  de  Urbina.— Eduardo  Elfo.— Domingo 
Moreno. 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
limo,  Sr.  D.  Félix  Herrera  de  la  Riva,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de 
Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  péblica  en  su  Sala  segunda  en  el 
«dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  babllitado. 

Madrid  25  de  abril  de  1862.— Gregorio  Camilo  Garcf a. —((rodela  del  M 
-de  abril  de  1862.) 


IOS. 


Reewrso  decasacioa  (26  de  abril  de  1862.).— Pamicioii 
Y  ADJUDICACIÓN  DE  BIENES.— Sc  declara  por  la  Sala  i)rimeradelTri« 
baDal  Supremo,  no  haber  lugar  al  recurse  de'oasacion  iiiterpiiesto 
por  D.  Migael  Pastor  contra  la  senteneía  pronunciada  por  lar  ^ 
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tercera  de  la  Andieiic¡ar>  dei  Y§ioDm^  w  pleilD  con  D«Sa  Dolores 
fitmoo»  y  se  resuehe: 

I.""  Que  los  artículos  de  la  ley  de  Et^fuiciamiento  cMl,  relati- 
vos ala  suetanciadon  de  los  juicios  en  ella  comprendidos,  solo  pue- 
den servir  de  fundamento  al  recurso  de  casacton.  en  cuanto  de  su 
inobservancia  recite  alguno  de  los  defectos  espresados  en  el  artícu- 
lo 1013  dfi  la  tspresada  leyi 

2.^  Que  hay  aue  atenerse  á  la  apreciación  de  la  prueba  testifi'^ 
cal  becha  por  la  Sala  sentenciadora^  cuando  no  se  prueba  que  al 
hacerla  se  ha  cometido  alguna  infracción  leg(iU 

S.^  Que  no  pueden^  invocarse  como  infringidas  leyes  que  na 
tienen  aplicación  al  caso  objeto  del  litigioi 

Y  4/  que  la  obligación  de  restituir  el  lecho  matrimonial  no  es 
oteo/fito,  sino  que  únicamente  tiene  lugar  en  los  casos  prescritos 
por  el  derecho. 

Ba/Ia  villa  y  corte  da  Madrid,  á  26  de  abrii  de  1862  eo  los  autos  qu^ 
panden  sote  Nos  en  virtud  de  recorso  de  o8sa€Íon,  Feguidos  en  el  Juzgada 
de  primera  instancia  del  distrito  de  Serranos  de  Valencia  y  en  la  Sala  ter- 
eera  de  la  Real  Audiencia  de  la  misma  por  D.  Miguel  Pastor,  viudo  y  lega- 
tario de  Doña  Felipa  Mariio>  con  la  hija  del  primer  matrimonio  de  esta  Do* 
ña  Dolores  Rainon,  representada  por  su  marido  D.  Francisco  Aleixandre^ 
8ol)re  partición  y  adjudicación  de  los  bienes  de  la  primera: 

Resultando  que  D.  Miguel  Pastor  Tué  nombraao  tutor  de  Doña  Dolorea 
RaiDon  por  renuncia  de  su  madre  Doña  Felipa  Martin,  señalándole  frutos 
por  alimentos  mientras  no  se  aumentase  el  patrimonio  de  la  menor: 

Resultaodo  que  Doña  Felipa  Martin,  casada  en  segundas  nupcias  coi^ 
D.  Miguel  Pastor,  falleció  en  9  de  octubre,  de  1854,  legando  á  este  por  et 
testamento  que  hizo  en  el  mismo  dia»  y  se  protocolizó  en  15  de  diciembre 
sigoiente,  el  usufructo  del  quinto  de  sus  bienes  y  la  propiedad  ¿  so  hija  Do- 
ña Dolores  Ramón,  á  la  oual  instituyó  por  su  úutca  y  universal  heredera: 

Resultando  que  habiéndose  casado  esta  con  D.  Francisco  Aleixandre  en 
1 1  de  junio  de  1855,  promovió  el  juicio  de  testamentaría  de  su  madre,  prac- 
ticiodose  en  so  consecuencia  el  inventario  y  avalúo  dejos  bienes  con  io» 
tarvencion  de  los  interesados,  que  aprobó  el  Juez  de  primera  instancia: 

Resultando  que  los  contadores,  que  nombraron  para  hacer  la  liquidacioi^ 
y  partición,  discordaron  sobre  el  abono  de  1,708  rs.,  sosteniendo  el  elegido 
por  Pastor  que  debían  aplicarse  i  eate.c3mo  procedentes  de  cantidades  aa* 
tisfecbas  por  el  mismo  á  cuenta  de  la  difunta  Doña  Felipa;  y  el  de  Jh  here- 
dera Doña  Dolores,  que  no  debian  abonársele  por  no  haber  bienes  suGcien- 
tes  para  cubrir  la  dote  de  aquella,  sino  considerarle  úoicaipente  coipo  sim  - 
pfo  acreedor;  y  convinieron,  con  objeto  de  no  diferir  la  liquidación  y  sin^ 
acrecer  ni  decrecer  el  derecho  de  las  partes,  en  bajar  del  cuerpo  general  de 
bienes  dicha  suma,  quedando  sin  dividirse  hasta  la  decisión  del- tercer  con* 
tador  que  se  nombrase,  la  cual,  si  fuese  esta  faviirable  á  Pastor,  se  le  entre* 
garla,  y  de  no,  abonaría  las  cuatro  quintas  partes  de  ella  á  Doña  Dolores- 
Ramón: 

Resultando  que  habiendo  dirimido  la  discordia  á  favor  de  Pastor  el  lar- 
eer  perito  nombrado,  reclamó  Aleixandre,  y  Pastor  pidió  la  nulidad  de  la 
liquidación  becha  por  los  contadores,  y  que  se  convocase  á  la  junta  que  or^ 
deoa  el  art.  475  do  la  ley  d^  fiajuiciamienlo  civil: 
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Regultando  que  Terífieada  en  7  de  enero  de  1858,  manifestó  en  eliaP»* 
tor  que  no  podía  avenirse  en  las  bases  de  la  adjudicación,  por  no  saber  It 
cantidad  (\ue  pudiera  correspopderle  como  legatario  del  quinto^  mediante 
á  no  estar  conforme  con  la  liquidación  practicada  por  los  contadores;?  Alei- 
xandre  pidió  se  hiciese  aquella,  según  las  reglas  de  buena  equidad,  de  toda 
clas«^  de  bienes  con  proporción  al  importe  de  ambas  adjudicaciones: 

Resultando  que  en  vista  de  ello  mandó  el  Juez  en  el  día  9,  que  se  en* 
tregaran  los  autos  á  los  contadores  para  que  procedieran,  en  el  término  de 
30  dias,  á  hacer  las  adjudicaciones  según  correspondiera  en  derecho: 

Resultando  que  conviniendo  ambos  contadores  en  el  cuerpo  general  de 
bienes,  en  el  importe  del  quinto  y  en  no  poderse  cubrir  la  dote  de  Oraa 
Felipa  Martin,  discordaron  respecto  á  las  bajas  legítimas,  presentando  cada 
uno  su  proyecto  de  división;  rebajando  en  el  suyo  el  contador  de  Aleizan- 
dre  del  cuerpo  general  1,708  rs.,  para  que  discutiéndose  las  mutuas  recla- 
maciones se  fallase  si  procedía  su  abono  al  viudo,  ó  debía  este  ceder  las 
cuatro  quintas  partas  á  la  heredera: 

Resultando  que  puestos  de  maniñesto  ambos  proyectos  á  los  interesados 
se  opusieron  á  su  respectiva  aprobación ,  por  lo  que,  y  no  haberse  coose-- 
guido  ponerlos  de  acuerdo  en  la  junta  que  se  celebró  con  arreglo *al  ar- 
ticulo 486  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  se  les  entregaron  los  autos  pa- 
ra que  formalizasen  su  oposición: 

Resultando  que  D.  Miguel  Pastor  la  presentó  con  la  solicitud  de  qae  se 
descebase  en  su  totalidad  el  proyecto  del  contador  D.  Patricio  Vidal,  y  se 
aprobase  el  del  suyo  D.  Vicente  Barbera,  sin  otra  enmienda  que  la  de  bajar 
del  patrimonio  de  Doña  Dolores  Ramón  506  rs.  con  objeto  de  hacerte  pago 
de  los  gastos  de  la  plantación  de  moreras  en  un  campo  de  la  herencia: 

Resultando  que  D.  Francisco  Aleizandre  pidió  se  aprobara  la  división 
practicada  por  el  Contador  D.  Patricio  Vidal,  y  que,  resolviendo  al  propio 
tiempo  acerca  de  los  1,708  rs.,  que  en  ella  se  dejaron  pro  indiviso  á  las 
resultas  de  la  presente  reclamación,  se  mandase  á  D.  Miguel  Pastor  que  en- 
tregase á  Doña  Dolores  Ramón  1,366  rs.  40  cents.,  ó  fuesen  las  cuatro 
nuintas  partes  de  dicha  suma,  reteniendo  para  si  la  restante  como  legatario 
del  quinto,  según  se  previene  en  el  supuesto  décimo,  condenándole  en  Uk 
lias  las  costas: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  y  hechas  las  que  articnla* 
ron  las  partes,  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instancia  en  6  de  mano 
de  1860,  que.  modificó  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Valencia  en  25  de 
jHinio  siguiente,  aprobando,  en  cuanto  hubiese  lugar  en  derecho,  la  división 
del  contador  D.  Patricio  Vidal,  subsanándose  la  equivocación  padecida  en 
«1  nombre  de  la  legataria  Nk:olasa  Navarro,  y  entendiéndose  que  da  los 
1,708  rs.  reclamados  por  D.  Miguel  Pastor,  de  que  se  hacia  mérito  en  el 
supuesto  décimo,  cuyo  abono  resistió  Doña  Dolores  Ramón,  correspondían 
é  aquel  1,008  rs.  que  debería  percibir  de  ios  productos  de  la  administra- 
ción de  los  bienes  hereditarios  que  tenia  á  su  cargo,  y  los  700  restantes 
del  patrimonio  de  Doña  Felipa  Martin,  por  haberlos  recibido  con  anteriori- 
dad en  el  valor  de  un^  sillería  que  le  entregó  D.  José  Martin;  pero  que  es- 
tos 700  rs.  deberían  dividirse  entre  el  viudo  y  la  heredera,  á  la  cual  abo- 
naría Pastor  por  dicho  motivo  en  las  cuentas  de  su  administración  cuatro 
quintas  partes,  reteniendo  la  otra  quinta  parte  por  el  legado  del  quinto,  de 
la  que  debería  datarse  en  las  cuentas;  declaraciones  con  las  cuales  se  man- 
daba que  las  partes  estuviesen  y  pasasen  por  la  citada  división  del  contador 
Vidal,  y  protocolizada  que  fuese  en  el  registro  del  actuario  y  reintegrado  el 
papel  correspondiente,  se  librasen  á  los  interesados  los  testimonios. que  pi- 
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diesen  de  sne  hijuelas,  las  que  deberían  registrarse  dentro  de  45  y  40  diag 
respectivamente  en  los  oficios  de  Ijipotecas  de  Valencia  y  Sneca,  previo 
^^0  á  la  Hacienda  del  derecho  que  correspondiera  respecto  ai  legado  del 
quinto,  bajo  vicio  de  nuJidad  ó  pena  de  incurrir  en  ios  apercibimientos 
conienidos  en  la  legislación  hipotecaria  vigente,  con  resérf  a  de  su  derecho 
á  D.  Mígael  Pastor  para  que  en  orden  á  las  demás  cantidades  que  tenia  re- 
clamadas por  luto  y  otros  objetos  relativos  y  en  provecho  de  Doña  Dolores 
Ramón,  que  fuesen  independientes  de  ios  alimentos  y  vestido  á  qoeestalM 
obligado,  lo  dedujera  donde  y  como  viere  convenirle: 

Resultando,  por  último,  que  contra  ese  falto  interpuso  D.  Miguel  Pas« 
'  tor  el  presente  recurso  de  casación  por  conceptuar  infringidos: 

Primero.  Los  artfcnlos  469,  472  y  479  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
▼íly  toda  vez  qoe  en  la  segunda  división  se  habia  prescindido  de  seguir  el 
método  prevenido  por  dichos  artículos,  según  los  cuales  debieron  proceder 
unidos  los  dos  contadores  y  elegirse  un  tercero  que  dirimiese  la  discordia 
de  los  nombrados  Vidal  y  Barbera: 

Segundo.  La  doctrina  admílida  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales 
de  que  en  las  adjudicaciones  se  observase  igualdad  y  proporción,  no  solo 
en  cnanto  al  número,  cuota  ó  cantidad,  sino  al  valor,  cualidad  y  bondad  de 
las  cosas,  por  cuanto  se  habia  adjudicado  á  Doña  Dolores.  Ramen  todo  lo 
mejor  y  mas  productivo  que  tenia  la  herencia,  Sbgun  prueba  acabada  y  no 
contradicha: 

Tercero.  La  regla  que  nace  del  espíritu  de  las  leyes  7.*  y  18,  tít.  11» 
Partida  4.*  y  jurisprudencia  admitida,  en  cuanto  á  la  aplicación  de  las  co- 
sas qiie  procedan  del  patrimonio  particular  de  cada  cónyuge,  porque  so 
adjudicaba  ¿  Doña  Dolores  porción  de  muebles  de  los  que  habían  pertene- 
cido  al  uso  y  servicio  especial  de  Pastor: 

Cuarto.  *La  disposición  de  la  ley  2.*,  tít:  13,  libro  2.*  del  Fuero  Real» 
y  16,  tít.  22y  Partida  3.',  por  cuanto  á  pesar  de  lo  prevenido  por  la  misma 
y  de  lo  que  con  relación  á  lo  que  puede  ser  objeto  de  sentencia  en  los  plei- 
tos tiene  refueito  este  Tribunal  Supremo  por  sentencias  de  12  de  mayo  y  5 
de  junio  de  1860,  se  ha  declarado  pagado  á  Pastor  de  los  700  rs.  que  en- 
tregó como  administrador  de  la  herencia  á  D.  José  Martin  en  el  valor,  no 
pedido  ni  admitido  por  convenio  de  los  interesados,  de  una  sillería  que 
Martín  le  dio  voluntariamente,  y  sin  hacerlo  por  causa  de  pago,  que  Pastor 
no  hubiera  admitido  en  efectos,  sino  de  regalo,  cuya  nueva  cuestión  no  ha- 
bla venido  por  los  medios  que  establecen  los  artículos  224,  233,  256  y  260 
00  la  ley  de  Enjuiciamiento,  sino  después  de  citadas  las  partes  parasen- 
tencia;  habiendo  también  en  ello  infracción  de  doctrina,  en  cuanto  se  bacía 
personalmente  al  interesado  pago  de  crédito  que  en  su  caso  pertenecía  á  la 
herencia  de  que  era  admin¡««trador,  con  objetos  que  no  constaba  tuvip>eii 
toda  la  estimación  de  los  700  rs.,  faltando  la  circunstancia  de  la  ley  1.*,  tí- 
tulo 14,  Partida  5.*,  que  fija  el  modo  de  hacer  el  pago,  y  la  3.*  del  mii>mo 
titalo  y  Partida,  que  dispone  debe  ser  de  aquellas  cosas  como  fueron  pues- 
tas y  prometidas  en  el  pleito: 

Quinto.  Las  disposiciones  de  la  ley  2.*  y  16,  tít.  22,  Partida  3.*;  la  1.% 
título  16,  libro  11  de  la  Novísima  Recopilación  y  sentencias  de  este  Supre- 
mo Tribunal,  y  aun  de  los  arts.  61  y  62  de  la  ley  de  En|uiciamiento  civil  ^ 
en  cuanto  no  se  resolvían,  quitando  ó  condenando  ai  demandado,  todas  las 
cues^ttones  que  habían  sido  discutidas  en  el  pleito,  tales  como  la  que  pro- 
movió la  reclamación  de  D.  Miguel  Pastor  para  que  se  le  abonara  el  gasto 
estraordinario  de  luto  y  demás  objetos  de  la  reserva  que  con  tenia  la  senten- 
cia, y  mas  tratándose  de  un  juicio  universali  según  el  art.  157  de  la  ley  de 
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BnjiiiciamieDto,  que  tambieQ  consideraba  infringido,  como  aaiaiBVo  el  4»* 
.y  62  de  la  propia  ley,  por  haberse  tratado  ya  de  dicha  cuestioDi  en  el  pro- 
yecto de  1856,  en  parte  no  combatida  ^r  los  interesados,  y  resoelta^en 
principio  por  el  supuesto  once  de  la  división  aprobada: 

Sesto.  Por  último,  que  había  íofraccion  en  bajar  del  cuerpo  general  da 
bienes  los  383  rs.,  costedel  testamento  de  Dona  Felipa,  y  los  200  rs*  de 
sufragios,  porque  en  buenas  reglas  debía  bajarse  del  haber  'de  la  misoia 
Dona  Felipa;  en  haberse  declarado  que  Pastor  debía  hacerse  cargo  de  ice 
5,616  rs.  que  se  suponía  aumento  de  valor  en  las  fincas  procedeates  dai 
patrimonio  de  Doña  Felipa,  porque  siendo  este  mismo  importe  el  que  se 
sacaba  en  la  primera  división,  debia  haberse  disminuido  en  cuanto  fuese  el 
aumento  perteneciente  á  la  finca,  que  después  no  formaba  p^rte  del  caudal; 
y  que  estaba  en  contradicción  con  la  doctrina  legal,  que  concede  al  cónyu* 
ge  sttpérstite  la  cama  matrimonial,  la  obligación  de  restituir  que  en  sentida 
absoluto  imponía  i  Pastor  el  supuesto  doce  de  la  división  aprobada,  no  obs-* 
tanto  el  precepto  de  la  ley  6.%  tít.  6.®  del  libro  tercero  del  Fuero  Heal,  cu- 
ya infracción  no  podía  desconocerse: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Antero  de  Echarri: 

Considerando  que  los  artículos  de  la  ley  de  .tánjuiciamiento  civil ,  reía* 
tivos  á  la  mera  forma  ó  sustanciacion  de  los  diversos  juicios  en  ella  com* 
prendidos,  solo  pueden  servir  de  fundamento  al  recurso  de  casación  en 
cuanto  de  su  inobservancia  resulte  alguno  de  los  defectos  espresados  en  el 
i0i3de  la  misma  ley: 

Considerando  que  los  artículos  citados  en  el  recurso  se  refieren  todos  i 
la  forma  de  los  procedimientos,  y  que  aun  concedida  la  suposición  da  ha- 
berse faltado  ¿  lo  dispuesto  en  ellos,  ninguna  de  tales  infracciones  envolve- 
ría un  defecto  de  los  previstos  en  dicho  art.  i013,  como  virtualmeote  se 
reconoció  por  el  recurrente  en  el  hecho  de  no  haberlo  invocado  en  apoyo 
del  recurso,  y  de  no  haberlo  interpuesto  con  arreglo  á  la  dispoaicion  final 
deH0i5: 

Considerando  que  la  sentencia,  objeto  del  recurso,  en  la  parte  relativa  á 
las  adjudicaciones  de  bienes,  ha  sido  resultado  de  la  apreciación  de  pnae-^ 
bas  testificales  hechas  por  la  Audiencia  en  uso  de  sus  facultades^  sin  que' 
contra  eila  se  haya  alegado  ninguna  infracción  legal: 

Considerando  que  el  abono  de  la  cantidad  de  700  rs.,  en  equivalencia 
de  una  sillería  recibida  por  el  recurrente,  fué  desde  el  principio  del  pleito 
objeto  de  cuestión  entre  los  litigantes,  y  que  por  tanto,  al  decidir  respecte 
de  aquel  estremo,  no  se  ha  faltado  á  lo  dispuesto  en  las  leyes  2.*,  llt.  13, 
libro  2  del  Fuero  Real,  y  i6,  tít.  22  de  la  Partida  3.\  ni  tampoco  á  la  doc- 
trina consignada  en  las  sentencias  de  este  Tribunal  de  12  de  mayo  y  5  de 
junio  de  1860: 

Considerando,  en  cuanto  al  fondo  de. la  decisión  respecto  de  la  miama 
Partida,  que  no  tienen  aplicación  al  caso  concreto  deestepleito  las  leyes  1/ 
y  3.*,  tlt.  14  áela  Partiaa  5.%  porque  no  se  ha  tratado  en  ól  de  si  se  pa- 
garon bien  ó  mal  los  700  rs.  que  la  sillería  representaba,  ni  la  cuestión  ha 
sido  entre  el  acreedor  y  el  deudor  de  aquella  cantidad,  y  porqué  tampoco 
se  hn  alegado  ni  probado  nada  acerca  del  valor  de  la  sillería: 

Considerando  que  la  reserva  hecha  en  la  sentencia  respecto.de  los  gas- 
tos, calificados  de  estraordinarios  por  el  recurrente  en  lutos  y  otros  objetos 
para  Doña  Dolores  Ramón»  no  es  contraria  á  lo  dispuesto  en  las  leyes  2.* 
y  16,  tít.  22  de  la  Partida  3.%  y  i.*,  tít.  16,  libro  1 1  de  la  Novísima  Reo>< 
pilacion,  ni  á  la  doctrina  consignada  en  las  sentencias  de  este  Tribunal»  ni 
a  los  artículos  61  y  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento^  porque,  aparte  de  la 
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isopdrtiftiM  <A)ir  (^ne^  se  oitan  aquellas  tn»  ¡afes,  el,  «rUén  y  obfato  dé 
este  pleito  ha  sido  Ir  iiquklacioa  y  división  de  la  herenoia  ae  DoQa  Fel^w 
Martio^  con  U  que  aquellos jgastos  nada  tienen  de  comunes,  por  lo  mismo 
que  se  oaliGcan  de  estraordmarios  v  personales  dé  Doña  Dolores;  porque 
tampoco  los  ha  estimado  el  Tribunal  sentenciador  bastante  averfguactos  eir 
sil  exigencia  cíi  en  su  irhpoftancia;  y  porque  etiia  división  aprobada,  si 
bien  86  recoérooió  eti' |irMcit>iD  el  déreelio  dM  r^^etnrente  á  ^«r  reNf legrado. 
de  lo  qu3  hubiese  desembolsado  con  tal  objeto,  no  se  fijó  cantidad  determi- 
nada, sino  que  se  remitió  á  lo  que  resultaste  ó  se  «orediiara  ea  l(y  auce$ivo: 

Gofi»derando  que  la  obligación  de  teatitutr  el  lecho  matrimoDíalv  pre* 
ffeta  efl  la  división  de  bienes  aprobada,  no  es  ni  ae  ha  considerado  absoluta» 
nno  ánicamente  pam  los  c<uo$  prescriUa  par  el  derecho^  f  disponiéndose- 
en  la  lej  6.%  tft.  6.%  libro  3.^  del  Fuero  Real  que  aquella  rentUuaíoo  debe 
^eríficifse  en  el  caso  en  la  misma  espreaado,  es  evidenfce  que,  lejos  de  ttat* 
borse  íttfríDgido,  sé  ha  respetado  fielnMniteu  precepto: 

Considerando,  por  consecuencia,  que  no  se  ha  infringido  ninguna  de  \mí 
leyes  ni  doctrínaa  ciladaa  en  el  recurao; 

FallamoB  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  Ínter* 
pveflto  por  D.  Miguel  Pastor,  é  quien  condenamos  en  las  costas;  devolvían^. 
lose  tos  autos  ¿  la  Audiencia  de  Valencia  con  la  certificación  eorrespon*- 
diente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publieará  en  la  tacata  ó  inserta- 
ré en  la  Colenchn  léoislativat  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
jkreiiBnciamos,  mandamos  y  firmamos. — Ramón  l»pez  Vazquez.^-Sebas- 
tian  González  Nandin.'— Antero  de  Bcharri.^Gabriel  Ceraelo  de  Yelasco» 
—Pedro  Gomes  de  Hermosa.— Pablo  Jiménez  de  Palacio.--- Ven  tura  de  Gol- 
aa  y  Pando. 

Pubttcaeion.-u^Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  di  Kua- 
trisímo  Sr.  <D.  Autero  de  Bcbarrí,  Ministre  del  Tribunal  Supremo  de  Justi- 
cia, estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  primera  el  dia  de  la 
üscha,  de  ^e  certifico  como  Secretario  de  S.  M.  y  su  Escribano  deCá- 


Madríd  €6  de  abril  de  l802.-*-DiooÍ8Ío  Antonio  de  Paga.  (Gac6(«  4ell. 
de  mayo  de  i862.) 


Reeorso  de  Ca«iaeion  (26  de  abril  de  i862.)-^NuLfDAi» 
Dt  UNA  agNTSNCu  ARBITRAL.— Se  declara  por  la  Sala  segunda  del 
Tribunal  Supremo,  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpues- 
to por  Dona  Magdalena  Bequena  y  consortes,  contra  la  sentencia 
pronunciada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Albacete,  en 
pleito  coa  D.  Francisco  Martínez  Conejero  y  otro,  y  se  resuelve: 

1'*^  Que  loB  guardadores  testameiUarm  dados  por  el  padre  á 
sus  herederos  é^hijos  íegUimos  no  han  menester  que  el  juez  les  dis- 
cierna el  cargo  para  desempeñarlo  válidamente,  según  se  deduce  de 
¡aleyS^^tit.  46,  Partida  &,^,  la  cual  exige  dicho  requisito  para 
los  c(Ms  etk  que  el  padre  dá  guardador  á  sus  hijos  simplemente 
naturales: 

2«^    Q^c  para  que  proceda  la  admaaton  del  recurso  4e  casación 
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ñmiado  en  alguna  de  las  causas  señaladas  en  el  art.  lOlS  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil^  no  basta  que  las  faltas  en  el  procedi- 
miento sean  legitimas,  sino  que  es  preciso  haberse  reclamado  su 
subsanacion  en  tiempo  y  en  la  instancia  en  que  fueron  cometidas; 

¥  ZJ^  que  la  ignorancia^  descuido  ó  silen<no  de  una  parte  liti- 
gante no  debe  perjudicar  en  ningún  caso  á  la  contraria. 

En  la  víUa  y  c6rte  de  Madrid,  á  26  de  abril  de  1802,  en  los  atitos  qae 
en  el  Juzgado  de  j^rimera  instancia  de  Atmansa  y  en  la  Sala  primera  de  la 
Audiencia  territorial  de  Albacete  han  seguido  Doiía  Magdalena  Requena  y 
consortes  con  D.  Francisco  Martínez  Conejero  y  0.  Francisco  Sevillano 

S  Martínez  sobre  nulidad  de  una  sentencia  arbitral;  autos  pendientes  ante 
os  en  virtud  del  recurso  de  casacíoninterpuesto  por  la  Doña  Magdalena 
"T  consortes  contra  la  sentencia  que  en  25  de  setiembre  último  dictó  la  re- 
ferida Sala: 

Resultando  que  en  cumplimiento  del  convenio  celebrado  en  nn  juicio  de 
conciliación  otorgaron  escritura  pública  D.  José  Requena  Hernández,  don 
Francisco  Martínez  Conejero  y  el  apoderado  de  D.  Francisco  Sevillano  Mar- 
tinez,  comprometiendo  sus  derechos  en  arbitros  y  amigables  componedores 

Eara  que  sin  figura  de  juicio  inspeccionasen  los  inventarios  y  partición  de 
ienes  formados  por  muerte  de  D.  Francisco  Martínez  Gil  y  Doña  Matilde 
Conejero,  y  deshicieran  los  agravios  que  se  les  hubieran  inferido,  nom- 
brando un  arbitrador  cada  uno  de  los  contrayentes,  v  pactando  las  condi- 
eiones  y  bases  que  se  consignan  en  dicha  0scrUura: 

Resultando  que  aceptado  el  cargo  por  los  arbitradores,  y  prorogado  des- 

Sues  el  plazo  del  compromiso,  en  6  de  octubre  de  i 852  dictaron  sentencia 
e  conformidad  los  elegidos  por  D.  Francisco  Martínez  y  D.  Francisco  Se- 
villano, y  separadamente  la  suya  el  nombrado  por  Requena,  las  coales  fue* 
ron  notihcadas  por  ellos  mismos  á  las  partes  en  el  dia  9: 

Resultando  que  en  8  de  diciembre  D.  José  Requena  presenta  demanda, 
¡ue  recogió  y  reprodujo  después  en  24  de  enero  del  siguiente  año,  pidien- 
ío  que  se  declarase  válida  la  sentencia  de  su  arbitro  y  nula  la  de  los  otros 
dos  por  las  razones  que  espuso: 

Resultando  que  conferido  traslado  i  D.  Francisco  Martínez  Conejero, 
formó  artículo  de  incontestacion,  en  cuyo  estado  quedó  paralizado  el  pleito, 
hasta  aue  en  el  año  de  4856  se  agitó  de  nuevo  su  curso;  y  como  hubiese 
falleciao  el  D.  José  Requena,  dispuso  el  Juez  que  se  citara  á  sus  iiere- 
deros: 

Resultando  que  en  tal  concepto  fueron  citados,  no  solo  la  viuda  Doña 
Magdalena  Requoaa,  por  sí  y  como  curadora  de  sus  hijos  D.  José  y  Doña 
Dolores,  sino  también  Doña  Angela  y  D.  José  Requena  Conejero,  los  cuales 
otorgaron  poder  á  favor  del  Procurador  López  Cantos,  haciéodolo  la  Doña 
Magdalena  por  sí  y  como  tal  curadora  de  sus  dichos  dos  hijos;  pero  sin  que 
de  la  nota  del  poder  que  se  puso  en  autos,  ni  de  otro  documento  alguno» 
aparezca  que  tuviera  semejante  carao: 

Resultando  que  persooado  el  referido  Procurador,  se  decidió  el  articulo» 
declarándose  haber  lugar  á  él,  y  que  no  debía  contestarse  la  demanda  Ínte- 
rin la  parte  actora  no  hiciera  constar  haber  intentado  sin  efecto  el  acto  de 
conciliación. 

Resultando  que  cumplido  este  requisito,  el  Procurador  López  Cantos, 
con  el  indicado  poder  y  representación,  propuso  nueva  demanda ,  que  se  si* 
guió  por  los  trámites  ordinarios  con  el  Procurador  Hernández »  en  nombra 
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áé  D.'Francisco  MuÚnez  Conejero»  y  con  los  estrados  en  representación  de 
D.  Francisco  Sevillano  Martínez;  y  citados  estos  y  los  referidos  Procurado* 
res»  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia  en  20  de  diciembre  de  1960 
declarando  válida  la  pronunciada  óor  los  arbitros  D.  Francisco  Banon  y  Don 
José  Martínez,  y  desestimando  la  demanda  deducida : 

Resultando  que  interpuesta  apelación  por  el  Procurador  López  Cantos 
en  la  representación  indicada,  y  por  Hernández  en  la  de  Martínez  Conejero» 
se  remitieron  los  autos  á  la  Audiencia,  en  la  cnal  compareció  el  Procura- 
dor Alcázar,  á  nombre  y  con  poder  de  D.  Rafael  Molina,  como  marido  de 
Doña  Angela  Requena  y  curador  de  D.  José,  Doña  Víctoriana  y  D.  Rafael, 
hijos  de  D.  Jqsé  Requena  Conejero;  de  D»  Laureano  Navarro,  como  marido 
de  Doña  Dolores  Reaueoa,  j  de  Doña  Magdalena  Requéna;  y  al  es^resar 
agravios  presentó  vanas  partidas  sacramentales  para  acreditar  la  época  de 
los  matrimonios  de  Doña  angela  y  Doña  Dolores ,  la  de  defunción  de  Don 
José  Requena ,  y  la  menor  edíad  de  los  tres  hijos  de  este ,  y  un  testimonio 
deLdiscernimiento  del  cargo  de  curador  de  los  mismos  hecho  á  favor  del 
D.  Rafael  Molina : 

Resultando  que  en  dicho  escrito  de  espresion  de  agravios  solicitó  que  se 
declarase  nula  la  sentencia  apelada  y  todo  lo  actuado  desde  la  reproducción 
de  la  demanda,  á  cuyo  estado  se  repusieran  los  autos,  y  que  en  otro  casóse 
declarase  nula  la  espresada  sentencia  proveyendo  en  los  términos  que  se 
indican;  y  alegó,  para  fundar  la  petición  sobre  nulidad ,  los  defectos  que 
aseguraba  haberse  cometido  en.  la  primera  instancia,  en  la  que  no  habían 
estado  legalmente  representados  D.  José  y  Doña  Dolores  Requena ,  porque 
asa  madre  Doña  Magdalena  no  la  estaba  dispernido  el  cargo  de  curadora, 
porque  no  se  habían  entendido  las  diligencias  con  los  maridos  de  la  Doña 
Angela  y  Doña  Dolores  desde  que  en  19  de  junio  de  1838  y  6  de  setiembre 
de  1859  contrajeron  matrimonio,  y  porque  la  notificación  de  la  sentencia  y 
posteriores  actuaciones  no  se  hizo  al  curador  de  los  hijos  de  D.  José  Re-^ 
quena ,  sino  al  Procurador  de  este,  siendo  asi  que  el  D.  José  falleció  el  día. 
siguiente  al  de  haberse  dictado  el  fallo: 

Resultando  que  seguida  la  instancia,  la  Sala  primera  de  la  Audiencia 
pronunció  sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  nulidad  de  la 
qne  dictaron  los  arbitradores  Bañon  y  Martínez,  y  en  su  consecuencia  firme 
y  subsistente  la  misma  con  las  costas  á  la  parte  actora: 

T  resultando  que  contra  este  fallo  se  interpuso  recurso  de  casación  fun* 
dado  en  ser  contrario  á  diferentes  leyes,  y  en  las  causas  1.*,  2.*,  3/,  4.*  y 
1S."  del  art.  1013  de  la  de  Enjuician^ienlo  civil,  por  cuanto  en  tola  la  pri- 
mera instancia  no  habían  tenido  representación  legal  los  menores  D.  José 
y  Doña  Dolores  Requena,  ni  se  habían  entendido  las  actuaciones  con  el 
marido  de  esta  después  que  la  misma  se  casó,  incurriéndose  en  los  defecto» 
sustanciales  mencionados  en  el  escrito  de  agravios,  cuyo  recurso  fué  ad* 
mitido :  V  « 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  de  este  Silpremo  Tribunal  D.  Do- 
mingo Moreno: 

Cuosiderando  que  alegada  como  cauja  eficiente  de  las  cinco  en  que'  se 
funda  este  recurso,  la  falta  de  representación  legal  en  algunos  de  los  liti- 
gantes es  necesario  examinarla  con  relación  á  cada  uno  de  ellos  para  resol*- 
ver  después  les  puntos  someticos  al  conocimiento  y  fHllo  de  esta  Sala: 

Considerando,  con  respecto  á  los  menores  José  y  María  de  los  Dolores 


Bequena,  que  su  madre  Magdalena  Requena,  en  nombre  propio  f  como  tn- 
tora  y  curadora  de  los  mismos,  compareció  en  juicio,  y  á  favor  del  Procu- 
rador López  Cantos  otorgó  un  poder  en  virtud  del  cual  el  Juez  la  reconoció 
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eo  todas  las  actoaciooos  de  primera  instancia  la  ^oble  representadoó  dt 
fue  se  le  había  investido: 

Goosiderando  9.ue  los  guardadorea  teátamenlarlos  dados  por  et  padre  i 
sus  herederos  é  hijos  legítimos  no  han  menester  que  el  Juez  les  d&Gteroa 
•1  cargo  para  desempeñarlo  válidamente,  segup  se  deduce  de  la  ley  8.*,  ti- 
tulo 16»  Partida  6.*»  la  cual  ezi^e  dicho  requisito  para  los  casos  en  que  el 
padre  dá  guardador  á  sus  hijos  simplemente  naturales,  y  que  si  bien  «el  cu- 
rador non  debe  ser  dejado  en  testamento,»  es  lo  cierto  que  si  fuere  «y 
puesto»  é  el  juzgador  entendiere^  que  es  á  oró  del  mozo^  débelo  conGrmar»» 
CQB  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  ley  {3  de  los  mencionados  título  y  Partida: 

Considerando  que  si  es  imputable  ¿  Magdalena  Requena  la  omisión  en 
que  incurrió  dejando  de  acreditar  en  el  Juzgado  dicho  nombramiento  para 
los  efectos  prevenidos  en  los  artículos  1219,  1220  y  1261  de  la  ley  de  Eo- 
juiciamíento  civil,  las  reglas  generales  de  derecho  y  los  principios  de  justi- 
cia la  vedan  también  aducir  hoy  en  apoyo  del  recurso  las  consecuencias  de 
8U  propia  negligencia  con  menoscabo  de  la  equidad  judicial  y  de  losdah»- 
ehos  de  D.  Francisco  Martínez  (k)nejero: 

Considerando,  además,  que  en  el  largo  tiempo  trascurrido  desde  que 
D.  Laureano  Navarro  y  D.  Rarael  Molina  contrajeron  matrimonio,  el  pri- 
mero con  Dolores  Requena,  el  segundo  con  Angela  Requena,  viuda  de 
Francisco  Golf,  hasta  que  el  Juzgado  de  Almansa  pronunció  sentencia  de- 
finitiva ninguna  reclamación  se  produjo  en  autos,  y  ya  tuviesen  noticia  del 
pleito,  como  es  de  suponer,  en  que  eran  interesadas  sus  respectivas  espo- 
sas, ya  les  fuera  desconocido,  nunca  la  ignorancia  ó  descuido  de  los  mismos, 
y  menos  aun  el  silencio  de  la  Magdalena,  deben  perjudicar  á  la  parte  con- 
traria: 

Considerando,  en  cuanto  á  los  hijos  menores  de  José  Roqueña  Conejero, 
que  la  personalidad  de  este  fué  perfecta  en  todo  el  juicio  de  primera  instan- 
cia; que  su  fallecimiento  se  veriQcó  un  dia  después  de  haber  pronunciada 
el  Jaez  fallo  definitivo,  y  que  de  la  apelación  interpuesta  por  el  Procurador 
López  Cantos  á  nombre  de  todos  sus  poderdantes  se  utilizó  Molina  para  de- 
fender y  representar  en  el  Tribunal  superior  del  territorio  á  dicnos  me* 
sores: 

Considerando  que,  aun  en  el  supuesto  de  ser  positivas  las  faltas  alega- 
das por  los  recurrentes  para  que  fueran  hoy  de  estimar,  habria  sido  precise 
que  con  arreglo  á  Ip  dispuesto  en  el  art.  1019  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
ae  hubiese  reclamado  por  quien  debiera  la  subsanacion  conveniente  en  pri- 
mera  instancia,  ya  que  en  ella  se  dicen  cometidas: 

Y  considerando,  por  esta  razón  y  las  demás  espuestas,  que  en  él  caso 
actual  no  concnrre  causa  alguna  de  las  cinco  en  que  descansa  la  pretensión 
de  que  se  ha  hecho  mérito; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  en  cuanto  se  refiere  a  las  causas  del  art.  1013  de  la  citada  ley 
de  Enjuiciamiento,  condenando  á  los  recurrentes  en  las  costas  y  en  la  pér- 
dida de  los  2,000  rs.  depositados,  que  se  distribuirán  en  la  forma  prevenida 
en  el  art.  1063;  y  mandamos  que  pasen  los  autos  á  la  Sala  primera  á  los 
efectos  del  1018  y  lo  acordado. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Go- 
bierno é  insertará  en  la  Colección  legislativa^  para  lo  cual  se  pasen  las  opor- 
tunas copias  certificadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— luaa 
Martin  Carramolino.— Ramón  María  de  Arrióla.— Félix  Herrera  de  la  Riva. 
—Juan  María  Biec«— Felipe  de  Urbina.r— Eduardo  Eiío.— Domingo  Mo- 
reno. 
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PQblieaoioD.-r-Leida  y  poblicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Hmo.  Sr,  D.  Domingo  Moreno,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Josticia, 
estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sata  segunda  en  el  día  de 
bey,  de  que  certíficocomo  escribano  de  Cámara  habilitado. 

Madrid  26  de  abril  de  1862.— Gregorio  Camilo  Carcía.— {6raee(a  del  3 
4e  mayo  de  1862.) 


IfO. 
Recurso  de  easaeton  (26  de  aMl  de  1862.)— P»6ta- 

CION   DE  hk  CAüClOfl  FRUCTUARIA. — REPARACIÓN   DK    UNA   PIUCA.— 8c 

declara  por  la  Sala  secunda  del  Tribunal  Sujpremo  no  haber  lagar 
al  recurso  de  casación  inlerpuesto  por  Q.  Pablo  Casellas  coatra  la 
seAleocia  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  la  audiencia  de  Bar- 
eelona,  en  pleito  con  D.  Ramón  Ginestar»  y  se.  resuelve: 

Que  las  actuacumespara  mejor  proveer  que  se  melm  acordar  en 
los  casos  dudosos  para  procurar  d  mejor  acierto  en  los  fallos,  son 
potestativas  en  los  Tribunales^  según  su  justa  apreciación,  por  lo 
cualf  la  falta  de  dichas  actuaciones,  cuándo  se  creen  innecesarias, 
no  puede  estimarse  comprendida  en  la  causa  6.*  del  art.  1015  de  la 
Uy  de  Etijuiciamiento  dvü^ 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  26  de  abril  de  1862,  en  los  autos  oue 
en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San  pedro  de  la  ciudad 
de  Barcelona,  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  su  territorio  ha  se* 
gnido  D.  Ramón  Ginestar  con  D.  Pablo  Casellas,  sobre  qujQ  este  preste  la 
caución  fructuaria  y  proceda  á  la  reparación  de  una  easa  que  su  esposa  le 
dejó  en  usufructo:  autos  pendientes  ante  Nos  en  TÍrtud  del  recurso  de  ca- 
sación que  el  D.  Pablo  interpuso  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  re- 
ferida Sala  en  J  5  de  febrero  de  1360:  ^. 

Resultando  que  D.  Pablo  Casellas  y  Doña  Ana  Ginestar  otorgaron  en  13 
de  abril  de  1853  una  escritura  de  capitulaciones  matrimoniales,  por  la  que 
Dona  Ana  constituyó  en  dote  á  su  futuro  esposo  una  casa  en  la  calle  de  Se- 
ilent»  Tarios  censos  y  diferentes  muebles,  ropas  y  alhajas,  ^n  la  condición 
de  que  este  pagase  ciertas  deudas,  y  pactaron  además,  entre  ptras  cosas,  que 
el  sobrevlTiente  de  los  dos  fuese  usufructuario  de  los  bienes  del  premuerto^ 
sin  que  estuviera  obligado  ¿  prestar  caución,  ni  á  dar  cuenta  á  persona  al- 
guna, y  si  solo  á  abonar  las  cargas  de  los  bienes  y  á  mantener  los  hijos: 

Resultando  que  en  5  de  setiembre  de  1854,  la  Doña  Ana  otorgó  testa- 
mento ante  dos  testigos  y  el  Cura  Vicario  de  Ripoilet,  nombrando  usufruc» 
tamo  de  todos  sus  bienes  ásu  esposo  D.  Pablo,  y  disponiendo  4ue  al  falle-' 
dmientode  este  entrara  en  plena  posesión  de  todo  su  hijo  David  Casellas  y 
Ginestar,  y  si  no  vívia  este  ó  fallecía  sinbijos  ó  sin  testamento,  fuese  here- 
dero universal  D.  Ramón  Ginestar,  hermano  de  la  testadora: 

ResotUndo  que  muerta  la  Doña  Ana,  entró  el  D.  Pablo  á  usufructuar 
Jns  bienes;  y  en  15  de  julio  de  1858  entabló  demanda  D,  Ranum  Ginestar 
para  que  se  obligara  á  aquel  á  hacer  en  la  casa  de  la  calle  de  Sellent  las 
obraa  necesarias  de  reparación,  asegurando  que  dicha  casa  estaba  en  mal 
Miado;  á  prostar  la  caución  fructuaria  y  á  entregar  en  secuestro  los  títulos 
áe  b  finca,  alegando  para  ello  que  el  D.  Pablo  no  cuidaba  los  bienes  Qomo 
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debía,  y  que  i  él  le  interesaba  ia  conservación  (le  los  mismos,  por  el  dere« 
cho  que  le  daba  á  la  propiedad  de  ellos,  en  determinado  caso,  el  .testamento 
citado  de  su  hermana: 

Resultando  que  conferido  traslado  ¿  D.  Pablo  Casellas  pidió  que  se  le 
absolviese  de  la  demanda,  con  imposición  al  actor  de  todas  las  costas,  j 
condenándole  además  á  entregar  la  copia  del  testamento  que  había  presen- 
tado con  su  escrito  sin  pertenecerle,  para  )o  cual  le  reconvenía;  y  alegó  á 
este  fin  lo  que  estimó  conveniente,  diciendo  entre  otras  cosas  que  no  era 
cierto  que  tuviese  descuidada  la  casa  de  la  calle  de  Sellent,  sino  que  había 
hecho  en  ella  obras  y  mejoras  de  consideración: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba  y  practicadas  las  que  propu- 
sieron las  partes  sobre  los  hechos  litigiosos,  entre  ellos  el  buen  ó  mal  esta- 
do de  conservación  de  la  referida  casa  dtf  la  calle  de  Sellent  y  obras  ejecn* 
tadas  en  la  misma,  alegaron  á  su  tiempo,  sosteniendo  cada  uno  que  respecto 
de  este  particular  habia  probado  lo  que  le  interesaba,  y  conformándose 
ambos  en  que,  si  el  Juzgado  lo  creía  necesario,  f¡OT  las  declaraciones  con- 
tradlctorias  de  los  testigos,  acordase  una  inspección  ocular  de  ia  citada  casa 
para  cerciorarse  de  su  estado: 

Resultando  que  en  17  de  marzo  de  1859  el  Juez  dictó  sentencia  deses- 
timando la  reeonvencion  opuesta  por  Don  Pablo  Casellas,  y  condenando  á 
este  á  Secutar  desde  luego  las  obras  necesarias  en  la  casa  de  la  calle  do 
Sellent,  deteriorada  por  su  abandono,  y  reponerla  al  buen  estado  que  im- 
porta á  su  conservación,  á  cuyo  fin  los  interesados  nombrasen  peritos»  y 
tercero  en  caso  de  discordia;  á  poner  corrientes  los  censos,  y  censales  que 
están  afectos  á  los  bienes  del  usufructo,  y  demás  qué  se  indica  en  dicha 
sentencia: 

Resultando  <]U6  al  espresar  agravios  D.  Pablo  Casellas  ante  la  Audiencia 
del  territorio  dijo  ^r  medio  de  un  otrosí  que  creía  que  la  prueba  testifi- 
cal que  habia  suministrado  en  la  primera  instancia  acreditada  que  la  refe- 
rida casa  de  la  calle  de  Sellent  estaba  en  perfecto  estado  de  conservación, 
pero  que  si  la  Sala  no  estimaba  cumplida  dicha  prueba,  suplicaba  que  s» 
acordase  la  práctica  de  un  reconocimiento  ó  vista  ocular;  y  que  por  auto  de 
12  de  diciembre  de  1859  se  declaró  no  haber  lugar  á  esta  diligencia,  sin 
perjuicio  de  que  se  pudiera  acordar  para  mejor  proveer,  si  se  creía  nece- 
sario: 

Resultando  que  visto  el  pleito  se  pronunció  sentencia  en  15  de  febrero 
de  1860  confirmando  con  costas  la  apelada;  y  Casellas  interpuso  en  tiempo 
hábil  recurso  de  casación  fundado  en  la  causa  6.*  del  art.  1013  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  porque  no  se  habia  estimado  la  práctica  de  la  inspec- 
ción ocular  de  la  casa,  y  en  que  hablan  sido  infringidas  las  leyes  que  citó: 
cuyo  recurso  admitió  la  Sala  sentenciadora: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  de  este  Supremo  Tribunal  D.  Felipe 
de  Urbina: 

Considerando  que  Casellas  funda  su  recurso  en  que  por  no  haber  dado 
lugar  la  Sala  á  la  inspección  ocular  de  la  casa  de  que  se  trata,  sin  perjuido 
de  que  se  acordase  para  mejor  proveer  si  se  creyera  necesario,  se  le  denegó 
una  prueba  admisible,  según  derecho,  y  cuya  falta  le  ha  producido  inde- 
fensión: 

Considerando  que  en  la  primera  instancia  el  recurrente  y  D.  Remen  Gí- 
nestar  suministraron  las  pruebas  que  creyeron  convenientes  acerca  del  es- 
tado de  mejoras  y  desperfectos  gue  ezistian  en  la  citada  casa:  que  el  punte 
de  las  reparaciones  que  se  han  de  ejecutar  en  la  misma  ha  quedado  sometí- 
do  por  la  sentencia  ejecutoria  á  la  decisión  pericial,  y  que  por  lo  mlsme  no 
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«listd  la  iDdefeQsioii  ^e  se-  atega,  aaaque  la  Sala  no  eslimase  para  mejor 
proveer  la  inspeccioD  ocular  que  solicitó  Casellas: 

Y  considerando  que  las  actuaciones  para  mejor  proveer  que  se  suelen 
aeordar  en  los  casos  dudosos  para  procurar  el  mejor  acierto  en  los  fallos  son 
potestativas  en  los  tribunales  según  su  justa  apreciación,  por  lo  cutí,  y 
porque  las  partes  renunciaron  ya  bu  derecho  á  toda  diligencia  probatoria,  la 
taita  de  las  dichas  actuaciones,  cuando  se  creen  innecesarias,  no  puede  es* 
timarse  comprendida  en  la  causa  d,*  del  art.  1013  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento eivil; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
interpuesto  por  Gasellas  en  cuanto  se  refiere  á  la  indicada  causa  6/  del  ar* 
tfculo  1013;  condenando  al  mismo,  y  en  su  representación  á  los  Síndicos  de 
tú  concurso,  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  2,000  rs.,  parte  de  la  cantidad 
depositada»  que  se  distribuirán  en  la  forma  prevenida  en  el  art.  1063,  y 
mandamos  que  pasen  los  autos  á  la  Sala  primera  4  los  efectos  del  1018. 

As!  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Go» 
bíerno  ó  insertará  en  la  Colócdon  legislativaf  para  lo  cual  sé  pasen  las 
oportunas  copias  certificadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— 
Jaan  Martin  Carramolíno.— Ramón  Maris  de  Arrióla.— Félix  Herrera  de  la 
Ríva.— Juan  María  Biec— Felipe  de  Urbina.— Eduardo  Elfo.— Domingo 
Moreno. 

Publicación. — Leída  v  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Amo.  Sr.  D.  Felipe  de  Uroina,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia, 
estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  segunda  el  dia  de  hoy, 
de  qae  certifico  como  escribano  de  Cámara  habilitado. 

Madrid  26  de  abril  de  1862.— Gregorio  Camilo  García.— (Gaceta  del  4 
de  mayo  de  1862.) 


llf. 


Reenrflo  de  easael^n  (26  de  abril  de  1862.).— Disahik^o. 
—Se  declara  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo  no  haber 
lagar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Francisco  Ortiz« 
coDtra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  la  Audien- 
cia de  Barcelona»  en  pleito  con  D.  Jaime  AUimira,  y  se  resuelve: 

1.^  Que  en  el  juicio  de  desahucio^  á  pesar  de  ser  sumarísimo 
par  m  naiuralexa,  puede  y  debe  tener  lugar  el  recibimiento  á  prue- 
ba, puesto  que  en  el  acto  verbal  hadeoir  el  Juez  á  las  partes  y  re- 
cibir sus  pruebas; 

Y  2.^  que  en  la  interposición  del  recurso  de  casación  fundado 
en  alguna  de  las  causas  señaladas  en  el  art.  1013  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil^  es  necesario  espresar  la  omisión  ó  falta  que  se 
hubiese  cometido. 

Bn  la  villa  y  corte  de  Madrid»  á  26  de  abril  de  1862,  en  los  autos  que 
en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Pino  de  la  ciudad  de  Bar- 
celona y  en  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  su  territorio  ba  seguido  Don 
Jaime  Altimira  coa  D.  Francisco  Ortiz  sobre  desahucio;  pendientes  ante 
ICOS  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  D.  Francisco  con- 
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Ira  la  senldfidt  qne  ea  il  de  abril  del  ^  fthimo  praranció  la  referida 

Sala: 

ResQltaado  qae  en  $  de  díeíembre  de  1860  el  esfirasado  D.  Jttme  anu- 
bló demanda  para  qae  se  condeoaae'á  Ortiz  á  desocupar  el  coarto  qae  babi» 
taba  por  haber  cumplido  el  plazo  del  arrendamiento:  y  qae  citados  ambos  á 
juicio  yerbal,  espuso  el  D.  PraDciseo  que  se  oponía  a  la  demanda,  tanto  por 
bailarse  sin  meaios  para  verificar  la  mudanza  á  ooosecaenoia  de  las  publi- 
cidades cfue  se  habia  pernrilido  el  actor,  como  porqne  este  le  bairia  prometi- 
do continuar  el  arriendo  por  seis  años,  añadiendo  que  aun  caando  tuviese 
derecho  Attimira  para  solicitar  el  desahucio,  debía  concedérsele  el  tómino 
de  40  dias,  y  pidió  que  se  le  confiriese  traslado  de  dicha  demanda  con  ari»- 
gto  al  art.  672  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

-Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dicté  sentencia  eondoMode 
á  Ortiz  á  que  dentro  de  40  dias  desocupase  el  cuarto,  bajo  apercibimiento; 
ó  interpuesta  apelación  por  el  mismo,  la  Sala  |>rimera  de  la  Audiencia  en  17 
de  abril  áftimo  confirmó  con  costas  la  sentencia  apelada,  reduciendo  á  ocho 
dias  el  término  de  40  que  en  aquella  se  concedió  á  Ortiz  para  mudarse: 

Resultando  que  contra  esta  sentenda  interpuso. el  mismo  recurso  de 
casación,  esponiendo  que  infringía  la  ley  de  9  de  abril  de  18491,  y  también 
el  art.  072  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  porque  no  se  bebía  snstanciado  la 
demanda  en  juicio  ordinario,  dejándole  por  ello  incapacitado  de  alegar  y 
probar  lo  que  á  su  derecho  convenia: 

Y  resultando  qne  la  Sala  admitió  dicho  recurso  en  el  doble  concepto  de 
ser  contrario  el  fallo  ¿  la  citada  ley  del  año  42  y  al  espresado  artículo  de  It 
de  Enjuiciamiento,  estimando  comprendido  el  objeto  de  la  reclamación  que 
hizo  Ortiz  sobre  que  se  observase  dicho  articulo  en  la  causa  4.*  del  4013: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  de  este  Supremo  Tribunal  D.  Domin- 
go Moreno: 

Considerando  que  en  el  juicio  verbal  celebrado  i  consecuencia  de  la  de- 
manda de  desahucio  interpuesta  por  ü.  Jaime  Altimira,  lejos  de  contradecir 
D.  Francisco  Ortiz  los  hechos  capitales  en  que  h  misma  descansa,  atribuyó 
á  motivos  independientes  de  su  voluntad,  así  la  falta  de  pago  de  alquileres, 
como  la  de  medios  para  verificar  su  traslación  i  otra  casa: 

Considerando  que  si  bien  Ortiz  negó  se  le  hubiese  dado  el  aviso  previo 
que  determina  el  art.  2.*  de  h  ley  de  9  de  abril  de  1842,  afirmando  á  la  vez 
que  Altimira  le  habia  ofrecido  la  continuación  del  arriendo,  ambos  puntos 
son  estragos  á  la  única  causa  que  como  fundamento  del  recurso  adujo  la 
Sala  sentenciadora,  ó  sea  la  faHa  de  recibimiento  á  prueba: 

Considerando  que  esta  podo  verificarse  á  pesar  de  ser  lumarísímo  por 
su  naturaleza  el  juicio  de  desahucie,  puesto  que  en  el  verbal,  cuando  con- 
curre el  demandado,  debe  el  Juez  oír  ¿  las  partes  y  recibir  sus  pruebas  con 
arreglo  al  art.  661  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  siendo,  ^r  consi- 
guiente, imputables  á  Ortiz  las  consecuencias  da  no  haber  ofrecido  la  que 
le  convinípra: 

Considerando,  además,  que  contra  lo  prevenido  en  el  párrafo  segundo 
del  art.  1024  de  dicha  lejf,  Orti^  tampoco  espresó,  en  su  escrito  de  inter* 
posicion  de  recurso,  omisión  alguna  de  las  comprendidas  en  el  art.  4013; 
silencio  que  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Barcelona  suplió  volunta- 
riamente, porque  si  bien  reclamó  en  tiempo  la  observancia  del  672,  por  el 
cual  se  previene  que  en  el  caso  de  no  convenir  el  demandado  en  los  hechoi 
se  sustancie  la  demanda  con  la  tramitación  del  juicio  ordinario,  es  lo  cierto 
aue  Ortiz  reconoció  implícitamente  los  que  dedujo  Altimira  para  fundar  m 
demanda: 


Digitized  by  VjOOQIC 


Y  cDttridenndt»»  por  todas  estas  nvmet^  ^e  ei  el  ow>  actual  no  con* 
corren  los  requisitos  necesarios  para  estmar  procedente  la  solicitad  de  Or<- 
1^  en  cnanto  se  supone  Snfríngino  et  art.  4M3Í; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  éeclarsmos  no  haber  lugar  al  recurso 
interpuesto  per  el  mismo,  á  qoíeR  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida 
de  ios  2,000  rs.  dia  que  tiene  prestada  caución,  ?  que  abonará  cuando  me«- 
]ofa  de  fortuna,  distribuyéndose  entonces  en  la  forma  prefenida  por  la  ley; 
y  mandamos  que  pasen  los  autos  é  la  Sala  prwaeni  para  los  efectos  del  ar* 
tículo  1018,  mediante  á  que  la  de  la  Audienq^  admitid  el  recurso  en  dobk 
concepto* 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se-  ptibKcará  en  la  Gaerta  del  Go* 
bíerno  é  insertará  en  la  Cokeeion  Ugiiíütiva^  per»  lo  cual  se  pasen  las  opor>- 
tanas  coicas  certificadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — Juan 
Martin  Garramolino.--^amen  Maria  de  Arriola.-^Pélix  Herrera  de  la  Riva. 
— ^Juan  María  Bíec— Felipe  de  Urbina.— «Eduardo  E/lío.-^Demingo  Moreno. 

Pubticaeion.— -Leida  y  publioada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Uus- 
trisimo  Sr.  D.  Domingo  Moreno,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justi* 
oi8,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  au  Sala  segunda  en  el  dia  de 
boy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  habilitado. 

Madrid  26  de  abril  de  i882.— Gregorio  Camilo  Garcia.-^éíitceto  del  5 
de  mayo  de  i8d».) 


ReeaMMi  de  esMsieioia  (30  de  ^abril  de  i862.)>— Rei^^** 
LIGACIÓN  UE  LOS  BfBifBs  DE  UN  PATROKATo.^Se  dcctara  por  la  Sala 
primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  el  presbítero  D.  Juan  Fontans  contra  la  sen* 
tencía  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  la  Co« 
ruña,  en  pleito  con  Manuel  Silva,  y  se  resuelve: 

Que  no  infringe  la  voluntad  del  testador  la  sentencia  que  al  de- 
Hdir  un  pleito  sobre  sucesión  de  un  patronato,  se  ajusta  á  lo  pre- 
eeptuado  por  el  fundador. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  3a  de  abril  de  4862,  en  loe  autos  que 
penden  ante  Nos  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado  de  prime- 
ra-instancia de  Pontevedra  y  en  la  Sala  primera  de  la  Real  Audiencia  de  la 
Coruña,  per  el  Presbítero  D.  Juan  Fontans,  con  Manuel  Silva,  sobre  reirin» 
dieacíon  de  los  bienes  de  un  patronato : 

Resultando  que,  por  testamento  de  8  de  mayo  de  1622,  Juan  de  la  Pena 
fundó  una  capilla  con  la  advocación  de  San  Benito,  en  la  parroquia  de  San 
Hamud  de  Amed,  que  dotó  con  vv ios  bienes,  para  la  cual  nombró  patronos 
en  la  forma  que  tuvo  por  conveniente: 

Resultando  que  en  3  de  marzo  de  4764,  agregó  D.  Carlos  Cobas  varias 
fincas  á  dicbo  patronato,  y  por  separado  instituyó  otro  de  legos,  llamando 
para  bu  obtendon,  en  primer  lugar,  i  su  sobrino  D.  Manuel  Cobas,  á  fin  de 
que  pudiera  sostenerse  con  la  decencia  propia  del  estado  eclesiástico ,  pare 
el  que  estaba  estudiando;  y  si  no  quería  ser  sacerdote,  la  obtuviese  su  ner« 
mano  D.  Juan  Cobas,  con  obligación  de  presentar  un  hijo  ó  meto  suyo,  pa« 
diendo,  Ínterin  lo  tuviese  capas  para  ello ,  usn&ruotuar  61  y  los  suyos  loe 
TOMO  TU.  36 
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bienes^  y  ser  patrono  la  persona  que  lo  fuese  y  llevase  el  fandado  por  Dod 
Juau  de  la  Pena ;  pero  eoa  la  precisa  obíigacton,  i  que  pudiera  ser  coaipe«- 
lido,  de  que  teniendo  hijo,  nieto  ó  hermtiao,  benemérito  para  el  ascen- 
so ai  estado  de  eclesiástieo ,  hubiese  de  hacer  presentación  de  él  para  dicho 
patronato ;  y  que  si  por  falta  de  descendencia  de  sus  sobrinos,  que  nombró, 
y  i  los  que  pertenecía»  por  su  orden,  la  sucesión  en  el  vinculo  de  *D.  Jaaa 
Pena,  fuuaseú  otras  familias  trasversales  y  se  hiciese  la  presentación  del 
patronato  en  cualquiera  estudiante  hábil,  capaz  y  virtuoso,  de  los  Cobas, 
aunque  fuese  en  ({rado  remoto: 

Resultando  aue  al  fallecimiento,  en  11  de  marzo  de  1820,  de  D.  Manuel 
Gábas,  primer  llamado  por  el  fundador  D.  Garlos,  su  hermana  Doña  Car- 
men^ como  patrona,  dueña  y  poseedora  del  fundado  por  este,  presentó  para 
su  obtención  á  su  nieto  el  subdiicono  O.  José  Silva,  que  entro  á  poseer  loa 
bienes  en  1.®  de  noviembre  siguiente,  posesión  en  que  continuó  hasta  11  de 
setiembre  de  1858,  época  de  su  fallecimiento : 

Resultando  que  en  17  de  agosto  de  1859,  dedujo  demanda  el  Presbítero 
D.  Juan  Fontana  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Pontevedra ,  con  la 
solicitud  de  que,  teniendo  por  interpuesta  la  acción  real  reivindioatoria 
por  sucesión  testada,  se  le  declarase  el  derecho  á  suceder,  desde  la  muerte 
del  referido  D.  Manuel  Cobas,  en  los  bienes  de  dicho  patronato,  y  la  nulidad 
del  nombramiento  y  posesión  de  D.  José  Silva,  el  cual  no  pudo  trasmitir 
aquellos  á  sus  hermanos  D.  Carlos,  Doña  María,  Doña  Venencia  y  D.  Ma- 
nuel, á  quienes  en  su  concuencia  se  condenara  á  que  se  los  entregasen  con 
los  frutos,  y  alegó,  entre  otras  razones  no  adoptadas  como  fundamento  del 
presentó  recurso,  que  con  arreglo  á  la  voluntad  del  fundador  no  pudo  Doña 
Carmen  Cebas  hacer  la  presentación  en  el  ^ubdiácono  D.  José  Silva,  su 
'  nieto,  teniendo  entonces  otro  nieto  estudiante,  cual  era  el  esponente: 

Resultando  que  los  demandados  pidieron  se  les  absolviese  libremente, 
esponiendo  que  no  era  cierto  que  el  fundador  D.  Carlos  Cobas  prohibiese  la 
presentación  de  un  diácono  ó  subdiácono,  en  el  caso  de  haber  entre  los  lla- 
mados un  estudiante,  y  que  por  lo  tanto  D.  José  Silva  entró  legalmente  en 
la  posesión  de  los  bienes: 

Resultando  aue  recibido  el  pleito  é  prueba  y  practicada  la  de  testigos 
que  articularon  las  partes,  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instancia,  en 
17  de  junio  de  1860  que  confirmó  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  la  Co- 
rana, en  25  de  octubre  siguiente,  la  cual,  declarando  válido  y  subsistente 
el  nombramiento  hecho  por  Doña  Carmen  Cobas,  en  su  nieto  D.  José  Silva, 
absolvió  de  la  demanda  en  los  términos  en  que  estaba  propuesta  á  "Manuel, 
María,  Venancia  y  Garios  Silva,  y  por  defunción  de  este  á  sus  hijos  y  he- 
rederos, con  reserva  de  su  derecho  al  demandante,  para  que  en  razón  del 
patronato  activo  de  la  fundación  litigiosa  y  de  la  mitad  reservable  de  jsus 
Bienes,  pudiera  ejercitarlo  con  arreglo  ¿  la  ley  en  juicio  separado  y  en  for- 
ma competente: 

Resultando,  por  último,  que  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  el 
Presbítero  D.  Juan  Fontans  se  funda  en  que,  habiendo  manifestado  clara- 
mente D.  Carlos  Cobas  al  instituir  el  vínculo  en  1764  que  sirviese  de  patri- 
monio á  los  estudiantes  de  su  familia  que  tuviesen  vocación  de  ascender  al 
sacerdocio,  y  deduciéndose  de  ello,  que  quedaban  escluidos  los  aue  ya  fue- 
sen sacerdotes  al  tiempo  de  la  vacante,  era  indudable  que  la  elección  <(ue 
hizo  Doña  Carmen  en  su  nieto,  que  era  subdiácono,  fué  nula  por  esa  cir- 
cunstancia, y  el  verdadero  sucesor  debió  ser  el  recurrente  que  á  la  sazoa 
estaba  estudiando  para  ascender  al  sacerdocio,  y  á  él,  bajo  tal  concepto,  de« 
¿ieron  y  deben  pasar  Íntegros  ios  bienes  del  patronato: 


Digitized  by  VjOOQIC 


RXGiasos  T  «MOsmiQiAS.  283 

Vi8t08, 8iiiod0  Poneoto  el  lÜQistro  D.  SetMsUan  González  Na^din: 

Goúsíderaiido  fiíe  la  obtigacioo  iiopaesta  por  el  fundador  á  los  patronos^ 
de  presentar  aun  eHudianU  hábil  ^  capas  y  virtuoio,  de  los  Coha$p  aunr 
mte  fueae  en  lirado  remoto,  obligación  en  la  qoe  ba  lundado  an  acción  Á 
demandante,  se  reGere  únicamente  al  caeo,  no  verificado,  de  que  el  patro- 
nato pasase  á  oUras  famüiasirasversales: 

Considerando,  por  tanto,  que  ia  aenteocia  absolviendo,  en  tal  aentido,  á 
loe  demandados;  no  ba  infringido  ia  voliintad  del  fundador,  único  motivo 
del  presente  recurso; 

Fallamoé  míe  debemos  declarar  y  declaramos  no  beber  lugar  á  él,  f 
eondenamoe  al  Presbitero  O.  Joan  Fontans  en  las  costas  y  en  la  pérdida  de 
la  cantidad  depositada ,  que  se  aplicará  como  la  ley  ordena,  y  devuélvanse 
los  autos  á  la  Aadiencia  de  la  Gonioa»  con  la  certifloacion  correspon- 
diente. 

Así.  por  esta  nuestra  sentenQÍa,  qne.se  publicará  en  la  Gaceta  é  inserta*» 
fá  én  la  CoUecUm  legisiaUüa^  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
proonnciamos,  mandamos  y  firmamos. — Ramón  López  Vázquez.— Se^s* 
tian  González  Nandin.— Antero  de  Bcharri.— Gabriel  Gemelo  de  Yelasco. 
—Joaquín  de  Palma  y  Vinueea.-— Pedro  Gómez  de  Hermosa.*- Ventura  de 
Colea  y  Pando. 

Publicación. — Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Exce* 
leoii^imo  é  limo*  Sr.  D.  Bamon  López  Vázquez,  Presídeóte  de  la  Sala  pri* 
mera  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pú- 
Mica  en  la  misma  hoy  día  de  la  fecha,  de  que  certifico  como  Secretario  de 
S.  M.  y  su  Escribano  de  Cámara.  ' 

Madrid  30  de  abril  de  i 862.— Dionisio  Antonio  de  Puga.— (faceto  de  S> 
de  mayo  de  1862.)  

flS. 

R««aMMi  de  easaelon  (1.^  de  mayo  d^  1862.)  -Mejor 
i>SRSCHO  Á  UNA  HERENCIA. — Se  declafa  por  la  Sala  primera  del  Tri- 
bonal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  José  María  Despujol  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sala 
segunda  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  José  Oriol 
Despujol,  7  se  resuelve : 

1.*  Que  cuando  en  la  sentencia  se  manda  cumplir  la  voluntad 
del  testador  haciendo  varios  llamamientos  y  sustituciones,  no  se  in^ 
fringe  la  leu  8.*  del  Código^  De  ¡ropuberum  et  aliís  sustitutionibus, 
ni  la  6.*  del  mismo  Código  De  legatls; 

2/  Que  en  la  sustitución  vulgar ,  aceptada  ó  poseída  la  heren" 
eíaporel  primer  instituido,  queda  sin  efecto  la  sustÜucUm; 

Y  3J*  que  las  cuestionas  y  leyes  que  no  han  údó  objeto  del  debate^ 
no  pueden  ser  fundamento  de  un  recurso  de  casación. 

En  la  Tilla  y  corte  de  Bladrid,  á  1.**  de  mayo  de  i  862,  en  ios  autos  que 
penden  ante  Nos  por  recuso  de  casación,  seguidos  en  el  Juxgado  de  prime** 
ra  instancia  del  distrito  de  San  Beltran  de  Barcelona  y  en  la  Sala  segunda 
de  la  Real  Audiencia  de  la  misma  por  D.  José  Oriol  Despujol  con  D.  José  Ma* 
lia  Despujol,  Conde  de  Fonollar,  sobre  mejor  derecho  á  la  herencia  de  Doda 
MaEfaJosebViUtlTa:    • 
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ResoKaiido^epsrael  matrimoaio  deísta  eon  D«  Aaiioigeo  iirier 
Despujoly  Mai^aé9  aa  Palmerola,  se  otorgaron  oapItalaGi^DBS  on  19  de  di- 
ciembre de  f  750,  por  las  que  aportó  aquella  y  recibid  $a  esposo  en  dolé 
f  4,0(H)  Mbras  catalanas  en  dinero,  y  2,000  en  qoe  se  ealootó  «1  yalor  de 
dos  cómodas  j  apéndióes  fMipoíaJér: 

Resaltando  que  Doña  María  JoeeCs  Vittahra  •lergi  «o  testamesto  en  U 
4e  agosto  de  1SI3,  por  el  qae  iastitnyó  herederos  á  sus  4res^ hijos  D.  Fran* 
cisco  María,  D.  losé  liaría  y  D.  Ramoii  Cayetano  Despojo!  por  iguaJaa  par* 
tes  y  derecho  de  acrecer  el  ano  at  otro,  y  dispaso  que  faltando  los  tres  tos 
«ustitnyese  el  híjosegmdo  qoe  era  ó  fuese  del  9Bcesor4ei^pil¡riaiomo  de  su 
difunto  esposo ;  y  para  el  ca«o  de  no  tener  Mío  varón  segundo,  di^  á  la  li« 
hr^  diaposíoion  del  último  de  dichos  sastres  hijee  que  faitee^  de  este  mon- 
do y  hubiese  acrecido  la  parte  de  los  otros  dos  aas  predíchos  hijos : 

Resaltando  que  D.  Ramón  Haría  Despujol  falleció  en  1848  ,  y  que  por 
fs  muerte  de  su  padre  D.  Francisco  Javier  y  de  sus  hermanos  D.  Francisco 
y  D.  José  reasumió  la  doble  calidad  de  sucesor  4Íel  patrimonio  del  primeio 
y  del  áitimo  de  ios  tres  hijos  Itamados  en  primer  lugar  á  la  herencia  da  so 
madre  Dofta  María  Josefa  de  Vtllalva: 

Resultando  que  D.  José  Oriol  Despujol  presentó  demanda  en  19  de  oe« 
tubre  de  4857  contra  su  hermano  D.  José  María,  Conde  de  Ponollar ,  ea 

Íuien  se  había  reunido  el  patrimonio  de  sus  abuelos  como  primogénito  de 
I.  Ramón  María  Despujol,  pidiendo  se  le  condenase  á  pagarie  14,000  tibrai 
hnportí^  de  la  dote  constituida  y  aportada  á  la  casa  de  Patmerola  por  Doña 
María  Josefa  Yíllalva,  abuela  de  ambos,  y  lo  demás  que  procediese  de  de- 
recho por  la  restitución  de  las  cómodas  y  apéndiees  nmpeiaUs ,  segon  41 
estado  en  queso  encontrasen  actualmente,  con  los  frutos  percibidos  y  de- 
bidos percibir  de  aquella  cantidad,  como  perteneciente  á  la  herencia  4a 
Doña  María  Josefa,  deferida  ¿  favor  del  ésponente  por  la  muerte  de  sus  tios 
y  padre  D.  Francisco  María  y  D.  Ramón  María  Despujol,  v  las  costas  y  per- 
juicios; alegando  para  ello,  por  la  acción  de  petición  día  herencia  y  en  io 
necesario  por  la  de  restitución  dotal,  que  su  abuela,  no  .solo  hizo  en  su  cita* 
do  testamento  varias  sustituciones  fideicomisarias  gravando  á  cada  uno  de 
sus  tres  hijos  instituidos  en  primer  tugar,  á  favor  del  último  que  sobrevi* 
viese,  en  el  que  quiso  que  se  refundiese  toda  su  herencia,  sino  qae  gravé 
é  este  en  favor  del  segundogénito  varón  del  heredero  de  su  marido  D09 
Francisco  Javier;  como  que  disposo,  para  el  caso  de  haber  tal  aiagundogé* 
Dito,  que  el  último  supérstite  de  sus  hijos  pudiera  disponer  libremente  de 
la  herencia :  que  ea  la  hipótesis,  que  la  sustitución  hubiese  sido  meramen- 
te vulgar,  no  constando  que  sus  hijos ,  en  especial  el  primogénito  D.  Fran- 
cisca, hubiesen  aceptado  la  herencia,  resultaba  respecto  de  su  parte  que 
tuvo  efecto  dicha  sustitución:  que  supuesto  el  Gdeicomiso,  era  indiferente 
que  existiese  el  segundogénito  al  tiempo  de  otorgar  el  testamento  Doña 
María  Josefa,  por  ser  suficiente  que  existiera  al  tiempo  de  purificarse  la  con- 
dición de  aquel,  ó  lo  que  era  lo  mismo,  á  la  muerte  del  último  de  loe  ios* 
tltnidOB  en  primer  lifgar ,  toda  ves  oue  los  fideicomisos  ae  establecían  en  so 
mayor  parte  en  favor  de  personas  ó  genersoioaes  que  naturalmeíate  habiao 
de  existir  mucho  tiempo  después  de  los  testadores  :  que  habiendo  sido  he- 
redero D.  Ramón  María  de  D.  José  Oriol,  del  suyo  D.  Francisco  Javier,  7 
contionó  alendólo  faasu  so  muerte,  no  pudo  perder  D.  José,  una  ves  ad- 
quirida, la  calidad  de  hijo  varón  secundo  de  dicho  heredero;  y  qoe  aun  aa* 
poniendo  que  al  morir  O.  Ramón  nubo  dos  herederos  del  D.  Francisco  H^ 
vier  que  tenían  cada  uno  un  hijo  segundo  varón,  siempre  resultaría  la  pra* 
ferencia  del  primero  por  el  doble  motivo  de  aer  D,  José  Oriol  pariente  i 
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Jiabtr  adipando  coa  aoleriorídadda  q«a  dependía  el  llainamiepto: 

Resaltando  que  el  Conde  de  Ponollar  impugnó  la  demanda  pidiendo  ae 
IdábaoWieBe  de  eltai  Itbreoieoeev  y  espaso  qu»  Qe8a  María  ieaefa  Vilt^lva 
loBlitayd  heredero»  uoiveraalefi  á  ttía  treabijoe  por  párUs  iguales»  eon  la 
facultad  de  acrecer  la  del  uno  á  lai  del  olpa»  y  por  falla  de  eUoe  ioétitttyd  } 
■ombró  heYeádro  suyo  al  hijo^ segundo  que  era  ó  faeee  el  auceaor  del  patri-» 
moDio  de  sa  difunto  marido:  que  loa  tres  ioatiluidoe  eobrevi?ien)o  á  su  ma* 
dre:  que  el  pctmero  era,  al  tiempo  de  otorgar  aquella  eu  testanwoto  y  ser 
publicado^  el  heredero  de  dichopatrímoñio:  que  el  derecho  d»  acrecer,  así 
entre  coherederee  como  legatar íck^  eiige  <^e  fail0%ea  uno  de  elloa  aptes  que 
el  testador,  ó  repudie  la  hereeeia,  pues  ü  sebrey^e  ó  acepta  Adaoíere  li- 
bremente la  parte  que  le  eorraspoedeen  la  aoceaíDa:  que  las  paUoras  de  la 
flintitociod  ordenada  por  la  testadora  no  iaaportaba  UK  fideioemiso,  sinc^ 
inifi  sustitticloa  vulgar;  y  que  aun  cnaiide  no  fueseasiy  aparecía  habar  ca-» 
ducado  por  no  ««stir  la  persona  llamada,  6  aea  hiio  segundo  del  sucesor 
del  patrimonio  de  D.  Francisco  Javier  Despujo^  por  últiflSQ,  que  de  bodoa 
mooos era  imiprocedentela  demanda: encuaiMa abasaba  la  totalidad  de  la 
herencia  de  Doña  Mafia  Joeefa*Vitialva,  por  deAmr  de  detraerse  de  ella  loa 
méndieea  nupciales  por  coBsumidos,  la  cual  parte  legítima  que  oorrespon  - 
dmá  sus  hilos  y  la  cuarta  treveliánica  á  que  los  mismos  hubieseo  tenido  de- 
recho, en  el  süpiKdsio  de*  ser  herederos  grandes  ei»  primer  lugar  con  obligar 
cion  oe  restkunr  la  hereicia: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba ,  y  hecha  las  que  articularon 
les  partea,  dictó  Denteaeís' el  Jmt^de  primera  instaneia  eo  2i  de  diciembre 
de  1858,  qne  conürmd  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Barcelona  en  2  de 
janiode  4800,  en  cnanto  declarad  cerraspdnder  á  D.  Jo$ó  Oriol  las  14,000 
libras  y  2,000'de  oóinodas  y  apéndices  nupdáiss  en  el  citado  en  que  se  ha** 
liasen  y  qne  constituían  la  herendu  de  su  abuela  Doña  María  Josefa  Villal- 
wsíf  con  los  intereses  legales  d)3sde  la  contestación  de  ia  demanda;  y  oonde* 
naba  á  D.  José  María  Despujni  i  eniregar  á  su  hermano  D.  José  Oriol  aquel 
haber  hereditario,  y  la  revocó  en  to  demás,  declarando  correspoodep.al  pri* 
mero  la  tercera  parte  de  la  cuarta  que  formaba  la  porción  legUima  de  se 
padre  D.  Ramón  Marfe  en  la  herencia  de  Dona  María  Josefa  Yillalva,  y 
mandaron  que  de  las  t4,GO0  libras  sededojeáen  ^,013  sueldos  y  4  dinerof 
por  aquella  legitima,  y  que  paro  la  tiquidíicion  de  la  tercera  parte  de  la 
cuarta  correspondiente  en  las  cdnodas  y  apéitdíees  fwpeialesse  procediese 
con  arreglo  á  Us  disposieionas  del  tiL  18,  sección  1/  de  la  primera  parte 
déla  ley  de  Bnjaiciamiento  civil,  estimándose  por  peritos  el  aotual  valor.de 
aquellas;  y  Gjaron  los  intereses  legales  mandados  abonar  en  razón  del  6 
por  iOO: 

Resultando  <fue  el  recunio  deeasacien  que  interpuso  eonira  el  referíde 
Mío  el  Conde  de  Fonollav  se  funda  en  habf^rse  infringido  en  su  opinión: 

i  .*  La  ley  5.*  del  Código  De  impúberum  ti  altis  subsíilMionihusr,  la  6/ 
del  mismo  Código  Be-legtOiá,  y  la  jurisprodeneia  admitida  por  loa  Tribuna* 
lee,  puesto  <rae  en  fasusititueion  vulgar,  una  vez  aceptada  ó  poeeidá  la.he^ 
rencia  por  el  primer  institnido,  queda  sin  efecto  la  sustitución: 

2.*  Bl  usaje  vulgar  conocido  omnes  cauaer,  contenido  en  el  libro  7.% 
tltoto  2«^  vtílámen  i.""  de  las  ConKtitocionaa  de  Cataluña,  porfue  siendo 
obligación  propia  de  los  tres  eoherederos  saiisiacer  los  legados  ano  coando 
no  lo  hubiesen  hecho,  lo  cual  no  es  creíble  de  buena  fé,  no  puede  negarae 
que  desde  1810  en  que  murió  ia  testadora  ha  prescrito  el  dereaho  de  los 
legatarios  en  favor  de  aquailoi  en  quien  la  obligación  radicaba»  y  por  lo 
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ffiismoy  lo  qtie  sobra  el  (articular  contiene  ia  sentencia»  equivale  á  declarar 
que  está  subsistente,  sin  embargo  de  haber  prescrito  por  el  lapso  de  mas 
oe  40  años: 

3.^  El  capitulo  16,  tít.  26,  libro  3.*  de  las  Decretales  de  Gregorio  IX, 
4|üe  forman  parte  de  la  legislación  catalana,  porque  considerando  al  recur- 
rente con  personalidad  pasiva  para  responder,  no  sok>  de  la  tercera  parte  de 
la  herencia  de  su  padre,  sino  el  de  las  otras  dos  de  sns  tíos  D.  Francisco  j 
D.  José,  debia  reconocérsele  necesariamente  sucesor  de  los  tres  jcoheredg^ 
ros  hijos  de  la  testadora,  j  como  tal  que  le  correspondía  la  legítima  que  no 
pudo  ser  gravada  sino  detraída  al  tiempo  de  la  restitución: 

4.^  Las  leye^2.'  y  3.*  tlt.  19,  libro  11  de  la  Novísima  Recopilación  y 
h  jurísprodencia  de  los  Tribunales,  por  cuanto  revocada  en  todo  ó  parte 
«na  sentencia  no  debe  un  litigante  pagar  las  coatas  del  otro: 

5.^  Y  en  este  Supremo  Tribunal  se  han  citado  como  concerdantes  con 
las  anteriores  disposiciones  las  leyes  4/  y  14,  tít.  5.**,  Partida  6.\  y  la  5.% 
tít.  9.'*,  libro  11  de  la  Novísima  Recopilación,  y  añadido  como  infracción  la 
ley  10,  tít.,  4.%  Partida  6.*: 

Victos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Ventura  de  Golsa  y  Pando: 

Considerando  que  la  cláusula  que  ha  sidcr  el  fundamento  de  la  demanda 
se  halla  concebida  en  términos  claros  y  precisos,  que  no  dejan  lugar  á  in- 
N  terpretaciones  ni  á  dudar  que  lá  voluntad  de  la  testadora  Doña  María  Josefa 
Villa! va  fué  que  el  úUim#de  sus  tres  hijos  reuniera  la  totalidad  del  haber 
hereditario  para  reservarlo  al  hijo  varón  segundo  del  sucesor  del  patrimo- 
nio  de  su  esporo: 

Considerando  que  este  llamamiento  ó  sustitución  se  verificó  por  el  falle* 
cimiento  de  D.  Ramón  María  Despujol,  áltimo  de  los  hijos  de  la  espresada 
Doña  María  Josefa,  en  favor  de  D.  José  Oriol  Despujol,  que  en  aquel  día  era 
el  segundo  hijo  varón  del  dicho  D.  Ramón,  sucesor  que  fué  del  patrimonio 
de  suf'padre;  y  que  por  lo  tanto  la  sentencia,  al  declararlo  así,  no  ha  infrio- 
gido  la  ley  5.^  del  Código  De  impuberum  et  alns  substituHonibus;  la  6.* 
del  mismo  Código  De  legalis,  ni  la  jurisprudencia  admitida  por  los  Tribu- 
nales deque  en  la  sustitución  vulgar,  aceptada  ó  poseída  la  herencia  por  el 
primer  instituido,  queda  sin  efecto  la  sustitución: 

Considerando  que  no  habiendo  el  actual  Conde  de  Fonollar  justificada 
ser  heredero  de  sus  tíos  D.  Francisco  y  D.  José  María  Despujol,  carece  de 
derecho  para  detraer  la  porción  legítima  de  los  bienes  de  su  abuela  Doña 
María  Josefa  que  correspondía  á  aquellos,  teniéndolo  solamente  para  la  que 
compitió  á  su  padre,  y  que  por  consiguiente  no  ha  sido  infringido  el  cap.  16, 
tít.  26,  lib.  3.®  de  las  Decretales  de  Gregorio  IX,  que  forma  parte  de  la  le- 
gislación de  Cataluña: 

Considerando  que  la  cuestión  de  prescripción  de  los  legados  hechos  p^ 
la  testadora  no  ha  sido  objeto  del  debate,  y  tjue  por  tanto  no  puede  ser 
fumlamento  del  recurso  ni  invocarse  oportunamente  el  usaje  omnes  causa 
de  las  Constituciones  de  Cataluña: 

Considerando  que  el  recurrente,  lejos  de  haber  sido  llevado  contra  su 
voluntad  á  la  segunda  instaneia,  fué  et  que  primero  apeló;  y  que  aun  cuan- 
do después  lo  verificó  el  demandante,  la  sentencia  de  la  Audiencia  favore- 
ció las  protensiones  de  este  aumentando  la  responsabilidad  impuesta  por  el 
Juez  á  aquel,  y  que  la  Sala  sentenciadora  estuvo  en  su  derecho  imponién- 
dole las  costas  do  aquella  instancia,  y  no  ha  infringido  las  leyes  2.'  y  3.*^ 
tft.  19,  lib.  11  de  la  Novísima  Recopilación,  ni  la  jurisprudencia  de  los  Tri- 
tmnales  que  á  este  objeto  se  cita; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recorse 
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de  emekm  interpuesto  por  el  Conde  de  Foneltur,  D.  José  Iferfe  Bespujol,  t 
mm  coDdeoamos  en  las  costas;  y  devaélvanse  tos  autos  á  la  Audiencia  de 
Barcelona  con  ta  certifleacion  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  h/iaotía  é  inserta*- 
tí  en  la  Colección  legislativa,  pa^kndose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
prcounciamos,  mandamos  y  firmamos.— Ramón  López  Vázquez.— Sebastian 
González  Ntndin. — Antero  de  Bcharri. — Gabriel  Ceruelo  de  VeUsco.— 
ioaquio  de  Palma  y  Vinueaa.— Ventura  de  Golsa  y  Pando. 

PublicaGíon.— Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Ilu8«  . 
trfsimo  Señor  D.  Ventura  de  Golsa  y  Pdndo,  Ministro  del  Tribunal  Supre* 
mo  de  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  prime- 
ra el  día  de  la  fecha,  de  que  certiñco  como  Secretario  de  S.  Af .  y  su  Cscri- 
baso  de  Cámara. 

Madrid  i.""  de  mayo  de  1862.— Dionisio  Antonio  de  Puga.— (Gaoeto  de 
7  de  mayo  de  t862.) 

Reenrso  de  casación  (3  de  mayo  de  1862.).— Nulidad 

MUÑA  TESTA  DE   BIE?IES.— ElíTRBGA    DE    ESTOS    Y  SÜS    FRUTOS.— Se 

declara  por  la  Sata  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar 
al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Juan  Diez  Canseco  contra 
la  sentencia  dictada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Cace-' 
res  en  pleito  con  D.  José  Hermenegildo  Rodríguez  y  otros,  y  se  re- 
suelve: 

Que  no  pueden  considerarse  como  infringidas  leyes  y  doctrinas 
pie  no  tienen  aplicación  á  la  cuestión  debatida  en  el  pleitOy  y  por 
tanto  que  dichas  leyes  no  pueden  servir  de  fundamento  para  inter- 
poner recurso  de  casación. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  i  3  de  mayo  de  1862,  en  los  autos  que 
penden  ante  Noí^  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado  de  prime- 
ra iastaocia  de  Fregenal  de  la  Sierra  y  en  la  Sala  primera  de  la  Real  Au- 
diencia de  Cáceres,  por  D.  Juan  Diez  Ganseen  contra  D.  José  Hermenegildo 
Rodriguez,  U.  Vicente  Gómez  y  D.  José  Carbatlar,  sobre  nulidad  de  la  ven- 
tada unos  bienes  y  entrega  de  ellos  con  los  frutos: 

Resultando  que  D  ma  Ignacia  Saui^hez  Bolaños  Qrmó  una  cédula  testa- 
mentaría en  20  de  enero  de  i801,  por  la  aue,  designando  los  bienes  que  la 
ebrrespondian,  y  entre  ellos  ios  que  son  objeto  de  e^te  iitiffio,  dispuso  que 
si  su  heredera  D>iña  Josefa  Manjon  moria  sin  sucesión  no  pudiera  testar  da 
las  alhajas  raices  que  tenia  declaradas  á  favor  de  persona  alguna,  y  que  en 
tal  caso  se  vandíesen  y  dijeran  misas: 

Resultando  que  en  27  del  mÍ!<mo  mes  otorgó  testamento  é  instituyó  he- 
redera del  remanente  de  sus  bienes  á  Doña  Josefa  Mdnjon ,  advirtiendo  que 
tenia  hecha  la  precedente  cédula  te^itamenuria,  la  cual  se  guardase  y  cum- 
pliera como  si  fuera  cláu<ura  espresa  de  este  su  testamento: 

Resultando  que  en  19  de  abril  siguiente  otorgó  la  misma  testadora  un 
codiciio  ratiücaudo  su  anterior  disposición,  y  añadiendo  que  era  su  voluntad 
qne  su  here«iera  Doña  Josefa  qaedase  sujeta  para  tomar  estado  de  matrimo- 
nio i  D.  Diego  Arguello,  el.cual  concurririaá  las  capitulaciones  matrimo* 
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ÜiateB  f  p6bdria  las  «láusalas  y  cifiídídoaes  que  taviera  per  mNHWBkDlei» 
MgUD  y  en  la  forma  ane  podría  hacerlo  la  otorgante  y  le  tenia  eoiBttnicada» 
impoDÍeodo  á  bu  caudal  los  gravámeaes  que  tuTíese  a  bten  á  favor  de  la  par» 
sona  con  quien  sc^casase»  ai  lo  mereciera  ^  eonoBdmnio  la  entrega  de  la  do- 
te, para  todo  lo  cual  le  daba  poder  bastaáte: 

ReauUando  q*je  en  2  de  noviembre  del  mismo  aoo  de  1801 ,  en  qne  con^ 
trajo  matrimonio  Deña  Josefa  Maojon  con  D.  Josó  Vicente  de  Anea»  ee  otee* 
gó  entre  ambos  escritura  de  capitulaciones^  concurri^do  ¿  ella  D.  Diegé 
Arguello  como  encargado  y  albaoea  tle  la  testadora  DoSa  Ignacia  Saochet 
Bolanos,  y  entregó  al  O.  Josó  Vicente  494^96  rs.  ó  que  ascendía  lá  kieroÉ-» 
cía  de  esta,  comprendiendo  en  ella  las  tres  fincas  que  sp  disputan,  eon  el 
gravamen  ó  condición  de  que  si  moría  Do&a  Josefa  Manjocl  con  hijos  ó  $in 
eUoSy  los  disfrutase  por  todos  sw  dios,  su  esposo  D,  José  de  Anea^  y  qne 
basta  su  fallecimiento  no  se  verificase  su  venta  al  espresádo  fio,  emteadiéndO' 
se  esto  no  teniendo  este  hijos  ni  la  Doña  Josefa,  y  si  los  ünia  no  le  pedHan 
pedir  cosa  alguna  de  su  renta,  pues^n  todo  caso  los  llevaría  para  sí  a  escep^ 
¿ion  de  que  contrajese  segundas  nupcias,  en  cuyo  caso  gozarían  de  sus  ren- 
tas antes  de  faltar  su  padre  como  legitima  materna,  lo  que  declaraba  así  por 
haber  sido  esta  la  voluntad  de  la  Doña  Ignacia  Bolanos: 

Resultando  que  en  25  de  febrero  de  1803  Doña  Josefa  Manjon,  con  licen- 
cia de  su  marido  D.  Josó  Vicente  de  Anca  y  en  unión  coii  el  mismo,  vendió 
á  D.  Bartolomé  Blazquez  ün  lagar  y  bodega,  que  la  viuda  de  este  Doña  lo* 
sefa  González  enajenó  en  30'de  junio  de  1851  á  D.  José  Hermenegildo  Ho* 
driguez,  uno  de  los  boy  demandados,  obligándose  á  la  evicciqo  y  saneamieotoi 

Resultando  fue  Doña  Josefa  Manjon  otorgó  poáoT  en  Maracalbo  en  23  de 
marzo  de  1813,  facultando  á  su  marido,  que  á  la  sazón  navegaba  para  Es- 
paña, para  enajenar  los  bienes  raices  que  llevó  al  matrimonio  y  tenia  en 
Fregenal  de  la  Sierra:  poder  quesustituyóTiqueren  7de  julio  de  1814  á 
favor  de  D.  Juan  Antonio  Gamacho,  y  en  vlrrud  del  cual  vendió  este  á  Ga« 
lixto  Garba  ja  I  un  cercado  de  cinco  fanegas  de  tierra,  camino  de  la  Higue^^ 
que  posee  boy  D.  Vicente  Gómez,  otro  de  los  demandados,  *  la  mitad  como 
marido  de  Doña  María  Teresa  Garbajal  y  la  otra  mitad  por  compra  á  la  her* 
mana  de  esta  Doña  María  Josefa,  hijas  y  herederas  de  Galillo  Garbajal: 

Resultando  por  otra  escritura  de  29  de  noviembre  de  1814  que  vendió 
el  mismo  apoderado  ¿  Manuel  Garballar  un  huerto  con  frutales,  parrales  y 
olivos,  á  la  salida  de  la  población  al  egido,  que  heredó  su  hijo  Josó,  último 
de  los  actuales  demandados: 

Resultando  que  Doña  Dorotea  de  Anca,  hija  de  D.  José  Vicente  y  Doña 
Josefa  Manjon  y  Bolaños,  nació  en  23  de  mayo  de  1808  y  se  casó  con  el 
demandante  D.  Juan  Diez  Ganseco  en  19  de  mayo  de  1828: 

Resultando  que  D.  José  Vicente  de  Anca  falleció  en  27  de  agosto  de  . 
1827  V  su  viuda  Doña  Josefa  Manjon  y  Bolaños  en  15  de  abril  de  1845» 
dejando  por  hijos  á  Doña  Ventura,  Doña  Gármen,  D.  Policarpo,  D.  José  y 
Doña  Dorotea: 

Resultando  que  D.  Juan  Diez  Ganseco,  marido  de  esta  última,  presen* 
tó  demanda  en  30  de  junio  de  1858  con  la  solicitud  de  que  se  declarasen 
sin  efecto  las  ventas  de  las  espresadas  fincas  hechas  por  D.  José  Vicente  de 
Anca,  procedentes  de  la  herencia  de  Doña  Ignacia  Bolaños,  y  que  se  cott«« 
donase  en  su  consecuencia  al  D.  Vicente  Gómez,  D.  José  Hermenegildn 
Rodríguez  y  D.  José  Garballar  á  que  se  las  devolvieran  y  entregasen  coa 
cuantas  rentas  hubiesen  producido  ó  debido  producir,  y  alegó,  que  el  ven- 
dedor D.  José  Vicente  de  Anca  recibió  los  tnenes  como  dótales  y  con  Jas 
condiciones  que  impuso  la  testadora  Doña  Ignacia  Bolaños  y  laa  que  d« 
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nnefo  m  IsqpMerM  éü  las  caBitolictones  d«l  nMCrinoaio  dé  Do&ai  Josefa  • 
Manjoo;  que  aegnn  ellas  los  níjos  de  esta  debían  gozarlos,  no  solo  como 
caoaal  dotaldé  m  mdre  sino  también  como  beraoeía  de  la  Dona  Ignada, 
la  cual  al  constítnir  lisufractaaria  i  la  primera^  quiso  que  los  bienes  se 
eoDserrasen  en  pleno  dominio  para  sus  niios  y  que  por  consiguiente  no 
pudieron  ser  enaienados  vAlidamente»  atenisdas  las  leyes  que  establecen  la 
trasmisión  del  dominio  por  testamento  y  las  que  profaibeu  al  marido  la 
•aajenacion  de  los  bienes  dótales ;  y  que  no  podia  oponerse  la  pnscrípcion, 
porque  además  de  lo  tícíoso  de  las  ventas  no  había  trascurrido  el  tiempo 
necesario^  desde  la  muerte  de  Doña  Josefa,  en  que  empezaba  á  correr  para 
sus  hijos: 

Resaltando  que  los  demandados  pidieron  se  les  absolfiese  libremente  y 
se  les  mantuviera  y  amparase  en  la  legitima  profMhui  y  posesión  de  sus 
respeetitas  heredadlas,  alegando  que  la  institución  hecha  por  Doña  Ignacia 
Bolaños  en  favor  de  su  ahijada,  fué  absoluta,  en  propiedad  y  no  limitada  al 
Qsufiracto,  y  que  en  las  capitulaciones  matrimoniales  estuvo  muv  lejos  Don 
Diego  Argiielio  de  imponer  limitación  alguna  á  Doña  Josefa  en  favor  de  sus 
hilos,  toda  vez  que  solo  concedió  al  marido  el  usufructo  para  el  caso  de 
sobreviviría,  y  no  contraer  segundo  matrimonio;  beneficio  que  no  privaba 
á  la  mujer  de  la  propiedad  de  sus  bienes,  ni  de  que  los  dos  unidos  pudie- 
ran venderlos,  además  de  que  las  mujeres  casadas  pueden  enajenar  sus 
bienes  dótales  con  licencia  cíe  sus  maridos,  j  sobre  todo  que  obraba  la 
prescripción,  atendida  la  fecha  de  las  enajenadoDes,  y  que  los  demandan- 
tes no  oabian  salido  jamás  de  la  provincia: 

Resultando  que  después  de  practicadas  laa  pruebas  que  se  articularon, 
dictó  sentencia  ei  Juez  en  U  de  noviembre  de  18B9,  que  confirmó,  escop- 
lo en  cuantb  i  la  condenación  de  costas,  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de 
Cacares  en  17  de  marzo  siguiente,  absolviendo  á  los  demandados: 

Y  resultando  que  contra  ese  fallo  interpuso  Diez  Ganseco  recurso  deca- 
satíOD  por  creerlo  contrario  ¿  la  ley  7/,  ttt.  il,  Partida  4.*  y  á  la  voluntad 
de  la  testadora  Doña  Ignacia  Bolam>s,  puesto  que  se  revaliiuba  la  ^enta  de 
las  tres  fincas  aue  se  reclamaban  como  reseñadas  en  la  cédula  testamenta- 
ria, y  comprendidas  en  la  cláusula  denegatoria  de  em^enacioo,  habiendo 
dtado  además  en  este  Tribunal  Supremo  como  infringidas  también  la  ley 
t.%  tít.  4.*,  Part.  4.*;  las  8/  y  10.*,  tít.  4.»;  3/,  21,  28,  34,  tít.  9.^;  7.% 
titulo  14  de  la  Partida  6.*;  la  44,  tit.  5.%  Partida  5/;  la  5.%  tit  33,  Parti- 
da 7/;  ks  18  y  19,  tít.  29.  Parüda  3.';  la  I.*,  tít.  l.<»,  y  8.*,  tít.  20,  libro 
10  de  la  Novísima  Recopilación;  las  reglarde  interpretación  de  los  testa- 
mentos cuando  las  espresiones  contienen  algún  defecto  que  pueda  hacer  in- 
cierto su  sentido;  la  doctrina  legal  de  que  nemo  transfett  in  aliumjuM 
qitasnonhabei,  velplus  ^tianí  Aa6eí;  la  de  que  contra  impeditus  agere^ 
vmeriffHo  non  eiirril,  y  la  jarisprudenda  establecida  por  este  Supremo 
Tribunal  en  su  sentenda  de  24  de  marzo  de  1857: 

Vistos,  siendo  Ponente  D.  Pablo  Jiménez  de  Pelado: 

Gondderando  que  la  única  condición  restrictiva  que  Doña  Ignacia  San- 
ehex  de  Bolaños  impuso  á  su  heredera  Doña  Josefa  Háojon  fué  la  de  que  si 
falleciese  sin  sucesión  no  pudiera  testar  en  favor  de  persona  alguna  respecto 
de  los  bienes  raíces  que  formaban  parte  de  su  herencia,  los  cuales  deberían 
en  tal  caso  venderse  é  invertir  su  producto  en  la  celebración  de  misas: 

Considerando  que  habiendo  caaucado  dicha  restricción  por  el  hecho  de 

haber  tenido  la  segunda  varios  hijos  que  bi  sobrevivieron,  ni  estos  ni  Q[tra 

persona  alguna  podría  disputar  á  Doña  Josefa  el  derecho  de  disponer  de 

aquellos  bienes,  como  no  hese  su  marido  por  ralon  dei  uanfiructo  que  ea  las 
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capitulaciones  matiüiifloiafos  se  le  habia  reservado  para  deepües  de  los  días 
de  su  copiosa: 

Geonderando  quelas  eoajenacioiiea  hechas  á  los  demandados  lo  fueron 
por  ambos  consortes,  próT^  las  formalidades  legales: 

Considerando  que  por  las  razones  espuestas  no  son  aplicables  4  la  cues- 
tión (pieen  este  pteitose  ha  debatido^  las  leyes,  doctrinas  y  principios  que 
sirven  de  fundamento  al  recurso,  porque  ni  la  voluntad  de  la  testadora  es 
dudosa,  ni  el  marido  ha  enajenado  por  sí  los  bienes  de  su  mujer,  sino  con- 
juntamente con 'ella,  ni  el  testamento  de  Doña  Ignack  Sánchez  contiene 
ninguna  cláusula  de  la  que  virtualmente  pueda  deducirse  una  condición 
tácita  que  amengüe  los  derecho^  ejercitados  por  su  heredera,  ni  finalmente 
de  dicho  documento  nide  losqneporraion  de  los  eontratos^le  ventase 
otorgaron,  resulta  obligación  de  ninguna  especie  que  se  haya  desatendido  en 
la  sentencia,  con  infracción  de  la  ley  recopilada  que  trata  de  la  manera  que 
el  hombre  puede  obligarse; 

Y  considerando  que  al  admitirse  poiF  la  Sala  el  presente  recurso,  no  se 
tuvo  en  cuenta  aoe  las  sentencias  de  primera  instancia  y  de  vista  no  eran 
conformes  de  toaa  conformidad  y  se  hizo  prestar  al  recurrente  la  caución 
juratoria; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  csasacion  interpuesto  por  D.  Juan  Diez  Ganseco,  á  quien  condenamos  en 
las  costas,  cancelándose  la  caucipn  juratoria  que  prestó,  y  devuélvanse  los 
autos  á  la  Audiencia  de  Gáoeres  con  la  certificación  correspondiente. 
'  Así  por  esta  nuestra  sentencia  que  se  publicará  en  la  (¡aceta,  é  insertará 
en  la  ColecdúnkgvBlaiivay  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo  pro- 
nunciamos^ mandamos  y  firmamos.— Ramón  López  Vázquez. — Antero  de 
Echarrí.— ^xabriel  Geruelo  de  Velaaco^r-Joaquin  de  Palma  y  Vinuesa. — 
Pedro  Gómez  de  Hermosa.*-Pablo  Jimetwz  de  Palacio.— Ventura  de 
Golsa  y  Pando. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  que  precede  por  el 
limo.  Sr.  D.  Pablo  Jiménez  de  Palacio,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de 
Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  páblica  en  su  Sala  primera  el  dia 
de  la  fecha,  de  que  certifico  como  Secretario  de  S.  M.  y  su  Escribano  de 
Gámara. 

<  Madrid  3  de  mayo  de  1862^— Dionisio  Antonio  de  Puga.--(6rac0t(»  de  8 
de  mayo  de  1862.) 


115. 

Reenrso'de  cwiadloa  (8  de  mayo  de  18620»— Defensa 
POR  POBRE.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo 
no  huber  lusar  al  recurso  de  casación,  interpuesto  por  Pedro  Va- 
reta contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  tercera  de  la  Au- 
diencia de  la  Coruna ,  en  pleito  con  Manuel  Fernandez ,  y  se  re- 
suelve : 

Que  solo  vuede  concederse  el  beneficio, de  litigar  como  pobre  á 
los  que  se  hallen  en  cualquiera  de  los  casos  marcados  en  d  articulo 
182  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Bn  la  tilla  y  corte  de  Madrid^  á  5  de  mayo  de  1862,  en  los  autos  que 
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-penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado 
dB  primara  instancia  dé  la  Corufia  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Real  Audiencia'* 
de  Ja  mismay  por  P^dro  Várela  con  Manuel  Fernandez  y  el  Ministerio  fis-  * 
cal,  sobre  que  se  le  concediese  el  beneficio  de  litigarr  como  pobre: 

Resultando  que  propuesta  demanda  por  Manuel  Fernandez  coútra  Pe^* 
dro  Várela  y  otros  pidiendo  la  partición  ue  cierto?  bienes,  solicitó  este  en 
27  de  dicieoobre  de  1859  quia  con  citación  de  todos  los  interesados  se  le 
recibiese  justiGcacion  de  su  pobreza  ptnixí  lüigar  como  rico,  y  que  hecho 
ee  le  habilitase  para  utilizar  los  beneficios  del  artículo  181  de  la  ley  de  En* 
jaíciaraiento  civil,  alegando  al  efecto  que  los  bienes  que  cultivaba,  después 
<i^  satisfechas  las  pensiones  y.  contribuciones,,  no  le  dejaban  de  producto  , 
enual  líquido  mas  de  lOÓ  ferrados  de  maíz;  que  del  ganado  que  criaba  no  ^ 
sacaba  al  año  mas  de  400  reales,  por  lo  que  y  por  hallarse  cargado  de 
deudas,  sus  rentas  no  equivalían  al  doble  jornarde  un  bracero: 

*  Resultando  que  impugnada  per  Fernsindez  ia  pretensión  de.  Várela» 
^qae  ne^ó  los  hechos  en  que  la  fundaba,  y  oido  el  Promotor  fiscal >  dictó 
seotencia  el  Juez  de  primera  instancia  en  3  de  marzo  de  1860,  por  la  qne 
en  vista  de  las  pruebas  articuladas  por  una  y  otra  parte  denegó  á  Várela  la 
defensa  por  pobre,  y  le  oondeniS  al  pago  de  fas  costas  y  al  reintegro  del  pa- 
pel correspondiente,  que  resultase  invertido:  .  i 

Resultando  que  habiendo  confirmado  con  las  costas  esta  sentencia  la 
Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  la  Coruña  por  la  que  pronunció  en  3  de  ja- 
lio  siguiente,  interpuso  Várela  recurso  de  casación ,  fundado  en  ser  contra- 
no  dicho  tallo  á  lo  dispuesto  ón  el  art.  18%  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vity  y  á  la  doctrina  consignada  por  este  Tribunal  Supremo  en  la  sentencia  . 
de  27  de  junio  de  1839,  toda  vez  que  hallándose  justificado  que  el  recor-* 
rente  no  disfruta  la  renta  anual  que  fijd  la  ley  para  poder  considerarle  como 
rico,  se  le  ha  negado  el  beneficio  de  la  defensa  por  pobre  y  se  ha  faltado 
también  al  art.  4(  de  la  instrucción  de  1.^  de  junio  de  1>851  sobre  el  uso 
del  papel  sellado ,  y  al  encargo  hecho  por  este  Supremo  Tribunal  en  sa 
Real  sentencia  de  7  de  diciembre  de  1859,  por  no  haberle  dado  interven- 
don  al  Administrador  de  la  Hacienda  pública! 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  ü.  Pablo  Giménez  de  Palacio: 

Considerando  que  no  encontrándose  el  recurrente  en  ninguno  de  los 
casos  especiales  que  marca  el  art.  182  de  la  ley  de  Giquiciamiento  civil, 
según  la  apreciación  que  la  Sala  sentenciadora  ha  hecho  de  los  datos  y 
Ijniebas  testificales  que  las  partes  han  suministrado^  al  denegarle  el  bene- 
ficio de  pobreza  no  ha  infringido  el  citado  articulo,  ni  tampoco  las  demás 
disposiciones  que  se  citan  y  están  en  perfecta  armonía  con  el  mismo; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  Pedro  Várela,  á  quien  condenamos  en  las  có&* 
tas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  ];>or  la  que  prestó  caución;  y  devuélvanse 
los  autos  a  la  Audiencia  de  ia  Goru&a  con  la  certificación  correspondiente 
y  lo  acordado. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  OaeHa  é  inserta- 
rd  en  la*  Cokedon  legi^tiva,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— Ramón  López  Vaiques.-^Sebas* 
lian  González  Nandin.— Antero  de  Echarri.— Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa. 
-^Pedro  tiomez  de  Hermosa.— Pablo  Giménez  de  Palaclo.'-*Laureano  Ro- 
jo de  Nerzagaray. 

Pttblicacien.— Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  que  precede  por  el 
limo.  Sr«  D.  Pablo  Giménez  de  Palacio,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de 
Josticiai  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  primera  el  día 

: 


Digitized  by  VjOOQIC 


292  joBtfPftüimKaA  civil* 

de  la  fecbSf  da  que  oerUfioa  como  Secretario  de  S.  U.  y  au  Escribano  d^ 
Cámara.  , 

Madrid  $  de  mayo  de  i9dSL— Diooisk)  Aotonio  de  Paga.— ((vooeta  de 
il  de  mayo  de  1862.) 


M6. 


Heeurso  de  easaeion  (8  ie  mayo  de  1862.).-^DBFE!fSA 
POR  POBBK.-- Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribanal  Supremo 
Bo  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Ignacio 
Gailisa  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  la 
Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  Bk>na  Josefa  y  Doña  Dolores 
Dalmaces,  y  se  resueke : 

I.""  Que  para  poder  utilizar  el  recurso  eslraordinario  de  coso* 
cton  contra  la  sentencia  dictada  en  un  incidente  incoado  en  el  Tri-^ 
bunal  Superior  ha  de  haberse  promovido  antes  el  ordinario  de  sA* 
plica; 

Y  2.^  que  á  la  Sala  sentenciadora  corresponde  apreciar  el  va- 
lor de  la  prueba  testifical  presentada  por  las  partes^  y  contra  cuya 
apreciación  no  cabe  otra  prueba  que  la  de  infracción  de  ley  ó  doc* 
trina  legal. 

Ea  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  5  de  aaayo  de  1862 ,  en  los  autos  peo- 
dientes  aate  Nos  en  Tírtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Igna- 
cio Gailisa  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  la  Real 
Audiencia  de  Barcelona,  que  le  negó  el  beneficio  de  litigar  como  pobre: 

Resaltando  que  bailándose  pendiente  en  segunda  instancia  ante  dicha 
Audiencia  el  pleito  promovido  por  Gailisa  en  el  Juzgado  de  primera  instan- 
cia del  distrito  de  San  Pedro  de  aquella  ciudad  contra  Doña  Josefa  y  Doña 
Dolores  DaUnaces  sobre  enajenación  de  una  Escribanía ,  solicitó  el  mismo 
por  un  otrosí  del  escrito  de  agravios,  que  habiendo  empeorado  su  situación 
con  dicho  pleito,  y  careciendo  de  meoioe  para  continuarle  en  concepto  de 
ricoi  se  le  concediese  la  defensa  por  pobre,  previa  la  justificación  nece- 
saria: 

Resaltando  que  Doña  Josefa  y  Dona  Dolores  se  opusieron  á  esa.doclara- 
cion,  y  que  recibido  el  incidente  <é  prueba  y  hechas  las  que  se  articularoD, 
pidió  en  su  vista  el  Abobado  fiscalía  cuyo  dictimen  se  adhirió  el  Adminis- 
trador de  Hacienda  oública»  que  se  negase  á  Gailisa  el  tratamiento  de  po- 
bre, mediante  á  no  haber  justificado  que  su  fortuna  hubiese  venido  á  me- 
nos en  el  sentido  del  art.  491  de  la  ley  de  Eoiuiciamiento  civil: 

Resultando  que  la  Sala  primera  de  dicha  Audiencia  pronunció  sentencia 
en  22  de  marzo  de  1860  declarando  no  haber  lugar  á  conceder  á  D.  Ignacio 
GalUsa  el  tratamiento  de  pobreza  que  había  solicitado,  debiendo  reintegrar 
el  papel  de  pobres  consumido^  con  el  correspondiente; 

Y  resultando  que  Gailisa  interfiuso  recurso  de  casación  contra  este  fallo 
por  conceptuarle  contrarío  á  la  jurisprudencia  establecida  por  aquella  Real 
Audiencia  de  concederse  siempre  la  defensa  por  pobre  á  los  que  se  encuen- 
tran en  su  caso,  ó  á  los  que  prueban  estar  comprendidos  en  el  art.  182  de 
la  ley  de  Bojuiciamíento  oivti,  y  á  los  que,  aun  cuando  no  se  defendieron 
bajo  tal  concepto  en  primera  instancia^  justifican  en  la  segunda  haber  veni- 
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-  ño  efecüvamente  á  ser  pobres,  y  además  á  las  disposiciones  de  los  artículos 
^82  y  i91  de  la  ley  citada: 

víBtOy  siendo  Ponente  el  Kinistro  D.  Pedro  Gomes  de  Hermoea : 

Considerando  qne  ip&n  poder  ntilizar  el  reeorso  estraordiaario  de  easa^ 
cion  contra  la  sentencia  dictada  en  un  incidente  incoado  en  el  Tribunal  Su- 
perior ha  de  haberse  promovido  antes  el  ordinario  de  súplica ,  y  que  ni  aun 
se  intentó  este  por  el  recurrente : 

Considerando  que,  aun  prescindiendo  de  lo  anteriormente  espuesiOy  éft 
este  incidente  no  hubo  mas  prueba  que  la  de  testigos ,  lá  cuál  fue  apreciada 
por  la  Sala  sentenciadora  en  uso  de  sus  facultades,  sin  que  centra  esta  apre* 
eiacion  se  citase  ley  infringida,  y  que  por  tanto  no  lo  han  sido  por  la  sen* 
tencia  los  articules  i82  j  191  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ni  mochó 
menos  la  que  se  dice  jurisprudencia  de  aquel  Tribunal  Superior; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  tecurso 
de  casación  interpuesto  por  ¡y.  Ignacio  Gallisa,  á  quien  condenamos  en  hs 
costas;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  Barcelona  con  la^ertifi* 
cacion  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gateta  é  inserta- 
rá en  la  Colección  kgislaHvay  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— Ramón  López  Vázquez.-— Setuis- 
tian  González  Nandio.— Antero  de  Bcharri.— Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa. 
— Pedro  Gómez  de  Hermosa.— Pablo  Jiménez  de  Palacio.^Lanreano  Rojo 
de  Norzagaray. 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  que  precede  por  el 
limo.  Sr.  O.  Pedro  Gómez  de  Hermosa,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de 
Jasticia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  primera  el  dia 
de  la  fecha,  de  que  certifico  como  Secretario  de  S.  M.  y  su  Escribano  de 
Cámara. 

Madrid  5  de  mayo  de  1862.— Dionisio  Antonio  de  Poga.— (Gaceta  de 
15  de  mayo  de  1862.) 


•19. 

Recorflo'de  «asaelon  (6  de  mayo  de  i862.)-— Posksion 
DS  TKRBSNos  iiiNEaos.^D£VOLucioN  DE  PRODUCTOS.— Se  dcdara  por 
la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo,  no  haber  lugar  al  recurso 
'de  casación  interpuesto  por  D.  Pedro  Echevarría  contra  la  senten- 
^ím  dictada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Cáceres,  ea plei- 
to con  D.  Siárío  de  Luna,  y  se  resuelve: 

!.•  Que  no  tiene  aplicación  la  ley  í.\  ttt.  1.*,  lib.  iO  de  la  No- 
tísima Recopilación,  cuando  no  hay  duda  ni  cuestión  acerca  de  la 
eficatía  de  las  obügadones  contraidas  por  defecto  de  solemnidad  es^ 
tema  en  la  celebración  de  los  pactos: 

iJ"  Que  no  se  infringe  la  m  del  eontratOt  cuando  se  cumple  con 
las  eondieiones  esenciales  de  él: 

3.^  Que  la  aplicación  de  las  dísposicio7tes  administrativas  ear^ 
responde  alas  autoridades  del  mismo  ^den: 

4.*  Que  utilizado  el  recurso  de  casación  solamente  en  el  pmdo, 
no  puede  alegarse  como  fundamento  de  él,  una  de  las  causas  espre* 
sodas  en  el  art.  1013  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  dvü; 
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y  8.^  que  la  condenación  de  costas  es  una  consecuencia  de  qw 
la  Sala  sentenciadora^  absolviendo  al  demandado,  no  encontró  hi 
raxon  derecha  paraiiHgar  de  parte  del  demandante. 

Ea  la  ?illa>y  corte  de  Madrid,  á  6  de  mayo  de  1862,  en  el  pleito  pen- 
diente ante  Nos  por  recurso  de  casación  seguido  en  el  Juzgado  de  primer» 
ÍBstincia  de  Logrosan  y  ea  la  Sala  primera  de  la  Real  Audiencia  de  Gáceres 
por  D.  Pedro  Echevarría,  como  representante  de  la  sociedad  establecida 
para  la  esplotacion  de  la  Fosforita,  con  D.  Mario  de  Luna  sobré  qué  este 
deje  á  disposición  de  dicha  sociedad  ciertos  terrenos  con  los  productos  que^ 
hayan  rendido  por  la  estraccion  de  dicha  sustancia: 

Resultando  que  el  Ayuntamiento  dé  la  villa  de  Logrosan,  por  acuerdo 
de  17  de  enero  ae  1840,  concedió  á  D.  Julián  Luna  el  derecho  esclusivo  y 
dnradero  de  esplotar  el  filón  de  piedra  caliza  fosfórica  que  atravesaba  ciec^ 
t08  terrenos  del  común,  debiendo  satisfacer  anualmente  sobre  la  dirección 
del  filón  el  doble  de  lo  que  pagasen  los  que  llevasen  los  terrenos  contiguos, 
y  de  afianzar  con  escritora  páblica  el  disfrute  del  terreno  que  designara: 

Resultando  que  pedida  en  3t  de  marzo  de  dicho  año  por  varios  vecinos 
de  Logrosan  la  nulidad  de  aquella  concesión  por  ser  poco  beneficiosa  al  pue* 
jblo  y  haberse  otorgado  sin  subasta  pública,  el  Ayuntamiento,  con  acuerdo 
del  Licenciado  D.  Antonio  Mogollan,  Abogado  del  partido,  elevó  el  espedien- 
te con  citación  de  las  partes  al  Jefe  político,  y  que  remitido  á  la  Dirección 
general  de  Minas,  se  resolvió  por  esta  que  el  Ajruntamíento  procediese  en  el 
«Buoto  cual  correspondiese,  sin  obtener  concesiones  de  las  Autoridades  de 
jninas,  ni  registros,  ni  denuncios,  con  arreglo  al  art.  2.^  del  Real  decreto 
orgánico  de  4  de  julio  de  1825,  por  tratarse  de  una  cantera  de  piedra  cali- 
za y  no  de  sustancias  carbonosas  ni  de  criaderos  metalíferos: 

Resultando  que  hecha  por  D.  Julián  Luna  la  designación  de  los  terrenos» 
y  tasado  en  12  rs.  el  valor  duplo  que  por  ello  debía  satisfacer,  continuó  pa- 

ÍSando  esta,  misma  cantidad  y  después  su  hijo  D.  Mario,  según  aparece  de 
os  recibos'presentados,  hasta  el  año  de  1853,  en  que  redimió  este  impuesto 
como  censo,  con  arreglo 'á  la  ley  de  1.°  de  mayo  del  mismo  año,  pagando  al 
Estado  la  capitalización  correspondiente: 

Resaltando  que  en- 28  de  febrero  de  1840  otorgaron  escritura  pública 
B.  José  Juan  Calzada  y  cinco  mas  por  la  que  concedieron  á  D.  Julián  Luna 
el  derecho  esclusivo  que  á  cada  uno  de  ellos  correspondía  de  esplotar  íA 
filón  de  piedra  caliza  fosfórica  que  corría  por  sus  respectivas  pertenenciaB, 
debiendo  abonarles  los  perjuicios  que  con  la  estraccion  cansase  y  la  iudem- 
nfzaoion  de  4  rs.  por  cada  vara  superficiat  que  debería  satisfacer  en  el  tér- 
mino de  un  año,  pasado  el  cual  sin  verificarlo  dejaba  de  ser  válida  la  eacri- 
tura,  y  que  de  los  recibos  presentados  aparece  que  satisfizo  las  cantidades 
«onveniaas  á  los  seis  referidos  y  á  otros  seis  mas,  que  le  hablan  concedido 
Igual  derecho  en  terrenos  de  su  propiedad: 

Resultando  que  producida  queja  en  el  Ministerio  de  Fomento  en  el  aña 
de  1845  por  D.  Julián  Luna,  contra  el  Director  de  las  minas  de  Almaden> 
por  haber  admitido  cuatro  registros  en  las  canteras  de  piedra  caliza  qne  es- 
elusivamente  le  pertenecían  en  término  de  Logrosan,  por  Real  orden  de  31 
^e  agosto  siguiente  se  resolvió  que  lo  dispuesto  por  la  Dirección  del  ramo, 
declarando  comprendida  aquella  cantera  en  el  art.  3.®  del-  Real  decreto 
de  4  dé  julio  de  1825,  por  haberse  solicitado  su  aprovechamiento  para  uti- 
lizar el  fósforo  oemo  sustancia  combustible,  no  perjudicase  el  derecho  pre- 
ferente de  Luna  en  virtud  de  lo  dispuesto  anteriormente  por  la  misma  Dl- 
reccionj  si  habia  celebrado  efectivamente  contratos  oneirosos  con  el  Ayun* 
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tf  miento  de  Logroean  y  con  otros  ptrtf colares  para  aprovechar  dicha  can- 
tera; y  que  en  sa  consecuencia  el  Director  de  las  citadas  minas  declaró  nn- 
loe  los  cuatro  registros: 

Resultando  que  en  I.*  de  diciembre  de  i8$5  D.  Nicanor  Fernandoz 
Bravo,  por  sS  y  a  nombre  de  D.  Juan  Peres,  D.  Saturnino-Vargas,  D.  igoe- 
eio  Arévalo  y  D.  Clemente  Borwag  á  su  nombre  y  en  el  de  D.  Pedro  fiche- 
narria  solicitaron  por  separado  autorización  del  Gobernador  de  Gáceres  para 
esplotar  sustancias  minerales  de  naturaleza  terrosa  compuestas  de  fosfato 
de  cal  que  se  encontraban  en  varios  terrenos  baldíos  y  de  dominio  particu*- 
lar,  acompañando  á  las  instancias  las  Ucencias  obtenidas  del  Alcalde  y  de 
Í09  dueños  de  los  predios,  mandándose  por  el  Gobernador  que  se  les  espi- 
diera la  oportuna  certificación: 

Resultando  que  pedido  por  Luna  que  el  Gobernador  declarase  la  nulidad 
de  las  solicitudes  de  registro  de  D.  Pedro  Bchevarria  y  consortes,  se  acordó 
por  dicha  Autoridad  en  20  de  mayo  de  1859,  de  conformidad  con  el  dicta* 
mea  del  Consejo  provincial,  que  acudiese  al  Gobierno  de  S.  M.,  que  era  á 
quien  correspondía  la  resolución  del  asunto,  porqué  si  bien  aguellos  no  ba- 
man  podido  adquirir  derecho  alguno  legiftimo  en  virtud  de  dichas  soücitu- 
d«,  por  no  haber  llenado  todos  los  requisitos  necesarios  con  arreglo  ¿  la 
ley,  no  era  posible  declarad  su  improcedencia  mientras  estuviese  en  vigor 
la  Real  orden  de  abril  del  año  anterior: 

Resultando  que  D.  Nicanor  Fernandez  Brabo,  como  apoderado  que  dijo 
ser  de  D.  Pedro  Echevarría,  representante  de  la  sociedad  minera  esUbleci- 
da  para  la  esplotacion  de  la  Fosforita,  entabló  demanda  en  14  de  setiembre 
del  mismo  año  de  1858  para  que  se  condenase  ¿  D.  Mario  Luna  á  dejar  á 
diiposicion  de  dicha  sociedad  para  el  indicado  objeto  los  terrenos  á  que  de- 
da  tener  derecho  entre  los  deslindados  en  las  calificaciones  de  las  instancias 
de  registro,  con  los  frutos  ó  cantidad  ¡{ue  de  dicha  sustancia  hubiera  estrai- 
do»  fundando  su  pretensión  en  los  indicados  registros,  contra  los  que  no  te- 
nían valor  alguno  las  concesiones  hechas  á  Luna  por  el  Ayuntamiento  y  por 
varios  vecinos  de  Logroean  por  haber  faltado  á  las  cmidiciODeíS  impuestas  en 
ellas  de  afianzar  con  escritura  pública  el  disfrute  de  los  terrenos  y  dar  prin- 
dpio  á  la  empresa  dentro  de  un  año: 

Resultando  que  D.  Mario  Luna  impugnó  la  demanda  solicitando  se  le 
absolviese  da  ella  respecto  de  los  terrenos  a  cuya  esplotacion  tenia  derecho 
adquirido  con  anterioridad  al  que  pretendía  la  sociedad,  escepcionando  al 
efecto  que  había  adquirido  por  titulo  oneroso  el  derecho  esclusivo  de  esplo- 
tar la  cantera  y  cumplido  con  las  obligaciones  impuestas  en  los  contratos  de 
concesión,  los  cuales  habían  sido  confirmados  por  la  Dirección  de  Minas, 
por  la  R<Mil  orden  de  1845  y  por  las  providencias  obtenidas  por  los  dos  in- 
terdictos reatitutorios;  que  los  registros  eran  ineficaces,  porque  siendo  la 
cantara  de  naturaleza  terrosa  no  perteaeciii  al  ramo  de  minería;  y  que  aun 
cuando  pudiera  destinarse  sus  productos  á  cualquier  otro  ramo  de  mdustria, 
con  arreglo  á  la  ley  de  11  de  abril  de  1859,  tampoco  le  perjudicaria,  porque 
eala  do  pedía  destruir  sus  derechos  anteriores,  adquiridos  con  arreglo  a  la 
de  4  de  julio  de  1825: 

Resultando  que  recibido  el  pleiteé  prueba,  desde  cuyo  trámite  conoció 
de  los  autos  como  Juez  el  Licenciado  D.  Antonio  Mogollan,  una  y  otra  par- 
te la  artkuluon  de  testigos;  y  que  presentados,  varios  recibos  para  justificar 
el  pago  al  Ayuntamiento  y  á  los  dueños  de  los  terrenos  de  las  indemniza- 
ciones convenidas  con  Luna,  fueron  reconocidos  pdr  las  personas  que  los 
firman ,  espresindose  por  Tomás  Gaimona,  una  de  ellas,  que  no  poma  ase- 
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^rar  8i  era  soya  la  firma  del  qae  bacía  reladoo  ¿  él»  si  tíaa  enn  <&aim 
el  contrato  y  la  entrega  de  la  cantidad: 

Resaltando  qae,  cotejadas  dichas  firmas  con  otras  indabitadas  {lor  pon- 
tos de  nomiyramtento  de  las  parles  y  por  un  tercero,  dijeron  respecto  de  las 
de  dos  recibes  firmados  por  al  Secretario  del  Ayuntamiento  que  no  guar- 
daban conformidad  entre  si»  espresando  el  perito  nombrado^por  los  deman- 
dantes qae  no  habla  podido  practicar  el  cotejo  de  la  firma  de  Tomás  Car- 
mona  porcnie  se  había  retirado  del  reconocimiento,  que  se  habia  resanrado 
hacer,  el  docnmento  gne  en  el  examen  judidai  se  iiabia  ^sentado  d  dii 
anterior  por  el  Procurador  de  Luna: 

Resaltando  que  trascorrido  el  término  de  prueba,  y  entregados  loe  au- 
tos á  los  demandantes  para  alegar,  pretendieron  que  con  suspensión  del 
curso  del  pleito  se  formase  pieaa  separada  en  averiguación  del  delito  de  fal- 
sedad que  aparecía  cometido  en  uno  de  dichos  redóos,  y  del  de  ocultación 
del  documento  presentado  para  el  cotejo  de  la  firma  de  Tomás  Garmona;  y 
qoe  ftié  negada  lesta  pretensión,  asi  como  la  apelación  que  intarpuaecen, 
por  haberlo  sido  fuera  de  tiempo: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  D.  Autopio  Hogottan  didó 
sentencia  en  i  3  de  marzo  de  1860,  por  la  que  declaré  en  faTor  de  D.  Mario 
de  Luna,  come  heredero  de  su  padre  D.  Julián,  el  derecho  esolusivo  de  es« 
piolar  los  filones  de  Fosforita^  según  la  concesión  del  Ayuntamiento  da 
Logrosan,  y  el  de  practicar  la  misma  operación  en  los  predios  de  dominio 
privado,  con  cuyos  dueños  celebró  contratos,  observándose  exactamente  lo 
pactado,  sin  que  se  le  ín^ietase  por  persona  algnna: 

Resultando  que  interpuesta  apelación  por  los.  demandantes,  solidtaion 
al  mejorarla  que  se  declarase  nulo  todo  lo  actuado  desde  que  había  empe- 
zado á  conocer  de  los  autos  el  Licenciado  D.  Antonia  Mogollan,  porque  na<- 
biendo  sido  Asesor  del  Ayuntamiento  de  Logrosan  en  1840  en  el  espedien- 
te de  concesión  á  Luna,  tenia  incompatM»lidad  legal  para  conocer  después 
como  Juez  de  los  autos,  y. que  se  repuliesen  al  estado  de  redbimiento  á 
prueba,  estimándose  en  otro  caso  el  recurso  de  queja  que  habían  interpues- 
to, y  pidiendo  por  último  que,  cuando  á  nada  de  esto  hubiese  lugar^  se  re- 
vocase la  sentencia  que  estimase  la  demanda: 

Resultando  que  la  Sala  primera  de  la  Audienda  de  Gáceres  nronnndá 
sentencia  en  19  de  noviembre  de  1860,  por  la  que  dedarando  no  nabar  lu- 
gar á  la  nulidad  solicitada  por  D.  Nicanor  Fernandez  Brabo,  ni  al  recuraa 
de  ^ueja  deducido  por  el  mismo,  absolvieron  á  D.  Mario  Luna  de  la  deman- 
da interpuesta  por  aquel  en  representación  de  la  sodedad^  condenándole  en 
las  costas  de  ambas  instancias: 

Resultando  que  por  el  demandante  se  interpuso  recurso  de  casadon 
contra  todos  los  estremos  de  esta  sentencia,  dtando  como  infrln^das  k 
ley  1.*,  tít.  1.^,  libro  10  de  la  Novísima  Recopiladon;  las  conctidones  del 
contrato;  los  arts.  96  y  104  de  la  ley  de  8  de  enero  de  1845;  la  Real  orden 
de  24  de  agosto  de  1834,  y  una  aclaratoria  de  3  de  marzo  de  1836;  las 
doctrinas  admitidas  por  Ja  jurisprudenda,  que  no  permiten  que  á  nadie 
se  dé  lo  que  no  le  pertenece,  y  sobre  lo  cual  no  alegue  justos  y  legltimaB 
títulos;  el  Real  decreto  de  23  de  mayo  de  184$;  la  Realdrden  de  31  de 
agosto  de  1848;  la  de  7  de  febrero  de  1862;  d  prindpio  de  juríspradenda 
universal,  según  el  cual  la  Autoridad  que  ha  resudto  una  cuestión  ^[uber- 
nativa  na  puede  resdverla  judicialmente;  d  art.  291  de  la  h)y  de  Bii|iiida^ 
miento,  y  por  éltinw,  la  ley  8.*,  tít-  22,  Partida  3/: 

Visto,  siendo  Px>nente  el  Ministro  D.  Pedro  Gomes  de  Bermoia: 


Digitized  by  VjOOQ IC 


RMoaaos  1  «mmiquicus.  .997 

GoBsídarando  9110  en  este  litigio,  en  el  cati  ae  ha  ejercitado  una  aocion 
real»  DO  habo  duda  ni  caestíon  acerca  de  la  eficacia  de  las  ollUffacloDea 
iOOBtraidas  (xnt  defecto  de  solemnidad  esterna  en  la  celebración  de  Jos.  pac- 
ioSf  y  que  por  tanto  no  tiene  aplicación  en  este  casó  la  ley  i.%  tltalo  i.% 
übro  10  de  la  NoTÍsima  RecopMacion  alegada  en  el  recnrso; 

Considerando  que  la  concesión  becha  á  D.  Jalian  de  Luna  |K)r  el  Aynn» 
tamiento  de  (■oorosaDy  lo  fué  sio  festricoion^  sin  que  el  haber  de  estender- 
se la  escritura  úe  afianzamiento  áfavor  de  la  municipalidad  fqesecon^cion 
«seneial  pan  la  validaK  del  contrato;  y  que  1|  ániea  de  esta  clase  os  la  con- 
venida en  la  cláusula  3.*  de  la  celebrada  con  los  particulares,  referente  ai 
placo  tpara  el  pagp  de  la  cantidad  estipulada,  el  cual  se  verificó  deotÍN)  del 
mismo:  no  habiendo  sido  por  consiguiente  infringida  la  ley  del  contrato: 

Considerando  que  la  enajenación  hecha  al  D.  Julián  es  únicamente  del 
nproTechamiento  del  filón  de  fosforita,  continuando  el  terreno  en  poder  ^ 
sos  primitíTos  dueños;  y  que  por  lo  mismo,  aun  en  la  hipótesis  de  que  pu- 
dieran tener  efecto  retroactivo  el  Real  decreto  de  23  de  mayo  de  1845  y 
las  Reales  órdenes  posteriores  citadas,  no  se  han  infringido  por  la  sen- 
tencia. 

Considerando  que  los  artículos  96  y  i04  de  la  ley  de  8  de  enero  de  1845, 
referentes  á  la  contabilidad  municipal,  como  también  las  Reales  órdenes  de 
24  de  agesto  de  1834  y  3  de  marzo  de  1835  acerca  de  la  subasta  de  jbienes 
de  propios  son  disposiciones  administrativas,  cuya  aplicación  corresponde  á 
las  Autoridades  del  mismo  orden;  y  que  la  Adanniatracion  pública  con  co- 
nocimiento de  los  vicios  que  por  tales  conceptos  se  atribuyen  hoy  á  la  ad- 
quisición de  Luna,  la  ha  respetado,  habiendo  sido  por  consiguiente  inopor- 
tunamente invocadas: 

Considerando  que  la  intervención  del  luez  de  primera  instanda  de  Lo- 
^roean  en  el  aeto  aseserado  de  1840,  ni  por  la  naturaleza  del  mismo  ni  por 
el  espediente  en  que  se  dictó  produce  incompatibilidadi  y  que  por  lo  mismo 
no  tiene  aplicación  en  el  caso  actual  el  principio  de  jurisprudencia  univer- 
^  alegado: 

Considerando  en  cnanto  4  la  falsedad  atribuida  por  el  demandante  á  los 
tecibos  presentados  por  el  demandado,  que  ni  eran  documentos  de  infloen- 
da  notoria  para  la  decisión  del  litido  puesto  que  los  pagos  estaban  confe- 
sados, ni  sft  entabló  por  la  sociedad  la  acción  criminal,  como  previene 
la  ley: 

Considerando  que  habiéndose  utilizado  únicamente  el  recurso  de  casa- 
<aon  en  el  fondo,  no  puede  tomarse  en  consideración  el  motivo  que  se  alega 
invocando  el  art.  1013  en  su  párrafo  sesto  de  la  ley  de  Bnjoiciamiento: 

Considerando  por  último  que  la  condenación  de  costas  es  una  conse- 
enencia  de  que  la  Sala,  absolviendo  al  demandado,  no  encontró  la  razón 
derecha  para  litigar  de  parte  del  demandante  en  los  términos  consi^ados 
no  la  misma  ley  citada;  y  que  por  tanto,  aunque  no  estuviese  modificada 
por  la  de  Enjuioíamlenlo  civil,  no  se  infringe  por  la  sentencia; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Pedro  Echevarría  en  la  representación  indi-^ 
«ada,  y  le  condenamos  en  las  costas:  se  previene  al  Licenciado  D.  Juan  Ro- 
dero» que  firmó  el  escrito  interponiendo  aquel,  que  en  lo  sucesivo  se  pro- 
duzca en  los  términos  decorosos  que  erige  su  noble  profesión  y  con  la  con- 
iideracion  y  respetos,  debidos  á  los  Tribunales  de  justicia:  reintégrese  con 
«lpa|¡el  corresfiondiente  el  invertido  en  los  folios  351  al  355  de  la  pieza 
pnneipal  en  el  informe  del  Juez  de  primera  instancia  que  se  encuentra  al 
lólio  ^2  dek  pieza  del  recurso  de  qMja  y  en  el  ofioio  del  folio  90  de  la 
TOMO  TU.  38 
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misiiia;  y  détnélvanse  los  autos  á  la  AndianGía  de  Caceras  con  la  eBrti6ea* 
cioD  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  qoe  se  publicará  en  la  Gaetía  é  insertari 
«n  la  (7oÍ9eetOft  ¡egi$Uaiva,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  armamos. — ^Ramon  Lopes  Yazques. — Sebas- 
tian González  Nandin.— Antero  de  Echarrí.— Gabriel  Gemelo  de  Velasco. 
—Joaquín  de  Palma  y  Tinuesa.— Pedro  Gómez  de  Hermosa.— Ventara  de 
Golsa  y  Pando. 

Publicación.—- Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
limo.  Sr.'D.  Pedro  Gómez  de  Hermosa^  Ministro  de  la  Sala  primera  del 
Supremo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pábiica  la  misma  Sala 
en  el  dia  de  boy,  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  certifico.  i 

Madrid  6  de  mayo  de  1862.— Juan  de  Dios  Rubio.— (Goceto  de  i6  de         ; 
tiayo  de  1862.) 


118. 


Re«ar0o  de  easaelon  (7  de  mayo  de  iSSi.y—tiEscisim 
BK  UN  GONTfuTo  DI  YEifTA.— Se  dcclara  por  la  Sala  segunda  del 
Tribunal  Sunremo  no  haber  lugar  jai  recurso  de  casación  inter- 
pnesto  por  D.  Antonio  José  Montero  contra  la  sentencia  pronun- 
ciada por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Granada  *  en  pleito 
€on  D.  Francisco  Gómez,  y  se  resuelve: 

Que  no  se  dá  recurso  alguno  contra  la  providencia  en  que  $e 
aorgare  la  prueba. 

En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  7  de  mayo  de  1862,  en  los  autos  que 
en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Villacarrillo  y  en  la  Sala  tercera  de 
la  Audiencia  de  Granada  ha  seguido  D.  Antonio  José  Montero  con  D.  Fran* 
cisco  Gómez  sobre  rescisión  de  un  contrato  de  venta ,  pendientes  ante  Nos 
en  virtud  del  recurso  de  casación  que  interpuso  Montoro  contra  la  senten- 
cia pronunciada  en  2  de  julio  de  1861  por  la  referida  Sala: 

Resultando  que  en  20  de  octubre  de  1854  D.  Francisco  Medina  Avila, 
á  nombre  y  con  poder  de  D.  Antonio  José  Montoro,  vendió  á  D.  Francisco 
Gómez  diferentes  bienes  raices  por  precio  de  32,000  rs.,  que  confesó  tener 
recibidos,  renunciando  la  ley  2.*,  tit.  1.®,  libro  10  de  la  Novísima  Recopi- 
lación, relativa  á  los  contratos  en  que  hay  lesión,  y  el  plazo  que  la  misma 
ley  concede  para  reclamar  contra  ella: 

Resulundo  que  en  21  de  abril  de  1858  Montoro  entabló  demanda  coir- 
tra  Gómez  esponiendo  que  en  la  indicada  venta  habia  existido  lesión  enoi^ 
me,  j  pidiendo  que  se  rescindiera  ó  se  supliese  el  justo  precio  que  tenia» 
'  los  bienes  vendidos: 

Resultando  que  contradicha  esta  demanda  por  el  D.  Francisco ,  fundado 
en  que  los  bienes  no  Tallan  mas  cantidad  que  la  de  32,000  rs.  que  dio  por 
ellos,  y  en  que  el  vendedor  renunció  la  acción  para  reclamar  cualquiera 
lesión  ó  perjuicio  que  pudiera  haber  en  la  venta,  de  conformidad  ue  las 
partes  se  recibió  el  pleito  á  prueba,  y  ambas  pracUcaron  las  que  creyeron 
convenir  á  su  derecho: 

Resultando  que  seguida  la  sustanclacion  del  juiciOi  se  dictó  sentencia 
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en  5  de  marzo  de  1859  absolviendo  de  la  demanda  á  D.  Francisco.  Gomer^ 
de  cuya  sentencia  apeló  Uparle  adora: 

Resultando  que  al  contestar  Gómez  al  escrito  de  espresion  de  agravios; 
solicitó  que  se  reéibíera  el  pleito  á  prueba  en  aquella  segunda  instancia,  de- 
terminando posteriormente  en  otro  escrito  los  hechos  que  intentaba  jus- 
tificar: 

Resnitandoaue  por  auto  de  22  de  diciembre  de  i859  la  Sala  declaró  na 
haber  lugar  á  admitir  los  estremoa  de  prueba  propuestos;  y  el  D.  Francisco 
pidió  que  se  supliese  y  enmendase  esta  providencia  recibiendo  el  pleito  á 
prueba^  y  de  lo  contrario  se  tuviera  por  hecha  la  protesta  conveniente  para 
entablar  á  su  tiempo  el  recurso  de  casación: 

Resultando  que  por  auto  de  12  de  enero  de  1860  se  accedió  en  pacte  & 
k  reforma  del  proveído  de  22  de  diciembre  admitiendo  los  dos  primeros  en- 
tremos articulados,  y  recibiendo  el  pleito  á  prueba  por  término  de  20  dia» 
para  que  dentro  de  ellos  pudieran  justificarse: 

Resultando  que  D.  Antonio  José  Montoro  suplicó  de  la  providencia  del  i% 
alegando  que  la  Sala  no  tenia  jurisdicción  para  dictarla,  porque  según  en 
el  art.  872  de  la  ley  de  Enjuiciamieolo  civil  contra  el  auto  denegatorio  de 
la  pmeba  en  segunda  instancia  no  se  dá  otro  recurso  que  el  de  casación 
para  ante  este  Supremo  Tribunal  en  su  caso  y  lugar,  y  protestó  la  nulidad 
por  incompetencia  de  jurisdicción: 

Resultando  que  denegada  la  súplica  y  seguido  el  pleito  por  sus  trám¡<» 
tes  y  en  2  de  iulio  de  1861  se  dictó  senteneia  confirmlindo  la  apelada: 

ReauHanao  que  contra  este  fallo  interpuso  Montoro  reourso  de  casación 
fundado  en  la  cansa  7/  del  art.  1013  de  la  citada  ley  de  Bnjuiciamiento 
dvil  por  la  incompetencia  dala  Sala  de  la  Audiencia  para  reformar  su  auto 
de22  de  diciembre  de  1859,  añadiendo  que  en  la  sustanciacion  del  juicio 
sehabian  infrigido  la  ley  6.  ,  tít.  10,  libro  11  de  la  Novísima  Recopilación, 
j  los  articuios  869,  262  y  303  de  la  de  Bojuiciamiento  por  los' defectos  oo- 
metidos  en  las  pruebas ,  y  además  se  hablan  quebrantado  otras  leyes  que- 
citó  con  la  resolución  que  contiene  la  sentencia: 

Y  resultando  que  la  indicada  Sala  admitió  el  recurro,  habiendo  prestado 
lontoro  caución  por  cantidad  de  4,000  rs..:' 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  de  este  Supremo  Tribunal  D.  Juan 
María  Biec: 

Considerando  que  denegado  por  auto  de  22  de  diciembre  de  1859  el  re- 
cibimiento á  prueba  que  pidió  la  parte  de  D.  Francisco  Gómez,  reclamó  éste 
conforme  al  artículo  1019  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  la  subsanacion 
de  la  falta  á  fin  de  que  en  caso  de  no  obtenerla  le  fuera  admitido  á  su  tiem-* 
po  el  recurso  de  casación  por  la  causa  cuarta  del  art.  1013  de  dicha  ley: 

Considerando  que  con  vista  de  esta  solicitud,  conforme  á  derecho,  re- 
formó la  Sala  su  citado  auto  otorgando  la  prueba  en  los  términos  que  re-^ 
sultán  del  de  12  del  siguiente  mes: 

Considerando  que  la  jurisdicción  de  la  Sala  para  obrar  así  se  apoya*» 
oo  solo  en  la  naturaleza  ioterlocntoria  del  auto  reformado ,  sino  también- 
en  la  que  indudablemente  le  supone  el  art.  1019  para  subsanar  la  falta  re- 


Y  considerando  que  según  el  art.  871  no  se  dá  recurso  alguno  contra 
Ja  providencia  en  que  se  otorgare  la  prueba; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
dé  casación  interpuesto  por  D.  Antonio  José  Montoro  en  cuanto  se  refiere  I 
la  causa  7/  del  artículo  1913  de  la  citada  ley  de  Enjuiciamiento,  conde* 
nfodoleenlascoataByenlapérdida  de  SiOOOrs.^  que  pagará  enandome'- 


Digitized  by  VjOOQIC 


zoo  nmtsraimxiiqa  cim« 

jore  do  fortuna  t  y  que  so  distribuirin  entóneos  on  la  Ibrma  ^proTonida  on 
el  art.  i063;  y  pasen  los  antos  á  la  Sala  primera  respecto  del  decurso  en  oí 
fondo. 

Así  por  esta  naestra  sentencia,  que  se  pablieará  en  la  Gaceta  del  Go« 
biemo  e  insertará  en  la  Colección  hgislaUvay  para  lo  cual  se  pasen  lu 
oportunas  copias  certificadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— 
Juan  Martin  Garramolino.'^Ramon  María  de  Arrióla. — ^Félix  Herrera  de  la 
Riva.— Juan  Haría  Biec.— Felipe  de  Urbina.— Eduardo  EIío.— Dominga 
Moreno. 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  él 
nmo.  Sr.  D.  Juan  María  Biec,  Ministro  del  Tnbunal  Supremo  de  Itisticia» 
estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  segunda  el  dia  de  hoy, 
de  (fko  certifico  como  escribano  de  Cámara  habilitado, 

Madrid  7  de  mayo  de  186%.— Gregorio  Camilo  García.— (Gacéto  de  It 
de  mayo  de  1862.) 


wn. 


Coni|ieteii«ia  (7  de  mayo  de  1862.)«— Estata.— Se  decide 
por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo  á  favor  del  Juzgado  de 
primera  instaacia  de  Osuna  la  competenda  suscitada  con  el  de  igual 
clase  del  distrito  de  la  Alameda  de  la  ciudad  de  Málaga»  acerca  del 
conocimiento  de  una  causa  formada  por  estafa;  y  se  resuelve: 

i.^  Que  el  Juez  del  lugar  en  que  se  comete  un  deUto,  e$el  gm 
éebe  conocer  de  la  causa  quese  forme  para  su  aoerigwwkn  y  mí- 
4igo; 

F2.''  que  el  lugar  del  delUo  no  es  aquel  en  que  se  id  prifidpie 
é  m  ejecución,  sino  aquel  en  que  se  cofisuma. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid»  á  7  de  mayo^de  1862,  en  los  autos  de 
■  coinpetenoia  que  ante  Nos  penden  entre  el  Jues  de  (mmera  instancia  del 
distrito  de  la  Alameda  de  la  ciudad  de  Málaga  y  el  de  igual  clase  de  Osuna 
acerca  del  conocimiento  de  una  causa  formada  por  el  delito  de  estaTa: 

Resultando  que  en  la  mañana  del  4  de  agosto  del  aSo  último  se  presentó 
«n  el  establecimiento  de  alquiler  de  carruajes  y  caballos  que  en  la  Alameda 
de  dicha  ciudad  tiene  D.  Juan  Nogales  una  persona  desconocida  para  este 
y  que  por  su  pronunciación  y  acento  paz0cia  francés,  titulándose  empleado 
en  el  ferro-carril  de  Málaga  á  Córdoba  (cuya  circunstancia  ha  resultado 
falsa),  y  pidiendo  que  se  le  alquilase  un  caballo  por  dos  dias  para  el  visje 
que  tenia  que  hacer  á  fin  de  reconocer  y  examinar  como  tal^mpleado  \oí 
trabajos  de  Ja  vía: 

Resultando  que  Nogales  accedió  á  esta  petición  sin  exigir  garantía  á  la 
persona  á  la  cual  entregaba  el  caballo;  y  que  esta  en  lugar  de  aevoWerle  al 
vencimiento  del  plazo  estipulado,  vendió  dicho  caballo  a  un  vecino  de  Osti* 
na  suponiendo  que  era  de  su  propiedad: 

Resultando  que  con  noticia  que  de  ello  tuvo  D.  Juan  Nogales,  mandó  i 
un  criado  suyo  para  que  diese  parte  del  hacho,  come  le  dio  en  efecto  al 
luex  de  primera  instancia  de  Osoaa,'  A  caal  empeló  á  instruir  la  cortea- 
pendiente  causa: 

Besultando  «ue  librada  exhorto  al  Jum  déla  Alameda  da  Málaga  pir« 
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la  práctica  de  dertas  dlUgenSfas,  dtopaes  de  cQinplimeBtarld  soscitó  com« 
peteflcia  al  Jaez  de  Osaoa  recamando  que  se  inhibiese  dief  conocimiento  de- 
h  eaasa  que  ínstmia,  &  Uf  cual  se  negó  ójte>  orígiiiándose  ei^  su  Yírtud  el 
pMMM*  cúofliotD  de  jnvlsdiceion: 

Resaltando  qae  el  Juez  de  primera  instancia  de  Malaga  alega  en  apoyo* 
de  aa  leokunaeiofr.qiie  el  delito  se  cometió  al  tiempo  de  recibirse  en  alqui- 
ler el  caballo,  suponiendo  el  que  le  recibía  ser  empleado  de  la  empresa  del 
ferro-carril)  y  oue  la  venta  que  después  se  hizo  en  Osuna  fuó  únicamente 
una  consecuencia  del  delito  ya  cometido: 

T  resaltando  que  el  Juez  de  Osuna  se  funda  en  que  el  hecho  crimina!' 
tuTO  lugar  en  su  territorio  por  constituirle  la  venta  del  caballo  hecha  en 
Osooa,  y  no  el  acto  veriGeado  eú  Málaga,  que  era  simplemente  nn  contra- 
to lícito  de  arrendamiento: 

Vistos»  siendo  Ponente  el  Ministro  de  este  Supremo  Tribunal  Don 
Eduardo  Elfo: 

Considerando  que  en  los  autos  no  hay  dato  positivo  para  afirmar  que  la 
persona  desconocida  al  contratar  en  Málaga  el  alquiler  del  caballo  alrí- 
Doyéndose  una  cualidad  que  no  tenia»  simuló  su  ocupación  en  el  camino 
de  hierro  con  el  propósito  de  defraudar,  al  pasó  que  por  medio  de  ellos  se 
adquiere  la  certeza  de  que  fingiéndose  dueño  del  caballo  lo  vendió  en 
Osuna: 

Considerando  jque  tales  ficciones  son  actos  que  están.comprendldos  ba- 
jo el  api^fe  de  estafa  ^  otros  engaños  en  el  Código  penal: 

Considerando  que  si  bien  la  sucesión  de  los  hechos  mencionados  pare- 
ce indicar  que  se  dio  en  Málaga  principio  á  la  ejecución  de  la  estafa,  es 
indudable  que  esta  se  consumó  en  Osuna,  causando  con  la  venta  del  caba- 
llo perjuicio  al  verdadero  propieterio,  lo  cual  manifiesta  que  fué  el  lugar  en 
que  se  perpetró  el  delito,  puesto  que  hasta  el  momenlo  de  la  enajenación 
podo  el  cal  pable  abandonar  su  mal  propósito,  y  hacer  con  un  desistimiento 
voluntario  que  en  el  referido  contrato  de  alquiler  no  existiera  delito; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  dé 
esta  causa  corresponde  al  Juez  de  primera  instancia  de  Osuna,  al  que  se  re- 
mitan unas  y  otras  actuaciones  para  lo  que  proceda  con  arreglo  á  derecho. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Go* 
Memo  e  insertará  en  la  Colección  legislativay  para  lo  cual  se  pasen  las  opor- 
tunas copias  certificadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — Juan 
Martin  Carramolioo.— flamon  María  de  Arrióla.— Félix  Herrera  de  la  Riva. 
-4uan  María  Biec.— Felipe  de  Urbina.— Eduardo  Ello.— Dominico  Moreno. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  ía  anterior  sentencia,  por  el 
Orno.  Sf.  D.  Eduardo  Ello,  Biinistro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  es- 
tándose celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  segunda  el  día  de  boy,  de 
que  certifico  como  escribano  dfe  Cámara  habilitado. 

Uadfid  7  de  mayo  de  1862.— Gregorio  Camilo  García.— (Gfacefa  de  ig 
da  mayo  de  1862.) 


i«o. 


IteewMN»  de  eftawieloii  (8^  de  mayo  de  i862.).— Esceso  em 
XL  COBRO  DX  DERxcHOs  CURÍALES.-— Se  decíara  por  ta  Sala  primera 
del  Tribunai Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Francisco  Isidoro  del  Rivero,  contra  la  sentencia  de 
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la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Burgos^  en  pleito, coa B*  Pedro 
Olavarrieta.y  otro,  y  se  resuelve: 

i.*"  Que  el  esceso  en  la  cobranza  de  derechos  es  de  earieter  pe- 
nal, por  mas  que,  cometido  en  actuaciones  civiles^  pueda  redamarse 
y  corregirse  en  las  mismas; 

Y  2.^    que  en  asuntospenales  no  se  di  recurso  de  casaáom* 

'  Eq  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  7  de  mayo  de  1862,  en  el  incidente 
pendiente  ante  Ños  por  recurso  de  casación  seguido  en  el  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  del  Valle  de  Cabuérniga  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Real  Au- 
diencia de  Burgos  por  D.  Pedro  Olavarrieta  y  D.  Juan  Antonio  Gómez  con 
D.  Francisco  Isidoro  del  Rivero,  sobre  esceso  en  el  cobro  de  derechos  cu- 
riales: 

Resultando  que  seguido  pleito  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de 
Cabuérniga  por  D.  Francisco  Caballero  y  otros  con  D.  Pedro  Olavarrieta  y 
D.  Juan  Antonio  Gómez,  sobre  reconocimiento  de  un  censo,  se  libró  despa- 
cbo  ai  Juez  de  paz  de  Mazcuerras  para  la  comparecencia  de  los  demandan- 
tes en  el  Juzcado  de  primera  instancia  á  fin  de  que  evacuasen  unas  posicio- 
nes articuladas  por  los  demandados: 

Resultando  que  cumplimentado  el  despacho  por  él  citado  Juez  de  paz^y 
hechas  las  notificaciones  por  el  Secretario  del  Juzgado  y  Escribano  nume- 
rario D.  Francisco  Isidoro  del  Rivero,  que  fijó  por  sus  derechos  22  rs.,  Don 
Pedro  Olavarrieta  y  consortes  los  impugnaron  como  esceslvos  en  atención  á 
que  el  arancel  fijaba  á  los  Secretarios  de  los  Juzgados  de  paz  en  los  actos 
en  que  entendían  por  delegación  las  dos  terceras  partes  de  los  derechos 
asignados  i  los  Escribanos  de  los  de  primera  instancia»  habiendo  por  tanto 
un  esceso  de  9  rs.  98  cents.,  y  pidiendo  se  le  condenara  á  su  devolución  con 
imposición  de  las  multas  y  correcciones  disciplinarias  correspondientes: 

Resultando  que  por  auto  de  i6  de  junio  se  dedujeron  á  13  rs.  57  cénti- 
mos y  33  milésimas  todos  los  derechos  devengados  por  el  referido  Secretario 
en  cumplimiento  de  la  citada  orden,  condenándole  á  la  devolución  del  esc8« 
so  é  imponiéndole  la  multa  del  cuadruplo  de  dicho  esceso  y  las  costas: 

Resultando  que  pedida  reposición  de  esta  providencia  por  D.  Francisco 
Isidoro  del  Rivero,  fundado  en  que  era  Escribano  numerario  del  partido  y 
«n  que  como  tal  habla  actuado  en  las  diligencias,  se  formó  pieza  separada 
sobre  este  incidente,  y  que  negada  la  reposición  y  admitida  la  apelación  qne 
interpuso,  se  confirmó  con  las  costas  el  auto  apelado  por  sentencia  qne 
en  12  de  diciembre  de  1860  pronunció  la  Sala  tercera  de  la  Real  Audien- 
cia de  Bárgos: 

Resultando  que  Rivero  interpuso  recurso  de  casación,  citando  como  in- 
fringidos el  art.  1 162  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  que  señala  el  juicio  ver- 
bal para  una  cuantía  inferior  á  6QP  rs.;  el  art.  3.°  del  Real  decreto  de  22 
de  octubre  de  1858,  que  al  determinar  los  negocios  de  la  competencia  de 
los  Escribanos  y  Secretarios  de  los  Juzgados  de  paz,  distingue  los  que  pro* 
ceden  de  funciones  propias  y  los  que  son  delegados  por  los  Jueces  de  pri- 
mera instancia;  y  por  último,  y  en  el  caso  de  no  ser  necesaria  la  interven- 
ción de  Escribano,  el  art.  24  de  la  ley  deEnjuiciamiento,  según  el  que  solo 
á  los  Escríbanos  es  imponible  la  multa  que  fija: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Laureano  Rojo  de  Noraaganf : 

Considerando  que  el  esceso  en  la  cobranza  de  derechos  es  de  carácter 
penal,  por  mas  que,  cometido  en  actuaciones  civiles,  pueda  reclamarse  y 
<:orregirse  en  las  mismas; 
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<  Y  eonsídertoio  que  en  asuntos  penales  no  se  dá  recurso  de  casacioD: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  improeedeote  el  inter- 
puesto por  D.  Francisco  Lsidoro  del  Rivero,  y.  por  lo  tanto  que  no  ha  debi- 
do admitirse^  alzándose  y  entregándose  al  recurrente  el  depósito  constUui-^ 
do;  y  mandamos  que  se  devuelvan  los  autos  con  la  certificación  cqrrespoa- 
diente  á  la  Audiencia  dei  donde  proceden,  y  lo  acordado. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inser- 
tará en  ia  Coléccton  legislativai  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias^  io 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. -^RamonLopez  Vázquez. — Sebastian 
González  Nandin.— Antero  de  Gcharri.-— Joaqdío  de  Palma  y  Yinuesa.— 
Pedro  Gómez  de  Hermosa. — Pablo  Jiménez  de  Palacio.— Laureano  Rojo  de 
Norza^aray. 

Publicación.*— Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Amo.  Sr.  D.  Laureano  Rojo  de  Norzagarv,  Ministro  de  la  Sala  primera  del 
Supremo  Tribunal  de  iuslicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  Sala 
en  el  dia  de  hoy,  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  7  de  mayo  de  1862.— Juan  de  Dios  Rubio.— (Gaceto  de  18  de 
mayo  de  1862.) 


l»l. 


Reeurso  |de  easaeloa  en  cansa  de  Hadaida  (7  de  mayo  de 
1882.). — Contrabando  y  dbfraüdagion. — Se  declara  por  la  Sala 
{nimera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  D.  Andrés  Madrazo  contra  la  sentencia  pro- 
nunciada por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Zaragoza ,  en  la 
causa  seguida  al  mismo  por  contrabando  y  defraudación,  y  se  re- 
suelve : 

i.^  Que  no  siendo  posible,  ni  aun  necesario  á  veces,  en  la  per- 
^eucim  del  contrabando^  llevarle  á  la  vista  materialmente,  se  enr 
tiende  que  dicha  persecución  ha  de  verificarse  de  cerca  é  incesante^ 
mente: 

2."*  Que  el  arL  402  de  las  Ordenanzas  de  10  de  setiembre  de 
1857,  según  el  cual  incurren  en  comiso  las  mercancías  estranjeras 
(¡ue  al  ser  reconocidas  en  el  interior  del  reino  no  tengan  sello  6  ca-^ 
rezcan  de  guia  que  acredite  la  legitima  introducción,  ha  sido  radi» 
etümente  reformado  por  el  Real  decreto  de  26  de  diciembre 
de  1887: 

5."*  Que  sin  embargo  de  esto,  es  aplicable  didio  art.  402  á  las 
aprehensiones  hechas  antes  del  26  de  diciembre  de  1887,  en  cuya 
fecha  se  hallaba  vigente  por  no  haberse  dado  todcivla  el  Real  de* 
ereto  que  lo  reformó; 

Y  4.''  que  en  los  procesos  por  contrabando ,  atendida  su  espe- 
cialidad, el  Juez  ha  de  formar  su  juicio  sobre  la  certeza  de  los  he^ 
dios,  por  las  reglas  ordinarias  de  la  critica  racional  dplicada  á  los 
•indicios,  datof  y  comprobantes  de  toda  especie  (pie  aparezcan  en  la 
causa, 

£a  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  7  de  mayo  de  1862,  en  la  causa  pen-* 


Digitized  by  VjOOQIC 


3M  muvMDiiicu  eifii.* 

diente  ante  Nos  por  recono  de  casación  aegaida  eo  el  Jasgado  de  Hacieada 
de  Zaragoza  y  en  la  Sala  primera  de  la  Real  Andieneia  de  la  miama  dadad 
contra  D.  Andrés  Madraao  por  contrabando  y  defraadacion : 

Resultando  que  con  motivo  de  haberse  tenido  noticia  de  qne  en  los  prh 
meros  días  del  mes  de  octubre  de  1857  había  pasado  por  el  rio  Ebro  un 
gran  conyoy  de  contrabando,  compuesto  de  unas  150  cargas  y  mayor  nú- 
mero de  escopeteros,  dispusieron  las  Autoridades  militaras  de  Sona,  Na* 
Tarra,  Logroño  y  Zaragoza  comunicar  órdenes  á  diferentes  pontos,  dis* 
poniendo  su  persecución :  que  D.  Antonio  Fernandez,  Jefe  de  la  columna 
que  desde  las  Inmediaciones  de  Tudeia  Tenia  siguiendo  al  contrabando ,  tu- 
vo Tarios  encuentros  con  los  contrabandistas,  ocupándoles  algunas  cargas 
de  géneros  y  varios  reos:  qne  reunido  en  Aranda  con  las  fuerzas  que  ha- 
blan salido  de  Galatavud  con  el  mismo  objeto,  marcharon  en  dirección  da  la 
Virgen  de  la  Sierra  de  Villarroya,  perdiendo  por  dos  veces  la  pista,  y  vol- 
viéndola á  encontrar:  que  pernoctaron  en  el  pueblo  de  Ciares,  saliendo  al 
dia  siguiente  en  virtud  de  las  noticias  (fue  adquirieron  en  dirección  á  Gala- 
tayud,  encontrando  en  efecto  señales  de  haber  pasado  por  aqael  punto; 
pero  que,  perdida  la  pista,  media  hora  antes  de  llegar  i  Calatayud,  se  diri- 
gieron á  esta  ciudad,  registrando  las  posadas  y  permaneciendo  en  ella  hasta 
el  dia  siguiente  para  dar  descanso  á  las  tropas:  que  continuada  la  marcha 
el  dia  10  hacia  el  punto  adonde,  según  noticias,  se  había  dirigido  el  contra- 
bando, yendo  por  el  camino  de  Gibes,  y  cuando  ya  habían  rebasado  la  er- 
mita de  S<n  Roque  de  dicho  pueblo,  llamó  la-ateneioa  del  cabo  Andfés  Mu- 
ñoz la  pista  que  se  notaba  estar  hecha  reoientemente,  y  que  conducía  á  di- 
cha ermita,  y  observando  por  una  ventana  que  había  dentro  varios  bnitos, 
violentada  la  puerta,  por  estar  aquella  deshabitada,  se  encontraron  144  far- 
dos esparcidos,  mojaclos  y  abierto  uno  de  ellos,  los  cuales  condujeron  á  la 
Administración  de  Hacienda  de  Zaragoza: 

Resultando  que  dichos  fardos  contenían  géneros  estranjeros  de  lícito  é 
ilícito  comercio,  sin  comprobante  alguno  que  acreditase  su  legítima  intro- 
ducción en  el  relqo,  estando  precintados  cuatro  de  ellos  por  la  Aduana 
francesa,  siendo  el  valor  de  loe  géneros  Uioilios  de  37,845  rs. ;  el  de  los  liei- 
toB  de  426,389,  y  el  importe  de  los  derechos  de  inirodocc^on  de  estos 
167,284  rs.: 

Resultando  que  ocho  días  después  de  la  aprehensión  se  presentó  Don 
Andrés  Madrazo,  vecino  y  del  comercio  de  Galatayad,  reclamando  el  género 
como  de  su  propiedad,  esponíendo  que  no  precedía  el  comiso  de  los  géneros 
ocupados  á  24  leguas  de  la  zona  fiscal ,  y  que  los  tenia  en  aquel  punto  pAra 
proporcionarles  mas  fácil  salida,  y  que  sin  embargo  la  Junta  administrativa 
le  declaró: 

Resultando  que  instruida  causa  en  el  Jnz^do  de  Hacienda  de  Zaraco- 
za,  en  la  que  fué  comprendido  D.  Apdrés  Madrazo^  á.  su  tiempo  dicto  el 
Juez  sentencia,  por  laque  confirmó  el. comiso  declarado  por  la  Junta  admi- 
nistrativa7  eonaenó  á  aquel  por  el  delito  de  contrabando  eo  la  multa  del 
cuadruplo  del  valor  del  género  ilícito,  y  por  el  de  defraudación  al  reintegro 
délos  derechos  defraudados;  éla  multa  del  cuadruplo  de  su  importe*  y  en 
la  mitad  de  las  costas  y  ^stos  del  juicio,  debiendo  sufrir  en  caso  de  insal- 
vencta  la  prisión  subsidiaria  correspondiente: 

Resultando  que  confirmada  con  las  costas  esta  sentencia  por  la  que  eni 
de  julio  de  1861  pronunció  la  Sala  primara  de  la  Audiencia  de  Zaragoza, 
interpuso  Madrazo  recurso  de  casación,  alegando  que  se  habi^  infringido  els 
art.  a.""  de  la  Real  orden  de  18  de  diciembre  de  4851 ,  que  establece  que, 
una  vez  introducidas  las  mercancías  de  licito  oomereio  en  las  proviociacdel 
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UMtíot  do  neeefliUD  gofa,  sello  ni  precinto  pan  cfrcaiar  llkremeiite :  que 
esu  disposición  no  podia  entenderse  derogada  por  ios  arUcalos2i  y  22  del 
reglamento  de  Carabineros ,  que  no  tenia  mas  objeto  que  establecer  la¿ 
obiigaciooes  de  tos  individuos  de  aquel  cuerpo :  que  eo  todo  caso  hubiera 
sido  necesario,  con  arreglo  á  dichos  articulos,  que  la  aprehensioD  se  hubie- 
se verificado  8iguien(]o  siempre  los  géneros  á  la  tistai  que  aun  dado  case 
de  Que  se  quisiera  decir  que  bastaba  con  seguir  la  pista  de  ios  miamos,  se 
babta  infringido  esta  doctrina,  puesto  aue  los  mismos  eprehensores  decían 
haberla  perdido;  y  por  áltimo,  que  se  habian  infringido  las  doctrinas  lega-' 
les  reconocidas  por  este  Supremo  Tribunal  en  sus  sentencias  de  2)  de  se* 
tiembre  de  i859  y  28  de  enero  de  i  852,  según  las  que,  la  sentencia  que  no 
acepta  la  confesión  de  la  parte  como  prueba  bastante  infringe  las  leyes  que 
la  reconocen  como  tal:  los  Tribunales  no  pueden  calificar  de  prueba  plena 
la  que  no  ba  sido  recooocida  en  este  concepto  por  las  layes,  oí  deben /or- 
nar su  criterio  por  conjeturas,  y  los  hechos  que  uno  afirma  en  beneficia 
propio  y  en  perjuicio  de  tercero  no  pueden  considerarse  dignos  de  crédito 
sa  no  se  aducen  oirás  pruebas: 

Vista,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Pedro  Gómez  de  Hermosa: 

Considerando  que  no  es  necesaria  ni  posible  en  muchos  casos  en  la  pner- 
secueion  del  contrabando  desde  la  zona  fiscal  llevarle  á  la  vista  material* 
mente,  sino  que  se  entiende  que  ba  de  verificarse  aquella  de  cerca  é  ince- 
santemente: 

Considerando  que  auo  cuando  el  art.  40%  de  las  ordeflansas  de  iO  de 
setiembre- de  4857,  según  el  cual  las  mercancíasyestranjeras  que,  al  ser  re- 
conocidas en  el  interior  del  reino,  no  tengan  sello  ó  carezcan  de  guía  que 
acrediten  la  legítima  introducción,  incurren  en  comiso,  ha  sido  radical- 
meo  te  reformado  por  el  Real  decreto  de  26  de  diciembre  de  1857,  este  es 
de  fecha  posterior  á  la  aprehensión  de  aue  se  tt^ta,  y  por  tanto  vigente  en- 
tonces y  aplicable  en  el  caso  actual  su  disposición  combinada  con  el  segun- 
do del  Real  decreto  de  48  de  diciembre  de  1851  y  con  el  467  de  las  cita- 
das ordenanzas: 

Considerando  que  el  juicio  sobre  la  certeza  de  los  hechos  ba  defor- 
marse por  el  Juez  en  esta  clase  de  procesos,  atendida  su  especialid&.i,  por 
las  reglas  ordinarias  de  la  crítica  racional  aplicada  á  los  indicios,  datos  j 
comprobantes  de  toda  especie  que  aparezcan  en  la  causa: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora,  no  solo  ba  tomado  en  cuenta 
las  declaraciones  de  los  aprehensores,  sino  también  lo?  diferentes  datos  y 
comprobantes  que  se  hallan  consignados  en  la  misma  causa;  y  que  aprecian- 
do en  virtud  de  ellos  la  prueba,  en  uso  de  sus  facultades,  con  arreglo  á  le 
establecido  en  el  art.  82  del  Real  decreto  de  20  de  iunio  de  18S2,  ha  cali- 
ficado de  hecho  incuestionable  ser  los  géneros  aprehendidos  pertenecientes 
i  los  que  venian  incesantemente  perseguidos  desde  la  zona  fiscal  por  la 
fuerza  pública: 

Considerando,  por  último,  que  según  lo  espuesto  no  infringe  la  senten- 
cia el  art.  d.*"  del  Real  decreto  de  18  de  diciembre  de  I85f,  y  que  no  tiene 
aplicación  en  el  caso  actual  la  doctrina  establecida  en  las  sentencias  de  este 
Supremo  Tribunal,  invocadas  en  el  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  inter- 
puesto por  D.  Andrés  Madrazo»  á  quien  condenamos  en  las  costas  y  á  la 
pérdida  de  la  cantidad  depositada,  devolviéndose  la  causa  á  la  Audiencia  de 
Zaragoza  con  la  certificación  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  senteacia,  que  sa  publicaré  en  la  Gaceíaé  inser- 
tará en  la  GoUecion  legisiaUvaf  pasándose  ai  efecto  Us  copias  necesariasii 
TOBIO  vil.  39 
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lo  pronondamos,  mandamos  y  firmamos.— Ramos  López  Vas(|«as.^«&i- 

bastian  Godzalez  Nandln Joaquín  de  Palma  y  Vínuesa. — Pedro  Gomes  da 

Hermo8a.-<-Ventura  de  Golsa  y  Paodo. 

Pablicacioa.— Leída  y  publicada  foé  la  precedente  seoteiicia  por  el 
Ihno.  Sr.  D.  Pedro  Gómez  de  Hermoea,  Ministro  de  la  Sala  primera  del 
Supremo  Tribunal  deilusticia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  Sala 
en  el  dia  de  hoy,  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  7  de  mayo  de  i862.--^uan  de  Dios  Rubio.  {Gaeeta  de  21  da 
mayo  de  1802.). 


!»•« 


Competencia  (8  de  mayo  de  1862.)*^CoNocnittirro  db 
m  luiGio  YERBAL.— Se  dccide  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Su- 

firemo  á  favor  del  Juzgado  de  paz  dei  distrito  de  la  Merced  de  Má- 
aga»  la  competencia  suscitada  con  el  de  la  Capitanía  general  de 
Granada,  acere jt  del  conocimiento  de  un  juicio  verbal»  y  se  re- 
suelve: 

i.®  Que  la  ob^eremeia  de  la  ley  de  EnjuidamierUo  eiptt  e$  ex- 
tensiva á  todos  los  Tribunales  y  Juzgados,  cualquiera  Jífue  sea  s» 
fuero,  que  no  lo  tengan  especial  para  sus  procedimientos: 

2."  Que  la  Real  resolución  deiSde  mayo  de  1796,  estractada 
en  la  nota  segunda  de  la  ley  8.^,  tit.  S."*,  líb.  Udela  Novísima  Re- 
copilación, no  es  una  ley  de  procedimientos^  en  el  sentido  de  la  ba- 
se 8.^  de  la  ley  deiZde  mayo  de  1833,  porque  esta  se  refiere  á  un 
sistema  completQ  de  enjuiciamiento,  y  en  aquella  solo  se  previno 
que  en  los  Juzgados  militares  se  determinasen  en  juicio  verbal  las 
cuestUmts  cuyo  interés  no  pasara  de  300  rs.  en  España: 

3.^  Que  por  el  art.  1418  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  dml  han 
quedado  derogadas  todas  las  leyes.  Reales  decretos,  reglamentos, 
órdenes  y  fueros  en  que  se  hayan  dictado  reglas  para  el  procedi- 
miento en  asuntos  civiles: 

4."*  Que  la  Real  resolución  de  i  6  de  mayo  de  1796  se  halla  de- 
rogada  por  la  ley  de  Enjuiciamiento  dvil,  porque  esta  en  su  arücu-' 
lo  1162  establece  que  toda  cuestión  entrepartes,  cuyo  interés  noes* 
ceda  de  600  rs.,  se  decida  en  juicio  verbal,,  y  determina,  sinescep- 
cíon  alguna,  que  el  conocimiento  de  este  juicio  corresponde  en  pri- 
mera instancia  á  los  Jueces  de  paz,  con  esclusion  de  toda  jurisdic- 
ción especial,  porque  no  existen  otros  Jueces  de  esta  clase  que  los  de 
la  jurisdiccion$>rdinaria; 

F3.^  que  los  Jueces,  tanto  de  la  jurisdicción  ordiíiaria  como 
de  las  privilegiadas,  deben  tener  muy  présenles  las  decisiones  del 
Tribunal  Supr/smo  en  materia  de  competencias,  para  evitar  entor- 
pecimientos en  la  administración  de  justicia  y  perjuicios  á  las 
partes. 

En  ia  villa  y  eórte  de  Madrid,  á  8  de  mayo  de  1862,  en  los  autos  ds 
eompetencia  que  ante  Noa  penden. entre  el  Juzgado  de  la  Capitanía  general 
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"«de  Granadi  y  el  dé  pac  del  distrito  de  la  Merced  de  IfáUga  aeerea  del  &h 
«oeíiDteDta de uo  iuleioTerbal: 

Resultando  que  á  instaocia  de  Dona  Heraclea  Arellauo  fueron  citada» 
Depa  Josefii  de  la  Serena  v  Doña  CoDcepcion  Espelde  á  juície  verbal,  el  que 
•se  celeliró  en  rebeldía  de  la  última,  dictándose  aentenda,  por  la  cual  se  eon- 
•^uó  á  IK>ña  Josefa  cemo  principal  obligada,  y  á  Dona  Concepción  en  con- 
cepto de  fiadora,  al  pago  de  la  canUdaa  reclamada  por  iaactora: 

Resaltando  que  pasado  el  tónmno  sin  que  se  bubiera  interpuesto  apela- 
ción, 7  acreditada  la  insdTencia  de  Dona  Josefa  de  la  Serena,  se  dirigieroa 
los  procedimientos  para  la  ejecución  del  fallo  contra  Doña  Concepción,  li* 
brandóse  ofido  ai  Comandante  general  de  la  provineta  de  Málaga  para  que 
se  retatiera  la  cuarta  parta  del  baber  que  aquella  disfrutaba  como  viuda  de 
militar: 

Resultando  qneoóo  «ste  motivo  la  Doña  Concepción  acudió  á  la  Autori- 
dad de  su  fuero,  y  en  su  virtnd.8e  promovió  la  presente  competencia,  sos- 
laniendo  el  Juzgado  de  la  Capitanía  genecal  de  uranjida  que  ie  corresponde 
el  conocimiento  del  juicio  por  dirlgirba  la  reclamación  en  ét  deducida  con- 
ua-ttoa.  persona  snjeta  á  su  jurisdicción,  y  porque  la  ley  de  Enjuiciamiento 
CT»ByagiipliiiBÉia^iiia>flti>«wlandaiiwero  de  Guerra  en  los  juicios  ver- 
bales, por  cuanto  respecto  de  estos  eBÍ8lae&  tes  OMSoaos  un  procedimiento 
especial,  según  lo  dispuesto  en  la  Real  resolución  de  iiSr  dáfO^no  de  1706; 

Y  resaltando  que  el  Juez  de  paz  se  funda  para  sostener  su  compelencia 
•en  la  determinación  del  art.  1102  deia  citada  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
sosteniendo  que  á  esta  ley,  se  debeu  arreglar  los  Tribunales  militares  por 
«ste  Supremo  Tribunal  en  diferentes  decisiones,  entre  ellas  la  de  14  de 
abril,  K  de  mayo,  y  9  de  junio  de  1859,  y  8  de  febrero  y  12  de  mayo 
<ie4860:  , 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Bünistra  D.  Felipe  de  Urbina: 

Consideruido  que^  según  la  base  8.*  de  la  ley  de  13  de  mayo  de  18S5, 
U  observancia  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  es  ostensiva  á  todos  los  Tri- 
bunales y  Juzgados,  cualquiera  que  sea  su  fuero  que  no  la  tengan  especial 
para  sus  procedimientos: 

Considerando  que  la  Real  resolución  de  16  de  marzo  de  1796,  estracta- 
daen  la  nota  segunda  de  la  ley  8.',  tít.  3.^,  lib.  11  de  la  Novísima  Reco- 
piladon,  en  la  que  funda  su  competencia  el  Juzgado  de  la  Capitanía  gene- 
ral, no  es  una  ley  especial  de  procedimiento  en  el  sentido  de  la  indicada 
base  8.%  porqne  esta  se  refiere  á  un  sistema  completo  de  enjoiciamiento,  y 
en  aquella  solo  se  previno  que  en  los  Juzgados  militares  se  determinasen 
en  juicios  verbales  las  cuestiones  cuyo  interés  no  pasara  de  SOO  rs.  en 
£spaña:  » 

Considerando  qm  por  el  art.  1418  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
4|uedaron  derogadas  todas  las- leyes.  Reales  decretos,  reglamentos,  órdenes  . 
y  fueros  en  que  se  bayan  dictado  reglas  para  el  procedimiento  en  asuntos 
•civiles. 

Considerando  que  la  Real  resolución  de  16.  de  marzo  de  1796  se  halla 
4erogada  por  dicba  ley,  porque  esta  en  su  art.  1162  establece  que  toda 
euesiiun  entre  paites,  cu^o  interés  no  esceda  de  600  rs.,  se  decidirá  en  jui- 
cio verbal,  y  determina  sin  escepdon  alguna  que  el  conocimiento  de  este 
jaido  en  la  primera  instancia  corresponde  á  los  Jueces  de  paz,  lo  que  es- 
eluye  toda  jurisdicción  especial,  porgue  no  existen  otros  Jueces  de  esta 
clase  que  los  de  la  jurisdicción  ordinaria; 

Y  considerando  que  en  competencias  de  tal  naturaleza  se  ban  dictado  ya 
por  este  Tribunal  varias  sentencias  qae  deben  tener  presentes  los  Jueces» 
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unto  de  la  jorísdiecion  ordinarít,  como  de  las  prívIMíadas,  i  fin  de  qaeae 
eviteo  graves  eatorpecimientos  en  la  administración  oe  la  justicia  y  aeni- 
bles  perjuicios  á  los  intereses  de  las  partes; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  qae  el  conocimiento  de  es- 
tos autos  corresponde  al  Juez  de  paz  del  distrito  ae  la  Merced  de  ia  ciudad 
de  Málaga,  al  oue  se  remitan  udas  y  otras  actuaciottes  para  lo  que  proceda 
con  arreglo  á  derecho;-  y  dígase  al  Auditor  de  ia  Gapitanfa  general  de  Grt« 
nada  D.  Hilario  de  Higofi  que  en  lo  sucesivo  en  cuestiones  jurisdicoiooales» 
«orno  la  de  que  se  trata,  tenga  presente  las  sentencias  da  este  Suprano 
Tribunal. , 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Go- 
bierno é  insertará  en  la  C^edon  legislatwa,  para  lo  cual  se  pasen  laaopor« 
tunas  copias  certificadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — Juan 
Martin  Garramolino. — Hamon  Marfa  de  Arríola.^Féliz  Herrera  de  la  Riva. 
—Juan  María  Biec.^Pelipe  de  Urbina. — Bduardo  Ello.— Domingo  Moreno. 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Ilus- 
trisimo  Sr.  D.  Felipe  de  Urbina,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justi- 
cia, estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  segunda  en  el  día  de 
toy,  de  que  certifico  como  Bscribano  de  Cámara  habilitado. 

Madrid  %  de  miyo  de  1862.— Gregorio  Camilo  Garcfa.--(6ac8ta  del  1^ 
de  mayo  de  1862.) 


1«3. 


Ple^uB^o  de  «asaeloaa  (8  de  mayo  de  1862.).-^Nuui>ai>  de 
UN  TESTAMENTO.— Se  dccIara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Sq- 

Kremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  José 
oca  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  tercera  de  la 
Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  Clemente  Florejachs  y  su 
mujer,  y  se  resuelve: 

Que  aunque  con  arreglo  dio  que  se  establece  en  la  eonstUiicloi\ 
segunda  de  Cataluña^  tü,  iJ"  de  pupilUrs  y  altres  substitucíons, 
pitra  que  no  se  tenga  por  írrito  ó  nulo  el  testamenio  del  padre,  es 
necesario  hacerse  en  él  meficion  del  hijOj  ya  sea  par  derecho  déte- 
gado  ó  de  cualquiera  otra  manera,  es  evidente  que  este  precepto 
solo  debe  entenderse  cuando  no  concurran  fundadas  causas  que  im- 
pelan al  Padre  á  consignar  su  voluntad  de  privarle  de  la  parte  i 
que  en  otro  caso  tendría  derecho. 

En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  8  de  mayo  de  1863,  en  los  autos  peo- 
dientes  ante  Nos  por  recurso  de  casación  seguidos  en  el  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  de  Barga  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Real  Audiencia  de  Bar* 
celona  por  D.  José  Roca  con  D.  Clemente  Florejaciis  y  su  mujer  Doña  Ma- 
ría Roen,  sobre  nulidad  del  testamento  de  D.  Ramón  Roca: 

Refiultando  que  en  27  d^  febrero  de  1819  otorgaron  escritura  D.  Ramen 
Roca  y  San  Salvador  y  Doña  Antonia  Costa  y  Comas  con  motivo  del  matri- 
monio oue  habían  contraído,  prometiendo  heredar  prelatlvamente  hijos  por 
hijos  é  fiijüs  por  iiijas  á  los  que  nacieran  de  aquel  matrimonio  antes  que  á 
tos  de  cualquiera  otro,  reservándose  entre  ellos  la  elección,  yon  caso  de 
morir  sin  hacerla  se  tuviera  por  instituido  el  primer  hijo  varón,  y  en  su  de- 
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fació  la  primera  bija  y  después  los  demás  de  grado  en  grado,  pra6r¡eadp 
loe  yaroDes  á  las  bembras  y  los  mayores  á  los  meoores,  y  escluyendo  es- 
{insamea(6y  entre  otros  ¿  los  aoe  fuesen  desobedientes  4  sus  padres: 

Resultando  que  en  el  ano  de  1844  se  recibió  inforn^acion  á  instaDCÍa  de 
D.  Ramón  Roca  para  justiGcar  que  su  bijo  José  le  babia  insultado  y  amo- 
nazado  ¿  sus  hermanas,  condenándosele  en  su  vista  á  prestar  caución  de 
no  ofenderles»  apercibido  de  ser  tratado  con  mayor  rigor;  y  que  en  el  de 
1848  se  siguió  causa  contra  el  mismo  por  insultos  y  amenazas  á  su  padre, 
siendo  condenado  por  ejecutoria  de  la  Audiencia  de  Barcelona  de  20  de  ju- 
nio en  dos  años  de  presidio; 

Recluitando  que  D.  Ramoa  Roca  otorgó  testamento  en  11  de  julio  de 
1833,  bajo  el  que  falleció  en  10  de  setiembre  dt^  1854,  en  el  cual  desbere- 
dé  á  su  citado  bijo  por  haberle  hecho  toda  especie  de  amenazas  é  iosultos 
de  palabra  y  de  obra  y  haber  pegado  fuertemente  á  su  madre,  nombrando  . 
heredera  á  su  bija  Marfa  Roca,  mujer  de  D.  Clemente  Florejachs,  y  caso  de 
00  tener  descendencia  á  sus  otras  bijas  Ramona  y  Francisca  por  iguales 
partes: 

Resultando  que  D.  lasé  Roca  y  Costa  entabló  demanda  en  6  de  octubre 
de  1838  para  que  se  declarase  vano  y  de  ningún  valor  el  testamento  de  su 
padre,  ó  al  menos  la  desheredación  que  respecto  de  él  contenia  y  la  institu- 
ción de  heredero  á  favor  de  Marfa  Roca,  á  (]uien  y  á  su  marido  se  condena-, 
se  á  entregar  al  demandante  como  hijo  primogénito  y  único  varón  la  uni- 
versal herencia  de  su^padre,  con  los  frutos  é  intereses  percibidos  y  podidos 
percibir  desde  su  muerte,  prelension que  fundó  en  lo  establecido  en  lasca- 

gitulaciones  matrimoniales,  y  en  que  las  causas  espresadas  por  aquel  para 
t  desheredación  no  estaban  comprendidas  en  ninguna  de  las  cinco  que 
señala  el  derecho  municipal,  el  cual  exigia  que  se  hiciese  espresion  nomi- 
nal de  la  que  ocasionaba  la  desheredación: 

Resultando  que  D.  Clemente  Florejachs  y  su  esposa  ímpugnarbo  la  de- 
manda fundados  en  que  el  testamento  de  D.  Ramón  Roca  tenia  todos  los 
requisitos  de  derecho;  que  el  heredamiento  liecbo  por  el  mismo  en  las  car- 
tas dótales  era  condicional,  y  ninguna  de  las  condiciones  se  había  veriflca- 
do,  y  por  ú!timo,  que  el  demandante  habia  sido  desheredado  por  causas  es- 
présas  y  ciertas: 

Resultando  que  practicada  prueba  por  las  partes,  dictó  sentencia  el  Juez 
de  primera  instancia,  que  cftnfírmó  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Bar- 
celona en  25  de  octubre  de  1860,  por  la  que  absolvió  á  los  consortes  Doña 
Marfa  Roca  y  D.  Clemente  Florejachs  de  la  demanda  en  cuanto  á  declerar 
€n  vano  el  testamento  de  D.  Ramón  Roce  y  la  institución  de  heredero  he- 
cha en  él  á  favor  de  aquella,  y  le  declaró  en  tMnoj  de  ningún  valor  en 
«Qanto  á  la  desheredación  ¿  D.  José  Roca  y  Costa  del  legado  de  legitima 
filerna: 

Resuftando  que  por  este  se  interpuso  recurso  de  casación  citando  como 
infringidas  la  constitución  segunda  de  las  de  Cataluña,  tít.  ^°  áepupUlars 
ff  áüres  substüucUmB^  lib.  6«  ,  versículo  é  sis  vol^  que  dice  que  el  testa- 
mento de  los  padres  vale  con  tal  que  se  deje  al  hijo  por  cualquier  titulo  la 
legitima  ó  parte  de  ella: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Gabriel  Cerueto  de  Velasco: 
Considerando  que  aunque  con  arreglo  á  lo  que  se  establece  en  la  consti- 
don  segunda  referida,  para  qne  no  se  tenga  pnr  Irrito  ó  nulo  el  testamento 
del  padM  es  necesario  nacerse  en  él  mención  del  bijo,  ya  sea  por  derecho 
delegedo  ó  de  cualquiera  otra  manera,  es  evidente  que  este  precepto  solo 
debe  entenderse  cuando  no  concurren  fundadas  causas  que  impelan  fd  pa^ 
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tire  ¿  coosígnar  su  voluntad  de  privarle  de  la  {varte  á  que  en  otro  caso  ten* 
dria  derecho: 

Considerando  que  el  padre  del  recurt^enté  declaró  en  so  testamento  qué 
no  legaba  éí  este  cantidad  alguna  por  titulo  de  legítima  ni  por  otro  motivo» 
antes  bien  ie  desheredaba  formalmente  por  las  graves  razones  que  es-» 
presó,  nombrando  heredera  de  todos  sus  bienes  á  una  de  sus  hijas: 

Considerando  que  sin  embargo  de  que  por  la  sentencia  ejecutoria  se  h» 
declarado  en  vano  y  de  ningún  valor  la  desheredación  de  D.  José  Roca  del 
legado  de  legitima  paterna,  este  fallo,  resultado  de  la  apreciación  hech» 
por  la  Sala  de  las  causas  alegadas  por  el  padre,  no  podia  afectar  á  la  validen 
ó  nulidad  de  la  institución  de  Iieredero,  y  menos  aun  á  la  de  todo  el  testa* 
mentó,  puesto  que  existiendo  en  concepto  del  otorgante  motivos  justifica» 
dos  para  ia  desheredación,  y  cumplidos  los  demás  requisitos  prevenidos  par» 
hacerla,  dicta  la  razón  que  no  tuviese  necesidad  de  dejar  al  mismo  tiempo 
ai  hijo  su  porción  legitima  para  la  eGcacia  y  fuerza  legal  del  testa- 
mento: 

Y  considerando  que  por  los  fundamentos  espuestos  no  ha  sido  infringí'^ 
da  la  constitución  citada  en  apoyo  del  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no-haber  lugar  al  inter* 
puesto  por  D.  losé  Roca,  ¿  quien  condenamos  ¿  la  pérdida  de  la  cantidad  por 
que  prestó  caución  y  que  pagará  si  viniere  á  mejor  fortuna,  y  en  lae  cos- 
tas; devolviéndose  los  autos  i  la  Audiencia  de  Barcelona  con  la  certificación 
correspondiente.  ^ 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  Inser- 
tará en  la  Coleccton  (e^í^iah't^a,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,, 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  Armamos. — Lorenzo  Arrnzola. — Sebastian 
González  Nandin.— Antero  de  Ccharrí.— Gabriel  Cerueto  de  Velasen.— Pe- 
dro Gómez  de  Hermosa.— Pablo  Jiménez  de  Palacio. — Ventura  de  Colsa  j 
Pando. 

Publicación. — Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
limo.  Sr.  D.  Gabriel  Gemelo  de  Velasco,  Ministro  de  la  Sata  primen  del 
Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  Sala  en  el  dS» 
de  hoy,  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  8  de  mayo  de  1862.^Juan  de  Dios  Rubio.— (Gaceta  de  33  d^ 
mayo  de  i 862.) 


ñ9M. 


Bemaaiwo  de  casación  (8  de  mayo  de  1862.).— Desahucio» 
—Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber 
logar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Ángel  Rodrignez 
Gínovés  contra  la  sentencia  de  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de 
Valladolid,  en  pleito  coa  el  presbítero  D.  Aútonío  Rodríguez  de  la 
Peña,  Y  8e  resuelve: 

i,""  Que  no  tmede  inoaUdarse  un  documento  anterior  por  o(r^ 
posterior^  cuatido  este  es  redargmdo  civilmente  de  falso : 

2.®  Qae  en  el  caso  de  no  aparecer  una  obligación  eficaz^  rm*^ 
peeto  al  punto  del  lUigio^  contraída  por  los  litigantes  entre  ¿,  ei^ 
rece  de  aplicación  al  caso  la  leu  1%  tU.  i/,  Iwro  iO  déla  Nortf- 
sima  Recopilación; 
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F3.^  que  limiíada  una  9entencia  á  deehrar  prúeederUe  eldesa-^ 
hucio ,  objeto  de  la  demanda,  no  prejuzga  cuesti&n  alguna  aceña 
de  la  validez  de  los  documentos  presentados  en  aütbs. 

En  la  filia  y  corte  de  Madrid,  á  8  de  mayo  de  i862  ,  en  los  autos  <fO€ 
penden  ante  Nos  por  recurso  do  casación,  seguidos  en  el  Jutgado  de  pri- 
men instancia  de  LeoQ  y  en  la  Real  Audiencia  de  Valkdolid,  por  el  Fres-* 
hilero  D.  Antonio  Rodríguez  de  la  Peña,  conira  D.  Ángel  Rodríguez  GiDO«- 
Tés  y  su  esposa  Dona  Josefa  Alaez,  sobre  desahucio  de  la  casa  que*  habitan: 

Resultando  que  embargada  esta  y  sacada  á  pábliea  subasta ,  se  remató 
á  faiot  de  D.  Ángel  González  Ginovés  como  único  postoi^ ,  por  la  cantidad 
de  i  4,000  rs.,  otorgándole  el  Juez  ia  consiRuieote  escritura  de  venia  ,  d« 
la  que  se  tomó  razón  en  la  Contaduría  de  hipotecas,  pegando  González  Gi  - 
noYés  los  derechos  correspondientes,  y  en  la  que  se  espresó,  que  los  ii.OOO 
reales  se  habian  invertido  en  cubrir,  entre  otros,  el  crédito  ael  Presbítero 
D.  Antonio  Rodríguez  de  la  Pena,  según  recibos  que  quedaban  unidos  al 
eipedieiite: 

Resaltando  que  habiendo  demandado  dicho  Presbítero,  en  juicio  de 
conciliación  que  se  celebró  en  23  de  setiembre  de  i849,  á  D.  Ángel  Rodri*-' 
guez  Ginovés,  para  que  como  apoderado  y  administrador  suyo,  desiie  el 
abo  1838,  le  rindiese  las  cuentas  de  las  cantidades  ingresadas  en  su  poder 
por  diversos  conceptos,  con  inclusión  de  las  rentas  de  la  casa'  que  ocopabfif 
contestó  Rodríguez  Ginovés  que  rendiría  la  cuenta  desde  iuniode  1847, 
pues  las  anteriores  las  había  nado,  pero  sin  comprender  las  rentas  Je  la  casa 
sobredicha,  por  no  ser'dueño  de  ella  el  demandante: 

Resultando  que  á  invitación  del  Juez  de  paz,  se  avtnteron  los  interesa* 
dos  en  nombrar  arbitros  arbitradores  que  decidiesen  el  asunto ,  obligándo- 
se á  estar  y  pasar  por  lo  que  determinasen,  previas  las  instrucciones  que 
respectivamente  les  diesen»  y  que,  aceptado  el  cargo  por  los  que  eligieron^ 
dictaron  sa  laudo  en  2  de  marzo  de  1850  con  presencia  de  los  documentos 
que  se  les  entregaron,  por  el  que  declararon  entre  otras  cosas,  que  las  ren-> 
tas  de  la  casa  cobradas  por  González  Ginovés  y  no  satisfechas  á  D.  Anto* 
nio  Rodríguez  de  la  Peña,  se  entendiesen  como  una  donación  hecha  al  pri- 
mero, pues  ¿  no  haber  mediado  disidencia  entre  los  dos,  jamás  el  segundo 
las  hubiera  reclamado;  y  que  no  podían  menos,  para  hacer ' esta  declara- 
ción, de  partir  de  la  base  cierta  y  segura  dn  ser  Rodrigues  de  ia  Peña  due** 
ño  legitimo  de  la  casa,  por  haberlo  asi  reconocido  González  Ginovés  en  sus 
cuentas,  á  pesar  de  que  la  escritura  aparecía  otorgada  á  su  fafor: 

Resultando  que  el  Presbítero  Rodh^ez  de  la  Peña  solicitó  se  llevara  á 
efecto  el  laudo  anterior,  y  que  no  habiéndose  accedido  á  ello,  por  haber 
apelado  González  Ginovés,  lo  hizo  el  de  esa  negativa: 

Resallando  que  en  16  de  juüo  del  mismo  año  1850,  otorgaron  ambos 
inieresados  una  escritura  en  unión  con  Doña  Josefa  Alaez  Rodríguez»  80« 
briaa  del  primero  y  esposa  del  segundo,  por  la  que  esta  y  su  marido  se 
obligaron  á  pagar  á  su  tío  D.  Antonio  16|000  rs.  en  ios  plazos  y  forma  que 
espresamn,  y  este  se  comprometió  á  condonarles  las  cantidades  de  los  que 
no  hubiesen  cencido  á  su  fallecimiento,  y  también  á  separarse»  como  desda 
luego  se  separaba»  de  cuanto  comprendía  au  demanda  y  sentencia  arbitral, 
que  por  bien  da  la  paz  cedift  á  sus  sobrinos,  dando  por  terminadas  todas 
na  coaitas  y  desavetkenciai,  y  transigiendo  todas  sus  acciones  y  pretensio* 
nes,  declarando  los  tres  otorgantes  que  en  esta  transacción  no  había  dolo» 
error  sustancial  ni  le&íon ;  y  caso  de  haberla,  se  hacían  de  la  que  fuese  gra- 
cia y  donación  perfecta  é  irrevocable»  dando  por  terminados  los  referidos 
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autos,  así  como  la  demanda  de  desahucio  de  la  caea  que  habitaba  D.  Ángel» 
l^romorida  poc su  Ua  D.  Antonio,  comprometiéndose  á  estar  y. pasar  por 
esta  transaccioQ  y  á  no  reclamarla  ni  intentar  nueva  acción ,  queriendo ,  «n 
caso  contrario  y  no  ser  oídos  en  juicio  ni  fuera  de  éi  y  ser  condenados  en 
las  costas: 

Resultando  que  en  la  misma  fecha  del  otorgamiento  de  la  escritim 
anterior,  firmaron  González  Ginovós  y  su  esposa  un  papel,  por  el  que  se 
ebligeron  á  pagar  mancomunadariiente  á  su  Uo  D.  Antonio  600  rs.  de  ren- 
ta anual  por  la  casa  que  habitaban  en  la  calle  de  la  Rúa,  núm.  57,  que  re-* 
isibian  en  arrendamiento  por  espacio  de  nueve  anos ,  comprometiendo  sos 
bienes  al  pago  de. dicha  renta  y  al  de  las  costas  que  se  originasen  con  su 
morosidad: 

Resultando  que  con.  feclia  16  de  noviembre  de  1852,  aparece  suscrito 

Sor  D.  Ángel  González  Ginovés  y  D.  Antonio  Rodríguez  de  la  Peña,  si 
leo  este  ha  negado  su  Arma,  redargoyéndolo  civilmente  falso,  un  pépel 
simple,  por  el  que  este  último  se  separó  de  toda  reclamación  y  ezaccioa 
de  los  600  rs.  anuales  que  hasta  el  24  de  junio  de  1859  se  obligó  á  pagarte 
.su  sobrino  Gonzalos  Ginovós  por  el  arrendamiento  de  la  sobredicha  casa, 
dio  por  cancelado  el  documento  del  mismo,  y  reconoció  como  dueños  de 
ella  á  González  Ginovés  y  su  mujer  y  á  sus  herederos  y  sucesores: 

Resultando  que'en  22  de  febrero  y  2  de  abril  de  1856  demandó  ejeea* 
tivamente  D.  Antonio  Rodríguez  á  D.  Ángel  González  y  su  esposa,  al  pago 
de  l,i09  rs.  por  plazos  vencidos  de  la  escritura  de  16  de  julio  de  i850,  y 
de  1,800  rs.  procedentes  del  arriendo  de  la  casa,  según  la  obligación  de  k 
misma  fecha,  y  que  acumulados  ambos  juicios,  recayó  sentencia  de  remato 
en  10  de  julio  siguiente,  por  las  cantidades  reclamadas  y  las  costas: 

Resultando  que  desglosado  de  los  indicados  amos  el  papel  de  arrenda- 
miento de  la  casa  y  puesto  testimonio  del  reconocimiento  que  de  sus  fir« 
roas  hicieron  González  Ginovés  y  su  mujer,  presentó  demanda  su  tío  Don 
Antonio  pidiendo  se  le  condenase  á  desalojarla  y  dejarla  á  su  disposición, 
con  entrega  de  las  llaves  en  término  de  ocho  días  y  pago  de  las  costas,  ale* 
«ando  que,  tanto  la  demanda  ejecutiva,  ya  ejecutoriada,  como  la  actnal  de 
desahucio,  nacían  de  4in  mismo  contrato,  celebrado  con  posterioridad  al 
elorgamiento  de  la  escritura  de  compra  de  la  casa  que  los  demandados  in- 
vocaban en  su  favor,  tratando  de  llevar  á  efecto  el  amano  con  que  escritu* 
rerom  paira  sí,  lo  que  debió  ser  para  el  esponente  conu)  compra  hecha  con 
h  voluntad,  consentimiento  y  dinero  del  mismo;  pero  que  fuese  de  eso  le 

2ue  se  quisiera,  nunca  podría  servir  para  fundar  escepcion  que  les  relevase 
e  cumplir  las  obligaciones  que  se  impusieron  en  el  último  y  nuevo  con- 
trato de  arrendamiento,  ni  para  enervar  las  acciones  dimanantes  de  él  en 
favor  del  arrendador: 

Resultando  que  celebrado  sin  éxito  juicio  verba),  contestó  O.  Ángel  Goo- 
lalez  Ginovés  pidiendo  se  le  absolviese  libremente  de  la  demanda,  y  acorop»» 
Bando  la  escritura  de  ventado  la  casa  y  el  papel  de  16  de  noviembre  do  4852, 
alegó  que  era  dueño  de  esta  y  la  había  estado  poseyendo  constanlemeate 
sin  haberla  trasmitido  por  título  alguno  á  nadie:  que  el  contrato  privado  de 
arriendo  se  \q  arrancó  a  él  y  á  su  esposa,  D.  Antonio  Rodríguez  con  *  dolo, 
prometiéndoles  mil  dichas  y  felicidades:  que  además  de  haber  quedado  sía 
afecto  por  el  posterior  de  16  de  noviembre  de  1852,  era  nulo  por  el  dolo 
que  intervino,  ^r  ser  contrario  á  la  ley  61  de  Toro  y  por  versar  sobramia 
cosa  legalmente  imposible,  como  la  de  recibir  uno  sus  propias  cosas  en  4ir- 
rendaroiento,  y  por  otra  parte  ser  notorio  que  las  sentencias  que  recaen  en 
los  juicios  ejecutivos  no  escluyen  las  acciones  ordinarias ,  ni  destrayen  ia 
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kutu  éé  dooiiBentos  félidoB  eomo  el  da  46  de  noñembre  de  1852»  por 
mas  qoe  el  demandante  hubiese  negado  su  firma  y  se  hubiera  tenido  eomo 
ai  DO  eiisüese  en  aquel  juicio  ejecutivo: 

Resultando  que  abierto  el  pieito  á  prueba  y  practicadas  las  aoe  se  ar« 
ticularon,  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instancia  en  27  de  abril  de 
4850,  que  confirmó  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Yalladolid  en  5  de 
marzo  de  i860,  declarando  con  lugar  el  desahucio  de  la  casa  que  habitaban 
D.  Ángel  González  Ginovés  y  su  espesa  Dona  Josefa  Alaez  en  virtud  del 
arrendamiento  consignado  en  el  documento  de  16  de  julio  delSSO^y 
apercibléodoles  de  lanzamiento  si  no  la  desalojaban  en  el  término  tmproro- 
gable  de  ocbo  dias. 

Besultaodo^  por  último»  que  el  recurso  de  casación  interpuesto  contra 
ese  fallo  se  fundó  en  haberse  dado  contra  lo  que  dispone  la  ley  1.*,  tit«  i,\ 
libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  y  además  por  quedar  prejuzgada  la 
coestion  de  invalidez  de  un  documento  público  que  tenia  á  su  favor  el  re- 
currente» y  que  fué  otorgado  con  todas  las  formalidades  prescritas  por  las 
leyes: 

Vistos»  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Sebastian  González  Nandio: 

Considerando  que  el  recurrente»  en  el  documento  privado,  por  él  reco* 
nocido»  de  16  de  julio  de  1850»  se  obligó  á  pagar  al  demandante  durante 
nueve  anos»  600  rs.  de  renta  por  la  casa  de  que  se  trata»  declarando  haber- 
la recibido  de  él  en  arrendatniento: 

Considerando  que  ese  convenio  dejó  por  su  parte  de  cumplirse»  no  ha- 
Iñendo  satisfecho  la  renta  espresada  desde  1852  basta  1857  en  que  se  pre- 
sentó la  actual  demanda: 

Considerando  que.el  doeumento  de  16  de  noviembre  de  1852»  en  el  que 
fdadó  principalraentesu  escepoion  el  demandado»  no  puede  invalidar  el  an- 
terior de  1850,  en  cuanto  á  la  eficacia  de  la  acción  ejercitada  en  su  virtud 
por  el  demandante »  por  haber  este  redargüido  civilmente  de  falso  aqyei 
documento  y  negado  fuese  suya  la  firma  en  él  contenida: 

Considerando»  por  tanto»  que  no  apareciendo  obligación  alguna  eficaz» 
respecto  al-  punto  del  litigio»  contraída  por  el  demandante  á  favor  del  de- 
mandado» con  potterioridad  al  referido  pacto  de  arrendamiento^  carece  de 
aplicación  ki  ley  1/»  tft.  1.%  libro  10  de  laNovisima  Recopilación»  única 
citada  como  infriogida: 

Considerando»  ademis»  que  limitada  la  sentencia  á  declarar  procedente 
«I  desahucio»  objeto  de  la  demanda»  no  ha  prejuzgado  ni  podido  prejuzgar 
cneation  alguna  acerca  de  la  validez»  en  otros  conceptos»  de  ios  documentos 
presentados  en  autos  por  el  recurrente; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recorso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Ángel  Rodríguez  Ginovés»  á  quien  condéna- 
nos en  las  costas  y  ¿  la  pérdida  de  la  cantidad  por  la  que  prestó  caución» 
para  cuando  llegue  á  mejor  fortuna»  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia 
de  Valladolid  con  la  certificación  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia»  que  se  publicajrá  en  la  Gaceta  é  insérta- 
la en  la  Colección  lepstatíva^  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias»  lo 
pronunciamos»  mandamos  y  firmamos.— Lorenzo  Arrazola.-^Sebasttan  Gon- 
zález Nandin.^Joaquin  de  Palma  y  Viouesa.— Pedro  Gómez  de  Hermosa. 
—Pable  Jiménez  de  Palacio.— Laureano  Rojo  de  Norzagaray.— Ventura  de 
Coisi  V  Pando. 

Publícacion.*~Letda  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Bxce- 
iBDtlsimo  é  limo.  Sr.  D.  Skibastian  González  Nandio.  Ministro  del  Tribunal 
Sopremo  de  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  eu  su  Sala 
TOMO  TU.  40 
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prífnera  el  día  déla  faeha^  de  que  ceriifieo  como  Saerotario  de  S.  M.  y  au 
esisribaiio  de  Cámara. 

Madrid  S  de  mayo  de  1862.-*DioDÍ8Ío  Adíodío  de  Pu^^Gocata  d* 
25  de  mayo  de  18^.) 


1S5. 


Reeaarma  de  cauMicieaa  (8  áe  mayo  de  18620* — Otorca* 
MiEHTO  DB  UNA  ESCRITORA  DE  VENTA.— Se  declafE  pof  Ir  SrIr  prime« 
ra  del  TríbiiDal  Sapremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  Juliana  Rodrignez,  contra  la  sentencia  pronwciada 
Sor  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  ValladoKd,  en  pleito  con  don 
.ndrés  Gutiérrez,  y  se  resuelve: 
Qüc  no  puede  interponerse  recurso  de  casación  contra  senten* 
cia  por  raxon  de  infracción  de  ley^  cuando  el  convenio  de  que  se  tra- 
ta  no  se  pretendió  que  debía  comprenderse  en  eUa^  ni  ha  podido  por 
lo  tanto  serinfringidai 

En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  ¿  8  de  aayo  de  186!^,  en  loa  autos  peo*- 
dientes  ante  Nos  por  recurso  de  casación^  seguidos  en  el  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  de  Peñaranda  de  Bracamente  y  en  la  Sala  primera  de  1» 
Real  Audiencia  de  Valladoiid  por  D.  Andrés  Gutiérrez  con  Juliana  Rodri* 
guez  sobre  otorgamiento  de  la  escritura  de  venta  de  i|oa  casa: 

Resultando  que  Felipe  Gutiérrez  firmó  en  Peñaranda  con  fecha  29  de- 
mavo  de  1S50  un  documento  simple,  que  fué  registrado  en  la  Cootadurf» 
de.UTp6tecas,  en  el  que  declaró  que  aquél  dra  le  fiabia  prestado  su  berma- 
no  D.  Andrés  Gutiérrez  6)000  rs,  sin  interés  alguno  para  pagar  la  casa  qoo 
había  comprado  y  (|ue  habitaba,  hipotecándola  á  la  seguridad  de  aquella 
suma,  siendo  condición  que  si  muriese  ó  tuviere  voluntad  de  enajenarla 
6nca,  pudiera  su  espresado  hermano  tonnrla  por  su  raior,  6  por  el  tanto» 
considerándose  al  efecto  como  adjudicada  dicha  cantidad  en  la  misma  fin- 
ca, si  asi  placia  á  aquel: 

Resultando  que,  aunaue  no  consta  de  aotos^  las  partes  se  bailan  con- 
formes en  que  Felipe  Gutiérrez  falleció  habiendo  otorgado  testamento  en 
25  de  octubre  de  1857,  en  el  cual  nombró  heredera  á  Juliana  Rodríguez, 
y  reconoció  y  confirmó  la  anterior  obligación,  declarando  que  además  da 
los  6,000  rs.  era  en  deber  á  su  hermano  otros  1,000  rs.  mas: 

Resultando  que  fundado  en  estos  documentos,  entabló  demanda  D.  Ast^ 
drés  Gutiérrez  en  3  de  junio  de  1959  para  que  se  condenase  á  Juliana  Ro* 
driguea,  como  heredera  del  Felipe,  á  que  por  el  precio  que  regulasen  pe* 
ritos  de  reciproco  nombramiento  le  otorgase  escritura  de  venta  do  U  cita- 
da casa  hasta  donde  alcenfasen  los  7,000  rs.  adeudados,  protestando  en- 
tregar en  el  acto  del  otorgamieolo  lo  qoefaltaae  para  cubrir  el  valor  de  la 
finca: 

Resultando  que  Juliana  Rodriouez  impo^  la  demanda ,  fondada  eo 
que  el  docnnentoen  que  se  apoyaba  solo  podía  tener  el  carácter  do  jnalift- 
cante  de  una  deuda  que  estaba  dispuesta  á  satisfacer,  pero  no  eide  contrato^ 
de  venta,  pues  que  faltaba  el  precio,  aun  dado  por  supuesta  que  ozisiiera 
el  consentimiento,  ni  mucho  menos  el  de  última  voluutad  4>or  faltarie  las 
aolemoidades  de  la  ley^  alegando  por  áltlmo  que  loa  1,000  tu  declaradoa 
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en  el  testamento  eran  ana  deuda  distinta  de  la  anterior  y  no  estaban  ga* 
rantidos  con  la  hipoteca  de  la  casa: 

Resaltando  qne,  dictada  sentencia  por  el  Juez  de  primera  instancia,  fué 
revocada  por  la  que  en  9  de  enero  de  1861  pronunció  la.  Sala  primera  de  la 
Audiencia  de  Yaltadolid^  condenando  á  )a  Rodrigoez  á  qne  otorgara  escri- 
tora  de  VAttta  de  la  casa  á  fíiTor  del  demandante  por  el  prf>jcio  que  la  die» 
sea  perilos  de  reciproco  nombramiento  y  tercero  en  discordia ,  con  des- 
coenlo  de  kM  6,000  rs.  á  que  se  referia  'la  obligision  de  29  de  mayo  á» 
IrOiO»  reserrando  é  aquel  sa  derecbo  para  reciaowir  los  i  ,000  rs.  de  que  sa 
hermano  se  confesó  deudor  en  el  tef  lamento: 

Resaltando  aoe  Juliana  Rodríguez  interpuso  recurso  de-  casación  el*' 
tando  como  infringida  la  ley  h,\  tít.  6.*,  Partida  5.': 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Gabriel  Gemelo  de  Velasco: 
Considerando  que  la  cuestión  disentida  en  estos  autos  ha  versado  sobre^ 
la  inteligencia  y  valor  legal  del  documento  suscrito  por  Felipe  Gutiérrez, 
en  que  el  actor  ha  fondado  su  demanda,  asi  como  sos  eseepeiones  la  de«» 
mamdada: 

CoQstderando  que  calificada  por  la  Sala  sentpnciadora  la  obligación,  en 
que  en  dicho  documento  se  constituyó  el  Felipe  Gutiérrez,  no  de  con* 
trato  de  venta,  concepto  en  el  que  se  alegaba  su  ineficacia  y  nulidad  por  lar 
recurrente,  sino  de  una  promesa  de  vender  á  su  hermano  fa  casa  de  que  sfr 
trata»  verificado  cualquiera  de  los  dos  casos  previstos,  la  ha  estimado  com- 
prentSida  enr  las  prescripciones  de  la  ley  i.*,  tft.  i.%  llb.  10  de  la  Novfsima 
Recopilación,  condenando  en  su  consecuencia  á  k  heredera  de  aquel  ai* 
cumplimiento  de  la  obligación  que  contrajo  su  causante: 

Considerando  que  el  presante  recurso  no  se  ha  interpuesto  porque  s» 
haya  infringido  la  referida  ley,  como  tampoco  el  contrato  ó  convenio,  fun- 
damento de  la  demanda,  y  sf  soto  por  considerar  contraría  la  semencia  é  lo» 
que  se  dispone  en  la  ley  5.*,  título  6.*  de  la  Partida  5.*,  que  trata  de  toa» 
ffeifos  que  sen  llamados  en  htin  etmtraetos  intiaminatos,  que  han  seme» 
fanssa  con  el  cambio,  y  espliea  sus  diferentes  clases: 

Considerando  que  además  de  que  dicha  ley  no  establece  ni  podia  e^ta* 
blecer  que  estuviesen  limitados  á  los  ejemplos,  que  ctintiene,  todos  los  con* 
venios  que  sin  un  nombre  especial  y  determinado  pueden  celebrarse,  n9 
tienen  aplicación  alguna  al  caso  concreto  de  este  pleito,  que  no  se  ha  pre- 
tendido que  debía  comprenderse  entre  tos  consignados  en  la  referida  ley,  y 
no  ha  nodido  por  lo  tanto  ser  infringida; 

FaUamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso^ 
de  casación  interpuesto  por  Juliana  Rodríguez,  á  la  que  condenamos  e» 
las  costas;  devolviéndose  los  autos  á  la  Audiencia  de  Valladolid  con  la  cer* 
tiBeaeion  corr<»pondiente. 

Aaf  por  estli  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gae^a  é  inserta* 
rá  en  la  Coleecion  legislatitía,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  I» 
pronunciamos,  mentíamos  y  finnamos.— Ramón  López  Vazuuez.— Sebas- 
tian González  Nandin.— Gabriel  Gemelo  de  Velasco.— Pedro  Gómez  d» 
Hermosa.^Pablo  Jiménez  He  Palacio.— Laureano  Rojo  de  Norzaflaray.— *» 
Ventura  de  Cblsa  y  Pando. 

Publicaeioo.^Leida  y  publicada  fué  la  precedente  aentendapor  et  Iiu8« 
tifrimo  Sr.  D.  GabrieiGeraelo  de  Telasco,  Ministro  de  la  Sala  primera  del 
Supremo  THbunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  p6ldica  la  miama  Sala 
en  el  dia  de  hoy,  de  que  to  el  Escribano  de  Cámara  tertfAco; 

Madrid  8  de  mayo  de  i80t.<--Juan  de  Dios  Rubfo.H^aoafa  de2»  ée 
flia)nda*lMt.> 
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196. 

Recarso  de  casación  (8  de  túayo  de.l862.).— Nüuba0 
i>B  UNA  CÉDULA  TESTAMENTARIA.— Se  declara  por  la  Sala  primera 
del  Tribunal  Supremo  do  haber  lugar  al  recorso  de  casacioii  ioter- 
puesto  por  D.  Pautaleon  Crusellas,  y  otros  contra  la  s^teoeía^  pro- 
DUDCíada  por  la  Sala  tercera  de  la  Audrencia  de  Zaragoza,  ea 
pleito  con  José  Margeli  y  su  mujer,  y  se  resuelve: 

'  1."^  Que  la  observancia  16  de  los  fueros  de  Aragón  De  6de  Ins- 
tramentorum  se  refiere  á  las  obligaciones  y  contratos  y  á  las  estipu* 
¡aciones  ó  pactos  que  en  ellos  se  establecen  y  no  á  las  cédulas  testa- 
mentaiias: 

'  S.""  Que  aun  refiriéndose,  nunca  podría  estimarse  como  eondi^ 
don  precisa  para  la  validez  de  una  cédula  testamentaria,  la  sim- 
ple manifestación  hecha  por  su  autor  de  que  se  haUaria  cerrada  y 
entre  sus  papeles; 

Y  S."*  que  no  pueden  considerarse  como  infringidas  por  una  sen- 
tencia,  leyes  que  no  tienen  aplicación  al  caso  objeto  del  litigio,  y 
que  por  lo  tanto  no  puede  fundarse  en  ellas  el  recurso  de  casación 
que  se  intente  conUM  dicha  sentencia. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  ¿  8  de  mayo  de  i862,  eja  los  autos  pea- 
dientes  ante  Nos  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado  de  prí* 
mera  instancia  de  Gastellote  y  en  h  Sala  tercera  de  la  Real  Audiencia  de 
Zaragoza  por*PantDleon,  Justa,  Gregoria  y  Josefa  Grusellas,  y  en  represen- 
tscion  Je  estas  últimas  sus  respectivos  mariilos  Anacleto  Lámala^  Manuel 
Aliona  y  Segundo  lasa,  con  los  cónyuges  José  Margeli  y  María  Grusellas,  so- 
bre nulidad  de  una  cédula  testamentaría: 

Resultando  que  D.  Mariano  Grusellas,  presbítero  beneficiado  de  la  par- 
roquial de  la  viliii  de  Alcorisa,  otorgó  testamento  en  18  de  octubre  de  1850, 
en  el  que  instituyó  heredero  fideicomisario  al  cura  párroco  ó  regente  de  aque- 
lla iglesia  para  qae  hiciera  lo  que  tenia  ordenado  en  una  cédula  testamen- 
taria cerrada,  que  se  hallaría  entre  sus  papeles  ó  en  poder  de  la  persona 
que  citarla,  en  cuya  carpeta  se  Jeeria  Cédula  testamentaria  de  D,  Maria^ 
no  Cruselku^  présbitero  beneficiado  de  la  parroquial  de  Alcorisa  y  dentro 
un  pliega  de  papel  blanco  que  pripcipiaria  con  las  palabras  Jema,  M^ria  y 
Josefa  y  concluiría  todo  sea  á  honra  y  gloria  de  Dios,  escrita  por  su  OMno 
ó  de  mano  ajena,  pero  firmada  de  su  propio  puno^  distribuyendo  sus  bienes 
en  la  forma  en  ella  dispuesta: 

Resultando  que  ÜBllecido  el  citado  presbítero  en  22  de  junio  de  1856, 
José  Margeli  y  su  mujer  María  Gruseilasi  sobrina  del  testador,  y  en  cuya 
compañía  tí  vían,  acudieron  al  Juzgado  en  7  de  julio  siguiente,  manifestan- 
do aue  registrando  los  papeles  de  aquel  en  presencia  oel  presbítero  D.  Ma* 
Buei  Pelez,  por  ignorar  si  tenia  hecho  testamento,  habían  encontrado  un 
pliego  cerrado  con  una  oblea,  one  presentaban  abierto,  porque  al  sacarla 
Margeli  como  ignorante  campesmo,  y  no  Tersado  en  papeles,  le  había  ocur* 
rido  abrirle,  y  enterado  por  Felez,  que  lo  leyó«  de  une  era  una  cédula  tes- 
tamentaria, habla  ido  iamediaumente  á  casa  del  Alcalde,  en  presencia  del 
cual  y  de  los  demás  sobrinos  del  testador  se  había  leido,  apar^audo  s^  b 
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heredera  la' compareciente  Marfa  Grosellas,  por  lo  que  pf^  se  protocoliza* 
se  juntamente  con  el  testamento: 

Resultando  (}ue  consignado  qnela  cédala  7  carpeta  contenían  las  pala- 
bras de  que  hacia  mención  aquel,  sin  otra  diferencia  que  !a  de  estar  escri- 
ta la  palabra  José  de  las  tres  con  que  habla  de  empezar  y  empieza  sin  la  le- 
tra ^con  que  en  el  testamento  se  escribe,  se  personaron  en  las  diligencias 
D.  Pantaleon  Grusellas  y  consortes,  sobrinos  también  del  testador,  opo- 
nióodoseá  fa  protocolización  de  ia  cédula  por  no  estar  acreditada  su  iden- 
tidad, y  solicitando  se  preriniese  el  juicio  de  abintestato: 

Resultando  que  acordada  so  protocolización  sin  qoe  por  ello  se  enten- 
diera prejuzgada  la  cuestión  sobre  su  validez,  entablaron  demanda  Gruse- 
llas y  consortes  en  6  de  abril  de  1^59,  para  que  se  declarase  nula  la  citada 
memoria,  y  en  so  Tírtud  que  el  referido  presbítero  habia  muerto  intestado 
en  cuanto  ¿  los  bienes  de  que  en  ella  disponía,  fundando  so  pretensión  en 
qoe  no  reama  las  precisas  circun<!tancias  exigidas  en  el  testamento  de  es- 
tar cerrada  y  hallarse  entre  los  papeles  del  testador  ó  en  poder  de  la  perso*^ 
na  que  citaría,  no  conteniendo  la  palabra  José  la  f  final  con  que  se  escribía 
en  aquel: 

Resallando  aue  los  demandados  impugnaron  la  demanda  sosteniendo  la 
talidez  de  la  cédula,  porque  la  circunstancia  do  haberse  presentado  abierta 
cuando  el  testador  habia  dicho  que  estarla  cerrada,  no  habia  sido  designada 
por  este  como  señal  para  conocer  su  identidad,  ni. habia  dicho  que  fuera 
nula  si  no  se  presentase  cerrada,  siendo  causa  de  la  diferencia  de  la  palabra 
José  el  estar  escritos  aquellos  documentos  por  distinta  persona: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba  y  practicadas  las  que  se  ar- 
ticularon, el  juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia,  que  fué  confirmada 
sastanciahnente  por  la  qoe  pronunció  la  Sala  tercera  de  la  Real  Audiencia 
de  Zaragoza  en  18  de  junio  de  i860,  absolTÍendo  déla  demanda  á  José  Mar« 
geli  y  María  Grusellas,  declarando  en  su  consecuencia  vólida  y  sobsistente 
la  citada  memoria,  y  condenando  en  las  costas  (le  la  segunda  instancia  á  loa 
demandantes: 

Resultando  que  por  estos  se  interpuso  recurso  de  casación,  citando  co* 
mo  infringidas  la  observancia  Id  de  los  Fueros  de  Aragón  De  fide  instru* 
meniorum,  la  doctrina  de  que  el  Juez  debe  determinar  los  pleitos  en  vista 
de  lo  alegado  y  probado,  la  l«^y  2.*,  tft.  16,  lib.  li  de  la  Novísima  Recopi- 
lación, y  la  ley  24,  tlt.  1.^  Partida  G/: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Joaquín  de  Palma  y  Vinoesa: 

Considerando  que  refiriéndose  fa  observancia  de  tos  Fueros  de  Aragón, 
citada  en  el  recurso,  á  Tas  obligaciones  y  contratos  y  ¿  las  estipulaciones  é 
pactos  que  en  ellos  se  establecen,  no  es  aplicable  al  caso  presente;  y  que 
ano  siéndolo,  no  se  habría  infringido  por  la  sentencia  porque  no  podía  es- 
timarse como  un  requisito  indispensable  ó  condición  precisa  y  exigida  por 
el  presbítero  D.  Mariano  Grusellas  para  la  validez  de  su  cédula  testamenta- 
ría la  simple  manifestación  que  hizo  de  que  se  hallarfa  cerrada  y  entre  sus 
papeles: 

Considerando  qoe  son  inoportunas  las  citas  que  también  se  hacen  en 
apoyo  del  recarso  de  la  ley  2.%  título  16,  libro  11  de  la  Novísima  Recopi- 
lación, y  la  doctrína  de  qoe  el  Juez  debe  determinar  los  pleitos  en  vista  de 
lo  alegado  y  probado;  y  que  tampoco  se  ha  infringido  la  ley  24,  tft.  i.^  de 
la  Partida  6/,  porque  las  alteraciones  que  se  advirtieron  en  la  cédola  tes- 
tamentaría, ni  son  de  las  comprendidas  en  dicha  ley,  ni  resulta  qoe  se  hi- 
clenm  por  el  testador; 

Fallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
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il«  pasaoiaQ  ioter^neato  por  D.  Pantalaon  Craaellas  y  consorte»  á  qvíMMfi 
condenamos  á  la  pérdida  de  la  cantidad  por  4}tte.prealaroa^ucion,  qae  sa- 
liafiíráQ  si  finieron  i  mejor  forUma»  y  en  las  costas,  devolviéodose  loa  «otos 
i  la  Real  Audiencia  do  Zaragoza  con  la  certiücacion  cofrespoudieDle. 

Asi  por  esu  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inaei* 
tara  en  la  Coleedon  legUlaiivay  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias^ 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— Ramou  López  Vázquez,  ^-^ebas- 
liau  González  <Nandin.—Ant6ro  de  Bcbarri.^^iiabriel  Geruelo  de  Velaaoo.— 
Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa.— Pablo  Jiménez  de  Palacio*— JUaoreano  Bi(^ 
da  ^orzagaray. 

Publicación.— Leída  y  publicada  /uó  la  precedente  sentencia  por  «I 
£xcmo^  elimo.  Sr.  D.  Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa^  Ministro  de  la  Sala  pri- 
«neta  del  Supremo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  ¡aadianeia  pública  U 
misma  Sala  en  el  dia'de  boy,  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  8  de  mayo  de  1862.— Juan  de  Dios  Rubio.— ((raceto  de  27  da 
«lafo  de  1862.) 


Reearso  de  easneion  (9  de  matf^cb  f 8891).— Reivínd:- 
•OAcioN  DE  UNAS  FINCAS. — ^Sc  dcciara  pop  la  S^Ia  primera  del  Tribu* 
aal  Supremo  no  haber  lugar  al.  leeorso  de  casación  interpuesto  por 
D.  Ángel  Sánchez  del  Acait  eontra  la  sentencia  pronunciada  por  la 
Sala  tercera  da:  t»  i»Hiiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Simón 
María  Viliafoet*f  otros,  y  se  resuelve: 

1.**  Qaela  acción  reivindicatoría  nace  del  dominio,  y  solo  com- 
]fe$e  al  que  lo  tenga  y  acredite  en  legal  forma; 

Y  2.**  que  no  puede  obtenerse  la  declaración  sobre  mejor  dere* 
cho  á  un  mayorazgo  por  el  medio  indirecto  de  solicitar  la  reiviudi" 
cacion  de  algunas  y  determinadas  fincas  ^  y  menos  aún  lUigoíiio 
^nírn  terceros  poseedores. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  9  de  mayo  de  1862,  en  los  autos  peo- 
dientes  ante  Nos  por  recurso  de  casación  seguidos  en  el  Juzgado  de  prime- 
ra instancia  de  Talayera  de  la  Reina  y  en  la  Sala  tercera  de  la  RoüI  Audiee* 
cía  de  esta  corle  por  D.  Ángel  Sánchez  del  Real  con  D.  Sfimon  María  Viila- 
roel,  O.  Miguel  de  la  Llave,  D.  Pedro  Del^'ado,  mayor,  y  D.  Salvador  Cor- 
ral, y  como  cesionario  de  estos  con  D.  Manuel  de  Navarrete,  Marqués  de 
Tremolar,  sobre  reivindicación  de  unas  fincas: 

Resultando  que  en  24  de  abril  de  1716  otorgaron  escritura  el  Presbftere 
D.  Francisco  Larios  y  su  hermana  Doña  Juana  Larios,  en  la  que,  espreeaa* 
4q  que  cou  motivo  del  matrimonio  tratado  entre  su  sobrino  D.  José  Larios 
<2a6iíUejo  y  Doña  María  Teresa  de  la  Flor,  y  para  que  pudiera  sostenerse 
con  la  correspoudiente  decencia,  le  habían  ofrecido  hacerle  donación  de  lai 
^asas  de  su  inorada  y  otras  fincas  rústicas  que  designaron;  pero  que  ade* 
wás  se  pretendía. que  otorgasen  en  el  siguienie  dia  23  de  abril  donación  de 
^ran  cantidad  de  dinero,  plata  la brada,  frutes,' ganados  y  alhajan,  no  sieode 
su  ánimo  donarlo  por  ningún  caso  por  no  quedar  pobres  y  tener  con  qae 
iestar,  declaraban  que  aunque  se  dijese  en  la  donación  que  se  entregarían 
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laáoB Im biflBif  áiu rtfarído boMbo luago qoe  toráce «helo el loatriaiiK 
■io,  tos  oloffgiBlos  te  reservehaa  el  «sofruoto  deell6s  con  íaoHlUd  de  poder 
▼ewler  los  que  aeoesitaMO;  y  que  wm  cuando  eparaeiese  aquella  douacioa 
sin  Tíneulo  oi  gráváaaeu^  f  se  diiese  que  el  donatario  pudiera  disponer  llbae^ 
tteate  de  ka  bienes»  los  bebía  de  tener  eon  cargo  de  TíoeulOf  pues  de  ellos 
fundaban  un  mayorazflo  regular,  á  cuya  sucesiou  ilamabaa  en  primer  lugar» 
diespues  de  ia  vita  de  los  etorgaotea,  á  su  soImíoo  D;  José  Lanos  Castillejo» 
sus  bitos  y  deseendientes;  en  segundo  y  por  su  falta  i  O.  Fernaode  Larios» 
beraaane  de  los  otorgantes^  y  padi»  del  D.  iosó,  y  sus  hijos;  en  tercero,  a 
Dona  Teresa  Laríos,  hermana  del  primer  llamado,  y  sus  descendientes,  y 
«D  euarto  á  loe  hijos  y  legítimos  descendientes  de  Dtma  María  Lacios,  her* 
atna  mayor  de  loseiorgantes,  y  de  su  marido  0.  Bartolomé  Diai,  haciendo 
deepnesetroe  llamamientos,  y  estableciendo  por  último  <)ue  ningún  poeee^ 
der  del  Tiocnb  habla  de  poder  vender,  partir  ui  cambiar  ninguno  de  loa 
Iwenes,  ni  aun  con  íaculiad  Real,  y  que  eí  que  lo  hiciera  perdería  su  disfru* 
te  y  pasara  el  mayorazgo  al  sucesor  siguiente: 

Resultando  que  les  mismos  otoiígantes  de  la  anterior  escritura  otorgaron 
otra  en  26  del  propio  mes  y  año,  por  ia  que,  en  aleación  al  carino  que  pro- 
lasaban  á  so  sobrino  D.  José  Larios  Castillejo,  y  á  fin  deque  pudiera  con- 
traer matrimonio,  pues  carecía  de  bienes  propios,  leJiaciau  doDscion  per- 
fecta é  irrevocable,  de  las  que  el  derecho  llamaba  iníw  vivos,  de  los 
inenes  raices,  dinero,  plata  labrada»  frutos,  ganados  y  alhajas  que  especifí- 
carón,  la  mayor  parte  de  los  que  correspondían  al  otorgante  D.  Francisco, 
meriendo  que  desde  entonces  el  D.  José  y  sus  herederos  dispusieran  libre» 
■lente  de  elloe  qiediante  á  que  á  los  donantes  les  quedaban  bienes  suficien-' 
tes  para  su  manutención;  donación  que  fué  aceptada  por  D.  José  Larios  en 
él  soto  del  otergamiento: 

Resnltando  que  en  21  de  diciembre  de  1710  Dona  Juana  Larios  otorgó 
poder  para  testar  á  favor  de  sus  hermanos  0.  Francisco  y  D.  Fernando  y  de 
ü«  José  Larios,  instituyendo  heredero  por  los  dias  de  su  vida  al  D.  Francís- 
•co,  pasando  después  la  herencia  al  D.  José,  su  sobrino;  y  si  muriese  sin  des- 
cenmentes,  al  D.  Fernando,  padre  del  D.  José;  y  que  fallecida  la  Doña  Juana 
-en  6  de  mayo  de  1717,  los  comisarios,  en  uso  del  poder,  otorgaron  el  tests- 
snento  en  i4  de  febrero  de  i7i 8; 

ResulCando  que  instruidas  diligencias  ante  el  Notario  eclesiástico  de 
Tala  vera  de  la  Reina  en  el  ano  de  1735  sobre  la  administración  de  los  bie- 
nes del  Presbítero  l>.  Francisco  Larios,  en  atención  á  hallarse  incapacitado 
de  regirlos  por  su  avanzada  edad,  se  declaró  por  auto  de  8  de  octubre  de 
•dicho ano,  previa  información  sobre  el  particular,  que  por  su  decrepitud  é 
impedimento  corporal  que  padecía  esuba  incapaz  é  inhábil  para  adminis- 
trar sus  bienes,  nombrando  curador  del  mismo  á  su  sobrino  D.  José  Diai 
Larios: 

Resultando  que  fallecido  el  citado  D.  Francisco  Larios  en  2  de  julio  do 
i736,  se  procedió  á  la  apertura  de  su  te.«tamento  y  codicilo;  y  que  en  el 
primero,  otorgado  en  46  de  febrero  de  1733,  después  de  declarar  que  en  los 
oienescon  que  hablan  fuodudo  el  mayorazgo  no  correspondían  á  su  lier- 
mana  Dona  Juana  más  que  9,000  rs.,  revocó  la  citada  fundación  en  cuanto 
á  los  llamamienlos  de  los  hijos  y  descendientes  en  línea  recia  de  D.  Fernan- 
do Larios,  su  hermano,  sin  que  en  tiempo  alguno  pudiera  disfrutar  el  ma- 
yorazgo aunque  no  hubiera  parientes,  enlrando  á  su  goce  iumediatameute 
despaes  del  rallecimiento  d<;l  otorgante  su  citado  herniano  D.  Fernando,  y 
después  de  é)  los  hijos  y  descendientes  de  1).  Bartolomé  Diaz  y  de  Dotía 
María  Larios  y  los  demás  llamadus  en  diciía  fundación;  siendo  su  volun- 
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tad  que  fallecido  ra  citado  hermano  loa  9,000  n.  que  porteiMcian  i  fo  lier* 
mana  se  aegresasen  del  vincuto  y  se  entregasen  á  los  descendientes  de 
aquel,  paes  los  había  llamado,  nombrándole  por  áltimo  su  heredero;  nom- 
bramiento que  varió  en  el  codlello  que  otorgó  en  6  del  mismo  mes,  en  el 
cual  nombró  por  sus  herederas  á  sus  sobrinas,  hijas  de  D.  Bartolomé  Diuy 
Doña  María  Larios: 

Resaltando  que  el  citado  D.  Fernando  Larioe  y  su  mujer  otorgaron  tam* 
bien  testamento  en  16  de  enero  de  n2i,  en  el  que  declararon  que  median* 
te  á  haber  fallecido  su  hija  Doña  Teresa  Larios,  en  favor  de  la  cual  babian 
fondado  en  otro  testamento  anterior  un  vinculo  con  el  tercio  y  quinto  de 
sus  bienes,  le  revocaban  por  completo  en  consideraciott  ¿  que  el  fundado 
por  D.  Francisco  Larios  recaía  en  Doña  Catalina  Ugarte,  hija  mayur  de  la 
Doña  Teresa,  y  dé  reunirse  ambos  en  ella  resultaba  que  su  otra  hija  Doña 
Isabel  quedaba  sin  medios  para  mantenerse,  y  por  lo  tanto  la  mejoraban  en 
el  tercio  y  quinto  por  via  ae  vinculación  con  las  condiciones  y  Hamamien^ 
«tos  que  espresaron: 

Resultando  que  pedida  la  posesión  del  citado  mayorazgo  por  Doña  Isa- 
bel Ugarte  y  su  marido  D.  lose  Gabriel  Reiabal,  la  solicito  al  mismo  iiem« 
no  D.  José  Diflz  Lario's,  hijo  de  D.  Bartolomé  Diaz  y  Doña  María  Larios; 
fundándose  en  el  testamento  y  codicilo  de 'su  tio  que  aquellos  impugnaron, 
así  por  el  estado  de  su  incapacidad  en  que  al  tiempo  de  su  otorgamicDlo  ee 
encontraba,  como  por  no  haber  podido  alterar  los  llamamientos  de  la  primi* 
tiva  fundación;  y  que  seguido  el  juicio  en  el  Consejo  de  Castilla,  por  sen- 
tencia de  i8  de  abril  de  i738  se  mandó  dar  la  posesión  de  los  bienes  á  Do- 
ña Isabel  Ugarte,  remitiendo  á  las  partes  en  cuantoá  la  propiedad  á  la  Chao- 
ctllerfa  que  correspondiera: 

Resultando  que  poseído  sucesivamente  el  mayorazgo  por  los  descen- 
dientes de  Doña  Teresa  Larios,  entró  á  suceder  en  él  en  2  de  junio-de  481$ 
D.  Manuel  doNavarrete,  Marqués  del  Tremolar,  nieto  de  Doña  Isabel  Ugar«* 
te,  el  cual  en  virtud  de  facultad  Real  enajenó  varios  de  los  bienes  de  aqiial 
en  i818: 

Resultando  que  D.  Ángel  Sánchez  del  Real,  quinto  nieto  de  Doña  María 
Larios  y  D.  Bartolomé  Díaz  entabló  demanda  de  reivindicación  en  el  Juzga- 
do de  Tala  vera  de  la  Reina  en  29  de  agosto  de  1857  reclamando  de  D.  Si* 
mon  María  Villarroel,  D.  Miguel  de  la  Llave,  D.  Pedro  Delgado,  Mayor,  y 
D.  Salvador  Corral  diferentes  fincas  que  poseían  procedentes  de  la  citada 
vinculacioQ,  fundando  su  pretensión  en  la  prohibición  de  enajenar,  aun  con 
facultad  Real  impuesta  por  el  fundador  á  los  poseedores,  pena  de  nulidad  y 
de  perder  el  derecho,  y  en  lo  dispuesto  por  D.  Francisco  Larios  en  su  tes- 
tamento, que  había  escluido  á  los  descendientes  de  su  hermano  D.  Fer- 
nando: 

Resultando  que  los  demandados  impugnaron  la  demanda  negando  al  de- 
mandante el  derecho  á  pretender  los  bienes  de  la  vinculación  no  estando 
declarado  sucesor  de  eila,  escepcionando  además  que  el  testamento  de  Don 
Francisco  Larios  no  era  válido,  ni  por  medio  de  él  se  bahía  podido  introdu- 
cir variación  alguna  en  un  contrato  ooe  habia  otorgado  juntamente  con  so 
hermana  y  un  tercero,  f  que  constituía  una  donación  Mart)iDos  irrevoca- 
ble; además  de  que,  controvertidas  estas  mismas  cuestiones  en  el  Gonsejo 
de  Castilla,  se  habían  decidido  á  favor  de  Doña  Isabel  Ugarte  y  sus  d^een- 

Íienies,  lo  cual  contradijo  el  demandante,  porque  en  aquel  juicio  eolo  se 
abia  tratado  de  la  posesión,  quedando  iotacta  la  cuestión  de  propiedad; 
sosteniendo  aue  el  citado  testamento  era  válido,  y  no  la  escritura  de  dona- 
ción, que  baoia  quedado  sin  efecto  por  la  de  fundación  del  víaoulo,  y  esta 
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por  m  habflne  fttrificadoel  malrimooio  de  O.  ^o0i  LaiioAiGIslHIejo,  fde 
era  la  oai8a  f  Aa  de  a^nsl: 

ResQltaodo  que  personado  en  los  autos  D.  Manuel  Na^amle,  tífoáel 
vendedor  de  las  íincas,  por  haber  sido  citado  de  eviccioa  á  instancia  de  los 
poseedores  de  ellas,  dictó  sentencia  el  iuez  de  prineiera  instancia  en  3  de 
febrero  de  1860  absolviendo  á  aquel  de  la  demanda;  sentencia  que  fué  con- 
firmada por  la  que  en  28  de  dici^bre  del  misnio  añe  pronunció  la  Sala 
tercera  de  la  \udienci|i  de  esta  corle  condenando  al  dejnandante  en  las  cos- 
tas de  ambas  instaocias.,  ../-...■     r  .  >i, 

Resaltaiado  que  por  este  se  interposo' veeurso-de  «aeiicieii' cuando  como 
infringidas:  primero,  las  leyes  i.',  tit.  i.",ilibfolOdekNofísiiiiaBeQO- 
pilacioAf  y  9.*, tlt..4.%  Partida  5.%  y  la 4ootrif>ii admilWa.oonaojiíriapKtt* 
danciade  los  Tribunales,  según  la  que.la4ooaci09;>r|<^  vivQs  no  lle^a.á 
serlo  mientras  no  haya  aceptación:  segundo,  las  leyes  i  Ó,  üt,  12,  lib.  3.^ 
del  Fuero  Real,  y  6.%  tít.  4.S  Partida  5.*^:  ierQero,  Jas.  doctjrioaflk  legales  re* 
lativas  á  la  facultad  de  revoca!:  las  disposiciones  mancomutíadas,  ó  que 
cuando  se  demanda  una  finca  procedente  de  vinculacióh  por  tos.  derechos  á 
esta  se  entiende  eomq  demanda  de  pr^iedad  sobte  ella,  y  á  qtte  las  sen  ten- 
eiü  deben  ser  siempre  juata  alegata  et  ptoimtax  otitfrto;  y  por  último,  á 
lasleyes  32,  tit.  5.";  &«%  a.""  y  21,  tít.  22,  ParlÁda^/^  y  art;.484  de  la  ley 
de  Eojuiciamiento  civil,  citados  en  la  sentencia:  .    > 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Joaquín  de  Palma  y  Vinuésa: 

Geofidarsndo  que  la  acolon  reivindicatorn  éfereitade  en  la  demanda' na- 
ce del  domiaio,  y  seto  eompete  al  que  lo  tensa  y  acredite  en  legal  forma: 

Coosiderindo  que  lejos  de  haber  probado  ef  jreeupreote  que  le  correspon- 
diera aquel  derecho  en  las  tincas  que  retíiamó^  resulta  por  el  eontrario  que 
promovido  pleito  sobre  la  posesión  del  mayoraiga  á  que  peptenecian  entre 
au  eausanta  D.  José  Díaz  Larios  y  Doña  Isabel  Usarte,  se  declaró  á  favor  de 
esta  por  seotencia  del  Consejo  de  Castilla  de  1>8  de  abril  de  1738,  habiéndo- 
la obtenido  en  su  consecoeocia  y  sos  soeeso^ersia  oontjradtceion,  y  sin  que 
eeosleque  después  ni  hasta  ahora  se  dedo/era  ó  entablara  el  juicio  y  de- 
aMnda  de  propiedad  que  se  reservó  per  aquella  eetenoiaa 

Considerando  que  eo  todo  caso  tampoco  podía  obtenecBe  la  declaracioa 
propia  da  eale  juicio  sobre  mejor  derecho  al  mavorazgo  por  el  medio  indi- 
leeto  de  sohoitar  la  reivindicación  de  algunas  y  deiermiiiadas  fincas,  y  me- 
aos litigando  contra  terceros  poseedores:  • 

Y  considerando  por  lo  espuesto  que  desestinaitdo  la  Saíe  sentenciadora 
la  demanda  como  improcedente  y  destituida  de  todo  fundaaiento  joridico, 
no  ha  infringido  ni  podido  infringir  las  leyes  y  doctrinas  que  se  atan  en 
apoyodel  reonrso; 

Faltamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  de  casan- 
eion  interpuesto  por  D.  Ángel  Sánchez  Real,  á  quien  condenamos  en  las 
costas;  «levolviéQdose  loe  antos  á  la  Real  Aadiencia  deesta  corte  con  Ift  cer- 
tiicaeion  eoerespotidiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  ikibliearienila  Gaúeta  é  insertará 
•en  la  Coleooion  hgUlíUk)a,  nasándoseal  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
ffonuneiamoa,  mandamos  y  armamos.— Ramón  López  Vazqnez.-^Sabas^ 
lian  González  Nandinv—Antero, de  Eoharri.-^Gabriel  Ceroeio  de.:Vela8C0. 
— Joaqninde  Palma  y  Viauesa.-**LauTeano  Ro^ó  do  Norzagaray.— Ventora 
de  Colsa  y  Pando. 

Publicadon. — Leída  y  publicada  loé  ia  prec^edenfte  sentencia  por  elEi- 
^lenlisiine  éilmo.  Sr.  D.  Joaquín  de  Paliba  y  iViñlless,  fttiriSsaro  de  hi^Sd- 
la  primera  del  Supremo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  páliBaa 
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k  misraíá  Ms  an^el  dia  de.hoy,  de  qoe  yo  el  Bgetibuiade  Gáoiera  certifico. 
Madrid  9  da  mayo  de  1862.— Juan  de  Dios  BxMOi-^GaeHa  de  27  dei 
■liyode  4M2.)  - 


1«S. 

Beeiarso  de  casación  (9  de  mayo  de  i863.)~~Btivia(Dr- 
eACiON  DB  UNA  FINCA. -^Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Siípreoio  Ho  haber  lugar  larrecurso  de  casación  interpuesto  por  Jo- 
sé Botella  contra  lá  deatencia  pronunciada  por  la  Sala  primera  de 
la  Audiencia  de  Vafencia,  en  pleito  con  Dolores  Míraltes,  y  se  re- 
suelve: . 

I.*"  Que  para  poder  utilizar  la  acción  reivindicatoría  ha  de  per-^ 
fenecer,  porunju$to  lUulo,  al  que  la  ejercita,  la  cosa  recUnnada; 

Y  2.^  que  es  impvacedente  la  reclamación  para  reivindicar  una 
fifkoa,  en  usode^la  resei^va  consignada  en  la  providencia' par  ¡a 
eual  se  adfudieó^  cuando  ha  trascurrido  el  euadriefrio  legal  ñn  ha-- 
berta  promovido. 

En  la  nlla  y  certa. da  Maddd,  á  9  de  mayo  de  4862,  en  la^  antos  pan* 
dientes  ante  Nos  por  recurso.de  casación,  seguidos  en  el  Juxgado  de  prí*> 
mera  instancia  de  Noveida  y. en  la  Sala  primera  de  la  Aeal  Audiencia  da 
Valencia  por  Pedro  Mira  y- José  Botella,  como  marido  de  Micaela  Mira,  con 
Dolores  Mtralles,  sobra  reivíndicaeion  de  una  Gnoa: 

Resultando  que  Micaela  Beltrao,  consorte  de  José  Mira»  acudió  en  i8 
de  jumo  de  1828  al  Alcaide  ordinario  de  la  villa  de  Monforte  espooiendo 

3ae  después  de  haber  centrado  matrimoniOi  la  había  entregado  su  padre 
tferentes  fincas  eii  (Ago  de  s«  haber  materno:  que  su  maride  había  ven* 
dido  todos  los  bienes  de  su  propiedad»  y  hallándose  amenasado  de  ejeea- 
oion,  á  fm  de  que.no  quedase  indotada,  suplicó  se  la  admitiese  informacioo 
de  todos  estos  estreñios  y  se  la  reintegrase  é  hiciese  pago  de  su  date: 

Resultando  que  dada  la  información  y  conforme  con  ella  José  Mira,  ae 
mandó  que  Micaela  Beltran  acreditara  la  suma  que  había  aportado  y  el  im- 
porte dalos  bienes  vendidos:  y  que  habiendo  fallecido  aquel ,  quedaron  en 
.tal  estado  laa  diligencias;  halla*  que  eii  noviembre  de  1838  acudió  Micaela 
Beltran  al  Juez  daptámera  instancia  de  Novelda  ofreciendo  información  de 
que  el  valor  de  los  bienes  ascendía  á  6,460  rs.,  y  solicitando  que  se  le  rein- 
tegrasen en  anas  tierras. plantadas  de  algarrobas  de  la  propiedad  de  sn  ma- 
rido^ sitas  en  el  partido  de  los  Caballones  de  aquella  villa: 

Resultando  que  dada  nueva  información,  á  la  que  presAaron  su  confor* 
midad  el  curador  de  sus  hijos  menores  José,  Pedro  y  Manuel  Mira,  y  José 
Botella,  marido  de  la  otra  hija  Micaela  Mira,  el  Juez  por  auto  de  28  de  no- 
viembre de  1838,  mandó  se  reintegrase  á  Micaela  Beltran  de  la  cantidad  de 
^,460  rs.,  que  resultaba  probada,  con  la  cañada  de  los  algarrobos  de  los 
Caballones  perteneciente  A-  su  difunto  marido  en  la  parte  que  fuera  sufi- 
cíente  foaio  sn  responsabilidad,  y  de  responder  eú  todo  tiempo  de  «ndquier 
perjuicio  que  pudiera  inferirse  á  los  demás  interesados ;  y  que  valuada  por 
peritos  .en  5,100*rsM  la  eftafenó- Micaela  Beltran  por  escritura  de  4  de  enero 
de  1839  i  O.  Joaquín  Mínalles,  de  quien  la  heredó  su  hermana  Micaela  Bfi«* 
nileí: 
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RosulUndo  qae  ea  24  de  enero  de  i  859  Pedro  Mire  y  José  Botella,  ea 
representación  desa  mujer  Micaela  Mira,  entablaron  demanda  en  reclama- 
ción de  la  mencionada  anca,  fondados  en  qae  el  reintegro  acordado  en  el 
auto  de  28  de  noviembre  de  1838  era  nulo  por  no  haberse  guardado  los 
trámites  y  solemnidades  de  derecho,  y  ser  falso  el  hecho  ó  cansa  ocasional 
tlel  mismo,  pues  que  Micaela  Beltran  no  habla  recibido  nada  de  sus  padres» 
sin  que  pudiera  oponérsele  es  la  escepcion  de  prescripción  por  no  haber 
•trascurrido  el  término  necesario  para  ia  de  los  bienes  de  menores. 

Resultando  que  Delores  Miralles  impugnó  la  demanda  alegando  que  eran 
ciertas  las  causas  espuestas  por  Micaela  Beltran  para  obtener  el  pago  de  sa 
haber  dota);  que  para  veriUcarlose  habían  llenado  los  requisitos  legales 
nombrando  carador  á  los  menores,  y  que  los  demandantes  carecían  de  ac« 
<cion  por  haber  dejado  trascurrir  el  cuadrienio  legal: 

Resultando  que  practicada  por  las  partes  prueba  testifical  y  dictada 
sentencia  por  el  Juez,  la  cual  confirmó  con  costas  la  Sula  primera  de  la  Au- 
diencia de  Valencia,  por  la  que  pronunció  en  3  de  diciembre  de  i860,  ab- 
solviendo á  Dolores  Miralles  de  la^demanda,  interpuso  Joeé  Botella  recurso, 
de  casación,  citando  como  infringida  la  doctrina  legal  admitida  en  la  juris- 
prudencia de  los  Tribunales,  según  la  que,  «lo  que  es  nulo  jan  un  principio 
■o  miedo  tener  fuerza  por  el  trascurso  del  tiempo»: 

Visto^  Mcodo  Ponente  el  Ministro  D.  Podro  Gómez  de  Hermosa: 

Considerando  que  para  poder  utilizar  la  acción  reivindicatoría  ha  de  per- 
tenecer por  un  justo  titulo  al  que  la  ejercita  la  cosa  reclamada: 

Considerando  que  los  demandantes  no  justificaron  el  dominio  de  la  finca» 
objeto  de  este  litigio,  porque  habiendo  dejado  de  pertenecer  á  los  bienes 
de  su  padre  en  virtud  de  la  adjudicación  hecha  á  la  viuda  de  este  con  in- 
tervención y  consentimiento  de  los  legítimos  representantes  de  los  intere«» 
sados  en  pago  de  una  deuda  preferente,  no  pueden  invocar  el  titulo  de  do- 
minio en  concepto  de  herederos: 

Considerando  que  la  pretensión  deducida  en  estos  autos  en  uso  de  la  re* 
serva  consignada  en  la  providencia,  per  la  cual  se  adjudicó  la  citada  íinca^ 
es  improcedente,  porque  no  tiene  lugar  una  reclamación  de  esta  clase  tras- 
carrido  el  cuádrenlo  legal,  sí  dentro  de  él  no  se  ha  prom')Tido;  y  que  por 
tanto  no  tiene  aplicación  en  este  caso  el  principio  de  derecho  alegado  en  el 
recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  inter- 
puesto por  José  Botella,  como  marido  de  Micaela  Mira,  ¿  quienes  condena- 
mos á  la  pérdida  de  la  cantidad  porque  prestaron  caución,  que  pagarán  si 
vinieren  á  mejor  fortuna,  y  en  las  costas,  devolviéudose  los  autos  á  ia  Au- 
diencia de  Yalencia  con  la  certificación  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inserta- 
rá en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  la 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— Lorenzo  Arrazola.-— Sebastian  Gon- 
zález Nandin.—Antero  de  Echarrí. — Gabriel  Ceruelo  de  Velasco. — Pedro 
Gómez  de  Hermosa.— Laureano  Rojo  de  Norzagaray. — Ventura  de  Colsa  y 
Pando. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  presente  sentencia  por  el  llus- 
rfsimo  Sr.  D.  Pedro  Gómez  de  Hermosa,  Ministro  de  la  Sala  primera  det 
Supremo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  Sala» 
en  el  día  de  hoy,  de  que  yo  el  Bscribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  9  de  mayo  de  1862.— luán  de  Dios  Rubio.— (Chácela  de  28  ú^ 
^ajodo  1862.). 


Digitized  by  VjOOQIC 


Si4  nmisnuDutcu  crni. 

199. 

O^mpetenela  (12  de  mayo  de  1862.).~Coi«ociiiiejito  ob  ú» 
CONCURSO  NRCKSARio  0B  ACRSBD0RI8.— So  dccide  poF  la  Sftia  seguD» 
da  del  Tribunal  Supremo  i  favor  del  Juzgado  de  primera  instanda 
ilel  distrito  de  la  Universidad  de  Madrid  la  competencia  suscitada 
con  el  de  la  Capitanía  general  de  Andalucía,  acerca  del  conocimien- 
to del  juicio  de  concorso  necesario  de  acreedores  á  los  bienes  de 
D.  José  Torreblanca y  Roldan,  ]f  se  resuelve: 

i."*  Que  careciendo  un  escrito  de  la$  formas  esternas  y  de  las^ 
condiciones  esenciales  inheretUes  d  toda  demanda  dirijida  á  promo* 
ver  un  juicio,  y  sin  los  especiales  requisitos  que  para  las  demandan 
^ecutivas  exije  el  tü.  XX  de  la  ley  de  EnjniciamienU)  civil,  es  de 
todo  punto  imposible  d  caso  previsto  por  el  art.  52i ,  ó  sea  el  de  ha- 
ber contra  un  mismo  deudor  dos  ó  mas  ejecuciones  pendientes;  e$ 
deár,  dos  ó  mas  pleitos  ejecutivos,  según  espresamenle  determ- 
na  el  523; 

Y  2«^  que  la  sunusion  tácita  á  una  jurisdicción,  solo  puede  ha- 
cerse ájue%  que  ejer%a  jurisdicción  ordinaria. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  i2  de  mayo  de  1862,  en  los  autos  de 
competencia  que  ante  Nos  penden  entre  el  Juzgado  de  la  Capitanía  genenl 
de  Andalucía  y  el  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Universidad  de  es- 
ta corle  acerca  áe\  conocimiento  del  juicio  de  concurso  necesario  de  acree- 
dores ¿  los  bienes  de  D.  José  Torreblanca  y  Roldan  : 

Resultando  que  en  el  referido  Juzgado  militar  se  siguió  pleito  á  instan- 
cía  de  Torreblanca  contra  D.  Manuel  Montalvo  y  Aguilar  para  que  le  decía* 
rase  heredero  universal  de  su  esposa,  y  que  terminó  aquel  á  virtud  de  sen- 
tencia ejecutoria  pronunciada  por  el  Tribunal  Supremo  de  Guerra  y  Ma- 
riña : 

Resultando  que  D.  José  González  de  Bernedo,  Procurador  dé  Torreblan- 
ca, en  los  referidos  pleito  y  Juzgado  militar  presentó  ante  el  mismo  su 
cuenta  jurada,  y  obtuvo  cjue  se  mandara  exigir  al  deudor  por  la  vía  de  apre- 
mio el  saldo  que  de  la  misma  aparecía;  lo  que  no  pudo  conseguir  por  ba- 
ilarse sujetos  á  diferentes  embargos  los  bienes  de  Torreblanca : 

Resultando  que  en  su  vista  pidió  dicho  Procurador  se  declarase  al  Don 
José  en  concurso  necesario,  y  asi  lo  acordó  el  Juzgado  de  Guerra  en  auto 
de  i3  de  julio  de  1860,  que  fué  notificado  al  mismo,  el  cual  acudió  al  de 
primera  instancia  de  Lucena,  donde  estaba  domiciliado,  pidiendo  que  se 
oficiara  de  Inhibición  al  de  la  Capitanía  general: 

Resultando  que  después  de  habérsele  dirigido  el  oficio  oportuno  se  apar- 
tó Torreblanca  ae  su  reclamación,  y  convino  en  que  dicho  Juzgado  de 
Guerra  conociese  del  juicio  de  concurso  necesario  á  sus  bienes;  en  cuya  vir- 
tud, y  fundado  muy  principalmente  el  de  primera  instancia  de  Lucena  en 
que  las  competencias  no  pueden  sostenerse  de  oficio,  desistió  de  la  que  ha- 
bla provocaoo,  y  remitió  los  autos  que  pendían  en  el  de  su  cargo  al  de  ia 
Capitanía  general : 

Resultando  que  este  exhortó  al  Juez  Decano  de  los  de  primera  instancia 
de  Madrid  para  que  se  sirviese  hacer  saber  á  todos  los  demás  de  la  corte  la 
declaryion  del  concurso  de  Torrebhnca  á  fin  de  que  le  remitieran  las 


Digitized  by  VjOOQIC 


demandas  que  contra  este  se  hallaran  pendientes  en  sus respectiros  Joz-^ 
gados: 

Resoltondo  qne  dirigida  ia  oportuna  comunicación  al  Juez  del  distrito 
-da  la  Universidad,  qáeponocia  de  los  pleitos  promoTídos  contra  Torreblan- 
Hia  por  el  Vizconde  de  Miranda  y  por  los  herederos  de  D.  Victoriano  da 
Olaeta,  entre  los  cuales  se  habla  suscitado  tercería  de  mejor  derechOi  re- 
suelta por  ejecutoria  á  favor  del  Vizconde;  el  referido  Juez ,  á  instancia  de 
las  parles  que  ante  él  litigaban,  y  conforme  con  el  dictamen  del  Promotor 
fiscal,  se  negó  á  inhibirse,  oflciando  ai  Capitán  general  de  Andajucfa  para 
^qne  remitiera  los  autos  de  concurso  de  Torreblanca :     . 

Resultando  que  el  Juzgado  de  la  Capitanía  general ,  oponiéndose  á  esta 
reelamacioD,  insistió  en  la  competencia  provocada^  y  en  su  virtud  se  origi- 
nó el  presente  conflicto  de  jurisdicción: 

Resultando  que  el  Juzgado  militar  se  funda  en  que,  según  el  art.  522 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  es  Juez  competente  para  declarar  el  con- 
carso  cualquiera  de  los  que  están  conociendo  de  las  ejecuciones  entabladas 
contra  el  deudor,  y  que  pendiendo  en  su  Juzgado  la  que  promovió  el  Pro- 
^^rador  Bernedo,  pudo  legalmente  declarar  et  concurso  de  Torreblanca  y 
•debía  conocer  de  él,  á  no  ser  que  le  disputase  el  conocimiento  et  del  domi- 
cilio del  deudor,  ¿  petición  de  este  ó  del  mayor  número  de  acreedores ,  lo 
-que  eJ  presente  caso  no  sucedía: 

Yresultandoqueel  Juez  del  distrito  de  la  Universidad  alega  que  el  de 
Guerra  de  Andalucía  carece  de  competencia  por  no  ser  aforado  D.  José  Tor- 
reblanca, por  no  estar  pendiente  en  el  mismo  una  verdadera  demanda  eje- 
-CQtiva,  sino  simplemente  unas  diligencias  de  apremio,  incidencia  de  un  jui- 
cio anterior  ya  terminado,  y  porque  Torreblanca  no  pudo  someterse  espresa 
ni  tácitamente  á  la  jurisdicción  militar,  con  arreglo  á  los  artículos  3.°  y  4." 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  á  que. él  conocía  de  las  reclamaciones 
dedacidas  por  el  Vizconde  de  Miranda  y  por  Olaeta ,  pudieodo  en  su  virtud 
hacer  l.i  declaración  de  concurso  de  Torreblanca ,  que  le  tenia  pedida  dicho 
VizcADdo : 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  de  este  Supremo  Tribunal  D.  Domin- 
^  Moreno: 

Considerando  que  cualquiera  qne  sea  el  carácter  de  las  diUgencia^  ins- 
traidas  y  providencias  acordadas  por  el  Juzgado  militar  de  Sevilla  á  con- 
secuencia de  la  reclamación  gue  ie  dirigió  el  Procurador  D.  José  González 
de  Bernedo,  es  indudable  que  su  .'solicitud  carece  de  las  formas  ester- 
nas y  de  las  condiciones  esenciales  inherentes  á  todas  las  demandas  dirigí- 
gidas  á  promover  un  juicio: 

Considerando  que  sin  ellas  y  sin  los  especiales  requisitos  que  para  las 
Cijeeütivae  exige  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  su  tít.  20,  es  de  todo 
ponto  imposible  el  caso  previsto  por  el  art.  52i,  ó  sea  el  de  haber  contra  un 
mbmo  deador  dos  ó  mas  ejecuciones  pendientes;  es  decir,  dos  ó  mas  pleitos 
ejecutivos,  según  espresamente  determina  el  523: 

Considerando  que  al  pedir  González  la  formación  de  concurso  no  resul- 
taba en  forma,  ni  aun  hoy  aparece  que  dicho  Juzgado  conociese  de  unas  ú 
otros;  y  qae  si  bien  le  es  indisputable  el  derecho  de  onteqder^en  todo  lo 
oencerniente  al  cumplimiento  déla  sentencia  recaída  en  el  pleito  que  Tor- 
reblanca entabló  contra  D.  Manuel  Montalvo,  no  le  tiene  para  admiiír,  me- 
nos aon  para  resolver  demandas  completamente  estrenas  al  pleito  é  inde- 
pendientes del  fallo  que  le  puso  término: 

Considerando  al  propio  tiempo  que  la  sumisión  de  Torreblanca  al  Juz- 
gado militar,  ora  haya  esta  tenido  efecto  despnes  de  reclamar  fuadadameo- 
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te  su  inhibicioo  ante  e)  de  primera  iosUncia  de  Lacena,  ya  Id  babiera  ve** 
rificado  coq  anterioridad,  sieoopre  sería  baldía  y  nula,  porque  el  art.  4.^ 
prohibe  hacerla  á  Juez  que  no  sea  de  la  iuri^iiccíon  ordinaria: 

Considerando  que  reconocido  en  el  Procurador  González  titulo  bsiiUiiite 
para  pedir  á  Torreblanca  el  pago  de  lo  que  le  sea  eo  deber,  é  igualmente  en 
ie  Juzgado  militar  la  jurisdicción  necesaria  para  proyidenciar  el  apremio  ya 
mencionado,  aquel  al  reclamar  del  mismo  la  formación  de  concurso  necesa* 
riO|  y  este  acordándola,  no  se  ajustaron  á  las  prescripciones  legales: 

Y  considerando  que  con  arreglo  á  ellas  y  á  lo  dispuesto  en  el  art.  52^ 
del  Código  de  Enjuiciamiento  civil,  se  ha  solicitado  por  el  Vizconde  de  Mi- 
randa dicha  declaración  de  concurso  ante  el  Juez  de  primera  instancia  de 
)a  Universidad  de  esta  corte,  de  quien  se  habla  reclamado  ya  por  los  here* 
daros  de  D.  José  Victoriano  de  Olaeta; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  en  el  estado  actual  de 
las  diligencias  remitidas  á  este  Supremo  Tribunal  por  ambos  Juzgados,, 
corresponde  el  conocimiento  de  las  mismas  al  ordinario  de  la  Universidad» 
al  que  se  pasen  todas  para  que  proceda  con  arreglo  á  derecho. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Go- 
bierno é  insertará  en  la  CoUceionlegUlaUva,  para  lo  cual  sopasen  las  opor- 
tunas copias  certificadas,  lo  proifunciamos,  mandamos  y  firmamos. — Ra- 
món María  de  Arrióla.— Félix  Herrera  de  la  Riva.— Juan  María  Biec. — 
Eduardo  Elío.— Domingo  Moreno. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Has* 
irísimo  Sr.  D.  Domingo  Moreno,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Jasticia, 
estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  segunda  en  el  día  de 
hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  \2  de  mayo  de  1862.— Gregorio  Camilo  Gñrch. --(Gaceta  de  25 
de  mayo  de  1862.) 


130. 

Coiii|>eteii«Ia  (i3  de  mayo  de  486S.).^Desacato  á  dn  al-» 
CALDE.—- Se  declara  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo  qae 
el  conocimiento  de  la  causa  formada  contra  el  corneta  de  Carabine- 
ros  Juan  García  Melón  y  el  individuo  del  mismo  cuerpo  Jacinto  Pa- 
tino, sobre  el  cual  se  habla  entablado  competencia  entre  el  Juzgada 
de  la  Capitanía  general  de  Biirgos  y  el  de  primera  instancia  de  Saa 
Vicente  de  la  Barquera»  corresponde  á  esta  por  lo  relativo  al  Joan 
García,  y  á  aquel  por  lo  tocante  á  Jacinto  Patino,  y  se  resnelve: 

Que  los  delUos  de  resistencia  y  demeato  á  uíi  Alcalde  producen 
desafuero,  y  que  la  jurisdicion  ordinaria  es  la  competente  para  CO' 
nocer  de  ellos. 

En  la  viNa  y  corte  de  Madrid,  á  13  de  mayo  de  1862,  en  los  antos  de 
competencia  que  ante  Nos  penden  entre  el  Juzgado  de  la  Capitanía  general 
de  Burgos  y  el  de  primera  instancia  de  San  Vicente  de  la  Birquera  acerca 
del  conocimiento  de  la  causa  formada  contra  el  corneta  de  carabineros  Jaaa 
García  Melón  y  el  individuo  del  mismo  cuerpo  Jacinto  Patino: 
'  Resaltando  que  en  la  noche  del  16  dé  enero  último  se  promovió  nna 
dispota  entre  el  Alguacil  del  Ayuntamiento  de  Comillas  Antonio  Csmiño  y 
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«I  referido  ^meU  de  CarabtQeros  Jatn  Garda. Mfíloii,  que  le  hallaban  e(D« 
bríagadoa,  de  la  cual  resultó  üerido  Francisco  ftico;  que  el  tnismo  García^ 
amenazó  despu^  con  la  bayoneta  al  dueíio  de  lo  casar  en  qoR  estaba  hoapeda* 
de;  y  que  á  ios  gritos  de  la  mujer  de  esle,  acudió  el  Alcaide  de  dicha  villa 
D.  Vicente  María  Cabeza,  y  anunciándose  como  tal  intimó  á  Garda  ouese 
diese  ¿  prisión,  á  lo  que  contestó  que  no  le  daba  la  gana  y  que  iba  por  la  ca- 
rabina para  pegarle  un  tiro,  con  otras  espresiones  indecorosas: 

Resttitandoque  reclamado  por  el  Alcalde  el  auxilio  de  la  Guardia  civil, 
entre  tanto  los  carabineros  Jacinto  Patino,  Aniceto  Marlinez  y  Jo¿ó  Saez  de- 
sarmaron al  (ku*cia,  y  para  sujetarle  le  tendieron  en.  un»  caoía: 

Resultando  que  llegada  la  Guardia  civil  subió  el  Alcalde  á  la  babilacion 
en  que  aquellos  estaban  y  se  hospedaban,  y  repliid  la  orden  de  pritiion  det 
corneta,  á  que  se  opuso  Jacinto  Patino,  manifestando  que  nó  reconocía  oira 
autoridad  masque  la  de  su  Jefe,  cediendo  ar)  lin  á  ruego  de  sus  compañeros: 

Resultando  que  con  este  motivo  se  insii^uyó^  la  correspondiente  causa, 
coyo  conocioDíento  reclama  la  jurisdicción  militar,  alegando  que  ios  liechca 
atribuidos  á  Garcia  y  Patino,  según  resultan  de  las  actuaciones  que  formó 
el  fiscal  del  cuerpo  de  carabineros,  no  constituyen  un  verdadero  desacato  á 
la  justicia; 

Y  resultando  que  el  Juez  ordinario  sostiene  la  competencia  fundado  en 
que  el  delito  que  se  persigue  es  de  de  desacato,  y  en  que  esté  causa  deí^a- 
fuero  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  ley  9.*,  tft;  iO,  libro  12  de  la  fíoví- 
tima  Recopilación,  y  én  la  Real  orden  de  8  de  abril  ^e  i$3d  y  á  lo  resuelto 
por  este  Supremo  Tribunal  en  varias  sentendas,  entre  ellas  ia  de  22  de  ju- 
nio de  i86i: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Blinistro  D.  Félix  Herrera  de  la  Riva: 
Considerando  que  los  escesos  atribuidos  al  corneta  de  carabineros  Juan 
García  MeloD,  que  dieron  lugar  á  que  contra  él  se  proceda  por  resistencia 
y  desacato  al  Alcalde  de  San  /Vicente  de  la  Barquera,  causan  desafuero,  y 
que  en  tal  concepto,  y  sin  perjuicio  de  lo  que  pueda  r^esultar  en  lo  sucesivo, 
corresponde  el  conocimientp  de  las  diligencias  á  la  jurisdicción  ordinaria, 
aegnn  la  jurisprudencia  establecida  y  fundada  por  este  Supremo  Tribunal  eu 
e»M»  de  leales  circunstancias; 

Y  considerando  que  aparece  ya  de  las  aotuaoioaes  y  convienen  el  AlcaU. 
de  y  testigos  presenciales  en  que  la  oposición  del  carabinero  Jacinto  Patino 
fué  únícameole  con  palabras  mesuradas  y  respetuosas,  juzgándose  con  au- 
toridad para  hacerla  como  el  más  antiguo  que  hallf  había  del  cuerpo,  y  í^ia 
otro  objeto  que  el  de  sostener  ia  de  su  Jefe,  ausente  en  aquel  momento»  por 
k)  que  no  incurrió  én  delito  que  produzca  desafuero; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento'  de 
esta  causa  corresponde  al  Juzgado  de  primara  instancia  de  San  Vicente  de 
la  Barauera  en  lo  relativo  al  corneta  Juan  Garcfa^  y  al  de  la  Gapxtania^e^ 
naral  dé  Burgos  lo  respectivo  al  carabinero  Jadnto  Patino,  y  devuélvanse  á 
cada  uno  sus  respectivas  actuaciones  para  que  procedan  con  arreglo  á  de- 
recho, con  encargo  de  que  se  remitan  múluameute  testimonio  de  lo  ({ue  va- 
suUe  en  sus  diligencias  respecto  del  procesado  sujeto  á  la  jurisdicción  del 
otro. 

Asi  por  e$ta  nuesta  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gacetd  del  Gobier- 
no é  insertará  en  la  Coleedóti  UgistaUvaf  para  lo  cual  se  libren  Un  oportu- 
nas copias  certiflcadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— Juan 
Martin  Carramolino.— Ramón  Mnrla  de  ArrioU.--Félix  fierrera  de  la  ftiva. 
-r-Juan  Haría  Biec.— Felipe  de  Ucbinai.-*gduardo  BVío.— ^DonnogOlAoreoo. 

Publicacion.^Ldda  y  publicada  fué  la  afiteriof^entenciafiora)  HuetrU 
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BimoSr^  D/m»  Herr^a  déla  Riva^  Ministro  del  TrUHinal  Supi«mo  de 
Justicia,  estándose  celebrando  audieocia  páblica  en  au  Sala  segunda  el  día 
de  hoy f  de  que' certifico  como  Escribano  deCámara. 

Madrid  13  do  majo  de  i^2.--Qregorío  Camilo.  García* ^((raoato  de 
2a  de  mayo  do  18^2.). 


131. 


Recurso  de  easaelon  (13  de  mayo  de  1862.). — ^Mcjor 
BEBECHo  i  UNOS  BIENES  VINCULADOS.— Sc  declata  pof  la  Sala  primera 
del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  la  Marquesa  de  Vivot  contra  la  sentencia  prdnaodada 
Sor  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Mallorca,  en  pleito  con  cl 
[arques  de  Bellpuig,  y  se  resuelve: 

i  /  Que  n0  pramoviéndone  en  un  pleito  sobre  sucesión  de  tiuiyo- 
razgos  ninguna  de  las  cuestiones  á  que  puede  dar  lugar  la  ley  de 
H  de  octubre  de  i820,  esta  no  puede  tener  aplicación  al  fallo  que 
sobre  elvldto  se  pronuncie: 

i."  Que  no  se  infringe  lo  dispuesto  en  la  ley  8/,  tü.  S.'*,  libro 
li  de  la  Novísima  necopilacion,  relativa  á  la  prescripción  de  las 
accionetreales^  cuando  la  demanda  contra  esa  prescripción  se  en- 
table mtes  de  que  trascurran  los  treinta  años  que  aquella,  ley  fija 
para  que  tenga  lugar: 

3;**  Que  ajustada  una  sentencia  á  los  principios  Jijados  en  la  fun- 
dación de  un  fideicomiso  para  su  sucesión,  no  puede  decirse  que  di- 
cha sentencia  infringe  la  fundación: 

4.*  Que  ta  ley  8.*,  tít.  17,  lib.  10  de  la  Novísima  Recopüaáon 
no  contrarifibala  voluntad  cútíra  y  determinada  de  los  fundadores, 
sino  que  únicamente  prohibía  la  esclusíon  de  las  hembras  en  la 
sucesión  de  los  mayorazgos  cuando  en  las  fundaciones  na  se  habia 
establecido  espresamente: 

5  °  Que  no  puede  fundarse  un  recurso  de  casación  en  leyes  que 
no  teniendo  aplicación  al  caso  objeto  del  litigio ,  no  pueden  haber 
sido  infringidas  por  la  sentencia  que  lo  termina: 

6."*  Que  la  disposición  de  la  ley  2.%  llt.  IS  de  la  Partida  2/ 
solo  tenia  lugar  cuofidó  los  fundadores  m  habjan  establecido  reglas 
ó  llamamientos  particulares; 

Yl.""  que  las  ofdniones  de  los  escritores,  por  mas  autorizados 

S\ue  sean,  no  constituyen  la  jurisprudencia  ni  la  doctrina  que  te 
ey  de  Enjuidamentq  autoriza  como  fundamento  del  recurso  de 
casación,  sino  están  basadas  en  fallos  repetidos  ó  enpreceptoslegales. 

£n  la  Tilla  y  cdrte  de  Madrid,  á  i3  de  mayo  de  i862^  en  los  antos  que 
fenden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juagado 
de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Catedral  de  Palma  de  Mallorca  y  en 
)a  Sala  seronda  de  aquella  Real  Audiencia  por  D.  Francisco  Daroeto  y  Bo- 
xadors,  Marqués- de  Btllpn^  oonDoaa>  Ana  Boxadors»  Marquesa  de  Vivot, 
sobre  mejor  derecho  i  unos  faienes  vlnoulados: 
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Resnltaado  que  O.  Hago  de  Pax  otorgó  teslameiito  enf  i.*  dé  agosto  de 
4447»  por  el  que  fundó  doá  fldeioomisos  perpóioos  ea  cabeza  de  sus  hijos 
D.  fieroardo  y  D.  Miguel,  llamando  .después  para  su  obtenoioD  respectiva  á 
ios  hijos  legiimios  y  descendientes  ▼arotaes  de  cada  ano  délos  mismos  (des- 
eenderUUms  masouliB)  por  línea  recta,  con  preferencia  siempre  del  hijo 
mayor  y  su  descendencia  directa  en  el  mismo  orden,  y  sustituyó  una  linea 
á  otra  reciprocamente ,  disponiendo  que  á  la  estiocion  de  ambas  socedíeie 
su  tercer  hijo  0.  Hugo  y  sus  descendientes  varones  en  la. propia  forma,  y 
por  defecto  de  todos  los  sobrediclios  descendientes  varones  llamó  á  su  nieto 
D.  Hugo,  hijo  de  su  hija  Dona  Isabel,  y  á  sus  descendientes  varones »  y 
después  al  hijo  mayor  de  su  otra  hija  Oeha  Inés,  y  sucesivamente  y  en  la 
j>ropia  forma  á  sus  hijos: 

Resultando  que  para  el  easo  de  que  faltasen  los  varones,  antes  gradual» 
meóte  llamados,  ordenó  que  los  dos  Gdeicomisos  se  juntasen  en  uno,  y  de 
«US  frutos  se  hicieran  dos  partes :  una  para  los  hijos  de  Doña  Leonor,  su 
hija,  y  la  otra  mitad  para  el  hijo  varón  de  la  otra  hija  suya  Doña  Antonia, 
siguiendo  las  dos  mitades  á  los  respectivos  hijos  varones  y  i  sus  descen- 
dientes por  linea  recta: 

Resultando  que  para  el  caso  de  faltar  la  descendencia  masculina  de  los 
hijos  varones  de  dichas  sus  hijas,  llamó  á  la  legítima  y  natural  de  D.  Ber- 
oardc,  si  entonces  le  sobreviviese  alguna,  y  si  no  la  hubiese,  á  los' descen- 
dientes de  ella  legitimo^  y  naturales ;  estableciendo  iguales  llamamientos 
-en  favor  de  las  hijas  de  sus  demás  hijos  y  de  sus  descendientes;  ordenando, 
por  último,  que  dichos  legados  fuesen  de  los  hijos  varones  de  sus  hijos  y 
de  los  varones  descendientes  de  ios  mismos,  y  en  su  defecto  de  las  hijas  de 
los  üspresados  D.  Bernardo,  D.  Miguel  y  D.  Hugo  y  de  sus  <descendiente«, 
con  tal  de  que  los  que  sucediesen  «n  ellos  y  sus  sucesores,  es  deeir,  iMroñu 
siempre,  se  denominasen  con  el  apellido  Paz  y  firmasen  con  el  mismo,  sin 
ninguna  variación  ni  mesóla  de  otro:     « 

ResulUndo  que  al  fallecimiento  de)  fundador  D.  Hugo  entraron  á  poseer 
los  vincules  sus  hijos  D.  Bernardo  y  D.  Miguel,  corriendo  separados  por 
sus  lineas  basto  que  por  muerte  sin  descendencia  masculina  de  D.  Mateo 
de  Pa]L,  nieto  del  segundo,  pasó  el  fundado  en  cabata  de  este  á  D.  iuan 
Odón  de  Pax,  nieto  de  D.  Bernardo,  á  favor  del  cual  se  declaró  por  senten- 
cia arbitral  de  6  de  setiembre  de  1532: 

Resultando  que  reunidos  por  ese  motivo  ambos  fideicomisos  en  la  línea 
del  primer  hijo  del  fundador,  pidió  la  sucesión  en  ellos  por  muerte  de  don 
Pedro  de  Pax  de  Felanix  que  los  estoba  poseyendo  D.  Pedro  de  Pax  de 
Bauoií ,  como  descendiente  varón  por  línea  recta  del  tercer  hijo  del 
fundador;  y  que  seguido  el  juicio  con  la  viuda  de  aquel  y  el  curador  de 
sus  tres  hijas,, pronunció  sentencia  la  Audiencia  de  MaÜorca  en  45  de 
enero  de.  i  587,  por  la  que,  haciendo  mérito  de  la  arbitral  de  6  de  se- 
tiembre de  4532,  declaro  que  con  arreglo  ala  fundación  correspondía  al 
ü.  Pedro  como  descendiente  por  línea  recta  masculina  deD.  Hugo»  me-* 
diaote  ¿  no  haber  varones  de  las  de  D.  Bernardo  y  D.  Miguel: 

Resultondo  que  por  muerte  del  D.  pedro  sin  descendientes  máscul<», 
hubo  pleito  entre  D.  Pedro  de  Pax  Español,  como  descendiente  de^  Dona 
Leonor,  hija  del  fundador,  y  D.  Juan  Antonio  Boxadors,  hijo  de  Doña  Isa- 
bel, cuarto  nieta  de  D.  Hugo,  el  cual  decidió  la  misma  Audiencia  en  46  de 
setiembre  de  4659,  á  favor  del  último,  considerando  que  los  hijos  y  descen- 
dientes varones  de  la  primera  solo  fueron  llamados  para  el  caso  de  no  ha« 
ber  ningún  varón  descendiente  de  los  hijos  del  fundador,  caso  qoo  no  habia. 
llegado  por  ser  D.  Juan  varón  descendiente  de  dichos  hijos: 

TOMO  TU.  42 
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'  Resultando  que  babieado  recaído  la  poseaton  del  fiáeioomlso  de  Pex  tn 
D.  Feroando  Basilio  de  Boxadors^  Goode  de  Paralada»  descendiente  de  I» 
roisma  linea,  presentó  contra  él  su  primo  D.  Juan  Antonio  de  Boxadora  y  de 
Paz  demanda  de  incompatibilidad  con  otro  que  poseía  llamado  de  Rocaber- 
lí^y  que  en  virtud  y  por  sentencia  de  aquella  Audiencia  de  25  de  octubre 
de  i7SS  se  declaró  dio^ia  incompatibilidad  y  pasó  el  fideicomiso  de  Pax  fr 
D.  iuan  Antonio  Boxadors: 

Rosnltando  (|ue  por  muerte  de  este,  ocurrida  en  22  de  marzo  de  1789» 
le  sucedió  su  hija  Doña  Juana*  madre  del  actual  demandante,  la  cual,  por 
fatlecimiento  de  D.  Fernando  Basilio  de  Boxadors,  aucedió  también  en  el  de 
RocabeKÍ,  por  lo  que  su  hermana  Doña  Ana,  Marquesa  de  Vivot,  hoy  de* 
mandada,  presentó  demanda  de  incompatibilidad  de  ambos  vínculos;  y  que 
seguido  el  pleito  por  sus  trámites,  pronunció  sentencia  el  Tribunal  Supre- 
mo de  Gspaña  é  Indias  el  dia  \i  de  abril  de  i 836,  en  grado  de  segunda  su* 
plicacioa,  pendiente  á  laestincion  del  Consejo  Real,  por  la  que  confirmó  1» 
suplicada,  que  habla  declarado  la  incompatibilidad  de  dichos  fideicomisos, 
condenando  á  Doña  Juana  de  Boxadors  á  elegir  uno  y  dimitir  el  otro  en  fa- 
vor de  su  hermana  la  Marquesa  de  Vivot,  entendiéndose  trasferido  á  esta  eV 
segundo,  si  no  hacía  elección  en  el  término  de  45  dias: 

Resultando  que,  en  cumplimiento  de  esa  ejecutoria,  dimitió  Doña  Jua- 
na el  fideicomiso  de  Pax^  de  cuyos  bienes  se  mandó  dar  y  dio  posesión  á  la 
Marquesa  por  senteacia  de  la  Audiencia  de  Mallorca  de  14  ae  diciembre 
de  4837: 

Resultando  que  en  8  de  febrero  de  1859  D.  Francisco  Javier  Dameto  de 
Boxadors,  Marqués  de  Belipuig,  presentó  demanda  en  el  Juxgado  de* prime- 
ra instancia  del  distrito  de  la  Catedral  ^de  Palma  de  Mallorca  pidiendo  se  le 
declarase  asistido  de  mejor  derecho  que  la  Marquesa  de  Vivot  al  goce  de  lo» 
vínculos  fundados  por  D.  Hogo<ie  Pax,  primero  de  este  nombre,  en  cabeze- 
de  sus  hijos  D.  Bernardo  y  D.  Miguel,  y  en  su  consecuencia  que  se  conde- 
nase ¿  dicha  Marquesa  á  que  dentro  del  término  de  ocho  dias  le  entregase 
los  bienes  que  formaban  la  consistencia  de  ellos  con  los  frutos  correspon* 
dientes,  fundándose  sustancialmente,  para  ello,  en  que  á  la  muerte  de  Don 
Fernando  Basilio  de  Boxadors,  último  descendiente  varón  de  D.  Hugo  de 
Pax,  tercer  hijo  del  fundador,  debió  trastinear  el  vinculo  y  pasar  á  los  des- 
cendientes de  la  hija  mayor  legítima  y  natural  dei  primero,  D*.  Bern^^rdoy 
que  lo  eran  ios  ascendientes  del  esponente,  por  haber  caducado  los  Haroa- 
mientes  de  las  hijas  de  dicho  fundador;  y  en  que  existiendo  él  cuando  si> 
madre  Doña  Juana  se  vio  en  la  precisión  de  elegir  entre  las  vinculaciones 
de  Rocaberti  y  de  Pax,  era  indudable  que  le  pertenecía  esta  última  por  de- 
recho propio  y  antes  que  á  la  Marquesa  de  Vivot: 

Resultando  que  esta  impugnó  la  demanda  pidiendo  ae  la-  absolviera  de 
ella  libremente,  alegando  que  los  fideicomisos  de  Pax  fueron  siempre  consi» 
dorados  como  regulares  en  la  línea  del  tercer  hijo  del  fundador;  que  como 
tal  se  estimó  siempre  todo  vínculo  en  caso  de  duda;  que  las  hembras  no 
eran  escluidas  de  la  sucesión  mientras  el  fundador  no  lo  espresaba  clara  y 
terminantemente,  y  que  la  linea,  grado,  sexo  y  edad  se  consideraban  res- 
pecto del  último  poseedor  y  no  del  fundador: 

Resultando  que,  después  de  practicadas  las  pruebas  que  se  creyeron 
conducentes  por  las  partes  para  su  respectivo  propósito,  dictó  sentencia  el 
Juez  en  17  de  enero  de  i86ü,  que  confirmó  la  Sala  segunda  de  la  Audien- 
cia de  Mallorca  en  15  de  octubre  siguiente,  condenando  á  la  Marquesa  de 
Vivot  á  entregar  en  el  término  de  15  dias  al  Marqués  de  Bellpuig  todos  los 
bienes  pertenecientes  á  los  vínculos  fundados  por  D.  Hugo  de  Pax: 
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'  Y  retalUndoque  eontra  ese  falto  dedojo  la  Marquesa  ^eVivdt  el  recurso' 
achial  deeaaaoioo,  por  creer  se  habian  iniringido  la  le?  de  I  i  de  ootubre  de 
1820,  restablecida  en  4836,  eo  sus  artículos  i.^  2.%  ñ."^  y  9*^  ^  ^y  ^\ 
UiuloS.^  libro  1  i  déla  Novísima  Recepilacion»  que  prefija  el  térmioo  de 
30  aiíos  para  prescribir  las  accioaes  reales;  la  fundación  de  los  fideicomisos 
y  las  leyes  8.*  y  i  i,  tit.  17,  libro  \0  de  la  Novísima  Recopilación;  Is  2/, 
lituto  15,  Parlida  2.*;  las  doctrinas  consignadas  por  este  Supremo  Tribunal 
en  SQ  sentencia  de  O  de  octubre  de  i857,  como  las  de  ios  escritores  Molina, 
Castillo,  Torre  y  Rojas,  que  entendieron  comprendidas  á  las  hembras  en  la- 
frase  de  toeenaMntes  por  ¿toea  recta;  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal 
SapremOy  establecida  en  la  sentencia  de  6  de  febrero  de  1855.  como  tamn- 
bien  la  doctrina  que  establecía  que  en  la  vacante  de  un  vinculo  fMiose  €$te 
aliiguienteengrado,  sin  qufe  pudiera  privarle  del  derecho  adquirido  et 
nadmienío  de  cualquier  otro  que  lo  tuviese  mejor;  y  por  último,  la  l^y  1 .% 
título  14,  Part.  3.',  que  tratada  la  manera' de  probar  las  co^^as  en  juicio: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  0.  Antero  de  Bcharri; 

Considerando  que  en  este  pleito  no  se  ha  promovido  ninguna  cuestloD* 
de  las  á  que  pudiera  dar  lugar  la  lev  de  1 1  de  octubre  de  1820,  citada  en  el 
recurso,  y  que  por  lo  mismo  no  se  na  invocado  por  ninguno  de  los  litigan 
tes,  Di  ha  tenido  aplicación  en  el  fallo: 

Considerando  que  la  prescripción  opuesta  á  la  acción  intentada  no  pudo- 
empezar  basta  el  30  de  agosto  de  1836,  en  que  los  bienes  que  fueron  ^u 
objeto  quedaron  en  la  clase  de  libres,  y  que  no  habiendo  trascurrido  SO* 
años  desde  esta  fecha  basta  la  interposición  de  la  deminda,  no  se  ha  falta- 
do á  la  ley  5.%  tit.  8.*,  libro  11  de  la  Novísima  Recopilación,  no  dando- 
lugar  á  aquella  escepcion: 

Considerando  que  en  la  fundación  de  los  fldeicomisos,  á  que  pertene- 
cían los  bienes  reclamados,  se  exigió  preferentemr^nte  en  los  poseedores  la 
cualidad  demasculfnídad,  y  que  subordinada  á  este  principio  la  sentencia' 
no  ha  infringido  la  fundación: 

Considerando  que  tampoco  lo  ha  sido  la  ley  8/,  tit.  17,  libro  10  de  la 
Nof  isioaa  Recopilación ,  porque  su  disposición  no  contrariaba  la  voluntad 
clara  j  determinada  de  los  fundadores,  sino  que  únicamente  prohibía  la 
esclusian  de  las  hembras  en  la  sucesión  de  los  mayorazgos,  cuando  en  las  . 
fundaciones  no  se  había  establecido  espresamente,  lo  cual  se  veriGcaba  en 
todos  los  llamados  de  agnación  ó  mascuiinidad,  como  eran  los  fideicomisos 
de  Pax: 

Considerando  que  la  ley  1 1  dei  mismo  título  y  libro  de  la  Novísima  Re- 
copilación no  tiene  la  menor  aplicación  en  este  pleito,  porque  ni  contiene 
on  precepto  genera!,  ni  la  disposición  limitada  y  concreta  á  las  donaciones 
hechas  por  el  Rey  D.  Enrique  II,  que  en  ella  se  consignó,  puede  invocarse,, 
ni  aun  por  analogía,  tratándose  de  los  fideicomisos  fundados  por  D.  Hugo^ 
de  Pax  cerca  de  un  siglo  después,  ó  sea  en  1447: 

Considerando  que  también  es  inaplicable  á  )a  cuestión  la  ley  2.',  titu- 
lo 15  de  la  Part.  2.'^  porque  su  disposición  solo  'tenia  lugar  cuando  tos 
fundadores  no  habían  establecido  reglas  ó  llamamientos  particulares,  como 
lo  hizo  eld»vlo8  fideicomisos  objeto  de  este  pleito,  ó  cuando  los  vínculos 
enm  de  los  llamados  regulares: 

Considerando  que  no  se  opone  la  sentencia  ¿  la  doctrina  consignada  ea 
la  que  este  Tribunal  pronunció  en  6  de  octubre  de  1857,  porque  la  funda- 
ción vincular  que  dio  origen  á  aquel  pleito,  si  bien  prefirió  para  la  sucesión 
á  los  hijos  varones  del  primer  llamado,  lejos  de  escluir  á  las  hembras;  las 
dio  entrada  en  el  mismo  primer  llamamiento  para  el  caso  de  que  no  lo» 
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iiubiese,  j  l>or  el  contrario,  el  fundador  de  los  fideicomíBoa  día  Paz  préfttiá 
ia  traslineacion  á  que  Jas  hembra»  de  los  primeros  llamados  eutnsea  eo  la 
«ucesion; 

Considerando  que  tampoco  hajr  la  menor  identidad  ni  analogía  entre  el 
actual  y  el  resuelto  en  la  sentencia  de  este  Tribooal  de  6  de  febrero  de 
48.55,  ni  se  opone  la  que  es  objeto  del  recurso  á  la  consideración  que  en 
aquella  se  tuvo  presente  acerca  de  la  inteligencia  dada  por  espacio  de  mu- 
cho tiempo  á  la  fundación,  porque  precisamente  una  de  las  rassones  que  la 
Audiencia  de  Mallorca  adujo  en  su  decisión  fué  la  intelií^encia  que  en  re- 
j)etido3  fallos  dieron  los  tribunales  al  testamento  de  D,  Hugo  de  Pax  m  lai 
4poeas  mas  próximas  á  su  ordenación : 

Considerando  que  la  adjudicación  hecha  al  Marqués  de  Bellpuig  de  los 
bienes  que  constituían  los  fideicomisos  no  se  funda  en  el  derecho  adquirido 
por  su  nacimiento  posterior  á  1796,  sino  en  conceptuarse  deferida  á  su 
abuelo  en  esa  época  la  sucesión,  y  en  deber  ser  el  Marqués  preferido  como 
descendiente  varón  de  la  linea  posesora,  apreciaciones  una  y  otra  apoya- 
das en  la  fundación: 

Considerando  que  limitada  la  ley  4/,  tit.  44  de  la  Partida  3.*  á  defiair 
qué  cosa  es  prueba,  y  quién  la  debe  hacer,  no  se  concibe  á  qué  propósito 
se  cita  en  el  recurso,  habiendo  estimado  bastantes  el  Tribunal  sentenciador 
las  justificaciones  dadas  por  el  demandante: 

Considerando,  por  fin,  que  las  opiniones  de  los  escritores,  por  mas  au- 
torizados (|iíe  sean,  no  constituyen  la  jurisprudencia  ni  la  doctrina  que  la 
Ley  de  Gujuiciamiento  autorizada  como  fundamentos  del  recurso  de  casa- 
ción si  no  están  basadas  en  fallos  repetidos  ó  en  preceptos  legales; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  inter- 
puesto por  la  Marquesa  de  Vivot,  i  la  que  condenamos  en  las  costas  y  á  la 
pérdida  del  depósito,  que  se  aplicará  como  la  ley  ordena;  y  devuélvanse  los 
autos  á  la  Audiencia  de  donde  proceden  con  la  certificación  correspon* 
-diente.. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gacela  é  inser- 
tará en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias, 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— Ramón  López  Vázquez. — Se- 
t>astian  Ganzalez  Nandin. — Antero  de  Gcharri.— Joaquín  de  Palma  y  Yi- 
Duesa.— Pablo  Jiménez  de  Palacio. — Laureano  Rojo  de  Norzagaray,— Ven* 
4ura  de  Coisa  y  Pando. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  lius- 
trLsimo  Sr.  D.  Antero  de  Kcharri,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  indi- 
cia, estándose  celebrs^do  audiencia  pública  en  su  Sala  primera  el  dia  de 
hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  de  S.  M.  y  su  Escribano  de  Cáipiara. 

Madrid  i3  de  mayo  de  1862.— Dionisio  Antonio  de  Puga.— ((rocela  de 
29  de  mayo  de  1862.). 


13». 


Competeneia  (19  de  mayo  de  4862.).— Pago  de  HARAvcofe. 
—Se  decide  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  á  favor  del 
Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Audiencia  de  Ma- 
drid, la  competencia  suscitada  coa  el  de  igual  clase  de  la  villa  de 
Monovar,  sobre  conocimiento  de  la  demanda  entablada  porD.  Frao* 
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cisco  Tendero  contra  D.  Francisco  de  Paula  Otcina,  sobre  pago  de 
maravedís,  y  se  resuelve: 

Que  e$  Juez  competente  para  conocer  del  pleito  en  que  $e  ejer" 
día  una  acción  personal^  el  que  loes  del  domicilio  del  demandado. 

Ea  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  19  de  mayo  de  4862,  en  los  autos  d<^ 
competencia  promovida  par  el  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  de  la 
Audiencia  de  esta  corte  at  de  igual  clase  de  la  villa  de  Honovar  sobre  cono- 
dmienlo  de  la  demanda  enlabiada  por  D.  Francisco  Tendoro  contra  Don 
Francisco  do  Pauta  Oleína  para  el  pago  de  68,041  rs. 

Resultando  que  D.  Francisco  de  Paula  Oloina,  veciuo  de  esta  corta,  y 
D.  Francisco  Tendero,  vecino  de  Monovar,  firoaaron  en  esta  última  villa  u» 
docomento  simple  con  fecha  ií  de  noviembre  de  1860,  por  el  que  el  pri- 
mero dio  en  aparcería  al  segundo  la  hacienda  que  le  pertenecía  en  él  par- 
tido de  Ja  Pedrera,  término  de  Petrel,  por  tiempo  de  10  auos,  que  princi- 
piaron á  cootarse  en  primero  de  aquel  mes: 

Resultando  que  vendida  por  Oleína  la  hacienda,  y  deshauclado  Tende- 
ro por  el  nuevo  dueño,  entabló  demanda  en  el  Juzgado  de  Mónovar  en  <^ 
de  dici^bre  de  1861 ,  reclamando  del  Olcina,  en  uso  de  la  acción  personal 
qne  nacía  del  contrato,  la  cantidad  de  68,941  rs.,  importe  de  préstamos 
graciosos,  mejoras  hechas  en  la  hacienda  y  perjuicios  ocasionados  por  ha- 
berle privado  de  ella: 

Resultando  que  emplazado  OYcina  en  esta  corte  á  su  instancia,  el  Jue^. 
del  distrito  de  la  Audiencia  de  la  misma  requirió  de  inhibición  al  de  Móno- 
var, fondado  en  que  tratándose  de  una  acción  personal,  y  no  habiéndose 
convenido  el  lugar  del  cumplimiento  de  las  obligaciones  debia  ejercitarse 
ante  el  Juez  del  domicilio  del  demandado: 

Resultando  que  el  Juez  de  Monovar  sostuvo  su  jarisdiccion,  fundado  en 
que  en  aquel  partido  se  hallaba  situada  la  hacienda,  en  él  se  habla  cele- 
brado el  contrato,  y  en  el  mismo  por  lo  ianto  debia  tener  lugar  su  cumplí* 
miento: 

Vista,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Ventura  de  Golsa  y  Pando: 

Considerando  que  D.  Francisco  Tendero  ha  ejercitado  contra  D.  Fran-» 
cisco  de  Paula  Olcma  una  acción  personal  para  que  le  pague  68,941  reales, 
cantidad  que  dice  deberle  por  préstamos  graciosos  que  le  ha  hecho,  y  otras 
cosaf(,  procedentes  del  contrato  de  i  I  de  noviembre  de  1800: 

Considerando  que,  con  arreglo  al  art.  5.®  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  el  Juez  competente  para  conocer  del  pleito  en  que  se  ejercita  una  ac- 
ción personal  \o  es  el  del  domicilio  del  demandado; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  de 
estes  autos  corresponde  al  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Au- 
diencia de  esta  corte,  al  que  se  remitan  unas  y  otras  actuaciones  para  que 
proceda  con  arreglo  á  derecho. 

As!  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  jpublicará  en  la  Gaceta  dentro  de 
los  tres  dias  siguientes  á  su  fecha,  y  á  su  tiempo  en  la  Colección  legislati- 
va, pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos 
y  firmamos. — ^Sebastian  González  Nandin.^Antero  de  Echarrl.— Gabriel 
Gemelo  de  Velasco.— Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa.-^Laureano  Huj  >  da 
Nérzagaray.— Ventura  de  Colsa  y  Pando. 

PuDlicacion. — Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ifas^ 
trfsimo  Sr.  D.  Ventura  de  Colsa  y  Pando',  Ministro  de  la  Sala  primera  del* 
Sapremo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  púfbllca  la  misma  Sala 
an  el  día  de  boy,  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  certifico» 
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Madrid  i9  de  mayo  de  1862.— Juan  de  Dios  Rubio.*-(Gace(a  de  22  de 
'«layo  de  1862.). 

ISS. 

Rccuraio  de  easattion  (20  de  mego  de  1862.).— Pago  de 
nARAVBDÍs.— -Se  declara  por  la  Sala  secunda  del  Tríbooal  Sopremo, 
00  haber  lugar  al  recurso  de  casaciou  interpuesto  por  Dona  Bernar- 
da Arza  contra  la  sentencia  de  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de 
Pamplona»  en  pleito  con  D.  Miguel  Marco,  y  se  resuelve: 

i.**  Que  para  que  pueda  admitirse  el  recurso  de  casación  fun- 
dada en  cualquiera  de  las  causas  señaladas  en  el  art  1015  de  la  leg 
4e  Enjuiciamiento  civil,  es  indispensable  que  se  haya  reclamado  la 
subsanacion  de  la  falla  en  la  instancia  en  que  se  haya  cometido ,  ó 
^n  la  siguiente^  si  lo  ha  sido  en  la  primera; 

Y  i.  que  consentida  una  falta  de  procedimiento  sin  hacer  apo- 
sieiofi  (Aguna  á  cUa^  ni  pedir  después  su  íubmmmimlB^  ^0ki  Isp- 
ear posteriormeiüe  á  aUgar  Ocha  feOlm  em»  fkméumeuUk  d9  ( 
vion  déla 


Mm  hr  v^a  y  corte  de  Madrid,  á  20  de  mayo  de  1862,  en  los  autos  que 
^n  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Tü falla  y  Sala  primera  de  la  Audien- 
-cía  territorial  de  Pamplona  ha  seguido  D.  Miguel  Marco  con  D.  Eusebio 
Jladoz  y  su  esposa  Dona  Bernarda  Arza  sobre  pago  de  maravedís,  pendien» 
tes  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  Dona  Barnar-» 
•4a  contra  la  sentencia  que  en  28  de  diciembre  del  año  último  pronunció  di- 
<cha  Sala: 

Resultando  que  en  4  de  enero  de  1859  D.  Miguel  Marco  entabló  doman* 
da  para  que  se  condenase  á  Madoz  y  su  mujer  al  pago  de  10,866  rs.^lO  mrs. 
é  intereses  legales  de  esta  cantidad,  que  afirmó  serle  en  deber  en  virtud 
-del  docoipento  que  presentaba: 

Resultando  que  conferido  traslado  con  emplazamiento,  fueron  citados 
-separadamente  el  O.  Gusebio  y  su  esposa,  y  sin  comparecer  el  primero  pre- 
sentó esta  un  escrito  que  por  no  saber  Grmar  succribió  á  su  nombre  el  Pro- 
curador D.  Hipólito  Muriooes,  en  el  que  espuso  que  se  hallaba  separada  de 
su  marido;  y  aunque  creia  que  podia  comparecer  en  los  autos  sin  necesidad 
de  habititacion  porgue  en  realidad  iba  á  litigar  contra  su  esposo,  sostenien-^ 
4o  que  este  era  el  único  responsable  al  pago  del  crédito  que  D.  Miguel  re- 
clamaba, podia  suceder  que  el  Escribano  pusiera  reparo  en  autorizar  el  po- 
der que  babia  de  otorgar  á  favor  del  Procurador,  y  que  á  fin  de  evitar  esle 
inconveniente  procedía  y  suplicaba  que  el  Juzgado  declarase  no  ser  nece- 
saria dicha  babilitacionf  y  suspendiera  en  el  ínterin  el  curso  de  los  autos: 

Resoltanflo  que  con  suspensión  de  Ja  demanda  se  oyó  sobre  la  indicada 
petición  al  Promotor  fiscal;  y  en  vista  de  lo  que  el  mismo  espuso,  se  mandó 
requerir  y  requirió  á  Madoz  para  que  manifestase  si  facultaba  á  su  mujer 
.para  otorgar  el  poder: 

Resultando  que  el  D.  Eusebio  respondió  afirmativamente,  y  que  el  Jaez 
de  Tafaila  en  su  vista,  por  auto  de  1.  de  febrero,  que  fué  notificado  el  Pro- 
•  curador  Mariones,  y  no  á  Dona  Bernarda  Arza  en  persona,  declaró  que  se 
.abstenía  de  proveer  respecto  á  la  habilitación: 

Resultando  que  en  28  del  mismo  mes  la  parte  actora  acosó  la  rebeldía  á  • 
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€.  Bnsebío  y  so  iihijih>  porqoe  magano  de  ellos  habla  acadido  á  oooteatar  la 
deoianda,  á  pasar  del  tiempo  trascorrido;  y  se  hubo  por  acosada,  deelaráó- 
^loae  coDtestada  la  deoModa  ea  aoto  de*3  de  marzo,  qoe  foé  ooliQcado  á 
Hadoz  y  so  mujer: 

Rejolland)  qoe  ea  2  da  abril  el  referido  Pfocorador  Mariones  solicitó  el 
'OportQQo  testimonio  para  otorgar  Doña  Bernarda  en  so  vista,  poder  á  favor 
del  Procarador,  como  le  otorgó  en  efecto  á  D.  Mígael  Isoba: 

Resaltando  qoe  este  se  mostró  part^  d«>pae8  de  estar  los  aotos  recibidor 
é  pmeba,  y  en  el  escrito  qoe  obra  al  fótio  37  dijo  que  nn  babla'o  segoído  el 
curso  correspondiente,  y  debian  reponerse  y  comunicarse  á  so  parte  para 

3ae  contestara  á  la  demanda,  en  atención  a  qoe  respacto  de  ella  se  babia 
eclarado  malamente  por  contestada;  pues  que  desde  loe^o  qoe  se  la  citó  y 
emplazó  se  presentó  en  el  Juzgado,  y  si  no  babia  gestionado  posteriormente» 
babia  sido  porqoe  no  se  la  notificó  el  auto  de  i.*  de  febrero,  ni  to?o  noticia 
de  qoe  qoedaba  espedilo  el  corso  de  los  procedimientos:  qoe  sin  embargo 
no  formaba  empeño  en  qoe  se  reposieran  los  autos,  porqae  so  representada 
podia  defenderse  con  fondadas  espérenlas  de  baen  éxito  en  el  estado  de 
praeba  que  tenían,  y  se  conformaba  desde  kie^o  y  de  boen  grado  con  coal- 
quiera  providencia  qoe  se  dictara,  y  presentó  mterrogatorio  para  el  easo  de 
que  no  se  estimase  la  reposición: 

Resoltando  qoe  por  auto  dfk28  de  mayo,  qoe  consintieron  las  partes,  se 
declaró  no  haber  lugar  á  la  reposición,  y  se  admitió  el  interrogatorio;  y 
4M>Dlinuando  el  pleito  por  sus  trámites,  se  dictó  sentencia  en  la  que  se  con- 
donó á  los  demandados  á  que  paguen  i  D.  Miguel  Marco  la  cantidad  por  es« 
ie  reclamada  con  los  intereses  legales  y  las  costas: 

Resultando  que  interpuesta  apelación  por  Doña  Bernarda,  so  sustanció 
k  instancia  en  la  Sala  primera  de  la  Audiencia,  la  cual  por  sentencia  de  28 
de  diciembre  del  año  último  confirmó  con  las  costas  la  apelada,  haciendo  en 
la  misma  la  variación  que  se  espresa  á  consecuencia  del  pago  de  2,000  rs. 
que  babia  verificado  Madoz  con  posterioridad  al  fallo  del  Juez: 

Resultando  que  contra  dicha  sentencia  interpuso  en  tiempo  Doña  Ber* 
narda  Arza  recurso  de  casación  por  iofraccion  de  las  leyes  que  cHó,  y  por 
la  causa  segunda  del  art.  1013  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  sobre  lo  cual 
dijo  que  el  Procurador  Uaba  (á  quien  se  nombra  sin  duda  por  equivocación 
en  lugar  de  Muriónos)  carecía  de  personalidad  para  representaría  verdadera 
T  legítimamente  eo  la  primera  instancia,  cuyo  reeasso  fué  admitido,  previa 
la  correspondiente  caución: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  de  este  Supremo  Tribonal  D.  Félix 
Herrera  de  la  Riva: 

Considerando  que  si  bien  se  oposo  Doña  Bernarda  Arza  i  qoe  se  toviese 
por  contestada  Ih  demanda  por  su  parte,  y  pidió  la  reposición  de  los  autos 
al  estado  de  contestarla,  es  igualmente  cierto  que  en  el  mismo  escrito  se 
coofdrmó  desde  ioego  coi»  cualquiera  providencia  que  sobre  este  particu- 
lar se  dictara,  y  qoe  bajo  de  tal  concepto  presentó  interrogatorio  para  sa 
^eba: 

Considerando  que  la  providencia  en  que  se  denegó  la  reposición  pedida 
por  la  recurrente  y  se  admitió  so  interrogatorio  para  la  prueba  que  después 
4»ncticó,  fué  consentida,  sin  que  hiciera  oposición  alguna  oi  pidiera  que 
aesubsanaae  la  falta: 

Y  considerando  que  tampoco  en  la  segunda  instancia  insistió  en  la  sub- 
iauacion  de  la  falta  que  abora  se  alega  como  fondamento  del  recurso,  y  que 
por  consiguiente  no  puede  tener  en  ningún  sentido  aplicación  al  caso  actual- 
•ta  causa  segunda  del  arU  1013; 
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Fallamos  qae  debemos  declarar  y  declaramoa  no  faater  logar  al  neón» 
de  caaacioD  que  fondado  en  la  espresada  causa  interpuso  Doña  Bernarda 
Ana,  Ji  la  que  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  dozava  parte 
de  la  cantidad  litigiosa  de  que  tiene  prestada  caución,  que  abonará  cuando^ 
mejore  de*  fortuna,  distribuyéndose  entonces  en  la  forma  prevenida  por  la 
ley;  y  mandamos  que  respecto  del  recurso  de  casación  en.  el  fondo  pasen 
los  autos  i  Sala  primera. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaetía  del  Go- 
bierno é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  para  lo  cual  se  pasen  las 
oportunas  copias  certificadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  Grmamos.— 
Juan  Martin  Carramoiino.— Ramón  María  de  Arrióla.— Félix  Herrera  de  la 
Riva.-^ttan  María  Biec.— Felipe  de  Urbina.— Eduardo  Ello.— Domingo  Mo- 
.  reno. 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  tel 
limo.  Sr.  D.  Félix  Herrera  de  la  Riva,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de 
Justicia,  estándose  celebrando* audiencia  pública  en  su  Sala  segunda  el  día 
de  hoy,  de  que  certifico  como  Bscribano  de  Cámara. 

'  Madrid  20  de  mayo  de  1662.*-^regorio  Camilo  Garda.— (6«ceto  de  30 
de  mayo  de  1862.) 


134. 

RceaiiPiso  de  casaeioia  (21  de  mayo  de  1862.). — Jurero 
iJBCüTiTo.— Pago  oe  cantidad. -*-Se  declara  por  la  Sala  secunda 
del  Tribunal  Supremo  no  baber  lugar  al  recurso  de  casacioD  inter- 
puesto por  D.  Javier  López  Bustamante  contra  la  sentencia  de  la 
Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Burgos,  en  pleito  con  D.  Pedro 
López  Llanos,  y  se  resuelve: 

Que  cuando  se  dá. poder  á  una  persmm  no  solo  para  vender  una 
cosa  y  percibir  su  precio,  sino  para  praclicar  todas  las  diligencias 
que  sean  necesarias  al  logro  de  dichos  objetos ,  bieti  sean  en  sentido 
judicial  ó  bien  en  otro  concepto,  facultándole  para  ello  de  la  ma- 
ñera  mas  absoluta;  es  claro  que  entre  tan  ámolias  facultades  se 
halla  comprendida  la  de  nombrar  sustituto  para  las  diligencias  ju-' 
diciales,  puesto  que  la  persona  autorizada  para  un  fin  legal  se  en^ 
tiende  que  también  debe  estarlo  para  servirse  de  les  medios  legales, 
sin  los  cuales  no  puede  conseguirse  aquel  fin ,  y  puesto  que  la  ley 
no  permite  á  las  varíes  comparecer  en  juicio  sino  por  medio  de  pro- 
curador habilitado  al  efecto, 

Gn  la  villa  y  corte  de  Madrid,,  á  21  de  mayo  de  1862,  en  los  autos  eje- 
cutivos que  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Laredo  y  en  la  Sala  pri- 
mera de  la  Audiencia  territorial  de  Burgos  ba  seguido  D.  Pedro  López  Lla- 
no con  D.  Javier  López  Bastamente  sobre  pago  de  125,000  rs.;  autos  pen- 
dientes ante  Nos  en  virtud  del  recurso  de  casación  que  D.  Javier  interpuso 
contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  referida  Sala  en  26  de  octobie 
último: 

Resultando  que  en  i  9  de  marzo  do  1359  D.  Bartolomé  González  y  DoSa 
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Isabel  Lopes  Llano,  so  mujer,  y  D.  Gerónlino  López  Llano  eonfirieroo  po- 
der á  sa  bermano  D.  Pedro  para  que  vendiese  á  Bastamente  ú  otra  persona 
cualquiera  por  precio  de  165,000  rs.  los  bienes  raíces  que  correspondían  á 
los  tres  por  herencia  de  su  madre,  en  la  provincia  de  Santander,  y  que  po- 
seían en  común,  cuidando  de  entregarles  á  su  tiempo  la  cantidad  que  cada 
uno  debiera  percibir  por  su  parte,  y  para  que  biciera  basta  conseguirlo  las 
dilif^encias  necesarias,  bien  en  sentí  Jo  judicial  6  en  otro  concepto,  facul- 
tándole al  efecto  del  modo  mas  absoluto  y  sin  limitación  alguna,  con  todas 
las  incidencias  y  dependencias,  anexidades  y  conexidades,  libre  uso»  francar 
y  general  administración  y  relevación  de  todas  las  costas: 

Resultando  que  en  26  de  marzo  dd  mismo  año  D.  Pedro  López  Llano» 
por  sí  y  como  apoderado  de  sus  referidos  heraianos  en  virtud  del  anterior 
poder,  otorgó  escritura  de  venta  de  los  indtca4os  bienes  á  fayor  del  D.  Ja- 
vier López  Bustamante  por  la  cantidad  de  16.5,000  rs,,  de  los  cuales  el  com- 
prador entregó  40,000  en  el  acto  del  otorgamiento,  quedando  obligado  á 
pagar  los  125,000  restantes  en  fin  de.diciembre  de  aquel  año,  siempre  que 
para  entonces  se  acreditase  con  testimonio  de  las  Contadurías  de  hipotecas 
hallarse  los  bienes  libres  de  cargas: 

Resultando  que  vencido  el  plazo,  y  no  l^bíendo  entregado  Bastamente 
los  125,000  rs.,  el  Procurador  D.  Manuel  Bolívar,  coq  poder  que  le  había 
otorgado  el  D.  Pedro,  presentó  en  23  de  mayo  de  i 860,  demanda  ejecutiva 
para  que  se  exigiera  de  aquel  el  pago  de  la  espresada  cantidad,  intereses,  y 
costas: 

Resaltando  qué  despachada  la  ejecución,  y  opuesto  á  ella  López  Busta- 
mente,  pidió  en  escrito  de  22  de  diciembre  que  se  declarase  nula  y  no  ha- 
ber lugar  ¿  pronunciar  sentencia  de  remate,  y  se  mandase  alzar  los  embar- 
gos con  imposición  al  actor  de  las  costas  y  del  pago  de  los  daños  y  perjui- 
cios, alegando  en  apoyo  de  esta  solicitud  entre  otras  éscepciones,  la  de  fal- 
ta de  personalidad  del  ejecutante  para  ceclamar  los  125,000  rs.,  porque 
esta  suma  pertenecía  á  los  tres  hermanos  López  Llano,  y  no  esclusivamen- 
te  al  D.  Pedro,  que  era  el  mismo  que  la  pedia,  representado  por  el  Procu- 
rador Bolívar,  que  solamente  tenia  poderes  de  este: 

Resultando  que  impugnada  esta  pretensión  por  el  ejecutante,  cuyo 
Procurador  presentó  en  el  término  de  prueba  otro  poder  que  antes  de  pro - 
moverse  este  pleito  otorgaron  á  su  favor  B.  Pedro,  D.  Gerónimo  y  Doña 
Isabel  López  Llano,  esta  última  en  unión  de  su  esposo,  para  que  les  de- 
fendiera en  todos  los  negocios  jadtcisles  que  tuviesen  entonces  ó  en  lo  sií* 
eesivo,  dictó  el  Juzgado  sentencia  á  su  tiempo  mandando  seguir  la  ejecu* 
cioa  adelante  y  hacer  trance  y  remate  de  los  bienes  ejecutados  y  con  su 
valor  paj^o  al  D.  Pedro  y  consortes  de  los  125,000  rs.  y  las  costas: 

Resultando  que  interpuesta  apelación  por  Bustamante  en  26  de  setiem- 
bre del  año  último,  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Burgos  confirmó 
COD  costas  la  sentencia  del  Juez,  y  contra  este  fallo  interpuso  el  D.  Javier 
recurso  de  casación  fundado  en  la  causa  segunda  del  art.  1013  de  la  ley  de 
Eojuiciamiento  civil,  ó  sea  la  falta  de  personalidad  del  actor,  cuyo  recur- 
so fué  admitido,  ¡labiendo  heclio  el  recurrente  el  depósito  de  2,000  reales 
para  las  resultas  del  mismo: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  de  este  Supremo  Tribunal  D.  Ramón 
María  de  Arrióla: 

'  Considerando  que  para  efectuar  la  venta  de  los  bienes  raices  de  qne  se 

trata  en  estos  autOíi,  se  confirió  á  D.  Pedro  López  Llano  por  los  hermanos 

del  mismo  un  poder  amplio  no  solo  para  vender,  percibir  el  precio,  y  hacer 

el  reparto  de  esta  entre  los  interesados,  sino  también  para  practicar  hasta 
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lograr  dicho»  objetos  todas  las  diligenoias  Qecesarms  bien  en  $enHdo  /iidi- 
nal  6  en  o^ro  coneeptOf  facultándole  da  la  máDera  mas  absoloU: 

Considerando  oao  en  estas  tan  amplias  facultades  no  puede  menos  de 
hallarse  comprendida  la  de  nombrar  sustituto  para  las  diligencias  judicia- 
les, puesto  que  la  persona  autorizada  para  un  fin  legal  se  entiende  que  tam* 
bien  debe  estarlo  para  servirse  de  los  medios  legales,  sin  los  caales  no  ft 
puede  conseguir,  y  que  la  ley  no  permite  á  tas  partes  comparecer  en  jui- 
cio sino  por  medio  de  Procurador  habilitado  al  efecto: 

Y  considerando  por  tanto  que  el  procurador  de  D.  Pedro  López  Lltne 
no  carecía  de  la  personalidad  que  se  le  ha  negado  de  contrarío  en  el  juicio 
«jecutiro  que  ha  dado  ocasión  al  presente  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  íater* 
puesto  por  D.  Jayier  López  Bustamante,  á  quien  condenamos  en  las  castas 
y  ¿  la  pérdida  de  los  2,000  rs.,  depositados,  que  se  distribuirán  en  la  for- 
ma prevenida  por  h  ley. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Go- 
bierno ó  insertará  en  la  Colección  legistativa^  para  lo  cual  se  pasen  lit 
oportunas  copias  certificadas^  lo  pronunciamos,  mandamos  y  Grmamng.-^ 
Juan  Martin  Carramolino.— Ramón  &farfa  de  Arrióla.— Félix  Herrera  de  la 
Riva.— Juan  María  Biec— Felipe  de  Urbina.-^Bduardo  Elío. — Domingo 
Moreno. 

Publicación.— Leída  y  pnblicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Hns- 
trísimo  Sr.  D.  Bamon  María  de  Arrióla.  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de 
Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  segunda  el  dit 
de  boy,  de- que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  21  de  mayo  de  1862.— Gregorio  Camilo  García.— ((íraoeea  de 
30  de  mayo  de  1862.). 


■S5. 


Recurso  de  esasaelon  (21  de  mayo  de  1862.)-— Cumplí* 
MiBirTo  DE  UNA  BSCAiTuaA.— Se  declara  por.la  Sala  primera  del  Trí* 
bunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  iaterpaesio 
por  la  Junta  de  gobierno  de  ft  Sociedad  de  la  mina  pública  deagams 
de  Tarrasa  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  primera  de 
la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  Miguel  Vioyals  y  con- 
sortes, y  se  resuelve: 

!'•  Que  cuando  se  otorga  escritura  de  transaeciotí  confiando  4 
arbitros  la  solución  de  las  cuestiones  (jue  puedan  ocurrir,  la  senten- 
cia que  estima  el  nombramiento  de  diclios  arbitros,  lejos  de  oponer- 
se ala  ky  1.%  tu.  I."*,  lib.  10  de  la  Novísima  Recopilación^  la  ra- 
peta  fielmente^no.pudietido  decirse  por  tanto  que  la  infringe; 

Y  2.®  que  contra  los  fundamentos  de  las  sentendas  no  procede 
el  recurso  de  casación.  ' 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  21  de  mayo  de  1862,  en  los  autos  pen- 
dientes ante  Nos  por  recurso  de  casación  seguidos  en  el  Juzgado  de  prime- 
ra instancia  de  Tarrasa  y  en  la  Sala  primera  de  la  Real  Audiencia  de  Bar- 
celona por  D.  Miguel  Vinyals  y  consortes,  dueños  de  li  mina  llamada  de 
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.Ifaqríy  en  aquella  Wlta^  coa  la  Junta  de  gobierno  de  la  Sociedad  de  la  mina 
4>ública  de  aguas  de  la  roisroa,  sobre  cumplimiento  de  una  escritura: 

Resultando  que  en  23  de  diciembre  de  1844  los  propietarios  de  la  mina 
"que  babia  sido  de  D.  Ignacio  Maurí,  que  á  la  sazón  lo  eran  D.  Miguel  Yin* 

3 ala  y  otros,  hasta  el  número  de  cinco,  y  la  Junta  de  gobierno  de  la  socie*» 
ád  de  la  mina  publica  do  aguas  de  Tarrasa,  otorgaron  escritura  de  tran* 
saccion  y  concordia,  por  la  que,  espresando  que  la  mencionada  Sociedad 
estaba  naciendo  un  nuevo  ramal,  y  tal  vez  construiría  otros,  con  lo  que 
podm  suceder  se  disminuyesen  las  aguas  de  la  mina  Mauri,  se  compróme* 
tió  á  reponer  todas  las  que  faltasen  á  esta  por  resultado  de  sus  operaciones 
estableciendo  al  efecto  que  el  caudal  efectivo  de  la  mina  referida  en  tiem-* 
pos  regulares  variaba  de  i 25  á  i 35  plumas:  que  para  el  caso  de  disminuir- 
le y  poder  saber  con  la  probabilidad  posible  si  la  disminución  provenia  d» 
las  obras  de  la  mina  pública  ó  de  causas  diferentes,  se  practicarla  mensual* 
mente  mientras  aquellas  durasen,  y  además  siempre  que  una  parte  lo  pidie- 
se,  una  medición  de  las  aguas  de  ambas  mioas,  y  su  resultado  se  iría  apun* 
tando  en  dos  libretas,  que  conservaría  cada  una  de  las  partes;  estableciea* 
do,  por  último,  en  la  regla  sesta  que  las  dudas  y  dificultades  que  se  susci- 
tasen sobre  todo  lo  convenido  en  aquella  escritura  se  terminarían  por  me- 
dio de  cuatro  expertos  nombrados  dos  por  cada  parte»  admitiendo  un  tercero 
qne  nombraran  las  mismas,  si  conviniesen,  sorteándose  de  lo  contrarío  en- 
tre cuatro,  propuestos  dos  por  cada  unn: 

Resaltando  que  nombrados  en  1847  cuatro  letrados  arbitros  arbitrado- 
res  para  decidir  y  terminar  las  cueslioncj  habidas  entre  la  referida  Socio* 
^ad  y  los  propietarios  de  la  mina  Mauri  sobre  reposición  de  las  aguas  inter- 
ceptadas ¿  esta  por  el  ramal  indicado,  pronunciaron  su  fallo  en  27  de  julio 
de  dicho  año,  por  el  que,  en  vista  de  la  escritura  de  concordia  y  de  las  me- 
diciones á  consecuencia  de  ella  practicadas,  condenaron  á  la  Sociedad  á 
reintegrar  á  los  espresados  propietarios  el  número  de  plumas  de  agua  que 
faese  necesario  para  que  la  que  entonces  tenía  la  mina  Maurí  ascendiese 
al  de  125,  procediéndose  al  efecto  en  el  término  de  seis  días  á  una  nueva 
medición  en  la  forma  prevenida  en  la  escritura,  declarando  para  evitar  di- 
ficultades que  las  partes  no  pudieran  hacer  reclamación  alguna  por  los  au- 
mentos y  disminuciones  qne  sufrieran  las  aguas  en  lo  sucesivo,  como  no 
fueran  procedentes  de  nuevos  trabajos  en  la  mina  de  la  Sociedad  ó  de  la 
continuación  de  los  comenzados,  6  bien  dimanasen  do  haber  recobrado  la 
mina  Maurí  de  una  manera  permanente  el  caudal  de  aguas  que  tenia  antes 
4e  la  fecha  de  la  escritura: 

Resultando  que  los  dueños  de  aquella  entablaron  demanda  en  i  6  de 
abril  de  1857,  en  la  que  espresando  que  el  reít^gro  por  parte  de  la  Sociedad 
Dor  virtud  de  la  medición  ejecutada  en  cumplimiento  del  laudo  había  de- 
bido ser  de  45  plumas;  pero  que  esta  lo  había  hecho  de  un  modo  tan  irre- 
galar  que  los  que  debían  recibirlo  no  habían  sido  llamados  al  colocarse  ei 
repartidor  de  manera  qud  no  eran  arbitros  de  examinar  si  recibían  e)  agoa 
á  que  tenían  dereclm,  pudiendo  ser  privados  de  toda  ella  sin  apercibirse,  y 
fundados  en  que  la  Junta  estaba  obligada  por  la  esoritura  y  por  la  senten*» 
cía  arbitral  á  reponer  á  su  costa  todas  las  aguas  que  de  resoltas  de  sus. 
operaciones  faltasen  á  la  i  mina  Mauri,  solicitaron  se  la  condenase  al  cum* 
plimiento  de  lo  pactado  en  la  regla  sesta  de  aqiíella,  á  cuyo  fin  designaron 
por  su  parte  dos  Abogados: 

Resultando  qne  la  Junta  impugnó  la  demanda  sosteniendo  qne  habia 
cumplido  con  escesó  con  el  reintegro  de  la3  45  plumas  de  agua,  bastando 
para  saber  si  el  repartidor  tenia  candal  suficiente,  asomarse  á  la  puerta  del 
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cercado  qaj9  estaba  casi  todo  el  dia  abierto;  ()tie  se^a  Usroedicioiieg  prac- 
ticadas durante  las  obras,  lejos  de  haberse  disminuido  las  aguas,  se  habían 
aumentado;  pero  que  si  después  se  habían  disminuido,  había  sido  común  k 
ambas  minas  con  motivo  de  la  sequía;  habiendo  además,  respecto  de  1» 
de  Maupi,  la  razón  especial  de  haberse  construido  á  su  inmediación  un  po- 
to con  motivo  del  ferro-carril;  y  que  si  bien  la  regla  sesta  de  la  escritura 
de  concordia  disponía  que  las  díGcuitades  que  puaíeran  su^:citarse  se  ter- 
minaran por  medio  de  expertos,  la  promovida  en  estos  autos  no  podía  deci- 
dirse de  esta  manera  por  versar  sobre  disminución  de  aguas,  para  lo  caal' 
era  necesario  el  debido  conocimiento: 

Resultando  que  la  Junta,  como  cesíonaria  del  Ayuntamiento  de  Tarrasa 
reconvino  al  propio  tiempo  á  los  demandantes  para  que  repusiesen  en  la 
mina  pública  29  plumas  de  agua  á  que  tenia  derecho  por  virtud  de  la  es* 
critura  de  concordia  celebrada  entre  D.  Ignacio  Mauri,  D.  Pablo  Busquet  y 
el  referido  Ayuntamiento  en  10^  de  febrero  de  i823,  las  cuales  habían  sido 
tapadas  sin  saber  cómo,  teniendo  que  suplirlas  la  Sociedad  con  las  suyas;  y 
por  último,  impugnó  la  concesión  del  establecimiento  de  la  mina  Mauri,. 
pidiendo  en  el  escrito  de  súplica  que  se  la  reservase  su  derecho  para  pedir 
ia  nulidad  del  mismo  y  la  reivindicación  desús  aguas: 

Resultando  que  impugnada  la  reconvención  por  los  propietarios  de  aque^ 
lia,  oponiendo  las  excepciones  de  prescripción  de  mas  de  30  anos,  y  de  no- 
vación del  convenio  de  i  823  por  la  concordia  de  i  844,  dictó  sentencia  e> 
Juez  de  primera  instancia,  queconíirmó  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de 
Barcelona  en  i2  de  setiembre  de  1860,  por  la  que  condenó  á  la  Junta  dd 
gobierno  de  la  Sociedad  de  la  mina  pública  de  aguas  de  Tarrasa  á  que  ett 
cumplimiento  de  lo  pactado  en  la  escritura  de  concordia  nombrase  dentro 
de  i  5  días  dos  espertes  que  en  unión  de  los  nombrados  por  tos  actores  pu- 
dieran proceder  al  desempeño  de  su  cometido  en  forma  legal,  y  absolvió  á 
estos  de  la  reconvención  propuesta  por  la  referida  Junta,  con  reserva  á  la 
misma  de  cuantos  derechos  v  acciones  la  compitieran  respecto  al  aprove- 
chamiento de  aguas  del  establecimiento  de  la  mina  Maurl : 

Rsultando  que  por  ia  Sociedad  se  interpuso  recurso  de  ca:sacion  cítand» 
como  infringidos  los  artículos  303,  774  y  333  de  la  ley  de  Enjaiciaroienu 
civil;  la  ley  i/,  tit.  i.%  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación;  las  leyes  4.\ 
12  y  21  del  titulo  De  probationibus  del  Código;  ia  10,  tít.  14,  Partida  3/; 
la  3/,  til.  l.S  libro  6.%  y  la  1.%  tít.  1.%  libro  44  del  Digesto;  las  leyes  2/ 
y  19  De  probationibus  del  mismo;  la  9.*,  tít.  33,  líhro  7  del  Código;  la  8.\ 
título  3.*,  Partida  3.';  la  lo,  tít.  14,  Partida  5.",  y  la  última,  til.  42,  libroS 
del  Código : 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Ventura  de  Golsa  y  Pando: 

Considerando  que  en  la  escritura  de  transacción  y  concordia  que  en  %Z 
de  diciembre  de  1844  otorgaron  las  partes,  pactaron  lo  que  estimaron  con- 
veniei^te  á  sus  respectivos  derecho?,  estableciendo  por  último,  que  las  da- 
das y  dificultades  que  se  suscitasen  sobre  todo  lo  convenido  en  aquella  se 
terminarian  por  medio  de  expertos  nombrados  por  las  písmas: 

Considerando^  que  los  que  fueron  nombrados  declararon  en  el  concepto 
de  arbitros  y  arbitradores  en  su  fallo  de  27  de  Julio  de  1847,  para  evitar  cü» 
ficultadés,  gue  Jas  partes  no  pudieran  hacer  reclamación  alguna  por  los  ao"* 
mentes  y  disminuciones  que  sufrieran  las  aguas  en  lo  sucesivo,  como  no 
fueran  procedentes  de  nuevos  trabajos  en  la  mina  de  la  Sociedad  ó  de  la 
continuación  de  los  comenzado?,  y  que  qs  un  supuesto  del  pleito  que  des- 
pués de  dicho  fallo  se  han  hecho  nuevos  trabajos  en  la  espresada  mina;  y 
por  consiguiente,  que  habiendo  llegado  él  caso  que  determina  ia  regla  ^r 


Digitized  by  VjOOQIC 


RBCCRSOS  Y  GOHPRTItfCIAS.  341 

'de  h  citada  escritara,  ta  sentencia  que  ha  estimado  el  nombramiento  de  es* 
pertos  6  arbitros  para  la  decisión  de  las  recíamaciones  hechas  ea  demanda. 
Jejos  de  oponerse  á  la  ley  1.*,  tk.  i.^,  libro  iO  de  la  Novísima  Recopilación» 
la  respeta  fielmente,  y  que  los  artículos  303  y  774  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil ,  que  se  invocan  en  el  recurso,  no  son  aplicables  al  mismo: 

Considerando  que  cuando  los  otorgantes  establecieron  en  la  escritura 
de  %3  de  diciembre  que  el  caudal  efectivo  de  la  mina  de  Mauri  en  tiempos 
ordinarios  era  de  i25  á  135  plumas  de  agua,  y  ios  espertos  ó  arbitros,  en 
▼ista  de  la  misma  y  de  las  mediciones  á  consecuencia  de  ella  practicadas, 
coDdenamn  á  la  Sociedad  de  la  mina  pábliea  á  que  reintegrara  á  los  pro- 
pietarios de  la  de  Mauri  al  número  de  plumas  que  fuere  necesario  hasta  que 
ascendiese  al  de  42»,  nada  reclamó  la  espresada  Sociedad  acerca  del  dere- 
cho que  en  la  reconvención  alega  tener  á  las  29  plumas  co:po  cesioaaria 
del  Ayuntamiento  4e  Tarrasa,  lo  que  demuestra  de  un  modo  inequívoco  el 
convencimiento  en  que  estaba  de  que  por  el  último  convenio  quedó  estin- 

fiido  el  anterior,  y  por  consiguiente  aue  la  sentencia  que  absuelve  de  ella 
la  parte  reconvenida  no  ha  infringido  las  leyes  que  á  este  propósito  se 
citan : 

Considerando  que  contra  los  fundamentos  de  las  sentencias  no  procede 
e!  recudo  de  casación,  y  que  en  ningún  caso  podría  ser  objeto  del  mismo  el 
arlfculo  333  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  ai  deduci* 
do  por  la  Sociedad  de  la  mina  pública  de  aguas  de  la  villa  de  Tarrasa,  á  la 
qae  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  depositada,  que 
se  distribuirá  con  arreglo  ala  ley;  devolviéndose  Jos  autos  á  la  Audiencia  de 
Barcelona  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inserta- 
rá en  la  Colección  legislativa,  pasándose  ai  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— Ramón  López  Vazquaz. — Gabriel 
Cerueio  de  Velasco.— Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa.— Pedro  Gómez  de  Her- 
mosa.— Pablo  Jiménez  de  Palacio.— ^Laureano  Rojo  de  Noraagaray.-^Ven- 
tnra  de  Colsa  y  Pando. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fuá  la  precedente  sentencia  por  el 
Bxcmo.  é  limo.  Sr.  D.  Ramón  Lop<>z  Vázquez,  Presidente  de  la  Sala  pri* 
mera  del  Supremo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando 'audiencia  pública  la 
misma  Sala,  en  el  día  hoy,  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  certifico. 

Madríd22demayodé  1862.— Juan  de  Dios  Rubio.— (Oac^ta  de  3i  de 
mayo  de  1862.) 


136. 

Reearso  de  easneion  (22  de  mayo  de  í862.).--I^osksion 
Ds  uíVA  MINA.— Se  declara  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supre- 
mo haber  logar  al  recurso  de  casación  interptiesto  por  D.  Cristóbat 
Campoy  y  Navarro,  como  presidente  de  la  Sociedad  minera  titulada 
ÍM  Bepública,  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  segunda 
de  la  Audiencia  de  Granada,  en  plc.ito  conD.  Cándido  Gómez  Gon- 
zález, administrador  de  la  Sociedad  Beleñ  de  Salcedo,  y  se  re- 
^nelre: 
i^    {¡He  el  eonoeimiento  del  interdicto  de  recobrar,  como  el  de 
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tos  demás  comprendidos  en  el  tlt.  H  de  la  ley  de  EnfuieiamUnl» 
civil,  corresponde  esclusivamente  á  la  jurisdiceion  ordinaria; 

Y  %^  que  las  ctiestiones  jurisdiccionales  son  por  su  natnrale%d 
de  órdeñ  publico^  y  que  si  bien  los  jueces  y  tribunales  deben  decla- 
rarse incompetentes  aunque  no  intervenga  reclamación  de  autoridad 
estrada,  siempre  que  se  someta  á  su  decisión  algún  negocio  cuyo  co» 
nacimiento  no  les  pertenezca^  esto,  para  que  sea  pro^dente,  na  de 
verificarse,  en  su  caso,  con  audiencia  del  Ministerio  fiscal,  ó  des* 
citación  de  éste. 

En  la  villa  ▼  corte  de  Madrid,  á  22  de  maya  de*  4862,  eo  ios  antos  qiie- 
en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Vera  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Aa* 
diencia  territorial  de  Granada  ha  seguido  D.  Cristóbal  Campoy  Navarro  co^ 
mo  Presidente  de  la  sociedad  minera  titulada  La  República  con  D.  Cándida 
Gómez  González,  Administrador  de  la  sociedad  Belén  de  Sakedo  sobra  re- 
cobrar  la  posesión  de  la  mina  Justicia,  pendientes  ante  Nos  en  virtud  de 
recurso  de  casación  que  interpuso  el  ü:  Cristóbal  contra  la  sentencia  pro* 
nunciada  por  la  referida  Sala  en  30  de  diciembre  último: 

Resultando  que  en  24  de  setiembre  de  i 864,  Campoy  acudió  á  dicbo 
Juzgado  esponiendo  que  la  sociedad  minera,  de  que  era  Presidente,  se  ha- 
llaba en  posesión  de  la  mina  titulada  Justicia,  de  la  cual  venia  disfrutando 
hacia  mucho  tiempo  quieta  y  pacificamente  sin  oposición  de  persona  algo- 
na;  pero  que  habiendo  bajado  el  Ingeniero- Director  en  el  día  43  de  aquel 
mes  á  reconocer  las  labores,  habia  hallado  una  rotura  por  la  parte  que  lin- 
daba con  la  mina  Belén  de  Satciedo,  la  cual  estaba  trabajando  dentro  de  U 
df^niarcacion  de  la  Justicia,  y  estraia  minerales  de  ella  de  órdeo  del  Admi* 
nistrador  D.  Cándido  Gómez,  constituyendo  así  un  despojo,  y  suplicó  que 
admitiéndole  la  información  y  fianza  que  ofrecía  se  mandase  restituir  á  la 
sociedad  La  Bepública  en  la  posesión  de  todo  el  terreno  de  la  demarcación 
de  la  mina  JuBticia,  condenando  al  Gómez  á  la  indemnización  de  perjaicioi» 
devolución  de  minerales  estraidos  y  en  las  costas: 

Resultando  que  dada  la  información  y  fianza,  el  Juez  dictó  auto  restita* 
torio,  de  que  apeló  D.  Cándido,  y  que  admitida  y  sustanciada  la  apelacioi, 
la  Sala  segunda  de  ia  Audiencia  en  30  de  diciembre  último  dictó  senteneii 
revocando  el  auto  apelado  y  declarando  que  el  conocimiento  del  negocio 
corresponde  á  la  Administración,  adonde  ios  interesados  podian  recurrir  á 
vieren  convenirles: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  D.  Cristóbal  Campoy 
recurso  de  casación  fundado  en  la  causa  7.^  del  art.  4013  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  y  alegó  que  siendo  competente  para  conocer  de  su  recla- 
macion^l  Juez  de  primera  mstancia  y  no  la  Administración  como  declara- 
ba el  fallo  de  la  Sala,  resaltaría  la  incompetencia  si  aquel  so  llevara  I 
efecto: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  de  este  Supremo  Tribunal  D.  DomíB* 
go  Moreno: 

Considerando  que  la  revocación  del  auto  apelado  se  funda  en  el  snpoes* 
to  erróneo  y  por  consiguiente  inadmisible  de  que  los  Tribunales  del  fuero 
común  son  de  todo  punto  incompetentes  para  resolver  la  demanda  de  que 
se  trata: 

Considerando  que  en  ella  se  formuló  un  simple  interdicto  de  reoobrir, 
y  que  asi  sn  conocimiento,  como  el  de  Ins  demás  comprendidos  en  el  ti- 
tulo 44  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil^  corresponde  esclusivamente  á  I» 
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jorisdiccioD  ordiDaría,- eooforlne  á  tó  dispfaekio  en  el  art,  692  de  la  misida, 
!Ho  qae  por  oadie  se  haya  puesto  en  duda  ta  competencia  de  la  Sala  aate  la 
cual  comparecieron  ambas  partes: 

Gonsiiderando  que  las  cuestiones  jurísdiecionaíee  son  por  su  naturaleza 
de  orden  público;  y  que  si  bien  los  Jueces  y  Tribunales  deben  declararse 
incompetentes  aunque  no  intervenga  reclamación  de  Autoridad  estraña, 
siempre  que  se  someta  á  su  decisión  algún  negoció  cuyo  eonootmiento  no 
les  pertenezca,  esto  para  que  sea  procedente  ha  de  verifícarae  en  su  casa 
con  audiencia  del  Ministerio  fiscal,  ó  á  oscitación  de  este,  según  determi- 
nan ios  arts.  4.°  y  5.*  del  Real  decreto  de  4  de  juníade  1847: 

Considerando  que  la  Sala,  además  de  inhibirse  sin  esos  requisitos  y  per- 
las razones  que  adujo  en  la  parte  espcsitiva  de  bu  providencia,  declaró  por 
6lla  «que  el  conocimiento  del  negocio  corresponde  ¿  la  Administración,» 
€on  lo  cual,  no  soto  ha  prescindido  del  carácter  especial  de  la  solicitud  en- 
tablada en  ttn  interdicto,  sino  que  ha  prejuzgado  una  cuestión  que  en  el  ca- 
so de  suscitarse  habría  áe  resolverse  por  S.  M.,  previa  audiencia  del  Con^» 
aejo  de  Estado,  en  conformidad  á  lo  dispuesto  en  el  arL  i/^  de  dicho  Real 
decreto  y  en  el  párrafo  noveno  del  att.  4o  de  la  ley  de  17  de  agosto. 
de  1860; 

Y  considerando  por  las  razones  espuestas  que  la  Sala  segunda  de  la  Au- 
diencia de  Granada  ha  excedido  el  límite  de  su  facultad  legal  en  el  auto  do 
30  de  diciembre  último  al  declarar  su  incompetencia  que  el  conocimiento 
del  negocio  á  que  se  refiere  el  presente  recurso  correaponde  á  la  Adminis- 
tración; 

•  Fallamos  que  debemos  declarar  y  declasamos  haber  lu^r  al  interpuesto 
l>or  D.  Cristóbal  Gampoy  y  Navarro;  anulamos  la  sentencia  que  pronunció 
la  referida  Sala  de  la  Audiencia  de  Granada,  y  mandamos  que  se  devuelvan 
los  autos  á  la  misma  para  que,  reponiéndolos  al  estado  que  tenían  antes  de 
dkíar  su  fallo,  le  pronuncie  de  nuevo  con  arreglo  á  derecho,  restituyéndo- 
se á  Campoy  los  2,000  rs.  depositados. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Go- 
bierno é  insertará  en  la  Coteccion  legislativa,  para  lo  cual  se  pasen  las 
oportunas  copias  certificadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — 
loan  Martin  Garramolino.— Ramón  María  de  Arrióla,— Félix  Herrera  de  la 
RiTa.^Juan  María  Biec— Felipe  de  Urbina.— Eduardo  Elio.— Domingo 
Moreno. 

Pablicacion.— Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  ilus- 
trísimo  Sr.  O.  Domingo  Moreno,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justi- 
cia, estándose  celebrando  audiencia,  pública  en  su  Sala  segunda  el  día  de 
boy,  de  oue  certifico  como  Bscribano  de  Gémara. 

Madrid  22  de  mayo  de  1862.— Gregorio  Camilo  García.— (Gaceta  de  3 
do  junio  de  1862.) 


lav. 


Reeni^so  de  en^aeioia  (23  de  mayo  de  1862.).— -Nulidad 
DE  UNA  EscBíTOftA.— Se  dcciara  por  lá  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Pe- 
regrina Conde  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  primera 
de  la  Aadiencia  de  la  Corima,  en  pleilo  con  D.  José  Domínguez,  y 
se  resuelve: 
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i.""  Que  la  ley  3.%  tU.  U.lib,  10  de  la  Novbima  RecopUaem, 
solo  prohibe  que  la  mujer  pueda  ser  fiadora  de  su  marido,  6  que  se 
obligue  de  mancomún  con  él  para  el  pago  de  sus  deudas; 

f  2.''  que  á  la  Sala  úeniencíadora  corresponde  apreciar  el  va- 
lor de  la  prueba  testifical,  á  cuya  aprmacion  hay  que  atenerse  ínte- 
rin no  se  alegue  y  pruebe  que  al  hacerla  se  ha  cometida  alguM 
infracción  legal. 

•I 

En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  22  de  mayo  de  <1862,  en  los  aotos  pen- 
dientes ante  Nos  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgare  de  pri- 
mera instancia  de  k\W\t  y  en  la  Sala  primera  de  la  Real  Audiencia  de  la 
Goruoa  por  Peregrina  Conde  con  D.  losé  Domínguez,  y  hoy  con  so  lierede- 
ro  fiduciario  D.  Manuel  José  Garnacha,  sobre  nulidad  de  una  escritora: 

Resultando  que  ejecutados  los  bienes  de  D.  Juan  Conde  á  instancia  de 
D.  José  Domínguez,  y  entablada  demanda  de  tercería  dotal  por  Jacinta  Cid, 
mujer  de  aquel,  fué  transigida  por  escritura  de  25  de  enero  de  i849,  en  la 
que  el  Dommguez  renunció  al  derecho  que  había  adquirido  á  los  bienes  em« 
bargados  dejándolos  á  disposición  de  la  Jacinta,  y  esta  por  so  parte,  con  in- 
tervención y  licencia  de  su  marido,  se  obligó  á  satisfacer  á  aquel  en  cuatro 
plazos  la  cantidad  de  9,000  rs.  con  hipoteca  de  los  mismos  bienes: 

Resultando  que  Peregrina  Conde,  hija  y  heredera  de  la  Jacinta,  entabló 
en  30  de  setiembre  de  1859  demanda  de  nulidad  de  la  citada  escritura, 
fundada  en  la  incapacidad  de  su  madre  para  el  otorgamiento  de  aquella  por 
no  alcanzar  siquiera  á  comprender  la  importancia  de  la  cantidad  qaef^e 
})8bia  obligado  á'entregar,  y  en  la  prohibición  de  la  ley  para  obligarse  de 
mancomún  con  ol  marido  insolvente: 

Resultando  que  Domínguez  impugnó  la  demanda  negando  la  incapaci- 
dad que  vagamente  se  atribuía  á  Jacinta  Cid,  que  no  la  iiabla  tenido  para 
entablar  la  tercería,  así  cotno  que  se  hubiese  obligado  de  mancomún  con  so 
marido,  el  cual  solo  había  intervenido  para  dar  á  la  otorgante  la  licencia 
necesaria: 

Resultando  que  practicada  por  tas  partes  prueba  testifical,  dictó  senten- 
cia el  Juez  de  primera  instancia,  que  confirmó  con  las  costas  la  Sala  prime- 
ra de  la  Real  Audiencia  de  la  Coruña  en  1.^  de  octubre  de  1860,  ai»elvi6D- 
do  á  Domínguez  de  la  demanda: 

Recluitando  que  Peregrina  Conde  interpuso  recurso  de  casación,  citando 
como  infringidos  los  prmcipios  de  derecho,  según  los  que  son  nulas  las 
convenciones  en  que  las  personas,  aunque  capaces  de  contratar,  no  saben  lo 
necesario  para  formar  su  obligación  ó  no  tienen  libertad  para  coDseotir,  y 
la  ley  3.*,  tft.  1i,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Joaqum  de  Palma  y  Vinuesa: 

Considerando  que  otorgada  por  Jacinta  Cid  la  escritura  de  25  de  eaero 

'  de  1849  para  transigir  el  pleito  que  sostenía  con  D.  José  DominKuei,  oo  es 

aplicable  al  caso  presente  la  ley  que  sé  Cita  en  el  recurso  como  infringida, 

porque  esta  solo  prohibe  que  la  mujer  pueda  ser  fiadora  de  su  mando,  ó 

que  se  obligue  de  mancomún  con  él  para  el  pago  de  sus  deudas; 

Y  considerando,  en  cuanto  á  la  coacción  é  incapacidad  de  la  referida  Ja- 
cinta, que  apreciados  estos  hechos. y  la  prueba  testifical  aducida  en  su  razón 
lor  la  Sala  sentenciadora  en  uso  de  sus  facultades,  tampoco  se  ha  infringido 
a  doctrina  alegada  en  tal  concepto; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recorao 
de  casación  interpuesto  por  Peregrina  Gonde,  á  quien  condenamos  á  la  per* 
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dida  da  la  cantidad  por  que  prosió  caución»  que  pagará  cuando  m^ore  de 
fortuna,  y  en  las  costas»  devolviéndoselos  autos  á  la  Audiencia  de  la  Co- 
rana con  la  certiGcacion  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inserta- 
rá en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias^  lo 
pronnnciamos ,  mandamos  y  firmamos.— Lorenzo  Arrazola.— Sebastiaa 
Gonxalez  Nandin. — Amero  de  Echarri.— Gabriel  Gemelo  de  Yelasco.— Joa- 
quín de  Palma  y  Vinuesa.—Laureano  Rojo  de  Norzagaray.^ Ventura  de 
Colsa  y  Pando. 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Excmo.  é  limo.  Sr.  D.  Joaquín  do  Palma  y  Vinuesa,  Ministro  de  la  Sala  pri- 
mera del  Supremo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la 
nuisma  Sala  en  el  dia  de  hoy,  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  22  de  mayo  de  i862.— Juan  de  Dios  Rubio.— (Gaoeto  de  i.^  de 
junio  de  1862.) 


ISS. 


Recurso  de  easaelon  (22  de  mayo  de  1862.).— Pago  de 
9sAs  PENSIONES  DE  UNOS  CENSOS.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supreno  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpues- 
to por  José  Serra  y  Graner  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la 
Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  ia  comu- 
nidad de  presbíteros  beneficiados  de  la  villa  de  Sampedor,  y  se  re- 
suelve: 

i°  Que  8i  bien  por  la  ley  de  í^  de  mayo  de  1858  se  condona- 
ron los  airosos  de  réditos  que  adeudaren  los  censatarios  y  demás 
pagadores  de  gravámenes  amortizados,  no  estaban  comprendidos 
entre  estos  los  destinados  á  cubrir  obligaciones  afectas  á  objetos 
piadosos^  según  se  declaró  espresamente  por  la  Real  orden  de  Zde 
mayo  de  1859; 

Y  2.*^  que  el  Real  dea^eto  de  21  de  agosto  de  1860 ,  al  mandar 
que  la  Junta  superior  de  Ventas  y  las  de  provincias  procedieran 
respectivamente  á  la  aprobación  de  los  espedientes  de  redención  de 
censos  eclesiásticos  que  se  hallasen  pendientes  al  espedirse  el  Real 
decreto  de  23  de  setiembre  de  1856,  no  comprendió  ni  pudo  com^ 
prender  los  relativos  á  los  censos  esceptuados.   - 

En  U  villa  y  corte  de  Madrid,  á  22  de  mayo  de  i  862,  en  los  autos  pen- 
dientes ante  Nos  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  de  Manresa  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Real  Audiencia  de 
Barcelona  por  la  comunidad  de  Presbíteros  beneficiados  de  la  villa  de  Sam- 
pedor  con  José  Serra  y  Graner,  sobre  pago  de  las  pensiones  de  unos 
censos: 

Resultando  que  por  escritura  de  10  de  abril  de  17(3  D.  Ramón  Casas, 
en  calidad  de  obtentor  M\  beneficio  instituido  por  D.  Antonio  Serra  y  Pa- 
hisa,  fundó  á  favor  de  la  Reverenda  comunidad  de  Sampedor  25  aniversa- 
rios y  12 1  misas  que  dotó  con  varios  censos  de  2,300  libras  de  capital ,  y 
«ntre  ellos,  uno  de  4,550  libras  de  que  debía  reiponder  José  Serra  y  Pahi- 
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áa,  y  otro  de  450  libra»  de  capital  que  debía  satisfacer  José  Mangarelly  j 
qoe  después  se  cemprometió  á  pagar  el  mismo  José  Serra  y  Pahisa: 

Resultando  que  la  corauDídad  de  Presbíteros  de  Saropedory  fundada  en* 
lo  d¡ápue:}to  en  la  Beal  orden  de  25  de  noviembre  de  1856  para  que  la» 
comunidades  de  Presbíteros  beneficiados  de  Barcelona  entrasen  en.  el  llbre^ 
goce  de  sus  bienes  y  en  la  resolución  de  la  Junta  de  bienes  nacionales  par» 
que  los  prestadores  de  censos  y  rentas  correspondientes  á  dichas  comunida- 
des continuasen  pagándolas  á  las  mismas,  entabló  demanda  en  25  de  agos- 
to de  1857  para  que  se  condenase  á  José  Serra  y  Graner,  descendiente  de 
los  que  constituyeron  los  indicados  censos,  al  pago  de  i, 338  libras  /cuatro 
sueldos  y  iO  dineros  que  importaban  las  pensiones  vencidas  y  no  satisfecha? 
de  los  mismos ,  asi  como  ai  ae  las  que  fuesen  venciendo  en  lo  sucesivo ;  y 
impugnado  por  Serra,  fué  absuelto  de  la  demanda  por  ejecutoria  de  la  Sala 
tercera  de  la  Audiencia  de  Barcelona  de  10  de  febrero  de  1859  por  lo  res- 
pectivo á  las  pensiones  devengadas  y  no  satisfechas  hasta  1  .^  de  mayo  de 
-1855,  sin  perjuicio  de  lo  que  resolviera  el  Gobierno  de  S.  M.  en  el  espe- 
diente general  de  desamortización  de  bienes  del  clero,  condenándole  al 
pago  de  las  vencidas  y  que  fueran  venciendo  desde  la  espresada  fecha : 

Resultando  que  por  Real  orden  de  3  de  mayo  de  1859,  que  fué  coma- 
ixicada  por  el  Ministerio  de  Hacienda  al  de  Gracia  y  Justicia  y  á  la  Dirección 
general  de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado,  en  vista  de  las  reclamado - 
Bes  interpuestas  respecto  á  la  equivocada  inteligencia  con  que  procedían 
algunos  Administradores  de  aquellos,  exigiendo  ias  cargas  que  pesaban  so- 
bre la  propiedad  particular,  conocidamenie  aplicables  á  cubrir  misas,  ani- 
versarios y  otros  sufragios  paramente  espirituales,  se  sirvió  S.  M.  resolver, 
que  no  estando  dichas  cargas  comprendidas  en  las  leyes  de  desamortización 
de  i.°  de  mayo  de  1855  y  i  1  de  julio  de  1856,  ni  reOriéndose  por  conse- 
cuencia á  ellas  las  prescripciones  de  incautación  y  recaudación  dictada:» 
.  para  los  demás  bienes  destinados  á  cubrir  las  obligaciones  del  cutio  y  clero- 
'  general  del  Estado,  se  adoptaren  por  aquella  Dirección  las  medidas  condu- 
centes á  evitar  semejante  equivocada  inteligencia  en  que  se  hallaban  los 
agentes  provinciales  del  ramo,  previniéndoles  que  se  abstuviesen  de  ejercer 
toda  gestión  relativa  á  la  recaudación  de  las  espresadas  cargas  cuando  co- 
nocidamente estuviesen  afectas  á  cubrir  obligaciones  de  misas,  sufragios  y 
demás  objetos  espirituales: 

Resultando  que  con  presentación  de  un  testimonió  de  esta  Real  orden» 
librado  por  un  Notario  de  la  curia  eclesiástica  de  Vich,  entabló  demanda  la 
comunidad  de  Presbíteros  de  Sampedor  en  28  de  setiembre  del  propio  año, 
reclamando  de  José  Serra,  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  aquella,  la  canti- 
dad de  2,199  libras,  17  sueldos  y  un  dinero,  importe  de  las  pensiones  ven* 
cidas  y  no  satisfechas  desde  el  año  de  1840  á  I.*  de  mayo  de  1855: 

Resultando  que  Serra  impugnó  la  demanda,  alegando  que  la  Real  re- 
sofucion  presentada  era  mas  bien  una  circular  sin  fuerza  para  destruir  la  ley 
de  desamortización;  que  en  la  ejecutoría  de  10  de  febrero  de  aquel  año  se 
decía:  «sin  perjuicio  de  lo  que  el  Gobierno  determinara  cuando  se  resolviera 
el  espediente  general  relativo  á  esa  parte  de  desamortización,»  y  aquella 
nada  resolvía,  limitándose  á  dar  reglas  á  los  dependientes  de  la  Adminis- 
tración que  no  podían  tener  fuerza  legal  alguna;  y  que  aun  concedí  endóse- 
sela, delrária  entrarse  en  la  cuestión  de  si  los  cen^^os,  objeto  del  pleito,  de- 
bían ó  no  estar  esceptuados  de  la  ley  de  desamortización: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia,  que  con- 
firmó en  31  de  octubre  dé  1860  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Barcelo- 
na,  condenando  á  José  Serra  y  Graner  al  pago  á  la  referida  comunidad  de 
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las  plosiones  vencidas  desde  i  840  hasta  1.^  de  mayo  de  l$o5  de  los  censo» 
de  1,539  y  150  libras  respecttvtimeQte  de  capital,  y  absolviéndole  en  cuanto* 
á  los  demás  por  no  existir  la  prueba  necesaria  de  que  estuvieran  conocida-*^ 
mente  destinados  á  cubrir  aniversarios  y  los  demás  sufragios  indicados  en 
la  citada  Real  orden;  pero  reservando  á  ta  espresada  comunidad  el  derecho 
qae  la  compitiese  con  arreglo  al  convenio  celebrado  con  la  Santa  Sede: 

Resultando  que  José  Serra  interpuso  recurso  de  casación,  citando  como 
infringidas  la  ley  de  i/  de  mayo  de  1855,  la  circular  de  27  de  julio  de  1858, 
la  ley  de  4  de  abril  de  1860,'  el  Real  decreto  de  21  de  agosto  del  mismo 
año  y  la  doctrina  admitida  por  ia  jurisprudencia  de  los  Tribunales,  puesto 
que  se  concedia  á  la  comunidad  demandante  un  derecho  que  se  le  había  re- 
servado para  cuando  se  resolviese  el  espediente  general  de  desamortización^ 
dejando  asi  de  cumplir  un  fallo  que  tenia  autoridad  de  cosa  juzgada: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Laureano  Rojo  de  Norzagaray: 

Considei^ando  que,  si  bien  por  la  ley  de  1.**  de  mayo  de  1855  se  conde- 
naron los  atrasos  de  réditos  que  adeudasen  los  censatarios  y  demás  pa^do-* 
res  de  gravámenes  amortizados,  no  estaban  comprendidos  entre  estos  les^ 
destinados  á  cubrir  obligaciones  afectas  á  objetos  piadosos,  como  lo  son  los 
censos  de  qtie  aquf  se  trata,  según  se  declaro  espresamente  por  La  Real  ór^ 
den  de  3  de  mayo  de  1859,  y  que  por  lo  tanto  no  se  ha  infringido  la  cita<^ 
da  ley: 

.  Considerando  que  tampoco  lo  ha  sido  la  circular  de  27  de  julio  de  1858^ 
porque  siendo  referente  á  que  la  comunidad  de  presbíteros  de  la  provincia 
oe  Barcelona  se  abstuviese  de  h  cobranza  de  los  réditos  atrasados,  limitan^ 
dose  únicamente  á  cobrar  las  pensiones  deven^tadas  y  que  se  devengasen 
desde  i.°  de  mayo  de  1855  hasta  la  definitiva  resolución  det  Gobierno,  esta 
disposición,  meramente  interina  y  dada  para  un  caso  particular ,  quedó  sin 
efecto,  por  la  citada  Real  orden  de  3  de  mayo  de  1859: 

Considerando  que  asimismo  no  se  ha  infringido  la  ley  de  4  de  mayo 
de  1860,  porque  sus  prescripciones,  lejos  de  oponerse,  estañen  armonía  con 
la  ley  anteriormente  citada: 

Considerando  que  el  Real  decreto  de  21  de  agosto  de  1860,  al  mandar 
que  la  Junta  superior  de  Ventas  y  las  de  provincias  procedieran  respectiva- 
mente á  la  aprobación  de  los  espedientes  dé  redención  de  censos  eclesiás- 
ticos que  se  hallasen  pendientes  al  espedirse  el  Real  decreto*de  23  de  se- 
tiembre de  1856,  no  comprendió  ni  pudo  comprender  los  relativos  á  los 
censos  eseeptaadps,  y  que  por  lo  mismo  dicho  Real  decreto  no  tiene  aplica- 
ción al  presente  caso: 

Considerando  qtre  tá  sentencia  objeto  del  recurso  no  se  opone  á  la  doc- 
trina que  se  invoca  respecto  al  valor  de  la  cosa  juzgada,  porque  la  pronun- 
ciada en  10  de  febrero  de  1859  con  tenia  precisamente  una  reserva  acerca 
del  ponto  controvertido  en  el  actual  litigio; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  José  Serra  y  Graner,  á  quien  condenamos 
eo  las  costas  y  en  la  pérdida  de  1,246  rs.,  importe  del  depósito  constituido, 
ffoe  se  distribuirá  cop  arreglo  á  la  ley,  devolvjéndose  los  autos  con  la  certi- 
ficación correspon'dieute  á  la  Audiencia  de  donde  proceden. 

Asi  por  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  |en  la  Gaceta  é  in-^ 
seriará  en  la  Coleceion  legislativa f\)ns&náos(iñ\  efecto  las  copias  necesarias, 
lo  prononciamos,  mandamos  y  firmamos. — Lorenzo  Arrazola. — Anlero  de 

ftharrí.— Gabriel  Ceruelo  de  Velasco.— Joaquín  de  Palma  y  Vinoesa,.— 
edro  Gomes  de  Hermosa.— Pablo  Jiménez  de  Palacio. — Laureano  Rojo  de> 
Norzagaray. 
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Pablícacion.— Leída  j  publicada  faé  la  precedente  sentencia  por  el  Has* 
trísimo  Sr.  D.  Laureano  Rojo  de  Norzagaray .  Ministro  de  la  Sala  primera 
del  Supremo  Tribunal  de  Justicia ,  celebrando  audiencia  pábüca  la  misma 
Sala  en  el  día  de  hoy,  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  22  de  mayo  de  1862.— Juan  de  dios  Rabio.-— (Gaceta  de  i.*  de 
junio  de  1862.) 


139. 


Recurso  de  eatsaeion  (22  de  mayo  de  1862.).^DBCLAftA» 
<:iON  DE  MEJOR  DERECHO  Á  UN  YÍNGULO.— So  declara  por  la  Sala  prime- 
ra del  Tribunal  Supremo,  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
ioterpueslo  por  D,  Rarael  Armesto  contra  la  sentencia  pronuncia- 
da por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  la  Coruna»  en  pleito  con 
D.  Manuel  Ignacio  Barraganes,  y  se  resuelve: 

iJ*  Que  no  j^uede  decirse  que  un  Tribunal  infringe  la$  reglas 
¿e  llamamiento  á  un  vinculo,  cuando  se  atiene  i  las  establecidas  por 
su  fundador: 

2.*"  Que  cuando  deben  ser  preferidos  los  hijos  varones  á  las  hem^ 
bras  y  existe  uno  al  fallecimiento  del  primer  llamado  á  suceder ^  es 
claro  que  el  vinculo  no  puede  pasar  á  una  hermana  suya: 

S.""  Que  no  pueden  considerarse  infringidas  por  una  sentencia^ 
ni  por  tanto  ser  motivo  de  casación  de  ella\  leyes  que  no  son  aplica^ 
bles  al  caso  objeto  del  litigio: 

4.*  Que  no  procede  el  recurso  de  casación  contra  los  funda-- 
mentos  de  los  fallos,  sino  contra  la  ilegalidad  en  su  parte  dispo^ 
sitíva: 

5.»  Que  no  se  infringen  las  leyes  16,  tU.  22,  y  2.«,  tU.  14  de  la 
Partida  3.%  ni  la  A.\  tü,  27,  lib.  ii  déla  Nov,  Recop,,  cuando  en 
la  sentencia,  objeto  del  recurso,  no  se  dá  ni  se  decide  cosa  distin- 
ta  de  la  pedida  por  el  demandante; 

y  6.®  que  la  sentencia  en  que  sin  duda  ni  reserva  se  absuelve 
de  la  demanda,  nunca  puede  calificarse  de  incongruente  can  eUa^ 
porque  termina  el  pleito  de  un  modo  claro  y  preciso,  decide  sobre 
lodo  lo  que  se  ha  pedido  y  no  escede  los  límites  del  juicio. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  22  de  mayo  de  1862,  en  los  autos  pen- 
dientes ante  Nos  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado  de  prime- 
ra instancia  de  Quiroga  y  en  la  Sala  tercera  Be  la  Real  Audiencia  de  la  Go* 
ruña  por  D.  Rafael  Armesto  con  D.  Manuel  Ignacio  Barraganes^  sobre  me- 
jor derecho  á  un  vinculo: 

Resultando  que  en  26  de  étiero  de  1763  otorgó  testamento  D.  Juan  Jos6 
nobles,  por  el  que  fundó  un  mayorazgo  regular,  estableciendo  que  el  po- 
seedor fuera  noble,  sin  que  pudiera  recaer  en  persona  de  estado  llano ,  na- 
•hiendo  siempre  el  varón  de  casarse  con  mujer  de  igual  calidad,  llam'ando 
4)or  primer  sucesor  á  su  nieto  D.  José  Maria  de  Robles,  hijo  de  D.  Francls- 
vco  de  Robles  y  de  Doña  Maria,  hija  del  fundador;  á  falta  de  aquel  al  bíjo 
segundo  de  los  aobreáiclios,  y  en  90  defecto  al  tercero,  cuarto  ó  quinto» 
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prefiríeodo  siempre  el  varón  á  la  hembra  y  el  mayur  al  menor^  con  tal  que 
no  ta?iera  algua  defecto  de  los  espresados;  y  que  por  este  mismo  orden 
fuesen  saeediendo  los  descendientes  de  dicha  su  hija,  hasta  estiaguirse  es- 
ta linea,  derivación  y  grados,  para  después  de  lo  que  hizo  otros  llama- 
mientos: 

Resultando  que  Doña  María  de  Robles,  hija  del  fundador,  tuvo  dos  hijos 
de  su  primer  matrimonio  con  D.  Francisco  Robles,  D.  José,  primer  llama- 
do al  vínculo,  y  Dona  María  Gertrudis,  abuela  del  demandante  D.  Rafael;  v 
y  que  de  su  segundo  matrimonio  con  D.  Domingo  Barraganes  tuvo  un  liijo, 
D.  Benito  Barraganes,  que  á  la  muerte  sin  sucesión  del  primer  llamado,  en- 
tró i  poseer  el  vinculo,  en  el  que  sucedió  después  su  hijo  el  demandado  don  * 
Manuel  Ignacio: 

Resultando  que  en  il  de  marzo  de  1858  entabló  demanda  D.Rafael 
Armesto  para  que  se  declarase  que  por  muerte  del  primer  sucesor  había  re- 
caído el  vínculo  en  la  hermana  de  e^^to,  Doña  Gertrudis,  y  que  se  condena- 
se á  Barraganes  á  la  restitución  de  los  bienes,  fundando  su  pretensión  en 
qae  el  llamamiento  hecho  por  el  fundador  había  sido  á  los  hijos  de  Doña  Ma- 
ría y  D.  Francisco  Robles,  de  los  cuales  no  procedía  el  demandado,  y  con 
lá  círcunstaocia  qud  tampoco  este  tenia  de  ser  del  estado  noble: 

Resultando  que  Barraganes  impugnó  la  demanda  alegando  que  el  vin- 
culo era  regular,  y  por  lo  tanto  debia  ser  preferido  el  varón  á  la  hembra; 
qae  para  ésciuir  á  ios  hijos  de  un  segundo  matrimonio  era  necesario  quo  el 
testador  lo  hubiera  espresado  terminantemente ,  y  que  tenia  la  cualidad  de 
noble  exigida  por  este: 

Resultando  que  dictada  sentencia  por  el  Juez  de  prímeA  Instancia,  que 
confirmó  la  Sata  tercera  de  la  Audiencia  de  la  Goruña  en  tS  de  noviembre 
de  i860,  absolviendo  á  Barraganes  de  la  demanda,  fundándola,  entre  otras 
razones,  en  el  larguísimo  tiempo  que  el  vínculo  estaba  radicado  en  la  linea 
del  demandado  á  vista,  ciencia  y  paciencia  del  demandante  y  sus  causan- 
tes, este  interpuso  recurso  de  casación,  citando  como  infringidas  la  fundan- 
cion  en  los  dos  estremos  de  llamar  á  los  hijo^  del  primer  matrimonio  y  de 
escluir  á  los  que  no  fuesen  hijos-dalgo;  la  ley  1.*,  tlt.  24,  lib.  11  de  la  No- 
▼fsiroa  Recopilación;  la  jurisprudencia  establecida  por  este  Supremo  Tri- 
bunal en  hi  sentencia  de  24  de  enero  de  1854  sobre  la  imprescriptibilídad 
de  los  bienes  vinculares;  la  ley  18,  tít.  29;  la  10,  tlt.  22,  y  la  2.*,  tit.  14  de 
la  Parrida  3.%  y  la  4.*  tít.  27,  Hb.  11  de  la  Novísima  Recopilación,  habien- 
do citado  ademas,  en  tiempo  oportuno,  en  este  Supremo  Tribunal,  en  igual 
concepto  de  infringidas,  las  leyes  5.*,  tft.  33,  Partida  7.*,  y  5.*,  tít.  17 ,  li- 
bro 10  de  la  Ndvísima  Recopilación;  la  doctrina  consignada  en  las  senten- 
cias de  14  de  noviembre  de  1846,  11  de  octubre  de  1855  y  24  de  marzo 
de  1857,  según  la  cual  la  voluntad  del  testador  es  la  verdadera  ley  á  que 
deben  atenerse  los  Tribunales;  la  consignada  ei^  la  sentencia  de  28  de  junio 
de  1852,  con  arreglo  ¿  la  cual,  cuando  las  leyes  tasan  la  prueba  que  se 
exige  para  determinados  actos,  no  son  arbitros  los  Tribunales  de  calificnr  de 
plena  la  que  por  aquellas  no  esté  establecida  como  tal;  el  art.  865  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento,  y  la  jurisprudencia  establecida  en  las  sentencias  de  22 
de  marzo  de  1853, 11  de  mayo  de  1855,  28  de  mayo  y  16  de  octubre  de 
1858  y  18  de  mayo  de  1859,  relativa  ¿  la  conformidad  que  necesariamente 
debe  existir  entre  la  sentencia  y  la  demanda: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Antonio  de  Bcbarri. 

Considerando  que  el  fundador  del  mayorazgo  á  que  pertenecieron  les 

'bienes  objeto  de  este  pleito,  si  bien  llamó  en  prhner  lugar  á  la  sucesión  á 

los  hijos  de  D.  Francisco  y  Doña  María  de  Rebles,  dispuso  también  espre- 
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turneóte  qae  loft  desceodieotea  de  la  segunda  fueran'8ae9d¡oadop^  el  dr* 
den  esublecido,  qae  era  el  de  preferir  los  varones  á  laa  hembras : 

Considerando  que  ese  llamamrento,  unido  á  la  circunstancia  de  ser  h 
Doña  María  hija  del  fundador,  y  por  consecuencia  la  perspna  predilecta» 
aleja  toda  idea  de  esclusion  ó  postergación  de  los  hijos  qué  pudiera  tener 
'«n  otro  matrimonio;  y  fue  habiendo  entendido  así  la  fundación  ,el  Tribunal 
senteoeiador,  no  la  ha  infringido: 

Considerando  que,  debiendo  ser  preferidos  los  hijos  varones  de  Doña 
liarla  de  ftobles  á  las  hembras»  y, existiendo  uno  al  fallecimiento  del  pri- 
iner  llamado,  no  pudo  pasar  la  posesión  del  mayorazgo  á  su  hermana;  y  que, 
por  consecuencia,  al  declararse  asi  virtualmente  en  la  sentencia^  no  se  ha 
infriogido  la  ley  i.*,  Ut.  24,  libro  ii  de  la  Novísima  Recopilación: 

Considerando  que  no  es  aplicable  á  este  pleito  la  ley  5.%  tít.  i7,  libro  16 
del  mismo  Código,  porque  en  la  sucesión  del  mayorazgo  fundado  por  Don 
Juan  José  Robles  no  se  postergó  á  los  .descendientes  del  poseedor  6  primer 
llamado,  pues  no  los  tuvo,  ni  se  desconoció  el  derecho  de  representación 
^que  dicha  ley  autoriza,  sino  que  por  no  haber  quien  lo  tuviera,  entró  á  su- 
«ceder,  como  era  natural»  el  llamado  en  segundo  lugar  por  el  fundador: 

Cousiderando  que  no  ofreciendo  duda  la  fundación,  á  juicio  del  Tribu- 
nal sentenciador,  y  según  los  principios  consignados  en  los  párrafos  prece- 
dentes, no  podía  tener  aplicación  ni  ser  infrigida  la  ley  5.%  tít.  33  de  la 
Partida  7/,  que  dá  reglas  para  declarar  las  cláusulas  dudosas  de  los  tesU«» 
-mentos;  y  que  habiéndose  respetado  la  voluntad  del  fundador,  no  se  bt 
faltado  tampoco  á  la  doctrina  de  que  ella  es  la  verdadera  ley  en  cuestiones 
como  la  de  estft  pleito,  y  á  la  que  deben  aienefw  tos  Tribunales : 

Considerando  que,  aun  cuando  de  loe  razonamientos  consignados  por  el 
Tribunal  sentenciador  pudiera  ieferirse  que  dio  algún  valor  á  la  prescríp* 
cion,  esio  no  seria  bastante  pera  casar  la  sentencia,  si  es  justa  en  su  reso- 
lución, porque  el  recurse  no  procede  contra  los  fundamentos  de  los  fallos» 
sino  contra  la  ileptídad  en  su  parte  dispositiva;  y  que  por  lo  mismo  no  se 
invoca  oportsaamente  la  doctrina  relativa  á  la  imprescriptibilidad  de  los 
bienes  fftlcuíares,  y  menos  aun  la  ley  18,  tít.  29  de  la  Partida  3.*: 

Considerando  que  tampoco  han  sido  infringidas  las  leyes  46,  tít.  22;  2.*, 
Iftulo  14  de  la  misma  Partidai  ni  la  4.%  tít.  27,  libro  11  de  la  Novisimí 
•Recopilación,  porque  en  la  sentencia,  objeto  del  recurso,  no  se  ha  dado  ni 
'decidido  cosa  aistinta  de  la  que  se  pidió,  porque  no  se  ha  declarado  que 
incumbiese  al  demandante  probar  lo  que  correspondía  al  demandado,  y 
•porquei  la  ley  recopilada,  últimamente  citada»  se  contrajo  á  un  juicio  espe- 
^al,  que  no  es  el  que  se  ha  seguido  en  este  pleito: 

Considerando  que  la  sentencia  en  que  sin  duda  ni  reserva  sa  absuelve 
de  la  demanda,  no  puede  calificarse  nunca  de  incongruente  con  ella,  porque 
termioael  pleúo  de  un  modo  claro  y  preciso»  decide  sobre  todo  lo  que^e 
ba  pedido  y  no  escede  los  límites  del  juicio: 

Considerando,  por  Qn,  que  no  se  ha  faltado  á  lo  dispuesto  en  el  art.  84^ 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  ni  aun  se  comprende  á  qué  propót^ito  se  invo- 
ca» pues  si  no  se  hubiera  dictado  sentencia»  no  existiría  este  recurso; 

Paliamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  á  él,  y 
condenamos  al  recurrente  D.  Rafael  Armesto  en  las  costas  y  á  la  pérdida 
de  la  cantidad  depositada  ^uese  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley,  devolvléq- 
doseles  autos  á  la  audieneia  de  la  Coruña  con  la  certificación  correspon- 
diente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia»  que  se  publicará  en  la  G<ieela  é  ínsert/i- 
vá  en  li  Coteeeion  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias»  lo 
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frooBiicíaiDGS^  mandaioos  y  firmamos.— Ramoo  López  Vazq^»!.*— ^oUro 
ae  Ecbarrí.— Gabrial  Ceruelo  de  Velasco.-^Joaquin  da  Palma  j  Yinuasa.** 
Pedro  6omcz  de  Hermosa.— Pablo  jimea^z  de  PdUoio.— Laureano  Roio  da 
Norzagaray. 

PublicacíoD.-— Leída  y  publicada  fué  la  precedente  senteociapor  elllaS'p 
trbimo  Sr.  D.  Aotoro  de  ficharri,  Mioiatro  de  la  Sala  primera  del  Supremo 
Tribanal  de  Justicia,  celebrando  audieocia  pública  la  misma  Sala  ea  el  dia 
<ie  boy,  de  que  yo  ei  Escribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  22  de  mayo  de  1862.— riuan  de  Dios  Rubio.— ((roceto  de  3  de 
jaDiodel862.) 


Competencia  (23  de  mayo  de  1862.).— Qubbsantabiiento 
«E  CONDENA. — Se  dccíde  por  la  Sa^a  segimda  del  Tribunal  Supremo 
á  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  de  San  Fernando,  la  com- 
petencia suscitada  con  el  de  MariBa  del  departamento  de  Cádiz 
acerca  del  conocimiento  de  la  causa  formada  contra  Vicente  Caste- 
lló  por  quebrantamiento  de  condena,  y  se  resuelve: 
%  O  Que  el  aue  quebranta  su  condena  comete  un  delito  compren- 
do en  el  art.  Í2i  del  Código  penal,  sujeto  por  consiguiente  al 
conocimiento  de  la  jurisdicción  ordinaria: 

2."  Que  la  Real  orden  deH  de  marzo  de  1881  declarando  que 
üeho  Código  dá  á  los  Tribunales  dejustieia  la  facultad  de  conocer 
en  esta  materia  y  de  aplicar  las  penas  que  señala  por  el  delito  de 
deserción  ó  fuga  de  los  confinados^  derogó  la  ordenanza  de  presi* 
dios  en  lo  concerniente  á  este  delito; 

y  3.*  que  la  jurisprudencia  establecida  por  el  Tribunal  Supre- 
mo de  Justicia  en  sus  decisiones  de  28  de  setiembre  de  1888  y  li 
de  abril  de  18S9  está  conforme  con  el  Código  penal  y  con  dicha  RcqI 
orden, 

Ed  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  23  de  mayo  de  1802,  en  los.  autos  de 
competencia  que  ante  Nos  penden  entre  el  Juzgado  de  marina  del  departa- 
mentó  de  San  Fernando  y  el.de  primera  instancia  de  la  misma  ciudad  acor«- 
K»  del  conocimiento  de  la  causa  formada  contra  Vicente  Gastelló  por  que/- 
tootamiento  de  condena: 

Resultando  que  en  la  mañana  del  13  de  diciembre  del  año  último  se 
fugó  el  Vicente  del  arsenal  de  la  Carraca,  donde  se  hallaba  eslingui^tido  la 
condena  de  18  años  de  cadena  que  le  impuso  la  Audiencia  de  Valencia  por 
delito  de  robo,  babiéodole  aprehendido  á  las  diez  de  la  noche  un  sereno  en 
la  Tilla  de  Puerto  Real;  y  que  formado  con  este  motivo  el  correspondiente 
proceso,  reclamó  su  conocimiento  la  jurisdieeíeo  de* .marina,  fundándose  en 
los  artículos  3(H)  y  301  de  la  ordenanza  de  arsenales,  que  declaran  que 
peitenecerá  privativamente á  la  jurisdicción  del  Comandante  general  cono- 
cer de  las  causas  de  deserciones^  incendios,  robos,  escesos  ó  vejaciones  qae 
se  cometan  en  los  arsenales;  y  que  todos  los  reos  de  semejantes  delitos  y  los 
comprendidos  en  ellos,  de  cualquiera  jurisdicción  que  sean,  serán  ju7.8[ado8 
H  sentenciados  por  la  militari  invocando  también  la  Real  ^rden  de  25  de  fe* 
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brero  de  1835.  j  las  disposiciones  que  establecen  que  los  arsenales  debei 

ser  considerados  para  todo  lo  relativo  al  seríelo  como  navios  armados; 

Y  resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  que  instruía  la  causa  se 
negó  á  desprenderse  de  su  conocimiento,  alegando  que  los  presidiarios  des- 
tinados ¿  los  arsenales  para  cumplir  en  ellos  las  condenas  que  les  fueron 
impuestas  por  la  Real  {urisdiccion  ordinaria  no  pierden  su  condición  ni  de- 
jan de  estar  sujetos  á  aquella;  que  las  resoluciones  dictadas  por  este  Supre^ 
mo  Tribunal,  y  entre  ellas  las  de  28  de*  setiembre  de  1858  y  11  de  abril  ée 
1859,  han  declarado  la  competencia  de  los  Tribunales  del  fuero  común  en 
casos  icuales  al  presente,  y  que  el  artículo  124  del  Código  penal,  la  Real 
orden  de  11  de  marzo  de  1851  y  la  comunicada  á  aquel  Juzgado  en  Í6  de 
noviembre  de  1861  conGrman  su  derecho  á  conocer  de  esta  causa: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  de  este  Supremo  Tribunal  D.  Juan 
María  Biec: 

Considerando  que  con  haber  quebrantado  Vicente  Castelló  la  condena 
que  le  impuso  la  Audiencia  de  Valencia,  cometió  un  delito  comprendido  en 
el  art.  124  del  Códig;o  penal,  y  sujeto  por  consiguiente  al  conocimiento  de  h 
jurisdicción  ordinaria: 

Considerando  que  así  lo  tiene  además  determinado  la  Real  orden  de  H 
de  marzo  de  1851,  declarando  que  dicho  Códiffo  dá  á  los  Tribunales  de^us- 
iicia  la  facultad  de  conocer  en  esta  materia  y  de  aplicar  las  penas  que  señala 
por  el  delito  de  deserción  ó  fuga  de  los  conOnados^  quedando  derogada  la 
ordenanza  de  presidios  en  lo  concerniente  á  este  delito; 

Y  considerando  que,  de  conformidad  con  el  Código  penal  y  con  la  refe- 
rida Real  orden,  tiene  resueltos  casos  iguales  este  Tribunal  Supremo  en  28 
de  setiembre  de  1858  y  11  de  abril  de  1859; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaráramos  que  el  conoeimienlo  de 
esta  causa  corresponde  al  Juez  de  primera  instancia  de  la  ciudad  de  San 
Fernando,  al  que  se  remitan  unas  y  otras  actuaciones  para  lo  que  proceda 
con  arreglo  á  derecho. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Go- 
bierno é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  para  lo  cual  se  pasen  las 
oportunas  copias  certiGcadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— 
Juan  Martin  Garramolino.-^Ramon  Marf^  de  Arrióla. — Félix  Herrera  de  la 
Riva.—Juan  María  Biec— Felipe  de  Urbina. — Eduardo  Elío. — Domingo 
Moreno. 

Publicación. — ^Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  lias- 
trisimo  Sr.  D.  Juan  María  Biec,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia, 
estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  segunda  en  eldia  de  boy» 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  23  de  mayo  de  1862. — Gregorio  Camilo  Garcia.~(Gaoeta  de  ^ 
de  junio  de  1862.). 


141. 


Reearsode  easacion  (23  de  mayo  de  i86á.)- — RsmNDi» 

cAcio:r  DE  VARIAS*  TIERRAS. — Se  dccIara  por  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Suprcrao  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  ínter- 

Imesto  por  D.  José  Alonso  Miguel  y  D.  Vicente  de  la  Pena,  contra 
a  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de 
Yailadolid,  en  pleito  con  Alonso  del  Palacio  y  otros,  y  se  resuelvo: 
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!.•  Que  para  ejercitar  útilmente  la  acción  reivindiéatoria,  e$ 
ncíxsario  que  se  justifique  el  dominio  de  los  bienes  reclamados  eii 
favor  dfil  que  la  propone], 

3.*  Que  hay  que  atenerse  i  la  apreciación  de  la  prueba  testifi'- 
cal  hecha  por  la  Sala  seutenciadorar  mientras  no  se  alegue  contra 
ella  alguna  infracción  legal; 

T  3."  que  para  que  pueda  tener  lugar  y  sea  aplicable,  en  su  ca- 
so, el  principio  de  derecho  de  donde' erntína  la  doctrina  admitida 
por  los  Tribunales,  de  que  cuando  la  escepáon  es  aseveratoria  de 
un  derecho  se  convierte  en  utia  acdon  contraria^  es  necesario,  Ua^ 
tándose  de  la  reivindicación^  que  el  que  la  intente  pruebe  legal  - 
mente  el  titulo  en  virtud  del  cual  ejerce  la  reivihdicacKm,  pues  solo 
en  este  caso  incumbiria  i  los  demandadús  la  obligación  ék  justifi- 
car las  escepciones  opuestas  por  dios. 

En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  23  de  mayo  de  1862»  en  lüs  autos  pen- 
dientes ante  Nos  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  de  Toro  y  en  la  Sala  primera  de  la  Real  Audiencia  de  Valia- 
dolid  por  D.  losé  Alonso  Migue)  y  D.  Vidente  de  la  Peña,  con  Alonso, 
Carlos  y  Bernardo  del  Palacio  y  Felipe  Villar  sobre  reivindicación  de  varías 
tierras: 

Resultando  que  D*  Stndalio  Rodríguez  Sánchez  ptorgó  escritura  en  la 
villa  de  la  Nava  del  Rey  ¿  9  de  julio  de  i856,  por  la  que  vendió  á  D.  Jo^é 
Alonso  Miguel  y  D.  Vicente  de  la  Peña  García  una  heredad  de  tierras  com- 
pvesta  de  39  pedazos,  sita  en  términos  de  Morales  de  Toro,  que  le  perlene- 
eia  eomo  poseedor  de  la  ▼inculacton  fundada  por  D.  Tomás  Monroy,  y  que 
llevaba  en  arrendamiento  Alonso  del  Palacio,  siendo  condición  que  no  que- 
daba obligado  á  la  eviccion  y  saneamiento: 

Resultando  que  los  compradores  de  la  citada  heredad  entablaron  de- 
manda en  i7  de  diciembre  de  4858  reclamando  10  de  las  tierras  de  que  se 
componía,  que  labraban  Alonso,  Garlos  y  Bernardo  del  Palacio  y  Felipe  Vi- 
llar, los  coales  se  negaban  á  dejarlas  á  disposición  de  los  demandantes,  sin 
tener  otro  titulo  (^e  el  haber  sido  el  Alonso  arrendatario  de  toda  la  here- 
dad que  liabia  dividido  con  sus  hijos  los  demás  demandados: 

Resaltando  que  Alonso  del  Palacio  j  consortes  impugnaron  la  demanda, 
negando  al  vendedor  D.  Sandalio  Rodríguez  el  dominio  de  las  fincas  recla- 
madas, del  eaal  no  se  presentaba  mas  título  que  su  dicho  consignado  en 
la  escrítara  de  Tenta,  y  alegando  que  varias  de  las  tierras  no  las  poseían, 
otras  erao  de  su  propiedad  y  otras  las  lleTaban  en  arrendamiento,  como 
procedentes  deia  capellanía  de  Siras  Siras: 

Resultando  que  practicada  por  las  partes  prueba  testifical  y  pericial, 
dietó  sentencia  el  Juez,  que  revocó  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Va- 
lladolidporla  que  pronunció  en  3  de  octubre  de  1860,  absolviendo  á  los 
demandados  de  la  demajnda  por  no  haber  probado  los  demandantes  que  las 
tierras  reclamadas  fueran  las  mismas  qne  formaban  parte  de  la  vinculación 
fundada  por  D.  Tomás  Monroy,  toda  v8z  que  ni  hablan  presentado  la  escri- 
tura de  fundación,  ni  aparecía  su  identidad,  comparados  los  linderos  y  ca- 
bidas con  que  se  las  señalaba  en  los  documentos  presentados  con  los  que  re- 
sultaban tener  las  demandadas: 

Resultando  que  José  Alonso  Miguel  y  Vicente  de  la  Peña  interpusieron 
recorso  de  casación  citando  como  infringidas  la  ley  1.%  tit.  17,  libro  10  de 
TOMO  VII.  45 
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la  Novisima  RecopitacioD,  y  la  doctrina  admitida  por  ios  Tribunales,  segon 
la  que,  cuando  la  escepcion  es  aseveratoria  de  uo  derecho^  se  coDTierle  en 
una  acción  contraria,  y  tiene  que  probarla  el  qae  la  alega: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Gabriel  Geruelo  de  Velasco: 

Considerando  que  para  ejercitar  útilmente  la  acción  reivlndícatorii, 
como  es  la  de  ^ue  se  ha  hecho  uso  eo  este  pleito,  es  necesario  que  se  justi- 
fique el  dominio  de  los  bienes  reclamados  enfaror  del  que  la  propone: 

Ckinsiderando  que  negado  por  los  demandados  al  causante  de  los  re- 
currentes el  dominio  de  las  tierras^- que  han  sido  objeto  del  litigio,  y  redu- 
cida la  cuestión  á  acreditar  la  identidad  de  ellas  con  las  comprendidas  en  los 
documentos  presentados,  vino  á  serlo  de  puro  hecho,  acerca  del  cual  se  su- 
ministró por  las  partes  prueba  pericial  y  de  testigos: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora  ha  apreciado  dicha  prueba, 
como  lo  ha  estimado  justo,  en  virtud  de  las  facultadas  que  le  concede  el  ar- 
tículo 317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  sin  que  contra  esta  apreeiacioo 
se  haya  citado  como  infringida  disposición  alguna  legal: 

Considerando  que  por  consiguiente  la  sentencia,  que  fundada  en  el  re- 
sultado y  calificación  de  las  pruebas  ha  absuetto  á  los  demandado?,  no  bi 
infringido  la  ley  l.%  illulo  í*?,  libro  iO  de  la  Novísima  Recopilación,  y 
que  además,  aun  cuando  pudiera  prescindirse  de  que  contra  los  fundamen- 
tos de  ellas  no  procede  el  recurso  de  casación,  los  que  se  esponen  en  la  eje- 
cutoria tienen  solo  por  objeto  manifestar,  á  juicio  de  la  Sala,  la  insuficien- 
cia de  la  prueba  dada  por  los  recurrentes  respecto  á  la  identidad  de  las  fío- 
cas,  y  de  ningún  modo  que  para  ello  fuese  indispensable  la  preseotacioo  de 
la  escritura  de  fundación  del  vínculo  á  que  decían  pertenecer: 

Y  c6asiderando  que  tampoco  ha  sido  infringida  la  doctrina  que  se  cita 
como  admitida  por  los  Tribunales,  puea  para  que  pudiera  tener  lugar  y  ser 
aplicable  en  su  caso  el  principio  de  derecho  de  doude  emana,  y  que  á  los 
demandados  incumbiese  la  obligación  de  justificar  las  escepciones  por  ellos 
opuestas,  era  necesario  que  los  demandantes  hubieran  probado  legalmeate 
el  título  que  tenían  para  reclamar  las  tierras  en  cuestión,  lo  cual  no  faan 
verificado  ¿juicio  del  Tribunal  sentenciador; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recorso 
de  casación  interpuesto  por  D.  José  Alonso  Miguel  y  D.  Vic0nte  de  la  Peña, 
¿  quienes  condenamos  eo  las  costas;  devolviéndose  los  autos  con  la  certifi- 
cación correspondiente  á  la  Audiencia  de  Yailadolid. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oae$taé  inserta' 
rá  en  la  Colección  legislativa^  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
pronunciamoü,  mandamos  y  fírmamos.-*Juan  Martin  Carramolíao.-— Sebas- 
tian González  Nandin.— Antero  de  Echarri.— Gabriel  Ceruelo  de  Yelasco^-^ 
Pedro  Gómez  de  Hermosa.— Pablo  Jiménez  de  Palacio. --Yen tura  de  Colsa 
y  Pando. 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
limo.  Sr.  D.  Gabriel  Ceruelo  de  Yelasco,  Ministro  de  la  Sala  primera  del 
Supremo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  nusma  Sala 
en  el  día  de  hov,  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  23  de  mayo  de  Í862.-^uan  de  Dios  R\ibio,^{Gaceta  de  4  de 
junio  de  1862.}.  • 
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fCoimpeieneia  (ii  de  mayo  de  4862.).— Dssagato  i  la  au^ 
TORiDAD.— Se  decide  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo  á 
favor  del  Juzgado  de  la  CapiUioía  general  de  Burgos  la  competen- 
cia suscitada  con  el  de  primera  instancia  de  Logroño  acerca  del  co- 
fiócímiento  de  la  cansa  formada  contra  Rufino  Ramírez,  por  desa- 
cato ¿la  autpridad,  y  se  resuelve: 

i."*  Que  las  facultades  concedidas  por  la  ley  á  los  Regidores  de 
Ayuntamiento  son  puramente  económico-administralivaSf  y  que 
existiendo  en  los  pueblos  tenientes  de  alcalde,  á  ellos^  en  faUa  de 
éste^  corresponde  resumir  el  ejercicio  de  las  funciones  permanentes 
de  justicia,  llamados  á  ejercerla  en  todo  caso  y  circunstancias. 

y  '¿.^    que  solo  produce  desafuero  el  desacato  contra  los  alcaldes 
les  que  son  los  que  ejercen  funciones  de  justicia. 


fin  la  villa  y  c<5rt»  dé  Madrid,  á  24  de  mayo  de  1862|  en  los  autos  de 
competencia  Que  ante  Nos  penden  entre  el  Juzgado  de  la  Gapitanfa  general 
de  Burgos  y  el  de  primera  instancia  de  Logroño  acerca  del  conocimiento  de 
la  causa  formada  contra  Rufino  Ramirex,  soldado  del  batallón  provincial  de 
la  referida  ciudad  de  Logroño»  por  desacato  á  la  Autoridad: 

Resultando  que  en  la  noche  del  10  de  noviembre  de  {861  el  Alcalde  de 
la  villa  de  Nalda  delegó  cuantas  atribuciones  tenia  en  el  Regidor  D.  Agus- 
tín Escudero,  encaraándole  que  vigilase  para  la  conservación  del  orden 
mientras  él  asistía  á  la  misión  que  se  celebraba  en  la  iglesia  parroquial: 

•  Resultando  que  en  virtud  de  este  encargo  salió  dicho  Regidor  á  patru- 
llar por  e)  pueblo,  y  habiendo  encontrado  al  soldado  nrovincial  Ramírez,  • 
que  estaba  alborotando  en  la  calle  pública  cerca  de  la  iglesia,  le  ordenó  aue 
callase;  y  é  pesar  de  haberse  dado  á  reconocer  como  Autoríaad,  fué  desobe- 
decido por  el  Rufino,  que  contestó  á  aquel  con  espresiones  indecorosas,  por 
cuyo  motivo  dispuso  el  mismo  Regidor  que  fuera  conducido  á  la  cárcel: 

Resultando  que  instruida  después  la  correspondiente  causa  por  la  juris- 
dicción ordinaria,  pretende  conocer  da  ella  la  Autoridad  militar,  alegando 
quñ  los  Regidores  de  los  Ayuntamientos  ejercen  funciones  puramente  ad- 
mioistrativas  y  no  desempeñan  las  permanentes  de  justicia,  las  cuales  son 
propias  de  los  Alcaldes  y  sus  Tenientes,  y  que  por  tanto  la  desobediencia  y 
desacato  cometidos  contra  aquellos,  no  causan  desafuero,  ni  se  hallan  oom«- 
prendidos  en  la  disposición  de  la  ley  9.%  tít.  iO,  libro  12  de  la  Novísima 
Recopilación  y  de  la  Real  orden  de  8  de  abril  de  1831,  y  añadiendo  que  bI 
Alcalde  de  Nalda  no  pudo  delegar  toda  su  autoridad  estando  como  estaban 
en  el  pueblo  loe  Tenientes: 

Y  resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  sostieod  su  competencia 
fondado  en  que  habiendo  delegado  el  Alcalde  en  el  Regidor  Escudero  todas 
sos  facultades,  tenia  este  el  carácter  de  verdadero  Alcalde,  y  al  desobede- 
cerle Rufino  Ramírez  le  desacató  como  á  justicia,  y  en  su  virtud  tienen  apli* 
cacíon  la  ley  y  Real  orden  citadas: 

VlstOB,  siendo  Ponente  el  Ministro  de  este  Supremo  Tribunal  D.  Do- 
mingo Moreno: 

Considerando  que  las  facultades  concedidas  por  la  ley  á  los  Regidores 
de  Ayuntamiento  son  puramente  económico-administrativa^,  y  que  exis- 
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tiendo  en  los  pueblos  Tenientes  de  Alcalde,  á  ellos  en  falta  de  esté  eorreí^ 
ponde  resumir  el  ejercicio  de  las  funciones  permanentes  de  justicia,  llama- 
dos á  ejercerlas  en  todo  caso  y  circunstancias. 

Considerando,  en  su  consecuencia,  que  el  Regidor  D.  Agustín  Escude- 
ro no  ejercía  dichas  funciones  cuando  se  verificaron  la  desobediencia  j  ea- 
presiones  indecorosas  que  se  ponen  á  cargo  del  soldado  Rufino  Ramlreí: 

Y  considerando  por  estas  razones  que  no  hay  motivo, para  presumir  la 
comisión  del  desacato  en  el  caso  presente,  ni  por  consiguiisote  para  declarar 
el  desafuero  con  arreglo  ¿  lo  dispuesto  en  la  ley  9.*,  tít.  10,  libro  i2  de  la 
Novísima  Recopilación  y  Real  orden  de  8  de  abril  de  1831; 

Fallamoft  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  cbnocimieoto  de  la 
causa  incoada  contra  el  referido  Ramírez  corresponde  al  Juzgado  de  la  Capi- 
tanía general  de  Burgos,  al  cual  se  remitan  unas  y  otras  diligencias  p^ra 
que  proceda  con  arreglo  á  derecho. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaeeta  del  Go- 
bierno é  insertará  en  h  Coleccitm  legislativa,  para  lo  cual  se  pasen  las 
oportunas  copias  certificadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— 
Juan  Martin  Carramoüno.— Ramón  María  de  Arrióla.— Félix  Herrera  de  la 
Riva.— Juan  María  Biec. — Felipe  de  Ürbina.— Eduardo  Elfo.— Demingo 
Moreno. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
llustrísiroo  Sr.  D.  Doroineo  Moreno,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Jus- 
ticia, estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  segunda  el  día  dt 
boy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madríd  24  de  mayo  de  1 8 6^.— Gregorio  Camilo  García.— ^érocef»  de 
4  de  junio  de  1862.) 


lis. 

Competencia  {Hí  de  mayo  de  1862.).— CoNOciMiKNto  db  ü% 
JUICIO  VERBAL.— Se  decjde  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supre- 
mo á  favor  del  Juzgado  de  paz  del  distrito  déla  Alameda  de  la  ciu- 
dad de  Málaga,  la  .competencia  suscitada  con  el  de  la  Gapítania  ge- 
neral de  Granada  acerca  del  conocimiento  del  juicio  verbal  jpromo' 
vido  por  D.  Ulpiano  Serrano  contra  D.  Manael  Fernandez  Campa» 
y  ¿e  resuelve: 

i."*  Qtte  es  de  la  esclusiva  atribución  de  lú9  jueces  de  paz  conO' 
cer  de  los  juicios  verbales,  con  arreglo  al  art.  ti63de  la  ley  de  En- 
juiciamienlo  civil  y  á  la  jurisprudencia  establecida  por  repetida» 
decisiones  del  Supremo  Tribunal  de  Justicia; 

Y  2.*  que  los  Jueces,  tanto  de  la  jurisdicción  ordinaria  como 
de  las  privilegiadas,  deben  tener  presente  esta  jurisprudencia  A  fin 
de  que  se  eviten  graves  entorpecimientos  en  la  admini^traeim  de 
justicia  y  sensibles  perjuicios  á  los  intereses  de  las  partea. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  24  de  mayo  de  1862,  en  los  amos  de 
competencia  que  ante  Nos  penden  entre  el  Juzgado  de  la  Capitanía  genenl 
de  Granada  y  el  de  paz  del  distrito  de  la  Alameda  de  la  ciudad  de  Málaga 
ncerca  del  conocimiento  del  juicio  verbal  promovido  por  D.  Ulpiano  Sem« 
no  contra  D.  Manuel  Fernandez  Campa: 

Resaltando  que  en  28  de  noviembre  de  1861  pidió  Serrano  que  se  etla- 
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M  á  FeriMDdet  ¿  jatcio  verbal;  y  estimado  así  por  el  Ju«z  de  paz  del  di¿- 
iríto  de  la  Alameda  de  Málaga,  se  celebró  en  rebeldía  del  demandado,  ha- 
biendo reclamado  el  actor  el  pago  de  600  rs.  por  derechos  de  agencia  en 
cierto  negocio  qoe  se  siguió  en  la  Dirección  general  de  Inranlería  para  que 
se  permiti(>ra  al  P«rnandez  Campa  continuar  ejerciendo  su  profesión  de  ar- 
mero eo  el  regimiento  de  San  Fernando: 

Resultando  que  el  Juzgado  militar  pretendió  avocar  á  si  el  conocimien- 
to de  dicho  juicio,  fondado  en  que  el  demandado  goza  del  fuero  de  guerra 
como  maestro  armero  del  espresado  regimiento,  y  en  que  existiendo  un 
procedimiento  especiad  en  los  Tribunales  militares  para  los  juicios  Terbales^ 
con  arreglo  á  \o  dispuesto  en  la  Real  resolución  de  16  de  marzo  de  (796, 
DO  son  aplicables  á  ellos  para  esta  clase  de  juicios  las  prescripciones  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  ci^il,. según  ei  art.  i4i4  déla  misma: 

T  resaltando  que  el  Juez  de  par  se  negó  ¿  inhibirse  y  aceptó  la  compe- 
tencia alegando  que  Fernandez  Campa  por  su  calidad  de  maestro  armero 
fie  un  regimiento  no  tiene  fuero  militar  para  los  negocios  comunes,  sino 
únicamente  para  los  relativos  al  cumplimiento  de  su  contrata,  conforme  á 
lo  dispuesto  en  la  ley  i.*,  tit.  4/,  lib.  6.*^  de  la  Novísima  Recopilación;  que 
respecto  de  los  juicios  verbales,  solo  es  oompetente  la  jurisdicción  ordina- 
ria con  arreglo  al  art.  ii62  de  la  ley  de  Enüiiciamiento  civil,  y  que  las  dis- 
posiciones &  esta  son  aplicables  al  íbero  de  guerra  porqué  en  este  no  se 
conoce  ana  ley  especial  de  procedimientos,  pues  no  puede  darse  semejante 
uombre  en  el  sentido  de  la  base  8.'  de  la  ley  de  Í3  de  mayo  de  1855  á  la 
Real  resolución  de  16  de  marzo  de  1796  en  razón  á  que  dicha  base  se  re* 
üere  4on  sistema  completo  de  enjuiciar,  y  no  á  una  ley  aislada,  é  invocan- 
do por  último  varias  decisiones  de  este  Tribunal  Supremo: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Ramón  Marfa  de  Arrióla: 

Considerando  que  es  de  la  esolusiva  atribución  de  los  Jueces  de  paz  co  - 
iiocer  de  los  juicios  verbales,  con  arreglo  al  art.  1162  de  k  ley  de  Enjui^' 
cJamiento  civil  y  á  la  jurisprudencia  establecida  por  repetidas  decisiones  de 
este  Supremo  tribunal  en  competencias  de  la  misma  naturaleza  que  la  de 
que  se  trata,  jurisprudencia  que  deben  tener  presente  los  Jueces,  tanto  de 
la  jurisdicción  ordinaria  como  de  las  privilegiadas,  á  fin  de  que  se  eviten 
graves  entorpecimientos  en  la  administración  de  justicia  y  sensibles  perjui- 
cke  á  los  intereses  de  las  partes; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  de 
estos  autos  corresponde  al  Juez  de  paz  deldistrito  de  la  Alameda  de  Mála- 
ga, al  que  se  remitan  unas  y  otras  actuaciones  para  lo  que  proceda  con  ar- 
reglo i  derecho;  y  dígase  al  Auditor  de  la  Capitanía  general  de  Granada  don 
Hilario  de  Igon  que  eo  lo^ sucesivo,  en  cuestiones  jurisdiccionales^  como  la 
kctual,  se  ajuste  á  las  resoluciones  de  este  Supremo  Tribunal. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gacela  del  Go- 
faíamo  é  insertará  en  la  Colección  legislativa^  para  lo  cual  se  pasen  las 
<iportunas  copias  certiíieadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — 
Juan  Mari.in  Carra  molino. —Ramón  Marfa  de  Arrióla.-— Félix  Herrera  de  la 
Riva.-^uaD  Marfa  Bíec.— Felipe  de  Urbina.— Eduardo  Blío.--Doraingo 
Moreno. 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  porelllustrf- 
«mo  Sr.  D.  R^mon  María  de  Arrióla,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de 
Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  segunda  el  día 
de  boy,  do  que  eertifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  24  de  mayo  de  1862.— Gregorio  Camilo  Carcia.— (faceto  de  4 
dejmriode  1862.) 
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ReeuráM»  de  «asacion  (26  de  mayo  de  1862.).— Rcivit^ 
DiCAG[ON  DR  BiBNxs.— Se  (leclara  por  la  Sala  primera  del.  Tribunal 
Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casadon  íater{)uesto  por  Doaa 
Josefa  Jiménez  Cabrero  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala 
tercera  de  la  \utiíencia  de  Granada,  en  pleito  coq  D.  Salador  Sala& 
López,  y  se  resuelve: 

i.°  Que  la  a0cim  reivindieatoriay  faltando  alguno  de  los  requi- 
sitos legales  para  la  prescripción  ordinaria,  no  se  estingue  sino  por 
el  lapso  de  treinta  ó  mas  años,  con  arreglo  á  la  ley  21 ,  titulo  29,^ 
Partida  5."; 

Y  2.®  que  no  puede  reputarse  como  infringida  por  una  senten- 
cia, ni  por  tanto  servir  de  fundamento  para  su  casaciofi,  leyes  que 
no  son  aplicables  al  caso  objeto  del  litigio. 

Kn  la  villa  f  corte  de  Madrid,  á  26  de  mayo  de  4862,  en  los  autos  peo* 
dientes  ante  Nos  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado  de  prime- 
ra instancia  del  distrito  del  Salvador  de  Granada,  y  en  la  Sala  tercera  de  ta 
Real  Audiencia  de  la  misma  ciudad,  por  D.  Salvador  Sabas  López,  como, 
marido  de  Dona  Ana  Jiménez  Cabrero,  con  Dona  Josefo  Jiménez  Cabrero, 
sobre  reivindicación  de  bienes: 

Resultando  que  el' presbítero  D.  Alfonso  Fernandez  Molina  otorgó  escri- 
tura en  la  villa  de  Colomera,  el  9  de  febrero  de  1756,  por  la  que  fundó  una 
capellanía  eclesiástica  y  perpetua,  servidera  en  aqueNa  iglesia  p^rroqnial^ 
nombrando  por  primer  capel^n  á  D.  Blas  de  Jeré^  Pérez ;  por  su  falta  ¿  su 
hermano  D.  Pedro  Jerez  y  sus  hijos ;  después  de  estos  á  otros  tres  herma* 
nos  y  los  suyos;  después  de  ellos  ó  los  nietos  y  descendientes  de  los  cuatro 
hermanos,  prefiriendo  siempre  el  mayor  al  menor  y  el  varón  á  la  hembra: 

Resultando  que  dada  posesión  de  esta  capellanía,'  en  14  de  marzo  de 
1839,  á  Doña  Josefa  Jiménez  Cabrero,  nieta  de  D.  Pedro  Jerez,  su  hermana 
Doña  Ana  Jiménez  de  Cabrero,  representada  por  su  marido  D.  Salvador  Sa* 
bas  López,  entabló  demanda  en  13  de  setiembre  de  1858,  en  reclamación 
de  los  bienes  con  que  fué  dotada  la  indicada  capellanía,  en  atención  i  tener 
espedita  su  acción  reivindicatoría,  derivando  su  derecho  de  la  fundación 
misma,  base  de  las  acciones  reales,  debiendo,  por  tanto  seguirse  lo  dispues- 
to en  el  patronato,  con  arreglo  al  cual  era  ella  preferida  á  su  hermana,  por 
ser  mayor  de  edad : 

Resultando  que  Dona  Josefa  Jiménez  impugnó  la  demanda  oponiendo  ta 
escepcion  de  prescripción,  puesto  que  siendo  poseedora  desde  1839,  hada 
nueve  anos  Cfue  se  había  estinguido  el  derecho  que  antes  tuviera  la  deman- 
dante para  ejercitar  su  acción;  escepcion  que  esta  impugnó,  alegando  ser 
necesario  el  tiempo  de  20  anos  para  la  prescripcimí  de  las  acciones,  ya  fue- 
ran reales  ó  personales : 

Resultando  que  dictada  sentencia  por  el  Juez  de  primera  instancia ,  que 
revocó  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Granada,  en  9  de  octubre  de  (860, 
declarando  que  los  bienes  de  la  citada  fundación  pertenecían  á  Doña  Ana 
Jiménez  Cabrero,  y  condenando  á  su  hermana  Doña  Josefa  á  que  se  los  en- 
tregase con  los  frutos  desde  la  contestación  á  la  demanda,  interpuso  aquella 


Digitized  by  VjOOQIC 


RECURSdS  Y  GOMMTINCUS.  359 

reclino  de  casación,  citando  como  infrioglda  la  ley  ÍS,  tít.  29,  Par- 
da 3.': 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Sebastian  González  Nandin ; 

Considerando  que  la  cuestión  controvertida  en  estos  autos  quedó  timi- 
tadaá  saber,  sí  la  demandada ,  que  reconoce  en  la  demandante  derecho 
preferente  al  suyo  en  las  fincas  de  que  se  trata ,  las  ha  prescrito ,  por  la 
cootinnada  y  legal  posesión  de  ellas,  durante  10  años: 

Considerando  que  únicamente  respecto  á  este  punto  ba  impugnado  la 
aetora  la  escepci(^  de  prescripción  alegada : 

Considerando'que  la  acción  por  ella  deducida ,  fué  la  reivindicatoría ;  y 
que  esta,  faltando  alguno  de  los  requisitos  legales  para  la  prescripción  ordi- 
naria, no  se  estingue  sino  por  el  kpso  de  treinta  6  mas  años ,  con  arreglo  á 
la  ley  2f ,  tit.  29,  Partida  d.V* 

Considerando,  por  consiguiente,  que  carece  de  aplicación  al  presente 
caso  la  ley  18,  tit.  29,  Partida  3.',  la  cual  se  refiere  á  prescripciones  en  las 
que  concurren  todos  los  requisitos  legales; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  Doña  Josefa  Jiménez  Cabrero,  á  quien  condena- 
mos en  las  costas,  devolviéndose  loa  autos  á  la.  Audiencia  de  Granada,  con 
la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  qne  se  publicaré  en  la  Gaceta  é  inser- 
tará en  la  Colecciork  legUlativa^  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias, 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — ^Ramon  López  Vázquez. — Sebas- 
tian González  Nandin. — Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa.— Pedro  Gómez  de 
Hermosa.— Pablo  Jiménez  de  Palacio.— Laureano  Rojo  de  Norzagaray.— 
Ventura  de  Golsa  y  Pando. 

PublieacioD. — Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo é  limo.  Sr.  D.  Sebastian  González  Nandin,  Ministro  de  la  Sata  pri- 
mera del  Supremo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la 
misma  Sala  en  el  dia  de  hoy,  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  26  de  mayo  de  i862i-^uan  de  Dios  Rubio.— (Gacela  de  3  dt 
inniodeiSea.) 
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Coianpeteneia  (27  de  mayo  de  i863.)-^P^<^o  ds  maravedís. 
— Se  decide  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo  á  favor  del 
Juzgado  de  la  Capitanía  general  de  Estremadura  la  competencia 
suscitada  con  el  de  primera  instancia  de  Valdepeñas,  acerca  del  co- 
Bocimiento  de  la  demanda  entablada  por  Dona  Maiía  Joaquina  Bas- 
co contra  D.  Pedro  d^  Anca,  sobre  pago  de  700  rs.,  y  se  re- 
suelve: 

i.""  Que  no  puede  comiderane  como  c^uestion  incidental  de  un 
pleito  la  que  no  §e  pruebe  durante  el  curso  de  él,  sino  que  se  propo- 
ne después  de  lermmado; 

Y  2.°  que  con  arreglo  á  lo  düpuesto  en  el  Real  deerelo  de  9  de 
febrero  de  i793,  é  sea  ley  21,  tü.  4.%  Ub.  6.*'  de  la  Nov.  Recop., 
corresponde  á  la  jurisdicción  militar  el  conocimiento  privativo  y  es- 
chuivo  de  las  eausas  dviles  y  criminales  en  que  sean  demandados 


Digitized  by  VjOOQIC 


360  JumsPRtrofrKCu  civMk. 

los  individuos  del  ejército,  salvas  las  eseepeioties  que  eti  el  m$mo9t 
espresan. 

Eü  ú  villa  y  corte  de  Madrid^  á  27  de  mayo  de  1862^  ea  los  auto^i  de 
competencia  que  ante  Nos  penden  entre  el  Juzgado  de  la  Capitanía  gene  - 
ral  de  Estremadura  y  el  de  pri<nera  instancia  de  Valdepeñas  acerca  del  co- 
nocimiento ide  la  demanda  entablada  por  Doña  María  Joaquina  Basco  con- 
tra D.  Pedro  de  áaica^  primer  Comandante  de  Id  Guardia  civil,  sobre  pago 
de  700  rs: 

Resultando  que  en  3  de  enero  de  4860  la  Doña  María  Joaquina  intenta 
demanda  de  retracto  de  una  parte  de  casa  que  el  D.  Pedro  babia  comprad»- 
en  la  villa  de  Valdepeñas;  y  que  seguida  en  el  Juzgado  ordinario  de  didia 
población,  y  después  en  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Albacete,  ler-. 
minó  por  sentencia  de  23  de  mayo  de  1864,  en  la  que  se  declaró  haber  lu  • 
gar  al  retracto  mandando  que  la  Dona  María  fuese  sobrogada  en  el  delcoui* 
prador  D.  Pedro,  y  que  se  entregaran  á  este  los  plazos  veuddos  que  tenia< 
saüsfecboa: 

Resultando  que  en  27  de  julio  del  mismo  año  dicha  Doña  María  Joaqui  - 
na  acudió  al  referido  Juzgado  de  Valdepeñas,  y  haciendo  mérito  de  la  anta* 
rior  demanda  entabló  otra  nueva  de  menor  cuantía  para  que  se  condenase 
á  Anca  al  pago  de  70(X  rs.,  importe  de  tos  alquileres  déla  par4e  de  casa,  eo 
el  tiempo  que  duró  el  juicio  d¿  retracto: 

Resaltando  que  citado  y  emplazado  el  D.  Pedro  en  6  de  agosto,  en  i^ 
del  mismo  presenUS  escrito  en  el  Juzgado  de  la  Capitanía  general  de  Estre- 
madura piaiendo  se  oficiase  de  inhibicioa  al  de  primera  instancia  de  Valde- 
peñas, cuya  solicitud  fué  estimada  y  dio  lugar  á  la  presente  compeleoeia:. 

Resultando  que  el  Juzgado  militar  se  fanda  para  sostener  que  le  corres* 
ponde  el  conocimiento  del  negocio  en  que  el  demandado  D.  Pedro  goza  del- 
fuero  de  Guerra,  el  cual  no  ha  podido  renunciar,  y  en  que  la  reclamación 
de  Doña  Marh  no  es  ua  incidenie  del  juicio  de  retracto  ya  terminado,  sino- 
una  demanda  nueva,  encaminada  4  distinto  objeto; 

Y  resultando  que  la  jurisdicción  ordinaria  alega  que  la  solioitud  de  U 
demandante  es  un  incidente  del  pleito  anterior,  que  se  siguió  y  pudo  se- 
guirse únicamente  ante  los  Tribunales  del  fuero  coman,  ó  sea  una  conse- 
cuencia precisa  y  necesaria  del  juicio  de  retracto,  de  la  cual  debe  conocer 
la  Autoridad  que  k>  hizo  del  negocio  principal,  según  lo  declarado  en  varias 
decisiones  de  este  Tribunal  Supremo',  entre  ellas  la  de  3  de  marzo  de  1854: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Eduardo  Ello: 

Considerando  aue  en  el  sentido  del  art.  337  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  la  demanda  oe  70O  rs.  aue  ha  deducido  Doña  Muría  Joaquina  Basco 
no  es  ni  puede  ser  caliGcada  oe  cuestión  incidental  del  pleito  soore  retrac- 
to, aunque  en  su  resultado  se  funde  la  reclamación,  pues  no  se  promovió 
durante  el  curso  de  aquel  pleito,  sino  que  la  demandante  ha  esperado,  oo^ 
mo  era  preciso,  á  que  terminase  para  proponerla: « 

Considerando  que  la  acción  ejercitada  en  la  nueva  demanda,  que  debe 
sustanciarse  según  su  naturaleza  y  á  la  que  no  es  aplicable  por  no  referirse 
á  caso  idéntico  la  resolución  de  este  Tribunal  Supremo  de  Justicia  que  cita 
especialmente  la  jurisdicción  ordinaria  en  apoyo  de  su  competencia,  es  di- 
recta contra  el  primer  Comandante  de  la  Guardia  civil  D.  Pedro  Anca,  afo- 
rado de  Guerra  : 

Considerando  que  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  Real  decreto  de  9  de 
febrero  de  1793,  ó  sea  le^r  21,  üt.  4."^,  lib.  6."*  de  la  Nov.  Recop.,  corres- 
ponde á  Ja  jurisdicción  militar  el  conocimiento  privativo  y  esclusivo  de  las 
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esuns  civiies  y  crímiaale;»  en  que  sean  demandados  los  individuos  del  tjér- 
cíiOy  salvas  las  escepciones  que  en  él  se  espresan,  entre  las  cuales  ni  otras 
posteriores  la  demanda  de  que  se  trata  no  se  halla  eompr andida; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramoe que  el  conocimiento  dees- 
ios  autos  corresponde  al  Juzgado  de  la  Capitauía  general  de  Gstremadtora, 
al  que  se  remitan  unas  y  otras  actuaciones  para  lo  que  proceda  con  arregló 
á  derecho. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Go- 
bierno é  Insertará  en  la  CoUceion  legislaUvaf  para  k>  cual  se  f^sea  las  opor- 
tuoas  copias  certiGcadas,  lo  pronunoiamos,  mandamos  y  firmamos.-^Joan 
Martin  Garramoiino.— Ramón  María  de  Arriola.-*Pólix  Herrera  de  la  Ri?a. 
-•«Juan  María  Biec. — Felipe  de  Urbina^^-^Eduardo  Eiío.— Domingo  Mo- 
reno. # 

Publicación. -^Leida  y  publicada  fu6  la  anterio'íp  sentencia  por  el 
Umo.  Sr.  D.  Bduardo  Ello,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  es- 
tándose celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  segunda  en  el  día  óñ  hoy, 
de  que  certifíco  como  Escribano  de  Cámara.^ 

Madrid  27  de  mayo  de  1862.---Gregorio  Camilo  Garda.— ((iracfto  da  a 
de  junio  da  1862.) 
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Reearso  de  easaeion  (30  de  mar%o  de  1862.). -«-Rae vin- 
niCAOioff  DB  UNA  nifCA. — ^Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribu- 
nal Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Dona  María  de  la  Concepcian  Bivas  contra  la  sentencia  pronuncia- 
da por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Valladoiid^  en  pleito  con 
D.  Benigno  Santos  y  otros,  y  se  resuelve: 

!.•  Que  la  tey  28,  tü.  8^  de  la  Part.  8.'  dispone  únicamente 
que  el  catUrato  enfitéuHco  ha  de  hacerse  á  placer  de  las  partes  con* 
tratantes  y  por  escrito; 

Y  2*"*  que  aun  cuando  unos  poderes  no  sean  bastantes  para  la 
celebración  de  un  contrato  enfUéutico,  sin  ,embargo,  la  percepción 
de  la  pensión  estipulada,  durante  i 7  afios,  (^nvuelve  la  ratifieadon 
de  los  mismús. 

En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  30  de  mayo  de  1862,  en  los  autos  que 
panden  antes  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  iuzffado 
de  primera  instancia  de  la  Nava  del  Rey  y  en  la  Sala  primera  de  la  Real 
Audiencia  de  Valladolid  por  Doña  Maria  Concepción  Rivas  contra  D.. Be- 
nigno Santos,  Domingo  y  José  Carbonero  y  Bernardino  Campo  sobre  rei« 
Tiodicacion  de  una  finca: 

Resultando  oue  en  15  de  junio  de  i49i  el  Hospital  de  Nuestra  Señora 
da  la  Piedad  de  Medina  del  Campo  dio  á  censo  .perpetuo  enfitóutico  Tarias 
liocaa  que  le  pertenecían  en  distintos  términos,  entre  ellos  en  el  de  Traban- 
cos„  á  Pedro  González  Calderón,  sus  hijos,  herederos  y  sucesores: 

Resultando  que  eq  el  ano  de  1637  pidió  ejecución  el  Administrador  del 

dicho  hospital  por  atrasos  del  censo  contra  los  llevadores  de  las  fincas  Fran  - 

cisco  Rivas  y  su  esposa  Maria  Fernandez  de  Ledesma;  y  que  habiéndolas 

dimitido  estos  en  favor  del  dueño  directo,  ósea  del  hospital,  y  aceptado 
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este  la  dimisioD»  se  comprendía  en  ella  el  prado  del  Cerrülari  moti? o*de  hh 
cuestión  de  hoy: 

Resultando  ^ue  con  poslerioridad^  eo  el  auo  de  1641»  sacó  el  boepiul  á 
público  remate  el  dominio  útil  de  dichas  fincas,  el  cual  quedó  áfator  de 
los  mismos  dimiteules  por  el  canon  anual  de  i4  carcas  de  trigo  y  el  dienao 
de  pan  y  Tino,  otorgándoles  la  esoritura*  correspondiente  en  i  3  de  noviem- 
bre de  aquel  año:  ^ 

Resultando  que  á  instancia  de  Doiía  Petronila  Salcedo,  tutora  y  cura- 
dora de  sus  hijos  D.  Juan,  O.  Francisco  y  Doña  Teresa  Rivas,  poseedores 
del  sobredicho  dominio  útil,  se  hizo  el  apeo  y  deslinde  de  las  fincas  libres» 
vinculadas  y  tomadas  i  censo  del  hospital,  correspondientes  á  los  mismos,, 
siéndolo,  entreoirás,  el  prado  del  Gerrillar,  da  ia»800  estadales,  bajo  los. 
linderos  que  se  espresaron:  m 

Resultando  que  á  consecuencia  de  una  ejecutoria  de  la  Real  Chancille- 
rSa  de  Valladolid  de  i7  de  mayo  de  1757,  reconoció  Di  Agustín  Rivas  por 
escriturMo  i2  de  marzo  de  1775  el  dominio  directo  del  hospital  de  Nues- 
tra Señora  de  la  Piedad  de  Medina  del  Campo  en  las  tierras  que  (ornaron  4 
censo  enfíléutico  sus  causantes  D.  Francisco. Rivas  y  Doña  María  Fernnn- 
dez  de  Ledesma,  obligándose  al  pago  del  censa  con  las  mismas  condi- 
ciones: 

Resultando  que  Doña  Maria  Concepción  Rivas,  demandante,  actual  es** 

Sosa  de  D.  Mallas  Luengo  y  Alderete,  y  su  apoderado  general  para  arreo- 
ar,  transigir,  pedir  cuentas  y  pagar,  tomar  posesiones,  seguir  pleitos  y  de- 
más necesario  a  la  administración  de  la  casa  y  haciendas  libres  y  vincula- 
das pertenecientes  á  los  dos  cónyuges,  otorgo  poder  en  7  de  marzo  de  1826, 
por  el  que  amplió  el  que  tenia  conferido  á  D.  Vicente  Herreros  Cienfuegos 
para  la  administración  y  cobranza  de  las  rentas  de  sus  haciendas,  facul- 
tándole cumplidamente  y  en  lo  que  fuere  necesario  para  la  del  vinculo  de 
Alba  y  tierra  de  Ciudad-Rodrigo,  arrendando  y  cobrando  sus  rentas  y  emo- 
lumentos, según  lo  tuViere  por  mas  conveniente,  reivindicando  cualesquie* 
ra  pfédios  rústicos  y  urbanos  que  por  cualesquier  motivo  se  hubieran  usur- 
pado á  los  vínculos,  ya  en  los  mismos  terrenos,  ó  ya  dándolos  en  foro  á  los 
poseedores  de  las  heredades  en  que  estuviesen  embebidos,  y  en  tal  caso 
solemnizar  las  escrituras  convenientes  para  seguridad  de  lo  estipulado  so- 
bre el  particular,  y  para  otorgar  los  reconocimientos  de  censos  y  pensiones 
que  tuviesen  los  vínculos  y  mayorazgos  de  la  poderdante  y  de  su  marid»,^ 
practicando  en  cada  uno  de  los  tres  casos  las  diligencias  necesarias,  cou 
prevención  de  que  preferiría  siempre  el  reintegro  de  los  predios  que  resol- 
tasen á  favor  de  los  vínculos  en  su  especie  ú  otra  equivalente  á  darlos  en. 
foro,  pues  esto  se  veriUcaria  en. la  imposibilidad  de  lo  otro: 

Resultando  que  en  virtud  de  ese  poder  y  remitiéndose  á  los  que  le  te- 
nian  dado  anteriormente  la  misma  otorgante  y  su  esposo,  6  insertándose 
una  carta  que  este  le  dirigió  en  12  de  diciembre  de  i840,  dficióodole  que 
le  develvia  decretada  la  solicitud  de  Doña  Brígida  Rico,  porque  ¿  su  pare- 
cer era  mas  acreedor  Bugenio  Carbonero,  al  que  podia  dar  el  prado  del 
modo  que  tuviese  mas  cuenta  al  vinculo,  otorgó  una  escritura  D.  Vicente 
Herreros  (Senfuegos,  por  la  que  vendió  á  Carbonero,  sus  herederos  y  suce- 
sores á  censo  perpetuo  enfitóutioo  por  el  canon  de  200^  rs.  anuales  y  clau« 
8ula  de  eviccion  y  saneamiento  un  prado  de  ^  obradas,  libre  de  tode 
carga  y  gravamen,  perteneciente  al  mayorazgo  de  Rivas: 

Resultando  que  aceptada  la  venta  por  Carbonero,  satisfizo  elcáoon  es- 
tipulado al  administrador  de  Dona  Concepción  Rivas.  y  arrendó  el  éomioio 
útil  por  800  rs.  en  el  año  de  1845,  y  por  i,00a  en  cada  uno  de  tos  de  ISI6 
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é  i850,  coQ  obügadon  además  ei  arrendatario  de  pagar  los  réditos  y  con- 
tribuciones: 

Resultando  que  Dona  María  Goncepcioa  Rivas  presentó  demanda  en  i  8 
de  noYíembre  de  1858  pidiendo  se  declarase  nula  la  ?enta  hecha  por  su 
apoderado  D.  Vicente  Herreros,  y  en  su  consecuencia  se  condenase  á  Be- 
nigno Santos,  Bernardino  Campo  y  José  y  Domingo  Carbonero  á  dejar  á  su 
disposicioQ  el  pra(do  Cerrillar  con  los  frutos  producidos  ó  debidos  producir, 
fandáodoae para  ella  en  que  dicho  su  apoderado  se  escedió  de  hs  faculta* 
des  conferiaas  en  ei  poder^  limitadas  a  dar  en  foro  las  tierras  perdidas  6 
embebidas  en  las  de  otros  dueños»  prefiriendo  siempre  la  adquisición  á  la 
daeioD;  oue  ei  Cerrillar  era  de 'calidad  superior,  y  valia  al  darse  á  censo  de 
i8  ¿  20  fanegas  de  renta  anual;  en  Tez  de  los  200  rs.  estipulados;  y  que 
habiendo  adquirido  sos  antecesores  solamente  el  dominio  útil  del  hospital 
de  Medina,  no  pudo  Tenderse  á  censo,  siendo  nulo  por  lo  mismo  el  contra- 
to, ó  cuando  menos  rescindible  por  lesión  enormísima: 

Resultando  que  á  solicitud  de  los  demandados  fijó  Doña  Marta  de  la 
Concepción  Rivas  la  acción  que  se  proponía  ejercitar  diciendo  era  la  rei- 
Tíodícatoria  para  que  se  la  reconociese  su  derecho  y  cesara  la  lesión  que 
sofría»  en  vista  de  lo  cual  pidieron  aquellos  que  se  les  absolviese  de  ella 
libremente,  alegando  que  su  causante  adquirió  Ja  finca  con  justo  titulo,  y 
cuando  solo  producía  de  renta  i  50  rs.^  t  que  tanto  Doña  Concepción  como 
sn  eepipeo  confirmaron  el  contrato  percibiendo  el  canon  estipulado  por  i7 
años  continuos:  por  consiguiente,  que  ni  hubo  l^^sion  ni  procedia  la  nult- 
dady  mucho  meóos  estando  prescrita  la  acción  de  reciamsrla,  y  que  á  los 
espooentea  como  poseedores  de  buena  fé  les  corresponderían  siempre  los 
frutos,  y  en  todo  caso  el  abono  de  las  mejoras,  asi  como  el  de  los  daños  y 
peijaicios  que  esperimentasen: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,.y  hechas  las  que  se  artlcu- 
laroD,  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instancia  en  12  de  julio  de  4859, 
que  confirmó  con  las  costas  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  <ie  Valladolid 
absolTíendo  de  la  demanda  á  D.  Benigno  Santos  y  consortes: 

Resultando  que  contra  ese  fallo  interpuso  Doña  Marfa  Concepción  Ri- 
vas  recurso  de  casación  por  conceptuarlo  contrario  á  la  ley  28,  tít.  8.^  de 
la  Fertida  5.*,  que  dispone  que  el  contrato  enftéutico  debe  ser  fecho  oon 
plaeer  de  ambas  hs  partes  é  por  escrito^  eá  de  otra  guisa  non  valdría, 
dado  caso  que  el  poder  otorgado  Qn  7  de  marzo  de  1826  no  fué  para  acen- 
buar  bienes  que  no  estuviesen  perdidos,  confundidos  ó  embebidos/en  otros, 
ni  menos  para  otorgar  la  escritura  de  20  de  abril  de  1841,  no  podiendo 
Kobsanar  es(os  defectos  ni  la  carta  atribuida  á  D.  Matías  Luengo,  porque  un 
documento  privado  nunca  fiículta  para  que  en  nombre  ajeno  se  otorgue  uno 
páblico  de  naturaleza  escriturario,  en  el  cual  debe  constar  la  voluntad  del 
que  dá  una  cosa  á  censo  ni  tampoco  el  consentimiento  posterior  y  eztraju- 
diciail  que  se  supone  prestó  la  recurrente,  toda  vez  que  para  un  contrato  de 
esa  naturaleza  no  basta  la  voluntad  ni  el  consentimiento  cuando  falta,  co- 
mo en  este  caso,  la  escritura  pública  del  que  se  dice  dio  ó  quiso  dar  el 
censo;  y  esto  sin  contar  que  no  se  halfa  apurada  la  identidad  de  la  carta  que 
»ueoa  autorizada  con  media  firma  del  D.  Matías  Luengo,  en  la  que  por  otra 
parte  no  se  habla  una  sola  palabra  del  contrato  de  censo: 

En  segundo  lugar  y  bajo  de  otro  concepto  á  la  misma  ley  28,  pues  co- 
mo censualista  solo  era  dueña  Doña  Concepción  del  dominio  útil,  y  de  este 
eoo  pudo  disponer  sin  previa  licencia  del  señor  del  directo  y  como  simple 
usufruoiaaria  de  su  mismo  dominio,  y  por  estar  agregado  al  mayorazgo 
que  estaba  poseyendo  tampoco  pudo  hacerlo,  no  obstante  lo  acordado  en  las 
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Ityei  Tigentos  de  desviocuUcioD,  sio  preceder  It  di vuioQ  de  aquel  ó  «■  It 
interTencion  del  inmediato  sucesor: 

T  Umbíenser  aplicable  la  regla  iO»  tít.  34  de  la  Partida  7.*  que  le  ci- 
ta  en  la  sentencia;  primero,  porque  aun  cuando  hubiese  podido  diepeoer 
libremente  la  Doña  Concepción  del  dominio  útil  no  habría  podido  otei|ar 
sobre  él  un  censo  por  carecer  del  directo  que  pertenecia  ai  boapild>da  la 
Piedad  de  Medina  del  Campo,  y  segundo,  por  no  poderse  salfar  la  nulidad 
del  caso  en  cuestión  con  el  sionple  consentimiento  ni  hacerse  firme  y  lale^ 
dero  coaode  se  quiere  que  nazca  de  una  presunción  que  nada  justifica  por 
no  aparecer  se  hubiese  dado  conocimiento  á  la  recurrente  óáam  maride  de 
haberse  otorgado  la  escritura  de  censo,  j  que  ano  de  los  dos.  la  hubísia 
aprobado:  * 

Vistose,  siendo  Ponente  el  Ministro  D«  Pablo  Jiménez  de  Palacio: 

Cottsiderando.que  la  ley  de  Partida  que  sirve  de  fundamento  á  este  ra* 
curso  únicamente  dispone,  que  el  contrato  enfitóutico  ha  de  haeerse  i  pla- 
cer de  las  partes  oontra  tantea  y  por  escrito: 

Considerando  que  el  celebrado^  entre  el^apoderado  de  Dona  Marfa  de  la 
Concepción.  RíTas  y  |ps  demandados,  Ip  fuó  mediante  escritura  pábiica,  y 
que  eta  este  concepto  no  Im  sufrido  impugnación  alguna: 

Considerando  que  aun  cuando  los  poderes  que  la  recurrente  y  aa  mari- 
do confirieron  á  D.  Vicente  Herreros  no  se  estimasen  bastantes  para  otor- 
gar dicho  contrato,  el  hecho  de  haber  aquellos  percibido  por  espacio  de  17 
aüos  ia  pensión  estipulada,  envuelve  una.ratifiacion  que  demuestra  esMr 
plidamente  su  voluntad: 

V  considerando  qne  por  las  razones  espoestas  no  se  ha  infringido  la  kj 
antes  citada,  ni  las  doctrinas  que  de  ella  se  deducen; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  ne  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  per  Dona  ílarfa  Concepción  Rivas,  ¿  quien  con- 
denamos en  las  costas  y  á  la  pérdida  del  depósito  constituidlo ,;  qoe  te 
aplicará  como  la  ley  ordena^  devolviéndose  los  autos  i  la  Audiencia  de  don- 
de proceden  con  la  certificación  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  qoe  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inserta* 
rá en  la  GoUceion  legislativa^  pasándose  al  efecto  lascopias  necesarias,  le 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— José  Gamarra  y  Cambronero.— 
Sebastian  Gomales  Nandin.— Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa.— Pedro  Gómez 
de  Hermosa.-^Pablo  Jimenes  de  Palacio.-*Laareano  Rojo  de  Noraagaray. 
—Ventura  de  Colsa  y  Pando. 

Publicacion.r-4.eida  y  publieada  fuéla  sentencia  anterior,  por  el  Uus- 
trfsimo  Sr.  D.  Pablo  Jiménez  de  Palacio,  Ministro  de  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  de  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  p^Uea  en  la 
misma  el  día  de  hoy,  de  que  certifico  como  SecreUrio  de  S.  M.  y  su  Bscrii- 
bano  de  Cámara. 

Madrid  30^  de  mayo  de  i862.--Oionisio  Antonio  de  Puga.—<^?oosU  da 
S  de  junio  de  i862.) 


147. 


m^^^wmm'.^  de  esasaeíoia.— (30  de  mayo  de  i862.).  Paoo  dc 
UMA  PUBSTACiON  ANUAL.— Sc  dcclara  por  la  Sala  primera  del  Tribu*  « 
nal  Supromo  no  haber  logar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
el  conde  de  Castiinovo  oontra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala 
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segunda  de  la  Audiencia  de  Valladolid,  en  pleito  con  el  Avunta- 
niento  y  vecinos  de  Vitlalba  de  Alcor  y  el  ministerio  fiscal,  y  u 
resuelve: 

Que  según  la  ley  de  26  de  agosto  de  4837  para  que  los  titula- 
dos señares  puedan  continuar  percibiendo,  las  prestaciones  que  los 
pueblas  les  satisfacían^  es  necesario  que  iustifiquen  en  debida  forma 
que  dichas  prestaciones  proceden  de  contrato  libre  y  ^ue  les  perle/- 
neetn  por  dominio  puramente  alodial 

En  la  viHa  y  cdrle  de  Madrid,  á  30  de  mayo  de  4862,  en  los  autos  pen« 
dientes  ante  Nos  por  recurso  de  casación  >  sc^idos  en  el  losgado  de  pri* 
mera  instancia  de  Rioseco  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Real  Audiencia  da 
Valladolid  por  D.  Federico  Guillermo  Grave,  Conde  de  Oastllnovo,  con  el 
Ayuntamiento  y  vecinos  de  Vilialva  de  Alcor  y  el  Ministerio  fiscal ,  sobra 
pago  de  una  prestación  anual: 

Resultando  que  el  Conde  de  GasUlnovo  acudid  al  Juzgado  da  Riosece 
en  Ode  noviembre  de  4837  para  que  se  le  mantuviese  en  la  posesión  en 

r  desde  tiempo  inmemorial  se  hallaba  da  cobrar  la  renta  de  00  fanege« 
trigo  y  60  de  cebada  aue  el  común  de  vecinos  de  Vilialva  de  Altíbr  le 
pagaba  anualmente  por  Tfa  de  foro  6  situado  perpetuo,  como  pertenecienta 
al  mayorago  de  dicho  titulo,  presentando  un  testimonio  de  la  Real  cédula 
de  confirmación  del  Rey  D.  Carlos  III  de  27  junio  de  4773  de  la  posesioit 
del  seiforlo  y  jurisdicción  de  las  villas  de  Vilialva  de  Alc'or  y  San  Vicenta 
de  la  Sonsierra'  y  otros,  con  el  nombramiento  de  Oficiales  de  lustlcia  j  Es* 
críbanos,  percepción  de  dos  novenos  de  diexmos  an  VíHaWa  y  otras  rentas 
y  derechos  y  otro  testimonio  de  la  posesión  que  en  4847  le  había  sido  da- 
da  á«^a  antecesor,  con  citación  del  Procurador  síndico  de  aquella  villa»  de 
todas  y  cada  una  de  las  propiedades  pertenecienies  á  dicho  condado: 

Resultando  que  impugnada  por  el  pueblo  esta  pretensión  por  no  ser 
soficientes  para  el  objeto  los  títulos  eihibidos,  presentó  el  Conde  durante 
«I  curso  del  juicio  un  testimonio  del  art.  44  de  las  ordenanzas  municipales 
de  Vilialva  de  20  de  mayo  de  4665,  aprobadas  por  el  Conde  de  Osorno.  se- 
ñor de  la  misma,  por  el  que  se  dispobe  que  cualquiera  que  tuviese  tierra 
concejil  para  cojer  depila  pan,  pagase  un  celemín  mitad  trigo  y  mitad 
cebada;  que  cada  vecino  fuera  creido  de  lo  que  así  tuviese  sembrado  y  que 
as  el  mes  de  mayo  un  Alcalde  y  un  regidor  les  tomase  el  juramento  para 
saber  el  pan  que  había  cao  el  objeto  de  que  se  pagasen  las  60  cargas  ai 
s^or  que  si  no  llecase  con  la  renta  de  las  tierras  concejiles  que  se  arren* 
dabas  ea  la  villa,  si  repartiese  la  falta  per  los  ganados  mayores  y.  menores 
que  gozasen  los  pastos  de  lo$  términos  de  la  misma,  y  otro  testimonio  da 
te  posesión  que  se  mandó  dar  y  dio  al  Conde  por  virtud  de  sentencia  eje- 
coloría  dictada  en  i%  de  agosto  de  4778  por  el  Juzgado  de  provincia  da 
Valladolid,  en  pleito  seguido  entre  aquel  y  el  Procurador  Sinduo  da  la  vi- 
lla de  la  jurisdicción  civil  y  crimnial  de  la  misma,  de  la  contribución  de 
granos  4  30  cargas  de  pan  mediado  que  los  vecinos  habían  acostumbrado 
4  pagar  4  los  Condes  de  Caatiinovo  y  del  derecho  da  cortar  leña  en  el  mion*- 
la  para  su  uso  y  de  otros  que  se  espresan : 

Resultando  que  declarado  por  sentencia  de  revista,  que  en  20  de  no- 
viembre de  4851. pronunció  la  Audiencia  de  Valladolid,  insuficientes  los 
litólos  presentados  para  el  efecto  de  continuar  en  la  posesion-de  percibir  la 
iodioMla  renta,  entabló  en  44  de  junio  de  4857  el  Conde,  demanoa  da  pro« 
piedad,  fundado  en  la  antigua  posesión  an  que  se  hallaba  de  percibir  la  cl- 
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tada  prestadon  por  ratOD  de  situado  perpetuo  y  en  Tirtod  de  oeüpubdori' 
independiente  del  sé&orio  jurisdiccional,  escaaando  la  falta  de  los  litólos 
originales  por  el  incendio  ocurrido  en  el  castillo  de  Gastiinovoen  el  sü» 
de  i  684,  como  se  comprobaba  por  la  informaeí<Hi  que  presentó  recibida  en 
el  ano  de  Í7I5,  liacióndolo  además  de  un  testimonio  referente  á  las  cuen- 
tas generales  de  dicha  villa  desde  el  año  de  i909  ai  de  1536,  eo  las  oo**. 
con  relación  al  foro  ó  renta  amial  de  granos  se  dice  haberse  satisfecho  a  la 
Condesa  de  Haré,  sefiora  entonces  de  aquella,  60  cargas  de  trigo  y  60 de 
cebada  que  se  exigían  ¿  los  vecinos  por  repartimiento,  y  que  adeudabn 
por  rentas  de  tierras  del  concejo: 

Resultando  que  el  Ayuntamiento  y  vecinos  de  Villalva  irapngnarmí  la 
demanda,  alegando  que  la  posesión  en  que  el  demandante  se  apoyaba  bo 
era  suGciente  para  legitimar  la  propiedad;  ((ue  la  Real  cédula  de  confinm- 
cion  no  era  el- titulo  de  adquisición  ni  el  original  donde  se  hallaba  oonsig* 
nada  la  pensión  de  que  se  trataba;  que  habiendo  ejercido  el  Conde  el  seno* 
.  rio  jurisdiccional,  era  necesario  para  que  se  le  reeonocieae  coa  derachai 
percibir  aquella»  que  presentase  el  títobé  oovtni»|^nlíniviid^pHtfiir 
te  de  aquel,  por  el  qaa.tos  vimíimb  m  héian  oMigide  á  paiprrfcr,  jquttt 
procedía  de  loiod  ttmm  perpéüio  no  bastaban  las  raaoifestaeiooee  de  los 


repiemtiHtea  M  meblo,  sino  que  era  precisa  la  escritura  de  imposidoo 
irfse  leFseiialasen  las  fincas  sobre  que  gravitaba: 

Resultando  que  practicada  prueba  por  las  partes,  y  oído  el  Ministerio 
fiscal  que  impugnó  la  pretensión  del  Conde  sosteniendo  que  la  indlcidi 
prestación  era  ineorporable  al  Estado,  dicté  sentencia  el  Juez,  que  fué  re- 
vocada por  la  que  en  12  de  setiembre  de  1860  pronunció  la  Sata  segundada 
la  Audiencia  de  Valladolid,  absolviendo  al  Ayuntamiento  y  vecinos  de  It 
demanda  y  petición  fiscal: 

Resultando  que  el  Conde  de  CasUlnovo  interpuso  recorso  de  casacioo, 
citando  como  infringidas  la  ley  de  26  de  agosto  oe  1837  y  la  doctrina  ad- 
mitida por  los  Tribunales  y  consignada  en  la  sentencia  de  este  Supremo 
Tribunal  de  20  de  marzo  de  i838,  con  arrreglo  á  la  que  los  títulos  entes 
juicios  de  propiedad  de  la  naturaleza  del  presente  debian  apreciarse  poriti 
reglas  que  regian  para  el  derecho  común,  por  no  haberse  establecido  nadi 
nuevo  sobre  este  particular  en  las  leyes  de  señorío: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Pablo  Jiménez  de  Palacio: 
Considerando  que  la  ley  de  26  de  agosto  de  1837  que  se  supone  iofina- 
gida  por  la  ejecutoria  de^  este  pleito,  dispone  en  uno  de  sus  artículos:  qw . 
para  que  los  titulados  señores  puedan  continuar  percibiendo  las  prestadoiNi 
que  los  pueblos  les  satisfacian,  es  necesario  que  justifiquen  en  debida  fbrfflt 
que  dichas  prestaciones  proceden  de  contrato  libre  y  que  les  pertenecen  por 
dominio  puramente  alodial: 

'  Considerando  que  el  Conde  de  Castiinovo,  ni  en  el  juicio  de  posesión  ai 
en  el  presente  ha  probado  aquel  interesante  estremo,  aun  con  arreglo  á  Itf 
leyes  del  .derecho  común,  según  la  apreciación  que  la  Sala  sentencinJon  hi 
hecho  de  las  probanzas  suministradas  por  las  partes;  y  por  consigoiaata, 
que  en  este  supuesto  no  se  han  infringido  la  ley  y  doctrina  qne  como  Aínda* 
mentó  del  recurso  se  citan; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lagar  i  ^»7 
condenamos  al  Conde  de  Castilnovo  en  las  costas,  defolviéndose  los  autos  i 
la  Audiencia  de  Valladolid  con  la  certificación  correspondiente.  * 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  6oeeta  é  hksartari 
en  la  CoUeeion  ísatalalúHi,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo  IK^- 
nunciamos,  mandamos  y  firmamos.^Ramon  López  Vázquez. — Aotero  d« 
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KECOaSOS  T  COWITBNCUS.  3^7 

Echsrrí.^-GabHel  Gemelo  de  Velasco.^-Joaqgin  de  Palma  7  Vinueda.-* 
Pedro  Gomes  de  Hermosa. r~Pablo  Jiménez  de  Palacio.— Ventara  de  ('olsa 
y  Pando. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ilüs- 
trisimo  Sr.  D.  Pablo  Jimeoea  de  Palacio,  Ministro  de  la  Said  primera  del 
Supremo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  Sala 
en  el  dia  de  boy,  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  certifico. 

•  Madrid  30  de  mayo  de  1862.— Juan  de  Dios  ñubio.-^Gaúeta  de  7  de 
iuoio  de  1802.) 
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ReeursA  de  easaelon  (50  de  mayo  de  1863.)4— Caduci-^ 

k>ÁD  DE  UNA  GONFUNZA  TISTAHlNTARU.-^ElITRBGADS  LA  HERENCIA. — 

Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  iti- 

Sr  al  recorso  de  casación  interpuesto  por  el  curador  ad  litem  de 
iSa  Concepción  Coll  y  Basas,  contra  la  sentencia  pronunciada  por 
la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Barcelona  en  pleito  con  D.  Joa- 
qojn  Carrenca  de  Llausá,  y  se  resuelve: 

Que  cuando  un  heredero  fiduciario  ha  hecho  antes  de  su  muerte 
una  manifestación  verbal  que  después  se  eleva  i  testamento  público, 
y  este  es  declarado  nulo ,  e  ineficaz  para  trasmitir  en  concepto  de 
)ier€deros  á  los  instituidos  la  calidad  de  heredero  de  confianza, 
exúte  cosa  juzgada  respecto  á  la  ineficacia  de  la  trasmisión  de  la 
eav^nzüy  y  no  son  Aplicables  las  leyes  que  tratan  de  estarna^ 
teria, 

Ea  la  villa  y  cérte  de  Madrid,  á  30  de  mayo  de  1862,  en  loe  autos  que 
penden  ante  No»  en  virtud  de  recurso  de  casación  ,  seguidos  en  el  Juzga- 
do de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Beltrañ«de  Barcelona  y  en  la 
Sala  segunda  de  la  Real  Audiencia  de  la  misma  ciudad  por  D.  Joaquín 
Carrenca  de  Llausá  contra  Doña  Concepción  Basas,  por  sf  y  como  tutora  de 
su  bija  Dona  Concepción  Coll,  y  Antonio  Albert  y  José  Sanchet  sobre  ca- 
daeíind  de  cierta  confianza  testamentaria  y  consiguiente  entrega  de  la  he- 
rencia: 

Resultando  que  Dona  Vicenta  Llausá ,  divorciada  de  su  maridó  D.  Jai- 
me Carrenca,  otorgó  testamento  en  i2  de  febrero  de  1850,  instituyendo 
heredero  de  confianza  á  D.  Juan  Coll,  para  qoe  distribuyese  sus  bienes  en 
el  modo  y  entre  las  personas  que  le  tenia  manifestado  reservadamente,  sin 
qae  nadie  pudiera  judicial  ó  estrajudicialmente  pedirle  cuenta: 

Resultando  que  habiendo  fallecido  D.  Juan  Coll  en  i  6  de  setiembre  de 
1856  sin  hacer  testamento  según  se  consignó  en  la  partida  de  su  entierro, 
acudió  la  vio^  Doña  Concepción  Basas  al  Juzgado  de  primera  instancia 
del  distrito  del  Pino  de  Barcelona  con  la  solicitud  de  que  se  apreciasen  ju- 
dicialmente por  testamento  de  palabra  ó  sacramental  las  manifestaciones 
que  dos  dias  antes  de  morir  su  esposo  babia  hecho  á  presencia  de  un  Es** 
cribano  y  teetigoe  de  ser  su  última  voluntad  instituir  á  su  mujer  é  hijos 
por  sus  herederos,  con  la  obligación  juntos  é  in  soUdum  de  llevar  á  efecto 
la  confianza  de  Doña  Vicenta  Llausá,  consistente  en  que,  después  de  j^atis- 
lechas  las  mandas  y  demás  ordenado  en  su  testamento,  distribuyese  el  res- 
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3M  jnuiMiiaxiiou  etvit* 

U  da  8U  barencii  eo  cuatro .part^  iguales,  quedándose  él  coa  dos  per  sS 
y  los  suyos  en  rerouneracion  y  agradecimiento  de-  loa  favores  que  le  babit 
dispensado,  y  entregando  otra  parle  ¿  Antonio  Albert  y  la  restante  4  José 
Sancbez: 

Resultando  que  recibidas  declaraciones  al  Notario  del  Colegio  de  aque- 
lla ciudad  D.  Antonio  Maria  Volart  y  ¿  dos  testigos  vecinos  de  la  rnisnia, 
declararon  ser  cierto  que  á  su  presencia  manifestó  D.  Juan  Golt  «le  quería 
se  tuviesen  por  su  ultime  voluntad  dicbas  disposiciones^  añadiendo  el  orí- 
mero  que  cuando  le  dijo  que  le  mandaría  un  reeado  para  estender  sq  ulti- 
ma disposición  en  el  protocolo,  fué,  según  le  espresó,  porque  deseaba  coa- 
signar  por  escrito  el  mismo  testamento  que  acababa  de  hacer  de  palabra, 
lo  cual  no  pudo  verificar  por  habede  sobrevenido  en  aquel  último  día  un 
fuerte  ataque  de  la  enfermedad  que  estaba  padeciendo,  y  prevenido  los  fa* 
cultalivos  que  no  se  le  molestase  en  lo  mas  mínimo: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  declaró  por  auto  de  31  de 
octubre  del  mismo  año  testamento  de  D.  Juan  Goll,  sin  perjuicip  de  teroe* 
ro,  la  disposición  que  resultase  de  las  anteriores  declaraciones,  y  mandó 
protocolizar  el  espediente  en  el  registro  del  actuario,  lo  cual  desestimó  )a 
Sala  primera  de  la  Audiencia  por  sentencia  de  2  de  diciembre  de  1858, 
declarando  nulo  dicho  testamento,  y  en  su  consecuencia  ineficaz  para  tras  - 
.mitir  á  Doña  Concepción  Basas  y  á  sus  hijos  en  el  concepto  de  herederos 
la  calidad  que  tenia  aquel  de  heredero  de  confianza  de  Dona  Vicenta  Uaosá, 
sin  perjuicio  deque  los  interesados  pudieran  hacer  uso  del  derecho  que 
creyesen  asistirles  con  respecto  al  cumplimiento  ó  caducidad  de  dicha  con- 
fianza: 

Resultando  que  en  uso  de  esa  reserva  presentó  demanda  JO.  Joaquín 
Carreoca  en  el  Juzgado  de  prímera  instancia  del  distrito  de  San  Beltran  el 
día  1.*  de  abríl  de  1559,  pidiendo  se  declarase  destituida  y  caducada  la  he- 
rencia de  confianza  de  Doña  Vicenta  Carrenca  que  habia  incidido  en  cau- 
sa de  intestado,  sucediéndola  en  porciones  iguales  él  y  su  hermano  Don 
Antonio,  y  que  en  su  consecuencia  se  condenase  á  Dona  Concepción  Ba- 
sles, por  si  y  como  curadora  de  su  hija  Doña  Concepción  Coll,  á  que  dimi- 
tiese á  su  favor  la  mitad  de  la  misma  con  los  frutos,  y  alegó  que  Dona  Vi- 
centa no  autorizó  ¿  D.  Joan  Coll  para  quedarse  para  sí  y  los  suyos  con  p^v- 
clon  alguna  de  la  herencia,  sino  para  distribuiría  entre  las  personas  que  le 
manifestó  reservadamente^  per  consiguiente  los  sucesores  del  mismo  no 
habían  podido  adquirir  parte  de  ella ,  que  habiendo  caducado  la  confianza 
por  la  nulidad  del  acto  con  el  cual  quiso  trasmitirse ,  procedía  la  sucesión 
intestada: 

Resultando  que  Doña  Concepción  Basas  solicitó  se  la  absolviera  de  la 
demanda,  y  se  declarase  en  su  consecuencia:  primero,  que  debía  llevarse  á 
cumplimiento  la  confianza  publicada,  oue  Doña  Vicenta  Carrenca  y  de 
Llausá  hizo  en  su  testamento  de  12  de  febrero  de  1850  á  D.  Juan  Coll, 
consistente  en  que,  después  de  satisfechas  las  mandas  y  demás  ordenado  en 
el  mismo,  distribuyese  lo  restante  en  cuatro  partes  iguales,  quedándose  con 
dos  de  ellas  para  si  y  los  suyos  en  remuneración  y  agradecimiento  de  los 
muchos  favores  que  le  habia  dispensado,  y  entcegando  las  otras  dos;  una  á 
Antonio  Albert,  y  otra  á  José  Sánchez;  y  segundo,  que  Doña  Coneepcioo 
Goll  y  Basas,  como  única  heredera  abintestato  de  su  padre  D.  Juan,  se  ha- 
llaba subrogada  en  favor  de  este  para  llevar  á  cumplimiento  dicha  confian- 
za, y  espuso  en  su  apoyo  que  D.  Juan  Coll  publicó  en  presencia  de  testigos 
en  qué  coa<:istia  esta:  que  las  pal.ibras  del  testamento  en  que  se  le  hizo  no 
le  escluian  de  ser  uno  de  los  participes  de  la  heirencia,  así  como  tenían  Al-< 
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tot  y  Sttféhm  «speéito  su  deieebo  para  pedir  su  pordon  re8{>ec(if  a  por  ser 
personas  ciertas  oooocidas  por  esos  nombres :  que  la  ejecutoria  de  2  de  di- 
ciembre de  Í8fi8  no  prejuzgó  si  debía  cumplirse  ó  tenerse  por  caducada  la 
conflanza :  por  lo  tanto,  t  constar  por  tres  testigos  sin  tacha  que  D.  Juan 
Coll  la  pubhe6  formal  y  deliberadamente,  debía  considerarse  por  bien  jus- 
tíficeda  y  •reaíizarse  en  todas  sus  partes.  Por  último,  que  habiendo  muerto 
intestado  D«  Juan  CSoH  entraron  á  sucederle  sus  hijos  D.  Manuel  y  Doña 
Concepción,  en  la  actualidad  esta  por  muerte  del  primero,  en  la  cual  se 
hablan  suinregado  todas  las  acdones  y  derechos  de  su  padre: 

Resultando  qne  dtados  y  emplazados  Aibert  y  Sánchez,  setcntendíeron 
las  diligencias  por  ellos  con  los  estrados  por  su  no  compareceoeia,  y  que 
recibido  el  pleito  á  prueba  y  hechas  las  que  se  articularon,  dictó  sentencia 
el  Juez  de  primera  mstaneia  en  24  de  setiembre  de  (850,  que  conGrmó  por 
la  suya  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Barcelona  en  22  de  marzo  de 
Í860,  ante  la  cual  se  personaron  Antonio  Albert  y  José  Sánchez,  declaran- 
do destituida  v  caducada  la  herencia  de  conñanza  de  Doña  Vicenta  Garren- 
ca  y  de  Ltansa,  la  cual  habia  incidido  en  causa  de  intestado,  sucediéndola 
en  porciones  iguales  sus  hijos  D.  Antonio  y  O.  Joaquín  Gark-enca,  y  en  su 
consecuencia  condenó  á  Doña  Concepción  Basas  é  hija,  en  calidad  de  suce- 
sores de  D.  Juan  €oll  y  Garcasona,  ó  dimitir  á  favor  del  D.  Joaquín  la  mitad 
de  1^  espresada  herencia  y  bienes  con  sus  frutos  dentro  de  10  días: 

Resollando  por  último  que  contra  ese  fallo  interpuso  el  curador  ad  U- 
tBtn  de  Do^  Concepción  Goll  y  Basas  el  actual  recorso  de  casación  por  ser 
contrario  en  sn  concepto: 

Primero,  ¿  la  ley  8»,  lít.  17,  iib.  50  del  Digeslo,  y  á  la  3.»,  líl.  9.^  Par- 
tida ^.*,  que  establece  «cómo  el  faeedor  del  testamento  puede  obligar  aque- 
llos á  quien  manda  algo  en  él  que  den  á  otro  fasta  en  aquella  cuantía  quo 
Jes  deju.»  Porque  segah  la  priniera,  está  prohibida  la  sucesión  intestada, 
mientras  la  testamentaría  pueda  cumplirse,  y  por  la  segunda^  incumbe  á  la 
heredera  de  Goll  llevar  á  efecto  la  distribución  de  la  herencia  en  la  forma 
establecida  por  este,  porque  en  los  fideicomisos  no  está  solo  obligado  á 
cumplirlos  el  fiduciario  sino  también  su  heredero,  aunque  el  testador  no  lo 
hubiese  prevenido  espresfimente: 

Segundo,  al  usaje  3.**  del  tít.  16,  libro  3.^,  volumen  1.^  de  las  constitu- 
ciones de  Cataluña;  á  la  ley  12,  lít.  5.^  libro  22  del  Digesto  y  á  la  cosa  juz- 
gada, por  cuanto,  según  dichas  disposiciones,  bastan  dos  testigos  idóneos 
para  probar  todo  negocio,  y  en  este  han  declarado  la  certeza  do  la  manifes- 
tación verbal  hecha  por  D.  Juan  Goll,  heredero  fiduciario  de  Doña  Vicenta 
Carranca,  imponienno  á  los  suyos  la  obligación  y  los  términos  en  que  ha- 
Kian  de  cumplir  la  confianza  revelada,  y  porque  las  últimas  palabras  do  la 
siantencia  de 2  de  diciembre  de  iS5^  no  la  anul&ba,  sino  que  sobre  su  valor 
é  ineficacia  dejó  á  s^Ivo  el  derecho  de  las  partes,  siendo  dos  cosa^  incompati- 
bliss  anulat  nn  hecho  y  tener  sin  embargo  derecho  para  debatir  en  juicio  su 
calidez  6  nnlidad: 

Tercero,  por  haberse  desatendido  por  la  Sala  sentenciadora  la  doctrina 
<tde  que  nadie  pueda  darlo  (jfne  no  tiene,»  pues  declarándose  que  dicha 
herencia  queda  yacente  desde  la  muerte  de  Coll,  es  evidente  que  qo  pue- 
den devolverla  su  esposa  é  hijos,  porque  no  han  entrado  en  ellu; 

Adicionándose  en  este  Tribunal  como  fofringidas  tombien  la  ley  33, 
titulo  id.  Partida  3.*  en  su  primer  párrafo  y  la  doctrina  legal  de  «no  haber 
lagír  á  la  pelicidn  de  herencia  en  el  concepto  de  abintesialo,  mientra^  ha- 
ya disposición  te<^tamentaria  de  aquel  á  quien  se  pretende  «uceder,»  reco- 
úocida  por  este  Tribunel  Snpremo  en  la  sentencia  de  18  de  junio  de  1860: 

TOMO  VII.  47 
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370  .         lURispRODEifciA  omh» 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Ventura  de  Colsa  j  Psodo: 

Goneidemndo  que  la  demanda  que  se  ba  propuesto  en  este  pleito  üeae 
por  objeto  que  se  declare  la  caducidad  de  la  confianza  que  Doña  Vicenta 
Llausá  hizo  en  el  testamento  que  otorgó  en  42  de  febrero  de  i850,  y  en  sa 
consecuencia  que  la  herencia  corresponde  á  sus  herederos  abintestato: 

Considerando  que  si  bien  el  heredero  fiduciario  D.  Juan  GoÜ  dos  días  an- 
tes de  su  fallecimiento  hizo  la  manifestación  verbal  qne  después  se  elevó  i 
'  testamento  de  la  confianza  que  le  encomendó  Doña  Vicenta,  ó  impuso  á  sa 
esposa  é  hijos  la  obligación  de  llevarla  á  efecto,  fué  declarado  nulo  por  sen- 
tencia ejecutoria  de  2  de  diciembre  de  i858,  é  ineficaz  para  trasmitirá 
Doña  Concepción  Basas  y  á  sus  hijos  en  el  concepto  de  iierederoe  Ja  ca¡idad 
que  él  tenia  de  heredero  de  confianza  de  aquella: 

Considerando  por  conniviente  que  hay  cosa  juzgada  respecto  á  la  ine- 
icacia  de  la  trasmisión  de  la  confianza  á  la  recurrente,  y  por  tanto  que  ño 
se  está  en  el  caso  de  hacer,  aplicación  de  las  leyes  que  se  citan  en  apoyo 
del  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  á  él,  con- 
denando en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  porque  prestó  cauctoo 
para  cuando  llegue  á  mejor  fortuna  á  Duna  Concepción  Goll  y  Basas,  devol- 
viéndose los  autos  á  la  Audiencia  de  Bdrcelona  con  la  certificación  corres- 
pondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inserta- 
rá en  la  Coleccion  legislativa^  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
£  renunciamos,  mandamos  y  firmamos.— Juan  Martin  Carramolino.— Se- 
astian  González  Nandin.— Antero  de  Echarri.— Gabriel  Ceraeto  de  Ve- 
lasco.— Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa.— Pablo  Jiménez  de  Palacio. — Ven- 
tura de  Colsa  y  Pando. 

Publicación. — Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  llos- 
trisimo  Sr.  D.  Ventura  de  Colsa  y  Pando,  Ministro  de  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  de  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pabiica  en 
la  misma  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  de  S.  M.  y  su  Es- 
eribano  de  Cámara. 

Madrid  30  de  mayo  de  1862.— Dionisio  Antonio  de  PQga.^(Gaoeta  de 
9  de  junio  de  1862.). 


149; 


Recurso  de  easaelon  (30  de  mayo  de  1862.).— Pago  ds 
CANTIDAD.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Pelegrin 
Bayarri  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  tercera  de  la 
Audiencia  de  Valencia,  en  pleito  con  D.  Francisco  Burló  y  consor- 
tes, y  se  resuelve: 

I.""  Que  según  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo  de  Justi- 
cia, los  fundamentos  de  las  sentencias  no  pueden  ser  objeto  del  re- 
curso  de  casación. 

2.®  Que  solo  lo  puede  ser  la  parte  decisiva  de  la  sentencia;  y 
que,  aun  estando  apoyada  en  leyes  inaplicables  6  en  apredaciona 
equivocadas^  todavía  es  improcedente  el  recurso^  si  la  dedsim  m 
infringe  alguna  ley  ó  doctrina  de  jurisprudencia: 
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5/    Que  no  fnteden  invoeane,  con  oportunidad,  como  inflingí'' 
-éas  las  leyes  52  y  40,  tit.  16  de  la  Partida  3.*,  cuándo  la  a^eeit^ 
4^ion  de  las  pruebas  es  resultado  del  examen  del  conjunto  de  todos 
los  medios  de  prueba  que  han  utilizado  los  litigantes: 

4.**  Que  dichas  leyes  de  Partida  han  sido  esencialmente  modi- 
ficadas por  la  de  Eniuiciamiento  civil: 

8/  Que  la  ley  i%l,  tU.  18,  Púrt.  3/,  solo  dispone  que  no  se  d^é 
-palor  aloque  alguno  escriba  en  sus  libros  en  provecho  propio  y  en 
perjuicio  de  otro: 

D.""  Que  no  puede  considerarse  como  infringida  la  ley'S2,  titU' 
io  12  de  la  Part.  6/,  cuando  en  la  sentencia  no  se  desconoce  el 
principio  de  que  t  cuando  alguno  paga  por  otro,  aunque  sea  sin  or- 
den^ mejor  debe  ser  reembolsado  por  el  verdadero  deudor,*  sino 
que  únicamente  no  se  estima  bastante  probado  el  hecho  de  la  paga; 

¥1^  que  es  inoportuna  la  invocación  de  la  ley  i,\  tlt.  1.^,  li- 
bro 10  de  la  Novísima  Recopilación^  como  fundamento  de  casación 
4e  una  sentencia,  cuando  en  ella  no  se  ha  desconocido  el  valor  de 
tm  emüínto  ú  obligadany  sino  que  no  se  ha  estimado  que  estuviese 
-acreditada  te  esmteneia  de  uno  ú  otra. 

En  U  Tilla  1  corte  de  Madrid»  4  30  de  mayo  de  1862,  en  ios  autos  pea^ 
•dientes  ante  Nos  por  reourso  de  casaetao,  seguidos  en  el  Juagado  de  pri*- 
mera  insuncia  del  distrito  del  Mar  de  Vateocia  y  en  la  Sata  tercera  de  la 
^eal  Aadiencia  de  la  misma  ciadad  por  D.  Pelegrm  Bayarri  con  D.  Fran^ 
-cisco,  Dona  Josefa  y  Doña  Concepción  Burló  sobre  pago  de  8,600  rs.: 

Resultando  que  D.  Basilio  I^ea  firmó  uní  carta-órden»  i  ociio  días  \iar 
U,  en  Peñaranda  á  29  de  diciembre  de  i856,  á  cargo  de  D.  Lorenzo  Mira- 
lies,  de  Valencia,  y  orden  de  D.  Juan  Igea,  por  cantidad  de  8,600  rs.,  va- 
lor recibido,  y  que,  endosada  á  D.  Vicente  Orduña  6  hijos,  les  fué  satisfe- 
eha,  espresándose  debajo  de  su  recibo,  y  con  la  íirma  de  Lorenxe  Miralles, 
<iae  liabia  sido  presentada  en  7  de  enero  de  1857: 

Resultando  que  D.  Basilio  Igea  dirigió  una  carta  ¿  D.  Pelegrín  Bayarrl 
en  29  de  mayo  de  (858  diclóndoie  que  sí  habia  girado  la  anterior  á  Mira- 
lles, habia  sido  una  equivocación.  pue»no  tenia  ninguna  cuenta  con  él,  síqo 
con  los  hijos  de  la  viuda  de  Burló: 

Resultando  que  D.  Pelegrín  Bayarri,  con  presentación  de  dicha  carta- 
órden,  que  dijo  haber  satisfeclio  por  indicación  de  la  casa  de  Burló,  que  la 
bibía  aceptado,  y  que  se  negaba  á  reintegrarle  de  su  importe,  solicitó  que 
m  recibiese  declaración  á  D.  Francisco  Burló,  como  representante  de  Ja 
casa  Viuda  de  Burló,  el  cual  declaró  no  tener  noticia  de  lo  que  se  le  pregun- 
taba, pero  asegurando  que  la  casa  no  habia  adeudado  cantidad  alguna,  y 
míe  d^de  la  muerte  de  la  viuda  hasta  la  constitución,  en  28  de  noviembre 
de  1837,  de  la  sociedad  denominada  Hijos  de  la  viuda  de  Burló  babian 
antorisado  verbalmente  para  firmar  á  D.  Lorenzo  Miralles: 

Resultando  que  este  manifestó  también  haber  sido  representante  de  la 
casa,  en  cuyo  concepto  habia  puesto  en  la  carta  orden  la  nota  de  haberla 
recibido;  que  podía  casi  asegurar  que  habia  sido  satisfecha  per  él  mismo,  y 
4rae  caso  de  haberlo  sido  por  Bayarri,  seria  por  existir  fondos  en  su  poder 
de  la  pertenencia  del  declarante: 

Resaltando  que  en  17  de  eciubre  de  1859  enUbló  demanda  Bayarri, 
reclamando  de  la  casa  de  Burló  la  citada  cantidad,  fundado  en  que  la  car- 
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til  orden  hfibia  síilo  espedifli  á  e«rgo  de  aqueHi,  y  qw  Ésbfai  Mo  latisli- 
efaa  por  el  demandante,  «orno  lo  cooTenola  el  beeUo  de  ÍMÜai^e  «a  sr 
•poder:  . 

Resaltando  que  D.  FrancUco»  Dona  loseta  y  Doña  Concepcioo  Buri6 
impugnaren  la  demanda,  alegando  que  la  carta*orden  venía  aolo  librada  i 
cargo  de  Miralles,  sin  que  se  espresase  fuese  como  encargado  gerente  de  la 
casa  de  Burló;  que  Bliralles  solo  estaba  autorizado  para  llevar  la  firma.  aiK 
'cial,  y  por  lo  tanto,  su  obligación  se  limitaba  al  enmpUmr^nto  de  las  que 
con  ella  hubiera  contraído;  y  que  la  existencia  en^poder  de  Bayarrí  de  la 
carta  orden  no  probaba  que  hubiera  verificado  el  pago,  atendidas  laa  rela- 
ciones de  amistad  é  intereses  que  tenia  con  Míralles: 

Resultando  que  praolieada  prueba  por  las  partes,  dictó  sentencia  el 
Juez  de  primera  instancia^  que  revocó  la  Sala  tercera  de  la  Real  Aadiaaeia 
de  Valencia  por  la  que  pronunció  en  27  de  noviembre  de  1860,  y  en  la 
cual  absolvió  á  D.  Francisco,  Dona  Josefa  y  Dona  doocepcion  Burló  de  la 
demanda: 

Resultando  gue  O.  Pelegrin  Eoyarrí  interpuso  recurso  de  casación ,  ci- 
tando como  infringidas  las  leyes  121,  tft.  48 ,  y  2/,  tft.  43  de  la  PiarMa 
3.';  la  24  y  la  32,  tit.  i2,  Partida  5.*,  y  ta  i.*,  tit.  !.•,  libro  40  de  ta  Re- 
vfsima  Recopilación,  habiendo  además  ckado  aa  tiempo  oportuno  «n  este 
Supremo  Tribunal  la  doctrina  legal  consignada  en  las  sentencias  de  42'  de 
agosto  de  4839  y  2  de  diciembre  de  i 859,  de  que  en  los  negocios  coiinmes 
ee^idos  ante  el  fuero  ordinario  no  pueden  ser  aplicadas  las  diüposiofoae» 
del  Código  de  Comercio  y  las  leyes  32  y  40,  tft.  i6  de  la  Partida  3.^ 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Antero  de  Echarri: 

Considerando  que  los  fundamentos  de  las  sentencias  no  pueden  «er  ob« 
jeto  del  recurso  de  casación,  según  lo  tiene  declarado  este  Tribuoal  imiy 
repetidamente,  sino  tan  solo  su  parte  decisiva,  y  que,  aun  estando  tpeya- 
das  en  leyes  inaplicable!  ó  en  apreciaciones  equivocarlas,  todavía  es  impro- 
cedente el  recurso,  si  la  decisión  no  infringe  alguna  ley  ó  doctrina  deja- 
risprudencia: 

Considerando ,  por  consecuencia,  que  la  invocación  hecha  en  la  sentMi* 
cía  de  este  pleito  de  las  diivposieioaes  del  Código  de  Comercio,  por  m«s  qoe 
no  haya  sido  oportuna,  no  autoriza  el  recurso,  si  en  la  parle  decisiva  d» 
aquella  no  se  ha  infringido  alguna  ley,  y  en  este  no  se  ha  citado  con  opor- 
tunidad: 

Considerando  que  el  fundamento  cardinal  de  la  sentencia,  objeto  del  r«- 
curso,  ha  sido  la  falta  de  pruebas  de  la  demanda  ,  ó  de  haberse  pagado  por 
,  el  recurrente  ¿  nombre  de  los  demandados  la  cantidad  reclamada: 

Considerando  oue  esta  apreciación  ha  sido  resultado  del  examen  ,  no  de 
uno  ú  otro  de  los  uiversos  medios  de  pruebas,  que  han  utilizado  los  líti- 
-gantes,  sino  del  conjunto  de  todos  ellos,  y  un  efecto  necesario  de  la  lusa- 
ficiencia  de  cada  uno  de  los  empleados,  por  lo  cual  no  se  invocan  con  opor- 
tunidad las  leyes  32  y  40,  tft.  46  de  la  Partida  3.*,  modificadas  ademas  esen* 
cialmente  por  la  de  Enjuiciamiento  civil: 

Considerando  que  la  ley  424,  tft.  48  de  la  Partida  3.*  aolediapeaa  qae 
no  se  dé  valor  4  lo  que  alguno  escriba  en  sus  libros  en  provedbo  propio  y 
en  perjuicio  de  otro,  y  que  no  habiéndose  fallado  por  el  resultado  de  4es li- 
bros de  la  casa  de  Burló,  en  los  que  Dada  aparece  favorable  ai  demaa- 
dante,  no  ha  podido  darse  valor  a  lo  que  no  existía ,  ni  tener  apllcaeieii 
aquella  ley: 

Considerando  que  la  declaracii^n  de  D.  Lorenzo  Miralles,  aun  calificada 
eomo  la  eoooscencia  de  que  habla  la  ley  2.*,  tft.  13  de  la  Partida  3/,  kf^ 
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•<de  eomprender  ona  confesión  de  qae  el  demaadaote  hubiere  paga'do  por  la 
casa  demandada  el  importe  de  la  carta-órden  origen  de  este  pleito  ,  con- 
tiene ana  negativa  absoluta  de  ese  hecbo,  pues  dijo  esplícitatnente  en  elta» 
<|ae  ca<;i  podía  asegurar  fué  él  quien  realizó  el  pa^o,  ó  que  en  caso  de  ha- 
berlo Terifícado  Bayarri,  de  seguro  seria  por  existir  en  su  poder  fondos  de 
la  pertenencia  del  declarante,  como  diferentes  veces  había  sucedido ;  y. que 
fior  consiguiente  no  se  ha  infringido  la  le;  últimamente  ciU^,  m  estiman- 
do bastante  aquella  declaración: 

Considerando  que  tampoco  se  lia  infringido  la  ley  24,  tít.  12  de  la  Par- 
tida 5/,  relativa  al  modo  de  constituir  el  mandato ,  porque  no  habiéndose 
«credilado,  ajuicio  del  Tribunal  sentenciador,  que  el  demandante  hubiese 
satisfecho  el  importe  de  la  c^rta-órden  por  encargo  ni  cuenta  de  Miralles» 
menos  podja  haberse  justificado  que,  en  el  hecho  concreto,  este  tuviera  el 
carácter  de  mandatario  de  la  casa  de  Burló: 

Considerando  que  por  la  misma  razón  se  invoca  inoportunamente  la 
1e^  d2y  tít.  42  de  la  Partida  5.*,  pues  no  se  desconoce  en  la  sentencia  el 
principio  de  que  «cuando alguno  paga  por  otro,  auoque  sea  sin  órdea  suya, 
'debe  ser  reembolsado  por  el  verdadero  deudor;»  sino  que  no  se  ha  estima- 
do bastante  probado  el  hecho  de  la  paga : 

Considerando  por  fin ,  que  es  igualmente  inoportuna  la.  invocación  de 

Uléf  1«^,  tic.  i.%  libro  iO  de  la  Novísima  Recopilación,  porque  no  so 

'  ha  desconocido  en  la  sentencia  el  valor  de  un  contrato  ú  obligación,  sino 

qae  no  se  ha  estimado  que  abstuviere  acreditada  la  existencia  de  una 

a  otrn; 

Pallamos  ^ue  debemos  declai^ar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  mterpuesto  por  D.  Pelegrin  B:)yarri,  á  quien  condenamos  en 
las  costas,  devolviéndose  los  autos  á  la  Audiencia  dé  Valencia  con  la  certi- 
ücacion  correspondiente. 

Aú  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gacela  é  inserta- 
Tá  en  la  Coíeceion  hgislativat  pasan do3e  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — Ramón  Lopoz  Vázquez.— Sebas- 
tian González  Nandin.^Antero  de  Ccharri.— Gabriel  Gemelo  de  Velasco. 
Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa.— Pedro  Gómez  de  Hermosa. — Ventura  de 
Colsa  y  Pando. 

Publicación. — Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
limo.  Sr.  D.  Antero  de  Echarri,  Ministro  de  la  Sala  primera  del  Supremo 
Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  ta  misma  Sala  en  el  dia 
de  hoy,  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  30  de  mayo  dé  1862.— -Juan  de  Dios  Rubio.— (Gaceto  de  i  i  de 
jonio  de  1862.) 


150. 


Apelaeion  p«r  deneyai^ria  de  reeuP4M»  de  ea- 

«{•■1(5  de  junio  de  1869.)* — Entrega  db  bumbs  DOTALBS.-^Se 
revoca  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  ta  sentencia  ape- 
lada de  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  la  Goruna,  denegatoria 
del  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Antonio  Sampayo  y  Don 
Ignacio  Pérez,  en  pleito  con  Joaquín  y  José  Pcreir^^  se  aaoiitedi- 
<Eo  recurso,  y  se  resuelve: 
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Que  há  lugar  al  recurso  de  easadon  contra  la  sentefieia  dietaiar 
en  las  diligencias  para  la  ejecución  de  otra^  cuando  dicha  senlen- 
da  resuelve  una  cuestión  distinta  de  la  resuelta  por  la  primera^, 
cuya  ejecución  se  ha,  pedido. 

En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  5  de  junio  de  1862,  en  los  autos  que- 
penden  ante  Nos  en  virtud  de  apelación  interpuesta  por  D.  Antonio  Saropa- 
yo  y  O.  Ignacio  Pérez,  como  herederos  iideicomisarios  de  Juana  A|proma- 
yor,  del  auto  de  la  Sala  segunda  de  la  Real  Audiencia  de  la  Coruoa,  que- 
ies  negó  la  admisión  del  recurso  de  casación: 

Resaltando  que  Juana  A^roniajor  presentó  demanda  en  iO  de  febrero* 
de  1857  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Orense,  por  la  que,  hacien- 
do uso  de  la  acción  real,  pidió  se  la  reintegrase  del  capital  aportado  á  sir 
matrimonio  con  José  Pereira  en  los  bienes  dejados  por  este  á  su  falleci- 
miento, entre  ellos  la  casa  núm.  45  de  la  calle  de  Pizarro,  reedlGcada  con 
dinero  de  la  esponente  llevado  al  consorcio: 

Resultando  que  habiendo  seguido  el  pleito  con  Joaquín  y  Joaquina  Pe* 
réira,  hijos  del  secundo  matrimonio  del  José,  y  con  Baltasar  Fernandez  y 
otros,  á  quienes  estos  vendieron  dicha  casa,  pronunció  sentencia  la  Au- 
diencia de  la  Goruña  en  i  9  de  noviembre  de  1859,  por  la  cual,  revocando 
la  del  inferior,  declaró  haber  lugar  al  reintegro  del  capital  reclamado  por 
Juana  Agromayor.  absolvió  de  la  demanda  de  esta  á  Baltasar  Fernandez  y 
consortes,  y  mandó  se  {procediese  por  peritos  á  liquidar  los  capitales  de  José- 
Pereira  y  Juana  Agromayor,  y  á  tasar  y  dividir  por  mitad  las  mejoras  he- 
chas durante  el  matrimonio  de  los  mismos  en  la  casa  calle  de  Pizarro: 

Resultando  que  deviíf  Itos  los  autos  al  inferior  v  practicada  por  los  peri- 
tos la  operación,  de  la  cual  resultó  que  el  capital  de  Juana  Agromayor  en 
de  25,632  rs.  58  cents.,  adjudicándola  en  parte  de  40,929  rs.  en  la  casa 
calle  de  Pizarro  por  no  haber  gananciales  en  su  matrimonio  con  Pereira^ 
solicitaron  los  compradores  de  dicha  casa  la  nulidad  de  la  operación  peri- 
cial en  cuanto  afectaba  á  la  misma  casa,  y  que  se  declarase  libre  de  todi 
responsabilidad: 

Resultando  que  por  auto  de  23  de  mayo  de  1860  el  Juez  declaró,  por  los 
motivos  que  espuso,  .improcedente  é  ineficaz  la  aplicación  de  parle  de  la 
mencionada  casa  en  pago  de  10,929  rs.  para  el  completo  reintegro  del  capí- 
tai  aportado  por  Juana  Agromayor  á  su  matrimonio  con  José  Pereira,  y 
mandó  á  los  hijos  de  este  que  pagasen  á  D.  Antonio  Sampayo,  representan- 
te de  la  misma,  aquella  suma  en  que  aparecía  en  descubierto  dicho  ca- 
pital: 

Resultando  que  confirmado  ese  auto  por  la  Sala  segundi^  de  la  Audien- 
cia de  la  Goruña,  interpusieron  recurso  de  casación  D.  Antonio  Sampayo  y 
D.  Ignacio  Pérez,  herederos  fideicomisarios  de  Juana  Agromayor,  y  que  por 
no  haberles  sido  admitido  apelaron  de  esa  negativa  para  ante  este  Suprema 
Tribunal: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Pablo  Jiménez  de  Palacio: 

GonsideraBdo  que  s!  bien  la  providencia  de  8  de  enero  áltimo,  contra- 
ía cual  86  interpuso  recurso  de  casación  por  los  herederos  fideicomisarí4i» 
de  Juana  Agromayor,  se  dictó  con  ocasión  de  las  diligencias  formadas  para 
la  ejecución  de  la  sentencia  de  19  de  noviembre  de  1859,  la  cuestión  por 
ella  decidida  es  nueva  y  absolutamente  distinta  de  la  que  se  resul vio  por  di- 
cha sentencia; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  la  providencia  apelada;  eo 
su  consecuencia  admithnos  el  espresado  recurso  de  casación,  y  mandamos 
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don  de  pagar  la  caotidad  de  4,000  rs.  si  faesen  condenados  á  su  pérdida  y 
Tíoiesen  i  mejor  fortona,  ae  proceda  ¿  la  austaociacien  dei  mismo  coa  ar- 
reglo á  derecho. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  qne  «e  publicará  en  la  Gaetía  en  el  tér- 
mino de  cinco  días  y  se  insertará  en  la  Coleoeion  legislatioa,  pasándose  al 
efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— 
Bamon  López  Vázquez. — Antero  de  Bcharri.— Gabriel  Ciruelo  de  Velasco. 
— P^dro  Gómez  de  Hermosa.-— Pablo  Jiménez  de  Palacio. — Laureano  Rojo 
de  Noreagaray.— Ventura  de  Colsa  y  Pando. 

Publicación. — Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Ilus- 
trisimo  Sr.  D.  Pablo  Jiménez  de  Palacio,  Ministro  del  Tribunal  Supremo 
da  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pábiica  en  su  Sala  primera  el 
día  de  la  fecha,  de  que  certifico  como  Secretario  de  S.  M.  y  su  Bscrlbano 
de  Cámara.  * 

Madrid  5  de  junio  de  4862.— «Dionisio  Antonio  de  Puga.-— (Gdcafa  de  S 
de  junio  de  1862.). 
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Reeaapso  de  esasActoia  (5  de  junio  de  1862.).— Derecho 
Bi  BASTOS.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo 
na  haber  lagar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Rufino 
Landa  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  la 
Audiencia  de  Pamplona,  en  pleito  con  D.  Ignacio  Echeyarria,  y  se 
resuelve: 

Que  al  interponer  un  recurso  de  casación  es  necesario  fijar  de 
m  modo  concreto  cuál  es  la  ley  ó  doctrina  de  jurisprudencia  ad- 
mUida  por  los  Tribunales,  que  se  ha  infringido^  sin  que  sirva  citar 
varias  leyes  genéricamente  y  de  un  modo  vago  y  general. 

En  la  Yilla  y  corte  de  Madrid,  á  5  de  junio  de  1862,  en  los  autos  pen- 
dieoies  ante  Nos  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado  de  prime* 
n  iustancia  de  Pamplona  y  en  la  Sala  primera  de  la  Real  Audiencia  de  la 
iRtsQoa  ciudad  por  D.  Rufino  Landa,  hoy  su  viuda  y  heredera  usufructuaria 
Doña  Joaquina  AUarez,  con  D.  Ignacio  Echevarría,  sobre  derecho  de  pastos; 

Resultando  que  la  Junta  municipal  de  Beneficencia  de  Pamplona  vendió 
por  escritura  de  21  de  setiembre  de  1849  á  D.  Rufino  Landa  el  logar  y  lér- 
mino  redondo  de  Barbatain,  compuesto  de  tres  casas  y  diferentes  tierras  y 
prados,  las  yerbas,  agua  y  derecho  de  facería  y  demás  correspondiente  á 
dicho  término  y  lugar: 

Resultando  que  D.  Rufino  Landa  acudió  en  26  de  octubre  de  1858  á  la 
Diputación  provincial  de  Navarra  para  que  se  suspendiera  el  remate  de  80 
füíadas  de  soto  anunciado  por  el  lugar  de  Gsquiróz,  y  que  caso  de  vender- 
le se  hiciera  la  salvedad  de  ios  derechos  que  en  ellas  tenia  como  dueño  que 
era  del  lugar  desolado  de  Barbatain ;  á  lo  que  se  acordó  que  en  el  pliego  de 
condiciones  para  dicha  venta  se  espresase,  con\p  en  efecto  se  espresó,  que  • 
se  verificaba  respetando  los  derechos  del  suplicante^  habiéndose  rematado  á 
f«vor  de  O.  Ignacio  Echevarría: 

Resultando  que  en  13  de  marzo  de  1860  entabló  demanda  O.  Rufino 
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Luida,  en  la  que,  esponieado  qae  el  lugar  desolada  d#  6«rbtjtaiii^  de  w» 
era  prupieUrio,  habla  estado  desde  tiempo  iamemoríal  eu  la  posesioQ  y  ae-« 
recho  de  herbajar  las  yerbas  del  soto  fresoal  del  lugar  de  Esquieos  om  i% 
bueyes  y  con  el  ganado  lanar  que  á  cada  vecino  de  aquel  correspofiAtiert: 
derecho  que  estaba  además  consignado  espresameato  et  la  esorílora  de 
compra  y  había  sido  reconocido  por  la  Diputación  provincial^  eonsUiuyeado 
una  de  lais  condiciones  con  que  se  habían  subastado  las  80  robaáM  de  soto 
en  favor  de  Echevarría,  y  que  este  sin  embargo  le  liabia  privado  de  él  tO'^ 
turando  aquellas,  solicito  se  le  condenase  á  que  le.  dejase  ennar  la»  dicha» 
80  ro6ad(M: 

Resultando  que  Echevarría  impugnó  la  demanda  alegando  que  el  dere- 
cho de  pastos  por  el  dueño  de  Birbatain  estaba  limitado  á  las  épocas  en 
que  el  ganado  de  Esquiroz  entraba  en  el  soto  fresnal,  por  lo  caal  no  podía 
consUtuír  limitación  déla  propiedad  que  correspondía  al  pueblo:  que  com- 
pradas* las  80  robadas  con  el  propósito  de  roturarlas,  y  no  habiéndosele 
puesto  condición  en  contrario,  i^o  podía  obligkíele  á  diarias  otra  vez 
yermas;  y  que  en  todo  caso  el  demandante  podría  prosegair  diafrutanáo 
del  pasto  de  las  120  robadafí  que  quedaban  en  el  soto  fresnal,  ó  entender- 
se con  el  pueblo  respecto  á  la  manera  de  mantener  su  goce  con  los  12  bue- 
yes y  ganado  lanar : 

Resultando  que  conformes  las  partes  en  que  se  fallase  el  pleito  sin  reci- 
birle á  prueba,  aictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instancia  que  revocó  ta 
Sala  primera  de  la  Andiencia  de  Pamplona  en  6  de  diciembre  de  1860,  ab- 
solviendo á  D.  Ignacio  Echevarría  de  la  demanda,  y  reservando  al  demaD<» 
dante  cualesquiera  derechos  de  que  se  creyera  asistido  para  que  pudiera 
hacer  uso  de  ellos  contra  quien  y  en  la  forma  que  viere  convenirle: 
.  Resultando  que  D»  Rulino  Landa  interpuso  recurso  de  casación  alegau- 
do.que  la  sentencia  establecía  una  jurisprudencia  contra  la  doctrina  adaú« 
tida  por  la  de  los  Tribunales,  que  se  habían  iofriogído  las  leyes  del  negocio, 
las  leyes  sobre  pastos,  obligaciones,  contratos  y  escrituras,  y  como  una  de 
ella»  la  primera,  tít.  i.**,  lib.  10  de  la  Novísima  Recopilación; 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Míoistro  D.  Laureano  Rojo  de  Norzagaray: 

Considerando  que  no  han  sid^  infringidas  por  la  sentencia  ni  la  ley  del 
contrato  ni  laj.",  til.  1.",  lib.  10  de  la  NoTísiraa  Recopilación  invocadas  en 
el  recurso,  porque  el  derecho  que  tenia  el  demandante  de  apacentar  cierto 
número  de  cabezas  de  ganado  en  las  épocas  qqe  el  pueblo  de  EsquiróZilo  ba- 
cía con  el  suyo  no  estaba  limitado  ni  circunscrito  á  determinada  parle  del 
terreno  de  que  se  trata,  y  porque  además  no  se  ha  probado  oí  iulentado 
probar  que  con  la  venta  hecha  al  demandado  de  las  80  robadas  de  tierra  ei 
el  soto  del  común,  el  terreno  restante  no  vendido  fuese  ínsuücienle  para  di- 
cho pasto: 

Y  cmsiderando  que  no  puede  tomarse  ea  cuenta  la  infracción  de  doc- 
trina admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales,  ni  la  de  las  leyes 
sobre  pastos,  obligaciones,  contratos  y  escrituras  que  genérícamenle  se  in^ 
Tocan,  porque  no  se  fija  ni  determina  de  un  modo  concreto,  como  es  debi- 
do, ^uál  es  la  ley  ó  la  disposición  legal  quebrantada; 

Pulíamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Rufino  Lsnda,  en  cuyos  derechos  se  ha  su- 
brocado  su  viuda  y  heredera  usufructuaria  Doña  Joaquina  Alvarez,  i  qnien 
condenamos  en  las  costas,  devolviéndose  los  autos  con  la  certificación  cor* 
respondiente  i  la  Audiencia'de  donde  proceden. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gao^»  é  inssf- 
tará  en  la  CoUeeion  legUkOiva,  pasándose  al  efecto  las  oopias  necesarias» 
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10fpro&uBCi«a<ie»  maiidaiii09  76rma.RH».-^amon  iopdz  Vazgaes.-— Sebas- 
tian Gon^lez  Naadio^r-AAiaro  de  Bcliarrí.-r-Gabriel  Ceruelp  de  Velasco.-^  , 
Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa.— Pedro  Gómez  de  Hermosa.— Laureano  Rojo  ; 
de.  Noraagaitay. 

PnblicaeíoQ.-^Leiída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por. el 
ilutrUimo  Sr.  D.  Laureano  Rojo  de  Norzagaray,  Mioistro  de  la  Sala  pri- 
mera del  Supremo  Tribooal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la 
miiam  Saleen  el  día  de  bey,  de  que  yo  el  Esoribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  5  de  junio  de  1862.— Juan  de  Dios  ROibío.— (Gac^ki  de  12  de 
junio  de  1862.) 


16». 


RccamMi  de  ea«aeioaa  (7  de  junio  de  i862.).— Pago  dk 
x*iiAVBDÍ8.r--S&  dociara  por  la  Sala  secunda  del  Tribunal  Supremo 
no  haber  lugar  ál  recurso  de  casación  interpuesto  ^or  los  aloaceas 
de  D.  Amador  Celdran  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala 
segunda  de  la  Audiencia  de  Albacete,  en  pleito  con  Doña  Dolores 
Espcjo>  y  se  resuelve: 

Que  fio  puede  deárse  que  falta  personalidad  d  un  albacea  para 
presentarse  enjuiciad  defender  los  derechos  de  una  testamentaría 
yacente^  cuando  por  esta  están  autori%ado$  para  representarla. 

En  la  Tilla  y  corle  de  Madrid,  á  7  de  junio  de  1862,  en  los  autos  ejecu* 
tivos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Cartagena  y  en  la  Sala 
segunda  de  la  Audiencia  de  Albacete  por  Doña  Dolores  Espejo  con  los  tes-r 
tamentarios  de  D.  Amador  Celdran  sobre  pago  de  maravedís^  pendientes 
ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  qoa  interpusieron  los  testamen- 
tarios contra  la  Real  sentencia  dictada  eo  20  de  junio  último: 

Resultando  que  en  19  de  abril  de  1860  Dona  Dolores  Espejo,  viuda  y 
heredera  de  D.  Ramón  A^lgar,  entabló  demanda  ejecutiva  para  el  cobro  de 
40,080  rs.  quo  su  esposo  liabia  prestado  i  D.  Amador  Celdran,  pidiendo 
que  las  diligencias  se  entendieran  con  su  viuda  y  albaceas: 

Resultando  que  estimado  así,  y  espedido  el  correspondiente  mandamien* 
to,  se  requirió  al  pago  y  citó  de  remate  á  la  viuda  y  á  Ginés  Celdran  y 
Francisco  Conesa,  como  testamentarios:  que  aquella  no  compareció,  y  es- 
tos se  opusieron  á  la  ejecución,  en  cuya  virtud  se  les  entregaron  los  autos 
para  que  alegasen  sus  escepciooes  en  el  término  de  cuatro  di^s;  y  que  ha- 
biendo presentado  fuera  de  dicho  término  el  escrito  en  que  alegaban  las  de 
«spera  y  pacto  de  no  pedir,  se  declaró  no  haber  lugar  á  su  admisión: 

Resultando  que  admitida  la  apelación  que  los  testamentarios  interpusie- 
TOO  de  esta  providencia,  fué  oonGrmada  por  el  Tribunal  superior;  y  de- 
vueltos ios  autos  al  Juzgado  para  la  ejecución,  se  dictó  en  20  de  octubre 
eeatencia  de  remate,  que  fué  notificada  en  el  22: 

Resultando  que  en  el  mismo  dia  20,  después  de  las  horas  de  audiencia, 
presentaron  escrito  los  albaceas  espeniendo  que  no  habían  sido  citados  al 
juicio  los  tres  hijos  menores  del  D.  Amador  Celdran,  que  eran  los  interesa- 
dos en  su  herencia,  y  pidiendo  que  se  subsanara  esta  falta  que  causaba  la 
nulidad  del  juicio;  y  notificada  la  sentencia  de  remate,  apelaron  de  ella» 
protestando  nuevamente  la  nulidad  por  no  haber  üitervenido  los  menores:  . 
TOMO  vu.  48 
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Resaltando  qae  admilidt  It  apeladoo,  se  sostanció  la  iostaoefa,  y  en  20^ 
de  junio  áttimo  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  eonGmi4  con  costas.'la  sen- 
tencia apelada. 

Resudando  que  contra  este  fallo  Interpusieron  los  testamentarios  reeur^ 
80  de  casación»  fundado  en  la  causa  segunda  del  art  4013  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  esponlendo  que  ni  la  viuda  ni  los  albaceas  tenian  perso- 
nalidad para  ser  demandados  en  representación  de  D.  Amador  Geldran,  si- 
no los  herederos  de  este,  que  eran  sus  hijos,  cuyo  recurso  declaró  admltiáo^ 
esta  Sala,  revocando  el  auto  denegatorio  de  ía  Audiencia,  y  se  ha  aostaneia* 
do  en  su  virtud,  previa  la  correspondiente  caución: 

Y  resultando  que  según  el  testimonio  de  parte  del  testamento  de  Don 
Amador,  traído  al  pleito,  por  auto  dictado  para  mejor  proveer,  nombró  al- 
baceas á  su  padre  D.  Ginés  Celdran  y  á  D.  Francisco  Conesa,  ¿  los  dos  jun- 
tos y  á  cada  uno  de  por  si  in  ao/úíum,  para  que  Terificade  su  fallecimiento 

3  con  inhibición  de  justicias,  cumplieran  con  cuanto  dejaba  dispuesto  en 
iclio  testamento,  y  los  eligió  además  jueces  eompromisanos  para  que  pro- 
cedieran al  inventario  y  partición  de  sus  bienes,  formando  á  cada  interesa- 
do  su  hijuela: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Félix  Herrera  de  la  Riva: 
Considerando  que  en  el  juicio  ejecutivo  de  que  se  trata,  entablado  y  se- 
guido contra  los  bienes  de  la  testamentarla  de  D.  Amador  Celdran,  fueron 
citados  desde  el  principio  su  viuda  v  albaceas;  y  que  con  intervención  y 
formal  oposición  ae  estos,  por  no  haber  aquella  comparecido,  se  han  prac- 
ticado todas  tas  actuaciones  sin  reclamación  alguna  de  nulidad  hasta  des- 
pués de  dictada  sentencia  de  remate: 

Considerando  que  los  albaceas,  á  6n  de  poder  realizar  su  principal  en- 
cargo, que  consta  de  la  cláusula  últimamente  testimoniada,  lian  estado  au- 
torizados para  representar,  como  han  representado,  la  testamentaria  yacen- 
te y  defender  sus  derechos  en  este  juicio,  siendo  por  lo  tanto  conocida  su 
personalidad; 

Y  considerando  que  no  existe  falta  de  tal  personalidad,  y  que  la  causa 
segunda  del  art.  i013  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  que  se  alega  como 
fundamento  del  recurso,  no  tiene  aplicación  al  caso  presente; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  ínter* 
puesto  por  los  albaceas  de  D.  Amador  Celdran,  á  quienes  condenamos  en 
los  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  porque  tienen  prestada  caución,  y 
que  pagarán  cuando  mejoren  de  fortuna,  distribuyéndose  entonces  con  ar- 
reglo á  la  ley. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Go» 
tierno  é  insertará  en  la  Coíeeeion  legislaUva^  para  lo  cual  se  pasen  la» 
oportunas  copla;  certiOcadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  Brmamos.— 
Joan  Martin  Carramolino.— Ramón  María  de  Arrióla. — Félix  Herrera  de  1» 
Riva. — Juan  María  Biec.— Felipe  de  Urbina.— Eduardo  Ello.— Domingo 
Moreno. 

Publicación. — Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Ilustri- 
snno  Sr.  D.  Félix  Herrera  de  la  Riva,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  dé 
Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  segunda  el  día 
de  hoy,  de  que  certiQco  como  Escribano  ae  Cámara. 

Madrid  7  de  junto  de  1862.— Gregorio  Camilo  García.— (Goceto  de  13 
de  junio  de  i862.) 
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Reenrsode  easaelon  {1  de  junio  de  i862.). — Propibdadt 
DE  ciKRTo  TtRHENó.— áe  declara  por  la  Sala  se^nda  del  Tribunal 
Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  i%  casación  interpuesto  por  Jai- 
me Recasens  contra  la  sentencia  de  la  Sala  tercera  ae  la  Audiencia 
de  Barcelona,  en  pleito  con  María  Teresa  Vidal,  y  se  resuelve: 

4.^  Que  para  que  proeja  el  recurso  de  casaeton  por.  la  cau* 
Sñ6.^  delart.  4(H3  de  la  ley  de  Efijaidamiento  dvil,  es  indispen- 
sable que  se  haya  denegado  al  litigante  alguna  düigencia  de  prue- 
ba admisible  según  las  leyes f. siendo  la  falta  de  tal  naturaleza  qut 
haya  podido  producir  indefensión; 

Y  Ú.""  que  es  ffotestativo  en  los  Jueces  y  Tribunales  decretar  Ó 
«o  auU>s  para  mejor  proveer. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  7  de  junio  de  1862,  en  los  autos  oue 
en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  do  San  Beltrán  de  la  ciudad 
de  Barcelona  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  su  territorio  ha  segui- 
do Jáfme  Recasens  con  María  Teresa  Vidal^  y  por  fnuerte  de  esta  con  sus 
herederos  Rosa  Vidal  é  Isidro  Gamps,  sobre  propiedad  de  cierta  porción  de 
terreno;  pendientes  ante  Nos  en  virtud  del  recurro  de  casación  interpuesto 
por  Recasens  contraía  sentencia  que  en  19  de  setiembre  último  pronuncia 
la  referida  Sala: 

Resultando  que  en  4  de  noviemtre  de  1857  el  mencionado  Jaime  Reca- 
sens entabló  demanda  ordinaria  para  que  se  declarase  que  el  terreno  que- 
habia  desde  so  casa  á  la  calle  de  San  Pedro  de  la  villa  de  Badalona  le  per- 
tenecía en  plena  propiedad  por  las  razones  que  espuso,  y  en  su  virtud  s» 
condenara  ¿  María  Teresa  Vidal  .á  que  se  le  restituyera  y  le  dejase  libre  y 
espedito,  demoliendo  la  parte  de  edificio  nuevo  que  había  construido  en  et 
mismo,  con  indemnización  de  danos  y  perjuicios  y  pago  de  las  costas: 

Resnilandn  que  conferido  traslado  á  la  demandada,  que  impugnó  la  so- 
licitud del  actor;  y  seguido  el  juicio  por  todos  sus  trámites,  incluso  el  do 
prueba,  pidió  Recasens  por  medio  de  otrosí,  al  alegar  de  bien  probado,  que 
si  el  Juzgado  lo  estimaba  conveniente  acordase  por  auto  para  mejor  proveer 
la  inspección  ocular  del  terreno  en  cuestión  á  fin  de  conocer  exactamente 
ia  situación  del  mismo;  cuya  diligencia  mandó  el  Juez  y  tuvo  efecto,  dic* 
lándose  después  sentencia  favorable  á  las  intenciones  del  actor: 

Resultando  que  interpuesta  apelación  por  la  demandada,  y  remitidos  lo» 
autos  á  la  Audiencia,  solicitó  también  allí  Jaime  Recasens  que,  si  la  Sala- 
creía  necesaria  la  inspección  de  la  cosa  litigiosa,  la  acordase  igualmente  en 
uso  de  la  facultad  concedida  en  el  art.  48  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
Yil,  mandando  que  uno  de  sus  Ministros  se  constituyese  en  el  lugar  de  la 
cuestión  para  practicarla  en  el  modo  y  forma  debidos: 

Resultando  gue  la  Sala  pronunció  sentencia  en  19  de  setiembi^e  del  año 
último  revocanao  la  apelada  y  absolviendo  á  María  Teresa  Vidal,  y  en  su 
nooolire  á  sus  herederos,  de  la  demanda  de  Recasens: 

Y  resultando  que  este  interpuso  en  tiempo  recurso  de  casación  fondado 
60  que  la  indicada  sentencia  infringe  las  leyes  y  doctrinas  que  citó,  y  eii  no  . 
haberse  acordado  la  vista  ocular  ó  reconocimiento  del  terreno  que  solicitó 
sé  hiciese  para  mejor  proveer,  y  cuya  omisión  dijo  que  está  comprendida 
en  la  causa  sesta  del  art.  1013  de  la  citada  ley  de  Enjuiciamiento;  y  fué  ad« 
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foitido  el  recurso,  habiendo  prestado  el  Jaime  caacioQ  eo  cantidad  de  2,000 
reales: 

Vistos,  sieodo  Ponente  el  Ministro  de  este  Supremo  Tribunal  D.  Cduar* 
-do  Elío: 

Considerando  que  para  que  prooeda  el  recurso  de  casación  por  la  cajusa 
eesta  del  art.  4013  de  la  ley  de  Eojuicíamiento  civil  es  indispensable  que  se 
haya  denegado  al  litigante  alguna  diligencia  de  prueb/i  admisible  aegun  las 
leyes,  siendo  la  falta  de  tal  naturaleza  que  haya  podido  produoir  indefen- 
sión: 

Goqaiderando  cp»  aunque  Jaime  Reoasena  pidi6  en  la  segmidt  ínstaoma 
que  si  se  creía  necesario  se  mandara  praetioar  el  reeonocíiDiento  judicial 
4Íel  terreno  litigioso  por  auto  para  mejor  proveer,  no  por  eso-paede  concep- 
tuarse que  en  no  haberlo  acordado  ia  Sala  hubo  denegación  de  pruelNL» 
porque  conforme  al  art.  48  de  dicha  ley  es  potestativo  en  los  Jueces  y  Tri- 
bunales decretar  ó  no  autos  para  mejor  proveer: 

Considerando,  además,  que  si  recibido  el  pleito  i  prueba  y  presentada 
la  petición  del  reconocimiento  judicial  dentro  del  término  probatorio  la  Sa* 
la  lo  hubiese  repelido^  tampoco  mediante  la  repulsión  procedería  el  recurso 
de  casación  interpuesto  por  parte  de  Reeasens,  porque  habiéndose  reouno- 
oído  judicialmente  aquel  terreno  y  unido  i  a  acta  al  proceso  en  la  primera 
instancia,  ya  no  era  con  el  carácter  de  prueba  admisible  esa  diligencia  en 
la  segunda,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  869  de  la  misma  ley; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
^e  casaci'n  interpuesto  por  Jaime  Reeasens  en  cuanto  se  funda  en  la  causa 
sesta  del  art.  1013,  condenándole  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  los  2||000 
reales  de  que  tiene  prestada  caución,  y  que  abonará  cuando  mejore  de  for- 
tuna, distribuyéndose  entonces  en  la  forma  prevenida  por  la  ley;  y  mandad- 
mus  que  respecto  del  recurso  en  el  fondo  pasen  los  autos  á  la  Sala  pri- 
mera. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Go- 
tierno  ó  insertará  en  la  Colección  legúlativaf  para  lo  cual  se  pasen  ias 
oportunas  copias  certiGcadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.-— 
Juan  Martin  Garramolino.— Ramón  María  de  Arrióla.— Félix  Herrera  de  la 
Riva.— Juan  Marta  Biec— Felipe  de  Urbina.— Eduardo  Ello.— Domingo  Mo- 
reno. 

Publicación. — ^Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  IIus- 
trisimo  Sr.  D.  Eduardo  Elío,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia, 
«stándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  segunda  el  dia  de  hoy, 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  7  de  junio  de  1862.— Gregorio  Camilo  Garda.— (Gocci;^  de  i4 
de  junio  de  1862.) 


Reeara#  de  easaeion  (il  de  junio  de  1803.).-. TtncDilA 
oK  DOMINIO.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Snpreno 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Jaime 
Llonch  V  Compaña  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  se- 

Bmda  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  coa'D.  Fr^císco 
oocb  y  Busqaets  y  otro,  y  se  resuelve: 
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1.^  Ofte  Étgm  lo  eaübtetído  en  la  ¿mstitutím  1.* ,  tü.9,  li- 
bro 8.*  de  la»  ae  Cataluña,  las  donaciones  universales  que  tío  sean 
insinuadas  diez  dios  antes  de  contraída  la  deuda  no  tienen  valor  en 
perjuicio  de  los  acreedores  cuyos  créditos  consten  en  escrituras  ó 
váles^  y  con  igual  ó  mayor  razón  los  procedentes  de  la  cosa  juz- 
gada: 

2^  Que  el  registro  de  wta  donación  hecho  oportunamente  en 
el  oficio  de  hipoleeas  no  exime  del  requisito  esencial  de  la  insitma* 
don,  porque  aquel  se  hace  sin  autorización  del  Juez,  y  este  la  pre- 
supone con  toda  solemnidad: 

o.^  Que  correspondiendo  á  la  Sala  sentenciadora  apreciar  el 
íMÚar  de  la  prueba  testifical,  hay  que  atenerse  á  ella,  mientras  no  se 
alegue  contra  ella  alguna  infracción  legal; 

Y  4.''  que  en  las  coníroversias  que  pueden  decidirse  por  las 
Comíüuciones  especiales  de  Cataluña,  no  pueden  considerarse  eo^ 
me  infringidas  las  leyes  del  derecho  romano  y  las  de  Partida,  pues 
esias,  en  semejante  caso,  solo  tienen  el  carácter  de  supletonas;  na 
pudiendo  por  tanto  ser  admitidas  como  fundamentos  de  casación 
sifw  á  falta  de  aquellas, 

Eñ  ia  tiUá  y  corte  de  Madrid,  á  1 1  de  janio  de  1862,  en  los  autos  pen* 

-  dientes  ante  Nos  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  e)  Juzgado  de  prí« 

mera  instancia  de  Tarrasa  y  en  la  Sata  segunda  de  la  Real  Audiencia  do 

Barcelona  por  laihie  Lloncli  y  Compaña  con  D.  Francisco  Llonch  y  Bus» 

qoets  y  Francisco  Llonch  y  M ólinsr  sobre  tercería  de  dominio: 

Resultando  que  entablado  por  Francisco  Lfoncli  j  Molíns  en  14  de 
agosto  de  i853  un  interdicto  de  despojo  contra  D.  Francisco  Llonch  y  Bus- 
quets  sobre  el  aproTechamiento  de  ciertas  aguas  y  otros  derechos  anejos,  y 
condenado  á  la  reposición  de  las  cosas  al  ser  y  estado  que  antes  tenían,  al 
pago  de  las  costas  y  al  de  400  rs.  por  indemnización  de  perjuicios,  entablí^ 
á  su  Tez  el  segundo  en  i  I  de  marzo  de  4856  demanda  ordinaria  sobre  lo 
mismo  que  había  sido  objeto  del  ioterdicto,  reclamando  al  mismo  tiempo 
la  indemnización  de  daños  y  perjuicios,  y  de  las  costas  satisfechas  por  ra- 
zón de  aquel,  y  que  en  21  de  diciembre  de  4857  dictó  el  Juez  de  primera 
instancia  de  Tarrasa  sentencia  que  cau>ó  ejecutoria,  estimando  las  pretett- 
siones  de  la  demanda  y  condenando  en  costas  al  demandado  D.  Francisco 
Llonch  y  Molíns: 

Resultando  que  embargados  á  este  rarios  bienes  para-  el  pago  de  Us 
costas,  su  hijo  Jaime  Llonch  y  Compaña  entabló  en  44  de  mayo  de  4858 
demanda  de  tercena  de  dominio,  fundado  en  una  ej:critura  otorgada  en  7  de 
nofiembre  de  4856,  por  la  que  el  padre,  deseando  recompensar  los  parti- 
culares favores  que  habla  recibido  del  hijo,  le  hizo  donación  de  todos  sus 
bienes,  obligándose  este  á  mantener  y  Testir  al  donante,  y  á  entregar  á  su 
hermana  450  libras  en  dote,  reservátidose  además  aquel  50  libras  para  dis- 
poner entre  vivos  ó  en  última  voluntad,  escritura  que  fué  registrada  en  hi- 
potecas en  5  de  diciembre  del  mismo  año  de  4856  y  en  el  libro  de  insinua- 
ción de  donaciones  del  Juzgado  en  14  de  febrero  de  4858: 

Resultando  que  D.  Francisco  Llonch  y  Bnsqdcts  soücild  que  se  le  ab  - 
solviese  de  la  demanda,  impugnando  la  donación  como  inoficiosa,  simulada 
y  fraudulenta  para  perjudicar  obligaciones  ya  contraídas^  lo  cual  contradijo 
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-fil  donatario  Frftiic¡9CO,Lloiich  y  ilollns,  porqae  el  crédito  4el  ejooolMite 

00  existia  cuando  aquella  se  babia  otorgado: 

Resultando  que  practicada  prueba  por  las  partes,  dictó  sentencia  el 
3uez  de  primera  instancia  de  Tarrasa,  que  revocó  la  Sala  segunda  de  ia 
Audiencia  de  Barceloda  desestimando  \^  tercería: 

Resultando  que  Jaime  Llonch  y  Compaña  Interpuso  recurso  de  casa* 
clon  citando  como  infringidas  las  leyes  párrafo  segundo  de  las  InstiUidones 
úe  Jusliaiano,  tftuid  de  donatíonibus;  el  párrafo  cuarto  de  las  mismas»  ti* 
"lulo  de  rerum  divisione;  27*  dig.  de  4onationibut;  15  y  i7  Codids  de  do- 
4Uitionibu$;  6.*,  tit.  4.%  Partida  6.*;  la  doctrina  legal,  según  la  que  los  ac- 
tos pút>lico8  y  solemnes  no  pueden  desatenderse  so  pretesto  de  que  son 
hechos  en  fraude  de  acreedores  si  el  fraude  no  se  prueba,  siendo  lo  contra- 
rio una  infracción  notoria  del  principio  de  justicia  sancionado  en  toda  le- 
gislación sanetimonia  pa^(»rum  sunt  $ervanda;\ñ  jurí«iprudeneia  sancio- 
nada por  la  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de  21  de  noviembre  de 
i846,  según  la  que  es  válida  sin  insinuación  la  donación  de  iodos  los  bie- 
nes cuando  se  impone  al  donatario  la  obligación  de  nuuteoer  al  doQaote,  y 

'do  la  danacM  es^  lemuuei atería ;  manifestando  por  último,  que  no  era  apli- 
•cMe  af  caso  la  ley  13,  tít.  7/,  Partida  3.*  citada  en  la  sentencia: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Pedro  Gómez  de  Hermosa: 

Considerando  que  la  donación,  objeto  de  este  litigio,  como  universal  y 
DO  insinuada  basta  después  de  haber  trascurrido  maá"  de  un  año  desde  la 
^ecutoria  de  la  condenación  de  costas,  no  tiene  eficacia  contra  el  acreedor 
de  ella»,  porque  según  lo  establecido  en  ia  constitución  primera,  tit.  9.% 
Jibro  8.^  de  las  vigentes  en  Cataluua,  las  donaciones  universales  que  no 
sean  insinuadas  10  días  antes  de  contraida  la  deuda  no  tienen  valor  en  per- 
juicio de  los  acreedores  cuyos  créditos  consten  en  escrituras  ó  vales,  y  con 
jgual  ó  mayor  razón  ios  procedentes  de  la  cosa  juzgada: 

Considerando  que  el  registro  de  la  donación  hecha  oportunamente  en  el 
oficib  de  hipotecas  no  exime  del  requisito  esencial  de  la  insinuación  espre- 
•sámente  ordenada,  porque  aquel  se  hace  sin  autorización  alguna  del  Juez, 
j  esta  la  presupone  con  toda  solemnidad: 

Considerando  además,  que  habiendo  versado  también  la  cuestión  acerca 
del  hecho  de  si  ha  sido  ó  no  simulada  ladouacion  para  eludir  el  pago  de  las 
costas,  se  suministró  por  ambas  parles  prueba  de  testigos,  la  cual  ha  sido 
apreciada  por  la  Sala  sentenciadora,  sin  que  contra  la  apreciación  hecha  se 
¿aya  citado  ley  infringida: 

Considerando,  por  último,  que  han  sido  invocadas  inoportunamente  en 
«1  recurso  las  leyes  del  derecho  romano  y  de  las  Partidas,  porque  habién- 
dola en  las  constituciones  municipales  que  decide  la  controversia,  no  han 
f)odido  ser  infringidas  aquellas  por  no  tener  otro  carácter  que  el  de  suple- 
torias, y  que  por  lo  mismo  tampoco  tienen  aplicación  en  este  caso  el  prin- 
cipio legal  y  la  doctrina  de  la  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de  21  de 
noviembre  de  Í846  también  alegados; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  Jaime  Llonch  y  Compaña,  á  quien  condenamos 
en  las  costas,  y  devuélvanse  los  autoi  á  la  Audiencia  de  Barcelona  de  donde 
preceden  con  la  certificación  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  ioser-* 
tara  en  la  Colección  UgislaUvaf  pasándose  al  efecto  las  coplas  aecesarias, 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— Ramón  López  Vázquez.— Aate* 
jro  de  Echarri.— Gabriel  Ceruelo  de  Velasco.— Joaquín  de  Palma  y  Viouest. 
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—Pedro  Gómez  de  Herniosa. --Pablo  Jiménez  de  Palacio.— Laureano  Rogo 
de  Nonagaray. 

PoblicaoioD.— Leída  y  publicada  fué  la  precedente  aenteocia  por  el 
•ilroo.  Sr.  üp  Pedro  Gómez  de  Hermosa,  Ministro  de  I&  Sala  primera  del 
Supremo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  páblica  la  misma  Sala 
^n  el  día  de  boy,  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  certifica. 

Madrid  i  I  de  junio  de  i862.— Juan  de  Dios  R\xbio.^{GaGeta  de  15  de 
junio  de  1862.) 


155. 


Recarsode  casación  (12  de  junio  de  1862.).— Nulidad 
-DK  UNA  PARTICIÓN  DB  BIENES. — Se  dccIara  por  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
f>orD.  Cipriano  y  Dona  Francisca  Guillen  y  otro  contra  la  sentencia 
pronunciada  por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Burgos,  en  pleito 
con  D.  Hilario  Quemada,  como  marido  de  Dona  Antonia  de  las  He- 
ras,  V  se  resuelve: 

i .  Que  toda  cuenta  y  partición  en  que  por  error  manifiesto  y 
evidente  se  causa  agravio^  debe  subsanarse  y  repararse  para  que 
cada  interesado  petaba  lo  que  legítimamente  le  corresponda: 

2.^  Que  es  inoportuna  la  invocación  de  las  leyes  i.*, y  3.*  del 
4U.  I."*,  lib.  10  de  la  Nov,  Recop.,  relativas  al  cumplimiento  ée  las 
obligaciones  y  contratos  en  el  modo  que  se  hicieren  en' un  pleito  que 
versa  solo  sobre  la  aprobación  de  la  partición  dewfm  herencia: 

3.*  Que  en  un  pleito  en  que  no  se  trata  de  renuncia  de  ganan- 
€iales  ni  de  si  la  mujer  debe  pagar  los  deudas  de  su  primer  marido 
^s  inoportuna  la  invocación  de  la  lef  9.*,  ÍÜ.  4."^,  lib.  10  del  mismo 
Código  que  dispone  que,  remmeiando  la  mujer  los  gananciales,  no 
pague  las  deudas  hechas  per  el  marido  durante  el  matrimonio: 

4.^  Que  no  se  pwak  aplicar  la  ley  31,  tit,  14,  Part.  6.%  á  una 
escritura  otorgaia  solo  por  dar  forma  legal  á  lo  convenido  y  no 
para  evitar  pkfíos: 

y  5.^  que  las  doctrinas  admitidas  como  jurisprudencia  por  los 
Tribunales  de  que  tía  acción  de  lesión  no  cabe  en  la  transacción  ó 
avetiencia^  y  la  de  que  ^tratándose  de  un  contrato  escriturado,  la 
lesión  ha  de  tener  las  condiciones  legales  para  que  pueda  ser  rescin- 
didOj*  no  pueden  tener  aplicación  en  un  pleito  en  que  no  se  trata  de 
xumptímiento  de  un  contrato  ó  avenencia. 

En  la  villa  t  corte  de  Madrid,  á  12  de  junio  de  1862,  en  los  autos  que 
penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  seguidos  en  el  Juzgudo 
de  primera  instancia  de  Agreda  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Real  Audiencia 
de  Burgos  por  D.  Hilario  Quemada,  como  marido  de  Doña  Antonia  de  las 
Horas,  con  D.  Cipriano  ][  Doña  Francisca  Gailleo,  y  D.  Justo  Ortega,  en 
eoocepto  de  padre  y  administrador  de  los  bienes  de  Doña  Amalia  y  D.  Bal- 
i»ino,  sobre  nulidad  de  una  partición  de  bienes: 

Resultando  que  D.  Ramón  Guillen,  viudo  de  Doña  Rita  Garrido,  de  la 
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«aa!  tafo  tres  hijos  llamados  D.  GfpriaDO,  Doga  Francisci  t  Mía  Ramona, 
pasó  i  contraer  segando  matrimonio  con  Doña  Antonia  de  tas  Heras,  de- 
clarando antes  por  escritara  de  7  de  Febrero  de  i  844  qae  sa  eapHal  ara  de 
941,000  rs.  33  mrs.,  representados  por  los  efectos  de  comercio,  metálico  al- 
hajasy  fincas  y  créditos  one  espresó  y  juró  en  derecho  eran  propios  sajos,  y 
que  no  estaban  afectos  a  responsabilidad  afguna  mas  que  i  un  crédito  del 
Marqués  de  Fortegellona,  y  á  41,600  rs.  que  tenia  que  entregar  á  su  bija 
Doña  Ramona  cuando  tomase  estado  para  igualarla  á  su  otra  hija  Francisca 
quedando  reducido  líquidamente  á  898,920  rs.  33  mrs.: 

Resultando  que  la  misma  escritura  reconoció  Doña  Antonia  de  las  He- 
ras  ser  de  su  futuro  esposo  dicho  qaudal,  como  lo  demás  que  por  olvido  6 
causa  imprevista  no  se  hubiese  comprendido  en  ella,  y  se  obligó  á  devol- 
verlo cuando  se  disolviese  el  matrimonio: 

Resaltando  que  D.  Ramón  Guillen  otorji^ó  testamento  en  19  da  mayo  da 
4851  disponiendo  que  si  á  su  mujer  Doña  Antonia  de  las  Heras  no  la  eor- 
respondiese  por  gananciales  ta  cantidad  de  50,000  rs.,  se  la  completase  de 
sus  bienes  sobre  los  4,400  en  que  la  tenia  dotada:  nombró  a  Ibaceas  teeU- 
mentaríos  á  su  hijo  D.  Cipriano  y  á  sus  yernos  D.  Justo  Ortega  y  D.  José 
Diez,  á  cada  uno  in  soUdum,  con  facultad  de  apoderarse  de  los  bienes  úa 
intervención  de  la  justicia,  y  de  cumplir  cuanto  dejaba  dispuesto,  haciendo 
para  ello  la  cuenta,  división  y  partición  de  ellos;  é  instituyó  herederos  del 
remanente  á  sus  tres  espresados  hijos  del  primer  matrimonio,  con  encargo 
de  míe  llevasen  á  colación  lo  que  hubiesen  percibido: 

Resultindo  que  al  fallecimiento  del  D.  Ramón  Guillen,  veríGcadoen  íl 
de  mayo  de  1858,  dio  poder  su  viuda  Doiía  Antonia  de  las  Heras  en  11  de 
julio  siguiente,  especia),  amplio  y  general  á  D.  Eugenio  González,  EscrUia- 
no  de  Agreda,  para  que  la  representase  en  la  teatameoterfa  de  su  difooto 
marido  hasta  la  conclusión  y  percepción  por  la  otorgante  del  haber  integro 
que  la  correspondiese: 

Resultando  que  la  misma  Dona  Antonia,  su  apoderado  D.  Eugenio  Gon- 
zález y  los  hijos,  herederos  y  albaceas  de  D.  Ramón  Guillen  redu|eroa  á  es- 
critura pública  en  12  de  julio  del  mismo  año  la  cuenta,  división  y  adjudica- 
ción que  hablan  hecho  de1  caudal  relicto  al  fall<>cimiento  de  este  último;  y 
aprobaron,  loaron,  ratificaron  y  confirmaron  libre  y  espontáneamente  di- 
chas operaciones,  comprometiéndose  á  guardarlas  y  cumplirlas  sin  contra- 
dicción alguna  ni  escepeion,  siendo  su  voluntad  que  el  que  no  cumplierj 
fuese  apremiado  á  ello  con  todo  el  rís^or  de  derecho,  obligaron  á  .elio^s 
bienes  con  renuncia  de  las  leyes  y  derechos  de  su  favor: 

Resultando  que  después  de  manifestar  en  dicha  escritura  que  D.  Ramón 
Guillen  no  hizo  inventario  de  bienes  á  la  muerte  de  su  primera  mujer,  y 
que  los  otorgantes  le  habian  formado,  ajustándose  en  el  justiprecio  uelos 
raices  á  los  valores  de  los  documentos  de  su  adquisición,  y  en  lo  demá*:  al 
señalado  por  los  mismos  interesados,  acercándose  en  lo  posible  á  su  ^erdft- 
dero  valor,  siempre  de  unánime  conformidad  y  convenio,  dqeronque  el  ca- 
pital inventariado  ascendía á  2.170,509  rs. ,  de  los  cuales,  deducidos 
941,000  aportados  al  segando  matrimonio  por  D.  Hamon  Guillen;  6,396  rs» 
de  la  donación  que  este  hizo  á  su  esposa  Dr)ña  Antonia  a  tiempo  de  casar* 
se,  y  otros  qoe  se  refieren  en  la  misma  escritura,  quedaban  para  dividir  eo- 
tre  ios  herederos  1.197,243  rs.,  de  los  que  correspondían  á  la  viuda  Doña 
Antonia  de  las  Heras  343,573  rs.  por  el  capital  de  831,300  perteneciente  á 
«a  esposo  D.  Ramón  y  mitad  de  gananciales  del  roif^mo;  y  los  853,556  ca- 
da uno  por  los  gananciales  del  capital  paterno  y  materno  liquidado  en 
685,556  rs.,  y  además  139,566  rs.  de  los  409,700  que  so  padre  tuvo  en  su 
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Soder  de  lo^gananciaiea  de  su  primera  mujer  DoaaRUa  Garrido^  madre 
eTos  mismos,  y  il77,i00  rs.  del  capital  de  531,300  que  apqrtó  al  segundp 
matrimonio  con  Doña  AntoDía  de  las  Heras^  á  lo  cual  se  les  aümeataba 
además  las  partidas  bajadas  en  el  ioTentario,  haciéndoles  car^o  eo  cuenta 
separada  de  lo  que  tenia n  respectivamente  recibido  al  contraer  matrimonio 
y  (rae  bajo  tales  supuestos  procedieron  á  la  distribución  y  adjudicación  ( 
cada  Interesado  de  lo  que  correspondió,  y  que  recibieron  á  su  satísfacion  y 
contento: 

Resultando  que  habiendo  contraído  secundas  nupcias  en  10  de  junio 
de  i839  Doña  Antonia  de  las  Heras  con  D.  Hilario  Quemada,  presentó  este 
demanda  en  7  de  febrero  de  1860  con  la  solicitud  de  que.se  declarase  que 
la  liqnidacion  y  cuenta  del  caudal  quedado  al  fallecimiento  de  D.  Ramón 
Guillen  eran  de.  ningún  valor  ni  efecto  en  cuanto  por  ellas  se  había  perju- 
dicado á  Doña  Antonia  de  las  Heras  en  la  suma  de  281,888  rs.,  y  que  de* 
blan  rehacerse  reparando  este  agravio  de  suyo  enormísimo,  dando  y  adju- 
dicando á  la  Doña  Antonia  lo  que  por  su  haber  la  correspondía  en  razón  de 
lo  lucrado  constante  su  matrimonio  con  el  D.  Ramón,  con  mas  los  intere*- 
Bes  ó  réditos  por  lo  que  no  se  la  habia  entregado  y  retenían  los  herederos; 
y  que  se  condenase  á  los  mismos  á  que  cada  cual^  según  lo  indebidamente 
percibido  al  tenor  de  sus  respectivas  adjudicaciones ,  devolviera  al  caudal 

Í  montón  partible  la  repetida  suma,  qiie  á  su  tiempo  debería  ser  entregada 
la  Doña  Antonia;  y  alegó,  conviniendo  en  que  el  inventario  de  los  bienes 
ofrecía  un  total  de  2.170,509  rs.,  que  en  las  bajas  se  comprendía  la  partida 
de  941,000  rs.  como  aportados  por  D.  Ramón  Guillen  i  so  matrimonio  con 
le  Doña  Antonia,  según  la  escritura  de  7  de  febrero  de  1844;  y  como  quiera 
que  de  esta  aparecía  que  el  líquido  aportado  por  aquel,  solo  ascendía  ¿ 
)S98,920  rs.  resultaba  una  diferencia  de  42,079  rs.,  que  debieron  figurar 
entre  los  gananciales  hechos  durante  el  matrimonio: 

Que  no  habia  razón  ni  título  alguno  para  que  se' dieran  á  D.  Cipriano 
Guillen  y  D.  Justo  Ortega  los  5,800  rs.  á  cada  uno  por  intereses  y  servicios 
eava  condición  y  naturaleza  se  callaban,  y  por  consiguiente  no  pudieron  ni 
deníeron  comprenderse  dichas  cantidades  en  las  bajas : 

Que  bien  ó  mal  hechas,  aparecían  sin  embarga  lucrados  durante  el  se- 
gundo matrimonio  1.197,243  rs.,  cuya  mitad  era  de  598,621  rs.  17  mrs^ 
j  í  pesar  de  ello  solo  se  dieron  y  adjudicaron  á  la  viuda  343,573  rs.,  pa- 
sando ¿  manos  de  los  herederos  (a  diferencia  de  255,048  rs.  injusta  é  inde- 
bidamente, y  sin  mas  motivo  que  porque  así  plugo  á  ellos  y  á  los  contado- 
res; pues  no  tenían  fundamento  alguno  para  asegurar  ^ue  los  cortos  bieqes 
de  D.  Ramón  Guillen  y  Doña  Rita  Garndo  al  fallecimiento  de  esta  fueran 
tantos  y  tales  como  gratuitamente  apreciaban  y  desmentía  la  declaración 
Jurada  de  aquel  en  la  escritura  de  1841  de  que  los  bienes  qxie  aportaba  á  su 
segundo  matrimonio  ^ran  esclusivamente  suyos  y  el  silenciado  sus  propios 
hijos  por  espacio  de  32  años: 

Que  de  todo  resultaba  que  á  la  Doña  Antonia  se  dieren  y  adjudicaron 
de  menos  281,888  rs.,  que  sieodo  por  error  y  falsos  supuestos  en  vano  se 
pretendía  legitimar  por  los  herederos  con  el  asentimiento  y  conformidad 
prestada  por  Doña  Antonia  á  cuanto  de  tal  manera  se  hizo,  puesto  que  I9 
verificó  sm  conocer  el  negocio  ni  en  todo  ni  en  sus  partes ,  y  fiada  en  que 
su  representante  había  cumplido  con  sus  deberes  al  liquidar  sus  derechos; 
sin  que  se  contara  con  ella  ni  interviniese  para  nada  hasta  el  momento  de. 
otorgarse  la  escritura : 

T  que  habiéndose  inferido  una  lesión  enormísima,  relativamente  ha- 
blando, con  violaeion  termmante  de  la  ley  l.%  tít,  4.^,  libro  10  de  la  No« 
TOMO  vil.  49 
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Ttelma  Recopilación,  y  siendo  doctrina  constante  en  materia  de  partidones 

2ue  la  lesión  6  agravio  en  la  cuarta  parte  de  lo  jnsto  dá  lagar  á  la  rescisión 
e  lo  obrado  y  el  remedio  de  la  restitución  cuando  no  procede  el  de  nuli- 
dad, estaba  en  el  caso  de  poner  en  ejercicio  legal  estas  acciones : 

Resultando  que  D.  Cipriano  Guillen,  D.  Luis  Diez,  como  marido  deDoüi 
Francisca  Guillen,  y  D.  Justo  Ortega,  en  representación  de  sus  hijos,  pidie- 
ron  se  denegase  la  solicitud  de  D.  Hilario  Quemada  como  improcedente,  in- 
justa y  temeraria,  absolviéndoles  de  ella  libremente;  y  espusieron  que  en 
poco  honroso  al  demandante  hablar  de  la  mezquina  cantidad  de  2,900  rs., 
mitad  de  los  &,800  de  la  baja  por  intereses  que  se  declararon  ¿  favor  dé 
D.  Justo  Ortega  por  la  cantidad  que  debió  recibir  al  casarse  con  una  de  las 
hijas  de  D.  Ramón,  y  que  continuó  en  poder  de  éste : 

Que  de  los  servicios  prestados  por  D.  Cipriano  á  su  padre  no  podií  du- 
dar la  viuda  por  haberlos  presenciado: 

Que  los  41,600  rs.  que  sonaban  aportados  al  segundo  matrimonio  de 
D.  Ramón  para  dotar  á  su  hija  Doña  Ramona,  incluidos  en  la  baja  de  loa 
94i,000  rs.,  se  turieron  presentes  al  girar  la  cuenta  y  cálculo  de  los  ga- 
nanciales que  debian  quedar  partibies ,  porque  efectivamente  aquella  suma 
salió  de  la  casa  después  de  verificado  el  segundo  consorcio : 

Que  importando  los  gananciales  1.197,243  rs.,  no  podian  consentir  los 
esponentes  en  que  se  dividieran  por  mitad,  poraue  los  fundamentos  de 
aquella  riqueza  eran  el  producto  de  muchos  años  de  trabajo ,  y  ya  ^a  padre 
al  fallecimiento  de  su  primera  consorte  tenia  labrada  su  mayor  fortuna ,  y 
BO  formó  la  cuenta  de  lo  que  correspondiera  á  sus  hijos: 

Que  la  razón  de  hallarse  mezclados  los  bienes  de  estos  con  los  de  aquel 
que  llevó  al  segundo  matrimonio,  la  equivocación  gue  padeciese  en  el  cál- 
culo de  ciertos  bienes  de  los  contenidos  en  la  escritura  de  1844 ,  y  la  falta 
de  agregación  de  otros  hubieran  sido  motivos  suQcientes  para  envolver  á 
la  viuda  é  hijos  politices  en  un  caos  de  pleitos ,  para  evitar  los  coalea 
transigieron  sus  derechos  inciertos  : 

Que  según  la  ley,  todos  los  bienes  de  los  padres  son  legítima  de  los  hi- 
jos; y  habiendo  fallecido  en  1826  la  madre  de  los  esponentes,  no  podía  pri- 
várseles de  los  bienes  que  entonces  hubiera  en  la  casa,  porque  todos  eran 
gananciales,  y  tenia  indispensablemente  que  considerarse  en  su  beneficio  lo 
lucrado  con  el  haber  suyo  durante  el  secundo  matrimonio,  toda  vez  que  i 
este  se  aportó  el  caudal  del  padre  confundido  con  el  do  los  hijos;  por  con- 
siguiente á' todos  interesó  el  indicado  convenio^  composición  ó  transacción 
que  hicieron  por  la  escritura  de  12  de  julio  de  1858,  adornada  de  todos  los 
requisitos  apetecibles,  y  contra  la  cual,  conforme  á  la  l'*y,  no  podía  darse  el 
remedio  de  lesión,  ni  admitirse  el  error  como  cau^sa  eficiente  del  contrato; 
adenás  de  que  seria  suficiente  para  repeler  la  demanda  la  disposición  de  la 
ley  60  de  Toro,  pues  ^i  la  viuda  estaba  autorizada  para  renunciar  los  ganan- 
ciales, con  mavor  motivo  lo  estarla  para  aceptar,  como  lo  hizo,  unasuma 
mas  que  sobrada  para  atender  á  su  subsistencia: 

Resultando  qqe  recibido  el  pleito  á  prueba,  y  hechas  las  que  articularon 
las  partes,  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instancia  en  20  de  julio  de 
iS60,  que  confirmó  con  las  costas  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Bur- 
gos en  10  de  diciembre  siguiente,  declarando  haber  lugar  á  la  demanda 
propuesta  por  D.  Hilario  Quemada,  como  esposo  de  Doña  Antonia  de  tas 
Heras.  y  en  tal  concepto  á  la  reparación  del  agravio  irrogado  á  esta  en  la 
cuantía  de  281,888  rs.;  y  condenó  en  su  consecuencia  á  los  herederos  de 
D.  Ramón  Guillen,  D.  Cipriano  y  Doña  Francisca,  y  á  Doña  Antonia  y  á  doa 
Balbino,  representados  estos  tres  por  D.  Luis  Diez  y  D.  Justo  Ortega,  ma- 
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fídfo  y  p<dre  respectíTo^  al  abono  de  los  intereses  legales  .que  habían  dfebído 

rdacir  desde  que  el  agravio  se  causó,  á  estilo  de  comercio,  sin  perjuicio 
las  reclamadoues  que  se  crej[esen  con  derecho  á  deducir  al  confeccio- 
narse de  nuevo  la  cuenta  y  partición  tantas  veces  referida;  que  igualmente 
declaraba,  como  la  escritura  de  aprobación  en  su  virtud  otorgada,  sin  valor 
ni  efecto  legal  para  que  tuviese  lugar  la  rectificación  en  los  términos  con- 
signados: 

Y  resultando  c|ue  el  reeurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Cipriano 
Guillen  V  litis-sócios  se  funda  en  haberse  Infrinjgido  la  ley  í.^,  tít.  i.^,  SU 
bro  iO  déla  Noviüima  Recopílaeion;  la  3.*  del  mismo  título, libro  y  Código; 
la  8.*,  t!t.  4.%  libro  3.^  del  Fuero  Real,  y  la  doctrina  legal  que  diferencia 
tes  particiones  faeohas  por  contadores  y  las  que  se  hacen  por  convenio  de 
las  partes,  porque  en  las  primeras  no  hay  contrato  y  cabe  reclamación,  y 
eu  las  segundas  hay  obligación  y  voluntad  é  intención  de  obligarse.  Y  como 
ootisecuencia  de  esta  doctrina  legal  la  de  que,  tratándose  de  un  contrato  es- 
critura do,  la  lesión  ha  de  tener  las  condiciones  legales  para  que  pueda  ser 
rescindido: 

Infracciones  á  las  que  se  han  añadido  en  este  Tribunal  las  de  las  leyes 
4.*,  Ut.  4.%  lib.  10  de  la  Novisimatleoopitacion;  7.*,  tít.  13  de  la  Part.  3.*; 
la  de  la  doctrina  legal  inconcusa  y  admitida  como  jurisprudencia  por  los 
Tribunales  y  por  los  comentadores  d^  que  la  conoscencia  fuera  de  juicio, 
para  valer  en  los  casos  en  que  la  le^  díe  Partida  quiere  que  vai^a^  ha  de 
frovarie,  y  que  para  que  se  entienda  probada  ha  de  haber  sido  hecha 
fcr  lo  menoe  ante  dos  testigos,  pues  eiji  el  caso  actual  'se  hizo  en  instru- 
mento público  con  todas  las  solemnidades  de  derecho  y  estilo,  que  es  me- 
jor prneba  que  la  de  testigos: 

De  la  ley  9.*,  tít.  4.^  lib.  iO  de  la  Novísima  Recopilación,  y  34,  tít.  14 
de  la  Partida  5.*: 

De  la  doctrina  legal  admitida  como  jurisprudencia  por  los  Tribunales,  jf 
principalmente  por  este  Supremo,  de  que  la  acción  de  lesión  no  cabe  en  ía 
transacción  ó  avenencia: 

Del  art.  317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  sobre  todo  de  la  doctri- 
na legal  fundada  en  él  y  admitiaa  «de  que  los  Tribunales  superiores  están 
faculudos  para  apreciar  la  prueba  testifical,  según  las  reglas  de  la  sana 
erítica,  mas  no  para  equivocarse  en  la  apreciación  legal  de  un  contrato;  pues 
en  el  caso  presente  ha  aplicado  el  sentenciador,  su  apreciación  á  un  ins- 
trumento público,  y  le  niesa  la  calidad  de  avenencia,  siendo  así  que  el  mis- 
mo documento  dice  que  lo  es,  y  aue  la  tal  avenencia  es  híj<),  según  se  es- 
presa, de  la  escritura  de  la  imposibilidad  en  que  se  encontraban  los  here- 
deros y  la  viuda  de  deslindar  sobre  datos  seguros  sus  respectivos  derechos: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Ventura  de  Colsa  y  Pando: 

Considerando  que  en  la  escritura  de  12  de  julio  de  1858  los  otorgantes 
DO  celebraron  trasaccion  ni  contrato  8l,;;uno,  sino  que  se  limitaron  á  apro- 
bar el  inventario,. partición  y  adjudicación  délos  bienes  de  la  testamentaría 
de  D.  Ramón  Guillen;  y  que  si  bien  dijeron  que  no  habiendo  hecho  este  i 
Ja  muerte  de  su  primera  esposa  inventarío,  cuenta  y  partición  de  bienes, 
tuvieron  que  formar  ellos  su  juicio,  consideración  y  cómpoto  de  avenencia 
conformidad  entre  si,  no  puede  darse  en  este  caso  a  la  palabra  avenencia  la 
ostensión  que  pretenden  Jos  recurrentes,  porque  se  vé  claramente  que  solo 
se  refiere  al  modo  con  que  procedieron  á  la  valoración  de  los  bieoes,  y  de- 
más operaciones  de  la  partición: 

Considerando  que  en  toda  cuenta  y  partición  en  que  por  error  manifies- 
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to  y  evidenta  se  causa  agravio,  debe  subsasarae  y  repararse  para  que  cada 
interesado  perciba  lo  que  legftí mámente  le  corresponda: 

Considerando  qne  habiéndose  demostrado  qae  en  la  que  es  objeto  de 
este  pleito  fo  padeció  el  error  en  perjuicio  de  Dona  Antonia  de  las  Heras, 
esposa  que  fue  de  Guillen,  de  la  cantidad  de  2$i,888  rs.,  es  consiguiente 
que  con  arreglo  k  lo  establecido  en  el  anterior  considerando  se  enmiende  y 
rectifique  dicho  error: 

Considerando  que  es  inoportuna  la  invocación  de  las  leyes  i.*  y  3/  áú 
tít.  1.®,  lib.  10  de  la  Novísima  Recopilación^  relativas  al  cumplimiento  de 
las  obligaciones  y  contratos  en  el  modo  que  se  hicieren,  porque  en  este 
pleito  la  cuestión  solo  ha  versado  acerca  de  la  aprobación  de  la  partición  de 
una  herencia: 

Considerando  qne  se  halla  en  el  mismo  caso  la  ley  9.*,  t!t.  4.*,  libro  iO 
del  mismo  Código,  que  díí^pone  que  la  mujer,  renunciando  los  gananciales, 
no  pague  las  deudas  hechas  por  el  marido  durante  el  matrimonio,  porque 
en  este  pleito  no  se^  ha  tratado  de  la  renuncia  de  gananciales  por  parte  de 
Doña  Antonia,  ni  de  si  debe  pagar  ó  no  las  deudas  de  su  primer  marido: 

Considerando  quctampoco  es  mas  oportuna  la  cita  de  la  ley  34,  tít.  {4, 
Partida  5.*,  que  dice:  aCómo  lo  que  orne  quita  á  su  contendor,  por  enoja 
de  non  sejguir  pleito,  non  lo  puede  después  demandar,»  porque  la  escritora 
de  12  de  julio  se  otorgó,  según  se  dice  en  la  misma,  con  el  solo  objeto  de 
dar  una  forma  legal  á  lo  que  los  interesados  habían  practicado,  pero  no  por 
razón  de  evitar  pleitos: 

Considerando  que  la  ley  7.\  lit.  13,  Partid^  3.%  que  determina  cómo 
se  ha  de  probar  la  oonoeencta  fuera  de  juicio^  y  la  doctrina  legal  que  se 
deriva  de  ella,  no  han  sido  infringidas,  porque  la  aprobación  que  aparece 
hizo  la  Doña  Antonia  de  las  Heras  en  la  escritura  de  12  de  julio  no  es  la 
conocencia  de  que  hablan'  dichas  ley  y  doctrina: 

Considerando  que  la  ley  4.*,  tit.  4.*  libro  10  de  la  Novísima  Recopila- 
ción, que  establece  aque  los  bienes  que  han  marido  y  mujer  son  de  ambos 
por  medio,  salvo  los  que  probare  cada  uno  son  suyos  apartadamente,»  no 
ha  sido  infringida,  pues  cabalmente  se  invoca  por  la  sentencia  de  vista,  y 
con  arreglo  á  ella  manda  oue  se  dividan  los  bienes: 

Considerando  que  las  doctrinas  admitidas  como  jurisprudencia  por  los 
Tribunales  ade  que  la  acción  de  lesión  íio  cabe  en  la  transacción  ó  avenen^ 
cia,»  y  la  de  que  atratándose  de  un  contrato  escriturado  la  lesión  ha  de 
tener  las  condiciones  legales  para  que  pueda  ser  rescindido,»  no  pueden 
tener  aplicación  en  un  pleito  en  que,  como  se  deja  dicho,  no  se  trata  del 
cuniplimiento  de  un  contrato  ó  avenencia: 

Considerando  que  según  lo  espuesto  en  esta  sentencia ,  aparte  del  n* 
lor  legal  que  pueda  tener  la  ley  8.%  tít.  4.*  del  Fuero  Real,  es  igualmente 
inaplicable  ¿  la  cuestión; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Cipriano  y  Doña  Francisca  Guillen  y  D.  ins- 
to Ortega,  en  representación  de  sus  hijos  Doña  Amalia  y  D.  Balbino,  i 
quienes  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  del  depósito,  qne  se  dis- 
tribuirá como  la  ley  ordena;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Real  Audiencia  de 
Burgos  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inser- 
tará en  la  Colección  legislativa^  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias, 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — ^Ramon  López  Vázquez.— Se- 
bastian González  Nandin.— Antero  de  Bcharri.— Gabriel  Ceruelo  de  Yelas- 


Digitized  by  VjOOQIC 


RBCCRSOS   T  COMPBTBNCUS.  389 

•co.— Pablo  Jiménez  de  Palacio.— Laureano  Rojo  de  Norzagaray. — Ventura 
de  Colsa  y  Pando. 

Publicación. — Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  IIus- 
trisimo  Sr.  D.  Ventura  de  Colsa  y  Pando,  Ministro  de  la  Sala  prinaera  del 
Tribunal  Supremo  de  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en 
U  misma  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  de  S.  M.  y  Escri- 
bano de  Cámara. 

Madrid  i2  de  junio  de  1862.— Dionisio  Antonio  de  Puga.— (Gaeeto  de 
16  de  junio  de  1862.) 


IMt. 


Reeupso  de  casaeion  en  cansa  de  Hadenda  (12  de  junio  de 

4862.).— -CONTRABARnO. — InFRAGCIOX  de  DISPOSICIONKS  DE  LAS  ORDS- 

lUNZAs  GENERALES  DE  ADUANAS.— Se  cása  y  RDula  por  la  Sala  segun- 
da del  Tribunal  Supremo  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  pri- 
mera dé  la  Audiencia  de  Pamplona,  en  la  causa  seguida  á  D.  Fran- 
<5¡sco  Cajeu  y  sus  criados  Pedro  Echeverría  y  Antonio  Carrera  por 
•contrabando'^ é  infraedon  de  las  disposiciones  de  las  ordenanzas  ge- 
nerales de  Aduanas,  contra  cuya  sentencia  interpuso  el  D.  Francis- 
co Cajen  recurso  de  casación,  y  se  resuelve: 

1.°  Que  por  el  art.  415  de  las  ordenanzas  generales  de  la  renta 
de  Aduanas  se  determinan  los  requisitos  que  deben  observarse  para 
la  entrada  y  salida  de  los  ganados  de  España  que  vayan  á  pastar 
en  tenitorio  estranjero,  y  se  halla  establecido  que  cuando  regresen 
á  España,  el  Jefe  de  destacamento  confronte  el  número  y  clases  de 
cabezas  con  los  asientos  de  su  cuaderno ;  y  que  si  encontrasen  di- 
ferenciasy  detenga  el  número  de  cabezas  que  aparezcan  de  más,  y 
las  remita  con  el  acta  de  aprehensión  al  AdminiMrador  de  la  Adua- 
na, á  fin  de  que  por  lo  que  resulte  del  espediente  que  se  intruya,  se 
imponga  el  comiso  que  marca  el  art.  4^8 : 

2.*  Que  para  que  se  constituya  delito  de  defraudación  y  pro- 
duzca todas  sus  consecuencias  penales,  es  necesario  que  el  hecho 
que  dé  lugar  á  él,  tienda  manifiesia  y  directamente  á  eludir  ó  dis- 
minuir el  pago  de  lo  que  debe  satisfacerse  legítimamente  por  ra%on 
de  una  contribución  directa  ó  indirecta; 

¥  d.""  que  aunque  en  el  número  i.""  del  art.  24  del  Real  decreto 
ifeSO  de  junio  de  1852,  se  establece  el  comiso  de  las  cabalkrias 
que  trasporten  géneros  de  contrabando,  en  el  número  5.°  del  mis- 
mo artículo,  se  dice  que  no  podrá  verificarse  dicho  comiso  si  resul- 
tasen pertenecer  á  un  tercero  que  no  haya  tenido  complicidad  en  el 
delito,  ni  conocimiento  del  uso  criminal  que  de  las  caballerías  se 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  12  de  junio  de  1862»  en  la  causa  segui- 
4a  en  el  Juzgado  especial  de  Hacienda  de  Pamplona  y  en  la  Sata  primera  de 
la  Audiencia  de  su  territorio  contra  0.  Francisco  Cajen  y  sus  criados  Pedro 
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Echevarría  y  Antonio  Carrera  por  contrabando  é  infracción  de  las  di^esi<* 
ciones  de  tas  ordenanzas  generales  de  Aduanas;  pendiente  ante  Nos  en  vir- 
tud (}el  recurso  de  casación  que  interpuso  el  D.  Francisco  contra  la  senten- 
cia pronunciada  por  la  referida  Sala,  y  al  que  declaró  liaber  lugar  la  pri- 
mera de  e^te  Tribunal  Supremo : 

Resultando  que  en  iO  de  abril  de  1861  fueron  detenidos  Echeverría  y 
Carrera  en  el  puerto  de  Arratacas  por  los  carabineros  del  punto  de  Ronces- 
valtes  á  corta  distancia  de  ia  raya  de  Francia  por  conducir  tres  caballerias^ 
sin  documento  alguno  que  acreditase  su  procedencia,  y  ana  de  ellas  carga« 
da  de  maíz: 

Resuitando  que  reunida  la  Junta  administrativa  de  Hacienda  en  i  3  del 
mismo  mes  declaró,  en  vista  de  la  falta  de  aquel  requisito  y  de  estar  pro- 
hibida la  introducción  del  maíz  en  la  Península,  el  comiso  de  este  y  del 
macho  que  lo  conducía,  y  también  el  de  las  otras  dos  caballerías ,  y  libres 
de  pena  corporal  á  los  detenidos : 

Resultando  que  no  habiéndose  conformado  estos  cob  la  declaración  del 
comiso,  y  verificada  la  venta  de  las  tres  caballerías,  que  remató  su  dueae 
en  2,025  rs.,  se  pasó  el  espediente  al  Juez  de  Hacienua  para  la  forioeciftA 
de  la  presente  causa,  ^n  la  cual  se  ha  acreditado  que  las  tres  caballerías 
pertenecían  á  D.  Francisco  Cajen:  que  de  orden  del  mismo  condujeron  sus 
criados  en  dos  de  ellas  á  un  colegio  de  Francia  dos  nietos  de  aquel,  conenr 
cargo  de  que  á  su  regreso  trajeran  también  la  yegua  que  se  hallaba  en  un* 
casa  de  monta  francesa:  que  el  maíz  aprehendido  fué  comprado  por  Eche- 
verría y  Carrera  sin  mandato  ni  conocimiento  de  su  amo:  que  las  tres  ca- 
ballerías eran  procedentes  de  España,  marcadas  y  resenadas  en  la  aduane 
de  Roneesvalles  y  anotadas  en  los  libros  de  eimpadronamiento;  y,  por  últi- 
mo, que  los  tres  procesados  han  observado  buena  conducta  y  bo  son  reia* 
oidontes: 

Resultando  que  el  Promotor  fiscal  pidió  en  su  Acusación  que  se  confie* 
mase  el  comiso  dictado  por  la  Junta  auministrativa,  y  se  impusiera  á  Pedro 
Echeverría  y  Antonio  Carrera  por  el  delito  de  contrabando  de  maíz  lamultiL 
del  duolo  valor  del  mismo,  absolviendo  libremente  á  D.  Francisco  Cajea  de 
dicho  delito,  y  condenando  á  todos  tres  en  las  costas  y  gastos  del  juicio  ypat 
iguales  partes,  con  la  prisión  subsidiaria  por  vía  de  sustitacion  y  apremio, 
easo  de  insolvencia  de  Echeverría  y  Carrera,  eo  conformidad  á  lo  dispueslo 
en  los  artículos  415  y  465  de  las  ordenanzas  generales  deía  renta  de  Adua« 
Das,  y  al  18,  níím.  6.°;  23,  núm.  2.'';  24,  25,  28  y  33  del  Real  decreto  de 
20  de  junio  de  i  852: 

Resultando  que  los  tres  procesados  en  la  defensa  que  hicieron  juntos  e& 
un  mismo  escrito  solicitaron  que  se  declarase  la  improcedencia  del  comiso 
de  las  caballerías  y  que  se  absolviera  libremente  al  dueño  de  ellas  D.  Fren* 
cisco  Cajen,  fundándose  en  que  con  la  introducción  de  las  caballerías  en  Be* 
paña  en  la  forma  que  se  hizo  no  se  cometió  delito  alguno,  porque  no  se  de- 
fraudó á  ia  Hacienda  en  aUncion  ét  resultar  que  eran  del  país,  marcadas  f 
matricutodaa  en  la  Aduana,  y  que  como  tales  no  devengaban  derechos:  mk 
que  no  eran  aplicables  los  artículos  415  y  465  de  las  oroenanzas  que  citaba 
el  Fiscal,  porque  estos  tratan  de  las  cabsdierías  que  se  llevan  á  pastar  al  es- 
tranjero,  y  del  caso  en  que  de  regreso  se  trae  mayor  número,  y  aquí  no  ha- 
bían ido  las  caballerías  á  pastar  á  Francia,  ni  se  hablan  traído  mas  qae  la^ 
tres  que  se  llevaron,  y  en  que  siendo  Cajen  ignorante  é  io culpable  de  la 
compra  de  maíz  que  hicieron  sus  criados,  no  procedía  el  comiso  de  la  ca- 
ballería eo  que  venia  cargado,  propia  del  D.  Francrseo,  según  el  art.  24  del 
citado  Real  decreto  de  20  de  junio  de  1852: 
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RasqJtaDdo  que  seguida  lasustanclacloD  de  la  causa  durante  el  térmiao 
probatoriQk^los  procesados  trajeron  á  ella  testimonio  del  fallo  ^ue  dictó  ta 
Audiencia  de  Pamplona  en  otro  caso  que  en  su  opinión  «s  idéntico  al  pre- 
sente; y  después,  eu  28  de  junio,  se  pronunció  seoiencia,  en  la  que,  consi- 
derando que  para  la  introducción  de  las  dichas  tres  caballerías  en  Francia 
7  su  regreso  a  España  no  se  guardaron  por  su  dueño  las  formalidades  pre* 
venidas  en  el  art.  4i5  de  las  ordenanzas  generales  de  la  renta  de  Aduanas^ 
por  cuyo  motivo  incurrió  en  la  pena  marcada  por  el  465  de  las  rhismas,  y 
aue  los  procesados  EcbeTerrfa  y  Carrera  se  hallan  convictos  y  confesos  del 
delito  de  contrabando  de  maíz,  sin  que  haya  datos  ni  pruebas  bastantes  para 
acriminar  á  Gajen,  dueño  de  las  caballerias,  como  iniciado  en  el  mismo  de- 

Sito:  visto,  entre  otros,  el  art.  24  del  Real  decreto  de  20  de  junio  de  1852, 
eclaró  el  Juez  procedente  el  comiso  de  las  tres  caballerías  y  del  maíz ,  dic- 
tado por  la  Junta  administrativa  con  fecha  i  3  de  abril  último,  condenó  á 
Pedro  Echeverría  y  Antonio  Carrera  por  el  de)ito  de  contrabando  de  maíi 
en  la  multa  del  duplo  valor  del  mismo»  ó  sean  195  rs.  por  mitad,  y  en  de« 
fecto  de  pago  en  un  dia  de  prisión  por  cada  10  rs.,  absolvió  libremente  de 
este  delito  á  D.  Francisco  Cajeo,  é  impuso  á  este  y  á  los  otros  dos  proce- 
sados las  costas  y  gastos  del  juicio  por  terceras  é  iguales  partes: 

Resultando  que  admitida  la  apelación  que  interpusieron  los  procesados, 
lH  Sala  primera  de  la  Audiencia  en  23  de  octubre  último,  aceptando  los 
fundamentos  de  la  sentencia  apelada,  la  confírmó  con  las  costas  y  gastos  del 
juicio,  advirtiendo  al  Juez  inferior  que  en  lo  sucesivo  no  admitiese  como 
medio  de  prueba  ni  como  precedentes  citas  de  sentencias  dictadas  por  la 
Audiencia,  cuando  solo  se  presenten  como  apreciaciones  de  puntos  litigio- 
sos que  no  sean  relativos  á  las  personas  y  hechos  que  se  ventilen  en  los  pro- 
cesos para  que  fueren  presenlados: 

Resultando  que  D.  Francisco  Cajen  interpuso  en  tiempo  recurso  de  ca* 
sacien  contra  el  estremo  del  fallo  que  declaraba  el  comiso  de  las  tres  caba- 
llerías y  le  imponía  la  tercera  parte  de  las  costas  y  gastos  del  juicio,  alegan^ 
do  que  habían  sido  infringidos: 

i.^  El  art.  11  de  la  ley  penal  de  3  de  mayo  de  1830  y  el  19  del  Real 
decreto  de  20  de  junio  de  1852,  porque  estando  probado  hasta  la  evidencia 
y  consignado  en  el  cuarto  resultando  de  la  sentencia,  que  las  trescabellerias 
eran  procedentes  del  país  y  se  hallaban  marcadas  v  reseñadas  en  la  aduana 
de  Roncesvalles  y  anotadas  en  los  libros  de  empadronamiento,  era  también 
evidente  que  no  eran  estranjeras  ni  podían  confundirse  con  las  de  esta  cla- 
se, que  no  se  reseñan  ni  empadronan  como  aquellas  en  aduana  alguna  es- 
pañola, y  por  consiguiente  no  se  defraudó  ni  pudo  defraudar  á  la  Hacienda 
pública  en  el  pago  de  derechos  de  Arancel  con  unas  caballerías  que  no  es-» 
taban  sujetas  á  ese  pago. 

2.^  El  art.  412  de  las  ordenanzas  generales  de  la  renta  de  Aduanas, 
aprobadas  por  Real  orden  de  10  de  setiembre  de  1857,  toda  vez  que  lo 
mandado  en  él  fué  para  evitar  á  la  Hacienda  pública  la  defraudación  que 
pudieran  hacer  los  habitantes  de  la  zona  fiscal  establecida  por  el  artículo 
anterior  411,  y  saber  que  no  era  defraudador  el  que  cumplía  con  ese  man- 
dato; y  hhllándose  el  recurrente  en  este  caso,  tampoco  puede  considerarse 
como  tal,  ni  perder  unas  caballerías  que  reseñó  y  empadronó  en  cumpli- 
miento de  dicho  artículo  412. 

3.*  Los  artículos  415  y  465  de  dichas  ordenanzas  por  no  haberse  llevado 
las  caballerías  á  Francia  para  pastar  sino  para  distintos  usos. 

4.'  El  art.  24  del  Real  decreto  de  20  de  junio  de  1852  por  haberse  pro- 
ti^ado  cumplidamente  y  consignado  en  el  tercer  resultando  de  la  sentencia  que 
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el  macho  cargado  de  maíz  lo  fué  sin  orden  ni  conocimiento  del  recmreBte: 
'  Y  5.*  Los  baenos  principios  de  jurisprudencia  criminal  que  la  Sala  sen- 
tenciadora consignó  en  el  fallo  dictado  en  la  causa  de  que  á  esta  se  ha  trai- 
do  testimonio,  y  en  que  se  fundó  para  absolver  libremente  al  procesado  en 
ella:  • 

Resultando  que  admitido  el  recurso,  previo  el  depósito  de  1,350  rs.,  mi- 
tad  de  los  2,700  en  que  fueron  tasadas  las  tres  caballerías  decomisadas,  sa 
remitió  la  causa  á  la  Sala  primera  de  este  Supremo  Tribunal;  y  que  etts, 
por  sentencia  de  i  8  do  marzo  último,  declaró  haber  tugar  al  recurso  inter- 
puesto por  D.  Francisco  Gajen  del  fallo  de  la  Audiencia  de  Pamplona  por 
infracción  de  los  artículos  i9  y  24,  párrafo  quinto  de  la  ley  penal  de  20  de 
junio  de  1852,  y  mandó  que  se  pasaran  los  autos  á  la  Sala  segunda  para  ios 
efectos  de  derecho: 

Vista,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Felipe  de  Urbina: 
Considerando  que  por  el  art.  415  de  las  ordenanzas  generales  de  la 
renta  de  Aduanas  se  determinaron  los  requisitos  que  deben  observarse  pa- 
ra la  entrada  y  salida  de  los  ganados  de  España  que  vayan  á  pastar  en  ter- 
ritorio estranjero,  y  se  estableció  que  cuaoáo  regresasen  á  España,  el  Jefe 
del  destacamento  confrontara  el  número  y  ciase  de  las  cabezas  con  el  asien- 
to de  su  cuaderno;  y  que  si  enconirase  diferencias,  detenga  el  número  de 
cabezas  que  aparezcan  de  más  y  las  remita  con  el  acta  de  aprehensión  al 
Administrador  de  la  aduana,  á  fin  de  que,  por  lo  que  resulte  ael  espediente 
que  se  instruya,  se  imponga  la  pena  de  comiso  que  marca  el  art.  465: 

Considerando  que  consta  debidamente  de  autos  el  motivo  por  el  cnal 
fueron  conducidas  á  Francia  las  tres  caballerías  decomisadas,  y  que  no  filé 
el  de  pastar:  que  es  un  hecho  reconocido  por  la  Sala  sentenciadora  que 
procedían  de  España,  que  estaban  marcadas  y  reseñadas  en  la  aduana  de 
Ronces  val  les  y  anotadas  en  los  libros  de  empadronamiento:  que  de  esto 
resulta  que  eon  su  introdíiccioa  no  se  cometió  ni  pudo  cometerse  fraude 
alguno  en  perjuicio  de  lo^  intereses  de  la  Hacienda;  y  que  por  lo  tanto  no 
son  aplicables  al  caso  actual  las  disposiciones  de  los  artículos  de  las  orde- 
nanzas que  se  han  designado: 

Considerando  que  si  bien  dio  justo  motivo  á  la  detención  de  las  caba- 
llerías la  falta  del  documento  que  exigen  las  ordenanzas  indicadas,  para 
que  la  misma  constituya  el  delito  de  defraudación  y  produzca  sus  conse- 
cuencias penales,  es  indispensable,  según  el  párrafo  undécimo  del  Real  de- 
creto de  20  de  junio,  que  atienda  manifiesta  y  directamente  á  eludir  ó  dis- 
minuir el  pago  de  loque  debe  satisfacerse  legítimamente  por  razón  de  una 
contribución  directa  ó  indirecta,»  propósito  irrealizable,  y  por  consiguien- 
'te  impresumible  en  el  hecho  que  ha  motivado  esta  causa : 

Considerando  que,  aunque  en  el  núm.  4.^  del  art.  24  del  espresado  Real 
decreto  de  20  de  junio,  citado  por  la  Sala  en  su  sentencia,  se  establece  el 
comiso  de  la  caballerías  que  trasporten  géneros  de  contrabando,  también 
se  determina  en  el  núm.  5.^  del  mismo  artículo  que  no  se  podrán  decomi- 
sar los  objetos  de  que  trata  el  núm,  4.^,-  ^iempre  que  resulten  pertenecer 
á  un  tercero  que  no  haya  tenido  complicidad  en  el  delito,  ni  conocimiento 
del  uso  criminal  que  de  ellos  se  hizo; 

Y  considerando  que  según  el  contenido  de  este  artículo  no  es  proceden- 
te tampoco  el  comiso  de  \a  f^nballería  que  conducía  el  maíz,  como  en  su 
lentencia  lo  reconoció  la  Audiencia; 

Fallamos  que  debemos  casar  y  anular  y  casamos  y  anulamos  la  citada 
sentencia  de  la  Sala  prímera  de  la  Audiencia  de  Pamplona,  en  el  estreno 
por  el  cual  declaró  el  comiso  de  las  tres  caballerías  é  impuso  la  tercera  pa^ 
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té  decoaUs  á  Cajen,  al  qae  absolvemos  iibreroente,  y  entrégaense  al  mismo 
el  precio  en  que  fueroo  vendidas  las  tres  caballerías  y  et  deposito  que  gods- 
tttuyó  para  la  admisioo  de)  recurso. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  én  la  Gaceta  del  Go« 
bierno  é  insertará  en  la'  Colección  legislativa,  para  lo  cual  se  pasen  las 
oportunas  copias  certificadas,  lo  proounciaínos,  mandamos  y  firmamos.— 
loan  Martin  Garramolioo.— Ramón  María  de  Arrióla.—- Félix  Herrera  de  la 
Riva.— Manuel  Ortiz  de  Zuniga.— Juan  María  Biec— Felipe  de  Urbina.-^ 
Eduardo  Clío.— Joaquín  Melchor  y  Pinazo. — Domingo  Moreno. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Hus- 
trísimo  Sr.  D.  Felipe  de  Urbina,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justi- 
da,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  segunda  el  dta  de 
hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  i2  de  junio  de  i 862. —Gregorio  Camilo  García.— (Gaceta  de 
f7  de  junio  de  i862.) 


159. 

Recarflo  de  casación  (13  de  junio  de  1862.  y!— Nulidad 
os  uif  BEKATS. — Sedeclsra  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supre- 
mo no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  los  síndi- 
cos del  concurso  de  D.  Benito  de  Rozas  contra  la  sentencia  pronun- 
ciada por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  coYi 
D.  Simón  Garrido  Sahagnn,  y  se  resuelve: 

1.*  Que  las  di^osiciones  que  contiene  el  art.  559  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civü,  relativas  á  las  subastas  judiciales  de  los  bie- 
nes de  un  concurso^  se  refieren  á  los  casos  en  que  la  postura  que  se 
haya  hecho  á  ellos  sea  inferior  á  las  dos  terceras  partes  del  avalúa: 

'^J'  Que  cuando  dicha  postura  esceda  de  las  dos  terceras  partes 
del  avalúo,  no  son  necesarios  el  acuerdo  y  conformidad  de  los  sindi-^ 
eos  y  del  deudor,  ni  la  aprobación  de  la  junta  de  acreedores  para 
la  validez  y  firmeza  del  remate,  una  vez  aprobado  por  el  juez: 

3.*  Que  aprobado  el  remate,  debe  precederse,  can  arreglo  al  ar- 
tlculo  360  de  la  ley  de  Enjuiciamiento^  á  otorgar  la  oportuna  esofi- 
tura  en  favor  del  rematante; 

i."*  Que  la  sentencia  que  resuelve  asi  la  cuestión,  no  infringe 
los  artículos  839  y  360  de  la  espresada  ley; 

S.""  Que  tratándose  de  una  venta  ó  subasta  judicial,  que  se 
rige  por  reglas  especiales,  y  en  la  cual  la  autoridad  y  aprobación 
del  Juez  pueden  suplir,  caso  necesario,  la  falta  del  consentimiento  de 
las  partes,  no  es  aplicable  la  ley  1.',  tH.  3.%  de  la  Part.  3/,  que  de- 
fine lo  que  es  venta  en  general  y  establece  que  se  ha  de  hacer  can 
consentimiento  de  las  partes; 

Y  6.**  que  tampoco  tiene  aplicación  la  ley  21,  tU.  3.*,  Part.  3.*, 
que  dispone  que  no  debe  valer  la  venta  que  fuere  hecha  engañosa' 
mente^  vendiendo  una  cosa  por  otra,  6  siempre  que  hay  error  sus» 
TOMO  vil.  80 
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toMial  en  t^üa^  mi^andú  dichas  eircuntíancía$  no  concurren  remedir 
de  la  vtítita^  objHo  del  lUigio, 

£q  )a  Tilla  y  oórie  de  Madrid,  á  i3  de  judío  de  1862,  en  los  autos  pen- 
dientes ante  Nos  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado  de  mí^ 
mera  instancia  del  Barquillo  y  en  la  Sala  primera  de  la  Real  Audiencia  de  la 
visma  por  los  síndicos  del  concurso  de  0.  Benito  de  Rozas  oon  D.  Simot 
Garrido  Sabagun  sobre  nulidad  de  un  remate: 

Resultando  que  anunciada  á  instancia  de  ios  síndicos  del  concurso  de 
D.  Benito  de  Rozas  la  venta  en  pública  subasta  de  una  casa  sita  en  el  pue- 
blo de  \allecas,  tasada  en  9,500  rs.,  fué  rematada  en  H  de  febrero  de  i85d^ 
á  favor  de  D.  Francisco  Garrido  y  Sabagun  en  la  cantidad  de  6,374  rs.  i  re- 
bajar cargas;  y  aprobado  por  el  Juez  el  remate,  apareciendo  de  la  certifica- 
ción que  libró  la  Contaduría  de  Hipotecas  de  Alcalá  que  Rozas  la  había  bi« 
potecado  á  la  seguridad  del  pago  de  4,200  rs.  por  la  sustitución  de  la  suer- 
te de  soldado  de  un  sobrino  suyo,  y  que  tenia  un  censo  redimible  de  4,10(^ 
reales  de  capital: 

Resultando  que  los  síndicos  del  concurso,  fundados  en  que  era  necesa- 
rio abonar  al  rematante  una  crecida  cantidad  para  que  quedasen  estingui- 
das  las  responsabilidades  conocidas  que  tenia  la  finca,  solicitaron  que  se  de- 
clarase inadmisible  la  proposición  hecha  por  Garrido,  y  que  se  sacase  do 
nuevo  á  la  venta  la  casa  con  la  prevención  de  no  admitirse  postura  que  na 
cubriera  la  tasación: 

Resultando  que  el  rematante  impugnó  esta  pretensión  pidiendo  que  se 
llevase  á  efecto  la  adjudicación  por  el  precio  ofrecido  en  la  subasta,  y  qu» 
en  su  defecto  se  ie  adjudicara  cqn  sola  la  obligación  de  responder  del  capi- 
tal y  réditos  vencidos  de  los  censos  que  pesaban  sobre  la  finca: 

Resultando  que,  acordado  por  la  Junta  general  de  acreedores  desesti* 
mar  la  pretensión  de  Garrido  é  insistir  en  la  de  los  síndicos,  el  Juez  dictd 
auto,  que  revocó  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  esta  corte  en  sentencia 
de  i  9  de  diciembre  de  1860,  mandando  llevar  á  efecto  el  remate  v  que  se 
otorgase  la  correspondiente  escritura,  en  la  que  el  rematante  se  obligaría  al 
pago  del  capital  y  réditos  vencidos  de  los  eensas  que  pesaban  sobra  la  iaea 
femaiada: 

Recluitando  que  los  shidicos  del  concurro  interpusieron  recurso  da  casa- 
ción ciUndo  como  infringidas  las  leyes  i.*  y  21,  tít.  5.%  Partida  5.%  y  loa 
artículos  559  y  ^69  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Gabriel  Ceraelo  de  Velasco: 

Considerando  que  las  disposiciones  que  contiene  el  art.  559  de  la  cita- 
da ley  de  Enjuiciamiento,  relativas  á  las  subastas  judiciales  de  los  bienes  de 
un  concurso,  se  refieren  á  los  casos  en  que  la  postura  que  se  baya  beebo  á 
eUoasea  inferior  á  las  dos  terceras  partes  del  avalúo,  y  oue  la  ofrecida  en  la 
subasta,  que  ha  motivado  el  presente  pleito,  esceaió  de  acuella  cantidad, 
no  siendo  por  consiguiente  necesario  el  acuerdo  y  conformidad  de  los  sfn* 
dicos  y  dei  deudor,  ni  aprobación  de  la  junta  de  acreedores  para  la  validez 
y  firmeza  del  remate.,  una  vez  aprobado  por  el  Juez: 

Considerando  que  cumplida  esta  formalidad,  como  lo  fué  en  el  caso  de 
que  se  trata,  debe  precederse  con  arreglo  al  art.  560  de  la  misma  ley  á 
otorgar  la  oportuna  escritura  en  favor  del  rematante,  y  que  por  tanto  la 
sentencia  que  resuelye  la  cuestión  en  este  sentido  no  infringe  los  mettcfe- 
nados  artioulos: 

Considerando  i¡ue  no  es  aplii^ble  á  la  qne  es  objeto  ¿e  este  litigio  la  ley 
i/,  tít.  5.%  de  la  Partida  $.%  que  defioe  lo  que  es  venta  en  general  y  esu- 
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^laoeoQe  se  byi  deiucer  coa  conseatimídoto  de  las  partes^  puesto  que  s» 
tnu  ae  ana  Venta  ó  subasta  judicial,  que  se  rige  por  reglas  especiales^  y  en 
la  cual  la  autoridad  j  aprobación  del  Juez  puede  suplir,  siendo  necesario,  ia^ 
filia  de  aquel  requisito: 

.  Y  considerando  que  tampoco  tiene  aplicación  la  ley  21  del  niismo  titulo 
jPartida,  que  dispone  que  no  debe  valer  la  venta  qoe  fuere  hecha  eng^- 
ifsmñuíkf  vendiendo^  una  cosa  por  otra,  ó  siempre  que  hay  error  sustan* 
aal  en  ella,  circunstancias  que  no  concurren  respecta  de  la  casa  rematada- 
áJavQT  de  D.  Simón  Garrido; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  les  síndicos  del  concc^rso  de  O.  Benito  de  Ro« 
«Vp  ¿  quienes  condenamos  en  las  costas;  devolviéndose  ios  autos  á  la  Eeal 
Audiencia  de  esta  corte  con  la  cerliGcacion  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inser* 
tará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias, 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— Ramón  López  Vázquez.— Ante- 
ro  de  Eciiarrí.— Gabriel  Geruelo  de  Velasco. — Pedro  Gómez  de  Hermosa. — 
Pablo  Jiménez  de  Palacio.— Laureano  Rojo  de  Norzagaray.— Ventura  de^ 
Gólsa  y  Pando. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Una* 
trisito  Sr.  D.  Gabriel  Geruelo  de  Velasco,  Ministro  de  la  Sala  primera  del 
Sapremo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  en  la  misma 
Sala  en  el  dia  de  hoy,  de  que  yo  el  Escribano  de  Gámara  certifico. 
^  Madrid  i3  de  junio  de  1862.— Juan  de  Dios  Rubio.— (Gaceta  de  Ift  de 
Ji9U0  de  18^0 


109. 

CTonapetencaa  (13  de  junio  de  i862.).-- Parricidio.— Se 
decida  por  la  Sala  seronda  del  Tribunal  Supremo  i  favor  del  Juz- 
gado de  Marina  de  Alicaate  la  competencia  suscitada  con  ei  de  pri^ 
mera  inatancia  de  la  misma  ciudad  acerca  del  conocimiento  de  la 
cansa  formada  contra  D.  José  Jordá  por  parricidio ,  y  se  resuelve: 

i  /  Que  ¡08  pilotos  mercantes  disfrutan  del  fuero  de^  marina^ 
iegun  la  ordenanza  de  matriculas  de  mar\ 

Y  2.^    que  el  delito  de  parricidio  no  causa  desafuero; 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  13  de  junio  de  1862,  en  los  autos  de 
campeteocia  que  ante  Nos  penden  entre  el  Juzgado  de  Marina  de  Alicante 
7  el  de  primera  instancia  de  la  misma  ciudad  acerca  del  conocimiento  de 
la  cauaa  formada  contra  D.  Joié  Jordá  por  parricidio: 

Resultando  que  en  27  de  abril  último  el  Juez  de  primera  instancia  de 
Alicante  empezó  á  instruir  diligencias  criminales  á  consecuencia  de  la 
nraerte  de  María  Vidal,  reduciendo  después  á  prisión  al  marido  de  la  mis- 
m  D.  José  Jordá  per  las  sospechas  que  aparecieron  4^  que  fuese  el  autor 
del  delito: 

Resultando  que  puesto  en  coiocimiento  del  Juzgado  de  Marina,  biza 
constar  este  por  la  correspondiente  certificación  que  el  Jordá  se  hallaba 
inscrito  en  las  listas  de  Pilotos  de  la  matrícula  de  Alicante  desde  25  d& 
enero  de  1839,  y  después  requirió  de  inhibición  al  Juez  ordinario: 


Digitized  by  VjOOQIC 


396  JURUPRVDKlfCIA  CIVIL. 

Resaltando  que  ampliada  la  indagatoria  del  procesado  Jordá»  ea  la  que 
manifestó  que  desde  fines  del  año  de  1841  se  dedicaba  esclasivamente  al 
oficio  de  aperador,  sin  haberse  vuelto  á  embarcar  en  ningún  buque»  dicho 
Jaez  de  primera  instancia  se  declaró  único  competente  para  conocer  de  la 
causa,  fundándose  en  que  Jordá  babia  perdido  el  fuero  de  Marina  de  que 
«ntes  gozó,  con  arreglo  al  Real  decreto  de  15  de  marzo  de  1850,  en  cayo 
artículo  5.°  se  dispuso  que  los  segundos  y  terceros  Pilotos  que,  habiéndo- 
se dedicado  á  otra  profesión  é  industria  hubiesen  dejado  de  navegar  do- 
rante seis  años,  perderian  la  consideración  de  matriculados,  y  se  les  reco- 
gerían los  títulos,  á  menos  que  de  antemano  hubiesen  ejercido  el  pilotaje 
por  el  tiempo  de  10  años: 

Resultando  que  el  Juez  de  Marina  insistió  en  la  inhibitoria,  alegaDd<| 
que  el  Real  decreto  citado  del  año  50  habia  sido  derogado  por  la  Real  or- 
den de  21  de  enero  de  1856,  é  hizo  constar  por  la  correspondiente  certifi- 
cación que  D.  José  Jordi,  matriculado  de  Marina  desde  25  de  enero  de 
1839,  habia  navegado  en  el  año  de  1840  y  seguido  sus  estudios  en  la  Es- 
cuela náutica  del  Consulado  de  Alicante,  nombrándosele  tercer  Piloto  en 
el  año  d6i.l843;  y  que  si  bieu  en  el  de  1850  se  le  recogió  el  título  dándose- 
le de  baja  en  la  matrícula,  posteriormente,  á  virtud  de  la  citada  Real  or- 
den de  21  de  enero  de  1856,  se  le  devolvió  su  nombramiento  de  tercer 
Piloto,  y  se  le  entregó  nueva  cédula  de  matrícula,  quedando  sajeto  á  las 
ordenanzas  del  ramo: 

Vistor,  siendo  Ponente  el  Ministro  de  este  Supremo  Tribunal  D.  Felipe^ 
4e  Urbina: 

Considerando  que,  cualesquiera  que  sean  las  vicisitades  que  D.  José 
Jordá  ha  esperimentado  en  su  fuero  de  Marina,  es  lo  cierto,  según  la  cer- 
tificacion  que  obra  en  las  actuaciones  de  este  Juzgado,  que  en  20  de  se- 
tiembre de  1856  se  le  devolvió  su  nombramiento  de  tercer  Piloto,  y  se  le 
entregó  nueva  cédula  de  matrícula  como  inscrito  en  la  de  Pilotos  ae  Ali- 
cante, siendo  evidente  que  estos  disfrutan  fuero  de  dicho  ramo,  segon  la 
ordenanza  de  matrículas  de  mar; 

Y  considerando  que  las  diligencias  criminales  instruidas  á  consecaeneia 
de  la  muerte  de  María  Vidal  tuvieron  principio  en  27  de  abril  último,  j 
por  lo  tanto  con  mucha  posterioridad  i  estar  Jordá  en  el  goce  del  faero  de 
Marina,  y  que  el  delito  que  se  persigue  no  causa  desafuero; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  de 
^ta  causa  corresponde  al  Juez  de  Marina  de  Alicante,  al  que  se  remitan 
unas  y  otras  actuaciones  para  lo  que  proceda  con  arreglo  á  derecho. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  qne  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Go- 
bierno é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  para  lo  cual  se  pasea  las 
oportunas  copias  certificadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— 
Juan  Martin  Carramolino.— Ramón  María  de  Arrióla.— Félix  Herrera  de  la 
Riva.— Juan  Maria  Biec— Felipe  de  Urbina.— Eduardo  Ello. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
limo.  Sr.  O.  Felipe  de  Urbina,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia, 
estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  segunda  el  día  de  hoy. 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  13  de  junio  de  1862.— Gregorio  Camilo  García.— ((lao^  4e  <9 
de  junio  de  1862.) 
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de  eüsaeien  (ÍZ  de  junio  de  1862.)*— Rboonogi- 
Huorro  DE  uifA  HUA  NATURAL.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Snpremo  no  haber  lagar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  José  Franca  de  Sara  vía  contra  la  sentencia  pronunciada  por 
la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Granada,  en  pleito  con  Merce* 
des  Valdivieso,  y  se  resuelve: 

i.""  Que  si  bien  la  ley  1 1  de  Toro,  ó  sea  1.%  tU.  S.%  lib.  10  de 
la  Novísima  Eecopüacian  esnge  para  que  el  hijo  sea  reputado  nu" 
tural  en  hs  casos  i  me  se  refiere  que  el  padre  le  reconozca  por  talf 
no  es  neíxsario  que  dicho  reconocimiento  sea  espreso,  como  lo  tiene 
declarado  el  Supremo  Tribunal^  bastando  que  conste  vor  cualquiera 
de  los  medios  probatorios  que  establece  el  derecho,  ae  manera  que 
no  dé  lugar  á  duda  sobre  la  certeza  de  semejante  hecho; 

Y  i.''  que  es  válida  la  apreciación  y  calificación  de  las  dedara- 
eicnes  de  los  testigos  que  las  Salas  sentenciadoras  hacen  en  uso  de 
ia  facultad  que  las  concede  el  art.  Sil  déla  ley  de  Enjuiciamiento 
eivílf  cuando  al  hacerla  se  arreglan  á  lo  que  en  el  mismo  articulo  se 
apreviene  y  dentro  de  los  limites  en  ¿I  señalados,  sin  cometer  infrac* 
cion  alguna  de  ley. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  13  de  junio  dé  Í862,  en  los  autos  que 

Senden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación,  seguidos  en  di  Juzgadoí 
e  primera  instancia  del  Salvador  de  Granada  y  en  la  Sala  segunda  de  la 
Real  Audiencia  de  la  misma  ciudad  por  Mercedes  Vatdifieso  y  Mayorgat 
contra  O.  José  Franco  de  Saravia  sobre  reconocimiento  de  una  hija  natural: 

Resultando  que  Mercedes  Valdivieso,  de  estado  viuda,  did  á  luz  el 
día  i5  de  setiembre  de  i 853  una  niña,  que  fué  bautizada  poniéndola  por 
nombre  Josefa  Tomasa,  y  espresándoso  en  la  partida  que  era  hija  natural  de 
aquella:  ' 

Resultando  que  á  instancia  de  la  Mercedes  declaró  el  facultativo  que  la 
asistió  al  parto  reconociendo  como  suya.la  certificación  que  de  aquel  acto 
había^dado,  añadiendo  que  D.  José  Franco  de  Saravia  le  encargó  la  asisten- 
cia de  la  madre  y  de  la  niña,  manifestándole  que  era  el  padre  de  esta: 

Resultando  que  el  Teniente  coadjutor  de  la  parroquia  de  San  Justo  y 
Pastor  de  Granada,  que  administró  á  dicha  niña  el  bautismo,  prestó  decta- 
ración  &  solicitud  de  la  madre  espresando  que  al  presentarle  esta  la  niña 
para  que  la  bautizara  le  indicó  que  pusiera  en  la  partida  que  era  bija  natu- 
ral suya  y  de  D.  José  Franco  de  Saravia;  pero  que  hebiéndole  prevenido 
€Ste  por  medio  de  una  carta  que  dejara  en  claro  el  nombre  del  padre,  lo 
cual  no  podia  verificarse,  la  estén Jíó  en  los  términos  en  que  estaba  redac- 
tada; y  que  habiendo  Tisto  después  Saravia  al  declarante,  si  bien  no  le  ma- 
nifestó esplícitamente  que  la  niña  fuese  bija  suya,  por  sus  espresiones  co- 
noció y  estaba  moralmente  persuadido  de  que  era  el  padre  de  la  misma; 

Resultando  que  en  22  de  setiembre  de  1853,  escribió,  según  parece, 
D.  José  Franco  de  Saravia  desde  Alcalá  la  Real  á  Mercedes  Valdivieso  re- 
conviniéndola por  tener  sin  bautizar  á  nuestra  hija^  y  la  encargó  lo  veri- 
ficara inmediatamente,  espresando  la  persona  que  la  entregaría  dinero  para 
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el  pago  de  los  derechos  de  Bautismo  y  sos  alimentos,  y  (pie  si  no  podií 
^edar  en  claro  su  apellido^  que  se  pMiera: 

Resultando  que  con  la  anterior  carta  presentó  la  demandante  otras  i% 
fechadas  en  esta  cene  en  los  meses  de  febrero,  auno,  ahril^  iMf^  |  do- 
Tiembre  de  1854,  en  las  qué  Sara  vía,  por  el  que  al  parecer  fueron  escritas 
habla  á  la  Vaidi? ieso  de  la  niña  en  términos  afectuosos:  cartas  que  pues* 
tas  de  manifiesto  al  mismo  para  su  reconocimiento  dudó  de  la  Intimidad 
de  ellas,  si  bien  eran  parecidas  ¿  su  letra  y  firma,  y  negó  fuese  saya  la  ds 
22  ée  setiembre  de  1853: 

Resultando  que  con  los  referidos  documentos  presentó  demanda  Ména- 
des Valdivieso  en  3  de  maye  de  1856  pidiendo  se  declarase  hija  suya  nato» 
ral  y  de  D.  José  Franco  de  Sara?ia  la  niña  Josefa,  y  que  en  su  virliídss 
condenase  á  este  ¿  que  diese  y  pagase  los  debidos  alimentos  á  so  bija,  y  si 
representación  de  la  misma  á  su  madre,  con  arreglo  á  los  cuantiosos  bienes 
que  disfrutaba,  sin  perjuicio  de  declarársela  como  inmediata  sucesora  i  las 
vinculaciones  que  poseia  el  mismo  por  no  tener  en  aquella  fecha  sucesión 
le^tima,  alegando  para  ello  sus  relaciones  con  Saravia  y  el  mérito  de  los 
documentos  referidos: 

Resultando  que  O.  José  Franco  de  Saravia  solicitó  por  medio  de  su  en* 
rador  ad  lüem  que  se  le  absolviera  libremente  de  dicha  deoian<fo,  espeneih 
do  que  la  partida  de  bautismo  y  lo  declarado  per  el  que  la  dio,  legosdepra* 
har  que  a<^el  fuese  padre  de  la  niña,  persuadían  lo  contrarío,  y  que  los  de- 
más documentos  presentados  no  eran  suficientes  para  demostrar  la  pateroi^i 
dad  de  Saravia: 

Resultando  que  en  el  término  de  prueba  articulanüi  las  partes  las  qus 
estimaron  conducentes  para  justificar  por  medio  de  testigos  los  hechos  quo 
tenían  alegados,  y  los  peritos  calfgraros  que  nombraron  reconocieron  lis 
cartas  de  D.  José  Franco  de  Saravia  presentadas  por  la  demandante,  convi- 
niendo en  que  estaban  escritas  y  rubricadas  por  la  misma  mano  y  pulso  qos 
las  indubitadas  que  se  exhibieron  del  mismo: 

Resultando  que  en  3  de  octubre  de  1859  el  Juez  dictó  sentencia,  que 
revocó  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Granada  por  la  suya  de  11  da 
junio  de  1860,  condenando  á  D.  José  Franco  Saravia  á  que  en  el  término 
de  15  dias  y  por  medio  de  escritura  páblíca  reconociese  como  bija  natural, 
habida  en  Mercedes  Valdivieso,  á  la  niña  Josefa,  bautizada  en  26  de  setiem- 
bre de  1853,  á  la  cual  satisfaría  4  rs.  diarios  por  via  de  alimentos  y  por 
mesadas  anticipadas,  y  3,000  rs.  por  una  vez  como  reintegro  de  los  deveo- 
gados  hasta  la  fecha,  y  al  pago  de  las  costas  de  una  y  otra  instancia: 

Resultando  que  contra  este  fallo  Interpuso  el  demandado  recurso  deci' 
sacion  por  haberse  infringido  en  su  concepto  el  art.  317  de  la  ley  de  Cñjui* 
ciamiento  civil,  toda  vez  que  habiendo  probanza  de  mocha  fuerza  contra  la 
filiación  de  la  niña  Josefa,  lejos  de  haberse  apreciado  las  disposiciones  de  los 
testigos  por  las  reglas  de  sana  crítica,  se  habia  prescindido  de  la  calidad 
con  que  venia  patentizada  la  conducta  de  la  madre,  haciendo  prevalecer  las 
declaraciones  de  los  testigos  presentados  por  esta,  y  la  ley  11  de  Toro  pot 
no  haber  hecho  el  recurrente  el  reconocimiento  que  la  misnaa  pre- 
viene: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Gabriel  Ceruelo  de  Velasco: 

Considerando  que  si  bien  la  ley  11  de  Toro,  ó  sea  1.%  titulo  5.%  libro 
{  10  de  la  NovUma  Recopilación,  ezige,  para  que  el  hijo  sea  reputado  nata* 

I  ral  en  los  casos  á  que  se  refiere  que  el  padre  le  reconozca  por  tal,  no  esoe* 

1  cesarlo  qoe  dicho  reconocimiento  sea  espreso,  como  lo  tiene  declarado  este 

i  Supremo  Tribunal,  bastando  que  conste  de  él,  por  cualquiera  de  losmedú)! 
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probatorios  que  establece  el  derecho,  de  manera  gue  tp  qttede lagar  á^odn 
sobre  la  certeza  de  semejante  hecho: 

Considerando  qoe  en  el  caso  que  ha  motivado  el  presente  pleito  se  ha 
acreditado  legalmente,  á  jaicio  dé  la  Sala  sentenciadora^  que  el  recurrente 
halna  reconocido  como  hija  natural  suya  ¿  la  que  lo  es  de  la  demandante, 
atendidas  y  yaloradas  las  pruebas  que  en  apoyo  de  sus  respectivas  preten** 
nones  se  han  suministrado  por  las  partes: 

Considerando  que  en  la  apreciación  y  califlcaclotí  de  las  declaraciones 
de  los  testigos  que  dicha  Sala  ha  hecho,  en  uso  de  la  facultad  que  le  conee«* 
de  el  art.  317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  cifil,  se  ha  arreglacTo  á  K>  que  en 
«1  mismo  se  previene  7  dentro  de  los  límites  en  él  señalado,  sin  haberse 
«legado  ningunti  otra  infracción: 

Y  considerando  por  los  fundamentos  espuestos  que  no  ha  sido  infringí* 
do  et  referido  artículo  ni  la  ley  1  i  de  Toro  también  citada; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  José  Franco  de  Saravia,  á  quien  condena'* 
mos  en  las  costas;  y  devuélvanle  los  autos  á  la  Audiencia  de  donde  proce* 
den  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inserta* 
tA  en  la  Colección  legülativa,  pasándose  al  efecto  las  copiaé  necesarias,  lo 
.pronaneiamos,  mandamos  y  firma moi^.— Ramón  López  Vázquez.— Sebas^ 
tian  González  Nandin.— Antero  de  Bcbarri.— Gabriel  Ceruelo  de  Yelasco. 
—Pablo  Jiménez  de  Palacio.— Laureano  Bojo  de  Norzagaray.— Ventura  de 
Colsa  y  Pando. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Ilus« 
trfisimo  Sr.  D.  Gabriel  Ceruelo  de  Velasco,  Ministro  del  Tribunal  Supre- 
mo de  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  pri« 
mera  el  dia  de  lioy,  de  que  certifico  como  Secretario  de  S.  M.  ysu  Bs* 
crfbano  de  Cámara. 

Madrid  13  de  junio  de  1862.— Dionisio  Antonio  de  Puga.— (6ace(A 
de  20  de  junio  de  1862.) 


Apelación  por  deneg^atoria  del  reenrso  de  ^m^ 
smeioD  (16  de  junio  de  1862.).— Cüuplimíento  oe  lo  convenioo 
EN  DifA  ESCRITORA  DE  SOCIEDAD  — Sc  confírma  por  la  Sala  primera 
del  Tribanal  Supremo  la  providencia  apelada  por  D.  Ángel  Gvarís* 
to  Fortis,  aue  dictó  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Barcelona 
denegando  la  admisión  del  recurso  de  casación  inlerpiiesto  por  el 
mismo,  en  pleito  con  D.  Luis  Fortis  y  otros,  y  se  resuelve: 

Que  no  'procede  el  recurso  de  casación  contra  seníencias^  que  no 
siendo  deflniüvas  en  el  concepto  de  lo  establecido  en  el  art,  1011  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  no  ponen  término  al  juicio  ni  hacen 
imposible  su  continuación. 

En  la  filia  y  corte  de  Madrid,  á  16  de  junio  de  1862,  en  los  autos  quo 
penden  ante  Nos  en  virtud  de  apelación  interpuesta  por  D.  Ángel  Bvaristo 
Fortis  de  la  providencia  de  la  Sala  primera  de  la  Real  Audiencia  de  Barce- 
lona^ que  le  negó  la  admisión  del  recurso  de  casación: 
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Resaltando  que  consUtaidos  en  sociedad  D.  Luis  y  D.  Carlos  Fortis, 
D.  Juan  Fortis  y  Piatza,  D.  Blas  Primatesta  y  D.  Ángel  Evaristo  Fortis  pira 
sostener  la  fonda  de  las  Cuatro  Naciones,  establecida  en  Barcelona»  convi* 
nieron  por  una  de  las  cláusulas  de  la  espritura  social  que  en  el  caso  que 
ocurriese  alguna  desavenencia  ó  disputa,  fuese  de  la  clase  ({ue  fuese,  entre 
los  socios  ó  sus  habientes  derecho,  deberla  dirimirse  por  arbitros  arbitrado- 
res  y  amigables  componedores  elegidos,  uno  por  parte  del  socio  disidente  j 
otro  por  ios  demás,  y  en  caso  de  discordia  por  un  tercero,  en  el  modo  y  for- 
ma que  exige  la  actual  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Resultando  gue  D.  Blas  Primatesta  presentó  demanda  en  el  Juzgado  de 
primera  instancia  del  distrito  de  Palacio  de  aquella  ciudad  el  dia  22  de  oc- 
tubre de  1860  pidiendo  que  se  condenase  á  sus  consocios  á  formalizar  escri- 
tura de  compromiso  para  sujetar  á  resolución  de  amigables  componedores 
la  liquidación  y  disolución  de  la  sociedad  Fortis  y  compañía  con  arreglo  á 
los  términos  del  art.  822  de  la  ley  de  Eajuiciamiento  civil,  eligiendo  Don 
luán  y  D.  Ángel  Evaristo  Fortis  un  arbitro  por  su  parte  y  otro  los  demás 
socios,  V  el  tercero  de  común  acuerdo,  bajo  apercibimiento  de  verificarlo  el 
TribuDal  y  de  dirimir  de  oficio  las  demás  cuestiones  relativas  á  la  redacción 
del  compromiso  en  el  caso  de  no  poderse  convenir: 

Resultando  que  sustanciada  la  demanda  con  O.  Luis  y  D.  Garlos  Fortis, 
que  se  adhirieron  á  ella;  con  D.  Joan  Fortis  y  Piatza,  que  se  conformó  con 
que  se  nombraran  los  amigables  componedores  para  resolver  la  cuestión 
promovida,  y  con  D.  Aogel  Evaristo  Fortis  que  se  opuso  sosteniendo  que 
no  procedía  el  arbitraje,  dictó  sentencia  el  Juez  en  21  de  marzo  de  18€i 
declarando  haber  lugar  á  la  demanda  en  cuanto  á  poner  en  ejecución  lo  que 
establecía  la  escritura  de  sociedad,  y  mandó  en  su  consecuencia  que  ios 
cuatro  demandados,  en  unión  con  el  demandante,  procedieran  á  formalizar 
la  escritura  pública  de  compromiso  arreglada  á  la  ley: 

Resultando  que  por  no  haberse  reclamado  esta  sentencia,  se  mandó  lie* 
▼ar  á  efecto  fijando  para  la  ejecución  de  lo  acordado  el  término  de  cinco  dias; 
y  que  no  habiendo  podido  conseguirse  el  acuerdo  de  los  interesados  para  el 
nombramiento  de  amigable  componedor  tercero,  proveyó  un  auto  el  Juez  de 
primera  instancia  acerca  de  la  forma  en  que  había  de  verificarse  aquel,  in- 
terponiendo O.  Evaristo  Fortis  de  esta  resolución  y  de  ta  providencia  dene- 
gatoria de  su  reforma  apelación  para  ante  la  Audiencia,  en  la  cual  la  Sala 
primera  en  23  de  octubre  de  1 86 i  pronunció  sentencia  por  la  que,  revocan- 
do los  autos  apelados,  mandó  que  los  interesados  se  reuniesen  en  la  Escri- 
banía del  actuario  el  dia  y  hora  que  señalase  el  Juez  de  primera  instancia, 
V  se  pusieran  de  acuerdo  sobre  el  modo  de  hacer  la  designación  del  amiga- 
ble componedor  tercero;  bajo  apercibimiento  de  que  no  naciéndolo,  se  ve- 
rificaría el  nombramiento  de  oficio  por  el  espresado  Juez: 

Resultando  que  D.  Ángel  Evaristo  Fortis  dedujo  contra  ese  fallo  rfcur- 
80  de  casación  por  conceptuarle  contrarío  á  los  artiqpios  779, 780,  882,  en 
su  núm.  4.*;  827,  833  y  896  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  manifestó 
en  apoyo  de  su  inadmísibílidad  que,  si  bien  por  el  art.  1010  de  dicha  ley 
se  dá  contra  las  sentencias  que  recaen  sobre  definitiva,  el  art.  101  i  lo  am- 
plía á  las  que  recaigan  sobre  algún  artículo,  siempre  que  este  ponga  tér- 
mino al  juicio  y  haga  imposible  su  continuación,  como  se  verincabÁ  en  el 
caso  actual,  toda  vez  que  siendo  el  punto  discutido  la  forma  en  que  debe 
hacerse  la  aesignacion  del  amigable  componedor,  una  vez  resuelto  por  la 
ejecutoría  nada  quedaba  ya  que  litigar  entre  las  partes: 

Resultando,  por  último,  que  denegada  la  admisión  del  recurso  por  auto 
.de  11  de  noviembre  de  1861,  apeló  de  esa  negativa  D.  Ángel  Evaristo  For- 
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tts,  remiüóndose  eu  so  consecuencia  tos  autos  á  este  Tribunal  Supretno: 
Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Pedro  Gómez  de  Hermosa: 
Considerando  que  la  sentencia)  de  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de 
Barcelona  de  23  de  octubre  de  186i,  contra  la  cu<il  se  ha  interpuesto  este 
recurso,  no  se  entiende  definitiva  eu  el  concepto  de  lo  establecido  en  el  ar- 
tículo 1011  de  la  ley  de  Gnjuiciamiento  civil,  porque  deducida  la  demanda 
para  el  cumplimiento  de  lo  estipulado  ai  constituirse  la  sociedad,  y  dictado 
el  auto  consentido  para  que  se  eslendíese  al  efecto  la  escritura  de  compro- 
miso, la  referida  sentencia,  revocatoria  de  las  pjsteriores,  resolviendo 
acerca  de  la  forma  en  que  ha  de  verificarse  el  nombramiento  del  ami^'^ible 
componedor  tercero,  no  termina  el  juicio  ni  hace  imposible  su  continua* 
cion; 

Fallamos  que  debamos  confirmar  y  confirmamos  con  las  costas  la  provi- 
dencia apelada;  devolviéndose  los  autos  ala  Audiencia  de  Barcelona  con  la 
oertifieacion  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Go* 
bierno  dentro  de  los  cinco  dias  siguientes  al  de  su  fecha,  é  insertará  en  la 
Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronun- 
ciamos*, mandamos  y  firmamos. — Ramón  López  Vázquez. — Aotero  de 
Bchirri. — Gabriel  Geruelo  de  Velasco.— Joaquín  de  Palma  y  Yinuesa. — 
Pedro  Gómez  de  Hermosa. ^Pablo  Jiménez  de  Palacio.^Luureano  Rojo  de 
Norzagaray. 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Ilus- 
trísimo  Sr.  D.  Pedro  Gómez  de  Hermosa,  Ministro  del  Tribunal  Supremo 
de  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  publica  en  su  Sata  primera  el 
dia  de  boy,  de  que  certifico  como  Secretario  de  S.  M.  y  su  Escribano  de 
Cámara. 

Aladrid  16  de  junio  de  1862. — Dionisio  Antonio  de  Puga.— (Gacela  de 
20  dejunio.de  1862.) 


161. 

Reeurso  de  easacaon  ea  asnnio  de  Ultramar  (16  de  junio 
de  186¿.).— Tkrcbría  db  dominio. — ^Agrmdobbs  db  mbjor  derecho. 
— Se  declara  por  la  Sala  de  Indias  del  Tribunal  Supremo  no  haber 
lagar  at  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Ministerio  üscal  eu 
defensa  de  los  hijos  menores  deD.  Manuel'  Alvarez,  contra  la  sen- 
ieneia  de  vista  pronunciada  por  la  Sala  de  Guerra  y  Marina  de  la 
Audiencia'  de  Manila,  en  pleito  con  D.'  Vicenta  García,  y  se  re- 
suelve: 

i.^  Que  estimadas  por  una  ejecutoria  todas  las  pretensiones  de 
una  demanda^  no  es  dado  atribuirla  el  haber  prescindido  de  algo 
de  lo  pedido; 

Y  2.^  que  en  cuanto  á  la  apreciación  de  los  hechos  presentados 
por  las  partes^  la  Sala  de  Indias  tiene  que  conformarse  con  la  cali" 
flcacion  hecha  por  el  Tribunal  á  quo,  que  es  al  que  corresponde 
hacerla. 

£o  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  16  de  junio  de  1862,  en  los  autos  se* 
TOMO  vn.  51 
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guldos  en  la  Capitanía  general  de  Filipinas  y  Sala  de  8uerra  y  Harina  de 
la  Audiencia  de  Rlanila  por  U.  Manuel  Aivarez  y  sus  hijos  menores  O.  Rafa- 
el, D.  Vieento,  Doña  Mariana,  D.  Antonio  y  Doña  Guadalupe,  los  dos  pri- 
meros hoy  mayores,  y  la  Doña  Mariana  casada  con  D.  Ramón  Cadórniga, 
contra  Doña  Vicenta  García,  en  el  dia  su«albacea  D.  José  Corrales,  fobre 
tercería  de  dominio  y  acreedores  de  mejor  derecho  respecto  á  ciertos  bie- 
nes embargados  al  D.  Manuel  en  juicio  ejecutivo  seguido  contra  el  mismo 
por  la  Doña  Vicenta;  pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  ca- 
sación interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal  en  defensa  de  lus  hijos  menores 
de  Atvarez,  y  al  presente  sostenido  por  esto^:,  contra  la  sentencia  de  vista 
pronunciada  por  aicha  Sala,  formada  de  cinco  Magistrados: 

Resull;<ndo  que  á  consecuencia  de  pleit<)  sei^uido  por  Doña  Vicenta  Gar- 
cía crtnipa  D.  Manuel  Aivarez,  en  el  qne  por  sentencia  de  11  de  noviembre 
de  1848  fué  este  condenado  á  pagarla  10,000  ps.  y  los  intereses  al  6  por  <Oft 
anual  desde  que  se  interpuso  la  demanda,  la  García  solicitó  se  requiriese 
de  paí?o  á  Aivarez,  con  apercibimiento  de  ej<»cucion  por  el  capital  y  réditos 
▼eucidos  y  los  que  se  devengasen  hasta  su  efectivo  reintegro:  que  hecho  el 
requerimiento  y  no  verificado  el  pago  por  Aivarez,  se  embargaron  por  de- 
signación del  mi^mo,  entre  otros  bienes,  una  ca<a  sita  en  la  calle  dfl  Farol 
de  la  ciudad  de  Manil.i;  unas  posesione.'^  en  la  calle  del  Rosario,  en  Binondo; 
12  sillas,  un  cuadro  de  la  Virgen  y  un  Crucifijo  de  oro,  cuyo  embargo  se 
amplió  después  á  la  tercera  parte  del  sueldo  qjue  disfrutaba: 

Resultando  que  dictado  auto  en  17  de  diciembre  de  1850  mandando 
proceder  á  la  venta,  trance  y  remate  de  ios  bienes  embargados  y  requerido 
Aivarez  con  el  mandamiento  de  pago,  manifestó  que  no  tenia  más  intereses 

Sropios  que  su  paga,  cuya  tercera  parte  estaba  retenida,  pues  todo  lo  demás 
e  sus  muebles  é  intereses  embargados  pertenecian  á  sus  hijos,  de  quienes 
era  legítimo  Administrador;  y  que  de  consiguiente  suplicaba  al  Juzgado  que 
no  se  procediese  á  su  tasación  y  venta: 

Resultando  que  verificado  el  avalúo  de  los  bienes  embargados,  D.  Ma* 
DUel  Aivarez  en  10  de  julio  de  1852  dedujo  en  nombre  de  sus  hijos  deman* 
da  de  tercería,  esponiendo  que  las  pose.<;iQnes  embargadas  de  la  calle  del 
Rosario  de  Binondo  costituían  la  finca  dotal  que  Doña  Rafaela  Cacho,  bija 
de  Doña  Vicenta  García,  llevó  al  matrimonio  con  el  Alvaraz:  que  la  casa  y 
muebles  en  ella  eiislentes  se  habían  comprado  coa  el  dinero  que  él  perci- 
bió por  cveata  de  su  esposa  de  la  testamentaria  de  su  difunto  tio  D.  Manuel 
Gacho:  que  los  muebles  embargados,  unos  fueron  dados  por  la  García  á  sa 
hija  Doña  Rafaela,  y  los  otros  comprados  con  dinero  de  esta:  que  el  cuadro 
de  la  eSgie  de  la  Dolorosa  fué  regalado  por  aquella  á  su  hija,  y  que  la  mis- 
roa  babia  donado  á  su  nieta  Doña  Mariana,  hija  de  Aivarez  el  CruciGjo  de 
oro,  por  lo  que  respecto  de  dichos  bienes  establecía  tercería  de  dominio: 
que  tampoco  podían  venderse  los  demás  muebles  embargados,  porque  ni 
con  mucho  alcanzaban  á  cubrir  el  haber  materno  de  sus  hijos  menores»  j 
la  Doña  Vieenta  no  podía  tener  mejor  derecho  que  $us  nietos  á  los  bienes 
propios  del  padre  de  estos:  que  habia  recibido  por  cuenta  de  su  esposa  en- 
tidades que  producían  un  cargo  á  favor  de  los  hijos  de  unos  17,000  ps.,  j 
por  lo  tanto  con  relación  á  ellos  deducía  tercería  de  acreedor  de  mejor  de- 
recho: 

Resultando  que  á  instancia  de  Doña  Vicenta  García  se  reíuviero» 
45,000  ps.  que  obriiban  en  poder  de  cierto  sujeto  como  tomados  de  D.  Ma- 
nuel Aivarez,  y  se  mandó  se  hiciera  saber  á  los  hijos  de  este  que,  en  cas» 
de  ser  mayores  de  14  años  de  edad,  nombrasen  curador  ad  /tfem,  pudien- 
do  hacerlo  por  sf  y  por  los  demás  hermanos  el  que  reuniese  dicba  circwis- 
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tanda,  en  cuya  oonlecntBocia  Doña  Mariana  Alvafez  tiotnbrd  carador  ad 
liUm  ¿  D.  Lorenzo  Calvo,  habiéndose  discernido  ¿  este  el  cargo  y  maodtfdo 
86  le  entregaran  los  autos  para  que  promoviera  lo  que  al  derecho  de  sos 
representados  conviniese: 

Resultando  que  verificándolo  dicho  curador  ad  littm  espuso  que  dedu* 
eia  dos  clases  de  terbería  de  oposición,  la  primera  de  dominio  con  respecto 
¿  las  fincas  y  muebles  embargados  que  fueron  adquiridos  con  dinero  de  la 
difunta  Doña  Rafaela  Gacho,  madre  de  los  menores,  así  como  en  cuanto  á 
las  42  sillas  y  un  cuadro  de  la  efigie  de  la  Oolorosa  y  el  Crucifijo  de  oro, 

Ífue  Doña  Vicenta  García  habia  donado  respectivamente  á  su  hija  Doña  Ra* 
aela  y  nieta  Doña  Mariana;  y  la  secunda  de  acreedor  de  mejor  derecho  en 
^rden  á  los  oíros  bienes,  cuya  adquisición  no  se  pudiera  justificar  que  fué 
faecha  con  el  dinero  materno;  y  que  á  las  sumas  de  que  D.  Manuel  Alvarez 
se  confesaba  responsable  para  con  sus  hijos,  debia  agregarse  la  de  30,000 
fWQ»qoc-eimiaiiko  D.  Manuel  habia  manifestado  al  curador  haber  recibido 
€on  posterioridad  de  la  testamentaria  de  D.  Manuel  Cacho,  como  pertene- 
ciente á  la  herencia  de  su  esposa ,  y  por.  derecho  de  representación  á  sus 
bijos,  menores,  por  manera  que  la  cantidad  total  por  la  que  estendia  la  ter- 
cería de  oposición  era  la  de  52,209  ps.  72  centavos;  y  pidió  se  levantase 
inmediatamente  el  embargo  de  los  bienes,  y  se  restituyesen  los  menores  al 
pleno  goce  de  su  propiedad  con  condenación  de  daños  y  perjuicios  á  la  eje- 
cutante: 

Resultando  que  conferido  á  esta  traslado  lo  evacuó  solicitando  se  deses- 
timase la  tercería  entablada  y  se  mandara  ir  adelante  en  la  ejecución,  en 
apoyo  de  cuya  pretensión  alegó  que  el  fundamento  de  la  tercería  consislía 
en  que  los  bienes  embargados  ¿  Alvarez  pertenecían  á  sos  hijos  por  heren- 
cia de  su  madre  Doña  Rafaela  Gacho,  de  lo  que  resultaba  que  aquel  era  un 
deudor  á  sus  hijo!«  y  á  la  Doña  Vicenta,  y  por  lo  tanto,  que  siendo  el  juicio 
de  preferencia,  el  curador  de  los  menores  estaba  en  el  caso  ante  todo  de 
acreditar  que  eran  acreedores;  que  su  padre  no  tenia  otros  bienes  que  los 
embargados,  y  que  su  crédito  debia  ser  pagado  antes  que  el  de  Doña  Vicen- 
ta: que  aun  cuando  esta  convenia  en  que  podía  hhber  entrado  en  poder  de 
Alvarez  lo  que  sus  hijos  heredaron  de  su  madre,  era  un  absurdo  en  lo  legal 
que  tratasen  de  hacer  valer  el  privilegio  de  crédito  dotal  de  su  madre  des- 

Sues  de  muerta  y  de  haberla  heredado,  como  igualmente  que  fuesen  acree- 
ores  hipotecarios  por  sus  bienes  adventicios,  ¿  cuya  clase  pertenecían  los 
que  habían  entrado  en  poder  de  su  padre: 

Resultando  que  después  de  la  oportuna  sustanciacion,  se  dictó  sentencia 
por  el  Juzgado  de  la  Capitanía  general,  que  en  virtud  de  apelación  inter- 
puesta por  Alvarez  y  el  curador  ad  Utem  de  sus  hijos  fué  confirmada  coa 
costas  por  la  referida  Sala  de  Guerra  y  Marina  declarando  haber  lugar  á  la 
tercería  propuesta  por  Alvarez  y  coadyuvada  en  nombre  de  sus  menores 
liijos  con  respecto  á  las  dos  fincas,  12  sillas,  efigie  de  la  Dolorosa  y  Cruci- 
fijo de  oro,  cuyo  embargo  se  alzara,  y  que  se  continuasen  los  procedimien- 
tos ejecutivos  tocante  á  los  demás  bienes  y  dinero  embargados,  ¿  cuyo  efec- 
to Doña  Vicenta  García  usase  de  su  derecho  en  el  modo  y  forma  que  mejor 
la  conviniese:  * 

Resultando  que  seguidas  otras  actuaciones,  denegándose  los  recursos 
de  súplica  y  de  casación  interpuestos  por  D.  Manuel  Alvarez  y  comunicados 
los  auto<  al  Ministerio  fiscal  por  instancia  de  la  representación  de  los  hijos 
^e  aquel,  dicho  Ministerio  en  defensa  de  los  Ínteres  de  los  mismos  interpu- 
so el  presente  recurso  de  casación,  fundado  en  que  en  la  sentencia  dictada 
se  bahía  prescindido  de  los  derechos  que  A  los  menores  hijos  de  D.  Manuel 
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AWardZ  conoeden  las  leyes  24  y  33,  tft.  43,  Partida  5.%  y  la  17,  tit  il. 
Partida  4.*: 

Vistos  en  esta  Sala  de  Indias,  formada  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el 
art.  213  de  la  Real  cédula  de  30  enero  de  1855: 

Considerando  que,  á  pesar  de  la  peoeralidad  con  <}ue  aparece  combati- 
da en  el  presente  recurso  la  ejecutoria,  no  debe  siquiera  entenderse  com- 
prendida en  la  impugnación  la  parte  de  aquella  que  dice  relación  á  la 
tercería  de  dominio  deducida  por  el  curador  da  l98  menores,  por  cuanto 
sobre  este  punto  resaltan  estimadas  de  lleno  por  dicha  ejecutona  todas  las 
pretensiones  contenidas  en  la  demanda,  sin  que  por  lo  tanto  sea  dado  atri- 
buirla el  haber  prescindido  por  este  lado  de  ningún  derecho  que  ¿  los  me- 
nores concedan  las  leyes: 

Considerando  que  en  la  otra  parte  de  la  ejecutoria  donde  por  lo  mismo 
que  se  manda  continuar  la  ejecución  se  desestima  tácitamente  la  otra  ter- 
cería que  eu  concepto  de  acreedores  de  mejor  derecho  dedujeron  tambieo 
los  menores,  no  es  admisible  que  la  ejecutoria  haya  prescindido  tampoco  de 
los  derechos  que  les  concede  la  ley  24,  tít.  13,  Partida  5.%  porque  esta  ley 
habla  de  derechos  exigibles  después  de  la  muerte  del  padre ,  cuyo  caso  es 
totalmente  diverso  del  presente;  habla  también  de  una  acción  muy  diversa 
de  la  ejercitada  en  estos  autos,  y  para  el  caso  de  oue  el  hijo  no  quiera  ser 
heredero,  ni  haber  parte  en  los  bienes  del  padre,  lo  cual  es  un  futuro  cuya 
existencia  no  es  dado  prever  en  ninguna  de  sus  circunstancias;  y  por  últi- 
mo, dicha  ley  habla  en  el  supuesto  de  que  el  padre  haya  enajenado  ó  mal- 
vendido el  peculio  adventicio  de  sus  hijos,  lo  cual  envuelve  un  punto  de  he- 
cho, y  punto  apreciado  en  sentido  negativo  por  el  Tribunal  á  quo^  en  uso- 
de  sus  facultades,  y  con  el  deber  por  nuestra  parte  de  atenernos  á  ello  en  fai 
actualidad: 

Considerando  que  tampoco  es  admisible  que  la  ejecutoria  haya  nrescin- 
dido,  al  fallar  sobre  la  última  de  las  indicadas  tercerías,  de  los  aerecbos 
concedidos  á  los  menores  por  las  leyes  33,  tít.  13,  Partida  5/,  y  17,  tít.  f  1, 
Partida  4.%  porque  aun  admitiendo  por  el  momento  que  los  créditos  actu- 
almente cuestionados  tuviesen  en  su  origen  el  carácter  de  bienes  dótales  6 
parafernales  de  la  madre  de  los  reclamantes,  y  que  después  de  heredados 
por  estos  y  de  haber  pasado  ¿  formar  su  peculio  adventicio  debieran  seguir 
manteniendo  el  primitivo  carácter  y  los  privilegios  todavía  no  bastarían 
estos  privilegios  para  alterar  las  prescripciones  de  la  ejecutoría,  porque 
los  tales  privilegios  solamente  serian  utilizables  cuando  entre  otros  requi- 
sitos faltasen  al  deudor  medios  para  cubrir  los  débitos,  lo  cual  envuelva 
otro  punto  de  hecho  que  también  ha  sido  apreciado  negativamente  por  el 
Tribunal  á  quo: 

Considerando,  por  último,  y  en  virtud  de  lo  espuesto,  que  ninguna  de 
las  leyes  invocadas  por  los  recurrentes  ha  sido  violada  por  la  ejecutoría, 
condición,  entre  otras,  esencial  para  la  procedencia  del  recurso,  en  rírtod 
del  artículo  i  94  de  la  Real  cédula  de  la  materia; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal  en  defensa  de  los  hijos  me- 
nores de  D.  Manuel  Alvarez,  y  al  presente  sostenido  por  estos,  á  los  que 
condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  que  depositaron  para 
su  interposición,  la  cual  se  distribuirá  con  arreglo  á  derecho. 

Así  por  la  presente  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Gobier- 
no, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— José  Gamarra  y  Gambrone- 
ro.— José  Portilla.— Manuel  Ortiz  de  Zúñiga.— Jacobo  Ulloa.— Jfoaqaiii 
Melchor  y  Pínazo.— Rafael  Liminiana.— Manuel  de  Urbina. 
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Pablicadon.— Leída  y  pablícada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  ilostrí - 
simo  Sr.  D.  Manuel  García  de  la  Gotera,  Ministro  del  Supremo  Tribunal  da 
Jasticia  y  decano  de  sa  Sala  de  Indias,  de  que  yo  el  Bscribano  de  Cámara 
habilitado  certifico. 

Madrid  17  de  junio  de  1862.— Rogelio  Montes.— (Gaceta  dQ  21  de 
junio  de  1862.) 


16». 

Reenpso  de  easaeien  H6  de  junio  (te  186i2.).— Rbgla- 
iCACíON  DEL  iMPORTK  DE  uMos  SALARIOS. — Se  declara  por  la  Sala  pri- 
mera del  Tríl^ttnal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  el  Fiscal  de  S.  M.  contra  la  sentencia  pronunciada 

fi)r  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  la  Coruña,  en  pleito  con 
aria  Ana  Fraga,  y  se  resuelve: 
Que,  según  dispone  la  ley  iO,  tU.  11,  lib.  iO  de  la  Novísima 
Recopilación,  para  privar  á  los  criados  del  derecho  de  pedir  i  sus 
amos  lo  que  por  razón  de  salario  ó  acotamiento  les  debieren^  es 
preciso  que  no  hayan  hecho  reclamación  alguna  dentro  de  tres  año$ 
después  que  fueron  despedidos  por  sus  señores. 

Gn  la  viUa  y  corte  de  Madrid,  á  16  de  jonio  de  1862,  en  los  autos  que 
penden  ante  Nos  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado  de  pri* 
mera  instancia  de  Villalta  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Real  Audiencia  de  la 
Coruña,  por  Maria  Ana  Fraga  con  el  Ministerio  fiscal,  sobre  reclamación 
del  importe  de  unos  salarios: 

Resultando  que  en  19  de  noviembre  de  1859  presentó  demanda  en  di- 
cho Juzgado  María  Ana  Fraga  y  esponiendo  que  ^u  amo,  el  Presbítero  Don 
Silvestre  Somoza ,  á  quien  entró  á  servir  de  ama  de  gobierno  en  1  .*  de 
narzo  de  1833  por  el  salario  de  320  reales  al  año,  la  babia  quedado  á  deber. 
á  su  fallecimiento  en  abril  anterior,  los  últimos  12  años,  ó  sea  la  cantidad 
de  3,840  rs.,  concluyó  pidiendo  que,  mediante  ¿  haberse  convocado  en  el 
Soktin  oficial  de  la  provincia  á  loa  que  se  creyesen  con  derecho  á  su  he- 
rencia, 86  condenase  á  la  misma  al  pago  de  dicha  suma,  con  las  costas  y 
con  preferencia  á  cualquier  otro  acreedor,  por  ser  su  crédito  privilegiado; 
añadiendo  después  á  la  indicada  cantidad  36  rs.  30  cents,  por  los  dias  tras- 
curridos desde  1.*  de  marzo  á  13  de  abril,  en  que  murió  su  amo: 

Resultando  que  el  Promor  fiscal  se  opuso  ¿  esta  solicitud  fundado  en 
qne  la  demandante  babia  construido  una  casa  que  debió  costaría  de  8  á 
10,000  rs.,  y  que  siendo  una  pobre,  debia  presumirse  lo  hiciese  con  los 
salarios  que  pudo  cobrarse  con  lo  que  tenia  á  su  disposición,  como  ama  de 
gobierno: 

Resultando  que  recibido  el  pleitea  prueba,  la  hicieron  de  testigos  una 

Jotra  parte,  para  comprobar  los  hechos  alegados  respectivamente,  y  que  el 
aez  dictó  sentencia  en  26  de  setiembre  de  1860  declarando  á  María  Ana 
Fraga  con  derecho  á  ser  reintegrada  por  cuenta  de  la  herencia  del  difunto 
cura  D.  Silvestre  Somoza,  y  con  preferencia  á  otro  acreedor,  de  k  canti- 
dad de  3,876  rs.  30  cents.  (|ue  contra  la  miSma  reclamaba,  por  razón  de 
soldadas,  que  dejaran  de  satisfacérsele  por  el  Indicado  cura: 

Resultando  que  al  mejorar  el  Fiscal  de  S.  M.  en  la  Audiencia  de  la 
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Caruaai  la  apelación  que  de  dicha  sealeDcia  interpaao  el  Promotor»  a!e^6 
)a  prescripctoQ  de  la  acción  deduQÍda,  coa  arreglo  á  la  ley  10,  tit.  11,  li- 
bro 10  de  la  Novísima  Recopílacioo,  al  menos  respecto  de  nueve  de  los  12 
años  reclamados;  y  que  por  sentencia  de  la  Sala  segunda  de  la  misma  Au- 
dienqia^  de  9  de  enero  de  1864,  se  confirmó  la  apelada,  entendiéndose  sin 
perjuicio  del  derecho  que  pudiese  asistir  á  cualquier  otro  acr^eáor,  de  eré* 
dito  preferenté: 

Y  resultando  que  contra  ese  falle  inierpuso  el  Fiscal  de  S.  M.  recurso 
de  casación,  por  conceptuarlo  contrario  ¿  lo  dispuesto  en  la  citada  ley  10, 
tit.  II,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Sebastian  González  Nandin: 

Considerando  que  el  úoico  fundamento  del  presMüe  recurso  ei  la  infrac- 
ción de  la  ley  10,  tít.  11,  libro  i  O  de  la  Novísima  Hooopiiacion^ 

.  Considerando  que  la  escopcion  en  q«e  ese  fcindamento  se  apoya  foé  ioh^ 
procedente,  con  arreglo  á  la  terminante  disposición  del  art.  256  de  la  ley  do 
Enjuiciamiento^  por  haber  sido  por  vee  purimera  alegada  en  segunda  ins- 
tancia: 

Considerando  que  aunque  pudiera  apreciarse  el  indicado  fundamento, 
la  ley  citada  supone,  para  privar  á  los  criados  del  derecho  de  pedir  á  sus 
amos  lo  que  por  razón  de  salario  ó  acotamiento  les  debiesen,  que  no  hayan 
hecho  redamación  alguna  dentro  de  tres  años  después  que  fueron  despen- 
didos de  los  tales  señores: 

Considerando  que  la  demandante  ni  fué  despedida  i¡i¡  salió  de  la  casa  do 
su  amo,  á  quien  continuó  sirviendo  hasta  su  muerte,  y  que  faltando  en  el 
caso  de  que  se  trata,  tanto  el  supuesto  que  la  mencionada  ley  sentó,  como 
el  especia  I  objeto  que  se  propuso,  no  le  es  aplicable  su  doctrina: 

Considerando,  por  tanto,  que  en  el  primer  estremo  es  improcedente,  y 
en  el  segundo  insostenible  el  presente  recurso; 

Fallamos  aue  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  á  él,  con 
las  costas;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  la  Corung,  con  la  cer- 
tificación correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  Inser* 
lará  en  la  Colección  legislativa,  pasándoaa  al  efecto  las  copias  oportunas, 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — Bamon  López  Vázquez.— Se- 
bastian González  Nandin.— Gabriel  Ceruelo  de  Velasco. — Joaquín  de  Palma 
y  Vinuesa.--4jaureaoo  Rojo  de  Norzagaray. — Pablo  Jiménez  de  Palacio.— 
Ventura.de  Colsa  y  Pando. 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Ezcer 
lentísimo  é  Ilustrísimo  Sr.  D.  Sebastian  González  Nandin ,  Ministro  del 
Tribunal  Supremo  de  Justicia,  estándose  cobrando  audiencia  pública  en  sa 
Sala  primera  en  el  dia  de  hoy,  de  qua  certifico  como  Secretario  de  S.  M.  y 
8u  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  16  de  junio  do  1862.T^D¿oqisio  ABt^nio  de  Puga.— (Goeato  da 
25  de  iunio  de  1862.) 


14». 

Recvrso  de  casación  (16  de  junio  de  186i.).— TsacB- 
RÍA  DE  Doantiio. — ^Cangelaqion  de  yNAS  HiPOTJ^GAS.-^Se  declara  por 
la  Sala  primera  d^I  Tribunal  Supremo  haber  logar  ü  re/^arso  d^ 
c^iacios  IfM^puesto  por  D.  Ju»  Manuel  Zalalpiardo,  como  cma- 
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dor  ai  bona  de  D.  José  y  DoSa  Jdsefii  Rey  Postrgo,  coirira  la  sen- 
tencia pronancíada  por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Grana- 
da, en  pleito  con  D.  Cristóbal  Garcta  y  otro,  y  se  resaolve: 

4.*^  Que  las  leyes,  al  disponer  que  los  bienes  dejados  por  el  cón^ 
yuje  premórtuo  ai  sobreviviente  se  reserven  para  los  hijos  de  ani" 
DOS ,  si  el  último  contrajere  otro  matrimonio ,  limitaron  y  modifi- 
caron el  derecho  de  este  respecto  á  dichos  bienes: 

S.""  Que  á  la  obligación  de  reserven*  vi  intimamente  unida  la 
prohibición  de  encgenarj  deducción  necesaria  á  no  suponerse  el 
absurdo  de  que  las  leyes  constitutivas  de  esa  obligación  quisieron 
dar  al  mismo  tiempo  á  aguel  i  q^ien  la  imponen  los  medios  de  elu- 
dirla: 

3.^  Que  esta  suposición  se  realtsaria  reconociéndose  la  comple- 
ta validez  de  las  enajenaciones  de  los  bienes  reservables  hechas  por  el 
cónyuge  antes  de  su  ulterior  matrimonio^  porque  entonces  los  que 
tratasen  de  contraerlo  se  apresurarian  i  burlar  la  dispo&ícion  de  la 
ley »  enaknando  ó  gravando  en  daño  de  los  hijos  del  matrimonio 
anterior  los  indicados  bienes: 

4.^  Que  las  enajenaciones  ó  gravámenes  de  dichos  bienes  asi 
verificadas,  solo  serán  vilidas  mientras  que  el  cÓ7tyuge  que  enajenó 
ó  gravó  no  incurriese  en  el  caso  de  la  ley ,  porque  si  después  de  ha- 
cerlo se  casase,  adquirinan  á  su  muerte  los  hijos  el  pleno  dominio 
de  los  bienes  reservables  y  el  derecho  para  ejercitar  las  acciones  d 
él  consiguientes  contra  sus  poseedores,  no  pudiendo  por  consiguien- 
te los  padres  disponer  eficaz  é  irrevocablemente  de  los  indicados 
bienes  sino  por  testetmenío  cuando  fallecen  en  estado  de  viudez ,  6 
en  cualquier  tiempo  faltando  el  objeto  de  la  reserva  por  haber  pre- 
muerto  aquellos  ¿cuyo  favor  se  estableció', 

Y  5.*  que  esta  doctrina,  establecida  en  la  legislación  romana, 
especialmente  en  la  Novela  98,  cap.  1.*,  de  donde  en  su  parte  esen- 
cial pasó  á  nuestros  Códigos ,  la  consignan  nuestras  leyes ,  princi- 
pálmente  la  23.  tit.  \\,  Part.  4.^  26,  tU.iS,  Parí.  8.%  j/  15  cte 
Toro,  y  ha  sido  admitida  por  la  jurisprudencia  sentada  en  los  fallos 
del  Tribunal  Supremo. 

Bn  la  fith  y  odrte  de  Madrid,  á  16  de  junio  de  1862,  en  los  aulos  qae 
penden  ante  Nos  por  recurro  de  casación,  seguidos  en  e)  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  de!  distrito  de  la  Alameda  de  Málaga  y  en  U  Sala  segunda 
de  ta  Real  Audiencia  de  Granada ,  por  D.  Juan  Manuel  Zalabardo ,  como 
curador  ad  bona  de  D.  José  y  Diña  Josefa  Rey  y  Postigo,  con  D.  Crislábal 
Garda  y  D.  Roque  España ,  sobre  tercería  de  dominio  y  cancelación  de 
onas  hipotecas: 

Resultando  (^iie  D.  José  Rey  Iglesias  otorgó  testamento,  en  18  de  julio 
de  1850,  en  el  que  legó  el  quinto  de.  sus  bienes  á  Doña  Josefa  Postigo  ,  é 
íostítuyó  herederos  del  remanente  á  sus  hijos,  habidos  en  la  nusnaa,  D.  José 
y  Dona  \faria  Josefa:  ^ 

Resaltando  que  al  fallecimiento  del  testador ,  acaecido  en  27  de  agosto 
siguieate,  su  viuda  y  los  otros  albaceas  contadores  que  dejó  nombrados,  hi- 
cieron el  inventario  y  partición  de  los  bienes ,  adjudicando  á  la  viudA 
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431 ,975  reales  por  el  importe  del  legado  del  quinto,  dándola  en  pago  eíneo 
casas  y  dos  créditos  activos;  partición  que  presentada  á  la  Autoridad  judi- 
cial,  fué  aprobada  por  auto  de  31  de  diciembre  de  1851: 

Resulundo  que,  por  escritura  de  6  de  febrero  de  1852,  cedió  Dona  Jo- 
sefa Postigo  uno  de  dichos  créditos,  importante  16,333  rs. ,  ¿  D.'  Juan  Za- 
tabardo  por  otra  cantidad  igual  que  la  habla  suministrado,  y  que  en  1.^  de 
abril  del  mismo  año  y  en  26  de  enero  de  1854  otorga  dos  escrituras,  de 
Jas  que  se  tomó  razón  en  la  Contaduría  de  hipotecas  del  partido,  por  la  pri- 
mera de  las  cuales  se  obligó  á  pagar,  en  igual  fecha  del  siguiente  año.  á 
D.  Cristóbal  Garcia  56,000  rs.  que  la  habla  prestado  sin  interés,  bajo  la  oi- 
poteca  de  todos  sus  bienes,  j  especialmente  de  una  de  las  cinco  casas  ad- 
judicadas, y  por  la  otra  confesó  recibir ,  en  aquel  acto,  de  D.  Roque  Espe- 
na 207,000  rs.  con  el  interés  anual  de  5,000,  que  se  obligó  á  defolverle  en 
los  plazos  que  convinieron,  hipotecando  al  cumplimiento  las  mismas  cinoo 
casas: 

Resultando  que  próxima  á  la  muerte  Dona  Josefa  Postigo,  se  casó  el 
dia  28  de  julio  de  1855  con  D.  Rafael  Solf^,  de  quien  tenia  ya  dos  hijos, 
nacidos  en  41  de  enero  de  1852  y  en  8  de  igual  mes  de  1853,  otorgando  en 
el  mismo  dia  el  testamento  bajo  del  que  falleció  al  siguiente ,  por  el  qpe 
legó  á  su  marido  el  quinto  de  sus  bienes;  mejoró  en  el  tercio  i  ios  hijos 
iiaoidos  de  él ,  y  los  instituyó  herederos  del  remanente ,  en  unión  con  los 
de  su  primer  matrimonio: 

Resultando  que  á  petición  del  curador  ad  litem  de  estos  últímojí ,  se 
ocuparon  é  inventariaron  en  5  de  octubre  del  mismo  año  los  bienes  de  Dona 
Josefa  Postigo,  cuya  herencia  aceptó  aquel,  en  nombre  de  los  menores  con 
beneficio  de  inventario,  pidiendo  la  rectificación  del  efectuado^  con  esclu- 
¿ion  de  los  biene:<  pertenecientes  al  quinto  legado  por  D.  José  Rey  á  su  es- 
posa, por  deber  serlo  en  pieza  separada,  á  lo  cual  se  accedió  en  29  del 
mismo  mes: 

Resultando  ^e  O.  Juan  Manuel  Zalabardo,  como  tutor  ad  hona  de  di- 
chos menores  hijos  del  primer  matrimonio  de  Doña  Josefa,  reclamó  en  13 
de  junio  de  1856  por  el  interdicto  de  adquirir,  la  posesión  de  los  bienes  ad- 
jadicadüs  á  aquella  en  pago  del  quinto  legado  por  su  esposo  D.  José  Rey, 
mediante  á  ser  reservables  para  los  hijos  del  mismo;  y  que  seguido  el  jui- 
cio con  audiencia  de  los  interesados ,  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera 
instancia ,  en  29  de  octubre  de  aquel  año,  que  pasó  en  autoridad  de  cosa 
juzgada,  mandando  dar  á  D.  Juan  Manuel  Zalabardo,  en  el  indicado  concep- 
to, la  posesión  de  los  bienes  que  constituían  el  legado  sin  perjuicio  de  ter- 
cero, la  cual  tomó  en  las  sobredichas  casas: 

Resultando  que  D.  Cristóbal  García  y  D.  Roque  España  preseotaron  de- 
mandas ejecutivas  en  11  y  15  de  febrero  de  1858  contra  todos  y  cuales- 
quiera bienes  que  perteneciesen  á  los  herederos  de  Doña  Josefa  Postigo, 
especial  y  señaladamente  las  fincas  hipotecadas  por  las  escrituras  de  1/  de 
abril  de  1852  y  26  de  enero  de  1854: 

Resultando  que  espedidas  tas  ejecuciones  y  hechos  los  embargos ,  oca- 
tinuaron  los  procedimientos  hasta  darse  sentencias  de  remate;  y  que  en  tal 
estado  D.  Juan  Manuel  Zalabardo,  como  tutor  de  dichos  roenureá,  dedujo 
demanda  de  tereerfa  de  dominio  en  las  cinco  casas  embargadas,  pidiendo  se 
alzasen  sus  embargos  y  se  dejasen  libres ,  mandándose  á  García  y  á  Bspaña 
que  dirigieran  sus  acciones  contra  bienes  sujetos  á  la  testamentaría  de 
uoña  Josefa  Postigo,  puesto  que  los  embargados  pertenecían,  en  pleno  do- 
minio, á  los  menores  que  representaba  por  haberlos  adquirido  legalmente 
por  su  cualidad  de  reservables: 
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RasQitando  qae  hubiéndose  opuesto  D.  Cristóbal  Gsrcfa  y  D.  Roque  Es- 
pana,  pidiendo  se  tes  absolviese  respectivamente  de  la  demanda  de  tercerfa, 
86  acordó  la  aeumaiacion  de  ambas  demandas  á  otra  que  por  separado  ha- 
bia  deducido  D.  Juan  Manuel  Zalabirdo  en  20  del  mismo  mes ,  para  que  se 
alsaseu  y  cancelasen  como  nulas,  de  ningún  valor  ni  efecto,  las  hipotecas 
qoe  Doña  Josefa  Postigo  constituyó  por  las  referidas  escrituras  de  i.*  de 
abril  de  1852  y  26  de  enero  de  1854,  á  favor  de  Garcfa  y  de  España,  ale- 

Sando  para  ello  que  dichas  fíneas  las  poseían  sus  menores  en  plena  proj^ie- 
ad  y  posesión,  conoío  procedentes  del  legado  que  del  remanente  del  quinto 
de  sus  bi<fn6s  hizo  á  su  esposa  D.  José  Rey  Iglesias,  y  no  como  de  la  testa- 
mentaría de  ésta,  pues  nada  habían  heredado  da  su  madre:  (jue  es  el  hecho 
de  haber  vivido  la  misma  maritalmente  con  D.  Rafael  Solis ,  teniendo  de 
éi  dos  hijos,  perdió  la  posesión  de  los  bienes  legados,  los  cuales,  hacién- 
dose reservables,  pasaron  de  hecho  y  por  ministerio  de  la  ley  ¿  ios  hijos 
del  primer  matrimonio,  y  por  consiguiente  no  podían  perseguirse  por  deu- 
das de  la  propia  Doña  Josefa,  aunque  los  hipotecase  especialmente,  porque 
tales  afecciones ,  como  constituidas  sobre  bienes  reservables ,  eran  nulas  y 
debían  ser  cancelndas: 

Resultando  que  los  demandados  contestaron  con  la  solicitud  de  que  se 
desestimase  y  proveyera,  respecto  á  la  nueva  demanda,  según  y  como  te- 
nían pretendido  en  las  de  tercería,  esponiendo  que  no  era  aplicable  la  re- 
servación, porquerías  leyes  que  la  disponen  se  reGeren  á  lo  que  la  mujer 
adquiera  aeí  maridó  por  arras  y  otras  donaciones ,  y  no  por  Gdeicomisos  y 
legados:  que  además ,  y  aunque  se  admitiese  su  procedencia ,  la  obligación 
de  reservar  nace  cuando  se  efectáa  el  segundo  matrimonio,  habiendo  sido 
por  tanto  válidas  y  legales  las  enajenaciones  que  efectuó  Doña  Josefa,  cuan* 
do  era  libre  propietario  de  las  fincas ,  y  lo  fueron  también  las  hipotecas 
constituidas  en  favor  de  losesponentes,  no  obstante  la  posesión  dada  á  los 
menores,  pues  esto  fué  sin  perjuicio  del  derecho  de  tercero: 

Resultando  que  practicadas  las  pruebas  que  articularon  las  partes,  dictó 
sentencia  el  Juez,  en  25  de  febrero  de  4860,  que  conGrmó  la  Sala  segunda 
déla  Real  Audiencia  de  Granada  en  18  de  enero  de  1861 ,  declarando  no 
feaber  logar  é  la  tercería  de  dominio  y  demanda  de  cancelación  interpuesta 
[)or  el  tutor  y  curador  de  ios  menores  Rey  Postigo ,  mandando  continuar 
los  procedimientos  ejecutivos  incoados  por  D.  Cristóbal  García  y  D.  Roque 
Bspaña: 

Resultando  que  contra  ese  fallo  interpuso  el  demandante  el  actual  re- 
curso de  casación  por  haberse  infringido ,  en  su  concepto,  las  leves  15,  ti- 
talo  2.%  lib.  4.*^  del  Fuero  Jiwgo ;  2.%  tít.  5  ^  lib;  4.*,  y  5/,  ífl,  2.%  li- 
bro n^  del  mismo  Código;  1.',  tít.  2.^  lib.  3.^  del  Fuero  Real;  23,  tít.  Ii« 
Partida  4.»; 26,  tlt.  13,  Partida  5.»,  y  15  de  Toro,  ó  sea  la  7.',  tít.  4.V 
lib.  10  de  la  Novísima  Recopilación ,  que  tratan  de  bienes  reservables  v  que 
tienen  aplicación  i  este  caso,  según  la  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal 
de  14  de  mayo  de  1856; 

Y  la  doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales,  de  que 
los  hijos  del  primer  matrimonio  pueden  pedir  y  reivindicar  los  bienes  re* 
servables ,  aunque  pareciese  que  la  enajenación  se  hizo  en  tiempo  conve- 
niente: 

Visto."; ,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Sebastian  González  Nandin: 

Considerando  que  la  cuestión  suscitada  por  la  sentencia  que  ha  motiva- 
do el  presente  recurso,  es  solo  referente  ¿  si  los  bienes  reservables  para 
ios  hijos  del  primer  matrimonio,  como  los  de  que  se  trata ,  pueden  ser  váli- 
TOMO  Vil.  88 
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da  ó  irrevocí^UdiDsnte  etiAjenados  ó  gravados  por  #1  odoyuge  ^e  los  patea, 
anles  de  paaar  á  segundas  nupciaii: 

Coasiderando  que  las  leyes,  al  disponer  qoa  los  bledos  dejados  por  el 
cónyuge  profnuerto  al  sobreviviente,  se  reserven  para  los  hijos  de  ambos, 
si  el  último  contrajese  otro  matrimonio ,  limitaron  y  modificaron  el  derecho 
de  es&e  respecto  á  dichos  bienes: 

Considerando,  en  principio  y  con  relación  al  punto  del  recurso ,  que  á 
la  obligación  de  reservar  vá  intimamente  unida  la  prohibición  de  enajenar; 
deducción  necesaria  ¿  no  suponerse  el  absurdo  de  que  las  leyes  constitoü- 
vas  de  esa  obligación,  quisieron  dar ,  al  mismo  tiempo,  á  aquel  á  quien  la 
imponen ,  jfis  medios  de  eludirla: 

Considerando  que  esa  suposición  se  realizaría ,  reconociéndose  la  oom* 
pleta  validez  de  las  enajenaciones  de  los  bienes  reservables  hechas  por  el 
cónyuge,  antes  de  su  ulterior  matrimonio,  porque  entonces  los  que  trata- 
sen de  contraerlo  se  apresurarían,  como  lo  hizo  la  madre  de  los  recurren» 
tes .  á  burlar  la  disposición  de  la  ley ,  enajenando  ó  gravando  en  daño  de 
los  hijos  del  matrimonio  anterior ,  los  indicados  bienes: 

Considerando,  por  tanto,  que  las  enajenaciones  ó  gravámenes  de  ellos, 
asi  veriGcados ,  solo  serán  válidos  mientras  el  cónyuge  que  enajenó  ó  gravó 
no  incurriese  en  el  caso  de  la  ley,  porque  si  después  de  hacerlo  se  casare, 
adquirirían  á  su  muerte  los  hijos  el  pleno  dominio  de  los  bienes  reservables 
y  el  derecho  para  ejercitar  las  acciones  á  él  consiguientes  contra  sos  posee- 
dores ;  no  pudiendo  por  consiguiente  los  padres  disponer  eficaz  é  irrevoea* 
blemente  de  los  indicados  bienes  sino  por  testamento,  cuando  falleciesen  en 
estado  de  viudez,  ó  en  cualquier  tiempo  faltando  el  objeto  de  la  reserra  por 
haber  premuerto  aquellos  á  cuyo  favor  se  estableció: 

Considerando  que  esta  doctrina ,  establecida  en  la  legislación  rooiaiia, 
especialmente  en  la  Novela  98 ,  cap.  i.°,  de  donde  en  su  parta  esencial 
pasó  á  nuestros  Códigos ,  la  consignan  las  leyes  que  tratan  de  la  materia, 
que  son  todas  las  citadas  en  el  recurso,  principalmente  la  23,  tít.  li.  Par- 
tida 4/;  26,  tít.  13,  Partida  5.%  y  t5  de  Toro,  y  ha  sido  además  adnaitida 
por  la  jurisprudencia  y  adoptada  en  sus  fallos  por  este  Supremo  Tribunal: 

Considerando ,  en  atención  á  lo  espuesto ,  que  la  Sala ,  al  fallar  como  lo 
ha  hecho ,  infringió  las  indicadas  disposiciones  legales; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recorso,  y 
en  su  consecuencia  casarnos  y  anulamos  la  espresada  sentencia,  que  eo  IS^ 
de  enero  de  186i  dictó  la  Real  Audiencia  de  Granada ,  y  mandamos  se  de- 
vuelva al  recurrente  el  depósito  que  constituyó. 
'  Así  por  esta  nuestra«eotencia  ,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inser- 
tará en  la  Colección  legUlaUvaj  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,, 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— Ramón  López  Vazques.— Se-* 
bastían  González  Nandin.-^oaquín  de  Palma  y  Vinuesa.— Pedro  Gomes  de 
Hermosa. — Pablo  Jiménez  de  Palacio. — Laureano  Rojo  de  Nonagaray.— 
Ventura  de  Coisa  y  Pando. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exea* 
lentísimo  é  limo.  Sr.  D.  Sebastian  González  Nandin ,  Ministro  del  Triba- 
nal  Supreoko  de  Justicia ,  estándose  celebrando  audiencia  publica  en  su  Sala 
primera  el  dia  de  hoy ,  de  que  certifico  como  Secretario  de  S.  M.  y  su  Ea^ 
cribano  de  Cámara. 

Biadrid  i6  de  junio  de  i862.— Dionisie  Antonio  de  Paga.— (G«eslci  de 
26  de  junio  de  1802.) 
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164. 

dLe  easaefen  (17  de  jumo  de  1862.)'^SiRyi'* 
.—Se  dedara  por  la  Sala  j^rímera  del  Tribunal  Supremo  no 
haber  lagar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Fernando 
Galindez  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  la 
Audiencia  de  Burgos,  en  pleito  con  la  comunidad  de  religiosas  del 
convento  de  la  Esperanza  de  aquella  villa,  y  se  resuelve: 

1.°  Que  lio  habiéndose  suscitado  en  tiempo  oportuno  la  cuestión 
de  que  los  tríbunalcB  ordmarios  carecen  de  atribuciones  para  deci- 
dir sobre  la  validez  de  las  resoluciones  administratioas^  es  improce-^ 
dente  suscitarla  al  tiempo  de  interponer  el  recurso  de  casación: 

2/  Que  seguido  un  pleito  entre  izarles,  sin  reclamacíMi  alguna 
contra  el  Estado,  no  hay  necesidad  de  entablar  el  espediente  guber- 
nativo que  prescribe  el  Real  decreto  de  20  de  setiembre  de  1851: 

S'""  Que  faltando  los  requisitos  esenciales  de  justo  título  y  buenor 
féf  no  hay  términos  h^iles  para  suponer  la  prescripción  ordinaria^ 
dfi  10  mos  que  establece  la  ley  16,  tlt.  31,  Part.  3.*; 

¥  i.""  que  la  sentencia  que  recae  sobre  cosa  cierta  no  infringe  la 
Uy  16,  M.  28,  ParL  S.* 

En  la  villa  y  c6rte  da  Madrid,  á  i7  de  junio  de  i862,  en  los  autos  pen- 
diealas  ante  Nos  por  recurso  de  casacioo,  segnidos  en  el  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  de  Bilbao  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Real  Aadiencia  de  Búr- 
gea  per  la  comunidad  de  religiosas  de!  convento  de  la  Esperanza  de  aquella 
▼illa  con  D.  Fernando  Galindez  sobre  servidumbre : 

Resultando  «ue  la  referida  comunidad  por  escritura  de  30  de  julio^ 
da  1735  concedió  licencia  á  D.  Francisco  Ignacio  de  Orueta  para  fabricar  en 
\3m  suelo  vaeío  que  Je  pertenecía  contiguo  al  oenvento,  con  condición,  entro 
Qjbras,  de  que  el  edificio  ao  babia  de  tener  roas  que  29  piós  desde  el  suelo  al 
tejado:  que  había  de  dejar  de  vaoío  entre  el  convento  y  la  casa  de  cinco  6 
seis  pies:  que  no  pudiese  sacar  ni  entonces  ni  en  niogun  tiempo  ventana 
aigQoa  en  lo  que  fabricase,  ni  lucero  en  el  tejado  bicia  el  convento,  sino  por 
la  parte  del  arenal  y  de  la  montaña,  y  esto  con  reja  de  bierro  y  sin  volado; 
y  por  último  que  solo  pudiera  sacar  bada  el  miamo  punto  una  puerta  que 
serviria  para- limpiar  el  caño  de  las  aguas: 

Resultando  que  adquirida  esta  casa  por  D.  Fernando  Galindez  en  20  de 
dicíeflibre  de  1837,  en  marzo  de  iS42  pidió  permiso  á  la  priora  del  conven- 
to para  levantarla  á  mayor  altura,  el  cual  le  fué  negado;  y  que  en  8  de  julio 
del  miseao  año  acudié  al  Intendente  de  Rentas  de  Vizcaya  para  que,  me- 
diante i  pertenecer  á  la  naeion  la  propiedad  que  había  sido  de  las  monjas,, 
sale  concediese  licencia ,  no seJo para  levantar  su  casa  hasta  una  altura 
propereionada,  sino  para  esAendarla  sobre  el  terreno,  vacio  de  su  costado 
hasU  tocar  con  la  pared  esterior  del  convento;  lioeooia  que  le  fué  concedida 
par  el  Intendente  oespues  de  oido  el  Comisionado  general  de  Amortización,, 
qiia  manifestó  no  hallar  incanvenienta  en  ello ,  y^de  practicado  un  recono-*' 
cíoieBto  per  un  Arquüeelo,  que  dijo  que  no  sufría  perjaioio  alguno  el  oon«* 
▼ent9,  y  que  al  mismo  tiempo  mejoraba  el  aspecto  público: 

Resuitondo  que  en  27  deaotlembre  de  1859  la  comunidad ,  ejercitándo- 
la «^tt  eooCMona  de  aervádambre,  entabló  demanda  paca  que  se  oonda- 
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Dase  á  Galindez  i  dejar  espedilo  el  espacio  de  cinco  á  seis  pies  entre  sa  cw 
y  el  conveDlo,  eco  la  puerta  y  demás  condiciones  marcadas  en  la  escriton 
de  1735;  á  reducir  la  altura  de  aquella  á  la  estipulada  en  la  misma;  á  supri- 
mir las  luces  vedadas,  conservando  las  permitidas,  y  á  abonar  á  la  coim- 
nidad  los  gastos  que  por  culpa  del  demandado  había  tenido  que  hacer  pin 
la  coaservaclon  dellempio: 

Resultando  que  Galmdez  impugnd  la  demanda  oponiendo  la  eseepcioa  de 

Srescripcion,  y  alegando  que  cuando  el  dueño  del  predio  dominante  conce* 
¡a  permiso  al  del  sirviente  para  ejecutar  una  obra,  con  la  que  se  impedía 
el  uso  de  la  servidumbre,  se  entendía  que  esta  quedaba  destruida,  eseqr- 
ciones  aue  contradijo  la  comunidad  demandante  por  faltar  al  demandado  la 
buena  fe  y  carecer  el  Intendente  de  facultades  para  disminuir  los  derechos 
de  la  nación : 

Resultando  que  practicada  por  las  partes  prueba  pericial  y  de  testigos, 
díció  sentencia  el  Juez,  que  confirmó  la  Sala  segunda  de  la  Real  Audieneia 
de  Burgos  en  22  de  de  enero  de  1861,  condenando  á  Galindez  á  dejar  dea- 
embarazado  en  el  término  de  dos  meses  el  espacio  de  cinco  ¿  seis  pies  entro 
su  casa  y  el  convento  con  las  condiciones  marcadas  en  la  escritura  de  30 
de  julio  de  1735,  á  reducir  la  altura  de  dicha  casa  i  la  estipulada  en  la  mis- 
ma escritura  y  á  suprimir  las  luces  vedadas  en  ella: 

Resultando  que  D.  Fernando  Galindez  interpuso  recurso  de  oasadoo, 
citando  como  infringidas:  primero,  la  doctrina  admitida  por  la  jurisproden- 
cia,  según  la  que,  los  Tribunales  ordinarios  carecen  de  atribuciones  para 
decidir  sobre  la  validez  de  las  decisiones  administrativas,  y  la  de  que,  aun 
«n  los  casos  en  que  se  trata  de  un  derecho  de  los  que  forman  la  oompeteo- 
cia  de  los  Tribunales  de  justicia,  no  es  admisible  el  recurso  á  estos  sm  ha- 
ber antes  reclamado  inátiimente  por  la  vía  gubernativa:  segando,  la  ley  17, 
tit.  31,  Part.  3/,  que  establece  la  remisión  como  uno  de  los  medios  de  es- 
tinguir  las  servidumbres:  tercero,  la  ley  de  29  de  julio  de  1837,  que  al  de- 
clarar estinguidas  las  comunidades  religiosas  aplicó  al  Estado  los  bienes  de 
las  mismas:  cuarto,  la  orden  de  la  Regencia  do  18  de  diciembre  de  1840, 
que  suprimiendo  las  Juntas  provinciales  de  ventas  de  edificioB-oonventos, 
puso  estos  asuntos  á  cargo  de  la  Amortización  y  sus  comisionados:  qointOy 
la  Real  orden  de  26  de  enero  de  1836 ,  que  concedió  facultades  á  los  ieísa 
políticos  para  otorgar  concesiones  eomo  la  hecha  á  Galindez:  sesto^  el  prii- 
cipio  de  jurisprudencia  según  el  que  lo  tácito  tiene  igaal  fuerza  que  loas» 
preso:  sétimo,  la  ley  16,  tit.  31,  Pjirtída  3.%  que  establece  el  tiempo  de  10 
años  entre  presentes  para  adquirir  la  libertad  ae  las  servidumbres  urbanas 
con  título  y  buena  fó:  octavo,  la  ley  19,  tit.  29,  Partida  3/,  aplicable  por 
analogía  de  razón,  según  la  regla  36,  tit.  34,  Part.  7.*,  para  el  c^  deaa- 
tiraarse  que  dichos  requisitos  no  existían:  noveno,  la  doctrina  consignada on 
«I  fallo  de  este  Supremo  Tribunal  de  26  de  abril  de  1853,  según  el  quena 
obsta  que  al  título  le  falten  algunos  requisitos  legales  para  que  sea  justo  y 
preste  buena  fé:  décimo,  v  por  último,  la  ley  16,  tit.  22,  Part.  3.*,  que  eú- 
ge  en  las  sentencias  el  señalamiento  de  cuantía  cierta: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Laureano  Rojo  de  Nonagany: 

Considerando  que  la  doctrina  invocada  por  el  recurrente,  de  que  loa 
Tribunales  ordinarum  carecen  de  atribuciones  para  decidir  sobre  la  valite 
de  las  resoluciones  administrativas,  envuelve  una  cuestión  de  conapeteneía, 
que  no  habiéndose  suscitado  en  tiempo  oportuno  es  improcedente  al  inter* 
ponerse  el  recurso: 

Considerando  que  habiéndose  seguido  el  pleito  entre  partes,  sin  reda- 
mación alguna  contra  el  BaUdo,  no  habia  necesidad  de  entablar  el  «pe- 
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diente  gaberoaÜTo  qae  prescribe  ei  Real  decreta  de  20  de  setiembre 
de  i85l: 

CoBsiderando  qae  do  ha  existido  la  remisión  tácita  oue  se  sapone  de  las 
MrvidQinbres  objeto  del  pleito»  ya  porqae  la  comunidaa  de  religiosas  de  la 
Esperanza,  lejos  de  otorgar,  negó  al  demandado  la  licencia  para  edificar, 
ya  porque  prescindiendo  de  las  facultades  que  tuviera  el  Intendenfe  para 
concederla ,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  Real  orden  de  26  de  enero 
de  i  836,  al  impetrurla  dejó  de  hacerse  la  espresion  necesaria  de  la  existen- 
eia  de  dichas  servidumbres,  no  habiéndose  por  tanto  infringido  la  ley  17,  ti • 
talo  31,  Pan.  3.*,  ni  la  Real  orden  citada: 

Considerando,  por  lo  anteriormente  manifestado,  que  faltando  al  deman- 
dado los  requisitos  esenciales  de  justo  título  y  buena  fé,  no  hay  términos 
hábiles  para  suponer  la  prescripción  ordinaria  de  i  O  años  que  establece  la 
ley  16,  tft.  31,  Part.  3.*;  y  no  habiendo  trascurrido  el  término  para  la  de 
30  años,  es  inaplicable  al  caso  la  ley  19,  tít.  29  de  la  misma  Partida  ,  así 
como  las  demás  disposiciones  y  doctrinas  que  sobre  prescripción  se  alegan 
á  este  propósito: 

Y  considerando  que  decidiéndose  por  la  sentencia ,  cuya  casación  se 
pretende,  el  número  de  pies  de  terreno  ó  espacio  que  ha  de  mediar  entre  el 
convento  y  la  casa  del  demandado ,  conforme  con  lo  pedido  en  la  demanda 
y  contenido  de  la  escritura  de  1735,  ha  recaído  sobre  cosa  cierta,  y  por 
Unto  no  ha  infringido  la  ley  16,  tít.  22,  Part.  3."; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurro 
de  casación  interpuesto  por  D.  Fernando  Galindez,  á  quien  condenamos  en 
laa  costas  y  á  la  pérdida  del  importe  del  depósito  constituido,  (¡ue  se  distri- 
buirá con  arreglo  á  la  ley;  devolviéndose  los  autos  con  la  certificación  cor- 
respondiente á  la  Audienci3  de  donde  proceden. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  Insertará 
en  la  Colección  legUlativa ,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias ,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— Ramón  López  Vázquez. — Sebas- 
tian González  Nandin. — Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa. — Pedro  Gómez  de 
Hermosa.— Pablo  Jiménez  de  Palacio.— Laureano  Rojo  de  Norzagaray.— 
Ventura  de  Golsa  y  Pando. 

Publicación. — Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
limo.  Sr.  D.  Laureano  Rojo  de  Norzagaray,  Ministro  de  la  Sala  primera  del 
Supremo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  Sala 
en  el  dia  de  bov,  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  17  de  jumo  de  1862.--Juan  de  Dios  Rubio.— (Gaceto  de  27  de 
]aDiodel862.) 


165. 

Recurso  de  easaelon  ( 17  de  junio  de  1862.). — Mbjoh 
DiEBCHo  i  UNA  HCRBifciA. — Sc  dccIara  por  la  Sala  primera  del  Trí- 
banal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  el  Fiscal  de  S.  M.  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala 
tercera  de  la  Andiencia  de  Valladolid ,  en  pleito  con  Cándido  Gó- 
mez ,  y  se  resuelve: 

Que  solo  tiene  lugar  lo  dispuestolsn  el  art,  2.®  de  la  ley  de  16 
de  mayo  de  1835,  que  establece  corresponden  al  Estado  los  bienes 
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de  los  (¡uc  nuierrín  ó  hdyan  fhuerío  inteélados ,  tuatídó  étíós  no  de- 
jan personas  capaces  de  heredar. 

En  la  Tilín  y  corte  de  Madrid,  ¿  i7  de  junio  de  <862/  en  Io9  autos  que 
pandeo  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  ,  seguidos  en  el  Juzgado 
de  primera  instancia  de  Valladolid  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Real  Audien- 
cia de  la  misma  ciudad  por  Cándido  Gómez  con  el  Ministerio  fiscal  sobre 
mejor  derecho  á  una  herencia: 

Resultando  que  habiendo  muerto  intestado  Manuel  Bazán  ,  hicieron  st» 
liijos  renuncia  de  la  herencia;  y  que  admitida  por  et  Juez  de  primera  ins- 
tancia de  Valladolid  en  7  de  julio  de  4842,  acordó  las  diligencias  consi- 
guientes, que  quedaron  sin  resolver  en  i 6  de  noviembre  siguiente  por  no 
presentarse  reclamación  alguna,  no  obstante  los  llamamientos  que  se  fai* 
cieron: 

Resultando  que  en  29  de  setlembre.de  i 852  se  presentaron  en  el  mismo 
Juzgado  Santiago  y  Máximo  Herrero,  como  apoderados  de  su  madre  políti- 
ca Isabel  Bazán  ,  reclamando  nueve  pedazos  de  tierra  que  formaban  paill 
de  la  herencia  de  Manuel  Bazán,  afectos  á  un  censo  en  favor  del  iio^ifefó 
provincial  de  aquella  ciudad  ,  que  hablan  reconocido  y  com^remetídose  á 
pagar,  pidiendo  además  se  declarase  á  la  Isabel  Bazán  henderá  abiiitestato 
de  su  hermano  Manuel ,  sin  perjuicio  de  lereerodB  mejor  dereclio,  y  en 
concepto  de  pariente  mas  próximo: 

Resultando  que  el  Promotor  fiscal  se  opuso  fundado  en  que  habiendo 
renunciado  la  herencia  de  Manaef  Bazán  sos  hijos ,  y  sfdoles  admitida  la 
,  dimisión,  y  no  haberse  presentado  en  el  trascurso  de  16  años  acredor  al- 
guno, á  pesar  de  los  reiterados  llamamientos ,  era  indudable  que  tanto  las 
fincas  como  sus  productos  pertenecían  al  Estado: 

Resultando  qutr  por  auto  de  16  de  noviembre  negó  el  Juez  la  solicitud 
de  aquellos,  y  mandó  se  convocase  de  nuevo  á  los  que  en  concepto  de  he- 
rederos ó  acreedores  de  Manuel  Bazán  se  creyesen  con  derecho  á  sos 
bienes: 

Resultando  que  en  virtud  de  los  edictos  que  se  fijaron,  compareció  en 
21  dé  marzo  de  1859  Cándido  Gómez  ,  nieto  del  Bazán ,  pidiendo  se  le  de- 
clarase heredero  legítimo  de  su  abuelo,  y  con  derecho  á  la  mitad  de  las  fin- 
cas  afectas  al  censo  del  hospicio  provincial  de  Valladolid ,  como  también  i 
las  rentas  producidas  desde  el  fallecimiento  de  aquel,  y  alegó  la  preferen- 
cia que  dicha  cualidad  le  daba  sobre  los  otros  opositores  por  no  tener  lugar 
en  la  sucesión  intestada  los  coiaterales  habiendo  descendientes  legítimos ,  y 
fio  obstarle  la  renuncia  de  su  madre  Isabel  Bazán,  que  siendo  personalfsima 
no  podia  perjudicar  derechos  legítimamente  adquiridos  por  terceros  en 
>quienes  al  verificarse  aquella  radicaba  el  de  ssceder  como  herederos  legíti- 
mos ó  forzosos ,  y  hallarse  el  esponenle  sin  personalidad  bastante  cuando 
tuvieron  lugar  los  primeros  llamamientos: 

Resultando  que  el  Promotor  fiscal  reprodujo  por  los  mismos  motivos  la 
solicitud  que  habia  deducido  respecto  de  los  otros  opositores;  y  que  hechas 
las  pruebas  que  articuló  el  dcm^mdante,  presentando  la  escritura  de  transac- 
ción celebrada  con  los  otros  interesados,  por  la  que  estes  renunciaron  áaa 
favor  los  derechos  que  pudieran  corresponderles,  dictó  sentencia  el  Jaez  en 
48  de  encíro  de  1860 ,  que  conürmó  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  en  28 
^e  setiembre  del  mismo  año,  declarando  heredero  de  Manuel  Bazán  To- 
quero  á  su  nielo  Cándido  Gómez,  y  con  derecho  preferente  al  Estado  para 
suceder  en  sus  bienes,  derechos  y  acciones,  sin  perjuicio  de  otro  que  leta- 
tiese  igual  6  mejor:     . 
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T  rimiHaiid»  qne  contra  eso  f»iio  interpuso  el  Fiscal  de  S.  M.  reeitrao 
de  casMíon  p^  haberse  iofriogido  en  sn  concepto  el  art.  2.°  de  la  ley  de  40 
de  mayo  de  1835,  toda  vez  aue  Isabel  y  Gregorio  Bazán,  hijos  del  Mft»ue>» 
reoanctaron  la  herencia  de  éste  por  ser  mayores  las  deudas,  y  esa  rentincia 
perjudicaba  á  su  nieto  é  bijo  respective  en  términos  de  no  poderse  hacer  á 
su  favor  la  declaración  de  heredero  puesto  que  viviendo  sus  padres  ningún 
derecho  tenia  á  lo  renunciado  por  éstos ,  ni  era  llegado  el  caso  de  poderlo 
pedir  en  su  representación: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Ventura  de  Golsa  y  Pando: 
Considerando  que  el  art.  2.°  de  la  ley  de  46  de  mayo  de  4835,  único 
citado  en  el  recurso,  que  establece  corresponden  al  Estado  los  bienes  de  lo<i 
que  mueran  ó  hayan  muerto  intestados,  es  solamente  aplicable  cuando  no 
dejan  personas  capaces  de  heredar: 

Considerando  que  Cándido  Gumez,  por  renuncia  de  sus  padres,  se  halla 
por  su  edad  y  demás  circunstancias  con  la  aptitud  legal  necesaria  para  re- 
clamar por  derecho  propio  y  en  el  concepto  de  pariente  mas  próximo  la  he* 
rencia  de  su  abuelo  Manuel  Bazan,  y  por  consiguiente  que  la  sentencia  de 
▼ista  que  lo  declara  así  no  ha  infringido  el  espresado  articulo  de  la  ley  de 
46  de  mayo  de  4835; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lUgar  al  espre* 
sado  recurso  de  casación,  con  las  costas;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Au« 
diencia  de  Vatladolid  con  la  certificación  correspondiente. 
'  Aeí  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inserta- 
rá en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  ai  efecto  las  copias  necesarias,  \o 
pronunciamos ,  mandamos  y  Grmamos. — Ramón  López  Vázquez.— Sebas- 
tian González  Nandin.— Gabriel  Cerueto  de  Velasco.-^Joaquin  de  Palma  f 
Vinuesa.— Pablo  Jiménez  de  Palacio. — Laureano  Rojo  de  Norzagaray.— 
Ventura  de  Golsa  y  Pando. 

Publicación. — Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Ilustrí- 
simo  Sr.  D.  Ventura  de  Golsa  y  Pando  ,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de 
Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  primera  el  día 
de  hoy,  de  que  certiGeo  como  Secretario  de  S.  H.  y  su  Escribano  de  Cá- 
mara. 

Madrid  47  de  junio  de  4862.— Dionisio  Antonio  de  Puga.— (6ac0/a  de 
28  de  junio  de  4862.) 


166. 


>  de  easaeion  (d8  de  junio  de  1862.).— Rbden- 
«lON  DI  CENSOS. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 

Sremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 
[ateo  Tomasi  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  tercera 
de  la  Audiencia  de  Valencia,  en  pleito  con  D.  Bernardo  Lasala  y 
oiro,  y  se  resuelve: 

I.""    Que  no  tiene  aplicación  la  ley  5.*,  íít.  6.^  de  la  Parí.  8.V 

€uanda  no  se  traía  de  obligaciones  de  hacer  ni  de  coníratos  innomú- 

nadoSf  sino  de  coniralos  detei^itiados  y  especiales  que  constan  en 

escritura  púbHeaj  que  son  su  ley : 

S.^    Que  solameníe  es  apliewle,  y  por  tanio  puede  considerarse 
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camoinfHngida  la  ley  %\  titulo  53,  Pas^lida  1,\  cuando  aparezca 
que  ha  habido  duda  acerca  de  la  cosa  Itttgiosa,  y  esta  duda  $e  haya 
resuelto  contra  ra%on  y  verdad; 

Y  3.^  que  el  principio  general  de  que  ninguno  debe  enriquecer- 
se con  perjuicio  de  otrOy  no  es  aplicable  cuando  medUi  el  cumpli- 
miento de  un  contrato  contra  cuya  legalidad  nada  se  ha  éspuesta. 

fin  la  yilla  y  corte  de  Madrid»  É  i8  de  janio  de  1862,  en  los  autos  pen* 
diente»  ante  Nos  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado  de  pnme- 
ra  instancia  del  distrito  del  Mar  de  Valencia  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Rf«l 
Audiencia  de  la  misma  ciadnd  por  D.  Mateo  Tomasi  con  D.  Bernardo  Lasala 
y  D.  Manuel  Martínez  sobre  redención  de  censos:  , 

Resultando  que  D.  Domingo  Skerret  compró  al  Bstado  el  convento  de 
religiosas  de  la  Puridad  de  la  ciudad  de  Valencia  en  precio  de  560,000  rs., 

3ue  quedaron  impuestos  á  censo  reservativo  al  3  por  i 00;  que  Skerret  vea* 
ió  después  parte  del  convento  á  ceuso  de  la  misma  clase  y  con  igual  pensión, 
y  que  por  último  traspasó  todos  sus  derechos,  tanto  sobre  lo  enajenado, como 
sobre  lo  que  le  restaba  por  enajenar,  á  D.  Bernardo  Lasala  y  D.  Maouel 
Martínez: 

Resultando  que  continuadas  por  estos  las  ventas  en  igaal  forma,  por  es- 
crituras de  22  de  abril  de  1843,  16  de  setiembre  de  1844  y  9  de  marzo  de 
1848  enajenaron  tres  solares  del  citado  convento  á  D.  Mateo  Tomasi,  reci- 
biendo parte  del  precio  en  el  acto,  y  quedando  el  resto,  importante  en  jaoto 
131,914  rs.,  impuesto  á  censo  reservativo  al  3  por  100  Fobre  el  mismo  ter- 
reno, estableciendo  que  seria  irredimible  mientras  no  lo  fuera  el  canon  anco 
que  por  la  totalidad  del  edi8cio  tenia  el  vendedor  reconocido  a)  Gobierno:  y 
que  acordada  por-este  su  redencien  en  uno  ó  mas  plazos,  se  obligaba  el  com- 
prador á  redin^ir  los  capitales  que  en  aquellas  escrituras  resultaban  reteni- 
dos del  mismo  modo  y  coa  iguales  condiciones  que  á  ios  vendedores  impu- 
siera el  Gobierno: 

Resultando  que  publicada  laMey  de  1.®  de  mayo  de  1855,  D.  Bernarda 
Lasala  y  0.  Manuel  Martínez  solicitaron  y  obtuvieron  (a  redención  al  coo- 
tado del  censo  sobre  el  convento  de  la  Puridad,  que  fué  aprobada  por  la 
Dirección  general  en  29  de  abril  de  1856,  otorgándoseles  en  21  de  jookv 
siguiente  la  correspondiente  escritura  de  redención  por  haber  satisfecho  sa 
importe: 

Resultando  que  declarados  eq  concurso  necesario  por  auto  de  5  de  enero 
de  1856  los  bienes  de  D.""  Mateo  Tomasi,  en  el  que  se  presentaron  como 
acreedores  D.  Bernardo  Lasala  y  D.  Manuel  Martínez  por  el  capital  del  cen- 
so referido  de  131,914  rs.  que  les  fué  reconocido,  y  anunciada  la  venta  del 
teatro  de  la  Princesa  de  su  propiedad,  constituido  sobre  dichos  solares,  en- 
tabló demanda  Tomasi  en  2  de  agosto  de  1859  para  que  mediante  lo  conve- 
nido en  las  escrituras  referidas,  y  la  imposibilidad  en  que  se^  habia  encon* 
trado  de  redimir  los  censos  por  el  estado  de  su  fortuna,  se  declarare  que 
Lasala  y  Martioez  no  tenian  derecho  al  citado  capital,  sino  al  de  49,460  rs.» 
que  era  la  cantidad  que  hablan  entregado  al  Gobierno  por  haberse  capitali- 
zado al  8  por  100  el  antfauo  censo: 

Resultando  que  los  demandados  impugnaron  la  demanda  fundados  en  que 
en  las  escrituras  de  venta  no  se  habia  dicho  que  el  precio  hubiese  de  alte- 
rarse tomando  por  base  la  cantidad  que  el  Gobierno  fijase  para  la  redencíoa; 
pero  que  aun  cuando  asi  no  fuese,  tampoco  habia  entregado  á  los  deraanda- 
4oB  el  importe  de  la  redención^  siendo  inoportuna  au  pretensión  después  de 
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cuatro  afio6  sin  haberse  sajetado  á  su  tiempo  á  ninguna  de  las  condiciones 
onerosas : 

Resultando  que  practicada  prueba  por  las  partes,  díetd  sentencia  el  Juez 
de  primera  instancia,  que  revocó  la  Sala  tercera  de  la  Audieoóia  de  Valen- 
cia por  la  que  pronunció. en  12  de  enero  de  189f ,  absolviendo  i  D.  Bernar- 
do Lasala  y  á  D.  Manuel  Martínez  de  la  demanda : 

Resultando  que  el  demandante  interpuso  recurso  de  casaeion  citando  al 
interponerle  como  infringida  la  ley  de  I.®  de  mayo  de  1855,  y  después  y  ea 
tiempo  oportuno  en  este  Supremo  Tribunal  la  5.%  tit.  6.^,  Part.  6/,  la  2.*, 
tít.  33/  Part  7.%  y  el  principio  de  derecho  según  el  que  nadie  debe  enri- 
quecerlM  con  perjuicio  de  otro: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa: 

Considerando  que  habiéndose  redimido  el  censo  de  que  se  trata  por  los 
demandados  con  arreglo  á  las  prescripciones  de  la  ley  de  1.^  de  mayo  de 
1855,  es  notoriamente  inoportuna  é  improcedente  su  invocación  para  fun- 
damentar el  recurso  por  quien  ni  contrató  con  el  Estado  ni  era  su  cen« 
ntario: 

Considerando  ^00  la  lev  5.*,  tft.  6.*^  de  la  Partida  6.%  que  también  se 
cita  como  infringida,  reGriendose  al  inventario  que  debe  nacer  el  heredero 
de  ios  bienes  del  finado,  no  tiene  aplicación  alguna  al  caso  presente;  y  que, 
8i  como  puede  creerse,  se  quiso  citar  la  misma  ley  de  la  Partida  5.%  es 
igualmente  inaplicable,  porque  no  se  trata  en  este  pleito  de  obligaciones  de 
hacer  ni  de  contratos  innominados,  sino  de  contratos'doterminados,  espe- 
ciales y  constantes  de  escritura  páblicas,  que  son  su  ley,  contra  la  que  no  se 
alega  la  infracción: 

Considerando  que  es  asimismo  inaplicable ,  v  por  consiguiente  no  ha  wh 
dido  infringirse  la  ley  2.*,  titulo  33  de  la  Partida  7.*,  porque  seria  predso 
para  ello  que  hubiese  duda  de  la  naturaleza  y  clase  de  las  que  menciona  di- 
cha  lev,  y  que  apareciera  que  esta  duda  se  habia  resuelto  contra  razón  y 
"verdad: 

Y  considerando  qne  el  prineipio  general  de  que.  ninguoo  debe  enrique^ 
cene  con  perjuicio  de  otro  tampoco  es  aplicable  al  caso  de  autos,  porque 
mediaba  el  cumplimiento- de  un  contrato  contra  cuya  leaslidad  nada  se  ba 
«spuesto,  pudiendo  además  dedrse,  no  que  los  demandados  se  enríquecitfn 
á  costa  del  demandante,  sino  que  éste,  por  causas  que  á  él  solo  eran  impu- 
tables, dejó  de  recibir  un  beneficio  que  pudo  alcanzar; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
3e  casación  interpuesto  por  D.  Mateo  Tomasi,  á  guien  condenamos  en  la» 
cosías;  devolviéndose  los  autos  á  la  Real  Audiencia  de  Valencia  con  la  cer* 
lifieacion  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inser- 
lará  en  la  GoUeci&n  kgiilativoj  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
pronunciamos^  mandamos  y  firmamos.— Ramón  López  Vazqnez. — Gabriel 
Gemelo  Je  Velasco. — Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa.— Pedro  tiomez  de  Her« 
mosa.— Pablo  Jiménez  de  Palacio. — Laureano  Rojo  de  Norzagaray.— Ven^ 
tora  de  Golsa  y  Pando. 

Publicación.— Laida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
£xcmo.  é  limo.  Sr.  D.  Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa,  Ministro  de  la  Sala 
primera  del  Supremo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audibncia  públida  la 
misma  Saleen  el  día  de  hoy,  de  que  yo  el  Bscribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  18  de  junio  de  Í862.— Juan  de  Dios  Rubio.— (6<^<<>  de  29  de 
junio  de  1852.) 

TOMO  TU.  .  83 
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I6V. 

ReéüPso  de  easaeion  (20  de  junio  de  1862.).^Nüli]>ío 
DE  üN  CONTRATO  DE  ARRKiioAiiixNTO.— Se  decl&ra  pof  U  Sala  priaifi- 
ta  del  TriboAal  Supremo  no  haber  lagar  al  recurso  de  casacioD  ¡a- 
terpnesto  por  Dofia  Dionisia  Cárdena  contra  la  sentencia  promm.* 
.€iaaa  por  la  Sala  tercera  de  la  Ándiencia  de  Madrid,  en  pleito  eon 
Dona  Vicenta  Fernandes,  y  se  resuelve: 

i."^  Que  no  pueden  considerarse  como  infringidas  ni  sermr  per 
tanto  de  fundamento  para  la  interposición  del  recurso  de  casadon, 
leyes  que  no  son  aplicables  al  caso  objeto  del  litigio: 
.  i^  Que  si  bien  es  cierto  que  la  conocencia  o  confesión  judidd 
es  un  medio  probatorio  i  que  los  Triburuíles  no  pueden  negar  el  M» 
lor  que  el  derecho  concede^  cuando  esta  conocencia  noesla  dciqm 
Uu  Upes  se  refieren,  estas  leyes  no  son  aplicables  á  la  cuestión  y  por 
tanto  no  pueden  considerarse  como  infringidas: 

3.^  Que  no  puede  tenerse  por  ratificado  tácitamente  un  eontrate 
de  arrendamiento^  cuando  resulta  que  los  dueTxos  de  la  finca  arrenr 
dada  no.tuvieron  partidpacioa  ni  representación  alguna  en  dida 
contrato; 

Y  4.^  que  estimándose  probada  la  demanda  por  la  Sala  senten^ 
eiadora^  el  demandante  ha  cumplido  con  la  obligación  que  le  impo- 
ne la  ley  39,  ttí.  2/  de  la  Part,  3.^ 

En  la  villa  y  corte  dé  ifidrid,  á  30  da  jnmo  de  1S62,  en  los  aatss  paa* 
dientes  ante  Nos  por  recurso  de  casación,  seguidos  eo  el  Juzgado  de  pruDO- 
ra  instancia  del  distrito  de  Maravillas^  y  «n  la  Real  Audiencia  de  esta  cdrte 
por  D(ma  Vicenta  Fernandez,  viuda  de  D.  Manuel  González  Turégano,stf 
concepto  de  totora  y  curadora  de  sus  hijos  y  nietos,  con  O.  Isidoro  limo- 
n'ez,  por  fallecimiento  de  este,  con  su  viuda  Ooha  Dionisia  Cárdena,  porié 
7  eomo  totora  y  curadora  dé  sos  hijos,  y  hoy  por  haber  contraido  segoodo 
matrimonio  con  el  curador  aá  liimn  de  estos,  y  con  Lorenzo  Beltran,  man»* 
do  de  aquella,  sobre  nulidad  de  un  contrato  de  arrendamiento: 

Resultando  que  D.  Pedro  Goosatez,  por  si  y  como  padre  de  D.  Maoosl 
González  y  Pérez,  otorgó  poder  en  el  año  de  4847  á  favor  de  D.  Dooioga 
Bande  para  que  arrendase  y  administrase  sus  bienes,  entre  ellos,  la  can 
números  72  y  74  de  la  plazuela  de  la  Cebada  de  esta  corte,  y  gue  sfliti* 
tuido  este  poder  por  D.  Domingo  á  su  hermano  D.  Tomás  en  25  oe  junio  de 
1853  en  calidad  de  apoderado  de  D.  Manuel  González  y  Peres,  y  por  enear» 
go  de  tos  testamentarios  del  difunto  D.  Manuel  Goozaiez  Turégano,  daeoe 
el  primero  de  las  dos  terceras  partes  de  la  citada  casa,  v  el  segundo  de  la 
restante,  arrendó  á  Don  Isidoro  Jiménez  la  planta  baja  de  ella,  destinada  I 
posada,  con  la  taberna  y  habitaciones  interiores  que  se  mandaban  por 
aquella,  por  término  de  i2  años,  á  contar  desde  aquella  fecha,  y  en  preeio 
de  12,000  rs.  anuales: 

^  Resultando  que  Doña  Vicenta  Fernandez,  viuda  de  D.  Manuel  Gonzalos 
Turégano.  y  curadora  de  sus  hijos  menores,  oarae  que  la  foé  discernido  oo 
22  de  junio  de  i  858,  entabló  demanda  en  3  de  lebrero  de  1859,  en  la  qiie^ 
espresando  que  el  citado  contrato.de.arriendo  se  habia  hecho  sin  la  iotar- 
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Tención  do  la  legítima  representación  de  los  menores.  doeSos  de  Ja  casa  y 
como  herederos  de  sa  padre,  j  güe  además  liabia  hamdo  lesión  en  el  precio», 
pidió  se  declarase  nulo  y  sobsidiariamente  resclndible  por  falta  de  solemni- 
dad y  personatidád  en  el  arrendador  y  pordafioenel  precio,  y  en  todo  caso 
f)or  el  o^íneQcio  de  restilacion  in  integrum  que  competía  a  ios  menores  y 
•que  ntllizaba  subsidiariamente: 

Resultando  que  D.  Isidoro  Jiménez  impugnó  la  demanda,  fundado  ett 
•que  él  ma^or  comunero  tenia  el  derecho  de  arrendar  y  prorogar  el  arrenda- 
miento mejorando  la  condición  de  la  propiedad  y  de  los  propietarios:  en  que 
ia  viuda  y  testamentarios  de  González  Turégano  habían  concurrido  al  ar- 
rendamiento y  la  primera  percibido  la  reata  y  aprobado  las  cuentas  del  ad* 
ministrador;  y  por  último,  en  que  los  arrendamientos  de  bienes  de  meno* 
res  son  firmes  y  legítimos  cuando  á  la  fecba  de  su  otorgamiento  se  beneficia 
á  la  cosa  y  á  las  personas  y  los  mayores  las  admiten  como  tal: 

Resultando  que  practicada  prueh|  por  las  partes  el  Jttez  dictó  sentencia, 
que  revocó  la  Sala  tercer^  do  la  Auoiencía  de  esta  corte  por  la  que  pronun- 
ció en  i8  de  diciembre  de  I86O9  declarando  nulo,  de  tiogun  valor  ni  efec*» 
to  el  contrato  de  arrendamiento  referido  en  los  términos  y  con  las  condidcH 
nes  con  que  aparecía  celebrado  por  carecer  el  apoderado  Bande  de  la  auto* 
rízacion  y  facultades  necesarias  para  verificarlo  en  aquella  forma,  quedando 
libres  de  su  cumplimiento  los  propietarios  de  dicha  fíncy,  y  con  reserva  al 
JjmeQez  del  dereclio  que  pueda  competirle  contra  Bande: 

Resultando  que  Doña  Dionisia  Cárdena,  viuda  de  aquel  y  curadora  de 
9D3  menores  biios,  interpuso  recurso  de  casación  citando  como  infringidas 
la  ley  2,",  tlt..  8.%  Parüda  5.';  la  2/  y  4.%  tít.  13,  Partida  3.*;  la  i.%  lítu- 
lo  7.%  lib.  2."  del  Fuero  Real;  la  39,  llt.  2.**  de  la  misma  Partida  3.',  y  la 
regla  10  del  Derecho,  habiendo  citado  en  tiempo  oportuno  en  este  Supre* 
mo  Tribunal  la  ley  7,*,  tlt.  17,  lib.  3."  del  Fuero  Real: 

Ylstó,  ¿iendo  Ponente  el  Ministro  D.  Ventura  de  Golsa  y  Pando: 
Considerando  que  el  contrato  de  arriendo  de  la  planta  baja  de  la  casa 
números  72  y  74  de  la  plazuela  de  la  Cebada  de  esta  corte,  le  celebró  Don 
Tomás  Bande  con  D.  Isidoro  iimeoez  sin  estar  autorizado  para  ello;  pues 
según  el  mismo  ha  declarado  en  este  pleito,  se  fundó  para  otorgarle  en  el 
pod^  conferido  por  D.  Pedro  González  en  1847,  poder  que.  según  resulta 
oe  los  auicM,  habia  caducado  y  no  tenia  valor  alguno  en '  1853  por  ser  ya 
D.  Manuel  González  Pérez  mayor  de  edad,  casado  y  dueño  de  la  parte  de 
casa  que  perteneció  á  su  padre  D.  Pedro,  y  en  el  encargo  qtie  le  nideron 
los  testamentarioB  de  D.  Manuel  González  Turéganoj  que  siBgiin  la  apreoiai« 
40011  liedm  por  la  Sala' sentenciadora,  np  se  ha  protudo  por  el  demaadádot 
Considerando,  por  tanto,  que  no  son  aplicables  á  este  pleito  las*  leyes  c¿-« 
udasporet  recurrente,*  relativas  á  quiénes  pueden  arrendar  y  por  cuánto 
tiemeo: 

Considerando  que  sí  bien  es  cierto  que  la  conocencia  ó  confesión  judi- 
iñal  e^  ui^  medio  probatorio  á  (]ae  los  Tribunales  no  pueden  n*egar  el  valor 
que  el  derecho  concede,  Cambien  lo  es  que  en  el  caso  presente  la  deman- 
dante no  ha  confesado  que  fuera  sabedora  de  las  condiciones  del  contriato, 
sino  que  se  ha  limitado  é  decir  que  recomendó  á  su  yerno  al  Jiménez-para 
qoe  le  arrendara  lá  indicada  planta  bajá,  y  que  perolmó  las  reatas  que  eof^ 
nepondian  á  sus  hijos;  y  no  sietido  por  consiguiente  esta  confesión  la  co* 
aoeeoeía  á  que  se  refieren  las  leyes  que  se  citan  en  el  recurso  como  iefrUi^ 
gidas,  estas  oe  pueden  «er  aplicables  á  la  cuestión  que  es  objeto  de  este 
pleito: 

(:;oipsiderando.qqe  Lampona,  ea  aplicable  |a  r^  10  del  Oareehó|  a^gda 
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la  cual  «quien  há  por  firme  la  cosa  fecha  eo  sa  nome,  ^ale  taato  como  si  éT 
la  oTíere  mandado  facer  primero»»  porqae  no  puede  tenerse  por  ratificado 
tácitamente  el  contrato  cuando  resulta  délos  autos  que  perteneciendo  la 
casa  de  que  se  trata  á  menores,  estos  no  tuvieron  intervención  eo  61  di 
quien  les  representara  legalmente  hasta  22  de  junio  de  1858»  que  se  discer- 
nió á  su  madre  Doña  Vicenta  Fernandez  el  cargo  de  curadora: 

Considerando,  por  último,  que  la  Sala,  usando  de  las  facultades  que  U 
competen,  apreciólas  pruebas  testificales  suministradas  por  las  partes  yes- 
timó  probada  la  demanda,  y  que  por  lo  tanto  el  demandante  cumplió  coa  la 
obligación  que  le  impone  la  ley  3%  tit.  2.^  de  la  Partida  3.%  por  la  enal  na 
se  ha  infringido  esta; 

Fallamos  que  del>emas  declarar  j  declaramos  no  haber  lugar  al  recorsa 
de  casación  interpuesto  por  Doña  Dtonisia  Cárdena  por  sí  y  en  representa- 
ción de  sus  hijos  menores,  y  sostenido  jdot  el  curador  de  estos  y  por  el  ma- 
rido de  aquella  Lorenzo  Beltrao,  á  quíAes  condenamos  en  las  costas,  de- 
volviéndose  los  autos  á  ia  Real  Audiencia  de  esta  corte  con  la  certíficaeioa 
correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  aue  se  publicará  en  la  Gaceta  é  insertari 
en  la  Colección  legislativa^  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— Ramón  López  Vázquez. — Antera 
de  Echarri.'-Joaqnin  de  Palma  y  Vinuesa. — Pedro  Gómez  de  Hermosa.- 
Pablo  Jiménez  de  Palacio. — Laureano  Rojo  de  Norzagaray. — Ventura  de 
Colsa  y  Pando. 

Publicacion.--Le¡da  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  et 
nmo.  Sr.  D.  Ventora  de  Co¿a  y  Pando,  Ministro  de  la  Sala  prlníera  delSa- 
premo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  Sala  efi 
el  día  de  hoy,  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  20  de  junio  de  1862.— Juan  de  Dios  Rubio.— (Gaceta  de  l.*d8 
julio  de  1862.  

íes. 

Reeiurso  de  easaeioia  (21  de  junio  de  1862.).— Paco  de 
cANTmAD.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Andrés  Bo* 
nastre  y  Viladoms»  contra  la  sentencia  pronunciada  pr  la  Sala  se- 
gunda de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  Juan  Uopart,  y 
se  resuelve: 

1.^  Que  no  pueden  producir  efecto  alguno  legal  las  esoepámi 
de  prescripción  y  de  pago  espuestas  por  el  demandado  en  la  segun- 
da instancia  cuando  en  la  primera  opuso  {a  de  falta  de  oecton,  n» 
solo  porque  se  escluyen  la  una  á  la  otra,  sino  porque  ambas  da» 
por  supuesta  la  certeza  dé  la  obligación  que  se  reclama: 

2.^  Que  queda  interrumpida  la  prescripción  por  la  reclamadott 
que  se  haga  de  la  cosa  que  se  pretenda  prescribir: 

3.®  Que  á  la  Sala  sentenciadora  corresponde  apreciar  ei  valor 
de  la  prueba  testifical  suministrada  por  las  pártesela  cuales  válida 
ínterin  no  se  alegue  que  al  hacerla  se  ha  cometido  alguna  infracción 
de  ley; 

F  4.^    que  el  recurso  de  casación  soto  se  dá  contra  Ui  parte  re- 
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hUiva  de  la  íenteneia  y  no  canira  los  pndamentos  de  hecho  ó  de 
derecho  aue  con  mas  6  menos  oportunidad  y  ácierto^  se  hayan  con- 
signado u  omitida  en  la  misma. 

Cd  la  villa  y  corte  de  Madrid,  i  21  de  janío  de  1862,  en  los  autos  que 
péindeo  ante  Nos  en  virtud.de  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado 
ae  primera  instancia  de  Igualada  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Real  Audien- 
cia de  Barcelona  por  Jiían  Llopart  contra  Andrés  Bonastre  Víladoms,  sobre 
pago  de,  345  libras  barcelonesas: 

Resultando  que  José  Viladoms,  abuela  del  demandado,  estendió  y  firmó 
una  obligación  en  papel  del  sello  cuarto  ante  dos  testigos,  suscribiéndola 
uno  de  eflos'en  8  de  setiembre  de  1820,  por  la  que  se  comprometió  á  p^gar 
■i  Luis  Llopart,  padre  del  demandante,  345  libras  barcelonesas  que  toliabia 
Drástado  graciosamente  en  el  término  de  cuatro  años  y  pagas  iguales,  véri- 
ncandola  primera  en  el  dia  de  Todos  los  Santos  de  1830  y  sucesivamente 
las  demás  basta  el  total  pago: 

Resultando  que  José  víladom^  y  Luis  Llopart  recurrieron,  el  primero 
^  31  de  diciembre  de  1829,  y  el  segundo  en  12  de  febrero  de  1854: 

Resaltando  que  en  29  de  marzo  de  1858  Jaime  Llopart,  como  heredero 
de  su  padre,  presentó  demanda  pidiendo  se  condenase  á  Andrés  Bonastre  y 
Viladomsy  heredero  de  su  abuelo  José,  á  que  le  pagase  las  345  libras  bar- 
.  eelonesas  del  documento  referido  con  los  intereses  correspondientes  y  «n 
las  costasy  para  lo  cual  al^gó  ei  mérito  de  dicha  obligación  y  el  haber  suce- 
dido i  su  padre  en  todos  sus  derechos  y  obligaciones: 

Resultando  que  Andrés  Bonastre  contradijo  esa  demanda,  fondado  en 

rno  pedia  creer  en  la  legitimidad  de  la  deuda  ni  en  la  de  la  firma  de  su 
elo  contenidas  ep  dicho  documento,  no  solo  porque  jamás  oyó  hablar  de 
ella  á  sus  antepasados,  sino  por  no  haberla  reclamado  nunca  el  padre  del 
demandante,  sin  embargo  de  haber  vivido  hasta  1854,  ó' sea  25  años  des* 

Sues,  le  cual  daba  derecho  á  oponer  á  la  demanda  de  Llopart  la  escepcion 
B  falta  de  acción  y  demás  que  por  la  ley  le  compitieran: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  y  hechas  las  que  se  articu- 
laron, dictó  sentencia  el  Juez  en  3  de  noviembre  de  1858,  que  confirmó 
con  las  costas  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Baroekma  en  3  de  enero 
de  1860,  condenando  á  Andrés  Bonastre  j  Vitadoms  á  pagar  al  demandante 
las  345  libras,  con  los  intereses  dé  las  mismas  desde  el  5  de  mayo  de  1858 
en  ene  contestó  la  demanda: 

fteeuitando  por  último  que  contra  ese  fallo  interpuso  Bonastre  y  Vila^ 
doms  recurso  de  casación  por  ser  en  su  concepto  contrario  á  la  ley  3.%  tí^ 
tolo  8.%  libro  11  de  la  Novísima  Recopilación ;  á  la  119,  tit.  18  de  la  Par- 
tida 3.^  á  la  49  ff.  de  sotutionibus;  §.  1.*  Inst.  h.  i.;  á  la  2.*,  tit.  14, 
«Partida  5.*;  al  final  de  la  3/  del  mismo  t(tulO|  y  á  los  arts.  61  y  333  de  la 
de  Enjuiciamiento  civil,  puesto  que  habiéndose  cuestionado  y  justificado  en 
^la  segunda  instanoia  el  pago  de  varias  cantidades,  no  ae  habia  estimado  este 
-ni  sobre  él  ae  hacia  ningún,  atente  ni  considerando  en  la  sentencia: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Laureano  Rojo  de  Norzagaray:    « 

Considerando  que  habiendo  versado  la  cuestión  de  este  pleito  en  la 
primera  instancia  sobre  la  legitimidad  de  la  obligación  reclamada,  opo* 
Blando  el  deaumdado  la  eaeepcion  de  falta  de  acción,  las  escepciones  de 
^  nrescrí^eioa  y  de  pago,  deducidas  después  por  el  mismo  en  la  segunda 
ui8tanqa,8Íendoincompat¡bleaentre8(por  su  naturaleza,  no  solo  se  es* 
elaian  ia  una  á  la  otea,  sino  que  ambas  daban  por  supuesta  la  certeza  de  la 
^Ijgadon,  y  por  tanto  no  pudieron  producir  ningún  efecto  legal: 
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Considerando  que  Ta  ley  5/,  tft.  8.*;tib.  f  1  'de  la  'NOTMoia  Reeopila- 
cion,  citada  en  af^o  del  reearso,  ^ne  trata  dé  la  p^e^crípciofi  de  lis  ae« 
ciones,  no  tiene  aplicación  al  presente  oaso,  perqoe  liaMéideee  reetaad» 
en  diversas  ocasiones  la  deuda  objeto  de  la  demanda,  tanto ^I  padrada^ 
demandado  como  á  este,  que  convinieron  en  sn  certeza  ;  eo  él  modo  d» 
satisfacerle,  quedó  interrumpida  la  prescripción : 

Considerando  que  no  han  sido  quebrantadas  las  leyes  de  Partida,  DU 
gesto  é  Instituciones  citadas  en  el  recurso,  referentes  á  la  paga,  ya  en  so 
ooml^  propio,  ya  en  nombre  aMno,  porque  sobre  esto  hecho  se  6a  sumi- 
nistrado prueba  de  testigos  que  na  sido  apreciada  por  la  Sala  sentenciado^ 
re  en  uso  de  sus  facultades^  sin  que  contra  dicha  apreciación  se  haya  ú^ 
gtdo  infracción  alguna  : 

Considerando  que  la  ley  li9,  tít.  18  de  la  Partida  3/,  cfue  tamUao  sa 
dta  como  infringida ,  habla  del  caso  en  que  uno  nie^a  su  firma  diciendo 
que  non  la  fizo^  nin  la  mandó  facer ^  y  que  por  consiguiente,  siendo  di- 
urente  del  que  aquí  se  trata,  limitado  á  poner  en  duda  la  legitimidad  del 
documento,  fundamento  de  la  demanda,  no  es  aplicable  didbaley: 

Y  considerando  que  la  omisión  que  pudiera  haber  padecido  la  Salí 
aentenciadora  por  no  haberse  ajustado  a  los  artículos  01  y  333  de  la  ley  da 
Enjuiciamiento  civil,  nunca  seria  motivo  de  casación,  porque  este  recono 
9ok>  tiene  lugar  contra  la  parte  resolutiva  de  las  sentencias,  no  contra  loi 
fundamentos  de  hecho  y  de  derecho  que  con  mas  ó  menos  oportunidad  ; 
acierto  se  hayan  consignado  6  omitido  en  la  misma,  según  repetidamente 
lo  tiene  declarado  este  Supremo  Tribuna I: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declarados  no  haber  lugar  al  reeorse 
de  casación  interpuesto  por  Andrés  Bonastre  v  Viladoms,  condenándole! 
la  pérdida  de  la  cantidad  por  la  que  tiene  dada  caución,  que  pagará  cata- 
do viniese  i  mejor  fortuna,  y  en  las  costas  del  mismo,  oe volviéndose  leí 
autos  con  la  certificación  correspondiente  á  la  Audiencia  de  donde  pre« 
ceden. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  ^  é  in* 
lertará  en- la  Toteooton  I^i^kUiva,  pasándose  al  efecto  las  copias  neeea- 
rias,  lo  pronunciamos  mandamos  y  nrmaúios.-^Ramon  López  Yaiqaes.— 
Sebastian  González  Nandin.r-Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa. — Pedro  Gomes 
de  Hermo6a.-^Pablo  Jiménez  de  Palaclo.-^Laureaoo  Rojo  de  Noruginy» 
Ventura  de  Colsa  y  Pando. 

Publicación. -i^Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  ios* 
trísimoSr.  D.  Laureano  Rojo  de  Norzagaray,  Ministro  del  Tribunal  Supre- 
mo de  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  prime- 
ra el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  de  S.  M.  y  su  EscAbano 
de  Cámara. 

Madrid  21  de  junio  4e  }862,-:X)Íop¡sÍo.  Antotilo  de  Puga.— (Gaeotodr 
r/4ejuUode.i862.) 


IteearíM  de  irallilaMl  (S4  d&fmiode  iMS.)..^MOi« 
pRKSTAcioNEs.— Se  declara  por  la  Sala  eeírunda  del  .Tritrantl  So** 
premo  no  hab^  lugar  al  recurso  de  nulídaa  iúterpuesto  por  el  Fis- 
cal de  S.  M.  contra  la  sentencia  de  revisU  pronunciada  Dor  1^  Sala 
primera  de  la  Audiencia  de  la  Corona,  en  el  pleito  seguido  por  los 


Digitized  by  VjOOQIC 


irechios  de  las  oarroquias  de  Sen  Salvador  de  Gorrojo  t  San  Miguel 
tfe  Oya  con  et  R.  Obispo  de  Tuy,  ios  herederos  de  D.  Manud  Tron* 
eoso  y  el  Mfoisterio  público,  v  se  resuelve: 

1.*  Que  por  el  art  4.°  iel  decreto  de  Utí  Córte$  de  6  de  agosto 
4e  1811  auedaron  abolidas  las  prestacionesy  así  reales  cotnopersoM' 
fóg»  qué  debiesen  su.  origen  á  titulo  jurisdiceional: 

i}  Qm  por  el  articulo  I.""  delakydei6de  agosto  áe  1837  se 
dttpMSO  queio^tmeedeúresde  diekas  prestaáones  ó  sus  eausaníeé 

r»  hubiesen  Anido  el  señorío  juris^eionaly  presentasen  hs  tUuUm 
tuíqmeieion  de  las  mismas;  y  por  el  S."",  que  los  que  poseyesen 
rnno  propiedad  particular  predios  rústicos  y  urbanos,  censos  consig-^ 
nativos  y  reservativos  en  fmeblos  y  territorios  que  fueron  de  su  se- 
ñorio  jurisdiccional^  si  sobre  esto  ocurriere  duda  ó  contradicción, 
deben  justificar  por  otra  prueba  legal,  y  en  juicio  breve  y  sumario, 
la  cualidad  de  propiedad  partUsidar  imependiente  del  tUulo  de  se* 
ñartú; 

Y  3.^  que  el  verbo  latino  canto  en  ciertos  privilegios  anttguosno 
tiene  el  s^mfieado  de  dación  de  propiedad ,  sino  d  de  inmuniékid, 
seguridad,  garantía. 

Bn  la  villa  v  oéde  da  Madrid,  á  ^1  de  junio  de  iSffiü,  en  los  autos  que 
ea  ?!  Juagado  de  primera  imtaaeta  de  Vigo  y  eo  la  Audiencia  territorial  de 
la  Coruña  han  seguido  tos  veoinos  de  las  parroquias  de  San  Salvador  de 
Gerujo  y  San  Miguel  de  Oya  con  el  R.  Obispo  de  Tuy,  los  herederos  de  Don 
Manuel  IVoneoso  y  el  Pisñl  de  S.  M.  sabré  que  se  les  declarase  exentos  del 
pago  de  ciertas  pre^ttadones  con  que  contribnfian  tí  R.  Obispo;  autos  i>en- 
mates  ante  Nos  en  virtud,del  recurso  áe  nulidad  interpuesta  piw  el  Ministe- 
rio fiscal  eoatra  la  sentencia  que  en  ti  de  jui^  ptonunció  la  Sala  primera: 

Resultando  que  en  8  de  octubre  de  iS»2  el  Procurador  Df.  Tomás  Rodri« 
guez  Calderón,  6  nombre  y  con  poder  de  D.  Joan  Manuel  GonEdec  y  otros 
mochos  vedaos  de  la  referida  parroquia  de  San  Stabador  de  Qerujo,  entabló 
demanda  en  el  Juagado  de  Vigo  contra  la  viuda  y  beredefos  de*  D.  Manuel 
Troncóse  paraqae  se  deelarasa  la  abaiicion  de  las  prestaciones  que  pagaban 
á  estos  eo  virtud  de  cierto  convenio  celebrado  par  el  D.  Manuel  con  la  BM^ 
ira  de  Toy  sobre  los  frutos  de  trigo,  maíz,  centeno,  lino  y  vino,  llamado  la 
ona  Qiñatos  y  la  otra  Forages,  por  traer  su  origen  fichas  prestaciones  del 
sB&orio  jurisdiocionai  que  habían  ejercido  los  Obispos  en  la  íodicada  pan'o- 
qaia,  y  pidió  que  se  obligara  á  aquellos  á  presentar  deotro  de  un  breve  tór- 
nido  les  tftntos  en  que  fundasen  sn  dereclio  para  tales  percepciones: 

Resultando  que  ampliada  después  la  demanda  contra  el  R.  Obispo  ▼  la 
Junla  diocesana,  se  sustanciaron  varios  inddaites  promovidos  por  los  he* 
rederos  de  Troncóse,  por  el  Obispo  y  por  el"  Promotor  fiscal,  i  todos  his  coa** 
les  se  concedió  audiencia,  y  fueron  desestimadas. las  prelensiones  de  los 
míaoios,  deolarándose  la  competencia  del  Jueii  de  Vigo  para  conocer  de 
astea  autos ;  ordeaéndosa  el  secuestro'  de  las  referidas  prestacioaes;  previa 
fiania  qae  efreciersB  y  prestaron  los  vecinos  de  San  Salvador  de  Corojo  f 
otras  de  Sao  Miguel  de  Oya,  que  se  adhirieron  ¿  la  demanda  del  Prbcure^ 
dor  Galdawn,  y  acordándose  que  los  demandados  cootestarao  directamente 
é  ella: 

ResuMando  que  ne  habióndose  cumplido  con  astis  presepto^  y  no  compa*^ 
leaiendó  fa  en  los  autos  el  Gobernador  del  Obispado  de  TUy  Sede  vacante. 
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ni  el  Admioistrador  dioeesaoo  por  haber  pasado  los  bieoes  á  ia  nadon/per 
lo  coal  se  eateodieron  las  diligencias  con  los  eéirados,  se  declaró  coote»Uda 
la  demanda  en  rebeldía,  y  se  recibió  el  pleito  ¿  prueba;  en  cuyo  esudo  el 
Promotor  fiscal  presentó  escrito  pidiendo  que  se  desestimase  la  peticioo  da 
los  vecinos  de  San  Salvador  de  Gorajo  y  se  les  condenara  al  pago  de  lii 
pensiones  vencidas  que  no  habian  satisfecho,  y  de  las  que  venciesen  en  b 
sucesivo,  con  las  costas,  y  fundó  esta  solicitud  en  que  la  Mitra  de  Tay  te- 
nia  un  título  legítimo  para  percibir  tales  prestaciones,  cual  era  el  de  la  per- 
muta celebrada  con  el  convento  de  Gelanova,  y  en  que  do  procedian  dd 
señorío  jurisdiccional ;  añadiendo  que ,  poseedora  hoy  dii  (a  nación  de  di- 
chas rentas  ó  prestaciones  como  bienes  nacionales,  estaba  exenta  déla  oUi- 
Sacien  de  exhibir  los  títulos  primordiales,  conforme  á  la  Real  orden  de  II 
e  enero  de  1839,  y  la  bastaba  poseer  mientras  no  se  justifícase  que  lo  ha- 
cia por  un  titulQ  vicioso : 

Resultando  que  conferido  traslado  á  los  demandantes,  impugnaron  li 
opinión  fiscal  sosteniendo  que  las  prestaciones  de  los  Quintos  y  Pora|^  na 
proYOttian  del  derecho'  de  promeaad,  sino  del  señorío  que  habían  ejerekia 
sobre  el  pueblo  los  Abades  y  Obispos,  y  que  no  era  aplicable  la  Real  órdsB 
que  citaba  el  Promotor: 

Resultando  que  además  de  no  haberse  negado  por  los  demandados  qai 
la  Mitra  de  Tuy  ejerció  en  las  referidas  parroquias  el  señorío  jurisdicciofiíl, 
han  acreditado  este  hecho  los  demandantes  con  varios  documentos ,  eo  qae 
aparece  que  como  tales  señores  nombraban  los  Obispos  Justicias  y  Oficialas 

Éblicos  en  aquellos  pueblos,  lo  cual  se  confirma  con  las  declaraciones  de 
\  testigos  que  respondieron  á  su  interrogatorio: 
Resultando  que  por  su  parte  el  Promotor  fiscal,  concluido  ya  el  térmioe 
de  prueba,  trajo  á  m  autos  ciertos  documentos  existentes  en  el  archivo  de 
la  Dignidad  episcopal,  y  escritos  en  letra  antigua,  que  fueroo  tradncidoi 
por  el  Archivero  del  público  y  general  de  Galicia,  y  que  son:  primero,  oo 
traslado  de  la  carta  que  en  45  de  abril  de  la  era  de  1260  espidió  el  Roy 
O.  Femando  ratificando  el  prívilegib  que  concedió  el  Bmperador  su  bisa- 
buelo, y  confirmó  el  Rey  D.  Alfonso  al  Abad  de  Gelanova,  sacado  di- 
cho traslado  en  el  año  de  1563  por  el  Bachiller  Pereiras  y  por  Juan  Saa- 
ohex  Peñalver,  clérígo,  de  una  Real  carta  que  existia  en  el  archivo  del  coa- 
vento  de  Gelanova,  en  virtud  de  una  Real  provisión  librada  por  la  Audiea- 
oía  de  Santiago  en  el  pleito  que  seguía  el  Obispo  de  Tuy  con  el  Anobispo 
de  Santiago  aobre  los  términos  y  jurisdicciones  de  la  Ganara  de  Gorojo: 
segundo,  otro  traslado  ^cado  en  el  mismo  año,  en  virtud  de  dicha  Resl 
provisión,  de  la  escritura  de  permuta  que  también  existia  en  el  archivo  del 
referido  monasterio,  otorgada  en  2  de  setiembre  de  la  era  de  1416  años  por 
el  Obispo,  Dean  y  Gabildo  de  la  I^esia  de  Tuy,  y  el  Abad,  Prior  y  convaa* 
to  de  Gelanova,  ante  el  Notario  Alfonso  Ganes;  y  tercero,  testimonio  de  los 
apeos  de  tas  heredades  que  correspondían  á  la  candela  de  la  iglesia  de  Ge* 
rujo,  hechos  en  los  años  de  1529 y  4541: 

Resultando  que,  según  se  espresii  en  el  primero  de  áiehos  decu* 
Bientos.  el  Bmperador  D.  Alfonso  y  su  esposa  en  la  era  de  i46<^  bidefca 
caru  de  donación  y  firmesa  á  D.  Pelayo  Fernandei,  Abad  de  Gelanova. 
de  la  ishi  de  San  Esteban,  y  le  demarcaron  el  monasterio  de  Gonijo  por  el 
rio  de  Fragoso  ydnoaás  puntos  que  allí  se  refieren:  que  conforme  al  se* 

Sundo,  el  Obispo,  Dean  y  Gabildo  de  Tuy  dieron  en  cambio  al  convenio 
e  Gelanova  la  iglesia  de  San  Ginés  con  todos  los  diezmos,  prímidas» 
foros,  derechos,  derechuras  y  otras  cualesquiera  cosas  que  la  pertenecían 
y  pertoBecieaen  db  derecho,  y  «I  Abad,  Prior  y  convento  dieron  al  Obispo  y 
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sa  Iglisia  el  monasterio  de  Corojo  coa  lodos  loe  dieimos,  primidesy 
céleres»  foros,  heredades,  contó  y  señorío  Real  jurisdiceional  y  todas  las 
oiiM  cosas  que  le  pertenecieran;  y  qae  en  las  diligencias  de  apeo  se 
consignó  qoe  al|pnas  de  las  lieredadea  de  Ja  iglesia  de  Gorujo  lindaíian 
con  oirás  del  Obispo: 

ResolUndo  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  los  demandantes  re- 
cusaron al  Juez  de  primera  instancia,  en  cuya  virtud  se  nombró  un  acom- 
pañado; y.en  29  de  ñero  de  1859  dictaron  ambos  sentencia  en  discordia  es« 
timando  el  acompañado  en  la  suya  la  solicitud  de  la  parte  actora,  y  acce- 
,  diendo  el  iues  originario  á  la.  pretensión  de  los  demandados: 

Resultando  que  interpuesta  apelación  por  cada  una  de  las  partes  de  la 
sentencia  qae  respectivamente  les  perjudicaba,  y  remitidos  los  autos  á  la 
Sala  tercera  de  la  Audiencia,  el  Fiscal  de  S.  M .  no  se  limitó  á  pedir  qae  se 
confirmase  la  sentencia  del  Jues  originario  con  las  costas  á  los  demandan- 
tes, sino  oue,  subsidiariamente  y  pera  .el  caso  de  que  la  Sala  la  retocara 
por  falta  de  títulos  de  la  Mitra,  dedmo  la  pretensión  de  que  se  declarasen 
mcorporables  é  incorporadas  al  Estado  las  rentas  conocidas  con  el  nombre 
de  Quintos  y  Forages,  inclusos  ios  atrasos,  reservando  en  este  caso  al 
R.  Obispo  ó  su  causa  habiente  el  derecho  de  reclamar  los  bienes  que  k» 
correspondían  y  resoltaban  involucrados  y  confundidos  con  los  qoe  ad- 
guirió  del  monasteio  de  Celanova: 

Resultando  que  por  sentencia  de  vista  de  17  de  diciembre  de  i860  se 
revocó  la  del  Juca  acompañado,  y  se  confirmó  la  del  originario  de  primera 
instancia,  en  que  se  condensba  á  los  demandantes  y  demás  llevadores  de 
terrenos  gravados  con  el  quinto  á  que  lo  pagasen,  según  costumbre,  á  la 
Hacienda  ó  á  quien  ia  representara  para  la  cobranza,  con  los  atrasos  que 
estuviesen  adeudando,  y  de  que  serian  responsables  cou  ellos  los  contenidos 
00  la  escritora  de  fianza  del  Cólio  400  de  la  primera  pieza,  y  se  mandaba 
aliar  el  secuestro  acordado  en  auto  de  4  agosto  de  1854; 

•  Resultando  que  admitida  la  súplica  que  interpusiéronlos  demandantes, 
el  Ministerio  fiscal  sostuvo  en  la  tercera  instancia  la  petición  que  habia  de* 
diieido  en  la  anterior ,  y  presentó  tres  certificaciones  dadas  por  el  Secreta- 
rio perpóluo  de  la  Real  Academia  de  la  Historia,  cuyo  cotejo  renunció  la 
parte  actora,  á  las  cuales  comprenden  las  cartas  de  confirmación  de  los  Re- 

Íes  D.  Alfonso  y  D.  Fernando  del  privilegio  concedido  por  el  Emperador 
K  Alfonso  al  convento  de  Celanova,  y  la  escritura  de  permuta  otorgada 
entre  dicho  convento  y  el  Obispo  y  Cabildo  de  Tuy ,  que  originales  existen 
en  la  citada  Real  Academia ,  para  destruir  el  argumento  que  en  primera 
instancia  formaron  los  vecinos  de  San  Salvador  de  Corojo  y  San  Miguel  de 
Oya  contra  los  documentos  traídos  á  loé  autos  por  el  Promotor  diciendo  que 
Bio  eran  originales ,  sino  traslados  ó  copias: 

ResaHUndo  que  en  el  referido  privilegio  del  Emperador  D.  Alfonso ,  es- 
erito  en  latín ,  y  que  literalmente  se  inserta  en  dos  ae  las  certificaciones  del 
Secretario  de  la  Academia ,  al  espresar  la  concesión  que  se  hacia  se  consig- 
san  terminantemente  estas  palabras:  Vonis  Celipovm  abbaU  domno  Psto- 
ff o,  Fieario  faeio  eartam  doitetionts  et  texium  ñrmUatís  de  FtincJa  Sane^ 
U  Stephatd  €t  canto  vobis  ipsum  monasterium  ae  Corugio  per  ftuuium  áe 
Fragoso  et  ieinde  per  Peiram  Narigudam^  eU. : 

Resultando  que  por  sentencia  de  revista  de  11  de  junio  de  1861  la  Sala 
primera  suplió  y  enmendó  la  de  vista ,  y  declaré  libres  á  los  demandantes 
de  la  prestación  del  quinto  de  los  frutos  que  pagaban  ai  Obispo  de  Tuy,  y 
por  cancelada  la  fianza  que  obra  al  folio  400  de  la  pieza  primera:  ^ 

Resnlundo  que  contra  esta  senteneii^  interpuso  en  tiempo  el  .Ministerio 
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fisttal  reenrsaJa  MíBd«é  dielsiido  q«6  en  no  itaben»  msooocido  iQSdaí»^ 
ciios  del  Bstad» ,  cimo  represeotanie  del  Obispo  de  Tuf .  á  k»  preettol^ 


nee  «n.eoeBlm « fls  iHrbiao  infrinffido  las  leyes  de  SeDorfos,  y  particttiBr* 
iMote  las  dMpaaicNioes  5.*  y  iL^del^^deoreto  de  lasCértes  de  6  de  agsstvds 
48ilf  entendiéndolas  con  las  limitaciones  consignadas  en  les  aitfeviofll* 
j  3.^  déla  ley  de  3  de  arayerde  1823,  qae  en  cnanto  se  babía  decidido qna 
el  Estado  habk  debido  probar  de  otra  manera  qoe  lo  babla  hecho  fo  Droes- 
deocla  del  pago  de  dichas  prestaciones  se  haMan  infringido  el  art.  4>  de  la 
citada  ley  de  8  de  mayo  de  1823^  los  artfcvlos  1.*  al4.®  InolnslTe  de  la  da 
26  de  mayo  de  1837  y  la  jnriepradencia  eatableelda ,  cerno  se  deniiestra  si 
la  decisión  del  Cornejo  Real  de  3  de  enero  de  1848:  y  por  áKlmoj  en  enan- 
te no  se  había  declarado  sobre  la  Incorporación  de  las  prestaciones  al  Esta- 
do, toda  vei  qae  se  habla  solicitado  este  estrome  para  el  casoeki  qne  la  Sala 
no  estimase  la  confirmación  lisa  y  llanamenle  de  h  sentencia  suplicada,  ss 
halHa  infringido  la  let  S.%  título  2S,  Partida  3.%  y  los  artlenlos  5."*  del  de- 
creta de  las  Cortes  de  O  de  agosto  de  1841,  y  8.®  y  10  de  la  ley  de  26  da 
agostado  1887: 

Vistos ,  siendo  Ponente  el  Ifinistio  de  este  Sopremo  Tribmial  D.  Falípa 
de  Urbina: 

Considerando  que  por  el  art.  4."  del  decreto  de  las  Cortes  de  6  de  am> 
to  de  1811  quedaron  abolidas  las  prestaciones,  así  reales  come personiw^ 
qoe  debiesen  su  erigen  é  título  jurisdlcdenal: 

Considerando  que  por  el  art.  1."  de  la  ley  de  26  de  agosto  de,  18)7  m 
dispuso  <^de  los  poseedores  actuales  ó  sus  causantes  que  hayan  tenido  el  se» 
ñorio  jurisdiccional  están  obligades  á  presentar  los  títulos  de  adouisiciott ,  y 
per  el  tercero  que  los  que  posean  como  propiedad  particulv  predios  rásti* 
oos  y  urbanos,  censos  consignalitos  y  reservatívos  en  pueblos  y  territoftoi 
que  fueron  de  su  seBorío  jurisdlceional,  si  sobre  esto  ooorriereduda  ó  esa- 
tradiccion ,  deben  justllcar  por  otra  prueba  legal  y  en  un  juicio  brefsf  «- 
marío  la  cualidad  de  propiedad  partioular  independiente  del  titulo  del  se- 
iorfo: 

Considerando  qne  auoeue  está  debidamente  probada  que  el  R.  Obii^ 
de  Tuy  ejercM  selorto  jurisdiccienal  en  el  territorio  de  la  parroquia  de  Ct« 
rujo,  y  que  por  lo  mismo  le  hieumbia  áM  la  prueba  indicada,  desda  qaa 
los  demandantes  atribuyeron  á  la  prestación  del  quinto  de  los  frates  aa 
origen  jurisdiccienal»  resulta  de  los  autos  que  ces6  de  comparecer  en  éllai 
per  haber  pasado  los  bienes  á  la  nación: 

Considerando  que  habiendo  estimado  el  Ministerio  fiscal  por  esta  riM 

Se  dobla  suministrar  la  prueba  que  correspondía  al  R.  Obispo,  para  «Ha 
presentado  las  cartas  de  confirmación  de  los  Reyes  D.  Alfonso  y  D.  Psr- 
nando  del  prÍTilegio  concedido  por  el  Bmperador  D.  Alfonso  al  convenio  ds 
Gelanovay  y  la  escritora  de  permuta  otor^da  entre  el  mismo  eon?tMo  y  el 
(Mspe  y  Cabildo  de  Toy,  qoe  originales  ealsteo  en  la  Real  Academia  dala 
Hiatwia: 

Conslderande  que  en  las  palabras  de  dicho  priTÜ^e,  que  ae  han  espra- 
aado  literalmente,  no  se  hace  mención  algune  de  las  prestaciones  ée  que  sa 
trata,  y  que  solo  se  dice  sehaee  donación  al  convento  de  Odanoiu  de  la  felá 
de  San  Esteban,  y  se  añade:  st  emio  vM$  monagUrtmÑ  dé  Cem^,  «8 
les  Hmités  que  sedelérminan:  ' 

CoDsfalerando  que  el  verbo  eento  no  tiene  el  slgnüeade  de  dación  de 
propiedad,  sino  el  de  inmunidad,  seguridad,  garantía: 

Considerando  qne  en  la  escritura  de  permuta  de  que  se  ha  hecho  ii4* 
rite,  ehNwda  ea2  de  seUemlne  de  la  era  de  441 6,  nmy  posterior  al  pnn- 
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Jigio,eiUd»  úA  Biopendor  D.  Aifoiiñ,  (¡xie  fué.ooMadUa  00  99  d^noviem*-'' 
Im  4«  U  off«  iiW^  M  dm  l^cimn^Mp^a^^iif;  «L  Abad,  Prior  y  cooTeoto 
de  Gelanova  dieroa  al  Obispo  de  Tuy  y  su  Iglesia  el  monasterio  de  Corujo 
t^  ^1  aBDorio  Real  jmisdícciooal  que  les  pertenapia: 

Ccméiderando  quepor  esta  circvostaooiaj  seguo  lo  dispuesto  en  tos  ar- 
tfepios  {.*  y  9.* de  la  citada  ley  de  26  de  agosto,  íaa  prestaciones  que  ban 
mbtifado  este  litigi»  se  pre^qmeki  de  orígeo  jarisaieclmial: 

GoDsiderando  que  esta  presnooioa  no  sé  desTaaeoe  con  toa  doomneotoa 
me  hatraido  á  loa  autos  el  Ministerio  Osea!,  porque  para  desvirtuarla  era 
ukHf  pioaaUe  que  iuibieseacradijtado  la  «elenracion  áa  na  eontrato  libra  que 
füeft  origen  ininedíato  y  legitimo  de  la  preatadon: 

V  eoaaiderando,  por  lo  nue  se  ha  ditího,  que  por  la  aantencia  de  revista 
nota  liao  infringido  loa  articuloa de  Ja& leyes  y  decretos  aolwe  señoríos  qu» 
deaigoa  el  Minlalerio  flseal  en  sa  reoarso»  y  qiie  do  tiene  aplicación  al  csao 
aetnal  la  ley  5/  del  th.  S2,  Partida  3.%  que  determina  eémo  el  juzgador 
dtbe  dar  aa  juicio; 

Fallamos  que  debemoa  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  ai  eapreaa- 
dojacofso  de  mUdad  rnterpuesto  por  el  Mimaterio  Oacal  oantra  la  aanian* 
da  de  -raviata  de  la  Sala  primera  de  la  Audienota  ide  la  Goruña. 

AéíiporeatamMatraaenteBeia,  que  ae  fablieará  en  la  Gocetodel  60- 
Manaoé  Inaertará  en  ia  Goítoeioa  i^itíatíva^  para  lo  cual  se  paaen  las  opor«- 
tanas  copias  certifícadaa,  io  pronunjí^íamosy  maodamoa  y  firmamos. —Juan 
Mtmii  iÍlarmiirtlino.-**Ranion  Maaia  de  Arriola>— El  aeñor  Ministro  D.  Fé- 


c  Herrera  de  la  Rtva  votó  porr«scritOi-*Jnao  Martin  Garramolino.— Juan 
MaHa  Biec«-**Falipe  de  Urbina.-^Eduardo  BUo.-*-Joaquin  Melchor  y  Pinazo. 
PttbHcacion.— -Laida  y  publicada  fuó  la  anterior  sentencia  por  el  Ilostrl* 
«iffloSr.  D.  Felipe  de  Urbina,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia, 
CMrtándose  celebrando  audiencia  pública  en  80  Sala  aegunda  el  dia  de  hoy» 
de  que  eerttfieo  cerno  Bscríbano  da  Cámara. 

Madrid  21  da  jjinioda  4862.— Gregorio  Camilo  García.'^Gaceto  de  2 
da:ii}liodai6fi2.) 

Bc^arso  de  easui^loiÉ  (3i  de  jimio  de  i89i.).-~DínnsA 
PM  viENonfiaf—- Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supre- 
ma no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por.D.  Fer« 
iMouto  Cantos  contra  la  aenteocia  pronunciada  por  la  Audianda  de 
Vakiicia,  ea  pleito  oon  Dona  Manuela  f  errer,  y  ae  cesaelve: 

i.^  Que  ia  relevaeian  de  fianm$  que  haee  un  padre  en  au  téüor 
mentó  respeta  del  fmador  ad  litem  me  nombra  para  m  hijo^  ni 
cuaU$(¡mera  otrasldrcunstaneidi  d  adiciones  pued^  desnaturalizar 
ni  hacer  variar  estos  ^nombramientos  en  su  esencia  y  condiciones: 

2.^  .  (2W  cuando  la  senienda  es  empente  con  io  pedido  en  la, 
deyumdam  puede  decim  qufi.  se  fiaya  uifringído  la  ley  i6,  tH.  29, 
Parí.  3.':' 

^.^  Qjue  no  m  infriíi^  él  arti  Í276  de  la  ley  de  Enjuieiamien' 
tOdfU,  cumidod  ^cm-adorieun  menor  es  remomdo  de  su  encargo 
no  por  un  aelo  de  jurisdicción  voluntariaf  sino  después  de  haker 
sido  ddo  y  vencido  enjúicioi 

i.^    &é  Usruüeuíos  395,  Sei,  S97,  S38  y  1414  de  la  ley  de 
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Enjuiciamiento  eivil  se  refieren  al  orden  de  proeedimknlo,  y  no 
pueden  invocarse  útilmente  para  fimdar  vn  reeurso  de  casatíon  en 
el  fondo; 

y  SJ"  que  cuando  por  el  testador  no  se  ha  prohiHde  queseexi' 
jan  fianzas  al  curador  de  sus  hijos  menores,  al  exigirlas  el  Juet  m 
discierne  el  cargo,  no  infrinje  los  arts,  1268,  420, 42i,  1414, 1276, 
221 ,  337  y  338  ¿6  la  espresada  ley  de  Enjuiciamiento. 

Ea  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  ¿  21  de  junio  de  1862 .  en  los  aatos  qoe 
penden  ante  Nos  en  virtad  de  recorso  de  casación ,  segaidos  en  el  lasgado 
de  primera  instancia  del  distrito  det  Mercado  de  Valracia  y  en  la  Real  Au- 
diencia de  la  misma  por  Doña  Manuela  Ferrer ,  tioda  de  O.  Ramón  Gao« 
tos ,  con  D.  Fernando  Cantos  sobre  que  se  declarase  que  no  podía  éste  ser 
defensor  de  tos  menores  hijos  de  la  demandante: 

Resultando  que  en  8  de  marzo  de  1856  otorgó  testamento  O.  Ramón 
Cautos  en  unión  de  su  esposa  Doña  Manuela  Ferrer,  nombrándola  tutotay 
curadora  de  los  hijos  de  su  matrimonio,  con  relevación  de  fiansa  y  señala- 
miento de  frutos  por  alimentos;  y  atendiendo  á  que  en  los  inTentarios,  ptr* 
ttciun  y  diWfeon  de  los  bienes  y  en  otras  diligeBcias  y  operaciones  no  podrii 
representarlos,  se  nombró  defensor  para  tales  casos  a  su  sobrino  D.  FeíoaB* 
do  Cantos,  conGriéndole  las  facultades  necesarias: 

Resultando  que  por  un  codicilo  de  2  de  setiembre  de  1858,  teníeodo 
presente  el  anterior  testamento,  y  considerando  que  en  él  hd>ia  nombrado 
por  tutora  y  curadora  de  sus  hijos  á  la  madre  de  estos  y  su  esposa  Doña 
Manuela  Ferrer  relevada  de  fianzas,  y  al  propio  tiempo  para  los  casos  y  co- 
sas en  que  no  pudiera  interTontr,  nombró  por  tutor  y  curador  á  su  scliriao 
D.  Fernando  Cantos;  pero  sin  espresar  que  no  diese  fianzas  ni  otra  sal- 
dad l^al,  confirmando  y  ratificando  dichos  nombramientos  que  á  su  citads 
eobrino  no  se  le  exigiesen  fianzas  ni  otra  seguridad  legal,  paes  le  relevaba 
de  tal  obligación,-  siendo  su  voluntad  que  su  esposa  y  sobnno,  éste  en  re» 
presentación  de  sus  hijos,  procediesen  á  la  división  y  partición  de  los  bie- 
nes, sin  intervención  judicial  directa  .ni  indireota^como  tenia  prevenido  aa 
su  testamento: 

Resultando  que  al  fallecimiento  de  D.  Ramón  «Cantos,  ocurrido  en  10 
•de  julio  de  1859,  su  sobrino  D.  Fernando  pidió  en  20  de  enero  de  186088 
le  confirmasen  y  discerniesen  los  cargos  de  defensor,  tutor  y  curador  de 
los  hijos  menores  de  su  tio  para  todos  aquellos  casos  y  cosas  en  <iiie  psr 
-ellos  no  pudiera  concurrir  ni  intervenir  su  madre;  y  que  previa  audiencia  y 
conformidad  del  Promotor  fiscal,  se  dictó  providencia  en  31  del  mismo  mar 
mandando  se  le  discerniese  el  cargo  de  tutor  y  curador  de  los^referídos  ma* 
llores,  como  asi  se  verificó ,  previa  su  aceptación  y  juramento: 

Resultando  que  en  tal  estado  pidió  D.  Fernando  Cantos ,  mediante  á 
qoe  Doña  Manuela  Ferrer  estaba  procediendo  sin  intervención  de  nadie  al 
cobro  y  pago  de  créditos,  ya  que  por  culpa  de  la  misma  no  estaba  tenni* 
nada  la  descripción  de  bienes,  que  se  hubiese  por  aceptada  la  herencia  a 
«ombre  de  los  menores  con  beneficio  de  invenáiriOi  y  se  previniese  el  jm* 
•cío  voluntario  de  testamentaría: 

Resultando  que  el  mismo  dia  que  D.  Femando  se  ratificó  ei  la  prece- 
dente solicitud  acudió  la  viuda  Doña  Manuela  pidiendo  que,  evaenadapor 
.aquel  cierta  declaración ,  se  la  entregaran  las  diligencias  para  efliponer  en 
8U  vista  contra  la  intervención  del  mismo  en  la  testamentaria: 

fiesultando  que  en  uso  4^  U  entrega  que  se  la  hizo ,  y  «oompaSando 
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nríos  documentos  para  acreditar  el  hechor,  noimpagnado,  de  qne  tanto  el 
D.  Fernando  como  su  padre  y  tíos  eran  deudores  á  la  testamentaría  de  sa 
esposo ,  presentó  demanda  en  23  de  febrero  del  mismo  año  de  i 860  pidien- 
do se  declarase  que  D.  Femando  Cantos  no  podía  ser  curador  adUtem  ó 
defensor  de  los  hijos  de  la  esponeote  y  de  su  marido  por  tener  él  y  loa  suyos 

Sne  liquidar  cuentas  con  la  testamentaria » y  alegó  que  D.  Fernando  no  po- 
la titularse  tutor  y  curador  de  los  menores  y  porque  aun  cuando  en  el  co* 
dicilo  usó  D,  Ramón  Cantos ,  enfermo  y  débil  >  de  esas  palabras  al  hablar 
de  su  sobrino  y  lo  hizo  refiriéndose  al  testamento,  y  en  éste  el  úoico  en- 
cargo que  le  confirió  fué  de  defensor  de  dichos  menores  para  los  casos  ea 
que  no  pudiera  concurrir  su  madre ;  por  consiguiente  esto ,  y  no  otra  cosa» 
podía  entenderse  confirmado  y  ratificado  en  el  codicilo.  Que  además,  y  pres- 
cindiendo d9  que  la  esponente  en  tíada  ni  por  nada  babta  ofrecido  dificultad 
.alguna  ¿  la  espedicion  del  negocio ,  estaba  en  el  caso  de  reclamar  por  di- 
'chos  motivos  y  por  el  de  incompatibilidad  la  separación  de  D.  Fernando  de 
la  cúratela  ad  litem  6  defensoria  de  sus  menores  hijos,  con  arreglo  á  la  ley 
14,  til.  16,  Part.  6.»: 

Resultando  que  éste  contradijo  la  petición  de  Doña  Manuela  Ferrer,  fun- 
dado en  el  hecho  de  haberle  relevado  su  tío  de  prestar  fianza ,  puesto  que 
ésta  la  daban  los  tutores  y  curadores,  pero  no  los  puramente  defensores,  y 
en  el  de  haber  mandado  espresamente  que  su  sobnno  representase  á  sus  hi- 
jos en  las  diligencias  de  inventarío  y  división,  lo  cual  convencía  y  demos- 
•tnba  que  ni  los  hechos  alejjgados.  por  la  demandante ,  ni  la  ley  aoe  citaba, 
eran  bastantes  pata  despojarle  del  carácter  de  tutor  y  curador  aebido  á  la 
confianza  de  aquel.  Y  en  que  el  argumento  de  ser  deudores  los  parientes 
suyos  á  la  testamentaria  era  ineficaz  para  el  caso,  pues  además  de  haberse 
desentendido  la  viuda  de  arreglar  las  cuentas  para  pagarlas  en  el  acto ,  la 
ley  no  hablaba  con  ellas ,  sino  con  el  curador;  y  eseeptuaba  el  caso  de  que 
los  padres  hubiesen  establecido  en  sus  testamentos  que  tales  deudores  guar* 
dasen  á  los  menores,  lo  cual  se  verificaba  en  el  esponente ,  nombrado  tu- 
tor y  curador  sin  embargo  de  saber  e)  testador  tales  deudas: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia  en  12  de 
mayo  de  1860,  que  modificaron  el  Regente  y  cuatro  Magistrados  de  la  Au- 
diencia de  Valencia  en  i 5  de  noviembre  sígoiente,  dejando  sin  efecto  el 
nombramiento  de  defensor  que  hizo  el  testador  D.  Ramón  Cantos  en  favor 
de  su  sobrino  D.  Fernando  por  su  testamento  de  8  de  marzo  de  1856  y  co- 
dicilo de  2  de  setiembre  de  1858 ,  aceptación  y  juramento  del  cargo  y  dis* 
cemiroiento  del  mismo  acordado  en  auto  de  31  de  enero  de  i8d0,  dejándo- 
le sin  embargo  en  su  buena  opinión  y  fama,  y  mandando  devolver  el  pleito 
Con  certificación  al  inferior  para  que  teniendo  presentes  las  disposiciones 
legales  proveyese  de  curador  aá  lüem  á  los  menores  de  que  se  trataba  para 
la  formación  del  inventario,  división  y  partición  de  la  herencia  de  D.  Ra- 
món Cantos,  y  para  todas  aquellas  diligencias  y  operaciones  en  que  no  pue- 
da concurrir  la  madre  tutora  y  curadera  en  representación  de  sus  hijos ,  y 
previa  fianza  y  satisfacción  del  Juzgado  y  su  aceptación ,  le  discerniese  el 
cargo  en  la  forma  ordinaria:  ^ 

Resultando ,  por  último ,  que  contra  este  fallo  interpuso  D.  Fernan- 
do Cantos  recurso  de  casación  fundado  en  haberse  infringido  en  su  con- 
capto: 

1."   La  ley  14,  tit^  16 ,  Partida  6.*,  por  la  cual  los  deudores  de  los  mo- 
zos pueden  ser  guardadores  de  los  mismos ,  si  los  padres  estableciesen  en 
sus  testamentos  que  los  guardasen. 
2/    La  ley  16 ,  tft.  Í2,  Partida  3/,  y  la  Jurisprudencia  consignada  por 
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«Bte  Sabfemor  Trilkifti^  e»  ia  scmteñáa  de  i7  do  mayo  d»  1818,  4e  qu  el 
fiíllo  debe  ser  conlbh*m6  con  U  demande. 

3.^  Los  arUcutos  64  y  33a  de  la  ley  <de  enjaiciamiento  cítíI  por  falta  de 
elaridad  y  precieioii  de  exactitud  en  la  eíspoaicmn  de  loa  hecbos  y  piiitoide 
derecho. 

4.*  81  art;  ÍUlSéé  la  miaina  ley  ,.qae  deroga  por  an  perte diapositin 
Iaíey3.*,üt.  18,  Partida  6.* 

5.^  Por  no  haber  disposieion  algnna  eb  •  la  ckada  ley  de  B^juloiamieata 
civil,  ni  menoa  en  los  artículos  desde  el  12^3  al  4260  inclusíTe»  que  or<* 
dene  ,  como  prefíene  dicha  sénüBucia  ,  que  loa  caradoras  ad  Utem^  ciase 
en  que  podían  considerarse  los  defensores,  estén  obligados  á  dar  Qanaa: 

Habiéndose  citado  en  este  Tribunal  como  igualmente  infrinf^dos  los  ar- 
tículos i268,.420,  4t4,  1414,  i276,  221 ,  337  y  338  de  la  ley  de  Bojoi* 
tniento  civil,  y  las  1.»  y  i2,  tlt.  22  de  la  Part.  3.*: 

Visto,  üieodo  Ponente'el  Ministro  D.  Joaquín  de  Piilma  y  Vlnnesa: 
Considerando  que  el  recorreote  no  tiene  ni  pudo  dársme  olro  cacácter 
ni  representación  legal  de  los  menores  hijos  de  D.  Ramón  Cantos  que  li  qoe 
este  le  confirió  por  su  testamento  de  8  de  marzo  de  185^  para  que  los  de- 
fendiese en  los  casos  en  que  no  pudiera  haoeiio  su  madre  Doña  Manuela 
Ferrer,  á  la  que  nombró  al  propio  tiempo  tu  tora  y  curadora  de  los  mismos; 
pues  si  bien  en  el  codicílo  que  otorgó  después  en  2  de  setiembre  dé  1838 
adicionó  que  relevaba  al  primero  de  prestar  fianzas  diciendo  le  había  noa* 
brado  tutor  y  curador  en  su  testamento,  ni  esta  manifeetacion  hoclia  coi 
espresa  referencia  al  mismo  que  ratificaba  en  todas  sus  pattes  y  con  todas 
BUS  circunstancias  aquellos  nombramientos,  ni  la  mencionada  adición,  po* 
dian  desnaturalizarlos  ni  hacerlos  variaren  su  esencia  y  condicionea: 

Considerando,  por  consiguiente,  que  no  siendo  guardadájrá^  los  meno* 
res  el  demandado  no  ha  podido  invocar  en  apoyo  del  recurso  la  ley  14,  tita* 
lo  46  de  la  Part.  6.'  ni  lo  dispuesto  en  loa  arts.  420  y  42(  de  la  de  Enjni- 
cfamiento  civil:  > 

Considerando,  en  cuanto  á  la  falta  de  conformidad  da  la  sentencia  %aB 
la  dflmandn,  qne  no  declarando  la  primera  la  nulidad  del  nombramiento  da 
D.  Fernando  Caíntos,  limitándose  á  dejarla  sin  efecto,  y  suponiéndose  por  k» 
tanto  su  validez  y  legalidad  con  la  facultad  del  que  lo  hizo,  es  oongruentey 
Buslancialmente  conforme  con  la  petición  deducida  para  que  se  declarase 

3oe  no  podia  ser  aquel  defensor  de  los  menores,  siendo  su  deudor  y  siéor 
olo  también  sos  parientes,  y  que  en  este  concepto  la  sentencia  no  ae  opone 
ni  ha  infringido  h  ley  16 ,  tit.  22  de  la  Part.  3.*,  la  jurisprudencia  que  ae 
cita  consignada  por  este  Supremo  Tribunai,  ni  el  ac t.  2.^  de  la  ley  de  Ea*- 
juiciamienio  civil  por  el  motivo  que  se  enuncia  en  el  recurso: 

Considerando  que  tampoco  se  .ha  infringido  el  1276  de  la  misma  ley  de 
Enjuiciamiento,  porque  D.  Fernando  Cantos  no  ha  sido  removido  de  su  en*- 
car^o  por  un  acto  de  jurisdicción  voluntaria,  sino  después  de  haber  sida 
oido  y  vencido  en  juicio: 

Considerando  que  se  encuentran  en  isual  caso  las  leyes  1.*  y  12,  tit.  22 
de  la  Partida  3.*,  porque  no  se  prueba  ni  demuestra  por  suponerlo  que  la 
fientencla  se  haya  dado  contra  derecho: 

Considerando  que  los  artículos  333,  221,  337,  338  y  1414  de  la  meo^ 
Clonada  ley  de  enjuiciamiento  se  refieren  al  orden  del  procedimiento,  y  no 
lian  podido  invocarse  útilmente  para  fundamentar  un  reeorio  de  casación 
«n  el  fondo: 

Y  considerando,  por  último,  que  no  es  del  interés  del  recurrente  ni 
iifecta  á  su  derecho  que  se  ezijaQ  6  no  fianzas  al  Qorader  «qpuie  ae  ha  de  nom* 
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re^MMOtados  por  mi  nadre  y  totora,  y  ifoe  eo  teda  oaao.  m  oaaiaoiaiida  la 
probibíoioa  da  <|Qe  sa  presteii  al  art.  1268  y  iaa  daoUa  de  la  ley  de  Gajoi^ 
ciamiento  que  ooo  este  motivo  se  citan »  do  se  kan  infringido  perqne  Iaa 
mande  dar  la  sentencia ; 

Fallamoa  que  debeoMM  dedarar  y  deoianmoa  no  haiier  lagar  al  espresade 
recurso  de  casación  ioter puesto  por  0.  Fernando  Cantos,  á  quien  ooQdena** 
moa  en  las  costas.  Y  devnóivanse  los  aatosá  la  Audiencia  da  donde  prace- 
^len  con  la  certificación  correspondiante. 

.  Asi  por  esta  nueslra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  ¿roeato  é  inserta** 
TÍ  en  la  Colección  legislativa^  pasándose  al  efecto  las  copias  nacesariai',  lo 
l^roauQciamos ,  mandamos  y  Armamos. — Ramón  Lopex  Vaiqoez.— Sebas^» 
tiaa González Nandin. — Aatero  de  Gcbarri.— Gabriel  Garueiode  Velasco. 
— Joaquin  de  Palma  y  Vinttasa.*-^edro  Gómez  de  Hermosa.— Yeatura  de 
€olsa  y  Pando. 

PttoUcacion.— Leída  y  publicada  ftié  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
leotísimo  é  limo.  Sr.  O.  Joaquín  de  Palma  y  Viouesa ,  Ministro  del  Tribus 
nal  Supremo  de  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala 
nrimera  el  dia  de  ia  feeba,  de  que  certífieo  como  Secretario  de  S.  M.  y  su 
kacribano  de  Cámara. 

Madrid  21  de  junio  de  18f2.«-4)ioBisio  Antonio  de  Puga*.«-<Craaato  de 
2  de  julio  de  1862.) 


171. 


C^napeteíadla  (23  de  Junio  de  18^.).— Falsificación  me  doh 
cinairros.--£sTAFA.— Se  decide  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal 
Supremo  á  favor  del  Juzgado  especial  de  HaciendB'de  Barcelona  la 
competencia  suscitada  con  el  de  igual  clase  de  Madrid  acerca  del 
conocimiento  de  la  causa  formada  contra  D.  Pantaleon  Arríete,  por 
falsificación  y  estafa,  y  se  resuelve: 

Que  el  Juez  del  lugar  de  la  ejecueim  del  delito  ó  el  del  domicilia 
del  reo  son  competentes  para  conocer  de  la  causa  que  por  ¿i  u 
forme. 

En  la  villa  y  corvada  Madrid,  á  23  de* junio  de  1862,  en  tos  autos  de 
eompetencia  que  ante  Nos  penden  entre  el  Juzgado  especial  de  Hacienda  de 
Barcelona  y  el  de  igual  clase  de  Madrid  acerca  del  conocimiento  de  la  cau- 
sa formada  contra  D.  Pantaleon  Arríete,  Secretario  de  la  Junta  de  Sanidad 
de  Bdrcelona.  por  falsiGcacion  y  estafa: 

Resultando  que  el  espresado  D.  Pantaleon  solicitó  su  clasificación  ante 
la  Junta  de  Clases  pasivas,  la  cual  lá  verificó  rebajando  al  recurrente  f  S 
anos  que  babia  ser? Ido  de  Oficial  de  la  citada  Secretaría,  por  eonsiderarlé 
sin  nombramiento  Real,  ni  de  la  Junta  suprema  do  Sanidad  del  Reino: 

Raaultando  que  de  esta  detarminacion  apeló  Arríete  en  esposicion  de  15 
de  octubre  da.  1858.  que,  según  dice  en  su  escrito,  elefó  por  conducto  de 
sus  Jefes  al  Ministerio  de  Hacienda,  y  á  la  cual  acompañó  varios  docamen* 
tos  para  fundar  su  solicitud  de  abono  de  los  espresados  años  de  servicio: 

Resultando  que  pedido  por  el  Ministerio  de  Hacienda  al  de  la  Gobernad 
«km  <»arto  aapadiente  que  se  formó  en  eKafto  de  1821,  como  se  advirtiese 
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que  en  una  eertifietdoD  presentada  poí  Arríete  se  tiallaban  ofertas  paU* 
b/aa  qne  no  oontenia  el  docamento  original  que  obra  en  dicho  espediente, 
y  qae  tampoco  existia  en  este  otro  docamento,  de  que  también  acompaña* 
ba  certificación  aqueli  S.  M .,  oido  el  parecer  de  la  Asesoría  general  del  Mi- 
nisterio T  de  la  Sección  de  Hacienda  del  Consejo  de  Bstado,  se  sir? i6  de- 
clarar sobre  la  petición  de  Arríete  lo  que  estimó  conTeniente,  y  «demás  dis- 
paso qne  se  remitieran  al  Juzgado  de  Hacienda  de  esta  eórte  la  iastaacii 
del  D.  Pantaleoo,  ios  documentos  números  3  y  4  que  presentó  con  ella,  y 
copia  del  espediente  remitido  por  el  Ministro  de  la  Gobernación,  á  fia  d» 
que  en  sa  vista  procediese  contva  qaíen  correspondiera: 

Resaltando  qae  en  su  rírtnd  se  instruyeron  en  dicho  Jaz^ado  las  opor- 
tunas diligencias^  y  en  cierto  estado  se  inhibió  de  su  conocimiento  el  Jaaz 
de  Madríd.  roandaodo  que  se  remitiesen  al  de  Barcelona,  porque  en  esta 
ciudad  se  nabia  oometido  la  falsificación  de  las  dos  certificaciones,  y  en  ella 
estaba  empleado  D.  Pantalón  Arríete: 

Resultando  que  consultado  esté  auto  con  la  Sala  primera  de  la  Audien* 
cía  de  Madrid,  propuso  el  Fiscal  especial  de  Hacienda  que  se  dejase  sia 
efecto,  porque  el  proceso  no  versaba  solo  sobre  el  delito  de  falsedad  de  las 
certificaciones  presentadas,  sino  también  sobre  el  de  estafa  que  con  daña 
deh Tesoro  y  en  beneficio  de  D.  Pantaleon  Arríete  iatentó  ejecutarse,  y  aa 
este  caso,  como  en  todos  los  de  igual  naturaleza,  la  falsedad  no  era  ma8(|a8 
un  medio  de  realizar  la  estafa  gue  se  proponía  el  delincuente,  y  que  se  ia- 
tentó en  Madríd;  ¿  fo  que  se  anadia  que  también  se  presentaron  en  esta 
corte  los  documentos  falsificados,  y  que  no  era  fácil  saber  ei  lugar  donde  se 
hizo  la  falsificación  material  de  ellos:  ^ 

Resultando  que  la  Sala,  de  conformidad  con  este  dictamen,  dejó  sio 
efecto  el  auto  de  inhibición  ^devolvió  las  diligencias  al  Juez,  el  cual,  des- 
pués de  obtener  la  autorización  delGobernador  civil  de  Barcelona  para  pro- 
cesar á  D.  Pantaleon  Arríete,  exhortó  al  de  dicha  ciudad  con  objeto  de  qae 
80  recibiera  al  mismo  declaración  fndagatoría  y  se  practicase  ia  prisión  y  el 
embargo  de  bienes: 

Resultando  que  el  Juez  de  Barcelona  á  instancia  de  Arríete  y  oido  el 
Promotor  fiscal,  retuvo  el  exhorto  y  ofició  de  inhibición  al  de  Madríd,  sos- 
teniendo que  le  correspondía  el  conocimiento  de  la  causa  por  haberse  co- 
metido la  falsificación  en  aquella  cfudad,  y  ser  el  procesaao  vecino  de  la 
misma: 

Y  resultando  que  el  Juez  de  esta  corte  aceptó  la  competencia,  fundada 
en  la  resolución  de  la  Sata  primera  de  la  Audiencia: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  de  este  Supremo  Tribunal  D.  Jaaa 
María  Biec: 

Tlonsiderando.  que  la  causa,  origen  de  esta  competencia,  se  ha  formado 
para  el  descubrimiento  y  castigo  del  autor  de  la  alteración  de  un  docuineo- 
to  público  y  suplantación  de  otro: 

Considerando  que  estos  documentos,  llamados  copias  literales  dolos  qae  < 
obran  en  el  archivo  de  la  Junta  superior  de  Sanidad  de  Cataluña,  se  certi- 
ficaron como  tales  copias  por  h  Autoridad  superior  política  de  Barcelona:  . 

Considerando  que  D.  Pantaleon  Arríete»  Secretario  de  aquella  Junta  pro- 
vincial, fundó  en  ellos  el  derecho  que  creía  tener  á  mejorar  su  clasifieadoo, 
uniéndolos  para  este  efecto  al  escrito  que  en  15  de  octubre  elevó  al  Gobíer« 
no  por  conducto  de  sus  Jefes: 

Considerando  que  de  estos  hechos  se  infiere  que  la  alteración  y  saplaa- 
tacion  que  puedan  resultar  se  cometieron  para  hacer,  como  se  hizo,  uso  de 
aquellas  documentos  en  Barcelona  en  provecho  de  D.  Pantaleon  Arríela 
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COJO  domicilio  está  en  aquella  ciudad  como  Secretario  de  la  Junta  provin- 
ciaf  de  Sanidad: 

Considerando  que  si  en  el  progreso  de  la  causa  res^ultasen  probadas  la 
alteración  y  suplantación  de  ios  referidos  documentos,  como  medio  de  co  - 
meter  el  delito  menor  de  estafa,  nunca  jpodria  imponerse  á  su  autor  la  pena 
de  esta,  porque  en  todos  sus  grados  es  inferior  á  la  que  señala  el  Código 
para  aqúét  delito: 

Considerando  que  tanto  por  el  lugar  de  la  ejecución  de  este,  como  por 
el  domicilio  indudable  del  procesado,  corresponde  conocer  en  esia  cauüa  al 
Juess  de  Hacienda  de  Barcelona;  ' 

Fallamos  que  debemos  decidir  y  decidimos  esta  competencia  á  favor  del 
€spre£ado  Juez  especial  de  Hacienda  de  Barcelona,  al  que  se  remitan  unas 
jotras  actuaciones  para  lo  que  proceda  con  arreglo  é  derecho. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  eo  la  Gaceta  del  Go- 
bierno é  insertará  en  la  Colección  colegislativa,  para  lo  cual  se  pasen  las 
oportunas  copias  certificadas,  lo  p^munciamos,  mandamos  y  firmamos. — 
Juan  María  Biec— Felipe  de  Ürbina. — Eduardo  Elfo.— Domingo  Moreno. 

Publicación.— Leida  y  Pobticada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Hmo.  Sr.  D.Juan  María  Bíec,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia, 
estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  segunda  el  día  de  hoy, 
de  que  certifíco  como  Escribano  de  Cámara. 

Bladrid  23  de  junio  de  i  862.— Gregorio  Camilo  García.— ((?ace(a  de  3 
de  julio  de  4862.}. 


i»«. 


Reenrso  de  easae|0it  (23  de  junio  de  i862.).— Pago  dk 
MARAVEDÍS.— Se  dccIara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Dona  Dolo- 
res Espinacn  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  nrímera 
de  la  Audiencia  de  Barcelona  en  pleito  con  D.  Francisco  Casas,  y 
se  resuelve: 

Que  hay  que  atenerse  á  la  apreciación  que  del  valor  de  la  prue- 
ba teslifkaí  suministrada  por  las  partes  sobre  cuestiones  de  hecho, 
haya  hecho  la  Sala  sentenciadora ,  mientras  no  se  alegue  contra 
ella  alguna  infracción  de  ley. 

En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  23  desunió  da  1862:  eo  los  autps  pen- 
dientes ante  Nos  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado  de  pri- 
miara  instancia  del  distrito  de  Palacio  de  Barcelona  y  en  la  Sala  primera  de 
la  Real  Audiencia  de  la  misma  ciudad  por  D.  Francisco  Casas  con  Doña  Do* 
iQres  Rspinacb,  sobre  pago  de  maravedís: 

Recluitando  que  D.  Francisco  Casas  entabló  demanda  en  29  de  abril  de 
4856  reclamando  de  Doña  Dolores  Espinach  2^1  duros ,  importe  de  los  sa- 
larios que  habla  deveng»do  como  criado  6  mayordomo  de  confianza  que  ha- 
bía sido  de  aqoella  en  su  viaje  á  Italia  durante  tres  años  y  20  dias: 

Resultando  que  Dona  Dolores  Espinach  negó  que  contratase  á  Casas  co- 
mo criado  alegando  que  solo  habia  sido  en  calidad  de  compañero  de  viaje  á 
Italia,  debiendo  regresar  en  seguida,  pero  á  su  llegada  la  rogó  que  le  dejase 
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quedar,  toda  vez  que  los  alimentos  eran  muy  baratos  y  no  preleadia  retri- 
bución alguna;     ' 

Resultando  que  practicada  por  el  demandante  prueba  testifical,  el  Joei 
de  primera  instancia  dictó  sentencia,  que  confirmó  con  costas  It  Sala  se* 

Sunda  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  por  la  que  pronunció  en  12  de  mayo 
e  1860  condenando  á  Doña  Dolores  Espinach  al  pago  de  la  cantidad  re- 
damada: 

Resultando  que  la  demandada  interpaso  recurso  de  casación,  citando 
como  infringidas  las  leyes  1.%  tlt.  i.^,  lio.  10  de  la  Novísima  ReoopiiacioB, 
y  t.%  titulo  14  de  la  Partida  3/; 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Pedro  Gómez  de  Hermosa: 

Considerando  que  la  cuestión  de  este  litigio  se  concretó  á  un  hecho, 
acerca  del  cual  se  dio  prueba  testifical,  que  apreció  la  Sala  senteociadora 
en  aso  de  sus  facultades  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  317  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  sin  que  contra  esta  apreciación  se  haya  citado  lev 
infringida;  y  que  j^or  lo  tanto  no  lo  ba  sido  por  la  sentencia  la  l.%  tiU  1.*, 
libro  10  de  la  Novísima  Recopilación  que  trata  de  la  eficacia  de  los  pactos, 
ni  la  1.*,  tít.  14,  Partida  3.*,  de  la  prueba  y  á  quien  incumbe  esta,  invoca- 
das en  el  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaranitos  no  haber  logar  al  inter- 
puesto por  Dona  Dolores  Espinach,  á  quien  condenamos  á  la  pérdida  de  la 
cantidad  porque  prestó  caución,  que  pagará  cuando  mejore  de  fortonay 
en  las  costas,  devolviéndose  los  autos  á  la  Audiencia  de  Barcelona  con  la 
correspondiente  certificación. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaeeia  é  inserta- 
rá en  la  Colección  legislaHva,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— Ramón  López  Vázquez; — Sebas- 
tian González  Nandin.— Gabriel  Geruelo  de  Velasco* — Joaquín  de  Palma  y 
Vinuesa.— Pedro  Gómez  de  flermosa.^Laareauo  Rojo  de  Norzagaray.— 
Ventura  de  Golsa  y  Pando. 

Publicación.— Léida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
limo.  Sr.  D.  Pedro  Gómez  de  Hermosa,  Ministro  de  la  Sala  primera  del  Su- 
premo Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  SaJa  en 
el  día  de  hoy,  dé  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  23  de  junio  de  1862.— Juan  de  Dios  Rubio.— (Goc^to  de  3  de 
julio  de  1862.) 


173. 


Reenrso  de  easaeion  (23  de  junio  de  iSeS.).—VAGom 
LA  MITAD  DK  LOS  PRODUCTOS  DB  UNA  DEHESA.— Se  declara  Dor  I»  ^«dt 
primera  del  Tribunal  Supremo  haber  lugar  al  recurso  cíe  casación 
interpuesto  por  Doña  Petra  Palacio  y  Cano  contra  la  sentencia  pro* 
nuDciada  por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Albacete,  en  plei- 
to con  el  Ayuntamiento  de  Almodóvar  del  Campo,  y  se  resuelve: 

Que  no  puede  enervarse  la  fuerza  de  una  ejecuUtria^  por  ezistír 
otra  anterior,  cuando  no  consta  que  en  el  pleito  en  que  recayó  é$ia 
fuese  la  mi^ma  la  persona  demandada,  ni  que  se  traUue  de  sus  de- 
rechos y  aunque  si  lo  fuera  la  cosa  objeto  del  litigio. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  23  de  junio  de  1862,  en  los  autos  pea- 
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ílUiilH'fuita^NM D»r  veovno de  emcioot  s#gai4QMD  $1  ínm^  ftdPn- 
iii6ra4n9yMci«'de,AliiM(14i;ar.40t  Cüiikm  y  ^q  la  S^^  sQ^un^de  la  Aa- 
dieoeia  da  Albacete,  por  Dooa  Petra  Pelado  y  Gaá^  cod  el  AyunU^pieoto 
de  aqaella  yil  la, -sobre  pagó  de  la  mitad  de  ios  prodúcelos  de  la  dehqsa  de  la 
Vega  y  Qaioto  de  ia  iuraaa: 

ReeuUaodo  que  el  Maeatre  de  la  Orden  de  Catatrava  D.  Fray  Lqis  de 
4vQzmao  otorgó  en  2  de  febrero  de  1418  carta  de  donación  de  la  danesa  d^ 
la  Vega  al  Concejo  de  la  villa  de  Almodóf  ar,  p^ra  qu^  los  labradores  de  eU| 
pudieran  pastar  los  bqeyes.de  arada  ein  restricción  ni  limitación  alguna;  y 
que  opuestos  aquellos  al  arrendamiento  de  la  dehesa  por  el  Concejo ,  y  se- 
guido un  juicio  sobre  el  particular,  ^e  declaró  por  eúeculoria  de  la  phapcille- 
ría  de  Granada  de  4  de  dieierobre  de  i691,  que  la  referida  donación  habia 
«do  hecha  solo  á  los  labradores  de  dicha  villa  p^ra  sus  ganados,  poniéndose- 
les en  posesión  de  la  dehesa  con  todos  sus  frutos  y  emolumentos : 

Resultando  que  la  Dírecion  general  de  Provisiones  y  Maestrazgos  enta- 
bló demanda  reclamando  del  Ayuntamiento  de  la  villa  de  Almodóvar  del 
Campo,  por  virtud  del  dominio  solariego  que  pertenecía  al  Real  Maestraz- 
go de  la  Orden  de  Calairava ,  el  derecho  de  exigir  y  cobrar  la  mitad  ínter 
gra  de  los  valores  y  productos  que  anualmente  rindiesen  todas  y  cada  uqa 
oe  la¿  yerbas  que  el  Ayuntamiento,  Concejo  y  vecinos  de  dicha  villa  veu« 
ilíesen  cada  año  procedente  de  sus  terrenos  propios,  públicos  y  comunes, 
valdlos  y  de  cualquiera  otra  clase  y  naturaleza  que  fuesen,  con  reintegro 
del  despojo  que  repentinamente  habían  intentado  inferirle,  con  negarse  á 
pagar  la  mitad  de  la  cantidad  en  que  habían  vendido  en  el  año  de  1804  ¡^s 

Serbas  de  los  quintos;  y  que  escepcionado  por  el  Ayuntamiento,  que  se  be- 
aba en  la  posesión  inmemorial  de  no  pagar  á  la  Mesa  maestral  mas  que  )a 
mitad  del  producto  de  las  yerbas  de  la  dehesa  de  la  Matanza,  v  que  aquella 
ao  tenía  derecho  ni  habia  poseído  la  otra  mitad  del  producto  de  las  dehesas 
j  términos  de  su  demarcación,  se  pronunció  sentencia  por  la  Sala  prim/era 
del  Tribunal  Supremo  de  Justicia  en  21  de  febrero  de  1823,  que  fué  confir- 
mada por  la  que  en  grado  de  súplica  pronunció  el  Concejo  de  Huciepda  en  2 
de  junio  de  1829,  declarando  que  correspondía  é  la  Junta  nacional  del  Cré- 
dito público,  en  representación  de  la  renta  del  Maestrazgo,  el  derecho  á 
percibir  la  mitad  de  los  maravedís  que  produjera  la  vents^  de  los  aprove- 
chamientos de  yerba  de  todas  Us  dehesas  y  términos  de  la  citada .vjlla,  con 
ebono  de  todo  lo  vencido  desde  la  contestación  á  la  demanda. 

Besultando  que  el  Prior  del  convento  de  carmrelitas  descalzos  de  Almo- 
dóvar acudió  en  29  de  agosto  de  1829  á  la  Junta  municipal  de  Propios  y 
Arbitrios  de  dicha  villa  solicitando,  en  atención  á  corresponder  á  la  comif- 
aidad  la  dehesa  del  Campillo  de  la  Jurada ,  á  cuyo  beneficio  en  arriendo  y 
rabasta  concurría  la  Autoridad  judicial  y  la  de  aquella  Junta  para  darla 
mas  publicidad,  debiendo  ser  preferidos  los  ganados  de  aquella  villa,  que 
se  procediera  al  remate;  y  que  verificado  se  arrendaron  los  pastos  de  in- 
▼arnadero,  veraoeadero,  agostadero  y  Truto  de  bellota  de  dicha  dehesa  per- 
teneciente á  la  citada  comunidad  en  900  reales  anuales,  arrendaniientp  qpe 
fu^  aceptado  por  el  Prior  de  la  misma  como  único  interesado  en  este  pro- 
ducto: 

Resultando  que  por  escritura  de  19  de  octubre  de  1816  el  Juez  de  pri- 
mera instancia  de  Giudad-fReat,  á  nombre  de  la  nación,  vendió  á  D.  José 
Cano  el  derecho  que  tenia  la  Mesa  maestral  de  Almagro,  ¿  la  mitad  íntegra 
de  1  *8  productos  en  que  el  Concejo  de  Almodóvar  del  Campo  arrendaba 
sos  términos  y  dehesas  á  pasto  y  labor  de  invernadero  y  agostadero,  y  se 
«obraban  por  solo  la  averiguación  que  coa  el  mismo  se  hacia,  con  Inter^f  n** 
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ciob  dé  la  ílacienda ;  qae  eifi  la  copia  prímordfal  de  la  escritara  se  halla  et^ 
tre  lineas  la  palabra  integra  ñú  los  dos  párrafos  eo  que  se  iee^  no  salvan' 
dose  ai  final  de  la  escritora ,  sino  á  la  conclanon  de  cada  uno  de  aquellos, 
y  que  cotejada  con  el  protocolo  no  se  encaentra  en  este  dicha  palabra: 

Resultando  que  Doña  ^etra  Palacio,  viuda  de  D.  José  Cano  y  dueña  del 
derecho  adqúiríao  por  la  anterior  escritura',  entabló  demanda  od  2  de  mar- 
zo de  1858  para  que  se  condenase  al  Ayuntamiento  de  AlmodéTar  M 
Campo.. ;én  representación  del  común  de  vecinos,  al  pago  de  la  mitad  de 
los  productos  Íntegros  de  la  dehesa  de  la  Vega  y  Quinto  de  la  Jurada  que 
se  negaba  á  entregar  bajo  el  prelesto  de  que  aquellas  fincad  eran  del  prí- 
mitivo  ddminio  de  la  villa ,  sin  la  afección  y  gravamen  del  derecho  m^ea- 
tra),  siendo  asi  que  la  ejecutoria  del  Consejo  de  Hacienda  había  condenada 
á  la  corporación  á  pa^ar  la  mitad  íntegra  de  todos  los  productos  de  sus  tér- 
minos, que  babia  venido  satisraciéndoia  de  todos;  que  la  venta  por  la  oa- 
ciota  se  había  hecho  sin  escluir  ninguno  de  estos ,  y  que  la  villa  no  babia 
hecho  reclamación  alguna: 

Resultando  que  el  Ayuntamiento  impugnó  la  demanda,  sosteniendo  que 
el  derecho  referido,  conocido  con  el  título  de  pertenece  de  la  Mesa  maes* 
tral,  no  era  ostensivo  á  la  mitad  Integra  de  los  productos  de  la  dehesa  de  la 
Vega  y  Quinto  de  la  Jurada,  porque  en  el  litigio  á  que  se  referia  la  ejeeute- 
ria  del  Consejo  de  Hücienda  no  se  hablan  comprendido  aquellos  por  la  Utn 
maestral ,  ni  por  el  Crédito  público,  ni  en  la  carta  de  donación  del  Maes- 
tre de  Calatrava  se  había  cedido  la  dehesa  á  los  labradores  sin  restríccioD 
ni  reserva  de  ninguna  especie ,  sin  haberse  hecho  espresíon  de  ningún  de- 
recho en  favor  de  aquella  en  la  ejecutoria  de  1691,  y  el  Campillo  de  la  Ju- 
rada perteiYecia  en  su  totalidad  ai  convento  de  Carmelitas,  según  lo  probaba 
el  espediente  de  arriendo  del  mismo;  alegando,  por  último,  la  posesión  in- 
memorial del  pueblo  á  la  percepción  íntegra  de  todos  los  productos  á^  di- 
chas fincas : 

'  Resultando  que  practicada  prueba  ñor  las  partes ,  dictó  sentencia  el 
Juez  de  primera  instancia,  que  confirmó  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de 
Albacete  por  la  que  pronunció  en  22  de  marzo  de  1860,  en  cuanto  por  ella 
se  absuelve  al  Ayuntamiento  de  Almodóvar  del  Campo,  como  reprei^entan- 
te  de  su  común  de  vecinos,  de  la  demanda  propuesta  por  Doña  Petra  PaFa- 
cio  y  Cano,  sin  hacer  condenación  de  costas: 

Resultando  que  la  demandante  interpuso  recurso  de  casación  citando 
como  infringidas  la  ejecutoHa  de  1829,  y  con  ella  las  leyes  45^  titulo  i  I, 
49,  titulo  22,  Partida  3.';  la  ley  del  contrato  celebrado  entreoí  EMade  y 
.  José  Cano,  la  de  20  de  junio  de  1855  y  la  doctrina  jurídica  sancionada 
en  sentencia  de  23  de  febrero  de  4860,  según  la  cual,  probada  lademamlB, 
incumbe  al  demandado  justificar  una  escepcion  legítima;  habiendo  adenéá 
citado  en  tiempo  oportuno  en  este  Supremo  Tribunal ,  en  concepto  de  in- 
fringida., la  doctrina  legal  con  arreglo  á  la  que,  vendida  una  universalidad 
de  bienes  ó  derechos,  se  entienden  vendidos  todos  y  cada  uno  de  ios  me- 
mos correspondientes  al  vendedor,  sin  necef;idad  de  otra  prueba  para  par* 
tícutarizarlos,  doctrina  apoyada  en  la  ley  34,  tít.  9.* ,  Partida  5.*,  y  en  la 
regla  que  como  de  derecho  reconocen  los  autores,  de  que  las  cosas  especia- 
les se  incluyen  en  las  generales: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Pablo  Jiménez  de  Palacio: 

Considerando  que  la  ejecutoria  del  estinguido  Consejo  de  Hacienda  4e  2 
de  junio  de  1829  confirmando  la  sentencia  del  Tribunal  Sunremo  de  lasti- 
cía  de  24  de  febrero  de  1823^  declaró  que  correspondía  al  ¿rédito  púMko, 
representante  de  las  rentas  del  Maestrazgo ,  el  derecho  á  percibir  la  niilad 
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de  lo«  loaravedfs  que  produjera  la  Testa  de  los  aproTecbamieiitos  de  yerbn 
de  todas  ¡08  dehesas  y  términos  de  la  viíla  de  Almodóvar  del  Campo: 

Considerando  que  esa  declaración  tan  comprensiva  y  absoluta ,  sé  dictó 
después  de  liaberse  concedido  al  Ayuntamiento  de  dicha  filia  instancUs  y 
rérminos  estraordlnarios  de  pruelÑi ,  en  que  procuró  acreditar  que  estatMin 
Mduidas  del  derecho  del  Maestrazgo  las  yerbas  y  dehesas  procedentes  de 
d(madios  de  propiedad  particular: 

Considerando  que  el  mismo  Ayuntamiento  ha  reconocido  lo  absoluto  de 
nquella  ejecutoria  y  el  derecho  de  la  recurrente,  interesándola  en  la  per* 
cepcion  de  la  mitad  de  las  rentas  de  dichos  donadíos  ^  como  lo  demuestraa 
las  cuentas  presentadas  en  el  proceso,  relativas  á  los  años  i846,  47 ,  48  y 
siguientes,  y  más  particularmente  respecto  de  la  dehesa  y  término  de  la 
Vega,  el  hecho  de  haberse  contribuido  en  1856  con  la  mitad  del  importe  de 
las  denuncias  hechas  en  ella : 

Considerando  que,  cualquiera  qqe  sea  el  valor  de  la  sentencia  dictada 
por  la  Cbaucllleria  de  Granada  en  4  de  diciembre  de  1691,  no  puede  ener- 
var la  eGcacia  de  la  de  i829,  porque  en  aquel  pleito  no  consta  que  intervi- 
niese la  Mesa  maestral,  ni  se  trato  de  sus  derechos : 

Considerando,  además,  que  en  el  anuncio  para  la  subasta ,  ni  en  la  es- 
critura subsiguiente  otorgada  eo  favor  de  D.  José  Cano ,  se  hizo  la  menor 
esclusion  ni  reserva  de  determinadas  dehesas  ni  de  propiedades ,  sino  que 
se  comprendieron  iode6nidamente  los  términos  y  dehesas  de  la  villa  de  Al'- 
modóvar,  lo  cual  equivale  á  su  totalidad ;  y  que  si  en  esta  comprensión  in- 
deOnida  hubo  algún  esceso,  el  Ayuntamiento  debió  reclamarlo  con  arreglo 
á  las  disposiciones  vigentes: 

Considerando,  por  consiguiente,  que  la  sentencia  obieto  del  recurso  in- 
fringe las  leyes  15,  tit.  li^.y  i9,  tít.  22  de  la  Partida  d.%  que  establecen  el 
valor  de  la  cosa  juzgada; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso  de 
-casación  interpuesto  por  Doña  Petra  Palacio  y  Cano  ^  y  en  su  virtud  caaa- 
mos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  22  de  marzo  de  1860  pronunció  la  Sala 
segunda  de  la  Audiencia  de  Albacete. 

Así  por>sta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inser- 
tará en  la  Colección  legislativa .  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias, 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  nrmamos. — Hamon  López  Vázquez. — Sebas- 
tian González  Nandin. — Antero  de  Echa rri.— Gabriel  Geruelo  de  Velasco. — 
Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa.— Pablo  Jiménez  de  Palacio.— Ventura  de 
Colsa  V  Pando. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
limo.  Sr.  O.  Pablo  Jiménez  de  Palacio,  Ministro  de  la  Sala  primera  del  Su- 
j>remo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  páblica  la  misma  Sala  en 
el  dia  de  hoy,  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  23  de  junio  de  1862.~Juan  de  Dios  Rubio.^((7acata  de  4  de 
julio  de  1862.) 


1V4I. 

Reeiira«dleeaeiaeioia(23de;ttmo  de  í862.--Nboativa 
D«  UNA  ssRVwüBiBBB  RÚsTicA.-^Se  declara  por  la  Sala  segunda  del 
Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpues- 
to por  Alonso  Ortega  Abril  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la 
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$ala  primera  de  la  Audiencia  de  Albat^ete^en  pleito  con  loan  Riiix 
Miravete;  y  se  resuelve: 

Que  para  exigir  d  cumplimiento  de  una  servidumbre  es  neeesa^ 
rio  acredHar  se  halla  esta  eonstítuida  por  uno  de  los  medios  estable- 
ddos  enialey  lA,  M.  SU  ParL  3>%  p&rque  toda  finea  se  supone 
libre  mientras  no  se  pruebe  el  gravamen. 

En  la  villa  y  cdrte  de  Madrid,  á  2d  de  junio  de  1862,  en  los  autos  qo» 
penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación»  seguidos  en  el  Jazgado 
lie  primera  instancia  de  Garavaca  y  en  la  Sala  primera  de  ia  Real  Andienda 
de  Albacete  por  Juan  Ruiz  Miravete  con  Alonso  Ortega  Abril  sobre  negatin 
4e  servidumbre  rústica: 

Resultando  que  Ruiz  Miravete  compró  á  Felipe  Martínez  Caparra  en  7 
de  julio  de  (824  y  17  de  marzo  de  1829  dos  tierras  en  el  partido^  de  la 
villa  de  Cehegin,  y  que  en  13  de  diciembre  de  1856  presento  demanda  pi- 
diendo se  deciarse  que  la  primera  de  ellas  era  libre  de  ia  servidumbre  que 
quería  imponerla  Alonso  Ortega  Abril,  al  que  se  mandase  diera  Oanza  ó  can- 
ción, por  sí  y  sus  sucesores,  de  que  en  nmgun  tiempo  volverían  á  inquie- 
tar con  la  servidumbre  de  recibir  las  aguas  de  sus  predios  al  suyo,  y  alegó 
que  siendo  libres  ambas  fincüs  quería  Ortega  Abril  constituir  servidumbre 
sobre  la  de  la  fanega  de  tierra,  procurando  que  las  aguas  sobrantes  de  los 
Tiefios  de  otras  fincas  inmediatas,  oue  bajaban  y  fluían  por  el  el  braza!,  des- 
embocaran y  se  dirigiesen  á  la  sooredicha  fanega  de  tierra,  lo  cual  estaba 
en  el  caso  de  resistir  utilizando  para  ello  la  acción  negatoria  que  le  compe- 
tía por  la  presunción  de  libertad  de  toda  Onca,  mientras  Ortega  Abril  oo 
justiGcase  que  se  hallaba  establecida  tal  servidumbre: 

Resultando  que  este  contradijo  esa  solicitud,  y  pidió  se  declarase  qne 
el  predio  del  demandante  debía  al  suyo  la  servidumbre  de  ^e  quería  ltbe^ 
tarse,  alegando  que  tan  luego  como  Ruiz  Miravete  adquirió  la  segunda  de 
las  tierras  de  media  fanega,  en  la  que  habla  una  bafsa  de  las  aguas  que  ma'» 
naban  en  ella,  ó  que  á  ella  resultaban,  y  la  hacían  infructífera,  trató  de  evi- 
tarlo haciendo  un  brazal  cimbrado  sacando  por  él  las  aguas  al  regader,  dtí 
que  desembocaban  en  propiedades  situadas  por  debajo,  pertenecientes  en* 
toncos  á  Francisco  Ros  y  D.  Lucas  Molins,  y  hoy  al  esponente  y  á  luán  Ca- 
parros: que  quejándose  estos  del  perjuicio,  se  obligó  Ruiz  Miravete  á  reci- 
bir en  la  primera  de  sus  tierras,  comprada  en  1824,  ho  solo  las  aguas  que 
fluían  por  medio  de  la  cimbra  de  su  otra  finca  al  brazal  regador,  sino  tam- 
bién las  que  este  recibía  diariamente  del  arbeícon  ó  parada  de  la  acequia 
Srincipal  que  siempre  daba  agua,  y  las  sobrantes  de  las  fincas  de  Ros  y  de 
[olina  cuando  estos  regaban,  constituyendo  así  en  dicho  predio  una  serví« 
dumbre  en  beneficio  ó  utilidad  del  otro  que  no  conseguía  buenos  frotóse 
que  otorgada  sobre  etlo  escritura,  cuyo  paradero  ignoraba  ef  esponente, 
continuaron  Ros  y  Molina  volviendo  las  paradas  al  regar  sus  fincas,  y  flu- 
yendo las  aguas  con  las  que  ordinariamente  daba  la  acequia  principal  j  las 
que  se  conducían  por  la  cimbra  al  predio  de  Ruiz  Miravete:  que  lo  mism<^ 
practicaron  y  estaban  practicando  lofe  dtteños  posteriores  Juan  Caparrds  j 
él,  sin  que  Ruiz  Miravete  hubiese  opuesto  reparo  ni  óbice  alguno;  por  cod- 
siguiente,  que'  ya  áe  atendieee  á  la  lobredielM  obllgacioa,  ó  í  4}<ie  los  due- 
ños de  los  predios  dominantes  venían  haciendo  uso  por  tiempo  de  cerca  de 
30  s&os  á  vista,  ciencia  y  paciencia  de  aquel  de  la  servidumbre  que  no  po- 
día menos  de  considerarse  continua,  era  indisputable  que  estaba  constí- 
ittidaí  y  que  no  había  térúilnoB  tiibilea  para  alisaria: 
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Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  y  hechas  las  que  las  partes 
articularon,  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instancia  en  4  de  petienYbre 
de  i 857,  la  cual  revocó  la  Sata  primera  de  la  Audiencia  de  Albacete  en 
i£aal  día  y  mes  del  año  de  1860,  declarando  que  la  fínca  deslindada  en  la 
demanda  está  libre  de  recoj^er  las  aguas  sobrantes  de  los  riegos  de  que  es 
dueño  el  demandado  Alonso  Ortega  Abril,  mandando  á  este  prestar  fianza 
ó  caución  de  que  en  ningún  tiempo  volverá  á  inquietar  con  la  servidumbre 
de  recibir  lasiiguas  de  tos  riegos  de  su  predio  eñ  el  del  demandante: 

Resultando,  por  último,  qúie  contra  ese  fallo  interpuso  Alonso  Ortega 
Abril  recurso  de  casaciou  por  conceptuar  infringidas  las  disposiciones  ter- 
DDioantes  de  las  leyes  14  y  i5,  tft.  31,  Partida  3.\  á  las  que  se  han  añadi- 
do en  este  Supremo  Tribunal  la  de  la  ley  2.%  tit.  13  de  la  misma  Partida,  y 
del  art.  279  de  la  de  Enjuiciamiento  civil: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Pedro  Gómez  de  Hf>rmosa: 

Considerando  que  para  exigir  aue  se  reciban  en  el  predio  de)  deman* 
dante  las  aguas  sobrantes  del  riego  nel  demandado,  debió  acreditar  este  ha- 
ber sido  constituida. esta  servidumbre  por  uno  de  los  medios  establecidos  ea 
la  ley  14,  tít.  31,  Part.  3.%  porque  toda  finca  se  presume  libre  mientras  no 
se  pruebe  el  gravamen: 

Considerando  que  no  se  acredita  la  pretendida  servidumbre  constituida 
por  contrato  porque  la  escritura  alegada  para  probarlo  no  se  ha  presentado, 
habiéndose  hecho  constar  que  no  aparece  protocolo  de  las  correspondientes 
á  1828  en  el  oficio  del  Escribano  ante  el  cual  se  dice  que  se  otorgó  en 
aquel  año: 

Considerando  que  no  puede  estimarse  como  prueba  supletoria  la  cir- 
cunstancia de  haber  solicitado  el  hijo  del  demandante,  por  encargo  de  este 
testimonio  de  la  referida  escritura  fijando  su  fecha;  puesto  que  contestando 
aquel  á  posiciones  declaró  (]ue  no  recordaba  haberse  estendido,  y  tal  cir- 
cunstancia podría  á  |o  roas  inducir  sospecha,  mas  no  constituirla  la  prueba 
oectfssarla;  y  que  de  todos  modos,  no  apareciendo  actualmente,  es  imposible 
calificar  la  ostensión  y  los  términos  en  que  estuviese  concebido  el  contrato» 
y  que  por  tauto  no  tiene  aplicación  en  este  casóla  citada  ley  14,  tlt.  31, 
Partida  3.*: 

Considerando  que  la  confesión  del  demandante  se  refiere  á  la  oblip^acion 
de  recibir  en  sú  predio  las  aguas  conducidas  al  brazal  regador  por  el  cim- 
brado que  tenia  construido  en  el  otro  también  de  su  propiedad;  y  que  es 
un  hecho  apreciado  por  la  Sala  sentenciadora  que  tapiado  aquel  nó  corren 
por  él  las  que  se  había  obligado  á  recibir,  servidumbre  distinta  de  ta  preten- 
dida, y  que  por  lo  mismo  no  ha  sido  infringida  por  la  sentencia  la  ley  2.*, 
U^io  13^  Partida  3.*,  que  trata  del  valor  de  la  confesión  hecha  en  juicio: 

Considerando  que  el  reconocimiento  judicial  no  prueba  la  existencia  de 
la  servidumbre,  sino  las  circunstancias  de  situación  y  estado  de  la  n cequia, 
brazales  y  paradas  do  las  aguas,  lo  cual  constituye  un  hecho  apreciado  por 
el  Tribunal  sentenciador,  y  que  por  consiguiente  se  invoca  inoportunamen- 
te en  el  recurso  el  art.  279  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Considerando,  por  último,  que  se^un  lo  espoesto  en  el  anterior  funda • 
inentOy  la  Sala  sentenciadora  apreció  igualmente  el  hecho  de  la  filtración  de 
aguas  y  la  forma  en  que  se  verifica,  segon  el  cual  I»  servidumbre  ú  que  se 
contrae  la  controversia  en  este  litigio  es  por  su  naturaleza,  uso  y  ejercicio 
dí>í'ontÍAua,  y  como  tal  solo  puede  adquirirse  por  la  prescripción  inmemo- 
rial, y  que  por  tanto  no  ha  sido  infringida  la  ley  15,  tft.  31,  Partida  3.*ale* 
gada  acerca  de  la  manera  en  que  se  gana  la  servidumbre  por  uso  de  largo 
tiempo; 
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Fallamos  qae  debemos  declarar  y  declaramos  do  haber  Juga  r_al  recnrso 
de  casación  interpuesto  por  Alonso  Ortega  Abril,  á  quien  cundeitamos  eo  las 
costas;  devolviéndose  los  autos  á  la  Audiencia  de  donde  proceden  coo  la 
cerliíicacion  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  6  ¡aserta- 
r¿  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— Ramón  López  Vázquez. — Sebas- 
tian González  Nandin. — Antero  de  Echarri. — Gabriel  Gemelo  de  Velasco.— 
Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa.— Pedro  Gómez  de  Hermosa. — Ventura  de  Gol- 
sa  y  Pando. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  líustrí- 
simo  Sr.  D.  Pedro  Gómez  de  Hermosa,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de 
Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  primera  el  día 
de  boy»  de  que  certifico  como  Secretario  de  S.  M.  y  su  Escribano  de  Cá- 
mara. • 

Madrid  23  de  junio  de  1862.— Dionisio  Antonio  de  Puga.— ((r«ce<a  de 
4de  julio  de  1862.) 


175. 


Reenpso  de  easaelon  (2S  de  junio  de  1862.).— Dbfxnsa 
POR  POBRE. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Ramón 
Gordas  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  sesuda  de  la 
Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  Ramón  y  Dona  Dolore» 
Yiala  y  el  Ministern)  fiscal,  y  se  resuelve:  ^i 

i.^  Que  la  facultad  que  corresponde  á  la  Sala  sentenciadora  • 
para  apreciar  la  prueba  testifical  suministrada  por  las  partes,  fi«- 
ne  aun  mayor  Jatitud  tratándose  de  otorgar  ó  negar  la  defema  por 
pobre,  pues  por  el  art.  184  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  se  les 
autoriza  para  negar  dicha  defensa,  cuando  infieran  á  su  juicio,  por 
el  número  de  criados  que  tenga  á  su  servicio  el  que  la  solicite,  por 
el  alquiler  de  la  casa  que  habiten,  ó  por  otros  cualesquiera  signos 
esteriores  que  se  tienen  medios  superiores  al  doble  jornalde  un  bra- 
cero en  cada  localidad; 

Y  i.""  que  las  reglas  2.*  y  3.*  del  art.  333  de  la  mencionada 
ley,  como  referentes  al  orden  del  procedimiento,  no  pueden  invocar- 
se útilmente  para  fundamentar  un  recurso  de  casación  en  tí  fondo. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  25  de  junio  de  1862,  en  los  autos  pea- 
dientes  ante  Nos  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado  de  prt  - 
mera  instancia  del  distrito  de  Palacio  do  B  ircelona  y  en  la  Sala  segunda  de 
la  Real  Audiencia  de  la  mism»  ciudad  por  D.  Ramón  Gorgas  con  D.  Raaiofi 
y  Doña  Dolores  Viala  y  el  Ministerio  fiscal  sobre  defensa  por  pobre: 

Resultando  que  restituido  D.  Ramón  Gorgas  á  lo  posesión  de  on  só- 
tano de  aue  habia  sido  despojado  por  D.  Ramón  y  Doña  Dolores  Viala ,  y 
promoYido  á  su  vez  por  estos  otro  interdicto,  solicitó  Gorgas  que  se  le  de- 
fendiese en  concepto  de  pobre  eu  atención  á  carecer  de  bienes  y  recursos; 
yaque,  si  bien  se  habla  defendido  basta  entonces  como  rico,  había  sido 
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haciendo  un  sacrificio  y  por  la  creencia  de  que  )a  tramitación  de  los  inter- 
dictos era  breve  y  sumaria: 

Resultando  que  impugnada  esta  pretensión  por  Yiala  y  consorte»  ya 
por  inoportuna,  ya  porque  Gorgas  era  CfruiaDO,  profesión  que  le  producía 
k)  soBeiente,  y  apoyada  por  el  Ministerio  iiscal  y  el  Administrador  de  Ha- 
cienda pública»  practicada  por  Gorgas  prueba  testifical,  dictó  sentencia  el 
Juez  de  primera  instancia,  que  confirmó  con  costas  la  Sala  segunda  de  la 
Üeal  Audiencia  de  Barcelona  denegando  la  defensa  por  pobre: 

Resultando  qjoe  D.  Ramón  Gurgas  interpuso  contra  esta  sentencia  re- 
curso de  casación,  citando  como  infringidos  el  art.  393  de  la  ley  de  Cnjai* 
ciamieoto  civil  en  sus  reglas  2/  y  3/;  el  184  y  la^  doctrinas  legales,  según 
las  que  los  Tribunales  deben  fallar  con  arreglo  ¿  lo  alegado  y  probado;  y 
cuando  el  actor  prueba  su  acción,  debe  accederse  á  su  demanda: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  Du  Joaquín  de  Palma  y  Vfnnesa: 

Considerando  que  apreciada,  como  lo  ba  sido,  por  la  Sala  sentenciado* 
*  ra,  en  uso  de  sus  atribuciones,  la  prueba  testifical  practicada  en  estos  au- 
tos, no  han  podido  infringirse  las  doctrinas  legales  que  se  citan  en  apoyo 
del  recurso,  ni  lo  dispuesto  en  el  art.  184  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
que  todavía,  en  el  particular  de  que  se  trata,  concede  una  mayor  amplitud 
al  criterio  judicial; 

T  considerando  que  refiriéndose  al  orden  del  procedimiento  las  re*^ 
gltfs  2.*  j  3/  del  art.  333  de  la  mencionada  ley  no  han  podido  invocarse 
utilmente  para  fundamentar  un  recurso  de  casación  en  el  fondo; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  inter- 
puesto por  D.  Ramón  Gurdas,  á  quien  condenamos  á  la  pérdida  de  la  canti- 
dad por  que  presK)  caución  y  en  las  costas^  devolviéndose  los  autos  ¿  la 
Real  Audiencia  de  Barcelona  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inser- 
tará en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias, 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— Ramón  Lbpez  Vázquez.— Se- 
bastian González  Nandin. — Gabriel  Geruélo  de  Velasco. — Joaquín  de  Palma 
y  Vinuesa.— Pedro  Gómez  de  Hermosa.— Laureano  Rojo  de  Norzagaray.— 
Ventura  de  Cotsa  y  Pando. 

Publicación. — Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Ezcmo.  é  limo.  Sr.  D.  Ramón  López  Vázquez,  Presidente  de  la  Sala  pri- 
mera del  Supremo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la 
misma  Sala  en  el  día  de  hoy  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  25  de  junio  de  1862.— Juan  de  Dios  Rubio.— (Gaceto  de  b  de 
julio  de  1862.) 


196. 

Reenrso  de  easaelon  (25  de  junio  de  i86Í.).'-Vitmfiot'- 
ckQioñ  DE  UNA  CASA.— Se  dccIara  por  la  Sata  primera  del  Tribunal 
Supremo  haber  lugar  al  recurso  ae  casación  interpuesto  por  Sor 
Agustina  Adorno,  Abadesa  del  convento  de  Nuestra  Madre  de  Dios 
de  Sevilla,  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  tercera  de 
la  Audiencia  de  dicha  ciudad,  en  pleito  con  D.  Ignacio  Macías  Igua* 
tada,  y  se  resuelve: 
I.""    Que  por  la  ley  deUde  octubre  de  1820 ,  reslableeida  en  30 
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de  ago9t0  4e  1936,  (^ciaron  $uprimido$  todos  lo$  magoras^r 
fideicomisos^  patronatos  y  cualquiera  otra  esvede  de  vinculacione&f 
9  resHíuiáos  desde  entrnicee  é  \a  ¿tase-  de  absolutamente  libres  los 
Mene^  me  las  componían; 

¥  2/  que  con  arreglo  al  derecho  eomun^  y  conforme  d  lo  Oí- 
puesto  en  ü  ley  18,  tit.  !29,  Part.  3.*,  las  cosas  raices  sepueátn  fOr 
nar  por  tiempo  de  diez  años  entre  presentes  y  20  entre  auserdes, 
siemnre  que  se  hayan  adquirido  en  virtud  de  un  justo  título ,  y  que 
ad  el  que  las  enajena  como  el  que  las  recibe  tengan  buena  f¿. 

En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  25  de  junio  de  4862,  eo  los  autos  que 
penden  ante  Nos  en  ?irtad  de  recurso  de  casadon  ,  seguidos  en  el  Juzgado 
de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Miguel  de  Jerez  de  la  Frontera  j  en 
la  Real  Audiencia  de  Sevilla  por  D.  Ignacio  Matías  Igualada  con  Sor  Agus- 
tina Adorno ,  Abadesa  del  convento  de  Nuestra  Madre  de  Dios  de  aquella, 
ciudad,  sobre  reivindicación  de  una  caea: 

Resultando  aue  con  arreglo  á  la  última  voluntad  de  D.  Diego  Zamora 
otorgaron  sus  aloaceas  testamentarios  en  15  de  octubre  de  4730  una  escri- 
tura por  la  cual  fundaron  un  patronato  de  legos ,  dotándole  con  las  casas 
de  la  testamentaría  y  con  las  que  adquiriesen  basta  completar  6,000  duca- 
dos destinados  al  objeto,  y  llamaron  al  disfrute  del  vínculo  i  D.  Antonio 
Zamora,  hermano  del  testador  y  sus  defcendientes,  en  segundo  lugar  ¿  Dona 
Ana ,  hermana  del  mismo  y  Tos  suyos,  y  por  falta  de  las  dos  líneas  á  la  her- 
mandad y  canilla  de  Nuestra  Señora  de  las  Angustias. 

Resultando  que  D.  Antonio  Zamora  adquirió  por  escritura  de  22  de  di- 
ciembre de  1733,  para  completar  la  dotación  del  referido  patronato,  dos 
casas  situadas  en  la  plazuela  de  la  Cruz  Vieja  de  Jerez  de  la  Frontera ,  \u 
que,  en  unión  con  los  otros  albaceas,  pidió  al  Juez  de  testamentos  en  14  de 
octubre  de  Í7él  se  declarasen  adjudicadas  al  patronato,  y  á  ellos  por  cuni- 
piídos  Con  el  albaceazgo: 

Resultando  que  instruido  el  oportuno  espediente ,  y  justipreciadas  por 
peritos  fas  fíocas,  que  dieron ,  no  solo  el  capital  señalado  para  la  fundacioo, 
sino  13,118  rs.  de  esceso ,  proveyó  un  auto  el  Juez  eclesiástico  en  21  de 
noviembre  del  dicho  año ,  de  conformidad  con  el  Fiscal ,  declarando  cum- 
plida la  última  voluntad  de  D.  Diego  Zamora,  aprobada  la  fundación  y  suje- 
tas desde  luego  á  ella  las  Gncas: 

Resultando  que  en  17  de  agosto  de  1752  acudió  D.  Antonio  Zamora, 
como  heredero  de  su  hermano  D.  Diego ,  al  mismo  Juzgado  de  testamentos 
pidiendo  se  le  diese  en  pago  del  sobrante  de  los  13,118  rs.  que  resultaren 
en  la  liquidación  de  los  valores  de  4a6  fincas  compradas  y  adjudicadas  al  pa- 
tronato, la  casa  de  la  calle  de  la  Cruz  Vieja  y  la  de  la  de  Molineros  que  figu- 
raban en  ellapr  la  cantidad  de  41,379  rs.  renunciando  en  favor  del  víncu- 
lo el  déficit  de  1,739  rs.  17  mrs.,  y  ofreciendo  además  adquirir  una  pe- 
queña porción  de  terreno  para  unirlo  á  la  casa  grande: 

Resultando  que  oido  y  conforme  el  Fiscal,  recayó  auto  en  1.®  de  setiem- 
bre de  aquel  año,  por  et  que  se  desvincularon  las  referidas  dos  casas,  y  se 
declararon  pertenecer  á  D.  Antonio  Zamora  en  pago  de  dicho  sobrante,  ad- 
mitiéndole  los  ofrecimientos  que  hizo ,  á  la  cual  manifestaron  no  tener  nh 
paro  que  oponer  los  humanos  mayores  de  la  cofradía  de  las  Angustias,  4 
quienes  se  oyó  después: 

Resultando  que  en  7  de  mayo  de  1799  D.  Andrés  Zamora,  hijo  y  here- 
dero único  del  D«  Antomo ,  vendió  la  casa  en  cue&tion  á  D.  José  Moreno, 
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por  fíükeittféfite  del  eaal  en  18^7  se  adjudicó  á  sa  viada  en  pAfo  da  €u» 
Menetf  dótales  y  etros  derechos,  y  por  el  de  ésU  pasó  éso  hijo  D.  Francis* 
eo  de  Paala  Moreno ,  quien  la  Tendió  e»  24'dt  agosto  de  {%4Z  á  Doña  Isa- 
bel Ortf z ,  y  ésta  y  so:  marido  D.  Joaquín  de  la  Rita  á  Sor  AgusUna  ildorno 
en  7  de  setiembre  dé  4948  por  precio  de  80»(K)0.  rs.: 

Resultando  que  iiabléndose  declarado  ¿^  ftvor  d»D.  Ignacio  Maclas  Igua- 
lada, por  auto  del  Juea  de  primerainstaneía  de  ieróx  de  la  Frontera  de  2^ 
de  mayo  de  1857,  la  fMropíeáad  de  los  bienes  del  neCarido  patronato,  pre* 
sentó  demanda  en  el  mismo  Juagado  en  20  de  noviembre,  pidiendo  ¿e  con- 
dénase á  Sor  AgustiflfB  Adorno,  religiosa  en  el  convento  detfíttestra  Madre 
de  Dios  de  aquella  chidad ,  á  que  le  reslituvese  como  perteneciente  á  diclio- 
patronato  la  casa  núm.  6  de  la  calle  de  la  Cruz  Vieia  coa  los  frutos  y  ren- 
tas desde  7  de  mayo  de  1799  en  que  se  separó  ilegítimamente  de  él ,  y  ale- 
^ó  para  ello  la  tiutidid  de  la  segiímcion  de  la  finca  sin  preceder  el  requi- 
sito, indispensable  entótooee,  de  la  Real  licencia;  acto  contra  el  cual  no  po* 
día  admitirse  la  prescHpoioo  ordinaria  por  tratarse  de  bienes  vinculados: 

Resultando  que  la  demandada  solicitó  se  la  absolviese  libremente,  espo- 
niendo que  la  fínca  se  segregó  de  la  vioeuiaeion  por  uo  acto  legitimó  ema-* 
nado  de  una  reclarosoJoR  justa  y  realizado  por  la  Aiitoridad  competente 
con  los  requisitos  de  derecno:  que  además,  como  no  fué  parte  dicba  tinea^ 
del  capital  im  puesto  por  elfuuMdor  para  erí^r  el  patronato,  procedía  la  pres- 
cripción de  10  y  20  años;  debiendo,  por  áltimo^  tenerse  presente  que  la  ley 
di  los  frutos  al  poseedor  de  buena  fé  basta  qne  es  Interpelado  en  juicio: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  y  hecbas  las  que  las  partes 
articularon,  dictó  sentencia  el  Juez  en  7  de  diciembre  de  1859,  condenando 
á  Sor  Agustina  Adorno  á  rei^titulr  é  D.  Ignacio  Maclas  Igualada  la  casa  nú- 
mero 5  de  la  calle  de  la  Cruz  Vieja,  y  con  reserva  de  su  derecho  para  repetir 
él  saneamiento  contra  quien  creyera  convenirle: 

Resultando  que  confirmeda  esta  sentencia  con  las  costas,  por  la  que 
pronunció  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Sevilla  en  II  de  diciembre  de 
1960,  entendiéndose  condenada  también  Sor  Aaustina  Adorno  á  la  restitu- 
eion  de  los  frutos  producidos  desde  la  contestación  de  la  demanda,  interpu-' 
so  el  actual  recurso  de  casación  por  haberse  infringido  en  su  concepto  la» 
leyes  í,\  tft.  f7,  libro  40  do  la  Novísima  Recopüaoion;  i5  y  16,  tit.  21,  y 
18,  tít.  29  de  la  Partida  3.*,  toda  vez  que  la  cosa  litigiosa  no  fué  vincula- 
da nunca,  que  aun  siéndolo,  bahía  podido  adquirirse  su  dominio  por  la  pres- 
cripción no  interrumpida  de  más  de  cien  años,  y  aparte  de  esto,  por  deri- 
varse hoy  la  propiedad  de  la  fjnescripcien  ordinaria;  infracciones  á  las  cua- 
les se  Han  añadido  en  este  Tribunal  Supremo  las  de  las  leyes  15  y  16,  titulo 
31,  Partida  3.%  en  lugar  de  las  15  y  16,  tit.  21  de  la  misma  Partida  citadas 
en  a)  recurso,  y  además  las  delart.  l.^de  la  de  11  de  octubre  de  1820,  res< 
tablecida  en  30  de  agosto  de  1836,  y  de  la  doctrina  legal  que  con  arreglo  á 
la  ley  18,  tft.  29  déla  Partida  3.* estableció  este  Supremo  Tribunal  en  la 
sentencia  de  20  de  noviembre  de-4860: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Gabriel  Gemelo  de  Yelasco: 

Considerando  que  por  la  ley  de  ti  de  octubre  de  1820,  restablecida  ei> 
30  de  agosto  de  1836,  quedaron  suprimidos  todos  los  mayorazgos,  fideico- 
mk^Sf  patronatos  y  cualquiera  otra  especie  de  vioculaciones ,  y  restituidos 
desde  entonces  á  la  clase  dé  absolutamente  libres  los  bienes  que  la  compo- 
nía»: 

(Considerando  que  aun  cuando  )a  casa  de  que  se  trata  no  hubiera  sido 
segnsgada  válidamente  del  patronato  á  que  fué  adjudicada,  y  hubiese  debido 
eontínuan^feota^al  tiisaoi  como  pretende  el  domandaste^  o^  gravamen 
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cesó  y  adquirió  U  finca  la  cualidad  de  libra  dfttde  el  resUbleciiDíeDto  de  U 
rcfi^rida  ley,  quedando  por  lo  tanto  sujela  para  la  prescripción  como  en  todo 
)o  demás  é  las  regias  del  derecho  común: 

Considerando  que  según  este,  y  conforme  á  lo  dispuesto  en  la  ley  i  8, 
tít.  29  de  la  Partida  3.^,  una  de  las  citadas  en  el  recurso,  las  cosas  raices 
se  pueden  ganar  por  tiempo  de  10  auos  entre  presentes,  y  de  20  entre  au- 
seoiesy  siempre  que  se  hayan  adquirido  en  virtud  de  un  justo  título,  y  que 
así  el  Que  las  enajena  como  el  que  las  recibe  tengan  buena  fé;  que  nada  se 
ha  probado  contra  la  de  los  causantes  de  la  demandada,  y  intes  bien  el  re- 
saltado de  los  autos  persuade  claramente  que  no  puede  suponerse  La  falta  de 
aquel  reouislto,  ni  aun  en  el  primer  poseedor  D.  Antonio  Zamora,  que  so- 
licitó  y  obiuto  la  libertad  de  la  casa,  puesto  que  para  ello  acudió  al  Juzga- 
do, que  en  su  concepto  era  el  competente: 

Considerando  que,  aunque  pudiera  presumirse  mala  fé  en  el  que  ena- 
jenó la  Onca  y  en  el  que  la  adquirió  en  el  año  de  1799,  para  locual  no  existe 
fundamento  alguno,  es  indudable  que  este  vicio  hubiera  desaparecido  en  el 
de  1827,  en  que,  por  adjudicación  en  pago  de  ciertos  derechos,  pasó  la  mis- 
ma ¿  otra  persona:  que  por  consiguiente  en  30  de  agosto  de  1836,  en  que 
se  restableció  la  ley  de  1 1  de  octubre,  debió  empezar  á  correr  sin  obstáculo 
alguno  legal  el  tiempo  necesario  para  ia  prescripción  ordinaria,  y  que  desde 
Hquella  fecha  hasta  la  interposición  de  la  demanda  han  trascurrido  más  de 
20  años,  tiempo  suficiente  con  esceso  para  ganar  el  dominio  de  las  cosas  con 
arreglo  á  la  espresada  ley  de  Partida,  habiendo  sido  por  tanto  infringida  en 
ia  sentencia  que  condena  á  la  recurrente  á  restituir  á  D.  Ignacio  Maclas 
Igualada  la  casa  objeto  del  litigio; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso  de 
casación  interpuesto  por  Sor  Agustina  Adorno,  y  en  su  consecuencia  casa- 
mos y  anulamos  la  referida  sentencia  que  dictó  la  Sala  tercera  de  la  Real 
Audiencia  de  Sevilla  en  11  de  diciembre  de  1860: 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  ó  inser- 
tará en  la  Coleccton  legislatíioa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias, 
fo  pronunciamos  mandamos  y  firmamos.— Ramón  López  Vázquez. — Antero 
de  Echarrí.  «-Gabriel  Ceruelode  Velasco.— Pedro  Gómez  de  Hermosa.— 
Pablo  Jiménez  de  Palacio.— Laureano  Rojo  de  Norzagaray.— Ventura  de 
Colsa  y  Pando. 

Publicación. — Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Ilustri- 
simoSr.D.  Gabriel  Ceruelode  Velasco,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de 
Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  primera  el  dia 
de  hoy,  deque  certifico  como  Secretario  de  S.  M.  y  su  Escribano  de  Cá- 
mara. 

Madrid  25  de  junio  de  1862.— Dionisio  Antonio  de  Puga.-r(Gace(a  de 
S  de  julio  de  1862.). 


•9V. 


'  Apelaeloia  por  deneg^atorla  del  reenrso  de  e«« 
«acion  (26  de  junio  de  1862.). — ^Pkevcngion  dsl  juicio  volunta- 
rio DE  TESTAMENTARÍA.— Se  confírma  por  la  Sala  primera  del  Tri- 
bunal Supremo  la  providencia  apelada  de  la  Sala  tercera  de  la  Au- 
diendia  de  Barcelona  denegatoria  del  recurso  de  casación  ínterpues- 
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to  por  los  tutores  testamentarios  del  menor  D.  Franciseo  Constans 
y  Jofre,  en  pleito  con  Dona  Antonia  Ros,  y  se  resuelve: 

Que  según  los  arts.  1010  y  iOH  de  la  ley  de  Enjuieiamiento  ci- 
vüt  solo  se  di  recurso  de  casación  contra  las  sentencias  definitivas^ 
ó  que,  aun  cuando  hayan  recaído  sobre  un  artículo,  pongan  término 
al  juicio  y  hagan  imposible  su  continuación. 

En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  26  de  junio  de  1862:  en  los  autos  pen- 
dientes ante  Nos  por  virtud  de  apelación  de  providencia  denegatoria  de  la 
admisión  del  recurso  de  captación ,  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia del  distrito  de  San  Beltran  de  Barcelona  y  en  la  Sala  tercera  de  la 
Real  Audiencia  de  la  misma  ciudad  por  Doña  Antonia  Ros  con  los  tutores 
testamentarids  de]  menor' D.  Froncisco  Constans  y  Jofre  sobre  prevención 
del  juicio  voluntario  de  testamentaria  de  Dv  Francisco  de  Pon: 

Resnitando  que  fallecido  D.  Francisco.de  Pon  bajo  testamento,  en  el  que 
dejó  por  heredero  universal  al  menor  D.  Francisco  Constans,  nombrando 
tutores  y  curadores  del  mismo  á  su  podre  D.  José  Consfans,  á  D.  Ramón 
Tey  y  á  D.  Pedro  Castellet,  estos  en  calidad  además  de  ejecutores  testa- 
mentarios, formaron  con  conocimiento  é  intervención  del  Juzgado  inventa- 
rio de  todos  tos  bienes  del  difunto,  que  fué  aprobado  previa  audiencia  y 
conformidad  de  los  citados  curadores  y  de  Doüa  Antonia  Ros,  viuda  de  Don 
Francisco  Pon : 

Resultando  que  pedida  por  esta  la  prevención  del  juicio  de  testamenta- 
ria, se  tuvo  por  prevenido  en  auto  de  22  de  abril  de  i86l;  y  que  reclamado 
por  los  tutores  del  menor,  fué  confirmado  por  la  Sala  tercera  de  la  Audien- 
cia de  Barcelona  en  9  de  diciembre  del  mismo  año,  entendiéndose  preveni- 
do el  juicio  voluntario  de  testamentaria  de  D.  Francisco  Pon: 

Resultando  que  interpuesto  por  los  tutores  del  menor  recurso  de  casa- 
ción con  arreglo  al  art.  i042de  la  ley  de  Eiijuiciamiento,  la  Audiencia  negó 
su  admisión,  lo  cual  produjo  la  presente  apelación: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Gabriel  Ceruelo  de  Velasco: 

Considerando  que  según  los  arts.  iOlO  y  lOi  1  de  la  ley  de  Enjuiciamieo- 
to  civil,  solo  se  dá  recurso  de  casación  contra  las  sentencias  definitivas,  ó 
que,  aun  cuando  hayan  recaidkrsobre  un  artículo,  pongan  término  al  juicio 
y  bagan  im'¡>osib)e  su  continuación: 

Y  considerando  que  no  es  de  esta  clase  la  dictada  en  9  de  diciembre  de 
I86i  por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  por  la  que  se  confir- 
mó el  auto  del  inferior,  entendiéndose  prevenido  con  él  únicamente  el  juicio 
Tolantario  de  testamentaría  de  D.  Francisco  Pon,  pueato  que  no  es  definitiva 
en  el  sentido  legal,  y  lejos  de  poner  término  al  juicio  y  hacer  imposible  su 
continuación,  dá  lugar  á  que  se  siga  por  sus  trámites  el  que  corresponde 
con  arreglo  á  la  citada  ley ; 

Fallamos  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  con  costas  la  providen- 
cia apelada  que  en  27  de  dicietíibre  de  1861  pronunció  la  Sala  tercera  de  la 
Audiencia  de  Barcelona,  á  la  que  se  devuelvan  los  autos  con  la  correspon- 
diente certificación. 

Asi  por  esta  nuestra  sentepcia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  dentro  de 
los  etaco  dias  siguientes  á  su  fecht,  y  á  su  tiempo  en  la  Colección  legislati- 
IMS,  pasándose  al  efecto  las  capias  necesaria*;,  lo  pronunciamos,  mandamos  y 
íirmamos.'^Ramon  López  Vázquez.— 'Gabriel  Ceruelo  de  Velasco.—Pablo 
Jiménez  de  Palacio.— Laureano  Rojo  de  Norzagaray.— Ventura  de  Colsa  y 
Pando. 
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PiibC¡bafth»«iHbéid/í  7  |NibHct%  fué  \ñ  preoMi^^eatáKnlt  ^r  4  <f« 
celentfsiraa  6  lliao.  Sr.  D.  Ramoo  López  Vázquez»  P^a^deiue  d^U  S«lt  pri- 
mera del  Supremo  Tribunal  de  Justicia ,  oelebrando  «udíenci»  jffí\¡fm  h 
misma  Sata  en  el  día  de  boy,  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  eertififio. 

Madrid  26  de  junio  de  1862.— Joan  de  Oíos  Hablo.— (Crocefo  de  6  de 
julio  de  i861.) 


f9». 


Reeors»  4e  ea^saeia»  (36  de  junio  de  i8ñi.)*—Jbif^ 

OIRIGHO  Á  LA  MVTAB  EISKRYABLB  DB  UNOS  BIK1C«S  V||fGU^O<».r-^E»- 

TRB6A  i>B  LOS  MISMOS.-— Se  declafB  por  la  Sala  primera  del  Triba- 
oal  Supremo,  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  par 
D.  Pedro  Gonzalo  Santa  Cruz  contra  la  sentencia  pronunciada  por 
Ja  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Burgos»  en  pleito  con  D.  Manoel 
Santa  Cruz,  y  se  resuelve: 

Que  los  bienes  ratees  de  los  menores  no  se  pueden  dar  ni  etia- 
jenar  sino  por  alauna  de  las  causas  espresadas  en  la  ley  18»  (fiít- 
Jo  16  de  la  Partida  6.*;  y  aun  en  ssie  casOf  eon  licencia  óanUorisuh 
don  del  Juez  del  lugar. 

En  la  Tilla  y  cérte  de  Madrid»  á-  26  de  junio  de  1S62,  en  lo»  autos  f» 

Senden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación,  seguidos  en  «1  Jutgáiio 
e  primera  instancia  de  Soria  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Real  Au^ooia  de 
Burgos  por  D.  Pedro  Gonzalo  Santa  Cruz  con  D.  Manuel  Santa  €niz  lobre 
mejor  derecho  á  la  mitad  reservable  de  unos  bienes  vinculadas  y  entrega 
de  BU  cuarta  parte: 

Resultando  que  D.  Pedro  Santa  Cruz  otorgó  testamento  eo  28  deabiil 
de  1695,  por  el  cual  fundó  un  vinculo  llamando  á  su  obtención»  en  primer 
lugar  á  su  lio  D.  Jerónimo  Zacarías  Santa  Cruz;  eo  segundo,  i  su  herroaoo 
D.  Alonso;  en  tercero,  al  hijo  mayor  varón  legitimo  del  primero;  porfaitt 
de  este  al  del"segando,  y  por  defecto  de  unos  y  otros,  á  los  hijos  legitiiMs 
y  de  legítimo  matrimonio  de  ambas  lineas  alternati?amente»  v  prenrieado 
el  mayor  al  menor  7  el  varón  á  la  hembra;  de  manera  que,  falleciendo  el 
hijo  varón  de  ^=u  hermano  D.  Alonso,  sucediese  el  segundo  legítimo  desa 
tio  D.  Jerónimo,  y  faltando  este,  volviese  al  también  segundo  hijo  iegítiao 
4e  su  espresado  hermano,  y  así  sucesivamente  con  la  sobrediclia  prefiíreo* 
cia,  pasando  después  con  la  misma,  por  falta  de  las  dos  líneas,  el  pariente 
ó  parientes  mas  cercanos  que  tuviese,  con  la  condición  de  llevar  su  aneltí- 
<lo,  y  esUnguídos  todos  sus  parientes,  á  la  Cofradía  de  Animas  del  Codo  da 
la  Sierra: 

Resultando  que  por  muerte  de  D.  Alonso  Santa  Cruz,  cuarto  sobrino 
de  dicho  fundador,  ocurrida  en  2&  de  febrero  de  1804»  ie  sucedió  so  el  re- 
ferido vínculo  su  liija  Doña  María,  por  muerte  déla  cual»  en  99  de  enero  de 
4839,  pidió  la  pose^^ien  D.  Manuel  Santa  Cruz,  hoy  demandado»  á  Ja  cual 
se  opuso  ei  cura4lor  ad  litem  de  D.  Pedro  Santa  Cruz,  actual  demaadanje, 
hijo  de  aquella,  solicilándola  para  este  por  habérsele  trasferido  por  minis- 
terio de  la  ley  al  fallecimiento  de  su  madre  Doña  María  Santa-Cruz,  última 
poseedora: 

Resultando  que  después  de  haberse  recibido  el  curador  delmeasrla 


Digitized  by  VjOOQIC 


UCUatÓg  T  C6ÉPMrtlltíA8.  '441 

InrormacloD  de  útitidad.  c|oe  solicftó  ^ara  jaatffiear  la  que  re|Kri^tlfriff  este 
de  cometer  la  coestion  a  juicio  de  arbitros,  y  de  aprobarla  ei  Idesí  por  auto 
de  6  de  mayo  de  1839,  de  conformidad  con  el  Procurador  Síndico,  Otorga* 
ron  el  mismo  curador  y  D.  Manuel  Santa  Cruz  una  escritura  en  ei  stsuien- 
te  día  7,  nombrando  á  sus  patronos -defensores  por  jueces  arbitros  arbitra- 
dores  y  amigables  componedores  para  que  decidiesen  el  negocio;  y  que  ha* 
biendo  dado  estos  su  sentencia  en  iZ  del  mismo  mes,  acordando  se  diYldie<- 
ra  con  arreglo  á  la  ley  de  desvinculacion,  y  por  peritos  de  reciproco  nom-^ 
bramiento  y  tercero  en  caso  de  discordia,  el  Yfnculo  litigioso  en  dos  partes 
iguales  entre  ambos  interesados,  por  serles  mas  beneficioso,  particulaitneü- 
te  ai  menor,  atendidas  las  dudas  que  ofrecía  la  fundación  en  sus  Ifamamien* 
tos,  se  conformaron  con  esa  decisión,  manifestando  haber  partido  las  fincas 
eD  el  mejor  modo: 

Resultando  que  por  sentencia  de  la  Audiencia  de  Bftrgos  de  19  de  abril 
de  1S56,  pronunciada  en  el  pleito  que  se  promovió  sobre  nulidad  de  la  ao«> 
terior  arbitral,  se  declaró  que  la  mitad  de  los  bienes  de  dicho  vinculo  que^ 
dó  enteramennte  libre  en  poder  de  su  última  poseedora  Doña  María  Santa 
<¡n3i,  correspondiendo  por  consiguiente  ¿  cada  uno  de  «us  cinco  hijos  la 
quinta  parte  de  la  misma,  sin  que  les  obstase  ni  pudiera  perjudicar  la  tran- 
sacción celebrada  entre  D.  Pedro  Gopzalo  y  D.  Manuel  Santa  €ru2  ni  fa 
sentencia  arbitral  consiguiente  á  la  misma;  sin  perjuicio  de  que  sobre  la 
otra  mitad,  reservable  por  la  ley  al  inmediato  sucesor,  usarán  de  sus  dere- 
chos el  D.  Pedro  Gonzalo  y  D.  Manuel  Santa  Cruz  en  virtud  de  los  reclpro- 
eos  compromisos  que  hubiesen  podido  adquirir  ó  tuvieran  con  la  sentencia 
mencionada  y  con  las  cláusulas  y  condiciones  de  la  fundación  del  vínculo, 
•en  el  juicio  que  correspondiese,  quedando  por  entonces,  en  cumplimiento 
de  aquella  sentencia,  en  poder  de  los  mismos  con  entera  igualdad: 

Resultando  que  en  uso  de  esa  reserva  presentó  demanda  D.  Pedro  Gon- 
xato  Santa  Cruz  en  14  de  mayo  de  1859,  pidiendo  se  declarase  á  su  favor  el 
dominio  y  propiedad  de  la  indicada  mitad  reservable  como  sucesor  inme- 
diato del  vinculo,  y  se  condenase  á  D.  Manuel  Santa  Cruz  á  que  le  entrega- 
ra la  cuarta  parte  de  ella  con  los  frutos  y  rentas  producidos  y  debidos  pro«- 
ducir  desde  que  la  retenia,  alegando  en  su  apoyo,  que  habiendo  pasado  el 
Tíflculo  de  alternativo  á  ser  de  sucesión  regular  por  la  estincion  de  la  línea 
del  primer  llamado  D.  Jerónimo  Zacarías,  radicando  en  la  Me  D.  Alonso 
Santa  Cruz,  era  incuestionable  su  derecho  á  la  mitad  reservable  de  ^os  bie- 
Des  como  primogénito  de  la  última  poseedora:  cuya  posesión  civil  le  trasfirió 
la  ley  sin  necesidad  de  ningún  acto  material  de  aprensión;  á  lo  cual  no  podia 
oponer  el  demandado  lo  resuelto  por  la  sentencia  arbitral,  toda  vez  que  care* 
eia  de  valor  y  eficacia  legal  por  haberse  dado  la  información  de  utilidad  sin 
sadiencia  del  Promotor  fiscal ,  defensor  nato  de  los  intereses  de  los  meno- 
res, no  haberla  aprobado  el  Juez  de  una  manera  absolota ,  ni  dado  su  li- 
cencia espresa  para  el  otorgamiento  de  la  escritura  de  compromiso,  ni  iu- 
jetado  i  su  aprobación  el  fallo  arbitral  y  la  división  de  los  bienes  tratándose 
de  un  menor;  corroborándose  además  su  ineficacia,  porque  versando  sobre 
nombramiento  de  arbitros,  tanto  la  petición  que  hizo  el  curador  al  Juzgado 
como  la  información  de  utilidad,  y  hasta  cierto  punto  la  misma  escHtura 
de  compromiso,  se  estendieron  los  elegidos  á  fallar  como  amigables  compo- 
nedores y  sobre  la  totalidad  de  los  bienes,  cuando  únicamente  la  mitad  era 
la  reservable  con  arreglo  á  la  ley.  Por  último,  que  aun  dando  alguna  fuer- 
za dicha  sentencia,  sus  efectos  se  limitariao  á  la  posesión  interina  que  soli- 
citó á  D.  Manuel  Santa  Cruz  en  i839,  pero  no  podrian  nunca  estenderse  é 
la  propiedad  que  se  reclamaba: 
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Resaltando  que  el  deroapdado  pidió  se  le  absolviese  libremente,  paes  ei 
el  caso  de  ser  aceptados  los  motivos  de  este  pleito  vicioso  le  correspondid 
á  él  de  derecho,  puesto  que  al  fallecimiento  de  Doña  María  Santa  Crm 
debió  entrar  en  la  posesión  del  vinculo  por  fa  alternativa  que  estúbleeló  ei 
fundador,  sobre  lo  cual  consigoaba  desde  luego  y  subsidiariamente  Ja  06- 
tua  reconvención,  y  alegó  en  su  apoyo  la  semencia  arbitral  de  13  de  mi;o 
de  1839,  contra  la  cual  no  podía  ir  el  demandante  por  haberla  prestado  so 
consentimiento,  porque  cualesquiera  que  fuesen  sus  defectos  habiii  trascor- 
rido el  cuatrienio  legal  para  reclamar  la  restitución  in  integrutn,  y  |>orqne 
lejos  de  haber  sido,  perjudicado  fué  favorecido  con  unos  bienes  québole 
pertenecían: 

Resultando  que  después  de  practicadas  hs  pruebas  qué  se  articularon 
dictó  sentencia  el  Juez  en  19  de  abril  de  1859,  que  confirmaron  el  Regea- 
te  y  cuatro  Magistrados  de  la  Audiencia  de  Burgos,  en  15  de  noviembre 
siguiente,  absolviendo  de  la  demanda  á  D.Manuel  Santa  Cruz  y  al  de- 
mandante de  la  reconvención: 

Y  resultando  que  contra  ese  fallo  ¿edujo  el  último  recurso  de  casación 
por  conceptuar  haber  sido  infringidas  las  leyes  18,  tít.  {6,  Partida  6.*;(N1, 
tít.  18,  y  12,  tít.  22,  Partida  3,*  puesto  que  la  escritura  de  compromiso  y 
Ja  sentencia  arbitral,  en^quo  se  apoya  la  negativa  de  la  demanda  y  se  fondií 
la  sentencia,  son  de  ningún  valor  bi  efecto  por  haberse  dejado  de  Henar 
las  formas  prevenidas  por  las-  citadas  leyes,  y  carecer  los  arbitradores  de 
poderío  y  /acuitados  para  juzgar: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Aotero  de  Echarri: 

Ckmsiderando  que  la  demanda  origen  de  este  pleito  se  apoyó  en  el  mejcv 
derecho  que  el  demandante  tenia  á  suceder  en  la  mihid  de  Wbienes  perte- 
necientes al  vínculo  fundado  por  D.  Pedro  Santa  Cruz ,  que  según  la?  le- 
yes de  desvinculacion  debían  reservarse  al  inmediato  sucesor: 

Considerando  que  esa  cuestión  se  ha  decidido,  no  por  Jos  prtnciptosy 
reglas  establecidas  en  la  fundación,  sino  por  el  valor  dado  á  una  transac- 
ción hecha  á  nombre  de  un  menor  y  sobre  bienes  que  no  perienecian  solo 
¿  los  transigentes: 

Considerando  que  dicha  transacción  quedó  sin  efecto  respecto  de  U 
mitad  de  los  bienes  comprendidos  en  ella,  y  en  suspenso  respecto  de  la 
otra  por  semencia  ejecutoria  de  19  de  abril  de  1856,  dictada  en  pleito  en  qae 
fueron  parte  los  actuales  litigantes: 

Considerando  que  sometida  hoy  de  nuevo  á  juicio  aquella  transacción, 
ha  debido  ser  calificada  según  los  principios  y  las  disposiciones  legales  qae 
regulan  tales  actos: 

Considerando  que  los  bienes  raíces  de  los  menores  no  se  pueden  dar  ni 
enajenar  sino  por  alguna  de  tas  causas  espresadas  en  la  ley  18,  tít.  16  de  la 
Partida  6/,  y  aun  en  este  caso  con  licencia  ó  autorización  del  Juez  del 
lugar: 

Considerando  que  por  la  transacción  referida  se  dieron  bienes  denn 
menor  sin  que  ocurriera  ninguna  de  las  razones  en  dicha  ley  espresadas,  y 
sin  que  lo  aprobase  el  Juez: 

Y  considerando  que  la  sentencia  en  que  se  dá  valor  á  tal  .transacción  in- 
fringe la  ley  citada; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declamos  haber  loga^  al  recurso  di 
casación  interpuesto  por  D.  Pedro  Gonzalo  Santa  Cruz,  y  en  su  consecuen- 
cia casamos  y  anulamos  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  tercera  de  la 
Real  Audiencia  de  Burgos  en  15  de  noviembre  de  1859. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  $e  publicará  en  la  Gaceta  é  inserta- 
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ti  «B  la  Mammh  kgidcUioBf  pasándose  al  afeato  las  copias  necesarias^  lo 

SronunQiamos,  mandamos  y  fírmarDos.—RamOD  López  Yazquez.-<Anteco 
e  Echarri. -—Gabriel  Ceraelode  Velasco. — Joaquín  de  Palma  y  Viouesa.r- 
Pedro  Gómez  de  Hehnosa.— Pablo  Jiménez  de  Palacio.<^Laureaiio  Rojo  de 
Norzagaray. 

Pablieadeo.— Leida  y  pablicada  fué  la  senteooia  anterior  por  el  Ilastd* 
simoSr.  D.  AnterodeBcliarri^ Ministro  del  Tríbanal Supremo  de  Jastioia, 
estándose  aelebraodo  aadiencia  pública  eo  su  Sala  primera  el  dtade  lioy,  de 
qoe  certifico  como  Secretario  de  S.  M.  y  su  Bsoribano  de  Cámara.     . 

Madrid  26  de  junio  de  i862.>-*DionÍBio  Anteólo  de  Puga.«^(?«eela  de 
6  de  julio  de  1862.) 


19». 

de  eaámdloia  (26  de  junio  de  1863.)— Nutaujo 
MUEfTBSTAMKiiTo.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D. 
Florencio  Navarro  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  se- 
cunda de  la  Audiencia  de  Cáceres,  en  pleito  con'D.  Pedro  Sanche? 
flucrtas  y  se  resuelve* 

!.•  'Que  la  ley  14,  tU.  8.*  de  la  Part.  6.\  cuyo  objeto  es  definir 
y  autorizar  la  susiüucion  fideicomsaria^  si  bim  supone  la  exUttei^ 
da  de  dos  personas^  una  que  tiene  la  comtíon  ó  encargo  de  entre" 
-gar  la  herencia,  y  otra  el  derecho  de  redbirlaj  no  prohibe  ^ue  la 
áeeignacion  de  la  segunda  sea  confidencial: 

2/  Que  la  vráctica  y  la  jurisprudencia  han  autorizado  qiie  esa 
designación  se  naga,  ora  en  cédulas  ó  papeles  reservados,  ora  i  la 
misma  persona  á  quien  se  dá  la  comisión: 

S,"*  Que  caso  de  apreciarse  mal  por  la  Sda  sentenciadora  Ja 
prueba  suministrada  por  las  partes,  no  se  infringiria  la  ley  í.\  í<- 
Mo  14  de  la  Part.  3/  que  define  lo  que  es  prueia  y  quien  debe  ha- 
terla^  fino  las  reglas  que  se  dm  para  hacer  dicha,  apreciación: 

4.^  Que  el  faUo  en  que  se  absuelve  con  claridad  ysinlimitacém 
es  perfectamente  consecuente  con  lo  pedido  y  lo  litigado,  y  no  se  se  - 
para  del  precepto  establecido  en  la  ley  \  6,  lit.  9Sdela  Part.  3/:  ' 

8.*  Que  la  ley  26,  tlt  I.**  de  la  Part.  6.*  en  que  se  establece  (a 
pena  de  los  que  impiden  á  otros  hacer  testamento,  debe  interpretarse 
y  eticarse  por  la  que  le  sigue,  pues  e»  la  pru»era  m  se  hace  mqs 
que  consignar  un  preeefio  wsoluioAf  abstracto,  eiendó  lasegunda^  la 
en  que  se  indican  las  diversas  matteras  de  causar  uqud  impedunenf 
io  ó  embargo,  como  le  ñámala  ley,  y  este  ha  de  ser,  segunla^fl-,  tal 
que  se  haga  fuerza  ó  premia,  ó  inutilizando  de  hecho  los  medios 
necesarios  para  el  otorgamiento  de  la  última  voluntad; 

y  6.^  que  no  son  aplicables  lasleyes  !•%  S:*  y  S.\  tü.  Í9;  ti- 
,bro  10  déla  Novísima  Recopilación  en  el  camode  que  no  Aayásido 

TOMO  \u,  57       ^ 
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un  comisario  ó  apoderado  para  testar  lo  que  se  haya  tumbraio,  sino 
un  heredero  fideicomisario. 

En  Ift  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  26  de  junio  de  4862,  en  los  satos  pen- 
dientes ante  Nos  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado  de  pnme- 
ra  iüstaneia  de  Hoyos  y  en  ia  Sala  segunda  de  la  Real  Audiencia  de  Cace- 
es por  D.  Florencio  Navarro  con  D.  Pedro  Sánchez  Huertas  sobre  nolidid 
del  testamento  otorgado  por  Dona  María  de  la  O  Navarro,  ó  en  otro  ciso 
para  que  se  declare  qae  ei  heredero  nombrado  en  él  ha  perdido  el  derecho 
á  ia  herencia;  y  cuando  á  nada  de  ello  hubiese  lugar,  que  debe  distribuirse 
el  remanente,  después  de  cumplido  lo  piadoso,  entre  loa  herederos  abiales- 
tato  de  la  Doña  María: 

Resultando  que  esta,  siendo  viuda,  otorgó  testamento  en  la  villa  de  Vi* 
llamiel  en  22  de  febrero  de  1854  atite  Bseribano  y  cinco  testigos,  uno  de 
los  que  íirmó  á  su  ruego  por  no  permitírselo  la  falta  de  vista,  en  el  eotl 
nomoró  testamentario  á  su  hijo  político  D.  Pedro  Sánchez  Huertas,  instito- 
yéndole  por  su  heredero,  fideicomisario  para  que,  según  las  insirucciooes 
verbales  que  le  había  dado  bajo  el  sigilo  natural,  distribayera  todos  m 
bienes  con  arreglo  á  eHas,  prohibiéndole  su  revelación,  y  á  cualesquiera 
Jueces  y  personas  que  le  pidieran  cuenta  de  su  inversión,  revocando  y  aoo- 
iando  todas  sus  anteriores  disposiciones  testamentarias: 

Resultando  que  en  14  de  noviembre  del  propio  año  otorgó  Doña  María 
Navarro  un  documento  en  la  villa  de  San  Martin  de  Trebejo  ante  el  Escri- 
bano de  número  de  la  misma  y  cinco  testigos  vecinos  de  ella,  que  le  Grma* 
ron  á  su  ruego,  en  el  que  refiriéndose  al  anterior  testamento,  y  espresando 
que  había  llegado  i  su  noticia  que  se  liabia  intentado  suplantar  su  úitloi 
voluntad  forjando  una  nueva  disposición,  afirmó  y  ratificó  el  que  tenía  otor- 
gado,  queriendo  que  no  se  diera  crédito  á  cualquiera  otro  posterior  qoe 
apareciese,  y  que  no  se  entendiera  jamás  derogada  esta  escriturani  revoca- 
do dicho  testamento  si  no  pareciese  con  el  postorior  la  copia  primordial  de 
la  misma,  de  que  pididal  Escribano  autorizante  la  proveyese  íncontiDeoUi 
quedando  así  anotado  en  la  matriz,  copia  que.  en  tragaría  la  otorgante  al 
Escribano  que  hubiese  de  otorgar  su  otro  testamento  si  era  que  algún  dia 
tuviese  razones  para  variar  el  que  tenia  hecho,  y  que  ratificaba  y  coofir* 
naba:  ' 

Resultando  oue  fallecida  Dcma  Hada  Navarro  en  10  de  agosto  de  1855, 
su  sobrínú  D.  Potiearpo  Navarro  presentó  en  el  13  al  Juez  de  primera  ins- 
tancia de  Hoyoa  una  cédula  testamentaria  otorgada  por  aquella  en  7  de 
abril  de.dicho  año  ante  ocho  testigos  que  la  firman,  en  la  que,  espresando 
que  habia  sido  obli^dapor  el  temor  y  violentada  para  otorgar  el  testamen- 
to y  escritura  referidos,  pues  era  |)ública  su  soledad,  su  eoad,  su  falta  de 
vista  y  su  imposibilidad  para  manejarse:  que  no  había  encontrado  la  copia 
de  dicha  escritura  para  que  su  voluntad  se  cumpliera,  y  que  por  no  poder 
otorgar  testamento  cerrado  por  su  falla  de  vista  nabia  elegido  aquel  medio, 
derogó  ante  todas  cosas  la  escritura  de  protesta,  nombró  por  testamentario 
á  su  sobrino  D.  Poliearpo  Navarro  y  le  Instituyó  su  universal  heredero  cen 
dertaé  oondlciooeac 

R^oltando  que  entablada  demanda  por  D.  Poliearpo  Navarro  p^ra  que 
se  reconociera  por  testamento  nuncupativo  la  espresaaa  cédula,  é  ímpog- 
nada  por  D.  Pedro  Sánchez  Huertas,  que  pretendió  por  el  contrario  que  se 
declarase  nula  'y  falsas  y  subsistente  y  eficaz  el  testamento  y  escritura  men- 
cionados» se  pronunció  sentencia  de  revista  por  la  Sala  segunda  de  la  Au- 
diencia de  Gaceres  en  5  de  julio  de  1858  declarando  nula  la  cédula  testa- 
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mentaría  de  7  de  abrí!  de  1855,  y  roaodando  que  se  eatre^asen  á  D.  Pedro 
Saochez  Huertas  los  bienes  quedados  á  la  defunción  de  Dona  María  Navarro 
para  que  los  distribuyese,  según  esta  lo  babia  dispuesto,  como  su  albacea 
y  heredero  único  y  fideicomieario,  instituido  en  el  testamento  dé  22  de  fe- 
brero de  4854,  confirmado  y  ratificado  por  su  escritura  de  14  de  noviem- 
bre del  mismo  año,  en  que  se  declararon  válidos  y  subsistentes : 

Resultando  que  D.  Florencio  Navarro,  hermano  de  D.  Policarpo,  enta« 
bló  demanda  en  7  de  octubre  de  1858  para  que  se  declarase:  primero,  nulo 
el  testamento  citado  otorgado  por  su  tia  Doña  María  de  la  O  Navarro,  y  que 
eo  su  consecuencia  esta  había  fallecido  intestada,  fundado  en  que  con  arre- 
cio á  la  ley  i4,  tit.  5.°,  Partida  6.",  era  preciso  al  establecer  un  fideicomiso 
espresar  el  nombre  del  heredero  fiduciario  y  del  fideicomisario,  y  en  el  tes- 
tamento de  Doña  María  se  espresaba  solo  el  nombre  del  segundo  y  no  del 
primero:  secundo,  cuando  á  ello  no  hubiere  lugar,  que  D.  Pedro  Sánchez 
Huertas  había  incurrido  en  la  sanción  de  las  leyes  20  y  27,  lít.  1.°,  Parti- 
da 6/,  perdiendo  todo  el  derecho  á  los  bienes  déla  herencia  por  haber  pri- 
vado á  la  testadora  de  la  facultad  de  revocar  el  testamento,  apoderándose 
de  la  copia  primordial  de  la  escritura  de  ratificación:  tercero,  y  si  nada  de 
ello  se  estimase,  que  se  declarase  por  lo  menos  que  Sánchez  Huertas,  con 
arreglo  i  las  leyes  1.*,  2.*  y  8/,  tít.  19,  lib.  iO  de  la  Novísima  Recopila- 
ción, después  de  pagar  las  deudas  y  mandas  de  Doña  María  Navarro,  conte- 
nidas en  su  testamento,  y  de  distribuir  en  objetos  piadosos  una  parte  del 
caudal  proporcionada,  que  no  escediera  del  quinto  de  los  bienes,  partiera  el 
remaaente  entre  el  demandante  y  demás  herederos  abintestato  de  aquella: 

Resultando  (^ue  D.  Pedro  Sánchez  Huertas  impugnó  la  demanda  opo- 
niendo la  escepcion  Je  cosa  juzgada,  en  atención  á  que  era  una  reproduc- 
ción de  la  deducida  por  D.  Policarpo  Navarro,  negando  que  las  leyes  exi- 
giesen para  la  validez  del  fideicomiso  la  expresión  del  que  ó  los  que  habían 
de  percibir  los  bienes,  así  como  que  tuviera  derecho  para  entablar  reclama- 
ción alguna  respecto  á  ellos,  en  el  caso  de  que  fuera  cierto  el  hecho  que 
negaba  de  haberse  apoderado  de  la  copia  de  escritura  de  noviembre  de 
i854-,  espresando,  por  último,  que  las  leyes  que  se  citaban  en  apoyo  del 
tercer  estremo  de  la  demanda  no  eran  aplicables  á  él  por  hacer  relación  á 
los  poderes  para  testar: 

Resultando  que  practicada  prueba  por  las  partes,  dictó  sentencia  el  Juez 
de  primera  instancia,  que  revocó  en  el  último  de  sus  particulares  *la  Sala 
segunda  de  la  Audiencia  de  Gáceres  por  la  que  pronunció  en  12  de  octubre 
de  1860,  absolviendo  á  D.  Pedro  Sánchez  Huertas  de  la  demanda: 

Resultando  que  D.  Florencio  Navarro  interpuso  recurso  de  casación  ci- 
ando como  infringidas,  en  cuanto  al  primer  estremo  de  aquella,  la  ley  14, 
título  5.^,  Partida  6.%  y  la  jurisprudencia  deducida  de  las  doctrinas  legales 
relativas  á  testamentos,  seguq  la  que  toda  disposición  testamentaria,  á  mas 
de  la  solemnidad,  que  es  su  prueba,  debe  ajustarse  en  su  fórmula  á  las  leyes 
'del  reino:  en  cuanto  al  segundo,  las  leyes  1.",  tít.  Í4,  y  16,  tít.  22,  Parti- 
da 3.',  y  26,  tit.  I.""  de  la  Partida  6.*;  y  en  cuanto  al  d.""  y  último,  las  le- 
yese.*, 5.* y  6.%  tít.  13.  Partida  6.% 2.%  Ut.  20;  l.*,2."  y  8.%  tít.  19,  y 
1.*,  tít.  18,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  y  6.%  tít.  d."",  Parti- 
da a.*: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Antero  de  Echarri: 

Considerando  que  la  ley  14,  tít.  ^J*  dé  la  Partida  6.%  cuyo  objeto  es 
definir  y  autorizar  la  sustitución  fideicomisaria,  si  bien  supone  la  existencia 
de  dos  personas,  una  que  tiene  la  comisión  ó  encargo  de  entregar  la  bé- 
fenla y  otra  el  derecho  de  recibirla,  no  prohibe  que  la  designación  de  la 
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secunda  sea  eonfidenefal;  y  aae  la  práctica  y  la  jartoprodencia  han  antorí* 
zado  qae  esa  designación  se  naga,  ora  en  cédalas  ó  papeles  reservados,  ort 
á  la  misma  persona  á  quien  se  dé  la  comisión: 

Considerando  que  no  se  invoca  oportoDamente  la  ley  1.*,  tft.  14  da  It 
Partida  3.*,  porque  reducida  á  defimr  la  prueba  y  quién  debe  hacerla,  na 
ae  alcanza  el  propósito  á  que  se  dirige  su  cita,  teniendo  el  recurrente  el 
carácter  de  demandante,  é  incumbiéndole  por  lo  mismo  probar  lo  que  sle- 
fió;  y  que  si  se  ha  apreciado  mal  su  prueba,  no  seria  la  ley  citada  la  in- 
fringida, sino  las  que  dan  reglas  para  hacer  dicha  apreciación: 

Considerando  que  se  halla  en  el  mismo  caso  la  dta  de  la  ley  i€,  tit.  22 
de  la  Partida  3.*,  relativa  á  la  congruencia  que  debe  haber  entre  las  sen- 
tencias y  las  demandas,  porque  el  fallo  en  que  se  absuelve  con  claridad  y 
sin  limitación  es  perfectamente  congruente  con  lo  pedido  y  litigado,  y  no 
.  se  separa  del  precepto  en'dieba  ley  establecido: 

Considerando  que  la  ley  26,  tít.  1.*  de  la  Partida  6.%  en  que  se  esta- 
blece la  pena  de  los  que  impiden  á  otros  hacer  testamento,  debe  esplicarse 
é  interpretarse  por  la  que  le  sigue,  pues  en  la  primera  no  se  hace  mas  qae 
Consignar  un  precepto  absoluto  v  abstracto,  siendo  la  segunda  la  en  que  sa 
indican  las  diversas  maneras  de  causar  aquel  impedimento  6  embargo^ 
como  le  llama  la  ley,  y  este  ha  de  ser,  según  la  27,  tal  gue  se  hsffa  fwr'^ 
%a  6  premiOy  6  inutilizando  de  hecho  los  medios  necesarios  para  el  otorga-* 
,  miento  de  la  última  voluntad;  y  en  el  caso  que  ha  sido  objeto  de  este  plaí- 
tOj  el  hecho  atribuido  á  Sánchez  Huertas  de  recibir  y  conservar  un  docu- 
mento sin  el  cual  no  pudiera  variarse  ó  destruirse  efleazmente  el  testa- 
mento otorgado  en  su  favor  no  envolvía  tal  embargo  ó  violencia  que  la 
testadora  no  hubiese  podido  alterar  aquella  dlspoMcion: 

Considerando  que  la  invocación  de  las  leyes  2.*,  5.*  y  6.*,  tit.  13  de  la 
Partida  6.*,  reducidas  la  primera  á  esplicar  los  grados  de  parentesco,  y  las 
otras  dos  el  derecho  de  los  hermanos  á  suceder  en  defecto  de  descendien- 
tes ó  ascendientes,  solo  hubiera  podido  ser  oportuna  en  el  caso  de  que  bs 
hubiese  anulado  el  testamento  de  Doña  Maria  de  la  O  Navarro,  porque  di- 
chas leyes  se  contraen  al  caso  de  intestado,  que  no  se  ha  verificado  en  el  de 
este  pleito ,  hallándose  en  inguales  circunstancias  la  cita  de  la  ley  2.*, 
tit.  20,  líb.  10  de  la  Novísima  Recopilación: 

Considerando  que  el  nombramiento  hecho  por  dicha  testadora  en  Sán- 
chez Huertas  no  fué  de  comisario  ó  a{)oderado  para  testar,  ijno  de  herede- 
ro fideicomisario,  según  lo  ha  reconocido  el  mismo  recurrente,  j  que  per 
consiguiente  no  son  aplicables  al  caso  las  leyes  1/,  2/  y  8.%  llt.  19,  li- 
bro 10  de  la  Novísima  Recopilación: 

Considerando  que  lo  mismo  sucede,  y  por  igual  razón,  respecto  de  las 
leyes  1/,  tít.  18,  lib.  10  de  ese  Código,  y  6.%  tít.  13  de  la  Partida  6.% 
porque  la  viuda  Navarro  no  omitió  el  nombramiento  de  heredero,  único 
caso  en  que  dichas  leyes  podían  invocarse  con  oportunidad: 

Considerando,  por  consecuencia ,  que  no  se  ha  infringido  ninguna  de 
las  leyes  ni  la  jurisprudencia  citadas  en  apoyo  del  recurso; 

Filiamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  inter- 
puesto por  D.  Florencio  Navarro,  á  quien  condenamos  en  las  costas;  de- 
Tolviéodose  los  autos  á  la  Audiencia  de  Cáeeres  con  la  certificación  corres- 
pondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inser- 
tará en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  coplas  necesarias, 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— Ramón  López  Vázquez.-— Se- 
bastian González  Nandin.^Antero  de  Echarri.— Gabriel  Geruelo  de  Velai* 


Digitized  by  VjOOQIC 


Uf^OBSOS  T  COMPXmíGUS.  ^ 

có.-4o«goia  de  Balipa  y  Vinuesa.— Pedro  Gómez  de  Hermosa.— Laareana 
Rojo  de  Norzagaray. 

Pablícacion» — Leída  y  publicada  fué  la  precedente  senLencia  por  el 
limo.  Sr.  D.  Aotero  de  Bcharri,  Ministro  de  la  Sala  primera  del  Supremo 
Tribaoal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  Sala  en  el  día 
de  hoy,  de  que  yo  el  Bscríbano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  26  de  junio  de  1862.— Joan  de  Dios  Rubio.— (6ace(a  de  8  de 
julio  de  1862.) 


iSO. 


Apelación  por  deheg^atorla  del  reeiarso  de  ca- 
saeion  (27  de  junio  de  1862.).— Partición  y  adjudicación  dsbic-* 
nss.— Se  confirma  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  la 
sentencia  apelada  de  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  la  Coruña^ 
denegatoria  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  Juana  López 
«n  pleito  con  Francisco  López/  y  se  resuelve: 

Que  con  arréalo  á  lo  dispueito  en  el  art.  iOiO  de  la  ley  de  Kn- 
jtdcíamiento  civUs  no  se  dá  el  recurso  de  casatíon  sino  contra  s^tir 
tencias  que  son  definitivas  y  ponen  término  al  juicio. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  27  de  junio  de  1862,  en  los  autos  ^ue 
penden  ante  Nos  por  apelación  que  interpuso  Juana  López  del  auto  de  la  * 
Sala  primera  de  la  Real  Audiencia  de  la  Ck^ruñs,  denegatorio  de  la  admisión 
áei  recurso  de  casación : 

Resultando  que  aquella  y  tres  de  sus  hermanos  pidieron  eñ  el  Juzgado 
de  primera  instancia  de  Lugo  que  se  procediese,  con  citación  de  los  demás 
interesados,  á  la  partición^  y  adjudjp^cign  de  los  bienes  de  sus  difuntos  pa- 
dres: 

Resultando  que  el  curador  ad  Htem  de  los  hijos  del  hermano  de  los  de- 
mandantes, Francisco  López  y  la  viuda  de  este,  Antonia  E8Ca1ant0,  con« 
tradijeron  la  derpanda  solicitando  se  desestimasen  los  presupuestos  establa* 
oidos  en  ella  para  la  partición,  6  al  menos  que  se  rectificasen  en  los  tórmi- 
iios  que  proponían: 

Resultando  que  segado  el  juicio  por  sus  trámites  ordinarios  dictó  sen- 
tencia el  Juez  de  primer^  instancia  en  7  de  julio  de  1860,  la  cual  dejó  sin 
efecto  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  la  Goruña  por  la  que  pronunció 
en  5  de  febrero  de  1861,  sin  perjuicio  del  derecho  de  las  partes  para  que 
pudieran  deducirle  en  debida  forma  y  juicio  competente: 

Resultando  que  Juana  Xopez  interpuso  recurso  de  casación,  conforma 
al  art.  iOlO  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  citando  las  dispesiciones  le- 
gales que  creía  infringidas,  v  alegando,  en  apoyo  de  su  admisión,  que  la 
sentencia  recaía  sobre  la  dennitiva  del  inferior,  que  fué  la  apekida,  ó  impe- 
día la  reproducción  del  juicio  ordinario,  que  era  el  sustanciado  y  el  que  las 
partes  creían  tener  derecho  á  promover,  siendo  los  otros  juicios  á  los  que 
M  referia  la  reserva  diversos  y  sin  enlace,  ni  razoU:  de  continuidad  con  el 
actual  para  que  pudiera  ser  aplicable  al  art.  1014  de  la  ley  de  Enjuicia- 
«oiento  civil: 

Resallando  que  denegada  la  admisión  del  recurso  por  auto  de  29  de  no- 
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viembre  del  mismo  año  apeló,  Juana  López  de  esa  Degatí?a  para  ante  esle 
Supremo  Tribunal: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Sebastian  González  Nandio: 

Considerando  que  la  sentencia  contra  la  cual  se  interpuso  el  recurso  de 
casación  se  limitó  á  declarar  la  improcedencia  de  la  del  Juez  iDferior  por 
no  haberse  ajustado  á  la  tramitación  legal  establecida  |)ara.  los  juicios  de 
testamentaría,  cual  era  el  de  que  se  trataba,  sin  perjuicio  del  derecho  de 
las  partes  para  que  pudieran  deducirlo  en  debida  forma: 

Considerando,  por  tanto,  que  dicha  sentencia,  comprendiendo  y  deci- 
diendo únicamente  un  punto  de  mera  suslanciacion,  no  es  definitiva,  y 
que  contra  las  de  esa  clase,  con  arreglo  al  art.  1010  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento,  no  se  dá  el  recurso  intentado; 

Fallamos  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  con  las  costas  la  provi- 
dencia apelada.  Y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  donde  proceden 
con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  dentro  de  ios  cinco 
^ias  siguientes  á  su  fecha  en  la  Gaceta  é  insertará  en  la  Cbíaccton  legisla^ 
Hva^  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  manda- 
mos y  firmamos. — Hamon  López  Vázquez. —Sebastian  González  Nandin. 
— Joaquin  de  Palma  y  Vinuesa.— Pedro  Gómez  de  Hermosa.— Ventura 
dé  Colsa  y  Pando. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Ezcóio. 
é  limo.  Sr.  D.  Ramón  López  Vázquez,  Presidente  de  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  de  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en 
ella  hoy  dia  de  la  fecha,  de  que  certifico  como  Secretario  de  S.  M.  y  su  es- 
cribano de  Cámara. 

Madrid  27  de  junio  de  1862.— Dionisio  Antonio  de  Pug^.^Gaceta  de 
7  de  julio  de  1862.) 


191. 


Apelación  por  deneg^atoria  del  recurso  de  ca* 

sacioa  (27  (fejuíio  de  1862.).— Reivindicación  DE  dnos  censos  y 
DE  üN  TERRENO. — Seconfirma  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  So- 

Eremo  la  providencia  apelada  de  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de 
arcelona ,  denegatoria  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  el 
curador  de  los  menores  D.  Casimiro  Trióla  y  hermanos,  en  pleito 
con  D.  Juan  Vivó,  y  se  resuelve: 

I.""  Que  solo  se  dá  recurso  de  casación  contra  las  sentencias  de^ 
finUivas; 

r  2.'^  que  se  entiende  por  setUencia  definitiva  la  que^  aunque 
haya  versado  sobre  un  articulo,  ponga  término  al  juicio  y  haga  im- 
posible su  (^mtinuacion. 


En  la  yilla  y  corte  de  Madrid,  á  27  de  junio  de  1862,  en  los  autos  se- 
guidos en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Beltran  de  j 
Barcelona  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Real  Audiencia  de  la  misma  ciudad, 
por  el  curador  de  los  menores  D.  Casimiro  Trióla  y  hermanos  con  O.  Juan 
Vivó  sobre  reivindicación  de  unos  censos  y  de  un  pedazo  de  terrenOi  pea- 
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dientes  ante  Nos  en  virtud  de  apelación  de  providencia  denegatoria  de  ad  « 
misión  de  recurso  de  casación: 

Resultando  que  el  curador  de  los  referidos  menores  entablé  demandaen 
10  de  mayo  de  1861  reclamando  de  D.  Juan  Vivó  107  censos  y  un  pjedazo 
de  tierra  que  e^te  poseía  como  sucesor  de  Doña  Pa^la  Galbani,  la  cual  los 
había  adquirido  de  la  nación  como  procedentes  de  un  colegio  de  reti^idsos, 
al  que  los  liabía dejado  Doña  Eulalia  Jordá,  previniendo  que,  si  déjase  de 
aiíslír  por  cualquier  causa,  pasasen  los  bienes  i  Juan  Domingo  Bo&l,  de 
quien  eran  heredaros  los  demandantes: 

Resultando  que  impugnada  la  demanda  por  Vivó,  porque  tratándose  de 
intereaes  del  Estado,  no  se  habla  hecho  constar  que  se  huoiera  obteni(k)  re- 
solución por  la  vía  gubernativa,  dictó  el  Juez  providencia,  de  que  apeló  el 
curador  de  los  menores,  y  que  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia  de  Barce- 
lona, por  sentencia  que  en  28  de  diciembre  de  4861  pronunció  la  Sala  ter- 
cera de  la  misma^  se  declaró  no  haber  lugar*  ¿  la  admisión  de  la  demanda 
hasta  tanto  que  se  acreditase  haber  cumplido  con  la  condición  prescrita  en 
el  art.  173  de  la  instrucción  de  31  de  mayo  de  1855: 

ResultaOido  que  los  menores  interpusieron  recurso  de  casación  con 
arreglo  al  art.  1012  do  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  que  neguda  su 
admisión  produjo  esta  negativa  la  presente  apelación: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Laureano  Rojo  de  Norzagaray: 
Considerando  que  solo  se  dá  recurso  de  casación  coutra  las  sentencias 
detíuitiva?,  entendiéndose  por  tales  las  que,  aun  cuando  hayan  versado 
sobre  un  artículo,  pongan  término  al  juicio  y  hagan  imposible  su  contiima- 
don.  con  arreglo  á  los  arts.  1010  y  1011  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 
Considerando  que  no  es  de  las  de  esa  clase  la  providencia  dictada  por 
la  Sala  tercera  de  la  Real  Audiencia  de  Barcelona  en  28  de  diciembre  de 
1861,  porque  limitándose  á  que  el  demandante  haga  constar  haber  emplea- 
do la  vía  gubernativa  que  exige  el  art.  173  de  la  Real  Instrucción  de  31  de 
mayo  de  i  855  para  que  pueda  ser  admisible  su  demanda,  no  impide  el  que 
se  prosiga  esta,  cumplido  que  sea  previamente  aquel  requisito; 

Fallanaosque  debemos  confirmar  y  confirmamos  coa  costas  la  provi- 
dencia apelada  que  dictó  la  espresada  Sala  tercera  en  15  de  enero  del  pro* 
senté  año,  por  la  cual  se  declaró  no  haber  lugar  ¿  la  admisión  del  recurso 
de  casación  interpuesto  por  el  curador  de  los  menores  D.  Casimiro  Trióla  y 
hermanos,  y  devuélvanse  los  autos  con  la  certificación  correspondiente  á  la 
Audiencia  de  donde  proceden. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  dentro 
de  ios  Cinco  dias  siguientes  á  su  fecha,  y  á  su  tiempo  en  la  Colección  le^ 
gislativa,  pasándijseal  efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  man- 
damos y  filmamos. — Ramón  López  Vázquez. — Gabriel  Ceruelo  de  Velasco. 
—Pablo  Jiménez  de  Palacio.->Laureano  Rojo  de  Norzagaray, — Ventura  da 
Colsa  y  Pando. 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
llustrisimo  Sr.  D.  Laureano  Rojo  de  Norzagaray,  Ministro  de  la  Sala  pri- 
mera del  Supremo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  publica  la 
misma  en  el  lia  de  hoy,  de  que  yo  el* Escribano  de  Cámara  certifico.- 

Madrid  27  de  junio  de  1862.— Juan  de  Dios  Rubio.-r((rao«la  de  7  de 
julio  de  1862.) 
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Recurso  de  ^^asaelon  (27  de  junio  de  i86^).«— Aprotk- 
cQAiUENTO  DE  AOüAS. — Indimnizagion  ds  PERJUICIOS. ~Se  declafR 
por  la  Sala  primera  del  TrtbuDai  Supremo  no  haber  lugar  al  recur* 
so  de  casación  interpuesto  por  el  Conde  de  Robres,  contra  la  sen- 
tencia pronunciada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Zarago* . 
za,  en  pleito  con  D.  Cosme  Rafas,  y  se  resuelve: 

1.^  Que  cuando  la  concesión  de  unas  aguas  se  hace  meHiante 
precio  y  con  reserva  de  los  derechos  que  á  otra  parte  corresponden^ 
no  puede  considerarse  cerno  gracia  espontánea  dd  que  eoneede, 
sino  como  una  compensación; 

Y  i.""  que  en  los  contratos  lo  eoiwenido  entre  las  partes  es  la 
ley  de  la  materia. 

En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid ,  á  27  de  junio  de  1862 ,  en  los  autos  que 
penden  ante  Nos  ,  en  virtud  de  recurso  de  casación,  segaidos  éo  el  Juzgado 
de  primera  instancia  de  Huesca,  y  en  la  Sala  primera  de  la  Real  Audiencia 
de  Zaragoza  por  el  Conde  de  Robres,  Barón  de  Sangarren ,  con  D.  Cosme 
Rufas,  sobre  aprovechamiento  de  aguas  é  indemnización  de  perjuicios: 

Resultando  que  D.  Pedro  Mendoza ,  Señor  de  la  Baronía  de  Sangarreo, 
los  vecinos  de  la  misma  y  los  pueblos  llamados  de  la  Ribera,  Granen,  AU 
nraniente,  Barbúes  y  Toflrrea  de  Barbúes  comprometieron  en  arbitros  arbi- 
tradores  y  amigables  componedores  las  cuestiones  que  tenían ,  y  especial- 
mente la  del  azud  6  presa  qae  en  el  río  FInmen  había  construido  el  prime- 
ro para  aprovechar  sus  aguas  en  el  riego  de  las  tierras  que  poseía  en  dicho 
pueblo  de  Sangarren: 

Resultando  que  dichos  Jueces  arbitros  dictaron  sentencia  en  3  de  octu- 
bre de  1482  ^e  consintieron  los  Interesados  declarando  que  el  S^or  y  el 
Concejo  v  Universidad  del  lugar  de  Sangarren  estaban  obligados  á  dar  y  po- 
ner continuamente  en  la  acequia  de  los  pueblos  de  la  ribera  ,  bejo  pena  de 
60  ducados  y  una  motada  de  agua  sí  eo  el  río  viniese  la  suQciente  para  ello» 
y  que  por  su  parte  los  pueblos  quedaban  obligados  á  pegar  desde  luego  al 
Barón  3,000  sueldos  jaqueaos  y  60  sueldos  y  dos  pares  de  gallinas  cada 
año:  que  los  reparos  que  ocurrieran  en  el  azud  construido  por  el  Barón  se- 
rian de  cuenta  de  ambas  partes ,  y  que  atendiendo  á  que  los  de  la  ríbera 
pretendían  haber  tenido  en  los  tiempos  pasados  un  azud  en  el  término  de 
Sangarren,  les  reservaban  su  derecho  sobre  él ,  si  la  otra  parte  dejaba  de 
cumplir  lo  mandado  y  no  podían  utilizarse  del  agua ,  mas  no  en  otro  caso; 
pues  cumpliendo  el  Barón  y  el  Concejo  de  Sangarren  no  podrían  aquellos 
baóer  ó  reconstruir  su  azud ,  aun  cuando  así  se  declarase  por  sentencia  6 
justicia: 

Resultando  que  en  15  de  octubre  de  1827  el  Conde  de  Robres ,  Barón 
de  Sangarren,  y  los  pueblos  de  la  ribera  otorgaron  un  convenio  ó  concordia» 
por  la  que  dejando  sin  valor  ni  efecto ,  en  cnanto  fuesen  contrarías  á  la 
misma,  todas  las  escrituras  de  compromiso  otorgadas  entre  las  mismas  par- 
tes sobre  el  modo  de  usar  las  aguas  de  riego  que  se  tomaban  en  el  azud 
construido  en  el  rio  Plumeo  por  D.  Pedro  Mendoza ,  pactaron,  entre  otros 

S articulares,  que  el  Conde  de  Robres,  Barón  de  Sangarren ,  se  obligaba  á 
ar  á  los  cuatro  pueblos  de  la  ribera  una  muela  de  agua  para  regar  sus  he«- 
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Ttátíéw  j  térmitios,  mientras  que  tiaiere  la  sofieiente  ú  río  Ptomen  y  pu- 
diera tomarse  en  sn  azud,  y  esto  en  ios  dias  do  reservados  por  él  para  sos 
lieredades  y  las  de  los  vecinos  y  terratenientes  de  Sangarren: 

Resultando  qne  habiendo  construido  D*  Cosme  Ruíás,  vecino  de  Torres 
de  Barbúes ,  un  molino  harinero  en  término  de  diobo  pueblo,  sobre  la  acé* 
quia  que  pertenece  á  los  de  la  ribera  por  donde  pasa  la  muela  de^agn*  so* 
bredicha,  distante  una  legua  de  otro  propio  del  Barón  de  Sangarren ,  pre- 
senté éste  demanda  en  19  de  julio  de  1859,  con  la  solicitud  de  míe  se  de- 
davaee  en  su  fuerza  y  vigor  la  capitulación  y  concordia  de  15  ae  octubre 
de  1827,  espeoialroeote  su  pacto  primero,  y  se  condenase  á  D.  Cosme  Ru» 
fas  á  que  se  abstuviera  de  dar  movimiento  á  su  molino  nuevo  con  las  aguas 
del  azud  de  propiedad  del  esponente,  á  la  indemnización  de  todos  los  per-» 
juicios  quo le  babia  ocasionado  y  en  las  costas,  alegando  al  efecto nne  la 
muela  de  agua  se  concedió  á  (os  pueblos  de  la  ribera  para  regar  sus  here- 
dades, y  poF  consiguiente  que  debiéndose  entender  y  observar  los  pactos 
segoii  están  escritos,  no  podian  aquellos  hacer  otro  uso  de  dieb»  agua,  como 
lo  había  veriGcado  Rufas  al  utilizarla  para  su  molino ,  en  peijuicio.  del  que 
tenia  el  esponente,  cuyos  productos  hablan  disminuido: 

Resaltando  que  el  demandado  contradijo  esa  solicitud  esponiendo  sos- 
taneialmente  noe  los  pueblos  de  la  ribera  no  adquirieron  la  muela  de  agua 
por  donación  del  Barón ,  sino  que  se  les  adjudicó  para  que  como  dueños  la 
QtlliKasen,  segon  les  conviniera,  en  virtud  del  derecho  qne  pretendían  tener 
al  aprovechamiento  de  tas  aguas  del  rio  Plumón,  como  el  Barón  pedia  dis- 
poner libremente  de  la  restante,  toda  vez  que  ni  la  sentencia  arbitral  de  1482 
ni  la  concordia  de  1827  contenían  pacto  alguno  prohibitivo  de  que  dicboft 
pueblos  pudieran  hacer  de  la  muela  de  sgua  cualquier  otro  uso  que  no  fuera 
el  de  riego: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  hicieron  las  partes  las  que 
estimaron  á  su  propósito,  y  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia  en 
24  de  mayo  do  1860,  que  revocó  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Zara- 
goza ce  14  de  diciembre  del  mismo  ano,  absolviendo  á  D.  Cosme  Rolas  de 
la  demanda  del  Conde: 

Y  resultando  que  este  interpuso  contra  dicho  ñillo  recurso  de  casación 
per  ser  contrario  en  su  juicio  ó  la  ley  i.\  tít.  1.®,  lib.  10  de  )a  Nov.  Rec., 
puesto  que  se  declaraba  que  los  pueblos  de  la  ribera  se  obligaron  á  no  hacer 
otro  uso  qne  el  que  se  pactó: 

A  la  observancia  16  de  fide  iautrumentarum,  que  ordena  al  J^ez  debe 
estar  siempre  y  Juzgar  por  la  carta  ó  escritura  y  según  lo  que  en  ella  se 
eontiene: 

Al  sabido  y  constante  principio  da  la  legislación  foral  Ocmáumestchar" 
te,  doctrina  legal  sancionada  en  dicha  observancia  16;  en  la  24  de  proba» 
tionibus  faciendis  cum  eharta,  y  en  la  1."  de  Egno  ímlneratOj  y  ademée 
admitida  sin  escepcion  alguna  como  jurisprudencia  corriente  en  aquel  Tri- 
banal  superior: 

A  la  notoria  regla  de  interpretación  consignada  en  los  Códigos  romanes, 
y  admitida  también  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales,  según  la  cual, 
«cualesquiera  que  sean  los  términos  de  tos  contratos,  no  se  estenderán  á 
mas  cosas  que  las  que  quisieron  los  contratantes,  cuya  voluntad  ha  de  cons- 
tar necesariamente  por  su  espresion:» 

Al  principio  ó  doctrina  de  que  «cuando  la  ley  ó  el  fuero  no  distinguen, 
DO  se  debe  distinguir;))  principio  consignado  además  en  las  observancias  7/ 
j  18  de  donatianibus,  baje  cuya  concepto  han  quedado  infringidas: 
Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Pablo  Jiménez  de  Pelado: 
TOMO  vu*  S8 
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Considerando  que  el  único  objeto  qae  el  Conde  de  Robres  y  los  pueblos 
de  la  rivera  de  Saogarren  se  propusieron  al  someterse  al  lando  arbitral  de 
3  de  diciembre  de  1482,  fué  transigir  los  pleitos  y  diferencias  que  en  ellos 
mediaban  con  motiYO  del  derecho  que  los  últimos  pretendían  tener  á  re- 
construir el  antiguo  azud  por  donde  en  otro  tiempo  recogían  y  conduelan  á 
sus  campos  las  aguas  del  no  Flumen: 

Considerando  que  la  concesión  de  una  muela  de  agua  que  por  virtud  de 
dicbo  laudo  se  hizo  á  los  pueblos,  no  fué  una  gracia  espontánea  por  parte 
del  Conde,  sino  la  compensación  de  aquel  derecho,  que  todavía  se  les  re- 
servó para  el  caso  de  que  el  Conde  d^ase  de  cumplirles  lo  prometido: 

Considerando  aue  la  concordia  que  entre  las  mismas  partes  se  celebré 
en  15  de  octubre  de  1827,  motivada  por  los  abusos  que  se  cometían  por  ios 
regentes  del  Conde  de  Sangarren  y  los  pueblds  de  la  ribera,  se  limitó  preci- 
samente á  evitar  dichos  abusos  y  arreglar  la  manera  en  que  debía  hacerse  la 
limpia  de  la  acéaula  por  donde  discurrían  las  aguas,  sin  que  en  la  escritura 
se  tratase  y  estableciera  cosa  alguna  que  pudiese  afectar  á  los  derechos 
consignados  en  el  laudo  de  1482 : 

Considerando  que  en  ninguno  de  ambos  documentos  i  se  limitó  i  los 
pueblos  de  hi  ribera,  el  uso  y  aprovechamiento  que  de  la  muela  de  agua  que 
les  estaba  concedida  pudieron  hacer,  por  mas  que  eu  ellos  figure  el  riego  de 
los  campos  como  objeto  principal  á  que  las  aguas  se  destinaban: 

Considerando  que  es  un  hecho  de  todos  reconocido  que  además  del  mo* 
lino  levantado  por  D.  Cosme  Rufas  en  la  parte  mas  baja  de  la  ribera  se  ha- 
bia  ya  construido  otro  á  mayor  altura,  sin  que  conste  que  á  ello  se  opusie» 
ron  ni  el  Conde  ni  los  vecinos  de  Sagarren: 

Y  considerando  que  por  los  hechos  y  razones  espuestas,  no  se  ha  infrin* 
gido  la  ley  del  contrato,  ni  el  principio  de  la  legislación  aragonesa  itandum 
est  charla  ni  las  demás  observancias  que  conspiran  al  mismo  fin  y  sirven 
de  fundamento  al  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  á  él  con  las 
costas,  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  Zaragoza  con  la  certifica- 
ción correspondiente.  • 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inserta- 
rá en  la  Coleceion  UgislaHvüf  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — Ramón  López  Vázquez.— Sebas- 
tian González  Nandio. — ^Gabriel  Ceruelo  de  Velaseo.— Pedro ¿omez  deHer- 
mosa.—JPablo  Jiménez  de  Palacio. — Laureano  Rojo  de  Norzagaray. — Ven- 
tura de  Golsa  y  Pando. 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Ilustrí- 
simo  Sr.  D.  Pablo  Jiménez  de  Palacio,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de 
Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  primera  el  día 
de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  de  S.  M.  y  su  Escribano  de  Cá- 
mara. 

Madrid  17  de  junio  de  1862.— Dionisio  Antonio  de  Puga.— (éi^aoeto  de 
9  de  julio  de  1862.) 


18S. 


Apelaeloia  por  denegatoria  del  reeurso  de  ea-« 
saeion  (28  de  junio  de  1862.). — Devolución  de  uhas  tierras  — 
Se  confirma  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo,  la  provi- 
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dencia  apelada  de  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  de- 
negatoria del  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Fernando  Or- 
tega 7  consortes,  en  pleito  con  Dona  Haría  de  la  Concepción  de  la 
Sierra^  y  se  resuelve: 

Que  el  recurso  de  casación  no  se  dá  mas  que  contra  sentencias, 
definitivas  que  hagan  imposible  la  continuación  del  juicio. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  28  de  junio  de  4862,  eñ  los  autos  pen-* 
dientes  ante  Nos  en  virtud  de  provideucia  denegatoria  de  la  admisión  ázl 
recurso  dé  casación,  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  dis* 
trito  de  Santiago  de  Jerez  de  la  Frontera  y  en  la  Sala  príoiera  de  la  Real 
Audiencia  de  Sevilla  por  Doña  María  de  la  Concepción  de  la  Sierra  con  den 
Femando  Ortega  y  consorlea  sobre  devolución  de  unas  tierras: 

Resultando  que  pronunciada  sentencia  por  la  Sala  primera  de  la  Au- 
diencia de  Sefilla  en  i  5  de  junio  de  i 861,  por  la  que  conflrmando  la  del 
Jaez  de  primera  instancia  condenó  á  D.  Femando  Ortega  y  otros  á  la  devo- 
lución de  unas  tierras,  Interpusieron  estos  recurso  de  casación,  que  les  fué 
admitido  en  providencia  de  42  de  julio,  mandándose  que  prestaran  la  cau- 
ción prevenida  por  la  ley  en  atención  á  defenderse  en  caliaad  de  pobres: 

Resultando  que  acusada  la  rebeldía  por  Doña  Concepción  Sierra  en  3  de 
agosto  siguiente  por  haber  trascurrido  el  término  señalado  por  la  ley  para 
prestar  la  caución  que  corría  durante  las  vacaciones,  en  providencia  de  6 
del  mismo  se  tuvo  por  acusada  y  se  declaró  desierto  el  recurso: 

Resultando  que  en  el  8  presentaron  los  recurrentes  la  escritura  de  cau- 
ción, y  en  el  10  un  escrito,  en  que  manifestando  que  no  podían  menos  de 
interponer  apelación,  pero  que  no  tenían  letrado  que  les  defendiera  por  ha- 
lierse  negado  á  verificarlo  el  que  voluntariamente  lo  bacía,  soiicilaron  que 
ae  tuviese  presente  la  interposición  del  recurso  anunciado,  no  obstante  las 
vacaciones,  y  se  mandase  que  con  suspensión  de  todo  término,  si  se  esti-. 
maba  <]ue  este  corría  legalmente  se  les  nombrase  Abogado  de  oficio  á  fin  do 
instruir  el  securso  con  dirección  del  mismo: 

Resultando  que  negadas  ambas  pretensiones  en  providencia  de  K  de  se- 
tiembre mandándose  devolver  la  escritura  de  caución,  en  el  4  i  interpusie- 
ron recurso  de  casación  de  aquella  y  de  la  de  O  de  agosto,  y  además  centra 
esta  el  de  apelación,  que  asimismo  les  fueron  negados  en  auto  de  48  del 
citado  mes  del  qué  también  apelaron  fuera  de  tiempo,  y  por  lo  cual  les  fué 
negada  la  apelación: 

Resultando  que  en  8  del  siguiente  mes  de  octubre  los  citados  Fernando 
Ortega  v  consortes  pretendieron  que  se  declarase  nula  la  solicitud,  acusan- 
do la  rebeldía  presentada  por  la  demandante  en  -el  mes  de  agosto  anterior 
mientras  corrían  las  vacaciones,  formulando  artículo  previo  para  que  se 
sustanciase  como  incidente  del  juicio  con  arreglo  á  la  ley: 

Resultando  que  negada  esta  pretensión  y  la  súplica  que  contra  ella  de- 
dojeron  inter|)usieron  recurso  de  casación  con  arreglo  al  art.  4042  de  la  ley^ 
de  Enjuiciamiento;  y  que  negada  su  admisión,  produjo  esta  negativa  la 
presente  apelación: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Ventura  de  Golsa  y  Pando  u 

Considerando  que  la  providencia  de  11  de  diciembre  de  4864,  dictada 
en  estos  autos  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  que  dio  mo- 
tivo al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Fernando  Ortega  y  litis  so- 
cios, e!  cual  no  fué  admitido  por  dicha  Sala,  dando  con  ello  lugar  á  la  ape- 
lación de  que  se  trata,  no  es  de  las  designadas  en  los  artículos  4010  y  4011 
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áñ  la  ley  da  EDJuiciamieDto  ci?il  por  haber  recaído  eo  os'iDOideBte  | 
▼ido  por  los  apelantes  para  que  se  declarase  outa  y  de  niiiffuo  efeclola  so- 
licitud  en  .que  la  parte  apelada  les  acosaba  la  rebeldía  en  el  mes  de  igpsto 
anterior; 

Fallamos  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  con  las  costas  la  pío- 
Tidencia  apelada,  devolviéndose  los  aotos  con  la  certificación  oorrespoa- 
diente. 

Asi  por  esta  nnestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  dentro  de 
los  cinco  días  siouientes  á  su  fecha  y  á  su  tiempo  en  la  Coiecdon  UgM^ 
oa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias»  lo  pronunciamos,  majidasMi 

3  firmamos. — Ramón  Lopes    Vazqoez.-^ebastian  Gonzalos   Nandin.— 
oaqiüú  de  Palma  y  Yinuesa. — ^Pedro  Gómez  de  Hermosa.— VenUva  de 
€olsa  y  Pando. 

Pubiicacion.*-Leida  y  publicada  fué  la  precedente  senteocia  por  el  Es* 
celentlsimo  ó  limo  Sr.  D.  Ramón  López  Vázquez,  Presidente  de  la  Salí 
primera  del  Supremo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública 
la  misma  Sala  en  el  dia  de  hoy,  deque  yo  el  Escribano  de  Cámara  car-, 
tífico. 

Madrid  28  de  junio  de  i8e2.— Juan  de  Dios  Rubio.-KGaceki  de  7  di 
julio  de  1862.) 


1S4. 


Reeopso  de  eaMMion  (28  de  junio  ie  1808.).^Ricu» 

MAGioN  BK  BiBNBs. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tríbn&al 
Supremo  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpaesto  por  Dona 
María  Josefa  Gorrita  y  sus  hijos  contra  la  sentencia  pronuncia^ 

Íor  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Burgos,  en  pleito  con  Dona 
rancisca  de  las  Barcenas  y  sus  hijos,  y  se  resuelve: 

I."" .  Que  la  ley  5.*,  lü.  21  del  Fuero  de  Vizcaya  dispone  queta^ 
tador  algunOj  que  tenga  descendientes  ó  ascendientes^  pueda  ma* 
dar  d  estraños  mas  que  la  quinta  parte  de  sus  bienes  rakes: 

S."*  Que  la  18,  tit,  20  del  mismo  fuero  proMbe  las  donaeimies  y 
otras  mandas  de  bienes  raices  á  favor  de  estraños^  existiendo  éeS' 
cendientes,  ascendiehtes  ó  parientes  dentro  del  cuarto  grado: 

3.®  Que  para  que  pudiera  sostenerse  legalmente  que  losparienr 
tes  en  cuarto  y  quinto  grado  entran  en  la  calificación  de  esfrofSos» 
y  están,  por  tal  concepto,  incapacitados  vara  suceder  por  testa- 
mentó,  en  ciertos  bienes,  seria  indispensable  el  testo  claro  y  espli' 
4nto  de  una  ieyqueasllo  declarase: 

4.""  Que  ningwia  de  las  leyes  del  fítero  de  Vizcaya  hace  seae- 
gante  declaración,  y  quédela  disposición  de  la  18,  tU.  20,  ripia 
deduce  lógica  y  rifjorosamente  la  absoluta  esdusion  de  los  parien- 
tes  en  grado  ultertor  al  cuarto,  ni  su  tncltiston  entre  los  eArañoSt 
sino  únicamente  (pie  á  falla  de  las  tres  clases  que  designa,  y  cuanr 
do  solo  aquellos  existanf  puedan  suceder  al  testador  las  personas 
estraños: 
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S.*    Que  por  meras  deiueeumeSf  especialmente  en  materias  mas . 
restringmes  de  suyo  que  ampliables,  no  es  líáto  limitar  la  facultad 
'  del  hombre  en  uno  de  los  actos  de  mas  importancia  y  trascenden- 
cia^ cual  es  el  de  la  testamentiñcadon; 

76.""  guelaley  6/,  tU.  13,  Partida  6/,  en  consonancia  con  la 
moderna  íegiüatíon,  estiende  hasta  el  décimo  grado  la  calificacioa 
de  parientes  en  oposición  á  estraños. 

Rn  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  28  de  janio  de  i86S:  en  loe  autoe  peiw 
dientee  ante  Nos  por  recurso  de  casadoni  seguidos  en  el  Jozgado^  de  pri- 
mera instanda  de  Balmaseda  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Real  Audiencia  de^ 
QúrffoSy  por  Doña  Fraocisoa  de  las  Barcenas,  viuda,  y  por  sus  hiios  Don» 
María,  Doña  Antonia,  Dona  Juana  y  D.  Juan  Ortiz,  con  Doña  María  Josefa 
Gorrita,  también  viuda,  y  sus  hijos  D.  José,  D.  Martin,  Doña  Ijiureana  y 
Doña  AaiMlma  Hernández,  sobre  reclamación  de  bienes: 

Resultando  que  D,  Martin  de  los  Heros,  dueño  por  titulo  de  compra 
de  ona  ssve  de  castañiza,  sita  en  el  concejo  de  Zalla,  otorgó  testamento  en 
eeta  corte  en  24  de  marzo  de  i854,  en  el  que  nombró  por  sus  herederos 
universales  á  Doña  María  Josefa  Gorrita,  su  pariente  en  sétimo  grado  civil 
por  la  línea  paterna,  y  á  sus  bijosé  bijas: 

Resultando  que  fallecido  D.  Martin  en  el  año  de  i 859 ,  Doña  Francisca 
de  las  Barcenas,  prima  carnal  del  citado  testador,  por  la  línea  materna,  y 
sus  citados  hijos,  entablaron  demanda  en  49  de  mavo  de  1860,  en  la  que 
llegando,  que  con  arreglo  á  las  leyes  ferales  eran  herederos  forzosos  ex- 
testamento  y  abintestato,  á  falta  de  descendientes  y  ascendientes,  los  pa- 
rientes tronqueros  del  difunto,  dentro  del  cuarto  grado  cifil,  en  el  cual  se 
hallaban,  y  que  por  lo  tanto  la  institución  hecha  en  el  citado-  testamento 
no  podía  tener  eficacia  en  cuanto  pudiera  referirse  á  los  bienes  que  el  tes- 
tador habia  adquirido  en  el  Gonoejo  de  Zalla,  pidieron  se  declarase  ñola 
en  dicho  estremo,  y  se  condenase  á  Doña  María  Josefa  Gorrita  y  á  sus  hi- 
jos, á  dejar  los  referidos  bienes  á  disposición  de  los  demandantes: 

Resultando  que  los  demandados  Impugnaren  la  demanda,  fundados  en 
que  la  ley  del  fuero  solo  prohibía  donar  ó  trasmitir  bienes  raíces  á  estrenos, 
y  qne  ellos  eran  parientes  del  testador: 

Resultando  que,  dictada  sentencia  por  el  Juez  de  primera  instancia» 
qne  ^confirmó  la  Sala  segunda  de  la  Real  Audiencia  de  Burgos,  en  18  de 
nidembre  de  4880,  declarando  nula  la  citada  institución  de  heredero,  en 
cuanto  á  los  bienes  demandados,  y  que  estos  correspondían  á  toe  deman- 
dantes, con  los  frutos  desdóla  muerte  del  testador,  interpusieron  Doña 
María  Josefa  Gorrita  y  sus  hijos  reearoo  de  casación  citando  como  infirin* 
gidas  las  leyes  6/,  tít.  24;  43,  tít.  7.*,  y  3.*  tít.  36  del  Fuero  de  Viz- 
caya; la  6.%  tít.  43  de  la  Partida  6.*,  y  el  Real  decreto  de  40  de  mayo 
de  4835: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Sebastian  González  Nandin: 

Considerando  que  la  ley  5.*,  tít.  21  del  Fuero  de  Vizcaya,  citada  en  el 
recurso,  dispone  que  testador  algunOy  que  tenga  descendientes  ó  ascen^ 
diéniesj  pueda  ma$hdar  á  esiraños  mas  de  la  quinta  parte  de  sus  bienes 


Considerando  que  la  48,  tít.  20,  en  la  que  se  fundó  la  demanda,  y  cen 
tilfegio  I  la  cual  se  ha  dictado  la  eiecutoria,  prohibe  ¡as  dotiaewnesy  otras 
maaidas  de  bienes  raices  á  favor  ie  estraños ,  existiendo  deseenaientes, 
i  ó  parientes  dentro  del  cuarto  grado: 
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Considerando  qae  la  cuesüoo»  objeto  dal'  presente  recurso,  Terst,  en 
t;onsecuencia  de  las  dos  anierioreá  le)ei  sobrtí  $i  han  de  iiepatarse  oooio 
estraños  para  suceder  en  ios  bienes  raíces,  llamados  troncalet  en  Vixcaya,  . 
los  parientes  del  tostador,  en  grade  ulterior  al  cuarto: 

Considerando  que  es  un  hecho  reconocido  en  autos  que  los  recurrentes 
Instituidos  herederos  de  los  bienes  de  que  se  trata,  eran  parientes  del  tes- 
tador en  cuarto  y  quinto  grado,  según  la  computación  canónica  y  el  féli* 
mo  y  octavo  según  la  civil: 

Considerando  que  para  que  pudiera  legalmente  sostenerse  que  loe  pa- 
rientes en  dichos  grados  entran  en  la  calificación  de  esiraoos,  ]r  estáo,  en 
tal  concepto,  incapacitados  para  suceder,  por  testamento,  en  dertos  Úe- 
•nes ,  seria  indispensable  el  testo  claro  y  esplícUo  de  ana  ley^que  zú  lo  de- 
•clarase:  • 

Considerando  que  ninguna  de  las  del  Fuero  hace  semejante  declaradon, 
y  que  la  18,  tít.  20,  ya  espuesta,  que  es  en  la  que  los  demandantes  funda- 
ron su  acción,  solo  dispone  que,  existiendo  descendientes,  ascendientes  ó 
parientes  dentro  del  cuarto  grado,  no  puedan  donarse  ni  trasmitirse  ble» 
nes  raices  á  estraiíos;  disposición  de  la  que  no  se  deduce  rigurosa  y  lógi- 
camente, como  se  ha  pretendido,  la  absoluta  esclueion  de  los  parientes  ea 
grado  ulterior  ai  cuarto,  ni  su  inclusión  entre  los  estraños,  sino  únicamea- 
te  que  á  falta  de  las  tres  clases  de  parientes  que  designa,  y  cuando  solo 
aquellos  existan,  puedan  las  personas  estrenas  al  testador,  sacederle: 

Considerando  que  por  meras  inferencias  6  deducdones,  especialmeote 
«n  materias  mas  restriogibles  de  suyo  que  ampiiahles,  no  es  licito  limi* 
tar  la  facultad  del  hombre  en  uno  de  los  actos  de  mas  importancia  y  tras- 
cendencia, cual  es  el  de  la  testamentificacion: 

Considerando,  aun  en  el  supuesto  de  qoe  fuese  dudoso  el  punto  ea 
cuestión,  que  en  tal  caso,  con  arreglo  á  la  ley  3.",  tft.  36  del  Fuero»  ha  de 
acudirse  á  las  generales  del  reino,  y  que  la  6.%  tit.  13,  Partida  6/,  ea 
consonancia  con  la  moderna  legislación,  ley  que  ha  sido  también  citada  en 
el  recurso,  estiende  hasta  el  décimo  grado  la  calificación  de  parieatea»  «n 
oposición  á  estrañoe: 

Considerando  por  tanto  que  la  sentencia  ha  infringido  las  dispoeicíiMies 
legales,  en  tal  concepto  invocadas; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lagar  al  recurso,  y 
en  sn  virtud  casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  18  de  diciembre  de 
4860  pronunció  la  Sala  segunda  de  la  Real  Audiencia  de  Bárgos»  devol- 
'riéndose  á  los  recurrentes  el  depósito  qoe  constituyeron  para  la  resaiaiea 
de  los  antos. 

Asi  por  esta -nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inser- 
tará en  la  Colección  legUhUva,  pasándose  ai  efecto  las  copias  necesarias, 
lo  pronundamos,  mandamos  y  firmamos.— Ramón  López  Vaxques. — ^Se- 
l)astian  González  Nandin.*- Antera  de  Echarri. —Gabriel  Gemelo  de  Ve- 
lasco. — Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa.— Pedro  Gcmiez  de  Hermosa. — Pablo 
Jiménez  de  Pelado. 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
fizcmo.  é  limo.  Sr.  D.  Ramón  López  Vázquez,  Presidente  de  la  ^l«  pri- 
mera del  Supremo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audienda  pública  la 
misma  Sala  en  el  dia  de  hoy,  de  que  yó  el  Escribano  de  Cámara  cer- 
tifico. 

Madrid  28  de  junio  de  1862.— Juan  de  Dios  Rubio.— (Goeeto  de  S  de 
julio  de  1862.). 
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Reeiipso  de  easaelon  (28  de  junio  de  1862.)**ELrMiiiA- 

€ION  DE  CIERTAS  PARTIDAS  DE  UI7  INVENTARIO  DE  BIENES. — Se  declara 

por  la  Sala  primera  del  Tribanal  Supremo  no  hater  lugar  al  recur- 
so de  casación  interpuesto  por  Dona  Josefa  Ramona  Zalduondo 
<xmtra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  tercera  de  la  Audien- 
cia de  Burgos^  en  pleito  eon  Dona  Francisca  de  Zubiaga,  y  se  re- 
suelve: 

i.®  Que  para  determinar  lae  cantidades  (¡ue  deben  abonarse  á 
una  viuda  por  razan  de  alimentos  y  gastos  de  educación  de  sus  Aí- 
jos^es  indispensable  determinar  la  época  del  fallecimiento  del  ma- 
rido^ puesto  que  son  distintos  los  derechos  de  la  viuda  antes  de 
ocurrir  dicho  suceso  de  los  que  después  de  él  pudieran  correspon- 
derla: 

iJ"  Que  la  sentenáa  que  es  congruente  eon  lo  pedido  no  puede 
decirse  que  infringe  la  ley  16,  tU.  S,  Part.  3.*; 

T  3.^  que  no  pueden  ser  fundamento  de  casadony  ni  considerar* 
u  infringidas  leyes  que  no  son  aplicables  al  punto-  objeto  del  litipo. 

Bn  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  28  de  juoio  de  1862.  en  los  autos  pen» 
dientes  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación,  spgaidos  en  e(  Juzgado 
de  primera  insta  ocia  de  Bilbao,  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Real  Audiencia  de 
Burgos  por  DoQa  Josefa  Ramona  Zalduaodo  con  Doña  Francisca  de  Zubiaga, 
sobre  eliminación  de  ciertas  partidas  del  inventario  de  bienes  presentado 
por  esta: 

Resultando  que  en  las  capitulaciones  otorgadas  en  25  de  setiembre 
de  i833  para  el  matrimonio  de  D.  Joan  Bautista  Zalduondo  con  Dona  Fran- 
cisca Zabiaga,  estipularon  estos,  para  el  caso  de  no  tener  hijos,  ó  teniéndo- 
los murieran  sin  testar,  la  reTersion  de  los  bienes  con  que  los  dotaban  sus 
padres,  al  respectif  o  tronco,  con  la  mitad  de  los  gananciales: 

Resultando  que  babienao  naufragodo,  según  se  cree,  D.  Juan  Bautista 
Zalduondo  con  toda  la  tripukicion  del  buque  en  que  venia  de  la  Habana  á 
Santander,  se  celebraron  exequias  en  sufragio  de  su  alma  el  dia  4  de  no- 
viembre de  4840,  continuando  su  viuda  ó  hijos  menores  D.  Juan  y  Doña 
Isabel  en  compañia  de  su  abuelo  y  padre  respectivo  D.  José  de  Zobiaga,  con 
el  qae  vivían  desde  1837: 

Resultando  que  por  muerte  de  dichos  menores  en  15  de  agosto  y  6 
de  octubre  de  1850,  á  las  edades  de  i9  y  23  años,  pidieron  en  24  de  no- 
viembre del  mismo  año  sus  tias  paternas  Doña  Juana  y  Doña  María  Manue- 
la Zalduondo  que  la  viuda  de  su  hermano  Doña  Francisca  de  Zobiaga  hicie- 
se hiTentarlo  de  los  bienes  que  resultasen  por  la  disolución  de  su  matrimo- 
nio Gon  D.  Juan: 

Resultando  que  estimada  esta  solicitud  por  el  Juez  de  primera  instan- 
cia de  Bilbao,  presentó  la  viuda  Zubiagael  inventarío  en  que  consignó  como 
deuda  contra  la  testamentaria  de  su  marido  la  cantidad  de  228,017,  reales 
que  importaban  las  partidas  que  especificó  por  sus  alimentos,  los  do  sus 
hijos  y  de  la  sirvienta  que  hablan  tenido,  como  también  por  la  primera  eda- 
cadon  de  estos,  su  calcado,  ▼estido  y  asistencia  facultativa  hasta  su  falle- 
cimiento: 
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Resaltando  gue  habiéndose  opuesto  Dona  Josefa  Ramona  Zaldaondoi  la 
aprobaeion  de  dichas  partidas,  pidiendo  su  eliminación  del  inventario,  se 
formó  sobre  ello  piesa  separada,  en  la  que  formalizando  su  opostcioo  lle- 
gó que  era  eoslaaibre  corriente,  fundada  en  la  lev,  la  de  señalar  á  los  toto- 
ras y  caradores,  único  carácter  que  debia  considerarse  á  Doua  Francisca, 
loa  frutos  de  los  bienes  por  alimentos  y  educación  de  los  menores,  y  por  lo 
mismo,  si  no  se  habia  cumplido  con  eso  ni  con  lo  dispuesto  por  la  ley  i.*, 
titulo  22  del  Fuero,  culpa  era  de  aquella  que  no  hito  á  su  tiempo  el  cor- 
respondiente inventarío:  qae  aun  cuando  pudiera  pasarse  por  dichas  piiti* 
das,  no  serian  admisibles  por  no  justificarse,  pues  la  que  se  decia  invertida 
en  la  manutención,  educación,  vestido  y  calzado  de  los  menores,  ere  sn- 
gwadisima,  porque  casi  sieoipre  vivieron  en  Manguia,  y  la  que  se  sopenia 
gastada  desde  1837  por  D.  Juan  Cruz  de  Zubiaga  en  los  alimeotos  ae  so 
hermana  Do&a  Francisca,  como  la  mayor  parte  correspondian  al  tiempo 
que  estuvo  casada  con  D.  Juan  Bautista  Zalduondo,  y  este  falleció  en  1840, 
era  evidente  que  desde  aqueUa  fecha  fueron  de  cargo  de  la  misma: 

Resultando  que  Doña  Francisca  de  Zubiaga  solicitó  se  desestimase  la 
oposición  de  Dona  Josefa,  y  se  aprobase  el  inventario  y  tasación  de  Mesas 
que  tenia  presentado,  esponíendo  eo  su  apovo,  que  como  ni  k  ley  citada, 
ni  la  legislación  general  conceden  á  la  viada  el  usufructo  de  los  bienes  de 
sus  hijos,  tiene  obligación  de  dar  cuenta  de  lo  percibido  y  gaalado  para  en- 
tregar el  sobrante  al  heredero:  por  consiguiente  no  podía  negarse  que  los 
alimentos  y  educación  de  los  menores  eran  un  crédito  contra  la  testamen- 
•Hnrla  de  su  padre  por  no  haber  alcanzado  los  frutos  á  sufragarlos:  que  res- 
pecto á  los  suyos,  le  fueron  sunúnistradoa  eo  vida  de  su  marido,  que  tenia 
obligación  de  dárselos  y  no  se  los  dio,  por  lo  que  debia  ser  de  cuenta  de  sos 
bienes  el  abono  de  ellos;  y  que  aun  cuando  no  fuese  totora  y  curadora  de 
sus  hijos,  como  madre  se  hallaba  asistida  del  derecho  de  ceembeisatse  de 
los  anticipos  hechos  en  beneficio  de  los  mismos: 

Resaltando  que  practicadas  las  pruebas  «le  las  partes  articularon,*dic- 
tó  sentencia  el  Juez  en  ti  de  noviembre  oe  1859,  que  modificó  la  Saia 
tercera  de  la  Audiencia.de Burgos  por  la  que. pronunció  en  5  de  dioiembre 
de  1860,  declarando  de  abono  á  Doña  Francisca  de  Zubiaga: 

1.®  Por  sus  alimentos,  los  de  sus  hijos  D.  Juan  y  Doña  Josefa  Zaldaon- 
do  y  sirvienta,  desde  el  mes  de  abril  de  1837  en  que  los  mismos  pasaron  i 
la  casa  y  compañía  de  D.  José  de  Zubiaga  haata  el  4  de  noviembre  do  1840, 
la  cantidad  de  30  rs.  por  dia.  tomándose  en  oaenta  para  su  pago  la  mitad 
del  producto  liquido  que  en  dicho  período  hubiesen  rendido  los  bienes  que 
D.  Juan  Bautista  llevó  á  su  matrimonio  con  la  Doña  Francisca  y  el  pro- 
ducto total  líquido  de  los  restantes  de  la  sociedad  conyugal. 

2.®  Por  los  espresados  alimentos  desde  4  de  noviembre  de  1840  hasta 
igual  fecha  de  18501a  misma  cantidad  de  30  rs.  diarios,  dedueíóndose  eo 
pago  de  ellos  hasta  el  3  de  enero  de  1840,  en  que  folleció  su  soegro  D.  José 
Ramón  Zaldoondo,  la  mitad  del  prodocto  liquido  de  los  bienes  que  el  hijo 
de  este  D.  Juan  Bautista  aportó  á  su  matrimonio,  y  el  total  prodocto  li- 
quido que  desde  la  espresada  fecha  hubiesen  rendido  los  mismos  iHenes  y 
les  demás  de  la  sociedad  ceoyogal  hasta  4  de  noviembre  de  1850: 

Y  3.*^  Por  los  alimentos  y  educación  de  sus  citados  hijos  desde  4  de 
noviembre  de  1850  hasta  el  6  de  octubre  de  1856  en^ue  falleció  el  último, 
ó  sea  D.  Juan  de  Zalduondo,  los  frutos  que  los  bienes  de  los  mísmes  hubie- 
een  producido  en  dicho  periodo,  en  el  que  se  compensaban  frutos  por  ali« 
montos,  coa  reserva  á  las  partes  del  derecho  <ie  que  se  creyesen  asietídss 
con  respecto  á  los  frutos  producidos  por  los  espresados  bienes  desde  «6  de 
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octubre  da  i856  en  adelante)  mandando  que  ¿e  elimfnagen  del  invenurio 
de  bienes  formado  por  fallecimieplo  de  D.  Joan  Bautista  Zalduondo  las  par- 
tidas compulsadas  ¿  los  folios  2  y  ii  de  e»ta  pieaa,  importante  228,017  r3., 
snbrof^ándose  estas  con  lo  que  resultase  en  la  liquidación  de  las  que  se  de- 
claraban de  abono  á  Diña  Francisca  de  Zubiaga  por  razón  de  alimentos  en 
los  perfodoi  espresador. 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  Dofia  Josefa  Ramona  de  Zat<- 
duonéo  en  el  presente  recurso  de  casación  por  conceptuar  infringidas  la 
ley  i6,  tft.  %i,  Partida  3.*«  toda  ves  uup  siendo  un  hecbo  reconocido  en 
autos  el  haber  fallecido  D.  Juan  Bautista  Zalduondo  en  él  naufragio  de)  bu« 
que  que  mandaba,  y  haberle  heclio  su  viuda  los  funerales  en^4  de  noviem- 
bre de  d840,  no  han  debido  asignársele  30  rs.  diarios  por  Ion  10  aSos  pos- 
reríores  ¿  aquella  fecha;  la  ley  H » til.  i  .^,  libro  10  de  la  Novl-iima  Recopi* 
ladony  pues  aun  suponiendo  existente  la  sociedad  por  dichos  10  años,  no 
pudo  en  este  caso  la  Doña  Francii^ca  celebrar  ningún  contrato  ni  cuasi 
contrato  sin  licencia  de  su  marido,  y  debió,  con  arreglo  á  la  ley  15  del 
mismo  titulo  y  libro,  acudir  al  Juez  si  los  productos  de  los  bienes  de  la  so- 
ciedad no  alcanzaban  i  cubrir  los  gastos  para  que  la  autorizare  para  ello,  y 
la  ley  i.",  tit.  22  del  Fuero  de  Vizcaya,  pues  previniendo  terminantemente 
que  la  madre  no  goce  ni  lleve  el  usufructo  de  los  bienes  de  ^us  hijas,  ni  sea 
Unuda  de  alimentarlos  si  no  quisiese  ,  no  ba  debido  concedérsela  en  todo 
caso  mas  que  frutos  por  alimentos,  conforme  á  la  práctica  y  costumbre  del 
país,  infracciones  á  las  cuales  se  han  añadido  en  este  Supremo  Tribunal  las 
de  las  lejfes  2/  y  14,  Üt.  14,  Partida  3.'  y  la  de  la  15,  tit.  1.*,  libro  10  de 
la  Novi;sima  Recopilación,  además  de  la  41  del  mismo  titulo  y  libro  ya 
citada: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Gabriel  Gemelo  de  Velasco: 

Considerando  que  la  cuestión  discutida  en  estos  autos  ha  versado  sobre 
laacantidades  que  Doña  Francisca  Zubiaga  pretende  deber  abonársele  por 
razón  de  alimentos  y  por  Ids  gastos  de  educación  de  sus  hijos,  y  que  para 
resolverla  con  arreglo  á  las  prescripciones  legales  era  indispensable  deter- 
roioar  la  época  del  fallecimiento  de  su  esposo  D.  Juan  Bautista  Zalduondo, 
poeste  que  eran  distintos  los  derechos  de  la  viuda  antes  de  ocurrir  dicho 
suceso  de  los  que  después  de  él  pudieran  correspondería: 

Considerando  que  por  esta  razón  y  por  el  interés  que  en  la  testamenta- 
ria podrán  tener  otras  personas,  no  estaba  obligada  la  Sala  sentenciadora  á 
aceptar  sin  examen  aouel  hecho,  antes  bien,  no  constando  sino  por  f^ma 
pública  y  existiendo  auda  sobre  la  muerte  del  espresado  D.  Juan  Bauti:si» 
Zalduondo,  como  lo  prueba  la  misma  certifieacion  con  que  ha  tratado  d(* 
acreditarse,  en  la  cual  se  espresa  haberse  celebrado  honras  en  sufragio  del 
alma  del  D.  Juan  Bautista,  quien  $e  dioe  falleció  con  toda  la  tripulación 
navegando  desde  la  Habana  á  Santander,  era  necesario  resolver  este  pun- 
to^ como  se  ha  hecho,  conforme  á  lo  une  se  dispone  en  la  ley  14,  tit.  14  de 
la  Partida  3.*,  la  cual  por  lo  tanto  no  na  sido  infringida: 

Considerando  que  no  reputándose  legalmente  muerto  Zalduondo  basta 
10  añoB  despdés  del  4  de  noviembre  de  1840,  en  que  tuvo  lugar  aquel  acto 
religioso,  era  consiguiente  que  continuase  también  durante  dicho  período 
la  sociedad  conyugal,  y  do  puede  por  lo  mismo  decirse  qoe  la  sentencia 
que  partiendo  de  este  dato  ha  declarado  de  abono  la  cantidad  que  ha  esti- 
mado justa,  no  guarde  congruencia  con  lo  pedido  y  que  infrinja  la  ley  16, 
tit.  22  de  dicha  Partida: 

Considerando  que  el  Tribunal  sentenciador,  fundado  en  el  resultado  de 
las  pmeb:is  suministradas  por  las  partes  que  ha  apreciado  pn  uso  de  las  fa*» 
TOMO  vil.  89 
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cuitares  que  ié  competen,  y  sin  desconocer  que  no  incunibift  á  it  recaTreüe 
probarlos  hechos  negados  por  elJa,  ha  abonado á  Doña  Fraocisoa  Zabiaga 
las  cantidades  que  en  su  virtud  ha  creído  arregladas,  teniendo  eo  conside- 
ración el  número  de  personas  que  componian  su  familia,  las  circanstancias 
de  esta  y  su  estado  de  fortuna,  y  qiie|>or  lo  tanto  no  ha  infringido  la  iey 
2.%  til.  14  de  la  Partida  3.": 

Considerando  que  fijada  por  las  razones  espuestas  en  e<  día  4  de  noviem* 
bre  de  1850,  la  fecha  desde  la  que  debía  reputarse  muerto  D.  iuan  Bautista 
Zalduondo,  no  podían  aplicarse  al  tiempo  anterior  á  ella  las  disposiciones 
de  la  ley  t/,  Ut.  22  del  Fuero  de  Vizcaya,  que  se  refiecen  al  eaao  del  faUe- 
cimiento  de  uno  de  los  cónyuges,  la  cual  por  lo  mismo  no  ha  sido  infringi- 
da respecto  i  este  punto;  y  que  habiendo  sido  aplicadas  desde  aquella  fecha, 
que  era  cuando  podían  tener  lugar,  en  los  términos  pretendidos  por  ki  re- 
currente, y  siéndola  por  consiguiente  favorable  en  este  estremo  U  eeatea- 
cía,  no  puede  fundar  eq  él  un  motivo  de  casación: 

Y  considerando  que  no  son  aplicables  á  la  cuestión  del  pleito  que  faa 
versado  sobre  lo  que  debía  abonarse  .1  la  demandada  por  los  conceptos  an- 
tes espresados,  las  leyes  11  y  15,  tít.  1.^,  libro  10  de.  la  Novísima  Recopi- 
lación, que  tratan  de  la  prohibición  de  celebrar  contratos  y  de  presentarse 
enjuicio  la  mujer  sin  obtener  licencia  de  su  marido,  ó  en  ausencia  de  estOy 
la  del  Juez; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recnno 
de  casación  interpuesto  por  Doña  Josefa  Ramona  Zalduondo,  á  la  que  con* 
donamos  en  las  costas,  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  Bái^goe 
con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  interU- 
rá  en  la  Coleecion  UgUlaiiva^  pasándose  al  efecto  las  copias  necesariae^  lo 
pronanciamos,  mandamos  y  firmamos.— Ramón  López  Vazguez  — Sebas- 
tian González  Nandin.— «Gabriel  Gemelo  de  VelasGo.-*-Joaquin  de  Paiaui  y 
Vinuesa. — Pablo  Jiménez  de  Palacio."— Laureano  Rojo  de  Norzagaray. — 
Ventura  de  Golsa  y  Pando. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Ilostrf  • 
eimo  Sr.  D«  Gabriel  Ceruelode  Velasoo,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de 
Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  sa  Sala  primera  el  ám 
de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  de  S.  11.  y  su  Escribano  de 
Cámara. 

Madrid  28  de  junio  de  1862.— Dionisio  Antonio  de  Puga.— (Gaeete  de 
ildejulíodel862.) 


186. 


Recurso  de  easaeien  (30  de  jumo  de  1863.).-^PnBYsii- 

CION  DKL  J0ICIO  NKGCSARIO  0B   TBSTAMBNTARÍA.— Se  declara    pOF  I& 

Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  losar  al  recarso  de 
casación  interpuesto  por  D.  Carlos  González  de  Mello,  contra  la  sen- 
tencia pronunciada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Sevilla, 
en  pleito  con  ios  albaceas  de  su  padre  D.  Pedro  González,  y  se  re- 
suelve: 

1/    Que  el  arL  Wl  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  dvil  exige, 
para  que  tenga  lugar  el  juicio  necesario  úe  testamentaria  ^  que  toa 
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¡íerederós  eiték  mmntes  y  m  haya  quien  tos  represente  legitimar 
mente;  que  sean  menores  é  incapacitadm ,  bien  se  hallen  ause$ik»  é 
presentes,  si  el  testador  no  hubiese  dispueslo  lo  contrario  ^  6  que  se 
solicite  púr  uno  ó  varios  acreedores; 

Y  2.^  que  no  pueden  perjudicar  á  las  personas  con  quienei  no 
se  ha  contado  para  las  diligenfiias  particulares  por  los  albaceas  con- 
tadores,  ninguna  de  las  gestiones  aechas  por  4stos ,  y  que  por  tanto 
4ptedan  á  sabfo  á  diehas  ptfsonas  todos  tos  derechos  que  íes  conce^ 
den  las  leyes.     ^ 

Eq  la  villa  y  cárte  de  Madrid ,  á  30  de  judío  de  4862»  en  los  autos  pen- 
dientes ante  Nos  por  recurso  de  casacioa ,  seguidos  en  el  Juzgado  de  pri- 
fiiera  instancia  del  distrito  de  San  Antonio  de  Cádiz  y  en  Ja  Sala  piriiiiera  de 
4a  Real  Audieneia  de  Sevilla  per  D.  Garlos  González  de  IMlo  con  los  albaeoí^ 
de  su  padre  D.  Pedro  González,  ¿obre  preTencion  del  juicio  necesarky  de 
lestamentarfa: 

Resultando  queD.  Pedro  González  falleció  en  la  ciudad  de  Cádiz  bd§9^, 
testamento ,  en  el  que  dejó  por  herederos  á  los  cuatro  hijos  de  su  primer 
Riatrimonio Doña  Maria  Josefa,  D.  Garlos,  fk^ñ  María  Candelaria  y  Den^ 
Oattasar  González  de  Mello,  y  á  los  sietsí  menores  de  edad  del  segundo  ¿y. 
nombró  albaces  testamentarios ,  cumplidores  y  ejecutores  de  su  última  vo- 
4antzd,  á  su  esposa  Dona  María  del  Carmen  Font  y  á  D.  José  Matia,  dándor** 
4fts  facultad  para  que  ocurrido  su  fallecimiento  se  apoderasen  de  sus  bienes 
y  dispusiesen  de  ellos  para  pagar  y  cumplir  lo  dtspoesto  en  el  testameotp» 
nombrándoles  tenedores,  contadores  y  liquidadores  de  su  caudal,  facul - 
táodoles  para  que  demandasen  y  cobrasen  cuanto  fuese  necesario,  pagando 
sus  deudas,  evacuando  confianzas  na  cumplidas  y  haciendo  cuanto  fu«^e 
necesario  hasta  la  final  conclusión  de  la  testamentaría,  encargo  que  durarla 
iodo  el  tiempo  que  fuese  necesario: 

Resultando  que  practicado  por  los  albaceas  la  liquidación  y  partieton  de 
4os  bienes  y  comunicada  á  los  hijos  de  D.  Pedro  González ,  solicitó  D.  Caro- 
los González  Mello  que,  declarándose  á  primera  providencia  nulos  cuantos 
actos  de  testamentaría  hablan  aquellos  practicado,  se  previniese ei juicio 
necesario  de  testamentaría ,  pretensión  que  fundó  en  que  el  heredero  Don 
Baltasar  se  hallaba  ausente  en  Manila ,  y  otfds  erun  menores  de  edad ,  por 
lo  cual,  y  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  407  y  4i2  de  la  ley  de 
Bojuiciamiento,  había  debido  prevenirse  inmediatamente  aquel  juicio: . 

Resultando  que  los  albaceas  impugnaron  esta  pretensión,  ya  por  las  fa-, 
callades  que  les  habla  concedido  el  testador,  ya  por  exigir  el  primero  de  }o^ 
artículos  citados  que  todos  los  herederos  estuviesen  ausentes  ó  todos  fuesen 
menores  de  edad: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  iastanda  dictó  providencia,  que  con- 
cenfirmó  con  costas  la  Sala  primera  de  la  Aiidiencia  de  Sevilla  en  senteocte 
de  24  de  junio  de  4864,  por  la  que  deckró  sin  lugar  la  nulidad  preteadjkia 
per  D.  Carlos  González  de, Mello,  á  quien  condenó  en  las  costas  del  inci^ 
dente,  mandando  que  se  pusieran  de  manifiesto  los  autos  $n  la  E^cribanfa 
por  término  de  ocho  días  para  que  los  interesados  espusteran  los  agravios 
que  estimaran  procedentes  cdntra  las  operaciones  practicadas  por  loa  al- 
i>aceas: 

Resultando  que  D.  Carlos  González  de  Mello. interpuso  recurso  de  oa- 
sacion  citando  como  infringidos  los  arte.  407,  417,  448, 120, 423, 427,  430, 
446, 447, 478,  493,  495,  496, 498  y  499  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  y  la 
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doctrinii  sentada  en  la  sentencia  de  este  Supremo  Tríbonal  de  43  de  mtrza 
de  4861;  habiendo  además  eitada  én  tiempo  oportuno  dorante  la  sustancia - 
don  del  recurso,  en  el  mismo  concepto  de  infringidas^  las  leyes  i7,  Ut.  1.% 
y  il,  tit.  4.®  de  la  Part.  6.*;  la  ley  recopilada  que  se  encuentra  por  nota 
con  el  núm.  10  en  el  tit.  21»  lib.  10  de  la  Nov.  Recop.;  la  ley  12 ,  Ut.  2.% 
Partida  3.*;  la  doctrina  de  que  cuando  ha?  herederos  forzosos  las  faculta- 
des de  los  albaceas  respecto  á  los  bienes  de  la  herencia  se  deben  limitará' 
cumplir  lo  piadoso»  sean  cuales  fueran  las  cláusulas  testamentarias;  la  doc* 
trina  de  que  los  padres  no  pueden  imponer  condiciones  que  puedao  afectar 
Ja  legítima  de  los  hijos»  ni  privarle."  de  las  prerogati^s  que  les  concede  el 
derecho  para  asegurar  la  integridad  y  estabilidad  de  aqmlla  y  la  doctrina 
apoyada  por  inducción  en  las  leyes  IS,  tit.  13»  Part.  1/;  6.*»  7.*»  10,  ti- 
tulo O.**,  Part.  6.*»  y  otras  de  que  los  acreedores  del  finado  tienen  derecho 
á  intervenir  y  pedir  que  se  proceda  judicial  y  solemnemente  en  todas  las 
operaciones  de  la  testamentaria»  y  que  garanticen  sus  bienes: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Antero  de  Ccharri: 

Considerando  que  el  art.  407  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  exige,  para  que 
tenga  logar  el  juicio  necesario  de  testamentaria,  que  los  herederos  estén 
ausentes  y  no  haya  quien  los  represente  legítimamente;  que  sean  menores 
ó  incapacitados »  bien  se  hallen  ausentes  o  presentes,  si  el  testador  no  hu- 
biere dispuesto  lo  contrarío»  ó  que  se  solicite  por  uno  6  varios  acreedores: 

Considerando  que  el  único  heredero  de  D.  Pedro  González,  que  estaba 
ausente  á  su  fallecimiento,  tuvo  un  representante  en  Cádiz  antes  que  se 
pidiese  por  el  recurrente  la  nulidad  de  las  diligencias  practicadas,  ea  la 
primera  de  las  cuales  intervine  el  mismo  recurrente: 

Considerando  que  el  testador  autorizó  á  sus  albaceas  para  el  desempeña 
de  las  funciones  de  contadores  y  liquidadores  de  la  herencia,  á  pesar  do 
dejar  varios  hijos  menores»  con  lo  oue  sin  duda  quiso  evitar  la  formadon 
del  juicio  necesario  de  testamentarla»  usando  de  la  facultad  que  concede  el 
número  segundo  del  citado  art.  407: 

Considerando  que  cuando  el  recurrente  solicitó  la  formación  del  jatcio 
necesario  de  testamentaría  no  invoeó  el  carácter  de  acreedor  en  ella»  del 
cual  solo  hizo  mérito  al  interponer  el  recurso: 

Considerando  que  no  liabiéndose  seguido  el  juicio  Tolontario  de  testal- 
mentaría  para  la  liquidación  de  la  de  ü.  Pedro  González»  no  se  ¡avocan 
oportunamente  los  arts.  417»  418,  423,427,  430»  446»  447»  478,  493  y 
496  que  se  refieren  á  aquel  juicio: 

Considerando  que  no  pudiendo  perjudicar  á  las  personas  con  quienes  do 
se  ha  contado  para  las  diligencias  practicadas  por  los  albaceas  contadorea 
ninguna  de  sus  gestiones,  es  indudable  que  quedan  á  salvo  todos  los  dere- 
chos que  les  conceden  las  leyes,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  495  de  la  de 
Enjuiciamiento: 

Considerando  que  no  se  invocan  con  oportunidad  las  leyes  12 ,  tit.  2.* 
de  la  Partida  3.';  17,  tit.  !.•;  11,  tit,  4.";  1.%  5.%  7.%  y  10,  tít  6.»;  15, 
titulo  13  de  la  Partida  6.'»  ni  la  que  se  halla  por  nota  con  el  núm.  10  en  el 
tit.  21,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  porque  además  de  hallarse 
algunas  de  ellas  modificadas  por  la  de  Bojuiciamiento  y  otras  disposicio- 
nes, cualquiera  aue  sea  Ja  forma  y  trámites  seguidos  por  los  albaceas  li- 
quidadores de  la  herencia  de  D.  Pedro  González»  no  pueden  menoscabar  ni 
perjudicar  en  lo  mas  mínimo  los  derechos  del  recurrente  ni  de  los  herede- 
ros» tanto  en  este  concepto  como  en  el  de  acreedores  en  la  testamentanen* 
tana,  si  realmente  Ijss  corresponde,  y  lo  mismo  para  procurar  que  se  asegu- 
re el  caudal  hereditario  como  para  reclamar  contra  cualquiera  omisión  6 
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>I»erjuiclo  qae  se  haya  causado  en  el  ioveatario  y  avaláo  de  los  bienes,  paes 
siempre  tienen  espedltas  las  acciones  qi^e  con  este  objeto  las  leyes  les 
otorgan; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lo^ar  al  recarso 
de  casación  interpae^to  por  D.  Carlos  González  de  Mello,  á  quien  condena- 
mos en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  depositada,  qae  se  distrí-^ 
linirá  con  arreglo  i  la  ley,  devolviéndose  los  antes  a  la  Audiencia  de  Sevilla 
con  la  correspondiente  certíOcacion. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  qae  se  publicará  en  la  Gaceta  é  insertará 
-«n  la  CoUceion  legislativa^  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo  pro- 
nunciamos, mandamos  y  firmamos.— Ramón  López  Vázquez.— Antero  de 
Echarri.— Gabriel  Gerueto  de  Velasco.— Joaquín  do  Palma  y  Vinuesa.— 
Pedro  Gómez  de  Hermosa.— Pablo  Jiménez  de  Palacio. — Laureano  Rojo  de 
Norzagaray. 

Publicación. — Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia'  por  el 
Ilmni.  Sr.  D.  Antero  de  Bcharrl,  Ministro  de  la  Sala  primera  del  Supremo 
Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  Sala  en  el  día 
de  hoy,  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  30  dé  junio  de  1892.— Juan  de  Dios  Rubio.^{Gáeeta  de  iO  de 
junio  de  1802.) 


1S9. 


Gempetenela  (30  de  junio  de  1862.).— iMPMsiotf  y  pübli- 
€Acio(v  DE  UNA  HOJA  TITULADA  Programa  democrático. — Se  decide 
por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  supremo  á  favor  de  la  jurisdic- 
ción ordinaria,  la  competencia  surgida  á  virtud  de  las  sentencias 
pronunciadas  por  la  Audiencia  territorial  de  Zaragoza  y  el  Tribu- 
nal de  imprenta  en  la  causa  formada  contra  D.  Eduardo  Ruiz  y 
Pous  y  otros,  y  se  resuelve : 

iJ^  Que  según  las  Reales  órdenes  de  80  de  mayo  de  4827  y  30 
de  marzo  de  i831  y  lajurisprudenria  del  Tribunal  Supremo ,  es 
•eUemporánea  toda  reclamación  jurisdiccional  que  se  intente  des- 
yues  de  conteslada  la  acusación  fiscal: 

2.''  Que  repetida  la  reclamación  de  incompetencia  contestando 
ni  escrito  de  acusación,  debe  reducirse  la  tramitación  al  primer  es- 
tremo  ,  siquiera  la  declinatoria  no  aparezca  formulada  como  ar- 
tículo de  previo  pronunciamiento »  no  solo  porque  así  conviene  á  la 
pronta  administración  de  justicia,  sino  porque  lo  exije  imperiosa- 
*  mente  el  orden  de  procedimientOy  hasta  el  estremo  de  que  pudiera 
ser  caso  de  responsabilidad  obrar  en  sentido  opuesto ,  con  arreglo 
Mi  espíritu  del  art.  307  del  Código  penal: 

3.  Que  desde  el  momento  en  que  un  Juez  se  declara  incompe- 
ienter  concretando  á  este  único  punto  la  fórmula  de  su  fallo,  solo  él 
debe  ser  objeto  del  auto  del  Tribunal  Superior  del  territorio,  de- 
jando  íntegro  el  fondo  de  la  cuestión  que  promueva  la  competencia: 

4.^  Que  al  Tribunal  Supremo  de  Justicia  corresponde  esdusi- 
pamente  fallar  las  eampetmcias  de  que  habla  el  reglamento  previ' 
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sUmál  en  $u  éti.  90»  facultad  43,  eonfarme  en  este  parU  eon  ^ 
artículo  S61  de  la  Constitución  de  i8i2: 

K."*  Que  al  repelerse  por  un  Juez  el  conodmiento  de  la  cam 
que  Sj^  le  somete,  como  al  reclamar  el  de  otra  que  no  le  está  com- 
tifio,  provoca  una  cuestión  que  exige  ante  todo  una  solución  ifreásfi 
é  irrevocable^  porque  sin  ella  quedarian  indefensos  los  aUos  interés 
sesde  la  sociedad  y  los  respetos  sagrados  de  la  familia: 

S.""  Que  la  facuUad  consi^mda  en  el  art.  iJ"  de  la  Canstitutm 
déla  Monarquía,  en  cuya  virtud  los  españoles  ]^i$fiden  imprímrf 
publicar  libremente  sus  ideas  sin  vrévia  censura,  no  es  de  tal  flUMb^ 
absoluta  é  incondicional  que  desae  luego  sea  lícito  á  cualquiera  ée 
eüos  ejercerla  del  modo  y  en  los  términos  mas  adecuados  ásupr^ 
pósito,  siquiera  éste  fuese  bueno  y  hoíicsto: 

7.^  Que  la  ley  de  imprenta,  antes  de  enumerar  los  delitos  m 
se  cometen  for  su  medio,  y  de  fijar  las  penas  que  en  su  caso  (tem 
aplicarse^  determina  en  su  art.  i.^  los  requisitos  de  que  ha  de  estar 
ret>est%do  todo  impreso  para  no  tenerlo  por  clandestino,  cuya  mdosa 
cualidad  le  priva  de  las  garantías  concedidas  dios  ^iese  pubtiea 
bajo  la  salvaguardia  de  la  ley: 

8.°  Que  el  impresor  de  escritos  clande^inos  es  siempre  cámpliee 
de  las  faltas  ó  delitos  que  por  medio  de  ellos  se  perpetren: 

d.""  Que  la  clandestinidad  envuelve  la  negación  del  fuero  prM* 
kffiado  de  imprenta: 

.  iO.*'  Que  al  jurado  solo  corresponde  el  conocimienU)  dfi  la  ofim- 
saá  la  persona  del  rey^  á  la  dignidad  ó  derechos  de  alguno  de  ips 
individuos  de  la  Real  familia  cuando  se  hubiera  hecho  bajo  ^' 
quier  forma  no  prevista  en  las  leyes  comunes; 

y  ti.*'  que  una  ve%  colocado  fuera  de  las  eonduiiones  delaU) 
privilegiada  el  impreso  clandestino,  entra  naturulmente  en  la  e^ 
ra  de  mpubUcaeionesmjetas  jal  Código  p^naly  qlcrUerioielos 
triímnales  ordinarios: 

En  la  tilla  y  corte  de  Madrid,  á  3p  do  janio  de  1862,  en  la  competencia 
que  ha  sur^do  á  virtud  de  las  seQtet)c¡a3  pronvincitdas  por  la  Aadieocii 
territorial  de  Zaragoza  y  por  el  Tribunal  de  Imprenta  en  la  causa  qoe  » 
formó  con  motivo  de  la  impresión  y  publicación  de  la  hoja  titulada  PrO' 
grama  democrático'. 

Resultando  que  en  el  día  2  de  junio  de  1861  circuló  9ntre  varias  perso- 
nas, y  especialmente  en  e)  Casino  de  Zaragoza,  dicha  hoja  sin  que  antes  de 
su  espendiQíon  fuese  presentada  á  la  Aatoriáad,  por  cuya  causa ,  y  por  las 
callíioacmes  que  se  iiaoian  en  la  alocución  <;on  que  conclaye  á  la  aogo^ 
familia  de  los  Borbones,  el  Goberoad<}r  civil  4UpU)^o  su  recogida  y  o6ci4  *1 
FLical  de  S.  M.,  por  quien  sé  |)asaroñ  las  oportunas  común icacíooes  al  Pro- 
motor del  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Pilar: 

Resultando  que  este  presentó  en  su  virtud  la  correspondiente  denancia 
esc'rtando  él  celo  del  Juez  para  que  se  instruyera  causa,  aunque  por  enton- 
ces no  calificó  el  delito  que  denunciaba: 

Resultando  que  instruido  ekproceso,  en  el  qoeñieron  comprcindidos  Dod 
Bdnafdo  Raíz  Pojis,  D.  CaiUU)  Ktm^  ^tíüg»  ^Alt^,  Miguel  í^m  J  A»- 
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brosio  V«ly  se  acfeditó  cumpUdamenie  que  ai  0.  £daardo  habia  escrito  la 
alocución  coQ  qae  termina  ia  referida  bqja:  que  e&ta  iiabia  sido  impresa 
oiandeatioameote  eu  la  impreata  de  Afino  en  Zaragos»,  y  do  en  París,  co<- 
mo  se  aupoDia  eo  la  misma,  y  que  eircuiaron  sos  ejempisfes  sin  permiso  de 
la  Autoridad,  bebiendo  arrojado  algunos  en  la  calle  Ruiz  Pona,  y  encon- 
trándose otros  én  su  casa: 

ftesaltando  que  durante  el  sumarió  pretendió  e)  D.  Eduardo  que  el  Juez 
de  primera  instancia  se  inhibiese  del  conocimiento  de  la  causa,  sosteniendo 
«¡se  cerrespondia  e«ta  al  Tribunal  de  Imprenta,  cuya  petición  denegó  la 
Audiencia  poreskemporáaea;  y  que  seguido  el  proceso  por  lodos  sus  trámi* 
tas,  el  Promotor  formalizó  la  acusación  pidiendo  que  se  impusieran  á  ios 
procesados  diferentes  penas,  como  autores  los  unos  y  cómplices  los  otros 
del  delito  de  injurias  por  escrito  y  con  publicidad  á  S.  M.  la  Reina,  al  clero 
y  á  la  nobleza^  comprendido  y  penado  en  los  artí(!tilos  164,  379  y  39i  del 
Código: 

Resultando  que  D.  Eduardo  Ruiz  Pons,  al  efacuar  el  traslado,  repro* 
dujo  la  deelÍBatoiria  de  jurisdicción  solicitando  ante  lodo  que  el  Jaez  se  de- 
clarase incompetente  para  el  seguimiento  y  fallo  de  la  causa ,  y  en  caso  de 
no  haber  lugar  á  esta  pretensión  le  absolviera  libremente  y  sin  costas: 

Resultando  que  hechas  las  defensas  por  los  demás  procesados  y^  la  prue^ 
ba  que  una  de  ellos  propuso,  el  Juez  dictó  seoienda  declarándose  incompe- 
tente para  conocer  del  beeho  de  autos,  mandando  poner  en  libertad  á  aque- 
llos y  declarando  de  oGcio  las  costas  y  gastos  del  juicio: 

Resultando  que  admitida  la  apelación  y  remitida  la  causa  á  la  Audien- 
cia ,  el  Fiscal  de  S.  M.  insistió  en  que  con  ia  publicación  clandestina  de  la 
hoja  referida  se  habian  cometido  los  delitos  de  que  hablan  los  artículos  164, 
165  y  391  del  Código  penal;  y  seguida  la  instancia  por  sus  trámites  lega- 
les, la  Sala  segunda,  por  sentencia  de  18  de  marzo  último,  confirmó  sin 
adición  ni  modificación  de  ninguna  clase  en  su  parte  dispositiva  el  fallo  del 
iaei,  fundándose  en  que  no  existe  delito  común  sujeto  á  las  prescripciones 
del  Código  penal,  en  atención  á  que  no  hay  injurias  determinadas  y  con- 
cretas ¿  S.  M.  la  Reina  Doña  Isabbl  II  y  personas  que  boy  viven  de  las  de 
sa  Real  familia ,  ni  al  clero  en  general,  y  en  que  losimpresos  clandestinos, 
por  el  mero  hecho  de  serlo ,  no  están  esciuidos  de  la  competencia  del  Tri- 
baoal  de  Imprenta,  añadiendo  que  en  el  caso  de  que  los  hechos  denuncia- 
dor pudieran  ser  justiciables  por  la  ley  especial  de  la  materia,  al  citado  Tri- 
bunal incumbiría  esclusivamente  decidirlo: 

Resultando  que  después  el  Fiscal  de  imprenta  presentó  en  8  de  abril 
escríto  de  denuncia  de  dicho  impreso  en  concepto  de  injurioso  y  compren- 
dido en  el  caso  prímero  del  art.  24,  y  en  los  dos  del  25  de  la  ley  de  13  de 
jQÜo  de  1857  para  que  se  castigase  á  su  autor  con  el  máximum  de  la  multa 
del  ai t.  83;  y  formado  el  correspondiente  sumario,  en  el  que  se  hizo  cons* 
tar  que  D.  Eduardo  Ruiz  Pons  era  el  responsable  del  impreso,  se  procedió 
á  la  vista  por  el  referido  Tribunal,  previos  todos  los  requisitos  debidos: 

Resultando  que  el  mismo  en  sentencia  de  7  de  mayo  declaró  no  culpa- 
ble eo  la  esfera  de  la  ley  especial  de  imprenta  la  hoja  denunciada ,  y  de 
oficio  las  costas  y  gastes  del  inicio ,  reconociendo  en  loe  considerandos  del 
fallo  que  las  frases  «eorrompidos  Borbones ,  falsos  apóstoles  del  Crucificado 
y  presuntuosa  nobleza,»  que  se  hallan  en  la  alocución  que  sigue  al  progra- 
isa  democratice  contienen  injurias  calumniosas  á  S.  M.  la  Reina  y  sus  au« 

Sustos  predecesores,  á  los  Ministros  del  altar  y  á  otras  clases  respetables 
e  ia  soeisdad;  que  este  delito  está  sometido  á  las  prescripciones  del  Códi«» 
go  penal  y  á  los  Tribunales  ordinaios»  y  que  las  publicaciones  clandestinas^ 
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como  la  dd  oue  se  trata »  están  faera  de  la  legislación  especial  de  impreiiU 
y  dentro  de  la  común ,  según  el  art.  23  de  aquella  ley: 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  el  Fiscal  recurso  de  nulidad 
por  los  motivos  que  espresó,  en  coya  virtud  se  remitieron  los  autos á  la 
Sala' primera  de  este  Supremo  Tribunal  j  y  que  habiéndose  separado  el  Fis- 
C'i\  de  S.  M.  del  indicado  recurso,  solicitando  al  mismo  tiempo  que  se  pa- 
saran las  diligencias  á  esta  segunda  para  reclamaren  ella  lo  conveniente á 
fin  de  que  fuese  decidido  el  conflicto  que  habla  resultado  de  las  dos  senieo- 
cias  antes  referidas ,  en  virtud  de  las  cuales  las  dos  jurisdicciones  que  ha- 
bían entendido  de  la  causa  negaban  su  competencia  para  conocer  de  elli, 
dicha  Sala  primera  accedió  en  un  todo  á  la  petición  fiscal ,  teniendo  á  diciio 
Mioisterio  por  separado  del  recurso  de  nulidad,  y  pasandío  los  autos  á  esta 
Sala  segunda: 

Resultando  que  de^^pUes  de  haberí^e  reclamado  las  actuaciones  seguidas 
ante  la  jurisdicción  ordinaria  ,  el  Fiscal  de  S.  M . ,  con  vista  de  ambas ,  ha 
deducido  solicitud  en  forma  para  que  se  decida  á  favor  de  la  común  el  con- 
ílicto  originado ,  y  que  esta  petición  sobre  competencia  se  ha  sustanciado 
oyendo  a  D.  Eduardo  Ruiz  Pons: 

Vistos ,  siendo  Ponente  el  Ministro  de  este  Supremo  Tribunal  0.  Do- 
mingo Moreno: 

Considerando  que  la  denuncia  formulada  por  el  Ministerio  público  con 
el  fin  de  obtener  la  conveniente  reparación  del  agravio  inferido  en  las  ofen- 
sivas imputaciones  que  sirven  de  base  á  la  acusación  está  por  resolver  toda- 
vía ,  á  pesar  del  largo  tiempo  transcurrido  desde  que  vio  la  luz  {>6bliea  el 
papel  que  las  contiene,  y  de  haberse  formado  con  tal  motivo  las  diligencias 
que  la  Sala  ha  examinado  hasta  donde  ha  creido  su  deber,  asi  para  conocer 
bien  los  puntos  conexos  con  el  principal  que  será  objeto  de  su  fallo ,  como 
para  fijar  su  atención  en  las  anomalías  y  aun  estrahmitadones  de  que  lis 
mismas  adolecen: 

Considerando  que  cuando  por  primera  vez,  y  hallándose  las  diligencias 
en  sumario,  escepcionó  Ruiz  Pons  la  incompetencia  del  /uez  inferior,  afir* 
mando  que  al  Jurado  correspondía  conocer  de  la  hoja  denunciada,  ioidó 
ya  el  conflicto  que  mas  tarde  ha  venido  á  realizarse,  bien  por  los  fallas 
contradictorios  de  los  dos  Jueces  ordinarios  que  han  votado  en  el  proceso, 
bien  por  los  que  la  Sala  segunda  pronunció: 

Considerando  que  al  desestimar  la  declinatoria  por  estemporánea ,  ds 
acuerdo  con  el  dictamen  fiscal,  no  solo  dejó  la  Sala  de  atenerse  á  la  recta 
interpretación  de  las  prescripciones  legales ,  sino  que  abiertamiente  con- 
trarió las  que  este  Tribunal  Supremo  cita  en  su  sentencia  de  23  de  diciem- 
bre de  i  858  cuando  dijo  que  por  las  Reales  órdenes  de  30  de  marzo  de  1827 
y  30  de  igual  mes  de  1831  se  exige  la  circunstancia  de  haber  sido  coates- 
tada  la  acusación  fiscal  para  que  se  tenga  p<>r  estemporáoea  toda  reclama- 
ción jurisdiccional;  jurisprudencia  que  la  Sala  de  seguro  tendrá  ya  presen- 
te en  casos  análogos: 

Considerando  que  repetida  por  Ruiz  Pons  la  reclamación  de  incompe- 
tencia contestando  al  escrito  de  acusación,  así  el  Juez  de  primera  instancia 
como  la  Sala  debieron  reducir  la  tramitación  á  este  punto ,  siquiera  no  apa- 
reciese formulada  la  declinatoria  como  articulo  de  previo  pronundamieo- 
to,  porque  además  de  convenir  asi  á  la  pronta  administración  de  justicia, 
lo  exige  tan  imperiosamente  el  orden  del  procedimiento,  que  hasta  pudiera 
ser  caso  de  responsabilidad  obrar  en  semtido  opuesto,  con  arreglo  al  espíri- 
tu del  art.  309  del  Código  penal;  porque  si  el  Juez  no  fué  requerido  de  in- 
hibición, reclamada  le  estaba  dos  veces  por  la  parte  de  Ruiz  Pons: 
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Goosideraiido  qtte  desde  el  momento «q  qae  et  Jaex  se  declaró  incom- 
petente por  suauto  de  28  de  diciembre  último,  y  á  este  único  punto  concretó 
la  fórmula  del  fallo,  solo  é(  pndo  ser  objeto  del  confirmatorio  qne  pronun*» 
ció  et  Tribunal  Superior  del  territorio  en  i 8  de  marzo  anterior,  dejándose 
por  ambos  íntegro  el  fondo  de  la  denuncia,  ó  sean  los  cargos  que  en  la  acu- 
sación se  comprenden,  á  pesar  de  haberlos  analizado  con  detenimiento  el 
Juez  y  la  Sala  para  deducir  en  sos  considerandos  la  inexistencia  de  los  de- 
illos  comunes  imputados  á  Ruíz  Pons  y  confortes,  y  la  imposibilidad  de 
que  en  so  caso  fueran  ju:itic¡abtes  según  la  legislación  de  imprenta: 

Considerando  que  por  haber  creído  también  el  Jurado  que  no  le  era 
permitido  juzsar  delitos  comunes,  adoptó  en  su  fallo  una  fórmula  comple* 
ja,  que  no  es  la  de  la  ley,  pero  que  guarda  relación  lógica  con  las  reflexio- 
nes legales  en  que  se  apoya  para,  sustituir  de  esta  manera  á  una  decisión 
«jecutorla  á  la  declaración  de  mcompeteocia,  Yiniendo  á  plantearse  ya  de- 
fiaitÍTamente  el  presente  conflicto  jurisdiccional,  de  fücil  solución  en  el 
i^rden  de  ios  principios  salvadores  de  la  justicia  y  de  lá  sociedad,  con  pre- 
cedentes en  el  terreno  de  la  práctica,  y  de  importancia  suma  como  todas 
ins  que  tienen  por  objeto  fijarlas  atribuciones  jurisdiccionales  de  Tribuna- 
les de  línea  ü  órdenes  dijerentes: 

Considerando  que  si  al  Supremo  de  Ju<$ttcía  corresponde  esclusivamente 
fallar  las  competencias  de  que  habla  el  reglamento  provisional  en  su  art,  90, 
íncoltad  13.*,  conforme  en  esta  parte  con  el  art.  261  de  la  Constitución  de  * 
i812,  y  que  por  el  hecho  de  haberse  inhibido  todos  los  Jueces  ante  quienes 
ha  comparecido  el  repres^entante  de  la  ley  en  demanda  de  justicia  ha  sur- 
gido el  proseóte  conflicto  de  orden  público,  obligación  indeclinable  de  la 
Sala  es  resolverlo,  ora  se  llame  negativo,  ora  fuera  positivo,  puesto  que  de 
una  ú  otra  manera  siempre  resulta  uu  punto  de  competencia  controvertido 
j  oo.terminado: 

Considerando  que  al  repelerse  por  un  Juez  el  conocimiento  de  la  causa  , 
<|ue  se  le  somete,  como  al  reclamar  el  de  otra  que  no  le  está  cometido,  pro- 
voca una  cuestión  que  ante  todo  y  sobre  todo  ezi^e  con  urgencia  solución 
precisa  ó  irrevocable,  porque  sin  ella  quedarían  indefensos  los  altos  inte- 
reses de  la  sociedad  y  los  respetos  sagrados  de  la  familia: 

Considerando  que  la  Sala,  para  proceder  con  la  circunspección  y  dete- 
nimiento que  su  deber  le  impone,  ha  de  ajustarse  en  la  calificación  del  he- 
cho objeto  dtf  estas  actuaciones  al  literal  contesto  del  Código  penal  y  al  ge- 
nuino sentido  de  la  ley  de  13  de  julio  de  1857,  en  cuyas  disposiciones  en- 
cuentra el  fundamento  radical  de  su  fallo  inapelable: 

Considerando  que,  sea  cual  fuere  la  razón  de  las  diversas  apreciaciones 
é  que  dá  lugar  el  examen  comparativo  de  los  artículos  que  en  ambas  leyes 
iratao  de  una  misma  clase  de  delitos,  no  puede  influir  hoy  en  el  criterio  de 
la  Sala,  porque  ya  sean  puramente  de  imprenta  todos  los  que  por  su  medio 
se  cometan,  ya  conserven  el  carácter  de  comunes  los  que  el  Código  clasifica 
y  pena,  á  pesar  de  la  forma  y  no  obstante  la  manera  gue  se  usen  para  su 
ejecución,  es  indudable  que  las  circunstancias  especiales  del  impreso  en 
cuestión  eximen  á  la  Sala  de  entrar  en  el  deslinde  filosófico  y  legal  de  los 
ar^mentos  que  sirven  de  apoyo  á  juicios  harto  diferentes  acerca  de  la  in- 
teligeacia  de  los  indicados  artículos: 

Considerando  que  la  facultad  consignada  en  el  segundo  de  la  Constitu- 
ción de  la  Monaquia,  en  cuya  virtud  todos  los  españoles  pueden  imprimir 
y  publicar  libremente  sus  ideas  sin  previa  censura,  no  es  de  tal  modo  ab- 
floluta  ó  incondicional  que  desde  luego  sea  lícito  á  cualquiera  de  ellos  ejer« 
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cerla  del  modo  y  en  los  térmíiios.Aiaa  adecuados  á  mi  propóiila ,  liqttier» 

fuese  este  bueno  y  honesto: 

Considerando  que  ese  importantfeimo  dereciio  reeianna  para  aa  rado  y 
provechoso  desenvolvioiienlo  leyes  eeoiindarias  qoe  regularícao  aa  ajaitt- 
ciOy  y  á  la  v«^  defiendan  de  loa  aboaoa  que  |>or  ól  puedan  aer  ooiBetidoe  toa 
principios  cardinales  da  toda  sociedad  en  cuya  conservación  fofidao  aQ  t^ 
poso  y  defensa  los  individuos  é  interósea  que  la  componeo: 

Considerando  que  la  ley  de  imprenta,  antea  de  enumerar  loa  deliteaqna 
se  cometen  por  su  medio,  y  de  fijar  las  penas  que  en  sn  caso  deban  aplicar- 
se,  determina  en  su.art.  i.^  los  requisitos  de  que  ha  de  eatar  revealido  to- 
do impreso  para  no  tenérsele  por  clandestino,  cuya  viciosa  cualidad  le  pñ* 
va  de  las  garantías  concedidas  á  loa  que  ae  pablican'baio  la  salvaguardia  da 
la  misma  ley: 

Considerando  que  de  ellos  carece  por  completo  el  programa  ó  alocudoA 
de  Ruiz  Pons,  puesto  que,  lejos  de  proceder  de  un  establecimieoto  tipo- 
gráfico aprobado  por  la  Autoridad,  de  espresar  el  nombre  y  apellido  del  ua- 
presar,  el  titulo  legal  de  la  imprenta  y  el  pueblo  y  ano  en  que  ae  hixo  la 
impresión,  ha  reconocido  aquel  la  falsedad  que  cometió  al  consignar  la  pre- 
cedencia de  su  hoja  clandestina: 

Considerando  que  si  los  impoesos  de  esta  clase  gozasen  de  las  preroga^ 
ti  vas  concedidas  á  los  que  salen  á  lúa  bajo  el  amparo  do  la  ley  Y  con  lu 
condiciones  que  ella  determina,  se  confundirían  ios  actos  lícitos  ó  iíícitoa,  la 
permitido  y  lo  vedado;  todo  lo  cual,  no  soto  es  contrario  á  las  máximas  ele* 
mentales  del  derecho,  sino  que  también  choca  abiertamente  con  los  prini*» 
ros  rudimentos  de  la  justicia  y  basta  con  los  de  la  equidad,  dedaciéñdoae 
en  su  consecuencia  que  el  impreso  clandestino  se  halla  fuera  de  la  acdoQ 
de  la  ley  de  imprenta: 

Considerando  que  la  fuerza  legnl  de  la  anterior  aseveración  está  coofir^ 
mada  en  el  párrafo  ultimo  del  art.  2.®  de  la  mencioaada  ley,  por  el  cual  se 
declara  ^ue  el  impresor  de  escritos  clandestinos  ea  siempre  cómplice,  é  le 
que  es  igual,  reo  justiciable  de  las  faltas  ó  delitos  que  por  medio  de  ellos 
se  perpetren,  al  paso  que  tieqe  por  responsables  de  los  delites  comprendi- 
dos en  el  tít.  3.®  de  la  misma  solo  á  los  que  escriban  como  autores  ó  tra- 
ductores, y  á  falta  de  estos  hace  pesar  la  responsabilidad  sobre  el  edllor  ó 
impresor;  circunstancia  de  la  cual  se  desprende  clara  y  lógicamente  qae  la 
clandestinidad  envuelve  la  negación  del  fuero  privilegiado  de  le  im- 
prenta: 

Considerando  que  si  por  reglas  de  justa  y  prudente  reserva  se  abaüene 
esta  Sala  de  analizar  los  hechos  indicados,  reglas  á  que  debieron  ajastarae 
el  Juez  y  la  Audiencia,  puesto  que  está  vedado  proclamar  la  úioeencia  al 
aue  se  tiene  por  incompetente  para  apreciar  las  razones  de  penalidad,  es 
deber  suyo  aceptar  la  calificación  dada  á  los  hechos  para  designar  la  jaría- 
dicción  que  de  ellos  deba  conocer;  y  por  consiguiente  que,  ora  oonsUto- 
yan  ó  no  delitos  de  lesa  Magestad,  de  injuria  ó  calumnia,  las  imputaciones 
comprendidas  en  la  hoja  clandestina,  ora  sem  ó  no  penables  en  definitiva, 
4a  Sala  no  debe  despajarlaa  del  concepto  y  carácter  cen  que  han  aido  de- 
nunciadas: 

Considerando  que  además  de  estar  comprendidos  en  el  Código  penal  los 
delitos  que  el  Fiscal  ha  deonnclado  y  persigne,  y  de  no  ser  competente  el- 
Jurado  para  entender  de  los  mismos,  el  art.  25  de  la  ley  de  imprenta  fqIo 
le  atribule  el  conocimiento  de  la  ofensa  á  la  sagrada  persona  del  Rey,  á  la 
dignidad  ó  derechos  de  todoe  ó  de  alguno  de  loa  individuos  de  la  Real  br 
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Y  coosideriuido  qme  non  vez.  colo^a^P  ftiQCa  de  las  QODdiqiones  de  la  lef 
privilegiada  el  impreso  claadestinOy  y  aun  anóniíao  hasta  gae  m  aator  1er 
tm>mmé^  e»U»  ,qatJiiV«lj|ieiHe  ea  la  esfm  de  las  publioaciopies  sujetas  al 
€Mi|o  peqal  y. .al  eriierio  de  ios  TribuDales  (Midioanos,  porque  ni  la  decli* 
iMüUMrie  abordada  por  el  inferior  y  Audieneía  de  Zaragoza  saponieodo  equi-» 
Ytoadameate  que  el  eonocimiento  del  impreso  cocrespoudia  al  Jurado,  ni  la 
d^oUraoioD  del  níanao  determíuaado  que  no  era.pe<wbU  ea  la  esfera  de  la 
ley  de  impreuta  han  prodaoido  sobre  el  fondo  de  la  diaiiaDeía  seateucia  eje- 
eoioria; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  de  la^ 
ciaosa  formada  coa  motivo  de  la  impresión  y  publicación  de'la  hoja  titulada 
Programti  democrático  corresponde  á  la  jurisdicción  ordinaria,  y  manda - 
iBos  que  se  remitan  las  actuaciones  á  la  Audiencia  de  Zaragoza  para  lo  oue 
proceda  con  arreglo  á  derecho.  Y  en  vista  de  la$  indicaciones  consignadas 
por  el  Fiscal  de  S.  M.  en  su  dictamen  fecho  el  5  deeste  mes,  pasen  á  sn  Mi- 
nisterio, para  los  efectos  que  estime  procedentes,  el  rollo  de  esta  Sala  y  las 
ceitíüeaoioiiea  en  pliego  cerrado  de  los  votos  que  se  reservaron  algunos  de- 
les Magistrados  que  han  intervenido  en  el  proceso. 

Así  por  esta  nuestra  sentetncía,  que  sé  publicará  en  la  Gaceta  del  Go- 
bierno é  insertará  en  la  Cofsccion  legislátivat  para  lo  cual  se  pasen  las  opor- 
f«aasoopiascerti6cadas,k>  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — Juan 
llactia  G9«raniolino.^— Juan  María  Biec-^elip^e  daUrbioa.^Gduardo  Elio, 
««-Domingo  Moreno. 

Publicación. — Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  limo» 
Sr.  Du  Domingo  Moreno.,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  es- 
tándose celebrando  audiencia  páblica  en  su  Sala  segunda  el  dia  de  hoy,  de 
que  certi6co  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  30  de  junio  de  iS62.-H9regorio  Camilo  Garda.^^íraceto  de  12. 
dfi  julio  de  á862.) 

189. 

Gompetenelia  (30  de  junio  de  1862.).^Faltas  cometidas-, 
EN  LA  PERSECUCIÓN  DEL  CONTRABANDO.— Se  dcGÍde  por  la  Sala  se^un- 
da>del  Tribunal  Supremo  á  favor  del  Juzgado  especial  de  haciea- 
-dm  de  Orense,  la  competencia  suscitada  con  el  de  la  Capitanía  ge- 
neral de  Andalucía  acerca  del  conocimiento  de  la  causa  contra  el 
carabinero  Jnan  Hermida  Soto  por  faltas  cometidas  en  la  persecu>- 
cion  del  contrabando,  y  se  resuelre: 

1.^  Que  son  delitos  conexos  al  de  contrabando  las  omisiones  y 
abusos  de  los  en^pleados  públicos  en  el  cumplimiento  de  las  obliga- 
ciones que  para  perseguir  los  de  contrabando  ó  defraudación  les  ¿m- 
pongan  ¡o$  reglamentos  é  imtrucciones^  y  cualesquiera  otros  delitos 
comunes  que  se  comeían  para  encubrir  aquellos  escesos; 

Y  2.^  que  los  delitos  conexos  deben  ser  juzgados  á  la  vez  que 
los  de  eenírabando  ó  defiraudaeion,  ante  los  mismos  trtí^unales  y  en 
el  miemo  proceso. 

fia  ja  Yilk  y  ^te  ^  M4di)HÍ«  <i  30  de  junio  de  (862,  en  ios  ^utos  de 
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eompetencia  qae  ante  Noá  penden  entre  el  Juzgado  de  la  Capitanía  geaml 
de  Andalacla  y  él  especial  de  Hacienda  de  Orense  acerca  del  conocimiento 
de  \ñ  causa  contra  el  carabinero  Jtian  Hermida  Soto  por  faltas  cometidas  en 
la  persecución  del  contrabando: 

Resultando  que  instruidas  diligencias  en  el  referido  Juzgado  de  Hadea- 
da  contra  Manuel  Galbon  y  otros  á  cunseeaencia  de  la  aprehensión  de  128 
libras  de  hierro  que  introducían  del  vecino  reino  de  Portugal  sin  pagar  loa 
derechos  correspondientes,  se  acordó  después  ampliar  el  procedimiento 
contra  el  carabinero  Hermida  por  faltas  que  se  le  atribuyen  en  la  persecu* 
cion  de  los  defraudadores,  y  se  ofició  á  la  Capitanía  general  de  Andalncb, 
donde  aquel  habia  sido  trasladada,  para  decretarse  el  desafuero  del  mieaio 
y  le  pusiera  á  disposición  de  dicho  Juez  de  Hacienda: 

Resultando  que  la  Autoridad  militar,  con  retención  del  oficio,  redama 
el  conocimiento  de  la  causa,  fundada  en  el  Real  decreto  de  U  de  ootiem* 
bre  de  i  842  y  en  el  reglamento  del  cuerpo  de  Carabineros,  mandado  obse^ 
var  por  otro  Real  decreto  de  28  de  marzo.de  1850,  en  los  que  se  dispone 
que  los  individuos  de  dicho  cuerpo  estén  sujetos  por  los  detitos  y  faltas  que 
cometan  á  la  jurisdicción  militar; 

Y  resultando  que  el  Juez  de  Hacienda,  sin  desconocer  ni  negar  el  fuero 
de  Guerra  de  que  disfrutan  los  carabineros  del  reino,  sostiene  que  en  el 
caso  actual  le  corresponde  entender  de  la  causa  respecto  de  Juan  Bemiida 
por  razón  del  cargo  que  en  ella  se  le  hace,  v  de  estar  declarado  terminan- 
temente por  el  art.  17,  núm.  6.%  del  Real  díecreto  de  20  de  junio  de  l8St 
que  son  delito  conexo  del  de  contrabando  y  defraudación  las  omlsioneay 
abusos  de  los  empicados  y  personas  de  cualquiera  condición,  en  la  perse« 
cucion  del  fraude  y  contrabando: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  de  este  Supromo  Tribunal  D.  Ramoi 
María  de  Arrióla: 

Considerando,  que  según  los  casos  sesto  y  sétimo  del  art.  17  del  Real 
tlecreto  de  20  de  junio  de  i 852,  son  delitos  conexos  las  omisiones  y  aboses 
de  los  empleados  públicos  en  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  qué  pan 
perseguir  los  de  contrabando  ó  defraudación  les  impongan  los  reglamentos 
<é  instrucciones,  y  cualesquiera  otros  delitos  comunes  que  se  cometan  para 
encubrir  aquellos  escesos: 

Considerando  que  el  art.  20  del  mismo  Real  decreto  previene  que  los 
'  deütos  conexos  sean  juzgados  á  la  vez  que  los  de  contrabando  ó  defrauda* 
cion  ante  los  mismos  Tribunales  y  en  el  mismo  proceso: 

Y  considerando  que  el  hecho  que  se  imputa  al  carabinero  Juan  Hermida 
Soto  es  el  no  haber  perseguido  á  ¡os  defraudadores  del  fierro  de  que  se  tra- 
ta en  la  causa  de  aprehensión  con  el  rigor  que  le  imponía  su  deber,  dando 
motilo  á  la  ocultación  de  alguno  de  ios  efectos,  hecho  que  se  halla  com* 
prendido  en  los  indicados  casos  del  art.  17  de  dicho  Real  decreto; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  de 
estas  actuaciones  corresponde  al  Juzgado  especial  de  Hacienda  de  Oren- 
se, al  que  se  remitan  unas  y  otras  para  lo  que  proceda  con  arreglo  á  de- 
recho. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Ge* 
bierno  é  insertará  en  la^o^eceion  legislativa^  para  lo  cual  se  pasen  las  ooar- 
tunas  copias  certificadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— ^Ra- 
món María  de  Arrióla.— Juan  María  Biec. — ^Eduardo  Elio.-4)oniogo  Mo« 
reno. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentenda  por  ei 
limo.  Sr.  D.  Eduardo  Mo,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justícit)  per 
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indíspoMñcJon  del  Umo.  Sr.  D.  RamoaMaría  de  Arrióla,  eetápdese celebran- 
do aadiencia  pública  ea  su  Sala  aegaada  el  día  de  hoy,  de  ^ae  certifico  co« 
mo  Bacríbano  de  Cámara. 

Madrid  30  de  ionio  de  i  862.— Gregorio  Camilo  Garda.— (Gac«<a  de  13 
de  julio  de  i862.} 


iS9. 


Oompeieiiela  flO  de  julio  de  i862.)*— Pachibigion  dk  kna- 
jiNAR.— Se  decide  por  la  Sala  estraordinaria  del  Tribunal  Suprema 
á  favor  del  Juzgado  de  la  Capitanía  general  de  Canarias ,  la  com- 
petencia suscitada  con  el  de  primera  instancia  de  *Santa  Cruz  de 
Tenerife  acerca  del  conocimiento  de  la  acción  deducida  por  D.  Pe* 
dro  Serra  en  virtud  de  las  diligencias  gue  promovió  su  esposa  Doña 
Asunción  Ferrer  para  que«e  le  prohibiese  la  enajenación  de  una 
casa,  y  se  resuelve: 

Que  la  pretensión  de  alzamienío  de  un  embargo  preventivo  no 
puede  conceptuarse  como  una  sumisión  verdadera  respecto  al  punto 
principal  del  litigio. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  iO  de  julio  de  i862,  en  los  autos  de 
competencia  que  ante  Nos  penden  entre  el  Juzgado  de  la  Capitanía  general 
de  Canarias  y  el  de  primera  instancia  de  Santa  Cruz  de  Tenerife  acerca 
del  conocimiento  de  la  acción  deducida  por  D.  Pedro  Serra  en  virtud  ele  las 
diligencias  que  promovió  su  esposa  Doña  Asunción  Ferrer  para  que  se  le 
probibíese  la  enajenación  de  una  casa: 

Resultando  que  en  4  de  julio  de  i  86 i  acudió  la  Doña  Asunción  al  refe* 
rido  Juzgado  de  primera  instancia  con  un  escrito,  en  el  que  espuso  que  su 
marido,  contra  el  cual  tenia  entablada  demanda  de  divorcio,  trataba  de 
enajenar  una  finca;  que  esclusivamente  le  correspondía,  sita  en  la  calle  de 
San  Francisco,  de  aquella  población,  y  suplicó  que  ae  le  hiciese  saber  que 
bajo  pena  de  nulidad  se  abstuviera  de  enajenar  o  arrendar  dicha  finca,  y  se 
notificase  al  Contador  de  hipotecas  pira  qae  no  tomara  razón  de  ningún 
documento  que  contuviera  gravamen  de  la  misma: 

Resultando  que,  estimada  esta  pretensión  en  los  términos  que  aparece 
de  la  providencia  del  5,  que  fué  notificada  en  el  mismo  dia  á  D.  Pedro 
Serra,  compareció  á  nombre  y  con  poder  de  este  el  Procurador  D.  Antoní- 
no  Carros  pidiendo  que  se  le  entregaran  las  diligencias  para  esponer  con 
dirección  de  Letrado,  y  acordada  la  entrega,  alegó,  con  vista  de  las  mismas. 
que  la  casa  de  la  calle  de  San  Francisco  era  de  su  propiedad,  y  que  por  el 
aoto  de  5  de  julio  se  había  constituido  en  ella  un  verdadero  embargo  pre- 
ventivo, el  cual  no  podía  subsistir,  tanto  por  su  injusticia,  como  porque  ha- 
bían pasado  con  esceso  los  20  días  que  fija  el  art.  939  de  la  ley  de  Enjuicia- 
mieolo  civil  sin  haberse  ratificado  en  el  correspondiente  juicio,  y  pidió  que 
se  alzase  y  se  dejara  al  D.  Pedro  en  fiberiadde  disponer  de  la  casa  en  la 
manera  que  mas  4e  conviniese: 

Resultando  que  por  auto  de  15  de  noviembre  se  mandó  estar  á  lo  acor- 
dado en  el  de  5  de  julio^  y  en  i8  el  indicado  Procurador  presentó  nuevo 
escrito  pidiendo  que  se  hiciera  saber  á  la  mujer  de  Serra  que  en  el  término 
preciso  de  ocho  dias  entablara  ante  el  Juez  competente,  como  estranjera. 
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la  demailda  S'qürct-eyí^d  t^der'det^chb',  ^  si  no  tfaiK'eérttácKtfofl  (p»\o 
acredítase,  se  aleará  el  embargo  puesto  en  ia  casa: 

Resultando  que  por  providencia  del  dia  18  del  mi^rdo  mes  se  túiiñM  <foe 
«I  D.  Pedfo  acudiera  doode  correspondiese,  mediante  á  que  el  mismo  mt- 
iiifestaba  que  su  esposa  disfruta  de  fuero  privilegiado,  j  en  sil  virtud  acu- 
dió al  Juzgado  de  la  Capitanía  general,  como  de  estraojeros,  en  23  del  pro- 
pio mes,  y  esponiendo  aue  era  subdito  del  Rey  de  Cerdeña,  lo  cual  acredi- 
tó después  por  medio  de  las  oportum»  eertificacieoes  del  Gonsitlado  y  dal 
<Sobierno  civil,  pidió  que  se  reclamasen  del  Juez  ordinario  las  diligencias 
que  se  haa  referido,  y  sq  previniera  ¿  Dona  Asuocioa  que  dentro  de  ocbo 
días  d(^dujese  en  aquel  Juzgado  de  estranjería^  único  competente,  él  oere- 
4;ho  que  suponía  tenei^  á  la  casa,  condenándola  de  lo  contrario  á  guardíf 
silencio  acerca  dh^)  mismo: 

Resultando  que  ofiéiado  d^  infilbfeldn  el  Judz  de  priitíérarlttttütrt^,  si 
negó  á  remitir  la»  diligencias,  originándose  el  presente  coaílicto  de  juns* 
dicción: 

Resultando  qu»  diehd  Juez  ordinario  se  funda  en  que  el  amato  radic4 
-en  su  Juzgado  por  la  sumisión  espresa  de  Doña  Asunción  Ferrer,  y  ia  ticiii 
que  hizo  D.  Pedro  Serra,  gestionando  en  las  diligencias  sin  haber  propues* 
lo  la  declinalorla  en  forma,  y  en  que  después  no  podia  sacarse  del  mismo 
contra  la  Voluntad  d'e  una  dé  las  partesr; 

Y  resultando  que  el  Juzgado  de  la  Gapitanfa  general  alega  en  su  áp^fb, 
que  tanto  Serra  como  su  esposa  gozan  del  fuero  de  estranjerla,  y  que  el  ha- 
berse presentado  por  él  primero  ante  el  Juez  de  primera  instancia  un  escri- 
to pidiendo  el  alzamiento  de  un  embargo  preventivo,  cuya  subsistencia  do 
permitía  la  ley,  no  podia  conceptuarse  como  una  sumisión  verdadera  res^' 
pecto  del  punto  pnncipal  cuestionable,  que  es  la  demanda  de  jactancia 
propuesta  por  S^rra  én  virtud  del  auto  de  18  de  noviembre,  que  dictó  <A 
Juez  de  primera  instancia,  y  para  cuya  decisioty  era  indispensable  tener  á  li 
vista  las  reclamaciones  déla  Ferrer  que  la  originaron: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Uinistro  de  este  Supremo  Tribunal  D.  AntérO' 
de  Echarri: 

Considerando  que  la  pretensión  de  Doña  Asunción  Fetrer  para  que  so 
esposo  no  enajenase  ni  gravara  la  casa  que  dijo  ser  de  su  propiedad,  no 
<;onstituye  una  verdadera  demanda,  ni  tiene  otro  carácter  que  el  de  aaa 
medida  precautoria  y  provisional: 

Considerando  que  asi  lo  estimó  el  Juzgado  de  primera  instancia  en  sí 
auto  dé  i 8  de  noviembre  al  ordenar,  con  vista  de*  lo  espuesto  por  D.  Pedro 
'Serra  acerca  del  fuero  de  los  consortes,  que  acudiera  adonde  correspon- 
diese: 

Considerando,  por  consiguiente,  que  no  so  está  en'  el  ca«o  de  eum^M 
previsto  en  el  art.  4.**  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  que  se  ha  acre- 
ditado disfrutan  los  esposos  Serra  el  fuero  de  estranjerla; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  qué  el  conocimiento  de 
la  acción  intentada  por  D.  Pedro  Serra  en  su  escrito  de  23  de  novieabra 
•ante  el  Juzgado  de  la  Gapitanfa  general  de  las  Islas  Canarias  corresponde  al 
mismo,  al  cual  se  remitan  todas  las  actuaciones  para  \o  que  proceda  cae 
•arreglo  á  derecho. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaoeía  del  Go- 
bierno é  insertará  en  la  Colección  legiélaHva,  para  lo  cual  se  pasen  las 
•oportunas  copias  certificadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.-^ 
José  Gamarra  y  Cambronero.— Miguel  de  Nájera  lléneos.— Félix  Herrera 
de  la  Ríva.— Eduardo  Elfo.— Antero  de  Echarri. 
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Pabli«aei(m.-^Leid«  y  paMieida  faé  l«  p^eedMite  senteDefft  ]^r  di 
limo.  Sr.  D.  Antero  de  Beharri, Ministro  del  Tribaaal  Sapremo  de  Justicia» 
estándose  celebrando  andiencia  pública  én  su  Sala  estraordinitria  el  diá  de 
boj,  de  que  certifico  como  BscríbanO  de  Cámara. 

Madnd  iO  de  julio  de  i662. — Gregorio  Camilo  Garda.— (^faceta  de  15 
de  julio  de  4862.) 


19a. 

Compeieaela  (17  de  julio  de  iS68.).«-QuBBaA(fTAMiEiiTO 
DKGONDKtfA.— Se  docide  por  la  Sala  estraordinaria  del  Tribunal  Su- 
premo á  favor  de  la  jartsdiccion  ordinaria,  lacompetencia  suscitada 
entre  el  Juzgado  de  Marina  del  departamefrto  de  Cádiz  y  el  de 
primera  instancia  de  San  Fernando  acerca  del  conocimiento  de  la 
«ansa  contra  Manuel  López  del  Rio,  y  se  resuelve: 

1.''  Que  las  disposiciones  de  las  Ordenanzas  de  arsenales^  de 
nuUrículas  y  de  la  Armada  se  efUienden  subsistiendo  espedita  la 
Real  jurisdicción  ordinaria  para  el  conooimieiUo  de  hm  aelUos  co- 
munes; 

Y  2.°  que  el  quebrantamiento  de  condena  es  un  detito  compren' 
Mdo  en  él  art.  1¿4  del  Código  pénala  y  sujeto  por  tanto  al  conocí'- 
miento  de  la  jurisdicción  ordinaria. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  il  de  julio  de  1862,  en  los  autos  de 
competencia  gue  ante  Nos  penden  entre  el  Juzgado  de  Marina  del  depar- 
tamento de  Cádiz  y  el  de  primera  instancia  de  San  Fernando  acerca  del 
eonocimiento  de  la  causa  formada  contra  Manuel  López  del  Rio  por  que« 
branlamiento  de  condena: 

Resultando  que  en  21  de  agosto  de  1861  se  fugó  el  espresado  Manuel 
López  del  arsenal  de  la  Carraca,  donde  se  bailaba  cumpliendo  20  años  de 
presidio  que  le  impuso  la  Audiencia  de  Cáceres  por  delito  de  robo,  y  otras 
pecas  á  que  también  fué  condeoado  por  la  jurisdicción  ordinaria: 

Resultando  que  instruida  en  su  virtud  la  correspondiente  causa,  pre* 
tendeo  conocer  de  ella  el  Juzgado  de  Marina  y  el  de  primera  instancia  de 
San  Fernando,  originando  el  presente  conflicto: 

Resultando  que  el  de  Marina  se  apoya  en  que  los  arsenales  están  coasi* 
aerados  como  navios  armados,  según  los  articules  278  y  299  de  las  Orde- 
Bauzas  de  los  mismos,  y  en  que  los  delitos  que  se  cometan  á  bordo  de  los 
baques  deben  ser  iuzgados  por  los  Tribunales  de  aquel  fuero,  con  arreglo 
á  lo  prescrito  en  el  art..  42,  tit.  I."*  de  la  Ordenanza  de  matriculas,  y  en 
el  8.^  til.  2.',  tratado  6.%  y  1 10,  tft.  J."",  tratado  10.^  de  las  generales  de 
la  Armada,  deduciendo  de  esto  que  Manuel  López  está  sujeto  á  su  juris- 
dicciOD  por  haber  cometido  el  delito  de  quebrantamiento  de  condena  én  el 
arsenal  de  la  Carraca,  y  añadiendo  que  á  pesar  de  las  resoluciones  de  este 
Tribunal  Supremo  se  creía  en  el  deber  de  sostener  la  competencia  por  ba-* 
ber  revocado  el  de  Guerra  y  Marina  el  auto  de  inhibición  que  dictó  en  un 
caso  análogo: 

T  resnltando  que  el  Juez  de  primera  instancia  se  funda  en  la  determi- 
nación del  art.  124  del  Código  pemil  y  de  la  Real  orden  de  11  de  marzo 
de  i851y  según  la  cual  la  jurisdicción  ordinaria  debe  juzgar  á  los  que  que* 
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braoteo  las  condenas  qae  la  misma  les  impuso»  y  en  varías  decisiones  de 
este  Tribunal,  entre  ellas  tas  de  28  de  setiembre  de  i858  y  ii  de  aivíl  de 
1859;  y  por  último,  en  la  Real  cédula  de  27  de  agosto  de  1786: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Eduardo  Blio: 

Considerando  que  de  las  disposiciones  citadas  por  la  jurisdicción  de  Ha* 
riña  no  se  deduce  su  competencia  para  conocer  de  la  presente  causa,  poi 
cuanto  se  entienden  subsistiendo  espedita  la  Real  ordinaria  para  el  conoci- 
miento de  los  delitos  comunes,  según  los  principios  que  consignó  la  no- 
ta 8.',  tit.  7.^  lib.  6.®  de  la  Noflsima  Recopilación,  y  que  con  motíTO  de 
una  competencia  entre  los  Jefes  de  Marina  y  Guardias  españolas  repitió  U 
Real  orden  de  2i  de  noviembre  de  1795: 

Considerando  que  Manuel  Lopez/al  quebrantar  la  condena  que  le  im- 
puso la  Audiencia  de  Gáceres,  cometió  un  delito  que,  sin  aparecer  eo  las 
actuaciones  que  por  61  pudiera  haberse  suscitado  el  menor  riesgo  del  ar» 
señal  de  la  Carraca,  ni  que  con  ocasión  de  la  fuga  se  hayan  robado  efectos 
del  Rey  alli  existentes,  está  comprendido  en  el  art.  124  del  Código  penal, 
y  sujeto  por  tanto  ai  conocimiento  de  la  jurisdicciou  ordinaria. 

Óonsiderando  que  así  lo  viene  á  confirmar  además  la  Real  orden  de  11 
de  marzo  de  1851,  declarando  que  dicho  Código  dá  á  los  Tribunales  dejus* 
ticia  la  facultad  de  entender  en  esta  materia,  y  de  aplicar  las  penas  que  se- 
ñala por  el  delito  de  deserción  ó  fuga  de  los  confinados,  quedando  derogada 
la  Ordenanza  de  presidios  en  Jo  concerniente  á  este  delito. 

Y  consideranao  que  en  28  de  setiembre  de  1858  y  11  de  abril  de  1859 
este  Tribunal  Supremo  resol  vio  de  conformidad  con  ef  Código  penal  y  con  la 
referida  Real  ornen  de  11  de  marzo  casos  iguales; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  de 
esta  causa  corresponde  al  Juzgado  de  primera  instancia  de  San  Fernando, 
al  que  se  remjtan  unas  y  otras  actuaciones  para  lo  que  proceda  coa  arreglo 
¿  derecho. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Go- 
bierno e  insertará  en  la  Colección  Ugistativaf  para  lo  cual  sopasen  las 
oportunas  copias  certificadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— 
José  Gamarra  y  Cambronero«--Miguel  de  Nájera  Meneos.— Félix  Herrera. 
de  la  Riva.— Eduardo  Elío.— Antero  de  Echarri. 

Publicación. — Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
limo.  Sr.  D.  Eduardo  Ello,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  es- 
tándose celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  estraordinaria  el  día  de  hoy, 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  17  de  julio  de  1862.— Gregorio  Camilo  García.— (Gacela  de  22 
dejuliodel862.) 


191. 


Oompetoiáela  (17  de  julio  de  4862.). — Quibuantamiento 
BB  CONDENA  — Se  dccíde  por  la  Sala  estraordinaria  del  Triimnal 
Supremo  á  favor  de  la  jurisdicción  ordinaria,  la  competencia  sosd- 
taaa  entre  el  Juzgado  de  la  Capitanía  general  de  Marina  del  depar- 
tamento de  Cádiz  y  el  de  primera  instancia  de  San  Fernando  acer* 
ca  del  conocimiento  de  la  causa  contra  Antonio  Vilches,  y  se  re- 
suelve: 
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1.*  Que  €le(moeimienío  de  loé  delitos  que  tienen  eonexim  fot'- 
wsa  con  el  reamen  y  gobierno  de  los  navios  y  arsenales^  eorrespon^ 
desoía  y  precisamente  d  los  Juzgados  de  Marina; 

72.*  que  el  quebrantamiento  de  condena  no  sujeta- al  delin* 
euetite  d  la  jurisdicción  de  Marina,  sino  d  la  ordinaria,  aun  cuan- 
do  las  penas  impuestas  se  estén  estinguiendo  en  establecimientos  de* 
pendientes  de  la  Marina. 

En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  17  de  iuUo  de  1862,  en  los  autos  de 
cempetencia  que  ante  Nos  penden  entre  el  Juzgado  de  la  Capitanía  ^^eneral 
de  Marina  del  departamento  de  Cádiz  y  el  de  primera  instancia  de  San  Per* 
oando  acerca  del  conocimiento  de  la  causa  formada  contra  Antonio  Viiches 
por  quebrantamiento  de  condena: 

Resultando  que  en  23  de  mayo  de  1852,  el  Consejo  de  Guerra  celebra* 
do  en  Ceuta  condené  al  Antonio  por  delitos  de  deserción  y  robo  dentro  del 
cuartel  del  Fijo  de  aquella  plaza  á  cumplir  en  el  presidio  de  la  misma  el 
tiempo  que  le  restaba  de  su  empaño,  ó  sea  7  años,  5  meses  y  21  dias:  que 
en  11  de  octubre  de  1854  se  fugó  del  establecimiento  en  que  estaba  cum- 
pliendo dicha  condena:  que  la  jurisdicción  ordinaria  le  juzgó  por  esta  de- 
serción imponiéndole  un  año,  2  meses  y  29  dias  de  recargo;  y  que  conduci- 
do nuevamente  al  presidio  para  estinguir  las  condenasL  referidas,  se  fugó 
del  arsenal  de  la  Carraca  en  4  de  julio  de  1858: 

Resultando  que  por  este  delito  se  formó  la  correspondiente  causa,  cuyo 
conocimiento  reclama  la  jurisdicción  de  Marina,  fundada  en  que.  según  los 
artículos  278  y  299  de  las  Ordenanzas  de  arsenales,  estoí^  se  hallan  consi- 
derados como  navios  armados  y  conforme  al  art.  42,  tit.  1.^  de  la  ordenan* 
za  de  matriculas,  y  al  8/,  tit.  2.S  traUdo  5.^  y  110,  tit.  S."",  tratado  10."* 
de  las  generales  de  la  Armada,  los  delitos  que  se  cometan  á  bordo  de  los 
boques  deben  ser  juzgados  por  los  de  aquel  fuero,  añadiendo  que,  ¿  pesar 
de  tas  resoluciones  de  este  Supremo  Tribunal  de  Justicia  en  sentido  con- 
trario, se  cree  en  el  deber  de  sostener  la  competencia,  porque  el  de 
Guerra  y  Marina  revocó  en  otra  causa  análoga  el  auto  de  inhibición  con- 
sultado: 

Y  resaltando  que  eliJuez  de  primera  instancia  sostiene  que  le  corres- 
ponde el  eonocimiento  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  art.  124  del  Código 
penal,  en  la  Real  orden  de  11  de  marzo  de  1851  y  en  la  cédula  del  Consejo 
de  27  de  agosto  da  1786  y  de  lo  resuelto  por  este  Supremo  Tribunal  en 
las  decisiones  que  cita^  v  alega  que  se  corrobora  su  opinión  con  el  hecho 
de  haber  juzgado  la  junsdiccion  ordinaria  ai  procesado  en  esta  causa  por 
la  otra  deserción  que  verificó  en  el  año  de  1854,  á  pesar  de  que  la  cunden» 
que  entonces  quebrantó  le  habla  sido  impuesta  por  un  Consejo  de  Guerra: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Félix  Herrera  de  la  Riva: 

Considerando  que  Antonio  Viiches  no  goza' fuero,  ni  el  delito  de  que  se 
trata  es  de  loa  que  tienen  conexión  forzosa  con  el  régimen  y  gobierno  de 
los  navios  y  arsenales,  cuyo  conocimiento  corresfxmde  sola  y  precisamenU 
á  los  Juzgados  de  Marina,  con  arreglo  á  la  Real  circular  comunicada  en  2i 
de  noviembre  de  1795: 

Considerando  que  el  quebrantamiento  de  condena,  ó  sea  la  fuga  del  ar- 

«eoal  de  la  Carraca  que  trata  de  castigarse,  no  sujeta  al  delincuente  á  la  ja- 

risdícaion  de  Marina,  sino  que  por  el  contrario,  el  Código  penal  en  su  ar- 

tfcolo  124  y  la  Real  orden  de  11  de  marzo  de  1851  dao  el  conocimiento  i 

TOMO  YU.  61 


Digitized  by  VjOOQIC 


48t  jmnpftOBiBicu  oitil* 

hi  jQrisdicehM  ordiotria,  «no  ouaQ4o  las  peaas  por  ellas  ioapoeotaa  se  as- 
tii^gaD  en  eatableeimieatos  depeodientes  de  la  Marina; 
^  Y  considerando  qae  con  arreglo  al  espíritu  y  letra  de  dichas  disposicio- 
nes se  ha  establecido  y  fundado  la  'urL^prudencia  dáoste  Tribunal  Suprafflo 
en  casos  análogos  al  actual,  especialmente  por  las  sentencias  publicadas 
en  28  de  setiembre  de  1858, 11  de  abril  de  1859  j  9  de  noTíembre  de  4860; 

Fallamos  que  debemos  declarar  Y  declaramos  que  el  conocimiento  éb 
esta  causa  corresponde  al  Juzgado  de  primera  instancia  de  San  Femiiida, 
al  aue  se  remitan  unas  y  otras  actuaciones  para  lo  que  proceda  con  arreglo 
á  oerecho. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  qne  se  publicará  en  la  Gacela  del  Go- 
bierno ó  insertará  en  la  Coleeeion  legislativa^  pan  lo  cual  se  pasen  las  opo^ 
tunas  copias  certificadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  Grmaoaos.— José 
Gamarra  y  Garobrohero.-- Miguel  de  Nájera  Meneos.— Félix  Herrera  de  li 
fílva.— Cduanio  Elío. — Antern  de  Ecbarri. 

Publicación. --Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  lloi* 
trisimo  Sr.  D.  Félix  de  la  Riva,  Ministro  del  Tribi»al  Supremo  de  Justicia, 
estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  e8lraordinaría)ea  ncacia- 
nes  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Gámara. 

Madrid  17  de  julio  de  i862.--Gregorio  Gamilo  Gmh.^Gaceta  de  23 
de  julio  de  1862.) 


«0». 


Compeienela  (24  de  julio  de  iSñi.).—EítKTO  vm  mambus. 

—Se  decide  por  la  Sala  estraordinaria  en  vacaciones  del  Tribnnll 
Supremo  á  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  de  Segara  de  b 
Sierra,  la  competencia  suscitada  con  el  de  la  Capitanía  general  de 
Granada,  acerca  del  conocimiento  de  la  causa  formada  contra  José 
Romero  filazquez  por  hurto  de  maderas,  y  se  resuelve: 

1.^  Que  por  el  art,  185  de  las  Ordenanzas  generales  de  mmUes 
quedó  sujeto  á  una  solajurisdicdonf  ean-cesaeUm  de  todo  fuero,  d 
eonoeimientú  de  los  delitos  y  eon^avenclones  que  se  cometieran  en 
el  ramo; 

Y  2."^  que  dicho  conocimiento  corresponde  en  la  actualidad  i  te 
Jueces  de  primera  instancia  en  cuyo  territorio  tengan  lugar  los  de- 
Utos,  segunla Real  orden  deide abrilde  1835 y  lo  deádidorá- 
leradamente. 

En  la  viUa  y  corte  de  Maddd,  á  24  de  julio  de  1862»  en  los  autos  de 
competencia  que  ante  Nos  penden  entre  el  Josgado  de  la  GapiUoia  g eoaaai 
de  Granada  y  el  de  primera  instancia  de  Segura  de  la  Siern  acerca  del  ce- 
nocimiento  de  la  cansa  formada  contra  Josó  RMiiero  BUmqoeii  por  hurto  4b 
maderas: 

Resultando  q«e  á  virtud  de  denuncia  de  los  guardas  de  montes  de  Yi^ 
llar^Rodrígo  se  forniaren  diligencias  samarías  contra  el  indicado  José  Ro- 
mero por  el  referido  delito,  y  que,  habiendo  tenido  noticia'  de  olio  la  Aole* 
rídad  militar,  reclamó  el  conocimiento  de  las  mismas  por  raxon  del  faeco 
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cualidad  se  na  acreditado  auGcientemente: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  aceptó  la  competencia, 
fondado,  eu  que.  si  bien  Romero  es  míHtary  el  d»llto  que  se  persigue  en  la 
causa  produce  desafaero  con  arrejglo  ala  disposición  del  art«  i 85  de  Jas  Oti^ 
denanzas  de  montes  de,  22  de^diciambre  de  1833,  y  debe  ser  juzgado  por  la 
jurisdicción  ordinaria  desde  que  se  estinguió  la  especial  de  montes  y  plaa«» 
tíos: 

Vistos,  siendo  Ponepte  el  Ministro  de  este  Supremo  Tribunal  D.  A,iilero 
de  ficliarri: 

Considerando  que  por  el  art.  185  de  las  Ordenanzas  generales  de  montes 
rigentes  quedó  sujeto  á  una  sola  jurisdicción,  con  cesación  de  todo  fuero, 
«I  conocimiento  de  los  delitos  y  contravenciones  que  se  cometieren  en  aquel 
ramo,  y  que  en  la  actualidad  corresponde  á  los  Jueces  de  primera  instancia 
en  cuy<»  territorio  tengan  lugar,  según  la  Real  orden  dA  2  de  abril  de  1835 
y  lo  decidido  reiteradamente; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  de  Segnra  de  la 
Sierra  debe  conocer  del  esceso  ó  delito  atribuido  al  soldado  provincial  de 
¿aeza  José  Romero  Blazquez,  y  en  su  consecuencia  remítanse  a  aquel  todas 
las  actuaciones  para  que  proceda  con  arreglo  á  derecho. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gac^adelGo* 


bfarpo  6  insertará  en  la  Colección  UgMatíoa,  para  lo  cual  9«  pasen  las  opor- 
tunas copias  certificadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— José 
Gamarra  y  Gambronero.— Bfiguel  de  bajera  Meneos.— Félix  Herrera  de  la 


Riva.— Eduardo  Elfo.— Anteso  de  Echarri. 

Publicación.— -Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  él  Ilus- 
trfsimo  Sr.  O,  Antero  de  Ecbarri,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justi* 
da,  estándose  celebrando  audiencia  (^6blica  en  su  Sala  estraordinaria  ea 
vacaciones  hoy  dia  de  la  fecha,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  24  de  julio  de  1862.— Gregorio  Camilo  García.— {Gacela  de  29 
de  julio  de  1862.) 


CJonapetonela  (24  dejulio  de  i862,).— Desacato  1  la  au- 
toridad.-^Se  decide  por  la  Sala  estraordinaria  .en  vacaciones  del 
Tribunal  Supremo  á  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  de 
Baeza  la  competencia  suscitada  coa  el  de  la  Capitanía  general  de 
Castilla  ta  Nueva,  acerca  del  conocimiento  de  la  causa  formada 
contra  el  soldado  Pedro  Llorena  per  desacato  é  la  Autoridad,  y  se 
resuelve: 

I.""  Que  eauM  desafuero  el  desacato  de  obra  ó  palabra  hecho  i 
laefMie\a$\ 

t  i.""  Que  no  obstante  las  facultades  que  la  ley  de  Enjuicia'^ 
miento  eioil  atributie  i  los  Jueces  de  pa%^  los  tenientes  de  Alcalde 
tieaen  el  carápter  demstidas,  porque  según, la  regla  i.""  délas  pro^ 
vísionales  para  la  aplicación  del  Código  penal  anacen  de  las  faliat 
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en  juicio  ímrbal  y^ejerc&ñ  pot  etmtiguiettte  fitneiones  juditída  per^- 
manentes. 

En  la  villa  y  corte  da  Madrid,  á  24  de  julio  de  i%6%,  eo  ios  autos  de 
competencia  que  ante  Nos  penden  entre  el  Juzgado  de  Ja  Gapitania  general 
de  Castilla  la  Nueva  y  el  de  primera  instancia  oe  Baeza  acerca  del  conoci- 
miento de  la  causa  formada  contra  el  soldado  del  batallón  provincial  de 
€¡udad«Real  Pedro  Llorens  por  desacato  á  la  Autoridad: 

Resultando  que  en  la  tarde  del  26  de  abril  de  1861' el  referido  Pedro 
Llorens,  aue  disputaba  con  otros  sujetos  en  la  villa  de  Linares,  se  negó  á 
obedecer  tas  órdenes  del  Sindico  de  aqael  Ayuntamiento  y  le  amenazó  coa 
una  pistola,  marchándose  en  seguida  hacia  las  fábricas  de  fundición  de 
aquella  villa: 

Resultando  que  detenido  después  Llorens  por  el  guarda  y  varios  veci- 
DoSy  y  conducido  á  la  población,  desobedeció  igualmente  al  segundo  Tenien- 
te Alcalde,  resistiéndose  á  entregarse  preso;  y  que  habiendo  reclamado  la 
indicada  Autoridad  el  auxilio  de  los  que  se  hallaban  presentes,  proñríó 
aquel  las  espresiones  injuriosas  de  in/usto,  »n/am«  y  otras,  y  se  resistió 
hasta  que  á  viva  fuerza  te  entraron  en  la  cárcel: 

Resultando  que  con  este  motivo  se  instruyó  la  correspondiente  causa; 
y  que  habiendo  el  Juez  ordinario  dado  conocimiento  de  su  formación  á  la 
Autoridad  militar,  le  libró  esta  oficio  dé  inhibición,  originándose  la  presente 
competencia: 

Resultando  qtie  el  Juzgado  de  la  Capitanía  general  alega  en  su  apoyo 

3ue  si  bien  el  desacato  á  la  justicia  produce  desafuero  según  la  Real  orden 
e  8  de  abril  de  i83i,  es  necesario  que  la  Autoridad  ó  el  agente  de  la  mi&- 
maque  le  hayan  sufrido  tenga  verdaderamente  iurísdiccion,  y  que  hoy  no 
la  tienen  los  Alcaldes,  poraue  solo  son  agentes  del  orden  público,  depen- 
dientes de  la  Autoridad  gubernativa  y  eje<y]tores  en  lo  político  y  económico 
de  los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos  que  presiden,  y  la  jurisdicción  ordi- 
naria reside  en  los  Jueces  de  paz;  por  cuya  razón,  dice,  que  en  i  I  de  abril 
de  1854  se  decidió  á  favor  de  la  jurisdicción  de  Marina  una  competencia 
en  que  se  trataba  del  desacato  á  un  Alcalde-Corregidor,  y  en  23  de  mayo 
de  1857  se  declaró  aue  no  producía  desafuero  el  desacato  á  un  Concejal;  y 
añade  también  que  el  Teniente  Alcalde  se  escedió  de  sus  atribuciones,  de-^ 

Í'ando  por  ello  de  ser  Autoridad ,  y  reduciéndose  el  delito  cometido  par 
?edro  Llorens  á  amenazas  más  ó  menos  graves  y  resistencia  que  no 
están  comprendidas  en  el  párrafo  primero  del  artículo  192  del  Códiga 
penal: 

Y  resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  de  Baeza  se  funda  en  ^oe 
el  delito  que  se  persigue  en  la  causa  es  el  de  desacato  á  la  Autoridad;  en 
que  este  produce  desafuero  según  las  leyes  8.*  y  9.*,  tít.  10,  libro  42  de  la 
Novísima  Recopilación,  y  la  Real  orden  de  8  de  abril  de  1831;  en  que  loa 
Alcaldes  y  sus  Tenientes  tienen  el  carácter  de  justicias  y  ejercen  funcionen 
judiciales  permanentes  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  reglamento  de  Juz- 
gados de  primera  instancia;  en  el  provisional  para  la  administración  de  jos- 
ticia  y  en  la  ley  provisional  para  la  aplicación  de  las  disposícioaes  diel  Códi- 
go penal;  v  por  último,  en  que  así  lo  tiene  resuelto  este  Tribunal  Supreoí» 
en  varías  decisiones^*  entre  ellas  las  de  22  de  enero  de  1857, 1  i  de  eaeio  y 
23  de  diciembre  de  i 86 i: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Bduardo  Elfo: 

Consioerando  que  según  el  auto  de  oficio,  conforme  con  ias  dedaracio- 
M8  de  varios  lesligos  que  presenciaron  la  ocurrenciii,  Injurió  é  insultó  Pt^ 
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éto  Uorais  il  Tenieote  de  Alcalde  de  la  villa  de  Linares  proflriendo  espre- 
akmes  ea  descrédito  de  su  persoaa: 

Considerando  que  estos  hechos  están  callfleados  de  desacato  á  la  Auto* 
fidad  en  el  art.  492  del  Código  penal,  j  míe  la  ley  d.%  tit.  iO,  libro  42  de 
k  NoYÍsime  Reeopiheion;  coyas  prescnpciones  confirma  la  Real  orden  de  8 
^e  abril  de  4834»  declaran  el  desafaero  de  los  qne  de  palabra  ú  obra  desa- 
catan á  las  justicias: 

Considerando  que,  no  obstante  las  facultades  qne  la  ley  de  Enjuicia* 
aliento  civil  atribuye  á  los  Jueces  de  paz,  los  Tenientes  de  Alcalde  tienen  el 
cvácter  de  tales  justicias,  porque  según  la  regla  1.*  de  la  provisional  para  la 
aptieadon  de  las  disposiciones  de  dicho  Cddige  conocen  de  las  faltas  en  jui« 
€10  verbaL  y  ejercen  por  consiguiente  fundones  judiciales  permanentes: 

Considerando  que  por  ser  los  Alcaldes-Gomffidores  Autoridades  pura- 
mente  gubernativas  y  politicas,  y  por  no  ser  judiciales  las  funciones  que 
desempeñaba  el  Concejal,  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  que  cita 
la  jurisdicción  militar  se  refieren  á  casos  que  no  son  iguales  al  presente: 

Y  considerando  que  si  el  Teniente  de  Alcalde  se  escedió  en  el  acto  de 
mandar  la  detención  de  Llorens,  como  el  Juzgado  de  Guerra  pretende,  no 
por  eso  se  debe  conceptuar  á  aquel  decaído  de  su  autoridad,  pues  obraba  en 
el  ejerddo  de  su  jurisdicción,  que  no  podía  perder  sino  por  cansa  legal  que 
le  jprivase  de  su  cargo,  y  es  indudable  que  entonces  ninguna  conocida 
-existía; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  de 
esta  causa  corresponde  al  Juez  de  primera  instancia  de  Baeza,  al  que  se 
remitan  unas  y  otras  actuaciones  para  lo  que  proceda  cotí  areglo  á  derecho. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  aue  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Go- 
bierno é  insertará  en  la  Colección  iegislatiíxí,  para  lo  cual  se  p^sen  las 
oportunas  copias  certificadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — 
losó  Gamarra  y  Cambrenero.-— Miguel  de  Nájera  Mencos.^Fólix  Herrera  de 
la  Riva.— Eduardo  Elio.— Antero  de  Echarn. 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Ilustrf- 
ñmo  Sr.  D.  Eduardo  Elfo,  Ministro  del  Tribunal  Snpremo  de  Justicia,  es- 
tándose celebrando,  audiencia  pública  en  su  Sala  estraordinaria  en  vacado- 
nes  boy  día  de  la  fecha,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  24  de  julio  de  4862.— Gregorio  Camilo  Ga:Ua.^Gaceta  de  30 
de  julio  de  1862.) 


1!MI. 


Ceaipeieíacla  (24  de  julio  de  1862.).— Conoóimiknto  db 
UNA  nsTAMBNTARÍA.— Se  dccide  por  la  Sala  estraordinaria  en  vaca* 
eiones  del  Tribunal  Supremo,  ¿  favor  del  Juzgado  de  la  Capitanía 
.^general  de  Galicia  la  competencia  suscitada  con  el  de  primera  ins- 
4aiic¡a  de  Puentedeume  acerca  del  conocimiento  del  juicio  de  testa- 
«lentaría  de  D.  Dionisio  Rodríguez,  y  se  resuelve: 

Que  la  jurMiecion  militar  es  competente  para  tonoeer  de  las 
testamentarias  de  lo^  aforados  de  guerra  cuando  se  trata  de  cum^ 
plit  sus  últimas  di^siciones. 

Eirla  villa  y  oAne  de  Madrid,  áS4  de  julio  do  I8<tt,  en  los  antos  de 
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Gompeteoeia  aoe  «nie  Nos^jMdeQ  entre  el  Jtogado  de  la  Gapittafa  geiMtif 
de  Galicia  y  el  de  primera  instancia  de  Paentedemne  aeerea  del  conocí* 
miento  del  juido  de  teatamentarfa  de  D»  EHooialo  Rodrigues,  Capitán  es* 
eedente  del^  cuerpo  de  Estados  Mejores  de  piaia: 

Reaoltamio  <|iid  en  5  de  julio  de  i%%i  talleció  el  espreaadd'  D.  Dienisto* 
en  el  goce  del  fuero  <|e  Guerra ,  y  habiéndose  dado  parte  feíl  luei  de  príme^ 
ra  instancia  de  Puentedeume',  empezó  el  mismo  á  instituir  iasoportanas^ 
diligeobiae  dé  abicteetato: 

Resultando  que  D.  Antonio  María  Gómez  valbaoea  nombrado  por  el  Re** 
drígues  en  el  testamento  que  otorgó  en  la  ciudad  de  Zamora  á  7  de  mamr 
de  1853  ante  el  Escribano  D.  Miguel  Ferrerae ,  presentó  en  el  referido  ini- 
gado  copia  dé  esta  disposición,  pidiendo  que  se  suspendieran  las  diKgenr' 
cias  de  abintestato  y  se  le  entregaran  los  bienes: 

Resultando  que  al  mismo  Juzgado  aeudió  también  D.  Patricio  Rodri^ 
guez  Oiaz ,  ¿  nombre  de  sus  menores  hijos  instituidos  herederos  en  otra 
testamento  ^e  se  dke  otorgó  el  D.  Dionisio  ea  el  Ferrol  á  25  de  junfiK 
de  i861  ante  el  Escribano  D.  Fermin  Formón,  cuya  copia  presentó,  soli- 
citando la  posesión  de  la  herencia ,  y  que  por  anto  de  i  3  de  julio  se  mand^ 
sobreseer  en  las  diligencias  de  abintestato  y  dar  al  O.  Patríete  la  pasesion 
que  pedia ,  sin  perjuicio  de  tercero,  y  que  se  publicase  por  ediclos  á  los 
efectos  convenientes: 

Resultando  que  fijados  los  edictos,  acudió  D.. Antonio  Marfa  Gomm  pi« 
diendo  la  suspensión  de  la  posesión  ínterin  se  decidla  la  validez  del  (esta- 
mento presentado  por  Rodríguez  Díaz,  que  impugna  el  Gómez: 

Resultado  que  seguido  el  interdicto  ante  el  Juez  ordinario,  se  falló  efe^ 
cutoriamente  en  1."  de  octubre,  amparando  á  D.  Patricio  en  1»  pcseeien  y 
condenando  á  Gómez  en  las  costas: 

Resultando  que  al  mismo  tiempo  gestionó  este  en  el  Juzgado  militar,  al 
que  dio  parte  en  9  de  julio  del  fallecimiento  de  D.  Dionisio  Rodrigaez  para 
que  se  procediere  de  oficio  á  la  práctica  de  las  diligencias  prescritas  en  laf 
leyee  militares,  como  asi  se  acordó,  y  al  cual  pidió  posteriormente  en  el  ^a 
29  que  decretara  la  acumulación  de  las  diligencias  en  que  entendía  el  Jua 
ordinario  de  Pnentedeume  sobre  interdicto  posesorio  ental^lado  por  D.  Pa- 
tricio Rodríguez  Diaz: 

Resultando  que  sia  haberse  dictado  sobre  dicha  solicitud  de  acamnla- 
cion  auto  que  causase  estado,  presentó  el  D.  Antonio  en  ^  de  setiembrer 
nuevo  recurso  desistiendo  de  ella  en  cuanto  al  interdicto  meramente  pose- 
sorio, y  provocando  el  juicio  voluntarlo  de  testamentaría  del  referido 
Capitán: 

Resultando  que  el  Juzgado  del  Gobernador  militar  del  Ferrol,  en  virtud 
de  la  delegación  que  le  confirió  el  de  la  Capitanía  general  de  Galicia  para  la 
práctica  de  diligencias,  ofició  al  de  primera  instancia  de  Puentedeoiiie  ro- 
gándole que  con  suspensión  de  todo  pfoced{mien4o  informase  sobre  las  ae- 
tnaciones  en  que  entendia,  relativas  á  la  Ustamentaría  de  Rodríguez,  i  ú 
motivo  porque  conoeia  de  ellas,  y  remitiese  copia  del  testamento  mencio- 
nado por  Gómez,  á  cuyo  oficio  contestó  el  Juez  con  testimonio  de  fos  do? 
testamentos  y  otros  particulares,  manifestando  que  los  amo^  que  ante  él 
pendían  entonces  eraií  dk  interdicto  dé  adquirir  la  posesión  de  la  herencia, 
y  que  acordarla  sobre  la  suspensión  cuando  se  le  denun<Míd  en-  forma  la 
competencia: 

Resultando  que  el  Juzgado  de  la  Gapitania  general,  con  vi$t$da  ante* 
cedentes,  dictó  auto  en  25  de  setiembre,  teniendo  por  separado  á  Gómez  de 
k  soiicilad  de  acniwilaeioii  del  interdicto  y  mandpMO  ipicoeder  ü  iovcau* 
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rio  dd  los  bienes  del  difanlo  D.  Dionisio  con  citación  de  iodos  los  interesa* 
dos,  para  lo  cual  dio  comisión  al  GoAenttdor  militar  del  Ferrol: 

Resaltando  que  citado  el  D.  Patricio  á  solicitud  del  mismo  provocó  el 
Juez  da  Puentedeufiíd  la  preseateoompetencia,  qne,  loeptó  el  Juzgado  mi- 
Jjtar: 

Resultando  qqe  el  ocdinario  se  funda  en  que  pendiente  el  interdicto  de 
adauirír  los  bienes  de)  D.  Dionisio  no  es  procedente  el  juicio  de  testamen- 
taría sobre  los  mismos:  en  que  el  Capitán  general  no  estaba  requerido 
por  parte  legítima  para  la  prevención  de  este  juioio,  ni  de^  juicio  podía  pro* 
moverle;  j  en  que  por  el  contrario  la  parte  legítima  que  la  es  D.  Patricio 
Rodrigues,  padre  de  ios  herédenos  instituidos  en  en  el  último  testamento, 
quería,  según  sus  espresas  manifestaciones,  que  el  juicio  de  (estaineñtaria 
86  siguiese  en  aquel  Juagado  de  primera  inetaacia; 

Y  resultando  que  el  ae  la  Capitanía  general  alega  que,  según  la  ley  21, 
título  4.*,  líb.  6.®  de  la  Novísima  Recopilación,  las  Autoridades  militares 
son  las  únicas  competentes  para  conocer  de  las  testamentarias  de  los  afora^ 
dos  de  Guerra,  lo  cual  se  halla  confirmado  por  varias  decisiones  del  Supre- 
mo Tribudal  de  Justicia:  que  el  interdicto  de  adquirir  que  dedujo  ante  el 
Jaez  de  Ptteoledeume  D.  Patricio  Rodrigez,  y  que  se  feneeióen  1.®  de  oc* 
tttbre,  no  obsta  al  juicio  ordinario  de  testamentaria,  como  ningún  recufso 
sumario  ó  sumarlsimo  entorpece  la  acción  de  propiedad ;  y  que  la  sumisión 
def  O.  Patrkio  no  puede  perjudicar  á  los  otros  ioleresadoe  en  el  inicio  ni  á 
la  jurísdioeien  militar,  cuyo  fuero  es  irrenunciabie  por  su  naturaleza,  como 
coucedido  á  la  dase: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Miguel  de  Nájera  Meneos: 

Considerando  qae  el  Capitán  D.  Dionisio  Rodríguez  falleció  en  el  goce 
de]  fuero  de  Guerra: 

Considerando  que  la  jurisdicción  militar  es  competente  para  conocer  de 
las  te:ftamentaria8  de  los  aforados  de  Guerra  cuando  se  trata  de  cumplir  sus 
últimas  disposioiones,  de  conformidad  con  lo  que  prescribe  la  ley  21,  titu« 
lo  4.",  lib.  6."*  de  la  Nov.  Recop.,  y  con  la  jurisprudencia  de  este  Supremo 
Tribunal  consigoada  en  distintos  fallos: 

Considerando  que  las  actuaciones  sumarias  de  que  ha  eoneoido  el  Juz« 
flado  de  primera  instancia  de  Puentedeame  no  pueden  impedir  á  la  juris- 
diocioft  de  Guerra  el  que  entienda  en  la  testamentaria  del  espreaado  Rodri«> 
giez  y  dUigencias  consiguientes; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  de  es- 
tos autos  corresponde  al  Juzgado  de  la  Gapiunia  general  de  Galicia,  ai  que 
se  remitan  unas  y  otras  actuaciones  para  lo  que  proceda  con  arreglo  á  de«> 
reclio. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Go* 
biernoé  insertará  en  la  ColeeeUm  legislativa^  para  lo  cual  se  pasen  las  opor* 
timas  copias  certificadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — Miguel 
de  Niijera  Mancos.— Félix  Herrera  de  la  Riva.— Eduardo  Ello.— Antero  de 
Eeharri. 

Publicación. ^Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exea- 
ieniisimo  Sr.  D.  Migoei  de  Najen  Meneos,  Ministro  del  Tribunal  Supremo 
de  Justicia,  catándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  estraordina- 
ria  en  vacacaenes  hoy  día  de  la  fecha,  de  que  certifico  como  Escribano  de 
Cámara. 

Madrid  24  de  julio  de  1862. —Gregorio  Camilo  Garcia^^Goceto  de  31 
de  julio  de  1862.) 
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C$ompeieii«lA  (7  de  ago$to  de  1862.).--DBiiAifOÁ  owdhiabií. 
—Diligencias  prepahatohias  para  otra  eiecotiva. — Se  decide  por 
la  Sala  estraordínaria  en  vacaciones  del  Tribonal  Supremo  á  favor 
del  Juzgado  de  primera  inslancia  de  Cieza»  la  competencia  suscita- 
da con  el  de  igaál  cíasele  las  Palnias  de  la  Gran  Canaria*  acerca 
del  conocimiento  de  la  aemanda^ordioaría  y  diligencias  preparato- 
rias para  otra  ejecutiva  presentadas  por  D.  Franci&co  y  D.  Joan 
López,  y  se  resuelve: 

1.''  Que  cuando  los  créditos  cuyo  pago  se  reclama  fw  espresan 
el  lugar  en  que  haya  de  cumplirse  la  obligación  9  deben  satísfaeeru 
en  el  de  la  vecindad  del  dvudor; 

Yi/"  que  se  considera  lugar  de  la  vecindad  aquel  donde  uno 
tiene  casa  abierta  pagando  la  contribución  de^consumos,  y  hatUo 
regidor  de  su  Ayuntamiento,  cuando  no  se  ha  hecho  constar  en  de- 
bida forma  la  itUencion  de  trasladarla  d  otro  pueblo. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  {7  de  agosto  de  1862,  en  ios  autos  de 
competencia  que  penden  ante  Nos  entre  et  Juez  de  primera  instancia  de  tas 
Palmas  de  la  Gran  Canaria  y  el  de  iffual  clase  de  Gieza  acerca  del  coooci- 
miento  de  la  demanda  ordinaria  y  ae  unas  diligencias  preparatorias  para 
otra  ejecutiva,  promovidas  ante  el  último  por  D.  Francisco  y  D.  Juan  Ló- 
pez contra  D.  Gregorio,  sUtijo  y  hermano  respective: 

Resultando  que  D.  Francisco  López  presentó  demanda  en  6  de  poio  de 
1860  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Cieza  pidiendo  por  acción  per- 
sonal se  condenase  á  D.  Gregorio  López  Estove  al  pago  de  cierta  cantidad; 
y  manifestó  deducirla  en  aquel  Juzgado  como  el  del  domicilio  del  deman- 
dado, según  la  certificación  que  acompañaba  del  Secretario  del  Ayunta- 
miento de  la  villa  de  Fortuna: 

Resultando  que  de  esa  demanda  se  confirió  traslado  á  D.  Gregorio  Ló- 
pez, á*quien  por  no  haber  sido  hallado  en  su  casa  de  dicha  villa,  se  emplaió 
por  cédula  entregada  á  su  esposa,  y  que  no  habiéndose  presentado  á  en* 
cuarle,  acusada  la  rebeldía,  se  hubo  por  contestada  la  demanda,  é  hito 
saber  también  por  cédula  mediante  á  la  manifestación  de  su  citada  esposa 
de  estar  ausente  en  sus  tráficos  de  comercio: 

Resultando  que  á  consecuencia  de  no  haber  podido  hacer  efectivo  don 
Juan  López  ESsteve  un  pagaré  endosado  á  su  favor  por  el  D.  Francisco,  7 
espedido  al  de  este  por  D.  Gregorio  el  dia  6  de  julio  de  i860  en  la  ciudad 
de  las  Palmas,  solicitó  también  en  el  Juzgado  de  Cieza,  con  el  fin  de  preparar 
la  vfa  ejecutiva,  aue  el  D.  Gregorio  evacuase  cierta  declaración,  librándose 
al  efecto  al  Juez  ae  primera  instancia  de  dicha  ciudad,  donde  á  la  sazón  se 
encontraba  aauel,  el  correspondiente  exhorto: 

Resultando  que  recibido  éste  por  el  Juez  de  las  Palmas  y  citado  á  áeth* 
rar  D.  Gregorio,  propuso  la  inhibitoria  del  de  Gieza,  á  la  cual  se  acamólo  ta 
que  ya  habla  deducido  respecto  de  la  demanda  de  so  padre,  fundando  noa 
y  otra  en  que  ejercitándose  la  acción  personal,  correspondía  el  conoci- 
miento de  ambas  reclamaciones  á  aquel  Juzgado  como  el  de  su  domiciUo,  j 
no  al  de  Gieza  como  se  pretendía,  toda  vez  que  en  aquella  ciudad  se  halla- 
ba avecindado  (como  habia  espuesto  en  él  juicio  de  conciliación),  inscrito 
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€0  la  matrícala  de  rabsidio  ▼  comercio  y  en  las  listas  electorales,  habiéa** 
dolé  eximido  por  lo  mismo  el  Gobernador  civil  de  Murcia  del  cargo  de  Con- 
ceial  de  la  Tilla  de  Fortona,  segtm  comprobaban  los  documentos  que  acom- 

Resultando  que  en  su  Tista  y  de  ser  Incuestionable  que  él  domicilio  de 
D.  Gregorio  López  era  aquella  ciudad,  y  que  solo  ante  el  Juzgado  de  la 
misma  pudo  y  debió  ser  demandado  con  arreglo  al  párrafo  segundo  del  ar- 
tículo 5.®  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  mediante  á  la  acción  personal 
deducida,  se  declaró  competente  el  Juez  de  las  Palmas  para  conocer  de  la 
demanda  y  diligencias  indicadas,  .é  invitó  en  su  consecuencia  al  de  Gieza 
para  que  se  innibiese  del  conocimiento  de  una  y  otras  y  remitiese  los 
«utos: 

Resultando  que  el  Juez  de  Cieza,  al  negarse,  como  se  negó,  á  la  inhibi- 
ción que  se  le  pedia,  se  fundó  en  que  la  vecindad  del  demandado  en  Fortu- 
na aparecía  suocienlemente  comprobada  ppr  los  documentos  presentados 
por  el  demandante,  mas  eficaces  que  los  aducidos  por  aquel  en  el  Juzgado 
de  las  Palmas,  y  ofició  á  este  para  jiue  le  dejase  espedita  su  jurisdicción  6 
de  insistir  en  la  competencia  Temitiese  los  autos  á  este  Supremo  Tribunal 
para  su  decisión: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Félix  Herrera  de  la  Riva: 

Considerando  que  los  créditos  cuyo  pago  se  reclama  no  espresan  el  lagar 
«n  que  había  de  cumplirse  la  obligación,  y  que  por  esto  y  convenir  los  de- 
mandantes en  que  ejercitan  sus  respectivas  acciones  personales  ante  el  Juez 
de  primera  instancia  de  Gieza  en  concepto  de  ser  el  deudor  vecino  de  la 
^illa  de  Fortuna,  y  sostener  este  que  lo  es  de  la  ciudad  de  las  Palmas,  don- 
de  están  firmados  los  documentos,  y  que  allí  debe  por  lo  mismo  demandár- 
sele, hay  que  apreciar  las  justificaciones  aducidas  respecto  á  la  vecindad  del 
demandado  para  decidir  la  presente  competencMi: 

Gonsiderando  que  si  bien  se  ha  justificado  por  las  partes  que  D.  Grego- 
rio ha  sido  vecino,  contribuyente  y  elector  en  ambas  poblaciones,  es  tam- 
bién indudable  que  tenia  la  vecindad  con  casa  abierta  pagando  la  contribu- 
ción de  consumos  en  Fortuna  cuando  se  verificó  el  juicio  de  conciliación; 
3tte  perteneció  á  su  Ayuntamiento  en  concepto  de  Regidor  hasta  el  dia  23 
e  julio,  y  que  no  ha  hecho  constar  en  debida  forma  la  intención  de  trasla- 
dar su  vecindad  y  domicilio  á  la  ciudad  de  las  Palmas,  en  conformidad  á  lo 
que  se  determina  en  la  Real  orden  de  20  de  agosto  de  1849; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  cor- 
responde al  Juez  de  primera  instancia  de  Gieza,  al  que  se  remiun  unas  y 
otras  actuaciones  para  lo  que  proceda  con  arreglo  á  derecho. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  dentro  de 
los  tres  días  siguientes  ai  de  su  fecha  é  insertará  á  su  tiempo  en  la  Cokc- 
«ion  legislativa^  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  así  lo  pronuncia- 
mos, mandamos  y  firmamos. — Miguel  de  Ñájera  Meneos.— Félix  Herrera  de 
la  Riva.— Eduardo  Elfo.— Antero  de  Echarri. 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  llustri- 
slmo  Sr.  D.  Félix  Herrera  de  la  Riva,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de 
Justicia,  estándose  celebrándose  audiencia  pública  en  la  Salaestraordinaria 
el  dia  de  la  fecha,  de  que  certifico  como  Secretario  de  S.  M.  y  su  Escribano 
de  Cámara. 

Madrid  7  de  agosto  de  1862.— Por  el  Secretario  Puga,  Juan  de  Dios 
Rubio.— (boceto  de  iOde  agosto  de  1862.) 
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CoMMeteneia  (9  de  agosto  de  i862.)*— Pago  de  luiuvt* 
sis.— Se  deoide  por  la  Sala  estraordinaria  en  Tacaciones  del  TribOr 
nal  Supremo,  á  favor  del  Juzgado  de  primera  instaacia  de  Saa 
Femando,  la  com{>etenGÍa  suscitada  con  el  de  Marina  de  Cádix» 
acerca  del  conocimiento  del  jtticiode  menor  cuantía  promovido  por 
DoD  José  de  Avila  y  otro  sobre  pago  de  maravedís,  y  se  resuelve: 

Que  los  honores  de  una  elase  ó  eategin'ia  tío  envuelven  ni  dan 
el  goce  de  un  fuero  privilegiado  ^  si  al  concederse  aquellos  no  se 
otorgó  espresamente  este. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  7  de  agosto  de  1862,  en  los  autos  de 
coTopetencia  aue  ante  Nos  penden  entre  et  Juzgado  del  departamento  de 
Marina  de  Gáaiz  y  et  de  primera  instancia  de  San  Fernando  acerca  del  co- 
nocimiento del  jQÍcio  de  menor  cuantía  promovido  por  D.  José  de  Avila  y 
D.  Miinuei  Rodríguez  contra  D.  José  Warleta  sobre  pago  de  maravedís: 

Resultando  que  en  3  de  octubte  de  1860,  tos  espresados  Avila  y  Rodrí- 
guez demandaron  en  el  referido  Juzgado  ordinario  á  D.  José  Warteía  el 
pago  de  tos  derechos  que  devengaron  como  peritos  en  la  medición  que  en 
noviembre  de  i 859  hicieron  de  cierta  finca  de  bienes  del  Estado,  compra- 
da por  el  D.  José,  el  cual  se  dice  que  era  Escribano  principal  de  Marina 
cuando  tuvo  tugar  la  compra  y  medición,  pero  que  había  cesado  en  dicho 
cargo  antes  de  que  se  entablara  la  demanda,  conservando  los  houores  de 
Comisario  Ordenador  del  ramo: 

Resultando  que  emplazado  Warleta  acudió  al  Juzgado  de  Marina  propo- 
niendo la  inhibitoria;  y  que  estimada  por  el  mismo,  aunque  los  demandan* 
tes  espusieron  que  se  allanaban  á  seguir  el  pleito  ante  la  jurisdicción  de 
Marina  por  evitar  dilaciones,  el  Juez  de  primera  instancia  aceptó  la  compe* 
tencia,  fundado  en  que  el  demandado  perdió  el  fuero  que  gozaba  como  Es- 
cribano en  el  momento  que  dejó  de  desempeñar  la  Escribanía,  y  en  que  los 
honores  de  Comisario  Ordenador  únicamente  te  dan  cousideracion,  trata- 
miento y  distintivo  propio  de  tal  categorhi,  pero  no  el  faero  correspondiente 
¿  la  misma,  á  no  ser  que  especialmente  se  le  hubiese  concedido,  lo  que  no 
ha  justificado: 

Y  resultando  que  et  Juzgado  de  Marina,  ¿  pesar  de  que  Warleta  mani- 
festó que  se  conformaba  en  que  desistiese  de  la  reclamación  que  á  su  ins- 
tancia hizo  al  ordinario,  insistió  en  ella  alegando  que  los  hombres  de  una 
categoría  producen  el  fuero  propio  de  la  misma,  y  que  además  debe  aten- 
derse al  que  como  Escribano  de  aquel  Juzgado  especial  tenia  el  demandado 
en  la  época  en  que  nació  la  obli^cion,  origen  de  la  demanda: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Mmistro  de  este  Supremo  Tribunal  D.  Aniero 
deEcharri: 

Considerando  que  es  un  principio  ya  incootrovertíMe,  según  la  juris- 
prudencia establecida,  que  los  honores  de  una  clase  ó  categom  no  envuel- 
ven ni  dan  el  goce  de  un  fuero  privilegiado,  si  alconcederse  aquellos  no  se 
oton^ó  espresamente  el  último; 

Y  considerando  que  ni  por  razón  de  la  materia,  objeto  de  la  cuestión 
promovida,  ni  por  la  época  en  que  lo  había  sido,  puede  invocarse  con  opor- 
tunidad ei  carácter  de  Escribano  de  Marina  que  tenia  el  demandado  cuando 
se  verificó  el  hecho  en  que  se  funda  la  obligación  que  se  le  exige; 
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'     Fallamos  qné  debemos  declarar  7  declahmos  que  coH^ponde  al  Jaz- 

gido  de  primera  infancia  dé  San  Permitido  el  conodmiento  de  ta  demanda 
tentada  por  D.  José  de  Avila  7  D.  Manuel  BodHgues  contra  D.  José 
María  Warleta ,  y  remítansele  todas  las  actuaciones  para  lo  que  proceda 
con  arreglo  á  defecho. 

A^í  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gtxceta  del  Go- 
bierno é  insertará  en  la  Coleócion  legislaUva,  para  lo  cual  se  pasen  las 
oportunas  copias  certificadas»  lo  pronunciamos,  mandamoá  y  firmamos. — 
José  Gamarra  y  Cambronero.— Miguel  de  Nájera  Meneos.— Félix  Herrera 
de  la  Riva.— Eduardo  Elio.— Antero  de  Echarrí, 

Publicación.— Leída  y  {¡ubiicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  llustrí- 
ñmo  Sr.  D.  Aotero  Echarri,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  Je  Justicia» 
estándose  celebrando  audiencia  pábtica  en  su  Sala  estraordinaria  en  vaca* 
ciones  el  día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  de  S.  M. 

Madrid  7  de  agosto  de  1862.~Jnan  de  Dios  Rubio.— (Gaceta  de  12  de 
agosto  de  1862.) 


197. 


C&mÉfmt^MmlB,  (7  de  aqosio  de  i863.)*—CoNociinBNTO  dc  uii 
ABinrfiSTATO.-— Se  decide  por  lá  Sala  estraordinaria  en  Taeaciones 
del  Tribunal  Supremo,  á  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  de 
Cambados,  la  competencia  suscitada  con  el  de  ta  Capitanía  general 
de  Galicia  acerca  aelconocimiento  del  juicio  de  abiutestalo.  de  Ma- 
nuel Casas  Rial,  y  se  resuelve; 

Que  la  jurisaiceim  ordinaria  es  la  competente  para  conocer  de 
las  almUetíato^^  aunque  $ean  de  aforados  de  guerra,  según  la  letra 
y  espMhi  de  la  ley  9H,  Hté  4.^  Ub.  e.""  de  la  Novísima  RecopQa^ 
eion,  y  su  inteligencia  y  aplicación  que  de  una  manera  preceptiva 
ha  fijado  el  Tribunal  Supremo  en  varias  de  sus  decisiones. 

En  la  villa  y  cérte  de  Madrid,  á  7  de  agosto  de  4862,  en  los  autos  de^ 
competencia  que  ante  Nos  penden  entre  el  togado  de  la  Gapítania  general 
de  Galicia  v  el  de  primera  instancia  de  Gambados  acerca  del  conocimiento 
dé!  juicio  de  abintestato  de  Manuel  Gasas  Rial. 

Resultando  que  en  16  de  enero  de  1861  el  Gobernador  militar  de  Pon- 
tevedra ofició  al  Gapitan  general  de  Galicia  diciéndole  que,  según  comuni- 
cación del  Alcaide  de  Gambados  fecha  13  de  aquel  mes,  habla  fallecido  en 
28  de  setiembre  de  1860  sin  tesUmento  Manuel  Gasas^  cabo  primero  reti- 
rado en  aqOel  punto,  con'éT  haber  mensual  de  90  rs.: 

Resultando  que  trasladada  esta  comunicación  al  Juzgado  de  Guerra,  dis- 
puso que  el  Gobernador  de  Pontevedra  proQediese  á  inventariar  y  deposi- 
tar los  bienes  del  difunto:  que  dicho  Gobernador  comisionó  para  ello  al  Go« 
mandante;  y  que  habiendo  exhortad»  este  al  Juez  de  primera  instancia  de 
Cambados,  se  retuvo  per  el  mismo  el  exhorto  oficiando  de  inhibición  al 
Juzgado  de  la  Capitanía  general:  ■    ^  . 

Resultando  i^ue  después  de  ácriídítarso  (¡tm  lat  Mande!  GasaíS  no  había 
iñfftsñáe  testtorento,  se  inhibió  ef  referido  Juzgado  militar;  pe:^  que  ba** 
lieMto  MiBiltMe^  el  iii»  e<tt ' 
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dejó  este  sin  efecto,  devolmodo  iaqual  las  ictqacioDes  pan  qve.eDtaUan 
en  forma  legal  la  cuestión  de  competencia,  como  lo  ha  ▼eríficado: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  se  funda  en  que  la  prefea- 
€¡on  de  los  abintestatos,  cnalquiera  que  sea  el  fuero  del  que  los  motiva, 
corresponde  al  Juez  del  domicilio,  según  los  articules  354  y  siguientes  den 
ley  de  Enjuiciamiento  civil;  en  la  ley  21,  Ut.  4.%  lib,  6.*  de  la  Noviaoft 
Recopilación,  y  en  yarias  decisiones  de  este  Tribunal  Supremo: 

Y  resultando  que  el  Juzgado  de  la  Capitanía  general  alega  que  las  dis- 
posiciones del  citado  art.  354  y  siguientes  de  la  espresada  ley  no  se  refie* 
rea  á  abintestatos  que  se  sustancien  por  la  jurisdicción  militar,  norque  ac- 
ia tiene  marcada  en  la  Ordananza  general  del  ejército  y  Reales  óraenes  pos- 
teriores una  especial  para  sem^antes  procedimientos,  lo  cual  hace  que,  sa* 
(^un  la  base  8.*  de  la  de  13  de  mayo  de  1855  y  el  art.  1414  de  Ja  de  Bd- 
juiciamiento,  no  sean  aplicables  al  fuero  de  üuerra  aquellos  artículos  en 
cuanto  se  separan  de  dicha  lev  especial  militar:  que  aun  admitida  la  doctrina 
de  los  mismos,  tan  Juez  del  domicilio  del  finado  es  el  militar  como  el  civil; 
y  que  el  titulo  11,  tratado  8.®.  de  las  Ordenanzas ,  la  Real  cédula  de  18  da 
octubre  de  1776  y  las  Reales  órdenes  posteriores,  espedidas  por  el  Hinisls- 
rio  de  la  Guerra  hasta  el  año  de  1852,  declaran  que  él  conocimiento  de  las 
testamentarías  y  abintestatos  de  los  militares  corresponde  á  los  Juzgados 
de  su  fuero: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Miguel  de  Nájera  Meneos: 

Considerando  que  la  Real  jurisdicción  ordinaria  es  la  oompalente  pan 
conocer  de  los  juicios  de.  abintestato,  aunque  sean  de  aforados  de  guena, 
según  la  letra  y  espíritu  de  la  ley  21,  Ut.  4.^,  libro  6."  de  la  Novísima  Re- 
copilación, y  su  inteligeocia  y  aplicación  que  de  una  manera  preceptiva  ba 
fijado  este  Supremo  Tribunal  de  Justicia  en  varias  decisiones  de  competen- 
cias, y  señaladamente  en  su  sentencia  de  28  de  noviembre  de  l86t|qi]a 
también  cita  otras  anteriores  en  el  mismo  sentido; 

Fallamos  que  debemos  declarar  v  declaramos  que  el  conocioiiento  de 
estos  autos  corresponde  al  Juzgado  de  primera  instancia  de  Gambados,  ai 
<}ue  se  remitan  unas  y  otras  actuaciones  para  lo  que  proceda  con  arrdgloá 
derecho. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Go- 
bierno é  insertará  en  la  Colección  legislativa  ^  para  lo  cual  se  pasen  las 
oportunas  copias  certificadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— 
iosé  Gamarra  y  Cambronero.— Miguel  de  Nájera  Meneos.— Félix  Herrera 
de  la  Riva.— Eduardo  Ello. — Antero  de  Echarri. 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia^  por  el  Excmo. 
é  limo.  Sr.  D.  Miguel  de  Nájera  Meneos,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de 
Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  estraordinaría 
en  vacaciones  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara 
de  S.  M. 

Madrid  7  de  agosto  de  1862.— Juan  de  Dios  Rubio.— (Goosto  de  13  de 
agosto  de  1862.) 


Competencia  (14  de  agoüo  de  1862.).— Hurto  ni  cii  biloí- 
—Se  decide  por  la  Sala  estraordinaría  en  vacaciones  del  Tribiual 
Sopremo^á  fa?or  del  Juzgado  de  primeraía8liüv»a  del  (UstrítodeU 
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derecha  de  la  ciudad  de  Córdoba»  la  competencia  suscitada  con  el  de 
la  CapüaDÍa  general  de  A^odalucia»  acerca  del  conocimiento  de  la 
causa  formada  i  Rafael  Manchado,  y  se  resuelve: 

1.^  Q^e  lMpmano$  que  cometen  un  hurto  dentro  de  un  cuar^ 
td  no  quedan  desaforados,  pues  las  Ordenanzas  del  ejércUo  solo  se 
refieren,  al  prevenir  el  desafuero,  á  los  autores  de  robos; 

F  2.^  jue  tanto  en  las  Ordenanzas  del  qértíto  como  en  él  Códi- 
go penal  se  distinguen  ambos  delitos,  haciendo  de  eUos  especies  di- 
ferentes. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  14  de  agosto  de  1862,  en  los  autos  de 
competencia  qae  ante  Nos  penden  entre  el  Juzgado  de  la  Capitanía  ffeneral 
de  Andalucía  y  el  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Derecha  da  la  ciu- 
dad de  Córdoba  acerca  del  conocimiento  de  la  causa  formada  contra  Rafael 
Manchado  por  hurto  de  un  reloj: 

Resaltando  que  en  la  tarde  del  12  de  enero  de  este  año  fué  hurtado  en 
el  cuartel  de  la  Guardia  civil  de  la  referida  ciudad  de  Córdoba  un  reloj  que 
pertenecía  al  cabo  Fernando  Blanco,  el  cual  le  tenia  colgado  á  la  cabecera 
de  la  cama,  y  con  este  motivo  se  Instsuveron  diligencias  en  el  Juzgado  or- 
dinario contra  Rafael  Manchado,  que  habia  entrado  en  el  cuartel  en  la  indi- 
cada tarde,  y  en  cuyo  poder  fué  hallado  el  reloj: 

Resultando  que  también  se  formó  sumaria  por  un  Fiscal  militar,  reci- 
biéndose por  este  declaración  de  inquirir,  no  solo  al  referido  Manchado,  sino 
además  at  guardia  civil  Pablo  Moreno,  que  estuvo  en  el  cuartel: 

Resultando  que  el  Fiscal  militar  ofició  al  Juez  de  primera  instancia  para 
qae  se  inhibiese  del  conocimiento  de  la  causa,  cuya  petición  fué  desestimada 
por  no  haber  sido  hecha  por  Autoridad  competente;  y  que  seguida  la  sus* 
tanciacion  de  aquella,  formulada  la  acusación  por  el  Promotor,  conferido 
traslado  al  procesado  Rafael  y  tomados  los  autos  por  el  Procurador  del  mis- 
mo para  evacuarle,  se  recibió  la  reclamación  en  forma  del  Juzgado  de  la 
Capitanía  general,  que  ha  dado  lugar  á  la  presente  competencia: 

Resultando  que  dicho  Juzgado  militar  se  funda  en  la  disposición  del  ar- 
liealo  4.®,  tít.  3.^,  tratado  8/  de  las  Ordenanzas  del  ejército,  que  determina 
.que  el  robo  cometido  en  los  cuarteles  causa  desafuero,  rór  cuya  razón 
se  baila  también  comprendido  el  de  hurto,  anadiando  que  haoia  tenido  pre- 
sente la  jurisprudencia  establecida  por  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia  en 
casos  análogos: 

Y  resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  alega  que  el  citado  artícu- 
lo de  las  Ordenanzas  habla  solamente  del  robo  y  demás  escesos  que  espresa 
determinadamente  y  no  del  hurto;  que  de  esta  clase  es  el  delito  que  en  la 

S rósente  causa  se  persigue,  y  que  la  resolución  de  este  Tribunal  Supremo 
e  27  de  abril  de  1858,  á  que  el  Juzgado  militar  se  refiere  al  hablar  de  la 
jurisprudencia  establecida,  es  de  un  caso  que  no  tiene  con  el  actual  ningu« 
na  analogía: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Eduardo  Elfo: 

Considerando  que  el  hecho  que  ha  dado  motivo  al  procedimiento  fué  et 
hurto  de  un  reloj,  cuya  sustraccian  del  cuartel  que  tiene  fa  Guardia  civil  en 
la  ciudad  de  Córdoba  se  imputa  al  paisano  Rafael  Manchado: 

Considerando  que  los  reos  de  tales  delitos  no  están  expresamente  des.-* 
aforados  en  el  art.  4.%  tít.  3.%  tratado  8.^  de  las  Ordenanzas  del  ejér* 
cito: 

Considerando  que  la  amplitud  que  en  el  Juzgado  de  Guerra  quiere  dar  al 
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desafuero  qoewaJos^Qaso^  4d  ,rQbo  an  ,ciiartalr^tab)dp0  ^dtel^  ^fiqplo^aSf 
tendíéúdold  áiod  de  harto  no  puede  admitirse  fotq\ie  la  Oraenaiin  ée  qoih 
creta  üaicamenieá  loa  robo?,  y  el  Cddigo  penal  distiQgt^'|mb<fe  delitatha» 
ciendo  de  ellos  espeéies  diferentes; 

Fallanios  que  debemos  declarar  j  declaramos  oue  «t  eonoolBaiMto  di  k 
oausa^foriMda  contna  Rafael  Mancbado  correappode  al  Jaei^de  primea  ioi- 
tancia  del  distrito  de.la  Derecha  de  la  dudad  de  Córdoba,  «4  que  ae  feaúUa 
nnaa  y  otras  ac(uacIonea  para  lo  ^e  proceda«coQ  arreglo  á  derecho. 

Asi  por  esta  nuestra  aenteocia,  que  se  publicará  en  |a  ti^ipefA del  Go- 
bierno e  insertará  en  la  Colección  legislaHva,  para  lo  cual  se  pa^en  l^oDor- 
tanas  copias  certificadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.-4oi6 
Gamarray  Cambronero.—Uigael  de  Najara  Meneos. — Félix  Herrera  de  la 
Riva.— Eduardo  Btio.— Antero  deEcbam. 

PQblícacion.^Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  poreiPaa* 
trísimo  Sr.  D.  Eduardo  Ello,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Josticia,  es- 
tándose celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  estraordioaria  en  tac&ci(V* 
Des  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara.       ' 

Madrid  14  de  agosto  de  1862.— Joan  de  Dios  KMo.'-iGaceta  de  19  de 
agosto  de  1862.) 


Competencia  (14  de  agosto  de  i862.).^  Detención  awh- 
TRARiA.-^Se  decide  por  la  Sala  estraordioaria  en  vacaciones  del 
Tribunal  Supremo  á  ra?or  del  Juzgado  de  la  Gapitania  geaeralde 
Castilla  la  Nueva  la  competencia  suscitada  oon  el  de  prioaera  ¡na* 
taneía  de  Colmenar  Viejo ,  acerca  de  la  cansa  formada  contra  dea 
Juan  de  Dios  del  Río  por  detención  arbitraria »  y  se  resuelve : 

Que  el  delUe  de  deteneiari  arbitraria  no  causa  desafuero  en  d 
que  lo  comete. 

En  la  villa  de  Madrid ,  á  14  de  agosto  de  1862,  en  los  autos  de  coopa- 
tencia  oue  ante  Nos  penden  entre  el  Juzgado  de  la  Capitanta  general  de 
Castilla  la  Nueva  y  el  de  primera  instancia  de  Colmenar  Viejo ,  acerca  del 
conocimiento  de  la  causa  formada  contra  D.  Juan  de  Dio9  del  Rio,  Teoiea- 
te  de  la  Guardia  civil ,  por  detención  arbitraria: 

Resultando  que  de  las  declaraciones  de  Salvador  Martínez  y  su  mu* 
jer  Agustina  Aguado ,  confirmadas  en  parte  por  las  del  alguacil  y  Secreta* 
rio  de  Ayuntamiento  del  Real  Sitio  de  Sao  Lorenzo  y  por  las  comunicado- 
oes  del  Alcalde ,  que  el  dia  25  de  diciembre  último  se  presentó  la  Agostías 
en  casa  del  D.  Juan  de  Dios  con  objeto  de  llevarse  a  Galapagar  á  so  hija 
Juana ,  que  estaba  sirviendo  en  casa  de  aquel ,  á  lo  que  se  opuso  el  raisoaOt 
amenazándolas  que  si  se  marcbaban  haría  que  una  pareja  de  la  Guardia  ci- 
vil las  trajera  presas;  y  que  habiendo  acudido  la  Agustina  al  Alcalde,  /na- 
ron  inútiles  las  gestiones  que  este  practicó  por  medio  del  Secretario  y  al* 
guacil ,  insistiendo  el  D.  Juan  en  su  negativa  y  amenazas : 

Resultando  que  avisado  por  su  mujer  Salvador  Martínez,  vmo  este  al  ri- 
tió en  el  siguiente  dia  26,  en  el  que  se  presentaron  ambos  al  referíde  Te* 
niente  á  reclamar  á  su  hija ,  y  que  aquel  no  solo  resistió  que  se  marchase 
mientras  no  tuviera  otra  criada,  sino  que  mandó  que  dos  guardias  civiles 
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,j  d«teiH403i«l»  ln  cárcel  al  Salvador  y  su  ^poaa  ¿  preiesto  de  qae  le 
I  insultado  á  ¿1  en  particular  y  al  Cuerpo  en  general .  sin  que  desistie- 
ra de  su  empeño  á  pesar  de  las  indicaciones  del  Alcaide,  a  quien  ofició  para 
ooe  fueran  admttiaos  en  ia  cái'cel ,  ni  formara  diligencias,  ni  recíbiese^in** 
dagatoria  á  k»  detenidos ,  sino  que  únicamente  dió  pajfte  á  su  superior ,  el 
eual  denprobando  sú  Q#iiaaota>  ie  mandó  que  los  pusiera  en  libertad ,  como 
so  efeeto  fueron  iiuostos  á^  los  dos  días : 

Resultando  gue  noticiosos  del  hecha  el  Director  general  d^  arma  y  el 
Jaez  da  j^rímera  instancia  del  partido;  el  primero  impuso  correccionaimen- 
te  al  Teniente  D.  Juan  de  Dios  dos  meses  de  arresto  en  un  castillo,  que  ha 
sufrido  en  el  de  Murvieijro ,  y  el  se|<undo  instruyó  ia  presente  causa  ^  acer- 
ca de  cuyo  conocimiento  se  na  suscitado  el  actual  conflicto  de  jurisdicción: 

Resultando  que  el  Juez  ordinario  sostiene  que  el  delito  de  detención  ar* 
bitraria  que  se  persigue  en  este  proceso,  causa  desafuero,  según  lo  dis* 
puesto  en  el  art.  ^  de  la  ley  de  Cortes  de  26  de  abril  de  i821,  restable- 
cida en  30  de  agosto  de  1836,  y  que  el  hecho  de  haber  sido  castigado  dis- 
ciplinariamente ,  y  no  por  sentencia  ejecutoria ,  D.  Juan  de  Dios  del  Rio  no 
puede  sustraerle  oe  la  acción  del  Tribunal  competente  para  conocer  del  de- 
lito de  que  se  ie  supone  responsable : 

Y  resultando  que  el  Juzgado  de  la  Capitanía  general  alega  que  el  don 
Joan  de  Dios,  como  militar  en  activo  servicio,  goza  del  fuero  de  guerra,  el 
cual  no  ba  perdido  por  el  esceso  que  se  le  atribuye  ^  y  que  ademas  ha  sido 
ya  eastigaüo  por  el  mismo  en  la  manera  que  ha  creído  justa  el  Director  ge- 
neral del  arma ,  7  que  fué  aprobada  por  Real  orden  de  S.  IL,  sin  que  al 
Jaez  de  Colmenar  Viejo  le  sea  lícito  cali6carla ; 

Vistos ,  siendo  Ponente  el  Ministro  de  este  Supremo  Tribunal  D.  Félix 
Herrera  de  la  Riva: 

Considerando  que  el  delito  que  se  atribuye  al  Oficial  de  la  Guardia  civil, 
y  que  ha  aado  lugar^á  la  presente  cuestión  jurisdiccional,  carece  por  sa 
nauíraleza  y  circunstancias  de  los  requisitos  indispensables  para  que  pueda 
producir  desafuero; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  de 
esta  causa  corresponde  al  Juzgado  de  la  Capitanía  general  de  Castilla  la 
Nueva,  al  que  se  remitan  unas  y  otras  actuaciones  para  lo  que  proceda  con 
arreglo  á  derecho. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gacela  del  Go* 
biemoe  insertará  en  la  ColBocUm  legislativa ,  para  lo  cual  se  pasan  las 
oportunas  copias  certificadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — 
José  Gamarra  y  Cambronero.—Miguel  de  Nájera  Mencos.—Félix  Berrera  de 
k  Riva.— Eduardo  Ello. — ^Antero  de  Echarri. 

.  Publicacion.-^Leidd  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  limo,  se- 
Bor  D.  Félix  Herrera  de  ia  Riva ,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justi- 
cia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  estraordinaria  en 
vacaciones  el  día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  14  de  agosto  de  1862.— Juan  de  Dios  Rubio.— (Gacera  de  20 
^  agosto  de  1862.) 


Con^peteneisí  (iS  de  agostó  de  i862.).— Conocimiento  db 
v>As  DiLiosNciAs  DK  APiuuiio*— So  dcclara  por  la  Sala  estraordina- 
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riaen  Tacaciónes.  del  Tríbaaal  Sapreíno  improcedente  la  compe* 
tencia  suscitada  entre  el  Juzgado  de  la  Capitaoia  general  de  Cana- 
rias y  el  de  primera  instancia  de  Arrecife,  como  supletorio  del  Tri- 
bunal de  Comercio,  acerca  del  conocimiento  de  las  diligencias  de 
apremio  que  se  seguían  en  este  último  á  instancia  de  los  hereden» 
de  D.  Ginés  de  Castro  Estcvez  contra  Doña  Bárbara  Cabrera  para 
el  cobro  de  una  cantidad,  y  se  resuelve: 

I.""  Que  los  Juzgados  de  guerra  no  tienen  jurisdicción  para  00- 
meer  de  asuntos  mercantiles; 

72.^  que  respecto  de  los  juicios  terminados  no  pueden  tener 
tugar  las  cuestiones  de  competencia,  según  jurisprudencia  conág- 
nada  en  mrias  decisiones  del  Tribunal  Supremo, 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  28  de  agosto  de  1862,  en  los  autos  de 
competencia  que  ante  Nos  penden  entre  el  Juzgado  de  la  Gapítania  general 
de  las  islas  Canarias  y  eí  de  primera  instancia  del  Arrecife,  como  sóplelo* 
rio  del  Tribunal  de  Cbmercio,  acerca  del  conocimiento  de  las  diligeodas 
de  apremio  que  se.seguian  en  este  último  á  instancia  de  los  herederos  de 
D.  Ginés  de  Castro  Cstevez  contra  Doña  Bárbara  Cabrera  para  el  cobro 
de  26,000  y  mas  pesos: 

Resultando  qne  en  20  de  mayo  de  1833  ios  herederos  del  D.  Ginés  so* 
tablaron  demanda  en  el  referido  Juzgado  contra  D.  Bartolomé  Arroyo} 
Doña  Bárbara  Cabrera  sobre  pago  de  maravedis  procedente  de  una  opera- 
ción de  comercio^  ci^yo  pleito  terminó  por  ejecutoria  de  la  Audiencia  dett 
de  febrero  de  1856,  que  declaró  obligados  al  D.  Bartolomé  y  I  la  Doña 
Bárbara,  como  su  fiadora  y  pagadora  principal,  al  abono  de  12,637  ps.  é 
intereses,  con  la  deducción  de  las  cantidades  que  en  la  misma  se  expresa- 
ron, mandando  que  se  hiciera  la  liquidación  correspondiente: 

Resultando  que  devueltos  los  Uutos  á  dicho  Juzgado,  y  practicada  y 
Jorobada  por  el  mismo  la  liquidación,  se  requirió  á  la  Doña  Bárbara  pan 
que  verificase  el  pago  de  la  cantidad  que  aquella  arrojaba,  y  por  no  haberla 
hecho  se  procedió  al  embargo  de  sus  bienes: 

Resultando  qne  en  tal  estado,  y  como  en  el  Juzgado  de  la  Capitanía  ga- 
neral  de  las  islas  Canarias  se  hallase  radicado  el  juicio  de  testamentnli  da 
B.  José  de  Armas,  marido  qvte  fué  de  la  Doña  Bárbara,  en  cuyo  joído  los 
hijos  de  aquel  tenían  deducidas  ciertas  reclamaciones  contra  esta,  ofició  ll 
mismo  al  ordinario  del  Arrecife  para  que  se  inhibiese  del  conocimieoto  le 
las  referida)  diligencias  de  apremio,  originándose  una  competencia  qoe  foi 
decidida  por  este  Supremo  Tribunal  en  sentencia  de  2  de  marzo  de  185^, 
en  la  que  atendiendo  á  que  los  herederos  de  Castro  nada  habian  reclamado 
de  la  testamentaría  de  D.  José  de  Armas,  sino  que  su  acción  se  dirigía  oíd* 
camente  contra  los  herederos  de  Arroyo  y  la  Doña  Bárbara;  á  queeo  d 
caso  de  no  existir  en  el  patrimonio  de  esta  bienes  suficientes  para  respoa» 
der  de  los  descubiertos  que  resultasen  á  carso  de  la  misma  en  el  juicio  do 
testamentaría,  los  hijos  de  Armas  podrían  dirigirse  en  tercería  contra  los 
herederos  de  Castro,  y  á  que  las  reclamaciones  en  tercería  son  cuestiooos 
incidentales  del  juicio  de  apremio,  declaró  que  el  conocimiento  de  los  so- 
tos correspondía  al  Juzgado  de  primera  instancia  del  Arrecife,  y  mandóqoo 
se  devolvieran  al  mismo  y  al  de  la  Capitanía  general  sus  respectivas  actúa* 
clones  para  lo  que  procediera  con  arreglo  á  derecho: 

Resultando  que,  mientras  se  sustanciaba  la  competencia  de  qne  acaba 
de  hablarse^  fitlleció  en  el  puerto  del  Arrecife  á  25  de  octubre  de  1857 


Digitized  by  VjOOQIC 


RBCBRdOS  Y  GOMPmifGUS.  497 

Hona  Bii4>Brft  Cabi^r»,  y  eon'este  motivo  la  Aatoridad  militór  estradló  en 
las  dili^ncíaB  de  apertorii  del  testamenta  <)<>  \?  m\9m9,  y  en  las  que  creyó 
aeeeBams  para  asegurar  los  bienes;  >  m?s  adelante,  /i  iDi^tanciR  de  sus  be* 
rederos 7  i  la  de  D.  José  Medintfla,  que  Ib  es  de  D.  Glirés  de  Castro,  dé-^ 
daró  la (iret^ooioD  del  juicio  tiecesarld  de  tesUnnentaHa,  y  procedida  la 
formacioD  de  inventario  fie  los  bienes  y  á  la  celebración  de  las  juntas  pam 
ef  nombramiento  de  admífnistradóres,  á  Is^  cuales  asistieron  el  Procurador 
y  Abogado  de  Medinilla  tomando  parte  en  las  deliberaeiones: 

Resttitande  que  devueltos  por  este  Supremo  Tribunal  ios  autos  que  ha<^ 
bian  sido  remitidos  al  mismo  para  la  decisión  de  la  anterior  eompetencia, 
hw  herederos  de  Dona  Bárbara  Cabrera  presentaron  en  el  Juseado  del  Ar- 
recife demanda  de  tercería  que  todavía  no  h»  Fido  contestaba;  y  D.  José 
Medinilla,  en  eu  nombre  y  <?omo  apoderado  de  su  tia  Doña  Rosalia  de  Cas* 
tro,  reclamó  la  prosecución  de  las  diligencias  de  apremio  y  la  ámpHacioii 
de  los  embargos,  habiendo  tenido  esta  lugar  en  diferentes  bienes  de  la-di- 
fQDta  Doña  Bárbara: 

Resultando  que  con  este  motivo,  y  para  evitar  que  dos  diferentes  Iue* 
gadoa  entendieran  en  los  procedimientos  contra  unos  mismos  bienes,  loa 
herederos  de  dicha  Dona  Bárbara  presentaron  escrito  en  el  de  la  Capitanía 
general,  fecha  12  de  mayo  de  1860,  solicitando,  por  las  razones, que  espa* 
aíerott,  que  se  oficiase  al  del  Arrecife,  como  supletorio  del  Tribunal  de  Co«- 
mercio,  á  fin  de  que,  inhibiéndose  del  conocimiento  de  los  autos  que  alK 
seguía  Medinilla.  los  remitiera  á  aquel  como  el  de  la  testamentaría  de 
Dona  Bárbara  Cabrera: 

Resultando  que  el  Juzgado  de  la  tSapiCa^a  general  por  auto  de  i3  de 
inDio  mandó  que  los  promovidos  por  Medinilhi  en  el  del  Arrecife  seacumu- 
13960  á  los  de  testamentaria,  á  cuyo  fin  fo  oficiara  al  referido  Juez,  fun- 
dándose en  que  DoSa  Bárbara  disfrutaba  del  fuero  militar  como  viuda  de 
D.  José  de  Armas,  Capitán  de  milicias,  y  por  consiguiente  le  correspondía 
conocer  de  lo  relativo  al  cumplimiento  de  su  última  voluntad;  en  que  lo^ 
juicios  de  testamentaría  atraen  á  sí,  como  universales,  todos  los  partfcu-' 
lares  que  se  dirigen  contra  la  herencia,  y  que  en  otro  caso  se  dividiría  la 
ceotmenela  de  la  causa: 

Resultando  que  conferido  traslado  del  oficio  inhibitorio  á  la  parte  de 
Medinilla,  presentó  el  misoN)  wríos  documentos  con  el  fin  de  acreditar 
que  D.  José  de  Armas,  marido  de  la  Dona  Bárbara  Cabrera,  birvió  en  la 
milicia  en  virtud  del  nombramiento  del  Capitán  general  de  aquellas  islas;, 
pero  no  obtuvo  Reales  despachos,  .por  lo  cual  no  eozó,  ni  tampoco  su  viu- 
da, del  fuero  militar;  yaue  si  su  Procurador  yAbogado  tomaron  parteen 
los  autos  de  testamentaria  de  la  úttima,  lo  hicieron  faltando  á  las  instruc- 
GfoQes  que  lea  comunicó  por  e)  correo: 

Resultando  que  en  el  escrito  en  que  Medinilla  evacuó  el  traslade  se 
opuso  ¿  la  acumulaoíen  de  autos,  sosteniendo  que  no  procedía  esta,  ya 
porque  el  Juagado  de  Guerra  no  tiene  jurisdicción  para  conocer  de  asuntes 
mercantiles,  como  era  el  que  siguieron  los  herederos  de  D.  Ginés  de  Cas*- 
Xtm  contra  la  Doña  Bárbara,  va  porque  las  diligencias  hoy  pendiente^  solo 
se  dirígen  al  cumplimiento  de  una  ejecutoria;  y  añadió  que  to  podían  per^ 
jodicarle  los  hechos  de  sus  apoderados,  contrarios  é  sus  órdenes  i  instruc- 
'etones:  que  además  los  hereoeros  de  Doña  Bárbara  Cabrera  se  habían  so- 
metido ai  Juez  del  Arrecife  proponiendo  ante  el  mismo  la  demanda  de  ter- 
cería; y  por  último,  que  ni  D.  José  de  Armas  ni  su  viuda  gozaron  del  fuero 
militar,  por  le  que  deberian  reclamarle  también  al  de  lá  Capitanía  general 
los  autos  de  testamentaría  de  Doña  Bárbara: 
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Resultando,  qoe  el  defeasor  del  auseote  D.  fosé  de  Castro»  etfo  de  ta 
herederos  de  D.  Ginés^  dedujo  igual  preteasioD  fundado  en  idénticas  razo- 
nes, y  en  que  no  podía  decirse  de  él  que  habia  gestionado  en  el  Juzgado 
militar  en  los  autos  de  testamentaría;  y  presentó  nuevos  documentos  pva 
confirmar  que  D.  José  de  Armas  no  obtuvo  Reales  despac^ps,  oí  for  con- 
siguiente  gozó  de  tuero: 

Resultando  que  el  Juez  del  Arrecife,  después  de  oir  al  Promotor,  dieló 
sentencia  en  11  de  setiembre,  en  la  que  se  declaró  competente  para  cooti- 
ouar  conociendo  de  ios  autos  que  seguían  en  su  Juzgado^  como  supletorio 
del  Tribunal  de  Comercio,  los  herederos  de  D.  Gioós  de  Castro  contra  Dam 
Bárbara  para  la  pobranza  de  un  crédito  procedente  de  operaciones  mer- 
cantiles, y  mandó  que  se  contestase  al  de  la  Capitauía  general  que  no  lo 
ara  posible  acceder  á  la  acumulación,  y  que  eo  el  caso  de  insistir  en  ella 
tuviese  por  aceptada  la  competencia;  fundando  esta  determinación  en  quo 
la  atracción  de  que  ^za  el  juicio  de  testamentaria  está  limitada  al  caso  oa 
que  el  Juez  ante  quien  penda  se  halle  facultado  para  conocer  del  juicio qae 
se  pretenda  acumular: 

Y  resultando  que  el  Juzgado  de  la  Capitanía  general  insistió  en  su  re- 
clamación y  espuso  que  la  acumulación  procede  porque  el  juicio  universal 
atrae  á  sí  todos  los  particulares,  sean  ordinarios  ó  ejecutivo^:  que  no  puede 
un  Juez,  que  no  sea  el  de  la  testamentaria,  entorpecer  los  trámites  de  esta: 
que  D.  Jobé  de  Armas  gozó  de  fuero  militar,  y  que  la  jurisdicción  ordinaria 
no  habia  promovido  contienda  sobre  el  conocimiento  de  la  teslamjntaria 
de  Doña  Bárbara  Cabrera,  sino  que  se  limitaba  á  negar  la  acurnukcion  de 
ios  autos  citados;  y  anadió  gue.los' fundamentos  de  la  sentencia  de  este 
Tribunal  Supremo  que  decidió  la  anterior  competencia  demostraban  q»o 
dicha  acumulación  procedía: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Miguel  de  Nájera  Meneos: 

Considerando  que  los  Juzgados  de  Guerra  no  tienen  jurisdicción  pan 
conocer  de  asuntos  mercantiles,  como  es  el  que  dá  origen  á  las  actuacio- 
nes pendientes  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  Arrecife  en  conoeplo 
de  Tribunal  de  Comercio: 

Considerando  que  las  actuaciones  hoy  pendientes  en  el  Juzgado  dol 
Arrecife  solóse  contraen  al  cumplimiento  de  una  ejecutoria,  y  que  esta 

Euede  llevarse  á  efecto  contra  bienes  de  D.  Bartolomé  Arroyo  y  su  fiadora 
oña  Bárbara  Cabrera,  independientemente  del  juicio  de  teetamentaria  do 
la  Doña  Bárbara: 

Considerando ,  por  último,  que  respecto  de  los  juicios  terminados  no 
pueden  tener  lugar  las  cuestiones  de  competencia,  según  juríeprudeoda 
consignada  en  decisiones  de.  este  Supremo  Tribunal; 

.  Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  improcedente  esta  com« 
potencia,  con  reserva  á  las  partes  del  derecho  que  pueda  asistirlas  acerca 
de  la  competencia  del  Juzgado  de  Guerra  para  entender  en  la  testamentarla 
de  Doña  Bárbara  Cabrera;  y  devuélvanse  á  cada  Juzgado  sus  reapectivas 
actuaciones. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Go- 
bierno é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  para  lo  cual  se  paseo  tas 
oportunas  copias  certificadas^  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— 
)liguel  de  N4jera- Meneos.— Félix  Herrera  de  la  Riva.— Eduardo  Elfo. 
— Antero  de  Echarri. 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Ezmo. 
é  limo.  Sr.  D.  Miguel  de  Náíera  Meneos,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  da 
Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  estraordioana 
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-to  vacaciones  el  día  de  baj,  de  que  certifico  o(mdo  Escribano  de  Cámara. 
Madrid  28  de  agosto  de  1862.-*ittan  de  Dios  Rnbio.— (Goeeto  de  2  de 
setiembre  de  1862.) 


CS^mpetoMla  (28  de  agosto  de  í86i.).'-'(Umocmmfno  os 
4m  luioio  VBKBAL. — Sb  decídc  por  la  Sala  estraordínaria  en  vacacio- 
nes del  Tribunal  Supremo  á  favor  del  Juzgado  de  paz  de  Navaher-* 
fflosa,  la  competencia  suscitada  estre  este  y  el  de  la  Capitanía  ge- 
neral de  Castilla  la  Nueva,  acerca  del  conocimiento  del  juicio  ver- 
l)al  entablado  por  D.  Juap  Gil  contra  D.  José  Agustín  Arguelles,  y 
se  resuelve: 

1."*  Que  según  lo  dispuesto  en  el  art.  Id62  delaleyde  Enjuicia- 
miento  civil,  es  de  la  cómpeieneia  eselusiva  de  los  Jueces  de  paz  el 
eonoeimierUo  de  toda  cuestión  entre  partes,  cuyo  interés  no  esceda 
de  600  reales: 

2.^  Que  rio  hay  otros  Jueces  de  paz  que  los  establecidos  por  la 
ley  de  Enjuiciamiento,  la  cual  debe  observarse  por  los  Jueces  y  rrt« 
bunales  de  todo  fuero  que  no  tengan  una  ley  especial  para  sus  pre^ 
cedimientos: 

S.""  Que  no  existe  Ifiy  especial  de  procedimientos  para  los  Trí- 
Intíiáles  y  Juzgados  militares,  según  lo  tiene  repetidamente  declarar 
do  el  Tnbunal  Supremo  de  Justicia: 

4.^  Que  solo  el  Tribunal  Supremo  es  el  que  puede  decidir  legal 
y  válidamente  las  competencias  de  jurisdicción  éntrelos  Jueces  y 
Tribunales  de  cualquier  fuero,  los  cuales  le  están  sometidos  en  este 
punto  sin  dependetuna  ni  necesidad  de  autorización  de  sus  superio- 
res gerárquicos; 

Y&.^  que  propuesta  por  declinatoria  la  cuestión  de  competen* 
ciá,  no  puede  intetUarse  por  inhibitoria  sin  incurrir  en  la  condena 
de  costas. 

Eo  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  28  de  agosto  de  1862,  en  los  autos  de 
competencia  que  ante  Nos  penden  entre  el  Juzgado  de  primera  instancia  de 
Navahermosa  y  el  de  la  Capitanía  general  de  Castilla  la  Nueva  acerca  del 
eooocimiento  del  juicio  verbal  entablado  por  D.  Juan  Gil  contra  O.  José 
AgQstin  Arguelles: 

ResulUndo  que  en  i  5  de  febrero  de  1861  solicitó  Gil  que  se  citara  á 
kiicio  verbal  á  Arguelles,  y  señalado  diá  para  la  celebración  del  mismo  y 
hechas  las  citaciones  comparecieron  el  dfemandante  y  D.  Uariano  García, 
apoderado  de  Argñelles,  el  cual  ph>puso  declinatoria  de  jurisdicción  que  es* 
aind  el  Juez  de  paz  de  Navabermosa: 

Resallando  que  interpuesta  apelación  por  el  demandante,  elJoez  de 
primera  insUocia  revocó  el  auto  apelado,  y  devolvió  las  diligencias  para 
qae  se  procediera  con  arreglo  á  derecbo: 

ResulUndo  que  señalado  de  nuevo  dia  parala  celebración  del  juicio, 
«cadió  Arguelles  al  Comandante  general  de  la  províacia  de  Toledo,  enU- 

: 
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blando  Ib  inhibitorta  por  medio  deua  mamoríal  ano  Até  romiUdoal  Josgt- 
do  de  la  CapHaoía  general,  el  q«e  por  auto  de  8  de  abril^  atendiendo,  eoire 
otras  cosas,  á  qaé  Arguelles  había  hecho  uso  de  la  declioaioria,  dacáifé  na 
baber  lagar  á  dirigir  el  o6clo  de  inhibición: 

Res&Itando  que  reclamada  esta  providencia  por  Argúallee,  sedejósio 
efecto,  y  hoy  sostiene  el  Juzgado  militar^  que  le  corresponde  el  conocí- 
miento  del  juicio  entablado  contra  ei  mleoio,  fundándose  en  las  resolaeio- 
nes  del  Tribunal  Supremo  de  Guerra  y  Marina,  en  las  que  se  ba  consignada 
que  tos  Tribnnales  nrílitares  tienen  un  procedfmiento  especial  para  los  jui- 
cios teitbalea,  y  9ue  no  aon  aplicables  al  fuefo  de  Guerra  en  dieba  dase  da 
joicios  las  prescripciones  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  cif  il: 

Resultando  ^ue  el  Juez  de  primera  instancia  de  Na?ahermosa  defienda 
que  la  jurisdíocÍQn  ordinaria  es  la  única  competente  para  conocer  deja  re* 
clamaoon  dirigida  por  Gil  contra  Arguelles  en  juicio  verbal,  con  arreglo  al 
art.  f  i62  déla  citada  ley  de  Enjuiciamiento,  qaé  coiicede  á  los  Jueces  de 
paz,  y  á  los  de  primera  instancia  en  apelación,  el  derecho  esclusivo  de  en- 
tender en  las  cuestiones  entre  partes,  cuyo  interós  no  escoda  de  600  reale» 
t  conforme  también  á  las-  repeUdas  decisiones  de  este  Tribanal  Supremo  da 
Justicia:  y  qne  ee  improcedente  la  inbibiioria  propuesta  per  Arguelles,  et 
cual  no  podía  hacer  uso  de  la  misma  por  haber  entablado  antes  la  decliaa- 
tona  de  jurisdicción: 

Resultando  que  remitidas  sus  actuaciones  á  este  Tribunal  por  el  espra* 
sado  Juez  pafa  la  resolución  de  la  competencia,  y  librada  orden  al  de  la 
Capitanía  general  para  qoe  remitiera  igualmente  las  suyas,  el  Auditor  ¡ute- 
rino acordó  consultar  al  Tribunal  de  Guerra  y  Marina  si  debia  cumplir  6  oo 
la  orden  de  este  Supremo  de  Justicia,  no  habiéndola  cumpiiraentado  basta 
que  recayó  la  resolución  de  aquel: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  O.  Anterode  Ecbarrí: 

Considerando  que  según  lo  dispuesto  en  el  art.  1162  de  la  ley  de  Ba- 
juiciamiento  civil,  es  de  la  competencia  esclu^tiva  de  los  Jueces  de  paz  el 
eonocimiénlo  de  toda  cuestión  entre  partes,  cuyo  interés  no  esceda  de6M 
reales: 

Considehindo  que  no  hay  otros  Joeces  de  paz  que  los  establecidos  por 
dicha  ley,  la  cual  debe  observarse  por  los  Jueces  y  Tribunales  de  todo  fas- 
ro  que  no  tengan  una  especial  para  sus  procedimiento^: 

Considerando  que  no  existe  esa  ley  especial  para  los  Tribnnales  ni  Jm^ 
gados  militares,  según  lo  tiene  declarado  repetidamente  este  Suprema,  y 
que  tampoco  \nj  otro  que  pueda  decidir  legal  y  válidamente  las  competen- 
cias de  jurisdicción  entre  los  Jueces  y  Tribunales  de  coalquiera  fuero,  los 
cuales  les  están  sometidos  en  ese  punto  sin  dependencia  ni  necesidad  de 
autorización  de  sus  superiores  gerárquicos: 

Considerando  por  último,  que  propuesta  por  declinatoria  la  cuestión  de 
competencia,  no  puede  intentarse  por  inhibitoria  sin  incurrir  en  la  condena 
de  costas; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiente  de  la 
demanda  propuesta  por  D.  Juan  Gil  conlra  D.  José  Agustín  Arguelles  cor* 
responde  al  Juez  de  paz  de  Navaliermosa,  á  quien  se  remitirán  todas  las  ae* 
tuaciones:  condenamos  en  todas  las  costas  al  segundo,  y  dígase  al  Auditor 
interino  D.  Bitarion  Valens  que  en  lo  sucesivo  se  arregle  á  las  leyes  y  no 
baga  dependiente  su  cumplimiento  de  consultas  improcedentes. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Ge* 
bierno  é  insertará  en  la  Co^eceton  UgUlaUva,  para  lo  cual  se  pasen  las 
oportunas  copias  certificadas,  lo  pronunoiamos,  mandamos  y  firmamos»— 
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1li^9l  da  Nái«raMaiic^.-~Fé<ii  Herrera  deieAhra.-'-MuardoBilo.^Aa^ 
léro  át  BeltarFi.      ' 

PQblicacion.-«>L6Ída  y  publicada  fué  la  aaterior  senleacta  por  el  limo. 
8r.  D.  Antaro  da  Elcbarri,  Muiistro  del  Tribunal  SapreiDO  da  Jasticia^  es- 
tándose celebrando  aadieocia  pública  en  so  Sala  estraordlnaria  en  vacado** 
aas  al  día  da  boy,  da  qoa  eerttfico  como  Escribano  de  Gámara. 

Madrid  28  de  agosto  de  i862.-4aan  de  Dios  Rabiíi.^(^aaela  de  a  da 
aatiembra  de  I86fi.} 


CWmpel^iacU^  ^0  de  agosto  de  1862.).— Pisacato  á  ^4  au- 
TOBiDAD.— Se  decide  por  la  Sala  estraordlnaria  eu  vacaciones  del 
Tribunal  &iprenio  á  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  de 
Moniefrfo,  la  competencia  suscitada  coa  el  de  la  Capitanía  general 
de  Castilla  la  Nueva,  acerca  del  conocimiento  de  la  causa  formada 
«ontra  el  soldado  Antonio  Gal  vez  por  desacato  á  la  autoridad,  y  st 
resuelve: 

i/  Que  los  que  de  pdabra  úobra  desacatan  i  las  justicias  que^ 
dan  desaforados  en  cotiformidad  á  kque dispone  Ig,  ley  9.^,  tU.  iO, 
Hbro  i^dela  Novísima  Recepilacian  y  la  Real  orden  de  8  de  abril 
4lei6Sí: 

¥  2/  que  ¡os  alealdes  aereen  funciones  judiciales  permanen'* 
tes  y  tienen  el  carácter  de  justicias,  según  la  jurisprudencia  repeli* 
4amentc  establecida  por  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia. 

Bn  la  villa  y  corte  de  Madrid,  ¿  30  de  agosto  de  1802,  en  los  autos  da 
competencia  que  ante  Nos  penden  entre  el  Juzgado  de  la  Capitanía  general 
de  Castilla  la  Nueva  y  el  de  primera  instancia  de  tfontefrío  acerca  del  co- 
nocimiento de  la  causa  formada  contra  el  soldado  de  cazadores  de  Baza 
Antonio  Gal  vez  por  desacato  á  la  Autoridad. 

Resultando  que  al  ai^ocj^eqer  del  día  4  de  nojiembre  del  año  último  se 
presentó' en  casa  del  Alcalde  pedáneo  de  Aliroartes,*  Rafíél  6al«it,  á  dar 
parte  da  que  su  hifo  Antonio  se  bailaba  embriagado,  y  dioieadó  que  iba  á 
outará  alguno, d  así  propio,  con  la  navaja  que  tenia  en  la  mano;  que  et 
pedáneo  se  constituya  en  compañía  de  varias  personas  en  el  sitio  en  que- 
aquel  se  bailaba,  y  le  encentró  en  el  estado  que  decia  su  padre,  por  lo  cual 
le  reconvino  mandándole  que  le  entregara  la  navaja,  á  lo  que  se  i^egó,  ba- 
l)iéndosela  quitado  el  Aícalde  en  un  momento  de  descuido: 

Resultando  que  el  Antonio  se  introdujo  en  su  casa  y  sacando  otra  nava- 
ja repitió  sus  amenazas,  sin  obedecer  las  órdenes  de  dicha  Autoridad;  que 
esta  logró  con  reflexiones  llevarle  é  su  casa,  donde  entregó  la  navaja  ^ 
€ura,  y  en  seguida  te  artaron  y  coadajeron  preso,  á  pesar  de  au  resisteneia, 
Bsanifestando  en  aquel  acto  que  luego  que  le  pusieran  en  libi^tad,  babia  da 
matar  al  Alcalde  y  á  los  que  le  acompañaban: 

Resultando  que  por  este  motivo  se  formó  la  correspondiente  caosa^  cuyo 
conocimiaDlo  reclama  la  Autoridad  militar,  fundada  en  el  fuero  que  el  An- 
tonio disfruta,  y  en  que  al  hecho  constitufe  una  desobediencia,  paro  no  el 
4éUto  da  desacata: 

Y  resulundo  quaal  JttttSdi  primara  instaociji  «lega  que  C^lve^  jincuri^ 
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rió  en  este  delito  por  las  ameeasas  de  muerte  qae  dirigid  al  AMde  pa¿á-  ' 
neo,  y  que  por  ello  perdió  su  fuero  eon  arreglo  á  la  ley  9/,  Ut.  iO,  libro  \t 
de  la  Novísima  Recopilación  y  á  la  Real  orden  de  B  de  al>rl)  de  1831: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  de  este  Supremo  TrilHinal  D.  FéHx 
Berrera  de  la  Ri?a: 

Considerando  que  se  procede  contra  el  eoldado  Antonio  Galvex  por  de* 
Bobediencia  y  amenazas  de  muerte  al  Alcalde  de  Alotnartee  en  el  ejercieio 
de  su  cargo,  y  que  este  delito  causa  desacato  con  arreglo  al  trt.  i%t  del 
Código  i>enal: 

Considerando  que  los  que  de  palabra  6  obra  desacatan  A  las  Justidaí 
quedan  desaforados  en  conformidad  á  lo  que  la  ley  9/,  tft.  iO,  libro  \%  de 
la  Novísima  Recopilación  y  Real  ófden  de  8  de  abril  de  1831  disponen: 

Considerando  que  los  Alcaldes  ejercen  funci9nes  judiciales  permanentes 
y  que  tienen  el  carácter  de  Justicias,  según  la  jurisprudencia  repetidamen» 
te  establecida  y  fundada  por  este  Tribubal  Supremo  en  casos  análogos; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  de 
esta  causa  corresponde  al  Juzgado  de  primera,  instancia  de  M ontelHo,  al 
que  se  remitan  unas  y  otras  actuaciones  paralo  que  proceda  con  arreglo  á 
oerecbo. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Go* 
biei'no  é  insertará  en  la  Colección  Ugislatíva,  para  lo  cual  se  pasen  las 
oportunas,  copias  certíGcadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— 
Miguel  de  Nájera  Meneos.— Félix  Herrera  de  la  Riva. — Bduardo  Ello. 

Publicación. — Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  poreF 
llustrisimo  Sr.  D.  Félix  Herrera  de  la  Riva^  Ministro  del  Tribunal  SnpremO' 
de  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  la  Sala  estraordina* 
ria  en  vacaciones  el  dia  de  hoy»  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cá« 
mará. 

Madrid  30  de  agosto  de  1862.--GregGrio  Camilo  García.— ((rocefa  de  3 
de  setiembre  de  1(62.) 


«03. 

CoBMpeteiiiel»  (30  de  agosto  de  1862.).— Desacato  i  la  au- 
toridad.—Se  decide  por  la  Sala  estraordinaria  en  vacaciones  del 
Tribunal  Supremo  á  favor  del  Juzgado  de  la  Capitanía  general  de 
Castilla  la  Nueva,  la  competencia  suscitada  con  el  de  pnmera  ina- 
tancia  de  Atieoza,  acerca  del  conocimiento  de  la  causa  formada  á 
D.  Juan  Cancela  y  Pico  por  desacato  á  la  autoridad»  y  se  resuelfe: 

4.^  Que  los  Secretarios  de  los  Ayuntamientos  no  jmeden  rqpu- 
tarse  nunca  como  representantes  de  la  autoridad  judicial^  sino  atm- 
plemmte  como  agentes  administrativos; 

T  2."^  que  solo  quedan  desaforados  los  que  formalmente  resitíen 
á  las  justieiaf  desacatándolas  de  obra  ó  de  fotabra. 

En  la  villa  y  corle  de  Madrid,  á  30  de  agosto  de  1862,  en  los  autos  de- 
competencia  que  ante  Nos  penden  entre  el  Jozoado  de  la  Capitanía  general 
de  Castilla  la  Nueva  y  el  de  primera  Instancia  de  Atlenia  acerca  del  cono- 
cimiento  de  la  causa  formada  contra  el  sargento  segundo  de  la  Guardia  ci« 
Til  D.  Juan  Gaácela  y  Pico  por  desacato  á  la  Autoriilad: 
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Besoltindo  q\»  $n  el  dia  3  d^  marzo  úttinio  faé  llamado  d  referido  sar- 
«iDio  afile  el  Alcaide  del  pueblo  de  Hiendelaencina^  como  Presidente  de  la 
Joota  de  consumos,  para  manifestarle  la  obligación  en  que  estaba  de  hacer 
cierto  pago  per  una  arroba  de  jabón  que  había  introducido  para  el  uso  de 
los  guardias  civiles  solteros  de  aauel  punto;  y  que  habiendo  comparecido, 
procuró  el  Alcalde  convencerle' oe  ello: 

Resultando  que  como  no  produjesen  efecto  sus  reflexiones,  mandó  al 
Secretario  <|ue  ilustrase  al  sargento  Cancela  de  las  razones  por  las  que  venia 
obligado  ai  pago  d^^  los  derechos  que  se  le  exigían,  y  le  hiciese  ver  las  ins* 
tracciones  del  ramo;  que  el  Secretario,  cumpliendo  esta  orden,  le  dijo  que 
el  art.  3.**  del  Real  decreto  de  15  da  diciembre  de  1856  y  lo  resuelto  por  la 
Adminislracion, principal  de  Hacienda  pública  de  aquella  provincia  prevé* 
oian  el  pago  de  tales  derechos;  á  lo  que  contestó  el  sargento  que  ni  el  citado 
Real  decreto  ni  la  Administración  vallan  nada  para  él: 

Resultando  que  el  Secretario  le  repuso  que  las  leyes  se  dictaban  y  pro- 
mulgaban para  todos  los  ciudadanos  de  cualquiera  clafe  que  fueran;  que  á 
todos  tocaba  obedecerlas  y  cumplirlas,  y  que  al  que  faltara  á  su  precepto 
podía  considerársele  como  desobediente  á  las  mismas,  por  cuya  reflexión  se 
incomodó  Cancela»  y  cogiendo  de  un  brazo  al  Secretario^  trató  de  sacarle 
de  k  presencia  del  Alcalde  y  conducirle  preso*  no  habiendo  realizadp  su 
propósito  por  haberse  opuesto  aquella  Autoridad: 

Resultando  oue  por  este  suceso  formaron  diligencias  el  Juez  de  primera 
instancia  y  un  Fiscal  militar,  y  después  se  suscito  el  actual  conflicto  de  ju- 
risdiceien,  pretendiendo  la  ordinaria  conocer  dé  la  cansa,  fundada  en  que 
el  hecho  constituye  on  desacato  á  la  Autoridad,  i^rque  el  Secretario  estaba 
eompliendo  las  órdenes  comunicadas  al  mismo  por  el  Alcalde  y  en  presen- 
cia de  este,  y  en  que  el  desacato  produce  desafuero  según  lo  dispuesto  en  la 
ley  0.*,  tit.  10,  libro  12  de  la  Novísima  Recopilación,  y  en  la  Real  orden 
de  8  de  abril  de  1831,  y  con  arreglo  á  las  repetidas  decisiones  de  este  Su- 
premo Tribunal: 

Y  resultando  que  el  Juzgado  militar  sostiene  su  competencia  alegando 
Que  el  Secretario  del  Ayuntamiento  de  Hiendelaencina  no  es  Autoridad  ju* 
dicial  ni  agente  de  la  misma,  y  por  consiguiente  no  nudo  cometerse  por  el 
sargento  Cancela  el  delito  de  desacato  con  las  palabras  que  le  dirigió,  ni 
porque  le  cogiera  del  brazo  para  llevarle  preso,  y  que  tampoco  faltó  de  pa- 
labra ni  obra  al  Alcalde^  el  cual  ejercía  en  diclio  acto  Ijicultades  administra- 
tivast  como  Presidente  de  la  Junta  de  consumos: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Minislro  de  este  Tribunal  Supremo  D.  Eduar- 
do Elio: 

Considerando  que  el  sargento  segundo  D.  Juan  Cancela  y  Pico  oompa* 
recio  á  la  reunión  del  3  de  marzo  ultimo  como  Comandante  del  puesto  de 
la  Guardia  civil  en  Hiendelaencina,  y  que  Jas  obras  y  palabras  acaloradas 
que  empleó  en  aquel  acto  fueron  dirigidas  contra  el  Secretario  del  Ayunta* 
miento  de  dicha  villa  solamente,  el  cual  desempeñaba  allf  un  servicio  admi- 
nistrativo, V  no  es  posible  por  lo  mismo  reputarle  representante  de  la  Aa* 
toridadjudicial,  resultando  de  estos  antecedentes  que  aquellos  abusos  no 
pueden  calificarse  de  desacato  á  la  justicia: 

*  Considerando  que  en  estas  circunstancias  ninguna  aplicación  tienen  la 
ley  d/,  ttt.  10,  libro  12  de  la  Novísima  Recopilación  y  la  Real  orden  de  8 
de  abril  de  1831,  porque  estas  disposiciones  solo  declaran  el  desafuero  de 
los  que  resisten  formalmente  y  de  los  que  de  palabra  ú  obra  desacatan  á  las 
justicias; 

Fallamoe  qqe  dabeinos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiei^to  de 
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ésíta  causa  corresponde  al  Juzgado  de  la  Capitanía  general  de  Gáatüla  la 
Naeva,  al  qde  se  retnitaa  anas  y  otras  actuaciones  para  lo  que  prooeda  coi 
arreglo  á  derecho. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  pnWIcafá  en  la  Gaceta  del  Ga- 
biemo  é  insertará  en  la  Coieecion  legislaHva,  para  lo  cual  se  fMseotis 
oportunas  copias  certificadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmaraos.— 
Illguel  de  Nájera  Meneos.— Félix  Herrera  de  la  Rifa.— Eduardo  Btfo. 

Publicación.— Leída  v  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  al 
Ilustrfsimo  Sr.  D.  Eduardo  Btfo,  Mroístro  del  Tribunal  Supremo  de  Jnstieii, 
estándose  celebrando  audiencia  páblíca  en  la  Sala  estraordlnaría  en  nea* 
clones  el  día  de  hoy^  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  30  de  agosto  de  1862.— Gregorio  Camilo  Garefa.— (Craeetoda4 
de  setiembre  de  4862.) 


«04. 

Competeni)ia  (50  de  agosto  de  1862.).— CoiiociiíinfTO  n 

UM  jDiGio  YERBAL  DE  FALTAS.— Se  dccíde  pof  la  Sala  estraordináría 
en  vacaciones  del  Tribunal  Supremo, á  favor  del  Teniente  Alcalde 
del  distrito  de  San  Antonio  de  Cádiz,  la  competencia  suscitada  coa 
el  Juzgado  de  Marina-  de  aquel  departamento  acerca  del  conoci- 
miento de  un  juicio  verbal  de  faltas,  y  se  resuelve: 

Que  el  eonoemiento  de  los  juicios  de  fcMas  corresponde  esdu»" 
mmenle  á  los  Alcaldes  y  sus  TenietUes. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  30  de  asesto  de  4862,  en  los  autos  át 
competencia  que  ante  Nos  penden  entre  el  Juzgado  de  Marina  del  departa* 
mentó  de  Ci^diz  y  el  de  Teniente  AicBlde  del  distrito  de  Sao  Antonio  déla 
misma  ciudad  acerca  del  conocimiento  del  jaicio  verbal  de  faltas  contra 
D.  Enrique,  D.  Manuel  y  0.  Isidro  de  fa  Rígada; 

Resultando  que  en  el  dia  1 1  de  mayo  último  los  referidos  D.  Enriqoe  y 
sus  hermanos,  el  primero  Guardia  marma,  y  los  otros  aspirantes  é  lodivl- 
dúos  del  Colegio  Naval  militar,  y  todos  tres  hijos  de  un  aforado  del  ramei 
causaron  daño  en  uno  de  los  Jardines  del*  paseo  público,  por  cuyo  motiio 
fueron  citados  á  juicio  verbal  de  f»ltas  deórdeñ  del  Teniente  de  Alcaide 
del  espresado  distrito,  habiéndose  dirigido  la  oportuna  comunicacioD  á  los 
Jefes  de  aquellos  para  su  comparecencia: 

Resultando  que  la  autoridad  de  Marina  reclamó  el  conocimiento  del  ne- 
gocio, fundándose  en  que  el  D.  Enrique  y  sus  hermanos  cozan  de  fuero,  y 
en  la  disposición  de  la  nota  segunda  de  la  ley  2.*,  tft.  4.*,  libro  H  déla 
Novísima  Recopilación,  cuya  observancia,  dice,  que  tiene  recomendada  el 
Tribuna]  Supremo  de  Guerra  y  Marina: 

Y  resultando  que  el  Teniente  de  Alcalde  sostiene  su  competencia  ale- 

endo  a¡^e  el  conocimiento  de  los  juicios  de  faltas  es  propio  y  eselusivo  de 
jurisdicción  ordinaria,  según  las  reglas  1,*  y  56  de  la  ley  ]irovisloDal 
para  la  aplicación  de  las  disposiciones  del  Código  penal,  que  derogaron  la 
que  cita  la  autoridad  de  Marina,  y  con  arreglo  también  á  las  repeUdas  deci- 
siones de  este  Tribunal  de  Justicia,  entre  ellas  la  de  20  de  octubre  de  1860: 
Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Miguel  de  Nájera  Meneos: 
Considerando  que  la  disposición  de  la  nota  se^funda  dé  la  ley  t.\  Ü- 
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tolo  4/*,  tib.  li  de  la  NófftiaMftBoopíiaeioo  es  de  19  de  ttanode  i799,  muy 
anterior  á  la  Jey  provisioDal  para  la  aplicación  del  Código  pe&ai,  y  que  eaü 
ei  suaieglas  4/ y  56  atribaje  eaelaaiftamente  á  tos  Alcaldes  y  sos  Te* 
Brutea  el  cotoeimieiito  de  loajnlcies  de  faltas^  según  asi  lo  tiene  consigna- 
do este  SupreiDoTribttDal  en  repetidas  decisienes  de  competencias  en  casca 
ssoajantes; 

FsUaoioe  qne  debemos  decidir  y  decidimee  esta  ooopetencká  faior  del 
Vmieote  de  Alcalde  del  distriie  de  San  Autonio  de  Cádiz,  al  que  se  rami* 
tan  uoas  y  otras  aetnaciones  pera  lo  que  proeada  een  arieglo  i  derecbo. 

Asi  por  esu  nuestra  sentencia,  que  ae  publicará  en  la  Gaceta  del  6o« 
Momo  é  insertaré  en  la  ColécdoñyUgislatio^,  para  lo  cual  se  pasen  laa 

ErtuMscepies  certificadas,  lo  pronuuoiamei>9  mandamos  y  firmamos*— 
;uel  de  Nájera  Alencos.-^Féliz  Herrera  de  la  Hiva.— Eduardo  Ello. 
Pablicacion. — Leída  y  publicada  fuá  la  preoedeute  sentencia  por  el  Ex» 
esleotfiiimo  é  limo.  Sr,  D.  Miguel  de  Nájera  Meneos,  Mimstro  del  Tribnnal 
Sopremo  de  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  la  Salees- 
traerdioarie  en  iKattaeiones  el  día  de  hoy,  ^e  que  certifico  eomo  Escribano 
de  Cámara. 

Madrid  30  de  agosto  de  lB62.--^pegorin  Camilo  Garcia.*-K^ueeto  de 
4  de  setiembre  de  1862.) 


»«5. 

CoBtt|iieieiacIa  (6  de  setiembre  de  1862.).— Hbbidas.^So 
decide  por  |a  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo  á  Tavor  del  Juz- 
gado de  primera  instancia  de  Medinaceli  la  competencia  suscitada 
eoD  el  de  igual  clase  de  Sigttenza,  acerca  del  cenooimiento  de  la 
causa  formada  contra  D.  José  Boura  por  herídíis  á  D.  León  Lassa- 
le,  y  se  resaelve: 

Que  el  Juez  del  lugar  en  que  el  deülo  se  eomete  es  el  competen- 
te para  conocer  de  la  causa  que  se  forme  para  su  aueriguacion  y 
eaUigo. 

Bu  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  6  de  setiembre  de  1802,  en  los  autos  de 
competencia  que  ante  Nos  penden  entre  el  luet  de  primera  Instancia  de  Si«- 
gáean  y  el  de  MedinaeeH  acerca  del  conocimiento  de  la  cansa  formada  con*- 
tra  D.  José  Roura  por  heridas  á  D.  León  Lassale: 

Resuitando  que  en  25  de  mayo  de  este  año  recibió  Lassale  una  berida 
con  initromento  corlante,  y  que  habiendo  dado  aviso  í  un  guardia  civil  de 
W  el  autor  de  elia  era  D.  José  Roura,  procedió  aquel  á  su  detención,  y  lo 
presentó  al  Alcalde  pedáneo  del  pueblo  de  TorraUa,  en  cuyo  término  juris- 
diccional dice  el  herido  que  tuvo  toaar  el  hecho : 

Resultando  qne  dicho  Alcalde,  después  de  haber  accedido  á  que  Roura 
auadase  arveatado  en  el  pueblo,  bajo  la  promesa  que  biso  de  no  ausentarse 
da  él,  dio  parte  al  de  Fuencaliente,  de  donde  Torralva  es  anejo;  y  en  el  día 
26  se  empezó  el  oportuno  sumariOj  que  después  fué  remitido  aí  Juzgado  de 
Medinaceli: 

Resultando  que  Roura,  á  pesar  de  su  promesa,  se  ausentó  de  Torralva^ 
Ten  el  referido  día' 26  se  presentó  en  el  Juzgado  de'SigQenza  esponlendo 
V^  la  cueation  de  Lassale  baUa  tenido  logar  en  término  de  Oma,.conenf 
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potidiente  á  áqttdl  lazgadoi  ;  qae  en  ella  iubta  recibido  la  leaioD  (jua  pa- 
decía: 

Resniltando  que  el  Juez  de  prímeira  iastanda  de  Siguenza  instruyó  dili* 
genciafl  con  este  motifo,  y  que  practicado  un  receoocimieiilOy  en  el  qoe 
aparece  sito  dentro  de  su  partido  jadicial  el  paraje  en  que  dicen  qoe  ooar« 
rió  el  suceso,  Roura  y  los  tres  testigos  que  cita  como  presenciales^  trebaja* 
dores  qtie  del  mencionado  Roara  dependeOy  reclamó  al  Juez  de  Medinaceli 
la  causa  que  este  seguía  por  el  mismo  becho,  alegando  el  requirente  qal 
por  razón  del  liigar  del  delito  él  es  el  único  Juez  competente; 

Y  resultando  que  el  de  Medinaceli  practicó  también  un  reconodaaiento 
del  sitio  que  señaló  Lassale,  el  cual  añade  en  sus  declaraciones  que  ningon 
testigo  presenció  el  hecho;  y  como  resultase  de  dicha  diligencia  oue  el  !»• 
gar  pertenece  á  la  jurisdicción  de  Torral?a,  pueblo  de  aquel  partidOy  se  ne* 
gó  por  ello  á  la  inhibición,  origioándose  la  presente  competencia: 

Vistos^  siendo  Ponente  el  Ministro  de  este  Supremo  Tribnoal  D*  Ednar- 
do  Elfo: 

Considerando  que  D.  León  Lassale  y  D.  José  Reura  no  convienen  en  la 
designación  del  logar  en  que  se  cometió  el  delito,  suponiendo  ei  primero 
que  se  ejecutó  en  territorio  correspondiente  al  Juzgado  de  Medinaceli,  y  el 
segundo  en  término  que  pertenece  al  de  Siguenza,  sin  que  el  resoltado  coa* 
tradictorio  de  las  actuaciones  ofrezca  prueba*  que  acredite  plenamente  la 
verdad  de  dicho  estremo: 

Considerando  que  sin  embargo  de  esto,  examinados  los  datos  qne  las 
mismas  arroban,  y  graduado  su  ?alor,  se  adquiere  el  convencimiento  moral 
de  que  el  sitio  desigqado  por  Lassale  fué  el  lugar  del  delito,  porque  la  fogp 
de  Torralva  y  la  presentación  al  Juzgado  de  Siguenza  están  indicando  qae 
en  todo  eso  Roura  solo  trató  de  sustraerse  á  la  acción  del  Juzgado  de  Me- 
dinaceli, á  la  que  con  anterioridad  se  hallaba  sujeto; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  cjue  el  conocimiento  de 
esta  causa  corresponde  al  referido  Juzgado  de  Medinaceli,  al  que  se  iená« 
tan  unas  y  otras  actuaciones  para  lo  que  proceda  con  arreglo  á  derecho.' 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  queso  publicará  en  la  "Gaceta  del  Go- 
bierno é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  para  lo  cual  se  pasen  las  opor* 
lunas  copias  certificadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — Joio 
Martin  Carramolino.— Félix  Herrera  de  la  Riva.— Juan  María  Biec. — Feli^ 
de  Urbina.^Eduardo  Elio. 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Uoslri- 
8Ímo  Sr.  D.  Eduardo  Ello,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Juaticity  es- 
lándose  celebrando  audiencia  páblica  en  su  Sala  segunda  el  día  de  hoy,  da 
que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  6  de  setiembre  de  1862.— Gregorio  Camilo  García.-^Caeefa  da 
i  1  de  setiembre  de  1862.) 


Apelaaeiant  par  denrratorla  del  reearso  de  ea- 
saeion  (6  de  setiembre  de  18S2.).— Pago  dk  maravedís. — St  con- 
firma por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo  la  providencia 
apelada  de  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  denega- 
toria del  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Rosa  FuUós  eu 
j^eilo  con  Dona  Antonia  San  SalvMor,  y  se  resuelve: 
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Quc9úbse  concede  recurro  decoiocian  contra  senímeias  de» 
finüivas,  entendiéndose  por  tales  las  que  aunque  hayan  recaído 
sobre  un  artículo  pongan  término  al  juicio  y  hagan  imposible  m 
continuación. 

En  la  Yílla  y  corte  de  Madrid,  á  6de  setiembre  de  i  862,  en  ioB  autos 
qne  en  ek  Justado  de  inriméra  ínstanGía  del  distrito  de  San  Beltraa  de  Bar- 
celona y  en  la  Sala  segnoda  de  la  Audiencia  de  su  territorio  ba  seguido  Don 
Esteban  FuHós,  y  después  su  Tiuda,  Dofia  Antonia  San  Salvador,  con  Don 
Andrés  Domenecb  y  Doña  RosaFullós  sobre  pago  de  maravedís;  autos  pen-> 
dientes  ante  Nos  en  virtud  de  la  apelación  que  esta  interpuso  de  la  provi- 
dencia que  en  7  de  optnbre  del  ano  último  dictó  la  referida  Sala  denegando 
la  admisión  del  recurso  de  casación  entablado  por  la  misma: 

Besuttando  que  en  13  de  octubre  de  1859  D.  Esteban  Fullós  entabló 
demanda  contra  D.  Andrés  Domenecb,  poseedor  de  una  casa  en  la  ciudad 
de  Barcelona,  sobre  pago  de  maravedís  por  pensiones  de  un  censo  impues- 
to sobre  dicba  casa  y  otra  cfue  él  mismo  disfrutaba: 

Resultando  que  sustanciado  un  artículo  previo  propuesto  por  D.  Andrés» 
contestó  á  la  demanda,  y  pidió  que  ante  todo  se  citara  de  eviccion  ¿  Doña 
Rosa  Fullós,  de  quien  habia  adquirido  la  casa: 

Resultando  que  sin  resolverse  esta  petición  previa,  se  siguió  el  pleito 
por  todos  sus  trámites,  incluso  el  de  prueba,  hasta  citar  á  las  partes  para 
sentencia,  en  cuyo  estado,  advirtiendo  el  Jues  que  estaba  pendiente  la  soli- 
citud sobre  citación  de  eviccion,  acordó  que,-  con  suspensiop  de  los  efectos 
del  proveído  en  que  se  llamaron  los  autos  á  la  vista,  se  hiciera  aquella,  j  en  . 
SQ  virtud  se  citó  á  la  Dcma  Rosa  en  20  de  agosto: 

Resultando  que  comparecida  en  autos,  y  habiéndosela  entregado  para 
que  espusiera  lo  que  i  su  derecho  conviniese,  los  devolvió  opoDÍendo  la  es- 
cepcion  de  litispendencia  y  pidiendo  que  se  declarasen  nulos  y  sin  efecto, 
y  se  mandara  que  D.  Esteban  Fullós  usara  del  derecho  de  aue  se  creyera 
asistido  en  los  otros  autos  incoados  en  el  año  de  4837  sobre  el  mismo  objeto, 
que  el  de  los  presentes,  con  imposición  de  todas  las  costas: 

Resultando  que  impugnada  esta  solicitud  por  D.  Esteban,  se  dictó  autA^ 
en  5  de  noviembre  de  1860,  declarando  no  baber  lugar  con  las  costas  á  lo 
solicitado  pov  Doña  Rosa,  de  cuyo  auto  pidió  reforma,  que  fué  denegada 

Sor  otra  de  21,  en  el  que  se  mandó  que  se  estuviera  á  lo  proveído  en  el  de^ 
ia  S,  y  que  se  llevara  de  nuevo  el  pleito  á  la  vista  con  citación  de  las  par- 
tes para  oír  sentencia  definitiva: 

Resultando  que  interpuesta  apelación  por  la  misma  de  las  dos  providen- 
cias citadas,  se  sustanció  en  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia,  la  cual  en  Id 
de  setiembre  de  1804  confirmó  con  las  costas  el  auto  del  5  de  noviembre: 

Resultando  oue  contra  este  fallo  entabló  la  Doña  Rosa  recurso  de  casa- 
don  por  infracción  de  loe  artículos  61  y  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
Til  y  porla^ausa  cuarta  del  10i3,  denegándose  la  admisión  del  recurso 
por  auto  de  7  de  octubre,  apelado  para  ante  este  Supremo  Tribunal:        * 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Félix  Herrera  de  la  Riva: 

Considerando  que  Doña  Rosa  Fullós  no  alegó  en  primera  instancia  mas 
escepcion  que  la  dilatoria  de  pleito  pendientei  y  que  ni  el  auto  de  5  de  no- 
viembre en  que  se  denegó  su  admisión,  ni  la  providencia  del  Tribunal  su- 
perior que  le  ha  confirmado,  merecen  el  concepto  de  definitivas,  ni  han  ret- 
enido sobre  artículo  que  ponga  término  al  juicio  y  haga  imposible  su  con-» 
linuacíon; 

Y  considerando  por  lo  mismo  que  ia  Sala  sentenciadora,  al  denegar  la 
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«dmiilaa  áil  racunó  foleipiMsto»  se  ba  aeomadii^  á  te  pnanS^eiMtt  di 
los  arHoulos  lOiO,  iOii  y  1^5  de  Ja  ley  de  £njuici«aieiil0«ivit; 

ITallaiDe»  que  debamos  confirmtr  y  coDfinDamos  eoa  lie  ccwtae  el  Míe 
apelado  de  7  de  octubre  último,  y  mandamos  que  se  devuelva^  (os  presaor 
tes  á  la  Audiencia  de  donde  proceden  en  la  forma  preTenida  en  el  art.  IM7 
de  le  diada  ley. 

Así  por  esta  nuestra  senteaeia,  aue  n  pubHoará  en  l«  <?ii0f(a  dei  Ge»» 
bierno  é  insertará  en  la  Cokemm  leffislaiioa^  para  le  cutí  se  pasan  lai 
<)portnnas  copias  certificadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.-* 
Juan  Martín  GarfBmolino.^Pélíz  Herrera  de  la  Rsra.— *Jaas  Marte  Bi6C-«o 
Felipe  de  Urbina««-Bduardo  Elfo. 

Pvblicacion.^Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentmeia  por  fá 
limo.  Sr.  D.  Félix  Herrera  de  la  RIva,  Ministro  del  Tríbnoal  Snpreme  él 
Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  páblka  ei  au  Salo  segunda  et  dia 
de  boy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Camera. 

Madrid  6  de  setiembre  de  1862.— Gregorio  Oasilo  Gftreia.~*<6MSl0ds 
i%  de  setiembre  de  1862.) 


909. 


Canapeteneia  (9  d^9etUmbredeiS6i.).-^1}uNtmJuwK  rasu. 
~Se  decide  par  la  Sala  primera  del  Tribunal  Sapremo  á  fiíTor  del 
Juzgado  de  primera  instancia  de  Medíoaeeli  la  cempelencia  snscitir 
da  con  el  de  igual  clase  de  Sigttenza,  acerca  del  conocimiento  de  h 
demanda  presentada  por  Román  de  Arza  pidiendo  el  beneficio  de 
iitigar  como  pobre,  y  se  resuelve: 

1.^  Que  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  párrafo  Z,^  del  art.  5.*  de 
ía  tey  dtf  EnjuietamieiUo  civil^  para  determinarlas  competencias  de 
jurisdicción  por  el  ejercicio  de  una  acción  vensonal,  se  m  de  atender 
lo  primero  al  lugar  donde  deka  cumplirse  la  ebligaeion; 

Y  ±^  que  el  Jue%  eompetetite  para  conocer  del  pleUo  eabre  i# 
principal,  lo  es  también  para  el  incidente  de  pobreza. 

En  la  villa  y  rórtede  Madrid,  á  9  de  setiembre  de  1962,  en  los  autosdi 
conipetencia  que  penden  ante  Nos  entre  et  Juzgado  de  primera  instancia  di 
Siguenza  y  et  de  igual  clase  de  Medinaceli  sobre  el  eonoeimieato  de  la  de- 
manda presentada  al  primero  por  Román  de  Arza  pidiendo  el  benefieio  áa 
litigar  como  pobre: 

Resultando  que  D.  Tomás  Morant,  contratista  de  las  ebraa  da  la  caarta 
sección  del  ferro-carril  de  esta  corte  é  Zaragoza,  ajvstó  á  Romao  de  Aiil» 
de  oficio  cantero,  para  trabajar  en  la  eslacion  de  Madíoaceli,  pagándole  los 
Jornales  que  convinieron: 

Resultando  que  viéndose>Arza  en  la  necesidad  de  demandarle  sor  el  im- 
porte de  les  jornales,  le  citó  á  juicio  de  conciliación;  y  no  bubloMO  conse- 
guido el  resultado  que  apetecía,  pidió  al  Juez  de  primera  instancia  de  Si* 
güenia  que,  hallándose  en  necesidad  de  reclamar  aquellos  «■  Mieio  comr 

S tente,  y  careciendo  de  recursos  para  soportar  los  gastos.  Je  admitiese  la 
íormacion  de  pobreza  con  citación  de  aquel,  y  en  sn  viala  se  le  decíante 
pobre  para  litigar: 

aesoltando  que  conferido  trasiedo  i  Morant,  aoodW  ai  InigMie  <ie  pri- 
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ntra  kMtmwb  delMlilieeii  emi  la  solicitad  de  qae  ngafries»  de  iiAíbi» 
cioo  al  de  Sigúenza,  toda  vez  qaa  no  le  correspondía  conocer  de  la  denian« 
da  sobre  pego  do  jornales  incoada  por  Arza,  porque  el  contrato. eelebrt^ 
entre  los  dos  debia  cumplirse  en  aquella  jurisdicción  de  Medinaceli,  y  pftf* 
ooniíi^ieffita  el  case  estaba  ooooplendldo  en  el  primer  periodo  del  párrafo 
Mgundo  del  articulo  5.*^  de  la  ley  de  Bnjuicianilento  citilfr 

Resultando  que  oficiado  de  inhtbicioQ  al  Juez  de  Siguenza,  se  opuso  & 
ella  Arza  pidiendo  se  declarase  comp'itetite  para  conocer  de  la  demanda  de- 

Eobreza,  esponiendo  en  apoyo  quesi.bi.QQ  era  cierto  que  el  contrato  se  de- 
ia  cumplir  respecto  á  la  ejecución  4e  las  obras  en  el  término  jurisdiccionaF 
de  Medinaceli,  también  lo  era  que  se  estipuló  que  el  pago  de  los  jornales  y 
otfiDS  gastos,  étfdfí»  lieftamlentes  y  peones,  fosí  baüfa  de  sáliVfaCer  Mérant  en. 
SfgdéDzai  como  lohabin  hediOy  y  por  tantb  la  obligación  debia  eonipHree 
ea  «mbos  pnebloe;  pero  quefieodo  aqueHa  ciudad  la  del  domicilio'  de  Mo^ 
raoi  f  la  en  que  se  celebró  el  oontrato,  era  yisto  reunie  dos  circunstaiiciafr 
para  que  su  Juzgado  conociera  de  su  demanda,  á  la  vez  que  el  de  Medinaceli 
solo  una,  bailándose  por  consiguiente  comprendido  el  caso  en  el  segundo 
miembro  del  citado  art.  5.^  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  con  arreglo  al 
caaJ  pudo  él  elegir  uno  y  otro  punto: 

Resultando  que  de  conformidad  con  cf^^ls  razones  se  declaró  competente* 
el  Juez  de  Sigüenza  y  ofició  al  de  Medinaceli  para  que  desistiese  de)a  inhl^ 
bitoria  ó  tuviese  por  entablada  la  competencia: 

Resultando  que  aceptada  por  el  último,  insistió  en  U  inhibitoria  funda- 
do en  que  el  (¡ago  de  las  obra<i  debía  hacerse  en  é\  punto  en  que  resida  Arza^ 
j  las  intervenía  Morant;  por  no  concebirse  que  fueraaquel  á  cobrar  sus 
jornales  á  SígOenZtT,  distante  cuatro  leguas;  en  que  la  accidental  residencia 
de  Arza  en  dicha  ciudad,  y  aun  la  de  Morant,  que  como  contratista  se  bailé 
en  el  punto  que  exigen  sus  atenciones,  no  era  aplicable  al  caso  segundo  de 
dicho  art.  5.  por  no  tratarse  de  acciones  reales  y  sei'  tan  esplfcito  el  casa 
tercero  que  no  admitía  interpretación  contraria  en  su  testo  literal  de  que 
aiíl  donie  debe  cumplirse  la  obligación  personal  debe  demandarse  su  eum- 
pUmiento,  y  en  que  el  pa«o  de  los  jornales  debe  ser  en  el  punto  mismo  ea 
que  se  devengan  por  el  trabajo  material  de  los  obreros: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Ventura  de  Golsa  y  Pando: 

Considerando  que,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  párrafo  tercero  del  ar- 
ticulo 5.**  de  la  ley  de  Bojuiciamiento  civil,  para  determinar  las  compétenr- 
Ctes  de  jurisdicción  por  el  ejercicio  de  una  acción  personal  se  ha  de  atender 
K)  primero  al  i^gar  donde  la  obligación  deba  cumplirse,  y  que  en  el  caso 
presente  la  contraída  por  Román  de  Arza  y  D.  Tomás  Morant  debe  tener 
efecto  en  Medinaceli  porque  en  aquella  estación  del  ferro -carril  es  donde 
eonvrno  Arza  que  trabajarla  pagándole  sus  jornales: 

Considerando  que  el  Juez  competente  para  conocer  del  pleito  sobre  lo 
jnrincipal  lo  es  también  para  el  incidente  de  pobreza; 

Faltamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  de  es- 
to^ autos  corresponde  al  Juzgado  de  primera  instancia  de  Medinaceli,  al  que 
M  renritan  unas  y  otras  actuaciones  para  que  pr(yceda  con  arreglo  á  de- 
recho. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  pn  la  Gaceta  dwtro  dé 
los  tres  dias  siguientes  á  su  fecha  é  insertará  en  la  Colección  legislativa^ 
pasándose  al  efecto  las  oportunas  copias,  lo  pronunciamos,  mentíamos  y  flr-* 
mamos.-^Ramon  López  Vázquez.— ^Antero  de  Bcharrl.— Gabritíl  Ceruelode 
VelAsco.--Laureano  Rojo  de  Norzagaray.— Ventura  de  Colsa  y  Pando. 
'    PobUcidon»*— LeMa  y  j^ubliea^  filé  la  anterior  seúteneia  por  el  Üustri « 
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sirtio  Sr.  ly.  Veoláni  dB  Gotsa  y  Pando,  Ministro  M  Tribunal  Stii^MM  da 
jQsticia,  estándose  celebrando  audiencia  publica  en  au  Saia  primera  el  día 
de  la  fecha,  de  quecertiftoo  como  Secretario  de  S.  M.  y  su  escribano  deCá* 
mará. 

Madrid  &  de  setiembto  de  i862.— Dionisio  Antonio  de  Poga.— (GMte 
de  i2  de  setiembre  de  18$S.) 


«•S. 


Apelaeiam  pop  dJeneji^atoriii  de  reenrso  de  ea- 
aaelon  {ii  de  setiembre  d«  i862.).— NoMBRAiaBirro  de  cüea- 
I>or  ejbvplar.— Se  eonfirma  por  ia  Sala  primera  del  Triimnal  Su- 
premo la  providencia  apelada  de  la  Sala  segunda  de  la  Aadieocia 
de  Barcelona,  denegatoria  del  recurso.de  casación  interpuesto  por 
el  curador  ad  litem  de  Angela  Gervera,  en  pleito  con  Domingo  Cer- 
vera,  y  se  resuelve: 

Que  el  recurso  de  casación  solo  se  dd  contra  sentencias  definiH- 
vas  que  poniendo  término  al  juicio  hacen  imposible  su  continua'- 
don. 

En  ia  villa  y  corte  de  Madrid,  á  i2  de  setiembre  de  1862,  en  los  aatoa 
•que  penden  ante  Nos  en  virtud  de  apelación  interpuesta  por  D.  Miguel  Ca- 
sas, Curador  ad  litem  de  Angela  Gervera,  mujor  de  Juan  Trullas»  del  auto 
dictado  por  la  Sala  segunda  de  ia  Real  Audiencia  de  Barcelona,  que  le  ne- 
gó la  admisión  del  recurso  de  casación: 

Resultando  que  en  13  de  noviembre  de  1860  acudió  D.  Miguel  Casas, 
bajo  el  concepto  indicado,  al  Juez  de  primera  instancia  de  San  Feiiú  de 
Llobregat,  y  esponióodale  los  hechos  que  demostraban  la  necesidad  de  se- 
parar  de  l,a  administración  de  los  bienes  al  padre  de  su  menor  Domingo 
Gervera,  pidió  que  recibida  la  correspondiente  justificación  se  le  nombrase 
por  su  resultado,  y  con  arralo  al  art.  1245  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  curador  ejemplar  de  Domingo  Gervera,  ó  á  D.  Jnan  Trutiás,  marido 
de  la  liija  del  mismo,  previa  lianza  y  demás  formalidades  necesarias: 

Resultando  que  recibida  la  información  de  testigos,  y  tomadas  otras  no- 
ticias por  el  Juez,  dictó  providencia  en  6  de  junio  de  1861  después 
de  oir  el  dictamen  del  Promotor  fiscal,  por  la  que,  de  conformidad  con  61, 
declaró  á  Domingo  Gervera  incapaz  de  administrar  sus  bienes,  y  nombró 
durante  la  menor  edad  de  su  hija  Angela  al  marido  de  esta  Juan  Trullas, 
previa  la  correspondiente  fianza: 

R^uitándo  que-  prestada  esta  y  discernido  el  cargo,  se  presentó  Do- 
mingo Gervera  interponiendo  apelación  del  referido  fallo,  y  que  en  su  vir- 
tud se  remitieron  los  autos  á  la  Audiencia,  donde  sustanciados  con  audien- 
cia de  las  partes  y  del  Fiscal  de  S.  M.,  pronunció  sentencia  la  Sala  segunda 
en  4  de  enero  último  dejando  sin  efecto  el  fallo  apelado,  y  mandando  de- 
volver los  autos  al  inferior  para^  que  reponiéndolos  al  estado  de  demanda 
confiera  traslado  al  opositor  Domingo  Gervera  y  continúe  su  tramitación 
por  el  juicio  civil  ordinario,  en  el  cual  podrá  ei  mismo  Gervera  usar  de  su 
dereólio  por  lo  respectivo  á  la  declinatoria  de  fuero  que  había  indicado  ea 
aquella  segunda  instancia: 

Resulundo  que  el  curador  od  Mem  de  Angelí  Genrara  ¡atarpui»  MCtf- 
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MdeeaiftoloQ  por  eoneeptuaf  contra riadav  las  disposSelpoes  de  I09  artí-* 
eok»  i208  y  1209  de  U  ley  de  Bojaieiamiento  ci?¡l;  y  qoe  denegada  tu 
admisión  por  auto  de  8  de  febrero  de  este  año  apeló  para  aiUe  este  Supremo 
Tribanal: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Pablo  Jiménez  de  Palacio: 

Considerando  que,  segno  el  literal  contesto  de  Ios-artículos  10 i  O 
y  101 1  de  la  ley  de  Bojaieiamiento  civil,  solo  se  dá  el  recurso  de  casacioa 
iontra  las  aentenoias  definitivas,  y  contra  las  qoe  ann  cuando  recaigan 
eofare  na  artfcolo  ponen  término  al  jaioio  y  hacen  imposible  su  coatí- 
nnieion: 

Gonaiderando  que  la  que  ha  motivado  la  presente  apelacioa  no  perte* 
necea  nioguna  de  las  clases  indicadas,  puesto  que  se  reduce  á  una  mera 
reposición  del  procedimiento ,  que  deja  abierto  completamente  el  debate 
jndicíai; 

Fallamos  que  la  debemos  confirmar  y  confirmamos  con  las  costas,  de* 
volTjéndose  los  autos  á  la  Audiencia  de  Barcelona  con  la  certificación  cor- 
respondiente. 

Y  por  esta  nuestra  sentencia  que  se  publicará  en  la  Gaceta  en  el  tér<* 
mino  de  cinco  dias,  y  se  insertará  en  la  Colección  legUlativa,  pasándose  al 
efecto  les  oportunas  coplas,  lo  pronunciamos,  mtindamos  y  firmamos. — Ra- 
món López  Vázquez.—* Pedro  Gómez  de  Hermosa. — Pablo  Jiménez  de. Pa- 
lacio.—Laureano  Rojo  de  Norzagaray.— Ventura  de  Golsa  y  Pando^ 

Poblicacion.'*-Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
iluBtrfsimo  Sr.  D.  Pablo  Jiménez  de  Palacio,  Ministro  del  Tribunal  Supremo 
de  Jostioia^  estándose  celebrando  nudiencia  públice  en  la  Sala  primera,  de 
qvs  certifico  como  Secretario  de  S.  M.  y  su  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  12  de  setiembre  de  1862.— Dionisio  Antonio  de  Puga.— -(GaMla 
de  14  de  setiembre  de  1862.) 


SO». 


Apelaeion  por  dlene|ratorÍa  del  reeurso  de  ea- 
Mielen  (12  de$tíiembrede  186á.).*--SoBaE  sLEVAa  Á  tistauento 
SACRAMErvTAt.  ü^k  DISPOSICIÓN. — Sc  rcvoca  por  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  la  providencia  apelada  de  la  Sala  tercera  de  la 
Audiencia  de  Barcelona,  denegatoria  del  recurso  de  casación  ioter- 
Puesto  por  D.  Antonio  Casajuana  y  su  mujer,  en  pleito  con  Dona 
Catalina  Barrera  y  su  marido;  se  admite  en  su  consecuencia  el  re- 
curso, y  se  resuelve: 

Que  para  admitirse  el  recurso  de  casación  contra  la  ejecutoria 
de  una  Audiencia  ha  de  citarse  la  ley  y  formularse  la  doctrina  legal 
odmitidapor  la  jurisiprudencia  de  los  Tribunales,  que  en  concepto 
del  recurrente  se  crean  infringidas. 

En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  12  de  setiembre  de  1862,  en  los  autos 
psodieotes  ante  Noi  en  yirtud  de  ap*)lacion  interpuesta  por  D.  Antonio 
Cisajnana  y  Dona  M.iría  Torrabadella  del  auto  dictado  por  la  Sala  tercera  de 
la  Real  Audiencia  de  Barcelona,  que  le  negó  la  admisión  del  recurso  de 
easaeion: 

Resultando  que  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San 
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Pedro  de  aquella  dudad  soliettaron  diciios  eoMortes  Gasafatna  f  Tomlia- 
delia  que  se  elevase  á  testamento  sacraoienta]  la  última  disposicied  de  Dea 
José  Batlló  j  Carrera;  y  que  habióodose  opuesto  i  ella  Doua  GatallDa  Barra- 
ra y  su  mando  D.  Pedro  Plá,  esle^  como  padre  y  adnainiittrador  respaelsTa^^ 
mente  de  las  péraenas  y  bienes  dié  Dona  emilfa  y  Dona  llargarila^  y  «I  co- 
lador ad  litem  deDooa  Paula  Barrera,  se  sostancié  el  espediente  por  sus 
trétmites:' 

Resultando  foe  dictada  sentencia  por  el  laes  en  24  de  febrero  de  199i» 
la  revocó  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  en  43  de  nstriambra  sígoitnte^  n-* 
solviendo  que  no  babia  lugar  á  declarar  la  valideZy  como  codicilo  y  dou«« 
cion  tnofüs  eausoy  de  la  manifestación  que  pupdo  haeer  D.  losé  BatUé  en 
los  últimos  momentos  de  su  vida  de  legar  i  loi  consortes  Gasajoanaia  tm^ 
tidad  de  10,000  duros: 

Resultando  que  contra  ese  fallo  interpusieron  dicbos  consortes  recors» 
de  cas&eion  por  haberse  proferido  coivtra  ley  y  contra  la  doctrina  admitida 
'  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribubales,  diciendo  en  el  primer  párrafo  M 
escrito:  «En  efecto,  por  la  ley  citada  en  las  mismas  sentencias,  i  saber:  ca* 
pítulo  48  Recognaverunt'Procéreí,  y  la  doctrina  reconocida  enellas,  la  vo- 
luntad del  difunto  espresada  ante  dos  testigos  debe  ser  elevada  á  testamao» 
to  sacramental:  * 

Y  resultando  que  denegada  por  auto  de  26  del  mismo  mea  la  admisiim 
del  recurso,  por  haberse  dejado  de  cumplir  con  lo  prescrito  en  el  aH.  lOW 
de  la  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  apelaron  de  esa  negativa  para  ante  este 
Supremo  tribunal: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Pedro  Gomei  de  Hermosa: 

Gonsídierando  que  pera  admitirse  el  recurso  de  casación  contra  la  ejemi- 
toría  de  una  Audiencia  ha  de  citarse  ia  ley  y  formularse  la  doctrina  legal 
admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales,  que  en  concepto  del  ra* 
cúrrente  se  creen  infringidas: 

Considerando  que  en  el  recurso  d6  casación  propuesto  se  alegó  la  única 
disposición  legal  que  contiene  el  privilegio  relativo  al  testamento  sacrt- 
mentai,  esplanándosa  en  el  escritotds  fundamentos  en  que  le  apoyaba,  con 
lo  cual  ni  puede  ofrecer  duda  racional  la  ley  que  se  supone  infringida ».m  e) 
motivo  porque  se  invoca;  y  que  por  tanto,  con  arreglo  á  la  circunstancia 
tercera  del  art.  i035  de  la  ley  de  Gojuiciamienio  civil,  procede  la  admi* 
sion  del  espresado  recurso; 

Fallamos  qne  debemos  revocar  y  revocamoael  auto  apelado;  en  so  coa* 
secuencia  admitimos  el  rjBcurso  de  casación,  y  mandamos  se  proceda  á  sn 
sustanciacion  con  arreglo  á  derecho . 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  en  el  tér- 
mino de  cinco  dras,  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al 
efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — Ra- 
món López  Vázquez.— Pedro  Gómez  de  Hermosa. --Pabloiimenex  dePala» 
ció. — Laureano  Rojo  de  Ñor zai^aray  .-^Ventura  de  Guisa  y  Pando. 

Publfcaeion: — Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
limo.  Sr.  D.  Pedro  Gómez  de  Ilermp8a«  Ministro  del  Tribunal  SupreoM»  de 
Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  publica  en  su  Sila  primera,  de  que 
certifico  como  Secretario  de  S.  M.  y  su  Escribano  de  Gám ara. 

Madrid  12  de  setiembre  de  1862.— Dionisio  Antonio  de  Pttga.^(6aoal« 
de  i 6  de  setiembre  de  1862.) 
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'  Reenrso  de  eaiimeioii  (t2  de  setiembre  4e  IS6í.).~PkK' 
LACioif  DK  CRÉDITOS.— Se  declara  por  I»  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  capación  interpuesto  por  Don 
Ignacio  de  la  Serna  contra  la  sentencia  de  la  Sala  tercera  de  la  Au- 
diencia de  Burgos»  en  pleito  con  D.  Francisco  Soto  y  otro,  y  se  re- 

Que  las  leyes  26,  28  y  31  del  titulo  43  de  la  PoíL  8.%  al  esta- 
blecer la  hipoteca  leqal  en  favor  de  los  créditos  ptoccdentea  dd  di- 
nero prestado  para  la  construcción  de  casas  y  otros  edificios^  res- 
pecio  de  estos  bienes,  exigen  como  circunstancia  indispensable  que 
el  dinero  se  haya  invertido  en  el  objeto  indicado. 

Bn  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  12  de  setiembre  de  1862,  en  los  autos 
que  penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casac¡on>  seguidos  en  el  Juz-, 

gado  de  primera  instancia  de  Santander  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Real  Au- 
ieacia  de  Burgos  por  D.  Ignacio  de  ia  Serna,  D.  José  Azpiazu  y  D.  Fermín 
Santa  liaría  con  D.  Francisco  Soto  y  tí.  Simón  González,  síndicos  del  con- 
curso voluntario  de  acreedoras  de  D.  Matías  Setiem,  sobre  prelacion  de 
créditos: 

Resultando  que  por  escritura  de  4  de  marzo  de  4856  D.  Ignacio  de  la 
Serna  prestó  á  D.  MatUs  Setiem  y  su  esposa  Doña  Antonia  Palacio  la  canti- 
dad de  70,000  rs.  con  interés  de  6  por  100  al  año,  con  la  idea  de  que  ter- 
minasen la  obra  de  una  casa  que  estaban  haciendo  é  invirtiesen  el  resto 
hasta  donde  alcanzase  en  la  edificación  de  otra  nueva,  bi(>oteeando  la  pri* 
mera  y  el  terreno  de  esta  á  la  devolución  del  capital  é  intereses  que  se 
comprometieron  á  realizar  para  el  4  de  marzo  de  1857: 

Resultando  que  por  otra  escritura  de  10  de  diciembre  del  mismo  año 
de  1856,  otorgada  por  Setiem  y  D.  Fermín  Santa  Haría,  se  obligó  este  á 
«ijecuur  por  su  cuenta  todas  las  obras  de  demolición  y  reedificación  de  las 
tres  casas  propias  del  primero,  y  las  que  en  capítulo  aparte  habían  de  prac- 
ticarse en  pertenencias  deD«  Francisco  de  Soto  y  Quijano,  pactándose  en 
ella  que  todos  los  materiales  y  jornales  para  las  obras  habían  de  ser  de 
cuenta  v  responsabilidad  de  Santa  María,  á  favor  del  cual,  y  como  importe 
calculado  de  ellas,  se  reconocía  un  crédito  de  86,000  rs.;  y  que  siendo  ade* 
mis  el  mismo  Santa  María  acreedor  por  34,000  rs.  de  la  tablazón  y  madera 
gue  tenia  suministradas  á'Setiem  para  las  mencionadas  casas,  se  reconocía 
á  su  favor  dicha  suma,  que  con  la  anterior  formaban  la  de  120,000  rs.,  que- 
dando hipotecadas  á  la  seguridad  de  todo  el  crédito  las  tres  casas  que  har 
bian  de  reedificarse  y  otra  de  la  pertenencia  del  deador,  construida  y  ha- 
bitada ya,  dedarando  este  hallarse  afectas  á  otros  dos  gravámenes  hipo- 
tecarios, el  uno  de  30,000  reatos  á  favor  de  D.  Antonio  Pérez,  y  el  otro 
de  74,000  al  deD.  Anselmo  Ortíz  de  Gompostizo,  los  cuales  tenían  la  pre- 
kcion  de  sus  respectivas  fechas: 

Resultando  que  habiéndose  presentado  en  concurso  D.  Matías  Setiem, 
presentó  al  Tribunal  un  estado  de  sus  deudas  indicando  los  títulos  en  que 
cada  una  se  apoyaba,  y  que  convc^dos  y  reunidos  en  junta  general  los 
nereedores  el  día  20  de  agosto  de  1858  acordaron»  entre  otros  particulares, 
qoe  los  síndicos  elegidos  D»  Francisco  Soto  y  D.  Simón  González  hiciesen  la 
caUficaoion  de  los  crédítM  y  la  sometieses  4  otra  junta  general,  y  que  apro- 
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bada  se  luvíese  por  ejecutoria;  y  de  no  ser  así,  se  prestase  aadieDcia  eo  un 
solo  escrito  á  los  que  disiotieseo  y  á  los  síndicos,  y  se  fallase  coa  apelacioQá 
Jos  Tribunales  superiores: 

Resultando  que  hecha  por  los  síndicos  la  eaUftoaeioQ  y  graduación  de 
créditos,  hieron  una  y  otra  aprobada^}  en  junta  celebrada  el  23  de  setiembre 
de  i 859,  escepto  por  D.  Ignacio  de  la  Serna  y  D.  José  Azpiazu,  que  se  opo« 
sieron  por  no  darse  á  sus  créditos  la  pretacion  que  de  derecho  les  era  debi- 
da, al  paso  que  otros  como  los  de  D.Ferrain  Santa  María,  D.  Dominga 
Arroyo  y  D.  Francisco  Aldecoa  oisupaban  un  lugar  que  no  les  pertenecía,  y 
que  el  prioaerp  de  estos  tres  tampoco  se  conformó  con  el  que  se  le  seña- 
laba: 

Resultando  que  en  consecuencia  del  acuerdo  anterior  y  eenfomie  coa 
lo  convenido  en  la  junta  general  de  20  de  agosto  formalizaron  su  opo&icioo 
en  Í4  de  octubre  siguiente  D.  José  Azpiazu  y  D.  Ignacio  de  la  Serna,  pi- 
diendo se  dejase  aquel  sin  efecto  en  cuanto  les  era  desfavorable,  y  se  decla- 
rase que  sus  créditos  eran  preferentes  á  los  demás,  acordándose  su  pago 
sin  deducción  alguna;  y  atesaron,  que  la  operación  practicada  por  lossio- 
dicos  era  ilegal  porque  los  titulados  acreedores  refaccioDarios  no  lo  eraa  ni 
podim  darse  por  corrientes  sus  créditos  por  estar  protestados  y  no  justiOa- 
dos,  y  además  porque  las  leyes  26, 28  y  31 ,  tft.  13  de  la  Partida 3/  conce- 
den hipoteca  á  los  que  prestan  dinero  para  rehacer  casa  ó  edificio,  pero  fio 
á  los  jornaleros  y  especuladores  de  maderas,  y  menos  4  los  que  sopeoao 
haberlo  dado  para  pagar  á  aquellos; 

Resultando  qae  D.  Fermín  Santa  María  formalizó  su  oposidoo  apoyada 
en  ser  sa  crédito  de  86,000  rs.  hipotecario,  legal  y  mis  pcifilegiado  en  sa 
totalidad  que  los  otros,  y  solicitó  se  declarase  asi: 

ResnUando  que  los  «índicos  pidieron  que  se  confirmase  le  aprebaeisa 
dada  por  todos  los  demás  acreedores  á  la  graduación  en  la  junta  de  23  de 
setiembre  anterior,  proveyendo  en  esta  conformidad  y  sin  ulterior  progreso 
conforme  á  lo  acordado  en  la  de  20  de  agosto  de  4858,  y  esposieroo  que  lo» 
acreedores  comprendidos  en  el  primer  estado,  como  refaccionarios  recono- 
cidos en' la  junta  general  tenían  hipoteca  legal  y  privilegiada  en  los  bieBoe 
del  concurso,  según  el  espíritu  y  tendencia  de  las  mismas  leyes  citadas  de 
contrario,  y  por  tanto  tenían  que  cobrar  antes  que  los  que  lo  eran  por  coa- 
trato  ó  que  tenían  ánicaraente  la  hipoteca  convencional  ordánaria  ó  no  pri- 
vilegiada, que  eran  los  comprendidos  en  el  estado  segundo: 

Resultando  que  dictada  sentencia  por  el  Juez  de  primera  instancia  ea 
27  de  diciembre  de  1859.  la  revocó  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Bur- 
gos en  28  de  noviembre  de  1860,  declarando  que  después  desalisfecbascoa 
los  bienes  del  concurso  las  costas  originadas  desde  el  folio  20 i  ioclosive  7 
las  causadas  por  los  ^néíoos  con  motivo  de  las  opesicioaes,  debe  pagarse  i 
los  acreedores  por  el  orden  siguiente: 

En  primer  lugar  á  O.  Domingo  Arroyo,  Dúm.  8, 13,960  rs. 

En  segundo,  á  D.  José  Azpiazu,  n6m.  3,  10,600.  ^ 

E(i  tercero,  á  D.  Fermín  SantaíMarfa,  nám.  7 j  52.000. 

En  cuarto,  á  D.  Francisco  Javier  Aldecoa,  nám.  U,838« 

En  quinto,  á  D.  Hilario  Toledo,  núm^  16,  380. 

En  sesto,  á  D.  Joaquín  Peres  Pena,  núm.  12, 1,000. 

En  sétimo,  á  D.  Frdldcisco  Soto,  núm.  9,  2,572. 

En  octavo,  á  D.  Ignacio  de  la  Serna,  núm.  4,  con  interés  de  6  por  100, 
70,000. 

En  noveno,  i  D.  Saitia^o  Fernandez,  núm.  iO,  3,000. 

Bn  décimo,  á  D.  Aatooio  Peres,  núm.  5,  pot  aii  gsgaréi  16,000. 
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Ta  de  9  de  julio  de  4856,  30,000. 

Y  en  duodócimp,  á  D.  Jacinto  liasot,  núm.  6,  con  interés,  de  5  por  100 
segoD  la  escritora  de  13  de  enero  de  1857^  6,753: 

Y  resaltando  qae  contra  esa  sentencia  interpuso  D.  Ignacio  de  la  Serna 
recurso  de  casación,  por  conceptuar  infringidas  respecto  á  la  preferencia 
Hlada  á  los  primeros  siete  acreeaorest-  ^  ^ 

En  primer  lugar,  las  leyes  26,  28  y  31  del  titulo  13  de  la  Partida  5.*» 
puesto  que  ajustando  4  sus  dispo^cioaes  terminantes  la<;al¡fícacion  de  los 
créditos,  no  cabe  duda  que  el  del  recurrente  merece  e!  de  hipotecario  le - 
gal,  y  que  porsu  fecha  y  per  9u  tituló  ha  debido  ser  colocauo  en  primer 
lagar. 

fin  segando,  la  1.%  iUulo  1.^  libro  la  de  lá  Novísima  Reoopiladoo,  tow 
da  Yeft  que  oonveoidoa  los  a^Medoras.eo  la  junta  de  20  de  agMo  dei  1858» 
«n  que  los  síndicos  hiciesen  la  calificación  de  los  créditos  y  no  su  recoi^o*-. 
cimiento,  por  no  haber  duda  en  su  to^timidad  y  procedencia,  ni  jippugQa« 
cion  en  cuanto  á  la  cantidad,  fecha,  m  oriMon  de  las  obligacionesiTy  siendo, 
válido  ese  confeuio,  ni  íos  BÍndicos,  ni  el  Juez,  ni  la  Sala  sentenciadora  hai^ 
podido  en  términos  hábiles  ocuparse  de  otra  cosa  que  de  la  Catlficacion  der 
tes  mismos  crédito»,  y  por  no  haberlo  hecho  asi  han  contrariado  las  dtspOsi^ 
CÍ0D6S  citadas: 

Y  en  teteero,  los  «ruellos  511,  518,  574,  577,  587,  592  y  614  de  la  kef 
de  Enjuiciamiento  civil: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Pablo  Jiménez  de  Palacio: 
Gonsidepando  que  al  eaUbiecer  las  leyes  de  Partida  que  se  citan  on  el 
recurso,  la  hipoteca  legal  en  favor  de  los  créditos  procedentes  del  dineca 
prestado  para  la  Ciinsirucdoa  de  casas  y  otros  edificios,  respecto  da  estos 
Manes»  exigen  como  droanstancia  indispensable  que  el  dinero  se, haya  in^ 
vertido  en  «I  objeto  indicado: 

Considerando  que  al  fallar  este  pleito  la  Sala  sentenciadora  apr^ciand^ 
ea  sentido  negativo  el  heclio4e  la  inversión,  no  ha  infringido  aquellas  le- 
yes, ni  los  artksuios'de  la  de  procedimiento,  dictados  en  consonancia  oon  la^ 
misnias: 

Y  considerando  que  tampQCo  so  ha  infringido  por  la  ejecótoria  la  iQf 
1.^  tit.  1.°,  libro  10  de  la  Novísima  Reoopliacion,  porque  la  junta  de  acree^ 
dores  celebrada  en  20  de  agosto  de  1858  no  iiizo  mas  que  reconocer  la  lor 
gitimidad  do  los  créditos  que  comprendía  el  baiaoca. presentado  por  el  con^ 
coreado,  y  nada  resolvió  ni  cabia  resolver  entonces  sobre  la  naturaleza  y 
graduación  d.e  todos  y  cada  uno  de  ellos; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  habar  lugar  al  reour>4» 
de  casación  interpuesto  por  0.  Ignacio  de  la  Senia,  á  quinn  condenamos  en 
ia^  costas»  Y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  Bárgoscon  la  certir* 
ficacton  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  senteDcia^  que  se  publicará  en  la  Gae$ta  'del  Goi- 
bíarnoé  insertaró-en  la  Caleceion  kgisUU^a,  pasándose  para  ello  las  opóf^ 
tunas  copias  certificadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firfflafBos.-^Elai- 
non  López  VafHíttes.— Antaro  de  E¡oharTÍ.^-*G8briel  Geruelo  de  Velaste. — 
*  Jcaquia  de  Palma  y  Viouesa.— Pedro  Gómez  de  Hermosa.— Pebk)  üo^ae^ 
da  Palacio.-*Laureane  Rojo  de  Nonsgaray. 

Publicaoioo.^Leida  y  poblicada  fué  la  presente  sentencia  por  el  Ikno. 
SfrD.  Pablo  Jimeaez  de  Palaeio,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justi- 
cia, estándose  eelebrando  audiencia  pábféea  en  la  Sala  primera,  de  qú^ 
oortifico  aema  Secretario  4e  S..M.  y  su  Bscribaao  da-Gánaara. 
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Madrid  ftt  d«  stCiémbre  de  IMSi.-4>ioii¡8ío  Antonio  ébPng^-^Gutíé 
do  16  de  setiembre  de  1862.) 


«M. 


Reeurso  de  easaeion  (13  de  setiembre  de  18620.-*Piio- 
PIKDAO  DK  UNA  FOKifTE.— Se  dcclara  por  la  Sala  primera  del  Tribu- 
nal Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casacioa  interpuesto  por 
D.  Tomás  Alcaniz  contra  la  sentencia  de  iá  Sala  primera  de  h  iu- 
diencia  de  Zaragoza,  en  pleito  con  el  Ayuntamiento  de  GasteUote,  y 
se  resuelve: 

i.^  Que  las  cuestiones  que  son  puramente  de  hecho  quedan  su- 
jetas al  resultado  de  las  pruebas  pericial  y  testifical  que  suminis- 
tren las  partes; 

Y 2.^  que  ala  Sala  sentenciadora  corresponde  apreciar d  valor 
de  la  pruepa  testifical  ó  pericial  suministrada  por  las  partes^  oiya 
apreciación  es  vilida  Ínterin  no  se  alegue  ^te  él  hacerla  sehaco- 
metido  alguna  infracción  legal. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  13  de  setiembre  de  i 862  ,  en  los  anlos 
|)endiente8  ante  -Nos,  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado  de 
primera  instancia  de  Castetlote  y  en  ta  Sala  primera  de  la  Real  Audiencia  de 
Zaragoza,  por  D.  Tomás  Alcañiz  con  el  Ayuntamiento  de  la  esprasada  villa 
de  C96tellote,  por  si  y  en  representación  de  loa  regantes  de  la  nuerta  de  la 
misma,  sobre  propiedad  de  una  fuente : 

Resultando  que  con  motivo  de  tas  diferencias  que  mediaban  entre  los 
pueblos  de  Seno  y  Castellote,  sobre  aproT^chamiento  de'aguas,  se  dictó  una 
sentencia  arbitral,  en  O  de  mayo  de  1613,  que  fué  adicionada,  en  21  da 
igual  mes  del  año  siguiente,  por  la  que  se  dispuso:  aquerespecto  á  las 
«aguas  que  nacen  y  discurren  en  dicho  término  de  Castellote  y  junto  á  ^^ 
»cbo  lugar  de  Seno,  en  que  vienen  á  discurrir  y  bajar  por  cerca  de  aquel, 
Dy  de  los  riegos  de  aquellas,  y  tierras,  que  con  ellos  se  acostumbraban  regar 
3>y  en  el  orden  y  forma  de  regar,  se  guardasen  y  observasen,  entre  los  ve- 
»cinos  y  habitadores  de  la  dicha  villa  de  Castellote  y  los  vecinos  y  knbiu* 
«dores  de  dicho  lugar  de  Seno,  los  usos  y  costumbres  que  hasta  ahora  se 
shan  guardado  y  observado:  que  los  adores  y  días  de  ios  riegos,  segusr- 
»den  como  hasta  aqui  se  han  acostumbrado,  gozando  cada  parte  de  los  dias 
nque  les  caben,  y  los  gastos  que  se  hiciesen  en  ios  comunes  de  las  acequias, 
«así  de  las  aguas  de  Seno,  como  de  las  fuentes  de  Sais,  se  basan  á  costa 
»de  todos  los  herederos  que  riegan  y  se  hayan  de  repartir,  oonrorme  al  rie- 
»go  de  cada  uno.» 

Resultando  que  seguidos  autos  de  la  Audiencia  de  Zaragoza,  en  ei  año 
de  1702,  entre  el  Aynn  (amiento  de  Castellote  y  de  Seno,  sobre  el  aumento  ' 
de  la  pena  á  los  vecinos  de  uno  y  otro  paeblo  que  regasen  sus  heredadas 
fuera  de  sa  ador  y  sobre  construcción  de  una  nueva  alcantarilla,  ae  pronun- 
ció sentencia  en  6  de  agosto  de  1795,  que  causd  ejecutoria,  en  la  que  se 
declaró,  que  las  referidas  villas  debian  arreglarse  á  la  sentencia  arbitral  y 
su  adición,  sin  contravenirla  en  manera  alguna,  aumentando  i  seis  escudos 
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la  pena  de  K^aaeidoa  eatableelda  «d  ella,  púa  loa  que  tomasen  agna  fuera 
de  80  ador:  • 

Resaltando  que  D.  Tomás  Aleante  entablé  demanda  en  13  de  abril  de 
1859,  en  la  qo^»  espresando  que  en  una  heredad  de  sn  propiedad,  sita  en 
los  lérmidoe  de  Seno  y  partido  denominado  del  Plano ,  habia  descubierto 
hacía  dos  años  un  manantial;  que  para  dar  salida  á  las  aguas,  llefarias  á 
otro  ponto  y  aprovecbarl^s,. construyó  un  acueducto  subterráneo  y  una  bal* 
aa;  peroqueei  Ayuntamiento  de  Gaslellote  se  oponia  á  que  disfrutase  di- 
CüMs  aguas,  por  lo  cual  nidio,  en  uso  de  la  acción  reivinaicatoria  que  dija 
le  comoetia,  que  se  declarase  corresponderle  en  posesión  y  propiedad  las 
agoas  cíe  dicha  fuente,  y  que  se  condenase  al  Ajontamieoto  á  dejarla  des- 
ambarazada  y  á  la  esclusiva  disposición  del  demandante,  con  indemniza- 
ción de  danos  y  perjuicios: 

Resollando  que  el  Ayuntamiento  de  Gastellote  impugnó  la  demanda  ale- 
gando, <]oe  el  agua  coya  propiedad  pretendía  el  demandante,  brotaba  desde 
tiempo  inmemorial  en  un  punto  mas  bajo  de  la  misma  heredad,'  en  direc- 
ción adonde  eiistia  la  fuente  del  Chorrillo:  que  por  la  parte  superior  de  la 
linca  de  aquel,  discurría  el  agua  de  la  fuente  de  Salz,  v  .próximo  á  esta  el 
barranco  doode  se  recogían  las  aguas  para  el  riego  de  las  heredades  de 
destellóte;  que  el  agua  de  la  fuente  del  Chorrillo  se  habia  aprovechado 
siempre,  en  unión  de  otras^que  nacían  en  término  de  Castellote  y  del  Seno, 
para  el  riego  de  diferentes  heredades  comprendidas  en  ellos  ep  los  dias 
correspondientes  á  cada  pueblo;  que  con  motivo  de  las  obras  de  Atcañiz  se 
Jiabian  disminuido  las  aguas  de  la  fuente  del  Chorrillo,  perjudicando  á  los 
regantes;  que  para  construir  la  balsa  se  habia  tenido  que  destruir  el  cauce 
antiguo  del  barranco  por  donde  siempre  habían  discurrido  las  aguas,  y  que 
dentro  del  perímetro  que  comprendía  la  sentencia  arbitral  no  se  conocía 
fuente  alguna  de  esclusivo  aprovechamiento  de  lo^  dueños  de  las  fincas  en 
4)ue  nacían: 

Resultando  que  practicada  por  las  partes  prueba  pericial  y  de  testigos, 
«ficto  sentencia  el  Juez  de  primera  instancia,  que  confirmó  la  Sala  primera 
ée  la  Audiencia  de  Zaragoza,  en  29  de  diciembre  de  4860,  por  la  qoe  de- 
clairó,  que  el  uso  del  agua  de  que  se  trata  correspondía  á  loe  regantes  de 
Seno,  Gastellote,  Abenfijo  y  Torre  del  Comendador,  be^n  el  adoró  tumo 
esiablecído,  y  á  que  se  referían  las  sentencias  ejecutorias  traídas  á  loe  aa- 
tot^  y  absolvió  al  Ayuntamiento  de  Castellote  de  la  demanda: 

Resultando  que  D.  Tomás  Alcaniz' interpuso  recurso  de  casación,  ci- 
tando como  infringidas  la  ley  i9,  tit.  32,  Part.  3/;  la  Real  orden  de  21  de 
agosto  de  1849,  y  la  doctrina  admitida  por  los  Tribunales,  según  la  que  no 
«ra  lícito  imponer  una  servidumbre  en  una  propiedad,  sin  abonar  las  es- 
penses  hechas  de  buena  fé,  habiendo  citado,  además,  en  Igual  concepto,  en 
tiempo  oportuno,  en  este  Supremo  Tribunal,  la  ley  1.*,  lít.  28,  Part.  S.*; 
lo  sentencia  arbitral  de  9  de  mayo  de  4613;  la  de  5  de  agosto  de  1795, 
^ononcíada  por  la  Audiencia  de  Zaragoza ;  el  principio  inconcuso  de  qoe 
las  oopgaB  no  se  presumen  nanea,  y  la  jurisprudencia  establecida  por  este 
.Supremo  Tribunal  en  las  sentencias  de  43  de  enero  de  1860  y  14  de  mayo 
«de  1861,  con  arreglo  á  las  que  las  servidumbres  no  se  imponen  ni  recono- 
zcan, mientras  no  resulta  su  constitución,  por  un  título  hábil  y  legal: 
vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Sebastian  González  Nandio:* 
Considerando  que  la  euestíon  controvertida  en  el  presente  pleito,  versa 
únicamente  sobre  sí  las  amias  á  que  se  refiere  la  demanda,  son  de  hi  esclo- 
Bíva  propiedad  del  demapdapte^  o  pertenecen  ef  común  de  veéinot  de  Cas- 
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terllóte,  Smo  y  otros  pueblos,  éon  crreglo  á  la  sentencia  iffñttú  de  4913  f 

á  k  eÍjsciUojria  de  1795:  /.      ^  ,      . 

CoDsídeñíDdo  que  di^ba  caeütfoh,  puramente  de  hedió,  quedó  sojeta  il 
t^sdHado  de  las  pruebas  péríeí  &  i  y  tedtifí^al  que  ártieálaroiilas  partes  y  <{aé 
lü  Sata  apreció,  en  d9ó  de  sus  facultades,  sin  c|ae. respecto  á  su  apreciación 
ttparezca  recTamadon  sigutia: 

V  Goi^itlerabdo^  pol*  cónsij^í^ente,  que  cérecén  á^  ap1iéb¿Son  al  presenta 
caso  fas  leyes  y  disposiciones  legafes  coya  infntccióñ  se  friVoéa; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  log^r  a!  recurso 
ñe  casación  Interpuesto  por  D'.  Tomás  Alcaftií,  á  quien  condenamos  en  lis 
costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  depositada,  que  se  distribuirá  con  arre- 
gfoi  la  ley,  devolviéndose  los  autos  á  laí  Audiencia  de  Zaragoza,  con  lacer- 
tiíicacion  correspondiente. 

'  Así  por  esta  nuestra  sentencia,  qué  Se  puWfcará  én  la  Gñceta  é  insertará 
^n  la  Colección  legisativaf  pasándose  al  efecto  las  coplas  necesarias,  lo  pro- 
nunciamos, mandamos  y  firmamos.— Ramón  López  Vázquez.— Sebastian 
González  Nandín. — Gabriel  Ceruelo  de  Vclasco.— Joaquín  de  Palma  y  Vi- 
Huesa.— Pedro  Gómez  de  Hermosa.— Pablo  Ijmenez  de  Palacio. — Venloríi 
dé  Colsa  y  Pando. 

'  Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ex* 
'éelentísimo  é  Hmo.  Sr.  D.  Ramón  López  Vázquez,  Presidente  de  la  Sala 

S rimara  del  Supremo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la 
úsma  Sala  en  el  día  de  hoy,  de  que  yo  el  Escrittino  de  Cámara  certifico. 

Madrid  43  de  setiembre  de  1862.— Joan  de  Dios  Rubio.— <(roc^to  dé 
íl  de  setiembre  de  1862.) 


«1». 

Reeiipflo  de  easaoioia  (13  de  setiembre  de  1862.).-*-pAoa 
DK  UNA  PEBSTACion.— Se  declarfi  por  la  Sala  primera  del  TritMUial 
Supremo  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Ai- 
tjttide  de  Neila'y  él  Fiscal  de  S.  M.,  costra  la  sentencia  ptonunda- 
da  por  la  Sala  primera  de  ta  Audiencia  de  Burgos,  en  pleito  xíoü  el 
Buque  de  Frías,  y  se  resuelve: 

I.!"  Que  por  ta  legislación  vigente  sobre  señoríos  quedaron  abo- 
lidas todas  las  prestaciones  reales  ¡/personales  que  dehieran  su  ori- 
gen á  título  jurisd'wtíonal,  y  cualesquiera  ottas  que  pagarauU» 
:pueblos  en  que  hubiesen  tenido  el  senoiio  jarisdiceional  los  poseedo^ 
res  actuales  ó  sus  dausanteSy  no  probando  estos  con  la  preíeniadon 
'te  los  títulos  primordiales  de  adquisición  que  procedían  4e  un  con- 
trato  libre  ó  que  les  pertenecían  por  dominio  p^atnente  aloétkd; 

Y  2.**  que  según  dicha  legislación  no  tienen  el  ^carácter  dé  con- 
trato primitivo,  ni  bastan  para  la  prueba  requerida  las  concordias 
con  que  las  referidas  forestaciones  se  subrogaran- en  lugar  de  otras 
feudales  anteriores  de  la  misma  é  ^tuüa  naljuraíem. 

"    fio  la  tilla  y  éórte  de  Madrid,  á  i3  de  aeUembra  de  ¡iS6(St,  «a  los  aotos 
que  penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación»  seguidos  eael  Jos* 
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^do  .dd  priipeff»lQ6taQCá  de  Bárgp»  y  en  in  Real  Aadieocia  de  la  misma 
ciudad  porei  Coacejo  y  vecinos  de  la  villa  de-Neila  y  el  Ministerio  Gi^cal  con 
el  Oaque  da  Fri«8  sobre  ezeacioo  del  pego  de  la  prasUcion  conocida  con  ei 
nombre  da  foro  de  carneree: 

Resultando  que  por  Real  privilegio  de  i  6  de  abril  de  la  era  de  1413  do- 
nó el  lofanta  O.  iiiao,  hijo  primogénito  de  D.  Earique  U,  y  lo  confirmaron 
después  ambos,  á  D.  Pedro  Hernández  de  Velasen,  Camarero  del  Rey,  y  á 
ans  sucesores,  eo  premio  de  los  muchos  y  buenos  servicios  que  tenia  pres« 
tado«  y  baria  en  adeianie,  »l  lugar  de  Neila,  con  todo  su  lérmioo,  montes, 
tieyra,  pastos,  prados,  debesasj  agua3isorriente&  y  estantes,  y  todas  las  otras 
CQjMs  que  tenia  y  le  perteaacian,  con  la  justicia  civil  y  criminal,  mero  y 
misto  imperio,  rentas,  pechos,  derechos  foreros  y  cualesquiera  otros  que 
hubiese  y  le  correspondiese»  de  allí  adelante: 

Resultoodo  que  eo  28  de  mayo  do  1563  la  villa  de  Neila  presentó  de- 
manda pidiendo  se  la  declarase  era  behetría  de  mar  á  mar,  y  que  el  Con- 
destable D.  Iñigo  Fernandez  de  Velasco  no  tenia  derecho  ni  .'^euorío  en  ella 
para  ejercer  los  actos  de  jurisdicción  que  so  espeeiílcaron,  debif^iido  cesar 
en  ellos  y  en  el  de  exigir  y  cobrar  132  carneros  cada  año,  condenándole  á 
ia  devoluoioo  de  los  que  le  habían  pegado: 

Resultando  que  seguido  el  pleito  con  dicho  Condestable,  que  contradijo 
la  demanda  fundándose  en  la  posesión,  uso  y  costumbre  en  que  así  él  como 
sus  antecesores  eat^ban  de  ejercer  los  referidos  actos  y  derechos,  pronunció 
sentencia  de  revista  la  Real  Chancillerfa  de  Valladolid  en  9  de  agosto  de 
1569,  condenando  al  último  á  que  de  allí  en  adelante  no  ejerciese  los  actos 
de  jurisdiecion  que  se  espresaron,  imponiendo  perpetuo  silencio  á  los  veci- 
nos para  que  sobre  el  particular  de  la  prestación  de  carneros  no  pidiesen  ni 
demandasen  eoM  alguna  por  enlofices,  ni  en  adelante,  ni  por  manera  al- 
guna: 

Resultando  que  el  Concejo,  justicia,  regimiento  y  hombres  buenos  de 
*  dicho  lugar  otorgaroo  una  escritura  en  3  de  agosto  de  1608  reconociendo  y 
obligándose  á  pagar  al  Condestable  de  Castilla  924  rs.,  importe  de  ios  132 
carneros  que  debian  entregarle  en  aquel  ano:  que  en  el  1713  pagaron  por 
el  mismo  concepto  1,455  rs  30  mrs.:  que  por  otra  escritura  de  2S  de  no- 
viembre de  18^  ae  comprometieron  á  satisfacer  970  rs.  20  rors.  cada  año 
por  el  fofo  da  los  caroeroft;  ei  cual  por  último,  y  en  virtud  de  una  escritura 
de  transacción  que  otorgaron  con  ei  Duque  do  Frias  en  7  de  mayo  de  1844 
quedó  reducido  á  750  rs.,  que  se  comprometieron  á  pagar  siempre,  como 
antes  eran  obligados  á  hacerlo,  de  los  970  rs.: 

Resultando  que  en  el  año  de  1857  acudió  el  apoderado  del  buque  de 
Frias  al  pobernador  civil  de  Burgos,  reclamando  el  pago  de  7,500  rs.  que 
la  era  as  deber  la  villa  de  Naila  de  réditos  atrasados  del  censo  que  era  obli- 
gada á  pagar  por  la  referida  escritura  de  transacción;  y  que  instruido  espe- 
diente y  oído  al  Consejo  provineial,  mandó  dicho  Gobernador  al  Alcalde  de 
Neila  que  adicionase  al  presupuesto  del  año  siguiente  la  cantidad  reclama* 
da,  6  incluyésa  eo  los  sucesivos  los  750  rs.  en  que  convinieron  por  tran- 
saceioQ,  sin  perjuicio  de  hapar  uso  del  derecho  de  que  se  creyera  asistido 
dande  viere  convenirle: 

Resultando  que  habiéndose  quejado  de  está  determinación  el  Ayunta- 
miento de  Ifeila  y  foroiádoae  al  eportubo  espediente,  fué  resuelto  por  Real 
árdea  de  30  de  junio  de  1859  después  de  oido  al  parecer  de  la  Sección  de 
CabemaciOQ  y  FofoaQto  del  Consejo  de  Estado,  por  la  que,  revocando  las 

Cvideociaa  del  Gobanaador  da  Burgos,  y  declarando,  nula  y  da  ningún  ve- 
la ascriluia  «atohrada  au  1844  aotre  el  apoderado  del  Duqua  y  el  Alcal  - 
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de  de  dicho  pueblo,  se  dejó  á  salvo  el  derecho  del  Daf  ae  .|Mn  deducula 
donde  y  como  le  cpoviniera: 

Resultando  que  antes  de  recaer  la  reeokictoB  precedente,  ó  sea  en  2ft  ds 
setiembre  de  1858,  presentaron  demanda  los  feeinos  de  Nsila  pidiendo  « 
declarase  abolida,  por  las  leyes  de  se&orfos,  la  prestación  de  los  132  cañe- 
ros, reducida  hoy  a  la  cantidad  de  750  re.,  y  a  ellos  libres  y  cientos  de  li 
ebli^cion  de  pagarla,  no  solo  en  lo  sucesivo,  sino  también  respecto  de  las 
vencidas,  no  satisfechas  después  de  la  publicación  de  dichas  leyes,  y  seooi* 
denase  al  Duque  de  Frías  á  devolverles  las  anualidades  (¡ue  hubiese  cobra* 
do  dSsde  la  publicación  de  aquellas;  y  alegaron  sustancialmente  que  el  Do- 
que  no  había  presentado  nunca  otro  titulo  para  exigir  tal  prestación  que 
el  que  le  daba  el  señorío  jurisdiccional  que  fué  concedido  á  su  antecesor  en 
la  era  de  1413:  que  por  consiguiente  debió  desaparecer  desde  la  publiea* 
cion  de  las  leyes  de  señoríos,  pues  interín  no  probase  de  una  manera  evi- 
dente que  provenia  de  contrato  ó  de  otro  orígen  legítimo,  la  ley  daba  por 
sentado,  que  procedía  de  señorío  jurisdiccional:  que  bastaba  oir  el  noaibra 
de  la  prestación  y  el  aumento  ó  disminución  que  habla  sufrido  alternativa- 
mente  para  convencerse.que  no  estaba  fundada  sobre  propiedad  que  hubie- 
se pertenecido  á  la  casa  del  Duque,  sino  sobre  la  cabeza  de  los  vecinos  como 
vasallos  del  Condestable:  que  los  contratos  7  convenios  celebrados  no  alte- 
raban su  origen,  ni  podian  tomarse  como  contrato  prímitivo,  por  lo  que  de- 
bía declararse  abolida  con  arreglo  á  las  leyes  de  la  materia: 

Resultando  que  el  Duque  de  FrSaa  pidió  se  condenase  con  las  costas  al 
Ayuntamiento  y  vecinos  de  Neila  al  cumplimiento  de  la  escritura  de  7  de 
mayo  de  1844,  y  espuso  que  dicha  prestación  no  procedía  en  manera  algo* 
na  de  señorío  jurísdiccional,  sino  de  una  obligación  de  distinta  naturateu 
de  un  contrato  oneroso  que  las  leyes  de  Señoríos  respetaron  como  todo  de- 
recho, comprendido  dentro  de  la  propiedad  prívada  y  particular;  que  no  re» 
sultaba  que  el  Condestable  de  bastilla  hubiese  ejercido  el  señorío  inrísdie- 
cional,  puesto  que  se  le  ne^  por  la  ejecutoría  de  1509,  respetáuidole  úoi- 
camente  el  derecho  que  tenia  á  la  percepción  del  foro  de  carneros,  perno 
ser  de  oquella  procedencia,  como  lo  indicaba  su  solo  nombre  y  el  no  haber- 
se hecho  méríto  de  él  en  el  prívitegio  de  1413;  y  que  posteriores  á  la  so- 
bredicha ejecutoria  las  escrituras  presentadas  con  la  demanda,  solo  proba- 
ban con  ella  que,  aun  privada  la  casa  del  Duque  del  señorío  jnrísdicciooal, 
subsistió  y  siguió  percibiendo  como  independientemente  de  tal  señorío  el 
canon  de  los  carneros  hasta  la  escritura  de  7  de  mayo  de  1844,  cuyo  com- 
plimiento  estaba  en  el  caso  de  pedir  con  arreglo  á  la  ley  1/,  tít.  I.*,  libro 
10  de  la  Novísima  Recopilación,  y  al  art.  3.^  del  decreto  de  26  de  agosto 
d¿1837: 

Resultando  que  después  de  hechas  las  pruebas  uue  las  partes  estimaron 
á  su  respectivo  propósito,  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instancia  en 
19  de  diciembre  de  1859,  que  modificó  la  Sala  prímera  de  la  Audieoeia  de 
Burdos  en  31  de  octubre  de  1800,  confirmándola  en  cuanto  por  ella  se  ab- 
solvía de  la  demanda  al  Duque  de  Frías,  y  declarando  que  deman  satisfacer 
al  mismo  el  Concejo  y  vecinos  de  Neila  el  importe  de  los  Í3t  cameros  fila- 
do por  la  escrítura  de  28  de  noviembre  de  1800  en  la  suma  anual  de  960 
reales  20  mrs.: 

Resultando,  por  último,  que  el  Alcalde  de  Neila  y  el  Fiscal  de  S.  M.  en 
aquella  Audiencia  interpusieron  recurso  de  casación,  fundando  el  sayo  el 
primero  en  haberse  infríngido  en  primer  lugar  el  art.  4.^  del  decreto  de  6 
de  agosto  de  1811;  los  artículos  1/  y  8."*  de  la  ley  de  3  de  mayo  de  1843, 
y  los  1."*  y  1 1  de  la  de  20  de  agosto  de  1837,  puesto  que  la  preettcíoo  que 
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«•  mada  tttúlMer  aüDuque  no  tieoe  •tro  orSgeo  que  el  seoorial  y  feudil 
comprendido  en  el  privilegio  de  141 3,  por  el  que,  entre  otros  derecho»»  se 
«ooeedieroD  los  foreroe,  y  el  Ooque  no  ba  presentado  titulo  pirticnlar  del 
litigioso  con  arreglo  á  la  ley;  y  en  segundo,  la  ley  16,  tlt.  22»  Partida  3/» 
y  artículos  61  y  256  de  la  ley  de  Bnjaiclamiento  civil,  toda  vez  que  la  sen- 
t<»cia  no  es  conforme  con  la  demanda,  ni  en  la  cosa  pedida  ni  en  la  rasoa 
6  titulo  en  que  se  fundó,  y  además  declara  válido  un  documento  sin  audien- 
cia de  la  parte  á  quien  perjudica,  condenándola  al  pago  de  mayor  cantidad 
que  la  reclamada; 

Y  el  Fiscal  de  S.  M.  fundó  el  recurso  en  el  primero  de  dichos  motilt>8 
y  en  la  infracción  del  ftrt.  5.®  del  decreto  de  6  de  agosto  de  181 1 ,  y  de  los 
1.%  ^.^  3.^  y  4«^  de  la  lev  de  3  de  mayo  de  1823,  y  del  primero  y  último 
punto  del  3J*  de  la  de  26  de  agosto  de  1837: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Joaquín  de  Palma  y  Yinuesa: 

Considerando  que  la  legislación  vigente  sobre  Señoríos  declaró  abolidas 
todas  las  prestaciones  reales  y  personales  que  debieran  su  origen  á  titulo 
jurisdiccional,  y  cualesquiera  otras  que  pagaran  los  puebtoe  en  que  hubie- 
sen tenido  el  señorío  jurisdiccional  los  poseKMiores  actuales  ó  sus  causantes, 
no  probando  estos  con  la  presentación  de  los  títulos  primordiales  de  adqui- 
sición qué  procedían  de  un  contrato  libre  ó  que  les  pertenecieran  por  do- 
minio puramente  alodial: 

GoDbiderando  que  para  reclamar  la  prestación  del  foro  de  carneros,  ob* 
jeto  de  este  pleito,  no  na  presentado  el  Duque  de  Frías  título  alguno  partí- 
calar  é  independiente  del  de  señorío  jurisdiccional  de  la  villa  de  Neila  que 
por  el  Real  privilegio  de  16  de  abril  de  la  era  de  1413  se  concedió  á  su 
causante  D.  Pedro  Fernandos  de  Velasco  y  á  sus  sucesores: 

Considerando  que  según  la  espresada  legislación  no  tienen  el  carácter 
de  contrato  primitivo,  ni  bastan  para  la  prueba  requerida  las  concordias 
con  que  las  referidas  prestaciones  se  subrogaran  en  lugar  de  otras  feudales 
anteriores  de  la  misma  ó  distinta  naturaleza,  y  que  por  lo  tanto  las  escri- 
toras y  convenios  de  3  de  agosto  de  1608,  28  de  noviembre  de  1806  y  7  de 
mayo  de  )844  no  han  podido  estimarse  valederas  para  continuar  exigiendo 
á  la  villa  de  Neila  las  cantidades  estipuladas  en  sustitución  del  foro  de  car- 
neros: 

Y  considerando  por  lo  espuesto  que  la  sentencia  que  absuelve  al  deman- 
dado y  declara  que  deben  satisfacerle  el  Concejo  y  vecinos  de  Neila  el  im- 
porte de  los  132  carneros  Gjado  por  la  eacrítura  de  28  de  noviembre  de 
1806  ha  infringido  las  di^siciones  de  las  leyes  sobre  senorios  citadas  en 
los  recursos  de  casación  que  se  han  interpuesto; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  á  los  espre- 
sados recursos  deducidos  por  el  Alcaide  de  Neüa  j  el  Fiscal  de  S.  M.  en  la 
Audiencia  de  Burgos  contra  la  seritenda  pronunciada  por  la  Sala  primera 
de  aquella  Real  Audiencia  en  31  de  octubre  de  1860,  y  en  su  consecuencia 
la  casamos  y  anulamos. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  GaeeUt  é  inserta- 
rá en  la  CoJeeeion  legislativa^  pasándose  ai  efecto  las  copias  necesarias,  le 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— Ramón  López  Vasquez. — ^Aniero 
de  Bcharri.-^abrjel  Ceruelo  de  Velasco.— Joaquín  de  Palma  y  Yinuesa. — 
Pedro  Gomes  de  Hermosa.— Pablo  Jiménez  de  Palacio.— Laureano  Rojo  de 
Norzapray. 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Excmo. 
4  limo.  Sr.  D.  Joaquín  de  Palma  y  Yinuesa,  Ministro  del  Tribunal  Supremo 
de  Jostida,  estándose  celebrando  audiencia  pública  eo  su  Sala  primera  el 
TOMO  TU.  6q 
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Cámara» 

Madrid  18  dé  setiembre  de  186S.<^Didiiialo  Antanio  de  Ptge.^fiaaeto 
de'18  de  setiekibrede  1662.). 


«13. 


Réícnipso  de  easai^ion  (17  deí  seHemdre  de  486t.}.<-CA- 

LIFICACION   D%   ÜPÍAS  FUNDACIONES  Y  ADJUDICACIÓN   DE   SOS  BIENES.— 

Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribanal.  Supremo  no  haber  la- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Dona  Asunción  y  Dona 
€ármen  Orellana  y  otros,  contra  la  sentencia  pronunciada  por  U 
Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  el  Marqués 
de  los  Llamos,  y  se  resuelve: 

Que  el  art.  4.®  de  la  ley  de  H  de  octubre  de  1820,  que  soto 
puede  tener  aplicación  en  los  fideicomisos  familiares  cuyas  rent4K 
se  distribuyen  entre  los  parientes  del  fundador,  no  puede  aplicarse 
á  una  fundación  en  que  los  patronos  deben  distribuir  siempre  y 
precisamente  las  rentas  en  un  aniversario,  memoria  de  misas, 
prebendas  para  estudiantes  y  dates  para  doncellas  de  las  familias 
del  linage  dei fundador  que  reúnan  las  cualidades  y  circunstamit» 
que  par*  aquella  se  es^jen. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  n  de  setiembre  de  4862,  en  loe  aatw 
que  penden  ante^Ños  en  virtud  de  recorso  de  tasación  se^uidoe  ea  el  Jas- 

fado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Barquillo  de  esta  corte  y  eaii 
.  ala  tercera  de  la  Real  Audiencia  de  ia  misma  por  Doña  Asurcíod  y  Doin 
Carmen  Orellana  -y  otros  interesados  contra  el  Marqués  de  los  Llamos  j  sa 
inmediato  sucesor  el  Marqués  dei  Campo  del  Villar,  y  por  la  no  compiia- 
éencia  de  este  los  estrados  del  Tribottai  sobre  califícacion  de  unas  funda* 
clones  y  adjii^¡cací«>n  de  sus  bienes: 

Resultando  que  por  escritura  de  4.^  de  enero  de  16S6  D.  Manoeide 
Vollínede,  Obisfío  det  Cuzco,  fundd  un  patronato,  perpetuo  de  legos  en  It 
iglesia  magistral  de  Alcalá  de  Henares,  dotándole  oen  30,000  pesos,  cuya 
renta  mandó  aplicar  á  varias  memorias: 

Resultando  que  la  primera  de  estas  fué  una  misa  de  réquiem  con  vigilia 
que  dispuso  se  cantHra  perpetuamente  píor  su  alma  y  la  desús  padres  sa 
<licha  iglesia  el  día  que  senatd,  entregando  por  ella  al  Abad  j  cabildo  de  la 
misma  i 00  ducados  cada  año: 

Resultando  que  en  segundo  logar  dispuso  se  pagasen  al  Capellán  qus 
tirviese  la  memoria  perpetua  da  50  misas  rezados,  á  razod  de  4  rs.  cada 
UfMi,  qne  desde  luego  fundaba,  «llamando  á  su  obtención,  despoes  de  los 
tres  Cat)ollanes  qué  nombró,  á  los  nietos  kegkimos  y  descendientes  de  fu 
primo  Andrés  de  Mollinedb  por  defecto  de  estes  á  tos  de-  sus  aboeto^  Pedra 
de  Mollinedo  de  Santa  Cruz  y  de  Inés  Garda  de  Santiago,  y  daño  haberlos, 
A  los  de  Lúeas  de  MoiKoedo,  ydespoés  á  otros  que  designó,  debiendo  en- 
trer  á  servir  1«  Capellanfa  (os  del  apelíMo  Anyulo  del  pueblo  de  Caaiego  y 
tMIb  4«  ByiaoBa,  prefírteodo  «ieoipre  el  mas  pvésimo  é  imuediatOy  el  loa- 
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jer  al  lAenor  y  «I  mas  idóneo  y  virtuoso,  y  b|ibi€inído  dos  ú»  un  grado ,  el 
mas  pobre: 

RcNuitani»  qae  en  teroer  Iv^f  miitKÍ6  se  entreffaBeo  eid«  afioSOOdu* 
eadds  á  dos  estndiaotes  de  facuHad  ittayor  eo  <m»k|aiera  délas  Ua4fer-^ 
sfidfldes  de  Salainanca,  Alcalá  y  Valladolid,  <}iie  hieran  de-su  Hoage,  en  la 
fonda  esplicada  en  la  olánsnia  de  la  capellanfa: 

-  Resniiando  que  despaes  de  varios  legados  vitaKcios  y  perpétnoa,  entre 
«t(»  el  de  200  ducados  cada  año  al  patrono  de  su  genealogía,  y  el  de  iO(V 
al  que  nombrarla  el  Abad  y  cabildo  de  la  magistral  de  Alcalá,  que  habia  de 
ser  uno  de  sus  prebendados,  dispuso  en  quintó  lugar  que  del  sobrante  de 
la  renta  se  diesen  i  ,000  ducados  de  dote  á  uda  doncella  de  )9U  linaje,  prin* 
eipisndo  por  (as  descendientes  legítimas  de  su  primo  Andrés  de  lUollifie«» 
do,  prefiriendo  k  mayor  á  la  méner  y  la  m^  cercana  en  grado  á  la  que  no 
lo  fuese,  y  no  habiéndolas,  á  las  de  los  abuelos  suyos,  con  Us  mismas  cod- 
diciones  y  circunstancias,  guardando  en  todo  la  forma  establecida  para  los 
üátnamientoj  de  los  Cnpellan^^s,  y  advirtió  qne  si  sucedía  concurrir  á  un 
mii^mo  tiempo  doncellas  y  estudiantes,  se  diese  á  éstos  con  preferencia  la 
limuj^na  y  socorro,  aunque  aquellas  fuesen  mas  cercanas  en  parentesco  y 
de  mejor  llamamiento,  y  de  no  Haber  estudiantes  ni  doncellas  se  guardase 
h  rente  desUiyada  i  estas  por  cuatro  años  hasta  42,  distribuyéndola  des<- 
poes  en  ios  términos  que  ordenó: 

Resultando  que  reflríéndose  é  otra  fimdacion  que  hizo  en^  14  de  maya 
de  {668  de  4,000  ps.  asigna'ios  sobre  varios  censos  para  que  se  diesen  iOO 
ducados  cada  año  á  un  estudiante,  previno  que  como  los  llamamientos  he- 
chos en  ella,  asi  para  dicho  estuJiante  como  para  tomar  estado  tas  donce- 
llas á  quienes  mandó  dotar  con  1,000  ducados,  eran  de  las  mismas  des- 
cendientes que  las  llamadas  por  la  presente,  quería  para  qae  no  se  dupli* 
case  dicha  limosna  y  obra  pía  en  ninguno  de  tos  estudiantes  y  doncellaa 
designados  en  esta,  que  se  observasen  las  reglas  que  pasó  á  establecer: 

Resultando  que  por  esta  cláusula  declaró  que  el  patrono  que  fuese  de  su 
genealogia,  varón  ó  hembra,  entrase  en  virtud  del  llamamiento  hecl)o  A 
posee. lo  y  gozarlo  desde  )S  años  de  edad,  y  no  menos,  y  que  Ínterin  llegase 
á  dicha  edad,  sú  padre  ó' madre  pudiese  adtnioistrar  el  patronato  y  gozUr  su 
renta;  y  si  quedase-huérfano  de  los  dos,  se  entendiese  que  el  sucesor  imne*- 
dlato,  teniendo  la  edad  referida,  podria'entrar  á  goaarlo  con  la  mitad  de  la 
renta  de  los  200  ducados,  y  con  la  otra  mitad  se' nabia  de  aeudir  al  patrona 
qne  de  derecho  le  pertenecia: 

Resaltando  que  para  la  ej^^cocion  de  todo,  nombró  por  patronos  perpé^ 
tnos  para  que  lo  fuesen  por  los  días  de  su  vida,  en  primer  lugar  á  su  sobri- 
no Andrés  de  MoHInedo;  en  segunde  á  su  hermano  D.  Tomás;  en  tercero  ai 
Presbitero  D.  Gaspar  deMollinedo,  su  sobrino^eon  tai  de  que  pasaran  á  Es* 
paña,  cada  uno  en  su  lugar  y  tiempo,  y  no  haciéndolo  faabia  de  entrar  á  sef 
patrono  el  hermano  de  dicho  Presbitero  D.  Manuel  Franeisco;  en  quinto  y 
sesto  lugar  D.  Andrés  y  D.  Tomás,  hermanos  del  mismo,  y  después  de  es« 
tes  ios  descendientes  legitimes  de  Andrés  Mollinedo,  m  primo*,  ios  qoe  to- 
viera  de  los  dos  matrimonios,  guardando  la  forma  y  girattoadon  que  estaba 
pnestaen  la  cüusala  de  la  capellanfa,  y  si  acaeciese  que  ei  |>atronato  reca- 
yera en  eclesiástico,  y  á  este  le  tocara  ser  «apelan,  sé  (xidiara  nombrará 
Ü,  usir  del  patronato  y  séreapétian;  nombfé  por  cohi|NitroBO  al  prebendado 
qae  eligiese  el  Abad  y  cabildo  de  lámagistrai  da  Aicaiá  de  Heffare8,.y  des- 
loes de  varias  ^revendones  rélrttlvas  a  Ia'impo8ioioi»da'ios.d0,000pesos» 
«6aehiyó  diñando,  qae  por  cuamo  esU  fuiídadoii  «ta  laieal  y  «patronato  4e 
*i^,  ^tm  vaiuntad  <q«e  eittitMueiiiento  lo  taera^  y  ^  ^stfodioiOiMüea-^ 
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toeter.  «a  ella  oisgon  Ju^i  ni  Prelado  eoopreteito  de  qoeera  pie  é  ecMia- 
iico,  Di  por  otro  derecho  alguno: 

ReeoiUndo  q«e  el  mismo  fundador  dfó  poder  en  8  de  jonio  de  1690  al 
Presbítero  O.  Gaspar  de  lloüinedo  j  á  D.  A^stin  Rado.  que  Tenían  á  Be- 
panai  para  qae  llMados  que  fneaen,  viesen  st  el  cabildo  de  Alcalá  tenia  IflH 

Eaesta  la  suma  referida,  V  de  no,  para  que  la  sacaran  ó  imposieran,  refeeé 
L  cláusula  en  que  asignó  los  400  ducados  al  patrono  prebendado,  aplieátt» 
dolos  á  cualquiera  de  los  podatarios,  á  quienes  faculto  para  elesir  capellán 
y  nombró  patronos,  dando  hs  mismas  facultades  en  el  caso  de  rallar  uno  j 
otro  á  Manuel  Francisco  de  Mollinedo,  y  previno  i|ue  ninguna  de  las  neran* 
ñas  interesadas^en  dicha  renta,  según  la  fundación,  pudiera  pretender  ae 
impusiera  á  su  srbitrio  la  cantidad  que  correspondiese  á  su  situación,  ni 
que  se  separase  de  la  principal,  porque  la  renta  la  había  de  percibir  de  la 
persona,  al  cargo  de  la  cual  corriese  la  administración,  sin  tener  dereciie 
para  otra  cosa;  y  caso  de  pretenderlo,  desde  luego  quedaba  eacluido,  pt- 
eando  al  siguiente  llamado,  permaneciendo  en  lo  demás  con  su  fuerza  y  vi* 
gor  los  mencionados  instrumentos: 

Resultando  que  haciendo  mérito  de  ellos  y  del  poder  anterior,  otoroó 
en  esta  corte  el  dia  4  de  julio  de  1779  D.  Nicolás  de  Nollinedo,  Marqués  de 
los  Llamos,  una  escritura,  por  la  que,  después  de  esponer  la  necesidad  de 
arreglar  la  administración  de  dichas  memorias,  según  el  estado  que  teaiaa 
loa  efectos  de  las  mismas,  tanto  por  no  haber  aceptado  su  patronato  el  ca- 
bildo de  la  catedral  de  Alcalá,  como  por  la  nueva  imposición  del  capital  qoe 
había  hecho  el  otorgante,  de  acuerdo  con  su  hermano  D.  José  Luis,  serri- 
<ior  de  la  capellanía,  y  aprobación  del  Real  Consejo,  dijo  que,  en  uso  de  las 
Cacultades  y  poderes  que  en  la  primitiva  fundación  les  fueron  concedidas, 
especialmente  á  él  como  único  patrono  de  sangre,  pasaba  á  establecer,  eooio 
establecía,  las  reglas  por  las  que  había  de  gobernarse  la  fundación,  quedán- 
doosla en  su  fuerza  y  vigor  según  la  voluntad  del  fundador: 

Resultando  que  por  muerte  de  Doña  Manuela  de  Mollinedo,  bya  del  Don 
Nicolás,  ocurrida  en  14  de  noviembre  de  1827,  entró  en  la  posesión  4e  kw 
patronatos  y  vincules  que  disfrutaba  su  hijo  D.  Antonio  de  Agüera  y  Molli- 
nedo, Marqués  de  los  Llamos,  tomándola  en  4  de  diciembre  siguiente»  en 
virtud  de  auio  judicial,  y  con  la  calidad  de  sin  perjuicio  de  tercero: 

Resultando  que  en  30  de  octubre  de.  1S56  presentaron  demanda  Doüa 
Aittncion  y  Dona  Carmen  Orellana  y  otros  interesados,  pidiendo  se  decla- 
rase que  los  bienes,  derechos  y  acciones  de  los  patronatos  de  Madrid  y  Bal- 
maseda  fundados  por  O.  Manuel  de  Mollinedo,  Obispo  del  Cusco,  les  correa- 

rdian  en  propiedad  y  dominio,  y  debian  serles  adjudicados  en  concepto 
ibaolotamente  libres,  asi  como  á  todos  los  jjue  se  presentasen  en  oale 
pleito  y  justificasen  su  derecho,  haciéndose  la  adjudicación  por  estirpa  y  en 
cabeza,  según  las  circunstancias  del  parentesco  respectivo  de  los  Interesa- 
dos, conforme  á  las  leves  comunes  y  deducida?  las  cargu  de  la  fundación: 

Resultando  que  admitida  por  el  Juez  la  demanda  y  emplazados  los  in- 
teresados que  se  creyesen  con  derecho  á  los  bienes  de  dichas  memorias^  de- 
dujo el  Marqués  de  los  Llamos  la  solicitud  de  que  se  declarase  le  correapon» 
dian  en  propiedad  y  dominio  los  bienes  y  derechos  de  ellas  como  panesHa 
mas  próxioBo  del  fundador  en  la  línea  preamada,  y  que  podía  disponer  da 
su  mttad  con  la  obligación  de  reservar  la  otra  al  inmediato  sucesor,  con  ar* 
reglo  á  la  ley  de  1  i  de  octubre  de  1820: 

Resultando  que  evacuando  el  Marqués  del  Campo  del  Villar  el  traslade 
que  se  le  dio  como  inmediato  socesor  del  de  los  Llamos,  se  adhirió  á  la  pra- 
lenaion  de  eale;  y  «¡ne  aiistamdado  el  pleitOt  oonwiendo  las  pertee  w  ^fm 
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carde  á  los  patíentes  del  fundador,  eon  sujeción  á  las  reglas  comunes  del 
derecho  civil,  aplicando  el  art.  \.^  de  la  ley  de  ti  de  octubre  de  i820,  d 
bien  con  arreglo  al  mismo  y  al  siguiente,  dictó  sentencia  el  Juez  de  prime« 
ra  iastaneia  en  15  de  octubre  de  1859,  que  revocó  la  Sala  tercera  de  la  Aa- 
diencla  de  esta  corte  en  5  de  ooviembre  de  1860,  declarando  corresponder 
como  libres  al  Marqués  de  los  Llamos  los  bienes  que  componen  el  patrona* 
to  de  legos,  fundado  por  el  Obispo  del  Cuzco,  D.  Manuel  de  Mollinedo  en 
1685,  con  la  obligación  que  impuso  de  cumplir  todas  las  cargas  y  el  grava- 
men legal  de  reservar  la  mitad  de  los  mismos  bienes  á  su  inmediato  suce- 
sor, para  quien  subsistirían  aquellas,  y  en  cuanto  al  otro  patronato  de  4,000 
pesos,  ^üe  parecía  fundado  en  Baimaseda,  reservando  sn  derecho  á  todas 
hs  partes,  para  que  averiguada  leftslmen'te  sn  existencia,  usasen  del  que 
les  asistiera  en  la  forma  correspondiente: 

Y  resaltando  que  contra  esa  sentencia  interpusieron  Doña  Carmen  OrO'- 
llana  y  litis-sócios  recurso  de  casación  por  conceptuarla  contraria  al  ar*» 
líenlo  4.^  de  la  ley  de  11  de  octubre  de  182ft  y  á  la  jurisprudencia  estable- 
cida por  este  Supremo  Tribunal  en  las  sentencias  de  7  de  mayo  de  1850  y 
7  de  octubre  de  1859; 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Ventura  de  Colsa  y  Pando: 
Considerando  que  el  art.  4.®  de  la  ley  de  11  de  octubre  de  1820,  que 
solo  puede  tener  aplicación  en  los  fideicomisos  familiares  cuyas  rentas  sa 
distribuyen  entre  los  parientes  del  fundador,  no  puede  invocarse  oportuna- 
mente en  este  pleito,  porque,  se^un  lo  ordenado  en  la  fundación,  los  pairo-* 
nos  deben  distribuir  siempre  y  precisamente  las  rentas  en  un  aniversario,, 
memoria  de  misas,  prebendas  para  estudiantes  y  dotes  para  doncellas  de  las 
familias  del  linaje  del  fundador  que  reúnan  las  cualidades  y  circunstancias 
que  por  aquella  se  exigen: 

Considerando  que,  atendida  la  naturaleza  de  esta  fundecion,  y  que  en» 
ella  se  determinan  clara  y  espilcitamente  las  reglas  y  preceptos  que  los  pa- 
tronos deben. observar  para  la  distribución  de  las  rentas  de  dicho  patronato,. 
DO  es  aplicable  á  la  cuestión,  objeto  de  este  pleito,  Jla  que  se  cita  en  concep* 
to  de  doctrina  legal: 

Considerando  que  los  motivos  que  se  han  alegado  en  apoyo  del  recurso 
ion  los  únicos  que  para  su  decisión  puede  apreciar  este  Supremo  Tribunal; 
Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  inter- 
puesto por  Dona  Asunción  y  Doña  Carmen  Orellana  y  litis-sócios,  á  fuie- 
nes  condenamos  en  las  costas,  y  devuélvanse  les  autos  á  la  Audiencia  de 
esta  eórte  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inserta- 
*  lien  la  Colección  leoislaUva,  pasándose  ai  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — Ramón  Lopei  Vázquez. — GubrieL 
Geroelo  de  Velasco.— Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa. — Pedro  Gómez  de  Her- 
mosa.^Pablo  Jiménez  de  Palacio.— Laureano  Rojo  de  Norzagaray.— Ven- 
tora de  Colsa  y  Pando. 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  poa  el- 
nmo.  Sr.  D.  Ventura  de  Colsa  y  Pando,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de 
Jtisticia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  primera,  de  que 
certifico  como  Secretario  de  S.  M.  y  su  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  17  de  setiembre  de  1862.-- Dionisio  Antonio  de  Puga.— (Gaeefa 
de  21  de  setiembre  de  1862.) 
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Re«tu*í»o  de  «Asaeii^n  (i8  de  setiembre  de  i862.).^R»* 
viNWGAcioif  DE  üi«A  piNCA.— Sc  dcciara  por  la  Sala  prrimera  de!  Tri- 
bunal Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
porD.  Pedro  María  Alfoncea  y  Dona  Aqionia  Torres  de  la  Flor» 
contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  SaJa.  primera  de  la  Audien* 
cía  de  Albacete,  en  pleito  con  Dona  Juliana  Jo  ver  y  Valera,  y  se  re* 
suelve; 

1  .^  Que  la  prohibición  de  enajenar  sin  decreto  judicial  los  Me* 
nes  inmuebleg  de  los  tnmores  es  absoluta^  y  por  tanio  compraide  i 
la  mujer  casada  menor  de  25  años: 

2.®  Que  la  mxiger  no  adquiere  la  mayor  edad  con  la  emancipa^ 
don  por  el  matrimonio: 

3.^  Que  ínterin  la  muger  no  sea  ma^or  de  edad^  el  marido  no 
puede  conceder  la  licencia  para  enajenar  válidamente  bienes  raice$ 
sin  quepi:e(^da  decreto  judicial  con  las  debidas  solemnidades,  aú 
como  ¿U  aunque  administrador  legitimo,  necesita  de  las  mismas 
^rcunstancias  para  verificarlo  por  sí: 

4.°  Que  las  leyes  que  solo  exijen  la  licenciu  del  marido  pare 
que  su  mujer  pueda  contraer  eficazmente,  se  refieren  álaqueesU 
en  la  mayor  edad: 

8.'*  Que  refiriéndose  las  leyes  5.*  y  6.%  llt.  19,  ParL  6/,  á  b$ 
i^asos  en  que  los  contratos  celebrados  por  ciertos  menores  son  ó  no 
resándmes,  y  la  59,  tÜ,  18,  ParL  3.",  á  la  forma  de  la  escritura 
para  la  seguridad  del  comprador^  mediando  el  juramento  que  sá* 
plia  el  defecto  de  edad,  no  se  sigue  de  aquí  que  la  mujer  casade 
menor  de  45  años  pueda  contraer  enajenando  bienes  raices^  puesto 
que  es  de  esencia  el  decreto  judicial  con  las  debidas  solemnidades: 

6.^  Que  el  beneficio  de  reslituciou  no  se  estiende  á  mas  que  ül 
cmdrienio  legal,  y  que  no  puede  aplicarse  cuando  se  deduce ptornu- 
lidad  de  un  contrato  que  no  tiene  las  condidoiies  esenciales,  y  no 
por  daño  sufrido  por  culpa  del  guardador,  por  causa  de  menor  ciad 
ó  engaño  de  otro: 

7.®  Que  para  poder  adquirir  el  dominio  de  bienes  inmuebles  por 
la  prescripción  ordinaria,  ha  de  haber  justo  títub,  buena  fé  í' 
tiempo  señalado  por  la  ley; 

X  8.^  que  no  es  motivo  de  casación  el  invocarse  con  masómen^ 
oportunidad  leyes  como  fundamento  de  una  sentencia^ 

Bo  ia  villa  y  corte  de  Madrid,  á  18  de  fsetiembre  de  166^  en  lofl  siM 
^ue  pendan  aote  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  seguidos  en  el  iui* 
gado  de  primera  instancia  de  Garavaca  y  en  la  Real  Audieocia  de  Albaceta 
por  Dona  Juüaiui  Jover  y  Valora^  viuda  de  D.  Miguel  Puche  y  BautisU, 
contra  D.  Pedro  María  Alfoncea  y  Daña  Antonia  Torras  de  la  flor,  eorefr9- 
j^entacion  de  sus  hijos  respectivos,  sobre  reivindicación  de  una  Gnca: 

ResulUndo  que  hallándose  casada  üesde  1827  Doña  Juliana  Jover,  me- 
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nor  do  edad,  éon  D.  Míigael  Ptiehe  y  Bautista»  a»  m^oiid  por  pftoffdettcJtd» 
la  Real  CbancillerJa  de  Graaada  de  3  de  dicienbre  de  i832,  á  ioetaQcia  del 
cóndor  y  tío  de  la  misma  O.  Alfooso  Marín  Espinosa,  qae.eale  iiUerviale-* 
ra  7  concurrieae  eo  ios  contratos  de  epajeoaoioo  de  bienes  propios  de  la  me- 
nor Dona  Juliana^  aiii  cuyo  reqaisito  serian  nulos,  de  ningon  valor  ni  efeo-*  . 
to,  como  las  escrituras  er^que  se  otorgasen  y  con  sígnase»,  ad  virtiendo  á 
D«  Miguel  Puche,  marido  de  la  misma,  que  en  sqs<ulterior03  designios  res- 
pecto de  dicho  objeto  obrase  de  acuerdo  con  el  referido  curador: 

Resultando  que  D,  Alfonso  Marín  Espinosa»  con  poder  de  Dona  Juliana 
Jover»  menor  de  25  anos  y  mayor  de  1.4»  y  de  su  esposo  O.  Miguel  Pocbe, 
en  gue  le  aiatorítaron  para  enagenar  la  hacienda  llamada  de  PinUla,  perte- 
neciente á  la  primera,  previos  los  requisitos  judicialiBS  que  legal  mente  se 
requiriesen  para  ello,  oiorgó  una  escritura  en  i  5  de  junio  de  1835,  por  la. 

3ue  vendió  dicha  hacienda  á  D.  Juan  Lopes  Ortiz,  mayor,  con  especifícacioii 
e  sus  pertenencias  y  linderos  por  precio  de  24»000  reales,  pagaderos  la  mi- 
tad al  contado  y  la  otra  mitad  en  el  plazo  que  se  fijó: 

Resultando  que  en  1.^  de  abril  de  4897  Dona  Juliana  Jover,  viuda  ya  de 
D.  Miguel  Puche,  presentó  demanda  pidiendo  se  declarase  que  la  haciende 
^e  PinülOf  como  enajenada  á  su  nombre  con  ntlidad  notoria  sin  los  riiqai* 
sitos  de  ley,  puesto  que  era  menor,  y  por  no  haberse  podido  adquirir  oon 
posterioridad  por  prescripción,  no  había  dejado  de  pertenecería  del  propio. 
modo  que  antes  de  diclia  enaienacion,  y  en  su  consecuencia  se  mandase  que- 
los  que  la  poseían  ó  deteotao^n,  que  eran  Doña  Catalina^  Martínez  Oliva, 
Dona  Antonia  Torres  de  la  Flor,  por  si  y  á  nombre  de  sus  hijos,  y  0.  Pedro 
Marin  Alfoncea,  en  el  de  los  suyos,  la  dejasen  libre,  desembarazada  y  á  su, 
disposición: 

Resallando  que  los  demandados  pidieron  se  les  absolviese  libremente,  y 
alegaron  pertenecerles  la  finca  por  haberla  adquirido  legítimamente  áe, 
D.Juan  López  Oriiz,  que  la  compró  hacia  mocho  tiempo:  por  to  tanto,  aun- 
que no  acreditasen  mas  que  la  posesión  por  mas  de  20  años,  les  favorecía 
la  prescripción:  que  además  no  se  probaba  que  hubiese  sido  de  la  deman- 
dante, y  no  podía  ya  acreditarlo  estu  coa  escritura  ni  documento  alguno  por 
no  haberlo  presentado  con  la  demanda:  que  aun  suponiendo  que  la  hacien- 
da la  hubiese  corrpspondidu  y  Iti viera  derecho  para  reivindicarla,  su  recia - 
nación  adolecía  del  vicio  de  plus  petición  por  no  pedirla  á  todos  los  dueños, 
y  debía  por  lo  mismo  sujetarse  á  lo  establecido,  y  además  por  serioiempe&. 
livat  toda  vez  que  dejó  de  usar  en  su  oportunidad  la  acción  que  contra  su 
inarido  tenia,  y  el  derecho  la  reservaba  para  utilizarla  ea  su  tiempo: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  y  hechas  las  que  articularon 
las  partes,  di'Hó  sentencia  el  Juez  de  primer^  instancia  en  8  de  julio 
de  1859,  que  revocó  la  S<ila  primera  do  la  Audiencia  de  Albacete  en  21  de 
noviembre  de  1860,  declarando  bula,  de  ningún  valor  ni  efecto  la  vent^ 
Otorgada  por  0.  Alfonso  M^irin  Espinosa  de  la  hacienda  llamada  de  PirUÜa 
i  favor  de  D.  Juan  López  Oriiz,  y  condenando  eu  su  cousecnencia  á  D.  Pe* 
dro  Marín  Alfoncea  y  consortes  á  entregar  y  restituir  á  Doña  Juliana  Jover 
las  fincas  que  poseen  pertenecientes  á  dicha  hacienda,  dejándolas  libres  y  á 
disposición  de  la  misma  Doña  Juliana: 

Resultando  por  último,  que  contra  esa  sentencia  interpusieron  María 
Alfoncea  y  consortea  recurso  de  casaoíoo  por  haberse  infringido  en  su 
sentir: 

I.*    Las  leyes  i8,  tít.  16,  Partida  6.%  y  60»  Ut.  18»  Partida  3/  por  sn 
indebida  aplicación  al  caso. 

2/    Us  5/  y  6.*»  tit.  19»  Partida  0.%  y  59»  título  18»  Partida  3/  que 
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«Établaeen  la  forma  en  que  debe  redactarse  para  seguridad,  del  eomprtdir 
la  escritora  de  veota  en  qae  ¡ntervienea  menores,  lo  cuat  faera  riciososi  ae 
padieran  vender  sas  bienes  táUdumente  sHi  solemnidades  previas,  eone 
tiene  reconocido  goe  pueden  hacerlo  ta .misma  Sala  sentenciadora  ea  la  eje- 
cutoria citada  de  12  de  mayo  de  1855,  cuya  doctrina  jurídica  se  ha  contra- 
riado por  lo  mismo. 

3,*  Las  leyes  12,  tft.  1*^,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación  y  8.*, 
titulo  1 1,  libro  I.""  del  Fu^o  Real,  toda  ves  que  Doña  Juliana  Jover  hizo 
el  contrato  con  licencia  y  otorgándolo  su  mando  por  medio  del  poder  dad>» 
á  su  tio,  no  como  su  curador,  sino  como  apoderado  suyo. 

4.^  Las  leyes  16  y  28,  tft.  19,  Partida  3.*,  y  la  doctrina  juridicarecibi* 
da  por  este  Supremo  Tribunal,  en  su  sentencia  de  20  de  noviembre  de  1860 
en  caso  análogo,  puesto  que  los  recurrentes  heredaron  con  buena  fé  dicha 
hacienda  en  1849  de  su  abuelo  que  la  compró  en  1835,  sip  que  desde  en- 
toncos,  qiie  la  vienen  poseyendo,  hayan  sido  demandados  ni  inquietados  ea 
los  22  anos  trascurridos,  por  lo  cual  han  proscripto  su  dominio;  y  es  por 
tanto  intempestiva  la  reclamación  de  la  demandante  conforme  i  la  iey  8.*, 
título  19,  Partida  6.V 
Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Pedro  Gómez  de  Hermosa: 
Considerando  que  la  prohibición  de  enajenar  sin  decreto  judicial  los  bie- 
nes inmuebles  de  ios  menores  es  absoluta,  y  por  tanto  comprende  á  la  mu- 
jer casada  menor  de  25  años,  la  cual  no  adquiere  la  mayor  edad  coa  la 
emancipación  por  el  matrimonio,  y  que  mientras  no  tenga  esta  cualidad,  el 
marido  no  puede  conceder  la  licencia  para  enajenar  válidamente  hienas 
rafees  sin  que  preceda  decreto  judicial  con  las  debidas  soiSmnidades,  asi 
como  él,  aunque  administrador  legítimo,  necesita  de  las  mismas  para  veri6- 
carlo  por  sí,  porque  en  otro  caso  fácilmente  podrían  ser  burladas  las  pre- 
Tísoras  disposiciones  de  nuestra  legislación  en  elparticular: 

Considerando  que  las  leyes  que  solo  exigen  la  licencia  del  marido  para 
que  su  mujer  pueda  contraer  eficazmente,  se  refieren  á  la  que  está  en  la 
mayor  edad,  y  que  por  consiguiente  no  tienen  aplicación  en  este  caso  la  12, 
titulo  1/,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación^  y  la  8/,  tít.  11,  libro  1/ 
del  Fuero  Real,  alegadas  en  el  recurso: 

Considerando  que  á  pesar  de  haber  Doña  Juliana  Jover  y  su  marido 
conferido  el  poder  para  la  venta  de  la  hacienda  de  Pinüta\  praeticándosi 
al  efecto  hu  düigendas  judMale»  que  fuesen  necesarias^  al  que  haMi 
sido  su  curador  D.  Alfonso  Marín  Espinosa,  este  la  verificó  sia  llenar  al 
requisito  esencial  espueslo  en  los  precedentes  considerandos,  escediéodosa 
además  de  los  términos  del  mandato,  por  lo  cual  el  contrato  celebrado  con 
Don  Juan  López  Ortiz  fué  de  derecho  nulo: 

Considerando  que  cualquiera  que  fuese  el  motivo  de  la  resolución  de  la 
Chancilleria  de  Granada  ordenando  que  en  las  ventas  que  hiciesse  el  maride 
délos  bienes  de  su  mujer  interviniese  el  citado  Espinosa,  ni  dispensó  ai 
podia  dispensar  las  solemnidades  prevenidas  por  la  ley,  sin  que  debiera 
apreciarse  en  otro  concepto  que  en  el  de  una  formalidad  más: 

Considerando  que  refiriéndose  las  leyes  5/  y  6.*,  tít.  19,  Partida  6.*,  á 
los  casos  en  que  los  contratos  celebrados  por  ciertos  menores  son  ó  oo  res- 
cindibles,  y  la  59,  tft.  18,  Partida  T.^,  también  alegada,  á  la  forma  de  la 
escrítura  para  la  segundad  del  comprador,  mediando  el  juramento  que  su- 
plia  el  defecto  de  edad,  no  se  sigue  que  la  mujer  casada  menor  de  25  años 
pueda  contraer  enajenando  bienes  raices,  puesto  que  es  de  esencia  el  de*: 
creto  judicial  con  las  debidas  solemnidades,  y  que  por  tanto  se  invocan 
Inoportunamente  las  referidas  leyes: 
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Goosid^raodo  que  la  demaDd«iQte  no  üa  deducido  su  acción  por  dnfio 
sufiririo  por  culpa  del  guardador^  por  cnu<;a  <id  menor  edad  ó  engaño  de  otro, 
SIDO  la  de  nulidad  del  contrato  que  na  lioim  lars  coadiciones  esenciales,  y 
<][ae  por  lo  roiáiao  no  iienon  apticacioa  en  este  caso  la  ley  8/,  tit.  i9,  Par- 
tida 6/,  referente  al  beoefioÍQ  de  restitución  que  no  se  esiiende  á  más  que 
al  cuadrienio  legal: 

Considerando  que  para  poder  adquirir  el  dominio  da  bienes  inmuebles 
por  la  prescripción  ordinaria,  ha  de  hab'ir  justo  titulo,  buena  fé  y  tiempo 
señalado  por  la  ley,  circunstancias  aue  no  concurren  en  el  ca>o  actual  ^ 
porque  el  comprador  sabia  ó  debia^saber  que  el  vendedor  no  podia  verlH  - 
car  la  venta  en.  la  forma  que  lo  hizo;  y  que  no  aprovechando  á  lo  recur- 
rentes la  posesión  de  su  causante,  ni  poseido  la  heredad  de  Pinilla  por 
otro  titulo  hábil  para  trasmitir  el  dominio  y  por  el  tiempo  necesario  para  la 

§reseripeíoQ  ordinaria,  las  leyes  i6  y  18,  tít.  29,  Partida  3/,  y  la  doctrina 
e  este  Supremo  Tribunal  consignada  en  la  sentencia  de  20  de  novienibrQ 
de  1860,  alegadas  en  el  recurso,  no  han  j^ido  infringidas  por  la  Sala  sen- 
tenciadora: 

Considerando,  por  último,  que  no  es  motivo  de  casación  el  invocarse 
con  más  ó  menos  oportunidad  leyes  como    fundamento  de  una  sentencia; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Pedro  Marín  Alfoncea  y  Doña  Antonia  Tor- 
res de  la  Flor,  á  quienes  condenamos  en  las  costar,  y  devuélvanse  los  au« 
tos  á  la  Audiencia  de  Albacete  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  6  inser- 
tará en  ia  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias, 
lo  pronunciamos,  mandados  y  firmamos. — Hamon  López  Vázquez. ^Antero 
de  Echarri.— <5abr¡el  Ceruelo  de  Velasco. — Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa. — 
Pedro  Gómez  de  Hermosa.— Laureano  Rojo  de  Norzagaray. — Ventura  de 
Colsa  y  Pando. 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  ilustrf- 
simo  Sr.  D.  Pedro  Gómez  de  Hermosa^  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de 
Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  primera  el  dia 
de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  de  S.  M.  y  su  Escribano  de 
Cámara* 

Madrid  18  de  setiembre  de  1862.— Dionisio  Antonio  de  Puga.— (Gaceta 
de  23  de  setiembre  de  1862.) 


»15. 


Reeiars#  de  efMaelon  (i9  de  setiembre  de  1862.).-— Isv- 
TBRDicTO  DK  RECOBRAR. — Sq  declara  por  la  Sala  segunda  del  Tribu- 
nal Sapremo  no  haber  lagar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
D.  Fraaci&co  Moret  contra  la  senteacia  pronunciada  por  la  Sala 
primera  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  Jaime  Par* 
aan  y  otro,  y  re  resuelve: 

i.""  Que  la  omisUm  en  jmtifiear  que  una  persona  es  sucesor  de 
Cira,  no  prueba  que  esté  incapacitada  para  ejercer  sus  derechos  ci- 
viles; 

Y  2.®  que  en  las  segundas  instancias  de  los  interdictos  solo  puc" 
TOMO  vn.  67 
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de  hacerse  la  prueba  que,  propuesta  en  nrimera  instancia^  no  hu- 
biese sido  posible  ejecutar  en  el  juído  verhaL 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  19  de  setiembre  de  1862,  en  los  tatos 
que  eD  el  Jazgado  de  primera  iostancia  de  las  afueras  de  la  ciodad  d«  Bar- 
celona y  eo  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  su  territorio  ban  sejmido 
D.  Jaime  Parnau  y  D.  Juan  Illa  contra  D.  Francisco  Moret  y  doña  Antonia 
Sala  sobre  recobrar  la  posesión  de  aguas;  pleito  pendiente  ante  Nos  en  vir- 
tud de  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  D.  Francisco  contra  la  senten- 
cia que  en  30  de  enero  último  pronunció  la  referida  S.ila: 

Resultando  que  por  escritura  de  29  de  febrero  de  i836  0.  Ramón  Car- 
bonell  vendida  0.  Jaime  Parnau  dos  plumas  de  agua  de  la  mina  llamada  de 
San  Jerénimo: 

Resultando  que  por  otra  escritura  del  siguiente  dia  el  m¡?mo  Garbonell 
Tendió  á  O.  Francisco  Martí  y  Baltá  una  pluma  de  a^ua  de  dicha  miiia, ;  qoe 
en  %  de  enero  de  1837  D.  Francisco  Moret  reconoció  en  ^iocumento  publi- 
co que  pertenecía  ¿  Marti  la  mitad  de  otra  pluma  que  él  habia  comprado: 

Resudando  que  en  19  de  febrero  de  1861  el  Procurador  D.  Claudio 
Sancho,  á  nombre  y  con  poder  de  D.  Jaime  Parnau  y  D.  Juan  Illa,  cono 
habiente- derecho  de  Marti,  presentó  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de 
las  afueras  de  Barcelona  las  ^escrituras  referidas  para  acreditar  que  á  sus 
principales  pertenecían  las  tres  plumas  y  media  de  agua  que  en  eltas  se  ci- 
taban, y  esponiendo  que  hablan  estado  en  posesión  de  las  mismas,  y  aue 
les  hablan  privado  de  ella  D.  Francisco  Moret  y  Doña  Antonia  Sala,  entabló 
i^ontra  estos  el  oportuno  interdicto  de  recobrar,  ofreciendo  información  sa- 
maría de  testigos  y  fianza  para  (}ue  no  se  oyese  á  los  despojantes: 

Resultando  que  admitida  la  información,  declararon  los  testigos  al  tenor 
de  las  preguntas  que  se  les  hicieron,  de  las  cuales  fué  una  que  D.  Jiime 
Parnau  por  si  y  D.  Juan  Illa  por  si  y  por  medio  de  sus  C4iusantes,  su  esposa 
y  el  padre  de  e^ta  D.  Francisco  Martí  y  Baila,  hal^ian  estado  durante  uno  y 
muchos  años  en  posesión  de  varias  plumas  de  agua,  cuya  certeza  asegura- 
ron aquellos,  diciende  que  lo  sabían  por  las  razones  que  cada  uno  de  ellos 
espres»: 

Resultando  que  dada  la  Qanza  en  6  de  marzo  de  1861,  se  dictd*seofeo- 
cía  restitutoria  contra  D.  Francisco  Moret  y  Doña  Antonia  Sala,  los  cuales 
interpusieron  apelación,  y  el  D.  Francisco  se  alzó  también  de  otro  auto  dic- 
tado en  iS  de  abril  sobre  el  modo  de  llevarse  á  efecto  el  reintegro  en  la  po« 
sesión: 

Resultando  que  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia  y  entregados  pan 
instrucción  á  Moret,  los  devolvió  acompañando  ciertos  documentos  y  pi- 
diendo que  Be  recibiera  el  pleito  á  prueba  para  practicar  en  aquella  segun- 
da instancia  la  que  no  babia  podido  hacer  en  la  primera  por  no  habérsete 
concedido  audiencia,  y  en  un  otrosí  alegó  que  0.  Juan  tila  no  babia  justifi* 
cado  su  sucesión  de  D.  Francisco  Martí,  de  quien  se  titulaba  derecho-ha- 
biente, y  por  lo  mismo'  le  faltaba  la  personalidad,  suplicando  que  por  esto 
defecto  se  declarase  la  nulidad  de  lo  actuado,  ó  se  tuviera  por  hecha  la  re« 
clamacion  oportuna  para  pijeparar  el  recurso  de  casación: 

Resultando  que  Doña  Antonia  Sala  presentó  también  cierto  dacumeiito 
manifestando  que  no  se  oponía  A  que  se  recibiera  el  pleito  á  prueba;  y  qna 
impugnadas  dichas  pretensiones  por  O.  Jaime  Parnau  yD.  Juan  IIU,  la  Sala 
primera  do  la  Audiencia  declaró  no  haber  lugar  á  la  nulidad  de  las  actua- 
ciones ni  á  la  admisión  do  los  documentos  presentados»  y  que  tampoco  la 
habia  á  la  prueba  solicitada^  por  Moret: 
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Resultando  qoe  denegada  la  refurma  de  esta  providencia,  y  llevados  tos 
•lotos  á  la  vista  sobre  lo  principal,  se  diot<S  sentencii^  en  30  ae  eneró  úit^rad 
^ofirmando  el  auto  apelado  de  18  de  abril  7  la  sentencia  restitatoria'elí 
cnanto  á  las  condenas  qae  contiene  contra  Moret,  y  revocando  la  misBM 
respecto  á  las  impuestas  á  Dona  Antonia  Sala,  á  la  cual  se  alMotvió  de  la 
^Jemanda: 

Y  resultando  qae  contra  este  fallo  interpuso  Moret  recurso  de  casación 
faodado  en  las  causas  segunda,  cierta  y  sesta  del  art.  1013  de  la  ley  de 
Eojdciamiento  civil,  cuyo  recurso  fué  admitido,  habiéndose  hecho  por  el 
fi.  Francisco  el  correspondiente  depósito  en  cantidad  de  2,000  rs.: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  de  este  Supremo  Tribunal  D.  Bduar* 
do  Ello: 

Considerando  que  la  omisión  de  D.  Juan  Illa  en  justi^r  que  essueesoe 
4e  D.  Francisco  Marti  no  prueba  que  aquel  está  incapacitado  pan  ejereoB 
sus  derechos  civiles,  en  cuya  inhabilitación  consistiría  la  falta  dtf  persona- 
lidad en  el  litigante,  á  que  se  alude  en  la  causa  segunda  del  art.  1013  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Ck)nsiderando  que  en  la  segunda  instancia  del  interdicto  de  recobrar 
propuesto  por  Illa,  en  el  que  se  dio  fianza  para  obtener  providencia  sin  oir 
al  calificaoo  de  despojante,  D.  Francisco  Moret  no  podía  alegar  el  caso  de 
prueba  propuesta  y  no  ejecutada  en  juicio  verbal  celebrado  en  la  primera, 
única  que  en  toda  clase  de  interdictos  cabe  admitirse,  con  arreglo  al  ar* 
ticulo  764  de  dicha  ley,  en  aquel  estado  de  la  insu*uccion  del  juicio: 

Considerando  que  la  admisioa  de  los  documentos  presentados  por  don 
Francisco  Moret  y  Doña  Antonia  Sala  en  la  segunda  instancia  no  habría  sido 
conforme  al  citado  art.  764,  porque  hubiera  dado  lugar  á  que  se  trajeran  i 
los  autos  pruebas  que  por  él  se  escluyen: 

Considerando,  por  tanto,  que  en  el  caso  presente  no  existen  las  caucas 
segunda,  cuarta  y  sesta  del  art.  1013,  en  que  se  ha  fundado  el  recurso  de 
casación  interpuesto; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  á  él,  y 
condenamos  á  D.  Francisco  Moret  en  las  costas  y  á  !a  pérdida  de  los  2,000 
reales  depositados,  que  se  distribuirán  en  la  forma  que  previene  el  art.  106} 
de  la  citada  ley  de  Bnjniciamiento  civil. . 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  (a  Gaceta  del  Go» 
bierno  é  insertará  en  h  Colección  legistaUva^  pararlo  cual  se  pásenlas 
oportunas  copias  certificadas,  lo  pronunciamos,  rpandamos  y  firmamos. — 
Juan  Martin  Carramolino.— Ramón  Maria  de  Arrióla. — Félix  Herrera  de  la 
Riva. — Juan  María  Biec.--Felipe  de  Urbina.— Eduardo  EJÍo.— Domingo 
Moreno. 

Publicación. — Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  llas- 
trfsimo  Sr.  D.  Eduardo  Ello,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  es- 
tándose celebrando  audiencia  pública  en  la  Sala  segunnda  del  mismo  el  día 
de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  19  de  setiembre  de  1862.— -Gregorio  Camilo  Garcfa. *-(Gaceto 
de  24  dé  setiembre  de  1862.) 


me. 


Cyompeten«la  (19  de  setUmbre  de  1862.).— Heridas  ácnos 
«AftABiNKRos.— Se  decide  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supre- 

; 
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moáfavor  del  Juzgado  de  primera  ioslancia  de  Motril  la  conpe- 
tencía  suscitada  coQ  el  de  la  Uapítanía  general  de  firanada  acerca 
del  coQQoímieQto  de  la  causa  formada  contra  loau  de  Haro  y  otros 
por  heiídaa  á  aooa  canabiiteros',  y  se  resuelvex.  r. 

.  I.""  (^el  degafuero  contenida  en  el  arí.  4.\  tU.  3  "^  tr§l  8.* 
de  las  Ordenanzas  generales  del  ejército,  tiene  aplicación  á  (os  fue 
insultan  ñ  los  carabineros  en  actos  del  servició  propios  deiuin^ 
título,  éeaurí  lo  dispuesto  en  la  Beal  orden  de  17  de  setiewbrc 
deiSS^l 

JTS/  .  que  el  servicio  de  los  carabUieros  se  diríje  principábnente 
á  reprimir  el  contrabando  y  la  defraudación,  y  9ue  no  puederepSr 
íarse  á  los  carabineros  como  soldados  que  se  hallan  de  facmHi  en 
eonformioii  á  dicha  Real  orden,  sino  cuando  son  inmiíados  en  (U- 
tw  propios  de  su  imtituto. 

Ea  la  villa  y  corte  de, Madrid,  á  i9  de  setiembre  de  {862.  en  los  autos 
de  competencia  que  añie  Nos  penden  entre  el  Juzgado  de  la  Capitanía  ge- 
neral de  Granada  y  el  de  primera  instancia  de  Motril  acerca  dei  coooci- 
miento  de  la  causa  formada  contjra  Juan  do  Haro  y  otros  por  heridas  á  qqos 
carabineros: 

Resultando  que  en  la  tarde  del  25  de  diciembre  áltímo  estaban  nríoi 
paisanos,  y  entre  otros  Juan  y  José  da  Haro,  á  la  puerta  de  la  laberaida 
Diego  Trujillo  en  el  caserío  de  la  Herradura,  anejo  de  la  ciudad  de  Almo- 
Bécar.  y  .que  en  coropaiíía  de  los  mismos  se  hallaba  el  carabinero  José  Rait 
Arnedo,  sin  duda  para  asTistir  á  la  diversión  que  con  música  habían  aquelloi 
dispuesto: 

Resultando  que  presentándose  en  el  sitio,  el  cabo  segundo  Mi- 
nué! Yañez,  el  cual,  según  sus  declaraciones  que  confirma  su  Jefe,  se  ba- 
ilaba de  servicio  de  vigilancia  con  encargo  de  cuidar  que  no  eotraseo  ea 
tiendas  de  bebidas  los  iodividoos  del  cuerpo ,  y  mandó  al  carabinero  Rois 

aue  se  separase  de  los  paisanos,  diciéndole  que  ellos  debían  divertirse  eatra 
i,  y  fos  paisanos  con  los  de  sa  clase: 

Resultando  que  resentidos  estos  por  dichas  espresiones,  acometieroo  á 
los  carabineros,  y  entre  unos  y  otros  se  originó  una  riña,  de  la  cual  salie- 
ton  varios  heridos: 

Resultando  qua  formadas  en  su  virtud  las  oportunas  difígenclas»  se  ha 
promovido  después  contienda  de  jurisdicción  entre  el  Juzgado  militar  |  al 
ordinario  sobre  cual  de  los  dos  ha  de  conocer  la  causa  contra  los  paísaaei 
por  las  lesiones  inferidas  á  los  carabineros^  alegando  el  Juez  de  primera 
instancia  de  Motril  que  las  heridas  fueron  causadas  en  una  riña  cuando  los 
carabineros  no  estaban  en  acto  del  servicio,  y  que  por  lo  mismo  no  podie- 
ton  quedar  desaforados  los  paisanos: 

Y  resultando  que  el  Juzgado  militar  espone  para  sostener  su  competea- 
cia  que  el  cabo  Manuel  Yañez  se  hallaba  ae  servicio  de  Vigilante  en  la  pla- 
ya y  con  orden  de  su  Jefe  para  no  permitir  qu^  los  carabineros  se  reunieran 
con  los  paisanos;  que  por  tanto  cuando  llamó  al  carabinero  Ruiz  lo  bisa 
cumpliendo  el  que  se  le  habla  encomendado,  y  los  que  con  tal  motivo  le 
acometieron  é  hirieron,  igualmente  (fo^  á  los  otros  carabineros,  perdieroo 
su  fuero  y  quedaron  sujetos  á  la  jurisdicción  militar. 

Vistos,  siendo  Ponenta  el  Ministro  D.  Feliz  Barrera  da  la  Riva: 

Considerando  que  el  desafuero  contenido  en  el  art.  4/,  titQlo  3.%  tra* 
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Udo  S.'  de  las  Ordenantas  generales  del  ejército  tiene  aplicücioB  á  los  qae ' 
ÚDultan  á  los  carabineros  en  actos  del  servicio  propio  de  su  iastRUto,  segaa* 
lo  díspgesto  en  la  Real  orden  de  n  de  setiembre  de  18SS: 

Conáidehindo  que  esté  servido  se  dirige  principal  menta  á  r^primtr  el 
contrabando  y  la  defraudación,  y  que  no  puede  reputarse  á  ios  carabineros* 
como  soldados  que  se  hallan  oé  facción  en  conformidad  á'  dicha  Real  orden, 
aioo  cuando  son  insultados  en  actos  propios  de  su  institución:  ' 

Considerando  que  el  caso  que  dio  lugar  á  estas  actuacioneá,  ni  por  el  si- 
tia en  que  se  reunió  e!  carabinero  Arnedo  con  ios  paisanos,  ni  por  el  objeta 
qae  estos  se  hablan  propuesto  de  dirertirse  con  h  música  que  al  efecto  He* 
vabaa,  tiene  relación  alguna  eáa  actos  propios  del  cuerpo  á  que  aquet  per* 
taoecia: 

Y  considerando,  finalmente,  que  aun  en  el  caso  de  estar  el  cabo  Tafiez, 
como  dice,  de  vigilante  en  la  playa  con  el  encargo  que  espresa,  ninpun  actO' 
ejecutaron  en  oposición  á  todo  esto  los  paisanos,  ni  did  logar  a  la  riña  ooa« 
nonada  ánicaroente  por  las  palabras  que  juzgaron  ofensitafl  á  su  clase,  es* 
trañas  de  todo  punto  al  servicio  propio  de  los  carabineros; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  dé 
esta  causa  corresponde  al  Juzgado  de  primera  Instancia  de  Motril^  al  que  se* 
lamitan  unas  y  otras  actuaciones  para  lo  que  proceda  con  «rreglo  á  de- 
lecho. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Go« 
bíerno  é  insertará  en  la  Coíeoeion  legislativa,  para  lo  cual  se  pasen  las 
oportunas  copias  certificadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — 
Jaan  Martín  Carramolino.— Félix  Herrera  de  laRtva.— JuanMaria  Biec. — 
Felipe  de  Urbina.-^Bduardo  Ello. — Domingo  Moreno. 

Pttblicacion.x-^Leida  y  publicada  faé  la  anterior  sentencia  por  el  Ilustrf- 
simo  Sr.  D.  Félix  Herrera  de  la  Riva,  Ministro  del  Tribunal  Suprsino  de 
Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  segunda  el  dia 
de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  i9  de  setiembre  de  1862.— Gregorio  Camilo  Gstcia. -^{Gaceta 
d624  de  setiembre  de  f862.) 


M9. 

ReeaMi»  de  ea«aM»loü  {i9  de  setiembre  de  1863.).— Pago 
ni  UNA  pEüsioN  FORAL. — St  dcclafa  por  la  Sala  primera  del  Triba- 
nal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Doña  Carmen  Badals  contra  la  sentencia  pronunciada  pdr  la  sala 
segunda  de  la  Audiencia  de  la  Coruna,  en  el  pleito  con  D.  Francis- 
co María  Estévez,  y  se  resuelve: 

Qtie  la  ley  29 ,  UL.  8."",  Part.  8.\  no  tiene  aplicación  al  litigio  en 
que  na  se  trate  de  la  preferencia  qu3  time  el  señar  del  domitiío  dp- 
reeto  en  la  venta  de  la  cosa  censida,  ni  de  la  nulidad  de  la  hecha 
por  el  censuario,  y  sí  solo  del  ejercicio  del  derecho^  real  sobre  la 
finca  especialmente  hipotecada  á  la  seguridad  de  una  penrionfórah 

En  la  Tilla  y  corté  de  Madrid ,  á  19  de  setiembre  de  f  862 .  «u'  loe  atitoü 
pendientes  ante  Nos  por  recurso  de  casacían ,  seguidos  en  «f  liizgadd  dé 
primera  io^tancia  de  Santiago  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Rem  AudiéÉi^  éa 
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la  Carona  por  D.  Franeisco  María  EsUvez  con  Dona  Gárman  Badals,  vindi. 
de  O.  Luí6  Gran ,  en  concepto  de  tutora  y  curadora  de  aas  hijos  menons». 
sobre  pago  de  una  pensión  foral: 

Re6DUan<|o  Que  la  comunidad  de  religiosas  dei  convento  de  Nuestra  Se- 
ñora de  )a  ^nseiianza  de  la  ciudad  de  Santiago  otorgó  escritura  en  6  da 
abril  de  1830 ,  por  la  que  subforó  á  favor  de  Eanuela  Quíntaos  por  el  ca- 
non de  1,100  realas  anuales*  además  de  66  que  tenia  de  foro»  una  casa  ea 
la  oalle  de  las  Huertas,  que  había  heredado  la  hermana  Juana  Babamoode 
de  su  padre  D.  Gregorio,  contrato  que  acept(í  Manuela  Quintaos,  hipote- 
cando á  la  seguridad  del  mismo  una  pieza  de  tierra  de  siete  ferrados  al  si- 
tio de  ftecimií,  término  del  Ferrol: 

Resultando  que  D.  Julián  de  Castro ,  como  heredero  fiduciario  de  Booa 
Juana  Bahamonde ,  vendió  á  D.  Francisco  Estévez  por  escritota  de  14  da 
noviembre  de  18^3  la  oiuda  pensión  de  íos  1,176  reales  sobre  la  casa  data 
calle  de  las  Huertas ,  que  á  la  sazón  pagaba  D.  Manuel  Pérez  Saenz;  y  que 
este ,  como  dueño  de  ella  por  haberla  heredado  de  su  padre ,  guien  á  so 
▼ez  la  habia  adquirido  por  herencia  de  Dona  Manuela  Quintana,  eedió  i 
D.  Francisco  Cabanas  por  escritura  de  12  de  febrero  de  1856  el  as" 

Sue  pagaba  por  ella ,  con  la  condición  de  que ,  tanto  él  como  quien  le 
lase ,  habían  de  cumplir  coO  el  subforo  y  el  foro  primitivo  bajo  las  m 


seguridades  contenidas  en  ellos;  obligación  que  aceptó  Cabanas,  sujetaado^ 
á  su  cumplimiento  todos  sus  bienes: 

Resultando  que  demandado  Cabanas  por  Estevez  ante  el  Juez  de  paz  ea 
marzo  de  1857  para  el  pago  de  583  rs.  procedentes  de  la  indicada  pensioo» 
7  condenado  i  su  pago,  se  embargó  para  que  tuviese  efecto  la  citada  casa,. 
^ue  fué  tasada  en  renta  por  un  perito  en  610  rs.  anuales,  por  lo  cual,  y 
mediante  i  aparecer  un  déficit  de  490  rs.  para  el  pago  de  la  pensión,  renoa- 
ció  Cabanas  ensoto  derecho  pudiera  tener  á  agüella: 

Resultando  que  Estévez  acudió  al  mismo  Juzgado  de  paz  para  qna  » 
hiciera  saber  á  los  que  spareciesen  dueños  de  la  hipoteca  construida  en  la- 
Tor  del  subforo  que  se  hiciesen  cargo  de  la  casa  subforada  pagando  las  peo- 
alones,  ó  abandonasen  la  hipoteca,  y  que  de  no  se  procediese  á  la  venta  da 
la  misma: 

Resultando  que  citadas  Dona  Josefa  Gomacho  y  Doña  Carmen  Badals, 
como  viuda  de  D.  Luis  Grau  y  tutora  y  curadora  de  sus  hijos,  á  su  farstaa- 
cia  se  dtó  también  á  los  herederos  de  Manuela  Qulntans,  y  se  remitianMi 
las  diligencias  al  Juzgado  de  primera  instancia: 

Resutundo  que  en  él  entabló  demanda  O.  Francisco  María  Bstévasea 
22  de  octubre  de  1859  para  goe,  mediante  á  )oe  las  fincas  hipotecadas  i 
la  seguridad  de  una  pensión  loral  respondían  siempre  cuando  no  alcanzaban 
laa  principalmente  afectas,  se  mandase  que,  ó  bien  se  hiciera  carao  la  Deoa 
Carmen  de  la  prenotada  casa  aforada,  pagando  las  pensiones  veoddas  y  qoa 
venciesen,  ó  en  otro  caso  se  procediese  á  la  subasta  de  aquella  y  de  la  finca 
hipotecada,  para  cubrir  el  capital  de  la  pensión  y  los  réditos  atrasados,  sm 
perjuicio  del  derecho  queje  asistiera  para  reintegrarse  en  la  otra  forma  del 
descubierto  que  aun  piídieni  existir: 

Resttltando  que  Dona  Carmen  Badals,  en  la  representación  indicada, 
impugnó  la  demanda,  fundada  en  que  habia  existido  dolo  entre  el  acreedor 
y  el  deudor  prinoipal  al  trasmitir  este  su  obligación  i  una  persona  fallida  en 
perjuicio  del  fiador,  quien  con  arreglo  á  la  ley  y  en  pena  de  aquel  quedaba 
libre  de  la  obligación,  y  que  Pérez  Saenz  habia  adquuído  la  casa  como  be- 
redero  universal  de  la  obligada,  y  por  lo  tanto  el  gravamen  recak  sobre  loa 
que  la  habiaa  heredado: 
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Resultandú  que  practicada  prueba  por  las  parte^i,  dicló  sentencia  el  Juez 
de  primera  instancia,  que  revocó  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  la  Co- 
ruña  en  11  de  f*)brero  de  1861,  condenando  á  Dona  Carmen  Badais  á  hacer- 
se cargo  de  la  casa  subforada,  pagando  las  pensiones  vencidas  y  sncesivasi 
6  en  otro  caso  al  abono  dé  las  prioieras  y  al  importe  del  menos  valor  que  tu- 
viese el  capital,  según  la  tasación  hecha  en  los  autos,  ó  la  que  se  hiciera 
por  peritos  en  la  forma  ordinaria,  quedando  la  casa  á  disposición  de  Esté- 
vez;  y  que  no  conformándose  con  ninguno  de  estos  estreñios,  se  procediera 
á  la  subasta  de  aquella  y  de  la  hipoteca  para  cubrir  con  su  producto  hasta 
donde  &lcanza^e  el  capital  y  renta,  reservando,  por  último,  á  una  y  otra 
parte  el  derecho  de  que  respectivamente  se  creyeran  asistidos  para  que  lo 
usaran  como  y  contra  quien  vioren  convenirles: 

Resultando  que  Dona  Carmen  Badals  interpuso  recurso  de  casación  ci* 
tanda  como  infringidas  la  ley  29,  tft.  8.^  de  la  Partida  5.*,  y  la  doctrina  la- 
gal  de  qne  á  toda  persona  citada  oportunamente  para  comparecer  en  juicio 
le  obsta  cuanto  por  consecuencia  de  él  se  declare,  lo  mismo  que  si  se  hubie- 
re pfifsonado: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Laureano  Rojo  de  Norzagaray: 

Considerando  que  la  ley  29,  tít.  8.^,  Partida  5.',  que  trata  d$  como 
aquel  que  tiene  la  cosa  á  censo,  m'  la  oviere  á  enajenar,  que  la  debe  ven- 
der al  señor  ante  que  á  otro,  queriendo  dar  tanto  precio  por  ella  como  da 
otro  ome^  no  es  aplicable  á  fa  }>resente  cuestión  litigiosa,  porque  en  ella  no 
se  trata  de  la  preferencia  que  tiene  el  señor  del  dominio  directo  en  la  venta 
de  la  cosa  censida,  ni  de  la  nulidad  de  la  hecha  por  el  censuario,  sino  del 
ejercicio  de  derecho  real  sobre  la  finca  esp€(,c¡almente  hipotecada  á  la  se- 
guridad de  una  pensión  foralr 

Considerando  que  no  conteniendo  la  sentencia,  cuya  casación  se  pre- 
tende, <ieclaracion  alguna  que  pueda  perjudicar  a!  vendedor  del  dominia 
útil,  carece  de  aplicación  al  presente  caso  la  doctrina  legal  invocada  por  el 
recurrente: 

Y  considerando  que  la  Sala  sentenciadora,  al  fallar  en  los  términos  que 
lo  ha  hecho,  no  ha  infringido  la  ley  ni  la  doctrina  citadas  en  el  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  de  casa- 
ción interpuesto  por  Doña  Carmen  Badals,  ¿  quien  condenamos  en  las  cos- 
tas M  mismo;  devolviéndose  los  autos  con  la  certiQcacion  correspondiente 
á  la  \trdiencia  de  donde  proceden.  Y  se  advierte  al  Licenciado  D.  José  Ro- 
mero Mazzeti,  defensor  nombrado  de  oúcio  á  la  recurrente  Doña  Carmen 
Badatá,  que  en  lo  sucesivo  asista  á  sostener  etrecurso  en  estrados,  á  no  te- 
ner impedimento  legitimo,  que  en  tal  caso  <m^rá  hacer  constar  oportuna- 
mente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inser- 
tará en  la  Colección  legislativaf  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— Ramón  López  Vázquez. — ^Sebastian 
González  Nandin.— Gabriel  Ceruelo  de  Velasco.— Joaquín  de  Palma  y  Vi- 
nuesa.— Pedro  6ome¿  de  HerAiosa.— Laureano  Rojo  de  Norzagaray.— Ven- 
tura de  Colsa  y  Pando. 

Publicación. — Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ilus- 
trÍ!»imo  Sr.  D.  Laureano  Rojo  de  Norzagaray,  Ministro  de  la  Sala  primera 
del  Supremo  Tribunal  do  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma 
Sala  eo  el  dia  de  hoy,  de. que  yo  el  Escribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  19  de  setiembre  de  1862. — Juan  de  Dios  Rubio.— (Gaceta  de  24 
de  setiembre  de  1862.) 
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A|pela0l0ii  pm»  dletteratorla  del  recurso  de  e»- 
áiaelon  (i9  de  setiembre  de  1862.). — Tkrciríá  ml  Domiiio.— Se 
revoca  por  la  Sala  secunda  del  Tríbanal  Supremo  la  proYídenda 
apelada  de  la  Sala  pnmera  de  la  Audieacia  de  Granada,  denegato- 
ria del  recarso  de  casación  interpuesto  por  Dona  Encarnación  Ca- 
sas en  pleito  con  Doña  María  Gasas;  se  admite  el  recarso,  y  se 
resuelve: 

1.°  Que  el  recurso  de  casación  solo  procede  caatra  seníentías 
definitivas; 

Tí.'*  que  concurriendo  en  la  interposición  del  recurso  las  eir' 
cunstantías  espresadas  en  los  artículos  1012  y  siguientes  delalej 
de  EnjuiciamietUo  civil,  es  procedente  su  admisión. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  19  de  setiembre  de  4862,  en  los  autos 
que  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Canjayar  y  en  la  Sala  primera  de 
la  Audiencia  territorial  de  Granada  ba  seguido  Doña  Encarnación  Casascon 
Doña  María  Casas  sobre  terceria  de  mejor  derecho  á  los  bienes  embargados 
al  marido  de  aquella  D.  Francisco  Bruquó,  pendientes  ante  nos  en  virtud 
de  apei.'ioion  que  interpuso  del  aulo  que  en  i 5  de  noviembre  último  dictó 
la  referjiia  Sala  declarando  no  haber  lugar  á  Inadmisión  del  recurso  de  ca- 
sación interpuesto  por  la  misma: 

Resultando  que  Doña  Maria  Gasas  siguió  pleito  con  D.  Francisco  Bru- 
qué  sobre  pago  de  maravedís,  en  el  que  se  pronunció  ejecutoria;  y  al  tra- 
tarse de  <;u  cumplimiento,  la  esposa  de  este,  Doña  Encarnación  Gasas  dedu^ 
]o  demanda  de  tercería,  que  se  sustanció  por  los  trámites  del  juicio  ordina- 
rio, incluso  el  de  prueba: 

Ro'íultando  que  en  parte  de  la  que  estimó  conveniente  i  sa  derecho, 
pidió  la  Doña  Encarnación  que  se  requiriese  á  Francisco  Garrido  para  que 
exhibiera  cierto  documento,  y  veriQcada  la  ezhivicion,  declarasen  acerca  de 
su  autenticidad  los  testigos  que  le  suscribían: 

Resultando  que  estimada  la  primera  parte  de  dicha  solicitud»  exhibió 
Garrido  el  documento;  y  que  liabiéndose  mandado  después  que  prestasen 
su  declaración  tos  testigos,  y  íIúa  para  su  comparecencia  se  librara  órdeoai 
Juez  de  paz  de  Illar,  se  pus^siu  y  se  entregó  al  Procurador  de  la  parte, 
sin  que  de  autos  aparezcan  sus  resultas,  lú  declarasen  los  testigos: 

Resultando  que  dictada  á  su  tiempo  sentencia  deTinitiva  é  interpuesta 
apelación  por  Doña  Encarnación  Gasas,  pidió  al  espresar  agravios  que  se  re- 
cibiera el  pleito  á  prueba  en  la  segunda  instancia  para  tomar  declaración  á 
los  testigos  del  indicado  documento,  alegando  que  no  la  hablan  prestado  eo 
la  primera,  porque  ella  no  pudo  instar  para  que  se  les  requiriera  á  fin  de 
que  comparecieran  en  el  Juzgado  por  haber  tenido  á  Su  marido  gravemeote 
enfermo. 

Resultando  que  oída  la  otra  parte,  se  declaró  no  haber  lugar  al  recibi- 
miento á  prueba  por  auto  de  iO  dQ  julio,  notificado  en  el  12: 

Resultando  que  eo  29  del  mismo,  presentó  Doña  Eacarnacion  un  escri- 
to, que  tiene  h  fecha  del  23,  pidiendo  para  preparar  el  recurso  de  casa- 
ción en  sa  caso  que  se  tuviese  por  reclamada  la  indefensión  que  h  produ- 
cía el  no  recibimiento  ¿  prueba;  ytjue -por i»ro videncia  de  11  de  setiembret 
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en  itencioD,  segan  se  dijo,  á  que  la  rectamacfon  (fue  se  hacia  no  era  la  pro- 
cadente,  segan  ta  naturalexa  del  auto  y  las  preBcripetODea  de  los  ártica  loe 
1019  y  890  de  la  ley  de  Enjaiciamiento  civil,  se  declard  Do  haber  lugar  á 
teoer  por  becbi^  la  protesta  á  los  Qnes  que  se  espresaban: 

Resuttaudo  qae  denegada  la  suplica  que  interpuso  Doña  Encarnación, 
s0  procedió  á  la  vista  del  pleito  sobVe  lo  principal,  y  se  pronunció  sentencia 
60  21  de  octubre,  contra  la  cual  entabló  aquella  en  tiempo  hábil  recur- 
so de  casación,  fundado  en  las  causas  4.*  y  6.*  del  art.  1013  de  la  cita- 
da ley: 

Y  resultando  qíie  por  auto  de  15  de  noviembre. le  Sala  de  la  audiencia 
denegó  la  admisión  de  dicho  recurso,  porque,  s^^gun  espresó,  no  se  habia 
reclamado  la  subsanacion  de  la  falta  por  el  recurso  ordinario  que  la  ley  es- 
tablece: que  Don»  Encarnación  apeló;  y  que  fué  admitida  la  alzada: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  de  este  Supremo  Tribunal  D.  Juan 
Harta  Biecc: 

Considerando  que  la  sentencia  contra  la  cual  Doüa  Encarnación  Gasas 
interpuso  en  tiempo  recurso  de  casación. es  definitiva,  y  que  se  designaron 
las  causas  4.*  y  6.  del  articuló  1013,  cuya  subsanacion  se  pidió  en  la  se- 
gunda instancia,  en  la  cual  se  dicen  cometidas: 

Y  considerando  que  en  la  interposición  del  recurso  concurren  todas  las 
circunstancias  espresadas  en  la  parte  segunda  del  art.  1025  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  siendo  por  tanto  procedente  su  admisión; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  el  auto  apelado  de  15  de 
noviembre  del  año  úllimo  ;  admitimos  el  recurso  de  casación  interpuesto 
por  Dona  Encarnación  Cdsaü;,  y  mandamos  que,  previa  caución  que  presta > 
rá  esta  en  cantidad  déf  2,000  rs.  á  las  resultas  de  dicho  recurso,  se  proceda 
á  sustanciar  él  mismo  con  arreglo  á  derecho. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Go- 
bierno 6  insertará  en  la  Colección  legislativa,  para  lo  cual  se  pasen  las 
oportunas  copias  cerliñcadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — 
Juan  Martin  Garramolino. — Ramón  Marfa  de  Arrióla.— Félix  Herrera  de 
la  Riva.— Juan  María  Biec.---Feiipe  de  Uurbina.— Eduardo  Elfo. — Domingo 
Moreno. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
limo.  Sr.  D.  Juan  María  Biec,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia, 
estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  segunda  el  dia  de  hoy, 
de  que  certifíco  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  20  de  setiembre  de  1862.— Gregorio  Camilo  García.— (Gaceta 
de  25  de  setiembre  de  1862.) 


«I». 


Compeieneia  (20  de  setiembre  de  1862.).— Pago  ds  uara- 
vxDís.— Se  decide  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo  á  fa- 
vor del  Juzgado  de  primera  instancia  de  lúdela^  eooio  supletorio 
del  Tribunal  de  Comercio,  la  competencia  saseitada  con  el  omina- 
rlo de  Borja  acerca  del  conocimiento  de  la  demanda  entablada  por 
D.  Ramón  de  Acha ;  y  se  resuelve : 

Que  son  compras  mercantiles ,  según  dispone  el  árt:  359  del 
Código  de  Comercio,  las  que  se  hacen  de  cosas vmebles  con  ánimo 
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de  adquirir  $obrej^Uas  algún  lucro  revendiéndola;^  ^  con  tal  que  n» 
te  bmen  comprendidas  en  el  número  de  ks  que  esceptúa  el  ar- 
tículo 560. 

Ed  la  villa  7  corte  de  Madrid,  ¿  20  de  setiembre  de  1862 ,  en  los  autos 
de  competencia  que  ante  Nos  penden  entre  el  Juzgado  de  primera  iostaacia 
deTadela,  como  supletorio  del  Tribunal  de  Comercio,  y  el  ordinario  de 
Borja  acerca  dei  conocimiento  de  la  demanda  entablada  por  D.  ftamon  de 
Acha  contra  D.  Miguel  y  D.  Juan  Gunchillos  y  D.  Juan  Cruz  Navarro  sobre 
pago  de  maravedís: 

Resultfeindo  que  en  14  de  mayo  de  1860  otorgaron  escritura  páblica 
ante  el  numerario  de  la  ciudad  de  Tudela  D.  Santiago  Merino  los  referidos 
Acha  y  Navarro  y  D.  Miguel  Virós,  por  la  cual  el  primero  cedió  á  los  álti* 
mos  la  contrata  que  tenia  celebrada  con  D.  José  de  Salamanca  para  sumi- 
nistrar 110,000  traviesas  con  destino  al  Terro-carrii  de  Zaragoza  á  AIsásaa, 
y  estos  se  obiigaroa  á  entr^ar  22,000  cada  mes ,  empezando  desde  el  15 
de  agosto  en  los  puntos  de  Gaparroso  ,  Gastejon ,  Tudeta ,  Bunuel  y  Gallur, 
según  se  les  determinase  por  las  personas  encargadas  de  recibirlas ,  y  i 
abunar  los  daños  y  perjuicios  que  se  siguieran  por  falta  de  cumplimiento  i 
lo  pactado : 

Resultando  que  en  3  de  setiembre  del  mismo  ano  se  otorgó  otra  escri- 
tura en  la  ciudad  de  Pamplona  ante  el  Escribano  D.  Pedro  Echarte  por  don 
Miguel  y  D.  Juan  Gunchillos,  D.  Juan  Gruz  Navarro ,  D.  Felipe  Justo ,  don 
Lorenzo  Areso  y  D.  Miguel  Vírós ,  formando  sociedad  para  tratar  ó  comer- 
ciar en  maderas  bajo  diferentes  condiciones ,  de  las  cuales  fué  una  que  Na« 
Tarro  y  Virós  cedian  en  favor  de  la  sociedad  el  contrato  que  celebraron  coa 
Acha ,  y  que  así  como  todos  ios  socios  podrían  utilizarse  de  los  beneficios 
de  dicho  contrato,  quedarian  sujetos  á  cumplirle  con  todas  sus  conse- 
cuencias : 

Resultando  que  en  27  de  enero  de  1862  Acha  entabló  demanda  en  el 
Juzgado  de  primera  instancia  de  Tudela ,  esponlendo  que  por  no  haber  en- 
tregado Navarro  y  Virós  ni  la  sociedad  á  que  estos  cedieron  el  contrato  las 
traviesas  que  debían  facilitarse  á  Salamanca ,  hubo  gue  adquirirlas  por  otro 
conducto  á  mayor  precio,  inOriéndosele  un  perjuicio  de  485,839  rs.,  y  pi- 
dió que  en  deñnitiva  se  condenara  á  D.  Juan  y  D.  Miguel  Gunchillos  y  i 
D.  Juan  Gruz  Navarro,  vecinos  de  Gallur,  al  pugo  de  esta  suma  y  las  costas, 
y  que  se  sustanciara  la  demanda  con  arreglo  á  la  ley  de  Eojuiciamleoto 
mercantil ,  según  su  naturaleza : 

Resultando  que  emplazados  los  tres  demandadas  en  la  forma  que  pre- 
viene la  citada  ley,  á  cuyo  efecto  se  libró  exhorto  al  Juzgado  de  Borja,  acu- 
dieron al  mismo  D.  Miguel  y  D.  Juan  Gupchillos  entablando  la  inhibitoria, 
y  pidiendo  que  se  retuviese  el  exhorto ,  y  se  oficiara  al  Juez  de  Tudela  para 
que  se  separase  del  conocimiento  del  pleito : 

Resultando,  que  el  referido  Juez  de  Borja  se  declaró  competente  para 
conocer  de  la  citada  demanda  y  oíició  en  este  sentido  al  de  Tudela ,  el  caal. 
se  negó  á  inhibirse,  originándose  el  presente  conflicto  de  jurisdiccioa : 

Resultando  que  aquel  se  fonda  en  que  ni  el  demandante  ni  los  demao* 
dados  800  comerciantes,  ni  el  contrato  que  celebraron  es  un  acto  mercao- 
til.,  por  lo  cual  no  puede  el  Tribunal  de  Comercio  ni  el  Juez  de  Tudela,  co- 
mo aupletCH'io  de  este ,  entender  de  la?  contiendas  que  se  susciten  sobre  ei 
cumplimiento  de  las  obligaciones  que  de  él  emanen ;  en  que  la  acción  ejer* 
citada  por  Acha  es  personal,  y  en  cue  el  pueblo  de  Gallur ,  perteneciente  á 
aquel  partido  judicial ,  es  uno  de  los  designados  en  el  contrato  para  cata* 
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plir  la  obligaeton  y  el  domicilio  de  D.  Miguel  y  D.  Joaa  Ganchillos; 

Y  resultando  qae  el  Jaez  de  Tálela  espone  que  las  compras  que  se  ha« 
een  de  cosas  muebles  con  ánimo  de  lucrarse  ToWiéndolas  á  vender  pertene- 
cen á  la  clase  de  mercantiles,  y  que  por  consiguiente  deben  reputarse  ta- 
hss,  así  el  contrato  primitivo  otorgado  en  14  ae  mayo  de  A9ñ0  por  Áeha, 
navarro  y  Virós»  como  el  que  después  celebraron  estos  con  Guncbillos,  y 
«mecer  el  Tribunal  de  Comercio  ae  las  cuestiones  que  sobre  ellos  se  pro- 
muevan: que  la  acción  deducida  es. personal ,  y  estas  deben  proponerse 
ante  el  Jues  del  lugar  donde  debe  cumplirse  la  obligación ;  y  que  siendo 
cinco  los  que  al  efecto  se  Gjaron  en  el  contrato,  tres  de  ellos  correspon- 
dientes al  partido  de  Tudela ,  en  cuya  ciudad  se  otorgó  además  la  primitiva 
escritura  y  obró  bien  el  demandante  al  deducir  allí  su  acción  j  y  acudió  á 
Jnzfrado  competente: 

Vifitos ,  siendo  Ponente  el  Ministro  ü.  Dom&h§D  tforeoo : 
Considerando  que  son  compras  mercaoUlef ,  según  dispone  el  art«  359 
éal  Gódigp  de  Comercio^  lu  que  ae  becen  de  cosas  muebles  ^n  ánimo  de 
adquirir  sobra  ellas  algon  lucro  reveadióndolas,  con  tal  que  no  se  hallen 
«omprendidas  en  el  número  de  las  que  esceptúa  el  art.  360 ,  y  que  con  el 
fin  de  obtener  ganancia  contrató  D.  Ramón  Acha  la  entrega  de  traviesas  á 
D.  José  de  Salamanca ,  obligación  que  sirvió  de-base  á  las  escrituras  de  14 
de  mayo  de  1860  y  3  de  setiembre  del  mismo: 

Considerando  que  cualquiera  que  sea  el  carácter  de  la  sociedad  formada 
por  los  referidos  Cunchillos ,  Navarro  y  demás  que  aparecen  obligados  en  la 
segunda  de  las  dos  escrituras  mencionadas ,  y  á  posar  de  que  no  pertenezca 
á  la  clase  de  las  compañías  mercantiles  que  se  designan  en  el  tít.  2.%  lib.  2.^ 
del  Código  respectivo»  es  lo  cierto  que  el  compromiso  contraído  primero 
por  Acha ,  trasmitido  después  á  Navarro  y  Virós,  y  aceptado  áltímament» 
por  los  GunclüUos  y  consocios ,  consistía  en  comprar  para  vender  á  Sala- 
manca los  efectos' mencionados  con  destino  al  ferrocarril  de  Zaragoza,  todo* 
lo  cual  constituye  un  acto  mercantil : 

Y  considerando  (]ue  por  no  haber  cumplido  este  formal  compromiso  lo» 
Ganchillos  y  consocios  se  les  reclama  ahora  por  Acha  la  indemnización  de 
perjuicios,  habiendo  al  efecto  presentado  la  oportuna  demanda  ante  el  Juz- 
gado de  Tudela ,  con  arreglo  á  los  artículos  1179  de  dicho  Código  y  5.% 
parte  1/,  párrafo  tercero  ae  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  de 
este  pleito  corresponde  al  referido  Juzgado  de  primera  instancia  de  Tudela, 
como  supletorio  del  Tribunal  de  Comercio ,  al  aue  se  remitan  unas  y  otras 
actuaciones  para  lo  que  proceda  con  arreglo  á  aerecho. 

Asi  por  esta  nueslra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaata  del  Go- 
bierno é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  para  lo  cual  se  pasen  las 
oportunas  copias  certificadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— 
Juan  Martin  Carramolino. — Ramón  María  de  Arrióla. —Félix  Herrera  da  la 
Riva.— Felipe  de  Urbina.— Eduardo  Elío.— Domingo  Moreno. 

Pablicacion.— Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Ilustri- 
simo  Sr.  D.  Etomingo  Moreno,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia, 
estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  segunda  el  dia  de  hoy, 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  20  de  setiembre  de  1862.— Gregorio  Camilo  García.^  (Croeeta 
de  25  de  setiembre  de  1862.) 
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Reenrs»  de  easatiioa  (23  de  seíUmbrií^  4e  Í8ft2,)*-Di^ 
TRiBUGiofr  DEL  PMEGio  DE  uNiw  GAftA.^Se  dodara  por  la  Sala  prímen 
del  Triboaal  Sapremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Manuel  López  del  Pulgar  contra  la  sentencia  de  la 
jSala  primera  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  Dona  Fran- 
cisca Torryoft  y  Correa,  y  se  resuelve: 

1.^  Que  no  puede  tener  aplicacibn  en  un  pleito  el  principio  ju- 
rídico de  que  lo  que  es  nulo  desde  su  origen  no  puede  producir 
efecto  legal  por  el  trascurso  del  tieaipo ,  $i  la  nulidad  no  ka  tido 
declarada  por  la  sentencia; 

¥  S.^  que  la  doctrina  de  que  donde  existe  la  misma  razón  debe 
ser  igual  la  disposición  de  la  ley,  no  tiene  aplicttcion  cuando  $e  tra- 
ía de  distintos  juicios  f  el  uno  ordinario  y  el  otro  ejecutivo. 

Gn  la  villa  y  córtd  de  Madrid,  á  23  de  setiembre  de  1862,  en  los  autos 
peudieates  ante  iNos  por  recurso  de  casación  seguidos  en  el  Juzgado  de  pri- 
mera  instancia  del  distrito  de  Lavapiés  de  esta  corte  y  en  la  Sala  primera 
de  la  Real  Audiencia  de  la  misma  por  Doña  Francisca  Torrejon  y  Correa  con 
0.  Manuel  López  del  Pulgar  sobre  que  se  declare  válida  ia  distribución  be- 
cha  del  precio  de  una  casa  entre  varios  censualistas  de  la  misma,  se  obli-> 
gue  á  López  del  Pulgar  á  estar  y  pasar  por  las  redenciones  de  los  censos 
que  sobre  ella  pesaban,  y  se  le  condene  á  la  deyólucion  de  las  cantidades 
percibidas  por  el  mismo  por  razón  de  réditos  del  constituido  á  su  favor: 

Resultando  que  denunciada  como  ruinosa  por  la  policía  urbana  en  14  de 
mayo  de  i832  la  casa  núm.  7,  manzana  220,  de  la  calle  del  Prado  de  esta 
corte;  y  hecho  saber  á  D.  Julián  Sánchez  Fuentes,  apoderado  de  D.  Manuel 
López  del  Pulgar^  dueño  de  eHa,  que  dispusiera  su  demolición,  como  mani^ 
festara  que  no  tenia  medios  para  realizarla,  pero  que  estaba  pronto  ¿  pre-^ 
sentar  los  títulos,  presentados  en  efecto  al  Corregidor  para  que  se  procedie- 
se á  su  venta^  se  nombró  Arquitecto  que  la  tasó  en  50,310  rs.  á  rebajtr 
ciirgas:. 

Resultando  que  el  referido  apoderado,  al  conformarse  con  la  tasación, 
manifestó  que  Dona  Agustina  Baraiz,  dueña  que  habia  sido  de  la  casa,  la  ba- 
bia  gravado  en  su  testamento  de  19  de  octubre  de  1733  con  cuatro  misas 
anuales  de  la  limosna  de  8  rs.,  nombrando  heredera  á  su  sobrina  Dofia  Ma- 
ría Fernandez;  qué  esta  á  su  vez  en  el  que  otorgó  en  21  de  marzo  de  1764 
la  gravó  con  otras  tres  misas  de  5  rs.,  llamando  á  su  goce  á  varios  parien- 
tes, con  la  obligación  de  cumplir  aquellas,  habiendo  venido  á  guedar  desde 
entonces  en  la  clase  de  vinculada;  que  jLeniendo  presente  lo  dispuesto  en  la 
fteal  cédula  de  20  de  octubre  de  1788,  habia  convenido  la  venta  de  la  casa 
con  D.  Miguel  Pérez  Fernandez^  dueño  de  la  inmediata,  núm,  8,  por  el  to- 
Mo  de  la  tasación  á  censo  redimible,  á  favor  de  la  memoria  de  misas  funda- 
da por  Doña  María  Fernandez  Escobar,  por  lo  cual  pidió  que,  con  audiencia 
del  Inmediato  sucesor  D.  Manuel  Pulgar,  que  tenia  mas  dp  30  años,  se  le 
concediese  licencia  para  llevar  á  efecto  la  venta: 

Resultando  que  conforme  aquel,  y  concedida  la  licencia,  el  citado  apo- 
derado otorgó  escritura  en  7  de  setiembre  del  dicho  año  1832,* por  laque 
vendió  la  referida  casa  i  censo  reservativo  redimible  i  P,  Bli^el  Pereí 
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F«rnand6s  en  4(0^310  rs.  á  rebajar  cargas,  las  caales  coni^üan  en  dos  cen* 
sos  de  24,200  rs.  y  de  3,91  i  r.*;.  de  capital,  á  favor  del  convento  de  Santa 
Isabel  de  esta  corte;  otro  de  5,500  rs.  con  réditos  al  2  y  medio  en  favor  del 
4efioitorlo  general  y  coiPgreaacion  de  España  6  [odias  de  religiosos  recolé* 
toe  de  San  Ágastin;  otro  de  8,250  rs,  de  iguales  réditos  á  favor  de  la  cape- 
llanía fundada  por  D.  Fraocisco  Eli^alde  en  la  parroquial  da  la  villa  de  Gi* 
ruelos;  otro  de  4,500  rs.  á  favor  del  mayorazgo  fundado  por  D.  Juan  Fer-» 
lundez  Castro;  otro  de  25|707  rs.  22  mrs.  ó  favor  de  las  capellanías  y  me- 
morias do  misas  fundadas  .en  la  iglesia  de  San  Miguel  de  esta  corle  por 
Josefa  Prieto  y  otros,  y  las  siete  misas  referidas,  importantes  todas  dicuas 
cargas  83,069  rs.  15  mrs.,  y  además  las  de  aposento  y  farol;  que  deducida» 
estaadel  valor  de  la  casa,  quedaban  42,600  r$.«  por  los  que,  y  no  pudiendo 
calificarse  en  aquella  escritura  qué  cargas  debían  subsistir  y  cuáles  quedar 
jnefícactti»  constituyó  censo  reservativo  de  1,268  rs.  de  renta  anual  en  fa- 
vor de  D.  4ntonio  López  del  Pul^^ar,  como  usufructuario  de  la  casa,  debien- 
do responder  dicho  censo  en  lugar  de  ella  del  cumplimiento  de  las  dichas 
cargas  y  de  las  siete  misas  referidas: 

Resultando  que  fallecido  D.  Antonio  López  del  Pulgar  á  ios  dos  días  del 
otorgamienti)  de  esta  escritura  y  derribadas  las  dos  citadas  casas  por  D.  Mi- 
guel Pérez  Fernandez,  que  edificó  una  sola,  la  enajenó  por  escritura  de  6 
de  ^ril  de  4833  á  D.  Ruperto  Raya,  sin  mas  cargas,  la  del  núm.  7,  que  el 
censo  de  42,610  rs.  10  mrs,  de  principal,  y  la  de  aposento  y  farol: 

Resnitando  que  por  la  ejecutoria  de  17  de  febrero  de  1835  se  mandó  i 
iastaneia  de  Raya,  con  audiencia  de  varios  de  los  censualistas  á  quienes  se 
Uamó  por  edictos,  que  á  costa  da  los  réditos  del  citado  censo  se  emplazase 
á  8U8  poseedores  para  que  concurriesen  á  la  liquidación  que  debia  practi- 
carse de  su  precio,  adjudicándose,  entre  los  mismos,  de  la  manera  que  de 
creyera  conveniente,  teniéndose  presente  las  siete  misas  con  que  se  hallaba 
gravea  la  casa»  para  que  de  este  modo  se  supiera  entre  quiénes  se  repartía 
el  capital  y  á  quién  ó  quiénes  debia  el  dueño  contribuir  con  sus  réditos: 

Resultando  que  practicada  la  liquidación,  y  aprobada  por  auto  de  8  de 
julio  de  iS37,  se  distribuyó  el  producto  del  censo  en  esta  forma:  primero, 
los  dos  capitales  de  censo  y  sus  réditos  vencidos,  correspondientes  al  con- 
TenCo.da  Santa  Isabelí  y  antonoes  á  la  Caja  de  Amortización;  segundo,  el 
capital  y  réditos  del  censo  perteneciente  al  convento  de  Recoletos,  y  enton- 
ces á  la  misma  Caja;  tercero,  el  capital  de  las  siete  misas  rezadas;  4.^  v  por 
último,  $,478  rs.  27  maravedís»  resto  del  censo  para  parte  de  pago  del  ca- 
pital y  réditos  reclamados  por  el  Gura  de  Ciruelos: 

Resultando  que  D.  Ruperto  Raya  redimió  por  escritura  de  7  de  octubre 
4e  4837  los  tres  censos  que  babian  pertenecido  á  los  conventos  de  Santa 
Isabel  y  agustinos  Reco  letos  de  esta  corte;  y  por  otra  de  23  de  febrero  de 
1847  la  carga  de  las  siete  misas  rezadas,  previa  entrega  que  hizo  del  capi- 
tal de  las  mismas  en  el  Tribunal  de  la  Visita  ecle^iiástica: 

Resultando  que  dada  posesión  á  D.  Manuel  López  Pulgar,  hijo  único 
de  D.  Antonio  López  del  Pulgar,  y  como  tal  sucesor  en  el  patronato  que 
este  había  poseído  del  censo  de  42,610  rs.  y  10  mrs.,  impuestos  sobre  la 
cafa  de  la  calle  del  Prado,  sin  embargo  de  la  oposición  que  á  ello  hizo 
Doña  Francisca  Torrejon,  viuda  de  0.  Ruperto  Raya ,  du<¿u  i  de  la  casa^ 
entabló  demanda  ejecutiva  por  el  importe  de  nueve  anualidades  y  dos  ter- 
cios» á  cayo  pago  fué  condenada  la  Dona  Francisca: 

Resultando  que  en  14  de  setiembre  de  1858  entabló  esta  demanda  or- 
diñaría  para  que  se  condenase  á  Pulgar  á  estar  y  pasar  por  la  distribución 
que  se  uUa  bocho  del  precio  de  la  casa  entre  los  censualistas  de  ella  por 
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haber  sido  un  acto  veriOcado  con  todos  los  requisitos  legales,  y  hallim 
además  ejecutoriado;  qae  se  le  obligise  «simismo  á  teoer  por  vilidis  y 
sabsistentes  las  redenciones  de  ios  censos  veriflcadas  en  f  837  y  1S47  ea 
uso  del  derecho  concedido  por  las  lejes;  j  por  últimOy  y  en  canseeoeoda 
de  todo,  que  se  le  condenase  á  ta  devolución  de  Ib  que  nabia  percibido  por 
virtud  del  juicio  ejecutivo  y  al  abono  de  los  daños^  perjuicios  y  costas  qiw 
se  le  hablan  causado: 

Resultando  que  D.  Manuel  López  del  Pulgar  impugnó  la  demanda  se* 
licitando  que,  no  solo  se  le  absolviese  de  ella,  sino  que  se  condenase  i 
Doña  Francisca  Torrejon  al  pago  de  18,318  rs.  por  que  la  reconvenía,  im- 

r^rie  de  los  réditos  vencidos  y  no  satisfechos  del  censo  en  cuestión  desde 
de  agosto  de  1692  á  2  de  enero  de  1847,  fundando  su  pretensión  en  la 
nulidad  de  todo  cuanto  á  instancia  de  ñnyií  y  sin  su  anuencia  se  habla 
practicado,  privándole  del  derecho  de  redimir  los  censos  que  él  solo  podit 
utilizar,  puesto  que  solo  afectaban  al  suyo  como  reservathro  constituido  al 
efecto  de  responder  de  los  que  ya  existían,  careciendo  Haya  de  p<ersonali-> 
dad  para  veriGcar  las  redenciones,  puesto  que  no  leoia  mas  obUgacioo  da 
reconocer  otra  afección  sobre  la  casa  que  la  que  importaba  el  censo  reser- 
vativo: 

Resultando  que  dictada  sentencia  por  el  Juez  de  primera  instancia  da 
que  apeló  el  demandado,  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  esta  corte, 
por  la  que  pronunció  en  13  de  diciembre  de  1860,  declaró  que  la  reden- 
ción de  censos  hecha  por  Raya  no  podía  perjudicar  á  López  del  Pulgar  Di 
habla  términos  hábiles  para  tratar  de  su  validez  ó  nulidad,  absolviéndole 
en  este  sentido  de  la  demanda;  que  estando  sujetos  los  réditos  y  principal 
del  censo  reservativo  al  pago  de  los  anteriores,  según  se  había  establecido 
en  la  escritura  de  constitución  de  aquel,  no  estaba  oDiigada  Doña  Fran- 
cisca Torrejon,  como  subrogada  en  lugar  de  los  antiguos  dueños  de  leí 
censos  que  redimió  su  causante  D.  Ruperto  Raya  al  pago  de  los  réditos 
devengados,  en  cuyo  sentido  se  la  absolvía  de  la  reconvención,  y  se  coa- 
denó  a  López  del  Pulgar  á  la  devolución  de  los  intereses  cobrados  en  vir- 
tud de  la  ejecutoria,  y  que  previa  liquidación  debieran  responder  á  los  ré« 
ditos  de  los  censos  anteriores: 

Resultando  que  D..  Manuel  López  del  Pulgar  interpuso  recurso  de  ca- 
sación, en  el  que,  calilicando  de  contradictoria  la  sentencia,  citó  com 
infringidos  el  axioma  jurídico,  según  el  cual,  lo  que  es  nulo  desde  su  orí^ 
no  puede  producir  efecto  legal  por  el  trascurso  del  tiempo;  la  doctrina  ja- 
rídica,  según  la  que  ubi  eadem  est  ratio,  eadetnjurU  aispositio  esse  dM» 
bet,  toda  vez  que,  en  el  juicio  ejecutivo,  no  se  habían  estimado  las  mismas 
escepciones  opuestas  por  Doña  Francisca  Torrejf^n,  habiéndose  por  último 
venido  á  dej^r  sin  efecto  la  ejecutoria  de  posesión  del  censo  que  se  la 
había  dado: 

Vistoi),  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Ventura  de  Golsa  y  Pando: 

Considerando  que  no  habiendo^  declarado  por  la  sentencia,  contra  la 
cual  se  ha  interpuesto  este  recurso,  la  nulidad  de  la  distribuciou  del  pre* 
cío  de  la  casa  que  se  hizo  entre  varios  censualistas  de  la  misma,  ni  la  ra* 
dencíon  de  los  censos  coq  que  es  taita  gravada,  no  puede  tener  aplicaciOB 
en  este  pleito  el  principio  jurídico  (^  que  lo  qw  et  nulo  desde  $u  origm 
no  puede  producir  efecto  legal  por  el  trascurso  del  tiempo  : 

Considerando  que  la  doctrina  que  se  cita  de  que  donde  eanste  ia  mi9^ 
ma  razoH  igual  debe  ser  la  disposición  de  la  ley,  tampoco  tiene  aplicacioa 
en  este  pleito,  porque  las  razones  que  se  alegan  y  aprecian  en  el  juicSo 
ordinario  no  son  ia^  mismas  que  en  el  ejecutivo,  que  es  sumario,  y  sos 
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.  térmÍDOS  limitados  y  perentorios  00  dan  iagur  al  pleno  y  prolijo  examen^ 
ni  ti  sentencia  qae  en  él  se  pronancia  obsta  para  que  el  ejeeatado  pueda 
lisar  siempre  de  su  derecho  en  el  ordinario; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  do  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Manuel  López  del  Pulgar,  i  quien  conde- 
namos en  las  costas,  devolriéndose  los  autos  á  la  Audiencia  de  esta^  corte 
con  la  certificación  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  6  inser* 
tara  en  la  Colección  legislativa^  paliándose  al  efecto  las  copias,  necesarias, 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — Ramon..Lope2  Vázquez. -r-Se* 
bastían  González  Nandín.— Gabriel  Ceruelo  de  Velasco.— Joaquín  de  Pal- 
ma T  Viouesa.— Pablo  Jimanez  de  Palacio. — L^iureano  Rojo  de  Norzagaray. 
— Ventura  de  Colsa  y  Pando. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
limo.  Sr.  D.  Ventura  de  Colsa  y  Pando,  Ministro  de  la  Sala  primera  del 
Supremo  Tribunal  de  Justicia,  estando  celebrando  audieueia  pública,  la 
misma  Sala  en  el  dia  de  hor,  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  cer- 
tifico. .»       f      í 

Madrid  23  de  setiembre  de  1862.*— Juan  de  Dios  Rubio.— (GaoeCa  de 
27  de  setiembre  de  1862.) 


«IM. 


C^mpetenela  (24  de  setiembre  de  1862.).— GoifociMiBirro 
DE  UN  JUICIO  DE  testamintaría.— Se  decidc  por  la  Sala  segunda  del 
Tribunal  Supremo  á  favor  del  Juzgado  de  la  Capitanía  general  de 
las  islas  Canarias,  la  competencia  suscitada  con  el  de  primera  ins- 
tancia del  Arrecife,  acerca  del  conocimiento  del  juicio  de  testamen- 
taría de  D.  Ginés  de  Castro  y  Estévez,  y  se  resuelve: 

Queoíondo  los  hechüt  practicados  en  varios  litigios  durante  un 
largo  trascurso  de  tiempo  por  los  hijos  y  herederos  de  un  testador 
acreditan  que  éste  disfnttó  del  fuero  de  guerra ,  no  pueden  aquellos 
acudir  al  Juzgado  ordinario  reelamando  este  fuero  para  que  conoz- 
ca en  los  asuntos  de  su  padre  ^  fundándose  en  que  no  aparecen  los 
Reales  despachos. 

En  la  vith  y  corte  de  Madrid,  á  24  de  setiembre  de  1862,  en  los  autos 
de  competencia  que  ante  .Nos  penden  entre  el  Juzgado  de  la  Capitanía  ge- 
neral de  las  islas  Cananas  y  el  de  primera  instencia  del  Arrecife  acerca  del 
conocimiento  del  juicio  de  testamentaría  dé  D.  Ginés  de  Castro  y  Bstévez: 

Resultando  que  en  9  de  agosto  de  1819  falleció  el  D.  Ginés,  bajo  el  tes» 
lamento  cerrado  que  otorgó  y  fué  abierto  con  las  solemnin/ides  de  derecho 
por  el  Juzgado  militar,  en  el  cual  había  dispuesto  que  D.  Manuel  PerdomOy 
y  eñ  defecto  de  este  D.  Tomás  Ferrer,  hicieran  el  inventario  de  sus  bienes 
estrajudicialmente,  presentándole  después  para  su  aprobación  á  la  Autoridad 
inilitar: 

Resultando  que  aceptado  por  Ferrer,  mediante  la  escusa  del  primer 
nombrado,  procedió  á  inventariar  los  bienes  con  asistencia  de  los  hijos  del 
difunto  ó  sus  representantes,  dejándolos  en  poder  de  D.  Ginés  de  Castro  y 
Alvarez,  uno  dí)  ellos,  y  sin  concluir  su  trabajo  ni  presentarle  al  Juzgado:  ^ 
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Resultando  que  en  ao  de  agosio  de  1831  murió  abíotestato  el  D.  Gioé^, 
))íio,  y  con  este  motivo  el  Gobernador  miJitar  de  la  isla  de  Lanzarote  man- 
dó formar  el  inventario  de  sus  bienes,  con  citación,  entre  otras  personas, 
de  sus  hermanas,  las  cuaima  pidieron  que  se  hiciese  con  la  debida  separa- 
ción, expresando  los  bienes  nue  fueron  de  la  particular  propiedad  de  dicbo 
difanto  y  los  que  procedían  no  su  padre,  y  quedaron  sin  dividir  en  poder  d« 
su  hijo  D.  Ginés,  cuando  aquel  falleció,  y  aceptaron  la  herencia  á  i)eoefic¡(» 
de  inventario:    , 

Resultando  que  estimada  esta  solicitud,  se  unió  á  los  autos  la  pieza  qot 
coptenia  el  inventario  de  los  bienes  de  D.  Ginés,  padre,  hecho  por  Ferrar, 
y  se  formó  el  de  los  hallados  á  la  defunción  del  fiijo,  practicándose  unas 
veces  con  la  separación  y  esprosion  solicitadas,  y  otras  sin  tal  distinción ,  ; 
luego  se  procedió  á  tasar  los  inventariados,  remitiéndose  en  seguida  las  di- 
ligencias al  Jiizgado  de  la  Capitanía  general: 

Resultando  que  en  el  mismo  se  siguieron  varias  demandas  contra  la 
herencia  del  D.  Ginés,  hijo,  y  uoa  deducida  por  D.  Oomiqgo  García  Corral 
contra  los  herederos  del  mismo  y  los  de  su  padre,  á  la  que  se  acamuló  otra 
que  estos  últimos  presentaron  contra  Corral,  y  que  se  sustanció  basta  llegar 
il  trámite  de  prueba,  habiendo  artícaUdo  la  suya  ios  demandantes: 

Resultando  que  en  tal  estado  en  14  de  a^^osto  de  1861  0.  José  jledinüit ' 
apoderado  de  los  hermanos  de  D.  Ginés  de  Castro  y  Alvarez,  acudió  al  Juz- 
gado de  primera  instancia  del  Arrecife  presentando  una  certiñcacion  espe- 
dida por  D.  Juan  Ibañez,  primer  comandante  de  infantería  y  Jefe  del  bata* 
llon  provincial  de  Lanzarote,  en  la  que  dice  que  ses^n  los  documentos  que 
existían  en  el  archivo  de  aquella  Comandancia,  0^  Ginés  de  Castro  y  B$té- 
vez  fué  Subteniente,  Teniente  y  Capitán  del  batallen  en  virtud  de  érdenes 
oficiales  del  Marqués  de  Gasa-Cajijal,  comandante  general  de  aquellas  islas 
en  los  anos  de  1805  al  de  1811,  en  que  se  retiró;  pero  que  no  constaba  qne 
á  dichas  órdenes  recayese  Real  aprobación,  ni  que  se  hubiera  recibido  el 
Real  despacho  para  el  interesado: 

Resultando  (]ue  en  el  escrito  que  acompañó  Mediniíla  solicitó  qae  ei 
Juzgado  ordinario  se  declarase  competente  para  conocer  de  la  testamentarit 
del  D.  Ginés,  padre,  y  da  todas  sus  inciJenciis,  •porque  según  la  ley  1.', 
título  4.°,  libro  6.^  de  la  Novísima  Recopilación  no  gozó  fuero  militar,  y 
•que  se  oficiara  de  inhibición  al  Capitán  general  de  a<)uella8  islas: 

Resultando  que  estimada  esta  pretensión,  y  dirigido  ei  otiolo,  el  i uzga- 
do  militar,  después  de  haber  reclamado  da  las  oficinas  varios  documentos 
psra  acreditar  el  fuero  de  0.  Ginés,  hijo;  y  otro  en  que  se  espresa  que  Don 
Ginés,  padre,  fué  nombrado  por  Real  orden  de  9  de  octubre  de  1806  Gapitin 
de  la  octava  compañía  del  batallón  provincial  de  Lanzarote  siendo  Teniente 
del  mismo  cuerpo,  no  encontrándose  los  Reales  despachos  de  los  empleos 
que  obtuvo  desae  Subteniente  á  Capitán  inclusive,  poraue  habrían  sido  en- 
tregados al  interesado  en  las  diferentes  épocas,  se  negó  á  inhibirsoy  origi- 
nándose en  su  virtud  la  presente  competencia: 

Resultando  que  dicho  Juzgado  militar  se  funda  en  que  D.  Ginés  de  Gas- 
tro  y  Gstévez  disfrutaba  fuero  como  Capitán  nombrado  de  Real  orden,  cuyo 
Donibramienlo  no  habria  podido  obtener  sin  que  se  le  hubiesen  espedido  los 
Reales  despachos  de  feniente  Subteniente,  que  debería  tener  en  su  poder 
y  no  presentaban  sus  herederos  sin  duda  por  no  convenir  á  sus  fines:  en  que 
el  juicio  de  testamentaría  del  mismo  está  acumulado  coa  aquiesceocia  de 
las  parles  en  el  largo  tiempo  trascurrido  ai  de  abintestato  de  su  hijo  D.  Gi- 
nés de  Castro  y  Alvarez;  y  en  que  este  era  aforado  de  Guerra  según  los  de* 
cumentos  traídos  á  los  autos: 


Digitized  by  VjOOQIC 


BBCDtSOS  X  GQIiraTUBUS*  AM 

Y  resQlUDdo  qoe  el  Joex  de  primera  instancia  del  Arrecife  alega  que  ne 
se  ba  probado  como  debiera  liac^f^  que  0.  Ginés,  padre^  disfratase  de 
faero,  ni  verdaderamente  le  goaé  á  pesar  de  haber  sido  nombrado  de  Real 
¿rden  Capitán  de  tas  míliciaa  pro?inciale3  de  Uozarole,  porqae  babiéadose 
hecho  este  nombramiento  en  el  supuesto  de  que  era  teniente  de  las  mis- 
mas, y  no  siendo  esto  exacto»  la  Real  orden  adolecía  do  los  ricios  de  obrep'* 
cion  y  subrepción,  á  lo  que  se  agregaba  que  no  aparecía  qua  sele  espidiese 
Real  despacho  de  dicho  nombramiento;  y  ave  ño  importia  qoe  se  hayin-tcn- 
mulado  la  testamentaria  de D.  Gin4s/padre,  y  el  abiotistato  de  su  h^ 
porque  m  faiaDo  en  la  creanoia  de  que  los  iloa.  er4D  -aforadost  y  averi^MW 
que  no  lo  era  aquel  no  podía  subsistir  dicha  acumulación: 

Visaos,  fifen^o  Poneate  el  Miniatrcrde  esle  Supremo  TrihunAl  D.  Felipe 
de  Urbina:  ■ 

Considerando  que  resulta  debidamente  de  estas  actuacione?  que  D.  Gl- 
oes  de  Castro  y  BstéYez  sirvió  los  empleos  de  Subteniente,  Teniente  y  Ca^ 
pitan  en  ef  batallón  provincial  de  la  isla  de  Lanzarote,  y  que-para  el  ultimo 
rué  nombrado  por  Real  orden  de  9  de  octubre  de  4896: 

Gooafideraiido  queocuirido  su  falleciroiente  éa  dde  agotlo^de  1819  ta^ 
el  testamento  que  otorgó,  sus  h^os»  en  calidad  dehemdaros  del  mismo,  spa- 
tnvieron  varios  litigios,  unas  veces  como  actores  y  otras  como  demandados, 
coiistaotemeDie  ante  el  lux^o  de  Guerra,  sin  ^e  se, iusoitara  la  menor 
duda  acerca  de  que  ouando  murió  Castro  ,y  Estoves  disfrutase  del  fuero  mk' 
litar: 

GonsíderaDdó  que  sus  fójos  han  Aenido  en  su  poder  sin  interrupción  al- 
guna los  papeles  v  documentos  que  le  pertenecieron^  y  que  después  de  ba^ 
ber  aerodkadO' del  modo  solemne  que  se  ha  dicho  la  cortea  que  tenían  de 

rsu  padre  goeaba  el  (éero  de  Guerra  por  primeía  vez  en  14  de  agosto 
i864»  esto  es,  á  los  42  años  de  haJier  muerto  Castro  y  Estávez,  han  dar 
daeido  ante  el  Juzgado  de  primera  inataooia  del  Arrecife  la  solicitud  d^  qut 
oficiara  de  inhilMcion  al  Gapilan  general  de  aquellas  islas: 

Considerando  que  e^te  hecho,  tan  contrario  á  los  anteriores  practicadps 
por  los  hijos  del  espreaado  Castro,  solo  se  funda  «n  qiio  no  aparecen  Itfs 
Reales  despachos  de  los  emflleos  militares  indicadoe  que  á  este  debieron  es* 
pedirseí 

Y  considerando  que  la  soapecba  que  esto  produce  no  es  suficiente  para 
destruir  los  motivos  que  persuaden  qoe  .cuando  nurió  Castro  y  Estóvez  dis« 
frotaba  del  fuero  mihtar; 

Fallamos  que  debamos  declarar  y  decláranos  tfue  el  conocimiento  de  es- 
loa  antos  corresponde  al  Juzgado  de  la  Gapitanfa  general  de  las  Islas  Cana- 
nas, al  que  se  remitan  unas  y  otras  aoloaciooes  paraiotiue  piy^ceda  con  ar» 
reglo  á  derecho. 

Asi  por  esta  nuestra  senleoeia,  que  se  puUicará  en  Ia:(?aosfadel  Gobier- 
no 6  insertari  en  la  Colaosion  ligiBlatívaf  para  lo  qu4  se  pasen  las  oportu* 
nasoopias  certificadas,  lapronuociamós»  mandamos  y  firmamos.—Juan 
Martin  Cammalino^-^Ramon  María  da- AriÍQia*^Fóíiz  Herrera  de  la  RLva. 
Jnan  María  Diec.-— Felipe  de  Urbifla.-*-^Bduardo  EUe«— Poaaingo  Moreno. 

Puhlicadon.-^Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Ilustri- 
tímo  Sr.  D.  Felipe  de  Urbiiia,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia» 
estándose  celebrando  audiencia  publica  en  su  Sala  segunda  el  día  de  hoy, 
d»  qne  certifico  como  Escribano  de  Cáfliara« 

Madrid  34  de  jeliembre  de  i862.-*Gregorio  Camilo  Garcia.^(Gaesla 
é%  28  de  selieoibredd  i86ft.) 

TOMO  TU.  69 
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Comp^tenela  {iS  de  8etieiHt>re  de  4862.}. — Paiskdab.— 
Se  decide  por  la  Sala  seguqda  del  Tribunal  Supremo  á  favor  del 
Juzgado  de  primera  instaocia  del  distrito  del  Mercado  de  Valencia, 
la  eompeteuda  suscitada  coa  el  déla  Capitanía  general  de  la  misma 
ciudad,  como  Juzgado  de  estranjería,  acerca  del  coaocímieolode  la 
causa  formada  contra  D.  Antonio  Luis  Laoambre  por  falsedad,  y  se 
resuelve: 

I."*  Que  el  Real  decreto  de  i7  de  noviemln'e  de  1852  reduce  la 
clasificación  de  los  estranjeros  ó  domiciliados  y  transeúntes  para  d 
efecto  de  gozar  el  fuero  especial  llamado  de  estranjeria; 

¥ 2.^  que  segun.el  .art.  12  de  dicko  Real  decreto  carecen  de  tal 
fuero  los  que  no  se.haUan  comprendido^  como  domiciliados  ó  tran- 
>9euntes  en  las  tnatriculag  de  los  Gobiernos  civiles  y  en  las  délos 
Consulados  de  tas  naciones  respectivas. 

Cn  ¡a  villa  y  o6rte  de  11  adrid,  á  25  de  aetieoibre  de  1862,  en  los  autos  de 
eempetencía  que  ame  Nos  penden  entre  el  inai^ado^a  ia  Capitanfa  general 
de  Valencia  y  el  de  primera  instancia  del  distrito  del  Mercado  de  dicna  ciu* 
dad  acerca  del  conocimiento  de  ia  causa  forniáda  contra  D.  Antonio  Luis 
Lacambre  por  falsedad: 

BesuUando  ^ne  en  i6  de  julio  de  486 1  el  referido  Laeambre,  Módieo^d* 
rojano  de  la  Academia  de  París,  autorizado  por  el  Gobierno  para  ejereac 
su  profesión  en  Bspaña  desde  el  año  de  i850,  espidió  una  eertfficaeion  á 
D.  Alejandro  R1  viere,  en  la  que  esoresaba  haber  reconocido'á  este  y  que  te- 
nia una  fractura  de  la  sétima  costilla  del  lado  &quÍerdo»  cuya  lesión  ieíAi* 
pedia  dedicarse  al  trabajo  por  mas  de  36  días: 

ResuUarído  que  Riviére  presentó  «sU  certificación  en  la  causa  formada  á 
Jacinto  Alsina  por  el  Juzgado  del  distrito  del  Mercado  de  ValeacU,  ante  al 
cual  Lacainbre  se  ratificó  en  dicha  certificación;  y  que  reconocido  Rtviere 
por  otros  facultativos,  se  batió  que  no  tenia  fractura  alguna,  y  si  una  con- 
tusión; habiendo  curado  cempletamenie  de  ella  á  los  iO  dias: 

Resultando  que  con  tal  motivo  se  mandó  en  la  indicada  causa  que  «s 
formase  pieza  separada  para  proceder  contra  el  Médico  Lacarabre  á  lo  que 
hubiere  lugar;  y  formada  en  efecto,  se  le  recibió  indagatoria,  en  la  que  oía- 
uifestó  ser  subdito  francés,  y  reclamó  el  fueroqwr«rete  gozar  por  esie  coa* 
cepto: 

Resultando  qne  el  Juez  de  primera  iastancia  ofició  al  Gobernador  cítQ 
y  al  Cónsul  de  Francia  para  que  dijesen  si  el  O.  Anto'dio  ^estaba  ó  no  matri- 
culado en  los  regíslros  de  sus  respectivas  dependencias,  y  qne  habieado 
eonfe^tado  el  primero  que  estaba  inscrito  como  emigrado  poiftieo  desde 
i  850  basta  4859,  desde  coya  fecha  lo  esUba  como  subdito  francés  por  ha- 
berse acogido  á  la  amnistía  on  el  espresado  afta,  y  espuesto  el  segundo  que 
^ae  hallaba  matriculado  en  el  Gonsulatto  desde  el  12  de  noviembre  de  IMt 
eon  el  nám.  386,  acordó  et  Juez,  previa  audiencia  del  Promotor  fiscal  y  de 
eonformidad  con  su  dictamen,  que  se  continuase  e(  procedimiento  y  se  lá- 
olera  saber  á  Lacambre  que  quedaba  sujeto  á  sus  conseeuenclas: 

Resultando  que  en  su  virtud  acudió  el  mismo  al  Juzgado  de  la  Gapila« 
ala  general  para  que  se  oficiase  do-labibloion  al  de  primera  instancia;  y  he« 
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«bo  asi,  se  declaró  esle  competente,  espouieQdo  ea  apojo  de.  ea  resolucioQ 
que  según  terminantemente  d¡s(^e  el  ert.  12  del  Real  decreto  de  H  de 
uofiembre  de  1862,  no  tienen  derecho  á  ser  considerados  como  estranieros 
los  que  no  se  hallen  matriculados  en  los  Gobiernos  de  provincia  y  Consula- 
dos respectivos:  que  si  bien  Lacambre  consta  matriculado  en  uoa  y  otra 
dependencia,  se  in^ribió  en  el  Consulado  con  posterioridad  á  haber  tenida 
lugar  el  hecho  por  que  se  procede,  y  de  consiguiente  no  puede  producir 
ningún  efecto  legal  dicha  inscripción' en- el  presente  caso,  según  la  juris- 
prudencia establecidapor  este  Tribunal  Supremo  de  Justicia;  y  ni  en  el  Real 
decreto  antes  citado,  que  Qía.la  situación  de  los  estranjeros  en  Gi^paña  y  las 
inmunidades  y  privilegios  de  que  disfrutan,  cumpliendo  sus  disposiciones 
se  eeceptúan  los  emigrados  politicos,  ni  existe  ninguna  otra  determinación 
legal  que  les  conceda  el  fuero  potsola  dicha  cualidad:  ■ 

Resultando  aue  en  vista  de  estas  razones  el  Juxgado  de  la  Capitanía 
general  acordó  desistir  deeu  reclamación;  pero  apelado  el  auto  por  Lacam- 
bre, le  revocó  el  Tribunal  Supremo  de  Guerra  y  Marina;  y  que  en  su  vir« 
tad  sostiene  aquel  la  competencia,  alegaodo.que  el  Real  decreto  de  17  de 
noviembre  de  1852  fija  la  condición  de  los  estranjeros  transeúntes  y  domi- 
ciliados en  estos  reinos,  pero  sus  prescripciones  no  se  concretan  al  caso  es- 
pecial de  los  emigrados  políticos,  que  no'  pueden  ser  considerados  como 
transeúntes  ni  domiciliados,  sino  meramente  acogfd'os  por  la  causa  política 
de  sa  emigración  al  pabeMon  español,  cuya  circunstancia  no  les  hace  perder 
su  naturalidad  ni  condición  de  estranjeros: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Juan  María  Bíec: 

Considerando  que  el  Real  decreto  de  17  de  noviembre  de  1852  reduce 
la  clasificación  de  los  estranjeros  á  domiciliados  y.transeuates  para  el  efecto 
de  gozar  el  fuero  especial  llamado  de  estranjería: 

Considerando  que  según  el  art.  12  de  dicho  Real  decreto,  carecen  de  tal 
fuero  los  que  no  se  hallan  comprendidos  como  domiciliados*  ó  transeúntes 
en  las  matriculas  de  ios  Gobiernos  civiles  y  en  las  de  los  Consulados  de  las 
naciones  respectivas: 

Considerando  que  D.  Antonio  Luis  Lacambre  no  estaba  inscrito  en  la 
malrículh  del  Consulado  francés  de  Valencia  cuando  dio  en  16  de  julio  de 
186  f  la  certiftcacion  por  la  cual  se  le  procesa,  ni  gozaba  por  consiguiente 
del  fuero  especial  que  pretende: 

Considerando  que  sin  necesidad  de  discutir  si  el  Consulado  de  Francia 
hubiera  ó  no  repelido  de  la  matricula  i  Lacambre  por  su  nota  de  emi^rudo 
polfUco,  es  la  verdad  que  desde  la  amnistía  dada  por  el  Emperador  de  los 
íraoceses  en  1859  pvido  matricularse  sin  obstáculo  alguno,  y  no  lo  hizo  has- 
ta 12  do  noviembre  de  1861  para  buscar  al  parecer  una  exención  ya  tardía 
de  la  justicia  ordinaria  en  la  causa  que  esta  le  formaba; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  de 
dicha  cau^a  corresponde  al  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  del  Mer- 
cado de  Valencia,  ai  que  se  remitan  unas  y  otras  actuaciones  para  lo  que 
proceda  con  arreglo  á  derecho. 

Asf  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Go- 
bierno é  insertará  en  la  Colección  legislativa/ p^ra  \o  cual  sopasen  las 
oportunas  copias  certiGcadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — 
luán  Martin  Carramolino.^Ramon  María  de  Arrióla. — Félix  Herrera  de  la 
RiTa.— Juan  María  Biec— Felipe  de  Urbina.— Eduardo  Elic—Domitigo 
Moreno. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  lius- 
trísimo  Sr.  D.  Juan  María  Biec,  Ministro  del  Tribtlniíi  Supremo  de  Jusli* 
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da»  estándose  eelebraqdo  audiencia  páblid  en  saSala  segunda  el  día  de 
boy;  de  true  certifico  como  Escribano  de  Cámara.  \      • 

Madrid  2S  de  setiembre  de  iSaiS.-* Gregorio  Camilo  Garefa.— ^Goeer» 
de  28  de  setiembre  de  186!í.)  , 


Reeurso  de  easaeloia  (3S  ie  $etiembre  de  1862.).— 
Sbrvidumbrb  de  LUZ;— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Don  Joaquín  Guerán,  contra  la  sentencia  furoniinoiada  por  la  Sala 
tercera  ae  la  A^udiencia  der  Valencia,  en  pleito  con  D.  Francisco  Jt- 
meno,  y  se  resuelve: 

1.^  Que  ala  Sala  sentenciadora  corresponde,  apreciar  el  va- 
lor de  la  prueba  mricial  y  testifical  suministrada  por  las  partes 
en  cuestiones  de  hecho,  cuya  apreciación  es  válida  ínterin  no  se 
alegue  que  al  hacerloi  se  ha  cometido  alguna  infracción  legal; 

Y  2."^  'que  solo  las  doctrinas  adoptadas  por  la  jumprudei/ieimés 
los  Tribunales  son  las  que,  con  arreglo  á  derecho  ^  pueden  eiiar* 
90  en  concepto  de  infringidas;  pero  nunca  las  meras  opiniones  ú 
deducciones,  que  abusivamente  suelen  formularse,  bajo  la  nrlríHra' 
na  denominación  de  principios  de  derecho  ó  de  jurispruderwia. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  25  de  setiembre  de  4802»  en  tos  autos 
que  penden  ante  Nos  por  recurso  de  casación ,  seguidos  en  el  Juzgado  de 

Srimera  instancia  del  distrito  del  Morcado  de  Valencia  y  en  la  Sata  tercera 
e  la  Real^  Audiencia  de  la  misma,  por  D.  Joaquín  Gueran  de  Arellano  eoo 
boo  Francisco  Jimeno  y  Traver,  sobre  una  servidumbre  de  luz: 

Resultando  que  por  auto  de  14  de  diciembre  de  i858,  dictado  en  el  fo- 
terdícto  de  restitución,  que  interpuso  D.  Francisco  Jimeno,  como  marido 
de  Dona  Manuela  Gonesa,  dueña  de  la  casa  núm.  7  de  la  calle  de  la  E^^ouela 
de  Santa  Catalina  de  aquella  ciudad,  lindante  con  otra  de  la  calle  de  Zara* 

{;oza,  núm.  12,  propia  de  D.  Joaquin  Gueran,  se  condenó  á  este  á  cerrar 
os  agujeros  que  babia  abierto  en  su  medianería: 

Resultando  que  D.  Joaquin  Gueran  presentó  demanda  pidiendo  se  de* 
clarase  eorresponderle,  como  dueño  de  dicha  casa  núm.  12,  el  dereclio  de 
servidumbre,  ó  cuando  menos  la  posesión  plenaria  de  percibir  luz  por  la 
pequeña  ventana  que  existía  obierta  y  se  le  babia  hecho  tapiar  en  la  pared 
y  parte  antigua  de  la  misma,  que  se  eleva  sobre  la  de  D.  Francisco  limeño 
^  Traver,  y  que  en  su  consecuencia  se  dejase  sin  efecto  el  reintegro  de  Sa 
supuesta  posesión  intentada  por  Jimeno,  mandando  se  abriese  de  nuero,  á 
costa  de  este,  dicha  ventana,  para  que  continuara  como  antes  se  encon- 
traba, condenándose  al  mismo  á  la  restitución  de  las  costas  causadas  eo  el 
interaicto  y  al  pago  de  las  que  se  causasen  en  este  juicio;  y  alegó  qae  en 
)o  alto  de  la  antigua  pared  de  su  casa  existia  desde  mucho  tiempo,  una  pe- 
queña ventana  de  un  paltiío  5  dedos  valencianos  de  latitud  y  otro  |»ainio 
iO  dedos  de  longitud,  con  su  correspondiente  solera  ó  dintel  de  ma- 
dera, sin  marco  ni  puerta,  que  servia  para  dar  Iu¿  y  veniilacioa  á  la 
escalerilla  del.  tercer  piso,  que  conducía  al  desván,  en  el  dia  oocina 
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M  coarto  que  sd  aqahaba  de  i^abiUiar:  que  con  motivo  de  haber  he- 
cho obra  y  dejado  por  olvido  uuo  de  los  uaecos  ó  agujeros  del  áúdamio, 
sospechó  JimeoQj  que  quería  el  e^poo^nte  establecer  una  nueva  servidum- 
bre ecibre  su  casa  y  coofundiendo  la  antigua  ventanilla  con  aquel  hueco, 
pidió,  y  obtuvo  por  medio  del  interdicto,  que  se  mandasen  tapiar  uria  y 
otro;  pero  que  á  pesar  de  ello,  por  la  sola  existencia  de  aquella,  tenía  de- 
recho á  continuar  poseyéndola,  mientras  en  juicio  no  se  declarase  lo  con- 
trario, y  más  cuando  no  cabía  duda  de  estar  constituida  la  servidumbre  en 
el  mero  hecho  deque,  adquiriéndose  las  da  esa  clase  por  el  trascurso  de  10 
anos  entre  presentes  y  20  entre  ausentes,  habían  trascurrido  dichos  térmi- 
noif,  4  cJoDcia  y  paciencia  de  Jimeno: 

Hesultando  que  este  se  opuso  á  la  demanda  alegando,  que  sí  bien  era 
eterto,  qu^  en  la  pared  de  las  dos  casas  había  un  agujero  por  dopde  salían 
palonaae,  no  lo  era  que  existiese  ventana  alguna  que  cayese  sobre  el  tejado 
de  8^  casa,  ni  que  hubiese  constituido  una  servidumbre  que  le  impidiese 
elevarla  pof  aquella  parle,  hasta  la  altura  que  le  pareciese:  que  por  lo 
mínimo,  negaba  se  hubiese  podido  constituir  por  el  lapso  del  tiempo  y  con 
aq  ciencia  y  asentimiento,  y  menos  por  el  hecho  de  eiistir  un  simple  agu- 
jero cenado  ó  abierto,  ^ue  no  tenia  otro  objetó  que  el  indicado: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  y  hechas  las  pericial  y  tes- 
tifical que  articularon  las  partes,  dictó  sentencia  el  Juez,  en  28  de  junio 
de  1860,  que  revocé  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Valencia,  en  27  de 
«etiembre  siguiente,  absolviendo  de  la  demanda  á  D.  Francisco  Jimeno» 
como  marido  de  Doña  Manuela  Conesa; 

Y  resultaedo  que  contra  ese  fallo  interpuso  D.  Joaquín  Gueran  recorso 
de  casación  por  conceptuarlo  contrario: 

1.^  Al  art.  333  d^  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  do  haberse  coa^ 
iig^oado  todos  los  hechos  que  manda  ee  consignen  en  laa  sentencias,  ni  los 
punios  de  derecho  fijados  en  Jos  escritos  de  réplica  y  duplica: 

2.*  A  la  ley  15,  tit.  31,  Partida  3.%  toda  vez  que  en  esta  no  se  mencip- 
nao  apresa  ni  ticitamente,  los  requisitos  que  dicha  sentencia  exige  para  la 
adquisición  del  derecho  de  serviduoibre,  por  medio  de  la  pre^cripcioa  ó 
oso: 

Y  á  los  principios  de  jurisprudencia  observados  por  los  Tribunales: 

I.**  Que  el  que  se  halle  en  posesión  de  una  cosa  debe  continuar  pose- 
yéodola  mientras  no  pruebe  su  mejor  derecho,  pues  aun  cuando  el  recur- 
rente no  tuviese  verdadero  derecho  de  propipda^  de  la  servidumbre  de  luz 
lo  tendría  de  pOFesion  plena: 

2.®  Que  las  sentencias  deben  ser  arregladas  á  la  resultancia  de  autos,  y 
«u  el  presente  caso  no  lo  es: 

3.*  Que  la  ley  é  leyes  que  se.#^  en  las  mismas,  sean  aplicables  al 
«sonto  que  terminan;  que  tengan  relación  y  decidan  la  cuestión;  y  la  2.*, 
titulo  14,  Paitidl  3.*,  uoica  que  se  cita  en  la  sentenáa-f  ninguno  o^  ambos 
conceptos  Uen^con  el  último  considerando  é  cdntinuacton  del  cual  se  cita: 

4.^  Que  en  los  considerandos  de  las  sentencias  ni  en.  los  resultandos  no 
90  suponga  ni  se  diga  cosa  ó  hecho  que  no  resulta  probado,  y  sin  embarco 
de  esto,  en  el  consíqerando  tercero,  que  se  refiere  á  les^ckicacioiies  de  los 
Arqoitectos,  te  dice  que  las  unas  eorroboran  á  l«s  otraa,  lo  enat  no  es 
eiacto: 

H/^  Que  el  qáñ  por  on^beeho  i|ne  oo  conátUuye  despojo  lo  supone,  y 
coa  tal  aupoeicion  gue  cgmete  y  eonfieia  logra  el  r^intjigro,  debe,  en  ^I 
jíddo  que  produce  aquella  confeeton^  dejarse  sin  efecto,  lo  cual  oo  se  mi 
v«€ifiGado  aquí,  si,n  embargo  de  que  en  la  contestación  ¿la  demanda  ej^pré* 
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só  Jimeno  aque  an  agujero,  bien  esté  abierto  6  cerrado,  nanea  po^  oops^ 
tituir  servidumbre:» 

Vistos,  siendo  Ponente  et  Ministro  D.  Sebastian  González  Nandio: 

Considerando  que  la  cuestión,  en  (^  presente  debatida,  ha  tersado  áni- 
camente  sobre  la  existencia  de  la  ventana,  en  la  que  fundó  el  actor  su  de* 
recho  á  la  servidumbre  ^e  luz  que  pretende: 

Coneiderando  que  esta  cuestión,  paramente,  de  hecbo,  fué  objeto  de 
pruebas  pericial  y  testifical,  que  apreció  la  Sala  sentenciadora,  en  oso  de 
sus  facultades,  sin  que  respecto  á  oicba  apreciación,  aparezca  reclamación 
alguna:  * 

Considerando,  por  tanto,  que  carecen  de  aplicación  al  presente  litigo, 
las  disposiciones  legales  citadas  como  infringidos,  una  de  las  cuales,  la  re- 
fereote  al  art.  333  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  en  ningún  caso,  podría  útil- 
mente alegarse,  como  fundamento,  en  recursos  de  la  naturaleza  del  pre* 
senté: 

Considerando,  además,  que  las  doctrinas  adoptadas  por  la  jariepraden- 
cia  de  los  Tribunales  son  las  que,  con  arreglo  á  derecho,  pueden  citarse  eo 
concepto  de  infringidas,  nunca  las  meras  opiniones  ó  deducciones,  que, 
abusivamente,  suelen  formularse,  bajo  la  arbitraria  denominación  de  prin- 
cipios de  derecho  ó  de  jurisprudencia,  como  sucede  con  el  fundamento  úl- 
timo del  presente  recorso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  á  él.  con 
las  costas,  y  devuélvanse  los  autos  a  la  Audiencia  de  donde  proceden  con 
la  certificación  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inser- 
tará en  la  Colección  legislaUvaf  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias, 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — Ramón  López  Vázquez. — Se- 
l)astian  González  Nandin. — Gabriel  Ceruelo  de  Yelasjo.— Pedro  Gómez  da 
Hermosa.-— Pablo  Jiménez  de  Palacio.— Laureano  Rojo  de  Norzagamy.-^ 
Ventura  de  Golsa  y  Pando. 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  beino* 
é  limo.  Sr.*0.  Ramón  López  Vázquez,  Presidente  de  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  de  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en 
la  niisma  el  oía  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretarlo  de  S.  M.  y  so  Es- 
cribano de  Cámara. 

Madrid  25  de  setiembre  de  i 862.— Dionisio  Antonio  de  Paga.— ((rooeta 
de  30  de  setieiábre  de  1862.) 


Recurso  de  easaeton  {96  de  setiembre  de  4862.).— En- 
trega Dx  UN  LEGADO.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribonal 
Supremo,  no  haber  lugar  al  recarso  de  casación  interpuesto  por  doa 
Francisco  Quíntano  v  litis  socios,  contra  la  sentencia  pronunciada 
por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Yalladolid,  en  pleito  con  don 
Pedro  Luengo,  y  se  resuelve: 

i,"*  Que  es  puro  un  legado,  cuando  la  eliusula  del  te$túmMio 
en  que  se  establece  no  contiene  dia,  tiempo,  condición  ni  otra  cua^ 
lidad  ó  drcuntíancia  que  suspenda  ó  difiera  m  cumplimi&ntú: 

ZJ"    Que  ni  la  obligación  con  que  un  testador  grave  á  sus  herc- 
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deros  de  cosUar  la  edncacim.y .  alimeHios  de  la  kgaíaria  hasta  que 
tome  estado  ó  cumpla  25  años,  ni  la  pena  que  imponga  á  estad€ 
perder  el. legado  en  el  caso  de  pedir  soldadas,  varían  la  naturaleza 
¡f  esencia  del  legado,  el  cual,  como  puro^  empieza  4  deberse  y  puede 
exigirse  desde  la  muerte  del  tesilaaor: 

o.^  Que  el  privar  eltestad(^  en  un  codidlo  d  padre  de  la  lega- 
taria  del  usufructo  del  legado,  no  le  obsta  ser  heredero  de  aquella 
para  suceder  á  su  defwncion  en  los  derechos  adquiridos  por  la  mis- 
ma, u  por  consiguiente  pai^a  reclamar  los  bieties  en  que  consistía  el 
legado,  eofn  sue  aumentos  correspondientes; 

74.*  que  las  palabras  del  testador  se  han  de  entender  llana- 
mente, asi  como  ellds  suenan,  mucho  mas  cuando  ^on  claras  y  es- 
pizcan  perfectamente  cuál  es  su  voluntad,  no  pudiendo  ser  otra  qué 
la  que  ellas  mismas  manifiestan  sin  violentar  su  sentido. 

Cn  la  ¥iUa  y  corte  de  Madrid»  á  26  dd  setiembre  de  1862,  en  los  autos 
pendientes  ante  Moa  por  recurso  de  casación  seguidos  en  el  Juzgado  de 
primera  instancia  de  Villafrauca  del  Vierzo  y  en  la  Sala  primera  de  la  Real 
Audiencia  de  Valladolid  por  O.  Pedro  Luengo  con  D.  Francisco,  Doña  Ma- 
ría de  la  Cruz,  Dona  Antonia,  Doüa  Casilda»  Dona  Manuela  y  I)oua  Trini- 
dad Quintano  sobre  entrega  de  un  legado:> 

Resultando  i|ue  D.  Ramón  María  Quiatann  otorgó  testamento  en  Villa* 
franca  del  Vierzo  en  8  de  mayo  de  1853,  en  el  que  iegó  ¿  Francisca  Lueo- 
gOy  sobrina  de  su  difunta  esposa,  y  á  la  cual  tenia  en  su  compañía,  direren- 
tea  bienes  muebles  y  raices,  nombrando  herederos  universales  por  iguales 
partes  á  sus  hermanos  D.  Antonio,  Don  Francisco,  Doña  Antonia,  Doña  Ma- 
ría Gfttz,  Dona  María  Trinidad,  Dona  Casilda  y  Doña  Manuela  Quintano 
coD  la  obligación  de  costear  la  educación  de  la  Francisca  Luengo  hasta  que 
tomase  estado  ó  cumpliese  25  años,  quedando  al  cuidado  de  sus  citadas 
hermanas,  quienes,  ó  las  que  de  ellas  se  mantuTieran  aolteraSf  la  tendriaQ 
en  su  compañía,  sin  que  pudiese  en  ningún  tiempo  pedirles  soldadas,  .bajo 
pena  de  perder  el  legado  que  le  tenia  hecho:  . 

fliisultando  que  en  22  de  agosto  de  1859  otorgó  D.  Ramón  Quintano  un 
eodicílO)  áispooiendo  que  el  legado  hecho  ét  FUtacisca  Luengo^  y  que  hizo 
estensivo  é  una  canxidad  en  dinero,  SOI  entendiese  coo  el  usufructo  de  que 
privaba  á  su  padre,  debiendo  servir  de  aumento  y  dote  para  aquella:     < 

Resultando  que  fallecido  D.  Raaaon  Quiatano  y  después  de  él,  en  9  de 
agosto  de  1859,  á  la  edad  de  13  años  Doña  Francisca  Luengo,  so  padre  Don 
(idro.  Laengoentabló  demanda  en  17  de  octubre  de  dicho  año,  reclamando 
como  heredero  legal  de  aquella  de  D.  Francisco  Quintano  y  hermanos  los 
bienes  en  ^ue  consistía  el  legado,,  con  los  aumentos  que  hubieran  recibido: 

Resultando  que  los  hermanos  Quintano  contradijeron  la  demanda,  fun- 
dados en  que  el  legado  habla  sido  hecho  para  dia  incierto,  puesto  que  se  ha- 
bla señalado  para  su  entrega  el  dia  en  que  la  legataria  tomase  estado  ó  cum- 
pliese 25,  años,  y  que  no  habiendo  llegado  ninguna  de  estas  dos  épocas, 
perteoecian  los  bienes  de  aquel  á  los  herederos  del  testador: 

Resultaado.que  impugnada  esta  escepciop  por  el  demandante^  sostenien- 
do que  el  legada  era  puro,  dictó  sen  teñera  ef  Juez  de  primera  ifistancír,  que 
rerocd  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Valladolid,  |H>r  la  que  pronunció 
en  2  de  marzo  de  1861,  condenando  á  D.  Francisco  Quintano  y  consortes  i 
entregar  i  B.  Pedio  .LuaogO,. «orno  heredero  de  so  hija  los  bienes  en  que 
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ResaUa^do  que  los  deipaadados  Ifitar pusieron  recurso  de  casacioo,  d- 
Uoda  coiQQ  iofruigidas  las  leyes  M,  34  y  37.  Üt.  9.%  Part.  ^.*;  i2,  tit  34; 
y  5/,  tít.  33  de  la  Part.  3.*:    ' 

Vistos.  sijBpdo  Ponente  el  Ministro  D.  Laureano  Rojo  de  Norzagaray: 

Considerando  qué  etlcgado,  objeto  de  la  cuestión  tiligfosay  es  pero, 
]A)rque  la  cláusula  del  testamento  en  que  se  establece  no  contiene  día, 
tiempo,  condición  ñi  otra  cualidad  ó  circunstancia  que  suspenda  d  difien  sa 
cumplimiento: 

Considerando  que  ni  la  obligación  con  que  |;rafó  el  tMtador  ilos  iiece- 
deoos  que  nombrd  de  costear  Ja  educación  y  alimentos  de  la  legataría  bastí 
que  tomase  estado,  ó  cumpliese  23  aaos,  ni  la  pena  que  impuso  á  esta  de 
que  perdería  el  legado  en  el  caso  de  qiie  pidiese  soldadas^  varían  la  Datura- 
leza  y  esencia  del  legado,  el  cual  empezó  á  deberse,  y  pudo  exigirse  i  h» 
herederos  luego  que  murió  el  testador: 

Considerando  que  el  haber  privado  este  en  el  codicilo  al  padre  de  la  le* 
gataria  del  usufrujcto  del  legado  no  le  obstaba  ser  heredero  de  aquella  pin 
suceder  á  su  defunción  en  los  derechos  adguiddos  por  la  misma»  y  por  con* 
siguiente  para  reclamar  los  bieoesen  que  coos^tia  el  legado,  con  los  an- 
mentos  correspondientes  que  hubiesen  tenido: 

Considerando  que  las  ¡Milabras  del  testador  se  han  de  entender  llaoameo- 
te,  asi  como  ellas  suenan»  con  especialidad  cuando,  como  en  «I  pr«KMBta 
caso,  son  claras  y  esplican  perfectamente  «iál  es  so  voluntad,  no  pudieode 
ser  otra  que  las  que  ellae  mismas  manifiestan  sin  violeatar  su  sentido: 

T  considerando  oue  la  sentencia,  cuya  casación  se  pretende,  fnodada  en 
estos  principios,  no  ha  infringido  las  leyes  de  ParUda  citadas  en  apoyo  del 
recurso; 

Faltamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  aI  de  casa« 
eíen  interpuesto  por  D.  Francisco  Qoiniano  y  litis  socios^  á  quieoes  conde* 
namos  en  las  costas  del  mismo/ devolviéndose  los  aúlos  con  la  eenificacioa 
correspondiente  á  la  Audiencia  de  donde  proceden. 

Asi  por  esta  nuestra  semencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  ó  inserta* 
rá  en  la  Colección  legislativa^  pasándose  ai  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  firmames.*^tlamon  López  Va^qoeE.-— Gahriel 
Ceroelo  da  Velasco.~^oaqufn  de  Palma  y  Vinuesa. — ^Pedro  Gomes  de  Har* 
mosa.-rPablo  Jiménez  de  Palacio^.-^Laureano  ftojo  de  Norzagaray.^Van- 
tura  de  Colsa  y  Pando. 

Publicación. — Leída  y  poMicada  fué  ta  precedente  senteoda  por  el  Das- 
trísimo  Sr.  D.  Laoreaiio  Rojo  de  Norzagaray,  Mkists'O  de  h  Sala  primara 
del  Supremo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  mima 
Sala  en  el  día  de  hoy,  de  que  yo  el  Ciscribano  de  Cámara  certifieo. 
•  Madrid  26  de  setiembre  de  i862.*-4uan  da  Dios  Robio.--((?«oiía  de  1/ 
de  octubre  de  i  862.) 


995. 

ipeear^a  de  easneion  (26  de  setiembre  dé  Í89i.).—Jlvu- 
DAn  DB  UN  TfSTAHfiNTO.^Se  declara  por  la  Sala  primera  de!  Tribu- 
nal Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Mariano  Madrid  Brabo  y  Nícolasa  García  cAltarel,  GOfiUa.Ia  senleft* 
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cía  proMDmda  por  la  Sol^  primefa  de  la  Aacüepcia  de  Madrid^  ea 
pleitacoD  Vicente  Gueliar,  y  seresaehe: 

4."*  Que  para  que  un  tettamento  pueda  revocar  el  otorgada  váU-» 
dómente  con  anterioridad,  es  necesario  que  el  segundo  se  halle  re*- 
vestido  de  todos  los  requisitos  que  para  semejantes  aetos  prescriben 
las  leyes: 

2.*  -Que  la  ley  1.*,  tU.  18,  libro  10  de  la  Novísima  ítec>opílacion 
exige  como  solemnidad  indispensable  para  la  validez  del  testamen'^ 
to  abierto  ó  nuneupaÚvOf  oraenado  ante.  Escribano  público,  que  sé 
kaUen  presentes  tres  testigos  á  lo  menos,  vecinos  del  lugar  donde  el 
Usíamento  se  Meteré,  y  que  tengan  además  las  otras  cualidades  que 
el  derecho  requiere; 

F5.^  que  exigiendo  las  teyes  como  solemnidad  para  la  vdlide% 
de  los  testamentos,  la  intervención  de  tos  testigos  en  el  número  que 
loe  ntísmasprescriben,  la  faifa  de  los  que  en  el  documento  autori^sa- 
do  por  el  Escribano  aparezcan  haber  intervenido  con  aquel  carde- 
íer,  no  puede  mpUrse  con  otras  personas  de  que  no  se  hace  mención 
en  él,  por  mas  que  se  hubieran  hallado  presentes  en  aquel  acto,  pues 
aun  cuando  su  testimonio  pudiese  constUuir  un  medio  ordiníxriode 
prueba  en  otro  caso,  no  es  suficiente  ni  admisible  para  subsanar  el 
defecto  de  solemnidad  requerida. 

En  la  filia  y  corte  de  Madrid,  á  2e  de  setiembre  de  1862,  en  los  autos 
pendientes  ante  Nos  por  recurso  de  casación  seguidos  en  ei  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  de  Gliinehon  y  ea  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  esta 
corle  por  Vicente  Gueilar  con  Mariano  Madrid  Brabo  y  su  mujer  Nicolasa 
García  Altares  sobre  nulidad  de  un.  tes  lamento: 

Resultando  que  Juan  Gueilar  Madrid,  vecino  de  la  villa  de  Carabaña, 
olorgó  testamento  en  29  de  noviembre  de  1854  ante  el  Escribano  del  nú« 
mero  de  la  misma  y  con  las  solemnidades  correspondientes,  pombrando  be- 
redero,  en  unión  de  otros,  á  Vicente  Gueilar: 

Besuitando  que  en  18  de  noviembre  de  i  858  otorgó  el  mismo  Juan  Gue- 
ilar ante  el  referido  Escribano  y  cuatro  testigos,  vecinos  de  dicha  villa,  otro 
testamento,  en  el  que,  revocando  ios  anteriores,  nombró  herederos  ñor 
ignales  parles  á  su  sobrino  Mariano  Madrid  Brabo  y  á  la  mujer  de  éste  Ni- 
coiata  García  Altares: 

BefttUaedo  que  fallecido  el  Juan  Quellar  en  24  de  dicho  mes  y  ano,  Vi- 
cáete  Gueilar  entabló  demanda  en  25  de  febrero  de  i 859  para  que  se  de- 
clarase nulo  el  testamento  de  18  de  noviembre,^  v  en  su  consecuencia  vivo 
7  efica^el  eaque^él  demandante  había  sido  nombrado  heredero,  en  aten- 
ción á  que  dos  de  los  testigos  no  erao  hábiles  por  ser  primos  carnales  de  la 
heredera  MiooUsa  García  Altares,  en  lo  cual  se  liallan  conformes  fas  partes: 

Resultando  que  ios  demandados  impugnaron  la  demanda,  fundados  ea 
que,  adiemos  de  los  testigos  que  apareciau  en  el  testamento,  se  habían  ha- 
llado presentes  otros  dos,  de  quienes  no  se  había  hecho  mención  en  él  por 
Bo  creerse  necesario,  escepcion  que  impugnó  el  demandante  por  ser  indis- 
pen>able  que  los  testigos  luesen  rogados,  y  porque  su  asistencia  solo  podle 
probarse  por  el  mismo  instrumento: 

Resultando  que  practicada  por  los  demandados  prueba  testifical,  dictó 
aenteneiael  Juez  da  primera  iostaoda  que  confirmó  sustaocialmenle  la  Sala 
primera  de  la  Audiencia  de  esta  corte  en  31  de  enero  de  1861,  por  la  que, 
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deólarándose  nolo  et  citado  testamanto  se  CDudeiió  á  Ifariaoo  Madrid  Braba 
y  á  su  mujer  Nicolasa  García  Altanss  á  dejar  los  bíeoes  relictos  á  la  defoo* 
eloii  de  Juan  Cüellar  á  di^posieíoa  de  Vicente  Gaetlar  y  demis  herederos 
nombrados  por  aqael  en  9a  (eatamento  anterior,  coi^  loe  frutos  y  rentaa  pro- 
ducidos y  debidos  producir  desde  la  fecha  de  la  contestación  á  la  de- 
manda: 

Resultando  (¡ue  los  demandados  interpusieron  recurso  de  casación,  d* 
tando  como  infringidas  las  leyes  1*  del  tflnio  de  testamentos  de  la  Novtsma 
Recopilación,  y  M,  lít.  í.*de  la  Partida  6.*: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Gabriel  Gemelo  de  Velaeoo: 

Considerando  que  para  qoe  un  testamento  pueda  revocar  el  otorgado 
válidamente  con  anterioridad  es  necesario  que  el  segundo  se  halle  reTestido 
de  todos  ios  requisitos  que  para  semejantes  actos  prescriben  las  leyes: 

Considerando  que  la  1/,  tit.  18,  libro  10  de  la  Noyisima  Recopilación 
exige  como  solemidad  indispensable  para  la  validez  del  testamento  abierto 
ó  nuQCupativo,  ordenado  ante  Escribano  público,  que  se  hallen  presentes 
tres  testigos  á  lo  menos,  vecinos  del  lugar  donde  el  testamento  se  hiciere, 
y  que  tengan  además  las  otras  calidades  que  el  derecho  requiere: 

Consiiierando  que  si  bien  el  segundo  testamento  de  Juan  Coéliar.féé 
otorgado  ante  Escribano  Jf  en  presencia  de  cuatro  testlsos,  vecinos  del  logar, 
dos  de  ellos  son  primos  hermanos  de  uno  de  los  herederos,  y  por  lo  tanto 
sin  la  aptitud  legal  necesaria,  con  arreglo  á  lo  que  se  dispone  en  la  ley  II, 
titulo  1.^  de  la  Part.  6.*,  habiendo  por  consiguiente  concurrido  solo  dos 
testigos  hábiles  al  otorgamiento  de  la  última  disposición  de  que  se  trata, 
según  aparece  del  instrumento  público  en  que  se  halla  consignada: 

Considerando  que  exigiendo  las  leyes,  como  solemnidad  para  la  validei 
de  ios  testamentos^ la  intervención  de  los  testigos  en  el  número  que  lee  mis- 
roas  prescriben,  la  falta  de  los  que  en  el  documento  autorisado  por  el  Es- 
cribano aparezcan  haber  intervenido  con  aquel  cirácter  no  puede  sopllrse 
con  otras  personas  de  que  no  se  hace  mención  en  él,  por  mas  que  se  hubie- 
ran hallado  presentes  en  aquel  acto,  pues  aun  cuando  so  testimonio  pudie- 
se constituir  un  medio  ordinario  de  prueba  en  otro  caso,  no  es  sufieieatem 
admisible  para  subsanar  el  defecto  de  solemnidad  requerida: 

Y  considerando  por  tanto  que  la  sentencia  ejecutoria,  que  declara  Dalo 
y  de  ningún  valor  el  segundo  testamento,  y  en  su  consecuencia  en  vig<ff  el 
primero  otorga  Jo  por  Juan  Cuéllar,  no  ha  infringido  las  leyes  citadas  en 
apoyo  del  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  inter» 
puesto  por  Mariano  Madrid  Brabo  y  Nicolasa  García  Altares,  á  quienes  cod-^ 
donamos  en  las  costas,  devolviéndose  los  autos  á  la  Audiencia  de  esta  cdrte 
con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  qoe  se  publicará  en  la  tSaotía  é  íoeerta- 
rá  en  la  (^oleeeion  legislalixxí,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  le 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— -Ramón  López  Vazqoex. — Sebaatiaa 
González  Nandin. — Gabriel  Ceruelo  de  Velasco.— Joaquín  de  Palma  y  Vi* 
nuesa.— Pedro  Gómez  de  Hermosa.— Pablo  limenez  de  Palacio.*— Veotiira 
dé  Colsa  y  Pando. 

Publicación.— Leld^  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
limo.  Sr.  D.  Gabriel  Gemelo  de  Velasco,  Ministre  de  la  Sala  primera  del 
Supremo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  púbHca  la  misma  Sata 
en  el  dia  de  hoy,  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  26  de  setiembre  de  1862.«-jQan  de  Oíos  Rubio.— (Goeeta  de 
iJ*  de  octubre  de  1862.) 
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Recnraie  de  easaeloii  (26  efe  setiembre  de  i863.)«— 
OfífEnsA  POR  POBRX.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 
Gonzalo  Baqaerq  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sal^  ter- 
cera de  la  Audiencia  de  Madrid»  en  pleito  con  Dona  Estanislá  La- 
bajo  y  el  Ministerio  fiscal,  y  se  resuelve: 

(flíe  há  lugar  al  recurso  de  casacwn,  cua^^h  la  Sala  senUneia- 
dora  al  apreciar  los  documentos  justificativos  traídos  á  los  auios  ha 
incufHio  en  una  notoria  equivocación  material^  y  par  ello  infringid 
do  en  la  sentencia  algunas  disposiciones  legales. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  26  de  de  setiembre  de  1862,  en  lo9 
autos  pendientes  ante  Nos  por  recdr^o  de  casación  seguidos  en  el  Juzgado 
de  primera  instancia  del  distrito  de  Maravillas  de  esta  corte  y  en  la  Sala 
tercera  de  la  Real  Audiencia  de  )a  misma,  por  O.  Gonzalo  Baquero  con 
Doña  Cstanislá  Labajo  y  el  Ministerio  fiscal,  sobre  defensa  por  pobre: 

Resultando  que  entablada  demanda  por  Doña  Rstanislá  Labajo  contra 
D.  Gbnzalo  Baauero  sobre  rescisión  de  una  escritura  de  venta,  solicita 
este  que  se  le  defendiera  en  concepto  de  pobre  en  atención  á  que  había 
tenido  que  vender  la  casa  que  poseía  en  la  calle  de  Velarde,  núm.  4,  única 
finca  de  que  era  dueño,  y  vivia  de*su  trabajo  personal;  pretensión  que  im- 
pagnó  Doña  Marfa  Labajo: 

Resultando  que  recibido  el  incidente  á  prueba,  y  practicada  esta,  de- 
clararon en  ella  dos  testigos  que  Baquero  babia  vendido  la  casa,  pero  que 
contionaba  habitando  el  cuarto  principal  y  que  la  administraba ,  así  como 
otras  varias,  apareciendo  de  certiQcacion  de  la  comisión  de  evaluación  de 
la  riqueza  territorial,  que  er  alquiler  fijado  al  cuarto  principal  de  dicha 
casa  era  el  de  360  rs.  al  año,  y  de  otra  del  Administrador  ae  Hacienda 
que  Baquero  pagaba  por  aquella  587  rs.  de  conlribucien,  y  que  no  se  ha- 
llaba inscrito  como  administrador  de  fincas: 

Resultando  que  negada  á  Baquero  la  defensa  per  pobre  por  la  senten* 
eia  del  Juez  de  primera  instancia,  fué  confirmada  con  las  costas  por  la  que 
eo  25  de  febrero  de  i861  pronuncióla  Sala  tercera  4e  la  Audiencia  de 
asta  corte,  en  atención  á  que  sí  bien  babia  justificado  que  tres^j^  antes 
de  hacer  aquella  pretensión  había  vendido  la  casa  que  le  pertenecía,  se- 
guía habitando  el  coarto  princioal  de  la  misma,  cuyo  alquiler  mensual 
era  de  360  rs.  por  cuyo  motivo  debía  suponérsele  con  meatos  superiores 
al  producto  del  doble  jornal  de  un  bracero,  á  lo  cual  se  agregaba  que  se- 
gún alguno  de  los  testigos  se  ocupaba  en  la  administración  de  casas: 

Resultando  que  D.  Gonzalo  Baquero  interpuso  recurso  de  casación, 
citando  como  Infringidos  el  párrafo  primero  del  art.  182  de  la  ley  de  Bn- 
juiciamiento,  y  el  184  de  la  misma,  nabiendo  tomado  como  signo  esterior 
el  alquiler  de  la  casa  que  habitaba,  bajo  la  suposición  de  ser  360  reales 
roeosunles,  siendo  así  que  aparecía  que  eran  anuales: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Pablo  Jiménez  de  Palacio: 

Considerando  que  al  apreciar  la  Sala  sentenciadora  los  documentos  jus* 
tlficativos  que  se  han  tnüdo  ¿  lo-)  autos,  ha  incurrido  en  la  notoria  equivo- 
cación de  suponer  que  D.  Gonzalo  Baquero  paga  mensualmente  la  cantidad 
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do  360  n.  por  el  alquiler  de  la  liabítacion  que  ocupa»  cuando  de  ellos  api* 
rece  que  dicha  suma  la  satisface  aqualmenie: 

Considerando  que  fundada  esencialmente  sobre  esla  equivocación  mate- 
rial la  providencia  deGnitiva,  por  la  que  se  deniega  ¿  Baquero  el  beoefido 
de  {Mbresa  que  tenia  solicitad^*!  .^  hm  infringido  \qs  Ar<,fc0^o&.  de  la  ley  da 
Eojuioiamiento  civil,  que  se  citan  en  apovo  del  recurso; 

Fallaipos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  interpuesto 
por  0.  Gonzalo  Baquero.  y  en  su  consecuencia  casamos  y  anulamos  la  son* 
tencia  dictada  por  Ja  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  esta  cdrl:^  en  25  de  fe* 
brerode  i96i* 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  queae  publioari.en  la^ooaia  6  imerlit» 
ri  en  la  Coleecioh  láffülaUva,  pasáudose  ai  efecto  la^'oopiaa  i^eoesaitas,  lo 
pronunciamos»  mandamos  y  Gnnamos,— Ramón  López  Vázquez.— Sebastian 
GoQ^ezNandjn,-^Qabr¡elGeruelode  Yelasco^.— rPedro  Goiúez  deBermo- 
sa.— -Pablo  Jiménez  de  Palacio.— Laureano  Rojo  de  Norzagaray*— Ventura 
de  Colsa  y  Pando. 

Publicación. — Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Uai- 
trísimo  Sr.  0.  Pablo  Jiménez  de  Palacio,  Ministro  de  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  de  Juslicia»  celebrando  audiencia  pública  la  misma  Sala 
en  el  dia  de  boy,  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  26  *de  setiemore  de  1862.—Juao  de  Dios  Rubio.— (Gaoeto  de 
I.""  de  octubre  de  1862.) 


«lev. 


Re^iirso  de  easaeitm  (30  de  feUembre  de  4869.).— Nih 
LiDAD  DE  uif  A  vcfiTA.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Do- 
na Juana  Pastor,  y  continuado  por  sus  herederos,  contra  la  senten- 
cia pronunciada  j)or  la  Sala  primera  d^  la  Audiencia  de  Valencia, 
en  pleito  con  Dona  Josefa  Pérez  de  GanaSi  y  se  resuelve: 

1  ."^  Que  la  regla  i.''  del  art.  333  de  la  Uy  de  Enjuiciamiento  ct 
mi,  re  refiere  al  arden  del  procedimiento,  yquefun-lo  tanto,  aun- 
que se  infrinja,  no  puede  motivarse  en  esa  infracción  «n  recurso  és 
casación  en  el  fondo; 

Y  2,"^  que  el  recurso  de  casación  no  procede  tontra  los  firnáa- 
meatos  de  las  sentencias. 

En  la  villa  y  corte  de.  Madrid,  á  30  de  setiembre  de  1862,  en  los  autos 
pendientes  ante  Nos  [mr  recurso  de  casación  seguidos  en  el  Juzgado  denri- 
mera  instancia  de  Játiva  y  en  la  Sala  primera  de  la  Real  Audiencia  de  Va- 
lencia  por  Dona  Josefa  Pérez  de  Cañas  contra  Doña  Juana  Pastor  sobre  na- 
tidad  de  una  venta: 

Resultando  que  en  2  de  junio  de  1858  Doña  Juana  Pastor  otorgó  «na  ea- 
critura,  por  la  cual  vendió  ¿  Doña  Josefa  Pérez  de  Gañas  la  mitad  de  una 
Escribanía  de  les  Juzgados  de  Jáiiva,  con  facultad  de  nombrar  teniente,  y 
libre  de  todo  cargo  y  gravamen,  por  precio  de  32,000  rs.,  bajo  el  pacto  o 
oündicioQ  de  que  se  había  de  depositar  este  en  la  persona  ó  personas  qne 
designase  la  vendedora  basta  que  se  publicase  la  I^y  del  Notariado  que  sa 
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bailaba  pendieote  de  discusión  en  los  Cuerpos  Colegisladorea;  y  que  si  por 
ella  quedaba  la  compradora  en  pleno  dominio  de  la  mitad  de  la  Cscribaoffr 
y  con  facultad  de  nombrar  teniente,  sin  que  por  el  Gobierno  de  S.  M.  se  1» 
pasiese  obstáculo  para  la  espedicion  del  titulo  ala  persona  nombrada, aque» 
Jla^ nunca  ouedaria  á  Tavor  de  la  vendedora;  pero  si  el  Gobierno  resolvía  in« 
cofporar  al  Estado  tales  oGcíos,  volvería  á  la  compradora,  quedaniío  enton* 
€68  nulo  el  contrato  y  en  favor  de  Doña  Juana  Pastor  la  indemniaacion  que 
ae  acordase  por  dicho  oficio: 

Resultando  que  con  estas  condiciones  se  desapoderó  la  misma  del  domi- 
nio de  la  media  Escribanía,  traspasándole  á  Doña  Josefa  Pérez  de  Gaüas  con 
ficultad  de  nombrar  teniente,  como  se  bubía  hecho  hasta  entonces,  perci- 
biendo desde  luego  las  utilidades  que  en  cualquier  concepto  produjese,  y  se 
<)bligó  á  la  eviccíon  y  saneamiento  en  toda  forma^  y  la  compradora  á  depo- 
sitar dicha  cantidad  para  que  una  ú  otra  la  percibiese  en  Jos  caaos  preve- 
nidos: 

Resultando  que  habiendo  acudido  Doña  Josefa  Pérez  de  Cañas  en  3  de 
junio  de  1859  al  Gobierno  de  S.  M.  pidiendo  se  sirviera  declarar  si,  como 
dueña  de  la  mitad  de  dicha  Escribanía,  cuya  otra  mitad  pertenecía  al  Esta- 
do como  de  la  obra  pía  de  D«  Vicente  Valencia,  podía  ó  no  hacer  nombra- 
noieoto  de  teniente,  se  resolvió  en  14  de  noviembre  de  aquel  año  en  sentido 
negativo  por  no  ser  dueña  del  oficio  en  su  totalidad. 

Resultando  aue  en  su  vista  presentó  demanda  en  5  de  enero  de  f  860 
COD  la  solicitud  ae  que  se  declarase  nula  v  de  ningún  valor  ni  efecto  legal 
la  escritura  de  venta  de  2  dejuniade  i858,  conforme  á  lo  estipulado  y 
pactado  en  ella,  y  se  la  mandase  devolver  la  cantidad  de  los  32,000  rs.  de- 
positados en  D*  Federico  Mata  y  D.  Antonio  Estellós,  con  los  intereses  ven- 
cidos desde  1.*  de  enero  de  4859  hasta  que  se  la  reintegrase  del  capital,. 
lurecio  de  la  venta,  previniéndose  á  Doña  Juana  Pastor  no  suscitase  ningu-* 
na  dificultad  respecto  de  las  personas  de  los  depositarlos,  y  alegó  en  apoyo^ 
.i|ae  por  consecuencia  de  dicha  escritura  Doña  Juana  empezó  á  recibir  de 
estos  y  continuaba  percibiendo  ios  intereses  del  capital  de  los  32» 000  reales, 
asi  como  la  esponente,  como  dueña  de  la  mitad  de  la  Gscribí^nía,  nercibiiV 
desde  luego  del  servidor  de  la  misma  los  emolumentos  hasta  la  citaaa  fecha 
de  1*^  de  enero  de  i 859  en  que  dejó  de  satisfacérselos  con  motivo  del  nom- 
bramiento hecho  por  el  Gobierno  de  dos  Escribanos  mas  para  el  Juzgado  de 
Játiva:  que  por  consiguiente,  según  la  ley  32,  tít.  5.°  de  la  Partida  5.*,  y 
cláusula  de  eviccíon  y  saneamiento  contenida  en  la  escritura  de  venta^ 
no  pudieodo  la  esponente. nombrar  quien  sirviese  la  Escribanía  por  lo  re- 
suelto por  S.  M.,  y  eesado  los  emohimentos  que  percibia,  era  innegable  aue 
la  vendedora  debía  indemnizarla,  así  del  precio  desembolsado,  como  de  los 
intereses  ó  réditos  percibidos  de  dicha  cantidad  desde  1.^  de  enero  de  1859» 

nía  entrega  de  esta: 
esultando  que  Doña  Juana  Pastor  pidió  se  la  absolviese  libremente  de 
la  demaiMla^  y  se  declarase  en  su  consecuencia  válido  y  subsistente  el  con- 
trato de  venta,  para  lo  cual  espuso  que,  al  celebrar  este,  ejerció  una  función 
.protegida  por  la  ley  i2,  tlt.  8.®,  libro  7.^  de  la  Novísima  RecopilacioQ,  que 
la  permitía  la  enajenación  del  oficio,  como  la  facultad  de  nombrar  teniente, 
j  mientras  por  la  ley  del  Notariado  no  se  estableciese  lo  conirario,  sef^un  la 
.condición  escriturada,  el  contrato  tenia  que  respetarse,  y  mas  cuando  se 
hallaba  perfectamente  consumado,  según  confesaoa  la  demandante,  ya  por 
baber  percibido  los  emolumentos  de  la  media  Escribanía,  ya  por  las^fra^es  y 
términos  conque  se  solicitó  de  S.  M.  la  aclaración,  como  por  la  causal  por 
que  se  la  nego:  que  en  tales  circunstancias  no  cabla  la  eviccíon  y  sanea -^ 
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miento,  puesto  que  no  se  tiabia  pubiicaiio  U  ley  del  Notariado,. y  poreoná- 
guieote,  subsistía  la  condición  establecida: 

Resultando  que  dOapue^í  de  practicada»*  las  pruebas  que  se  arlicalarofl, 
dictó  sentencia  el  Juez  de  primem  instancia  en  H  dd  agosto  de  1800,  qae 
confirmó  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Valencia  ea  45  de  diciemt»re 
siguiente,  declarando  nulo  v  de  ningún  valor  el  contrato  de  Tenia  de  It  mi- 
ind  de  la  Escribanía  otorgada  en  2  de  juuio  de  i  858  entré  Doña  Juiíoa  Pss- 
tor  y  Doña  Josefa  Pérez  de  Cañas,  y  mandando  en  su  consecuencia  que  loi 
32,000  rs.  entregados  por  la  segunda  como  nrecio  de  la  citada  media  Sscri- 
bania  que  se  hallaban  depositados  en  D.  Federico  Mata  y  D.  Antonio  Gsla* 
llés,  Yolviesen  al  poder  de  Doña  Josefa  Pérez  de  Cañas,  con  tos  intereiigs 
producidos  desde  i,°  de  enero  de  4859,  quedando  la  dicha  media  Escriba* 
nía  á  la  disposición  de  Doña  Joana  Pastor,  según  que  la  correspondía  aotes 
de  otorgarse  el  contrato  de  venta  que  se  declaraba  nulo  y  de  ningún  valor: 

Resultando,  por  último,  que  cuntra  este  fallo  interpuso  Daññ  Juana  Pas- 
tor.el  actual  recurso  de  casación,  que  por  su  fallecimiento  han  venido  á  sos- 
tener sus  herederos,  fundado  en  haberse  infringido  en  sa  qpittiM: 

Primero,  el  art.  333  de  la  ley  de  Bnjuiciamiento  civil  en  su  segandi 
regla,  ed  cuanto  no  se  consignan  los  resultandos  en  el  fallo,»sitto  que  se 
acepta  lo  que  formaba  narte  de  la  sentencia  apelada. 

Segundo,  la  ley  1.^,  tít.  1.%  libro  Í0  de  ]fí  Novísima  Recopilaeioii, 

{mesto  que  se  declara  nulo  un  contrato  al  que  tío  falta  ninguna  formatidaé 
egal,  sin  haber  llegado  la  causa  estipulada  ó  prevista  en  el  convenio  pan 
que  pudiera  hacerse  tal  declaración: 

Tercero,  la  ley  13,  tít.  33,  Partida  7.*  en  su  regla  f  .^  la  que  dice,  que 
ningún  orne  non  puede  dar  mas  derecho  á  otro  en  alguna  cosa  que  aqoella 
que  le  pertenece  en  ella;  y  la  que  previene  que  et  que  se  deja  engañar  ea* 
tendiéndolo,  que  non  se  pueda  querellar  como  engañcrdo,  toda  vez  que  la  re* 
cúrrente  vendió  lo  que  podit  vender,  y  Doña  Josefa  Pérez  sabia  ya  enlao- 
ces  lo  que  espresa  la  certi6cacion  del  MinisteHo  de  Gracia  y  Justicia. 

Cuarto,  la  ley  i6,  tít.  22,  Partida  3/,  y  la  doctrina  admitida  por  la  ju- 
risprudencia de  los  Tribunales  de  que  «la  sentencia  debe  ser  conformo  cea 
la  demanda,'»  pues  en  esta  se  intentó  la  acción  que  nace  de  la  eviccion,  J 
en  el  fallo  se  declara  la  nulidad  por  haber  mediado  error: 

Habiéndose  cit^ido  además  en  este  Supremo  Tribunal,  como  igualoiatle 
infringidas,  la  ley  14,  tít.  II,  Partida  5.%  y  la  doctrina  admitida  por  laja- 
ri^prtidoncia  de  los  Tribunales,  y  consignada  por  este  Supremo  en  fa  sea- 
tencia  de  9  de  febrero  de  1861,  en  el  concepto  de  que  el  dia  incierto  da  Iv 
obligaciones  y  contratos  se  tiene  como  condición: 

Vistos,  siendo  Ponente  et  Ministro  D.  Joaquín  de  Palma  y  Viniieaa: 

Considerando  que  la  regla  2.^  del  art.  333  de  la  ley  de  BnjtiiciamieDla 
civil  se  r<>fíere  al  orden  del  procedimiento;  y  que  por  lo  tanto,  aunque  se 
hubiese  infringido,  no  podía  motivarse  en  esto  un  recurso  de  casación  en  al 
fondo: 

Considerando  que  la  ley  1/,  tít.  1.*,  libro  fO  de  la  Novísima  Recopila- 
ción es  inaplicable  al  caso  presente,  y  'jue  solo,  haciendo  supuesto  defi 
cuestión  y  acomodándolo  al  intento  del  recurrente^  ha  podido  citarse  coma 
infringida: 

Considerando  que  el  tft.  33  de  la  Partida  2.*  solo  contiene  12  leyes;  qoa 
no  existe  por  consiguiente  la  13  del  mismo  tliulo  que  se  invoca  en  apoya 
del  rec;;^rso;  que  el  proemio  del  tít.  34,  parte  d^l  cual  se  copia  llamándole 
su  regla  1.*,  hsí  como  la  i 2,  que  no  se  deUgna  por  su  numeración,  son  asi- 
mismo y  notoriamente  inaplicables^  y  que  la  infracción  de  la  25,  qne  tam- 
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que  eoQslara  que  la  recurreote  engañó  á  la  demaodaday  y  que  esla  asi  lo 
eotendió  dejándose  engañar: 

Considerando  que  el  recurso  de  casación  no  procede  contra  los  fnnda- 
jnentos  de  la  sentencia,  y  que  esta  declarando  La-nulidad  del  coulraio  que 
se  leclaoQÓ  por  la  demanda,  guarda  conformidad  con  ella  y  no  ha  infringido 
ta  ley  16,  t^ít.  22  de  la  Partida  3.%  ni  la  doctrina  que  se  espresa: 

Y  considerando  que  tampoco  lo  han  sido  Ja  ley  14,  tlt«  11  de  la  Partl* 
ásL  5.%  ni  la  jurisprudencia  que  ae  cita,  porque  no  se  demandó,  ni  hu  tra- 
tado en  el  pleito  del  cumplimiento  de  una  condición,  sino  del  emtfargo  pues- 
to en  el  uso  de  la  cosa  vendida; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  Dona  Juana  Pastor  y  continuado  p^^r  sus  here- 
deros, á  quienes  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  del  depósito.  De- 
vuélvanse los^  autos  á  la  Audiencia  de  donde  proceden  <^on  la  certificación 
correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  insertará 
en  la  CoUeeion  legislativa f  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias ,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— Bamon  López  Vázquez. — Sebaátian 
^vonzalez  Nandin.^Gabriel  Gemelo  de  Velasco. — ^Joaquín  de  Palma  y  Vi* 
noesa.— Pedro  Gómez  de  Hermosa. --Laurea no  Rojo  de  Norzagaray.— Ven- 
tara de  Golsa  y  Pando. 

Publicación.  •— Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  ó.llmo.  Sr.  D.  Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa,  Ministro  del  Tribunal 
Sapremo  de  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala 
primera  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  de  S.  M.  y  su 
escribano  de  Cámara. 

Madrid  30  de  setiembre  de  1862.— Dionisio  Antonio  de  Puga.— (Cácela 
de  3  de  octubre  de  1862.) 


Apelación  por  deneg^aiorla  del  reenrso  de  ea- 
9Íon  (30  de  setiembre  de  18tí2.)k— Pago  ds  maravedís.— Se 

conGrma  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  la  provideDcia 

apelada  de  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Madrid,  aenegatoria 

del  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Tomás  Rojas,  en  pleito 

con  D.  Francisco  Blasco ,  y  se  reeoelve: 
i.**    Que  solamente  tiene  lugar  el  recurso  de  casación  contra 

semencias  definitivas ; 

F  2.*    que  es  sentencia  déflmtiüa  la  que  aun  cuando  se  haya 

dictado  sobre  un  arliculo  ^  pone  término  al  Juicio  y  hace  imposible 

su  continuación. 

En  la  viH¿  y  corte  de  Madrid ,  ¿  30  de  setiembre  de  186t ,  en  los  autos 
seguidos  en  elVuzgado  de  primera  instancia  del  distrito  *del  Prado  y  en  la 
Sala  tercera  de  laAeal  Audiencia  de  la  misma  por  D.  Francisco  Blas^x)  con 
O.  Tomás  Rojas  sobre  pago  de  maratedis;  autos  pendientes  ante  Nos  en 
▼irtud  de  apelacioorde  providencia  denegatoria  de  la  admisión  de  recurso  de 
«aaaciaa; 
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Kpjas  para  á^ pago  da  la^jitli  rs.,  miud  di»l  precáoje ja  v«f^  4éjiiiÍM¿l%- 
jas ;  y  que  formado  por  Rojas  artículo  de  incoDiésUcinn  por  mwákMflffíi 
naUdad  eo.^1  iem^odante  j  deTecto  legatl  ^n  el  modi»  de  proppoar  If'dM^- 
da,  $10  deseatiinado  por  sentencia  det  lUex- da  'primera  tQiUntíiijlttl. 
confirmó  con  costas  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  u\^  qjMll:Ht% 
iq^«9. último;,  ,  ;   . •  ^a 

,  Resaltando  4Me  D.  Tmbís  Rojas  interpuso  recurso  de  caajcfoiíGao.uf^ 
glp  al  art.  1,012  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil ;  y  que  aega^a:  l^tlníl>^> 
sión  por  providencia  de  22  de  marzo  último,  produjo  esta  B^tifa.jh  ff^ 
seQ(9  {ipelacioo :  tv-^ ;. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  ITroislro  D.  Laureano  Rojo  de.  NQr»gaB9i)[;> 

Considerando  que  solamente  tiene  Ingar  el  recurso  de Gas»aieocaéfrt 
las  sentencias  que  recaen  sobre  defínitíva,  entendiéndose  por  ta|Ta^^ 
aun  cuando  se  baya  dictado  sobre  un  artículo,  pone  término  al  ;1<ÍN>Í 
hace  imposible  su  continuación  •  según  lo  prescrito  en  los  artieido»  i^Mi } 
101 1 ,  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil:  ; 

Considerando  que  la  dictada  en  3  de  marao  del  corriente  ano  por  U 
Sala  tercera  de  la  Real  Audiencia  de  Madrid  no  es  de  esta  clase,  porfiíB 
denegación  del  artículo  sobro  falta  de  personalidad  en  el  demjMidMilejf 
defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda  *ao  prodaoe  iqnw*| 
efectos; 

Fallamos  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  coa  tas  costas 'kpfevir 
dencia  de  22  de  marzo  último  de  que  interpuso  apelación  D.  Toai4a4laia^ 
devolviéndose  los  autos  con  la  certificación  corres^oodieote  á  la  AodietjBbi 
de  donde  proceden.  s    ' 

Así  por  esta  nuestra  septenda,  que  se  publlcari  en  lá^o^ataqeptfo 
dé  los  cinco  días  aiguíentes  á  sií  fecha ,  y  á  su  tiempo  en  la  ÓaUotimh* 
gUlativaf  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— Ramón  iMpe^lriar 
qaex.--Joaqum  de  Palma  y  Vinamtrr^ablo  Jiménez  de  Palacio.— Irania- 
no Rojo  da  Norzagaray. — ^Ventura  ae  Gofsa  y  Pando. 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  d 
limo.  Sr.  0.  Laureano  Ro)0  de'Ndrzagarav«  Ministro  de  ia  Sala  pringa 
del  Supremo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  «usva 
S^ia  en  el  día  de  hoy,  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  certifico.^ 

Madrid  i.^  de  octubre  de  i8«2.-^oandeDios  Rubio.— (Goc^t^ic^ 
octubre  de  1862.)  --.i 


CMM|ieienolA  (I.**  ie  octubre  d^  49620*— CfoMociicni^  bk 
UN  JUICIO  VEBBAL,— Se  declalTa  por  la  Sala  primera  útí  TDbftaal 
Supremo  á  favor  del  Juzgado  de  paz  de  la  villa  de  Cumbtev'il 
San  Bartolomé  la  competencia  suscitada  con  el  de  i^aftl  elaM^Ai 
la  de  Higuera  la  Real,  sobre  conocimiento  de  un  jaicio  verpalf.y^ 
resuelve:         '  ^  - 

Que  no  pueden  promoverte  emeétioMi  de  eort(¡petenda  en  Jjür' 
dos  fenecidos. 

En  la  villa  y  cérte  de  Madrid^  á  «.""de  octubre  de  iS02,  en  to'tttMift 
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compatencia  entre  el  Juez  de  pnt  de  I»  viita  de  Combree  8e  San  Bartolo- 
mé Y  el  de  iffttal  elaee  de  la  de  Higuera  1»  Real  sobre  conocimiento  de  un 
jnlcio  ▼erbaf: 

Resultando  que  Ramón  Pérez,  vecino  de  la.  primera  de  dichas  villas, 
baltándosid  en  la  segunda,  arrendó  á  José  AJTarez  deLuna,  Tociñodela 
misma,  una  tierra  en  «I  lérmino  de  aquella: 

Resultando  que  habiéndola  vendido  después  Gertrudis  Vargas,  como 
dueña  de  ella,  con  licencia  y  autorización  de  su  marido  Ramón  Pérez,  á 
Raimundo  Sánchez,  vecino  de  Cumbres  de  San  Bartolomé,  acudió  este  en 
i7  de  junio  último  al  Juez  de  paz  de  dicha  villa  para  que  mandase  eifer  á 
juicio  verbal  al  arrendatario  José  Alvarez,  que  se  negaba  á  pagarle  parte 
de  la  renta  con  el  pretesto  de  tenerla  sati.^fecha  al  dueño  anterior: 

Resultando  que  mandada  hacer  la  citación,  y  hecha  en  el  mismo  dia  y 
en  la  propia  villa  al  demandado,  se  celebró  el  juicio  verbal  en  el  23,  con- 
denándole en  su  rebeldía  al  pago  de  ocho  fanegas  de  trigo  y  18  ro.  mas 
con  las  costas: 

Resultando  gue  habiendo  acudido  en  eH8  Alvarez  de  Luna  al  Juez  de 
pa«  de  su  domicilio  reclamando  la  inhibición  del  de  Cumbres  de  San  Bar- 
tolomé, y  negádose  este  á  ella,  se  suscitó  la  presente  competencia: 

Resultando  que  el  primero  sostiene  su  jurisdicción  en  que  tratándose 
de  una  obligación  personal  procedente  «le  un  contrato  celebrado  y  cumpli- 
do en  aquella  villa,  y  siendo  el  demandado  vecino  de  la  misma,  le  corres- 
ponde ¿  él  el  conocimiento  del  negocio:  que  citado  Alvarez  de  Luna  acci- 
dentalmente en  Cumbres  de  San  Bartolomé  para  el  juicio  verbal,  no  pudo 
protestar  la  competencia  del  Juzgado  has^ta  el  f  8,  dia  inmediato  siguiente 
al  de  la  citación:  que  habiéndole  entregado  el  despacho  oportuno  en  el  21 
coa  anticipación  al  acta  del  juicio  verbnl,  señalado  para  el  23,  en  el  que, 
por  ser  feriado  el  22 ,  fué  requerido  el  Juez  de  San  Bartolomé  ¿  hora  de 
qoe  tratándose  de  uno  que  estaba  ausente  á  dos  leguas  no  debió  darse  por 
sentenciado  el  juicio  en  su  rebeldía;  y  que  una  vez  protestada  en  tiempo  ]r 
forma  la  jurisdicción  de  aquel ,  no  pudieron  perjudicar  al  interesado  ni 
caasar  estado  las  actuaciones  que  se  practicaran  en  el  intermedio: 

Resultando  que  el  Juez  de  Cumbres  de  San  Bartolomé  apoya  á  su  vez 
la  suya  en  que  Raimundo  Sánchez  no  interpuso  la  acción  fundado  en  con- 
trato alguno  celebrado  en  Higuera  la  Real,  sino  en  uno  que  debia  cum* 
eírse  necesariamente  en  aaaella  de  San  Bartolomé,  que  era  el  usado  por 
generalidad  para  la  siemora  de  terrazgo;  y  que  la  inhibitoria  fué  estem- 
poránea  por  encontrarse  ya  el  juicio  fenecido,  al  cual  pudo  asistir  en  tiem- 
po el  demandado,  bien  para  hacer  valer  su  derecho,  bien  para  pedir  la  de- 
elínatoria,  ó  bien  para  presentar  el  exhorto  del  Juzgado  requirente,  y  no 
biso  esto  último  hasta  trascurridas  mas  de  dos  horas  después  de  la  señala- 
da para  celebrar  aquel,  y  en  la  cual  estaba  ya  fenecido: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa: 

Considerando  que  no  pueden  promoverse  cuestiones  de  competencia  en 
juicios  fenecidos;  y  que  en  el  verbal,  que  ha  motivado  la  presente,  no  se 
requirió  de  inhibición  al  Juez  de  paz  de  Cumbres  de  San  Bartolomé  hasta 
después  de  haberse  terminado; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  aue  el  conocimiento  de 
dstas  actuaciones  corresponde  aL  referido  Juez  de  paz  de  Cumbres  de 
San  Bartolomé ,  al  que  se  remitan  unas  y  otras  para  lo  que  proceda  en  jus- 
ticia. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  dentro  de 
k»  tres  dias  siguientes  á  su  fecha,  y  á  su  tiempo  en  la  Coletokm  legiBlaU" 

TOMO  VIL  71 


Digitized  by  VjOOQIC 


íms,  fnséndodevl  dfeoto  las  eopias  nace^PHift  ,'lA  -pf^QotnriainoVy : 
.y  fitiiioHiofi.*-litiEK>n  López  Vaa^ueK»fr^Jo«^«in  dé  PaiaMí-ij;  VimiM^ 
l^bh)ílito«iieB.de  Palacio.— Laor^aDO  Roja  de  NohMgsrayr^^VaBtiWkidB 
£ol8a  y  Raodoí'.  •  '    ;  •    -'.u  •••  ',r-- . ,  — '■  i  .1  "> 

Pubtievcion^'-'Ldida  y  pqb(ÍGada  fué  la  feDtenciaffltorMr  poril^fi»)- 
leotSúnio  limo.  Sr.  D.  Joaquín  de  Palón  y  YknueaayMiiiisirodelTfiiHiBal 
^fipemd  de  Jastiota,  esláodoae  celebrando  aadiofteiapóblicfl,  deique^tet^ 
4ifíoo  ooroo  Secretario  de  S.  M.  y  su  Escribano  de  Gáraara^    <     mv  >!^.'' * 

Madrid  i.^  de  octabre  de  1862.--DienÍ8io  AotoDée  de  rP«iga¿<HjfiflMi 
ée:4de ocUbrede  4862.)  •«.•  ■ :  ^ ?^ 

«30;  •■',•  '— ;, 

Recni^so  de  casiaetoii  (30  rf^  .«^e^iembr^^é/'ISjSS^^T^Ü^js- 
TiGiaix  y  DIVISIÓN  DE  asagNciA.— Se  declama  por  la.Saía  ^ipi§ri^¿|íl 
Tribuoal  Supremo  haber  lugar  al  recurso,  de  casacjoQ  iiaterpuffto 
por  Dona  Dolores  y  Dona  Adelaida  Gutiérrez  oontta  b.  senftenni 
prottanotada  por  la  Saia  primera  de  ia  Audiencia  de  l«  (Sornit,  efi 
pleilo  con  D.  José  de  Castro  y  Blanco  y  otro,  y  se  fesnelve: 
1.''    Que  cuando  la  facultad  para  testat  formulada  en  escriftrr» 

Sública  no  contiene  una  designación  espHcita  de  la  per$oni  '^ 
aya  de  heredar ,  puede  elegirse  entre  las  varias  eipre^iái  g» 
,^qu^l  documento \  .,  ,  '.         ,....' 

F2.^  que  mediando  dicha  escritura,  él  otorgante  muere  juM- 
todo  respecto  de  lá  propiedad  desús  bienes  i  y  por  tanJtalét  senU»- 
tia  que  dá  á  la  escritura  el  vtdor  y  eficacia  de  un  testamente  tt 
contraria  d  tas  leyes  31  y  33  de  Toro.  •  "    \ 

Bd  )a  villa  y  corte  de  Madrid,  á  30  de^selietnbre  de  186^  ea  jel  p¿ÍB 
pendiente  ai)Lc  Nos  por  recurso  dei  casación  ¡seguido  en  el  Juzgado  da  fC»- 
mera  iu&lauoia  de  Clw^*ada  y  en  la  Sala  primera  delulteal  Aii^i^vcia  ¿^^ 
Goruña  por  D.  Joifé  de  Castro  v  Blanco,  coadyuvado  de  D.  Vícenla  y  iku|t 
Jliaouela  Blan^,  contra  Doña  Dolores  y  Doña  AdeUidf^  Gutierres  y  jio^istn- 
dos  del  Tribuoal  m  rebeldía  del  hermano  de  eajLas  D.  Manuel»  ^ebre:^ 
<5Íoa  y  di  viíikín  de  herencia:  ..  ^  .     ...■,. 

Ra.sultando  que  D.  Manuel  Benito  Lorenzana  se  casd  el  amv  4e^i8i3  fttB 
Doña  Maiía  Jo:>efa  Ayesta  y  que  ambos  otorgaron  uoa  e6critucii^«|il^4^ 
«bril  de  iffíS,  por  la  que  el  D.  Manuel,  espre^ando  que^i  jademi/i  q(p,Ío|i>9« 
nesadcjuiridos  durante  su  matrimonio,  disfrutaba  deuu^  m^joca.  .vjofiq^ 
en  ía  villa.dQ  Chantada»  en  la  que  debía  suceder  su  hennano  D^  Eamea»^ 
quiQQsu  derecho  representase,  segua  los  llamamieotos^  y,ad6in^a  Wipiaaa 
legítima  en  la  herencia  de  aus  padrea»  cedió  esta  y  lo  adquirido  e9  §Áf^ 
trímonioá.su  espq^sa  por  los  dias  de  su  vida,  autorizándola  0araqiMi9.¿AI* 
brevivia  á  su  hermano  D.  Ramón,  pudiese  elegir  heredero  O  beredfir^si  i* 
hija  de  este  O^^ua,  Agqstina  Lorenzana  ó  á  cualquiera  de  to  niietp&^^ii 
hermana  Doña  Mana,  según  mejor  se  la  mdrecieseo*  pudieudo  din^:.los 
bienes  com9,le  acomodase;  y  c90Codi(5  la  misma  faouUad  á  su  biermafaOflÍB 
Ramón,  á  quien  instituyó  también  heredero  por  muerte  de  Dona  Jlacíi^  JQÍ- 
aefa  Ayesta  para  h^cer  l^s>  referidas  elección  y  subdivisiou:     ,    „     . .  * 

Resultando  «pae  par  la  misma, escritura  cedió  á  su  ves  Úd^a  M^  J<|fiar 
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*ijfc  AtúMs.á  9a-^ittmm^T'fmr  4o&  dtas^i^a  mi  fiJsj  también 'el  uflQM8tl»ri»^ 
éieaesy  la  pro|M¿daxl  á  Daña  QBikHioa^Ooya  ó  009  hevcétrotff  •«&»<«* ai»b0  (Iq 
t^usse  iMgirasen  agndecíldM  y  oofeiseoa«iUea:,iVe99r?áitdoM>aariM«lot|g|H^ 
tes  el  poder  variar  la  distribución  ó  llamamiento  de  tierederos«li  la^Miite 
4iéiii0isegQOiiieiior  le9  áoomodada  y  )ae  circnDauneiaftfle  lo  exígterabop' 

Rasuliando  que  habiendo  fallecido  D.  Manuel  Benito  en  3  éé'MiMm 
de  laétin^o  lapreceéefftadiaposioioÁ,  su  tioda  Do&á  Mafia  Jeteía'<olargó 
testamento  el  dia.23'd0  8etienibfB  do  1850|  por  el  q^,  liaelenüo  «érüoda 
ifr{aéaltadi(|oélat)al»aidido6Q  marido  por  H  eacñturadé  ^  desiJÜidé 
1828  de  elegir  heredero  6  herederos  de  ana  bienea  entre  Doaa  Agiistíos  Lftf» 
renzana  f  los  nietos  de  Doña  María,  lo  ouat  seria  inútil  sí  la  sobreviviese 
su  cuñado  D.  Ramón,  nombró  de  parte  de  los  que  á  ella  correspondían,  y 
especíQcó  á  Doña  Dolores  Castro  y  á  D(»a  Vicenta,  Doña  Maria  Mamlela  y 
Doña  Josefa  Goya,  y  de  los  demás  á  Doña  Catalina  Coya  ó  á  tos  que  la  re** 
presentasen»  y  para  caso  de  premorirla  D.  Ramón,  haciendo  uso  de  te  j^fe* 
rida  facultad,  y  teniendo  presente  que  el  fallecimiento'  de  Doña'  Agustina» 
-tíamada  espresaiíiente  por  su  tío,  no  daba  iogar  á  estender  sus  nruei)8S  \de 
efecto  á  tos  hijos  de  ta  misma,  instituyó  herederos  de  ios  bieneá  de  Itflegíti* 
me  de  su  diftiDt^  marido,  proveoiente  de  sus  podres,  y  da  los^qoe  va  ehif 
librea  i  su  muerte. porr  la  ley  de  la  mejora  vincular  á^D.  José  y  Daña  Maime- 
la  Castro,  quietm  nada  habian  de  ir  ábtucor  á  ¿a  casa  4U  Monf&rU  y  bu 
futrtídOf  pms  de  la  demás  berencia  del  mismo  nombraba  heredera  á-  Doña 
Dolores  Castro:  . 

Resultando  que  por  muerte  de  esta,  dicha  testadora,  mandó  á  la  madre 
de  la  misma,  por  codicilo  de  20  de  mayo  de  1851,  el  usufractcí  de  lo  qiie 
por  su  testamento  dejaba  á  aquella,  y  disposo  que  U  propiedad  pasase 
después  6  lee  herederos  hetnbrados  en  dicho  testamento: ' 

Reaultaiido  ^ue  habiendo  faUecido  en  el  mismo  afto  Doña  Ateíe  JabeAi 
Ayeste,  procedieron  «mistosamente  D.  Ramón  Lorenzo  y  Doña  Carolimi^Go- 
ya  Gon  sus  hijas  Doña  Vicenta  y  Doña  Manuela  Pérez,  ¿  liquidar  y  fMirllr 
ios  gananciales  que  constituían  el  capital  de  D.  Manuel  Benito  y  de  ki  es* 
posA,  ^e  resultó  ser  de  55,011  rs.,  y  cerre^sponder  á  cada  peñe  27^,505 
feales,  que  fueron  adjudicados  en  los  bienes  que  ^e  espresaron,  otorgandé 
un*  escritura  en  28  de  noviembre  de  1396,  por  ta  que  aprobaron  diehá 
•partición:  i.     .» 

Resultando  que  muerto  D.  Ramón  Lorenzo  en  28  de  juKo  de'1858¿  'ptid^- 
^fité  demanda  en  15  de  noviembre  siguiente  D.  lodéd«  Castro  y  Rtance', 
pidiendo  se  declarase  qtie  á  él  y  á  su  hermana  Doña  Manuela  corr'espéi/Aían 
fes  bienes  que  debieren  pertenecer  á  D.  Manuel  Benito  Loreiizáña  por  he- 
rencia de  sus  padre»,  y  en  su  consecuencia  se  condenase  ¿  Doña  Dol(ti-é^, 
Doiía  Adelaida  y  D.  Manuel  Gutiérrez  y  demás  qne  resultasen  poáeedoré^'^ 
eikíe  á  resHtuírselos,  con  ios  frutos  desde  el  fallecimiento  de  Doña  Mar^  Jo^ 
sefli  Ayésta,  para  lo  cual  se  dividiesen  por  peritos  los  quegued#rbn|l6r 
mnene  de  D.  José  Anselmo  Lorenzana  v  Doña  Terissa  Lemo^,  padfM'dtM 
Dh  Manueij  y  que  respecto  á  ios  gananciales  corresfondientes  á  este* be  de^^» 
dartise  asimitimo  que  correspondían  por  mitad  ai  esponente  y  su  herhíañá^ 
j  el  fisefructo  vitalicio  á  la  madre  de  ambos  Doña  Agusctna  Blanco,  y  ant^ 
faodo  y  dejando  sin  efecto  la  partición  celebrada  por  la  escritura  de  20  dé 
-did^mOTe  de  \M^,  se  mandase  proceder  nuevamente  ala  jparticion  y¡ttivi* 
timr  conforme  a  derecho,  alegando  que  era  i^icorestionabie;  ateiítdien(M  ál 
resellado  de  la  escritura  de  6  de  abril  de  1828-  y  al  leátamento  y  codicilo  di» 
4a  Doña  María  Josefa,  que  la  posesión  legitima  que  délos  bienes  liela  pH^ 
lista  constaba  pertenecer  á  D.  Manuel  Benito  por  het^ncia  de  su^  pa-* 
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por  mi¡9M9kt  eo  virtud  4e.  la  l«Qult»<)l  qui^  M  CAnQiií.  w  «imit^ 
€Mliiifa#.r  (VU0  talfnpQQ(K.pQd^  4ud«r8e.qa6.ia  mx^A^i»  loa  gwiM^fi^aí^ 
ffiiirídos  ea  su  maUrimopiQ  |Mr  0.  Manuel  B^iúií^  y4»  iQcyar,tles  oon^jfikwir 
dian  taoHiitia  c^ioo  beraderoa  aústiliiidoa  á  ¡km  üaloraa  diaCMtmiiii^- 
iavllai(a.JÍ09d{i  Ayesta:  ..,.:.- 

>  SlesulUMHlo  qqa  Dona  Doiores  y  Doaa  Adelaida  6uüerrea.oaBlr^#riyB 
k  deóQAoda^  pidiendo  se  les  absQiTiera  de  ella  Hbrernaoffa»  y  espas^ipftfPl 
dflsia^ia  Venación  de  17  de  aiayo.de  i802  0.- Ramón  Lpir^oft»  efiUm,^ 
ffUdo.UMtos  ios  htenes  de  sus  padres  quieta  y  paciflcaaaeiiief  iDajoir<i¡#)|» 
y  (ÁispoBíeDdo  de  ellpa  coibo  dueño  esckisivo,.  á  ? Í€la,\cÍ0DOia  2f  fm«^^: 
ipiaal«i4e  su  hermano  D.  Manuel  Benito,  saiisfaciendó  poQ^álibMUU^ 
800  donados  de  dote  á  Doña  Agustina  Blanco,  y  adefflása^lqqiri^JiJoittlf- 
ma  deiBUiharmana  Doia. María:  que  habieodo  faJieciAo  Doaa  .J(¿9ef«  Í0$ 
aotai  tqiia.  O.  RamoiH  no  pudo  elegir  herederos  de  ks  biantes  4i^  ^di&v^ 
iaaridí»,pQr  oo  haberla  autortMdo  esta  para  ello,  oocao  la  misma^  r^QÁi^ 
í^3  qimaiViQ^  bajo  de  otro  conoapto,  la  demanda 'seria  aíj^ropre  tamaram  cesr 
pacto  déla  legitima  que  D.  Manuel  Benito  hubiese  heredado  díeias  paÜrek 
f  de  Ja  rn^a  vineu(ar  en.  que  fiueediéy  toda  "vesxiue  la.doóacioa  deiSitt 
le^pri?^.  de  podar  dUpoioer  de  una  y  otra,  como  lo  nizo.por  la  abitara  de 
4828,  en  la  cuaJ,  siu  embarco,  escluyó  la  faoaltad  de>el€jgirliar:^^'^ 
los  bienes  de  dleha. majara:  quajiar  lo^nismo  fué  heredero  su  hermana^fiM 
Ramón»  y  de  este  sus  nietos  Doña  Dolores,  Dona  Adelaida  y  D.  Manual  fio* 
iíarraa#;  y  por  tanto  fundándosela  demanda  única  y  esdustvamQnla'tQiA 
«laceiojBí  baeha  por  Doua  María  Josefa  Ayesla,  dahia  desestimarae,  y  de  Uk 
idos  modos,  porque. debiendo  segregari^e  4^1  primer  memorial  las  ^^sfm 
que  oomprendia  demás  las  mejoras,  hechas  por  O.  Ramón,  la  majara  viacli^ 
iar»  la.lagfftima  de  su  tío  D.  Aguslin,  la  saya  y  la  de  su  hermana  Doña  Va* 
ría,  no  cmpen^saria  ni  con  mucho  lo  sobrante  los  300  ducados  qoepai^m' 
sideeaciod  á  la  legítima  de  D.  Manuel  Benito  pagó  D.  Ramo»  i  D^a  k^r 
tioa  Blanco: 

Resultando  que  después  da  evacuado  el  escrito  de  duplica  sa  perdoi»ni9 
!)•  Vicente  y  Doña  Manuela  Blanco  pretendiendo  se  declarase  que  la  bmé 
<üa  litigiosa  correspondía  por  partes  iguales  ¿  los  nietos  He  DonaMartalá* 
renzana  como  designados  por  la  voluntad  espresa  ^e  D.  Manuel  BeoHiQtf^ 
dignada  en  la  escritura  de  6  de  abril  de  1828,  mediante  á  que,  habiWaIe 
premuerto  Do&a  Agustina,  ,do  pudo  suceder  y  fué  por  lo.  mismo  nula  lachCK 
cion  becha  por  la  viuda  Doña  Maxía  Josefa  Ayesta:  ^ 

Resultando  qua  recibido  el  pleito  ¿  pruel»  articularoa  las  partas  liüqM 
estimaron  conducentes  á  su  propósito^  y  el  Juez  dict^  sentencia  anuda 
marzo  de  1860,  que  modi6có  la  Sala  prunera  de  la  Audiencia  de  la  O^oa 
en  15  de  diciembre  siguiente,  declarando  que  todos  los  bienes  que  es|irfia«> 
ba  la  misma,  como  pertenecientes  á  la  fincabilidad  de  D.  Manuel  fiíenitoior 
renzana,  debían  dividirse  por  sestas  partes,  de  las  cnales  mía  oorr^piíip 
i  los  herederos  de  Dona  María  AgusUna  Loretízana,  otra  ¿Josd^  P(vaaQÍK 
lores  Castro,  como  nieta  de  Doña  María  Lorenzana,  y  las  cuatro,  rastanii^ 
loa  otros  cuatro  nietos  de  esta  última  D.  José  y  Doña  HanoeiafiíÚM^'y 
Blanco,  D.  Vicente  y  Doña  Manuela  Blanco: 

Resultando  que  pedida  aclaración  á  la  sentencia  anterior  por  DooaQor 
loras  y  Doña  Adelaida  Gutierres»  la  hizo  la  Sala  juzgadora  en  27deliBÍs>íiP 
mes,  declarando  que  la  Real  sentencia  del  15  habia  comprendido  y  eoñ>r 
prendía,  entre  los  bienes  partibles  de  D.  Manuel  Benito  Loreozana,  todos 
los  que  al  failecinUenlo  de  este  fuesen  libres  y  le  correspondiaseo  por  cuik- 
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^uter  concepto,  incluios  los  gdnsnciMes  que  por  su  mitad  le  pertendcieseA 
eo  Monforte  ú  otro  puulo,  los  cuatesliiilAiQ  sido  objeto  de  la  demanda: 

Resultando,  por  üttimo,  que  las  tDísmas  demandadas  dedujeion  recurso 
ñé  tífídítíUm  conüMi'ei  fallo  precedente  per  UMttrse-iBfrkKida:  .- 

Primero,  la  ley  {0>  tft.  22,  Parlida  3.  %  en  el  hecho  de  no  estar  confor-* 
i|ie  la.  sentencia  con  la  demanda  de  D.  José  de  Castro ,  ni  coú  la  de  í>/ Vi- 
cente y^Úoná  Bíanueía' Blanco,  puesto  que  daba  una  cosa  queningaolo  dis  ios 
titlgantes  bábiá  pedido:  ^  ..•     .     i 

■  5fe¿tindo,  las  leyes  ÍJ*,  2.»  y  3f:*;  ift.  4^,  HBro  iO  de  la  Noi^lsitta  1^^ 
€ot)ilacion;  5/,  tlt.  33.  Partida  7.%  y  f4,'tft:  5.^  Partida  0¿%pMitc«aiili' 
sé'dába  fi  lá  escriturtfaé  6 de  abril  de  i82^1a  interpretación  que  nei^teoia» 
qnvdéndola  como  un  poder  part  testar  cenferido  á  D.  RamQii  L^eauBat 

T^TCero,  Ja  ley  3/  titi.^,  Partida  6.S  por<]ue  aun  cuando  qmsieraa 
tofrarse  las  palabras  de  la  cláusula  de  dicha  escritura  relativas  al  D.  RbmoQ 
cotto  una  dondfdón,  habría  de  tenerse  esta  por  imposible  ooaioiileíla, 
pues  de  lo.contl'ario  equlvaldria  á  establecer  que  D.  Ramón  Loreennadia'* 
pusiera  en  fawr  de  estrañós  de  lo  que  constituía  la  herencia  y  legltiw  te«T 
sosa  desús  hijos: 

Y  cuarto,  la  ley  3.*,  tfl.  i3,  Partida  6.%  toda  vez  que  la  senteqiia  éan 
mpodera  á  los  recurrentes  de  los  bienes  ert  qtie  sneedieron  y  debiní  anee* 
d«r  á  su  abuelo  D.  Ranon  Lorenaana: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Aotere  de  Ecbarri:     :  -  •• 

Considerando  que  la  supertiveDcia  de  D.  Ramón  Lorenzo  Levtozaiia  dej& 
lia  efecto  fas  facultades  que  su  hermano  i).  Manuel  BenHo  confirió  ¿  su  es» 
posa  Dona  Josefa  Ayesta  para  disponer  de  sos  bienes  si  aquel  fwilecia  aateOí 
que  esta,  según  lo  reconoció  la  misma  en  su  testamento: 

GonsiArando  que  D.  Ramón  murió  sin  hacer  oso  de  la  facalUd  atribuí^ 
da  por  su  hermano  en  la  escritora  de  6  de  aitfii  de  182^;  y  queaiie  cuando 
^ocfiera  calificarse  como  un  poder  para  testar,  no  eootenia  umadesígoaeioa 
esplicita  de  la  persona  que  núblese  de  heredarte,  según  ee  exlgo'por  ia 
ley  i\  tlt.  id  y  libro  10  de  la  Novísima  Reeopilacion,  ó  sea  3  i  da  Toro^ 
|Mies  ei  primero  podia  elegir  entre  ftaa  varias  espresadaa  en  aquelí  dacu* 
mepto:  ,.         .f     . 

Considerando*,  por  consiguiente,  que  D.  Manuel  BenHo  LorenaaM  muii6 
intestado  respecto  de  la  propiedad  de  sus  bienes^  y  que  eneitae'eirodnB^ 
tancias  la  sentencia  que  dá  á  la  escritura  citada  el  valor  y  etokCia '  de  un 
testamento,  es  contraria  á  la  letra  y  espíritu  de  la  ley  eitaday  y  al  de  k  2«* 
4el  mismo  titulo  y  libro,  6  sea  38  de  Toro,  también  invocada  eo^l  reeuTSO) 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramoa  oue  hi  lugSf  al  leeuieft 
de  casación  interpuesto  por  Dona  Dotona  y  Dtóa  Adaiaida  Gnt¡errea«- 

Apf  por  esta  nuestra  sentenoia,  que  se  pablicafrá  en  la.G«#ato  é  kveaN 
tarü  en  lá  Coteeoitín  legiHativa,  pasándose  al  efecto  la»  copias  neceBariar^lo 
pronunciamos,  mandamos  y  6rmamos-^Ramon-  López  Vazqoesk^^Antero  de 
Eeharrf.^^SabrSel  Geruele  de  Velasco.— Joaquín  de  Palma  y  Vittuaaav^4>a^ 
bhr  Jimenek  de  Palacio.-^Laoreano  Rojo  da.Noítfa(garay.— Ventocft  de  Gol^ 
say  Pando. 

PQbllcacion.^^-4iaida>  7  publicada  fué  la  aentanda  anletiAr!peff  al-BKce^ 
ieatisimo  ó  Hmo.  Sr.  Dv  Aamon  López  Vazqoéz;  Preaideote  de  llrSali' pri- 
mera del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  estándose  celebraadO'  audiencia 
pública  en  la  misma  bu  el  dia  de  la  fecba,  de  ifnebertífie»  como  Seeielario 
4e  S.  M.  y  tro  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  i. ^  de  octubre  de  i862,«-Dionisio  Antonio  de  Pott^GaoM 
A»$deott«bradei8il.) 
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8^.  ,  jttttsMbiiNfca  m&i.''--'' 

'  *  '.         .  •'  "^..   .' ••  '  ' 

Re«aJP90  die  «asaeien  (4  {fo  octubre  de  18Í5S.) .  .._^ 
Dt<^ikdtty!f,^«  jmAs'TiNCAs.— Se  deelara.poF  la  Sala  primera  del  Td- 
bilM  SupreAío  tío  haber  lugar  al  recurso  de  casecum.ktterpaeslii' 
^fuV lucas  RamoH  Paez,  contra  la  sentencia  praountiada  forla- 
Sala  segunda  de  la  Audiepcia  de  Gáoeres;  efr  [rteitá^o&D.  Bemor* 
da  MonlerQ  fotro».  y  se  resuelve:  ,  '  ¿' " 

.r  Que  lasenUncia  mi^  absuelve  de  la  iemauía  i  {(«/cteinaiuiraoi 
pdr  el  tiempo  en  que  na  sido  propuesta,  no  impide  queíeprái^ñmép^ 
otro  pleito  sobre  lo  mismo,  y  por  lo  tanto  no  es  definüiva^^ 

*• '  Gil  la  i4lla  j  corta  de  Madrid,  i  4  de  octubre  de  1802 ,  en  )pft  añiUis 
pendientes  flnié  Nos  por  recurso  de  casación  seguidos  en  al  ítii;gadt>  de  pri- 
Báépa  taslanciá  de  Coria  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Heal  Audieúei^  de  Ci- 
eeres  por  D.  Lúeas  Ramón  Pérez  con  D.  Bernardo  Homero  y  otros  sobra 
reivindicación  de  unas  fincas: 

Resonando  que  el  Canónigo  D.Gaspar  de  VíUagutlerrexoto^d.  testa- 
mento en  Coria  á  31  de  julio  de  1606,  por  el  qoa  faridd  una  capOifanfa  efr 
la  iglesia  del  Salvador  de  Pasaron,  dotándola  con  lo  que  su  primo  el  lie^n- 
olado'  R«ídrigiiaz  tuviera  por  convenientei 

Resultando  que  conferida  en  1S19  áD.  Modesto  Infante,  clérigo  toosq^ 
I9d0|  su  padre  O.  Manuel  acudió  en  el  año  de  1822  al  Tribunal  eclesiástico 
d^  Piasencia  solicitando  que  se  redoiese  á  patronato  de  legos  6  le^do  pis 
eñ  atención  á  que  su  renta  no  llegaba  á  la  cuarta  parte  de  la  oingraa  si- 
nodal, pretensión  á  que  se  accedid  por  el  Provisor  en  auto  de  !1S  dé  no^ 
tiemm  de  dicho  año,  previa  audiencia  del  Fiscal,  por  entonces  j  mientiráa 
hts'Ventas  no  subiesen  de  la  tercera  parte  de  I¿  congrua,  con  la  coodiCÍQii 
de  foacercnmplir  el  número  de  misas  señalabas  eO  la  fundación; 
'  Resultando  que  el  mismo  D.  Manuel  Infante,  en  , representación  des» 
citado  hijo  menor,  acudió  en  el  año  de  1823  al  Alcalde  ordinario  de  V^^ 
ron  solicitando  perauso  para  vender  las  fincas  aue  compodian  el  legado  f^o 
por  ia  poca  utilidad  que  prestaban «  enoontránaose  á  tan  gran  disuncla  de 
aq^al' pueblo,  con  objeto  de  i  n vertir  lo  que  de  ellas  se  sacase  en  otn^  si- 
tad en  dioba\ villa,  y  que  estimada  esta  pretensión  á  calidad  de  afiaitiar  el 
producto  de  aquellas  hasta  darle  inversión,  tuvo  efecto  la  vduta  sín  que  apa- 
rezca an«  qué  se  invirtió»  su  importa: 

R^sVittandO'que'vaeiiatelacapellania  por  haiter  contraído  matrhooiila» 
D^Modeslo  Infimte  en  1^^  da  marzo  de  1824,  se  instruyeron  diligeiicias  pa- 
rí su  provisión  que- qaedaron  paralizadas,  y  que  promovidas  ed  1853  y  stía* 
citado  un  articulo  por  uno  de  los  opositores  para  que  se  rati^case  la  eon- 
viarsiOR'dela  eapellenia  en  legado  pío,  el  Provisor  de  Plaáencia,  por  renten- 
cía  de  6  dasetiembre  de  1858,  que  confirmé  el  Metropolitano  en  H^  de  junio 
de  1856,  declaró  nula  la  espresada  conversión  y  las  enajenaciones  hechas  por 
D.  lídd#sto4nCiote  con  resefcimiento  de  daños  y  períuicios  causados  por 
su  cul^a  al  'cnarpo  de  los  dótales  que  la  eompooian^  mandado  que  se  prove-* 
yase  como  capellanía: 

• '  Metfifaitde  queia^udieada  «n  itai  noeeepto.áiD^  Lúoaa  amoaAaes, 

con  ia  cláusula  de  que  bajo  su  responsabilidad  había  de  redamar  ios  m<oes 

.  enajaBodo»  por  el  última  Capellán  y  ;los  daños  y  perjuicios  irrogados,  .eata* 

bló  demanda  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Coria  en  ti  de  ñoviaai^ 
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hre  de  ihóB  contra  D.  Bernardo  Montero  y  otros  basta  el  número  de  once, 
para  que  como  poseedores  de  las  Úüq^y  censos  que  habían  pertenecido  ¿ 
la  ca^ellanfa^  se  les  condenase  á  bu  devolución,  mediante  áser  nulas  las  ena- 
jen^.ciones  hecha»  por  D.  Manuel  Infante: 

Besuriando  que  los  demandados  írbpbgtmroh  Jadeftibuda,  ailf|^d»^ue 
la  iienieiYcift  de  ad]ndicácion  se  habla  dado  después  de  pubjioitda  el  Real  pe*: 
<Sí^^MiB9fi,  f|o«  prnbib!»  la  proseeucioft  de  tales  espedientes:  que  su  de-^ 
réého^estate'jíianivtido  poa  loftnñiQdajtos  judicialeB  y  por  la  prescripciop;  y 
por»]U|ifiK>>^tw  algunoe  da  loa  bienes  reclamados  nunca  hablan  pertenecido, 
á  la  capellanía: 

'  -j^^i^pdo  que,priictjcada  prueba  por  iaá  partes,  dictó  sentencia  el  Xuet 
da  primera  instancia,  que  confirmó  en  parte  1»  Sala  segunda  de  la  Audien- 
cia dé  Cáceres  en  9  de  marzo  de  Í861,  absolviendo  á  los  demandados  de  la 
demanda  par  el  tiempo  en  que  habia  sido  propuesta: 

Resultando  que  el  demandante  interpuso  recurso  de  casación,  citando 
coQio  infrid^ida  la  ley  de  i9  de  agosto  de  1841,  y  principalmente  su  arlfou- 
Jo  8  °,  y  el  Rnal  decreto  de  28  de  noviembre  de  1856,  habiendo  citado  d« 
nuoyo  en  tiempo  oporiuno  en  este  Supremo  Tribuhal  el  mlfroo  RMldecre** 
to,  especialmente  en  su  art.  2.^,  y  los.  artículos  4.°,  35  y  43  del  CoDeorda** 
lo  de  1851: 

Vistos,  Siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Laureano  Rojo  de  Nbrzagaray: 

Considerando  que  habiendo  versado  la  cuestión  litigiosa  sobre  la  reivin-*- 
dicacion  de  ciertas  lincas  vendidas,  correspondientes  á  la  dotación  ót  la  ca- 
pellanía colativa  de  que  se  trata,  la  sentencia  que  ha  absoBlto  de  la  deniaD- 
da  á  los  demandados  por  el  tiempo  en  que  ha  sido  propuesta  no  impide 
que  se  promueva  otro  pleito  sobre  lo  mismo  que  ha  sido  objeto  del  pre«ia^ 
te,  y  que  en  esté  sentido  la  espresada  sentencia  no  es  definitiva,  «1  contra 
ella  procede  el  recurso  de  casación,  con  arreglo  al  art.  iQi4  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos^  no  haber  habi4o  lugar  á 
ta  admisión  del  presente  recurso  interpuesto  por  D.  Lúeas  Ramón  Paes 
contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  la  Real  Audiencia 
de  Cáceres  en  9,  de  marzo  de  i86i,  á  la  qoe  se  devuelvan  los  autos  con  la 
certiücacion  corre>pondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publfcnrá  en  la  Gaceta  ó  inserta* 
rá  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— Ramón  Lopesi Vázquez. — Sebastian 
González  Nandin.— Gabriel  Geruelo  de  Velasco.^  Joaquín  de  Palma  y  Vi* 
DUPsa.-^  Pedro  Gómez  de  Hermosa.— Pablo  Jiménez  de  Palacio.— Laureano 
Bojode^orzag^rayt 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Itin^.  Sr.  0.  Laureano  Rojo  de  Norzagaray,  Ministro  de  la  Sala  primera  del 
Supremo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  Sala 
epel  dia.de  hoy,  de  que  yo  el  F.scribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  4  de  octubre  de  4862.— Joan  de  Dios  Rubio. -*<(?aGela  de  7  de 
octubre  da  1862.) 


;  R^enrso  úe  easaelou  (4  de  octubre  de  1862.).— Inms- 
DÍAcio^H  Á  I7N0S  tfAYOAAZGos.— Sc  dccIara  por  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Sopremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpues'^ 
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iíT pdr D.' José Ifafidonado  Rosatesv^xjñttate  seniewt'pfOMatiada 
f(Sit'  la  ^la  tercera  de  (a  Atidieociiafc  de  Grétada;  «íd '^isít04»ii'i)ni 
•Atilloiiió  Femaadez  Liencfes,  Marqués  de  Donadío,  y se^iesaeltfef''': 

i/  Qii^  toiQ  vinculo  se  suporte  regular,  mieifdras  ppséjfjfAe 
lo  contrarió:  '  '     .  \':: 

,  %""  Que  no. ir^rlty/e la  ley  de  H  de odubrede  Í$IO,te  «S^ti^^ 
cia.nw  ^n  arréalo  i  dicha  ley  aplica  la  mUadre^m^am  ílefií 
ifínoulo  al  qmhaoia  de  suceder  infMdiatamemté  en  el  m^ffiraigois 

S.""  Que  según  la  ley  i.%  tü.  24,  lib,  H  de  la  NmfUima  Mm- 
piiaehn,  ptm  por  ministerio  de  la  ley  la  poseshncttftt^mamratíc 
un  mayorazgo  al  me  debia  de  suceder,  muerto  el  t^ááor*,  jf -^Iff 
sentencia  que  asi  lo  determina  no  infringe  dicha  lefT*  , .  ^ 

4,''  Que  reputándose  siempre  como  regular  un  mayoraaíf/ií^ífíe' 
rin  no  se  acredite  lo  contrario,  al  que  alega  que  es  irregular  in/^^' 
be.  probarlo  asi: 

8.^  Que  la  basf  6/  de  la  ley  de  Enjuieiamienta  eivü  na  puede 
in&ocwtse  como  fundamento  de  recurso  de  easaeion^ 

Y  6.^  que  no  siendo  conformes  de  toda  conformidad  ka'eettíen' 
cias  de  primera  y  segunda  instancia,  no  se  exige  depósito  aÍ0aio 
fiara  la  interposición  del  recurso  de  casación» 

fifi  Ifr  vüia  j  oórtd  dd  Madrid»  á  4  de  octat>r6  dfr  1062^ ev  km  .aatos  q&e 
fwe  reeurso  de  ct^cum  penden  ante  Nos»  seituídos  en  el  loagado  da  pri- 
rasm  instancia  del  distrito  det  Sagrario  da  Granada^  per  D.  Antonio' Fer- 
nandez yaoerea,  Vlzeondcr  de  Miranda  y  Mnrqaéi  de  Donadío,  coa  doia 
Marfadel  Gánnen  entierros  de  los  Rioa,  Marquesa  da  Bo^arafi,  y  e« la 
Sala  tercera  de  la  Reat  Andiencia  de  la  misma  ciudad  con  D.  José  Maldo- 
nado  Rosalea  sobre  iamediadon  á  qqo<)  mayorazgoi: 

Reaaltandoqoa  Dofia  Marta  Teresa  Zapata»  Marquesa  vinda  de  Cam^- 
ta^r,  otorgdteBlaniento  en  4  de  enero  á^  1713,  por  el  q^ñ  fondd  m  naro- 
razgOy  para  el  eaat,  deapoes  de  tos  dias  de  su  hermano  el  Marqruóa  defio- 
aaraya  y  de  los  de  sa  sobrina  Dona  Marta  Josefa,  llamd  al  inmediato  anoasor 
o  Buoesora  de  la  casa  y  mayorazgo  de  Bo^raya  que  poseía  sa  heraMao, 
aue  fuese  descendiente  iegíiimo  de  est^  y  de  legf  tinao  aaatrtmomo,  «le«l, 
iWgando  á  pontearle,  prosegniria  gozándolo  todos  los  diai  de  sa  fida  aainqoe 
naciese  otro  úatra  que  faese  mai*  inmediata  6  inmadtata  ¿  dicha  casada 
Bogataya;  pero  <fae  9t  heredase  esta»  Itabia  de  saltar  y  paaar  aloque  qaetaa 
inmediato  ó  inmediata  á  alia;  y  que  en  el  caso  de  estingoirae  ia  üiiet  daaa 
ftermano  y  deaos  padres  D.  Alonso  Fernandez  Zapata  y  Duna  Biarfa  Bnsinf 
Mendoza,  se  agregaría  el  mayorazgo  qaa  fundaba  al  de  la  casar  y  Bstaala  del 
Marqués  de  Benamejf,  sa  sobrino,  para  que  los  poseedores. dai  miaaoge* 
zasen  las  rentas  de  cada  ano  en  su  tiempo,  con  tal  deque  lo»  iadiadia- 
tos  de  dicha  casa  de-  Benamajl  faesen  descendientes  de  sa  henoaiio  Doo 
Fraqcisco  Zapata;  paes  00  siéndolo,  disfruiaria  las  rentas  de  este  ivafeaiz- 
go  el  señor  de  dicha  casa: 

Resultando  que  ea  el  ano  de  1886  pidió  D.  losé  Maldonado  Rosaiaaá 
D.  Pedro  Losada  Gutiérrez  de  lo^  Ríos,  Conde  de  Gabía  y  de  Yaldolagraipa, 
que,  como  apoderado  de  la  Marquesa  de  Bogaraya,  viuda  da  Lugraa,  lare- 
cooociese  como  inmediato  sucesor  á  la  mitad  de  los  bienes  del  mayorazgo  de 
Baana y  Hoa* agregados,  áaíjiiñ  era  poseedora  la  Marqaesai  medísotaá  care- 
cer asta  de  soceiíoo  .y  correspooderle  á41  según  ios.doáimeolD04|nB  édiibia: 
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tkpínó  dfafjiifttfr  y  ;Ciin()ada ^%  í$\miaA  d»  llaldoa«dojBAsal|«  imi^slrd^  oo./ie 
pfWMMBlase.otc»ftarie«<» dattp^r  fiafecho,  QUM-góa9a«iGrÍt«ra.{púbUoA^.^ 
$sda  )uoio  de  i856,  por  la  caal,  eo  qso  de  Ioj».  facuUaáes  atiB  le  t^oía  $oq« 
ced^das  la  Bibirqaeda  de  Bogaraya,  recoooció  á  O.  José  ualdoDado  Rosales 
m  iiBDedíaU)!  soeesor  en  la  uiUd  reservabie  de  los  ineoea  del  mayorazgo 
laudado  por  Pedro  Baeoa  y  spa  agregados,  de  que  era -poseedora  \á  Marque- 
sa, medíanle  á  oo  tener  suoesion,  en  el  tftulOy  prerogatlVa  de  lioaor^  patto^ 
natoi  >  danÉáa  regaos  foe  ceft  arreglo  á  tas  leyea  y  éisfioiéaioiiéiiulMites 
•ekn  desfiíiMilaoien  fo  (SorrespondíereQ,  como  tal  aiicetor^  enlesfüéndoto  el 
feoeiKObisii^t»  y  deelaraeion  aio  perjuicio  de  tercero  que  c  hnijop.  dMMho 
lijiYi^re»  y  cou  refiuacia  esprasa  de  toda  claüe  de  alime<itos: . 

ftesuitando  que  D.  Aatonio  Fernandez  Liencrea,  Visceode  de  Miranda 
yJfarquÓ!$  de  Donadio,  presentó  demanda  en  25  de  enero  de  1858  con  la 
aolicRud  de  que  se  declarase  que  le  correspondía  la  sucesión  en-  el  vínculo 
ÍDí^tcndci^  por  Ooía  ,ñfaría  Teresa  Zapata,  Marquesa  de  Caoipolejar;  conio 
sesto  ateto  de  los  padres  de  la  roisma,  y  por  coosigoieote  qué  Doña  Maffa 
del  Carmen  GolierroB  dñ  loa  aios,  Mavouesa  de  Bog»rafa><  oslaba  obligada 
á  entregarle  la  oiitad  d»ioa  bieoea  de  dieha  fondacioR,  mediaste  i <|tte, 
cuaaplidee  ao  el  anterior  poseedor  D.  Francisco  de  Paula  i^aca  H»  eCpcto? 
de  la  ley  de  desamorii^aclion  vigente,  solo  le  aloaoaaba  i*  ókol  der^dio  de 
recibir  la  mitad  reservable  de  aquellos,  y  que  en  atepeioa  á  la  indubitada 

rferencia  de  inmediato  que  concurría  eu  el  esponeote  a!  ][>recitado  vinca** 
,  lenerreapoadiatttsinMstBo la iomediaeioneu todos áevielectaBoiviM,  in- 
<his«  ei  da  propiedades  su  día  al  mayeraago  de  Bogamya,  Y^parvelio 
«k^óque  era  el  inmediaie  sucesor  de  eska  yle.p0rted8eta>asimi«io;el 
foiidádo  por  la  Marquesa  de  Gampotejarv  ae^^  en* üaoniflHettta  contení* 
do  en.  la  eláiiiiula  21  de  su  testamento,  púas  traiaeaim^y  qrigende 
B.  Alonso  Pernandez  Zapata  y  de  Qoña  Marta'  Berimy  Meoooza,  y  Jus- 
tificada su  filiación  y  entronque  con  Du  Luis  Oarbajal,  per  lo  qoft>«ra 
iuoneuso  so  derecho  para  exigir  el  reeonocimienin  eaprése  de*  inmediato 
fiMaaor  del  segVKio^  oonforme  ¿  la  lev,  6  igualmeaDaia  e&tfogft  de  la  mitad 
reservable  de  tos  iMeoes  del  primero  desda  el  íalleoifliieBfto  ée  D.  Franeiaco 
de  Paula  Mora,  el  cual  tenia  indebidamente  la  fliadca  de  este  >  Dona  Masía 
del  Carmen  Gutiérrez,  Marquesa  de  Bogaraya,  toda  vea  qtte  debió  irasmí- 
iirleá  sii8ueesQr.é  practiear  con  él  la  díTieioBy  oanfomeá  ia  leys 

Besttltando  que  ta.Marquesa  de  Bogaraya  se  eonforaad  can  4a»pretiin-* 
aieBaa  del;demaadante,  á  las  que  manifestó  no^fodla  opaaeise,  poresnanr- 
fir  en  él  las  dos  oendiciones  que  habla  de  tener  la  peraooa  f  qe  pidiese  la 
paieiioB  del  mayorazgo  de  Doña  María  Teresa  Zapatay^pie  eran  4a  da  in- 
mediato ú  de  Biogaraya  y  la  de  ser  descendiente  de  Ow  Atona  F^nandbz 
Baeaa^Zapata  y  Doña  María  Bernny  Mendosa;  y  qoe  id  bien  entes  qué-  el 
Aisno.reelemBnB  sos  derechos  no  tnvo  ioeanveoieote  enracapttor  oom»in- 
maáiataé  oitni.  persona  distinta,  mejoraba  au  opinión  en  taaqr  de  aquel:^   > 

BtesultaiidQ  que  liabiñdo  llaonadoei  Jnas  los  aátaa  á  la  vista^^citadaalas 
pvtas^,  se  ipreseotó  D.  José  Maldonado  Roaalaa^.  opaMéndeae  á  coalquiéra 
solicitud  que  se  hubiese  deducido  sobre  la  inmediadoa^mayorfsffo  y  ti* 
tule  del  mafqseaado  de  Bogaraya,  pidieadri  ae  le^seeniriese'  traslado,  bien 
paraeTaoQirío  ó  para  formaiiBar  la  opealeien  qttendesde/luegftiaterpaao  tn* 
sno  inmediato  sucesor  raeonooido,  á«[fiiea  debta  •silafse  y  emplazarse'  en 
juieiapork  persona  queise  creyera  asísüdaráe  mejop  daaeeiioe 

Resultando  que  después  de  oido  sobre  el  particuUdr  0;^  AniaiRO  F^amiBín/* 
wián|eni!,:dioláeBBtattoia  ellues^n  ^  d»iRitnbreéa»'i8W)deoia«aiido 
TOMO  VII.  73 
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clonado,  PtsBrtáadole  todi>  el  dereciio>de  que  se  «fafea^  asiaiidf»  [H»  qoir. 
pQdiftradfdvQífte cotffqoíén,  oómovy  ouáDdoiDejof  \ñ eoii¥ÍfiieM,eaQMi.Mt 
biéniía*  el  VizoocMie  de  Miranda  era  por>  hay  joamiate  saoeaor  ai  viiiadM 
poseiao  por  la  ¡Marquesa  de  Bogaraya,  fundadla  por  Doaa  Uuia^  Vw^mlbín : 
pataiBern«y  Meodoza,  Marquesa  qae  luó  de  Caiapatejar,  ateferjuicHl-^. 
tercero  de  mejor  derecho  que  corresptediese  alque  ó  á  loa  que  iie.hu)ttaaaá< 
litigado  ni  sida emplúadoa:  .;..  •:  t  .v. 

Reaaltando  qoe  reánítidoa  los  autos  á  la  Aadiencia  por  apeÍaetoii4eMlíalr'. 
dooada  Rbaatea  y  eotregados^  á  las  partes  para  instroooMii  ireMeeiOfahpaífr* 
roer  eattamo  da  la  santencia,  presenUroo  escrito  D.  Jeaé  MtMaMdo^Rimrr 
les  y  el  Vizconde  de  Miranda,  suscrito  por  los  misoíoiy'pidieodo  «^Jae  Ulrt' 
viese  pdr  taaosigidos  y  conformes  en  cuanto  al  incidente  deentrege  deai^íiti 
que  contenia  la  sentencia  apelada,  y  que  seles  comunicasen  por  lau-tolm: 
pata  decidir  de  agravios  respecto  ¿  lo  principal,  conforme  al  hU  .  MO'4^  lai 
ley  de  Gojuicíaosie&to  civil,  toda  ves  que  les  era  en  eatreme  conveniftiiie-f . 
útil  ocopareedel  asunto  principal,  prescindiendo  del  incideate  y sttaefscto*, 
como  lo  recoBocia  aun  ntaé  D.  José  Maldooado,  en  raaon  de  qiie  en  In  ae- 
gvnda  inatanoia  «podía  hacer  uso  de  todaf^  aas  éeCenaas,  traiéndose,,  oaoio  ae 
trataba,  «de  un  (Miotode  derecha,  desistiéndose  por  lo  tanto  de.la  epelaci^» 
eu  cuanto  á  la  entrega  de  autos  denegada  por  eliaferion  . 

ResoUande  queestioiado  así  por  la  Sala  tercera  de  la  AndieDeiat  y  tfí^. 
tragados  á  D.  José  Maldonado  y  Rosales  para  espresar  agravios,  pidiéqiM. 
Doña  María  del'Gámien  <«utierrez  de  los  ftios^  su  apoderado  eJ  GoiMlf.de 
Gahía  exhifoiaaen  la  fondaci«i  del  mayomago  da  Rogara|^a  para  poser-.^. 
ella  testimonio,  protestando  en  otro  casa  la  nulidad  del  juicio,  y  dadu}0  sk^ 
mismo  tiempo  la  fleUoítud  de  que  se  declarase  que»  comf)  á  inmediata  stteat*^' 
ser  de  dicho  mayorsEgo  de  Bogaraya,  reconocido  por  tal  en  la  eticntara  4» 
5  de  junio  de  IfóO,  le  locabu  y  pertenecía  la  mitad  de  ioi  ¿iones  que  Gaeroa 
dotación  del  que  fundó  Doña  María  Teresa  Zapata,  y  se  condenase  ea  fio 
oottsecuencia  á  Doña  María  del  GArmen  Gutiemeíz  de  los  Ríos,  .que  loanto^ 
tentaba,  á  que  se  los  restituyese  con  frutos  desde  ei  follecinienlo  del  újyt¿-r 
mo  poseedor,  con  todas  sus  acciones  y  cuantos  efectos  oi«íiesi  pioeedienuí^ 
como  asimismo  que  era  inmedinto  sucesor  del  título  y  mayoniaga  de  6oga% 
rajfa,  para  lo  cual  ejercitaba  la  acción  real  precedente,  eon  reserva  dean*^ 
pliar,  restringir  ó  enaaendar  la  precedente  solicitud,  según  «orreapatOidian» 
y  de  resolver  su  insistencia  ó  desistencia  en  el  uso  de  su  derecho  iuege  ^oe 
esaminaseia  fundaeioo  del  mayorazgo  de  Bogaraya,  protaatando  oe^cao- 
sase  hasta  entonces  parfuicio  alguno,  asi  como  no  reconocer  legitieudad  eik 
la  persona  del  Vizooosda  de  Miranda,  Marqués  de  Donadío,  por  la  kqoetifiíA^ 
donde  la  cualidad  de  inmediato  suce^nr  al  mayorazgo  y  título  da  Bmmfik> 
que  tan  espresamente  requería  en  su  última  voluntad  Doña  María  ZEeraBA 
Zapata  para  que  los  daacendienies  de  su  liemaBO  D.  Ffaucisoa^  f  rea  s« 
caso  los  de  sus  padres^  pudieran  suceder  en  el  que  instituyó;  en  ep^^e  ám 
todo  lo  cual  alegó  que  se  había  estieguido  Ja  línea  de  D.  Francisca Feriao*» 
dez  Baéna  oon  ei  fallediBienlo  de  D.  Francisco  de  Paula  Mora,  y  deWf^tes* 
casse  la  sueesion  enia  vacante  para  los  «fectosde  la  ley,  no  solo  en  la 
descendencia  decios  padreado  la  instituyante  aiiio  de  esta,  eligieiido  elqn» 
tOTiera  la  cualidad  •de  Inmediato  sucesor  al  mayorazgo  de  ^Bagaraye»  qQ9 
era  la  que  influía  de  uuimodo  directo  en  la  juaiifícaeion  del  derecha -quc^  ai^ 
controvertía,  y  la  cual  no  podía  epreciarse  siu  tener  é  la  vista  la  íuowúoa 
dediebomayor8Bge:r'  -    ■  .   i 

'  Aéauiundo^  queel.Vlanaode  de  Miraiida  ptdté  á^urez  aa^daoUneft 
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joM-^l 4«loiÜinre|ff|a40^  I m áttarmíonftAOíQaUídoY eonfonM t6Bift.^e*t 
dld0  en  la  aiileHor  ifi8UDeia,'e»|^ciatnieDta  eo  «u  escrko  de  deaiMida>  coa 
AiakiUi  dasMtiaacioo  de  UKlaa  ita  preteRsiones  -daduoidis  por  D.  José 
Makteoado  Raastaa^  y  aaónso^qae  baateba  soU  qaaél  Iraieía  áu  orfsao  de 
Doii  Alonso  FerMüdei  y  Dona  Mam  Berauy  Mandoxi  pafai4|iie  eelQvi«sa 
adoroade  caoiplidainaate  de  Ja  oiulidad  de  iniOBdialo  ai  mayoras^a  de«Bo« 
garaya,  cofa  poaeedose  aoiuái  deaoaodia  de  loa  misólos  ^  y  do  pudiese-as^ 
plrar  D.  José  Maldonado,  como  desceodiente  de  Dooa  haheLde  Tolado, 
eab«Sff  de  la  Ikiea  llamada  en  segando  lugar  al  goce  da  dicho  anyoratj^o,. 
fotaiíD  no^'se  eatioguíeee  la  del  pcimer  llamado,  ni  aerfiflede  nada  laiio'* 
medkeioii  qw  le  había  declarado  la  Marquesa  de  Bogaraya,  ni  tampeeo  ki 
fuAdaalaii^iie  pretendía  ae  Irajeae  ¿  los  antes,  y  que  era  inoaceearía  por 
dMM»  á  CQOOoer  los  términos  y  onaüdades  de  ella  en  la  asentara  da  5  <!• 
junto  de  I8M: 

.  Resultando  que  en  el  término  de  prueba  se  hizo  constar  que  en  el  ar** 
chv9ú  de  Bogaraya  no  existía  la  fundación  de  este  mayorasgo  ni  la  agrega^ 
oion  hecha  al  mismo  en  16  de  agosto  de  1545,  y  se  pme  tastimonio  del 
laatamenlo  que  en  Ví  de  agosto  de  15191  otorgó  Pedro  de  Baena,  -diciendo 
que-  Cenia  y  posaia  varios  bienes,  los  cuales  especificó,  y  que  databa  s(» 
oooservasea  en  en  hijo  mayor  Heiroando  de  Baeoa,  á  quien- le  los  aaandaba 
eon  lal  objeto,  y  encargó  á  sn  mujer  Doña  María  de  MoUna  que  si  él  ni^ 
podia  hacer  dicha  manda,  le  ayudase  á  verificarla  para  qaano  se  perdieran 
los  espnsfados  bienes: 

ilesnltaadO'  qfUe  la.  Sala  lefcera  de  la  Audieneia  pronunció  semencia 
eo  24  de  diciembre  de  1851^  declarando  que  por  los  documentos  adadéos 
por  D.  Antonio  Pemandei  Lieneres  y  D.  José  Maidooado  Roaales«ara  sace*** 
sorel  prímero-del mayorasgo  de  Bog»raya  iomadiatamente  después  de  la 
dafonoíon  de  la  actual  poseedora  Denii  María  del  GAnnen  Gutierrai  de  íoat 
Ríes,  y  que  en  eu  virtud,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  Do&a  María  Teresa 
Zapata  fiísmuy  Mendosa,  Marquesa  que  fué  de  Gampoiejar,  en  el  testamenl» 
que  otoagó  en  Granada  á  4  de  enero  de  1713,  tacaba  y  correspondía  édicho^ 
inmodíato  aooeeor  en  el  título  de  Bogaraya  la  mitad  de  lo»  bienes  vincula^ 
dea  por  la  espresada-  Dona  María  Teresa  Zapata,  mediante  á  qne  la  otra  mi« 
tad  la  hiao  libra  el  áttimo  poseedor  por  la  ley  da  desvineoladott,  vtnienda 
por  tanto  obligada  aquella  á  verificar  desde  luef^o  la  entrega  de  loa  bíenea 
qne  formaban  dicha  mitad,  mediante  haber  sido  destinado  por  la  inatitui- 
ma  para  alimentos  del  inmediato  á  la  vinculación  de  Bogarayai 

AesuUaodo  que  contra  ese  fallo  interpaso  D.  José  Maldonado  roenrso  de^ 
easaeion  por  haberse  infringido^  en  su  sentir,  la  última  parte  del  art.  2.*^ 
de  la  ley  de  11  deoctubre  de  1820,  restablecida  por  Beal  decreta  dc'  30^  da 
agosto  d#^  i8d^,  y  la  ley  1.*,  tit.  24,  libro  H  de  la  Novísima  Recepüacion 
é  45  de  Toro: 

•  Primero,  porque  noexlaliando  la  fandacion  del  mayoraigo  da  Bottaca*^ 
ya,  qneora  la  ley  en  la  materia,  mal  podia  declararse  que  el  Vitoonde  da 
Miranda  f aese  el  inmediato  sucesor  del  mi«mo. 

'  Segundo,  porque  no  pudiendo  sin  didba  fundación  determinársela  eiaa^ 
lldad  de  inmediato  que  exigió  Doña  María  Teresa  Zapata  para  las  qne  bn-«* 
bieían  de  suceder  en  el  fundado  por  ella,  tampoco  se  podia  decidir  qne  el 
Viaeoode,  á  la  muerte  del  último  poseedor  de  dicho  mayoraego,  sueedia  en» 
lamitad  reservable  de  sus  bienes^  y  menos  siendo  regla  de  derecho  que  ea 
la»  vUwQlaciones  se  esté  á  la  voluntad  del  testador» 

Y  tercero,  porque  ademes  es  contrario  el  fallo  á  la  máxima  de  derecha 
de^vTif 'oelor  qu$nQ  pr%é^  iUúumlH  ^elfiMo,  portonanle  la  sucesioa 
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ii<»T^lne¿¿^áiible;nbeBtépi'obid».  '  ^' '  ..n;,.??..  ,.:-.. u 
'  '^A  h)  cuaf  délian  adicionado  en  ^\t  ^úftémo  Wft^árt'IA^^Itfi slMátÜí 

Mmdra^,  d«  ta  docliiba  legal  yftiíiclpiotanífM  tf«M«CMk"MMÍitt 
«^«AUtom,  toda  tiOK  qoe  itf'Sala  senteodadoraf,  deeiánrndo  al  Wc^dbdéil 
]ttri*ftitdaiiim0dialo$nioesordé>  vftoeufode  BogBnp^MUi  ií6l6^'\&Hf¡áM 
6Stitbi:8nnH)iido  á«!i  fosolueíoi),  tomo  quono  élíl  ob}fltoÉ)^do:    ^  ''*'^'' 

Segunda,  de  h  base  sesta  del  Código  de  ENim¡oia«ii(*rilb ^íT;  «piíiVftf* 
linda  por  laa  Cortes  y  sancionada  por'S.  M.,  <S7rre  unida  a^liiismí/lraat 
mt»\é  doa  in»taiieia!(,  {>«i<es'en  el  case  {presente,  y  partí  fr"  'lO^é^ltoidOiiW 
Ruines,  solo  ha  babtdty  una:  "''^•'    ■ív'-^-.i::  • 

Y  bercera,  del  principio  legal  y  de  la  jtirísprudencia  f  tIbcJtitttf'MtdM 
)w  IVibunaléa  d^  ^ae  «cal  acror  mcuftíbeespecfahmefffe  prolMir;  ^^  oo'ta^ 
eténdoto,  debe  ^ncunobir  en  la  demanda,»  toda  vez  que  en  e(^TO'áe(iÉht«I 
Vizconde  de  Miranda  no  ha  probado,  con  arregio  á  la  ley  i.^iHl'if,  \^ 
i»ru  lOdela  Nofféima  Recopilación,  la  fondacioft'^  ceDdícíeitédkM' mr- 
quesado de Bogaraya:  .  :    ..        - 

Resütiaedo,  por  CMtliao,  que  denegada  en  la  Audiencia  ^  añipIM^Bl 
auto  en  que  se  mandó  hacer  el  depósito  para  fá  adlttfalbn  M  racdrsD.  se  ftá 
pfoiaomo  en  e^te  Supremo  Tribunal  el  incidente  para  queee  ttMtide  de» 
volver  aquel,  por  no'ser  las  sentenciíH  coniformes  de  toda  éonfbnWldiéi  y 
sé  acordó  que  de  fe  vi^ta  resoltarla: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Pedro  Gómez  de* HerlfiOMrr 

Gott«<idefando  que  idendo  un^hecho  aceptado  por  ambolIftfgMiteS)  cairo* 
borafdo  aidemés  por  e\  documento  aducido  por  el  mlsnm  recurrente;  qiié  # 
víüoiilo  fundado  por  P«dro  Baena  y  su  mojer  Doña  Haril''de  MoKBé^  oto'IM 
agregaciones  á  él  faaelias  posteriormente  constituveú  el  iftQlado'de  Ho^oHi- 
yttf  del  tiia(  es  hoy  legitima  poS(*edora  Doña  Marra  del  Carmen  Gtit1en«K  da 
k)s  Ríos,  D.  Antonio  Fernandez  Liencres,  Vizconde  de  Miranda,  no  ha  teal^ 
^0  neeertdad,  á  falla  de  la  fundación,  para  que  ae  le  declare  inmediato  so* 
éesoiv  mas  quejusti^car  que  es  de  línea  y  pado  preferente^,  porque  toil 
vimcfilo,  según  la  hj,  se  presume  regular  mientras  no  se  apnsebe  1^  eoolit- 
rio,  aun  présclortiendo  de  los  documentos  presentados  y  dé  la  tóffOtí  ea^ 
lia  ven«do  traamitiéndose  que  indican  esta  cualidad,  y  que  poi<  tanto  se  la- 
voca  inoportunamente  la  ley  1.%  tít.  i7,  libro  10  de  la  Novísima  fleeopüff* 
ciOD,  referente  á  los  modos  de  probar  que  los  bienes  son  de  mayorazgo: 

Considerando  que  exigiéndose  para  la  sucesión  en  el  vínculo  fundado  per 
Doña  Maeia  Teresa  Zapata  á  favor  del  que  fuese  el  inmediato  en  el  de^oi^- 
raya  la  cualidad  de  ser  descendiente  de  su  hermano  ó  de  sus  padrea  v  de 
lepíiimo  matrimonio,  la  sentencia  que  declara  pertenecer  al  Vizconde  dt 
Miranda  la  noitad  reservableper  haber  probado  que  concurren  en>61  laaneir» 
cünstancias  exigidas  por  la  fundadora,  y  que  es,  según  lo  espiie^<{.''w^íD<' 
norediat^ sticaeor  del  diado  de  Bogaraya^no  infríngela  ley  de  f  f  m  oáíVh 
bffed«1«8ftO,  que  aplica  la  aaftiid  reservable  al  que  habla  de  suceder 'iMne'i 
diataaienta  en  el  mayorazgo;  ni  la  i.*,  tít.  24,  libro  íi  de  la  ffovMoa  ñtt^ 
copilaoionf  según  la  cuali  frár  ministerio  de  la  ley  paea  la  pesasion  elvit  f 
natural  de  aquel  al  que  debía  de  suceder  muerto  el  tenedor: 

Considerando  que  reconocida  la  existeocia  legal  del  vínculo  de  Bogam- 
yáf  que,  según  lo  espuesto,  ha  de  reputarse  de  sucesión  regular)  al  qna^ 
como  el  recurrente,  alega  que  puede  ser  irregular,  incumbe  probailo.  y  qoa 
por  lo  mismo  no  tiene  aplicación  en  este  caso  el  principio  invocado  <n  qttti 
«el  actor  que  no  pruebv  sueunlbe  eií  el  juicio:» 

fioitídenndo  ^p»  ú  Ueír  4o  asatencia  del  Mwi^t  é«olara  tanadiü^M* 
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oarar:^!  vIqmiI»  toldado  ppr  DuSa^Marf»  ZaipAte  ¿O*  Aiit9ni»  FeniMid^ft 
Lieoeres,  lo  hito  dando  por  supuesto  que  lo  ora  del  de  BofotñifOs'  poc4«* 
oMi^cItoimstajieías.tieoeii  tal  ealaoe,  que  no  pueden  separarse»  ni  en  otro 
caso,  eagun  lo  contravertido,'  hebia  términos  hábiles  para  esta  declaraolon^ 
y  quft  por  tanto  en  haberla  hecho  espresa  la  Sala  sentenciadora  respecto  al 
ya  citado  de  Bogaraya,  en  cooformioad  á  lo  discutida,  tanto  en  la  primera^ 
como  en  la  segunda  instancia,  no  ha  infringido  el  principio  legal  tafUwm 
af(!t(átmm  qwiiUí^mdefíoluium^  aiegaJaen  el  recurso: 
'.  Cotsiderando  que  desietide  D.  losó  Ifaldooado  de  la  apeUfiioo>  admitida» 
^aspecto  áJa  entrega  de  autos,  y  iiabisado  pretendido  alegar  de/agm^los^e» 
lo  principal,  aceptó  la  sustanciacion  en  el  estado  en  que  se  hallaba  el  fii^ito^ 
y«4iiel*W8l9o  hecho  h«ho  ya  para  el  de  primera  iustanciSy  y  qiie  por  ian«- 
to«  aun  en  la  bip^^tesi»  deque  la  base  6/  para  la  ley  de  Enjuiciamiento  ei4 
▼il  pudiera  Invocarse  como  fundamento  del  recurso  de  casación  ao  tlieitfr 
tplicaoloit  en  este  eaao! 

Úonaiderando^coa  respecto  al  incidente  del>  depósito  para  la.  tadmisifo» 
del  recurso,  que  aunque  conformes  ambas  sentencias  en  lo  sustancial,  nn 
ModeBifeaGiFse  de  todacoafermidad,  aegun  lo  coasignado  en  el  «rtw  i027 
aa  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  raourso 
de  casación  roterpueato  por  D.  losé  Maldoaade  y  Rosales^  iquiea^eondenav 
mos  en  las  costas,  y  devuélvase  al  mismo  la  caatidad  depositada  para  lai«éf» 
misión  del  recurso»  .  .  .    ; 

Asi  pof  esta  nuestra  sentencia  que  ae  publicará  en  la  ^ac^toi  é  insertará 
ao  la  CoUoeio»  l$gi9Íaiívaj  pasándose  al  efect»  laa  copias  aeceaariaa,  ia 
fKonundames^  mandamos  y  firmamos. — Bamoo  Lopes  Vaxqiiei»-^SelKai« 
tíanáonealezNandin.'^GabrielGeru^de  Velo8CO.-"-Joaquin  de  Palma  f 
Vinuesa.-^Pedro  Gamas  de  Hermosa.-^LaiiraaQo  Rojo  da  Noraagavay«^^ 
Va&tnra  de  Golea  y  Pando. 

Poblieaoion.-^Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  aoe  precede  por  el  Iluav 
trisimo  Sr.  D.  Pedro  Gómez  de  Hermosa,  Ministro  de  la  Sala  primera*  del 
TfibanatSupremo  de  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  publica,  de 
gna  certifico  como  Secretario  de  S.  Bl.  y  au  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  4  de  octubre  de  186:2.— Dionisio  Aatoaio  da  Puga.^((yaa8to 
ile9daootubredeé862.) 


Reeai^so  de  easacjioia  (4  de  octubre  de  1862.).-^£Ti- 
aoN  Y  aivisiON  oe  akrencia. — Se  declara  por  la  Sala  prioiefa  del 
TfibfiiDal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  int^pue»* 
t»  por  Andrés  Dominguez,  contra  la  sentencia  prominciada  pW  ki 
Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  la  Gonifia,  en  pleito  «on  Marcos 
Díaz  Rodríguez,  y  se  resuelve: 

i:^  Que  á  la'Sala  sentenciadora  corresponde  apreciar  el  valor 
de  íq  prueba  testifical  y  pericial,  suministrada  por  las  partes  en 
cuestioms  de  hecIWf  cuya  apreciación  es  válida  ínterin  nose  aUgu^ 
y  pruebe  que  al  hacerle  se  ha  cometido  alguna  mfrueci^i  legalt 

^•^    Qmios  «ntfctttotife  to  ley  ¿a  Eti^jmktmwBUjioml  reftrm^ 
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óúmo  fuñdáimnto  de  nn  recnr&o  de  (má^mtnH  fffrtdm  '> 

3.^  Que  conforme  á  la  ley  l.\  tit.  14.,  Parí.  *6;%  e!)í»*dfcff'** 
una  herencia  con  titulo  y  buena  fé  adquiere  eldontíniodf'ytpiyw 
el  trascurro  de  10  ó  SO  años,  si  durante  este  tiempo  ncilá'i^^^mpí 
que  pretenda  tener  derecho  á  los  bienes  de  ellai  '  ,,',-■/  !  nlj 
i,"*  Que  según  la  misma  l^,  aun  el  poseedor  M  VMilikti^  1NM4II 
am  Mulo  ó  t^mi  él  asi  aquel  que  ba.dereoho  eoria  iifiredtd  ma  ^ 
demanda  á  tos  tenedores  della  tasto  treiiota  años,  saMéodol^^áf  <n 
díénrdolo  facer...»,  jfarMi«írfer«jAog«ee?i  din  ftflfrmí    '•-      '    '•"'' 

y  5.*    que  no  pueden  considerarse  como  infriHúidaéL 
trinas  que  no  tienen  aplicación  al  caso,  objeto  delUligiii}^ 

En  la  viila  y  corte  de  Madrid,  á  4  de  octubre  de  i8dd/€&el  pleito  \ 
diente  ante  Nos  pot  reouno  de  eaeactoa  seguido  en  el'ibngado  de  prnapra 
instancia  de  Ortiguetra  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Rea(  Audieociaée  la  G» 
ruda  por  Andrés  Oomingaes,  marido  de  Marta  Benito  Baiiefo^  ^%otíttmík»* 
eos  Díaz  Rodríguez,  que  lo  es  de  Josefa  Gouzaiez,:6akre  píetieion  y  díneíM 
de  herencia:  '  . 

Besoliando  que  Luis  Garcie  Malde,  veeíoo  del  la^ar  de  Seosae  y  viude 
de  María  OastriÜon,  fallecid  e(  día 25  de octut^rede  i369,tialláQdoae  ansen» 
tes  tres  de  los  seis  iiijes  qne  tenia:  <    '  i 

1l«mltaaiv>q«e>e({4fiier ordinario  de  Cedeiro  se  personó  en  la^eaaa  ner» 
taorÍB  donde  bastaban  dos  de  estos,  Marcos  y  Luiai  García  Castiilloai- i 
biso  el  inventario  de  ios  <  bienes  que  les  mismos  le  designaron  conio  perte» 
Decientes  á  sus  difuntos  padres,  espresandü  haberae-inlUdo  copia  .simpie 
del  testamento  que  Garcia  Matde. había  otor^doen  9  de  aqnat  mee,  noaú» 
brando  por  cumplidores  del  mismo  á  sus  hijos  Marcos  y  Lolsai  é  4o^ltt» 
yóndotes  herederos  coa  los  demás  hermanos,  además  de  dejarteaaigwieB  la* 
gados:  i 

Be^ltamdoque  concluido  el  inveatarie,  deposita  el  iiieB  loa  hienas  aa 
los  rereridos  Marcos  y  Luk^a,  nombrando  después  en  1 5  de  neaiaiiibire  *ibr 
goiante  administrador  de  ios  que  pndieran  corresponder  é'  les  faeredaroi 
ausentes  ai  hermano  de  los  mismos  José  García  Malde^  saliendo  fiader  deaa 
buen  doitenipeuo  su  tío  Andrés  García  Malde: 

Resultando  que  Manuel,  une  de  ios  hermanos  ausentes ,  vendió  peres* 
critura  de  i  6  de  junio  de  1774  á  Luis  Cándales,  marido  de  so  heraoaaa  Loi* 
sa,  la  sesta  porte  del  lugar  de  Seoane  que  le  había  cornaspondído  da  b  ba* 
reacia  de  sus  padres,  y  qne  por  otra  escritura  de  O  de  diciembre  de  4701 
vendió  á  los  mismo»  su  sesta  parte  José  García  Malde,  espresande  haberle 
tocado  en  Is  partición  que  se  hizo  de  los  bienes  entreél  y  eos  hermanes: 

Resaltando  que  en  22  de  enero  y  18  de  diciembre  de  1820  Aateaio  Bar«* 
nardo  y  m  mujer  Luisa  Rodríguez,  sobrina  de  los  antedichaai'-penantaiMi 
eon  Luis  Caudales  varias  (incas  que  espresaron  haber  heredado  «qvettade 
su  difunto  padre  Marcos  García  Malde:  .  .i    •   f 

Resultando  que  por  otro^  cHatro  contratos  esten.didos  ea  papeNdél  se- 
lio  4.®,  firmado  por  José  Antonio  Brandeiro  y  los  testigos  presendale4>  an* 
tre  ellos  José  Prieto  y  Domingo  García  Malde,  vendieron  él  primero  y  aa 
moJRr  Aosa  García  Castrillon  á  Luis  Cendales  y  su  segunda  esposa  Faenan 
da  GoozAlttZ  las  fincas  que  espi^esaron  corresponder  á  la  otorgante  por  b^ 
renctá  de  su  madre  Luisa  CastriHom  ^    ;  -  ^ 

ftesuliandoqoe  Andida Gandooia  y  suinajerilaria  ioánaAtaRO^fer^ 
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StitvcHipor^iQedfo^^  domriMitA  simple^'  ^  finoanm  cdti  I«b  tastig(Hf 
Asistentes  al  aeto.en  10  4e  Abirii  de  i$20y  varias  lincas  de  su,  propiedad  por 
o|ras  de  Luis  Cendales:  • 

RásuItaodQ  que  Andrés. Dominguez,  como  rnarido  de  Moría  Benita  Ba- 
ñero, presentó  demanda  en  21  de  marzo  de  iS59,  pidi^do  se  declaruse  á 
50  esposa  con  derecho  á  la  tercera  parte  de  ia  herencia  de  su  visnbueto  Luis 
Garcia  Malde,  y  se  condenase  at  intruso  de  elta  Marcos  Díaz  Maldeá  que  se 
le  entregase  con  los  frutos  desde  ia  rouerle  ¿e  aquel,  ptrs  lo  ctfal,  y  para 
proceder  á  la  división  de  los  bienes  con  citación  de  los. demás  interesa<ie6» 
«»ie  m^andaee  nombrar  perito  que  con  el  que  eligiere  él  arreglaren  le  ope«* 
ración,  y  alegó  que  N^cos  Diaz  Malde  estaba  poseyendo  dicha  herencia  par 
haberse  intrusado  en  ella  Luis  Cándales;  que  las  herencias,  cualquiera  que 
sea  el  espacio  de  (lempo  trascurrido,  son  siempre  divisibles  cuando  alguno 
dalos  acreedores  lo  solicita,  siendo  obligación  imprescindible  del  intruso  el 
estar  áello  y  entre^r  lapnrctón  que  á  cad.i  uno  corresponda  eon  los  írtttos; 
j  qott  siendo  su  mujer  Maris  Benita  Benero  única  descendienle'de  Jo>é  Gatf- 
^  Maide^  uno. de  los  tres  hijos  de  stis  bisabuelos,  pues  ion  olr^s  tres  de- 
bía» necBNiriaiDénte  considerarse  muertos  por  no  saberse  deiellos,'  la  cor- 
sespondia  la  tercera  parte  de  la  herencia  inventariada: 

Resultando  que  Marcos  Diaz  Rodríguez,  como  marido  de  Jos^a  ^omsaf 
leii¿  contradijo  ese  demanda  pidiendo  se  le  abselvieira  de  ella  libremente, 
alegando  eoso  arrayo  que  por  las  escrituras  de  venta  y  peroauta  de  los  bie-^ 
nes  que  acompañaba  y  por  el  inventario  de  los  mismos,  presentados  por  el 
'demandante,  se  justíScaba  que  ai  Luis  Cándales  ni  sus  herederos  se  intra- 
taron en  la  herencia  de  Luis  García  Malde,  y  que  iodo  lo  ^e  el  esponente 
^teía  era  en  wirtud  de  justos  y  legítimos  tituioe;  que  no  era  cierto  que  Lni'- 
aa  Gastrillon  se  hubiese  incautado  de  toda  la  herencia  de  su  padre,  puesdai 
d^oumento  presentado  por  el  mismo  demandatite  aparecía  se  confirió  al 
abuelo  de  la  mujer  de  este  la  administración  de  ios  bienes  que  puéiesa» 
«OTf  eepoitder  á  los  herederos  ausentes:  que  tampoco  l»^era  ^mthm^'SB  bubie* 
86  hecho  la  división  del  caudal  de  Luis  García  Malde,  pues  tanto  en  lañes* 
^tarade  6  de  diciembre  de  1792  conocen  la  de  i6  de  junio  de  1774,  otor- 
ga por  uno  deio^  herederos  ausentes,  se  aseguró  haberse  hecho,  cont- 
firobándolo  el  que  todas  las  fincas  del  lugar  de  Seoane,  en  que  vivió  y  mo- 
YÍÓ  aquel,  y  algunas  de  las  cuales  estaban  demarcada»  de  tiempo  antiguo  ea 
el  inventario,  las  llevaba  en  s^u  mayor  parte  elPresbitero  D.  Marcos  García 
Ckntrílíon,  descendiente  del  mismo:  por  último,  que  la  acción  de  pelicitvi  de 
herencia  «o  procedía  contra  el  esponente  y  su  majer,  toda  vez  que  no  eran 
hacederos,  y  si  completamente  estrenos  á  la  familia  de  Luis  García  Maüde» 
Carnés  de  qoe^:auA  cuando  asi  no  fuese,  tampoco  prooederia  por  esiar 
pieacritat;  .        /      . 

Resollando  que  de^^pues  de  practicadas  las  pruebas  que  se  artíeuUron, 
djetó  sentencia  el  ^z  do  primera  instancia  en  12  de  mayo  de  1860^  que 
«ODfirmó  con  las  costas  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  la  Coniña  en  i34 
:ÚB  dioíambre  siguiente,  absolviendo  de  la  demanda  á  Marcos  Oías  Rodrii^aez 
y  su  mujer  María  Josefa  González: 

Yieaultando  que  contra  eae  fallo  interpuso  Dominguea  recurso  de  casa- 
ción par  haberse,  infringido  en  su  concepto: 

•  1.^  Los  artículos  40  y  43  del  {leal  d^rato  de  23  de  mayo  de  18i5,  por 
«nanla  ae  ban  admitido  y  sirven  de  has»  i  la  senteneia  dooumeotos  de  que 
ae  se  ha  lomado  razón  en  la  Contaduría  de  Hipotecas: 

2.*"    Los  artículos  281,  S23Í  y  253,  y  segunda  partedel  i8  de  hi  ley  de 
BainíckoBáamo  civUi  pues  se  ban  admiüdo  y  estknadn  documentos  trudos 


Digitized  by  VjOOQIC 


il  ptetlo  jrfn  QitftcJop  y  no  cotejados  eoo  sus  origta^lev  f  j(AM|flíyi3IW„M^ 
y  SU  dé'  la  mUVna  ley  por  haber  aceptado  la  séAieñAí^  p«mafiÚ7li<.Vitp|m^ 
de  uú  pleito  en  qoe  do  lo  fué  el  recurrente:                       -!^  .  ^.»^,  •  /  wí  , 
á.®  Xa  doctrina  admitida  por  la  jurtspriidencía  de  que  'rédtrm}4t¡g'j^\ 
falsos  los  docamenU»  públicos  ó  privados,  incumbe  escIusiváñeaU  tVi^^ 
los  presenta  JQStiOcar  su  certeza,  exactitud  ó  Tardad:  .  '  -/ 
4.*    La  doctrina  admitida  igualmente  por  ia  jurisprndapcii;  déqnftU. 
prueba  y  fallos  dictados  «o  un  pleito  no  pueden  obstar  á  paraoii«0Í|a^|i«> 
hayan  sido  parte  én  el  mismo;                                              i .  ..  ;,  >  \.^ 
T  8.^    Las  leyes  citadas  én  este  Supremo  Tribunal,  3.*»  tl&uló  1^  Bar*-.' 
tida  e.\  iU,  tít.  if^,  y  18,  tit.  29,  Partida  3.';  1.",  tit.  20:  (4.  Uu  .lt» li- 
bro ^0,  y  2.*,  tu.  8.**  del  libro  11  de  la  Novísima Becopilaoioo: i ,  ^  V  . 

"Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Gabriel  Geruelo  de  Veliseo: 

Considerando  que  la  demanda  promovida  en  este  pleito,  se  fonda. m. bar  , 
llai'f^e  sin  dividir  la  herencia  de  que  se  trata,  y  que  lio  solo  uó  testllá  un^  ' 
ditádo  este  hecho,  sino,  por  el  contrario,  aue  se  veriGcó  la  dif48Íoa  4f^  •.  • 
bienes  inventariados  al  fallecimiento  de  Luis  García  Malde  entre  sos  Mis  üi- 
jos  y  herederos,  de  uno  de  los  cuales  trae  causa  la  mujer  del  demawli^t»» 
según  la  apreciación  que  del  conjunto  de  las  pruebas  instrumentales  f  ímh 
Uficales  ha  hecho  la  Sala  sentenciadora: 

Considerando  que  contra  esta  apreciación  no  puede  estimarse  atendifilft 
la  infracción  que  se  alega  del  art.  281  de  la  ley  de  Bnjuícíamieolp '-df%*y 
de  tos  40  y  4d  del  Real  decreto  de  23  de  mayo  de  184o,  porgue  pnescia-  - 
díendo  del  carácter  espechl  de  este  y  del  fin  á  qu^se  dirige,  no  se  na  fun- 
dado la  Snia  solamente  en  los  docuiaentos  presentados  sin  el  requisito  lefil 
que  en  él  se  previene,  sino  también  en  lo  declarado  por  los  testigos  somí* 
Dlstrados: 

Considerando  que  los  demás  artículos  de  dicha  .ley  de  Bnjoiciamieiito 

ri  se  citan,  aun  cuando  fuesen  todos  aplicables  y  hubieran  sido  ipfriaa* 
,'Siend#  referentes  al  orden  del  procedimiento,  no  pódrhfh'-lftilmna 
paü  interponer  útilmente  el  recurso  de  <»8aoion  en  el  fondo:  •  *   ' '•f*'''- 

Considerando,  «demás  que  conforme  á  la  ley  7/,  tftot»  14  de  I»  FmiK  ^ 
da  6.*,  el  poseedor  de  una  herencia  con  titulo  y  buena  fé  ad^tfierrelte»  ' 
minio  de  alia  por  el  trascurso  de  10  ó  20  anos  si  durante  este  tlemp^HOKli . 
reclama  el  que  pretende  tener  derecho  á  los  bienes  de  ella,  y  qáe^ui^  rsi»  . 
pecto  del  poseedor  de  mala  fé,  ya  sea  con  titulo  ó  sin  él,  «si  aquel  q^^ 
derechb  en  la  heredad  non  la  demanda  á  los  tenedores  delta  fasta  30,áiiiN^  . 

fiabiéodolo,  d  poniéndolo  facer pierde  por  su  negligencia  aquel  úmtítf 

que  tti4)kla'  avia,  é  gédata  por  este  tiempo  el  otro  que  la  tovo,D  «eljW^v ;' 
mifiBa  ley;  y  que  por  eoosiguiente  favorece  al  demandado  te  woomM^  ' 
presorípcion  qoe  oportunamente  ha  alegado,  puesto  que  en  el  dH«adB'|rtÑí  ' 
riodo  trascurrido  desde  el  año  de  1769,  en  que  se  abrió  ia  «iH»sieii;'4;kv:'. 
bienes  que  se  pretende  deber  dividirse,  ni  los  causantes  del  recurrente  oí 
este  tos  han  reclamado  hasta  aiiora,  pudiendo  haberlo  heeho:  . .  ^  i 

Considftrando  que  ne  son  aplicables  á  la  cuestión  actual,  y  no  iiaafA#»».- 
di  por  lo  mismo  ser  infringidas  las  leyes  2.*,  tít.  8.^,  lib.  11  de  IftIlevírtiaM' . 
Recopilacíoo,^  y  18,  tit.  ¿9  de  la  Partida  3.^,  pues  la  primera  ee  ve6eri  kk»  • 

cosas  que  los  herederos  ú  otros  (uvteren  ó  jH>sey€ren d^ooiMilv^.fva 

no  sean  partidas  ititre  tilas,  lo  4ual  no  -se  wnflca  en  el  presente  eMO^^yfla 
segunda  solo  establece  los  reguisUosque  son  necesarios  paraiaiure^uifcM 
ordinaria:  •  ♦  -        •    v\  M  •h'-u- 

Y  considerando,  por  úHimo,  que  tampoco  tienen  apUcneiiMif  ot  loftfcit^:  - 
damentos  espeest6s.lasdoctf)r)asnJ  las  demás  leye»que  ae-<ittn  c<Bailn  i. 
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fñá¿é9i,  ^[ué^traten  áeldarechó  dé  suceder  los  ascendientes  y  d^á'cfepdien; 
les,  M  tatór  qne  deben  tener  las  cartas  $n  que  no .  haya  alguna  de  las  fat"^ 
sedades  6  menmtas  de  qne  se  hace  nibncíon  en  tas  anteriores/  ;  dé  qu't  las 
eo^'eíifa^ioaes  de  bfenes  rafees  deben  otorgarse  ante  los  Escribanos  numé^ 
raim. 

Fallamos  que  debemos  deéiarary  declaramos  no  haber  lugar  a!  recurso 
de^tá^eiófi  interpuesto  por  Andrés  Domínguez,  á  quien  condenamos  'en  las 
eíSstké  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  por  que  prestó  caución  nara  cuaíido  lle- 
gue i  ^lejor  fortuna:  y  devuélvanse  ios  autos  con'  la  certincacion  ¿orrés« 
pcmdiénté  á  la  Atidtencia  de  donde  píroceden. 

'  Asf  por  esta  nuestra  sentencia,  qne  se  publicará  en  la  Gaceta  é  insertará 
miltíCdewionlegistaUvay  pasándose  al  efecto  las  copias  necesanas,' lo 
proaonclamos,  mandamos  y  firmamos.— Ramón  López  Vázquez.— Sebas^ 
tfan  González  Nandin.— Gabriel  Gemelo  de  Velasen.— Joaquín,  de  Palma  y 
Tinbésa.^Pedro  Gómez  de  Hermesa.—Pablo  Jiménez  de  Palacio.— Lau- 
letno  Bojo  de  Norzagaray. 

PdblícacioD.— Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  IIus-^ 
ttMnioSr.  D.  Gabriel  Gerueto  de  Velasco,  Ministro  del  Tribunal  Supremo 
dhalostiteia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  primera  é^T 
día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  de  S.  M.  y  su  Escribano  dé 
Cámara. 

-liadrM  I  dé  octubre  de  tS62.--Dionisio  Antonio  de  Poga.~^(¿7a<eCa  de 
10  de  octubre  de  4862.) 


»84. 


.  Ree^tfo  deeasaelea(6ddacíu^e  de  i8&i.y-hMiSiH*. 
wcACion  DI  BIB1II8.— Se  declara  por  la  Sala  priaieía  del  Tribunal 
Supremo  liaber  lagar  al  recurso  de  casacioa  interpuesto  por  Don 
JoM'Marfa  Várela  contra  la  sentencia  pronunciada -por  ta  Salaprr-^ 
mera  do  la  Audiencia  de  la  Coruña,  en  pleito  con  D.  losé  Lago  y 
oíros,  y  se  resuelve:  ' 

Qué  consentida  y  ejecutoriada  la  sentencia.  declaraíoria,(3t^  la 
nútUad  de  mías  enajenaciones  hechas  por  persotiaquc  earecia  da. 
auiariMwm  ^ara  ella,  debe  reputársela  tal  perwna  oamonwde^ 
dar  d¿  cosa  ájena^  y  emú  causeeuencia  entregarseioií  bienes^  ú  m 
UgUtmo  éiiéño  sm  áUifarle  á  dmf^/9er  á  h$  eamprmhres  elpneeio 
que  dieren  por  elios.  .        i  «• 

I  •       '  "  •  ■•    

En  U  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  O  de  octubre  de  tS^ ,  en  los  autds 
pendleniee  ante  Nos  per  recurso  de  casación  sef^idos  en  et  Juzgado  de 
primera  íaetMcii  de  Anua  y  en  la  Sala- primera  de  la  Real  Abdiencia  de 
b  Oarafii  por  D.  José  Marfa  Várela  con  D.  losé  Lago  y  otros  sobre  reivin' 
diMoion  tte  bienes: 

Resdlundeique  el  pnresbflera  D:  floaendoMat  de-Hobleá,  Gura  de  Ufe- 
llidí  lüse  domciott  de  todos  sus  bienes  para  después  de  sos  dias  por  éscrir 
tora  de  i/  de  julio  de  i743  á  su  sobrino  Jacinto  González  Robles ,  con  lá 
emn^  éA'dfle  mlMs  «noaiee  y  la  condtelbtt  de  no  poderlo»^  tender  iñ  ^atar, 
**  "n  «n  élIoB  después  de  ^os  dias  el  Mjo  que  eligiese'^  otidfendo,  caso 
TOMO  Tir.  7S 
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de  DO  tenorios ,  elegir  á  uno  de  sus  sobrinas,  bija  de  Antonio  Lago;  dt 
lieriá  Píñeiro: 

Resaltando  que  fallecido  González  Robles,  recayó  ei  Tíncdlo  ea  ad  «i* 
fariña  Antonia  La^o»  y  por  defunción  de  esta  en  sa  nieto  Pedro  iTaniU» 

3ue  contrajo  matrimonio  en  16  de  diciembre  de  {810  con  Juana  Feníaih^ 
ez,  del  cual  tuvieron  por  hijos  á  José  y  María  Varcfla: 

Resultando  que  en  19  de  aetiembre  de  1814  otorgó  pod^r  Pedro  Varab 
á  favor  de  su  suegro  Domingo  Fernaodez  para  que  practicase  la?  dlligeor 
cías  iaaeesarias  para  levantar  el  embargo  que  se  habia  becho  en  Iba  fralaá 
de  los  bienes  vinculados  por  el  Presbítero  Oiaz  de  Robles,  de  qa^  sa  te  ha* 
bia  dado  posesión,  le  defendiese  en  cualesquiera  otros  plejto»;  otorgase 
ínstruo^entOB  de  foros,  convenios  y  transacciones,  y  recaudasen  l^rents^i 
con  cláusula  de  sustitución: 

Resaltando  que  Juana  Fernandez,  mujer  de  Pedro  Várele,  otorgó  es« 
critora  en  29  de  abril  de  1S39,  en  la  que,  espresando  que  este  se  hallaba 
demente,  y  que  hacia  oso  del  poder  que  su  padre  la  tenia  confendo  para 
vender  y  aforar,  dio  á  foro  perpetua  á  Tomás  Lareo  un  pVado  Hamado  IKr- 
Pereiro,^  correspondiente  á  so  marido,  por  la  pensión  anual  de  33  rs.  goe 
Aebian  pagarse  á  la  obra  pia  de  San  Antonio  de  Metlid.  y  675  rs.  que  por 
ra^on  dé  la  niayor  utilidad  j  renta  tenia  recibidos  de  dicho  Lareo ,  el  ótil 
sttbforó  á  su  vez  el  prado  á  favor  de  D.  Juan  Antonio  Legado: 

Reaultando  que  la  misma  Juana  Fernandez,  viuda  ya  de  Pedro  Várela, 
en  concepto  de  tutora  y  curadora  de  sus  hijos  José  y  liarla  Várela,  y  ha- 
bilitada judicialmente  para  enajenar  bienes  por  auto  de  15  de  febrera 
de  1842,  vendió  por  escritura  de  1#  de  marzo  sigaienle  á  Doña  Hnoneia 
Rodríguez  Legado  una  chouza  llamada  de  Marco  en  precio  de  360  n.: 

Resultando  que  en  í  de  abril  de  185.1  José  Várela,  asistido  de  su  ca- 
rador ad  ¿ttsm  Juan  Parrado;  D.  José  María  de  Prado  y  Cobo  y  María  Varé-' 
la,  su  mujer,  Juan  Antonio  Legada  y  Doña  Manuela  Rodríguez,  firoyrea 
un  docomento  en  el  que  los  primeros  se  apartaron  de  lis'rectafnarcKHies 
jttdiefales  que  tedian  hechas  contra  los  segundos,  porhs  enafeiibeteBei 
de  bienee  verificüdas  por  su*madre,  conQrmando  las  escrituras  otorj^adH 
por  esta,  7  recibiendo  por  ello  200  rs. : 

ReaqltandQ  (fie  Juana  Fernandez,  en  el  mismo  concepto  de  totmT 
cnradora  de  sus  hijos,  dio  á  foro  por  escritura  de  28  de  diciembre  4e  ÍM 
4  Doña  Marta  tgnaeia  Várela,  mujer  de  D,  Joeé  Sierra,  la  cbouza  f  km 
llamada  de  San  Lázaro,  que  les  pertenecía  como  sncesoreí^  del  PresÚ^ 
DNz'Robles,  y  que  reclamada  también  esta  finca  judicialmente  por  él  tj^* 
rador  de  D.  José  Várela  f  el  marido  de  su  hermana,  se'  apartaron  défíM 
ée  toda  reclamación,  medianto  ííOO  rs.  qne  recibieren: 
-<  R«$olt»iido4ffMi  antotiz^da  judicialmente  Juana  FerüondiH  pántlft  tM- 
ta  de  la  finca  Das  Gabadas,  la  vendió  en  efecto  en  el  eoicepto'r«feMA6  (fBr 
escritura  de  i.^  de  marzo  de  1841  á  José  Veiga,  quien  la  enajenó  ám 
viez  á  D.  José  Lago: 

Resultando  qne  autorizado  asimismo  Juan  Parrado,  cOrador  é&Jmé  VI* 
reía,  para  la  venta  de  una  tierra  llamada  Das  barreiras,  la  enajefiarott  per 
esoriturade  15  de  noviembre  en  preeio  do  i,tM  reales  i  loan  Mnart  y 
Pedro  Gasanova,  y  que  en  9  de  febrero  de  1846  recibieron  HO  rs.  mat  per 
seperarse  de  toda  reohiaieoiw  contra  la  validez  de  ta  anterior  asoritara  m 
razón  do  laleeion  padecida  en  ia  venta: 

Resaltando  que  D*  José  VgrelB,  por  sí  y  comoisesiooarioderailerMM», 
entabló  demando  en  13  de  abfi(  dt  i859,  en  la  qoe  bteieodo  itm.  ét  ta:«r* 
eion  do  restitución  in  int$grum  contra  todoa  los  hechos  y  conlTalo»  pttf^ 
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riciales  otorgados  dnrante  bu  mooor  edad,  y  declariodose  pec^eQoearíA  loi 
imiiies  compreiidídos  ra  ei  meiaoríal  ^tio  (Nraaeaid  como  correspondan  tos 
al  finculo  faodado  por  el  Preab(tero  Oiai  Robles,  <|ue  no  habían  podido  9^ 
«oajeoaéoa  en  SQ  mitad  reservable,  siendo  necesario  para  Ja  otra  mitad  re* 
qaisítos  aae  no  habían  concurrido,  pidió  se  condenase  4  ^s  poseedores  de 
BÜos  O.  losó  Lago  y  consortes  á  que  se  los  restituyeran,  con  ios  frutos  pro- 
ducidos y  debidos  producir  desde  la  injusta  ocupación  hasta  su  enlregn,  da^ 
ciarándose  nulos  ó  rescindiéndose  cusjesquiera  títulos  en  que  pretendieran 
«poyarse: 

Resultando  que  D.  José  Lago  y  consortes  impugnaron  la  demanda  $so9- 
teniendo  la  ralidez  de  las  fentas;  negando  i  los  bienob  la  calidad '  de  vincu  - 
lados,  así  como  que  pudiera  usarse  4  la  vez  de  los  recursos  de  miíídad  y  de 
resiiiocion;  alegando,  por  último^  que  aun  en  el  caso  de  estimarde  la  de- 
manda, el  demandante  estaría  obligado  á  reintegrar  á  los  compradores  á^\ 
precio  de  las  fincas  por  haberse  invertido  en  su  beneficio,  según  resultaba 
<}a  las  informaciones  hechas  paira  las  habilitaciones  particalares: 

Resultando  que  practtcaaa  por  las  partes  prueba  testifical,  dictó  sent<Hi  - 
CÍA  el  luez  de  primera  instancia,  que  revocó  la  Sala  primera  de  la  Audieii  - 
CÍA  de  la  Coruia,  por  la  que  pronunció  en  5  de  octubre  de  iS40,tieclarando 
naiae  las  enajeBacioBes  iiechas  por  Juana  Fernandez  y*  las  transacciones 
otorgadas  sobre  ellas  por  el  curador  del  menor  Dv  José  Várela,  á  quien  se 
entregasen  por  los  demandados  los  bienes,  objeto  de  la  demanda,  previa  en  • 
trega  del  precio  de  los  mismos  y  á  reserva  del  derecho  que  sobre  ello  tuvie  - 
la  aquel  contra  su  madre  Juana  Fernfindez  y  el  curador  Juan  Parrado: 

Resultando  que  D.  José  Várela  interpuso  recorso  de  casación  en  ciiantn 
«1  último  estremo  de  la  sentencia,  citando  como  infringidas  las  leyes  19,  .12 
y  33,  lít.  S.S  Part.  5/,  !.•  y  S/,  Ut.  I»,  Part.  *.•,  y  46,  til.  22,  Parti- 
da 3.*: 

Vistos^  siendo  Ponente  el  Miuistro  D.  Ventura  de  Golsa  y  Pando: 

Gonsiuerando  que  habiendo  sido  consentida  y  causado  ejecutoria  la  sen- 
tODcia  de  5  de  octubre  de  4860  en  la  parte  que  declara  la  nulidad  de  las 
enajenaciones  hechas  por  Juana  Fernandez  sin  tener  autorización  alguna 
para  ello,  ha  debiiio  reputársela  como  vendedora  de  cosa  ajena,  y  por  con- 
aígttienle  eotregarse¡lo8  bienes  á  José  Várela,  sin  obligarle  á  devolver  á  los 
compradores  el  precio  que  dieron  por'ellos,  de  conformidad  á  lo  que  dispo* 
ce  la  ley  49,  tlt.  5.^  de  la  Pajlida  ^.*: 

Considerando,  por  lo  tanto,  que  no  habiéndolo  mandado  así  la  Sala  pri- 
mera de  la  Audiencia  de  la  Coruna,  ha  Infringido  la  espresada  ley  invocada 
en  el  recurso; 

Fallamos  oue  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  interpuesto 
por  José  Várela,  y  en  su  consecuencia  casamos  y  anulamos  la  seoteneta 

S renunciada  por  la  Sala  primera  de  la  Real  Audiencia  de  la  Corana  en  5  de 
e  octubre  de  4860  en  el  estremo  en  que  declara  obligado  al  refecide  Várela 
4,«atregjftr  á  los  demandados  el  precio  que  dieron  por  las  fincas  que  se  les 
inaada  devolver  á  aquel. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaeeia  é  inserta* 
fá  en  la  Colección  legislativa^  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias^  lo 

Bronunciamos,  mandamos  y  firma mos.-^Ramon  López  Vázquez, -»EI  Señor 
í.  Sebastian  González  Nandin  voté  en  la  Sala  ^  no  puede  firmar.-^Lopez 
yazquez.*-Gabr¡el  Ceruelode  Velaaco.-«-Joaquín,de  Palma  y  Vinuesa.— 
Pablo  Jiménez  de  Palacio<-*-^attreano  Rojo  de  Norzagaray.— Ventura  de 
Colea  y  Pando. 

Puolicacion.--Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ilus* 
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bSO  JÚRispavDtMCu  civil*.  . 

trísimo  Sr.  D.  Ventura  de  Golsa  y  Pando»  Mioiitro  do  la  Sala  prlmn^  iM 
Supremo  Tribanai  de  Justicia,  oelebrmido  aodioiieía  pábliea  li  ntat  Sili 
en  «k  día  de  hoy,  de  que  70  ei  Esoribano  de  Cámara  certiAco.  '  ^ 

Madrid  6  de  octubre  de  18#^-~Juan  de  Dios  Riibía.--<G«oala  de  Wdi 
octubre  de  1862.)  ... 


«35. 


Apelación  por  denei^atorta  ééí  »eem''»o  ém  M^ 
•aeion  (6  de  octubre  de  i 862.). —Pago  db  CANTioAo.-^RufkífciÁii 
DK  PENSIONES.— Se  Confirma  por  la  Sala  segunda  del  TríbunafStí- 
premo  la  providencia  apelada  de  la  Sala  tercera  de  la  A.ud^e<il^ji^,|j§ 
Madrid»  denegatoria  del  recurso  de  casación  ¡nterpuesbpa^'I)|¡(»í 
Francisco  Vicente  en  pleito  con  Dona  Haría  Joaquina  del  Uácmeii, 
y  se  resuelve : 

4  ^  Que  fo  di8jpHe$to  en  el  ari.  89d  de  la  he^  de  Enjmiáümietáe 
dvil  tiene  aplicación  tan  solo  á  los  incidentes  que  oeutran  p  se  mtf- 
citen  en  segunda  instanciay  y  de  ningún  modo  A  los  quesevHeitiron 
y  aSandonaron  tácita  6  espresamente  en  la  primera,  aun  amiie 
acerca  de  ellos  se  hable  ó  insista  después  durante  la  suí^taneiatíon 
del  recurso  de  ahada  interpuesto  sobre  el  asunto  principal  ú.^iiro 
cualquiera  incidente; 

Yi,^  que  no  es  admisible  el  recurso  de  oasaáon  tHlerprneste 
fuera  del  término  señalado  en  el  arL  iOSS  de  la  ley  de  Enjvieiíh 
miento  civil 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  i  6  de  octubre  de  1862,  en  el  incidÍMri% 
promovido  por  D.  Francisco  Vicente  en  pleito  con  Doña  María  íoa<|QioÉ  del 
Carmen  sobre  pago  de  maravedís ,  pendiente  ante  Nos  por  la  apetaciou^ 
aquel  interpuso  del  auto  dictado  por  la  Sala  tercera  de  la  Aodieufffr'ierriía» 
ríat  de  esta  corte  en  4  de  abril  último  denegando  la  admisión  de!  reéor» 
de  casación  entablado  por  el  mismo :  • 

Resultando  que  Vicente  presentó  demanda  ante  el  lúes  de  prímert  ñis' 
tanciá  del  distrito  de  Palacio,  reclamando  contra  Doña  Mariana  el  p^g<|^ 
cierta  cantidad ,  y  que  por  un  otrosí  pidió  para  asegurar  las  VMiitfts'dtt 
juicio  se  retuviera  la  tercera  parte  de  las  pensiones  corrientes  f  «i  id^  da 
fos  atraaos  que  esta  cobraba  en  las  Tesorerías  de  provincia  y  ftíésl  Ptirf^ 
monio:  ' 

Resnitando  que  se  estimó  dicha  retención ,  y  que  al  contestar  i  la  dé* 
manda  Doña  Mariana  pidió  el  alzamiento  de  la  retención  acordadtf^jMf  Ut 
razones  que  espuso ;  y  que  habiéndose  formado  sobre  este  partfetfftr  j^teta 
separada,  se  trajo  á  etta  testimonio  del  poder  que  la  demandada  ^éfoi^  I 
favor  de  D.  Miguel  Jiménez  Espejo,  y  que  este  sustituyó  al  Procnitéar'lieÉ 
José  García  Noblejas:  ..    ;  . 

Resultando  que ,  al  evacuar  el  demandante  el  traslado  que  ln  foé  ebofe^ 
rido,  impugnó  la  solicitud  de  Doña  Mariana  y  pidió  que  continui^  H  te^ 
tención ,  imponiendo  las  costas  de  este  incidente  á  la  deudora,  V  hacnM» 
notar  en  primer  término  que  todos  los  procedimientos  desde  i^w  fkfsttaé 
en  los  autos  el  Procurador  Noblejas  adolecían  del  vicio  de  nulidad  por  estar 
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#podlír  desdé Qfippiíicipto  rédarg^frda  de  falso,  entre  otro»  moUi^od ,  por 

N£  ayteilft  1«  firma^de  la  (^(orgnnte: 

f.   RaaoiiaQdo  q«tt  se^inaDdáeoiregar  copia  de  este  esorUo  ila  parie  de 

Dooa  Mariaaa  en  ílQ  .de  9kt}\  de  i66t,  y.  que  ee  Uevase  el  iooideaie  á  |a 

fista: 

Resultande  que  ea  6  de  junio  se  dictó  sentencia  mandando  aLxar  la  mi^ 
tad  de  la  retención  de  ios  atrasos  de  la  pensión  que  Doña  Mariana  disfrutaba 
ctino  viuda  de  D.  Manuel  Vicente  de  Vietra  y  que  continuase  retenida  la 
olpa  mitad ,  imponiendo  á  la  misma  las  costas  del  incidente : 

Resultando  que  ambas  partes  apelaron  de  esta  sentencia ,  y  que  el  Pro« 
curador  Noblejas  se  presentó  en  el  Tribunal  Superior ,  á  nombre  de  D.  Ma* 
imai  Vítenle. Vieire y  ooioe  heredero  de  la  demandada,  exhibiepda  pan  jus* 
t$c^r  {b|  f#lecimienlo  de  esta  y  la  personalidad  que  ejercitaba  vario^  docu- 
meotús,  de  los  que  se  dio  vista  al  Procurador  de  Vicente ,  y  dijo  que  nada 
tenia  que  oponer  contra  ellos^,  pero  que  insistía  ep  la  reclamación  hecha  en 
primera  instancia  y  pieza  principal  respecto  á  las  falus  del  poder  presentado 
por  Noblejas,. puesto  que  de  la  resolución  que  recayera  sobre  este  partfcu- 
lar.  pendía  la  Tafíáex  ó  nulidad  de  todo  lo  actuado  en  lo  principal  é'iuci* 
dente,  y  pidiendo  que  se  tuviera  por  hecba  esta  manifestación  y  por  repro- 
dueidas  las  protestas  y  rectomaciones  anteriores  para  los  fines  que  proeedie- 
raneen  justicie;: 

Resultando  que  oído  el  Procurador  Noblejas  se  acordó-tenerle  por  parte, 
y  sustanc^iada  la  segunda  instancia  entre  el  D.  Francisco  Vicente  y  el  here- 
dero de  Doña  Mariana,  la  Sala  tercera  dictó  sentencia  en  5  de  marzo,  revo- 
cando la  apelada  en  cuanto  por  ella  se  mandó  retener  la  mitad  de  los  atra- 
aos de  la  pensión  que  aquella  disfrutaba^  y  se  la  condenó  en  costas,  conür- 
nundo  en  lo  demás  su  contenido  : 

Resultando  qoe  notifieada  esta  sentencia  eo  el  día  7  de  dicho  mes,  eo  el 
lOeuplieóel  D.  Francisco,  y  denegada  la  suplica  por  auto  del  12»  qnese 
iioliGcó  el  O,  presentó  escrito  en  el  24  interponiendo  recurso  de  easaclou 
fondado  en  la  causa  segunda  del  articulo  I0i3  de  la  ley- de  Bbjuiciamiento 
eivU;. 

Y  resuJiaodo  que  en  providencia  de  4  de  abril  se  declaré  no  haber  lugar 
i  la  admisión  del  recurso  por  estar  interpuesta  fuera  de  tiempo »  de  cuyo 
a9U>  apeló ,  y  fué  admitida  la  alzada : 

VisioSy  siendo  Ponente  el  Ministro  de  este  Supremo  Tribunal  D.  Félix 
Herrera  de  la  Riva : 

Considerando  que  si  bien  se  espuso  desde  un  principio  en  primera  ¡ns- 
lancia  la  falta  de  personalidad  del  Procurador  Noblejas,  entre  otras  causas, 
por  suponerse  apócrifa  la  firma  del  poder  presentado  y  en  él  sustituido ,  es 
io  cierto  que  no  se  insistió  por  el  recurrente  en  esta  reclamación ,  á  pesar 
de  no  haber  obtenido  providencia  alguna  acerca  del  particular,  por  io  que 
consintió  las  dictadas  en  opuesto  sentido,  y  contra  las  cuales  pudo  apelar  en 
conformidad  á  las  disposiciones  contenidas  en  el  tit.  8.^  de  la  ley  de  Enjui- 
QÍámiento  civil : 

Considerando  que  cuanto  se  dispone  por  el  art.  890  de  dicha  ley  tiene 
aplicaeioa  tan  solo  á  los  incidentes  que  ocurran  y  se  susciten  en  segunda 
ioBtanciai  y  de  ningún  modo  á  los  que  se  iniciaron  y  abandonaron  tácita  ó 
espresamente  en  la  primera,  aun  cuando  acerca  de  ellos.se  hable  ó  insista 
dcepuea  durante  la)Sustanciacion  del  recorso  de  alzada  interpuesto  sobre  el 
asunto  principal  ú  otro  cualquiera  incidente,  como  acontece  en  el  caso 
WU|il: 

Considerando»  además ,  que  nada  se  ha  opuesto  al  poder  y  documentos 
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que  legitíona  k  peiiMMilílidad  dftl  Proeitrador  Nobtam 
heredero  único  de  Doña  Mariana ,  con  lo  eval  quedan  iamlfieft  MgÜÍMdH 
lodas  las  actnaeianoe  de  la  aegunda  ímtanoia  i  sin  que  pueda  Mwfn^H'  í 
la  sápkioa  de  que  baMa  dicho  art.  890  por  Ao  biberde  auacltado  ea«ii  ann 
taeian  incidente  nuefo  que  la  autorice:  . 

Y  eonaiderando  que ,  ai  no  cabe  en  el  pfesente  caso  el  recurso  ordinario 
ddsáplica^  tampoco  la ^da  acerca  de  caaodo  principia áoorrer  el  tériaia» 
de  loa  td.dias  que  la  ley  citada  seudla  en  su  art.  \^%  para  íntefpooer'  al 
estraordioario  de  casación,  y  que  por  !•  tanto! el  aotoal  ae eQtanld feait 
del  término ; 

Faitaa«)s  qoe  debamos  eonfímiar  y  confinnamoeeoo  ha  eoetas  e|  anl« 
apelado  de  4  de  abril  ultioio-,  y  mandamos  q«e  se  det uetfan  lee  pneeataa^ 
á  la  -Audiencia  de  donde  proceden  en  la  forma  pro? eaida  en  «I  art.  IQ6i  de 
la  citada  ley  de  Eojniciamiento  cifil. 

Aal  por  esta  nuestra  sentencia,  queso  publicari  en  hi  fioeala  del  Gii»- 
bif'rno^é  insertará  en  la  C^oísecton  UgisAaiiíoa^  para  kvCQal  se  paseo  laeopor^ 
Minas  copias  eertiicadas,  lo  pronunciamos,  mandaeaos  y  firmamoa.^^-^ma 
MattÍD  Garpafflolino.--^B8mon  María  de  Arriola.-^Félit  Berrera  de  la  ftín. 
— iuan  María  Biec.-^Felipe  de  Urbina  .^Eduardo  Blío.-^omingo  Moráoo.. 

PablícaeiQn.---*Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  per  el  Mustri-t 
trÍAíroo  Sr.  D.  Félii  Herrera  déla  Ri^a,  Ministro  del  Tribunal SofHfMM da 
Justicia  j  estándose  cele^ando  audiencia  p6blica  en  su  Sala  aegunda  el  dia 
de  hoy » de  que  certifico  edmo  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  7  de  octubre  de  i8S2.— Gregorio  €amilo  Garefa.^fiociMide  ii 
de  octubre  dé  1902.) 


«^G. 


Ke«iirso  decaasiaeioa  (6  de  octubre  de  186S.).— NiOiUiA» 
ME  UNA  sscRiTURA  DE  FORO.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tii^ 
banal  SttfMremo  haber  lugar  al  recurso  de  caea^ioB  iaterpueslo  por 
D.  José  Benito  Ramtf»,  contra  la  sentencia  pronunciada  por  laSMa 
primera  de  la  Audiencia  de  Oviedo,  en  pleito  con  D.  losé  Yalledor 
y  Vivero,  y  se  resuelve: 

i."^  Que  la  divenidad  de  los  motivos  ó  rosones  en  que  una  «^ 
cion  cualquiera  pueda  fundarse  7W  varia  su  naturalezas  m  anUftbuí 
su  reproducción  en  un  segundo  juicio  contra  la  misma  pe^soM^$ 
soWe  las  mismas  cosas^  á  no  ser  que  sobreviniese  d&spues  ó  p^üh 
riurmente  llegara  á  noticia  del  interesado; 

73/  que  trascurrido  el  tiempo  de  la  prescripeton  ci  presai* 
bente  adquiere  el  dominio  de  la  cosa  prescrita. 

En  la  orilla  y  corte  de  Madrid,  á'  6  de  ectnbre  de  i8dS^  en  les  airtoaqne 
penden  ante  Nos  por  recurso  de  casación  seguidos  en  el  Josgado  de  príona^ 
nt  instancia  de  Castropol  y  en  la  Sata  primera  de  la  Real  AudieAda  éa 
Otviedo  por  D.  José  Vatledor  y  Vivero  contra  i>.  José  Benito  RaoiOfsobie 
iHilided  de  unaeseeituta  de  foro: 

Resultando  queen  1*de  mano  de  t8l5  D.  García  Ramón  IMIeder;^ 
abuelo  del  bov  demandante,  y  Doña  Juana  dei  Rey,  snegra  deldemandadet: 
se  hicieron  mutua  cesión,  el  primero  dei  usufruole  vitaHeio  de  la  eaaa^Ha* 
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»Bdi  di)  kfñbk  i}tté  í«  peff  teitefeift  tft  Ve^a  de  ftiri^ddo,  y  h  segunda  del  do** 
■rinfo'  Cltft  dé!  6M  p^cftMda  cóh  su  huerta  cfae  aquel  la  tmifa  dada  en  tbíó: 

'  Beflultando  qne  D.  Garda  Ramón  Yalledor  autorizó  t>or  raediode  poder, 
sit  féóhá  B  'd«  octubre  de  t6fi2,  i  D.  Manuel  Pernaiídez  Reguero  para  que; 
testase  en  8u  Dombre,  conforme  á  lo  qUe  le  tenia  comunicado,  prevíniéndo- 
kr,  efrtre  otraá  <!0^8,  que  hidese  á  D.  Manuel  Martínez  Casarte;^  V  á  áu  es- 
peja Doña  Sukm  del  Rey  una  manda  y  un  legado  que  considerase  oast^ntes 
á'frerHiaf  y  t'tfCompeínftar  loe  aérficíos  que  (0  hablan  hecho  y  estaban  preSt 
taiMfo,  además  de  pagarlefs  lo  que  les  debía: 

Resultando  que  á  tos  dos  dias  de  conferido  el  poder  anterior,  6  áea  en 
fO'déí  mismo  mes  de  octubre,  otorgóD.  García  Ramón  Valfedor  una  escri- 
tura, obfeto  del  pleito  actual,  por  la  qué,  después  de  hacer  mérito  de  tener 
cedida  lahaMtaeíon  y  tkvañtú  de  una  de  las  tres  cascas  que  le  perténeéian 
en  la  villa  de  la  Vefta  de  Rivadeo,  con  él  huerto  lindante  con  ki  mísm.-)  lla- 
mado casa  de  Attiba^  á  DOnt  Juana  dei  Rey,  mujer  de  D.  Manuet  üfarti- 
neíCHsariego,  pof  los  días  de  su  vida,  sin  gravamen  de  pensión  afí^una, 
c6hcedió  en  fofo  la  misma  casa  y  huerto  al  D.  Manuel  y  su  esposa,  libre  de 
todo  gravamen,  y  con  \k  sola  obiigaóton  de  pagar  el  primero  después  del 
faiiecinrriento  de  la  segunda  240  rs.  al  año  al  otorgante  y  sus  snce^orns,  es- 
pfei9ándose  at  flnat  de  la  escritura  noj>oderla  este  flrmfair  á  causa  de  hallarse 
gravemente  enfermo  eh  cama,  y  que  á  su  ruego  lo  hacia  por  él  uno  da  los 
testÍK^s  preéttDtés: 

Resultando  que  habiendo  fallecido  D.  García  Ramón  Vailedqr  af'sigalen* 
té  día^  did«n  el  i4  el  B^cribano  que  autorizó  la  escritura  anterior  la  prílner 
copia  de  ella  á  pedimento,  según  dijo,  del  aceptante  D.  Manuel  Martínez 
Gaisariega,  de  la  cual  se  tomó  razón  en  el  mismo  dia  en  la  Contaduría  de 
Hipotecas: 

Resultando  que  el  comisario  D.  Ramda  Fernandez  Reguero  otorgó  en  8 
de  enero  de  4829  el  testamento  que  Valledor  le  habla  encomendado;  y 
cumpliendo  con  el  encargo  respectivo  á  Casariego  y  su  esposa,  dispuso  que 
esta  coniinua<;e  disfrutando  sin  renta  alguna  la  casa  que  habfhh.4,  y  trae- 
más  la  pensión  dé  4  rs.  diarios  y  seis  fanegas  de  trigo  al  año,  conforme  á  U 
voluntad  del  testador,  en  recompensa  de  sus  buenos  y  lardos  seryicios,  ia 
eá9^  se  aumenitfia  á  6  ra.  diarios  sí  enviudaba  y  permanecía  en  tal  esUdo^ 
y-que  ^i  moría  antes  que  su  marido  percibiese  este  la  misma  pensión  de  los 
4  rs.  diarios,  seis  fanegas  de  trigo  ai  ano  y  la  exención  de  renta  jgoi  la 
casa: 

^  Resultando  que  para  transigir  las  desavenencias  y  cuestiones  Judicíates 
que  se  suscitaron  con  motivo  de  hs  precedenies  disposiciones,  otorgaron 
tirtt^  escritura  en  30  de  enero  de  i83l  0.  José  Vatiedor,  dieto  del  D.  García, 
y  D.  Manuéi  Martines  Casariego,  por  su  propio  derecho  y  por  el  de  su  mu- 
jer Dona  Juana  del  Rey,  por  la  cual  se  obligó  el  primero  á  cumplirla'^  bajo 
lai  «otidieiones  con  que  había  sida  mejorado,  y  se  co;npromeitó  á  pngaf  á 
Casariego  lo  que  le  estaba  adeudando  por  la  pensión  ó  legado  hecho  á  su 
mujer  de  4  rs.  diarios  y  seis  fanegas  de  trigo,  hipotecando  á  su  seguridad 
IM  rentas  día  su  Cas^,  especialmente  el  canon  que  dBbta  percibir  de  Gasa- 
rngn  por  los  bienes  que  á  este  y  en^u  nombre  y  con  su  aprobación  tras- 
mkó  Féraiiidez' Reguero  pot  escritora  de  16  de  diciembre  ae  1829;  y  aña* 
dM  qtief  deseando  testí/harles  el  mismo  aprecio  que  merecie^n  á  su  alíñelo^ 
f  no  hablan  de-^m^recido  de  él,  les  prometía  que,  dado  caso  de  qué  tratase 
d^  enajenar  el  dominio  directo  de  los  bienes  cuyo  útil  tenían,  les  preferiría 
p«r  k>  que.fuese  estimado  en  justa  tasación, io  cual,  áua  sin  esta  cláusula, 
M  eotteediá  la  ley  por  dere<Jio  de  retracto: 
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'  Resultando  goe  por  fallecimiento  (fe  Dona  Ja|mfl.d|»)  |Ur  ftft,4jUij>]rttf 
áBíi8d»ydaD.  tfanaol  Martínez  Casariego  en  1I(1|^^jm1|íiu^ 
f  atífiSzp  el  heredero  de  este  0.  José  Benito  Ramoat  Wf  damMádOr  «19* 
ei&neg.det  foro  de  la  casa  y  huerto,  en  cuestión  4  Q«  Jiaouiel  MvimlMqB^ 
habia  sustituido  D.  Blanuel  Pagaron  el  poder  que  tenia def),  i^ü^Wf^n»,. 
aqinafdeinaodaniei  y  <}ue  este  aprobó  con  posterioridad  toÜaata^aiVBnciA* 
Qe$  de  aquel  al  conferirle  directamente  el  poder:  i       . 

Reaoltando  que  en  a  de  marzo  de  i  852  presenta  demanda  0*.  I9i6  m* 
.  Hedor,  nidiendo  se  declarase  rescindido,  nulo  y  sin  ebcto.el  ipii),«0  Ut,i(i- 
'  eritora  de  iO  de  octubre  de  i8¿2,  y  se  condenase  en  su  consecueíieifíi  Dea 
Jas)á  Benito  Ramos  Casariego  á  restituir  la  casa  j  huerto  aforádoéy,4lM^« 
dolos  á  su  disposición  con  los  frutos  y  rentas  producidos  y  debidoa»'pnjlMr 
ddsde  la  muerte  de  Martínez  Casariego,  sóbralos  240  rs.  da  la  wasíoiifi- 
guiados  por  peritos;  y  alegó  que  su  abuelo  D.  García  RamoQ  S^Ond^r,^ 
hallaba  gravemente  enferma  al  otorgar  dicha  escritura^  lo  ciAal  reviiába.qoa 
ii^s  que  cesión  voluntaría  y  Ubre,  rué  arrancada  ¿  su  imprevisioQ  pqrJif^ 
Uárse  próximd  i  la  muerte,  y  debía  creerse  asi  cuando  el  con,irato  eva  fuí* 
vjjsfsimó  en  muchos  conceptas,  conteniendo  por  lo  mismo  lesíoa  MMume;! 
eaormisima: 

Resultando  que  después  de  articular  pruebas  de.tastlgos  porima  jotra 
parte  sobre  el  ultimo  de  dichos' estr^moi,  fué  absuelto  ^1  demaiuUuki  par 
sentencia  de  vista  y  revista  de  la  Audiencia  de  Oviedo  de29  d^oaiaií^f  li 
<laiiovíembr»d6  1857: 

Resultando  que  en  tal  estado  y  en  12  de  julio  de  18S8,  nreseoíUóvin 
demanda  D.  Josó  Vailedor  pidiendo  la  nulidad  de  la  sobredicha  dSQrltuia  da 
-40  de  octubre  de  1822,  en  cuanto  al  foro  de  la  casa  de  Arriba  f  aii  byarH^ 
y  que  se  condenase  á  D.  losé  Benito  Ramos  ¿  que  se  las  dejara  librea  f^á  m 
diaposioiqn:  y  para  ello  espuso  que,  no  habiendo  aceptado  Martivai  CW- 
rie^o  aquella  escritura  no  hubo  contrato  en  la  verdadera  ioteligaiieía  legal» 
toda  vez  que  no  pudo  coosiituirlo  la  sola  voluntad  de  D.  García  Ran^ii  %fr 
Hedor  y  era  mil6,  sin  que  pudiera  obstar  á  esa  declaración  el  pleito  aiUeasr 
sobre  iesien  enormísima,  conforme  á  lo  dispuesto  por  U  ley  2S^  lít2A  Pil- 
-Uda3.':  •  .. 

Resultando  que  el  demandado  solicitó  se  declarase  no  habar  lugat  Íli 
nulidad  pretendida  absolviéndole  en  su  consecuencia  de  la  demandü^j^k 
Qual  opuso  las  escepciones  de  cosa  juagada,  de  prescripcioa  y  de  Uaosie^ 
cion;  ategando  además,  que  dicha  escritura  rué  ud  documento  público  g^aa^ 
J/enne  del  que  se  dió  copla  á  los  foristas,  quienes  como  llevadores  4b  Ím^Íí* 
cae  no  tuvieron  para  qué  posesionarse  del  útil  y  menos  entapar  db»  eltai 
§.  José  Vailedor:  que  este  reconoció  el  foio  por  válido  y  eücai  aaal  Jheiü^ 
de  cobrar  la  pensión  por  medio  de  sus  apoderados,  y  aprotar  j^iatíikMt 
después  los  actos  de  estos;  que  no  fué  el  espooente  el  primer^iitte  de.m^ 
16  lorista  sino  sus  suegros,  quienes  manifestaron  su  confürmjid¿((;|  4^0^^ 
CVoo»  tomando  razón  de  la  escritura  en  la  Contaduría  de  QinQtác^Spiy.abnMir 
do  tiendas  y  ejecutando  otras  obras  en  la  casa,  no  habíenao  lev  q|iÓ4n|igie- 
ra  la  aceptación  verbal  ó  por  escñto  de  una  escritura  como  la  día  foáiaJlifr 
taba:  ,...     .  j  -^  v' 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba  y  practicadas,  ha  qué  i 
ticuUrbn,  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  mstanciaen,ftda.o^ 
i 860,  que  revocó  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Oviedo,  eójl^x  .^ 
cíembre  siguiente,  declarando  nula,  iDeQcaz  y  de  ningún  .valer  aliiM^Jt 
escritura  de  fO  de  octubre  de  1822,  en  cuanto  al  foro  de  la^CmdaiMnpa 
y  huerto  de  que  trata,  constituido  por  D.  García  Ramón  VaJiMar  6fti6w 
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'^^'  tt^oMHartfiMí  Casariego  y  su  mojar  Dona  Joan»  Rfy,  y  ími^^omi- 

•>m  en  sa  oobsecoeocift  ül  ddinaadado  D.  jQsé Benito f(apK)ib  i^eenel 
térmfoo  de  20  dias  d^é  dichas  doa  fincas  librea  y  á  dúposáciOQ  delxieinaii* 

'  deote  0.  José  Vatledor  y  Vivero: 

T  rehartando  qqe  contra  ese  fallo  dedujo  Ramos  recurso.  deMaacMO'per 
eonstderar  infringidas: 
i.*    La  ley  25,  t(t.  2U%  Partida  3/,  en  la  parte qae  dispone:  «Ma&  si  el 

"dmn^ndador  ficlese  su  demanda  generalmente,  non  poniendo  ajf^a  raMAi 
'sépsiada  porque  oto  el  señorío  de  ella,  si  fuere  dada  ia  sentencia  contrauét 

aporque  non  la  pudiese  probar,  non  la  puede  después  demandar  en  ninguna 
fhMiera,»  toda  vez  que  para  (a  demanda  actual  no  sp  presentó,  una  oaoaa 
'nneVá  de  las  en  que  se  apoy^i  la  de  8  de  marzo  de  1852,  de  U  cual  ae  étr 
dttjese  ona  acción  de  igual  naturaleza,  pues  una  y  otraae  dirigiéeon  á  ana- 

'  lar  y  dejar  sin  efecto  el  foro: 

2.*  La  jurisprudencia  establecida  en  las  sentencias  de  este  Tribonai  Su- 
prema, especialmente  en  la  de  8  de  octubre  de  ^859,  puesto  que  se  ha  de- 
jado de  admitir  la  escepcion  de  cosa  juzgada,  sm  embargo  de  la  identidad 
de  personas,  cosas  y  acciones,  y  dirigirse  ahora  la  reclamacioo  al.mis»o 
objeto  que  en  1852: 
3.^    La  ley  18,  tít.  29»  Partida  3.*,  según  la  cual  las  cosas  raÍ4iaB  se 

S rescriben  por  10  años  entre  presentes  y  20  entre  auaenUs;  piiee  aieado 
>.  García  Ramón  Valledor  dueño  de  la  casa  y  huerto  y  eabi^odolo  Casarla* 
go,  pudo  disponer  en  favor  de  este  del  dominio  útil,  con  ia  misma  buena  fe 
ooe  él  se  lo  cedió;  por  consiguiente  desde  el  10  de  octubre  de  182^  fecha 
dio  la  escritura,  hasta  el  8  de  marzo  de  1852,  que  es  el  de  la  primera  de- 
manda, estuvo  Casariego  y  luego  <su  heredero  poseyendo  la  caea  y  huerto, 
flltt  coniradiccion  alguna,  y  con  justo  titulo,  reconocido. como  tal  por  la  ej«« 
catoria  de  1857: 

4.*  Las  leyes  18,  tít,  29,  Partida  3.%  y  5.%  tit«  8.%  libro  11  de  U  Mo*- 
irlsima  Recopilación,  cómo  la  jurii^prudeocia  observada  en  su  inieligenoia, 
ifue  ya  se  considere  como  personal  ó  misma  la  acción  que  hace  de  dicho 
oontrato,  han  trascorrido  los  20  y  30  anos  para  su  prescripción,  y  sin  em- 
i^gn  no  se  ba  estimado  esta: 

Y  las  leyes  3.*,  tít.  14,  Partida  1.*;  18,  tít.  18,  Partida  3/;  28,  tít.  8/; 
partida  5/,  j  1/,  tít.  1.%  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  toda  vez 
que  constituido  el  foro  sin  necesidad  de  U  presencia  del  Corista,  ni  <to^  su 
^¿ceptaeíon,  y  por  consiguiente  en  el  misoM)  instrumento  surtió  lodot  sos 
electos  por  tantos  años,  consintiéndolo  los  otorgantes  y  sus  herederoe  res'* 
•pectívos,  y  no  obstante  se  le  caliGca  de  nulo  por  no  haber  sido aoeptadopre- 
^dsamente  por  quien  ha  cumplido  por  su  parte,  pagando  las  peoaioiMsésuaa, 
j  se  separa  Valledor  del  compromiso  y  obligación  que  oonUrajo  eo  30  de 
añero  de  1834  de  respetar  y  cumplir  todas  las  disposiciones  de  su  abuelos 
TeeoAociendo  además  el  dominio  úlil  y  aun  el  derecho  de  reteaietOi  que  ya 
-ooocedia  la  ley  á  CSasariego  y  su  mujer; 

lofraeciooes  á  las  cuales  se  han  añadido  en  este  Supremo  Tribunal  las 
de  la  ley  7.%  tít.  10  de  ia  Partida  3.*,  la  16  y  29  de  la  misma  Partida  y  ti- 
tulo 29,  con  la  misma  doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribu- 
iiaAet,  esplicatiYa  de  la  citada  ley  29,  tít.  29,  Partida  3.',  que  enseña  que, 
í  pesar  de  la  interrupción  de  la  posesión  por  una  demanda,  afa^elto  de  ella 
el  poseedor  ea  la  sentencia,  se  continúa  para  los  efectos  de,  la  presoripcioa 
contando  el  tiempo  como  si  no  hubiera  mediado  tai  interrupción;  y  por  úl« 
iimo.  la  jurisprudencia  contenida  en  las  sentencias  de  este  Tribunal  Sapre  • 
n&  ¿»'i  y  24  de  mayo,  5  y  28  de  junio  y  20  de  novienüire  de  1860: 

TOMO  Yll.  74 
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Vistoü,  tkttdo  PoDeúte  el  Ministro  D,  Pablo  Jimefiei  de  Medo: 
GoQsf aerando  qae  cuando  D.  JoséYalfedor  interpuso  su  demanda  eon^ 
tfa  Ramos  en  el  ano  5),  ejercitó  en  primer  término  la  acción  de  nulidad  de^ 
la  eseritura  de  10  de  octubre  de  1822,  ;  qiie  en  «virtud  de  eltarpiM-aéle- 
claráse  pertenecerle  el  dominio  útil  de  la  casa  j  huerta  Uamadts  de  Arriba,^ 
sitas  en  la  Vega  de  Ri  vadeo:  "«^ 

Considerando  que  terminado  aquel  pleito  en  1897  por  tirtud  de  cj^ea- 
tona,  en  la  qu6  se  absolvió  al  demandado  sin  hacer  reserva  alÁunaeii  Ik*^ 
vor  del  demandante,  este  en  12  de  julio  siguiente  reprodujo  la  misftfá  8e-^ 
manda  haciendo  uso  de  la  propia  acción,  y  sin  mas  diferencia  que  la  del  iNh 
ber  alegado  éu  apoyo  de  ella  un  motivo  distinto  del  en  que  fubdó  U  pMien^ 
pero  que  ya  existía  entonces  y  era  de  todos  conocido: 

Considerando  qae  la  diversidad  de  los  motivos  ó  raiMies  eu'qHftutia  ac- 
ción cualquiera  puede  fundarse  no  varía  su  náturatefta,  ui  autorlia  so  re-* 
pvodnccion  en  un  segundo  jnicSo  contra  la  misma  persona  y  sobre  las  db- 
mas  cosas,  á  no  ser  que  sobrevroiese  después,  ó  posteHorment»  legara  i 
noticia  del  interesado,  lo  cual  no  ha  sucedido  en  el  caso  presenten    ' 

Considerando,  por  tanto,  que  la  esoepcion  de  cosa  juagada  qaa  el  rdeiir^ 
rente  opuso  oportunamente  á  la  dems^nda,  era  legal  y  procedente  toda  m 
qué  en  uno  y  otro  pleito  existía  identidad  completa  de  personas,  ea^as  fic- 
ciones, y  qae  por  no  haberlo  estimado  asi  la  Sala  sentenciadora  ha  inrrlugl* 
do  la  ley  y  la  j\irísprttdencia  que  como  primer  fundamento  del  reotorao  se 
invocan:  '  » 

Considerando,  á  mayor  abundamiento,  que  también  era  de  estkuark 
escepoion  de  prescripción  que  también  opuso  et  demaudadOi  pooM  que  él 
v  su  causante  poseyeron  á  tkulode  foro  las  dos  incas  iodicvdtee  dmafa 
leoha  de  (a  escritura  de  su  constitución  hasta  la  ejecutoria  óq  1587»' 4  kea 
por  espacio  de  ^e  aoos,  á  vista,  ciencia  y  paciencia  de  Vaciador  quo^Mfea 
de  hamr  perturbado  en  tan  dilatado  período,  reconoció  con  hectioe  poÁi« 
vo^  so  derecho,  contra  el  cual  no  puede  legalrneUte  oponéit^e  el  HiM  tfel 
tiempo  que  trascurrió  dorante  el  primer  litigio,  porqne  absuelto  el  oettia»* 
dado,  no  debe  tomarse  en  cuenta  semejante  interrupción: 

Considerando  que  por  las  razones  espuestas  Ramios  habia  ptrnertM^  m 
solo  el  doAíbio  útil  que  se  le  dispota,  sino  también  la  acción  que  VafMer 
tuviera  para  reclamarlo,  y  que  por  no  haberse  declarado  asi  en  la  ejeOBiMta 
se  ban  infringido  las  leyes  y  doctrinas  que  se  citan  en  el  recurso; 

Pirilamoit  qoe  debemos  declarar  y  declarearios  haber  lugar  alíM^rpnaM 
poriKJosó  Benito  Ramos,  y  en  su  consecuencia  casamos  y  annlanaoi  lli 
sentencia  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Oviedo  de  tf 
de  diciembre  de  166#. 

Así  yor  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaoétá  é  loaerta^ 
rá  en  la  Coleeeion  ¡eqislativa^  pasándose  al  efecto  las  copiaf^  oeeesftfiar.  I» 
prononoiamos,  mandamos  y  íirmamos.-^Ramon  Lope^  Vázquez J-^R  Sr. 
Don  Sebastian  González  Nandin  votó  en  la  Sala  y  no  puede  &rmi^r.«--L»- 
pez  Vazquez.'^oeqofn  de  Palma  y  Vínoesa.— Pedro  Oomez  de  HmiÉOoa* 
-^PalHo  Jiménez  dq  Palacio*. --Laureano  Rojo  de*  Nortsagaray.^VeniQlt  4b 
Colsa  y  ñindo. 

pQblieaeion.-^Leida  y  piíbllcada  fué  la  anterior  sentencia  por  «A  Rnft». 
Sf .  D.  Pablo  Jimene:^  da  Palacio,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  JeMda, 
estándos^e  celebrando  audiencia  pública  boy  dia  de  la  faena  en  Mr-SMI  A^ 
mera,  de  que  certifico  como  Secretario  de  S.  H.  y  su  Bscñbttnb  dtfGmraÁ 

Madrid  O  de  octubre  de  iB62.-»Dioni^lo  Antonio  de  P^:*H[g(iaeta 
de  12  de  octulire  de  1862.)    '  .,—.-.. 
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Recurso  Ae  casación  (7  de  octubre  de  1863.)*— Nsoa* 
TIYA  DKUNA  SBRVIDUMBRJB  DB  PASO. — Se  declata  por  la  Sala  primera 
del  Tribujaal  Supremo  do  halier  lugar  al  recurso  de  casación  iuter* 

Sesto  por  D,  Hoque  Paulia  cootra  la  sentencia  pronunciada  por  la 
ta  segunda  de  la  Audíeocia  de  Yaiencia,  en  pleito  con  D.  Vicente 
Llovera,  y  se  resuelve: 

Ovd  non  nubu  las  interlineaeiones  que  ie  ponaan  en  los  protoco- 
los de  escrituras,  si  no  se  salvan  en  la  forma  y  términos  prevenido* 
en  la  ley  1/,  tü.  37»  lib^  10  de  la  Novísima  Becopiiacm. 

fin  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  7  de  octubre  de  1869»  en  los  autos  que 
attle  Nos  penden  por  recurso  die  casación,  seguidos  en  el  Juzgado  de  prtme- 
ri  instancia  del  distrito  de  Serranos  de  Valencia  y  en  fa  Sala  segunda  de  la 
Real  Audiencia  de  la  misma  ciudad  por  D.  Roque  Paulin  con  D.  Vicente 
Llovera  sobre  negativa  de  una  servidumbre  de  paso: 

Resultando  que  por  escritura  de  17  de  enero  de  i  8916  vendió  D.  Roque 
PauliD  á  D.  Vicente  Llovera  por  el  precio  que  convinieron  un  troio  de 
tierra  en  el  sitio  y  con  los  linderos  que  espresó,  libre  de  todo  gravamen  y 
con  las  paredes  que  le  circuían  sus  entradas,  salidas,  usos,  costumbres  y 
aervidnmbres  que  Je  correspondían  y  pudieran  corresponderle,  y  la  obliga- 
ción de  que  el  comprador  bjibia  de  concluir  de  su  cuenta  el  cerramiento  ó 
ediOcar  el  pedazo  de  pared  que  faltaba  del  lado  del  Sur: 

Resultando  que  habiendo  cerrado  el  vendedor  Paulin  una  abertura  que  - 
existia  en  la  pared  del  lado  de  Poniente  colindante  con  otro  terreno  de  su 
propiedad,  impidiendo  al  comprador  Llovera  la  entrada  al  suyo,  que  antes 
le  veriftcabd  por  el  de  aquel,  solicitó  se  le  reintegrase  en  la  posesión  da 
paso  en  que  ae  hallaba  y  de  que  habla  sido  despojado: 

Resultando  que  en  vista  de  la  justiGcacion  que  hizo,  y  previa  la  fianza 
cerrespondtente,  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instancia  en  22  de  ju  - 
lio  de  i  839  mandando  reintegrar  á  Llovera  en  la  posesien  de  paso  en  que 
babia  acreditado  estar 

Resaltando  que  D.  Roque  Paulin  presentó  demanda  en  i^  de  enero  da 
1860,  por  la  que,  haciendo  uso  de  la  acción  negatorla,  pidió  se  declarase  li- 
bre su  finca  de  toda  servidumbre  en  favor  de  hi  tierra  y  pared  comprada  por 
Llovera,  y  en  especial  de  ta  que  este  pretendia  tener  para  pasar  á  la  suya;^ 
mandase  en  su  consecuencia  que  tapiase  ó.  macizase  el  agujero  ó  abertura 
que  por  el  auto  restítutorio  se  mandó  abrir  en  la  pared  (Hvisoria  de  ambas 
propiedadee,  con  abono  de  daños  j  perjuicios,  reintegro  de  las  costas  de^ 
interdicto  y  pago  de  las  de  este  juicio;  y  alegó  que  siendo  una  de  las  ^n  • 
diciones  de  la  venta  consignadas  en  la  escritura  que  la  entrada  al  terreno, 
veedido  babia  de  tenerla  el  comprador  por  la  casa  de  su  propiedad,  lindan- 
te por  la  espalda  en  una  grande  ostensión  con  el  mismo  terreno,  era  claro 
que  este  no  tenia  á  su  favor  la  servidumbre  de  paso  que  se  decia,  y  mucha 
menos  coando  el  agujero  ó  abertura,  por  la  que  se  pretendia  ^oer,  la  hizo 
el  esponente  en  virtud  del  dereclio  de  propiedad  que  le  competía  sobre  onoc 
y  otip  terreno,  y  cuyo  uso  no  traspasó  al  comprador;  y  que  la  cláusula 
puesta  en  la  escritura  de  osos  y  costumbres  era  rutinaria,  porque  aqn  no 
siéndolo  solo  aludirla  á  aquellos  actos  ó  derechos  constituidos,  mas  no  á  es^ 
tablecer  una  servidumbre  de  muclio  mas  valor  que  ei  terreno  vendido: 
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Resultando  que  el  demandado  solicitó  á  su  vé2  que  se  le  absolt iera  K- 
bremeate  de  la  demanda,  alegando  al  efecto  qiKB  1a  adquieíeíDa  del  len^ 
lo  hizo,  según  espresaba  la  escritura,  con  sus  paredes^  eotiades»  «^íÁM; 
usos,  costumbres  y  servidumbres,  sin  otra  nbligacioo  que  li  de  lenMr  la 
|)ared  del  Sur;  no  siendo  cierto  se  pactase  qoe  la  entrada  íoese  por  «acaaa,^ 
pues  no  tenia  puerta  por  donde  poder  veriflcario,  sino  por  el  littertojf*^ 
démandarite,  que  era  por  donde ^se  entraba  ¿  diobo  ierran^  J^^^  #íki|v* 
riendo  el  comprador  aesdeetacto  de  otorgarse  la^escritupí  «idereeb4^<i|i^ 
dito  á  aproVecbarse  de  lo  que  se  le  vende  ooo  ias  eotradaa  que  t^asni,  t^^ 
tiendo  cuando  él  compró  dicho  terreno  la  abertura,  no  podkdttdtrBA^nteat 
Tendedor  carecía  de  nereclio  p^ra  oponerse  al  paeo  y  obr«r  eo  la  pafód^e 
otro  sin  notorio  esceso  y  perjuicio  del  comprador: 

Resultando  que  en  el  término  de  prueba  se  pidió,  entre  iHjt^^eíié%  el 
cotejo  del  testfftionlo  presentado  de  la  escritura  de  venta  con  eo  <fffg|Rat;  f 
que  veritícado,  se  bailaron  varias  diferencian,  siendo  la  mas  eseoolai  win* 
tertineado  en  el  protocolo  que  decía  «por  la  casa  del  comprador^  que  i^ 
se  hallaba  salvado  al  final,  y  que  dio  motÍTo  á  un  recoDOGÍmleAto  cab* 
gráfico: 

Resultando  que  pedidas  posiciones  por  el  demandado  ai  deBMQdaóta 
acerca  de  varios  particulares,  contestó  este  ser  cierto  que  por  oeoyeoíria 
dos  sola'^es  que  se  remataban,  y  conviniéndole  asimismo  uno  de  eilee  alpn» 
mero,  se, abstuvo  este  sin  embargo,  de  entrar  en  la  licitación,  ofreclóooo- 
ie  por  lo  mismo  que  le  vendería  el  terreno,  objeto  de  este  pleito:  que  1*9* 
bien  era  cierto  se  le  hablan  adjudicado  ambos  solares  en  42,000  r8«^i 


asi  bien  que  con  posterioridad  los  había  vendido  en  60,000,  anadieAd»  fm 
sacó  esta  cantidad  por  la  obra  que  babia  hecho  y  nueve  palmos  de  l^  da* 
^os  á  los  compradores: 

;^  Resultando  que  dictada  sentencia  por  el  Juez  de  primera  iostascíiao 
24  de  agosto  de  i  860,  la  revocó  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  eft  iújk 
enere  de  i 861  absolviendo  de  la  demanda á  D.  Vicente  Llovera,  y. aunr 
dando  que,  devueltos  los  autos  al  inferior,  procediese  á  lo  que  bubMtfA.ÍAT 
gar  con  arreglo  á  derecho  respecto  al  referido  interlineado: 

Resultando,  por  último,  que  contra  ese  fallo  interpuso  D.  Roque  B»'^ 
Kn  el  presente  recurso  de  casación  por  haberse  infringido  en  so  ocwecipfo: 
i.*  La  ley  13,  tlt.  31,  Partida  3.%  que  declara  «que  el  dueño,  alASir 
de  sus  cosas,  de  cualquier  modo  que  sea,  no  lo  luce  como  eo  roaiim.de 
servidumbre,  sino  en  virtud  del  dominio  ó  propiedad,  como  lo  iodkaA  Ía« 
(rases  ¿rmas  usando  de  ella  como  de  lo  suyo.» 

2,^  La  17  del  mismo  título  y  Partida,  que  completando  la  dootrifiA  de4a 
anterior,  y  hablando  de  los  modos  cómo  se  pierden  las  aerviduínliree»  ea* 
pre^a  ala  otra  manera  por  que  se  pierde  es  esta,  asi  eoma  cuando  aquel, ^a- 
ya  es  la  cosa  qoe  debe  la  servidumbre,  compra  ia  otra  ¿  quíeii  la  debe  é  ga- 
na et  señorío  de  ella  de  otra  guisa  etc.» 

.3.^  La  15  del  mismo  titulo  y  Partida,  puesto  que  para  adquirir  tea  aori» 
Vidiimbrejs  por  uso  de  tiempo  exige  mucho  mas  que  el  qpe  jasttfic6  Uatsaí 
haber  hecho  después  de  comprada  la  finca. 

'4.*  La  ley  14  del  mismo  titulo  y  Partida,  que  establece  los  upicoe  hmh 
dos  de  Imponerse  la  servidumbre,  ninguno  de  loa  cuales  existe  eii.«Í4sasA 
actual:  .... 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Pedro  Gomea  Hermosa:  ■. 

Considerando  que  siendo  un  hecho  apreciado  por  la  Sala  septeAciatei» 
en  vista  del  resultado  de  la  prueba,  que  la  interlineaoioo  del  regiaUA^ffyi-* 
lóculo  de  las  palabras  «por  la  casa  del  comprador»  no  se  pusAut  Akd  ad  la 
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Hrmn  -y  mi  los  términos  preveoido»  por  la  loy  i  .\  tlL  29»  libro  10  da  la  No* 
Yf^ma  Reeopélaeioo,  que  qpeda  fitmo  j  subsistente,  como  úoica  espresion 
ée  Ni  «Cantad  de  lee  ooatraventety  la  eacritora  sin  esas  palabras,  á  la  caal 
corresponde  en  todo  lo  demás  la^ophi  original  existente  en  autos^  por  cayo 
eéétésto  ha  de  Tesolverae  este  litigio: 

'*  Considerando  qae  si  porraaon  del  perjuicio  indicado  por  los  peritos  ae. 
hubiese  de  entender  que  no  haiiia  sido  la  volnnud  de  Paulin  consentir  en 
^^Nun  per  en  ttnoe,  eon  igual  ó  mayor  rooÜYo  podria  afirmarse  Jo  contrario 
en  vfitod  deitaneiício  á  qne  se  refieren  las  posioion^s.  contestadas  por  el 
M^mo  en  este  pleito,  sin  que  el  criterio  legal  puede  apoyarse  en  base  tan 
deleznable  para  la  interpretación  de  un  contrato: 
'  Cékistderando  que  según  dicha  escritura  la  heredad  se  ha  vendido  con 
atas  entradas  y  salidas,  costumbres  y  servidumbres  que  la  correspondleften 
de  pásente  y  en'  lo  sucesivo  pudieran  oorresponderle,  y  que  al  tiempo  da  la 
▼ebta  y  tres  «ños  después  la  entrada  y  salida  del  campo  vendido  era  y  con* 
tittoó  siendo  por  la  heredad  ó  campo  contieno  qne  se  reservó  el  vendedor. 
7  por  la  abertura  praeticada  en  la  pared  divisoria  de  ambos  fundos: 

Considerando  que  si  bien  este  espacio  de  tiempNO  no  bastonera,  consti* 
ttttr  y  ganar  servidumbre  por  prescripción,  la  aquiescencia  d^  D.  Roque 
Paalin  durante  esos  tres  aiíos  confirma  y  corrobora  aue  ese  paso,  eotrada  j 
salida  por  su  heredad  entró  en  su  voluntad  enajenarfo,  y  lo  enajenó  por  el 
coBtrato  consi(;nado  en  la  escritura  de  16  de  enero  de  1856  ya  citaifar  f 
eoo  mayor  motivo  cnanto  que,  cerrado  el  campo  vendido  en  todo  su  circuí* 
fo,  no  queda  otra  entrada  más  que  la  referida,  á  no  ser  que  sd  f<í  dé  pQr  las 
casas  propias  de  Llovera^  lo  cual  no  entró  en  el  convenio  ni  á  ello  puede  ser 
«fbligado: 

Considerando  por  los  precedentes  sentados  qne  en  la  compra*venu  y 
escritura  citadas  se  enajenó  también  el  derecho  de  entrada  y  salida  segua 
estaba  á  Ja  saion  existente,  y  quedó  constituida  foraK>samente  en  virtud  del 
convenio  á  favor  del  predio  comprado  por  Llovera  la  servidumbre  de  paso 
por  el  que  se  reservó  Paulin,  no  obstante  que  antes.no  pudiera  haberla  por 
venirse  este  sirviendo  de  ambos  fundos  como  dueño: 

Considerando,  por  último,  que  según  lo  espueáto  en  los  precedente 
andamentos,  no  lian  sido  infringidas  por  la  sentencia  las  leyes  alegadas  en 
el  recurso,  referentes  al.  modo  de  adquirir  y  estiogurrae  las  servidumbres» 
y  en  eoántes  maneras  pueden  ser  puestas; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Roque  Paulin,  á  quien  condenamos  e^  lat 
costas;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  donde  procedjsn  con .  U 
oertifioaclon  correspondiente. 

Asi  por  Oíita  nuestra  sentebcia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  ínaertarl 
en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias^  lo 
nronunciámos,  mandamos  y  firmamns.—Ramon  López  Vázquez. — Bl  Senolf 
iR>n  Sebasliao  González  Nandin  votó  en  la  Sala  y  no  puede  firmar, — Lopes 
Vázquez.— Gabriel  Ceroelo  de  Velasco.— Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa.--i 
Pndro  Gómez  de  Hermosa.— Pablo  Jiménez  de  Palacio.— Ventura  de  Colsé 
y  Pand<K 

Publicación.— Leída  y  publicada  foóla  sentencia  anterior  por  el  tli^strf- 
simo  Sr.  D.  Pedro  Gómez  de  Hermosa,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  dé 
In^ticia,  estándose  celebrando, audiencia  pública  en  su  SaU  primera^  deque 
cértificnenmo  Secretario  de  S.  IL  y  su  Gscribano  de  Cáibara. 

Hadtid?  de  octubre  da  48d2.-*«Dionisio  Antonio  de  Pn^a,— ((tocete 
de  i2  de  octubre  de  1862.) 


Digitized  by  VjOOQIC 


8M  iQáíBMiüOCffcu  cvfxL. 


.    Apelación  pordeneffaiopladelrerárs*  de  eat 

•áeion  (8  de  octubre  de  i^6^.).^hTERbu:T0  de  BscoBaAn,— ^e 
ooDJirma  por  la  Sala  segunda  del  Tribuoal  Supremo  la  provideacia- 
apelada  d^  la  Sala  segunda  de  la  Andieocía  de  Bareeloaa,  deoaga* 
toria  dei  recurso  de  casación  interpuesto  por  D»  José  Jordana,  et 
pleito  con  D.  José  Tomer  y  otro,  y  se  resuelve: 

1.^  Que  con  arreglo  al  articulo  iOii  de  la  ley  Se  Enjuitía- 
miento  civil  no  ^e  dd,  enlo$  pleitos  posesorios,  recurso  de  casaqon 
fundado  en  ser  las  sentencias  contrartas  á  la  ley  ó  doctrina  legal: 
.  2.°  Que  aunque  en  dicha  clase  de  juicios  procede  el  recuí'so  íi|« 
dkiado  por  algún  defecto  en  la  tramitación^  es  preciso  para  4me  pie* 
da  ser  admitido  que  se  designe  alguna  de  las  causase^esadas  emd 
artículo  1043  d^  la  ley  de  Enjuiciamiento; 

Y  S."*  que  no  es  necesaria  en  los  juicios  poscenios  laeitaelim 
para  sefitencia,  y  que  aunque  lo  fuera,  su  falta  no  puede  aprovechar 
al  que  no  haya  sido  parte  en  los  autos. 

En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  8  de  octubre  de  4862,  en  los  autos  que 
en  el.  Juzgado  de  primera  instancia  de  San  Feliú  de  Llobregat  y  en  la  S^ta 
segunda  de  la  Audiencia  de  Barcelona  ha  seguido  D.  José  Torner  con  Doq 
Jasé  Jordaoa  sobre  recobrar  la  posesión  de  una  tierra,  á  los  coales  sulió 
D.  Antonio  Ginebreda,  y  que  penden  ante  Nos  en  virtud  de  la  apelación  que 
este  interpuso  del  auto  que  en  7  de  diciembre  último  dictó  la  referida  Sala 
declarando  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  eolabladQ 
por  el  mismo: 

Resultando  que  en  i5  de  noviembre  de  4860  Torner  presentó  escrito, 
eA'  el  que  dijo  que  D.  Pablo  Soler  arrendó  una  tierra  á  D.  Juan  Amat,  el 
cual  la  subarrendó  después  i  Ginebreda ,  y  este  le  subarrendó  á  él  part«  de^ 
1^  «Qísma;  que  deella  lomó  posesión  y  estuvo  cultivándola  sin  que  nadie  se 
.  opusiera,  hasta  que  en  et  mes  de  agosto  de  aquel  año  varios  jornaleros  por 
orden  de  D.  José  Jordana  arrancaron  las  plantas  aue  habia  en  ella,  y  la  pre- 
pararon para  la  siembra  de  otras  nuevas,  causáoaole  un  verdadero  despoja; 
y  que  en  su  virtud  interponia  el  interdicto  de  recobrar  para  que  á  su  tiem- 
po,  y  prévja  audiencia  del  despojante,  se  decretase  la  restitución  con  los 
frutos,  costas  y  perjuicios; 

,  Besultando  que  después  de  prestada  la  información  y  señalado  el  dia 
pera  el  juicio  verbal,  acudió  Jordana  espooiendo  que  D.  Antonio  Ginebreda 
ora  el  que  babia  dado  la  orden  para  que  se  arrancaran  las  plantas  paeslaf 
por  Torner  en  el  terreno  en  cuestión,  y  que  él  no  habia  hecho  mas  que  co  • 
municarla  á  los  trabajadores,  por  lo  cual  aquel  seria  en  su  caso  el  despojan* 
te;  y  ^ue  sin  duda  no  se  había  entablado  contra  él  la  acción  porque  con  an- 
terioridad tenia  demandado  á  Tomer  sobre  el  mismo  asunto,  y  concluye  p¡* 
diendo  que  se  citase  i  los  testigos  de  que  habja  de  valerse  para  su  prueba, 

Ír  que  se  mandase  que  el  Escribano  D.  José  María  Molina  compareciera  coa 
os  autos  promovidos  por  Ginebreda  contra  Torner  para  hacer  relación  áñ 
•l|oS|  y  en  su  vista  se  decretase  la  acumulación  de  unos  y  otros; 

Resultando  que  estimada  esta  solicitud,  y  celebrado  en  el  dia  señalado  el 
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juicio  f  arbaly  ^  el  que  ae  dio  cuenta  de  los  autos  referídoa  y  se  practíca- 
roo  las  pruebas  propuestas,  el  luez  de  primera  inataucia  dictó  sentencia 
condeíando  á  Jordana  á  la  restitución  que  solicitaba  Torner,  coa  los  f^'utos 
7  abonos  de  perjuicios  y  costas: 

JtesultaoQOjiuíiordaAa  interpuso  apelación  de  esta  sentepcía»  que  le 
fui  admitida,  y  que  Ginebreda  inúató  d  mismo  recurso  esponiendo  que 
dlcba  sentencia  le  era  perjudicial,  aunque  no  habla,  litigado,  llamando  la 
atención  deiJutgado  acerca  del  hecho  de  no  haberse  proveído  cosa  alguna 
selM  lanosmulacioo  solicitada  por  Jordana  y  sobre  la  necesidad  de  <)iie 
a»  jemitiesMi  á  la  Audiencia  unidos  ios  dos  ramos  de  autos,  y  pidiendo  que 
86  le  tuviese  por  parte  y  se  le  admitiera  la  alzada; 

BeeuJtando  que  por  anto  del  dia  i3  se  declaró  no  haber  lugar^  j  que  se 
devolviese  ei  escrito,  i  la  parte  que  lo  habia  presentado: 

Resultando  gue  GinebrAda  solicitó  reposición  apelando  subsidiariamente^ 
y  por  providencia  del  dia  i7  se  negó  la  unión  de  los  autos  y  se  admitió  la 
apelación: 

Resultando  i)uq  remitido  el  interdicto,  y  repartido  ala  Sala  segunda  de 
la^Aadieacte  cuando  agestaba  sustanciando,  se  pasó  á  la  misma  por  la  Sala 
prinera  ana  certificación,  de  la  que  aparece  que  habían  sido  reparUdos  i 
€Bta  loa  autos  que  Gíqebreda  seguia  contra  Tornee;  y  que  habieado  solicita- 
do este  que  ¡se  reclamasen  los  del  interdicto  á  la  Sala  segunda,  reservó 
aquella  la  decisión  de  dicha  solicitud  para  el  acto  de  la  vista: 

Resultando  que  en  escrito  de  16  de  abril  pidió  Ginebreda  $  It  referida 
Sala  segunda  que  acordase  la  suspensión  del  interdicto  hasta  que  por  la 
primera  se  fallase  el  pleito  de  que  se  hacia  referencia  en  la  ceriiOcacíon,  re- 
servándose espiesamente  todos  y  cualesquier  recursos  que  le  correspon-* 
diesen: 

Resultando  que  denegada  esta  petición,  interpuso  súplica,  que  le  fué 
admitida;  y  sostanctada  en  forman  se  eonfirroó  el  auto  suplicado: 

Resanando  qw  cantinuada  la  soslanciaelon  del  interdicto»  la  Sala  se-^ 
annda  dictó  sentencia  en  2,{  de  noviembre  último  oonUrmando  la  del  Jue^ 
de  presera  instancia  y  el  auto  apelado  do  13  de  diciembre  del  aS(o  anterior 
COD  las  costas  por  mitad  á  jordana  y  Ginebreda: 

Resultando  qqe  esíe  ultimo  interpuso  en  tiempo  recurso  de  casaoiotti 
fondado  en  que  se  habia  infringido  el  artículo  61  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civjl,  por  no  haberse  fallado  sobre  la  acumulación  pretendida;  an  que  se 
hablan  wringido  Igualmente  las  leyes  S.'  y  4.%  lit.  23,  Partida  3/,  pomo 
tenerle  por  parta  en  un  nácela  en  que  le  trataba  de  su  perjuielQ.  y  eo  que 
al  Incidente  de  acQmalacion  no  se  le  había  dado  la  trenaitacion  debidfii  omi- 
ti^do  la  CkMK^ioo  do  las  partes  para  sentencia; 

T  resultando  que  por  auto  de  7  de  diciembre  se  declaró  no  haber  lugar 
41a  admisión  del  recurso,  en  cuanlb  se  fundaba  en  la  infí'áccion  de  ley  por 
aQ  t^^er  cabld,a  los  de  esta  clase  en  los  juicios  posesorios,  y  en  cuanto  i  fa 
&lta  de  citación  para  sentencia  porque,  prescindiendo  de  si  era  6  nonecasa- 
nt(,  solo  el  D.  losé  lordana  podria  tener  derecho  pare  interponer  el  recurso 
y  no  GHoebreda;  pues  habiendo^  sido  repelido  del  juicio,  no  tenia  contra  él 
tos  efectos  de  defenitlta: 

Vistea,  siendo  Ponettta  el  Hiníatia  da  ^#a  Sapr^cnq  Tribunal  Q.  RamQQ 
Hada  4o  Arríala;  ,.,„.,.-. 

Considerando  que  con  arreglo  al  art.  1Q14  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  no  se  dá  en  los  pleitos  posesorios  recuirso  de  casación  fun^iido  efi  ser 
hs  aeaienefasi  aontiaiüiaa  á  ia  ley  á  donlrina  l^al;  ^      ^  .. 

Coffa«bnB49  «va  sü  bien  pvocadf)  dicbo  jpecurso  cnajido  9e  niode  en 
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defectos  de  tramitación,  es  preciso  que  para  que  paeda  ser  admitido  le  de« 
sigae  alguna  de  las  causas  espresadas  en  el  tOi3: 

Y  considerando  que  la  citación  para  sentencia  no  es  necesaria  en  la  di* 
se  de  Inicios  á  que  pertenece  el  que  ha  dado  ocasión  á  la  interposición  del 
presente  recurso,  v  aun  cuando  lo  fuera,  la  falta  de  esta  diligencia,  qoaes 
la  que  en  él  se  designa,  no  debe  aprovechar  á  D.  Antonio  Ginebreda  por  ae 
haber  sido  parte  en  estos  autos,  ni  por  consiguiente  puede  ser,  respecte  á 
su  persona,  sentencia  deOnitiva  la  pronunciada  en  los  mismos; 

tallamos  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  con  las  costas  el  anta 
apelado  de  7  de  diciembre  último,  y  mandamos  que  se  devueWan  los  pn* 
sentes  á  la  Audiencia  de  donde  proceden  en  la  forma  prevenida  en  al  ar« 
ticttlo  4067  de  la  citada  ley  de  Enjuiciamiento  ci?il. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaeeía  del  Ge- 
bterno  e  insertará  en  la  Colección  iegislatim,  para  lo  cual  se  pasen  las 
oportunas  copias  certificadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— 
Juan  Martin  GarramoUno.— Ramón  María  de  Arrióla.— Félix  Herrera  da  la 
RiVB.— Juan  María  Biec— Felipe  de  Urbina.— Eduardo  Etio. 

Publicación,— Leida  y  publicada  fué.  la  anterior  sentencia  por  el  IIíbo. 
Sr.  D.  Ramón  María  de  Arrióla,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Jnstícfia, 
estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Salr  segunda  el  dia  da  boy, 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  8  de  octubre  de  1862.^Gregorío  Camilo  Gweh.-^GaeHm  da 
12  de  octubre  de  i  862.) 


SS». 


CenapeteneU  (10  de  oOubre  de  4862.).— Dstincion.— Ib- 
L08  TBATAMnNTOs.— Se  decíde  por  la  Sala  segunda  del  Tríbooal 
Supremo  i  favor  del  Juzgado  especial  de  Hacienda  de  b  proTiocia 
de  Pontevedra  la  competencia  suscitada  con  el  de  la  Capitanía  ge- 
neral de  Galicia,  acerca  del  conocimiento  de  la  causa  formada  cos- 
tra los  carabineros  Manuel  Alvarez  y  José  González  por  detendon 
y  malos  tratamientos  á  Ventura  Rodríguez,  y  se  re.«aelve: 

1  .*  Que  la  jurisdicción  especial  de  Hacienda  debe  conocer^  om* 
forme  alo  dispuesto  en  el  número  6.^,  articulo  17  del  Real  deerdl» 
de  20  de  junio  de  4852 ,  de  los  delitos  conexos  con  los  de  eonlra- 
bando  y  defraudación ,  perpetrados  por  los  carabineros  en  actos  id 
servicio  de  su  cuerpo^  o  con  motivo^del  ejercicio  de  las  funtíenes 
peculiares  del  mismo; 

Y  2.^  que  las  diligencias  instruidas  por  una  jurisdiedon^  y  mm 
el  auto  de  sobreseimiento  sobre  ellas  dictado,  no  pueden  amenguar 
de  modo  alguno  d  mérito  legal  de  las  aue  en  el  circulo  de  sus  fa- 
cultades hajiia  formado  sobre  el  mismo  hecho  otra  jurisdicción  ^  y 
menos  aún  impedir  su  continuación  y  prejwsgar  elfaüo  míe  en  de- 
recho deba  recaer,  sobreseyendo,  absolviendo  óoondénandú  dejbitt- 
vamente  d  los  presuntos  reos. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  i  40  de  octubre  da  1862,  en  loa  antea  da 
aompetenda  que  ante  Nos  penden  entre  el  Juzgado  de  la  Capitanía  general 
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d^^aJkifrjeJ  de  Hacieada  de  h  ^provijacíB  de  Pootevedra ,  acerca  del  cp^ 
nociroientó  de  la'cáusa  foráad!!  con)^a  ln.<;  carfibineros  Manoel  Alvsirai^}' 
lo$4<Qm)|0}e^p^  deteaoion  y  malos  trauíinjentos  á  Ventura  Rodrigue^ 

-[^esahaiHto que  ep  |a  tarde  del  28  de  setiembre  del  año  último  losre^^ 
f^idfií^  cambíoáros  ,.4^®  ¿e  bailaban  prestando  el  servicio  dé  su  iostiftutaen, 
4.j>HoV>'4A^esai»tes,  con  motivo  de  cecQnocer  á  Ventora  Hodrígae;^ ,  gon-' 
d^pter  deUcorréo  desde  e)  lazareto  de  San  Simón  á  Vigo ,  le  maUrataf<»): 
y  se  apoderafQtt  de  la  balija  que  cootenia  la  correspondencia:  .    r. 

o;,,Stq5u)UNQdo  que  denunciado  este  hecho  al  Gobernador  civilde  la  pro- 
tipw  r.o&^li  ul  Jluez  de  primera  instancia  de  Redoodela  para  que  prooedie; 
^-^  W  que  nubiere  lugar  en  justicia ,  y  este  instruyó  el  oportuno  sumarioV 
en  el  que  creyendo  conveniente  recibir  declaración  á  Ventura  tlodri^oez» 
y  con  fnoticia  de  que  se  hallaba  detenido  á  disposición  de  un. Fiscal  militar, 
«cord44j>o  se  reclamase  al  mismo  bu  presentación  para  et  objeto  ¡ndlcndo: 
Beéijiftaodo  que  el  fiscal  <:ontestó  al  Juez  de  Redondela  que  debía  inhí- 
l)!r^  d§(  conocimiento  de  la  causa ,  y  que  en  otro  caso  tuviera  por  deuun* 
ciada  la  competencia ;  pbr  cuya  razón  no  pudiendo  aquel  entablar  la  cues- 
tión jotiítdiccicínal  se  dirigió  el  Juez  al  Capitán  general  del  distrito  á  fin  de 
gne  se  airvíera  remover  el  entorpecimiento  indicado: 

Resultando  que  el  Capitán  general  alzó  el  arresto  que  Rodríguez  sufria 
eid  el  cuartel  de  carabineros,  manifestándolo  asi  al  Juez  y  añadiéndole  que 
^aperaba  qaa  procurase  terminar  las  diligencias  que  instruía ,  Inhibiéndose 
de  ellas  por  lo  relativo. á  los  cargos  que  resultasen  á  lo^  carabineros  y  las 
remitiera  á  su  autoridad,  sobre  lo  que  le  anunciaba  la  debida  competencia: 
Resultando  que  el  Juez  de  Redondela ,  por  auto  de  6  de  noviembre  de 
1861  se  declaró  inhibido ,  dejando  espedita  la  jurisdicción  de  HacieLda  y 
la  militar  en  Ul  parte  que  á  cada  u?ia  correspondiera,  y  acordó  remitir  el 
procedimiento  á  la  primera  para  los  efectos  consiguientes: 

Resultando  que  aprobado  éste  auto  por  la  Audiencia  del  terrílorio'remi* 
fió  Id  cáus&al  Juez  de  Hacienda  de  la  provincia  de  Pontevedra ,  y  nnso  sa 
^pesolQcion  en  conocimiento  del  Capitun  general ,  con  fecha  31  de  aiciem- 
bre  de  i86l,  el  cual  contestó  que  por  auto  de  8  de  noviembre  había  sobre- 
jeidoj^terminado  ejecutoriamente  sus  procedimientos,  poniendo  én  liber- 
tad y  sin  nota  á  ios  carabineros  González  y  Alvarez,  previniéndoles  ^  em- 
pero ,  que  en  lo  sucesivo  al  practicar  reconocimiento,  no  maltraten  ni  cas- 
tiguen á  las  personas  sin  absoluta  necesidad  para  rendirlos: 

Resaltando  que  el  Juez  de  Hacienda ,  no  obstante  esta  manifestación, 
raelamd  á  aquel  las  actuaciones ;  y  habiéndose  negado  á  remitirlas  s»  oil- 
^ó  la  presente  competencia: 

,  RasMltandcf  qnei  dicho  Jaez  ae  funda  en  qae  los  daKI^a  kipat2^of(  A-  las 
,.£jf^fdi)iner6s  AÍv^rez  y  González  tuvieron  lugar  pn  actos  del  .ser vicio,, da^au 
'  instituto,  y  como  conexos  son  esclusivamente  del  conocimiento,  de  aquel 
■  decreto  de  20  de  junio  de  18521,  y  la  jüríspru3encla 
ipremo  tribunal,  y  en  qi^e  si  bien  el  auto  de  sdbfe- 
i1  sumario  militar  puede'bausar  ejecutoria  respectKJrá 
militares,  no  así  de  los  que  son  útí  la^^esotasiva  'cein- 
le  Hacienda:  -  >  >' 

;¥« nasiillaiido^ue filde la Capitania general  se  apayi^»«i <|«i el  jtúváo 


,. invado  se&un  el  Keai  decreto  de  20  de  junio  de  lo52,  y  la  jurisprudencia 

'^éStaolecidk  por  este  Supremo  tribunal,  y  en  qi^e  si  bien  el  auto  de  sdbfe- 

'«áttalento  dictado  en  el  sumario  militar  puede' bausar  ejecutoria  respectjorá 

^óá^delltod  puramente  militares,  no  así  de  los  que  son  útí  la^^esotasiva  ceM- 

'patencia  del  Juzgado  de  Hacienda:  >  >' 

^.  iVDesiillaiido^iefirde  la  Capitania  general  se  apayi^»«i<|«iel  jtúváo 

i^0k  ^mplaUfo^ntei  terminado,  y  #1  sobreseimiento  qu«  dicU^,,  ^uaoíiq  fio 

estaba  requerido  de  inhibición,  escluye  en  el  pij^^i^to  .<»ao  toda^ij^Ui^cioa 

olterior,  porque  se  fundó  aquel  en  la  calificación  que  hizd  de  que  la  acción, 

- obrátodelprocedlní^iento, oo era deUtOi sinoiiiti talla  que'péftó  tOir &i pre- 

^  TOMO  vn.  .16 
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creación  contenida  en  dicho  auto,  y  cuya  caliGcacion  no  "podía  alterarse  ja 
por  olra  Autoridad  que  no  era  superior  á  ia  sify u: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Domingo  Moreno: 

Considerando  que  de  ioj  delitos  conexos  con  ios  de  contrabando  y  de- 
fraudación perpetrados  por  ios  carabineros  en  actos  del  servicio  de  su  caer- 
po,  ó  con  motivo  del  ejercicio  de  las  funciones  peculiares  del  mismo,  delM 
conocer  la  jurisdicion  especial  de  Hacienda»  conforme  á  lo  dispuesta  eo 
el  núm.  6.*^,  art.  17  del  Heal  decreto  de  20  de  junio  de  1832: 

Considerando  que  los  escesos  atribuidos  á  los  carabintiros  Manuel  Aha- 
rez  y  José  González  se  veriScaron,  caso  de  ser  ciertos,  iuüándose  estos  de 
servicio,  y  en  cuyo  desempeño  creyeron  que  debían  reconocer  al  conductor 
de  ¡9  balija: 

Y  considerando  de.otra  parte  que  las  diligencias  instruidas  por  el  Juz- 

fado  de  la  Capitanía  general  de  Galicia  y  el  auto  de  sobreseimiento  dicta- 
0  en  ellas  no  pueden  amenguar  de  modo  alguno  el  mérito  legal  délas  que 
en  el  círculo  de  sus  facultades  se  formaron  por  el  de  Hacienda  de  Ponte ve« 
dra,  menos  aun  impedir  su  continuación  y  prejuzgar  el  fallo  oue  en  dere- 
cho deba  recaer,  sobreseyendo,  absolviendo  6  condenando  dennitivaanente 
á  los  presuntos  reos; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  goe  el  conocimiento  de 
esta  causa  corresponde  al  Juzgado  especial  de  Hacienda  de  Pontevedra,  al 
que  se  remitan 'unas  y  otras  actuaciones  para  lo  que  proceda  coa  arreglo  i 
derecho.  ' 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaetía  del  Go- 
bierno ó  insertará  en  la  Colección  legislativa,  para  lo  cua<  se  pasen  las 
oportunas  copias  certificadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  Gimamos.-* 
Juan  Martin  Garra qiolino.—Ramon  Macia  de  Arrióla. — Féiii  Herrera  de  ta 
Riva.— Juan  María  Biec— Felipe  de  Urbina.— Eduardo  EÍlo.— Domingo 
Moreno. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Has- 
trfsimo  Sr.  O.  Domingo  Moreno,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Josti* 
cia,  estándose  celebran<io  audiencia  pública  en  la  Sala  segunda  el  día  de 
hoy,  de  que  certííico  como  Escribano  de  Cámira. 

Madrid  10  de  octubr-e  de  1862.— Gregorio  Camilo  García. — {Gacela  de 
13  de  octubre  de  1862.) 


9^0. 


Competencia  (iO  de  octubre  de  1862.).— Desacato  i  u 
AUTORIDAD .^Se  decído  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo 
á  favor  del 'Juzgado  de  la  Capitanía  general  de  Estremadura  la 
competencia  suscitada  con  el  de  primera  instancia  de  los  Hoyos 
acerca  del  conocimiento  de  la  cansa  formada  contra  el  cabo  de  ca- 
rabineros Javier .  Caslelao,  por  desacato  á  la  autoridad,  y  se  re* 
ftuelve: 

i.^  Que  cuando  un  carabinero  se  niega  á  pagar  una  eonírüm-- 
tíon  que  se  le  exige  por  el  aLcaldCt  y  acompaña  la  negativa  de  U 
orden  de  su  jefe  para  ello,  no  puede  decirse  que  ha  cometido  el  de- 
lito  de  desacato: 
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iJ"  Que  tampoco  lo  cmiUtuyed  kecho.áe  tonaír  eon^  vMontHa 
á  un  deposUarto  los  efecUft  encargados  ^  si  d  eartAmero  lús  de* 
vuelve  al  numiirselo  el  alóalde; 

F5.*  que  tampoco  comete  dicho  Mito,  cuando  la  dcsóbedien- 
eia  i  una  arden  del  alcalde  se  escusa  por  tener  que  aésemp^ar 
a^ntoB  más  importantes  del  servicio. 

En  la  vilU  y  corte  de  Madrid,  á  40  de  ociobre  deUS^i»  en  los  autos  de 
eompetoocía  que  ante  Nos  pandeo  entre  el  Juzgado  de  la  Capitanía  general- 
d^  Estremadura  y  el  de  prioiera  instancia  deioa  Hoye»>  acerca  del  coiloci* 
miento  de  la  causa  formada  contra  el  cabo  de  caratoeros  lavier  Geatela^i . 
por  desacato  ¿  la  i^toridad: 

Resultando  que  en  el  día  i  5  de  enero  üUioio  el  Teniente  de  Alcalde  da 
la  villa  de  Gata  D.  Pedro  Jacinto  v  Robles  dio  parte  al  Alcalde  de  la  niima 
de  ^ue^  en  cumplimiento  de  sus  ordenes^  b^ia  ido  á  casa  del  cabo  de  oa« 
rabineros  Gastelao  á  practicar  el  embargo  de  los  bienes  de  este  parü  hacer 
^efectivo  el  cobro  d^  ios  derechos  de  consumo,  que  adeudaSa,  y  que  el  Cas» 
lelao  le  habla  desobedecido  y  faltado  al  respeto,  pues  (]ue  al  mtimarle  que 
manifeetara  bienes  que  embargar  y  preaenclase  ia  diligencia,  le  contestó 
que  no  le  daba  la  gana  de  ijaeer  lo  uno  ni  lo  otro,  y  después  al  salir  de  la> 
casa  con  los  efecitas  embargados  los  arrebató  de  manos  del  depMi^itarie  Fian- 
cisco  Sánchez  Marín,  diciendo  que  aquello  era  suyo,  y  priguntalido .quién 
era  el  (]U0  babia  robado  su  casa;  y  que  habiéndole  amonestado  para  que 
devolviera  los  efectos  embargados  cootesté  por  dos  ó  tres  veces  que  no. 
quería,  y  luego  los  tiró  con  tono  amenazador  hacia  donde  estaba  el  Tenien-. 
le  Alcaide*  y  se  negó  repetidas  veces  é  obedecer  la  intimacioo  que  le  hizo 
para  que  fuera  al  Ayuntamiento: 

Resultando  ^ue  en  virtud  de  este  parte  el  Alcalde  eopetó  á  imtniir  el 
oportuno  sumario,  en  el  que  recibió  declaración  al  Teniente,  al  Secretario 
de  Ayuntamiento,  al  alguacil  Silverio  Hernández  y  ¿  otroa  tres»  todos  lofi' 
cuales  aseguraron  la  certeza  de  la  denuncia  y  después  tacordó  remitir,  y 
remitió  en  tal  estado,  las  diligencias  al  Juez  de  primera  inslanciai  por  ha- 
berse negado  Gastelao  á  comparecer  para  prestar  indagatorta:  »  i 

Resultando  que  el  referido  Juez  ofició  al  Capitán  general  para  que  man- 
dase al  Javier,  que  se  presentara  en  el  Juzgado;  y  hecho  así,  se  recibió,  al 
misoM)  indagatoria,  en  la  que  aseguró  entre  otras  cosas,  que  cuando  fueron 
á hacer  el  embargo.de  sus  bienes  enseñó  una  orden  que  tenia  de  su  Jefe 
para  que  no  pagase  los  derechos  oe  coni»mnos  haata  que  recayera  resolución 
i  la  consulta  que  tenia  hecha,  y  que  el  Teniente  de  Alcalde  no  llevaba' in«» 
signia  alguna  de  su  Autoridad,  lo  cual  afirma  este  en  la  declaración  que 
prestó  ante  el  Juzgado  de  Guerra,  y  también  que  Gastelao  presentóla  órden- 
de  su  Jefe  de  que  se  ha  hecho  mérito,  y  alegó  para  no  ir  al  Ayuntamiento 
tenia  que  practicar  asuntos  más  importantes  del  servicio:    . 

Resultando  que  deapues  de  varías  dilígeneíae  acordó  dicho  Juez  oficiar 
nuevamente  al  Capitán  general  para  que  Gastelao  se  presentase  á  cumplir 
la  indagatoria  y  á  exhibir,  para  testimoniarla,  la  orden  que  habla  espresado, 
y  que  dirigido  el  oficio,  y  unido  á  la  sumaría  militar  .que  estaba  «landadtf 
archivar,  contestó  aquel  que  Gastelao  no  podia  someterse  á  la  jurisdicción 
ordinaria,  y  oue  esperaba  que  esta  sobreseeria  en  la  actuaciones: 

Resultanao  que  el  Juez  de  primera  instancia,  después  de  oir  al  Promotor 
Fiscal,  insistió  en  que  el  Capitán  general  diese  la  orden  para  la  compare- 
cencia de  Gastelao  al  objeto  acordado,  manifestándole  que  el  delito  por  que 
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s«  prooMte  en^l  de  dds&kato  á  iá  kutorMM,  é  inVitftbdolft^  ^i  en  otto 
caso  dijera  ctanmeote  jri  p«>poiiiibó  no  la  Gompataheiai 

Resultando  que  el  Juzgado  militar  o^e^td  que  eío  deaeooocer  qae  el 
desacato  é  Ua  juBtici«i^,9afisa  desafuero»  negalNi  que  elCa9teiaQ;tittbíafie  ep- 
metido  este  delito,  y  qué  faU^ñdó  l¡i .  base  eu  q^e  el  iaea  de  ^imerá  ias^ 
taiicia  se  fundaba  para  seguir  conociendo,  dé  la  causa^  esperaba  que.  ce$aria 
en  sus  reclamaciones  y  en  otro  caso  no  tendría  inconveniente  en  remitir  fo» 
autos  al  Tribunal  Sunremo  de  Justicia  para  la  decisión  que  correspondiera: 
Resultando  qué  el  Une/  dé  los  Hoyos  se  deetaró  (sompetente^  para  coAli- 
nüar  ooaoetendo  dé  la  causa,  íünidado  en  qse  no  es  posible  entrar  é  discutir 
sóbrela  existencia  ó  no  eiisteneiadel  delito^  -porque  esto  seria  prejuzgar  la 
cuestión  que  debe  resolverse  en  defiaiti?av  J  ^  que  basta  que  la  causa  sea 
por  desacato,  sin  que  sea  fácil  comprender  hasta  dónde  üe^rá  la  aTerigqa- 
cien  del  beélio  basta  quí  el  sumario  ae  terminé: 

Y  resultando  que  el  Capitán  general  insistid  en' que  noest¿  probado  el 
desacato,  y  que  por  tanto  nó  puede  oenseotir  ene!  desafuero  de  Jamr 
Castelao: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  de  este  Supremo  TribOiaal  D.  Felipe 
deUrbina: 

Considerando  que  aunque  Javier  Castelao  se  negó  i  pagaf  la  contríbu* 
don  de  conáumos  que  se  le  exigia,  cuando  veriGoó  esto  tbostrd  la  orden  de 
su  Jefe  para  que  no  la  satisfaciese  hasta  que  recayera  resolucioa  á  la  con- 
sulta qué  había  hecho:  - 

•  Considerando  en  cuanto  al  hecho  de  haber  Castelao  tomado  con  violen- 
cia al  depositario  los  efectos  embargados,  que  los  devolvió  cuando  se  lo 
mandó  élTeniente de  Alcalde: 

Considerando  que  si  la  orden  de  este  al  indicado  Javier  para  que  se 
presentase  en  el  Ayuntamiento  no  fué  obedecida,  se  escusó  con  que  tenii^ 
que  desempeñar  asuntos  mas  importantes;  del  servicio: 

Y  considerando  que  esbs  tres  hechor,  acompañados  de  las  Ctrcnnstaii* 
^as  que  s&han  mencionado,  no  eon  susceptibles  de  constituir  el  delito  de 
desacato  oontra  fa  Justicia,  y  que  por  lo  misma  no  pueden  someter  á  ra 
autor  á  la. jurisdioeion  ordinaria; 

Fallamos  que  detmmos  dedarar  y  declaramos' que  el  coiloCiniiena»áe' 
esta  cansa  corresponde  a|  Juzgado  de  la  Capitanía  general  de  Bstremadnn, 
al  qae  sé  remitan  onas  y  otras  aeíaacioneB  pa^a  lo  qtíé  proceda  cdn  arref^ 
¿dereaho.  :         .  . 

•Asi  por  esta  nuea|ra^teneia,  guia  se  publicará  en  la  Gkceta  del  GoUe^ 
no  é  injertará  én  la  Col0óéhn  JapiMuftt^)  para  lo  cual  se  pasen  fas  aporta- 
naa  copias  certificada»,  lo  ppan^noiaitios,  lúaud^mos  y  firmamor.---lniQ 
Msrtin  Carramolino.-^Rafmon  Marfa  de  Arrióla.;— Félix  Herrera  deia  Riva. 
-^•-Inan  María  Blec-^Fetipe  de  Urbina.^Gdtt'ardo  EKo.— Domingo  Moreno. 
Put^UoacioÉD.^Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  lhis« 
trísimo  Sr.  D.  Feli^  ¿e  Urblna,  Ministre^  det  Tribunal  Supremo  de  J^itti^ 
da,  estájiddse  celebrando  audiencia  pábtloá  en  la  Sala  segunda  el  día  de 
hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámarli. 
.  Madrid  iOde  ootubrode  l862.*-<}regorío  Camilo  6arda.-*(6deafa  de 
i3  de  octubre  do  i802.> 
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R^MtFM  de  «ttsaéiem  (Sd^ímnbre  de  i89S.).-«>RBivm- 
iHOACfON  M  Bin^Hs.— Se  déciftra  por  k  Sfiíla  primera  del  TríbuDal 
Supremo  no  haber  lagar  al  recurso  de  casación  iirterpuestó' pof 
Dona  Concepciofl  Laborda  y  sus  bijas,  contra  la  sentencia  pronun* 
dada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Albacete,  en  p^ilo  con 
Do5a  Jíuliana  Joyqr  y  Valora ,  y  se  resuelve: 

I.**  Que  para  interponer  üMidamente  el  recurso  de  eoMétíM 
pmdaáe  en  infracción  de  U^  ó^de  dói^rma  iegñi,  e$  neóetori»  atar 
concretamenJte  la  ley  ó  doctrina  que  se  supone  infringida. 

8.^  Que  para  tpue  sea  vMida  y  efkm  la  enajenáci&n  deló»  frfe- 
nes  raices  de  los  menores,  es  necesario  que  se  haga  c6n  iodos  lo$ 
retmisitos  y  formalidades  que  prescriben  las  leyes: 

o."    Que  á  nadie  puede  (aprovechar  la  ignorancia  del  derecho: 

^•"^  Qu^  faltando  la  buena  fé  y  el  justo  título  no  puede  verificar- 
se ¡a  prescripción ,  no  infringiendo  la  ley  ltí>  M.^»  Pasii  i^  la 
sentencia  que  niega  la  ¡n^scripeion  cuando  ftdtañ  aquellos  reqúi^ 
sitos; 

F5.*  quena  puede  considerarse  como  infiingUá  la  doctrina 
sentada  por  una  sentencia  del  Tribunal  Supremo ,  cuando  Xa  que  sp 
supone  inff-ingida  recaifó  en.un  pkito  en  que  se  discutian  cuestiones 
diferentes  de  las  ventiladas  en  (iquel  á  que  trata  de  aplicarse  dicha 
doctrina.  *  .    .. 

,  .  •-         '  ,  ,    .  ^ 

Eq  U  villa  y  corte  de  Madrid,  á  8  deodubíede  i86S:  eo  I09  autos 
pendíanlas  aaie  Nos  porraeursoda  caaacioo,  aegvidos  en  el  iusgaiode 
primera  instancia  da  Caravaca  y  en  Ja  Sala  ;primera  da  la  Baal  Aiidiaiielft  á» 
Albacete  por  Doda  Jaliana  iof«r  ^  Yaiera  ooa  Oo&a  GoacepoiDn  Labovda  y 
sbj  hijas  tk>Da  María  Josefa,  Deña  CatalíDay  pqia  GoncepoMm  Haréis,  rdr 
oresaotadas  (»?  sus  respNSctívos  maiidos  D.  Marcos  Boaiidía,  D.  ióao  Pedxo 
iaborda  y'  D.  Miguel  iimeoez  da  Giioan»,  sobto  raviofUcAeion  de  ana 
iiacianda  de  labor  y  da  un  CQar(ode''casft: 

Resultando  que  en  21  de  seitiembre  da  1828  O*  Miguel  ^efae  y  Bautia- 
U  y  Dooa  Juliana  de  Veleta  y  Vara»  su  mojar ,^  otorgaron  aaeiitttua  por  la 
que  veadieroo  i  De  José  Herváa  una  iaboí  ao  al  partida,  de  Arobival ,  lia- 
"«naclB  La  Fundación ,  propia  de  Doña  iuliana,  como  haredei»  de  au  madre» 
<aB  precio  de  75,000  rs;  3 

Resultando  que  eDi48  de  julio  de  1839  aeudié  Dona  Juliana  JoferValava 
y  Vara  al  Carregidor  de  Gfainehina  para  qaa  «n  ateneton  á  au  meqor  edad, 
y  i  tener  necesidad  do  ejercitar  aociones  judiciaJea  iQoapeBdieiilaa  de=  las 
que  correspondían  é  su  marido  ú.  Migoel  Puche  y  Bautista.,  eomo  adini* 
«UBtrador  legal  de  SUS' bienes,  nombraba  por  sa  curador  od  ittam  á  Don 
Alonso  Mano  de  Espinosa: 

Resaltando  que  habido  por  nombrado  y  díscarofdesele  el  cargo,  acudió 
a  dieha  Corregidor  solicitando ,  eu  alenoioa  á  ^be  la  ven^a  rofamit  ao  ba- 
hía hoúho  sin  loa  requisitoa  nOceearios  para  iasde  las  bieoea  de  meíaoreís ,  y 
«  que  era  beneficiosa  y  úlil  á  su  representada ;  p^Mité  au  prado  había  da 
aervit  pare  satlsfaoar  las  deudas  .que  sos  padres  hahiaaflofttraidoi.iqne  «a  k 
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admitiera  la  oportuna  infor^nacion  y  se  la  coDcediera  licaocia  para  ratifi- 
carla: 

Resaltando  qae  dada  la  información »  eo  la  que  los  testigos  dijeron  qaa 
loa  padles  de  la  itíeaorhahiaii  contieid» -flUa^^as  éeudal  que  t9tA  ao  podía 
saiiisfacjar^^especkliiiapte lasque  procedían  de  Ja  .compcade  ^Mh  bacieodi 
hecha  por  0.  Gioés  Vatera,  y.pb^  la  aue  pagaba  una  peoaion  éxhorbitaote; 
y  concedida  la  autorización  por  auto  ae  24  dp  dicho  mes  j  mo,  el  referklo 
curador ,  en  nombre  de  su  menor,  ratificó  la  esi^ritura  de  venta  de  la  labor 
Hamada  La  Fundación,  declarando  que  en  ella  se  cotnprendia  an  cuarto  dd 
casa  en  el  sitio  de  las  Noguéricas ;  que  •  se  habia  d6jad<^  do  esp^esaren 
aqoelli:     .  -  . 

•  Reoultando  que  Oom  Juliana  Joteif  y  Velera ,  Tiiida«  entabló  demanda 
en  22  de  julio  do  4898  conua  Dona  Goocepcion  L$bor4a  J  sas  ht|a8 .  coino 
here4$raB  de  D.  José  Herváa,  para  que  en  virtud  de  la  accii^i  reivimncato- 
ria  de  dominio  qqe  ejercitaba  la  entregasen  y.  dejasen  á  su  disposición  las 
fincas  referidas ,  con  loa  frutos  producidos  y  debidqs  producir  y  abonos  de 
los  desperfectos  ocasionados  desde  27  de  setiembre  de  1828^1  alegando  para 
ello  que  la  enajenación  habla  sfdo  nula  por  no  haber  precedido  los  requisi- 
tos de  la  ley ;  que  la  confirmación  otorgada  por  el  curador  ctd  ¡üem  lo  Rabia 
•laido  «amblen  por  no  tener  valides  la  automaoion  judicial  concedida  f  ara 
e^la,  haberse  omitido  requisitos  esenciales,  y  demoatrádose  con  la  ínfom' 
cion  que  la  venta  era  perjudicial  ¿  la  menor,  porque  su  orecio  habla  d^  in- 
vertirse en  pagar  deudas  estrenas  á  la  misma  :  que  ademis  no  se  habían 
satisfecho  con  el  las  de  su  padre  D.  Ginós  ValeM;  que.el  cuarto  de  casa  no 
habla  sido  comprendido  en  la  primera  venta ,  ui  para  su  enajenación  babia 
precedido  licencia  de  ninguna  clase,  y  por  último^  que  ios  demandados  ha- 
bían poseído  de  mala  fé ,  por  lo  cual  debían  responder  de  los  frutos  y  de  los 
desperfectos ,  y  de  estos  en  todo  caso: 

Resultando  gue  los  demandados  Impugnaron  la  demanda  fundados  eo 
que,  habiendo  sido  útil  á  la  ilemandante  ia  veni^  ,  no  podía  hacer  reeiama- 
clon  alguna  contra  ella ,  oponiendo  además  fa  eseepcioh  de  prescripción 
atendido  el  tiempo  trascurrido  desde  que  tuvo  lugar  aquella: 

Resultando  que  practicada  prueba  por  las  partes ,  dictó  sentencia  si 
Juez  de  prinoent  instancia,  que  revocó  la  Sala  primera  déla  Andiendide 
illbaceleien'9  de  febrélo  de.l86i,  condenando  á  Dona  Goncencion  Labarda 
6  hijas  á  entregar  á  Doña  JuJiant  Jover  y  Valora  la  bacienoa  titalada  La 
Fundaeion  y  el  cuarto  de  casa  de  lasNoguericas,  ooalos  firolos  prododdos 
y  debidos  prodncir  desde  la  codtestacion  á  la  demanda: 

Resaltando  que  las  demandadas  interpusieron  recurso  de  casación  d- 
fiando  eemo  infringidas  ia  ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  atención  á  qoe  la 
demanda  era  posesoria ,  propaesla  en  juicio  erdioario,  y  en  la  sentencia  solé 
se  fíiltaba  sobre  la  posesión,  autorizando  un  juicio  no  establecido  en  aque* 
Ma  eonira  Ib^spoéstoen  su  articulo  t4i5 ,  mediante  á  que  no  hay  oíros 
juieioa  poiesoFios  que  los  interdictos ;  la  doctrina  legal  admitida  por  la  ja* 
risprudeneia  da  loa* Tribunales^  según  la  que,  para  anuüir  un  contrato  ,  es 
necesario  pedirlo  formalmente  y  obtenerlo  del  poder  judicial,  np  bastando 
dar  popsttpneela  la  nulidad  ni  razonar  sobre  ella ;  la  ley  18,  tit  29,  Partida 
3.%  sobre  prescripción;  el  espíritu  de  la  15  del  mismOvtítalo  y  Partida ,  y 
la  doctrina  legal  ya  ésableeida  y  confirmada  repeiidab  Teces  por  este  Su- 
premo Tribnnal;.  habiéndose  ciudo  en  é(  la  ley  8.*,  tít..20.  Partida  3A  y 
la  doctrina  segoa  la  que  ane  la  omisión  de  alguna  de  lu  formalidadee  qne 
preseribenf^as  leyes  paca  la  venta- de  los^enes  de  menores  no  es  reclama* 
¿le  á  título  de  menor  de  edad  cuando  ba  traacnrrido  el  caadiíenio  legal  sá» 
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haber  hecho  ufo  de  la  restitaclon,  doctrina  proclamada  en  senteacia  de  este- 
Sopremo  Tribunal  de  i.**, de  mayo  de  18CI: 

Vi9lo<<,  siendo  Ponente  et  Ministro  D.  Gabriel  Geraelo  de  Velasco: 

Consiierandfo  que  en  este  pleito  se  ha  ejercitado  la  acción  reivindicato*» 
ría  Fiiudada  en  pertenecer  á  la  demandante  el  dominio  de  las  cosai"  recla- 
madas en  la  demanda ,  con  atregto  á  la  cual ,  seguidos  los  trámites  del  jui* 
cío  ordinario,  se  ha  dictada  la  sentencia;  y  que  por  consiguiente  no  se  ha 
infringido  el  art.  1445  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  ni  lo  habría  sido 
ningún  otro »  aun  cuando  la  cita  que  de  toda  ella  se  hace  sin  concretarse» 
como  está  prevenido ,  á  disposición  determinada ,  pudiera  admitirse  para 
interponer  válidamente  un  recurso  de  casación: 

Considerando  que  habiendo  sido  el  fundamento  de  la  acción  j  objeto 
principal  del  debate  la  nulidad  de  la  venta  de  los  bienes. de  que  se  trata ,  y 
recaído  sobre  este  ponto  las  pruebas  suministradas  por  las  partes,  apoyan* 
dose  en  ella  la  Sala  sentenciadora  para  resolver  la  cuestión  en  loi*  términoa 
Gue  lo  hace,  no  puede  tener  aplicación  ni  haberse  por  lo  tanto  infringido  la 
doctrina  tiue  respecto  i  este  particular  se  cita: 

Consiaerando  que  para  que  sea  válida  y  eOcas  la  enajenación  de  los 
bienes  rafees  délos  menores  es  necesario  que  se  ha|^a  con  todos  losrequt* 
sito<  y  formalidades  que  prescriben  las  leyes ,  y  que  en  1)  de  la  hacienda 
¿a  Fundación  falló  el  esencial  de  la  subasta  púbtica,  porque  aun  supo- 
niendo en  la  ratificación  hecha' por  el  curador  de  la  demandante  todo  el  va*  * 
lor  y  fuerxa  que  se  la  quiere  dar ,  solo  habrían  quedado  subsanados  los  de* 
fectos  de  la  información  de  necesidad  y  utilidad  ^  de  la  licencia  judicial: 

Considerando  que  no  habiendo  podido  adquirir  el  causai^te  de  las  recur* 
rentes  ni  estas  el  dominio  de  los  bienes  en  cuestión ,  puesto  que  les  cons- 
taba ó  ilebian  saber  que  pertenecían  á  «una  menor ,  no  pudiendo  aprove- 
charles la  ignorancia  del  derecho,  les  ob^ta  el  defecto  de  título  justo  y  de  la 
bnena  fó,  que  la  ley  requiere,  para  invocar  en  su  favor  la  prescripción  or* 
dioaría ,  y  que  por  consiguiente  no  jia  infringido  la  ejecutoria  la  18,  tít.  29 
de  la  Partida  3.%  que  es  una  de  las  que  la  sirven  de  fundamento: 

Considerando  que  tampoco  han  podido  serlo  las  leyes  8/  y  15  del  mis- 
mo titulo  y  Partida,  ni  la  doctrina  legal  que  en  conformidad  á  esta  se  cita, 
pues  la  primera  aunque  tuviera  oportuna  aplicación  al  punto  litigioso,  solo 
establece  ciertos  preceptos  generales  que  reciben  su  complemento  de  las 
dispo>;iciones  contenidas  en  otras;  y  en  cuanto  á  la  secunda,  ademáis  de 
tratar  de  la  prescripción  de  las  cosas  muebles,  evidencian  los  ejemplos  que 
propone  que  no  puede  dársela  la  inteligencia  que  se  pretende: 

T  considerando  que  la  sentencia  de  e^te  Supremo  Tribunal  de  1.^  de 
mayo  de  1861  recayó  en  un  pleiteen  el  que  se  discutían  cuestiones  dife- 
rentes de  la  que  ha  sido  objeto  del  actual ,  y  que  por  lomisnüo  no  puede 
haber  sido  infringida  la  doctrina  que  en  sus  considerandos  ae  establece; 

Pulíamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  baber  lu^ar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  Doña  Concepción  Laborda  y  sus  hijas,  á  quienes 
condenamos  en  las  costas*;  devolviéndose  tos  autos  ala  Audiencia  de  Alba- 
cete con  la  certitioacion  correspondiente.  « 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inserta- 
ra en  la  Colección  leai$lativay  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
pronunciamos ,  mandamos  y  6rniamos.— Ramón  López  Vázquez.— Gabriel 
Ge/uelo  de  Velasco.— Joaquín  de  Palma  y  Vídues^a.— Pedro  Gómez  de  Her- 
mosa.—'Pablo  Jiménez  de  Palacio.— Laureano  Rojo  de  Norzagaray.— Ven- 
tura de  Colsa  y  Pando. 

Publicaden.  «-Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ilus- 
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trfsiino  Sr.  D.  Gabriel  Ceraelo  de  Velasco,  Ministro  de  la  Sala  primera  dfil 
Supremo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  SiU 
en  el  dia  de  lioy  ^  de  que  ye  el  Escribano  de  Cámara  certiOco» 

Madrid  8  de  octubre  de  1862.— Juan  de  Dios  Rub¡o.-^((?aeeto  de  14  de 
octubre  de  1862.) 


fBé9. 

Oempeienela  (13  de  octubre  de  1862.).-*QaBBBANTA]fnino 
PE  coNDBNA. — Se  decíde  por  la  Sala  sej^imda  del  Tríbanal  Supremo 
á  favor  del  juzgado  de.  primera  instancia  de  San  Femando  la  com* 

Setencía  suscitada  con  el  de  la  Capitanía  j^eneral  de  Harina  del 
epartamento  de  Cádiz,  acerca  del  conocimiento  de  la  causa  forma- 
da contra  Dionisio  Rey  por  quebrantamiento  de  condena,  y  se  re- 
suelve: ^ 

1/  Que  i  la  jurisdieeian  ordinaria  corresponde  conocer  de  las 
causas  crimimles  (¡ue  se  forman  por  quebrantamiento  de  condena; 
¥  S.""  que  la  Real  orden  deUde  marzo  de  1854  confirma  esta 
atribución  y  declara  que  el  Código  penal  dá  á  los  tribunales  de  jus- 
ticia la  facultad  de  cofiocer  en  esta  materia  y  de  aplicar  las  penoi 
que  en  el  mismo  se  señalan  por  el  delito  de  desacato  ó  fuaa  de  lot 
confinados;  quedando^  con  respecto  i  este  delito ,  derogada  la  or- 
denanza de  presidios. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  13  de  octubre  de  1862,  en  los  autos  de 
competencia  que  ante  Nos  penden  entre  el  Juzgado  de  ia  Gaf^tanfa  geotral 
do  Marina  del  departamento  de  Cádiz  y  el  de  primera  instancia  de  San  Fer- 
nando acerca  del  conocimiento  de  la  causa  formada  contra  Dionisio  Rey  por 
quebrantamiento  de  condena: 

Resultando  que  en  14  de  juaio  de  1853,  el  Capitán  general  de  Andaloeii 
condenó  al  Dionisio  á  siete  años  de  presidio  mayor  y  penas  accesorias  por 
el  delito  de  robo  en  despoblado:  que  en  3  de  octubre  de  1854  deseruS  M 
arsenal  de  la  Carraca,  donde  se  bailaba  cumplietndo  la  condena,  y  en  2Sde 
enero  de  1856  fué  sentenciado  ¿  20  meses  de  recargo  por  eUa  deserdoo: 
que  en  24  de  agosto  de  1857  volvió  á  ipgresar  en  el  presidio:  que  en  i4d0 
abril  de  1860  la  Audiencia  de  Sevilla  le  impuso  cinco  anos  y  cinco  mesas 
de  prisión  menor  por  el  delito  de  calumnia;  y  que  bailándose  cumpliendo 
esta  condena  se  fugó  en  la  mañana  del  17  de  noviembre  de  1860: 

Resultando  que  por  es\fi  motivo  el  Juzgado  de  Marina  del  departamento 
de  Cádiz  instruyó  la  oportuna  causa»  que  siguió  en  rebeldía  del  Dionisio 
Rey,  condenándole  á^  21  meses  de  recargo  por  sentencia  que  en.  28  de  se- 
tiembre.confirmó  el  Tribunal  Supremo  de  Guerra  y  Marina  con  la  cnalidad 
de  ausentes: 

Resultando  que  en  virtud  del  aviso  que  el  Juez  de  primera  instancia  de 
Grazalema  dio  al  de  San  Fernando  en  el  año  último  dele  deserción  del 
Dionisio  y  su  posterior  captura,  empezó  también  el  oportuno  sumaríd  y 
reclamó  al  Juzgado  de  Marina  la  causa  que  en  él  se  habia  aeguido;  qoe  osto 
se  negó  á  remitirla,  alegando  que  ya  estaba  termioadaí  y  que  el  Jaez  de 
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Sao  Femando  insistió  en  exigir  que  se  inliibiese,  originándose  la  presente 
competencia:  ' 

Resultando  f ne  dicho  Juez  ofdínario  se  funda  en  qoe  Dionisio  Rey  no 
goza  fuero  espeoial,  y  el  delito  de  quebrantamiento  de  condena  no  está  su- 
jeto para  sq  castiga  á  la  jurisdicción  de  Marina,  sino  que,  por  el  contfario, 
el  art.  iié  del  Código  penal  j  la  Real  orden  de  H  de  fnarzo  de  1651  atri- 
buyen el  conocimiento  á  la  jurisdlceion  ordinaria  aunque  las  penas  se  es- 
Üngan  en  los  estableeimlentos  dependientes  de  la  fiiariae,  añadiendo  q«a 
«s(3  es  ia  jurisprudencia i^ada. por  repetidas  deciftiones  de  este  Sapremo 
Tribunal  de  ji^tioia: 

Y  resultando  qqe  el  Juzgado  de  Harina  espone. que^  segiifi  Iqs  artículos 
278  y  299  de  la  Ordenanza  de  arsenales,  estos  se  bailan  considerados  como 
oaTfos  armados:  que  todos  los  delitos  cometidos  á  bordo  de  los  buques  de 
^erra  ó  mereantes  están  sujetos  á  la  jurisdiceioo  de  Marina,  «on  arreglo  á 
láe  disposiciones  de  los  artículos  42,  titulo  1/  de  la  Ordenanza  de  matricu* 
las,  y  del  8.^  titulo  2.%  traudo  5.%y  ilO,lftulod.^  tratado  lO.^"  de  las 
generales  de  la  Armada;  y  por  último,  que  los  artfoulos  309  y  391  de  la  de 
arsenales  determinan  que  la  misma  jurisdicción  es  ia  competente  para  co- 
Qocerde  las  causas  de  deserción,  robos  ó, incendios  ejecutados  en  aquelloa, 
y  el  quebrantamiento  de  la  condena  por  Dionisio  Rey  es  ana  dasercioii  del 
arsenal  en  que  se  hallaba: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Eduardo  Elío: 

Considerando  qoe  por  haberse  fugado  en  la  mañana  del  17  de  noviem- 
bre de  1860  del  arsenal  de  la  Carraca  Dionisio  Rey  quebrantó  la  condena 
que  cumplía  en  él,  cometiendo  un  delito  comprendido  en  el  art.  124  del 
Código  penal,  y  sujeto  por  cooslguieate  al  conocimiento  de  la  jurisdicción 
ordinaria: 

Considerando  que  la  Real  orden  de  11  de  marzo  de  1851  con6rmó  esta 
atribución,  declarando  que  dicbo  Código  dá  á  los  Tribunales  de  justicia  Ul 
facultad  de  conocer  en  esta  materia  y  de  aplicar  las  penas  que  señala  por 
el  delito  de  deserción  ó  fuga  de  los  conGnados;  queoaado,  con  respecto  á 
este  delito,  derogada  la  Ordeqanza  de  presidios: 

Y  considerando  que  con  arre((io  al  CááigA  penal,  y.á  la  eaprasada  Real 
orden  este  Tribunal  Supremo  decidió  en  28  ue  setiembre  de  1868  yiíde 
abril  de  1859  casos  análogos: 

Fallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  de 
esta  causa  corresponde  al  Juzgado  de  primera  instancia  de  San  Fernando, 
al  que  se  remitan  unas  y  otras  actuaciones  para  lo  que  proceda  con  arreglo 
á  derecho. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará,  en  U  Gao$ta  del  Go«> 
bierno  é  insertará  en  la  Colección  legislativa^  para  lo  cual  se  pasen  las 
oportunas  copias  certificadas,  lo  pronunciamos,  numdamos  y  firmamos. — 
Joan  Martin  Carramolino.-^Ramon  María  de  Arrióla.— ^élix  Herrera  de  la 
aiva,**-luan  Maria  Biec.-:Felipe  de  Urbiaa.— Eduardo  Glio. 

Publicación.— Leida' y. publicada  fué  la  anterior  eeotencia  por  el  Ilug^ 
trlsiflio  Sr.  D*  Eduardo  Elfo,  Mioistro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia, 
estándose  celebrando  audiencia  pública  en  so  Sala  segunda  el  dia  de  hoy, 
de  qoe  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  13  de  octubre  de  1862.«-Gregorip  Camilo  Garcia.^Gocs^a  de 
16  de  octubre  de  1862.) 
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Competencia  (13  de  octubre  de  i86i.)«— QoisBaABSusá 
CASA  pB  GOME  RCio.--Se  decide  por  la  Sala  segunda  del  Tribacal 
Supremo  á  favor  del  Tribunal  de  Comercio  de  Sevilla,  la  competea- 
da  suscitada  coa  el  de  igual  clase  de  Barcelona  acerca  del  conocí- 
miento  de  la  quiebra  de  la  casa  Fmi^  hermanos ,  y  se  resuelve: 

Que  es  competente  para  conocer  de .  la  quiebra  de  una  casa  áe 
comercio  el  Triounal  del  territorio  donde  la  casa  tiene  su  domidlto 
y  en  que  radican  sus  bienes^  géneros  y  efMos. 

En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid ,  á  13  de  o(;tubre  de  1862  >  en  los  autos  de 
coinpeteocfa  que  ante  Nos  penden  entre  el  Tribunal  de  Goroercío  de  Sefi* 
lia  y  el  de  igual  clase  de  Barcelona  acerca  del  conocimiento  de  la  quiebra  de 
]a  casa  titulada  Piná^  hernuMQs: 

Resultando  que  en  19  de  diciembre  de  1861  acudió  D.  Pedro  Pagésil 
Tribunal  de  Comercio  de  Sevilla  presentando  dos  letras  de  cambio  libradas 
por  Finé ,  hermanos,  y  los  protestos  sacados  por  falta  da  pago  de  las  mis- 
mas ,  V  pidió  se  le  aumitiera  iaformacioo  de  que  la  referida  casa  batna  sos- 
pendido  sus  pagps ,  y  por  los  méritos  de  la  misma  se  procediese  con  toda 
urgencia  á  la  declaración  de  quiebra  y  á  la  ocupación  ó  intervención  de  to- 
dos sas  bienes,  libros  y  papeles,  y  se  pusiera  testimonio  snficienle  A  acredi- 
tar las  ojecuciones  que  tenía  contra  si  la  espresada  casa : 

Resnitando  que  por  auto  del  mismo  dia  se  admitió  la  información,  y  se 
mandó  poner  el  testimonio  solicitado,  como  así  se  hizo;  y  que  antes  que  por 
sus  méritos  se  acordara  la  prpvidencia  correspondiente ,  acudieron  D.  Se- 
bastian y  D.  Toribio  Fina  cotí  fecha  del  20  presentándose  eti  quiebra  y  ma- 
nifestando  en  el  escrito  que  teoian  establecidas  sus  casas  de  comercio  es 
Sevilla  y  Barcelona : 

Resultando  que  en  el  referido  dia  20  ai  Tribunal  de  Sevilla  declaró  ea 
quiebra  á  la  casa  de  Pina,  hermanos,  adaptando  las  disposiciones  consigiúefi- 
tes  á  esta  declaración : 

Resultando  que  en  el  mismo  dia  20  de  diciembre  varios  acreedores  de 
1a  dtada  casa  presentaron  en  el  Tribunal  de  Comercio  de  Barcelona  no  es- 
crito que  tiene  la  fecha  del  18 ,  en  el  que  dijeron  que  aquella  había  cernea 
SU  establecimiento  y  su  gerente  se  baoia  ausentado  sin  dejar  persona  debi- 
damente autorizada  para  cumplir  sus  obligaciones ,  y  pidieron  por  ello  qae 
se  adoptasen  las  medidas  que  previene  el  Código  de  Comercio  -en  sus  ar- 
tículos 1025  y  1027 : 

Resultando  aue  de  las  diligencias  practiciidas  en  cumplimiento  del  aula 
en  que  se  estimó  esta  petición,  aparece  que  la  citada  casa  se  bailaba  cerra- 
da, sin  haber  quedado  persona  alguna  antorísada  para  dirigirla,  y  que  les 
libros  estaban  en  poder  de  un  hermano  político  de  Fina : 

Resultando  que  en  el  dia  25  solicitaron  los  acreedores  U  declaraeioD  de 
la  quiebra,  la  cual  fué  estimada  por  el  Tribunal  de  Barcelona  en  auto  del 
30,  y  que  después' se  remitió  exhorto  al  de  Sevilla  para  el  arreslodélos 
hermanos  Fina,  cuyo  exhorto  fué  retenido,  y  se  oficio  de  inhibicloD,  origi-' 
nándose  la  presente  competencia : 

Resultando  que  el  Tribunal  de  Sevilla  se  funda  en  que  si  bien  la  razón 
social  Fináf  hermanos ,  tiene  domicilia  mercantil»  tanto  en  acuella  piaii 
como  en  la  de  Barcelona ,  en  Sevilla  se  encuentran  las  existencias  y  bienes 


Digitized  by  VjOOQIC 


aJK€t)RS«8  y  COMMTIIICUS.  603 

^  laoaa;  ea qae a<}uíel  domicítio fué  el  designado  por  los  deudores  para 
jtt  pcoeotoeioD  en  lyoiebra,  y  en  qoe  asta  faó  declarada  en  aqaeUa  eiadad 
anies  qqe  en  Barcelona  »*á  iosi^ac»,  no  solo  de  hm  quebrados ,  sino  iam- 
btien  da  acreedor  legítimo : 

.Y  resultando  que  el  Tribunal  de  Barcelona  alega  que  el  domicilio  de 
aquella  ra^oo  social  era  el  de  aquella  plaza;  que  por  consiguiente  á  él  de- 
bieron acudir  los  hermanos  Fina  para  que  hiciera  la  declaración  de  quiebra, 
y  que  alii  se  abrió  el  primer  establecimiento  de  la  sociedad  y  se  hicieron  las 
principales  operaciones  mercantiles : 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  de  este  Supremo  Tribunal  D.  Ramón 
'María  de  Arrióla. 

Considerando  que  la  casa  de  Fina ,  hermanos,  tenia  dos  estaLlecImien* 
loe  eon'un  mismo  objeto  mercantil .  uno  en  la  plaza  de  Barcelona  y  otro  en 
:iadeSe?il)a: 

Considerando  que  aunque  el  primero  fuese  el  mas  antiguo ,  no  por  eso 
puede  conceptuarse  que  en  Barcelona  tuviera  dicha  casa  su  esclosiyo  domi- 
cilio ;  antes  bien  resulta  que  los  socios  residían  en  Sevilla,  y  en  esta  última 
dudad  se  encontraron  los  bienes,  géneros  y  efectos  que  les  pertenecían: 

¥  considerando  que  ante  el  Tribunal  de  esta  plaza  se  presentó  con  ante- 
lación á  las  primeras  ^tiones  de  otros  acreedores  en  el  de  Barcelona  don 
Pedro  Pagés  con  (a  solicitud  á  que  se  adhirieron  después  los  hermanos  Finé, 
de  que  se  declarase  la  quiebra,  providencia  que  estimó  el  de  Sevilla  lidias 
Mites  que  el  de  Barcelona ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conociipiento  de  es- 
tos autos  corresponde  al  Tribunal  de  Comercio  de  Sevilla  ,  al  que  se  reml* 
ton  unas  y  otras  actuaciones  para  que  proceda  con  arreglo  á  derecho. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Go- 
bierno é  insertará  en  la  Ookecion  Ugiakuiva ,  para  lo  cual  se  libren  las 
oportunas  copias  cerUficadas ,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — 
Joan  Martin  Oirramoiino.^Ramon  María  de  Arrióla.— Félix  Herrera  de  la 
Riva.—ioan  María  Biec.—Felipe  de  Urbina.— Eduardo  Ello.— Domingo 
Moreno. 

Pohticacion .—-Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Ilustrf- 
ñmo  Sr.  D.  Ramón  María  de  Arrióla ,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  do 
liH^ia ,  estándose  celebrando  audiencia  púbHca  en  su  Sala  segunda  el  día 
de  hoy .  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  i^de  octubre  de  1862.— Gregorio  Camilo  García.— (Gacela  de 
16  de  octubre  de  1862.) 
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Competenela  (14  de  octubre  de  186S.).— Abono  del  impob- 
TB  DE  UN  simiSTRO. — Se  decide  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  á  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de 
Ifaravillas  de  Madrid,  la  competencia  suscitada  con  el  de  igual  clase 
de  la  M^dalena  de  Sevilla  acerca  del  conocimiento  de  la  demanda 
entablada  ante  éste  por  D.  Antonio  Marsella  contra  la  compuía 
Aseguradora  ganadora  BisfanoPorivigueta^  sobro  abono  del  im- 
porte de  QD  aiaiatro,  y  se  reooelve: 
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1/  Que  ciiondo  no  hay  m  pmá»  dtíermiuaélú  itade  eMa . 
pitras  la  obligacM,  e$  Juez  oompeieníe,  á  deeeUm  4el  demawimte, 
el  del  damU&io  del  demandado  ó  el  del  lu§ar  del  eetUPCáo,  si  ta- 
llando^ en  él,  aunque  sea  acddfintalmente-f  pu)ede  ser  empbneáe; 

Y  2.*  que  cuando  ei  una  ccimpafíla  la  que  tiene  iue  étmpür  le 
obligaeion,  ¿t  la  compañía  tiene  domiettio  fijo^  el  Juez  de  ¿de  es  d 
eompetente  vara  conocer  de  las  pleitos  á  que  de  lugar  d  cumpUndenr 
lo  de  la  obbgaeion. 

En  la  ▼illa  y  corte  de  Madrid,  á  i4  de  oclabre  de  Í86ÍZ;  en  ins  aalotl» 
competencia  promovida*  por  el  io#z  de  :primert  úlstopcia  dak  diflUiloda 
Maravillas  de  esta  corte  al  4e  igual  clase  del  déla  Magdaient^de  Seivülaie* 
fore  conocimiento  de  la  demanda  entablada  ante  6ste  por  D.  Aotooío  Mar* 
,aella  contra  la  compagia  Aseguradoi^a  ganadera  Hispano -Poriítguesa  90« 
bt^  abono  del  importe  de  an  siniestro: 

Hesullando.que  autorizada  por  Real  orden  de  16  de  enero  de  1860ii 
compañía  titulada  La  Aseguradora  ganadera  Hispano-Porktguesa  oootn. 
la  mortandad  é  inutilidad  de  los  ganador  caballar^  asnal,  mular  y  Tacane  por 
el  art.  2."*  de  sus  estatutos  ae  ^  su  domicilio  en  éata  corte,  esUbledenda 
en  el  20  que  todas  las  diferencias  que  pudieran  resultar  en  materia  litigía* 
sa  aedecidirian  neeeaarlamente  en  juicio  de  ^rbitroa  de  respectivo  noBDon* 
mienV),  y  tercero  en  caso  de  discordia:  y  por  el  32  que  la  tódemaisacioa  di 
los  siniestros  se  pagaría  en  Madrid  al  dia  ainuiente  de  su  liquidadmi,  yákn 
ocho  en  el  domicilio  de  las  subdirecciones  úñ  protincíaa: 

Resultando  que  D.  Antonio  MarseUa/veeíno  éeSe^illa^  aseguró  una  ora* 
ia  de  su  propiedad,  espidiéndole  en  au  virtud  une  póli«a  en  esta  corte,  por 
ia  que,  en  vista  del  acta  de  adhesión  á  loa  estatutos  firmada  por  Mamla, 
je  le  reconoció  el  seguro  inscrito  en  el  registro  general  de  la  sociedad: 

Resultando  que,  Iputilisida  la  muia  asegurada»  y  negado  aa  abono  por 
la  compaüia,  enubló  demanda  D.  Antonio  Maraella  ante  al  ioez  de  prínen 
instancia  del  distrito  de  la  Magndalena  de  Sevilla,  después  de  baber  cala^ 
brade  acto  de  conciliación  en  eata  oórte  con  el  Director  deU  sociedad  pan 
que  se  le  condenase  á  nombrar  iuez  Arbitre,  que  en  unión  del  que  por» 
parte  elegirla,  y  tercero  en  caso  de  discordia,  dirimieran  el  conOicto  aeaa* 
cido: 

Resultando  que  emplazado  en  esta  corte  el  Director  á  auinstaada,  el 
Juez  del  distrito  de  Maravillas  de  la  misma  requirió  de  InbibieíoQ  al  de  Se- 
villa, fundado  en  que  la  acción  entablada  era  personal,  y  debia  ejercitarse 
en  el  Juzgado  del  domicilio  del  deanandado,  puesto  que  no  se  designaba  él 
lugar  en  que  debiera  cumplirse  el  contrato: 

Resultando  que  el  Juez  de  Sevilla  se  negó  á  la  inhibición  apoyado  en 
que  la  obligación  de  que  se  trataba  la  constituía  la  indemnización  del  si- 
niestro reclamado  por  Marsella,  y  que  ésta,  con  arreglo  al  art.  32  de  loa  es- 
tatutos de  la  oompania,  debia  tiaeei^  en  equallA  ctudsd: 

Vistea,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  (iabriel  Geruelo  de  Yelasco: 

Gonsideraqdo  que  por  el  art.  il  de  los  esututos  de  la  egresada  comoa* 
ñfa  se  establece  que  el  pago  de  la  indemnización  de  los  siniestros  se  vertt* 
cara  en  Madrid  y  en  las  subdirecciones  de  las  provincias  en  los  termines  SB 
él  señalados,  y  gue  por  consiguiente  no  hay  x^  punto  determinado  dooda 
precisamente  daña  cumplirse  la  obligación^ 

Considerando  qne  en  este  eam,  con  arreglo  al  párrafo  X^  del  art.  6.*  da 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  es  Jqea  competente,  i  aksadaa  áú  / 
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dante,  él  M  (ioAíefffo  del  demandado  ó  el  del  logar  del  ooDMto,  ai  hallán- 
dose en  él,  annqneaea  accidentalmente,  ptiede  ser  emplazado: 

Considerando  que  por  el  art.  2."  de  los  referidos  estatutos  se  fi^  el  do- 
micilio de  la  compaaia  demandada  en  esta  bórte,  en  la  que  además-  ha  sido 
emplazado  el  i>iMetor  de  ella,  siendo  este  por  lo  tanto  el  fuero  competente 
en  la  cueation  actual; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conoeimiento  de  es- 
tu  asunto  corresponde  al  Jues  de  primera  instanéia  de!  distrito  de  Maravilla» 
de  esta  corte,  al  cual  se  remitan  unas  y  otras  actuaciones. 

Asi  poresta  nuestra  sentencia  que  se  publicará  en  la  Cruceta  dentro' de 
los  tres  dias  siguientes  á  su  fech^,  j  á  su  tiempo  en  la  Ooleedon  legisMi' 
M,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos 
y  firmamos,— Ramón  López  Vázquez*— Gabriel  Geruelo  de  Velasco.— Joa* 
quin  de  Parima  y  Vinueda.— Ped^  Gómez  de  Hermosa. — Pablo  Jiménez  de 
palacio.  ^ 

Publfcacíen. — Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  - 
IlU3trísimo  Sr.  D.  Gabriel  Geruelo  de  Velasco ,  Ministro  de  la  Sala  primera 
del  Supremo  Tribunal  de  Justicia»  celebrando  audiencia  pAblíca  la  misma 
Sala  en  el  día  de  hoy^  de  qUe  yo  el  escribano  de  Gámara  certiñco. 

Madrid  i4  de  octubre  de  1862.— Juan  de  Dios  Rubio.*--(6^eto  de  17 
de  octubre  de  1862.) 


«45. 


Apelaeloa  p«r  deneffatorta  del  reearsMi  4e  ca- 
Macipaiw  (H  de  octubre  de  lS62.)-^PosE$ioif  dk  dos  piszas  ps 
TiBARA.— Se  confirma  por  laSala  primera  del  Tritmnal  Sapremo^ 
la  providencia  apelada  de  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de,  Barce- 
lona,  denegatoria  del  recurso  de  casación  interpuesto  por.D.  Remi- 
gio Salero,  en  pleito  con  el  Marqués  de  Monistrol,  y  se  resuelve: 

Que  el  recurso  de  casación  en  el  fondo  se  dá  iínicamente  con- 
tra las  sentencias  ^ue  pune»  íirmino  al  juim  y  hacen  impasible 
tu  continuación,  c     • 

1^  fin  la  villa  y  c^rte  de  Madrid,  á  14  de  octubre  de  1862,  en  los  autos  se- 
guidos en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  San  Fe1i6  de  Llobre^át  y  eo- 
la  Sala  tercera  de  la  iLudi^meia  de  Barcelona,  por  el  MAroués*  de  Monistrel 
con  D.  Remigio  Salom,  pendientes  ante  Nos  en  virtud  de  apeiacioá  de  pi»*^ 
videncia  denegatoria  de  admisión  de  recurso  de  casación: 

Resultando  que  entablada  demanda  por  e)  Marqués  de  Monistrol  para 
que  Remigio  Safom  dejase  á  su  disposición  dos  piezas  de  tierra,  y  Q.stimada 
por  la  sentencia  del  Juez  de  primera  instancia,  de  qú»;  apeló  Salom»  solicitó 
esteen  la  segunda  que  se  declarase  ñuto  un  dictamen  pericial,  y  que  sé  de-. 
Tolviesen  los  autos  al  Juzgado  inferior  para  que  se  emitiera  de  nuevo:  ' 

Resultando qu«)  mandado  por  proTioencia  de  i^  de  enero  do  186^  tener 
presente  en  definí  tira  esta  pretensión,  Salom  suplicó  de  ella,  y  que  por  au* 
to  de  23  de  dicho  mes  le  fué  negada  la  súplica: 

Resultando  que  "Salom  interpuso  recurso  de  casación  con  arrezo  al  arti- 
culo i0l2  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  y  que  declarado  por  providencia  de. 
3  de  febrero  no  haber  lugar  á  él^  produjo  esta  negativa  la  presente  spe-^ 
lacion: 
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Vistos;  siando  PooMite  el  Hiobtfo.D.  Joaquia  de  Pelma  y  Vinimi: 

Considerando  que  el  recurse  decasacioD  en  el  fondo  aa  dá  úoiaiDfiBla 
contra  Jas  aeoteoctas  que  ponen  téroiiño  al  juicio  y  hacen  imposible  so  ooo- 
tinoacion:  y  qoesolo  procediendo  abosivaoiente  na  pofiido  estimafsefier 
reclamada  en  tai  concepto  por  el  apelante  la  provideoeia  de  13  de  enero  del 
corriente  año,  á  la  que  8ere6ere  la  d^l  23»  atendida  la  naturaleu  y  carie* 
ter  déla  petición  deducida,  el  estado  de  los  aatos»  y  oue  habióadose  man- 
dado que  se  tuviera  presente  en  definiti?á|  nada  se  defioió  ni  resolfió  so- 
bre ella:  , 

Y  considerando  por  lo  espuesto,  que  la  $ala  terceiia  de-  la  AndieDCia  óe 
Barcelona  obró  en  justicia  y  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  la  ley  de  Eojaí- 
ciamiento^  denegando  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpoesto  por 
D.  Remigio  Salom; 

Fallamos  que  entendiéndose  denegada  la  admisión  del  citado  Tecorse, 
debemos  confirmar  y  confirmamos  con  las  costas  la  providencia  apelad»  di 
3  de  febrero  del  corriente  año,  y  devuélvanse  los  autoaá  lareferida  Aadien- 
da  en  la  forma  acostumbrada. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia',  que  se  publicará  en  la  (rocoto  dentro  d» 
los  cinco  días  siguientes  ¿  su  fecha,  y  á  au  tiempo  en  la  Colección  Ugidé^ 
Uva,  pasándose  al  efecto  las^copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  oíaoda- 
mos  y  firmamos.— Ramón  López  Vázquez. — Gabriel  Ceruelo  de  Velaseo.— 
Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa. — Pedro  Gómez  de  Hermosa. — Pablo  limenei 
de  Palacio. 

Publicación.— Leída  y  publica  foéla  precedente  sentencia  por  el  Biciao. 
é  limo.  Sr.  D.  Joaquín  de  Palma  y  Vinnesa,  Ministro  de  la  Sata  primera  del 
Supremo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  ^ 
en  el  día  de  hoy,  de  que  yo  et  Escribano  de^Qámara  jcertiftco. 

Madrid  Í4  de  octubre  de  f 962t Juan  de  Dios  RMo.-^GooetB  de  17 

de  octubre  de  tSOt.) 


«4MI. 

Apelaeloa  por  dleaeg^atortia  4el  reevrs^  ém  «n* 
sMion  (14  de  octubre  de  i8t>2.).— Posesión  ob  ui«l  Ticmna.— Se 
confirma  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  la  pro?ídeacia 
a)[>elada  de  la  Sala  tercera  deja  Audiencia  de  Barcelona,  denegato- 
na  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  Pedro  Serra,  ea  pteilo 
con  D.  Lorenzo  Viver,  y  se  resuelve: 

Que  admitido  el  recurso  de  casación  en  los  casos  en  que  ha  ét 
preceder  depósito,  si  este  no  se  verifica  y  acredita  en  los  autos  en  A 
término  señalado,  debe  declararse  desierto  el  recurso,  previa  b 
acusación  de  una  rebeldía,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  ortíci* 
lo  i033  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  14  de  octubre  de  180?,  en  el  pleito  la- 
gmdo  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Granollers  v  en  la  Sata  leree* 
ra  de  la  Real  Audiencia  de  Barcelona  entre  O.  Lorenzo  Viver  y  Pedro  Ser* 
ra  sobre  dimisión  de  una  finca;  pleito  pendiente  ante  Nos  en  ▼irlud  de  ape- 
lación del  auto  que  declaró  desierto  el  recurso  de  casación  interpuesto  per 
el  segundo: . 
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Resoltaodo  qae  en  27  de  diciembre  de  1839  presentó  demanda  D.  Lo- 
i'eozo  Vi  ver  en  el  dicho  Juzgado  pidiendo  se  coodenaee  á  Pedro  Serra  á  di* 
mitir  á  su  favor  cierta  pieza  de  tierra,  con  los  fratos  percibidos  y  al  pago 
de  los  laudemios  devengados: 

Resultando  gue,  seguido  el  juicio  por  sus  trimites,  dictó  sentencia  el 
inez,  que  confirmó  con  costas  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  en  18  de  ene- 
ro de  1861,  condenando  áSerra  á  dimitir  la  finca  con  los  frutos  percibidos 
j  podidos  percibir  desde  la  contestación  de  la  demanda,  y  en  las  costas: 

Resultando  que  admitido  el  recurso  de  casación  que  contra  el  fondo  de 
dicho  fallo  ioterpuso  Serra,  por  providencia  de  1.^  de  febrero  siguiente  se 
mandaron  ri^mitir  los  autos  á  este  Supremo  Tribunal,  verificado  y  acredita-» 
do  que  fuese  el  depósito  dentro  de  10  dias: 

•  Resultando  que  hecha  saber  esa  providencia  en  el  7,  presentó  escrito 
Viver  en  el  21  acusando  la  rebeldía  á  Serra«  y  pidiendo  que  conforme  á  los 
arOculos  1031  y  1033  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  se  declarase  dosier- . 
to  el  recurso: 

Resultando  que  habiéndose  mandado  dar  cuenta  por  el  Relator,  presen- 
tó Berra  un  escrito  á  las.once  y  media  de  la  mañana  deí  mismo  día,  aunque 
con  fecha  del  anterior^  por  el  que  manifestando  que  en  la  del  20  había  pa- 
sado á  hacer  el  depósito  de  4,000  rs.  que  no  pudo  reaiizar.por  haberle  ma- 
nifestado el  comisionado  del  B.inco  gue  necesitaba  para  ello  de  un  mandato 
de  la  Sala,  pidió  se  le  diese  la  autorización  correspondiente  para  verificarlo: 

Resultando  que  después  de  oido  Ví?er,  que  se  opuso  á  que  se  concedie- 
ra dicha  autorización  como  contraria  á  las  disposiciones  de  tos  citados  ar* 
tfculos  1031  y  1033  de  la  ley  de  Eojuiciamiento  civil,  y  á  la  jurispiHidencia 
establecida  por  este  Supremo  Triounal  en  sentencia  de  10  de  febrero  de 
1839,  declaró  desierto  la  Sala  tercera  de  dicha  Audiencia  en  6  de  marzo  de 
1861  el  recurso  admitido  ¿  Serra,  mandando  llevará  efecto  lo  dispuesto 
en  la  sentencia  definitiva: 

Resultando  que  Serra  solicitó  se  dejara  sin, efecto  esa  declaración  inter- 
poniendo súplica  de  ella  en  ca>o  negativo,  conforme  ai  art.  66  de  la  ley  de 
Eojoicíamiettto  eívil,«y  aeompanó  para  justificar  que  habia  practicado  en  el 
término  legai  la  operación  del  depósito;  que  si  sa  hubiera  admitido  en  el 
mismo  dia,  se  habria  unido  i  los  autoa  una  certificación  espedida  en  12  de 
aquel  mes  de  marzo  á  instancia  suya  por  el  comisionado  del  Banco  de  Cs-' 
paña  en  Barcelona,  espresiva  de  ^ue  en  el  dia  20  de  febrero  anterior  se  pre- 
ientó  Serra  i  constituir  un  depósito  de  4,000  rs.  á  los  efectos  de  un  reeur- 
no  de  casación  interpu^to,-  según  dijo^  en  «1  pleito  que  ^goia  con  D.  Lo-> 
renzo  Viver,  el  cual  no  quiso  admitir  dicho  comisionado  sin  recibir  previa* 
neqca  aatorizaeioo  del  Tribunal: 

Resultando  que  Viver  pidió  se  tlesestimase  la  solicitad  de  Serra,  y  le 
eeusó  la  rebeldía,  por  no  haber  usado  del  remedio  de  apelación  para  ante 
este  Supremo  Tribunal  dentro  del  término  señalado  en  el  art.  1072  de  la  ci* 
tada  ley  en  lugar  del  de  sáplica  que  no  procedía;  y  que  habiéndose  dado 
cuenta  á  la  Safa,  declaró  esta  en  12  de  abril  siguiente  no  haber  lugar  á  de- 
jar sin  efecto  la  providencia  de  6  de  marzo  ni  á  la  súplica  de  la  misma  in- 
troducida por  Serra,  como  tampoco  ¿  haber  por  acusada  ia  rebeldía  que  so- 
licitaba Viver: 

Resultando  que  de  ese  auto  y  del  anterior  de  6  de  marzo  apeló  Serrra 
para  ante  este  Supremo  Tribunal: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Pedro  Gómez  de  Hermosa: 

Considerando  que  admitido  el  recorso  de  casación  en  los  casos  en  que 
bA  de  preceder  depósito,  si  este  no  se  verifica  y  acredita  en  los  autos  en  el 
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terminó  sé&iladó  debe  dectárarsíe  desierto,  previa  la  acottM^n  de  QOa  re- 
beldía, contkrfegt^o  á  lo  dispuesto  en  el  art.  l6d5  de  la  tej  de  fiajuiehmleii- 
to  civil:  "  ■  ^ 

.  Considerando  me  el  apelante,  no  solo  no  acreditó  sino  qod  ni  ana  in- 
tentó hacer  el  depósito,  hasta  después  de  haber  trascorrido  el  térorino  de- 
signado, j  que  por  tanto,  acusada  la  rebeldía  en  el  dia  ti  de  setiembre,  sn 
tardía  pretensión  era  improcedente,  y  no  pudb  inopedlr  que  se  declarase  te- 
galmente  desierto  el  recurso  en  conformidad  á  lo  establecido  en  el  dtado 
articulo  de  la  ley  de  Enjuiciamiento; 

Pallamos  que  debemos  Confirmar  y  conflrmamos  con  lasi  costas  las  pro* 
videncias  apeladas  der  6  de  marzo  y  \t  de  abril  de  f  861;  y  devuélvanse  les 
autos  á  la  Audiencia  de  donde  proceden  con  la  certificación  correspon- 
diente. 

Así  poi'  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  dentro  da 
los  cinco  dias  siguientes  de  su  fecha,  é  insertará  en  la  Colección  legübÚ* 
va,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo  prenunciamos,  mandamos 
y  firmamos.— Ramón  López  VR7.quez.— Gabriel  Gemelo  de  Velasco.— Joa- 
quín de  Palma  y  Vinuesa.— Pedro  Gómez  de  Hermosa. — Pablo  Jiménez  de 
Palacio. 

*  Publicación.— Leída  y  t)ublicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  üiKtrf- 
simo  Sr.  D.  Pedro  Gómez  de  Hermosa,  Ministro  del  tribunal  Supremo  de 
Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  S^la  primera  el  dia 
do  bdy,  de  que  certifico  como  Secretario  de  S.  H.  y  su  Gscribaoo  de  Cá- 
mara. 

Madrid  14  de  octubre  de  1892.  ^Dionisio  Antonio  de  Paga.— (^oeato 
del  18  de  obtubre  de  1862.) 


«AV. 


Apeliaefoa  p#r  dettejf  ktorli^  del  l»e#«ap^  de  ea- 

saelon  (15  £Í^  ocíu&re  (fe  180:2.).— Rbclahacton  dc  BiEirs^.-^Se 
revoca  por  la  Safa  primera  del  Tribunal  Snpremo  la  providencia 
apelada  de  la  Sala  segunda  dé  la  Audiencia  de  Valladoiid,  deoega* 
tpría  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Gregorio  Lew 
Alonso,  en  pleito  coa  D.LeaodrQ  úbregoa ;  se  admite  el  reewio» 
y  se  resaelve: 

Que  la  sentencia  que  pone  término  al  juicio  y  hace  impotiblé  m 
continuación ,  es  definitiva ,  por  mas  que  contenga  una  reserva  de 
derecho. 

En  la  Villa  y  corte  de  Madrid,  á  15  de  octubre  de  i862,  en  los  tatos 
pendientes  ante  ^{os  en  virtud  de  apelación,  seguidos  en  lel  Juzgado  de 
primera  instancia  de  Medina  del  Campo  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Rea! 
Audiencia  de  Valladolid  por  D.  Gregorio  León  Alonso  con  D.  Leandro  Obra- 
gon^  sobre  reclamación  de  bienes: 

Resultando  que  entablada  demanda  en  el  año  i845  por  Doña  HiGaela 
Alonso  y  Doña  Agustina  Rodríguez  para  que  se  le  adjudicasen  por  mitad 
tos  bienes  de  oiíd  capellanía  colativa  por  hallarse  en  igual  grado  de  paren* 
tasco  con  el  fundador;  y  publicados  edictos  llamando  á  los  que  se  crejesea 
con  derecho  á  los  citados  bienes,  sin  que  se  presentase  ttíngun  otro  oposí* 
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,  tor»  itc(  firmiao9i6  B^MoiA  pur  ei  Jo^  »ie  iprime^  iY)«U«ci<i  0a  19  de  jniio 
de  184o,dec)«raiido  cprreBpooder  por  mitad  .á  Jáa  di^audaotes  I03  bienes  de 
dicha  capellan{^i  . 

Resultando,  aue  en  (d  de  julio  de  iSéO,  D.  Cregorío  León  Alonso,  ber- 
Doano  deObtla  níc^elá  Alonso,  entabló,  deimnda  contra  los  hijos  de  esta  v 
de  Doña  Agustina  Rodríguez,  para  que  áe  (e:^  oondenase  á  que' lá  diesen  fá 
parti(^ipacion  proporcional  que  leoofreapoiidla  én  les  bienes  de' M  citada  ca- 
pellanía; ^esto  que  no  kabia  perdido  sa  dereekio  por  no  baber  eooipared- 
do  en  ei  pleito  anterior:  ..    > 

Resaltando  «que  ímpu^qiida  la  demaadn  de  contrario  por  haber  pasado^ 
el  plaio  de  cuatro  años  fíj^a^  para  reclaoiar  en  la  ley.  de  15  de  junio  de 
4856,  fueron  absueltos  los  demandados  por  la  sentencia  del  Juez  de  prime- 
ra instancia: 

'  Resttltaado.que  apelada  por  Aloato»  la  Sala  segunda  de  Ja  Audiencia  de 
Vallaéolid,  por  la  que.  pronunció  en  28  de  octubre  de  186  f,  fuodándose  en 
qneei  litígaiita  citado  y  emplazado  por. edictos  en  el  pleito  en  que  eoí 
80  rebrsldía  se  bubdera.  dictado  aeoteacíA  ejecutoría,  no  «puede  ser  oído 
«ootra  ella  sin  que  asi  a» declare  préviamea^e  por.la  Audiencia  á  quien 
corresponda,  dejó  sin  efecto  todo  lo  obrado  á  consecuencia  de  la  demanda 
Interpuesta  por  O.  .Gregorio  León  Alonso»  con  reserva  á  este  de  su  derecho 
pare  que  puniera  ejercitarle  dondn  y  cofae  viere  convenirle: 

Resultando  que  el  demandante  interpuso  recurso  de  casación,  con  arre- 
glo al  art.  4012  de  la  loy  de  enjuiciamiento  civH;  y  aue  declarado  no  ha* 
bar  lugar  i  él  per  provid.eaeia  de  la  referida  Sala  de  46  de  noviembre  de 
4861,  interpuso  apelación  qiue  le  fué  arimiiida: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro*  D*  Pablo  Jiménez  de  Palacio: 

Goosiilerando  aue  la  aenteocia  pronunciada  ea  estos  autos  por  la  Sala 
secunda  de  ia  Auaieooia  de  Valladolid  es  deduitiva,  por  mas  que  contenga 
una  reserva  de  derecho;  pues  en  el  concepto  en  que  se  ha  dado  pone  tér* 
nlBe  al  juicio  y  hace  imposible  su  coelíauaciQQ; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  la  providencia  apelada;  ad- 
attimea  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Gregorio  León  Alonso,  y 
mandamos  que  se  proceda  k  la.  sostaneíacion  del  mismo  con  arreglo  a 
kley. 

Asf  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  dentro  de 
les  cinco- dias  signienAesá  su  fecha,  y  áau  tiempo  en  la  CoUGtwn  legislati^ 
••,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias^  lo  pronuncíamn<s,  mandamos 
X  armamos.*— Ramón  López  Vazquez.-*Gabriel  Geruelo  de  Vslasco.— Joa* 
MMvde  PatoBia  y.  Vinttesa.*~-*Pedro  Gómez  de  Hermosa. ^Pablo  Jiménez  de 
raacio. 

Publicación. — Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Uoetrisimo  Sr.  D.  Pablo  Jimenea  de  Palacio,  Ministro  de  la  Sala  primera 
del  Supremo  Triboaal  de  Justicia,  celebrftudo  audiencia  pública  la  misma 
Sala  en  el  día  de  hof  ,  de  que  yo  el  Bscribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  45  de  octubre  de  4862.-^ttan  de  Dioe  Rubio*— (Gaceta  de  48 
éa  octubre  de  1862.) 


9M». 


Recurso  dle  eaMM^ion  (14  (í^  octubre  d^  1862.)*^Djis- 
AocaaDs  UNAS  ffiNGAs.— Se  declara  per  ia  Sala  primera  del  Tri- 
TOMO  yii.  77 
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fauoal  Supremo  do  haber  iug;ar  al  recarso  de  casación  isteifHíeflto 
por  ü.  José  Ramón  López  Neira  y  herinanos ,  contra  la  seateocii 
pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  la  Comns,  en 
pleito  con  D.  José  de  Villar  y  Riosoio,  como  tator  deDoua  Eugeoia 
Páramo  y  hermanos,  y  se  resuelve: 

i.*"  Que  el  recuno  de  caBacion  no  jn^ocede  por  matwos  que  m 
hayan  íMo  objeto  de  düeusion  en  el  pleUOf  eamo  i^petidamente  tie- 
ne declarado  el  Tribunal  Supremo; 

FS.""  que  mucho  menos  tiene  hgar  su  admirion^  aumdo  Im 
fundamentos  en  que  se  apoya  son  contrarios  á  las  eseepeiones  y  ote- 
gaeiones  que  practica  ía  parte  que  interpone  el  recurso. 

En  la  villa  y  córie  de  Madrid,  á  44  de'oetobre  de  i86í.  «a  los  aolos 
pdndipnt.es  ante  Nos  por  recurso  de  caiacion' seguidos  en  el  Juzgado  do  pri- 
mera instaoeie  de  Fonsagrada  y  en  la  Sala  segunda» de  la  Beal  Aadieocíade 
la  Goruña,  ^r  D;  losé  Villar  de  fliosotOi  como  tutor  de  Dona  Eugenia,  Otaa 
lacoba^  D.  Melchor  y  Doña  *  Antonia  Sangfo  y  Páramo,  contra  O.  José  Ra- 
món Lopec  Neira  y  hermanos  sobre  áesaucío  de  unas  fincas:      .    . 

Resultando  que  por  escritora  He  28  de  mayo  de  ilZB,  Dofia  María  Besi- 
to Somoza  y  Sangro,  viuda  de  D.  Manuel  Montenegro  Páramo,  como  toton 
y  curadora  de  sus  hijos  menores  D.  losé  y  D.  Aoioffio«  arrendó  á  Ang^  L»-> 
pdz  Conde  y  su  mujer  Lúcfa  Pardo  y  á  sus  herederos,  por  tiempo  de  18 
años,  y  renta  eo  cada  uno  de  100  rs.,  varias  fiocw,  uoa  de  ellas  la  can  de 
piedra  que  tenian  en  Fonsagnida  junt«)  á  k  pteza,  con  la  condición,  enUe 
otras,  de  que  fenecidos  los  i8  anos  habían  de  dtjer  las  fincad  los  arrendala- 
rio$,  pena  de  comiso  y  dé  pagar  las  costasque  ñera  so  doppoio  se  cavsasea, 
todo  )o  cual  aceptó  y  se  obligó  á  cumplir  por  Oí^sa  mujer,  hijos  y  herede* 
ros  Ángel  López  Conde: . 

Resultando  que  habiéndose  proea^do  eíecatívaoieiite  en  el  año  de  182t 
por  un  comisionado  del  Tribunal  deCruzada  de  Oviedo  contra  los  túenesda 
D.  luán  López  Nbira  mendó  esctuir,  é  soKcitud>de  Dona  Mark  iaoobi  H» 
ramo,  ios  arrendados  por  la  eseríturü  de  28  de  mayo  de  f  738: 

Resultando  que  al  participar  0.  losé  Ramón  Neira,  en  i6  de  seüeniha 
de  Í855y  el  fallecimiento  de  su  padre  b.  luán,  al  tutor  ycoradorde  IM hi- 
jos de  O.  Francisco  Sangro,  le  rogó  que  siendo  él  el  primogénito  le  oMce* 
diese  la  preferencia  en  la  llevanza  de  la  casa  y  bienes  anejos  á  ella-  ^aafo* 
sefa  y  poseyó  su  referido  padre,  á  lo-cual  le  contestó^  seson  nota  puerta  á 


continuación,  que  en  el  fnterin-no  se  viesen  los  papeloB  del  arclnviif  y  aa 
píera  si  los  bienes  eran  de  foro  ó  arriendo  y  qué  clásulas  cóutenia,  nada  ft* 
"día  resolverse: 

Resultando  que' en  este  estado,  y  en  20  de  julio  de  1857  presenta  é^ 
manda  D.  losé  Villar  Riosoto,  como  tutor  y  cohider  de  dichos  menores  San- 
gro, pidiendo  se  condenase  á  D.  losé  Rámon  Neira  y  sus  burmanos  á  fie 
en  el  término  señalado  por  la  ley  dejasen  á  su  dispesícíon  los  lUeoes  oom- 
prendidos  en  la  escritura  de  arriendo  de  28  de  mayo  d^  1738,  y  alegó  ^«s 
éste  había  venido  renovándose  tácitamente  satisfaciendo  los  arrendatarias  b 
renta  de  100  rs.  estipulada,  y  que  no  conviniendo  i  los  intereses  de  dichos 
menores,  dueños  absolutos  de  los  mismas,  como  causa- habientes  de  Doña 
María  Benito  Somoza  y  Sangro  qué  los  arrendó,  que  aquellos  conliDuasen 
llevándolos,  les  habían  intimado  e^trajudicialmente  el  aesauck),  al  que  so 
resistían,  do  obstante  de  no  pod^r  oponerse  lAgalmeote: 

Resultando  que.opuestos  á  él  los  demandados,  contestaron  pidioBdo  Dan 
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•  Jofé,  0.  EsteniflUo  y  Doaa  Dolores  Lopoz  Neira  que  8$  les  absolviese  libre<« 
mente  de  la  demanda,  y  su  hermana  Doña  Gármeo  que  se  declarasen  libres 
la  casa  y  bienes  de  la  herencia  dei  su  padre  D.  Juan»  que  como  tales  Ggura- 
bañen  la  partición  aun  no  aprobada  de  la  misma,  y  para  ello  negaron  que 
Iw  demandaates  derivasen  de  Dona  María  Benita  Somozs;  que  ellos  descen- 
diesen de  Ángel  Conde  y  Lucía  Pardo;  que  las  Gncas  arrendadas  á  estos 
foerao  \ki  que  se  pediao,  puesto  que  no  había  identidad  entre  unas  y  otras; 
ifinnaron  que  fai  casa  que  poseían  fué  comprada  y  edificada,  y  los  demás 
bienes  adquiridos  y  mejorados  por  sus  padres  y  abuelos  D.  Francisco  y  Doi^ 
Juan  López  Neira,  no  habiendo  pertenecido  nunca  á  la  casa  de  Sangró,  ni 
contribuido  bs  demandados  con  ia  renta-de  los  100  rs.,  sino  con  la  de  66 
por  dos  tiendas;  por  todo  lo  cdal  era  evidente  que  los  demandantes  carecían 
de  acción  para  el  despojo  intentado,  siendo  además  lo  indeterminado  de  i^ 
demanda  un  vicio  que  la  destruía  por  su  base: 

Resultando  que  trascurrido  el  lór^nino  de  prueba,  en  el  que  los  litigan* 
tftshieieron  las  que  estimaron  oportunas  á  su  respectivo  propósUo»  dicta, 
sentencia  el  Jner  en  6  de  de  julio  de  4860;  oue  modificó  la  Sal%  segunda  de 
la  Aodiencia  de  la  Goruña  en  13  de  febrero  de  1861,  declarando  con  lugar 
la  demanda  de  desanclo  propuesta  por  D.  José  Villar  Riosoto  en  represen- 
tación de  Doña  Eugenia  Sangro  y  hermanos  y  en  su  consecuencia,  conde « 
nsndo  á  D.  José  Ramón  Neira  y  los  suyos  á  que  en  el  término  de  ocho  dias 
dejaran  á  su  disposición  las  fincas  que  se  designan,  con  apercibimiento  de 
que  pasado  dicho  término  serían  lanzador  de  las  espresadas  casa  y  fincas  sla 
etmsideracion  de  ningún  género  y  á  su  costa,  reservándoles  ei  derecho  de 
aoe  se  cootemplasen'asistidos  por  los  perfectos  hechos  en  la  casa,  y  á  los 
aemandantes  respecto  al  cobro  de  renta  vencida  y  no  satisfecha: 

Y  resultando  que  contra  este  fallo  interpusieron  ios  hermanos  Neira  re- 
curso de  casación,  porque  en  su  concepto  se  hablan  infriúgido  la  ley  6.% 
titulo  7.»,  Partida  5.»  y  el  art.  5.'  del  Real  decreto  de  8  de  junio  de  1813, 
restablecido  en  8  de  setiembre  de  1836|  puesto  que  se  había  estimado  el 
desando,  sin  embargo  de  que  la.deman^a  no  se  fundó  en  la  conclusión 
del  término  del  arrendamiento,  el  cual  venia  renovándose  tácitamente  sin 
re?ocar8e  ni  modificarse,  y  no  existia  ninguna  de  las  causas  de  la  ley  para 
^ae  aquel  tuviese  efecto  antes  de  que  feneciese  el  término  del  contrato: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa: 

Gonsiaerando  que  no  procede  el  recurso  de  casación  por  motivos  que  no 
atyansido  objeto  de  discusión  en  el  pleito,  como  repetidamente  lo  ha  de- 
clarado este  Supremo  Tribunal,  ^  que  no  solo  se  encuentra  en  este  caso  e( 
nttarpaesto  por  los  hermanos  Neira,  apoyándose  en  la  infracción  de  la  ley  , 
de  Partida,  que  equivocadamente  se  cita,  y  del  art.  5.*  del  peal  decreto  da 

0  de  junio  de  i813,  restablecido  en  el  36,  por  no  haber  cumplido  el  tiempo 
del  arriendo;  sino  que  este  fundamentp  es  directamente  conirarío  á  las  es- 
<^ones  y  alegaciones  que  opusieron  para  contestar  á  la  demanda  y  resis- 
tir el  desanclo; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  espresa- 
do recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  José  Ramón  Neira  y  consorte!^,  i 
Quienes  condenamos  en  las  costas,  que  satisfarán  en  mejorando  de  fortuna. 

1  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  donde  proceden  con  la  c^tiSea- 
^n  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inserta- 
^  en  la  Colección  legislativOf  pasándose  al  efecto  las  copias  necesaria^,  lo 
P^aanciamos,  mandamos  y  firmamos.— Hanion  López  Vázquez.— Félix 
«lerrera  de  la  Alva.^Gabriel  Gemelo  de  Yelasco.— Joaquin  de  Palma  y  Vi- 
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naesa.— Podro  Gómez  de  Hermosa. — Ptbto  Jiménez* de  Palaeio.^YeflUin  ■ 
de  Colsa  y  Pando. 

Pabiícacion.—Leidfr  j  publicada  faé  la  sentencia  que  pneede  por  el 
Exorno*  é  limo.  Sr.  D.  Joaquín  de  Palma  y  Viniiesa»  Ministro  del  TrUmoai 
Supremo  de  Justicia,  estándoae  celebrandp  audiencia  pública  od  la  Sala  pri« 
mera,  hoy  dia  de  su  fecha,  de  que  certifíeo  como  Secretario  de  S.  M.  y  so 
EscrioaDo  de  Cámara. 

Madrid  14  de  octubre  de  1802.— Dionisio  Antonio  de  Pu^.— (Geeeio 
de  19  de  octubre  de  1862.). 


»lfl^. 


Apelación  pwt  dcneariUorta  del  reewrm^  de  «a- 
»acloift  (18  de  octubre  de  T862.).-*Posk8ior  db  las  aguas  db 
UNA  Miiu. — Se  confirma  per  la  Sala  primera  del  Tribunal  Soprene 
la  providencia  apelada  de  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Bt^ 
celona  denegatoria  de(  recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 
Jainte  Valéatí  en  pleito  con  D.  Narciso  Liado  y  dona  Josefa  BéUso* 
lell,  y  se  resuelve: 
i/  Que  en  los  pleitos  posesorios  no  cabe  d  recurso  dfi  casacionx 
2.^  Que  no  puedfi  presentarse  como  fundamento  de  casación  una 
falta  de  procedimiento  que  haya  sido  consentida  por  las  partes; 

FS.""  que  para  que  proceda  la  admisión  del  recurso  fundado 
en  alguna  falta  de  procedimiento,  es  menester  que  se  haya  recla- 
mado en  tiempo  oportuno  la  subsanacion  de  la  fcdta,  y  que  no  se  ha- 
ya accedido  a  ella. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid ,  á  18  de  octubre  de  1862 ,  en  los  aatos 
'  que  han  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Hataró  y  en  fai 
Sala  segunda  de  la  Audiencia  territorial  de  Barcelona  D.  Narciso  Liadé  y 
dona  Josefa  Belisolell  con  D.  Jaime  Vaienli  sobre  recobrar  la  posesíoD  de 
las  aguas  de  una  mina ,  los  cuales  penden  ante  Nos  en  virtud  de  la  apela- 
ción interpuesta  por  ef  D.  Jaime  de  la  protidencia  de  31  de  mayo  de  1860 
en  que  se  denegó  la  admisión  del  recurso  de  casación  entablado  por  el 
mismo: 

Resultando  que  en  14  de  mayo  de  1858  ef  Procurador  Fábregas,  i  ikmi- 
bre  y  con  poder  de  Liado  y  de  la  dona  Josefa ,  acudió  al  referido  Jazgado 
esponiendo  que  aquel  era  dueño  y  poseedor  del  manso  y  tierras  llamado  Se- 
grera ,  sito  en  el  término  de  Agell ,  y  que  á  estíi  correspondía,  en  el  ooo- 
cepto  que  indicó,  el  manso  y  tierras  denominado  Mayol  de  Munt,  y  anílbee 
eran  también  dueños  de  unas  aguas  que  pasaban  por  una  mina,  eon  las  qoe 
de  tiempo  inmemorial  habían  estado  en  posesión  de  regar  parte  de  las  tier- 
ras de  dichos  mansos:  que  D.  Jaime  Yaientf,  dueño  de  tos  terrenos  iimie- 
diatos,.habia  hec^^o  vanas  obras  en  busca  de  aguas,  absorbiendo  las  <ne 
aquellas  tenían;  y  que  por  tanto  proponía,  en  representación  de  los  mis- 
mos, el  correspondiente  interdicto  de  recobrar ,  ofreciendo  informacioii  de 
testigos,  y  conformándose  en  que  se  diera  audiencia  á  Yaientf: 

Resultando  (]ue  admitido  el  interdicto,  y  dada  la  información ,  se  citó  á 
las  partes  á  juicio  verbal,  en  el  que  de  común  acuerdo  convinieron  en  que, 
sin  perjuicio  de  su  derecha  en  el  plenario  de  propiedad,  se  aoinbraseQ  pe* 
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ritos  q[tt«  dijeraa  ú  ho  obras  iijeoQtadas  por  Valentf  osUban  4entro  do  su 
propiedad,  y  si  coa  «Alas  alteraba  el  curso  de  las  aguas  4o  ios  domandan-, 
tes^  6  si  )a  dismioQGíoD  de  ostos  proveuia  de  otras  causas,  y  gao  obras  so 
doblan  haeer  para  romodiula,  ias  eolitos  pag«ria  el  quo  apareciera  culpable 
en  sentir  do  los  peritos: 

Besttitando  ^«e  prostodal  porrootos  y  por  el  tercero  «¿discordia  íhs 
oportunas  declaraciones  o»  la  forma  auo  de  autos  consta ,  y  coipunicadas  k 
ks  partos,  Liada  y  la  dona  losefa  pidieron  la  prosecución  del  interdicto,  y 
que  9%  convocara  ajuicio  verbal  pera  alegar  y  probar  en  él  lo  que  con?i* 
uiera  á  los  litigantes;  y  Valenti  sostuvo  que  el  interdicto  estaba  terminado, 
y  que  dobla  iievarso  á  efecto  la  resolución  del  perito  tercero,  haciendo  quo 
espionara  su  dietámoo  si  no  estaba  bastante  esplicito: 

Resultabdo  quo  denegada  en  26  de  enero  de  1859  la  solicitud  de  los  de- 
mandantes, á  instancia  de  los  miiimos  esplanó  su  parecer  el  perito  tercero; 
y  oomunicodos  los  HUtoo  ouovamenta  á  las  partes,  pidieron  aquellos  que  el 
arquitecto  D.  Juan  Torras  hiciera  las  obras  quo  reputase,  convenientes  para 
rofíaner  el  esquol  al  estado  ea  que  se  hallaba  antes  de  ser  roturado  por  Va- 
lenti, á  quien  se  condenara  al  pago  de  dichas  obras,  costas  y  perjuicios;  y 
t;!  D.  iáiae  impugnó  esta  solicitad  ,  sosteniendo  que  los  demandantes  no 
tenían  otro  recurso  oue  intentar  el  juicio  ordinario  de  propiedad: 

Resultando  que  diclada  sentencia  por  el  Juez  de  primera  instirncia  en  5 
de  julio  de  1850,  apeló  Vaioatí,  fuó  admitida  la  apelación  en  ambos  efec- 
to», y  rofiHiidos  los  autos  á  la  Audiencia  del  territorio  ,  la  Sala  segunda  do 
la  misma  mandó,  después  de  formado  el  apuntamiento,  que  se  le  entrega- 
sen p9!n  lostroccíou  por  término  de  seis^  dias: 

Resultando  que  el  D.  Jaime  reclamó  contra  esta  providencia»  pidiendo 
que  Be  declarase  que  la  entrega  de  autos  debia  entenderse  pot  término  de 
ocho  dias  v  para  los  efectos  del  art.  849  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
porque^  éégun  deela,  ya  no  habia  juicio  de  interdicto,  sino  uno  ordinario 
sobre  cumplimiento  de  un  convenio,  y  protestó  conservar  salvo  todo  recur- 
so de  casación  contra  cualquiera  providencia  negativa  que  se  dictase: 

Resultando  que  desestimada  esta  solicitud;  instrjiiaas  las  partes  de  los 
autos,  y  visto  el  pleito  con  citación  de  las  mismas ,  la  Sala  segunda  dictó 
sentencia  en  i2  de  mayo  de  4860  i^Mkaihdo  la  apelada  y  condenando  á  don 
Jaime  Yalentí  á  que  dentro  del  término  de  10  dias  repusiera  las  cosas  al 
Mr  j  estado  que  tenían  totes,  á  ouyo  fin  dejaee  porlbotamente  eorrado  el 
boi^veteabisAo  éti  ú\  bobco.do  roea,  llamado  esquei,  para  que  no  se  filtra- 
ra el  agua  por  él  y  al  ^po  de  perjuicios  y  costas ,  con  las  prevéíiciones 
que  se  indican  yreserva  del  derecho  de  las  partes  en  el  juicio  de  pro- 
piedad: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  Yaienti  recurso  de  ca- 
i^ctÓQ,  fundado  en  la  causa  cuarta  del  articulo  4043  por  hfeiberse  fallade 
el  ttíterdietó sin  pr(>eeder  la  eelebf atí^^i^  del  jmcio  verbal,  y  eh  raeonse* 
«tieadáfin  la  prueba  que  tenia  derochoi  pnctioar ,  y  en  la  infraction  do 
las  leyes  que  citó: 

Y  resultando  que  la  sala  deáagó  la  admisión  del  recurso  por  auto  del  3  i , 
que  fué  apelado  por  el  D.  Jiá une:  . 

Victos,  siendo  Ponente  el  Ministro  de  este  Supremo  Tribunal  D.  Ramón 
María  de  Arrióla: 

Considerando  que  el  recurso  de[ casación  de  que  se  trata  no  procede,  en 
cuanto  se  funda  en  ii^fraccíon  :da  Íe|,  porque  se^un  el  art.  4014  de  la  de 
Bnjuloiamiento  cívJíÍbo  cabe  esta  clase  de  recursos  enbs  pleitos  pose- 
aoriee: 
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Considerando,  en  cnanto  se  refiere  á  h  caosi  eoaf^  del  art*  4013,  <|iia 
el  8uto  profeido  por  el  Juez  de  primera  instancia  de  Halaré  eo  26  de  enero 
de  1859,  por  el  qae  se  denegó  la  ^osecocioii  del  interdicto  y  la  coavoca- 
cion  á  jnieio  yerbal  que  babian  solioitado  los  denandaotes,  roe  oansentida 
por  las  partes: 

Considerando  que  hébiéndoBe^  coiiianicado  toa  atitoa  para  ioatmeeioa,  eo 
la  segunda  Instancia  solicitó  el  apelante  qoe  la  entrega  se  anteodioae  par» 
alegar  por  escrito;  y  que  denegada  esta  pretensión  por  anta  dé  4  de  ocla» 
bre  del  referido  ano,  no  suplico,  quedando  por  consigniaote  eonaeotida  esla 
providencia; 

Y  considerando,  por  tanto,  que  no  exista  la  reclaraadoa  da  la  Mta  que 
se  suoone  cometida,  reclamación  ifidispensable  para  qoa  proceda  laailmi* 
^on  det  recurso  en  conformidad  á  la  regla  cuarta  del  aru  iOtH  eo  sa  se- 
gunda parte; 

Pallamos  qoe  debemos  confirmar  y  conflrmaaDoa  con  laa  eoat»  el  aliito 
apelado  de  31  de  mayo  de  1860,  y  mandamos  qiie  se  deyuelfan  loapreseD- 
tes  á  la  Audiencia  de  donde  prodeden  en  la  forma  prevenida  eo  el  art.  Í0<r7 
de  la  citada  ley  de  Enjaíciamiento  civil. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  dol  Go- 
bierno é  insertará  en  la  Colección  Cggülatioa ,  para  la  cual  oe  posen  las 
oportunas  copias  certificadas ,  lo  pronunciamos  ,  maodaoMM  y  fináanea.— 
iuan  Martin  CarramoHno.— Ramón  María  de  Arrida.-rPéHx  Berrera  é»  I» 
Bi va. —Juan  María  Biec— Felipe  de  Urbina.— Eduardo  Blio.--DoiKiiga 
Moreno. 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  anterior  seotaocia  por  el  Baao. 
aoiíor  D.  Ramón  María  de  Arrióla,  Ministro  del  Tribunal  Suprenao  de  Jus- 
ticia, estándose  celebrando  audiencia  pública  en  so  Sala  aegoeda  el  día  de 
hoy,  de  que  certifico  como  BscribaOo  de  Cámara. 

Madrid  20  de  octubre  de  <862.— Gregorio  Camilo  Gareía.-^^aecto  de 
23  de  octubre  de  1862.) 


Conopeteaeiía  (20  de  octubre  de  i882.).— Eneros  mt  tm 
PAGARA.— Se  declara  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  SnpveBio 
improcedeote  y  estemporánea  la  competencia  ^oacitada  entre  el 
Juzgado  de  la  Dirección  general  de  Adminiatracion  militar  y  d 
TribuDal  de  Comercio  de  Madrid  acerca  del  couociaüento  de  te 
diligencias  pendientea  en  este  últjoio,  como  consecuencia  del  plei- 
to entre  el  Conde  de  Santa  Oialla  y  el  Banco.de  España;  se  manda 
devolver  á  cada  uno  de  loa  Ja^gados  contendíeotea  soa  actueio- 
nes,  y  ae  resuelve: 

(flíe  no  son  aeumülabtes  al  júido  univeríal  detestamentarla  am- 
cursada  los  pleitús  anteriores  que  haya  tenido  el  concursado  y  qme 
se  hayan  terminado  por  sentencia  ejecutoria. 

En  la  villa  y  cdfte  de  Madrid,  á  20  de  octubre  de  1862,  en  los  antoo  do 
competencia  <|ue  ante  Nos  penden  entre  el  lucgado  de  la  Dirooeion  geno- 
ral  de  Administración  militar  j  el  Tribunal  do  Cémoreio  de  eata  plaxa 
acerca  del  conocimiento  de  las  oiligeocias  pendientes  en  el  úHimOy 
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oomeciieoela  del  pleito  Mgotdo  enUe  el  Conde  de  SÉiHa  OUÜa  y  ei  Rioco 
de  Bspa&t: 

ResuiUndo  que  en  i7  da  febrero  do  1^48  el  Conde  de  Saata  Olalla  Qr- 
■16  im-pefaréy  ooli§áiido8e  á  abooar  á  tre$  meaea  CbqIvi  jr  orden  del  Baoco 
ISJifó^tlS  rs^y  y  otro  documento  en  que  declaró  que  irasfHísabia  en  pro- 
piedad ádioho  ealabJedmíeaio.  loa  efectos  públieoa  que  ae  anq^ban  al  mác^ 
l^eo,  caifeJa  cotidicioo.deqQo  estése  los  había  de  devoifer  siempre  que 
fuese  reintegradoide  la  suma  recibida  dentro,  del  t^rmiao  4e  tres  meses! 

Resikltaa^oue  en  26  de  mayo  de  dicho  ano  el  mismo  Conde  Grm6 
otro  j^^Bé  por- la  cantidad  de  280^000  rs.,  y  otro  ideática)  documentó .ea 
qoe  deoía  traspasar,  al  Banco  2,600  acciones  de  la  sociedad  Iberia: 

Resultando  qoo  cencidos  ios  dos  pagarés  espresados  solicita)  su  .reno-. 
Taeic)n».á  la  qae  no  accedió  el  Bnaco,  dicióndole  por  el  contrario  que  si 
dentio  dtt  12  días  no  verificaba  el  pago  y .  recogía  las  garantías,  venderia 
eatas  en  Uplau»  exigiéndole  luego  lo.^ue  le  faltase  para  cubrir  au  cré- 
dito: 

ReeqHaQdoqoe  coe  est^  motivo  el  referido  Conde  de  Santa  Olalla  en 
26  de  agosto  de  1850  entabló  demanda  en  el  Tribunal  de  Comercio,  sos- 
leniendo  que  el  céntralo  qua  se  contenía  en  los  dos  pagsrés  y  en  los  dos 
documentoe  da  (raspase  queso  lian  mencionado  no  era  un  verdadero  prés- 
tamo, .«loo  una  venta  de  los  efectos  públicos  espresados  e%Jos  últimos  por 
el  precio  qoe  indicabaa  los  pagarés  y  con  pactos  de  retro,  y  pidiendo  se 
declarase  qua  cumplido  el  plazo  para  retraer  habla  quedado  la  venta  per- 
fecta é  irrovocabla,  y  qua  al  Conde  estaba  libre  de  toda  obligación  que 
no  fua!>a  la  de  saneamiento,  y  se  mandara  al  Banco  que  devolviera  los  pa- 
garás: ,         .  - 

Resaltando  que  conferido  traslado,  le  evacuó  el  Banco  esponjeado  que 
no  había  existido  contrato  de.  venta  con  pacto  de  retro,  sino  un  préstamo. 
con  gai^ntíasi  las  ^^uales  habla  podido  vender  y  había  vendido  en  efecto 
para  reintegrarse  da  la  cantidad  que  le  debía  el  Conde  de  Santa  Olalla;  y 
como  con  ai  producto  de  la  venta  de  las  garantías  no  se  habla  reintegrado 
por  complelo  da  su  crédito,  sino  qua  todavía  se  la  adeudaban  6.972,158  rs. 
y  28  maravedís,  ao  solo  tenia  qoe  ser  absuaito  de  la  demanda,  sino  que  sa 
debía  condenar  al  Conde  ai  pagada  la  eapresada  sama»  interasea  y  costas, 
á  cuyo  fin  la  raconveaia  por  mutua  petición: 

Resaltando  que.  seguido  el  pleito  por  sus  trámites,  en  el  que  á  (a  muer- 
te M  Cimda  se  citó  y  emplazó  á  sus  heredaros  respecto  de  los  cuales,  se 
sosianeíó  en  rebeldía  por  au  no  comparenciií  el  Tribunal  de  Comercio  dic- 
tó sentencia  absolviendo  al  Banco  de  la  demanda,  condenando  eñ  costas  á 
los  baraderos  del  aietor,  y  reservando  á  aquel  su  deraoho  sobra  la  reclama- 
cioD  qn»  había  sostenáda  por  m&tua  paticioa:  . 

Rehilando  que  intarpuasla  apelación  da  asta  última  parte  da  la  señ- 
tancia  por  et  Baaco,  la  Sala  tercera,  da  la  Audiencia  da  esta  corte  la  revocó, 
fn  3  de  octubre  dsal8J15,  declarando  haber  lugar  á  la  reconvancioo,  y  con- 
daaaado  eajuí  consecuencia  á  los  hereAeroa  del  Cande  é  pagar  la  suma  que 
resaltasaiyiber  quadanii  ea  deber,  previa  la  correspondiente  liquidacioa,. 
qne  r¡a  verificaria  con  intervención  da  ambas  partes  á  estilo  mercantil,  con 
abano  recáproca  4a  jotareieaá  raaon  de  6  por  100  anual  por  el  tiempo  que 
habieraa  altado  ó  eatavieren  en  descubierto,  y  tomando  en  cuenta  á  loa 
haradaroa  del  Caadael  producto  de  las  garaatias  que  enajenó  el  Banco  por 
medio  da  ageato  da  aúmai^ 

ResuiUndo  que  devueltos  los  autos  al  Tribunal  de  Comercio  con  la 
oportana  Raal  pioviaiaa»  en  Qumfiimíaato  de  la  siecatark  aa  hiao  la  liqui- 
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dflcion,  quer  ñié  a)irobada  á  su  tiempo»  T4Q9  poMerionDenlte  pidió  toimlM 
el  Procurador  del  Baoco  para  deiacir  la  solicitad  que  fuese  prooadeota, ; 
se  le  entregaren,  sio  que  basta  ahora  la  baya  deduoido: 

BekultBDdo  por  otra  perte'^e  eik  el'Jacgado  de  Cacarea  .te  fievinoli 
testamentaría  del  diñinto  tiotfde  áa  Santa  Olalla ;  y  como  este  adeodan  á  U 
Administración  militar  5  milloiHs  de  naahs ,  ie  euaeKÓ  ^ampetMoia,  qa» 
fué  decidida  á  favor  del  Juzgado  de  Badenda  0ilitar|  eo  etijt  viftad  eaa»'' 
cid  ei  mismo  de  dicho  Juicio  de  testamentaría  etfoeursada: 

Resultando  que  dictada  la  senteaotade  graduadon,  al  pedifM  ia  vecu 
de  los  bienes  para  pagar  á  los  acreedores  por 'su  4rdeB|  ae  mamfealó  par  h 
viuda  y  herederos  del  Conde  que  4e  había  eeguidoed'el  Trümnal  daOaaiar- 
cío  el  píéiio  anteriormente  menoioaado,  y  ifue  en  su  virt«d  el  Faieal  del 
referido  Juzgado  especial  pidió  que  se  oficiase  al  Tríbwial4e  Comercio  pin 
que  remiliera  á  los  efectos  que  hubiese  lugar  en  el  juielo  ét  testamentaria, 
y  eon  calidad  de  devolución,  los  ditades  autos  eriglnalea,  ó  lastimoaio  lita- 
ral  de  ellos: 

Refiultando  que  estimada  ta  pdtícíon  fiscal,  y  dirigido  el  oficie,  aeoe- 
(¡fi  el  Tribunal  mercA«til  á  la  remesa  de  autos ,  acordando  que  se  posiena 
de  manifiesto  en  la  Escribanía  para  que  el  Fiseal  del  Juagado  milílar  pe- 
diera señalar  los  particulares  que  hubiesen  de  eompal8ar8e,e»c«yocaaosa 
le  daría  te:)timo»io: 

Resultando  que  vista  esta  resolución,  el  Jutgade  de  ta  Dirección  ge- 
neral de  Administración  militar  requirió  al  Tribunal  de  Cnmereio  psn 
que  se  inhibiese  del  conocimiento  de  tas  diligencias  peadíenles  en  el  mismo 
como  consecuencia  del  plertó  que  ae  habla  seguido  eniru  el  Baoeo  t  el 
Conde  de  Santa  Olalla  sobre  cumplimiento  de  un  contrato ,  y  que  dicho 
Tribunal  se  declaró  competente  par^a  continuar  cooooiendi^  del  oef^Mío,  ori- 
ginándose la  presente  contienda  jurisdiccional: 

HesultendTo  quj9  el  Tribunal  merctfniit  se  í^nda  en  que  el  pleito  eeguído 
en  el  misino  se  baila  terminado  por  ejecutoria ,  cuyo  cumpliroieBlo  la  está 
cometido  y  cuqueen  dicho  pleHo  feé  demándente  el-Coudede  Santo Olaiti, 
y  por  tanto  el'juiciode  testapent^a  del  fuismo^no  euelte  eveéarte  á  ai,  »aa- 

2ue  el  Conde  fbese- condenado  peír  vlrtbd  de-la' reoonvendon  qoe  ep«sad 
anco  al  ser  demandado  en  su  propio  ftiern; 

Y  resultando  que  el  Jnsgado^de  la  Dirección  genera!  de  AdmiMBtrKÍso 
militar  alega  que  todos  los  jueces  singulares  deben  aeomularse  al  osincsai 
de  testamentaría  concursada  que  está  pendiente  todavía  en  olmiaaio: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  de  este  Supremo  Tribunal  O.  ioaa 
María  Biec: 

Considerando  que  el  pleito 'eeguido  en  el  Tribunal  d%  Comercio  de 
esta  corte  entre  el  Banco  de  Espefta  y  el  difHínto  Cende  de  Santa  Olalla  se 
terminó  con  senteñdá' ejecutoría,  por  lo  cual  no  está  comprendido  y  segna 
el  art.  5%3  de  la  ley  de  ^njuii^iamiento  civil,  entre  los  acuiáufables  al  jnwio 
nniversat  de  testamentaria  concursada  del  referido  Geiidet 

Considerando  que  el  Banco  de*  Bspaña  ne  ha  eomparedd»  en  el  juicio 
como  acreedor  á  los  biehes  eoncursados  por  lee  déeehoa  que  pudo  darle 
aquella  sentencia,  ni  por  cualquiera  otro  título;     * 

Y  considerando  que  las  partes  conocidae  en  el  oottenrao  lienaaíeipedílo 
su  dereetio  para  solicitar  las  coittpulsas  que  leseunveagatt  da  aquellof 
autos  termiriados,  y  en  sd  viste  formaUtar las  petietedegMe^estteeo  otiles, 
de  las  cuales,  en  su  caso,  podrá  suscitarse  una  euestieai  de  verdadera  coto* 
potencia;    .  •       .    ' 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  deelaramoa  Improcedetto  f  estempo- 
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lifoba  h  de  que  se  «traia ,  f  nuMkaios  ^oe  se  defueivaa  stts  aetttadones  á 
cadn'ui!^  de  ios  Ju2gad(»  eentendleates'  para  lo  que  proceda  con  arreglo  é 
derecho. 

Aú  per  esta  ««estra  aentoncia,  que  80  publíeará  en  la  Gaceta  del  Go- 
iNaniO  ó  iiMentarieit  la  Ooleooion  í^^aliva,  para  lo  cual  ae  pasea  laa 
oportunas  copias  certiñcadas ,  lo  proDouciamos,   roandaroos  y  í]rmaxQOS.T^ 
ioao  Martia  Cammo»iM.--¿Féiix  Helfirera  ile  la  Rlvai-^qan  Masia  Kec.  . 
-«£diiaréo  Bi¡A».»*-Doiniogf^MeriaAe« 

Pabiioaoian.-rLeida  y  poblicadH  fué  ia  preoedeute  sentencia  por  el 
Hfto.  Sr.  0^  Jueo  María^Biec,  MioMtBO  deiTribunal  Suptemo  de  Jkisticia 
esléBdose  calakiando  auélenda  fábhca  en  so  Sala  aegucKk  el  día  de  lioy,  de 
ceatíGco.coAo  Escribano  de  Oimarai.     . 

Madrid  20  da  oelobre  de  ift6a.-^6regoiio  Gaim^QGarcia.^(ir«a<a  de 
Sadeocí«bredal8da0  "*    - 


Reieairáro  de  oasacioia  (Si  de  octubre  de  A89S.)  .-—Vago 
DE  MARAVEDÍS.— Se  dccIara  poF  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 

Srepip»  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  íntet^nestp  por  Don 
[ariano  Díaz  Benito  y  consortes,  contra  la  sentencia  pronunciada 
tor  la  Sala  8e^und«  de  ia  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  Don 
raftciseo  Navarro,  v  se  resuelve : 

i.'  Que  la  ley  4fy,  tÜ.  38»  Parí.  3/  que  establece  la  obUgaeiau 
de  restituir  eón  Im  frutos  la  casa  comprada  en  el  caso  que  la  ms- 
untí  refiere^  no  es  aplicable  al  caso  concreto  en  que  se  preterida  la 
devolución  del  precio  de  la  casa  y  el  abono  de  las  mejoras  hechas 
tal  en  ella: 

iJ*  Que  la  doctrina  de  que  cel  que  nada  hereda  no  está  obliga- 
de¿  lienar  las  obligaciones  del  testador,  de  cualquier  clase  que 
sean».  e«  tftap&caMa  al  caso  en  que  aparezca  que  el  que  trata  de 
invodur  en  su  famm  dicha  doctrina,  fié  nombrado  bered&ro  de  una 
permña  cuyaherencia  aceptó,  pero  que  no  consta,  del  modo  conve- 
niente en  derecho,  que  nada  haya  percibido  ni  espera  percibir  de 
herencia: 

5.V  Que  atando  no  se  trata  de  la  (tdquisicion  de  un  edificio 
coustruido  en  suelo  de  otro^  carece  de  apUcacion  la  ley  iÜytUuloo^, 
Parttía^.^; 

Y  4.^  que  la  ley  46  de  Toro  no  tiene  aplicación  alguna,  des* 
pues  de  toe  leyes  desninadadoras,  respecto  de  cueetiones  que  se  ven^ 
(ilenconmotivodelasueeriendeunvlnciáo. 

fin  la  villa  y  eórte  de  Madrid,  á  21  de  octubre  de  4862,  en  los  autos 
endientes  ante  Nos,  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juagado  de 
primera  ínstaDOia  del  distrüe  de  Lavapiéa  y  en  ia  Sala  segunda  de  la  BmI 
Audiencia  de  esta  corte,  por  D.  Francisco  Navarro  oon  Don  Mariano,  Dod 
lasé  y  Dolía  Manuela  Díaz  Benito,  sobre  pa^o  de  maravedfs: 

Resultando  que  aotoriasado  iudleialmente  D*  Antonio  Dial' Benito^  eo  el 
año  de  1843,  con  audiencia  del  curador  ad  litem  de  fos  meooraa  hijos,  los 
TOMO  VIK  78 
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tres  üliimaoMiiM  nombrados,  fitra  le  T«ola  A»  una  can  aíta  ea  la  dodid 
de  Toledo,  pertenecieote  al  ▼fócalo  fandado  por  D.  Viceote  Díaz  BeoitOide 
que  D.  Antonio  era  poseedor,  y  su  bijo  D«  Mariano  inmediato  sucesor,  M 
procedió  á  elia  en  pública  anbasta,  quedando  rematada  á  favor  de  D.  Frta* 
cisco  Navarro,  único  postor,  por  la  cantidad  de  SS^OOO  ff&  va.  en  que  biUa 
sido  tasada: 

Resultando  qtte  D.  Mariano  Díaz  Benito  entabló  después,  contra  Ooi 
Francisco  Navarro,  demanda  de  nulidad  de  esia  vvata  porque^  pertenedan- 
do  la  casa  á  una  vincotacton,  de  que  era  inmediato  sucesor,  se  bafaia  vendi- 
do  sin  los  requisitos  prevenidos  por  la  ley  y  que,  sustanciado  el  juicio,  pro* 
nuncio  sentencia  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  deesu  corte,  decIsrsBdo 
la  nulidad  de  la  venta,  y  reservando  á  tobos  ütigantee  el  derecho  que  pu:- 
diera  corresponderles,  para  que  usasen  de  él,.-  según  vieren  conveníries: 

Resultando  que  en  usa  de  esta  reserva,  entabló  demanda  D.  Franeiseo 
Navarro,  en  15  de  junio  de  1857,  reclaniando  de  los  hijos  y  berederoide 
Don  Antonio  Díaz  Benito  la  cantidad  de  145,427  rs.  á  que  aAcendian,  se- 
Kun  las  cuentas  que  presentó,  las  olejoflA  becbas  en  la  finca  y  el  preciada 
la  misma: 

Resultando  aoe  loe  demandados  impugnaron  Ja  demanda  fondados  en 
que,  00  habiendo  recibido  de  su  padr0  herencia  alguna, de  nada  tenian  que 
responder;  á  lo  cual  replicó  el  demandante,  qqe  si  recobraban  U  casa,  esta- 
ban obligados  al  abono  de  las  mejoras,  porque  en  ello  hablan  sucedido  á  su 
padre: 

Resultando  que  practicada  prueba  perlas  partes,  dictó  aentencU  el  ioez 
de  primera  instancia,  que  confirmó  sostanoalmente  ia  Sala  segunda  de  la 
Audiencia  de  esra  corte,  en  5  de  abril  de.  186J ,.  condenando  á  D.  Mariaiio, 
Don  José  y  Dona  Manuela  Díaz  Benito,  en  el  concepto  de  herederoa  de  sa 
padre,  á  pagar^  por  iguales  partes,  á  D.  Pcancisco  Navarro^  cincuenta  y 
cinco  mil  seiscientos  reales,  importe  de  la  casa,  y  á  D.  M'iríano  1)iaz  Beoi« 
to,  como  dueño  de  ella,  á  satisfacer  af  propio  D.  Francisco,  cincuenta  mil 
doscientos  veintitrés  rs.  treinta  y  tres  céntimos  á  que  ascienden  las  mejoras 
hechas  en  la  misma: 

Resultando  que  los  demandados  interpusieron  recurso  de  casación  d- 
fando,  como  InfrinKidas,  en  cuanto  é  la  primera  oondeoecioo,  la  ley  40,  ti* 
tule  28,  Partida  3/,  y  la  junsprodencia  que  estableoe,  que  el  aue  nada  he- 
reda no  está  obligado  4  Henar  las  obligaciones  del  teaudor,  de  caakmian 
elase  que  sean;  y  en  cuai^to  é  la  segunda,  tas  leyes  42  del  propio  titulo  j 
Partida,  y  6/,  tit.  17,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  ó  sea  la  49 
de  Toro: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Sebastian  Gomales' NandUi: 

Considerando,  en  cuanto  al  primer  estremo  del  recurso,  oue  condenado 
el  actual  demandante,  por  la  ejecutoria  de  7  de  noviembre  de.  18S^,  á  res* 
titulr,  con  los  frutos^  la  casa  qué  oeinpnl,  la  ley  40,  fit.%8,  Partida  3.*, 
que  prascribe  esa  restitución  en  el  caso  é  que  se  re&ire,  carece  de  spiiea- 
cion  al  punto  de  que  se  tri^,  ooncretado  á  ia  devolución  del  precio  de  la 
mencionada  Gnca  y  el  abono  de  las  mejoras  hechas  en  ella: 

Considerando  que  rs  igualmente  inaplicable  la  regla  ó  principio  de  de- 
recho que  establece,  qwelquB  nada  hereda  no  está  obUgado  á  Um^at  ios 
o6%aeionef  id  Éeeíador^  de  ewUqmer  nUee  que  asan¿  porque  apareeiende 
que  los  recurrentes  fueron  nombrados  por  sQ  padre  herederos,  m  consta* 
ni  se  ha  intentado  hacer  constar,  del  nodo  cnnveniente  en  .derecho,'  que 
aquellos  nada  hayan  percibido  ni  esperen  percibiri  proveaíeaite  de  la  he- 
rencia paterna  que  ( 
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'  CkmdderaodOy  en  eaanta  n\  Mgimda  esirenuxiel  racono,  qae  carece 
también  de aplieieieo,  la  lejr42»UL  36,  R^vUdr  3.*,  que  treta  de  coma 
pierda  Aome  el  éiefieio  q^9  faw  en  h$r0dal  a^mM,  á  mofa  fé,  porque  ni  el 
caso  de  la  ley  es  él  del  pleito,  oí  eo  la-  8uposíc|on  de  que  lo  fuese,  resulta 
(>robado  el  requisito  iooispensable  de  la  mala  fé  ceo  que  procediera  el  de- 
mandante  al  condprar  Ia  cada: 

Considerando,  por  último,  que  la  ley  46  de -Toro  no  tiene  relación  algu- 
na con  la  cuestión  ventilada  en  estOiS  autos,  por  referirse  sus  disposiciones  ¿ 
una  institueion,  qué  habla  deeaparelbMo  cuando  se  enajenó  la  fincarla  cual, 
por  consiguiente,  no  podo  trasmítirM  á  D.  Mariano  Dias  Benito,  como  in- 
mediato sucesor  de  su  Mán^  en  Tirtiid  de  lo  prescrito  en  las  leyes  .  víncQ* 
toree,'  sino  con  arreglo  a  lo  dispuesto  en  las  deevinouladoras; 

Fallames  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  tugar  al  recurso 
de  caeacion  interpuesto  por  D.^  Mariano  Dia£  Benito  y  con^rtas,  h  quienes 
condenamos  en  las  coates;  deToWiéndose  fósenlos  á  la  Audiencia  de- donde 
proceden  cen  la  certifieacion  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Qac$ta  é  inserta- 
ra en  la  Coleeeion  legitíativat  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
pronunciamos,  mandamosy  firmamos.-— Ramón  López  vazquez.--Seb8S- 
tian  González  Nandin.^-GaDríel  Garuólo  de  Velasco.^Joaqutn  de  Palma  y 
Vinuese. --Pedro  Gómez  de  Hermosa.— Ventura  de  Golsa  y  Pando.— Tomás 
Hoet.  .        . 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentancia  por  el  os- 
cetentísimo  6  Umo.  Sr.  D.  Sebastian  González  Nandin,  Ministro  de  la  Sala 
primera  del  Supremo  Tribunal  de  iosticia,  celebrando  audiencia  páblica  la 
misma  Sala  en  el  día  de  hoy,  de  que  yo  el  Bscribano  de  Gánura  certifico* 

Madrid  21  de  octubre  de  iS62.**-Jaan  de  Dios  Rubio.— (tocata  de  2^ 
de  octubre,  de  i 862.) 


«S«. 


i  (21  de  octubre  de  1862.).— Rbvvih- 
DtcACFOif  i»B  Bisitts.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Suprenío  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  don 
Constantino  Nadal,  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  se- 

gunda  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  Ignacio 
orominas  y  otros,  y  se  resuelve: 

iJ^  Que  no  basta  para  tenerse  como  fundación  de  un  vinculo 
perpetuo  la  cláusula  de  un  testamento  que  contenga  la  prohibición 
de  enajenar t  si  además  no  hay  los  debidos  llamamientos  quB  han  de 
dar  á  la  imltoidon  elearáeter  de  perpetuidad, dreunstancia  eoiis^ 
fUutiva  ikl  finy  naturábexa  de  los  mayorazgos: 

2.^  Que  la  prohibición  de  enajenar  la  herencia  g  de  detraer  'la 
cuarta  TYebelidnica  al  que  fuese  heredero,  como  asi  bien  la  preferen- 
cia de  linea,  grado,  sexo  y  edad  ordenados  por  el  testador,  no  in- 
ducen la  presunción  de  perpetuidad,  sino  que  ha  de  entenderse  esta 
eireunserita  á  táminos  háb^s  para  que  la  berenáa  puida  pasar  dé 
uno  á  otro  de  los  llamados  á  ella*. 

ZJ"    Que  la  ley  S/,  tit.  i7,  lib.  iO  de  la  Novísima  Becapiladony 
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quetra^  del  modo  de  suceder  en  he  ma^oraxgos,  pía  de  il  áeoe- 
tubre  de  4^0,  queirata  dé  ^  é^Undon^  son  inapUeablesá  un  pleito 
en  que  se  tráíeú  de  reioindicar  bienes  en  eoneqfto  de'éhwuléres; 

^4.^  que  no  pueden  comidetarse  tomo  infringidas  per  VM 
senteticia  úyes  ni  doctrinas  que  iio  tienen  aplicc^cion  at  ¿aso  objeto 
del  litigio.  .        , 

.  En  la  villi  y  cérte  de  Uadpid,  á  ^1  de  octubre  de  4862^  en  los  antas 
pendieoteaanteMos  por  recutfio.de  casación,  «eguMos  ea  el  Jusgadoda 
primera  instancia,  del  disirilo  de  Sao  Bellr^a  d«  BatcsionH  y  en  U  Sái«  se* 
^unda  de  la  Real  Audiencia  4e  la  amm^  ciudad  pon  O.  GeosUBÜao  Nadal 
coo  D.  iAnacío  Gorominaa  y  otros  sobra  reiviudicaci/iia  da  bienes: 

ResuUandí»  que  Giné-s  NaMlai  otorgó,  teat^menlo  en  ié  de  julio  de  177S, 
por  el  que  legó  á  sois  íhíos  Giiié:»<y  Jo^>  en  pago  da  stts  JegfUoias  paterna  y 
materna  y  demás  derecnos  que  sobre  sus  bienes  pudieran  pretender,  dífe» 
rentas  finoas  da  Jas  quA  jlodriaa  diaponer  i  favor  de  sus  hijos;  ?oWiendo,  en 
el  caao  de  no  dejar  Hueeáion^  ai  «heredero  que  nooilwaria,  i  ascépcion  de 
260  librasjdeque  podrían  diaponer,  instituyó  pof  su  universa^  heredero  á  su 
Itijo  priihogónito  Jaime,  y  caso  de  liaber  fdUecido  á  «os  hiios  legítímofi,  no 
todos  juntes,  sino  al  uno  después  del  oUo,  y  con  preferencia  de  sexo,  y  edad; 
^  si  el  Jaime  no  viviese,  ó  no  quisiese  ser  su  heredero,  ó  muriese  sin  bijos» 
matituNÓ  á  su  hijc^Ginés  y  ios  su^os  en  la  misma  forma;  y  después  de  él  á 
ledos  tus  df'más  hi)o^que  tenia,  pudiendo  aJ  úkkna  disponer  lAremente  da 
todos  ios  bienes;  privando  á  cualquiera  qoefuéitA  su  heredero  de  la  detrac- 
ción de  la  cuaru  Trebeliáníca  y  Faleidia,  así  como  da  vsender  y  gravar  loa 
Jiíeoas^qiierifttido  que. los  primeros  frutos  que  el  priaaer  inatitoido  perci- 
biese le  sirviesen  en  pago  de  sus  legítimas  paterna  y<  alaterna,  y  de  otro 
cualquier  derecho  que  sobre  los  referidos  bienes  pudiese  tener  y  pretender: 

Resultando  que  fallecido  GrnéntnTlat,*'SU  hijb  y  heredero  Jaime  tomó  ¡n- 
-ventarlo  en  4  de  enero  de  1777  aot^^B^^Cibano  y  tres  testigos  de  los  bienes 
dejados  por  su  referido  padre: 

ResoltandQ  que  en  3  de  abril  de  1 854  D.  Constantino  Nadal,  nieto  de 
Jaime  N^dal,  entabló  demanda  centi-a  D;  l9(iaciB*€toralii«as  y  otras  para 
cus  sé  les  Condenase  á  dimilár  los  bienes,  qiie  babiaa  sida  de  8«  bisabuelo 
Itinés  Nadal,  que  constaban  del  cUado  inventario^  con  los  (rji^oa  producidos 
y  debidos  producir  desde  au  4^tentacíou,  alegando  para  ello  que  conteoieo^ 
Uo  el  testanaento  de  aquel  uu  vinculo  perpetuo  en  favor  de  sus  ^lyos  y  des- 
■candientes  hasta  lo  innnitü,'y  af  que  por  lo  ^nismo  venía  también  llamado  al 
propio. d^m^ndante  como  sucesor  por  línea  recta  del  hijo  primo^génUode 
aquel^  eran  nulas  las  enajenaciones  hechas  por  lOs^  herederos  gravadas,  y 
los  bienes  objeta  de  ellas  debían  ser  restituidos  al  deasúidante  coma  po- 
seedor del  tf  aculé: 

•  RasoUaiMlo  .qna  los  damandadoa  ioDípugnaiiocí  ia  /demanda  fundados  a& 
que  en  el  testamento  daGinós  Nadal  no  eilstU  vinculo  y  sí  solo  ona  iofli* 
tucioa  qneterniinaba  en  sus  nietos;  espresando  ademis  algunos  de  aque- 
llos que  las  .fincas  queso  reclamaban  no  eran  de  las  comprendidas  ^n  la 
vinculación,  y  otros  que  eran  de  las  legadas  á  los  demás  hijos  en  pago  da 
sus  legítimas  paterna  y  materna,  y  que  no  habia  podido  impontftfseles  gra- 
vamen alguno: 

Resnltando  que  practicada  0r«aba  por  laa  partes,  diet^  seütnifclaelloes 
de  primera  instancia,  que  confínnó  con  costas  la^lanéguiídada  la  áa- 
diencta  de  Barcelona  éu  15  de  diciembre  de  1890^  <ibk)ivi)BadaálOs  decnaa- 
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dados  de  la  demanda,  é  imponiendo  al  demándame  perpetuo  sHeaeio  y  fas 
costaf:: 

Resallando  qae  por  este  se  interpuso  recurso  de  casación  citando  como 
i^fringidoa  ef  principia  de  que  ala  última  tilintad  de  los  testadores  le^-* 
mámente  espresada  es  una  iey  sagrada  é  inviolable,»  la  ley  5.*  Digest^v 
Quemadmodum  tsBtafMnta  apmattíui^i  la  i80  Digesto  &e  imbüru\ns%g- 
nificatione;  la  doctrina  legal  espuesta  por  SantaeMa,  tomo  segundo,  deci- 
sion  546,  número  nueve;  la  ley  fH  Dige^to  Be  üveniB  regtUii  jurig;  li 
ley  5.%  tít.  i7,  libro  iOde  la  Novísima  Recopilación,  y  el  art.  3.^  del  de- 
creto de  Colotes  de  37  de  Setiemt»re  de  4820^  restablecido  en  90  de  afosto 
de  1836: 

Vistos,  siendo  Pbnénte  el  Ministk>o  D.  Piedro  Gomes  de  ttermosa: 

Considerando  que  no  basta  para  tenerse  como  ftindacion  de  na  vincula 
perpetuo  la  cláusula  de  un  testamento  qoe  contenga  la  probi|»eion  de  ena* 
jenar,  si  además  no  hay  fos  debidos  llamamientos  que  ban  de  dar  á  la  ins-»^ 
tltuciotí  el  carácter  de  perpetuidad',  circoostancia  eonstltotiva  del  an  y  na- 
turaleza de  los  mayorazgos: 

Considerando  que  habiendo  dispuesto  en  su  testamento  Ginés  Nadal  que 
SI  su  hijo  promogénito,  primer  flárnaio,  moría  antes  que  él,  fuesen  sus  he* 
rederos  los  hijos  legítimos  de  este  con  la  preferencia  de  sexo  y  edad;  y  que 
en  el  caso  de  no  querer  ser  heredero  Ó  morir  sin  hijos,  lo  fuesen  por  su  or- 
den los  otros  suyos  en  los  mismos  términos  hasta  la  última  de  ellos,  la  cual 
podía  disponer  libremente  de  los' bienes,  es  evidentes  qde' no  estendió -el  gra- 
vamen de  restitución  mas  que  hasta  sus  nietos,  y  hacióAdote  depender  é» 
la  condición  de  morir  sin  hijos: 

Considerando  que  la  pnihibícion  de  emigenar  y  de  detraer  la  cuarta  Tra« 
beliánica  al  que  fuese  heredero,  como  a<í  bien  la  preferencia  de  línea,  gra- 
do, sexo  y  edad  ordenados  por  el  testador,  no  inducen  la  presunción  de  per- 
petuidad, sino  que  hanxie  entenderse  circunscritas  á  términos  hábiles  par^ 
que  la  herencia  pudiese  hacer  tránsito  de  uno  al  otro  de  los  hijos  referrdos 
en  la  manera  ya  espresnda,  y  )a  preferencia,  cuando  coBCurriesen'hijos  cea 
hijos  y  nietos  con  nietos,  únicos  gravados  en  soé  respectivos  caaos  de  re»« 
tilucion: 

Considerando  qqe  habiendo  sido  heredero  el  primogénito  láime  Nadal» 
y  sucedídírte  en  el  iídeicomiso  su  hijo  Manuel,  pudo  este  enajenar  legitima-* 
mente  los  bienes  qae  le  constituían,  porque  se  iiabia  puriQcado  la  condición 
y  desaparecido  el  grayámen  impuesto  en  el  hecho  de  haber  sido  he/'edero  y 
morir  con  hijos: 

Considerando  qqe  6.  Constantino  Nadal,  viznietodel  testador,  ha  de^tr'^ 
cido  la  demanda  en  este  pleito  reivindicando  bienes  en  concepto  de  vincu- 
lares; y  que  según  lo  espuesto  en  los  anteriores  fundamentos  es  improce- 
dente, no  teniendo  por  lo  mismo  aplicación  en  este  caso  lae  leyes  6.*,  titi- 
lo 17,  líbfo  10  de  la  Novfskna  Reci^ilacton,  acerca  del  modo  de  suceder  ea 
los  mayorazg^,  y  la  de  11  de  octubre  de  1820  sobre  su  estincion;  y  que- 
so ha  sido  inWIngido  por  la  sentencia  el  principio  legal  de  que  «la  úttíma 
voluntad  legítimamente  elpresada  es  ona  ley  sagrada,»  ni  la  54  De  regtrii» 
juHs  del  Dig.,  «que  nadie  puede  trasferir  mas  derecho  que  ei  que  tiene,»> 
como  tampoco  las  leyes  8.*  (Quemadmodum  testommto  aperiantwr^y  12(^ 
De  verhorüm  significatione  del  Dig.  acerca  del  respeto  debido  á  las  úitimat 
-voluntades; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  ai  recurso- 
de  casación  interpuesto  por  D.  Coaetantino  Nadal,  á  quien  condenamos  á 
la  pérdida  de  la  cantidad  por  que  prestó  cao^on,  que  satisfará  cuando  me^ 
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jore  de  foTtma  y  eo  las  costas.  Y  se  advierte  al  UccQclede  D.  Nicolás  Rieo 
y  Urosa  que  eo  io  sucesivo,  estando  encargado  de  oficio  de  la  dereosa  (U 
ono  que  litiga  por  pobre,  asista  á  la  vista  del  reoorso;  y  en  caso  de  tener 
causa  legitima  qoe  le  impida  Tenficarlo,  lo  esponga  oportuoamente  ¿  li 
Sala. 

ksiJpOT  esta  noestra  sentencia,  oue  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inseruiá 
en  la  Caleecion  legislativa^  pasándose '  al  efecto  las  copias  neeesartas,  lo 
(M>onuneiaroo9,  mandamos  y  firmamos.-^Ramon  López  Vaaquea.— Manas! 
García  de  la  Gotera. -^-Gabriel  Geruele  de  Ye)asoo.^^JoaqYiia  de  Palma  y 
Vioaesa.-fPedro  Gómez  de  Hermosa.<^Pablo  Jiménez  de  Palado.-^Venta- 
ra  de  Colsa  y  Pando. 

Pablicaeion.— Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  per  el 
Ezcmo.  é  limo.  Sr.  D.  Ramón  López  Vázquez»  Presidente  de  la  Sala  prime- 
ra del  Suprema  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma 
Sala  en  ei  día  de  hoy,  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  certí6co. 

Madrid 24  deootubre de  186SU*-Jaan de  Dios  Rubio.— (Gaeeki  de 26 
de  octubre  de  i 862.) 


GampeÁencia  (23  de  octubre  de  1862.).— Conocim)snto  di 
LA  QU1BBRA  oB  DIVA  CASA  .DE  Goii£acio.r-Se  decldc  por  la^  Sala  se- 
cunda del  Tribunal  Supremo  á  favor  del  TríbuQal  de  Comercio  de 
Vaíeocia,  la  competencia  suscitada  con  el  de  igtial  clase  de  Barcelo- 
na acerca  del  conocimiento  de  la  quiebra  de  la  casa  Robles,  Agtdló 
y  compañía,  y  se  resuelve: 

I."*  Que  cuando  una  casa  de  comercio  tiene  establecida  otra 
en  distinta  pUaa^  con  inscripción  en  las  respectivas  matriculas  de 
ambas,  y  que  por  consiguiente  es  iguaLel  derecho  del  Tríbunal  de 
Comercio  de  cada  plaza  para  conocer  de  la  quiebra  de  la  casa,  en 
atención  á  ser  los  dos  competentes  por  razón  del  domicilio  legal  de 
la  sociedad,  para  dirimir  la  co7itienda  de  competencia ,  debe  aten- 
derse: 1.^,  i  si  en  la  escritura  de  constitución  de  la  sociedad  se  dio 
preferencia  á  uno  ú  otro  tribunal;  2.*,  al  punto  en  que  primera* 
mente  se  hubiese  hecho  esposicion  déla  quiebros 

72.''  que  la  vecindad  personal  del  comerciante  tw  es  de  tomar 
en  cuenta  para  dirimir  un  conflicto  jurisdiccional  de  esta  clase,  to- 
da vez  que  no  se  trata  de  los  compromisos  ú  obligaciones  particula- 
res, sino  de  los  que  haya  contraído  como  tal  comerciante,  • 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  23  de  octubre  de  1862,  áb  los  autos  de 
competencia  que  ante  Nos  penden  entre  el  Tribunal  de  Comercio  de  Bar* 
celona  y  el  de  igual  clase  de  Valencia  acerca  del  conocimiento  de  la  quiebra 
de  la  casa  conocida  con  los  nombres  de  nobles  y  oompafUa  y  Águila  y  com« 
pañia: 

Resultando  que  en  5  de  abril  de  1861  D.  Federico  Robles  y  D.  José  Mi* 
ró,  vecinos  de  Barcelonii,  y  D.  Juan  Af^ulló,  que  lo  era  de  Valencia,  otor« 

girón  ante  el  escribano  de  e^ta  ciudad  O.  José  Calvo  escritura  de  suciedad 
ercantít  colectiva  para  la  compra  y  venta  de  géneros  del  país  y  estranje* 
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T09,'6Btabl6eiéi9o  dos  casas,  una  én  Barcelona  hiqo  la  razod  ñoUes  y  eom* 
pafUa,  j.otra  en  Valencia  con  la  úeAgulló  y  eútnpañia^  y pacUndeífue los 
áódos  Robles  y  Agalló  tornarían  por  irímestres  én  ambas  casas,  llevando  la 
firma  en  cada  oifa  el  socio  que  permaneciera  en  ella,  principiando  so  lurao 
fiobiearen  Barcelona  j  Agalló  en  Valencia,  y  qae  la  sociéaad  duraría  tres 
«nos;  pero  quedarla  disnelta  antes  si  pM*  el  balance  aparecía  la  pérdida  del 
"25  por  100  del  capital  impuesto  en  la  misma: 

Resultando  que  en '27  de  marzo  de  este  año  acadió  Robles  al  Tribanal 
de  Comercio  de  Valencia  presentándose  en  quiebra  por  medio  del  oportuno 
escrito  y  memoria  que  autorizaba  con  su  firma,  y  manifestando  que  so» 
consocios  Agulló  V  Miró  se  habían  negado  á  poner  las  suyas,  porque,  según 
ten!»  entendido,  hablan  celebrado  con  sos  acreedoree  ciertos  convenios  que 
deberían  ser  declarados  nulos  por  haberlos  hechor  sin  so  oonsentimleoto: 

Resultando  (fue  por  auto  del  31  mandó  el  indicado  Tribunal  que  se  co« 
tnunicáse  la  petición  da  Róblese  D.  Juan  Agulló  par  término  de  tercero  dia 
para  que  digera  si  estaba  conforme  •  ó  no  en  suscribir  la  memoria  y  el  es- 
-crito: 

Resultando  oue  evacuada  la  comunicación  por  Agulló  negándose  i  po-* 
ner  su  firma  en  los  documentos  espresados  por  las  razones  que  espuso,  y 
Ua? ados  los  autos  á  la  ?ista  con  citación,  se  mandó  por  el  referido  Tribunal, 
que  para  mejor  proveer  presentase  la  escritura  de  suciedad;  y  que  habiendo 
contestado  que  no  la  tenia,  puso  testimonio  e)  Secretario  con  relación  &  los. 
asientos  que  obraban  en  su  dependencia: 

Resultando  que  en  31  de  marzo  el  Procurador  Arquer,  á  nombre  y  con 
poder  de  varios  acreedores,  acadió  al  Tribunal  mercantil  de  Barcelooi^,  pi- 
diendo que  se  declarará  en  estado  de  quiebra  á  la  casa  Robles  y  éompañia: 

Resultando  que  estioKlada  esta  solicitud  por  auto  de  2  de  abril,  en  el  que 
se  acordaron  tas  medidas  propibs  del  caso,  a  virtud  de  ellas  fueron  ocupa-^ 
dos  los  libros  y  unos  ciertos  bienes  que  existían  en  Barcelona ,  y  se  libró 
exhorto  á  Valencia  para  el  arresto  de  D.  Federico  Robles  y  demás  socios 
colectivos,  y  para  la  ocupación  de  los  libros  y  efectos  que  existíeran  en  está 
ciudad: 

Resultando  que  cumplimentado  el  exhorto  con  la  cualidad  de  sin  peri» 
juicio,  en  cuya  virtud  se  hizo  la  ocupación  de  una  porción  considerable  de 
lleneros  que  la  sociedad  tenía  en  »a  tienda  de  la  calle  de  Cofreros,  el  Tri- 
bunal de  Valencia,  á  petición  de  D.  Federico,  contraexhortó  al  de  Barcelo- 
na para  que  se  inhibiera  del  conocimiento  que  había  tomado  en  la  quiebra 
referida: 

Resultando  que unidoá  los  autos^ un  oficio  del  Gobernador  civil  de  di- 
cha ciudad,  en  el  que  se  dice  que  la  sociedad  Robles  y  eompafUa  se  halla- 
ba inscrita  en  la  matricula  de  subsidio  de  la  misma,  y  una  certificación  del 
inspector  de  vigilancia  de  uno  de  los  distritos  de  la  sétima  demarcación, 
comprensiva  del  padrón  de  D.  Federico  Robles,  en  la  que  aparece  este 
como  avecindado  en  Barcelona  y  comerciante  de  profesión,  dicho  Tribunal 
ee  negó  á  inhibirse,  originándose  la  presente  competencia: 

T  resultando  que  para  sostener  la  suya  se  funda  en  que  la  sociedad 
Robles  y  eompaiUa  tenia  su  domicilio  en  aquella  plaza,  en  ella  hacia  sus 
operaciones,  y  en  la  misma  habitaba  su  gerente;  al  paso  que  el  Tribunal 
de  Valencia,  además  de  aducir  eo  apoyo  do  la  que  sostiene  las  razones 
alegadas  por  el  de  Barcelona,  invoca  las  que  se  desprenden  de  los  hechos 
ja  consignados: 

Vistos,  alendó  Ponente  el  Hinistro  D.  Domingo  Moreno: 

Considerando  que  la  sociedad  mercantil  Robles,  AguUó  y.  compara 
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tenia  «sUbleoidiis  casas  de  comercio  en  Barcalooa  j  V«leiici»|  y  m  InUabí 
á  la  vei  ioscrita  eoia^  iiiatricttl«A  raa|Metiva8  do  ámb«s  ^lasai,  7.  fnr  coa- 
sigoleDte  qae  es  igual  el  derecho  ooo'que  kejo  este  conoe|iU>  prelettie  caiU 
uno  de  los  Juagadoi)  coolenáieiites  conoeep  delasmito  iníHeado:  • 

Considerando  que  si  bien  el  bedio  de  ísabéme  otorgado  on  Valentía  ti 
escritura  de  sociedad  no  atribuí  ye  ai  TrUranal  de  Gomeroio  de  equeHarcia* 
dad  juriftdíccion  pref<irente  sobre  la  de  sa  coaafieüdor,  ot  «pareo»  saficiel^ 
témeme  probado  que  la  casa  establecida  en  la  miSflaa  par  diclia  compaaía 
fnese  la  principal,  y  de  himple  comisiort  la  de  Baecelona  conao  asegura  Ooa 
Federico  Robles,  es  lo  cierto  sin  embargo  qoe  en  lo»a<inacaiie8  4o  la  prí« 
mera  se  ocnparon  géneros  y  existencias  de  qae  ia  cégoMda  careoia: 

Considerando,  de  otra  pari»,  qie  á  conseottéMia  de  la  circalar  eapediáa 
por  la  sociedad  se  celebró  en  Vateneta  junta  de  aoreedores,  y  no  resulta  ea 
contra  de  ella  protesta  alguna  que  pneda  disaiínair  la  foerta  de  esle  hacbo 
7  su  ínflaencia  necesaria  en  la  apreatacion  de  las  razones  que  han  de  esti* 
marse  para  dirimir  el  presente  conflioio  jurisdiccional: 

Considerando  asimismo  que  fa  exposición  de  quiebra  presentada  por 
Robles  en  ol  Tribunal  de  Valencia  lo  foé  oon  anterioridad  á  las  gastiooes 
practicadas  en  el  de  Barcelona  por  algunos  areedores  de  la  sociedad  qoe  & 
representaba,  7  que  la  providencia  dictada  por  el  primero  de  diohoa  Tri- 
bunales, con  el  fin  de  que  se  cumpliemn  los  requisitos  prevenédo»^  en  el 
aitfculo  lOStS  del  Código  de  Comercio»  es  también  anteriof  á  ia  dedaraeioo 
de  quiebra  qne  el  segundo  hizo  hiso  en  2  de  abril  áltímo,  habiendo  ea  so 
virtud  prevenido  aquel  el  conocimiento  de  la  misma: 

Y  considerando,  Hnalmente,  que  con  arreglo  al  tamo  del  servicio  al- 
ternativo entre  Robles  y  Agutló  establecido  por  la  escritura,  tooaba  á  Ro- 
bles desempeñarlo  en  Valencia  cuando  solicitó  de  )iu  Tribunal  de  Comercio 
declarara  en  quiebra  á  la  sociedad  que  él  representaba,  sin  que  sea  de  to- 
mar en  cnénta  páfa  lOsefectos  de  la  cuestión  que  se  ventila  la  vecindad 
personal  del  mismo,  puesto  qne  tao  se  trata  de  sus  compromisos  ü  obliga*^ 
clones  particulares; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  de 
estos  autos  corresponde  al  Tribunal  de  Comercio  de  Valencia,  si  que  s^  re- 
mitan unas  y  otras  actuaciones  para  lo  que  proceda  con  arreglo  á  derecho. 
Asi  por  ésta  nuf^stra  sentencia,  que  se  publicará  en  ia  Gacsia  del  Go- 
bierno é  insertará  en  la  Colección  Ugislátioa^  para  lo  cual  ^^e  pasan  las 
oportunss  coplas  certiHcadas,  lo  pronunciamos,  mandam^is  y  Armamos.— 
Juan  Martin  C<irramoliao.^Ramon  María  de  Arrióla. — Pólix  iterraiai  d«^ 
Riva.^Juan  María  Bied.— Felipe  de  Urbina. — Eduardo  Glfo.-^Doiningo 
Moreno. 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  prececente  sentencia  por  el 
limo.  Sr.  D.  Domingo  Moreno,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Jnsilcia, 
estándose  celebrando  audiencia  pública  ea. su  Sala  segunda  el  día  de  hoy» 
dccrae  certifico  como  EscribAo  de  Cámara. 

Madrid  23  de  octubre  de  1862.— Gregorio  Camilo  Garda. ^((roc^Ui 
de  26  de  octubre  de  1862 .) 


«51. 

Conapeieíadla  (23  de  octubre  dff  i882*)«-^D^S6BEDj£ifGf a  i 
INSULTOS  Á  LA  WAtioiA  GiviL.--*Se  docide  por  la  Sala  segunda  del 
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Tríbimal  Suprema  á  favor  del  Jazgado  de  ia  GápitaDÍa  general  de 
Castilla  la  Nueva,  la  competencia  siHcitada  coa  el  de  primera  ins- 
tancia de  Manzanares  acerca  del  conocimiento  de  la  causa  forma- 
da al  cabo  de  infantería  .Francisco  Jiménez  y  Rodríguez  por  deso* 
bodiencia  é  insultos  á  la  Guardia  civil,  y  se  resuelve: 

1.^  Que  cuando  los  guardias  civiles  dan  cumplimiento  i  una 
orden  general  de  la  auXoridad  adnwiistraUva^  la  cual  no  está  pré- 
sente^ ni  puede  decirse  que  sean  auxiliares  de  esta^  ni  que  represen* 
tan  á  un  Alcalde  en  fundones  de  juslieia ; 

Y  2/  gue  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  Real  orden  de  8  de 
noviembre  de  i 846,  quedan  sujetos  al  fuero  de  guerra  los  que  in- 
suUan^  atropellan  ó  hacen  resistencia  á  la  Guardia  dvü. 

'  Ed  la  villa  y  corte  de  Madrid,  i  23  de  octubre  de  1862,  en  los  autos  de 
compeleoGÍa  que  anta  Nos  penden  eotre  el  Juzgado  de  la  Capitanía  general 
de  Castilla  la  Nueva  y  el  ae  primera  instancia  de  Alanzanares,  acerca  del 
conocimiento  de  la  causa  formada  contra  Francisco  Tinienez  y  Rodríguez, 
cabo  primero  del  regimiento  de  infantería  de  la  Constitución,  por  deiobe» 
dieociá  é  insultos  á  la  Guardia  civil: 

Resultando  que  en  22  de  junio  de  este  año  el  Alcalde  de  Manzanares 
poblioó  un  bando  que  contiene  varias  disposiciones  para  evitar  loa  daños 

2ue  pudieran  causar  los  perros,  al  vecindario,  encargando  la  ejecución  á  ia 
ruardia  civiJ,  á  los  guardas  municipales  y  demás  dependientes  del  Ayunta- 
miento: 

ResuUando  que  al  si|;uiente  día  los  f^uardías  civiles  Ramón  Gabas  y 
llartin  García,  que  se  dirigían  á  la  estación  del  ferro-carril  á  cumplir  su 
servicio,  encontraron  al  Jiménez;  y  viendo  un  perro  de  la  propiedad  de  es- 
te, que  no  llevaba  bozal,  le  dijeron  que  si  no  se  hubiese  entrado  en  la  casa 
hubieran  tenido  que  matarlo  en  cumplimiento  délas  órdenes  del  Alcalde: 
que  el  Jiménez  les  contesió  que  ya  se  hubiesen  visto,  y  se  negó  á  obedecer 
las  órdenes  de  aquellos,  que  trataban  de  presentarle  á  la  Autoridad,  hacien- 
do ademan  de  querer  ofenderlos  y  dando  con  la  mano  en  el  pecho  á  uno  de 
los  guardias:  que  por  último  compareció  ante  el  Alcalde;  y  aunque  en  un 
principio  desobedeció  el  precepto  de  este,  sin  faltar  empero  á  las  considera* 
dones  y  respetos  debidos,  lo  ejecutó  después  marchando  á  la  cárcel  arrean 
lado: 

Resultando  que  instruida  la  correspondiente  causa,  ha  reclamado  su  co- 
nocimiento el  Juzgado  de  ía  Capitanía  general  de  Castilla  la  Nueva,  funda- 
do en  que  el  procesado  Jiménez  goza  del  fuero  ^lilitar  como  individuo  del 
ejército;  v  en  que  la  pareja  de  la  Guardia  civil,  al  ser  insultada,  se  hallaba 
cumpliendo  los  deberes  de  su  instituto,  y  no  estaba  á  las  órdenes  del  Alcal- 
de, ausente  del  sitio  de  la  disputa,  ni  auxiliaba  Ja  autoridad  del  mismo: 

Y  resultando  que  al  Juez  de  primera  instancia  de  Manzanares^  ha  soste* 
nido  su  jurisdicción  alegando  que  el  delito  que  se  atribuye  á  Fraociaco  Ji- 
ménez debe  caliGcarse  de  desacato  á  la  autoridad  del  Alcalde,  y  no  á  la 
Güardn  civil,  porque  esta  trataba  de  hacer  ejecutar  tas  disposiciones  de 
aquel;  y  que  según  la  ley  9.%  tít.  i  O,  llb.  12  de  la  Novísima  Recopilación, 
la  Real  orden  de  8  de  abril  de  i  83  i  y  varias  rewluciones  de  este  Supremo 
Tribunal,  el  desacato  á  las  justicias  produce  desafuero: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Felipe  4e  Urbioa: 

Considerando  que  en  la  ocasión  de  que  se  trata  los  guardias  civiles  da- 
llan cumplimiento  á  una  determinación  general  de  la  Autoridad  adminis- 
TOMO  VII.  79    . 
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(fativa,  Id  Qual  no  estaba  presente,  ni  aquellos  «rta  aoñüanes  dé  Ift  nbffli, 
por  lo  cfue  m  puede  decirse  que  el  cabo  Jineottz  ooflaetieae  el  delito  dB^e- 
^cato  contra  la  autoridad  del  Alcalde: 

Considerando  que  Jiménez  dirigió  úaípamente  sus  insultos  cooira  1m 
espresados  guardias,  y  que  estos  deseoipen^btüi  entonces  uo  servicio  pro- 
pio de  su  instituto: 

Y  considerando  que,  cen  arreglo  á  lo  díspi;iesto  en  la  Real  órdoo  de  8  <le 
noviembre  de  1846,  quetfan  sujetos  el  fuero  de  Onerra  les  qoe  iasolua, 
atrapei^an  ó  bvcen  resistencia  á  la  Guardia  civil; 

Pallamos  que  debemos  ideclarar  y  deelaraflios  qtiB  el  conocimieotade 
esta  oausa  coffespoade  al  Juagado  de^ia  p^itanLi  general  de  GaiUila  ia 
(lueva,  al  que  se  remitan  unas  y  otras  actuaciones  para  lo  que  proceda  coa 
arreglo  á  dereicho. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gacela  dol  Go- 
bierno  ó  insertará  en  ía  Colección  legislatívaf  para  lo  cwti  sa  paseo  I» 
Oportunas  copias  certifloadas»  lo  proaonciamos,  mandamos  y  firmamoi.** 
Joan  Martin  CarramolfnQ»*<-*Ramon  María  die  Arriola.-e^FéHz  Herrera  deh 

S iva.— Juan  M^ria  Biec— Felipa  de  Urbina.— Eduardo  ftlíe.— DoimD§e 
oreoQ. 
Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  llo^tri* 
limo  Sr.  O.  Felipe  da  Urbiiia,  Ministro  del  Tríbnaal  Supremo  de  Justicia, 
estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  segunda  el  dia  ée  iM^t 
de  que  cerlirico  como  Bseribano  de  Cámara» 

Madrid  23  de  octubre  de  1862.— Gregocio  Camilo  García.— (^<Mte  ^ 
26  de  octubre  de  i 862.) 


955. 

Beeurso  de  easaetoa  (24  de  octubre  de  1862.).— Pa» 
PK  MAaAVEOís.--*Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supre- 
mo haber  lugar  al  recurso  de  casación  mlerpuesto  por  D.  AnloaiH 
tarvat,  ^ntra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  la 
Audiencia  de  Bareelona  en  pleito  con  D.Trandseo  de  HílaBS,  y  m 
resuelve: 

I.""  Que  la  donación  hecha  por  la  madre  á  uriQ  de  sus  hyos,  m 
moHvQ  de  9u  casamiento,  no  puede  alttfar  ni  modiñcaír  la  disposh 
don  testamentaria  del  padre  que  dejó  dispuesto  como  habia  de  fúr 
garse  i  cada  hijo  su  legitima,  y  cómo  hablan  de  arreglarse  los  ic- 
másderedios  que  pudieran  eorresponderles; 

Y  S.^  que  es  un  principio  inconcuso  que  el  debéis  de  pagar  ifft 
da$  é  omnmlir  obligaciones,  muerto  el  que  las  hubiese  eoniraido^  rs* 
emeneunerederú. 


En  la  viUa  y  corte  de  Madrid,  á  24  de  octubre  de  186^,.  eo  loe 
pendkmtes  ante  Nos,  por  recuMp  de  oasaoioir»  «eguidoe  en  el  Jazsado  da 
pnnMrainalaooia  del  distrito  de  San  BeKriin  de  Barcelona  y  en  la  baia  se« 
gunda  de  la  Real  Audiencia  de  la  misma  ciudad»  ppr  O.  Fmnoisoo  de  Mir 
lansy  y  hoy,  por  su  hijo  y  hereden  D.  Ramos,  eoa  D.  Aatoaío  Larrat»  so* 
bre  Mge  de  ittaravedis: 

Riflttlundo  que  0.  Pedro  A^aiidro  Lirrat  otorgó  testamento,  en  31  de 
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jolio  da  IS)3,  iMja  el  m  lalíeckS,  «o  i  da  a^>sto  sigaieftt*,  en  d  coal  )#g6 
é  80  esposa  Doña  Main  de  loa  Dolorea  J««x  Saiintento  y  é  aoa  .aeis  bíjost^ 
0.  J«8Q^  D.  i^dro,  O.  AqUniío,  Boda  fi^loiieay  DcAa  ^oneepciea  y  Doñsi 
Cáraeo,  laa  iOa^O  libras  deque  el  padre  del  otorgante  le babk  hacho  doi-^ 
oacioa  y  todo  el  capital  que  tofiara  eo  el  comereio,  eldUde  au  faneQi?  ' 
miealo,  por  igoalea  paates,  eii4re  loa  siete  sobredichos,  airvieado,  ep  coaot» 
á  su  esposa  é  hijo  mayor,  de  ana  manda  particular,  y  en  cnanto  i  loa  otrea 
eiaco,  en  satfeifacckNi  de  an  legitimA  paterna  y  deooM  deiechoa  qne  pudie-* 
rao  pretender  á  sus  Inanes:  que  ai  por  la  decadencia  del  ooaier.GÍo,8e  reda-^ 
jera  su  capital  i  roeiioa  de  100»000  libraa,  se  aapliera  de  sus  bienea  raicea» 
de  modo  qoe  se  lepartieaen  entre  au  «posa  é  híjoa»  para  cumplir  eata  6ian« 
da,  200,000  libras  en  metálico,  por  iguales  partes;  y  nombro  usufructúa^ 
ría,  durante  su  ir bia,  á  au  praeiUda  esposa,  y  por  au  heredero  uníTeraal  á 
se  hijo  primogénito  O.  Juan,  austituyendole  con  los  demás,  por  au  orden, 
pan  el  caso  de  morir  8M1  deacendisBeie: 

Aasttltando  que  en  £  de  enero  de  4833,  ae  otorgó  una  escritura  con  mo* 
ÜTo  del  maiftittooio  de  O.  Ramón  de  jUilaiM  y  da  Doña  Cioncepck)ii  Larrarii» 
en  la  qoe  Dona  María  de  los  Dolores  de  Larrard  y  Juez  Saraieato,  cono 
tsofructuaria  de  los  fotenea  de  su  difunto  marido,  en  calidad  de  tutela  y 
eoradora  de  sos  hijos  y  en  nombre  propio,  dio  á  au  bija  Dona  Conoepoioa» 
pea  fia  de  donaciQp  y  en  pago  de  los  derechos  de  legitima  paterna  y  i«a- 
leroa,  suplemento  de  ellas,  parte  de  espooaalicio,  legado  diñado  por  su  par» 
d«e  y  demás  qnt^  pudiera  partenaeerla  en  aus  htenea,  40,000  libras  y  varioa^ 
efectos,  de  todu  lo  que  pudiera  disponer,  á  su  libre  voluntad,  obligáodoae  é 
pagar,  porn^edias anualidades  yencidaa,  el  inter^  del  4  poc  100  anual  de 
la  indicada  aoma,  hasta  TeBíficar  la  entrega  total  de  ella;  doAacion  que  aeep* 
tó  Dona  María  de  la  Qooeepcioo,  cooaütuyéndola  en  dote  á  sus  futuros  ^ue^^ 
gro  y  marido,  D.  Francisco  y  D.  Ramón  de  Milans,  autorisándolen  para  que 
ia  percibieaáo,  asi  coioo  los  frutos,  con  el  fin  de  atender  á  las  qargay  del 
matrimonio: 

Resultando  que  en  3Qjdeoctabre  de  1857,  D.  Francisco  y  D.  Ramón  de 
Milana  y  la  esposa  de  éste.  Doña  Concepción  de  Larrard,  otorgaron  caita  d» 
pa^  á  ^vor  de  D.  Antonio  Lasrard,  de  4,000  lihraa  q^e  servían  á  aquella^ 
jantamente  con  otras  30,000  que  tenia  antariormeate  recibidas,  para  pjigo 
da  lo^  que  la  eorrespondia  percibir  en  lea  bienes  de  au  ditonto  padrea  iqlesta* 
do  de  sus  hermanos  y  den\ás  derechos  qoe  la. compitieran: 

Resultando  .qtte  en  7  de  agosto  de  1858,  entabló  demanda  D«  Franoisco 
de  Milans,  «n  la  que  esponieado  que  0«  Antonio  de  Larrard,  como  hereder» 
que  era  de  su  padre,  y  como  poseedor  de  loa  bienes  de  la  bereneia  de  ^u 
nadie,  afect<»s  á  la  dote  de  su  hermana  Doña  Concepción,  estaba  ebligiadP 
al  pago  de  la  cantidad  é  intereses  en  que  conststia;  y  q^ie  habiendo  percibir 
do  por  dicho  concepto  34,0tK)  libras,  le  restaba  entrega  6,000,  y  adamé k 
11,812  libra?,  i9  sueldos  y  cinco  dineros,  por  los  intereses  al  4  por  iOO,  4^ 
cantar  desde  el  22  d<i  agosto  de  i838,  en  que  no  ios  había  aatisfecho,  pidi^ 
se  le  condenara  al  abono  de  oaa  y  de  otra  suma: 

Resultando  que  D.  Antonio  Larrard  impugnó  la  demanda,  negando  á.frtt 
madre  ia  facultad  de  hacer  la  constitución  dotal  de  queae  trataba,  toda  vet 
qoe  Doña  Concepción  solo  tenia  derecho,  con  arreglo  al  testamento  de  au 
padreí  y  mediante  á  haber  desaparecida  el  capital  de  au  comercio,  á  28,&7i 
Vibras,  sétima  parte  de  200,000,  no  estando  obligado  oumo  heredero,  á 
cumplir  lo  que  su  madre  hubiera  proinetido con  eacesoá  ellas;  y  que  au(i 
cuando  bdbiera  hecho  la  denacien,  en  pago  también  de  los  dereclios  de  le- 
gitima materna,  tampoco  podía  t^ner  efecto  e&  «^  ^ecte,  porque  ni  él  cf  ü 
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sa  heredera,  ni  habla  dejado  bienes  algunos,  perteneciendo  todos  k»  que 
existieran  al  conoarso  de  acreedores  formado  á  la  muerte  de*  aquella: 

Resultando  que  praetioada  prueba  por*  las  partes,  el  demandante»  afaiol- 
Tiendo  posiciones,  manifestó  creer,  que  Doña  Dolores  Larrard  fué  dedanda 
en  quieora,  habiéndose  apoderado  los  acreedores  de  todos  sus  bieoes,  ail 
como  que  el  demandado  se  habia  presentado  en  esa  quiebra,  como  acreedor 
preferente: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia,  por  la  que 
condenó á  D.  Antonio  Larrard  á  pagará  D.  Francisco  Milans las 6,000 titwas 
demandadas,  con  tos  intereses  de  ellas  defengados,  en  la  conformidad  ettí- 
pulada  en  las  capitulaciones  matrimoniales  y  no  sausfeobos,  liquidadoo  re- 
iWTada: 

Resultando  que  interpuesta  apelación  por  D.  Antonio  Larrard,  pronaa- 
ció  sentencia  en  4  de  diciembre  de  4860  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de 
Barcelona,  por  la  que  condenó  á  aquel  al  pa^o  de  las  citadas  6,000  libras  y 
al  de  los  intereses  de  la  dote,  en  la  conformidad  establecida  en, las  capitula- 
ciones matrimoniales  que  hubiesen  dejado  de  satisfacerse,  previa  la  cor* 
respondiente  liquidación,  confírmando  en  tales  términos  la  sentencia  apetoda: 

Resultando  que  D.  Antonio  Larrard  interpuso  recurso  de  casación  citan- 
do ,  como  infringidos'ei  principio  y  doctrina  legal  de  que  nadie  puede  ser 
condenado é  satisfacer  las  deudas u  obligaciones  dentro,  sin  ser  su  herede- 
ro, el  de  que  el  heredero  del  padre,  no  siéndolo  de  la  madre,  so  está  obli- 
gado á  satisfacer  las  donaciones  que  esta  hubiera  hecho  á  sus  demás  hijos, 
en  paRO  de  la  legítima  materna;  las  leyes  30,  tít.  28,  libro  3.*,  Código;  31» 
tít.  2?,  libro  5.",  Digesio;  5.«,  tít.  8.%  Partida  6.«;  «.■,  Ut.  4ly  Partida  4/ 
y  61  áB  jure  datiumy  Digesto;  y  por  último  la  doctrina  le^al,  según  la  que» 
no  puede  revocarse,  modiBcarse  ni  enmendarse  la  sentencia  apelada,  en  be- 
neficio del  litigante  que  la  ba  consentido: 

Visto?,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Sebastian  Gonsalez  Nandin: 

Considerando  que  Doña  Concepción,  mujer  del  demandante,  solo  tenia 
derecho  á  percibir,  con  arreglo  al  testamento  de  su  padre,  28,57i  libras, 
sétima  parte  de  las  200,600  que  aquel  distribuyó  con  isualdad,  entre  se 
mujer  y  sus  seis  hijos,  disponiendo  que,  esceptuado  el  mayor,  á  qoisB 
nombraba  heredero,  se  entendiese  dicha  cantidad  respecto  á  los  cinco  res- 
tantes, en  saHefaedon  de  sus  kgüimtu  paternas  y  demás  derechosqve  p»- 
dieran  ¡pretender  á  s%ts  bienes: 

Considerando  que  la  donación  de  las  '40,000  libras  hechas  posteríormen- 
te  por  su  madre  á  la  misma ,  con  motivode  su  casamiento,  no  pudo  alterar 
ni  modificar  la  terminante  disposición  testamentaria  de  su  difunto  marido, 
debiendo  ese  acto  referirse  únicamente  á  tos  bienes  propios  de  la  donante, 
y  obligar  solo  ¿  sus  herederos: 

Considerando  que  Dona  Dolores  de  Larrard  falleció  concursada  y  que, 
en  vez  de  probar  el  actor,  que  fuese  su  heredero  el  demandado,  aparece  de 
su  propia  confesión  y  resulta  de  autos,  que  los  bienes  que  posee,  proceden- 
tes de  su  madre,  los  adquirió  con  el  tituló  de  acreedor  preferente,  qoe  le 
dio  una  ejecutoria: 

Considerando  que  el  deber  de  pagar  deudas  ó  cumplir  obligaciones, 
muerto  el  que  las  hubiese  contraído,  recae  en  su  heredero,  principio  incofr- 
cuso  citado  en  el  recurso,  y  que  no  habiendo  heredado  D.  Antonio  Larrard, 
los  bienes  de  su  madre,  no  debió  ser  legalmente  compelido  á  llenarlos  eom- 
promisos  propios  y  esclusivos  de  aquella: 

Considerando  que  la  sentencia  imponiendo  esa  responsabilidad  al  de- 
mandado, ha  infringido  el  indicado  principio  de  derecho; 
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Fallamos  qn«.  debemos  declarar  y  declaramoa  haber  lagar  al  recurso  da 
easacion  interpuesto  por  D.  Antonio  Larrard,  y  en  su  consecuenday  casa- 
mos y  aaolaoios  la  sentencia  que  en  4  de  diciembre  de  1860  dictó  la  Sala 
según  lia  de  la  Real  Audiencia  de  Barcelona. 

Aáf  por  esta  nu^^^tra  sentencia  que  se  publicará  en  la  Gacela  6  insertará 
en  la  Coteecian  legislativa^  pasándose  al  efecto  tas  copias  necesarias,  lo 
pronunciamos,  mandamos,  y  firmamos. — Ramón  López  Vazquez.-^Sebas* 
lían  González  Nandin.— Gabriel  Geruelo  de  Velasco. — Pedro  Gómez  da 
flermosa.— Pablo  Jiménez  de  Palacio. —Laureano  Rojo  de  Norzagaray. — 
Ventura  de  Colsa  y  Pando. 

Publicacion.-r-Leida  y  publicada  Tué  la  anterior  sentencia  por  el  Ezcmo. 
é  limo.  Sr.  D.  Sebastian  González  Nandin,  Ministro  deja  Sala  primera  del 
Supremo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  publica  la  misma  Sala 
en  el  día  de  hov,  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  24  de  octubre  de  1862.— Juan  de  Dios  Rubio.— (Gaceta  de  %^ 
de  octubre  de  1862.) 


Ciontpetencla  (25  de  octubre  de  1862.).'— Co50GiMiKirr(>  ds 
tvi  coNGORso  VOLUNTARIO. — Se  dccide  por  la  Sala  segunda  del  Tri- 
bunal Supremo  &  favor  del  Tribunal  de  Comercio  de  Sevilla  la  com- 
peteocia  suscitada  con  el  Juzgado  de  pripíiera  instancia  de  Cieza 
acerca  del  conocimiento  del  coacarso  voldatario  de  D.  Francisco 
Esteve  Gaícia,  y  se  resuelve: 

1.®  Que  es  competente  para  conocer  del  concurso  de  un  comer;» 
eiante  el  Tribunal  de  Comercio  de  la  pla%a  en  que  aquel  atunrtese 
matriculado; 

Y  3.^  ((ue  tratándose  de  la  quiebra  de  mi  comerciante  rigen  so^ 
bre  el  particular  las  disposiciones  del  Código  de  Co$nercio  y  no  las 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  dvU  referentes  al  concurso  de  acree^ 
dores,  i 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  25  de  octubre  de  4862,  en  los  autos  da 
compeiencia  aue  ante  Nos  penden  entre  el  Tribunal  de  Comercio  de  Sevilla 
f  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Cieza  acerca  del  conocimiento  del 
concurso  voluntario  de  D.  Franciscp  Esteve  García: 

Resultando  que  en  15  de  enero  de  este  ano  el  D.  Francisco  acudió  al 
rererido  Juzgado  de  primera  instancia  titulándose  vecino  de  Fortuna,.y  ha- 
ciendo cesión  de  los  bienes  que  poseía  en  favor  de  sus  acreedores,  la  cual 
fué  admitida  por  auto  de  18,  declarándole  en  concurso  voluntario: 

Resultando  que  en  4  de  febrero  el  Procurador  D.  José  María  Piniella, 
á nombre  de  D.  Miguel  Carrascosa  y. D.  José  Pascual  Gosalvez,  acreedores 
del  Esteve,  presentó  escrito  ante  el  Tribunal  de  Comercio  de  Sevilla  espo- 
niendo  que  este  se  habla  ausentado  de  aquella  plaza,  dejando  abandenado 
el  establecimiento  mercantil  que  tenia  én  ella,  y  desatendido  el  pago  de 
sus  obiigaciooes,  y  pidió  que  luego  que  se  acreditara  por  el  medio  que  pro- 
ponía la  certeza  de  estos  hechos,  se  procediese  por  el  Tribunal  á  la  ocupa- 
ción de.  bienes  que  ordena  el  art,  1027  del  Código: 

Resultando  que  justificados  los  hechos  qiie  en  el  escrito  se  anunciaban. 
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te  mandd  por  auto  det  día  8  la  ocapacíon  é  iotervenicion  del  «taUecimicih' 
io,  biéims,  ñbros  y  (Capeles  del  fugado,  y  en  el  id  sé  ocuparon  los  afaetdi 
que  existían  en  la  tienda,  siú  que  se  hailaseo  los  libros  y  papelea  refereatel 
al  comercio  del  mismo: 

Resaltando  qUe  á  petióíon  del  mfsibt)  ftbielVa  y  coa  fécba  12  de  febiero 
se  decílaró  en  estado  de  quiebra  al  d^.  Francisco  estere,  acordándose  íasdl» 
liffencias  consiguientes  á  esta  provídéticia  j  librándose  despadio  al  Joex  A 
Cieza  para  que  se  inhibiera  del  cohocimiento  que  había  tomado  en  el  coa- 
curso  Voluntario  del  D.  Francisco  f  sus  Incidencias,  y  lo  revhtliése  para  aa 
acumulación  á  los  autos  de  quiebra,  y  en  otro  caso  tuViei^a  f^or  propuesta  II 
competencia  de  iorisdiccion  y  para  que  ocupase  los  libros,  bienes  ^  papeles 

Jue  poseyera  Estove  en  aquella  localidad  y  procediese  á  su  arresto,  sino 
aba  ñanza  de  ¿árcel  segura: 

.  Resultando  que  el  Juez  de Cíeza,  con  sui^^áton  de lo'spfocédimiettUil, 
ocmfirid  traslado  al  D.  Francisco  y  al  Promotor  fiscal,  qtüe  le  er ácuaroo  «Se* 
feudiendo  la  competencia  del  Juzgado  y  presentando  B.4tete  una  ceftiflea- 
cion  del  Secretario  del  Ayuntamiento  de  Fortuna,  en  la  que  se  dice  qAe 
aquel  era  natural  de  dicha  villa  y  reputado  y  tenido  por  vecino  de  la  mis- 
ma, en  la  cual  tenia  su  casa  abierta,  y  ifQe  no  se  encontraba  en  la  SecreU- 
Tia  antecedente  alguno  en  que  conste  que  hubiera  querido  mudar  su  ve- 
cindad:   t  '       r 

Resultando  que  dicbo  Juez  se  negó  i  inhibirse,  fundado  ei)  que  segas 
el  art,  505  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civfl»  el  del  domicilio  es  el  compe- 
tente para  conocer  del  jufcio  de  concurdo  de  ausneedóreS:  en  que  Esteva  es- 
taba aomicifiádio  eh  Fortuna^  pueblo  de  a'qoél  partido,  cuti^do  Uto  h  ditth 
éon  de  eu»  bienes;  y  en  que  no  se  haliffa  atereentado  en  manere  ^Igwia  q» 
fuese  vecino  de  Sevilla,  ni  la  cualidad  de  cettütÁanle  maUióQMoqnaaa 
-    atriMa  al  tnisto*: 

ItasaHando^ue  avisada  eala  reaoltieioa  al  Tribunal  mercaiiUl  de  Sevílli 
por  medio  del  oportuno  oficio,  y  conferido  traslado  al  representante  de  doo 
Miguel  Carrascosa  y  otros  acreedoree  de  Bsteve ,  pidió  al  alf ^^  las  razaees 
que  en  su  concepto  demostraban  la  competencia  del  dicho  Tribimal  tloeDor 
el  Secretado  se  ptisiera  cierta  cértiflbaclod^  y  (fue  se  reclamase  otra  al  uk 
misario  de  vigilancia  púMíea  del  primer  distrito: 

Resultando  que  estimada  esta  solicitud ,  puso  testimonio  el  BscrMH 
del  referido  Tribunal,  dando  fé  de  que  en  efespediente  de  matrícula  de  co- 
merciante^ aparecía  inscrito  D.  Franófsco  estove  García,  "bajo  él  %pl|jMe 
i}e  mercader  de  tejidos  al  por  menor;  y  M  Comisario  informó  qve  Estélela 
hallaba  empadronado  como  vecino  de  Sevilla  con  tienda  de  géneros  en  la 
casa  núm.  19  de  la  calle  del  Almirante  Valdés.  y  !]|be  en  su  padrón  habla 
una  nota  de  habérsele  espedhio  cédula  de  vecindad  en  2  de  agosto  de  1861: 
'  Resultando  que  el  Tribunal  mercantil  de  Sevilla  insistieren  la  inhibito- 
l?a  y  mandó  remitir  los  autos  á  este  Supremo  de  Jnsttefa  para  la.declsioa 
¡  de  la  cooipotencia ,  alegando  pa)rli  tostener  la  ^a  que  la  declaración  de 

!  quiebha  de  un  comerciante  corróí^pódde  al  Tribunal  del  fuero  de  la  phrxa 

I  en  que  se  halla  avecindado  y  matriculado  como  tal  con  eshbleéftbieBto 

i  ableño:  que  E^teve  lo  estaba  en  aquella  ciudad  ddñdé  se  dedicaba  i  ^ 

venta  de  géneros:  que  los  créditos  de  las  personas  á  cuya  instancia  te  falsa 
'  la  declaración  de  quiebra  procedían  de  operaciones  lüercaritiies;  y  que  apa- 

¡  recia  dudosa  fx  vecindad  en  el  pneblo  de  Fortuüa ,  ei  el  (ím  tampoco 

I  constaba  que  hubiese  ejercido  el  comercio: 

|:  Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  PéHx  Uttttík  dé  !a  ftíH: ' 

\  Consideíf^ndo  que  consta  de  autos  docúmenialdiento  <}ae  Estove  sefta- 
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ilaba  lOf crito  en  )a  rntCrfcola  de  aomercíani^»  de  U  plaza  á^  Sevilla;  que 
ejercía  aUi  el  conercio  como  mercaiier  de  tejidos  al  pormenor ;  ^oe  esteba 
empadronado  eo  concepto  de  ve<?iQO  de  aquella  ciudad,  y  que  ae  le  había 
espedido  la  cédula  correapoadiente  en  agosto  de  1861: 

Considerando  que  se  trata  en  el  presente  caso  del  estado  de  quiebra  de 
tiD  comerciatite,  y  que  por  ló  mi^tflu  ríget^  sobre  el  particular  las  l!ns()b^icio^ 
oes  det  Código  de  Comercio,  y  no  las  de  la  ley  de  finjuicHinitento  civil  te*' 
ferentes  al  eonóürsü  de  aciteedere^ 

Günsideraudo  qileei  profocado  ea  tai  concepto  por  EstevB  ante  al  laet 
de  priinera  iuslanoia  de  Cieía  no  puede  perjudicar  respecto  de  la  cnestioo 
jurisdiccional  los  derechos  que  corresponden  á  s^us  acreedores  por  oblí^* 
clones  mercantiles  ejercitados  por  ías  cansas  espuestas  ante  el  Tribunal  dé 
Comercio  de  SeviMa ,  cuya  competencia  es  incuestionable  para  conocer  de 
la  quiebra  con  arreglo  á  los  articulo»  4014,  1015, 1016,  1025  y  i0i7 
de  dicho  Códigí); 

Pulíamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  da 
estos  autos  covesponde  al  indicado  Tribunal  de  Comercio  de  Sevilla,  al  que 
se  remiiad  unas  y  otras  actuaciones  p4ra  le  que  proceda  con  arreglo  á  de- 
recho. 

üú  por  eala  nuestra  sentencia,  que  ae'  publicará  en  la  Gaoéta  del  Go« 
bierno  é  ineertará  en  la  CoUcdon  legislativa^  para  k)  cual  ee  pasen  las 
oportunas  copias  certiíicadas,  lo  pronunciamoi^t  mandamos  y  firmamoB.*» 
Joan  Martin  Cairamolíno.  ^Ramon  Marfa  de  Arriola.^FóHx  Herrera  de  la 
Riva.— Juan  María  Biec— Felipe  de  Urbina.— Eduardo  Elío.  *r- Domingo 
Moreno. 

Pubticacion.^-Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Hmo. 
señor  D.  Félix  Herrera  de  la  Riya,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Jas» 
ticia,  estándose  celebrando  audiencia  páblioa  en  su  Sala  segunda  el  día  de 
boy*  de  «|U8  certiUco  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  25rde  octubre  de  1862.— Gregorio  Camilo  García.  {Gaeela  de  29 
de  octubre  de  1862. 


«59. 


'  Réi6ial»9#  d«  «Asaelon  (27  de  octubre  de  186S.).-^D8V0- 
CDCfos  DE  CANTiDAD.-^Se  dudara  por  la  Sala  primera  del  Triboflal 
Supremo,  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 
Antonio  García  Corral,  contra  la  sentencia  pronanciada  por  la  Sala 
segunda  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Leandro  Abap» 
y  se  resnelve :  •     .  ' 

4.*»  Que  á  la  Sala  senUnciadora  corresponde  apreciar  el  valor 
de  la  prueba  presentada  por  las  parles  en  cytsliones  de  keeho;^  que 
á  ella  hay  que  atenerse,  ínterin  jw  se  alegue  y  pruebe  que  al  hacer 
la  apreciaeion  se  ha  comelido  al^na  infracción  de  ley : 

2.®  Que  la  sentencia  que  para  condenar  al  demandado  se  fun- 
da en  que  el  demandante  ha  probado  su  demanda,  no  infringe  ¡a 
doclrina  legal  de  que  al  ador  incumbe  la  prueba : 

3/  Qite,  no  pueden  considerarse  como  infringidas  leyes  que  no 
tienen  aplieacionaicaso  objeto  del  litigio: 
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4.^  Que  cuando  la  sentencia  no  se  funda  en  prueba  ie  sAlv 
6  de  sospecha,  sino  espresa  y  terminantemente  en  ios  hechos  \ss6r 
ficados  de  una  manera  cumplida  por  el  actor  ^  ajuicio  del  TríbtmA 
sentenciador,  no  infringe  las  leyes  8.*,  tít.  14,  y  40,  tlt,  16  (te  ta 
Partida  Z.\  ni  la  doctrina  legal  de  que  en  caso  de  duda  prouie  Is 
absolución  del  demandado; 

Y  5.'  que  refiriéndose  el  art.  ^  de  la  ley  de  Enjuiciamietúo 
civil  al  orden  de  proceder^  su  infracción  no  puede  servir  para  in- 
terponer útilmente  un  recurso  de  casación,  con  arreglo  al  arttatla 
iOl^  de  la  espresada  ley. 

Eo^  la  viUa  y  corte  de  Madrid,  á  27  de  octubre  de  1862,  en  los  aotosqne 
penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación,  segQídos  en  el  Jaigado 
de  primera  instancia  de  Toledo  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Real  Andieocii 
de  eata  corte  por  D.  Leandro  Abad  contra  D.  Antonio  Garda  Corral  sobce 
devolución  de  cierta  cantidad:  t 

Resultando  que  D.  Leandro  Abad,  Cajero  de  la  Tesorería  de  Rratas  d« 
la  provincia  de  Toledo,  espidi<^  á  favor  de  D.  Antonio  García  Corral,  en  con- 
cepto de  Recaudador  de  los  haberes  del  clero  de  la  misma  provincia,*  un 
abonaré  de  400,000  rs.  correspondientes  á  la  mensualidad  de  noviembre  d« 
1857  que  dejó  el  segundo  en  Caja;  y  que  habiendo  después  tomado  de  esu 
21,300  rs.,  recoffió  Abad  dicha  abonare  y  espidió  otro  por  78,700  rs.,  re^ 
de  aquella  cantidad: 

Resultando  que  en  29  de  diciembre  siguiente,  y  previa  Hguidacionde 
cuentas,  entregó  Abad  á  García  Corral  como  consecuencia  de  ella  un  aboso 
de  140,000  rs.  que  quedaban  en  C^ja  pertenecientes  al  mismo,  al  respalda 
del  cual  se  fueron  anotando  cantidades  que  se  entregaban  i  caenta  j  as- 
cendían á  41,038  rs.,  siendo  h  primera  de  10,338  rs.  para  O.  lldefoon 
Piqueras  con  aplicación  al  Administrador  de  Renus  de  Ocana: 

Resultando  que  con  posterioridad  y  hasta  el  8  de  enero  de  1838  fué  eo- 
tregando  Abad  ppr  cuenta  de  dicho  abonaré  otras  cantidades  que  con  aqea- 
Has  ascendieron  á  la  de  164,000  rs?,  una  de  ellas  de  34,000  rs.  entregada 
en  30  de  diciembre  de  1857  á  D.  Ildefonso  Piqueras,  y  otra  de  86,991  rea- 
les al  propio  Corral  en  el  citado  8  de  enero: 

Resultando  que  habiéndose  veriGcado  en  ese  mismo  dia  un  balance  ge- 
neral de  la  Caja  de  la  Tesorería,  y  resultando  un  alcance  do  24,000  reales 
contra  el  Cajero  Abad,  este,  después  de  practicar  varias  gestiones  coofi* 
denciales,  presentó  demanda  en  19  dé  abril  de  1859  pidiendo  se  condenase 
á  D.,  Antonio  García  Corral  á  que  le  restituyese  los  24,00fi  rs.  que  le  liabia 
entregado  demás  por  cuenta  y  pago  de  los  140,000  rs.  del  abonaré  de  29  de 
diciembre  de  1857,  y  resarciese  losMahos  y  perjuicios  que  le  había  causado 
reteniéndolos  indebidamente  en  sli  poder,  y  en  las  costas: 

Resultando  que  él  demandado  pidió  se  le  absolviese  libremente  y  se  hi- 
cieran además  á  su  favor  cuantas  declaraciones  fuesen  análogas  á  la  calidad 
del  asunto  con  las  reservas  consiguientes,  y  alegó  que  á  cuenta  del  abona* 
ré  de  ios  78,700.  rs.  entregó  Abad  algunas  cantidades  oue  se  anotaron  al 
dorso  del  mismo;  y  como  para  su  pago  total  faltasen  30,540  rs.,  bicieroo 
liquidación  en  la  mañana  del  29  de.  diciembre  de  1857  para  terminar  la 
mensualidad  de  noviembre  y  empezar  con  la  de  diciembre:  aue  D.  Udefon- 
.so  Piqueras,  Oficial  de  la  Administración  dé  Hacienda,  le  aijo  antes  de  la 
liquidación  de  noviembre  que  tenia  que  entregarle  24,000  rs.  por  cuenta 
de  O.  Julián  Hunilla,  y  que  manifestase  á  Abad  que  i  los  ochenta  y  unios 
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mil  rf .  tfoe  tenia  del  mismo  anmeDUra  los  24,000,  lo  cual  f  eríficó;  y  «d  so 
consectteneia,  de  los  30,540  rs.  qae  faltabao  fNira  el  completo  pago  de  la 
meosoalidad  do  noviembre  quedaron. en< poder  de  Abad  los  24,000  conapii- 
cacion  á  Piqueras  por  cuenta  de  llunilla,  y  se  entregaron  al  éspooente  les 
6,540  rs.  restantes,  quedando  en  el  acto  cabierto  y  devuelto  á  Abad  el  se* 
gundo  documento:  que  precediéndose  en  seguida  á  liquidar  la  mensualidad 
de  diciembre,  quedaron  en  poder  de  eate  los  140,000  rs.  del  documento  de 
29  de  dicho  mes,  al  dorso  del  cual  constaban  anotadas  por  el  mismo  flU 
cantidades  satisfechas  al  esponente  antes  del  8  de  enero  de  i 868;  y  como 
en  aqoel  día  se  sati^zo  además  hi  de  86,652  rs.  y  otras,  importantes  todas 
I8&,999  rs.  50  cents.,  quedó  solventada  dicha  mensualidad  y  cancelada,  la 
cuenta  de  la  misma,  recibiendo  Abad  el  documento  de  29  de  diciembre  co« 
mo  recibid  el  de  noviembre  sin  hacer  reclamación  alguna.  Por  consiguien* 
fe,  el  primero  que  presentaba  con  la  demanda  no 'constituía  mérito  legal 
para  deducirla  responsabilidad  al  pago  de  los  24,000  rs.,  siendo  de  absolu- 
ta necesidad  la  presentación  del  de  los  78,700  rs.,  al  respaldo  del  cual  se 
hallaban  las  entregas  y  demás  anotaciones  partioulares  que  llevaba  Abad 
para  depurar  si  hubo  ó  no  el  esceso  de  los  24,000  rs.: 

Resultando  que  después  de  hechas  ias  pruebas  que  una  y  otra  parte  ar- 
ticularon para  justificar  sus  alegaciones,  y  de  acordar  el  Juez,  para  mejor 
proveer,  que  ampliasen  sus  declaraciones  el  Tesorero  D.  Nicolás  Boselló  y 
el  Oflcial  de  la  Administración  D.  Ildefonso  Piqueras,  dictó  sentencia  en  21 
de  enero  de  i860  declarando^  responsable  á  D.  Antonio  García  Corral  de  lo:) 
24,000  rs.  que  aparecían  entregados  con  esceso  á  cuenta  del  abonaré  de 
140,000;  condenándole  en  su  consecuencia,  al  abono  de  los  mismos  á  doh 
Leandro  Abad  con  ios  réditos  vencidos,  cuyo  pago  mandó  la  Sala  segunda 
de  la  Real  Audiencia  de  esta  corte,  al  confirmar  esa  sentencia  en  26  de  no* 
siembre  siguiente,  que  se  entendiera  á  razón  del  6  por  iOO  anual,  y  á  con- 
tar desde  la  contestación  de  la  demanda  basta  que  verificase  el  reintegro: 

Resultando,  por  último,  que  el  recurso  de  casación  interpue&io  por  Cor- 
ral se  fondo  en  haberse  infringido  la  ley  I/,  tlt.  i4.  Partida  3.*,  y  la  doc* 
trina  admitida  en  su  virtud  por  los  TríbAnales  de  que  al  aelor  tnetimde  la 
pmeba  m  iodo  pleito^  toda  vez  que  se  había  dado  á  D.  licandro  Abad  lo 
que  pedia  sin  haber  probado  suficientemente  la  deuda,  según  lo  demostra- 
ba el  auto  para  mejor  proveer  que  dictó  el  Juez  y  la  misma  sentencia  cnvos 
fundamentos  son  cdngeturales,  j  además  el  art.  48  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento  civil,  puesto  que  para  nmguno  de  los  pasos  que  contiene  se  decretó 
dicho  auto;  habiéndose  citado  en  este  Supremo  Tribunal  como  infringidas 
también  las  leyes  2.*  y  8.*,  tit.  i4.  Partidas.*;  la  40,  tít.  i6  de  la  misma 
Partida;  la  doctrina  legal  que  de  esta  y  de  las  anteriores  emana,  de  que  en 
ea$o  de  duda  procede  la  absolución  del  demandado^  como  asimismo  el  ar* 
ticulo  317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civiL* 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Gabriel  Geraelo  deVelasco: 

Considerando  que  la  cuestión  promovida  en  este  pleito  es  de  mero  he- 
cho; que  sobre  ella  se  han  dado  pruebas  documentales,  deposiciones  y  tes- 
tificales; que  la  Sala  sentenciadora  ha  apreciado  aegun  ha  estimado  justo, 
arreglándose  en  cuanto  á  las  declaraciones  de  los  testigos  á  lo  prescrito  en 
«I  art.  317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  única  disposición  legal  ^ue  se 
fia  citado  contra  dicha  apreciación,  y  que  por  consiguiente  no  ha  iqfrmgido 
«1  espresado  articulo;  no  habiéndolo  sido  tampoco  la  ley  1.',  tft.  14  de  la 
Partida  3.*,  ni  la  doctrina  de  que  al  actor  Incumbe  la  prueba,  puesto  que 
la  sentencia  se  funda  para  condenar  al  demandado  en  que  aquel  ha  probado 
Udemanda: 
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€k>asiderando  que  este  nd  le  bt  conefetedo  á  negar  eimpleoieate  U^ 
teneion  del  deibeodante,  sino  que  ha  alegado  vea  eeeepcióo  apoyada  eaaa 
hecho  aGrroatWb,  á  aabeí;  que  dejó  en  caía  ooo  anterioridad á  la  iiqoidaiin 
de  que  se  hace  oiérito  y  por  coenta  de  oth)  abonaré  la  cantidad  que  as  li 
reclama,  lo  caal  te  ¡netttnbía  probar;  no  teniendo  por  lo  tanto  aptioiciQa 
bajo  este  conoepto  al  caso  presiente  dicha  ley  1/,  oi  la  2/  del  espresada  tf« 
talo  y  Partida,  <|ne  eeíaMectik  por  ráyela  general  que  la  parte  qne  níegí  aU 
gflna  cesa  en  juicio  «o»  «t  leniiio  d§  te  probar^  y  no  han  podida  par^ 
mismo  ser  infringidas: 

Considerando  qne  tampoco  lo  ban  sido  laa  leyes  8.*  del  referido  tltala» 
y  40  deM6  de  la  mencionada  Partida^  ni  la  doctrina  legal  de  qne  en  caía 
de  dada  procede  ia  absolución  del  demandado,  porqae  la  ejecatoria  nasa 
fonda  en  prueba  de  teñóles  6  de  eóepeeha,  eino  espresa  y  temiinaoteoeata 
en  los  hechos  jostificados  de  una  manera  cumplida  por  el  actor,  á  juiciaM 
Tribunal  sentenciador: 

Y  considerando  que  no  pvede  tomarse  en  cuenta  h.  infracción  del  aití» 
culo  48  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  porqve  aun  soponiéndola  cierta,  rei* 
riéndose  dicho  articulo  ai  drdeo  de  proceder,  no  podría  aer?ir  de  Áiada» 
mentó  para  interponer  útilmente  un  recurso  de  eaaacion  coa  arregla  ti 
iOi2  de  la  espresada  ley; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declarambs  no  haber  lagar  al  rccaiN 
Interpueato  por  D.  Antonio  García  Corral^  á  quien  condenamoa  en  las  aas* 
tas  devolfiéndose  los  autos  á  la  Audiencia  de  esta  cdrte  con  la  certificaos* 
correspondiente. 

Asi  por  eata  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaeaia  é  insertt* 
rá'en  la  Coleccwn  legielaUva,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
pronunciemos,  mandamon  y  íirmalnos.^Befflon  López  Vasques.^Sekai* 
lian  Genzalea  Na«idin.-^abHel  Gemelo  de  Velasco.-^oequin  de  Palma  y 
Vinoesa.— Pedro  Goaaez  de  Hermosa .-^Pablo  Jifenenez  de  Palado*— Ventar 
ra  de  Gotsa  y  Pandé. 

Publicacion.'^Leida)r  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  d  Hov. 
Sr.  D.  Gabriel  Geruélo  de  Velaedo,  Mipistixr  del  Tribunal  Snprem»  de  iai- 
ticie,  estándose  celebrando  audiencia  pública  boy  día  de  sU  focba^  de  fas 
oertifico  como  SecreUrlo  de  S.  11.  y  su  Bscribaao  de  Oéaaara. 

Madrid  27  de  ociobre  de  ia62.--Oionisio  Atttonío  de  Poga.-<Goeila 
de  30  de  ectnbra  de  186S.) 


CoBáp«toaa«ia  (26  de  octubre  de  i862.).— Hurto  DOMásnco. 
—Se  decide  pof  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo  á  favor  de 
la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Madrid,  la  oompetenciasoacitar 
da  con  la  Sala  cuarta  de  la  miema  Audiencia,  acerca  del  OMiod- 
miento  de  la  cauda  íbrmada  contra  loeefa  López  Llano,  por  hurto,  y 
se  resuelve: 

4.^  Que  los  criados  dorhéükos  no  reciben  por  tituló  de  depáár 
to,  comisión  ó  administracionf  ni  Dor  otro  que  prodmca  obligación 
de  entregarlos  ó  devolverlos,  en  ei.seidido  especial^  ¡imitado  y  vo- 
lutUario  del  párrafo  i.""  art.  452  del  Código  penal^  ¡os  oi¡¡eto$di 
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que  sékacíBn  óáf^opdra  etimpUr  ku  érdmes  é  iñstrmtAmes  de  sus 

3.^  Que  cMitíla  eumpleti  ettas  óráenet  i  tnétfttceionés  proceden 
tíempre  dentro  áel  circulo  de  la  obligación  general  que  deltde  un 
principio  $e  impusieron,  obligación  que  púr  su  naturaleza  cothpren^ 
de  la  de  corresponder  ala  absoluta  y  necesaria  confianza  que  en 
eUM  depositen  loe  amos  al  eticomendarles  los  efectos  de  la  casa,  ya 
para  su  custodia^  ya  para  los  demás  aetos  propios  del  sermio  do* 
mésíico:  ^  # 

S^  Que  ti  bien  en  d  párrafo  1 .''  éel  art.  437  det  Código  pénala 
at  hacerse  la  calificación  de  los  reos  de  hurto ,  se  usa  de  la  palabra 
toman,  atendido  el  contesto  de  dicho  articuló  y  comparado  con  el  del 
452  es  indudable  qt/ie  la  ley,  prescindiendo  de  meros, accidentes  d^ 
forma  y  tmiendo  en  cuenta  únicamente  la  indote  de  las  acciones 

Knibles  estima,  pie  el  critido  doméstico,  en  el  acto  de  apropiarse 
efectos  muebles  que  se  le  hayan  confiado  por  razón  de  su  senn- 
áo,  Im  toMlá  pf^iHvamente  en  el  sentido  y  e^pbitu  de  la  ley  para 
las  consecuencias  de  la  culpabilidad; 

y  4.^  que  solo  en  este  sentido  puede  aplicarse  lógicamente  lá 
disposición  del  párrafo  2.""  del  art.  437  del  Código  penaU  que  de- 
termina  un  caso  de  hurto  sin  qué  medie  el  acto  de  tomar  material-- 
menieeldííeíos^siraido. 

B*  h  y\ih  y  cófrte  ás  Madrid,  á  28  ée  octubre  de  1862,  en  los  antos  de 
eonvpeieoeía  qae  ante  Noa  penden  entre  las  Salas  segunda  y  caarta  de  la 
Aadienda  de  este  territorio  aoeroa  del  eonocimiento  de  la  causa  foratadar 
contra  Jiisefa  López  Lhino,  criada  al  servicio  de  D.  Santos  Fernandez  Frey: 

Resultando  que  en  la  maftana  del  26  de  |ulio  del  ano  pasado  salió  la 
JoSSh  para  tarar  en  el  rio  varías  prendas  de  ropa  i|iie  al  efecto  le  entrega- 
ras WB»  amos^  y  no  regresó  á  la  casa,  sin  que  se  haya  logrado  averiguar  s» 
imradefo  ni  el  de  las  mencionadas  ropes,  cuyo  ? ^or,  según  manifiesta  eif 
Femsiftdez,  pasará  de  siete  «doroe: 

HesuJtaode  que  Instruido  el  oportuno  sumario  por  «I  Juez  del  distrito 
de  la  Universidad,  remitió  á  su  tiempo  tas  diligencias  á  la  Sala  cuarta  cor* 
reteioinil  por  considerar  qte  correspondía  á  esta  el  conocimiento  de  la  cau- 
sa, ségun  el  fteal  decreto  de  23  de  junio  de  1854: 

Resultando  (fue  pasada  la  causa  al  Fiscal,  este  ministerio  edificó  el  he-* 
dio  como  hurto  dornóstko  en  cantidad  mayor  de  cinco  duros  y  menor  de 
500,  eonstitutivo  por  oonslgniente  de  delito  grave,  y  en  su  vIKud  propuso- 
que  la  Sala  se  inhibiese  y  acordase  la  devolución  de  las  actuaciones  al  iofe* 
rkir  pera  que  procediera  I  lo  que  hubiese  lugar  con  arreglo  i  derecho: 
'  Resuftavtdo  que  -la  iadkada  Sala  cuarta  estimó  que  el  hecho  atribuido  á 
Ja  Josefa  López  constituye  una  estafa  comprendida  en  el  núm.  1.^  del  ar* 
ticulo  4S2  del  Código  panal,  y  ce  declaró  competeoD»^  mandando  paear  otra 
vea  la  causa  «I  Placel  pahí  qaeflbrmulase  hi  aousacion  ó  prepusiese  lo  que 
estiinaré  convenlesles 

Resultando  que  el  Fiscal,  en  vista  de  esta  resolución,  acudió  á  la  Sala* 
ee^^da  promoviendo  la  iottimiorik,  que  fué  acogida  por  ella;  formelnáado* 
aensf  el  presente  cooitoto  juHedicctonal  en  ralon  de  tas  distintas  califica'* 
eioiaeft  q¿a  hacen  del  hecho  una  y  otra  Sala: 
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Resaltando  (|oe  la  coarta  alega  qoa»  según  el  art.  437  del  G6dí9»,«s 
una  circunstancia  caracterisiica  del  delito  de  hurto  la  sustracción  subrefi|i* 
cía  de  la  cosa  ajena,  ó  sea  el  acto  da  tomarla  sin  la  volantad  de  su  doeoo: 
que  sin  esta  circunstancia  solo  se  concibe  el  hurto  en  un  caso  de  esoepck» 
que  señala  el  mismo  Código,  y  es  el  de  negar  alguno  con  ánimo  de  loicnr* 
se  haber  recibido  dinero  u  otra  cosa  mueble  que  se  le  hubiese  entr^ido 
por  un  títuk)  que  obligue  su  devolución:  que  ninguno  de  estos  requisitos 
concurren  en  el  caso  aetuai,  porque  la  Josefa  recibió  de  manos  desusamos, 
y  no  tomó  ella  sobreptíciamente  las  rop^,  ni  ha  negado  haberlas  reeibido: 
que  por  tanto  «o  puede  califlcarse  el  hecho  como  hurto  doméstico,  y  qus 
por  el  contrarío  está  comprendido  en  la  disposición  del  art.^52,  que  peni 
¿  los  que  se  apropian  efectos  que  reciben  por  un  titulo  que  produce  obliga- 
ción de  entregarlos  ó  devolverlos: 

Y  resollando  que  la  Sala  segunda  sostiene,  que  el  título  á  aue  se  refiera 
el  citado  art.  462  es  el  especial  y  relativo  á  oh  acto  i  objeto  aeteiminado, 
distinto  de  la  conGanza  general  que  el  servicio  doméstico  exige  y  que  se  de- 
posita en  los  criados  para  todos  los  actos  propios  del  mismo,  y  que  por  ello  el 
abuso  atribuido  á  la  Josefa  no  puede  oompteoderse  eo  dicho  artiealo.  siao 
que  se  halla  penado  especialmente  ep  el  párrafo  ^uodo  del  439;  añamendo 
que  si  se  admitiese  la  opinión  de  la  Sala  cuarta  quedaba  suprimido  caá  toUt- 
menie  ei  delito  especial  de  hurto  doméstico,  convirtiéndose  en  estafa  contri 
k  evidente  iotencton  del  legislador,  pues  que  siempre  están  entregados  por 
ios  amos  á  sus  criados  los  objetos  de  la  casa,  ya  para  su  custodia,  ya  pin 
los  demás  servicios  domésticos: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  de  este  Sdpremo  Tribaoal  D.  Ramoo 
María  de  Arrióla: 

Considerando  que  loe  criados  domésticos  no  reciben  por  titulo  de  depó- 
sito, comisión  ó  administración,  ni  por  otro  que  produa&ca  obligación  da  en* 
tregttríos  ó  devolverlos ,  en  el  sentido  especial,  limitado  y  voluntario  del 
párrafo  primero,  art.  452  del  Código  penal,  los  objetoe  de  que  se  hacen  <stf- 
go  para  cumplir  las  órdenes  é  insirucdones  de  sus  amos: 

Considerando  que  cuando  cumplen  estas  órdenes  é  instruoeiooes  ^roea* 
den  aiempre  dentro  del  circulo  de  la  obligación  que  desde  un  principio  n 
impusieron,  obligación  general  que  comprende  por  au  naturaleaa  la  do  08^ 
responder  á  la  necesaria  y  absoluta  confianca  que  en  ellos  depositan  ki 
amos  al  encomendarles  los  efectos  de  la  casa,  ya  para  au  custodia,  ya  para 
Jos  demás  actos  propios  del  servicio  doméstico: 

Considerando  que  si  bien  en  el  párrafo  primero  del  articulo  437  da 
dicho  Código,  al  hacerse  la  calificación  de  los  reos  de  hnrto,  se  usa  de  la 
palabra  toman ,  es  sin  embarflo  lo  cierto,  atendido  el  contesto  del  miaño 
artículo  y  comparado  con  el  del  452,  que  la  ley,  preacindieado  de  meros 
accidentes  deforma  y  teniendo  únicamente  en  cuenta  la  ind<¿ede  iaa  acda- 
nos  punibles,  estima  que  el  criado  doméstico,  en  el  acto  de  apropiarse  los 
efectos  muebles  que  se  le  hayan  confiado  por  razón  de  sa  servicio,  los  toma 
positivamente  en  el  sentido  y  eepiritu  de  la  ley  para  las  consecueocias  de 
Ja  culpabilidad: 

Considerando  que  solo  en  este  sentido  puede  aplicane  lógicamente  la 
disposición  del  párrafo  s^ndodel  referido  art.  437,  que  determma  ui 
caso  de  hurto  sin  que  medie  el  acto  de  tomar  materialmeote.el  objeto  sus- 
traído: 

Considerando  que  la  procesada  Josefa  López  Llano  era  criada  doméstica 
de  D.  Santos  Fernandez  Frey  cuando  se  supone  cometido  el  delito  que  se 
la  atribuye;  que  la  entrega  de  prendas  de  ropa  que  se  le  hizo  oo  ooostiinye 
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un  título  eepeeial  de  depósito,  oomisioDi  admíDÍstradoo  6  otro  eemejañtey 
sino  el  modo  de  desempeñar  uno  de  los  actos  de  su  servícb;  y  que  en  ca$io 
de  que  se  justifique  el  delito  que  se  le  impuu,  se  ba  hecho  merecedora  de 
pena  mayor  que  la  correccional  á  que  está  limitada  ia  jurisdicción  de  la 
Sala  cuarta: 

Y  considerando  finalmente ,  que  el  ministerio  páblico  dirige  su  acción  * 
contra  la  procesada  en  el  concepto  de  autora  de  delito  de  hurto  domóstioo 
en  cantidad  mayor  de  dnco  duros  y  menor  de  600; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conoeirajento  de 
esta  causa  correfsponde  á  la  Sala  segunda,  á  la  que  se  remitan  todas  las  ac- 
tuaciones para  lo  que  proceda  con  arreglo  á  derecho. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  (raoeki  del  6o- 
bíemo  é  insertará  en  la  Clotoecton  UqisIMioay  para  lo  cual  se  pasen  laa 
oportunas  copias  certiíicadaá,  io  pronunciamos, mandamol  y  firmamos.-* 
IdsQ  Martin  Carramolino.— Ramón  María  de  Arrióla.*— Félix  Herrera  de  la 
Riva.—Joan  Marfa  Blec— Felipe  de  Urbina.— Bduardo  Blfo.-^-Domiogo 
Moreno. 

PublicKcion.-^Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  limo, 
señor  D.  Ramón  María  de  Arrióla,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Jus^ 
ticla,  estándose  celebrando  audiencia  publica  en  su  Sala  segunda  el  dia  de 
hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  28  de  octubre  de  i  862.— Gregorio'  Camilo  Garda.  {GoMXa  del 
30  de  octubre  de  1802.) 


«5». 


Reciai^so  de  casación  (28  iñ  octubre  de  1862.).— Pago 
DK  MARATBDÍs.— Se  dcchira  por  la  Sala  primera  del  Tribuna)  Sa« 
premo  no  haber  lugar  al  recarso  de  basacion  interpuesto  por  el  Du* 
que  de  Alba,  en  representación  de  sus  hijos,  contra  la  sentencia 
pronunciada  por  la  S^la  primera  de  la  Audiencia  de  Sevilla  en  plei* 
to  con  D.  José  Díaz  Aranda,  y  se  resuelve: 

Que  la  sentencia  que  ordena  el  exacto  cumplimiento  de  lo  pac- 
tado en  las  escrituras  de  constitución  de  un  censo,  no  infringe  la$ 
leues  6^  y  8.%  tü.  16,  libro  10  de  la  Ñoñísima  Reeopüadon,  la  de* 
cíaradon  16  de  la  ley  de  23  de  mayo  de  1843,  ni  la  doctrina  de  que 
todos  los  pactos  puestos  en  los  censos  que  por  ser  gravosos^  al  vende- 
dor disminuyen  el  precio,  se  deben  considerar  como  no  exactos. 

Ba  la  Tilia  y  corte  de  Madrid,  á  28  de  octubre  de  i862,  en  los  autos 
pendientes  ante  Nos  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado  de 
primera  instancia  del  distrito  del  Salvador  de  Sevilla  y  en  la  S^ita  primera 
de  la  Real  Audiencia  de  la  misma  ciudad,  por  D.  José  Diaz  Aranda  con  la 
Condesa  de  Montijo,  y  por  su  fallecimiento  con  el  Conde  viudo  del  .mismo 
titulo.  Duque  de  Mba,  en  representación  de  sus  hijos,  sobre  pago  de  mara^ 
▼edis: 

Resultando  que  D.  Francisco  de  Gozman,  Marqués  de  la  Algaba,  con 
poder  de  su  mujer  Doña  Briaeda  Gozman,  otorgó  dos  escrituras  en  6  de  (b* 
orero  de  1582,  por  las  que  impuso  un  censo  al  quitar  de  1,700  ducados  de 
oro  y  10  reales  de  réditos  por  cada  ducado  en  favor  de  Dona  Beatriz  Fonoe 
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de  Leotty  de  ipiies  reeíbié  a<|Mtla  suma,  j  otr/)  áe^  7#<,&tt  m^nmák  y  nn* 
dio  en  cada  an  ano  en  favor  da  O.  Francisco  de  Xprae»  Poiice  de  Uon  y 
de  Doña  MeocJa  deZáñi^a,  su  raiijer,  por  3,000  daoadoe  que  reeitni  ¿ 
ellos  sobre  las  alcabalas  de  la  espresáda  villa  de  la  Algaba  ipie  baiM  ooBr 
prado  al  Rey  D.  Gárlos.f  y  á  so  madre  la  Reina  Doña  Juana,  obligando  Mfc^ 
bien  loa  dems  bienes  j  rentae  qae  les  pei^necieii,  con  faeaUad  de  que  pa* 
dieaen  cobrar  dicho  censo  de  los  que  nejor  tea  pareciera,  oo«  condicMN, 
•  entre  otras,  de  obligarse  á  (Migar  diebe  tríbulo  libre  dé  todo  peche,  dere- 
cho, derpaiiia  é  tmiioaiciea  Beal  é  concejil  que  se  repartiese  á  dicha  filé  da 
la  Algaba;  y  que  ai  llegase  «i  caso  da  dieminuiMe  de  tai  mfiMra  iae  aleaba* 
las  que  no  les  produjesen  cosa  alguna,  no  por  eso  hajbia  de  aofcir  «togfü 
descuento  dicho  tributo; 

Reeultando  que  en  i. ^  de  agosto  áa  i  853,  D»  José  María  Hermoea  veadié 
é  D.  ioae  Díaz  Aranda  lot  dos  cessos  refen»les,  imporUvitea  1,555  rs.  8  mer 
ravedises,  que  anualmente  pegaba  el  Cande  da  Hoolijo  sobre  las  iodioidp 
alcabalas,  á  que  habiaa  quedado  redueldtis  á  fazoo  de  3  por  100  oottftirioeé 
la  última  Real  pragmática,  los  cuales  dijo  el  vendedor  haber  adquirido  coi 
Ia  carga  de  330  rs.  en  favor  delconvertto  de  retigiosa^  de  San  Leandro,  que 
á  la  sazón  se  pagaba  á  la  nación,  eíendo  libres  eo  lo  deroáK 
'  Recluitando  que  D.  toó  Díaz  Aranda  entobló  demanda  en  23  de  abril 
de  1859  reclamando  de  la  Condesa  de  ftfontijo  la  cantidad  de  4,695  rnalai 
ti  mrs.^  ifpporte  de  loa  ródilos  correspandiientes  á  los  años  de  1855,  5S 
y  57,  que  aquella  se  negaba  á  pagar  si  no  se  admitía  el  desiCueato  ds  uo  40 
por  100  de  administración  y  un  5  por  100  de  desamortización  que  ei  Estado 
deducía  al  hacer  el  pago  de  las  afcabáiaiS,  fó  cual  no  era  justo,  ya  se  atendie- 
se á  los  preceptos  terminantes  del  dj^recl^p,  ya  á  la  constitución  de  los  c^d* 
sos;  además  ae  que  estos  no  se  habían  iopuesto  únicamente  sobre  las  alca* 
balas^  sino  sobre  los  demás  bienes  y  rentas  del  mayorazgo,  sobre  lo  cual 
Maptid  SI» demanda  en  et  escrito  de  róptioa,  pidiendo  se  declaMM  fua  m 
debia  aufrir  rebaja  m  rpdoccion  «por  nia^a  ooneepta: 

ResuUando  que  la  Condena  de  Hontip  impugnó  lii  demanda ,  sostaniM-» 
do  que  la  imposición  de  las  cansos  se  hahia  beoho  solo  sobre  las  alcafo<iUs, 
pues  (}ue  si  hien  se  habia  coostituido  obligación  spbre  los  dem^s  biaoe^ 
únicamente  habían  quedado  .hipotecadas  aquellas;  y  alegando  ad^ipás  q^n 
en  el  sistema  tributario  establecido  en  1S45|  se  ordenaba  que  todos  los  pro^ 
doctos  territoriales ,  industriales  y  aun  censuales  6ab¡an  de  contribuir  al 
filiado  can  la«  cuotas  que  les  repartían  ,  sin  que  pudieron  estarbarto  tas 
ciéusulai  de  las  eserlturae  de  imposición  por  ser  postertores  aquellas  ais- 
po^icioiies: 

Resultando  que  ppactiea()a  prueba  por  las  partes,  dictó  «sutancía  el  iaet 
de  primera  instancia ,  que  confír^ió  suistaocialqdppte  ta  Sala  primara  d«  1^ 
Audiencia  de  Sevilla  ea  21  de  marzo  de  1801,  condcuando  al  Conde  de 
llonüjo  á  pagar  á  O.  José  Díaz  Aranda  ia  cahtidad  demandada ,  sio  ongun 
^nero  de  deducoion  ni  descuento ,  y  en  iguales  tónoinos  ia«  danés  | 
flioaes  vencidas  y  que  fueren  venciendo ;  y  por  últinoy  al  pago  de  lia  i 
tes  de  ambas  Histaacías : 

Resuiundo  que  el  Conde  viudo  de  llontijo  interpuso  recurso  da  < 
cion»  citando  como  infringidas  la  ley  8.%  tit.  15,  lib.  10  de  ia  OlovfaiaM 
Recopilación ;  la  Real  orden  de  11  de  setiembre  de  1850 ;  la  circular  de  Ja 
OirecoioQ  da  ContribucioneK  iodireeiati  de  4  de^abvlde  1851 ;  ia  dadora- 
don  15  de  la  ley  de  23  de  mayo  de  1845^  y  la  doctrina  y  práctica  observa* 
da ,  según  la  que ,  los  cenaos  estáa  sujetos  al  descuento  de  lo  ^e  se  pagn 
por  contribución ,  sin  embargo  de  cualquier  pacto  eu  contraria :  hajbieado 
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oíU^  en  igoai  «oBC^pto  ev  tiempo  oporiuo^  en  este  Suprolpo'Tritaoal  la 
lef  6<%  Ut.  i^  libro  iO  de  U  Novbima  Recopí lacio»»  las  mi^fi  i/  f  ^/  del 
1  título  y  libros,  conformes  con  las  leyes  6;%  12  yJ13,  tít.  i  5,  libro  5." 


de  la  Nae?a  RecopilacíoD;  la  doctrina  da  (os  comeixtadqres  detDerechO',  se 
gon  la  cual  todos  los  pactos  puestos  en  los  censos  que ,  por  ser  gfRvOsos 
al  vendedor  disminuyen  el  precio ,  se  deben  considerar  por  no  escritos;  y 
por  último,  lo  dispuesto  en  la  ley  dja  28  de  roeyo  de  1845 ,'  base  primera, 
letra  A,  se^qn  la  caal  y  su  número  5.^  estén  sojetos  ai  pago  de  la  contri- 
bocioode  inmuebles,  cultivo  y  ganadería,  loa  oensoa,  ti^ibutos,  cánones  en*» 
filÉiticoa,  füFos,  aubforoe ,  penaionea  v  coalqoiera  otrA  imposición  p^rpé- 
UMi.  temporal  6  redimible  eaiablecida  sobre  los  mism<»  bienes : 

Vistos ,  siendo  Ponente  et  &íinIstro  D.  Pablo  Jiménez  de  Palacio  : 

Considerando  que  al  establecerse  por  los  antecesores  de  los  Condes  de 
Montijo  los  dos  censos  que  son  objeto  de  este  pleito ,  cargaron  .«obre  sí  y 
sobre  sus  bienes  la  responsabilidad  de  ha¿er  efectivos  los  réditos  eonveni-* 
doi,  sin  disminución  alguna,  por  mas  que  la  tuviesen  las  hipotecas  que  lee 
áarvian  lie  f(Brantía : 

^  CooairiQraQdo  que  adianiás  se  ostfpuid  y  cdnsignó  dR'  una  manera  esplW 
cñlai  en  íae  eseriáoraa  de  iflDposicion,  que  loe  ceniualiaiaa  blbko  de  perci- 
bir las  pensiones  integramente  y  libres  4e  (odo  ^^cbuyé  tributo  que  real  ó 
conce|ilmente  pudiera  imponerse  én  lo  suce<tivo : 

Considerando  que  eate  pacto»  liciiioeieaipre,  y  arreglado  álaa^layeaque' 
entoiiiBes  reglan  ,  no  ba  variado  de  naturaleza  por  virtud  4e  las  disposicio- 
■es  posteriores : 

Gonaideraudo,  por  tanto,  que  la  sentencia  quo  ordena  el  exacto  cumplid 
nieotodelo  pactado  en  las^orituras  de  que  ae  ba  hecho  «Mnoion »  no  ba 
infringido  ley  ni  disposición  alguna  de  las  que  se  invocan  para  la  casación; 

Failamoa  que  de¿empe  deelarar  y  declaraoMs  no  haber  lugar  al  recurso 
ÍQlerpuesto  por  el  Duque  de  Alba  con  U  caUdatf  que  litiga ,  y  le  condena^ 
moa  en  las  costes ;  devolviéndose  los^autos  á  la  Auateacia  de  Sevilla  aon  la 
certificación  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaotía  é  ineer*» 
taii  en  la  Colecwm  legúhHva ,  pasándose  el  efecto  las  copias  necesaciasj 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — Ramón  López  Vazquez.«^Ra« 
^  Varía  de  Arrióla.— Gabriel  Ceruele  de  Velasen,— Joaquín  de  Palma  y 
Vionesa.— Pedro  Gómez  de  Hermosa.— Pablo  ümeoez  de  Paiacío.^^Yentu** 
ra  de  CoUa  y  Pando. 

PQbHcacir»n.--Leida  y  publicada  fuá  le  precedente  sentencia  por  el 
limo.  Sr.  D.  P-Mo  Jiménez  oe  Palacio ,  Ministro  de  la  Sala  primera  del 
oupremo  Tribwial  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  Sala 
«n  el  día  de  hoy ,  tic  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  certiüco. 
,  Madrid  28  de  octubre  de  ld62.-^ttan  de  Oioi  Rubio."*((yaoeta  de  30 
^e  octubre  de  «S6S1.) 


RetenFso  de  easaétoa  (28  de  octubre  de  i86S«).— Pioo 

itt  CANTI0AO.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supre- 
mo lio  haber  lugar  al  recurso  de  pasaciou  iaterpuesto  por  D.  Lo- 
'<»uo  Gaballisro«  coatra  la  patencia  proQuiiQiada  por  la  Sola  pri» 
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mera  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleit^fCOQ  los  StndioM  de  te 
testamentaría  concursada  de  O.  Manuel  de  Rivaa  Albear,  y  se  re- 
suelve: 

i.''  Que  las  obligaciones  pactadas  eti  escritura  entre  un  eónfwr: 
soda  y  sus  acreedores  acerca  del  modo  cómo  han  de  ser  satíipidios 
estos  de  sus  créditos,  son  valederas,  subsistentes  y  eficaces  mitmira* 
que  no  se  modiliquen  ó  dejen  sUi  efecto  esplicitamente  y  por  VKÜm 
convenio  de  los  interesados: 

2.^  Que  la  con$ignaeion  voluntaria  de  unaeantidad  hecha  p9r 
el  deudor  en  persona  no  autori%adafara  recibirla,  ú  se  perdieseino 
puede  perjudicar  al  acreedor,  sin  contravenit  á  la  ley8.\  íft.  14, 
Partida  3.^,  seaun  la  cual,  para  que  proceda  aquel  perjuicio,  es 
preciso  que  se  haya  constituido  en  depósito  legal  y  por  negarse  d 
acreedor  á  recibirla; 

Y  3.^  aue  no  habiéndose  pivpuesto  escepcion  alguna  apoi^ída 
en  la  leyS},  tU.  6.^  lib.  Hdela  Novísima  Reeopüaeion,  que  tra- 
ta de  la  prescripción,  no  puede  s$rvir  de  fundamento  dicha  ley  pa- 
ra interponer  un  recurso  de  casación. 

Cn  ia  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  25  de  oetnbre  de  1862,  en  los-aotí» 
pendientes  ante  Nos  jpK)r  recurso  dé  casación  seguidos  ea  el  Jasgado  de 
primera  inst^incia  del  distrito  de  Lavapiés  y  en  la  Sala  primera  de  la'A««* 
dieoeia  de  la  misma  por  D.  Lorenzo  Gabiliero  con  los  Sfodicos  de  ia  taata- 
mentaría  concursada  de  D.  Manuel  de  Rivas  Albear  sobre  pago  de  cierta 
cantidad: 

Resnltando  que  D.  Manuel  de  Rivas  Albear  otorga  testamento  en  «<ia 
corte  á  14  de  mayo  de  1797;  en  el  que  nombró  por  úaico  y  universal  here** 
dero  á  su  sobrino  D.  Agustín  Caballero  y  RiTas,  disponiendo  que  sa  ca«a* 
comercio  siguiera  por  10  anos  después  de  su  fallecimiento  bajo  la  dlrecoiefi 
de  D.  José  Ortiz  de  la  Peña  que  residía-  en  ella,  eomo  instruido  en  su  loa-» 
nejo,  quedando  su  heredero  sujeto  á  él  en  atención  á  la  gran  confiaoza  que 
le  merecía: 

Eiesultando  que  fallecido  bajo  este  testamento,  en  6  de  enero  de  1796,  j 

declarada  en  concurso  so  testamentaría  por  el  heredero  D.  Agustín  Gaba** 

ILero  y  por  D.  José  Ortiz  de  la  Peña,  se  hicieron  proposioioties  de  arr^gto^ 

que  fueron  aceptadas  por  los  acreedoredi  otorgándole  escritura  en  26  de  ja* 

lio  de  1799,  por  la  que  aquellos  se  obligaron  i  sati<tfacer  á  la»  acreecknr» 

el  34  por  100  de  sos  créditos,  importante  i. 060,957  rs.  en  el  término  de  10 

años,  contados  desde  aquella  fecha,  dejando  los  dos  primeros  en  hueco  y 

pagando  al  fía  de  cada  uno  de  los  ocho  restAites  133,369  rs.  5  octavos,  da- 

I  hiendo  formar  D.  Agustín  CabaDero  y  D.  José  Ortiz  de  la  Pena  para  mayor 

'  ^     seguridad  de  los  acreedores  una  compañía  por  el  tiempo  de  los  10  añt)s,  do* 

rante  los  que  no  podría  disolverse  oí  tampoco  en  caso  de  fallecimieato  de 

I  cualquiera  de  ellos  estraerse  ninguna  parte  del  caudal  por  sus  herederos 

I  hasta  la  terminación  del  contrato;  y^een  cumplimiento  de  esta  condicioo 

'  otorgaron  escritura  de  compañía  en  26  de  abril  del  ano  de  1800  en  los  tér- 

[  minos  en  aquella  convenidos,  estableciendo  que.  todo»  los  años  ó  enaado 

[  menos  cada  dos  habla  de  practicarse  un  balance: 

i  Resultando  que  fallecido  D.  Jo¿é  Ortiz  de  la  Pdña  á  los  dos  años  de  otor- 

i  gada  esta  escritura  bajo  testamento,  en  que  instituyó  por  heredero  á  f^a 

\  sobrino  D.  Pedro  Gómez  de  Rozas,  á  lostaneia  de  este  y  de  varios  acreedo^- 
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stHf  f  «D  attooton^il  mal  estado  en  que  sedecU  estar  la  casa  d^  comercio, 
se  ccleM  juDla  y  se  pombraron  Síndicos,  quienes  en  f.^  de  octubre  de 
i803  maoifeslaroa  que  aquella  estalla  engHnanciaSy  no  habiendo  el  mas  leve 
motivo  para  dudar  de  qne  Caballero  oumpiiera  sus  obligaciones»  pero  que 
para  tna^Yor  seguridad  de  los  acreedores  podían  nombrarse  Síndicos  á  quie- 
nes aquel  entregase  los  plazos  vencidos  y  que  yencieran,  y  presentasen  el 
balance  qua  todos  los  años  debía  formar: 

*  Resultando  que  conforme  la  junta  con  este  informe,  y  aprobado  por  el 
Consejo,  que  mandó  al  propio  tiempo  se  pusiera  en  la  Tesorería  general  el 
importe  de  los  plazos  vencidos,  apremiado  para  eUo  Gaballeroi  presentó  en  5 
de  junio  de  1805  un  estado,  de  fecha  31  de  mayo  anterior,  de  la  depen- 
dencia de  .Peña  Rivasde  Madrid,  en  el  que  fi^uran4o  como  débitos  la  suma 
de  1.33<5,652  rs.  21  maravedís,  y  como  primera  partida  de  ellos  la  de 
936,631  rs.  16  mrs.  por  el  haber  líquido  de  los  acreedores  á  la  antigua 
depepd^eía  de  Rivas  Alvear,  é  importando  el  haber  1.706,806  rs.  31  ma* 
ravedís,  resultaba  un  saldo  á  favor  de  la  dependencia  de  Rivas  y  compañía 
de  31i,lS4  rs*  y  iO  mrs.,  solicitando  que  enterados  los  acreedores  acorda- 
sen lo  mas  conveniente,  suspendiéndose  entre  tanto  todo  apremio: 

Resultando  que  enterados  s^quellos  y  concedida  á  Caballero  la  espera  de 
cuatro  meses  y  tree  plazos,  consignó  desde  20  de  julio  de  i805  hasta  27  de 
febrero  de  1808  en  la  Escribanía  del  actuario  D.  Vicente  de  la  Costa,  seis 
anoalidades  qmse  entregaron  en  la  Tesorería  general,  importantes  en  vales 
ctfttiesy  met&lico71$,34ars.  15  y  medio  mrs.,  que  agregados  8,236  rs. 
30  loffs*  entregados  á  ios  acreedores  para  los  gastos  de  las  defensas^  forman- 
bao  la  suQia  de  723,583  rs,  y  11  y  medio  maravedís: 

Resultando  que  en  4  de  febrero  de  1811  acudió  D.  Agustín  GabHi'ero  y 
Rivas  al  Juigado,  y  haciendo  presente  que  habían  vencido  las  anua  \'M^ñ 
fiétina  y  octava  de  lasque  debía  satisfacer  á  los  acreedores  de  la  testa m^n  * 
taría,  y  que  los  representantes  de  estos  no  tenían  poderes  6uricieniH<  pira 
recibirias^  solicitó  que  se  ie  admitiese  la  consignación  que  hacia  en  la  P.s.rVí- 
bania  de  D.  Vicente  de  la  Costa  de  240,802  rs.  13  mrs.  en  vdles  real»^^  t»u^ 
fosados  á  favor  de  dicho  Escribano,  y  un  real  y  25  mrs.  en  metálico,  pira 
^e  fueran  entregados  á  los  acreedores  luego  que  legitimasen  sus  personas, 
aobsistiendo  en  el  ínterin  en  dicha  Escribanía,  y  declarando  que  habia  cum- 
plido con  el  pa^Oide  las  anualidades  sétima  y  octava,  dándose  para  su  res- 
guardo testimonio : 

•Beaaltaiido  que  fallecido  el  Bsoribano  D.  Vicente  Costa,  los  acreedores 
itelaanaron  las  citadas  cantidades  depositadas  en  9a  poder,  sin  que  p.udieran 
recobrar  mas  que  15  vales,  importantes  4,350  ps.  por  no  haber  dejado  di- 
cho Escribano  oíenes  en  que  poder  reintegrarse  del  todo : 

ResoHando  que  eo  5  de  junio  de  1856  entabraron  demanda  los  Síndicos 
de  la  citada  testamentaría  reclamando  de  O.  Agustín  Caballero  y  de  D.  José 
•Orlizó  desiis  lierederos  303,623  rs.,  procedentes  102,569  rs.  19  mrs.  que 
faltaba  para  satisfacer  1.066,957  rs.,  importe  del-34  por  100  de  los  créditos 
zaooQOoidos  segunla  condición  2.*  de  la  escritura  de  26  de  julio  de  1799, 
porque  aun  cuando  la  casa  habia  dicho  en  el  estado  de  31  de  mayo  de  1805 
^e  el  haber  líquido  de  los  acreedores  ascendía  á  964,387  reales,  este  di- 
.cho  era  uaa  aserción  sin  pruebas ,  y  el  resto  de  la  diferencia  entre  lo  depo- 
sitado por  Rivsfts  en  la  Escribanía  de  la  Costa  y  lo  recogido  de  la  testameq- 
taría  de  este,  de  que  también  eran  responsables,  puesto  que  se  habia  hecho 
4I  depósito  de  cuenta  y  riesgo  de  aquel: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  en  rebeldía  por  ignorarse  el  paradero 
4a  loa  demandados,  y  no  haber  eomparecido  á  pesar  de  los  llamamientos 
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que  se  les  hicieron,  fueron  condenados  por  sentencia  del  Jaex  de  prinn 
instancia  de  26  de  marzo  de  1857  al  pngo  de  la  cantidad  reclamadi: 

Resultando  que  en  i6  de  abril  de  1S58  D.  Lorenzo  Gabalíero,  bijoyhe* 
redero  de  D.  Agustín  Caballero  y  Rivas^  solicitó  ante  la  Aadieadadeesu 
corte  que  se  le  oyese  como  litigante  condenado  en  rebeldía ,  con  arregloi 
lo  disfMiesto  en  los  arts.  1 198  y  1 199  de  la  ley  de  Enjaiciamieoto»  y  oidoea 
efecto,  para  lo  cual  se  r^milieron  los  autos  al  Juzgado  de  primera  iostiDcii, 
solicito  gue  dejándose  sin  efecto  la  sentencia  se  le  absolviera  de  la  demodi 
de  los  Síndicos,  alegando  para  ello  que  la  cantidad  fijada  en  la  escritonde 
1799  se  habia  rebajado  mediante  otras  liquidaciones  y  remisiones  qoem 
habían  sucedido,  y  con  las  cuales  habían  estado  conformes  los  acreedoras,  j 
que  hecha  la  consignación  en  la  Bscribania  de  Costa  con  todas  las  formili- 
cades  de  derecho,  la  circunstancia  de  haber  desaparecido  ana  gran  parta  de 
la  suma,  solo  debían  sentirlo  los  acreedores: 

Resultando  que  impugnada  por  los  Síndicos  la  anterior  pretensión,  fw 
lo  cual  reprodujeron  los  fundamentos  de  sn  demanda,  dictó  seoleDCitei 
Juez  de  primera  instancia,  que  conQrmó  la  Sala  primera  de  la  AudiaBciade    | 
esta  corte  en  17  de  enero  de  I86i ,  declarando  no  haber  lugar  á  dejar  áa 
efecto  la  ejecutoria  de  26  de  marzo  de  1857: 

Besultand<)  gue  D.  Lorenzo  Caballero  interpuso  recarao  de  casadoo,»- 
lando  como  infringidas,  en  cuanto  al  primer  estreroo  de  la  demanda,  lis  la- 
yes 1.*  y  2.*.  tít.  14,  Part.  5.',  en  cuanto  ai  segundo,  la  ley  8.*  del  mísflN 
título  y  Partida,  y  la  doctrina  de  jariüprudencia,  según  la  oué  el  deador  qv 
cumplido  el  plazo  de  su  deuda  consigna  sn  importe  judicialmefite  por  ai 
recibirlo  el  acreedor  queda  libre  de  su  obligación ,  sin  que  pueda  reoooia- 
nírseie  por  ninguna  eventualidad  que  sin  culpa  suya  ocurra  á  la  soma  con- 
signada ;  Y  en  cuanto  á  uno  y  otro  estremos,  la  ley  5.*,  Ut.  8.^  libro  \i 
de  la  Novísima  Recopilación,  por  hallarse  ya  prescrita  la  acción  ejerdtidt 
por  los  síndicos: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Ventura  de  Colea  y  Pando: 

Considerando  que  habiéndose  pactado  en  la  escritura  de  26  de  julio  di 
1799  que  D.  Agustín  Cnballero  y  Riva^  y  D.  José  Ortiz  de  la  Pena  satíifi- 
rían  á  los  acreedores  el  34  por  100  de  sus  créditos ,  importantes  l.O60|9>7 
reales,  esta  obligación  es  subsistente,  valedera  y  eficaz,  á  no  ser  queesfü* 
citamente  y  por  mutuo  convenio  de  los  interesados  se  haya  modifieado^ 
dejado  sin  efecto: 

Considerando  que  el  estado  ó  balance  de  la  dependencia  de  P^a  lUns 
en  31  de  mayo  de  1805  lo  presentó  D.  Agustín  CatNillero,  sin  cootar  can  I 
el  beneplácito  y  consentimiento  de  los  acreedores ,  cea  el  objeto  de  qaeia  | 
suspendiese  todo  apremio  contra  él: 

Considerando  que  el  recurrente  no  ha  probado  que  la  cantidad  fijada  «■ 
la  escritura  de  1799  se  hubiera  rebajado  por  razón  de  otras  iiqaidaeioiMí!  i 
remisiones  que  se  habían  practicado,  y  con  las  cuales,  dice,  habiao estada 
conformes  los  acreedores: 

Considerando,  por  consiguiente,  que  las  leyes  á  este  propódto  dtadii 
no  han  sido  infringidas: 

Considerando  que  la  consignación  voluntaria  de  una  cantidad  hecha  par 
el  deudor  en  persona  no  autorizada  para  recibirla,  si  se  perdiese  do  poada 
perjudicar  al  acreedor,  sin  contravenir  á  la  ley  8.*,  tit.  14  ,  Partidas/, 
según  la  cual ,  para  que  proceda  aquel  perjuicio ,  es  preciso  ^o  se  haya 
constituido  en  depósito  legal  y  por  negarse  el  acreedor  á  recibirla  ,  lofoa 
no  ha  sucedido  en  este  caso: 

Considerando  que  no  habiéndose  propuesto  eaoepekHi  alguna  apojadi 
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en  U  ley  5.",  tft.  8.^  libro  4  i  de  la  Novídma  Recoplladoa»  que  trata  do  kt 
prescripción,  no  puede  servir  de  fundamento  para  la  casación  que  se  pre- 
tende; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  deelaramos  no  haber  lugar  a)  recur- 
ro interpuesto  por  D.  Lorenzo  Caballero ,  á  quien  condenamos  á  la  pérdida 
^e  la  cantidad  por  que  prestó  caución,  que  satisfará  cuando  mejore  de  for- 
tuna, y  en  las  costas,  ae?oWióndose  los  autos  á  la  Real  Audiencia  de  don* 
de  proceden  con  la  certificación  corespondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inserta- 
rá en  la  Colección  legislativa  ^  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias  ,  la 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — Ramón  López  Vázquez.— -Miguel 
dA  Nájera  Meneos. — Gabriel  Gemelo  de  Yelasco. — Joaquín  de  Palma  y  >i- 
aaesa. — Pedro  Gómez  de  Hermosa. — Pablo  iimenez  de  Palacio. — Ventura 
de  Colsa  y  Pando. 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  |)or  el  Ilut- 
trfsimo  Sr.  D.  Ventura  de  Goisa  y  Pando,  Ministro  de  la  Sala  primera  del 
Sapremo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  Sala, 
«n  el  dia  de  boy,  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  25  de  octubre  de  1862.— Juan  de  Dios  Rubio.— (Gaoeto  de  ^i 
4e  eembce  de  1862,) 


«61. 


Reeurso  de  easaéieii  ea  asnCo  áe  Oltranar  (28  de  octubre 
de  4862.).— Nulidad  de  una  BscaiTURA  di  yücta.— Se  declara  por 
la  Sala  de  Indias  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  Dona  Inés  Morales  contra  la  sentencia 
de  vista  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  la  Ha- 
bana, en  pleilo  con  D.  ttafaél  Toca  y  otros,  y  se  resuelve: 

i***  Que  la  Sala  de  Indias  del  Ttibunal  Supremo ^  al  fallar  los 
recursos  de  casación ,  tiene  que  atenerse,  respecto  á  loshechoSf  á  la 
talificacion  hecha  por  el  Tribunal  á  quo,  según  disponed  artícuUy 
211  de  la  Real  cédula  de  SO  de  enero  de  i8o5; 

Y  2.^  que  solo  tienen  fuerza  legal  las  doctrinas  de  autores  que 
reúnen  las  circunstancias  exigidas  por  el  art.  idídela  Real  cédu- 
la  citada.  ^ 

Bn  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  28;de  octubre  de  1862,  en  los  autos  se* 
gaidos  en  una  de  Jas  Alcaldías  mayores  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Real  Au- 
diencia de  la  Habana  por  Doña  loós  Morales  con  D.  Rafael  Toca,  D.  Andrea 
de  la  Peña,  O.  Jusó  María  Bettranena  y  O.  Mariano  Torres  sobre  nulidad  de 
una  escritura  de  venta;  pleito  pendíante  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de^ 
casación  interpuesto  por  la  Doña  Inés  Morales  de  la  sentencia  de  vista  dic* 
lada  por  dicha  Sata  compuesta  de  cuatro  Magistrados. 

Resultando  que  en  9  de  junio  de  1845  Doña  María  del  Rosario  Sotolon* 
go  por  un  documento  simple,  que  después  raiilicó  ante  E^icribano,  cedió  á 
#u  hija  Doña  Inés  Morales  40  caballerías  da  tierra,  sitas  en  el  Hato  de  lai 
I  Gruce.^,  como  una  anticipación  de  la  legítima  y  como  mejora  da  tercio  á 
condición  de  traer  su  importe  á  colación  después  de  los  dias  de  la  cadente 
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60  cayo  concepto  las  daba  á  raxon  de  500  pesos  cada  aoa  coom  4  los  4«- 
máseoberederos: 

Resultando  que  por  escrítaras  otorgadas  en  i(  de  agesto  de  \M  y  ^ 
de  febrero  de  1850  Doila  Inés  Morales  declaró  por  la  priraera»  que  la  soli- 
dad Gastelló  y  Pajadas  la  habla  suplido  y  prestado  la  suma  de  5,000  fe» 
-ftertes,  sin  precio  ni  interés,  la  caai  se  obligaba  á  saítisíaeer  daalro  deas 
mes;  y  por  la  segunda  confesó  deberá  D.  Andrés  de  la  Peda  3,373  ps.;  tí 
D.  José  Harfa  Beltranena  4,449  ps.,  y  á  D.  Rafael  Toca  4,506  pesos  2  h^ 
de  cuyas  sumas  por  baber  entrado  en  su  poder  se  daba  por  eotregada  i«3 
satisfacción,  renunciando  la  prueba,  leyes  de  Iff  entrega,  escepeíoa  dek 
non  numerata  pecuniai  dolo  y  demis  del  caso,  ofreciendo  satisfacerlas  eaei 
término  de  un  mes: 

Resultando  que  la  misma  Dona  inés  Morales  en  7  del  referido  mesds 
febrero  de  i850  otorgó  otra  escritura,  manifestando  hacia  tres  ó  cuatro  ho- 
ras que  había  firmado  una  ¿  favor  de  Peña,  Beltranena  y  Toca,  en  la  q» 
espresaba,  según  recordaba,  cederles  ó  Yenderles  la  herencia  que  haba  di 
haíoer  de  su  madre,  y  que  dicha  escritura  estaba  basada  en  preen  fate 
pues  no  había  recibido  las  sumas  que  en  ella  indicaba,  y  solo  se  obU|(6^ 
tratar  con  aquellos  á  ref^ponder  de  ta^)  que  les  adeudaba  su  hijo  D.  Doima^ 
Montalvo  por  la  alternativa  en  que  la  pusieron  de  consumar  la  rmoiÜi 
este,  ó  acceder  á  cuanto  quisieron;  que  por  lo  tanto  se  habla  ejercido  sobn 
ella  fuerza  moral,  por  lo  que  y  por  et  engaño,  fraude,  dolo,  y  además  eon* 
mísima  lesión  que  envolvía  dicha  escritura,  protestaba  la?  veces  permitid» 
por  las  leyes  el  uso  de  su  derecho  y  legítimas  escepcíones,  si  bien  estala 
pronto  á  satisfacer  á  aqueüos  sujetos,  según  con  ellos  convino,  con  lo  q« 
por  herencia  le  correspondiese,  cuanto  se  les  adeudara  por  sus  hijos,  y  Í9iir 
se  justo  abonarles  con  los  premios  de  demora  otorgados  por  la  ley: 

Resultando  que  en  29  de  agosto  del  referido  año  de  1850  la  Dnñaliés 
Morales  otorgó  otra  escritura  veadieddo  á  D.  Rafael  Toca,  D.  Joi^é  Marii 
Beltranena,  D.  Andrés  de  la  Peña  y  D.  Mariano  de  Torres,  como  cesioDim 
de  la  sociedad  Gastelló,  Pujadas  y  compañía  40  caballerías  de  tierra  de li 
hacienda  Hato  de  las  Cruces  en  parte  de  pago  de  17,328  ps.  2  rs.  qaeits 
adeudaba,  según  escrituras  de  11  de  agosto  ide  1849  y  0  de  febrera  ds 
4850,  y  las  costas  que  tenia  que  sufragar  para  la  cancelación  de  losaatre» 
dichos  que  sufrían  sus  bienes,  mensuras  de  hipotecas,  diligencias  de  tooi 
de  posesión  y  demás  gastos  necesarios  para  lle?ar  á  efecto  este  cootnlO} 
cuyos  terrenos  le  habla  donado  en  vida  su  madre,  con  facultad  de  esooaer* 
los  en  el  puesto  que  le  acomodase  en  la  citada  hacienda,  por  lo  que  lesba- 
cla  la  cesión  con  las  mismas  facultades  y  derechos  que  la  otorgante  habla  f 
tenia,  en  cuyo  lugar  y  grado  1^  colocaba,  pudiendo  desde  luego  pre^esiar* 
se  en  el  Tribunal  que  conocia  oe  la  testam<>ntar¡a  de  la  referida  su  mtdit* 
'  Resultando  que  en  31  de  agosto  de  1850  0.  Rafael  Toca,  D.  Andrés ¿^ 
la  Peña,  D.  Jo.<é  María  Beltranelia  y  D.  Mariano  Torres  firmaron  un  dees- 
tneuto  obliigándose  á  donar  á  Doña  Inés  Morales  el  esceso  que  resultateaa- 
tre  el  valor  asignado  á  las  40  cabrillerias  de  tierra  en  la  escritura  qoe  \» 
había  formado  y  el  sobreprecio  que  por  hacerla  fovor  fijaban  á  ra«on  de  60t 
pesos  cada  caballería,  dando  por  rotos,  nulos  y  cancelados  todos  los  doca^ 
mentes  contra  dicha  señora  y  sos  hijos  anteriores  á  esta  obligación: 

Resultando  que  en  los  autos  de  testamentarla  de  Doña  María  del  Ro- 
sario Sotolongo  se  suscitó  incidente  por  D.  Rafael  Toca  y  consortes  sobu 
que  se  les  pusiera  en  posesión  de  tas  40  caballerías  de  tierra  que  habías 
comprado  á  Doña  Inés  Morales,  la  cual  se  les  mandó  dar  por  auto  de  23  k 
enero  de  1851  como  representante  de  los  derechos  de  la  Morales,  y  qoe  se 
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Ittvierft  presante  este  euaddroo  al  hacer  la  divUiony  á  fin  de  qae  ^  Talor  da 
diehos  terrenos  seiropatara  en  la  legitima  de  la  Doña  loes:  que  en  19  de 
fabrere  de  1852  se  dictó  oiro  proveido  declarando  válida  y  subsistente  la 
escritura  otorgada  por  aquella,  entendiéndose  ^ue  Toca  y  consortes  estabaa 
80  la  oblfgadoii  de  devolver  elesceso  del  precio  que  diesen  las  40  caballe- 
rías de  tierra  cedida  sobre  los  20,(K)0  pesos  que  á  razón  de  500  cada  una  áa 
obligó  á  satisfacer  y  les  cedió  Ja  Dona  Inés,  la  cual  recibiria  en  cuanto  cu- 
pies6*el  sobrante  con  cargo  á  su  legkiaia  y  mejora  de  tercio,  precediéndose 
en  su  consecuencia  á  la  tasación  de  dichos  terrenos  por  los  peritos  que  se 
deaisnabao:  qoe  por  otro  auto  del  siguiente  dia  20  de  febrero ,  mediante  lo 
manifastado  por  Toca  y  consortes  y  la  Doña  loes  se  declaró  válida  y .  sub- 
sistente la  posesión  tomada  por  aquellos  de  las  cabailerias  de  tierra  que  les 
vendió  la  segunda,  imputándose  su  valor  en  parte  de  su  legitima  y  mejora 
de!  tercio,  cuyo  auto  fué  declarado  en  autoridad  de  cosa^  juzgada  por  otro 
de  13  de  marzo  siguiente: 

ResnHando  que  en  29  de  agosto  de  1856  Doña  Inés  &lorales^  previo  ac- 
to conciliatorio  sin  resultado  celebrado  en  23  desunió  anterior,  aedajo  de- 
manda contra  D.  Rafael  Toca  y  consortes  solicitando  se  declarase  nulo  y  de 
ningún  valiMr  ni  efecto  la  venta  que  les  había  Lecho  en  setiembre  de  1850 
de  las  40  caballerías  de  tierra  de  que  se  viene  haciendo  relación,  se  les 
obligase  á  que  se  las  devolvieran,  con  más  los  daños  y  perjuicios  irrogados; 
y  cuando  lugar  no  hubiera  á  esto,  se  les  obligase  á  la  misma  devolución  de 
los  terrenos,  por  la  sesión  enormísima  que  se  había  padecido  en  el  contrato, 
ó  bien  al  reintegro  de  las  sumas  en  que  la  hablan  perji^dicado,  ascendentes 
á  68,000  y  mas  pesos,  condenándoles  en  uno  y  otro  caso  al  abono  de  per- 
juicios y  costas,  cuya  pretensión  fundó  en  que  había  vendido  las  tieiras  ea 
pago  de  17,328  ps.  2  rs.  valiendo  y  habiendo  sido  justipreciadas  por  Tri- 
DUDal  competente  en  8^,000  pesos:  en  que  las  deudas  que  se  la  suponían 
en  la  escritura  no  eran  suyas,  y  en  que  se  usó  dolo  y  fuerza  moral  ó  miedo 
amenazándola  con  la  ruina  y  esterminio  de  su  Ujo,  que  era  el  que  adeu- 
daba algo  á  los  cooipradoras: 

Resultando  que  D.  Rafael  Toca  y  consortes ,  al  contestar  la  demanda» 
pretendieron  se  les  absolviera  de  ella,  y  al  efecto  alegaron  que  !a  demanda 
se  fundaba  virtnalmente  en  las  mismas  vagas  razones  con  que  sostuvo  el 
decBandante  su  oposición  al  acto  posesorio  de  los  terrenos  vendidos,  cuya 
cuestión  se  terminó  declarándose  válida  y  subsistente  la  escritura  de  con- 
trato 7  la  posesión  de  los  terrenos:  que  en  la  escritura  se  especificaban  la 
cosa  vendida,  el  precio,  el  origen  y  constancia  en  referencia  de  los  crédi- 
tos, por  cuyo  valor  real  se  hacía  la  venta  de  modo  que  quedó  porfecto  el 
contrato  de  la  manera  mas  positiva,  y  auténtica  al  menos  desde  29  de  agos- 
ta de  1850,  é'  interpuesta  la  rescisión  en  agosto  de  1856  tenia  lugar  la 
prescripción ,  puesto  que  habían  jasado  dos  años  mas  sobre  el  cuadrienio 
legal  para  pedir  rescisión  por  miedo,  fuerza  ó  lesión  enormísimas:  q|ie  aun 
mando  desde  que  se  celebró  la  venta  de  los  terrenos  hubiera  crecida  el  va- 
lor de  estos,  no  por  ello  tendría  eficacia  la  acción  intentada,  porque  para. 
la  resolncion  no  era  el  valor  actual  el  que  había  de  servir  de  tipo,  sino  el 
|ae  tenían  ai  tiempo  del  contrato: 

Resaltando  que  seguido  el  pleito  por  sus  trámites,  practicada  la  prueba 
fue  ona  y  atraparte  propnsíeroo,  el  Alcalde  mayor  dictó  sentencia,  que 
nediante  apelación  interpuesta  por  la  demandante  fué  confirmada  por  la, 
inferida  Sala  de  la  Audiandaí  declarando  sin  lugar  k  demanda  con  las 
iostas  á  aquellas; 
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Y  resultando  que  contra  dicha  sentencia  interpuso  la  demandante  el  pie- 
senté  recurso  de  casación,  citando  como  infringidos: 

i.®  El  derecho  práctico  esplicado  por  Peres  en  so  comentario  álalej 
3.*,  tft  8.^,  libro  3.^  del  Ordenamiento  Rea!. 

2."  La  ley  7.*,  tít.  33,  Partida  3.*,  y  la  56,  tft.  B,*,  Partida  5  •  y  con 
ella  el  común  de  DoctoreSi  qué  declara  nula,  de  ningún  valor  ni  efecto  la 
fenta  que  con  tales  tícíos  se  celebrase. 

3.®  La  ley  2.%  tft.  i2,  Partida  5.%  qae  declara,  aque  mujer  ningona 
non  puede  entrar  fiador  por  otri.o 

4.^  La  doctrina  legal  esplieada  con  la  escuela  toda  de  jurisoonaultos  por 
febrero  de  que  cuando  la  mujer  no  renuncia  de  grado  el  derecho  que  la 
otorga  le  ley  para  no  ser  fiadora,  deja  nula  la  garantfa  ó  fianza  que  «  nn 
contrato  otorgara. 

5.®  La  ley  47,  tft.  14,  Partida  5.^  que  hablando  de  la  renovación  da 
los  pleitos  ó  contratos,  declara  que  es  lícito  á  la  mujer  revocar  el  renova- 
miento  que  hubiere  hecho  de  una  deuda,  entrando  manera  por  otro  para 
pagarla. 

6.®  La  doctrina  de  que  aun  coando  los  pactos  sean  siempre  válidos  y 
tienen  fuerza  legal  relativamente  á  los  contratos,  dejan  de  obligar  y  uoer 
fuerza  cuando  se  refieren  á  cosa  imposible  ó  inicua,  según  Paz  en  sa  con- 
sulta 8.*,  clase  3.%núm.  fOf.  La  de  que  para  que  uno  quede  perfecta- 
mente obligado  se  requiere  intención  firme  y  deciaida  de  obli^earse ,  segoa 
la  letra  y  espíritu  de  la  ley  1.*,  tft.  f  .^  lib.  10  de  la  Novísima  RacopiUcion 
concordada  con  la  práctica  de  los  Tribunales;  la  ley  56,  tft.  5.*,  Partida  5.* 
concordante  con  la  2.*;  tít.  i  I,  lib.  5.°  de  la  Novísima  Recopilación,  y  coa 
el  derecho  práctico  referido  por  Gregorio  López,  según  el  que  li  veotí 
hecha  por  fuerza  6  miedo  es  nula  aunque  lo  sea  con  juramento  según  dicha 
ley  y  la  8.%  tít.  f.%  Partida  4.*i;  Navarro  en  el  libro  f .•  de  sasooncUios; 
Acevedo  en  la  ley  2.*,  tft.  21,  lib.  4.^- de  la  Novísima  Recopilación;  Paz  ct 
su  consulta  8.*,  clase  9  *,  núm.  37;  Lezzio  en  su  tratado  de  lanuda,  K- 
bro  2.%  cap.  i2,  núm.  i23:  y  Benadecioa  en  el  de  restitución,  disputa  i.\ 
cuestión  2.*,  punto  12  con  los  Doctores  en  que  descansa. 

7.*  La  ley  2.*,  tft.  f .",  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación;  5.*,  ti- 
tulo 10,  libro  3.^  del  Fuero  Real;  4.*,  tft.  S.""  de  las  Ordenanzas  Reste; 
4.*,  tft.  7.''  libro  S.""  del  Ordenamiento  Real;  1.*,  tft.  W  del  OrdenamiflAto 
de  Alcalá;  56,  tft.  5.^,  Partida  5.%  y  el  Derecho  práctico  esplicado  con  toda 
la  Escuela  de  Doctores,  por  Reínffen&toel  en  el  libro  3.*,  titulo  17,  párrafo 
quinto,  números  lid  al  140;  Gregorio  López,  en  la  espresada  ley  56  <!• 
Partida,  y  Paz  en  la  clase  3.*,  consulta  7.*,  n6m.  95,  y  consulta  S.\  nú- 
mero 96,  y. clase  8.*,  consulta  9.*,  núm.  62,  cuyas  leyes  y  doctrinas  ense- 
ñan que  cuando  en  un  contrato  de  venta  hay  lesión  en  mas  de  la  mitad 
del  justo  precio ,  debe  deshacerse  la  venta,  ó  bien  nivelar  el  precio  á  i» 
justo  y  razonable. 

8.®  La  ley  10,  tít.  19,  Partida  6.*,  y  la  práctica  esplieada  por  Gregoiin 
López,  y  confirmada  por  la  Audiencia  en  un  negocio  parecido,  según  la 
lesión  enormísima  se  equipara  al  dolo,  y  este  no  prescribe  por  menos  de 
30  años: 

Y  9.^  La  ley  1.*  tít.  12  del  Ordenamiento  de  AlcalJi;  la  2.%  tít.  14» 
libro  11  de  la  Novísima  Recopilación;  la  doctrina  esplieada  por  Acevedo  de 
que  el  requisito  de  libelo  de  demanda  no  es  solemnidad  suetancial  para  que 
su  falta  u  oscuridad  pueda  producir  la  ineptitud  y  oscuridad  de  loque  se 
actuare* 
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La  doctrina  sentada  por  Felino,  Febrero,  Iranzo  y  Gscricbe,  con  el  co- 
mún de  doctores  en  que  descansan,  de  que  aun  cuando  no  hay  ley  que  ter- 
minantemente hable  de  la  protesta^  existe  este  remedio  conocido  en  el  de- 
recho como  ana  jurisprudencia  pl*áctica  y  reconocida  por  todos  los  Tribuna- 
les, y  qne  ia  protesta  puede  hacer::»  Yerbalmente  ó  por  escrito,  por  escritu- 
ra pública  ó  privada  ante  testigos  ó  estrajudicialmente;  las  leyes  32  y  40, 
título  10,  Partida  3.*;  la  3.\  6.",  18,  tít.  4.°,  Partida  3.\  concordantes  en- 
tre oirás  con  la  4/,  libro  2.°,  tít.  i5/iel  Ordenamiento  Real  y  !.•  de  Torc- 
ía 3.*,  tít.  26,  Partida  3.*,  concordantes  con  la  1.",  2.%  3/  y  4.*,  tít.  2.®, 
libro  4.'»  de  las  Recopiladas;  la  23,  líl.  4.'»  y  15.  lít.  22,  Partida  3.',  12,  tí- 
tulo 14;  Partida  3.%  5.»,  tít.  25;  Partida  2.*,  9.*,  tít.  22,  Partida  3.*;  el 
derecho  práctico  de  que  la  prueba  de  testigos  supera  con  mucho  á  la  instru- 
mental, esplícado  por  Paz  en  su  clase  9.*,  consulta  1.*,  núm.  3,  y  consulta 
iZi  núm.  52,  con  multitud  de  textos  y  autoridades;  el  derecho  práctico  es- 
plícado por  Paulo  de  Castro  y  Gregorio  López  en  la  ley  iO,  tít.  19,  Parti- 
da 6.';  la  ley  7.*,  tít.  33,  Partida  7.%  de  acuerdo  coa  el  derecho  práctico 
esplícado  por  Gregorio  López;  la  9.*,  tít.  !.*>,  Partida  5.';  1.%  tít.  5.",  Par- 
tida 5.*;  8.',  tít.  1.*,  Partida  4.*;  11,  tít.  H,  Partida  3.*,  con  las  glosas  de 
Gregorio  López;  12,  13,  14,  15  y  16;  el  derecho  práctico  esplícado  porGo- 
barrubias  en  su  tratado  de  pactos,  parte  2.*,  párrafo  tercero,  núm,  2.^; 
vaochez  en  el  libro  tercero  de  su  suma,  cap.  11,  uúm.  8,  y  Molina,  tomo 
1.^  déla  justicia  y  del  derecho,  disputa  150,  y  tomo  2.^  disputa  115;  la 
doctrina  recibida  en  los  Tribunales,  esplicada  por  Paz  con  el  común  de  doc- 
tores, oo  su  clase  3.*,  consulta  8.*, núm.  36,  deque  para  un  contrato  sea 
revalidado  por  otro  posterior  es  preciso  que  este  se  haga  libre  y  es[)oniánea- 
mente,  jr  no  conjunto,  sino  separadamente  del  que  quisiera  revalidarse;  la 
ley  19,  tít.  4.*,  Partida  3.%  y  la  práctica  ensenada  por  el  autor  de  la  Curia 
con  Menochío,  Acevedo  y  otros,  conforme  á  la  que  es  nulo  el  nombramiento 
de  perito  hecho  por  quien  no  tiene  poder  para  ello,  y  el  art.  183  de  la  Real 
cédula  de  30  de  enero  de  1855  mediante  no  haberse  fundado  la  sentencia: 

Vistos  en  esta  Sala  de  Indias: 

Considerando  que  la  demanda  de  nulidad  establecida  por  Doña  Inés  Mo- 
rales se  fundó  en  hechos  que  la  Audiencia,  aceptando  los  fundamentos  del 
Jaez  inferior,  ha  apreciado  estimand<5  que  no  había  lesión  en  el  contrato  ile 
venta  de  las  40  caballerías  ni  habia  mediado  el  miedo  y  dolo  que  suponía  h 
Morales: 

Considerando  que  esta  Sala  de  Indias,  de  conformidad  con  lo  que  pre- 
viene el  art.  211  de  la  Real  cédula  de  30  de  enero  de  1855,  al  fallar  los  re- 
cursos de  casación,  debe  atenerse,  respecto  i  los  hechos,  á  la  caliücacioa 
del  Tribunal  á  qwy; 

Y  considerando  que  por  lo  tanto  la  sentencia  impugnada  no  ha  infringi- 
do la  ley  56,  tít.  5.^  Partida  5.%  ni  ninguna  otra  ae  Tas  que  se  citan  con 
inoportunidad;  y  que  la  multitud  de  doctrinas  de  autores  que  se  invocan, 
además  de  ser  notoriamente  impertinentes,  carecen  de  fuerza  legal  por  no 
reunir  hs  circunstancias  que  exige  el  art.  194  de  la  Real  eédula  ya  ci- 
tada; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  Doña  Inés  Morales,  á  la  que  condenamos  en  las 
costas  y  á  la  |)érdida  de  la  cantidad  por  que  prestó  caución:  la  cual,  caso  de 
hacerse  efectiva  si  llegase  á  mejor  fortuna,  se  distribuirá  con  arreglo  á 
la  ley. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Go- 
bierno^ lo  pronunciamos^  mandamos  y  firmamos.— Manuel  García  de  la  Go- 
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tera.— Migael  de  Nájera  Meacos.^losé  Portilla.-*ManQe1  Otüt  de  ItM^ 
---JoaquiQ  Melchor  y  Piaazo.— Dom'mgo  Morepo. — Anselmo  de  Drra. 

Puolicacioo.— Leída  j  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Ilustra* 
simo  Sr.  D.  Manuel  García  de  la  Gotera,  Ministro  del  Supremo  Tríbanal  de 
Jasticia  j  Decano  de  su  Sala  de  Indias,  de  que  yo  el  Secretario  de  S.  M.  y 
Escribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  29  de  octubre  de  1862.-— Pedro  Sánchez  de  Ocaña.— (Goe^ia 
de  31  de  octubre  de  1862.) 


Recitrse  ile  liijtistiela  notoria  (27  áe  oehikn  de 
1862.)-— Pagódecartidad.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  no  haber  lagar  al  recurso  de  injusticia  notoria 
íQterpuésto  por  D.  Agustín  Rodrigoez  é  hijo  contra  la  sentencia 
pronunciada  por  la  Sala  tercera  déla  Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito 
con  D.  Críspulo'Martínez,  y  se  resuelve: 

I.""  Que  cuando  son  hechos  convenidos  y  justifieadoB  por  el  pro- 
cediñíiento  y  la  sentencia,  que  mra  el  cumplimiento  de  un  encargo 
cometido  á  una  persona  se  realizaron  actos  y  operaciones  mercantil 
leSy  y  que  la  coíüroversia  suscitada  sobre  su  retribución  quedd  suje- 
ta á  las  leyes  de  comercio,  son  de  todo  punto  inoportunas  y  desaten- 
dibles las  alegaciones  para  fundar  la  infracción  del  arí.  i  37  del  Có- 
digo de  comercio  por  haber  estimado  la  sentencia  que  se  trataba  de 
una  operación  mercantil,  como  contrarias  ájjo  convenido  y  saincio^ 
nado  por  el  pleito: 

2.^  Que  los  artículos  1.**,  2.\  17  y  116  del  Código  mereantU  ni 
prohiben  ni  repugnan  que  se  concedan  á  cualquiera  persona  los  de- 
rechos de  comisionista: 

S.""  Que  existiendo  una  legislación  especial  para  las  causas  de 
comercio,  no  puede  invocarse  la  del  derecho  común  para  sostener 
un  recurso,  sino  en  los  casos  no  determinados  ó  resueltos  por 
aquella: 

i.""  Que  la  ley  i, \  tit.  i.*"»  lib.  10  de  la  Novísima  Reeopüaeim 
que  prohibe  se  arrienden  las  rentas  reales  á  personas  eclesíástiGais 
bi  no  es  dando  fiadores,  es  notoriamente  inaplicable  á  un  pleito  en 
que  se  litigue  el  pago  de  una  cantidad  por  saldo  de  cuentas; 

Y  S.^  que  en  los  pleitos  mercantiles  sólo  procede  el  recurso  de 
injusticia  notoria  en  el  fondo  por  ser  la  sentencia  contraria  á  leg 
espresa,  no  pudiendo  por  tanto  fundarse  en  infracción  de  doarína 
y  reglas  dejurisprudeneia^ 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  27  de  octubre  de  1862,  en  los  autos 
pendientes  ante  Nos  por  recurso  ae  iíijusticia  notoria,  seguidos  en  el  Juz- 
gado de  primera  instancia  del  Puerto  de  Santa  María  y  en  la  Sata  tercera  de 
la  Real  AudienDía  de  Sevilla  por  D.  Agustín  Rodríguez  é  hijo  con  D.  Crís- 
palo M&rtinez  sobre  pago  de  cierta  cantidad:  ^ 

Resultando  que  D.  Domingo  Lombardo,  socio  de  la  compafiia  de  nego* 
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gI09  tHuhda  Agustín  Rodrigues  é  hijo,  del  comercio  de  la  plaza  de  Gidíz, 
y  D.  Batnon  Roce,  vecino  dei  Paerto  de  Santa  María;  otorgaron  escrítara 
eo  22  de  julio  de  Í856,  por  la  que  convinieron  en  poner  bajo  el  cuidado 
del  seji^ndo  la  casa  y  bodega  de  yinos  que  el  primero  tenia  en  el  Pnerto» 
debiendo  disfrutar  por  so  cuidado  é  inteligencia  la  tercera  parte  líquida  de 
la  etHidad  que  reeuttase  en  los  balances  por  las  compras  y  ventas  que  efee- 
tuara,  siendo  de  su  cuenta  la  tercera  parte  del  quebranto  de  las  pérdidas  de 
las  ventas  á  plazo  por  quiebras: 

Resultando  que  fallecido  Roco  en  diciembre  de  4857,  sa  viuda  y  here- 
deros acudieron  en  i4  de  dicho  mes  al  Juez  de  primera  instancia  provo- 
cando el  juicio  de  testamentaria  j  pidiendo  la  intervención  de  la  bodega, 
que  se  llevó  á  efecto: 

Resultando  que  en  21  del  mismo  mes  de  diciembre  D.  Agustín  Rodr¡«- 
güez  otorgó  poder  á  favor  de*  D.  Crfspnlo  Martínez,  vecino  y  del  comercio 
del  Puerto  de  Santa  María,  para  que  en  representación  de  su  casa  titulada 
Agwtin  Rodriguet  é  hijo  administrase,  rigiese  y  gobernase  la  bodega  que 
había  estado  á  cargo  del  difunto  Roco,  la  que  ponía  á  su  cuidado  para  su 
boen  régimen  y  administración,  autorizándole  por  sus  instrucciones  y  ór* 
denes  que  tendrían  la  misma  fuerza  y  validez  que  si  se  insertasen,  y  si 
fuese  necesario  para  parecer  también  en  juicio: 

Resultando  que  administrada  la  bodega  por  D.  Grfspulo  Mjirtinez  en 
virtud  de  este  poder,  habiendo  también  intervenido  en  la  transacjcion  de 
las  cuestiones  promovidas  por  los  herederos  de  Roco,  rindió  cuentas  en 
22  dé  setiembre  de  1858,  que  dieron  por  resaltado  un  saldo  á  su  favor 
de  i2,962rs.  75  cents.,  cargando  en  ella  54,717  rs.  10  cents,  por  comi- 
sión, como  administrador  de  la  bodega  y  como  partidor  y  liquidador  en  la 
transacción  con  los  herederos  de  Roco,  sobre  1.034,342  rs.  que  importaba 
la  existencia  del  balance  de  jqnio  de  1857,  y  el  costo  de  la  última  cosecha: 

Resultando  que  conforme  Rodríguez  con  Ta  cuenta,  á  escepcion  de  la 
partida  referida,  entabló  demanda  en  20  de  diciembre  de  1858  reclamando 
de  0.  Críspuk)  Martínez  la  cantidad  de  38,794  rs.  18  mrs.  que,  rebajada 
dqueHa,  resultaba  de  saldo  á  su  favor,  alegando  para  ello,  que  ios  oficios  de 
Martínez  habían  sido  gratuitos  é  hijos  de  la  amistad;  que  las  cuestiones  con 
los  herederos  de  Roco  habían  durado  solo  57  días,  y  que  en  ellas  había  ser- 
vido únicamente  de  mediador  oficioso,  sin  estar  autorizado  para  hacer  pe-» 
ticíon  alguna: 

Resultando  que  Martínez  impugnó  la  demanda  pidiendo,  no  solo  que  se 
le  absolviera  de  ella,  sino  que  se  condenaba  al  demandante  al  pago  del  sal- 
do de  la  cuenta,  con  el  interés  de  la  mora  y  las  costas,  alegando  al  efecto 
que  por  encargo  de  los  demandantes  había  liquidado  y  transigido  deGnitiva- 
inente  sus  derechos  en  la  sociedad  con  Roco,  para  lo  cual  se  habían  hecho 
previamente'  muchos  trabajos  y  resultado  grandes  beneficios  á  la  casa  de 
Hodríguez,  ya  por  las  utilidades  obtenidas,  ya  por  haber  entrado  desde  lue- 
go en  posesión  de  ellas:  que  además  por  encargo  y  comisión  de  los  propios 
demandantes  habia  administrado  la  bodega  y  beneficiado  los  vinos,  sin  que 
pudiera  nunca  entenderse  que  estos  trabajos  habían  de  ser  gratuitos,  y  mu- 
cho menossegun  lo  que  sobre  el  particular  habían  hablado;  y  que  correspon- 
diéndole  por  ellos  con  arreglo  al  Código  una  comisión,  no  habiéndose  con« 
tratado,  habia  cargado  la  usual  en  la  plaza  de  5  por  100: 

Resultando  que  practicada  prueba  por  las  partes,  para  la: cual  presenta* 

ron  la  correspondencia  que  habia  mediado,  y  articularon  interrogatorios  j 

posiciones  para  deducir  el  concepto  en  que  Martínez  aceptó  la  comisión; 

los  términos  en  que  la  habia  desempeñado;  si  tenia  ó  no  el  carácter  de  co« 
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raerciaote,  y  la  comisión  que  €ra  costumbre  cobrar  eu  lapiasa  por  Ufoi- 
daciones  y  traasaccionea  privadas,  dictó  sentencia  el  Ju^z  de  primera  lo»- 
taucia,  que  conOrmó  con  coatas  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Sevilli 
en  5  de  marzo  de  4861,  absolviendo  á  D.  Gríspuio  Martínez  de  la  demanda, 
y  condeiiando  á  D.  Agustín  Rodríguez  ó  tiíjo  á  estar  y  pasar  por  la  cneaU 
general  rendida  por  aquel,  y  á  satisfacer  la  cantidad  de  12,962  rs.  75  céa- 
tifflos  que  resultaban  de  saldo  á  su  favor: 

Resultando  que  los  demandantes  interpusieron  recurso  de  injusticia  bo- 
toria^  citando  como  infringidos;  primero,  ios  artículos  l.*»2.%  17  y  116 
del  Código  de  Comercio,  porque  en  la  sentencia  se  consideraba  a  Martínez 
como  comisionista  sin  serlo:  sejgundo,  el  art.  137  del  mismo,  por  no  poder 
concederse  que  Martínez  hubiera  desempeñado  una  comisión  mercantil: 
tercero^  la  doctrina,  que  forma  ya  jurisprudencia,  establecida  por  la  sen* 
tencla  de  este  Supremo  Tribunal  de  27  de  enero  de  1839,  por  la  cual  sede* 
negó  á  los  liquidadores  de  una  compañía  mercantil  el  dereclio  á  retribución, 
á  no  ser  que  se  hubiese  pactado:  cuarto»  la  doctrina  reguladora  de  los  con- 
tratos en  el  caso  de  considerarse  á  Martínez  con  derecho  para  ser  restituido' 
en  concepto  de  administrador:  quinto,  la  ley  1,',  Ut.  10,  lib.  10  de  la  No- 
vísima Recopilación,  por  haberse  desestimado  el  pacto  espresado  en  la  ace{^* 
tacion  por  Martínez  de  la  calificación  de  servicios  amistosos  que  babia  be* 
cbo  Rodríguez  en  repetidas  ocasione»,  refiriéndose  á  los  prestados  por  el 
primero:  sesto,  el  proemio  y  ley  2.*,  título  13  de  la  Partidas/,  porgue 
siendo  la  confesión  de  Martínez  prueba  suficiente  para  decidir  en  au  daño, 
no  se  babia  admitido  como  bastante;  y  por  último,  la  doctrina  establecida 
por  este  Supremo  Tribunal  en  sentencia  de  21  de  setiembre  de  1^59,  y  la 
reguladora  del  mandato  que  por  su  naturaleza  es  siempre  gratuito: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  0.  Joaquín  de  Palma  y  Yinuesa: 

Considerando  que  son  hechos  convenidos,  y  justificados  por  el  procedí* 
míeDto,  la  sentencia  y  el  recurso  interpuesto  contra  ella,  que  para  el  cum- 
plimiento de  los  encargos  cometidos  por  D.  Agustín  Rodríguez  á  O.  Cris* 
pulo  Martínez  se  realizaron  actos  y  operaciones  mercantiles,  y  que  la  con- 
troversia suscitada  con  esté  motivo  sobroj  su  retribucioni  quedó  sujeta  á  las 
leyes  del  comercio: 

Y  considerando  por  ello,  que  las  alegaciones  del  recurso  para  fundar  la 
infracción  que  se  cita  del  art.  137  del  Código  de  ^omarcío,  por  haber  esti* 
mado  la  sentencia  que  se  trataba  de  una  operación  mercantil,  soa  de  todo 
punto  inoportunas  y  desatendibles  como  contrarias  á  lo  ya  convenido  j  san- 
cionado en  el  pleito: 

Considerando  que  por  la  sentencia  no  se  han  ínfrhigido  tampoco  loe  ar- 
tículos 1/,  2.%  17  y  116  del  ospresado  Código  concediendo  á  Martínez  Ins 
derechos  del  comisionista,  porque  sus  disposiciones  no  lo  prohiben  ni  re- 
pugnan, y  porque  la  Sala  procedió  en  esto  apreciando  hechos  y  el  resalta- 
do de  las  pruebas  practicadas  en  su  razou: 

Considerando  que  existiendo  una  legislación  especial  para  las  causas  de 
comercio,  no  ha  podido  invocarse  la  del  derecho  común  para  sostener  el  re- 
curso  sino  en  los  casos  no  determinados  ó  resueltos  por  aquella:  que  aun  eo 
este  sería  notoriamente  inaplicable  la  ley  1/.  tít.  10,  libro  10  de  la  novísi- 
ma Recopilación,  que  prohibe  se  arriende/^  las  rentas  Beales  á  personas 
eclesiásticas  si  no  es  dando  ^adores;  y  que  sí  ha  querido  citarse  la  ley  1.% 
titulo  1.°  del  obpresado  Código  y  libro,  solo  se  hü  podido  verificar  esto  fa- 
ciendo supuesto  de  la  cuestión  y  dando  por  sentado  un  hecho  que  no  resul- 
ta, sucediendo  lo  mismo  respecto  al  proemio  y  á  la  ley  2.*,  ut,  13  de  la 
Partida  3.*|  cuya  iuíraccion  también  se  alega: 
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Y  considerando  qoe  eo  los  pleitos  mercantiles  solo  procede  el  recurso  de^ 
iojttstícia  notoria  en  el  fondo  por  ser  la  sentencia  contraria  á  ley  espresa, 
y  no  ha  podido  por  lo  tanto  fundarse  en  la  infracción  de  doctrinas  y  reglas 
de  jnrisprndencia: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  injusticia  notoria  interpuesto  en  estos  autos  por  D.  Agustín  (lodrÍRuez  ó 
hijo,  á  quienes  condenamos  en  las  costas  yi  la  pérdida  de  la  cantidad  de- 
positada, que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaoeta  é  inserta- 
rh  en  la  CoUccion  UgislaHvat  pasándose  al  efectp  las  copias  necesarias,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — Ramón  López  Va2quez.-*Sebastian 
6oD2BÍez  Nandin. — GabriéiCeruelo  de  Velasco.— Joaquín  de  Palma  y  Vi- 
nuesa.^Pedro  Gómez  de  Hermosa.— Pablo  Jiménez  de  Palacio.— Laureano 
Rojo  de  Norzagaray.— Ventura  de  Golsa  y  Pando.— Tomás  Huet. 

Publicación. — Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Es* 
calentísimo  é  limo.  Sr.  D.  Joaquin  de  Palma  y  Vinnesa,  Ministro  de  la  Sala 
primera  del  Supremo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública 
la  misma  Sala  en  el  dia  de  boy,  de  que  yo  el  Bscribaoo  de  Cámara  certifico. 

Madrid  27  de  octubre  de  1862,---Juan  de  Dios  Rubio.— (Gaceta  de  i.® 
de  noviembre  de  i862.) 
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Reevpso  de  easaelon  (28  de  octubre  de  1862.).-«Eif- 
rñUtk  DE  biíbnbs.*^Pago  db  rentas.-— Se  declara  por  la  Sala  prí- 
merOi  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  D.  Mariano  Pola  y  consortes  contra  la  sentencia 
pronanciada  por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Oviedo,  en 
pleito  con  D.  Antonio  García  Barrosa  y  otros,  y  se  resuelve: 
i.^    Que  si  bien  la  regla  general  basada  en  las  leyes  de  Partida 

^6  establece  que  la  cosa  juzgada  únicamente  perjudica  á  los  que 
igaron  en  el  juicio  en  que  se  cau3Ó  la  ejecutoria,  contiene  algunas 
eseepciones  aplicables  á  ciertos  y  determinados  casos  no  lo  puede 
ser  amas  que  á  los  quepor  dichasUyesestán  determinados  anterior- 
mente; 

Y  2.^  que  la  doctrina  sentada  por  las  sentencias  del  Tribunal 
Supremo  no  es  apUcabte  á  casos  que  aunque  tengan  alguna  afialo- 
gía  con  el  de  que  se  trate,  varíen^  no  obstante^  en  el  fundamento  de 
laobligaeionf  ó  sea  en  el  titulo  que  sirve  de  fundametvto  i  la  ficción. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  28  de  octubre  de  1862,  en  los  autos 

pendientes  ante  Nos  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado  de 

primera  instancia  de  Aviles  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Real  Audiencia  de 

,  Oviedo  por  D.  Manado  Pola  y  consortes  con  D.  Antonio  García  Barrosa  y 

otros  sobre  entrega  de  bienes  y  pago  de  sos  rentas: 

Resultando  que  en  i3  de  febrero  de  1750  se  otorgó  escritura  á  nombre 
del  Cabildo  de  la  Santa  Iglesia  de  Oviedo,  por  la  que,  como  dueño  en  pro- 
piedad y  posesión  de  la  Juguerfa  de  Baños  y  Peroño  con  todos  los  bieoes  á 
eHa  corcespondieatesi  sitos  en  la  parroquia  de  la  villa  de  Luanco»  San  Jor- 
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ge  da  H'eres  y  sos  términos,  que  hasta  entonces  liabían  andado  en  avfléido 
como  hs  demás  rentas  del  quatrienio  de  dicha  Santa  Iglesia ,  la  dieron  y 
cedieron  en  foro  á  Rbdrigo  Garbajai  y  sa  mojer  Beatriz  Gra,  durante 
los  días  de  la  vida  del  primero,  por  la  renta  en  cada  un  laño  de  380  n.  y 
5  mrs.,  que  se  aumentó  después  á  39d  rs.  y  5  mrs.  por  haberse  hecho  es- 
tensivo  el  foro  á  otras  fincas : 

Resultando  que  en  14  de  marzo  de  i8S7  entablaron  demanda  Dofia  Bo- 
nifacia  Muñlz^  D.  Mariano  Pola  y  otros  y  esponfendo,  que  dicho  foro  había 
sido  declarado  perpetuo  por  las  Reales  cédulas  de  i.^  dejunío  de  1763  y  28 
de  junio  de  1768:  wíb  lo  halÑan  adquirido,  según  justificaron,  de  los  hi|os 
y  herederos  de  D.  nodrigo  Carbajal,  habiéndoles  pagado  la  renta  de  los  bie- 
nes los  diversos  cultivadores  de  ellos ;  que  publicada  la  ley  de  i  .^  de  mayo 
de  4855,  habian  redimido 'dichff  pensión,  consoHdándose  en  ellos  ambos 
dominios,  y  pudíendo  por  lo  tanto  disponer  libremente  de  los  bienes  arren- 
dados, renovando  los  contratos  en^  la  forma  que  mejor  vieren  convenirles; 
pero  que  algunos  de  los  arrendatarios,  no  solo  se  resistían- al  reconocimien- 
to del  dominio  directo,  sino  basta  i  la  satisfacción  de  la  renta ,  suplicaron 
se  declarase  que  los  referidos  bienes  eran  en  ¿mbos  dominios  de  so  perte- 
nencia, y  que  se  condenase  á  diez  y  siete  arrendatariosrde  los  mismos  ¿  su 
entrega  y  al  pago  de  las  rentas  que  se  hallasen  adeudando: 

Resultanao  que  varios  de  los  demandados  y  otros  contra  quienes  no  se 
Uabia  dirigido  la«demanda,  la  contestaron  solicitando  que  se  les  absolviera 
de  ella,  fundados  en'que  la  escritura  de  i750  no  había  sido  realmente  de 
foro  sino  de  arriendo,  en  prueba  de  io  cual  el  Cabildo  reconocía  como  fore- 
ros á  los  demandados  que  sin  alteración  de  renta  cultivaban  las  fincas, 
traspasaban  su  Uei^anaa  y  las  mejoraban  como  dueños  déldemioio  útil,  ha- 
biendo satisfecho  al  Administrador  subalterno  de  Bienes  nacionales  del  par- 
tido la  renta  total  por  los  bienes  de  la  espresada  Juguería: 

Resultando  que  practicada  prueba  por  las  partes,  dictó  sentencia  el  Juez 
de  primera  instancia ,  que  fué  apelada  por  los  demandados ,  y  que  por  la 
que  pronuncié  la  Audiencia  de  Oviedo  en  19  de  enero  de  1898,  se  les  con- 
den(L  á  que  teniendo  á  los  demandantes  por  dueños  de  los  bienes  de  la  Jn- 
guerfa  de  Baños  y  Perofio ,  dejasen  á  su  disposición  los  que  llevasen  de  la 
misma  y  le^  pagasen  las  rentas  que  les  fuesen  en  deber,  todo  sin  perjuicio 
de  la  reserva  de  derecho ,  para  que  tanto  el  Ministerio  fiscal  cooio  ios  de- 
mandados pudiesen  utilizar  los  recorsos  y  acciones  que  creyesen  oooTeoiea- 
tes  en  el  Tribunal  competente  y  correspondiente  juicio: 

Resultando  que  al  ejecutarse  esta  sentencia  se  opuso  á  ello  d  Gobierno 
de  provincia,  basta  que  se  resolviese  el  espediente  incoado  en  él  por  los  lle- 
vadores de  los  bienes ,  sobre  nulidad  de  la  redención  que  de  sus  rentas  ha- 
bía verificado  D.  Mariano  Pola,  lo  cual  produjo  una  nueva  apelación  que  se 
terminó  mandándose  cumplir  la  ejecutoría,  la  cual  se  llevó  á  efecto  dejando 
los  demandados  los  bienes  á  disposición  de  los  demandantes ,  sm  perioicio 
del  derecho  que  dijeron  les  asistía  y  del  resultado  definitivo  que  tuviera  el 
espediente'  incoado  por  el  ramo  de  Hacienda: 

Resaltando  que  en  28  de  setiembre  de  1859  los  recurrentes  entablaron 
nueva  demanda  contra  D.  Antonio  García  Barrosa  y  otros,  hasta  el  número 
de  diez  y  seis,  que  protestando  no  haber  litigado  en  el  pleito  anterior,  se  o^ 
gabán  á  arrendar ^  pidiendo  que  dejasen  á  su  disposición  los  bienes  que  lie* 
vaban  pertenecientes  á  la  Juguería,  y  pagasen  sus  rentas  en  la  misa»  fisr- 
ma  en  que  se  habla  condenado  á  los  anteriores,  annqué  foese  y  se  estén- 
diera  con  la  reserva  de  derecho  concedida  á  los  mismos: 

Resultando  que  los  nuevos  reconvenidos  impogoaron  la  demanda  apo* 
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jénáxAer^ü  k»  mlsiiioi  fandioidDU»  4|Qe  lo  habUn  heeho  los  de  la  anterior 
T  alagando  además  ^tftf  $1  düfUdo  nunca  había  tenido  fn-opifiad  en  ¿oa 
iNMaa  da  que  se  traUtbOf  sino  solo  ei  derecho  de  percibir  el  cuarto  de  los 
frutos  como  lo  iu vieron  en  otro  tiempo  los  Párrocos  y  demás  participes  res- 
pecto á  dieunoften  toda  oíase  de  bienes»  sin  que  por  eao  fuesen  señores  de 
ellos: 

Resultando  qoe  practicada  prneba  por  las  partes,  dictó  sentencia  el  Juez. 
de  primera  instancia  condenando  á  los  demandados  á  restituir  á  los  de- 
mandantesy  como  de  su  propiedad,  los  bienes  que  sesultasen  llevar  porte* 
necientes  á  la  espresada  Juguerfa,  y  á  satisfacerles  .las  rentas  que  aden» 
daseo: 

Resaltando  que  apelada  esta  sentencia  por  Barrosa  y  consortes,  la  Sala 
segunda  de  la  Audiencia  de  Oviedo,  por  la  que  pronunció  en  23  de  noviem- 
bre de  1860,  la  conOrmó  tan  solo  en  cuanto  por  ella  se  condenaba  á  los  de- 
mandados á  satisfacer  á  los  demandantes  las  rentas  que  les  adeudaseo,  las 
cuales  satisfarían  én  lo  sucesivo  según  16  babian  verificado  hasta  entonces, 
revocándola  en  lo  demás  que  comprendía: 

Resultando  que  O.  Mariano  Pola  y  consortes  «itefpusiepen  recurso  de 
casación  citando  como  infringidas  las  leyes  27,  tít.  2.%  22,  tiL  29;  y  5.*, 
tit.  30,  Partida  3.^,  y  la  doctrina  admitida  y  sancionada  por  este  Supremo 
Tribunal  en  sentencia  de  28  de  marzo  de  1859,  según  la  que,  sí  bien  por 
regla  general  las  ejecutorias  no  perjudican  al  oue  noba  litigado,  declarada 
una  vez  la  nulidad  ó  validez  dé  un  título  justincativo  de  dominio,  no  puede 
fallarse  después  en  sentido  contrario;  y  en  este  Supremo  Tríbonal  se  citaron 
también  como  infringidas,  la  regla  22  del  Derecho  contenida  en  el  Ut.  34 
4e  la  Partida  7/,  y  la  doctrina  contenida  en  la  sentencia  de  i 8  de  marzo  de 
1861,  segan  la  que,  siendo  idéntica  la  causa  de  pedir  ó  idénticas  Us  condi- 
ciones de  las  personas  con  relación  al  título  con  que  se  pide,  la  declaración 
de  eficacia  de  los  títulos  en  la  primera  sentencia  produce  necesariamente 
para  la  segunda  demanda  escepcion  de  cosa  juzgada,  cuando  los  derechos 
invocados  son  los  mismos,  por  mas  que  las  personas  sean  distintas: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Minlstrq  O.  Pablo  Jiménez  de  Palacio: 

Considerando,  en  cuanto  al  primer  fundamento  del  recurso,  que  sWm 
la  regla  general  babada  en  nuestras  leye^  de  Partida,  que  establece  que  la  ' 
ooaa  juzgada  únicamente  p^judiea  á  los  que  litigaron  en  el  juicio  en  que 
se  ¿huso  la  ejecutoria,  contiene  algunas  escepciones  aplicables  á  ciertos  ^y 
determinados  caso^,  no  lo  son  al  que  este  pleito  nos  ofrece,  porque  sobre 
ser  distintas  las  personas  que  en  el  figuran  como  demandados  de  las  que  lo 
faeron  en  el  año  de  1838,  son  también  diíerenies  las  razones  y  esdepciones 
qae  hoy  se  oponen  á  la  demanda: 

Considerando,  respecto  del  segundo,  que  los^  casos  resueltos  por  este 
Supremo  Tribunal  en  las  sentendíis  de  18  y  28  de  marzo  de  i859  y  1861, 
por  masque  tengan  alguna  analogía  con  el  de  que  se  trata  en  estos  autos, 
varían  no  obstante  en  el  fundamento  de  la  obligación,  ó  sea  en  el  título  qihs 
sirve  de  fundamento  á  la  acción: 

Considerando  que  por  las  razones  espuestas  no  se  han  infringido  en  la 
ejecutoría,  ni  las  leyes  relativas  al  valor  de  la  cosa  juzgada,  ni  la  doctrina 
consignada  en  las  sentencias  da  esta  Sala,  que  se  invocan  como  íundamea- 
los  del  recurso; 

Fallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  inter^ 
puesto  por  D.  Mariano  Pola  y  consortes,  á  quienes  condenamos  en  las  cosr 
tas;  devolviéndose  los  autos  á  la  Audiencia  de  Oviedo  con  la  certificación 
correspondiente. 
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Asi  por  esta  nuestra  seoteocfia ,  qne  se  publicará  eo'  la  Gaefta  é  ñstf  • 
tara  en  ia  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  tas  copias  necesarias, 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  armamos.— ^Ramon  López  Vacquez.— Ga- 
briel Gerueto  de  Veiasco. — Joaquin  de  Palma  y  Vinuesa.— Pedro  Goma  de 
Hermosa.— Pablo  Jiménez  de  Pa4acio.--Laareano  Rojo  de  Nónagaray.— 
Ventura  de  Colsa  j  Pando. 

Publicación.— Leída  y  publica  fué  tá precedentia aentencia  |>er  el  limo,  se- 
ñor D.  Pablo  Jiménez  de  Palacio,  Ministro  de  la  Sala  primera  del  Sapreño 
Tribunal  de  Justicia^  celebrando  audiencia  pública  la  misma  Sala  eneldia 
de  boy,  de  que  yo  el  Escribaqp  de  Cámara  certifiéo. 

Madrid  28  de  octubre  de  1862.— Juan  de  Dios  Rubio.— ((roceto  de  I.* 
de  noviembre  de  1862.) 


ReciiiHM  de  emsaietoti  (29  de  octubre  de  1862.).— Mgjoa 
oÉftvcHo  Á  ums  BiBNB9.-«Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribu- 
nal Supremo  do  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Don  Antonio  Freijo,  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  se- 
gunda de  la  Audiencia  de  la  Cor  una,  en  pleito  con  Dona  Maria  Ma-' 
nuela  Vázquez  Queipo,  y  se  resuelve: 

1.^  Que  no  puede  ser  impugnada,  útilmente  como  fundamento 
de  casación  una  escritura  de  transacción^  cuando  los  defectos  qm 
se  la  atribuyen,  aun  nicndo  ciertos,  no  interesan  mas  queálos  qw 
en  ella  han  intervenido  ó  traen  causa  de  los  mismos : 

2.^  Que  aun  cuando  la  escritura  de  traTisaccion  de  un  pleito  en 
que  intervienen  menores  sea  otorgada  por  mandadero,  solo  en  el  ca- 
so  de  no  ser  beneficiosa  á  los  menores,  podrán  estos,  y  no  otra  per- 
sena^  invocar  su  nulidad: 

S.^  Que  no  habiéndose  neg/odo  la  personalidad  de  un  ütiganU, 
no  puede  después  fundarse  un  recurso  de  casatíon  en  falla  de  per- 
sonalidad: 

4.^  Que  la  Sala  segunda  del  Tríbunal  Supremo  y  ñola  prime- 
ra es  la  competente  para  conocer  de  los  recursos  de  casación,  fun- 
dados en  falta  de  personalidad  del  litigante  ó  en  cualquiera  otra  f al- 
ta  en  el  orden  de  proceder; 

Y  8.®  que  á  la  Sala  sentenciadora  corresponde  apreciar  el  valoc 
de  la  prueba  testifical  ó  pericial  sumínislrada  por  las  partes  en 
cuestiones  de  hecho,  y  que  debe  estarse  á  dicha  apreciaeian  cuando 
contra  ella  no  re  invoca  ninguna  infracción  kgál. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  29  de  octubre  de  1862,  en  los  autos 
pendientes  ante  Nos  por  recurso  de  casación,  seguidos  ^n  el  Juzgado  de  pri- 
mera  instancia  de  Sarria  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Real  Audiencia  de  ia 
€oruña  por  Dofia  Marfa  Manuela  Vázquez  Queipo,  como  totora  y  curadora 
de  sus  hijos  D.  Manuel,  O.  Vicente  y  0.  José  Antonio  Quiroga,  contra  Don 
Manuel  Somoza  y  hermanos  y  Doña  María  Joaafa  Losada  y  Dona  Francisca 
Somoza,  sobre  mejor  derecho  á  unos  bienes: 
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Resallando  que  Doña  María  Josefa  Rivera,  de  estado  casada,  pero  sin  su- 
-cesión,  otorgó  testamento  en  30  de  noviembre  de  i854,  por  et  cual,  y  para 
el  caso  de  que  su  herencia  no  pudiera  aplicarse  á  ciertos  fines  piadosos, 
institayó  heredero  á  la  persona  ó  personas  que  por  derecho  correspondiera: 

Resultando  que  habiendo  fallecido  al  día  siguiente,  se  previno  testamen- 
taria á  solicitud  de  D.  Manuel  SomOza  y  demás  demandados  hoy,  á  quienes 
seguido  el  juicio  sin  perdonarse  otro  acreedor,  parece  se  dio  la  posesión  ju- 
dicial de  los  bienes,  sm  perjuicio  de  tercero  de  mejor  derecho,  por  auto  del 
Juzgado  de  Guerra  de  la  Capitanía  general  de  Galicia  de  13  de  junio  de 
i858: 

Resultando  que  con  anterioridad,  en  16  de  enero  de  1855,  otorgaron  los 
mismos  una  escrituta  de  concordia,  por  la  que,  conceptuándose  herederos 
^e  Doña  Marta  Josefa  Bívera,  y  deseando  evitar  gastos  y  dilaciones,  convi- 
nieron en  hacer  la  división  de  su  herencia,  adjudicando  una  miud  al  Don 
Manuel  Somoza,  como  hijo  varón  primogénito,  mediante  á  conformarse  y 
declarar  voluntariamente  como  de  cualidad  vincular  todo  lo  de  dicha  heren- 
cia, y  la  otra  mitad  á  los  demás  hermanos  por  iguales  partes: 

Resultando  que  siguiéndose  pleilo  entre  D.  Bernardo  Miramontes  y  Don 
Manuel  Vázquez  Queipo,  este,  como  tutor  de  sus  nietos  D.  Manuel,  D.  Vi- 
cente y  D.  José  Antonio  Quiroga,  sobre  liquidación  de  mayorazgos  y  divi- 1 
sion  de  la  herencia  que  por  fairecimiento  de  D.  José  Alfonso  Pertierra,  de 
Doña  Javiera  Quiroga  Nava  y  de  oíros  parientes  colaterales  liabia  recaído  en 
O.  Bernardo  y  D.  José  Alfonso  y  Quirogn,  otorgaron  escritura  de  transacción 
en  20  de  febrero  de  1857,  representando  al  D.  Manuel  Vázquez  un  apodera- 
do especial,  á  quien  autorizó  al  efecto  en  14  de  aquel  mes,  por  la  cual,  y 
ÍNijo  ciertas  condiciones  cedió  y  renunció  D.  Bernardo  á  favor  de  sus  sobri- 
nos, los  espresados  menores,  todos  sus  bienes  y  derechos  hereditarios:      i 

Resultando  que  Doña  Maria  Manuela  Vázquez  Queipo,  en  concepto  de 
tutora  y  curadora  que  justificó  ser  de  dichos  menores  sus  hijos,  desde  1850 
en  que  se  la  confirió  el  cargo  por  renuncia  de  su  abuelo  D.  Manuel  María 
Vázquez  Queipo,  presentó  demanda  en  13  de  noviembre  de  1858,  pidiendo 
se  les  declarase,  como  cesionarios  de  su  tío  D.  Bernardo  Miramontes^  be^ 
rederos  de  Doñ^  Maria  Josefa  Rivera,  y  se  mandase  en  su  consecuencia  á 
D¿  Manuel  Somoza  y  hermanos  que  les  entregasen  la  herencia  con  los  firutos, 
preña  su  liquidación,  documentos  de  pertenencia  y  demás  anejo  y  depen- 
diente de  ella;  y  ale£;ó  que  hallándose  D.  Manuel  Somoza  y  omsortes  en 
Sninto  grado  de  parentesco  con  la  Doña  María  Josefa  Rivera,  y  D.  Bernar^ 
o  Miramontes  en  cuarta,  según  las  partidas  que  acompañaban;  y  siendo 
principio  incontrovertible  en  materia  de  sucesión  entre  colaterales  que  el 
mas  próximo  escluye  al  mas  remoto,  no  era  duiloso  que  h^iei^do  muerto 
aquella  sin  herederos  forzosos  y  sin  disponer  de  sus  bienes  á  favor  de  per- 
sona determinada  correspondía  su  herencia  al  D.  B'^rnardo  Miramontes,  y 
por  la  cesión  de  este  contenida  en  la  escritura  de  ¿0  de  febrero  de  1857  i 
sos  sobrinos  los  .'espresados  menores,  sin  que  á  ella  obstase  la  posesión  ob- 
tenida por  los  demandados,  porque  además  de  haberlo  sido  sin](>er juicio  de 
tercero  de  mejor  derecho ,  qo  podia  oponerse  á  la  propiedad  ni  constituir 
prescripción  alguna  haciendo  cuatro  meses  que  hablan  entrado  en  ella: 

Resultando  que  D.  Antonio  Díaz  Freijo,  como  marido  de  Doña  Pilar  So^ 
moza,  y  el  hermano  de  esta  D.  Manuel,  solicitaron  se  les  absolviese  libre- 
mente de  la  demanda,  esponiendo  para  ello  que  el  D.  Manuel  no  sucedió  á 
Doña  María  Josefa  Rivera  por  derecho  hereditario,  sino  como  inmediato  su- 
cesor en  los  bienes  vinculados  que  poseía;  que  lo  eran  todos  menos  los  que 
habla  adquirido  de  la  nación;  que  esa  cualidad  vincular  se  rocoiioció  pof 
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todos  los  herederos  en  la  escrUura  de  16  de  «Dero  de  i8S5;  «piefetcaiiK- 
cion  de  20  de  febrero  de  1857  no  fué  ?álida,  ni  aeredHabá  el  carácter  con 
que  lod  menores  se  (Mresentaroo  en  jaícío,  porqnid  su  abuelo  D.  UaQoel  no 
era  persona  legitima  para  ello,  toda  ?e8  que  había  renuoeiado  ja  látela  y 
cúratela  en  12  de  junio  de  i850,  y  discernídose  el  cargo  i  la  madre  <b  1<h 
mismos  ^  por  consigntente  no  pudo  conferir  en  ,i4  de  febrero  de  i857.ei  fM>r 
der  para  otorgarla  ni  pedir  la  autorización  iudíciai  para  transigir  8ot»ede> 
rechos  de  menores:  aparte  de  no  haberse  justiGcado  tampoco  la  necesUaíl 
y  utilidad  de  la  transacción;  pues  si  bien  se  oyó  la  opinión  de.trea  letrado;, 
no  pudieron  estos,  sin  precipitar  su  juicio,  ni  el  Promotor  fiscal  recaqocfr 
y  despachar  un  pleito  de  cinco  pieza*  en  tan  poco  tiempo  como  medié  des- 
de 14  de  febrero  de  1857  en  que  se  pidió  la  autorización  hasta  el  19  eafte 
60  concedió:  que  negaban  que  D.  Bernardo  A^iramontes,  reiHincíaiUe,  ^ese 
el  D.  Bernardo  José  á  quien  seVeferia  la  partida  de  bautismo  preseniada, 
puesto  que  se  le  veía  usar  un  apellido  que  no  era  el  de  los  que  se  snpooiiD 
flus  padres,  por  lo  cual  no  pudo  ser  pariente  de  Doña  Maria  JoseCa  Rivera^ 
ni  representar  derecho  alguno  en  su  herencia:  por  ultimo,  que  loe  esponea- 
tes  estaban  reconocidos  y  declarados  herederos  de  la  misma: 

Resultando  que  habiéndose  personado  otros  de  los  demandados  adiá- 
riéndose  á  la  pretensión  anterior,  se  recibió  el  pleito  ¿  prueba;  y  que  he.- 
chas  las  que  por  una  y  otra  parte  se  articularon,  dictó  sentencia  el  Jaez  aa 
27  de  marzo  de  1860,  que  revocó  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  la 
Goruña  en  21  de  diciembre  siguiente,  declarando  á  D.  Manuel,  D.  Vieepta 
y  D.  José  Antonio  Quiroga,  y  Dona  María  Manuela  Vázquez  Qaoipo«  ooibd 
cesionarios  de  D.  Bernardo  Miraroontes,  universales  herederos  de  Oooaila-' 
ría  Josefa  Rivera,  y  mandando  que  D.  Antonio  Freijo.como  manido  4» 
Doña- Pilar  Somoza,  y  demás  demandados,  dejen  á  su  disposición  los  bieoeá 
y  herencia  de  la  misma  con  frutos  y  rentas  desde  la  contestación  de  la  de- 
manda, salvos 'Cualesquiera  derechos  aae  puedan  tener  como  iamedialossih 
cesores  en  la  parte  de  bienes  vinculados  que  la  difunta  hubiese  disfrntada: 
Resultando,  por  fio,  que  contra  ese  fallo  interpuso  D.  Antonio  Freyo, 
uno  de  los  demandados  en  representación  de  su  mujer,  el  actual  recurso  de 
casación  por  haberse  infringido  en  su  opinión: 

1.^  La  doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales  ^k 
i]ue  los  menores  que  tienen  guardador  legal  no  pueden,  sin  su  interveneieai 
solicitar  ni  obtener  autorización  judicial  para  transigir  pleitoit  sobre  bereo* 
cias  ni  bienes  raícesi»  toda  vez  que  la  sentencia  da  por  válida  la  soIícíUmí 
hecha  y  autoriztícion  obtenida  por  D.  Manuel  Vázquez  Queipo  en  nombre 
de  sus  nietos  cuando  ya  no  era  guardador  de  ellos: 

2.^  L^doG^rina  de  que,  aaun  obtenida  la  autorización  para  transigir,  so 
podiau  por  sí  solos  hacer  transacción  sin  la  intervención  y  asistencia  de  su 
guardador,»  por  cuanto  en  el  presente  caso  los  menores  no  la  tuvieron  da 
8U  madre  Doña  María  Manuela  Vázquez,  entonces  guardadora  de  los  mismos: 

3«®  La  ley  17,  tíL  16,  Partida  6/|  porque  la  escritura  de  Iransaccioo  no 
fué  otorgada  por  í;uardador  de  los  menores,  sino  por  mandadero: 

4.^  La  doctrina  de  que  alas  partidas  sacramentales  no  identifican  al 
que  tenga  y  haya  llevado  siempre  un  apellido  ó  signo  social  diversa  del  qae 
aquellas  espresan,»  y  la  sentencia  considera  lo  contrario: 

5.®    Bi  art.  281  de  la  ley  de  enjuiciamiento  civil,  por  haberse  dado  vaWr 
I.  probatorio  á  documentos  no  cotejados,  y  traídos  al  pleito  fuera  de  ténniao 

y  6in  citación  contraria: 

e.""    La  ley  U\  tlt.  23,  Partida  4.*,  puesto  que  aa  dá  entrada  i  iCra* 
I  montes  en  una  familia  á  quo  no  pertenece: 
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7.*   La  doclríoa  de  que  «la  prueba  testifical  no  baata  para  acreditar  la 
filiaeSoD:» 

Y  8.^  La  deaue  «sin  certidumbre  legal  del  estado  de  las  personas  no 
puede  ejercerse  la  acción  social  oá  basar  sus  príocioios  Ja  acción  jucUcial:» 
Vistas,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Laureano  I^ojo  de  Norzagáray: 
Considerando  que  fa  escritura  de  transacción  de  20  de  febrero  de  4857, 
en  virtud  de  la  qne  adcjuírieron  los  demandantes  ef  derecho  que  les  fué  ce»- 
dido  por  un  tercero  á  dichos  bienes  iierediierios,  oo  puede  ser  impugnada 
útilmente  por  lee  demandados  como  fttodameoto  de  casación,  porque  los 
defectos  que  se  le  atribuyen,  aun  siendo  ciertos,  .noáalereiaD  mas  que  ú  lo ^ 
que  en  elle  bao  intervenido  6  traen  causa  de  los  abismos: 

Considerando  que  aun  cuando  la  referida  escritura  de  transacción  fuese 
otorf[ada  por  mandadero,  solo  en  el  caso  de  ser  i>^neQciosa  á  ios  menores 
podrían  estos  invocar  su  nulidüd,  de  ninguna  manera  el  recurrente,  por* 

3ne  aun  declarada  esta  por  dicha  falta,  no  por  eso  mejoraban  su  derecho  los 
emandados  en  competencia  de  O.  Bernardo  Hiramontes,  pariente  mas  pró- 
ximo de  Doña  Ifaria  Josefa  Rivera,  de  cuya  lierenoia  se  trata: 

GontidaniDdo  que  no  habiéndose  negado  la  personalidad  á  los  deman- 
dantes, se  ba  reconocido  virtunknente  el  iítuto  por  el  cual  r^resentan  los 
derechos  cedidos,  «in  que  piieda /alegarse  en  el  dia  como  motivo  de  casa- 
eieo  la  falta  de  peiisonalidad,  la  que  en  todo  caso  no  córresponderia  á  esta 
Sa.la  decidirla: 

Considerando  que  la  filiación  del  cadente,  cuyos  derechos  representan 
los  cesionario.^;,  se  halla  comprobada  suficientemente,  no  solo  por  prueba 
testifical,  sino  íAslrumental,  habiendo  sido  aquella  apreciada  debidamente 

2r  ia  Sala  sentenciadora  en  uso  de  sus  facultades,  con  arreglo  al  art.  317 
la  ley  de  Bojoiciamiento  civil,  sin  que  contra  dicha  apreciación  ae  haya 
invocado  infracción  alguna: 

Gmiiderando  que  si  bien  se  han  traidopor  el  demandante  á  los  autos 
documentos,  aunque  con  el  debido  juramento,  fuera  del  término  {probatorio, 
|f  sfai  que  se  hayan  cotejado  con  ciíacian  contraria,  no  son  los  únicos  que 
la  Sala  sentenciadora  ha  tenido  presentes  para  la  decisión: 

Y  considerando,  por  lo  eipuesto  anteriormente,  que  la  sentencia  cuya 
tasación  se  solicita,  al  declarar  el  meioi^  derecho  en  favor  de  los  deman- 
dantes á  los  bienes  litigiosos»  no  ha  iniringido  ninguna  de  las  leye&y  doctri- 
nas citadas  por  el  recurrente; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Antonio  Freijo  en  el  concepto  que  ha  litiga- 
do, al  que  condenamos  en  las  costas  del  mismo;  devolviéndose  los  autos  con 
tt  certificación  correspondiente  á  la  Audiencia  de  donde  proceden. 

Así  noreste  nuestra  sentencia,  que  se  publicf^rá  en  la  Gaceta  é  ioser- 
|M4en  la  CoUceion  2^is¿a¿t«a,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias, 
lo  pronunciamos,  mandamoa  y  firmamos. —Ramón  López  Vazquez.~Se- 
wtian  GoAxalez  Nandin.— Pedro  Gómez  de  Hermosa.— Pablo  Jiménez  de 
Palacio.--.Laureano  Rojo  de  Norzagáray.— Ventura  de  Colsa  y  Pando. — To- 
Blas  Ruet. 

Publicación. — Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Itus- 
^"^(00  Sr.  D.  Laureano  Rojo  de  Norzagáray,  Ministro  del  Tribunal  Supre- 
^  de  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  primera 
^1  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  de  S.  M.  y  su  Escribano  de 
uunara. 

Madrid  29  de  octubre  de  1862.— Dionisio  Antonio  de  Puga.— (Gaceta 
Wlk  de  noviembre.) 
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Reearso  de  easaelon.— (29  de  octubre  de  i862.) — ^Divh 
sioN  y  PERTENENCIA.  DE  UNA  HERENCIA. — Sc  declara  por  ia  Sala  pri- 
mera del  Tribunal  Supremo  haber  lugar  al  recurso  de  casacioa  ia- 
terpuesto  por  D.  Mariano  Peinado  contra  la  sentencia  pronuociada 

{lor  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Albacete,  en  pleito  coa  dona 
sabel  Navarro,y  se  resuelve: 

1."^  Que  demostrada  por  el  demandante  con  documentos  púHi^ 
eos  y  privados  cuya  validez  legal  no  haya  sido  impugnada,  la  pau- 
sion  de  la  cosa  litigiosa  con  el  carácter  de  condominio  y  probado 
por  consiguiente  el  derecho  con  que  entabló  la  acción ,  la  sentencia 
que  le  adjudica  dicha  cosa  no  infringe^  ni  la  doctrina  jurbUca  que 
establece  que  la  acción  communi  dividundo  solo  es  procedente  cuan- 
do está  reconocido  el  dominio,  ó  cuando  habiéndose  negado ,  se  ks 
declarado  su  existencia  por  ejecutoria ;  ni  tampoco  las  leyes  1/  fi- 
tulo  14,0  28,  tu.  2.'  de  la  Part,  5.»,  por  no  serle  apUeablesz 

2.^  Que  cuando  para  dictar  una  sentencia  no  se  han  considera- 
do las  cartas  ó  documentos  privados  como  connoscencias,  rto  pue- 
den tener  apUcacion  á  *dicha  sentencia  y  por  tanto  considerarse  co- 
mo infringidas  las  leyes  i^  y  6.%  tlt.  13,  Part.  5.*  que  tratan  de  ¡os 
requisitos  esenciales  para  la  validez  legal  de  las  connoscendas; 

Y  Z^  que  cuando  la  demanda  se  ha  dirigido  á  solioüar  la  di- 
visión de  una  parte  determinada  de  la  casa  litigiosa,  la  senlenm 
que  amplia  y  estiende  la  división  á  toda  ella  infringe  la  fey  16,  li- 
tuto  22,  Part.  5.^, según  la  cual  se  anuía  el  juicio  que  diese  el  jos- 
gador  sobre  cosa  que  non  fué  demandada  ante  él. 

En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  29  de  octubre  de  1862 ,  en  los  aatos 
p&ndíentes  ante  No'$ ,  por  recurso  de  casación ,  seguidos  en  el  Juzgado  de 
primera  instancia  de  la  Tilla  de  Cañete  y  en  ia  Sala  primera  de  ta  Real  Aa* 
dieñcia  de  Albacete,  por  doña  Isabel  Navarro  ,  hoy  sus  hijos  y  herederos 
D.  Faustino,  D.  Felipe  y  D.  Luis  Díaz,  con  D.  Mariano  Peinado ,  sobre  dfi- 
Vision  y  pertenencia  de  una  heredad: 

Resultando  que,  ee  12  de  julio  de  i858>  entabló  demanda  dona  Isabel 
'  Navarro  esponiendo ,  que  era  dueña ,  por  mitad ,  con  D.  Mariano  Peiaail», 
del  heredamiento  llamado  de  Santeroo,  que  lo  componían  dos  caseríos  doa* 
de  tenían  sus  respectivos  colonos;  algunas  tierras  labrantías ,  que  tambiaa 
cultivaban  estos,  y  una  porción  de  terreno  inculto,  poblado  en  gran  parte 
de  monte:  que  este  terreno  lo  disfrutaban  también  ambos  por  mitad,  conao 
dueños;  pero  que  á  pesar  de  haberlo  asf  reconocido  Peinado,  babi&  derri» 
budo,  por  sí  solo ,  gran  parte  del  monte  común,  reduciéndole  á  biadera  eos 
notable  perjuicio  de  la  demandante;  por  lo  cual,  ejeroitaodo  la  acción  cot 
muni  dividundo,  que  autorizaba  á  un  condueño  para  solicitar  la  divisioa 
de  tá  COSÍ  común ,  pretendió  se  hiciera  saber  á  D.  Mariano  Peinado  oooii* 
braso,  por  su  parte,  perito  para  que,  en  unión  con  el  que  por  la  suya  desig- 
naría, procediese  á  la  división  v  amojonamiento  de  todo  el  terreno  incolCe 
ó  poblado  de  monte  de  la  heredad  de  Santeroo,  y  adjudicase  á  cada  ana  de 
las  dos  partes  la  mitad  que  le  correspondiera,  condenando  además  á  Peiaft* 
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-dOy  ai  ab^oo  áela  iqUad  iM  valar  de  loa  píaoa  fae  habla  cortado  ;  rediv* 
cido  á  madera»  eo  el  eepresado  heredamieoto ,  á  la  (a<ieiniüzacioo  de  per* 
juicios  y  ai  pago  de  todaa  jlaa  coalas; 

Resoiuado  que  doSa  Uabel  Navarro  preaentói  con  su  demanda ,. tres 
cartas  dirigidas  á  su  hijo  0.  Fausliao  Diaz  por  D.  Mariano  Peiaado,  qae  laa 
.ha  reconocido  por  sayas ,  en  las  qoe  le  pápenla  le  vendiera  á  Santeront 
,1>ues  ya  $abia  ¡o  poco  que  ks  proauGía^  y  que  tániéndiOlo  por  de  lo$  dos, . 
mmfMseria  lo  miamo: 

ilefliátaadO'qiia  0«  Mariaat  Peinado  iropagnó  la  demanda  pretendiendo 


.se  le  absolviese  de  ella,  declarándose^  q«e  1%  parUKiecia  ea  propiedad  y  po- 
sesión el  referido  heredamiento,  y  alegando  para  dio»  qpn,  el  condominio  en 
que  se  fuodaba  la  demanda  i  estaba  limitado  á  una  dehesa  eadavada  en  la 
lieredad  da  Santeron »  y  (]iie  la  mitad  de  la  dicha  fiehesa  y  la  citada  haré- 
.dad)  coostltiüan  la  dotación  de  un  vínculo  fundado  en  el  ano  de  1597»  por 
Mígnel  Torralva  y  su  esposa,  á  quienes  pertenecian  aquellos  bienes »  y  los 
que  habían,  además»  dejado  la  cantidad  de  2,500  dncados  para  que  su  hijo 
4)ompra8e  la  otra  mitad  de  la  dehesa,  en  el  caso  de  que  el  poseedor  de  ella-, 
JMigqel  Navarro»  obteniendo  Real  licencia  por  ser  vinculada,  quisiese  ven- 
derla» y  qtie»  desde  aquella  fecha»  había  venido  poseyéndose  la  citada  he* 
•  j«dad,  per  loe  antecesores  del  demandado »  habiendo  cortado  en  diferentes 
«nos  los  pinos  que  le  había  parecido,  y  iitiiiaádose  esclusivamente  de  ellos: 

Resultando  que  traídos  por  las  partes  á  los  autos  varios  documentos  pú- 
b\ieoB  V  privados,  para  dedncür  de  ellos  sus  respectivos  derechos,  y  practi- 
cada además  prueba  de  testigos»  en  justificación  de  los  hechos  que  habían 
alegado ,  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instancia,  que  connrmó  sus- 
lancialmente  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Albacete»  en  4  de  abril  de 
igSi»  por  la  que,  declarando  procedente  ia  acción  communi  dimduado, 
•ejercitada  por  los  demandantes ,  como  inmediata  consecuencia  del  condo- 
inioio  que  ostentaban  y  se  les  reconocía  en  ia  mitad  de  todo  el  heredamien- 
to de  Santeron,  mandaron  que  en  su  consecuencia  se  procediera  á  su  divi* 
«ion  y  adjudicación,  designando  la  parte  de  O.  Mariano  Peinado  perito»  que 
en  unión  del  nombrado  por  los  demandantes »  la  efectuasen ,  reservándose 
A  los  herederos  de  Isabel  Navarro  el  derecho  de  repetir,  en  el  juicio  corres- 
pondiente, el  valor  de  los  pinos  que  hubiera  cortado  O.  Mariano  Peinado: 

Resultando  que  por  este  se  interpuso  recurso  de  casación ,  citando  como 
infringidas,  la  doctrina  jurídica  que  establece,  que  la  acción  eommuni  di- 
vidunao  solé  es  procedente  cuando  está  reconocido  el  dominio »  ó  cuando 
habiéndose  negado ,  se  ha  declarado  su  existencia  por  ejecutoria ;  las  leyes 
4.»  y  6.%  tu.  i3]  !.•,  til.  14,  y  Í8,  tít.  2.*  de. la  Partida  3.';  la  doctrina 
jurídica  fundada  en  las  dos  últimas ,  según  la  que,  no  justificando  el  actor» 
debe  ser  absuelto  el  demandado;  y  por  último»  la  ley  19,  tít.  22  de  la  mis- 
roa  Psriida  3." 

Vistos ,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Sebastian  González  Nandin : 

Considerando ,  en  cuanto  á  la  primera  parte  del  recurso ,  que  demostra- 
da por  los  demandantes,  con  documentos  públicos  y  privados  cuya  validez 
iegal  no  ha  sido  impugnada»  y  con  prueba  de  testigos»  que  apreció ,  sin  re- 
t;lamaciou,  la  Sala  sentenciadora  p  la  indisputable  posesión  en  que »  con  el 
«carácter  de  condóminos ,  han  estado  constantemeate  ellos  y  sus  aniepasa- 
tios ,  de  la  heredad  de  que  se  trata ,  y  probado ,  por  consiguiente ,  el  dere- 
ebo  con  que  entablaron  ia  acción,  que  ha  sido  objeto  del  presente  litigio» 
ni  lia  sido  infringida  por  la  sentencia  ia  regla  jurídica ,  en  tal  concepto  ci- 
tada, ni  son  apticabies  laa  leyes  L\  tíu  i 4,  y  28,  tft.  2.''  de  la  Partida  3.*» 
referentes  á  que  la  pru$ba  perlmesoe  al  demandador,  omndo  ia  oirapar^ 
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le  rmaté  to  áie^wda^  y  é  la  pro  ^u»  ik»m  6  lo$  Íwm$s4i  Mm  leimsís 

^ pms9(m'&eia9^9aé\    • 

GoQsiderando  qoe ,  apreciadas  por  )a  *64Utt  1»  «if Ws  del  étmnM^ 
.i$6to  cofÉofiKiro^  tddcnmlfttítt^lkltorraMés  4  lOd  iMiidlitltaM/y  m'm»  «leoo- 
'tsepto  de  éwiifoscencia^,  por<(üe  en  tai  \ca«o»  eüá  eilas'eseliiaWtfilMile  1ra- 
iHeran  fondado  da  faHo,  eareceti  tamMén  "de  íapWeacion  las  lefes  4;*  y  <.\ 
dt.  13 'dé  la  mendenadat^rtida,  <|ae  tnitsa  8^  los  ¥e<}cifeítos  esmcialeí» 
para  la  validez  legal  de  las  conoscencias : 

Considerando,  respecto  nt  último 'fuiMamente del  reoiifm,fVft  eri- 
giéndose la  demanda  a  la  'dr?Jsion  y  «mojonamiente  áel  terraio  ineiilio  6 
7X>6teíAo  de  moftf^  áe  la  heredad  de  Sanietm^'ém^^éi  una  fiarte  #Mea* 
'ttiente,  de  dicha  tieredadf,  la  sei^tencia  qoe  amista  yestieiidela^linwNii 
todaelia/ha  infringido^a  ley  i6,  tft.  tt  de'lá  Partida  3.*»  iüvoead*  pnr  «I 
recurrente  ,  la  cual  anula  e¿  ytiioto  que  diere  djwsjf^idar^  -eokte  «om  qm 
non  fué  demandada  ante  éh, 

Fallamos,  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  haber  fURar,  por  to  io» 
fracción  referida ,  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Mariano  ^eiot- 
do,  y  en  su  eohsecaencía  casamos  y  annlirmoa  la  «sentencia ,  qoe  en  4  di 
abril  de  4^61,  dictó  la  Sala  primera  déla  Audiencia  de  Aliraeote. 

Asi  por  esta  nuestrn  sentencia ,  qne  se  publicará  en  IrOaeOm  é  l«9er> 
iará  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las  coptaa  nMvsamn, 
1o  pronunciamos,  mandamos  y  flrmamos.--Ramoil  Lopeat  V8MriWK.---Se- 
bastiati  González  Nandin.— -Pedro  Gómez  de  Hermosa. — Pablo  Jira«w»  da 
Palacio.— Laurearlo  Rojo  de  Norzagaray.-- Ventura  de  Colsa  y  Pando. — ^To- 
más Hoet. 

Publicación.*^ Leida  y  pnblfcada  fué  la  precedente  sentencia  por  «I 
Cxcmo.  é  limo.  9r.  D.  Oamon  López  Vázquez ,  Presidente  de  la  Sala  fti- 
mera  del  'Supremo  Tribunal  de  Justicia ,  celebrando  audiencia  púbKoa  la 
tnisma  Sala  en  el  día  de  hoy ,  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  xs^rtifieoL 

Madrid  29  de  octubre  de  i862.--Juan  de  Dios  Rubio.-^('6ao0(4f  ée  7 
<le  noviembre  de  1862.) 


Re^iarso  Ae  easaeiota  (30  de  octubre  de  1862.^. — ^Pirts* 
KUfciA  DB  BIENES.— Se  dccIara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Sa- 
premo»  no  haber  lugar  al  recurso  de  tasación  interpuesto  por  la 
viuda  y  heredaros  de  D.  Antooio  Saachez  Barrancos,  contra  la 
sentencia  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  la  Audieocia  de  Se* 
villa,  en  pleito  con  su  hermaao  D.  Diego,  y  ae  resuelve : 

i.^  Que  la  amon  que  nace  del  controlo  de  Soeiedad,  eorrea^ 
pende  á  cada  uno  de  los  sodas  para  recUmar  el  eampUntíenio  éa 
las  oblig'aciones  que  recíprocameítte  se  hayan  impuesto^  ó  que  na 
son  propias  de  la  naltiraieza  del  mismo  contrato: 

2.^  Que  cuando  procede  el  ejercicio  de  la  acción  que  tutee  del 
contrato  de  sociedad,  y  en  efecto  se  ejercita,  no  puede  considaxursa 
infrifigido  el  principio  legal  en  cuya  virtud  las  obligaciones  que  de^ 
rivan  délos  eofUratos,  solo  tienen  efecto  con  relación  á  las  persamm^ 
é  cuyo  favor  ^^eUabkeen : 
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S/'  Que  la  ley  4»»  OL  8.%  (í«.Ia  Por/.  8..%  qiie€9tableec  porre- 
óla general  qm  la  eosa  eemprada  eon  dimre^  ajenio  debe  ser  de 
aqael  que  ht%o  la  eompraennombre  myo,  no  ee  aplieabU  aleaeoett 
que  lo  comprado  por  un  iodo  no  lohk  eidoeon  dmero^eijem  sttM^ 
con  el  de  lia  Socitdadi 

T4/*  que  no  pueden  considerarse  como  infringidú^  jpor  una 
eentencia^  U  por  tanto  servir  de  fundamento  dé  cosodkm,  teyes  que 
no  son  aplieables  al  caso  oléelo  ¿el  litigio. 

Ca  la.  villa  y  corta  de  Madrid»  á  30  da  octubre  de  i802,  eo  los  aqtos  que 
oor  reaucao  da  caaacíoo  peodao  aote  Nosaeguidos  ei^  al  Juzgado  de  primera 
instaúcia  de  Utrera  y  eo  la  Sala  segunda  de  la  Real  Aúdieocia  de  S<ivIIIa 
por  D^na  Marfa  del  Castillo  Graqados,  viuda  de  D.  Diego  Sánchez  Barran- 
cos y  sus  hiioe»  coa  el  hermano  de  éste  D.  Antonio,  hoy  au.  viuda  y  i^er^e- 
roa^  aehre  pertenencia  de  la  mitad  da  unos  cortijos: 

Reauiiaodo  que  D.  Diego  y  D.  Antonio  Sánchez  Barrancos  formaron  so- 
ciadad  en  el  ano  de  1822  para  conservar  unida  su  fortuna  y  promover  sus 
iDteresns,  la  oval  eontinuacon  desde  1833  á  li843  bap  la  base  de  ser  parti- 
bles  par  Boitad  las  ganancias  ó  pérdidas»  y  encargarse  el  primero  de  la  di* 
recctoo  da  ios  asuntos  interiores  de.  la  villa  de  Lebríja  y  custodia  de  fiwdoSt 
j  al  safando  da  la  labor  y  4aaiá8  nagocios  que  ocurrieran  fuera  de  aouella. 

ResuUaado  que  dichos  dos  hermanos»  arrendatarios  de  los  cortijos  de 
Doolialendo  y  Casas  da. Pedro  Rodríguez,  propios  del  Marqués  de  Sor- 
tes,  le  auminisiraron  varias  cantidades  que  les  pidió  para  atender  á  sus  oe- 
cesidades,  y  que  por  escrituras  de  3  de  febrero  y  8  de  mayo  de  4840  se 
4M\g6  á  pagar  en  los  plaza»  de  ocho  y  tres  años  60^000  rs.  por  la  primera 
y  24,00^  por  la  segunda  al.  D.  Antonio  Sánchez  Barrancos,  facultándole 
para  que  en  el  caso  da  que  trascurrieran  sin  haberlos  satisfecho  se  reinte- 
grase eon  la  mitad  de  la  renta  del  cortijo  de  D.  Meleúdo  que  estaba  labrao- 
do»  y  el  cual  quedaba  hipotecado  especialmente: 

ResuUando  que  en  5  de  octubre  de  1842  otorgó  otra  escritura  el  Var- 
qnés  de  Sortas,  por  si  y  aomo  apoderado  de  su  hermano  é  inmediato  suce- 
sor» ea  unían  con  D.  Antonio  Sánchez  Barrancos,  por  la  que»  después  de 
aianifestar  que  éste  les  había  facilitado  191,000  rs.,  que  unidos  á  los  ánta- 
noras  crédátos,  aaaatituíaa  la  cantidad  de  275,000  rs.,  se  obligaron  ésatie- 
facerlos  en  el  término  de  cuatro  anos  desde  aquella  fecha^  pasados  los  cua- 
les sin  haberlo  veri6cado  prometiaron  vender  á  Sánchez  el  cortijo  de  Don 
11  alendo  y  Gasas  da  Pedro  Rodrígujaz  por  el  precio  y  con  las  condiciones 
^oe  estipularon : 

Resollando  que  habiéndose  separado  los  hermanos  Barrancos  de  la  so* 
eiedad  que  nevaban^  J  dividido  sus  bienes  siq  resolver  nada  del  precedente 
crédito,  hizo  el  Marqués  cesión  de  bienes  á  sus  acreedores*  comprendiendo 
en  la  relación  jura4ft  de  los  ^le  deberían  sujetarse  á  liquidación  a  D.  Anto- 
nio Sánchez  Barrancoa  por  la  suma  da  320,000  rs.: 

Resultando  que  por  la  cláusula  noveua  del  testamento  que  en  19  de 
«bríl  de  1852  otorgó  D.  Diego  Sánchez  Barrancos  declaró  que  por  espacio 
da  Tarios  años  había  tenido  su  caudal  en  compania  con  su  hermano  D,  Aur 
Kmlo,  pero  que  después  aa  separaron  y  partió  recibiendo  cada  ukio  $u  res- 
pectiva mitad,  sin  que  se  adeudaran  reciprooameola  cosa  alguna,  y  por  la 
cláusula  décima  manifestó  para  que  coutase  á  su  familia  que  en  la  quiebra 
j  concurso  del  Margues  de  Sortea,  se  la  adeudaban  137,500  rs.,  asi  como  i 
so  hernanoi  otra  ig«al  cantidad:  ^ 
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ResnltaDdo  qoe  litlriendo  sido  aotoridado  él  llirq«<s  de  Sortes  j'el  Sfa- 
dico  del  eóneano  del  mismo  pan  ia  enaieucioii  eitnjadiciai  de  loe  eor- 
üjoi  de  D«  Metondo  y  Cteas  de  Pedro  Rodrígueiif  olor|||eroa  une  ee(»itafe 
en  I.*  M  eetiemlire  de  1855 ,  en  uoioa  coo  el  inmadUle  sucesor,  por  la 
que,  teniendo  en  cuenU  que  O.  Aolonio  Sánchez  Barrancos  era  el  ünloo 
aereeder  escriturario  que  tenia,  hipotecados  á  su  fat or  dichos  cortijos  por 
le  cantidad  de  275.000  rs.»  según  la  escritura  de  5  de  octubre  de  1842, 
con  la  promesa  de  venta  por  la  suma  en  que  se  apreciasen,  vendieron  y 
traspasaron  al  D.  Antonio,  sus  herederos  y  sucesores  los  espresados  eortí* 
jos  por  precio  de  400,000  rs.,  de  los  que,  deducidos  275,000  que  tenia  re- 
cibidos el  Marqués,  entregó  e(  comprador  en  el  acto  125,000  para  el  com- 
pleto de  aauel,  siendo  condición,  entre  otras,  la  de  declarar  nula  la  escri- 
tura de  5  de  octubre  de  4842: 

Resultando  que  habiendo  llegado  á  noticia  de  la  viuda  y  herederes  de 
D.  Diego  Sanehea  Barrancos  e(  otorgamiento  de  la  anterior  venta,  presen» 
taron  demanda  en  9  de  diciembre  de  i856,  |>idiendo  que  por  la  accioQ  que 
emanaba  de  la  sociedad  celebrada  entre  D.  Diego  y  D.  Antonio,  se  declarase 
lea  tocaba  en  representación  del  primero  y  en  pleno  dominio  la  mitad 
de  los  cortijos  denominados  D.  Melendo  y  Gasas  de  Pedro  Rodrigues, 
previo  abono  que  estaban  dtspnisstos  i  ejecutar  de  62,500  rs.,  mitad  &  los 
125,000  que  entregó  el  segundo  en  el  acto  del  otorgamiento  de  la  escrílura 
de  venta,  y  en  su  consecuencia  que  como  actual  tenedor  de  las  fincas  se^ 
condenase  al  mismo  á  que  percibiese  dicha  suma  y  entregase  la  mitad  de 
los  espresados  cortijos  con  los  frutos  y  rentas  producidos  y  debidos  produ- 
cir, otorgándoles  la  consiguiente  escritura;  y  alegaron  en  apoyo  que  los 
125,000  rs.  entregados  al  Marqués  de  Sortes  correspondían  jpor  iguales 
partes  á  los  dos  hermanos,  como  consecuencia  del  carácter  universal  qoe 
llevaba  la  compañía  y  con  la  misma,  partieipaeion  en  las  resultas  buenas  ó 
malas  de  su  cobro:  que  sun  coando  se  disolvió  la  sociedad  en  1843,  quedó 
subsistente  respecto  á  dicho  crédito,  que  no  se  adjudicó  á  ninguno,  y  por 
eso  el  dominio  de  los  predios,  cuya  trasmisión  se  consignaba  en  la  escrito- 
ra de  venta,  les  correspondía  por  mitad;  y  que  por  la  de  f  842  se  concedie- 
ron los  cortijos  al  colono  con  ventajas  y  esperanzas  que  perteaecian  á  la 
compañía,  por  mas  que  se  otorgase  solamente  á  nombre  de  D.  Antonio  por 
ser  el  encargado  de  los  negocios  esleriores  de  la  villa  de  Lebr^a,  siendo  la 
de  1855  el  complemento  de  la  promesa  hecha  en  la  primera,  y  no  podien- 
do hacer  suyas  aquel  las  consecuencias  de  la  compañía: ' 

Resultando  que  el  demandado  pidió  se  le  absolviese  libremente,  y  es- 
puso para  ello  que  la  compra  do  los  cortijos  la  hizo  esclusivamente  pira  sí, 
pues  si  bien  era  cierto  que  los  275,000  rs.  suroinistrades  al  Marqués  eran 
suyos  y  de  su  hermano  y  salieron  del  caudal  de  la  sociedad,  perteneció  á 
esta  hasta  el  día  en  qoe  se  disolvió,  y  en  que  D.  Diego  recibió  lo  qoe  le 
cerrespondia,  llevando  el  cortijo  de  San  Rafael  del  Cubo  y  dejando  al  es- 
ponente  los  litigiosos:  que  al  concluirse  dicha  sociedad  no  se  hizo  liqui- 
dación general,  y  por  lo  mismo  no  se  sabia  si  la  mitad  de  aquel  cráito 
efa  de  uno  solo  ó  de  ambos,  pues  la  declaración  testamentaria  de  0. 
Diego  no  manifestaba  la  obligación  dé  entregársela ,  si  no  que  esta  debia 
nacer  de  uno  documento  que  el  esponente  hubiese  Grmado:  que  so  herma- 
no no  tendría  ni  podría  tener  contra  él  acción  real  originaria  del  dominio, 
porque  de  la  promesa  de  venta  que  les  hideron  nacería  una  personal  con- 
tra el  Marqués ,  ó  su  concurso,  mas  no  contra  el  esponente,  á  quien  se 
trasmitieron  los  derechos  dominicales  después  de  disoelu  la  sociedad: 
que  aun  cuando  el  crédito  hipotecario  correapondieae  á  ke  dos,  cesé 
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t(>da  iDancomaoidad,  porque  tanto  en  el  arriendo  de  los  cortijos  como  en 
la  recepción  de  ios  productos,  continuó  el  esponente  desde  que  su  her- 
mano le  entregó  lo  que  tuvo  á  bien  del  caudal ,  estendiéndolo  así  el  migrc:> 
al  consignar  en  la  cláusula  décima  de  su  testamento  para  que  constase  á 
su  familia  lo  que  el  Marqués  debía  á  cada  unfo  ;  y  que  las  ventajas  ofrecidas 
en  la  escritura  de  1842  habrían  sido  para  la  sociedad  sino  Sj9  hubiese  di- 
saelto,  porque  así  como  si  D.  Diego  se  nubiese  resistido  d  comprar  y  obli- 
gado hubiese  adquirido  para  si.  otro  tanto  sucedía  por  la  escritura  de  i85o> 
mucho  oías  cuando  el  que  vendió  fué  el  Síndico  del  concurso  que  no  habiu 
contraído  compromiso  para  ilevarl  efecto  la  promesa  de  venta,  concur- 
riendo el  Marqués  al  otorgamiento  por  condescendencia  con  los  acreedores , 
mas  00  por  su  derecho  ni  por  necesidad: 

Resultando  que  el  demandante  contestó  al  replicar  que  la  promesa  de 
venta  hecha  en  la  escritura  de  1842  lo  fué  á  los  dos  hermanos,  y  que  la  de 
1855  debía  ser  considerada  como  resultado  inmediato  de  aquella;  eiístien- 
do  entonces  de  hecho  y  de  derecho  la  mancomunidad  de  intereses,  y  ci'.ó 
en  apoyo  la  ley  17,  tít.  iO  de  la  Partida  5.': 

Resultando  que  el  demandado,  invocando  esa  misma  disposición,  nogj 
al  duplicar  que  la  sociedad  adquiriese  en  1833  el  carácter  de  universal  que 
se  atribuía,  toda  vez  que  al  constituirse  no  existió  el  pensamiento  de  esctuir 
la  poi^ibilidad  de  una  adquisición  separada  que  conviniese  hacer  á  cualquie- 
ra de  los  socios,  v  por  consiguiente  fué  particular,  y  mientras  otra  cosa  no 
se  probase»  «era  de  creer  que  los  375,000  rs.  se  los  entregó  su  hermano  á 
cuenta  de  su  iiaber: 

ReGuttando  que  recibido  el  pleito  á  prueba  y  hechas  las  que  las  partes 
eslimaron  conducentes  á  su  propósito,  dictó  sentencia  el  Juez  en  8  de  mar- 
zo de  1858  declarando  que  tocaba  y  correspondía  en  pleno  dominio  á  Doña 
Haría  del  Castillo  Granados  y  á  sus  hijos  D.  Benito,  Doña  Antonia,  Doña 
Leonor  y  Doña  Juana,  viuda  y  herederos  de  D.  Diego  Sánchez  Barrancos,  y 
en  su  representación,  la  mitad  de  los  cortijos  denominados  D.  Melendo  y 
Gasas  de  Pedro  Rodríguez,  condenando  en  su  consecuencia  á  D.  Antonio 
Sánchez  Barrancos,  su  poseedor,  á  entregar  ¿  aquellos  la  mitad  de  los  mis- 
mos, otorgándoios  la  oportuna  escritura  con  abono  de  los  frutos  y  reutas 
producidos  desde  la  contestación  á  la  demanda,  percibiendo  préviameutc 
de  los  mismos  62,500  rs.,  mitad  de  los  125,000  que  D.  Antonio  entregó  eu 
el  acto  del  otorgamiento  de  la  escritura  de  venta  de  los  cortijos: 

Y  resultando  (]ué  coníírmada  dicha  sentencia  por  la  Sala  segunda  de  la 
Audiencia  de  Sevilla  en  12  de  noviembre  de  1860,  con  la  adición  de  enten- 
derse todo  lo  que  hacia  referencia  á  D.  Antonio  Sánchez  Barrancos  con  su 
viuda  y  herederos,  mediante  á  su  fallecimiento,  interpusieron  estos  el  ac- 
tual recurso  de  casación  por  haberse  quebrantado  en  su  concepto  la  doc- 
trina legal  admitida  constantemente  en  la  jurisprudencia  práctica  de  quo 
«la  acción  reinvindicatorie  puede  ejercitarla  únicamente  el  que  tiene  título 
dé  dominio,»  pues  precisados  los  demandantes  á  manifestar  cuál  era  la  ac- 
ción instruida,  lo  hicieron  confundiendo  la  naturaleza  de  la  real  con  la  per- 
sonal de  pro  socio  y  comuni  dividundo,  que  dijeron  comprendía  su  deman- 
da, cometiendo  el  error  de  confundir  el  origen  de  una  y  otra;  la  ley  49,  tí- 
tulo S."*,  Partida  5/,  que  establece  que  el  que  compra  con  dinero  ajeno 
hace  suyo' el  objeto  de  la  adquisición,  menos  en  los  casos  que  esceptúa,  nin- 
Ki»no  de  los  cuales  es  el  de  la  cuestión;  y  la  doctrina  constante  é  inconcu-^u 
de  que  la  novación  constituye  una  obligación  completamente  nueva  y  alte- 
ra el  primitivo  contrato  hasta  el  punto  de  quedar  este  estinguido  y  no  pro- 
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(lucir  efecto  almitio,  habiéndosecitado  tambisDen  esteTríbiinalSii|praM 
como  contrariados  per  la  sentencia: 

Primero,  el  principie  en  caya  virtud  las  obligaciones  qae  derivan  daloi 
contratos,  solo  tienen  efecto  coa  relación  á  las  personas  á  cnjo  favor  se  «• 
tablecen. 

Segundfo,  et  principio  de  que  la  prueba  qae  resalta  de  no  instrnaanto 
público  respecto  á  la  índole  y  efectos  de  la  oblig^icion  comprendida  eo  el 
mismo,  no  puede  ser  quebrantada  por  meros  indicios  ó  preaanclones. 

Tercero,  el  principio  de  interpretacioii  consignado  en  la  regla  i  14,  ti- 
tulo i7,  libro  5.®  del  Digésto,  que  dice  fn  obseuri»  íniptei  soleiquoitm 
simüius  est. 

Cuarto,  el  consignado  en  la  ley  87,  tít.  i6,  lite)  2.^  del  mismo  é  anal- 
mente aceptado  por  la  jurisprudencia,  en  cuyir  yirtml  la  oscuridad  de  oa 
pacto  debe  interpretarse  en  daño  de  aquelfo^  %n  quorum  fuUfXítettaUk» 
gem  apnrtius  conseribere, 

Qdinto,  el  principio  igualmente  adoptado  por  la  juríspradenda  y  esta- 
blecido en  el  Digestó,  ley  47,  tít.  7.'',  libro  44,  en  virtud  del  «ae  las  dudas 
en  punto  ¿  obligaciones  deben  resolverse  á  favor  de  la  libertan. 

Sesto,  el  que  obliga  al  heredero  no  solo  áf  pasar  por  ^a  propias  cODle- 
siones,  sino  además  piór  las  becbas  por  el  testador. 

Y  sétimo,  las  leyes  3/  y  6.^  del  tít.  fO,  Partida  6.*,  mediante  á  loas- 
puesto. 

Vistos,  stetíáo  Ponente  el  Ministro  D.  Gabriel  Geruelo  de  Yéllasco. 

Considerando  que  la  acción  ejercitada  en  este  pleito  ha  sida  la  que  nace 
.  del  contrato  de  sociedad  y  corresponde  á  cada  uno  de  los  sédos  para  recla- 
mar el  cumpiimienio  de  las  obligaciones  que  recíprocaiúente  se  bayan  in* 
puesto  ó  que  son  propias  de  la  naturaleza  del  mismo  contrato,  y  no  ha  podi- 
do por  lo  tanfo  ser  infringida  lá  doctrina  legal  que  en  primer  lugar  se  dtt: 

Gonsidei'ando  que  no  es  aplicable  á  la  pdesente  cuestión  la  ley  49,  titu- 
lo 5.**  de  la  Partida  5.*,  que  eistablece  por  regia  general  que  la  coea  com- 
prada con  diiiero  ajeno  debe  ser  de  aquel  que  hizo  la  cofopra  en  nombre 
suyo,  porque  eo  el  caso  actual  rio  coraprd  el  causante  de  los  recurrentes 
los  cortijos  de  que  se  trata  con  dinero  ajeno,  sino  con  el  de  la  sociedad  que 
habla  tenido  con  su  hermano,  y  cuyos  efectos,  en  cuanto  á  esta  negodadoa, 
subsistían  todavía,  y  por  consiguiente,  solo  á  favor  de  la  misma  sodedid, 
en  virtud  del  convenio  de  5  de  octubre  de  i  842,  pudieron  legalmeate  ad- 
quirirse: 

Considerando  que  la  escrílu^'a  de  venta  de  dichos  cortijos  no  prodajo 
una  novación  del  contrato  celebrado  por  la  del  referido  dia  9  de  octubre  ea 
beneficio  de  la  sociedad  representada  por  D.  Antonio  Sánchez  Barraocos, 
como  encargado  de  la  dirección  de  todos  los  negocios  que  ocurrieran  fuera 
de  Lebrija,  sino  aue  fué  y  debe  considerársela  como  el  complemento  de  la 
obligación  coOtraida  en  esta  áltima,  no  habiéndoselpor  lo  tanto  infringido  la 
doctrina  que  respecto  á  este  particular  se  cita; 

Y  considerando  que  por  los  fundamentos  que  acaban  de  esponene  no 
tienen  aplicación  oportuna  á  la  cuestión  que  ha  sido  objeto  del  lítieioloi 
principios  que,  como  admitidos  por  la  jurisprudencia  de  los  TribanaJes,  se 
invocan  en  apo jro  del  recurso,  ni  tampoco  las  leyes  ^.*  y  6.*  tít.  f O  de  la 
Partida  5.^  que  parece  ser  las  que  han  querido  citarse,  la  primera  délas 
cuales  se  liibita  á  determinar  las  especies  ó  maneras  de  compafiias  y  ^ 
pactos  que  en  ellas  pueden  establecerse,  y  la  segunda  solo  trata  en  gmté 
de  las  que  se  forman  sobre  todos  los  bienes; 
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Fáftairtos  tfñfi  debBrioi  deelar&f  t  daelaramos  ao  haber  lugar  al  recurso 
de  Ciisacion  inter^Joasto  por  ki  ?!ada  y  herederos  de  D.  Aotooio  Sánchez 
Bnrt^nco^,  á  quienes  conaeiiamos  en  la^  costas  y  á  la  pérdida  del  depósHOi 
<fevofv1éndose  ios  autos  á  la  Audiencia  de  doude  proceden  con  la  certifica* 
ciotl  ctffrespondiente*. 

A^  por  estíT  nirestra  sedteqci»,  que  se  pnhlíearé  en  la  Gaceta  é  inser-^ 
tata  én  lá  Caletcion  ¡egislaUf>a,  pasándose  af  efecto  las  copias  necesarias»  lo 
prómiQ\&i\imds,  mamihfmos  y  firmamos.-^Ramób  Lepez  Vasgaez.— 4xabriel 
Ceroelo  de'  Velasco.— loaquM  de  Pelma  y  Vinoesa.— Pedro  Gómez  de 
Herrt!P^sa.*i-Pablo  Ihnenezde  Paítelo,— Laureano  Rojo  deNorzagaray.— 
Venttffa  de  Coisat  Pando. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Has*- 
trfsioM  Sr.  D.  GabríelCeruelo de  VetaScK),  MíiUstro  del  Tribunal  Supremo 
de  Jostlciti,  estándose  colebraodo  audiencia  pública  en  sn  Sala  primera  el 
dia  de  la  fecha,  de  que  certifico  como  Secretarlo  de  S«  M .  y  su  Escribano 
dcfCámara. 

Madrid  30  de  octubre  de  1)^62. ^Dionisio  Antonio  de  Puga.— (Gaeeto 
de  4  áe  ac^HcfmbTe  de'  i962.) 


iMa. 


Wíeewnmú  de  casaelon  (80  de  octubre  de  4863.). — 
Pago  de  un4  pensión.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tri- 
iMinal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  iMaouel  Cañete  contra  ¡a  sentencia  pronunciada  por  la  Sala 
primera  de  la  Audiencia  de  Granada,  en  pleito  con  D.  Bernardo  Ra- 
mirez  de  Valenzoela»  y  se  resuelve: 

4.^  ifue  cuando  el  testador  no  impone  condición  almina  al  se- 
ñalar  una  pensión,  ni  hay  ra%on  legal  para  que  exista  aicha  condú 
don,  no  puede  sobreentenderse  que  caíste  alguna  de  las  tácitas  d 
que  se  refiere  la  ley  10,  tit.  4.^  Partida  6.';  . 

Y  2.^  que  cuando  et  testador  deja  á  su  viuda  una  pensión  dia- 
ria por  toda  sü  vida,  sin  señalar  condición  alguna,  no  pierde  dicha 
pensión  aunque  contraiga  ulterior  matrimonio;  no  infíif^iendo  Ia 
sentcftcia  que  asi  lo  declara  la  doctrina  legal  de  que  las  pensiones 
de  viudedad  son  obligatorias  Ínterin  la  viuda  permanexca  en  este 
tstada. 

En  la  villa  y  corle  de  Madrid,  á  30  de  octubre  de  1862  ,•  en  los  aules 
pendientes  ante  Nos  por  recurso  de  casación ,  segoidos  en  el  Juzgado  de 
primer* instancia  do  Andújar  y  en  la  Sala  primer»  de  la  Real  Audiencia  de' 
Granada  por  O.  Bernardo  Ramírez  de  Valeozoela  ,  como  marido  de  Deña 
llaria  Dolores  Soldado,  con  D.  Manuel  Cañete  sobre  pago  de  una  penaion: 

Retnltando  que  D.  inan  Gasenabe  y  Ángulo  otorgó  testamento  en  An» 
dújar  á  2  de  enero  de  1844 ,  en  el  que  diepnso  lo  stgaienle :  «t  Declaro  soy 
fioseedor  de  las  vinculadones  que  fundaron  mis  blsaboeLs  D.  Jo.8Ó  Gaspar 
de  Ángulo  y  Dona  Jeréoima  de  Setomayor,  de  la  que  es  inmediato  sucesor 
mi  sobrino  D.  Manuel  Ga&ete  Gasenabev  quien  después  de  mi  falleclmienlo 
TOMO  vu.  84. 


Digitized  by  VjOOQIC 


jimi6PM»ii9Cif  Gi?a« 

entrará  eo  el  pleDO  goce  de  todos  los  bienes  de  tes  mismas,  en  ateaciMí  k 
no  ser  mi  ánimo  desmembrar  ningana  dela^  üncasde  su  dotación:  porooo- 
siguiente»  y  mediante  á  que  por  la  by  soy  dueño  de  disponer  de  la  miud 
de  todos  estos  bienes  f  y  aun  cuando  asi  no  fu^ ,  todas  las  senoru  viodis 
de  ooseedores  de  tales  fincas  siempre  se  les  ha  concedido  una  deceole  fia-*, 
dodad  con  que  subvenir  á  su  manulenoion^  desde  luego»  movido  de  tanjas- 
tos  sentimientos,  le  señalo  por  este  concepto,  y  por  todo  el  tiempo  y  no  mis 
de  la  vida  de  la  citada  mi  moier  la  Doña  María  de  los  Dolores  Soldado ,  15 
reales  vellón  diarios  desde  el  día  de  mi  fallecimiento^  los  cuales  se  le  pagar- 
ían por  mesadas  6  como  convenga  y  estipule  con  el  lieredero  que  he  da 
nombrar,  por  ser  así  mi  voluntad,»  y  nombro  heredero  único  al  citado  don 
Manuel  Cañete  y  Gasenabe: 

Resultando  que  fallecido  D^Juan  Gasenabe  en  6  de  agosto  de  1853,  sa 
heredero  satisfizo  á  su  viuda  la  citada  pensión  hasta  el  día  iO  de  mano  da 
1858  en  que  contrajo  segundo  matrimonio  con  0.  Bernardo  Baaürez  de  Va- 
lenzuela : 

Resultando  aue  este»  en  representación  de  su  esposa»  entabló  demanda 
en  8  de  agosto  de  dicho  año  contra  Ú«  Manuel  Cañete  y  Gasenabe  pan  el 
pago  de  7,470  rs.  en  que  se  hallaba  en  descubierlo  por  dicho  concepto  y  i 
que  estaba  obtlaado  como  heredero  da  ¿u  difunto  tio;  demanda  que  impug- 
nó aguel  fondado  en  que,  habiendo  la  demandante  contraído  segundo  matri- 
monio, había  perdido  la  viudedad  concedida  por  su  primer  marido  pan 
honrar  su  memoria: 

Resultando  que  replicado  por  la  demandante  que,  si  bien  en  el  testa- 
mento se  usaba  de  la  paia))ra  viudedad»  se  habla  dispuesto  al  propio  tievpo 
que  se  le  pagase  por  todo  el  tiempo  de  su  vida ,  dictó  sentencia  el  Juez  de 
primera  instancia,  que  confirmó  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Grana- 
da en  4  de  enero  de  1861,  condenando  á  D.  Manuel  Cañete  al  pago  dala 
cantidad  demandada : 

Resultando  que  por  este  se  interpuso  en  tiempo  recurso  de  casacioo  ci- 
tando como  infringidas  la  doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia  de  los 
Tribunales,  según  la  que,  pasando  la  viuda  á  segundas  nupcias,  pierde  to* 
das  las  consideraciones  personales  y  títulos  obtenidos  por  consecuencia  del 
enlace  con  su  primer  marido;  la  ley  10»  lít.  4.^  Partida  6.*»  que  define  bs 
condiciones  tácitas,  y  el  comentario  de  ellas  de  Gregorio  López: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Tomás  Huet: 

Considerando  que  la  cuestión  debatida  en  este  pleito  versa  únicamente 
sobre  la  inteligencia  do  la  cláusula  del  testamento  de  D.  loan  Gasenabe  y 
Ángulo  en  favor  de  su  mujer  Doña  Blaría  de  los  Dolores  Soldado: 

Considerando  que  habiendo  dicho  el  testador  terminantemente  enU 
cláusula  espresada:  ccy  le  señalo  por  este  concepto,  y  por  todo  el  tiempo  y 
no  más  de'  la  vida  de  la  citada  mi  mujer  Doña  María  de  los  Dolores  Solda- 
do, 15  rs.  diarios  desde  el  día  de  mi  fallecimiento,»  es  evidente  que  no  la 
impuso  condición  al^na;  y  que  tampoco  hay  razón  legal  paríi  que  exista, 
y  no  puede  por  consiguiente  sobreentenderse  ninguna  de  tas  tácitas  á  qae 
86  refiere  la  ley  10,  tU.  4.°,  Partida  6.*,  que  se  qita  como  infiringida  en 
apoyo  del  recurso: 

Considerando  que  por  la  misma  razón  tampoco  ha  sido  infringida  en  la 
sentencia  la  doctrina  legal  citada  con  el  propio  objeto  de  que  las  pensiones 
de  viudedad  son  obligatorias  ínterin  la  viuda  permanezca  en  este  estudo; 

Fallamos  que  debamos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Manuel  María  Cañete»  á  quien  condenamos 
en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  depositada»  que  se  distribuirá  con 
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am^ á  la  Wj;  devolviéodMd  lo8  aou»  á  U  A«dieBeít  da  GitMda  coo  ia 
cartificacioa  oorrespondieote. 

Así  por  e$la  imastiii  santaneia,  que  sa  pablicari  en  lo  Goeata  ó  ioseria- 
rá  ao  la  Col$eeion  leaitíaHva,  pasándote  al  efeale  laa  copias  neoesarias ,  la 
IvononoiaiDos,  maiminos  j  firmainos.— Ramón  López  Yazquez^-^Sebaa* . 
tían  González  Nandin^^-Gabriel  Geruelo  de  Valaaoo.— Joaquín  de  Palma  y 
Vianefla.^Laureano  Rojo  de  Norzagaray.-— Venlara  de  Golsa  y  Pando.— 
Tomás  Hoet. 

PobüeaeioQ.^-Leida  y  pnblíeada  faé  la  pieeedente  sentenoia  por  el 
limo.  Sr.  D.  Tomás  Huet,  Ministro  de  la  Sala  primera  del  Sapremo  Tribu- 
nal de  Justicia ,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  Sala  en  ei  dia  de 
boy»  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  ceriiSco. 

Madrid  30  de  octubre  de  1862.^uaa  de  Dios  Rubio.— éroosta  de  7  de 
noviembre  de  1862. 


«es. 


Reeiapso  de  eaasa«l*ii  (8  de  noviembre  ie  1862.).— Iba* 
CBRÍA  DKBoimno.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 

Siremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doft 
osé  Joaquín  García  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala 
segunda  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  con  D.  Antonio  y 
Don  Gonzalo  Morillas,  y  se  resuelve: 

1.^  Que  á  la  Sala  sentenciadora  corresponde  apreciar  la  prue^ 
ba  perieUU  ó  teHifical  que  las  partes  sununistren  en  cuetíwnes  de 
hecho,  jf  que  hay  <jue  atenerse  a  ella^  mientras  no  se  alegue  contra 
la  misma  dguna  infracción  legal; 

F2.*  que  estimándose  por  ei  Tribunal  sentenciador,  en  uso  de 
sus  facultades,  que  una  venta  no  se  ha  hecho  maliciosamente  y  en 
fraude  deacreeaor,  no  pueden  considerarse  como  infringidas  por 
dicha  serUeneia  las  leyes  7.%  S.^  y  9.%  tU.  ÍS,  Parí.  5/;  y  la  40, 
tUulo  28,  Part.  Z.\ 

Ba  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  5  de  noviembre  de  4862,  en  los  autos 
qoe  penden  ante  Nos  por  recurso  de  casación  seguidos  en  el  Juzgado  de 
primara  instancia  de  Bsteps  y  en  la  Sata  segunda  de  la  Real  Audiencia  de 
Sevilla  por  D.  Antonio  Morillas  y  D.  Gonaaio  Morillas  con  D.  José  Joaquín 
García  sobre  tercería  de  dominio: 

Resultando  que  D.  Antonio  Morillas  estuvo  desempeñando  el  cargo  de 
Recaudador  y  Depositario  de  contribuciones  ygastos  municipales  de  la  vi- 
lla de  Gilena  por  nombramiento  del  Ayuntamiento  déla  misma  en  loe  ai^os 
de  i8S5,  t8tt6  |r  primer  trimestre  de  4857,  en  garantía  del  cual  otorgó 
con  BU  esposa  Dona  María  de  los  Remedioa  Vergara  una  escritura  en  22  de 
marxo  del  primero  de  dichos  años,  que  sefenevó  en  el  siguiente,  por  Iü 
que  obligaron  á  la  seguridad  de  aquellos  fondos  todos  sus  bienes,  y  se  consf* 
tituyeron  además  por  sus  fiadores  los  hoy  demandantes  D.  Antonio  de  Lu-* 
na  y  D.  Gonzalo  Morillas,  á  favor  de  los  cuales  hipotecaron  diciios  consor- 
tes, para  el  caso  de  que  esperimentasen  algún  perjuicio  por  su  causa,  una 
casa  en  aqueBa  villa  y  dos  pedaios  de  olivar  en  sn  uSrmíno: 

: 
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abril  de  1857  á  D.  José  Joaquín  García  por  la  Gaiiload  al  prteeiv  dí^lM 
reaif's  que  d^-dl^defi  deeste  haMft  reoibído  de»  ü  cesa  á»  Ven,  de^MBa» 
'  p))ra  atender  ai  pago  de  ios  trínestreffdé  aouel  ado,  y  ae  obBgó'é  develuéN 
eetos  en  hi  Nhtídad  M  miamo,  y  et  fesondo,  de  3^19  re.  á  pegir  eo  San» 
la  Mnrfa  de  af^osto  en  cebada  ó  trigo  al  precio  oorrionteeo  «fuelta  foalii: 
*  ResuIliBBdo  que  por  oMs  dor  obltKM<»ne8  eeorHoiidae  de-tt  de  nana 
7  27  de  mayo  de  1857  se  comprometieron  D«  Antonio  Morillas  f  <q  eapoaa 
é  satTsfaeer  á  D.  A^rmtti  Aliwrev  tíióicfmo  Ii9ty578  rs.  en  %«MÍ*di»  SÉ  del  si- 
guiente añé'  de  i^58i  qtte  les  había  prestad»  en  7  de  agosto  y  6' de  noiian* 
bre  d^i84T;'y  á'  D.  MeMeK  Bivero  l,S40'rs^  qu»  les  (ieiria  dadoe  partsaa 
necesidades,  hipotecando  dos  pedaceS'daioVívar  e»el  partido  áe  Gortl)iielac 

AeselCande que  de  laecuetfta»  generales  qwa  preaeMó  Meritlao  al  Aymi* 
tamiento  de  Güeña  de  los  fondos  encomendados  i  su  recaudáciOQ,  feairtl6 
un  descubierto  de  i5,88i  rs.  45  cents,  que  le  mandó  dicho  Ayuntamiento 
entregaren  la  Tesorería  del  mismo: 

Resultando  que  en  15  de  junio  ^.1857  Morillas  y  su  esposa  ▼e&dleron 
á  D.  Antonio  de  Luna  y  á  D.  Gregom  Ihniilas  en  el  partido  del  Gortijoelo 
por  precio  de  4,000  rs.,  entendiéndose  este  á  cuenta  de  los  id|692  ra.  que 
eomo  §adfetes  suyos  babit»  aiiísftidio  por  ollott 

RéMititíde  que  mt  escrítiira  do  i3  del  opnemo  mea  do  mió  biio  safai 
D.  Antonio  de  Luna  las  obligpciones  que  los  oonsostes  Motilba  lenSao^pait 
con  D.  Aguatin  Aivarez,  á  quien  se  obligó  á  pagar»  y  eale  oeepUy  loa 
t7,700  rs..que  aquellos  le  debían,  y  que  por  otra  otorgada  en  erdital* 
guíente  2^4,  se  comprometió  el  mismo  D.  Antonio  de  Luqa  á  sohFOBtir  los 
créditos  que  aquellos  tenían  contra  sí,  importante»  42,0 11  rs.^eopagodb 
los  coalee  le  tendloro*  t^iriee  fineae^  cuyo  ralor,  agiragidos  los  4^900  rs.  de 
ia  veMohodia  al  prapío Lona  y  é IDLi Gonialo  Modllaa  por lasébradieiit  ea» 
crkurrdo  Itt  do  aqueta  mee^  aaoandió  é  48,470  rs.,  espresaoáo  ao  loe  díte 
para  que  fuesen  satisfaciendo  y  obteniendo  de  loa  acreedores  loe  fioiquSlaa 
y  (ei^goardos  conveBÍeoi08«.  reaerfándose  la  otorgante  Dona  María  do  te  Re- 
medios Versara  osar  de  su  derecho  y  hacer  valer  el  prívile^ode  aotolndoo 
Y  preferencia  de  su  crédito  dotal  si  aisun  acreedbr  pretendiese  inqnietar  al 
D.  Antonio  de  Lmift.  el  cnat,  en  eumpíímiento  del  anterior  contrato,  ettie» 
fizo  desde  su  fechas  la  de  18  do  agosto  siguieote  le  oantidaíd  dé  37,03t  fa.: 

Resultando  que  habiendo  pedido  D.  José  Joaquín  García^  ai  iftnmméeota 
del  primero  de  los  dos  pagares  de  que  se  ha  hecho  mérito,  que  O.  Antonia 
Moiritíae  le  reoooooíera  y  no  podido  notiOcarse  á  eefe  eo  peraoM  por  mt  sar 
hallado,  se  presentó  á  venBcaiio  od  2&  del  mismo  mas  d^juniOi  deapacháo» 
dose  en  stt  oonseeneoeia  msodato  doejecoeion  por  so  impoitodo4,181  as.» 
asi  conao  después  se  libró  oiro  i  instancia  del  misiao  Gareiai  poi  Ja  oaalidad 
de  3,219  rs.  á  que  ascendía  el  otro  pagaré,  recayendo  en  «noy  otea oioca- 
don  sentenoia  de  reaatlec 

Resollando  qie-en  ese  aatado  y  en  i.*  de  agosto  del  mismo  año  do  ISS7 
presentaron  demanda  de  teroaria  D.  Antonio  tLona  r  D.  Gonsalo  Morillaa^ 
pidiendo  o»  desembargo  de  laa  raieies  de  trigo  prooedeDtoa  dd  oualfo  Caoo* 
gas  de  tierra  en  la  dehesa  del.  Marqués  do  Estepa  y  de  las  do  Galada  oo  14 
aranzadaa  do-oHtar  do  la  pertenencia  del  ejoeutadOi  qns  eatolieaaba  en  nao» 
dianeria  con  el  ejecotaato  D.  José  loaquia  Garda,  embargadas  oomoisí  foo- 
aen  de  aquel,  y  la  soapeneion  del  apremio  mandando  ao  leaiooliegaiaa  li» 
bres  de  toda  respoosabiridadt 

HesulUndo  quo  D;  Antonio  de  Lona  presentó  por  ai  solo  otros  dos  do» 
mandas  de  tercéria  004  do  enero  dal  nianoa&o  y  8  do  febiero  do  MA 
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eon  lt40liciUid  de  qae  se  deelwmw  que  ím  tiaBiaéas  40  olifir,  dtoaifas 
en  el  partido  del  Gortijiielo,  ea  suerte  de  mayor  porción  que  iiaittaii  sido 
«nbMfgtdna'oaiiio  de  la  per|«iieiieiide.D.  Amonio  MarU\9^^  ie  earrespon- 
dian  á  él  en  plena  propiedad,  y  se  mandase  en  su  CQfl«ec«eifeaia4tJ2«r  el  ena- 
Jlarge lieelio  de  ellas» 7  ^ae  le  «itregasen  libnas «de.ioda  veaponaabilldad, 
eon  easpension  de  lee  éiligeoeías  de  apremio,  y  aie^  qiie  las  imieses  y  fin- 
cae  emoargadae  lee  hablan  adquirido  él  y  D.  Gonzalo  Mórula»  en  pago  dd 
toque  tnviéroD  qneeatásfánar  por.D.  Antoiito  MoaiUas  nomo  ws  fiadores,  y 
Lioaiedeciés  para  atenderá  eiraa  obli99Q»Qnea  eon  qne  parte  de  la  finca  es'^ 
late  gratada;  que  laa  leyea,<iiosolo4idbli^n,alideQdor  lá  a«tia(aeer:al  fiador 
cnanto  por^l  pagncí,  sino  fneaderols,  aunque  bafa el  fkgo  per  su  volun« 
tad  ain  nsflOpTencioñ  judiciait  na  es  esto  inconveniente  para  qiie4e)e.de(C0* 
•bffár  á  su  ▼eS'M^eodor,  eaaaea.el  que  se  hallaban  loa  esponentes,  por 
mmnlo  no  habiendo  enti^gado  su  alcanne  el  deudor  pripeipal,  pagacnn  per 
•él  sin  lernal  teqoerimienta,  tanto  porque  compnandíeron  la  obligación  en 
qne  estaban  de  hacerlo,  eomo^por  evitar  coalas  y  gastos  aiel  AyanUmiento 
iee  defiandaha;  por  último,  que  LuoajMbia;aatiafeebo  ya  todas  las  caniidar 
des  que  resultaban  de  los  documentos  presentados,  y  por  consigniente,  y 
siendo  válidos  los  eontralos,  lea  perteneoian  legitima  ytesclusivameote  loi^ 
-bienes  embargados,  cuya  «reivindicación  pedían  per  la  acción  aMnpetenle: 

Re^uUando  que  D.  José  Joaouin  ^García  pidió  ae  deaeatimaaen  las  tercer 
rfas,  y  «e  declarasen  además  nulas  y  de  ningún -valor  lasrepajenaciones  lie«- 
chas  por  el  deudor  en  favor  de  los  demandantes,  y  espuso  que  estoe  no  har 
bian  hecho  pago  alguno  ni  obtenido  earta  de  lasto  ceoii:^!  eh deudor  princir 
pal  en  el  15  de  jnnio  de  i8l^7:  que  las  escrituras  de  venta  tuvieron  por  ob  - 
jeto  poner  á  salvo  todos  los  bienes  de  aquel  de  la«  reclamacienes^echaatior 
ni  a^wnente  para  el  cobro  de  sus  erédiiOit,  prestándole  á  ello  D.  Antonio  de 
Lnna  y  O.  Gonzalo  Moritlu  por  ser  el  primero  hermano  camal  y  el  segundo 
hermano  polUieo  del  dendor,  haciéndose  cémplicea  de  la  tiecíon  de  las  ven« 
tas  ó  al  menos  compradorea  de  mala  fé  como  enterados  del  engaño  proyeor 
tado  per  el  último  en  fraude  de  los  créditos  de  Carola,  qne  no  podía  ignorar 
•que  la  escritura  de  24  de  junio  de  1857  para  la  venta  de  las  aranzadas  de 
olivar  se  motivó  engates  y  circunstancias  gratuitas,  supuestas  y  conlradlc* 
tnrlaa,  siendo  con  la  de  los  sembrados  de  tcigo  y  cebada  un  verdadero  alza*- 
míenlo  ó  desaparición  absoluta  de  los  bienes r del  deudor  en  ¡perjuicio  dé  loa 
'«creedores  legítimos;  que  el  engaño  y  fraude  del  contrato  aparéela  consig- 
nado en  dicha  escritura  por  la  reserva  que  hizo  Dona  María  de  los  Reme- 
dios Yergara,  por  el  mezquino  valor  dado  al  olivar;  por  los  créditoüqueooo- 
traje  el  deudor  poco  antes  de  otorgarla  y  cuando  se  le  hablan  hecho  variar 
notífioaeiooes  para  que  compareciese  á  reconocer  uno  de  los  pagarés  del  es- 
ponente:  que  con  arre|$)o  á  las  leyes  el  fiador  no  tiene  acción  á  cobrar  l)> 
qoe  no  haya  pagado  ni  á  asegurar  las  resultas  de  su  fianza,  estánJole  hipo* 
Incadesi especial  y  señaladamente  bienes  suGcientes: 

Resultando  que  después  de  acusada  la  rebeldía  á  D#  Antonio  Morillas  y 
detenerae  por  su  parte  poroootestadas  las-demandas,  se  recibid  el  p^ita 
á  proeba;  que  hechaa  lasque  articularon  las  partes,  díoló  sentencia  el  Juna 
en  1^  de  acostó  de  4859,  que  revocó  la  Sala  segunda  de  <a  Audiencia  ieSe- 
▼íHa  en  8  de  octubre  de  1660,  decl arando  por  bieo  hechas  y  formadas  las 
tereerfais  de  O.  Gonzalo  Morillas  y  D.  Antonio  de  Luna,  y  que  pertenecían 
y  correspondían  los  bienes  sobre  que  9e  interpusieron  en  pleno  dominio  7  . 
propiedad  á  los  referidos  O.  Gonzalo  Morillas  y  D«  Antonio  de  Luna  raspee* 
.tivamente  mandando  que  soalzasen  losiembargoay  y  que  se  les  diesen  y  en« 
UBgasen  los  bienes  libres  de  toda  responsabilidad,  reservando  á  D*  José  Joi^ 
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^uin  Gsrda  su  derecho  {Mraqite  lo  ^jeretUfld  como  y  contra  quien  liefe 
convcDÍrle: 

Resoltando  qm  este  interpuBO  el  actoar  recarao  de  casaeioo,  ñandide  ea 
los  motivos  ^iguienteB!         ' 

1.°  Kq  la  ley  7.%  tft.  15,  Partida  5A  citada  ea  ooo  de  los  cooeidein- 
dos  de  la  lenteocia,  que  es  ei  cáphat  de  la  misna.  que  exigo  «d  sq  primen 
liarte  para  la  nulidad  de  las  enajcnadones  que  se  dicen  hechas  con>nialidi 
7  en  fraude  de  los  acreedores  que  haya  precedido  la  condenación  al  paga  da 
la  cantidad  demandada  al  deudor:  no  asi  en  la  segunda,  on  la  qtto  rofalSM, 
cuando  la  enajenación  es  por  titulo  Inerativo  únicamente,  el- jMfJuieiiK  de 
los  otros  acreedores  y  ooando  as  por.  titulo  oneroso^qile  m  tiíeam^émU 
cuestión— fraude,  engaño  y  mala  fé  en  el  deudor  y -en  los  oAfpMMÉda 
los  bienes;  y  como  en  4os  autos  esté  probado  conchiyeatMMM»  'el  Üraoda  y 
engaño  del  deudor  D.  Antonio  Morillas,  y  que  est^  hr  salifim  los  eoaapra- 
dores,  es  visto  haberse  faltado  al  tenor  títera^eAanr,  esplieíto  y  levaiinaaCe 
de  dicha  ley,  esplicada  del  mismo  moda  iwr(Sregorío  Lopes  en  laagtoaas 
35  y  37  por  O.  Joaquín  escriehe  y  w  te  Shtiehpeáia  española  dé  Dmeeho 
y  AdmüiiHraeion: 

2.*"  Bn  que  se  ha  dejadles:  aplicar  también  la  primera  parte  de  didu 
^  ley  al  deudor  malicioso  lisríllas,  que  trató  de  burlarla^  cometiendo  pan 
ello  hasta  un  delito^  foda  ves  que  hizo  hi  enajenación  de  los  bienes  cuando 
estaba  llamado  Éreconocer  el  vale  que  el  recurrente  había  presentado  pan 
preparar  la  fljecucton,  y  después  de  citado  tres  veces  y  condenado  par 
desobediencia  en  la  muita  de  200  rs.:  ' 

ZJ"  La  iofraccíon  de  la  ley  40,  tit.  28,  Partida  3.%  qUe  hablando  de  lai 
fUtersas  maneras  como  ganan  los  hombres  de  mala  fó  tas  cosas,  y  delade- 
tolucion  de  los  frutos  eticada  una  de  ellas,  manda,  at  tratar  delcasoeo 
que  se  adquiere  por  un  título  justo,  pero  sabiendo  que  ei  comprador  no  te- 
nia  derecho  á  enajenar,  que  se  devuelvan  solamente  los  frutos  percibidas, 
«scepto  en  cuatro  casos,  siendo  el  primero  cuando  «la  heredat  vende  alguai 
hOme  para  facer  eiigaño  á  aquellos,  aquí  debe  algo,  sabiondiT  ei  engaño  al 
comprador,»  lo  cual  demuestra  que  las  enajenaciones  por  título  oaeroM  n 
revocan  cuando  se  prueba  ei  engaño  ó  fraude  en  el  vendedor  y  el  adqnires- 
te^  y  Cite  debe  devolver  la  Gnea  con  todo^  \úñ  frutos  percibidos  y  ^ine  ha  po- 
dido percibir,  «cá  cualquier  que  ganase  la  heredat  en  alguna  deetas  an- 
tro maneras,  es  tonudo  de  torar  la  heredat  con  los  frutos  que  ende  ilevéé 
aun  con  los  que  ende  pudiera  llevar  el  aeñorde  la  heredat.» 

4.**  Por  haberse  aplicado  á  este  caso  la  ley  9.*,  tft.  15,  Partida  5.*.  sa- 
poniendo  que  Morillas  no  vendió  con  mala  fé  ni  con  fraude,  malicia  ni  ee- 
gano  á  sus  acreedores,  porque  enajenó  cuando  podía  hacerlo,  ignorando  lo 
H]Ue  pretendía  el  recurrente,  pues  prescindiendo  de  que  lo  sabia  lo  misma 
que  los  compradores,  es  lo  cierto  que  en  estos  autos  no  se  ha  tratado  de  re- 
vocar el  pago  hecho  á  bo  acreedor,  sino  una  compra  venta  maliciosa  y  he- 
cha  ert  fraude  de  le^timos  acreedores; 

Y  5.^  Bn  la  infracción  de  la  ley  8.%  tít.  15,  Partida  5.",  porconatarqaa 
cuando  D.  Antonio  Luna  compró  los  pegujares,  fn^  avisado  por  el  recunta- 
te,  quien  se  negó  á  reconocerle  como  dueño  por  ser  acreedor  de  Morillas, 
tener  iniciada  la  demanda  ejecutiva  en  el  Juzgado  de  Estepa  y  por  habMsa 
realizado  )a  venta  después  de  la  desobediencia  de  aquel  á  las  órdenes  de  ia 
Autoridad: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Ventura  deColsa  y  Pando: 
Considerando  que  la  cuestión  que  ha  sido  objeto  de  este  plelio  versa 
ticamente  sobre  si  la  venta  que  de  sus  bienes  hicieron  D.  Antonio  Morillas 
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y  8Q  mujer  Doña  Ifarfa  de  los  Remedios  Vergara  á  D.  Gonzalo  Morillas  y 
f>on  Antonio  Lona,  faó  con  malicia,  y  en  fraude  del  acreedor  D.  José  ioa-* 
quín  Garda: 

Considerando  <)ue  para  iustificar  este  hecho  se  han  suministrado  prue* 
bas,  que  ha  apreciado  la  Sala  sentenciadora  como  ha  estimado  justo  en  uso 
de  sus  facultades ,  sin  que  contra  esta  apreciación  se  haya  alegado  infrac- 
ción alguna: 

Considerando  querliabiéodose  estimado  por  el  Tríbunarsentenciador  que 
la  Tonta  no  se  hito  malit^sémente  y  en  fraude  del  acreedor  Garclif ,  no  han 
podido  infringirse  en  este  caso  las  leyes  de  Pftrtida  invocadas  en  et  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  inter- 
puesto por  D.  José  Joaquín  García,  ¿  quien  condenamos  en  los  costas,  y  de- 
TuéWanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  donde  proceden  con  la  certificación 
-correspondiente. 

Aid  por  esta  nuestra  sentencia  tfue  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inserta- 
rá en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias ,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  firfflanios.*-Ramon  López  Vazquei.— Sebas- 
tian González  Nandin.— Gabriel  Geruelo  de  Velasco. — Joaquiu  de  Palma  y 
Vinuesa.— Pedro  Goinez  de  Hermosa  .^Pablo  iimenot  de  Palacio. — Ventara 
deColsay  Pando. 

Publicación. — Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Ilustri- 
-almo  Sr.  D.  Ventura  deColsa  y  Pando,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de 
Justicia,'  estándose  celebrando  audiencia  páblica  en  su  Sala  primera  el 
dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  de  á.  M.  y  su  Escribano  de 
-Cámara. 

Madrid  5  de  noviembre  de  1862.— Dionisio  Antonio  de  Puga. — {Gaceta 
de  8  de  noviembre  de  i862.) 


«69. 


Reearso  de  casaetoa  (8  de  noviembre  de  4862.).— Da- 
ción DB  CUENTAS. — Se  dsclara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su« 
premo  no  baber'lu<;ar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 
Antonio  Ruiz  de  la  Fuente,  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la 
Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Granada,  en  pleito  con  la  Mar- 
quesa de  Bogarava,  y  ^e  resuelve: 

4.**  Que  siendo  parte  legitima  para  promover  los  juicios  volun- 
tarios de  lestamentarla  el  cónyuge  que  sobrevive  y  el  legatario  de 
parte  alícuola,  lo  son  también  para  deducir  las  solicitudes  cáncer- 
nientes  á  la  intervención  y  administración  del  caudal: 

S.""  Que  la  prescripción  del  art.  402  de  la  ley  de  Enjuiciamienf' 
to  civil ^0  se  refiere  á  los  administradores  judiciales,  sino  dios  de 
un  áb-intestato: 

3.^  Que  por  dicha  prescripción  no  se  prohibe  á  otros  que  no 
sean  los  herederos,  pero  que  tengan  representación  legítima  en  el 
juidOf  que  puedan  aeducir  la  solicitud  de  que  el  administrador  ria* 
da  cuentas: 

4.^  Que  no  puede  admitirse  como  doctrina  legal  la  de  que  los  al- 
tmceas  con  potestad  para  conocer  de  los  bienes  que  par  la  vobtnM 
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íífta  c^ItgácloH  iue  ta  ie  fomiuUr,  M  áoiuUtít  m.ctm0,,^MmMs 
getierayde  cuanto  han  recibido  y  gastado,  pav  nwcfi  linii^fMriMí- . 
CQf^en  que  perdiendo  W  carácter  de  at^aoiMt»  u  les  aMkitga4itk 
ü^bifiiU^istrm>res;  •  .     l    - 

Y  5.^  que  aun  ccmiierindose  como  legal  eUaéhekiw^  "tetía 
inapUóMUe  4mítmdo  laprovid€aef0  de  datíandá  óéetMe  f»  kulneáe 
dktadéf  m  m  juieio  de  íeetámenktrta;  u^^  hubie^iiíatidfM  qm 
U»  tUera  el  tdbaeeaf  sbw  el  que  habia  $id0  aUmimUradcr  (U^ 
caudal.  .     ]'" 

Bd  la  tfllt  T  cdrte  de  Madrid ,  á  5  d«  «oiáeoil^  de  Wt »  dQ.1(^  ij^^ 
que  por  reeui^o  de  casación  penden  ante  Nos,  seguidos.  9p  ¿  Jo^d^^^e 
prínierft  InstaeeSi  del  ditiríto  del  Saltador  de  Qraoadfi  j  en  U  SaU^rjmera 
de  la  üeal  Atidieircia  de  U  miema  cttdad  por  ta  Mvqiie^a  de  B^rt^  C(9Í 
Ú.  Antonio  ftuia  de  la  f  aente  sobre  dadon  de  cuentas:^        ^    ... 

Resultando  que  por  muerte  del  Marqo&s  de  Lugros^  )^ajo  J^meíalq  id 
que  Ieg6á  sá  esposa  le  Marquesa  de  Bogara  jc  el  qiiioto  :de  sus  t^ejaes^im 
la  sesu  parte  de  las  rentas  que  produjesen  sus  rnayon^os.;  DombnQ4> 
cefi  otros  por  sus  albaceas  iesumeatarios>  cooiadores  y  partidores  >ii  ^ojt- 
éum  i  D.  AnUwio  Ruis  de  la  Fuente  y  al  hijo  de  e^te  D.  /raeciaoo  R&ii^ 
la  Puente  Isquierdo,  se  promofió  juicio  voluntario  de  testa(i)ent%n> ,  y  áí- 
letirada  junta  de  kiief osados ,  aorot)raron  estos  administrador  judicial  de^ 
bfeneSy  reletado  de  fianza»  á  D.  Francisco  Rula  de  la  Puente  Izquierdo»  f( 
QtttI  eeeetd^el  cargoseo  t9  de  agoalo  siguiente:  •  ^       - 

Resultando  que  en  la  pieza  seoarada  de  admiqistracion  p(4'.<^  la  Uaf-^ 
quesa  que  D.  Antonio  Ruiz  de  la  Puente  rindiese  en  el  t^rmitoo  que  se  le 
señalara  las  cuentas  generales  de  su  administración,  comprendido  e)  perío- 
do trascurrido  desde  el  fallecimiento  del  Marqués  su  eítposo  ^  hasta  el  dia 
trae  le  sustituyó  su  hijo  D.  Francisco  en  dicho  cargo;  bajo  apercibimiento 
ae  instruirlas  é  sus  espen;$as,  y  cit6  en  apoyo  las  disposiciones  de  la  sec- 
efcn  «.*,  lít.  0.*,  y  los  arts.  102  y808  de  la  ley  dé  Bojoioinmfeiuoilvií: 

'  ResuHando  que  habiéndose  mandado  por  auto  del  20  de  setienbmse 
re'quniese  al  D.  Antonio  Ruiz  de  la  Fuente  para  que  0tt'  e|  termino  iiei$. 
.dias  presentara  laa  cuentas  de  adminisUacíou  desde  el  dia  en  que  falíe^^ 
el  M<irquó3  de  Lugros  hasta  el  29  de  agosto  en  que  su  hijo  D.  Pranol^ 
aceptd el ícargo  de  administrador;  y  hecha  saber  esta  proWdeqcia ,  acujre- 
ron  io^  espresados  D.  Antonio  y  D.  Francisco  solicitando  la  reposftioi;  de 
aquel  auto,  é  irtterponiendo  en  otro  caso  apelación ,  fundado  en  oue  el  pri- 
mero habla' ^i  do  solo  un  albacea  sobre  quien  podría  pe.sar  la  obligación  de 
distHbuir  la  herencia ,  pero  no  la  de  dar  cuenta  i  les1eg«urios  de  io:;  pro- 
ductos itihert>rttes  i  la  misma,  toda  vez  que  nunca  fueron  aquellos  pafle 
para  interesarla  con  sujeción  á  la  legislación  antigua  ni  á  la  i]A,4deríia:*<tue. 
al  pretender  descendiera  de  su  carácter  de  albacea  al  de  aJruinistrHddr » jf 
que  diese  cuentas  á  una  legatarra ,  único  concepto  que  tenia  la  M'irqaesJ^ 
era  cambiar  compljHameute  la  naturaleza  de  las  cosas  y  proceder  da- una 
manera  contraria  al  precepto* de  la  ley,  puesto  que  el  art.  402  de  la  let  de 
£njulctTi miento  civil  sofo  ijnponfa  al  administrador  ta  obligación  dB  w 
cuenta  á  ios  lierederos  recdnoddos*;  y  por  lo  mísra(>,  y  no  hallarse  en  esta 
caso  la  Marquesa  de  Bogaraya  por  no  tener  en  el  testamento  otra  fawstí- 
dura  iiajo  ta  cuat  -pudiese  ostentar  derechos  para  exigir  la  reiudiaio»  de 
caaotae,  dehia  ser  lecbaaada  su  pi eteosíon; 


Digitized  by  VjOOQIC 


Rscimsos  y  oowamicitB.  693 

Résottando  qnñ  despaes  de  exigir  la  Marquesa  á  Di /ÍDtooio  Ruis'<^on- 
testación  á  variae  porciones  para  acredllai'  qofi  este  tuvo  á  so  car^oi  le  Bd«- 
mÍDistracion  de  loa  bienes  del  Marqaés  de  Logros  eo  los  últimos  anos  de  su . 
vida,  y  habia  conlinuado  en  ella  después  de  ^a  muerte  hasu  que  é%  aooai^fó 
administrador  judicial  de  la  testamentaria  á  su  hijo  D.  Francisco ,  y  de  pe* 
dir  queea  desestimase  la  reposición  solicitada  del  auto  de  20  de  seiíenlDre, 
se  dictó  otro  declarando  no  haber  lugar  á  ella;  ^  que  se  tleme  i  efecto  lo 
ordenado  en  aquel ;  y  que  admitida  la  apelación  en  que  iosietieron  D.  Aq« 
tonio  Ruiz  y  su  hijo,  pronunció  sentencia  la  Sala  primera  de  la  Audiencia 
de  Granada  en  2  de  lunio  de  1860,  confirmando  el  auto  apeiado,  entendién- 
dose de  dos  meses  el  término  señalado  en  el  mismo: 

Resultando,  por  último,  que  contra  este  fallo  dedujo  recurso  de  casa- 
clon  D.  Antonio  Ruiz  de  la  Puente,  fundado  en  que,  '^cbn^ciéadosB^léomo 
se  reeonocia  en  la  Marquesa  de.Bogaráya  acdon  para  eaigir  la  jdAciQO  de 
cuentas ,  sin  embargo  de  no  ser  heredera^  se  habían  infriBgi4p,en  su.con« 
cepto  el  ari,  402  de  la  ley  4e  Bnjuiciamiento  c¡?il  y  la  qoclrioa  admitida 
por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales  de  que  los.attaceás  con  poMa^ 
para  conocer  de  los  bienes  que  por' la  voluntad  del  testador  ban  de  dividir 
entre  los  legítimos  herederos ,  no  tienen  otra  obligación  que  la  de  fortmijiitr, 
al  concluir  su  encargo,  una  cuenta  general  de  cuanto  han  recibido  ;  gasta- 
do, pero  nunca  una  periódica ,  en  que  perdiendo  el  carácter  dealbaoeae,  se 
les  atribuya  el  dé  administradores: 

^tos.  siendo  Ponente  el  Ministro  D,  Joaquín  de  Palme  y  Viauesa;^ 

Considerando  que  siendo  parte  legitima  para  promover  ios  juieiofif  voluo* 
taños  de  testamentaria  el  cónvoje  que  sobrevive  y  él  legatario  de  parte  alí- 
cuota,  lo  son  también  para  deducir  las  solicitudes  concernientes  i  1^  ÍQ(er- 
▼encion  y  administracioi\  del  caudal ;  y  que  reuniendo  ambos  conceptos  la 
Karquesa  de  Bogaraya  pudo  pedir  que  el  recurrente.  Administrador  que  fué 
de  los  bienes  del  Marqués  de  Lugres,  rindiera  cuentas  de  la  que  habia 
desempeñado: 

Considerando  que  esta  administración  y  las  cuentas  que  se  reclaman 
corresponden  á  una  época  anterior  á  la  en  que,  promovido  el  juido  deJes* 
tamentaria,  se  aceptó  el  cargo  de  adminiatrador  de  ella  por  O*  FVaAciac^ 
Rttix  de  la  Fuente;  y  que  por  lo  tanta  es  inaplicable  al  caso  presenta;  y  no 
to  podido  infringirse,  no  tratándose  de  un  administrador  judicial/la  pie^ 
crípcion  del  art.  402  de  la  ley  de  Bnjuiciamieáto  civil,  úue  refinéndose  al 
alnntestato,  tampoco  prohibe  que  otros  que  no  sean  ios  herederos  poedaa 
deducir  aquella  solicitud,  teniendo  otra  repreBentacion  legitima  en  ei  juicio; 

Y  considerando  que  no  puede  admitirse  comtí  legal,  en  |os  términos  que 
se  propone,  la  doctmia  que  también  se  cita  en  apoyo  del  recurso;  y  que  en 
todo  caso  seria  igualmente  inaplicable,  habiéndose  dictado  la  providenoift^e 
dación  de  cuentas  en  un  juicio  de  testamentarla,  y  no  habiéndose  .mandado 
qae  las  diera  el  albacea,  sino  el  administrador  que  habla  sido  del,  cabdal; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Antonio  Ruiz  de  la  Puente,  á  quien  conde- 
namos en  las  costas,  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  Granada 
con  le  certificación  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  GaeeUi  é  inserta- 
rá  en  lit  Co/aeoion  Uffislatívoy  pasándose  ai  efecto  la»  copias  necesasias,  lo 
pronunciamos,  mandamos  v  Hrmamos. — Ramón  Lopes  Yaz(^ueii-^Sebae<« 
tian  González  Nandin.— Gaoriel  Ceruelo  de  Velasco.— loaqmn  de  Paloaa  y 
Vinuesa.-^PabloJimenesL  de  Palacio.'— Laureano  Rojo  de  Nbrugaeáy.— * 
Tomás  Huet.  .... 

TOMO  Yiu  8S 
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^«j$t(aí(oc^44tiiio.  Sr.D.;  Jodquiq  de  PjiIiDa  f  YÍfmi^^li 
'  Sofy^mo^de  Jastí<$ia,  estándose  ceiebrltnda  ,a^4Jmciíi, 
¡^¡mt%^  día  M  U  feoha^.de  qiM  oer^o.c<iA^>$«i;i 
lS9qrU>0iio  d0.C4mAni.  .  .    .  , 

,    JladAid  5  d#  fiaTiembre  de  i862..-^ipa¡4Ío  AqUqío 
de  a  dd  OOviemiNre  de  i862.). 


fW«. 


...  -.., .-» i.|. 


ptKnA0mB  DOS' «ASAei'r-SB  declara  por  laSaU^se^d»  fW'trihi- 
Qiil  Sttpremty  no  haber  lugar  at  recurso  de  casación  tnterptteslQ'pir 
la  Síndicataira  de  D.  Ramón  Coll,  contra  la  sentencia  pronaoeiMS 
por  la  Sala  tercera  de  la  \udíeocia¿de  Barcetoaa,  en  Jileito^  odé  doi 
Anlonio  Sola,  y  se  resuelve:  "  ' 

1,,^  Que  u^^u^dc  comprenderle  entté  Ufi  fiech^'tmé^Slli^ 
defirmba  pm'Hmníe  cu  9e0nw¡a  intíancta  ,i  que  9^  tefifíre  elof' 
tieulo  869  déla ky  de  Enjukiamienb  íñwU^ el  de^ habene  iífimi^ 
despae^de  'encgenáianna  cosa^  doble  precio  de  aquel  en  í^m  w 
HISeólatnajenaetM;  '     ^  • 

FS."  áue  afuera  Utito  entender  4e  otra  manera  tí  ttpMiíi 
i^ra  de  AiCho  4rt  Sti9/él  derecha  de  propiedad  y  la  valide»  dein 
ventar  perfectas  depenierla,  ha^acleip  pfintú^^  del  caprkha  6  d¡(k 
vol^ntoíl^  de  hs  qjíié'tuv\érat\  i^iterés  e\t  pedir,  súi  ríumadM  ^^ 
seria  contrario  ajusticia. 

<  Ea  It  tiUa  y  corte  de  Madrid»  á  5  de  noviembre  d^  (86^'  ea  ioiíaHi 
^oe  en fí  Juagado  d«jpriffiefii  iastadoia  de  Tarrtjsa j  enja  Sala  teromii 
ra  Audlaneía  territotí;*i  de  fiarcedoaa  ka  seguido  D.  Antonio  SoHi  coa4P 
Rampa  t^oll  j  ios.SíadiiUs  deJ  concurso  de  e«Ae  solxré  propiedad  óe  datca* 
sas;  los  CQoiles  pended  ante  Nos  en  Yklitd  dei  raeucso  de  easacto^  iaMr- 
.puesto  í)«if  le  SiüdiodUira  contra J^  aaoteooia  qae/aa  ,<^ft  de  dtciambreiUi- 
mo  proBuoció  la  re&rída'Sala:  ; ..  . 

.  ftesúitaodo  que  en  .i2  de  abril  de  -ISad  D.  Toittiaji^oada»  xim.^odar  <• 
D.  Rag)(yi.C!olL9  vendió  áD«  AotonioSeiá.  dos  eiMaa.de  ia.  pr^^faediá  i» 
aquel,  alttU  una  énüa^aUa  del  arrabal  y  la  otra  na  la  de  Viiayala»lapB* 
<Dera«n<precio  de  6,000  líbras^Xiaaegunda.ea.^l  ide  1 ,8W^  iibraa  y  tf 
Buelán^ioéüfesandoed  la«BcrUura  quebabían  ^da  taaadaa  pecpenlMca 
meoof  fiama  v  rentuciiando  la.acoioa.resQisoria: 

a6sulUiii]daqae.po£íleriormantase|Kresentó  GoU  en  concvao»  j  eolfeliB 
biensa  del'míniía  se  laoluyeroa  las  dos  referidas  casas»  por  lo  cvat  Soliat* 
tabló  la  acción  reivíndicatoria,  fundada eo  la  espreaada  eaerituiE^  de  vaüa: 
•  aesóftaoMlo  que  ooaferido  traslado  al  D«  Eámen  y  A  ios  Sladieea  de  n 
coQeavso,  aapnel  y  estoilmpugnaiion  la  solicitud  del  O.  tetonio,  alegMida 
las  raibnea  que  estimaron  cooraoienlesy  y  entre  ellas  la  da  que  la  casa  da  li 
eaUe  del  Arvabal  valia'modh(irma8delasO,DOOilibr«aen  que  foÓTsadidK 
-  ftespiíaiulo  qoe  ffpoíl)ida.ai  .pleito  á  prueba,  sa  .pcacttcaroa  las  que  pr»* 
pusieron  las  partes,  y  los  Síndicos  articularon,  en  una  délas  pnoguatasd^ 
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5u  intc^rrogatQrio,  ()tte  é  principios  ^U  j^o  da  f  858  v  después  habi«  qwT^ 
trató  dé  comprar  U  citada  casa  de  Wam  del  ArratMil  eü  iO.OOQ  libraa»  cu« 
ya  ce5iela  aseguraron  cuatro  testigos;  ,¿  - 

RBáoltandd  (jueen  t9  de  manso  dd  1Í60  dtoté  leftt^feiGist  él  Méfdr Tar- 
rada, por  la  que  declaró  que  1m  dos  casas  teferidas  efan  de  la  peruteñek 
det  Swá,  y  mandó  que  sé  dejasen  á  disposicioQ  detoiima;  y.  qQ^.lntfri*pae$ita 
apelación  por  los  Síndicos  y  por  el  concursado^  al  espresar  agrados,  pídle'^ 
ron  aquello;)  que  se  recibiera  el  pleito  i  prueba  en  h  segunda  instancia  para 
justificar  el  hecho  ocurrido  con  posterioridad  al  último  dia  del  término  pro-«^ 
batorio  de  la  primera ,  ó  sea  que  varías  personas  habían  ofrecido  perla  casa 
lie  la  calle  del  Arrabal  42,000  libras: 

AesulUndo  que  por  aui»  de  7  de  diciembre  se  declaró  no  haber  logar  á 
fédblr  el  pleUo  á  prueba;  que  por  otro  del  Id  se  denegó  la  súptleíá  tfue  in--^ 
4«rpasioréii  N»  Siadicos;  y  tfiie  viatode^pues  el  litigio  sobre  lo  pnbcipal» 
is# pronundó en  e< día  31  sentencia definitíta eeaOrmando  eon-la^eostaela 
apeladas  >  •      / 

Y  resallando  que  contra  este  ftillo  entablaron  los  misnu». recurso  de  ca- 
«ración,  fundado  en  la  infracción  de  las  leyes  que  citaron,  y  en  la  causa, 
cuarta  del  art.  iOI3  da  la  ley  de  Gnjaiclamiento  civil,  cuy^  recurso  fué  ad- 
mitido, habiendo  prestauo  los  Síndicos  canción  de  responder  en  su  dia  y  ca- 
so de  la  cantidad  marcada  por  la  misma  ley: 

Vistos/sieado  Ponente  el  Ministro  de  este  Supremo  Tribuhal  D.  Domin«« 
goMofetfio: 

Considerando  que  la  oferta  de  cantidad  superior  á  la  M  ^e  ae^  eM]enó 
la  oabti  principal  de  tas  ndos  indicadas;  fué  ya  abjeto  dé  prueba  eh  (yrmiera 
iastKíei»;  y  qnesi  biandurame  ia  suatanoiacíon  de  la  segunda  se  alegó; lia- 
berse  verificado  otra  oferta  por  una  suma  casi  doble  de  la  que  produjo  en 
venta  dichü  tinc^i,  no  puede  comprenderse  bajo  concepto  alguno  semefinte 
hecho  entre  los  í^u^ceptibles  de  prueba  pertinenle,  á  las  cuales  se  refiere  el 
articulo  869  de  ia  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Y  considerando  que  si  de  otra  manera  fuera  licito  entender  la  letra  y  es- 
pfrftu  de  aquella  disposición ,  el  derecho  de  propiedad  y  la  validen  de  laa 
venias  perfectas  dependerían  ha^*ta  cierto  punto  oef 'capricho  ó  de  la  voluta- 
«ad  de  los  qne  tuviesen  interés  en  pedir  su  nufidad^  valiéndose  de  medios 
análogos  «t  que  ha  sido  motivo  del  presente  recurso,  lo  cual  ^erla  contrarío 
é  justicia;  f       . 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  tiaíber  Itfgar  af  r^cnr^o 
úe  casación  que  interpuso  la  sindicatura  del  concdrsb  de  D.  Hámon  Coll  én 
cuanto  s^  funda  en  fa  causa  cuarta  del  articulo  1013  de  la  hitada  ley  de  Bu* 
jniciamienlo,  condenindota  en  tas  costas  y  al  pago,  cuando  mejore  de  fortuna» 
de  la  cantidnd.de  2,000  rs.,  de  que  prestó  caución,  y  mandamos  que  izasen 
tos  autos  4  la  Sala  primera  para  la  sustanciacion  del  recurso  en  el  fondo. 
Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  6p- 
Memo  é  insertará  en  la  ColwiHon  tegistativa,  para  lo  cual  se  pasen  las 'opor- 
tunas copias  certificadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— lUfm 
Ulartin  Carra  molino.— Ramón  María  de  Arrióla. — Félix  Herrera  de  la  ftiv^. 
— Juan  María  Bree— Felipe  de  Urbina. — Eduardo  Glfo.— Domingo  Moreno. 
Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Ilus- 
trísimo  Sr.  D.  Domingo  Moreno,  Ministro  del  Tribuna!  Supremo  de  Juslicfa, 
estándose  celebrando  audiencia  pública  ea  su  Sala  segunda  el  día  de  hoy » 
ile  que  certifico  ccmio  Escríbano  de  Cámara. 

Madrid  5  de  noviembre  de  1862.— Gregorio  Camilo  G8rcía.«-(^acefa 
'de  8  de  noviembre  de  1862.) 


Digitized  by  VjOOQIC 


^  JDIU0FAOMIIOIU  ClVIli. 

fteeurso  de  ea9aetfm<&  d^  nofitfmftrrd»  I(íOí.>;^Th'- 
attíx  08  DOMINIO.-— Se  declara  por  la  Sida  pvttiiefra  tfet  TribsnalSii-^ 

«remo  nó  haber  tugar  al  recurso  de  casación  JUtei^éftaM  ^r  BbSai 
OBoepcioa  Rama,  contra  la  sentencia  pronuayclada  pólrj&J$i|^fri-* 
mera  de  la  Audiencia  de  Valencia,  en  pleUo  coo  I>.,l''i^cia&  j, 
Dofia ' Victoriana  Moral,  y  se  resuelve:  ',      . .  ^  ^.  .       1 ..   ,i 

i.''  Que  para  que  la  mujer  casada  putíía  gixsarM  hen4fitíú¡iA 
ptdadon  que  las  Uyes  patrias  la  conceden  sobr^ Im  Inme^éssa 
marido,  en  concurrencia  con  cirot  acrtedores,  miwúemrU^qwlm^ 
ga  constar  haber  aportado  al  matrimonio  la  eantidttéfor  ^'gteiav 
tener  prelacion  y  que  el  marido  la  recibió;      *  •    f  .\^'    •. 

y  iJ^  que  á  la  Sala  sentenciadera  corresponde  (npreáár  efvaür 
de  la  prueba  testifical  suministrada  por  las  partes  sobre  citestioucs 
de  puro  hecho ,  y  que  hay  que  atenerse  á  eUa^  biteriH^  na  ú  aUga 
que  al  hacerla  se  na  cometido  alguna  infracción  legal* 

Bn  la  7ina  f  corte  da  Midrídi  á  e  de  novlemiirede  iSaft,  en  los  ontAi 
que  penden  ante  Nos  por  recurrió  de  casación,  seguidos  eneUuigado  é$ 
prtmftra  instancia  de  Requena  y  en  la  Sala  priaera^de  la  Aaal  ▲odienria  de 
Valencia  por  Doña  Concepción  Rama  con  D.  FraaaijBOo  j  üeoa  Viclonaai 
Moral,  acreedores  de  sn  marido  O.  Satustlaao  López  Gil^  «obra  tareerit  de 
dominio:  ' 

Resultando  que  Lopes  Gil  espidió  un  pagaré  en  tO  de  junio  de  iSSdi 
fatdé  de  los  herederos  de  Doña  Manuela  tioral  por  la  cantidad  da  ii^^ 
reales,  obligándose  á  pagárselos  en  el  20  de  abril  de  I8S9: 

Resultando  que  el  mismo  Lopes  Gil  otorgó  una  escriture  es  IO«ie  juüe 
de  ese  últidio  año,  por  la  que  y  mediante  no  haberlo  podido  veriitar  ainee 
por  sus  continuos  viajes  y  otroa  motivos,  confe^de  su  liboavatuelad  qoe 
al  contraer  matrimonio  hacia  dos  años  con  Dona  Goacepeíoa  Rama  apedá 
esta  los  direrentes  bienes  que  expresó  justipreciados  por  perítaB  es  4^142 
reales,  t  añadió  que  cumpliendo  á  sn  esposa  la  promesa  que  la  hÍMidi 
otor|B;arla  la  eorrespondieme  escritora  de  dote,  lo  verificaba  por  la  pnMH 
te,  renunciando  (a  escepcion  de  dinero  no  contado  y  el  ié^aain«di;doiaaes» 
formalizando  á  su  favor  el  resguardo  roas  efieas,  y  compromeliéadoseád^ 
volverla  hi  espresada  suma,  ó  á  quien  la  representase  didUMlli  que  fiMaral 
matrimonio,  lo  cual  aceptó  Doña  Concepción: 

Resultando  que  por  fallecimiento  de  los  padres  de  esta  la  'nfirrnupwadla 
ron  por  su  legitima  en  la  partición  y  adjudicación  da  bienes  qas  m  tísú  ea 
7  de  diciembre  de  i855,  en  muebles  6  inmuebles,  la  caatided:da  ia^4ia 
reales:  ,,...? 

Resultando  cpie  al  vencimiento  del  pagaró  de  SOdejuaiodo-iaWaa 
despadió  ejecución  contra  tos  bienes  de  D.  Salostiaoo  Lopes  Gü^á  cattMn 
tüd  de  D.  Nicolás  y  D.  Enrique  Herrero,  el  primera  como. marido  da  daoa 
Victoriana  Moral  y  el  seguirao  en  representación  dd  faecmanoide  estaiDiS 
Francisco,  herederos  los  dos  de  Doña  Manuela  Moral,  por  la  cantíáaiiie 
8,000  rs.  que  la  era  en  deber  en  virtud  de  dicho  pagaré: 

Resultando  que  keeho  el  embargo  y  justiprecio  de  lo&bienaB^  saii^  4  los 
autos  Doña  Concepcfon  Rama  y  alegando  el  mérito  da.  ia  eeeriiiim  ite  i#  d9 
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RECURSOS  t  G0MPÉTENCU8* 


iraa9<K)iiis(MiK5ioti  dotaJ,'  «o  coacurr0|]O|<  de  jas  fMla- 
tUateSy  j  s^  jnanctase  en  su  consecuenqia  iiacerJa  pago 
egj&adoiaá  su  tiempo  el  depositario  de' tos  bieaiB^  emf<^ 
renda,  coü  el  importe  de  fas- costas:         i  -'i         •»  •  • 


junio  de  1839,  y  el  privilegio  conctUincr  por  la  ley  33,  tft.  i3  de  fa  Parti- 
da 5.*^  pidió  ae  declarase  preferente  el  crédito  de  los  16,604  rs.  que  resnl- 
tate  de  dielia'tfscrittira-de  ooiiisiku<5ioti  dotaJ,-  en  coacurrei]0|<  dejas  fMla- 

madoíi  por  los  ejecutantes^ ^ ' ' *"  ^-" 

<:on  í^nteíaciqn,  ebtregj&nd( ' 

KarMítos  ttsuma  referida, ^ 

Resultando  qae  comunicada  esta  demanda  al  ejecutado  v  efecutantss; 
sé  Mibo  por  contentada  por  el  primero,  señalándole  los  est^radrfs  del  Tribu*» 
nal  en  su  rebeldía,  y  los  segundos  pidieron  se  les  absolviese  de  eila,  decl^^* 
tMido  d^bfa  pagér^éted  i^nte  todo  los  8,000  rs.  y  las  costas  por  ser  j  goaar 
^e  prelacíMi  su  ofédito  sobre  el  de  Dona  Concepción  Rama;  y  álegi^ron^, 
qa«  la  eoi^aioo,^^  dele  obliga  solo  al  confesante  y  á  sus  berederosj  porque 
GoasidjdKá&dose  en  aoos  casos  comp  donación  y  en  otros  y  generalmente 
como  legado,  no  perjudica  á  los  acreedores  estraños  del  marido:  queía 
confesión  que  hizo  López  Gil,  después  de  tener  contra  sí  muchas  deudas  y 
e^tar  vencido  el  plazo  del  pagaré,  tenia  todos  los  caracteres  de  maliciosa  y 
de  ejecutada  en  fraude  de  (os  acreedores,  y  por  fo  Tnismd  no  podía  ni  debía. 
per|adicarle^  que  las  escrituras  dótales  hechas  por  comerciantes,  cu^as 
copias  se  registran  é  los  15  dfa^  de  su  otorgamiento  en  el  regiatro  público 
y  general  de  la  provincia,  son  ineficaces  para  dar  preferencia  al  crédito  do* 
tai  en  eontsurrenda  de  otros  acreedores  aun  de  grado  inferior;  y  que  el 
mendrdeedad,  como  lo  era  el  D.  Salustiano,  coando  otorgó  dicha  escri- 
tura, no  queda  obligado  por  sus  contratos,  sino  en  cuanto  se  le  pruebe  qué 
de  «líos  recUrié  utiMad. 

ResulUndo  que  la  demandante  espuso  además  en  el  escrito  de  réplica 
que  su  dote  fué  cierta  y  la  entregó  ella  misma  á  su  marido  al  tiempo  de 
contraer  matrimooio  y  después  de  contraído:  que  ios  bienes  fueron  aprecia- 
dos en  SQ  joato  Talor:  que  no  ezistia.dtefioaicion  alguna  que  privase  al  ma* 
yor  de  18  años  y  menor  de  25  de  reconocer  en  escritura  pública  baber  rer 
eibido  los  bienes  dótales  de  so  raujer»  cuando  ia  babia  que  labculüiliapara 
adminístralos;  y  que  no  era  exacto  que  fue^e  necesario  el  requisito  dé  di^jt 
escritura^  ni  que  por  semejante  íalta  se  entendiese  derogado. el  derecho  co-^ 
ítíon  que  consigna  el  privilegio  dotal: 

Resaltando  que  después  de  hechas  las  pruebas  que  se  articularon,  dlotó 
senUmeía  el  Juex  en  16  de  agosto  de  1860,  que  confirmó  la  8ala  primera  d^ 
la  Audieocis  de  Valennis  en  i  i  de  enero  stguiaote^  deelarando  ski  lugar  la 
|ere<»>k,  entsMads»  y  en  su  oonseeuencia  que  del  nroduoto  de  los  bienes  ven* 
didos  se  hiciese  pa^o  en  primer  lugar  á  D.  Nicolás  y  O.  Enrique  ^errerp  de 
los  8,000  rs.  que  reclamaban  en  los  autos  ejecutivos  y  las  costas^de  1(^ 
'mismos,  con  prelacion  á  la  opositora  Doña  Concepción  Eama,  á  qüiqo.  se 
entr<>ga8eBl  sobrante: 

T  TesuUando  que  contra  el  faHo  definitivo  dedujo  esta  el  actual  recurso 
de<^saeion  por  ser  contrario  á  los  hechos  probados  y  á  la  ley  23^  lit.  i^, 
Partida  5.*,  que  dice:  «Otrosí  decimos  que  los  bienes  del  mando  fiiicaO 
ebiigadOB  á  Ismi^rpernaonde  iadote  que  veoíbié  coa  eUa^vpoea  há- 
lúendo  pi;ebado  la  entrega  de  la  hecha  á  Upes  GiJ  p^.  h  recurrente,  Ueoe 
derecho  á  su  cobro.en  ooncnrreneia  con  lo^  acr^dor^s^  jBspecif Imente  con 
hs  que  son  quirografaries,  siendo  á  todos .prefeiid^,  aun  cuandol&sean  an* 
teriores,  é  menos  de  no  tener  hipoteca  espresa  y  legal: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Pablo  Jiménez  de  Palacio: 

Considerando  qae  para  que  la  mujer  casada  pueda  gozar  del  b^nefido  de 
precación  que  iraestras  leyes  la  eoneeden.  sobre  los  bienes  de  su  marido,  ea 
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aportado  al  matrimook)  y  que  (tfcbo,S!Ei  mindo  MkHfH^SiM;  ,v  >  k;  .  Vx^  ^    ... 

.j[;oQMdMDdo  ,qm  fl«6re6sleeat^^lQO>.fodi^9^9v|,40^^a,ilMb 
se  4iep  jfAQÍjcadp  P?P  »na  y  otra  par^a  prucj^^  X^^U^^r  a«^  >  m 
seotar^Udora  con  vi^ta  da  las  mi:ima$  lo  lia  resaalto  ao.  «^Uao  jfi^m^ 
sin  que  contra  su  apcaclacion  se  haya  alegado  Uy  ni.doptHoi'álgQDi'nfnBr^ 
gida;  '    /  •^  '^    /*•' 

.j^ajlamos  qoe  debemos  declarar  y  daclaranms  no  babar  logar  al  racaní 


de  casación  interpuesto  por  Dona  Concepción  Rama,-  Á  quiaA 
en  las  costes  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  por  la  ana  pmaló^MaaíeA  un 
cuando  llegue  a  mejor  fortuna;  y  devuélvanse  JÍ9a  ;aolSi^,.&,i«(  4Ddismi# 
tlowla.praoAdap  qon  la  certíDcacian  correspondiente,, 


pronunciamos,  ,  ,  .       ^    _, 

(fouzalez  Nandiri. — Pedro  Gómez  de  Hermosa.-^Patrib  Ümefl^lié  Paficü^ 
—Laureano  Rojo  da  Noraagaray.^-Venlura  de  Golsa  y  Pando.— Tonii 
Huat.  .    ;  ....... 

Pobl¡¿aéi6n.*^Leída  y  publicada  fué  la  anterior  santeada  por  .ai  Jim» 
ttfsímo  Sr.  D.  Pablo  Jiménez  da  Palacio,  Hinislro  da)  Mbonal  Supramaé» 
Justicia»  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  m  Sala  pakaara  el  áíi 
da  fa  fecha,  de  que  certifico  como  Secretario  da  S«  ll«  y  mi  *  ^(ibaaa  di 
Cámara.  «    ^-  ••'■     ^ 

Hádrid  6  de  noviembre  de  1862.— Díonido  AntoAo  á^^^og^^^r-ifim^ 
de  9  lie  noviembre  de  I8as*)  . .    <  .  . 


Recurao  de  eawiael^n  (Sdenoffiembre  de  iHÓ2.}.— Ibioi 
MBSGHo  Á  L6a.BtsitB8  DE  uff  MAYoaA^Go.— Sc  declara  por  lÁSdl 
primera  del  TKbunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  m^ 
clon  ioterpuesto  por  D.  Juan  Pérez  de  Celosía  coatra  la  jeotoeía 
pronauciada  por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Oviedai'eft 
pleito  con  D.  Cosme  González  de  Golosfa,  t  se  reaaeíltie: 

i.^  Que  paira  que  se  pueda  dejar  nin  efecto  una  efeelUoriafffr 
la  cual  se  dedaró  $er  legitimo  poseedor  de  un  vinculo  tifia,  paipn 
y  dedarar  el  derecho  preferente  que  otra  pretendetener  al  «^ 
íflnissda^  en  emeepto  de  agnado  de  la  linea  Üamofla  en  primer  lugeí 
es  necesmo  que  su  fUiacion  esté  justificada  de  maneraque  naofor 
eali^m^nordMda; 

2/  Que  á  ta  Sata  sentenciadora  corresponde  úfreekBr  d  mi0t 
de  la  prueba  periml  ó  testifical  sMmimstraáa^  por  Im  párít^tñwes 
tiones  de  hecho^  y  qu^  hay  que  atenerse  á  ella ,  itOefin  n»  U  ^efsk 
que  al  hacerla  se  ha  cometido  una  infracción  leg(Ü>^ 

3.^  Que  al  negar  la  Sala  sentenciadora  laf^eñj^cio  i  Ü»» 
partidas  eaeramenudeSf  ya  por  el  desmiden  y  abafidonó  ie  UsÜ^fes 
de  que  fueron  sacadas f  ya  por  sus abrematurasú ofroadatteteii  m0 
infringe  las  leyes  8.\  tlt.  14,  y  17,  tíu  118  de  laPmii¿^.\  rsf^ 
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cuando  sepretende  áfiMekett  úú/HU  pU¡^S(m  '      '  "f-  -    -  • 

•**^  Que  la  sehl^neiá  jai?  úbstíúfáeHe  tu  áefAdHda  él  HtttWio^pb- 
seé^*ae  un  tíncuto,  jife  tó'  es  ^egun  eVUarñamíentó  M  futidüáoi'; 
^^-mufide  de  este  a  m  hijm,  no  infringe  lá  voluntad  apl^fiínda-^ 
doi\  ni  la  lejj  S/,  iU.  i8 ,  líb.  10  de  la  Novísima  Íie<»pHa(Aon^  'qijié 
tpgtaMfOMmiemeidermlQima^úrüigim:         .,  ..  ( 

£¡k^  iQu&'laspartUlai  Mcrammtalu  á  fue  se  refiera  el  -^¿^.StSQ. 
dé^mleg  9leEhjírieí(nniento  ávü  son  medios'dn  práito'seto  ewmdp 
emimmi'»U$réq0isnúiieyiíles;  '  w  t.,:^ 

Y  6.**  (tue  lo  dispuesta  en  el  art.  291  de  tá  leifde  Enjuitítimleí^ 
tQ,cÍt^^  Sólo  tiene  tugar  cuando  se  entabla  laac0iq}\  cr^netl^'^tAas 
iw^^uái^'ip  se  impugnen  los  documentos  cqmo  in^fiéfic^s^^  rálc^'^u^' 
y^kdowM  eilviimeule  de  falsos.  '      .  . »  .  /  .m   ., '  . 

.^Ci.rjfj  •  ^     .,..■•    .  •    .  ,       ■    .       •.       .       ..:.>.»,..;•. 

Eo  la  viil»  y  oórU  de  Madrid,  á  8  de  noviembre  &b  .4862;  en  loe  B«toa 
qfi#!porirecqrsad«.ca8aoiQD  penden aaie  Mee  eegoidosMB  .^Jnt^aénde 
prttnen.iiiBkaÉMift'iiel  f)arliéo de  Ltaiies  yea  UMa  9i«^qda.de:4ihiflm4 
A«ilfe{)cift4l«0«ied(vpor  b*  ioan  Pérez  de  Golo9¡t.  cDaD^Goeme  Goiizit^ 
d«€#to6ía,  lepreseniada  tiey.por  sus  hijos  y  beredefoi^  sabré  mejor  den»^ 
eho  á  loa  bienes  de  UD  mayorazgo:  :.:,.i}- 

Reaultaadoqueen  16  de  mayo  de  i574,  D.  JaaDde  Go]aBki.f)suTiinijer 
Doüa  Maria  Sanciiei  de  la  Torre  fundaroo'  un  mu jioaazga  di|  rigiHPOai  affina*» 
cion,  llamando  á  poseerle  en  primer  logsr  é  su  hijo  primogénito  D.  Juan 
y  susdosoendtentes  varooes  de  Tarones;  y  en  segando  lugar,  y  por  falta  de 
estos,  4  so  olro  hijo  O.  Pedro  y  los  aiiyosen  el  mismo  dcden,  y  dispcsferofi 
qne  por  defecto  de  anos  y  otros  volviese  el  maroyaa^o  á  laUoea  del  primo* 
génito  Dk  Juan,  y  sucediesen  en  él  su  hija  ttiayor  y  los  descendientes  de 
elld  varones- de  varones;  y  no  habiéndolos,  lais  mfii%ras,'0«mfaiBMiftl)Sidb  de 
Mamarse  ék  poseedor  pábliea  y  secretamente  por  dobeanembiie  y  apetlidorév 
la-easa  de'GoloBia  y  de  te  de  líiery  de  donde  áeflüendlaii,  yt>llei>af  laa»  arnas 
deiasimismaBOisas:'    -  j     .^  .»•    ...,,..    , 

Reáiiltendo  quethalláodos»  eU  posesión  de  dichos ma^orasgp  D.  Vicdnta 
González  de  Colosla  presenté  demanda  en  la  Real  Ghadcillerfa  de'Valladotk) 
f^  dia  16  de  febrero  de  1784  Ó.  José  González  de  Coloría,  la  caal*  eofitiotíé» 
m  hijo  IK  Agustín,  reclamando  su  preferente  derecho  ala  stioesiori  delitta-' 
yoraigotle  Celosía^  y  que  por  sentencia  de  revisUrde  8  dii*'febverh>éérl^99 
sedet^aré  (]ue  tocaba  y  corres^ndia  al  l>.  AgustÍD,y  seoondendiaM)r.  ^i^ 
^^  á  <}ae  dejase  libres  y  desambarazadoe  los  biems^  eo» tatos  jr  fvntte 
dMe  l»litia^onU8iacioD« 

H«sultande  que  en  22  de  abril  de  1858  presentó  tiemaada  D«i  rJoan^l^ 
KM^iMeak  en  el  Juzgado  da  primera  instancia  deLhmes,.  pidiendo  se 
telariisB  que  la  sucesiim  de  dicho  mayorazgo  le  correspondía  por  maniste*^ 
rio  de  laley^y  que  se  condenase  en  su  consecuencia  á  D.  Cosme  de€o/losfa 
á  h  devolución  de  todos  los  bienes  constiiotrvosdel  vfno^lo,  coüMosfnitos; 
reausy  emolumentesprodücidos desde  1797  é  Imposición  ^ecosiosifgae^ 
to«  (leí  ioício,  para  lo  cual  alegd  que  la  fuadeeion  (^^eecribfl  «ÉlnvieBen  el . 
ttayorairg»ol  primogénito  del  fundador  y  todos  suSidefioemlienM  lojsiDífemm 
^  wonoatifea isaronea)  y  teon preferencia «1  qegundlxgéyitO'He^ln^eGo^ 
1^9  y  toda  su  generación ;  que  ^eciíodo,  como:  tío 'estaba  la  descendencúi* 
del  Capónente  y  su  enlace  per  rigorosa  agnación  cott:«^ptimogtíiitoild  l>o- 
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dritkda^Be  He  U  praljicíoo  de  so  (U 
6ém|^e*^8  cóB  mí  defseendi^atB  ¡í»\  f      . 
iM^'QoOk^  á^  Oolopf  a ,  puyó  súp4e$to  fl^P 
'  dílát^  \\mpe  qne  Si  y  bu  padre  V^úiaa  <)ii 
'     ■^'^•-  ^^^^  •ettWiperiifoGwJzalei 


•lattij)&é'.T¿  Wj^restetlV,  ^     ,  ,„s.  .. 

en  todos  los  descendletiles  del  prirtbgénitp  deí^t  ^     ,,  ,,^.  ^, 
'po«^!i^'^'(ied(Htdlefliid  ^'qxie  el  ap<>Htdo  igmidó  tiaedlár  jsqi^i 
1 1»>  otro  algono ,  toda  cueálion  sobre  idedtmd  de  tíüija  erg^pQi 
^Cto^tCtil  en-presettcia  de  Impartidas  8ainiimQOt9le;9'4ueJi^f,ttifd|^^ 
iiúB'i^  oewlgtileDl^eF  demandado  nstirpaba  el  derecho  def  é^poiwglpiil 
disfrutar  el  mayorazgo  contra  la  voluntad  j8W)r«j|  4<)|iff^o4|4^9fm«£Pfltt- 
fidU^reísreocíMe  la  estirpe  masculina  ^e  lio  j^ijósiig^ñf^ 

'  R48t(Uandcf  cplé  Ü.  Cosme  Goníafez  de  Cólósia  É¿)^ii^;Wl^jíÍ^^P'^ 
lilffeiDentedéla  déMánda,  y  se  le  declarase  además  leg!tiiti»  poáfiaifei^y 
suceM>r  del  vinculo ,  y  espuso  que  aparte  de  notarse  grafés  defeetoi  ca  Iib 
partidas  sacramentales  presentadas  por  el  demandante «  íe  opoqia^l  bedw 
-deeftsívo'def  qué^D.'ffranciseoGaniialet  deColoaia,  eaatdoeeb  DcnaAia 
Pérez  Virían  y  nieto  de  loa  fundadores «  tuyo  muLfaiji^.  Am  Jbfb.GfOu* 
rearme  €ehi8ia  /  qoe  caed  en  6ata  con  Juan  l^eréz,  ae  áJiml» pracrito ^apa 
.falo  jQttl  Pérez  deOofosfayy  de  este  los  demá^  asceAdieBU&aiifafi  «-part^ 
c«al/>  y'<áeDdo  de  maacniinidad  pura  la  fundacíou.da  €etoÍaii]i>»|iodit 
ofrecer  la  mas  peqtíeña  duda  de  su  ningún  derecho  para  proponer  U«r«q|i* 
Maahmactualr' '    •'•  •    '       »•   .^  .i.i- r .;. /??  í 

t«.  BeauMaadt^  qile'en'  la  partida  de  matrimonio  de  S^  Ju»pÉir^  de  Qm^ 
•fa^'HdQcidl  (lera^ificát  el  entroocfue  con  D.  Juan  Goozaleí^  áñ  Gokpi* 
«leltfkfet  primer  llaiÉadó,  se  baHa  voa  DOla  marginal  que  dke;.  .<iKl  di«  (d 
dailTaO  velé  á  Jost»fntenidos  en  esta  jMrtida  y  firmé,  Líc0aci#d»GaUcfa«*» 
Y  en  otra  selaf  puesta  á  eootitmacion,  sin  firmar:  oLos  padrt»  ,dal  ooitia- 
]fante;lttinGonzlBlezColosfa  y  Marfa  Pascuala,  vecinos  deViliaataenas:»  - 
'I  l^flNritaBiio  que  redbldo el  pleito  á  prueba,  ae  pidieron  per  muí yjoMa 
fitea  teatliMmios  ée'vsHi^ij  documentos  y  ei  cotejo  de  otitw celar»» lo  teitet 
á  tft«íiliaefoird«l  demandante,  y  que  el  Juez  dicto  seatencü  «a  to-  Jo  eaei» 
de  I SSOyque  previa  prueba  pericial  y  testifical  dada  en  segnod».  winwiat 
confifnfó  la  Sala  sogmida  de  la  Audiencia  de  Oviedo  en  19  fkuioftaiUlMO 
p6r  laicoal  absolved  de  ia^demanda  á  Di  Cosme  Gonzala;^.  de  Coied&  f  .Ea*> 
4iMa*,y  por  su  muerte  á  sus  hijos,  á  quienes  representaba^  pouM»  totivi^f 
<»midera|tia  madre  doña  Teresa  Amiebade  Golosia: 
'  ilTffeaulUindo  que  contra  ese  fallo  dedujo  el  demandantereeáfsoderCtii» 
don,  porque  en  su  eoneepto,  la  apreciación  que  ae  había  becbo.da«i»|ffiie- 
ba»fMire  aeMilar  ^ue  era  el  único  y  legitimo  deacendiéota  eo  Hoea  reda 
de  varón  en  varón  del  primer  llamado,  no  podia  tener  üi^  por,  h^m/ím 
delbaencriterio, coilforme al art.  3t7  de  la'  ley  de  EnjoieiaoiiMUa  cK^íH 
ümstada  i  la  ftierza  probatoria  de  los  testigos,  y  era  contraria  kh.  wmm^ 
t0'4n  iosapÜcak)a260  7  2§f  de  dicha  ley,  como  también  á  las  8.\  tfi.,  A4 
y  118,  tit.  18  de  la  Partida  3.*  y  ¿  la  doctrina  admitida  por  U  juríip^éiH 
cki  ée  los  ti4bune(e9  que  colocaron  siempre  los  ínstrumentoe^enlrftiaa.ffWh 
bM  pleiN»:  habiéndose  infringido  además,  por  no  haberse  aUropegedaiéi» 
cbas^iépoiioíoiie»,  todispueato  por  los  fundadores»  y  lo  ealabroddi^.por  le 
kq^40tie  foro,  d'^.",  tit;  17,  Kbro  10  de  la  Novisitea  Reoi«ÑlackNVpiiea 
únicamoB^  pbr  aquel  medio  podia  presciodirsedei  órdeo  de  suceder 4i  les 
iiuiyoi!aigo6>aegti»-la  ^hinlad  del  fbndador:  ..  ...w^,-    ^• 

yiatos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Pedro  Gottez  de  Hérinosa: 
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,     .  -  ■  ."') 

UC0MÓ8  y  eoupiTiifciAs.  ffli 

; "^cítt^dérando que fa controversjsi epesU litigio peooioyiáo aa  mtQíái la 
teserta  éoDtemda  en  la  ejecutoría  de  9  de  febrero  de  1799;  por  Ja  oq^tse  • 
declaró  ^rtetiecer  el  mayorazgo  ea  caestion  á  un  agnado  de  la  Uima  Ibinia* 
dren  segnndaltigar,  ae  concretd  á  si  et  damanáantaí  jiMlifiniba  4.iio<96r 
desiKémfiente de  varan  en  varón  en  la  preaokada:  •;    r; i.t .."«. 

CofQídefaDdp  que  para  que  se  pueda  dejar  síneteotQ  U  ejeoiteFÚij  de- 

eMrn-  el  derecho  preferente  que  pretende  tener  al  vinculo  e\  demándame, 

'  ^^M>ñcepto  lie  agnado  de  |a  línea  llamada  en  prinaer  lugar,  ei;a  xijBcepwio 

M0  hl'mtaefóit'estutiese  justificada  de  manera  qué  no  ofreeíeac^  Ip  ,mQnor 

-'^'^oAsMerabdo  qbe  fa  Sala  eénteneiadora,  al  apreciar  en  qbo  de  «ut  faeiwl- 
tedes^'Fá'frtteba  pRríeial  y  testifical,  á  que  se  sometió  el  hecho  del  dea4ftden 
y  abandono  del  libro  de  donde  fueron  sacadas  ks  pariidaa  ivpugnadaí,  sus 
«brévidtüras,  informalidad  de  la  uou  marginal  y  demás  dQ(9Cto%i  perito 
atriboiriüs  ré  en  juicio,  no  ha  infringido  las  leyes  8.*,  tit.  i4  y  18,  M4*  i8 
dtfU  Partida  3.\  referentes  á  las  maneras  de  prueba  y  a^  detenido  examen 
de!  jutgador  Cuándo' se  pretende  desechar  carta  pública,  alegadas  OA  el 
feeorsd; 

Considerando  qne  apreciado  por  et  Tribunal  sentenciador  el  hecho  acerca 
defealynévfatura62(/y  esclbida  lá  informal  notamargiaBlp«estaenl»pair« 
tida  de  matrimonio  de  D.  Juan  Pérez  de  Golosfa,  resulta  esta  en  perneta 
bóBsonancfa  ctm  las  de  bautismo  y  confirmación,  no  pndiendo  por  coosi* 
guíente  jttstiOcarse  con  ellas  et  pretendido  y  necesario  entr^pi^  «oii.4eu 
Juap  Gonzalos  de  Colonia,  nieto  del  primer  llamado  á  la  obtención  del  vfn- 
evlo,  y  qae  por  tanto  la  sentencia  que  absuelve  de  la  demanda  al  últiroo.no- 
^f^or;  y  por  muerte  de  este.á  sus  hijos,  no  infringe  la  voliiqtad  del  funda- 
dor;'nvla  ley.8.',  tít.  17,  libro  iO  de  la  Novísima  Recopilacioá,  qoe  trata 
déf  itíoéo'  dé  suceder  en  los  mayorazgo?,  invocadas  en  el  recui se:  ^ 

Considerando,  finalmente,  que  ios  artículos  2g(^j  29i  de<k  ley*  de  /Bu- 
ipiciftmiento  civil,  alegados  no  tienen  aplicación  en  este  caso»  porque  las 
Firtfdas  á  que  .«e  feñere  el  primero,  son  medios  de  prueba  qommo  eoiitle- 
íMk  loe  requisflos  legales,  y  el  segundo  tiene  lugar  cuando  iseeatabla  da  ee- 
eioacHmiftal,  mas  no  cuando  se  impugnan  los  documenV)»  eomo  inefitaeíaa 
redsfrguyéitdolos  civilmente  de  fatuos; 

'  Fallampsque  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lij^wr  ai  recuffeo 
de*  casicfofi  interpuesto  por  D.  Juan  Pérez  de  Colosia,  al  que  oendenasaes 
en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  por  que  preató  caución,  pan 
cuando  llegue  á  mejor  fortuna,  y  devuélvanse  lo$  autoa  á  ,1a  Attáieeda  de 
Oviedo  c<ru'la  cerliñcacidn  correspondiente. 

•  Asi  pot  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Guesta  é  tnserUi* 
H  en  \e^  ColedcUm  ¿e(;ta¿atfüa,  pasándose  al  efecto  las  copias  neeesaríatyto 
proiraneifaiDO»,  mandamos  y  firmamos. *-Ramon  López  Vaa<iuea.— «SeblS'' 
fntt  González  Nandln.->*Gabriel  Ceruelo  de  Velasen.— loaquiq  de  Palmef 
Vlnues^a.— Pedro  Gómez  de  Hermosa.— Ventara  de  Golsa  y  Fando^-^TeiDás 
Ifceti 

"'''  Mblicaelon.'^Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Mus» 
trlsimo  Sr.  b.  Pedro  Gómez  de  Hermosa,  Ministro  de  la  Sala  primera  del 
Ti%Qosl  Supremo  de  Justicia,  estándose  celebrando  audienda  púhlka  én 
h  misma  el  día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secnetarío  de  8*  Al.  y  6U*Bt« 
crib>hóde6ámara.  .       ,  . 

'  Madrid  8  de  noviembre  de  1862.*-Dlooisio  Antonio  de  Puga^^^oeata 
de  42  de  noviembre  de  i 862.) 

TOMO  vil.  86 
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;     »     T      ri't  r  I  .  ^    •  t 

■    ■  mm.:     . 

»Ael*ii  (8  rfe  no9tem¿M  ie  ^Wt.)-"— NMrtRAimirm necnuOMi 
BiBM^t'AR.-^Ste  cóBÜrroa  en  parte  por  la  9Ala  segtHida'def  TrAm^ 
Supremo  y  en  parte  se  revoca,  admitiéadose  el  recurso,,  U  prp?l- 
deacia  apelada  de  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  di^  fiík^ós»  deñe? 

E loria  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Gregorio  Ceba- 
»,  «a  plfiito  con  su  esposa  DoSa  PradeAcia,  OmiUa,  f-m  mnelr^: 

l.^"  Que  la  r<9fa  i4  dü  urt.  iV»  deiaUu  dd.EntidiiMiUni»^ 
eMl  «mirto  sin  reslrieMii  al§uim  él  r§ewn94$€aHuaeme9ñtm  te» 
fttntencioB  que  dictan  tas  Audieneioi  nabrt  actos  úb  fuHsiteelM  «t»*- 
Irklária: 

S.^  Que  los  actos  de  Jurisdicción  volufüaria  tienen  ntaróaiaen 
la  lejf  su  tramitación  especial:  ,  .   . . 

o/  Que  froeede  Ia  admisión  del  recurso  de  casación  en  eí  /Iw- 
dot  cuando  ea  interpuesío  en  tiempo  y  s#  citem  las  hues^  i^doctwi^ 
le§úl  infrkitida,  m  soncepte^  del  reettrreniei 

4."^  Quecmemáodreemwdo  easaciowtsefsmia  moigimmúe 
las  causas  señaladas  en  el oH.  VH'Ses  menesief  kaeer  unaikeét^ 
nación  verdadera  de  las  faltas  cometidas  en  la  trníftUáden  <tef  ips- 
gediente; 

Y  S.""  que  la  translación  del  juicio  ordinario  naesúfilíeoK^  á, 
los  actos  de  jurisdicción  voluntaria  por  haber  fijado  la  Ujf  paii^,et* 
tos  «M  tmmsáacio»  especíala 

Bu  la  filU  fcáru  de  llsdiid,  á  a  de  nommbrs  de  4862  ^  «i-Im  «ito» 
qveen  el  lua^o  do  primam  instancia  de  Hsro  y  en  la  Stait  tareara^^orlft 
A«ik»oia  iciirit«riiA  de>  Burgos  bs  ssgsido  Doia  Prodeacn  UfnHi»  «Mím» 
esposo  D.  Gregorio  Cebados  sobre  que  se  nombre  é  esto  nfieiucidor  «iesB*- 
pUry  pendíealos  anta  Nos  ea  virtud  áe  ka  apelación  iotefpiMSM  por  «1  Don 
tiMfDSio  del  auto  que  od  2  de  junio  t\úmá  dktú  la  refémda  Saiadno^^^aii^ 
do  la  admisión  dal  recurso  de  easacían^eatabiado  por  el  mismo: 
'  Rnsnllsnda  que  en  44  de  febrero  de  4861  el  Pracnrsdor  Gaoapo»  nom- 
bre y  con  poder  queat  efecto  )e  otorgó  Dona  Prodefteis  Ufxtilin^:aandi*jnl 
indicado  Jaigadoide  primera  insUncia  con  un  escrilo  en  ai  que  áiio  qda  d 
esp<»o  do  asta  era  un  pródigo  y  malgastador  de  sos  bienes^  f  pMé  i|uei  an 
admitiese  infsrmaeian  de  teatigoa  acerca,  de  los  litotioii  anaíenpiají  >aa<or> 
lobeaacion  de  snaeerio,  con  cltaoion  del  Promotor  üsoaí  y  del  éskmeeqt» 
sanembraní  al  D.  Gregorio tpiaoalaba  ansenfti:  'i* 

Resollando  qoe  admitida  la  información  y  examinados  los  lesygQB.pfle 
ei tez  de  paz  d<hSa»  AsensiO)  á  quien  se  úié  €omisiim»/pesleffionnealft«tt 
4.^  de  mano  se  ooafirid  Uasladopor  tres  ám  al  dufénsac  ñsubnio  áOo*« 
bailas:  que  esta  présenlo  ol  0  del*  mismo<  me;iei  pQ;ler  «tonudo  áembaw 
por  el  D.  Gregaria,  «apooieodo  qoa  ya  liaiMa  casado  sir  <Qari!^«lo*  défimaor 
del  ausente,  y  que  precedía  que  como  Procurador  del  mismo  aa  laraaireisa* 
rael  espedíante  para ileeit  deán  juiUcia^yqueper  aaSada  aqtoakaKase 
hubo  por  presentado  el  poder,  y  se  mandó  que  en  atenciiM(4aer{  pnaada-tfl 
término  del  traslado,  se  caanuicaraa  iaidiligeocias  ai  Proarotor  üicak 
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ResallMdoqae  en  8  d#l  misno^mes  el  ProeorKder  de  Gebelto»,  opo« 
DióodoiM  á  la  pretensioo  deducid»*  for 'Dooa  Pmdeiic'ias  Unsatia,  y  ¿egu- 
randa  que  esta  había  sorprendido  al  Juzgado  ai  eüy^eaar  que  su  eaposo  es* 
tai»ai  «uia^ie^^ieiidoMiliaiiB^bgiii  ie  c»\»  qi(i/^mfH9mirim$  #aMae  «(u|>a- 
raíi«i^5pidi^qu«  elreapedieole  iSiguiora-  loa  tráqúias  daf.  jur\e«0'  Dr^fUiíliíítf^. 
piie;)  qun^  e^ioioo  tenia  qi|e  hacerse  cpnleafiiodOy.y  ,i(aadi)&  que  pa];a  $1 
caso  de  que  así  no  se  verifícase,  apelaba  para  aoU  el  Tribuaajl  auperior 
derterJtitarlo».eoii  reserva  de  iludir  en  queja  al  mismo  por  d^nág  ación  de 
aodi^noia  y  de  cualquiera  otra  eccion  que  le  correspondiese : 

Resol taiida  qiíe  conferido  traslado  al  Procurador  €a«ijpe  y  al  Proinotor- 
fiaea!»  aflFtes qnela-efacuara eate úUíino,  loe dos.eipoaaa  otivgaiott^iioa e»* 
cfilaaa  en  14  4e  mano,  pactaada,  entre  ot«aa  eoaaa»  qun  nada  non  da  eltoa 
pMéeihi  ftíarlne  bianm  9ara,flM.fM^nulettoion:.qtt«  no  aeoM^iiafMa-wgu<* 
nos  i  no  ser  para  pago  de  deudas  hasta  entonces  contraídas^  ó  coq  ioC^r*- 
vttPcioQ  de  loa  doa,  por  ereerse  útil  y  eon?enienle  la  Tenta  á^da  ia 
faaiiUa«  y  qiia  quedacian  unjados  los  pleüos  pendientes: 

Resultando  que  según  este  convenio  pidieron  ambos  que  se  archivase 
este  espediente  por  aboi;a  y  quedara  ea  suspenso  alo  ulterior  progreso: 
que  por  proyideneia  de|  dia  SS7  se  mandaron  arehlvar  loa^iuuos;  y'  que  en 
3  i  de  agosto  acudió  do  nuevo  el  Proeurador  Campo»  á  nombre  de  Don» 
Fmdflncía,  quejándose  de  q«» Caballos  (altaba  á  k>  paotodpiy  vetlaia  á  dila«« 
piéar'loafMenae,  f  njW6 ^ose lo  admiiiera .  k iDioraiaeien . que efreeia y 
Mpcojves«i^al.i)w  érenlo  d«  curador  ejemi^lar:  . 

Usaultando  qiie  piiesiada  la  inforsiacien  de  teaiigoa  y  puestos  testimo- 
nios de  ciertas  escrituras,  se  confirió  traslado  al  apoderado  de  Geballos,  el 
opal  alegó  qi^e  eelrauaba  que  se  hubietie  agitado  el  espediente  que  qued6 
UGrminado  por  el  convenio  de  las  partes,  yque  se  hubieran  admitido  escri- 
tes  at  Proeurador '  Campe.,  tuyos  poderes  babian  caducado  en  virtud  del 
mismo  convenio,  y  pidió  que,  teniéndose  por  mprodueido  el  eaerít*  de  S  de 
marzo,  folio  38,  se  determinara  como  alli  solicitó: 

:RtoaailM¿o^que«idakot«a  parte  y  el  Ministerio' néblieo,  aI  lúes  dictó 
MUlMieia  68  27  de  noviembre  último,  en  la  ^ue  nombré  ¿  Dona  l^nidenm 
€nbaUes  oumdoiaid^fil  espeso»  y  que  eela  pidió  a^iio  con  safi»rma-die.di€ba 
fallo  se  aaaaitára  qii4  aqoelta  usara  de  su  .derecho  en  jolaiO'  mdtftariú,  ape^ 
Iñudo  de  kkosiiivario,  protestando  la  nulidad  deiaa  actuaeionea  iiechas  pot 
^  Procurador  Campo,  óá  su  insUncia,  por  falta  de  poder,  y  qnejándMe  de 
q«e  M  siguiera  el  espediente  eomo  de  juríadiceio»  TobwlBKiaa     . ' 

ReaolUBd»  q«e  adasitida  la  opelecimí  en  un  aoia.efueio,.!  seguida  la 
aegtwada  inatmnoia,  la  Sala  del  Tribuaal  superior  poaniinüió  senlancia  en  il 
é%  abril  último  confirmando  la  apelada,  sin  perjoioio  desque  GebaÜon  pueda 
«aardet  denebadeiitte  ae  orea  asisiidu  tn  el  juicio 'CoraeepondieAlec 

Reaultaodo  que  contra  esta  sentencia  interpaettelAuamQ  ««.itieBapoiiif» 
bütreeorso  de  casación  fundado  en  queae  habia  alterado  en  parte  sustanciei 
el  órdeá  de  los  procedimientos,  seguirel  art.  1013  de  la  ley  de  finjaieia- 
mifiilO'Clvil,  pues  que  habiéndose  smtaocáado  el  espediente  como  dejuris- 
&máün  Toluntaria,  é  pesar  de  que  el  asunto  era  objeto  de  la  conleneiesa, 
hifbftt) faltad»  el  emptasamieoto,  Ucitaoion  para  sentencia^  el  xecibiaalent& 
é  ppüaka  y  todos  tos  trámUiss  esenciales  del  jiüdo  ordinario,  y  además  ea 
que  ei'  fallo  era  contrario  á'las  leyes  y  doctrinas  que  citaba; 
'/ '  fiMMilfndofue-la  Sata-de  ta'Audieneiadeiiegó^laadnhion  déiffeouno 
iKiPMittidaS  de}(NBrio,^dil que  apald^Q;  Gtvgerin  MMdhM  paiu*  ante  este 
Bayrsm» IdlnBilD /  «:••./  •  i  j  .•..-•':  -^  -m  .[.i  ■!.  '  •  • 
Viat94iJieiid<»PQiienln4  lUníaiioll.  Bdneotofiip^.^    i> .        >  ? 
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1^  MUs»s>Biici4  piyiM-;^ 

iSajuioramJíeKtO'OÍviUdiBile  ski-  wWiéctoi^ alguott^  jrqwiwi  de .cwtaoi: . 

Gaii9iderao4la4tt«la  flfoiéiiciadd  i  I  da  «bril  ^anvoolilra  .I«fi9>lfli 
iBtfií^aao  Qstft  racamo,  decidió  sobre  el  nombrainieoto  de  90  ooÁdor.fiB|^ 
i)lar,  resolviendo  na  acto  de  jurisdrecion  v6luntei1&  ^  tfiltié  tto-laMf 
lüareada  tramjtacioa  especial:  '  '  *       "     -'  *.  '-  *  '•     "*^ 

Considerando,  en  cnanto  dicho  recufse  «b  réflenér  al  (Widd/qéi^  M'bf¿ 
terpnesto  en  tiempo!  y  qne  se  Citaron  leyea  f  ddotrhü^^al  1iimiigi(llll.ai 
«Mim()todelyecoiv«ite:  .^^r íf.s-   i  v--. 

-'Omaiderando,  eoa  respecto  á  laa  eatiaae  I;%'3.*x4-^'tie(tfft«ldl8; 
«n  que  también  se  funda  el  recnrso,  qne -no  m  bace  terdadem*  d^aimaEla» 
i!e  faltas  cometidaa  en  la  tramitación  de  nn  espediente  de  joriaificdm.  Vo- 
luntaria: .  u  *      '  ,j....  .•  :>v.   .,.    ■.. 

'  OoásMerímdb  ademé!?  que  laa  desiffnadas  s^e  aMr  a^féaMé»^ jüMt  w« 
dínario,  que  la  parta  de  D.  Gregorio  Caballos  afegkbeqtie'Mrté  Ijiugtftae, 
In  Cual  Tí6  sis  ha  Terlílbado,  ni  procedia  qne  se  werifioaae  á  )^r^<lt»^wi'-4i^- 
sfcien  é  laa  pretensiones)  de  ao  mnier.  por^e  8e¿aaelartféiilolt09,ti 
regla  7/ d^nsOB,  noesesitemii^  a  los  aeces  de  jodsAkMtioil' VIMM^^ 
«nqbe  fa  ley  há  fijado  tramitación  especial:  '  ^  '  "'..•:^'.  >- 
^  OoAsidermiio;  fkrr  lot»)to,  qne  de  coñfét^ided  '($oil 'It  tegta  ^^f^'M 
Citado  «rt.f  208y  od^«l  id25,  eh  cuanto  por «naVetalitt  jj^lwmMYN* 
aente  caso,  debid  la  Sala  admitir  et  recurso  áé  cttMMW  fer^UflWfiili» 
fey  y  d()ctrihii  tegtl,  y  denegar  sa  aémfalen,  coilM  Wám&gj^i'^  iüv 
fitjpttestas  Al  la  tramnacion;  .     <  :r.  .'.,i'-  -^  :s  f,  ,y.. 

' '  Pallamoa  que  debemos  confirmar  y  eonfifmaflio#'>él'aMo'  apelAda'^áé-'^ 
^é'íuniot&ltifno,  eff  cnanto  por  él  se  denegó  la  admi^tMl  déttééitfÉl>aa  li 
forma,  y  revocándole  en  lo  4emás  admitimos  dicho  raieuM» yor 4^fktMB 
^  tet  y  doctrina  ietfal,  y  mandiamos  qne  para  án  atiMamiiatüMi  pÉsearloe 
entes  á  la  Sala  prími^ra,  prério  el  depósito  de  4fiM  ra. 

'  ásf  por  esu  noestra  sénftencia,  qne  se  puMIeará  m  kiGtféaiÉ  M^G»« 
Ofemoé'fnsiartará'en  laOafocetdn  ie^íatt>?a,  para  locáai-)aé  ^^ — '^ 


oportunas  copias' cevtffiieadrta.  lo  pronunciamoa,  mandaaaes  ;f 'fiftnaiHietP» 
Juan  Marti»  ^Carramotinb.^amon  María  de  Arrióla.— FéHt  HiTMni  déli 
Riva.— Juan  María  Biec.^Fetipe  de  Urblna.^BdnardO'^ISIkí^-^DMMI» 
Moreno.'      -        ^  * .   •      ^'     .. 

'  Pablieftciéín.---Leldar  r  publicada  fué  la  anterior  aemendlarfor'«l  fin* 
crt^me^.  D.  Eduardo  Biio,  Mlninro  det  TríbbnalSuprélMMOltiftMi;ea* 
fiíndose  tiálebrafido  tttdienefe  pública  en  au  Sala  segunda'  el  4i«'da1i^tfa 
iqoe  certifico  comofiacribano de  Cánrara. 

Madriff  10  de  noviembre  de  i962.-^regorio  GettHo  €iMiij 
^e  44  és  im^embre  de  imt.) 


tteciijrisío  de  eiM^élon  (10  de  fioviemi^l^.  '^':t^í^]i«^ 
Bendición  dx  cdbntas.*-^  declara  por  la  Sala  (irimari^  .90!  TnÍMi* 
nal  Suprema  hafaeiihiflgur  al  leetuM  de  casaoí#ii  iat«rpiMMi.por  J«- 
Üan  Ibarn^Ildefooao)  Barrera  y  Jqíd  Astoiiio  8aiioIift&,  noalnt  Ja 
senteticia  oronmeiada  por  la  Sala  tercera  de  la  Análmcmí  de  1Í»> 
dridí  en  pleito  con  D.  Manael  Moreno  Vi  viente,  7  se  resnelre: 
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Kmc»mo$  Y  ciNiiFsmicus.  683 

Que  euanda  la  Sahi  isidntBhelaátH^  pitscmie  de  la  euéition 
pfíkeipaheñ'^  el  demmiad^fUé'Wndemiio  eHprinura-iíMmm, 
y^eme  eh  m  lugar  usli  tuestíoH  'de  competenma  tpie  nosepfopus» 
enferma  ni  eperímámente,  ó  te  h&Ualm  resuelta  per.  «n  auto  di 
^noíeplduSreposieiony  quedando  por  tanto,  de  derecho  cónáen^ 
lido  y  ¡^cutoriado,  infl-ingen  los  arts.  2.*,  4."  68,  82,  2j5g,.  340, 
251, 252  y  254  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civü^  y  U^iuríspru-, 
dí^iMúíikd^TTviimialSu^  según  la  que  ^e  entiende  prorqgada 
¡ajumdieoim  cmnio  el. df mandado  ante  tm  Juez  ineompiienjta 
se  somete  tácitamente  á  él^no  usando  antee  de  caníe^ar-la  deman^ 
dü  taeSe^petoñMcfrtuna-ni  presentando  en  tienipo  la  deeünateria 
í^JuHsdiectón. 

Ed  la  vilki  y  córU  de  Hadfid,  á  iO  de  noviembro  de  1^62,  en  loe  autoa 
<|IM,|XMr  rwtfsoidefeeeeoíeo.  iieBdeD  aate  Nos,  seguidos  en  el  iiu^do  de 
príiQeFaiiietfiíioin  del  distrib^  de  I&  Audiencia  de  eala  eárte  y  en  la  Sala  tec-r 
ova  de.dicho  Tríbaoal  Saperior  por  Jaiiaa  Ibarra  6  lldefax^io  (arrerayiomo 
oarido  de,  ViceaU,  y  PetraSaoobex^yel  beraMfiodae¿t«e  Joaq  Aotonin^ 
cm  D.  MaoMal  Moreno  Vifieom,  eoture  réodicion  xie  noes  cuentas; 

Resultando  qne  Sanlia^  Sencbez,  padre  delosdemandanles,  hellánda* 
se  prese  ao  la  ciroel  de  Gosdelajara,  dio  poder  k  su  esx)osa  ji  D«  Maonél 
Moreno  Viviente,  boy  demandado,  que  residía  en  aquella  dudada  para  que 
le  repres0iitaseii,]^  gestioaaseQen  la  testanientaria  de  su  madre,  se*  taicierau 
cargo  da  los  biesíes  que  le  correspondiesen  y  con  ellas  pairan  las  CQsiaa 
originadas  en  la  causa  criminal  que  contra  61  seguía,  atandieada  ¿.su  subp 
riBteacia  y  la  de  au  familia»  fsnnitóndoies  pera  otorgar,  esoríturas^  da  obliga - 
Oion^-tf^oaaceieot  ^uste  y  coa'vettiocon  cláusula .  ae  iúpoteca.y  demás  re* 
quiR^  que  fuesen  necesarios:  , 

.  Besulti^que  hahíeBdo  fallecido  Sancbes,. hallándose  cumpliéndola, 
pena  de  presidio  que  se  le  impuso  por  dicha  causa,  se  preseotó  en  9  de  jUr- 
Jio^da4$d7.D.  Manuel  Moreno  Viviente,  adoiíoistradoe  qu^  fu¿  en  un  prla- 
<ápio<da  tos  bienes  de  aquel  en  el  Juzgado  de  primera  iostancia^de  Goadalax^ 
jara  que  conocia  del  cumplimiento  de  la<iúscuc¡on  de  aquella,  4  fin  de  vea"^ 
ülar  la  cuenta  que  tenia  pendiente  pon  el  difunto  Sancbez^  y  dejar  desama 
baceaade^  el  remete  de  una. mitad  decasa  celebrado  á  su  a?or: 

Resultando  que  instruido  espediente  con  audiencia  del  Promotor  fiscalá 
se  daclararan  de  abona  de  conformidad  de  este  las  dos  partidas  da  caigo  y 
data  qjaoicempsendi^  la  redamación  de  Morana  Vitieule»,  maiidan4o  las;£a^ 
tuviera  en  .su  poder  pareen  parte  de  pago  del  precio  del  indicada  ra'*? 
mate:^ 

Áaaultando^oeemiO  de  agosto  de  i  859,  los  hijos  y  berederosdeSan-- 
tiago  Sánchez  y  Juan  Antonio  y  sus  dos  hermanas  Vicenta  y. Petra,  iespu^ 
de  haber  intentado  el  juicio  de  conciliación,  que  no  tuvo  efecto  por  no  ha* 
ber  comparecido  O.  Manuel  Moreno  Viviente,  presentaron  demanda  en  el 
Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Audiencia  de  esta  corte,  pi- 
diendo se  condenase  á  dicho  D.  Manuel  Moreno  Viviente  á  que  rindiese  cuen- 
tas jusüficadaa  de  la  inversión  de  los  bienes  percibidos  á  nombre  de  su^dra 
eñ  virtud  del  poder  aue  le  otorgó  v  él  aceplo /reservánddlesr  la?  demás  ac- 
ciones civiles  y  crimmales  que  pudieran  corfespenderiifs:  * 
'  Résultaoda  que  para  henar  saber  ^ademaodaá  tforeaio  Yltiaota.  eiise^ 
la  y  empiazarle,  se  libró  ezhof  lo  á  Jos  Jueoeada  ptímeca  i«Bláriaia)a0  Gna*^ 
da|«jera.;y  MíSMa,  y  qua  oom#lMaeo(ad&  «or  4  de.#^  .«(euQieftdalaaoqiaa 
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«n  ST^<Í»sélteífíbr€r  M  mhrlío  iR«,  w'^M  "iktfkM  ^1M^I^  á- 

infttiirdscabd^  fue  aun  cttando  Mordoo  V(f4«tite  era  vtorflM»'^.  Hf^^inl^ 
,i?ina  y  C[ti6^e$a  ciircQfisUDcia  (}ue  eonataN  en  todas  ^8  «U9*cbaaá  w^fi 
la  de  pobreza;  le  relevaba  de  contestarla  ppf  habéf^féf  eiUá&tíKÍ(ii-.aíÍi'lMi 
incompetente^  (íidi(i'sel6  protoga^e  el  térmW^oriíQd^dihfttMa'téo^^ 
úe  adquirir  los  medios  de  tpoyar  y  ^foitfaalíear  Ttfcdnteélifíbti;  "  "'  ;» 'i*^' 


ll¿^olta>bdarqiief)i»bténd'efé  tioncedido  cuatro  dlag;'^lifa¿tth<toa#, 
y  después  de  apremiado  «la  de^í^cioa  <á«  M'«liM»;  fMsMi^MMIft, 
«c«nptilad9de  uiKMoniieM  Atcalito  d«  tteAdettotéim  MÉraMafipar 
«1  Cominrío  de  Se^uríii^  púbfiea  eaprasivod^^de  ll<)ÍFéii»^^btaMe»év«« 
ciño  de  aquella  tii|^  d^sdeal  mea  de  agosta  é^  494V  f  kabla^esÁ^viJM!) 
e)  c»rgo  de  Alcalde  y  Hegidor  en  los  de  i890  á  48^4,  y  ^ieitó  <^  «i  1»- 
aecuencia  se  celebrase  el  juicio  de  conciliación  con  su  prlátlpat  W^^f^- 
i»<0  desu dunúeilib»  y  fenfieádo se  le  emplanée  por  cbiidiiew'ide -sétin 
'Ordintriirnaturftl,  querrá  el  de  Atienza,  el  eual  acaso  dt^feHiMría  Hfjliilia* 
dicción ^ue'sobre  Moreno  Viviente  tenia,  fúffaiolando  MiiblMUrt    ■    -  * 

Reau^twndo  que  dettegada  esa  solíeitud  por  auto  de*^9^é  iio«f(Miiki%4» 
«1859,  conteatando  af  ^sottto  de  róptica  do  loa  defuamdanlip»^  ^Mdíd  a4(Mlie 
le  abifolviefae  libremeiMede  lademandii,  modioote  ft'que1á«cdioi|i^MkbMli 
no  lo  había  sido  sote  «I  Juez  de  su  domioirio  ñ\mé\  hii^rd^'Mftlnlé^^ 
faé  Guadalajara,  y  á  qoe  en  él  «ataban  dadas  y  aprobadas  las  cueaAH^ 
toterveocion  del  Mi^^iario  fiscal:  -  i  j  - 

ReOuUendo  que  recibido  «t  pleiioá  prueba  at  proponer  al  dtoin<P<adili 
suya  ,  üianifWoio ,  qué  si  tien  habla  prorogadoia  jurisdieeioii  déh-fuigiAi 
-para  áite  litigio^  protestaba  reclainiir  el  fuero  é«>^meindad  6  dol«OAtta«Mi 
^ualqoieiii  otra  demanda  que  M  acto#o«  á  otros  lé  emabtaaeo;  f-i     '  '^ 


•€0Q  é«ta  protesta,  •onritia  lacompuisa -del  documento  de  veeindaé'^Ma-Mli 
proFeotndo;  protesta  que  fué  desechada  por  auto  de  27  do  foM'arO'do^lMI, 
mandando  io  le  híoiese  saber  no>  veproduj4»ae  ifteide«tel  <faia  eitata^  resuel- 
tos y  ej^eof  orladoa: 

Resultando  qu$  précticadas  las  pruebe»  que  eé'arütmlifrocí/ tMifraai- 
teueia  el  Juke  en  7  díe  agosto  de  1860,  condonando  é  O.  Manéot  MQfH»0f- 
viente  á  que  en  el  término  de  nueve  dias  rindiese  cuentas  á^  los  deoM* 

-dantos: 

Resultando  quoTomítidos  loe  autos  á  la  Audienda  dé  eoia  edrtoparan- 
ladon  deD.  Manuel  Bloronn  Viviunte,  al  mojonarla  pretendía  qué  sa  Mi- 
rase nulo  todo  te  actuado,  con  espresa  condoimeioÉ  do  oostas  i  tos  deaia- 
-dantos  y  reserva  de  su  átreek»  para  que  le  dedoyesen'»nte  el  inex  éPOp*- 
tonte,  y  en  otro  caso  absolvarks  de  la ^lemandav  laSala tercera  do l»nl4M 
revocó  dicha  semencia  por  la  que  pronunció  en  26  de  enero  de  i86l ,  <ta* 
clarando  £bt  dicho  Juez  incompetente  para  conocer  de  la  demanda  queea- 
tablaron  ante  él  Juan  Antonio  Sancliez  y  sus  dos  hormillas  por  su  deniaaé 
de  10  de  agosto  de  1859,  de  quo  «e  confirió  traslado  con  einplaEsmieoia  al 
demandado  D.  Manuel  Morenu  Viviente  en  proveído  de  18  del  préxiooflnif 

•  y. que  corroapondia  el  conocimiento  de  dicha  denaanda*ail  Jns»  ^pitean 
inataneia^  de  Guadalajara,  y  que  en  su  consecuencia»  dejando  ríb  efedotB* 
das  las  actuaciones  obradas  con  respecto  á  la  cuestión  priocipal  «do  4itn  li- 
tigio en  el  referido  Juzgado  de.esta  corte,  que  carecía  |>ara  «}lo^  juriadie- 
cion,  mandaron  se  remitieran  los  autoaal  ya  mencionado  de  Gaadalijsn  coa 
certificación  de  esta  providencia  para  su  seguimiento  con  arreglo  i  áet^á» 

-  y  otra  al  inhibido  por  ella  para  que  le  constase: 

Resultando  que  contra  ese  fallo  dedujeron  los  4emattdmiÍon  cocnrsa^ 
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cÍYÍ}|.i:omp  táipDieo  Jas  aecisjene^  (te  e^e  ¿^prarpo  Trifimpdi  (le  .17  úe  ¿uplo 
Od  f$54,  9  de  rnayo,  29  da  octubre  y  1.*  de  diciembre  de  i$57  y  iS  y  i7 
dejuiio  de  4858,  toda  vez(]ue  el  demandado  sefometió  lácHaméoteÁ  b 
iorisdicck)fl,d6l.ll^e&.denMllQ^p»  úwleiicja  4(^  esta  cárleí  i^o  oaá^ei^n^fH 
cepciooee  al  (V)9teatar  U  demanda  oi  proseatd  ep^  tiempa  .y  forioa  la  aecJU 
natoriü^y.íuá^^esUnMda  aderpás por  previdencia  coosej^idf^.y  <ye<mtoría- 
49»  prprvg^Q4i(Íae  pof  couúgui^nte  la  jui;ÍJMlicd^ 

Yio(4)4i  fíeadp.  Ponaiué  ei  )|iQÍsiro.D.  Laprojino  Rejo  de. JMor^agárai;. 

Considerando  que  hiendo  la  cuestión  promovida  en  estos  autos  \k  4ereQ- 
4i^D  ^í'^^i^ntaiii^ <}ue. Olij^ condenado  el  demandado  en  primer^  iofliUncia, 
ia  oala  sjMiU^eíadora,  al  prescindir  de  eila  y  decidiendo  en  üu  iu^^  paa 
«ueetipi)  in<$idenm  ^  qowpetencia  que  no  se  liabia  propuesio  en  (prma  ni 
oppriúnamepiety  qu&  en  todo  caso  de  la  manera  en  que  se  bal^a  dedttcJ4o 
60  bailaba  yii  riesyeita  y  termioadapor  los  autos  de  7  de  no?ijembr^  de  1.8g9 
y  27  de  fj^rero  de  JSÍ^,  de  ios  coalee  no  se  pidió  re(orma  ni  ^  interpuso 
apeiaei^t  quedando  dg  derecbo  consentidoe  y  ejecntoriadoe ,  ha  infrjwigido 
«i.  aFi.  6^  áé  la-  ley  de  Enjuiciamiento  civi^y  y  pmr  oonseqoencia  los  den^ 
que  s^ciisD  ^n  «1  recursoí,.  así. como  lii  dMCtnna  eonaignada  «n.4ifdreniee 
aeateneias  de  ^^e  Supremp  Tribui^ali  q^jie  también  .se  «iagan  por  Jos  reotii- 
xeates;       ,  '  •  ... 

Pallaroos  qne  debemos  declarar  y  deolararoos  lisber  lugar  aí  recovsó  4e 
casación  iojierpue&to  for  Julián  Ibarra  é.  lidefonsq  Barrera,  en  el  concepto 
que  ban  ütigado»  y  .por  Juan  Antonio  JSan^bea»  y  ¿n  su  c^nseeufificia  oaea« 
mnes  y  anulamos, la  f^eAteñcia  dictada  poi;  la  Sala  tercera  de  .la  Audieocia  4e 
esta  corle  en  26  do  enero  da  I86t,  devolviéndose  los  autos  co([i  la  certitioar 
<ck^'  jcorrespmH^iente  á  1^  Andienuia  da  donde  procp^ap. 

Asi  ppr  «esta  nuestra  «sentencia,  que  se  pubticará  en  la  (Jooeto  ó  inser- 
tari  eo  la  Colección  legislativa ^  pasan dosq  al  efecto  las  copias  necesarias* 
Ja  proannalamos ,  mandamos  y  firnMaios.-^HamoQ  López  Vizquaa. — Ga- 
iNrielGeruelo  de  Veia.sca.-T*TJoaquin  de  PiiUua  y  Vinuesa.^PedrQ  Qomez  úb 
üariuos^'. — Pablo  Jiraepea  de  Palafip«>^ Laureano  Rojo  de  Norza^aray. — 
tnmás  HueL         . 

Publicación.-- Leída  y  publicada  fué' la  anterior  sentencia  por  el 
tll0M>.Sr*  P.  Laqreano  Rnii»  lie  Nonagaray,  Ministra  dal  Tribmia)  Supremo 
de  Justicia,  estándose  celt^brando  audiencia  pública  en  su; Sala  primera,  4e 
,qua  «er tilico  coou^  Sfecretario  da  S.  M. ,  j  «u  IfiscrM^iDn  de  Cámara. 

Madrid  10  de  noviembre  de  i8d2.—:DmisÍ9  Antonio  ée  Puga.-T*((»A- 
4tffa  del  14  danoviembrd  de  i362.) 


«15. 

C/Mnpeteneia.— (iá  de  nontanbré  dñlSúi.)ér^f{fBsa&ix»  dk 
-oM  CONTRATO  DB  YENTA.-^Se  dccidc  pof  la  Salft  segtrada'dei  tríbonál 
Saprcmo  k  favor  del  Jazgado  de  4a  Capitania  general  de  Marina  del 
Departamento  de  Cádiz,  ia  competencia  suscitada  con  el  de  primera 
instancia  de  San  Fernando  acerca  de!  conocimiento  de  la  demanda 
entablada  por  D.  José  Ramón  Cortines  contra  dona  María  Tejada» 
.sobr^  res<)i^ion  de  ua  contrato  de  venta ,  y  se  resuelve: 
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Que  las  viudas  de  los  primeros  pilotos  de  la  armada  eon  ¡ra^ 
düamn  de  alférez  de  navio,  itUerin  permanecen  en  estado  de  vía* 
de%  y  perciben  pensión  del  n^onte-pio  milUaír,  disfrutan  del  puro 
que  gozaban  sus  maridos. 

Gq  k  vHIa  y  corte  de  Madrid,  á  12  de  noviembre  de  id6^«  en  loe  «qkh 
de  competencia  que  ante  Nos  penden  entre  el  Juigado  de  la  Capitanía  ge- 
neral  de  Marina  del  departamento  de  Cádiz  j  el  de  prínaera  hutaneía  de 
San  Fernando  acerca  d-1  oonociroienio  de  ta  demanda  entablada  por  D.  Jasé 
Ramón  Cortinas  contra  dona  María  Tejada  sobre  rescisión  de  na  eontiato 
de  venta : 

Resnltando'qoe  en  19  de  febrero  último  acndió  Cortinas  al  referido  Joz» 
gado  de  primera  instancia  pidiendo  que  se  d<«olarase  rescindido  el  ooolrato 
de  venta  de  unas  casas  que  se  consignó  en  cierto  documento  privado;  j  se 
condenara  á  doña  María  Tejada  á  la  devolución  de  10,000  rs.  que  redbí6 
en  señal,  y  al  pago  de  los  Intereses ,  costas ,  daños  y  perjuicios: 

Resultando  que  emplazada  !a  doña  Haría,  presentó  en  elJQzgadoda 
Marina  él  Real  despacho  por  el  cual  S.  M*  concedió  al  Alférez  de  navio  gra* 
duado,  primer  Piloto  de  la<armada  D.  Francisco  de  Paula  Símico,  el  retiro 
con  losólos  tercios  del' sueldo  que  disfrutaba ;  una  certificación  déla  Real 
^rden  en  que  se  declaraba  á  dona  María  Tejada,  viuda  de  Símico,  la  peasioB 
de  2,400  rs.  sobre  los  fondos  del  Monte  pió  mililar,  y  su  lé  de  viuda,  }  pi- 
dió que  se  oficiase  de  inhibición  al  referido  Juzgado  de  San  Femando: 

Resultando  que  estimado  así  ,*  se  dirigió  el  oficio  y  testimonio  en  qne  sa 
comprendía  únicamente  el  dictamen  fiscal  y  la  previdencia ,  no  habiéndoaa 
incluido  ^n  el  mismo  el  escrito  da  doña  María  ni  los  documentos  presenta* 
dos  por  esta: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia,  después  de  oir  al  deinan- 
dante,  se  negó  á  inhibirse  fundado  en  que  no  constaba  que  el  D.  F^raaósaa 
gozase  Alero  y  te  hubiera  trasmitido  á  su  viuda: 

Y  resultando  que  el  Juzgado  de  Marina  insistió  en^  su  reclamación  eapo* 
niendo  que  con  arreglo  á  los  documentos  presentados  por  doña  Mark  Teja* 
"da  y  ¿  lo  dispuesto  en  el  art.  8.^,  tít.  i.^  tratado  8.*  de  la  Ordenanza^ 
ejército,  y  en  el  art.  i  8,  tít.  2.%  tratado  5.^  de  las  generales  de  la  Armada, 
era  notona  su  competencia: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  de  este  Supremo  Tribunal  D.  Raaaatt 
Marfa  de  Arrióla: 

Considerando  que  doña  Marfa  Tejada  ha  justificado  completamente  que 
su  marido  D.  Francisco  de  Paula  Símico  al  tiempo  de  su  fallecimiento  era 
Alférez  de  navio  graduado  y  primer  Piloto  de  la  Armada;  que  como  tal  g¡a* 
zaba  de  retiro  con  las  dos  terceras  partes  de  sueldo,  y  que  la  intereMí 
permanece  en  estado  de  viuda  percibiendo  pensión  del  *Monte-pio  nüiitar: 

Y  considerando  que ,  mediando  estas  circunstancias ,  no  puede  méoes 
de  conservar,  con  arreglo  á  las  Ordenanzas  generales  y  disposiciones  poste** 
ñores,  el  fuero  militar  de  Marina  que  el  referido  Símico  tenia; 

Falhtfflos  quedábannos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  de  ee* 
toa  autos  corresponde  al  Juzgado  de  la  Capitanía  general  de  Marina  del  da* 
parlamento  de  Cááh ,  al  que  se  remitan  nnas  y  otras  actuaciones  pan  lo 
que  proceda  con  arreglo  á  derecho. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  GacOa  del  Go- 
J>lerno  é  insertará  en  la  Colección  legislativa  ,  para  lo  cual  se  pasen  ha 
oportunas  copias  certificadas ,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  firmamos. — 
Juan  Martin  GarramolinO.-^Ramen  María  de  Arrióla.— Félix  Herrera  de  fai 
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ñor  D.  Ramón  Miiiqde  Arrióla,  fáiaistro  del  T4tmfyM*8u^dnié>^<^d^t^  • 

iH)j;%datfae^uacocowoE90tíl)arípae.Cáoiv«»    ..  ^^    ,.r  iv.7,vani  • 
^ iWaaH4. i2  ító  noyiea^re  d«,}862.rrGrfigorioi.CaWiW;  filirtf^tKw»^^ 


PBH^SKBNtiíA  D£  \GfiÍQiTo&.T-Se  d&clara  por  la .  SaJa  primera  del 
Tribunal- ;gápre(ño  QO  habei:  lugar  al  rdcucso  de  /Oasacía^i^tiBr- 
piieHojpOF  DoSa  Valeatma  Muñoz  contra  ia  8e&teQeiatprofliiiioi<ada 
porfiar  Sala  segunda  de  ia  Audiencia  ét  Cáceres,  en'ei  ipieíto^e" 
gtmtd  ebtre  D.  La!»  Cabanillas,  como  marido  de  Dona  MdhnelaWu- 
aoj^,  y  e|  Marjmés  de'Guadalcázar,  y  se  resuelve:  "\  \  ^  ''\  "  ' 
(h^  iío^ptifiden  consíderdrsé  infringidas  por  una  senténcih  le- 
ytü  xQÚc:  ñé  son.  mlkables  al  caso  objeto  ddUtlgÍQ,.  y.^por  tanto, 
qmnátpúcaefunaarse  en  esa  supuesta  xnfraarnn.un  remrso  de 
eaiaeieii  enrel.fonch^  puesnsílo  dicta  ia  urna  razóme/tí  buerk 
seiáido.  '  • 

V ;  Si^  la'villa'ir  ddrte  de  Madrid,  á  ii  de  noviembre  da  ií^et^  «a  al  inci-* 
denté  aué  pende  ante  Noa»  por  recnrso  de  fiasacioD^  promovido  aa  lar  Sala^ 
sQgmmt  4e  la  Aeal  Andieiiieia  de  Cacaree,  por  Dona  VaientifiaMuñoO)  para 
(|UA  so  la  tu^íesQ  por  parte  en  \qs  autos  seguidas  en  el  Juz^do.de  nriiliefa 
ÍBfljaDcia  dé  0.  Benito,  en ti^  D.  Luis  CabaniUas,  oomo  ra»rído  de.£Ío^a 
Umek  lluñoz  f  el  Marqués  de  Guadalcázar^  sobre  prelBreneíade'Oié^ 
ditos:  .        ..     .     f  .    -.'  . 

r>  ResuHendo  qqo'en. dicho  lozgado  y  en  aooetia  Aadiencia,  «íg^^ió  pleito 
el  Marqués  de  Guaoalcázar  contra  O.  José  Alvorez  Roldan,  aefave  jraodioioa 
da  ooeatas»  y  pa^  de  su  alcanoe,  j  quepov  seateoaía.ojectttpria 'de  8 
dejumodo  1853j  se  ooadend  al  último  alpagoda-dá^aS  reales  ^y.  en  \m 
QQStas;    ,..         ...  .•,.■.„..,  t.',  ./..,.<■/ 

...  Ke&uUando  que  en  cumplimiento  da  esta  ejecutoria,  so  prooo^l^  Por  la 
m  de.apr/emio  «^embargo  da  una  casa<{ita..ea  Dj  Beaitavat  QHaii8ali6 
Oponiéndose  D.  luán  Muñoz,  becmano  político  d^  deudor^  dedociendo -de- 
'  laanda  d<|  teccería  de  doo^inio,  que  cpotiaúo,  por  su  follecúoienlo*  pu  bija 
▼  heredera  Dona  Micaela  Muñoz,  representada  por  au ,  marido  D,:  uuia  Ca*- 

. .  Resultando  que  seguido  el  jmoío  por  ana  trimiti^s«A«  oliMac^s  de 
Cuadalcázar,  recayó  ejecutoria  en  23  da  marzo,  de  i^^^^dacJanaadooio 
haber  lugar  á  la  tercería  de  dominio,  interpuesta  por  D^  Juan  Muñoz  Guef- 
ia«  y  sa  ros^rvd  so  derecho  á  la.h¡ia  .da  eata^  Dpña  AjU((&ae|a,  como  su*  he- 
nderá legítima  yaoteedora  con  hipoteea,  del  '.ejaciitado  ;fik  Jeaé  AWaraz 
Roldan  para  qua  lo  ejercitase  al  viera  coBvenírla:      ,«i  .'    .  •     ' 

Resultando  que  en  uso  de  esa  reserva^  presentó  demanda  Q.  Loit  Ga* 
banillas,  como  marido  d&  Doña  Micaela,  reolamaado  el  derecho  pcefacente 
TOMO  VII.  87 
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de  esta  sobre  la  casa  embargada,  para  reiniegrapáe  de  cierto  ilrhtamo; 
demanda  que  coDtradijo  el  Marqués  de  Guadalcázar,  sosteniendo  la  legiti* 
midad  de  su  crédito  y  negando  la  legitimidad  del  que  reclamaba  la  oposi* 
toraj  y  que  seguido  el  pleito  por  todos  sus  trámites,  dicló  el  luex  eentea*' 
cia,  en  20  de  febrero  de  i  800»  por  la  cual  desestimó  la  demanda  de  teree^ 
ría  propuesta  por  Cabanillas  á  nombre  de  so  miijer: 

Resultando  que  r^itidos  los  aittoa  á  la  Audiencia  de  Ciceresy  por  ape- 
lación de  ambos  litigantes,  se  personaron  estos  eu  ellos  por  medio  áñ  sm 
Procuradores;  y  que  entregados  al  de  Cabanillas  para  espresar  agni^s, 
'  los  devolvió  presentando  el  poder  que  le  había  dado  en  i 2  de  aquel  mes 
Doña  Valentina  Muñoz,  mujer  del  ejecutado  j  tía  de  la  Micaela,  para  qo€ 
ia.  representase  en  las  acciones  que  contra  los  bienes  dé  su  esposo  seguía  el 
Marqués  de  Guadalcázar,  y  una  escritura  que  la  Doña  Micaela,  en  noioa 
■ '    "^  '   *  I  Caban 


con  su  marido  D.  Luis  Cabanillas,  habia  otorgado  el  día  4  de  aquel 
mes,  renunciando  á  fator  de  Doña  Valentina,  el  crédito  que  reclamaKan  por 
este  pleito,  para  que  saliendo  á  é)  lo  hiciese  suyo  en  el  estado  <iue  tovieae 
hasta  su  terminación  ejecutoria;  y  pidió  se  le  tuviera  por  parte,  ea  o 
bre  de  Doña  Valentina,  maodáudole  entregar  los  autos  de  nuevo  para 
jurar  la  apelación,  y  por  otrosí,  que  estando  declarada  pobre,  se  le 
dase  ayudar  como  tal: 

Resultando  que  el  Marqués  de  'Guadalcázar  se  opuso  á  que  se  tuviera 
por  parte  á  Doña  Valentina  Muñoz,  fundado  en  aue  semejante  acción  en 
fraudulenta,  maliciosa  é  ilegal,  por  tratar  de  introducir  en  el  pleito  y  ea  h 
cosa  litigiosa,  una  novedad  prohibida  por  las  leyes,  y  opuesta  á  la  prácüci 
y  buenos  principios,  y  además,. por  conocerse  la  inieoeiun,  escudada  con  ii 
pobreza,  de  prolongar  la  resolución  detiuitiva  de  las  cuestiones  que  se  eoi- 
uovertian: 

Resultando  que  por  providencia  de  8  de  judio  del  mismo  año  de  4860, 
declaró  la  Sala  segunda  de  la  AQdiencia,'no  haber  lugar  á  tener  por  paita 
al  Procurador  D.  Lorenzo  María  Gallardo,  en  represeniacion  de  la  eepcoaa 
da  Doña  Valentina ;  y  que  continuasen  ios  autos  so  curso,  según  el  estada 
que  tenían,  al  promoverse  este  incidente;  v  que  pedida  reforma  de  esa  peo* 
videncia,  y  denegada,  por  auto  de  3  de  julio,  interpuso  Doña  Valeotina  re- 
curso de  casación  fundado  en  que,  como  mujer  legitima  de  D.  José  Alvara 
Roldan,  para  reclamar  y  poner  á  salvo  su  haber  dotal  y  parafernal,  y  come 
ilonataria  de  so  difunto  hermano  D.  Juan  y  de  so  sobrina  Doñr  Micaela «qna 
tenia  representación  legítima  y  legítimamente  reconocida  en  dicftio  pleiio, 
«e  persouó  en  él,  pidiendo  la  entrega  del  mismo,  con  el  6n  de  contionar 
sostentando  sos  derechos;  y  al  denegarla  su  pretensión,  se  hablan  infringi- 
do las  leyes  i3  y  44,  tft.  7.*^,  Partida  3.%  que  servían  de  base  á  dicha  pro- 
videncia, las  cuales  no  solamente  no  tenían  entrada,  m  podtoii  apUeant 
al  caso  en  ctieattón,  sino  que  tenían  una  inteligencia  distinta  y  debisn  tener 
una  aplicación  diversa  también;  y  al  propio  tiempo^  la  doctrina  y  joñspra- 
deacia  de  los  Tribunales,  que  no  exigen  ni  han  eztf^do  jamás  otra  cosa, 
para  la  entrega  de  autos  á  una  persona  que  se  muestre  parte  y  que  paeda 
ser  interesada  en  ellas,  directa  á  índireetamente,  que  la  solicitud  del  Pro* 
curador,  legítimamente  antoritado  con  poder,  que  los  reclame: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Sebastian  Gonsalez  Nandin: 

Considerando  que,  caliGcadas  por  la  misma  recurrente  de  inaplicables 
al  caso  en  cuestión^  las  dos  únicas  leyes  (|ue  cita  como  infringidas,  caraeo 
esta  alegación  de  las  condiciones  lógicas  indispensables,  para  que,  coo  ar- 
reglo á  lo  que  dictan  la  sana  razón  y  el  buen  sentido,  pueda  ser  admisible, 
como  íandamento  de  un  recorso: 
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CBoaíderandou  aon  en.ia  hipóie^U  d^  que  fu«sd  legalmente  adiiusiMd  U 
altigacKw  iMtícada,  que  sanclonaDclo  tas  dos  cftada^  tajift  la  doctrina,  da 
que  «i  emplaiaéOT  nin  %l  eirtp/asado  deben  nin  pi^eden  faxer  enajenamien^  ^ 
tOf  en  ninguna  mmnerú,  de  ia  eosa  sobre  que  es  fecho  el  emplazamiento^ 
fasta  que  sea  librada  la  oottlMnda,  la  seoteucia,  que  ooo  arrecio  á  taa  lar'* 
minante  prescripcioi^  calificó  dA  ilegal  la  cesioQ  de  la  cosa  litigiosa,  y  de- 
negó á  la  recurreote  la  personalidad»  que  apoyada  en  ella  solicitáiM»  no  lia 
podido  infringir  dichas  leyes: 

Considerando  \]ae  él  incidenle,  origen  del  actual  recurso,  ha  Tersada 
sobre  la  procedencia  de  la  entrega  de  autos  á  la  recurrente,  que  los  pidi6 
en  virtud  de  una  cesión  de  derecuos  otorgada  á  su  favor,  por  la  parte  que 
iiasta  entonóos  había  litigado;  y  que  refiriéndose  laprovidenoia  de  la  Sata  4 
la  legalidad  de  la  ¡ndicida  cesión,  atendido  el  estado  de  los  autos,  al  veri«- 
íioarse,  es  inaplicable  el  principio,  que  se  invoca,  en  la  suposición  de  que 
eae  principio,  genérico  é  indetermioado,  pudiera,  en  ei  presente  caso,  invo^ 
carse  oportunamente,  como  doctrina  adoptada  por  la  jurisprudencia  de  los 
Tribunales; 

Fallamos  quedebemee  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  Dona  Valentina  Muñoz,  á  quien  condenamos  en 
las  costas  y  en  la  pérdida  de  la  cantidad  por  la  que  prestó  caución,  para 
•cuando  llegue  á  mejor  fortuna;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de 
Hiende  proceden,  con  la  certifici^cíon  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inser- 
tará en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
prononciamos/vnandamos  y  íirmamos.-^Ramon  López  Vázquez.— Sebastian 
González  Nandín.— Pedro  Gómez  de  Hermosa.— -Pablo  Jiménez  de  Palacio. 
—Laureano  Rojo  de  Norzagara y. —Ventura  de  Golsa  y  Pando.— Tomás 
Huet. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Bsce* 
lentísimo  é  limo.  Sr.  D.  SÍebaáiian  González  Nandin,  Ministro  del  Tribunal 
Supremo  de  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala 
primera  el  dia  de  hoy,  de  que  certiüco  como  Secretario  de  S.  M.  y  su  Es- 
cribano de  Cámara. 

Madrid  11  dé  noviembre  de  1862.— Dionision  Antonio  de  Puga. — (Ga-^ 
ceta  del  16  de  noviemcre  de  1862.) 


flW. 


Repárelo  de  ensaelon.— (13  de  vuwtomftr^  de  4862.).— 
ucovMNiZAGiON  n^  üN  siNiKSTRO. — PAGO  oc  MARAVBDÍs'. — ^So  declara 
por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  Iug;ar  al  recur^ 
so  de  casación  interpuesto  por  D.  Manuel  Pando  Castañeda,  contra 
la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de 
Madrid»  en  pleito  con  la  sociedad  de  Seguros  mutuos  contra  incen- 
dios, y  se  resuelve: 

1  .^  Que  contra  las  fundamentos  de  las  senlenciae  no  fiene  lugtir 
el  recurso  de  casación,  y  sí  solo  eotUra  su  parte  dispositm  por  in^ 
fracción  de  las  leyes  ó  aoclrina  en  ella  contenida; 

y  2.^    que  cuando  los  artículos  delreglamento  de  una  sociedad 
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no  coiúknm  disffosicíon  úguna  que  püédU  q^Mrizar  ntonno  ie 
los  estr^mo$  ^licitados  eula  demanda,,  h^ht^xia  Ms  absuelve 
al  demandado  no  puede  decírsele. infringe  Ifi-eitafiriao  por  la  so- 
eiedad. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  t3  dd  rraviembrd  A  1861 ,  eo  los  antas 
pendiehtds  ante  Nos  por  fecarso  dé  casacloki.  segaidos  en  el  Jútgadode 
primera  iostancia  del  distrito  de  la  Universidad  de  eslacitpital  j  eo  la  Sala 
tercera  aé  la  Heal  Audiencia  he  la  misma  por  D.  l^aaael  Pando  Castañeda 
'con  la  sociedad  de  Segaros  mutuos  contra  incendios,  estnimuroa  de  Madrid, 
sobre  paf^o  de  13,266  rs.  y  50  cents.: 

Resultando  que  formada  la  referida  sDCiedád,  y  aprobado  él  reglameato 
de  la  ihlsma  por  Real  orden  de  3  de  junio  d^  1834^  se  establecid  en  el  ar- 
tículo 2)  qué,  cuando  ocurriese  fuego  en  un  edificio  aseguratto,  oficiase  b 
Dirección  al  dueño  para  que  nombrase  un  perito  que,  reunido  al  de  la  so- 
ciedad, reconocieran  y  tasaran  el  daño  sufrido  para  sá  inderimizadon:  e& 
el  25»  que  ai  el  dictamen  de  los  dos  peritos  no  estuvie^  conforme,  so  pro- 
cedería á  nombrar  por  suerte  un  tercero  que  decidida,  Rácitodoseel  son» 
entre  .otros  dos  nombrados,  uno  por  cada  parte:  en  islsd,  que  la  gradoacioD 
del  díBQO  deberla  bncerse  con  respecto  al  coste  que  tuviera  larépañcíoii: 
en  el  50,  que  el  Director  nombraría  los  peritos  7  operarlos  que  creyese  ne- 
cesario? para. desempeñar  sus  funciones  y  iGsrecompeú^-árfa  segdñ  d  me* 
rito  y  servicio  que  hubiesen  pre.^lado:  y  en  el  5f  y  su  aclaración,  qiM'coft- 
curriríai  los  incendios,  cebaría  la  asistencia  d^  porífesy  opérarfosrydlclivda 
cuantaa  providencias  estimare  oportunas  pata  apagarlos  coif  el  menor  per^ 
]uicio  posible,  y  para  evitar  se  estrajéren  los  residuos  del  fuego  hasta  qoa 
se  practlóase  el  reconocimiento  y  hubfera  conformidad  en  su  resultado,  ea 
cuyo  caso,  sí  el  dueño  de  la  finca  eligiese  liacer  de  su  cuenta  la  repartdof, 
se  le  entregaría  todo^  pero  no  si  la  sociedad  se  hacia  cargó  dé'efla; 

Resultando  que  incendiado  en  15  de  julio  de  1857  el  parador  Utalado  di 
San  José 9  sito  en  las  afueras  de  !a  puerta  dé  Alcalá  de  esta  corte,  pcitiíifr- 
cíente  á  D.  Leandro  Aguirre,  y  tasado  el  daño  causado  en  811  ,.931  rs.,  S9* 
licitó  éste,  antes  que  se  terminara  el  espediente  de  indemnizadon  ,  qóe «« 
aumentara  á  dicha  cantidad  la  que  se  creyera  justa  por  la  esóesiva  snÑda 
que  habían  tenido  las  maderas  y  materíBÍes : ' 

Resultando  que  informado  por  el  Arquitecto  que  debía  aumentarse  el  15 

Sor  100  del  importe  de  la  tasación,  y  acordado  en  Junta  directiva  que  se 
iese  cuenta  en  la  general  próxima  i  celebrarse,  por  no  bailarse  aqnella  fa- 
cultada para  acceder  á  la  petición  Hé*  aguirre  por  mas  que  la  considerase 
insta  en  la  que  tuvo  lugar  en  31  de  enero  de  1858 ,  con  asistencia  de  don 
Jlanud  Pando  Castañeda»  se  fl(probó  el.  referido  afimealo ,  peco  ftin  tem- 
plar:' .   .         r- 

Resultando  que  en  21  de  julio  del  referido  año  de  1837  tuvo  logar  otr» 
incendio  en  utia  casa  e^ramuros  dé  la  pueru^de  ^Segovia,  prO(Na  de!  et- 
presado  Pando  Castañeda,  y  que  ta^do  el  da&ben  75 ,>^  re.,  soKdl^  que 
SO  le  abonasen  también  2,009  rs.  que  hebira  sattsMio  ti  ATqfitéélO)  maa* 
gaeroa  y  demás  dependientes  de  I»  Villa  por  s«ie  derechos  y  alimeoteete 
durante  la  tarde  y  noche  del  incendio ,  y  el  mismo  amaenlü  tebre  la  ttst- 
eion  coAcedide  i  Agvirre»  preleAeien  que  (ué^^^inaada  en  jaou  geMni 
de  30  de  enero  de  1859: 

Resultando  que  en  22  de  jpiio  sií^ulente  entabló  demanda  D.  Hamnl 
Pando  para  que  se  condenase  ata  soóiedad  al  pa^o  de  13^256  rs.  y  medí», 
los  llySOtpor  la  indemnizatiion  de  un  15  por  100  sobre  el  abono  del  sir 
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Diestra,  ^  el  r^sto  poi:  h  ^e.  los  ga^t^s  hechqs  para  ap^ar  el  fueoo ,  destraC't. 
cion  y  et^traYÍo  da  algunos  efectos  y  gi'aUfícacione^  ao  documentadas ^  coa 
los  intereses  de  dicha  su^ia^  fuQdando  su  pretenstoQ  en  qtia  los  gastoa  para 
acortar  lo$Iocendio$  eran  conforqfie  al  reglamento  de  la  respoosabilidad  da 
la  empresa,,  y  que  p»ra  el  aumento  del  15  por  100  existía  la  mi^ma  razou 
que  se  habla  estimado  para  el  d^  D.  Leandro  Aguirre:. 

Re^ulWyido  q^ue  la  soqíedad  uopu^nd  la  demanda  alegando  que  la  gracia 
concedi()a  a  Aguirre  había  sido  sin  ejemplar:  que  el  reglametito  no  autori- 
zaba semejante  abono,  y  que  la  sociedad  no  aseguraba  mas  qae  los  edificios 
y  no  los  muebles  y  efectos,  ni  eca-iespaoaable  de  las  liberalidades  de  loe 
socios: 

Resaltando  que  practicada.  pruelHI  PfT  las  partes  dictó  sentencia  el  Jaez 
de  primera  instancia,  que  confirmó  con  costas  la  Sala  tercera  de  la  Audien- 
cia déjente  corte  en  8  de  fat)rero  de  4 86 1 ,  absolviendo  de  la  demanda  á  la 
sociedad  de  seguros:  >      .  :  -  ...  .     •  ^ 

Resultando  que  el  demandante  interpéso'recursa  de  easecioa,  fondado 
en  que  en  ano  .de  los  resultandos  y  considera  ndos  de 'la  sentencia  8#1iMmiik 
¡Dfnngído  loe  artícn>0s'24  y  29  del  Reglamento  dd  la  soeiedi^),  el  cual  lo  ha- 
bía mdo  tambián^iciéadole  en  la  ejeeutoria  í|^  ea  la  tasación  del  siniestro 
iban  incluidos  todos  los  gastos  de  responsabilidad  de  la  empresa,  p.orque 
^sto  pugnaba  con  loa  qrt\c$Ups  50  )^i  y  su  aclaración,. no  pudiéndose  in- 
cluir en  ella,  según  el  26^.  otra  cosa  que  el  ^año  causado,  pero  no  los  jorna- 
les satisfechos;  y  que  alconsigoarse  que  el  recurrente  se  conformó  con  la 
tasación  añadiéndose  la  consecuencia  de  que  en  su  virtud  renunció  á  la  so- 
bre indemnización,  se  quebrantaba  el  principio  de  gue  odiosa  sunlreHrin'* 
genda: 

Vistos»  siendo  Ponente  elMinísUro  D.  Gabriel  GemeTo  de  Velasco: 

Considerando  que  contra  los  fundamentos  de  las  sentencias  no  tiene  la- 
fiar  el  recurso  de  casación,  v  si  solo  contra  su  parte  dispositiva  por  las  in-« 
fracciones  de  ley  ó  de  doctrina  contenidas  en  ella,  Segnn  To  declarado  tan 
repetidamente  por  este  Supremo  Tribunal:  '    .  '; 

Considerando  además  que  los  artículos  del  reglamento  de  la  s<)6íeáa4^ 
qae  se  citan  en  apoyo  del  recurso,  no  contienen  disposición  alguna  que 
pueda  autorizar  en  ninguno  de  los  dos  estremos  I^  ^etensioñ  deducida  en 
la  demanda,  orjgen  de  e«te  pleito^  y  que  por  consiguiente  no  tisú  sido  in- 
fringidos por  la  ejecutorial  que  la,  na  desestimado  absolviendo  de  eliaá  la 
sociedad: 

Y  considerando  que,  aun  en  el  caso  de  que  al  conformarse  el  recurrente 
con  la  tasación  de  loí*  perjuicios  Ocasionados  por  el  incendio,  se  háblese  re- 
«nervado  espresamente  reclamar  el  aumento  de  la  indemnización,  nopor  eao 
pudiera  invocar  otro  deredio  que  el  que  le  competía  en  virtud  del  convenio 
celebrado  con  la  sociedad,  con  sujeción  á  lo  dispuesto  en  el  reglamento  de 
ia  misma,  y  que  por  lo  tanto  no  puede  tener  aplicación  alguna  al  punto  liti- 
gioso el  principio  aue  inoportunamente  se  cita^ 

Fallamos  que  aebemos  declarar  y  declaramos  no  baber  lugar  al  técurso 
«iecasacion  interpuesto  por  D.'  Manuel  Pando  Castañeda,  á  quien  eondénS'* 
inos  en  las  cortas  y  á  la  pérdida  del  depósito,  c|ue  se  distriboirA  con  arrezo 
á  Ja  ley,  devolviéndoselos  autos  á  la  Audiencia  dé  esta  corte  con  la  eerlifi« 
cacion  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  seotenéiá  qué  se  publicará  én  la  6^ace(aé  insertara 
éo  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  coplas  neeecÁirias^  lo 
pronunciamos,  mandamos,  y  firmamos. — Ramón  López  Vázquez  .-Gabriel 
Ceruelo  de  Yelasco.— Joaquín  de  Palma  v  Vrnueáa.— Pedro  <5emea  de 
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Beroiosa.— Pablo  JimeDez  de  Palacio. --Laoreano  Rojo  de  Norugany.-- 
Ventara  de  Col^a  y  Pando. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  tt 
limo.  Sr.  D.  Gabriel  Ceruelo  de  Vehsco,  Ministro  de  la  Sala  primera  del 
Supremo  Tribunal  de  JusUcia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  Sala 
en  el  día  de  hoy,  de  gue  yo  el  escribano  de  Cámara  certifico, 

Madrid  i3  de  noviembre  de  1862.^Qan  de  Dios  Ral^.^Awsla  de 
i8  de  noviembre  de  1862.) 


999. 


Reeorso  de  easAeioii  (13  de  noviembre  de  í863.).^Be' 
tHAGTo  DE  PINGAS.-— Se  deolant  por  la  Sala  primera  del  Tribanat 
Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Ra- 
món Lumbreras  contra  lasentencía  pronunciada  por  iá  Sala  segun- 
da de  la  Audiencia  de  Granada,  en  pleito  con  Ramón  López  Gozar» 
y  se  resuelve: 

Que  los  afines,  para  el  ^erdcio  y  efectos  del  retracto  genUtítio, 
san  estraños  á  la  famüia  en  el  sentido  de  la  ley. 

.  fin  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  ÍB^de  noviembre  de  1862,  en  k»  ante» 
pendientes  ante  Nos  por  recurso  de  casación  seguidos  Pn  el  lozgado  de  pri- 
mera instancia  de  Segura  de  la  Sierra  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Real  Aa- 
diencia  de  Granada  por  Ramón  I^pez  coxar  con  Ramón  Lumbreras  sobie 
retracto  de  unas  fincas: 

Resultando  que  por  escritura  de  26  de  mayo  de  1857  vendió  Antoeia 
López  Gozar,  con  licencia  ó  intervención  de  su  marido  Jacinto  Cano,  á  Ra- 
món Lumbreras  un  pedazo  de  10  fanegas  de  tierra,  la  mitad  de  una  liBadi 
pro  indivisa  entre  la  otorgante  y  Marcelino  Lopes,  y  un  bancal  con  bnerto 
contiguo,  situado  todo  en  el  término  de  la  villa  de  Siles,  por  precio 
dei,$00rs.: 

Resultando  que  el  comprador  Lumbreras  declaró  por  medio  de  ona  es- 
critura, su  fecha  iS  de  junio  del  mismo  año,  para  evitar  perjuicios  á  sos 
hermanos  polítioos  Manuel,  Yal^VQtin,  Ramón,  Sotero  y  Valentina  Snarfz, 
que  no  estaban  satisfechos  con  el  documento*  particular  que  les  tenía  dado» 
aclarando  la  venta  de  las  tres  referidas  fincas,  que  no  obstante  de  aparecer 
i  su  nombre  solamente  la  venta  de  ellas,  no  era  este  un  contrato  nuevo  de 
compra,  sino  la  confirmación  del  de  venta  real  de  las  mismas  que  Jacinto 
Gano  j  su  mujer  Antonia  López  Gozar  hicieron  24  años  antes  á  su  hermana 
Agustma,  madre  común  de  aquellos,  y  de  la  esposa  del  declarante  Marfa 
Soarez;  y  que  por  muerte  de  la  referida  Agustina  correspondieron  A  dicha 
su  nrajer  y  á  sus  hermanos  en  la  partición  de  bienes,  sejtun  consta  de  b 
escritora  otorgada  en  aquella  villa  de  Siles  ante  su  Escribano  del  námero 
D.  Genaro  López  de  Aguilar'y  del  inventario  y  partición  de  dichos  bienes: 

Resultando  que  un  mes  antes  de  haber  hecho  Lumbreras  la  espresada 
declaración,  ó  sea  en  3'i  de  mayo,  presentó  contra  él  demanda  de  retraet» 
^ntilicio  de  dichas  fincas  Ramón  López  Gozar,  hermano  de  la  vendedora, 
pidiendo  con  consigoacion  del  precio,  iOO  rs.  asas  por  los  gastos  de  ef^cri- 
tura,  y  compromiso  de  conservar  Jas  fincas  dos  años,  que  se  mandase  al 
Lumbreras  le  otorgara  escritura  de  retroveñla  de  ellas;  y  alegó,  qne  i 
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do  «bolangOy  no  babian  saüdo  de  (a  ícrtmÜH  hasta  su  enajenación, por  la  An  « 
touia  Lopes  Cozar»  y  que  á  ól  asistía  el  derecho  de  retraerlas  como  hermano 
de  esta,  según  acreditaban  las  partidas  sacramentales  que  acompañaba: 

Resultando  que  admitida  la  consignación  y  conferido  traslado  á  Ramón 
Lumbreras,  le  evacuó  esponiendo,  que  el  contrato  de  26  de  mayo  no  fué 
realmente  de  venta^  sino  la  confirmación  del  de  comfra-vcnta  que  hicte-* 
ron  Cano  y  su  mujer  con  su  hermana  Agustina  hacia .  24  anos,  quedando 
de.<de  aquella  fecl^a  perfecto  y  acabado;  y  que  por  no  haberse  encontrado  á 
mano  copia  de  la  escritura  que  otorgaron  ante  el  Escribano  D.  Genaro  Lope& 
Aguilar,  hubieron  de  aceptar  los  interesados  el  medio  de  confirmarla  con  el 
otorgamiento  de  la  de  26  de  mayo,  que  rior  tanto  no  procedía  el  derecho  de 
tanteo  ni  el  de  retracto,  pues  que  siendo  nueve  los  día j  señalados  para 
ejercitarle,  contados  desde  que  se  perfecciona  el  corUrolo,  habiéndolo  sido 
el  de  que  se  trataba  hacía  24  años,  y  no  concediéndose  adiemás  contra  pa- 
rientes, sino  contra  estrañoi),  debía  absolvéraele  libremente  de  la  demanda: 

Resultando  que  después  de  hechas  las  pruebas  que  articularon  una  y 
otra  parle,  y  de  celebrarse  juicio  verbal,  dictó  senleocia  el  Juez  en  14  de 
octubre  de  1859,  que  confirmó  con  las  costas  la  Sala  tercera  de  la  Audien-* 
cía  de  Granada  en  21  de  setiembre  de  1860,  declarando  á  favor  de  Ramón 
López  Gozar  el  derecho  de  tanteo  sobre  las  tres  fincas  designadas,  y  man* 
dando  en  su  consecuencia  le  otorgase  escritura  de  retroventa  de  ellas  Ra- 
món Lumbreras,  á  quien  se  entregara  la  cantidad  consignada  de  los  i,50O 
reales  precio  de  la  venta,  con  más  ol  importe  de  los  gastos  que  por  aquel 
acto  se  le  hubiesen  originado  y  fuesen  reintegrables  según  derecho,  conde- 
nándole en  las  costas  y  gastos  del  juicio: 

Besultando  que  Lumbreras,  interpuso  contra  este  fallo  recurso  de  casa- 
ción por  ser  contrario  en  su  concepto  á  las  doctrinas  admitidas  en  el  foro 
en  materia  de  retracto,  según  las  cuales  no  puede  darse  ese  derecho  contra 
parientes  que  adquieran  bienes  de  la  misma  familia,  y  menos  contra  enaje- 
naciones antiguas,  toda  vez  que  no  pasa  de  nueve  dias  desde  que  se  forma'» 
liza  la  enajenación,  como  lo  ha  cooOrmado  recientemente  la  4ey  de  Knjui* 
ciamiento  civil  en  su  art.  674: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa: 

Considerando  que  el  recurrente  compró  á  su  nombre  y  para  sí  las  fincas 
objeto  de  la  demanda,  que  su  parentesco  con  la  vendedora  solo  es  de  afini- 
dad, y  que  los  afínes,  para  el  ejercicio  y  efectos  del  retracto  gentilicio,  son 
estraños  á  la  familia  en  el  sentido  de  la  lev: 

Considerando  que  la  demanda  se  interpuso  dentro  del  término  legal, 
computándolo  desde  el  otorgamiento  de  la  escritura  de  venta  únicamente 
presentada  en  autos; 

Y  considerando  por  lo  espuesto  gue  son  inaplicables  al  caso  presente  las 
doctrinas  que  se  citan  como  infringidas  en  apoyo  del  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  de  casa- 
ción interpuesto  por  Ramón  Lumbreras^  á  quien  condenamos  en  las  costas 
y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  por  que  prestó  caución  para  cuando  llegase  k 
mejor  fortuna,  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  donde  proceden 
con  la  certificación  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gacela  é  inserta- 
rá ea  la  Colección  legislativaf  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— Ramón  López  Vázquez.— Sebas - 
tian  González  Nandin.— Gabriel  Ceruelo  de  Velasco.— Joaquín  de  Palma  y 
Vinuesa.— Pablo  Jiménez  de  Palacio.— Laureano  Rojo  do  Norzagaray.— To- 
más Huet. 
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lUHISHtUdXlféU  CIVIL. 

Publieacíon.— Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exemo. 
é  limo.  St.  D.  Joaquín  de  Patma  y  Víouesa  Ministro  de  la  Sala  primen  del 
Tribunal  Supremo  de  Justicia;  estándose  celebrando  eudieocía  públiei  ea 
t>!la  en  et  d?a  de  la  fecha,  de  qae  certifico  como  ÍSeeretarío  de  S.  H.  y  lu 
Escribano  de  Gámara« 

iMaJrid  i3  de  noviembre  de  1862.— DioDialo  Antonio  de  Paga.— (^a- 
ceta  de  i8  de  noviembre  de  i862.) 
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C^mi^temeta  (iZ  de  noviembre  de  4862«).--EifBÁR«o  di 
uN'os  «7BCT08. — Se  dccIde  por  la  Sala  segunda  del  Tríbanal  Supre- 
mo, á  faVor  del  Juzgado  de  primera  instancia  de  Cáceres  la  compe- 
tencia suscitada  con  el  Tríbanal  de  Comercio  de  Sevilla,  acerca  del 
conocimiento  del  incidente  del  concurso  de  D.  Agustín  Matos  relati- 
vo al  embargo  y  depósito  del  valer  de  102  sacas  de  tana,  y  se  re- 
suelve: 

1  ."^  Que  el  Juez  competente  para  conocer  de  un  concurso  volMn" 
tario  de  acreedores  es  el  del  dormeUio  del  que  se  presenta  en  con- 
curso ; 

FS."^  que  el  Jaez  del  concurso  está  obligado  á  dictar  las  prm- 
dencias  necesarias  para  el  embargo  y  depósito  de  los  bienes  del 
deudor,  siendo  de  su  competencia  el  conocimiento  délos  intídenlG 
que  por  virtud  de  aquellas  se  susciten. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  13  de  noviembre  de  1852,  en  tos  «otos 
de  competencia  que  ante  Nos  penden  entre  el  Triborial  de  Comercio  de  Se- 
villa y  el  Juee  de  primera  instancia  de  Cáceres  acerca  del  conocimiento  del 
incidente  del  concurso  de  D.  Agustiti  Matos  relatjíTO  al  embargo  y  depósito 
del  valor  de  102  sacas  de  lana: 

Resultando  que,  según  carta  de  13  do  setiembre  de  1861,  el  D.  Agus- 
tín remitió  á  la  casa  comercio  de  Oaguerre  Dospital  liermanos,  d'e  Sevilb, 
102  sacas  de  lana  para  su  venia,  sobre  las  cuales  recibió  aquel  (ñierta  somi; 
y  que  en  el  día  12  de  noviembre  la  referida  casa  realizóla  venta  en  142,822 
reates  y  50  cents.,  de  lo  que  dló  aviso  á  Malos  en  el  siguiente  13,  roanifes- 
tándole  que,  deducidos  7,906  rs.  y  65  cents,  de  gastus  de  porte,  almacena- 
je.^, correspondencia  y  comisión  y  quedaban  líquidos  134,915  reales  y?5 
céntimos:  , 

Resultando  que  en  11  de!  mismo  mes  et  D.  AgQ<>t¡n  se  presentó  en  cao- 
curso  voluntario,  acompañando  á  su  escrito  la  relación  de  bienes,  entre  l«s 
cuales  puso  en  primer  lugar  las  102  sacas  de  lana  qué  habia  remitido  pan 
su  venta  á  la  citada  casa- de  Sevilla,  y  el  estado  de  sus  acreedores,  coiocin- 
do  entre  estos  á  Daguerre  Dospital  hermanos  por  la  cantidad  de  173,814 
reales  92  cénts.^  dinero  prestado: 

Resultando  que  por  auto  del  12  se  declara  el  concurso ,  de  lo  que  di6 
aviso  Don  Agustín  Mfltos  á  Daguerre  Dospital  hermanos,  los  coales  le 
contestaron  en  et  día  15  remitiéndole  el  estracto  de  su  cuenta  corriente,  eo 
cuyo  haber  pusieron  el  producto  líquido  de  la  venta  de  la  lana,  y  en  e)  delie 
lascnntidades  que  le  tenían  entregadas,  deduciendo  un  alcance  á  su  favor 
de  38,169  rs.: 
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Resallando  qúe'posterioírineiite  «I  Pfooaradov  GarcCa  sa  presentó  an  los 
aotos  de  eencarse.  á  "nombra  y  con  poder  de  la  refértda  casa,  como  aeree» 
^a  esta  de  la  inaiéada  cáiilidad  de  d8,i6^r6.)  y  en  ellos  hiio  varias  ge8«* ' 
tiones,  como  la'de  nombrar tx^ltoa  para  lá  iásacion  del  (rote  de  los  o\m* 
fes  y  oponeree  á  ta  Teoia  de  ciertas  partidas  do  lana: 

Resallando  que  el  Jaes  deCáceres  exhorté  al  Decano  de  los  de  primera 
instancia  de  Sevilla  para  qae  deposicsra  las  f  02  sacas  de  Uaa  qae  aseguró 
Matos  en  sa  relación  de  trienes  que  tenia  en  poder  de  Dasaerre  Dospítal 
hermanos,  y  notificados  estos,  Tnasifestaron  qoe  ya  las  babian  vendido  y 
remetido  la  cuenta  al  D.  Agustio,  eti  la  que  parecían  acreedores  de  SS^lirá 
reales:  > 

ResuHando  que  en  vista  de  esta  respuesta  dicho  Juez  de  Gáoei^s  dirigió 
nuevo  exliortp  para  qae  en  eltórmino  da  segundo  día  se  depositara  en  la 
Caja  general  de  Sevilla  por  la  referida  casa  el  producto  líquido  de  la  venta 
de  la  lana;  bajo  apercibimieoCo  deque  no  baciéodoto se  procedería  á  lo  que 
hubiese  higar:  ' 

Re^ulLando  que  notíQoados  Oaguerre  Dospítal  hermanos,  acudieron  al 
Tribunal  de  Comercio  de  su  domicilio  pidiendo  que  oficiase  al  Juea  de  C¿* 
ceres  para  que  desistiese  de  obligarles  á  depositar  el  producto  de  las  iOSl 
sacas  de  lana  que  les  foeron  remitidas  pala  su  venta,  y  suspendiera  todo 
procedimiento  aoerca  del  particular»  pr^vioiendo  al  representante  del  con- 
curso que  si  creía  tener  algún  derecho  para  solicitar  la  entrega  de  dicha 
cantidad,  acudiera  á  demandarles  en  aquel  Tribunal,  como  único  compe- 
líente: 

Resultando  que  dirigido  el  exhorto,  y  oidos  los  acreedores  de  Matos  y 
el  Promotor  fiscal,  el  iues  de  Cáceres  declaró  en  i 4  de  abril  que  era  com^ 
patente  para  conocer  del  incidente  del  concurso  relativo  al  embargo  y  de- 
pósito de  las  102  sacas  de  lana  6  de  sus  valores,  y  que  en  su  oonsecueneia 
no  habla  lugar  á  la  inhibición  requerida  por  el  Tribunal  de  Comercio  de 
Sevilla,  y  mandó  que  se  ie  comunicara  esta  resolución  coa  testimonio  de 
ciertos  particulares  para  que  dejase  libre  y  espedita  la  Jurisdicción  de  aquel 
Juzgado,  ó  remitiera  los  auto^  á  esteTribuéal  Supremo  de  Justicia  para  la 
decisión  de  la  competencia: 

Resultando  que  el  de  Comercio  de  Sevilla,  después  de  oir  á  Daguerrifi 
Dospítal  hermanos,  se  negó  á  la  redamación  del  Juea  de  Caceras,  origtiítn* 
dose  en  su  virtud  el  presente  conflicto  jurisdiccional: 

Resollando  que  dicho  Tribunal  de  Comercio  alega  que,  ¿  pesar  de  que 
el  juicio  de  concurso  es  universal,  no  atrae  á  si  los  que  se  promuevan  para 
resolver  sobre  los  derechos  que  ejercite  el  representante  del  concurso  con- 
tra terceras  personas;  que  la  reclamación  deducida  viene  I  reducirse  á  si  la 
cnsa  de  Daguerre  tiene  ó  ne  derecho  á  percibir  el  producto  de  las  lanas  re** 
mlüdas  en  comisión  antes  de  declararse  el  concurso,  lo  cual  produce  una 
acción  que  por  dirigirse  coüt^a  tercera  persona  hay  necesidad  de  proponer- 
la en  el  logar  del  domicilio  y  fuera  de  la  misma;  que  respeelo  de  Daguerre 
Do:ipital  hermanos  soa  Sevilla  y  el  Tribunal  de  Comercio,  y  que  si  bien  loa 
miamos  se  presentaron  en  los  autos  dé  concurso,  lo  verificaron  en  concep* 
lo  de  acreedores  y  sin  someterse  ¿  la  jurisdicción  del  Juez  de  Cáceres  ea 
cuanto  á  la  cuestión  de  las  lanas: 

Resultando  que  dicho  Juez  espone  en  apoyo  de  su  resolución  que  laa 
402  sacas  de  lana  pertenecían  á  D.  Agustín  Matos  en  el  día  41  de  noviem- 
bre, en  que  se  presentó  en  concurso,  y  por  tanto  estaba  eq  el  deber  de  em- 
bargarlas, ó  depositar  sus  valores,  en  cumplimiento  de  lo  que  se  dispone  en 
e\  art.  524  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil:  que  aunque  apareciera  demos- 
TOMO  vil.  88 
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trado  (rae  Daguerre  Dospital  bermanofi  liabian  hAcho  á  Mitos  aoUdpicwBtt 
sobre  dichas  (anas,  y  les  fuera  aplicable  el  artícalo  i09  del  GódiftodeCo- 
Yaercio,  esta  ctrounstancia  no  les  eximiría  de  reclamar  sa  reembolso  anta  ú 
coaeuráOy  toda  fet  qae  ei  día  15  de  nonerobre  no  podían  liquidar  con  Mi- 
tos sino  con  sus  acreedorea  que  ocupaban  su  lugar,  ni  tampoco  pagarse  por 
si  mismos  sin  la  iotervencton  de  estos,  á  los  que  aecesitabao  acreditar  n- 
Ilaree  comprendidos  en  dicho  articuio:  que  la  preferencia  aa  el  pago  qaaá 
mismo  articulo  previene  les  cbliga  ¿  comparecer  en  el  Juxgado  doade  ridi* 
ca  ei  coDCursOí  porque  solamente  en  éi  na  de  hacerse  el  reconocimieoto  y 
graduación  de  todos  los  créditos:  que  el  embargo  de  la  lana  ó  su  valar  no 
desposee  del  mismo  á  Daguerre  Dospital  hermanos,  ni  les  priva  del  derecha 
á  reembolsar  de  sus  anticipaciones,  por  no  ser  mas  que  una  medida  preve- 
nida por  la  ley  ¿  favor  de  todos  los  acreedores;  y  que  siendo  aquel  JoigMi» 
competente  para  conocer  del  concurso^  no  puedo  menos  de  serto  para  todos 
los  incidentes  que  se  promuevan  entre  el  concursado  y  sus  acreedares,  y  de 
estos  entre  sí,  según  el  art.  520  de  la  citada  ley  de  Eojuicíamiealo  civil: 

Vistes,  siendo  Ponente  el  Ministro  de  este  Supremo  Tribunal  D.  iaaa 
María  Biec: 

Considerando  que  en  el  caso  actual  se  trata  de  un  concurso  voluntario 
de  acreedores,  solicitado  por  D.  Agustín  Matos,  ante  el  Juez  ordinario  de 
su  domicilio,  único  competente  según  el  art.  505  de  la  ley  de  Esjuiciamiai- 
to  civil: 

GoQsiderando  que»  conforme  i  lo  pcevenido  en  el  art.  506,  acompaoS 
Matos  á  su  solicitud  relación  de  bienes,  entre  los  cuales  aparecían  las  lOt 
sacaft  de  lana  que  tenitiP  para  sa  venta  en  la  casa  de  Daguerre  Dospital,  y 
que  en  efecto  estaban  ¿  su  orden  en  la  fecha  de  su  comparecencia: 

Considerando  que  el  Juez  del  concurso  es^taba  obligado  por  los  artículos 
519  y  524  á4ictar,  como  dició  las  providencias  aece.«arias  para  el  embargo 
y  depósito  de  los  bienes  del  deudor,  siendo  Je  su  competencia,  según  elar* 
tículo  520,  el  conocimiento  de  los  incidentes  que  por  virtud  de  aquellas  sa 
susciten: 

V  considerando  que  la  oasa  de  Daguerre  Dospital  se  ha  presentadora- 
clamando  de  tos  bienes  concursados  un  saldo  procedente  de  sus  cuentas  con 
Matos,  y  es  consecuencia  necesaria  el  examen  y  liquidación  de  ellas  en  el 
juicio  universal  del  concurso  con  audiencia  6  intervención  délos  restan- 
tes acreedores; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  dees» 
tos  autos  corresponde  al  Juez  de  primera  instancia  de  Cáceres»  al  quesers- 
mitán  unas  y  otras  actuaciones  para  lo  que  proceda  con  arresto  ¿  derecho. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Go- 
bierno ó  insertará  en  la  CoUcoion  legislativa^  para  lo  cual  se  paseo  las 
oportunas  copias  certiOcadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— 
Juan  Martin  Garranolino. — Ramón  María  de  Arrióla.— Félix  Herrera  de  la 
Riva;--Juan  María  Biec— Felipe  de  Urbina.— Eduardo  £IÍo.— Domiago 
Moreno.  ^ 

Publicacioo.— Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Dustrt- 
BÍmo  Sr.  D.  Juan  Harfa  Biec,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia, 
estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  segunda  el  día  da  ho], 
de  que  eertifioocomo  Escribano  de  Cámara é 

Madrid  i  3  de  noviembre  de  1862.— Gregorio  Camilo  GarcU.--(^aetía 
de  48  de  noviembre  de  1862.) 
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Rce«M#  de  easaeion  (14  d&  noviembre  de  1862.).— 
Paoo  i>b  lUMAVioís.— <Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Sapremo  no  haber  laga^  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D*. 
Alejo  Urabayen  como  tutor  de  D.  Tomás  Urabayen  contra  la  sen- 
tencia pronunciada  por  la  Sala  segnnAa  de  la  Audiencia  de  Bur- 
gos en  pleito  coo  D;  Benifi:no  Guiierrez,  y  se  resuelve: 

1/  Que  redargüido  de  falso  por  el  demandado  el  documento 
privado  aducido  eii  apoyo  de  la,  demanda,  no  puede  constituir 
plena  prueba  por  falta  de  los  requisitos  exigidos  al  efecto  por  loa 
ltge9  Íi4  ym^tU.iSdeUi  Part.  3.*: 

2.^    Que  á  la  Sala  sentenciadora  corresponde  apreciar  el  valor 
de  la  prueba  periebü  ó  íestifiícal  suministrada  por  to  partes  en 
cuestiones  de  hecho ,  y  que  hajf  que  atenerse  á  esta  apredaeion,  (»- 
terin  no  ie  alegue  que  al  hacerla  se  ha  cometido  alguna  infracción  ' 
legal: 

ZJ"  Que  calificado  de  legitimo  un  crédito  por  la  Sala  senten^ 
dadora  en  vista  de  la  pruáfa  testifical  ó  pericial  suministrada  so- 
bre  el  hecho,  aunque  se  haya  redargindo  de  falso  el  documento  por- 
que el  aereedor  peaia  el  crédUo^  y  condenándose  al  deudor  al  hago 
de  él,  la  sentencia  que  asi  lo  onána^  no  infringe  las  leyes  114  ¡^  - 
118,  tu.  18  de  la  Part.  3.*  puesto  que  estas  solo  se  refieren  á  las 
circunstancias  qtie  han  de  concurrir  en  los  documentos  para  consti- 
tuir plena  prueba: 

4.  Que  cualesquiera  que  sean  los  términos  ettque  se  hallen 
estendiaos  los  fundamentos  de  una  sentencia^  ni  contra  estos  se  dÁ 
recurso  de  casación,  ni  en  ellos  puede  este  apQyarse; 

6.*  Que  el  reconocer  el  demandado  como  suya  la  firma  puesta 
al  pié  de  una  liquidación  que  el  demandante  presenta,  únicamente 
ccnstituye  un  dato  para  la  apreciacian  de  la  prueba,  pero  no  es  la 
conoscencia  d  que  se  refieren  las  leyes  1.,  4.*,  o.*,  6.*w7.% 
tu.  13,  Part.  3/: 

6.°  Que  no  pueden  considerarse  como  infringidas  por  una  sen- 
íeneia  leves  que  no  tienen  aplicación  al  caso  objeto  del  litigio: 

I.""  Que  la  prolábidan  á  la  mujer  casada  de  celebrar  contratos 
sin  licencia  de  su  marido  no  puede  estenderse  en  sus  efectos  al  de 
que  si  aquella  hubiese  prestado  una  cantidad^  no  esté  obligado  el 
que  la  recibió  á  satisfacerla: 

8.*  Que  para  interponer  un  recurso  de  casación  no  basta  cüar 
genéricamente  como  infringidas  leyes,  principios  y  doctrinas  ad- 
mitidas por  la  jurisprudencia  de  los  tribunales,  sino  que  la  desig- 
nación M  de  verificivrse  precisa  y  detenidamenie  con  relación  a  los 
partías  de  derecho  que  se  hayan  controvertido  en  el  pleito^  pues  solo 
asi  puede  declararse  su  verdadera  úitdigencia; 

Y  9/  queporlaley  pi,  ttt.  16  de  la  Part.  3/  se  prohibe  al  U^ 
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irado  ser  testigo  en  el  pleito  que  comenzase  á  razonar,  no  siendo 
presentado  por  la  parte  contrarif^ 

Grv  la  ^It^-y  qórte  de  Madrid^  i  X^  de  noviembre  de  i  862,  eo  loe  autos 
pendientef  ante  Nos  por  recurso  def  cJsadóh,  seguidos  eto  if  loigadode 
firimera  üasidflcfa  de  Logroño  y<  eih  te.  Sa4a  segaodr  de  la  Réri  Andíeiwia 
de  Bár^S'por  Oi'beínl^  GuUerirez  e<m  D.  ToniáeUnlttyen  safan  page 
dee8,80ars.J    •   ;     '  ..:  m   . 

-  AesoUajidQ  quetoft  no  ^cwoeiilo  eimple»  fe^bfido  en  LogroDO  i  Si  da 
mayo  de  4847)  cenia ^nia4e  atio^  IfraHy«a|»  colnfesó  asta  aoa.fii  tía 
j^ofta  Tiboreia  Gqli^rez  le  (Mbia  prestado  en. dis^ntaa  épocas  30^900  is., 
que  ee  obligA  á  devolvería. en  cualquier  tiempo  que  se  los  reclamase,  avi- 
lándole con  tres  meses  de  anticipación,  ofreciendo  abonaría  el  interés  le- 
^»a!  de  un  5  por  iOO: 

Resultando  que  fallecido  D.  José  Urabajefn  dojflfndo  na  Mjo  nebor,  del 
que  nombré  úrCor  i>  áü  hérm(^no  D.  Alejo,  entablé  oootra  estB  demanda 
Dona  Tibmcia Guliarrez en  ié de  juntoda  ifWian'iQoiaiMCJon de.7^80t 
reales^  importe  da  ia  cantidad  eonsNgnadat  én  el  ^ot^ibr  reeibo,  y  do  k»s 
intereses  ol  6>  por  i  00»  pidiendo  qij^e  se  ia  defendíase  ex^  coocepU^  d¿  pobre» 
lo  cual  ie'fué  negado: 

HesQjtdnde  que  devuelto  á  Doña  Tiborcia  Gutiérrez  el  docnmaoto  Teln- 
rido,  en  27  de  agosto  de  1859  otorgó  una  escritura  por  la  que  cedíé  á  sa 
iiermnno  D.  Benigno  Gutiérrez,  en  pago  de  44,0p0  r^.  que  Ineraeédi^wr, 
a\  créitko  que  tema  contra  l09  herederos  de  D.  Jasé'  Uh^bayan»  importaatn 
iiaata  aquél  día  74^800  ff.,  diddoaidas^yr4l,doa  qua  por  cuanta  de ínteM-» 
•  ^s  tenia  ¡recibidos  det  tutor  del  «nionor: 

AasttUandoqaa  para  redamaren  O.  Benigno  el  onédíto  cedido  én  la 
anteriof  esoriiura  pret«odié  también  que  se  le  defiendiara  en  conoapto  de 
pobre;  y  que  sustanciado  el  incidente,  se  le  negó  aquel  beneficio,  ya  por 
po-^eerbien^  suQclentes^ya  porque  negada  é  su  hermaOa  igual  prateosiOD, 
til  traspasó  del  crédito  era  simulado  y  en  perjbido  da  la  BaciettlE^  .y  cu- 
riaies:  ' 

Resultando  qne  en  1.^  de  dfeiémbre  de  18.19  entablé  deniadda  l>.  Be- 
ifigno  Guliarraz,  oon  prasentaeiott  del  citado  recibo,  pan  qoe  ae  candeneae 
é  D.  Aleja  Uvabayaii,  como  tutor  da  su  sobrino  D.  Toanát,  y  aate  únieo  ha- 
redero  de  su  padre,  al  pi^o  da  68,800  r8.  á  que  .esfiandia  el  prífMipal  de 
aquel,  y  loii  intereses  á  raz^n  del  5  por  100: 

Resultando  que  D.  Alejo  Urabayen  impugné  la  demanda  negando 4iiie  la 
íirma  del  recibo  fuera 'de  su  difunto,  hermano:  que  Doña  Tiburcia  hubiera 
podido  prestar  la  cantidad  oue  en  él  se  decía,  porqtie  á  la  sazón  vivía  so 
marido  D.  Guillermo  Alcalae,  el  cual  además  tenia  intervenidos  sus  Me* 
nes;  y  que  si  bien  era  cierto  míe  había  entregado  á  aquella  i1,200  reates 
como  intéresee  del- citado  crédito,  y  dasfNies  la  había  pasado  ooa  Uqoida- 
ciou  del  misaao,  htb{a  sido  por  auaola  maniCastacion,  y  crayéndola  de 
buena  fé,  pero  sin  que  hubiera  visto  el  documento: 

Resultando  que  practicada  prueba  por  las  partes,  dicté  sentencia  el 
Juez  de  primera  ín^;tancia  condenando  áD.  AlejoUrabayep,  ¡como  tutor  dd 
m^ner  su  sobrino  D.  Tomás,  al  pago  de  la  cantidad  demand^ds  7  en  las 
costas;  y  que  apelada  por  este,  fué  confirmada  por  la  que  en  19  de  enere 
de  1861  pronuncié  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia-dé  Burgos,  nkandola 
Coodenacioo  de  costas: 

Resuluindo  que  el  tutor  del  nenor  Hilarpaso  cantit  dicha  senteMa  le* 
cocsode  casao^ftcitBjido  como  infrin^daalas  I^yes  iU  y  HO,  tiU  19  da 
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faf^rtidaS.*,  porno'haberfieMttenUdodarreapeelo  del  dotenmenlo  qvte 
seryia  de  baae  á  la  damanda  \n  prueba  (fue  a<^elta8  exif^eo  para  qae  teng» 
talop;  las  leyes  i.\  4.*,  5.%  6.*  y  7.»,  tít.  Í3,  Parí.  3 A  y  ta  doetrina  qo^ 
de  enaa  se  desprende,  por  caaoto  aan  suponiendo  que  la  liquidaeion  del  tu<< 
tor  entohíera  on  recoiieciiiiiaiMo  de  ía  deuda ,  no  liabia  de  dársele  mas  va^ 
lor  que  &  la  eoBÍesioa  judicial  ó  estrajudieial  del  missM  ínierresadoi  las  le* 
yes  y  doctrinas  le^eales  que  pouéa*  ios  iotereses  da  los  méoores  baje  la  ▼Sgi'» 
lancta  inoMdivta  de  ellas,  y  iimítan  las  facuitades  da  sos  guardadores;  ta& 
leyes  il/4t,  i 3,  14  y  i 5,  tít.  4.%  Kbro  K)de  la  Novísima  Recopilacíoii, 
por  no  haber  tenido  Doña  Tibvfota  Gutierre  capacidad  le^ai  |»ara'Ce)ebra^ 
el  coQtráto,  y  loa  principios  der  derecbo  que  estabiecea  la  nulidad  de  k>  rí* 
mnlado,  de  IcRilao  y  de  le  hecho  en  fraude  de  la  i«y,  puesto  que^e  había, 
negado  al  demandante  el  beneficio  de  pobreza  por  considerarse  simulada  la 
cesión  de  crédito  hecha  por  su  hermana;  habiendo  citadf^en  t<(eropo  opor- 
tuno en  este  Supremo  Tribunal  como  iofriagida  la  ley  20,  tít.  16,  Part.  3.^ 
porque  el  Abogado  defensor  de  D.  Benigno  GQtíérrez  había  declarado  á  ea 
favor  en  el  término  de  prueiNi: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  O.  I^dro  Gomes  de  Hetmosa: 

Considerando  que  redarfiúido  de  falso  por  el  demandado  el  documento 
priyado  aducido  en  apoyo  de  la  demanda,  y  no  pudiendo  constituir  plena 
prueba  por  falta  de  los  requisitos  exf^idos  al  efecto  por  las  leyes  1 14  y  ii9^ 
titulo  i  9  de  la  Partida  3.*»  lo  euestiob  versó  ya  en  estos  auto»  sobre  la 
existencia  del  crédito  reclamado,  aóerca  de  la  cual  se  suministró  por  las 
parvas  prueba  pericial  y  testifical;  y  que  apreciada  esta  en  uso  de  su^  fa* 
ctritadffs  por  la  S^la  ^ntencíadera,  sin  que  comtrá  la  apreetatiion  hecha  se 
baya  dtédo  determinadamente  tey  iofHngida,  la  aeeteneia  que  condena  al 
pago  de  crédito  reoiamado  no  infringe  laa  neferídaa  leyes  ii4'7  iHQ.arlega- 
das  ea  ei  reeurao,  puesto  que  so.  referen  estas  á  las  ctrcnnstancias  que  bao 
de  concurrir  en  los  documentos  para  constituir  plena  prueba: 

Considerando  que,  cualesquiera  que  sean  los  términos  en  que  se  hillen 
estendidos  los  fundamentos  de  una  sentencia,  contra  estos  ni  se  dá  recur- 
so de  casación  ni  en  ellos  puede  apoyarse;  y  que  el  haber  reconocido  ef  de* 
mandado  como  suya  la  firma  de  la  liquidación  presentada  por  eMemandan- 
te  únieametite  eonstítdye  un  dato  para  la  apreciación  de  la  prueba «  pevo  nb 
es  la  conoscencia  á  que  se  refieren  las  leyes  1.*,  4.*»  S&.*,  ^.^  y  7.^  tit.  Id» 
déla  Partida  3/  alegadas,  las  cuales^  no  teniendo  aplicación  en  este  caso 
no  lum  podido  ser  infringidas: 

Qensiderando  que  Ja  prohibición  á  la  iptijar  casada  de  celebrar  contratos 
sin  Ucencia  de  su  marido  do  puede  estenderse  en  sus  efectos  á  el  de  que 
sí  aquella  hubiese  prestado  una  cantidad,  no  esté  obligado  el  que  la  recibió 
á  satisfacerla,  porque  no  tiene  este  derecho  para  utilizarla  en  ¡«u  favor,  y  se 
ha  establecido  para  diferente  fin  y  objeto,  no  habiéndose  por  tanto  infrio^ 

edo  por  la  sentencia  las  leyes  41^  f2,  43, 14  y  15  invocadas,  referentes  á 
licencia  del  i;narido  á  la  mujer  para  contratar,  parecer  en  juicio,  y  al  mo^ 
do  de  suplirla: 

Considerando  que  no  baela  citar  genéricamente  leyes,  principios,  y  doc- 
trines admitidas  por  la  jurisprudencia  dé  los  Tribunales,  sino  que  ha  de 
▼eriflearse  precisa  y  det^minadamente.  con  relación  á  los  puntes  de  daré* 
«ho  que  M  hayan  controf  anido  en  el  plaibo,  porque  solo  así  puede  declarar- 
se su  iferdadera  mteliosncía: 

Considerando,  finalmente;  que  la  prueba  apreciada  potóla  Sala  f  enten^ 
ciadora  no  tiene  por  fendamenio  la  deolatacton  del  Abosado  defensor;  y 
que  por  lo  mismoi  pera  el  efecto  que  se  pratende,  se  cita  inoportunamente 
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MDo  infríagídala  ley  20^  tÜ.  i^  Áe  la  Paitida  d.\  qu0  pr^^hHHi  it  Mnio 
ser  testigo  en  el  pleito  que  conusaase  á  ratonar^  «o  ^ít^oo  pnaanUda 
por  ta  parle  conlrería; . 

Faltamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  b^ber  iagar  «I  recurso 
de  casaoíoa  inlerpueslo  por  D.  Atejo  Urabayen»  como  tutor  (Üí  meaer  Dea 
Tomes  Urabayen,  á  quien  coadenamo!»  en  la<  oostas;  deYoifieiideae  los  se- 
tos á  la  Audieocia  da  doDde  procede»  oi>a  la  certifícacipa  correápoBdieato: 

Asi  por  eata  nuestra  saateaeia»  que  se  pQUieari  «a  la.G«c^<a.¿  inserti- 
rá  en  la  GoÍ0ocioi^  Uptlatí^  pasándosa  al  .efecto  las  e^iaií  nefMarías,b 
pronanoiamas,  mandamos  y  firmamo8.^R8aaan»  U^^sa  Vnaqttea*<^*Sabai- 
tían  Go6zalea  NaQdin«<--Gabrtal  Garualo>  dé  Valasco.— Joaquín  da  Paloia  j 
Vtnuesa.— Pedro  GonieB.de  ftarmosa.— Ventura  da  CoUa  y  Pando,— Toiaáf 
iluet. 

Publícacioo.— Leída  y  publicada  fué  la  precedente  santenciaixNr  elilas- 
tr¡6imo  Sr.  O.  Pedro  fiamas  de  Hermosa»  Ministro  de  la  Sala  primara  del 
Supremo  Tribunal  de  Ju;4tleía,  calebraiido  audiencia  pública  la  misflaa  Sala 
en  el  día  de  hoy,  da  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  aartiüco. 

Madrid  14  de  noviembra  dai862.— Juan  da  Dios  Eabim— (Caceta  da 
i9  de  noviembra  de  1862.) 


«SI. 


ReoiBP9o  de  caiMMsIom  {ii  de  nouiembre  de  1862.)*— Paco 
M  MABAVBois.— Se  declara  por  la  Sala  segunda  del  Trtbuaal  Sa* 
premo  nb  haber  Ingaral  repofso  de  casadon  interpuesta  por  la 
viuda  é  hijo  de  D.  Carlos Torrens,  contra  la  sentencia  pronunciada 

Íor  Ja  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  coa 
K  Jaime  Dalmases  y  los  liquidadores  de  la  sociedad  Gibert  y  Dd- 
maseSf  y  se  resuelve: 

1.^  Que  los  pagarés  que  no  reúnen  todos  los  requisitos  présen- 
los en  el  art,  563  del  Código  de  comerm^  y  que  por  coneiguieiiU 
no  son  mereantiles^  corresvonden  á  la  clase  de  simples  é  noanmes: 
2.^  Que  si  ¡rien  el  aval  consti^ye  una  oMigaeian  independieiás 
de  la  que  lleva  cornígo  el  documento  garantido  con  ^,  el  arücu' 
lo  473  del  Código  de  Comercio  lo  ciramseribe  alas  letras  de  cambw; 
r,5.*  que  con  arreglo  al  art.  1:201  del  espresado  Código  no  son 
de  la  competencia  de  (os  Tribunales  de  comercio  las  demandas  in* 
ientadaspor  comercianies,  ni  contra  ellos,  sobrCfObligaciones  ó  den- 
ehos  que  no  procedan  de  actos  mercaiUíles. 

.  En  la  ?illa  y  corte  de  Madrid,  á  i4  de  noviembre  de  186)»  en  ios  antas 
sobre  pago  de  maravedís  incoados  por  O.  Cérlm  Torrans  y  segnidM  por 
Doña  Celestina  Bruguera  y  D.  Manuel  Torreas,  viuda  é  hijo  del  miamo^  coa 
D.  JAime  Dalmasis  y  aos  herederos,  y  también  coa  D.  losó  Gibert  y  D.  Te* 
más  Marull  como  liquidadores  ^cetínmanta  de  iayaociedad  Gi^t  y  ¡kd- 
masü8,  pendientes  ante  Nos  en  virtud  del  recurro,  de  casación  IntarpoeaU 
por  la  VMida  é  bijos  reíarídos  oontra  la  «anteaeia  que  en  14  da  diciembre 
último  pronuncio  ta  Sala  priasara  de  la  Audieocia  da  Barcelona: 

Resultando  qua  en  2^  4a  ionio  da  1852  D.  iáHne  Jklmases  6rn^  no  p«* 
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gafé  á  la  órd«ii  de  D.  Carlos  Torreas  f  Mtraida  por  U  cantidad  4^4,1  &9pe- 
«o«  fdertes,  2  rs.,  y  8  maravedís,  valor  reeihido  dei  mtsmo^  y  qu4  á  su  ven» 
«imiento  fué  protestada  por  falta  de  pago,  con  cuyo  molivo  trató  el  D*  Car* 
los  de  praéticav  las  gestioaes  coovenieotes  para  lograr  el  cobro  de  su  im« 
porte,  al  paso  que  el  deudor  y  sus  hijos  le  hicieron  varias  propoaieiooes  á 
•fín  de  que  no  acudiese  á  los  Tr ibunáies,  manifesténdole,  por  úHimo,  que  se 
iba  á  formar  sociedad  entre  D.  Antonio  y  O.  José  Gibert  y  D.  Joeé  Oakmases 
y  Vidal;  que  este  tendría  la  (tfnni,  y  que  dioba  sociedad  garantiaaria  20i)a- 
^arós  que  se  estenderian  para  el  abono  del  importe  de  aquel  y  de  sus  inte* 
rases,  cuya  proposion  aceptó  Tórreos: 

Resultando  que  en  19  de  noviembre  se  otorgó-efeclivomente  la  ascritu- 
Ta  social  entra  los  beriaanosGibert  y  D.  José  Oaioiases  y  Vidal  coa  diCereu- 
tes  pactos  y  condiciones  que  aparecen  de  la  misma: 

Resultando  que  en  i.^  de  diciembre  el  D.  Jaime  firmó  20  pagarés,  de 
los  cuales  fueron  satisfechos,  cuatro  á  la  orden  del  D.  Garios  y  por  la  canti«- 
dad  que  en  cada  uno  se  es  presa  como  entregada  por  el  mismo  sin  decirse  el 
objeto  para  el  cnal  sehabia  recibido,  pagaderos  los  unos  eo  1.°  del  mas  si^ 
goiente  al  vencimiento  de  los  oiroi,  y  garantida^)  todos  por  aval  con  la  fir- 
ma de  Gibert  y  DaknaseSj  aunque  no  se  anotaron  en  los  libros  de  esta  so* 
-ciedad: 

Resultando  que  en  22  de  marao  de  1853  se  verifícó  la  disolución  de  )a 

-  misma,  anunciándose  en  el  dia  31,  a^l  como  que  su  liquidación  quedaba  á 

cargo  de  la  nueva  de  Gibert  y  compañía,  cuya  formación  se  daba  i  conocer 

en  circular  de  dicha  fecha,  igualmente  que  la  firma  que  llevarla  el  s6cio 

O.  José  Gibert: 

Resultando  que  á  iostaocia  de  éste  .se  empezó  á  instruir  causa  criminal 
contra  D.  José  Datmases  en  20  de  abril  por  los  abusos  que  había  cometido, 
antre  ellos  el  de  haber  garantido  por  aval  con  la  firma  de  la  sociedad  Gibert 
y  Dalmases,  sin  conocimiento  de  esta,  los  20  pagarés  antes  referidos;  y  que 
aeguida  dicha  causa  en  rebeldía  por  haberse  fugado  al  estranjero,  terminó  por 
sentencia  de  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  que  declaró  cul- 
pable al  D.  ¡oié,  como  autor  del  delito  de  estafa  á  D.  Garlos  Torreas  por  el 
aval  que  bajo  la  firma  de  Gibert  j  Dalmases  puso  en  los  indicados  pagarés, 
«ondeaándole  por  ello  eo  cierta  pena,  y  dejó  salvo  cualquier  derecho  que 
creyera  tener  Torrehs  contra  la  indicada  razón  social,  y  esta  contra  aquel» 
fxira  que  la  usaran  en  el  juicio  y  ante  el  Tribunal  competeuies: 

Resultando  que  el  0.  Garlos  entabló  demsnda  ordinaria  en  el  de  Gomer- 
cío  de  Barcelona  parü  que  se  condenase  á  D.  José  Gibert,  como  socio  geren- 
te de  la  sociedad  Gibert  y  compañía  y  liquidador  de  la  extinguida  de  Gibert 
y  Dalmases,  al  pago  de  J,388  duros,  importe,  salvo  error,  da  los  16  referi- 
dos pagarés  no  cobrados,  gastos  de  sus  protestos,  intereses  mercantiles  y 
costas,  sosteniendo  que  á  ello  venia  obligado  eo  razón  del  aval  suscritt)  coa 
Ja  firma  de  didia  sociedad  por  el  gerente  de  la  misma,  sin  perjuicio  de  que 
«i  este  obró  con  doloi  abuso  de  facultades  utilizara  contra  él  la  acción  cor- 
-respondiente  con  arreglo  á  las  disposiciones  del  Códjgo  de  Gomercio:    ^ 

Resultando  que  conferido  traslado  de  esta  demandi  á  D.  José  Gibert  eo 
la  indicada  representación,  y  dtado  en  forma,  compareció  el  Procurador 
D«  Tomás  Pié  con  poder  que  el  D.  José  en  su  nombre  particular  le  habla 
<itórgado,  proponiendo  la  declinatoria  de  jurisdiccloa,  que  no  llegó  á  ra« 
•aolverse: 

Resultando  que  el  mismo  Procurador  acudió  al  Juzgado  de  primera 
•instancia  del  distrito  de  Palacio ,  primeramente  con  el  poder  referido ,  y 
«despuea  con  otro  que  Gibert  le  otorgó  en  concepto  de  liquidador  de  la  so* 
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ciedftd^irieiicionftáa,  y  hacíMidouso  de  la  inhibitoria  soato^o  que  al  rafatU 
do  Juxgado  ordinario  correapondia  el  ooaockniento  de  h  demanda  prepoa* 
ta  pop  Torreo^eo  el  de  Gomeroio,  porque  oi  lo»  pagarés  ai  el  prístanlo  & 
qoé  é^tos  lie  referían  eran  in«*Garrtslt56 ,  sin»  oonumies » por  no  cintener  ífr- 
dieaeion  del  objeto  á  que  se  defitínaém  las  cantidadea teeibidas,  yporqiie 
si  ta  jurisdicción  ordinaria  entendió  en  la  eauaa  cHoBinal  eo  que  se  declaró 
•  qae  la  firma  ñor  aval  puesta  eó  .locv pairas  fuA  un  acté  fraudolento,  debía 
conocer  igaaimente  de  las  cooaeouenciaa  desdicho  acta»  ó  aea  de  los  efee**^ 
tos  del  aval: 

Resultando  que  habiendo  oficiado  dicbo  Juez  de  prknera  insAane»  a! 
Tribunal  mercantil  para  <|pese  inhibiese,  y  dada  eomumcacimí  á  Terreo?, 
ale^ó  este  que  por  haber  interyenido  en  los  pagarés  por  medio  del  aval  la 
sociedad  Gibert  y  Dalmases,  que  era  indodabieroenta  comerciante,  debl4 
dirígfr  su  acoion  contra  la  misma .  según  las  reglas  de  la  jarispradencía 
mercantil  y  de  consiguiente  en  el  Tribunal  de  su  hiero;  que  ofreáa  probar 
que  la  cantidad  prestada  sirvió  para  operaciones  de  oomercio  déla  casa  da 
Daimases;  que  nada  prejusgaba  respecto  á  la  presente  eneslian  la  caosa 
criminal  seguida  contra^  D.  José  Daimases,  porque  en  la  san4eacia  de  la 
misma  se  dejó  é  salvo  el  derecho  que  creara  tener  oeotia  Ja  sociedad  pan 
que  lo  usara  en  Tribunal  y  juicio  competente,  y  que  no  debia  haberse  pro^ 
movido  la  Inhibitoria  por  D.  José  Gibert  como  panicoU(r,  toda  vet  que 
habla  sido  demandado  como  liquidador  de  la  compaifa  Gibert  y  Daloaaes, 
por  lo  que  el  Tribunal  mercantil  debia  aceptar  la  coalpetencia: 

Resultando  que  aceptada  en  efecto  y  remitidas  las  dUíKeneias  al  sooa» 
rior  del  territorio,  declaró  este  por  sentencia  de  26  de  noviembre. de  ISSi 
que  correspondía  i  la  jurisdioeton  ordinaria  conocer  del  negocio  da  qoe  sa  . 
trata: 

Resultando  que  remitido  al  Jnzgado  del  Pino,  que  se  hallaba  eo  toriMi 
D.  Garlos  ToniBns  con  reserva  del  recurso  de  casación  en  su  caso  y  logar, 
propuso  nueva  demanda  contra  D.  Jaime  Oalmases,  principal  obUgado,  y 
contra  la  sociedad  Gibert  y  Daimases  en  liquidación,  su  fiadora,  para  quasa 
les  condenara  al  pego  de  los  3,388  duros,  importe  de  los  16  pagarés,  garto 
de  sus  protestos,  intereses  y  coetas: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  todos  sus  trámites,  se  dictó  aeolefr^ 
cia  por  el  Juez  de  primera  instancia  condenando  al  D.  Jaime  al  paco  áa  la 
tsantidad  reclamada,  y  absolviendo  de  toda  responsabilidad  á  Gibert  ooai# 
liquidador  de  la  referida  sociedad^  y  á  Torrens  de  la  reeonvencion  q«a  sa 
faaoia  deducido  contra  el  mlsmor 

Resultando  que  sustanciada  la  apelación  que  ijiterpuso  la  parte  aclara, 

^  en  14  de  diciembre  se  confirmé  la  sentencia  apelada,  con  las  costafs,  á  car^ 

de  la  viuda  é  hijo  de  Torrens,  y  declarando  que  los  pronunciamientos  qiia 

la  misma  contenia  deberían  entenderse  con  los  que  en  aquella  segunda  las» 

tancia  representaban  ¿  los  qae  empelaron  el  pleito: 

Y  resultando  que  dicha  viuda  y  su  hijo  interpusieron  en  tiemp»  el  fra» 
senté  recurso,  fundado  en  la  infracción  de  las  leyes  que  oitaroo  y  en  laca»» 
*  sa  sétima  del  arl.    1013  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Domingo  Moreno: 

Considerando  que  los  pagarés  firmados  por  D.  Jaime  Daimases  á  ta  ór» 
den  de  D.  Garlos  Torrens  no  reúnen  todos  les  requisitos  prescritos  ea  al  air* 
tfculo  563  del  Código  de  Comercio,  y  por  consiguiente  que  no  siendo  anr« 
cantiles,  corresponden  á  la  clase  de  simples  ótcomnnes: 

Considerando  que  si  bien  el  aval  constituye  una  abllgacioQ  indepao«> 
diente  de  la  que  lleva  consigo  el  documento  garantido  090  él,  as  lo  derla 
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que  ú  irt.  475  de  díoko  C6digo  lo  circanseribe  ¿  las  letras  da  eambk>,  de 
caje  earíicter  no  partioi|mii.los  pagaros  de  qise  se  Uala: 

Considerando  que  dala  firma  puesta  h\  pió  de  k>9  mismos  nació  eeo  uü 
hecho  crimíaal  imputable  ó  imputado  á  D.  José  Dalmases,  hijo  del  D.  Jái<- 
me,  una  obligación  subsidiaria  y  análoga  á  la  principal»  cuyo  oumplimieot^o 
garantizó:  •  ' 

Considerando  por  las  razones  indicadas  que  para  los  efectos  de  la  cues- 
tión jnríadicciiOMly  molrró  y  á  It  vés  objeto  del  presente  recurso,  debe  esta 
Sala  calificar  de  comunes  ambas  obligaciones,  ciiilqaiera  que  fuese  elca»- 
ráctftr  éomevciai  de  las  personas  t}iie  las  contrajeron,  porque  no  Tá  inheren- 
te á  las  mismas  el  privilegio  de  convertir  en  mercantiles  las  operaciones 
qne  no  se  ajustan  i  los  preceptos  de  la  ley  que  las  regula: 

Considerando  que  con  arreglo  al  art.  1201  del  espresado  Código  i|o  em 
dala  competencia  de  los  Tríbaoales  de  Comercio  las  demsndas  Intentadas 
por  comerciantes  ni  contra  ellos  sobre  obligaciones  ó  derechos  qme  no  pro- 
cedan de  actos  mercantiles; 

Y  considerando  por  todo  lo  espnesto  qne  la  joriséiocion  ordinaria  fné  la 
única  competente  para  ceoocer  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Carlos 
Torraos  y  Miraidacon^  D.  iiime  DaWnasesy  D.  José  Gibert,  y  de  consi- 
fniente  que  no  toro  lugar  la  causa  sétima  4el  art.  i013  de  la  ley  de  En- 
juicia miento  civil  en  que  se  apoya  este  necorso; 

Fallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  tugar  al  mismo 
eoodaoando  á  la  viuda  ó  hijo  de  Terrena  en  las  costas  v  á  la  pérdida  de 
2,M0  rs;»  qne  se  distribuirán  en.ía  forma  prevenida  por  la  lev,  y  manda** 
mos  que  résped»  éel  recurso  de  casación  en  el  fondo  pasen  los  autos  ¿  l«t 
Hdi  primera. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  qoe  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Go- 
ÜHorno  e  insertará  en  la  ColeoeUm  le^islativay  para  le  cual  se  pásenlas  opor- 
tQoas  copias  certificadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— 4uaii 
Martía  Carramoliao.— Ramón  Maria  de  Arrióla.-— Fé  ix  Herrera  de  la  Riva^ 
— Juan  Maria  Biec— Felipe  de  Urbina.— Eduardo  filio. —Domingo  Mo*- 
leno. 

PoUicacion.^Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  limo. 
Sr.  D«  i>omingo  Moreno,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  están- 
dose celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  segunda  el  día  de  hoy,  de 
que  eertifioo  como  Bsoríbano  de  Cámara. 

Madrid  17  de  noviembre  de  ISdS.— 4jfegorio  Camilo  Gnoía.*-(6aesl# 
del  20  de  noviembre  de  1862.) 


M9.. 


(i7  4e  noviembre  de  í86í.).'^áltbbácion 
itti.  óROBir»¿jitieo.— Se  decide  por  la  Sala  segueda  del  Tribnnal 
Supremo  á  favor  del  Juagado  de  primera  instancia  de  Garbalto  la 
competencia  suscitada  con  el  de  la  Capitanía  general  de  Galicia, 
acerca  del  coaocimiento  de  la  cansa  formada  con  motivo  de  los  he- 
chos ocurridos  en  el  Campo  de  la  Feria,  de  la  parroquia  de  Santa 
Jfaría  de  Rusten  13  de  julio  de  i862,  sin  perjuicio  del  derecho  del 
Ca^UaageaeraldeGaliciá  paira  averiguar,  y  corregir  en  anease, 
el  oooiporlaiiiienle  militar  de  eos  anbordinados^  y  se  resuélte: 
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Que  no  eau^a  desafuero  el  insuUo  y  re$iHefíáa  á  la  Guardia  á- 
vil,  cuando  esta  no  obra  por  sí  ejerciendo  funciones  propias  de  s» 
'instítuio ,  sino  en  representación  y  como  auxiliar  de  un  alcalde  6 
su  teniente,  á  cuyas  órdenes  se  halla  cumpliendo  con  uno  de  lo$ 
deberes  principales  de  la  institución. 

En  la  villa  y  corta  de  Madrid,  á  17  da  noviembre  de  1862,  eo  los  Mtfm 
de  competencia  que  ante  Nos  penden  entre  el  Jozgado  d»  la  Capittofa  gene- 
ral de  Galicia  y  el  de  primera  instancia  de  Garballd  aoeica  del  conodmteali 
de  la  cansa  formada  con  motivo  de  los  hechos  ocnrrídos  en  el  campo  de  h 
Feria,  de  la  parroquia  de  Santa  María  de  Rus^  en  la  mañana  del  13  de  jolii 
último  : 

Resultando  que  habiéndose  acordado  por  el  Alcalde  de  Carballo,  en 
aprobación  de  la  Autoridad  superior  civil  de  la  provincia,  trasladar  al  domin- 
go tercero  de  cada  roes  la  feria  que  era  costumbre  celebrar  en  el  segunde, 
se  fijó  el  correspondiente  anuncio  á  fin  de  que  diclia  determinacioa  se  enin- 
pliese,  y  además  comisionó  al  primerTeniente  de  Alcalde  para  que,  aoiiiiiie 
de  una  partida  de  la  Guardia  civil,  evitara  toda  contravención: 

Resultando  que  constituidos  en  el  campo  de  la  Feria  hallaren  mis  di 
200  personas,  á  quienes  el  Teniente  de  Alcalde  amonestó  repetidas  vecn 
con  la  mayor  prudencia,  lo  mismo  que  el  Alférez  de  la  Guardia  civil,  qoas 
retirasen  a  sus  casa?  y  respetaran  las  órdenes  de  la  Autoridad,  y  eiaYesét 
conseguirlo  fueron  insultados  y  acometidos,  por  lo  que  el  Tenient»  de  Al* 
calde  previno  al  Comandante  de  la  fuerza  que  hiciera  uso  de  las  nroias,  it* 
sultando  un  paisano  muerto,  y  varios  heridos  paisanos  y  guardias  ciTifeac 

ResultaAdo  que  se  instruyeron  diligencias  por  el  Jues  de  primera  ins- 
tancia de  Garballo  y  por  nn  Fiscal  nuliur;  y  en  tal  e^tlade  n6ció  este  ai 
primero  para  que  diese  las  órdenes  correspondientes  al  Alcaide  de  la  eir« 
cel,  á  fin  de  que  le  permitiera  tomar  indagatoria  á  varias  personas  qoaas 
hallaban  presas  á  diilposicion  del  Juez: 

Resultaudo  que  oído  el  Promotor  se  negó  el  Juez  á  conceder  el  pernÚBi» 
y  mas  tarde  requirió  de  inhibición  al  Capitán  general  de  Galicia,  medinnde 
entre  ambos  diferentes  comunicaciones,  en  las  que  este  pretendió  fne  la 
correspondía  conocer  de  las  diligencias  para  averiguar  las  círcoostaacias 
del  hecho  de  armas  de  sus  subordinados,  y  correj^ir  cualraiera  iatu  milítv 
ó  detitos  comun^  que  hubieran  cometido,  ó  cerctorarse  de  qoe  el  ooaipor- 
tamiento  que  hablan  observado  fué  merecedor  de  recompensa,  y  posterior* 
mente  sostuvo  que  también  le  correspondía  conocer  de  la  cansa  contra  los 
paisanos  que  apareciesen  culpables  de  los' incultos  y  agresión  i  la  Goatdia 
civil,  sin  perjuicio  deque  la  jurisdicción  ordinaria  procediese  por  el  desaca- 
to y  resistencia  á  la  Autoridad  del- Teniente  Alcalde,  qne  eo  snopiaioa  es 
un  delito  distinto: 

Resultando  que  para  iiostener  la  competencia  raspéete  I  los  ioaollos  y 
agresión  á  la  Guardia  civil^  ae  funda  el  Juagado  militar  euJa  dispostdMidiB 
las  Reales  órdenes  de  8  de  noviembre  de  1B46  y  12  de  didembra  d«  kUSO^ 
y  del  articulo  4.%  tít.  3/,  tratado  8/  de  las  Reales  ordenanzas  y  ea  varias 
decisiones  de  este  Supremo  Tribunal,  entre  ellas  las  de  16  deseUeinfaca 
de  1857,  26  de  junio  de  1858  y  19  de  diciembre  de  1860,  seguo  las  cuales, 
dice,  que  los  insultos  y  atropellos  á  la  Guardia  civil  causan  desafaero  j  sa* 
jetan  a  los  pai<;anos  que  los  cometen  á  la  jurisdicción  de  Go«rra; 

Y  reanltando  que  el  Juez  ordinario  alega  qoe  los  hechos  oearrtdas  #■  ol 
Campo  de  la  Feria  de  Rus  constituyen  el  díelito  de  rssfstends  á  la  4 
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éei  Teniente  A^lcftld^  de  Garbaile,  de  quitan  ios  gaardias  civiles  eran  meros 
aoxiliares,  y  de  coosigoiente  no  Gau9a  desaCuero  ea  ios  ppiisaaos,  coq  arre- 
4^(0  á  lo  que  e$ie  Tribqoal  Supremo  tiene  decidido  en  varias  sentencias,  en* 
tre  ellas  Jas  de  Í7  de  abril  y  6  de  setiembre  del  año  último;  y  añade  qne  si 
dos  Jofgados  conocieran  de  este  solo  h^ho,  se  dividirla  k  continencia  de 
la  cansa: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  de  eite  Supremo  Tribunal  D.  Félix 
Herrara  de  la  Riva: 

Oonsiderando  que  en  loe  acontecimientos  que  dieron  lugar  á  la  presente 
canse  no  tuvieron  ios  guardias  civiles  otr,a  representación  que  la  de  ausi« 
liares  del  Teniente  Alcalde,  á  cuyas  órdenes  se  hallaban  cumpliendo  con 
uno  de  los  principales  deberes  de  su  institución: 

Considerando  que  los  hechos  constitutivos  del  delito  que  se  persip^Ue 
fueron  centra  la  autoridad  del  Teniente  Alcalde,  que  se  hallaba  presente 
con  el  carácter  oficial  que  te  correspondia  y  desempeñaba,  caso  comprendi- 
do y  castigado  en  el  Código  penal: 

Considerando  que  las  leyes  y  decisiones  ciudas  tx>r  el  Capitán  gener» 
ée  Galicia  se  refieren  á  insultos  y  ataques  directos  á  individuos  de  la  Guai'- 
día  civil  ejerciendo  por  sf  funciones  propias  del  cuerpo  á  que  pertenecen, 
que  no  son  aplicables  (l  la  competencia  de  que  se  trata  .y  que  para  casos 
como  el  actual  tiene  ya  establecida  jurisprudencia  este  Tribunal  Supremo, 
conforme  á  las  disposiciones  y  principios  legales  que  rigen  en  la  materia, 
segan  resolta  de  tas  sentencias  pronunciadas  en  lo  de  setiembre  de  1857, 
i2  del  mismo  mes  y  1.^  de  mayo  de  1859,  23  de  julio  y  19  de  Diciembre 
de  1860,  y  otras; 

Fallamos  (^e  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  de 
esta  causa  corresponde  al  Juzgado  de  primera  instancia  de  Carballo,  al  que 
«e  remitan  nuas  y  otras  actuaciones  para  lo  que  proceda  con  arreglo  á  de- 
reelio;  entendiéndose  sin  perjuicio  del  qne  asiste  al  Capitán  general  para 
averiguar  y  corregir  en  su  caao  el  comportamiento  militar  de  sus  subordi- 
nados. 

Aai  por  esta  nuestra  sentencni,  que  se  puMlcará  en  la  Qaceía  del  Go- 
bierno é  insertará  en  la  ColeceUm  l$gt$lativaf  para  lo  cual  se  pasen  las  opor- 
tonas  copias  certificadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos,— Juan 
Martin  Garramolino.— Ramón  María  de  Arriola.-*F6lix  Herrera  de  la  Riva. 
--Juan  Maria  Biep.«— Felipe  de  "Urbina.—- Eduardo  Blio. — Domingo  Mo- 
reno. 

Publicación. — Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  ilus- 
trfaimoSr.  D.  Félix  Herrera  de  la  Riva,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de 
ioeticía,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  segunda  el  día 
de  hoy,  de  que  certifico  como  Baeribano  de  Cámara. 

Madrid  17  de  noviembre  de  1862.— Gregorio  Camilo  Garda.— (Gooeto 
de  SKO  de  noviembre  de  18«2.) 


C^napetenela  (19  de  noviembre  de  i882.].— Pago  dk  MAní* 
▼BDÍs.— Se  decide  por  la  Sata  segunda  del  Tribunal  Supremo  á 
fovor  del  Juzgado  de  la  Capitanía  general  de  Castilla  la  Nueva  la 
competencia  suscitada  con  el  de  primera  instancia  del  distrito  de  la 
Universidad  de  Madrid,  acerca  del  conocimiealo  del  juicio  ejecutivo 


Digitized  by  VjOOQIC 


708  itmnncMAou  cnoL. 

promoTuio  per  D.  DMiingo  Galier  coiHra  DoSa  Gertefflia  Biliíatt, 
sobre  pago  de  iS,000  rs.,  y  se  resnelTe: 

1/  Que  las  viuda$  de  los  TerUentei  Generales  goxan^  duro* 
su  viudest,  del  fuero  mUitar,  eon  arreglo  alarte  S.""»  tü.  V,  tn- 
todo  8.®  de  las  Ordenansas  del  ejército:, 

fj^  Queei  desafimv  ds  Um  mUUmres  q/m  traímí y  negotia 
contenido  en  el  art.  A."",  m.  2.%  frotado  S.""  de  diúU  OráetSum,^ 
en  la  ley  K,  tU.  4/,  Ub.  e^  ée  b  AiwWiM  Reeopilatían,  ettya  a- 
ceptíonconjbrma  la  ñeal  arden  de  M  de  mayo  de  lS81,sei 
al  caso  en  que  las  obtígactones  proffengan  de  operaciones 
tiles: 

3.^  Que  pronunrida  la  inhibitoria  en  defensa  dd  fuero  espsed 
antes  de  dictarse  la  sentencia  de  remate  en  el  juicio  ejecutioo^fn' 
cede  la  competencia: 

¥  4.^  que  ámame  $e  reciba  en  el  Juagado  ordinario  dofáeé 
inkiirieion  díespues  de  pronunciada  ta  sentencia  de  remate^  aseqm 
contra  esta  no  se  haya  intentado  recurso  alguno  por  la  parte  qs- 
catada aue pidió  la  inhibición,  esta  falta  ñola  es  impMMepr 
que  apelar  y  persistir  al  mismo  tiempo  en  recusar  por  incomeMr 
id  juez  ordinario  serian  actos  contradictorios  según  d  art.  4/"  de  Ii 
ley  de  Enjuidamietito  civü. 

Cd  !•  tHIa  y  oórte  de  Madrid,  i  19  de  noviembre  de  1862,  «a  los  aat» 
de  competencia  que  ante  flés  petdeo  entre  el  Juzgado  de  k  Cafíilfdi 

general  de  Castilla  la  Noen  y  el  de  primera  ínatancia  del  dietrüe  4eli 
niferridad  acerca  del  cofiecimfento  del  juicio  cjecntíto  proaorida'pff 
D.  Domingo  Getier  contra  Oo&a  Gertoima  Batinaat,  sotee  pego  éa  ft,MO 
reales: 

Reaolundo  qoe  en  ti  de  jtnio  de  1860  D.  Ramón  de  la  Rod»  y  aa  £- 

Cía  Defta  Gerónima  otorgaron  eaoritora  ante  el  Notario  D.  üsmgi 
real,  en  la  que  dijeren  que  en  aqnel  acto  recibían  en  calidad  dedapM 
•de  D.  Domingo  Gotier  la  cantidad  de  i6,000  re.,  y  ee  obligaban  á  eanscr- 
-torios  en  sn  poder  hasta  qae  los  redamara  el  depoaentai  en  cnye  casa  \» 
devolferian  ambos  ^  el  que  de  ellos  Tiyiese: 

Resultando  que  en  1.**  de  febrero  de  este  afeo  Gntier  presentó  demanda, 
que  ftié  repartida  al  Juagado  de  U  Universidad,  baeieode  mención  diii 
escrüora  antea  referida  y  de  que  habla  cobrado  4,000  rs-,  y  pididqiaft 
despachase  mandamiento  de  ejecucien  ooitca  Rafia  Gerfoima  Ralaoutfa 
los  reslaotes  ta,000,  iotereses  y  costas: 

Resultando  qoe  espedido  el  mandamiento,  sepracüearen  eenéleatf 


de  dicho  mes  las 'diligencias  oportunas»  que  protestó  Doña  Gerónima  por  mi 
aforada  de  Guerra,  acudiendo  el  17  ai  Juzgado  militar  á  proponer  la  ídíB"! 
bitoria:  I 

Resulundo  qoe  en  8  de  abril  ofició  dicho  Juzgado  al  de  primera  insttt'l 
tía  para  que  ceeara  en  el  oonocimiento  del  pleito;  y  .racibída  la  coaniici4 
cion  cuando  se  habla  dictado  ya  sentencia  de  remate.  Techa  12  de  man^ 
que  no  fué  apelada,  se  negó  el  mismo  á  inhibirse,  originándose  la  preseflti 
competencia: 

Resultando  qee'e!  Jnagado  déla  Gepflanla  geneml  eeftinda  en  qoe  Deii 
Gerónima  Balaoaat,  como  «inda  del  Teofento  OencNd  O.  Raaaon  de  fe 
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ftodia,  wa  oaatidad  ha  a«rdditadO}  {{oza  del  Ibero  de  Gaerra  ooa  arreglo 
áladii^rciondelae  l#ye9  6/y  14,  Ut.'4.%  lüMro  6/  dala  NoWsima 
flecopil«4cioD,  de  la  Real  orden  de  21  de  eoero  de  1816  y  del  tft.  i»%  ira- 
tado8.*delaa  Ordeiianaaadeleiércitoy  yeoqoe  el  desafuero  consi^oado 
ea  U  |py  15,  titulo  4.^,  libro  6/  de  la  NoTfdima  se  refiere  éiiictiiiante  áios 
cimtratoB  y  operaciooes  mercaalílida  irerificadas  por  mili  tares,  y  do  á  los  da 
otra  naturaleza,  según  confirman  laf  Reates  órdenes  do  i#de<  agoslo  de 
1?I8  y  lO^tie  mayo  do  1817: 

Y  resultando  <;ue  el  Jues  de  primera  instaoda,  alega  que  por  la  ostve-* 
sada  lejr  15,  tit.  4.*,  libro  6.^^  de  la  NoTlsima  Recopilación  se  dispooe  gae 
ios  militares  no  gocen  del  fuero  destellase,  entre  otros  casos,  en  los  pleitos 
^D  que  se  ventilan  acciones  personales  que  provengan  de  trato  ó  negocio,  y 
sobre  oficio  ó  encargo  público  en  qujvelatitaríamente  se  hubiesen  mezclado: 
^06  del  tenor  espreso  de  la  escritara,  en  cuya  virtud  se  despachó  la  ejecu- 
iooQ,  aparece  aon  evideocia  que  Oo&a  Gerénima  coolraio  volualaría  y  es- 
pofltioeeaieiita  le  obligaeioo  consigoiente  al  depósito  quereeibió:  que  antes 
4e  requerírselo  de  inhibición  estaba  dictada  sentencia,  de  remate,  contra  la 
<pai  00  se  ha  interpuesto  recurso  alguno,  y  por  lo  mismo  se  hallabsi  termi* 
|Mo  el  juicio:  y  que  en  este  estado  no  tiene  lu^jar  la  competencia,  según  lii 

afispradencia  establecidli  por  este  Supremo  Tribunal  en  aus  sentencias  de 
^  de  enero',  23  de  mayo  y  14  do  setiembre  de  f880: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Eduardo  EHio: 

Ceasiderando  que  Doña  Geróolma  Balanza  t  goza  durante  su  viudedad  de 
%sro  militar ,  oon  arreglo  al^  articulo  8.® ,  tit.  1 ,'' ,  tratado  a."*  de  la  Ordo- 
«aaza  del  ejército: 

Considerando  que  no  le  perdió  pqr  baber  contratado  en  unión,  con  su 
HMridoel  depóaito  común  de  los  16,000  rs.  con  Gutier ,  porque  el  desa- 
ft^ro  de  fos  militares  que  tratao  y  negocian ,  contenido  en  el  art.  4.° ,  tft. 
1%  tratado  8.''  de  dicha^Ordenanza ,  y  en  la  ley  15,  tit.  é."",  libro  6.**  d« 
H  Ilóvfidma  Becopihcion ,  cuya  escepdoa  confirma  la  Real  órdeo  de  10  de 
^0  do  |^i7,  se  oonereta  al  caso  ai»  qoe  las  pbligaeiooea  proveogao  de 
iipñioioDes  mercantiles. 

CoasideraDdo  que  antes  qoe  so  diotara  la  sentencia  de  remata  Don»  Ge- 
^na  Balaosat  promovió  oportanamente  la  iabibitoria  eo  defensa  de  su 
fcerp; 

Consideknndo  que  si  bien  se  recibió  ef  oficio  de  inhibición  eo  el  Juzgado 
de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Universidad  desnues  que  se  hubo 
pronunciado  la  sentencia  de  remate,  y  no  se  ha  reclamaao  de  ella ,  es  evi- 
deof^qne  elsilencio  ulterior  de  la  parte  ejecutada  no  es  imputable  á  la 
*iinBv  porque  entelar  y  persistir  á*  un  mismo  tiempo  en  «acusar  por  in- 
competente al  Juez  de  primera  instancia  habrían  sido  actos  contradictonos, 
«Bgun  eiart.  4*''  de  la  ley  de  Bajmoiamieiitadvil: 

Y  coD8iderMi{|o  „  por  áltimo » gao  en  las  competencias  qoe  este  Trihonat 
Snpremo  decidió  por  sus  sentencias  de  25  de  enero ,  23  d^  mayo  y  14  de 
Mtiembre  de  i860,  los  actos  de  jurisdicción  voluntaria  y  el  ¡nielo  sobre 
6Qyo  conocimiento  se  contendía  indudablemente  estaban  fenecidos; 

Fa'lamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  ei  conocimleoto  dé 
wtos  autos  corresponde  al  Juagado  de  la  Capitanía  general  de  Castilla  la 
HosM ,  al  que  so  remitan  unas  y  otras- aetoaotonés  para  lo  ^pie  piooeda  cao 
tfngk)  á  derecho.  • 

Así  por  esta  nuestra  aantenda ,  gao  se  publfcará  en  la  Oúeeia  del  Go- 
Memo  é  inaertará  en  la  Colección  ícgidaHva ,  para  lo  enal  se  paseo  las 
iportonaa  «opias  eertlfieadaa,  lo  prenonciaoMai  mandamoa  y  finmofli.^ 
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ÍMo  Mtrtiii  CtmBH»liBo.«-Ramon  ll«ria  de  Arriolt.*>FWx  Hetrmdftlt 
Aifa.-^JiiiD  liaría  fiiae.--F6lipe  de  Urbína.---Bdaardo  Ello.— Ooanag» 
Moreno. 

Publkactoo.— Lekl4  y  publicada  foé  la  preeodeole  ieotencia  por  ú 
Ikno.  Sr.  D.  Eduardo  Blb »  Ministro  del  TríbQoal  Sapramo  de  JasticU,  «• 
tándoae  celebrando  audiencia  p6bltca  en  sa  Sala  eegiúida  el  día  do  boy ,  é 
qoe  certifico  cooie  Bacribeoo  de  Cáiaan. 

Madrid  tO  de  noviembre  de  f  862.— ^Gregorio  Calillo  Garda.— <6aei(i 
del  23  de  oovienibre  de  186  2.) 


e^mpetoüelm  (19  de  noifiembre  de  í862.).--Pa6o  db  mau* 
VBBÍ8.— Se  decide  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Ságreme  ib- 
ver  del  Juzgado  de  la  Comandancia  del  tercio  ^  provincia  naval  de 
Barcelona  la  competencia  suscitada  con  el  Tribunal  de  Comeroo 
de  dicha  plaza,  acerca  del  conocimiento  de  la  demanda  enlaUadi 
por  D.  Mareos  Mari  contra  D.  Miguel  Devesa,  práclico  del  paerW 
de  la  indicada  ciudad,  y  se  resuelve: 

i.*  Que  con  arreglo  á  la  Real  arden  deH^de  mayo  de  48M,< 
lo  que  determina  el  art.  il,  lü.  6.^  de  la  Ordenanza  de  las  melrir 
cum  de  mar  y  aloque  $e  previene  en  la  Real  orden  deSOde& 
dembrede  4824  y  otras  disposiciones  vigentes,  correspotide  á  lajit 
risdiceim  de  marina  conocer  de  las  varadas,  naufragios,  arríbadíit 
abordajes,  averías  y  otros  cualesquiera  fracasos  de  mar: 

2.®  Que  si  bien  en  los  fracasos  de  mar  pueden  estar  camprom- 
tidos  intereses  y  negocios  mercantiles,  sobre  cuyas  reeUnnaeieses 
entienden  los  consulados^  conforme  á  lo  dispuesto  en  la  ley  espeeid 
del  ramo yenla Real  órdenaeAde  setiembre  de  4848,  estoseen- 
tiende  sin  perjuicio  de  que  las  referentes  á  buques  averiados  quedes 
sujetas  d  la  apretíadon  facultativa  de  los  Comandantes  y  jtagoám 
de  marina: 

3/  Que  las  disposiciones  relativas  á  los  capitanes  de  nave,  em- 
prendidas en  la  sección  2.\  M.  2.%  ¡ib.  Z.^  del  Código  de  tmec- 
do,  no  son  aplicables  en  su  recto  y  estricto  sentido  á  los  práaim 
de  puerto: 

4.®  Que  aun  caso  de  serlo  en  ocasión  dada  kabia  de  proeeier 
la  dedaradon  de  responsabilidad  del  práctico,  por  imperida,  des- 
cuido ó  dolo  de  parte  suya; 

F5.^  que  para  determinar  si  las  averías  sufridas  por  un  barco 
son  imputables  al  práctico  dd  puerto  doiule  ha  entrado,  es  preá» 
un  juicio  formal^  en  el  cual  se  aleguen  y  estimen  pericialmente  te 
razones  determinantes  de  su  responsabilidad  ó  irresponsabilidad. 

En  la  villa  f  corte  de  Madrid,  á  i9  de  noviembre  de  i862,  en  los  autos 

de  competencia  que  anleNos  penden  entre  d  Juzgado  de  la  GomaodiDeii 

e  Marina  del  tardo  y  provincia  naval  de  Bvcelona  y  el  Tríbonai  de  Ob* 
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mercid  de  aquella  plaza,  aeerea  del  conocimiento  de  la  demanda  entablada 


por  D.  Hircos  Mari»  Capitán  de.ia  fra^^aU  Tarefita,  contra  D.  Migael  De- 
vea»,  práctico  del  puerto  de  dicha  ciadad,  sobre  pago  de  maravedis: 

Reanltando  oae  en  24  de  enero  de  eate  ano  la  referida  fragata  aalló  del 
puerto  de  Barcelona  dirigida  por  dicho  práctico;  y  habiendo  tocado  en  las 
piedras  de  la  punta  del  muelle  nuevo,  sufrió  varias  averías  que  impidieron 
continuase  su  viaje  hasta  que  fueren  reparadas: 

Resttltaadoi}ue  el  Capitán  del  puerto  eocargó  al  Ayudante  de  guardia 
que  recibiera  y  recibió  la  oportuna  información  del  hecho,  con  v^ta  de  la 
cual  dijo  en  su  dictamen  que  consideraba  libre  de  todo  cargo  y  responsabi- 
lidad al  práctico  y  al  Gapitad  de  la  fragata,  y  se  mandó  archivar  el  eipe* 
diente: 

•  Resultando  que  el  indicado  Capitán,  después  de  practicar  ciertas  di* 
ligencias  y  obtener  autorisacion  del  Tribunal  de  Comercio  para  hacer  la 
reparación  de  las  averias,  entabló  demanda  en  el  mi.<mo  para  que  se  conde- 
nara al  práctico  Devesa  al  pago  de  888  pesos  y  2  rs.,  que  dijo  importaban 
los  daños  causados  en  la  fragata  y  de  los  que  aseguró  que  aquel  debía  res- 
ponder por  haberlos  originado  su  impericia  ó  descuido: 

Resultando  que  conferido  traslado  al  D.  Ifigoel  y  emplazado  en  forma, 
acndid  á  la  Autoridad  de  Marina  para  que  esta  reclamara  íbI  conocimiento 
del  negocio;  y  que  habiéndose  hecho  asi,  se  negó  á  inhibirse  el  Tribunal  de 
Comercio,  onginándose  la  presente  competencia: 

Resultando  que  el  Juzgado  de  Marina  apoya  su  reclamación  en  que 
la  demanda  se  dirige  eontra  Devesa  en  concepto  de  práctico  de  aquel 
puerto,  y  con  motivo  del  desempeño  de  «ite  onclo  ,  y  no  como  Capitán 
del  buque  ni  por  razón  de  ningún  acto  mercantil :  que  tos  prácticos 
y  todos  los  dependientes  de  Mariua  ,  si  causan  algún  perjuicio  al  ejer* 
cer  su  cargo ,  deben  ser  juzgados  por  los  Tribunales  especiales  del  ra- 
mo, según  el  art.  31,  tit.  4.^  de  la  Ordenanza  de  matrículas:  qne  aun  en 
el  supuesto  de  qué  se  tratara  del  Capitán  de  la  nave,  no  podría  el  Tribunal 
de  Comercio  conocer  de  las  consecuencias  de  la  averia  hasta  que  declarase 
la  jurisdiecloD  de  Marina  si  hubo  dolo,  malicia,  impericia  é  descuido  en  el 
Capitán,  según  los  artículos  10  y  siguientes,  titulo  6/  de  la  Ordenanza  de 
matriculas,  y  Reales  órdenes  posteriores  vigentes,  quedando  restrlngidli  la 
jorisdiccion  de  comercio  á  conocer,  después  de  aquella  declaración,  de  la 
liquidación  y  reparto  de  la  avería  entre  los  interesados,  sin  que  por  consi- 
guiente sean  aplicables  á  la  impeflcía  ó  descuido  de  los  Capitanes  los  ar- 
tículos 676  y  1199  del  Código  de  Comercio:  ' 

Y  resultando  <]ue  el  Tribunal  mercantil  se  funda  en  que  la  demanda  de 
Mari  tiene  por  objeto  la  indemnización  de  daños  causados  á  la  fragata  Je- 
retitM  al  salir  del  puerto,  de  los  que  supone  debe  responder  civilmente  De- 
vesa por  su  descuido  ó  impericia;  en  que  la  contrOTersia  está  apoyada  en  el 
artículo  676  del  Código  do  Comercio;  en  qne  toda  contestación  judicial  so- 
bre obligaciones,  contratos  y  operaciones  mercantiles  se  halla  sujeta  á  la 
privativa  jurisdicción  de  aquellos  Tribunales,  y  en  oue  según  el  art.  17  de 
la  Ordenanza  para  el  régimen  de  los  matriculados  dé  mar,  la  de  los  de  Ma- 
rina está  limitada  en  los  siniestros  á  conocer  de  la  conducta  facultativa  y 
criminal  de  los  matriculados: 

Vistos;  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Domingo  Moreno: 

Considerando  que  con  arreglo  á  la  Real  orden  de  29  de  mayo  de  1804 » 
citada  en  la  ley  10,  tit.  7.%  lib.  6.**  de  la  Novísima  Recopiladoo;  á  la  que 
determina  el  art.  17,  tit.  6."  de  la  Ordenanza  de  las  matrículas  de  mar,  y  á 
lo  que  se  pceviene  en  la  Real  orden  de  30  de  diciemhre  de  1824  y  en  otras 
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di8poiiuoii€t  TkMtes,  corresponde  A  la  iarisdioaioa  de  Marina 
las varadas^tiaanragíooi  arribadas, abordajes,  aveitoi otros 
fracasos  de  Diar:        .  « 

€k)D8Íder»ido qae.ai bien  enellos  pnedea estar cómptoontides 
y  negocios  meroanilles»  sobre  etyas  redamaciones  «ntieadeo  ie»  QsMob- 
(lo8«  conlonnei  lo  diapuesto  en  la  ley  espedal  del  ramo  y  en  ia  Real  Mes 
de  4  de  setiembre  de  1818,  esto  es  y  se  entiende  sin  perinieisi  de  «w  bu 
referentes  á  bnqdes  averiados  queden  sujetas  A  la  apréciacioii  teiutativa 
de  los  Comandantes  y  Juagados  de  Marina:  *     '. 

Considerando  que  las  disposiciones  relaüras  á  les  Capitanes  d«  nave, 
comprendidas  en  la  sección  2.%  tít*  2.%  libu  3.^  del  CódigodeGoverdo, 
no  son  aplicables  en  su  recto  y  estricto  sentido  á  los  prictieos  de  pnerto;  y 
que  en  el  oísb  de  serlo  al  de  BaroaloBs  D.  Miguel'  Devesa  e^art.  636  de  di- 
cho Código,,  babré  de  preceder  la  declaración  de  sa  respensabilidad  per  im* 
pericia,  oescuido  ó  dolo  de  parta  suya: 

Y  coosideraodo  que  para  determinar  sí  las  «ferias  sufridas  por  la  fraga* 
ta  TtreiUa  son  imputables  A  Oevesa,  es  preciso  un  juicio  Sormal  en  el  oaal 
se  aleguen  y  estimen  pericialmente  las  razones  determinantes  dn  sqnb- 
ponsablitdad  ó  irresponsabilidad; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conoeiBleiitodi 
estos  autos  corresponde  al  Juagado  de  Marina  del  tercio  y  piovineit  Baial 
de  Barcelona,  al  que  se  remitan  unas  j  otras  actuaciones  para<)aqqe  pteeap 
da  eon  arreglo  á  dereebow 

Así  por  esta  nuestra  sentencia^  que  se  publicará  en  la  Gnek^éA  Ge- 
biemo  é  iosertará  en  la  C^UoeUm  Uffislatíva,  par»  lo  cual  se  pa.sea  las 
oportunas  cojeas  pertíficadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  irnaMiM».'* 
Juan  Martin  GariamoHao. — Haoion  María  de  Arríola.---«F61is  flartnra  da  la 
Rifa.-— Juan  María  Biec.— Felipe  de  Urbina.— Eduardo  EUo«-^-fkNDÍi^ 
Moreno. 

Publicación;*- Leída  y  publioada  fué  Ja  precedente  senteoeMtpor  el  Una- 
tiiaimo  Sr.  O.  Obmioge  Moreno,  Ministro  del  Tribunal  Supramo  dé  imtítá 
estándose  oelebraode  audiencia  pública  en  su  Sala  segunda  eldfa  da  Iwfi 
de  que  certifico  como  escribano  de  Cámara. 

Madrid  20  de  notiembre  de  Ides.^-Gregorfo  Camilo  Garefa.^GsBsM 
de  23  de  noftembre  de  l8iB2.) 


Apelaciaia  p«r  desaegpatoria  del  recaann^  de  mh 
Miélon  (19  de  novie$Hbre  de  1862.)«--'Nuudad  db  la  TinrA  w 
üiv  coRTijo.-^^  oonfirtna  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Svyie* 
mo  la  sentencia  apelada  de  la  Sala  primera  de  la  Audieneiade  Se- 
villa, denegatoria  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Bnae- 
'  bio  Gascón,  como  tutor  áe  Dona  Lucía  Busson  y  Venti  en  pieilo 
con  D:  Francisco  Fernandez,  y  se  resuelve:  ^ 

Que  no  procede  el  recurso  de  easadon  contra  sentencias  qne  na 
so»  definUipas,  es  dedr,  qué  no  ponen  término  al  juiáo  y  Aocoim- 
posible  su  continuación. 

Ba  la  filbiy  cdrte  da  Madrid,  á  19  de  noviembre  de  1862,  wios 
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iocoidos  en  el  Joxgado  de  inrimera  instancia  del  distrito  de  la  Magdalena  de 
la  ciudad  de  Sevilla  por  D.  Ensebio  Ganen,  como  tator  de  Dona  Luisa  Has- 
son  y  Vera,  contra  D«  Francisco  Fernandez  sobre  nulidad  de  la  Tenta  de  un 
coc^jf » pe^dienfies  anie iNoa-aa  virtud  de  «¡mImíoi^  qua  imerimft»  !>•  Eose* 
IiIq  de  la  providencia  qae  en  14  de  julio  üUioio  dictó  la.  Sala,  primera  de  la 
Audiencia  territorial  de  Sevilla  deneganflo  la  admisioadei  recurso  de  cesa- 
don  entablado  por  el  mismo: 

Resultando  que  eq  29  de.setiembre  de  i 861  el  referido  0.  Bosebio  acu- 
did al  esnresado  Jugado  de  primera  instancia  donde  pendían  los  autos  so- 
bre aprobación  de  las  cuentas  del  anterior  ínter  de  la  Doña  Luisa,  y  entabló 
demanda  para  que  se  declaraae  nula  la  vente  que  estte  babia  beche  á  Don 
Fraaei^BO  Apanle> del  eortijo  llaoNid^  el  Abugetero  bajo»  término  de  Osuna, 

S  (a  que  ^Qspveahiao- Aponte  A  D.  Francesco  Fernandez,  4  quienes  se  con- 
enva  á  la  entrega  de  dicbo  cortijo  con  todas  sus  pertenencias  y  frutos  pro- 
ducidos y  que  bubiera  debido  producir  y  en  las  costas: 

Resultando  que  conferido  traslado  al  Fernandez,  vecino  de  Osuna,  pro- 

Soso  en  el  Juzgado  de  esta  villa  la  inhibitoria  de  jurisdicción;  y  que  traba- 
a  competencia,  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Sevilla  declaró  en  28 
de  iuoio  de  este  año  que  el  conocimiento  de  los  altos  correspondía  al  Juez 
de  Osuna: 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  el  D.  Eusebio  dentro  de  los 
10  diae  recurso  da  casación,  diciendo  que  era  contrario  A  lo.  terminante- 
mente dispuesto  en  los  artículos  5.°,  157  y  158  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
eifil: 

Y  resultando  que  la  Sala  denegó  con  laonalidad  de  pee  abara  la  admi- 
sión del  recurso  por  auto  de  14  de  julio  de  que  apeló  Gaseen: 

Vistos»  siendo  Ponente  el  Ministro  de  este  Supremo  Tribunal  D.  Juan 
Marta  Biec:  » 

Considersndo  que  la  sentencia  de  la  Sala  primera  de.  la  Audiencia  de 
Sevilla*  que  declaró  eenesponder  al  Juez  de  Oiiuoa  el  cenocimiento  de  la 
demanda  de  D.  Ensebio  Gaseen  contra  D.  Francisco  Fernandez  ante  el  Juez 
de  la  Magdalena  de  aquella  capital,  no  pone  término  al  juicio,  puesto  que 
tiene  el  efecto  de  radicar  por  ahora  en  uno  de  los  dos  Juzgados  su  cottlinua- 
cion,  sin  perjuicio  de  que  llegado  el  caso  del  art.  1 1 1  de  la  ley  de  Eojuicia- 
miento  civil  pueda  ventilarse  la  cuestión  jurisdiccional. per  caíisa  de  las 
comprendidas  en  el  art.  1013; 

rallamos  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  con  las  uoatas  el  auto 
apelado  de  14  de  julio  último;  y  devuélvanse  los  presentes  á  la  Audientia 
de  Sevilla  en  la  forma  ordinaria. 

A«l  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publiearA  en  la  Gaeéta  del  Go- 
bierno é  injertará  en  la  Coleeckm  ¡^ffisUUiva^  pera  le  cml  se  pasen  las  opor- 
tuoa^i  copias  certificadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmaaioe.-^Ramon 
Marta  de  Arrióla.— Félix  Herrera  de  la  Riva.— Joan  María  Biec— Felipe  de 
Urbina,— Eduardo  Ello.— Domingo  Moreno. 

Publicación. — Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  porelUustrí- 
sime  Sr«  D.  Juan  María  Biec,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia, 
estándose  celebrando  aodiencta  pública  en  su  Sala  segunda  el  dia.de  boy,  de 
que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  20  de  noviembre  de  1862.— Gregorio  Camilo  García.*-{Gaesta 
de  23  de  noviembre  de  1862.) 
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Keenrso  de  e«9a«ÍMi  (20  de  nmimtífre  de  186í.).--Pa» 

60  DE  LA  RENTA  DE  DN  ARRBNDAotiEÑTo.— Se  déclara  poff  la  Sáb  (ri- 
inera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
¡oterpuesto  por  D.  Mariano  Lausin,  contra  la  sentencia  proumcia- 
da  por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Zaragoza,  en  pleito  coa 
D.  ladeo  López,  y  se  resuelve: 

1.^  Que  el  arrendador  puede  renunciar  i  la  fianza  que  dar- 
rendatario  le  dé  para  seguridad  del  pago  del  arriendo  singue  por 
esto  el  eontrato  deje  de  ser  válido  y  eficaz;  y  que  reemoetío  asi  por 
el  arrendatario  en  el  mero  hecho  de  tontinuar  el  cuUivo  de  las  tier- 
ras arrendadas,  no  puedo  después  invocar  útilmente  en  apoyo  del 
reciwso  de  casación  que  pretenda  contra  la  sentencia  que  le  condes 
ne  al  pago  de  las' rentas  vencidas  el  principio  foralsUíídnmest 
chart2B  y  las  observancias  Í.%  i6y  24  de  Aragón; 

Y  ^."^  que  á  la  Sala  sentenciadora  corresponde  apreciar  A  va- 
lor de  la  prueba  testifical  ó  pericial  aducida»  por  las  partes  en  cues- 
tiones de  hecho f  cuya  apreciación  es  le0tima^  Ínterin  no  se  aUgue 
que  al  hacerla  se  ha  cometido  alguna  infracción  legal. 

Bn.  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  20  de  noviembre  de  1862»  en  K»  autos 
pendientes  ante  Nos  por  recurso  de  casación  seguidos  en  el  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  de  Hijar  y  en  la  Sata  tercera  de  la  Audiencia  de  Zangeta 
por  D.  TadeoiiOpez  con  D.  Mnriano  Lausin  ^obre  pago  de  maravedís  y  gra- 
nos procedentes  del  arrendamiento  de  una^  (Incas: 

Resultando  que  D.  Tadeo  López  dio  en  arrendamiento  á  D.  Üariano  Lao- 
sin  las  tierras  que  poseía  en  los  términos  de  la  villa  de  Hijar,  las  Bocas  rús- 
ticas y  urbanas  que  le  pertenecían  en  la  villa  de  Samper  de  Galaoda  y  los 
bienes  que  poseía  en  la  Puebla  de  Htfar,  consistiendo  el  precio  del  arrenda- 
miento en  dinero  y  grano^,  obligándose  el  López  á  abonarle  la  coarta  parta 
de  la  anualidad  del  arriendo  cuando  ocurriese  algún  grande  apedreo  que  se 
llevase  la  cosecha  de  todas  las  tierras,  y  comprometiéndose  LAiisIn  eo  la 
escritura  de  arrendamiento  de  los'  bienes  de  Samper  á  prestar  fiaoza  con 
persona  á  sattsfdccion  de  López,  dentro  de  un  ano,  sin  cuyo  reqaisílo  seria 
nulo  aquel: 

Resultando  que  en  if  de  mayo  de  tSSS  entabló  demanda  D.  Tadeo  Ló- 
pez reclamando  de  D.  Mariano  Lausin  64,146  r«.  12  mrs.  en  dinero,  217 
cahíces,  7  fanegas  y  6  aimodes  de  trigo  y  92  o^hices  de  cebada  qne  le  en 
en  deber  ppr  resultado  de  ios  tres  arrendamientos  referidos  hasta  fin  de 
1857,  con  las  costan,  gastos  y  pei^uícios  irrogados  y  que  se  le  irrogasen  has- 
ta su  electivo  pago:   ^ 

Resultando  que  Lausin  impugnó  la  demanda  fundado  en  que  el  aléanos 
qoe  se  reclamaba  solo  podía  ser  resultado  de  una  liquidación  eiacta  que  no 
habla  tenido  lugar;  que  debia  abonársele  la  cuarta  parte  del  arriendo  en  ca* 
da  uno  de  los  tres  ai^os  en  que  las  fincas  se  habían  apedreado,  asi  como  fai- 
demnízarle  de  los  daños  causados  por  los  hielos  en  los  oHvos  que  no  hablan 
dado  fruto  en  el  mismo  período,  debiendo  igualmente  serle  de  abono  las  me- 
joras hechas  en  Jas  fincas  que  habían  duplicado  de  valor;  y  por  último  que 
no  habiendo  prestado  por  motivos  imputables  únicameote  é  Lopes  la  fianza 
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esuibleelda,  bajo  pena  de  nnlMad,  en  el  arrandiimiento  de  los  bienee  de 
S«iD|^^  babia  quedado  libre  de  loda  obllgacioo,  y  debia  aqoei  ser  decla- 
rado nalo  en  perjoíeio  del  demandante: 

ResalUHsdo  qne  practicada  pmebk  de  testigos  por  las  partes,  dietó  sen* 
teneia  el  Joez  de  primera  instancia,  de  que  apelaron  ambas»  y  que  por  l« 
qne  pronunció  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Zaraf^oza  en  8  de  abril  de 
i86l  se  condenó  á  D.  Mariano  Lausin  A  entregar  ¿  D.  Tadeo  López,  por  los 
arriendos  Tencidos  basta  la  fecba  de  la  demanda  las  cantidades  de  marave- 
dís y  granos  pretendidas  en  ella,  declarando  de  abono  A  Lausin  la  cantidad 
de  1,000  rs»,  importe  de  una  obra  ejecutada  para  el  riego  de  un  campo,  y 
sin  perjnído  de  que  Lopes  pidiera  en  -el  juicio  correspondiente  las  reatas 
vencidas  y  no  incluidas  en  la  demanda: 

Resultando  gue  Lausin  interpuso  recurso  de  casación  citando  como  in* 
fringidos  el.  principio  foral  Standum  eét  ehartoB;  la  observancia  primera 
ÚB'equo  vutneratOf  cuarta  de  testamentis;  24  de  probationibus  faciendis 
eum  chartoB,  y  i6  de  fid£  iAstrumentorum,'^T  haberse  admitido  como  vá- 
lidos los  contratos  escriturados,  sin  embargo  de  no  haberse  cumplido  con 
la  prestación  de  la  fianza,  coya  falta  los  anulaba;  la  ley  22,  tft.  8.°,  Parti- 
da 6«\  por  haberse  negado  todo  abono,  sin  embarco' de  estar  probada  la 
pérdida  de  la  cosecha  en  tres  años  por  efecto  de  apedreos;  el  principio  jurí- 
dico nemo  d^et  fien  locupteiior  oumjaeturaaUerius^  y  la  ley  24,  Ut.  8.®,  ^ 
Partida  5.*,  por  hallarse  plenamente  probado  que  las  fincas  arrendadas  lia- 
bian  aumentado  de  valor,  coa  cuyas  prescripciones  estaban  de  acuerdo  la 
equidad  natural,  á  la  cual  debia  recurrirse  en  Aragón  en  defecto  de  fuero, 
según  se  establecía  en  el  proemio  de  los  mismos,  y  la  sentencia  de  este  Su- 
premo Tribunal  de  24  de  enero  de  1860: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Ventura  de  Golea  y  Pando: 
Considerando  que  la  obligación  que  se  impuso  en  la  escritura  de  iO  de 
setiembre  de  4851  á  D.  Mariano  Lausin  y  á  su  mujer  doña  Nicolasa  Torres 
de  dar  fianza  con  persona  de  satiafaecioo  de  D.  Tadeo  López,  fué  en  benefi- 
cio y  garanUa  de  este,  y  para  mayor  seguridad  de  lo  pactado  y  estipulado: 
Considerando  que  A  esta  fianza  pudo  por  consiguieoie  renunciar  López» 
sin  que  por  ello  el  contrato  de  arriendo  dejara  de  ser  vAlido  y  eficaz;  y  que 
habiéndolo  reconocido  asi  el  recurreote  en  el  mero  hecho  de  haber  conti* 
noado  cultivando  las  tierras  y  percibiendo  los  firotos,  no  puede  en  su  con- 
secuencia invocar  útilmente  en  apoyo  del  recurso  el  principio  foral  sUmdum 
eharia  f  la$  observancias  eiiadas: 

Considerando  que  sobre  los  demés  beclios  que  han  servido  de  fundamen- 
to  A  la  demanda  y  a  la  contestación  se  ha  practicado  prueba  de  testigos,  que 
ha  apreciado  la  Sala  sentenciadora  como  ha  estipaado  justo  en  uso  de  las  fa- 
cultades que  la  concede  el  art.  317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  sin 
que  contra  dicha  apreciación  se  baya  alegado  infracción  alguna: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Mariano  Lausin,  A  quien  condenamos  en  las 
costas,  devol^ndose  los  autos  A  la  Audiencia  de  donde  proceden  con  la  cer- 
tificación Gorrespondienie. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicarA  en  la  Gaceta  é  inserta- 
rA  en  la  Cóleedon  ¿a^/a^na,  pasAndose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— ^uan  Martin  Carramolino. — Sebas- 
tian González  Nandin.— Gabriel  Ceruelo  de  Veiasco.<-Joaqttin  de  Palma  f 
Viouesa.— Pedro  Gómez  de  Hermosa.— Pablo  Jiménez  de  Palacio.>**-Venl^- 
ta  de  Gdsa  y  Pando. 

Publicaeion.^Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencta  por  el  llus- 
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trísimo  Sr.  Di  V«Dtora'  de  Ctiisa  r  PandOi  Ifitii^tro  de  fa  Sala  primara  d«l 
Supraroo  Tribunal  de  Jostícia,  cetabrando  audiencia  páUiea'  la  inisiQi  Sili 
«n  el  dia  de  hoy,  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  oertífteo. 

Madrid  20  de  nominbre  da  1862;-<^tt«B  d^Oio8llablo.-^iK^afade26 
d»  noviembre  de  1 862.) 


9»t. 

Hewarso  de  eiit9aeion^(2t  de  núrtémbre  de  iWS.)^ 
Pago  de  un  crédito.— Se  declara  por  fa  Sala  primera  del  Tríbn- 
nal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
O.  Domingo  Bertrán  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala 
primera  de  la  Audiencia  de  3arceloaa,  w  pleito  con  O.  JuaaBadia, 
y  se  resuelve: 

I**"  Que  las  eircunstaneias  naturales  d^  las  eotUralos  se  enüeii' 
den  comprendidas  en  el  cansentimieniOf  á  no  esüjmlarse  etpUeUa" 
mente  lo  contrario: 

2.**  Que  en  cuestiones  de  hecho  sujetas  á  prueba  pericial  ó  tes- 
tifical corresponde  á  la  Sala  sentenciadora  la  apreciación  de  la 
que  cada  parte  presente;  cuya  apreciación  es  válida  Ínterin  no  se 
akque  que  al  hacerla  se  lia  cometido  alguna  infracción  legal; 

Y  3.  que  no  pueden  considerarse  como  infringidas  par  una 
setítenciñf  u  P^  l^^  ^^f^  ^  fundamento  para  Im  ca$aeionf  leges 
que 'no  son  apuestes  al  punto  objeto  del  iitigio, 

Gn  la  fíHa  y  corte  de  Madrid,  á  21  de  noviembre  de  i862»  en  loa  antes 
^ue  penden  ante  Nos  por  recurso  de  casación,  segnidog  en  el  Juzgado  de 
primera  instancia  de  Igualada  y  en  la  Sala  primera  de  la  Real  Audiencia 
de  Barcelona  por  D.  Juan  Badia  con  D.  Domingo  Bertrán  sobre  pago  de  un 
•crédito: 

Resultando  que  D.  Francisco  de  Asia  Aguilera  j  D.  Domingo  Bertrán 
otorganm  en  27  de  agosto  de  1^5*2  una  escritura,  por  lacaal  el  primero 
cedió  alsegundo  unas  Gncas,  y  este ,  en  cumplimiento  de*  k»  que  tenia* 
convenido,  reonnció'en  favor  de  aquel  2,000  libras  catalanas  que*  le  era  eo 
deber,  j  se  obligó  además  á  entrefjarle  otras  4,000  después  que  per  coatra 
anos  continuos  y  sin  interrupción  se  trabajase  en  la  fábrica  de  hilados  6 
otros  artefactos  que  estaba  construyendo  en  las  tierras  contiguas  á  la  rieía 
"de  Tous,  en  las  que  adquiría  de  Aguiiera  por  esta  escritura,  y  en  las  qua 
i  nombre  de  los  dos  tenia  compradas  en  1,464  libras  10  sueldos,  pagadas 
•del  todo  con  dinero  suyo: 

Resultando  que  en  22  de  junto  de  1S53  D.  Francisco  Amrilera  cedió  4 
derecho  i  cobrar  en  su  tiempo  las  sobredichas  4,000  libras  a  Juan  Badia;  y 
que,  este  ei>  virtud  de  esa  cesión  y  acreditando  con  cerlifieaoieiies  del  Al- 
calde de  San  Martin  de  Tous  que  en  2t  de  setiembrede  48tHI'  habla  em- 
pezado é  funcionar  la  Mbrica  de  hilados  de  D.  Domingo  Berrán»  y  satislé- 
€bo  desde  octubre  de  aquel  año  hasta  igual  mes  de.  185S^  tos  trtmestTBi 
corresjjondientes  á  au  matricula,  presentó  demanda  en  24  de  octubre  de 
ese  último  año  pidiendo  se  condenase  á  Bertrán  á  que  le  satfsfacieBe  las 
4,000  libras  ealaiauM,  con  los  intereses  legales  comspondieaiBt  deadé  la 
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«MtMtadon  del  ^ito»  y  las  cortas»  para  lo  ooakalegó  «is  Uende  eíic&z  Ja . 
obUgacion  oootraida  por  BerlraD  <U  pagar  i  Agallara  dicha  cantidad  áea* 
•pues  dé  cuatro  anos  ane  sm  iotorrupoioo  faDciooase  la  fábrica  que  estaÍM 
coostrayeodo  cerca  de  la  riera  de  Totts,  y  habiendo  llegado  ya  ese  ca<Oy 
debía  haeevla  efectiva seguolaa leyes;  j  ^e  liailindoee  subrogado  el  espo^ 
Dente  en  los  deUBcfaos  de  Agailera,  le  correspondía  el  de  reclaoiarla  del 
deudor  Berttao: 

Resaltando  que  este  solicitó  que  se  desestimase  la  demanda  como  im«* 
procedente  7  temeraria^  y  se  la  absolTiese  libremente  de  ella;  y  esposo  que 
si  bien  era  Terdad  que  la  fábrica  empesó  á  funcionar  en  setieaüirede  IW5, 
también  lo  era  que  desde  entonces  no  se  había  trabajado  ni  podido  traba- 
jar continuamente  y  éin  interrapcion  á  cansa  de  varias  desoomposieioDes  y 
roturas  que  bobo  necesidsd  de  reearar,  así  como  por  las  diferencias  susci<- 
tadas  entre  fabricantes  y  trabajadores,  y  la  escasez  de  agna  motem  que  no  ^ 
permitió  el  trabajo  en  la  mitad  del  tiempo,  especialmente  desde  abüil  de 
i859:  que  si  bien  era  exigible  desde  luego  una  obiigseion  contraída  pura. 
y  simpteiaente,  no  asi  la  ooodicionat  ó  aplazada  y  dependieote  de  otro  eu- 
ceso,  toda  vez  que  no  podía  tener  lugar  basta  que  se  veriicase  este,  lo- 
cual  DO  había  sucedido  aqai,  pues  los  trabajos  no  fueron  continuos  y  siik 
interrupción  en  k»  cuatro  anos,  cerno  se  estipuló  en  la  escritura,  y  por 
consiguiente  no  podía  reclamarse  la  cantidad  de  las  4,000  libras: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  la  hiciehHi  de  testigos  una* 
y  etra  parte  para  jaillficar  el  hecho  de  haber  estado  ó  no  paralizada  la  fá'^ 
iurlca;  y  que  en  su  vista  dictó  sentencia  el  Juez  en  4.*^  de  junio  de  4860^, 
que  confirmó  con  las  costas  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  en  27 .  de  oo*' 
Tiembredel  mismo  ano,  condenando  á  Domingo  Bertrán  Biosca  á  aatisfa» 
eer  en  eltermhio  de  iO  días  á  Juan  Badía  y  Graqtté  la  cantidad  de  4,000» 
libras  objeto  de  este  pleito,  con  el  6  por  i0O  de  intereses  legales  desde  el 
^5  de  noviembre  de  1850,  en  que  cdntestó  á  la  demanda: 

Resultando  que  el  demandado  dedajo  contra  esta  sentencia  recurso  de^ 
casación  fondado  en  haberse  infringido. en  su  sentir  la  ley  1  .*,  tít.  i.*,  li* 
bro  10  de  la  Novlsimn  Recopilación),  las  38.  párrafo  18,  99  y  i2  Dig.  De 
verbcrum  o6%aeú>ni6tts,  la  regla  de  derecno  Poda  sutU  sérvanda^  y  las 
leyes  Imtitut.,  párrafo  10,  De  inuUHht»  ü^pufáUonibui ;  7/  Diget.  De 
Verb.  obHgaí.,  y  di  Oig.  De  .ebUgatíombíti  eí  aetéoñibua;  puesto  que  00 
•eca  llegado  el  plazo  delerminado  en  la  escritura  para  el  pago,  se  interpre» 
taba  la  cláusula  en  el  sentido  mas  g^viqso  para  el  obligado;  y  que  sin  eoH 
bargo  de  partir  del  supuesto  de  ser  imposible  la  condición,  puesta  á  la  pro- 
mesa de  las  4,000  libras,  se  declaraba  al  recurrente  obligado  y  condenaba 
á  su  pago: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Pedro  Gómez  de  Hermosa: 

Considerando  que  al  consignarse  en  ?a  escritura  de  27  de  agosto  d» 
1852  que  se  verificaría  el  pago  de  ks  4,000  libras  después  que  por  cuatro 
-afios  eontfauos  y  sin  fntevmpeioa  se  trabajase  en  ht  fábrica  de  hilados.  fci4 
la  voluntad  dé  los  contrayentes  referirse  á  laa  interrupciones  estraoioina» 
^as  é  imprevistasi  no  á  las  generales  y  comunes  á  loe  establecimientoSide' 
igual  clase,  porque  en  este  caso  es  aplicable  la  doctrina  legal  referente  4* 
los  contratos,  en  los  cuales  las  circunstancias  naturales  de  los  mismos  se- 
entienden  comprendidas  en  el  consentimiento,  á  no  estipularse  espJlótta^ 
mente  lo  contrario: 

Considerando  que  no  admitiendo  interpretación  la  cláusula  indicada  d^e 
la  referida  escritura  por  Miarse  eetendida  «n  términos  claros  y  precüBoa^ 
k  cuestión  en  este  litigio  se  concretó  al  Jiedio  de  la  olaae  de  iolerrupcio* 
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nes  habidas  en  lafábrtca,  el  cuat  fué  sometido  por  las  partes  á  la  1. 
de  testigos;  y  que  habiendo  sido  apreciada  esta  per  la  Sala  seoteneiadora 
«n  uso  de  sud  facuttadeay  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  317  de  la 
ley  de  Eojuiciamiento  civil,  sin  <|i]8  contra  la  apreciación  hecha  se  biya 
citado  determinadamente  ley  infringida,  oi  contenga  al  contrato  eoodiciOD 
imposible,  la  sentencia  qoe  condeoa  al  pago  de  ia  cantidad  demandada  no 
no  infringe  las  leyes  alegadas  en  el  recurso,  puesto  que  se  refieren  á  la  efi* 
caeia  de  los  pactos,  á  la  manara  en  que  han  de  interpretarse  los  contratos, 
al  tiempo  eo  que  ha  de  cumplirse  lo  en  ellos  estipulado,  y  á  su  nulidad  si 
contuviesen  condiciones  imposifoleii; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  reoono 
de  casación  interpuesto  por  O.  Domingo  Bertrán  y  Bio^ca,  á  quien  conde- 
namos en  las  costas  y  á  la  pérdida  del  depósito  consignado;  y  de?uélran- 
se  Jos  autos  á  la  Audiencia  de  Biroelona  coa  la  certificación  correspon- 
diente. 

Aal  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  &k  la  Gaceta  é  ior^er* 
tara  en  la  CoUceUm  legi$lativat  pasándose  al  efecto  tas  copias  necesarias, 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  fírmamoa.-^Ramon  López  Vaiques.--Se» 
bastían  González  Nandin. — Gabriel  Geruelo  de  Velasco.— ioaqnin  de  Pal- 
ma y  Yinuesa.— Pedro  Gomes  de  Hemo<a.— Ventura  da  Golsa  y  Pando.— 
Tomás  Huet. 

Publicación. — Leída  y  publicada  fné  la  sentencia  anterior  por  el  llus- 
trisimo  Sr.  D»  Pedro  Gómez  de  Hermosd,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de 
Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pábfica  en  bu  &ila  primera  el  día 
de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  de  S.  M.  y  su  Bachbano  de 
Cámara. 

Madrid  21  de  noviembre  de  4862.^Dionlsio  Antonio  de  Paga.— (Gn- 
oeki  de  25  de  noviembre  de  1862.) 


«ftS« 


Reeni^so  de  casaeloai  (21  de  noviembre  de  i  862.).— Lu- 
pia Y  CONSERVACIÓN  DK  UNA  ACEQUIA.— DbRSCHO  Á  APEOVBOIURSB  DI 

SUS  A6ÜAS. — Reposición  nc  ella  al  ksyado  prinitiyo. — Se  declara 
por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  logar  al  recur- 
so de  casación  interpuesto  por  D.  Domingo  Margenat  contra  la  sen- 
tencia pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Barcelo- 
na, en.  pleito  con  D.  José  Gros,  y  se  resuelve: 

i  .^  Que  cuando  el  gravamen  de  una  servidumbre  ei  coMecuen- 
cia  indeclinable  de  ella  misma^  sin  que  se  estienda^  por  tanto^  á  mas 
de  lo  justo  ni  agrave  ¡a  condición  de  ¡a  servidumbre^  no  son  apUut- 
bles  á  él  las  leyes  9.*,  21, 22  ¡/  iüdel  DigeHo  p  ni  el  principio  qnod 
tibí  non  nocet  etalteri  prodest,  ad  ¡dest  obligatus^atingife  este  prin- 
cipio tuviera  fuerza  legal: 

iJ"  Que  a  la  Sala  serUencladora  corresponde  apredar  el  val9r 
de  la  prueba  testifical  ó  pericial  suministrada  por  las  partes  en  cues- 
tiones  de  hecho,  cuya  apredacion  es  UgUimap  ínterin  no  se  alegue 
que  al  hacerla  se  ha  cometido  alauna  infracción  legal; 

F3.^    que  las  infracáoncs  Mgaéu  contra  la  parte  espofitíva  de 
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ios  sMenem  ó  sm  fundammitos  no  pueden  sermoAvo  de  eaMdon^ 
como  repetidamente  tiene  eon^gfiado  el  Tribunal  Supremo. 

Eo  la  villa  y  córtd  de  Madrid,  á  21  de  noviembre  de  1862,  en  los  autos 
pendientes  ante  Nos  por  reeurso  de  casaoion  seguiílos  en  el  Juzgado  de 
lirimera  instancia  deTarrasa  y^n  la  Sala  segunda  de  la  Real  Audiencia  de 
Baroetona  por  D.  losé  Gros  con  D;  Domingo  Margenat,  y  lioy  con  su  iiijo 
y  heredero  D.  Pablo,  sobre  limpia  y  conservación  de  una  acetfuiai  derecho 
é  aprovecbarse  de  aaaagaae  y  reposición  de  aquella  á  su  primitivo  estado: 

Besultaodo  que  por  escritura  de  28  de  noviembre  de  4625  el  Baile  ge* 
neral  de  Cataluña, en  nombre  de  S.  M.,  loóy  confirmó  ó  eitableeió  de  nue- 
vo é  favor  de  Aotieo.  Gorvera,  bajo  la  prestación  annal  de  un  sueldo,  la  fa- 
cultad de  regar  con  el  agua  de  la  riera  de  Rubí  y  con  las  que  provenían 
de]  prado  llamado  de  Fonoilet  y  discurrían  por  la  misma  riera  de  Rubí  una 
pieza  de  tierra  campa  de  dos  mojadas  de  cabida  poco  mas  ó  menos,  que 
eonfirontaba  por  Norte,  Oriente  y  Sur  con  Aonore^  de  dicho  Corvara  y  por 
Occidente  con  la  dicha  riera,  derecho  que  le  correspondía  por  la  posesión 
de  largo  tierafpo  de  sus  predecesorest 

.  Resultando  que  dueño  por  titulo  de  compra  el  Dr.  D.  Tomás  Fatjó  y 
Macnl  de  un  molino  harinero,  sito  en  lo.^  términos  de  Rubí  y  San  Cojat  del 
Valles,  con  la  facultad  de  tomar  el  agua  para  su  uso  de  la  riera  de  Rubí, 
no  apareciendo  respeciq  é  ella^otro  titulo  que  el  de  la  posesión  inmemo- 
rial, y  deseando  tenorio  legítimo,  solicitó  en  i 726  del  Real  Fisco  que  se  le 
concediera  de  nueve  la  dicha  facultad,  y. que  el  Intendente  de  S.  M.  en  et 
Principado  de  Catalu&a  concedió  en  31  de  mayo  de  dicho  año  en  enjiiéusis 
por  via  de  precario  y  nuevo  establecimiento  al  mencionado  doctor  y  sus  su- 
cesores, sin  perjuicio  de  tercero,  de  los  antiguos  titules  si  ao  hallasen  y  do 
los  demás  cargos  á  que  estuviese  obligado,  la  facultad  de  usar  y  valerse  del 
agna  de  la  riera  de  Aubi  para  el  dicho  molino  del  modo  que  hasta  aquella 
fecha  lo  habia  practicado,  flagando  todos  los  años  4  sueldos  de  censo: 

Resultando  que  D.  Manuel  de  Ángulo  y  Doña  Marta  Monserrat,  su  mu- 
jer, solicitaron  en  24  de  setiembre  de  1818  ante  la  Bdili a  general  del  Real 
E^trimoonio  que  se  despachasen  las  correspondientes  letras  mandatorias  pe- 
nales contra  Nicolás  Margenat  pereque  cesase  y  se  abstuviera  de  regar  )a 
pieza  de  tierra  que  tenia  en  el  término  de  San  Pedro  del  Rubí  con  el  agua 
de  la  riera  del  mismo  nombre,  asi  como  de  perjudicar  en  cualquiera  otra 
manera  el  libre  curso  del  molino  que  poseían  los  recurrentes;  y  que  despa- 
chadas las  referidas  letras,  acudió  Nicolás  Margenat  ofreciendo  probar  que 
habla  regado  la  tierra  referida  mucho  antes  que  los  consortes  Ángulo  pose- 
yeran el  molino,  facultad  que  le  correspondía,  no  ¿olo  por  la  posesión  inme- 
merial,  sino  por  ei  precario  concedido  á  Antico  Corvera,  de  quUn  era  su* 
cflsor,  y  que  admitida  la  información  se  concedió  la  dilación  de  10  dina  á 
ias  partea  para  probar: 

Resultando  que  en  mayo  de  1824  Nicolás  Margenat  como  legítimo  ad- 
woietrador  de  la  persona  y  bienes  de  su  hijo  menor  Domingo,  y  los  con- 
cortes Ángulo  solicitaron  del  Real  Patrimonio  que,  en  atención  á  la  escasez 
de  eguas  que  hacia  ya  bastantes  años  se  esperimeniaba,  por  lo  cual  el  pri* 
«ero  np  podía  re^r  las  doa  mojadas  de  tierra  de  que  tenia  precario,  ni  los 
segondos  dar  movimiento  á  su  molino,  se  les  ampliasen  sus  respectivos  es* 
iaiáecimientos  á  la  facultad  de  buscar  en  la  parte  superior  de  la  riera  de 
Rufai  y  en  la  del  prado  llamado  de  Fenol  let  las  aguas  subterráneas  que  tal 
^z  eiistieran,  pudiendo  aplicarla^  Margenat,  no  solo  al  riego  de  la  pieza  de 
doa  mojadas  de  tierra  de  que  trataba  el  establecimiento  concedido  a  Anto- 
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DIO  Corren»  sino  tomblen  á  óo$  mojadas. mas'  qoe  oontirá»  i  a^ 

maban  .mía  BoWf  y  los  consortes  Angu^jk  éeapoies  ile  ?eri6oadi»4í<bo  ffiip, 
al  curso  del  molino,  y  qae  opuestos  á  ésta  pretensión  los  consortes  MSoaal 
y  María  GaWet,  desfstierMí  después  á9  ella,  habiéiiloltt  sido  admilidftm  los 
recurrentes  la  informaoioD  qifaofrecierdn  aobr»k>s  lienhoa  alegsdoa; 

Resultondo  que  O.  NicoMs  Mérgsoat  y  su  bi|o  D.  Oommf^  aa 
nuevo  á  la  Bailia  general  lio  Catalana  en  &S  de  fpbreso  tfe  f88i»  s 
que  en  ateodon  i  que  no  se  bebía  concedido  á  «i  antepasaklo  Aaüco  Oai^ 
vera  la  fieultad  de  regar  preclsaoieiite  dos  mojadas,  siao  la  píam  de  Hora 
que  se  decía  de  aquella  estenaion,  lo  coal  estaba  corroborado  es  el  lüismo 
título  coO  el  bechode  4iabei«e  ^aprestfdofee  él  las  eonfientaeiíDoeti  de  le  dJK 
cha  tierra»  con  arregle  á  lasrque  era  mayor  su  caiiida^  pees  qee  cwB|0en^ 
día  de  cinco  á  seis  mojadas,  y  oo  menos  ceo  leposesioe  en  que  eetebie  y 
se  habían  haliado  de  regirla  toda,  se  les  concediese  carta  |iracaifa  ó  mUie 
establecimiento  para  contloear  verificándeio: 

Resultando  que  dueño  D.  José  6ros  del  citado  molino  y  sea  tienes  per 
eompra  al  biio  y  sucesor  de  ios  conaortes  Ángulo,  entabló  demande  en  7  de 
abril  de  1859  para  que  se  condenase  i  D.  Domingo  Margenat,  poeeederde 
la  casa  y  haciende  llamada  Cerfora:  -primero,.  ¿  croe  ne  knpidieae  la  limpia 
y  conservación  de  la  acequia,  por  la  coál  conducía  el  demandante  ha  e|^ 
cíe  la  riera  de  Rubi  á  su  molino  de  la  Bastida»  y  á  que  oeocedieee  libre  ^ 
80  al  lado  de  aquella  para  su  limpia  y  coaserfadon^  y  espacio  bástanle  ¡«r 
arrojar  loseseom^ros,  resultado  de  ía. limpia,  según  se  había  verificadé en 
todos  tiempos,  pues  hada  14  meses  que  se  oponia  á  elk»,  con  lo  cual  se  ái» 
ficttitaba  el  paso  de  las  aguas,  y  llegaría  el  caso  de  obstruirle  por  oeceple* 
lo;  segundo^  á  que  ae  abstuviera  de  regar  oon  el  agua  que  disounie  por  la 
acequia  y  con  las  demás  de  la  riera  de  Rubf  que  tomaba  oías  arribe  ée|e 
represa  de  Gros,  á  menos  que  presentase  titulo  v  limitase  á  él  so  derecha; 
tercero,  y  por  áltimo,  á  que  repusiese  á  su  esta<H>  erimitivo  la  aceqniafaa 
hacia  dos  ano^  había  ensanchado,  y  para  lo  que  había  derribado  un  troaoda 
Ja  margen  del  campo  del  demandante  en  el  punto  divisorio  de  sos  raspee- 
tivas  heredado»: 

Resultando  que  D.  Domingo  Margenat  impugnó  la  demanda ,  alagande^ 
en  cuanto  á  su  primer  estremo,  que  no  se  había  opuesto  á  la  límpiMala 
ecequia  ni  á  que  se  depositasen  en  sos  bordes  los  lodos  de  ella ,  y  ai  ' 
mente  á  recibir  las  arenas  que  convertían  las  tierras  en  un  arenal  i 
ductivo,  podiendo  limpiarla  de  aqoelias ,  levantando  únicamente  la 
puerta  vulgo  bagan ,  que  le  había  permitide  construir  en  sus  tierras 
este  fin  ,  habiéndose  opuesto  también  á  qoe  profundisase  y  ensandaaala 
acequia,  povqoe  permitiéndolo,  bajaría  el  nivel  y  no  podría  regarlas  í ' 
de  la  parte  derecha  de  la  misma:  en  cuanto  al  secundo;  que  él  y  sus 
cesores  habían  estado  desde  inmemorial  en  posesioñ  de  ragar  con  las 
de  dicha  acequia  las  tierras  que  tenia  entre  ella  y  la  rierm  de  Robf,  y'ean 
las  de  esta  que  había  tomado  mucho  más  arriba  éel  punto  donde  las  reci< 
iiía  el  demlndante  las  tierres  qoe  tenia  sobre  la  espresada  acequia, ' 


do  únicamente  convertido  en  regadío  algonos  anos  antes  cuatro  caartaras 
de  tierra,  pero  no  tomando  el  agua  de  la  acequia  del  molino,  sino  de  la  fia* 
ra  de  Rubí.  Y  en  cnanto  al  tercero ,  negó  qoe  hubiese  ensanchado  la  sea» 
qdia  y  derribado  el  trozo  de  margen  del  campo  de  Gros,  por  hi^cuai  anpü- 
co  que  86  le  absolviese  de  la  demanda ,  declaraado  que  el  dedieodeirte  ne 
tenia  dereoho  para  proftuidlsar  ni  ensanchar  la  aoeqniaqne  oonducñ)^ 
aguas  á  9U  molino ,  y  que  Margenat  oo  edtaha  obligado  á  recibir  las  i 
de  lae  limpias  de-la  I 
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^e^Qilaodo  que  practicada  por  las  partes  praaba  testiftcal»  é  inspeccio- 
nado por  el  Jua&al  terreno,  coa  asi&tencia  de  aquellas  y  de  sos  defensores, 
dictó  sentencia  qne  coofirnAó  sustancial  méate  la  Sala  segunda  de  ia  Au- 
diencia de  Barcelona  por  la  que  (pronunció  en  8  de  enero  de  1S61,  decla- 
rando que  Groa  tiene  derecho  á  limpiar  la  acequia  del  molino  llamado  la 
Bastida  hasta  encontrar  el  firme  natural  y  primitivo  de  la  piisma  para  el 
debido  curso  de  las  aguas»  con  libre  paso  aJ  efecto  por  la  heredad  de  Mar- 
genat;  que  igualmente  le  tiene  para  depositar  en  las  már§[enes  de  la  refe- 
rida acequia  los  escombros  resultantes  de  dicha  limpia ,  sin  distinción  de 
lodos  y  arenad  9  y  que  Uargenat  solo  tenia  derecho  á  regar  las  dos  mojadas 
de  tierra  que  resultaban'de  la  concesión  de  28  de  noviembre  de  i  625,  con* 
donándole  en  su  virtud  á  sufrir  dichas  serridumbres  en  la  forma  espresa- 
da y  á  reponer  1^^  márgenes  de  la  acequia  á  la  altura  correspondiente  en 
el  punto  donde  la  babia  rebajado: 

Resultando  que  D.  Dommgo  Margenat  interpuso  recurso  de  elación 
citando  como  infringidps:  primero^  el  principio  quod  tibi  non  nocet  et  al» 
teri  prodest\  a4  id  est  oblígatus  y  los  consignados  en  las  leyes  9.*  Oigesto 
De  áervüutihus,  y  21 ,  22  y  26  Digesto  servüutibus  prcsdiorum  rusticor 
rttm:  segundo ,  la  regla  2.*  del  art.  333  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 
tercero,  la  doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales ,  <;e* 
goo  la  que  ,*e(  dueño  del  predio  sirviente  en  el  acueducto  tiene  derecho 
para  uiilizar  en  el  riegp  las  aguas  ^ue  no  sean  necesarias  para  el  molino  6 
establecimiento;  la  costumbre  admitida  en  Cataluña  según  varias  decisío- 
-  oes  de  la  Audiencia  de  sangrar  lae  acequias  para  el  riego  de  las  tierras ,  y 
la  ley  4.',  Código  De  aquMuctu:  cuarto,  la  ley  7.*,  Código  De  servituti' 
buset  aqu(K  la  3.^  Digesta  De  áqua  quoHdiana,  párrafo  cuarto;  la  consti- 
tocion  segunda  ,  libro  7.%  tít.  2.^  delCódigo  municipal  ei  Usatge  omnes 
eauscB  sive  btma »ive maU»^  la  Real  orden  de  30 de  abril  de  i 834  y  ei  Real 
decreto  de  29  de  abril  de  i  860:  quinto,  la  ley  16,  tft.  22  Partida  3.':  sesto, 
la  misma  ley  ya  citada  3.*,  Digesto  Deaqua  quoiidiana  et  astiva:  sétimo» 
la  Real  Pragmática  de  1768 .  por  ser  las  aguas  cosas  inmuebles,  según  la 
ley  2.*  Código  De  eervitutibue  et  oqua:  octavo ,  y  por  último  los  artícu- 
los 6  i  y  62  de  la-ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  TomSs  Huet: 

Considerando  que  en  la  servidumbre  de  que  se  trata  no  puede  verificarse 
la  limpia  de  la  acequia  sino  depositando  en  sus  márgenes  cnanto  se  oponga 
al  curso  de  las  aguas ,  hecho  sobre  el  cual  se  lia  practicado  prueba  que  la 
Sala  ha  apreciado  en  este  sentido ;  y  qne  tal  gravamen ,  si  existiese ,  es  nna 
eonseeueiícia  iadeeüiiable  de  la  misana  servidumbre,  con  lo  cual,  ni  se  es» 
tiende  á  mas  de  lo  justo,  ni  seigrata  ^u  condición^  ni  son  por  consiguiente 
aplioabtes.  al  caso  las  prescripciones  consignadas  en  las  leyes  que  se  citan 
del  Digesto^  ni  el  principio  quod  tibi  non  meet  et  alteriprodest^  ad  id  est 
obligatus^  aun  cuando  tuviera  la  fuerza  legal  que  se  pretende: 

Considerando  que  para  acreditar  el  recurrente  el  uso  de  las  aguas  de  la 
acequia  del  txiolíno  déla  Bastida  ^de  la  riera  de  ftubi,  desde  tiempo  inroe- 
monal,  suministró  prueba  de  testigos  oue  ha  sido  estimada  como  ha  creído 
pisto  la  Sala  sentenciadora  en  viKoid  oesus  facultades,  sin  que  contra  su 
apreciación  se  baya  iavocade  ley  6  doctrina  legal  infrineida  ^  rason  por  la 
eaal  son  inaplicables  las  que  con  tal  motilo  han  sido  citadas: 

Considerando  4|iie  auaque  se  haya  hecho  mérito  en  la  parte  espositiva  de 

la  sentencia  del  establecimiento  de  28  de  noviembre  áé  i625  referente  á  la 

cooceeion  de  las  aguas  de  la  riera  de  Rubí  y  del  prado  de  Fonollet,  su  parte 

disposiiiva,  al  declarar  que  Margenat  tiene  solamente  derecho  á  re^r  dos 
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mojadas  de  tierra  con  arrezo  á  la  citada  concesión ,  eoift^refido  ttiHida  los 
puntos  ¿  que  se  coatrae  la  demanda  y  que  han  tfdo  objeloÑlel  débttt,  por 
lo  cnal  tampoco  han  sido  infringidas  tas  leyes  á  este  propósito  efta<te: 

Considerando  que  las  infracciones  alegadas  contra  la  parte  espositiTa  de 
las  sentencias  ó  sus  fundamentos  no  jpueden  ser  moti?o  de  CMftdOD ,  eoaaa 
repetidas  vecee  lo  tiene  declarado  este  Supremo  TriBudah 

Considerando  que  no  contradiciéndose  el  derecho  del  éetnandaote  pan 
el  uso  de  las  aguas  de  la  fi^a  de  Rubí,  ni  tratándose  de  pérsemlr  la  bip»* 
teca^  la  falta  que  se  atribuye  al  documento  de  que  aquel  se  deriTt  no  puede 
ser  objeto  de  este  recurso,  según  diversas  declaraciones  de  este  mísuio  Ttí- 
bunal; 

Fallarnos  que  debemos  declarar  y  declárateos  no  haber' lugar  al  ioler* 
puesto  por  Ú,  Domingo  Margenat  y  soátenído  por  su  hijo  D.  Pablo,  á  qotei 
^condeijamos  en  las  costas,  devoWióndoFe  los  autos  con  la  eertffeacioa  car* 
respondiente  á  la  Real  Audiencia  de  donde  proceden. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  GoüetQ  é  ivsertiri 
en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  eo^s  necesvrfit ,  li 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.-^Rsmou  Lópex  Yaáqoez. — ^SrtasÜit 
González  Nandín.— Gabriel  Ceruelo  de  Velasco.— Joaquín  de  Pafina  y  ^« 
nuesa.— Laureano  Rojo  de  Norzagaray. — Ventura  de  Cdlsa  j  Piando.— T«« 
más  Huet. 

Publicación.— Leida  y  publicada  fuá  la  precediente  sentéiteiá  por  el  ita* 
trisimo  Sr.  D.  Tomás  Huet,  Ministro  de  la  Sata  ptfmera  del  Supremo  TAi> 
nal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  páblica  la  misma  Sala  en  el  dk  de  baf, 
de  que  yo  eY  Escribano  de  Cámara  certtOco. 

Madrid  21  de  noviembre  de  i  862. --Juan  d^'D|o9Rubto.--(G;seetodlBll 
de  noviembre  de  1862.) 


Recurso  de  éa«aeioaa.— (22  de  nútHérñbte  dg1862.).-jk- 

JOR  DBREGHO  k  LOS  BIENES  DE  UN  PATRONáTO.— *Se  declata  pOf  h  sátl 

primera  del  Tribunal  Supremo  uo  haber  lugar  al  recurso  de  castt^ 
cien  interpuesto  por  D.  Marcos  Jiménez  contra  la  sentencia  prana^ 
ciada  por  la  Sala  priiaera  de  la  Aiidieacta  deGraaada,  ea  píete  «n 
D.  Manuel  Martínez  Yívó,  y  se  resuelva:    • 

1 .''  Que  para  saber  ii  uno  posee  legüimamente  loe  Msnnm^  qm 
consiste  nn  patronato  es  indispensable' exitminai^  lasttíbmibisem^ 
Htutivas  del  mismo; 

Y  i.^  que-  la  sentencia  que  considera  poseedor  tüMbihú  de  m 
patronato  al  que  lo  es  con  arreglo  i  las  cláusulas  de  ta  fuadad^m  m 
infringe^  la  voluntad  del  fundador  y  aplica  reetamenU  I«  dmam^ 
dones  déla- ley  desüinculadora  deilde  octubre  de  Í8J0,  si  mprn^ 
blicarse  ésta  el  poseedor  aue  se  haUába  éUsfnUande  A  palrmmio' m^ 
niá  aptüuá  legal  para  ello  por  reurrir  tas  eendieien$s  etifiiem  for 
41  fundador, 

Bn  la  Villa  y  corte  de  Hadñdi  á  12  dlaíMWfedfeMre  de  1862,  en  ios  MM 
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fjendieo^  aole  Nod,jior  ^reeuTéo  de  casacM,  ^guidos  ea  el  tegado  &9 
primera  insUndá  de  fiftiésear  y  en  la  Sala  primera  de  ia  Real  Atidieocia  de^ 
iSranada  per  D.  llárcoaJiíáeoez  do&  D.  Martio  Martioeat  Vító  ,  sobre  meíoe 
dereclioéJot  Menea  de  nn  patrofsato: 

Reaullaiido  (fae  en  11  deaellerntire  de  4709  D.GeréAifDo  iimenes  Por^^ 
tillo,  preaMtero,  firodó  oh  patroeato  de  legos,  oon  carga  de  misas  y  áeaU^M 
Mcien  de  feleaea,  namnmdoéeii  obtendonen  primer  lagar  á  so  sobrino  Om 
Blas  Martioez  Vivó,  clórigo  de  menores;  en  seMOdo,  y  para  el  case  de  qoe 
eete  no  se  ordénale  de  imryorés  en  el  término  de  dos  anos ,  á  José  Harüaez 
Vivó,  padre  del  mismo,  yen  tercerea  todos  loa  hijos,  nietos  y  deeceodientes 
de  esta  y  de  av  mujer  Josefa  Ramal  Uoero,  con  preferenoia  del  mayará  m^ 
nor  T del  varen  á'  la  hembra,  pero  can  ia  condición  espresa  de  que  siemprn 
que  bebiese  alsuno  deellos  que  qnistera  ordenarse,  á  tüulo  de  dicho  pairo-* 
nalo,  fuese  preferido;  aunque  estuviese  en  grado  inferior,  poraer  su  primer)^ 
intención  que  le  hubiesen  :y  poseyesen  sacerdotes  ^<i.  loa  que  aspirasen  ú 
serlo;  pero  que  si  cumph'a  el  que  asi  le  obtuviere  25  aZíoa  de  edad  ein  hab«r 
ascendido  al  aacei^decio  ae  declarase  vacante  el  patronato  y  )oe  bienes  pasa- 
een  al  pariente  maa  cercano,  con  la  preferencia  eatablecida: 

Resultando  que  pdseido  dicho  patronato  por  varias  personas  que  juaiiü- 
eeron  reunir  las  cualidades  necesarias,  se  confirió  judicialmente  su  poee^ 
aion  en  8  de  niarao  de  1SI5  á  D.  Valentín  Jiménez,  ^e  se  hallaba  en  aptit>ud 
die  recüfair  órdenes  sagradas,  y  que  liabiando  cumplido  la  edad  de  25  años  y 
contraído  matrimonio ,  solicitó  y  obtuvo  la  posesión,  sin  perjuicio  de  terce^ 
re,  D.  Martin  Antonio  Martines  Vivó,  de  edad  de  iO  anos,  por  auto  de  7  de 
abril  de  1829: 

Resultando  que  Dolía  María  Josefa  de  la  Zarza  contrad¡íe  dicha  posesión^ 
pidiendo  ae  declarase  nula ,  y  que  en  aquella  vedante  ae  habla  trasferido  el 
patronato ,  por  ministerio  de  la  ley ,  en  su  hijo  D.  Braulio  losó  Jiménez ,  i 
filien  ae  le  confiriese,  como  persona  siguiente  en.grado,  ^e  la  linea  llanada 
coo  preferencia: 

Resultando  que  habiéndose  opuaeto  D.  Antonio  Martines  Vivó  ,>  á  nom«> 
bre  de  su  hijo  y  poseedor  D.  Martin  Antonio,  se  siguió  el  juicio  por  aus  trá- 
mites, y  dictada  sentencia  por  el  Juea,  favorable  al  demandado,  apeló  Uona 
Maria  Josefa  de  la  Zarza,  la  cual  se  separó  déla  apeiaeien,deelaráqdoso,  pos 
auto  de  22  de  noviembre  de  i8S6,  por  consentida  y  pasada  en  autoridad  de 
enea  juzgada  ia  sentencia,  y  ae  mandó  dar  la  posesión  al  D.  Antonio^  en  re- 
jireaentaeion  de  su  hijo,  ia  oual  tomó  en  26  del  ihismo  mea: 

Resultando  qne  ea  i2  de  noviembre  de  id4i  acudió  0«  Pascual  Jiménez 
Muñes  al  mismo  Juagado  de  Biaóscar  con  la  aolicitud  de  ^ue,  como  próiiaao 
pariente  de  los  llamados,  se  declarase  á  so  favor  la  propiedad  de  los  bienes 
de  la  fundación ,  conforme  á  la  ley  de  i9  de  agoato  de  aquel  ano ,  y  se  le 
confiriera  la  peaesion  luego  que  per  cualquiera  causa  cesase  en  la  que  tenia 
D.  Martin  Antonio  Martines  Vivó,  á  lo  cual  accedió  desde  luego  el  Juez  por 
aato  dei  día  i9,  con  la  cualidad  de  sin  perjuicio  de  otro  pariente  de  laejoí 
darecbe,  y  de  contfaNiar  en  el  usufructo  de  los  bienes  el  poseedor  de  eiles^ 
ptovideneia  que,* comunicada  al,  padre  del  D.  Martin ,  cpiede  sin  reclama*» 
doo: 

RaauUando  que  doña  Juliana  Antonia  de  la  Gni£  Jiménez  pidió  la  mis- 
tad de  dichos  bienes,  por  considerarse  en  igual  grado  de  parentesco  que  don 
Martin  Antenie  Martínez,  y  hal)ióndese  opuesto  este,  con  la  solicitad  de 
qae  ae  le  concediese  el  beneficio  de  la  restitochw  m  tnteffrum  contra  el 
auto  del  i5  de  noviembre  ant^ior ,  que  su  padna  iiabit  consentido  ,  se  ^i^ 
goid  pleito  j  siendo  parte  en  la  última  instancia ,  por  fallecimieflto  de  iba 
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Pftflcnal  JlmAQei^  sa  hijo  D.  Máfooi,  iioy  dMModaata,  gne  mció  m  1799,. 
proaaneiAodasd  saoteiidft  de  reñaUaa  10  do  jimio  de  1830,  as  It  q«a  m 
eooeedió  el  beneB¿io  de  rettitncioo  i  D.  Martin  Antonio  Mertinet: 

Resultando  qoe  este  y  dona  Juliana  Antonia  de  la  Crac  limenei ,  otor- 
garon eacrttara  de  tranaacdon,  en  30  de  eeliembre  de  i  855 ,  por  la  fae  h 
dMistió  7  apartó  la  aeganda  de  su  acción  y  derecho .  reeonocieado  id  don 
Martin  por  poseedor  legítioM ,  cediéodole ,  además ,  Á  dereeho  q«e  pndieaa 
tener  á  la  mitad  de  loa  bienes: 

ResulUndo  que  en  7  de  setiembre  de  i857,  presentó  deaaanda  D.  Mir- 
coa  4iBMBeB ,  pidiendo  se  le  dedarase  de  m^or  y  preferente  derecbo  á  bit 
bienes  que  formaban  el  patronato  de  lefios  de  D.  Gerónimo  Jímenei  Porti- 
llo y  por  ser  de  mejor  linea  que  O.  Martin  Martines  Vivó  t  inliana  de  i» 
Cruz  Saocbex  Jiménez,  y  en  su  oonsecuencia  que  se  condenase  i  tfoel, 
poseedor  de  ellos ,  á  que  dejándolos  librea  y  desembarazados,  se  los  entre» 
gase  con  los  frutos  para  que  tUTíeaen  efecto  en  el  esponeste ,  ios  artkn* 
106^  l.'^  y  2/  de  la  ley  de  Desvioculacion: 

Resultando  que  esa  solidind  se  fundó,  en  que  siendo  de  sucesión  reg»» 
lar  el  llamamiento  becbo  por  el  fundador  á  la  obtención  del  patronato, y 
repreaentasdo  D.  Marcos  Jiménez  la  linea  del  primogénito,  era  innegable 
que  se  le  trasfiríó  la  posesión  civilisima  de  la  ley  45.*  de  Toro,  y  le  corres* 
pondia  el  mas  preferente  derecho  á  la  sucesión  y  propiedad  de  los  bienei; 
Y  además,  en  que  no  estando  defendida  por  la  ley  la  posesión  de  O.  Mtriin 
Martines  VItó»  y  bailándose  establecida »  por  varias  sentencias  de  esta  So* 
iremo  Tribunal,  la  jurisprudencia  de  que  la  ley  de  OesTincolaeion  de  27 
le  setiembre  de  1820,  á  pesar  ¿e  lo  dispuesto  en  ella  ,  no  ba  privado  de  la 
acdon  de  redamar  los  bienes  vinculados  á  los  qfue  se  crean  con  deracbo 
preferente  al  poseedor ,  estaba  en  ei  caso  de  ejerdtar  la  acción  real  ó  reí* 
vindicatoria,  sobre  los  bienes  de  dicho  patronato: 

Resultando  que  el  demaodtdo  solicitó  se  le  absolviera  llbreaMOtia  ale- 
gando, que  al  promulgarse  la  ley  desamortizadora  de  1836,  no  pmto  esta 
hablar  de  otro  poseedor  que  del  esponente ,  por  der  el  que  además ,  de  ba- 
ilarse en  la  tenenda  que  se  le  había  dado  judieíajmente,  rannia  los  requiaí* 
toa  exigidos  por  el  fundador,  sin  baberies  perdido  aún,  por  ser  menor  de 
edad ,  y  que  por  lo  tanto ,  no  podían  combatírsele  ahora  los  justos  titules 
qoe  en  aquella  época  adquirió  como  poseedor  del  patronato: 

Resultando  qoe  sin  recibirse  d  pleito  á  prueba ,  de  confomiidad  de  las 
partes ,  dictó  sentencia  el  Juez  en  20  de  noviembre  de  1850 ,  abeolvieode 
de  la  demanda  á  D.  Martín  Martines  Vivó ,  y  qiae  confirmada  con  coatas, 
por  la  Sala  primera  de  la  áudíenda  de  Granada  ,  en  4  de  julio  de  1800,  la 
indicada  sentenda,  dedujo  D.  Marcos  Jiménez  el  recurso  actual  de  casacioo, 
por  haber  sido  desatendidas  las  doctrinas  admitidas  por  la  jurisprodenda 
de  los  Tribunales ,  especialmente  la  establecida  por  este  Supremo  en  su 
sentencia  de  15  de  junio  de  1858  y  otras  análogas,  de  qoe  al  aru  2.*  de  la 
ley  de  11  de  octubre  de  i820,  restablecida  en  1836,  al  asignatario  posee* 
dor,  que  entonóos  fuese,  de  las  vinculaciones  suprimidas  por  el  art  1.%  la 
propiedad  de  la  nUiad  de  snk  bienes,  habló,  no  del  poseedor  material  del 
vínculo,  sino  detque  fuera  llamado  por  la  ley,  debieodo  considerarse  en 
este,  d  derecbo  á  la  rAüad  de  los  bienes  dátales  de  la  fundación,  siempre 
que  fuese  legitimo,  no.  intruso  usurpador  ni  condicional: 

Vistos,  siendo  Ponente  d  Ministro  D.  Sebastian  González  Nandin: 
Gonsioerando  que  la  cnastion ,  origen  del  presente  recurso ,  es  de  dere- 
cho* dirigiéndose  unieamente  á  saber  si  Martines  Vivó  posee  legUimamente 
los  Bienes  demandados: 
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Ci90s¡(ier4i|d(>,  por  oonsigiiieiile ,  que  part  resolveda  es  indifptDaablia 
'exarolnür  las  clábsülas  constitutivas  del  palronato: 

Gonsíderando  que  sa  foodador  mandé,  que  siempre  que^hubieee  quién 
pretendiera  ordenarse  siendo  de  las  familias  ílamadas  y  quedase  paco  el 
patronato .  sueliendo  á  él  él  que  aH  16  prelendieré,  aunque  el  poseedor 
tiwiese  más  edad  y  fuese  mas  práosimo  poHmle  del  frimerüwiiado « con 
iáe^mlioíon  de  que,  luego  que  cumplida 25  añoe^n  no  so  hubine  ordo* 
nado  d4  éráensaoro^  qwsd«m-^9aoo.ei  paXroMtOfpmomdíO  olpairiitnlle  m^ 
coreano: 
"  Goneideraado  que  el  demandado,  en  quien  concorrian  las  condiciones 
exii^idas  por  ei  fundador,  pidió  y  obtuvo  la  posesión  del  patronato  en  1829, 
época  en  que  el  recurrente,  mayor  ya  de  25  años,  sin  haber  recibido  las  ór- 
denes sagradas,  carecía  absolutamente  de  derecbo  para  disputárselo,  no 
estante  su  preferente  Ifnea,  segtrn  lo  terminantemente  díapneeto  en  ta  fuá* 
dadoú: 

Gonsideratído  que  al  restablecimtealo,  ea  30  de  agoato  de  183^,  de  la 

adesvincoladora  de  44  de  octubre  ddi820,  Martines  Vivó,  menor  de 
d  todavifty  conservaba  au  aptitud  legal  para  seguir  disfrutando  los  bienes 
del  patronato: 

Considerando  que  poseyéndolos  entonces  con  arreglo  i  la  fundación,  era 
poseedor  legítimo,  y  que,  por  tanto,  la  sentencia  que,  en  tal  concepto,  le  ha 
«¿suelto  de  la  demanda^  aplicó,  de  conformidad  con  la  jurisprudencia  por 
este  Supremo  Tribunal  establecida,  el  art.  2.^  de  la  mencionada  ley  desvin- 
culadora; 

Fallamés,  qoe  débenos  declarar  y  declasamos  no  haber  lugar  al  recqrso 
de  casación  interpuesto  por  D»  Marcos  ümenea,  á  quien  condenamos  en  las 
costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  por  laque  se  pilotó  caución,  para  cuan- 
do llegue  á  mejor  fortuna,  y  devuélvansid  los  autos  á  ta  Audiencia  de  Gra- 
nada coQ  la  certifieaeion  eorrespondienie,  y  lo  acordado. 

Asi  por  esta  jitte0tra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Croeeta  é  inser- 
tará-en  la  Co^coion  ¡offislaUoc^y  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
inronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— llaman.  López  Vaa<|uez.—- Sebas**- 
lian  González  Nandin«— Peuro  Gómez  de  Hermosa.— Pablo  Jiménez  dé  Pa- 
lacio.—Laureano  Rojo  de  Norzagaray.^Venturade  Golsa  y  Pandó.— Tomás 
Baet, 

Publicación^— l<eida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Bsce* 
lentisiroo  é  lUno.  Sr.  0..  Ramón  López  Vázquez,  Presidente  de  la  Sala  pri- 
mera del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia 
páblica  en  ella  ei  día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  de  S.  M.  y  su 
Eácribaijo  de  Gámara. 

flbdrid  22  de  noviembre  de  18d2.-*DionÍ8io  Antonio  de  P9ga.--((?acefa 
iie  2ft  de  noviembre  de  1862.) 


Recupiso  de  csMaelon  (22  de  noviembre  ie  i86t.).^Pfti- 

JPERBlfCIA    DI  CRÉDITOS  SN  XL  EMBARGO  DC  UNOS  BlSIfXS.— Se   dCCtara 

por  la  Sala  prímeca  del  Tribunal  Supremo  ^  haber  Jugar  al  recur- 
so de  casación  interpuesto  por  D.  Antonio  Rodríguez  Santiago,  con- 
tra la  seiiteDCía  pronuneiada  por  la  Sala  seguada  de  la  AucU^cia  de 
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VáHadbtid;  en  pleito  cob  D.  Ángel  MansíHa  y  compaSia,  y  se  le* 


.1/  Que  la  e$erilur€^enqueunose  confiesfl  deudor  de  tíerti 
cantidad,  ü  bím  puede  ser  pWqatoríar  w  cuanto  á  ¿Ae  eOremáf 
para  el  que  la  i^orgó^  y  dar  derechos  á  aquel  m  Quyofawr  ee  ern^ 
tUuyóf  m eirve ni puAe períudieíer^  intmUando  «nelte una  ism- 
Ha,  á  otro  aereedenp^  mas  dHt^,  y  imi^  fNm^  «iMmto^idMdtr, 
fll  tiempo  de  otorgar  la  espresada  escr^tura^  apareeia  insalüetaet 
^"  S.*^  Que  ía  escritura  que  contiene  una  ohmadm  Mteferol  escge 
U  concurrencia  de  amias  e^ntrayentes  á  su  oforgañáenta^  y  V^fOt 
iQ,  iantOf  cuando  no  e^te  consentitíiienlo  espresó  nifreeuato  gseb- 
galmente  suponga  la  acei^cion  del  que  no  concurrió  á  eu  oterM' 

miento  nipbr  si  ni  por interpu^ta persona,  se  induce  lar — * 

y  fraude  de  h  obligación  kema  en  petimáode  tercera: 

5.^  Que  la  eserOura  que  adolece  de  ttdes  vicios,  eoimo  i 
á  lo  fue  presdribe  la  ieu  l.\  ttí.  23,  lib.  10  ée  la  Nanísima  Beee- 
pil(icion,  no  sirve  vara  fundar  en  ella  una.  acción  de  tércerfa,  par- 
qtie  para  que  pueaa  disputarse  la  préferenéia  de'eridüót  6  cotáae- 
tír  estos  entre  si,  es  necesario  que  no  se  dude  dé  su  legitintídM  i 
efieada,.  y  quoMordada  esta,  no.se  haya  eeUbvaffo  en  perjuicio  m 
terceros  acreedores; 

Y  4.^  que  no  pueden  considerarse  infringUbis,  y  por  iasUo  fflr- 
vir  de  fundamento  de  casaehn  de  una  seiüencia,  leyes  que  na  m 
aplicables  al  caso  objeto  del  litigio. 

,  Ea  la  viHa  y  corte  dé  Madrid,  á  tt  de  noviem&te  de  1869,  en  tos  mi» 
que  penden  ante  Nos  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  ibtgiiéde 
primera  instancia  de  la  Puebla  dé  Sánalma  j  en  la  Safa  séj^nda  de  la  Rnl 
Audiencia  de  Valladolid  por  B.  Atnonit)  tfódrigáerSamla^  een  D.  ke^ 
Uansílía  j  compañía,  sobre  preferencia  de  ¿mitos  en  el  énbaffo  de  mes 
bleneé: 

Resultando  que  habiendo  espedido  Fermin  GuIIod  cuatro  pagar^  Im» 
porldntes  17,883  rs.,  en  los  meses  de  febrero,  majro  y  jutio  de  iííw  y  aar* 
zd  de  1856,  á  fafor  de  D.  Angél  Mansilla  y  eton^páfiía,  por  vafer  de  ^teeiat 
recibidos  a  su  satisfacción,  giró  dicha  casa  contra  4l  una  letra  en  18  ée 
abril  de  1856,  á  la  orden  de  D.  Juan  Bautista  Peres,  por  la  suma  de  8,160 
reales,  y  á  ophp^dias  vista,  la  cual  fué  protestada  á  su  vencímienCo: 

Resultando  que  Fermin  Gullon  otorgó  una  escritura  en  6  de  jutie  dd 
mismo  año  obligándose  á  pagar  á  D.  Antonio  Rodrf^uet  Santiago, «»  al  4<r* 
mino  de  áels  años  é  igual  númerojje  plazos,  la  cantidad  de  15,0<X>  rs.  qoa 
le  tenia  entregados  en  diferentes^pártidas  para  atender  á  sn  giro  y  naste- 
nersu  casa  y  ramilia  sin  interés  Blffijppjfin  garantía  de  la  cual  bipoteeó  es- 
pecial y  señaladamente  la  casa  en  que  vivía  en  la  villa  de  Mombuay;  y  qve 
de.eau  tti^ltiifa  que  otorgó  <ífiiearoeiitf^Cal)i)p.dapdo,^  elJ^«cnbaao  dtl 
^onoí^iiqiejato  de  los  otorgantes,  se,  lomó  rázop  erma  18  Mgqiepié  en  la  Cor 
tadufta  d^  Hipotecas:  .  - 

ResuUapqo  qué  antes  dé  eáb  fecha,  6  sea  en  el  dhi  il,  aolfettd  la  can 
de  Mansilla  én  el  Juzgado  de  primei'a  initahda  défa  FOetMa 'de  SaoaMa  el 
irécéiiotímiento'de  las  firmas  de  los  págate  per  FUnnln  €uttui^  wá  eoawda 
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la  deuda,  pidíeB4oriml9iDo  titmpo  y  9ia  poríoltío  «I  «tnbafgi^  prifrenüvo 
áéí  los  bieiNflí  del  deudor: 

Resaltando  qae  estimado  aai  por  aoto  dol  il,  roQOOOci^  osle  por  sayas 
las  Grsas  4o  loe  pigatés,  eaprosf^odo  no  set  liquido  su  importe  por  tener 
entreisdaa  á  oooota  a^KOMs^/tidas)  y  qiM  Mcbo  al  embai|[o  de  la.e^sa  oa 
que  vif  ia,  se  mandó  librar  y  despachó  el  mandacaioato  do  ejeeiicioii  on  té. 
de  abril  de  48IB  ^r  lot  1.7,889  n,.  Talor  irje.aqiiellog;  y  on  18  de  mayo  si* 
AHieBlo  se dÍQlA  soBiflOPta  de  Damaie»  saoándoso  i  pÁbUea  suboaU  ios  bie- 
nes rafees  lasados  en  f4«028  ra.; 

Resultando  qae  IX  Aoionio  Roariguez  Santiago  preaeotó  demanda  de 
tepeeria.  de  dominio  en  el.24  de  ^ft^sto,  pidiendo  se  le.  declarase  con  prefe- 
rente derecho  poü  peroibir  desde  luego  5,000  rs*  da  los.  15,<K)0  que  ie  adeu* 
difca  GuHoOy  cocraBpondieutee  al  piaao  veocido»  y  obligado  esiiresamente  al 
ps^o  de  los  restantes  10,000  la  casa  hipotecada  en  garantía,  mandándolo 
satisfaotr  loe  5,000  ooa  el  importe  de  los  demás  bienes  del  deodor  y  con  pre- 
fanneift  ai  acnedor  Mansilla  y  compañía^  para  Jo  ouaJ  aiagó  que  su  crédito 
ara  hipotecarie  y  el  de  esta  quirografario: 

Resultando  que  dicha  casa  solicitó  se  desestimase  en  todas  sus  partes  la 
demanda;  que  declarase  sujetos  al  pago  de  lo  que  era  objeto  de  la  sentencia 
de  remate  todoa  los  bienes  embarsndps,  sin  distinción  alguna;  y  espuse  que 
en  6  de  junio  de  185ff,  en  que  Guilon  otorgó  la  escritura  á  favor  de  Rodri- 
gues Saoliago,  se  hallaba  insolirenie  y  en  quiebra,  puesto  que^  babia  sus- 
pendida el  pago  corriente  dé  sus  obligaciones»  y  altádo«e  con  los  efectos  de 
sil  comeroio  de^  punto  de  su  resideocia;  por  lo  que»  y  no  autorizando  laa  le- 
yes, sino oestígabdo el  fraude,  era  de  toao  punto  nula  aquella  obligación, 
máxime  cfeMndo  embargada  la  casa  á  instancia  del  esponente  el  dis  anterior 
al  en  que  se  temó  razón  de  dicha  escritura  ea  la  Contaduría  de  Hipotecas, 
no  pudo  iegalmente  quedar  hipotecada: 

ReealtaBde  qoa  después  de  declararse  por  contestada  la  demanda  por 
parle  de-GiiUon  medianía  á  su  rebeldía,  y  de  hacerse  las  pruebas  que  arti- 
cularon las  partes,  adicionó  Rodriguen  Santiago  su  demanda  pidiéndose  en- 
teadiesedo  7,500  rs.  la  cantidad  que  d^ia  percibir  desde  Juego  por  haber 
^Keneide  otra  ptono,  y  el  demandado  solicitó  á  su;res  que  se  declarase  nula, 
de  ningaa  valar  ni  efecto  la  escriturado  6  de  junio  de  1856,  sin  perjuicio  de 
le  qoa  procediera  ceoltra  GulUrn ,  co» arreglo  al  ari.  443  del  Código  penal: 

ResattMda  que  babjeodo  diciado  sentencia  el  Juez  en  31  de  octubre 
de  1850,  üa  rafocó  la  Audjencia  de  Valladolid  en  10  de  diciembre  de  1800, 
declarando  ineficaz  la  sobredicha  escritura  de  6  de  junio  de  1856  para  el 
afecto  daamepoqerel  d^ito  que  en  ella  ^.  oonfesaba  al  reclamado  por  la 
companiade  A.  Hanailia,  y  mandando  continuar  los  procedimientos  de 
apramto  en  los  bienes  do  FenoÍA  Gullon#  y  con  sa  producto  iiacer  pago  á 
dicha  compsAia  del  cródiJio>^raclanaba,  y  las  costas  que  se  originaseu 
<m  la  ejecución  basta  el  efectiYO  cobro,  con  preferencia  al  demandado^  por 
D.AatsiiiARodrigaez: 

Resottnndo,  por  ultimo ,  que  contra  esa  fallo  interpuso  Rodríguez  San- 
tiago reootaode  casación  poc.liaber  sido  infringidas  ¿  su  parecer  lasleyee 
13,  27  y  31 ,  tlt.  13,  Partida  5.';  la  5/,  tit,  24,  libro  10  de  la  Novisima 
Heoonilacioa,  y  i.^,  tit  I.""  del  mismo  libro  y  Código ;  la  7/  y  9.',  título 
15 ,  Partáde  5.%  y  1.*,  tlt«  23»  libro  10  de  la  Novísima  Recopilaeieo; 

i.^    Porque  reoooocida  la<eai^tencja  legal  de  Ja  escritura ,  proeedia  re- 
conocer aal  biea  laiireíerencia  legal  del  erédito. 

2«°    PojM)iie  eriwdor  Man^iUay  eofppauia  de  la  Qbligaoi/(»n  üpoteQaria  ^ 
ni  se  opuso  á  ella  ni  pidió  dentro  del  término  su  revocación. 


•i 
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'  3.*  *  POf  00  ter  dé  eMocS»  It^ioeMlidoa  d«  la  obügiciott  ooatnidi. 
Y  4.®     Porque  liuilon  pudo  válidamente  otorgar  la  eacrítara  pu  ao  lia- 
ber  negado  él  eaao  de  la  ceaíon  ú»  sus  bíener. 

Habíéodoaé  aiíadido  en  este  Tribnfial  Soprano  como  iolHngidaUalMen 
la  doctrioa  establecida  por  el  misafo  en  las  seoteocias  d«  8  de  oetabrade 
1 85a  7  28  de  marzo  de  1899: 

Vistos ,  siendo  Pooeote  el  Ministro  D.-  Laoreano  Roio  de  Ndteaganr* 

Goosideraodoqaeia  escritora  de  6  de  joaio  de  1858,  fimdameoiodi 
]a  acciOD  de  tercería ,  y  qoe  ba  sido  objeto  del  présenle  jMto,  si  bieo  pw- 
de  ser  obligatoria  para  el  que  la  otei¿á  ep  coaote  se  coaflasa  deodor  de 
cierta  cantidad  ,  y  dá  derechos  á  otro  en  eoyo  fatér  se  cooslitoyó ,  oo  sm 
ni  puede  perjudicar  dicha  confesión  á  otro  acreedor  mas  aotlgoo ,  y  meelM) 
menos  cuando  el  deudor,  en  la  situación  en  qoe  se  eneonlnbi  al  lisBpodi 
otorgar  la  espresada  escritura  aparecía  insolvente: 

Considerando  qoe  coateniendo  ésta  una  obti^cion  bilateral  espili 
concorrencia  de  ambos  contrayentes  á  so  otorgomiento ,  y  que  ^  le  aii^ 
mo  en  todo  lo  oneroso  que  aqoella  comprende  oo  existe  eeoBeotioteto,  ■ 
espreso  ni  presunto;  que  legalmente  suponga  la  aceptación  del  qoe  na  eia- 
currió  á  so  otorgamiento ,  ni  por  sf  ni  por  interpoesta  persoaa,  lo  coil  m* 
duce  la  simulación  y  fraude  de  dicha  obligación  hecha  en  peijoicio  dattr^ 
cero: 

Considerando  que  la  precitada  escritora,  que  adolece  de  tales  fió» 
como  contraria  á  lo  qoe  prescribe  la  ley  4.%  tft.  23 ,  libro  10  de  la  Maitt; 
ma  Recopilación ,  no  sirve  pera  fandar  en  eHa  una  accioode  leroeria,a0r* 
que  para  que  pueda  disputarse  la  preferencia  de  créditos  6  oompetírésftK 
entre  sí  es  necesario  qoe  no  se  aude  de  su  legitimidad  y  e6caeU,  y  fw 
aun  dada  ésta  no  se  haya  celebrado  en  perjolció  de  terceros  aiei'eedores: 

Considerando  que  las  leyes  13 ,  27  y  31,  Üt.  13 ,  Partida  9.%  diadas  «i 
apoyo  del  recorso,  al  determinar  la  prefereocia  ea ios  casos  q«eeMi|MCs- 
den,  suponen,  como  no  pueden  menos,  la  espresada  legitímidady  J  V^^ 
tatito  no  son  aplicables  al  caso  en  eoesiion: 

Considerando  qoe  no  tratándose  de  obligar  al  complimieolo  de  la  nia- 
clonada  escritora  al  que  la  otorgó ,  sino  de  la  preferencia  qoe  poeda  toser 
el  crédito  quería  mUína  contiene  sobre  otro  crédito  anterior  réoenecidaen 
juicio  por  el  deudor,  oo  tiene  aplicación  la  ley  1.*,  litólo  I/,  libie  lédt 
)a  Novísima  Recopilación ,  ni  por  consiguiente  tampoco  la  doctrina  e^- 
bíecida  en  las  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  citadas  per  el  rectf* 
rente; 

Y  considerando  qoe  con  arreglo  á  estos  principios  la  Sala  asttleDehdanf 
al  declarar  ineficaz  como  lo  ha  heche  la  referida  escritora  de  6  de  joáB 
de  1856  para  el  objeto  de  qoe  sea  preferente  en  este  caso  el  crédile  dsl  tor- 
cer opositor  al  del  actor  ejecotant^,  no  ha  infringido  lasdeanáe  leyaiqse 
iSe  citan  en  el  recurso; 

Fallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  da  esto- 
clon  interpuesto  por  D.  Antonio  Rodrigóse  Santiago,  á  quíeo  eontaMM 
en  las  costas  del  mismo;  devolviéndose  los  autos  con  la  eerlííeacíencsr* 
respondiente  á  la  Aodiencm  de  donde  proceden. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  pubKcará  en  la  GooiUi  é  inssfti* 
ri  en  la  CoUceion  leg%$laHoa.  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
pronoociamos,' mandamos  y  firmamos.-^RanaoB  Loper  VesqiieK*'-^ali(wi 
Ceroelo  de  Velasco.— Joaquín  de  Palma  y  VinQesa.«<-*Pedio  Gemen  ds  Ber- 
se.— Pablo  limenée  de  Palacio.— Laoreano  Rojo  de  NOfíiganfií^Toflt^ 
Huel, 
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9vMoMaa.'^*4jMM  y  tmbUetdt  fué  la  saotancia-attMior  por  el  IkMkri- 
dma Sr.  D.  Uoreaoo  Rogofd^  Nonagartv ,  Miaiatr¿  deh Trímuial  Sapre- 
mo  de  Juéfí€ia>  eetíodoee  oeiebrande  audieocta  sWica  en  sa  Sala  primen 
el  día  drhoy  >  de^ue  eertífioo  como  Secretario  de  S*  tLfwoL  Baeribano  de 
Gáoaara. 

Madrid  22  de  noviembre  de  lSe2.i*-4)ioQÍ8io  Antoaio  de  Piiga.— ((Tooa- 
llK  de  27  de  fioTiembre  de  iSflt^) 


«01. 

R^enrs*  de  cauM^eiom  (36  de  noviembre  de  Íi8620-— Pa- 
go 1»  UÑA  OAim^i^.-^Sé  declara  por  la  Sala  primera  del  Tríbanal 
Supremo  no  haber  lagar  al  reóvrrso  de  easaeiOD  interpuesto  por  los 
álbaceas  del  Marqués  de  Lugres  y  el  curador  ad  lüemá^  sus  nietos 
T  herederos  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  primera 
de  la  Audiencia  de  Granada,  en  pleito  con  la  marquesa  de  Bogara- 
ya,  y  se  resuelve: 

i.  Que  la  r€9igmeid9i,  que  bato  el  Ütub  de  alfileres  hace  un  es- 
poso  á  m  esoosa  en  la  escritura  de  capitulaciones  matrimoniales^  no 
es  mas  que  la  f^fácion  para  un  objeto  dado  de  parte  de  las  eatUida" 
des  que  el  marido  se  obliga  á  suminisirar  á  la  mujer  para  sus  gas- 
tos personales,  según  su  estado,  clase  ó  riqueza,  y  que,  por  consi- 
guíente,  dkha  asignación  no  puede  clasificarse  de  donación  esponsa- 
licia, ni  es  de  las  comprendidas  en  la  ley  52  de  Toro; 

F2.''  que  no  pueden  considerarse  infringidas  por  una  senten- 
da,  ni  por  tanto  servir  de  fundamento  para  su  casación,  leyes  que 
no  son  aplicaMesal  objeto  ó  caso  de  los  atilos. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  .264le  noviembre  de  4862,  en  los  aatos 
qae  penden  ante  Nos  por  reearso^de  caaaeien,  «egaidoe  en  el  Jnzgade  de 
primera  instancia  del  distrito  4el  Salvador  de  Granada  y  en  la  Sala  prime- 
ra de  la.Béal  Audiencia  ^  la  misma  eiadad  por  Ooika  María  del  Carmen 
Catierrez  de  loa  Ríos,  Marquesa  de  Bogaraya,  con  los  albaceaa  de  sa  difan* 
lo  marido  el  Marqnés  de  Lugres,  y  el  Curador  md  tííem  de  los  nietos  y  be* 
tederos  del  miismo,  sobre  pago  de  ma  eaotidaé: 

Resultando  que  para  el  matrimonio  de  dichos  Marqueses  se  celebraron 
capitulaciones  en  30  do  ionio  de  í'8i4,  por  una  de  coyas  cláusnlaa,  alen-o 
dñendo  el  Marqués  á  las  prendas  persooalea  y  demás  que  coneorrian  en  sn 
foinra  espesa,-  procedieBdo  coa  el  esplendor  qae  le  era  propio  y  para  maú* 
íestar  el  grande  aprecio  que  liacia  de  la  arisma,  la  ofreció  por  vía  de  arras 


le  smoa  de  7,000  ducados  qoo  cabían  en  la  décima  parte  del  caudal  que 
poseía,  y  si  por  casualidad  é  por  equivocación  no  cupiesen,  en  todo  lo  de* 
más  que  basu  sa  moerte  pudiese  adqoirir;  la  cual  donación  de  arras  se  tu* 
yiese  por^onoatiaada,  además  de  repetirlo  onaado  otorgase  la  escritura  de 
dote  con  las  condiciones  y  drconstancias  qne  espieaari^: 

Resaltando  qae  por  oirt  eláosola,  y  en  demosttaeion  del  mismo  afeólo 
y  cariiki,  además  de  sesteneria  el  deeuro  debido  en  todos  los  artlcolos  de 
snbsieteada,  vestido,  galas^  criados  y  demás  correspoBdieote  á  la  clase  y 
gerarqaía  de  ambas  casas,  la  ofreció  comriboir  desde  ei  dia  de  la  coiehra* 

'      TOMO  VII.  92 
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áM  pMT  metts,  para  qa*  jmrtiita  émUmmlm  itxmp^fmt  ofaitu  dB  t 
limosiias  é  l«.i|iialmaMiN»Miift  at  ilaonhi  m  estos  casos  «l/Umm^  sai 
^ esi»«MltilMCSOii  pttdtera  faltarla»  Dioon.pmlesto  do  ella  «aoMria 
DJngaDa  olra  de  las  qne  le  correspondiesen  eo  todos  los  ramos  y  objatMá 
qtio  4eÍHa  ataader  .esa  esplander  j  bUarrUi 

Resultando  que  habiéndose  casado  en  oatsbm  dai  nüsiiMaBa »  otorgft  el 
Marqués  su  testamento  en  6  de  diciembre  de  i 848  en  la  ciodad  de  Gó* 
nova ,  instituyendo  por  sus  únteos  y  xmtTorsales  herederos  á  sus  ni^aa 
D.  Francisco  y  D.  José  Mora  de  la  Fuentit  Navarro,  y  para  contadores  partí» 
culares  nombró  jantamente  con  su  espose,  y  entre  otros  á  D.  Antonio  y  Dea 
Francisco  Ruiz  de  la  Fuente^  revocando  cualquiera  olra  éispoñcioo  que 
hullíese  heche: 

BesQitaodo  que  por  moerte  del  Marques  eo  id  da  mayo  de  48S$,aeBdíd^ 
su  viuda  ia  Marquesa  de  Begataya  al  ioi^g^  i)^  (Hrioiera  instancia  del  dis^ 
irito  del  Salvador  de  Granada,  pidiendo  por  la  acción  personal  que  le  oorras* 
pondla,  que  se  condenase  y  compeliese  á  los  testamentarios  v  herederos  de 
su  esposo  á  que  la  diesen  y  pagasen  157,886  rs.  que  importaban  las  deven* 
::.icioTies  de  30  años^  6  meses  y  iS  diá^,  procedentes  de  la  pensión  de  loa 
500  ducados  al  año  que  se  obligó  á  entregarla  su  esposo  por  el  cap.  4.^  det 
la  escritura  de  esponsales,  bajo  el  nombre  de  alfUeneg,  6  ea  otro  oaso  acia- 
ditas^n  su  solvencia  en  todo  é  en  |»rtat 

Resultando  quo:  los  testamentarios  y  ai  onradAr  od  ¡ijiem  de.  los  beredaraa 
comradijeron  asa  demanda,  co»  iasolicítud  de  que  les  absolviera  übrenenta 
de  ell(jiy  y  por  mutua  reconvención  pidier(M»  se  condenase  é  la  Marquesa  á 
que  les$  abnoase  la  cantidad  que  apareciese  adeudarles ,  previa  liquidación 
<ie  las  partidas  recibidas  durante  su  consorcio  con  ef  Marqués  y  que  esee- 
diesQn  de  los  500  ducados,  suma  que  muUiplicada  por  30  anos  venia  aca- 
muléndose  en  la  acción  interpuesta;  y  alegaron  que  por  efecto  de  la  intima 
ooafianaa  de  los  cónyuges  se  haría  el  pago  de  Jos  500dacadaa  dentro  de  laa 
límites  de  la  misma  sin  exíjgir  eonprobanle  qae  h  acraditMe:  que  la  Mar* 
quesa  tenia  recibidos  también  238,621  rs.,  según  cuentas  que  acompañaban 
de  los  administradores  que  tuvo  el  Man}ués  desda  iS17  é  1831»,  de  loa  ana 
deducidos  i67,868  rs.  que  reclamaba,  iparecia  en  descohierto  de  la  dita* 
pQUOia  á  favor  de  la  testamentaría,  y  ^e  además  la  aceiOQ  eiercitada  estaba 
prescrita  conforme  á  Ja  dh(posieiou  termúiameda  la  ley  5.*,  tít.  8.%  lib,  i  I 
deiaNov«  Recop^: 

Resultando  que  la  Marqnesa,  al  tiempo  da  replicar,  ampüd  so  demaida 
á  55,000  rs.  mas  que  por  equivocación  hablan  dejado  de  iodoirse  en  ella, 
por  ser  40  y  no  30  los  aftos  que  duró  la  saciedad  conyugal;  y  raspéalo  I  la 
Feconvencion  aolicitó  se  ia  absolviera  de  elle,  espooiendo  que  laa.  partidas 
de  dala  qtieae  intentaban  justificar  eoo  las  cuentas  presentadas  oo  tanian  la 
menor  relación  con  este  pleito,  tada  ves  que  laa  recibió  de  órdeo  deaa  ma- 
ndo para  atender  á  los  gastos  domésticos  de  que  e6taba.encargada  y  por  rs* 
^a|oa  de  Pascua,  paro  ninguna  con  aplioaeioft  á  loa  900  ducados  anoaiaB  da 
sus  alfileres:  .  ^ 

Resultando  que  los  demandados  aaadioMo  é  lo  que  teniaa  alegado»  qne» 
sobra  ser  la  reolamacioi»  de  ia  Marquesa  una  donación  esponsalicia  que  ea-; 
cedia  de  la  octava  ;parte  de  4a  dote^  era  además  incompatible  cea  la  da 
arras,  consignada «n  la  aliaanki.3.f  de  la.escrílura  de  esponsales,  y  por  lo 
misma  tenia  que  optar  entre  una  y  olra  eonfurme  á  la  ley  52  de  Toro: 

Resultando  que  después  dcprncticadas  las  ^atí^a»  que  se  ariicalsraa» 
^tó  sentencia  el  Juea  en  26  de  atajo  de  1860,  que  modificó  la  Sala  pri« 
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laénr  dtfia  MÜNRli'dBGnaBada  «o  18  d«  toepo  da  IQ#I,  caadenando  á 
lo^  demandados  é  ^uefaoteo  á  UlUtrqiMsa  la  canlUad  de  401,493  ra.  5t» 
á^oe  ásoiendenlaa  aniialídada9*iie*iiraacriiM'  da  Ite^oitaapoiidiastaa  á  la 
dmícioii  haeba  DO  l«<»lá«aiila>  4/.  de-la.  aaeiiuanr.de  eaplt«laeiaaMB  matri- 
moniales de  90  de  jqdío  de  iSH^  vencidas  hasta  13  de  mayo  de  .1898,  día 
d^  fátlecimiéolo  del  Mari}ii4a: 

Tresttlteode>qoeaonfihi'aaafaHa  ¡oleFfAistenmioa  attMeeaa  testamen<« 
taHbsTéeiiraotfe  casaoioii  per  oeneepluarviofriiiflidaar 

4.^  La  le^  5t  daT^,  ti^fl  la  3.\  tft.  3^  ttlure  fO  éa;la  Novíshna  Re* 
copil^cioD,  que  establece  iocompatibilidad  para  qae  ia  esposa  pueda  hacer 
si^a  (a  doaacáot)  esponsaMa  qi»  su-nlárléo  l«  ome»  antea  de.  la  celebra* 
cioo  del  matrimonio,  si  á  la  vea  le  hubiese  ^ñ^do  airas,  pues  en  ui  caso, 
que  ha  sido  el  de  la  cueslioo,  no  la.  es  permitido  hacer  suyas  ambas  dona* 
clones,  sino  que  ha  de  elegir  una,  y  esto  dentro  de  cierto  término: 

2.''    La  ley  63  de  Toro,  ó  5/,  tít^  6/,übro  11  de  la  Novisíma  Recopila- 
cioD,  que  determina  el  tiempo  y  modo  en  que  se  Terifica  la  prescripción  do 
Ifaaeciooee,  parque  $ieodo(Masooalea  ia&qi^f  ^acei^  da  la  obiigacioaque 
qoqitU^yó  el  Marqués  de  Lugros  á  favor  de  su  esposa,  para  co^triburla 
cod  I93  $00  dhcaflos  anoal^^  para  s^s  alfiler^,  j  i>o  haBiéodoIos  exigida 
esta  en  los  40  año^,  6  meses  y  18  días  que  duró  éi  matrirponio,  habla  cadu- 
cado 8U  derecho  á  tos  20  8ik)8,  que  es  el  término  para  la  estincion  de  aque* 
llas^  y  debía  reputarse  como  si  no  se  hubiese  Constíluido  tal  obligacibn: 
'  Tei>  este  SupreoM  f  ribunal  ae  ciÍRron  pdenási, /«i  4gttal  oo^oenlo,  las 
leyes  1 .%  tít.  H,  Part.  4.%  y  !.■  y  3 A  titule  14  dek  Partida  5.»: 
Tistos^  siendo  Planeóte  el  Ministro  D.  Pablo  .¿ímenea  de  Palacio: 
QiNlsideraQdo,eo  cuanto  al  primer  fandamanlo  del  recurao,  que  la  aaig- 
naeiooqiie  bajo  el  título  de  alfiiere$  hizo  ej  Marqués  de  Lugroa  a  su  esposa 
la  Marquesa  de  Bogaraya  en  la  escritura  de  capituIsQíeo^s  matrímoníateg, 
no  es  mas  ^ue  la  fijación  para  un  objeto  dado  de  parte  de  las  cantidades 

aae  el  mando  se  obliga  á  suministrar  á  su  mujer  para  sus  gastos  persona* 
lií,'seguo  so  estado,  clase  é  riqaew,  y  que  po^  condimente  dicha  asigna- 
clbn  n'e  puede  claaiflcarse  de  donación  eapodealioia,  m  es  de  ka  compren* 
dldaaeülaleySad8T\Ditt:     > 

Considerando,  respecto  al  segutidg,  que  teniendo'  la  Saia^senteaciadera 
en  cuerna  laÉ  determinaciones  de  la  ley  5.*,  tit.  8.^  libro  11  de  la  Novísi- 
ma'Recopilacian  y  la  eseepción  de  predcrineioa  que  los  áamandadoa  poaie- 
ron  á  las  pretensiones  de  la  naarqu6^,>redujo  á  la  mitad  las  anualidades  que 
li  mlsasa  redamaba,  apreciando  el  tiempo  traacofrido  y  ia  naturaieaa  de  la 
acción  qne  ae  habla  ^ercitadp: 

Considerando,  por  loque  al  Ceroem  se  reiec»^  que  la  wímera  de  las  le* 
yes  de  Partida  que  en  este  Supremo  Tribunal  se  ha  citado  habla  eaelnsiva* 
neme  de  las  dotes  y  de  laa  arráé,  sobrq  las  cuales  na  ae  haeuaeüado  fl«es« 
tkm  a^na  en  este  pleito,  y  laa  doa  reataales  de  laa  diveesaa  maoiraa  en 
q«e  eidendor  puede  selvenUr  sos  deudas,  ya  haoiéodolo  por  sí^  ya  por  in-i^ 
terpuesta  peüv>na,  loooal  no.' tiene  apücacíon  aigmit  a^  caen  oa  astea 


Y  conaiderando  que«o*  las  raaones  eapueatas  no  se  ha  infringido  por  ia 
ejeeatorla  My  alguna  de  laa  Invocadas  ea  a(nyo  del  rerarsi^ 
'  '  PallaaaoB  que  debemos  declara»  y.  declaramos  no  haber,  logar  á  él,  y 
eondenamoaen  laa  oeataalD,  Amasáis  y  D*  Fraadaeo  Rolx  de  la  Fuentes 
devuélvauae losauaas á  la  Aodisíawia 4s donde proseden  coala  ceritficacieír 
correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia^' qos  ae  poblioará  m  |a  fiaoatoé  inaerta**' 
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rádnia  ColMeiotíkgislatioa,  pa¿áii(k»ajl4iféoto:ia8,Qd|MifiiMeeaaiíis,  io 
pronunciamos,  maodidiaB  f  firmaino6.-rrRamon  López  Vaz<]ue2.--Sebas* 
tian  Gomales  NaDdio.-^Pedro  GooMt  de  a6raioaa.-^P4bk^}iiBeiie»  de  Pa- 
lacio.—Uareano  R^d  de  NoBagafayi;-^YeQlara  de  Gotea  y  Paodo.— Te- 
aiás.H^et.  .  ;   i 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  anudar  eenteocia  por  el  ilus- 
triaimo.  Sr.  D.  P«b<ó  Jinéaes  de  PalflefO,  liAiíiUa  M  Triboaal  Sapreme  de 
Justicia»  estáadose  celebrando  «udieocia  pública  ea  sa  Saiapriisen  el  dia 
de  ía  faeba,  de  que  certifico  como.  Secretario  de  8.  M^  j  8«  Bseribaae  de 
Gámam. 

Madrid  26  de noviembrede  iS6d.«*-Dioaíaio.AiitODÍo  de  Po^.-K^ow- 
ta  de  29  denoviembre de  i86S.) 


/SOjS» 


Competeneia  (27  áe  noviembre  ¿(^  4862.).— DssiGif Acioif  di 

AUMENTOS  T  LITES  BSPsNSÁS.— Sé  decid6  bof  lá  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  á  favor,  del  Juzgado  dTe  primera  instancia  de 
Gergal  la  competencia  suscitada  con  el  de  igual  clase  del  distrito 
de  la  Catedral  de  Murcia,  sabr^  coQOcÍ9iiento  de  las  diligencias  en- 
tablad^ por  Dona  Ana  Enriquez  Roscontra  sa  marido  D.  Fraacís- 
00  de  Paula  Martínez»  y  to  resuelve: 

i.^  Que  el  art.  2.""  áe  la  Real  orden  de  20  de agoeto  de  1849» 
al  dedarar  como  domicitio  de  iodo  español^  aiemás  M  pueblo  áe 
su  narimiehto ,  aquel  al  que  $e  trasladase  libre  {r  vobmíariamaiíes 
86  refiere,  en  esta  última  parte  de  su  disposición^ ala  traslación 
material  y  efectiva; 

y  S.""  que  mietaroB  no  c(mte  4^  una  mm^a  terminante  qu 
uno.  ha  trasladado  su  domiciUo  deunpuíUo^  es  Jua  competenie 
para  conocer  de  las  demandas  que  contra  ü  se  intenten  el  del  (tiyff 
donde  aquel  tenga  su  casa  abierta. ' 

Bo  la  villa  y  cárte  de  Madrid^  á^7  de  noviembre  de  1862,  ea  los  sotes 
de  competencia  promovida  por  el  Itiez  de  primera  ioatancia  del  distrito  de 
la  Cateoral  de  Murcia,  al  de  igual  clase  de  Gergal,  sobre  conodmleiile  de 
las  diligencias  entabladas  por  Dona  Ana  Cnríqoez  Ros,  contra  su  maride 
D.  Francisco  de  Paula  Martines^  p»a  ta  desígaaoion  de  alimentos  y  litis- 
espensBs:   • 

ResolUndo  <9oe  Dona  Anai  Enriques  y  Roe ,  espesa  de  O*.  Pnodsee  de 
Paula  Martines  Borrada,,  vecina  de  la  vülá  de  Alboioday,  corre8|NmdíesCa 
al  partido  de  Gergal,  acod^^alJuea  de  primera  iastanciadel  nuamo,  an 
24  de  enere  del  corriente. año,  eolieitando,  en  atención. á  qoe  trataba  de 
deducir  la  oportuna  demanda  de  divorcio  contra  su  marido,  que  se  ia  de- 
posttase  en  casa  de  su  pedre,  á  Lo  que  aocediá  el  laes;   • 

Resultando  que  en  7  de  abril,,  preseittéon  escrito  al  Juzgado  D.  Fraa* 
dsco  Martines,  fechado  en  Almería,  al  caalscompsnd.  teatimooio  de  on 
certificado  del  Seoretario4elAynntamieolo  de  Mueria^  solicitando  es  ss 
vista,  que  el  Jnzgada  se  tuviera  por  a(toneilttdo<de  cuAl  era  su  vecindad,  y 
por  protestado  por  Incompetencia  todo  procedimiento  de  designactoo  de 
alimenlos  é  de  cualquiera  otra  naturaleza;  : 
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Desdltaodo  que  U  Indicada  certificaekmdel  AyimUíniiDto  é«  Marcí» 
aerediu,  qae  «o  seafoo  d«  17  de  eaaro  dal  jpreBento  aoo,  acasdiendo  la 
corpoNicion  é  onaioatatieía  de  Martiaazy  le  había  admitido  cono  Tocino  do- 
aquella  ciudad: 

Resultando  qae  Doña  Ana  Boríqoez  Ros  pretendió^  en  2  de  junio  si- 
guíenle,  que  se  la  señalad  la  cantidad  que  pan  atimentos  y  ntis-espensas 
•  pareciera  justa;  y  que  señalada  por  auto  del  sigaieotfr  día.  natíficado  Mar» 
tinez,  contestó  que  se  turiera  presente  que  era  reciño  de  Murcia,  y  que 
protestaba  de  aquel  acto:  *" '  ~ 

Resultando  que  en  12  del  mismo  mes^  acudió  Martínez  al  Juez  de  pri- 
mera instancia  del  distrito  de  la  Catedral  de  Murcia  para  que  requiriese, 
como  en  efecto  requirió  de  inhibición  al  de  Gergal,  fundado  en  que  la  ac- 
ción de  alimentos  debía  entablarse  en  el4o»iei(i6  de  la-  persona  obMgada  é 
soministrarios,  y  que  Martsoei  era  yedao  de  Muroia,  deade  mncbo  liem';  - 
paántés  de  la  roclamaoion  de  su  esposa: 

Resultando  que  Doña  Ana  Gnriquez  se  opuso  á  lá  inhibición  presentan» 
do  certificiK^ion  del  Ayuntamiento,  Juez  de  paz,  Gura  párroco  y  Recauda» 
dor  de  contribuciones  de  Alboloduy,  de  las  que  aparece,  que  su  marido  no 
babia  practicado  en  el  Ayuntamiento^  dHIgeneia  alguna  en  los  meses  de 
enero,  febrero  y  marzo,  para  separar  su  vecitídad'de  aquella  filia,  en  la 
que  había  permanecido  con  casa  abierta,  fiyiendocon  su  esposa  y  criados, 
y  pagando  el  primer  tercio  de  la  eontribacion  personal  de  consuflaor 

Resultando  qne  él  Juez  do*  Jergal  soaiofosu  jurisdiceion  (andado  en 
que  Martínez  estaba  tenido  y  reputado  todavía  como  vecino  de  AlbQloday;i 
pues  aunque  pudo  trasladar  su  domicilio  libre  y  espontáneamente,  á  la 
dudad  de  Murcia,  como  parece  le  hite,  esto  no  pudo  ni  debió  ser  de  un 
modo  tan  abadiato,  qoe  ne  tuviese  el  deber  da  asereaar  esa  núana  vohin^ 
tad  al  Ayantamleoto  del  pueblo  donde  antea  reaidia: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Sebastian  González  Nandin: 

Considerando  que  el  art.  2.®  de  la  Real  orden  de  20  de  agosto  de  1849, 
al  declarar,  como  domicilio  de  todo  español,  además  del  pueblo  de  au  na- 
cimiento y  residencia,  aqoel  al«que  se  traaiadase  libre  y  voluntaríamenle,. 
se  refiere,  en  estaúllima  {Mirte  de  au  áispeskioo,  á  la  traalacioB  material  j 
efsetiva: 

Considerando  que  de  las  certíGcacionea  que  obran,  en  autos  aparece, 
qoe  Martines  nopractiéó  en  los^tres  prímeros.meaas  del  presente  ano,  di- 
oiligeneia  algnna  eficaz  de  la  qoe,  pudiera  deducirse  aa  decisión  de  dejar 
de  ser  vecino  de  la  villa  de  Alooloduy,  donde,  por  el  centrarlo,  permaná^ 
ció  durante  ese  tiempo,  con  casa  abierta  y  pagó  el  primer  tercio  de  hi'con-* 
tríbodon  de  consumos: 

Considerando  que  no  resulta  la  verdadera  traslación  de  que  baUa  la 
Real  orden  citada,  y  qoe  por  tanto  la  refisrida  villa  continuaba  siendo  el 
donacilio  legal  de  Martínez,  en  24  de  mano,  fecha  de  la  demanda  de'de«* 
pósito  entablada  por  su  mujer; 

Declaramos  que  el  conocimiento  de  estos  autos  oon eaponde  al  Juez  d» 
primera  inatancíade  Gergal,  al  que  se  remitan,  para  loa  efectosde  derecho.. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  qoe  se  pohiicará  en  la  Gacekit  dentro* 
de  los  tras  días  siguientes  á  su  fecha,  y  á  au  tiempo  en  Ja  Coleócicn  kgis» 
laUva^  pasándose  al  eiaoto  laa  copias  aeoeaarias,  lo  nronunciamos,  man*< 
damos  v  firmamea.— Ramón  López  Vaiaiiez.-^ehasiian  Geaialez  Naadin.. 
—-Gabrtal  Camelo  de  Vélaaco^^^^Joaquin  de  Palma  y  Viaaesa.T^PedroGome& 
de  Hermosa.— Pablo  Jiménez  de  Palacio. ««44a«reano  Rojo  de  Norxa*. 
garay. 
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Pttblíoiiofoov^^Lttid»  a^  pNibliedafuéía  pree«<i«il«'«6«tane|a  portl  €s- 
celentisiinoéllmo.  Sr.  &.  Í!l»ilioii>  Ltipes  Vaaqnez,  Presidente  de  k  Seit 
primera  4^\  Sttpreftio  TribuDal  de  jiMiicia;  oéieiirfliido  andieocie  póbtiea 
la  misma  Sala  eo  et  día  de  hoy,  de  que  fo  el  Escribano  de  Cámara  eer* 

tifiCOi 

Madrid  37  de  fiOTienbre  de  4862.-«^ttii  dé  Dios  Ruliia.*-<Gaoeto  de 
29  de  Dbvlenlire  de  1862.) 


Remaní*  ele  eaM^km  (37  de  Mtfkmbre  de  í863.).-*-&b- 
nif^A  pón  P0BAB.«^e  declara  por  la  Sala  primeradel  Tribunal  Su* 

Íremo  no  haber  logar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Pelt|M 
lejía,  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  tei*cera  de  la 
Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  la  Marquesa  tiuda  de  Bacares  ^ 
el  ministerio  Gscal,  y  se  r^soelve: 

Que  para  que  pueda  calificarse  de  pobre,  según  el  art.  182  de 
la  le¡f  de  EnjuiciamierUa  eivU^  al  que  vive  solo  de  rentas,  euUivo 
de  tierras  ó  cria  de  gatuidoSt  es  necesario  que  sus  productos  estén 

Saduados  en  una  $uma  menor  qvse  la  equimáente  td  jornal  de  dos 
aceros  en  cada  localidad. 

.  Ba  lu  vMIa  y  corte  de  Madrid,  á  Vt  de  «oiríemfore  de  1862,  m  lee  aatae 
pendientes  ame  Nos  per  reeufso  dercasacimí ,  seguidos  en  el  Joagado  de 
primera  inslaacia  de  Lillo  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Real  Andieacia  de 
esta  capital  (i6r  Felipe  Mejfa  con  la  Marquesa  Tíoda  de  ^care^  como  toto- 
ra de  su  hijo ,  y  el  Miaislerio  fiicai  sttbre  defensa  por  pobre: 

Resultando  q«e  demandado  Mejía  por  4a  Marquesa  en  la  repraeaotaelon 
indicada  para  el  desahoeio  de  «toos'  fincas  rústicas  qneDeraba  eo  arreada* 
miento ,  aoiieitó  aquel  qoa  se  le  defeacUese  en  concepto  de  pobre  en  ateo* 
cion  á  que  solo  vivía  del  cultivo  de  tierras ,  cojo  producto  no  equivalía  ér 
doble  jornai  de  un  bracero: 

Resultando  que  impugnada  eata  pretensión  por  la  Marquesa,  porqfee  el 
Mefia ,  además  depoeeer  rentas  propias ,  obtenía  del  arrendamiento  eoiue 
que  versaba  el  pleito  un  producto  muy  superior  ai  que  decia;  y  que  reoibi* 
do  el  incidente  á  prueba,  se  oertiíicó  por  el  Secretario  del  Ayuntanaienlo  da 
Víllatobas  que  Mejía  aparecía  en  el  amiilaramiento  formado  para  la  contri* 
bocion,  que  todavía  lio  se  hallaba  aprobado  por  la  Superioridad  con  una  n- 
qoeía  imponible  de  i,250 .  rs.  y  10  cts. ,  producto  de  sus  tierras  y  casa ,  y 
de  202  rs.  y  35  cts.  pdr  tierras  que  lleVaba  en  arrendamiento;  y  qoe  eo  el 
repartimiento  de  contribución  territorial  que  se  hallaba  aprobado  le  babia 
correspondido  {pagar  eo  aquel  añb  de  i86a  236  rs.  y  67  ots.,  aparocieido 
por  último  qoe  por  el  arrandamiéoto  de  las  tierras  dé  cuyo  deeabodete 
trataba  en  et  pleito  principal  pagaba  i0,740  rs.  al  ano: 

Resultando  que  practicada  además  prueba  testifical ,  y  jostifieado  por 
medio  de  dos  labradores,  que  el  jornal  de  no  brabero  en  Lillo  era  de  3  rea* 
les,  dictó  senteneiael  loe2  de- primera  instancia  declarando  no  haber  logar 
a  la  pobreza  aoUcitada  por  Felipe  Bíejía ,  á  qtiien  condené  en  las  coaCasf  del 
incUiente  y  al  reintegro  del  papeh 

ResolUndo  que  confirmada  con  costas  esta  sentencia  por  la  que  en  ^ 
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deabhRde  18^1  fitODmler^'(«  Sala  I«r6eftt  d«  te  iURHeoaní  iIa  «Ha  <f6rtey 
hUéf^uso  Mejla  T^nnó  de  eateckiD, iHUndo  coikio  infriogido  Di  ort.  i9^  da 
h  lev  de  Bniuiclaiiileiito  eivfl,  poerto^que  Mbla  irobado  que  do  dihfrtttabí 
del  doble  joraal  de  un  bnrtiéro,  no  adiando  eottndeidraolv  loa  produotos  do 
las  UerraB  qoe  llevBiNi'eiiarMiydamievtocoiiio  pvteOo  ia|uial ,  .porqne 
aquellos  bienes  eran  fítigiosos,  v  sos  utilidadevfmlaní  lotonerae  y .  ooiiKi'at 
Imbm  becbo,  á  lua  resoltas  del  Dlefto  prfuei^l: 

Vistos^  siendo  •Ponente  el  «mistfo  O.  Ventora  do  Goleo  y  Pando: 

Oomsidennido  que  pdra  qoo  pnedt  oaKflearse  ,  80($att  el  trt.  162  de  la 
!oy  ds  Enjnioiamlonto  civil,  de  pobre  al  qao  vite  soto. de  rentas,  oeltrfade 
Üerrsé  óetfa  do  ganados,  es  necesario  quo  sns  productos  estén  graduados 
en  una  sunia  menor  qae  ha  oquitalonto  al  Jornal  de  dos  braceros  en  cada  lo- 
calidad: 

Considerando  que  y  ^t  «preolár  lo  Sola  senleaoladosa  los  docamenlos 
presentador  ^n  autos  y  la  prueba  testíílcM  del  modo  quo  lo  ba  bocho,  no  ha 
infringido  el  art.  t82  de  la  lef  9  sino  qoé  so  ha  sujetado  ¿  las  prescripcioiios 
del  párrafo  tercero  del  mismo^  y  -bocho  uso  4e  las  atribuefonos/que  ie  coii«* 
«sedo  ot  484; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recm^so 
•do  casación  ínterpaesto  por  Felipe  Moi<«,  á  quien  ft<toduuanio6  en  las  cosías 
7  ala  pérdida  do  la  canudad  por  que  prosid  oaueíou,  que  do  disttíbutrá  ton 
arreglo  ¿  la  ley. 

Así  por  e^ia  nuestra  senieMs,  quo' so  poblioafé  on  la  Gaetía  é  inserta- 
Tá  en  la  Colección  ie^islaii^  ,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  id 
|>rononciamas,  mandamos  y  firmamos.-^Bamon  López  Vaiguec.— Sebas- 
tian Gonraloz  Nandin.— Oabrlol  Gemelo  de  Volasoo.— Joaquín  dePahtia  y 
Vlnuesa. ^Laureano  Roja  de  Nónagaray.^ Ventura  do  Oolsa  y  Paudo.*^ 
Tomás  Huet. 

Publiiacion.-^Loida  y  pubKcada  loé  li  precodoolo  lentonola  |Mir  el 
Iluatrfshno  Sr.  D/Ventara  de  Gotea  y  Pando,  Ministro  dcia  Sata  prnuora 
del  Supremo  Tribunal  do  Justicia,  celebrando  audieoeia,  pública  la  misma 
Sala  en  el  día  de  hoy,  do  que  yo  el  Bscribano  de  Gftuiara  certifico. 

Madrid  27  de  noviembre  de  fddS.^Juau  do  DioB  Rubio.— (^ace^a  de 
30  do  noiembré  do  ISffiÉ.) 


Reeiarso  de  casaeioia  (27  dé  notHembi'e  de  1S62.).-- 
Nombramiento  ub  cuRADoa  £i£MPLAa.— Se  resuelve  por  la  Sala 
primera  del  Tribunal  Supremo  00  haber  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  D«  looiáa  López,  coutra  la  seQieacia  piooua- 
ciada  por  la  Sala  primera  de  la  Audieoeia  de  Ja  Godruia^  ea  pleito 
con  su  ttiujer  dona  Margarita  Amado,  7  sa  raftuehet 

Que  sobre  las  fallas  en  la  rHuáHdad  <h  un  píeilOy  no  puetk  fün^ 
darse  un  recurso  ¡te  casación  en  el  fondo. 

'  En  la  tilla  y  corte  do  Madrid,  á  27  do  noviembre  do  4862,  en  los  aoloa 
que  por  recarso  de  ca^^on  penden  ante  Nos,  soaukfos  en  «I  Juzgado  do 
primera  instancia  de  fhyñ  y  en  la  Sala  primera  déla  Real  Audiencia  de  la 
Coruna  por  doña  Margarita  Amado  con  su  marido  D.  Tomás  López  sobia 
nombrsftiíoBlo  do  curador  o)«miil«r  del  liikMiii 


Digitized  by  VjOOQIC 


736  jMBMmwoiA  am^ . 

ResnUando  qne  pesáientes  m  diobo  Iwgado  de.ffm  difereiUef  «da- 
maciones  contra  D.  Tomás  Lopti»  pree^ti}  «a  mujer  dona  Hurgprllt  Ani- 
do demanda  da  terderta  de  domíoii)  ftor  au  dpie.y  herencia  palenia^  y^ 
habiéndola  declarado  (ffeferente  á  los  demá^  iiGreederes  por  senlencia.  4e  ti 
de  octubre  de  i858,  afiarecié  al  ejeontane  esta  un  saldo  á  sa  £?er  da 
8,946  rs.  qne  no^  pudo  paoiiaelet 

Resultando  que  en  5  de  setiembre  de.  Í856  acudió  al  imsma  Jtaes  doia 
Msrsarita  Amado  con  *la  solícUod  de  que  previ?  jnstifioaqíoo  de  la  prodiga- 
lidad de  su  marido,  privase  á  este  de  la  administración  de  los  bmaesj  le 
nombrase  mi  curador  ejemplar  con  arreglo  á  lo  diapuesto  en  la  seceÍMi  tac>* 
cera,  tít.  3/  de  la  jurisdiccten  voluntaria  de<la  Jey.de  BojuieiamieQlo  einl 
en  que  conceptual»  comprendida  esta  petición;  r  de  ne,  que  se  la  dioaek 
tramitación  oportnna  teniéndola  por  verdadera  demanda,  y  alegó  para  ella 
que  habían  sido  in&tiles  loe  mediOB  empieadoe  para  contener  el  deapilfiuTo 
de  su .  marido  y  la  disipación  de  los  bienes,  viéndose  la  esponenta  y  sos  hi- 
jos privados  de  todo  recurso  y  sostenidos  por  su  hermaao  y  tío,  á  pesar  da 
ser  su  casa  una  de  las  mas  inyorlantes  ded  pueblo: . 

Resnl lando  que  D.  Tomas  López  pidió  se  le  absolviera  de  la  demanda 
por  no  ser  ciertos  los  hechos  en  que  se  apoyaba  y  rebajar  su  dignidad  ha- 
ciéndole perder  el  prestigio  que  la  naluiaieza  y  la  sociedad  lebabiao  ooñoa- 
dido^  en  lo  cual  su  mujer  procedía  con  eacooo.y  temeridad»  y  ao  por  va 
sentimiento  de  moralidad: 

Resultando^ que  recibido  el  pleito  á  prueba,  renunció  et  Procurador  de 
López  ia  defensa  de  este,  pidiendo  ee  entendieiw  ooo  el  mismo  todas  las  di- 
ligencias, y  que  habiéndbse  provisto,  negati^m^ote  en  auto  de  i/  de  oíaye 
de  1857,  hacieqdo  responsable  á  dicbo  Procurador  da  loa  perjuicios  que  i 
su  principal  pudieran  seguírsele,,  se  notificó'  sin  embargo  á  esta  al  desesli- 
miento  de  su  Procurador  y  contestó  quedar  enterado: 

Resultando  que  con  certificación  de  esa  diligencia  insistió  aquel  so  sn 
separación»  la  cual  le  fué  admjtida  en  6  del  mismo  mes,  mandando  se  enten- 
dieran las  diligencias  suceaivaa  coa  O.  Tomás  López,  ain  perjuicio  dala  ijes» 
ponsabilidad  de  dicho  Procurador  por  los  gastos  causados  hasta  eotoocas:  Ja 
cual  so  biso  saber  á  esta  y  al  de  U  demandante  en  el  mismo  día: 

Resultando  que  después  de  practicada  la  prueba  de  testigos  fue  ártica* 
ló  doña  Margarita  Amado,  dictó  sentencia  el  Juez  en  22  de  julio  de  1837, 
que  confirmó  con  costas  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  la  Coruoa,  da- 
clarando  pródigo  á  D.  Tomás  Lo|>eCf  y  por  tanto,  incapaz  para  adoáinistnr 
sus  bienes  y  los  de  su  mujer,  y  que  se  procediese  en  su  consecuencia  al 
nombramiento  de  un  curador  ejemplar; 

Y  resultando  qué  Contra  ese  fallo  interpuso  López  recurso  de  casación 
por  haberse  quebrantado  la  jurisprudencia  e«tablecicla  por  los  Tríbunal^da 
que  en  todo  asunto  contencioso  han  de  ser  obstativas  y  hacerse  f^abar  1 1» 
partes  las  pro  videncias  que  se  diclen  ymueho  masías  que  afectan  á  la  pa^ 
sonalidad  de  cualquiera  de  ellas,  pue^  queea-elioaso  aotual  ae  dejó  de  so* 
tifícar  al  recurrente  el  anlo.da-6  de  mayo  de  1857^  admitiendo  i  su  Proca- 
rador la  cenuacia  del  poder  eo  virtud  del  cual  gestionaba  en  QÓmhra.sojo; 
Vistos*  siendo  Ponente  el  Ministro  |).  Tomás  Huet  y  Allior: 
Considerando  que  la  doctriba  citada  cómo  legal  por  et  recurrente  no  aíec* 
ta  en  manera  alguna  á  la  seoteaeia  d^nitiva  que  en  este  pleito  ha  recaído, 
sino  á  la  ritualidad  del  mismo,  sobre  lo  cual  no  puede  fuodarse  recurso  de 
casación  en  el  fondo,  con  arreglo  al  art.  1012  da  la^ley  da  Gojuiciamieau» 
civil; .  / 

Fallamos  que  debemos  doelv^r  |  decíaramoe  no  haber  Lagar  al  iat^r* 
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Klo  pM  D.  Tomás  López,  á  qnien  condenaiQos  en  las  costas  y  á  la  pér« 
de  la  cantidad  porqae  prestó  caución  para  caando  llegae  i  mejor  for- 
tnoa,  y  detoéWaose  tos  autos  oon  la  certificación  correspondiente  a  la  Au- 
éiencia  de  la  Gorufia. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  pabHcará  en  la  Gaceta  é  inserta^ 
Ti  en  la  ColeeeUm  leffUkUiva,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  \b 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.--Ramon  López  Vázquez.— 'Sebas- 
tian González  Nandia.— Gabriel  CeRíelo  de  Veláseo.— Joaquín  de  Palma  y 
Vinuesa.— Laureano  Rojo  de  üorzagaray.— Ventura  de  Golsa  y  Pando.— 
Tomás  Huet. 

Publicación.*— Leída  y  publicada  M  la  anterior  sentencia  por  el  llustrl- 
simo  Sr.  D.  Tomás  Huet  y  Allier,  Ministro  del  THbunal  Supremo  de  Justi'» 
cia,  estándose  celebrando  audiencia  pfiblfca  en  su  Sala  primera  el  día  de  la 
fecha,  de  oue  certifico  come  Secreíano  de  S.  M.  y  su  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  27  de  noviembre  de  i862.— Dionisio  Antonio  de  Puga.— (6a'* 
teta  de  30  de  noviembris  de  f862.) 


*9A. 

Reeum*  ale  eiMsieloia  (38  de  noviembre  de  1862.).--Rs* 
cOHeoiMiMTo  DI  OM  Hiio.— Se  declara  por  la  Sala  príniera  del  Tri- 
bunal Sapremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  Feliciano  Miguel,  en  representación  de  su  hija  Teodora,  contra 
la  sentencia  pronunciada  por  la  Salia  segunda  de  la  Audiencia  de  Va- 
lladolid,  en  pleito  con  Ramón  García,  como  marido  de  Florentina 
García,  y  se  reauelve: 

Que á Ut Sala íeníendadara  eorreiponde,  en mo  délas aüribu^ 
tíones  que  la  concede  el  orí.  317  delalegde  Enjuidaníiento  civiU 
la  ajn'eciaeion  de  la  prueba  te$tiflefü  6  peritial  que  las  partes  hayan 
suministrado  en  cuestiones  de  hecho,  cuxfa  apreciación  es  válida^  in- 
terin  no  se  alegue  que  al  verificarla  se  ha  cometido  alguna  infrac' 
don  legal 

Bn  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  28  de  noTíembre  de  1862. en  los  autos 
pendientes  ante  Nos  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  de  Peñaranda  de  Bracamente  y  en  la  Sala  segunda  de  la 
Real  Audiencia  de  Yalladolid  por  Feliciano  Miguel,  en  representación  de  su 
bija  Teodora,  con  Ramón  García,  conio  marido  de  Florentina  García,  bere* 
dera  de  su  hermano  Antonio,  sobre  reconocimiento  de  un  liiío: 

Resultando  que  en'  28  de  noyiembre  de  1857  Teodora  Miguel^  acompa-^ 
nada  de  su  padre  Feliciano  Miguel,  demandó  dcf  conciliación  ante  el  Juez  de 
paz  de  Cordovilla  á  Antonio  García^  para  que,  en  atención  á  las  relaciones 
que  oon  ella  habla  tenido  hacia  cosa  de  dos  añ^s  bajo  palabra  de  casamien* 
to,  y  de  resultas  de  las  que  se  hallaba  embarazada,  cubriera  su  honor;  y  si 
86  negaba,  se  le  obligase  en  su  día  á  encargarse  de  la  criatura,  á  lo  que  el 
demandado  repuso  que  entraba  en  casa  de  la  demandante  como  cualquier 
ra  otro  mozo,  pero  que  lo  demás  éosa  ninguna,  con  lo  cual  terminó  el  acto 
aio  avenencia:  • 

Resultando  que  elcurador  ad  /•femde  Teodora  Miguel  entabló  deman* 
da  eo  i4  de  enero  de  t85&|  tiempo  en  que  había  ya  fallecido  Antonio  Oar^- 
TOMO  Til.  93 
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c{a,  d»  quídn  quedó  por  heredera  su  lieraieoe  FloretllM»  eo  le  que  m^- 
nieado  que  el  verificarse  el  estupro  oo  había  cumplido  aun  23  Ami  que 
existía  el  reeooocímieoto  del  postumo  h'scho  por  el  Antonio  al  sa66nli»ie  tf» 
Je  había  confesado;  y  que  si  bien  por  su  deruocion  había  caducado  la  «écM» 
criminal,  no  asi  la  cítiI  que  ejercitaba»  pidió  que  con  arreglo  i  l«  disp«a»- 
to  por  la  ley  i  i  de  Toro  se  declarase  al  postumo  hijo  natural  de  AiilMk 
Garoía  con  todos  los  derechos  y  acciones  que,  tanto  á  este  como  4«hi  aaá^ 
correspondían  por  las  leyea:. 

Resultando  que  estimado  el  ariícttlo  aue  propuso  Rameo  Garda,  cono 
marido  de  la  demandada  Fiorentina^Gdrcia,  por  falta  de  personalidad  em  el 
Procurador  déla  demandante  y  defecto  legal  en  el  modo  de  propoDer  la  de- 
manda, compareció  nuevamente  la  Teodora  en  27  de  mayo  de  1858,  repre* 
seatada  por  su  padre  Feliciano  Uiftuel,  reproduciendo  eo  todas  aua  partas 
la  demanda,  y  acreditando  ei  alumbramiento  de  la  Teodora  ocurrido  ao  ci 
dia  6  de  marzo  anterior: 

Resultando  que  Ramón  García  impugnó  la  demanda  alegando  que  Fefi* 
clano  Miguel  podia  representar  ¿  su  hija,  pero  no  al  hijo  natural  de  esta: 
que  la  acción  civil  de  eHupro  era  aecoderta  y  no  podía  establecerse  sio  per- 
seguirse el  delito  que  la  daba  oHgen^  siendo  necesario  que  probase  que  en 
mayor  de  12  años  y  menor  de  23»  y  que  hubiera  sido  engañada;  y  oqq  so- 
puestas  todas  estas  cireunsianctas,  probar  que  el  autor  del  estupro  hubiera 
fido  Antonio  García: 

Reaohaodo  que  practicada  prueba  por  las  partes,  dicté  sentencia  el  ioei 
de  primera  iostMicÍH,  <¡ne  confirmó  la  Sala  seronda  de  la  Real  Audiencia  da 
Valladolid  en  6  de  diciembre  de  1860,  absolviendo  á  Ramea  García  de  li 
demanda  entablada  por  Feliciano  Miguel,  á  nombre  de  su  hija  Teodora,  pan 
que  declarare  al  de  edta,  llamado  Victorino,  hijo  natural  del  ñnúáo  "^" 
niOy  hermano  poiíticii  de  aquel: 

Resultando  que  Feliciano  Miguel  interpuso  en  tiempo  reeofeo  'de  < 
cien  citando  como  infríogidas  la  ley  4 i  da  Toro,  ó  sea  ta  i.\  ÚU  5.% 
iO  déla  Novísima  Recopilación,  y. la  8.%  tít.  13,  Partida  6.*: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  O.  Laureano  Rojo  de  Nonagaraj: 

Considerando  qne  dirigiéndose  la  demanda  origen  de  este  pleito  i  la  de* 
claracíon  de  hijo  natural,  fandándeáe  ea  el  reconocimiento  paterno,  liedis 
sobre  el  cual  y  demás  alegados  se  ha  suministrado  por  tas  partes  praébi 
tesiifical,  que  ha  sido  apreciada  debidamente  por  la  Sala  sentenciadora  eo 
uso  de  las  facultades  que  le  atribuye  el  artículo  317  de  la  ley  de  finjoicia-> 
miento  oiv íl^  sin  que  contra  dicha  apreciación  se  haya  invocado  iofraecíeB 
alguna,  son  inaplicables  al  caso  la  ley  i  I  de  Toro,  ó  sea  la  ley  i.\  tituioS.*, 
libro  i  O  de  la  Novísima  Recopilación,  yia  ley  8.\  ttt,  i3,  Partida  6.^  citt* 
das  por  el  recurrente; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y. declaramos  no  haber  lugar  aJ  reeorse 
de  casación  interpuesto  por  Feliciano  Miguel  en  el  concepto  que  ha  lil^ade, 
¿  quien  condenamos  á  ta  pérdida  de  la  cantidad  por  que  tiene  prestada  cau- 
ción, que  pagaré  cuando  viniere  é  mejor  fortuna,  y  en  las  costas;  devolTiéa- 
dos9  los  autos  con  la  certificación  correspondiente  é  la  Audiencia  de  doada 
proceden. 

Asi  por  esta  nuestra  üeoteocía,  que  se  publicará  en  la  Gaeeía  é  inserta* 
rá  en  la  Colección  legislativa^  pasándose  ai  efecto  las  copias  necesarias,  la 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.-^Ramoo  López  Vázquez.— Sene- 
tian  González  Nandin.— Gabriel  Gemelo  de  Velasco.— Joaquín  de  PalOM  y 
Vinuesa.-*Pedro  Gómez  de  Hermoaa.— Pablo  Jiménez  de  Palacio,— Launa* 
DO  Rojo  de  Norzagaray. ,  ' 
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PQbltoeioD.-*L«lda  y  paMfcadii'faé  ía'precedJBbte  dentdntáa  por  ef  E:s- 
celentisimo  6  Ilastrteimo  Sr.,  D.  Ramoii  Lopes  Taeqoez,  Prosideote  de  la' 
Sala  primera  del  Stt]premo  Ttibuhal  déiafltteíft,  celebrando  aodieiicia  'pú« 
bllea  la  misma  Sala  m  el  dia  de  hot:  de  tfqe  fO  él  Bseribano  de  Cámara  cer- 

Madrid  28  de  Dófiembre  de  i  8(^.— litan  de  Dios  RQt>io.^(Gttceto  (M. 
dé  diciembre  de  486S.)^ 


de  ^mmm^mm  (29  de  notíembre  de  4862.).-^ 
Pago  de  UA^knvk. — ^Se  declara  porta  Sala  degtinda  del  Tríboiial' 
Supremo  no  liaber  lugaral  recurso d^ casación  idtérpuettó  por  Don 
José  Gosé  contra  la  senteocia  proauocíada  por  la  Sala  tercera  de  la 
Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  JPtoSa  Francisca  Bocafort ,  ea 
<^uanto  se  Tunda  ^n  la  causa  6.VdeI  arU  1013.de  la  lev  de  Enjuicia^ 
mieoio  civil,  y  baber  Jugar  al  mismo  por  la  caim  3/  del  citado 
artículo:  se  manda  devolver  los  attios  á  la  Audiencia  de  \tercelotts 
para  que  reponiéndoloa  al  estada  qae  tdoian  «I  cometerse  la  falta 
motivo  de  casación,  los  sustancie  y  determine  eott  arreglo  á  derecho; 
j  se  resuelve :  ' 

I.""  Que  el  Olí.  961  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civU  soto  se  re- 
fiere  ál  ca^  en  que  el  deudor  no  aprovecha  la  facultad  de  oponérea 
á  la  ejecución  contra  él  entablada: 

i.""  Qué  atonda  el  demandado  devuelve  los  autos  sin  proponet 
prueba  y  el  actor  solicita  que  desde  luego  se  prommeie  sentetieia  de 
remate,  el  no  decretar  de  oficio  que  se  reciban  hs  autos  ú  prueba  na 
infringe  el  art.  966  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  pues  el  red^ 
bmiento  de  los  autos  á  prueba  carece  de  objeto  cuando  no  hay  he^ 
tím  conocidos  sobre  los  cuales  puedan  girar  las  diligencias: 

3.^  Que  la  vista  de  los  autos  sin  previo  señalamiento  de  dia  en- 
vuelve la  falta  de  citación  del  ejecutado  oara  sentencia  de  primera 
instancia ,  ó  sea  la  causa  3/  del  art,  Í0i3  de  la  ley  de  Enjuicia-^ 
miento  civil  ,y  contraria  el  art.  9tíñde  Ja  miema  ley,  que  manda 
hacer  dicho  señalamiento; 

Y  4/  que  procede  laeasaeion  de  la  seiUencia  que  confirma  la  de 
remate,  cuando  esta  se  halla  viciada  [con  la  falta  de  que  el  deudor 
quese  había  opuesto  á  la  ejecucicn  no  fué  citado  para  sentencia. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  29  de  noviembre  de  iSes ,  en  los  autos  ejecu* 
tiYOs  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  Instancia  de  Tremp  y  en  la  Sala 
tareera  de  la  Audiencia  territortal  de  Barcelona  entre  Do&a  Francisca  Ro« 
eafort,  yloda  de  D.  Miguel  Meistrá.  y  D.'losé  Gosé  sobre  pago  de  mártivedis. 
peodieoles  ante  Nos  en  virtud  dei  recurso  de  casación  interpuesto  por  el 
demandado  contra  la  sentencia  que  en  10  de  diciembre  último  dictó  ía  re*^* 
lérída  Sata: 

Resolundo  que  en  3  i  de  diciembre  de  i8e0  DoHa  Prancisci  Rocafort, 
•D  concepto  de  beredera  de  su  esposo,  presantd  demanda  «¡jocutífá  coolm 
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749  unttMownQii  avu^ 

D.iotéGoeéporla  oolidid  d*  1.7M  n«  qm  00Ul)i  i4wdtn¿p  par  yés^ 
tamo  coiifiigiiado  «n  ascriuirii  pubfif i: 

Resaltando  que  espedido  el  aMi»ilaiiiieflt»4e  flfee«GÍ0D  ae  piaelietro» 
coa  él  las  diligencias  opofioosa,  y  íueíoD  e^bargadu  «oa  tiam  «•  allér- 
nÚDO  de  Salas  y  dos  cobas  de  la  bodega  de  la  casa  ea  que  fitia  el  deqdtf^ 
dtáodoae  á  este  de  reüate  ea^el  aclamo  aoU: 

Resaltando  qae  opuesto  eo  tiempo  el  D.  José,  sf  aaaiidé  qoe  se  le  eop 
tregarao  los  aotos  por  término  de  coairo  días  para  qoe  dentro  de.elloe  ale* 
gaae  sus  escepdones  y  proposiera  la  pmeba  qoe  estimase  oonVéoiente;  y 
que  seoon  nota  de  la  Bscribaofa  se  le  entregaroa  á  so  Procarador  en  el  día 
6  de  febrero,  siendo  de  advertir  qoé  1É)  eétaban  entonces  ooidos  á  los  autos 
el  mandamiento  de  ejecueioo  ni  las  diligencias  practicadas  con  él,  las  coales 
devolfió  en  el  misia*  dia  la  parte  «ctava  csn  aaarito  eo  qea  lottoHate  so 
onioa  al  eapadieita, ;  qoe  se  Nbrara  por  diputada  mandemiaot».  al  Gantaásr 
4e  Hipotecan  para  ^oe  tomara  raioo  del  embarf»  da  la  Mam: 

Resultando  que  estimado  así  en  proTidencia  del  7,  en  el  9  ae  entregaron 
el  mandamleoto  de  ejecoeioa  y  las  diligencias  practicadas  aon  el  mismo  á 
la  parte  ejecutada,  en  cuyo  poder/óbcabao  los  autos,  los  cutíes  devolrid  eo 
el  I  i  protestando  qae  no  había  Jiecbd  oso  de  ellos  ptsr  no  constar  registrado 
0l  embargo  en  la  Goatadurf  a  de  Hipotecas,  7  Ifoe  se  reser? aba  osar  de  la  co* 
Qnnicacia»loego  q«a  ealo-^o  veriScaae: 

aesullandQfBe.el  ansmo  áia  41  se^ibed  el  maodamianto  al  Cootadorde 
Hipotecaf,  que  fuédfivoelto  an  el  d6  compUaaefttado;  y  par  auto  del  S7» 
notificado  en  28  á  los  Procuradores  de  las  dos  partos,  se  mandó  anir  ú  as* 
padieoto: 

Resultando  qoe  en  1  i  de  marzo  f a  ejecutanto  acusó  la  rebeldía  á  Gosé» 
jp  pidió  que  teniéndose  por  acosada  se  llevarán  los  autos  á  la  vista  j  se  pro* 
nunctara  sentencia  de  remato  sin  citar  al  ejecutado : 

Resoltando  qoe  oen  fecha  del  iS  se  bobo  por  acusada  la  rébddfa  y  se 
mandó  llevar  los  aotos  á  la  vista  con  eitadon  de  la  parto  aetora ,  coya  pro* 
«idencia  Coé  ^notificada  en  el  misma  día  á  loa  das  Proonadom,  y  además  sa 
citó  al  de  Dona  Praneisoa,  segoa  se  prevenia  an  la  misma: 

Resultiindo  qoe  en  eH4  presentó  escrito  D.  José  Gosé  pidiendo  qoe  sa 
le  entregaran  noevameote  los  autos  origioalea  íntegros  j  debidamento  re- 
gulados por  el  término  de  la  ley  para  formalizar  la  oposición  que  le  estaba 
admitida,  pues  si  no  hizo  uso  de  la  comunicación  fué  por  no  estar  comple- 
tos los  autos  coando  se  le  entregaron,  y  protestó  en  caso  contrario  la  nuli- 
dad da  los  procedimientos: 

Resoltando  qoe-oida  la  otra  parte,  se  declaró  en  el  dia  3  de  abril  na  ba^ 
bar  logar  á  la  comunicación  solicitada  por  el  ejeootada,  y  se  tnandó  qoe  sa 
ilevasea  los  aotos  de  nnevo;.qoe:de  est^  proveído  Apelé  Gosé:  qoe  en  al  9  se 
dictó  sentoocia  de  remate,  de  la  que  apeló  igualmente,  esponiendo  qoe  era 
nula  por  haberse  dictado  sin  citarle,  lo  que  daría  logar  á  recurso  de  casa- 
ción ,  é  injusta  por  las  razones  qoe  alegaba ;  y  que  seguida  la  alzada  en  la 
4odiencia,  la  Sali^  tercera  eo  40  da  diciembre  del  a&e  úHímo  confirmó  con 
costas  la  seatencia  7  auto  apelada: 

Resullaodo  qoe  cooUa  esto  faUo  i|iterpjMO  el  D.  José  reeorso  de  easa* 
cion  fundado  en  Jas  causas  3."  y  6/  del  art.  iOI3  de  la  ley  de  EajQicia* 
ibíento  civil,  porque  no  se  recibieron  los  autos  á  prueba,  ni  se  le  citó  para 
la  sentencia  da  remato,  y  además  en  la  iafraocion  de  lu  l^es  qoe  citaba; 

Y  resultando  que  la  Sala  admitió  el  recurso  en  el  primer  concepto^  J  ao 
en  el  «egifndo  por  la  natt^nleía'  del  joicto,  habieqda.  hecho  Gosé  el  depósito 
4e  149  rs«  y  36  céntiipaos: 
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YIsiós,  ¿iesdD  PbfitfBtfr  «t  Ministro  dé  este  Supremo  Tt*Uiudar  I^.  Eduarf 
40GU9: 

Considerando  que  el  art.  Hi  áe  la  Iey4le  Bnjuicíamíeoiocivíl » i  cuya 
na^  acomodó  el  Joes  de  priora  iasiancia  de  Tieoip  lof  u^Msites  de  este 
juicio  ejecutÍYOy  eo  el  qae  el  deudor  se  ha  opuesto  á  la  ejecucioq ,  solo  sa 
refiere  at  caso  en  que  este  do  aprovecha  íá  facuftad  de  oponerse: 

Considerando  que  al  proveer  el  auto  de  12  de  miarzd  dicho  Jaez  tío  in- 
friogió  el  «rt.  966  por  no  haber  decretado  de  oficio  (jue  se  recibiesen  los 
aotosi  praeba»  puescoittoel  demandado  los  devotrió  e^  dia  anterior  sin 
Bropcoerla,  y  en  el  misino  solicitó  el  aetor  qfue  desde  laego  se  pronunciara 
la  sentencia  de  remate,  es  verdad  que  el  recibimiento  de  los  autos  á  prueba* 
precia  de  objeto  no  habiendo  becnos  conocidos  sobre  los  cualeij  p'adlesen 
^trar  las  diügeooips: 

Considerando  y  portento,  oue  no  procede  este  recurso  de  casación  ea 
esttoto  ee  funda  en  la  causa  6/  del  art.  4013  de  ta  referida  ley  ^e  Enjui- 
ciamiento civil :  . 

GooeideraodD  que  la  ^Ista  de  los  autos  siu  previo  señalamiento^  de  dia 
«DYselve  la  falta  de  citación  del  ejecutado  para  sentencia  en.  primera  ins-^ 
tancia ,  ó  sea  la  causa  3/  del  art.  i0i3  alegadti  por  D.  José  Gíosé  en  apoyo 
del  recurso,  y  que  Asó  eontraria  al  968,  que  manda  hacer  dicho  señala- 
mieoto: 

Y  considerando  que  la  sentencia  de  f  O  de  diciembre,  contra  la  cual  so 
ha  interpuesto  el  reoprso  de  casación  por  los  dos  motivos  es^resados,  con- 
firmó la  de  remate  estando  viciada  esta  con  la  falta  de  que  el  deudor  ^ue  se 
había  opuesto  á  Ja  eiecucion  no  fué  citado  para  sentencia; 

FaUamoB  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  higar  al  espresa- 
do recurso  en  cuanto  se  funda  en  la  causa  6/,  y  que  lió  lugar  at  mismo  por 
la  3.*  del  citado  art.  1013;  eftcoya  virtud- casamos  y  anulamos  la  senten*- 
cía  contra  la  cual  se  interpuso,  y  mandamos  que  se  de^uelvaí}  los  autos  á  la 
Audiencia  de  Barcelona  para  que,  reponiéndolos  al  estado  que  tenian  ouen*- 
do  se  cometió  la  falta  que  hadado  motivo  á  la  casación,  1(»  haga  sustanciar 
7  determinar  con  arreglo  á  derecho,  y  doTuéivaseá  D.  José  Gosé  el  depósito 
coDBtitnido. 

Aai  por  esta  nuestra  sentencié ,  que  se  pubüearó  en  la  6ateta  del  Go- 
bierno  é  insertará  en  la  Caieeekm  kgishUoaf  pasa  io  cual  se  pasen  lasopor^ 
tunas  copias  certificadas,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  fifmamos.-^Juan 
Martia  Carra molino.--t-Ranibn  Uarla  de  Arriola;^«Fétix  Herrera  de  la  Ri- 
Ta.-^Joan  María  Bieo.— Felipe  de  Urbina.— Eduardo  filio.*- Domingo 
Moreno. 

Publicación.  --  Leída  y  publloada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Umo.  Sr.  D.  Eduarda  Eiio,  Ministro  del  Triboital  Supremo  de  lusUcia ,  es- 
tándose oelebnuido  audiencia  pÉbKca  en  su  Sala  segunda  el  dta  de  hoy,  de 
qae  oertifice  cornea  Escribano  de  Cimera. 

Jfadrht  29  de  noviembre  de  1962.-^regorio  Cattilo  iSarefai'-^é^aoela 
de  3  de  diciembre  de  1862.) 


997. 


tteeairs0  d^  Mwaelon  (I."*  de  diciembre  de*1862.).~ 
Pago  obl  ebdito  db  un  csn80.— ^  declara  por  la  Salasj^tmda  dei- 
Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  easacioainKnrpuesto 
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T49  mutnmvmk  ora* 

por  D.  Jim  Miz  coolra  la  senlenda  pronimeíida  por  k  Sda  s^ 
gunda  de  lá  Audiencia  deMadríd,  en  pleito  con  D.  Mariano  Manb 
Paricib,  como  apoderado  de  D.  Jofté  Aguilera»  y  se  resaehrer 

(híe  éi%  €ue$íionei  de  hecho  ^  como  lo  e9  la  de  tratarse  don  wm 
e$táo  noenposeriott  de  un  cen$o,  hay  que  otenene  ala  apredaeim 
de  ¡a  Sfúá  wUeneiadora, 

En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid ,  á  I  .<"  de  didemliro  de  i86t,  ao  los  anlaa 
qae  en  el  Jochado  de  primera  iostancia  del  distrito  de  la  UniTersida^  f  m 
U  Sala  segQoaa  de  la  ^odiencia  de  esta  territorio  ha  seguida  D.  Maritni 
Martin  Parido,  como  apoderado  deD.  José  Agnttera,  marido  da  Ooia  Mana 
del  Pilar  Idiaguez ,  con  D.  Juan  Ruiz  sobre  pago  de  un  rédito  da  qo  t 


pendientes  ante  Nos  en  virtud  del  recurso  de  canckm  que  iaterpuao  al  m- 
cuiado  contra  la  seateocia  pronunciada  en  14  de  febrero  úitiuM  por  la  nifé« 
rida  Sala: 

Resulundo  que  en  i2  de  marso  de  1861  presentó  el  O.  Mariana  éeaaa- 
da  solicitando  que  se  expidiera  contra  D.  Juan  Ruii » en  coacepto  da  dasia 
de  la  casa  núm.  4  antigua»  10  moderno,  de  la  calle  de  la  Magdalaoa,  bsb- 
damíento  de  ejecución  por  la  cantidad  de  21^260  re.  SSt  y  dos  tardes  aa- 
ra vedis,  á  que  asceodian  las  pensiones  vencidas  durante  los  nueve  állíBas 
anos  y  dos  tercios  del  censo  de  88,000  rs.  de  espital  que  per  escrhim  da  It 
de  OjCtubre  de  1764  impuso  el  poseedor  del  mayorazgo  de  Roblea  á  fimor  da 
D.  Ignacio  Idiaguez,  Conde  de  Javier,  Duque  de  Granada  da  Bga: 

Resultando  que  con  está  demanda  presentó  la  parte  actora  la  aacrilm 
original  de  imposición  del  censo  y  un  testimonia'  dada  con  citacian  oaaiía- 
ría  por  el  Escribano  D«  Gerónimo  Montesinos  de  la  particioo  del  vfcmile  da 
Robles  para  justificar  que  gravita  actualmente  sobre  la  referida  casa,  y 
acompañó  también » con  el  fin  de  acreditar  que  la  eajiosa  de  Agoüara  eak 
dueña  del  censo  referido ,  otro  testimonio  espedido  sm  cttadba  por  al  r~ 
cribano  D.  Francisco.  Seco  de  Cáceres,  en  el  aue  se  dice  que  eo  el 
de  primera  instancia  del  distrito  de  lis  Vistillas  de  esta  corte  se  s  _ 
los  autos  de  testamentaría  de  Dona  Marfa  tenacia  Idiaguez  y  Palalttz',  ( 
desa  viuda  de  Motazuma:  (^e  en  ellos  se  dictó  en  23  de  junio  da  iMapsr 
el  JuezD.  Víctor  Dulce  la  providencia  que  se  oopia^dedariiidolas  iiwím 
dos ,  y  confiriendo  á  Dona  11  aria  del  Pilar  Idiaguez ,  esposa  de  Agnilon ,  en 
concepto  de  sucesora  legitima  de  los  bienes  y  derechos  de  la  Daoa  Mmk 
lgDil9ia ,  en  representación  y  .como  heredera  del  Marqués  viudo  de  Arin, 
la  posesión  de  los  que  correspondían  á  la  testamentaria  y  existían  enlóacoi; 
y  que  en  25  del  mismo  mes  D.  Mariano  Martin  Parido,  eon  poder  del  Agai- 
lera ,  la  tomó  realmente  sin  contradlocion  de  pegona  alguna ,  á  nonrfm  da 
todos  los  bienes  en  ios  que  designó  coóio  propios  de  dieba  teslaoMataria» 
entre  ellos  el  censo  de  que  se  trata ,  el  cual  se  esptesa  que  fné  mlgudicaia 
4  la  referida  Condesa  eo  la  partícion  de  tos  de  en  padre  el  Doqoa  da  Gn- 
nada: 

Resultando  que  con  estos  documentos  y  otros  posteriormente  prasaala- 
dos  fué  despachado  el  oportuno  mandamiento  ejecutivo,  habiéodoaa  pne* 
ticado  con  el  las  diligencias  corresppndientes: 

Resultando  que  opuesto  á  la  ejeeuáon  D.  Juan  Ruiz,  se  le  entregaron 
los  autos  por  término  de  cuatro  días  para  que  alegase  sus  escepckMies  y 
propusiera  prueba;  y  pasado  con  escese  diewóf  féMIino,  y  despaea  da  apre* 
mío  y  raeogida,  presentó  escrito  preponiendo,  antro  otras»  la  eaeaptie»  di 
faiu  da  penoaalidad  del  actor  par  nohabarse  aemdilada  400  Doia  Marir 
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del  Pilar  Idiagoet  foé  Mea  j  vniveraal  heredera  del  Marqués  vítido  de 
Ariza;  que  e9te  to  fué  de  D.  Luis  Idfaguez;  que  el  1>.  Luis  heredó  á  la  Con- 
desa viuda  de  Motezuma,  y  que  á  este  pasd  el  censo  desde  el  Duque  de  Gra- 
nada de  Bga: 

Resultando  que  seguida  la  sustapciacion  del  juicio  y  recibido  á  prueba 
por  10  dias,  dentro  dé  ellos  se  cotejaron  los  dos  testimonios  dados  por  el 
Escribano  Síseo  de  Gáeeres;  y  apareció  del  cotejo  que  en  las  piezas  de  autos 
exhibidas  no  se  bailaba  documento  que  acreditase  que  Doña  María  del  Pilar 
fué  heredera  def  Marqués  viudo  de  Ariza,  sino  enunciativas  de  ello  en  dos 
poderes,  otorgados  el  uno  por  la  Doña  Pilar,  y  el  otro  por  sa  padre:  que  no 
era  exacto  que  se  cítase  por  edictos  ¿  tos  que  tuvieran  que  ejercitar  alguna 
acción  contra  la  testamentaria  de  Doña  María  Igoacia,  Condesa  viuda  de 
Jiotezumay  pues  aunque  asi  se  pidió,  en  el  auto  se  mandó  llamar,  y  en  los 
edictos  se  llamó  á  loe  herederos  de  Doña  Clara  de  Oca  y  Mendoza  y  á  las 
demée  personas  que  se  creyesen  en  el  caso  de.  hacer  aigUDa  reclamación 
contra  la  testamentarla  de  la  misma;  y  por  úllimo.  que  no  constaba  por 
documento  el  pago  de  las  responsabilidades  de  la  testamentarla  de  la 
Condesa: 

Resultando  que  en  parte  de  prueba  y  i  instancia  del  ejecutado,  se  puso 
también  nuevo  testimonio  per  el  referido  Bsoribaao  Seco,  en  el  que  dice 

3ue  en  las  diferentes  piezas  de  autos  que  existían  en  su  oficio,  relativas  á 
icha  testamentaria  de  la  Condesa  viuda  de  Motesumai  no  constaba  laadju* 
dicacion  á  esta  del  censo  de  88,000  rs.,  aunque  estaba  incluido  en  el  in- 
ventario de  sus  bienes,  espresándose  (|ue  su  padre  el  Duque  de  Granada  se 
le  dio  en  dote,  y  que  por  ello  se  la  aplicó  después  en  la  partición  hecha  á  la 
muerte  del  mismo:  que  obraba  en  autos  testimonio  de  parte  del  testamento 
ñe  dicha  Condesa,  en  el  que  nombró  por  su  heredero  á  D.  Luis  Idiaguez^  y 
que  no  se  bailaba  institución  ni  declaración  judicial  de  ser  Doña  María  del 
Pilar  heredera  del  Marqués  viudo  de  Ariza: 

Resultando  que  el  luez  de  primera  instancia  en  10  de  octubre  dictó 
sentencia  declarando  no  haber  lugar  á  pronunciar  la  de.  remate  por  la  falta 
de  personalidad  del  actor,  que  este  apeló;  y  sustanciada  la  alzada,  la  Sala 
segunda  de  la  Audiencia  revocó  el  fallo  del  JueZ|  estimando  que  con  la  de- 
chracion  que  contiene  el  auto  que  en  23  de  jumo  de  1860  proveyó  D.  Víctor 
Dulce,  y  con  la  toma  de  posesión  del  dia  25,  está  suficientemente  acredi-' 
ditada  la  personalidad  y  el  derecho  del  ejecutante  para  proponer  la  de* 
manda: 

Resultando  que  D.  Juan  Ruiz  interpuso  en  tiempo  recurso  de  casación, 
fundado  en  la  causa  segundadel  articulo  1013  de  la  ley  de  enjuiciamiento 
civil,  el  cual  ha  sido  adinitido,  y  ¿  sus  resultas  depositó  la  cantidad  de  2,000 
reales: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Félix  Herrera  de  la  Riva: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora,  en  vista  de  los  documentos 
presentados  y  en  oso  de  sus  atribuciones,  ha  reconocido  el  hecho  de  estar 
el  ejecutante  en  posesión  del  ceAso  de  que  se  trata,  como  marido  y  en  re- 
presentación de  Doña  Maria  del  Pilbrldia^ez,  y  que  contra  su  personalidad 
en  tal  concepto  no  se  ha  hecho  reclamación  alguna; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Joan  Ruiz,  á  quien  condenamos  en  las  costas 
y  é  la  pérdida  de  loe  8,000  rs.  depositados,  que  se  distribuirán  con  arreglo 
á  la  ley. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Craeeta  del  Go« 
blerno  ó  insertara  eo  la  Coleedon  Ugiskuim^  paralo  cual  se  pasen  las- 
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Juan  Martín  Carramolino.— Ranoon  tlarfa  de  Arrioia.— Ftfíx  Hamra  de  la 

Ríva.— Juan  María  Biec.-rFelípQ  da  Urbioa.— Bduarda  fiUo. — OoBUAgo 

Moreno. 

PahlicacioiL— -Laida  y  publicada  fué  la  anterior  Beotoocia  por  al  llos- 
trisimo  Sr.  D.  Félix  Herrera  de  laH'^ra,  Mlaislro  del  Tribunal  Supremo  áa 
Justicia,  estándose  celebiiaado  aadieocia  piíblica  ea  bu  Sala  aeguoda  ei  £a 
de  boy,  de  que  certifico  cooio  escribano  de  Gániara^ 

Madrid  1."^  de  diciembre  de  1862.^GrQgorio  Caiuilo  Gafoia^^^iaoita 
de  6  de  diciembre  de  1862.) 


Reearso  de  casación  {ideiieiembre  de  180t.)- — BtK- 

CION  Y  SANEAMIENTO. — PbIITBNENGIA  Y   ENTREGA    DE  LA.  MITAD  Wí  OKA 

CASA. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribuna!  Supremo  haber 
lugar  al  recurso  de  casaciou  interpuoslo  por  Juau  Biaoco»  como  ma- 
rido de  Cípriaoa  Alonso»  y  por  Marút  Francisca  Alonso  eoBira  b 
sentencia  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  la  Audieaeia  de  Ya- 
lladolid  en  pleito  con  José  Affarez,  f  se  resuelve: 

Que  la  ley  60,  tU.  18  de  la  Partida  3.^  comprende  tm  wtcepl» 
general  y  absoluto,  segují  el  cual  no  se  pueden  enajenar  ta$  cosas 
ralce$  de  los  menores,  hi  aun  para  pagar  deudas^  o  con  grande  utí- 
lidad  de  los  mismos  sin  licencia  ú  otorgamiento  del  Juez  del  Itf^, 
requisito  del  cual  no  dispeman  las  leyes  á  los  aibacea$^  $^un  ti/em 
ya  declarado  el  Supremo  Tribunal^de  Justieki. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid^.á  2  de  diciembre  de  1862,  en  losaatci 
que  penden  apte  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  seguii}os  en  el  Jox* 
gado  de  primera  instancia  da  Astorga  y  eo:  la  Sala  primera  de  la  Beal  An- 
dLencia  de  Valladolid  por  Juan  Blanco,  en  concepto  de  marido  de  GúMiam 
Alonso,  y  por  María  Francisca  Alonso  contra  D.  José  Aivare;t  y  los  bijety 
herederos  de  0.  Luis  Fernandez  citados  por  ^quel  de  ^vicdon  ^  sanea* 
miento,  sobre  pertenencia  y  entrega  de  la  mitad  de  una  casa: 

Resultando  que  con  autorización  de  su  marido  otorgó  su  teaUmento  Ma- 
ría Forrero  en  4  de  octubre  de  1837,  por  el  cual,  después  de  eocon 
á  su  hijo  Ángel  Alonso  su  entierro  y  sufragios  y  de  legar  á  su  nufra 
Martínez  200  rs.  y  40  á  su  nieta  María  Francisca  Alonso,  declaró  i 
adeudando  en  unión  de  su  marido,  á  D.  Luis  Fernandez  1,200  ra»  41»  le» 
había  prestado  y  era  su  voluntad  se  le  pagasen  de  sus  bienes;  íostíJUifó  be- 
rederos  á  su  hijo  Ángel  y  á  su  nieta  Gipriana,  bija  de  Jo$ó  Alonao«  |a  di- 
funto; y  nombró  albaceas  testamentarios  á  su  cíiado  Jhijo  Ángel  y  i  D.  Lw 
Fernandez,  facultáqdoles  para  vender  k>  mas  bí()a  parado  de  sus  Manee  kas* 
ta  el  cumplimiento  de  su  disposición: 

Resultando  que  habiendo  fallecido  la  testadora  en  29  de  dicienhrede 
1840,  premuriéndola  su  hijo  y  testameptario  en  11  de  abril  dcflmisoioaiie, 
su  viudo  Ángel  Alonso  y  D.  Luis  Fernandez  oborgaroi  una  escritnn  eii  4 
de  febrero  de  1841,  el  segundo  como  testamentario  de  la  misma,  para  el 
pago  de  su  entierro,  funeral  y  deudas,  y  el  primero  como  idbpaoe  de  la  mi- 
tad de  una  casa  en  la  calle  de  Panaderas  de  la  ciodad  de  AaUttga,  por  b 
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eiiil  f eodioron  didM  niUid  de  casa  á  D.  José  Alvares  de  Alvam  por  precio 
de  7^100  rs.  qoe  les  eatre^ó  en  el  acto,  por  ao  haber  quien  diese  mas  por 
«Ua»  obligándose  ¿  la  eviccion  y  saneamiento: 

Eesaltando  que  enl  de  agosto  de  1859  Juan  Blanco,  como  marido-de 
Cípriana  Alonso,  y  Mana  Francisca  Alonso,  aoompaíiando  sus  partidas  de 
bautismo^  justiücaUyas  da  haber  nacido  la  primera  en  i4  de  setiembre  de 
i8d6  y  la  bCgunda  en  17  de  igual  mes  de  1832,  como  también  las  de  de^ 
función  de  sus  padres  y  abuelos,  presentaron  demanda  con  la  solicitud  de 
qnese  condenase  i  O.  José  Alnrezde  Alvares  i  dejar  libre  y  á  su  disposi- 
ción la  mitad  de  la  casa  que  como  propia  poseía  en  la  calle  de  las  Terrecí* 
lias,  cuyos  linderos  eran  bien  notorios «  previa  división  pericial ,  y  i  que 
asi  bien  satisfaciese  la  mitad  del  importe  de  los  alquileres  que  hubiese  de- 
vengado  desde  que  la  adquirió»  regulados  también  pericialmente,  por  ha  • 
iiórsela  vendido  quien  no  era  dueño  de  ella  y  corresponderles  á  ellos,  y  ale- 
garon que  durante  el  matrimonio  de  Aogef  Alonso  y  Maria  Ferrero,  sus 
abuelos,  compraron  estos  y  reedificaron  U  casa  que  estaba  poseyendo  Don 
José  Alvares  en  la  calle  de  Ja^  Torrecillas:  que  ai  fallecimiento  de  Maria 
Feoeio,  habiéndola  premuertosus  hijos  José  y  Ángel  Alonso,  quedaren  por 
herederas  en  representación  de  estos  sus  hijas  Cípriana  y  Marfa  Francisca 
Alonso»  constituidas  en  la  menor  edad:  que  sm  embargo  de  esacircuns- 
iancía,  su  abuelo  Ángel  Alonso  y  0.  Luis  Feroandes  vendieron  la  finca  sin 
que  se  supiese  la  rason  y  sin  intervenir  las  formulidades  de  derecho,  al  me- 
Aos  respecto  de  la  mitad  que  correspondía  á  los  menores,  desde  el  momen- 
to que  lalteció  su  abuela  Maria  Ferrero;  y  que  no  pudieudo  venderse  cosa 
alguna  del  haber  hereditario  de  menores  sin  licencia  íudiciaU  previa  infor- 
mación de  necesidad  y  utilidad  pedida  por  persona  legítimaroeiite  autori- 
zada, y  siempre  en  publica  subasta,  faltando  en  este  caso  e^s  requisitos 
•era  indudable  eue  las  esponeotes  tenian  derecho  á  perseguir  y  reivindicar 
la  mitad  de  dicha  casa  como  acreedores  de  dominio,  y  para  ello  además  el 
beneficio  de  restitución  in  integrum: 

Resultando  que  Ü.  Francisco  Fernandez  y  hermanos,  citados  de  evic- 
cion y  saneamiento  á  instancia  de  D.  José  Alvares,  como  hijos  y  herederos 
4e  Q.  Luis  Fernandas,  contestaron  á  la  demanda  pidiendo  se  les  absolviese 
de  ella  libremente,  y  espusieron  que  la  mitad  de  la  casa  que  se  reclamaba 
na  vendió  antes  de  ser  adjudicada  á  nadie  como  perteneciente  á  la  testa- 
mentarid  para  pago  de  deudas,  gastos  de  funeral ,  entierro  y  cumplimiento 
da  las  mandas  que  dejó  Maria  Ferrero:  que  su  enajenación  se  biso  en  pú- 
blica subasta  por  D.  Luis  Fernandas,  como  testamentario,  en  virtud  de  las 
facultades  que  para  ello  le  concedió  dicha  testadora:  que  todo  el  cauíial  que 
esta  dejó  de  su  matrimonio  con  Ángel  Alonso  se  redujo  á  la  casa  comprada 
por  D.  José  Alvares,  insuficiente  para  satisfacer  las  deudas:  que  todo  alba- 
cea,  para  cumplir  lo  dispuesto  por  el  testador,  puede  vender  parte  ó  todos 
los  bienes,  si  lo  necesita;  y  que  habiendo  enajenado  con  tal  objeto  D«  Luis 
Fernandas  la  mitad  de  dicha  casa,  y  no  siendo  herencia,  sino  lo  que  queda 
después  de  satisfacer  las  deudas,  era  indudable  que  debia  declararse  válida 
aqueüa  enajenación,  así  como  notoriamente  Injusta  la  demanda,  máxime 
tomando  en  cuenta  el  tiempo  trascurrido  y  el  haber  fallecido  precisamente 
las  personas  que  inter?inieron  en  la  venta;  y  que  viviendo,  después  de  ve- 
rificada, las  madres  de  la  Marfa  y  Cípriana,  de  quienes  eran  tutores  y  cura- 
doras, no  hicieron  reclamación  algooa; 

Resultando  que  después  de  hechas  las  pruebas  de  testigos  que  una  y 
4>tca  parte  articularon,  dictó  sentencia  el  J«ec  en  23  de  julio- de  é860^  que 
<oi|fiffiii6  000  coaus  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  VaUadcrtId  en  11  de 
TOMO  TU.  94 
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enero  de  1891,  absolviendo  óñ  la  demtoda  á  D.  Francisco  Femaiidei  j  de- 
más herederos  de  D.  Luis,  y  en  sa  oonsecoencia  declarando  que  la  citada 
Cdsa  correspondía  al  legítímo  dominio  do  O.  José  Alvares  y  AWarexen  vir- 
tud de  la  escritara  aolemuede  4  de  febrero  de  l841^on  impoaicioo  de  eos- 
tas  á  los  demandantes  como  correctito  legal  en  pleitos  de  esta  clase; 

Y  resultando  qae  contra  este  falto  interpusieron  l04  mismos  recurso  de 
caíHcion  per  conceptuar  fnfnngidaa  las  leyes  60,  tlt.  18,  Part.  3/;  1.*,  4.* 
y  10,  tít.  21,  líb.  10  de  la  Novisima  Recopilación,  puesto  que  la  mitad  de 
la  casa  en  cuyo  dominio  j  posesión  sucedieron  tos  menores  boy  recorrentei 
fué  rendida  sin  los  requisitos  legales: 

Vistoíi:  siendo  Ponente  el  lünatro  D.  Ventura  de  Colsa  y  Pando: 

Considerando  que  la  ley  60«  Ift.  18  de  la  Partida  3.%  iovoeada  m 
apoyo  del  recurso  comprende  un  precepto  ¿i^eneral  y  absoluto,  según  el  cual 
no  f?^  pueden  enajenar  las  cosas  raíces  de  tos  menores  ni  aun  para  |>agar 
deudas,  ó  con  grande  utilidad  de  los  mismos,  sin  licencia  6  otorgaañenle 
del  Jues  dil  lugar^  requisito  del  cuhI  no  dl:«pensao  tas  leyes  á  los  albaceas, 
.<egun  lo  tiene  ya  declarado  este  Supremo  Tribunal: 

Considerando  que  la  mitad  de  la  casa  que  se  demanda  en  este  pleila, 
propia  de  María  Perrero,  y  que  por  fallecimiento  de  esta  y  de  sos  hijos  Ao- 
^el  y  iofé  Alonso  pertenecía  á  la  herencia  de  aquella,  á  la  que  estaban  lia* 
inadas  sus  nietas  Cípriana  y  María  Francisca  Alonso,  menores  de  edad,  ea 
representación  de  sus  padres,  se  enajenó  por  D.  Luis  Pernendes,qu6  rauaia 
á  la  vez  el  concepto  de  albacea  y  de  acreedor  sin  otorgamiento  del  Jués  id 
lugar  y  sin  los  demás  requisitos  que  prescriben  tas  leyes: 

CorisiJerando  por  tanto  que  la  sentencia  que  decisrando  que  la  mitad 
de  la  casa  que  es  objeto  de  este  litigio  corresponde  al  tegíiirno  dominio  de 
Don  Jofó  Aivarez  y  Alvarez  en  viriu>1  de  la  escritura  solemne  de  4  de  fe- 
brero de  1811,  ha  infringido  la  citada  ley  60,  tlt.  18  de  la  Partida  3.*; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso  de 
casación  interpuesto  por  Juan  Blanco,  como  marido  de  Cipriana  Alonso,  y 
por  María  Francisca  Alonso,  y  en  su  conseeoencia  casamos  y  anulamos  la 
sentencia  que  en  11  de  enero  de  1861,  pronunció  la  Sala  primera  de  la 
Real  Audiencia  de  Vaiíadolid,  cancelándose  la  caución  que  prestaroo  lo» 
recurrentes. 

Afí  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  Insetta* 
rá  en  la  Cohecion  legishtivaf  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  le 
pronunciamos,  mandamos  y  ürmamos.— Ramón  López  Vázquez. --^abrísl 
Cerueio  de  Velasco.^-JIoaquin  de  Palma  y  Vinuesa.— Pedro  Gómez  de  Her- 
mosa.—Pablo  Giménez  de  Palacio.— -Ventura  de  ColsayPaodo. — lixmS» 
Hoet. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Ilostrf- 
simo  Sr.  D.  Ventura  deColsa  y  Pando,  Ministro  del  Tribunal  Sapreoo  da 
Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  primara  el  dia 
de  la  fecha,  de  que  certiOco  como  Secretario  de  S.  M.  y  su  Escribano  de 
Cámara. 

Madrid  2  de  diciembre  de  'i 862.— Dionisio  Antonio  de  Puga.^^áesln 
de  6  de  diciembre  de  1862.) 


Il«eav««  de  easibi^ia  (2  de  dhiembre  de  i86i.).— Nou- 
DAD  DK  UNA  DONAGion.— Se  dcclara  por  la  Sala  primera  del  Tríba&al 


Digitized  by 


Google 


Sopremo  no  haber  lugar  a)  recurso  de  casación  iatorpneslo  por  Juan 
ttoDtaner  contra  la  sentencia  pronunciada  dímt  la  Sala  primera  de  la 
Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  rabio  Ventura,  y  se  re- 
suelve: ^ 

1/  Que  d  la  Sata  sentenciadora  corresponde  aprémr  el  valor 
de  ¡a  prueba  pericial  ó  testifical  ttiminitírada  por  las  partes  en 
gestiones  dehetíWf  euifa  apreciación  es  válida  ínterin  no  se  alegue 
qms  al  verificarla  se  ha  cometido  alguna  infracción  legal; 

3/  Que  no  probándose  que  el  valor  de  hs  bienes  donados  esee^ 
de  de  la  cantidad  señalada  en  la  ley  9.*,  tíL  4.^  Part.  5/  aunque 
la  donatíon  haya  carecido  de  insinuación,  la  sentencia  que  declara 
válida  dicha  donación  no  infringe  la  citada  ley  de  Partida; 
.  Y  ZJ^  que  aun  en  la  hipótesis  de  rio  haberse  respetado  la  vólun^ 
tad  de  un  testador ^  semeiante  inpraodon  no  seria  motivo  para  po- 
der fundar  un  recurso  de  casación^  no  habiéndose  propuesto  opor- 
tunamente  dicho  estremo ^  ni' sido  objeto  de  diecusivn  en  el  pleito. 

En  k  villa  y  corle  de  Madrid,  iZáe  dlcíeinbre  de  1862,  en  los  autos 
pemiíSBtes  ante  Nos  por  recurso  de  casación  seguidos  en  el  iosgado  de  pcí« 
mera  ioslanda  de  Villafranea  del  Panadés  y  en  la  Sala  printera  de  la  Real 
Audiencta  de  Barcelona  por  loan  Monuner»  como  representante  y  legitimo 
administrador  de  la  persona  y  bienes  de  su  hijo  Daniel,  con  Pablo  Ventura 
sobre  nulidad  de  una  donación: 

Rasoltando  que  en  30  de  mano  de  ISiO  Juan  Guimerá,  vecino  de  Sit- 
ies, otorgó  testamento,  beioel  que  fülieció,  instituyendo  por  su  universal 
heredero  á  su  sobrina  José  Goimerá  y  Artigas,  por  su  muerte  sin  hijos,  ó 
con  tiles  que  no  llegasen  ala  edad  de  testar,  á  Lázaro  Güimerá  y  Artigas, 
hermano  del  smterior;  y  ftltaodo  este  ó  muriendo  del  modo  qne  dejaba  di- 
cho, á  Josefa  Artigas,  madre  de  aquellos  y  mujer  de  José  Guiméré,  herma- 
no del  otorgante,  la  ooal  podría  disponer  de  los  bienes  á  su  libre  voluntad: 

Resultando  oue  en  7  de  octubre  de  1841,  Lázaro  Guimerá  y  Artigas, 
soltero,  mayor  de  edad,  y  poseedor  de  dichos  bienes  por  el  fafiecimieoto 
sin  hijos  de  su  hermano  José,  otorgó  escritora,  por  la  que,  queriendo  re- 
compensar á  Pablo  Ventura  los  beneficios  que  hacia  ocho  anos  le  estaba  dis- 
pensando, manteniéndole  saoo-yenfermo,  y  los  que  en  adelante  esperaba  de 
él,  le  hizo  donación  universal  entre  vivos  de  todos  sus  bienes,  con  la  condi- 
ción de  que  habla  de  saantenerle,  como  hasta  entonces,  durante  sus  días,  y 
satisfocer  so  entierro  y  funerales  como  iti  fuese  de  la  casa  del  donatario,  re- 
servándose para  testar  librenifeente  25  libras,  que  qoedarian  comprendidas 
en  la  donacioa,  si  no  dispusiese  de  ellas: 

Resultando  que  fallecido  Lázaro  Guimerá  en  23  de  octubre  de  185S  en 
el  hospital  de  Sitges,  en  estado  de  soltero,  habiéndole  prerooerlo  su  madre 
Josefa  Artigas,  Juan  Montaner,  marido  de  María  Guimerá,  también  díliiAia 
y  sobrina  del  testador  Joan  Guimerá,  como  hija,  del  hermano  de  este  Barto- 
lomé, en  representación  de  so  hijo  Daniel  Montaner,  entabló  demanda  en 
2!  de  aetfeiwre  de  1890,  en  la  que,  espresando  que  Lázaro  Guimerá  habla 
fallecido  sin  testamento  y  sin  ascendientes  ni  deaeendientes,  por  lo  cual, 
correspondía  suceder  á  ios  ootalenles  en  los  bienes  que  adquirió  de  su  Uo 
Joan  Guimerá,  puesto  qne  la  donación  hecha  ih|favor  de  Pablo  Ventura  era 
nula  por  hallarse  á  la  sazón  demente:  que  aun  cuando  no  lo  fuese,  la  invali-^ 
darfa  el  no  haber  cumplido  el  donatario  tas  condiclooee  con  que  la  obtilvo» 
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y  qiie  da  n^gqn  modo  toadna  deNvbo  i  lodoá  km  ümm  po^  Ca)Ur  i  U  4»* 
uacioD  el  requisito  de  la  iosiüuaplou»  «olicit6  que.  »e  condenable  4  PMq  Ven- 
tura 4  dejar,  á  diiq)09Ícion  del  demaodaate  la  casa  que  habitatMi  con  los  fru- 
tos percibidos;  y  que  cuando  á  esto  no  hubiera  lugar,  le  entregase  todo 
aquello  en  qae  el  valor  de  la  misaba  eacediese  de  la  eanüdad  de  500  flo- 
rines: 

Resollando  aoe  Peblo  Ventura  itnpagnd  la  detnandi,  alegando  que  U 
donecSoD  había  sido  sancionada  por  una  ejecutoria  ^«e  liabi^d4»Urido  ñola 
la  venta  que  de  la  misam  casa  donada  liabia  beeho  eon  posltríoridtd  el  d»* 
nante:  que  este  podía  disponer  lib^eroeot^  de  ios  biéiies,  por  haber  pre- 
luuerto  el  sustüutoe  q^e  no  era  <»erto  qpe  al  porgar  ia  doaacioo  ni  despoei 
hubiera  estado  dexneate,  y  por  úlÚoiOy  que  no  era  necesario  el  requisito  de 
la  insinuación^  ya  por  ser  la  donación  remuneratoria,  ya  porque  el  Talor  !!• 
quido  de  la  casa  era  de  3,242  rs.: 

Resultando  que  practicada  por  las  partes  proeba  testifical,  dictó  senten- 
cia el  Juez  de  primera  instancia,  que  confirmó  con  costas  la  Sala  piioien 
de  \%  Audienciü  de  Barcelona  per  la  que  prononció  en  21  de  febrero  da 
i86i,  absolviendo  ¿  Pablo  Ventora  de  la  demanda: 

Resultando  que  el  demandante  interpuso  recurso  de  casación,  citando 
como  infringidas  las  leyes  4.\  ti:,  it  de  la  Partida  5/,  y  46,  tlt.  l.\  Kbro 
44f  Dig*  de  obUgaUonibus  et  aetionibu$,  y  el  párrafo  dfes  de  mmtítíkm 
slipulationibus  de  las  instituciones  de  iustiniano,  en  las  ooalM  se  detenm* 
na  que  los  faltos  de  rascm  se  balita  iocapaciudos  para  obligarse,  y  la  ley  9/, 
titulo  4.**  de  la  misma  Partida,  según  la  qoe  es  nula  toda  doMdoQ  entra 
vivos  ^ue  pase  de  500  florines,  á  menos  que  se  hayan  iasinaado,  liahién- 
dose  citado  en  este  Suprafoo  Tribunal  en  concepto  dle  infringido  taaibien  el 
lestamento  de  Juan  Guimeré,  como  ley  en  la  materia; 

Vistos,  siendo  PoneiHe  el  Ministro  O.  Gabriel  Ceruelo  de  Velaseo: 
Considerando  que  acerca  de  lus  dos  primaros  fondameutoa  en  qness 
apoya  la  demanda,  á  saber,  la  demencia  del  donante  y  la  falla  de  cuñafili- 
miento  de  las  condiciones  impuesus  al  donatario^  se  ha  dedo. prueba  testí- 
dcal  que  la  Sala  sentenciadora  ha  apreciada  en  uso  de  sos  facultades,  aíe 
qoe  contra  dicha  apreciación  ea  haya  alegado  infraecioo  alguna;  y  que  por 
consiguiente,  no  han  sido  infringidas  la  ley«4.\  tit.  i  t  de  la  Partida  S/y 
demás  disposiciones  legales,  qoe  se  citan  sobre  la  ioeapacidad  de  eierl» 
personas  ñara  obligarse: 

Considerando  ea  encinto  al  tercer  fundamento,  ó  sea  por  faltar  á  la  dona- 
ción el  requisito  de  la  insinuación,  qae  aon  preseindienda  de  que  por  la 
índole  de  la  de  que  se  train,  y  atendidas  las  obligadenes  y  reaerva  que  cea- 
tiene,  no  necesitaba  de  semejante  solemnidad,  eo  consta  ni  se  ha  intealado 
probar  qoe  al  valor  de  los  bienes  donados  esceda  de  la  cantidad  qoe  aanaU 
la  le;f  9.*,  tít.  4.^  de  la  referida  Partida,  la  cual,  per  lo  unte»  ne  be  podida 
ser  mfringida; 

Y  considerando  qoe  aun  en  la  hipótesis  de  qoe  no  se  bubiera  reapeladi 
la  voluntad  del  testador  Juan  Guim^rá,  semejante  ioleaccion  no  seria  oioti« 
vo  para  poder  fundar  en  recurso  de  casación,  no  habióndose  propoasle 
o^rtunanente  dicho  estremo,  ei  sido  objeto,  de  discuaiee  en  el  pinito; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  deplaramoa  no  haber  ie^ar  al  inter- 
puesto por  Joan  Montaner,  á  quien  condenamos  &  la  pórdtda  de  la  cantidad 
por  que  prestó  caución,  que  satisfará  cuando  viniere  i  meiof}  fortuna,  y  en 
iaa  costas,  devolviéndose  los  autos  i  la  Audiencia  de  Barcelooi  een  lai 
iificacion,  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia»  que  se  pubUcariei^ia^ecita  ii 
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rá  en  la  (kléoóhn  kgitMoa^  pasénáosétl  éfaoto  l«3  eopitf  neeesariatf ,  lo 
proQonciamoa,  rnaadamos  j  firmaaiM. — Ramao  Lapas  Vaxqaaz.«-^flbriat 
Geniatoda  Valaaeo.-^óafMa4a  Palma  y  VñMiaaa.— Padro  Gooiai  da  üer* 
iiiosa«— -Pabla  itímnm  da  Palacio.*— Lauraana  Rc^o  da  Nonagany«*^V«ntu  • 
n  da  Golsa  y  Pandoi. 

Pnblicaciao.— Laida'  y  publicada  fué  la  pracadanta  saataociapor  al 
RnabiÉtfrioioé  Una.  Sr.  D.  Ramoa  Lapas  Vasfoax,  Praaidenta  da  la  Sala 
piiinara  dal  Sapraoio  Tribunal  da  Jaaticia^  oalebranda  aodiaseia  publica  la 
míaooa  Sala  aoai  fiía  da  hay.  da  4|«a  yo  al  Escribano  da  Cámara  oartífica. 

Madrid  2. da  di6iambra  de  i862.— ioan  da  Dios  Rübio.^Gúeeta  da  (k 
dad]eiambiedai86at.) 


(S  de  dicitmbre  de  1863.).<^-Conocimib«t«> 
MI  UN  ABirfTisTATd.— Se  decide  por  ]k  Sala  aeganda  del  Tribuoaf 
Supremo  á  favor  del  Juzgado  de  primera  instaficia  de  San  Fernán-'* 
do,  la  competencia  sascitada  con  el  de  la  Capitanía  general  de  An-. 
dalucía  acerca  del  conbclmiento  del  juicio  de  abiniestato  de  don, 
Manuel  Márquez,  y  se  resuelve; 

Que^á  la  jurüdiecion  civil  ordinaria  earresponde  el  cQnocimiea^ 
tú  de  los  abifUestaíos  de  los  aforados  de  guerra^  i  temr  de  lo  dif^ 
puesto  en  la  ley  SI,  tü.  iJ",  lib.  6.^  de  la  Novísima  Recopilación. 

En  la  villa  y  corta  da  Madrid ,  á  5  da  diciembra  da  1862 ,  en  los  auu)8 
da  competencia  que  anta  Nos  pandan  entre  el  Juzgado  de  la  Capitanía  ge- 
neral de  Andalucía  y  el  de  primera  instancia  da  San  Fernando ,  acerca  del 
oanocimiento  del  jotoio  de  abiotaslata  da  D.  Manual  MaAfoaa: 

Resultando  que  ocurrido  al  falleciniienU)  del  D.  Manuel  en  20  da  no^ 
▼iembre  de  1861,  en  el  23  acudieron  al  referido  Jnz^ado  de  primera  ins- 
tancia la  viuda  é  hijos  del  mismo ,  provocando  el  jblcio  de  testamentarla  y' 
■    '  "^  Maj 


í a^ael  Ildefonso  Palomino  para  el  cargo  de  curador  de' 
ios  menores; 

Resulundd  que  ratificados  en  asta  éserlto  los  nitéMados,  se  nombH^ 
carador  al  D.  Manuel  y  se  le  discernió  el  cargo;  y  que  el  mismo  y  la  viuda: 
ea^usíaroD  después  qoe  el  Juzgado  da  Guerra  ae  babia  presentado  en  la 
casa  ooortuoria  á  foiwar  el  inventario  da  bianas ,  sin  que  le  correspondiera; 
conocer  del  juicio ,  porque  si  bien  Márquez  disfrutaba  fuero  como  Oficial, 
primero  retirado  del  cuerpo  administrativo  de  Arrillería  del  ejército,  había 
maerto  sin  testamento,  y  suplicaron  que  se  oficíase  á  la  Autoridad  militar 
para  que  cesara  en  el  conocimiento  que  habia  tomado  en  el  asuirto: 

Resultando  que  el  Juez  de  San  Femando ,  después  c(ue  los  Escríbalos 
dé  aquella'  dodad  pusieron  testimonio  de  que  Hafquez  no  habia  hecho  ante^ 
ellos  testamento,  ofició  de  inhibición  al  Capitán  general:  que  este  se  inhr« 
bió :  pero  el  Tribunal  Supremo  de  Guerra  y  Marína  dejó  sin  efecto  su  pro- 
veMo ,  en  cuya  virtud  sostuvo  aquel  su  eompéteHcia,  originándose  el  pre- 
senta cooflictoa 

Rasoltando  que  el  Juzgado  ordinario  se  funda  en  la  ley  21 ,  tft.  4.^  li-* 
bro  6."  da  la  Naivfstma  Raeopiladon  y  en  lis  dacisionea  de  esta  Tribunal, 
entre  alláa  la  da  80  de  aaaro  da  1861; 


Digitized  by  VjOOQIC 


750  nrKWMnBvca  oifn.^ 

Y  remllan^  (pM  la  Capitanía  f(mmüJB^9  qii#  k  oUada  ley  paeopHwU 
no  debe  erUendentf  en  el  seoUdo  4e  qoe  i  ia  jort«dicei<m  onliMrfi  coma- 

BDoda  el  conoeiiniento  de  lo»  abmteatatoa  drlaa  mlHtarea,  sino  al  de  éqs»^ 
08  en  que  ios  aforados  de  Gaerra  sean*  heredero»  d«  «s  paieano: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Juan  María  Biec:     ' 

Considerando  que  se  hr  hecLo  constar  que  el  aforad»  de  GtlMfra  D¿  Ma- 
nuel Márquez  foíleoié  inte^do;  correspondiendo  por  ello  á  k  íiirádheciHt 
oivil  ordinaria  el  joicio  y  partieion  de  en  lierenoia,  al  tenor  de  lo  dispoeit* 
en  la  ley  ti,  tít.  4.®»  libro  6.^  de  la  Notísiaia  Recopilación,  á*la  cM  se  baa 
ajustado  constantemente  las  decisiones  ^e  este  Tribunal  Siipredito; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  gue  el  eonocimíeDtn  di 
estos  autos  corresponde  al  Juez  de  primera  instancia  de  San  Fernando ,  al 
que  se  remitan  unas  y  otras  actuaclmies'para  lo  que  proceda  con  arreglo  á 
derecho. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia^  que  fie  publicará  en  la  GmMta  del  Go- 
bierno é  insertará  en  Ja  ColewUm  UgiiltUiva^  para  lo  cual  se  pasea  las 
oportunas  cop¡as^ertiflcada<»«  le  proouooianios >  maodaiBos!*  Arvaaofe.— 
Ramón  María  de  Arriola.-^Féliz  Herrerade  la  Riva^-^Jiiaa  María Biees.— 
Eduardo  EI{o.--'Doming9  Moreno. 

Pubdcacion.'-Leida  y  publicada  fué  la  precedente  senieDcia  por  el 
llustrísjoio  Sr.  D.  Juan  María  Biec^  Ministro  dd  Tfihuual  Supremo  de  Jos* 
ticía,  eátándbfte  celebrando  audfenóíd  pública  én  su  Sala  segunda  el  dia  da 
hoy.  de  que  certifico  como  Escribano  de  Gátnalra. 

Hadnd  5  de  diciembre  de  Í862.*^regoríó  Camilo  Garda.  (Gócete  de 
10  de  diciembre  de  1862.) 


SOI. 

Recars»  de  easa^km  ea  asotii  de  minwar  (6  ie  diciembtt 
de  i862.). — Pcrtenéncia  dx  bienes  HBaKoiTARios.-^Se  declara  por 
la  Sala  de  Indias  del.Tribnnal  Sapremo  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Agaplto  Fabiía  Bernardo,  coatra  la 
sentencia  pronunciada  por  la  Sala  de  justicia  de  la  Real  Aadientía 
de  Filipinas,  en  pleito  ooaDoSa  Regina  y  DoSa  Bibiana  Tamajo,  y 
ae  resuelve: 

1."^  Que  según  U)  prescrito  en  d  caso  6.^^  dd  nrí.  196  de  U 
Beal  cédula  de  30  de  enero  de  1858,  solo  tiene  lugar  el  recurso  de 
casación  en  los  pleitos  de  Ultramar^  cuando  se  demeffael  de  súpUea; 
siendo  procedente  en  los  casos  determinados  por  m  artículos  99» 
60,  6 í,  62  y  63  (fe  la  misma  cédula; 

Y  i."*    que  solamente  las  disposiciones  de  los  artlcuhs 
son  las  aplicMes  d  la  procedencia  ó  improcedencia  de  lo$ 
de  súplica. 

En  la  villa  y  cdrte  de  Madrid,  é  6  de  diciembre  de  i  862,  en  el  pkíl» 
seguido  en  la  Alcaldía  mayor  de  llocos  Sur  y  en  la  Sala  de  Jn^tieia  de  la 
Real  Audiencia  de  Filipinas  por  Dona  Regina  y  l>0ila  Bibiana  Tamajt^'  en 
cuanto  á  esta  con  los  eslradoé,  oon  D.  Agaptto  Fabila  Bernardo  sobre  per- 
tenencia de  bienes  hereditarios;  pleito  j^ooieate  ante  Nos  en  virtud  de  n* 
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oorift  ^iámñiaa  Mrttfrpuesto  por  el  Bdroar4o  M  awtp  ea  que  la  referida  • 
SiU deoegé  Ni  súplica  eatabledia  por  el  mismo  oonira  Ja  aeaCenciü  pro-  ^ 
naaeilda  por  aquella,  eompaasta  de  cuatro  Magistrados: 

Resultando  ^ue  eo  9  de  octubre  de  iB50  falleció  D.  Cayetano  Francis- 
co, Tíudo  de  Dona  Justa  Lorenie  Tamayo  do^de  30  de  setiembre  de  1^37, 
bajo  el  tegumento  aue  tenia  otorgado  m  20  de  abril  de  1846,  en  el  que^ 
entre  otras  cosas,  declaró  que  la  referida  su  esposa  no  aportó  caudal  al 
matrímoflio,  ni  á  su  muerte  quedaron  gananciales  que  le  adeudaba»  va- 
Ti«s  csntidades,  y  tenia  como  propios  los  bienes  que  especifica,  y  que 
nombraba  per  su  heredero  universal  i  D.  A]^af>ito  Bernardo: 

Resultando  C|ue  practicadas  ciertas  diligencias  á  instancia  de  Dona  Re- 
gina Tamayo,  dirigidas  á  justiQcar  que  era  Iftermana  de  Dona  Justa  Tamayo, 
entabló  demanda  pidiendo  se  obügare  á  D»  Agapito  Fabila  Remando  á  qu» 
la  entregara  la  mitad  de  los  bienes  adquiridos  durante  el  matrimonio  «le  la 
Doña  Justa  con  D.  Cayetano  Francisco,  yq<ie  rindiese  «cuentas  del  pro- 
ducto de  la  sementera  desde  la  muerte  del  segundo  en  que  empezó  á  ma- 
nejaría: 

Resultando  que  conferido  traslado  al  demandado,  contestó  este  que 
para  decidirse  fovorablemente  la  demanda  era  preciso  que  antes  se  atiulüra 
el  testamento  de  D.  Cayetano  Francisco,  lo  cual  no  cania  en  lo  legal;  por 
lo  que,  y  por  la  prescripción  y  demás  escepciones  á  que  se  refirió,  pidió  se 
desestimase  dlcba  demanda,  y  que  dándose  al  .^st^^meoto  el  valor  que  se 
ODereeia  se  le  amparase  en  la  posesión  de  loa  bienes  que  espresaba: 

Resultando  que  seguido  el  pleito  por  sus  trámites,  después  de  haber 
oíaoifestado  Doña  Petrona  Tamayo  f  otros  inieresadoa  que  ne  querían  ser 
parte  en  el  juicio,  y  Doña  Bibiana  Tamayo,  que  deseaba  seguirle  con  su 
hermana,  sin  embargo  de  lo  que  fué  declarada  en  rebeldía,  mandándose 
continuar  tos  procedimientos  con  respecto  ¿  ella  con  los  estrados;  practi- 
cada la  prueba  por  una  y  otra  parte,  el  Alcalde  mayor  dictó  sentencia  de  - 
clarando  sin  derecho  á  las  demandantes  4  los  bienes  en  cuestión,  la  cual 
fué  revocadü  por  la  que  pronunció  la  referida  Sala  de  la  Real  Audien- 
cia en  23  de  abril  de  1857,  dedarando  qae  loe  bienes  qoe  habian  quedado 
por  fsilleci miento  de  D.  Gnyetano  Francisco  eran  gananciales  adquiridos  en 
flu  matrimonio  con  Doña  Justa  Tamayo,  7  condenando  en  so  virtud  á  Don 
Agapito  Fabila  Bernardo,  como  heredero  de  aquel,  á  (][ue  entregase  dentro 
de  cinco  días  á  Doña  Regina  tamayo,  hermana  de  Dona  Justa,  y  á  sus  co^ 
herederos,  la  mitad  de  dichos  bieoes,  ó  su  valor  si  no  admitiesen  cómoda 
^visión,  con  mas  los  frutos  y  rentas  correspondientes  á  la  referida  mitad 
debidos  producir  desde  30  de  setiembre  de  1837:  . 

Resottaiido  que  contra  esta  sentencia  interpuso  súplica  D.  Agapito  Fa  - 
bita  Bernardo,  y  que  denegada  por  la  Sata,  entabló  el  presente  reourso  de 
casación  por  tal  denegación,  apoyado  en  el  caso  se^to.del  art.  196  de  la 
Real  cédula  de  30  de  enero  de  1855,  por  estar  ^mpr^ida  la.  súplica  en 
él  caso  segundo  del  art*  59  de  aquella,  puesto  que  la  sent^cia  había  re* 
caldo  en  cosas  no  pedidas:  ,     '  ; ' 

Vistosenesta  Sala  de  Indias:  •   •         -^^  ♦ 

'  Considerando  que  según  lo  prescrito  en  el  caso  sesto  del  art.  196  de  la 
Real  cédula  de  30  de  enere  de  íWtS,  solo  tiene  lugar  M.  Mcurse  de  casa* 
elon  enaode  se  deniega  el  de  súplica,  siendO;  prooedeiile  eo  los  casos  de* 
terminados  por  los  articalos  59,  iSO^iÜi,  62  y  63  49 1|  mima  cédula: 

Considerando  que  en  iiinguno  de  estos  casos  está  comprendido  .el  re* 
curso  de  súplica  denegado,  fundamento  de  la  presente  casación,  porque  si 
bien  la  senteneia  dictada  en  estos  a«toS|  en  vi8^4a  ias^  praeiMS  samints* 
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indaí  por  1u  partas,  lia  declarado  ^^Daoctales  los  Maow  qoadades  por 
maorta  do  D.  Cayetano  Francisco,  oo  por  «ato  lia  recaído  en  cosas  no  po* 
didas,  en  raxon  de  qoe  lo  pedido  eo  la  demanda  fué  la  mitad  de  los  Meaas 
adquiridos  durante  el  matrimonio  da  Dona  Justa  Tama  yo  con  el  D.  Cayeta- 
no en  cOAcepto  de  ^naneiales,  ▼  lo  decidido  ha  sido  declarar  tttes  j  par- 
liMes  entre  los  herederos  de  ambos  los  que  dejó  este  á  su  nnerte,  que  «ie- 
nen  i  ser  los  miemos  deeModados: 

Gonsideraildo  por  estas  ratonea  iaftiodado  este  reeurao  por  do  oslar  e! 
de  súplica  denegado  comprendido  en  el  caso  segundo  del  art.  69  de  la  Real 
cédula  ni  en  los  que  lo  siguen,  únicas  dispocüeiones  aplicables  á  la  proce^i' 
dencia  é  Improcedencia  de  los  recorsos  de  súplica; 

Fallamos  que  debemos  declarar  f  declaramos  no  haber  logar  al  presen-^ 
te  recurso  de  casación  ínttfpuesto  por  D.  Agapilo  Fabila  Bernardo»  i  qoisD 
condenamos  en  las  costas  y  i  la  pérdida  de  la  cantidad  por  que  ha  dsfeida 
constituir  dep6sitO|  la  cual  sé  distribuirá  ood  arreglo  á  derecbo,  y  U 
acordado. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia^  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  6o- 
bíemo,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — Manuel  García  de  i« 
Gotera.— Manuel  Ortiz  de  ZúiHga.— Felipe  de  Orbina.— Eduardo  Btto.— 
Joaquín  Melchor  y  Ptnazo.— Domingo  Moreno.— Anselmo  de  Orra: 

Publicación.— Laida  y  publl^da  fué  la  anterior  eentenda  por  el  Has- 
tHsiroo  Sr.  O.  Manuel  Garcfe  de  la  Gotera,  Ministro  decano  y  Prerideoté 
interino  de  la  Sala  de  Indias  del  Supremo  Tribunal  de  Justicia^  de  que  y# 
el  Escribano  de  Cimera  certifico. 

Madrid  6  didemlbre  de  f8<l2.— Pedro  Sauchex  de  Ocaña.— (G«csto  de 
4t  de  diciembre  de  1862*) 


i«aa  (6  de  didembró  de  1862.).^Ajua- 

MIENTO  DK  LA  RlTMCIOll  Mf.    UIPOBTI    DB  ÜN    JACARÉ.— Sfc    dedam 

por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recar- 
SO  de  casación  interpuesto  por  los  Síndicos  del  concurso  de  D.  José 
Ortíz  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  &ila  primera  de  la  Aq- 
diencia  de  Yalladolid ,  en  pleito  con  D.  Indalecio  Sánchez  Porrua,  y 
se  resuelve: 

i.""  Qie  la  imUencia  que  guarda  eníera  conformidad  con  Id  so- 
lieilado  en  la  dewtanda  y  resuelve  todae  las  cueetionee  litigwia» 
propuestas  por  los  litigantes  en  los  términos  y  forma  con  que  se  prth 
pusieron  y  aceptaron,  no  infringe  la  ley  48,  tü.  Udela  Part.  Z.\ 
ni  el  principio  legal  de  que  la  sentencia  debe  guardar  consecuencia 
con  la  demanda  j  y  resolver  todos  los  puntos  litigiosos  propuestos  y 
aceptados  por  las  partes;  -     . 

F  2.®  4ti0  no  pueie  decirse  que  un  pleito  se  fáUa  por  leyes  mcT'' 
cantllesy  aunque  ee  átm  algunas  de  ellas  en  la  sentencia,  cuando  es^ 
presamente  se  citan  en  apoyo  de  esta  ka  di^siciones  del  derecho 
común, 

'  En  la  Tilla  y  oérte  de  Madrid,  á  6  de  diciembre  de  i86t,  en  los  autos 
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peodiénttt  ante  Nos  por  recurso  de  casticion  segoidog  eo  el  Jasgado  de  pri« 
mera  ¡nstancia  de  PalODela  j  eo  la  Ssla  primera  de  la  Real  Audiencia  de  Va- 
ItadoKd  Dor  D.  Indalecio  Sánchez  Porrua  con  los  af odicos  del  concurso  de 
Don  José  Ortiz  sobre  alzamienlo  de  la  retención  del  importe  de  un  pagaré: 

ResuKando  que  por  escritura  de  15  de  abril  de  i852  vendió  D.  Francis* 
co  P.  de  Orense  á  D.  Tadeo  y  á  D.  José  Ortiz»  hermanos»  tres  casas-,  sitas 
en  la  calle  Mayor  de  Paleucia,  en  precio  de  38,160  rs.  que  babian  de  satis- 
facer en  tres  plazos  anuales  6  iguales ,  á  contar  desde  igual  dia  del  año  si* 
guíente  de  1853: 

Resultando  que  en  25  de  agosto  de  1854  los  citados  bemrtnos  otorgaron 
una  escritura  en  la  que,  espresando  que  habían  estado  en  sociedad  para  la 
elaboración  de  chocolate  y  de  pan  cocido,  y  que  el  dia  15  de  mayo  de  aquel 
año  babian  practicado  un  balance  que  habla  dado  por  resultado  saldo  á  favor 
de  D.  losó  de  94,800  re.,  declararon  que  desde  aquel  dia  habla  este  queda- 
do separado  de  la  sociedad  y  dueño  el  D.  Tadeo  de  las  casas,  máquinas,  gé- 
neros y  demie  efectos,  con  la  sola  obligación  de  pagar  á  Orense  el  plazo  que 
eé  le  adeudaba,  y  al  D.  José  la  citada  eantidad  en  cuatro  años  y  medio,  para 
lo  cual  le  babia  firmado  cuatro  pagarés ,  que  con  sus  intereses  importaban 
104,300  rs.,  hipotecando  á  su  seguridad  las  casas  compradas  á  Orense: 

Resultando  que  firmado  en  eieclo  por  D.  Tadeo  Ortiz  un  pagaré  á  15  de 
junio  de  1864  para  igual  día  de  1858 ,  á  la  orden  de  D.  José  Ortiz  de  la 
Cruz  por  la  suma  de  21,800  rs.,  Taloren  cuenta  según  convenio,  fué  endo- 
sado sDoeafTamente  desde  el  24  de  noviembre  de  1856  á  D.  Julián  Alonso 
de  Celada )  D.  Indalecio  Sánchez  de  Poorua,  D.  Leonardo  Gutiérrez  Dosal  j 
Don  Pascual  Herrero  y  compeñfa: 

Resultando  que  declarado  después  en  concurso  necesario  D.  José  Ortiz 
solicitó  el  sindico  del  mismo  D.  Lorenzo  Moratinos,  en  14  de  junio  de  1858» 
que  se  retuviera  el  íinporte  de  dicho  pagaré,  mediante  á  ser  procedente  de 
los  bienes  de  D.  José  Ortiz,  y  que  estimada  la  retención  á  Costa  de  la  parte 
míe  pedia,  y  requerido  D.  Tadeo  Ortiz,  fué  protestado  el  pagaré  á  instancia 
deD.  Pascual  Herrero,  tenedor  de  él ,  por  babero  negado  Ortiz  á  su  pago  . 
en  virtud  de  aquel  idquerimiento : 

Resultando  que  D.  Indalecio  Sánchez  Porrua  acudió  a)  Juzgado  en  26 
de  julio  de  ^858  para  que  se  alzase  la  retención,  con  imposición  de  costas  á 
D.  Tadeo  Ortiz,  fundado  en  que  le  pertenecía  el  importe  del  pagaré,  y  que 
este  no  tenia  bada  que  ver  con  el  concurso  de  D.  José  Ortiz  ni  con  sus 
acreedores,  mientras  la  firma  del  librador  fuese  la  que  respondiese  de  la 
solvencia  del  mismo: 

Resultando  que  depositada  la  citada  cantidad  en  el  Banco,  contestaron 
Jos  síndicos  á  la  demanda  solieítando  que  se.declarase  subsistente  la  reten- 
ción, y  que  en  su  consecuencia  se  mandase  consignar  en  la  Caja  sucursal  de 
la  provincia  la  cantidad  retenida,  como  perteneciente  á  la  masa  concursada, 
para  lo  cual  espusieron ,  que  careciendo  el  pagaré  de  toda  consideración 
mercantil,  el  crédito  que  en  él  figuraba  no  podía  ser  trasferido  con  un  en- 
doso, siendo  necesario  para  aue  la  acción  produjera  efecto  legal  que  se  hu- 
biera verificado  por  medio  ae  un  documento  público;  y  que  aun  cuando 
-aquella  pudiera  tener  valor  entre  el  cedente  y  cesionarios  como  contratan* 
tes  en  documento  privado,  no  el  suficiente  para  destruir  los  efectos  de  la 
escritura  de  25  de  agosto  de  1854: 

Resultando  que  practicada  prueba  por  ks  partes,  dictó  sentencia  el  Jnei 
de  primera  instancia,  que  revocó  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Valla- 
doiid  por  la  que  pronunció  en  30  de  enero  de  1861,  declarando  haber  lu- 
gar al  alzamiento  definitlTo  de  la  retención  de  loa  21,800  rs.,  Que  se  entre- 

TOMO  TIL  vti 
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g trian  I  D.  Tadeo  Orüx,  siendo  de  cuenta  de  D.  Lorenio  MoratiDOs,  ne  aolo 
s  costas  y  gastos  producidos  en  los  dos  actos  de  la  retención  decretada  j 
los  de  su  alzamiento,  sino  los  de  la  nota,  nrotesto  y  coenla,  entregándostá 
pagaré  i  Sánchez  Porrua  |»ra  oue  usase  de  su  derecho  donde,  cdmo  y  cna- 
tra  ouien  mejor  viere  con?enírie:  habiéndose  citado  en  anoyo  de  esla  ^ea- 
tencia  algunas  disposiciones  del  derecho  comno  f  otras  oei  Código  de  Ga- 
mercio: 

Resultando  que  los  síndicos  interpusieroa  recurso  de  casación  citando 
como  infringidas  la  doctrina  de  jurisprudencia  reconocida  por  este  Sopce- 
mo  Tribunali  según  lo  que  la  legislación  de  comercio  solo  puede  aplicarae 
en  los  juicios  mercantiles;  el  principio  legal  de  que  la  sentencia  debe  guar- 
dar congruencia  con  la  demanda  y  resolver  todos  los  puntos  litigiosos  pro* 
puestos  y  aceptados  por  las  partes,  puesto  que  no  se  había  declarado  expre- 
samente i  quién  pertenecía  la  cantidad  retenida;  la  ley  i 6,  til.  24*  Partida 
3.';  la  leif  del  eonlrato  de  trasferenda  por  haber  apreciado  la  Sala  senten- 
ciadora, que  siendo  el  pagaré  anterior  en  fecha  á  la  escritora  de  veata  de 
25  de  agosto  de  i834,  el  convenio  de  que  en  él  se  hace  mérito  no  podía  te- 
ner relación  con  aquella;  la  doctrina,  reconocida  también  por  esteTrílMioal, 
de  que  los  pagarés  deben  acomodarse  ¿  la  índole  de  las  obligaciones  que  al 
«atenderlos  se  trata  de  garantir  con  ellos,  y  quedan  sujetos  á  las  reglas  que 
determina  la  naturaleza  de  las  mismas  obligaciones;  y  por  último,  la  oue 
establece  que  para  los  pagarés  á  la  orden  produzcan  las  mismas  obligaeío- 
nes  que  las  letras  de  cambio,  es  condición  necesaria  que  procedaa  de  ope- 
raciones mercantiles: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Joaquín  de  Pahna  y  Vinnesa: 

Considerando  que  la  sentencia  contra  la  que  se  ha  interpuesto  el  recnr» 
50.  decidiendo  sobre  el  alzamiento  de  la  retención  de  la  canljdad,  importe 
del  pagaré  de  que  se  trata,  guardó  entere  conformidad  con  lo  soliciudo  ea 
la  demanda,  y  disponiendo  la  devolución  de  aquella  y  que  se  entregara  el  ci- 
tado documento  al  tenedor  de  él  para  e!  uso  de  su  derecho,  resolvió  adeoás 
sobre  la  pertenencia  de  la  referida  cantidad  en  los  términos  y  forma  owiqua 
esta  cuestión  se  propuso  en  el  litigio,  y  fué  discutida  y  aceptada  por  Jas 
partes,  sin  que  por  lo  tanto  se  hayan  infringido  la  ley  16,  tft«  24  de  la  Par- 
tida 3.',  ni  el  principio  legal  que  se  cita  como  derivado  de  )a  prescripd&o 
contenida  en  el  art.  61  de  la  de  Enjuiciamiento  civil: 

Considerando  que  tampoco  puede  estimarse  la  infracción  de  lo  que  se 
llama  ley  del  aorUratode  trasferenda^  porque  motivándose  en  la  aprecia- 
ción que  hizo  la  Sala  en  uno  de  los  fundamentos  de  la  sentencia,  no  proce- 
de por  tal  concepto  el  recurso  de  casacioo,  según  lo  declarado  por  este  Su- 
premo Tribunal;  ^ 

Y  considerando  que  habiéndose  citado  espresamente  en  apoyo  de  la  sen- 
tencia disposiciones  del  derecho  común,  no  puede  decirse  que  se  ha  fallado 
este  pleito  por  las  del  mercantil,  por  mas  que  se  citaran  también  algunas  de 
ellas,  ni  tienen  por  consiguiente  aplicacton  al  caso  actual  las  doctrinas  que 
i  este  propósito  se  invocan  para  fundamentar  el  recurso, 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  intar* 
puesto  por  los  síndicos  del  concurso  de  D.  José  Ortiz,  á  quienes  condena- 
mos en  las  costas,  devolviéndose  los  autos  con  la  certificación  correspon- 
diente á  la  Real  Audiencia  de  Valladolid. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inserta- 
rá  en  la  Colección  legislativa^  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — Ramón  López  Vázquez.— Sebastian 
González  Nandin.— Gabriel  Geruelo  de  Velaaco.— Joaquin  de  Palma  y  Vi« 
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PuklkacioD.*— Leída  y  publicada  fué  Ja  precedente  eeotencia  por  el  Ea- 

.  celenUsíino  6  IlaslrfstiBp  Si.  D.  ioaQwa  de  Palma  y  Viouesa»  Mioisiro  i% 

la  Sala  pcíBMra  del  Supremo.  Tribanai  de,  Justicia,  celebrando  audiencia 

púbtiea  la  misma  Sala  en  el  difi  de  hoy,  4b  que  yo  él  Escribano  de  Gáiñajra 

certifico. . . 

Kadriji  6  de  diciembre  de  1862.-*-Jaan  de  Pios  Rubio.— Gacela  de  It 
'üe  diciembre  de  4862.) 


C^nyeienel»  (9d0¿tciembre  de  i862.).^GoMPLiMiKirro'DB 
vn  coNTnATa  db  venta.— Se  decide  por  la  Sala  segunda  del  Tribu- 
nal Supremo  á  favor  del  Tríbofial  de  Comercio  de  Madríd>  la  com- 
petencia suscitada  con  el  de  igual  clase  de  Cádiz  acerca  del  cono- 
cimiento de  la  demanda  entablada  ^or  D.  Julián  Prats  contra  Doa 
Bamon  Cantero  para  que  se  le  obligue  á  cumplir  un  contrato  de 
\enta,  7  se  resuelve: 

1.^  Que  en  la$  e^mpeUneias  que  ociaran  entre  los  iribunalesáe 
€omercio  debe  estañe  a  lo  que  prescribe  la  ley  de  Enjuiciamiento  d- 
tUj  conforme  al  arL  46ide  laespecial  de  comercio,  puesto  que  res- 
vedo  á  la  preferencia  de  los  mismos  para  entender  en  las  causas  so- 
irent^os  mercantiles^  no  se  ha  hecho  per  esta  determinaciaa 
^pecial; 

'  Y  2.®  que  con  arreglo  al  párrafo  3.*,  añ.  K,^  de  la  ley  de  En* 
Juicidmiento  civil,  es  preferido  á  cualquier  otrojue%  el  del  lugar  en 
que  se  haya  de  cumplir  laoiligacion^  cuando  es  personal  la  acción 
ejercitada  en  la  demanda. 

En  la  villa  y  corte  de  Btadrid,  á  9  de  diciembre  de  i  862,  en  los  aatos4e 
competencia  que  ante  Nos  penden  entre  el  Tribunal  de  comercio  de  G  wz 
y  el  de  igual  clase  de  esta  plaza  acerca  del  conocimiento  de  la  demanda 
entablada  por  D.  Julián  Prats  contra  D.  ^amon  Cantero  para  que  se  le  obli» 
gue  á  cumplir  ihi  cootratb  de  venta: 

Resultando  que  en  1.*  de  junio  de  186 i  O.  Rafael  Fernandez,  con  la 
antefirma  de  «por  orden  de  Ramón  Cantero,»  suscribió  un  documento  pri- 
vado»  en  el  que  se  espresa  que  Cantero,  por  mediación  de  su  dependiente 
Fernandez,  babia .vendido ¿  D.  Julián  Prats,  del  comercio  de  Madrid,  varios 
pañoelos  por  el  precie  que  babian  costado  en  la  Cbina  y  un  aumento  del  90 
por  100;  que  por  cuenta  del  O.  Ramón  se  pondrían  en  esta  corte,  y  que  se* 
rian  pagados  por  medio  de.  15  letras,  que  ¿e  girarían  en  Cádiz  j  se  acepta- 
rían en  Madrid: 

Resultando  que  en  1.^  de  agosto  D.  Julián  Piata  entabló  demanda  en  el 
Tribunal  de  Comercio  de  esta  plaza  para  que  se  condenara  á  Cantero  á 
eneopür  el  referido  contrato  y  al  abono  de  los  perjuicios  y  costas,  aiivírtieu- 
áo  que  debía  seguirse  el  juicio  en  Madrid  por  ser  el  lugar  donde  debía 
camplirse.la  obligacioo,  y  donde  sebabía  celebrado  el  contrato: 

Resultando  que  librado  despacho  al  Tribunal  do  Comercio  de  Cádi& 
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^bara  el  emplazamieoto  d«  D.  Ramón  Gaotéro,  y  ?erÍlicado  «i  foim,  aev- 

dio  el  mismo  á  dicho  Tribiioal  pidiendo  la  retención  del  detpaelio,  j  qatm 

eontraiexhoHise  al  de  Madrid  iMn^qne  sefaMbleta  del  capocimlemo  tí 

pleito  j  le  remitiera  i  aqoel,  coma  meo  competente,  por  eer  el  de  «a  dh 

'  micilio,  j  esposo  qtw  en  el  presente  caso  no  bajr  nragnna  razoB  enpedri 

'  qne  poeda  surtir  la  competencia  de  ona  ínriidíccion  distinfi  de  la  del  da- 

,  micilio.  ni  sirve  iaY<^r  la  disposición  del  párrafo  tercero,  arl.  8.^  de  k 

ley  de  Biojorctamiento  eiril,  pues  como  él  eo  haMa  celebrado  et  contrata, 

ni  firmado  el  docamento  en  que  se  apoyaba  la  demanda,  babla  qUe  úhen» 

ür  si  por  los  actos  de  Fernandez  quedó  obligado»  y  basta  qne  se  resolYtesi 

esto  no  podria  decirse  que  respecto  de  ¿f  babia  nna  obligación  cnmplideit 

en  lagar  determinado: 

Resultando  que  el  Tribonat  de  Comercio  de  Cádiz,  por  las  raxones  y 
fundamentos  alegados  por  Cantero,  acordó  retener  el  eznorto  y  oició  de  in- 
'  hiUcion  al  de  Madrid,  el  cual;  préfia  audiencia  de  B.  lUlian  mía ,  aceptó 
la  competencia,  apoyándose  en  que  et  contesto  literal  del  eontrato'Bo  per- 
mite dudar  qne  la  4bligaoien  debe  cnmptírse  en  esta  corte,  y  pw  ello  le 
corresponde  conocer  del  pleito,  con  ureglo  al  párrafo  tercero  dtf  eit.  5.* 
.  de  la  ley  de  Enjutciamiento  ci?ii,  y  en  que  la  eficacia  ó  ineficacia  d^l  nis* 
.mo  contrato  respecto  de  Cantero  no  altera  la  competencia  del  Tribonal, 
sino  que  deberá  alegarla  como  escepcion  perentoria  para  ser  resaolta  en  la 
aenteocia  definitifa: 

Vistos,  hiendo  Ponente  el  Ministro  D.  Eduardo  Ello: 
Considerando  que  en  las  competencias  que  ocurren  entre  los  Trlbm»- 
lea  de  Comercio  debe  estarse  á  lo  que  prescribe-  la-  ley  de  Enjoidanüenta 
civil,  conforme  al  articulo  44Í  de  k  especial^e  Comercio,  puesto  qae  res- 
!  pecio  á  la  preferencia  dei  los  mismos  para  entender  en  laa  cansas  solim  ne- 
gocios mercantiles,  no  se  ba  hecho  por  esta  determinación  especial: 

Considerando  que  con  arreglo  al  párrafo  tercero,  articulo  5.^  de  1«  ley 

.  de  Eojuicíamiento  civil,  es  preferido  á  cualquier  otro  Juez  el  del  logar  en 

que  se  baya  de  cumplir  la  obligación*,  cuando  es  personal  la  acción  ejerd- 

'tada  en  la  demanda,  á  cuya  clase  corresponde  la  que  D.  Julián  Prats  de* 

dujo  el  i/  de  agosto  contra  D.  Ramón  Cantero; 

Y  considerando  que  la  demanda  apoyada  en  el  papel  privado  suscrito 
én  1.®  de  junio  de  i 861  por  D.  Ralaél  Fernandez  con  la  antefirma  dn  «por 
orden  de  Ramón  Cantero»  tiene  por  objeto  ei  cumplimiento  en  oals  eMn 
dé  un  contrato  que  se  supone  celebrado  en  la  misma; 

Fallamos  que  debemos  declarar  t  declaramos  qneelconocimiiBto^le 
estos  autos  corresponde  al  Tribunal  de  Comercio  de  Madrid,  al  qne  se  re- 
'mitan  unas  y  otras  actuaciones  para  lo  que  proceda  oon  arreglo  á  de- 
recho. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  érooeto  del  6a- 
biemo  é  insertará  en  la  Coleedon  legülahva,  para  lo  cnal  se  pasen  Os 
'oportunas  coDías  certificadas,  lo pronunciamoe,  mandamos  y  firmamos.— 
Juan  Martin  Carramolino.-^ Ramón  Maria  de  Arrióla. — ^Féliz  Berrera  de  la 
Riva.— Joan  Maria  Biec.— Felipe  de  Urbina.^fidnardo  Elic-^Onaunga 
Moreno. 

Publicación.— Leida  y  publicada  íbé  la  anterior  sentencia  por  el  Dns- 
trisimo  Sr.  D.  Eduardo  Elio,  Ministró  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia, 
estándose  celebrando  audiencia  páblíca  en  su  Sala  segnoda  el  día  da  fao j 
de  que  certiGco  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  9  de  diciembre  de  18IRt.— Gregorio  Camilo  Garcfa.— (Gócete 
^e  12  dejieiembre'de  1862.) 
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TIC*;— Se  dedde  por  la  Sala  seniida  del  Tribmial  Suprem»  á  &l- 
▼or  de  la  Sala  primera  de  la  Andíeneia  de  Madrid,  la  coanfiMeleacia' 
«oscilada  con  la  Sala  cuarta  dé  la  misma  acerca  del  cofiocimiei^o 
de  la  causa  formada  contra  Jdsé  Saeoz  de  Llera,  criado  al  serticio 
4^  D.  loocente  Martínez,  y  se  resuelve: 

iJ"  Que  los  criados  doméstico^^  á  quienes  por  razón  de  ^  str^ 
vicio  ctUreguen.  sus  amos,  dinero  ú  otrosefeetQS  mmb¡es,  no  ¡os  re-- 
dben  por  tUúlo  de  deifásito,  tomimn  ni  adminisíracionf  ni  por  otro 
^  prodüxca  obligación  de  entregarlos  ó  devolverlos  en  eVsenlido 
especial  que  determina  el  número  i. ""  del  artículo  ^i  del  Código 
penal; 

TX"^  que  si  bien  en  el  número  í/"  del  art.  437  del  Código,  al 
hacerse  la  calificación  de  los  reos  de  hurto,  se  usa  de  la  palabra  to- . ' 
man,  debe  sin  .embargo  entenderse  que  éste  verbo  en  lokgal  tiene 
una.  significaeion  mas  lata,  y  que  comprende  el  hecho  de  afirmar- 
te el  criado  doméstico  los  efectos  muebles  que  se  le  han, confiado, 
porque  en  el  acto  en  que  lo  verifica  los  toma  en  el  sentido  de  la  ley 
para  los  efectos  de  la  culpabilidad.  * 

Ea  U  ▼illa  y  corte  de  Madrid,  á  11  de  diciembre  de  ,1862,  eq  los.autos 
de  competeocta  que  antejOfo^  paAdenfDlre  Itf  Saii^f  prímpra  j.cuarta.de  la 
Audi^acia  de  este  territorio  acerca  d^l.coQociaii^ato4e  la  causé  Xormada 
contra  Jesó  Saénz  de  Llera^  criado  al  serviojo  de  D,  [oq^nte  Martioe^: 

Resultando  que  ea  la  manaoa  del  15  de  e^ero  de, este  año  recibió  ^1 4os^ 
da  manos  de  su  amo  un  büieie  del  Baooo  de  Esp^^jia  ,de  5Q0  f^.  para  que  le . 
cambiase;  y  que  habiendo  salido  á  veriGcarlo,  no  regre^  i  la  casa  y  ÍB(i  apro- . 
pió  ao  importe,  seguo  ha  gonfBsado  posteriormente: 

Resultando  que  instruido  el  oportuno  sqmarip  por  el  Joei  áe¡i  distrito 
4el  Prado»  le  remitid  ^  su  tiempo  a  k  Saia  <iMarta  correccional,  por  cor^í« 
derar  que  correspondía  4  la  misma  el  cooócimieoto  de  la  causa, seguo  ef  (' 
Real  decreW  de  23  de  junio  de  1854: 

Resoltaniip  que.el  Ministerio  fiscal  calificó  el. hecho  copio  hjurto  dpmés- 
tico  en  cantidad  mayor.de  cinco  y  menor  da  500  duros^y  por  lo  abismo 
constitutivo  de  deliio  grave,  y  propino  que  la  referida  Sala  se  |nbü)iese  del . 
conocimiopte  del  proceso  y  le  devolverá  al  Juzgado  Instructor, pai;^  quf  le  ' 

sustancíase  y  determinara  con  arreglo  á  derecho: 

Resultando  que  la  Sala  estimó  que  el  hecho  atribuido  á  José  Saenz  cons- 
Lituye  ana  estafa,  comprendida  en  el  número  1.^  del  art.  452  del  Código  pe- 
Dal»  y  s»  declaró  competente,  mandando  que  Tol?ie|se  la  caus^  al  Fiscal  de. 
S.  Bf.,  para  que  propusiera  la  acusación  ó  solicitase  lo  que  tuviese  por  con- 
r/^ailente:  .    ,      ,  ,   • 

Resultando  que  el  Fiscal^  en  vista  de  esta  resoluciop,,áqadi¿  á  la  Saia 
>riBQera  proponiendo  la  inhilMofia,  aue  fué  acogida  por  esta,  formaliz^áodo^ 
\eL  el  présenla  confUctQ  jurisaicciooal  en  t^s^oíxM  laa^dj^Untaapalificaciooes 
í%  una  y  otra  Sala: 

Resultailido  que  la  coarta  ale^  que  según  el  arU  437,  una  de  las  cir- 
:iaii8tancias  caracudisticas  del  delito  de, hurto  ee  la.de  tomar  1^  cosa  ^'ena  . 
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sin  la  T^ltintad  d«  ra  doefto,  ó  tet  la  tastraecion  sobraptieia  de  la  i 
que  8iQ  eau  circnostaocia  solo  puede  eiUtir  el  refundo  delito  de  liiim, 
coando  algoDOi  con  áDimo  de  lucrarse,  niega  haber  itecíbido  dinero  6  oin 
ooaa  meDlb  que  ae  lelroliíeae  entregado  en  tirtad  de  mi  tftalo  que  obKgai 
á  ta  defolocioB:  que  loaé  Saena  no  lomé  aobreptieiamente  d  biHelo  de  Bu- 
co» aino  que.  le  foe  entregado  por  ra  amo,  y  ba  conlesado  en  au  indagatm 
baÁerle  recibido,  i  que  por  consigaieote  no  le  ea  aplicable  el  art.  439  M 
referido  C^igp,  sino  el  452,  y  la  pena  que  aegon  este  debe  imponérsele  ai 
escede  de  las  correccionaleii; 

Y  resollando  que  la  Sala  primera  sostiene  que  los  abasos  eometídoa  par 
tos  criados  en  acios  necesarios  del  sertkio  doméstico  eonstltoyen  el  deKte 
de  bmle  cnalifieade,  y  no  el  de  estafa,  pues  que  los  caredérea  diaImtívBe 
dé  ambos  delitos  son  el  abuso  de  confianu  en  el  primero,  y  al  artificio  é 
eogaSo  en  el  aegundo:  qoe  en  el  oaao  actual  el  procesado  Saem  no  ae  valí6 
de  artificio  ni  engaño  alguno  parí  obtener  lucro  con  perjuicio  de  su  amo, 
sino  que  abusando  de  la  connanaa  que  necesariamente  debió  depeaitar  en 
él,  se  apropió  contra  la  Yoluntad  de  este  el  billete  que  le  entregó  con  otro 
objeto,  dándole  un  destino  diferente  de  aquel  que  se  le  había  ordenado;  y 
que  por  tanto,  como  autor  de  hurto,  merece  pena  aflictiva,  y  añade,  que  at 
hablar  el  art.  452  de  las  personas  que  se  apropian  ó  distraen  con  perjuicio 
de  otro  dinero  ó  cosa  mueble  que  reciben  por  un  titulo  que  proditfica  eWi» 
gacton  de  ent*egirla  ó  devolverla,  se  refiere  á  las  que  tienen  lítale  esperiil 
aemejante  al  de  depósito,  administración  y  demás  que  particulanBente  de- 
signa dicho  articulo,  y  no  á  los  crisdoi,  los  cualea  no  reciben  laa  cosaa  qee 
sus  amos  les  entregan  por  un  titulo  distinto  de  la  confianza  general  que  d 
servicio  doméstico  exige: 

Tistes,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  PeHpe  dellrbina: 

Considerando  que  loa  criados  domésticos,  a  quienes  por  razón  de  so  ser- 
vicio entregan  sus  amos  dinero  ú  otros  efectos  muebles,  no  los  reciben  per 
título  de  depósito,  comisión  ó  administración,  ni  por  otro  que  prodoica 
obligación  de  entregarioa  ó  devolverlos,  en  el  sentido  especial  que  determí* 
nt  el  nóm.  1.®  del  art.  482  del  Código  petfal: 

Considerando,  por  lo  tanto,  oue  entre  los  hechos  penados  por  el  niano 
artículo  no  está  comprendido  el  ole  que  se  trata: 

Considerando  que  si  bien  en  el  oúm.  1.*  del  art. (497,  al  baoerse  la  ca« 
lificacíon  de  los  reos  de  hurto,  se  ura  de  la  palabra  toman  debe  sin  embar- 
go entenderse  que  este  verbo  en  lo  legal  tiene  una  significación  mas  laCa,  y 
que  comprende  el  hecho  de  apropiarse  el  criado  doméstico  los  efedoa  mue- 
blen que  ae  le  bao  confiado,  porque  en  el  acto  en  gue  lo  verifica  los  loeui 
en  el  seritido  de  la  ley  para  los  efectos  de  la  culpabilidad; 

Y  considerando  que  José  Saenz  de  Llera,  at  apropiarse  el  billete  de  500> 
reales  qoe  le  entregó  su  amo  para  que  lo  cambiase,  encaiigándole  una  fun- 
ción propia  del  servicio  que  desempeñaba,  se  hizo  reo  de  hurto  dométtieo 
en  cantidad  que  escede  de  cinco  duros,  y  puede  ser  merecedor  de  pena  alKe* 
tíva ,  que  no  está  llicnltada  para  imptner  la  Sala  cuarta  de  esta  Av 
dlencia; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  de 
esta  causa  corresponde  á  la  Sala  primera,  á  la  que  se  remitan  unas  y  otras 
actuacfooes  para  lo  que  proceda  con  arreglo  á  derecho. 

Así  por  esta  nueatrt  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Go- 
bierno, é  insertará  en  la  Colección  legisloHva,  para  lo  cual  se  pasen  tas 
oportunas  copias  certificadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fimanos.— 
Juan  Martin  Carramolino.-^Ramon  Marta  de  Arrióla.*— Félix  Berrera  dele 
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RÍT8.— Jatn  Mtrfa  Biec.^Felipe  de  Urbina.— ffdaardo  Blfo.*-DotniQgo 
Moreno. 

Publicación.— Leída  y  pablicada  faé  la  anterior  sentencia  por  et  Doatrl- 
sifDo  Sr.  D.  Felipe  de  ürbma,  Ministro  del  Tribonal  Sapremo  4«  Justicia, 
estándose  celebrando  audiencia  pública  en  so  Sala  segunda  ei  dia  de  hoy, 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

•  Madrid  41  de  diciembre  de  i862.--Gregotio  Camilo  García.— (Gaeala 
de  U  de  diciembre  de  i  862.) 


Reenroo  dci  easaiclon  (i3  de  diciembre  de  i86S.).— Nü- 
UDAD  DE  ELCGcioN  DE  HEREDERO. — Sc  dccIara  por  la  Sala  prime- 
ra del  ^ríbuoal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  José  Massot  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la 
Sala  tercera  de  la  Audiencia  df  Barcelona»  e&  pleito  con  Rosa  Mas* 
pera  y  Mariano  Massot,  ;  se  resuelve: 

1  .^  Que  ari  como  el  padre  en  Caíaluña  tiene  derecho  de  wm^ 
hrar  heredero  unO^ersal  al  hijo  que  tenga  por  conveniente,  después 
de  asignar  lo  que  corresponda  á  los  demás  por  legUima  é  institu-- 
don  >  asi  también  es  aül  costumbre  admitida  y  sancionada  por  la 
jurisprudencia  conferís'  el  marido  á  su  mujer  la  facultad  de  elegir 
heredero  univeisal ,  entre  sus  hijos  comunes,  d  que  mejor  le  pare- 
eiere: 

2."*  Que  la  senieneia  que  declara  válida  la  elección  de  un  hijo 
para  heredero  hecha  en  virtud  de  auiori%aeUm  concedida  por  el  tes- 
tador ,  y  dentro  de  los  limites  que  'Cste  marcó,  no  infíringe  las  le- 
yes 1.",  ttt.  9.*,  lib.  S.*  d«  la  Novísima  Recopilacim,  y  laúnica,  ifíu- 
lo  ZO/Ub.  i,^  de  las  Constituciones  de  Cataluña,  referentes  á  la  au- 
toridad  de  los  Códigos  e%  aquel  país  para  la  decisión  de  los  nleitos: 
3.^  Que  el  dereeho  canmico,  romano  y  patrio  anterior  á  la  cita- 
da  ky  de  la  Novísima  RecapUaeion  tienen  únicamente  autoridad  le- 
gal  en  Cataluña ,  á  falta  de  las  Constituciones  y  jurisprudencia  que 
constituyen  su  fuero  municipal  vigente: 

4.*  Que  por.taitto  es  inoportuno  invocar  en  apoyo  de  un  recur* 
so  leyes  de  Códigos  supletorios  que  no  tengan  aplicación  al  caso  ob^ 
jeto  del  litigio; 

F  5.^  que  ¡a  jurisprudencia  observada  en  Cataluña  sobre  esta 
materia  es  elegii-  libremente  entre  Ibs  hijos,  siempre  que  no  sea  una 
simí^  facultad  la  concedida  á  la  persona  que  elige,  sino  por  el  con^ 
trario  una  facultad  amplia ,  espreiiva  de  la  libre  voluntad  del  tes- 
taihr,  usando  de  lasfmabras  ^  Según  le  parecieres  ú  otras  seme- 
jantes. 

Bn  la  Tilla  j  cdrte  de  Madrid,  á  {2  de  diciembre  de  1862,  en  los  autos 
que  por  recurso  de  casación  penden  ante  Nos,  seguidos  en  el  Juzgado  do 
primera  instancia  de  La  Bisbal  y  en  la  Real  Audiencia  de  Barcelona,  por  José 
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Manot  GOB  SQiDtdrs  y  hannino  Ron  Maipert  y  IhriBM  Ifasiot  tobra  Jia« 

lidad  de  elección  de  beredero: 

Resukaiido  que  Jato  Maseot ,  marido  y  (»«b«  respectiTameoU  de  los 
actuales  litígantes,  otorgó  su  leetameoto  eo  28  de  febrero  de  i 942 ,  y  des- 
pués de  legar  á  su  mujer  el  usufructo  Tilalicío  de  eue  bieDea  y  é  cada  vm 
de  sus  bijos  cinco  sueldos  barcelonesas,  por  legitima  é  iuslitttdoa,  noaabró 
heredero  universal  al  bijo  ó  bi|os  que  dieba  au  mujer  eligiara  y  nombran, 
él  ó  los  que  bien  le  pareciesen  ,  facultándola  para  hacer  las  austituek^ies 
que  bien  vistas  le  fueren,  y  dispuso  oara  el  caso  de  que  faltase  sin  haber 
hecho  la  elección  y  nombramiento  deneredero  que  lo  fuese  su  bijo  primo- 
génito con  Tsrías  sustituciones; 

Resultando  que  en  uso  de  esa  faooltaé  otorgó  Rosa  Maapera  una  escri- 
tura eo  iO  de  febrero  de  1858,  por  la  cual ,  con  el  deseo  de  evitar  loa  cui- 
dados y  PMlestias  que  le  causaban  el  gobiórao,  ré^tmeD  y  adomatcaooB 
de  los  bienes,'  y  el  de  disfrutar  del  reposo  y  tranquilidad  que  exi^n  sa  si- 
tuación y  avanzada  edad  ,  hizo  espontáneamente  heredamiento  y  donacioo 
universal,  pora  é  irrevocable  entre  vivos,  en  favor  <ie  $u  hijo  Mariano  Ha- 
ssot  y  su  aifunto  marido  de  todos  los  biene»  y  derechos  que  éste  dejó  á  n 
fallecímieoto ,  3^  cedió  y  rtnuneáó  en  el  mismo  el  usalraclo  que  le  corves- 
pendía  en  ios  bienes,  con  el  pacto  de  que  ea  el  caso  de  falur  el  meodonade 
bU  bgo  Mariano  sio  uno  ó  más  bijos  ,  ó  con  Ules  que  no  llegaraa  é  la  edad 
legiüoia  de  testar,  habían  de  pasar  los  bienes  y  derechos  de  Maasoi  á  Jü* 
ine,  Francisco  y  José^  hijos  de  la  otorgante  y  de  so  marido,  no  á  todos  jun- 
tos, sino  al  uno  después  del  otro,  por  el  orden  qae  los  dejaba  nombrados, 
y  con  la  condición  espressda  para  el  Mariano,  y  que  ios  nietos,  eolrasen  en 
representación  de  su  padre  ó  madre  difuntos  del  modo  que  por  estos  fue- 
sen llamados ,  y  de  uto ,  por  el  que  dejaba  prescrito: 

Resultando  que  José  Massot  presentó  demanda  ao  17  de  novieail»e  del 
mismo  aik)  con  la  solicüad  de  que  la  dec%raaa  ooIb  el  refarido  contrato 
celebrado  entra  su  madre  y  heroiaao  en  iO  de  febrero  anierter  t  m  rsfNK 
sieren  lascosaa  at^r  y  estado  que  tenían  antes  de  dkha  fectaa  nara  ke 
efectos  legales  de  la  disposición  hereditaria  del  testamento  de  su  padve  iuan 
Massot;  y  alegó  que  ya  se  considerase  dicho  cootrato  cómo  de  donación  ó 
de  simple  Institución  de  heredero,  era  nulo:  prynero,  porque  la  facultad 
que  concedió  á  su  mujer  Juan  Massot  fné  para  instituir  heredero^  no  paca 
hacer  donación  ó  heredamiento  entre  vivos:  segando,  que  hallándose  el  do- 
natario soltero  no  emancipado  y  viviendo  en -la  casa  paterna,  no  podo  hacer- 
le su  madre  la  donación  de  los  hienas  del  padre,  como  repiesenianta,  por 
estar  prohibido  de  padre  á  bijo  de  familia:  tareero,  que  baneado  otorgado 
Rosa  Maspera  en  11  de  en^ro  de  1853  el  poder,  q.ue  presentaba,  para  co- 
brar cierta  cantidad  en  unión  con  el  esponente^  como  ^u  hijo  primogénito 
propietario  de  los  bienes  de  su  marido  y  padre  respectivo,  no  pudo  donar 
después  esos  mismos  bienes,  contrariando  la  declaración  de  propiedad  que 
tenia  becba  de  los  miamos;  y  cuarto,  porque  atio  considerada  de  sioiple 
institución  de  heredera  dicha  donación,  y  siendo  cosa  sabida  en  derecho, 
conforme  á  la  ley  1.',  tit.  19,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilaeioift,  qae  el 
comisario  testamenuríe,  ó  no  puede  inattloir  heredero,  ó  tiene  enoiiocaso 
que  seguir  la  voluntad  del  eomileoie,  Ro^a  Maspera  eontraríó  la  voluptad 
de  su  marido  no  guardando  el  orden  da  suceder  que  dejó  marcado,  y  del 
que  secun  la  jurisprudencia  práctici^  no  podía  separarse  á  no  mediar  justa 
causa  de  ezheredacion,  la  cual  no  tuvo  para  poateiigar  at.eapooeRje,  adqui- 
rido su  derecho  por  el  testamento  de  su  padre: 

Resulundo  que  los  demandados  selicltaroo  á  8tt:Tes  que  ae  declarase 
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iráHda  j  subiistoote  la  escrltiin  de  10  da  febraro  da  a^oal  aSOj,  en  que  se 

üOAtenia  el  nombramiento  de  heredero  uqiversal  de  la  herencia  de  Joan 
Masfioty  otorgada  por  Roaa  Maspera  á  favor  de  su  hijo  Mariano  en  oso  de  la 
copflaDza-que  su  marido  la  hizo  en  su  lestaoaeDtOy  y  se  condenase  por  mu- 
tua reoonTencioD  en  nombre  del  propio  heredero  á  José  Massot  á  que  den- 
tro del  término  legal  desocupase  la  casa  aue  habitaba  con  su  esposa  y  fa- 
milia» para  lo  cual  espusieron  que  la  citada  escritura  de  -iO  de  febrero  con- 
tenía UQ  verdadero  nombramiento  de  heredero  y  no  una  donación;  que  la 
íafultad  concedida  por  Juan  Massot  en  su  (esiamento  era  una  de  las  varías 
especies  con  que  en  aquel  Principado  se  conocian  los  herederos  de  oon/kn» 
za,  á  quienes  era  facultativo,  así  entre  vivos  cpqod  por  causado  muerte,  ma- 
nifestar y  nombrar  heredero  del  testador:  que  el  otorgado  por  la  esponente 
era  en  rigor  de  derecho  vAJido^  subsistente  y  de  efocto  iuinedialo,  no  obs- 
tante la  ley  citada  de  contrario  que  ho  se  hallaba  vigente  ,en  Cataluña,  y 
por  estar  conforme  al  espíritu  y  letra  del  de  Juan  Massot  y  á  las  disposioio- 
ses  que  regulaban  uno  y  otro  en  aquel  país: 

Resultando  que  al  replicar  el  demandante  contradijo  la  reconvención, 
por  cuanto  su  madre,  en  concepto  de  usufructuaría,  estaba  obligada  i  sus- 
teniar'á  sus  hijos  y  familia  viviendo  juntos  en  una  habitación: 

Resultando  que  después  de  hechas  las  pruebas  que  articularon  las  par- 
tes, dictó  sentencia  el  Juez  en  19  de  diciembre  de  1859.  que  revocó  la  Sala 
tercera  de  la  Audiencia  de  Barcelona  en  20  de  octubre  ae  1860,  declarando 
válida  y  subsistente  la  escritura  de  lOde  febrero  de  1858,  absolviendo  á  la 
madre  é  hijo  Rosa  Maspera  y  Mariano  Massot^e  la  demanda,  si  bien  con  la 
obligación  de  pagar  e$te  los  males  y  cargas  de  los  bienes  de  que  se  trataba, 
y  de  alimentar  y  de  proveer  de  lo  necesario  á  la  viuda,  á  sus  hermanos  y 
familia,  viviendo  juntos  y  trabajando  todos  según  sus  facultades  en  utili- 
dad de  los  referidos  bienes,  en  conformidad  ¿  lo  dispuesto  por  el  padre  co- 
mún en  su  testamento,  y  condenando  ¿  José  Massot  á  desocupar  dentro  del 
término  dé  la  ley  la  casa  perteneciente  al  usufructo,  que  habitaba  con  su 
esposa  y  familia: 

Resultando,  por  último,  que  contra  ese  fallo  dedujo  José  Massot  el  re« 
curso  actual  de  casación,  fundado: 

i.°  ^n  que  no  ha^  ley  posterior  al  Real  decreto  de  nueva  planta,  ó  sea 
á  la  primera,  tit.  9.%  libro  5.*  de  la  Novísima  Recopilación,  citada  en  el 
fallo,  que  autorice  testar  por  medio  de  terceras  personas. 

2/  £ii  que  en  Cataluña,  ¿  falta  de  leyes  posteriores  al  mencionado  Real 
decreto,  rigen,  según  él,  y  con  preferencia  á  las  de  Castilla,  las  institucio- 
nes de  aquel  Principado,  el  Derecha  canónico  y  el  romano. 

3."  Bn  que  en  Cataluña  es  necesaria  la  institución  de  heredero,  por  no 
existir  ley  que,  como  la  1  .*  del  tít.  18,  libro  10  de  la  fiovisíroa  Recopilación, 
autorice  se  pueda  morir  con  testamento  y  sin  institución  de  heredero. 

Á.'*  En  que  si  bien  el  Derecho  canónico  admite  herederos  de  confianza, 
no  los  comisarios  testamentarios. 

5.^  Bn  que  por  derecho  romano  la  institución  de  heredero  es  como  la 
cabeza  del  testamento,  de  modo  que  no  puede  estar  este  sin  aquella,  según 
la  ley  19  del  Código  De  testamentiSf  y  la  1.*,  párrafo  tercero  De  k$r^  in*t,. 

6.*  Bnque  tanto  es  cierta  la  doctrina  emitida,  que  en  Cataluña  no  se 
faan  conocido  los  comisarios  testamentarios  de  que  trata  el  tít.  19,  libro  10 
de  la  Novísima  Reoopilaeion,  y  nada  se  observa  de  lo  quadisponen  las  leyes 
contenidas  en  el  mismo,  siendo  absolutamente  desconocidos  loa  poderes 
especiales  de  que  tratan» 

7.®    En  que  los  fallos  de  aquella  Audiencia  están  contestes  en  que  la 
TOMOvn.  96 
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consorte  á  quien  se'cofkcede  por  en  marido  la  facalUd  d«  insiitair  hAradero 
ó  herederos,  manifestando  qué  «a  lo  que  se  haga  de  sus  bienes  en  caso  de  no 
ejercerla,  debe  seguir  ta  noluntad  que  ba  roaoifesiadA  su  marido,  aunque 
se  he  haya  atribuido  facultad  de  elegir  y  poner  los  vídcuIos  qu^  le  pareieaoi 
doctrina  que  es  la  opinión  común  de  ios  intérpretes  dé  Cataluña,  y  entera- 
meTite.cooforme  á  la  ley  romana,  según  la  que  es  fioiosa  la  institución  de 
heredera  dejada  arbitrio  tiHeno,  ley  32  de  her.  inéí.,  y  no  se  puede  dejar  la 
institución  de  heredero  ad  seerelum  alienes  voUmtaíis,  según  la»  leyes  6S 
y  70  de  her.  in$t.^  como  tampoco  el  legado,  según  la  52  D.  de  condiL  eí 
demon$trationibu9t 

S.^  En  que  siendo  viciosa  ▼  nula  la  facultad  que  para  nombrar  heredero 
ó  herederos  concedió  el  testador  á  su  con!<orte  Rosa  Maspera,  eaupM  fació 
eonvaleseere  non  potest^  según  las  leyes  29  y  210  D.  de  reg.jwritz 

9.^  En  que  nemo  plus  juris  in  altum  transferre  potest^  quam  ipte 
habet,  según  la  ley  54  de  reg,  jur,,  y  por  consiguiente  no  puede  una  usu* 
fructuaria  y  facultada  para  testar  solo  en  el  nombre  é  ilegítimamente  dis- 
poner entre  vivos  áe\  usufructo,  y  mucho  menos  disponer  de  una  herencia 
en  virtud  de  una  facultad  que  las  leyes  declaran  ?iciosa  y  nula: 

Por  ultimo,  en  que  en  su  concepto  se  infringen  las  leyes  4.*,  tíf.  O.', 
lil).  5.®  de  la  Novísima  Recopilación,  y  la  única,  tSt.  SO.lib.  l.^de  las  Cons- 
tituciones de  Cataluña,  invocadas  en  la  sentencia;  porque  en  ellas  so  bulla 
previsto  terminantemente  el  orden  de  Códigos,  según  los  que  deben  fallarae 
los  pleitos  en  aquel  Principad<^el  cual  se  lia  postergado  ¿  una  simple  o|h- 
uioD,  sin  embargo  de  las  leyesierminanles en  la  materia. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Pedro  Gomes  de  Hermosa: 

Considerando  que  asf  como  el  padre  en  Cataluña  tiene  el  derecbo  de 
nombrar  heredero  universal  al  hijo  que  tenga  por  conveniente,  después  de 
«signar  lo  que  corresponda  á  los  demás  por  legitima  é  institución,  asi  tam- 
bién es  allí  costumbre  admitida  y  sancionada  por  la  jurisprudencia  conferir 
el  marido  i  su  nbujer  la  facultad  de  elegir  heredero  universal  entre  sus  liijos 
comunes  al  que  mejor  le  pareciere: 

Considerando  que  habiéndolo  hecho  asi  Juan  Massot;  con  respecto  á  su 
mujer .  esta  verificó  la  elección  en  el  hijo  común  Mariano  dentro  de  loe  lí- 
mites de  la  autorización  concedida  por  el  testador  y  ei  un  documento  ao- 
lemne,  sin  contravenir  á  ley  ni  jurisprudencia  ejecutándolo  en  la  forma  en 
que  lo  hizo,  y  que  por  tanto  la  sentencia  que  declara  válido  el  nombramien- 
to no  ha  infringido  las  leyes  1.%  tff.  9.^  libro  5.^  de  la  Novísima  Reco|nia- 
cion,  y  ta  única ,  tlt.  30,  libro  1.°  de  la«;  Constituciones  de  Cataluña  ^  refe- 
rentes á  la  autoridad  de  los  Códigos  en  aquel  pafs  para  la  decisión  de  los 
pleitos: 

Considerando  que  el  Derecho  canónico,  romano  y  patrio  anterior  á  la 
citada  ley  de  la  Novísima  Recopilación  únicamente  tienen  autoridad  legal 
on  Cataluña  á  falta  de  tas  Constitocioues  y  jurisprudencia  que  coostituyea 
su  fuero  municipal  vigente,  y  que  per  lo  mismo,  con  arreglo  i  lo  espuesto 
en  los  anteriores  fundamentos ,  se  invocan  inoportunamente  en  apoyo  del 
recurso  leyes  de  Códigos  supletorios  que  no  tienen  aplicación  en  el  caso  ae- 
lual,  ni  por  consiguientes  pueden  tomarse  en  consideración: 

Considerando,  por  último,  que  el  mismo  recurrente  alega  como  funda* 
ménto  del  recurso  la  infracción  de  la  citada  jurisprudencia  ,  en  cuanto  su- 
pone que  esta  liga  i  la  mujer  á  no  separarse  tanto  en  ta  elección  como  en 
lo  demás  confiado  de  lo  previsto  por  el  testador  para  el  caso  eventual  de 
morir  aquella  sin  hacer  uso  de  la  facultad  conferida,  lo  cual  haría  supérfloa 
Ja  autorización,  puesto  que  á  nada  conduciría ;  y  que  la  jurisprudencia  ea 
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eléftir  Hbrénuftkta  entré  los  híjM  siem^  qaé  no  sea  tiini  simple  feculUd, 
sino  que  por  el  contrario  ¿ea  espresiva  de  su  libre  ToluoUd ;  usando,  eomo 
en  el  caso  actual ,  de  las  palabras  «según  que  le  pareciere»  ú  otras  seme- 
jantes ,  no  infringiendo  por  tanto  Ja  sentencia  ni  la  voluntad  del  testador, 
ni  )a  jurísprndencia  ff gente  en  Cataluña; 

Fallam<i8  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  ai  recurso 
de  casación  interpuesto  por  Joi^ó  Massot,  i  quien  condenamos  en  las  costas; 
7  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  donde  proceden  con  la  certifica» 
clon  cohrespondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaeeia  é  inaer* 
tara  en  hCoUteion  l$giilaíiiva^  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias, 
lo  pronudllkmos ,  mandamos  v  firmamos.-— Ramón  Lopes  Vázquez,— Se- 
bastian González  Nandin.-^Gabrlel  Geruelo  de  Velasco.— Joaquín  de  Palma 
y  Vinuesa.-^Pedro  Gómez  de  Herroóaa.-^Ventnra  de  Golsa  y  Pando.— To* 
más  Huet. 

Publicación.— L^^  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Ezomo. 
é  limo.  Sr.  D.  Ramo^^  opez  Vázquez,  presidente  de  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  de  '^^  *^t$ia ,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en 
la  misma  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  de  S.  M.  y  st^  Bs- 
cribeno  de  Cámara. 

Madrid  i^  de  diciembre  de  4 80S.— Dionisio  Antonio  de  Puga.— (Goeela 
'de  16  de  diciembre  de  i 862.) 


Hecupso  de  caUíacIoii  (12  de  diciembre  de  1862.).— Ren- 
dición DS  cciNTAS. — Entbega  DI  BUNE8. — Se  declara  por  la  Sala 
primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción iiiterpiiesto  por  D*  Lorenzo  Cabré  y  Uacip  contra  la  seotencia 
pronunciada  por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en 
pleito  con  Francisco  Hadp  y  hermanos,  y  se  resuelve: 

1/  Que  la  itifracrim  del  art,  Í3A  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
eivilf  aun  siendo  cierta  no  puede  seivir  de  fundamento  á  un  recur'^ 
80  de  casación  en  el  fondo,  por  ser  la  presctipcimí  consignada  en  di- 
cho articulo  puramente  formularia  p  de  procedimiento: 

2."*  Que  á  la  Sala  sentenciadora  corresponde  apreciar  el  valor 
de  la  prueba  ttsiifieál  ó  pericial  mminiitraaa  por  las  partes'cn  cfies- 
tiones  de  hechOf  cuya  apredaciotí  es  válida^  Ínterin  no  se  alegue  que 
al  efectuarla  se  ha  cometido  alguna  infiraceicn  legal: 

S.*  Que  cuando  la  sentencia  no  se  apoya  únicamente  en  lo  ma- 
nif estado  por  una  persona,  sino  que  ademas  se  apoya  en  otros  datos, 
no  es  estimable  como  motivo  de  casación  el  principio  legal  en  virtud 
dd  quenose  atribti^e  valor  alguno  á  las  manifestaciones  que  uno 
hace  en  provecho  propio,  sean  fas  que  fueren  el  carácter  y  buenae 
circunetanciaedelquelashace;  •        i    . 

F4.''    que  no  pueden  considerarse  como  infringidas  por  una 
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sentencia^  y  por  tanio  $ervir  de  fundatMnto  parn^camem^  U/u* 
que  no  9on  aplicables  al  punía  objeto  del  lüigia. 


Cd  la  TÜla  y  corle  de  Iiadn4>á  i2  de  dicieinbre  de  1862,  eo  loa 
pendientes  ante  Nos  por  recurso  de  casación,  seffiudos  eo  el  JoagMlo  de 
primera  instancia  de  Falset  y  fD  la  Sala  tareera  de  la  Real  Andieacia  de 
Barcelona  por  Francisco,  Fnocisea  y  Rosaifa  Macip  coa  Lorenzo  Cabré  j 
Macip  sobre  rendición  de  cuentas  y  «nlreg»  de  bienes: 

Resultando  que D.  Lorenzo  Macip  y  Vea,  ecónomo  de  la  parroquia  de. 
Molina  del  Bey,  otorgó  testamento. en  ella  4  O  de  junio  de  Í8a9  anie  Boa 
Juan  Llorens,  ecónomo,  por  faltada  Notario  púWiceen  aquella- Tilla,  y  dos 
testigos,  en  el  que  declaró  que  había  prestado  eo  diferentes  parlMpa  i  so 
sobrino  Lorenzo  Cabré  y  Maeip  83,893  rs.  12  rors.  con  objeto  de  qie  ce- 
merdase  con  ellos,  pji  r  tiéndese  entre  Jos  dos  las^anancias  que.  resultaste, 
así  como  el  producto  de  las  Bocas  que  sse  adquiriesen,  y  que  en  ¡síeeto  se 
hablan  adquirido,  estando  obligado  á  rendir  cueataa  aieapre  qqe  se  las  lu- 
diese, y  pudiendo  retirar  su  capital  ó  apoderarse  dé  lai  fincas  compradas;  y 
dispuso  que  dichos  bienes  fuesen  heredados  por  sus  hermanos,  con  incluaioa 
de  su  sobrino  Cabré,  quien  loa  administraría  con  ioierveiicion  de  los  alba- 
ceas  nombrados;  pero  dando  cuenta  anual  i  los  herederos,  que  percibíriiD . 
sus  productos  después  de  aplicada  una  parte  de  él  á  la.  oelebracioo  de 
misas: 

Resultando  que  fallecido  bajo  este  testamenio  el  citado  Presbítero  en 
23  del  propio  mes,  $us  hernranos  Francisco,  Francisca  y  Rosalía  Macip  en- 
tablaron demanda  en  22  de  abril  de  1858  para  que  ae  condenase  á  Lorenzo 
Cabré  á  que  en  cumpliiuiento  de  lo  dispuesto  en  aquel  rindiese  cuenta  da 
los  productos  del  citado  capital;  y  que  en  el  caso  de  que  como  suponía  Ca- 
bré dicho  testamento  se  declarase  noto,  les  entregase  por  sucesión  intesta- 
da de  su  hermano  D.  Lorenzo  Macíp  las  tres  quintas  partes  de  los  bienes 
<)ue  habla  dejado  ¿  su  fallecimiento,  con  sus  productos  y. las  costas: 

'  Resultando  que  los  demandantes  presentaron  con  su  demanda,  y  des- 
pués en  «I  curso' del  pleito,  unas  notas  que  se  dicen  de  letra  de)  Preabüero 
Macip,  relatins  á  las  cantidades  entregadas  á  su  aobrino,  cempraa  ejacala- 
das  por  éste  y  gastos  de  obras^  y  varias  carlaa  firmadas  por.el  deaSaadado 
dirigidas  al  propio  olfato: 

Resultando  que  el  demandado  im^^ugnó  la  deiQaoda  por  ser  nulo  el  tes- 
tamento de  D.  Lorenzo  Macip  por  faltarle  los  requisitos  preyebido^  por  la 
ley,  Y  porque  aun  siendo  válido,  ni  él  ni  las  notas  y  cartas  pre^ntadas  eran 
sunclente  fundamento  para  la  reclamación  que  se  le  hacía  por  no  despren- 
derse de  ellas  ninguna  confesión  por  su  parte  déla  entrega  de  fas  cantida- 
des que  se  reclamaban,  habiendo  adquirido  las  fincas  por  orden  y  coo  di- 
nero de  sus  padrest 

Resultando  que  praetieada  por  las  ^matea  proeba  .teatifieri,  á\tíí6  sen* 
tencia  el  Juez  de  primera  instancia,  quia  confirmó  ooo. copias  ep  if  da  ma- 
yo d^  1860  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de.Baroelona,  declarando  nulo  el 
testamento  otorgado  por  el  Presbítero  D.  Lorenzo  Maqipy  Vea,  y  por  coa- 
siguiente  que  este  murió  intestado,  correspondiendo  á  sus  maspróiiasos  ^- 
ríentes  los  bienes  dejados  al  tiempo  de  su  muerte,  y  que  entre  estos  debían 
contarse  83,893  rs.  12  mrs.  entregados  por  aquel  al  déipandado,  i  quien 
condenó  á  abonar  á  los  demandantes  50,33#  rs.,  oon-ttas  la  parte  de  pro- 
ductos <|ue  correspondiera,  rebajados  tos  gastos  de  cvkivo,  adaalntstracíoa 
y  contribuciones,  que  se  liquidarían  en  el  precio  eomspoiidienla»  j  aa  las 
costas: 
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Resultando  que  Lordozo  Cabré  ioterpaso  recono  de  casación  citando 
como  infringidos  ei  art.  224  de  ia  !ey  de  Enjuiciamiento  civil  en  cuanto  en 
la  demanda  no  fc  babia  ejercitado  la  acción  eonditio  eerti  ¿x  mutuo  ni  la 
fro  socio;  loa  principios  fundamentales  4e  toda  legislación»  que  no  atribuye 
Tator  alguno  á  las  manifestaciones  <]ue  uno  bace  en  provecbo  propio ,  sean 
los  que  fueren  el  carácter  y  buenas  circunstancias  del  que  las  bace;  las  Ía- 
yes  ?f5,  m  y  1 19,  tft.  i8  de  la  Partida  5.»;  la  ley  9.\  Digéslo  De  adeudo; 
n  62,  párrafos  segundo,  tercero  y  cuarto;  la  50,  párrafo  primero;  )a  '72, 
Digesto  De  eoóUiaU;  la  ley  7.*,  Ut.  ÍQ,  Partida  5.*,  y  el  párrafo  último, 
luñXiivXn  De  sodetaté: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Minisiro  D.  Tomás  Huet: 

Considerando  que  la  infracción  del  art.  221  de  la  ley  de  Bnjoíciamienio 
cifil  y  aun  alendo  cierta ,  no  puede  servir  de  fundamento  á  un  recurso  de 
.casación  én  el  fondo,  como  el  presente ,  por  ser  puramente  formularia  y  de 
procedimiento  aquella  prescripción: 

Considerando  que  sometido  á  prueba  testifical  y  documental  el  hecho  de 
existir  en  poder  del  demand^ido  la  cantidad  de  83,803  rs.  y  12  mrs.  correa;- 
tendientes  al  presbítero  D.  Lorenzo  Maefp'y  Vea ,  la  Sala  sentenciadora  ha 
apreciado  la  primera  con  arreglo  al  art.  317  de  la  ley  de  Enjuiciamiente» 
'Bm  que  contrr  esta  apreciación  ae  haya  citado  ley  ó  doctrina  legal  in- 
fringida: 

Considerando  que  el  principio  legal  que  se  cita  en  apoyo  del  recurso  no 
.es  estimable  como  motivo  de  casación,  porque  la  manifestación  hecha  por 
^el  presbítero  Macip  no  es  el  único  dato  en  que  la  Sala  se  ha  fundado  para 
'dictar  su  fdllo: 

Considerando  que  tampoco  se  invocan  oportunamente  las  leyes  il5,  IfS 
T  119 ,  tít.  48  de  ía'Parlida^.* ,  aunque  equivocadamente  se  dicen  ser  de 
1a  5.*,  porque  reBriéndosefas  dos  primeras  a  documentos  páblicos,  de  coya 
dase  no  eiiste  ninguno  en  los  autos  j  la  3.\  que  dice  relación  á  los  prív»-^ 
dos,  no  tiene  aplicación  alguna  al  que  se  renere^  ni  sobre  «u  eficacia  aisln*^ 
demente  ha  recaido  la  ejecutoria:  • 

Considerando  que  dictada  esta  con  arreglo  al  segando  estreraode  la  de*- 
'  manda  y  á  las  leyes  de  sucesión  intestada,  supuesta  ki  existencia  de  ia  can* 
-  tidad  espresada  en  poder  del  demandado,  no  tienen  aplicación  las  demás  le* 
yee  que  se  citan  como  infringidas,  relativas  al  contrato  de  sociedad; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  decoramos  no  baber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Lorenzo  Cabré  y  Macip,  á  quien  condenamos 
en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  depositada, oue  se  distribuirá  con 
arreglo  á  la  ley;  devolviéndose  los  autos  á  Ja  Real  Audiencia  de  Baroelona 
con  la  certificación  corraapondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  insertará 
en  la  Coleeeion  legislativa^  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo^ 
pronunciamos  ^  mandamos  y  firmamos.^Ramon  López  Vázquez.— -Gabriel' 
Ceruelo  de  Velasco. — ^Pedro  Gomes  de  Hermosa  .-«Pablo  Jiménez  de  Pala- 
cio.—Laureano  Rojo  de  Nonagaray.— Ventura  de  Colsa  y  Pando.— -Tomás 
finet. 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Dmo.  Sr.  D.  Tomás  Boet,  Ministro  de  la  Sala  primera  del  Supremo  Tribu- 
nal de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  Sala  en  el  día  de  hoy, 
ée  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  i2  de  diciembre  de  i862.-- Juan  de  Dios  Mbio.^Gaeeta  de 
17  de  diciembre  de  i862.) 
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Beeursa  de  ea9aeion(i5  de  diciembre  de  Í862.)-"-'Dk* 
SAHucio  DBUNA  CASA:  Adono  DE  PASTOST  DB  PBRJuicios. — Se  deciainpor 
la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  li^ar  al  recurso  de 
casación  interpuesto  por  D.  Manuel  Delgado  Isla  contra  la  sentencia 
pronunciada  pojr  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Yalladolid,  &l 
pleito  con  los  herederos  de  D.  Ramón  Luelmo,  y  se  resuelTo: 

1.^  Que  es  necesario  determinar,  al  fundar  tui  recurso  ie  ca- 
sación ^  la  ley  6  disposición  k§al  que  se  supone  infringida: 

í.**  Que  no  pueden  considerarse  infringidas  por  una  sentencia 
ni  servir  por  tanto  de  fundamento  para  su  casación ,  leyes  ó  doc- 
trinas  que  no  son  aplicables  al  caso  objeto  del  liligio: 

3.^  Que  m  probándose  ni  hecho  constar  que  una  persona  se 
obligó  á  algutm  cosa ,  no  puede  tener  apUcacion  ni  considerúrse  in- 
fringida la  ley  i,",  tit.  1.,  lik  iO  de  la  Novísima  Becopilacion: 

4^  Que  no  puede  invocarse,  como  fundamento  de  casación  la 
doctrina  de  que  debe  respetarse  el  estado  de  posesión  anterior  á  nn 
pleito  hasta  que  el  mismo  termina,  cuando  para  aplicarse  dicha 
doctrina  se  dá  por  cierto  un  hecho  no  solamente  éontradicho  sino 
apreciado  negativamente  por  la  Sala  sentenciadora  en  vista  de  las 
pruebas  aducidas  y  su  resultado; 

Y  5.^  que  no  pueden  eslimarse  valederas  para  fundar  un  re- 
curso de  casatíon  las  citas  hechas  en  general  y  con  notorio  abuso  de 
doctrinas  que  no  se  esponen  y  que  sin  embargo  se  las  califica  de 
mejores  y  mas  reconocidas. 

En  la  Títlft  y  corte  de  Madrid,  á  43  de  diciembre  de  1862,  en  los  aatos 
pendientes  ante  Nos  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Jozgado  de 
primera  instancia  de  Bermillode  Sayago  y  eo  la  Sala  segunda  de  la  Real  Au- 
diencia de  Vailadoiid  por  D.  Manuel  Delgado  l^la  con  ios  berederos  de  Ooe 
Ramón  Luelmo  sobre  desahucio  de  una  dehesa ,  abona  de  pastos  y  de  per- 
juicios: 

Resultando  que  la  dehesa ,  término  redondo  de  Campean,  sita  en  juris- 
dicción de  Peruela  ,  provincia  de  Zamora ,  pertenece  en  propiedad  á  Tartas 
personas  ;  habiendo  correspondido  23  partes  de  48  al  convento  de  francis- 
cas descalzas  de  dicha  ciudad,  y  las  25  restantes  en  porciones  desigaale^'á 
D.  Laureano  Melena ,  vecino  de  Toro;  á  la  capellanía  titulada  de  D.  Sancho 
de  dicha  ciudad  ,  y  á  la  memoria  de  O.  Antonio  del  Águila: 

Resultando  que  en  23  de  octubre  de  1810  la  Abadesa  y  religiosas  del 
indicado  convento  arrendaron  la  dehesa  por  tiempo  de,tresano3,  obligán- 
dose á  satisfacer  lo  que  correspondiera  á  los  demás  participes  de  ella :  qqa 
eo  29  de  mayo  de  1815  y  en  25  de  febrero  de  1827  la  arrendaron  de  nuevo 
pero  debiendo  los  arrendatarios  satisfacer  la  renta  correspondiente  á  cada 
uno  de  lus  partícipes ,  y  que  en  30  de  diciembre  de  1833  arrendó  el  citado 
convento  por  tiempo  de  nueve  anos  las  cinco  partes  y  tres  cuartos  que  le 
correspondían  en  la  citada  dehesa: 

Resultando  que  dueño  el  Estado  de  ellas,  se  instruyó  espediente  en  el 
ano  1847  para  su  arrendamiento  por.ei  todo,  en  atención  á  haberlo  becbo 
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COD  ftoteríorídad  el  conTento  como  mayor  porcionisU ,  cooTocando  para  et 
remate  á  D.  Laureano  Melena  ,  capellanes  de  la  Ululada  de  D.  Sancho  y  á 
D.  Ramón  de  Luelroo ,  para  que  como  parUcipes  presenciaran  la  Hubasta, 
babiendoae  rematado  á  tavor  del  último  por  dos  años ,  y  en  igual  forma  por 
cuatro  en  el  de  1849. 

Reaultando  ^ue  sacada  á  pública  subasta  en  i855  la  parto  de  dicha  de- 
hesa correspondiente  á  las  monjas,  se  remató  á/avor  de  D.  Bernardo  Pérez 
auft  cedió  el  remate  ¿  D.  Manuel  Delgado  Isla ,  por  quien  se  hizo  el  pago 
del  primer  plazo  en  9  de  Febrero  de  i  856: 

Resultando  que  en  22  de  abril  'de  i  857  6rmó  uoa  obligación  prkada 
Antonio  Calvan  Santana,  como  pastor  délos  ganados  de  O.  Manuel  Delga- 
do Isla ,  por  la  qpe  en  uso  de  tas  facultades  que  este  le  tenia  dadas  arrendó 
é  Don  Manuel  Luetmo  v  D.  Félix  Ramos  la  jparte  de  ia  dehesa  de  G¿«inpeaD 
que  en  el  ano  anterior  nabian  pastado  ios  mismos  ganados  de  su  amp ,  de- 
biendo abonarles  un  real  por  cabeza: 

Resultando  que  en  5  de  noviembre  de  i857  D.  Laureano  Mefena  dio  en 
arrendamiento  á  D.  Ramón  Lueímo  por  dos  anos  lá  cuarta  parte  de  dicha 
debesa,  y  que  en  23  da  octubre  de  1858  el  apoderado  del  Duque  de  AH>a  en 
la  ciudad  de  Toro,  á  quien  pertenecen  los  bienes  de  las  capellanías  funüadas 
por  D.  Pedro  y  D.  Sancho  de  Castilla,  arrendó  al  roi^mo  D.  Ramón  Luelmo 
T  á  D.  Félix  Ramos  la  parte  y  porción  que  en  la  dehesa  correspondía  al 
Duque: 

Besultando  que  en  6  de  julio  de  1857  D.  Manuel  Dekado  Isla  demandó 
de  eonciliacion  á  D.  Ramón  de  Luelroo  para  que  dejase  libre  la  dehei>a,  ó  en 
otro  caso  se  tuviera  por  desahuciado  de  ella;  y  que  Luelmo  se  negó  al  primer 
estremo  manifestanao  en  cuanto  al  segundo  que  solo  se  admitía  por  la  por- 
ción que  en  la  finca  correspondiera,  á  Delgado  Isla,  t^minaodo  el  acto  aln 
avenepcia: 

Resultando  que  en  11  de  mayo  de  1858  entabló  demanda  D.  Manuel 
Delgado  Isla  para  que  en  atención  á  que  como  mayor  porcíonista  déla 
dehesa  tenia  derecho  á  arrendarla  toda  ella  á  quien  le  pareciera:  debiendo 
SDJetarse  ios  demás  participes  á  los  contratos  que  al  efecto  hiciese,  derecho 
que  además  habían  tenido  los  dueños  anteriores,  se  mandase  que  D.  Ramón 
Laelmo  cesara  en  el  cultivo  y  aprovechamiento  de  ella  con  abono  de  los 
perjuicios  que  había  causeado: 

Resuliando  que  fallecido  para  este  tiempo  D.  Ramón  Luelmo,  se  repro- 
dujo la  demanda  contra  sus  herederos;  y  que  no  habiendo  estado  conformes 
con  los  hechos  alegados  en  la  misma,  se  les  confirió  traslado  de  eUa: 

Resultando  que  el  mismo  D.  Manuel  Delgado  Lia  propuso  otra  demanda 
en  22  de  noviembre  del  indicado  año  contra  dichos  herederos,  en  la  que, 
esponiendo  aue  estos  en  vez  de  reservar  á  los  ganados  de  aquel  los  pastos 
de  la  mitad  de  la  dehesa,  con  arreglo  al  convenio  que  al  efecto  tenia  hecho 
con  su  causante,  los  habían  aprovechado  con  los  suyos  propios,  dando  lug,ar 
á  los  perjuicios  consiguientes  por  no  haber  encontrado  el  demandante  otros 
pastos,  suplicó  se  les  condenara  á  que  le  abonasen  lo  que  convenido  ó  regu- 
Jado  valiesen  los  de  la  mitad  de  la  dehesa,  la  diferencia  desde  lo  que  estos 
importasen  á  lo  que  Isla  hiciera  constar  baberíé  costado  los  que  habiu  tenido 
que  buscar,  y  lo  que  por  convenio  ó  reguhcion  valieran  los  perjuicios  del 
ganado: 

Resultando  que  acumulada  esta  demanda  á  la  de  desahucio,  las  contes* 
laroB  los  herederos  de  D.  Ramón  Lueímo  negando  que  los  antecesores  del 
demandante  tuvieran  el  derecho  de  arrendar  la  danesa,  habiéndolo  hecho 
^guna  vez  por  pura  tolerancia,  asi  como  que  su  causante  hubiera  convenic|o 
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eD  eederi  hit  sfn  limitafion  de  tiempo  la  mitad  da  los  pastos,  baMeido 
•  9ido  siempre  los  confenios  hechos  eobarríendos  pardales  f^  tenmoradas 
fijas  qae  habían  ooncliildo  pasadas  ests^:  qoe  por  haber  eoirado  el  demaii* 
dado  sos  ganados  en  la  dehesa  y  aprovechado  la  mitad  de  los  pastos  de  va- 
rias temporadas  desde  29  de  Mtiembre  de  185S,  i  1/  de  abril  de  4858,  en 
concepto  de  subarrendatario  de  ellos  y  bajo  contratos  espedates,  les  estaba 
adeudando  las  oaniidades  one  Tallaran;  y  qne  por  haber  esdCado  D.  B^- 
nardo  Pérez  é  varios  labradores  para  qne  no  subarrendasen  las  tSerrastla 
labor  de  la  dehesa  por(|ne  perderian  so  trabajo,  habían  quedado  incolta?, 
cailsándoles  un  perjuicio  qoe  vainaban  en  (1,000  rs.,  sobre  ctiyos  estremoa  le 
reconvenian;  suplicando  en  so  virtud  qoe  se  les  absolviese  de  las  demandas 
de  desahucio  y  abono  por  razón  de  pastos  y  daño  de  ganados,  y  qo^  se  con* 
donase  á  D.  Mabuel  Delgado  lata  a)  paso  de  los  que  en  las  épocas  referidas 
habían  aprovechado  sus  ganados;  al  de  6,000  rs.  por  razón  de  perjnldoi 
causados  por  la  falu  de  coltivo  de  tierras,  y  al  de  4,080  reales  Importen 
granos  y  dinero  dado,  por  D.  tlamon  Lueimo  é  los  pastores  del  deman- 
dante: 

Resultando  que  practicada  por  fias  partes  prueba  pericial  y  teatlficsiy 
dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instancia,  qoe  confirmó  en  9  de  febrm 
de  i86l  la  Sala  segunda  ae  la  Audiencia  de  Valhdolld,  por  la  que  absol- 
vió ^e  las  demandas  de  desahucio  y  reclamación  de  pastos  y  abono  de  da- 
ños y  perjuicios  á  los  heredaros  de  D.  Ramón  Lueimo,  condenando  á  don 
Manuel  Delgado  If^la  al  pagó  de  8,000  rs. ,  Importe  de  la  mitad  de  los  pastos 
'  que  había  ¿provecbado  con  sus  ganados  en  dicha  dehesa  desde  el  29  de  ^- 
tlemSre  de  1856  á  i5  de  abril  de  1857,  y  en  Igual  tiempo  de  1887  é  f8S8; 
y  al  de  i, 080  ts.  suministrados  á  sus  pastores  en  granos  j  dinero fMr  don 
Ramoñ  Lueimo,  sin  perjuicio  de  que  en  cuenta  de  dichas  sumas  le  foeran 
abonadoa  los  paffos  que  acreditase  haber  liecbo.  absolviéndole  en  cuanto  i 
la  reclamación  de  peijuicios  pretendida  por  los  demandados: 

Resultando  aue  D.  Manuel  Delgado  Isla  Interpuso  recurso  de  casación 
citando  como  Inrríngidos:  primero,  el  Real  decreto  de  1.*  de  mayo  de  18S5 

Íla  Inatroccion  de  31  del  mífmo  mes  y  aiío:  segundo,  la  ley  agrariadeS 
e  junio  de  I8f3:  tercero,  la  ley  It,  (ft,  8.%  Partida  6.*,  y  la  doctrina  en 
que  se  haHa  fundada:  cuarto,  ta  doctrina  legal,  según  la  que  debe  respetar» 
se  el  eatodo  de  posesión  anterior  á  un  pleito  hasta  que  el  mlsnoo  termine: 
quinto,  la  doctrina  y  sistema  de  igutldad,  según  el  cual  los  demás  parrid- 

Ses  hablan  arrendado  sus  porciones  v  era  anejo  al  derecho  de  arrendar  el 
e  desahucio:  sesto,  la  ley  48,  tit.  8/,  Partida  5/:  sétimo,  la  ley  4.',  tftd* 
lo  i.%  libro  10  de  la  Notísima  Recopilación:  octavo,  y  por  último,  las  me- 
jores y  mas  reconocidas  doctrinas,  puesto  que  se  le  mandaba  abnnar  8,000 
reales  por  razón  de  pastos  sin  haber  existido  contrato  qoe  lo  autorizase,  y  ae 
le  condenaba  al  pago  de  4,080  rs.  por  granos  y  dinero  dados  á  sus  pastores, 
cuando  sobre  este  estreroo  se  habia  allanado  á  pagar  lo  que  resultase  haber- 
les entregado: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Joaguin  de  Palma  y  YInuesa: 
Considerando  que  la  cuestión  de  este  pleito,  como  se  propuso  en  la  de« 
msnda  de  desahucio  y  fué  aceptada  y  debatida  por  los  litigantes,  se  fijó  y 
concretó  á  que  se  resolviera  si  D.  Manuel  Delgado  Isla,  como  mayor  por- 
cionista  de  la  dehesa  de  Campeen,  poseída  en  común  y  pro  indiviso  ci^n 
otros  varios  participes  y  condueños,  tenia  derecho  para  arrendar  el  todo  de 
ella,  y  por  consiguiente  para  desahuciar  también  del  todo  á  so  llevador  sin 
conocimiento  ni  intervención  de  aquellos,  los  que,  aun  perteneciéndole<  la 
mayor  parte  de  dicha  dehesa,  deoian  sujetarse  y  quedar  obligados  á  los 
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ooDtntos  que  el  Mgado  bla  hiciera  y  por  las  gestiones  (jae  practicara  e» 
cuanto  a)  arriendo  y  al  desahqcio: 

Considerando  que  en  eate  fientido,  y  pn^scindieodo  de  la  irregularidad 
coD  que  se  citan  en  el  recata  el  deal  df>civto  ó  ins^truceion  del  f.*  y  3 1  de 
mayo  de  1855  y  ia  ley  de  8  de  junio  de  1813,  no  determinando  el  artículo  é 
disposición  infringida,  son  fiiaplieables  las  que  contienen,  porque  ninguna 
de  ellas  poede  acoiaoderse  al  pleito  ni  resolver  la.  cuestión  fijada  en  é^;  í)a-« 
liándose  en  igual  caso  las  leyes  18  y  19,  tít.  8.^  de  la  Partida  5.%  la  doctri- 
na en  que  se  diee  estar  fundada  esta  última  sin  eaponmrlaf  y  la  que  también 
se  llama  doctrina  y  sUtema  dé  igwildadi 

Considerando  que  no  babiéodose  probado  ni  becho  constar  que  los  por* 
cionistas  en /la  dehesa  se  obligaran  á  estar  y  pasftr  por  Iq  que  hiciera  el  de- 
mandante, tampoco  puede  tener  aplicación  al  caso  presente  la  ley  l.%  titu- 
lo f  .*,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  que  igualmente  se  invoca  en  el 
recurso: 

Considerando,  en cuanio  ¿  la  doctrina  deque  debe reepetaree  el  estado 
d$  posesión  anterior  á  un  pleito  hasta  que  el  mismo  termina,  que  para' 
aplicarla  se  hace  supuesto  A  la  cu^tioo,  porque  consistiendo  esta  precisa- 
mente en  si  el  demandante  tenia  derecho  para  arrendar  y  desahuciar  el  todo 
de  la  dehesa  por  haberlo  tenido  sus  causantes  se  d¿  por  cierto  un  hecho,  no 
solo  contradicho,  sino  apreciado  también  negatiTamenle  por  la  Sala  semen* 
ciadora  con  vista  de  las  pruebas  aducidas  y  por  su  resultado: 

Y  considerando,  pof  lo  que  respecta  ¿  la  demanda  de  perjuicios  y  á  la 
reconvención,  qite  tampoco  pueden  estimarse  valederas  para  fundar  no  re- 
corso de  casación  las  citas  que  en  general  y  con  notorio  abuso  se  hacen  de 
doctrinas  que  no  se  esponen,  llamándolas,  bin  embargo,  las  mejores  y  mas 
reconocidas; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declammos  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  O.  Mani^el  Mgado  Isla,  á  quien  condenamos  en 
las  costas  yá  la  pérdida  de  la  cantidad  depositada,  que  se  distribuirá  con 
anregto  á  la  ley;  devolviéndose  ios  autos  ¿  la  Audiencia  de  donde  proceden 
con  la  cerlificacion  correspondiente. 

Asi  por  etíH  nuestra  sentencia,  aue  se  publicará  en  ja  Gaceta  ó  inserta* 
ri  en  la  Colección  legitlativaf  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo* 
|^onunciaDK>8,  mandamos  y  tirmamos.^Ramon  López  Vázquez. — Sebas» 
tian  González  Nandin.— Gabriel  Ceruelo  de  Velasco.— Joaquín  de  Palma  y 
Vinuesa. — Pablo  Jiménez  de  Palacio.— ^^aureano  Rojo  de  Norzagaray.— To- 
más Buet. 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Excelentísimo  é  limo.  Sr.  D.  Joaquin  de  Palma  y  Vinuesa,  Ministro  de  la 
Sala  primera  del  Supremo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pú- 
blica la  misma  Sala  en  el  dia  de  hoy,  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  cer- 
tifico. 

Madrid  13  de  diciembre  de  1862.*— Juan  de  Dios  Rubio. — (Gacela  de  17 
de  diciembre  de  1862.) 


Recurso  de  easaetoaa  (13  de  diciembre  de  1862.).— Bbs- 
TiTDGioif  iN  iNTBGRUM .— Se  resucIve  por  la  Sala  primera  del  Tribu- 
nal Supremo  haber  lugar  al  recurso  de  casacioa  interpuesto  por  el 
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Ministeño  Hscál  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  téite- 
rade  la  Audiencia  de  Madrid  en  pleito  con  los  síndicos  del  cornos 
de  acreedores  de  D.  Juan  Nepomuceno  de  Francisco;  se  casa  y  anu- 
la dicha  sentencia,  y  se  resuelve: 

1  .^  Que  el  fondo  de  Espolies  como  pertenencia  dd  Estado,  gou 
del  privilegio  de  menor ^  con  arreglo  útoí  ley  iO^  lU.  i9,  Part,  6/: 

2.^  Qtie  esduida  por  la  junta  de  reeonocimiento  de  crédilw  de 
un  eoticurso,  un  crédito  perleneciente  á  dicho  fondo j  sin  la  oatafnn 
da  de  su  representante,  no  obstante  su  oportuna  eitaeHmj  compek 
á  este  el  beneficio  de  la  restitución  que  conceden  al  menor,  cvando 
recibe  daño  por  culpa  de  su  guardador,  entre  otras  leyes  la  2.*,  0- 
tulo  19,  Part.  6/; 

Y  3/  que  contra  la  sentencia  que  infringe  dichas  leyes  proeeis 
elrecurso  de  easadoh. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  d  43  de  dieiembre  de  1862,  en  ios  «alai 
pendientes  ante  No?,  por  recm^o  de  casación,  se|fuído8  en  e(  Jotgido  da 
primera  instancia  del  distrito  de  Maravillas  y  ea  la  Sula  tercera  da  ta  Real 
Audiencia  de  esta  cdrte',  por  el  Fiscal  de  Hacienda,  con  los  sfoiKeoa  éá 
concurso  de  acreedores  de  D.  Juan  Nepomueeoo  de  Francisco,  sobre  rasli- 
tucion  in  inU'grum: 

Resultando  ^ue  el  último  firmó  en  16  dejutrlode  1856,  nnaliqwMft- 
eiott  de  las  cantidades  que  tenia  recibidas  del  Reverendo  Cardenal  ArzdUi- 
po  de  Toledo,  como  Colector  general  de  C«polios  y  Vacantes,  ea  libran» 
realizadas  sobre  las  Subcolecturías,  desde  14  de  octubre  á  2  de  noTieaaiM 
de  1851,  de  la  cual  aparecía  un  alcance  de  80,000  n.  en  sn  contra  j  é  fa- 
vor de  dich»  Colecturía  general: 

Re!(ult»ndo  que  en  i  9  del  mismo  mef<,  se  presentó  D.  Juan  NepooMm- 
ne  de  Francisco  en  concwrso  voluntario  de  acreedores,  ante  el  lusgiHla  da 
primera  instancia  de  Maravillas,  incluyendo  en  la  lista  de  aquellos  é  has* 
presada  Colecturía,  por  la  indicada  suma: 

Resultando  que  convocada  la  junta  de  acreedores  para  el  18  ée  agirtí 
siguiente,  se  citó  al  Reverendo  Cardenal  Arzobispo,  como  re  presentíate* 
los  fondos  de  E^poliosy  Vacantes,  y  habiendo  manifestado,  s^guB  #jn¡igrf 
el  E^cribtmo,  que  se  entendiese  la  dítiseneia  con  su  delegado,  el  Yiearia 
eclesiástico  D.  Julián  Pando,  se  citóa  este,  el  cual  no  concorrid  adida 
junta  ni  á  las  posteriores: 

R(!SuHando  une  habiendo  comunicado  «I  jtAismo  ta  siodieatnra  cM  eM* 
curso,  en  23  de  febrero  de  1857,  que  en  in  junta  de  reeonocimiento  da  eié- 
ditos,  celebrada  en  29  del  mes  anterior,  se  iiabia  escloldo  el  de  la  Catada* 
ría  general,  por  no  constar  mas  que  la  relación  del  concursado  y  do  béba- 
se presentado  nadie  á  reclamarlo  ni  á  acreditar  su  legitimidad^  ae  diiigié 
dicho  Vicario  al  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  en  i«*de  marro,  baei6aa»- 
le  presente,  que,  después  dol  fillecimiento  del  Reverendo  Cardenal  Ana- 
bispo  D.  Jann  i^sé  Bonel  y  Orbe,  se  consideraba  sin  facultades  para  eataa- 
4erenlos  ramos  de  Er>polios  y  Vacantes,  absteniéndose  por  ello,  da taái 
acto  relativo  á  los  mismos: 

Resultando  que  el  Promotor  fisoal  del  Jaissado  de  Maravillas  pidi4  aa  7 
de  diciembre  de  aquel  año,  en  cumplimiento  de  orden  supeilori  se  dedan- 
ae  corresponder  á  su  ministerio,  como  representante  de  la  Ordaoacioo  ge^ 
neral  de  Pagos,  por  las  resnlus  de  B^políos  f  VaeanteSi  «Ibonaflcia  da  fe 
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reslIioeíóQ  tníni^^ntrn,  y  que  en  9n  coúdecueneia,  se  aüorda^gaevel  t^tíf- 
curso  de  acreedores  de  D.  Jaan  Nepomoceno  de  PraBCiaco,  se  fetrottajerá 
á  la  fecha  en  que  había  sido  convocada  la  jqnta  para  el  reconocimicrnto  dé 
los  créditos  declarados  por  el  concursado,  oesignaBdose  oiieTO  dia  para  su 
celebración,  y  esposo  el  da&o  irreparable  de  haberse  negado  el  abond  dal 
crédito  de  80,000  rs.  por  la  indefensión  en  qne  le  dejó  el  funcionario  eo^ 
loncos  dtado: 

Resultando  que  en  la  pieza  separada  que  se  formó,  para  tratar  de  la  t«8^ 
titoclon,  oontestaron  ios  Síndicos  pidiendo  se  desestímase  la  demanda  y  sé 
declarase  no  proceder  aquella,  dejando  firme  el  acuerdo  de  U  lonta  de  tt 
de  enero  de  18S7  sobre  el  espresado  crédito  y  que  si  por  razones  que  los  es¿ 
ponentes  no  alcanzaban  fuese  reconocido,  se  le  declarase  moroso ,  para  lo 
i:ual  alegaron  sustancialmente,  que  dicho  acuerdo  quedó  iegaimente  firme, 
tegwa  lo  dispuesto  en  los  articules  584  y  986  de  la  ley  de  ^njuiciamieato 
dYil,  puesto  que  los  términos  señalados  en  ellos  eran  improrogables;  slend6 
to  único  que  podría  concederse,  para  subsanar  aquel  daño,  ei  retrotraer  el 
juicio  al  estado  en  que  ^o  hallaba,  en  ios  15  dias  siguientes  al  29  de  men 
pero  no  mas  allá,  para  no  inferir  perjuicios  grares  á  la  masa  común,  en  la 
que  entraban  también  menores  y  corporaciones  priviTegiadas,  respecto  á 
las  anales  no  podía  usar  su  privilegio  ia  Ordenación  general  de  Pagos: 

Resultando  que  dictada  sentencia  por  el  Juez  de  primera  instancia  en  8 
de  noviembre  de  1859 ,  y  pasados  ios  autos  á  la  Audiencia,  por  apelación 
del  Ministerio  fiscal,  se  hizo  constar,  en  virtud  de  auto  para  mejor  ñroveerL 
^e  el  Vicario  eclesiástico  D.  Julián  Pando,  como  delegado  del  Oardenal 
Arzobispo  de  Toledo,  estuvo  encargado  de  la  Administración  de  BspolioSi 
desde  O  de  noviembre  de  i854,  hasta  el  fallecimiento  de  este^  en  11  do  fe* 
brero  de  1857: 

Resultando  que  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  oronunció  su  hllO|  cn 
9  de  marzo  de  1861,  revocando  el  del  inferior  y  declarando  de  ningún  va* 
lor  ni  efecto,  con  arreglo  á  la  ley,  ia  comunicación  hecha  por  los  síndicos  ( 
D.  Julián  Pando,  como  representante  de  los  fondos  de  Cspolios.  por  silsti* 
tocion  del  Reverendo  Cardenal  Arzobispo  en  23  de  febrero  de  1857,  12 
dias  después  de  la  defunción  de  dicho  Cardenal;  del  acuerdo  tomado  por  la 
Junta  de  reconocimiento  de  créditos,  celebrada  en  29  de  enero  anterior,  } 
las  providencias  declarando  firme  dicho  acuerdo,  mandando  en  su  conse- 
cuencia devolver  los  autos  al  Juzgado  donde  radicaban,  para  que  se  hicie- 
se saber  nuevamente  la  éspresada  comunicación,  entendiéndose  con  per^ 
sena  legítima  y  en  debida  forma,  contándose,  de^e  que  así  se  verificase, 
el  término  de  loa  15  días  que  marca  ei  arU  585  de  la  ley  de  Enjaiciamíento 
civil,  y  absolvió  en  su  virtud  á  la  misma  Sindicatura,  de  la  demanda  de 
restitución  in  integrum^  propuesta  por  el  Ministerio  público,  como  repre- 
sentante y  defensor  de  los  derechos  del  Estado,,  bajo  el  concepto  indicado 
en  los  fundamentos  de  este  mismo  £allo: 

Resultando  oue  contra  él,  dedujo  dicho  Ministerio  el  actuah  recurso  de 
casación,  por  haDorse  infringido,  en  su  concepto,  las  leyes  1.*,  2/  8.*^  f 
10,  til.  19  de  la  Partida  6.%  y  aun  lo  que  dispone  la  i.\  tíx.  25,  Partidií^ 
^.*,  toda  tez  que,  si  eiistíeodo  el  remedio  de  la  nulidad  cern  el  MaMkl 
restitntorío,  no  hubo  razón  ninguna  pan  negar  la  restituclen  tllf  donde  e» 
había  causado  perjuicio  á  la  Hacienda,  por  culpa  de  sus  AdministraA)0e0Af 
y  donde  no  llegaba  la  nulidad  gue  se  proclamaba;  habiéndose  aiadido  en 
este  Supremo  Tribunal,  como  mfriogidas  igualmente,  á  mas  de  la  l.V  ti- 
tulo 25,  Partida  3/  citada,  las  otras  disposiciones  de  la  misma  Partida  y 
titulo,  la  16,  tít.  11  de  dicha  Parüda;  la  Z.\  tít.  19,  Partida  6/,  y  la  doc- 
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trina  ajasuda  i  varias  de  esas  leyes,  admitida  por  la  jurispradenda  ds  eslt 
Sopreoia  Tribuaal,  en  sos  sentencias  de  17  de  setiamiNre  de  1857  j  23  de 
npTieiDÍMre  de  1860: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Sebastian  Gonsales  Nandio: 

Considerando  que  en  2d  de  enero  de  1857,  día  en  qoe  se  eelebré  la 
jnnta  de  reconocimiento  de  créditos,  y  al  gae  se  refiere  eo  sa  demanda  el 
Ministerio  público,  era  el  Vicario  eclesiistico  la  persona  reconocida,  cone 
n¡preseataote  del  fondo  de  Espolies: 

Considerando  qua  ese  fondo,  como  pertenencia  del  Estado,  goxa  dei 
j^ivilegio  de  menor,  con  arreglo  á  la  ley  10,  tít.  10,  Partida  6,\  y  qoe  es- 
clttido  el  crédito  de  que  se  trata,  por  la  referida  jnnta»  sin  asistencia  del 
indicado  Vicario,  no  obstante  sa  oportuna  citación,  competía  á  aqoel  ei 
beneficio  de  la  restitución  que  concede  al  menor,  cuando  ndbe  daño  fwr 
culpa  d$  su  guardador f  entre  .otras  leyes,  la  2.*  del  mismo  titulo  j  Ptf- 
tida: 

Considerando  que  la  Sala,  atendiendo  úoicameote  para  sa  fallo  el  acta 
poeterior  de  la  comunicación  del  acuerdo  adoptado  por  la  junta  de  recono* 
cimiento  de  créditos,  verificado  en  23  del  siguiente  febrero,  cuando  care- 
cía ya  de  representante  el  fo(id«  de  Espolios,  y  decidteodo  la  cnestioo  en 
ese  concepto,  que  no  era  el  del  pleito,  ba  infripgido  las  dos  indicadas  lejes, 
InTOcadas  en  el  recurso; 

Fallamos  ¡¡ue  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  interpoes- 
lo  por  el  Ministerio  fiscal,  y  en  su  consecuencia  casar  y  anular,  como  ca- 
samos y  anulamos  ta  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  tercera  de  la  Real 
Audiencia  de  esta  corte,  en  9  de  marzo  de  1861. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  lá  Gaceta  é  Inser* 
taré  en  la  Coleedon  Ugistativa^  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias, 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos, — Ramón  Lopes  Vázquez. — Se* 
bastían  González  Nandin.— Joaquin  de  Palma  y  Viouesa.— Pedro  Gooea 
de  Hermosa.— Pablo  Jiménez  de  Palacio.— Laureano  Rojo  de  Norsaganj* 
—Ventura  de  Colsa  y  Pando. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  8see« 
lentisinoo  é  limo.  Sr.  0.  Sebastian  González  Nandln,  Ministro  del  Tríboad 
Supremo  de  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  eo  sa  Sata 
primera  el  dia  de  boy,  de  que  certifico  como  Secretario  de  S.  H.  y  sa  Gs* 
cribano  de  Cámara. 

Madrid  13  de  diciembre  de  1862.— Dionisio  Antonio  de  Pog^i.— (6á* 
ceta  de  18  de  diciembre.) 


Recorso  de  easaeaon  (18  de  diciembre  de  1862.).— ^o- 

LnuD  DE  LA  vEivTA  DE  UNAS  FINCAS.— Se  dccIara  por  la  Sala  piioMsa 
del  Tribunal  Supremo  ao  haber  lugar  al  recurso  de  casación  ¡ftler<* 
puesto  por  D.  Antonio  Cortés  Nunez ,  contra  la  senieacia  prosaa- 
dada  por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Cáceres,  ea  pleito 
con  Vicenta  Pérez  Sánchez,  y  ae  resuelve: 

I."*  Que  no  es  juri$úrudencia  admitida  por  los  TrUmnalfs^  qme 
Hempre  que  se  declare  la  nulidad  deán  contrato  en  virtud  detaud 
se  hayan  enajenado  fincas ,  y  se  mande  devolver  estas  con  resiñM- 
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tion  de  frntos,  haya  de  verificarse  en  todos  los  casos  de  los  percibí-' 
4os  6  debidos  percibir  desde  que  aquellas  entraron  en  poder  del 
comprador: 

S.""  Qw  por  el  contraria,  los  Tiibun/iles  tomando  en  considera- 
don  ¡as  diversas  eircunstofieias,  y  antecedentes  consignados  en  las 
autos,  aprecian  en  uso  de  sus  facultades ,  el  hecho  de  si  se  han  re^ 
tenido  con  buena  fé  hasta  que  se  haya  esta  interrumpida  por  la  can- 
testación  á  la  demanda: 

8.^  Que  la  sentencia  que  limita  á  la  época  de  la  contestación  á 
la  demanda  la  restitución  de  los  frutos ,  no  infringe  jurisprudencia 
alguna  admitida  pof*  los  Tribunales; 

¥  4/  que  la  no  imposición  de  las  costas  de  la  segunda  instancia  y 
el  abtamienío  de  las  de  primera  cuando  es  resultado  dd  juicio  for^ 
modo  por  la  Sala  sentenciadora^  apreciando  y  con  arregla  é  sus  fa* 
cuitados  y  la  raxan  mas  ó  menos  fundada  que  el  condenado  á  ella 
tuvapara  litigar^  es  un  punto  accesorio  quena  dá  lugar  al  recurso 
de  casación,  y  por  tanta  que  la  sentencia  que  asi  lo  declara  m  ha 
infringido  la  ley  8,',  tít.  33i,  ParL  3.»,  aunque  esta  estuviese  vi- 
gente. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  f  8  de  diciembre  de  1862,  en  los  autos 
pendientes  ante  Nos  por  recorso  de  casación ,  seguidos  en  el  Juzgado  de 
primera  instancia  de  Cáceres  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Real  Audiencia  de 
)«  misnoa  ciudad  por  Antonio  Corlea  Ñoñez,  como  marido  de  Francisca  Pé- 
rez, y  curador  adlitem  de  los  iiermauos  de  esta  Juan  y  Damiana  Pérez, 
con  Vicenta  Pérez  Sánchez  sobre  nulMari  de  la  venta  de  unas  fincas: 

Resultando  que  Ana  Vivas  Criado,  viuda  de  Ramón  Pérez,  del  aU6  te- 
nia cinco  bijos,  Ramón  ,  Vicente,  Juan  ,  Francisca  y  Damiana ,  declaró  en 
uo  papel  simple  que  no  tiene  fecha,  y  que  firmó  con  tres  testigos,  que  ha- 
biendo ajustado  cuentas  con  su  cuidado  Vicente  Pérez  de  lo  que  le  debía 
su  hermano  Ramón  por  haber  pagado  deudas  de  sus  padres,  como  también 
io  que  ella  había  recibido  basta  el  día  j9  de  8g:osto  de  i849  para  manuten- 
ción de  sus  hijos ,  le  habia  dado  en  pago  las  tincas  gue  espreaó  por  valor 
de  6,050  rs.,  con  lo  cual  se  hablan  conformado  sus  hiJDS  Ramón  y  Vicente, 
que  tenían  edad  para  ello: 

ResuHando  que  fallecida  Ana  Vivas,  entabló  demanda  en  20  de  junio 
de  1860  Antonio  Cortés,  en  la  representación  indicada,  solicitando  la  nuli- 
dad de  la  referida  venta ,  y  que  se  condenase  á  Vicente  Pérez  ^nchez  á  la 
devotueion  de  los  bienes,  cuando  menos  en  las  tres  quintas  partes  de  ellos 
que  correspondían  á  los  demandantes ,  con  los  frutos  producidos  y  debidos 
producir  desde  que  los  detentaba ,  con  las  costas: 

Resultando  que  Vicente  Pérez  Sánchez  impugnó  la  demanda  sostenfen* 
do  la  validez  de  la  venta ,  y  pretendiendo  que  se  condenase  á  los  deman- 
dantes á  otorgar  la  correspondiente  escritura,  declarando  en  otro  caso  que 
estaban  obligados  á  la  eviccion  y  saneamiento  de  los  perjuicios  que  su  ma- 
dre le  había  ocasionado  con  la  entrega  de  aquellos  bienes: 

Resultando  que  practicada  prueba  por  las  partes,  dictó  sentencia  el  Juez 
de  pringara  instancia ,  por  la  que,  declarando  nula  la  referida  venta  como 
hecha  eo  fraude  y  perjuicio  de  menores .  condenó  ¿  Vicente  Pérez  á  resti- 
tuir ¿  los  lierederos  de  Ramón  Pérez  todos  los  bienes  que  se  le  demanda- 
ban, eon  los  frutos  producidos  ó  debidos  producir  desde  que  ilegftimamen- 
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3F  mejortf  que  bubíeae  hecho  eo  dichos  bleoos  desdo  que  eetaba  eo  ¡mesioii 
deelloSy  reief?áiidole  bq  derecho  pera  que  padieri  usar  de  éi  donde  y  cono 
viere  coDveDírlOy  j  condenándole  en  lu  costas  j  gastos  de  la  iostancU: 

ReseÜndo  que  ioterpneeta  apelaeioB  por  Vieeiite  Pérez,  la  Sala  segmi- 
d»  de  te  Aodieiide  de  Cioeres  proMoeid  úntesela  «n  f  1  de  abril  de  íHU 
por  la  qae«  eBtendítedeee  condeMéo  aquel  á  reatitair  á  k»  deaModiMae 
coiBO  herédelos  de  RaaiQoPerea  las  tree^iuintaa  parles  de  los  bienes  de- 
mandados con  los  frutos  ó  rentas  producidos  desde  la  conieaUcioD  i  la 
demanda»  j  aluda  la  imposición  de  costas  y  gastos,  confirmaron  en  lo  de- 
más la  sentencia  apelada: 

Resultando  que  Antonio  CoKés  interpuso  recurso  de  casación  citande 
como  infringidas  las  doctrinas  legales  y  la  jurisprudencia  práctica  de  los 
TribmMleSy  eon  arreglo  á  las  que  babia  sido  condenado  el  demandado  por 
el  Jues  de  primera  iostanda  á  la  lestiueie»  de  fralos  desde  que  ilegftioa- 
mente  disíruteba  ios  bieoes  litigiosos ;  y  la  ley  8.%  tfl.  21,  Partida  3/,  po« 
haberle  aliado  la  condenación  de  cosras  impaesta  eo  aqvelia ,  y  no  baMe 
condeudo  en  las  de  la  seguada  inslaocia ,  nendo  tan  notoria  sa  leas* 
ridad: 

Vistos  y  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Pedro  Gomes  de  Herhiofa: 

Considerando  que  no  es  jurisprudencia  admitida  por  los  Tribunales  que 
siempre  que  se  declare  la  nulidad  de  un  cootratOy  en  virtud  del  cual  se  fas- 
van  embonado  fincas^  y  se  manden  devolver  estas  con  restitución  de  frutos, 
baya  de  verificarse  en  todos  los  casos  de  los  percibidos  6  debidos  percibir 
desde  (}ue  aquellas  entraron  eo  poder  del  comprador ;  y  que  antes  ,  por  ai 
coAirario,  los  Tribunales  tomando  en  consideración .  como  en  esto  litigio, 
las  diversas  cárcunstancias  y  antecedentes  coneifinados  en  loa  autos,  apre- 
dan  en  uso  de  sus  facultades  el  hecho  de  ú  se  han  retenido  con  bueaa  fk 
basto  .que  se  baya  esto  Interrumpido  por  la  contestación  á  la  demanda;  no 
habiendo  por  tonto  infringido  la  sentencia  que  limito  á  esta  época  la  resU- 
tncioo  de  frutos  jurisprudencia  alguna  admitida  por  los  Tribunales: 

Considerando  que  la  no  imposición  de  las  costos  de  la  segunda  insUBcia 
y  alzamiento  de  las  de  primera  es  el  resultodo  del  juicio  formado  por  la 
Sala  sentenciadora ,  apreciando ,  con  arreglo  á  sus  facultodes,  la  rason  m» 
ó  menos  fundada  que  tuvo  el  demandado  para  litigar ;  punto  accesorio  oue 
no  dá  lugar  al  recurso  de  casación  » y  mucho  más  hablándose  hecho  notaoie 
modificación  de  la  sentencia  de  primera  instoncia  por  la  que  causó  ejecuto- 
ria, y  aue  por  tonto  esto,  aunque  estuvíeee  vigento  la  ley  8/,  tit.  22,  Par- 
tida 3/,  alegada,  no  la  habría  infringido; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declari^mos  no  haber  lugar  al  recniso 
de  casación  ftiterpuesto  por  Antonio  Corl^  I^unez.  á  quien  condenamos  en 
las  costas ;  devolviéndose  los  autos  á  la  Real  Audiencia  de  Cacarea  con  la 
certificación  correspondieoto. 

Asi  por  esto  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inserta- 
rá en  la  Coleeoion  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias ,  lo 
pronunciamos ,  mandamos  y  firmamos.—Bamon  López  Vazquez.--Sebas- 
tiao  González  Nandio. — Joaquín  de  Palma  y  Víoueea.—Pedro  Gomes  de 
Hermosa.— Laureano  Rojo  de  Norzagaray.— Ventura  de  Colsa  y  Pando.— 
Tomds  Huet« 

Publicación. — Leida  y  publicada  fué  la  precedento  sentencia  por  el  Dos* 
tpísimo  Sr.  D.  Pedro  Gómez  de  Hermosa ,  Mióistro  de  la  Sala  primera  del 
Supremo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  Sala 
en  el  dia  de  boy»  de  que  yo  el  escribano  de  Cámara  certifico. 
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de  diciembre  de  18dt.) 


Reeium»o  de  casaeiMí  (19  de  diciembre  de  d863.).— Mi« 

JOR  DERECHO  k  LA  MITAD  RBSBRVABLB  DB    0N08  BIBÜBS  YINGOLADOS.— 

Se  declara  por  la  Sala  primera  dél  Tribunal  Supremo  no  haber  lu- 
gar al  recurso  dé  casación  interpuesto  por  D.  Rafael  Masero  contra 
la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de 
Cáceres,  en  pleito  coa  D.  Máximo  Lozano»  y  se  resuelve: 

i.^  Que  en  las  vineulamnes  reculares  se  Kí$edia  $egun  el  or- 
den estableado  en  la  ley  2.%  tít.  iódé  la  Park  2/  para  la  mee- 
gion  de  la  Coronan 

iJ"  Que  con  arreglo  alas  prescripciones  de  dicha  ley,  la  linea 
del  primogénüe  debe  ser  preferida  á  las  demás,  á  las  que  solo  pasa 
el  mayorazgo  después  de  estinguida  la  primera; 

¥  3.*"  Que  en  todas  las  líneas  tiene  lugar  el  derecho  de  repre- 
sentación, conforme  se  dispone  en  las  leyes  S/  y  9.*,  tU.  17 ,  íi¿.  10 
de  la  Novísima  MeeopUaetou. 

Bo  la  ?ilíft  7  eórte.de  Madrid»  ¿  49  de  dieíembre  de  1862»  en  los  autos 
que  por  recurso  d$  oaMcitHi  peaden  ante  Nos»  seguidos  en  el  Juzgado  da 
primera  insianeíA  de  Jeréi  de  los  Caballeros  y  en  la  Sata  secunda  de  la  Real 
Audieneiade  Cáceree  perD.  Rafael  Masero  con  D.  Máximo  Lozano»  en  pom** 
bre  de  sus  respeoiivas  espesas  doña  Rosa  Gárcéd  y  dona  Enearnacion  Ro« 
driguez,  sobre  mejor  derecho  á  la  mitad  raservablede  unos  bienes  vincu- 
Indos: 

Resultando  que  Lope  Tordoya  y  su  mujer  Isabel  de  Mosquera  por  escrl« 
tora  d6  30  de  marzo  de  iS50  mejoraron  á  su  hijo  raeyor  Gomes  de  Tordoya 
en  el  tereb  y  quinto  de  sus  bienes  con  sefiatamiento  de  fincas^  fundando 
sobre  ellas  un  nnoolo  y  llamando  á  so  posesión  á  los  varones  descendientes 
de  dicbo  su  bijo;  y  ne  babiéadolos  del  úlümo  poseedor»  i  la  bija  mayor,  y 
así  de  ^rade  en  grado,  con  la  pceveocion  de  que  el  byo  primeo  varen  que 
la  tal  bembra  tuviese  babia  de  suci^ler  y  tomar  el  apellido»  armas  y  nom- 
bre de  Tordera»  y  no  otro  apellido  alguno: 

Resultando  que  per  otra  oláosula  dispusieron  que  en  defecto  debijos, 
hijas  y  descendientes  del  6Hinio  poseedor  sucediera  el  pariente  mas  prózi- 
ino  que  fuese  de  su  linaje  de  cualquiera  grade»  aunque  estuviese  en  el  een- 
tósiiBo»  y  que  después  que  entrase  en  una  linea  siguiera  esta  hasta  acaberse» 
sin  retroceder  ni  ir  á  trasversales,  sino  á  los  descendientes  de<licba  linea» 
pasándolos  bienes  tpao/urs  luego  que  muriese  el  lenederde  ellea  al  si- 
guiente en  ^rado»  segua  y  como  lo  dispoeia  la  ley  de  Toro»  por  reservarse 
eo  ese  eaeo  en  sí  y  en  él^  la  posesión  y  señorío  de  los  mismos: 

Resultando  que  en  les  años  de  IS$3»  1707  y  1770  se  agregafon  varios, 
bieaes  ¿  dichn  mayorazgo»  de  todos  los  cuales  vino  A  ser  poseedora  doña 
Aaa  María  de  Torctoya»  que  muri6  sio  sucesión  en  15  de  aaiiembee  de  1854: 

Resultando  que  habiendo^solioitado  y  obtenido  la  posesión  judicial  da  los 
bienes  D.  Máximo  Lozano»  como  marido  do  dona  fiacarnacíea  Rodríguez^. 
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fAresentd  demanda  en  14  de  agosto  de  1^57  D.  Rafael  Masero,  en  rtpream- 
tacion  de  la  saya  doña  Rosa  Garcés,  pidiendo  á  favor  de  e»ta  la  éeelararioe 
de  tocarla  y  pertenecería  como  sacesora  en  grado  mas  preferente  é  tnae- 
dtato  de  la  doña  Ana  María  de'Tordoya^  6flima  poseedora,  la  miud  resem- 
bte  de  los  bienes  que  constituyeron  las  Tinculaciones  de  la  faoiüta,  y  en  k 
Tlrtud  que  se  condenase  á  D.  Mázinfa  Lozano,  que  detentaba  dicbt  mitad  i 
nombre  de  su  mujer,  ¿  que  se  la  restituyese  con  todos  sub  fratoe  y  rentes 
producidos  ó  debidos  producir  desde  que  la  relenia: 

Resultando  que  fundó  esta  solicitud  en  que  terminada  la  línea  de  D.  la- 
sé Tordoya  por  no  baber  teoido  descendientes  dona  Ana  Marfa,  debió  Iras- 
mitirse  el  derecho  de  sucesión  á  la  de  doña  María  Ana  de  Tordoya,  mujflr 
deD.  Francisco  Hervías,  derivada  de  doUH  María  Bernarda  deAyala^se- 
ganda  mujer  de  D.  Andrés  Tordoya,  de  ta  cual  procedían  ambos  litigantes; 
pero  con  la  diferencia  de  que  dolía  Rosa  era  segunda  nieta  del  D.  Aodrtt  y 
de  sú  mujer  doña  María  Bernarda,  mientras  que  doña  Encaroacion  era  ter- 
cera nieta,  y^por  consiguiente  ae  hallaba  un  grado  roas  distante:  jpM^eons 
para  determinar  la  sucesión  había  que  aí<cender  hasta  el  tronco  aenaladoea 
la  segunda  mujer  de  D.  Andrea  por  haber  concluido  la  línea  de  la  prímia 
eo  la  última  poseedora,  goaabn  de  mejor  derecho  doña  Rosa  por  estar  en 
grado  mas  inmediato  que  doña  Encaruucion:  que  esto  era  lo  mas  radoaai 
aun  suponiendo  el  derecho  de  representación,  pues  en  igualdad  de  líneaase 
atendía  siempre  al  grado,  prefiriendo  el  mas  próximo  pariente  del  poseedor 
y  no  del  fundador,-  con  eselu9ion  de  lo;*  mas  remotos,  lo  cual  confirmaba  la 
ley  de  1820,  restablecida  en  1836;  y  Analmente,  Xfue  eoAo  quiera  qoe  mb- 
sistiendo  las  vinculaciones  de  Lordoya  debería  suceder  en  ellas  dona  Ras» 
Garcés  por  su  mas  inmediato  párente^  con  la  Última  poseedora»  «ra  indis- 
putable su  preferencia  á  la  mitad  reservable  de  1ai  mismas: 

Resultando  quA  D.  Máximo  Lozano  solicitó ,  en  nombre  de  sn  mujer 
Doña  Encarnación  Rodríguez,  se  le  absolviera  libremente  de  la  demanda;  y 
alegó  que  fenecida  la  línea  de  D.  José  Tordoya,  hijo  primogénito  de  D.  An- 
drés, sucedía  el  segundogénito  ropresentado'en  Doña  Ana  María  de  Torde- 
ya,  pasando  por  fallecimiento  dé  esta  el  derecho  de  primogeoitnra,  y  per 
tanto  el  de  suceder  en  el  mayoratgo,  á  su  hija  mayor  Doña  Ana  Hervías,  ▼ 
por  el  derecho  de  representación  concedido  hasta  el  inflnito  por  la$  layes  at 
de  Toro  y  9.*,  tít;  i7,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  á  so  nieu  Data 
Encarnación  Rodríguez:  que  por  consiguiente,  ínterin  no  conehiyesn  la  ti* 
nea  primogéoíta  de  Doña  Ana,  no  podía  tener  entrada  ni  deredios  qne  ejer» 
eitar  la  segundogéoita  Doña  Ramona  Hervíasi  madre  de  la  deroaimote: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  aprueba,  hicieron  las  partas  laa  que 
estimaron  convenientes,  quedando  reconocida  la  filiación  de  ambas,  asi  cono 
.que  los  términos  de  la  fundación  eran  los  de  un  mayorazgo  regular  par  el 
orden  de  sucesión  establecido  en  la  ley  2.*,  til.  15,  Partida  S.*: 

Resultando  que  el  Juez  dictó  sentencia  en  iO  de  febrero  de  4866,  w 
confirmó  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Gáceres  en  i  7  de  setienibra  del 
mismo  año,  absolviendo  de  la  demanda  á  D.  Máximo  Lozano,  en  represen- 
tación de  su  mujer  Dona  Encarnación  Rodríguez;  y  que  contra  este  fallo 
interpuso  recurso  de  casación  D.  Rafael  Mesero,  como  marido  de  Dona  Rosa 
Garcés,  por  muerte  de  la  cual  le  ha  sostenido  su  hermana  y  heredera  Doñ^ 
Petra,  fundándole  en  haberse  infringido  en  su  concepto  la  ley  40  de  Tors 
en  sn  última  parte,  y  la  doctrina  de  que  aen  los  mayorazgos  todas  las  regla5 
ceden  á  la  voluntad  del  fundador,»  toda  vez  que  esta  bahía  sido  desatendMi 
por  la  sentencia  al  considerar  no  ser  llegado  el  caso  de  laffindacton,  sis  em- 
bargo de  no  haber  dejado  descendientes  la  última  poseedora: 
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<    VtAos^  ifmrio  Pbiiento  el  Htniatro  D.  Gabriel  Gemelo  dé  Velasco: 

.  GoQsideranldo  que  la  ▼iocolaeioD  á  que  perteaecieron  los  bienes  qae  se 
Teotaman  era  regalar,  como  consta  de  los  documeatos  presentados  y  lore<r 
conocen  las  partes,  y  que  en  las  de  esta  clase  se  sucedía  según  él  orden  es- 
tablecido en  la  ley  2.%  Ut.  f^  de  Ja  Part^  ^.*  para  la  siicesion  de  la  Corona: 

Considerando  que^  con  arreglo  ¿  las  prescripcionei^  de  dicha  ley,  la  línea 
del  primogénito  dvbe  ser  preferida  á  tas  demás,  á  (as  que  solo  pasa  el  ma- 
yorazgo después  de  estingtíida  la  primera  i  y  que  en  todas  ellas  tiene  lugar 
•i  derepho  UeTepresenlacion,  conforme  se  dispone  en  tas  leyes  5.^  y  9/9 
título  17,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación: 

Considerando  que,  en  su  consecuencia,  por  fallecimiento  sin  sucesión  de 
la  úflima  poseedora  éel  mayorazgo  deque  se  trata  Imbiera  debido  deferirse 
«ele  á  ta  linea  dt  la  demandada,  como  primogénita  Te^pecto  de  ia  de  la  re« 
enrreote,  y»pof  lo  tamo  tiene  aquella  un  dpieoho  preferente  en  representa* 
ctoD  de  su  abuela,  cabeía  de  la  linea,  á  la  mitad  reserrable  de  los  bienes  del 
ttieme:} 

Considerando  que  los  fundadores  no  quisieron  alterar  eo  el  orden  de  su* 
ceder  en  el  mayorazgo  que  instituían  las^^ reglas  establecidas  para  los  regu- 
lares en  la  referida  ley  de  Partida,  pues  además  de  no  haber  espresado  ser 
esta  su  voluntad,  demueetra  olaramente  las  palabras  de  la  fundación  que 
e\  llamamiento  á  favor  del  mas  próximo  pariente  dei  último  poseedor  que 
B<r dejase  hijos  ni  descendientes  era  .tan  solo  sobsidiarío  en  defecto  de  pa- 
cientes que  pudieran  suceder  con  arreglo  á  los  llamamientos  regulares  fie- 
ches  por  loe  mismos  en  las  cláusulas  aoterioresi  caso  que  no  ba  llegado  á 
▼idearse: 

T  oon.<(iderando,  por  lo  que  se  d'^ja  espnesto,  qoe  la  sentencia  ejecutoria 
absolviendo  de  la  demanda  no  ba  infringido  la  ley  y  doctrina  citadas; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
4e  casación  mterpuesto  por  D.  Rafael  liasero,  como  marido  de  Doña  Rosa 
^arcé^tf  y  qoe  por  muerte  de  eeta  ha  seguido  su  hermana  Doña  Petra,  á 
quien  condenamos  en  la^  costas  y  á  la  pedida  de  la  cantidad  por  que  prestó 
canción;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  Gáceres  con  la  certifica- 
ción correspondiente. 

Así  per  esta  nuestra  sentencia,  qae  se  publicará  en  la  Gaeeta  é  insertará 
en  la  CoUceion  Ugúlativaf  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo  pro* 
nunciamos,  mandamos  y  lirmamo8.--*Ramon  López  Vazqoex.-^  Gabriel  Ge- 
melo de  Velasco.— Pedro  Gómez  de  Bermosa.'^Pablo  iimeoez  de  Palacio, 
—Laureano  Rojo  de  Norzagaray.— Ventura  de  Golsa  y  Pando.— Tomás 
Hoet. 

PublicBcion.^Leida  y  publicada  iué  la  anterior  sentencia  por  el  Esee- 
leotistmu  é  llustriúino  Sr.  D.  Ramón  López  Vázquez,  Presidente  de  la  Sala 
{irímera  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia^  estándose  celebrando  audiencia 
l>ábtica  en  ella,  deque  certiOco  como  Secretario  doS.  M.  y  su  Escribano  de 
Cámara. 

•    Madrid  i9  de  diciembre  de  1 862.~^Dionisia  Antonio  de  Puga. — {Gaceta 
de  23  de  diciembre  de  1862.) 
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premo  i  ISivor  átí  Jugado  dé  primera  iteUMMÍ*  át  Cnns  4eTi- 
neo  la  competencia  soscítada  eoo  el  de  ignat  elase  del  distrito  del 
Barquillo  de  Madrid,  sobre  complimiento  dé  ufi  exhorto,  y  se  re- 
suelve: 

Qite  ugun  Ick  prescripción  del  párrafo  l.\  arU  5.®  déla  Uy  de 
Enjuídamento  civil  96$  Jfuex  oompeteiúe  para  conocer  de  los  plali» 
eti  que  se  ejerdím  acciones  reales  sobre  bienes  inmuebles  elielbh 
gar  en  que  eslé  ¡a  cosa  lUigiosaf  ó  cualquiena  de  eUas,  sí  fueseis 
varias. 


Kn  la  villa  7  cérte  ds  Madrid  y  á  i9de  diciembre  de  I8d2,  en  losi 
de  compeleoGÍa  eotre  «1  Jaez  de  primera  iosuncia  de  Cangas  de  Tloeo  7  el 
de  igual  clsee  del  diatriio  del  Barqaíllo  de  esta  eérte  sobre  euBfdifflieatoda 
un  exhorto:  ,      '.  • 

Resultando  que  por  ejecutoria  de  la  Real  Audiencia  de  esta  corta  de  t 
de  marzo  de  1855,  piODiinciada  eo  el  pleito  seguido  entra  Dona  Rosa  Plaref 
Urfa  y  los  hermanos  Manuel,  Luis  7  ioaeía  Rodrigues  Vina  sobre  meior  de* 
reche  A  los  bienes  de  una  capeHanfo  colativa  fundada  en  la  iglesia  parroquial 
de  Cangas  de  Tinao,  fueren  adjudicados  á  dichos  hermaBoa,  eomo  lilife?, 
coa  arreglo  á  la  ley: 

Resultandoque  devueltos  ios  aotoa  al  Juez  ínfarior,  que  lo^ra  el  de  pri- 
mera instancia  del  distrito  del  Bar<|uilio,  .pidió  Manuel  Rodrigues  Viña  que 
en  cumpUmiento  da  dicha  <ejecntona  se  hiciese  saber  á  los  posoedores  deias 
bienes  le  reconociesen  7  á  sus  hermanos  como  dueños  de  ellos ;  f  qoe  ha- 
biéndose accedido  por  auto  de  10  én  enero  de  i85e,  se  Jibr6  exborlo  ai  Juez 
de  primera  instancia  de  Cangas  de  Tineo  para  que  par ticipasa  didia  ajeen* 
tona  á  Dona  Josefa  Martínez,  viuda  de  O.  Luis  Fernandez  Floraa,  vedoa  da 
aquella  villa ,  y  la  iotimaw  que  con  arregtn  á  la  misma  rticonocíasa  i  les 
iiermenos  Viña  como  dueños  da  la  casa  qoe  fornaaba  parte  de  la  dotación  del 
patronato,  sita  en  el  puente  de  Ambasa^uas,  que  estjiíia  ocupando,  ain  par» 
juicio  del  derecho  que  pudiera  tener  para  reciamar  los  réditos  perciliidos  4 
podidos  percibir,  6  en  otro  caso  que  en  el  término  de  nueve  dias  esposioa 
lo  qoe  en  contrario  tuviese  por  conveoientOy  bajo  apercibimiento  de  Ifrqoe 
hubiera  lugar: 

Resultando  que  recibido  el  ezfaorto ,  le  cumplimenté  aquel  Jues  eoo  h 
cláusula  ordinaria  de  sin  perjuicio ,  7  en  su  cons«cttencia  se  notificó,  cité  7 
emplazó  en  persona  á  Doña  Josefa  JUriinez  en  17  de  abril  sigoienta: 

Resultando  que  antes  de  esa  fecha,  ó  sea  en  la  de  ^  de  marzo,  sabedora 
la  misma  da  que  Manuel  Rodríguez  Vina  y  sus  hermanos  trataban  de  per^ 
turbarla  en  la  plosesion  de  la  casa  que  leolan  7  le  correspondía  por  justas 
iitfüos ,  suponiendo  pertenecer  á  la  dotaoiao  de  una  capellanía ,  éadojo  aa 
dicho  Juzgado  .interdiclo  do  retenar,  el  cu»l  le  fué  adnaitldo;  7  recibida  fUs- 
tlGcacíon  sobre  los  hechos  que  propuso,  se  mandó  citar  á  juicio  verbal  para 
el  IS  del  propief  m»s ,, iibriadose érdea  á  eAa  certa  para  hacerlo  sabara 
Manuel  Rodríguez  Viña: 

Resultando  que  verificado  el  juicio  sin  haber  comparecido  aquel,  dicté 
sentencia  el  Alcalde  primero,  con  acuerdo  de  Asesor,  amparando  á  Doña 
Josefa  Marlinez  en  la  posesión  de  su  c^sa  que  habitaba ,  y  previniendo  é 
Manuel  Bodriguez  no  volviera  á  intentar  perturbarla,  sin  perjuicio  del  de- 
recho que  tenia  para  reclamar  ia  propiedad : 

Resultando  que  tres  días  antes  de  dürse  esa  aentancia  hablan  otorqado 
en  la  villa  de  Ckiogas  ana  eserátara  Luís  f  Josefa  ttodriguax  Vina  7  Dona 
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Josefa  MaryoM  por  if  ^  como  earadota  deass  Ujos,  por  Ja  cari  se  oonvi* 
Hieren  eo  que,  aId  perjnicie.dB  poder  Yeatíiar  este  úJIudi  coq  el  apoderada 
de  los  dos  primeros  y  de  so  hermano  Manuel  el  derecbo  que  tunera  ¿  la 
casa,  ae  ateteodria  de  mósunarse  parte  en  la  pOiesíoD  que  ae  les  iba  á  dar  de 
lee  iMeoesde  laehpellanfa  f  (latroDatai  findene  ptoteegarla  ni  pacaUzarla, 
no  corriéodola  per  ello  término  lú  parándola  perjoicio  eo  sus  justas  defen- 
a&M,  que  podría  aagoir  amistosa  y  coAfidaficialmafite  con  dicho  apoderada 
taaesigiendo  ei  asunto  eo  dos ,  tres  á  mea  Ai^egadoa  de  an  coolUnza ,  ¡^ues 
el  objeto  de  este  documento  no  era  otro  que  el  de  evitar  que  se  detuviese 
^r  mea  tiempo  el  que  teoiao  peodieoie  en  esta  eórte ,  dejando  á  salro  el 
derecho  de  miaa  y  otraa  partes  para  lo  que  pudieran  veoliiar  en  eüa  del 
modo  indicado: 

Resnkaode  que  en  18  de  marzo  üitímo-ae  libró  nueve «ihorte  per  el  Juea^ 
de  eala  eárte  al  de  Casgaa»  áoatioion  de  Manuel  Kodri^ez  Viña»  para  ha- 
cer saber  al  actual  arrendatario  de  hi  espresada  casa  que  retuviera  ¿  sudis- 
poeicio*  los  alquileres  sucesivos,  y  entregase  dentro  ae  i5  dias  ios  vencidoa. 
j  cobrados  desde  1835  en  adelante,  siu  perjuicio  de  las  demás  acciones  que 
correspondieran: 

Resuitando  que  requerida  Doña  Josefa  MarUnea  con  el  exhorto  anterior 
en  iO  da  juftjoy  acudió  en  el  11  al  Juzgado  át  Gangas;  y  presentando  la 
eeer  llora  de  ad<|pniaictoo  de -la  casa  de  fecha  de  27  de  noviembre  de  1842». 
la  del  convenio  de  46  de  mano  de  185^  y  certificicioo  del  interdicio  da 
fetñer  eatünado  en  19  del  mismo  mes,  soliciló,  apoyada  en  las  disposición 
nes  de  los  articoioa  2«%.  ZJ"  6.^  y  894  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  ^ 
^ae  Se  retuviera  el  exhorte  y  se  oficiase  al  Juez  de  esta  edrte  para  que  se 
Inhibiese  del  conooimiento  del  asunto,  que  eomprendla:  n 

Resultando  que  requerido  dicho  Juez,  ae  negó  á  inhibirse  fundado  ea 
qoe  el  plaito.sobre  adjudicación  de  los  bienes  de  ia  capellanía  se  incoó  en. 
au  Juzgado  por  radicar  en  esta  corte  la  mayor  parte  de  ellos,  y  correspon- 
deile  por  consiguiente  su  conocimieAto,  con  arreglo  al  párrafo  segundo  del 
articulo  5.®  de  la  citada  ley;  en  que  á  parte  de  la  competencia  origioaria  4 
propia,  tenia  la  delegada  por  el  Tribunal  superior  para  poner  en  posesión  á 
los  hermanos  Rodríguez  Viña  de  los  bienes  adjudicados  donde  quiera  que 
radiquen,  toda  vez  que  sean  de  los  comprendióos  en  la  fundación,  como  lo 
era  la  casa  conocida  por  los  Viñas  en  Cangas  de  Tioeo  y  Poenle  de  Ambas-- 
aguas;'  en  que  además  de  propia  y  delegada,  fué  prorogada  su  jurisdicción 
por  haber  consentido  Doña  Josefa  Martínez  el  auto  posesorio  de  10  de  ene* 
rodé  1856;  caque  el  de  amparo  dictado  en  el  interdicto  no  podia  surtir 
efecto  respecto  de  los  derechos  de  Manuel  Rodríguez  por  no  aparecer  se  le 
citase  oportonamen|e  al  juicio  verbaf,  ni  tener  efícacia  alguna  por  no  ha* 
borlo  sido  sus  hermaoos,  sin  embargo  de  la  escritora  de  convenio  de  Id 
de  marso  de  1856,  en  la  eoat  por  otra  parte  no  pudieron  obligar  i  terouros 
iDtelasados  en  la  percepción  de  le»  frutos,  al  0oQa  Joaela  Martínez  obli- 
garse en  coDceple  de  euradeta  de  sua  hijoasin  las  diligencias  previas  .presr 
ditas  por  loe  artículos  jUl  y  siguiente  de  la  ci^da  l6y;y,enaue,  aun 
cuando  al  interdicto  se  la  dijese  toda  la  fuerza  legal  que  en  sí  no  nene  se- 
gún las  disposiciones  del  Derecho,  solo  conservó  aquella  por  él  la  posesión 
de  hecho,  única  que  en  dichos  juicios  se  ventila,  y  contra  esa  posesión' 
constntió  después  la  de  derecho  conferida  i  Manuel  Rodríguez: 

Y  resultando  que  sustanciado  este  incidenfe' han  remitido  le»  Joeoea 
sus  actaaeíDeea  raspeetivaa: 

Vistor  aieode  Ponenle  «i  Ministre  D.  Tomás  Miiai  y  AWhat: 
O^ttideivindeqpe,  ae9aqtlaip¿eaofipcioQdel.p4rci^ío.i^         art.  5, 


a 
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^6  la  ley  de  BRJQidamieoto  civil,  es  Jaes  ooropetent^  pm  eoDOoer  de  toa 
pleito?  en  que  se  ejerciten  acoiones  Reales  sobra  ineiiea  iamneiilas  el  del 
lugar  en  qoe  esté  la  cosa  iiUgiosa  d  cualquiera  de  ellas  si  faasea  Tafias: 

GoDsideranda  qae  la  geslloo  promofída  per  O.  MBiniel  Rodríguez  Vmi 
ante  el  Joez  de  primera  iastaooiá.  del  distrito  del  Barquillo  de  esta  c6rle 
para  que  se  intimase  á  Dona  losefo  Martínez,  f ecíiia  de  Gangas  da  Tíiiee, 
que  los  reconociese  por  dueños  de  la'  casa  que  agüella  poseía  como  perte- 
neciente á  la  citada  füadacioii,  éffVfielTe  el  ejereieio  de  usa  acción  letm- 
dicatoria: 

Considerando  que  no  habiendo  zldo  parte  Doña  Joseb  Mariioesenel 
ploito  referido,  y  escando  en  p^Miefon  de  la.casa  que  sedioe  perleneoer  á  b 
tuiídacion  por  titulo  leRítiino,  es  una  demanda  nueva,  y  como  tal  es  ees- 
pétente  para  conocer  de  ella  el  Juez  del  tugar  en'  que  dicha  Sdc»  se  Mía; 

Pallamos,  que  debemos  declarar  y  dedaramos  que  el  conociañealo  dé 
dicha  demanda  corresponde  al  Juez  de  primera  losUincia  de  Gangaü  da  Ti» 
neo,  a(  gue  se  remitan  unas  y  otran  actuaciones  cofr  certlficacioo  de  esta 
sentencia,  é  igualmente  Ifis  soyas  al  del  distrito  del  Barquillo  de  eaU  cdrfs 
para  los  efectos  de  dereclio. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  qué  so  pul)licará  dentro  de  loa  tres  días 
de  su  fecha  en  la  Gaceta  id  Madrid^  y  á  su  tiempo  en  la  <7o¿eooíon  Iraiste» 
tivay  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  maiunBes 
y  firmamos. — Ramón  López*  Vázquez. «-Sebastian  Gronzalez  Naodia.-* 
Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa.— <PtKJro  Gómez  de  Hermosa.---Laareaiio  Re- 
jo  de  Ncirzagway.— Ventura  de  Golea  y  Ptndo. -^Tornas  Huet. 

Publicación. — Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  lios-^ 
trisimo  Sr.  D.  Tomás  Ruet  y  Aliier,  Ministro  del  Tribunal  Sapremo  de  ios* 
ticia,  estándose  oelebraudo  audiencia  pública  en  su  Sala  primera  el  día 
de  hoy,  desque  certifico  como  Sdcretarío  de  S.  M.  y  su  Esoribanode 
Cámara. 

Madrid  19  de  diciembre  de  1 862. --Dionisio  Antonio  de  Poga.-^€e- 
eeta  de  23  de  diciembre  de  1862.) 
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Reearso  de  casíaeion  (18  de  diciembre  de  1862.).— Ri* 

coNociuiENTo  DE  UN  HIJO  NATURAU— Sc  dccIara  por  la  Sala  primera 
del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casacioa  inter- 
puesto por  el  curador  ad  Utem  del  loeaiNr  José  Aniceto  contra  la 
sentencia  pronunciada  por  la  Sala  tercera  de  la  Aadiencía  de  Bór- 
goS)  enjpleito  con  D.  Joeé  Alvarez  Velarde,  y  se  resnelve: 

1 .""  Que  para  fundar  un  recurso  de  coiocién  no  deben  inuoeant 
disposiciones  del  Código  penal,  ni  doctrinas  que^  emanando  de  dba^ 
wlo  pudieran  tener  aplicación  en  un  procedimiento  criminal: 

2.^  Que  es  inconveniente  eilar  como  inpiniiidos  por  una  sen- 
tencia  tüulos  enteros  de  un  Código; 

¥  o.""  que  no  pueden  considerarse  ni  aémitine  como  infiraeekh^ 
fies  legales  la»  que  es^n  motivadas  en  iuponet  y  dar  como  merlos 
ios  hechos  deoisivos  4e  la  eáeiüon  conira  (a  apreeíaeioñ  de  ¡a  Sala 
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senienckdoraf  y  el  criterio  f&rmado  en  uso  de  sus  utr&meiones  y  pof 
el  resuWido  de  las  pruebas  aducidas  en  el  pleito. 

En  la  Tilia  j  corte  de  Madrid,  á  18  de  diciembre  de  1862.  en  loe  autos 
pendientes  ante  Noi  por  recurso  de  eassoion  seguidos  en  el  Juzgado  de 
primera  instancia  de  Santtndef  y  eo  la  Sala  tercera  de  la  Real  Audiencia  de 
Burgos  por  Doña  Isabel  Monea|o,  y  por  su  fenecimiento  por  el  curador  aá 
iHem  del  menor  José  Aniceto,  con  Ó.  José  Alvares  Yelarde  sobre  que  este  1» 
teoonoaca  por  so  hijo: 

Resultando  qne  Dona  babel  Mohcayo,  huérfana  de  padre,  soltera  y  de 
31  años  do  edad,  entabló  demanda  en  i7  de  agosto  de  i858 ,  en  la  que^  es«- 
poniendo^ue  poresnado  de  il  añoe  babia  sostenido  relaciones  amorasas 
eon  D.  José  Alvares  velarde,  y  que  por  reinKpdq  de  ellas  babia  dado  á  loi 
on  Diño  el  día  17  de  abril  de  1857 ,  lo  cual  le  conslitofa  en  el  concepto  de 
estuprador  y  obligado  al  reoonoclmíeoto  de  la  prole  por  ser  ana  de  las  res- 
ponsabilidades de  segundo  orden  consignadas  en  el  Código  penal,  pidió  se 
te  condenara  á  qne  reconociera  al  niño  losé  Aniceto,  como  habido  eo  su» 
relaciones  amorosas  con  la  demandante  y  como  estuprador  de  ella,  asi  como 
á  que  le  mantuviera  con  arreglo  á  sus  facultades: 

Resaltando  que  D.  José  Alvares  impugnó  la  demanda  fundado  en  que*, 
si  bien  era  cierto  que  había  sostenido  relaciones  con  Doña  Isabel  Moucayo, 
no  lo  era  que  fuese  padre  del  niño  Jofé  Aniceto,  siendo  improcedente  lo 
acción  civil  que  se  había  querido  deducir  de  un  delito  que  no  habia  existido 
con  arreglo  al  Código,  puesto  que  la  deinandante  tenia  31  años: 

Resultando  que  fallecida  Duna  Isabel  Moncayo  en  7  de  setiembre  de  1858„ 
M Continuó  el  pleito  por  elcurador  aálüsm  que  se  nombró  al  menor,  y 
que  practicada  pruebe  per  las  partes,  dictó  sentencia  el  Jues  de  primera 
instancia,  por  la  que  absolvió  de  la  demanda  á  D.  José  Alvares. Velarde,  eá 
cuanto  por  ella  se  pedía  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  civiles  que  eran 
consecuencia  de  las  criminales  según  el  Código  penal,  reservando  su  dere- 
cho al  curador  ad  litem  del  menor  José  Aniceto  para  que  usase  del  que  le 
compitiera  en  ef  juicio  procedente: 

.  Resultando  que  confirmada  esta  sentencia  por  la  que  en  16  de  febrero 
de  ISC^l  pronunció'  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Burgos,  en  cuanto 
por  ella  se  absolvía  á  D.  Jofé  Alvarea  de  la  demanda ,  interpuso  el  curador 
del  menor  recurvó  de  casación,  citando  como  infringidos  el  art.  366  del  Có« 
digo  penal ,  que^sn  su  párrafo  tercero  dé  derecho  j^ara  interponer  la  de- 
manda  de  estupro»  aun  cuando  la  mujer  pase  de  23  anos;  las  leyes  del  litólo 
19  de  la  Partida  7.*;. las  del  tft.  13  orla  Partida  6/,  el  principio  de  dere- 
cho, según  el  que  el  que  causa  un  daño  está  obligado  á  resarcirle;  el  art.  2t 
del  Código  penal ,  según  el  cual  en  los  delitos  que  solo  puede  perseguir  et 
agraviado ,  puede  estinguir  con  su  perdón  la  acción  penal  y  reservarse  hi 
civil;  la  doctrina  y  práctica  de  los  Tribunales,  según  la  que,  probado  el  de<^ 
Uto,  debe  reconocer  el  estuprador  la  prole,  tupliéirdolo  el  Tribunal  con  su 
sentencia;  y  por  último,  la  ley  5/  del  tít.  19  de  la  Partida  4.*: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Joaquín  de  Palma  y  Vinuesa: 
Considerando  que  para  fundar  este  recurso  no  han  debido  invocarse  dis- 
posiciones del  Código  peoal ,  ni  las  doctrinas,  que  emanando  de  ellas,  solo- 
pudieran  tener  aplicación  en  un  procedimiento  criminal : 

Y  considerando  que  las  infracción^  qne  también  se  alegan  de  las  leyes 
del  tft.  19  de  la  Partida  7.*,  de  las  que  comprende  el  13  de  la  6.*;  de  ía  5.', 
tit.  19de  la  Partidü  4.%  y  del  principio  de  dereclio  ^usef  que  eaúta  un 
daño  6S(d  oMt^ode  á  resarciriOf  preseiodiendo  de  la  incoavetúencia  de  ci* 
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ciertos  los  hechos  decisivas  de  li  ciegitoo icantr»  l>  ijwiiiin  ínn  de  ka  S*li 
sentenciadora ,  y  el  criterio  formado  en  uso  de  sos  atríKmetboaft  y  par  d 
resaltado  de  las  pruebas  adacidas  en  el  pleito; 

Fallamos  oua  debemos  declarar  j  daclaranoa  do  babor  loflar  al  ncnrsa 
de  casación  interpuesto  por  el  carador  del  menor  José  Aniceto,  ¿  qiMa 
condenamos  en  las  costas ,  devolviéndose  loa  aiitba  ¿  fai  Raal  Aodíeiiciaiii 
Burgos  con  la  certiOcacloo  corRspondiaBto.  . 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  ae  nublicará  en  ia  Goeafti  é  íMirtai 
en  la  Colee€ionteg%$kitiva,pn9Ínáo$e  al  eíecto  his  copias  neceaarias,  to  pro- 
poncíamoe ,  mandamos  j  nrmamou.— Rameo  López  Vazqoei. — SebaatiaB 
González  Naodin.— Gabriel  Ceraelo  de  Velasco.— Joaquín  de  Palma  y  Vi- 
nuesa. — Pablo  Jiménez  de  Ptttaek>«*-LaareaDO  Rojo  de  Norzagara^.^^Te* 
máaRoet. 

PublicacidQ.— Leida  y  publicada  foé  la  precedente  senteoela  paral 
Ezcmo.  é  limo.  Sr.  D.  Ramón  López  Vázquez ,  Presidente  de  la  SaU  pri^- 
mera  del  Supremo 'Tribunal  de  Justicia ,  celebrando  andiencía  páblici  la 
misma  Sala  en  el  día  de  hoy,  deque  yo  el  Escribano  de  Cámara  certifiee. 

Madrid  i  9  de  diciembre  de  I862.--Juan  de  Dios  Rabio.— (Gacela  da 
24  de  diciembre  de  1862.) 


sia. 


Reasiarso  de  eaisaMloii  (i9  de  diciembre  de  4882.). — A»» 
jümcAcio{i  «>B  BiSNCs.— Se  declara  por  ia  Sala  primera  del  Tribunrf 
Supremo  Haber  lugar  al  recurso  de  casación  loterpaesto  por  dona 
"Rafaela  Fernandez  Cid,  contra  la  sentencia  pronunciada^r  la  Sala 

Írimera  de  la  Audiencia  de  la  Coru2a,  en  pleito  con  dona  CároMi 
{¡randa;  se  casa  y  anula  dicha  sentencia,  y  se  resudve: 

1.'  Qneiegwilalei^lldeTor0,Ó9ea*la^iMU.6.\lib.iOde 
ia  Novísima  RcoopUacimí,  la  mejora  del  tereio  hediñ  por  elpadrt 
en  favor  de  alguno  de  ius  hijos  é  descendientes  en  ^  contrato  entn 
wos,  en  irrevoeable,  cuando  aquel  ha  entregado  hf  bienes  en  fue 
consisíia  la  mejora,  ó  la  esciitura  de  la  misma  ante  escribano  6  di- 
cho contrato  se  hubiese  hecho  por  causa  onerosa  con  otro  tercero* 
nsf  como  por  vía  de  casamiento,  ó  por  otra  causa  semejante: 
•  ^.^  Que  las  escrituras  que  en  estos  casos  se  otorgan  contienen  ws 
contrato  büaíeral  de  recíprocas  obligaciones  y  derechos  para  an^os 
otorgantes;  y  fue  verifieándose  el  fundamento  de  la  mejora,  el  me* 
forado  adquiere  el  dñecho  á  ella,  y  el  mejorante  contrae  el  d/éber  de 
hacerla  efectiva,  debiendo  cumplir  esla  migacion  los  herederos  €9- 
mo  trascendental  á  ellos: 

S.'  Que  adquirido  el  derecho  de  mejora  en  virtud  de  contraÉú 
oneroso,  puede  trasmitirle  el  que  lo  tenga^  ya  en  vida  ó  ya  en  msier^ 
te,  al  que  le  hubiere  de  suceder  i^r  testamento  ó  abintestalú: 

4.''  Que  si  el  mejorado  asi  es  un  hijo  y  fallece  antes  que  su  tna» 
ere,  á  esta  se  trasmite  dicho  derecho  en  el  eoneeepto  de  heredera  /br- 
%osa,  el  cual  la  constituye  acreedora  cerno  pudiera  serlo  otro  cMf* 
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qinér  $sír4fiiOf  áqUim  por  algún  tUulo  leglHnio  de'hí^  ixnioeid^n  en 
deneba  se- hubiera  trasmitido: 

8.^  Que  par  un  testamento  no  puede  revocarse  tina  mejora  can>' 
signada  en  una  escrítwa,  porque  el  iefit(^meMo  es  un  acto  unÜOtC'^ 
ral  y  este  no  es  bastante  éfica%  para  destruir  la  pwrta  de  un  contra- 
to materaU  puesqjue  entonca  etíariasnk'airbiírio  de  uno  de  los  ecm* 
trayenles  separard^y^prmeinéír^dé  lof  obligacUmes  mmstituidas  por 
su  parte; 

Y6^  qué  la  sentencia  ^e  se  separa  de  estos  principios  infringe 
la  citada  ley  17  de  Toro  y  las  d^imds  que  eoft  ella  tienen  ecttexion. 

Eo  la  villtt  f  eórte  de  Madrid,  á  19  de  diciembre  de  i8dt,  eo  los  aatoi 
IMDdáaDtes  aote  Nos  por  reeorae  4e  easictoo,  segaidoe  o  el  Josfido  «le  pii* 
mera  ioslancíá  de  Lugo  y  eo  la  Sala  primera  de  la  Real  AadieMie  de  ia  €9» 
ru&a  por  doña  RaAiela  Pernaodes  Cid  oon  doga  Oámea  MiraMla»  sobredad- 
jadicacion  del  tereio  de  loa  bienee  de  I>.  Aatonío' María  Mifendac 

Reeuüanéo  que  con  motivo  del  matrimenio de D.  Fraaeiseo  Mirnoday 
dooa  Rafaela  Fernaiidei  Cid,  los  padres  dM  prteerO|,  D*  Antonio  Mario  Mi* 
randa  y  doña  Amonie  Díaz  Freiré,  le  mejoreroii  por  etcritort  de  13  de  o»^ 
tiibre  de  i842  «o  €Í  tercio  de  ledos  loe  bteBee^ue  quédate»  ésa  Tallad* 
miento,  designando  laa  Hacas  de  donde  se  taebia  de  aaear;  mejora  que  fué 
ratificada  y  aceptada  respectivamente  por  los  interesado»  en  la  escritura  de 
capitulaciones  matrimoniales  do  49  de  octubre  dei  mismo,  obligándose  los 
esposos  á  casarle  y  cumplirla;  y  que  contraído  el  matrimonio,  D.  Francisco 
Miranda  falleció  el  2  de  setiembre  de  1859,  y  sn  hija  únioa  dona  MaHa  de 
la  Paz  €0  I  i  del  mismo  mes: 

Resultando  que  D.  Antonio  Mefhi  Miranda  otorgó  testamento  en  29  db 
mayo  de  4859,  en  el  que  declaró  que  solo  tenia  dos  hijos,  D.  Joan  y  dona 
Carmen,  y  teniendo  presente  que  la  mejora  de  tercio  y  qolnlo  qne  baba 
otorgado  á  so  hijo  D.  Franei^o  a*  Casarse  con  éofta  Rafaela  Fernandez  Cid 
había  caducado  por  no  haberse  deferido  en  él  ni  eo  sos  desceodientes,  ni 
podido  tra^iroitirse  á  estraños,  revocándola  á  mayor  abondamienlo,  si  precí* 
80  fuese,  hizo  igual  .mejora  da  terdo  y  quinto  á  fafor  de  so  hija  dona  Cár« 
men: 

Resultando  que  fallecido  bajo  este  testamento  D.  Antonio  MaHa  Mira»*- 
da  y  promovido  el  juicio  voluntario  de  testa«Mynlaria,  acidtói  él  doña  Ra* 
faela  Fernandez  Cid  en  H  de  noviembre  de  4859  entablando  demanda  paat 
que  se  la  adjudicase  el  tercio  de  todos  los  bienes  del  D.  Antonio,  funnada 
en  que  la  escritura  de  {3  de  ecinbre  de  4842  era  un  verdadero  contrate 
•nter  vái^oapor  causa  oneroso  é  irrevocable,  y  qfie  el  derecho  que  por  él  ha«- 
hia  adquirido  D.  Francisco  Miranda  lo  babia  tramitídojá  su  bija  dona  Ma« 
rft  de  la  Paz>  y  esta  á  sn  vez  á  la  demandante  come  eoMecnencia  de  las  le^ 
^  yes  de  sucesión  forzosa: 

Resaltando  que  doña  Carmen  Miranda  impugnó  la  demanda,  porque  no 
habiéndose  deferido  la  herencia  de  sa  padre  basta  so  fallecimiento,  no  po* 
dian  optar  á  ella  si  no  personas  capaces  de  heredarle,  capacidad  que  no  tia«> 
ilan  mas  que  sus  bijos  y  descendientes,  y  porque  el  tardo  era  herencia  ne- 
cesaria de  ios  que  viviesen  al  fallecimiento  del  padre: 

Resultando  qoe  absuelta  de  la  duenda  doña  Carmen  Miranda  per  la 
Mteacia  que  en  9  de  marzo  de  i86i  pronnneió  la  Sala  primera  de  la  Aq«* 
diencia  de  la  Goruña,  confirmando  la  del  Juez  infaruir,  inler|»M  la  doman- 
danto  recurso  de  casación,  citando  como  infringidas  la  sentencia  de  eati 
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la  Real  praginéüca  de  7  de  marzo  de  1505;  las  leves  13,  UU  9f^  9  &^  y 
10,  lll.  33  de  la  Part.  7.«;  U  II,  Üt.  14,  Parí.  3.";  la  5.%  líu  V,  y  la  12 
t  la  14,  tít.  11  déla  Part.  5.";  la  ley  26  de  Toro;  la  6  '  lU.  2/,|ib.  5.*  del 
Foero  Juzgo,  origioal  latiod;  la  i.\  (1t.  1.**,  lib.  10  de  la  Novüíaia  Recopi- 
lación; y  por  último,  la  doctrina  de  joriaprudeoeia  sentada  por  este  Supre- 
mo Tribunal  en  sentencia  de  27  da  enero  do  4858,  segno  la  que,  consdde* 
Irado  el  tercio  enmo  oo  deroobo  «tantaal^  poedo  ef4e|ve,  y  el  oeaioaario  ad- 
quirirlo y  trasmitirlo  con  la  miima  e? entualidad  i  sos  herederos: 

Vislús.  siendo  Penento  el  lliaislro  D.  Laureano  Rojo  dé  Nona^ray:. 

Considerando  que  la  cuestión  de  este  pleito  esU  reducida  A  saber,  si  la 
demandante  como  heredera  de  su  hija  ha  sucedido  en  el  derecho  que  ¿&la  á 
au  Tea  adquirió  de  sti  podre,  mejorado  en  el  tereio  de  todos  ^ os  bienea  por 
ol  suyo  respocüTo  on  «serituras  do  13  y  19  4Ío  octubre  do  1842,  otoigiáas 
flor  causa  oMfosa; 

Considerando  que  según  la  kt  17  de  Toro,  ó  sea  la  I/,  Ut.  6.*,  IM»» 
10  de  la  NovUiou  Recopilación,  n  meiora  del  tercio  hecha  por  el  podre  en 
hTor  de  alguno  de  aua  níjes  ó  descendientes  en  un  contrato  entre  vivos  es 
irrevocable,  cuando  aquel  iii  entregado  los  bienes  en  que  consistía  la  me* 
jora,  é  la  escritura  do  la  miaoM  auto  Bscribaao,  ó  dicho  eofrtrafo  as  Mis* 
ff  McAopor  en«isaofiaiiojacofiolfOlareer«i|OS<  oomofior  <;io  da  oom^ 
«Msnto,  apar  otra  causa  nmejanU: 

Considerando  que  laa  moooionadas  eaerimras  oontieneo  un  contrato  bi- 
lateral de  reciprocas  obligaciooes  y  derechos  entre  loe  otorgantes,  y  qne 
habiéndoso  venftcadoel  matrimonio  f«ndamen(o  de  la  mejora,  adquirió  oo 
derecho  el  hijo  y  contrajo  una  obMgacioB  consiguíeDle  el  padre  de  hacer 
efectivo  el  tercio  de  todos  los  bienes  que  dejare  ¿  su  failecímiento,  de- 
biendo cumplir  esta  obligación  los  herederos  como  trasceodenial  á  ellos: 

Conaideraudo  que  adquirido  ol  deredio  en  virtud  del  contra  lo  onereeoí 
pudo  trasmitirle  el  hijo  mejorado,  ;a  en  vida,  ya  en  moorle,  al  que  le  hu- 
biere do  suceder  por  testamento  ó  abinieslato<y  que  eo^te  oooceplo  he- 
redó su  bija  aquel  derecho  como  un  bien  que,  estando  en  la  herencia  dé 
padre,  aumentaba  su  patrimonio: 

Considerando  que  fallecida  la  hija  óutea  oue  la  madre,  hoy  demandan* 
te,  se  trasmitió  ¿  ella  dicho  derecho  en  el  propio  concepto  de  heredera 
forsoss,  el  cual  la  oomsUtoyo  acreedora  como  pudiera  serlo  otro  cuslquier 
«strsño,  i  quien  por  algún  titulo  legitimo  de  los  conocidos  en  derecho  se 
hubiera  trasferido: 

Considerando  que  por  el  testaoDento  de  20  de  mayo  de  1859  no  pudo 
revocarse  dicha  mejora  por  la  eircunslancia  esencial  de  que  un  acto  uoila- 
toral,  como  es  un  testamento,  no  es  bastante  eGcaa  para  destruir  la  fuana 
de  un  contrato  bilateral,  porque  entimces estaría  en  arbitrio  de  uno  de  loa 
cootrayenles  separarse  y  presdodir  de  las  obligaciones  coatf  aidaa  por  ai 
parte: 

Y  considerando  qué  la  Sala  sentenciadora,  sepjarándose  eo  su  fallo  de 
estos  pr¡nci{fio8,  ba  infringido  la  ley  17  de  Toro»  asi  comp  las  demás  qne 
con  ella  tienen  conexión,  citadas  por  el  recurrente; 

faltamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso  do 
casación  interpuesto  por  Doua  Rafiaela  Femaadez  Cid,  y  ea  su  cousecueo- 
cia  casar  y  anular,  como  ca«amos  y  anulamos,  la  sentencia  pronunciada 
por  la  Sala  primera  de  la  Real  Audieocia  de  la  Coruda  en  9  de  mano 
de  i801,  devoivÜndose  el  depósito  constituido  para  ia  remesa  de  \c% 
autos» 
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A8f  wr  «ala  noestn  sMtencia»  que  se  poblrcará  en  It  Gaceta  é  inser- 
tará eo  la  CciecehnUaUlatwa^  paftáodnse  al  efeclo  las  copias  necesarias^, 
lo  proounciamosy  mandamos  y  Ormatoo'*. — llamón  Lopes  Vazoues.— Se- 
bastian Gonzaiea  N^ndin.— CMbríel  Gerueio  á^  Veiasco. — Joaqum  d«  Pal* 
ma  y  Yinaesa.^Pabio  JimeDes  de  Palacio.— Laureano  Rojo  de  Norzagat 
ray.— Tomás  Hael. 

Publicactan.*— Ejcida  y  publicada  fué  la  preoedeoto  aeolenda  por  el 
limo.  Sr.  D.  Laureano  Rojo  de  Norzagaray,  MíAiatro  de  la  Sala  primen 
del  Sapremo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma 
Sala  en  el  dia  de  hojr,  de  que  yo  el  Bscribaoo  de  Cámara  cerlifioo. 

Madrid  20  de  diciembre  de  i802.---Juan  de  Dios  Rubie.--<Gaoeta  do- 
24  de  diciembre  de  1862.) 


S14I. 

A'pelael#Bi  por  deateratorlai  del  reenrso  de  ea^ 
saeloB  (20  de  diciembre  de  f862.).'-'GoitTA  ds  üií  aliikz  de  un 
HUEaro.— Se  revoca  por  la  Sala  segunda  de!  Tribunal  Supremo  la 
providencia  apelada  de  la  Sala  segunda  de  la  audiencia  de  Gra- 
nada» denegatoria  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Fe- 
Se  Gallego  y  Morales »  en  pleito  con  D.  José  María  Delgado ;  se 
mite  el  recurso  y  se  resuelve : 

1.^  Que  según  el  arU  1011  de  la  ley  de  BnjuiciamiMo  civil  y 
la  doctrina  dáivada  de  dicha  ley  consignada  per  el  Tribunal  Sti- 
premo  en  sentencia  de  18  de  mayo  de  1860,  tiene  el  'carácter  de 
definitiva ,  para  los  efectos  del  atado  articulo ,  toda  providencia  en 
9¿e  se  declara  por  desierta  una  apelación  y  ejecutoriada «  por  con- 
eiguier^f  una  senteftcia^  pueetoque  pone  término  al  juicio  y  hace 
imosible  su  continuación: 

i^  Que  en  su  virtud  contra  dicha  providencia  puede  interpon 
nerse  el  recurso  de  casación; 

Y  3."*    que  aunque  no  haya  precedido  reclamación  de  la  falta 

£e  moHva  la  casación^  debe  admitirse  el  recurso  cuando  no  naya 
Udo  posibilidad  de  reclamar  contra  dicha  falta.- 

Eo  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  20  de  diciembre  de  1362.  en  los  autos 
Que  siguió  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Sagrario  de 
Granada  D.  José  María  Delgado ,  en  concepto  de  apoderado  de  D.  Riimon 
Llaopsy  y  continuó  después  en  la  Sala  secunda  d¿  la  Audiencia  del  terri* 
torio  por  su  propio  derecho  contra  D.  Felipe  Gallego  y  Morales  sobre  corta 
de  un  almez ,  pendientes  ante  Nos  en  virtud  de  apelación  que  el  D.  Felipe 
interpuso  de  la  providencia  que  en  14  de  iulio  último  dictó  la  referida  Sala 
naclarando  no  baber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  entablado 
por  el  mismo : 

Resultando  que  en  i4  de  julio  de  1860»  el  Procurador  D.  Francisco 

oe  Paula  Gor ,  en  nombre  de  Delgado ,  apoderado  de  Llanos,  según  el  po- 

oar  de  este  que  presentó  sustituido  por  el  D.  José ,  acudió  ai  referido  Juz« 

8^  de  primera  instancia  pidiendo  que  se  condenara  á  D.  Felipe  Gallego  á 
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oortftr  U9  «Smez  de  su  huerto,  que  con  «us  raices  perjudicaba  á  una  casa  de 
Llanos  que  se  bailaba  contigua  y  al  abono  de  tos  pefjnicies  eaiwados: 

Resultando  que  impugnada  la  demanda  por  Gallego,  y  seguido  el  ini- 
cio por  sus  trámites  ordinarios,  se  dictó  sentencia  en  7  do  eooro  de  este 
ano,  que  fué  notifieada  en  el  siguiente  día  á  l<^  Procuradores  G<w  y  CastíHt 
y  de  la  que  apeló  es>te  último  á  nombre  del  D.  Felipe: 

Resultanoo  que  admitida  la  apelación  se  remitieron  los  autos  á  la  Au- 
diencia con  las  debidas  citaciones  y  emplazamientos ,  y  en  i6  de  jooio  m 
mostró  parte  él  Procurador  Romero ,  ¿  nombre  de  Gallego ,  ún  acempaotr 
poder,  el  cual,  según  dijo,  ab  estaba  estendiendo,  y  suplicó  en  un  otrosí  que 
se  le  concediera  un  breve  término  para  presentarte: 

Resultando  que  en  el  mismo  día  acudió  también  el  Procurador  Paloeia« 
res  á  nombre  de  Delgado ,  con  el  poder  que  este  le  babia  conferido  en  6  de 
aquel  mes  ante  el  Escribano  D.  Francisco  Javier  Ruiz  Aguilar ,  en  el  que 
se  espresaba  que  babia  adquirido  de  D.  Ramón  de  Llanos  las  easas  que  el 
mismo  tenia  en  Granada  por  escritura  otorgada  ante  el  propio  Escribano  ea 
8  de  enero  de  1861,  y  por  ser  pasado  el  término  del  emplazamiento  acusé 
la  rebeldía  á  Gallego,  y  pidió  que  se  declarase  desierta  la  apeladoa  qee  le 
^laba  admitida: 

Resultando  que  dada  cuenta  de  los  dos  escritos,  la  Sala  por  auto  de  í% 
de  junio  tuvo  por  acusada  la  rebeldía  y  declaró  desierta  laapelaeioo  coate 
costas ,  habiéndose  notificado  el  auto  á  los  Procuradores  Rooaero  y  Pil»«- 
marea,  pero  no  á  los  estrados  del  Tribunal: 

Resultando  que  contra  esta  providencia  interpuso  Gallego  recorse  4i 
casación  por  las  causas  primera  y  seguqda  del  art.  1013  de  la  ley  de  Se* 
iuiciamieoto  civil,  y  en  14  de  junio  se  denegó  la  admisión  del  mismo  per  na 
naberse  utilizado  antes  el  recurso  ordinario  de  súplica: 

Y  resultando  que  el  D.  Felipe  apeló  de  este  auto  y  le  fué  admitida  h 
alzada: 

Vistos ,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Eduardo  Elio; 

Considerando  que,  según  el  art.  1.011  de  la  ley  de  GnjQieiamíente  cMI 
y  la  doctrina  derivada  de  dicha  ley  consignada  por  esto  Supremo  Tríbouá 
en  sentencia  de  18  de  mayo  de  1860,  tiene  el  carácter  de  defioiiivm  pua 
'ios  efectos  del  ciudo  artículo  toda  providencia  en  que  se  declara  por  de- 
sierta una  apelación  y  ejecutoriada  por  consiguiente  una  sentencia ,  psasls 
•que  pone  término  al  juicio  y  hace  imposible  su  continuación,  puüeado  par 
tanto  interponerse  el  recurso  de  casación: 

Considerando  que  D.  Felipe  Gallego  y  Morales  no  nudo  suplicar  dd  sato 
de  18  de  junio  de  1861  ,  en  aue  la  Real  Audiencia  de  Granada  hubo  par 
acusada  la  rebeldía,  declarando  desierta  la  apelación ,  porque  no  habieade 
acompañado  poder  al  escrito  en  que  se  mostró  parte  i  nombre  de  aquel  el 
Procurador  Romero,  qi  llegado  la  Sala  segunda  de  didia  Audietida  á  le* 
nerle  portal  en  los  autos ,  resulta  que  la  notificación  hecha  al  Procuradir 
Romero  no  ha  debido  entenderse  con  el  apelante,  y  por  consigaieate  -qoi 
este  quedó  imposibilitado  de  emplear  para  su  defensa  en  el  juicio  tos  «e* 
dios  ontioarios: 

Y  considerando  que  al  denegar  la  Sala  segunda  de  la  Real  Audiencia  dt 
Granada  la  admisión  del  recurso  de  casación  que  interpuso  Gallego  ,  ne  i» 
acomodó  al  art.  1020  de  la  ley  de  Eojuiciamiento  civil ,  concordante  em 
la  regia  4.*,  parte  2.f  del  1025^  por  el  cual  dispone  la  ley  que  se  admita  «I 
recurso,  aungue  no  haya  precedido  reclamación  de  la  falta  cuando  oo  tefa 
habido  posibilidad  de  reclamar  contra  ella; 

Fallamos,  que  debetñoe  revocar  y  revocamos  dauto  apelado  de  14  de  j«» 
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0  de  «Bte  aSo;  admitimos  el  t^urm  de  casBefon'intérfftietlo  por  D.  Felipe 
iliego  y  Morales,  y  mandambe  qae,  pré? ia  caadioa  que  (tresaará  el  mtemot 
ir  la  cantidad  de  2,000  rs.,  se  proceda  á  sustanciar  dicho  recuraa  con* 
regio  á  dereclH). 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  queso  pdilicará  en  la  Gaoeta  del  Go-^ 
emo  é  insertará  en  la  Colección  legislativa^  para  lo  ctal  sopasen  las 
»ortoni8  copias  «erttflcadas ,  lo  pronuoeiamos «  mandamos  y  firtnamos.-^ 
amon  María  de  Arrióla.— Félix  Herrera  de  la  Riva: — Juan  María  Biec.-» 
ilipe  de  Ürbina.*— Eduardo  BHo.— ^Domingo  Morena. 

Pubiicacion.—Leida  y  publicada  fc6  la  anterior  sentencia  por  elNos^ 
fsimo  Sr.  D.  Bdnardo  Elfo,  MinisCro  del  Triimnal  Supremo  de  Jualiciav 
itáadose  celelirando  audiencia  póblica  eo  su  Sala  segónda  el  día  de  hoy, 

1  que  certifico  como  Secretario  de  S.  M.  y  su  GIscribano  de  Cámara. 
Madrid  20  de  diciembre  de  1862.*— Por  el  Secretario  Garcia  ,  Dionisio. 

Dtodio  do  Poga.— ((Tocata  de  24  de  diciembre  de  4862.) 


315. 


IWeiirso  de  ensateion  (20  de  dUsiembre  de  1862.).— Bss- 
nrüciotf  iN  n«TB6RUM.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribanat 
npremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 
atonio  Lupion  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Salaí  teree* 
i  de  la  Audiencia  de  Madrid»  en  pleito  con  D.  José  García  Cache^* 
%,  y  se  resuelve: 

1.^  Que  no  puede  fundarse  un  recurso  de  easapion  en  la  iñfrac- 
en  de  doctrimslegales  ó  principios  de  derecho  que  no  tienen  ajpU- 
ícion  al  caso  del  pleito: 

2.^  Qm  el  principio  de  derecho  de  que  el  priirilegiado  m  vuede 
ercitar-tl  privilegio  contra  otro  que  por  la  mi^ma  raxon  lo  disfru- 
:,  tiene  sus  limitaciones,  y  una  de  ellas  es,  cuando  se  trata  de  evi" 
r  el  daño  que  amenaza  a  los  intereses  de  un  menor,  ó  de  reparar 
que  por  culpa  de  otros  se  le  hubiese  ya  inferido: 
á/  Que  710  pueden  ser  infringidas  por  una  sentencia  leyes  qué 
ñian  de  objetos  que  m  Heneú  ninguna  congruencia  con  la  cuestión 
jeto  del  htígio; 

¥  4.^  que  cuando  un  testamento  es  tan  espUdto  y  terminante 
^  no  ofrece  la  mas  ligera  duda^  no  puede  tener  aplieaeion  la  ley 
\  tit.  33,  ParL  7.*,  que  enseña  como  deben  entenderse  las  pala- 
flts  del  testador  cuando  sus  disposiciones  adolecen  dp  confusión  ó 
fbigiiedad. 

En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  20  de  diciembre  de  1862,  en  los  atítosr 
I  por  recorso  de  casación  penden  ante  Nos,  seguidos  en  ei  Juzgado  de 
hera  instancia  del  distrito  de  Lavapiés  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Héal 
iKencia  de  esta  corle  por  D.  José  García  Gaciiena,  como  heredero  de  8« 
I  Doña  Francisca  García  Jaquete  y  administrador  de  los  bienes  de  su  otro 
I D.  José,  contra  Doña  Dolores  y  Doña  Adelaida  Alonso,  cuyos  derechos 
tfesenia  D.  Antonio  Lupion,  y  contra  Doña  Bernarda  Alonso,  sobre  resti** 
loo  m  integrum: 
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RerattaAdo  qne  Dofia  Fermim  R«ta  «itavo  otnda  eo  ptímans  bq|níi 
eoD  D.  FraodBea  iaqqete,  de  cayo  matrímonio  oaGi^  DooaFnadMiliffr 
te  y  Reta  en  20'de  julio  de  18^,  U  qn^caad  ei>  42  de  BOfiomlNiB  ds  IM 
con  D.  José  Garcfa  Gachona,  y  tuvieron  por  hijos  ¿  D.  José  ylMafna» 
ea,  nacido»  en  29  de  agosto  dé  484d  y  28  de  jvlie  de  M47,  k»aQri6itai> 
daron  á  en  madre;  que  Mleció^n  7  de  agoato  de  itA%,  aaoadieado  éla» 
ner  Do&a  PraooiBea,  qoe  morid  abintefitato  en  4  dorabril  da  18ü^  aa  fét 
D.  José  Garcíli  Cachona: 

Resaltando  que  por  muerto  da  D.  Flrtneiaoo  laqueta-ea  27  da  «bnüi 
f833,  proeedieron  su  Tiuda  Doita  Fermina  Reta^  peral  y  coma  tetan  y  o* 
radortí  de  tu  bija  Dona  Franciaea,  el  curador  ad(i<am  oombiBdoá«iafiH 
albaeeas  teatamentarioa  antorícadosJBdieialmei^e,  á  la  fonnaooB  aapb 
del  inventarlo  y  tasación  de  bienes,  y  á  la  correapondienla  divisiaB  f  é¡^ 
dicaoioíi  de  ettos,  para  la  cual  noivbraroa  de  mútno  acuerdo  no  laimf» 
la  hizo,  reconociendo  á  la  viuda  Dona  Perarimí  Reta  al  baber  da  IJMm 
les  por  su  dote;  10,598  rs.  por  mitad  de  gananciales;  40»0<M)  deams,  sft> 
gun  las  capitulaciones  matrimonia  íes;  8,000  por  el  luto  ordinaiié;  l,S00ftt 
el  lecho  cotidiano,  y  160,000  de  un  Ie(;ado  que  la  dejé  su  esposo,  ioportai- 
do  todo  221,000  rs.,  y  que  esa  operación  fué  aprobada  por  !a  Aotorídidph 
diclal,  en  cuantQ  había  lugar  en  derecho,  en  15  de  febrero  de  1834: 

Hesultahdo  que  Ddda 'Fermina  Reta  casd  ensegimdaa  jiupateyaia* 
tlculodemoOrtecon  D.  Nicolás  Alonso  Garda,  quedando  aal  la^íáBito 
Dofia  Dolorea  y  Dona  Adelaida,  habidas  antes  de  dicho  eelace;  yfia^ 
hiendo  mMoclo  la  primera^  la  heredó  su  hermana  Dema  Adelaida: 

Resultando,  que  por  fallecimiento  de  Doña  Fermina  Reta  ea  ISdeM- 
viembre  de  1841,  se  previno  su  testamenfarla  á  iostancia  del  coraior  d 
Utem  de  Pona  Francisca  Jaquete  y  se  procedió,  con  citación  y  aasMi 
del  mismo  curador,  del  de  Doüa  Dolorer  y  Dofta  Adelaida  Alonso  y  del  fi- 
dre  de  estas,  al  inventarlo  y  tasación  de  bienes  y  luego  á  su  partioioají^ 
judicacion,  pagándose  á  D.  Nicolás  Alonso  el  crédito  dia  130,080  fs;  ^ 
oen  anteriérraad  le  estaba  reooDOcído  judidialmenie,  re^to  de  anyeriffi 
OQe  habia aatiiápado á  Dona  Fermina  cuandoae hallaba  en estadaiavaÉ; 
aividiéodose  el  sobrante  del  caudal  inventariado  por  partes  iguales  aBti«l> 
menores  Dona. Francisca  Jaquete  y  Reta  y  DoSa  Dolores  y  Dona  Addiii 
Alonso  y  Reta,  correspondiendo  á  cada  una  f  6,008  ts.  32  i|3deaHn^ 
di,  rebajado  el  quinto  legado  por  Doña  Fermina  á  su  marido  D.  iwi 
Alonso,  importante  12,000  rs.:. 

Resultando  que  eáa  operaelon,  practie^dia  por  él  Aéíoigado  que  é^t/^ 
Jos  interesados,  con  las  formalidades  debidas,  fué  aprobada  por  una  átiü 
Iqeees  de  primera  instancia  de  esta  eórCe  en  ouanta  habia  logar  aa  áat' 
oho,  condenando  á  las  partes  á  estar  y  pasar  por  su  coatenido,  sia  lafli* 
d0  acción  alguna  sucesiva: 


Resultando  que  D.  José  Garda  Gachona,  viudo  de  Dóoa  Fraodsea  ¡t 
quetevReta,  cómo  padre  y  administrador  de  los  bienes  de^subijo  Mt 
D.  José  y  heredero  de  su  difunta  bija  Doña  Francisca,  presenté  deMP 
an  26  de  enero.de  1856,  pidiendo  sa  docta  rasa  que  la  partición  de  h»  M^ 
nos  quedadas  aí  fallecimiento  de  Doña  Feroaána  Heta,  oooteaia  leaiaa  tfj^ 
misima  en  perjuicio  de  los  deredios  de  la  dúja  de  esta  Doña  Fraoeiaaa  i^ 
uuete,  y  en  su  consecuencia  que  habia  lugar  á  la  reseision  y  reaaraciit* 
los  agravios  causados  en  ella  por  los  peritos  contadores  que  Dombraráa  ii* 
interesados,  bajo  el  apere! bítmeo lo  CQrrespoadiaotie;  para  lo  oual«  y  Nf»^ 
eoncepto  indicado,  iaterpoaia  el  recurso  de  restitución  in  irkügnm^^ 
que  mejor  precediese  de  derecho,  y  alegó  que  Doña  Fermina  Reii  o|ia« 
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le  la  f^sneniEiihd  de  bu  primer  esfK):»»,  «I  íftllecioiieoto  del  miinno»  I9  stiint 
le  200,000  rs.  que  importoban  los  40,000  de  la  doDaoiún  propter  mifoiM$ 
f  Ifls  1 00,000  rs.  dei  legado  que  U  hizo,  los  eaakiay.por  ser  reservables  con 
ure^iará  la  ley  de  Partida  para  U  bija  única  del  primer  matrimonio^  delúe^ 
tioadindie&rBeAOoDa  Pranciflca  ijM]ueie,  laeoal  no  se  bizo  asi,  síqo  que 
m  la  f^üHlú  con  sos  hermanas  alerinaa,  in6riéadola  el  graa  perjaiciodaquo 
l«bieiKlo  perobir  como  dueña  casi  todos  toa  bieoee  iaveAtariados  i  Ufflaer<* 
a  de  sti  madre,  solo  se  la  díó  iiaa  suma  inaigoifieante;  que  por  cpoaiguieEH 
%j  y  bebiendo  aim  términos  biblias  para  reparar  tamaño  agravio^  toda  ves 
rae  sí  en  el  día  viviera  Doña  Francisca  contaría  28  años  de  edad  y  teódria 
lareeho  á  otilizar  el  remedio  de  la  restüueion  que. por  su  muerte  trasfirió  á 
m  h¡}oe»  era  indudable  que  el  espeneote,  padre  de  estos,  eaitaba  en  eloaao 
labat-edo  Taler  en  repreeentacia»  dat  primero  y  eomobaredero  de  la.  se* 
[nuda:  v         . 

Resultando  que  D.  Antonio  Luptoa,como  marido  de  dona  Adelaida 
liorna  Etola  9  heredera  esu  además  de  su  hermana  doña  Dolores ,  contestó 
n  demanda  pidiendo  se  te  absolviese  de  ella ,  con  reserva  á  D.  iasé  Garofa 
Gehena  del  derecho  que  se  creyese  asistido  para  que  lo  eiercítase  donde  7 
ootta  quien  eorrespoadiera;  y  en  su  apoyo  espuao:  que  la  parUoién  f  ailjup 
licacioo  de  los  bienes  qtie  qnedaron  al  ralleeimiento  de  dooa  Fermina  Reta 
oÁ  aprobada  par  los  ioteíasados  y  eootirraada  por  el  Juez,  OQodeaáodQles  á 
star  T  pasar  por  io- efectuado ,  sia  reserva  de  acción  alguna  soeesiva:  qua 
1  de  bienes  no  tiene  lugar  cuando  el  cónyuge  sobreviviente,. autorizado  pet 
i  premuerfo  ó  por  sus  hijos,  contrae  segundo  oíatrimooio,  caso  ep  ai  qqe 
6  encontró  doña  Fermiaa  Reta,  pues  su  bija  doña  Francisca  Jaquete  ooa» 
Intió  su  matrimonio  t^n  D.  Nicolás  Alonso  García  en  el  hecho  de  sombrar 
%8te  su  curador  ad  bmay  por  consiguiente,  <|ue  do  existia  perjuicio  en  la 
efeiida  cuenta  y  partición  contra  doña  Francisca  iaquete;  y  que  aofteuan* 
ÍD  lo  hubiera,  la  acción  de  restitoeion  m  int&grum  bo  procedería  oontra  el 
apénente,  por  hallarse  garantidos  sos  deceeboe  por  dos  senteaoias  judióla^ 
is  consentidas  y  pasadas  en  autoridad  de  cusa  juzgada ,  sino  pootra  eLqu** 
ador  ad  Utetn  de  doña  Francisca  iaquete ,  contra  su  lelrado.y  aun  contra 
I  Joez  que  autorizó  los  actos  en  que  el  daño  se  suponía  inferido:  que  la 
ly  de  enjuiciamiento  civil  tampoco  permitía  que  contra^  las  sentencias  y 
cíos  intervenidos  por  la  Autoridad  judhsial  se  eiereltasen  ni  edmUieseo 
In»  los  recursos  de  apelacioo  y  casación,  pero  so  el  de  restitución  ifkinU^ 
füm,  del  que  solo  pedia  liaeerse  uso  para  obtener  la  iodemnizacion  contra 
I  curador  d^  menor  y  contra  el  Juez ;  y  que  ano  ea  la  hipótesis  de  que 
rocediese  contra  actos  ejecutoriados  por  sentencia ,  no  oorieapondaria  al 
K  José  Garda  Gacliena  en  su  propia  representación ,  por  ser  may^ir  da 
dad: 

Kesttltaado  qua  recibido  el  pleito  á  prueba  y  hecha,  la  que  attieuló  al 
emandante,  dictó  sentencia  el  Juez  en  30  de  junio  de  1857,  qna  confirmó 
i  Sala  tercera  dé  la  Audiencia  de  esta  corte  en  18. de  íebrclo  de  1801 ,  de- 
laraado ,  que  en  la  partición  de  los  bienes  quedados  par  ialleeiatf  ento  da 
OM  Fermina  Reta  sufrió  daio  la  monor  doña  Fraaciaca  JaqMa  y  Reta,  y 
a  su  consecuencia  que  habia.logar  á  sujraparaeian  por  virtud  del  banafioia 
a  restitución  in  integrum ,  que  competia  al  menor  D.  José  García  laoliela 
D  la  parta  respectiva  que  beradó  de  su  madre  dcma  Fndcísea,  procadlón- 
ose  por  los  interesados  al  nombramiento  de  peritos  contadores»  para  qna 
armasen  la  cuenta,  división  y  adjudicación  de  dichos  bienes;  v  que  noaor^ 
wpondia  dicho  beneficia  de  resutncion  tn  iiUeffrum  á  D.  José  Garek  Oa« 
hena,  como  hermlero  de  su  bija  doña  Francisca  García  iaquete: . 
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lOD  por  tMi)on«  iofrínfffdo  m  8U  éoncopto: 

I.  Lft  doetrint  logal  do  qfuo  loi  bíeoet  raaetftbles  pan  loo  Ujob  éá 
primor  matriinoDío,  coando  el  oóoyuge  que  aobrof  if  e  pasa  á  oogoodas  d«^ 
cías,  no  lo  800  si  el  premoorto  consintió  ó  antorizé  ol  segmido  eonsordt, 
eomo  Boonlacíó  eon  D.  Francisco  laquoto  en  la  cláusaia  do  f!U  memoria  t» 
tainentaría,  en  que  al  hacerel  legado  de  en  mnjor  preñno,  que  por  mnertt 
^  casamiento  de  la  misma  se  la  goardaaea  todas  las  eonsidoraoiooefl  debí* 
das  y  féese  nulo  coanlo  se  hietose  en  cootrario ,  lleTindoio  á  eabo  so  es- 
presada  volnotad: 

t.^  La  doctrina  legal  de  que  de  prifilegiado  A  privilegiado  no  poeda 
nlHifarso  privilegio,  como  lo  era  la  restitución  m  itOggrum  soliduda,  poi 
coanlo  i  la  fecha  de  Us  particiones^  si  menor  y  privhegiada  en  do&a  Fna- 
cisca  Jaquete,  lo  eran  también  doña  Dolores  y  doña  Adelaida  Alonso,  I 
qoienee  había  socedido  el  recnrrenle: 

3.*  Las  leyes  8.*,  llt.  20,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilaciao,  é  sea  la 
28  de  Toro,  aclaratoria  6  confirmatoria  de  la  iO,  lit.  6.%  lib.  3.^  del  Poer» 
Real,  y  la  f .%  titnlo  I."*  de  la  Partida  6/,  toda  vea  que  el  legado  de  ioi 
160,000  rs.  cabia  en  el  quinto  de  los  bienes,  y  de  61  ptraia  disfMner  D.  Fkaa- 
cisco  Jaqoete  hasta  en  favor  do  un  estreno,  por  mas  que  tuviese  hijos: 

Y  la  ley  6.*,  4ft  33,  Part,  7.^,  y  la  doctrina  inooncusa  de  que  la  volna- 
tad  del  testador  es  ley  que  debe  ser  exacta  y  religiosamente  cnmpiidí, 
puesto  que  por  la  sentencia  ae  amenguaba  el  legado  de  los  *  60,000  rs.  qas 
el  testaaor  quiso  fuese  de  su  mujer,  aun  cuando  se  casase,  según  iaa  pala* 
bras  de  la  memoria  testamentaria,  que  no  podian  menos  de  coosideniisa 
como  suenan: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Pablo  Jiménez  de  Patecío : 

Considerando  qoe  la  doctrina  que  en  primer  iugor  ae  cita  como  fnoda- 
monto  del  presente  recurso,  no  tiene  apucacioo  al  caso  de  este  pleito,  por* 
que  el  testanmito  de  D.  Francisco  Jaquete  no  aparece  que  autoriaase  á  sa 
mujer  Doña  Fermina  Reta  para  contraer  seguooo  matrimonio: 

Considerando  que  tampoco  la  tiene  el  principio  de  derecho  qoe  Inopor* 
tunamente  se  invoca,  de  que  el  privilegiado  no  puede  ejercitar  el  privilegio 
contra  otro  que  por  la  misma  razón  lo  disfruta,  porque  este  principio  ge- 
nérico  tiene  sus  limitaciones  y  una  de  ellas  ea,  cuando  se  trata  de  evitar  el 
daño  que  amenaza  á  los  intereses  de  un  menor,  ó  de  reparar  el  que  per  caipi 
de  otros  se  le  hubiese  ya  inferido,  que  es  preciftamentaol  caso  de  ia  demanda: 

Considerando  que  las  leyes  recopiladas  y  de  las  Partidas  que  en  el  temr 
fundamento  se  esponen,  tratan  del  quinto  qoe  los  padres  pueden  legar  i  sos 
bijosy  de  lae  diferentes  especies  de  teelamenlos  que  el  derecho  autorlu ,  y 
de  las  solemnidades  que  cada  uno  de  ellos  requiere:  objetos  todos  que  nía* 
guna  connruencia  tienen  eon  la  cueation  y  qoe  por  lo  miamo  no  han  podido 
ser  fnfrf^idas: 

Gonsideraodo,  por  fin,  que  tampoco  lo  ha  sido  la  5.%  tíL  33  de  la  Parti- 
da 7.%  que  enseña  cómo  deben  entenderse  las  palabras  del  testador  cuando 
sus  dsspoelcionee  adolecen  de  confusión  é  ambigüedad,  porque  el  tastamao* 
to  de  Jaquete  es  tan  eepUcito  y  isa  terminante,  que  no  ofreoe  lamas  liga- 
ra duda; 

Faltamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  rocarso 
de  casación  intarpoesto  por  D.  Antonio  Lupion»  ¿  quien  ooodeoames  eo  lu 
costas  y  á  la  pérdida  del  depósito,  que  se  apiioará  oomo  la  ley  ordena;  y  de- 
vuélvanse Jos  autos  á  la  Audiencia  de  esta  odKe.cen  la  eertiüeaoioD.oorres* 
pendiente. 
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Asi  por  e9U  noesira  senleoeia » que  se  pobliciirá  en  la  Gaotta  é  inser- 
tará en  ia  Colección  Ugislativaf  pasándose  al  efecto  las  eopias  necesarias,  lo 
pronnnciimos»  mandamos  y  firanmos.— -Btmoo  López  Vatqaez.-^Sebas- 
tian  Goocales  Nandin.-^  Gabriel  Gernelo  de  Velasco.-*4oaqain  de  Palma  y 
Vinuesa «-«Pedro  Gómez  de  Harinosa.— Pablo  Jiménez  de  Palacio.— Venta* 
ra¡de  Golea  y  Pando. 

Publicactmi.-— Leída  y  poblicBda  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
limo.  Sr.  D.  Pabk»  Jiménez  de  Palacio,  Ministro  de  la  Sala  primera  del  Su- 
premo Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  Sala 
en  el  día  de  boy,  de  que  yo  eí  Escribana  de  Cámara  cerliKoo. 

Madrid  20  de  diciembre  de  486Í.— Juaa  de  Dios  Rubio.— (ffoeeea  de  25 
de  diciemhre  de  1662.) 


316. 

Recnipsa  de  eiasaieloii  (iñ  de  diciembre  de  {862.).— Ter- 
csaÍA  DE  DOMDiio— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 

Kemo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Dona 
ílra  García  Carnero  y  el  Carador  de  los  menores  Juan  y  Patricio 
Carnero,  contra  la  f^entencia  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  la 
Audiencia  de  Valladolid,  en  pleito  con  D.  Manuel  Fernandez  Lez- 
cano,  y  se  resuelve: 

i.""  Que  nombrada  una  mujer  heredera  por  $u  marido  y  ha- 
biendo  acepUtdo  la  herencia  sin  reserva  ni  condición  de  ninguna 
espedCy  queda  por  este  hecho  obligada  á  responder  con  todos  sus 
bienes  de  las  deudas  que  dicho  su  marido  hubiese  contraido ,  g  sin 
derecho  por  su  parte  para  hacer  reclamación  alguna  por  razan  de 
dote  ni  por  cualquier  otro  concepto; 

Y  2.*  que  á  la  Sala  sentenciadora  corresponde  apreciar  el  va^ 
lor  de  la  prueba  pericial  ú  testifical  suministrada  por  las  partes  en 
cuestiones  de  puro  hedió ,  cuga  apreciación  es  válida ,  Ínterin 
no  se  alegue  que  al  efectuarla  se  ha  cometido  alguna  infracción 
legal 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  19  de  diciembre  de  1862,  en  los  autos 
pendientes  ante  Nos  por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado  de 
primera  ii^stancia  de  Toro  y  en  la  Sata  primera  de  la  Real  Audiencia  de 
Valtadolid  par  Doña  Petra  García  GurOero,  viuda  de  D.  Santos  Gutiérrez, 
y  Cayetano  Carnero  como  curador  ad  lüem  de  los  menores  Juan  y  Patricio 
Carnero,  con  D.  Manuel  Fernandez  Lezcano,  y  después  por  so  fallecimien- 
to con  80  viuda  é  hijos,  sobre  tercería  de  dominio  y  preferencia  á  varios 
de  k)g  bienes  embargados  á  D.  Santos  Gutiérrez  y  D.  Benito  Carnero: 

Resultando  que  en  i 5  de  octubre  de  1857,  O.  Manuel  Fernandez  Lez- 
cano  entabló  demanda  ejecotifa  contra  D.  Santos  Gutiérrez  y  D.  Benito 
Camero  para  el  pago  de  6,010  re.,  que  en  escritara  pública  de  6  de  di- 
ciembre da  1855,  que  presenté,  se  habían  obligado  ¿  abonarle  mancomu* 
na  demente  para  igual  dia  del  siguiente  año  de  lSo6;  y  que  estimada  la 
ejecución,^  qoe  por  falletehifiento  de^l).  Santos  Gutiérrez  se  entendió  con 
su  viuda  y  heredera  DoSa  Petra  García^  se  dictó  contra  ella  y  contra  Don 
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Benito  Gtnotfo  en  t3  de  febrero  de  1W8  sentencia  de  reante,  ^  W 
consentida  y  ee  tleyá  á  efecto: 

Resnitendo  qoe  habíéodoee  mandado  proceder  á  la  tasacíoa  y  veatid» 
]9^  bienes  «nbargadéa.  Dona  l^tra  Garefa  entabló  en  7  doagoatoéedkho 
año  demanda  de  teroería  dotal  y  de  dominio,  fondada  en  que  tas  siete  fe* 
cas  de  que  hizo  espreslon,  comprendidas  en  el  embargo,  habían aído  sisa- 
pre  de  su  pertenencia  como  parte  de  fá  carta  dolal  qoe  la  había  hecha  sa 
padre  D.  Ventora  Garda,  sin  qoe  en  el  préMamo  qoe  niotifi6  la  ejeeacúa 
hubiera  intervenido  para  nada,  presentando  en  apoyo  de  sa  derecho  oni  hi- 
juela  estendida  en  el  papel  del  sello  4.%.feciiada  en  4  de  enero  de  I8S1,  fir- 
mada por  D.  Ventara  Gtrcia,  O.  Santos  Gntiorreí,  Doña  Petra  y  tres  testi- 
gos, que  comprende  los  bienes  qoe  el  García  tenia  «ntregadosé  aahi|a,  ia^ 
portantes  79,476  rs.,  de  que  se  hito  cargo  su  marido  el  O.  Sanios,  hallia* 
dose  entre  ellos  las  siete  tincas  demandadas: 

Resultando  que  suspendidos  los  procedimientos  ejecutivos,  impugnó  d 
ejecutante  la  demanda  redarguyendo  ctvilmenle  de  falso  el  docameoto  qae 
la  servia  de  base,  porque  D.  Ventura  Garefa  al  casar  i  su  hija  posda  aai 
fortuna  escasa,  y  no  pudo  darla  lo  que  aqoel  snponia:  que  tan  teniéBéolo 
por  cierto,  era  nulo  por  no  tener  otro  carácter  que  el  de  documeato  prita- 
do  y  no  haberse  registrado  en  el  oGcio  de  hfpotecasy  sia  embargo  de  esa- 
tener  una  traslación  de  dominio:  que  ios  procedimientos  ejenativos  sa  ha* 
bian  entendido  con  la  demandante  en  concepto  de  única  heredera  de  sa 
marido,  consintiendo  todas  las  actuaciones  y  la  sentencia;  y  por  álttan, 
que  en  tal  concepto  de  heredera  tenia  que  justificar  que  aquel  no  babii 
dejado  bienes  suGcientes  para  cubrir  el  crédito  y  sus  (fetales. 

Resultando  que  en  30  de  junio  del  mismo  año  Cayetano  Camero,  cooifl 
curador  de  los  menores  Juan  y  Patricio  Carnero,  proposo  desModa  de  tor- 
cería de  dominio  y  pago  preferonte  á  los  bienes  embargados  á  Benito  Car* 
ñero,  padre  de  dichos  menores,  presentando  una  oferta  de  donas  6  dolé, 
e&tendida  en  medio  pliego  de  papel  de  sello  4/,  otorgada  por  María  Tere»i 
Montaña  en  2  de  diciembre  da  1838,  por  la  que  mandó  toda  la  casa  en  qoe 
vivia  ¿  Catalina  González,  con  quien  tenia  tratado  matrimonio  sa  hijo  Be- 
nito Carnero,  con  la  condición  de  que  después  de  la  muerte  de  la  donantrr 
si  acaeciese  antes  que  la  de  aquellos,  la  citada  casa  habia  de  ser  propia  de 
su  nuera  futura,  y  si  esta  falleciese  antes  que  el  Benito  para  sus  hijos;  obli- 
gándose á  darles,  si  no  quisiese  vivir  con  su  hijo  y  nuera,  la  mitad  do  dldn 
cas-a  y  sus  enseres  con  la  mitad  de  la  labranza,  encontrándose  á  contiona- 
cion  una  nota  firmada  por  el  Benito  de  haber  recibido  la  casa  y  mitad  da  h 
labranza,  importante  42,999  rs.  33  marave<ds: 

Resultando  que  el  referido  curador  presentó  también  otro  papel  del  pro- 
pio sello,  fechado  en  Cañizo  á  2  de  marzo  de  1842,  en  el  qoe  Teresa  MoaU- 
íia  y  su  hijo  espresaron:  que  después  de  contraído  el  matrimonio  ooa  GaU- 
Una  González  habla  aportado  esta  13,000  rs.  como  herencia  de  ana  padres» 
legado  de  sus  parientes  y  ahorros  de  sus  soldadas;  y  para  qao  padiera  saber 
lo  que  era  suyo  en  el  caso  da  no  seguir  viviendo  en  compañfa  cooio  oslaban 
hacia  algunos  años,  formaban  aquella  hijuela,  importante  en  roooblos»  ro- 
pas y  metálico  42,999  rs.  33  maravedís;  habiendo  proaoatado,  par  último, 
el  testamento  de  palabra,  otoi^ado  ante  testigos  en  2  de  dieiombra  de  4854 
por  Teresa  Montaña,  que  murió  en  8  de  marzo  de  1858,  y  para  cuyo  tieai- 
po  había  fallecido  Catalina  González,  en  el  cual  logó  2,000  rs.  á  cada  aw 
de  sus  dos  nietos: 

ResulUndo  qoe  el  citado  curador,  apoyado  oa  osloa  docaaiaatoa,  solicita 
oa  la  demanda  qoe  ae  dedarsse  qne  la  casa  donada  por  Maifa  Teresa  Moa* 
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tan»  yerlea06i«  á  Um  menores,  y  que  estos  enm  preferentes  ai  ejecattnte 

Íiara  el  pago  de  las  «cantidades  aportadas  por  en  madre  ¿  sn  matiimoaio,  y  de 
M  qoe  les  había  legado  su  abuela:   ' 

RssQltaodo  que  D.  Manuel  FemaodeiL  Lazeano  inpogaó  la  demanda  re« 
darguyendo  de  falsos  eivilmente  los  citados  doenmentos,  que  por  otra  parte 
como  privados  no  mereciao  fó  en  juteío:  que  además  las  ¿ona$  comprendi- 
das en  el  jirímero  eácedian  de  las  eantidade»  que  la  ley  asignaba  á  aquella 
clase  de  didivas,  faltando  también  el  cumplimtenio  de  las  «ondiciones  im- 
puestas en  éi,  toda  veft  que  Catalina  Geoaales  babia  folleddo  antes  que  Te- 
resa Montaña:  que  aquella  era  una  oriada  de  servicio,  luja  de  un  pescador 
coa  pocos  recursos,  y  que  por  lo  tanto  no  podía  baber  aportado  al  matrimo- 
nio ta  cantidad  que  se  decía;  y  por  último,  que  lo  que  los  menores  debían 
iiabér  presentado  eran  las  iHjuelas  de  adjudicación  en  los  endientes  de 
testamentaría  de  su  madre  y  abuelas 

Resollando  qué  practicada  prueba  por  las  partes  en  una  y  otra  tercería, 
y  acumuladas  ambas,  dictó  sentencia  el  Juez  da  primera  instancia,  que  sas- 
tancialmente  QonSrmó  con  costas  la  Sala  primera  de  ta  Audiencia  de  Valla- 
doliden  4  de  febrero  de  i8dl,  absolviendo  á  la  viuda  6  hijos  de  O.  Manuel 
Fernandei  Lescano  de  una  y  otra  tercería,  ó  imponiendo  i  los  demandantes 
las  costas  de  la  respectiva  pieza  de  autos: 

Resultando  que  dona  Petra  García  interpuso  recurso  de  casación,  citan- 
do como  infringidas  las  leves  i  i  9,  tít.  IB  y  32,  tit  i6  de  la  Partida  3.*;  la 
doctrina  legal  oue  prescribe  á  los  Jaeces  la  obligación  de  ceñirse  en  sus  fa* 
líos  á  lo  alegado  y  probado  por  tas  partes,  y  por  último,  ta  admitida  por  la 
jarisprudeocia  de  los  Tribunales,  según  la  que,  cuando  el  actor  prueba  su 
demanda  y  el  demandado  no  lo  hace  de  sus  escepciones,  debe  ser  estimada 
aquella  en  la  forma  que  hubiere  sido  propuesto: 

Rasttitando  qua  el  curador  de  los  menores  interpuso  también  recurso  de 
ea^acioQ,  por  haberse  infriof^ido  á  su  juicio  las  leyes  119,  tft.  i8,  y  32,  tí- 
luto  16  de  la  Partida  3/;  habiendo  citado  en  igual  concepto  y  en  tiempo 
fortuno  en  este  Supremo  Tribunal  las  leyes  l.%  tít.  1.%  y  2.%  tjt.  18,  h- 
bro  10  de  la  Novísima  Recopilación: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Pablo  Jiménez  de  Palacio: 

Considerando  en  cuanto  al  primer  recorso  interpuesto  por  doña  Petra 
García,  que  nombrada  heredera  por  su  marido  y  habiendo  aceptado  la  he- 
rencia sin  reserva  ni  candícioo  de  ninguna  especie,  quedó  por  este  hecho 
obligada  á  responder  con  todoi  sus  bienes  de  las  deudas  que  dicho  su  mari- 
do, hubiese  contraído,  y  sin  derecho  por  su  parte  para  hacer  reclamación  al* 
guna  ptir  razón  de  déte  ni  por  cualquier  otro  concepto: 

Considerando  que  demandada  cómo  tal  heredera,  se  entendieron  con 
olíalos  procedimientos  ejecutivos,  sin  que  durante  el  curso  de  10%  mismos  y 
hasta  después  de  haberse  pronunciado  sentencia  de  remate,  que  consintió, 
escepcionara  ni  alegase  cosa  alguna: 

Considerando  que  la  tercería  que  en  tal  estado  del  proceso  propaso,  aun 
cuando  se  fundara  en  un  documento  público,  garantido  con  todas  las  so- 
lemnidades que  el  derecho  prescribe,  de  nada  ie  aprovecharia,  por  la  razón 
qoe  en  el  primer  considerando  ae  ha  espuesto: 

Considerando  además,  que  el  documento  en  que  doña  Petra  apoya  au 
pretensión  es  un  papel  privado,  cuya  fuerza  depende  de  las  aseveraciones 
de  los  testigos;  que  con  el  objeto  da  justlQcar  la  certeza  de  su  contexto  se 
eometió  á  la  prueba  testifical,  y  que  la  Sala  sentenciadora,  haciendo  ufiode 
eos  atribuciones,  la  apreció  racionalmente: 

Considerando  respecto  del  segundo  recorso,  6  sea  del  entablado  por  Ca* 
TOMO  Yii.  loo 
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yelano  Carnero,  que  apoyándose  ta  tareeria  cfae  á  oomlire  de  ana  i 
dedujo»  en  otn»  docuinento  privado  t  á  la  voz  en  et  llamado  tesUmeota 
verbal,  que  se  supone  otorgado  por  Harh  Teresa  Montana,  fué  taobiea 
precito  reearrir  a  la  prueba  de  testigos  por  las  mismas  raiones  qae  aates 
se  espresaron,  y  ia  Sala  apreció  de  la  misma  manera  la  prueba,  sin  qoa  i) 
hacerlo  infríngiesa  ley  ni  doctrina  alazana; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  iagar,  con  lu 
costas,  i  los  recursos  de  casación  interpuestos  por  doña  Petra  Garcia  Gir« 
ñero  y  por  el  curador  de  los  menores  Juan  y  Patricio  Camero,  deTokióndo- 
se  los  autos  á  la  Real  Audieneía  de  Valtadolid  con  la  certificación  corres* 
pondlente. 

As!  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  poblicará  en  la  Gaeeié  é  inser- 
tara  en  la  Coteceion  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias, 
lo  pronnnciamo.4,  mandamos  y  firmamos.— Ramón  López  Vatqnez. — Joa- 
quín de  Palma  y  Vinnesa.— Pedro  &imea  de  Hermosa. — Pablo  iimeaez  de 
Palacio.— Laureano  Rojo  de  Norzagara y.— Ventora  de  Golsa  y  Pando.— To- 
más Huet. 

^Publicación. — Leída  j  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
llustrísimo  Sr.  D.  Pablo  Jiménez ile  Palacio,  Ministro  de  la  Sata  primera  del 
Supremo  Tribunal  da  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  Sala 
en  el  dia  de  hoy,  de  que  yo  el  Bscríbauo  de  Cámara  certifico. 

Madrid  20  de  diciembre  de  iset.--4uan  de  Dios  Robio.<*(6aoe(a  da 
25  de  diciembre  de  4862.) 


317. 


Reeiirso  de  casacicu  (22  de  diciembre  de  1862.).  —Filia- 
GI02I  oB  ONos  MBNOBEs.— Se  decUra  por  ia  Sala  primera  del  Tribu- 
nal Supremo  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpaesto  por 
Dona  Ana  María  Godoy,  eonlra  la  sentencia  pronunciada  por  la 
Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Ciceres,  en  pleito  con  D.  Juan 
Romero  Falcon;  se  casa  y  anula  dkha  senteacia,  y  se  resuelve: 

1.*^  Que  nadie  puede  ser  competido  á  demandar  áotro,  ^un 
la  disposición  de  la  ley  46 ,  tU.  2."^  de  la  Partida  Z.\  fuera  de  los 
casos  que,  dicha  ley  y  la  siguiente  estableaert  como  escq^cion  ; 

Y  S.""  que  ni  en  dichas  escepciones  tú  en  las  demás  admitidas 
por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales  ,  fiueden  ser  comprendidos 
los  tfjue  sei  hallan  en  posesión  de  un  derecho  en  virtud  de  decieion 
judicial  dictada  en  legal  forma. 

Ba  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  22  de  diciembre  de  4862,  en  los  autos 
pendientes  ante  Nos  por  recun^o  de  casación  ,  seguidos  en  el  Juzgado  de 
primera  instancia  de  Almendralejo  y  en  U  Sala  sei^unda  de  la  Real  Audien- 
cia de  Cáceres  por  D.  Juan  Romero  PaIcoo  con  Doña  Ana  Marta  Godoy,  e» 
concepto  de  curadoría  de  sus  menores  hijos  Matilde  y  Bernabé,  sobre  que  se 
)a  obligue  á  deducir  la  demanda  de  Gliacion  de  e!H0J$  : 

Resultando  que  Doña  Ana  Marta  Godoy  ,  como  madre  y  coradora  de  la<s 
menores  Matilde  y  Bernabé,  entabló  demanda  contra  D.  Juan  Romero  Fal- 
con para  que  se  le  (aligase  á  la  prestación  de  alimentos  províAionale:»  para 
k»  espresados  menores  como  hijos  naturales  del  mismo;  y  que  por  sentea- 
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etique  «1 7  da  noviembre  de  4859  prooancíélt  Sala  pr  Juera  de  la  Au« 
diencia  de  Gáeeres  se  mandó  qae  Aomero  Falcon  les  sumroistraee  por  eo*. 
lonees  por  Tía  d«  alimentoa  24  rs.  diarioa ,  síq  perjuicio  del  derecho  que» 
pudiera  asistirle,  y  que  se  reservaba ,  para  que  hiciere  oso  de  él,-8i  le  pare*» 
eiera»  en  juicio  compélanle: 

Besolundo  que  en  2 de  mano  de  Í86i:tt0tab'ó.  demioda  D,  Juan  Ro<^ 
mero  Falcon  para  que  se  obligase  á  Dona  Ana  liaría  Godoy ,  como  curadora 
de  80»  menoreahiios,  á  deducir  en  el  plato  que  el  Juzgado  la  señalase ,  j, 
ante  el  Juez  competente  del  ^demandante,  la  demanda  de  filiación  de  aque-» 
Uos:  bajo  apercibjmieDlo  que  de  no  verificarlo  dentro  de  dicho  término  se  la 
tendría  por  decaída  del  derecho  que  pudiera  asistirla,  cesando  en  su  virtud 
la  prestación  de  los  alimentos  concedidos  é  los  menores ,  fundando  su  pre*^ 
lensioQ  en  ^ue  los  alimentos  concedidos  solo  tenias  el  carácter  de  interiooa 
mientras  se  ratificaban  en  el  jniclo  ordinario  que  necesariamente  babia  de 
seguirse  sobre  la  verdad  de  la  cualidad  por  la  que  se  hablan  obtenido ;  de* 
4>iendo  ser  siempre  demandante  el  que  sollejtaba  ser  reconocido  como  bijo, 
puesto  que  siendo  el  que  afirmaba  debía  tomar  sobre  si  la  responsabilidad 
de  ta  prueba  de  los  hechos,  debiendo  ser  obligados  á  verificarlo  para  sacaí" 
Jas  cosas  del  estado  provisional  en  que  se  encontraban: 

Reaultando^^ue  Doña  Ana  María  Godoy  impugnó  la  demanda  en  la  re- 
presentación indicada,  sosteniendo  que  el  que  pretendía  una  cosa  era  el  de<« 
mandante;  y  que  por  lo  tanto,  si  Romero  Falcon  trataba  de  librarse  de  la 
prestación  de  alimentos  y  destruir  la^títicacion  que  para  su  concesión  se 
había  hecho,  debía  entablar  la  acción  que. para  ello  tenia  reservada: 

Resultando  que  sustanciado  el  juicio  en  forma ,  dictó  sentencia  el  Joei 
de  primera  instancia,  que  confirmó  sustancialmenie  la  Sala  segunda  de  la 
Audiencia  de  Gáeeres  en  21  de  enero  del  corriente  alio ,  condenando  á  Dona 
Ana  María  Gódoy ,  en  representación  de  sus  hijos  á  que  en  el  término  de 
60  días  dedujera  la  demanda  de  filiación  correspondiente  v  con  arreglo  á  las 
leyes,  apercibida  que  de  no  hacerlo  perdería  el  derecho  á  la  percepción  d^ 
los  aumentos  provisionales  que  disfrataba : 

Resultando  que  la  demandada  interpuso  recurso  de  casación  citando  coma 
infringidas  las  reglas  de  jurisprudencia  y  máximas  de  derecho ,  al  tenor  dé 
las  cuales  á  nadie  se  puede  obligar  á  que  se  erija  en  demandante;  la  ley  40 
título  2.^  de  la  Partiáa  3.*,  y  el  art.  12 IS  de  la  ley  de  Bnjoiciamiento  ci- 
^1;  habiendo  también  citado  en  isual  concepto  y  en  tiempo  oportuno  en 
este  Supremo  Tribunal  el  art.  333  de  la  ínisma,  en  consonancia  con  el  224. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Ventura  de  Golsay  Pando: 

Considerando  que  nadie  puede  ser  compelido  á  demandar  á  otro,  según 
la  dispoeicion  de  la  ley  46,  tíi.  2."  de  la  Partida  3.%  citada  en  apoyo  del 
recurso  ^  fuera  de  lo.o  caaos  que  la  misma  ley  y  la  siguiente  establecen  como 
escepcion: 

Considerando  que  no  pueden  ser  comprendidos  en  dichas  eacepciooes 
ú  en  las  demás  á  que  se  han  estendido  poJMa  jurisprudencia  de  loa  Tribu- 
nales los  que  se  bailan  en  posesión  de  un  derecho  en  virtud  de  decisión  ju^ 
dicial  di<}tsda  en  legal  forma: 

Conaiderando  que  la  demanda  en  estos  autos  obtuvo  por  decisión  judl-> 
cial  en  los  de  jurisdicción  voluntaria,  en  vista  de  las  justificaciones  y  dittos 
e»elloa  resultantes  para  sus  hijos  D.  Antonio  Bernabé  y  Dona  Matjlde,  del 
actual  demandante,  an  concepto  de  padre  natural  do  los  mismos»  la  presn 
tacion  de  albaantos  provisionaileA  qae  había  raoinroado: 

Considerando  que  la  sentencia  que  declara  que  Dona  Ana  Haría  Godoy, 
como  m^re  y  curadora  de  ios  menores  P.  Antonio  Bernabé-  y  Dona  Maiil* 
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de ;  eátá  obligada  á  propwier  h  demanda  de  (ilíacion  en  «I  térmiii»  de  M 
diast;  apercibida  qae  de  no  hacerlo  perderá  el  ddreclio  á  hi  percepcioa  de 
b4  alimentoe  proTisieoales  que  diefhíta,  infringe  la  ley  46,  tft.  2.^  de  la 
Partida  3.*; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  deciaramoa  baber  Idu^r  ti  reesno  da 
caFaciott  inverpoeatn  porDofia  Ana  Marfa  fiedoy,  en  U  repireaenUcion  indi» 
cada ,  oontra  la  sentencia  pronunciada  en  estos  aotos  por  la  Sala  aegirodi 
de  1»  Real  Audiencia  de  Caceras  en  2i  de  enero  áftimo ,  y  en  so  coose- 
coencia  la  casamos  y  anulamos. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicaré  en  la  GaóOa  6  inser- 
tará en  la  Oohceim  legistatim,  pasündose  al  efecto  ias  copias  oeeasariu, 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— Ramón  Lopeí  Vasques.— Ga- 
briel Cerueto  de  Velasco.— ioaquin  de  Palma  t  Vínaesa. — i^edpaOoaaat  de 
Hermosa.— Laureano  Rojo  de  Norzagaray.— Ventura  de  Golea  y  Pando.— 
Tomás  Huet. 

Publicación.  «-Leída  y  publicada  fué  ia  precedente  sevtenofa  por  el  lias- 
trfsimo  Sr.  D.  Ventura  de  Colsa  y  Pando,  Ministro  de  la  Sala  primera  M 
Sopcemo  Tribunal  de  Justicia,  celebrando  audiencia  púbKea  la  misma  Sth 
en  el  dia  de  hoy,  de  que  yo  el  Escribano  de  Cámara  certifico. 

Madrid  22  de  diciembre  de  1862.— Juan  de  Dios  llublo.--<(7eM0lc  da  25 
de  diciembre.). 


*  318« 


CWaaapeteaieiaa  (20  de  diciembre  de  i862.)«— PaBMaACiw  m 
LA  ACCIÓN  BJBGOrrYA.— Se  decide  por  la  Sala  segunda  del  Triboaal 
Supremo  á  Tavor  del  Juzgado  de  primera  instancia  de  Oríhuela  la 
t^ompetencía  suscitada  entre  este  y  e!  Juzgado  de  lá  Capitanía  ge- 
neral de  Marina  del  departamento  de  Cartagena,  acerca  del  cono- 
cimiento de  las  pretensiones  promovidas  por  el  Conde  de  AJmodó- 
var  contra  D.  Hermenegildo  Cfaballero»  y  se  resnelve: 

QtLC  los  ¡lanares  de  Auditor  de  Marina  dmia  candderaeiemt 
iratamefUa  y  distintivo  de  dicho  eargOy  ñero  no  el  fuero,  míentr» 
no  se  haga  espresa  y  especial  concesión  de  él. 

En  la  villa  7  corle  de  Madrid,  á  20  de  diciembre  de  iMi»  en  los  autos 
de  competencia  que  ante  Nos  penden  entre  el  Juzgado  de  la  Capitanía  ge* 
neral  de  Marina  del  deparumento  de  GarUgena  y  el  de  primera  insuncia  de 
Orihuela  acerca  del  conocimiento  de  ias  pretensiones  promofidas  por  el 
Conde  de  Almodóvar  oontra  D.  Hermenegildo  Caballero: 

Resultando  que  en  18  de  jiü^  último  acudió  al  referido  loigadu  de  pri- 
mera instaneia  el  Procurador  O.  Bustauuio  Turón,  á  nombre  y  con  poder 
del  Conde,  esponiendo  que  Caballero  había  adminísirade  loe  bienes  que 
aquel  poseía  en  Orihuela  y  pueblos  inmediatos  hasta  el  i.*  de^  nMyo,  en  el 
•oue  rindió  su  cuenta  general  eorrespondiente  á  loseoatro  primeros  mena 
del  año,  deduciendo  en  ella  un  saldo  contra  ai  de  12,357  rs.;  y  pidió  qie 
bajo  juramento  indecisorio  declarase  Caballero  al  tenor  de  ciertas  praganlas 
á  ün  de  preparar  la  acción  ejeontira  para  el  cobro  de  dicha  aoma: 

ResuiUndo  que  estimada  esta  solicitud,  y  oitado  el  D.  Hermenegildo, 
ee  presentó  al  Juagado  de  Marina  proponiendo  la  intúbitoria  por  raaoa  de 
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foora  ipi«  dieaoanrssponderie  como  Auditor  lioDortfio»  eap^MpachoexhU 
bió,  y  fué  tenlírooDÍado  en  los  autos: 

Resultando  que  el  referido  Juzgado  especial  reclamó  el  cooocimiento  de 
las  diligencias  fundado  eri  las  Reales  órdenes  de  31  de  mayo  de  1855,  23 
de  noarxo  de  4859  y  i4  de  octubre  de  1861,  y  eo  las  resoluciones  del  Tri- 
banal  Supremo  de  Guerra  y  Marina,  que  constantemente  ha  sancionado  que 
logAuditeres  li#ndrarios  gozan  de  igual  fuero  que  lea  propietarios;  aua - 
dÍ6Bdo  que  lo  a^mo  ae  decidía  en  cierta  causa  peí  Ja  Audiei^oia  de  Alt>a- 
cete^  eu  conformidad  á  la  dtada  Real  orden  del  auo  próiloio  pasado: 

Y  resultando  que  el  Juez  de  Orihuela  se  negó  a  inhibirse,  esponíendo 
ase  los  honores  de  una  categoría  daa  ta  consideracioo,  el  .tsatamieato  y  el 
oististife  propio  de  la  misma;  pero  noel  fuero» 4 no  ser  que  especialmente 
ae  eoueeda  este»  lo  que  no  aparece  del  Real  despacho  de  0.  Hermenegilda 
Cabañero:  que  laa  Reales  órdenes  de  34  de  mayo  de  1855  y  25  de  marza 
de  18(0  no  pueden  tener  aplicación  eo  Ips  Tribunales  ordinarios,  por.  na 
haber  sido  comunicadas  por  el  Mioisteriot  de  Gracia  y  Justicia:  que  la  d^ 
14jd&octubrede  i8(li  tampoco  lo  fuó^  ordeoéqdose  aa  cun»plimiento  se* 
gm  ee  espresa  en  la  de  16  de  junio  d^l  corriente  ano;  y  aueni  las  sémen*^ 
eiaa  de  las  Audiencias  ni  las  del  Tribunal  de  Guerra  y  Marina  sirven  para, 
fijar  juHsprudeiicia  sobre  el  particular  de  que  se  trata ,  y  sí  únicamente  la» 
de  este  Supremo  de  Justicia  cuyaa  decisioaes  invoca,  como  favorables  á  U 
jurisdicción  ordinaria: 

Vistor  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Félix  Herrera  de  la  Ríva: 

Considerando  que  el  Real  despacho  espedido  á  f^vor  de  Caballero  na 
eapreail  la  ooncesioo  de)  fuero  de  Marina,  y  se  Umita  por  lo  tanto  la  gracia 
que  contiene  á  los  honores  correspondientes  á  la  categoría  de  Auditor,  coa 
la  consideración,  tratamiento  y  distintivo  de  la  misma;  j  que  en  tal  con- 
cepto, según  la  jurisprudencia  constantemente  establecida  v  fundada  por 
este  Supremo  Tribunal  en  casos  semejantes,  no  le  corresponde  el  fuero  que 
pretende; 

Fallamos  que  debemos  declarar  j  declaramos  que  el  conocimiento  de 
estos  autos  corresponde  al  Juez  de  primera  instancia  de  Orihuela,  al  que  se 
remitan  unas  y  otraa  actuacioaes  para  lo  que  proceda  con  arreglo  á  derecho. 

Asi  per  esta  nuestra  sentencia^  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Go- 
bierno é  insertará  en  la  ColeccUnn  legisUtivaf  para  lo  cual  se  pasen  las 
0|K>rtuna3  copian  certiíicadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.-— 
Juan  Martin  Garramolino.-^Ramon  Marfa  de  Arrióla.*— Feliz  Herrera  de  la 
Riva.-4uan  María  Biec.-*Felipe  de  Urbina.— Bduardo  filio  .--^Domingo 
Moreno. 

Publicación. — ^Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  porelllus-, 
trfsimo  Sr.  D.  Félix  Herrera  de  la  Riva,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de 
Justicia,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  segunda  el  dia. 
de  boy,  de  que  certifico  como  Gscribano  de  Cámara. 

Madrid  22  de  diciembre  de  1862.-«Gr€^9rio  Camilo  Garcia.-^GoceCa 
de  25  de  diciembre  de  1862.) 


319. 

Apelación  por  deneffaatorla  del  reeiapso  de  ea,"« 
saeion  (20  de  diciembre  de  1862.).— Pago  de  néoiTos  i>k  un  gen- 
so.— Se  confirma  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo  la  pro* 
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tidencia  apelada  de  la  Sala  tercera  de  la  Andiencia  de  Barcelona, 
denegatoria  del  recurso  de  casación  iatetpucsto  por  D.  FraDCisco 
Ferret,  ea  pleito  coq  ei  (Jura  de  la  parroquia  de  Sities  y  otro,  en 
concepto  de  administradores  de  los  bienes  de  D.  Manuel  Balllé;  y 
se  resuelve:  . 

Que  solo  66  di  el  recurso  de  casación  contra  sentencias  que  » 
haymi  úictado  sobre  ürtkuloSy  etumdo  estas  pongan  tórmtno  al  jtttdo 
y  hagan  imposible  su  eontinuaeion.  ' 

En  la  Tilia  y  corte  de  Madrid,  á  20  de  diciembre  de  1862,  en  los  totlM 
que  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  dbtríto  de  San  Beftran  de  li 
ciudad  d^  Barcelona  y  en^  la  Sala  tercera  de  ta  Audiencia  de  su  territorio 
ban  seguido,  el  Cura  de  la  ptirroquia  de  Sltges  y  D.  Jann  Batllé  y  Rívot,  ea 
concepto  de  administradores  de  ios  bienes  y  reñías  de  D.  Hanoel  BatUé, 
nombrados  tales  por  ef  Vicario  general,  Suez  Andiior  de  testamentos  y  can- 
eas pías  de  aqoeila  áióCesiS)  con  D.  Francisco  íerret  y  su  esposa  Doñaie- 
sefa  Ballester,  y  por  muerte  de  ésta  so  heredero,  sobre  pago  de  réditos  de 
un  censo;  autos  pendientes  ante  Nos  en  virtud  de  apelación  interpuesta  por 
Ferret  de  la  providencia  que  en  i 2  de  marzo  último  dictó  ta  referida  Sala 
declarando  no  haber  lagar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  entablada 
por  el  mi:ímo: 

Resultando  que  en  i5  de  mayo  de  1850  el  Procurador  D.  Gaspar  Pica- 
fiol,  á  nombre  y  con  poder  del  referido  Cura  párroco,  y  de  D.  luán  BHlléen 
el  indicado  concepto ,  presentó  demanda  para  que  se  Condenase  á  Ferret, 
como  administrador  de  (os  bienes  de  su  esposa  Üoña  Josefa,  y  4  esta  como 
propietaria,  al  pago  de  las  pensiones  de  un  censo  cuya  escritura  de  imposi-' 
don  presentó,  y  ¿  mejorar  las  hipotecas  del  mismo: 

Resultando  que  conferido  traslado  d  Ferret  y  su  fnujer,  alegaron  la  es- 
cepcion  dilatoria  de  fdita  do  persQnnlidad  de  ios  demaudantes,  pidiendo  que 
se  tuviera  por  opuesta  y  á  su  tiempo  se  declarase  procedente,  repeliendo  á 
aquellos  del  juicio: 

•    Resultando  que  sustanciado  el  incidente ,  el  luez  dictó  sentenda,  por  ti 

que  declaró  no  haber  tugar  á  la  escepcion  dilataría,  sin  perjuicio  del  derecho 

que  á  los  demandados  creyeran  asistirles  para  'impugnar  el  nombramiento 

te  administradores  de  los  bienes  y  rentas  de  D.  Hanoel  Batllé,  hecho  peral 

Juez  eclesiástico : 

Resultando  que  admitida  la  apelación  que  interpusieron  D.  Francisco 
Ferret  y  su  esposa,  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  en  22  de  febrero  último 
confirmó  la  sentencia  apelada  en  cnanto  había  declarado  no  haf>er  lugar  áb 
escepcion  dilatntoria,  con  imposición  de  las  costas  de  ambas  Instaacias  «a  It 
forma  que  espresa: 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  Ferret  recurso  de  casacioD,  i 
cuya  admisión  declaróla  Audiencia  en  auto  de  12  de  marzo  no  haber  logar, 
porque  el  proveído  del  dia  22  de  febrero  no  pone  término  al  juicio  ai  baca 
imposible  su  continuación: 

Y  resultando  que  Ferret  apeló  de  dicho  auto,  y  le  ,fué  admitida  la  ti^ 
zada : 

Vistos,  <iendo  Ponente  el  Ministro  D.  Felipe  de  Urbioa: 

Considerando  que  por  la  sentencia  de  la  Sala  de  22  de  febrero  último  sa 
declaró  no  haber  lugar  á  la  escepcion  dilatoria  de  falta  de  personalidad  da 
los  demandantes  alegada  por  Ferret,  por  lo  cual  este  debió  contestar  h  de- 
manda, y  pudo  tener  el  pleito  so  debido  corso: 


I 
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Gon8ldmti(k)qaGWo  se  di  et  recur:iode  caüacioii  cotitfs  sebteadai 
<|Qe  se  hayan  dictado  sobre  artfcuios;  cuando  peu^aa  término  ai  juicio  y 
bagan  ióiposibie  su  oontinuaGíon : 

Y  considerando  que  la  sentencia  de  que  se  trata  no  es  de  las  de  esta 
clase,  por  lo  cual  ta  Sala  no  pudo  admitir  et  recurso  propuesto  por  Ferret, 
conforme  á  lo  establecido  por  el  artículo  i025  de  la  ley  de  EojuioianiientJ» 
cíTÜ; 

Fallamos  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  con  las  costas  el  auto 
apelado  de  12  de  mano  último;  y  mandamos  que  se  devuelvan  los  preF«Hi* 
tes  ¿  la  Audiencia  de  donde  proceden  en  la  forma  establecida  en  el  ariica- 
lo  4067. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  del  Go-^ 
bíerno  é  insertará  en  la  CaUccUm  lBgi$lati»a^  para  lo  cual  se  pasen  las 
oportunas  copias  oertiAcadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fírmame<).*^ 
Juan  Martín  Carramolino.*— Ramón  Marfa  de  Arrióla.— Félix  Herrera  da  ia 
Riva. — Juan  María  Biec.— Felipe  de  Urbina.*-Edoardo  Blfo. 

Publicacion.-^Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  et  Ilastrí^ 
simo  Sr.  D.  Felipe  de  Ürbina,  Minif^trodel  Tribunal  Supremo  deinstieia, 
estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  seigunoa  el  día  de  hoy, 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  22  de  diciembre  de ^1862.— Gregorio  Camilo  Garda.— (Gaeeto 
de  25  de  diciembre  de  1862.) 
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Reearso  de  casación  (19  de  diciembre  de  1862.).— Al« 
BACBAZGO  Y  AOMiNisTBACiON  DI  BIENES.— Sc  declarft  por  la  Sala  pri- 
mera del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpueslo  por  D.  Pablo  Bueto  contra  la  sentencia  pronunciada 

Sor  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Burgos,  en  pleito  coa  Don 
íigael  Francisco  de  Gorosliza,  v  se  resuelve: 

i.*  Que  no  liay  ley  que  prohiba  al  albacea  designar  quien  le 
sustituya  en  el  aibaceazgo,  siempre  que  le  huJ)iera  facultado  para 
ello  el  que  le  nombró: 

2/  Que  por  lanío  la  designación  de  sustituto,  asi  verificada^ 
seria  viiidácomo  procedente  de  la  voluntad  del  testador: 

3.^  Que  cuando  la  sentencia  decide  en  tal  setUido  la  cuestión 
controvertida,  no  infrinje  la  doctrina  referente  á  que  la  voluntad 
del  testador  debe  cumplirse,  ni  la  ley  4.*,  tU.  iO,  Part.  6.*  que  can* 
creándose  á  consignar  lo  que  quiere  decir  testamentario  et  á  aae 
tienen  pro,  et  en  qué  manera  deben  ser  fechos ,  es  inaplicable 
en  tal  caso  al  litigio; 

Y  4.®  que  las  doctrinas  válidamente  estables  en  los  recursos  dé 
easaciony  son  las  que  como  emaiuiciones  de  las  mismas  leyes,  á  las 
que  sirven  de  complemento,  adnUten  los  tribunales;  y  no  las  meras 

apinianes  que  vara  casos  dados  suelen  formularse  con  elnombre  de 
odrinas  legales. 

En  la  Yilla  y  corte  de  Madrid,  á  19  de  diciembre  de  IS62,  en  los  antoi 
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qua.peaden  aate  Nos  por  recurso  de casaeioa,  segoídoa.en  el  JaxgidD  de 
primera  instaneia  de  Vitoria,  y  en  la  Sfíia  aeaanda  de  la  Real  Aodieoeia  d* 
Burgos,  por  D.  Pablo  Hueto  con  D.  Mlgael  Francisco  de  Gorostiza,  sobn 
aUbaceazgo  y  idmÍMStracian  de  bienes: 

Resallando  que  D.  Francisco  Zagala  y  aii  majar  Dona  Haiea  Boda, 
otorgaron  testamento  en  26  de  octubre  de  IS25,  para  cttiDpliaiieaUi<iá 
cual  nombraron  albaceas  testamentarios,  siendo  uno  de  ellos  O.  Jaan  Im6 
Cincúnegui,  con  calidad  tu  soUium  cada  uoo,  y  con  facultad  espreinda 
que  pudieran  sastitnir  diciio  cargo  en  la  persona  4e  eu  agrado  y  satisbe* 
eion,  en  caso  de  íallecimiento  é  iodispo^tcioa: 

Resultando  que  Cincúoeguiy  único  albacea  de  tos  espresados  testador»» 

Ser  habw  fallecido  los  demáa,  en  uso  de  la  facultad  espresa  que  aquellos  l« 
ieron  en  su  testamento,  de  sustituir  el  cargo  de  teslamentarío,  taoiaei 
Tida  como  despuea  de  su  fallecimiento,  en  persona  de  su  cooíianxa,  otorg» 
una  escritura  en  1.^  de  diciembre  de  t8S7,  por  la. cual  nombré  por  ul  sus- 
tituto á  su  bijo  {Mlltico  D.  Miguel  de  Goiostiía,  para  que  eo  su  nombre  j 
representaoion  ejerciese  el  albaceazgo  oon  arreglo  ¿  las  facultades»  qQSea 
dicho  testamento  le  concedieron  loj  testadores: 

ResulUndo  que  Cincánegni  falleció  en  17  de  enero  de  1859,  y ^as 
en  1.^  de  mayo  de  i860  presentó  demanda  D.  Pablv  Bueto  coa  íasoüíaá 
de  que  se  declarase,  que  O.  Miguel  Francisco  de  Gorostíza  no  tenia  dere- 
cho al  cargo  de  albacea  en  la  testamentaría  de  D.  Francisco  Zavála  y  Doña 
Matea  Hueto;  su  esposa:  que  dicho  cargo  le  correspondía  á  él  como  albacea 
y  testamentario .  legitimo,  y  se  ordenara  en  su  consecuencia  á  Gorostia, 
que  cesase  en  la  administración  y  recaudación  de  ios  bienes  de  dicha  tegu- 
mentaria y  se  los  entregase,  con  todos  los  papeles  y  documentos  de  la  mis- 
ma procedencia;  y  alegó  que  si  bien  el  nooibramiento  de  albacea  que  hicie- 
ron Zavála  y  su  esposa  era  válido,  no  as!  el  de  sustituto,  (>or  oo  haber  ley 
que  tratase  siquieiá  de  los  sustitutos  de  los  albatfeas,  y  por  lo  misoio  «n 
nula  y  de  ningún  valor  la  sustitución  del  alhaceazgo  hecha  por  CincánigHi* 
y  además  porque  tai  cargo  sola  se  constituye  bajo  la  forma  aolemne  de  hi 
ültiaias  voluntades,  y  no  admite  el  mándete  ordinario: 

Resultando  que  D.  Miguel  Francisco  Gorostiza  pidió  ae  declarase  firoM 
y  subsistente  la  sustitución  en  el  cargo  de  albacea  que  ejercía,  y  pan  to 
cual  le  nombró  D.  Juan  José  Gincúnegui,  desestimándose  en  su  vtrlodla 

Í pretensión  contraria  con  las  costas;  y  espuso  que  aun  cuando  no  hoiriese 
ey  que  tratara  de  los  sustitutos  de  los  albaceas,  existía  la  doctrina  de  acre- 
ditados jurisconsuKos,  que  defienden  su  validez,  y  sobre  lodo  la  volanud 
del  testador,  que  conceaió  á  sus  testamentarios  la  facultad  de  auatitoirel 
albaeeasgo,  lo  cual  debía  Uevarse  á  efecto: 

Resultando  que  conformes  las  partes  en  que  no  se  recibieae  el  pkitaá 
prueba,  dictó  sentencia  el  Juez,  en  i2  de  julio  de  1860,  que  revocó  la  Sala 
segunda  de  la  Audiencia  en  8  de  mayo  de  i86l,  absolviendo  ¿  O.  UlipA 
Praocisco  de  Gorostiza  de  la  demanda: 

Resultando  que  contra  ese  fallo>dedujo  D.  Pablo  Hueto  recurso  de  casa^ 
cion  por  conceptuar  infringidas  la  ley  1  .*,  tit.  40,  Partida  6.*;  la  doctriaa 
admitida  de  que  el  cargo  de  aibacea  no  puede  austituirse,  ni  aun  qaid  ^- 
diera  es  válida  la  suslanciacion^  que  no  sea  hecha  precisamente  par  testa* 
manu),  y  la  doctrina  legal.de  que  la  voluntad  del  testador  es  ley  camoda- 
ra dentro  de  los  limilea  de  lo  lícito  y  honesto,  por  cuanto  no  hahiea^i^)  ae* 
torizado  los  testadores  á  sus  albaceas  para  sustituir  el  cargo,  sino  precisa  y 
taxativamente  eo  caso  de  fallecimiento  ó  indisposición,  la  sentencia  decian 
válida  una  sustitución  hecha  fuera  completamente  de  lea  limites  impuestos. 
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pues  no  to  faé  p(rr  caso  dd  muerte  6  indi«pójiicion,  ^íito  absoluta  ▼  libre- 
mente, 7  pretesundo  inMi45taineote  ant  faeoltitd  émnimediá  ó  cbÉmciooft^; 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  0.  S«íhastíao  González  Nandio: 

Considerando  que  no  hay  ley  que  proiiih  i  al  albacea  designar  quiefn  1a 
snstítuya  en  el  albaeeazgo»  siempre  que  le  humera  facultado  piara  ello  él 
que  le  nombró  y  que  por  tanto,  la  designación  de  sustituto,  asi  verfOcada, 
sería  Tálida  como  procedente  de  la  voluntad  del  i^ñ  ador: 

Considerando  que  Cíncúnegui  fué  autorizado  por  los  qáe  le  nombraron 
testamentarin  para  sustituir  su  cargo  én  persona  He  hu  agnado,  por  faite- 
etmtento  ó  indieposidon: 

Considerando  oue  en  virtud  de  la  precedente  clánsula,  pudó  aqtlól  sus- 
tituir en  el  demandado  su  cometido  del  modo  j  en  fa  folrma  en  que  lo  ve^ 
rltícd: 

'  Considerando,  por  consiguiente ,  que  h  Sala,  al  decidir  en  tal  sentido 
la  cuestión  controvertida,  no  infríngela  doctrina  referente  á  que  lavo- 
voluntad  del  testador  debe  Cumplirse,  ni  la  ley  t.%  tft.  10,  Partida  6.% 
qiie  concretándose  i  consignar  lo  que  quiere  decir  testamentario  et  á  qut 
tienen  pro,  etenqué  manera  deben  ser  fechos,  és  inaplicable  al  punto  del 
litigio: 

Considerando,  por  último,  que  las  doctrinas  válidamente  cltables  en  los 
recursos  de  casación  son  las  que,  coma  emanaciones  de  las  mismas  leyes  i 
las  que  sirven  de  complemento,  admiten  los  Tribunales,  y  no  las  meras 
oimilones,  qne  para  casos  dados  sueleo  formularse  con  el  nombre  dé  doc- 
trinas  legales,  cual  es  la  citada  en  pnmer  lugar  por  el  recurrente; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  decurso 
jnterpuesto  por  flueto.  á  quien  condenamos  en  las  costas;  y  devuélvanse 
Jos  autos  á  la  Audiencia  de  Burdos  con  la  certiñcacion  correspondiente: 

Asf  por  esta  nuestra  sentencia  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  insertari 
en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias ,  lo 
ftmianciamos,  mandamos  y  Qrmamos, — Ramón  López  Vázquez. — Sebastian 
González  Nand¡n«— Gabriel  Ceruelo  de  Yelasco.— Pablo  Jiménez  de  Palacio. 
— Laureano  Rojo  de  Norzagaray.— Ventura  de  Colsa  y  Pando.— Tomás 
Haet. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Bxce* 
Jentísimo  é  limo.  Sr.  D.  Ramón  López  Vázquez,  Presidente  de  ia  Sala  pri- 
mera de)  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  estándose  celebrando  audiencia 
pública  en  su  Sata  primera  el  día  de  boy,  de  que  certíGco  como  Secretario 
de  S.  M.  V  su  Escribano  de  Cámara, 

Madrid  19  de  diciembre  de  1862.— Dionisio  Antonio  de  Püga.— {(?ace- 
ta  de  25  de  diciembre  de  1862.) 


SM, 


Apelaeion  poi^  dleneg^atorla  del  reeiirao  de  ea- 
^ion  (20  de  diciembre  de  ÍS6í.)*'-?ago  da  mahaykdis.— Se 
eonfirma  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Sapremo  ia  providencia 
apelada  de  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  d&  Madrid,  denegaloria 
del  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Guitierao  Rolland,  eu 
pleito  con  D.  Enrique  Lazeu,  y  por  ausencia  át  éste  é  ignorado 
paradero  cou  los  estrados  del  Tribunal,  y  se  resuelve: 

TOMO  vil,  101 
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Que  contra  los  providemias  que  tío  poma  término  aljmM  f 
hacen  imposible  $u  continuación^  no$edáel  reeunodeeaMoeknL 

En  la  villa  y  oórte  de  Madrid,  á  20  de  diciegabre  da  id62y  eo  losaita 

gae  penden  ante  Nos  en  virtud  de  apelación  ioterpuesta  por  O»  Goiltami 
lOiland  del  aato  dictado  por  la  Sala  tercera  át  la  Real  4iiáí0iiciadeesti 
corta,  denegatorio  de  la  admisión  det  recurso  da  enaenia: 

Resultando  que  en  al  Juzgado  de  primera  invtaneia  del  distrílo  de  I^- 
vapiés  se  siguió  pleito  ordinario  por  0.  Guillarme  RoUaod  contra  0.  Eari- 
que  LazeUy  y  por  ausencia  é  ignorado  paradero  de  este  con  los  astrad<»  áá 
Tribunal,  sobra  pago  de  68,171  rs.  Si7  cents.,  costas  6  intereses  le^iltf, 
procedentes  de  unas  letras  protestadas,  en  el  cuil  se  dictó  sentencia  ea2d 
de  enero  de  este  ano,  condenando  á  Lazeu  ai  pago  de  la  suma  reclamada, 
con  mas  los  iotareaes-á  razón  del  6  por  iOO  anual  desda  la  facha  da  tos  pro- 
testos hasta  su  afectivo  pago,  y  en  las  costas: 

Resultando  que  en  asa  estado  y  en  i  9  de  febrero  ofició  el  luei  ds  pri- 
mera instancia  del  distrito  del  Birquilio,  que  entendía  en  el  concurso  am- 
sano  de  acreedores  de  D.  Enrique  Lazeu  al  de  Lavapíés  para  que  leraai- 
tiase  los  autos  para  su  acumulación  a  los  del  coocurso: 

Resultando  que  conferido  traslado  4  D.  GuUtet'mo  Roliand  aoliettj  se 
declarase  no  dar  lugar  á  la  acumulación  y  s^  contraoílcíase  al  Juez  del  Bu* 
quilio,  para  que  dejase  espodita  la  jurisdicción  del  de  Lavapiés,  ó  so  oü* 
caso  remitiese  los  autos  del  concurso  al  Tribunal  Superior  para  laresoh- 
cion  oportuna,  avisando  su  daterminac!  jn: 

Resultando  que  en  vista  de  todo,  proveyó  auto  el  Jues  en  24  de  man» 
último,  que  conQrmó  con  las  cortas  lafi4Ía  tercera  de  la  Audiencia  ea  It 
de  setiembre  aij^uiente,  inliibiéndose  del  conocimiento  da  estos  aotosj 
mandando  remitirlos  al  Juez  del  Barquillo  para  su  acumulación  i  los  del 
concurso: 

Y  resultando  que  interpuesto  recurso  de  casación  por  D.  GuillennaBo* 
liand,  fundado  en  la  infracción  de  ioianíoulos  i77,  i78  y  523  de  la  l«jd< 
Enjuiciamiento  civil,  la  Sala  sentenciadora  declaró  por  auto  da  8  da  oetokfi 
próximo  pasólo  no  haber  lugar  á  admitirla  ni  á  darle  curso,  con  imposídtt 
de  las  costas  det  incidente,  y  que  de  asa  negativa  apeló  para  ante  este  So* 
premo  Tribunal: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Ventura  de  Golsa  y  Pando: 

Considerando  que  la  providencia  por  la  que  al  Juez  del  distrito  deLí- 
vapiés  se  inhibe  del  conocimiento  de  los  autos  seguidos  por  D.  GuOlaraa 
Holland  con  0.  Enrique  Lazeu  y  los  remite  al  Juzgado  del  Barquillo  pirafl 
acumulación  á  los  del  concurso,  no  pona  término  al  juicio  al  iiaoe  Jiapas* 
blasu  continuación,  porqua  Roliand  puede  insur  y  hacer  las  reclamiw* 
ñas  que  estime  convenientes  an  el  mismo  juicio  universal: 

Considerando  que  contra  las  providencias  de  asta  clasa  no  aa  dá  lygir  d 
recurso  de  casación; 

Fallamos  que  debamos  confirmar  y  confirmamos  con  las  costas  la  |tcf- 
videncia  da  8  de  octubre  próximo  pasado,  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Ai* 
diencla  de  esta  corte  con  la  certincacion  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  an  la  Gaceta,  deM 
de  lo8;cincodias  aigulentes  á  su  fecha,  y  sa  insertará  en  la  Coteeeiankf»' 
Jattt;a»  pasándose  al  afecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciaoMS.  vm- 
dan)(ta  y  firi|iaffi08.-->Ramoii  Lopat  Vázquez.— Gabriel  Garoalo  da  Vaiasi- 
—Joaquín  de  Palma  y  Vinuasa.— Pedro  Gomaz  daHarmoea.— Vaatisadi 
Golaa  y  Pando. 
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Pubiieao¡o6.-4^iiÉa  v  pQblieaáií  fué  \n  semencia  anterior  pof  el  ttufftrl^ 
sliiio  8r.  D.  Ventora  da  Gotoi  j  Pando,  Miniatro  de  ia  Sala  primersdel  Ttím 
banal  Supremo  de  Justicia,  eatándoee  celebrando  eudieoeia  públioa  et  dioc 
de  boy ,  de  qne  oertHico  como  Secretario  de  S.  M.  y  eu  Eaeiíbano  de  Gá« 
mará.  ♦ 

Madrid  92  de  diciembre  de  Isat.^Dionisio  Antonio  de  Paga.— (Gi«cr«  ^ 
ia  de  26  de  diciembre  de  1802. )  ^    ' 


3«», 

€)oiiipeteneia  (23  de  diciembre  de  1862.).— CoNOCUfiENia 
0s  UNA  CAUSA  POR  Homcitto.-* Se  deeide  por  la  Sala  secada  det 
Tribunal  Sapremo  á  favor  del  Juzgado  de  la  Comandancia  de  Mari" 
na  de  la  provincia  de  Tarraigona^  la  competencia  suscitada  con  el 
de  primera  instancia  de  Vendrell,  acerca  del  conocimiento  de  ta( 
causa  formada  con  motivo  déla  muerte  del  matriculado  José  Fi- 
guerola,  y  se  resuelve: 

1  .^  Que  según  lo  establecido  por  las  Ordenanzas  de  la  RealA2*- 
moda  y  varias  Reaks  órdenes,  el  conocimiento  de  los  hechos  que 
ocurren  en  el  mar  y  sus  playas  corresponde  por  regla  general  a  ía 
jurisdicción  de  Marina;  / 

Y%^  que  á  dicha  jurisdicHon  incumbe  esdusivamente  entender 
de  los  naufragios  y  sus  inddeytcias. 

En  la  yilta  y  corte  de  Madrid,  á  23  de  diciembre  de  1862,  en  loa  antea 
de  competencia  que  ante  Nos  penden  entre  el  Juzgado  de  ia  Comandahcia 
de  Marina  de  la  provincia  de  Tuivagona  y  el  de  primera  Instaneia  de  Ven-» 
drell  acerca  del  conocimiento  de  la  cansa  formada  con  motivo  de  la  maerte 
del  roatricutado  José  Piguerola: 

Resultando  que  en  la  maííana  del  10  de  agosto  último  se  haüó  en  la  pla- 
ya llamada  de  €lará  y  sitío  que  baña  et  agua  del  mar  en  sus  crecidas  ordi-* 
narias  el  cadáver  del  marinero  Piguerola,  encargado  de  custodiar  en  la  no* 
clie  anterior  los  restos  de  un  buque  Trances  que  habla  nanfiragado;  dedu- 
ciéndoee  del  reconocimiento  del  cadáver  y  del  logar  en  qae  ae  hallaba  que 
el  José  habia  sido  muerto  violentamente  en  aquel  mismo  sitio,  y  que  ia 
egresión  tuvo  logar  también  en  la  playa: 

Resultando  que  el  Juez^de  Vendrell  formó  la  oportuna  caasa,  en  la  que 
apareció  que  Anu>nio  Grás,  jornalero  de  la  villa  de  Torredembarra,  tomó  y 
se  llevaba  á  su  ca^a  en  la  referida  noche  del  9  de  agosto  un  madero  de  dictio 
baque,'  que  dejó  en  la  playa  por  orden  de  una  pareja  de  carabineros;  y  que 
por  auto  del  día  14  se  deer^tó  su  prisión,  tanto  por  hallarse  confeso  del  de* 
lito  frustrado  de  hurto,  como  por  las  sospechas  de  que  hubiera  sido  el  autor 
del  asesinato  de  Piguerola: 

Resultando  que  también  se  comprendió  en  el  procedimiento  á  Francia* 
eo  Revira  por  igoales  sospechas,  habiendo  manifestado  en  su  indagatoria 
qne  era  marinero,  pero  sin  que  resulte  acreditada  esta  cualidad: 

Resultando  que  el  Juzgado  de  Marina  qne  instruyó  el  oorrespondieMe 
sumario  poc  la  muerte  de  Fiffuerola,  si  bien  hasta  ahora  no  ha  procedido  ni 
tratado  como  reo  á  persona  determinada,  olido  de  inhibición  al  de  primera 
instancia  de  Yendrell,  alegando  que  le  correspondía  el  conodmlento  de  la 
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•ion  mMtehthit  temido  par  Mr  d«  la  «ekMifa  MopatoMiadalijii- 
TiüliftAii  éé  IkriM  eolaiidar  d«  todos  loa  beebM  quo  ooornoraa  oo  «I  dhí 
T  aoa  pliyaa,  aean  ó  no  afondoaUüqM  loacooaeua^ooaarrogioá  lodia- 
puaolo  m  el  «ri.  3.%  tít.  6.*,  y  «a  el  arl.  4ft,  tit.  3.«  do  lao  Ordenons  di 
matrícalas;  ea  el  8.*,  tiU  2.'  traUdo  S."",  y  110.  Üt.  1.%  IraUdo  10  do  lu 
OrdeooBsaa  do  4a  Real  Armada»  y  en  las  Aealea  ordaoot  éa  l€  de  oMrBo  da 
iS47,  30  de  Ai^sto  de  1833,  10  de  Mtíembro  do  ItlS  f  SI  do  aofiomto 
de  1841,  y  á  lo  decidido  por  oate  Sopremo  Tribanal  de  Jojcieia  oo  aootea- 
eia  de  1.®  de  octubre  de  1857;7  ({íio-etiMito  de  homicidio  do  FigaoroU 
está  sometido  i  aa  jurMieeloa,  tanto  mai^  coanto  qoe  ae  halla  fotímamonu 
conexo  coo  el  de  harto  frustrado  de  un  madero  de  un  buque  náufrago,  se* 
gun  to  habla  reconocido  el  Juez  de  primera  uistancia  en  el  hecho  de  hallar- 
m  incluido  oo  no  mismo  procedimiento: 

Roaoltiodo  qoe  el  referido  Juet  do  primera  tasiancia,  do  oooformidaé 
eoQ  lo  eepooaio por  el  Promotnr  fiscal,  so  iohíbió  del  oonootmieato  dala 
oauM  respBOlodo  uno  y  oiro delito»  eoosoltaodo  Me  pMvoádo  eom  la  At- 
diooeia  del  tectitorie: 

Resultando  aue  osla  aprobó  el  auto  de  inhibición  en  cuanto  se  refería  al 
delito  de  hurto  frustrado,  y  le  dejó  sin  efecto  por  lo  relativo  ai  homicidie, 
Alendando  qoe  dicho  Juez  continuara  conociendo  por  abora,  y  sin  perioicia 
de  lo  que  pudiera  corresponder  en  adelante,  no  solo  de  la  respoosabiKda4 
-  qoe  en  la  muerte  de  Pigueroia  hubiera  podido  contraer  Antonio  Giis  y 
enalqoleraolrodosconooido,  sino  también  Francisco  Revira,  de  qoíeooe 
oonstaba  aun  en  debida  forma  qoe  disfrutase  del  fuero  de  Mirioa: 

Y  lesokaAdo  qoe  en  au  virtud  el  Jues  de  Veodrell  mandé  sacar  testi- 
monio de  lo  relativo  al  delito  ile  hurto  púa  que  c<>aociera  del  mismo  la  ja* 
risdiccion  de  Harina,  y  se  negó  á  inliibirse  eu  cuaoto  al  homicidio  de  Fi- 
fMrola,  originándose  sobre  el  particular  la  pmoote  competencia: 

Vistos,  aieodo  Ponente  el  Minutio  0.  FeJípe  de  Urbina: 
Gottsideraédo  que,  según  lo  e^tteblecido  por  las  Ordeoaosas  do  la  Real 

Anaada  y  varias  Reales  órdenes,  el  eooocímieato  de  los  hechos  qoe  ocorrso 

en  el  mar  y  sus  playas  corresponde  por  regla  general  á  la  jorísdiccioB  da 

Marina: 

Considerando  que  á  la  misma  incombe  esclusivamento  entender  de  las 

naofragios  y  sos  incidencias:  ^ 

Y  coosmerenda  qoe  el  matriculado  José  Pigoerola  fué  muerto  en  ia 

Sya  estando  deetioado  á  la  custodia  de  un  buque  náufrago  varado  en  aqna* 
costa; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conoeimíenta  de 
esta  eaoea  corresponde  al  Juagado  de  la  Gomaodancia  de  Marina  de  la  pro- 
vincia de  Tarragona»  al  que  se  remitaa  unas  y  otras  actuaciones  para  le 
qoe  proceda  coo  arreglo  á  derecho. . 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  ae  publicará  en  la  Gaoeia  del  Ge- 
hierno  é  insortsrá  oo  la  CoUeeion  U§i$Í0twa,  pera  lo  oual  se  pasea  las 
oportunas  copias  certificadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— 
Joan  Martín  Garramolino.^Fétix  Herrera  de  la  Riva.— Joan  María  Biec.— 
Felipe  de  Urbina.— Eduardo  Elio. 

Publicacion.--Leida  y  publicada  fué  la  anterior  aenleocia  por  el  Dustri- 
simo  Sr.  D.  Felipe  de  Urbiiio,  Ministro  del  Tribunal. Supremo  de  Justicia, 
estándose  celebrando  audiencia  pública  eo  so  Sala  seguoda  el  diado  boj, 
de  qoe  certifico  como  Bsoriliaoo  de  Cámara. 

Iiadrid23de4iciembrede  1862.— Gregorio  Camilo  Garda.— (GoMt» 
4»  n  de  ^ciembre  de  1862.) 
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competencia  (24  de  diciembre  de  1862.). — CoROCUiiiiiTa 
I  vnx  G4i»4  r(tt  MuniTS  m  «n  paactíoánts  m  SÁEriAA»  BB  LA  Ar- 
ada.—Se  decide  por  ia  Sala  segunda  del  Tríbanal  SupreoM  á  fi«> 
9r  del  Juzgado  de  primera  tmtaacia  de  San  Fernando  la  oonpeten- 
a  suscitada  con  el  de  la  Capitanía  general  de  MaríDa  del'depai1a« 
lento  de  Cádiz ,  acerca  del  conocimiento  de  la  causa  formaoa  con 
lotivo  de  la  muerte*  de  D.  José' llamo »  practicante  de  Sanidad  de. 
.Armada,  y  se  resuelve: 

Que  el  fuero  tnilüar  de  que  trata  la  ky  1.*,  tÜ.  7.^»  Ub.  6.^  dé 
\  NmAsima  BeeofUacion  9e  entiende  een^en$iüa  de  loe  cau$m  en. 
tfe  los  individuos  de  Marina  fuesen  demandados  ó  ules  forma* 
m  de  oficio. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  ¿  24  de  diciembre  de  i862^  en  los  autos  de 
^mpeteocia  que  ante  Nos  penden  entre  el  Juzgado  de  la  Capitanía  general 
)  Marina  del  d^'partamento  de  Cádiz  y  el  de  primera  instancia  de  San  Fer- 
indo  acerca  del  conocimiento  de  la  causa  formada  con  motí?o  de  la  muerte 
í  D.  Jo^é  Álamo,  practicante  del  cuerpo  de  Sanidad  de  la  Armada : 

Resultando  que  en  el  día  2 i  de  abril  de  este  año  se  encontró  en  el  puen- 
I  llamado  de  la  Casería,  jurisdicción  de  la  ciudad  de  San  Fernando,  el  ca- 
iver  del  referido  D  José,  y  en  so  virtud  empezó  á  instruir  las  primeras 
iligencias  el  Teniente  Alcalde,  pasándolas  después  al  Juzgado  de  primera 
istancía,  y  en  ellas  se  acreditó  que  Álamo  se  había  suicidado,  sin  que  apa- 
izca  complicidad  de  ninguna  otra  persona ,  por  lo  cual  el  Promotor  fiscal 
repuso  el  sobreseimiento: 

Resultando  que  en  este  estado  el  Capitán  general  de  Marina  del  depar- 
imento  de  Cádiz  ofició  al  referido  Juez  para  que  se  inhibiese,  esponiendo 
ae  D.  José  Álamo  gozaba  fuero  con  ariegfo  á  la  ley  i,\  tít.  7.%  Iib.  6.^  de 
Novísima  Recopilación,  refterada  por  las  Idyes  2/  y  3.*  del  mismo  título 
libil)  y  por  la  nota  5.*  de  la  ley  7.*,  y  que  por  tanto  le  correspondía  el 
moclmiento  de  la  causa  para  averiguar  si  en  el  suicidio  intervino  alguna 
rcunstancia  digna  de  tomarse  en  consideración,  é  igualmente  el  de  ia  tes* 
tmentaría  ó  abintestato  del  D.  José: 

Y  resultando  que  el  Juez  de  San  Fernando  se  negó  á  la  inhibición,  fdU'» 
ido  en  que  no  se  procede  en  la  causa  contra  D.  José  Álamo,  ni  contra  per* 
ma  alguna  aforada  de  Marina,  y  en  que  la  reclamación  del  Capitán  general 
trece  de  objeto  por  no  haber  motivo  para  continuar  las  actuaciones,  ha» 
¡endose  acreditado  ya  en  ellas  que  el  hecho  fué  un  suicidio,  que,  según  la 
Hoat  jurisprudencia  criminal,  no  está  calificado  de  delito: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Eduardo  BUo: 

Considerando  que  el  fuero  militar  de  que  tratan  las  leyes  citadas  por  la 
irisdiccion  de  Marina  se  entiende  comprensivo  de  las  causas  en  que  los 
idivíduos  de  Marina  fuesen  demandados  ó  se  les  fulminasen  de  oficio: 

Considerando  que  al  instruir  el  sumario  para  averiguar  si  habla  habido* 
no  criminaUdad  en  la  muerte  de  D.  José  Álamo,  ni  el  Teniente  Alcalde,  ni 
I  Juez  de  primera  instancia  de  ia  ciudad  de  San  Fernando  procedieron,  ni 
un  intentaron  proceder  contra  ningún  aforado  de  Marina,  único  caso  en 
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i)oe  la  jwiidieeioa  «tpecial  de  «te  ramo  hubiera  pedido  animeiarie  cod  fin- 
dameBlo  la  oompeteocia; 

Fallanoa  qoé  debemoe  declarar  f  déelaramos  qoe  el  eoooeimíeiilo  d§ 
esta  caou  corresponde  al  inei  de  primera  íostancia  de  la  ctadad  de  S« 
Fernando,  al  qne  se  remitan  nnu  j  otru  actuaciones  para  lo  que  procedí 
con  arregle  á  derecho. 

Aaf  por  eela  uneitM  aenleooia,  qne  mi  pnbMcnri  ea  la  Ome$ta'átí  Go- 
bierno é  isaertará  en  la  Colfocton  legMéUva^  para  lo  enal  se  pasen  I» 
opeetonai  oopiaa  oarlificadis,  lo  proowaetamoa,  mandamoe  y  finnaaMi.^ 
Juan  Xarün  GarramoKno.—Félix  Herrera  de  la  RIva.— 4uan  Maria  Biee.— 
Felipe  de  Urbina.— Gdnwdo  Blio. 

Publicación,— Leída  y  publicada  fué.  la  anterior  sentencia  por  el  Ihutrí- 
mo  Sr.  D.  Eduardo  Ello,  Ministro  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  estia- 
dose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  segunda  el  día  de  boy,  de  qae 
certifico  eemo  Escribano  de  Gáman. 

Madrid  24  de  diciembre  de  l8tt2.«-Gregerio  Camilo  Gnrcla.--(6aMto 
de  28  de  diciembre  de  1862.) 


Fin  DEL  TOMO  8XT1IÍ0. 
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SENTENCIAS  KL  TMBDNAL  SUPREMO  DE  JUSTICIA 

en  recanoi  de  onacioit- nulidad  é  i^mioia  aataiia  y  an  aátoria  da  caupataatíai, 
CONTENIDAS  EN  ESTE  TOMO. 


KráEROS.  PifilNAS. 


I  .*  Rbcorso  di  (usAcioif  (28  de  diciembre  de  iB6  i,).^AdJudica- 
ci(md$  los  bienes  de  una  capeUcmiaé-^Se  declara  por  ia 
Sala  primera  del  Tribooat  Supremo  do  liaber  Icigar  al  recur- 
so de  casación  interpuesto  por  el  Mioisterio  Qscal  contra  la 
aonteiicia  diotada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Va* 
lladolid,  en  pleito  con  D.  Felipe  Cabello.  i 

2.*  Recurso  DE  í:a8ácion  (28  de  diciembre  de  i80f.). — Nulidad 
de  una  institución  de  heredero,-^Entrega  de  oienes.^Sñ 
declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber 
lu^r  al  recorro  de  casación  interpueaU>  por  María  Muñoz  y 
litiS'SÓeios  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  tercera  de 
la  Audiencia  de  Valencia,  en  el  pleito  con  el  hospital  general 
de  dicha  ciudad.  3 

3/  Recurso  de  casación  (28  de  diciembre  de  lBfii^).^Reibin^ 
dieacion  de  una  masia. — ^Se  declara  por  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  in-» 
terpuesto  por  Joaquin  Martin  contra  la  sentencia  dictada  por 
la  Sala  secunda  de  la  Audiencia  de  Zaragoza»  en  pleito  con  el 
Ayuntamiento  de  Manzanera.  6 

4.*  Recurso  de  casación  (30  de  diciembre  de  t86l.)*— ''a^^*- 
clon  de  bienes.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  Eugenio  Mariscal,  como  marido  de  Marfa  Aldaqia,  contra 
la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  primera  dala  Audiencia- 
de  Burgos»  en  pleito  con  Miguel  Aldama.  iO 

5.*  Rbcvr<o de  casación  (30  de  diciembre  de  i80i.>.^Ae¿tnfi- 
dieaeion  de  una  /inea.*^Se  declara  por  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  haber  lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Rafael  Merino  Alvarez  de  la^jnteocia  pronun- 
ciada por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia'  de  Albacete,  en 
pleito  con  D.  Vicente  Salas  Quiroga  y  otro.  i  3 

6/    RficuRfio  DE  CASACIÓN  (31  do  diciembre  de  186i  y^Fago  de 


r     I 
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dtetot.-^e  declara  por  la  Sala  primera  del  tribooal  Sapre« 
mo  DO  haber  lugar  al  recurso  pQ  casación  ínterpaeüto  por 
José  liarla  y  Utis-ióoio$  contra  la  sentencia  pronunciada  por 
la  Sala  segunda  6»  ia  Aodíeacia  de  Vaieaeía,  eo  el  pMlo  coa 
el  conde  oe  Casa-Rojas  y  otro?.  i6 

7.^  GoHKmfciiL  (di  de  dteiembre  da  íS%L).^»Á$imiaakm  y 
pago  de  ái\m9nio$  provúiona/M.— Se  declara  por  la  Sala  se* 

{(unda  del  Tribinal  Supremo,  esitempénuiaa  y  mal  formada 
a  competencia  sascitaaa  entre  el  Juzgado  de  la  Gapilaola  ge* 
neral  de  Andalucía  y  el  de  primera  instancia  del  Puerto  da 
Santa  María »  acerca  del  conocimiento  de  la  reclamación  de 
Doña  Elvira  Viana  conifla  amiiermano.D.  José  sobre  asigm- 
cion  y  pago  de  alimentos  provisionales,  y  se  manda  devolver 
á  cada  Juzgado  sus  respectivas  actuaciones.  1^ 

8.*  GoMKTBRciA  (3 i  de  diciembre  de  186!.)«— Jtoaoalo  á  tin 
Témanle  ilieaíde.-^e  decide  por  la  Sata  seguDilp  delTrílNH 
nal  Supremo  á  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  de  Goa* 
dalajara,  la  competencia  suscitada  coa  ef  especial  de  liigettie- 
rot  de  la  misma  ciudad,  aceren  del  conocimtento  de  la  cattsa 
formada  al  ^mne  de  la  Academia  de  Ingenieros  D.  Félix 
Suarez  Casas  por  desacato  al  Teniente  Alcalde  de  aquella  po* 
bi^cioQ,  20 

Aflo  de  1  se». 

9.*  AnuiACiON  POR  DBNtGATomiii  BBL  rbgorso  D8  casACiOH  (9de 
enero  de  f862;).--^ertenen6ta  á»uñofbiéneá, — Se  ooontat 
pov  la  Stla  primera  del  Tribunal  Supremo  la  sentencia  ape- 
lada de  la  Sala  primera  de  Ja  Audiencia  de  Cacares»  deiiegt« 
toci^  del  f  e&urso  d^  ca^a^iop  interpqeato  por  el  Míniatepi^  fis- 
caí,  eq  pleito  coa  D.  Diego  Carvaja|4.  21 

iO.     AniLAGIOIf  POR  nSNEGATORU  DBL  RBC!DRSd  DB  CASACKHf  (9  dO 

de  enero  de  ISes.)*— ¿Vv^tctad  de  la  vmte  de  unas  fneas.^ 
Sé  confirma  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  la  sen- 
tencia apelada  de  la  Sala  primeara  de  fe  Audiencra  de  Grana* 
da, ddQfgatpria ^Blreci^rso dicaai^ciieii  interpuesto  por  Don 
Antonio  Gutiérrez,  y  D.  franciaca  Ureta,  en  pleito  con  Don 
Ba^domero  Murga*  23 

11  Rscimso  DB  caSaCioü  (9  de  enero  de  1869.).— f^^  á$ 
fnéravedis-. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  SKi- 

gremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  eapaeion  roterpueito  por 
i  viuAa  y  beredajws  de  D.  Melchor  Ordo^^»  contra  ia  aentenr 
cia  dictada  por  la  Sala  tercera  de  la.  Audiei^ciii  de  Madrid,  OB 
pleUo.  con  D«  Anloaio  Izquierda.  ^^ 

12  APBLA<n01f    POR  ll^GATORIA  DB    RBCtmSO   DB    CASAGtOÜ   (lO 

de  enero  de  4862.;. — Sueéiion  de  un  palrofuKo.**-Se  conlif- 
roa  por  la  Sala  primera  dbl  Tribhnal  Supremo  ia  aentencia 
apefad^d^laSalBsegttQda  déla  Audi((ncia,5)Q|Al^^ei.4|B* 
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negttoría  del  nenrpo  de  caa^cioo  intorpuaata  por  D.  Denelrio 

Josó  García  Alfaro,  en  el  pleito  con  el  Mibisterlo  QscaL  26 

i3  CoiiPBTBiiaA(ii  de  enero  de  i%6t.}.^^D9$aoiUo  á  unfé^' 
nknte  iÍ6aid«.-»Se  decide  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal 
Supremo,  en  la  competencia  suscitada  entre  ios  juzgados  de 
primera  instancia  de  Gastrojeriz  j  Astudtllo sobre  conocimien- 
to de  la  causa  por  desacato  al  Alcalde  de  Itero  de  la  Vega, 
que  corresponde  al  primero  el  conocimiento  por  el  desacato 
á  dicha  autoridad  locaL  y  al  segundo  el  de  la  desobediencia 
al  Afcalde  de  Itero  del  Castillo.  27 

14     ApEJLACIOII     POE    DEREGAaOll    DE    RBCUBSO    DB    CUSAGlOIf   (13 

de  enero  de  4862.). — NuUdad  del  remate  de  una  casa, — Se 
confirma  p6r  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  la  senten- 
cia apelada  de  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Granada, 
deoegaioria  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Igna* 
cto  Romero,  en  pleito  con  D.  José  Peso.  29 

(5  Apelación  por  denbgatoíua  db  recurso  de  casación  (U 
de  enero  de  1862.).— /'o^o  de  cantidad.  —Se  conGrma  por  la 
Sata  segoada  del  Tríbonal  Suprem»  la  sentencia  apelada  de 
la  Sala  priaoera  de  la  Audtenei a  de  Granada,  denegatoria  del 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Pedro  Merodio  y  su 
esposa,  en  pleito  con  D.  Francisco  Lopes  Garrido,  30 

16  Recurso  de  casación  (16  de  enero  de  1862.}.-— ^ti/tdod  de  la 
venta  de  unas  fincas.-^Sé  declara  por  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  no  haber  logar  al  recurso  de  casación  io- 
terpueate  por  Toribio  Herimidez ,  come  marido  de  Joaefa 
Ocaña,  contra  la  sentencia  pronoociada  por  la  Sala  tercera 
de  la  AodiendA  de  Madrid,  en  pleito  ctm  Pranciaoo  Ifiteo 
Bravo  y  otro.  31 

17  Competencia  (16  de  enero  de  1862.).— Desacato  á  la  autO'- 
ridad. — Se  decide  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo 
á  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  de  Goimenar  Viejo, 
la  competencia  suscitada  eon  el  de  la  Capitanía  general  de 
Castilla  la  Nueva,  icereadel  conocimiento  de  laeausa  forma- 
da  contra  Juan  Merino  y  otros  soldados  que  trabajaban  como 
jornaleros  en  el  ferro^oarrii  del  Norte.  34 

i  8     Rl^OR!>0  DB  CASACIÓN  en  Manto  de  ültraoMr  (24  de  OUerO 

de  i802.).^/f5e(amacton  de  farte  de  una  kerencia.SB  de* 
claní  por  la  Sata  de  Indias  del  Tribunal  Supremo  no  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Bstévan  Pona, 
como  marido  de  Doña  Beatriz  Pachón  contra  la  sentencia  de 
la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  pretorial  de  la  Habana,  en 
pleito  con  Doña  Petrona  Acosta.  ^  36 

19  Rzcmeo  üb  casación  (25  de  enero  de  1862.).--/Vti<Mla(i  de 
una  venia.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Trümnal 
Supremo  no  haber  Uigar  al  recurso  de  CiUdcion  interpuesta 
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por  losé  Honteagodo  contra  la  sentencia  pronoocUda  por  U 
Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  la  Goronay  en  pleito  con  Ma* 
nuel  Monteagodo  y  otro.  3d 

20  Recurso  db  capación  (23  de  enero  de  1862.).— Papo  ie  pen- 
siones atrasadas  de  un  ireudo. — Comiso  de  la  finca, — Se  de- 
clara por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Sapremo  lialier  lo^r 
á  f08  recarsod  de  casación  interpuestos  por  la  testaaentaría 
del  Conde  de  Atares  y  el  Ayuntamiento  de  Jayierregay  con- 
tra la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  U  Au* 
diencia  de  Zaragoza,  en  el  pleito  que  ban  sostenido  entre  bi  y 
con  el  Ministerio  Gscal.  tí 

^i  •  Rbgurso  08  caaacioif  (27  do  enero  de  1862.)«— '^«m^moio.^ 
Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  aa  ba- 
bor lugar  al  recurso  de  casaoion.  interoue^to  por  Dona  Frao- 
cisca  Diux,  por  sí  y  como  tutora  de  sus  bijos»  contra  la  sen- 
tencia dictada  por  la  Sala  tercera  da  la  Audiencia  de  la  Co« 
TíAif  en  pleito  con  Pedro  Rodríguez.  46 

22  APBLAaoü  poa  drhboatoau  oc  eicueío  db  cuaaeif  (31 
de  enero  de  iBñ2.),^Pago  de  éerechoe.^Se  confirna  por 
la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  U  sentencia,  apelada 
de  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Se?ílla^  depiegalorta 
del  recurso  de  casación  ¡nterpue.<to  por  el  síndico  del  Mar- 
qués de  Medina,  en  el  pleito  con  D.  t)'nac¡o  Gantabrana  y  el 
Ministerio  fiscal.  49 

23  Rbcurbo  db  CASAaoN  (27  de  enero  de  .i862.).«-Da/e»M  por 
po^e.^Se  declara  por  la  Sala  prinMft  del  Tribunal  Supre- 
mo DO  haber  lugar  al  recurso  de  casadon  inierpuet lo  por  Ela- 
dio Molina  Jiménez  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la 
Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Granada,  en  pleito  con  Fran- 
cisca Jiménez  Ferrer  y  el  Minislerio  fiscal.  51 

24  RjKDRSo  DB  CASACIÓN  (28  ÚB  eooTO  de  iSe%.).Sntre9a  de 
óianes.^Se  declara  por  la  Sala  primera' del  Tribunal  Supre- 
mo iiaber  logar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Ramón 
de  Tiedre  y  consortes  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sala 
primera  de  la  Audiencia  de  Valladolid»  en  pleito  con  Manuel 
Talegon  y  otros.  ^ 

25  Rbcurso  de  casación  (28  de  enero  de  1862.)*-t>^n¿r^a  de 
unas  cafa<.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  liaber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
D.  Blas  Rojo,  heredero  üdeicomisario  de  Doua  María  Antonia 
Serrano ,  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  tercera  de 
la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  el  Gobernador  de  eala 
provincia,  como  Presidente  de  la  Junta  de  Oeneficencia,  y 
DoñaMa^atona  Norabuena,  viuda  de  D.Antooio  Serrano  y 
susbijost  3^ 

26  Rbcurso  db  casación  (30  de  enero  de  i862.).— i^esct^ton 
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d$  tm  eatuitátúdé  iMiUa.-«Se  éadaro  por  Jt  Salfr  prítoerii 
d6l  Tríbaot)  Sopremo  no  haber  logar  al  recnrso  dd  casación 
ioterpuasto  por  Ventara  Gervera  coDtra  ia  aentancia  dictada 
por  la  Sala  segunda  de  la  Audi^cia  de  Valencia,  en  pleito 
con  Doña  Isabel  Ri?e9.  63 

27  RacüKfo  DB  GASActo»  (I.*  do  febrePO  d^  iSñt.).-^Pago  de 
murat^ecks.— /?0oofiuaffiOf^.^Se  declara  por  la  Sala  primera 
del  Tribonal  Supremo  no  haber  logar  en  parte,  y  en  parte  «í, 
al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Damián  de  Gaona 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sata  segunda  de  la  Audien* 

cia  de  Burgos,  en  pleito  con  D.  Cayetano  Saens.    ^  66 

28  Rbcorso  oe  casación  (3  de  febrero  de  1662.).^Pimo  da  vna 
lBira.^6a$t08  de  proteito,  resaea  é  <nl«res«s.*-Se  decla- 
ra por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  baber  logar 
at  recurso  de  casacien  Interpuesto  por  D.  iosé  Garrido  contra 
la  sentencia  prononcíada  por  ia  Sala  tercera  de  la  Audiencia 

de  Valladolid,  en  pleito  con  D.  José  GrijalTo  y  otros.  70 

29  Rncmuro  m  casación  (6  de  febrero  de  i%¡^%,).^Bnítnga  de 
eoiiKdad.—- Se  declara  por  la  Saia  primera  del  Tribunal  So-* 
premo  no  haber  lugar  en  parte,  y  en  parte  sf»  al  recurso  de 
casación  interpuesto  por  D.  Juan  Bautista  Jaquet  contra  la 
sentencia  dictada  por  la  Sata  primera  de  la  Audiencia  de  Ca- 
narias, en  pleito  con  Doña  Igoacia  Maria  Ménica  de  la  Vega  y 
Otros.  -72 

30  Rncunso  un  casación  (7  de  febrero  de  l862.).-«ilsíoiiidío0* 
eióii  de  6iM«a.-*Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Miguel  Rosello  y  Doña  Maria  Danás  contra  la  sentón* 
cia  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Ma- 
llorca, en  pleito  con  Dona  Gerónlma  Abadía..      ,  7a 

3i  Rboduso  un  casación  (7  do  febrero  de  l862.).^Ctimp«mi#fi- 
toda  im  cenlfYito  dffí>en!ía, — Se  declara  por  la  Sala  segunda 
del  Tribonal  Sopreroe  no  haber  lugar  al  recorso  de  cesación 
interpuesto  por  D.  Manuel  Megía  contra  la  sentencia  pronun« 
ciada  por  4a  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  la  Gorufta,  en 
pleito  con  D.  Francisco  Valcárce.  81 

32  Cohktbncia  (7  de  febrero  de  1862.).^ FMa  de  tina  par* 
eftaKUTo/iida  por  el  fnar.*-Se  decide  por  lámala  segunda  del 
Tribonal  Supremo  á  feror  del  Juzgado  de  primera  instancia 
de  Muros  la  competencia  suscitada  con.  el  de  ia  Oomandancia 
de  Marina  de  la  Gorniia,  acerca  del  comeinriemo  de  las  dili* 
gencias  para  la  espresada  renta  83 

33  Recurso  db  casación  eo  oaum  de  HaoSeada  (8  de  febrero  de 
4862.).— ilpreAemIon  de  dce  macfib$  ein  el  ptí$e  e^^eipoú'* 

-dienta.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  ^Yibonal  Supre* 
mo  00  babor  logar  al  reeurso  de  casación  interpufuto .  por  el 
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Fjsealdd  S.  H.  eoBtrt  laseolftadl*  prottiMcMa  es  éiieoffdit 
por  siete  magistrtdos  d»  la  Aii»lienoU  de  Paai^bNM,  en  la. 
causa  fof  nada  ooBtra  Salndor  GUtéf  ao  j  Seamo  por  haberle 
apeelieodido  i  aa jtagraao  de*  vecino  impórie  doe^madwe  aia 
el  pase  correapondieDte.  85 

31  Recutae  db  ca^acdn.  (10  de  febrero  de  i8dt.)-^i<>é>M" 
ciofi  de  aitmento».— Se  declara  po^  la  Sala  primera  4fA  Td* 
bpnal  Supremo  no  h«ber  lugar  al  recurso  do  caaacioe.  ínter* 

nto  por  D.  Andrés  da  Riva  contra  la  sentencia  dictada  por 
ala.  tercera  de  la  Audieneia  de  la.GQra&a«  en  pleito  con 
Doña  Águeda  Lopea*  97 

35  QoHraersneu  <i4  de  febrero  de  186l.)---¿«f»efieii--5e de* 
cide  por  la  SaU  segundaide^  Tribonai  Se#re0»  4  favor  del 
Juagado  de  primera  insuncia  de  Oartageoa  la  ¡úooipelíencía 
auacitada  con  el  de  la  Capitanía  general  de  Valencia,  acer- 
ca del  conocimiento  de  la  causa  formada  contra  O.  Hermene» 
gildo  Paredes.  89 

36  QoHKnmoii  (14  de  febrero  de  Í8B2.).— Asaísianet»  é  jto 
G*$ardkk  emiL— Se  decide  por  la  Sala  segunda  del  Tribunat 
Supremo  á  faviir  del  Juz^do  de  la  Capitanfa  general  de  Bur- 
gos la  competencia  suscitada  con  el  de  primera  instancia  de 
Laredo,  acerca  del  cooocimientude  la  causa  formada  centra 
Alejandro  liaguirre  por  resisteocia  á  la -Guardia  civil.  80 

37  Rncoaso  DE  Gmaoit  (U  de  febrero  de  i862.).<--DeiaAtic»o 
de  WM  /ffioto.--6e  declara  por  la  Sala  primera,  del  Tribvnel 
Supremo  no  haber  logar  ai  recurso  de  casadoa  tmeifmestn 
por  Aodrós  País  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  nri* 
mera  de  la  Audiencia  de  la  Corona,  en  pleito  con  Juan 
Ladd.  .  « 

38  CoMPBTBnaA  (15  de  febrero  de  1802.).— ^onoe<mlfnro  da 
timi.leikimentarúi.-*^Se  decide  por  la  Sala  segunda^  dek  W«* 
iHmai  Supremod  favor  del  Juzgado  de  la  Capitanía  general  dn 
GaUcia,  como  Juagado  de  eetranjoHa,  la  oompolencia  ansci* 
tada  con  el  de  primera  insuneia  de  la  GoroSai,  acerca  del  ce-* 
neeimientQ  de  lae  anUM  de  testamenuria  de  Do&a  Banila  do 
Rogo.  94 

39  Rnmmso  di  caucm»  (18  de  febrero  de  l8e2,>«r*-IMnr«* 
cieiiile /t^ted  de  loe  frtsASf  de  «na  ea|MUnfila.«-Se  dnelait 
por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Sopramo  no  habar  lugar  al 
recunode  casación inlerpueato  por D. Mauricio Rgafta nao* 
tra  la  sentencia  dictada  por  la.  Sala  segunda  eo  la  Andíencin 
de  BúrgQ%  en  pleito  con  Dona  Fnlgencia  Iturralde  y  lia»* 
manas.  98 

40  Rscuaso  os  oasAaon  (17  de  febrero  de  t86Si.X— iMtindl^ 
eoeiofi  de  tinos  t^renos.-^-Se  declara  por  la  Saíi  primera  del  - 
Tribunal  Supremo  no  babor  lugar  al  recurso  deceaeeion  la^ 
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tarpoMtt  por  D*  Bohemo  Lernas  y  ooaaortes  conira  la  wtm*^ 
tencia  pronoiiciada  por  la  &ita  aagonila  de  la  Atidi«acia  de 
Cacares,  en  pleito  tsoa  D.  Tomás  de  Solo  Moreoo*  9*i 

41  Recurso  dk  casación  (17  ña  febrero  de  fSñl.),^Pago  de  can- 
tiiad.Se  declara  por  la  Sila  primera  del  TribunafSupremo 
no  haber  lagftr  al  recarso  de  casaeioo  laterpaesto  por  doo 
Jaaa  D'Ssprer  contraía  sentencia  dictad»  por  InSiia  segnn* 
da  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  Canuto 
Carreras.  10 1 

42  Rricifaso  dk  cASACiotf  (i7  de  febrero  de  1862.)* — f^eiroventa 
de  una  /lnea,^Sñ  declara  por  la  Sala  primera  dfM  Tribtinai 
Supremo  no  haber  lugar  al  recarso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Joaquín  Garañena,  contra  la  senteOcra  dictada  por  la 
sala  tercera  de  hi  Audiencia  de  Valencia,  en  pleito  con  don 
Carlos  Ferrandis.  m 

43  GoMFETEMnA  (18  de  febrero  de  í9^t.).'^Re8Ítteneíaála  Guar- 
dia citn/.— Se  decide  por  la  Sala  segunda  del  TribunalSopre'' 
no  á  favor  del  Juzgado  de  la  Capitanía  General  de  Valencia 
la  oooapolflneia  suscitada  con  el  do  primara  instancia  de  6ijo« 
na^  aoereá  del  oooocimionto  de  la  causa  formada  contra  Pas- 
cual Galiana  y  otros.  i04 

44  GoMraTEifciA  (i9  de  febrero  de  1862.).— ¿Xtíosnctos  de  apre* 
niáo.--Se  decide  por  la  Sala  sepunda  del  Tribunal  Supremo  á 
favor  del  Juagado  de  primera  mstancia  de  Gauchí  la  eompo« 
teocia  suscitada  con  el  Juagado  especial  de  Hacienda  de  Al» 
geeíras,  acerca  del  conocimiento  de  las  diligoneias  de  apre-** 

mío  contra  una  casa  embargada  á  Juan  Gonzalea  Jiménez.  iOft 

45  AraLAcioM  POR  denegatoria  ob  recurso  de  CASACIÓN  (20  de 
febrero  de  1862.).— /ísoonocimíento  de  un  ¿erec/iki.-^Se  con- 
firma por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  la  prov¡den>- 
ela  apelada  por  !>.  Jo!(6  Malfeito  y  UUs  sMot  que  dictd  la 
Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Cfteere«i,  denegatoria  del  ran- 
curso de  casación  interpuesto  por  los  mismos  en  pleito  con  el 
Marqués  de  Perales  y  otros.  lOd 

46  Apelación  por  denegarse  la  admisión  del  recorso  de  casa- 
ción (20  de  febrero  de  1862.). — Prevención  de  testamenta* 
ria.---Se>confirQBa  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo 
la  providencia  apelada  por  doña  Celestina  Bruguera  y  D.  Ma- 
nuel Tórreos,  que  dictó  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de 
Barcelona,  en  pleito  con  D.  José  Romeu  y  doña  Ci;lestina 
Torrens.  HO 

47  Recurso  de  ca!?acion  ea  asunto  de  Ultramar  (20  do' febrero 
de  i^ai.).^ Entrega  de  un  depósito. — ^Sd  declara  por  la  Sjla 
de  Indias  del  Tribunal  Supremo  no  hab^r  lugar  al  recurso  de 
casación  interpuesto  por  D.  Juan  José  Barrios  contra  la  sen- 
tencia dictada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  la  Ha- 
bana» en  pleito  con  O.  Luis  de  la  Fuente.  >  11^ 
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4S      APBLACtOX  PdR  DCÜE6AV0RIA  DEL  RECURSO  DR  CASáOOll  (20  de 

febraró  de  1862.).-^¿)«oiaraetOfi  de  hijo  nattiral.f^Se  coo* 
lirma  por  la  Sala  ütuguoda  dni  Tribaiial  bapramo  la  provídeo** 
cía  de  la  Sala  priinera  de  la  Audiencia  de  Mulforcaj  apelada 
por  D.  Maleo  Liado,  denegatoria  del  recurso  de  casación  por 
él  interpuesto  en  pleito  con  D.  José  Amengaal.  ii4 

49  Recurro  de  casacioiv  (22  de  febrero  de  1862.).— T^reeWa  de 
damtnío.— Se  declara  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Su* 
premo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
María  Valles  conVra  la  sentencia  diotada  por  la  Sata  tercera 
de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  D«  Josó  Piañas.      11<1 

bO  Recurso  de  casación  en  oansa  deHaoienda  (22  de  lebrero 
de  {BQ2:) ^^-Contrabando  de  tabaao  y  harina, — Se  declara 
por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al. 
recurso  de  cdsacion  interpuesto  por  Bdrtoiomé  Barriga,  y  qae 
há  lugar  al  de  igual  ciai>e  iQterpuB>to  por  Ramón  Maristaoy 
y  Pedro  Gisa,  contra  la  seDleneia  dictada  por  la  Sala  primera 
de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  cauía  por  contrabando  de 
tabaco  y  harina,  en  la  cual  ha  sido  parte,  además  del  Míqíb«* 
ierio  íiecal,  la  razón  social  Spragoe  y  Oxnard,  do  Marsella.       118 

6  i  CoMPETEr^ciA  (24  de  febrero  de  1 862.) —Adcfamacíon  de  un 
legado. ^Sq  decide  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supre- 
mo á  favor  del.  Juzgado  de  primera  instancia  de  Cabra  la  com- 
petencia suscitada  con  el  de  la  Gapitapía  geoeral  de  SevlUa, 
acerca  del  conocimiento  de  ia  demanda  deducida  por  Franeis- 
00  Serrano  contra  Manuel  Aréralo.  Iti 

52  Competencia  (24  de  febrero  de  1862.).— ffemt^neta  á  unos 
carabineros. — Se  decide  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal 
Supremo  á  favor  del  Juzgado  dé  primeri  instancia  de  Mar- 
baila  la  oompetencia  suscitada  con  el  de  la  Capitanía  i^eneral 
de  Granada  acerca  del  conocí  miento  de  la  causa  formanda  con* 

tra  Pedro  de  loe  Santos  y  otros.  i2i 

53  Competencia  (26  do  Tebrero  de  1862.).— Concurso  neeesorio 
de  acreedores.S^.  decide  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal 
Supremo  á  favor  del  Juzgado  de  primera  intaucia  de  Mao- 
resa,  la  competencia  suscitada  con  el  de  la  Capitanía  gene- 
ral de  Cataluña,  acerca  del  conocimiento  del  juicio  de  concur- 
so i  loi  bienes  de  D.  José  Rives.  ItS 

54  RECua^o  de  casación  (28  de  fdbrero  de  1862.). — Pago  de  im 
cdnon.— Se  declara  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supre- 
mo no  baber  lugar  al  recurso  de  casación  iuterpuesto  por  Don 
e;ugenío  u^rcla  Ruiz  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sala 
torcera  de  la  Audiencia  de  ValladolÜ,  en  pleito  con  D.  Mau- 
ricio Pérez  San  Millan.  127 

55  CoMPSTEitciA  (28  de  febrero  de  1862.). -^Procedimísnlo  eri^ 
f<it/ia¿  contra  unof  carabineros,-^^  decide  por  1^  Sala  se- 
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gQDda  del  Tribaaal  Supremo  á  Ca?or  del  ii^gado  especial  de 
Hacieode  de  Cáoeres.la  cocapeteocía  suscitada  eooel  de  la 
CaDitania  general  de  Eslreinadura,  acerca  del  cooocimiento 
de  la  causa  formada  contra  los  carabineros  Benito  Albur quer* 
que  y  José  GstevajQ.  120 

36  Recurso  db  cjisACioff  (28  de  febrero  de  i%ñ2.).^VaUdes  y 
subsistencia  ds  unos  censos. — Se  declara  por  la  Sala  primera 
del  Tribunal  Supremo  haber  lugar'al  reclirso  de  casación  ín-» 
terpuesto  por  el  Ayuntamiento  del  Valle  de  Uena  contra  la 
eente^ncia  dtctfida  por  la  Sala  se^nda  de  la  Audiencia  de  Ma- 
drid y  en  pleito  con  DoHa  María  Clara  Ganchegui  y  otro.  13i 

57  Competencia  (1.^  de  marzo  de  1861).— Conocirntofíio  de  un 
concurso  voluntario  de  acrefdores.^Se  decide  por  la  Sala 
primera  del  Tribunal  Supremo  á  favor  del  Juzgado  de  primera 
insUnúia  del  distrito  áe  las  Vntillas  de  Madrid  la  competeih» 

cía  suUcilada  con  el  de  igual  clase  del  partido  de  Trujülo.  136 

58  Recurso  de  ca«ac!on  (I.®  de  marzo  de  !862.).— Dec/aracioñ 
de  mejor  derecho  á  la  mitad  reseruable  de  un  vinculo, Sq 
declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  María  Be- 
nita Rebollo  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  segunda 
de  la  Audiencia  de  la  Coruña,  en  pleito  con  D.  Manuel  Moa« 
quera.  139 

59  REcuRf^o  DE  CASAaoN  ({."  de  marzo  de  1862.).— i4cotamiento 
dé  heredades.—SB  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  no  haber  lug»r  al  recurso  de  casación  Interpuesto 
por  D.  Juan  Francisco  Fernandez  y  lüis^socios  contra  la  sea* 
tencia  dictada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Pam- 
plona, en  pleito  con  la  Junta  gederat  del  valia  de  Roncal.  i 41 

60  Recurso  de  casscion  (3  de  marzo  de  1862.).— Jpro&octofi  de 
cuentas  de  una  sociedad. — Pago  de  alcances.  —Se  decía  ra  por 
la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Gabriel  Pornés  contra  üi 
sentencia  dictada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Ma* 
Horca,  en  pleito  con  D.  Lorenzo  TruyoL  117 

61  Recurro  de  casación  (4  de  marzo  de  1862.). — Declaración 
de  servidumbre  de  riego,— ^  declara  por  la  Sala  áegunda  del 
Tribunal  Supremo  no  habef  logar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  D.  Vicente  Bayarri  contra  la  sentencia  dictada 
por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Valencia»  en  pleito  con 

D.  Vicente  Ferrer.  151 

62  Recurso  de  ca<<acion  (7  de  marzo  de  1862.).— /ndammsa* 
don  de  per  juicios, ^S^  declara  por  la  Sala  primera  del  Tri« 
bunal  Supremo  no  haber  lagar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Manuel  Villanueva  y  consortes  contra  la  sen- 
tencia pronunciada  por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Za- 
ragoza, en  pleito  con  D.  Celestino  Trueba  y  otros.  153 
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03  Ricfmso>4)B  CAncioír  (8  dé  marzír  de  1 862 .).  — Pdyo  ^  ecn  - 
tidad.^fiíñ  declara  por  la  Sala  priniéra'del  Tribttoat  SapreoM 
no  haber  logar  al  recarso  de  casaeion  mterpoestó  por  D.  Ha« 
riano  Pi  contra  la  Moteiicia  pronunciada  por  fa  SaU  primerf 
de  la  Audiencia  de  Barcelona ,  en  pleito  con  Doña  Xaila  Oria 
y  otro.  157 

64  Recurso  de  casacior  «b  ammtodm  Ühranar  (fO  de  mano 
de  iS62.). ^Privación  (Utnaridodilaadministradande  loB 
bUnes  aportados  por  la  \n\fjer  al  matrimonio, — Se  declara 
por  la  Sala  de  tndua  del  Tnbanal  Sapremo  no  haber  logar  al 
recorso  de  casación  interpuesto  por  DoSa  Carmen  Alera  con- 
tra la  senteficía  dictada  per  la  Sala  de  losticiade  la  Andi«n'cia 

de  Poerto-Rico,  en  píeito  con  «o  esposo  0.  losé  GiztaratMde*     i^ 

65  Racimao  de  CAUaon  (8  de  asano  de  i862.).— Cttmpümimfi 
de  un  ooníraA).— Se  declara  por  U  Sala  prínera  del  Tribo^ 
nal  Supremo  no  haber  lugar  al.  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Antonio  Tauste  contra  la  sentencia  dictada 
por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  drenada,  en  pleito 

con  D.  Ignacio  Lillo.  i€l 

66  RiODiao  DE  cASAcioii  (12  de  mano  de  I86t.)«— Jlefr^elo.— 
Se  declara  por  la  Sala  primen  del  Triboual  Supremo  no  Ink 
ber  lugar  al  recorso  de  casación  interpuesto  por  D.  Lorenio 
Rodríguez  Murías  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  pri- 
mera de  la  Audioncia  de  la  Corona,  en  pleito  con  Ángel 
Bermodez.  163 

67  CoaPETBJVGiA  (i3  de  marzo  de  l862.).«^jD»/Vaii(lMÍ0fi.*-Se 
decide  por  la  Sala  segunda  del  Tribonat  Supremo  á  favor  del 
Juzgado  de  Hacienda  de  León,  la  competeocía  aoscitada  «« 

el  de  igoal  clase  de  Orense,  acerca  ael  conocimiento  de  la 
causa  formada  Qontra  D.  Esteban  Torres  y  otros  por  defrau- 
dación. 1^ 

68  CoMPETcncu  (13  de  marzo  de  i%^l,),^Re9ÍUencia  á  ia 
Guardia  otoi¿.-~Se  decide  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal 
Supremo  á  favor  del  Juzgado  de  la  Gapitaofa  general  de  Bs- 
tremadura  la  competencia  suscitada  con  el  de  primera  ¡ns« 
tancia  en  Plasencia,  acerca  del  conocimiento  de  la  cauf^  for- 
mada contra  Domingo  Arellano  y  otros  por  reeisteacia  i  la 

^   Guardia  civil.  <^ 

69  Recurso  de  cASAaoii  (13  de  marzo  de  \ñB%.). ^Defensa  j¡or 
po6re.— Se  ded^ara  no  h»ber  lugar  al  recurso  de  casación 
intérpveilo  por  EK  Joan  Félix  Pon  contra  la  sentencia  pr»« 
■unciada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Barcelona, 

en  pleito  con  D.  Francisco  Sala  y  el  lliniaterio  fiscal.  i^ 

70  Recurso  de  casación  (13  de  marzo  de  {SQl,).^Revoindi6a* 
cion  de  unas  fincas  de  capeüania. — Pago  de  sus  rentos.— Se 
declara  po^  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber 
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lu^r  p\  recurso  de  casación  interpoei^to  por  D.  VaTeriailb  Ro- 
dríguez y  D.  Cayetano  Alonso,  contra  la  sentencia  dictada 
por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Valtadolid,  en  pleito 
con  D.  Florentino  Rodríguez.  nu 

71  Recurso  DE  casación  (14  de  mano  de  iB6t.)*'-'Pertiñencia 
de  unos  vinetUos^-^Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tri- 
bunal Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto ^or  O.  Rosendo  Pardiñas  Villar  de  Francos  contra  fca 
sentencia  pronunciada  por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de 

h  Coruña,  en  pleito  con  D.  Antonio  Maseda  y  Aguiar.  174 

72  Recurso  de  ca?acio!«  (i$  de  marzo  de  1862.) — Defensa  por 
jHére. — Se  declara  por  la  Sala  segunda  del  Tribu  nal  Supre- 
mo haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Fis- 
cal de  S.  M.  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  segunda  . 
de  la  Audiencia  de  Bórgos,  en  el  pleito  seguido  entre  D.  Sin- 
forlano  Huerta  y  D.  Nicolás  García  Briz.  177 

73  Recdrso  de  casacioh  (18  de  marzo  de  1862.).— Propiedad  y 
uso  de  unas  aguas.  Se  declara  por  la  Sala  segunda  del  Tri- 
bunal Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  Inter- 
puesto por  D.  lo.«é  Martínez  Moltó  contra  la  sentencia  pro- 
nunciada por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Valencia,  en 
pleito  con  los  herederos  de  D.  Andrés  Miralles  y  otros,  179 

74  Recurso  de  cafaoon  en  canta  de  Hameoda  (18  de  marzo  de 
iB62.). —Contrabando. — Contravención  á  las  disposiciones 
de  las  ordenansas  de  Aduanas.Sñ  declara  por  la  Sala  pri- 
mera del  Tribunal  Supremo  haber  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  D.  Francisco  Gsgen  contra  la  sentencia 
pronunciada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Pamplo- 
na,  en  la  causa  formada  al  mismo  y  dos  criados  suyos  por  los 
delitos  de  contrabando  y  contravención  á  las  disposiciones  de 

las  ordenanzas  de  Aduanas.  183 

75  Recurso  de  casahoiv  (20  de  marzo  de  {BQi.)— Interdicto  de 
recobrar.-Se  declara  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Su- 
premo no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
D.  Severiano  Sancnez  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la 
Sala  tercera  de  I4  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Ma- 
nuel Loeches.  186 

76  Recurso  de  cafacion  en  oansa  de  Hacienda  (21  de  marzo  de  1 
1862.—(7on(ra5andoy  de/raudacton.— Se  declara  por  la  Sa- 
la primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal  contra  la 
sentencia  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de 
Pamplona,  en  la  causa  seguida  á  la  casa  de  comercio  de  Peal 

é  hijos,  de.  tVitoria,  por  contrabando  y  defraudación.  IS^ 

77  Recurso  de  casacioh  (51  de  marzo  de  1862.). — Prestación 
de  alimentos, -^Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 

TOMO  vti.  103 
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SQpre#>  00  htiber  liigar  al  reeorso  d#  caawuoo  iotorpoeito 
por  D,  Andrés  Estrach  contra  la  sentencia  proniioeiada  por 
la  Sala  primera  de  ia  Audiencia  de  Barcelona ,  en  pleito  coo 
Eulalia  Viralta ,  como  tutora  de  su  hijo  natural  Pedro  Ka» 
troch.  !« 

78  Rbcursodb  casación  (21  de  roanu)  de  i 862.)* — CttmpUmien* 
to  de  un  oonirato»-— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tri- 
bunal Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Tomás  Estrany  contra  la  sentencia  pronuncia- 
da por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Barcelona^  en  plei- 
to con  D.  José  Partegás.  191 

79  Rbgdhso  DB  CASACIÓN  es  AMinta  de  OUnunar  (22  de  mano  de 
i862.). — Nulidad  de  una  venta  y  devolución  de  terrenos.-- 
Se  declara  por  la  Sala  de  Indias  del  Tribunal  Supremo  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  José 
Francisco  Aguiar  Loysel  contra  la  sentencia  pronunciada  por 
la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  la  Habana ,  en  pleito  con 
Dolores  Ordofiez.  IW 

80  Rbcurso  db  casación  (22  de  marzo  de  {Bñl.).'-^Devoluáoñ 
de  efectos  ó  pago  de  su  im/yorte.— Se  declara  por  la  Sala  pri- 
mera del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  ca« 
sacionioterpuestoporD.  Juan  Miarous  contra  la  sentencia  dic- 
tada por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito 
Con  D.  Ramón  Mombtanc.  l^^ 

81  AlCLACION   POH  DENBGATOBIA  DE   RECOBSO  DB  CASAaON  (26  dñ 

marzo  de  {^6%.),^Pago  de  cantidades.^Se  conOrma  por  la 
Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  la  sentencia  apelada  por 
D.  Domingo  Arderiuj,  que  dictó  la  Sala  primera  de  la  Au- 
diencia de  Barcelona  denegando  el  recurso  de  casacieo  ioler- 
puesto  por  el  mismo ,  en  pleito  con  D.  Juan  Farell. 

82  Rf:cuR<:o  de  casación  (28  de  marzo  de  1862.).— T'^cffria  do- 
tor— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  dona 
Agustina  Mestre  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala 
segunda  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  la  razoo 
social  de  Mestre  y  Estany.  ^ 

83  Recurso  de  casación  en  oauM  de  Haoiende  (31  de  mar^  de 
iS62. ). -^Contrabando  y  deftaudacion.^Se  declara  por  la 
Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  ai  recur- 
so de  capación  interpuesto  por  D.  Salvador  Valencia  y  consor» 
tes  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  primera  de 
la  Audiencia  de  Valencia  en  causa  seguida  á  los  mismos  por 
contrabando  y  defraudación  de  derechos.  ^ 

84  Recurso  de  casación  (!.•  de  abril  de  1862.).— ScrDiium- 
dre^.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Bo- 


m 
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aibeio  6az  oMtra  la  aMlenck  prooQneiidapar  la  Sah  Urca- 
m  lie  la'Ai]dÍ6R6la  da  Hadrid»  en  pleito  eon  el  Ayafllamien- 
todeA?ila.  20% 

^  85  RacoRao  db  cASAaon  (i.*  de  abril  de  189%.).— ^jDae/aráctefi 
de  mejor  derecho  ó  unoe  bienes  vinculados. -^Se  decfára  por 
)a  Sala  primera  del  Tribuoal  Sopremo  no  haber  lagar  al  re- 
cnrao  de  casación  interpuesto  por  Clemente  Crespo ,  contra 
la  sentencia  de  la  Sak  primera  de  la  Audiencia  ^  Vallado* 
lid,  en  pleito  con  Dionisio  Pérez  Perena.  tQI^ 

86  Recurso  db  casicioii  (i.^  de  abril  de  1862.)«— TéfceHa  lia 
domtmo.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 
premo no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  Interpuesto  por 
O.  Jaime  Nicoiau  y  otros  contra  la  sentencia  pronunciada  por 
la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Mallorca ,  en  pleito  con 
Margarita  Vidal.  211 

87  Recurso  db  iivjüsticiá.  notoria  (2  de  abril  de  íSQZX^Pago 
de  canttda(ül-Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  do  haber  lugar  al  recurso  de  injusticia  notoria  In- 
terpuesto por  D.  Ramón  Salvado  contra  la  sentencia  pronun- 
ciada por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Barcelona ,  en 

Íleitocon  el  Director  de  la  Sociedad  anónima  FwMoUm 
^(xrceUmesa  de  broncee  y  otros  metales.  2  i  ü 

88  Recurso  db  casación  (2  de  abril  de  1802.}.— A^ctomaoíotí 
de  parte  de  una  herenda.^Se  declara  por  la  Sala  primera 
del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
Interpuesto  por  Carmelo  Sánchez  contra  la  sentencia  pronun  - 
ciada  por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Valencia ,  en 
pleito  con  D.  Félix  Xerrí.  22a 

89  RccoRSO  DB  CASAaoN  eo  iMiua  de  Hadenda  (3  de  abril  de 
1862.)— De/ratidocton  de  derechos  á  la  Hadenda.-Sñ  casa    , 
por  la  Sala  ¿eguoda  del  Tribunal  Supremo  la  sentencia  pro- 
nunciada por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Barcelona,    .  i 
en  causa  seguida  á  D.  Juan  Campmany  y  otros  por  defrau- 
dación de  derechos  á  la  Hacienda  pública.  22^ 

90  Recurso  de  casación  (5  de  abril  de  1862.).— iReconoctmitffi- 
to  de  hijo  natural.SQ  declara  por  la  Sala  primera  del  Tri- 
bunal Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  Jacinto  González ,  como  curador  de  R^mon  Sán- 
chez, contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Audiencia  de  la 
Coruna,  en  pleito  con  Ignacio  González  Fuentemayor:  227 

91  RBCuaao  db  CA:$AaoN  (5  de  abril  de  1862.).  Pc^o  de  una 
csuUidad.—Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 

Sremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
orberto  Giménez,  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sa- 
la segunda  de  la  Audiencia  de  Zaragoza,  en  pleito  con  D.  Vi- 
cente Emperador  22$ 
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Recurso  de  CASAaoiv  (8  de  abril  de  4861.).— P^j^o  d$  UgUik' 

ma  paterna» — Se  declara  por  la  Sala  prícnera  de)  Tribunal 

Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpoesta 

por  D.  Francisco  Figueras  contra  la  sentencia  pronunciada 

por  la 'Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Barcelona  ,  en  pleito  i 

COQ  8u  hermano  D.  Antonio  Figueras.  231      ] 

93  Apelación  por  denegatoria  de  recurso  de  casación  (9  da  'j 
abril  de  i862.).— i^jsamiento  de  una  mtdta  imjmesta  wd* 
plinariamente. — Se  conñrma  por  la  Sala  secunda  del  Tribu- 
nal Supremo  la  sentencia  apelada  de  la  Sala  segunda  de  la 
Audiencia  de  Burgos^  denegatoria  del  recurso  de  casación 
Interpuesto  por  D.  Toribio  Alvarez,  eb  el  espediente  para  que 
se  le  alzara  la  advertencia  y  multa  impuesta  por  el  juez  de 
Gastrojeriz.                                                                        233 

94  Competencia  (9  de  abril  de  i 862.). — Beivindicacion  de  ter- 
r0fio«.--$e  decide  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo    , 
á  favor   del  Juzgado  especial   de  Hacienda  áf^  Granada  la 

.  competencia  suscitada  con  el  de  ia  Capitanfa  general  de  la 
misma  ciudad,  acerca  del  conocimiento  de  la  demanda  enta- 
'   bla.da  por  el  Duque  de  Ábranles  contra  el  de  WelingtoQ,  so- 
bre reivindicacioQ  de  ciertos  terrenos.  23S 

95  Apelación  por  denegatoria  del  recurso  de  CASAaoN  (iO  de 
abril  de  i862.).— />^«a^ucto.— Se  confirma  por  la  Sala  pri- 
mera del  Tribunal  Supremo  la  sentencia  apelada  de  la  Sala 
tercera  de  la  Audiencia  de  V^lladolid,  denegatoria  del  recur- 
so de  casación  interpuesto  por  dona  Juana  Rebult,  en  pleito 
con  D.  Antero  Fernandez.  237 

96  Recurso  de  casaqon  (10  de  abril  de  iññtX-^Sueeekm  á  u» 
vineulo.Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supre- 
mo no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 

•  D.  Miguel  Martínez  Carrasco  contra  la  sentencia  pronunciada 
por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Albacete,  en  pleito 
con  Gonzalo  Marín.  239 

97  Recorso  de  NOLroAD  (19  de  abril  de  iSié%,).-^Pago  de  rédUoe 
de  un  censo  en/UétUieo.-^Se  declara  por  la  Sala  segunda  del 
Tribunal  Supremo  haber  lugar  al  recurso  de  nulidad  inter- 
puesto por  D.  Pedro  de  la  Goardla  contra  la  sentencia  de  la 
Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Canarias,  denegatoria  de  la 
súplica  que  interpuso  de  la  sentencia  de  vista  de  hi  misma 
Sala,  en  pleito  con  D.  Tomás  Fidel  Cologan.  M 

98  Cuestión  previa  en  casación  ({i  de  abril  de  (862.).— ft«s(i<« 
tueúm  in  integrum.^Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Trí* 
bunal  Supremo  improcedente  la  cuestión  previa  promovida 
por  el  Ministerio  fiscal  acerca  de  la  admisión  del  recurso  de 
casación  interpuesto  por  D.  Ramón  de  River  y  Sárraga, 
contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  la  Au*- 
diencia  de  Barcelona.  2^ 
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99    RECCftSQ  DE  c&sAaoH  (12  de  ftbril  de  (8620.— ^c^ria  da 
^mmfo.T-Se  declara  por  la  Sala  primera  del  TribuQal  Sa- 

8 remo  no  haber  lugar  al  recurso  ae  casación  interpuealo  por 
L  Gregorio  Díaz  Reguero  con^a  la  seateocia  pronunciada 
por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Madrid^  en  pleito  con 
O.  Miguel  HermosUla.  247 

100  Recurso  de  gasacion  ^12  de  abril  de  iS62.).-- A^vtndieaeíon 
de  una  easa. — Bviccton  y  sentamiento. — Se  declara  por  la 
Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recur- 
so de  casación  interpuesto  por  Doña  Maria  Jesús  Rocanegra 
contra  la  sentencia  pronunciada  por  ia  Sala  primera  dd  la 
«Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  con  Doña  Manuela  Galán.  25ft 

101  Cuestión  previa  rh  CASACioif  (15  de  abril  de  lS62.)- — ^^ 
fíendon  de  juicio  necesario  de  te9tament<tria, — Se  declara  por 
la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  proceder  la  cues- 
tión previa  promovida  en  virtud  de  b  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo 1090  de  la  ley  de  enjuiciamiento  civil  por  los  albaeeas 
de  D.  Pedro  González,  acerca  de  la  admisión  del  recurso  de 
casación  interpuesto  por  D.  Garlos  González  de  Mella  contra 
k  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia 

de  Sevilla.  254 

402  Recurso  de  casación  (15  de  abril  de  \%^2,), -^Reivindica" 
don  de  una  finca. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  dona  PráZBdes  Montoya  contra  la  sentencia  pro- 
nunciada por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  en 
pleito  con  la  Hacienda  pública  y  D.  José  Larrazábal.  256 

103  Competencia  (i 5  de  abril  dé  1862.).— Falst^eocion  de  un 
testamento. Sq  declara  por  la  Sala  segunda  del  Tríbanai 
Supremo  mal  formada  y  que  no  há  lugar  á  decidirla,  la  con^ 
Aetoncia  suscitada  entre  el  Juzgado  de  la  Capitanía  general 
¿e  Galicia  y  el  de  primera  instancia  del  Ferrol,  acerca  del  co- 
nocimiento de  las  diligencias  formadas  en  averiguación  de  la 
falsedad  del  testamento  de  D.  Dionisio  Rodríguez  CousUlas.       258 

104.  Recurso  de  casación  (15'  de  abril  de  18«2.).— Pa^o  de  ma-. 
ravedis,--Se  declara  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Su- 
premo no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
D.  Pedro  Francisco  de  Pablos  contra  la  sentencia  pronunciada 
por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  con 
D.  Pedro  Crespo  García  y  otro.  2^ 

*  105    Apelación  por  denegatoria  del  áecuRSo  de  casación  (15  de 
abril  He  J862.r-í>ffc/aracion  dd  serwdumftre.— Se  confirma 
por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo  la  sentencia  ape- 
lada en  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  deoe- 
Íatoria  del  recurso  de  casación  que  interpusieron  D.  Narciso 
Jado  y  doña  Josefa  Belsdell,  en  pleito  con  D.  Jaime  Valenti.       262 
106    Recurso  ps  casación  (25  de  abril  de  mi,). -^ Alzamiento  de 
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iifiamiifta.— Se  declara  por  la  Sala  primera  MTribiml  Su- 
premo jtnprocsedeote  él  recono  de  casación,  iaterpoeeto  por 
D.  Garlos  Herrero  y  D.  Nieasio  Goreaz  contra  la  senteBcia 
pronunciada  por  la  Sala  terceía  de  fa  Aadieada  de  Madrid» 
en  pleito  con  el  Ministerio  Fiscal  2SI 

f  07  Goiipbtencia(25  de  abril  de  iSQl.).-^Resisteneia  y  degaeato 
aun  ilJeoMe.— Se  decide  por  la  Sala  segooda  del  TrÜNMial 
Sopremo  á  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  de  Ataca, 
la  competencia  suscitada  con  el  de  la  Capitania  general  da 
Aragón,  acerca  del  conocimiento  de  la  causa  formada  contra 
Ignacio  Jarabo  y  Martínez,  por  resistencia  ydesacaio  al  Alcal* 
de  de  Jarabe.  206 

108  Raoimao  db  CASACieii  (26  deábril  de  i862.).— Portieton  yod- 
iudieaeum  de  bienes.^Se  declara  por  la  Sala  primera  dd 
Tribunal  Supremo,  no  haber  lugar  al  recorso  de  casación  in* 
lerpuesto  por  D.  Miguel  Pastor  contra  la  sentencia  pronuncia* 
da  por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Valencia,  en  pleito 

con  dona  Dolores  Ramón*  MS 

109  Rkürso  de  casación  (26  de  abril  de  iS6^.). -^Nulidad  ie 
wia  sentencia  arbürcU,  —Se  declara  por  I»  Sala  segunda  del 
Tribunal  Supremo,  no  haber  luf^ar  al  recurso  de  casación  ¡n* 
terpuaeto  por  doña  Magdalena  Requena  y  consortes,  contra  la 
sentencia  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  da 
Albacete,  en  pleito  con  D.  Francisco  Martínez  Conejero  y  otro,    tñ 

lio  Racmiso  de  casación  (26  de  abril  de  1862.).— Presfaetoii<ls 
iaoaiioton  fruetuaria.'^RBparaGion  dé  una /Enea.— Se  de<* 
clara  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo  no  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Pahlo  Case* 
lias  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  la 
Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  Ramón  Gioestar.        277 

IH  Rbgürsodb  CASACIÓN  (26  de  abril  de  4862.).— £>0saAti6io.— Se 
declara  por  la  Sala  secunda  del  Tribunal  Supremo  no  haber 
tugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Francisco  Or- 
tiz,  contra  la  sentencia  pronunciada  por  le  Sala  primera  di 
la  Audiencia  de  Parcetona,  en  premio  con  O.  Jaime  Altimira.     & 

112  Recurso  de  casación  (30  de  abril  de  Í862.).^i?eífniidt0ff- 
úUmáe  los  bienes  de  un  potronalo.-^Se  declara  per  la  Sala 
primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  logar  al  recurso  de 
casación  interpnestopor  el  Presbítero  D.  Juan  Fontaoseontra 
la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  la  Audieift* 

cía  dé  la  Garuña,  en  plejto  con  Manuel  Silva     •  2BI 

113  Recurso  de  casación  (1.^  de  majo  de  i862.)t— JTe/or  dere- 
cho á  una  herenda.-^ñ  declara  porta  Sala  primera  del  Tri* 
bunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casacloD  idter^ 
puesto  por  D.  José  Maris  Despujol  contra  la  sentencia  dictada 
por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  eo  plato 

OOB  D.  José  Oriol  Despujol.  U) 
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M4  REcraso  db  cA8Aaoii(3  áé  unjo  áe  iñO^.y-^N^Üad  d$ 
nné  9mit»d^bien$$.^Bntrega^  de  etlof  y  Mit/hitof.— Se 
clara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  «o  baber  la* 
gar  ai  recurso  á»  casacio|i  intorpuasto  por  IL  Jiíaa  Diej^Gan-r 
seco  contra  la  sentencia  dicUdapor  la  Sala  primera  de  la,  Au- 
diencia de  Gáceres  en  pleito  oon  D.  Joaó  Hermenegildo  Ro« 
dríguez  y  otros.  287 

115  RsemisooBüAsamoii  {t(  de  mayo  de  i^ñl.).'^D€fensa  pott 
pobre, — Se  deelara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Pedro 
Várela  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  tercera  de 
la  audiencia  de  la  Goruña,  en  pleito  con  Manuel  Fernandez.      290 

i  16.  Rbgdhso  db  casacioh  (5  de  mayo  de  1862.)*— i'af^ftM  por 
pobre.'^S»  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Suprenn 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  mterptesto  por  D.  if[«a« 
cío  GdllJsa  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  pruna» 
ra  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  dona  JoseEa 
j  dona  Dolores  Dalmaces.  292 

117.  Recurso  db  casación  (6  de  mayo  de  1862.}.— Posenon  dé 
Urrenosmineros.'^Devolucion  de  pr  oduetoa.-^Se  dedaf  a  por 
la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  la^r  al  r^ 
curso  de  casación  interpuesto  por;D.  Pedro  Echevarría  contra 
la  sentencia  dictada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de 
Caceras,  en  pleito  con  D.  Mario  de  Luna.  293 

118.  RBCimsdoE  CASACioif  (7  de  mayo  de  1862.).— i^^^ciston  de 
un  contrato  de  vento.-^Se  decfara  por  la  Sala  segunda  del 
Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  !n< 
terpaesto  p9r  0.  Antonio  José  Montero  coi^ra  la  sentencia 
pronunciada  por  la  Sala  tercera  de  La  Audiencia  de  Granada^ 
en  pleito  con  0.  Francisco  Gómez  298 

i  1 9  Competencia  (7  de  mayo  de  1862.).— i^^to/íi.— Se  decide  por 
la  Sata  segunda  del  Tribunal  Supremo  á  favor  del  Juzgado  de 
primera  instancia  de  Oáuna  la  competencia  suscitada  con  el 
4»  igual  oíase  del  distrito  de  la  Alameda  de  la  ciudad  da  Mó* 
laga,  acerca  del  cooocimianib  de  una  causa  formada  por  es*' 
lafa.  300 

120  Recobso  de  casación  (8  de  mayo  de  1862.).— Escaso  en  el  co- 
bro de  derechos  curiales.— Se  declara  por  la  S^la  primera 
del  Tribunal  Supremo  no  haber  tugar  al  recurso  de  casación 
ímvpaesto  por  Dw  Pranoisco  Isidoro  dei  Rivero,  contra  la 
sentencia  de  la  Sala  tercera  de  la  Adiencia  de  Burgos,  en 
pleito  con  0.  Pedro  Olavarrieta  y  otro.  30  i 

121  Recurso  de  casación  en  cama  de  Hacienda  (7  de  máyo  de 
1862.).— Con{ra6an<io  y  defraudacion.^S^  declara  por  la 
Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso 
da  casadoa  interpuesto  por  D.  Andrés  Madrazo  contra  la  sen* 
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Uncía.prQiiQncia(h^por(8  Sala  primeiii  de  JaAiidieooUi  4a 
Zaragoxa,  en  la  causa  seguida  al  míame  por  contratMiide  | 
defraudapioQ.  ^ 

122  Competencia  (8  de  mayo  de  iSQ^X-^Ctmodínienio  de  un 
juicio  verbal, — Se  declara  por  ia  Sala  segunda  del  Tribunal 
Supremo  á  favor  del  Juagado  de  paz  del  distrito  de  la  Marcad 
de  Málaga,  la  competencia  suscitada  con  el  de  la  Capitanía 
general  de  Granada,  acerca  del  conocimieato  de  un  jaido 
yerbal.  3M 

123  Recurso  i>b  casación  (8  de  mayo  de  1862.).— IVti/ídacK  de  tm 
testamento. — ^Se  declara  por  ta  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  no  haber  lugar  al  recurdo  de  casación  interpuesto 
por  D.  José  Roca  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala 
tercera  de  la  Audiencia  de  Barcelona ,  en  pleito  con  D.  Cle« 
mente  Florejachs  y  su  mujer.  309 

124  Recurso  de  casación  (8  de  mayo  de  1862.). — Desahucio.—- 
Se  dechira  por  ia  Sala  prímera  del  Tribunal  Supremo  no  ha« 
ber  lugar  a,l  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Ángel 
Rodríguez  Gino^és  contra  la  sentencia  de  iaSala  tercera  de  ia 
Audiencia  de  Valladolid,  en  pleito  con  el  preabitereD»  Auto* 

nio  Rodrigues  de  la  Peña.  310 

125  Recurso  de  casación  (8  de  mayo  de  1862.).— Otof(;afnt«nfo 
de  una  escritura  de  venta. — Se  declara  por  lá  Sala  prímera 
del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  Juliana  Rodríguez  contra  la  sentencia  pro- 
nunciada por  la  Safa  tercera  de  la  Audiencia  de  Vkiladolid,  en 
pleito  con  D.  Andrés  Gutiérrez.  314 

126  Recurso  de  casación  (8  de  mayo  de  i%6i.).^Nul%dad  de 
una  cédula  testamentarias^  declara  por  la  Sala  primera 
del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  D.  Pantaleon  Crusellas  y  otros  contr;  la  sen* 
tencia  pronunciada  por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Za- 
ragoza^ en  pleito  con  José  Margelí  y  su  mujer.  3IS 

127  Recurso  de  casaqon  (9  de  mayo  de  iSf&Jj.^Reivindieaoim 
de  unas  fineas.-^Se  declara  por  la^a  primera  del  Tríbanai 
Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Ángel  Sánchez  del  Real  contra  la  sentencia  pronuncia* 
da  por  la  Sala  tercera  déla  Audiencia  de  Madrid^  en  pleito 

con  D.  Simón  Haría  Villaroei  y  otros.  318 

128  Recurso  de  casación  (9  de  mayo  de  i862.).-^i{Atnfidioaflaoii 
de  una  /(noa.-— Se  decllra  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  José  Botella  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala 

£  rimara  de  la  Audiencia  de  Valencia,  en  pleito  con  Dolores 
[iralles.  3tS 

,  129    CoMPcrgNOA  (12  de  mayo  de  1862.)p--^(M90otoifii(a  de  im 
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concuno  necesofio  'de  oereador ¿s.-— Se  decide  por  la  Sala  8e« 
{^nda  del  Tribnnal  Supremo  ¿  favor  del  lazs^do  de  primera 
instancia  del  distnto  de  la  UnÍTersidad  de  Madrid  hi  compe- 
tencia suscitada  con  el  de  la  Capitanía  general  de  Aadalucia^ 
acerca  del  conocimiento  del  juicio  del  concursa  necesario  de 
acreedores  á  los  bienes  de  D.  José  'Arrebianca  y  Roldan.         .  324 

130  Competencia  (13  de  mayo  de  {862.).-— Desacato  á  un  Al^ 
ca/da.— Se  declara  por  la  Sala  se^i^oda  det  Tribunal  Supremo 
que  el  coaocimiento  de  la  causa  formada  contra  el  corneta  de 
Carabineros  loan  García  Melón  y  el  indíTÍino  del  mismo 
eoerpo  Jac¡n]to  Patino,  sobre  el  cual  se  habia  entablada  ootn- 
petencia  entre  el  lozgado  de  la  Capitanía  general  de  Bárges 
y  el  de  primera  iostancia  de  San  Vicente  de  la  Barquera, 
corresponde  áesta  por  lo  relativo  ai  Juan  García,  y  á  aquel  por 
lo  tocante  á  Jacinto  Patino.  326 

i31  Rficmiso  DB  cjiiSACiOü  (13  demayo  de  i862.).  -r-Aíe/or  deneho 
á  unos  hienei  vinculados. — Se  declara  por  la  Sala  primera 
del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  reeuno  de  casación 
interpuesto  por  la  Marquesa  da  Vivot  contra  la  sentencia  pro- 
nunciada por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Mallorca,  en 
pleito  con  el  Marqués  de  Bellpuig.  322 

.  1 32  COMPETESVCU  ( f  9  de  mayo  dQ  1 862.)*— Pa^o  de  maravedís, — 
Se  decide  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  á  favor 
del  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Audiencia 
de  Madrid,  la  compeiencia  suscitada  con  el  de  igual  clase  de 
la  villa  de  Monóvar,  sobre  conocimiento  de  la  demanda  enta* 
blada  por  D.  Francisco  Tendero  contra  D.  Francisco  de  Paula 
Otoina.  338 

133  Recurso  ds  CA*»AaoN  (20  de  mayo  de  i862.).— Pa^o  de  fiwra* 
vedis, — Se  declara  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  doña 
Bernarda  Arzi  contra  la  sentencia  de  la  Sata  primera  de  la 
Audiencia  de  Pamplona,  en  pleito  con  D.  Miguel  Marco.  334 

434  físGuaso  db  casación  (21  de  mayo  de  iSQi,), -Juicio  ejecu^ 
tivo.^Pago  de  cantidad,SQ  declara' por  la  Sala  segunda 
del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  D.  Javisr  López  Bustamente  contra  la  sen* 
tencia  de  la  Sata  primera  de  la  Aadiencia  de  Bárgos,  en 
pleito  con  .D.  Pedro  López  Llanos.  336 

i 35  Reccjrso  de  casa<cion  (21  de  mayo  de  1862.). — CumpHmien' 
lo  de  unaesorüura. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tri- 
bunal Supremo  kio  haber  lugar  al  recurso  de  casación  Ínter* 
^  puesto  por  la  Junta  de  gobierno  de  la  Sociedad  de  la  mina  pú  • 
olica  de  agoas  de  Tarrasa,  contra  la  sentencia  pronunciada 
por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  «n  pleito 
con  D.  Miguel  Vioyals  y  consortes.  338 

136    RbcuUso  ds'  GA^Aaoü.  (22  de  mayo  de  lS62«).-*'Poie9tófi  de 
rom  vil.  104 
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umi  mina^-^Se  deolara  por  la  Sait  sa^da  dtl  Triboni  Sa« 
premo  haber  lagar  al  recarao  de  caaacioa  ioterpueato  por  don 
Cristóbal  Campoj  y  Navarro,  como  prasideote  de  la  Sociedad 
nioera  titulada  La  Repúblüta^  contra  la  senteocia  prooon* 
ciada  por  la  Sala  segonda  de  la  Attdieocía  de  Granada,  ea 
pleito  con  D.  Cándido  Gdhes  Gonxaiez»  admioiatcador  de  k 
Sociedad  Belén  de  Salceda.  341 

4^7  RBcuaao  de  casaqoü  (^  de  mayo  de  \B(ít,).'^SíiUdad  ie 
una  eserüura. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribaoai 
Supremo  no  haber  lagar  al  recarao  de  casación  interpuesto 
por  Peregrina  Conde  contra  la  sentencia  proonnctada  por  ia 
Sala  primera  de  ia  Andíeacia  de  la  Corona,  en  pleito  oon  don 
José  DomingueE.  3tt 

I3H  Recurso  ob  casación  (22  de  mayo  de  lñp2.),'^Pago  de  las 
pensiones  de  unos  censos.^S»  declara  por  ta  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  caaacioe  uk* 
terpneato  por  José  Serra  y  Granar  contra  la  sentencia  pro« 
noneiada  por  la  Sala  tareera  de  la  Audieoeiadé  Barcelona,  ea 
pleito  con  la  comunidad  de  presbiteros  beneficiados  de  la  villa 
deSampedor.  .  34S 

i 39  Recurso  DE  CASACioif  (22  de  mayo  de  {^62.). -^Declaración 
de  mejor  derecho  á  un  vinculo. — Se  declara  por  la  Sala  pri- 
mera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lu^ar  al  recurso  de  ca- 
sación interpuesto  por  D.  Rafael  Annesto  contra  la  sentencia 
pronunciada  por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  la  Goni* 
na,  en  pleito  con  D.  Manuel  Ignacio  Barraganes.'  34ft 

140  Competencia  (23  de  mayo  de  iSñ%,).^Quebrüntamiento  ie 
eondena^-^S»  decide  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Sapea* 
mo  á  favor  del  Juagado  de  primera  instanciade  San  Fernando, 
la  competencia  suscilada  con  el  de  Marina  del  departamento 
de  Cádiz,  acerca  del  conoeimieoto  de  la  cansa  formaba  contra 
Vicente  Casteiló.  3)1 

141  RcGURSo  DB  capación  (23  de  mayo  de  i  S620.— A<ii»ni»oao¿ni 
de  unas  tterroa.-^Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribu- 
nal Supremo  no  haber  lugar  ai  recurro  de  casación  inter- 
puesto por  D.  José  Alonso  Miguel  y  D.  Vicente  de  la  PenSp 
contra  la  sentencia  pronanciada-  pur  k  Sata  primera  á^  ta 
Audiencia  de  Valladolid,  ea  pleito  con  Aioneo  del  Palaaio  y 
otros.  3n 

142  Competencia  (24  de  mayo  de  i862.).— Desacoto  á  la  iutorá* 

dnd.— Se  decide  por  la  Sala  segunda  del  Tribunnl  Suprema 
á  favor  del  Juzgado  de  ia  Capitanía  general  de  Burgos  la  com- 
petencia snscitada  con  el  d^  primera  instancia  de  Lograda 
acerca  del  conoemiiento  de  la  causa  formada  contra  Rafia» 
Ramírez.  353 

i43  XkwKTBNaA  (24  de  mayo  da  1862.).-oCofiocímieM<a  d$  «i 
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juMo  verftoi.— Se  decide  por  la  Sala  se^aoda  del  Tribunal 
Sapremo  á  favor  del  Juzgado  de  paz  del  distrito  de  la  Alame- 
da de  la  ctndad  de  Málaga,  la  competencia  suscitada  con  el 
de  la  Capitanía  general  de  €ranada  acerca  del  conocimiento 
del  juicio  verbal  promovido  por  0.  Ulpiano  Serrano*  ooflftra 
D.  Manuel  Fernandez  Campa.  Z^t 

i44  RiCDBflO DE  CAiaaoif  (S6  de  mayo  de  i%(^%,).^Rmnnáá6aeiún^ 
d$  hime$.'^S%  declara  por  la  Sala  (iriman  del  Tribunal  Su- 
premo no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Dofta  Josefa  Jiménez  Cabrero  contra  la  sentencia  pronunciada 
por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Granada ,  en  pleito  con 
0.  Salvador  Salas  López.  358^ 

145  Ck^MFcnMciA  (TT  de  mayo  de  18^.).-— P490  de  maravedi».^ 
.  Se  decide  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo  á  favor 
del  Juzgaao  de  la  Gapitanfa  general  de  Bstremadura  la  coni-* 
potencia  suscitada  con  el  de  primera  instancia  de  Valdepe&as 
acerca  del  conocimiento  de  la  demanda  entablada  por  Doña 
María  Joaquina  Basco  contra  D.  Pedro  de  Anca.  35l> 

i  46  Recurso  db  ca<!acioii  (30  de  mayo  de  1862.)  Reivindicación 
de  una  /!nca.~-Se  declara  por  la  Sala  del  Tribunal  Supremo 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña 
María  de  la  Cocepcton  Rfvas  contra  la  sentencia  pronunciada 
por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Yalladolid,  en  pleito 
con  D.  Benigno  Santos  y  otros.  361 

147  Recurso  dk  CASAaon  (30  de  mayo  de  1862.).— Pnpo  de  una 
prestación  anual.-'Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribu- 
nal Suprem(xno  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  el  Conde  de  Casttinovo  contra  la  sentencia  pronunciada 
por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Valladolid»  en  pleito 
con  el  Ayuntamiento  y  vecinos  de  Yiiialvfi  de  Aicon  y  el  Mi- 
nisterio Bscal.  364 

148  Recurso  db  casaoion  (30  de  mayo  de  1 862.).— Codiieidad  de 

una  conflanMa  testamentaHa.^Bntireiga  de  ia  herenela.'^  . 

Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  ha**  ' 

ber  lagar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  curador 
ad  Htem  de  Doña  Concepción  Goll  y  Basas,  contra  la  senten- 
cia pronuciada  por  la  Sala  secunda  de  la  Audiencia  de  Bar* 
OBlona  en  pleito  con  D.  Joaquín  Carrenea  de  Llausá.  .  367 

149  Recurso  de  casación  (30  de  mayo  da  1862  J.— Po^  de  otm» 
t<d«4.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Pe* 
legrin  Bayarri  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala 
teroera  de  la  Andienoia  de  Valencia ,  en  pleito  con  D.  Fran^ 

cisco  Burló  y  odnsortes.  370 

150  Ap&acion  por  denegatoria  de  recurso  de  CASAaoN  (5  de  ju- 
nio de  1862.).— JBnlreoa  de  bienes  doUdee.Se  revoca  por 
fa  Sala  primera  del  TrnMKial  Superno  te  sentencia  apelada  de 
la  segttúdade  la  Audiencia  de  la  Corona,  denegatoria  del  ne- 
cqrfl»'de€a8ack>n  intespuesto  por  D.  Antonio  Sampayo  y  Don 
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Ignacio  Perety^D  pinito  coa  ioaqnia  y  José  Perdin,  y  se  ad* 
mite  dicho  reclino.  37) 

151  Recubso  db  CÁSAaoif  (^  de  junio  de  1862.).— D^tmAo  dejMU" 
tos.-*-Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribaoal  Sapreao 
lio  baber  lugar  al  recurso  de  casación  ioterpuestopor  D.  Ru* 
fino  Landa  contra  ia  sentencia  pronunciada  por  le  Sala  prime- 
ra de  la  Audiencia  de  Pamplona,  en  pleito  con  D.  Ignacio 
Eclievarria.  37S 

152  Rbcursodecasacion  (7dejnnio  de  1862.).— Pa^demorB* 
ved».— Se  declara  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  ^premo 
no  haber  lugnr  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  loe  ai- 
baceas  de  1).  Amador  Celdran  contra  la  sentencia  pronun- 
ciada por  la  Sala  segunda  déla  Audiencia  de  Albacete, en 
pleito  con  dona  Dolores  Espejo.  377 

153  Recurso  db  casación  (7  de  junio  de  1862.).— propiedad  de 
cierto  ierreno.— Se  declara  por  la  Sala  segundado!  Tribunal 
Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesie 
por  Jaime  Recasens  contra  la  sentencia  de  la  Sala  tercera  de 
la  Audiencia  de  Barcelona ,  en  pleito  con  María  Teresa  Vi- 
dal. ^ 

154  Recurso  DE  casauon  (11  de  junio  de  1862.).— -rereeHd  de 
domtmo.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Sa- 
premo  uo  haber  lugar  al  recuso  de  casación  interpuesto  por 
D.  Jaime  Llonch  v  Compahíü  contra  la  sentencia  pronunciada 
por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de^Barcelona»  en  pleito 

con  D.  Francisco  Llonch  y  Busquéis  y  otros.  380 

i55  Rbccjbso  DE  ^sACioN  (12  de  junio  de  1862.).— iVu/idad  de 
una  partición  de  bienes.Se  declara  por  la  Sala  prímeía 
del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
ioterpnesto  por  D.  Cipriano  y  doña  Francisca  Guillen  y  otro 
contra  la  sentenaia  pronunciada  por  la  Sala  tercera  de  la 
Audiendia  de  Burgos,  y  en  pleito  con  D.  Hilario  Quemada 
como  marido  de  dona  Anldaia  de  las  Heras.  383 

156  Recurso  de  casación  en  oaosa  de  Hedenda  (12  de  junio 
de  1862.).-^CofUra&ando.— Jn/raccion  dedtspoftctones  de 
ia$  ordenümx^  generaUe  de  aduanas.— Se  caea  y  anula  por  la 
Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo  la  sentencia  pronunciada 
por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Pamplona,  en  la  causa 
seguida  á  D.  Francisco  Gajen  y  sus  criados  Pedro  Bdie?erría 
y  Antonio  Carrera  por  contrabando  é  infracción  de  las  dis- 
posiciones de  las  Ordenanzas  generales  de  Aduanas ,  contra 
cuya  sentencia  interpuso  el  D.  Francisco  Gajen  recurso  de 
casación.  391 

157  Recübso  db  caución  (13  de  junio  de  1802.).*-4<iididadde 
un  remoie.— Se  decUira  por  la  Sala  primera  del  Tribmal  S«k 
premo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
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109  sf Ddicos  del  concurso  de  D.  Benito  de  Bous  coDtiii  la  sed- 
teocia  proDunclada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  da 
Madrid,  en  ptoito  con  D.  Simón  Garrido  Sabagno.  399l 

i58  ConniTBivciA  (13  de  jaolo  de  1862.).— Parrictd«o.--Se  deci- 
de por  la  Sala  segnoda  del  Tribunal  Supremo  ¿  favor  de]  Juz- 
caao  de  Marina  de  Alicante,  la  competencia  suscitada  con  el 
ae  primera  instancia  de  la  misma  ciadad,  acerca  del  conoci- 
miento de  la  causa  fornaada  contra  P.  José  Jordá.  39S^ 

159  Rkcurso  de  CASAaoif  (i  3  de  junio  de  1 862.).— /^econoctmtM* 
to  de  una  hija  natura/.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  . 
Tribunal  Supremo,  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  D.  José  Franco  de  Saravia  contra  la  sentencia 
pronunciada  por  la  Sala  se^^unda  déla  Audiencia  de  Granada^ 

en  pleito  con  Mercedes  Valdivieso.  397 

160  APELAGlOIf  POR  BBNEGATOniA  DEL  PBCURSO  DE  CASACfOlf  (16  dO 

jimio  de^  18^2.).— (/um^mi^to  de  ¡o  convenido  en  una 
eeorüura  deeoeiédaá, — Se  confirma  por  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo,  la  providoncia  apefada  por  D.  Ángel  Eva- 
risto Fortis,  que  dictó  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  da 
Barcelona  denegando  la  admisión  del  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  el  mismo,  en  pleito  con  D.  Luis  Fortis  y  otroa;      39  ^ 

161  Recurso  de  casación  ea  Mtiuto  de  Vltnmmt  (16  de  junia 
de  1862.).— Pircarte  dedominio.-~Aeréedores  de  mejor  de» 
reeho.^Sfif  declara  por  la  Sala  de  Indias  del  Tribunal  Su- 
premo no  haber  lugar  al  recurso  de  clisacion  interpuesto  por 
el  Ministerio  fiscal  en  defensa  de  los  hijos  menores  de  D.  Ma- 
nuel Alvares,  contra  la  sentencia  de  vista  pronunciada  por  la 
Sala  de  Guerra  y  Marina  de  la  Audlencia,de  Manila,  en  pleito 

con  dona  Vicenta  García.  401 

162  .Recuri^o  de  CASAaoN  (16  de  junio  de  1862.).— fféc/amacton 

del  importe  de  unoe  salarios, — Se  declara  por  la  Sala  pri* 
mera  ael  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  ca-*  * 
sacion  interpuesto  por  el  Fiscal  de  S.  M.  contra  la  sentencia 
pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  la  Andiencia  de  la  Coru- 
fia,  en  pleito  con  María  Ana  Fraga.  40S 

163  Becürso  de  CASACiow  (16  de  junio  de  1862.).— rercería  de 
dominio.--Cancelacion  de  unas  hipotecas. -^S^  declara  por 
la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  haber  lugar  al  recorso  * 
de  casación  interpuesto  por  D.  Juan  Manuel  Zalabardo,  como 
curador  ad  bona  de  D.  José  y  dona  Josefa  Rey  Postigo,  con- 
tra la  seotepcia  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  la  Au- 
diencia de  Granada,  en  pleito  con  D.  Gristébal  Garda  y 

otro.  40a 

164  Recurso  de  casación  (17  do  junio  de  1862.). — Servidumbre, 
—Se  declara  por  la  ^ala  primera  del  Tribunal  Supremo  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  F«r- 


Digitized  by  VjOOQIC 


830  lüBISBBCDBllGU  QlTfIí. 


Moda  CMIadn  eoptr^  la  sMiteiCM  prooiwcíada  por  h  S«li 
«Miuida  da  ta  Audiencia  de  Bácgoa ,  ea  pleito  eoo  la  caam^ 
Didad  de  religioaaa  del  coQ?eoto  de  ja  Bsperansa  de  aqmHa 
▼illa.   ■.  4li 

165  Recurso  de  CáSAaos  (17.  de  janio  de  ífidi..),-— Mijar  d^redko 
á  una  herencia. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Triba- 
pal  Supremo  oo  haber  lugar  al  recurso  dé  casación  ioter* 
puesto  por  el  Fiscal  deS.  M.  contra  la  senienciapronuocilda 
por  la  Sata  tercera  de  la  Audiencia  de  Valladolid»  en  el  pleito 
eoD  Giodido  Gome^i.  113 

166  Recurso  de  CASAaoif  (18  de  junio  de  íHt.) .^Redenáan  de 
censos.—Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supre- 
mo no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
D.  Mateo  Tomas!  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala 
tercera  de  la  Audiencia  de   Valencia ,  ea  pleito  coa  D.  Ber- 

^  Bardo  Lasala  y  otro.  4(i 

167  Rmurso  db  CASAOEOír  (20de'jaDÍod6iS62.).7-iYtt(tdadiU 
mi  contrato  de  arrendamiento.^'^B  declara  pe!r  la  Sala  pri- 
mera del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  iteocso  áa  ca- 
iacion  interpuesto  por  dona  Dionisia  Gaideña  cootra  la  sen- 
tencia pronunciada  por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de 
Madrid ,  en  pleito  coa  doña  Vicenta  Fernandex.  4U 

468    Recorso  m  GAUCiooi.<di  de  junio  de  1862.).— P<^  deen^ 

¿idad.'— Se  declara  por  la  Sala  primera  de  Tribunal  Soprer 
mo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  p» 
Andrés  Qonastre  y  Viladoms,  contra  la  sentencia  proAuncM- 
da  p9r  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  ea  plei* 
to  con  Juan  Llopart.  9^ 

169  Recurso  de  Nulidad  (21  de  jQnio  de  1862.)-^''^  dapm- 
tociones.-^Se  declara  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  So- 
premo  no  haber  lugar  al  recurso  de  nulidad  interpaestopor 
el  Fiscal  de  S.  M.  contra  la  sentencia  de  revista  proaunciada* 
por  la  Sala  primera  de  la  Audieucia  de  la  Coruna»  en  el  plei- 
to seguido  por  ios  vecinos  de  las  parroquias  de  San  Salvador 
de  Corujo  y  San  Miguel  de  Oya  con  el  R.  Obispo  de  Tuy,  les 
herederos  de  D.  Manuel  Troncoso  y  el  Ministerio  público.         ^^ 

170  Recurso  DE  casación  (21  de  junio  de  iS6Z.).^Defen$aie 
menores. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 

Sremo  no  liaber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
I.  Fernando  Cantos  contra  la  seatencia  pronunciada  por  la 
Audiencia  de  Valeociay  en  pleito  de  Dona  Manuela  Ferrar.       ^^ 

471  CoMP^TENaA  (23  de  junio  de  1862.).— FaÍM^Mcíofidtfdo* 
cumentos.-^Estafa.^-SB  decide  pbr  la  Sala  segunda  del  Trl- 
bunal  Supremo  á  favor  del  Juzgado  especial  de  Hacienda  de 
Rarcelona,  la  competencia  suscitada  con  el  de  igual  clase  de 
Madrid  acerca  del  conocimiento  de  la  causa  formada  cootra 
D.  PanUleon  Arríete.  '  ^ 
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172  Rkcdbso  bs  GÁ8ACI0II  (23  de  jonio  de  i%^%,).^PagQ  de  ma^ 
rdoMÜf.— Se  decUra  fkor  li  Stla  primera  del  Tribunal  Su- 
vremo  no  haber  ki^ar  al  recurso  de  Casación  interpuesto  por 
Dona  Dolores  Espmacb  contra  la  sentencia  pronunciada  por 
la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con 

D.  Francisco  Casas.  433 

173  Rbcurso  de  CASAaoR  (23  de  junio  de  i832.)*— ''^^o  dtf /of 

Sroductoé  de  una  dehesa.^Se  declara  por  ia  Sala  primera    ". 
el  tribunal  Supremo  haber  lijf^ar  al  recurso  de  casación  in* 
terpuesto  por  Doña  Petra  Palacio  y  Gano  contra  la  sentencia 
pronunciada  por  1¿  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Albace-' 
te,  en  pleito  con  el  Ayuntamiento  de  Almoddvar  de)  Campo.      434 

174  Recurso  de  casación  (23  de  junio  de  1862.)-— ^^^^'^•t^a  de 
una  servidumffre  rústtoa.S^  declara  por  la  Sala  segunda 
del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  Alonso  Ortega  Abril  contra  ia  sentencia  pro- 
nunciada por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Albacete, 

en  pleito  con  Joan  Ruiz  Mira  vete.  437 

175  Recubso  DBCASAaeN  (25  de  junio  de  íBtit. ). -^Defensa  for 
pobre.-^Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  don 
Ramón  Gorgas  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  sa- 
gundil de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  Ramón 

y  Doña  Dolores  Víala  y  el  Ministerio  Fiscal.  440 

176  Recurso  de  casación  (26  de  junio  de  !8D2.).«-J{emndieacto» 

de  una  cosa.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Sor  Agustina  ^Adorno,  Abadesa  del  convento  de  Nuestra  Ma- 
dre de  Dios  de  Sevilta,  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la 
Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  dicha  ciudad,  en  pleito  con 
D.  Ignacio  Maclas  Igualada.  44 1 

177  Apelación  por  denegatoria  del  recurso  de  CASAenn  (26  de 
junio  de  1862.). — Prevención  del  juicio  voluníario  áe  teHa'^ 
mentaria.—Se  confirma  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  la  providencia  apelada  de  la  Sata  tercera  de  la  Au- 
diencia de  Barcelona  denegatoria  del  recurso  de  casación  in* 
terpuesto  por  los  autores  testamentarios  del  menor  D.  Fran-  , 
cisco  Gondtansy  Jofre,  en  pleito  coa  doña  Antonia  Ros.  1 44 

178  Recurso  de  casación  (26  de  junio  de  1862.).— üe/or  derecho 
á  la  mitad  reservable  de  unos  biene$  vinculados, — Entrega 
de  los  mismos.  -*Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  haber  lugar  al  recur^  de  casación  interpuesto  por 
D.  Pedro  Gonzalo  Santa  Cruz  contra  la  sentencia  pronun- 
ciada por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Burgos,  en  pleito 

con  D.  Manuel  Santa  Cruz.  446 

179  Rbcurso  db  CA3AqoN  (26  de  junio  de  1862.).— íVu¿úíúmí  de 
Ustamento.^Se  declara  por  ia  Sala  primera  uei  Tribunal  Su* 
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premo  no  b«bar  lugar  al  reearso  de  casacimí  interpaasto  por 
D.  Florencio  Navarro  contra  l«  senleocia  pronnodada  por  it 
Sala  se^^nda  de  la  Audiencia  de  Gáceres,  en  pleilo  coo  des 
Pedro  Sánchez  Huertas.  419 

.480  Apelación  por  db:«bgacion  del  recurso  de  CASAaon  (27  de 
junio  de '  iSñ2.),^Particion  y  adjudicación  de  bienM.--^ 
conOrma  por  la  Sa'a  prímem  del  Tribunal  Supren»)  )a  senten- 
cia apelada  de  la  Sala  primera  dé  la  Audiencia  de  la  Gofu* 
ña ,  denegatorÍR  del  recorso  de  casación  interpuesto  por  Xai- 
na  López,  en  pleilo  con  Francisco  Lopezi  433 

i8 1  Apelación  por  denegatoria  del  recuso  db  tiASAaoN  (27  de  jn- 
nio  de  {Z^lí,),— Reivindicación  de  unos  censos  y  aeunter* 
ftfno.— Se  confirflaa  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo 
la  providencia  apelada  de  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de 
Barcelona,  denegatoria  del  recurso  de  casación  interpuesto 
por  el  curador  de  los  menores  D.  Casimiro  Trióla  y  hermanos, 
en  pleito  con  D.  Jíuañ  Vivd.  ISi 

182  Recorso  de  casación  (27  de  junio,  de  1862.).— itprouecAa- 
miento  de  agutis.'^ Indemnización  de  per/tiictos.— Se  de* 
clara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  la- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Conde  de  Robres« 
contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  la 
Audiencia  de  Zaragoza,  en  pleito  con  D.  Cosme  Rufas.  45$ 

183  ApBLAaoN  POR  denegatoria  del  recobso  de  casación  (28  de 
junio  de  i862.).—- Devo/ucton  de  unas  tierras. — Se  cooGrma 
por  la  Sala  primera  del  Tribuual  Supremo,  la  providencia  ^ 
apelada  de  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  dene* 
satoria  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Fernando 
Ortega  y  consortes,  en  pleito  con  doña  María  de  la  Concep- 
ción de  la  Sierra.  458 

184  Recurso  de  casación  (28  de  junio  de  1862.)-^/{«c/amoctdn 
de  bienes. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 
premo haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
dopa  Marta  Josefa  Gorrlta  y  sus  hijos  contra  la  sentencia  pro- 
nunciada por  la  Sala  segmada  de  la  Audiencia  de  Burgos,  en 
pleito  con  doña  Francisca  de  las  Barcenas  y  sus  hijos.  4$0 

185  Recurso  de  casación  (28  de  junio  de  4862.). — EUminadon 
de  ciertas  partidas  de  un  inventario  de  bienes. — Se  declara 
por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  poraoña  Josefa  Ramona  Zal- 
duondo  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  tercera 
de  la  Audiencia  de  Burgos,  en  pleito  con  doña  Francisca  Zu* 
biaga.  I  465 

186  Recurso  de  capación  (30  de  junio  de  1862.).— Prevención  del 
juicio  necesario  de  testamentaria.-^Sñ  declara  por  la  Sala 
primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  reeorso  da 


Digitized  by  VjOOQIC 


ftlDICI  CftONOLÓCICO.  1^ 

irtimoá.  PAGINAS. 


easacioD  interpuesto  Dór  b.  ¡Carlos  Gonzalos  da  Mello  contra 
la  Sentencia  pronunciada  por  la  Sala  primer^  de  la  Audiencia 
de  Sevílli,  en  pleito  con  los  albaceas  de  su  padre  D.  Pedro 
González.  4<^ 

187  CitmverÉHak  (3d  de  funfo  de  Ít(A.).'-Itnpre8{on  y  pii6íiea-» 
don  de  una  hoja  Ululada  Programa  democrálieo.—Se  deci- 
de por  Ta  Sala  sesuda  del  Tribunal  Supremo  á  favor  de  I| 
juVi.adíccIon  ordinaria,  la  competencia  surgida  á  virtud  do  las 
sentencias  pronunciadas  por  la  Audiencia  territorial  de  Zara- 
goza y  el  tribunal  de  imprenta  en  la  causa  formada  contra 

D.  Eduardo  Ruiz  y  Pobs  y  otros»  419 

188  ComnanMcn  (90  dé  jvnlo  de  18^).).— liadas  tómétídús  m  ta 
periúcndon  M  contrabando, ^Se  decide  por  la  Sala  segunda 
del  Tríbohal  Supremo  á  favor  del  Juzgado  especial  de  Ha*» 
cienda  de  Orense  la  competencia  suscitada  con  el  de  la  Capí- 
taiffa  general  de  Andalucía ,  acerca  del  conocimiento  de  la 
Caasa  contra  el  carabinero  l«an  Hermida  Soto  por  faltas  co- 
metidas en  la  persecución  del  contrabando.  475 

189  OuÉmancrA  (10  d«  jbHo  de  íS(it,y^Froh{bitkn  de  ma4e  ^ 
IMH*.— Se  decide  per  la  Sala  estraordinaria  del  Tribunal  Su- 
premo é  favor  del  Ivzgado  de  la  Capitanía  general  de  Gana- 
rlas la  competencia  suscitada  con  e]  de  primera  instancia  do 
Santa  Cmz  de  Tenerife,  acerca  del  conocimiento  de  la  acción 
deducida  por  D.  Pedro  Serra  en  virtud  délas  diligencias  qae 
promovió  su  esposa  doña  Asunción  Ferrer  para  que  se  le  pro* 
mbiese  fa  enajenación  de  una  casa.  ATI 

190  OoMPBTBnciA  (17  de  julio  do  1882.).— QtMftranlamftffito  dé 
oofMteno.-^Se  dedde  por  la  Sala  estraordinaria  del  Tribunal 
Supremo  á  favor  de  la  jurisdicción  ordinaria  la  competencia 
suscitada  entre  el  Juagado  de  Marina  del  departamento  do 
Cádiz  y  el  de  primera  instancia  de  San  Fernando,  acerca  del 
conocimiento  de  la  causa  contra  Manuel  López  del  Rio.  Í79 

191  CaHNETBNCiA  (17  do  julio  de  1882.).— (^tM&fafifaméento  dé 
ooMt0na.-**Se  decide  por  la  Sala  estraordinaria  del  Tribunal 
Supremo  á  favor  de  la  jurlsdiccioo  ordinaria  la  coropetencttf 
suscitada  entro  el  Juzgado  de  la  Gapilanfa  general  de  Marina 
del  departamento  de  Cádiz  y  el  de  primera  instancia  de  San 
Fernando,  acerca  del  conocimiento  de  la  oausa  contra  Anto- 
nio VíTóheS.  480 

192  CoMPETERGiA  (24  do  julio  de  1862.).— Jfurft)  de  fMukrae,^ 
Se  decide  por  la  Sala  estraordinaria  en  vaciciones  del  Tribu- 
nat  Supremo  á  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  de  Se- 
gura de  la  Sierra  la  competencia  suscitada  con  el  de  la  Capi- 
tanía general  de  Granada,  acerca  del  conocimiento  de  la 
causa  lorinada  contra  José  Romero  Blazqoez.  482. 

193  CoKPETei«drA  (24  de  julio  de  1862.).— Desacato  á  la  atilori- 
•  dad.— Se  decide  por  la  Sala  estraordinaria  en  vacaciones  del 
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Tribunal  Supremo  á  favor  del  lazgado  de  primera  instancia 
de  Baeza  la  competencia  suscitada  con  el  de  la  Capitanfa  ge- 
neral de  Castilla  la  Nueva,  acerca  del  conocimiento  de  ia  causa 
formada  contra  el  soldado  Pedro  Llorens.  834 

194  CoMPBTBNCiA  ( 24  do  julio  de  i S62.). :^C(mocimiento  de  una 
testamentaria. —Se  decide  por  la  Sata  estraordioaría  eo  vaca- 
ciones del  Tribunal  Supremo  á  favor  del  Juzgado  de  la  Capi- 
tania  general  de  Galicia  la  competencia  suscitada  con  el  de 
primera  instancia  de  Puentedeume  acerca  del  conocimiento 
'  del  juicio  de  testamentaria  de  D.  Dionisio  ftodriguez^  483 

1^5  Cmpbtencu  (7  de  agosto  de  iS(í2.).'^Defnanda ordinaria,-^ 
IHligenoias  ptieparaimas  para  otra  ¡^cutwa.-^S»  decide 

r^r  la  Sala  estraordinaria  en  vaciónos  del  Tribunal  SopreM» 
favor  del  Juzgado  de  primera  Instancia  de  Cieza,  la  compe* 
tencia  suscitada  con  el  de  igual  clase  de  las  Palmas  de  la  Gran 
Canaria,  acerca  del  conocimiento  de  la  demanda  ordinaria  y 
diligencias  preparatorias  para  otra  ejecutiva  presentadas  por 
D.  Francisco  y  D.  Juan  López.  48^ 

196  CoMPETBliciA  (9  de  agosto  de  4862.}.— Po^  de  tnairaoeiit^ 
—Se  decide  por  la  Sala  estraordinaria  en  vacaciones  del  Trí^ 
bunal  Supremo,  é  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  de 
San  Fernando  la  competencia  suscitada  ood  el  de  Marina  de 
Cádiz,  acerca  del  conocimiento  del  juicio  de  menor  cuan- 
tía promovido  por  D.  José  de  Avila  y  otro«  490 

497  CoMPBTEWciA  (7  de  agosto  de  4862.).— Conocimiento  de  um 
abintestato.  ^Se  decide  por  la  Sala  estraordinaria  en  vaca- 
ciones del  Tribunal  Supremo,  á  favor  del  Juzgado  de  primera 
instancia  de  Cambados  la  competencia  suscitada  con  ei  de  la 
Capitanía  generalde  GaHcia,  acerca  del  acontecimiento  de 
juicio  de  abintestato  de  Manuel  Casas  RiaL  491 

498  Competencia  (14  de  agosto  de  1862.).— ^Turto  de  un  «W-— 
Se  decide  por  la  Sala  estraordinaria  en  vacaciones  del  Tri- 
bunal Supremo,  á  favor  del  Juzgado  de  primera  iostaiictt  del 
distrito  de  la  derecha  de  la  ciudad  de  Córdoba^  lá  competen- 
«ia  suscitada  eon  el  de  la  Capitanía  general  de  Andaliicía, 
acerca  del  conocimiento  de  la  causa  formada  á  Rafael  Man- 
chado. 4W 

499  CoHPETBNáA  (44  de  agosto  de  4862.).— Detención  ar6t¿ra- 
ria.— Se  decide  por  la  Sala  estraordinaria  eo  vacaciones  del 
Tribunal  Supremo  á  favor  del  Juzgado  de  la  Capitanía  gene- 
ral de  Castilla  la  Nueva  la  competencia  suscitada  con  el  de 
primera  instancia  de  Colmenar  Viejo,  acerca  d^  ia  causa 
formada  contra  D.  Juan  de  Dios  del  Rio.  404 

200  CoMPETENOA  (28  do  agosto  de  1862.).— Conootimento  de 
unas  diUgenoias  de  apremio, — Se  declara  por  la  Sala  es- 
traordinaria en  vacaciones  del  Tribunal  Supremo,  improce* 
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d^i^to tarcraipilenoia aasfáudi «aire ellBigidt  de  la Ca^» 
lenia  fseaerel  de  Caflanas  y  el  de  primera  ioetaneía  de  Arre^ 
oífe^  eomasui^etorio  del  TríboDaí  de  GomerciQ,  acerca  del 
cooocimiento  de  taa  dili^eacias  de  apremio  que  se  eegoiaa 
eo  este  último  ¿  instancia  de  los  herederos  de  D.  Ginés  de 
Castro  Esfe?ez,  cot^tra  Doña  Bárbara  Cabrera  para  el  cobro 
de  ana  cantidad,  49$ 

201  CeiiPETBNGiA  (28  de  agoeto  de  iSñl.). ^CimoeimUnto  de  vr» 
>iifcto  t^eróaí.— Se  decide  por  la  Sala  estraordioaría  en  va» 
cacioQe&  del  Tribunal  Supremo  á  favor  del  Juzgado  de  paz  de, 
Navahermosa,  la  competencia  suscitada  entre  éste  y  el  de  la 
Capitanía  general  de  Castilla  la  Nueva,  acerca  del  conoci- 
miento del  jaietn  verbal  entablado  por  D.  Iuan<]i{l  contra  Don 
losé  Agustín  Arguelles.  499 

ton  GoMPEXBifciA  (30  de  agosto  de  1862.)-*-Z>^acato  á  la  auto^ 
ndad.-»Se  decide  por  la  Sala  estraordioaría  en  vacacionee 
del  Tríbuoal  Supremo  á  favor  del  Juzgado  de  primera  instaa- 
tía  de  Muntefrio  la  competencia  suscitada  con  el  de  la  Capi- 
tanía general  de  Castilla  la  Nue^a,  acerca  del  conocimiento 
de  la  causa  formada  contra  el  soldado  Antonio  Calvez.  501 

203  GoMPBTENciA  (30  de  agosto  de  i^ü^.y—Desoeato  á  h  mUO'^ 
ridad.Se  decide  por  la  Sala  estraordinaria  en  vacaciones 
del  Tribunal  Supremo  á  favor  del  Juzgado  de  la  Capitanía  ge* 
neral  de  Castilla  la  Nueva,  la  competencia  suscitada  con  el 
de  primera  instancia  de  Atíenza,  acerca  del  cooocimienta  de 

la  causa  formada  á  D.  luán  Cancela  y  Pico.  502 

204  GoHPBTENCiA  (30  de  agosto  de  1862.).— Coraootmi^nto  d€  un 
fuioio  verbéU  de  faUas. — Se  decide  por  la  Sata  estraordioa-^ 
ría  en  vacaciones  del  Tribunal  Supremo  á  favor  del  Teniente 
de  Alcalde  del  distrito  de  San  Antonio  de  Cádiz,  la  competen* 
cia  suscitada  con  el  Juzgado  de  Marina  de  aquel  departa- 
mento. 504 

205  GoxpETEifCYA  (6  de  setiembre  de  iSOS.).— J7eríd¿».-->Se  de* 
cide  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo  á  favor  del 
Juzgado  de  primera  instancia  de  Medinaceli,  la  oompetencia 
suscitada  con  el  de  igual  clase  de  Sigüenza,  acerca  del  cono- 
cimiento de  la  causa  formada  contra  D.  José  Rosera  por  herí* 

das  á  D.  León  Lasale.  505 

206  Apblacioit  poe  dbnsgátobia  del  ascoaso  de  CASAOOif  <  (6  de 
setiembre  de  4862.). — Pago  de  inaravedis.^S%  cootírma 
por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo  la  providencia 
apelada  de  la  Sala  segunda  de  ia  Audieocia  de  Barcelona,  de* 
negatoría  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  doña  Rosa 
FrellóSy  en  pleito  con  dona  Antonia  San  Salvador,  506 

207  Competencia  (9  de  setiembre  de  1  ^iX-^-D^fenea  por  pobre* 
—Se  decide  por  la  Sala  primera,  del  Tribunal  Supremo  4fa- 
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Tftv  ^M  totgad»  M  {>rim(frft  tatuiM  tfe  IMImtelt  I»  tdtfifw* 
tefldt  sQBcHadft  eon  él  ^  Igotl  c\9aé  de  Slgüeo»,  «íeeMí  M 
OOROCimianto  de  tft  demiAdt  presentada  fK>r  HoMian  éé  Aitl 
pidiendo  el  beneficio  da  litigar  Oümio  pobre.  BOS 

208  APBUaON  por  DBlfBCiTORU  DBl  WKDaSO  DB  CA8AC101I  {i%  df 

setiembre  de  í  862.).— Ndm6f  amiento  de  cnraior  ejemplar,'^ 
Se  confirma  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  It  pre- 
tlttelMia  apelada  de  la  ^ala  segunda  de  lar  ándieneit  áé  Bir- 
cefona,  denegatoria  del  feeur«o  de  casación  interpoeato  per 
el  curador  ad  Ittem  de  Angela  Gervera,  én  pleito  con  Do- 
mingo Cerrera.  510 

209  APBt ACIÓN  poa  nsn^GATORiA  del  rbccrso  db  cisAaoii  (<2  de 
setiembre  de  1862.). — Sol>re  elevar  á  teetametUo  sacra* 
mental  una  dispoHcion, — Se  revoca  por  la  Sala  primera  del 
Trtbtínai  Snpremo,  hi  providencia  apelada  de  la  Sala  fereu'a 
de  la  Audiencia  de  Barcelona,  denegatoria  del  recurso  de  ca^ 
sacioo  interpuesto  por  D.  Antonio  Ca^juana  y  su  mojer»  en 
pleito  con  dona  Catalina  Barrera  y  su  marido,  y  se  admite  ai 

BU  eonseeroeneia  el  recurso*  ^    511 

210  REctmso  DE  CASACIÓN  (12  de  setiembre  do  1862.).— Prebieíofi 

ds  €riditos,-^S%  declara  por  la  Saiaprínera  del  Tribind 
SapremOy  no  haber  logar  al  recurso  de  casación  interpoeslo 
por  D.  Ignacio  de  la  Serna,  contra  la  sesteoeíade  la  SaH 
tercera  de  la  Andieocia  de  Bárgos^  en  pleitO'  con  D.  Fraacieee 
Seto  y.otffo.  513 

^{\  Rbcurso  de  CASACioit  (13  de  setiembre  de  1862.). — Frojnedai 
ds  una  /usfi<«.^^<Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 

Sor  D.  Tomás. Alcañiz  contra  la  sentencia  de  la  Sala  pri*nen 
e  la  Audiencia  de  Zaragoza»  en  pleito  con  el  Ayuntamiento 
de  Caatellote«  Sie 

212  Recurso  de  casación  (13  de  setiembre  de  4862.).— Pa^oik 
«na  pr0staoioii«<-^  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribu* 
nal  Supremo  haber  logar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  el  Alcalde  de  Neila  y  el  Fiscal  de  S.  M.«  contra  la  seoten- 
da  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Bur- 
gos, en  pleito  con  el  Duque  de  Frías.  Sl^ 

213  Rbcurso  db  casaoon  (17  de  setiembre  dé  t862.).«-€laft/CMr^ 
eíon  da  onat  /¡undoetanet  y  adfudieamon  die  tua  biimeh 
-«^  dedara  pop  la  Sala  primera  det  Tribunal  Sapnaao,  no 
haber  lugar  ai  veooreo  de  caución  interpuesto  per  deia 
jümncíeo  y  do&a  Carmen  OreUana  y  otros  contra  la  sentencia 
pnounciada  por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Madrid, 

en  pleito  con  el  Marqués  de  los  Llamos.  325 


214    Rbcorso  db  CASACioif  (18  de  'setiembre  de  f€62.).^l 

dieaeion  de^na  /lnca.*^Se  dedara  por  la  Sala  primera  dsl 
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terpQQsto  por  D.  Pedro  María  Alfoooea  y  dona  ÁDtonía  Tm^ 
fM  de  ta  Flotí  eootn  ]a  sentencia  pronuociada  por  la  Sala  pri- 
ffiera  d^  !a  Audiencia  de  Albacete»  en  pleito  cou  doña  JoUiiia 
JoTer  Y  Vatera.  52(k 

215  fi8CQ»90 DR QuacaoR (iOde letlembre de  IS62.).— /nlerJictt) 
da  reco6rar.-*Se  declare  por  la  Sala  aeguoda  del  Tribunal 
SiHire«Boiio4Miber  kigar  aA  recoraadé  Gaaacioo  úiterp«ealie 
por  D.  Francisco  Moret  contra  la  sentencia  proonnciada  pQf 
la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Barcelotta,  en  pleito  cop 

D.  Jaime  Pamau  y  otro.  82t 

216  Co]fFCTB?fcu(19  de  setiembre  de  1862.)*— ^<8rid»  á  unoM 
iNira¿tMros.— -Se  decide  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Su^ 
¡flwm  4  favor  del  Juzgado  de  nrimera  iosti^ncia  de  Motril  la 
competencia  suscitada  con  el  de  la  CapiUoia  general  de  Gca# 
nadi^  aceroa  del .  conocimiento  de  U  causa  formada  contra 

Itan  de  Baro  y  otros.  Mi 

217  Bscvasa  DI  GASA£ioif(f  9  de  setiembre  de  I862.).— Pa^  di 
una  pmuion  /oro/.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tri? 
bnnitl  Sapremo  no  beber  lugar  ai  cecurso  de  casación  inter*-. 
puesto  por  doña  Carmen  BadaU  oootra  la  sentencia  proaua** 
piada  por  la  Sala  secunda  de  la  Audiencia  de  la  Coruna^  en  ei 
pleito  con  D.  Prancuco  Haría  Bstevet.  63$ 

218  APHUhcioN  mn  oBüMAVonia  abí  aicuaso  de  casaoon  (i9  dé 
setiembre  de  i%ñ%.}.'^T^€»4a4e  dominio.— S^  t^^ou  pos 
la  Sala  segunda  del-Tiabiuial  Supreoio  la  providencia  apeiada 
de  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Granada,  denegatoria 
del  recurso  de  casación  interpuesto  por  doña  Encarnación  Ga« 

108,  en  pleito  con  doña  Maria  Casas,  y  se  admite  el  recurso.       636 

219  QfNuvTBMu  (20  de  setiembre  de  186S.).-*Pa^o  de  tnarnt» 
iMdit.— Se  decide  por  la  Sala  segunda  oei  Tribunal  Sapremo 
á  kwt'M  Juagado  de  primera  instancia  de  Tnáela»  como 
Bopletorio  del  Tribunal  ae  Qomeroie,  4a  oompetenoia  atadla** 
da  con  el  ordinario  de  Boffia».  acerca  del  conocimiento  de  la 
demanda  entablada  por  D.  Ramón  de  Acba.  537 

^220  Rficimso  de  casación  (23  de  setiembre  de  1862.).— >2KMrii* 
bueion  d^í  preeio  de  una  cosa.— Se  declara  por  la  Sala  prf« 
mera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugvr  al  recurso  de  oa« 
flaelen  interpuesto  por  D.  Manuel  López  del  Pulgar  concra  la 
aonteocía  de  1^  4Sala  primera  de-  la  Audieneia  da  Hadód»  eu 
pleito  coa  doña-Franeiaea  TorrejoQ  y  Correa.  540 

221  GoHPBTsifciA  (24  de  setiembre  de  f862.).^(7ofio^mÍ0Nlo  dé 
nn  juicio  de  iestamentaria.^Se  decide  por  la  Sala  segunda 
dpi  Tribunal  Supremo  á  favor  del  Juzgado  de  la  Capitanía  ge^ 
neral  de  las  islas  Canarias,  la  competencia  suscitada  con  el 
4)aprpmecaJastaiieia  M  4e  Anecife,  acerca  del  eoipoclaua^t^ 
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222  CoMPETEifCu  (25  de  setiembre  de  iH%.).-^FaUedad.^^ 
decide  por  la  Sala  segonda  del  Tribunal  Supremo  á  favor  del 
Juzgado  de  primera  insiancia  del  distrito  del  Mercado  de 
Valeocia,  la  competencia  suscitada  con  el  de  lafSa^ftanfa  ge* 
neral  de  la  misma  ciudad^  como  Juzgado  de  estranjerfa,  acer- 
ca del  conocimiento  de  la  causa  formada  contra  D.  Antonio 
Luis  Lacambre.  SM 

&23  Recueso  de  casación  (25  de  setiembre  de  1862.).— Sem* 
dumbre  de  ¿ujsASe  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribu- 
nal Supremo  do  haber  logar  al  recurso  de  casación  interpoes» 
to  por  D.  Joaquín  Gueran,  contra  *la  sentencia  prononcitiSa 
por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Valencia^  en  pleito  con 
D.  Francisco  Jlmeno.  M 

224  Recdesú  de  gasaoon  (26  de  setiembre  de  iBQ^X-^Enlrega 
de  un  kgado.Sñ  declara  por  la  Sala  primera  del  Tríbuual 
Supremo  no  haber  logar  al  reclirso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Francisco  Quinlano  y  tUis  eóeioe,  contra  la  sentencia 

Íironunciada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  YalladtK 
idy  en  pleito  con  D.  Pedro  Luengo.  550 

225  Recueso  de  casación  (26  de  setiembre  do  1862.).— iVu^ídod 
de  un  testamento, — ^Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tri- 
bunal Supremo  no  haber  tagar  al  recuno  de  casación  inter- 
puesto por  Mariano  Madrid  Bravo  y  Nicolasa  García  Altares, 
contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  la 
Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  Vicente  Guéllar.  19 

226  Recueso  de  casación  (26  de  setiembre  de  iS02X-^Defenía 
por  pobre.Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 
premo haber  logar  al  recurso,  de  casación  interpuesto  pnr  dea 
Gonzalo  Raquera  contra  la  sentencia  pronnncluia  por  la  Sala 
tercera  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  nleiio  om  dofia  6sta- 
nislaa  Labajo  y  el  Ministerio  fiscaL  U¡^ 

227  Reciteso  de  casación  (30  de  setlembrt"  de  1862.).— i^u^üZod 
de  una  venta. — Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  no  baber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  dona  Juana  Pastor  y  continuado  por  sus  herederos»  con- 
tra la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  la  Au- 
diencia de  Valencia,  en  pleito  con  doña  Josefa  Pérez  de  Ganas.     K6 

228  AtBUCION  POE  DENEGATORIA  DEL  EBCORSO  DE  CASACIÓN  (30  dO 

setiembre  de  iSe/t,).^Pagode  maravedis.^^e  confirma  por 
la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  la  provideocia  apelada 
de  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Madrid,  denegatoria  del 
tficurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Tomás  Rojas,  en  plei- 
to con  D.  Francisco  Blasco.  S5I 

230   RBcimso  nc  gasaqon  (30  de  setiembre  de  1S62.).— J^síMhi 
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ÍdiiriHon'de  hermteia.SB  declurápor  la  Sa^i  primera  del' 
ribuoal  Supremo  haber  lagar  al  recurso  dé  casación  Ínter* 
puesto  por  dona  Doloi^s  7  doña  Adelaida  Gntierrez  contra  la 
sentencia  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  da 
la  Corana,  en  pleito  ooo  D.  losé  de  Castro  y  Blanco  7  otro.       562 

229  CoMPBTKRaA  ( 1 .®  de  octubre  de  1862.)«— Conocirmento  de  «fi 
Juicio  verbal.—Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  á  favor  del  Juzgado  de  paz  de  la  villa  de  Cumbres 
Je  San  Bartolornéla  competencia  suscitada  con  el  de  igual 
clase  de  la  de  Higuera  la  Real.  &$0 

231  Hbcl'rso  db  CASAGiOK  (4  de  octubre  de  íñ^2J).-^Reivindioa* 
don  de  unas  /S»ca«.^-Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tri- 
bunal Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Lacas  llamón  Paez,  contra  la  sentencia  pro* 
nunciada  por  la  Sata  segunda  de  la  Audiencia  de  Cáceres, 

én  pleito  con  D.  Bernardo  Montero  y  otros.  566 

232  RBctnao  db  cASACiOfi  (4  de  octubre  de  iSñÍ,).--*Inm9diacUm 
á  unoi  mayoreujjrds.— Se  declara  por  la  Sala  primera  deí 
Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recarso  de  casación  in  - 
tarpaesto  por  D.  iesé  llaldonado  Roaales,  contra  la  sentencia 
pronunciada  por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Granada, 
sn. pleito  con  D.  Antonio  Fernandez  Liencres,  Marqués  da 
Donadío.  567 

233  Rscuaso  db  casación  (4  de  octubre  de  1862.).-^P«tídon  f 
división  d€  henncia,*^^  declara  por  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  Andrés  Domínguez,  contra  la  sentencia  pro- 
nunciada por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  la  Coruña» 

en  pleito  con  Marcos  Diaz  Rodríguez.  573 

234  RcCüBso  DB  casación  (0  de  octubre  de  i862.).— itéit)tfidtca- 
eian  de  bien^s.-^S^  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Soprerao  haber  lagar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
D.  José  María  Várela,  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la 
Sala  primera  de  la  Audiencia  de  la  Goruña,  en  pleito  con 

D.  José  Lago  y  otros.  577 

235  Apelación  por  denegatoria  del  recurso  db  casación  (6  de 
octubre  de  ÍS62.).'^Pago  de  cantidad, — Retención  de  pen- 
stónes.— Se  confirma  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Su- 
IHremo^a  providencia  apelada  de  la  Sala  tercera  de  la  Audien- 
cia de  Madrid,  dene^toria  del  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Francisco  Vicente»  en  pleito  con  doña  María 
Joaquina  del  Carmen.  580 

236  Rbcdrso  db  casación  (6  de  octubre  de  iSñZ.).^Nulidai  de 
una  escritura  de  /oro.-— Se  declara  por  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  haber  lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  José  Benito  Ramos,  contra  la  sentencia  pro- 
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nimeiada  por  la  SaU  prinMM  de  te  Aa<ii9i|^  de  Oüfi/^  «a 

K'  iko  CQO  D.  José  Vallaiior  y  Vivero.  581 

amso  ps  CA8ACI0N  (7  de  octubre  de  IS^t.y^-^NegatwM  4$ 
una  servidumbre  de  pow.— Se  deelart  por  la  Sela  piinHira 
del  Tribunal  Supremo  do  haber  lugar  al  recurso  de  caaacie» 
interpuesto  por  D.  Roque  Paulin  contra  la  sentencia  prooan- 
dada  por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Valeneia,  tu 
pleito  con  D.  Vicente  Llovera.  587 

138     ÁP«LACI0II  POE  DlWEfi^TQRIA  ÍXBL  MUAiaSO  l|B  CáSAOOR  £8  d^ 

octubre  de  iSdlft.).— Interdicto  de  recobrar.'^Se  cononva 
por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo  la  proTidencla 
apelada  de  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  de- 
negatoria del  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  ioaé 
Jordana,  en  pleito  con  D.  José  Torner  y  otro.  5M 

239  Goiii>BTBiiGiA  ( 10  de  octubre  de  iSB^J^^Detemoion.^Moloe 
tratanUentas. — Se  decide  fOt  la  Sala  sagQfida  M  Tribunal 
Supremo  á  favor  del  Jusgaoo  espeeiat  de  Hacienda  de  la  pro- 
líncia  de  Pontevedra  la  competencia  i uacltada  con  el  d*  la 
Gapitanfa  general  de  Galicia,  acerca  del  «^oocímiaoto  de  la 
causa  formada  contra  los  carabineros  Manoei  AWareí  j  imá 
Gonzalos  por  detaneioa  y  malos  tratamíettios  á  Ventuea  Ro* 
driguex.  582 

!9140  C!oMPffrE!iaA  (10  de  octubre  de  i9fSiJ).--'De$aeato  á  taaná^ 
tofídod.— Se  decide  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Sq« 
pfemo  á  favor  del  Joj^do  de  la  QapUanía  general  de  Satre^ 
madura,  la  competencia  suscitada  con  el  de  psíoaera  inetaaelm 
de  los  Hoyos,  acerca  del  iconocimiento  de  la  cansa  farmaia 
contra  el  cabo  de  carabineros  Javier  Gastelaa.  594 

241  Recurso  db  cASAaon  (8  de  octubre  de  1892.).— A^^'^fKito- 
cton  de  6t09iea.).~-Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  no  haber  lugar  ai  recurso  de  oaaacion  iaterpnealo 
por  doña  Concepción  Laborda  y  sus  hijas  contra  la  sentencia 
pronunciada  por  la  Sala  prjimera  de  la  Audiencia  de  AUiacete, 

en  pleito  con  dona  Juliana  Jover  y  Valora.  587 

242  GoMPBTBdciA  (13  de  octubre  de  1862.>.-*<?iM&rtm8flmíeiil# 
de  cofidtfna.— Se  decide  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal 
Supremo  á  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  de  Sifn 
FQrnando  la  competencia  suscitada  con  el  de  la  Capitanía 
general  de  Marina  del  departamento  de  Cádis,  acerca  del  00* 
nocimiento  de  ia  causa  formada  contra  Dionisio  Rey.  800 

243  CoMPKTEHaA  (13  de  octubre  de  1 862.). ^Quie&ra  de  una  cose 
de  comaroú).— $e.  decide  por  ia  Sala  segunda  del  TrÜNinal 
Supremo  á  f:ivor  del  Tribunal  de  Comercio  de  ovilla,  la  com* 
potencia  suscitada  con  el  de  igual  clase  de  Barcelona,  acerca 

&e\  conocimiento  de  la  quiebra  de  la  casa  Finé  hermanos.         801 

244  CoHrersiiciA  (14  de  octubre  de  1862.).^i4¿Ofio  del  itnporU 
d^4m.«tAia^(f0.-r-Se  decide  por  la  Sala  primera  del  Tribanal 
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Supremo  á  fav^w  del  Jaxftado  de  primera  iqsMu^Ui  del  diatríto 
de  Maravillas  de  Madria  la  competencia  suscitada  cou  el  de 
igoal  e(ase  de  ta  Magdalena  de  SeYlllayacercadel  coooolmieaU^ 
de  la  demanda  entablada  anie  éste  por  D.  Antonio  Marsellt 
eoetra  la  compañía  Aseguradora  ganadera  HispamhPüHa" 
gueea.  603 

S|i5  Apblacioü  poe  denegatoria  del  RECuaio  DE  cv^ACioÑ  (14  de 
octubre  de  186^.).— Pof^^ion  de  dos  piezas  de  tierra. -^Sei 
conOrma  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  la  provi- 
dencia  apelada  de  la  Sala  tercera  de  la  Audíeooia  de  Barce*  . 
lona,  denegatoria  del  recurso  de  casaciocí  interpuesto  por  don 
Ren^igio  Salom»  en  pleito  con  el  Marqués  de  Honistrol.  605 

146     APELACIOlf  POR  DBIIBGATORU  DEL   RBCORSO  DE  CASACIÓN  (14  dO 

oetiibre  de  1862.).— PoMnon  efe  una  (i0rra-*Se  confirma  por 
la  Sala  primera  del  Tribunal  Sopremola  proyidencia  apelada 
de  la  Sala  terctíra  de  la  Au4ieoc¡a  de  Barcelona,  deaegatoría 
del  recurso  de  casación  iat^rpveeto  por  Pfidro  Ser^iOa  pleito 
con  D.  Lorenzo  Viver»  606 

%¥!  Apelaoon  por  deivegatoria  del  recürm  de  GASAOiotí  (15  de 
oelabre  de  18($2.).*-*/t0c¿ameeion  de  bienet.-^Sek  teiroca  por 
laSttta  prHnera  del  Tribunal  Supremo  la  DrOTidencia  apelada 

*  de  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Valhidolíd,  denegatoria 
del  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Gregorio  Leea 
Alomo » en  pleito  con  D.  Leandro  Obregon ,  y  se  admite  el 
reouree.  608 

24S  Recurso  de  ca<*acio:«  (14  de  octubre  de  ÍMI.). --Desahucio 
de  ufiaé  fíneae.—Se  decíara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  no  habar  tugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  José  Ramón  López  Neira  y  bermanos  contra  la  sen* 
tencia  pronunciada  por  la  Sala  se¿uoda  de  la  Audiencia  de  la 
Gorufta,  en  pleito  con  ü.  José  de  villar  y  Riosoto»  como  tutor 
de  doña  Eugenia  Páramo  y  hermanos.  609 

^49  APELAaoN  por  denegatoria  del  recurso  de  casaqon  (18  de 
octubre  de  1862.).— Posesión  de  las  aguas  de  una  fntna.— Se 
coQürma  por  la  Sala  primexa  del  Tribunal  Supremo  la  provi- 
dencia apelada  de  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Barce- 
lona, dooegatoría  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  don 
Jaime  VatejQtf ,  en  pleito  con  D.  Narciso  Liado  y  doña  Josefa 
Bellsolell.  6tt 

250  GoMWTBNciA  (20  de  octubre  de  1862.).— E/eetot  de  un  pa* 
garé. — Se  declara  por  la  Sala  segunda  del  TriboaRl  SupvenM» 
improcedente  y  estemporánea  la  competaocia  suscitada  entre 
el  Juzgado  de  la  Dirección  ffeneral  de  Administración  milüar 
y  el  Tribunal  de  Comercio  de  Madrid,  acerca  del  conocimien* 
to  de  las  diligencias  pendientes  en  este  último,  como  conse- 
cuencia del  pleito  entie.el  Conde  de  Santa  Olalla  y  el  Banco 
de  España,  y  se  manda  devolver  á  cada  uno  de  los  Juzgados 
TOMO  vu.  106 
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contendientes  ras  actoaciones.  6i4 

25i  Rsctiftso  DB  cAsukciOff  (21  de  octubre  de  iSSiX-^Pago  ié 
morovMtis.— Se  decía  rii  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  So- 

Breroo,  dq  haber  lagar  al  recurso  der casación  interpuesto  por 
'.  Mariano  Díaz  Benito  y  consortes,  <conlra  la  sentencia  pro- 
Dunciada  por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Madridí  en 
pleito  con  0.  Frtincisco  Navarro.  ill 

252  Reguaso  db  casación  (2(  de  octubre  de  (862.).  Seivindka* 
don  dé  6ien6j.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo,  no  haber  lugar  sil  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Gonstaútioo  Nadal ,  contra  la  sentencia  pronunciada 
por  la  Sala  secunda  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito 

con  D.  Ignacio  Gorominas  y  otros.  €19 

253  Competencia  (23  de  octubre  de  Mi,), -^Conocimiento  d$  la 
quiebra  de  una  caga  de  comercio, -^Sb  decide  por  la  Sala  se- 
gunda del  Tribunal  Supremo  á  faror  del  Tribunal  de  Comer- 
cio de  Valencia  la  competencia  suscitada  con  el  de  igual  clase 
de  Barcelona,  acerca  del  conocimiento  de  la  quiebra  de  la 
casa  Ao6^a,  AguUá  y  eampañia  W 

254  Competencia  (23  de  octubre  de  1862.). — Desobediencia  é  tn- 
wltoe  á  la  Guardia  ctvt/.— Se  decide  por  la  Sala  segunda  del 
Tribunal  Supremo  á  favor  del  Juzgado  de  la  Capitanía  gene- 
ral de  Castilla  la  Nueva,  la  competencia  suscitada  con  el  de 

E rimara  instancia  de  Manzanares^  acerca  dp)  conocimiento  de 
i  causa  formada  al  cabo  de  infanteria  Francisca  Jiménez  y 
Rodríguez*  ÍU 

255  Recurso  de  casacioiv  (24  de  octubre  de  iS62,),^Pago  de 
morat^ed^.— Se  declara  por  la  Sala  primara  del  Tribunal  Su- 
premo baber  lugar  al  recurso  decasaciou  interpuesto  por  don 
Antonio  Larrard  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala 
segunda  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  Fran- 
cisco Milans.  621 

256  Competencia  (25  de  octubre  de  ÍB^^.),— Conocimiento  de 
un  concurso  voluntario. — Se  decide  por  la  Sala  segunda  del 
Tribunal  Supremo  á  favor  del  Tribunal  de  comercio  de  Se« 
villa  la  competencia  suscitada  con  el  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia de  Cieza,  acerca  del  connciraiento  del  concurso  volun- 
tario de  D.  Francisco  Esteve  Garda.  629 

257  Recurso  de  casación  (27  de  octubre  de  1862.). — Dewlueion 
de  cantiiad.—Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  no  hab^^r  lugar  al  recurso  de  casación  interpoesto 
por  D.  Antonio  García  Corral,  contra  la  senlenda  pronunciada 
por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Ifadrid,  en  pleito  con 

D.  Leandro  Abad.  631 

258  Competencia  (28  de  octubre  de  1862.).— £fuWo  doméstico,^ 
Se  decide  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo  á  favor 
de  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Madrid  la  competencia 
suscitada  con  la  Sala  cuarta  de  la  misma  Audiencia^  acerca 
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del  céDOoimiéiito  de  la  oatlsa  formada  edoitra  MSíefa  Lopes 
Llan^.  *  634 

259  RBCtniío  me  C48íu»nv'(28  de  octubre  de  i^fi^.).^Pago  de 
tnaravedis,'-^^  declara  por  la  Sala  primera  delTríbanal  Sú- 
jpremo  no^ber  logar  al  reearso  de  casacicm  interpuesto  por 
el  Dttifoe  de  Alba,  en  re^ireseatacíoo  de  sus  bijo9,  contra  la 
seotenoia  proDuoQiada  por  ja  Sala  primera  delfi  Aadienoia  de 
Sevilla,  ea  pleito  coa  D.  José  Diai  Aranda.    •    .  637 

260  Recubso  d»  (^ACioii  (25  de  octubre  de  1862.).— Pa^o  ie 
eantidad.-^^  dolara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 
premo no  haber  lagar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
D,  Lorenzo  Caballero,  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la 
Sala  primera  de  h  Audiencia  de  MadrTd,  en  pleito  con  los 
Síndicos  de  la  testamentaría  concursada  díe  D.  Manuel  Rivas 
'Albear.  639 

261  Bbcubso  db  CA^icioN  en  Minuto  de  UlttfaiiMr  (28  de  octubre 
de  1862.).— iVtiJtdai  de  una  escritura  de  venta^^Se  declara 
por  la  &ila  de  Indias  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lu« 
^r  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Inés  Mora* 
les  contra  la  sentencie  de  viste  pronunciada  por  la  Sala  se* 
gUDda  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  pleito  con  D.  Rafael 

Toca  y  otros.  643 

262  Rrcdrso  de  injusticia  notoria  (27  de  octubre  de  J862.).-<** 
Pago  de  canHdad.—Se  declara  por  la  Sala  primera  del  tri- 
bunal Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  injusticia  notoria 
interpuesto  por  D.  Agustín  Rodríguez  é  hijo  contra  la  sen- 
tencia pronunciada  por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de 
Setilla,  en  pleito  con  D.  Gríspulo  Martínez.  648 

263  Recurso  de  casación  (28  de  octubre  de  i%^2X-^Enlrega  de 
bienes. — Pago  de  rerUas.^SQ  declara  por  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  D.  Mariano  Pola  y  consortes  contra  la  sentencia 
pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Ovi0do, 

en  pleito  con  D.  Aptonio  García  Barrosa  y  otros.  654 

264  Recurso  de  casaoon  (29  de  octubre  de  1862.).— Jf^/or  de^ 
recho  á  unos  bienes,^Se  declara  por  la  Safa  primera  del 
Tribunal  Supremo  no  haber  Iuí;;ar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  D.  Antonio  Freijo,  contra  la  sentencia  pronun- 
ciada por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  la  Coruñai  en 

pleito  con  pona  María  Manuela  Vázquez  (2uipo.  654  • 

265  Recurso  vr  casación  (29  de  octubre  de  1862.).— Z>tt;Í9íon  y 
pertenencia  de  una  herencia, -^Se  declara  por  la  Sala  pri- 
mera del  Tríbtfnal  Supremo  haber  fugar  al  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  D.  Mariano  Peinado  contra  la  $^nlencia 
proüunciada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Albacete , 

0n  pleito  coD  Dona  Isabel  Navarro.  658 
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266  Rw»^»  iKCi^tCMwtaílAi^WillIlfe»  iSigí)^  Pmámim 
eia  d$  friones.— Se  declara  por  U  Sala  primera  del  Tntaoal 
SupreoM  DO  haber  lagar  ai  reenrsedeiC^MMÍpt  jJitarfNtaflif 
pof  la  viuda  y  berediaaM  de  D.  Aaiooio  Sanchas  BürMCM 
con  Ira  la  «eoteocia  pronunciada  por  1%  Sala  aagiunda  4ftte 
Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  con  au  faermase  D.  Di^*.         600 

267  RsoDRae  m  gi9aooii  (30  Jte  oetahra  de  t862.}.-^^  di 
«na  pennon.-^Se  declara  por  la  Sata  primera  del  TrilMiiial 
Supreoio  no  haber  tq^ar  al  recurso  de  caaaeioo  interpoei* 
to  por  D.  Manuel  Cañete  conira  la  senteBcia  pfoihmcn& 
por  la  Sata  primera  de  la  Audiencia  de  Granada,  en  plefle 

eoa  D.  Bernardo  Ramírez  de  Valenzuela.  665 

268  Bücuaso  ns  CASAaon  (5  de  noviembre  de  i^i.}»'^TsntHm 
de  donUnio^f^Se  declara  por  la  Sala  priiserfi  del  Tribunal 
Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  loierpoeilo 
por  O.  José  Joaquín  García  contra  la  aenlencia  prenuncia- 
da por  la  Sala  segunda  de  la  AudleneÜ  de  Seffila,  ea  pMo 

oeo  D.  Antonio  y  D.  Gootalo  Mónitas.  667 

269  RccoRso  DB  casácioii  (5  de  noviembre  de .  1862.).— Otfcaoü 
da  cuantoa.^Ss  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Sor* 
Bremo  no  haber  tugar  al  recurro  de  casacioQ  interpueaio  por 
D.  Antonio  Ruiz  de  la  Fuenie  contra  ta  sentencia  pcoBuncia« 
da  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Granada,  en  pleito 

con  la  Marquesm  de  Bogaraya.  671 

•  270  Eficuaso  db  casaciun  (5  de  noviembre  de  1862.>.— IVopta** 
dad  de  dos.ea$as.SQ  declara  por  la  Sala  segupda  del  Tribu* 
nal  Supremo  no  haber  luAar  aJ  recur^H)  de  casacioa  ioier*> 
puesto  por  la  Síndicalura  de  D.  Ramón  Goll,  contra  la  sm* 
tencia  pronunciada  por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de 
Bareenoa^  en  pleito  con  D.  Antonio  Sola*  6Tf 

271  Rbcorso  db  CASAaoN  (6  de  noviembre  de  1862.).-p*raroaH4 
de  domínto.— Se  declara  por  la  Sala  primera  ael  Tribunal 
Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  Doña  Concepción  Rama  contra  la  sentencia  pronunciada 
por  la  Sala  primera  de  ia  Audiencia  de  Valencia^  en  pleito 

con  D.  Fr^oíi^o  y  Dona  VictorJapa  Moral,  676 

272  Recurso  DECAi<Aa)N  (8  de  noYiembre  de  {862.).— tfi^forda- 
recho  á  los  bienes  de  un  mayaraggo.—Se  declara  por  ta  Sala 
primera  del  Tribunal  Suprem.o  no  haber  lugar  al  recurso  de 
casación  interpuesta  por  D.  Juan  Pérez  de  XSolosia  contra  la 
sentencia  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de 
Oviedo»  aa  pleito  con  D.  Goame  GoniaJea  de  Goloiia.  678 

273  Apei^cion  poa  DB!fE6A.ToaiA  oGL  RBCuaaa  DB  casAOOif  (8  de 
noviembre  de  i  862.).— iVomdramíeiilo  de  eurador  ejemplar. 
—Se  confirma  en  parte  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Su- 
premo y  en  parte  se  revoca,  adroitiéndoae  el  reoorao»  la  pro« 
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▼Ídhiiel(iáp«ladadti'laSMiitérc«M<!ela  AtNlf«¥rcfií  dé  Dftir^ 
Ms,  áimegaftoria  d(fY  recurso  de  easacioa  interpueno  por  üéú 
(Br9gtitit^ikM)^,  ett  pleité  eoB  mi  eapoea  dofia  Phidéndft 
Urratilu  682 

274  RECDBse  de  CAsiacm  (10  denoviembre  de  1802.).— A^iidt* 
eloii^l^tBiiafltáur.-^Se  declara  ptír  ta  Sale  Y^rífMef'a  del  Tñhií* 
mí  Smtem6  haber  tfrMr  el  recor<^  de  casación  itíterpdestó 
porionad^Ibemy  Ildefooeo  Borrerar  Aia^  Atitortíd  Saúbhei 
«ootra  la  seottotiefa  pronimcfada  por  la  Safa  tercera  de  la  Aa* 
diencfa  de  Madrid,  eo  pMto  ton  D.  Mamiel  Moreno  titi^te.      684 

S75  Competencia  (12  de  Doviembre  de  1862.).^fieM»inoii  d$  um 
contrato  de  verUa. — Se  decide  por  la  Sala  segunda  del  Tri- 
í^né\  Supremo  á  favor  del  Jazgado  de  la  Capitanía  general 
de  Marina  del  departamento  de  Cádiz,  la  competencia  ánsci*' 
teda  con  el  de  primera  instancia  de  San  Fernando  acerca  del 
MmociiQiento  de  la  demanda  eútaUeda  por  D.  J<Mé  Ramotí 
eettines  eon(ra  doBtf  María  Tejada,  sobre  rescisión  de  mi  con* 
trato  de  fenta.  687 

276  Rscunso  de  casación  (11  de  noviembre  de  i862.).-^P'^/s*» 
raneta  ds  créditos. —»e  declara  por  la  Sala  primera  del  Tr^ 
bpnat  Supremo  no  haber  logar  al  recurso. de  casación  ioter^ 
puesto  por  doña  Valentina  Muñoz  contra  la  sentencia  pro»    . 
nunclada  por  la  Safa  segunda  de  la  Audiencia  de  Ciceros,  en 

el  pleito  seguido  edt^e  D.  Luis  Cabaóilias,  como  marido  de 
dona  Manuela  Muñoz  y  el  Marqués  de  Guadatcazar.  689 

277  HtccRso  DB  CASACIÓN  (13  de  noTiembre  de  l862.).--/nc{0m- 
,    n^meáoit  dé  un  Hnéestto.^Pago  de  maravedü,*-^  declara 

por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  logar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Manuel  Pando  Casta*» 
ñeda«  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  tercera  de 
la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  la  Sociedad  de  Segaros 
mutuas  contra  incendios.  691 

278  ftEcuHso  DE  CASACIÓN  (13  do  noviembre  de  1862.). — Retrae* 
to  de  fineas.-^e  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  no  haber  fugar  al  recurso  de  casación  interpuestb 
por  BamoB  Lumbreras  contra  la  sentencia  pronunciada  por 
U  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Granada,  en  pleito  con  Ra-* 

noA  LopeK  Gozar.  694 

279  Competencia' (13  de  noviembre  de  1862.).— l^mftorüo  de 
unos  efectos,--Se  decide  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal 
Supremo  á  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  de  Cáceres 
la*  competencia  suscitada  con  el  Tribunal  de  Comercio  de  Se- 
rvia, acerca  del  conocimiento  deJ  incidente  del  concurso  de 
D.  Aguatin  Hatos  relativo  ai  embargo  y  depósito  dd  valor  de 

102  sacas  de  lana.  69<l 

280  RtciASO  M  CA9ACI0II  (14^de  noviembre  de  1862.}.— fi^il4 
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fmirot«^^«*-iSd  declara  por  \%  Sala  primera:  del  Tribiuial  Sa« 
Dremo  po  haber  lugar  al  reoQrao  decaaaoloii  i^Urpoesto  por 
p.  Alejo  Urabayen  como  iotof  de  O.  Tooiás  Urabajea  cootca 
la  seateDcia  pronuodada  por  la  Sala  segoBda  da  BúrgOB»  ea 
pleito  con  p.  Bepigpo  Gutiérrez.  M 

281  RECuaso  db  CASAqoN  (i4  de  noviembre  de  iB^tX'-^aifO  dt 
maravcdü.'S^  deólara  por  la  Sala  aegiuda  del  Tribunal  Su- 
premo no  babor  lugar  al  recurso  de  casacioo  ioterpuesto  por 
la  viuda  6  hijo  de  D.  Cárlojs  Torreas ,  coutra  la  seateoeia 
pronuoclada  por  la  Sata  primera  de  la  Aadieocia  de  Baroeloiia 
en  pleito  coa  D.  Jaime  Da  I  mases  y  los  liquidadores  de  la  so- 
ciedad Sibert  y  Dalmases:  W 

282  CoMPETEFtaA  (17  de  noviembre  de  IS62.).-*-J(CsracíQii 
del  orden  público.^*Sa  decide  por  la  Sala  segunda  del 
Tribunal  Supremo  á  favor  dei  Juzgado  de  primera  instaacía 
de  Carbdllo  la  competencia  su^^citada  con  el  de  la  Capitaala 
general  de  Ga(icía  acerca  del  cooocimiento  de  la  cansa  foT" 
mada  con  motivo  de  los  hechos  ocurridos  en  el  Campo  de  la 
Feria  de  la  parroquia  de  Santa  María  de  Rus,  en  13  de  julio 
de  i862,  sin  perjuicio  del  derecho  del  Capitán  general  de  Ga- 
lícía  para  averiguar  y  corregir  en  su  caso  el  comportamiento 
militar  de  sus  subordinados.  701 

283  CoMP£TEr<cu  (19  de  noviembre  de  {S62.).^Pago  de  maraioe' 
d^.7-Se  decide  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo  i 
favor  del  Juzgado  de  la  Capitanía  general  de  Castilla  la  Nueva 
la  competencia  suscitada  con  el  de  primera  instancia  del  dis- 
trito de  la  Universidad  de  Madrid,  acerca  del  conocimiento  del 
juicio  ejecutivo  promovido  por  D.  Domingo  Gutier  contra 
doña  Gerónima  iklanzat  sobre  pago  de  12,000  re.  TOS 

284  Competencia  (19  de  noviembre  de  1862.).— Payo  de  mará* 
vedU,Se  decide  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo 
¿  favor  del  Juzgado  de  la  Comandancia  del  tercio  y  provin- 
cia naval  de  Barcelona  la  competencia  suscitada  con  el  Tribu- 
nal de  Comercio  de  dicha  plaza,  acerca  del  conocimiento  de 
la  demanda  entablada  por  D.  Marcos  Biarí  contra  D.  Miguel 
Devesa,  práctico  del  puerto  de  k  indicada  ciudad,  710 

285  Apelación  por  i^NBCAToaiA  del  rbcurso  db  casación  (10  de 
noviembre  de  1^62.}.— iVuítdad  de  la  f>enta  de  utioortt/o.— 
Se  confirma  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo  la 
sentencia  apelada  de  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Se- 
vilUí  denegatoria  del  recurso  de  casación  interpuesto  por 
D.  Ensebio  Gascón,  como  tutor  de  doña  Lucía  Uuason  y  Vera, 

en  pleito  con  D.  Francisco  Fernandez.  ^^^ 

286  Rbcorso  de  capación  (20  de  noviembre  de  iB%^.).^^ago  d0 
la  renta  de  un  atrehdamiénto. — ^Se  declara  por  la  Sala  pri-  . 
mera  del  Trit>unal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  dé  ca* 
sacion  interpuesto  por  O.  Mariano  LausiUi  contra  la  aeatea^ 
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cia  pronuDCiada  por  la  Sala  tacara  de  la  Aodieoeia  de  Za- 
ragoza^  en  pleito  eon  D.  Tadeo  López.  714 

2B7  BECtmsb  de  casacioi?  (ti  de  noviembre  de  {^6t.)^Págo  ie 
un  credtto.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  no  haber  lugar  al  recur&o  de  casación  interpuesto 
por  D.  Domingo  bertran  contra  la  sentencia  pronunciada  por 
la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Batcelona,  en  pleito  con 
D.  Juan  Badía.  716 

288  Recurso  de  casación  (21  de  novienibre  de  tB(it,). -^Limpia 
y  conservae^qn  de  una  acequia. — Derecho  á  aprovecharse 
de  sus  aguas, — Reposición  de  ella  al  estado  primitivo. — Se 
declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Domingo  Mar- 
f^enat  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de 

la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  José  Gros.  718 

289  Recurso  DE  CAPACIÓN  (5^2  de  noviembre  ñ^  iññ^.y^-^MeJor 
derecho  á  los  bienes  de  un  patronato. — Se  declara  por  la 
Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recar* 
80  de  casación  interpuesto  por  O.  Bfi^rcos  Jiménez  contra  la 
sentencia  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  ja  Audiencia  de 
Granada,  en  pleito  con  O.  Manuel  Martinez  Vivó.  722 

200  Recurso  DE  CASACIÓN  (22  .de  noviembre  de  iS62.).^'Prefe* 
renda  de  créditos  en  el  embargo  de  unos  bienes. — Se  decla- 
ra por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  Casación  interpuesto  por  D.  Antonio  Rodrí- 
guez Santiago,  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la.  Sala 
segunda  de  la  Audiencia  de  Valiadolid,  en  pleito  con  D.  Án- 
gel MansilTa  y  Compañía.  725 

291  Recukso  de  gasaqon  (26  de  noviembre  de  {Sñ%.).'^Pago  de 
una  cantidad.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  internpesto 

.  por  los  albaceas  del  Marqués  de  Lugres  y  el  curador  ad  litem 
de  sus  nietos  y  herederos  contra  la  sentencia  pronunciada 
por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Granada,  en  pleito  con 
la  Marquesa  de  Bogaraya.  729 

292  Competencia  (27  de  noviembre  de  1862.).— Designación  d$ 
alimentos  y  litis  espensas.—S^  decide  por  la  Sala  primera 
del  Tribunal  Supremo  á  favor  del  Juzgado  de  primera  insr 
tancia  de  Gergaf  la  competencia  suscitada  con  el  de  igual 
clase  del^  distrito  de  la  Catedral  de  Murcia  sobre  conocimiento 
de  las  diligencias  entabladas  por  doña  Ana  Enriqnez  Ros 
contra  su  marido  D.  Francisco  de  Paula  Martinez.  732 

293  Recurso  de  casación  (27  de  noviembre  de  1862.).— De/ensa 
de  polrre.SB  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 
premo no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Felipe  Mejía,  contraía  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  ter* 
cera  de  la  Audiencia  de  Madrid ,  en  pleito  con  la  Marquesa 
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Viütia  de  focares  y  el  miüidterío  lláeal.  TU 

294  Hecubsodjs  CASAaon  (27  de  noviembre  de  1802.).— iViom- 

dramienU^  de  curador  ejemplar, ^Sé  resaeíve  por  la  SaU 
primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  dé 
casación  interpuesto  por  D.  Tomás  López,  contra  la  senten- 
cia^pronunciada  por  la  Saia  primera  de  la  Audiencia  de  la  Co- 
ruiía,  en  pleito  con  su  mujer  doña  Margarita  Amado.  US 

295  Decurso  db  gasacion  (28  de  noviembre  de  i%9i.).^Reeono* 
cimiento  de  uti  Aí/e.-*8e  declara  por  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  iQ« 
terpuesto  por  Feliciano  Itif^uel,  en  representación  de  so  hija 
Teodora,  contra,  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  se^n- 
da  de  la  Audiencia  de  Valladolid,  en  pleito  con  Ramón  Gar- 
cía ,  como  marido  de  Florentina  García.  W 

290  Bscimso  m  casaqon  (29  de  noviembre  de  1862.).— Pa^  de 
maravtedis.Se  declara  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal 
Supremo  no  haber  logar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D«  José  Goaé  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala 
tercera  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  dona 
Francisca  Rocafort ,  en  cnanto  se  fupda  en  la  causa  6.*  del 
artículo  10(3  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  cítíI  ,  y  haber 
ItigtfV  8t  mismo  por  la  causa  3.*  del  ekado  arifento:  se  oms» 
tía  devohrer  los  autos  á  la  Audiencia  de  Barcelona  para  qa$ 
reponiéndolos  al  estado  que  teni^  al  cometerse  la  falta  mo- 
tivo ^  casación ,  los  sustancie  y  determine  con  arreglo  á 
derecho.  W 

,  297  Recurso  de  casacior  (t  .*  de  diciembre  de  1862.). — Pa^  dd 
rédito  de  un  censo.—Se  declara  por  la  Sala  segunda  del  Tri- 
bunal Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  intar'* 
puesto  por  D.  Juan  Ruiz  contra  fa  sentencia  pronunciada  por 
la  SMa  segunda  de  la  Audiencia  de  Míadríd,  en  pleito  con  Don 
Marciano  Martin  Parido,  cofmo  apoderado  de  O.  José  Agui- 
lera. 74f 

298  Recurso  de  caseación  (2  de  diciembre  de  {862.).— ^oteetoi» 
y  saneamiento, — Pertenencia  y  entrega  de  la  mitad  de  una 
easa.^Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supretno 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Joan 
Blanco,  como  marido  de  Cipriana  Alonso,  t  por  María  Fran- 
cisca Alonso  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  pri- 
mera de  la  Audiencia  de  Yailadolid  en  pleito  con  José  Al- 
varez.  1U 

299  Recurso  de  CASAaoiv  (2  de  diciembre  de  iStó.).— Nulidad 
de  una  donacion.^%Q  declara  por  la  Sala  primera  del  Trl- 
bonal  Suprerkio  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  Ínter* 
puesto  por  Juan  Hontaner  contra  la  sentencia  pronunciada 
por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Barcelona ,  en  pleito 

con  Pablo  Ventura.  7^ 
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300  CoxPBTEiu:iA  (5  de  diciembre  de  IR6Z.).^Conocifm«nto  de 
un  abwtestato.—St  decide  por  la  Sato  seganda  del  Tribunal 
Supremo,  á  favor  de)  Juzgado  de  primera  instancia  de  Saa 
Feroaado  la  competeoeia  suscitada  con  el  de  la  Capitanía  ge- 
neral de  Andalucía,  acerca  del  conocimiento  del  juicio  de 
abintestato  de  D.  Manuel  Márquez.  749 

30 1  Reciirsoce  ak»AGioN  w  A^'UNTO  DE  ULTRAMAR  (6  de  dicíembrd 
de  iBQ2.),-^Pértenencia  de  bienes  hereditarios. — Se  declara 
por  la  Sala  de  Indias  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  AgapitoTabila  Ber- 
nardoy  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  de  justicia 
()e  la  Rpal  Audiencia  de  Filipinas,  en  pleito  con  doña  Regina 

y  doña  Bibiai\a  Tamiiyo.  730 

302  Recurso  de  casación  (6  de  diciembre  de  \S62.).— Alzamiento 
de  la  retención  del  importe  de  un  pagaré, — ^Se  declara  por  la 
Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurro 
de  casación  interpuesto  por  los  Síndicos  del  concursa  de  don 
José  Ortiz  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  prf* 
mera  de  la  Audiencia  de  Valladolid,  en  pleito  con  D.  Indale- 
cio Sánchez  Porrua.  752 

303  GoHPETRifcíA  (9  de  diciembre  de  Í862.). — Cumplimiento  de 
un  contrato  de  venta. — Se  decido  por  la  Sala  segunda  del 
Tribunal  Supremo  á  favor  del  Tribunal  de  Comercio  de  Ma» 
drid  la  competencia  suscitada  con  el  de  igual  clase  de  Cádiz 
acerca  del  cqnocimiento  de  la  demanda  entablada  por.D.  Ja- 
lian  Prats  contra  D.  Bamon  Cantero  para  que  se  le  obligue  A 
cumplir  uo  contrato  de  Tenta.  755 

,  * 

304  Competencia  (II  de  diciembre  de  1862.).— i7tf  reo  ¿oméfftco. 
—Se  decide  por  la  Sala  segunda  del  Tribjinal  Supremo  á  fa« 
▼or  de  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Madrid  la  compe- 
tencia suscitada  con  la  Sala  coarta  de  la  misma,  acerca  del 
conocimiento  de  la  causa  formada  contra  José  Saenz  de  Llera, 
criado  al  serticio  de  D.  laoeente  Martines.  757 

305  Recurro  db  casación  (12  de  diciembre  de  1862.).— Nu/úlad 
de  eleecion  de  A«r0a«ro.— Se  declara  por  la  Sala  prime- 
ra del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  José  Massot  contra  la  sentencia  pronun- 
ciada por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en 
pleito  con  Rosa  Maspera  y  Mariano  Maaiot.  78» 

306  Recurso  DE  capación  (12  de  diciembre  de  1862.}— A^ndícion 
de  cuentas^Sntrega  de  bienes.— Se  declara  por  la  Sala  pri-  ^ 
mera  del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  ca- 
sación interpuesto  por  D.  Lorenzo  Cabré  v  Macip  contra  la 
sentencia  pronunciada  por  la  Sala  tercera  de  la  Aadiencis^  de 
Barcelona,  en  pleito  con  Francisco  Macip  y  hermanos.  763 

307  Recubío  de  casación  (13  de  diciembre  de  1862.)«^X)esaAtf- 

TOMO  vn.  107 


DigLtized  by  VjOOQIC 


8!t0  lUAlSPAUDXiXCU  CIVIL. 

nífmkros.  pXgdus. 


cío  dé  una  casa^ Abono  áe  gastos  y  perjuieios. — Se  declan 
por  la  Sala  primera  del  Tribaoal  Supremo  no  haber  lagar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  t>.  Manuel  Delgado  Isla 
contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  la  Au* 
diencia  de  Valiadolid,  en  pleito  con  ios  herederos  de  D.  Ra- 
món Lueimo.  '  76S 

308  RECtrasoDE  casación  (13  de  diciembre  de  1862.).-— Ae»(¿¿tt* 
cton  ininteyrum. — Se  resuelve  por  la  Sala  primera  del  Tri- 
bunal Supremo  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpues- 
to por  el  Ministerio  fiscal  contra  la  sentencia  pronunciada  por 
la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  coa  los 
Síndicos  del  coman  de  acreedores  da  D.  Juan  Nepomuceoo 
de  Francisco;  y  se  casa  y  anula  dicha  sentencia.  761 

300  Recurso  de  casación  (18  de  diciembre  de  1862.].— A^u¿<da¿ 
(Í0  ¿a  t;en¿aci0una5^nca5.— -Se  declara  por  la  Sala  primera 
del  Tribunal  Supremo  no  haber  lu^ar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  6.  Antooio  Cortés  Nuñez  contra  la  sentencia 
pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Cáceres, 
en  pleito  con  Vicenta  Pérez  Sánchez.  77% 

310  Recurso  de  casación  (19  de  diciembre  do  1862.).— líirfor 
derecho  á  la  mitad  reservable  de  unos  bienes  vinculados. — 
Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  uo  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Rafael  Masero, 
contra  ia  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  la 
Audiencia  de  Cáceres,  en  pleito  con  D.  Máximo  Lozano.  773 

31 1  Competencia  (19  de  diciembre  de  1862.). — OumpUmienio  de 
un  exhorto.— 'Se  decide  por  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 
premo á  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  de  Cangas  de 
Tineo  la  competencia  suscitada  con  el  de  igual  clase  del  dis- 
trito del  Barquillo  de  Madrid,  sobre  cumplimiento  de  un 
exorto.  777 

312  Recurso  de  casación  (18  de  diciembre  de  1662.).— A^omoc»- 
miento  de  un  hijo  natural.— Se  declara  por  la  Sala  primera 
del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  el  curador  ad  Utemáel  menor  José  Aniceto 
contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  tercera  de  la  Au- 
diencia de  Burgos,  en  pleito  con  D.  losé  Alvarez  Yelarde.         7$0 

313  Recurso  de  casación  (19  de  diciembre  de  1862.).— if4;t«ii- 
caeion  de  bienes.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribu- 
nal Supremo    haber  luj^ar  al  recurso  de  casación  inter- 

«  puesto  por  doña  Rafaela  Fernandez  Cid,  contra  la  sentencia 
pronunciada  por  la  Sata  primera  de  la  Audiencia  de  la  Coro- 
ña,  en  pfeito  con  doña  Carmen  Miranda;  y  se  casa  y  anula 
dicha  sentencia.  7S 

311  ApBLAaoN  por  denegatoria  de  recurso  de  casación  (20  de 
diciembre  de  4862.).— Corta  (^e  un  almez  de  un  huirlo.-- 
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Sa  roToi»  por  la  Sila  segonda  dial  Trfbañal  Sápremó  la  proTÍ« 
delicia  apelada  de  la  Sala  segunda  dé  la  Audiencia  de  Grana- 
da, denegatoria  del  reparso  de  casación  interpuesto  por  don 
Felipe  Gallego  y  Morales,  en  pleito  con  D.  José  María  Delgado; 
j  se  aditfite  el  recurso:  785 

^j315  Rbcurso  DE  cisAaoR  (20  de  diciembre  de  i862.).^ile«l»Ctt« 
_^  don  in  tnte^rum.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribu* 
•iSL.^  nal  Supremo  no  haber  lugiir  a!  recurso  de  casación  interpuesto 
üíiM-  por  D.  Antonio  Lupion  contra  la  sentencia  pronunciada  por 
Qla  Safo  tercera  de  la  Audiencia  de  Madrid ,  en  pleito  con  don 
í?3ÍSlJosé  García  Cachaña.  787 

316  Recurso  de  CASMnoif  (19  de  diciembre  de  iS^,).^Tiro$tU 
de  dominio.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribonal 
Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  Interpuesto  por 
por  doña  Petra  García  Carnero  ▼  el  curador  de  \oi  menorea 
Juan  y  Patricio  Carnero,  contra  (a  sentencia  pronunciada  por 
la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Valladolid,  en  pleito  con 

D.  Manuel  Fernandet  Lezcano.  791 

317  Recurso  de  cA^^ACtoif  (22  de  diciembre  de  1862.).-- FVItaeton 
de  unos  menorea.— Se  declara  por  la  Sala  primera  del  Tribu- 
Supremo  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
doiía  Ana  María  Godoy  contra  la  sentencia  pronunciada  por  ' 
la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Cáceres,  en  pleito  con  don 

Juan  Romero  Falcon;  y  se  casa  y  anula  dicha  sentencia.  794 

318  CoMPETENCu  (20  de  diciembre  de  1862.)* — Preparación  de 
¡a  acdon  egeetUiva, — Se  decide  por  k  Sala  segunda  del  Tri- 
bunal Supremo  á  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  de 
Orihuela  la  competencia  suscitada  entre  este  y  el  Juzgado 
de  la  Capitanía  general  de  Marina  del  departamento  de  Car* 
tagena,  acerca  del  conocimiento  de  las  pretensiones  promo- 
vidas por  el  Conde  de  Almodovar  contra  D.  Hermenegildo 
Caballero.  IH 

319  Apelación  por  denegatoria  del  recurso  de  casación  (20  de 
diciembre  de  1862.).— Paj/o  de  réditos  de  un  eenso.^Se  con- 
firma por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo  la  providen- 
cia apelada  de  la  Sala  tercera  tercera  de  la  Acdiencia  de  Bar- 
celona, denegatoria  del  recurso  de  casación  interpuesto  por 
D.  Francisco  Ferret,  en  pleito  con  el  cura  de  la  parroquia  de 
Sitges  y  otro ,  en  conce^^to  de  administradores  de  los  bienes 

de  D.  Manuel  Batlló.  797 

320  Recurso  de  casación  (19  de  diciembre  de  1 862.).^il¿6ac0as* 
go  y  administraeion  de  bienes, — Se  declara  ror  la  Sala  pri- 
mera del  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al  recurso  de 
casación  interpuesto  por  D.  Pablo  Hueto  contra  la  sentencia 

¡  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Burgos, 

en  pleito  con  D.  Miguel  Francisco  de  Gorrostiza.  799 
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321  AsSLACIOIf  POa  Dil|BGiWl|A  UBI.  BSGUMQ  M  CAUIU&N  (20  di 

diciembre  de  i$62.}«^^  ^  fnáraoe<i¿».--66  coofimu  por 
la  Sala  primera  del  Tribunal  &apramo  U  pcoTídeoeia  apela* 
da  de  la  Sala  tercena  de  la  Audiencia  de  Madrid,  deaegato- 
ría  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  GniUiiwo  R)* 
Itaind,  en  pleito  con  D.  Bnrique  Laieu.  'y  por  ausencia  de  este 
é  ignorado  paradero  eon  tos  estrados  del  Tribunal.  ^< 

322  CovpsTBiuaA  (23  de  diciembre  de  I9a2.)-'— ^owMimtsiUe 
de  una  causa  por  homicidio.— Se  decide  por  la  Sala  segaa- 
da  del  Tribunal  Supremo  á  faror  del  Juzgado  de  la  Cofian- 
cia  de  Harina  de  la  provincia  de  Tarragona,  la  competeocia 
suscitada  eon  el  de  primera  instancia  de  Vendrell,  acerca  del 
ooneokniento  <te  la  cansa  formada  oen  not^a  de  lanoecte 

del  raatrícniado  José  Fignorola.  ^ 

323  CoxFETEüCiA  (24  de  diciembre  de  1862.).— CónocimiMo  de 
una  causa  por  muerte  de  un  Practicante  de  Sanid€id  de  la 
ArmadoX-S^  decide  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Su- 
premo á  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  de  San  Fer- 
nando la  competencia  suscitada  con  el  de  la  Cap! tanta  gene- 
ral de  Marina  del  departamento  da  Cádiz,  aoerfa  del  conocí* 
miento  de  la  causa  formada  con  motivo  de  la  maecte  de  doa 
José  Álamo,  practicante  desanidad  de  la  Armada.  ^ 
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PÁGINAS* 

Ablatestalo.-^La  jurisdicción  ordinaria  es  la  compeUnte  para 
conocer  de  los  abintestatos,  aunque  sean  de  aforados  de 
guerra,  según  la  letra  y  espíritu  de  la  ley  21,  til.  4.%  li- 
Jiro  6.*  de  la  No?.  Recop.,  y  su  inteUgencia  j  aplicaekHi 
que  de  una  manera  preceptiva  iia  fijado  el  Tribunal  Supre- 
mo en  varias  de  sus  decisiones.— (Cómp»,  núm.  i  97.  y 
— 7  de  agosto  y  5  de  diciembre  de  1^2.),  491  y  74^ 

— —  V.  Adminütradore», 

Abogado.— Por  la  ley  20,  Ut.  16  de  te  P^t.  9/ se  prohibe  al 
letrado  ser  testigo  en  el  pleito  que  oomenstase  a  raxonát^ 
00  siendo  presei^io  por  la  parte  contraria.*— ({?.,  nánae- 
ro  280.-14  de  noilembre  de  4862.).  69d 

Aoclon. — La  diversidad  de  los  motivos  ó  razones  en  que  una  aecipn 
cualquiera  pueda  fundarse  no  varia  su  naturaleza»  Qí  au- 
toriza su  reproducción  en  un  segundo  juicio  contra  la  mis- 
ma persona  y  sobre  las  mismas  cosas^  á  no  ser  que  sobre* 
viniese  después  6  posteriormente  llegara  4  noticia  del  ia- 
teresado.--<C.,  num.  236.-6  de  octubre  de  i862«).  582 

La  acción  rt^ivindicatoria  nace  del  domiiiio«r-(C»  núm*  100. 

—12  de  abril  de  1862.).  250 

——  La  acción  reivnidlcatoria  nace  del  dominiOi  y  solo  compele. al 
que  lo  tenga  y  acredite  en  legal  forma.— <C.,  núma.  71*  y 
127.— 14  de  marco  y  9  de  mayo  de  Í862.).  174  y  318 

I  '    ■"  ■   ••"      -    — 

(1)  Esplicadon  Je  lis  ábretlatarat  de  este  Uepertorio.— T.,  quiere  dedr  Vóasé;  Cm»»., 
sentencia  dittada  en  deekion  sobre  eompeienda;  C,  en  reenrso  de  easáchu;  C.  de  If.» 
en  reeorsf»  de  eoisekm  en  materia  de  te  jariadieckm  áe  Harnea',  Car.  á€  ü»,en  reeorae 
de  eataeion.  «n  asunto  de  WtrBm0r;IiMl,,  en  recuso  de  uulidudf  i.NW.  df  /*»  en  reeana 
éennlidm  tu  voMittikd^  imprenta;  Apa.  en  M«.,seBtefiela  dictada  en  apeiadon  por  de* 
ÉeoBrae  ia  admisión  del  reeunode  eusacion;  ApeL  en  üa/.,  en  apeíaeion  por  no  apniilirse 
el  tetun^dúnuñdad;  fi^^r«#r«i8#ateMUr«i(wt»<0  éiínfufi^^  nointéa^A  eDntfmt- 
cton  ée  la  eaesUon  ó  ounio  de  derecho  qoe  se  resuelve,  se  poaen  el  oáom^  fiil'  la  sentencia 
Ueva  en  el  tomo,  la  fecha  de  la  resolneion  y  la  pigina  donde  se  encuentra. 
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AceioM.— Para  ejercitar  útilmeota  la  acdoo  reiTÍadíeatoria,  ee  na» 
cesarlo  que  se  [okldqiie  el  demíoio  de  loa  tHenea  raciama- 
dos  en  faTor  del  qoe  la  propone*— (C.^Dám.  141  .--23  de 
mayo  de  1802.).  353 

—  Hay  acciones  procedentes  de  derecho  real,  qoe  sin  embargo 

no  son  reivindícatoriu.— ((/..  n6m.  29.--tf  de  febrero 

de  1862.).  n 

——  Para  poder  otiliiar  la  acción  reivindicatoría  lia  de  perlener, 
por  QQ  ]q9Io  titulo,'  al  qat  la  «iercita,  la  cosa  reclam&da. 
— (C,  núm.  128.--9  de  mayo  de  1862.).  322 

-^— No  se  infringe  lo  dispuesto  en  la  ley  S.",  tft.  8.^  Ilb.  11 
de  la  Nov.  Recop.,  relativa  á  la  pnscripcion  de  las  acciones 
reales,  coando  la  demanda  contra  esa  prescripción  se  enta- 
ble antes  de  qoe  trascorran  los  treinu  años  qoe  aqoella  ley 
fija  para  qoe  tetaga  logar.— {C,  núm.  131.— 13  dema;o 
de  1862.).  3IS 

<—  La  acción  reivindicatoría,  faltando  algono  de  los  reqoisitos 
legales  para  la  prescripción  ordinaria,  no  se  estingue  sino 
por  el  lapso  de  treinta  ó  mas  sños.  con  arreglo  á  la  ley  21, 
titulo  29,  ParÜda  3.M^. ,  núm.  144.— 26  de  majo 
de  1862.).  338 

—  Segon  la  preserípclon  del  párrafo  1.*",  art.  5."  de  la  ley  de  En- 

juiciamiento civil,  es  Joez  competente  p^ra  conocer  de  los 
gleitos  en  qoe  se  ejerciten  acciones  reales  sobre  bienes 
imoebles  el  del  logar  en  qoe  esté  la  cosa  litigiosa,  ó 
coalqoiera  de  ellas,  si  fuesen  varias.— (Comp.,  núm.  311. 
—19  de  didemb^  de  1862.).  7% 

Es  juez  competente  para  conocer  del  pleito  en  gue  se  ^erciu 

ona  acción  personal,  el  que  lo  es  del  domicilio  del  deman- 
dado.—(Comp.,  núm.  132.— 19  de  OMyo  de  1802.).  331 

Es  joes  competente  para  conocer  de  las  demandas  por  acción 

personal  el  del  logar  en  qoe  deba  cumplirse  la  obligación, 
y  4  fiílta  de  este,  á  elecdon  del  demandante,  el  del  domi« 
otilo  del  demandado  6  el  del  logar  del  contrato,  si  hallán- 
-  dose  en  él  el  demandado,  aonqtie  sea  accidentalmente,  poe- 
de  ser  emplazado.  —  (  C. ,  núm.  54.-28  de  febrero 
de  1062.).  127 

—  El  dédocir  la  aedon  qoe  nace  del  contrato  celebrado,  no  es« 

cloye  qoe  se  dedozca  la  qoe  nace  del  dolo,  porqoe  esta  es 
Independiente  y  poede  utilizarse  en  la  forma  prescrita  por 
lu  leyes,  las  coates  en  ninffon  caso,  ni  bajo  ningona  con- 
dición le  favorecen.— (O.,  núm.  80.— 22  de  marzo 
.    de  1862.).  m 

^—  La  inexistencia  de  lu  acciones  vincolares  no  autoriza  que  las 
demás  acciones  legales  que  las  han  sostitaido  se  intenten 
prescindiendo  de  los  principios  de  derecho  en  que  tienen 
80  origen  y  qoe  arreglan  so  ejercicio.— (t?.»  número  71. 
—14  de  marzo  de  1862.).  174 

— —  V.  i^taiMt  paraf^matis,  Ikmtmdonté^  DacwnmUo^  Jues  y 
SiTíMumbre. 
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Ac^UuMtoate.— Lfi  lef  da  8  de  jaoio  de  i8id,  restiblecida  en  6 
de  setiembre  de  i836,  al  tatorizar  á  los  doeños.de .  tierras 
para  cercarlas  y  utilixar  del  roodO' que  qaieran  sos  frates, 
se  refiere  úoicamente  á  aquellos  que  las  posean  eo  pleno 
y  absoluto  domioio* — (6..  núm.  59.— >!.*  de  marzo  de 
1862.).  i41 

Acreedor.^— V.  Oonsignaeion^ 

4eto  de  eenelllaeleii.— No  infringe  la  ley  7/,  tít.  13  de  la 
Part.  3.*.  la  ejecutoria  que  declara  ineficaz  un  acto  de 
conciliación  eo  que  falle  la  circunstancia  esencial  de  las 
firmas  de  Los  Interesados.— (C,  núm.  91, — 5  de  abril 
de  1862.}.  229 

4eto  de  i«rlsdte«loii  voluntarla. — ^V.  Concurso  y  Jukio 
áeaiifnentoi.) 

Aetos  Biereaiitlles.— V.  Tribunales  de  Comercio. 

4etiiaelone8  para  mejor  proveer. — Las  actuaciones  para 
mejor  proveer  que  se  suelen  acordaren  los  casos  dudosos 
|)ara  procurar  el  mejor  acierto  60  los  fallos,  son  potesta- 
tivas en  ios  tribuna ieSy  según  su  justa  apreciación,  por  lo 
cual  la  falta  de  dichas  actuaciones,  cuando  se  creen  inne« 
cesarías,  no  puede  estimarse  comprendida  en  la  causa  6.* 
del  art.  1013  de  la  ley  de  enjuiciamiento  civil. — ((7.,  nú- 
.    mero  1 10.— 26  de  abril  de  1862.).  277 

Aeneaeion  fiseaL— Según  las  Reales  órdenes  de  30  de  mayo 
de  1827  y  30  de  marzo  de  1831  y  la  jurisprudencia  del 
Tribunal  Supremo,  es  estemporánea  toda  reclamación  ju- 
risdicciooal  que  se  intente  después  de  contestada  la  acu- 
sación fí3cal.--(  Comp. ,  núm.  187.— 30  de  junio  de 
1862.}.  469 

4djodIeaeIoii.*-V*  Bienes yineulados. 

Admialolradores.— La  prescrípcion  del  art.  402  de  la  ley  de 
Bniuiciamiento  civil  no  se  refiere  á  los  administradores 
Judiciales,  sino  á  los  de  un  ab-intestatoj  y  por  dicha  pres* 
cripcion  no  se  prohibe  á  otros  que  no  sean  los  herederos, 
pero  que  tengan  representación  legítima  en  el  juicio,  que 
puedan  dedt^cir  la  solicitud  de  que  el  administrador  rinda 
cuentas. --(¿7.,  n6m.  269.^5  de  noviembre  de  1862.).  671 

•' —  V.  Gerente. 

4lineB. — V.  Retracto  gentiticio* 

Aforado. — Sometido  uñ  litigante  aforado  á  la  ¡urisdiccion  orditta« 
ría  contestando  á  la  demanda  que  ante  ella  y  contra  él  se 
baya  entablado  en  vez  de  proponer  declinatoría  de  jurisdic- 
ción en  el  tiempo  y  forma  establecidas  en  la  Ley  de  enjui- 
ciamiento civil,  no  puede  pretender  después  que  se  le  juz- 
gue por  so  fuero  y  tribunal.^^omp.,  núm.  51.— 24  de 
obrero  de  1862.).      .  122 

^-*  V.  AhintesUito  y  Jurisdicción  militar. 
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pícous. 

jLSttM.^Hallifidose  h9  AytmtamiéiilBS  eactrYjfadov  de  It  dMiM« 
cioB  d«  las  agoas  dd  coman  aprovecbamíeoto,  loe  abusos 
que  on  esta  materia  pueda  cometer  nos  mooioípttfidM  no 
son  de  la  ooiftpetencia  de  los  tribunales  ordinarios,  am  en 
el  caso  de  que  envuelvan  la  infraecion  de  algunas  disposí« 
ciones  legales.^C,  núm.  73.— 18  de  marzo  de  i862.)         ISO 

Guando  la  concesión  de  unas  agua^  se  bace  mediante  precio  j 

con  reserva  de  los  dereciios  que  á  otra  parte  corresponden, 
no  puede  considerarse  como  gracia  espontánea  del  que  eoe- 
cede,  sino  como  una  compensaeíon. — {€,,  uttm,  i8'2.— 27 
dejuniodel862.)  ^  ^ 

Albaeea,— No  puede  decirse  que  falta  personalidii^  A  tin  aftieea 
para  presentarse  en  juicio  á  defender  los  dereebos  de  una 
testamentaria  yacente,  coando  por  esta  se  baUa  autoitede 
para  repre8entarla.--((7.,  núm.  252. — 7  de  junio  de  i862.).     77: 

**«  No  pueden  perjudicar  á  las  personas  con  quieoes  no  se  ha  con* 
tado  para  las  diligencias  particulares  por  los  albaceas  con- 
tadores, ninguna  de  las  gestiones  hedías  por  estos,  y  per 
tanto  quedan  á  salvo  á  dichas  personas  todos  los  derechos 

Sue  les  conceden  las  leyes.— (C,  núm.  i86.— 30  de  junio 
e  I8fé.).  467 

— ~  No  puede  admitirse  comu  doctrina  leg!al  la  de  que  los  albaceas 
con  potestad  para  conocer  de  los  oienes  que  por  la  volun- 
tad del  testador  han  de  dividir  entre  los  legitimos  herede- 
ros, no  tienen  otra  obligación  que  la  deformolar,  al  concluir 
su  ensayo,  una  cuenta  general  de  cuanto  han  recibido  y 
gastado,  pero  nunca  una  periódica,  en  que  perdiendo  el 
carácter  de  albaceas,  se  les  atribuya  el  de  administradores; 
y  aun  considerándose  como  legal  esto  doctrina ,  sena 
maplicable  cuando  la  providencia  de  dación  de  cuentas  se 
hubiese  dictado  en  juicio  de  testamentaria,  y  no  se  hubiese 
mandado  que  las  diera  el  aliHicea,  sino  el  que  había  ai4o 
administrador  del  caudal.— (¿?.,  núm.  269..-^  da  no- 
viembre de  i  862.).  (72 

No  hay  ley  que  prohiba  al  albacea  designar  quien  le  sustituya 

en  el  albaceazgo,  siempre  que  le  hubiera  facultado  para 
ello  el  9ue  le  nombró;  por  tanto,  la  designación  de  sustituto, 
asi  veriGcada  seria  válida  como  procedente  de  la  voluntad 
del  tesUdor.-*(¿7.,  núm.  320.— 19  de  diciembre  de  1862.).     W 

Cuando  la  sentencia  decide  en  tal  sentido  la  cuestión  contro- 
vertida, no  ínfrinje  la  doctrina  referente  á  que  la  voluntad 
del  testador  debe  cumplirse,  ni  la  ley  f.%  tft.  10,  Parti- 
da 6.*,  que  concretan doseá  consignar  lo  que  quiere  deeif 
testamentario  et  á  que  tienen  pro,  et  en  qué  manera  de- 
ben  ser  fechos,  es  inaplicable  en  tal  caso  al  litigio.— (C,  nú- 
mero 320.— 19  de  diciembre  de  1862.).  7^ 

\.  Bienes  de  menores. 

Alcalde.-^Los  AlcaKIes  y  sas  Tenientes  ejercen  ftineiones  perma- 
nentes de  justicia.— (Comn.,  núm.  8.-31  de  diciembre 
det861.).  •  ^  » 
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AleaM»  'Les  tteuldet  ei«ioé»fiMcioii8a jMUriateft  permui^ilM  j 

Uaoeo  el  carácter  de  jastícias,  segaa  ta  joríiipradeiicia  re-*        ^ 
pdlldameottt  eatableeida  por  eí  Tsibunat  Sopremo  de  Jmlá^        * 
cía.— ^Cemp.,  rám.  202.-^-80  de  agesta  de  1M^.).  50  i 
Vi  D$mfueir9. 

.4lfllere8.-^La  asígaaeioo  qae  bajo  el  tltob  de-  alfilere$  bace  un 
espeeo  ¿  su  esposa  en  la  escritura  de  capiíuJaciooes  matri-* 
mooialds»  00  es  mas  que  la  ílj^cioa  para  uo  objeto  dado  de 
pacte  de  Jas  caalidades  que  el  marido  sir  obliga  á  suminis«* 
trar  á  la  majar  para  sus  gastos  perspuáles,  segua  su  estado, 
clase  ó  riqu^a,  y  por  coasiguieate«  dicha  asignadoo  no 

'  puede  clasificarse  de  dooaciou  esponsalicia^  ni  es  de  las 

coii4>rendidas  en  la  ley  52  deToro.-r(C»,  núin.2di.— 

»  26  de  npviembra  deísta.)-  '^^^ 

\  Altiiieiilos.«->Caando  el  padre  no  se  acordase  de  su  bijo  natural 

no  dejándole  cosa  algBoa  enel  test  a«enÉe,>  está»  oMi^adee 

,  sus  herederos  á  darle  alimentos  en  proporción  á  ka  impor- 

tancia de  la  herencia.— (C,  núm.  34.— iO  de  febrero 

.  del8«2.>.  87 

——  No  se  infriugen  las  leyes  relativas  á  la  regulación  de  alimestos^ 
cuando  esta  regulación  se  haee^son  coooetmieato  de  le  im* 

,  porta  nde  del  caudal  de  la  persona  que  loe  ha  de  prestar. — 

(C,  núm.  77.-24  de  marzo  de  1862.).  192 

\  , V,  Viféda. 

» 

I  Amortización.- V.  i^ienestnncujadoa. 

^  Apelación.— Radicado  legalmente  el  conocimiento  de  una  causa 
^  en  la  Sala  juzgadora  por  apelación  interpuesta  y  admitida 

y  de  la  sentencia  del  juez  inferior,  no  puede  negarse  á  dicha 

■g  '  Sala  jurísdieion  y  competencia  para  fallarla  caasa.-*>((7. 

I  de  H.,  número  83.^8i  de  marzo  de  1882«)  204 

f  Apremio.— Terminado  en  un  Juzgado  de  Hacienda  un  procedi- 

miento de  apremio  por  haberse  iuierpueslo  tercería  de 
!^  mejor  derecho,  uo  puede  continuarlo  y  eolablar  competen- 

i  cía  al  Juzgado  ordinario,  porque  este  en  otra  causa  proceda 

i  contra  ios  mismoshienes  que  aquel  tuvo  embargados. — 

í^  {Comp. ,  núm.  44.— 19  de  febrero  de  1862.).  106 

^  Arbitro* — Cuando  se  otorga  escritura  de  transacción  confiando  á 

j  arbitros  la  solución  de  las  cuestiones  que  puedan  ocurrir, 

^   *  la  sentencia  que  estima  el  nombramiento  de  dichns  árbi« 

^  tros,  lejos  de  oponerse  á  la  ley  1 .%  tít.  1 .",  lib.  1 0  de  la  No- 

I  vísima  Recopilación,  la  respeta  fíelmentCy  no  pudiendo  de- 

^  cirse  por  tanto  que  la  infrmge.— (C,  núm.  135.— 21  de 

'  mayo  de  1862.).                                                                338 

Arrcnénmionio.'— No  puede  teAerse  por  raiifiead»  tácitamente 
f  un  contrato  de  arrendamiento  cuando  resulta  que  losrdne- 

f  ños  de  la  finca  arrendada  no  tu? ieron  participabioa  ni  re* 

TOMO  TU.  108 
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PÁGOA^ 

préMDtMíoii  algttttft  ea  diobocootitto.— (&«>  «úq.  á67.«- 
^  20  de  junio  de  .4 862.).  418 

ArreMlttaileMto.**^EI  arrendador  (Hiede  raonneiar  á  la  fianza 
q[ae  el  arrendatario  le  dé  pera  seguridad  del  .pago  del  ar- 
riendo sin  que  por  esto  el  contrato  deje  de  aer  válido  y 
eficaz ;  y  reconocido  así  por  el  arc^sodatario  en  el  mero  he- 
cho de  continuar  el  cultivo  de  las  tierras  arrendadas»  no 
puede  después  invocar  útilmente  en  apoyo  del  recurso  de 
casación  que  pretenda  contra  la  sentencia  que  le  condene 
al  pad^o  de  las  rentas  vencidas  el  principio  Toral  itandum 
est  chartcB  j  las  observancias  i.%  16  y  24  de  Aragón.*— 
{C,  núm.  286.--20  de  noviembre  de  1862.).  714 

-*—  Guando  por  llevar  unas  tierras  se  paga  anualmente  cierta 
cantidad  de  frutos ,  queda  demostrado  que  el  pagador  ks 
lleva  en  concepto  de  arrendatario,  y  por  tanto  puede  ser 
:  desahuciado*— (¿7<ia.,  núm.  37.— 14  de  fetirero  de  I862.).       tt 
Alrlbaeiones.— V.  TribtmaUs  ordinarioi. 

Audiencias.— Y.  Competenoia, 

Auditor  de  Marina.— Los  honores  de  Auditor  de  Marina  dan  la 

.  oonsideraolon  y  tratamiento  y  distintivo  de  dicho  car^, 

pero  no  el  fuero,  mientras  no-  se  haga  espresa  y  especial 

concesión  de  61.— (Comp. ,  núm.  316.-20  de  diciembre. 

de  4862.).  '  796 

Autores.— Las  opiniones  de  los  autores,  por  muy  respetables  que 
sean,  no  constituyen  la  doctrina  legal  en  que  debe  fundar- 
se un  recurso  de  casación.— (C,  núm.28.— 3'de  febrero 
de  1862.).  76 

Las  opiniones  de  los  escritores,  por  mas  autorizados  quesean, 

no  constituyen  la  jurisprudencia  ni  la  doctrina  que  la  ley 
de  Enjuiciamiento  autoriza  como  fundamento  del  recurso 
de  casación  ,  si  nó  están  basadas  en  faltos  repetidos  ó  en 
preceptos  legales.— (¿7.,  núm.  431.— i3  de  mayo  de  4862.).      32S 

Solo  tienen  fuerza  legal  las  doctrinas  de  autores,  oue  reúnen 

las  circunstancias  exigidas  por  el  art.  494  de  la  Real  cédu» 
la  de  30  de  enero  de  4855.— ((7.  en  ÜU.^  núm.  261.— 28 
de  octubre  de  4862.).  643 

V.  Opiniones  de  los  autores  y  Doctrina  legal.    • 

Autoridad.— Toda  autoridad  que  ejerce  jurisdicción  es  compe* 
tente  para  instruir  las  diligencias  primeras  en  averigua- 
ción de  la  existencia  de  un  delito,  sin  perjuicio  de  poner  á 
disposición  de  la  jurisdicción  ordinaria  las  personas  que 
resultasen  culpables  y  no  disfrutasen  de  fuero  especial.— 
(Comp.,  nám.  403.— 45  de  abril  de  1862.).  258 

V.  Delito  y  /urúdieeton. 

Autos  para  mejor  proveer*— Es  potestativo  en  los  jueces  y 
tribunales  decretar  ó  no  autos  para  mejor  .frovaer.— 
(¿7.,  núm.  453.— 7  de  janio  de  4862.).  379 

—  V.  ^€tiiaoíonca|)aro  iní^or  proveer. 
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Aval.— Si  liSen  tf  tnl  eoDstftoYe  tina  oMigaeloQ  indepeodionte  de 
ía  que  lien  coDsiao  el  doeamento  f^raotide  cod  él,  el  ar- 
tículo 475  del  Cóoigo  de  Comercio  lo  circuoacribei  las  le- 
tras de  cambio. -^C,  núm*  281. — U  de  noYiembre 
de  4862.).  702 

Averia»— Para  delerminar  si  las  averías  sufridas  por  oo  bafco 
soD  imputables  ai  práctico  del  puerto  donde  ha  entrado»  es 
preciso  UD  juicio  formal,  en  el  cual  se  aleguen  y  estimen 
pericialmente  las  ratones  determinantes  de  su  responsabi- 
lidad ó  irresponsabilidad.— (Comp.,  núm.  284.— i  9  de 
noviembre  de  1862.).  740 

Ayaat«aileMto<r«V.  Áffuat. 


Benelieeaela.— V.  Establecimiento  de  Benefieéneia  y  Here* 
aero, 

Beaeilela  de  efteasioai.^Bl  beneBcio  de  es9Us¡on  establecido 
en  favor  de  los  terceros  poseedores  exige  como  condición 
indispensable  que  el  titulo  en  virtud  del  cual  poseen ,  sea 
legitimo  y  bastante ,  y  que  el  deador  ó  primer  obligado 
tenga  biene&.--(C.,  núm.' 86.— I."  de  abril  de  1863.)-      2(2 

BeneAelo  de  láventarle*— V.  Berenda. 

Benelleie  de  reslitiieloD.— El  beneficio  de  r^títoeton  no  se 
estiende  á  mas  que  al  cuadrienio  legal,  y  no  puede  aplicar- 
se cuando  se  deduce  por  nulidad  de  un  contrato  que  no 
tiene  las  condiciones  eseocíaleSy  y  no  por  daño  sufrido  por 
culpa  del  guardador »  por  causa  de  menor  edad  ó  engafio 
de  otro.«-(C. ,  núm.  214.— i8  de  setiembre  de  4862.).      526 

— —  V.  Conc%w$o* 

Bienes.— Solo  tiene  lugar  lo  dispuesto  en  el  art.  2.®  de  la  ley  de 
i6  de  mayo  de  4835,  que  eajtablece  corresponden  al  Esta- 
do los  bienes  de  los  que  mueran  ó  hayan  muerto  intesta- 
desy  cuando  estos  no  dejan  personas  capaces  de  heredar. — 

Í(7,núm.  4«5.-.17dejuniode4862.).  443 

lijo. 
Bienefi  de  eonéiinio.— V.  Conmrso  y  Subasta, 

Bieneé  de  meaores.— Para  que  sea  vftiida  y  eficaz  la  enajena- 
ción de  los  bienes  raíces  de  los  menores ,  es  necesario  que 
se  haga  con  todos  los  requisitos  y  formalidades  que  pres- 
criben las  leyes.— (C,  oúm.  244.— 8  de  octubre  de  4862.).      597 

-: —  Los  bienes  raíces  de  los  menores  no  se  pueden  dar  ni  enajenar 
sino  por  alguna  de  las  causas  espresadas  en  la  ley  48,  tí- 
tulo 46  de  la  Part.  6.*:  y  aun  en  este  caso,  con  licencia  ó     ' 
autorisacion  del  Juez  del  lugar.— (C.  núm.  478.-26  de 
junio  de  4862.).  416 

La  prohibición  de  enajenar  sin  decreto  judicial  los  bienes  in- 
muebles de  los  menores  es  absoluta,  y  por  tanto  comprende 
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ala  majer^sásada  mMof  d«  21S  aAoá.-^.|  ii6in.tfl.— 

f8  de  setiembre  de  iS62.).  526 

lileoes  de  menores. -^La  ley  60,  Ift.  i8  de  laPart.  S.*  com- 
prende un  precepto  geóeráf  jrabsoiito,  aegoneücaal  oo 
se  pueden  enajenar  las  cosas  raíces  de  tos  menores,  ni  aon 
Bura  p«gar  «ieiidaB»  é  coo  grande  utilidad  de  km  mismos  sia 
licencia  ú  otorgamiento  del  Juez  del  lugar,  requisito  del 
cual  no  dispensan  Jas  iey^s  á  los  alteceas,  según  tiene  ya 
declarado  el  Supremo  Tribunal  de  tesüda.-^C.,  náme- 
ro  298.7-*^  de  diciembre  de  48620*  744 

— -^  V.  Menores. 

Bienes  Inmuebles.-— Para  poder  adquitflf''el  dominfd'4«r  bfelies 
inmuebles  por  la  prescripcioa  ordinaria,  ha  de  baber  justo 
titulo,  buena  fé  y  tiempo  señalado  por  la  ley.— (C,  nú- 
mero 214.— i8  de  setiembre  de  t862.)«  I» 

Bienes  nuelonales.— Las  reclamaciones  que  los  reglamentos 
autorizan  por  la  vía  oonteadoaa  para  asié  les  imgidos  de 
Hacienda  I  se  limitan  á  las  deelaraoioiies  que  acerca  de  la 
pertenencia  de  ios  bienes  se  kagtfi  por  la  liuita  rapefior 
de  YenUs^C,  nüm.  Í06«*r25  de  abril  de  1862.).  264 

Bienes  parafernales.— No  son  aplicables  la  ley  7.*,  tft.  20, 
Part.  3.',  y  10,  tit.'it,  Part.  6.',  cuando  se  tratado  efer- 
citar  la  acción  reiviudicatoria  de  bienes  parafernales;-^ 
(¿7.  de  UU.,  nám.  79.-22  de  marzo  dé  i862.}.  i96 

y.  iiujer. 

Bienes  reservaUes.— Al  disponer  las  leyes  que  lod  bienes  de* 
jados  por  el  cónyuge  premórtuoal  solÑreYi viente  se  reserven 
para  los  hijos  de  ambos,  si  el  último  contrajere  otro  matri- 
monio, limitaron  y  modificaron  el  derecho  de  éste  respedo 
.  ádichos  bienes.— (^«^Qúm.  163.— i6de  jttmodei862j  Ufí 

*^ —  A.  la  obligación  do  reservar  vá  inlimamente  unida  la  prohüii- 
.  clon  de  enajenar,  deduoeion  necesaria  á  no  suponerse  el 
absurdo  de  que  las  leyes  couslitativas  de  esa  obligaeion 
quisieron  dar  al  mismo  .tiempo  á  aqueli  qnien  laimpooea 
los  medios  de  eludirla;  y  esta  suposición  se  realízariá  te- 
conociéndose  la  completa  vaUdt^  délas  enajenaciones  de 
los  bienes  reservables  hechas  por  el  cónyuge  antes  de  su 
ulterior  matrimonio ,  porque  entonces  los  q%ie  tratasen  de 
oontraerlo  se  apresuraitiaD  á  burlar  la  disposición  de  la  ley 
enajenando  ó  gravando  en  daño  de  los  hijos  del  matrimo- 
nio anterior  los  indicados  bienes. — ((7.,núm.  i63. — 16  de 
junio  de  1862.).  467 

— —  Las  enajenaciones  ó  gravámenes  de  los  bienes  resefvsbks  asi 
veriticadas,  solo  serán  válidas  mientras  que  el  cónyuge  qbe 
enajenó  ó  gravó  no  idctirra  en  el  caso  de  la  ley,  porque  si 
después  de  hacerlo  se  casase  adquirirían  á- su  nMertelos 
alijos  el  pleno  dominio  de  los  bienes  reservables  y  el  dére* 
«ho  para  ejercitar  las  acciones  á  él  consiguientes  contra 
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SUS  poseedores,  Qo podiendo  los, padfjQ»  disponer  eOcaí  é 
jrreYoeableinenie  de  Íqs  indicados  bieojes  sipo  por  testa- 
mento citando  ralleceo  en  estado  de  viudez,  ó  en  cualquier 
tiempo  faltando  erobjeto  de  la  reserva  por  haber  premuejrto 
aquellos  á  cuyo  favor  9e,  estableció. -*C^.,  núm.  163.— 16 
de  junio  de  f862.).  401 

Bienes  viáeiiladios.-*^Para  la  reivindicación  de  bienes  en  con- 
-  cepto  de  tinctilares  lia  áe  jui^tificarse  especial  y  no  genéri- 
camente que  son  parle  integrante  del  vinculo,  porque  se 
presanen  libras  mientras  no  consta  plenamente  probado  el 
gravamen.— (^-í  núm.  30.— 7  de  febrero  de  1862.).  75r 

El  objeto  de  la  ley  de  il   de*  octubre  de  1820  al  suprimir 

todas  las  vincnlaciones  de  bienes  rafees^  nuielües,  samo*, 
vientes,  censos,  juros,  foros^  ó  de  cual<]uiera  otra  naturale- 
za, fué  poner  termino  á  la  amortización  restituyendo  ¿  la 
clase  de  libres  todos  a(]vellos  bienes  ó  propiedades,  pero  no 
destruir  ó  anular  las  instituciones  6  establecimientos  que 
pudieran  subsistir  sin  la  amortización.— (^.  núm.  56.-^ 

28  de  febrero  de  1862.)/  13i 
->—  Los  artículos  147  15  de  dicha  ley,  fundados  en  la  base  gene- 
ral en  ^ue  esta  descansa,  solo  prohibieron  las  fundaciones 
y  adquisiciones  en  etíos  es-presadas  en  cuanto  sé  opusieran 
á  la  completa  desamortización  y  libertad  de  los  bienes  so« 
bre  que  se  establecieron.— (C,  núm.  56.-28  de  febrero 
de  1862.).  13i 
Aunque  el  art,  16  de  la  propia  ley  prohibió  á  los  estableci- 
mientos conocidos  con  el  nombre  de  manos  muertas  la  ad- 
quisición de  capitales  de  censos  {mpue^^tos  sobre  bienes 
rafees,  la  ley  de  5  dé  mayo  de  183T  modificó  aquella  jpro- 
hibicion ,  respecto  dé  los  establecimientos  dé  instrucción 
pública ,  permitiendo  que  se  les  dotase  con  censos  ú  otros 
%  efectos  de  rédito  fijo;  y  esta  dispoeicion,  lejos  de  cootr aesse 
¿  los  establecimientos  antiguos  6  existentes  en  aquella  fe- 
cha ,  fué  general  y  dictada  para  ios^|U«  en  lo  sucesivo  se 
crearen,. con  pleno  conocimiento  de  que  se  aitaraba  ó  cor- 
regia  la  prohibición  de  la  ley  de  ií  de  octubre  de  1820,  la 
cual,  restablecida  y  válidamente  en  observancia  desde  30 
de  agosto  dé  1836,  no  pudo  serlo,  ni  lo  fué,  en  1841. — 
(C. ,  núm.  5e.— 98  de  febrero  de  1862.).  13i 
«-- —  A^jodicados  i  una  persona  unos  bienes  vinculares,  el  que  litigó 
con  ella  sobare  la  adjudicación  no  puede  después  sostener 
que  le  pertenece  el  dominio  de  tales  bienes,  sin  declarar  y 

S robar  antes  que  la  adjudicación  ha  sido  injusta  ó  improce* 
ente ;  y  esta  declaración  no  puede  obtenerse  legalmente 
.  cuando  se  litiga  con  un  teroer  poseedor  que  no  tiene  m^s 
que  el  dominio  útil  de  aleono  dé  aquellos  bienes  vincula- 
res, trasferido  por  el  caliOcado  judicialmente  de  dueño  le- 
gítimo.—(C7.,  núm.  71.-14  de  marzo  de  1862.}. 
— —  La  ley.  5.%  til.  17,  lib.  10  de  la  Novísima  Recopilación,  que 
trata  del  modo  de  suceder  en  los  mayorazgos,  j  la  de  li  de 
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octubre  de  i  820,  que  trata  de  8q  estincioa^  son  inapUcaUes 
á  tío  pleito  ea  que  se  traten  de  relTindiear  bienes  en  con» 
cepto  de  YinculBres.*-(C^. ,  núm.  252.— 21  de  octubre 
de  1862.)-  610 

Bieaes  vlDculados. — ^V,  Mayorazgo  y  Vinculación. 

Balsa.— El  Real  decreto  de  8  de  febrero  de  1854/referaote  á  0|ie-» 
raciones  de  Bolsa»  no  puede  sertir  par«  regular  los  contra* 
tos  que  se  celebren  en  otro  punto  en  que  aquella  no  se 
baile  establecida.— ((?,,  nüm,  78.— 21  de  mano  de  íMSt.).     194 

C. 

CaballeriAs.— V.  Comiso, 

Capellanías.— El  Real  decreto  de  28  de  noTiembreí  de  1856,  que 
suspendió  los  efectos  del  de  5  de  febrero  de  1855^  so  rene- 
re  únicamente  á  las  capellanías  colativas  y  demás  fundacio- 
nes piadosas  de  igual  clase,  y  no  á  las  capellanías  laicales. 
—((7.,  núm.  l.''^28  de  diciembre  de  1861.)«         '  i 

£1  art.  2.®  de  la  ley  de  11  de  octubre  de  1820,  oo  podo  tener 

aplicación,  en  la  época  de  su  restablecimiento,  á  capella- 
nías cuyo  poseedor  no  fuese  de  la  familia  llamada  por  el 
•  fundador,  ui  tuviese  otro  carácter  que  la  de  servidor  inte- 
rino hasta  que  en  la  misma  hubiere  un  individuo  sacerdo- 
te.—(C,  núm.  39.— 15  de  febrero  de  1862.).  96 

—  Conferida  á  una  persona,  previa  la  institución  canónica,  la  po- 
sesión de  una  capellanía  con  los  frutos  y  rentas  producidos 
desde  la  vacante,  el  poseedor  puede  dirigir  legítimamaote 
su  acción  contra  los  que  hayan  disfrutado  dichas  rentas  du- 
rante la  vacante.— (C.  .  núm.  70.-13  de  mareo  de 
1862.).  m 

Carablneraa.— Solo  deben  reputarse  soldados  de  facckm  y  ék 
servicio  permanente,  respecto  á  la  persecución  del  contra- 
bando y  no  en  cualquiera  otra  circunstancia  ú  ocasión  en 
que  voluntariamente  puedan  hallarse.— (Gtrnip.,  núm.  52. 
—24  de  febrero  de  1862.).  124 

— —  El  servicio  de  los  carabineros  se  dirige  principalmente  á  re- 
primir el  contrabando  y  la  defraudación,  y  no  puede  repu- 
tarse á  los  carabineros  como  soldados  que  se  hallan  de  fac- 
ción, en  conformidad  á  la  Real  orden  de  17  de  setiembre 
de  1855,  sino  cuando  son  insultados  en  actos  propios  de  su 
instituto.— (C7omp.,  núm.  216.— 19  de  setiembre  de 
1862.).  532 

V,  Desacato  y  Desdfuero. 

Casa.-^La  ley  40,  tít.  28,  Part.  3.*  que  establece  ta  obligación  de 
restituir  con  los  frutos  la  casa  comprada  en  el  caso  que  la 
misma  refiere,  no  es  aplicable  al  caso  concreto  en  que  se 

{pretenda  la  devolución  del  precio  de  la  casa  y  el  abono  de 
as  mejoras  hechas  en  ella.— (C. ,   núm.  251.— 21  de 
octubre  de  1862.).  «17 
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C«Mietoa«^Lá8  iñfracdonea  alegadas  eontra  Ja  parteespodUfade 
laa  sénteocias  ó  aus  fuodameDUM  no  puedeo  ser  motivo  de 
casación^  como  repatidameote  tiene  consignado  el  Tribunal 
Supremo  de  Jusiicia.— (C,  D6m.  288.— 21  de  noviem* 
bredel8d2.).  7iS 

— —  Es  un  principio  laconouiH)  en  materia  de  casación»  reiterada- 
mente consignado  por  el  Tribunal  Sapremo,  que  no  son 
objeto  del  recurso  ios  fundamentos  de  la  sentencias,  sino 
ÚDioamenie  su  parte  decisíTa,  6  mas  bien  las  infracciones 
de  ley  ó  de  doctrina  legal  que  en  ella  se  cometan.— (t7.,  nú- 
mero  7i.^14  de  marzo  de  1862.).  174 

— —  No  pueden  ser  fundamento  de  casación,  ni  considerarse  infrin- 
gidas leyes  que  no  son  aplicables  al  puntu  objeto  del  litigio, 
,  —(C,y  Búm.  485.— 28  de  junio  de  1862.).  463 

No  pueden  coosiderarse  como  iufringidas  por  una  sentencia, 

y  por  tanto  servir  de  fundamento  para  la  casación,  feyes 
que  no  son  aplicables  al  punto  objeto  del  litigio. — ((7.,  nú- 
meros 287,  290  y  291.-21,  22  y  26  de  noviembre 
de  1862.).  .  716, 726  y  729 

No  es  motivo  de  casación  el  invocarse  con  mas  ó  menos  opor- 
tunidad leyes  como  fundamento  de  una  sentencia.— (C,  nú- 
mero 214.— Í8  de  setiembre  de  1862.).  526 

Procede  la  casación  de  la  sentencia  que  confirma  la  de  rema- 
te, cuando  esla  se  halla  viciada  con  la  falta  de  que  el  deu- 
dor que  se  habla  opuesto  á  fh  ejecución  no  fué  citado  para 
sentencia.— (C,  núm.  296.-29  de  noviembre  de  1862.)*     739 

Causas.— V«  Cúntrabando  y  Juriidicckm  milüar. 

Cédala  testamentarla.— La  obserrancia  16  de  ios  Fueros  de 
Aragón  De  fide  instrumeniorum  se  refiere  á  las  obligacio- 
nes y  contratos  y  á  las  estipulaciones  ó  pactos*  que  en  ellos 
sé  establecen  y  no  á  las  cédulas  testamentarias;  y  aun  refi- 
riéndose, Bünoa  podría  estimarse  cerno  condición  precisa 
para  la  validez  de  una  cédnla  testamentaria  la  simple  ma- 
nifestación hecha  por  su  autor  de  que  se  haliaria  cerrada  y 
entre  sus  papeles.— (C,  núm.  126.— 8  da  mayo  de  1862.).  *    316  ^ 

——  V.  Memorias  testamentarias, 

t^oso.— La  ley  29,  tit.  8.^,  Part.  5.%  no  tiene  aplicación  al  litigio 
en  que  no  ^e  trate  de  la  preferencia  que  tiene  el  señor  del 
'  dominio  directo  en  la  venta  de  la  cosa  censida,  ni  de  la  nu-  , 
lidad  de  la  hecha  por  el  censuario,  y  si  solo  del  ejercicio 
del  derecho  real  sobre  ia  finca  especialmente  hipotecada  á 
la  seguridad  de  una  pensión  foral.—((7.^  núm.  2i7.— 19 
de  setiembre  de  1862.).  533 

— —La  sentencia  que  ordena  el  exacto  cuplimieoto  de  lo  pac- 
tado en  las  escrituras  de  constitución  de  un  censo,  no  in- 
fringe las  leyes  6.*  y  8.%  tit.  15,  libro  10  de  la  Novísima 
Recopilación,  la  declaración  16  de  la  ley  de  23  de  mayo  de 
1845,  ni  la  doctrina  de  que  todos  los  pactos  puestos  en  los 
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*ceD0O8  que  fH)r  mr-gratoso»  ai  veiiáador  dkmiivofe»  4 
predio,  f^t  deben  eoDsiderir  como  no  6xeolo6.-«-^(7.,  a6* 
mero  fi59.— 28  de  octubre  de  f  862.).  637 

Censo^.— En  eae^tiéne^  de  becbo,  como  lo  es  la  de  traUrse  de  st 
uno  está  ó  no  ^n  posesión  de  on  censo,  hay  que  itonerse  á 
la  eprerfadon  de  la  Sata  Mntenciidon.-*(¿7.|  nóm.  297.— 
4.*  de  diciembre  de  4862.).  712 

V.  Désatnortisaeiony  Enfitémis. 

(Cerramiento.— y.  Acotamiento^  Servidumbre  j  Terreno», 

Circular.— Las  cireufaref»  de  !os  Gobernadores  de  provincia  no 
pueden,  atendido  su  carácter,  precedencia  y  objeto,  ser  le- 
palmeóte  ciradadas  Ciimo  fundamentos  de  un  recurso  de 
casación.— (C,  núna.  62.-7  de  m»rzo  de  4862.).  154 

Citación.— V.  Juicio  posesorio. 

Clandcfitlnldadl.— La  clandestinidad  envuelfe  la  negaeíon  del 
fuero  privileAiadode  imprenta.— (Comp.,  núm.  487.— 30  de 
junio  d«  4862.).  47o 

Clansnla  testamentarla.— Y.  Sentencia^ 

dáígp  sapletorlo.— Es  inoportuno  invocar  en  apoyo  de'un  re- 
curso leyes  de  Códigos  supletorios  que  no  tengan  aplica- 
ción al  caso  objeto  del  litigio.— ((7.,  núm.  305.— 42  de  di- 
ciembre de  4862.).  759 

Comerclnnte.— La  vecindad  |>etsonal  del  comerciante  no  es  de 
tomar  en  cuenta  para  dirimir  un  conflicto  jurisdiccional  en- 
tre dos  tribunales  de  comercio,  cuando  no  se  trata  de  los 
compromisos* fr  obligaciones  perttculares,  sine  de -los  q m 
haya  centraido  como  tal  comerciante.— (Con^.,  núm.  253. 
—23  de  octubre  de  4862.).  622 

Comercio.— Ezisliendo  ona  legislación  especial  para  laa  causas  de 
comercio,  no  puede  invocarse  la  del  derecho  común  para 
sostener  tín  recurf^,  shio  en  loe  casos  no  determinaaos  6 
rAííuelfo^  por  aquella.  (A.  de  /«;'.  NoL^  núm.  262.-27 
de  octubre  de  4862.).  648 

Comisarlo.— y.  Bgredero  fideicomisario. 

Comisionista.— Los  arts.  4.%  2.^  47  y  446  del  Código  mercan- 
til no  prohiben  ni  repugnan  que  se  concedan  á  cualquiera 
persona  los  derechos  de  comisionista,  (it.  de  Inj.  Not., 
níim.  262,— 27  de  octubre  de  1862.).  *       648 

Comiso.— Declarada  la  inculpabilidad  del  tratado  como  reo  no 
procede  el  comiso  de  las  caballerías  y  efectos  en  que  se  su* 
pone  consistir  él  delito  de  defraudación.  (C.  de  Hao.^ 
núm.  74.— 18  de  marzo  de  4862.).  483 

— ~  El  art.  402  de  las  OrdeDansas  de  40  de  4867,  jegun  el  cual  in* 
curren  en  comiso  las  mercandas  esiranjeíras  oue  al  ser  re- 
coDOcIdasen  elinterior  del  reino  no  tengan,  sello  6  carazi^aa 
de  güisque  acredite  la  leftitima  introduodon,  ha  sido  radi- 
calmente reformado  por  elReal  decreto  de26  de  dicieiid)re 
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i)b  1857;  pero  sin  embargo  de  esto  es  aplicable  dicho  ar- 
tfcuto  402  á  las  aprehensiones  hechas  antes  de  26  de  diciem* 
bre  del  citado  año,  en  cuya  fecha  se  haflaba  vigente  por  do 
haberse  dado  todavía  el  Real  decreto  qne  lo  reformó. 
{C.  de  Hae.^  ném.  121.— 7  de  de  mayo  de  1862.).  307 

Comiso— Aan(|ne  en  él  núm.  4.*  del  art  24  del  Real  decreto  de 
20  de  janio  de  1852»  se  establece  el  comiso  de  las  caballo* 
rias  que  trasporten  géneros  de  contrabando;  en  el  núm.  5.^ 
del  mismo  artículo  se  dice  que  no  podrá  verificarse  dióho 
comiso  si  resultasen  pertenecerá  un  tercero  que  no  haya  te- 
nido cooiplicidad  en  el  delito,  ni  conocimiento  del  uso  crimi- 
nal que  de  las  caballerías  se  bacía. — (C.  deHac.  núm.  146. 
^12  de  junio  de  1862.).  ^9 

Competenoia. — Contra  las  decisiones  de  las  Audiencias  ^obre 
cuestiones  de  competencia,  no  seda  otro  recurro  que  el  de 
casación,  en  su  cáao  y  logar.-*(i4«  en  (7.,  núm.  10.— 8  de' 
enero  de  1862.).  23 
— ^-  Los  jueces,  tanto  de  la  jurisdicción  ordinaria  como  de  las  prí« 
vttegiadas»  deben  tener  muy  presentes  las  decisiones  del 
'  Tribunal  Supremo  en  materia  de  competencias,  para  evi* 
tar  entorpecimientos  en  la  administración  de  justicia  y  per- 
juicios i  las  partes.— (Como. y  núm.  122.— 8  de  mayo  de 
1862.).                                                                              306 
I     — —  Al  Tribunal  Supremo  de  Justicia  corresponde  escinsívamente 
I                   fallar  las  competencias  de  que  habla  el  reglamento  provisio- 
I                   nal  en  su  art.  90,  facultad  i  3,  conforme  en  esta  parto  con 
el  art.  261  de  la  Constitución  de  1812. — (Comp.^  núme* 
ro  187.— 30  de  junio  de  1862.).                                           H^ 
«— —  Solo  el  Tribuna!  Supremo  de  Justicia  es  el  que  puede  decidir  • 
'                   legal  y  válidamente  las  competencias  de  jurisdicción  entre 
'                   los  jueces  y  Tribunales  de  cualc[uier  fuero ,  los  cuales  le 
están  sometidos  en  este  punto  sin  dependencia  ni  necesi- 
dad de  autorización  de   sus  superiores  gerárquicos.— 
{Comp.,  núm.  201.— 28  de agostode  1862.).                        499 
Repetida  la  reclamacian  de  incompetencia,  contestando  al  es- 
crito de  acusación,  debe  redimirse  la  tramitación  al  primer 
estremo,  siquiera  la  declinatoria  no  aparezca  formulada 
como  articulo  de  previo  pronunciamiento,  no  solo  porque 
así  conviene  á  la  pronta  administración  de  justicia,  smo 
porque  lo  exige  imperiosamente  el  orden  del  procedimien- 
to, hasta  el  estremo  de  que  pudiera  ser  caso  de  responsa- 
bilidad obrar  en  sentido  opuesto,  con  arreglo  al  espíritu  del 
art.  307  del  Código  pena].— (Comp. y  núm.  187.— 30   de 
jnniode  1862.}.                                                               469 
«--^-  Respecto  de  los  juicios  terminados  no  pueden  tener  lugar  las  . 
cuestiones  de  competencia, ^egun  jurisprudencia  consig- 
nada en  varias  decisiones  deíTribun^l  Supremo,— (Comp., 
número  200.-28  de  agosto  de  1862.).                                496 
TOMO  Vil.                                                                  d09 
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€#aipeteM^lii.«*Pro|MM8U  pordediMtoria  lacoMstioo  de  cmh- 
peteocia,  no  paede  intentarae  p«r  inhibitoria  aio  racttrrir 
eo  la  condena  de  costas.— (Comp.,  núm.  204.— 2S  de 
agosto  de  i  862.)  m 

--*-  Conforme  á  lo  dispuesto  eo  el  párrafo  3.*  del  art.  5.^  de  la  iey 
de  Enjaiciamiento  cítíI,  para  determinar  las  competencias 
de  jorísdiccíoo  por  el  ejercido  de  una  acción  personal,  ae 
ha  de  atender  la  primero  al  lu^ar.doode  deba  complirae  la 
obligación.—  (Comp..  oúm.  207.--9  de  setiembre  de 
4862,).  50S 

— -  £n  las  competencias  qoe  ocurran  entre  los  Tribunales  de  co- 
mercio debe  estarse  i  lo  que  prescribe  la  ley  de  Enjuicia* 
miento  civil,  conforme  al  art.  462  de  la  especial  de  co- 
mercio, puesto  que  respecto  á  la  preferencia  de  los  mismos 
para  entender  en  las  causas  sobré  negocios  mercantiles, 
uo  se  ha  hecho  por  esla  determinación  especial.— ^Comf»., 
número  30^—9  de  diciembre  de  4862.).  TSi 

V.  Acusación  fiicalf  Jues^  Juicio,  Jurisdicción  prorogada  é 

Inhibitoria, 

Conapra.-^La  lef  49,  tit.  5.*  de  la  Partida  5.*,  <](U6  esUblece  por 
regla  general  que  la  cosa  comprada  con  dmero  ageoo  debe 
serdeequelqoe  biio  la  compra  eo  nombre  suyo,  no  es 
aplicable  al  caso  en  que  lo  comprado  por  on  socio  no  lo  ha 
sido  con  diaero  ageno  sino  con  el  de  la  seoledad.-— (C,  nú* 
mero  266.— 30  de  octubre  de  1862.).  661 

C^oiprador.— V.  Enagenadon  y  Venta. 

Compra  mereoBtil.— Son  compras  mercantiles,  según  dispone 
el  art.  359  del  Código  de  Comercio,  las  que  se  hacen  de 
cosas  muebles  con  ánimo  de  adquirir  sobre  ellas  algún  lu- 
cro revendiéndolas,  con  tal  que  no  se  hallen  comprendidas 
en  el  número  de  las  que  esceptúa  el  art.  360. — (Comp., 
número  219.-20  de  setiembre  de  1862.).  537 

Coaeorso.— No  pueden  acumularse  al  juicio  deconcnrso  nece- 
sario de  acreedores  los  actos  de  jurisdicción  voluntaria, 
porque  además  de  radicar  eu  los  Jusgadoade  primera  ins- 
tancia, según  la  regla  1.*  del  art.  4208  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  no  son  de  los  pleitos  ejecutivos  compren* 
didos  en  el  art.  523,  y -tienen  trámites  especiales  prescri- 
tos en  los  títulos  4.*  y  siguientes  de  la  segunda  narte  de 
dicha  ley.— (C7omp.,  núm.  7.— 31  de  diciembre  de  4864.^      1^ 

El  Juez  del  domicilio  del  que  se  presente  en  coocurso  volun- 
tario es  el  competente  para  conocer  de  este  juicie. — 
{Comp,^  números  57  y  279.— 4.*  de  mario  y  43  de  no- 
viembre de  1862.).  436y69« 

El  juez  del  concurso  está  obligado  á  dictar  providencias  nece- 

^sarias  para  el  embargo  y  depósito  de  los  bienes  del  deu- 
dor, siendo  de  su  competencia  el  conocimiento  de  loaioci- 
deotes  que  por  virtud  de  aquelns  se  susciten* — (Comp.» 
número  279.— 13  de  noviembre  de  4862.).  6W 
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CoBe«r«é.— Bseloida  por  la  Junta,  de  réC(Hiocimi«¡i£a  de  crMflDf ' 
dé  Qn  concurso,  an  crédito  pefMecientearfoádo  deeépS^' 
líos,  sin  la  asistencia  de  su  representante»  no  obstante  su 
oportuna  citación,  compete  á  esté  el  benencio  de  la  rest!'» 
tucton  que  concedefn  al  menor,  cuando  recib^  daño  por 
cuipa  de  su  guardador,  entre  otras  leyes  la  '2;%  tit.  19,  - 
Part.  6.»--((7.  nüm.  308.-13  de  diciembre  dé  1862.).  770 

— —  V.  Tribunal  ie  comercio. 

C^afeslon.— Si  bien   es  cierto  que  la   conoeenoia  ó   coofe^ 

sion  judicial  es  un  medio  probatorio  á  que  los  Tribuna-* 
les  no  pueden  negar  el  rutor  que  el  derecho  concede,  cuan*  ^ 
do  esta  conocencia  no  es  la  á  que  las  leyes  se  refieren»  es- 
tas leyes  no  son  aplicables  á  la  cuestión  y  portante  no  pue* 
den  corno  infringidas.--((7omp.,aám.  167.^20  de  junio 
de  1862.}.  4t& 

CoiiMado. — y.  Quebrantamiento  dtJ  condena. 

€}«a«i|[^aelon.— La  consignación  voltmtaria  de  una  cantidad 

hecha  por  el  deudor  en  persofta  no  autorixada  para  recibir* 
la,  si  se  perdiese,  no  puede  perjudicar 'al  acreedor,  aio 
contravenir  á  la  ley  8/,  tít.  15,  Part.  5.%  según  la  cual, 
para  que  proceda  aquel  perjuicio,  es  preciso  que  se  haja 
constituido  en  depósito  legar  y  por  negarse  él  acreedor  á* 
recibirla.— (C,  núm.  260.— 25  de  octubre  de  1862.)  640 

Contrabando.— De  las  causas  que  se  forman  por  delitos  de  con* . 
trabando  y  defraudación,  cualquiera  aue  sea  la  provincia ' 
de  donde  procedan  las  fuerzas  aprenensoras  de  los  reos» 
debe  conocer  el  Jo^z  en  cuyo  territorio  se  baya  veriQcado 
la  aprehensión.— (^omp. ,  núm.   67. — 13  de  marzo  de  ,. 
1862.).  , ,  ,    166 

No  siendo  posible,  ni  aun  necesario  á  veces,  en  la  persecu-  ' 

cion  del  contrabando,  llevarle  á  la  vista  materialmente,  seí'^ 
entiende  que  dicha  persecución  ha  de  veriíicarse  de  cerca .    ,, 
é  incesantemente.— (C.  de  Hac,  num.  121.-7  de  mayo 
de  1862.).  303 

En  los  procesos  por  contrabando,  atendida  su  especialidad,  et 

Juez  ha  de  formar  su  juicio  sobre  la  certeza  de  los  hechos^ 
por  las  reglas  ordinarias  de  U  crítica  racional  aplicada  á  los 
indicios,  datos,  y  comprobantes  de  toda  especie  que  aparez- 
can en  la  causa.— {¿.  de  Sac.^  núm.  121.— 7  de  mayo 
de  1862.).  .  '  303 

V.  Carabineros,  Causas,  Comiso  y  Delito  coneooo, 

Conlrato.-r-La  doctrina  consignada  en  la  decisión  del  Tribunal  . 
Supremo  de 3 i  de  diciembre  de  1857,  deque  cuando  en 
una  sentencia  se  interpreta  mal  un  contrato  6  se  viola  coa 
fundamentos  inexactos,  no  iiene  aplicación  cuando  no  exis- 
tiendo documento  que  acredite  el  contrato  á  que  se  alude, 
no  ha  podido  ser  bien  ni  mal  6alif¡cadp  ni  interpretado.'-^ 
{C,  nám.  27.-31  de  enero  de  1862.).  .    66 
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Conenrsf^Usí  \ef  4^1  cootrato  jo  es  bo\q  para  los  coBtrataoles  y 
los  que  de  ellos  traen  cau8a,-r{í7.,  nfim,  70.— 13  de  mar- 
zo de  i  862.).  m 

«^ —  No  se  infringe  la  ley  del  contrato,  cuando  se  cumple  con  las 
condiciones  esenciales  de  6L— (C,  núm.  llt.-~6  de 
máyode  iB62.).  213 

«.—  No  liene  aplicación  la  ley  5.*,  lit.  6.^  de  la  Part.  8.*,  cuando 
no  se  trata  de  obligaciones  de  hacer  ni  de  contratos  inno- 
minados, sino  de  contratos  determinados  v  especiales 
que  constan  en  eseritara  públien»  que  es  su  ley*— ((?«., 
número  166.—1S  de  junio  de  i  862.}.  41^ 

— —  Es  principio  general  de  que  ninguno  debe  enriquecerae  con 
perjuicio  de  otro,  cuando  media  el  cumplimiento  de  un 
contrato  contra  cuya  legalidad  nada  se  lia  espueato.— 
(C*,ú(m.  466.— 18  de  junio  de  1862.).  m 

-—  En  los  contratos  lo  convenido  entre  las  partes  es  la  ley  de  la 

materia.— (C,  núm.  182.— 2X de  junio  de  1862.)  ü< 

—  Las  circunstancias  naturales  de  los  coniratos  se  entienden 
comprendidas  en  el  con*$entimi6nto,  i  no  estipularse  esplí- 
ciiamehte  lo  contrario — {C.¡  nAm.  287.— 21  de  noviem- 
bre de  1862.).  '^'^ 

— —  V.  En^j'enaeUm,  Mujer  y  Sentencia, 

l0iiiÉtrato«nfiC¿DCÍco.-<La  ley  28,  tit.  8.°,  de  la  Part.  5.*  dis- 
pone únicamente  que  el  coutrato  enGtéuticd  ha  de  hacerse 
a  placer  de  las  partes  contratantes  y  por  escrito.— 
(C;,  núm.  140.— 30  de  mayo  de  f  8620,  361 

•*-.—  Aun  cuando  unos  poderes  no  sean  bastantes  para  la  celebra- 
ción) de  un  contrato  enBtéulico»  sin  embargo,  la  percep- 
ción de  la  pensión  estipulada,  dorante  17  años,  enTueive 
)a  ^atificacion  de  los  mismo?.— (C,  núm.  146.-^0  de  ma- 
je de  1862.).  361 

C#fta  iJeiaa.«-V.  Enajenaciones. . 

Cosa  arrojada  por  el  mar.— Corresponde  al  Estado  lo  qne 
la  naar  arroje  á  las  playas,  sea  ó  no  procedente  de  buques 
qiSQ  hubiesen  naufragado,  cuando  resulte  no  tener  dueoo 
conocido.- (Comp.,  núm.  32  — 7  de  febrero  de  1862;).  83 

— —  Traioantdo  el  término  prefijado  en  la  Ordenanza  de  matrícu- 
las para  que  los  que  se  crean  con  derecho  á  reclamar  los 
objetos  arrojados  por  la  mar  ó  salvados  de  un  naufragio,  y 
ao  kkbiéndose  presentado  nadie^á  yeriGcar  la  reclamación, 
qnedan  dichos  objetos  á  disposición  de  los  Jueces  da  pri- 
mera instancia,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  13  de 
diriir  Ordenanza  y  al  i7  de  la  ley  de  9  de  mayo  de  i83o. 
-^O^mp.,  núm.  32.-7  de  febrero  de  1862.).  ^ 

.^—  V^  Jmgado  de  marina. 

C^0a|ais|^iida.— Si  bien  la  regla  general  basada  en  las  leyes  de 
Partida  establece  que  la  cosa  juzgada  finicamente  per- 
judica á  los  que  litigaron  en  el  juicio  en  que  se  cansó  la  eje- 
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cutoriai  contiene  alganas  escepciones  aplicaMes  i  ciertos 
y  detemínarfos  casos,  nó  lo  paedé  ser  ¿  mas  que  á  los  que 
por  dichus  leyes  están  determinados   anteriormemlBir-." 
{C,  Düm.  263.-28  de  octubre  de  1862.).  „..        ^31 

Cosa  litigiosa.— Solamente  es  aplicable ,  y  por  tanto  pue^  ooi- 
siderarse  como  infringida  U  ley  2.%  tlt.  33,  Pari«  7.*|  - 
cuando  aparezca  que  lia  habido  duda  acerca  de  la  cosa  iUi« 
giosa ,  y  esta  duda  se  haya  resuelto  contra  raion  y  verdad'. 
H;^,  núm.  166.— 18  de  junio  da  1862.).  41ft 

— -  V.  Ej$eutoria.  i 

Cosa  raix.^V.  iVeaerípetofi* 

Costas.— Ni  las  leyes  ni  la  jorísprudencie  de  los  Tribon^tles  Mlorí- 
2aa  en  nmgun  caso  la  imposición  de  las  costas  de  la  se- 
gunda instancia  al  litigante  qae  ha  tenido  qne  acüdit  á  ella 
por  la  apelación  de  su  ^mpetldor «  y  por  el  contraVio  la 
reprueban  el  espíritu  de  aQueflas  y  los  folios  del  TrMmhal 
Supremo  de  Justieia.--{c/.,  núm.  25.-28  dé' éfteró^ 
de  1862.).  '  6S 

— ^  La  condenación  de  costas  es  una  consecuencia  de  que" la  Sala 
sentenciadora ,  absoiviendo  al  demandado ,  no  encontró 
la  razón  derecha  para  litigar  de  parte  del  demandante. 
— (C,  nám.°  117.-6  de  mayo  de  1862.).  •  -  S8|i 

La  no  imposición  délas  costas  de  la  segunda  instancia  y  el 

alzamiento  de  las  de  primera  cuando  es  resoltado  del  jtd- 
cio  formado  por  la  Sala  sentenciadora ,  apreciando,  eoD  ar- 
reglo ¿  sus  facultades,  la  razón  mas  o  menos  fundada  qae 
el  condenado  ¿  ella  tuvo  para  litigar»  es  un  ponte  aoeasorío 
que  no  dá  lugar  al  recorso  áb  casación^  y  por  tanto  la  sao- 
teneia  que  asi  lo  declara  no  ha  infringido  la  ley  8.*^  iiia- 
lo  22,  Part.  3.*  aunque  esta  estuviese  vigente.-^(7.j'  au* 
mero  309.— 18  de  diciembre  de  1862.).  773 

V.  Demandante,  '  '» 

Créditos.— Cuando  los  créditos  cuyo  pago  se  reclama  no  espreiia 
el  lugar  en  que  haya  de  cumplirse  la  obligación,  deben  sa* 
ti<(facerse  en  el  de  la  vecindad  del  deodor.— (Comp. ;  nú- 
mero 195.— 7  de  agosto  de  1862.).  488 

Las  leyes  26, 28  y  31  del  tít.  13  de  la  Part.  5.*,  al  estaíMseer 

la  hipoteca  legal  en  favor  de  los  créditos  procedentaa  del 
dinero  prestado  para  la  construcción  de  casas  y  otros  edi- 
ficiosy  respecto  de  estos  Menee,  exigen  como  cireuusiaacia 
indispensable  qoe  el  dinero  ae  haya  invertido  an  eliAiato 
indicado.— (¿?.,  núm.  210.— 12  de  setiembre  de  1862«).  513 

— — •  Calificado  de  legítimo  un  crédito  por  la  Sala  sentenciadora  en 
vista  de  la  prueba  testifical  ó  pericial  suministrada  sobre  el 
faeclio,  aunque  se  haya  redargüido  de  falso  el  docusieBlo 
porque  el  acreedor  pedia  el  crédito,  y  condenándose  al  de-  ^  . 
«  cldor  al  pago  de  él,  la  sentencia  que  asf  lo  ordena ,  ^(ftú'^- 
fringe  las  leyes  114  y  118,  tít.  18  de  la  Part.  3.*;  puerto 
que  estas  solo  se  refieren  á  las  circunstancias  que  han  de 
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cjO^iicanir  eo  )06  docomentos  para  constitnlr  pleoa  praebla. 
.   MC.»  BuiD.  280,-14  ^  noviembre  do  1862.).  iíH 

CrMltM,-»-Y.  Eufüwra. 

Crtadlos.r-Segtin  dispone  la  ley  10,  tft.  li,  líb.  10  déla  Novísima 
"  Recopilación,  para  privar  á  los  criados  del  derecho  de  pe- 
dir á  sas  amos  lo  que  por  ravon  de  salario  ó  acotaroieQto 
les  debieren,  es  preciso  que  no  hayan  hecho  reclamación 
alguna  dentro  de  tres  años  después  que  fueron  despedidos 
por  BUS  señores.— '<^.,  n6m.  462. — i6  de  junio  de  i  861).    ¥ñ 

<*— -^  Los  criados  domésticos,  á  quienes  por  razón  de  su  serricio  en- 
treguen sus  amos  dinero  ú  otros  efeetoa  muebles,  no  loa 
jnoeibeD  por  título  de  depdinto,  comisión  ni  administración, 
ni  por  otro  que  produzca  obligación  de  entregarlos  d  devol- 
verloe  en  el  sentido  especial  que  determina  el  número  1.* del 
articulo  452  del  Código  penaL-*(Ouinp.,  núm.  304.— li 
de  diciembre  de  1862.).  T37 

«*^-T  Loa  arfados  domésticos  no  reci^  por  titulo  de  depdsíto,  co^ 
misión  ó  administración,  ni  por  otro  que  produzca  obli^- 
eSon  de  entregarlos  6  devolverlos,  en  el  sentido  especial, 
limitado  y  voluntario  del  párrafo  1.^  art.  452  del  Código 

nal,  los  objetos  de  que  se  hacen  cargo  para  cumplir  las 
mes  é  instrucciones  de  sus  amor,  y  cuando  cumplen 
estas  órdenes  é  instrucciones  proceden  siempre  dentro  del 
efrcttlo  de  la  obligación  general  que  desde  un  principio  se 
rimpusieron,  obligación  qué  por  su  naturaleza  comprende 
Ja  de  corresponder  á  la  absoluta  y  necesaria  conGanza  que 
en  ellos  depositen  los  amos  al  encomendarles  los  efectos  de 
la  casa^  ya  para  su  custodia,  ya  para  los  demás  actos  pro« 
pios  del  servicio  don[iéstico»r-(¿'Of»P«t  núm.  258,— 28  de 
/    octubre  de  1662.).  I» 

*^-^  Si  bien  en  el  nún)6ro  1.'  del  art.  437  del  Código,  al  hacerse  la 
califlcacion  de  los  reos  de  hurto,  se  usa  de  la  palabra  teoiofiy 
debe^n  embargo  entenderse  que  este  verbo  en  lo  legal  tiene 
una  significación  roas  lata,  y  que  comprende  el  hecho  de 
apropiarse  el  criado  doméstico  los  efectos  muebles  que  se  le 
han  confiado,  porque  en  el  acto  en  que  lo  verifica  los  toma 
en  el  sentido  de  la  ley  para  los  efectos  de  la  culpabilidad. 
'    -^Corwp.^  núm.  304.— 11  de  diciembre  de  1862.)  TV* 

Y.jyurto. 

€a^«MMi,<~V.  ÁiminiaWaiwr»^  Afbaeea  y  Pago. 

Co«0fton.— No  puede  considerarse  como  cuenten  incidental  de 
un  pleito  la  que  no  se  pruebe  durante  el  curso  de  él,  sino 
que  se  propone  después  de  terminado.  (Ccmp..  núm.  145. 
—27  de  mayo  de  1862.).  3» 

' V.  Providencia. 

CaMlÍ#B  die  heeli#.— Las  cuestiones  de  hecho  deben  decidine 
por  los  datos  y  pruebas  suministradas  en  el  juieic-^éT., 
Dúm.  34.-10  de  febrero  de  1862.)  f^ 
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Caesllütt  ée  heeh^.^LftscaestkHdds  qtie  mtí  paramente,  de  he- 
cho guedao  sujetas  al  resultado  de  las  pruebas  perícíai  y 
testiocal  <fue  sanoiirtístiiBD  hs  partes.— (C.^núm.  211.— 
i3  de-setiembre  de  4^62.)  ■  516 

En  eoestioues  de  hecho  en  que  do  cabe  otra  prueba  que  la  tea? 

tifieal  ó  parcial,  á  Ijf  Sala  seúteaciadora  corresponde  apre- 
ciar el  valor  de  dicha  prueba.— (C,  nám.  42.— 17  de 
febrero^  lSd2.  102 

— —  La  solución  de  las  cuestiones  de  hecho  sujetas  á  prueba  testi- 
fical es  de  la  competencia  esclasíYa  de  las  Audiencias»  con 
la  única  limitación  que  contiene  el  art,  317  de  la  ley  de 
E^njuioiamiento  civil,  esto  es,  que  las  pruebas  sea»  apre* 
ciadas  según  las  reglas  A¿  la  sana  critica.— ((7^»  nume- 
ro 90.— 5  de  abril  de  1862.)^  227 

—  En  cuestiones  de  hecho  sujetas  á  prueba  pericial  ó  testíGcal 
corresponde  á  la  Sala  sentenciadora  la  apreciación  de  la 
que  cada  parte  presente,  cuya  apreciación  es  válida  ínterin 
ao  se  alegue  que  al  baceria^  se  ha  cometido  alguna  infreQ- 
cion  lojgaT.— (C,  núm.  287.-21  de  noviembre  de  1862.}.      716 

En  los  pleitos  de  Ultramar,  la  caliGcacion  de  las  cuestiones  ae 

hecho  corresponde  al  tribunal  á  quo^  teniendo  que  confor- 
marse la  Sala  de  Indias  con  dicha  calificación.— (Cos.  de 
Ult.  núm.  47>— 20  de  febrero  de  1862.).  *       112 

Caestlon  JadleiaL— V.  Derecho  de  propiedad. 

CuentUnk  Joris4ieeÍoDal.— Las  cuestiones  jurisdiccionales 
son  por  su  naturaleza  de  orden  público ,  y  si  bien  los 
jueces  j  tribunales  deben  declararse  incoropetenteis  aun- 
que no  intervenga  reclamación  de  autoridad  estraña,  siem* 
pre  que  se  someta  á  su  decisión  algún  negocio  cuyo  cono- 
cimiento no  les  pertenezca,  esto,  para  que  sea  procedente, 
ha  de  verificarse,  en  su  caso,  con  audiencia  del  Hitiisterio 
fiscal, 6  á  oscitación  de  este.— (C,  núm.  136.--22  de  mayo 
de  4862.).  342 

Cnradior*— No  se  infringe  el  art.  1276  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  cuando  el  curador  de  un  menor  es  removido  de  su 
encafgo,  no  por  un  acto  de  jurisdicción  voluntaria,  sfno 
después  de  haber  sido  oido  y  vencido  en  juicio.— (C, 
núm.  170.— 21  de  junio  de  1862.)  427 

— —  La  relevación  de  fianzas  que  hace  un  padre  en  su  testamento 
respecto  del  curador  ad  Utem  que  nombra  para  su  hijo,  ni 
Cualesquiera  otras  circunstancias  6  adiciones  pueden  tfee* 
naturalizar  ni  hacer  variar  estos  nombramientoe  en  aa 
esencia  y  condiciones.— ((7.,  .núm.  170.— 21  de  junio 
de  1862.)  427 

V.  Fianzas. 

D. 

Oeeffiífon  gubernativa.- Las  decisiones  gubertivas  en  éóf"  ' 
den  administrativo  no  pueden  servir  de  fundamento  á  un 
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recurso  de  casación.— (C. ,  oúm,  39.^15  de  Cabrero 
de  1862.).  » 

l^efensa. — No  puede  alegarse  que  baj  sorpresa  ó  maqaíDacáOQ 
fraudulenta  en  los  medios  de  defensa,  cuando  estos  medios 
y  los  razonamientos  en  aue  se  presentan,  son  los  miónos 
en  todas  las  instancias  del  juicio,  y  cuando  en  la  segpnda 
no  se  presenta  ningún  documento  nueyo,  de  donde  poeda 
inferirse  semejante  sorpresa.— {(7.  de  Cr.,núm.  i8.— :24de 
enero  de  i  862.).  3fi 

¡defensa  por  pobre.— El  artículo  182  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  ha  de  .entenderse  y  aplicarse  en  nnion  con  el  484,  con 
arreglo  al  cual,  cuando  se  infiera,  i  juicio  del  juez,  por 
cualquiera  signo  esterior  que  los  comprendidos  en  los  casos 
del  primero  de  dichos  artículos  tienen  medios  superiores  al 
jornal  doble  de  un  bracero  en  cada  localidad,  no  se  les  otor- 
gará la  defensa  por  pobre.— (C.,  nüm.  23.-27  de  enero 
de  1862.).  $< 

—  Las  Salas  sentenciadoras,  al  apreciar  tanto  la  prueba  de  testi- 
gos como  los  demás  datos  dedudbles  del  proceso  respecto  á 
los  medios  del  que  solicita  ia  pobreza,  con  arreglo  á  la  fa- 
cultad que  les  concede  el  dicho  artículo  184,  no  infringen 
disposición  alguna  legal. — (Cas,,  núm.  23.-27  de  enero 
'     de  1862.).  51 

La  facultad  que  correspode  á'la  Sala  sentenciadora  para  aso- 
ciar la  prueba  testifical  suministrada  por  las  partes,  tiene 
aun  mayor  latitud  tratándose  de  otorgar  ó  negar  la  defensa 
por  pobre,  pues  por  el  artículo  184  de  la^ley  de  Enjuicia- 
miento civil  se  Jes  autoriza  para  negar  dicha  defensa, 
cuando  infieran,  á  su  inicio,  por  el  número  de  criados  que 
tenga  á  su  servicio  el  que  la  solicite,  por  el  alquiler  de  la 
casa  que  habite,  ó  por  otros  cualesquiera  signos  esteriores 
que  se  tienen  medios  superiores  al  doble  jornal  de  un  bra- 
cero en  cada  localidad.— (C,  núm.  175.— 25  de  janio 
de  1862.).  44* 

V.  Pobre. 

BefraadactoB.— Para  que  haya  delito  de  defraudación  y  pro- 
duzca sus  consecuencias  penales,  es  indispensable  que  se 
tienda  manifiesta  y  directamente  á  eludir  ó  disminuir  el 
pago  de  lo  que  deba  satisfacerse  legítimamente  por  razón  de 
una  contribución  directa  ó  indirecta. *-{C  de  ÍT.,  ña- 
maros 74  y  156.— 18  de  marzo  y  12  de  junio  de  1862.}.  183  y  3^ 

Para  que  la  violación  de  las  reglas  administrativas  constituya 

delito  de  defraudación,  es  necesario  que  tengan  tendencia 
manifiesta  y  directa  á  eludir  ó  disminuir  el  pago  de  lo  que 
legítimamente  debe  satisfacerse  por  razón  de  una  contribo- . 
cion  directa  ó  indirecta^— (C?.  de  H.^  núm.  33  y  76.-8  de 
febrero  y  21  de  marzo  de  1862.).  85  j  I» 

Guando  sean  varios  los  reos  de  defraudación  pe  se  les  puede 

considerar  aisladamente  para  el  efecto  de  imponer  a  cada 
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tillo  el  total  do  la  malta;  porque  perdkta  de  viita  la  uni« 
dad  del  delita  para  muluplioar  las  oraltaa  en  oaboia  de  aa- 
torea,  y  aun  do  cómplices  ó  encubridores  de  ana  sola  de- 
frandacion,  vendría  á  resultar  que  un  beobo  de  perjuicio 
exactamente  Talnrado  causaba  una  penalidad  despropor- 
cionada al  daio  y  á  las  bases  establecidas  para  castigarlo.— 
{€,  de  .H. y  núm.  89.-3  de  abril  de  \  802.).  222 

Defraadaeton. — Entre  las  penas  impuestas  al  delito  de  defrau- 
dación se  cuenta  la  de  una  OQlta  que  no  baje  del  duplo  ni 
esceda  del  cuadruplo  del  derficbo  ó  impuesto  .defraudado. — 
(fi.  de  ff.,  núm.  89.-3  de  abril  de  <862.).  222 

— —  V.  Comiso. 

¡delito.— Las  disposiciones  de  las  Ordenanzas  de  Arsenales,  de 
matrículas  y  de  hi  armada  se  entienden  subsistiendo  espe- 
dita  la  real  jurisdicción  ordinaria  para  ei  conocimieijto  de 
los  delitos  comunes.— (t^omp.»  núm.  i90. — i7  de  julio 
dei862.)«  479 

—  El  conocimiento  de  los  delitos  que  tienen  conexión  forzosa  con 

el  régimen  v  gobierno  de  los  navios  y  arsenales  corresponde 
sola  y  precisamente  á  los  JozgAdos  de  Marina. — {Comp,^ 
núm.  t9t.— 47  de  julio  de  1802.).  481 

V.  Defraudación  y  Jue%. 

é 

ilelfto  eonexo.— Son  delitos  conexos  con  los  de  contrabando  y 
defraudación  las  omisiones  y  abusos  de  los  empleados  pú- 
blicos en  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  que  para 
perseguir  el  contrabando  y  defraudación  les  impongan  los 
Reglamentos  ó  instrucciones,  y  cualesquiera  otros  delitos 
comunes  que  se  cometan  para  cubrir  aquellos  escesos. — 
Ujomp.y  núm.  55  y  188.-28  de  febrero  y  30  de  junio 
de  1862.).  129  y  475 

«— -  Los  delitos  conexos  con  ios  de  contrabando  y  defraudación 
deben  ser  juzgados  á  la  vez  que  estos  ante  los  mismos  tri- 
bunales y  en  eJ^ mismo  proceso. — (¿?omp., núm.  55 y  188.— 
28  de  febrero^  30  de  junio  de  1862.).  130  y  475 

— -  V.  Junacítceton  de  Hacienda, 

Ilellf  o  de  loipreiila.— Al  Jurado  aolo  corresponde  el  conoci- 
miento de  la  ofensa  ¿  la  persona  del  rev,  á  la  dignidad  6 
derechos  de  alguno  de  los  individuos  de  la  real  familia 
cuando  ae  hubiera  hecho  bajo  cualquier  forma  no  provista 
en  las  leyes  comunes.— (Como.,  núm.  187. — 30  de  junio 
de  1862.).  47Ó 

— —  V.  Impresos  é  Impresor. 

DeiMmda.— Gareelendo  ün  escrito  de  las  formas  esternas  y  de 
las  condiciones  esenciales  inherentes  á  toda  demanda  diri- 
gida á  promover  un  juicio,  y  sin  los  especiales  requisitos 
que  para  las  demandas  ejecutivas  exige  el  titulo  XX  de  la 
ley  de  Enjuictamienlo  civil,  es  de  todo  punto  imposible  el 
TOMO  vil.  110 
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lé  mae  ejeeodenet  peadieolAs;  es  decir, 
dee  ó  OMS  pleitos  eiecutiroe  segao  e^presenente  deteraioa 
el  523.— ((Tomo.,  núm.  1S9.— 42  de  meyo  de  1862.).         324 

DeBMMte. — BsUiDéodose  probeda  la  demanda  per  la  Sala  seotea- 
dadora,  el  demandante  ha  campUdo  cea  la  obligeciOB  qm 
)e  impone  U  ley  39,  tft.  2.*  de  k  Partida  3.*^ü.,  núme- 
ro 1 67.— 20  de  judo  de  1862.).  4IS 

— —  Nadie  puede  ser  compelido  á  demandar  I  otro  segan  la  dispo- 
sicioD  de  la  ley  46,  tft.  2.*  de  la  Partida  3.^,  foera  de  los 
casos  que  dicha  lev  j  la  siguiente  establecen  como  escep* 
clon;  pero  ni  en  dichas  escepciooes  ni  en  las  demás  admi- 
tidas por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales  pueden  ser 
oompreodidos  los  que  se  hallan  en  poeeaion  de  no  derecho 
en  virtud  de  decisión  judicial  dietada  en  legal  forma.  (C, 
número  317.— 22  de  diciembre  de  1862.).  794 

V.  i4ceipi».  Ejecutoria,  División  y  ^anlenda. 

Denaadado. — V.  Juicio  ejeeuUvo, 

DenaaBdmaf  e. — Para  que  se  le  condene  en  las  costas,  es  preci- 
so, segQD  las  leyes  8.*,  tit.  22,  Part.  3.%  y  2.%  til.  19,  li* 
bro  11  de  la  Nov.  Reeop. ,  que  la  demanda  sea  matidosa, 
que  el  litigante  careica  de  razón  derecha  ó  que  proceda 
con  temeridad  conocida.— (O. ,  núm.  11.— 9  de  enero 
de  1862 )  24 

V.  üominio. 

Demeg^aelMa  4e  Mpliea.— V.  Súplica, 

Oepófiito. — Es  condición  necesaria  para  que  proceda  el  depósito 
en  la  interposición  del  recurso  de  casación, que  les  senten- 
cias de  primera  t  secunda  instancia  sean  conformes  de 
toda  conformidad.  — (C,  núm.  86. — l.^de  abrilde  1862.).     212 

— —  No  siendo  conformes  de  toda  conformidad  las  sentencias  ¿a 
primera  y  ¡segunda  instancia,  no  se  exige  depósito  alguno 
para  la  interposición  del  recurso  de  casación.— (C,  nú- 
mero 232.-4  de  octubre  de  1862.).  368 

Derecho  de  aereeer* — No  puede  llegar  el  caso  del  derecho  de 
acrecer,  mientras  no  quede  vacante  la  herencia  en  nna  de 
las  partes  en  que  fué  instituido  algún  coheredero.— (C  de 
ü.y  núm.  18.— 24  de  enero  de  1862.).  36 

Dereeho  de  projpledsMl.— Lm  ditposicienes  del  orden  admi- 
nistratíTO  no  tienen  aplicación  é  las  cuestiones  judídales 
en  que  se  ventila  el  derecho  de  propiedad.— (C,  núm.  84. 
—1.*»  de  abril  de  1862.).  216 

Oereeho  s«pletorlo«— 81  derecho  canddoe ,  romano  y  pMrie 
anterior  á  la  ley  de  la  NoviStma  ReoopUadon  tienen  única- 
mente autoridad  legal  en  Cataluña,  á  falta  las  ConsUtocio» 
oes  y  jurisprudencia  que  constltayeD  en  fuero  municipal 
vigente.-^(C.y  núm.  399.— 12  de  didembre  de  1862.).       739 
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Der«oheflie«rtalc«.-*BI  esoeaode  fe  oobfittfrde  dereelMMts  de 
oaráoter  ptDtl ,  por  mas  (|oe,  eooMtido  eo  aeluaeioDes  ci- 
ntos, poedt  nelamacM  y  eorag^  «n  ha  misi!U&,^C., 
Búmer*i20*-r^d6iiiayo.del862.).  302 

Desaeato.-cLos  que  de  palabra  6  obra  desacatan  á  las  justicias 
quedan  desaforados  en  conformidad  i  Jo  qae  dispone  la 
ley  9.%  tít.  iO»  lib.  f  2  de  la  Nov.  Recop.  y  la  Real  orden 
de  8  de  «bril  de  1831,— (Comp*,  núin.  202.— 30  de  agosto 
de  1862.).  501 

«^—  E\  detito  de  desacato  á  un  Alcalde  produce  desafuero»  y  su  co« 
noclmiefito  corresponde  á  la  jurisdicción  ordinaria ,  según 
la  ley  9.*,  tft.  10,  libro  12  de  la  Nov.  Recop. ,  y  la  Real 
orden  de  8  de  abril  de  1831,  derogatoria  de  otras  disposi- 
ciones.—(Comp,,  núm.  107.— 25  de  abril  de  1862.).  267 

Qs.de  todo  conforme  con  la  ley  9.%  tít.  10,  lib.  12  de  la  No- 
vísima Becoj^ilacion  y  Real  orden  de  8  de  abril  de  1831  la 
jurisprudencia  establecida  constantemente  sobre  la  materia 
por  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  que  es  el  único' com- 
iPetente  para  decidir  las  cuestiones  jurisdícionales  de  esta 
clase  ,  y  sus  determinaciones ,  obligatorias  pera  todos  tos 
jueces  V  tribunales,  cualesquiera  que  sean  su  fuero  y  cate- 
goría, deben  consultarse  antes  de  promover  una  contienda 
de  jurisdicción.  — (Comp.,  núm.  107. —25  de  abril 
de  1862.).  267 

— >—  Causa  desafuero  el  desacato  de  obra  ó  de  palabra  becho  á  las 

justicias.— {Comp,,  núm.  193.— 24  de  julio  de  11562.).  483 

Solo  iprodnce  desafuero  el  desacato  contra  los  Alcaldes  ó  sus 

Tenientes^  que  son  los  que  ejercen  funciones  de  justicia. 

— (¿7omj).,.núm.  124.— 24  de  mayo  de  1862.).  355 

— >— r  Cuando  un  carabinero  se  niega  á  pagar  una  contribución  que 
$e  le  exige  por  el  alcalde,  y  acompaña  la  negativa  de  la  ór- 
^en  de  su  jefe  para  ello,  no  puede  decirse  que  ha  cometido 
el  delito  de  desacato.— (Comp.,  núm«  240.— 10  de  octubre 
de  1862.).  594 

No  lo  constituye  el  hecho  de  tomar  con  violencia  á  un  deposi- 
tario los  efectos  embargados,  si  el  carabinero  los  devuelve 
al  mandárselo  el  alcalde.— (Comp.,  núm.  240.— 10  de  oc- 
tubre de  1862.j^.  595 

Tampoco  comete  oicho  delito,  cuando  la  desobediencia  á  una 

orden  del  alcalde;  se  escusa  por  tener  que  desempeñar  asun* 
tos  mas  importantes  del  servicio.— (¿omp.,  núm.  240.— 
10  de  octubre  de  1862.).  595 

Desafomdi^— Sado  quedan  desaforados  los  que  formalmente  re* 
sisten  á  las  justicias,  desacatándolas  de  obra  é  de  palabra. 
-^Comp.f  núm.  203.-30  de  agosto  de  1862.).  5021 

Oe8«fser«.  Lo  produce  el  desacato  cometido  contra  loe  Alcal- 
des y  sos  Tenientes^  tanto  con  arreglo  á  lo  prevenido  en 
las  leyes  8  y  9,  tít.  10,  lib.  12  de  la  Novísima  Recopila- 
ción y  Real  drden  de  8  de  abril  de  1831  >  qae  por  la  época 
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len  (fae  se  espidió  ÜeM  'ftwrza  ileiogttorift  de  tas 
ciones  anteriores  dictadas  en  sentido  contrario,  eaaniib  en 
virtud  da  ta  jórispradenoia  establecida  por  Á  Soprema  Tri- 
bunal de  Justicia,  entre  otras  deeieiones,  en  ia«  de  28  de 
enero,  i.^j^ñ  de  octubre  ;  7  de  diciembre  de  4859  y  de 
21  de  setiembre  de  1861*--((7omp.»  nám.  8.-31  de  di- 
ciembre de  1861.).  21 

llesafaero.— El  desafuero  que  declaran  Ití  leyes  8/  y'9.%  Ul.  10, 
lib.  12  de  la  Novísima  Recopilación,  Comprende  á  los  que 
resisten  ó  desacatan  de  enra  ó  palabra  á  la  justicia.— 
(Comp.,  núm.  17.— 16  de  eneh)  de  1862.).  34 

Lo  producen  los  delitos  de  resistencia  y  desacato  á  un  Alcalde 

y  la  jurisdicción  ordinaria  es  la  competente  para  conocer 

de  ellos.— (Comí).,  núm.  130. — 13  de  mayo  de  1862.).  32S 

—  La  resistencia  á  la  Guardia  civil  en  actos  de  su  instituto  cansa 

desafuero.— (^omp.,  núm.  43.— 18  de  febrero  de  1862.).      104 

También  se  causa  desafuero  cuando  se  hace  \k  resistencia  i 

una  partida  formada  por  disposición  del  alcalde,  pero  en 
ausencia  de  este  y  estando  á  las  órdenes  de  un  guardia  d- 
Til  en  persecución  de  malhechores.— ((7omp.,  núm.  43«— 
18  de  febrero  de  1862.).  104 

1 La  resistencia  á  un  Guardia  ciñlen  el  acto  de  cumplir  con  ana 

obligación  de  su  instituto  causa  desafuero  en  ta  persona 
que  lo  comete;  y  para  resotver  las  cuestionesjurisdicciona- 
lesde  esta  clhse,  debo  estarse  á  la  naturaleza  del  delito  que 
se  persigue  y  catifícacioo  que  haya  obtenido,  sin  perjuicio 
.  de)  resultado  de  las  diligencias  y  prdeba^  que  cou  posterior 
ridad  se  practiquen,— (Comp.J  núm.  36.--14  de  febrero 
de  1862.).  90 

*—  El  desafuero  contenido  en  el  art.  4.^  tlt.  3.%  trat.  8.®  de  las 
Ordenanzas  generales  del  ejército,  tiene  aplicación  á  los 
Que  insultan  á  los  carabineros  en  actos  del  servicio  propios 
oe  su  instituto,  según  lo  dispuesto  en  la  Real  orden  de  17 
de  setiembre  de  1855.-^(Comp.,  núm.  216.— 19  de  se- 
tiembre de  1862.).  S32 

*^—  El  desafuero  de  los  militares  que  tratan  j  negocian,  conteni- 
do en  el  art.  4.^  tft.  2.^  tratado  8.^  de  la  Ordenanza  del 
ejército,  y  en  la  ley  15,  tit.  4.*,  iib.  6.*  de  la  Novísima  Re- 
copilación, cuya  escepcion  confirma  la  Real  érden  de  10 
de  mayo  de  1857,  sé  concreta  al  caso  en  que  las  obligacio- 
nes provengan  de  operaciones  mercantiles.- (Comp.,  nú- 
mero 283.— 19  de  noviembre  de  1862.).  708 

- —  V.  Desacato^  Guardia  civil  y  Parricidio. 

DesBmortfzaeion.— La  ley  de  1.®  de  mayo  de  18$5  al  acordar 
la  absoluta  desamortización  y  enagenacion  de  todos  los  bie- 
nes y  la  redención  de  los  censos  pertenecientes  á  manoi 
muertas,  m  suprimió  las  institociones  ú  aslabledmíeBtas 
que  con  ellos  se  sostenían,  sina  que  únicamente  dispuso  el 
cambio  de  forma  de  las  rentas.-^C,  núm.  B6.— 28  de  fe- 
forero  de  4862.).  132 
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DeMun«9(lMeltt»i-r>AQnque  por  J«  ley  i%  i  ."^  d«  maye  de  1915 
86  oe^doDafQii  los  atrasos  da  réditos  que  adeadaren  los 
c^Dtfatarioa  y  é^ak»  pudores  deisraTáueoea  aniertiudos» 
no  estaban  comprendidos  entre  estos  los  destinados  i  cobrir 
obligaciones  afectas  á  objetos  piadosos ,  segan  se  declaró 
espresamente  por  )a  Real  orden  de  3  de.  mayo  de  1859. — 
(C,  núm.  i38.— 22  de  mayo  de  1862.).  345 

— —  El  Real  decreto  de  21  de  agosto  de  1860,  al  mandar  que  la 
Junta  superior  de  ventas  y  las  de  provincias  procedierap 
respectivamente  á-Ia  aprobación  de  los  espedientes  de  re- 
dención de  censos  eclesiásticos  que  se  hallasen  pendientes 
al  espedirse  el  Real  decreto  de  23  de  setiembre  de  1856» 
DO  comprendió  ni  pudo  comprender  los  relativos  á  los  cen- 
sos escepluados.— (£7.,  núm.  138.— 22  de  mayo  de  1862*).      345 

Desahuelo.— Bo  el  juicio  de  desahucio,  á  pesar  de  ser  sumarísi- 

mo  por  su  naturaleza,  puede  y  debe  tener  iusar  el  reci-  i 

bímiento  á  prueba,  puesto  oue  en  el  acto  verbal  ha  de  oir^ 
el  juez     á  las  partes  y  recioir   sus   pruebas.— ((7.,  nú- 
mero 1 1 1.-^26  de  abril  de  1 672.).  27i^ 

—  V.  Semencia. 

Deseaido.— V.  Litigante, 

Detención  arbitrarla. — ^Este  delito  no  causa  desafuero  en  el 
que  lo  comete.— (Comp.,  núm.  199.— 14  de  agosto  de 
1862.).  494 

Dendas.— Es  un  principio  inconcuso  que  el  deber  de  pagar  deu- 
das ó  cumplir  obligaciones,  muerto  el  que  las  hqbiese 
contraído ,  recae  en  su  heredero. — (C,  núm.  255.— 
.  24  de  octubre  de  1862.).  626 

Dendor. — La  escritura  en  que  uno  se  conCesa  deudor  de  cierta 
cantidad,  si  bien  puede  ser  obligatoria,  en  cuanto  á  esté 
estremo,  para  el  que  la  otorgó,  y  dar  derechos  á  aquel  en 
cuyo  favor  se  constituyó,  no  sirve  ni  puede  perjudicar,  in- 
tentando en  ella  una  tercería,  á  otro  acreedor  mas  anti- 
guo, y  mucbo  menos  cuando  el  deudor,  al  tiempo  de  otor- 
gar la  espresadada  escritura,  aparecía  insolvente. — 
(C,  núm.  280.— 22  de  noviemcre  de  i862.)  726 . 

— — r  El  art.  961  déla  ley  de  Enjuiciamiento  civil  solo  se  refíere  al 
caso  en  que  el  deudor  no  aprovecha  la  facultad  de  opo- 
nerse ala  ejecución  contra,  él  entablada. — ((7.,  núm.  296. 
—29  de  noviembre  de  1862.).  739 

— —  V.  Consignación  y  Obligaciones,. 

Dllig;enela  para  naejor  proveer.— Es  potestativo  en  los 
Tribunales  el  estimar  ú  ordenar  que  se  practiquen  las  di- 
ligencias para  mejor  proveer  que  tengan  por  conveniente. 
—(C,  núm.  49.— 22  de  febrero  de  1862.).  116 

DlUsenelas.— V.  Jurisdicción. 
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DÍ8poftléf»riie»  MfaiiM»lratllrM.--La'  aptteichm  de  \m^$*' 
posiciones  adttmistralíTali  corrÉsp^nde  é  les  antorídadee 
del  nn8iDoórden.«--(C,  ftúm.  117.— >6  demayode  1862.).     293 

División.— Cuando  la  demanda  se  ha  dirigido  á  solicitar  la  di?i- 
sioD  de  una  parte  determinada  de  la  cosa  litigiosa»  la  sen- 
tencia que  amplia  y  estiende  la  división  á  toda  ella  ¡afrin- 
^e  la  ley  16,  tit.  22,  Part.  3.*,  según  la  cual  se  anula  ti 
juicio  que  diese  el  juzgador  sobfe  cosa  que  non  fué  ds- 
ntündada  ante  e7.— u7.,  «núm.  !%65.— 29  de  octubre  de 
1862.;.     .  6M 

D<(ctrina  ief^al.— Solo  las  doctrinas  adoptadas  por  la  juríspra- 
dencia  ae  tos  Tribunales  son  las  que,  con  arregla  á  derecho, 
ptteden  citarse  en  concepto  de  infringidas;  pero  nunca  las 
merus  opioiones  ó  deduceiooes,  que  abusivamente  suelen 
formularse  bajo  la  arbitraria  denominación  de  prineipios  de 
derecho  ó  de  jurisprudencia.-^(C,  núm.  22^.-25  de  se- 
tiembre de  1862.).  548 

•~-«-  No  puede  considerarse  como  infrin|;ida  la  doctrina  sentada  por 
una  sentencia  del  Tribunal  Supremo,  coando  la  que  seSia* 
pone  infringida  recayó  en  un  pleito  en  que  se  discutian 
cuestiones  diferentes  de  las  Tentiladaseú  aquel  á  que  trata 
de  aplicarse  dicha  doctrina.— ((7.,  núm.  241.— 8  de  octu- 
bre de  i862.).  597 

^— *  Las  doctrinas  válidamente  estables  en  los  recursos  de  casadofl, 
son  las  que  como  emanaciones  de  las  mismas  leyes,  i  las 
que  sirven  de  complementó,  admiten  los  Tribunales;  y  no 
las  meras  opiniones  que  para  casos  dados  suelen  formular- 
se ^on  el  nombre  de  doctrinas  legales. — ^(C,núm.  320.— 
19  de  diciembre  de  1862.).  799 

— —  V.  Autores, 

DoeamentOA.— No  reclamadaen  tiempo  oportuno  la  legalidad  ó 
veracidad  de  los  instrumentos  probatorios,  no  puede  decir- 
se que  se  han  infrlngingído  las  reglas  que  prescribe  el  ar- 
ticulo 281  de  la  ley  de  Bojuiciamiento  civil  para-la  eficacia, 
enjuicio,  de  los  documentos  públicos,  ni  tampoco,  aun  en 
el  supuesto  de  ser  aplicable  al  caso  litigioso,  las  leyes  114, 
118  y  119,  til.  18,  y  10,  til.  19  de  la  Part.  3."— í^-,  nu- 
mero 59.— 1.**  de  marzo  de  1862.).  141 

-'  No  puede  prevalecer  contra  lo  espresado  en  un  documento  so- 
lemne, la  alegación  mfundada  de  ligereza  6  equivocación 
de  peritos  encargados  de  una  operación  pericial. —((7.,  nú- 
mero 84.— I."*  de  abril  de  1862.).  201 

—  Para  que  los  documentos  públicos  sean  eficaces  en  juicio,  es 
menester  que  se  cotejen  con  sus  originales,  previa  cita- 
ción coutraría.— (^.,  núm.  84.— 15  de  abril  de  1862.).  260 

No  puede  invalidarse  uo  documento  anterior  por  otro  poste- 
rior, cuando  este  es  redareñido  civilmente  de  falso.  (C, 
número  124.— 8  de  mayo  de  1862.).  310 
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Doe«Bi«pito0.-*Lo  dtop^o^a  ti  en»  291  éa  la  Itv  da  BojvMla- 

miento  civil,  solo  tiene  lagar  coando  se  «atabla  la  aoeioD 
ctimiDal,  mas  nacaaiido  sa^impu^enlosdocnmentoa  cowo'. 
ineficaces  redarguyéndolos  civilmente  de  falsos.  ((7.,  nú- 
mero 272.-8  de  noviembre  de  1862.).  679 

— —  Redargüido  de  falso  por  el  demandado  el  documento  privado 

,  aducido  en  apoyo  de  la  demanda ,  no  puede  constituir  pie- 

*  na  prueba  por  falta  de  los  requisitos  exigidos  al  efecto  por 

las  leyes  li4  y  il8«  tit.  18  de  la  Part.  3.'— (C,  número 

280.-— 14  de  noviembre  de  1862.).  699 

— •  V.  ñegistro  y  Sentencia, 

Oolo.— V.  ÁoeUm. 

Oomicllio. — Mientras  no  conste  de  una  manera  terminante  que 
ufM)  ha  trasladado  su  domicilio  de  un  punto,  es  Juea  com- 
pétenla  para  conocer  de  las  demandas  que  contra  él  ge  in- 
tenten el  del  lugar  donde  aquel  tenga  su  casa  abierta. — 
{Comp, ,  núm.  292.-27  de  noviembre  de  4862.).  732 

— —  El  art.  2."*  de  la  Real  orden  de  20  de  agosto  de  1849,  ai  decía- 
rae  como  domicilio  de  todo  español,  además  del  pueblo  de 
su  nacimiento,  aquel  al  que  se  trasladase  libre  y  volonta- 
riamente,  se  reüere,  en  esta  última  parte  de  su  disposición, 
á  la  traslación  material  y  efectiva.— -(¿7omp.,  núm.  292.— 
27  de  noviembre  de  1862.).       ^  732 

Donainio.— Guando  én  una  sentencia  no  se  reconoce  el  dominio 
de  una  cosa,  menos  pueden  declararse  facultades  que  sean 
emanaciones  del  mismo  dominio.— (C ,  núm.  3.— 28  de 
diciembre  de  1861.).  6 

— —  Demostrado  por  el  demandante  con  documentos  públicos  y 
privados  cuya  validez  legal  no  baya  sido  impugnada  la  po- 
sesión de  la  cosa  litigiosa  con  el  carácter  de  condominio,  y 
probado  por  consiguiente  el  derecho  con  que  entabló  la  ac- 
ción, la  sentencia  que  le  adjudica  dicha  cosa  no  infringe  ni 
la  doctrina  jurídica  que  establece  que  la  acción  communi 
dividundo  solo  es  procedente  cuando  está  reconocido  el 
dominio,  ó  cuando  habiéndose  negado,  se  ha  declarado  su 
eiisteiicia  por  ejecutoria;  ni  tampoco  las  leyes  1.",  tít.  i4, 
y  28,  tit.  2.^  de  la  Part  3.',  por  no  serle  aplicables.— 
(C,  núm.  265.-29  de  octubre  de  1862.).  658 

lIonacloB,— Según  lo  establecido  en  la  constiuieloa  1.*,  tit.  9, 
lib.  8.*  de  las  de  Cataluña ,  las  domiciones  universales  que 
no  sean  insinuadas  diez*dias  antes  Je  contraída  la  deuda 
no  tienen  valoren  perjuicio  de  los  acreedores  cuyos  crédi- 
tos consten  en  escrituras  ó  vales,  y  con  igual  ó  mayor  ra- 
zón los  procedentes  de  la  cosa  juzgada.— ((7., núm.  154. — 
11  de  junio  de  1862.).  381 

— -—  El  registro  de  una  donación  hecho  oportunamente  en  el  oficio 
de  hipotecas.no  exime  del  requisito  esencial  de  la  insinua- 
ción, porque  aquel  se  hace  sin  autoriaacbn  del  juesi  y  éste  > 
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ki  proropofié  con  toda  éoldtnaidaí}.— (C,  oAm.  154.— H 

dte  JUDIO  de  i862.).  ^1 

Donación.— La  donación  hecha  por  la  madre  á  ano  de  sus  hijos 
con  motivo  de  su  casamiento,  no  puede  alterar  ni  modificar 
la  disposición  testamentarla  del  padre  que  dejó  dispuesto 
cómo  había  de  pagarse  á  cada  hijo  su  legítima^  y  cómo  ha-  . 
bian  de  arreglarse  los  demás  derechos  que  pudieran  cor- 
responderíea.— (C.,  núm.  235.-24  de  octubre  de  1862.).     626 

No  probándose  que  ei  v^jor  de  los  bienes  donados  escede  de  fa 

cantidad  señalada  en  ia  ley  9.*,  tft.  4.^  Part.  5.*,  auoqoe 
la  donación  haya  carecido  de  insinuación,  la  sentencia  que 
declara  válida  dicha  donación  no  infringe  ia  citada  ley  de 
Partida.— (C.^  núm.  299.-2  de  diciembre  de  1862.).  711 


Dole.— La  ley  8.%  tít.  29,  Part.  3.*,  que  determina  que  si  el  u.^ 
rido  fuese  desgastador  de  ia  dote,  y  la  mujer,  después  que 
lo  supiere,  no  le  demandase ,  si  en  adelante  alguno  la  ga« 
nase  por  tiempo,  debe  el  poseedor  adquirir  loe  bienes  por 
prescripción,  no  dispensa  de  las  condiciones  esenciales  de 
esta.— (C.  de  U.,  núm.  79,-22  de  marzo  de  4862.).  196 

V.  Mujer. 

.       .  ■  K. 

£4ÍlleaeIon.— Cuando  no  se  trata  de  la  adquiaicion  de  un  edifí- 
cío  construido  en  suelo  de  oiro,  carece  de  aplicación  la  ley 
42,  tít.  38,  Partida  3.'— (C,  núm.  251.-21  de  octubre 
de  1862.).  «17 

EJecacion.— Y.  ¡kudor. 

KJecatoria.— Las  ejecutorias  de  los  tribunales  generalmente  no 
perjudican  sinoá  los  que  han  sido  parte  en  el  juicio  en  que 
han  recaído.— (C.^  núm.  102.— i5  de  abril  de  1862.).  256 

Estimadas  por  una  ejecutoria  todas  las  pretensiones  de  una 

demanda,  no  es  dado  atribuirla  el  haber  prescindido  de  algo 
de  lo  pedido.— (C.  de  £/.,  núm.  161.— .16  de  junio  de 
1862.):  401 

«— ^  No  puede  enervarse  la  fuerza  de  una  ejecutoria  por  existir 
otra  anterior  cuando  no  consta  que  en  el  pleito  en  que  re- 
cayó esta  fuese  la  misma  la  persona  demandada,  ni  que  se 
tratase  de  sus  derechos  >  aunque  sí  to  fhera  la  oosa  objeto 
del  litigio.— ((/.,  núm.  173.— 23  de  junio  de  1862.).  434 

V.  Vineuh. 

Siinbarso  preventivo.— La  preteosion  de  alzamiento  de  un  em- 
bargo preventivo  no  puede  conceptuarse  como  una  sumi- 
sión verdadera  respecto  al  punto  principal  del  litigio. 
— (Comp.,  núm.  189.-10  dé  julie  dé  1862.).  477 

Knajenaolon.— No  es  jurisprudencia  admitida  por  los  Tribuna- 
les, que  siempre  que  ee  declare  la  nulidad  de  un  contrato 
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en  yirtud  del  cual  se  hayan  enajenado  fin¿as,  .y  se  mande 
devolver  estas  con  restitución  de  frutos,  hayan  de  verificarse 
en  todos  los  casos  de  los  perctbidos  á  debidos  percibir  des- 
de que  aquellas  entraron  en  poder  del  comprador;  sino  que 
.por  el  contrario,  los  Tríbuoaies  tomando  en  consideración 
las  diversas  circanstancSas  y  antecedentes  consignados  en 
los  autos,  aprecian  en  uso  de  sus  facultades,  el  hecho  de  si 
se  han  retenido  con  buena  fé  hasta  aue  se  haya  esta  inter- 
rumpido por  la  contestaoion  á  la  aémaúda.— -(C.^  náme- 
ro  309.— 18  de  diembre  de  1S62.).  77  3 

ünajenaeton. — Consentid» y  ejecntoríflda  la  sentencia  declarato- 
ria de  la  nulidad  de  unas  enajenaciones  hechas  por  persona 
que  carecia  de  autorización  para  ello,  debe  reputarse  )a  tal 
persona  como  vendedor  de  cosa  ajena,  v  en  su  consecuencia 
entregarse  los  bienes  á  su  legítimo  oueño  sin  obligarle  á 
devolver  á  los  compradores  el  precio  que  dieron  por  ellos. 
(C.y  oúm.  234.-6  da  octubre  de  i  862.).  577 

Enflténsis.— Y.  Contrato  enfUéutieo  y  Señoríos. 

Eojaiciainiteato  elvll.--Por  el  art.  1418  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  han  quedado  derogadas  todas  las  leyes,  Rea- 
les decretos,  reglamentos,  órdenes  y  fuerce  en  que  se  ha- 
yan dictado  reglas  para  el  procedimiento  en  asontos  civi- 
les.—(Cowip.,  nám.  122.— 8  de  mayo  de  1862.).  306 

S2scepcloii.—No  puede  admitirse  como  nueva  eacepcion  la  que 
no  es  otra  cosa  que  la  corroboración  de  la  ale^adi^  en  la 
contestación  á  la  denumda  y  ha  sido  objeto  de  discusión  y 
prueba.— (¿?.,  núm.  30.— 7  de  febrero  da  4862.).  75 

^~  La  escepcion  non  numerata  pecunia  solo  puede  puede  utili- 
zarse cuando  se  alega  en  tiempo  oportuno. — (C,  núme- 
ro 41.— 17  de  febrero  de  1862.).  10 1 

—  Na  pueden  producir  efecto  aJguno  legal  las  escepciones  de 
prescripción  y  de  pago  espuestas  por  el  demandado  en  la 
segunda  instancia  cuando  en  la  primera  opuso  ia  de  falta 
de  acción,  no  solo  porque  se  escluyen  la  una  á  la  otra,  sino 
porque  ambas  dan  por  supuesta  la  certeza  de  la  obligación 
que  se  reclama.— (a,  núm.  168.-21  de  junio  de  1862.).      420 

V.  Recurso  de  easaeion. 

Espediente  gubernativo.— Seguido  un  pleito  entre  partes,  sin 
reclamación  alguna  contra  el  Estado,  no  hay  necesidad  de 
entablar  el  espediente  gubernativo  que  prescribe  el  Real 
decreto  de  20  de  setiemfairede  1851.— (C.,  núm.  164*— 
17  de  junio  de  1862.).  411 

EspolioB.— El  fondo  de  Espolies  como  pertenencia  del  Estado,  go- 
za del  privilegio  de  menor,  con  arreglo  á  la  ley  10,  tít.  19, 
Part.  6.\— (C,  núm.  308.)— 13  de  diciembre  de  1862.).       770 

— —  V.  Concurso, 

TOMO  Vil.  iil 
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BslaUeelmlento  de  beneflcenela.— La  ley  de  11  de  octa- 
bte  de  1820  ha  sido  modificada  esencialmente  en  «na  ar- 
tículos 14. 15  Y  16,  por  la  de  1.*  de  mayo  de  185B:  y  ha- 
biéndose dictado  lal  sentencias  del  Supremo  Tribunal  de 
Justicia  de  7  de  octubre  de  1852  y  26  de  julio  de  1854, 
con  anterioridad  á  la  dicha  ley  de  1.°  de  mayo  de  1855,  es 
claro  que  la  jurisprudencia  establecida  por  aquellas  ba  si- 
do f evocada  por  (as  disposiciones  de  ésta. --((7.,  núm.  2. 
.  —28  de  de  dicíembrede  18610.  3 

— —  V.  Heredero. 

CstablMinaUnto  de  Inütraeélon   f  Abllea.— V.   Bienm 

vinculadóe. 

fiaeritnra.— No  se  puede  aplicar  la  ley  34|  tft.  14,  Part.  5.%  i 
una  escritura  otorgada  solo  por  dar  forma  legal  á  lo  confe- 
nído  y  no  para  evitar  pleitos. — (C,  núm.  155.— 12  de  ja- 
niode  1862.).  3» 

— *•  No  puede  ser  impugnada  útilmente  como  fundamento  de  cas»> 
cion  una  esentura  de  transacción,  cuando  los  defectos  que 
se  la  atribuyen,  aun  siendo  ciertos,  no  Interesan  mas  q^b  i 
los  que  en  ella  han  intervenido  ó  traen  causa  de  tos  oíps- 
mos.— ((7.,  n&m.  264.-29  d^  octubre  de  1862.).  6Si 

Aun  cuando  la  escritura  de  transacción  de  un  pleito  en  aue  in- 
tervienen menores  sea  otorgada  por  mondaderoj  solo  e|i  el 
caso  de  no  ser  beneficiosa  á  los  menores,  podrán  éstos  y  no 
otra  persona,  invocar  su  nulidad.— (C,  núm.  264.— 29  de 
octubre  de  1862.).  6S4 

——  La  escritura  que  contiene  una  obligación  bilateral  exige  la 
concurrencia  de  ambos  contrayentes  á  su  otorgamiento,  j 
por  lo  tanto,  cuando  no  existe  consentimiento  espreso  ni 
presunto  que  legalmente  suponga  la  aceptación  del  que  no 
concurrió  á  su  otorgamiento  ni  por  sí  ni  por  interpuesta 
persona,  se  induce  la  simulación  y  fraude  de  la  obligación 
hecha  en  perjuicio  de  tercero.— ((/.,  n6m.  290.— 22  de  no* 
viembredel862.).  TH 

—  La  escritura  que  adolece  de  tales  vicios,  como  contraría  i  lo 

que  prescríbela  ley  1.*,  tft.  23,  lib.  10  de  la  Novísima  Re- 
copilación, no  sirve  para  fundar  en  ella  una  acción  de  terce- 
ría, porque  para  que  pueda  disputarse  la  preferencia  de  cré- 
ditos ó  competir  estos  entre  sí,  es  necesario  que  no  se  dnde 
de  su  legitimidad  y  eficacia,  y  que  acordada  ésta  no  se  haya 
celebrado  en  perjuicio  de  terceros  acreedores.— (C,  nu- 
mero 290.— 22  de  noviembre  de  1862.).  726 

Éslranjere.— Guando  una  persona  raaulia  inscrita  en  al  doble 
registro,  tiene  derecho  á  que  se  la  califique  da  eslraDJera 
en  caso  de  fallecimiento,  y  corresponde  conocer  de  su  tes- 
umentaría  al  Juzgado  de  estranjeros.— ((7omp«,  núm.  38. 
—15  de  febrero  de  1862.)  94 

—  —El  estranjero  avecindado  fuera  de  Bspa&a  no  puede  gozar  en 
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M6  niDo  dBl  fíMfo  é6  6BtnBtarfa.«-((7oiii0.,  nfno.  •4.— 

9  de  abrit  de  4M2.)  23& 

1S«lrttiiJero.-*-Según  el  art.  12  del  Real  deerbto  de  17  de  neviem- 
inre  de  1892  careeen  de  faero  de  estnojerfa  loa  eetranjeroa 
qae  qose  hallan  comprendidoe  como  domiciliados  ótraoa- 
eantes  en  las  matriculas  de  los  Goblel^s  civiles  y  en  las  * 
de  les  Consulados  de  las  naciones  reepectívaSé^Comp., 
núm.  222.-25  de  setiembre  de  1 862.)  54S 

«-*>  El  Real  decreto  áñ  17  de  noviembre  de  1852  reduce  la  ciasi- 
Gcacion  de  los  estrapjeros  á  doi^idjiados  y  iranaennlea 
para  el  efecto  de  gozar  el  faero  especial  llamado  de  eslraB- 
jeria.-*((7ofiip ,  núm.  222,-25  de  setiembre  de  1862.)         546^ 

EslraAM.-^V.  Parientes. 


Pia^M».— Las  observancies  de  Aragón  3.*  y  15,  solo  son  apHcaMes 
al  caso  en  qoe  conste  de  una  manera  indubitable  que  una 
persona  se  obligó  como  fiador  de  otra.^C.y  núm.  91.— 5 
de  abril  dé  1862.)  229 

Piania.— La  obligación  de  fianza»  como  accesoria  de  otra  principal, 
se  entiende  contraída  en  los  propios  términos  ▼  con  la  misma 
esteasion  que  aquella  á  que  sirve  de  garaotu.  cuando  no 
se  ha  limitado  y  restringido  espresamente  — {(/•!  núm.  63. 
—8  de  marzo  de  1862.)  157 

•—  Guando  por  el  testador  no  se  ha  prohibido  que  se  exijan  fianzas 
al  curador  de  sus  hijos  menores,  al  exigirlas  el  juez  que 
discierne  eLcargo,'  no  infringe  los  arts.  1268,  420,421, 
1414, 1276, 221,  337  y  338  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil.^íC  nüm.  170.— 21  de  junio  de  1862.)  428 

Siendo  subsistente,  válida  y  eficaz  la  obligación  principal  de 

la  sociedad,  lo  es  también  la  accesoria  de  fianza.— (C,  nú- 
mero 63.-8  de  marzo  de  1862.).  157 

—  Guando  no  se  ha  dado  mas  ostensión  á  lo  accesorio  que  á  lo 

principal,  no  se  infringe  la  ley  34,  Dig.,  de  fUejuuoríbut^ 
ni  el  párrafo  5.^  lib..3.^  tit.  21,  de  la  Instit.  de  Just.— 
(¿7.,  núm.  63.-8  de  marzo  de  1862.).  157 
V.  Cwraá^  y  Obligación, 

ndeieanalso.- Ajustada  una  sentencia  i  los  principios  fijados  en 
la  fundación  de  un  fideicomiso  para  su  sucesión,  no  puede 
decirse  que  dicha  sentencia  infringe  la  fundación.— (¿7., 
núm.  131.— 13  de  mayo  de  1862.).  328 

—  El  art.  4.""  de  la  ley  de  11  de  octubre  de  1820,  que  solo  puede 

tener  aplicación  en  los  fideicomisos  familiares  cuyas  rentas 
se  distribuyen  entre  los  parientes  del  fundador ,  no  puede 
aplicarse  á  una  fundación  en  que  los  patronos  deben  distri- 
buir siempre  y  precisamente  las  rentas  en  un  aniversario, 
memoria  de  misas,  prebendas  para  eetudiantea  y  dotes  ¡lara 
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ckttctHas  dOflfta  Umi\Í9Á  M  étawje^iel  liiDdftAor  qao  reotao 
las  cualidaaes  y  circanstancias  qué  por  tqQelh  se  exigen.^ 
{C,  Düm.  213.— i7  de  aetieoibre  de  1862.).  Stt 

Firma. — £1  recoDOoer  el  deoMadado  cdmo  nya  la  firma  puesta  al 
pie  de  usa  tijioidacioo  qae  el  demandante  proseo ta»  úatci- 
mente  eonalituytfiían  dato  para  la  af>reciacion  de  la  prueba, 
.|Kiro  no  ea  la  eomnceneia  á  qae  se  refieren  las  le]fes  f .% 
i.\  5.*,  6.%  y  7.%  tft.  i3,  Parfc.  3/— (a,  oúni.  t80-— 
.  14  de  noTíembre  de  1862.)w  W 

Forofik^Lfmitado  á  nn  forista  el  dominfo  útil  de  tro  foro  por  eon- 
dteiones  que  imponga  et  dueño  deldotníoio  directo,  no  pue- 
de aqael ,  ni  sus  sucesores,  foace^  en  el  arriendo  de  ías  fin- 
cas en  que  esté  constituido  el  foro.  Innovación  algana  coa- 
traria  á  las  condiciones  impoeslas  por  el  señor  directo ,  sin 
la  autorización  ,  ó  al  menos  fin  la  aquiesciencía  y  conoci- 
miento de  este ,  ó  del  que  le  hubiere  sucedido  en  sus  de- 
recbas.-*(C  üúvb^.  2i .—27  de  enero  de  1862.).  ^ 

ffruloa.*— La  sentencia  que  limita  á  la  época  de  la  contestación  á  la 
demanda  la  restitución  de  los  frutos ,  no  infringe  juríspm- 
dencia  alguna  admitida  por  ios  Tribanalés. — (C7.,  nésa. 
309.— .18  de  diciembre  de  1862.).  77) 

— -V.  Enagenacion  y  Poseedor.     . 

FandaeiMiea  pladaaas.— V.  Capellaniaa. 

Faero.— Ei  competraté  para  conocer  de  los  delitos,  es  el  del  sitio 
en  que  se  cometen;  y  esta  cnmpetencja  adquiere  dobif  ca- 
rácter, cuando  los  tratados  como  reos  et^tán  domiciliados 
en  el  lugar  de  la  comisión  del  delito^Üomp.,  núm.  13. 
—11  de  enero  de  1862.).  27 

«.^  No  pueden  citarse  con  oportunidad  como  infringidos  en 
pleitos  en  que  no  se  trate  de  una  sociedad  mercantil,  ar- 
tículos del  Gódif^o  de  comercio,  la  Rdat  drdeo  de  30  de 
noviembre  de  i  853,  y  el  principio  ó  doctrina  legal  de  que 
los  fueros  privilegiados  no  pueden  renunciarse. — (^.,  nú- 
mero 60.-3  de  mano  de  1862.).  ^f^ 

V.  Honorts  y  Viudcu, 

Fuero  de  marina.— Y*  Pilotos, 

Fuero  mllllar.— El  privilegio  de  este  fuero  no  puede  ni  debe 
reconocerse  á  persona  alguna  por  meras  suposiciones^  sino 
que  es  necesario  acreditarlo  por  la  Real  cédula  de  sn  con- 
oe8ion.-r(0!omp.,  núm.  53.— «6  de  febrero  de  1861.).  115 

<-*—  Cuando  los  hechos  practicados  en  varios  litigios  durante  on 
largo  trascurso  de  tiempo  por  los  hijos  y  nerederos  de  on 
testador  acreditan  que  este  disfrutó  del  fuero  de  guerra, 
no  pueden  aquellos  acudir  et  Juzgado  ordinario  reclaman- 
do este  fuero  para  que  conozca  ea  tos  asuntos  da  bq  padta» 
fundándose  en  que  no  aparacem  los  Reates  despachos.— 
{Comp.y  núm.  221.^24  de  setiembre  de  1^2.). 

El  íoero  mHitar  de  que  traU  la  ley  1.%  UL  7.»,  Hb.  «.**  de  ia 
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NOTfdma  Reeopiladoa  se  eotiande  eovffeíamú  áñ  las 
cansas  ea  qae  ios  i|||j|i?idq«^  4e  HarUa  fueseiMldiifnladfif: 
ó  sé  lesforinasen  Se  oficio.— (Comip.^  núm.  323^r^2l  ae 
diei6mbredel862.)«  80;i 

Vaero  Billitar.<^V.  Guardia  cMl  y  Vktia». 

CUmados.— Por  el  art.  415  de  las*  ordenanzas  generales  de  la  reo- 
ta  de  Aduanas  se  determinan  ios  requisitos  que  deben  ob- 
aervarsepara  la  entrada  y  salida  de  los  ganados  de  España 
que  vayai^  á  pastar  en  territorio  estraojero,  y  se  halla  es- 
tablecido que  cuando  regresen  á  Elspanai  el  jefe  de  de;sta- 
mente  confronte  el  número  y  clases  de  caberas  con  íos 
asientos  de  su  cuaderno;  y  si  encentrase  diferenGías,  de- 
'  tenga  el  número  de  cabezas  ^ue  aparezcan  de  más,  y  las 
remita  con  el  acta  de  aprehensión  al  Administrador  de  la 
Aduana^  á  fin  de  que  por  lo  que  cesuite  dei  esp0díei^  qqii 
se  instruya  se  imponga  el  comiso  qqe  marca  al  art^  465. 
—((X  de  H.^  núm.  156.— 12  de  junio  de   lS.62->,  389 

•dananelales.— En  un  pleito  en  que  no  se  trata  de  renuncia  de 
gananciales ,  ni  de  si  la  mujer  debe  pagar  las  deudas  de  su 
primer  marido,  es  inoportuna  la  invocación  de  la  ley  9.*, 
til.  4.*,  lib.  tO  de  la  Ifov.  Recop.  que  dispone  que,  re- 
nunciando lamujer  ios  gananciales,  no  pague  las  deud||s 
hechas  por  el  marido  durante  $1  matrimonio. — {C.^  núme- 
ro 15$.— 12  de  junio  de  1862.).  383 

Oerente.^El  gore^te  .d  ^d^iiq^sl^Jidor  de  do  eaUbieiúmíeiilo. 

fabril  no  puede  tener  otro  concepto  legal  que  el  de  oalaA^ 

tor,  y  en  este  sentido  le  son  aplicables  los  artículos  174, 

175,  177,  181,  «82  y  187  del  Gddlgo  de  Comercio.-^ 

•   (Inj,  itfot.,  núm.  87.-^2  de  abril  do  1862.).  215 

Según  el  art.  265  del  Código  de  Gomeroio,  el  gerente  de  unn 

sociedad  anánima  tiede  el  concepto  de  mandatario,  y  por 
lo  tanto  aunque  sus  poderes  fuesen  generales,  solo  está  au- 
torizado para  los  actos  que  exige  la  atracción  del  estable* 
oimiento  ó  sociedad.— (/m.  Noi.^  nfim.  87.^-2  de  abril: 
4e  1862.).  215 

€kaar4adores.— IfOS  guardadores  testamentarios  dados  por  el 
padre  á  sus  herederos  é  hijos  legítimos  no  han  meoesji^ 
que  el  juez  les  discierna  el  cargo  para  desempeñarlo  v¿r 
hdamente,  según  se  deduce  de  la  ley  8.\  tít.  16,  Part.  6.% 
la  cual  exige  dicho  requisito  para,  los  casos  en  que  el,  pa- 
dre dá  guardador  á  sus  hijos  simplemente  9aturale8.^C , 
núm.  109.— 26  de^rü  de  1862.).  271 

ttaardla  eivil.— don  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  Real  orden  ^e 
8  de  noviembre  de  1846,*  quedan  sujetos  al  fuero  de  guerra 
los  que  Insultan,  atropeUan  ^  hacen  vesistenoia  á  la  fiuar- 
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dia  dTiU— (C«mp.,  núm.  2t^4.--23  de  octubre  de  4862.).     <25 

iivardla  elvtl.— Guando  los  guardias  dnies  dan  cumplimiento 

auna  orden  general  de  la  autoridad  administrativa,  la 

'  cual  no  está  presente»  no  puede  decirse  que  sean  auxiliares 

de  esta,  ni  que  repreáeatau  á  un  Alcalde  en  ruociooes  de 

jtt8tida.-;(c?omp. ,  núm.  254.-23  de  octabre  de  iSñt).      «25 

— «-  Nocaus^  desafuero  el  insulto  v  resistenda  i  la  Guardia  dvil, 
cuando  esta  no  obra  por  si  ejerciendo  fundones  propias  de 
su  instituto,  sino  en  represeotadon  j  como  auxiuar  de  uo 
alcalde  ó  su  teniente,  á  cujas  órdenes  se  baila  cumpliendo 
con  uno  de  los  deberes  principales  de  la  institución.— 
{Comp.,  núm.  282.— 17  de  noviembre  de  i862,).  W 

V.  Desafuero  y  /urtsdíccion  müüar» 


Heehofi.— *Bn  la  callOcsdon  de  los  hechos  en  qae  se  funde  el  fallo 
de  que  se  interpone  casación ,  la  Sala  de  Indias  del  Tribu- 
nal.Supremo  debe  atenerse  á  Is  hecha  porlaAudienda  que 
conodo  del  negocio.— ((7.  de  F.,  núm.  64.-10  de  marzo 
de  i862.}.  15» 

No  pueden  considerarse  ni  admitirse  como  infracciones  lega- 
les las  que  están  motivadas  en  suponer  y  dar  como  ciertos 
los  hechos  decisivos  de  la  cuestión  contra  la  apreciadoo  de 
la  Sala  sentenciadora,  y  el  criterio  formado  en  uso  de  sus 
atribuciones  y  por  el  resultado  de  las  pruebas  aducidas  en 
el  pleito.— (¿7.,  núm.  312.-18  de  diciembre  de  1862.).        TSd 

— r  V.  Frueba^  Cuestión  de  hecho,  StUa  de  Indias  y  Saia  sentéis 
dadora. 

Heredero.— Según  lo  dispuesto  en  la  ley  22,  tft.  3.^  de  la  Parti- 
da 6.*,  las  tres  épocas  eo  que  loe  herederos  estraios  ban 
de  tener  capacidad  para  adquirir  las  herencias ,  son  la  dd 
otorgamiento  délos  testamentos,  la  déla  muerte  de  loe  tes- 
tadores y  la  en  que  los  instituidos  se  otorgan  por  herede* 
f08.--((;.,  núm.  2.-28  de  diciembre  de  1861.).  S 

— —  En  la  hípdteais  de  que  la  tercera  época  ó  temporal  de  que  ha- 
bla la  ley  de  Partida,  sea  la  en  que  se  entra  en  la  ponsiOB 
material  de  la  herencia,  no  puede  decirse  que  los  estableci- 
mientos de  beneficencm  estén  incapacitados  para  adquirir 
bienes  raices  con  posterioridad  al  año  1855,  porque  por  la 
ley  de  1.^  de  mayo  de  este  año  se  faculta  á  dichos  estabie- 
dmientos  para  tales  adquisiciones,  aunque  á  condición  de 
convertirlos  en  efectos  públicos.— ((7.,  núm.  2.-28  de  di- 
dembrede  1861.).  3 

<— -  Los  herederos  nombrados  para  obtener  una  herenda  no  pue* 
den  entrar  en  dia  ni  renundarla,  sino  después  de  estar 
ciertos  de  la  muerte  del  testador  que  k»  nombró  sus  haré* 
dtfOA.— (C.  de  U.f  núm.  18;— 24  de  enero  de  1862.)*  36 
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Berebere.— Para  qae  las  sentencias  aprovechen  ó  perjodíquen 
á  los  lierederos  de  los  qae  litigaron,  es  menester  aue  aque- 
llos traigan  su  derecho  de  estos,  y  qoe  el  tltolo  ó  la  causa 
del  pleito  setf  el  mismo  que  el  oel  anterior.— (C,  núme- 
ro  39.— !5  de  febrero  de  1862.).  96 

Guando  la  facnltad  para  testar  formulada  en  escritora  pública 

DO  contiene  nna  designación  esplfcita  de  la  persona  qoe  ha-  ' 

ya  de  heredar,  puede  elegirse  entre  las  varías  espresadas 
en  aquel  documento;  y  mediando  dicha  escritura,  el  olor- 
gante  muere  intestado  respecto  de  la  propiedad  de  sus  bie- 
nes, j  ^r  tanto  la  sentencia  que  dá  á  la  escritora  el  valor 
y  encada  de  un  testamento  es  contraria  á  las  leyes  $i  y  33 
de  Toro»— ((/.,  nám.  230.— 30  de  setiembre  de  1862.).         562 

—  La  doctrina  de  que  ael  que  nada  h&r$da  no  está  obligado  á 
llenar  las  obligaciones  del  testador^  'de  cualquier  clase  que 
seann  es  inaplicable  al  caso  en  que  aparezca  que  el  que 
trata  de  Invocar  en  su  favor  dicha  doctrina,  fué  nombrado 
heredero  de  una  persona  cuya  herencia  aceptó ,  pero  aue 
no  consta^  del  modo  conveniente  en  derecho,  que  nada  ba- 
ya percibido  ni  espera  percibir  de  la  herencia. — (C,  nú- 
mero 251  .—21  de  octubre  de  1862.).  617 

As!  como  el  padre  en  Cataluña  tiene  derecho  de  nombrar  he-  • 

redero  unifersal  al  hijo  que  tenaa  por  conveniente,  des- 
pués de  asignar  lo  que  corresponda  a  los  demás  por  legiti- 
ma ó  institución,  así  también  es  allí  costumbre  admitida 
y  sancionada  por  la  jurisprudencia  conferir  el  marido  á  su 
mujer  la  facultad  de  elegir  heredero  universaL  entre  sus  hi- 
jos comunes,  al  que  mejor  le  pareciere. — {C.,  núm.  305. 
—12  de  diciembre  de  1862.).  759 

La  sentencia  qoe  declara  válida  la  elección  de  un  hijo  para  he- 
redero hecha  en  virtud  do  autorización  concedida  por  el 
testador,  y  dentro  de  los  límites  que  este  marcó,  no  infrio» 

fi;e  las  leyes  1.%  tít.  9.°,  lib.  5.^  de  la  Novísima  Reeopi- 
acion,  y  la  única,  tít.  30,  lib.  1  .^  de  las  Constituciones  de 
Cataluña,  referentes  á  la  autoridad  de  los  Códigos  en  aquel 

Sais  para  la  decisión  de  los  pleitos. — (C.  núm.  305.— 12  de 
Iciembre  de  1862.).  759 

— —  La  jurisprudencia  observada  en  Cataluña  sobre  la  au- 
torización para  nombrar  heredero  es  elegir  libremente 
entre  los  hijos,  siempre  que  no  sea  una  simple  facultad  la 

/  concedida  á  la  persona  que  elige,  sino  por  el  contrario  una 

facultad  amplia,  espresiva  de  la  libre  voluntad  del  testador, 
osando  de  las  palabras.  «Según  le  pareciere»  ú  otras  seme- 
jantes. (C,  num.  305.— 12  de  diciembre  de  1862.)*  '759 

V.  Deudait^  Fuero  de  guerra,  Legado  y  Testamentaria. 

Heredero  MeleonaUnrlo.— No  son  aplicables  las  leyes  1/,  2/ 
y  S.%  tít.  19|  lib.  10  de  la  Nov.  Recp.  en  el  caso  de  que 
no  baya  sido  un  comisario  ó  apoderado  para  testar  lo  que 
se  haya  nombrado,  sino  un  heredero  fideicomisario,  (v,, 
núm.  179.— 26  de  junio  de  1862.).  449  • 
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Heredero  fldlnei«rÍo^HCnando  ha  hecho  antes  da  su  maarte 

una  maniíéstacioQ  verbal  que  despaea  s«  eleva  á  teataneo- 
to  público  y  este  es  declarado  ¿alOy  é  ioeficaz  para  trasmi- 
tir eD  concepto  de  herederos  á  los  iostituídos  la  calidad  de 
heredero  de  confianza,  existe  cosa  juzgada  respecta  á  la 
ineficacia  de  la  trasioíaion  de  la  confianza,  y  no  son  aplica* 
bles  las  leyes  que  tratan  de  esta  materia.  ((7.,  n6m.  148.*- 
30  de  mayo  de  1862.).  367 

Hereneia. — Aceptada  sin  el  beneficio  de  Inventario  la  herencia  de 

una  persona,  no  es  posible  después  promover  juicio  de  tes- 
tamentaría sobre  la  misma  herencia.  (Comp.,  núm.  57.— 
l.'de  marzo  de  1862.).  i3€ 

Ck)nforme  á  la  ley  7.%  tít:  i4,  Part.  6.'  el  poseedor  de  una  he- 
rencia con  título  y  buena  fé  adguiere  el  dominio  de  ella  por 
el  trascurso  de  10  6  20  años,  si  durante  este  tiempo  no  la 
reclama  el  que  pretenda  ten^r  derecho  á  los  bienes  de  ella; 
y  según  la  misma  ley,  aun  el  poseedor  de  mala  fé,  ya  sea 
con  título  ó  ya  sin  él  «si  aquel  que  ba  derecho  en  la  here- 
dad non  la  demanda  á  los  tenedores  della  fasta  treinta  a8es 
sabiéndolo  ó  podiéodolofacer...»,  gana  el  derecho  qoe  en 
ella  había.  {6,,  núm.  233. — 4  de  octubre  de  1862.).  574 

La  prohibición  de  enajenar  la  herencia  y  de  detraer  la  cuarta 

Trebeliánica  al  que  fuese  heredero,  oomo  así  bien  la  prefe- 
rencia de  línea,  grado,  sexo  y  edad  ordenados  por  el  testa- 
dor, no  inducen  la  presunción  de  perpetuidad,  sino  que  ba 
de  entenderse  esta  circunscrita  á  términos  hábiles  para  qie 
la  herencia  pueda  pasar  de  uno  é  otro  de  los  llamados  i 
ella.  {€.,  núm.  252.— 21  de  octubre  de  1862.).  619 

V.  Muj^. 

Hijo.— Al  h¡|o  cuyos  bieoes  de  procedencia  materna»  hubiesen  sido 
vendidos  por  su  padre,  mientras  los  poseyó,  solo  competa 
la  acción  reiviudicatoria  contra  los  que  ios  compraron, 
cuando  non  hobiere  querido  heredar,  nin  haber  parte  eo 
los  bienes  de  su  padre;  ca  si  quiso  heredar  en  ellos,  entonce 
non  podrie  demandar  los  sus  bienes  propios  á  aquellos  i 

Suien  los  bobiere  su  padre  enagenado.  (C,  núm.  16.— 16 
e  enero  de  1862.)  32 

y.  Heredero  j  Viuda. 

Hijo  natural. «-Aunque  la  tey  II  de  Toro,  ósea  1.%  tit.  5.* 
libro  i  O  de  la  Ñov.  Recop.  exige  para  que  el  hijo  sea  repu- 
tado natural  en  los  casos  á  que  se  refiere,  que  el  padre  le 
reconozca  por  tal,  no  es  necesario  que  dicho  reconoeímieii- 
to  sea  esprese,  como  lo  tiene  declarado  el  Supremo  Tribunal 
bastando  que  conste  por  cualquiera  de  (os  medios  probaUi«- 
rtos  que  establece  el  derecho,  de  manera  qoe  no  dé  lanr 
á  duda  sobre  la  certeza  de  semejante  hecho.— -(^. ,  núm.  159. 
—13  de  junio  de  1862.)^  3^7 

Honores.— Los  honores  de  una  clase  ó  categoría  no  envuielven  ni 
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diQ  el  go«6  de  OB  faero  pri?}lagiado,  si  al  conoediise  aque- 
Uo3.no  se  otorgó  espredamente  este. — (Comp.,  núm.  196. 
—9  de  agoslo  de  1862.).  490 

Honores.^V.  Áudüar  de  Marina. 

IIurto.<^Los  paisanos  que  enmelen  un  hurto  danlrp  de  un  cuar- 
tel ño  quedan  desaforados,  pues  las  Ordenanzas  del  ejército 
solo  se  refíeren,  al  prevenir  el  desafuero,  á  los  autores  de 
robos^  y  tanto  en  las  Ordenanzas  del  ejército  como  en  el 
Código  penal  se  distinguen  ambos  delitos,  hacletfdo  de  eHÓ9 
especies  diferentes.^((7omp.  núm.  198.— ti  do  agosto  de 
1862,).  493 

—  Si  bien  en  el  párrafo  1.°  del  art.  437  del  Código  penal,  al  ha- 
cerse la  calificación  de  tos  reos  de  hurto,  se  osa  de  la  pala- 
bra tornan^  atendido  el  contesto  de  dicho  articulo  y^ompa* 
rado  con  el  del  452  es  indudable^que  Ja  ley,  prescindiendo 
de  meros  accidentes  de  forma  y  teniendo  en  cuenta  única* 
mente  la  Índole  de  las  acciones  punibles  estima  que  el  criado 
doméstico,  en  el  acto  de  apropiarse  los  efectos  muebles  que 
se  le  hayan  tonflado  por  razón  de  su  servicio,  los  toma  po- 
sitivamente en  el  sentido  y  e:«píntu  de  la  ley  para  tas  con- 
secuencias de  la  culpabilidad;  y  solo  en  este  sentido  puede 
aplicarse  lógicamente  la  disiposicion  del  párrafo  2.^  del  437 
del  Código  penal,  que  determina  un  caso  de  hurto  sin  que 
medie  el  acto  de  tomar  materialmente  el  objeto  sustraído.*— 
IComv.,  núm.  258.-28  de  octubre  de  1862.).  635 

V.  vriaaos. 


Ignoranef  a.^A  nadie  puede  aprovechar  la  ignorancia  del  dere- 
cho.—(ü.  núm.  241.— 8  de  octubre  de  1862.).  597 

\.  Litigante, 

Impreso.- La  facultad  consignada  en  el  art.  2.®  de  la  Constitución 
de  la  Monarquía,  en  cuya  virtud  los  españoles  pueden  im* 
primir  y  publicar  libremente  sus  ideas  sin  previa  censura, 
no  es  de  tal  modo  absoluta  é  incondicional  oue  deáde  luego 
sea  licito  á  cualauiera  de  ellos  ejercerla  del  modo  y  en  los 
términos  mas  adecuadns  á  su  propósito,  siquiera  este  fuese 
bueno  y  honesto.— (Comp.,  núm,  187.— 30  de  junio  de 
1862.).  •  470 

— —  La  ley  de  imprenta  antes  de  enumerar  tos  delitos  que  se  come- 
ten por  su  medio  y  de  fijar  las  penas  que  en  su  caso  deban 
aplicarse,  determina  en  su  art.  i.°  los  requisitos  de  que  ha 
de  estar  reviátido  todo  impreso  para  no  tenerlo  por  olandes* 
tino«  cuya  viciosa  cualidad  le  priva  de  las  garaulías  conce- 
didas á  los  que  se  publican  bajo  la  salvaguardia  de  la  ley. 
—(Comp.,  núm.  187.— 30  de  junio  de  1862.).  470 

—  Una  vez  colocado  fuera  de  las  condiciones  de  la  ley  privilegiada 

el  Impreso  clandestino,  entra  naturalmente  en  la  esfera  de 
TOMO  vil!.  112 
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las  publicaciones  sugetas  al  Código  penal  j  al  criterio  de  tos 
tribunales  ordinarios.-*((7omp.,  núm.  187.«^3Q  de  junio 
de  1862  ).  47» 

Inaprese. — V,  Ciandéstinidad  é  Impreior, 

Impresor.— El  impresor  de  escritos  clandestinos  es  siempre  e6n« 
plice  de  las  faltas  6  delitos  que  por  medio  de  eilos  se  per- 
petren.—(Comp.,  nüm  i87.— 30  de  junio  de  1862.)*  4T0 

Impuesto  hlpoCeeario.— V  Regüiro. 

Ineidenles.— Lo  dispuesto  en  el  art.  890  de  la  lejf  de  Bnjaicia- 
miento  civil  tiene  aplicación  tan  solo  á  los  incidentes  que 
ocurran  y  se  susciten  en  segunda  instancia,  v  de  nin^o 
modo  á  los  oue  se  iniciaron  y  abandonaron  tácita  ó  espre- 
sámente  en  la  primera,  aun  cuando  acerca  de  ellos  ne  ba« 
ble  ó  insista  después  duAnte  la  sustanciacion  del  recurso 
de  alzada  interpuesto  «obre  f]  asunto  principal  ú  otro  cual* 
quiera  incidente.— (i4pe/.  en  C,  núm.  235.-6  de  octubre 
de  1862.}.  .   '  580 

Indefensión.— V.  Recurso  de  casación. 

Indemnlzncton. — Pactada  esplicitamente  una  indemnización 
para  el  caso  de  estravío  de  la  cosa  conducida,  no  puede 
después  reclamarse  otra  diferente. — {€,^  núm.  80.— 22  de 
marzo  de  1862.).  198 

Inhibitoria.— Promovida  la  inhibitoria  en  defensa  del  fuero  esp»^ 
cial  antes  de  dictarse  la  sentencia  de  remate  en  el  juicio 
ejecutivo,  procede  la  competeocíj^  y  aunque  so  reciba  en 
el  Juzgado  ordinario  el  oficio  de  inhibición  después  de  pro* 
'  nunciada  la  sentencia  de  remate,  aunque  contra  e&ta  oo  so 

'  haya  inventado  recurso  alguno  por  la  parte  ejecutada  que 
pidió  la  inhibición,  esta  falta  no  la  es  imputable  porque 
apelar  y  persistir  al  mismo  tiempo  en  recusar  por  ineom  - 
pétente  al  juez  ordinario  serían  actos  contradictorios  se** 
gun  el  nrt.  4.®  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  {Cohip., 
núm.  283.— 19  de  noviembre  de  1862.).  708 

Inoeeneia.— Para  que  pueda  teíoer  lugar  lo  prescrito  en  la  pri- 
mera parte  de  la  disposición  4/  del  art.  51  del  Reglamen- 
to provisional  para  la  administración  de  justicia,  es  nece- 
sario aue  aparezca  inocente  e!  procesado,  cuya  calificación 
ha  de  hacer  la  Sata  sentenciadora  con  arreglo  á  los  indi- 
cios datos  y  comprobantes  de  toda  especie  que  obran  en  la 
causa.— (C.  de  £f.,  núm.  50.— 22  de  febrero  de  1862.).       118 

Instrumentos.— V.  Z^ocumeittoa  públicos, 

Interdieto.— El  conocimiento  del  interdicto  de  recobrar,  como  el 
de  los  demás  comprendidos  en  el  título  14  de  la  ley  de  So- 
jtticlamiento  civil,  corresponde  esclusivamenteá  la  jurisdic- 
ción ordinaria.— {(7.,  núm.  136.-22  de  mayo  de  1862.).       311 

«-»—  En  las  segundas  instancias  délos  interdictos  solo  puede  na - 
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eene  ta  prueba  que,  propttesla  eo  jprimera  instancia ,  no 
hubiere  stdo  posible  ejeeota'r  en  el  juicio  ▼erbal.— (C,  nú- 
mero 215.— 19  de  setiembre  de  1862.).  o2i> 

InterllMeaeloMes.— Son  ttuUs  las  ioterlineaciones  qne  se  pon« 

Sm  en  los  protocolos  de  escrituras,  si  no  se  salvan  en  la 
rma  ?  términos  prevenidos  en  la  ley  \.\  lít.  27,  lib.  10  de 
la  Notísima  Recopilaclon¿—(C.y  n6m.237.— 7  de  octu- 
bre de  1862.).  .587 


JNies.— El  Juez  del  lugar  en  que  se  comete  un  delito  es  el  que 
debe  conocer  de  la  causa  que  se  forme  para  su  aTerigoa* 
cien  y  castigo,  y  el  ]u^ar  del  delito  no  es  aquel  en  que  se 
dá  pnncipio  i  su  ejecución,  sino  aquel  en  que  se  consu* 
ma.— (Comp.,  núm.  1 19.— 7  de  mayo  de  1862.)«  300 

El  Juez  del  lugar  en  que  el  delito  se  comete  es  el  competepte 

para  conocer  de  la  causa  que  se  Tormo  para  su  averiguación 
y  castigo.— (Comp.,  nüra.  171  y  205.— 23  de  junio  y  6  de 
setiembre  de  1862.).  431  y  505 

-—  Desde  el  momento  en  que  nn  juez  se  declara  incompetente, 
concretando  á  este  uoico  punto  la  fórmula  de  su  fallo,  solo  . 
él  debe  ser  obíeto  del  auto  del  Tribunal  Superior  del  ter« 
ritorio,  dejanao  integro  el  fondo  de  la  coestion  que  pro* 
mueva  la  competencia. — (CTomp.,  núm.  187. — 30  de  junio 
de  1862.).  469 

Al  repelerse  por  un  juez  el  cooocimiento  de  la  causa  que  se  le 

somete,  como  al  reclamar  el  de  otra  que  no  le  esta  come- 
tido, provoca  una  cuestión  que  exige  ante  todo  una  solu- 
ción precisa  é  irrevocable,  porque  sin  ella  quedarían  inde- 
fensos los  altos  intereses  de  la  sociedad  y  los  respetos  sa- 
grados de  la  familia. — iComp.  ,  núm.  187.— 30  de  junio 
de  1862.)  470 

-*—  El  Juez  competente  para  conocer  del  pleito  sobre  lo  principal, 
lo  es  también  para  el  incidente  de  pobreza. — {Comp.^  nú- 
mero 207.— 9  de  setiembre  de  1862.).  508 

Con  arreglo  ai  párrafo  3.^,  art.  5.®  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil ,  es  preferido  á  cualquier  otro  juez  el  del  lugar  en 
que  se  haya  de  cumplir  la  obligación ,  cuando  es  personal 
la  acción  ejercitada  en  la  demanda.— (^omp.,  núm.  303. 
—9  de  diciembre  de  1862.).  755 

—  V.  Competencia^  Céncureo,  Domicüio,  y  ObUgaeion. 

Joex  de  pai. — Los  Jueces  de  paz  son  justicias  en  el  sentido  de  ^ 

las  leves  8.*  y  9.*,  tit.  10,  libro  12  de  la  Nov.  Recop.,  por- 
que tienen  las  atribuciones  judieiales  que  están  determi- 
nadas en  la  ley  de  Enjuiciamiento.- (Comp.,  núm.  17.— 
.    *    16  de  enero  de  1862.).  34 

——  Los  que  ejercen  el  car«)  de  Juez  de  paz  ó  suplente ,  son  auto- 
ridades, y  con  arreglo  al  decreto  de  su  creación  disfrutaa 
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de  la  mismi.aomteacioa  y  eiaiieiones  quelo»  AteaUasde 
Í09  paeblo9.-^6omp.,  nüm.  17.— 16  da  añero  de  iM2.)«       31 

Jiiei  de  paz.— Según  lo  dispaesto  en  el  art.  f  162  de  la  ley  de  Eo- 
juiciainiealo  cifU,  es  de  la  competencia  e^duBín  da  las 
Jueces  de  paz  el  conoctiniento  de  toda  cueaUon  enire  par- 
tes ,  cuyo  interés  uo  esceda  de  600  reales.— (Oomp.,  d6- 
mero  201.— 28  de  agosto  de.  1362.).  499 

—  No  hajr  otros  Jueces  de  paz  que  los  establecidos  por  la  ley  de 

Enjuiciamiento  civil,  la  cual  debe  observarse  por  los  jueces 
y  tribunales  de  todo  fuero  qM  no  tengan  una  ley  especial 
para  sus  procedimientos.— (Comp.,  núm.  201.— 28  de 
agosto  de  1862.).  m 

Jálelo. — La  doctrina  de  que  donde  eonite  lamüma  razón  debe 
ser  igual  la  disposición  de  la  ley^  no  tiene  aplicación  cuan- 
do se  trata  de  distintos  juicios ,  el  uno  ordinario  y  el  otro 
ejecutivo.  —  {C,  núm.  220.  —23  de  setiembre  de  1862.).     540 

— —  No  fNieden  promoverse  cuestiones  de  competencia  en  jai* 
cios  fenecidos. —  (Como.,  núm.  229.  — !.•  de  octubre 
de  1862.).  m 

Jaldo  Ae  «llaaentoo.— En  este  juicio  gaeda  fenecido  eon  la 
designación  de  la  cantidad  alimenticia  el  acto  de  jurisdic- 
ción voluntaria,  sin  mas  acuaciones  ulteriores  que  las  ne- 
cesarias para  la  ejecucioa  de  lo  juzgado,  conforme  al  artí* 
pulo  1217  dfi  la  misma  ley.— (domp.,  núm.  7.— 31  de  di* 
ciembre  de  1861.)  19 

Jalólo  do  fallas.— El  conocimiento  de  los  juicios  de  faltas  cor- 
responde esclusivamente  á  los  Alcaldes  y  sus  Tenientes.— 
{Comp.,  núm.  204.— 30  de  agosto  de  1862.).  5M 

Jalólo  de  toBt^meataráa.— Resuelu  en  un  sentido  d  ea  oteo 
la  cuestión  de  üi  un  juicio  de  testamentaría  ha  do  ser  ne- 
cesario ó  voluntario,  no  es  posible  promoverla  de  nuevo,  ni 
convertir  en  necesario  el  juicio  que  se  ba  declarado  ser  vo* 
lunturio»— (Cuett.  prev.  «nC.  núm.  101.— 15  de  abril 
de  1862.).  m 

Como  la  ley  ha  establecido  entre  el  juicio  necesario  y  volunta- 
rio de  testamentaría  diferencias  esenciales  que  afectan  á 
ios  derechos  de  los  interesados,  la  resolución  en  un  sen- 
tido ó  en  otro  debe  ser  irreparable  en  sus  efectos. — (Ciiet- 
tion  frev,  en  C,  núm.  101.— 15  de  abril  de  1862.)  254 

V.  Administrador,  AWacea  y  Testamentaria, 

Jálelo'  ^eeallvo.— En  los  pleitos  ejecutivos  no  se  dá  ^^nrso 

de  casación  fundado  en  ser  las  sentencias  contrarias  á  ley 
ó  doctrina  legai^  y  solo  procede  cuando  ae  funda  ei»  aigoiia 
de  las  causas  señaladas  en  el  art«  1013  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil.— (il.  en  C.  núm.  14»— 13  de  eneio   * 
de  1862.).  .  2d 

—  Guando  el  demandado  devuelve  los  autos  sin  proponer  prueba 
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y  ^  actor  solicita  que  desde  lue^  se  pronuncie  sentencia 
de  remate,  el  no  decretar  de  oílcio  qne  se  reciban  los  autos 
á  prueba  no  iftfrínge  el  art.  966  de  la  ley  de  Enjuicia- 
mi^into  civil ,  pbes  el  recibimiento  de  los  autos  ¿  prueba 
carece  de  objeto  cuando  no  hay  hechos  codocidos  sobre  los 
cuales  puedan  girar  las  dilegencias. — [C,  nám.  296. — ^29 
de  noviembre  de  1862.)*  "739 

Jnieto  eleentlvo. — La  vista  de  los  autos  sin  previo  seiíalamiento 
de  día  envuelve  la  falta  de  citación  del  ejecutado  para  sen- 
tencia de  primera  instancia»  ó  sea  la  causa  3/  del  art.  1(^13 
déla  ley  de  Eoiaiciamiento civil,  y  contraría  el  art  968  de 
la  thisma  ley^/^e  manda  hacer  dicho  señalamiento. — (C, 
núm.  296.^29  de  noviembre  de  Í862.).  739 

V.  Inhibitoria. 

Jálelo  ordinario. —La  tramitación  del  juicio  ordinario  no  es 
aplicable  á  los  actos  de  jurisdicción  voluntaria  por  haber 
fijado  la  ley  para  estos  una  tramitación  especial .-^iipel. 
en  C,  nüm.  273.-8  de  noviembre  de  1862.)  682 

iValeÍo<pose9orlo.~-No  es  necesaria  en  los  juicios  posesorios  la 
citación  para  sentencia,  y  aunque  lo  fuera ,  su  falta  no 
puede  aprorechar  al  que  no  haya  sido  parte  en  los  autos. 
^{Apel.  en  €.^  núm.  238.^-8  de  octubre  de  4862.)  590 

— —  En  los  pleitos  poseíoríos  no  cabe  el  recorso  de  casación.*- 

(^Affei.en  a,  núm.  249.-^8  de  octubre  de  1862.)  612 

— ->  Con  arreglo  al  articulo  1014  de  la  ley  de  Eojuidamiento  civil 
no  se  dá,  en  los  pleitos  posesorios,  recurso  de  casación  fun- 
dado en  ser  las  sentencias  contrarías  á  la  ley  6  doctrina 
legal;  y  aunque  en  dicha  clase  de  juicios  procede  el  recurso 
indicado  por  algún  defecto  en  la  tramitación,  es  preciso 
para  que  pueda  ser  admitido  aue  se  designe  alguna  de  las 
causas  espresadas  en  el  articulo  1013  de  la  lay  de  Enjui- 
ciamiento.—(iipel  en  C.y  núm.  238.-8  de  octubre 
de  1862.)  590 

Jálelo  verbal.— La  Real  resolución  de  16  de  mayo  de  179666 
baila  derogada  por  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque 
esta  en  su  art.'  1162  establece  que  toda  cuestión  entre  par- 
tes, cuyo  interés  no  esceda  de  600  rs.  se  decida  en  juicio 
▼erbal,  y  determina^  sin  escepcion  alguna,  que  el  conoci- 
miento de  este  juicio  corresponde  en  primera  instancia  á 
los  Jueces  de  paz,  con  esclusion  de  toaa  jurisdicción  espe- 
cial, porque  no  existen  otros  jueces  de  esta  clase  que  los 
de  la  jurisdicción  ordinaria .*-<-(Comp.,  núm.  122.— 8  de 
mayo  de  1862.}  306 

——  E^e  Ya  esclusiva  atribución  de  los  Juecos  de  paz  conocer  de 
los  juicios  verbales,  con  arregtu  al  art.  1162  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  y  á  la  jarisprudencia  establecida  por 
repetidas  decisiones  del  Supremo  Tribunal  de  Justicia;  y 
los  jueces,  tanto  de  la  jurisdicción  ordinaria  como  de  las 
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üritiiegiadaSy  deben  tener  presente  esta  jorispradeneia  i 
fin  de  (|iie  se  eviten  graves  entorpecimientos  en  U  admi- 
nistración de  justicia  y  sensibles  peijnicios  á  loe  intereses 
de  las  partes.— (Coinp.,náai.  443.^24  de  mayo  de  1862.)    356 

Jarlsdleelon.-^Para  determinar  la  jarisdíccion  competente  que 
debe  entesder  de  un  proceso  cuyo  sumario  no  está  perfecto 
todavía,  es  necesario  ateoder  á  la  naturaleza  del  delito 
objeto  del  procedimiento,  .y  no  á  los  méritos  probatorios 
que  de  su  efectiva  existencia  ofrezca  el  sumario.-^Comp., 
núm.  8.— 3i  de  diciembre  de  186i.)  20 

— —  Las  diligencias  instruidas  por  una  iurisdicciony  y  aun  el  aalo 
de  sobreseeimiento  sobre  ellas  oictadó,  ifft  pueden  amen- 
guar de  modo  alguno  el  mérito  legal  de  las  que  en  el  cir- 
culo de  sus  facultades  baya  formado  sobre  el  mismo  liecho 
otra  jurisdicción,  y  meóos  aun  impedir  su  continuación  y 
prejuzgar  el  fallo  que  en  derecho  deba  recaer,  sobreseyen- 
do,  absolviendo  ó  condenando  definivamente  á  los  presan- 
tos  reos.— ((7o mp.,  núm.  239.-40  de  octubre  de  4862.)      9ñ 

JarisdleeioB  de  Haeienda.— La  jurisdicción  especial  de  Ha- 
cienda debe  conocer,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  nú- 
mero 6.%  articulo  47  del  Real  decreto  de  20  de  jnnio 
de  4852,  de  los  delitos  conexos  eon  los  de  contrabando  y 
-  defraudación,  perpetrados  por  los  carabinei^»  en  actos  dM 
servicio  de  so  cuerpo,  ó  con  motivo  del  ejercicio  de  las  fon* 
clones  peculiares  del  mismo.— (Gomp.,  núm.  239. — 40  de 
'  octubre  de  4862.).  5M 

JorlsdiecloM  de  Harina.— Con  arreglo  á  la  Real  orden  de  29 
de  mayo  de  1804.  á  lo  que  determina  el  art.  47,  tft.  6.^  de 
la  Ordenanza  de  fas  matriculas  de  mar,  y  á  lo  que  se  pre- 
viene en  la  Real  orden  de  30  de  diciembre  de  1824  y  otras 
disposiciones  vigentes,  corresponde  ¿  la  jurisdicción  de  ma- 
rina conocer  de  las  varadas,  naufragios,  arribadas,  aborda- 
jes, averías  y  otros  cualesquiera  fracasos  de  mar ;  y  si  bien 
en  estos  pueden  estar  comprometidos  intereses  y  negodoa 
mercantiles,  sobre  cuyas  reclamaciones  entienden  los  con* 
Hulados,  conforme  ¿  lo  dispue^to  en  la  ley  especial  del  ramo 
y  ea  la  Real  orden  de  4  de  setiembre  de  4848,  esto  se  en- 
tíende  sin  perjuicio  de  que  las  referentes  á  buques  averia- 
•dos  queden  sujetas  á  la  apreciación  facultativa  de  los  Co- 
mandantes y  juzgados  de  marina.^ — {Oomp.f  número  284.-- 
49  de  noviembre  de  4862.).  7i# 

— —  Según  lo  establecido  por  las  Ordenanzas  de  la  Real  Armada  y 
varias  Reales  órdenes,  el  conocimiento  de  los  hecbos  que 
ocurren  en  el  mar  y  sus  playas  corresponde  por  regla  i^ene- 
neral  i  la  jurisdicción  de  Marina.— (C/omp.,  núm.  322.^ 
23  de  diciembre  de  4862.).  .  M3 

— —  A  la  jurisdicción  de  Marina  incumbe  esclusivamente  entender 
de  los  naufragios  y  sus  incidencias.— (Comp..  núm.  322.— 
23  de  diciembre  de  4862.).  M3 
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^urítMetiom  militar.-- Qoedan  somatidosi  la  JmisdiecioD  mi- 
litar los  que  insaftan  6  resisten  á  la  Guardia  civil»  cuando 
esta  obra  do  como  auxiliar  de  la  autoridad  civil»  sino  cum- 
pliendo uno  de  los  deberes  de  su  instituto.— (Comp..  uú^ 
mero  08.— 13  de  marzo  de  1862.).  468 

*— ^*  A  falta  de  la  condición  de  un  fuero  especial  no  puede  un  Hti-* 
gante  someterse  á  la  jurísdiecion  militar  con  perjuicio  de 
la  ordinaria.— (Comp.,  núm.  94.-9  de  abril  de  i862.).         23il 

*^  ~  Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  Real  decreto  de  9  de  febrero 
de  4793,  ó  sea  ley  21,  tit.  4.%  iib.  6^  de  la  Novísima  Re* 
copilacíon,  corresponde  á  la  jurisdiccioQ  militar  el  conoci- 
miento privativo  f  esclusivo  de  las  causas  civiles  y  crimi- 
nales en  que  sean  demandados  los  individuos  del  ejército, 
salvas  las  escepcíones  que  en  el  mismo  se  espresan. — 
(Como.,  núm.  f49.— 27  de  mayo  de  i862.).  3S9 

—  La  jurisdicción  militar  es  competente  para  conocer  de  las  tes* 
lamentarías  de  los  aforados  de  guerra  cuando  se  trata  de 
cumplir  !(us  última*;  disposiciones. — (Comp.,  núm.  194.— 
24  de  julio  de  1862.).  .  485 

^arls^leeion  ordinaria.— V.  Aforado,  AbnnteiUUo,  DelUOt 
Interdióto  y  Quebrantamiento  de  condena. 

«iarigdteeiaa  proragada.— Cuando  la  Sala  sentenciadora 
prescinde  de  la  cuestión  principal  en  que  el  demandado 
fué  condenado  ^  primera  instancia,  y  decide  en  su  lugar 
ana  cuestión  de  competencia  que  no'  se  proposo  en  forma 
ni  oportunamente, ó  se  hallaba  resuelta  por  un  auto  de  que 
no  se  pidió  reposición,  quedando  por  tanto  de  derecho  con* 
sentido  y  ejecutoriado,  infringe  los  arts.  2.^,  4.^  68,  82, 
239, 240,  251,  252  y  254  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civii,^ 
y  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo,  según  la  que  se 
entiende  prorogada  la  jurisdicción  cuando  el  demandado 
ante  un  juez  incompetente  se  somete  tácilameote  á  el,  no 
usando  antes  de  contestar  la  demanda  la  escepcion  oportuna 
ni  presentando  en  tiempo  la  declinatoria  de  lurisdiccion. — 
(C,  núm.  274.— 10  de  noviembre  de  1862.).  685 

«inrUdlceion  volnnlarla.— La  regla  14  del  art.  1208  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil  admite  sin  restricción  alguna  el  re* 
curso  de  capación  contra  las  sentencias  que  dictan  las  Au- 
diencias sobre  actos  de  jurisdicción  voluntaria. — {ApeL 
en  C,  núm.  273.-8  de  noviembre  de  1862.).  682 

— -^  Los  actos  de  jurisdicción  voluntaria  tienen  marcada  en  la  ley 
su  tramitación  especial.— (ipaí.  en  C,  núm.  273. — 8  de 
noviembre  de  1862.).  682 

V.  Juicio  ordinario, 

,  Jnigado  de  Haelenda.— Corresponde  privativamente  á  los 
juzgados  especiales  de  Hacienda  el  conocimiento  de  los  ne- 
gocios en  que  tenga  interés  presente  ó  futuro  el  Erario  pú- 
blico d  pueda  esperimentar  daño  ó  perjuicio  en  sus  rentas. 
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acciones  y  derechos,  y  adernés  de  todR  he  fticiden^b?, 
anexidades  ó  conexidades  que  de  los  mismos  oegocios  pro- 
cedan.— (Comp.y  núm.  94.-9  de  abril  de  1862.).  23J 

«iuzgadtt  de  Gaérra. — Los  juzgados  de  guerra  do  tienen  joris- 
dicción  para  conocer  de  asuntos  m6rcaiitiÍ6S.--^C7oinp.,a6- 
ro  200.— 28  de  agosto  de  i 862.).  ^ 

én%gñáo  de  Marina.— Aunque  los  luzgados  de  las  Comandan- 
cias de  Marina  deben  entender  en  la  sustanciacion  de  va- 
rias diiígencias,  carecen  de  competencia  para  adjudicar  al 
Estado  los  objetos  arrojados  por  el  mar  6  salvados  de  un 
naufragio,  oorque  esta  competencia  solo  reside  eñ  los  Juz- 
gados de  primera  instancia. ^(Co^np;,  núm.  32.— 7  de  fe- 
brero de  1862 )  U 

V.  Delito  y  QuebrantamkñU)  de  condena. 

Eieeho  matrimonial. — La  obligación  de  restituir  el  lecho  matri- 
.    monial  no  es  absoluta,  sino  qu(>  únicamente  tiene  lugar  ea 
los  ca.sos  prescritos  por  el  derecho.— ^(7.,  núm.  da  i08.— 26 
abril  de  i862.).  269 

llegado. — Es  puro  un  legado  cuando  la  cláusula  del  testamento  eo 
que  se  establece  no  contiene  día^  tiemp%  condieioo  ni  otra 
eualidad  ó  circunstancia  que  suspenda  o  diGera  su  cum- 
plimiento.-^(C.,  núm.  224.-26  de  setiembre  de  4862.).       S9^ 

— —  Ni  la  obligación  con  que  un  testador  grave  á  sus  herederos  de 
costear  la  educación  y  alimentos  de  la  legataria  basta  que 
tome  oslado  ó  cumpla  25  anos,  ni  la  pena  qu»  imponga  i 
esta  de  perder  el  legado  en  el  caso  de  pedir  soldadas,  ya- 
riau  la  naturaleza  y  esencia  del  legado,  el  cual,  como  puro, 
empieza  á  deberse  y  puede  exigirse  desde  la  muertedeí  tes- 
Udor.— (C?.,  núm.  224.-26  de  setiembre  de  iS62.).  530 

'-— —  El  privar  el  testador  en  un  codicilo  al  padre  de  la  legataria  del 
usufructo  del  legado,  no  le  obsta  ser  heredero  de  aquella 
para  suceder  á  su  defunción  en  los  derechos  adquiridos  por 
la  misma,  y  por  consiguiente  para  reclamar  los  bienes  én 
que  consistía  el  legado,  con  sus  aumentos  correspondien- 
tes.—(C,  núm.  224.-26  de  setiembre  de  4862.).  i5l 

—  La  ley  5.*tít.  21  del  Fuero  de  Vizcaya  dispone  que  testador 
alguno,  que  tenga  descendientes  ó  ascendientes,  pueda 
mandará  estraños  mas  que  la  quinta  parte  de  sus  bienes  rai- 
ces; y  la  18,  tu.  20  delmlsmo  fuero  prohibe  las  donacio- 
nes y  otras  mandas  de  bienes  raices  á  favor  de  estraños 
existiendo  descendientes,  ascendientes  ó  parientes  dentro 
del  cuarto  grado.— (¿7.,  núm.  184.-^8  de  junio  de  Í862.)      460 

ftieslon.— Las  doctrinas  admitidas  como  jutísprndenciapor  los  Tri- 
bunales de  que  «la  acción  de  lesión  no  cabe  en  la  transac- 
ción 6  avenencias  y  ta  de  que  «tratándose  de  ud  contrato 
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escriturado,  la  IdsfoD  fia  dfe  tener  las  condiciones  legales 
*  t>ái'a  que  pueda  ser  rescindido,»'  no  pueden  tener  a^^TicancioQ 
en  ÜQ  pieitp  en  qne  no  se  trata  de  cnmplimiento  denn  cOn* 
trato  o  aTeneOctái— (C ,  núm.  IOS.— *1S  de  junio  de 
Í862.1.  383 

Ley  de  BnJuielamiéiito.^La  ley  de  Enjuiciamiento  civil  b» 
deroi^do  le  l.%  ÚU  e.%  libro  14  d'e  le  MoTÍsíott  Reiiiiíla^i* 
>  eioD.-^C.t  náou  %l,r-^i  de  enero  de  í%6%,).  66 

Leí  observancia  de  la  ley  do  Enjuiciamteota  civil  es  estensiva  á 

.  lodos-kM  Tiibunalee  y  Jusgaéos,  cualquiera  que  sea  su  fue-* 
roy  que  no  lo  •tengan  especial  para  sus  prooedlmieatos. 
'^^omp.f  núno;  i22.— 6  de  mayo  de  i8s62.)  300 

Leyes.— No  pueden  considerarse  infringidas  las  leyes  que  no  tienen 
aplicación  al  cato  Objeto  del  1itigio.-^{7.,  nám.  86.— i  .^ de 
abril  de  i862.).  2i2 

< — r  M  pueden  considerarse  como  infringidas  por  una  sentencia, 
leyes  que,  por  no  tener  ninguna  conexión  ni  congruencia 
con  lo  deducido' én  la  demanda  y  con  lo  escepcfonado  en  la 
contestación,  ni  por  tanto  con  la  sentencia  cuya  casadon 
SIS  pretende,  no  puede  decirse  que  sean  aplicables  al  caso 
objeto  del  litigio. — (C,  núm.  4. — 3!^  de  diciembre 
de  i86f .).  i« 

Leye»  «lercMitíleg,*— V.  Seníenda. 

liiliros.— La  ley  i2i,  tft.  i 8,  Partida  3.%  solo  dispone  que  no  se 
dé  valor  ¿  lo  que  alguno  escriba  en  sus  libros  en  provecho 
propio  y  en  perjuicio  de  otro.-^C7.,  núm.  140.-*30  de  mayo 
dé  1862.).  371 

litigaate.— La  ignorancia,  descuido  ó  silencio  de  una  parte  lili* 

?;antQ  no  debe  peijudicar  en  ningún  caso  á  la  contraria.— 
C,  núm.  109.— 20  de  abrU  de  1862.).  274 

Eioeaeiott.— Los  contrayentes,  en  el  contrato  de  locación,  pueden 
prescindir  de  las  condiciones  naturales  del  mismo  estable- 
cidas en  la  ley  8.%  tit.  8.*,  Part.  5.%  y  pactar  lasque  ten- 
gan  por  conveniente,  siendo  llcius;  cuya  doctrina  es  apli- 
cable también  i  los  arts.  208  y  200  del  Código  de  Comer- 
cio.—(C,  núm.  80.— 22  de  marzo  de  1862.).  1«8 

liVgar  del  delito,— V.  Jims. 


Mándate.— No  pueden  citarse  como  infrinfiidas  ¡las  leyes  21, 22 
y  24,  tit.  12,  Part.  5.%  que  tratan  de  las  varias  clases  de 
meBdato  y  de  la  manera  en  que  puede  hacerse ,  en  un    ^ 
caso  en  que  no  está  logalmente  juatiGcada  la.  exiatenda 
del  mandato.— (C,  núm.  6.— 31  dediciembrede  1861.).        17 

Manes  Imuertas.— Y.  Bienes  vinctUados  y  De8am<írUzacion» 
TOMO  vil.  H3 
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Harido.— La  ley^O,  UU^i,  Part  4.^  nO)  es  apUcableal  ciao  eo 

4|ue  ño  se  ba  probado  que  el  maridp  es  an  malversador  de 
sus  bienes»  de  .manera  que  la  mujer  entienda  qae  el  ma- 
.  ,rido  viene  á  pobrera  por  su  culpa«-^(C7.  da  ü,,  núm.  64. 
— iO  de  mazo  de  1862.).  ^^ 
V.  Mujer. 

Hayorasgo. — En  1793  bo  se  necéiitaba  para  ftindar  un  ma- 
yorazgo la  licencfa  Real,  siempre  que  no  gravase  las  le- 
gitimas de  los  inmediatos  sucesores  del  randador;  y  ea 
eu  virtud,  un  mayorazgo  fundado  en  didia  época,  pan 
cuya  fundación  se  establecía  que  se  pidiera  la  Beal  ticen* 
cia,  aunque  así  no  se  hiciese,  adquirid  toda  so  fuem, 
tan  luego  como  adquirió  valor  la  disposición  testameota- 
riaen  que  se  fundo. — (C,  núm.  <5,— 30  dé  diciembre  de 
4861.).  U 

Gomo  conBecqencia  necesaria  del  carácter  ordinario  de  per- 
petuidad inberente  á  los  mayorazgos,  faltando  los  llama- 
dos á  suceder  en  la  fundación,  entran  ¿  suceder,  siem- 
pre que  espresamente  qo  hava  manifestado  el  fundador 
ser  otra  su  voluntad,  los  demás  parientes  suyos,  auoqae 
carezcap  de  lai  cualidades  por  él  exigidas;  y  llegado  este 
caso,  el  mayorazgo  se  reputa  como  regular,  aunque  los 
primeros  llamamientos  lo  hubiesen  hecho  separar  de  las 
cualidades  de  los  de  esta  clase  dándole  el  carácter  de 
..  irregular,— (C,  núm.  85.-1.^  de  abril  de  1862.)-  ^^ 

No  puede  obtenerse  la  declaración  sobre  mejor  derecho  i 

un  mayorazgo  portel  medio  indirecto  de  solicitar  la  rá- 
vindicacion  de  algunas  y  determinadas  fincas,  y  menos 
aun  litigando  contra  terceros  poseedores. — (C,  núme- 
-^  ro  127.— 9  de  mayo  de  1862.).  3W 

La  disposición  de  la  ley  2.%  tít.  15  de  la  Part.  2.*  solo  tenia 

lugar  cuando  los   fundadores  no  htibian  establecido  re- 

§ias  ó  llamamientos  particulares^ — ((?.,  núm.  131. — ^13 
e  mayo  de  1862.)  32S 

La  ley  8.*,  título  17,  íib.  10  de  la  Novísima  Recopilación  no 

contrariaba  la  voluntad  clara  y  determinada  de  los  fun- 
dadores, sino  que  únicamente  prohibía  la  esclusion  de 
las  hembras  en  la.  sucesión  de  los  mayorazgos  cuando 
en  las  fundaciones  no  se  habia  establecido  espresamen- 
te.—(C.  núm.  131.— 13  de  mayd  de  1862.).  3» 

< No  promoviéndose  en  un  pleito  sobre  sucesión  de  mayoraz- 
gos ninguna  de  las  cuestiones  á  que  puede  dar  lugar  la 
ley  de  11  de  octubre  de  1820,  esta  no  puede  tener  apli- 
cación at  fallo  que  sobre  el  pleito  se  pronuncie. — ((?.,  nú- 
mero 131.— 13  de  mayo  de  1862.).  ^  sw 

Sfgun  la  ley  1.*,  tít.  24,  lib.  11  de  la  Novísima  Recopila- 
ción, pasa  por  ministerio  de  la  ley  la  posesión  civil  y  na- 
tural de  un  mayorazgo  al  que  debia  de  suceder,  muer- 
to el  testador;  y  la  sentencia  que  asi  lo  determina  noin- 
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lI«y«rjMiso,-^RepAtáado8e  siempre  como  reguler  on  majonz^ 
go,  iateria  oo  se  acredite  lo  cootrarío.  al  aae  alega  que 
es  irregular  íDcuml»  probarlo.— ^C,  oum.  232.-^4  da  oc- 
tubre de  1862.).  568 

No  basta  para  teaerae  como  fundacioo  de  an  yídcuío.  perp6* 

ttto  la  cláusula  de  un  tesiameoto  que  contenga  la  pío- 
Jbibicion  de  enajenar,  si  adeqiás  no  h9,j}^  debidos  Uama« 
^míentos  que  han  de  dar  á  Ja  institución  el  carácter  de 
perpetuidad,  circunstancia  constitutiva  del  fin  j  natara- 
leza  de  los  mayorazgos.— (¿7.^  núm.  252.— 21  de  octu- 
bre de  1862.).  eid 

V.  Bienei  vinculados^  Sentencia  y  Fíncttíoj 

HediM  4e  defeoM.f— Y.  Ikfmua. 

MfJ«ra.— Según  la  ley  17  de  Toro,  ó  sea  la  1.*  título  6.*^  lib.  10 
de  la  Novísima  Recopilación,  la  mejora  del  tercio  hecba 

Sor  el  padre  en  favor  de  alguno  de  sus  hijos  ó  deseen - 
lentes  en  un  contrato  entre  vivos,  es  irrevocable»  cuan- 
da  aquel  ha  entregado  ios  bienes  en  que  consistía  la 
mejora  é  la  escritura  de  la  misma  ante  escribano,  6  di*  . 
cho  contrato  se  hubiese  hecho  por  causa  onerosa  con  otro 
tercero  así  como  por  vía  de  casamiento,  ó  por  otra  cau* 
aa  semejante;  y  las  escrituras  qae  en  estos  casos  ae 
otorgan  cootienen  un  contrato  bilateral  de  recíprocas 
obligaciones  y  derechos  para  ambos  otorgantes. — (C7.,  nú- 
mero 313.— 19  de  diciembre  de  1862.).  782 

Adquirido  ei  derecho  de  mejora  en  virtud  aecontráto  oneroso, 

puede  trasmitirle  el  que  lo  tenga  ya  en  vida  ó  ya  en  muer- 
te, al  que  le  hubiere  de  suceder  por  testamento  ó  abínteS'^ 
tato.~-(C.,  núm.  3l3.— 19  de  diciembre  de  1862.).  782 

Si  el  mejorado  así  es  un  hijo  y  fallece  antes  que  su  madre,  ó 

á  esta  se  trasmite  dicho  derecho  en  el  concepto  de  heredera 
forzosa,  el  cual  la  constituye  acreedora  como  pudiera  serlo 
otro  cualquier  estraño,  á  quien  por  algún  título  legítimo  de 
los  conocidos  en  derecho  se  hubiera  trasmitido. — {C,  nú- 
mero 313.— 19  de  diciembre  de  1862.).  782^ 

^«  Poran  testamento  no  puede  revocarse  una  mejora  consig- 
nada en  una  escritora,  porque  el  testamento  es  un  ac« 
to  unilateral,  y  esto  no  es  bastante  eficaz  para  destruir  la 
fuerza  de  un  contrato  biiateraU  pues»  que  entonces  estaría 
en  arbitrio  de  uno  de  los  contrayentes  separarse  y  prescin- 
dir de  las  obligaciones  constituidas  por  su  pajrte.— (C'.,  nú- 
mero 3 13.— 19  de  diciembre  de  1862.).  ,    .  783 

——  Verificándose  el  fundamento  de  la  mejora,  el  mejorado  adquíe- 
reiOl  derecho  á  ella,  y  el  mejorante  contrae  el  deber  de  ha- 
cerla efectiva,  debiendo  cumplir  esta  obligación  los  here- 
deros como  trascendental  á  ellos. — ((7.,  núm.  313.— 19  de 
diciembre  de  1862.).  ,  782 
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noefa  le?  do  EojntcitaiieDto  ci?ii  han  rpcooocido  ^  mr 

ÍiBficátem  áé  las  lae&Mriait  tMameatarfos,  eimidQ  resBOi 
I  cf  rctmstátck»  designadas  ñor  lof  testadores  para  aera* 
díiar  sn  Identidad,  ó  por  fftró  inedie  de  pmeba  su  exactf- 
tnd  y  la  conformidad  de  sns  disposictooes  oon  la  Yohintad 
de  IM  qne  las  dicraron.-^C,  nám.  25.-28  de  enero 
de  1862.).  >  57 

«— —  Aun^  el  testador  solo  hable  en  sn  testament»  de  nna  menxK 
na,  y  después  se  halle  mayor  número  de  ellas,  son  táfíihs 
lodas  y  deben  considerarse  como  la  continuación  de  la  ám- 
ca  indicada  en  el  testamento,  siempre  qoe  so  contesto  así 
lo  revele,  baya  entre  ellas  conexión  y  enlace,  hobieseB 
ocorrido  hechos  <[«fe  tdcieren  necesarias  las  posteriores, 
sea  nna  misma  la  forma  de  redaseloii^  en  todas,  estén  las 
mas  escritas  sio  níogon  epígrafe  4  coa  la  ad?ertenc!A  de 
(]ue  son  dotas  ó  concurra  cualquier  otra  oírcunstaacía  que 
indique  que  la  mente  del  testador  no  fué  otra  que  continuar 
la  ínemoría  de  que  habla  hecho  referencia  ea  su  testamen- 
to; y  debiendo  reputarse  todas  las  memorias  como  ana  so- 
la, 1a  voluntad  del  testador  ha  de  buscarse  en  todas  ellas.— 
Ít7.,  núm.  25.-«(28  de  enero  de  4862.).  ^ 

'édula  testamerUaria. 

MenorMi. — V.  Bienes  de  meporeSf  Eientutu  y  PriviUgio. 

miltai^.— Los  militares  que  voluntariamente  sirvan  cargos  de 

*    Ayuntamiento,  Hacienda  ú  otros  políticos,  estin  privados, 

en  todo  lo  concerniente  á  dichos  cargos,  del  fuero  de 

Sierra.— (C.y  núm.  35.-14  de  febrero  de  4862.).  ^ 

esafuero, 

Montefi. — ^Por  el  art.  185  de  las  Ordenanzas  generales  de  montai 
guedó  sujeto  á  una  sola  jurisdicción,  con  cesación  de  todo 
fuero,  el  conocimiento  de  los  delitos  y  contravenciones  que 
se  cometieran  en  el  ramo. — (Como.,  núm.  492.— -24  dé 
julio  de  4862.).  ^ 

*—  fel  conocimiento  de  los  delitos  cometidos  en  el  ramo  de  mon- 
tes corresponde  en  la  actualidad  á  los  Jueces  de  primen 
instancia  en  cuyo  territorio  tengan  tugarlos  delitos,  segua 
la  Real  arden  de  2  de  abril  de  Í83.S  y  lo  decidido  reitera- 
damente.—(Comji.,  núm.  1 92.-24  de  julio  de  1862.).         48S 

Majer. — ^La  mujer  puede  cenftratar  válidameote,  con  licendadesa 
marido,  sobre  sus  bienes  parafernales.— (¿^os*,  núm.  26. 

30  de  enero  de  486^.)-  ^ 

<—  La  ley  61  de  Toro,  refiriéndose  úm'camente  á  las  iianzds  y  obli- 
gaciones contraidas  por  la  mujer  y  de  mancomún  con  su 
marido  para  6t  pago  de  las  deudas  de  éste,  no  comprende 
el  contrato  de  venta. — (Cas.,  núm.  26. — 30  de  enero 
de  4862.).  «3 

«— -  El  privilegio  concedido  á  la  mujer  por  su  dote  no  prooede  en 
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perjoieio  d«  taroeroftacraedoMs,  «i  iMalnaote  Jio  se  pme- 
Da  su  6aUega.-^íCn  .núm.  82.^2$  de  mana  de  iU%.).  202 
•  llkijer.— La  ley  única 00  reí  uaoaruB  oetíona,  pájr^fo  i.®  del  C!¿- 
digo,  y  la  23,  tíL  i)  de  U  Part.  5/  y  la»  de  la  Pragmitica 
6  éonstítacion  Toral  de  Úataluña  qae  dá  á  la  mujer  el  de« 
techo  de  elesír  de  entre  los  bienes  del  marido  para  éf  rém- 
tegro  de  su  dote,  suponeh  que  ha  sido  verdadera  la  entre- 
ga^  I  que  esto  se  ha  probado  en  legal  forma.— (^.,  núme- 
ro 82.-:28  de  marzo  de  f  862.).  202 

La  ley  3/,  til.  H,  Ub.  iO  de  la  Novísima  Recopilación,  solo 

prohibe  que  la  mujer  pueda  ser  fiadora  de  su  roaríclo»  6  que 
se  obtiene  de  mancomún  con  él  para  el  pago  de  sus  deu- 
idiS.~r(C,f  núm.  137.^22  de  mayo  de  4862.}«  344 

ínterin  la  mujer  no  ¿ea  mayor  de  edad,  el  maüido  no  puede 

concederla  licencia  para  enajenar  válidamente  bienes  rai- 
ces sin  que  proceda. decreto  judicial  con  las  debidas  soleifi- 
nidades,  asi  como  él,  aunque  admiúistr^dor  legítimo,  ne- 
cesita lie  las  mismas  circunstancias  para  verilearlo  pqr  si. 
— (C7.,  nútn.  214.— 18  de  setiembre  de  1862.).  S26 

— *—  Las  le);es  que  solo  exigen  la  licencia  del  marido  para  que  9U 
mujer  pueda  contraer  eficaamente,  se  refleren  á  la  que 
está  en  la  mayor  edad.-— (C,  núm.  214.— 18  de  setiembre 
deimO-  S2ft 

La  mujer  no  ad({uiere  la  mayor  edad  con  la  emancipación  p^r 

el  matrimonio.— ((7. ,  núm.  214. — 18  de  setiembre  de 
1862.).  »2d 

Refiriéndose  las  leyes  6.*  y  6.*,  tít.  19,  ParU  6.*,  á  los  casos 

en  que  los  contratos  celebrados  por  ciertos  menores  son  ó 
no  resolndíbfes,  y  Al  90,  tft.  IS,  Part.  3.*,  á  la  forma  de  la 
aseritura  para  la  seguridad  del  comprador,  mediando  el  ju- 
ramento que  suplia  el  defecto  de  edad,  na  se  signe  de  aquí 
que  la  mujer  casada  menor  de  25  años  pueda  contraer  esa* 
penando  bienes  raiceif,  puéste  que  es  dé  eseneia  el  decíMto 
judicial  con  las  debidas  solenanidades.— ((?.,  núm.  214.— 
18  de  setiembre  de  1862.).  526 

~-  Para  que  la  mujer  casada  pueda  gozar  del  beneficio  de  prelti- 
cion  que  las  leyes  patrias  la  conceden  sobre  los  bienes  de 
su  marido,  en  concurrencia  con  otros  acreedores,  es  ne- 
oesario  que  haga  constar  haber  anortado  al  matrimonióla 
cantidad  por  que  quiere  tener  prelacipn,  y  que  el  marido  la 
reeibió^f^H^-r  ^úm.  St71.— 6  de  noviembre  de  1862.).     ^       67(^ 

— ^  La  prohibición  á  la  mujer  casada  de  celebrar  contratos  sin  li- 
cencia de  sa  marido  no  puede  estenderse  en  sus  efectos  al 
de  que  si  aquella  hubiese  pnetado  una  cantidad,  no  esté 
obligado  el  que  la  recibió  á  satisfacerla.— (C,  núm.  280. — 
ié  de  aovieaibre  de  |8«2.).  Od» 

—  Nombrada  ooa  iwijer  heredera  por  su  nufido  y  habj^poo  aoep- 
tado  la  herencia  sin  reserva  ni  condieien  de  mi^una  espe- 
cie* queda  por  este  hecbo  obligada  á  responder  con  todos 
sus  bienes  de  las  deudas  que  dieho  su  marido  bnfaiesecan- 
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'  trífdo,  y  sin  derecho  por  sq  parte  )>ata  hacer  reclamacioa 
abwa  por  razón  de  dote  xú-  por  cmlqmer  otro  concepto.— 
(C,  n6iD.  3i6.-*-49  de  diciembre  de  1862.).  791 
Hnlla.— Según  el  art.  25  del  Real  decreto  de.20  de  janiode  1852 
la  multa  por  delito  de  contrabando  de  géneros  estancados 
.  no  ha  de  esceder  del  séstuplo  valof  del  género  aprendido, 
,  ó  que  del  proceso  resulte  ser  delito,  j  en  el  contrabando  de 
'  géneros  prohibidos  del  cuadruplo  valot  de  los  mismios;  de- 
Siendo  estas  multas,  como  fundadas  en  un  principio  de 
proporción  del  perjuicio  causado  circunscribirse  dentro  de 
los  limites  que  la  ley  señala,  pues  su  multiplicación  falsea- 
na  la  baée  de  la  iéy  y  producirla  un  aumento  exhnrbitaote 
en  la  penalidad  según  el  número  de  procesados. — (C.  de  H.^ 
núm.  50.-^2  de  febrero  de  i862.>.  US 
«—  La  multa  impuesta  á  todos  los  procesaaos  por  delito  de  contra- 
bando, cuando  sean  varios,  no  debe  esceder  del  roáximoQ 
fijado  en  el  art.  27  del  Real  decreto  dé  20  de  juDíO  de  1852. 
— (C.  deH.,  núm.  50.— 22  de  febrero  de  1862.).                 ilS 
V.  Defraudación  y  Ocultación  de  bienes. 


[Vanfraglo.— V.  Co$a  wTQjaAapor  el  mar  y  Juriediedon  de  Ma* 
tina» 

Il^vaeion. — Con  arreglo  á  la  ley  15,  tit.  14,  Part.  5.*  para  que 
.  haya  novación  de  contrato  por  subrogación  de  un  nuefo 
deudor  en  lugar  del  primero»  quedando  este  libre,  es  ne- 
oeearlo  que  dicha  subrogaeion  sea  á  pheer  dei  acreedor ^  y 
que  aquel  se  obligue  diciendo  o^iértomenítf  que  lo  haíia 
con  volumUid  que  el  primero  fueefi  desalado,  quedando  el 
Doero  deudor  obligaclo  por  la  deuda  y  el  antiguo  quüo.^ 
(C,  núm.  28.-3  de  febrero  de  1862.). 

Kalldad. — El  axioma  (do'mie  en  el  principio  es  nulo  no  couTalece 
por  el  trascurso  del  tiempo,»  ha  de  entenderse  cuando  la 
ley,  dadas  ciertas  circunstancias,  no  reconoce  ó  crea  un 
derecho. — {C .  núm.  30.— 7  de  febrero  de  1882.). 

« No  puede  tener  aplicación  en  un  pleito  el  principio  jnrfdico  de 

que  lo  que  es  nulo  desde  su  origen  no  puede  jtroducir  efec- 
to legal  por  el  trascurso  del  tiempo^  si  la  nulidad  no  ha 
sido  declarada  por  la  sentencia.— <(?.,  núm.  220.— 23  de 
setiembi'edel862.).  510 


75 


OMigaeioii.— No  tiene  aplicación  la  ley  1.',  tít.  1.^,  lib.  lO^de 
la  Nov.  Reeop.,  ctiando  no  hay  duda  ni  cuestión  acerca  de 
la  eficacik  de  las  obligaciones  contraidae  por  defecto  de  «o- 
lemnidad  estema  en  la  celebración  de  los  paeloa«*^-(C«,  nú- 
mero 1 17.— ^6  de  mayo  de  1862.).  39i 
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respecto  bI  l^mírtó  del  IHfgm ;  íjontraidá  t>Of  loa  IHfMaifiK^s 
entre  8f{  carece  dé  'aj(lft3aírion'  al  cásfo  h  ley  !.■ ,  tfi;  4.*, 
Ilb,  iO  de  laf'Nov.  Rífe.-*{C?.,  nümi  12l.*-8  dé  majo 
de!862-.).  310 

— --  Es  LacpórtaiMi  fa  ioVotiaetoride h lej  i.%  tft.  i.%  lib.  40  de  la 
NoT.'Recop.yOom(f'fdY!daraent(iide  ca$aeion.de  una  senten- 
cia, cuando  en  ella  no  se  ha  desconocido  ei  Talor  de  un  con* 
trato 6  obligación,  sino  que  no  se  ba  esthnade  qo^^tu^ 
viese  acreditada  la  existencia  de  uno  ú  otra. — (C,  número 
149.-30  de  mayo  de  1862.).  371 

— -  No  probándose  ni  hecho  constar  que  una  persona  se  obligó  á 
alguna  cosa,  no  puede  tener  aplicación  ni  considerarse  in- 
.  fnngida  la  ley  1.%  tft.  1.*»,  iib.  40  deiaNo?.  Recop«-»-(a, 
nüm.  307.--13  de  diciembre  de  1862.).  766 

Caaodo  no  hay  un  panto  determinado  donde  deba  cumplirse 

la^  obligación ,  es  Juez  competente ,  á  eieecion  del  deman- 
dante, el .  del  domicilio  del  demandado'  6  el  del  lugar  4el 
contrato,  si  bailándose  en  él,  aunque  sea  m;cidental mente, 
puede  ser  emplazado.— (Comp.,  núm.  244.--Í4  de.ootubre    , 
de  4862.).  6Q4 

— —  Guando  es  una  compañía  la  que  tiene  que  cumplir  la  obliga- 
ción f  si  la  compañía  tiene  domicilio  fíjo,  el  Juez  de  éste  es 
.coetpetente  para  conocer  de  lof*  pleitos  á  que  dé  lugar  el 
cumplimiento  de  la  obligación.— (Cbmp.,  n6mi  244.— 14 
de  octubre  de  1862.).  604 

— "  Las  obligaoiones  pactadas  en  escritura  entre  un  concursado  y 
sus  acreedores  acerca  del  modo  cómo  han  de  ser  satísfeéfaoií 
estos  de  sus  créditos,  son  valederas,  sub3istentes  y  eficaces 
mientras  no  se  modifiquen  ó  dejen  sin  efecto  esplícitamente 
y  por  mAtuo  convenio  de  losinteresados; — (C.jkiñm:  260. 
25  de  octubre  de  1862.).  640 

La  doctrina'  sentada  por  las  sentencias  del  Tríbinái  Supremo» 

no  es  aplicable  á  casos  que  aunque  tengan  alguna  analogía 
con  el  de  que  se  trate ,  varíen,  no  obstante,  en  el  funda- 
mento de  la  obligación,  ó  sea  en  el  título  ^e  sirve  de  fun- 
damento á  la  acción.— ((7. ,  núm.  268.^28  de  octubre  de 
1862.).  6ol 

— —  V.  Contrato,  Escritura  y  Fiador. 

OealtaeioB  de  bienes.— Todo  lo  relativo  é  la  imposición  y 
exacción  de  multas  por  las  ocultaciones  de  bienes  á  que-  se 
refiere  la  ley  de  i.°  de.  mayo  de  18ft5 ,  debe  decidifse  ad- 
ministrativamente.--(¿?k<:  núm.  106.-— 25  de  abrü  de 
««2.).  -        264 

Oplnienei.— y.  Autores  y  Doctrina. 

Operaclonefl  ttiercaiitlleB:>--Guando  son  hechos  convenidbs 
y  justificados  por  el  procedimiento  y  la  sentencia,  que  "pera 
el  cumplimiento  de  un  encargo  cometido  á  una  persona  se 
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ftaüuron  aetot  jfí^fuuiwm  meroeirtilw»  y  i&^ootiMK* 
0te  suBoitida  aobre  sa  ralribaeíoB  quedó  sijttU  4  ks  leves 
de  eomercío,  son  de  todo  punto  iDoportaoae  y  destleodiUtf. 
las alegadonee  para  fondaria  iomocioadel  art.  437 del 
Gódiffo  de  comercio  por  haber  estimado  la  seotoocia  qóe  se 
UaUioa  de  ooa  operacíoQ  mercantil^  como  cootranas  á  lo 
coQTenldo  y  saciooado  por  el  pleitQ.-*(in;«  iyoi.,QÍ- 
mero  262.^27  de  octubre  de  1862.).  ^^ 

^peraeioiatts  mereastiles.— V.  Ihsafiwro^ 

P* 

Padre^— V.  Hereátro, 

Pasara.— Las  leyes  I*  y  14,  Hb.  S.%  tit.  30  del  GMigo,  lo  eSU- 
blecido  en  el  lib.  3.^  tit.  22 ,  y  en  el  párrafo  segando  del 
lib.  4.**,  tU.  13  de  las  Instituciones  de  Justlniaiio,  referen- 
tes al  contrato  fiteral^no  tienen  aplicación  cuando  se  trata 
de  paffarés  estendidos  en  consecuencia  de  obligaciones  ea- 
lificadas  de  ifícitas.— (C. ,  núm.  41.^47  de  febrero  de 
1862.).  ,  iOI 

-—-  Los  p^igarós  qqe  no  reúnen  todos  los  requisitos  prescritos  en 
el  art.  563  del  Código  de  comercio,  y  que  por  consiguieate 
no  son  mercantiles,  corresponden  á  la  clase  de  simples  ó 
comunes.--^(7.,  núm.  28i.— i4  de  noviembre  de  1902.).      líiA 

Paf^.^No  puede  considerarse  como  infringida  la  ley  32 ,  tit,  12 
de  la  Part.  5.%  cuando  en  la  sentencia  no  se  desconoce  el 
principio  de  que  «cuajado  alguno  paga  por  oUo;  aunque  aea 
sin  orden,  mejor  debe  ser  reembolsado  por  el  verdadero 
deudor,»  sino  que  úoicamente  no^e  estima  bastanto  pro* 
bado  el  hecHo  de  la  paga.— (C^-t  núm.  149.-30  de  m^o 
de  1862.1  «-«^^    •  ^371 

La  ley  1.%  tft.  1,^,  lib.  10  de  la  Novísima  Recopilación»  que 

piobibe  se  arrienden  las  renías  reales  á  personas  eclesiás- 
ticas si  no  ers  dando  fiadores,  es  notoriamente  inaplicable  á 
ua  pleito  en  que  se  litigue  el  pago  de  unacantidaapor  sal- 
de de  cuentas.— (  /m.  AToC.,  nam.  262.— 27  de  octobie 
de  1862.).  an 

V.  Créáiiot. 

Palaanan.— V.  Hurto. 

Parientaa.^Pan  que  pudiera  soslenerse  legalmeate  qoe  loept- 
Hentee  en  cuarto  y  quinto  grado  entran,  según  el  fimo  áe 
Viscaya,  en  la  calificaciott  de  estraqos,  yeaCto,por  tal  cea- 
cepto,  incapacitados  para  suceder  por  testamento  ea  eier- 
tos  bienes,  sería  indispensable  el  testo  claro  j  esplicito  d^ 
una  ley  que  así  lo  declarase;  y  ninguna  de  fas  leyes  del 
Fuero  de  Vixcaya  baee  somante  dedaiaekMS  y  de  Ka  dís- 
posicten  de  la  18,  tft.  20,  no.se  deduce  lóglcp  y  rigorosa- 
mente la  abéoluueschisioo  de  los  parientes  en  giMe  «Ue* 
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rior  al  cauto,  ni  sa  inclusión  entre  |es  eilra&pty  áiminji* 

carneóte  que  á  falta  de  las  tres  clases  que  designa»  y  cuan- 
do solo  aquellos  existan^  puedan  ^ceder  al  testador  las 
« .  persona^  e8(r(i&aa.^C.9  n^in*   194,«-«28   de  janio  de 
ctsea.),  460 

P«rle^<<ai.— La  ley  6.*,  tft.  19,  Part.  0.*,  en  consonancia  con  la 
moderna  fegisLación,  estiende  basta  eFdéei  mo  gradp  la  ca- 
liQcacldn  de  parientes  en  oposición  á  estraños.-^((7.,  n6- 
mero  194.^^2  de  junio  de  i862.)*  461 

Parricidio. — fiste  delito  nocaosa  desafuero.— (Comp.yoám.  118 

—13  de  junto  de  1862.).  <393 

Partldoaiu-— 'loói'caenta  y  parttckm  en  qoe  por  error  oíani- 
fíesto  y  evidente  se  cansa  agratie^,  debe  saosanarse  y  repa- 
iacae  ]»ra  que  cada  Interesado  perciba  lo  qoe  legitima- 
mente  le  oorresponda.-^C,  núm.  i59.'-*-i£  dejnnie  4e 
4862.).  383 

— —  Gs  inoportuna  la  inyocacion  de  las  leyes  1.*  y  3.*  del  tíL  !.•, 
libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  relativas  al  cumpli- 
,  miento  de  las  obii^aciones  y  contratos  en  el  oíodo  que  se 
hicteten  en  un  pleito  que  >rersa  solo  sobre  la  aprobación  de 
la  particioo  de  una  herencia. — {C,  náin.  155.-^12  de  ju- 
nio de  1^62.).  d%i 

Partidas  saeraiiientales.— Al  negar  la  Sala  sentenciadora  la 
fé  en  inicio  á  unas  partidas  sacramentales,  ya  por  el  desor- 
den y  abandono  de  los  libros  de  que  fueron  sacadas,  }a 
por  sos  abreviaturas  6  otros  defectos,  no  infringe  tas  le- 
ves 8.%  tít.  44,  y  17,  ift.  418  de  la  Partida  3.',  referen- 
tes i  ln  manóra  de  prueba  y  al  detenido  examen  del  juz- 
gador, cuando  se  pretende  desechar  carta  pública.— (t7.^ 
núm.  272,-8  de  noviembre  de  1862.).  678 

Lds  partidas  sacramentales  á  que  se  refiere  el  art.  280  de  la 

ley  de  Enjuicianúento  civil  son  medios  de  prueba  solo 
cuando  contienen  los  requisitos  legales.— (C,  nám.  272. 
~8  de  noviembre  de  1862.).  679 

Patronato.— Para  saber  si  uno  posee  legítimamente  losinenes  en 
que  consiste  un  patronato  es  indispensable  examinar  las 
cláusulas  constitutivas  del  mismo.— (¿7.,  núm.  289.-22 
de  noviembre  de  1862.).  722 

La  sentencia  que  considera  poseedor  legitimo  de  un  patronato 

al  que  lo  es  con  arreglo  á  las  cláusulas  de  la  fundación  no 
infringeia  voluntad  del  fundador  y  aplica  rectamente  las 
disposiciones  de  la  ley  desvinculadora  de  14  de  octubre 
de  4820,  si  al  publicarse  ésta  el  poseedor  que  se  tiallaba 
disfrutando  el  patronato  tenia  aptitud  legal  nara  ello  por 
rennir  las  eondioiones  exigidas  per'  el  funaader.— (C?., 
núm,  289.-22  de  noYiembre  4e  1 862.).  722 

— ~  V.  Santencta. 

TOMO  VII.  i  14 
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Patroii^.^V'/ FIMeomíM. 
Penaiaa  far^f.— V.  Censo. 

Perito^.— »Si  bien  en  la  regla  i3  dM  urt.  3d3-de  la  ley  de  BnJQi- 
ciamienlo  civil  se  previene  qae  al  juicio  del  tercer  perito 
coociuraa  los  lotereaados,  se  aoadeft  las  patobras^n  la 
forma  antes  frivenida^  cf  ya  foriDa  es  la  de  la  regla  5/ 
del  roismo  aruculo ,  en  la  cual  se  espresa  que  es  potesta- 
tivo én  las  partes  liügantasel  cenjcorriri  Boaiaoto.^(7., 
núm.  75.— 20  de  marzo  de  i862.)-  18t 

V.  Doaumsnto, 

PerMNaalidad.— La  falta  de  personaliifad  de  ano  de  los  coliti- 
gantes es  un  obstáottlo- para  «que  se  decidan  su^  peetenm* 
ne$.-^(<7as.,  núm.  25«-*28  de  enero  de  1862.).  38 

No  habiéndose  nei^ado  la  personalidad  de  un  litigante,  no 

puede  después  fundarse  un  recurso  de  casación  en  falla 
de  personalidad.— (C,  núm.  261.— 29  de  octubre  de 
1862.).         .  «* 

Piloto,— Los  pilotos  mercantes  disfrutan  del  fuero  de  marina, 
según  la  ordenanza  de  matrículas  demar.— (Cofnp.,  nú- 
mero 158.-«i3  de  junio  de  1862.).  395 

Pobre.— 'No  puede  ser  reputado  pobre  en  el  concepto  legal  el  que 
tiene  bienes,  aunque  estos  los  tengan  hipotecados  ó  dados 
en  garantía,  siempre  que  perciba  sus  productos.— (C,  nú- 
mero 69.-13  de  marzo  de  1862.).  1*70 

Solo  puede  concederse  el  beneGcio  da  litigar  como  pobre  á 

los  que  se  hallen  eú  cualquiera  de  los  casos  marcados  en 
el  art,  182  déla  ley  de  Enjuiciamiento  civil.— ((7.,  núme- 
ro 115.— 5  de  mayo  de  1862.).  290 

— —  Para  que  pueda  catifícarse  de  pobre,  según  el  art.  182  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  al  que  vive  solo  de  rentas, 
cultivo  de  tierras,  ó  cria  de  ganados,  es  necesario  que  sus 
productos  estén  graduados  en  una  suma  menor  quetaeoni- 
valen  te  al  jornal  de  dos  braceros  en  cada  localidad.— (C, 
núm.  293.-27  de  noviembre  de  1862.).  734 

Pobreta.— Gil  las  informaciones  de  pobreza  que  se  soliciten 
ante  las  Audiencias  ó  Juzgados  de  primera  instancia,  baa 
de  Ser  citados,  además  de  los  Flspaies  y  Promotores  res- 
pectivos, los  Adnainistradores  de  Hacienda  pública,  y  esta 
disposición  no  se  nalla  derogada  por  los  arts.  187  y  194  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  se^un  Ío  resuelto  en  Real 
orden  de  3  de  febrero  de  1858.— ((7.,  núm.  72.— 18  de 
marzo  1862.).  178 

—  y.^Defensapor  pobre  j  /ues. 

Poder .--Cluando  se  dá  poder  á  una  persona  no  solo  para  vender 
una  cosa  y  percibir  sú  precio,  sino  para  practicar  todas 
las  diligencias  que  sean  necesarias  al  logro  de  dichos  ob- 


Digitized  by  VjOOQIC 


KBPERromO  AtTABiTICO.  907 

PÁ6UCA8. 


jeM:  bien  seañ^eq  satlMajadleitl  ¿  trien  ^í  olré^'cotieé]^ 

to ,  íacultáodole  para  ello  de  la  ntaíiera  mas  abeofluta;  es 
clare  que  entre  tan  áímplias  facnttadesse  halta  coMpreo-» 
dlda  la  de-nombrar  sustituto  para  las  diligeneias  jadíela* 
les,  puesto  que  la  persona  autorizada  para  uo  fió  Jegal  se 
entiende  que  también  debe  estarlo  para  servirse  de  los 
medios  legales^  sin  los  cuales  no  puede  conseguirse  aquel 
fin,  y  puesto  qué  la  ley  no  permite  ¿  las  partes  compare- 
cer en  juicio  sino  por  medio  de  procurador  babiUtado  al 
efecto.— (C*.,  ñúm.  {34.— 2i  de  mayo  de  1862.).  336 

Poder,— V..Coníraío  en/líeti(ico. 

Poseedor.— Af  poseedor  de  buena  fé  no  debe  privársele '  da  los 
frutoeque  haya péitlbido basta  la  litis  contestacíen.— (Üot . , 
número29.— 6  d<i febrero  de  1862.).' 72 

Pooesioa.— V.  Señorios. 

Práetieo  de  puerto. — Las  disposíeionee  retaiivas  á  Jos  cal»¡ta«> 

nes  de  nave,  comprendidas  en  la  sec.  2.*,  tit.  2.°»  lib.  3.**  ^ 
del  Código  aeteomerció,  ¿o  son  aplicable^  en  su  recto  y  es- 
tricto sentido  i  los  prácticos  de  puerto;  y  aun  caso  de  serlo 
'  enf  ocasión  dada  habia  de  proceder  la  declaración  de  res- 
Donsabilidad  del  práctico,  por  impericia,  descuido  ó  dolo 
departe  suya. — (C7omp.,  núm.  281.-19  de  noviembre  de 
1862.).  710 
V.  Averías^ 

PrefiM;rtpeloiit*-Para  qu<^  pueda  tener  lugar  la  prescripción  de 
diez  y  veinte  aAo8<,  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  la  ley  ÍB, 
tit.  29;  Part.  3.*|  no  solo  se  necesita  la  posesión  constante, 
sino  que  ha  de  ir  acompañada  de  bueoa  fó  y  justo  titulo. — 
(C,  núm.  28.-0  de  febrero  de  1862.).  72 

-*—  Con  arreglo  al  derecho  común,  y  conforme  á  lo  dispuesto  en  la 
ley  i8,  tit.  29,  Part.  3/,  las  cosas  raices  se  pueden  ganar 
por  tiempo  de  10  anos  entre  presentes  y  20  entre  ausen* 
tes»  siempre  que  se  hayan  adquirido  en  virtud  de  uo  justo 
titulo,  y  que  así  el  que.  las  enatena  como  el  que  las  recibe 

•  tengan  buena  fé.— (C,  núm.  176.-25  de  junio  1862.).  442 

Faltando  la  buena  fé  y  ei  justo  título  no  puede  veriGcárse  la 

prescripción;  no  infringiendo  la  ley  18,  tit.  29,  Part.  3/ 
la  sentencia  que  niega  la  prescripción  cuando  faltan  aque- 
llos requisitos.— (C7.,  núm.  241.— 8  de  octubre  de  1862.).       597 

Faltando  los  requisitos  esenciales  de  justo  titulo  y  buena  jé,  no 


hay  términos  hábiles  para  suponer  la  prescripción  orlnna- 
ría  de  10  años  que  establece  la  ley  16,  tit.  31,  Part.  3/ — 
(C,  núm.  164.^17  de  junio  de  1862.).  411 

Queda  mterrumpida  la  prescripción  por  la  reclamncíon  que  se 

haga  de  la  cosa  que  se  pretenda  prescribir. — (C,  núme* 

ro  168.— 21  de  junio  de  1862.).  420 

— ->  Trascurrido  el  tiempo  de  la  prescripción  el  prescribeole  'id* 
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Í olera  el  demíoie  4e  la  ceiftf praMrtla.-^C.y  nkKk  SM^^ 
4e  octubre  de  i  8^.).  SS2 

1*re8erJpolo«,-r-V.  Áctíon  y  .Menaf  »i»»iii«6Im. 

i^restadone*.— Segon  la  tef  de  26  de  agosto  de  IS^t,  para  qtt 
tos  titulados  señores  puedan  continaar  percibiendo  las 
prestaciones  que  los  pneblos  les  satisfacían,  efi  neeesatio 
que  jQstifiquen  en  debida  forma  qne  dichas  prestaciones 
procede^  de  contrato  libre  y  qae  les  pertenecen  por  domi- 
nio paramente  aiodlal.~((7.y  nüm.  i47.— 30  de  mato 
de  i882.).  ^ 

Por  el  art.  4.''  del  decrete  de  las  Cortes  de  6  de  agosto  de  Í8I I 

quedarQQ  abolidas  las  prestaciones,  asi^^  reates  eemo  par« 
señales,  que  debiesen  4u  origen  á  titulo  JQnsdicekiiial.-*- 
(N.,  nüm.  169.--21  de  junio  de  1862.}.  421 

V.  Señoríos. 

IPréstamo.— V.  Créditos. 
Primera  iai«taiieki.— 'Y.  S»nr«neúi. 

PrÍ¥ÍlegÍM.— El  verbo  latino  canto  en  ciertos  privilegios  entí- 
,  guos  no  tiene  el  significado  de  dación  de  propiedad,  ano 
el  de  inmunidad,  seguridad,  garantia.— (^<«  i^ua.  169.— 
2i  de  junio  de  1862.).  ^ 

——  El  principio  de  derecho  de  que  el  privilegiado  no  puede  ejer- 
citar el  privilegio  contra  oiro  que  por  la  misma  razón  io 
disfruta,  tiene  sus  limitaciones,  y  una  de  ella  es,  cuando 
se  trata  de  evitar  el  daño  que  amenaza  á  losintereses  de  un 
menor,  é  de  reparar  el  que  por  eolpt  de  etros  te  le  bvÉne» 
ya  ialerido.-«^(7.,  núm.  315.— 20  de  diciembre  de  Í8é2.).     '7^ 

Proeedlinlenlo.— No  existe  ley  especial  de  procedifteientos 
para  tos  tribunales  y  juzgados  militares,  segnn  lo  tiene  rt- 
petidamente  declarado  el  Tribunal  Supremo  de  Josticia. 
— (t/omp.,  núm.  201.-28  de  agosto  de  1862.).  199 

^—  La  Real  resotucioo  de  16  de  mayo  de  !796,  estractada  en  la 
nota  2/  de  la  ley  8.*,  ift.  3.^,  lib.  1 1  de  la  Novísima  Re- 
copilación, no  es  una  ley  de  procedímijsntos,  en  el  sentido 
de  la  base  8.'  de  la  ley  de  13  de  mayo  de  1855,  porque  esta 
se  refiere  á  un  sistema  completo  de  enjuiciamiento,  y  en 
aquella  solo  se  previno  que  en  los  Juz^dos  miliUtres  se 
determinasen  en  juicio  verbal  las  cuestiones  cuyo  interés 
bo  pasara  de  500  rs.  en  España.— (^omp.,  n6m.  122.— 8 
de  mayo  de  1862.).  ^ 

Gonseqiída  una  falta  de  procedimiento  sin  hacer  oposición  al- 
guna á  ella,  ni  pedir  después  su  subsanamiento,  no  bi  In- 
§ar  posteriormente  á  alegar  dicha  falta  como  <  fundamento 
e  casación  de  la  sentencia.— (C,  núm « 133.— 20  demijo 
de  1862.).  .  331 

V.  Recurso  de  casación. 

Procesadlo.— V.  Inocenew. 
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Protocolo. — ^V.  Interlineaeiones. 

Provli|oipoÍA.-«-D6bat¡éndpse  eo  hq  pleito  una  cnestíon,  no  ioei- 
daoUlmente»  sioo  p^v  to<)os  los  trámites  da  uo  juicio  ordi« 
Dsrio,  y  decidiéndose  sobre  ella  de  modo,  qae  no .  quepa 
centra  la  providend^  en  ^ue  asi  se  Mga^  reforma  alguna 
Oi  discusiíóo»  djuiha  providencia  tiene  el  carácter  de  dea- 
oitiva  y  GoajLra  ella  proceda  el  recurso  da  Ga8ac¡on.T- 
CuesL  pr^,  enC,  qum.  98.-11  de  abril  de  1$62.).  246^ 

-^—  Sentencia. 

Praoba.— A  la  Sata  sentenciadora  corresponde  apreciar  el  vafor 
dft  la  prueba  testifleaf  que  las  partas  presenten. >^(¿7., 
número  84.— 10  de  febrero  de  1  Sfe.).  87 

<— »  A  la  Sala  sentencisdora  corresponde  apreciar  el  valor  deia 
pr«iebe  testifical  presentada  per  ras  partes,  en  virtud 
del art.  ande  la  ley  de  enjuiciamiento  cf til.— <0.,  úii- 
mero  6í.— 7  de  marxo  de  1862.).  15a 

— —  A  la  Sala  sentenciadora  corre^^ponde  apreciar  el  valor  de  la 
prueba  testfiical,  en  virtud  de  las  facultades  que  le  conee« 
de  el  art.  317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. -->((/.,  nú- 
mero 6  V  19.-^91  Ae  diciembre  de  1861  y  25  de  enero 
de  1862.).  17  y  40 

—  No  se  infringe  el  art.  3t7  de  la  ley  de  Enjuioiamienta  civil 

cuando  la  apreciación  de  i^s  pruebas  se  hace  dentro  del  If- 
mite  prevenido  en  el  mismo.--(C. y  núm.  90. — 8  de  abril 
de  1882.).  227 

—  En  la  prueba  testifical  suministrada  por  las  partes,  hay  que   * 

atenerse  á  la  apreciación  que  baya  hecho  la  Sala  sentencia- 
dora, mientras  no  se  alegue  que  at  hacerhi  se  ha  infringido 
alguna  disposición  legal.— (O.,  núms.65, 69,'91, 108, 137, 
141,  154,  168  y  17^.-8  y  13  de  marzo,  5  y  26  de  abril, 
22  y  23  de  mayo,  11,  21  v  23  de  junio  de  1862.).  161, 
170,  229,  269,  344,  353,  381,  420^  433 

—  Siendo  de  hecho  las  <;ue>tiones  á  que  han  dado  origen  la  de- 

manda y  reconvención,  y  habiendo  suministrado  sobre  ellas 
las  partes  prueba  testifical,  I  la  Sala  sentenciadora  corres- 
ponde el  apreciar  el  valorde  dicha  prueba. — (C,  núme- 
ro 27.— 31  de  enero  de  1862.).  66 

— —  A  la  Sala  sentenciadora  corresponde  apreciar  el  valor  de  4a 
prueba  testifical  presentada  por  las  partes,  y  contra  cuya 
apreciación  no  cabe  otra  prueba  que  la  de  infracción  dé  ley 
6  doctrina  lega!.— ((?.,  núm.  1 16.— 5  de  mayo  de  1862.         292 

^—  A  1^  Sala  sentenciadora  corresponde  apreciar  el  valor  de  la 
prueba  testifical  ó  pericial  suministrada  por  las  partes,  y  hay 
que  atenerse  i  ella  Ínterin  no  se  alague  y  pruebe  que  ai  ha- 
berla se  ha  cometido  alguna  infracción  legal. .^C/,  núme- 
ros 21 1, 223.  233, 272,  264, 268,  271,  280, 286, 288,  299,-  . 
306  y  316.— 13  y  25  de  setiembre,  4  y  29  de  octubre,  5, 6, 
8,  14,  20  y  21  de  noviembre,  2,  12  y  19  de  diciembre  de 
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4862.).  548/573,  654,  667, 676,  678,.  699,  Tié,  7i«¿'W, 

763  y  7H 

Praeba. — A  la  Sala  sentenciadora  oorresponde  apreciar  el  nlor 
de  la  praeba  presentada  por  las  partes  en  coeístton  de  he- 
cho; y  á  ella  hay  qae  atenerse,  foterin  no  se  alegue  y  prae- 
be  que  al  hacer  la  apreciación  se  ha  cometido  alguna  infrac- 
ción de  ley.— (C,  núm.  237.-27  de  Ociobre  de  1862.).       <íl 

-— ^  Debe  estarse  ft  ta  apreciación  que  la  Sala  sentenclaáora  haya 
hecho  del  valor  de  la  prueoa  de  testigos  presentada  por 
las  partes,  cuando  en  dicha  apreciación  no  ha  iofrinfpdo 
ley  alguna  ni  la  doctrina  legal.*— ((7.,  núm.  60.-3  de  mar* 
zode  1862.).  147 

A  la  Sata  sentenciadora  corresponde  apreciar  el  valor  dala 

prueba  testifical  presentada  por  las  partes,  y  al  iiacer  este 
apreciación  en  uso  desús  atribuciones  no  infringe  principio 
ni  práctica  alguna.— (C,  núm.  92.— S  de  abril  de  1862.).     üi 

— ^  A  la  Sala  sentenciadora  corresponde,  en  uso  de  las  aitribocioaes 
que  la  concede  el  art.  3i7  de  la  ley  de  Kn^uicitmieaio  cifü, 
la  apreciación  de  la  prueba  testifical  ó  pericial  que  las  paites 
hayan  suministrado  en  cuestiones  de  tiecho,  cuya  aprecia- 
ción es  ?álida,  interiu  no  se  alegue  que  al  verificarla  se  ba 
'  cometido  alguna  infracción  legal.— {(7.,  nCun.  295. — ^28  de 
noviembre  de  i 862.).  737 

— f-  Ha  de  estarse  á  la  apreciación  que  haga  la  Sala  eeoteociadora 
de  las  pruebas  testifical  ó  pericial  que  las  partes  preaenten 
para  acreditar  la  exactitud  y  existencia  de  los  hechos  objeto 
de  la  demanda,  cuando  en  dicha  apreciación  no  se  haya  io- 
fringido  ie^  alguna.*— (C.,  núm.  40. — 17  de  febrero 
de  1862.).  99 

-^ —  Las  leyes  32  y  40,  tit,  i  6,  Partida  3.%  han  sido  esencialmeote 
modificadas  por  el  art.  317  de  la  ley  de  Enitticiamienlo  ci- 
vil.—(O.,  núm.  27.— 31  de  enero  de  1862.).  W 

< La  ley  32,  tit.  16,  Partida  3.'  se  halla  moflificada,  respecto  ala 

apreciación  de  la  prueba  testifical,  por  el  art.  317  de  la  ley 
de  Enjuiciadúento  civil,  y  por  tanto,  en  tal  sentido,  ne 
puede  alegarse  su  infracción. — (C.^  núm.  62.-7  de  mano 
de  1862.).  1» 

No  pueden  Invocarse  con  oportunidad  como  infringía  las  le- 
yes 32  y  40,  tit.  16  de  la  Partida  3.'  que  han  sido  esencial- 
mente modificadas  por  la  de  Cojuiciamiento  civil,  cuando 
la  apreciación  de  las  pruebas  es  resultado  del  exornen  del 
conjunto  de  todos  los  medios  áe  prueba  que  han  utilizado 
los  litigantes.— (C,  núm.  149.--^0  de  mayo  de  1862.).        371 

«— -  Caso  de  apreciarse  mal  por  la  Sala  sentenciadora  la  prueba  su- 
ministrada por  las  partes,  no  se  infringiría  la  ley  1.%  tit.  14 
de  la  Partida  3.*  que  define  lo  que  es  prueba  y  quien  debe 
hacerla,  sino  las  reglas  que  se  dan  para  hacer  dicha  apre- 
ciacion.^{7.,  núm.  179.-26  de  junio  de  1862.).  449 

""-—  La  prueba  incumbe  al  que  afirma,  según  se  tiene  ya  consig- 
nado por  el  Supremo  Tribunal  en  las  decisiones  de  22  de 
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enero  de  IS49  y  ^  de  junio  de  iñ^-^C^n&m.  27.- 
.  de  eo^ro  de  1862.)* 
Prueba. — El  recibimieato  á  pmeba  eo  la  segunda  instaocia  90I0 

{^nede  otorgarse  con  arreglo  ai  párrafo  i.®  del  axL  869,  de 
R  ley  de  BnjuiciaipientQ  civil,  cuando  por  causa  ño  impu- 
tabJe  ai  que  l|i.solicite  no  hubiese  podido  hacerse  en  la  pri- 
.mera  instancia. — (C7.y  oúoi.  ál.-^-4  de  marzo  de  id62.}«        451 

— r-  No  (Hiedea  en  rigor  caiificarse.de  diligencias  de  prueba  las  ac- 
tuaciones en  ejecución  de  autos  para  mejor  pro?eer.— * 
(O.y  Ii6m.  75.*^20  de  marzo  de  1863.).  1 86 

Solo sepuedea  recibir  á  prueba  en  segunda  iostaoeia  iaa oau*  ^ 

'  sas  por  contrabando,  cuaado  así  lo  pideo  las  partee  ó  cuando 
concurren  las  circonstanciae  que  previene  el  ar t.  90  del 
•Real  decreto  de  20  de  junio  de'l852.--^C.  de  H.,  núflie* 
ro  50.---22  de  febrero  de  18ft2.).  118 

~—  El  articulo  78  de  diciio  Real  decreto  al  hablar  de  diligencias 
de  ffeconodinienlo,  inspeocion  ocular  y  dAStfioacion,  solo 
se  refltf  e  á  géneros  ó  efectoa.— <(7«  de  a, ,  núm.  50.— -22  de 
febrero  de  1802.)'  i  18 

Ne  puede  comprenderse  entre  los  bachos   susceptibles  de 

prueba  pertinente  en  segunda  instancia  á  que  se  refiere  el 
'  articulo  869  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  el  de  haber- 
se ofrecido,  después  de  enajenada  una  eosa,  doble  precio  de 
aquel  en  qne  se  verificó  la  enagenacion;  y  si  fuera  licito 
entender  de  otra  manera  el  espíritu  y  letra  del  articulo  ci« 
lado,  el  derecho  de  propiedad  y  la  vatideft  de  las  ventas 
perfectas  dependería,  hasta  cierto  punto,  del  capricho  ó  de 
la  voluntad  de  los  que  tuvieran  interés  en  pedir  su  nuli- 
dad, lo  cual  seria  contrario  á  justicia.— (¿7.  núm.  270.--5 
de  noviembre  de  1862.).  674 

~—  V.Demandaf  Cuestión  de  keoho^  Juicio  ejecutivo^  Partidae 
saeramentalee ,  Recurso ,  Recurso  de  casación  y  sen* 
tenáa. 


QvebraBtanileato  de  «OBdena.— El  que  quebranta  su  con- 
dena comete  un  delito  comprendido  en  el  art.  124  del  Có- 
digo penal,  sujeto  por  consiguiente  al  conocimiento  de  la 
jurisdicción  ordinaria.— (Comp.,  núm.  140  y  190.-*-23  de 
mayo  y  17  de  julio  de  1862.)  351  y  479 

^ —  La  Real  orden  de  11  de  marzo  de  1851  oeclarando  que  el  Có- 
digo penal  dá  á  los  tribunales  de  justicia  la  facultad  de  co> 
nocer  en  esta  materia  y  de  aplicar  las  penas  que  señala  por 
el  delito  de  deserción  o  fuga  de  los  confinados ,  derogó  la 
ordenanza  de  presidios  en  lo  concerniente  á  este  delito. — 
{Comp.^  húm.  140  y  242.-23  de  mayo  y  13  de  octubre 
de  1862.).  351  y  600 

— —  La  jurisprudencia  establecida  por  el  Tribunal  Supremo  de 
justicia  en  sus  decisiones  de  28  de  setiembre  de  1858  y  11 
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de  abril  de '^59  sobre  qaébrsntiiliifento  de  co&dena  ,  tíú 
conforme  con  el  Código  penal  y  con  ditha  Aeftl  6rdeií«— 
{Comp;,  Dútn.  140.— fe  dfe  mayo  dé  1802.).  33t 

Qaebraiitaniileiito  áé  eondéna. — El  (juebrantamiento  de 
condena  no  sujeta  al  delincnente  á  la*jarlsdícciocl  de  Ufa- 
r^ua,  sino  á  la  ordinaria^  aun  cuando  las  penas  ímpnestaB 
se  estén  estinguiendo  éii  efstablecimíenlos  dependientes  de 
ía  Marina.— (Comp./núm.  iPl.— n  de  julio  de  f862.).       «I 

4|«iebra. — Es  competente  para  cooeoec  di  la  quiebra  di  «dil  oa- 
8á  da  comercio  el  Tribuaal  ^  lerritorio  donde  la  ean 
tiene  su  domicilio  y  ea  qua  radíeaa  saa  bienea»  géaerea  y 
efectos.*— (i7ompM  nám.  243.*^I3  de  oelubM  de  18^^.).      602 

Guando  una  casa  de^comareio  tiene  establecida  aura  en  distia* 

ta  plaza,  con  inscripción  éo  tas  reapectivas  matHcolaa  da 
ambas,  y  por  conaiguieDte  el  tguil  el  derecho  del  Trífa«- 
nal  de  Gomercio  de  dada  plaaa  para 'conocer  de  la  quiebra. 
de  la  oaaaen.ateAaion  á  ser  loa  dosHKHDpetontes  por  raion 
del  domicilio  legal  de  la  sociedad,  para  dirimir  ia  eooliea* 
da  de  competenoia,  debe  atenderse;  i  .%¿ai  eo  la  eacrito^ 
ra  de  constitución  de  la  sociedad  se  dio  preferencia  á  noo 
á  otro  tribunal;  2.%  al  punto  en  que  primeramente  se  ha- 
biese  becbo  espoaicioa»de  la  quiebra.— *((7omp.,  núm.  253. 
«  —23  de  octubre  de  1S62.)  6£ 

*-^-  Tratándose  de  la  quiebra  de  un  comerciante  rigen  sobre  el 
nartioular  la»  diapesiidones  del  Código  de  Comercio  y  no 
Jas  de  la  ley  de  Enjnieiamiento  civil  reí^ontee  al  concor- 
50  de  acreedores.— <ü<Mfif«.y  núm.  25a.— 90  de  octuhn 
de'1802.)*     -   ;  «2« 


Reearso, — ^No  se  dá  recurso  alguno  contra  la  providencia  en  que 
se  otorgare  la  prueba.— (C,  núm.  Ii8.— 7  de  mayo 
de  1862.).  29S 

—  No  pueden  torearse  en  cuenta  al  fallar  sobre  un  recurso  deci- 
aionesdel  Tribunal  Supremo  que  na  tietíén  eeladon  can  el 
caso  objeto  del  lecúrao. — (C,  nCim.  27.— <31  de  enero 
de  1862.).  ^ 

■eeurno  dcf  easaelon.— El  recurso  de  casación  no  es  aplica- 
ble á  los  litigios  seguidos  con  arreglo  al  procedimiento  an- 
tiguo, toda  vez  que  aquel  no  so  conocía  en  la  anlígna  le- 
gislación.—(ií.  enC,  núm.  22.— 31  de  enero  de  1^62.).      50 

«—  Solo  se  dá  contra  las  sentencias  definitivas.— (i4pcí.  en  C,  nú- 
mero 181,  218  y  228.-27  de  junio,  19  V  30  de  setiembre 
de  1862.).  454,536y55<l 

^^ —  Solo  se  admite  recurso  de  casación  contra  sentencias  defini- 
tivas que  poniendo  término  al  Juicio ,  hacen  imposible  su 
continuación.— (i4.  en  C,  núm.  12  y  208.— 10  de  enero  y 
12  de  setiembre  de  1862.).  ,      26  y  5H' 
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llee«rs#  d^  «mmí*k.—  El  reeureo  de  casación  en  el  fondo 
se  (14  ÚAícanieQte  contra  las  senleocías  qoe  pcoen  térmi- 
DO  al  inicio  y  hacen  imposiblesu  continoacioD.— (iipei.  en    < 
C,  náiii.  245.— i  4  de  octubre  de  1862.).  60& 

No  procede  el  recorso  de  casación  contra  providencias  c^ae  no 

ponen  término  al  juicio  ni  impiden  sa  continaacion.T> 
l^U  en  C.^  Dúm.  45, 05  y  32l.*-20  de  febrero,  iO  de 
abril  y  20  de  diciembre  de  1862.).  408,  237  y  802 

No  se  di  mas  qne  contra  sentencias  deSoitiYás  qoe  hagan  im- 
posible la  continuación  del  juicio. — {Apel.  en  (7.,  numero 
183.— 28  de  junio  de  1862.).  459 

—  No  procede  contra  sentencias  que  no  son  definitivas,  es  decir, 
oue  no  ponen  término  al  juicio  y  bacen  imposible  su  con- 
.  timiaoiOD,— (ilpe¿;  en  (7.,  nám.,  28^. — 19  de  noviembre 
de  1862.).  712 

— —  Na  püoceáe  contra   sentencias  qite,  no  siendo  definitivas 
en  el  concepto  de  k>  astableeido  en  el  art.  1011  de  la  ley 
de  Enjaiciamientojcivil,  no  ponen  término  al  juicio  ni  ha* 
cen  hnposible  su  continuación.— (ilpa/.  en  (7.,  nüm.  160. 
—16  de  junio  de  1862.).  399 

Con  aregloé  lo  dispoesto  en  el  art.  1010  de  la  ley  de  Eojui* 

eiamieoto civil,  no  seda  el  recurso  de  casación  sino  contra 
sentencias  que  son  definitivas  v  ponen  término  al  juicio. — 
(Apel.  en  €.,  nñm.  180.*— 27  de  junio  de  1862.).  453 

— "-^  Según  los  arts.  1010  y  101 1  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civi),' 
solo  se  dé  reeorso  de  casación  contra  las  sentencias 
definitivas»  ó  que*aan  cuando  hayan  recaído  sobre  un  arti- 
culo, pongan  término  al  juicio  y  hagan  imposible  su  conti- 
nuación.—(^pel.  en  C.y  núm.  177, 206  y  3i9.— 26  de  ju- 
nio, 6  de  setiembre  y  20  de  diciembre  de  1862.).  445, 507  y  798 

Contra  la  sentencia  que  infringe  las  leyes  proc^ede  el  recurso  * 

de  casación. — (C,  núm.  308. — 13  de  diciembre  de  1862.),      776 

— «  No  se  dé  el  recurso  de  casación  contra  sentencias  que  resol- 
viendo solo  sobre  la  personalidad  de  los  actores,  no  deciden 
en  el  fondo  la  cuestión  objeto  del  litigio,  y  por  tanto  no  ha- 
cen imponible  la  continuación  de  los  procedimientos  judi*- 
mies,-^ápel.  en  eos. ,  núm.  46.--JtO  de  febrero  de  1 862.).      i  it 

«—  No  bá  lugar  ai  recurso  de  casación,  cuando  en  la  sentencia 
contra  que  se  interpone,  no  se  ha  infringido  el  principio  ó 
doctrina  que  sirve  de  fundamentoal  recuno»— (¿7.»  núm.  65. 
—8  de  marzo  de  1862.).  161 

»— *  No  pueden  ser  fundamento  de  un  reeurso  de  casación  disoosi* 
clones  qne  no  han  sido  objeto  de  discusión  durante  el  pleito, . 
ni  se  refieren  á  él.— iC7.,  núm.  66. — 12  de  marzo  de 
1862.).  164 

No  pueden  citarse  como  fundamento  de  un  recurso  de  casación 

disposiciones  que  no  son  aplicables  al  punto  objeto  del  liti- 
gio. —<(?.,  núm.  90.— 5  de  abril  de  1862.).  227 

*-*-«  Hé  lugar  al  recurso  de  casación,  cuando  la  Sala  sentenciadora 
al  apreciar  los  documentos  justificativos  traídos  á  los  autos 
TOMO  yn.  il5 
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ha  ¡Dcnrrido  en  ma  notoria  eqaifocaciMí  material,  f  por 
ello  infringido  ob  la  sentencia  algaaaadísposíeiooea  lagalai. 
-<(7.,  nüA  226.— 26  de  setiembre  de  1M2.).  55S 

lleeanw»  de  easaeion.— Para  interponer  válidaBieBta  el  re- 
curso de  casación  fundado  en  infraoeion  de  iey  ó  de  doe- 
trina  legal,  es  necesario  cjtar  concratamente  la  ley  ó  dae- 
trina  que  se  supone  inflrlngida.-^O.,  núm.  S4f .— -8  deoe- 
tobredei862.).  sn 

— -  El  recurso  de  casación  no  procede  por  «ottros  que  no  bayaa 
sido  objeto  de  discu^iion  en  el '  pleito,  como  repetídamento 
tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo;  y  mucbo  menos  tieoe 
lugar  su  admisión,  cuando  los  fnndamentosen  que  seapeja 
son  contrarios  i  las  et^cepciones  y  alegaciones  que  practica 
la  parte  que  interpone  el  récurso.^C,  nto.  248i — f4 
de  octubre  de  1862.)-  <^1^ 

— *—  No  habiéndose  propuesto  escepcion  afgpna  apoyada  an  la  lef 
5/,  tit.  8.*^  lib.  1  i  de  la  Notísima  Recopilación,  que  trata 
de  la  prescnpcion,  no  puede  servir  de  Aindamenio  dicha  lay 
para  mterponferun  recurso  de  casación. — {C,  núml6(>. — 
25  de  octubre  de  1862.}.  MO 

*-^  Para  que  proceda  lá  admisión  del  nscurso  fiandado  en  aigmia 

falta  de  procedimiento,  es  menester  que  se  ha^a  reclamado 

en  tiempo  oportuno  la  sobsanaoíon  de  la  falta,  y  que  no  aa 

.  haya  accedido  á  ella.— (^pe¿.  en  O.,  núm.  241>.«-I8de 

octubre  de  1862.).  m 

No  puede  presentarse  como  fondamenio  de  oasacion  ma  falta 

de  procedimiento  que  haya  sido  oonsenfida  por  las  partea. 

— (i4p0<.  en  C,^  núm.  249.--Í8  de  octubre  de  iM2.}.  612 

Para  Interponer  un  recfurso  de  casacíoo  no  basta  citar  geoérina- 

mente  como  infringidas  leyes,  principios  y  doctrhias  admi- 
tidas por  ta  jurisprudencia  de  los  tríhonales,  sino  que  la 
designación  ha  de  Teriflcarse  precisa  y  detenidamente  con 
relación  á  los  poniosde  derecho  goe  se  hayan  coatrofertido 
en  el  pleito,  pues  solo  así  pueue  declararse  su  ▼erJaden 
inteligencia.— (¿7.,  núm.  280.— 14  de  noviembre  de  1862.).     699 

Procede  su  admisión  en  el  fondo  cuando  es  interpuesto  en 

tiempo  y  se  citan  las  leyes  6  doctrina  legal  Inlnngida  aa 
concepto  del  recurrente. — {Apeí:tn  O,,  núm^  278. — 8  da 
noviembre  de  1862.).  662 

fis  necesaria  detenninar,  al  fnadar  un  recurso  de  casacíoa,  la 

ley  ó  disposición  legal  que  se  supone  infringtda.--((7., 
núm.  307.— 13  de  diciembre  de  1862.).  766 

No  procede  contra  los  fundamentes  de  ta  senteneía.^0., 

núms.  16,  6&,  t35  y  227«— 16  deenero,  40  de  abril,  21  de 
mayo  y  30  de  setiembre  de  1862.).  32,  930,  S86  y  556 

El  recurso  de  casación  no  procede,  ni  contra  los  fundamentas 

de  las' sentencias,  ni  porque  con  mas  6  menos  oportuni- 
dad se  haya  citado  entre  ellos  alguna  ley.— (C,  núm.  60l 
—3  de  marzo  de  1862.).  W 

7——  Solo  se  di  contra  la  parte  resolaliva  de^la  seiileiicia  y  no  eoa- 
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IM \oé taodMmnlMde  heoh»  4  de i^racho que eoD nw  d 
menos  oportunidad  ?  aderto  se  hajan  eonsigiiado  ú  omití* 
do  en  li  ttisiiift.-^c;.^  Dún.  i68.--l^l  da  jmiio de  1862»).      4M 


ée  «aMMÍ#ii.*-No  precede  eentn  kn  foBdasnanlos 
de-loB  (ato,  smó  coorra .  la  ilegalidad  en  su  parte  dfspósi- 
Uva.--*(d?.,  núBOé  439.-^2  de  mayo  de  4B62 ).  34H 

Caalesfoiera  que  sean  tos  términos  en  que  ée  bailen  estendi* 
dos  los  fundamentos  de  una  seoteDCia,  ni  contra  éstos  se 
dá  reeurso  de  casación,  ni  en  ellos  puede  éste  apoyarse.^*— 
((7.y  üúm.  280.---14  de  noviembre  de  iUt).  699 

Contra  ios  fundamentos  de  la  seijteneia  no  tiene  lugar  el  re- 
curso de  casación,  y  sí  solo  contra  su  parte  disposítivia  por 
infraocion  de  las  leyes  ó  doctrina  en  ella  oontenida^*-^ 
(C,  nám.  277.-^i3  de  nofierobre  de  i862.).  691 

Según  jurisprodeneia  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  los 
tenoattentos  de  las  sentencias  no  pueden  ser  objeto  del  re- 
curso de  casación,  pues  solo  lo  puede  ser  la  parte  dedsi- 
ta  de  la  sentencia,  y  aun  estando  apoyada  en  leyes  inapU* 
cables  ó  en  apreciaciones  eailiYocadas,  todavía  es  improce- 
deoie  el  recurso,  si  la  decisión  no  infringe  alguna  leyó 
doctrina  de  íurisprudendaí.  (C.^  nám.  i49.*-*30  de  mayo 
de  1862).  370 

Na  puede  admitirse  cuando  ae  apoy«  en  la  infracción  de  leyes 
que  no  son  aplicables  al  caso  de  que  se  trata. — ((7.^  núme- 
ros i.<»,  108  y  Í67.--28  de  diciembre  de  1864;  26  de 
abril  y  20  de  junio  de  1862.).  i,  269  y  418 

No  puede  fundarse  un  recurso  da  casadon  en  la  infracción  de 
doctrinas  legales  ó  principios  de  derecho  que  no  tienen 
aplicación  al  caso  del  pieíto.-^(¿7.,  núm.  3i5.— 20  de  di- 
ciembre de  i862.).  787 

No  puede  fundarse  en  leyes  oue  teniendo  aplicación  al  caso  ob- 
jeto del  litigio  9  no  pueaen  haber  aido  infringidas  por  la 

sentencia  que  lo  termina. — (C,  nómro  131. — i3  de  mayo  i 

de  1862.)*  328  I 

No  pueden  considerarse  como  infringidas  legres  y  doctrinas  que  j 

no  tienen  aplicación  á  la  cuestión  debatida  en  el  pleito,  y 

por  tanto  dichas  leyes  no  pueden  servir  do  fundamento  | 

para  interponer  recurso  de  casación. — (^.,  núm.  Ii4. — 3  I 

de  mayo  de  4862.).  287  ^i 

Las  cuestiones  y  leyes  que  no  han  sido  objeto  del  debate  no  ;; 

pueden  ser  fundamento  de  un  recurso  de  casación. —  . 

(C,  nám.  ÍÍ3.--Í.''  de  mayo  de  4862.)*  283  i] 

Refiriéndose  el  art.  48  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  al  dr-  !^ 

den  de  proceder,  su  infracción  no  puede  servir  para  Ínter-  i¡ 

poner  útilmente  un  recurso  de  casación,  ooo  arreglo  al  ar-  ^i 

ticulo  40t2  de  la  espresada  ley. --{(7.,  núm.  257.-27  de 
octubre  de  4862.).  632 

Es  procedente  su  admisión  concurriendo  en  la  interposición- 
las  circunstancias  espresadas  en  los  arts.  4012  y  siguten* 
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.  ttftde  It  lay  de  BiiíQietanlie«le  €íf1\.-^áp$l.  m  €.y  aft* 
mero  2!S.--*t9  de  setiembre  <to  1862.)*  ^ 

R^eargo  de  «a^aeloM.— Los  irtíciiios  de  le  ley  de  Boímift- 
miento  civil,  relativos  ¿  la  sustaociacion  de  los  jiikioe  es 
ella  comnreodidosy  solo  pueden  servir  de  ^nataneÉIo  «I 
recurso  de  casación,  en  cuanto  de  fU  inobservaaeía  leaslte 
alguno  de  los  defectos  espresados  en  el  ari.  4013  de  la  «•• 
eresada  lev.H^-»  número  108.— *26  de  abril  de  i9«5L\.      2^ 

En  la  interposición  del  recurso  de  casación  fundado  ea  aln* 

na  de  las  causas  señaladas  en  el  art.  1013  de  la  ley  de  Bu- 
juiciamiento  civil^  es  necesario  espreaar  la  oaúaioa  ó  falta 

3 ue  se  hubiese  cometido.*-«(¿?.y  n6m.  111.-26  de  aWI 
p  1862.).  sn 

Cuando  el  recurso  de  casadon  se  funde  en  alguna  de  las  cra- 
sas señaladas  en  el  art.  1013  es  menester  hacer  «na  de- 
signación verdadera  délas  faltas  cometidas  eo  la  traaaitt- 
don  del  espediente.— (^pal.  en  C,  núm.  273. — 8deM- 
viembrede  1862.).  66 

Para  que  proceda  )a  admisión  del  recurso  de  casación  fundado 

en  alguna  de  las  causas  señaladas  en  el  art<  1013  de  I»  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  no  basta  que  las  laHasen  el  pNce- 
dimiento  sean  legitimas,  sino  que  es  preciso  beberse  reeU» 
mado  su  subsanacion  en  tiempo  y  en  la  instancia  ea  que 
fueron  cometidas.— (C.,núm.  109.— 26de  abril  de  1862.)*  ^ 
—  Para  que  proceda  el  recurso  de  casación  por  la  canee  6/  del 
art.  1013  de  la  ley  de  Enjuiciaaaienteeivily  es  lodispeua- 
ble  Que  se  haya  denegado  al  litigante  alguna  diHgeiicie  de 
prueoa  admisible  según  las  leyes,  siendo  la  lalte  de  tal  ea* 
turaleza  que  baya  podido  producir  indefensioa.— <(7.,  bq- 
mero  163.— 7  de  junio  de  1862.)«  3^ 

-r —  PaFa  que  (iueda  admitirse  el  recorso  de  oasaeloo  fondado  en 
cualquiera  de  las  causas  señaladas  en  el  art.  1013  de  le  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  es  indispent*able  que  se  baya  reda- 
mado la  subsanacion  de  la  falta  en  la  instancia  en  iioe  se 
baya  cometido,  ó  en  la  siguiente ,  si  io  ha  sido  eo  la  pri- 
mera.—(C.  núm.  133.— 20  de  mayo  de  1802.).  W 

— —  Utilizado  el  recurso  de  casación  solamente  en  el  fondo,  ne  pue- 
de alegarse  como  fundamento  de  él,  una  de  las  cansas  es- 
presadas  en  el  art.  10 1 3  de  la  ley  de  finjoldamiente  dvil.— 
[C,  núm.  1 17.— 6  de  mayo  de  1862.)i  93 

Par^  que  sea  admisible  fundándose  en  alguna  de  las  causas  es» 

presadas  en  el  art.  1(>I3  de  la  ley.de  Enjuictamieeto  dvil, 
es  indispensable  citar  y  fijar  la  sentencia  contra  qne  se  la* 
terpone,  á  fin  de  que  la  Sala  sentenciadora  pueda  calMiear 
la  naturaleza  del  fallo.— (íIm^.  en  C.  nútm.  48.^-20 de  fa- 
brero  de  1862.).  114 

* El  término  para  la  interposición  del  recorso  de  casadon  esim- 

proro^Mble,  no  podiendo  abrirse  de  nuevo,  ni  aun  por  via 
de  restitudon.— (il.  en  (7.,  número  9.— 8  de  enere  de 
1862.).  a 
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W^^twmm  4*  e«Miel«ii.— CoMentidA  ó  do  reekinda  en  el  pro* 
.    GedúDíeoto  ana  Mu  qo%  podría  dar  lagar  al  recurso  de  oa« 
eaeion,  Do>foá  lagar  á  ia  admteioo  de  éste  coo  motito  de 
ftqttella.--i4.  en  (7.)  numera  i5.— 14  de  enero  de  1862.)-         30 

No  prócede  coando  oo  inedia  falta  de  reeibimiento  á .  nraaba 

*.  procedente  coa  erifefflo  á  dergcbo,  ni  denegación  dedUi- 

Seooia  alguna  admisible  según  las  leyes,  j  qae  haya  podi- 
o  producir  isdefension.--^^*  d^*  49.-^22  de  lebrero 
,dei862.).  iia 

Pjioeede  el  recurso  de  casación  cuando  falta  el  emplazamiento 

-  eD  cualquiera  de  las  instancias,  de  los  que  debieron  ser  ci- 
tados para  el  juicio. — (C.  num.  72. — 18  de  marzé  de 
i862.).  478 

No  procede  el  recorso  de  casadon  contra  las  proyidenciaa  dlc* 

.  tadas  en  los  incidentes  sobre  ejecución  de  una  sentencia.*-* 
(Apei  en  C.  núm.  81.— 26  de  marzo  de  1862.).  201 
Para  poder  uiilizar  el  recurso  eetraordinario  de  casación  con- 
tra la  semencia  dictada  en  un  incidente  incoado  en  el  Trt- 
.banal  Superior  ha  de  haberse  promovido  antes  el  ordína- 
río  de  súplica.--(C.,  núm.  116.— 5  de  nmyo  de  1862.).          292 

La  declaracioii  de  la  Sala  sentenciadora  acerca  de  la  fecba  en 

que  se  ha  interpuesto  el  recorso  de  casación  no  puede  des- 
truirse perla  omisión  del  Bscribano  de  Cámara  en  poner  la 
.  DOta  prescrita  en  la  regla  3/  del  art.  134  de  las  ordenan- 
zas de  las  Audiencias. — Cuest.  prev,  en  O.,  núm.  98. — 11 
.  -de  abril  de  1862.).  245 
No  procede  el  recurso  de  casación  fundado  en  la  improceden- 
cia de  la  acción  que  se  ejercita  en  el  litigio  qué  oá  lugar  al 
recurao,  cuaiulQ  en  tiempo  oportuno  no  se  escepciono  di- 
cha improcedencia.-~((/.,  núm.  92.-8  de  abril  de  1862.).      231 

Tampoco  procede  el  recurso  contra  proyidencias  que  lejos  de 

•  peijudicar  fa?oreeen  los  interósea  del  que  lo  intenta.— ( (7., 

.  número  92.-8  de  abril  de  1862.)..  231 

CI  recorso  de  casación  solo  puede  fundarse  en  los  motlTos 

prescritos  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil^  pero  nnncaen 
-iCausaa  estraiías  á  dichos  motivos.— {i4pe<.  en  C,  núme- 
ro 93.-9  de  abril  de  1862.).  233 
— ^  Para  ser  admisible  el  recurso  de  casación,  bajo  cualquiera  de 
ios  dos  aspectos  porque  puede  interponerse,  es  necesario^ 
.  entre  otras,  la  circunstancia  de  que  lo  sea  contra  senten- 
cia que  baya  recaído  sobre  definitiva. — {Ápd.  en  C,  nú- 
maro  105.— 15  de  abril  de  1862.).                                       262 

El  recurso  de  casación  solo  tiene  lo^  en  los  pleitos  en  que  se 

reclama  un  derecho,  ó  se  ejercita  una  acdon.— (C.)  nú- 
mero 106.— 25  de  abril  de  1862.).  264 
Há  lugar  á  este  recorso  contra  la  sentencia  dictada  en  las  dili- 
gencias para  la  ejecución  de  otra,  cuando  dicha  sentencia 
resuéke  una  cueatioa  distinta  de  la  resuelta  por  la  prípie- 
'  ra,  cuya  ejecución  se  ha  peáiáo.^Apel.  en  C.f  número 
150.--5  de  junio  de  18620.            .    .  37^ 
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VecarM  de  «aalicIcte.^Vn  lis  ooBMvertWqw  f«eá«D  de^ 
eídifée  por  lis  Constitacídiies  eaptdakB  de  Gatala&ft,  im 
pneden  oeasiderarse  oomo  infringidas  las  leyat  del  dere- 
cbo  romano  y  las  der  Partida,  pota  eattt,  on  sMMjaiiteeaw^ 
solo  tienen  el  catéter  de  supletorias;  no  piidiendo  por  ta»* 
te  ser  admitidas  como  ínodameotos  áé  casación  aino  i  fal- 
U  de  ftqoellas.— <¿7.,  núan  i64.— 11  de  jomo  de  i8tt.)-        ^ 

^^  Piara  admitirse  el  recurso  de  easacioa  contra  la  ejecutoria  de 

una  Audiencia  ba  de  citarse  la  ley  y  formularse  la  doetrí- 

na  legal  udmitida  por  la  jurisprüdebeia  de  los  THbaaales, 

que  en  concepto  ael  recnrrente  se  crean  inCringklas.— 

.{Ápel.  en  C.^  nám.  1209.^12  de  setiembre  de  1862.)-  ''* 

<— ^  Al  interponerlo»  es  necesario  fijar  de  un  modo  concreto  coa!  es 
la  ley  ó  doctrina  de  jurisprudencia  admitida  por  Km  Tri* 
bunales  que  se  ba  infringido^  sin  que  sirta  citar  mrtas  le* 
yes  genóricamente  y  de  un  modo  fago  y  geoeral.-^^?., 
núm.  15i.— 5  de  junio  de  1862.)-  ^^ 

La  hese  6.*  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  no  puede  iavo* 

carsecomo  fundamento  de  recurso  de  casación.— ((7.,  nú* 
mero  232.  —4  de  octubre  de  i862. ).  W^ 

•— —  La  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo,  y  no  la  primen,  es  la 
competente  para  conocer  de  los  recursos  decasadoo,  tai- 
dados  en  falta  de  personalidad  del  litigante  ó  en  caetqoíera 
otra  falta  en  el  orden  de  proCeder«*-^(7.,  n6m.  264.<-^9 
de  octubre  de  1862.)*  ^ 

•^•—  No  puede  interponerse  contra  sentencia  por  ratón  de  ioírae- 
cien  de  ley,  cuando  el  convenio  de  que  se  trata  no  se  pre> 
tatídié  qUe  debía  comprenderse  en  ella,  ni  ha  podido  pc^  lo 
lante  ser  infringida.— (O.,  número  129.— 8  de  maye 
de  1862.).  «♦ 

•-—-  No  procede  contra  sentencia  que  no  resolviendo  definitiva- 
mente, deja  pendiente  el  juicio  para  que  las  portes  paedan 
ejercitar  sus  derechos,  ni  tamiioco  cuando  no  se  cita  la  ley 
qae  se  supone  infriráMa.— (C.  núm.  4.--30  de  dícieBa- 
bredel861.).  10 

Sóbralas  faltas  en  la  ritualidad  de  un  pleito,  no  puede  fundar- 
se un  recurso  de  casación  en  el  ftodo.— (O.,  núm.  294.— 
27  dé  noviembre  de  i 862.)-  ^ 

Los  arte.  333,  221,  337,  338  y  1414  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento ávil  se  refieren  al  orden  de  procedimieoto,  y  no 
tmeden  hivocai^e  útilmente  para  fundar  un  recarao  de  ca- 
sación en  el  fondo.— (6^.,  núm.  170.-^21  de  jtoio de  18^.).     1S7 

Las  reglas  2.*  y  3.'  del  art.  333  de  la  ley  de  Giqutciamieiilo 

tívil,  tierno  referentes  ai  orden  del  prooedimlenlo,  nepoe- 
den  invocarse  útilmente  perki  fundamentar  un  fecorso  de 
tasadon  en  el  fondo.— (C,  núm^  17S(.— 25  de  junio 
del882.)^  '  m 

—  La  rea^a  2«*  del  art.  333  de  la  ley  de  Bajaidamiento  cM,  se 
refiere  al  6rden  del  procedimiento,  y  por  lo  lauto,  aaDqae 
se  infrinja,  no  puede  motivarla  en  eaalnfnetíeiitiart* 
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setiembre  de  1862.)»  .556 

Beeitvt*  «i»  eateoioB.-'-Lo»  arUculos  de  la  ley  de  Cnjaieia* 
minnto  civil  referentes  al  orden  da  proeediroieeto  no 
piiedéo  iovocarse  oportánamente  como  tundamento  de  un 
reeuhd  de  essadon  en  el  knáo.-^C.f  n6in.  233. — I  de 
octubre  de  id62.)«  573 

No  OB  admisible  el  reeorao  dé  óaaacion  interpuesto  fuera  det     , 

término  se&aládo  eo  el  art.  i 022  de  la  ley  deKnjuieiamien- 

to  cítíL— (ilfial.  en  (7.,  núm.  235.-6  de  octubre  de.  1862^).     580 

-^ —  La  lofraccíon  del  art.  224  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
aun  siendo  cierta  np  puede  servir  de  fundamento  ¿  i^i  re» 
curso  de  casación  en  el  fondo,  por  ser  la  prescripción  con« 
signada  en  dicho  artículo  puramente  formularia  v  de  pro« 
cedimiento. — (C,  núm.  306.— 12  de  diciembre  de  1862.).      763 

— »-  Las  doetrinas  legalmente  alegabies  en  casación  no  son  las  me- 
ras razones  ó  deducciones  que  con  el  supuesto  nombre  de 
tales,  y  con  mas  ó  menos  oportunidad  y  aplicación  al  caso 
del  litigio,  formulen  las  partes,  sino  las  que  directa  y  ne- 
cesariamente emanan  de  los  preceptos  consignados  en  las 
leyes,  y  las  adoptadas  por  la  jurisprudencia  de  ios  Triba- 
náles.-f-((7.,  núm.  96—10  de  abril  de  1862.).  23# 

--^—  No  puede  invocarse  como  fundamento  de  casación  la  doctrina 
de  que  debe  respetarse  el  estado  dé  posesión  anterior  á  un 

Sleito  hasta  que  el  mismo  termina,  ouando  para  af>licarse' 
icha  doctrina  se  dá  por  cierto  un  hecho  no  sotamante 
contradicho  sino  apreciado  negativamente  por  la  Sala  sen- 
tenciadora en  vista  de  las  pruebas  aducidas  y  su  resultado. 
(6?.,  núm.  307.— 13  de  diciembre  de  1862.).  766 

< Ño  puraen  estimarse  valederas  para  fondar  un  recorso  de  ca* 

sacien  las  citas  hechas  en  general  y  con  notorio  abuso  de 
doctrinas  qafe  ao  se  espooen  y  c^msin  emt>argp  se  las  ca- 
.  tífica  de  mejores  y  mas  reconocidas. — (C,  núm.  307. — 13 
de  diciembre  de  1862.).  766 

—-  No  se  dá  en  asuntos  penales.— (C7.,  núm.  120.— 8  de  mayo 

de  1862.).  302 

Admitido  el  recurso  de  casación  en  ios  casos  en  que  ha  de 

preceder  depósito,  si  este  no  se  verifica  y  acredita  en  los    , 
atttos  en  el  térmiao  señalado,  debe  declararse  desierto  el 
recorso,  previa  la  acusación  de  una  rebeldía,  con  arreglo  á 
Id  (lispuesto  en  el  articulo  1035  de  la  ley  de  Goji^ciamiento 
civil.— (ilpe/.  en  (7.,  núm.  246.— 14  (te  octubre  de  1862.)      606 

Para  fundar  un  recurso  de  casación  no  deben  invocarse  dispo- 
siciones del  Código  penal,  ni  doctrinas  que,  emaúando  de 
<  erUis,  selo  pudieran  tener  aplicación  en  oo  procedimiento 
criminal.— (C,  núm.  312.— 18  de  diciembre  de  18*62.)  780 

Aunque  no  baya  precedido  reclamación  de  la  falta  que  motiva 

.  la  casación^  debe  admitirse  el  recurso  cuando  no  haya  ha- 
bido posioilidad  de  reclamar  contra  dicha  falta.^(lp^.  en 
C,  núm.  ai4«— 20  de  diciembre  de  1862.  785 
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Reettrft*  4e  •aMi«l4fttt«-- Segaa  lo  piatoril»  oo  el  ctw  §«*  dd 

art.  i  96  de  la  Real  códula  de  30  de  enero  de  1855,  mío 
tiene  lugar  el  recurso  de  casación  OQ  loa  pleitos  deUlri- 
mar,  cuando  se  deniega  el  de  sáplica ;  sendo  prooadODU 
en  los 'casos  determinados  por  los  artícalos  50,  60»  6i,  62 
y  63  de  la  misma  cédula.*— ((7.  de  U.,  núm.  30i. — 6  de 
diciembre  de  1862.)  TSd 

V.  CcuacUm^  dreular,  Deeiskn   gubemaiivii^   DepósitOf 

Juicio  posesorio,  Proeedimienlo^  Sentencia  y  IMooor. 

lleearso  de  InJnBtlela  «otoria. — En  los  pleitos  mereaotilas 
solo  pi^ocede  el  recorso  de  iújuslicia  notoria  en  el  fondo 
por  ser  la  sentoncia  contraria  á  ley  espresa,  no  podien- 
do por  tanto  fundarse  en  infracciqa  de  doctrina  y  reglas 
de  jurisprudencia. — (Inj.  NoL ,  núm.  262.-27  de  ooto- 
bre  de  1862.).  ^ 

Ree«8acÍon.— El  escrito  de  recusación  de  un  juez  ó  magistrado 
ha  de  presentarse  en  tiempo  hábil,  y  debe  ir  firmado  por 
letrado,  según  se  dispone  en  el  art.  125  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  y  faltando  estas  circunstancias,  se  pro- 
.  cede  bien  al  desestimar  la  recusación  intentada,  j  por  ooe- 
siguiente  no  puede  decirse  por  ello  que  exista  la  causa  8.* 
del  articulo  1013  de  la  espresada  ley  como  fundamento  de 
casacion.^ — (C,  núm.  31.— 7  de  febrero  de  1862.)  '^ 

Regldar. — Las*  facultades  concedidas  por  la  lef  á  los  Regidores 
de, Ayuntamiento  son  paramento  económico-administrati- 
vas, y  existiendo  en  los  pueblos  Tenientes  de  Alcalde,  á 
ellos,  en  falta  de  ésto,  corresponde  resumir  el  ejercicio  de 
las  funciones  permanentes  de  justicia,  llamados  á  ejercerla 
en  todo  caso  y  oiroanstonoias.— (Como.,  núm.  142.— 24 
de  mayo  de  1862.)  33S 

Registro.-— La  ley  1.%  tft.  16,  lib.  iOde  la  Not.  Recop.,  eo  qae 
se  estableció  el  registro  de  hipotecas,  solo  exigió  la  forma- 
lidad  de  anotarse  en  él  para  los  documentos  en  que  se  im- 
pusiera un  gravamen  especial  sobre  fincas  detorminadas.— 
{C,  núm.  86.-1  .•  de  abril  de  1862.)  «li 

'  El  decreto  de  23  de  mayo  de  1845,  en  que  se  dictaron  algonas 

reglas  fiscales  para  la  recaudación  del  impuesto  hipotecario,     ' 
no  comprendió  entre  los  documentos  sojetos  á  registro,  ias 
sentencias  pronunciadas  en  causa  seguida  á  un  Notario  por 
faltas  en  las  escrituras  de  su  protocolo. — (C,  núm.  85.— 
l.Me  abril  de  1862.).  «2 

Reglanento.— V.  Sentencia. 

ReÍ¥liidÍeaeloii.-- fis  improcedeoto  la  reclamadoo  para  reivin- 
dicar una  finca,  en  uso  de  la  reserva  consignada  en  la  oro* 
videncia  por  la  cual  se  adjudicó ,  cuando  na  trasenrriae  el 
cuadrienio  legal  sin  haberla  promovido.--((?.,  nún«  128. 
—9  de  mayo  de  1862«).  322 

^—  Para  que  pueda  tener  logar  y  sea  aplicable,  en  aa  oa^o»  al 
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prlMipio  de  derdcbo  de  donde  emaot  la  doctriiu  tdmíUda 
por  los  tribuDaies,  de  que  cuando  lá  escepcion  es  asevera - 
toria  de^n  derecbo  se  confiera  en  oaa  aocion  contraria, 
es  necesario,  tratándose  de  la  reivindicación,  que  el  que  la 
intente  pruebe  legal«oente  ei  titulo  en  virtud  del  cual  ejerce 
la  reivindicación,  pnes  solo  «n  este  caso  iacumbiria  á  los 
demandados  la  ooligacion  de  iusliñcar  las  escepciones 
opuestas  por  ellos.— (&.,núm.  i4i.— 23  de  majo  de  1862.).  353 
RelviiiéleaeÍoii«--V.  ^ecio». 

Remate. — Aprobado  el  remate,  debe  precederse,  con  arreglo  al 
art.  560  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  á  otorgar  la  opor- 
tuna escritura  en  favor  del  rematante;  y  la  sentencia  que 
resuelve  asi  la  eoestion,  no  infringe  los  arliculos  550  y  560 
de  dicba  ley.— (C,  n6m.  i57.-*13  de  junio  de  1861).  393 

Retolacloii  admloUtratlva.— Contra  las  resoluciones  admi* 
nistrativas  que  causan  estado,  solo  puede  reclamarse  por  la 
vfa  contenciosa  ante  el  Consejo  de  Estado,  ^C^  número 
Í06.-25deabrildei862.).  2C4 

Retráete. — Bl  retracta  de  dominio  directo  es  distinto  por  so  na- 
turaleza y  carácter  del  gentilicio. -^(C?.,  núm.  66. — f2  de 
marzo  de  1662.).  163 

Las  disposiciones  de  la  ley  6.*,  tit.  13^  lib.  10  de  la  Nov.  Recop. 

únieamente  se  refieren  y  son  aplicables  al  retracto  gentW* 
cío.— (C. ,  nám.  66.-12  de  marzo  de  1662.).  163 

La  ley  0.%  tU.  13,  lib.  10  de  la  Nov.  Recop.  se  nalla  esenciaU 

meóte  modificada  por  la  de  Bnjuíciamiento  civil.^C,  nú- 
mero 6ft.— 12  de  marzo  de  1862.).  164 

No  es  doctrina  legal  qae  á  falta  de  precepto  espreso  respecto  al 

retracto  de  dominio  directo  6  superficial  sea  aplicable  á  él 
lo  dispaesto  en  las  leyes  anteriormente  citadas  y  en  el  ar« 
ticulo  677 de  la  de  Enjuiciamiento  civil.— ( (7.,  núm.  66.— 
12  de  marzo  de  1862.).  164 

— — -  Los  afines,  para  el  ejercicio  y  efectos  del  retracto  gentilicio , 
son  extraños  á  la  familia  en  el  sentido  de  la  ley.--(^«  > 
núm.  278.— 13  de  noviembre  dé  4862.).  694 

ttebe*— Y.  Bwrto. 

••• 

Sala  de  Indias.— La  Sala  de  Iqdias  del  Tribunal  Supremo  debe 
atenersoí  en  cuanto  á  la  calificación  de  los  bechos,  á  la  ve- 
rificada por  el  Tribunal  á  gtio.— ((7.  de  {/.,  núm.  79.-22 
de  marzo  de  1862.).  196 

En  cuanto  i  la  apreciación  de  los  hechos  presentados  por  las 

partes,  la  Sala  de  Indias  tiene  que  conformarse  cop  la  cali- 
ficación hecha  por  el  Tribunal  a  ^uo,  que  es  al  que  corres- 
Tono  Til.  116 
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pofrd%  tac«rIa.-<(7.  de  27.,  w&m.  161  .-^6  de  ]ti*fo  de 

Í862.).  .  «* 

Smíñ,  é^  Indias.— La  Sala  de  Indias  del  Tribonal  Sopremo ,  al 
fallar  )o«  recursos  de  casación,  tiene  que  ateoerse,  res(MC- 
to  á  los  hechos,  á  la  califlcaGíon  hecha  por  el  Tribonil  á 
quo,  según  dispone  el  art.  211  de  la  Real  cédula  de  30  de 
enero  de  iB55.*-(C?.  <b  ü.,  nám.  26L--28  de  oclobre 
de  1862.).  ^^ 

Üala  senteneiadora.— Y.  Prueba  y  JO^fenta  por  pobn. 

Salarlo.— Y.  Criados. 

Siecretarla.— Los  Secretarios  de  Ayuntamiento  no  puedo  re|>tt- 
Uíse  nunca  como  representantes  de  la  autoridad  iadidal, 
sino  simplemente  como  agentes  adroinistratiTOs.— -{Comp.i 
núm.  203.— 30  de  agosto  de  1862.).  S02 

SeBteB«la.-«-Seoarándose  una  sentencia  de  la  espresa  tolaotad  da 
los  testadores,  que  es  la  ley  en  los  litigios  sobre  sueesioOi 
infringe  dicha  ley^  y  procede  cooira  ^lla  el  recurso  de  ctr 
8aelon.**^((/.i  núm.  5.— 30  de  dioieoiorede i86l.).  13 

•— -  La  sentencia  oue  entiende  y  esplica  conforme  á  so  letra  y  eml- 
ritu  uoa  Cláusula  testamentaria,  oo  infringe  esta  ni  la  fey 
5.%  tit.  33,  Pert.  7.'.— (C,  oúm.  88.-2  de  abril  de 
1862.).  ÜO 

-~  No  iiifrínge  la  toluatad  del  testador  la  sentencia  que  ai  decidir 
un  pleito  sobre  auceeionde  onpalfonato,  se  ajusta  alo 
preceptuado  por  el  fundador. — (Cé,  nám.  112. — 30  de 
abril  de  1862.).  iM 


Guando  en  la  seolenoia  se  manda  cumplir  la  voluntad  del  tes- 
tador haciendo  varios  llamamientos  y  sustitucioBes  no  se 
infringe  la  ley  5.*  del  Código,  IkimpuberumHalüs  sus- 
tüutionibus,  ni  la  6.*  del  mismo  Código  De  iagolú.-^C, 
núm.  1 13.--Í.0  de  mayo  de  1862.).  2S3 

— ^.—  No  se,  infringe  la  doctrina  legal  de  que  la  sentencia  ha  de  re- 
caer necesariamente  sobre  todas  ?  cada  una  de  las  cuestio- 
nes litigiosas  y  de  los  puntos  de  derecho  alegados  por  las 
partes,  cuando  se  resuelve  sobre  todos  los  puntos  compren* 
didos  en  la  demanda  y  en  la  contestación.— (C,  núm.  16. 
— i6deenerodei862.)«    .  ■  '  32 

-~  Cuando  la  sentencia  resuelve  cuestiones  que  no  han  sido  ob- 
jeto de  la  demanda  ni  del  pleito,  infringe  la  ley  16,  tit,  22 
de  la  Partida  3/  y  procede  contra  ella  el  recurso  de  casa- 
ción.—{(7.,  núm.  24.-28  de  enero  de  1862.).  tt 

-^—  Cuando  la  sentencia  es  congruente  con  lopedidoen  la  deman- 
da, no  puedo  decirse  que  se  hafa  infringido  la  ley  16,  tit. 
22.  Pan.  3.*-(a,  núm.  170.— 21  de  junio  de  1862.).  «7 

——  El  fallo  en  que  se  absuelve  con  claridad  y  sin  limita- 
ción es  perfectamente  consecuente  con  lo  pedido  y  lo 
litigado,  y  no  se  separa  del  precepto  estableddo  eo  la  ley 
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M,  «r.  íi  del» Pan.  S,».— (C,  nttm  ITO.^26  dé  nlnlo 

^  dflfSeí.).  44^ 

9eiitenela.«^La  sentencia  gne  es  congruente  con  )o  {cedido  no 
puede  decfrseqne» Infringe  la  ley  i6,  tít.  22,  Pafi:  8.*.— 
(a.,  núm.  185.— 28  de  junio  de  1862.). 

— -**  Lá  sentencia  qne  guarda  entera  conformidad  con  lo  solicitado 
en  la  demanda  v  resuelve  todas  las  cuestiones  litigiosas 
propuestas  por  los  litigantes  en  los  términos  f  forma  con 
que  se  propusfelron  y  aceptaron  ,  no  infringe  la  ley  18,  tit. 
24  de  la  Pai't.  d.*.,  nS  el  principio  legdl  de  qde  la  sentencia 
dette  guardar  consecuencia  con  la  demanda ,  y  resolver 
todos  tos  puntos  litiffíogos  propuestos  y  aceptados  por  las 
pnTíes,^{C.,  núm.  302. --6  de  diciembre  de  i862:).  752 

^~-  Nb  puede  decirse  que  un  pleito  se  falla  par  leyes  mercantiles, 

I        aunqiM  se  elten  algunas  de  ellas  en  la,  sentencia,  cuando 

esnresamente  se  citan  en  apoyo  de  esta  las  dispoáiciones 

del  derecho  comun.-KC,  num.  302.-- 6  de  diciembre  dé 

!««2.).  752 

LOS'fótkhimentos  6  parte  espositiva  de  las  sentencias  nb  pueden 

ser  objeto  de  recurso  de  casación,  el  cttal  soto  procede  con- 
tra la  parte  resolutiva  de  las  mismas.— (C,  núm.  27.--3Í 
de  enero  de  1862.).  66 

No  es  valedero  el  juicio  en  que  no  se  dé  por  quito  al  deman- 
dado ó  se  fe  condene  en  toda  la  demanda  ó  en  cierta  parte 
de  ella,  según  Ja  doctrina  consignada  en  las  decisiones  del 
Supremo  Tribunal  de  24  de  marzo  de  i846,  6  de  noviem- 
bre de  1856  y  4  de  enero  de  1858.^(C.,  núm.  27.^31 
de  enero  de  4862.).  66 

Contra  los  fundamentos  de  una  sentencia  no  se  dá  recorto  de 

casadon. — (Ü.,  núm.  30. — 7  de  enero  de  4862.).  7S 

- —  Al  dictar  sentencia  el  Juzgado  inferior  con  las  formalidades  dé 
la  ley,  y  previas  las  citaciones  que  la  misma  determi- . 
na.  queda  concluida  en  forma  la  sustanciacioo  del  pleito  en 
primera  instancia.— (<7.,  núm.34  .—7  de  febrero  de  4862.).       84 

Después  de  citadas  las  partes  para  sentencia  no  pueden  los  Jue- 
ces y  Tribunales  aamitir  pruebas  ni  justificaciones  de  nin- 
guna clase.— (¿7.,  núm.  49.-22  de  febrero  de  4862.).  446 

La  inserción  en  una  sentencia  dé  una  espresion  mas  ó  menos 

etacta  ú  oportuna  no  basta  para  desnaturalizar  la  esencia 
del  punto  litigioso,  en  el  terreno  de  la  casación. — (€., 
núm.  59.-4.^  de  marzo  de  1862.).  44t 

No  puede  calidearse  de  incongruente  la  sentencia  que  otorga 

menos  de  lo  que  en  la  demanda  se  había  solicitado,  por  mas 
que  en  ella  se  haya  usado  de  un  lenguaje  Impropio,  cuando 
por  otra  parte  no  ofrece  duda  su  determinacion.^(7.,  nú* 
mero  73. — 48  de  marzo  de  4862.).  480 

No  infringe  las  prescripciones  del  art.  256  de  la  ley  de  enjui- 
ciamiento civil  la  sentencia  que  guarda  completa  conformi* 
dad  con  la  demanda.— (O.,  77.-24  de  marzo  dé  4862.).        492 

No  se  puede  citar  oportunamente  el  principio  legal  de  que 
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«la  seDttficit  debe  9$r  eoDÍoroM  á  la  defoaiida,»  coaado 
aquella  se  ba  ajustado  eó  un  todo  á  las  peticiones  ix>Q«ig« 
nadas  ea  ésta.— <C.r  DÚmero  84,-1  .*  de  abril  de  i8^4«       ^^ 

9ieiileii«l«.-*Uoa  aeotancia  en  inaieria  mercaotü  ao  es  iñjoata 
aunque  se  oponga  á  lo  dispuesto  sobre  dicha  materia  por 
.  las  leyes  del  Oigesto  y  demás  romanas,  con  tal  que  se  baile 
ajustada  á  las  prescripciones  del  GMigo  de  comercio  tí* 
gente,  que  es  el  general  para  toda  la  monarquía  y  deroga- 
torio por  consiguiente  de  todas  las  leyes  anteriores  en  la 
inateria.--(/iii.  Not.,  núm.  87.--2  de  abril  de  18^.},,         Sie 

* La  sentencia  que  no  contraria  el  contrato,  que  es  la  ley  para 

los  contratantes,  no  puede  decirse  qué  infringe  la  ley  i/, 
título  1.®,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  que  orde- 
na que  en  cualquier  manera  que  aparezca  que  uno  quiao 
obligar  á  otro,  quede  obligado,— -(C,  núm.  99.— 12  de 
abril  de  1862.)..  248 

—  Limitada  una  sentencia  i  declarar  procedente  el  desahucio, 

objeto  de  la  demanda,  no  prejuzga  cuestión  alguna  aceeca 
de  la  validez  de  los  documentos  presentados  en  autiia*-*- 
(C,  n6m.  124.— 8  de  mayo  de  1862.).       '  31 1 

No  se  infringen  las  leyes  16,  tit.  22,  y  2.%  t(t.  14  de  la  Parti- 
da 3.*,  nt  la  4.%tit.  27,  líb.  11  de  la  Novísima  Recopila- 
cion,  cuandoen  la  sentencia,  objeto  del  recurso,  no  se  dá 
ni  se  decide  cosa  distinta  de  la  pedida  por  el  demandante. 
— (C,  nám.  139.-22  de  mayo  de  1862.),  34^ 

*^—  La  aeoteocia  en  que  sin  duda  ni  reserva  se  absuelve  de  la  de- 

.  manda,  nunca  puede  calificarse  de  incongruente  con  ella, 

porque  termina  el  pleito  de  un  modo  claro  y  preciso,  deci* 

de  sobre  todo  lo  que  se  ba  pedido  y  no  escede  los  limites 

del  juicio.— (6'.,  núm.  139.— 22  de  mayo  de  1862.).  34« 

—  La  que  recae  sobre  cosa  cierta  no  infringe  la  ley  16,  tít.  22, 

Partida  3.'— (^m  núm.  164.— 17  de  junio  de  1862.).  411 

— —  La  sentenciíi  que  absuelve  de  la  demanda  á  los  demandados  por 
el  tiempo  en  que  ha  sido  propueato,  no  impide  que  se  pro* 
mueva  otro  pleito  sobre  lo  mismo,  y  por  lo  tanto  no  es  de- 
finitiva.—(d,  núm.  231. — i  de  octubre  de  1862.).  566 

«-*—  La  sentencia  que  para  condenar  al  demandado  se  funda  en  que 
el  demandante  ba  probado  su  demanda,  no  ioírínge  la 
doctrina  legal  de  que  al  actor  incumbe  la  prueba.— (C.,n(i- 
mero  257.-27  de  octubre  de  1862.).  631 

*-'—  Cuando  la  sentencia  no  se  funda  en  prueba  de  señales  ó  de 
aospecba,  sino  espresa  y  terminantemente  en  los  hechos 
justificados  de  una  manera  cumplida  por  el  actor,  i  juicio 
del  Tribunal  sentenciador,  no  infringe  lasleyes  8/,  tít.  14, 
y  40,  tít«  16  de  la  Partida  3.*,  ni  la  docUina  legal  de  que 
en  caso  de  duda  procede  la  absolución  del  demandado. 
-<(C.^  núm.  257.-27  de  oaubre  de  1862.).  632  . 

— ~  Guando  para  dictar  una  sentencia  no  se  han  considerado  las 
carias  ó  documentos  privados  como  potifiotcancías,  no 
pueden  tener  aplicación  á  dicha  sentencia,  y  por  tanto  coo- 
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siderarse  como  infringidas  las  leyes  4."^  y  f^*,  tft.  i9,  Par* 
tida  3.*,  qae  tratan  de  los  reqniisitos  esenciales  para  la  va- 
lides legal  de  las  connoacencias.— ^(7.,  n6m.  266.-29  de 
octubre  de  i  862.).  '  ^R 

Henteaela.— La  sentencia  que  absaehre  de  h  demanda  al  áltlmo 
poseedor  dé  un  Tinento,  que  lo  es  según  el  llamamiento  del 
rondador,  y  por  muerte  de  éste  á  sus  hijos,  no  infringe  la 
voluntad  del  fundador,  ni  la  ley  5.%  tit.  18,  lib.  10  de  la 
Novísima  Recopilación,  que  trata  del  modo  de  suceder  en 
los  mayorazgos. — {C,  núm.  272. — 8  de  noviembre  de 
1862.).  679 

— "  Cuando  los  artículos  del  Reglamento  de  una  sociedad  no  con- 
tienen disposición  alguna  que  pueda  autorizar  ninguno  de 
los  estremos  solicitados  en  la  demanda,  la  sentencia  que 
absuelve  al  demandado,  no  puede  decirse  que  infringe  lo 
esutúido  por  la  sociedad.— ((7.,  núm.  277;— Í3  de  no- 
ciembrede  Í862.).  691 

Cuando  la  senteneid  no  se  apoya  únicamente  en  lo  manifestado 

por  una  persona,  sino  que  además  se  apoya  en  otros  da- 
tos, no  es  estimab^e  como  motivo  de  casación  el  principio 
legal  en  virtud  del  que  no  se  atribuye  valor  alguno  á  fas 
manifestaciones  que  uno  hace  en  provecho  propio,  sean  las 

Sue  fueren  el  carácter  y  buenas  circunstancias  del  que  las 
ace.^(C.,-núm.  306.— i2  de  diciembre  de  1862.).  753 

Es  inconveniente  citar  como  infringidos  por  una  sentencia  tí- 
tulos enteros  de  un  Código.— (C,  num.  312.-18  de  di- 
ciembre de  1862.).  780 

^ —  No  pueden  ser  infringidas  por  una  sentencia  leyes  que  tratan 
de  objetos  que  no  tienen  ninguna  congruencia  con  la  cues- 
tión objeto  del  litigio.— (C?,,  núm.  315.-20  de  diciembre 
de  1862.).  787 

No  pueden  considerarse  infringidas  por  una  sentencia,  ni  por 

tanto  ser  motivo  de  casación  de  ella,  leyes  que  no  son  apli- 
cables al  caso  objeto  del  litigio. — (C,  números  100,  102» 
126,  139,  144,  78.  233,  252,  257, 266,  280,  306  y  307.— 
12  y  15  de  abril,  8,  22  y  26  de  mayo,  21  de  marzo,  4, 
21,  27  y  30  de  octubre,  11  y  14  de  noviembre  y  12  y  13 
de  diciembre.).— 250,  256,  316,  348,  358, 194,  574,  620. 
631,661,689,699,  763  y  766 

Se  entiende  por  sentencia  deflnitiva  la  que,  aunque  haya  ver-    ' 

sado  sobre  un  artículo,  ponga  término  al  juicio  y  haga  im- 
posible su  continuación.— (iíf)«í.  en  C,  núm.  181  y  228. — 
27  de  junio  y  30  de  setiembre  de  1862.).  454  y  559 

— —  La  sentencia  ^ue  pone  término  al  juicio  y  nace  imposible  au 
continuación,  es  definitiva,  por  mas  que  contenga  una  re- 
serva de  derecho.— (iípel.  en  C,  núm.  247.-15  de  octu- 
bre de  1862.).  608 

< Según  el  art.  1011  de  la  ley  de  Enjnteiamiento  civil  y  la  doc- 
trina derivada  de  dicha  ley  consignada  por  el  Tribunal  Su- 
premo en  sentencia  de  18  de  mayo  de  1860,  tiene  el  ca- 
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r4a(ef  4e  defioilifa  fw»  ¡m  «fsctMi  M  citado  mttakit 
toda  proyídencia  ea  que  «e  declara  por  dosíérta  una  apeb* 
Cion  y  ejficaloríada,  por  coosiguf^^te,  uq9  sentencia, plei- 
to que  pone  término  al  juicio  y  hace  imposible  su  conti* 
QuacíoQ.-^ipeJ.  er^  C.^  3.U.-?«aO  de  diciembre  de  1^2«).  7tó 
Sentenola. — V.  Cerno,  Contrae,  Demanda^  DenumdwnU^  Jhh 
minio f  Heredero,  LeUf  Recureo  de  WMoion  y  hegistra. 

Seftoráofi.— Ajunque  por  el  decreto  de  las  Cortes  de  6  de  agosto  de 
i811  y  por  las  leyes  de  3  de  mayo  de  1823  y  26  de  agos- 
to de  1837  quedaron  abolidos  los  señoríos  jurisdicoíooaJes 
y  las  prestaciones  así  reales  como  personales  que  trajerao 
su  origen  de  ellos,  se  escepluaron  sin  embargo  aauelios 

3ue  procedieren  de  contrato  libre. — (C,  número  20. — %4 
e  enero  de  1862.}»  ^ 

Según  el  art.  3.^  de  la  ley  de  26  de  agosto  de  i 837,  los  pp- 

seedores  de  las  prestaciones  procedentes  de  contrato  libre 
no  esiáfl  obligados  á  preseojUr  los  títulos  de  adquistcioQ 
para  no  ser  perturbados  en  su  posesión,  ni  en  la  de  los 
predios,  censos  y  derechos  que  les  hubiesen  pertenecido 
como  propiedad  particular,  aun  cuando  estuviesen  situados 
en  pueblos  en  donde  ^ercieron  el  señorío  jurisdiccional.— 
{C,f  núm.  20.-— 21  de  enero  de  1862.).  42 

— — «  Si  bien  en  caso  de  duda  ó  de  contradicción  debe  justificarse 
la  cualidad  de  posesión  por  otras  pruebas  legales,  este  de- 
ber es  especial  y  distinto  didl  de  la  presentación  de  los  tí* 
lulos  de  adquisicion.de  los  señoríos. — (C,  número  20. — 
24  de  enero  de  1862.).  4! 

Por  la  misma  ley  de  1837  se  respetaron  los  enfitéusis  consti- 
tuidos por  los  poseedores  sobre  terrenos  que  fuesen  de  se- 
ñorío, aunque  este  fuese  de  los  reyertibles  6  incorpora- 
bles;  y  se  dispuso  (^ue  el  dominio  útil  habría  de  permanecer 
en  los  que  le  adquirieron,  considerándose  como  de  pro- 

Siedad  particular,  quedando  por  tanto  los  predios  en  que 
icho  dominio  estuviese  constituido,  fuera  del  alcance  del 
secuestro  establecido  para  el  caso  en  que  los  tituladlos  seño- 
fes,  debiendo  presentar  sus  títulos,  no  lo  hubiesen  cumpli- 
do en  el  plazo  prefijado.-n-(¿7.,  núm.  20. — ^24  de  enero 
de  1862.).  42 

— —  Por  el  art.  1 .""  de  la  ley  de  26  deagosto  de  1837  se  dispuso  que 
los  poseedores  de  prestaciones  o  sus  causantes  que  hubie- 
sen tenido  el  señorío  jurisdiccional,  presentasen  los  títulos 
de  adquisición  de  las  mismas;  y  por  el  3.^,  que  los  que  po- 
seyesen como  propiedad  particular  predios  rústicos  y  urba- 
nos, censoe  consignatiios  y  reservativos  en  pueblos  y  ter- 
ritorios que  fueron  de  su  señorío  jurisdiccional,  si  sobre 
esto  ocurriere  duda  ó  contrHdiccion,  deben  justificar  ñor 
otra  prueba  legal,  y  en  juicio  breve  y  sumario  la  cualidad 
de  propiedad  particular  independiente  del  título  de  seflo- 
Jío.--(;V.,  nuin.  160.— 21  dejunio  de  1862.).  «3 


Digitized  by  VjOOQIC 


PÍQÜIAS. 


S^AoríiMi.— Por  la.  legislacíoo  ▼igaiiU  sotM  aaSorfo»  quadat op 
abolidas  todas  las  prestaciones  reales  y  personales  que  de- 
bieran sa  origen  i  títolp  jurisdíccioaat^  y  cualesqutora 
otras  qtie  |[»a6aran  los  pneblos  en  que  hubiesen  tenido  el 
señorío  jurisdiccional  los  poseedores  actuales  ó  sus  causan* 
tes,  no^  probando  estos  con  la  presentación  de  los  títulos 
primordiales  de  adquisición  que  procedían  de  un  contrato 
libre  ó  que  les  pertenecían  por  dominio  puramente  alodial. 
—-((7.,  D6m«  212.— i3  de  setiembre  de  18<^.).  518 

Según  didia  legislación  po  tienen  el  carácter  de  contrato  pri* 

mitivo,  ni  bastan  para  la  [H*aet>a  reqnerida  las  concordias 
con  que  las  referidas  prestaciones  se  subrogaran  eo  logar 
de  otras  feudales  anteriores  da  Uoiisma  ó  distinta  naUíra* 
leza.— (C7.,  oám.  212.— 13  de  setiembre  de  1862.).  518 

V,  Prestaeiones, 

Ulervldsiiibre.— Las  leyea  10  y  14,  título  31,  Part.  3/  que  tra- 
ían de  quién  puede  imponer  servidumbres  y  en  qué  cosas 
y  de  qué  modo  deban  imponerse,  oo  pueden  tener  aplica- 
ción á  un  litigio  que  verse  sobre  si  son  ó  no  de  absoluto 
dominio  unns  tierras  que  se  líayan  pretendido  cerrar. — 
(C,  núm.  59.— !.•  de  marzo  de  1882.).  141 

Para  que  ten^a  lugar  la  acción  negatoria  de  servidumbre  ha 

de  pertenecer  por  un  título  legal  al  que  la  ejercita  la  finca 
que  se  pretende  no  deberla. — ((7,,  núm.  84. — I.*  de  abril 
de  1862.).  206 

Para  exigir  el  cumplimiento  de  una  servidumbre  es  necesario 

acreditar  se  hnlia  esta  constituida  por  uno  de  los  medios 
establecidos  en  la  ley  14,  iít.  31,  Part.  3.*,  porque  toda 
finca  se  supone  libre  mientras  no  se  pruebe  el  gravamen. 
^(C,  num.  174.— 23  de  junio  de  1862.>.  438 

Coando  el  gravamen  de  una  servidumbre  es  consecuencia  in- 
declinable de  ella  misma,  sin  que  se  estienda,  por  lanto, 
á  mas  de  lo  justo,  ni  agrave  la  condición  de  la  servidumbre, 
DO  son  aplicables  á  ét  \íís  leyes  9.',  21,  22  y  29  del  Digesto, 
ni  el  principio  qitod  tibi  non  noeet  eí  alteri  prodeaíf  ad  id 
est  obligatuSf  aunque  este  principio  tuviera  ftierza  legal. 
—{C.f  núm.  288.— 21  de  noviembre  de  1862.).  718 

Sllenelo. — V.  Litigante. 

Saciedad.— La  acción  que  nace  del  contrato  de  sociedad,  corres- 
ponde  á  cada  uno  de  los  socios  para  reclamar  el  cumplí* 
miento  de  las  obligaciones  que  recíprocamente  se  hayan 
impuesto,  ó  que  no  son  propias  de  la  oaturaleza  del  mismo 
eontrato.— (¿7.»  núm.  266.— 30  de  octubre  de  1862.).  660 

Cuando  procede  el  ejercicio  deÍa*accion  que  nace  del  contra- 
to de  sociedad,  y  en  efecto  se  ejercita,  no  puede  conside- 
rarse infringido  el  principio  legal  eo  cuya  virtud  lad  obli- 
gaciones que  derivan  de  los  contratos,  solo  tienen  efecto 
con  relacioQ  á  las  personas  á  cuyn  favor  se  establecen,-^ 
(C.y  núm,  266.-^0  de  octubre  de  1862.).  660 
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Soeieilad.--V.  Compra  y  ONigaekm. 

^•ele4ad  «■•alma.— Para  ¡mpoDer  á  los  fondos  de  una  socie- 
dad anónima  la  responsabilidad  de  las  obligaciones  con- 
.  traídas  en  su  manejo  y  administración  es  indispensable  que 
ae  hayan  hecho  por  persona  legitima  y  bajo  la  forma  pres» 
erita  en  los  reglamentos;  no  siendo  necesario»  por  lo  mís« 
mo,  una  prohibición  espresa ,  v  bastando  que  la  obligación 
no  se  comprenda  en  la  naturaleza  6  en  el  orden  común  y 
regular  de  las  operaciones  propias  al  objeto  de  la  empresa, 
-^/ny.  Not.)  num.  87.— i  de  abril  de  1862.).  21» 

Y.  Gerente. 

Soelcdad  naeréantll.-^y.  Fuero^ 

S¿eio. — No  es  doctrina  legal  la  de  nue  ningún  socio  debe  ser 
reintegrado  del  total  de  las  perdidas ,  antes  al  contrarío 
el  derecho  reprueba  que  uno  m-los  sdcioa  perciba  tcdae  te 
utilidades  sin  tener  parte  en  las  pérdídas.~-((7. ,  núm.  63. 
—8  de  marzo  de  1862.).  1S7 

Subasta.— Las  disposiciones  que  contiene  el  art¿  559  ^e  laJey  de 
Enjuiciamiento  civil,  relativas  á  las  subastas  judiciales  do 
los  bienes  de  un  concurso,  se  refieren  á  los  casos  en  que  la 
postura  que  se  haya  hecho  á  ellos  sea  inferior  á  las  dos  ter- 
ceras partes  del  ayalúo;  pero  cuando  dicha  postura  esceda 
de  este  tipo,  no  son  necesarios  el  acuerdo  y  conformidad 
de  los  síndicos  y  del  deudor,  ni  la  aprobaciop  de  la  junta 
de  acreedores  para  la  validez  y  Qrmeza  del  remate,  una 
vez  aprobado  por  el  juez.— (C.  núm.  i57.— 13  de  junio 
de  1862.).  «5 

Sttbrof^aeloD.— Y.  Novación* 

Soeeeor.'— La  omisión  en  justificar  que  una  persona  es  sucesor 
de  otra  no  prueba  que  esté  incapacitaaa  para  ejercer  sus 
derechos  civiles.^((7.,  núm.  215.— 19  de  setiembre  de 
1862.Í  ^ 

V.  Vinculación. 

Sumarlo.— Y.  Jurisdicción. 

tinmlslan.^La  sumisión  tácita  á  una  jurisdicción,  solo  puede 
puede  hacerse  á  juez  que  ejerza  jurisdicción  ordinaria.— 
(Comp.,  núm.  129.— 12  de  mayo  de  1862.).  324 

V.  Embargo  preventivo. 

Suplica.— Según  el  art.  59  de  la  F^at  cédula  de  30  de  enero  de 
1855  para  la  procedencia  del  recurso  de  súplica  eo  lot 
pleitos  de  Ultramar,  es  preciso  que  no  haya  contrariedad 
entre  las  disposiciones  del  fallo  de  que  se  suplica. — C. 
de  U.,  núm.  18.— 24  de  enero  de  1862.).  ^^ 

'^ —  Solamente  las  disposiciones  de  los  artículos  59,  60»  ei,  62  y 
63  de  la  Real  cédula  de  30  de  enere  de  1855,  aon  lat  apli^ 
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tMm  á  la  procedencia  ó  improcedencia  de  los  recursos 
de  súplica.— (¿7.  deU.,  nám.  301.-— 6  de  dictembrede  • 
1862.).  750 

Svi^liea.— En  el  hecho  de  declarar  el  art.  4.®,  caso  6.''  del  Real 
decreto  de  4  de  noviembre  de  1838  aae  hav  nulidad  en  la 
denegación  de  la  súplica  que  es  conforme  a  derecho ,  de- 
clara esto  mismo  cuando  no  resulta  que  le  sea  contraria, 
porque  en  arabos  casos  la  denegación  se  apoya  tan  solo  en 
el  arbitrio  judicial  indebidamente  sobrepuesto  á  la  ley. — 
(iV. ,  núm.  97.— iO  de  abril  de  1862.).  243 

V,  Recurso  de  casación. 

Siiistltaeloii.--En  la  sustitución  vulgar,  aceptada  ó  poseída  U 
.Jiereocla  por  el  primer  instituido,  queda  sin  efecto  la  sus- 
lítucion.~-(G.,  núm.  113.— 1.""  de  mayo  de  1862.).  ^283 

SiiisllttteioD  üdeieomlsariii.— La  ley  i  4,  tít.  5."*  de  la  Parti- 
da 6.%  cuyo  objeto  es  deOnir  y  autorizar  la  sustitución  fi- 
deicomisaria, 81  bien  supone  la  existencia  de  dos  personas, 
una  que  liene  la  comisión  ó  encargo  de  entregar  la  heren- 
cia y  otra  el  derecho  de  recibirla,  no  prohibe  que  la  de- 
signación de  la  segunda  sea  confidencial;  y  la  ()ráctica  y  la 
jurisprudencia  han  autorizado  que  esta  designación  se 
haga,  ora  en  cédulas^  papeles  reservados,  ora  á  la  misma 
persona  á  quien  se  dá  la  comisión.— ( (7.,  núm.  179.— 26 
de  junio  de  1862.).  449 

^ V.  Heredero. 


Tanacloii. — Solo  á  las  tasaciones  hechas  en  juicio  es  aplicable  lo 
dispuesto  en  el  art.  303  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 
— (C7.,  núm.  62.-7  de  marzo  de  1862.).  1 54 

TeAleBte.-.V.  AlcMe. 

Teniente  de  Alealde.— No  obstante  las  facultades  que  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  atribuye  á  los  Jueces  de  paz ,  los  Te- 
nientes de  Alcalde  tienen  el  carácter  de  justicias ,  porque 
según  la  regla  primera  de  las  provisionales  para  la  aplica- 
ción del  Código  penal  conocen  de  las  follas  eo  juicio  verbal 
y  ejercen  por  consiguiente  funciones  judiciales  permanen- 
tes.—(Cotnp.,  núm.  193.— 24  de  julio  de  1862.).  483 

V.  Regidor, 

Tereer  poseedor.— Y.  Beneficio  de  excwion. 

Terreaofi.— Los  decretos  de  las  Cdrtes  de  14  de  enero  de  1812  y 
'  8  de  jan»  de  1813,  al  autorizar  á  los  dueños  de  terrenos 
de  domfaío  particular  para  cercarlos  y  aprovechar  sus  fru- 
tos y  produeoiones  como  quisiesen,  suponen  en  aquellos  el 
pleno  dominio,  tanto  del  suelo  como  de  los  arbolados;  y  la 
Real  orden  de  17de  mayo  de  1838,  lejos  de  ampliar  Isk  dis- 
TOMO  vn.  117 
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postdones  de  k»  daeretos  de  GórUs  cHedet,  1m  nfllria- 
gtóy  mandando  qne  no  se  diese  al  art.  1.^  del  da  8  de  junio 
mas  estension  qae  la  gue  espresan  su  letra  y  aspiríta.^ 
(C,  nüm.  3.-*28  de  diciembre  de  íHi.).  ( 

Tesiador.— Las  palabras  de  los  testadores  deben  entenderse  fai- 
namente y  como  suenan,  y  solo  cuando  pareden  cierta- 
mente que  su  voluntad  fué  otra ,  puede  prescíndirse  de  li 
letra  y  signifioaciou  do  aquella.— (C.»  nám.  25. — 28  de 
enero  de  1862.).  57 

Las  palabras  del  testador  se  ban  de  entender  llanamente,  asi 

como  ellas  suenan»  mucho  mas  cuando  son  claras  y  espli- 
can  perfectamente  cuál  as  so  voluntad ,  no  pudiando  ser 
otra  que  la  que  ellas  mismas  nanifiaatan  sin  Tíolaatar  so 
sentido*— (C,  núm.  224.--28  de  setiembre  da  1862.).         Sil 

Cumplida  la  voluntad  de  un  testador  por  actos  irrevocables  que 

reciben  su  eflcacia  de?  mismo  testamento,  vá  no  es  poswle 
alterarla  ni  destruir  los  derechos  adquiríaos  en  virtud  de 
esos  actos.--(C.,  núm.  56.-28  de  febrero  de  1862.).  ni 

Por  meras  deducciones,  especialmente  en  materias  mas  res- 

tringibles  de  suyo  que  ampliables,  no  es  lícito  limitar  la  fa- 
cultad del  hombre  en  uno  de  los  actos  de  mas  importancia 
y  trascendencia,  cual  es  el  de  la  testamentifaccioD.— 
(C,  núm.  18i.— 28  de  junio  de  1862.).  4«i 

Goando  el  testador  no  impone  condición  alguna  al  sefialar  mu 

pensión,  ni  hay  ratón  legal  para  que  exista  dicha  condición, 
no  puede  sobreentenderse  que  existe  alguna  de  las  tácitas 
á  qué  se  refiere  la  ley  10,  tJt.  4.%  Part.  6.V— (C.»  nú- 
mero 267.--*30  da  octubre  de  1862.).  M 

Guando  el  testador  deja  á  su  viuda  una  pensión  diaria  por  toda 

su  vida,  sin  señalar  condición  alguna,  no  pierde  dicna  pen- 
sión aunque  contraiga  ulterior  matrimonio;  no  infrin- 
giendo la  sentencia  que  asi  lo  declara  la  doctrina  legal  de 
que  las  pensiones  de  viudedad  son  obligatorias  lalariB  la 
viuda  permanezca  en  esta  estado.— ^C.^  núoi,  267, — 30 
de  octubre  de  1862.).  ^ 

Aun  en  la  hipótesis  de  no  haberse  respetado  la  voluntad  da  no 

testador,  semejante  infracción  seria  motivo  para  poder  (an- 
dar un  recurso  de  casación,  no  habiéndose  propuesto  opar^ 
tunamente  dicho  estremo,  ni  sido  objeto  da  discusión  en  el 
pleito.— ^C7.,  núm.  299.r-2  de  diciembre  da  1862.).  'i^^ 

V.  Legado,  Memoria  testameniaria  y  Senteneia. 

Tcfftanaeiitaría.— El  art.  407  da  la  ley  da  Bojaidamieiita  civil 
exige,  para  que  tenga  lugar  al  jnicio  necesaria  de  tasti- 
mentaría,  que  los  heredaros  asIáD  aosaolas  y  aa  iMya 
qoieo  k»  representa  lagf tlmimanta;  qoa  saaa  SMOoras  4  ia- 
oapaekadoi,  bien  sa  hallen  aossotas  i  prasaotaa,  si  al  tes- 
tador no  habíase  dispoesto  lo  oantrario,  é  qaa  ae  saNaita 
per  ono  ó  varios  acreedores.— (C,  nún.  »I86. — 30  da  jo- 
niodel862.0.  ^ 
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Testaotentaria.— No  son  acamoiablos  al  juicio  anivorsal  de 
leatauMMitarla  eoueanada  los  pleitos  anteriores  que  liay* 
tenido  el  concursado  j  que  se  tiayan  terminado  por  sen- 
tencie eiecotoria.-*((/omp..  oáei.  250.— -20  de  octubre  de 

1862.).  fií* 

Siendo  parte  legitima  para  promover  los  juicios  Toluntarios  de 

testamentaria  el  cónyuje  que  sobrevive  y  el  legatario  de 
parte  alícuota,  lo  son  también  para  deducir  las  solicitud^ 
concernienies  á  la  inlerYeocion  y  administractoa  del  cau- 
dal.—(t?.,  nüm.  269.-5  de  noviembre  de  1862.).  671 
V.  Albacea  y  Jumeiceion  milüar. 

Teslamento.— ÁUDOue  con  arreglo  á  lo  que  se  establece  en  la 
constitución  se^nda  de  Cataluña,  iii.  2,^  de  pupUares  y 
altres  subsiituctons^  para  que  no  se  tenga  por  irrito  ó  nulo 
el  testamente  del  padre,  es  necesario  hacerse  én  él  menéion 
del  hijo,  ya  sea  por  derecho  delegado  6  de  cualquiera  otra 
manera,  es  evidente  que  este  precepto  solo  debe  entenderse 
cuando  no  concorran  fundadas  causas  aue  impelan  al  padre 
á  consignar  su  voluntad  de  privarle  de  la  pnrte  á  que  en 
otro  caso  tendría  derecho.-~(C.,  núm.  123.-8  de  mayo  de 
1862.).  'M)^ 

La  ley  26,  tít.  1.^  de  la  Part.  6.*  en  que  se  establece  la  pena 

de  los  que  impiden  ¿  otros  hacer  testamentos,  debe  inter- 
pretarse yoiipticarse  por  la  que  sigue,  pues  en  la  primera 
no  se  hace  mas  que  consignar  un  precepto  absoluto  y  abs- 
tracto, siendo  la  segunda  la  en  que  se  indican  las  diversas 
maneras  de  causar  aquel  impedimento  ó  embargo,  como  le 
llama  la  ley,  y  este  ha  de  ser,  según  la  27,  tal  que  se  haga 
fuerza  ó  premia^  6  inutilizando  de  hecho  los  medios  nece- 
sarios para  el  otorgamiento  de  la  última  voluntad.— (C, 
núm.  179.— 26  dejnDio  de  1862.).  ,  49 

Para  que  un  testamento  pueda  revocar  el  otorgado  válidamen- 
te con  anterioridad,  es  necesario  que  el  segundo  se  halle 
revestido  de  todos  los  requisitos  que  para  semejantes  actos 
prescriben  las  leyes.— (C,  núm.  225.-26  de  setiembre 
de  1862.).  553 

La  ley  1.',  tít.  18,  Hb.  10  de  la  Novísifna  Recopilación  exige 

como  solemnidad  indispensable  para  la  validez  del  testamen- 
to abierto  ó  muncupativo,  ordenado  ante  Escribano  públi- 
co, que  se  hallen  presentes  tres  testigos  á  lo  menos,  vecinos 
del  lugar  donde  el  testamento  se  hiciere^  y  que  tengan 
además  las  otras  cualidades  que  el  derecho  requiere. — (C,, 
núm.  225.— 20  de  setiembre  de  1862.).  553 

Exigiendo  las  leyes  como  solemnidad  para  la  validez  de  los  tes- 

taoMnlos,  la  intervención  de  los  testigos  en  el  número  que 
las  mismas  prescriben,  la  falta  de  los  que  en  el  documento 
autorizado  por  el  Escribano  aparescan  haber  intervenido 
con  aquel  carácter,  no  puede  suplirse  con  otras  personas  de 
que  no  se  hace  meneioa  en  él,  por  mas  que  se  hubieran  ha- 
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liado  présenles  en  aqael  acto;  pues  aun  coando  sutestieoo* 
n»  pudiese  consütiiir  nn  medio  ordioario  de  praeln  ea 
etro  caso,  no  es  suficiente  ni  admiaible  para  subsanar  el 
defecto  de  solemnidad  requerida. — ((7.,  num.  225. — ^26  de 
setif'mbre  de  1862.).  S53 

Testameato.— Guando  un  testamento  es  tan  espiicito  y  lerint- 
naote  que  no  ofrece  duda,  no  puede  tener  aplicación  la  tey 
5.%  tít.  33,  Part.  7.%  que  ensena  como  deben  entenderse 
las  palabras  del  testador  cuando  sus  disposiciones  adolecen 
•  de  confusión  6  ambigüedad. — {€. ,  núm.  SIS.-^-SO  d«  di-  ^ 
ciembre  de  1862.).       '  "?7 

V.  Heredero,  Mejora  y  Parientes, 

Testif^a.-— Es  válida  la  apreciación  y  calificación  de  las  deciara* 
ciones  de  los  testigos  que  las  Salas  sentenciadoras  hacen 
en  uso  de  la  facultad  que  las  concede  el  art.  317  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  cuando  al  hacerla  se  arreglan  á  lo 
que  en  el  mismo  artículo  se  previene,  y  dentro  de  los  lí- 
mites en  él  señalados,  sin  cometer  infracción  alguna  de 
ley.— (C.,  núm.  159.— 13  de  junio  de  1862.).  39f7 

V.  Áoogaaq  y  Testamento. 

.  Tranaaeeioii.— Guando  para  termfnar  un  litigio  se  celebra  una 
transacción,  la  cual  se  eleva  á  escritura  pública,  y  conti- 
nuado posteriormente  el  mismo  pleito  se  prescinde  en  la 
sentencia  de  dicha  transacción,  sin  que  contra  ella  se  baya 
espuesto  ni  alegado  nada  en  contra,  antes  al  contrario  ape«  * 
yando  en  ella  su  acción  los  demandantes,  se  infringe  la  ley 
34,  tít.  II,  Part.  5/  que  establece  que  lo  que  el  orne  qui* 
ta  á  su  contendor,  por  enojo  de  non  seguir  pleyto,  non  lo 
puede  después  demandar.— (C,  núm.  24.-28  de  enero 
de  1862.).  SS 

El  no  haberse  estendído  la  copia  de  ana  escritura  de  transac- 
ción en  el  papel  correspondiente,  ni  tomado  razón  de  ella 
en  el  oficio  de  hipotecas,  no  afecta  á  su  valides  ni  puede 
desvirtuar  el  mérito  y  eficacia  legal  de  la  transacción,  por- 
que ni  semejantes  defectos  son  insubsanables,  ni  se  trata 
de  perseguir  una  finca  determinada  ó  de  exigir  gravámenes 
impuestos  sobre  ella.— (C,  núm.  24.  —  2^  de  enero  de 
1862.).  53 

V,  Arbitro  y  Escritura. 

TrllNuial  de  eoniercio. — Es  competente  para  conocer  del  con- 
curso de  un  comerciante  el  Tribunal  de  Gomercio  de  la  pla- 
za en  que  aquel  estuviese  matriculado. — {Cwnp.,  núme- 
ro  256.-25  de  octubre  de  1862.). ,  629 

Gon  arreglo  al  art.  1201  del  Gódigo  de  Comercio  no  son  de  la 

competencia  de  los  Tribunales  de  Gomercio  las  demandas 
intentadas  por  comerciantes,  ni  contra  eüos^  sobre  obitsa* 
ciones  ó  dereoboaque  no  procedan  de  aeíoe  merctaüles. 
—((7.,  núm.  281  .<-«14  de  noviembre  de  18«2*).  702 


Digitized  by  VjOOQIC 


BIPiaTORia  AUTABVTICO.  93S 

pieiNAS. 


Tritaul  4e  euMrel#.— V.  OuMra. 

Tribuíalas  •HUnmrlM.— No  habiéndose  sasciUdo  en  tiempo 
oportuno  la  cuestión  de  que  los  tribunales  ordinarios  care- 
cen de  atribuciones  para  decidir  sobre  la  validez  de  las  re- 
soluciones administrativas,  es  improcedente  suscitarla  al 
tiempo  de  interponer  el  recurso  de  casación.— (C,  núme-  * 
ro  i64.— 17  de  junio  de  1862.)-  ^^^ 

— -  V.  Aguas,  Prueba,  ReGurso  de  casación  y  Sentencia. 

Trlbniíal  Sai^raHio  de  ^utlela.^V.  Cimpetmwias. 

ü. 
U»nfni<$to;—- Y.  Legado. 


VeelttdaidL^Se  considera  lugar  de  la  vecindad  aquel  donde  ano 
tiene  casa  abierta  pagando  la  contribución  de  oonsunoe» 
y  ha  sido  Regidor  de  su  Apuntamiento ,  cuando,  no  se 
na  hecho  constar  eu  debida  forma  la  intención  de  tras- 
ladarla á  otro  pueblo.— (Cofiip.»  núm.  191^.— 7  de  agoeta  •  •: 
de  1862.)^  4S8 

Wendedor.— y.  Enajenación. 

Venta.— Declarada  la  nulidad  de  una  venta,  el  comprador  no  ad« 
quiere  dominio  aignno  sobre  la  cosa  vendida.— (C,  náme^ 
ro  100«— 12  de  abril  de  1862.).  250 

Tratándose  de  una  venta  ó  subasta  judicial,  que  se  rice  por 

reglas  especiales,  y  en  la  cual  la  autoridad  y  aprobación 
del  Juez  pueden  suplir,  caso  necesario,  la  íalta  del  con* 
sentimiento  de  las  partes,  no  es  aplicable  le  ley  l.%ift.  5r* 
de  la  Part.  S.*  que  define  lo  que  es  venta  en  general,  y  es- 
tablece que  se  ha  de  hacer  coa  conseniimiento  de  las 
partes;  y  tampoco  tiene  aplicación  la  lej  21,  tit.  5.*,  Par- 
tidas.*, que  dispone  no  debe  valer  la  venta  que  fuere  hecha 
engañosamente,  vendiendo  una  cosa  por  otra,  ó  siempre 
que  hay  error  sustancial  en  ella,  cuando  dichas  cireunatan- 
cías  no  concurren  respecto  de  la  venta  objeto  del  litigio.-* 
(C,  núm.  157.-13  de  junio  de  1862.).  393 

Estimándose  por  el  Tribunal  sentenciador,  en  uso  de  sus  fa- 
cultades, que  una  venta  no  se  ha  hecho  malioiosameat'e  y 
en  fraude  de  acreedor,  no  pueden  considerarse  como  infrin- 
gidas por  dicha  sentencia  las  leyes  7.%  8.*  y  9.*,  tít.  15, 
.     Part.  5.*;  y  la  40.,  Ut.  28,  Part  3.*— {(?.,  núm.  268.— 5  de 

noviembre  de  1862.).  667 

V.  Mujer  y  prueba. 

ITiaeirioft.— En  la  sucesión  de  vínculos  y  nrayorazgos  se  halla  es- 
presameote  dispuesto  que  se  suceda  por  represeotacioi  á 
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no  estar  mandado  clara  y  Hteraloieoto  m  la  todacioii  lo 
contrario.— ((7.)  núm.  58. — 1.^  demarzo  de  i862.)*    .  ^ 

irinenlos. — Aunque  los  poseedores  de  las  vinculaciones  suprfrai- 
das  por  la  ley  de  11  de  octubre  de  1820>  pueden  disponer 
libremente  de  ta  mitad  de  los  bienes  en  que  aquellas  bobie- 
sen  consistido ,  están  sin  embargo  obligados  .á  reservar 
para  después  de  su  muerte  la  otra  mitad  íntegra  del  suce- 
sor inmedialo.~-(,C7.,  núm.  99.— 12  de  abril  de  1862.).  247 

No  puede  decirse  que  un  Tribunal  infringe  las  reglas  d»  lla- 
mamiento á  no  vinculo,  cuando  se  attene  I  las  esCibtetidas 
por  80  fundador.— (C,  núm.  139.— 22  de  mayo  de  1862).      311 

Guando  deben  ser  preferidos  los  bijoa  varones  ¿  las  hembras  y 

existe  uno  al  fallecimiento  del  primer  llamado  á  saoeder, 
es  claro  que  el  vinculo  no  puede  pasar  á  una  bermana  suya. 
—iC  núm.  139.— 22  de  mayo  de  1862.).  348 

Por  la  ley  de  1 1  de  octubre  de  1820,  restablecida  en  30  de 

agosto  de  1836,  quedaron  suprimidos  todos  los  mayoraz- 
gos, fldeicomisoa,  patronatos  y  cualquiera  otra  especie  de  . 
vjnciiláciones^  y  restituidos  desde  entonces  á  la  clase  de  ab- 
solutamente libres  los  bienes  qise  las  componían.— (C,  nú- 
mero 176.— «25  de  jonio  de  1862.)'  ^^^ 

— ^  Todo  vlncoto  se  supone  re^iular,  mientras  no  se  pruebe  lo  con- 
trario.—(C,  núm.  232.-4  de  octubre  de  1862.).  S68 

No  infringe  la  ley  de  11  de  octubre  de  1820  la  seiHenc^a  que 

con  arreglo  á  dicha  ley  aplica  la  mitad  reservable  de  uii 
vfnculoal  que  habla  de  suceder  inmediatamente  en  el  ma- 

Íorazgo.- (7.,  núm.  232.-4  de  octubre  de  1862.).  Mt 

ly  46  de  Toro  no  tiene  aplicación  alguna,  después  de  las 
leyes  desvinculadoras,  respecto  de  cuestiones  que  se  venti- 
len con  motivo  de  la  sucesión  de  un  vínculo.— (C,  númo* 
ro  251.-21  de  octubre  de  1862.).  617 

Para  que  se  pueda  dejar  sin  efecto  una  ejeeatoría  por  la  cual 

fié  declaró  ser  legitimo  poseedor  de  un  vinculo  una  persona 

Í declarar  el  derecho  preferente  que  otra  pretende  tener  al 
ebo  vfncalo,  en  con^pto  de  agnado  de  la  linea  llamada  en 
primer  lugar,  es  necesario  que  su  filiación  esté  Jnstiftcada 
de  manera  qae  no  ofretca  la  menor  duda.- (C,  número 
272.-8  de  noviembre  de  1862.).  673 

En  las  vincQlaciones  regulares  se  sucedía  segnn  el  orden  es* 

tablecido  en  la  ley  2.%  tit.  15  de  la  Part.  2.*  para  la  suce- 
sión de  la  Corona.— (C,  núm.  310.-19  de  diciembrB 
de  1862.)  77:5 

—  Con  arrM;lo  a  las  prescripciones  de  dicha  ley,  la  linea  del  prl  - 
mogénito  debe  ser  preferida  á  las  demás,  á  las  que  solo 
pesa  el  mayorazgo  después  de  estinguida  la  primera. — 
(<7.,  núm.  310.— 19  de  diciembre  de  1862).  775 

En  todas  las  líneas  tiene  lugar  el  derecho  de  representación, 

conforme  se  dispone  en  las  leyes  5.*  y  9.',  tft.  17,  lib.  10 
de  la  Nov.  Recop.— (C,  núm.  310.— 19  de  diciembre 
de  1862.).  -75 
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VÍBenlos. — ^V.  Bienes  vitwutados^  Herencia  y  Mayorazgos. 
ITisUi.-rY.  Juicio  ejeeutiw}. 

¥l8t«  oenlar.— En  una  vista  ocular  do  hay  falta  de  citación  qae 
pueda  pr(^ocir  indefensión,  cuando  se  cita  previamente  á 
los  Procuradores  de  las  partes. — {C,  núm.  75.— 20  do 
mareo  de  1862.)*  ^^^ 

¥indii. — Para  determinar  las  cantidades  que  deben  abonarse  á 
una  viuda  por  ratón  de  alimentos  y  gastos  de  educación  de 
sus  hijos,  es  indispensable  determinar  la  época  del  falle • 
cimiento  del  marido,  puesto  que  son  distintos  los  derechos 
de  la  viuda  antes  de  ocurrir  dicho  suceso  de  los  que  des- 
pués de  él  pudieran  correspondería.— ((7* ,  núm.  185. — ^28 
de  junio  de  1862.).  463 

Las  viudas  de  los  primeros  Pilotos  de  la  armada  coo  gradua- 
ción de  Alférez  de  navio,  ínterin  permanecen  en  estado  de 
viudez  y  perciben  pensión  del  monte-pío  militar,  disfrutan 
del  fuero  que  gozaban  sus  maridos.-— (Comp.,  núm.  275. 
— 12  de  noviembre  de  1862.)«  688 

Las  viudas  de  los  Tenientes  Generales  gozan,  durante  su  viu- 
dez, del  fuero  militar,  con  arreglo  al  art.  8.%  Ut.;  trata- 
do 8.*  de  las  Ordenanzas  del  ejército,-7-(76mp.,  núm.  283. 
—19  de  noviembre  de  1862.).  708 

V.  Testador, 


FIN  DKL  JIIPBRTORIO  ALFABÍTIGO. 


Digitized  by  VjOOQIC 


Digitized  by 


Google 


Digitized  by  VjOOQIC 


Digitized  by  VjOOQIC 


3  blOS  Ob3  S?4  73D 


i 


